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LUIS   MASSAGUER  Y  RIERA 

Cüijr  Cuspe,  70.  n  J?A 

BARCKLOMA 
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EL  CÓDIGO  CIVIL 

Y  SU  JURISPRUDENCIA 


DEL  MISMO  AUTOR 

EL  DERECHO  PROCESAL  DE  ESPAÑA 

QUE  CONSTA  DE  LOS  TRATADOS  SIGUIENTES: 

PRIMERA  PARTE 

LEY  y  LA  JURISPRUDENCIA  VIGENTES  DEL  ENJUICIAMIENTO  CIVIL, 
ó  0ea  el  texto  de  ¡a  edición  oficial  de  la  Ley  de  S  de  Febrero  de  1881, 
corregida  por  sa  fe  de  erratas,  7  las  rectificaciones  pnblicadas  en  la  Oa- 
oeta  de  6  de  Marzo  del  mismo  afío,  reformada  por  la  lej  de  11  de  Majo 
de  1888  y  aclarada  por  la  Real  orden  de  Ignal  fecha,  y  la  Jubispbü- 
DKNOiA  oiYiL  PROCESAL  establecida  por  las  decisiones  del  Sapremo 
Tribnnal  de  Jasticia  y  del  Consejo  de  Estado  en  materia  de  compe- 
tencia, qne  constitayen,  á  la  yez  qae  el  comentario  más  autorizado, 
la  más  recta  interpretación  qne  pnede  y  debe  darse  á  las  reglas  de 
tramitación  de  todos  los  joicios  y  negocios  civiles. — ^Dos  grnesos  to- 
mos, 30  pesetas. 

SEGUNDA  PARTE 

LAS  LEYES  V  LA  JURISPRUDENCIA  VIGENTES  DEL  ENJUICIAMIENTO  CRI- 
MINAL, ó  sea  el  texto  de  la  edición  oficial  de  la  Ley  de  14  de  Septiem- 
bre de  1882  y  el  de  la  Ley  del  Jurado  de  20  de  Abril  de  1888,  con  las 
reformas,  correcciones  y  aclaraciones  introducidas  en  ellas,  concorda- 
das y  comentadas  ambo»  por  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tri- 
bwial  Supremo  de  Justicia^  adaptada  á  cada  uno  de  los  artículos  de 
que  respectivamente  constan  y  anotadas  con  todas  las  disposiciones 
legales  complementarias,  seguidas  de  un  completo  formulario  del  juicio 
ante  el  Tribunal  del  Jurado,  etc.,  etc.— Madrid,  1890.— ün  tomo  do 
912  páginas,  lO  pesetas. 

TERCERA  parte 

LA  LEY  Y  LA  JURISPRUDENCIA  VIGENTES  DEL  PROCEDIMIENTO  CONTEN- 

CIOSO-ADMINISTRATIVO'  U^  touio  que  comprende  la  ley  de  la  de  Sep- 
tiembre de  1888  y  las  reglas  de  jurisprudencia  establecidas  po*  el 
Consejo  de  Estado  y  Tribnnal  de  lo  Contencioso,  adaptadas  á  cada 
uno  de  los  108  artículos  de  que  consta,  seguido  de  los  Reglamentos, 
formularios  completos,  etc.,  etc.— Un  tomo,  12  pesetas. 

Agotada  la  primera  edición,  está  en  preparación  la  segunda,  con  las 
reformas  y  jurisprudencia  hasta  el  día. 
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PRÓXIMAS    A    l-^ITBLICARSE 


CUARTA  PARTE 

PROCEDIMIENTOS  ESPECIALES/CIVILES  Y  CRIMINALES  DE  LA  JURISDIC- 
CIÓN ORDINARIA.  Comprende  las  reglas  de  enjuiciar  estableeidas  para 
easoB  particnlarea  por  nuestro  Derecho  polUioo  y  adminUtrativo  vigente, 
sometidos  á  los  Tribonales  de  Josticia,  asi  como  también  las  eonsig- 
nadas  en  nuestro  Derecho  civil,  según  el  Código,  la  ley  Hipotecaria  j 
otras;  las  comprendidas  en  el  Derecho  mercantUy  como  la  suspensión 
de  pagos,  etc.  Y  en  cuanto  al  procedimiento  criminal  especial^  com- 
prende asimismo  la  tramitación  de  los  juicios  por  delitos  electorales, 
contrabando,  defraudación  y  sus  conexos,  dafios  en  los  montes  del 
£Btado,  ejercicio  de  la  gracia  de  indulto,  etc.,  etc.,  comentadas  todas 
ellas  en  cada  uno  de  sus  preceptos  con  las  reglas  de  jurisprudencia  es- 
tablecidaB  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia.— Un  tomo. 


KN   PREPARACIÓN 


5.*  parte.    Procedimiento  administrativo.— ün  tomo. 
6.*  parte.    Procedimiento  canónico. — Un  tomo. 
7.*  parte.    Procedimientos  jnrídico-militares. — Un  tomo. 
8.*  parte.    Introducción  teórica,  fllosófico-históriea,  al  estudio  del  De» 
recko  procemd  de  España. — ^Un  tomo. 


Se  hallan  de  venta  en  todas  las  librerías  de  Madrid,  en  las  principales 
d«  provincias  y  en  casa  del  autor,  Golch»i  13,  Granada. 
Se  envían  gratis  entregas  de  muestra  á  quien  las  pida. 


EL 


CÓDIGO  CIVIL 


SU  JURISPRUDENCIA 

:     HASTA  \:  DE  ENERO  DE  1896, 

ADAPTADA  SINGULARMENTE  Á  CADA  UNO  DE  SüS  ARTÍCULOS 

COMENTADO 

DIOXCTTCA,    KXKGéTIOA    Y    SINÓPTICAMENTE, 
VAJOKLMAS  practico  punto  UKTISTA  del  DEBXOHO  civil  COMtiN,  F(»RAL  t.  IHTKRHAno\«l. 
con  PRESENCIA  DR  CUANTO  SE  HA  PUBLICADO  HASTA   EL  OÍA, 

Y  ve  Y  KSPBCULMENTE 
T»K  LA!K  KF.ftOLUCtOXE»  DE*  LA  DISECCIÓN  GENERAL  DE  LOS  REGTSTR08  CriTIL» 

DK  LA   PROPIEDAD  Y  DEL  NOTARIADO, 

POR 

D.  JOSÉ  ]pLES  POZO, 

Abogado  de  los  Dustres  Coleaos  de  Madrid  y  Granad  a 


AUTORlZAOa  rOR  EL  IINISTERIO  DÉ  8RACIA  Y  JUSTICIA 
EN  REAL  ORDEN  DE  U  DE  ENERO  DEL  fRESCNTE  AÍQ 


1.  ADSiMsmnyos 


TOMO   PRIMERO 


'-^•«•^■»' 


MADRID 

EENTA  OS  LA  BEYISTA  DE  LEGISLACIÓX 

A  «ars*  ú»  Joaé  lUrto  8ar«á. 

Eonda  de  Atoeha,  15,  oentro. 
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Qmedan  reserrados 

todos  los  derechos  que  marca 

la  ley. 
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A  favorable  acogida  que  viepe  dispensándose  á  nues> 
tros  Tratados  sobre  el  Derecho  procesal  de  España^ 
nos  ha  confirmado  en  la  idea  de  que  por  muchas  j  valió- 
aas  que  sean  las  publicaciones  teóricas  que,  difundiéndose 
hasta  lo  infinito,  llegan  á  abrumar  á  los  que  buscan  en  las 
obras  de  Derecho  la  enseñanza  ó  el  auxilio  necesarios  para 
los  fines  de  la  vida  profesional,  siempre  habrían  de  ser 
bien  recibidas  otras,  que,  informadas  de  espíritu  eminen- 
temente práctico,  diesen,  en  vez  de  temas  para  disertacio- 
nes más  ó  menos  fantásticas,  subjetivas  é  inverosímiles,  la 
resolución  de  aquellos  mismos  temas  planteados  por  la  ley 
imperiosa  de  la  necesidad  en  casos  prácticos,  hechos  con- 
samados,  que,  por  lo  mismo,  han  de  repetirse  con  probable 
frecuencia  en  la  lucha  diaria  del  hombre  por  sus  medios  de 
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VIH  PRÓLOGO 

vida^  por  sus  pasiones  y  aun  por  los  apetitos  de  su  cons- 
tante afán. 

El  precepto  más  claro  de  la  ley,  mirado  á  través  de  un 
estado  especial  del  ánimo,  nos  hará  ver  cosa,  al  parecer 
distinta,  ó  nos  llevará  á  alcances  de  mayor  ó  menor  irra- 
diación de  lo  que  otra  inteligencia,  poseída  de  diverso 
modo,  llegue  á  entender  con  igual  ó  mayor  firmeza. 

Otras  veces  no  hay  en  el  precepto  legal  que  ha  de  regir 
nuestra  conducta  aquella  claridad  tan  iiecesaria,  y  la  di- 
vergencia de  criterios  aumenta  y  se  multiplica,  surgiendo 
de  tales  antagonismos  las  cuestiones  que,  á  falta  de  aco- 
modamiento en  el  terreno  particular  y  amistoso,  vienen  á 
plantearse  ante  el  tercero  en  discordia,  preestablecido  por 
las  leyes  que  procuran  el  orden  público,  practicando  el 
bien  individual  como  productor  de  aquél;  cuyo  tercero, 
desposeído  de  todo  afecto  pasional,  deberá  pronunciar  la 
última  palabra  ansiada  por  los  que,  con  hambre  y  sed  de 
justicia,  empefiaron  sus  fuerzas  materiales,  y  aun  las  de  su 
propi.  ^.pirita,  »  per»g«ir  lo.  que  «toaban  indi^nti. 
bles  derechos. 

Ese  tercero,  depositario  de  la  duda,  que,  como  canto  ro- 
dado, arrastraron  las  corrientes  de  la  controversia,  oscure- 
ciendo sus  propias  delincaciones  y  ofuscando  la  mirada  es* 
crutadora,  hallará  de  nuevo  el  grave  problema  que,  con  la 
mano  puesta  en  su  conciencia,  y  la  vista  en  él  y  en  la  ley 
que  ha  de  .iluminarle,  irradiándole,  deberá  resolver  en  de- 
finitiva. 

Y  he  aquí  otra  vez  al  precepto  legal  demandando  una 


PRÓLOGO  IX 

intelección.  Pues  bien:  ante  la  consiguiente  perplejidad, 
¡con  cuánto  anhelo  echamos  á  volar  nuestras  facultades  en 
busca  de  salvadores  precedentes  en  donde  hallar  la  imagen 
reflejada  de  caso  semejante!  T,  si  el  reflejo  ansiado  viene 
directamente  á  nosotros  del  más  inequívoco  objetivo,  esto 
es,  si  es  autorizado,  ¿con  cuánta  confianza  adoptaremos  la 
determinación  que  mueva  nuestra  voluntad  y  decida  núes- 
tra  acción? 

El  espíritu  va  siempre  en  persecución  de  verdades  de- 
mostradas en  donde  encuentre  el  anhelado  reposo,  y  esas 
verdades  llegan  á  ser  la  órbita  de  su  natural  carrera;  mas , 
sí  buscando  la  verdad  ó  su  demostración  ejerce  una  de  sus 
más  grandes  funciones,  sobre  la  suma  del  trabajo^  muchas 
veces  ingrato  y  otras  estéril,  se  pavoneará  siempre  la  des- 
confianza propia  del  don  de  errar  que  todos  poseemos,  y 
la  esperanza  en  la  confirmación  de  jiuestro  juicio  por  el 
ajeno,  podrá  aquietamos  á  posten&riy  si  á  tal  posterioridad 
llegamos,  de  nuestro  bien  obrar,  entre  el  clamoreo  de 
aquellos  para  quienes  la  duda,  la  nebulosa  aquella,  se  re- 
solvió al  fin  en  cuerpo  opaco  de  perennes  sombras,  cuando 
no  en  el  terrorífico  Laisdate  ogni  speranza. 

Aquellas  verdades  demostradas,  aquel  pasto  del  espiri- 
ta, aquel  almohadón  de  la  conciencia,  hallado  en  el  trance 
de  decretar  nuestra  determinación  decisiva,  será  el  quid  di- 
vinum  anhelado;  y...,  rebuscado  por  nosotro0  para  ofrecerle 
como  cortejo  de  autorizados  pronunciamientos,  nos  llevará 
eomo  de  la  mano  á  la  intelección  y  al  exacto  cumplimiento 
de  la  ley  escrita. 


X  PEÓLOOO 

Cada  artículo  de  ésta  puede  considerar¿ie  como  el  enun- 
ciado de  un  problema  cuyos  términos  están  en  las  accio* 
nes  mismas  del  hombre,  que,  con  mayor  ó  menor  regula- 
ridad, se  suceden  y  reproducen,  si  no  de  igual,  de  análoga 
manera;  por  eso  se  han  podido  clasificar  dentro  de  la  infi- 
nita variedad,  que  apenas  se  concibe,  en  los  múltiples  ór- 
denes morales  y  jurídicos...,  etc.,  que  la  ciencia  abarca. 

La  ley  y  la  doctrina  legal  son  gemelas  inseparables;  em- 
pero, así  como  la  primera  demanda  el  cúmulo  de  condicio- 
nes propias  que  la  informan,  del  mismo  modo  la  segunda  se 
distingue  por  las  suyas  peculiares,  de  donde  depende  toda 
su  eficacia  y  el  mutuo  auxilio  que  constante  y  recíproca- 
mente las  integra  (1). 

Jurisprudencia  se  llama  á  la  doctrina  legal  que  en  jui- 
cio contradictorio  pronuncia  el  más  alto  Tribunal  estable- 
cido para  resolver  las  controversias  de  todo  género,  cons- 
tituyendo una  verdadera  costumbre  judicial,  digámoslo 
así,  juzgando  jmcdentemente  las  acciones  humanas  bajo  el 
prisma  de  la  regla  Jurídica,  esto  es,  relacionando  el  dere- 
cho con  el  hecho,  en  el  más  íntimo  consorcio  que  la  con- 
cieneia  puede  concebir. 

Es  la  luz  benéfica  que  guía  nuestros  vacilantes  pasos 
por  el  difícil  camino  que  á  nuestra  vista  ofrece  el  espacio 
que  separa  la  letra  de  la  ley,  del  hecho  realizado  ó  por  rea- 


(1)  En  los  eomentarÍM  á  lo«  arto.  1.^  y  6.®  clamos  idea  de  los  atributos  de  la 
ley  y  de  las  cualidades  de  la  doctrina  legral  ó  principios  generales  del  De- 
recho. 


i 
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lizar,  cuando  pretendemos  que  coincidan  con  la  misma  jus- 
teza  que  se  corresponden  lógicamente  el  efecto  y  su  causa 
generadora. 

No  es  concebible,  pues,  precepto  legal,  disposición  abso- 
luta, sin  jurisprudencia,  ó  sea  su  atemperante,  establecida 
de  modo  más  ó  menos  autorizado,  y  aun  convencional  á 
veces,  mientras  llega  aquél  á  convertirse  en  acción  apli- 
cada, y  baja  del  Olimpo  de  las  abstracciones  al  mundo  de 
la  realidad  y  del  empirismo. 

Por  eso  la  jurisprudencia  tiene  su  aparición  en  forma  de 
máximas  experimentales,  proferidas  por  los  Tribunales  Su- 
premos, como  de  mayor  autoridad  en  la  materia  de  que  se 
trate,  civil,  eclesiástica,  contencioso-administrativa,  crimi- 
nal, de  cuentas  y  militar,  cuyas  reglas  de  conducta,  tanto 
por  nacer  de  la  última  evolución  de  la  idea,  cuanto  por  no 
haber  un  más  allá  dentro  de  la  constitución  orgánica,  no 
pueden  menos  de  acatarse  como  á  preceptos  mismos  de^ley, 
llamados  doctrina  legal,  sopeña  de  caer  de  lleno  dentro  de 
la  más  desastrosa  ilegalidad. 

Mas,  no  siempre  aquellos  Tribunales  civiles,  eclesiástí- 
coa,  etc.,  son  los  llamados  á  descifrar  y  ñjar  las  ideas  que 
evolucione  el  interés  contrapuesto  de  los  contendientes 
que  suspiran  por  conseguir  el  favor  de  la  ley.  La  índole 
de  las  cuestiones,  y  la  autoridad  llamada  á  resolverlas  sin 
forma  de  juicio,  pero  en  el  grado  más  alto  ó  supremo  tam- 
bién, produce  afirmaciones  definitivas,  fundadas,  cuyas 
<x>nsideraciones,  por  los  motivos  mismos  expresados  ani- 
ba,  tienen  aquella  misma  eficacia  dentro  de  su  esfera,  y 
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fuera,  con  stituyen  un  gran  precedente  para  conceptuaree 
compenetrados  por  ellas  con  la  ley. 

A  esta  clase  corresponden  las  resoluciones  de  la  Direc- 
ción general  de  los  Registros  (1),  que  por  la  múltiple  ma- 
teria á  que  su  jurisdicción,  digámoslo  así,  se  extiende,  ha 
tenido  ocasión  de  estudiar  casi  todas  nuestras  institucio- 
nes civiles,  resolviendo  importantísimos  puntos  de  verda- 
dera trascendencia,  y  sentando  acompasadamente  exce- 
lente doctrina,  de  grande  enseñanza  para  todos;  labor  que 
seguramente  llegará  á  formar  el  comentario  teórico-prác- 
tico  más  uniforme  que  pueda  desearse  de  nuestro  Código. 

El  desconocimiento  de  tan  importante  factor  jurídico 
por  aquellos  que  tengan  que  hacer  aplicaciones  de  la  ley 
civil,  les  desviará  muchas  veces  de  la  legalidad,  y  el  des- 
atender tales  precedentes,  valdrá  tanto  como  exponerse 
á  sufrir  la  dura  lección  de  la  experiencia,  que,  como  decía- 
mos en  el  Prólogo  de  otra  de  nuestras  obras',  enseña  siem- 
pre castigando. 

La  costumbre  del  lugar  en  cada  caso,  y  en  su  defecto, 
los  principios  generales  del  Derecho  (2),  siguen  siendo  las 
fuentes  de  éste,  á  las  que  igualmente  es  preciso  ir  para 
abastecerse  en  las  ocasiones  en  que  la  intelección  del  pre- 
cepto legal  no  se  alcanza  por  incompleto,  deñciente,  os- 
curo, contradictorio,  antinómico,  etc. 

Para  trances  de  este  género,  los  Centros  más  superiores 


(1)  A.un  ctiando  no  constituyan  la  dpotrina  legal  dé  eficacia  suficiente  paralo» 
remiraos  de  casación.  Véase  la  última  regla  adaptada  al  art.  6.^  de  nuestra  obra. 

(2)  Véatie  el  comentario  al  art.  6.^ 
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ofreoen  reglas,  ó  conjunto  de  ellas,  dictadas  desde  el  punto 
de  vista  de  su  competencia  y  funcionamiento  especial,  para 
el  desenvolvimiento  de  la  misión  que  les  está  encomen- 
dada dentro  de  su  constitución  respectiva,  que,  unifor- 
mando el  criterio  con  que  debe  practicarse  y  cumplirse  la. 
ley,  comentan  autorizadamente  sus  preceptos,  y,  á  falta  de 
las  fuentes  antes  aludidas,  las  suplen,  en  cierto  modo,  sien- 
do un  poderoso  auxiliar  de  conducta  para  no  torturar  con 
pecadores  pasos  el  recto  sendero  de  la  ley.  Las  circulares, 
pues,  de  la  Presidencia  del  Supremo  y  las  de  la  Fiscalía 
del  mismo,  son  los  elementos  á  que  aludimos,  cuyas  obser- 
vaciones y  advertencias  hemos  procurado  tener  presentes 
y  aun  anotar  en  el  lugar  correspondiente  de  nuestros  tra- 
bajos. 

Mas,  asi  como  las  resoluciones  de  los  Tribunales  Supre- 
mos no  ban  podido  matizar  tan  copiosamente  los  artículos 
del  Código  como  lo  deseara  la  noble  ambición  de  acertar 
con  ellos,  que  todos  tenemos,  no  obstante  la  multitud  de 
decisiones  adaptadas,  esparcidas  por  los  cuatro  libros  de 
que  consta,  tampoco  las  otras  fuentes  indicadas  han  llega- 
do á  saciar  toda  nuestra  sed  de  doctrina;  y  entonces  hemos 
procurado  que  otros  manantiales  apreciabilísimos,  legales 
complementarios,  administrativos,  en  forma  preceptiva  y 
j  persuasiva,  y  aun  los  particulares,  ya  originarios,  ya  de- 
rivados, contribuyan  á  reforzar  nuestro  juicio  y  á  vaciar 
nuestra  opinión,  que  nunca  omitimos,  por  no  dejar  tras 
nosotros  la  duda  corroedora,  prefiriendo  quedarnos  con  el 
reeelo  y  la  desconfianza  propias  de  nuestra  propensión  al 
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error,  á  trueque  de  la  ayuda  que  podamos  prestar  á  quie- 
nes consulten  nuestra  obra,  no  obstante  la  disposición  en 
que  queda  nuestro  ánimo  para  rectificar,  en  virtud  de  me- 
jor juicio,  el  propio  nuestro,  sometido  al  siguiente  plan: 


Legaleu . . 


I  Conten  cío 
sas 


F  aent es 
tributa- 
rías 


lAdminiti 
trativas.i 


Partícula 
res 


/  Ley  de  Bases  de  11  de  Mayo  de  18S8. — 

i       Constituoión  de  la  Monarquía. — ^Leyes 

-  ^      Provincial  y  Municipal  en  sus  relaciones 

.  /      con  el  Derecho  civil. — Leyes  del  &egi«- 

*  "  *  )      tro  civil,  Hipotecaria,  de  Propiedad  inte- 

/      lectual,  de  Minas,  Aguas,  Expropiación 

'       forzosa,  ote. 

Beales  decretos  de  carácter  general  en  materia  civil . 

(  Sentencias  del  Tribunal  3npreino  en  lo  ci  • 
I  Judiciales..  I      vil  y  en  lo  criminal,  y  del  de  lo  conten  - 
f      cioso- administrativo  en  materia  civil. 

^     •  (]•  •     C  Besoluciones  de  la  Dirección  general  de  los 
.  j      Registros  y  de  la  de  Gracia  y  Justicia  del 
\      Ministerio  de  Ultramar. 

Precepti-t  Beales  órdenes  de  car&oter  general  en  ma- 
vas I      teria  civil. 

p  .  ^Exposición  de  motivos.  Instrucciones  y  Gir- 

l      culares  de  los  Centros  directivos.  Presi- 
vas  •  I 

'  * '  *  ^     dencia  y  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo. 

(^    .     .         (  Concordancias  con  el  derecho  histórico  y 
.    ^  <      con  los  Códigos  extranjeros. — Disonsio- 

'  "*  f  nes  parlamentarias  en  las  Cortes. 
f  Contestaciones  k  consultas  evacuadas  por 
la  Dirección  y  Bedaoción  de  las  publica - 
.  ,  .  cienes  técnicas,  Boletintes,  Bevistas,  G**- 
cetan,  etc.  Opmiones  de  los  comentaris- 
tas.— Teorías  de  los  expositores  del  De- 
recho civil. 
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Tal  era  nuestro  propósito,  y  así  hemos  tenido  ocasión 
de  realizarlo.  Presentar  el  Código  civil  comentado  en  for- 
ma manuable,  por  lo  compendiosa,  y  rodeado  del  mayor 
prestigio  posible,  dadas  las  fuentes  autorizadas,  tributa- 
rías, digámoslo  así,  de  nuestro  plan,  que  han  contribuido 
con  sus  raudales  más  preciados  á  formar  una  obra  que  sin 
ellos,  carecería  de  todo  mérito,  y,  aun  lo  que  es  peor,  sin 
la  atenuación  aplicable  á  las  que  la  han  precedido,  que, 
como  frutos  tempranos,  tuvieron  el  apogeo  de  las  primi- 
cias, y  hoy,  apenas  si  llenan  indicación  alguna  dentro  de 
las  exigencias  de  la  práctica  del  Derecho  puesto  en  ejer- 
cicio. 

La  adaptación  inmediata  de  la  regla. de  jurisprudencia 
al  precepto  del  Código  á  que  se  refiere,  completa  el  senti- 
do de  éste,  cual  si  nos  dijese  la  ley  entre  renglones,  cómo 
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quiere  que  la  entendamos  y  cómo  debemos  praotíoarla,  sin 
que  haya  solución  de  continuidad  en  la  trama  ideológica 
que  entrelaza  el  precepto  y  la  regla. 

De  este  modo,  la  exegesis  no  podrá  ser  más  prestigiosa 
para  el  ánimo  ganoso  de  persuasión;  y  todavía  podrá  reci- 
bir mayores  amplificaciones,  evaduandó  la  cita  puesta  á 
contiiiuación  de  cada  regla,  fácil  por  lo  tanto  de  compro- 
bar (1). 

Por  otra  parte,  convencidos  de  que  la  inteligencia  hu- 
mana se  nutre  de  ideas  que  son  su  tesoro,  á  la  vez  que  las 
produce,  y  como  su  vehículo  es  el  lenguaje  ó  sean  las  pa- 
labras que  portean  los  pensamientos,  como  el  aire  al  so- 
nido, mucha  conversación,  ó,  como  si  dijéramos,  mucho 
aire,  impide  la  percepción  de  la  esencia,  disolviéndola  á 
veces,  hasta  hacerla  desaparecer  entre  el  ruido  del  viento 
soplador.  De  ahí  el  estilo  conciso  de  nuestros  Qomentarios, 
cuyo  contenido  permitirá  se  esponje  á  impulsos  del  deseo, 
en  ocasiones  que  lo  demanden,  más  adecuadas,  por  supues- 
to, que  la  que  ofrece  una  obra  como  la  nuestra,  encamina- 
da á  facilitar  su  consulta  y  á  aprovechar  instantes  precio- 
sos con  la  mayor  utilidad  posible. 

Con  el  mismo  motivo  habríamos  de  suprimir,  no  ya  lo 
redundante  y  lo  superfino,  sino  todo  aquello  que  represen- 
tara lucubraciones  sobre  materias  de  derecho  antiguo, 
que  no  correspondiesen  al  vigente  régimen  transitorio  en- 


(1)    Con  «feoto,  todas  las  deciaionos  llevan  la  feoha  da  la  santanoia  que  las 
oontiane  7  la  da  la  tíaceta  en  que  fué  publicada. 


PRÓLOGO  xvn 

tre  el  anterior  y  el  actual.  Bel  derecho  romano  y  del  es- 
pañol que  ha  dejado  de  ser,  sólo  nos  permitimos  el  más  li- 
gero apunte  indicativo  de  la  raíz  originaria  de  tal  ó  cual 
precepto,  utilizando  en  ocasiones  el  casuísmo  expositivo 
de  las  Partidas,  como  gallarda  explicación  y  exegesis  de 
las  disposiciones  que  hoy  las  reemplazan. 

Los  Proyectos  del  51  y  del  82,  si  bien  contribuyeron  á 
la  redacción  del  Código  actual,  en  cuanto  reflejaban  él  sen- 
tido y  capital  pensamiento  de  las  instituciones  civiles  del  de- 
recho histórico  patrio^  dejaron  de  valer,  á  nuestro  juicio, 
desde  que  comenzó  á  ser  ley  el  que  nos  rige,  hasta  cuyo 
momento,  como  custodios  del  derecho  del  porvenir,  pudie- 
ron iluminar  y  aun  alegrar  nuestras  miradas  hacia  el  de- 
recho constituyente;  pero  hoy  están  justamente  archiva- 
dos, ennoblecidos  con  la  pátina  de  los  tiempos,  á  través 
de  la  cual  no  hemos  dejado  el  estudio  comparativo  con  el 
actual,  para  apreciar  sus  vicisitudes  respectivas;  pero  sin 
hacer  más  apuntes  de  nuestras  observaciones,  que  aquellos 
que  no  nos  han  entorpecido  el  paso  y  esparcían  á  la  vez 
alguna  luz  en  nuestra  marcha. 

Tan  cercanos  hemos  tenido  también  los  concordantes 
preceptos  de  los  Códigos  extranjeros  con  el  nuestro,  aun- 
que no  hayamos  acotado  sus  coincidencias  y  conexiones  á 
cada  instante  y  á  cada  artículo,  sino  sólo  á  aquellos  que, 
en  nuestro  sentir,  lo  agradecían;  en  razón  á  que,  fuera  de 
un  rasgo  de  erudición  más  ó  menos  oportuno,  ninguna  uti- 
lidad práctica  habría  de  ocasionar  á  nuestros  lectores, 
pues  para  aplicar,  consultar  y  aun  aprender  el  derecho 


constituido  en  una  nación  extranjera,  no  deberían  satiafii-, 
cene  con  simples  referencias,  por  extensas  que  ñiesen, 
sino  con  los  textos  originarios,  que  serán  siempre  los  úni- 
camente oportunos  para  resolver  las  cuestiones,  como  ley 
del  país  á  que  se  refieran. 


III 


Procurando  siempre  facilitar  la  inteligencia  y  práctica 
de  los  textos  legales,  cuya  tarea  inauguramos  con  los  del 
procedimieniOy  estimulados  por  espontáneas  aficiones,  he- 
mos estudiado  los  del  Código  civil,  sin  prescindir  de  la  ob- 
servación procesal,  á  donde  vienen  luego  á  mostrar  toda  su 
importancia  y  su  efectividad;  puesto  que  ninguna  cosa 
llega  á  conocerse  tanto,  como  cuando  es  objeto  de  contro- 
versia. 

El  derecho  civil,  como  regla  de  conducta  normal, 
es  la  fisiología  de  la  vida  extema  y  jurídica  del  hombre, 
y  practicamos  sus  funciones,  sin  damos  casi  cuenta,  como 
efectuamos  las  de  nuestro  organismo  sin  conciencia  de 
ello. 

Después  de  la  aprehensión  de  los  alimentos,  á  que 
nos  estimula  el  propio  apetito,  la  masticación,  insalivación, 
deglución,  quimificación,  quilificación,  etc.,  son  cosas  que 
á  nadie  preocupan  en  el  funcionalismo  ordenado;  pero  una 
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iáteirupeión,  una  solución  de  continuidad  cualquiera,  nos 
hará  parar  mientes  en  aquel  punto,  inadvertido  hasta  en- 
tonces; estudiaremos  el  aiso  patológico,  comenzando  por 
sus  causas,  á  partir  de  la  normalidad  funcional,  para  des« 
de  alli  ir  notando  las  desviaciones  que  nos  han  de  enseñar 
el  diagnóstico,  aventurar  el  pronóstico  y  adoptar  el  trata* 
miento. 

El  ataque  á  un  derecho  nuestro,  produce  una  perturba- 
ción en  nuestro  funcionalismo  fisiológico-jurídico,  una  so- 
lución de  continuidad  que  nos  hará  parar  mientes,  como 
decíamos  arriba,  en  aquel  punto,  y  estudiarle,  quizá  por 
primera  vea  también,  reconstruyéndole  mentalmente  á  la 
normalidad  con  los  preceptos  de  la  ley  que  le  rige,  para 
apreciar  sus  desviaciones  y  procurar  el  restablecimiento 
por  la  serie  de  grados  ideológicos  de  la  patología — Dere« 
cho  procesal — y,  aun  el  arte  de  recetar, — ó  formularios — 
vendrá  en  nuestro  auxilio,  con  su  quis,  quid,  caram  quo, 
qno  jure  petatuTy  et  á  quo. 

En  la  clínica  es  donde  acabamos  de  damos  cuenta 
exacta  de  la  normalidad  fisiológica,  á  la  vez  que  el  pa- 
GÍente  aprende  á  saber  en  ella  el  valor  de  la  salud  perdi- 
da. Entonces,  la  experiencia  jugará  el  mejor  papel,  ayu- 
dando más  confiadamente  al  éxito  anhelado...;  pero  la  ex- 
períencia,  puéstanos  por  delante,  nos  brindará  la  ocasión 
de  escarmentar  en  cabeza  ajena  y  la  cómoda  previsión  de 
quien  se  cura  .en  salud. 

Todo  nuestro  trabajo  está  sembrado  de  tales  experi- 
mentaciones, y  hemos  procurado  además  asimilamos  las 
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más  sanas  lecciones  de  los  que  nos  precedieron,  según  ya 
dicho  arriba,  y  apartamos  de  sus  errores,  sin  nombrarlos 
ni  levantar  acta  de  ellos  casi  nunca,  sintetizando  luego 
gráficamente  en  cuadros  figurados*  la  sinopsis  de  las  insti- 
tuciones que,  á  nuestro  juicio,  más  lo  demandaban  por  la 
complicación  de  su  mecanismo  y  multiplicidad  de  sus  ele* 
montos. 


IV 


La  estructura  del  Código  y  el  desaliño  tantas  veces  ad- 
vertido,^ha  hecho  más  ingrato  nuestro  trabajo,  truncándo- 
nos el  método  expositivo  y  el  sistema  de  relación  dogma- 
tica,  puesto  que  habíamos  de  seguir  paso  á  paso  sus  pre- 
ceptos, cumpliendo  nuestro  principal  objeto  de  facilitar  su 
consulta. 

No  hemos  de  continuar  nosotros  la  crítica,  las  acerbas 
censuras  que  en  todos  I09  tonos  ha  inspirado  á  los  juristas 
de  todas  las  escuelas;  para  nosotros  es  sólo  un  ensayo  con- 
vertido en  precepto  de  ley,  y  por  tanto,  de  indiscutible  ob- 
servancia, clamando,  desde  luego,  por  una  revisión  con- 
cienzuda, como  evidencian  los  hermosos  trabajos  iniciados 
por  D.  Augusto  Comas  (1),  y  otras  obras  de  valía,  que  in- 

it)    L#  r«TÍ8Íón  del  Código  civil  Mpaftol. 
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flniíán  seguramente  en  las  reformas  que  en  el  porvenir 
tiendan  á  su  perfeocionamiento. 

Claro  está  que  éste  no  se  conseguirá  jamáS;  ya  porque 
lo  estorbe  la  condición  de  toda  obra  humana,  ya  por  las 
reclamaciones  incesantes  de  los  tiempos,  ya  porque  nos- 
otros mismos  contribuiremos  á  evidenciar  defioieücias  por 
exceso  ó  por  defecto,  sin  el  temor  de  asemejarnos  á  quien 
critica  la  redundancia  de  nuestros  dobles  órganos  en  la 
disposicióji  con  que  de  ellos  fuimos  dotados,  para  objetar 
que,  siendo  suficiente,  por  ejemplo,  uno  de  nuestros  ojos 
para  mirar  cuanto  se  nos  ponga  delante,  debió  sernos  co- 
locado el  otro  en  disposición  de  ver  al  propio  tiempo  lo 
que  dejamos  atrás  ó  nos  persigue. 

De  todas  suertes,  con  la  promulgación  del  Código  hemos 
ganado  indiscutiblemente  por  más  de  un  concepto,  están- 
do  mejor  que  estábamos,  siquiera  no  haya  llenado  el  pro- 
pósito de  encerrar  en  un  solo  libro  todas  las  instituciones 
jurídicas,  ni  derogado  completamente  todas  las  leyes  ante- 
riores de  carácter  civil,  dejándonos,  como  cabos  sueltos, 
multitud  de  las  llamadas  especiales^  que  seguirán  rigiendo 
Gomo  complementarias  del  mismo  cuerpo  legal. 


■«^ 
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PARA  LA  REDAOOIÓN  Y  PÜBUOAOIÓN  DEL  OÓDIOO  CIVIL 

(11  de  Mayo  de  1888,) 


Don  Alfonso  XUI,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitaeión,  Rey  de  Espada, 
j  en  SQ  nombre  dorante  sn  menor  edad  la  Reina  Regente  del  Reino, 

A  todos  los  qne  la  presente  vieren  y  entendieren»  sabed:  Qae  las  Cortes 
faaa  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Articalo  4.*  Se  anloríza  al  Gobierno  para  publicar  un  Código  civil,  con 
arreglo  á  lis  condiciones  y  bases  establecidas  en  esta  ley. 

Art.  S.o  La  redacción  de  este  Cuerpo  legal  se  llevará  á  cabo  por  la  Comi- 
sión de  Códigos,  cuya  Sección  de  derecho  civil  formulará  el  texto  del  pro- 
yecto, oyendo,  en  los  términos  que  crea  más  expeditos  y  fructuosos,  á  todos 
los  inJividnos  de  la  Comisión,  y  con  las  modificaciones  qne  el  Gobierno  crea 
necesarias,  se  pnblicará  en  la  Oaceía  de  Madrid. 

Art.  3.^  El  Gobierno,  una  vex  publicado  el  Código,  dará  cuenta  á  las  Cor- 
tes, si  estuvieran  reuaidas  ó  en  la  primera  reunión  que  celebren,  con  expre- 
sión  clara  de  todos  aquellos  puntos  en  que  baya  modificado,  ampliado  ó  alte- 
rado en  algo  el  proyecto 'redactado  por  la  Comisión,  y  no  empezará  á  regir 
como  ley  ni  producirá  efecto  alguno  legal  hasta  cumplirse  los  sesenta  días  si- 
goientes  á  aquel  en  que  se  haya  dado  cuenta  á  las  Cortes  de  su  publicación. 

Art.  4.*  Por  razones  justificadas  de  utilidad  pública,  el  Gobierno,  al  dar 
cuenta  del  Código  á  las  Cortes,  ó  por  virtud  de  la  proposición  que  en  éstas  se 
formule,  podrá  declarar  prorrogado  ese  plazo  de  sesenta  días. 

Art  5.*    Las  provincias  y  territorios  en  que  subsiste  derecho  foral,  io 

conservarán  por  ahora  en  toda  su  integridad,  sin  qne  sufra  alteración  sa  ae- 

toal  régimen  jurídico  por  la  publicación  del  Código,  qne  regirá  tan  sólo  como 

supletorio  en  defecto  del  qne  lo  sea  en  cada  una  de  aquéllas  por  sus  leyes  es* 

peciales.  El  título  preliminar  del  Código,  en  cuanto  establezca  los  efectos  de 
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las  leyes  y  de  los  estatatos  y  las  reglas  generales  para  sa  aplicación,  será 
obligatorio  para  todas  las  provincias  del  Reino.  También  lo  serán  las  dispo- 
siciones qne  se  dicten  para  el  desarrollo  de  la  base  3.^,  relativa  á  las  formas 
de  matrimonio. 

Art.  6.®  £1  Gobierno,  oyendo  á  la  Comisión  de  Códigos,  presentará  á  las 
Corles  en  uno  ó  en  varios  proyectos  de  ley  los  apéndices  del  Código  civil,  en 
los  qae  se  contengan  las  instituciones  forales  que  conviene  conservar  en  cada 
nna  de  las  provincias  ó  territorios  donde  boy  existen. 

Árt.  7.®  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  el  Código  civil 
empezará  á  regir  en  Aragón  y  en  las  islas  Baleares  al  mismo  tiempo  qne  en 
las  provincias  no  aforadas,  en  cuanto  no  se  oponga  á  aquellas  de  sus  disposi- 
ciones forales  y  consuetudinarias  que  actualmente  estén  vigcutes. 

£1  Gobierno,  previo  informe  de  las  Diputaciones  provinciales  de  Zaragoza,. 
Huesea,  Teruel  é  islas  Baleares,  y  de  los  Colegios  de  Abogados  de  las  capitales 
de  las  mencionadas  provincias,  y  oyendo  á  la  Comisión  general  de  Codifica- 
ción, presentará  á  la  aprobación  de  las  Cortes,  en  el  plazo  más  breve  posible^ 
á  contar  desde  la  publicación  del  nuevo  Código,  el  Proyecto  de  ley  en  que  ban 
de  contenerse  las  instrucciones  civiles  de  Aragón  é  islas  Baleares  que  conven- 
ga conservar. 

Iguales  informes  deberá  oir  el  Gobierno  en  lo  referente  á  las  demás  pro- 
vincias de  legislación  foral. 

Art.  8.^  Tanto  el  Gobierno  como  la  Comisión  se  acomodarán  en  la  redac- 
ción del  Código  civil  á  las  siguientes  bases: 

BASK   4.* 

El  Código  tomará  por  base  el  proyecto  de  1851  en  cuanto  se  baila  conte- 
nido en  éste  el  sentido  y  capital  pensamiento  de  las  instituciones  civiles  del 
derecho  histórico  patrio,  debiendo  formularse,  por  tanto,  este  primer  Cuerpa 
legal  de  nuestra  codificación  civil  sin  otro  alcance  y  propósito  que  el  de  re- 
gularizar, aclarar  y  armonizar  los  preceptos  de  nuestras  leyes,  recoger  las 
enseñanzas  de  la  doctrina  en  la  solución  de  las  dndas  suscitadas  por  la  prác- 
tica, y  atender  á  algunas  necesidades  nuevas  con  soinciones  que  tengan  un 
fundamento  científico  ó  un  precedente  autorizado  en  legislaciones  propias  6 
extrañas,  y  obtenido  ja  común  asentimiento  entre  nuestros  jurisconsultos,  ó 
que  resulten  bastante  justificadas,  en  vista  de  las  exposiciones  de  principios  6 
de  método  hechas  en  la  discusión  de  ambos  Cuerpos  Colegisladoref. 

BASE  S.' 

Los  efectos  de  las  leyes  y  de  los  estatutos,  así  como  la  nacionalidad,  la 
naturalización  y  el  reconocimiento  y  condiciones  de  existencia  de  las  perao- 
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Dit  jurídicas,  se  ajastarán  á  los  preceptos  constitncioDiles  y  legales  hoy  tí- 
geaUs,  con  las  modificaciones  precisas  para  descartar  formalidades  y  prohi- 
biciones ya  desasadas,  aclarando  esos  conceptos  jnrídicos  nniversalmente  ad- 
mitidos en  sns  capitales  ínndamentos,  y  fijando  los  necesarios,  así  para  dar 
algmas  bases  seguras  á  las  relaciones  internacionales  civiles,  como  para  fa- 
dlilar  el  enlace  y  aplicación  del  nnevo  Código  y  de  las  legislaciones  forales,  en 
ctanto  á  las  personas  y  bienes  de  los  españoles  en  sns  relaciones  y  cambios 
de  residencia  6  vecindad  en  provincias  de  derecho  diverso,  inspirándose  hasta 
donde  sea  eonyeniente  en  el  principio  y  doctrina  de  la  personalidad  de  los  es- 
tatatos. 

BASE  3* 

Se  establecerán  en  el  Código  dos  formas  de  matrimonio:  el  canónico,  que 
deberán  contraer  todos  los  qne  profesen  la  religión  católica,  y  el  civil,  qnese 
celebrará  del  modo  qne  determine  el  mismo  Código  en  armonía  con  le  pres- 
cito en  la  Constitneión  del  Estado. 

El  matrimonio  canónico  producirá  todos  los  efectos  civiles  respecto  de  las 
personas  y  bienes  de  los  cónyuges  y  sus  descendientes,  cuando  se  celebra  en 
conformidad  con  las  disposiciones  de  la  Iglesia  católica,  admitidas  en  el  Reino 
por  la  ley  43,  tít.  \.%  libro  4.*  de  la  Novísima  Recopilación.  Al  acto  de  su 
celebración  asistirá  el  Juez  municipal  ú  otro  fancionario  del  Estado,  con  el 
sólo  fin  de  verificar  la  inmediata  inscripción  del  matrimonio  en  el  Registro 
civil. 

BASB  4.* 

Las  relaciones  jurídicas  derivadas  del  matrimonio,  en  cuanto  á  las  perso- 
nas y  bienes  de  los  cónyuges  y  de  sus  descendientes,  paternidad  y  filiación, 
patria  potestad  sucesiva  del  marido  y  de  la  mujer  sobre  sus  hijos  no  emanci- 
pados, eíeelos  civiles  del  contrato,  y,  en  suma,  coantas  constituyen  el  dere- 
cho de  fiunilia,  se  determinarán  de  conformidad  con  los  principios  esenciales 
en  q«e  se  funda  el  estado  legal  presente,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  las 
liases  47, 48,  tt  y  25. 

BASE  5.* 

No  se  admitirá  la  investigación  de  la  paternidad  sino  en  los  casos  de  de- 
lito 6  cuando  exista  escrito  del  padre  en  el  que  conste  su  voluntad  indubitada 
de  leeoDocer  por  suyo  al  hijo,  deliberadamente  expresada  con  ese  fin,  ó 
cuando  medie  posesión  de  estado.  Se  permitirá  la  investigación  de  la  mater- 
Bídad,  y  se  autorizará  la  legitimación  bajo  sns  dos  formas  de  subsigaiente 
nalríoionio  y  concesión  Real,  limitando  ésta  á  los  casos  en  que  medie  impo- 
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síbilidad  absoloU  de  realizar  la  primera,  y  reservando  á  terceros  perjudica- 
dos el  derecho  de  impugnar,  así  los  reconocimientos  como  las  legitimaciones, 
cuando  resolten  realizados  faera  de  las  condiciones  de  la  ley.  Se  antoriz^rá 
también  la  adopción  por  escritora  páblica,  y  con  aatorización  judicial,  fiján- 
dose las  condiciones  de  edad,  consentimiento  y  prohibiciones  qne  se  jozgoen 
bastantes  á  prevenir  los  inconvenientes  qne  el  aboso  de  ese  derecho  podíera 
traer  consigo  para  la  organización  natural  de  la  familia. 

BASB  6.* 

Se  caracterizarán  y  definirán  los  casos  de  ausencia  y  presunción  de  muerte, 
estableciendo  lu  garantías  que  aseguren  los  derechos  del  ausente  y  de  sus 
herederos,  y  que  permitan  en  su  día  el  disfrute  de  ellos  por  quien  pudiera  ad- 
quirirlos por  sucesión  testamentaria  ó  legítima,  sin  que  la  presunción  de 
muerte  llegue  en  ningún  caso  á  autorizar  al  cónyuge  presente  para  pasar  á  se- 
gundas nupcias. 

BASB  7.^ 

La  tutela  de  ios  menores  no  emancipados,  dementes  y  los  declarados  pró- 
digos ó  en  interdicción  civil,  se  podrá  deferir  por  testamento,  por  la  ley  ó  por 
el  consejo  de  familia,  y  se  completará  con  el  restablecimiento  en  nuestro  de- . 
reoho  de  ese  consejo  y  con  la  institución  del  protntor. 

BASE  8.^ 

Se  fijará  la  mayor  edad  en  los  veintitrés  años  para  los  efectos  de  la  legisla- 
ción civil,  estableciendo  la  emancipación  por  matrimonio  y  la  voluntaría  por 
actos  enire  vivos  á  contar  desde  los  dieciocho  años  de  edad  en  el  menor. 

BASB  9.* 

£1  Registro  del  estado  civil  comprenderá  las  inscripciones  de  nacimien- 
tos, matrimonios,  reconocimientos  y  legitimaciones,  defunciones  y  naturali- 
zaciones, y  estará  á  cargo  de  los  Jueces  municipales  A  otros  funcionarios  del 
orden  civil  en  España  y  de  ios  Agentes  consulares  ó  diplomáticos  en  el  ex- 
tranjero. 

Las  actas  del  Registro  serán  la  prueba  del  estado  civil,  y  sólo  podrá  ser 
suplida  por  otras  en  el  caso  de  qne  no  hayan  existido  ó  hubieren  desapare- 
cido los  libros  del  Registro,  ó  cuando  ante  los  Tribunales  se  suscite  con- 
tienda. 

Se  mantendrá  la  obligación,  garantida  con  sanción  penal,  de  inscribir  los 

■ 

actos  ó  facilitar  las  noticias  necesarias  para  su  inscripción  tan  pronto  como 
sea  posible.  No  se  dará  efecto  alguno  legal  á  las  naturalizaciones  mientras  no 
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apareiesD  inscrius  sn  el  Registro,  ca&]qoiera  que  sea  la  prueba  coa  qie  se 
acrediten  y  la  fecha  en  qne  hobieren  sido  concedidas. 

BA8B  40. 

Se  mantendrán  el  concepto  de  ia  propiedad  y  la  división  de  \u  cosas,  el 
principio  de  la  accesión  y  de  copropiedad  con  arreglo  á  los  fandamentos  ca- 
pitales del  derecho  patrio,  y  se  inclnirán  en  el  Código  lu  hases  en  qne  des* 
cansan  los  conceptos  especiales  de  determinadu  propiedades,  como  las  agoas, 
las  minas  y  lu  producciones  científicas,  literarias  y  artisticas,  bajo  el  criterio 
de  respetar  las  leyes  particulares  por  qne  hoy  se  rigen  en  sn  sentido  y  dispo- 
ócioDes,  y  deducir  de  cada  noa  de  ellas  lo  qne  pneda  estimarse  como  fonda- 
damento  orgánico  de  derechos  civiles  y  sustantivos  para  incluirlo  en  el  Có- 
digo. 

DASI  44. 

La  posesión  se  definirá  en  sus  dos  conceptos,  absoluto  ó  emanado  del  do- 
nimio  y  anido  á  él,  y  limitado  y  nacido  de  una  tenencia  de  la  que  se  deducen 
hechos  independientes  y  separados  del  dominio,  manteniéndose  las  conse- 
cuencias de  esa  distinción  en  las  formas  y  medios  de  adquirirla,  estableciendo 
los  peculiares  á  los  bienes  hereditarios,  la  unidad  personal  en  la  posesión 
fuera  del  caso  de  indivisión,  y  determinando  los  efectos  en  cnanto  al  amparo 
^1  hecho  por  la  Autoridad  publica,  las  presunciones  á  sn  favor,  la  percep- 
ción de  frutos  según  la  naturaleza  de  éstos,  el  abono  de  expensas  y  mejoras,  y 
ks  condiciones  á  que  debe  ajustarse  la  pérdida  del  derecho  posesorio  en  las 
diversas  clases  de  bienes. 

BASB  41. 

El  nsaínieto,  el  usó  y  la  habitación  se  definirán  y  regularán  como  limita- 
óooes  del  dominio  y  formas  de  su  división,  regidu  en  primer  término  por  el 
titulo  que  las  constituya,  y  en  su  defecto  por  la  ley  como  supletoria  á  la  de- 
terminación individual;  se  declararán  los  derechos  del  usufructuario,  en  cuanto 
á  la  percepción  de  frutos,  según  sus  clases  y  situación  en  el  momento  de  em- 
pexar  y  de  terminarse  el  usufructo,  fijando  los  principios  que  pueden  servir  á 
la  resolución  de  las  principales  dudas  en  la  práctica  respecto  al  usufructo  y 
uso  de  minas,  montes,  plantíos  y  ganados,  mejoras,  desperfectos,  obligacio- 
nes de  inventarío  y  fianza,  inscripción,  pago  de  contribuciones,  defensa  de 
sus  derechos  y  los  del  propietario  en  juicio  y  fuera  de  él,  y  modos  naturales 
y  legítimos  de  extinguirse  todos  esos  derechos,  con  sujeción  todo  ello  á  los 
principios  y  prácticas  del  derecho  de  Castilla,  modificado  en  algunos  impor- 
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tantes  extremos  por  los  principios  de  la  pablieidtd  y  de  h  inscripción  oonte- 
nidos  en  la  legislación  hipotecaria  novísima. 

BASE  43. 

El  títnio  de  las  servidambres  contendrá  so  clasificación  y  división  en  oon- 
tinnas  y  discontinuas,  positivas  y  negativas,  aparentes  y  no  aparentes  por  sos 
condiciones  de  ejercicio  y  disfrute,  y  legales  y  voluntarias  por  el  origen  de 
su  constitución,  respetándose  las  doctrinas  hoy  establecidas  en  cuanto  á  los 
modos  de  adquirirlas,  derechos  y  obligaciones  de  los  propietarios  de  los  pre- 
dios dominante  y  sirviente,  y  modo  de  extinguirlas.  Se  definirán  también  en 
capítulos  especiales  las  principales  servidumbres  fijadas  por  la  ley  en  mate- 
ria de  aguas,  en  el  régimen  de  la  propiedad  rústica  y  urbana,  y  se  procurará, 
á  tenor  de  lo  establecido  en  la  base  4.*,  la  incorporación  al  Código  del  mayor 
número  posible  de  disposiciones  de  las  legislaciones  de  Aragón,  Baleares,  Ca- 
taluña, Galicia,  Navarra  y  Provincias  Vascas. 

BASS  44. 

Como  uno  de  los  medios  de  adquirir,  se  definirá  la  ocupación  regulando 
los  derechos  sobre  los  animales  domésticos,  hallazgo  casual  de  tesoro  y  apro- 
piación de  las  cosas  muebles  abandonadas.  Les  servirán  de  complemento  las 
leyes  especiales  de  Caza  y  Pesca,  haciéndose  referencia  expresa  á  ellas  en  el 
Código.  * 

BASE   45. 

£1  tratado  de  las  sucesiones  se  ajustará  en  sus  principios  capitales  á  los 
acuerdos  que  la  Comisión  general  de  Codificación  reunida  en  pleno,  con  asis- 
tencia de  los  señores  Vocales  correspondientes  y  de  los  señores  Senadores  y 
Diputados,  adoptó  en  las  reuniones  celebradu  en  Noviembre  de  4889,  y  con 
arreglo  á  ellos  se  mantendrá  en  su  esencia  la  legislación  vigente  sobre  los  testa- 
mentos en  general,  su  forma  y  solemnidades,  sus  diferentes  clases,  de  abierto, 
cerrado,  militar,  marítimo  y  hecho  en  país  extranjero,  añadiendo  el  ológrafo, 
así  como  todo  lo  relativo  á  la  capacidad  para  disponer  y  adquirir  por  testa- 
mento, á  la  institución  de  heredero,  la  desheredación,  las  mandas  y  legados, 
la  institución  condicional  ó  á  término,  los  albaceas  y  la  revocación  ó  inefica- 
cia de  las  disposiciones  testamentarias,  ordenando  y  metodizando  lo  existente 
y  completándolo  con  cuanto  tienda  á  asegurar  la  verdad  y  facilidad  de  expre- 
sión de  las  últimas  voluntades. 
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BA8B  46. 

Mitería  de  lis  reformas  indicadas  serán  en  primer  término  las  instituciones 
fideicomisarias,  qoe  no  pasarán  ni  aun  en  la  línea  directa  de  la  segunda  geoe- 
neJAn,  á  no  ser  que  se  hagan  en  fa?or  de  personas  que  todas  vivan  al  tiempo 
del  fallecimiento  del  testador. 

E)  haber  hereditario  se  distribuirá  en  tres  partes  iguales:  una  que  consti  - 
toiri  la  legitima  de  los  hijos,  otra  que  podrá  asignar  el  padre  á  su  arbitrio 
como  mejora  entre  los  mismos,  y  otra  de  que  podrá  disponer  libremente.  La 
mitad  de  la  herencia  en  propiedad,  adjudicada  por  proximidad  de  parentesco 
7  sin  perjuicio  de  las  reservas,  constituirá,  en  defacto  de  descendientes  legi  - 
limos,  la  legítima  de  los  ascendientes,  quienes  podrán  optar  entre  ésta  y  los 
alimentos.  Tendrán  los  hijos  naturales  reconocidos  derecho  á  una  porción  he  - 
reditaría,  que,  si  concurren  con  hijos  legítimos,  nanea  podrá  exceder  de  la 
mitad  de  lo  que  por  su  legítima  corresponda  á  cada  uno  de  éstos;  pero  podrá 
^anmentarse  esta  porción  cuando  sólo  quedaren  ascendientes. 

BASE  47. 

Se  establecerá  á  favor  del  viudo  ó  viuda  el  usufructo  que  algunas  de  las 
legislaciones  especiales  le  conceden,  pero  limitándolo  á  una  cuota  igual  á  lo 
que  por  su  legítima  hubiera  de  percibir  cada  uno  de  los  hijos,  si  los  hubiere, 
y  determinando  los  casos  en  que  ha  de  cesar  el  usufructo. 

BASX  48. 

A  la  sucesión  intestada  serán  llamados:  4.*  Los  descendientes.  1.*  L«s  as- 
cendientes. 3.*  Los  hijos  naturales.  4.^  Los  hermanos  é  hijos  de  éstos.  5.*  El 
cónyuge  viudo.  No  pasará  esta  sucesión  del  Sexto  grado  en  la  línea  colateral . 
Desaparecerá  la  diferencia  ^e  nuestra  legislación  establece  respecto  á  los  hi- 
jos naturales  entre  el  padre  y  la  madre,  dándoseles  igual  derecho  en  la  suce  - 
úúa  intestada  de  uno  y  otro.  Sustituirán  al  Estado  en  esta  sucesión,  cuando  á 
ella  fuere  liaoiado,  los  establecimiento  de  Beneficencia  é  instrucción  gratuita 
^1  domicilio  del  testador;  en  su  defecto,  los  de  la  provincia ;  á  falta  de  unos 
y  otroe,  los  generales.  Respecto  de  las  reservas,  el  derecho  de  acrecer,  la 
aceptación  y  repudiación  de  la  herencia,  el  beneficio  de  inventario,  la  colación 
7  partición,  y  el  pago  de  las  deudas  hereditarias,  se  desenvolverán  con  la  ma  - 
yor  precisión  posible  las  doctrinas  de  la  legislación  vigente,  explicadu  y 
completadas  por  la  jurisprudencia. 
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BJkSB  49. 


La  oaturaleza  y  efectos  de  las  obligaciones  serán  explicados  con  aquella 
generalidad  qne  corresponda  á  nna  relación  jorídica  coyes  orígenes  son  muy 
diversos.  Se  msntendrá  el  concepto  histórico  de  la  mancoainnidad,  resol vieñda 
por  principios  generales  lu  cuestiones  qie  nacen  de  la  solidaridad  de  acree- 
dor es  y  deodores,  así  coando  el  objeto  de  la  obligación  es  ona  cosa  divisible 
eoBQo  coando  es  indivisible,  y  fijando  con  precisión  los  efectos  del  víncolo  le- 
gal en  las  distintas  especies  de  obligaciones,  alternativas,  condicionales,  á 
plazo  y  con  cUosola  penal.  Se  simplificarán  los  mcdos  de  extingoirse  las  obli- 
gaciones,  redociéndolos  á  aquellos  qoe  tienen  esencia  diferente,  y  sometiendo 
los  demás  i  las  doctrinas  admitidas  respecto  de  los  qoe  como  elementos  en- 
tran en  80  composición.  Se  fijarán,  en  fin,  principios  generales  sobre  la 
prueba  de  las  obligaciones,  coidando  de  armonizar  es^a  parte  del  Código  coa 
las  disposiciones  de  la  moderna  ley  de  Enjoiciamiento  civil,  respetando  los 
preceptos  formales  de  la  legislación  notarial  vigente,  y  fijando  on  máximom» 
pasado  el  coal,  toda  obligación  de  dar  ó  de  restitoir,  de  constitoción  de  dere- 
chos, de  arriendo  de  obras  ó  de  prestación  de  servicios,  habrá  de  constar  por 
escrito,  para  qoe  poeda  pedirse  en  joicio  so  compUmiento  ó  ejecución. 

msB  10.' 

Los  contratos,  cómo  fuentes  de  las  obligaciones,  serán  considerados  como 
meros  títolos  de  adqoirir  en  coanto  tengan  por  objeto  la  traslación  de  domi- 
nio ó  de  cualqoier  otro  derecho  á  ¿1  semejante,  y  continoarán  sometidos  al 
principio  de  qoe  la  simple  coincidencia  de  voluntades  entre  los  contratantes 
establece  el  vínculo,  aun  en  aquellos  casos  en  que  se  exigen  solemnidades- 
determinadu  para  la  transmisión  de  las  cosas,  ó  el  otorgamiento  de  escritura 
á  los  efectos  expresados  en  la  base  precedente.  Igualmente  se  cuidará  de  fijar 
bien  las  condiciones  del  consentimiento,  así  en  cuanto  á  la  capacidad,  como 
en  cnanto  á  la  libertad  de  los  que  le  presten,  estableciendo  los  principios  con- 
sagrados por  las  legislaciones  modernas  sobre  la  naturaleza  y  el  objeto  de  las 
convenciones,  su  causa,  forma  ó  interpretación,  y  sobre  los  motivos  que  las 
anulan  y  rescinden. 

BASB  S4. 

Se  mantendrá  el  concepto  de  los  cuasi  contratos,  determinando  lu  respon- 
sabilidades que  puedan  surgir  de  los  distintos  hechos  voluntarios  que  les  dan 
causa,  conforme  á  los  altos  principios  de  justicia  en  qoe  descansaba  la  doc- 
trina del  antiguo  derecho,  unánimemente  segoido  por  los  modernos  Códigos, 
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j  M  fijiria  Im  déelot  de  It  enipa  y  negligencia,  que  no  eonttitoyan  delito 
■i  lalta,  ami  reffccto  de  aquellos  bajo  cuyo  cuidado  ó  dependencia  estovieren 
)m  oilpables  ó  negligentes,  siempre  qne  sobrevenga  perjuicio  á  tercera 


Las  obKgadones  procedentes  de  delito  ó  falta  qnédartfn  sometidas  á  las 
dvposiciones  dei  Código  penal,  ora  la  responsabilidad  civil  deba  exigirse  á 
loe  reoe,  ora  i  las  personas  bajo  caya  custodia  y  autoridad  estuviesen  consti- 
Mdoa. 

BASB  St. 

£1  contrato  sobre  bienes  con  ocasión  del  matrimonio,  tendrá  por  base  la 
libertad  de  estipulación  entre  los  futuros  cónyuges,  sin  otras  limitaciones  que 
las  señaladas  en  el  Código,  entendiéndose  qne  cuando  falta  el  contrato  ó  sea 
ieiciente,  los  esposos  han  querido  establecerse  bajo  h1  régimen  de  la  sociedad 
legal  de  gananciales. 

BA8B  13. 

Loe  eoBtratos  sobre  bienes  con  ocasión  del  matrimonio  se  podrán  otorgar 
por  loe  menores  en  aptitod  de  eonlraerlo,  debiendo  concurrir  á  sa  otorgi- 
Biento  y  eompletando  su  capacidad  las  personas  que  según  el  Código  deben 
prestarse  consentimiento  á  las  nupcias;  deberán  constar  en  escritora  publica 
ai  ezeedeo  de  derta  soma,  y  en  los  casos  que  no  llegue  al  máximo;»  que  se 
determine,  en  documento  qne  reúna  alguna  garantía  de  autenticidad. 

BASB  ti. 

Las  donaciones  de  padres  á  hijos  se  colacionarán  én  los  cómputos  de  las 
legítimu,  y  se  determinarán  las  reglas  á  que  hayan  de  sojetarse  las  donacio- 
nes entre  esposos  durante  el  matrimonio. 

BASB  S5. 

La  condición  de  la  dote  y  de  los  bienes  psrafemales  podrá  estipularse  ala 
eonatinidón  de  la  sociedad  conyugal,  habiendo  de  considerarse  aquélla  ines- 
timaáa  á  ftlta  de  pacto  ó  capitulación  que  otra  cosa  establezca.  La  administra- 
ciÓB  de  la  dote  corresponderá  al  marido,  con  las  garantías  hipotecarias  para 
asegurar  los  derechos  de  la  mujer  y  las  qne  se  juzguen  más  eficaces  en  la 
práctica  para  los  bienes  muebles  y  valores,  á  cuyo  fin  se  fijarán  reglas  preci* 
sas  para  laa  eaajenaeiones  y  pígnoradones  de  los  bienes  dótales,  su  usufructo 
y  caigas  á  qie  está  sujeto,  admitiendo  en  el  Código  los  prindpios  de  la  ley 
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Hipotecaría  en  todo  lo  que  tiene  de  materia  propiamente  orgánica  7  legisla- 
tiva, quedando  á  salvo  los  derecbos  de  la  mujer  dorante  el  matrimonio,  liara 
acadir  en  defensa  de  sos  bienes  y  los  de  sos  bíjos  contra  la  prodigalidad  del 
marido,  así  como  también  los  qne  pnedan  establecerse  respecto  al  oso,  dis- 
frote  y  administración  de  cierta  clase  de  bienes  por  la  mnjer,  conslanle  el  ma- 
trimonio. 

BASE  S6. 

Las  formas,  requisitos  y  condiciones  de  cada  contrato  en  partienlar  se  des- 
envolverán y  definirán  con  sojeción  al  cuadro  general  de  las  obligaciones  y 
sos  efectos,  dentro  del  criterio  de  mantener  por  base  la  legislación  vigente  y 
los  desenvolvimientos  que  sobre  ella  ha  consagrado  la  jorisprodencia,  y  los 
qne  exija  la  incorporación  al  Código  de  las  doctrinas  propias  á  la  ley  Hipóte* 
carta,  debidamente  aclaradas  en  lo  qne  ha  sido  materia  de  dudas  para  los  Tri- 
bunales de  justicia  y  de  inseguridad  para  el  crédito  territorial.  La  donación  se 
definirá  fijando  su  naturaleza  y  efectos,  personas  que  pueden  dar  y  recibir  por 
medio  de  ella,  sus  Imitaciones,  revocaciones  y  reducciones,  las  formalidades 
«on  que  deben  ser  hechas,  los  respectivos  deberes  del  donante  y  donatario,  y 
cuanto  tienda  á  evitar  los  perjuicios  que  de  las  donaciones  padieran  segoirse 
á  los  hijos  del  donante  ó  sos  legitimes  acreedores  ó  á  los  derecbos  de  tereero. 
Una  ley  especial  desarrollará  el  principio  de  la  reanión  de  los  dominios  en  loa 
foros,  sobforos,  derechos  de  superficie  y  cualesquiera  otros  grávamenos  seme- 
jantes, constituidos  sobre  la  propiedad  inmueble. 

BASE  27. 

La  disposición  final  derogatoria  será  general  para  todos  los  cuerpos  lega- 
tes,  usos  y  costumbres  que  constituyan  el  derecho  civil  llamado  de  Castilla, 
en  todas  las  materias  qne  son  objeto  del  Código,  y  aunque  no  sean  contrarias 
á  él,  y  quedarán  sin  fuerza  legal  alguna,  asi  en  su  concepto  de  leyes  directa- 
mente obligatoriu,  como  en  el  de  derecho  supletorio.  Las  variaciones  qne 
perjudiquen  derecbos  adquiridos  no  tendrán  efecto  retroaotivo.  Se  establece- 
rán, con  el  carácter  de  disposiciones  adicionales,  las  bases  orgánicas  necesa- 
rias para  que  en  periodos  de  diez  años  formule  la  Comisión  de  Códigos  y  eleve 
al  Gobierno  las  reformas  que  convenga  introducir  como  resaltados  definitiva- 
mente adquiridos  por  la  experiencia  en  la  aplieadóR  del  Código,  por  los  pro- 
gresos realizados  en  otros  países  y  ntiliiables  en  el  nuestro,  y  por  la  jarispru- 
dencia  del  Tribnnal  Supremo. 

Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  ios  Tribunales,  Jastieias,  Jefes,  Gobernadores  y  demáa 
Aatoridades,  así  civiles  como  militares  y  eeleeiásticas,  de  eoalqaier  olue  y 
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4i|;nidad,  que  jardea  y  hagan  goMdar,  eomplir  y  ejecoUr  U  presente  ley 
en  toda»  sas  partee. 

Dado  en  Palacio  á  onee  de  Maye  de  mil  ochocientos  ochenta  y  oeho*--To 
la  Reina  Regente.^EI  Minietro  de  Gracia  y  Justicia,  Manoel  Alonso  Mar- 
tines. 


Real  decreto  mandando  publicar  el  Oódifiro  olvll. 

(9  de  Ocíubrt  de  1888.) 

£xposicióN.^Sdk>ra:  La  ley  de  44  de  Mayo  de  este  año  autorizó  al  Go- 
bienio  de  Y.  M.  para  pablicar  un  Código  civil  con  arreglo  á  1¿8  bases  estable- 
cidas en  la  misma,  llenando  así  nna  necesidad  sentida  desde  hace  cinco  siglos 
7  no  utisfecha  aún,  á  pesar  de  los  laadables  esfoerzos  de  algunas  de  las  gene- 
raciones  qne  nos  han  precedido. 

El  Código  civil,  qne  interesa  por  igual  á  todas  lu  clases  sociales,  y  rea- 
líza^  no  ona  aspiración  pasajera,  sino  un  anhelo  constante  del  pueblo  español, 
poede  ser  nn  tíinlo  de  honor  para  los  contemporáneos  á  los  ojos  de  la  poste- 
ridad, y  el  más  bello  florón  de  la  Corona  qne  ciñe  Y.  M.  tan  merecidamente 
por  sns  grandes  virtudes  y  raras  prendas. 

Pocos  serán  ya  hoy  en  España  los  que  desconozcan  la  conveniencia  de  sns- 
ütnir  la  legislación  civil  vigente,  desparramada  eo  mnlütnd  de  cuerpos  lega- 
les promulgados  en  la  época  gótica,  en  la  edad  media  y  en  tiempos  más  re- 
cientes, pero  siempre  distantes  de  nosotros,  y  que  de  todos  modos  retratan  es- 
tados sociales  distintos  y  aun  opuestos,  por  nn  monumento  legislativo  armó- 
nico, sencillo  y  claro  en  su  método  y  redacción,  que  refleje  fielmente  nuestras 
actoales  ideas  y  costumbres,  y  utisfaga  las  complejas  necesidades  de  la  mo- 
derna civilización  española. 

Así,  paes,  Y.  M.  puede  estampar  su  firma  en  este  proyecto  de  decreto  con 
aqaella  satisfacción  interior  qne  engendra  siempre  en  el  ánimo  del  Jefe  Su- 
premo del  Estado  la  conciencia  de  que  no  pone  su  autoridad  augusta  al  ser- 
vicio de  nna  parcialidad  política,  sino  al  de  la  Nación  entera. 

Por  esto,  el  Ministro  qne  suscribe  estima  como  un  halago  de  la  fortuna 
ser  él  quien  tiene  la  honra  de  someter  á  la  aprobación  de  Y.  M.  el  Código 
civil  redactado  por  la  Secdón  que  ha  muchos  años  viene  presidiendo,  después 
de  haber  oído,  en  los  términos  que  ha  creído  más  expeditos  y  fructuosos,  á 
todos  los  Yocales  de  la  Comisión  Codificadora,  compuesta  de  sabios  jnriscon- 
sollos  afiliados  á  escuelas  jurídicas  y  partidos  políticos  diferentes. 
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En  el  ponto  á  qo»  dichomnente  ha  Ilegido  en  Eipafii  It  obra  de  la  Codi- 
ficación civil,  hoelga  ya  todo  razonamiento.  Pasó  la  hora  de  disentir.  Hoy  se 
trata  no  más  qne  de  la  mera  ejeeneión  de  nn  precepto  terminante  de  la  ley;  y 
el  infrascrito,  en  jnsto  acatamiento  á  lo  qne  ésta  ordena,  tiene  el  honor  de 
proponer  á  V.  H.  el  siguiente  proyecto  de  decreto.— Señora:  A  L.  R.  P.  do 
V.  M.,  Mannel  Alonso  Martínez. 

Rral  decreto.— Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  la  ley  de  1 4  de  Mayo 
de  este  año,  por  la  cual  se  autorizó  á  mi  Gobierno  para  publicar  un  Código 
civil  con  arreglo  á  \u  condiciones  y  bases  establecidas  en  la  misma,  confor- 
mándome con  lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  y  de  acuerdo 
con  el  parecer  de  mi  Consejo  de  Ministros;  en  nombre  de  mi  Augusto  Hijo  el 
Rey  D.  Alfonso  XUf ,  y  como  Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  que  se  publique  en  la  Gaeeia  de  Madrid  e\  Código  civil 
adjunto,  en  cumplimiento  de  lo  que  preceptúa  el  art.  1.^  de  la  mencionada 
ley  de  44  de  Mayo  último. 

Dado  en  Palacio  á  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho. — 
María  Cri8tina.--£i  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Manuel  Alonso  Martínei. 


Real  decreto  fijando  el  día  I.®  de  Mayo  de  1880  para  que 

comienoe  á  regir  el  Código  oivil. 

(11  de  Febrero  de  1889.) 

Próximo  á  vencer  el  plazo  de  sesenta  días  establecido  en  el  art.  3.^  de  la 
ley  de  44  de  Mayo  de  4888  para  que  comenzara  á  regir  como  ley  el  Código 
dvil  publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en 
el  Real  decreto  de  6  de  Octubre  último,  y  formulada  en  las  Cortes  la  propo- 
sición prevista  en  el  art.  L^  de  la  propia  ley; 

Conformándome  con  lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  y 
de  acuerdo  con  el  parecer  de  mi  Consejo  de  Ministros; 

En  nombre  de  mi  Augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XfH,  ^  como  Reina 
Regente  del  Reino, 

Vengo  en  declarar  prorrogado  hasta  el  4.*  de  Mayo  del  corriente  año  el 
plazo  de  los  sesenta  días  establecido  en  la  ley  de  14  de  Mayo  de  4888. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. — 
María  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  José  Canalejas  y  Méndez. 
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Ijey  mandando  haoer  ana  nueva  edición  del  Oódigo  oivü 

con  enmiendas  y  adiciones. 

(26  de  Mayo  de  1989.) 


Doo  Alfonso  XOl,  por  U  gracia  de  Dios  y  la  Gonstítneión,  Rey  de  Espa- 
Aa,  y  en  sD  nombre  y  dorante  su  menor  edad  la  Reina  Regente  del  Reino; 

A  todos  los  qne  la  présenle  vieren  y  entendieren,  sabed:  Qae  \u  Cortes 
han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  sigaiente: 

Artículo  4.*  £1  Gobierne  hará  nna  edición  del  Código  civil,  con  las  en- 
Blendas  y  adiciones  que  á  juicio  de  la  Sección  de  lo  civil  de  la  Comisión  ge- 
setal  de  Codificación  sean  necesarias  ó  convenientes,  según  el  resultado  de  la 
discusión  habida  en  ambos  Cuerpos  Colegisladores. 

Art.  S.*  Esta  edición  se  publicará  lo  más  pronto  posible,  dentro  del  plazo 
de  dos  meses. 

Además  se  insertarán  en  la  Oaceta  los  artículos  del  Código  enmendados  ó 
adicionados. 

Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes,  Gobernadores  y  demás 
Autoridades,  asi  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  d^  cnalqnier  clase  y 
dignidad,  que  guarden  y  bagan  guardar,  cumplir  y  ejecutar  la  presente  ley 
en  todas  sus  partes. 

Dado  en  Aranjuez  á  reintisóis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nue- 
▼e.— To  la  Reina  Regente.— -El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  José  Canalejas 
7  Méndez. 


Beal  decreto 
mandando  pablioar  la  nueva  edición  del  Código  civil. 

(24  d$  Julio  de  1889.) 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  la  ley  de  26  de  Mayo  último;  confor- 
mándome con  lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  y  de  acuerdo 
eon  el  parecer  de  mi  Consejo  de  Ministros; 
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En  nombre  de  mi  Angosto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina 
Regente  del  Reino, 

Tengo  en  decretar  qoe  se  publique  ó  inserte  en  la  OíHieU  de  Madrid  el 
adjunto  texto  de  la  nueva  edición  del  Código  civil,  hecha  con  las  enmiendas 
y  adiciones  propuestas  por  la  Sección  de  lo  civil  de  la  Comisión  general  de 
Codificación,  según  el  resoltado  de  la  discusión  habida  en  ambos  Coerpos  Co- 
legisladores,  y  en  complimiento  de  lo  preceptoado  por  la  mencionada  ley  de 
16  de  Iftyo  dliifio. 

Dado  en  San  Ildefonso  i  veinticuatro  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve.— María  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Jnstieía,  iosó  Canaleja» 
y  Méndea. 


Beal  decreto  haciendo  extensivo  el  Oódigo  civil  á  las  islas 

de  Cuba,  Puerto  Rico  y  Filipinas. 

(31  de  Mío  de  1889.) 

Señora:  El  vivo  interés  de  todos  los  Gobiernos  por  el  beneficio  de  núes* 
tras  provincias  de  Ultramar,  ha  servido  de  estímulo  constante  para  llevar  á 
aquéllas  las  disposiciones  legislativas  vigentes  en  la  Península,  y  especial- 
mente las  encargadas  de  resolver  problemas  generales  de  la  vida,  que  no 
siendo  resullado  de  opiniones  parciales  ni  de  luchas  políticas,  por  todos  son 
juzgadas  con  poca  diferencia  de  criterio. 

Si  las  leyes  además  se  refieren  á  puntos  y  órdenes  sustanciales  é  íntimos 
de  la  sociedad,  si  no  contrarían  tradiciones  ni  tendencias  especiales  de  aque- 
llos pueblos,  sino  que  aclaran  y  simplifican  la  norma  de  acción,  explican  me- 
jor su  origen  y  manifiestan  además  sos  prescripciones  con  sencillez,  facili- 
tando el  conocimiento  de  todos,  y,  en  suma,  envuelven  un  progreso  evidente 
y  por  extremo  beneficioso  á  nuestros  hermanos  de  Ultramar,  el  propósito  na- 
tural en  el  Gobierno  se  convierte  en  dictado  de  deber  y  obligación  para  que 
aquellos  habitantes  participen  de  las  ventajas  que  los  peninsulares  pueden  al- 
canzar. 

Tal  sucede  con  el  Código  civil  hoy  vigente  en  la  Península.  Cualesquiera 
que  hayan  sido  las  opiniones  y  juicios  emitidos  en  las  discusiones  que  mo- 
tivó, es  indudable  que  responde  á  la  constante  aspiración  de  esta  sociedad,  de 
todos  modos  manifestada  hace  medio  siglo,  y  qoe  aun  negándole  otras  ven- 
tajas, produce  la  indiscutible  de  reducir  á  una  sola  \u  múltiples,  diferentes  y 
encontradas  fuentes  de  nuestro  derecho  positivo  civil,  modifica  en  términos 
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neioDalet  el  dereeho  sucesorio,  aclara  y  mejora  el  relativo  á  la  personalidad, 
y  mk  general,  tomando  por  base  la  tradición,  envaelve  y  determina  toda  clase 
de  relaciones  jurídicas  privadas  en  ana  forma  más  racional,  más  sistemática 
y  cientifica  qae  la  nsada  en  los  libros  legales  de  que  tan  valiosa  y  abundan  te 
•erie  nos  han  dejado  tos  anteriores  siglos. 

Ni  en  las  Antillas  ni  en  Filipinas  hay  derecho  civil  pecnliar  diferente  del 
foe  rigió  en  la  Península,  ni  la  organisación  de  la  familia  y  de  la  propiedad 
en  aquellas  lejanas  provincias  demanda  especialidad  alguna  de  reglas  para 
una  vida  qae  en  lo  privado  se  desenvuelve  lo  mismo  que  en  el  resto  de  la  Na- 
ción, porqoe  aquellos  pueblos  que  tienen  su  sentido  propio,  y  en  algo  distinto 
del  pueblo  español,  se  acomodan  desde  luego  en  sus  relaciones  civiles  á  las 
leyes  que  allí  llevaron  nuestros  conquistadores  y  misioneros,  que  eran  las 
mismas  de  so  propia  patria  española. 

No  hay,  pues,  el  peligro  de  llevar  innovaciones  irreflexivas  que  pudieran 
lesQltar  malsanas  para  aquellu  íamilias,  ni  trastornos  perjudiciales  para  una 
]Ht)piedad  que  se  adquiere,  se  conserva  y  se  pierde  conforme  á  los  modos  es* 
tableados  en  la  antigua  legislación  española,  y  que  no  da  lugar  ni  á  modos, 
ni  formas,  ni  relaciones  aquí  desconocidas  que  fuera  preciso  consagrar  en 
la  ley.  Asi  es  que  la  Comisión  de  Códigos  de  Ultramar  representó  al  Gobierno 
de  S.  M.,  enando  el  civil  se  discutía  en  las  Cámaras,  la  conveniencia  de  ex- 
tenderlo á  las  provincias  de  Ultramar,  una  vez  que  fuera  ley,  sin  necesidad 
de  hacer  modificación  alguna  que  alterara  el  contenido  y  la  forma  en  que 
fuera  promulgado. 

T  si  es  indudable  que  S.  M .  puede  abrigar  la  satisfacción  de  considerar 
como  suceso  feliz  de  su  reinado  el  dotar  á  la  Nación  de  un  Código  civil  que 
eoo  tanta  ansiedad  y  durante  tanto  tiempo  ha  vivido  solicitando,  no  lo  es  me- 
nos que  aquel  puro  y  elevado  sentimiento  ha  de  robustecerse  y  ensancharse, 
llevándolo  á  las  provincias  de  Ultramar,  que  en  este  orden  de  la  legislación 
sufrían  los  mismos  inconvenientes,  y  obtendrán  ventaju  iguales  á  las  que  se 
disfrutarán  en  adelante  en  la  Península. 

Ningún  elemento  social  enlaza  tanto  los  pueblos  y  los  une  en  el  seno  de 
una  cultura  común  como  la  unidad  de  legislación,  y  especialmente  de  la  en- 
cargada de  regular  la  esfera  más  íntima,  más  querida  y  más  importante  de  la 
Tida  y  de  la  libertad  humana,  que  es  la  civil.  Y  si  España  inspiró  siempre  su 
conducta  respeto  á  los  pueblos  que  dominó  en  otro  hemisferio,  en  el  levan- 
tado propósito  de  una  paternal  política  que  los  habrá  de  conducir  pronto  á 
ccMuiitoir  un  elemento  integrante  en  esta  hermosa  y  concertada  unidad  de  la 
patria;  si  jamás  les  aplicó  el  régimen  utilitario  y  egoísta  de  explotación  y 
aprovechamieato,  y  si  nuestra  historia  está  llena  de  monumentos  que  atesti- 
guan cómo  el  aliento  de  la  patria  nunca  regateó  su  inspiración  para  levantar 
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generosamente  y  traer  á  sn  propio  aeoo  los  elemeotos  vivos  de  los  paeUoe 
coloniales  y  edaearlos  y  regirlos  como  se  eduetba  y  regía  á  sí  misma;  ai  eom% 
feliz  resaltado  de  esta  conducta  bienhechora  y  de  abnegación  se  implantó  de 
antigno  el  más  importante  de  los  bt^nefíeios  en  el  orden  legal,  qoe  e$  la  iden- 
tidad en  el  derecho  civil,  es  racional  y  exigente  conveniencia  del  Gobierno 
mantenerla,  conservando  así  el  títnlo  más  honroso  y  el  bien  más  inestimable 
qoe  puede  ofrecer  ana  Nación  respecto  á  los  pueblos  qae  domina,  y  que  coa- 
siste en  asentar  la  vida  civil  en  la  igualdad  y  conceder  á  todos  la  sama  de  de- 
rechos de  que  ella  misma  goza. 

Pandado  en  estas  consideraciones,  el  Ministro  que  suscribe,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros,  tiene  el  honor  de  someter  á  la  aprobación 
de  S.  M.  el  siguiente  proyecto  de  decreto. 

Madrid  34  de  Julio  de  4889.-~Seaora:  A  L.  R,  P.  de  Y.  M.,  Manael  Be- 
cerra. 

Real  dbcbbto. — A  propuesta  del  Ministro  de  Ultramar,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros; 

En  nombre  de  mi  Augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  Xltl,  y  como  Reina 
Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  4.^  Se  hace  extensivo  á  las  islas  de  Coba,  Puerto  Rico  y  Filipi- 
nas el  Código  civil  vigente  en  la  Península,  redactado  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  la  ley  de  44  de  Mayo  de  4888,  y  aprobado  por  Real  decreto  de  ti 
del  actual. 

Art.  S.*  Empezará  á  regir  este  Código  en  las  islas  referidas  á  los  veinte 
días  siguientes  de  su  publicación  en  los  periódicos  oficiales  de  las  mismas. 

ArL  3.^  En  armonía  con  lo  dispuesto  en  el  art.  4. o  del  mismo  Código, 
las  leyes  regirán  en  las  provincias  de  Ultramar  á  los  veinte  díu  de  su  pro- 
mulgación, entendiéndose  ésta  hecha  el  día  en  que  termine  su  inserción  en 
los  periódicos  oficiales  de  las  islas. 

,  Dado  en  San  Ildefonso  á  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve.— María  Cristina. — El  Ministro  de  Ultramar,  Manuel  Becerra. 
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Beal  orden  mandando  publicar  la  exposición  de  motivos  de 
las  enmiendas  y  adiciones  hechas  en  el  Oódisro  civil  y  dando 
las  grekoi&a  por  este  trabejo  á  la  Sección  1.^  de  la  Comisión 
ffeneral  de  Oodifloaoion. 

(29  d^  JiUio  de  2889.) 


MnnsTsaio  de  Gracia  t  Justicia.— Eicmo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á  S.  M. 
la  Reina  (Q.  D.  G.)  del  importantísimo  servicio  que  la  Sección  4.*  de  la  Co- 
misión  general  de  Codificación  acaba  de  prestar,  redacta'ndo,  en  campllmiento 
de  la  ley  de  26  de  Mayo  último,  las  enmiendas  y  adiciones  consignadas  en  la 
edición  oficial  del  Código  civil,  recientemente  publicado. 

Enterada  S.  M.,  no  sólo  del  relevante  mérito  de  los  trabajos  de  la  Sección, 
dno  del  diligente  celo  y  extraordinaria  actividad  con  qae  en  el  breve  plazo 
establecido  en  la  mencionada  ley  ba  realizado  tan  difícil  tarea,  correspondien  > 
do  á  la  confianza  depositada  en  los  ilustres  Jnrísconsoltos  que  la  componen^ 

En  nombre  de  su  Angosto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII  (Q.  D.  G.)«  se  lia 
servido  disponer  qoe  se  signifique  sn  Real  agrado,  tanto  á  Y.  E.  qne  en  su 
calidad  de  Presidente  de  la  Sección  ha  dirigido  sus  trabajos,  como  á  los  Yo- 
cales  de  la  misma  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Salvador  de  Albacete,  Don 
Germán  Gamazo,  D.  Hilario  de  Igón,  D.  Santos  Isasa,  D.  José  Maria  Manresa 
y  D.  Eduardo  García  Goyena,  y  que  á  continuación  de  esta  Real  orden  se  pu- 
blique en  la  Gaceta  de  Madrid  la  luminosa  exposición  en  que  se  expresan  los 
fundamentos  de  las  adiciones  y  enmiendas  consignadas  en  la  nueva  edición 
del  Código  civil,  publicado  en  cumplimiento  de  la  ley  de  S6  de  Mayo  último. 

De  Real  orden  lo  digo  á  Y.  G.  para  sn  conocimiento  y  satisfacción.  Dios 
guarde  á  Y.  E.  muchos  años.  Madrid  29  de  Julio  de  1889.— José  Canalejas  y 
Méndez.— Sr.  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  Presidente  de  la  Sección  4.*  de  la 
Comisión  general  de  Codificación. 
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Excroo.  Sr.:  V.  E.  se  sirvió  comanicar  á  esta  Comisión,  para  sq  campli- 
miento,  la  ley  de  26  de  Mayo  úilimo,  qae  manda  hacer  una  edición  del  Có- 
digo civil,  con  las  enmiendas  y  adiciones  qae,  á  juicio  de  la  Sección  de  lo  ci- 
vil de  la  Comisión  general  de  Codificación,  sean  necesarias  ó  convenientes 
segün  el  resaltado  de  la  discusión  habida  en  ambos  Cuerpos  Colegisiadores. 
Cumpliendo  este  mandato,  la  Sección  ha  revisado  detenidamente  todo  el  Có- 
digo, y  en  particular  las  disposiciones  qae  han  sido  objeto  de  controversia  y 
de  crítica  entre  los  Senadores  y  Diputados  en  los  últimos  debates  parlamenta- 
rios. Ha  hecho  tan  prolijo  examen  sin  más  propósito  que  el  de  mejorar  la  obra 
en  todo  lo  que  parece  defectuosa  y  sin  otro  criterio  qae  el  de  la  más  severa 
imparcialidad.  Fruto  de  este  estadio  es  el  trabajo  que  adjunto  tiene  el  honor 
da  presentar  á  V.  E. 

Todas  las  observaciones  expuestas  en  el  Parlamento  han  sido  atentamente 
examinadas  y  discutidas  en  el  seno  de  la  Sección,  recayendo  sobre  cada  una 
el  acuerdo  que  se  ha  juzgado  procedente.  Son  éstas  de  diversas  clases,  según 
el  espíritu  que  las  informa,  el  fin  á  que  tienden,  la  suposición  más  ó  menoa 
fundada  de  que  parlen,  la  varia  interpretación  de  algunos  artículos,  la  diver- 
sidad de  opiniones  individuales  sobre  determinados  problemas  jurídicos  y  la 
oscuridad  de  expresión  ó  defectos  de  estilo  que  se  ha  creído  encontrar  en  al- 
gunos textos.  La  Sección,  qae  no  pretende  haber  hecho  una  obra  perfecta, 
porque  si  no  lo  es  ninguna  de  las  humanas,  mucho  menos  puede  serlo  on 
Código  civil,  que  afecta  á  tantos,  tan  diversos  y  acaso  tan  contradictorios  in- 
tereses, hábitos  y  costombres,  ha  reconocido,  con  la  sinceridad  y  la  impar- 
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eialidad  qoe  \%  son  propias,  la  jasticia  ó  la  conveniencia  de  algana  de  las  en- 
mit^ndas  y  reforman  indicadas  ea  los  Cuerpos  Colegisladores.  Pero  al  mismo 
tiempo  ha  tenido  qae  prescindir  de  muchas  de  ellas  qae,  por  cansas  diversas, 
no  le  han  parecido  necesarias  ni  justificadas. 

Hay  efectivamente  en  el  Código  varios  artículos  cuya  reforma  parece  josta 
ó  conveniente,  ya  para  la  mayor  claridad  del  concepto,  ya  para  que  no  pa- 
rezcan en  disonancia  con  otros  á  qoe  se  refieren,  ya  para  prevenir  las  dudas  á 
que  pudiera  dar  ingar  la  suspicacia  ó  la  malicia  de  los  que  litiguen  sobre  su 
aplicación,  ya,  en  on,  para  corregir  los  errores  de  imprenta  ó  de  copia  de  qae 
adolecen.  Hay  también  artículos  que  contienen  principios  indiscutibles  de 
justicia  ó  conveniencia,  pero  qoe  necesitan  ampliarse  y  desarrollarse  para  sa 
aplicación,  á  fin  de  qae  no  den  lugar  á  ana  jurisprudencia  varía  y  aun  con- 
tradictoría.  La  Sección,  teniendo  todo  esto  en  caenta,  ha  procurado  el  reme- 
dio, prestándose  á  todas  las  modificaciones  de  concepto  y  expresión  que  ha 
podido  exigir  la  más  severa  crítica. 

La  verdad  es  qae,  fuera  de  muy  pocos  pantos  en  que  por  diversidad  de 
escoeia  ó  de  propósito  no  puede  convenir  la  Sección  con  algunos  de  sus  cea- 
sores,  en  todos  los  demás  las  diferencias  consisten,  más  bien  que  en  el  fondo, 
en  la  expresión  del  concepto.  Se  han  expoesto  ciertamente  consideraciones 
generales  may  importantes  sobre  las  novedades  introducidas  por  el  Código 
en  el  orden  de  la  familia,  en  las  relaciones  jurídicas  entre  sus  individuos  y  en 
las  secesiones  hereditarias;  pero  la  Sección  be  ha  abstenido  de  controvertir- 
las, tanto  porque  casi  todas  ellas  proceden  de  la  ley  de  bases  para  redactar  el 
Código,  á  las  caales  ha  tenido  que  sujetarse,  cnanto  por  no  ser  éste  ya  el  mo- 
mento oportano  de  exponer  los  motivos  de  toda  aquella  obra.  Pasada  su 
oportonidad,  cumplo  sólo  á  la  Sección  manifestar  el  orden  y  método  con  qne 
ha  verificado  su  revisión^  la  extensión  y  los  límites  de  su  labor  y  los  funda- 
lueatos  de  las  principales  enmiendas  y  adiciones  adoptadas. 

Expoesto  qoeda  el  método  seguido:  respecto  á  la  extensión  de  sa  trabajo, 
se  ha  limitado  la  Sección  á  revisar  solamente  aquellos  artículos  qne  han  sido 
objeto  de  disensión  y  de  crítica  en  las  Cortes;  pero  como  algunos  de  ellos  te- 
Bían  relación  con  otros  pasados  en  silencio,  no  ha  sido  posible  prescindir  ea 
absoluto  de  éstos.  Por  eso  advertirá  V.  B.  qne  no  sólo  aparecen  retocados 
algonos  de  los  artículos  censurados  por  oradores  del  Parlamento,  sino  otros 
qoe  00  faeron  criticados  por  ellos;  todo  sin  perjuicio  de  corregir  al  paso 
los  errores  de  copia  ó  de  imprenta  qae  han  encontrado  en  el  texto  dado 
álox. 

Una  de  las  coestiones  más  viva  y  extensamente  discutidas  en  ambas  Cá- 
maras, faé  la  de  la  subsistencia  del  derecho  foral,  en  las  relaciones  entre  tos 
habitaotes  de  las  provincias  y  territorios  qne  lo  conservan  y  los  de  los  terrl- 
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torios  y  provincias  en  qae  rige  el  derecho  común.  Los  primeros  recelaron, 
annqne  sin  razón,  que  el  lítalo  preliminar  del  Código,  obligatorio  para  todas 
las  provincias  del  Reino,  eontenía  disposiciones  contrarías  á  sas  fderos,  por 
cnanto  el  art.  42,  qne  consagra  la  suksisteneia  del  actual  régimeiíflral  en 
toda  ^  integridad,  no  comprendía  expresamente  el  derecho  foral  consoetndi- 
nario;  como  si  éste  no  formara  parte  de  dicho  régimen.  Atentado  aún  más 
grave  contra  los  fueros  creyeron  hallar  en  el  art.  45,  por  cnanto  declaraba 
snjetos  al  Código  á  los  nacidos  en  provincias  de  derecho  común,  del  mismo 
modo  qne  la  Gonstitnción  del  Estado  declara  españoles  á  los  nacidos  en  Es* 
paña.  Interpretada  esta  disposición  sin  tener  en  cnenta  la  del  art.  4S,  qne 
manda  conservar  el  régimen  foral  en  toda  sn  integridad,  razón  habría  para 
estimarla  contraria  á  los  Fneros,  qne  no  reconocen  en  los  hijos  otra  condición 
que  la  de  sns  padres.  Pero  como  las  disposiciones  de  nn  Código  no  se  deben 
interpretar  aisladamente,  sino  en  combinación  con  todas  las  otras  qne  tienen 
relación  con  ellas,  habría  debido  entenderse  el  art.  45  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  el  42,  el  cual  consagra  la  integridad  del  régimen  jurídico  foral  en 
jnsto  acatamiento  al  precepto  claro  y  terminante  del  art.  5.®  de  la  ley  de  44 
de  Mayo  de  4888. 

Ya  que  esta  interpretación  no  tranquilizó  bastante  á  los  qne  entendían  de 
otro  modo  el  art.  45,  la  Sección  ha  procurado  aclararlo  y  fijar  su  verdadero 
sentido,  de  suerte  que  no  pueda  quedar  duda  al  más  suspicaz  de  que  por  él 
no  se  introduce  novedad  alguna  en  el  régimen  jurídico  de  las  provincias  fo- 
rales. 

También  ha  modificado  la  Sección,  no  el  concepto,  sino  la  forma  del  ar- 
tículo S9,  que  declara  la  condición  y  los  derechos  de  los  postumos.  Decía  este 
artículo,  en  su  redacción  primitiva,  que  aunque  el  nacimiento  determina  la 
personalidad  humana,  la  ley  retrotrae  en  muchos  casos  á  una  fecha  anterior 
los  derechos  del  nacido.  Hallándose  estos  casos  señalados  en  diversos  lugares 
del  Código,  y  siendo  todos  aquellos  en  que  podía  optar  el  postumo  á  algún 
beneficio,  esta  disposición  no  alteraba  el  precepto  de  nuestra  antigua  legisla- 
ción, que  consideraba  al  postumo  como  nacido  para  todo  lo  que  le  fuera  favo- 
rable. Mas  para  que  no  pueda  quedar  duda  de  que  este  mismo  es  el  sentido 
del  art.  S9,  se  ha  variado  su  redación,  adoptando  la  fórmula  genérica  y  tra- 
dicional de  nuestro  antiguo  derecho. 

Ha  sido  igualmente  objeto  de  interpretación  equivocada  el  art.  54,  supo- 
niendo que,  según  él,  la  posesión  de  estado,  con  las  actas  del  nacimiento  de  los 
hijos  en  concepto  de  legítimos,  era  por  si  sola  prueba  bastante  del  matrimonio. 
No  hubo  de  entenderse  que  ésta  no  se  admitía  sino  como  prueba  supletoria  en 
defecto  de  la  principal,  contenida  en  el  art.  53,  en  el  cual  se  declara  que  los 
matrimonios  fnlnros  se  probarán  por  las  actas  del  Registro  civil,  y  que  faf- 
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lando  éste,  podría  abrirse  paso  á  otra  especie  de  pruebas.  Sólo  en  este  caso,  y 
como  una  de  eataa  pruebas  supletorias,  admitía  la  posesión  de  estado  el 
art  54.  Mas  para  que  nadie  pueda  abrigar  duda  sobre  este  punto,  la  Sección 
presenta  modificado  el  artículo,  refiriéndolo  expresamente  al  que  le  antecede, 
y  haciendo  constar  que  la  posesión  de  estado,  con  las  demás  circunstancias 
expresadas,  no  será  más  que  uno  de  los  medios  de  prueba  que  podrán  em- 
plearse, cuando  por  cualquiera  causa  falte  absolutamente  el  Registro 
dvil. 

La  omisión  de  dos  palabras,  cometida  en  la  copia  ó  en  la  impresión  del 
Código,  dio  lugar  á  que  se  creyera  que  el  art.  85  autorizaba  al  Gobierno  para 
dispensar  en  el  matrimonio  civil  el  impedimento  de  afinidad  en  línea  recta. 
De  aquí  la  necesidad  de  añadir  las  palabras  omitidas,  quedando  asi  restable- 
cido el  texto  verdadero  y  desvanecido  el  error  á  que  había  dado  lugar  este 
artículo. 

Cuando  la  Sección  trajo  de  la  ley  del  Matrimonio  civil  al  Código  el  ar- 
tículo 4  os,  que  declaraba  pública  la  acción  para  pedir  la  nulidad  del  matri- 
monio, entendía,  como  entiende  boy,  que  ia  acción  pública  no  es  la  que  puede 
ejercitar  todo  ciudadano,  sino  la  que  corresponde  al  Ministerio  fiscal.  Pero 
como  alguien  creyese  que  los  términos  en  que  apareció  redactado  dicho  ar- 
tículo autorizaban  á  cualquiera  para  promover  demandas  de  nulidad  por  ma- 
levolencia ó  interés  ilícito,  la  Sección  lo  ha  redactado  de  nuevo,  limitando 
al  derecho  de  ejercitar  dicha  acción  á  los  cónyuges,  á  los  que  tengan  algún 
ínterós  en  ella  y,  con  señaladas  limitaciones,  al  Ministerio  público. 

Aunque  el  Código  no  ha  adoptado  la  antigua  denominación  de  alimentos 
néiurales  y  civiUs^  ha  reconocido  la  diferencia  que  estos  nombres  significa- 
ban, en  cuanto  á  los  servicios  comprendidos  en  la  obligación  de  alimentar. 
£1  Código  no  había  tomado  bastante  en  cuenta  esta  diferencia  con  relación  á 
la  diversidad  de  personas,  á  quienes,  ya  confirmando  las  leyes  ó  la  jurispru- 
dencia antigua,  ya  completándola  ó  fijándola,  se  concede  el  derecho  á  alimen- 
toa.  Aií  U  Sección,  después  de  darlos  en  toda  su  extensión  á  los  cónyuges,  á 
los  deacendi«Ktes  y  ascendientes  legítimos  y  á  los  padres  y  ios  hijos  natura- 
lea,  legilimados  ó  reconocidos,  los  restringe  entre  padres  ó  hijos  ilegítimos 
ao  naturales  y  entre  hermanos  consanguíneos  ó  uterinos,  cuando  alguno  de 
Mos  no  pueda  procurarse  la  subsistencia  por  causas  que  no  le  sean  impu- 
tables. 

La  clasificación  que  se  hacía  en  el  cap.  3.%  tít.  4.^,  libro  S.^  de  los  bienes 
de  dominio  púbiicO|  ó  no  era  bastante  comprensiva,  ó  podía  dar  lugar  á  dudas 
en  casos  especiales.  Por  ello,  ha  parecido  oportuno  i  la  Sección  definir  estos 
Jiíenes,  teniendo  en  cuenta  su  destino  más  bien  que  su  denominación  y  sus 
analogías,  señalando  después  tan  sólo  como  ejemplos  los  que  antes  aparecían 
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como  reguladores  exclnsivos  de  la  clasificación.  El  Estado  posee  bienes  dos- 
tinados  al  uso  común,  y  bienes  qne,  sin  ser  de  oso  común,  están  destinados  á 
algún  servicio  público.  Unos  y  otros  son  bienes  de  dominio  público,  y  se  dis- 
tinguen de  los  patrimoniales  en  que,  si  bien  éstos  pertenecen  también  al  Es- 
tado, carecen  de  aquellas  circunstancias.  Igual  distinción  se  observa  en  los 
bienes  de  los  pueblos  y  provincias,  sin  m^s  diferencia  que  la  de  pertenecer  su 
propiedad  A  las  provincias  ó  á  los  pueblos. 

El  art.  570,  que  declara  subsistentes  las  servidumbres  pncuarias  estableci- 
das, necesitaba  alguna  ampliación  á  fin  de  determinar  claramente  su  régimen 
en  lo  futuro,  tanto  para  que  no  se  creyera  que  iban  á  desaparecer  las  ancha- 
ras señaladas  por  la  legislación  anterior  á  algunas  de  estas  servidumbres, 
cuanto  para  fijar  la  medida  de  las  forzosas  que  en  adelante  se  establezcan,  con 
destino  al  paso  y  abrevadero  de  los  ganados.  Para  cumplir  estos  fines,  guar- 
dando profundo  respeto  á  los  derechos  adquiridos,  ha  refundido  la  Sección  el 
expresado  articulo. 

El  art.  594  no  permitía  plantar  árboles  altos  cerca  de  una  heredad  ajena 
á  menos  distancia  de  tres  metros,  ni  árboles  bajos  y  arbustos  á  menos  dedos 
de  la  línea  divisoria  entre  ambas  heredades.  Estas  distancias  hubieron  de  pa- 
recer excesivas  y  no  bastante  justificadas,  á  los  que  creían  que  con  otras  mu- 
cho menores  no  sufriría  tampoco  usurpación  ni  perjuicio  el  dominio  ajeno. 
La  Sección  lo  ha  creído  así  también,  y  en  su  consecuencia  ha  reducido  aque- 
llas distancias  á  dos  metros  y  á  50  centímetros,  respectivamente,  salvo  lo  que 
dispongan  en  todo  caso  las  Ordenanzas  rurales,  ó  lo  que  se  halle  autorizado 
por  la  costumbre  de  la  localidad. 

Por  no  apartarse  la  Sección  de  nuestro  antiguo  derecho,  había  aceptado  la 
prohibición  de  heredar  y  de  hacer  testamento  impuesta  á  los  religiosos  liga- 
dos con  votos  solemnes  de  pobreza  en  las  órdenes  monásticas.  El  derecho  ca- 
nónico les  había  privado  de  la  facultad  de  poseer,  aunque  no  de  la  de  adquirir, 
disponiendo  que  to  que  adquiriesen  lo  transfirieran  á  los  Monasterios.  La  ley 
civil,  ya  para  reforzar  la  observancia  de  este  precepto,  ya  para  contener  en 
parte  los  progresos  de  la  amortización  de  los  bienes  raíces,  privó  á  los  religio- 
sos del  derecho  de  adquirir  lo  que  no  debían  retener  y  había  necesariamente 
de  pasar  al  dominio  de  las  Comunidades  respectivas.  Pero  esta  prohibición  so- 
ponía  la  absoluta  capacidad  de  los  Monasterios  para  adquirir  y  poseer  bienes 
inmuebles.  Así  es  que  desde  el  momento  en  que  las  leyes  civiles,  no  sólo  les 
privaron  de  esta  facultad,  sino  que  los  suprimieron  en  su  mayor  parte,  quedó 
sin  efecto,  de  hecho,  el  precepto  canónico  y  sin  justificación  suficiente  las  le- 
yes que  prohibían  á  los  religiosos  testar  y  adquirir  bienes  por  testamen- 
to y  abintestato.  Por  eso  fueron  derogadas  más  de  una  vez  las  prohibiciones 
antiguas,  mientras  prevalecieron  en  toda  su  crudeza  las  leyes  desamortiza- 
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dons  7  las  que  negaron  sa  reconocimiento  á  las  Corporaciones  religiosas. 
Pero  ban  cambiado,  con  provecho  de  todos,  las  relaciones  entre  el  Estado 
j  la  Iglesia:  las  Ordenes  monásticas  ban  sido  permitidas  ó  toleradas,  y  al 
ponto  ha  surgido  la  duda  de  si,  con  ellas,  debían  estimarse  restablecidas  las 
antigoas  incapacidades  para  testar  y  adquirir  por  sacesión  y  herencia.  La  Sec- 
ción, como  queda  dicho,  optó  por  la  afirmativa,  considerando  qne  esta  solu- 
ción sería  más  conforme  con  el  derecho  canónico.  Pero  Obispos  respetables, 
que  han  levantado  su  voz  en  el  Senado,  y  otros  oradores  insignes,  pertene- 
cientes á  partidos  diversos,  y  por  diferentes  y  aun  contradictorios  motivos, 
han  pedido  la  solución  contraria,  estimando  que  restituida  la  facultad  de  ad- 
quirir y  poseer  á  las  Comunidades  religiosas,  se  cumplirá  en  todos  sus  pontos 
el  derecho  canónico^  y  habrá  la  igualdad  debida  entre  todos  los  ciudadanos, 
sin  distinción  de  profesi«^n  y  estado,  de  eclesiásticos  y  seglares.  La  Sección, 
prestando  atento  oído  á  estas  consideraciones,  y  deseando  marchar  siempre  de 
acuerdo  con  los  dignos  Prelados  de  la  Iglesia,  después  de  reconocer  á  los  lío  • 
iiasteríos  el  derecho  de  adquirir,  ha  suprimido  entre  las  incapacidades  para 
testar  y  para  suceder,  la  de  los  religiosos  ligados  con  votos  solemnes. 

Algunas  otras  pequeñas  variaciones  ha  introducido  también  la  Sección  en 
el  capítulo  de  los  testamentos,  encaminadas  todas  á  determinar  mejor  las  con- 
díeiones  necesarias  para  asegurar  su  autenticidad  y  alejar  el  peligro  de  las 
falsedades.  Con  esta  mira,  y  aceptando  indicaciones  hechas  en  las  Cortes,  ha 
restringido  la  fa<^ultad  de  hacer  testamento  ológrafo,  concediéndola  tan  sólo  á 
los  mayores  de  edad,  aunque  baste  la  de  catorce  años  para  testar  en  otnt 
forma. 

Ha  reducido  también  á  términos  más  adecuados  á  la  práctica  el  acto  de 
otorgar  testamento  abierto,  garantizando  además  con  nuevos  requisitos  el  de 
las  personas  desconocidas,  y  fijando  á  la  vez  los  justos  límites  de  la  respon- 
sabilidad de  los  Notarios  que  autorizan  estos  actos.  Con  el  mismo  fin  de  ase- 
gurar el  cumplimiento  de  la  última  voluntad  de  los  testadores,  se  han  estre» 
ehado  algún  tanto  las  condiciones  necesarias  para  determinar  la  validez  y  la 
nulidad  de  los  testamentos  cerrados. 

La  eondieíón  impuesta  á  la  mujer  casada,  en  el  art.  995,  de  no  aceptar  he- 
reoeias  sino  á  beneficio  de  invenurio,  era  en  verdad  excesiva  é  injustifieada. 
Obligar  á  la  hija  á  no  recibir  la  herencia  de  sus  padres,  ni  la  de  sus  hijos,  sino 
coo  aquella  protesta,  era  en  muchos  casos,  y  aun  en  los  más,  lastimar  sus 
seatimientos  de  filial  respeto  y  cariño,  sin  razón  valedera  que  lo  justificase. 
Sí  en  algunas  circunstancias  puede  ser  esta  precaución  necesaria,  podrán  uti  - 
lixarla  las  mujeres  á  quienes  favorezca,  sin  que  sea  menester  obligarlas  á  ello. 
Ljt  Comiaíótt  ha  entendido  que  con  esta  facultad  y  con  no  responder  en  todo 
<Máo  de  las  deudas  hereditarias  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  existentes 
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ti  ser  aceptada  la  herencia,  quedaren  suficientemente  protegidos  Um  interese» 
matrimoniales. 

El  art.  4980  determina  los  contratos  qae  deben  hacerse  constar  en  doca- 
mento  público  por  raaón  de  los  objetos  sobre  qae  versen  ó  de  sa  naturaleza 
jarídiea,  eoalqoiera  que  sea  su  cnantía.  Esta  disposición  podía  ofrecer  el  in*- 
conveniente  de  difícaltar  los  contratos  de  poca  entidad,  por  temor  á  los  gas- 
tos qae  ocasionara  so  reducción  á  docomcnto  público.  Para  evitar  este  peli- 
gro, ona  adición  ai  art.  4980  exime  de  aquella  formalidad  los  contratos  no 
comprendidos  en  los  seis  números  del  mismo  artículo,  y  permite  hacerlos  va- 
ler, aunque  su  importe  exceda  de  cierta  suma,  si  constaa  sólo  por  escrito  pri- 
vado, quedando  Ubres  de  toda  solemnidad  los  mismos  contratos  de  inferior 
cuantía. 

También  ha  rectificado  el  art  4996,  que  eximia  de  la  rescisión  las  capitu- 
laciones matrimoniales  de  los  menores  celebradas  con  intervención  de  sus  tu- 
tores, porque  ni  en  tales  capitulaciones  intervienen  los  tutores,  ni  podía  ser, 
por  tanto,  este  género  de  contratos  el  que  tenía  por  objeto  dicho  artículo.  Una 
referencia  equivocada  al  núm.  I.^  del  art.  4294,  que  debía  ser  al  núm.  1.®  de^ 
mismo,  ha  podido  dar  lugar  á  este  error.  En  este  último  número  se  mencio- 
nan los  contratos  celebrados  en  representación  de  personas  ausentes,  con  au- 
torización  judicial,  y  estas  circunstancias  bastan  para  que  en  ellos  no  tenga 
logar  la  rescisión.  Pero  las  capitulaciones  matrimoniales  de  los  menores,  aun- 
que otorgadas  con  la  intervención  de  sus  ascendientes  ó  la  del  consejo  de  fa-^ 
milla,  no  tienen  en  su  apoyo  tantas  garantías  de  equidad,  que  basten  para 
declararlas  irrescindibies. 

Fué  igualmente  objeto  de  controversia  en  las  Cortes  la  cabida  señalada  en 
el  art  4693  á  las  heredades  que,  ea  caso  de  venta,  pueden  ser  objeto  del  re- 
tracto de  colindantes  La  Sección,  para  facilitar,  con  el  transcurso  del  tiempo,, 
algún  remedio  á  la  división  excesiva  de  la  propiedad  territorial,  allí  donde 
eáte  exceso  ofrece  obstáculo  insuperable  al  desarrollo  de  la  riqueza,  y  signien- 
do  el  ejemplo  de  otras  Naciones,  concedió  á  los  propietarios  aledaños  el  dere- 
cho de  retraer  por  el  tanto  las  heredades  de  dos  hectáreas  ó  menos,  limítro- 
fes á  las  suyas.  Esta  cabida  hubo  de  parecer  excesiva  á  algunos  se&ores  Di- 
putados, que  pretendían  reducirla  á  50  centiáreas.  También  había  establecido 
la  Sección,  que  cuando  dos  ó  más  propietarios  solicitaran  el  retracto,  fuera 
preferido  aquel  cuya  finca  tuviese  menos  cabida,  y  no  el  dueño  de  la  mayor, 
según  propuso  después  alguno  de  los  impugnadores  del  articulo.  En  vista  de 
las  observaciones  expuestas,  ha  accedido  la  Sección  á  reducir  á  la  mitad  la 
cabida  de  las  heredades  siyetas  á  aquel  derecho;  pero  también  ha  creído  que 
debía  mantener  la  preferencia  á  favor  del  dueño  de  la  finca  menor,  conside- 
rando que  esta  solución  es  la  más  conforme  con  el  fin  del  retrae.  En  cambio 
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ka  aeaplido  con  gusto  la  idea  de  snprímir  la  formalidad  del  reijaerimiento 
ante  Nolaiio. 

El  Código  nada  dispone  respecto  á  los  foros  y  snbforos  constituidos  bajo 
la  antígiía  legislaeiÓD,  remitiendo  lo  qoe  se  refiere  á  ellos  á  ana  ley  especial, 
aaoneiada  repetidas  veces  y  en  elaboración  hace  tiempo.  Pero  como  el  ar« 
lic&lo  4€4 1  señala  el  tipo  para  la  redención  de  los  censos  impuestos  antes  de 
la  pcooMÜgaeíón  del  Código,  bobo  de  dudarse  si  esta  disposición  seria  apli- 
cibla  á  la  redención  de  los  foros.  Aonqne  la  dada  no  parezca  bastante  fon- 
dada,  porque  el  artiealo  citado  trata  ánieamente  de  los  censos^  la  Sección  se 
ha  prestado  á  resolverla  mediante  ana  adición  al  mismo,  en  qae  se  declaran 
exdoidos  de  él  loa  foros. 

Algmoa  señores  Senadores  y  Diputados  echaron  de  menos  en  el  Código 
las  diapoeieioaes  transitorias  qoe  habian  de  determinar,  con  regularidad  y 
jostieia,  el  paso  de  la  antigoa  legislación  á  la  noeva,  de  modo  qae  ésta  no 
tQviera  eieelo  retroactivo  y  quedaran  á  salvo  todos  los  derechos  legítimamente 
adqwiidoa  bsjo  el  anterior  régimen  jurídico.  La  observación  de  estos  orado- 
rea  era  mnj  fondada.  No  bastaba  decir  en  el  art.  4976  que  las  variaciones  en 
la  legiilaeióo  qoe  perjudicaran  derechos  adquiridos  no  tendrán  efecto  retro- 
aetivOf  poes  la  definición  y  la  determinación  de  estos  derechos  es  hoy  uno  de 
loa  problemas  más  difíciles  de  la  ciencia  de  la  legislación. 

Tal  ves  habría  sido  mejor  hacer  esto  en  una  ley  separada,  como  se  veri- 
leo «a  Italia  y  en  otros  países,  donde,  bien  directamente  por  el  Poder  legis- 
laüfo,  bien  por  el  Gobierno  mediante  autorización  constitucional,  se  dictaron 
estas  disposiciones  transitorias.  Pero  no  habiéndose  dado,  ni  siquiera  iniciado 
fidia  ley,  y  teniendo  la  Seeeióa  el  encargo  de  hacer  en  el  Código  las  enmien- 
das y  adieiooos  qoe  creyese  necesarias  y  convenientes  según  el  resultsdo  de 
la  diseosíóo  habida  en  amboe  Cuerpos  Colegisladores,  se  ha  creído  en  el  de- 
ber da  eslaUeeer  tanbiéa  las  reglas  según  las  cuales  deben  aplicarse  las  nue- 
vas disposifiiones  que  vsrien  en  algún  punto  el  derecho  anteriormente  consti- 


Das  aialeoias  podían  seguirse  para  el  desempeño  de  esta  difícil  obra:  uno, 
seftalar  miaoeiosamente  todas  aquellas  variaciones,  determinando  en  cada 
caoo  la  apiieaeión  del  derecho  correspondiente;  otro,  establecer  reglas  gene- 
lalcs,  aplicables  á  todos  los  casos  que  poedan  ocurrir  de  aquella  especie.  El 
piiaMro  da  estos  sblemas  daría  logar  á  on  easuísmo  indefinido  y  tal  ves  de- 
fiaisBle;  el  segundo  respondería  OMJor  á  su  objeto;  pero,  sobre  ser  de  difícil 
ejoforiéa,  no  daría  on  resoltado  tan  comprensivo  que  excluyera  en  absoluto 
la  nscwidad  de  reglas  especiales  para  casos  determinados. 

Km,  poes,  necesario  determinar  cuáles  son  las  variaciones  de  ley  que  per- 
jadieaa  derechos  anteriormente  adquiridos,  y  que  no  deben,  por  tanto,  apli- 
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caree  con  efecto  retroaclivo.  Para  ello,  no  basta  decir  qae  son  tqaellas  dispo- 
siciones legales  qae  privan  de  la  posesión  actual  de  algún  beneficio,  interés  ó 
acción  jurídica;  pues  si  la  existencia,  efectividad  ó  extensión  del  derecho  de- 
penden de  eventualidades  independientes  de  la  voluntad  del  que  lo  posee,  |m>- 
drá  éste  tener  una  esperanza,  pero  no  un  verdadero  derecho  adquirido.  Por 
eso  los  herederos  legítimos  y  los  instituidos,  así  como  los  legatarios  de  las 
personas  que  viven,  no  tienen  derecho  alguno  adquirido  hasta  la  muerte  de 
éstas,  porque  la  existencia  del  que  en  lo  futuro  podrán  disfrotar,  depende,  ya 
de  la  eventualidad  de  su  propia  muerte,  ya  de  las  vicisitudes  de  ia  fortuna  ó 
de  la  libre  y  variable  voluntad  de  los  testadores. 

Fundada  en  estas  consideraciones,  la  Comisión,  que  estima  peligrosa  ia 
definición  abstracta  de  los  derechos  adquiridos,  ha  preferido  desenvolver  las 
doctrinas  más  comunmente  admitidas  en  algunas  prescripciones  generalas  y 
en  una  serie  de  reglas  concretas,  que  puedan  ofrecer  solución  á  los  casos  más 
frecuentes  y  servir  de  criterio  en  todos  los  análogos. 

Lo  primero  que  debía  resolver  era  el  punto  de  partida  de  los  derechos,  á 
fía  de  determinar  cuáles  quedaban  al  amparo  de  la  legislación  antigua  y  cuá- 
les sometidos  á  la  nueva.  Y  como  todo  derecho  nace  necesariamente  de  un 
hecho  voluntario  ó  independiente  de  la  humana  voluntad,  la  fecha  de  este  he* 
cho,  que  puede  ser  anterior  ó  posterior  á  la  promulgación  del  Código,  es  la 
que  debe  determinar  la  legislación  que  ha  de  aplicarse  al  derecho  que  de  aquel 
hecho  naciera.  Ni  es  neces^irio  que  el  derecho  originado  por  un  hecho  ocu- 
rrido bajo  la  legislación  anterior  se  halle  en  ejercicio  para  que  meresea  res- 
peto, pues  si  existía  legítimamente  según  la  ley  bajo  la  cual  tuvo  origen,  si 
dependía  solamente  de  la  voluntad  del  que  lo  poseyera  ponerlo  ó  no  en  ejer- 
cicio, es  un  derecho  tan  adquirido  como  el  que  hubiera  ya  producido  ó  estu- 
viera produciendo  su  debido  efecto.  Pero  si  se  trata  de  un  derecho  iiiie?o,  de- 
clarado por  primera  vez  en  el  Código  y  no  reconocido  por  la  legislaeióa  an- 
terior, deberá  regirse  por  el  mismo  Código,  aunque  el  hecho  que  lo  origine 
hubiera  tenido  lugar  bajo  aquella  legislación,  á  menos  que  perjudique  á  otro 
derecho  adquirido  bajo  la  misma;  porque  en  este  caso  es  más  digno  de  respeto 
el  que  va  á  sufrir  el  daño  que  el  que  va  á  recibir  un  beneficio  gratuito. 

Establecido  este  principio  en  la  regla  I.*,  no  se  podrá  hacer  novedad  al- 
guna en  el  estado  legal  de  las  madres  que,  siendo  viudas  y  ejerciendo  la  pa- 
tria potestad,  hubiesen  contraído  nuevo  matrimonio  antes  de  regir  el  Código, 
aunque  éste  prive  de  aquel  derecho  á  las  madres  viudas  que  se  casen  después. 
Por  igual  razón  las  incapacidades  para  hereJsr,  así  absolutas  como  relativas, 
deberán  calificarse  con  arreglo  á  ia  legislación  vigente  á  ia  muerte  del  testa  • 
dor  ó  causante  de  la  herencia.  Por  idéntico  motivo  y  conforme  á  la  misma 
regla  4.^^  no  deberá  entenderse  que  han  perdido  el  beneficio  de  la  restítucióA 
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in  iñiegrum  Us  pereonas  qae  lo  tamran  por  la  legislación  anterior,  coando 
el  hecho  qae  haya  ocasionado  el  perjuicio  qae  deba  repararse  habiera  tenido 
logar  bajo  aquel  régimen;  y  sólo  caando  hubiese  ocarrido  después,  deberán 
aplicarse  las  disposiciones  del  cap.  5/,  tít.  S.®,  libro  4.^  del  Código.  De  la 
misma  regla  4.*  emana  la  7.*,  qae  no  permite  á  los  padres,  madres  y  abuelos 
retirar  las  ñaozas  qne  tengan  eonstitnídas  por  la  carntela  que  se  hallen  ejer- 
ciendo de  sos  descendientes.  Esta  garantía  es  un  derecho  adquirido  por  los 
menores  é  incapacitados,  del  cual  no  se  les  puede  privar  sin  injusticia,  ana- 
que  la  nneva  ley  dispense  para  lo  sucesivo  de  la  obligación  de  afianzar  á  las 
personas  anteriormente  nombradas,  coando  las  llama  á  la  tatela  de  sas  des- 
cendientes. 

De  esta  regia  genera!  se  derivan  otras  varías,  qae  la  Sección  ha  consignado 
también,  aonqne  sea  por  vía  de  ejemplo.  Así,  pnes,  conforme  á  la  regla  t.\ 
los  actos  y  contratos  celebrados  bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior,  qae 
fueran  válidos  según  ella,  deben  serlo  también  después  de  promulgado  el  Có- 
digo, aaoqne  con  las  limitaciones,  en  cnanto  á  sa  ejecución,  establecidas  en 
las  disposiciones  transitorias.  Por  eso  deben  valer  los  testamentos  otorgados 
bajo  aquella  legislación,  con  arreglo  á  la  misma,  estén  ó  no  otorgados  ea 
forma  autorizada  después.  Por  eso  serán  validos,  aunque  el  Código  no  los  per- 
mite, siempre  qne  procedan  del  tiempo  en  qae  regían  las  leyes  qae  los  aotorí- 
zaban,  los  testamentos  mancomunados,  los  poderes  para  testar,  las  memorias 
testamentarías,  las  cláusulas  llamadas  ad  cautetam^  y  los  fideicomisos  en  que 
el  testador  encarga  al  fiduciarío  dar  á  sus  bienes  nn  destino  desconocido.  Lo 
que  no  podrá  hacerse  es  alterarlos  ni  modificarlos  en  manera  alguna  despoés 
de  regir  el  Código,  sino  testando  con  arreglo  al  mismo;  porqne  lo  que  pudo 
hacerse  iegítimamrate  bajo  el  régimen  anterior  no  es  licito  repetirlo  bajo  el 
nuevo  régimen. 

Por  efecto  de  la  misma  regla  t.^  no  podrá  alterarse  el  estado  legal  en  que 
se  bailen  los  que,  por  pacto  anteríor  á  la  promulgación  del  Código,  estén 
dando  ó  recibiendo  alimentos;  ni  el  hijo  adoptado  bajo  la  legislación  anterior 
habrá  perdido  su  derecho  á  heredar  abintestato  al  padre  adoptante,  aunque  el 
Código  no  reconozca  este  derecho  á  los  adoptados  después.  En  el  mismo  caso 
se  hallan  las  regias  que  determinan  la  colación  de  las  dotes  y  las  donaciones 
de  cualquiera  especie  otorgadas  bajo  el  régimen  anterior,  en  todo  aquello  en 
que  difieran  de  las  consignadas  en  el  Código.  También  es  consecaencia  de  la 
misma  regla  2.*  la  6.*,  que  permite  al  padre  continuar  disfrutando  los  dere- 
chos qne  se  baya  reservado  sobre  los  bienes  adventicios  del  hijo,  á  quien  hu- 
I  biese  emancipado  con  esta  condición.  Todos  estos  derechos,  como  originados 

de  pactos  ó  convenios  celebrados  bajo  la  legislación  precedente,  son  dignos 
del  mayor  respeto,  aunque  ei  Código  no  los  reconozca  ó  los  estime  de  modo 
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diverso.  En  el  mismo  caso  se  hallaráa  caalesquiera  otros  derechos  nacidos  de 
eoniratos  Ifcitos  en  so  tiempo,  annqne  no  sean  permitidos  después. 

Por  lo  mismo  qne  deben  respetarse  y  snrtir  so  efecto  los  derechos  nacidos 
de  hechos  pasados  bajo  la  legislación  anterior,  los  qae,  según  ésta,  no  pro- 
dacían  penalidad  civil  ó  pérdida  de  derechos  y  se  ejeentaron  en  aquella  época, 
no  deberán  producirla,  aunque  el  Código  después  la  establezca.  En  este  caso 
pedrAn  hallarse  los  matrimonios  contraidos  antes  sin  la  licencia  ó  el  conseja 
de  quien  corresponda. 

Pero  si  es  justo  respetar  los  derechos  adquiridos  bigo  la  legislación  ante- 
rior, aunque  no  hayan  sido  ejercitados,  ninguna  consideración  de  justicia 
exige  que  su  ejercicio  posterior,  su  duración  y  los  procedimientos  para  hacer- 
los valer,  se  eximan  de  los  preceptos  del  Código.  Todas  estas  disposiciones 
tienen  carácter  adjetivo,  y  sabido  es  que  las  leyes  de  esta  especie  pueden  te- 
ser  efecto  retroactivo.  Asi,  pues,  según  la  regla  i.*,  los  derechos  adquiridos 
y  no  ejercitados  todavía  cuando  el  Código  empezó  i  regir,  deberán  hacerse 
valer  por  los  procedimientos  en  el  mismo  establecidos,  y  sólo  cuando  éstos  se 
hallen  pendientes  en  dicha  época,  podrán  optar  los  interesados  por  ellos  ó  por 
los  nuevos. 

Consecuencia  es  también  de  esta  regla  la  8.^,  que  mantiene  en  su  cargo  á 
los  tutores  y  curadores  nombrados  antes  de  regir  el  Código  y  á  los  poseedores 
y  administradores  interinos  de  bienes  de  ausentes,  pero  sometiéndolos,  en 
euanto  á  su  ejercicio»  á  la  nueva  legislación. 

También  emana  de  la  misma  regla  t,^  lo  dispuesto  en  la  9.^,  que  mandA 
eonstituir,  bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior,  las  tutelas  y  cúratelas 
eaya  constitución  esté  pendiente  de  la  resolución  de  los  Tribunales;  pero  en- 
tendiéndose esto  sin  perjuicio  de  que  los  curadores  ya  en  ejercicio  temen  el 
nombre  genérico  de  tutores,  y  de  que  todos  ellos  se  sometan,  en  cuanto  al 
desempeño  de  su  cargo,  i  las  disposiciones  del  Código. 

De  la  regla  2.*  procede  igualmente  la  44.^,  que  manda  sigan  su  curso  los 
expedientes  de  adopción,  emancipación  voluntaria  y  dispensa  de  ley,  pendien- 
tes ante  el  Gobierno  ó  los  Tribunales.- 

Pero  el  rigor  de  la  regla  fundamental  en  esta  materia,  ó  sea  la  de  atender 
á  la  legislación  vigente  al  tiempo  de  adquirirse  el  derecho,  exige  también 
ciertas  excepciones,  aunque  de  corta  trsscendencia.  Los  efectos  de  la  patria 
potestad  respecto  ¿  los  bienes  de  los  hijos,  según  el  Código,  no  siempre  con- 
vienen con  los  mismos  efectos  según  la  legislación  anterior.  En  su  consecuen- 
cia, aquello  en  que  difieran  debería  regirse  por  dicha  legislación,  cuando  los 
padres  estuvieren,  conforme  á  ella,  ejerciendo  su  potestad.  Pero  la  patria  po- 
testad en  el  moderno  derecho  no  tiene,  ni  ha  tenido  á  los  ojos  de  los  autores 
del  Código,  el  stíuliJo  que  le  dio  la  legislación  romana.  Concédese  á  los  padrea 
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el  poder  toitivo  á  qoe  se  lUma  patria  potestad,  no  para  sa  personal  provecho, 
nao  para  el  nás  fácil  eompiiniiento  de  los  altos  deberes  qne  la  natoraleaa  y 
U  ley  les  imponen  respecto  á  sus  hijos.  K  este  fin  se  encaminan,  de  an  lado, 
el  reconocimiento  de  la  aatorídad  paterna,  y  de  otro,  el  disfrute  y  adminis* 
traciáo  de  los  peeaiioe.  Por  lo  mismo  sólo  se  pneden  mantener  y  asesorar  al 
padre  estas  facnltades,  en  cnanto  sobsístan  los  deberes  para  cayo  cnmplimien* 
to  fáeron  otorgadas  Si,  pues,  los  hijos,  al  salir  de  la  patria  potestad,  prefie<* 
ren  vivir  bajo  la  aatorídad  y  en  el  domicilio  de  sns  padres  y  seguir,  como  en 
tales  casos  es  presnmible,  la  dirección  y  los  consejos  de  éstos,  parece  natural 
<Iiie  subsistan  la  administración  y  el  osnfrocto  de  los  pecnlios,  por  todo  el 
tiempo  qoe  la  anterior  legislación  les  mantenía.  No  será  entonces  el  legisla- 
dor, sino  la  voluntad  tácita  del  hijo»  quien  prorrogue  la  autoridad  y  faculta- 
des paternas  Y  por  la  misma  razón,  desde  que  el  hijo  mayor  de  veintitrés 
años  salga  de  la  casa  de  sn  padre,  cesará  la  presunción  en  qoe  descansa  la  re- 
gla 5.*  y  con  ella  los  derechos  de  administración  y  usufructo  que  al  padre  co- 
rresponden sobre  los  bienes  del  peculio. 

Pero  cuando  los  derechos  del  padre  procedan  de  un  acto  suyo,  legítimo  y 
voluntario,  otorgado  con  condiciones  recíprocas,  bajo  el  antiguo  régimen  ju- 
rfdioo,  la  jaslicía  manda  respetarlo  y  mantenerlo,  sin  limitación  alguna.  Así, 
el  padre  qae  voluntariamente  hubiese  emancipado  á  un  hijo,  reservándose  al- 
gún derecho  sobre  sns  bienes  adventicios,  podrá  continuar  disfrutándolo  hasta 
el  tiempo  en  que  el  hijo  debería  salir  de  la  patria  potestad  según  la  legisla- 
ción anterior. 

También  tiene  carácter  en  ciei'to  modo  exeepcional  del  principio  que  do- 
mina en  esta  materia,  la  regla  40,  que  establece  ciertas  restricciones  á  la  in- 
troducción inmediata  del  consejo  de  familia  cuando  la  tutela  estaba  ya  cons- 
titQída  ó  constituytedose  al  empezar  á  regir  el  Código.  Siendo  esta  nueva  ins- 
titnción  enteramente  desconocida  en  España,  su  establecimiento  reqniere  tem* 
peramentos  de  lentitud  y  prudencia,  si  no  ha  de  comprometerse  sn  éxito.  Por 
mOy  aunque  el  Código,  legislando  para  lo  porvenir,  dispone  que  los  Jaeces  y 
Fiscales  municipales  procedan  de  oficio  al  nombramiento  del  consejo  de  fami- 
lia si  supieren  qoe  hay  en  so  territorio  alguna  persona  sujeta  á  tutela,  la  Sec- 
ción entiende  que  este  precepto  no  es  aplicable  sino  á  los  menores  ó  incapa- 
citados cuya  tutela  no  estuviese  definitivamente  constituida  al  empezar  á  re- 
gir el  Código,  sin  perjuicio  de  que,  tanto  en  este  caso  como  en  el  de  estar  fnn- 
donando  el  totor,  deberá  nombrarse  el  consejo  cuando  lo  solicite  persona 
interesada,  y  siempre  qoe  deba  ejecutarse  algón  acto  que  requiera  sn  ínter- 
▼eneión.  Mientras  no  vaya  entrando  en  las  costumbres  la  nueva  institución, 
la  iniciativa  fiscal  para  promover  su  oso  podría  más  bien  perjudicarla  que  fa- 
voreceria.  Por  la  misma  razón,  coando  la  tutela  estuviese  ya  constituida  bajo 
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el  régimen  de  la  legislación  anterior,  no  se  deberá  proceder  al  nombramiento* 
del  consejo  sino  á  instancia  de  cualquiera  de  las  personas  que  tengan  derecha 
á  formar  parle  de  él,  ó  del  tutor;  y  seguramente  no  fallarán  estas  instancias, 
siendo  tantos  los  casos  en  que  los  actos  del  menor  ó  de  la  administración  de 
80  patrimonio  no  pueden  verilearse  leg^lmente  sin  ia  intervención  del  con* 
aejo  de  familia.  A  estos  casos,  más  que  á  la  espontánea  acción  fiscal,  se  debe- 
rán con  el  tiempo  la  realidad  y  la  práctica  de  la  nueva  institución. 

Algo  de  excepcional  ofrece  también  la  regla  12,  la  cual,  después  de  pres- 
cribir que  los  derechos  á  la  herencia  de  los  fallecidos,  con  testamento  ó  sin  él, 
antes  de  estar  en  vigor  el  Código,  se  rijan  por  ia  legislación  anterior,  y  que 
la  de  los  fallecidos  después  se  reparta  y  adjuilique  con  arreglo  á  aquél,  dis- 
pone que  se  respeten  las  legítimas,  las  mejoras  y  los  legados,  pero  reduciendo 
aa  cuantía  si  de  otro  modo  no  se  pudiese  dar  á  c^da  partícipe  en  la  herencia 
lo  que  le  corresponda  según  la  nueva  ley.  La  legislación  anterior  no  recono- 
cía porción  legítima  á  los  cónyuges  ni  á  los  hijos  nalurales,  como  lo  hace  la 
vigente,  ni  permitía  al  padre  disponer  libremente  del  tercio  de  su  haber.  El 
que  hizo  tesiameulo  válido  bajo  el  régimen  de  aquella  legislación,  no  pudo 
dispcner,  teniendo  hijos,  más  que  del  quinto  de  sus  bienes,  ni  mejorar  á  cual- 
quiera de  aquéllos  en  más  del  tercio  de  éatos.  Pero  si  murió  después,  rigiendo 
el  Código,  como  por  razón  del  tiempo  en  que  ha  ocurrido  su  muerte  resultará 
aumentada  la  parte  disponible  del  testador  y  reducida  por  tanto  la  legítima,  y 
acrecentadas  en  su  caso  las  mejoras,  el  testrimento  habrá  de  cumplirse  redu- 
ciendo ó  aumentando  las  porciones  hereditarias  si  así  fuere  necesario,  para 
que  todos  los  partícipes  forzosos  en  la  heren(Ma,  según  el  nuevo  derecho,  re- 
ciban lo  que  les  corresponda  conforme  al  mismo. 

Aunque  la  Sección  ha  buscado  detenidamente  en  el  Código  todos  los  casos 
de  contiicto  que  pu-^dan  ocurrir  entre  sus  dispos'ciones  y  las  del  antiguo  de- 
recho, y  cree  que  todos  los  conocidos  podrán  resolverse  por  las  reglas  transi- 
torias que  quedan  expuestas^  le  ha  parecido  conveniente  prever  otros  casos, 
que  puedan  ocurrir  en  la  práctica  y  no  se  hallen  directamente  comprendidos 
en  aquéllas.  Si  esto  ocurriere,  toca  á  los  Tribunales  decidir  lo  que  á  su  juicio 
corresponda;  pero  no  á  su  libre  arbitrio,  sino  aplicando,  según  la  regla  43. 
los  principio!»  que  sirven  de  fundamento  á  las  demás  transitorias. 

Fuera  de  las  enmiendas  y  adiciones  que  quedan  indicadas,  nada  más  ha 
tenido  que  hacer  la  Sección  sino  algunas  correcciones  de  estilo,  ó  de  errataa 
de  imprenta  ó  de  copia,  cometidas  en  la  primera  edición  del  Código.  Fácil 
será  advertirlas  comparando  los  textos  adjuntos  con  los  publicados,  y  así  se 
verá  que  sus  diferencias  son  tan  poco  importantes  y  sus  motivos  tan  eviden- 
te«,  que  no  es  necesario  llamar  la  atención  sobre  ellas. 

Expuestas  las  consideraciones  que  preceden,  y  dado  á  conocer  en  ellas  lo 
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qne  príneipalmente  merece  -aotarse  en  los  trabajos  á  qae  se  refíeren  y  en  el 
espirítn  que  los  ha  aDimado,  cree  la  Sección  deber  dar  aqaí  por  terminado  el 
encargo  recibido. 

Dios  guarde  á  Y.  E.  mochos  años.  Madrid  30  de  Janio  de  4889.— Manuel 
Alonso  Martínez,  Presidente;  Francisco  de  Cárdenas,  Salvador  de  Albacoie, 
Germán  Gamazo,  Hilario  de  Igón,  Santos  de  Isasa,  José  María  Manresa,  Vo- 
cales; Edoafdo  García  Goyena,  Vocal  auxiliar.— Ekcoqo.  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y  Jastícia. 
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TÍTULO  PRELIMINAR 

De  las  leyes,  de  sus  efectos  y  de  las  regalas 
generales  para  su  aplioacicSn. 


Ariieolo  1.^    Las  leyes  obligarán  en  la  Península» 

Islas  adyacentes,  Canarias  y  territorios  de  África  sujetos 
á  la  legislación  peninsular,  á  los  veinte  día^  de  su  pro- 
mulgación, si  en  ellas  no  se  dispusiere  otra  cosa. 

Se  entiende  hecha  la  promulgación  el  día  en  que  ter- 
mina la  inserción  de  la  ley  en  la  Oaceta. 


1.  La  infracción  de  las  leyes  civiles  no  es  materia  de  casación 
en  derecho  penal,  porque  de  su  resolución  no  puede  derivarse  la 
existencia  de  hechos  punibles. — S,  6  Junio  95.-^0,  30  Sejpi. 

2.  Según  dispone  este  articulo  y  el  3.^,  las  leyes  no  rigen  hasta 
loe  veinte  días  de  su  promulgación,  y  no  tienen  efecto  retroactivo 
«i  no  disponen  lo  contrario;  y  conforme  al  párrafo  inicial  de  las  dis- 
poeiciones  transitorias,  y  sus  reglas  1.^  y  4.^,  las  variaciones  intro- 
Hlucidas  por  el  Código  que  perjudiquen  derechos  adquiridos,  csegún 
la  legislación  civil  anterior,  no  tendrán  efecto  retroactivo,  sino  que 
se  regirán  por  ella,  aunque  la  nueva  ley  los  regule  de  otro  modo  ó 
no  los  reconozca,  subsistiendo  los  derechos  y  acciones  nacidos  da- 
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rante  ella,  aunque  no  se  hayan  ejercitado  antes,  fiín  otra  limitación 
<|ue  la  de  sujetarse  á  lo  en  él  dispuesto  en  cuanto  á  su  ejercicio, 
duración  y  procedimiento  para  hacerlos  valer. — S,  17  Ahrü  91, — 
O.  30  Mayo. 

3.  El  matrimonio  celebrado  con  anterioridad  al  Código,  del  que 
se  hacen  derivar  derechos  y  acciones  sobre  litisexpensas  que  ejer- 
cita la  mujer  contra  su  marido,  no  puede  ocasionar  la  aplicación 
de  Ins  disposiciones  de  dicho  Código. — S.  17  Abril  91,-0.  30  Mayo. 


p 

X  AKA  qae  la  ley  obligue,  como  ordena  el  precepto,  es  necesario  que  pro- 
venga de  qoien  tenga  facultad  de  legislar,  atribuida  hoy  por  el  art.  \%  de  la 
Constitación  del  Estado  á  las  Cortes  con  el  Rey,  y  que  sea  promulgada,  esto 
es,  notificada  solemnemente  á  la  sociedad  que  ha  de  cumplirla  sin  excusa. 

La  ley  ha  sido  definida  de  muy  diverso  modo,  según  las  edades,  el  prin- 
cipio filosófico  que  las  ha  informado,  y  la  constitución  política  de  cada  pue- 
blo en  sxk  desenvolvimiento  histórico.  Nosotros  creemos  ser  ley  la  expresión 
iscrUa  del  derecho.  Este  es  la  causa,  la  ley,  el  efecto;  el  derecho  es  la  idea; 
la  ley,  la  expresión  de  esa  idea,  como  ésta  es  á  su  vez  la  manifestación  de  la 
justícia  referida  á  la  acción  de  gobernar:  savia  que  alienta  la  vida  de  las  so- 
ciedades en  todas  las  épocafi,  países  y  circunstancias,  como  si  proviniese  de 
no  derecho  preexistente,  universal  ó  cosmopolítico,  constituido  por  preceptos 
morales  con  carácter  de  perpetuidad,  desde  cuyo  punto  de  partida  arranca 
hacía  el  bien  común,  que  es  el  verdadero  fin  de  toda  ley. 

Los  expositores  y  tratadistas  modernos  se  afanan  por  contribuir  hacia  la 
ileÜBÍción  única  de  la  ley,  sin  que,  á  nuestro  juicio,  lo  hayan  podido  conse- 
guir haivta  el  presente,  vista  la  multitud  de  definiciones  en  las  diversas  obras 
que  hoy  circulan.  Verdad  es  que  es  improba  tarea  la  de  ^Bfínir;  pero  en  de- 
recho es  además  toda  definición  peligrosa,  según  la  máxima  legendaria  que 
viene  repitiéndose  desde  tiempos  remotos.  Por  eso,  prescindiendo  de  la  crí- 
tica que  nos  ha  sugerido  el  estudio  de  las  aludidas  definiciones,  ratificándo- 
nos en  la  arriba  expuesta,  podemos  dejar  sentado  que,  si  no  es  fácil  definirla» 
e:>',  on  cambio,  difícil  encontrar  quien  racionalmente  desconozca  el  concepto  de 
la  ley.  . 

Hay,  por  consiguiente,  que  estudiar  en  ésta,  como  elementos  generadores, 
5U  e^eocía,  so  estructura,  su  carácter,  su  fin  y  su  objeto,  según  detalla  el  ix-^ 
guíente  cuadro: 
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En  goakto  á  sg  EaBNciA.— Jiutot.— Si  la  sociedad  no  estuviese  infor» 
mada  del  espirito  de  jasticia,  no  podría  existir,  ni  sería  necesario  el  estudio 
del  derecho  si  ia  vida  social  no  caminase  hacia  el  afianzamiento  de  la  josti- 
cia.  Los  preceptos  seculares  honesta  títere,  áUerwn  non  Icsdere,  jus  suum 
euique  tribuere,  no  son  más  que  gritos  escapados  del  corazón  de  las  socieda- 
des, qne  todas  han  experimentado  el  sentimiento  universal  de  la  jasticia.  No 
hay  que  investigar  su  origen^  pues  es  tan  antiguo  como  el  hombre,  sujeto 
único  del  derecho,  animado  siempre,  cualquiera  que  sea  su  cultura,  de  aque- 
lla gran  virtud.  Heinecio,  con  referencia  á  Justiniano,  dice,  que  aun  entre 
los  ladrones  se  observa  un  principio  de  justicia  en  el  reparto  de  los  bienes 
robados...  La  ley,  por  consiguiente,  no  puede  prescindir  de  aquella  genera- 
ción; porque,  si  no  fuese  encaminada  á  afianzar  el  triunfo  de  la  justicia,  ¿qué 
fines  habría  de  perseguir  el  legislador?  Una  ley  que  no  estableciese  derechos 
frente  á  los  deberes,  ó  no  crease  éstos  frente  á  aquéllos,  que  no  repartiese  en 
equitativa  y  justa  proporción  los  premios  y  los  castigos,  que  al  despojo  no 
opusiese  la  restitución,  carecería  de  uno  de  sus  más  esenciales  elementos,  y 
destruyendo  lo  que  debía  respetar,  y  dando  vida  á  io  que  debía  extinguir,  ha- 
ría imposible  su  observancia. 

Morales,— Lí  moral  se  comprende  mejor  que  se  define.  Todos  los  precep- 
tos cuya  práctica  deja  una  huella  de  paz  y  tranquilidad  en  la  conciencia  hon- 
rada del  hombre,  son  preceptos  morales.  Emanan  de  ia  pura  doctrina  conte- 
nida en  el  Decálogo.  El  honesta  vivere^  forma  la  constitución  universal  y  en 
ella  descansa  el  derecho  positivo;  el  atentado  contra  las  buenas  costumbres 
es  la  violación  de  ese  vivere  honesta;  el  ataque  contra  las  personas,  es  la  in- 
fracción del  alterum  non  Icedere,  y  la  violación  de  los  derechos  de  los  demás 
es  el  menoscabo  del  ius  suum  euiqne  iribuere,  Claro  es,  por  lo  tanto,  que  no 
se  concibe  una  ley  que  no  descanse  en  principios  de  moralidad  reconocida; 
sin  perder  de  vista,  para  evitar  confusión  entre  la  moral  y  el  derecho,  qne 
aquélla  se  refiere  á  los  actos  internos,  mientras  éste  comprende  los  que  son 
susceptibles  de  coacción  exterior:  «todo  delito  es  pecado;  pero  todo  pecado 
no  es  delito».  Pudiendo  representarse  ambos  por  dos  círculos  concéntricos,  en 
donde  no  hay  más  diferencia  que  la  irradiación,  cuyos  círculos  comprenden 
respectivamente  la  esfera  de  acción  de  la  moral  y  el  campo  del  derecho, 
desde  cuyo  punto  ha  sido  éste  considerado,  como  ¡a  linea  más  corta  guepneáe 
tirarse  desde  la  razan  á  Dios, 

Equitativas,— Lz'eqniáká^  nombre  más  ruidoso  que  entendido,  de  grande 
autoridad  entre  los  intérpretes,  es  el  mismo  derecho,  ó  por  mejor  decir,  la 
razón  intrínseca  del  derecho  natural  de  gentes  y  positivo.  Si  la  ley  tiene  de- 
masiada generalidad,  ó  menos  que  la  que  conviene,  se  considera  la  equidad 
natural  ó  el  derecho  de  gentes  como  corregidora  de  aquella  demasía,  ó  suplí- 
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don  de  aquel  defeeto;  ya  que  la  ley  es  precepto  general  que  comprende  va- 
ríoa  casos  sin  determinar  ninguno,  y  no  debe  considerarse  como  la  vara  de 
hierro  que  destmye,  sino  cnal  la  fémla  snave  que  dirija  y  conserve.  La  pre- 
víaión  que  templa  la  fuerza  de  la  ley,  la  influencia  benéfica  que  le  danna 
ductilidad  conveniente,  la  compañera  de  la  justicia,  la  que  detiene  por  aten- 
dible motívo  la  espada  de  la  airada  Temis,  esa  es  la  equidad:  tummumjut 
ivmma  ii^fitriñ  est 

Contemientés, ^Si  el  legislador  no  tiene  presentes  las  necesidades  de  la 
sociedad  para  quien  legisla,  no  hace  de  la  ley  el  medio  de  satisfacerlas,  deja 
pasar  la  época  oportuna  de  la  promulgación,  no  atiende  con  cuidado  prolijo 
al  bien  de  los  ciudadanos,  si  ataca  los  principios  fundamentales  ó  constitucio- 
nales, deja  desamparados  intereses  legítimos...:  es  evidente,  que  el  precepto 
que  establezca,  careciendo  de  conveniencia,  no  tendrá  razón  de  ser  su  aplica- 
ción;  si  el  hombre  necesita  de  sanos  alimentos  para  su  subsistencia,  la  socie- 
dad exige  buenas  y  sabias  leyes  para  su  conservación  y  progreso.  La  oportu- 
nidad en  el  avance,  ó  la  detención  de  insana  carrera,  constituyen  una  de  las 
prineipaks  razones  en  que  descansa  la  conveniencia  de  las  leyes;  é  inspirado, 
sin  doda,  en  ello^  al  fijar  el  legislador  en  el  artículo  que  comentamos  el 
pUfo  de  veinte  días,  contados  desde  su  promulgación,  añade,  previendo  la 
conveniencia  de  su  reducción,  «si  en  ellu  no  se  dispusiere  otra  cosa». 

Por  so  B8THüCTVBA.—^0M^a^«0/tíM.~Que  las  leyes  deben  ser  buenas, 
k>  indica  su  justicia,  su  moralidad,  su  equidad  y  su  conveniencia;  mas  como 
esta  bondad  puede  ser  absoluta  ó  relativa,  corresponde  hacer  aquí  constar  que 
k  primera  consiste  en  la  conformidad  de  los  preceptos  legales  con  los  princi- 
pios inmutables  de  justicia  que  en  todas  las  épocas  y  países  se  presentan  con 
el  mismo  carácter  de  perpetuidad  y  preexistencia  escritas  en  el  Decálogo. 

Bondad  reUtívíK—En  las  leyes  no  puede  prescindirse  de  las  exigencias 
biitóricaa  de  la  sociedad,  y  según  aquéllas,  en  el  tiempo,  en  el  lugar,  ó  en 
círeanstancias  especiales,  el  acomodamiento  á  éstas  de  la  bondad  absoluta, 
las  hará  relativamente  buenas. 

GaBacntBS  ns  la  iMY.'-Obtí^aiarias.  —  De  esta  condición  participan 
todas  las  leyes  llamadas  imperativas  como  las  permisivas,  porque  siendo  co- 
rrelativos los  derechos  y  los  deberes,  al  crear  una  ley  un  derecho,  crea  im- 
plfdtamente  el  deber  de  respetar  ese  derecho,  cuya  circunstancia  ha  com- 
prendido el  Código  en  su  art.  4.*,  según  veremos,  confirmando  antiguas  doc- 
trinas de  nuestros  cuerpos  legales  que,  como  el  de  las  Partidas  proclama  en 
la  ley  46  de  la  I.*,  tít.  4.^,  que  la  ley  debe  ser  obligatoria»  tanto  para  el  so- 
berano como  para  sus  subditos. 

6'M#ra/«f.— £1  principio  democrático  atribuido  á  nuestra  época,  que  pro- 
clama la  igualdad  de  todos  ante  la  ley,  exige  que  ésta  sea  primeramente 
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igoal  para  todos,  como  viene  consignado  en  nuestras  leyes  históricas  desde, 
el  Fuero  Juzgo,  j,  cdada  á  los  varones — ley  3.*,  tít.  t.*,  libro  4.^— é  á  las 
mngeres,  é  así  á  los  sabios,  cnemo  á  los  non  sabios,  é  á  los  fijos*dalgo, 
cnemo  á  los  villanos:  ó  qne  es  dada  sobre  todas  las  cosas  para  la  salud  del 
Principe  é  del  pueblo,  ó  reluce  cuerno  el  sol  defendiendo  á  todos». 

Verdad  es  que  los  azares  de  la  £dad  Hedía  j  la  lucha  con  los  árabes,  oca- 
sionaron transitorianiente  los  Fueros  Municipales  y  privilegios  á  lugares,  vi- 
llas, aldeas  y  personajes;  pero  el  tiempo  los  ha  ido  destruyendo  tras  las  as- 
piraciones de  que  cunos  mismos  Códigos  rijan  la  nación  española»,  y  aunque 
se  conservan  en  algunas  localidades  sobre  determinados  puntos  de  derecho 
civil,  están  tan  sometidos  á  la  generalidad  de  la  ley  nacional  en  todas  las  ra- 
mas del  derecho,  que  sólo  constituyen  una  excepción  muy  concreta  que  no 
altera  ese  carácter  en  nuestras  leyes,  robustecido  hoy  en  el  Código  que  rige  al 
fin  á  aquéllas,  aunque  supletoriamente,  constituyendo  así  la  obra  de  la  uni- 
dad nacional,  cuyo  interés  colectivo  exige  que  la  ley,  sin  perder  de  vista  los 
respetos  individuales,  enaltezca,  informada  de  un  espíritu  abstracto,  el  inte- 
rés general  de  la  sociedad. 

Ettabla,—lJL  estabilidad  de  la  ley  está  subordinada  á  la  progresión  de  la 
vida  social,  cuya  tendencia  hacia  su  perfeccionamiento  debe  evidenciarse  en 
las  leyes,  complemento  de  las  costumbres  para  mejora  del  cuerpo  social.  Con- 
secuencia de  esto  es  la  reforma  y  aun  derogación  de  la  ley,  afectándola  ó  anu- 
lándola respectivamente  cuando  la  necesidad  lo  hace  sentir  y  lo  reclama  forzo- 
samente; pero  mientras  tanto,  h1  precepto  estable  debe  amparar  los  derechos 
que  crAa,  como  garantía  de  la  posesión  de  los  mismos,  y  en  seguridad  de  qne 
no  sean  vulnerados,  para  que  la  confianza  á  su  tenor  nacida,  que  mantiene  el 
orden  en  la  sociedad,  no  sea  destruida  ó  afectada  por  atentatoria  ley  posterior. 
La  ley  positiva  no  es  inmutable;  pero  su  longevidad,  acreditando  la  sen- 
satez del  legislador,  garantizará  el  afianzamiento  del  orden.  Por  el  contrarío, 
el  deplorable  afán  de  reformar  de  los  gobernantes  de  nuestra  época,  si  bien 
les  proporciona  una  notoriedad  nada  envidiable,  en  cambio  no  hay  corazón 
que  se  sustraiga  al  sobresalto,  á  la  expectante  observación  de  la  contradanza 
vertiginosa  que  incesantemente  derrumba  instituciones,  modos  de  ser  y  es- 
tados de  derecho,  qne  dificultando,  cuando  no  desorganizando  los  servicios, 
mantiene  levantada  con  espanto  la  vista,  como  temiendo  cada  día  que  ama- 
nece con  una  nueva  disposición,  otra  mayor  desgracia. 

Pon  su  Yvm.—Imperativas.Son  todas  las  leyes  de  cuyo  cumplimiento 
nadie  puede  excusarse,  porque  partiendo  de  la  base  de  que  existen  los  dere- 
chos, sólo  sirven  para  hacer  exigible  el  cumplimiento  de  los  deberes.  Las  le- 
yes penales  son  imperativas,  y,  por  regla  general,  todas  las  que  garantizan 
4lerechos  declarados. 
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FirmUivas, ^Suelen  llamarse  así  las  leyes  cayo  ioeamplimieoto  no  tqI- 
Bera  derechos  generales,  y  estaban  repeladas  en  lo  antiguo  como  renQBcia» 
bles  para  aqael  á  quien  favorecían  en  una  ocasión  determinada;  hoy  no  son 
Us  leyes,  sino  ios  derechos  concedidos  por  ellas  los  que  pneden  renondarse, 
seg4n  consigna  el  art.  4.o  del  Código,  cnando  tal  renuncia  no  sea  contra  el 
interés,  el  orden  pi&bllco  ó  en  perjuicio  de  tercero. 

PoB  su  OBJETO. — Substantivas. — ^Son  generalmente  así  llamadas  las  leyes 
que  estatuyen  los  derechos  fundamentales  de  la  vida  racional  de  todo  ser 
animado,  corpóreo^  ó  de  toda  institución,  regulando  compensadamente  los 
elementos  de  su  funcionalismo  normal  para  el  exacto  cumplimiento  de  sn  pe- 
coliar  destino;  viniendo  á  ser  como  las  leyes  fisiológicas  de  todo  organismo  de 
cuyo  cumplimiento  depende  el  eqnilibrio  y  marcha  regular  que  determina  sn 
ulod.  A  esta  clase  corresponden  las  leyes  políticas  i  que  está  sujeta  la  Cons- 
titución del  Estado,  como  cuerpo  social;  las  administrativas^  que  debiendo  su 
origen  á  las  necesidades  de  la  colectividad,  versan  sobre  materias  de  interés 
público  y  armonizan  las  relaciones  entre  gobernantes  y  gobernados;  las  tn- 
temacicnales^  que  normalizan  entre  sí  las  de  diversos  Estados;  las  eanónu 
eu, que  proviniendo  déla  Iglesia,  tienden  á  la  felicidad  sobrenatural  y 
eterna  de  los  hombres;  y  las  civiles^  que  versan  sobre  el  interés  privado  de  és* 
tos,  persiguiendo  el  bien  general,  mediante  la  consecución  del  bien  indivi* 
dual. 

Sarcionadobas.— Corresponden  á  esta  clase  coantas  disposiciones  legales 
tienden  á  reprimir,  corregir  y  castigar  las  conculcaciones  de  las  leyes  substan- 
tivas, y  constan,  no  sólo  en  el  Código  penal,  sino  en  los  demás  cuerpos  lega- 
les que  determinan  las  responsabilidades  de  todo  género,  civiles,  criminales 
y  subsidiarias,  consiguientes  á  toda  transgresión  del  derecho  constituido. 

Ejecutivas. — Fundamenta¡es,—SoD  de  esta  clase  todas  las  leyes  y  dispo- 
siciones que  establecen  los  organismos  de  la  administración  activa  del  Estado 
para  llevar  sn  acción  al  fin  substancial  del  derecho,  ya  proclamando  ésto,  ya 
reintegrándole  en  sus  perturbaciones,  como  son  todas  las  llamadas  orgánicas 
que  establecen  las  autoridades  en  sus  diversos  grados,  inferior,  superior  y  so- 
premo,  con  su  correspondiente  determinación  de  auxiliares,  subalternos,  etc. 

ProessáUs* — Son  las  leyes  y  demás  disposiciones^  como  reglamentos 
é  instrucciones,  que  establecen  la  marcha  de  cada  clase  de  reclamación  pro- 
ducida por  la  transgresión  de  un  dereebo,  al  intento  de  restablecerle  al  es- 
tado normal  correspondiente  por  medio  de  un  pronunciamiento  definitivo  de 
la  autoridad  competente,  llevándonos  como  de  la  mano,  desde  el  hecho  de  la 
coDcnIcacióo,  al  acto  sancionador  de  la  restitución,  reintegro  ó  subsanación* 
como  el  remedio  que,  á  través  del  proceso  morboso,  sustrae  nuestro  estada 
.patológico  al  de  ia  vida  normal  y  á  la  salud. 
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En  cninto  al  precepto  qoe  consigna  el  art.  4. o  de  nnesiro  Código»  es 
unánime  la  opinión  de  ios  comentaristas  más  conspicnos  en  reconocer  qne  el 
sistema  de  simultaneidad  qne  establece,  es  el  más  conforme  con  la  justicia  ea 
virtud  á  la  igualdad  legal,  que  evitará  seguramente  el  que  una  convención  sea 
ai  mismo  tiempo  lícita  ó  ilícita,  según  el  lugar  en  que  se  realice  y  la  distan- 
cia que  los  separa  de  la  capital,  lo  cual  solían  ocasionar  las  demás  formas  de 
promulgación  de  nuestras  leyes. 

Respecto  de  los  que  habiten  fuera  del  territorio  español  y  á  la  época  en 
que  les  serán  obligatorias  las  leyes  aquí  promulgadas,  los  españoles  estarán 
obligados  á  probar  ante  los  Tribunales  extranjeros,  como  si  se  tratase  de  uno 
de  los  hechos  en  cuestión,  la  ley  que  á  la  sazón  se  halla  vigente  en  su  patria, 
porque  en  otro  caso,  aquellos  Tribunales,  en  defecto  de  tal  prueba^  resolve- 
rán seguramente  la  cuestión  aplicando  el  derecho  que  allí  rija. 

Todavía  podrá  surgir  cuestión  respecto  á  la  aplicación  por  Tribunales 
españoles  de  las  leyes  aquí  promulgadas,  con  relación  á  un  nacional  residente 
en  el  extranjero;  y  en  este  caso,  es  general  la  opinión  de  que  como  nuestros 
Tribunales,  á  falta  de  texto  expreso,  deben  acudir  á  los  principios  generales 
del  derecho,  y  es  uno  de  ellos  que  la  ley  no  puede  obligar  mientras  no  sea 
conocida,  la  presunción  de  este  conocimiento  no  puede  resolverse  por  otro 
medio  que  por  el  criterio  de  los  mismos  Tribunales. 


Ari.  9.^    La  ignorancia  de  las  leyes  no  excusa  de  bu 
cumplimiento. 


D 


SSDE  que  una  ley  se  promulga  ó  se  notifica  solemnemente  á  la  Nación, 
el  conocimiento  ó  ignorancia  de  sus  preceptos  que  particularmente  se  tenga, 
depende  de  un  acto  puramente  subjetivo,  difícil,  si  no  imposible  de  compro- 
bar, y  especialmente  el  de  la  ignorancia,  por  su  cualidad  de  negativo.  A  na- 
die le  ftltan  medios  de  conocer  la  ley,  y  de  ahí  la  eficacia  del  antiguo  aforis- 
mo: 2iemo  excnsaiwr  á  poena  prcstextu  ignorante  legU,  derivado  de  la  ley  9.*, 
tít.  6.®,  libro  SS  del  Digesto,  y  comprendido  en  nuestros  códigos  nacionales 
á  partir  del  Fuero  Juzgo  (4),  con  sólo  la  excepción  tan  conocida  de  las  Par- 
tidas  en  favor  de  los  soldados,  los  campesinos  y  las  mujeres  (S). 

(!)•    Ley  H.*  tít.  !.•,  libro  2.*;  ley  4.',  tít.  6.*,  libro  !.•  del  Fuero  Beal. 
00     Ley  21,  tít.  1.*,  Partída  1.*;  e.^  tít.  li,  Partida  «.%  y  29  y  81,  tít.  14,  Far^ 
tida  5.* 
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£d  rigor,  este  artícalo  huelga  despaés  de  quedar  consignado  en  el  ante- 
rior qoe  obligarán  las  leyes  á  los  veinte  días  de  su  inserción  en  la  Gaceta^ 
sin  que  pudiere  temerse  distinción  de  parte  interesada,  cnando  la  ley^  ó  sea  el 
arL  4.*,  no  distingue.  Mas  si  el  legislador  ha  pretendido  acnmnlar  fuerza 
pleiMiáatiea  sobre  ese  punto  para  borrar  tal  vez  toda  reminiscencia  de  aque- 
llas leyes  de  Partida,  ha  podido  obtenerlo  sin  necesidad  de  dar  el  nt^mero  de 
mi  artfeolo  á  precepto  tan  secundario,  respecto  del  que  le  antecede,  del  cual 
b«  debido  formar  parte^  consiguiéndolo  muy  sencillamente  con  intercalar  des- 
pués de  lea  palabras:  «Las  leyes  obligarán...»  la  frase  «sin  excepción...»  ó 
aBidieodo  á  la  en  que  termina  el  referido  art.  4.^,  estas  otras...  «cuya  igno- 
rancia DO  excusa  de  su  cumplimiento». 

A  pesar  de  lo  terminante  del  precepto  que  nos  ocupa,  surge  la  atinada  cb- 
serradón  del  Sr.  Manresa  acerca  del  caso  excepcional  proveniente  de  fuerza 
BisjM*,  como  epidemia,  guerra,  etc.,  que  impidiera  al  periódico  oficial  llegar 
á  mis  provincia  determinada,  el  cual  opina  que  sería  injusto  aplicar  la  ley 
casado  por  tales  motivos  no  pudo  ser  conocida.  Claro  es  que  se  refiere  á  los 
preeeptos  imperativos  ó  prohibitivos  de  la  ley,  y  no  á  los  permisivos,  cuyo 
iBcampIimieuto,  no  ya  la  fuerza  mayor,  sino  la  simple  inclinación  de  la  vo- 
laatsd,  lo  justifica. 

Por  otro  lado,  la  ignorancia  de  las  leyes,  que  en  general  no  excusa  de  su 
cumplimiento,  puede  ser  causa  de  responsabilidad  críminal,.8i  se  trata  de  Jue- 
ces ó  Msgistrados  en  ejercicio  de  sus  funciones;  y  bajo  el  punto  de  vista  inter- 
fisdoBsl,  tampoco  podía  alegarse  por  ei  extranjero  que  contrate  con  espafiol 
ignorancia  de  nuestras  leyes  si  aquí  debía  cumplirse  la  obligación. 

Api.  3.^    Las  leyes  no  tendrán  efecto  retroactivo,  si 
no  disponen  lo  contrario. 

Según  ordena  como  regla  general  este  articulo  y  confirman  la 
1.*  y  4.*  disposición  transitoria,  el  Código  no  tiene  efecto  retroac- 
tivo, por  lo  cual,  si  el  hecho  generador  del  derecho  de  los  hijos 
naturales  legitimados  por  rescripto,  se  realizó  al  amparo  de  la  le- 
gislación anterior  al  Código,  y  los  derechos  que  éste  declara  por 
primera  vez  en  favor  del  cónyuge  superviviente,  en  concurrencia 
con  loa  hijos  naturales  legitimados  é  ilegítimos,  sólo  son  estima- 
bles en  cuanto  no  perjudiquen  otro  derecho  debidamente  adqui- 
rido aegún  las  leyes  anteriores;  la  sentencia  que  declara  que  el 
cónyuge  supérstite  tiene  derecho  á  la  mitad  de  la  herencia  de  su 
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finado  consorte,  madre  de  Iob  hijos  legitimados  habidos  de  otro  an- 
terior é  su  marido,  infringe  por  aplicación  indebida  los  arts.  837 
y  844  del  Código,  y  los  808,  834  y  839  del  mismo,  porque  tales  hi- 
jos ostentaban  ya,  mediante  la  legitimación,  la  capacidad  jurídica 
y  la  condición  de  legítimos.— &  8  Nov.  98. — O.  10  Enero  del  94. 


d±(y  UCHO  combaten algonos comenUristas la facnlud  reservada allegis- 
dor  para  dar  efecto  retroactivo  á  las  leyes  y  demás  disposiciones  del  Poder  eje- 
cativo. 

Nosotros,  al  ocnparnos  de  la  estabilidad  de  las  leyes,  comentando  el  ar- 
tículo 4.*,  hemos  adelantado  algunas  ideas  que  pueden  servir  de  precedente 
á  las  que  sugiere  esta  otra  cuestión.  Entendemos,  sin  embargo,  que  la  retro- 
actividad  á  que  el  artículo  se  refiere,  será  precisamente  alusiva  á  las  leyes  pe- 
nales ó  á  las  sancionadoras  en  general  cuando  atemperen  su  rigor,  y  i  las 
interpretativas  en  casos  muy  justificados  que,  partiendo  de  algún  conflicto 
planteado,  sean  indispensables  para  aclarar  puntos  obscuros,  dudosos  ó  contra- 
dictorios; porque  otra  cosa  sería  sembrar  en  el  espíritu  de  los  españoles  la  in- 
seguridad de  sus  derechos  legítimamente  poseídos  hasta  que  una  disposición 
posterior  atente  contra  ellos;  lo  cual  barrenaría  por  su  base  el  orden  social, 
sin  que  fuera  tal  vez  bastante  á  calmar  los  ánimos  recelosos,  la  garantía  de 
la  representación  nacional  en  Cortes  contra  las  arbitrariedades  del  Poder  eje- 
cutivo en  manos  de  un  Gobierno  que  llegase  á  disponer  ventajosamente  de  lo 
que  ha  dado  en  llamarse  manubrio  electoral. 

Dos  casos  recordamos  de  grandes  perturbaciones  sociales  en  nuestra  patria 
en  la  edad  moderna  de  su  historia,  debidos  á  la  retroacción  de  lu  leyes.  Ei 
uno,  producido  por  el  famoso  decreto  y  Consejo  formado  en  tiempos  del  Conde 
Duque  de  Olivares,  que  ordenó  y  llevó  á  efecto  el  que  todos  cuantos  hubiesen 
intervenido  en  el  manejo  de  ios  fondos  públicos  desde  el  año  4603  á  46SI,  es 
decir,  en  el  período  de  diecinueve  años,  presentasen  una  cuenta  religiosa  de 
los  bienes  propios  con  que  habían  entrado  en  el  servicio  y  de  los  que  po- 
seían  á  su  separación,  para  averiguar  los  adquiridos  malamente  y  secuestrar- 
ios. £1  Tesoro  se  llenó,  dice  un  historiador,  con  estas  restituciones;  pero  pasma 
considerar  la  alarma  y  el  desorden  que  ocasionaría  en  todas  las  provincias, 
bastándonos  para  el  caso  apuntar  como  muestra,  que  al  que  había  sido  primer 
Ministro  de  Felipe  III,  el  Duque  de  Lerma,  le  cupo  la  obligación  de  pagar  se- 
tenta y  dos  mil  ducados  anuales  juntamente  eon  el  atraso  de  veinte  iniial&*< 
4ades  á  lítalo  de  rentas  mal  adquiridas. 
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El  Otro  easo  ao  refiere  á  la  m?alicLic¡óii  de  las  ventas  realizadas  en  los 
«ik>s  48t0  al  23  de  bieiiee  nacionales,  y  á  las  craeles  persecuciones  que  en  la 
época  reaccionaria  sobsigniente  sofrieron  aquellos  qae,  contratando  con  ei 
Estado,  adquirieron  los  alodidos  bienes. 

No  son  de  esperar  naevos  ejemplos  de  esa  índole,  y  estamos  tan  distantes 
de  ello,  como  demuestra  el  alcance  que  damos  á  lo  que  quiere  decir  el  efecto 
retroactivo  del  artículo  que  nos  ocupa;  pero  para  que  no  se  pierda  de  vista  lo 
trascendental  de  una  ley  que  no  mira  sólo  al  porvenir,  sino  que  retrotrae  ¿os 
efectos  á  tiempos  anteriores,  considérese  la  perturbación  y  serias  protestas 
«urgidas  en  todas  las  provincias  á  consecuencia  del  Real  decreto  de  30  de 
Noviembre  de  4894^  adaptando  los  estudios  de  la  segunda  enseñanza  al  nuew 
p/es,  y  el  clamoreo  que  aun  so  oye  por  todas  partes  contra  los  efectos  retro- 
activos do  tales  disposiciones  en  perjuicio  de  la  multitud  de  persona»  á  quie- 
nes afectan. 


Api.  4.^  Son  nulos  los  actos  ejecutados  contra  lo 
dispuesto  en  la  ley,  salvo  los  casos  en  que  la  misma  ley 
ordene  su  validez. 

Los  derechos  concedidos  por  las  leyes  son  renuncia- 
blesy  á  no  ser  esta  renuncia  contra  el  interés  ó  el  orden 
público,  ó  en  perjuicio  de  tercero. 


Si  cuando  la  ley  exige  condiciones  más  ó  menos  esenciales  para 
la  celebración  de  los  matrimonios,  pudiera  entenderse  lógica  y  ra- 
cionalmente que  se  hallan  prohibidos  los  que  se  realizan  faltando 
á  cualquiera  de  ellas,  aun  cuando  después  de  celebrados  se  les  re- 
conozcan efectos  legales  por  consideraciones  de  orden  superior, 
resulta  más  ostensible  la  trascendencia  de  la  infracción  cuando 
el  legislador  declara  en  absoluto  la  prohibición  de  celebrar  deter- 
minados matrimonios,  cual  es  la  contenida  en  el  art.  45  del  Có- 
digo civil  vigente,  que  expresa  y  terminantemente  prohibe  el  ma- 
trimonio al  mayor  de  edad  que  no  haya  solicitado  el  consejo  de 
las  personas  á  quienes  respectivamente  corre^onde  otorgarle, 
acreditándolo  por  alguno  de  los  medios  prescritos  en  el  art.  48. 
En  este  supuesto,  el  que  autorizare  (Juez  ó  Párroco)  un  matrimo- 
nio  prohibido  por  la  ley  de  tal  modo;  incurrirá  en  la  sanción  del 
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art.  493  del  Código  penal  vigente  en  la  Península  (498  del  que 
rige  en  Cuba  y  Puerto  Rico).— 5.  19  y  23  AbrÜ  92.-0.  27  Sepú. 

Son  nulos  loe  actos  ejecutados  contra  lo  dispuesto  en  la  ley,  y 
8i  bien  es  cierto  que  ésta,  ó  sea  el  art.  871  del  Código  de  Comer- 
cio, dispone  que  puede  presentarse  el  comerciante  en  suspensión 
de  pagos  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  al  venci- 
miento de  una  obligación  que  no  haya  satisfecho,  no  puede  de- 
cirse que  obra  contra  dicho  precepto,  aun  cuando  lo  haga  después 
de  transcurrido  ese  término,  si  el  crédito  dejado  de  satisfacer  á  su 
vencimiento  no  le  ha  sido  reclamado,  ni  consta  que  se  le  haya 
exigido  el  cumplimiento  de  tal  obligación,  que  es  cuando  en  ri- 
gor puede  decirse  que  ha  dejado  de  satisfacerla. — S.  11  Feh.  95. — 
G.  8  Mayo. 

Practicadas  las  operaciones  testamentarias  por  un  albacea,  con- 
tador y  partidor  único  nombrado  por  el  testador,  pagados  hasta 
donde  alcanzó  la  herencia  yacente  los  legados  á  prorrata,  por  no 
existir  bienes  con  que  pagarlos  integramente,  y  otorgada  después 
escritura  declarando  no  existir  más  bienes  que  los  distribuidos^  y 
renunciando  en  ella  expresa  y  terminantemente  con  el  doble  ca- 
rácter de  albacea  y  por  sus  propios  derechos  á  toda  reclamación  al 
heredero  instituido,  fuera  de  la  clase  que  fuera  ñipar  ningún  concepto^ 
68  evidente  que  al  reclamar  posteriormente  dicho  albacea  el  pago 
de  honorarios  devengados  por  el  mismo  como  Médico  en  la  asisten- 
cia facultativa  que  prestara  al  finado  durante  cierto  período  de  su 
vida,  va  contra  lo  á  que  expresa  y  claramente  se  obligó  en  la  alu- 
dida escritura,  ó  sea  la  renuncia  de  toda  reclamación  al  heredero; 
y  al  no  apreciarlo  así  la  Sala  sentenciadora,  incurre  en  error  de  de- 
recho, infringiendo  disposiciones  legales,  y  desconoce  todo  el  va- 
lor y  eficacia  que  debe  darse  á  ]a  mencionada  renuncia  de  dere- 
chos.—^.  27  Dic.  94.— O.  20  Marzo  95. 

Desistido  el  actor  de  la  demanda,  con  la  pretensión  de  que  se 
le  impongan  las  costas  causadas  en  el  litigio,  excepción  hecha  de 
aquellas  que  hablan  sido  objeto  de  condenas  especiales,  la  resolu- 
cián  judicial  que  limita  la  expresada  condena  de  costas,  en  tal 
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caso,  á  las  caoBadaa  hasta  la  presejatación  del  escrito  de  desistí- 
miento,  sin  comprender  las  posteriores  cansadas  para  la  ratifica* 
cite  del  actor,  infringe  el  art.  4.*  del  Código  civil,  por  cuanto 
concede  á  dicho  actor  un  derecho  que  él  había  renunciado.— «S^.  10 
Od.  94.— G.  19  Dic. 

La  sentencia  que  reconoce  validez  á  un  testamento  otorgado  en 
la  forma  que  previenen  laa  leyes  extranjeras  por  un  individuo  que» 
habiendo  expresado  su  declaración  de  ciudadanía  en  los  Estados 
Unidos  de  América,  llevó  á  efecto  aquél  en  dicha  forma  en  terri- 
torio español,  no  infringe  el  art.  4.^  del  Código  civil,  porque  su- 
puesta  la  cualidad  de  extranjero,  legalmente  reconocida  al  testa- 
dor,  no  existe  renuncia  de  derecho  de  ciudadanía  en  perjuicio  de 
tercero.— 5. 11  Dic.  93.^0.  19  Enero  94. 

El  auto  denegatorio  del  discernimiento  del  cargo  de  curador  de 
un  menor  nombrado  por  el  padre  en  su  testamento,  en  razón  á  vi- 
vir la  madre,  llamada  por  la  ley  á  ejercer  como  tal  madre  la  pa- 
tria potestad,  no  infringe  este  artículo,  ni  el  64  y  65  de  la  ley  del 
Matrimonio  civil.— 6^.  12  Oct.  91.-0.  3  Dic. 


E 


L  biea  público  ei  ley  saprema— ha  dicho  el  célebre  Porlalis;— proteger 
las  conyeniencias  contra  la  ley,  sería  colocar  las  volantades  particalares  con- 
tra la  volaatad  general.  Aferrados  en  este  principio,  no  sería  difícil  fnlminar 
contra  las  excepciones  establecidas  en  este  artícnlo  grandes  protestas.  Mas  un 
espirita  reposado  haría  comprender  fácilmente  qae  con  este  precepto  general  j 
sus  excepciones  no  ha  hecho  el  Código  sino  recoger  y  aceptar  lo  que  ha  venido 
siendo  moneda  corriente  desde  la  más  remota  antigOedad,  y  no  tienen  razón 
de  ser  las  censaras  qae  vemos  en  alganos  aatores  contra  la  validez  qoe  poeda 
darse  por  la  propia  ley  á  actos  contrarios  á  ella  misma,  y  por  lo  tanto,  nolos. 
Con  efecto,  si  la  validez  ó  nulidad  de  los  actos  aludidos  depende  de  la  con- 
formidad ó  disconformidad  qae  guarden  con  el  precepto,  legal,  desde  el  mo- 
mento que  éste  los  acoge,  ya  en  sa  parte  general,  ya  en  su  excepción,  como 
ambos  extremos  son  ley,  se  acabó  la  contradicción,  y  por  lo  tanto^  la  base 
fundamental  de  la  nulidad. 
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Asi,  pnes,  los  dos  pontos  anUgóaieos  del  primer  párrafo  del  artículo  que 
nos  ocnpa,  son  todo  en  la  apariencia  y  nada  en  la  realidad. 

Hay  casos  qae  reclaman  la  excepción  protectora  de  la  ley,  como  el  relativo 
A  ia  vinda  qpe  contrae  segundas  nopcias  antes  de  los  304  días  de  viudez,  que, 
A  pesar  de  no  quedar  exenta  de  pena,  será  válido  el  matrimonio,  no  obstante 
la  contravención  del  precepto  legal,  en  razona  que  pueden  ser  mayores  y 
más  funestas  las  consecuencias  de  la  anulación  que  las  de  la  validez  de  un 
acto  tan  trascendental.  Por  igual  motivo,  aun  cuando  no  se  nos'  alcance,  la 
seoteucia  dada  mediante  prevaricación  del  juzgador,  se  reputa  válida,  sin  per- 
juicio de  la  responsabilidad  personal  del  que  la  dictó. 

Que  los  derechos  concedidos  por  las  leyes  son  renunciables,  es  cosa  de 
siempre  conocida,  así  como  las  limitaciones  inherentes  á  su  renuncia;  por 
más  que  hay  casos  no  comprendidos  en  el  precepto  que  nps  ocnpa,  en  que  no 
es  posible  la  renuncia,  á  pesar  de  no  ir  contra  el  interés  ni  el  orden  público  ni 
en  perjuicio  de  tercero,  cuales  son  los  derechos  sobre  alimentos,  patria  potes- 
tad y  otros,  que  recuerda  el  discreto  comentarista  en  pseudónimo  ModioScs- 
vola,  los  cuales,  dice,  atañen  al  interés  particular  y  sin  embargo  no  pueden 
renunciarse  (1). 

Finalmente,  abundando  en  las  mismas  ideas  del  Sr.  Hanresa  en  este  punto, 
aihadiremos:  que  la  disposición  del  párrafo  primero  del  artículo  que  nos  ocupa 
sólo  puede  referirse  á  las  leyes  prohibitivas  y  preceptivas,  porque  no  es  posi- 
ble ¡r  contra  las  permisivas  y  supletorias,  por  k>  mismo  que  facultan  el  ejerci- 
cio de  ciertos  derechos  ó  suplen  la  falta  de  expresión.  Que  no  puede  originar 


(1)  Bn  la  Beal  orden  de  29  de  Hayo  de  188i,  publicada  en  la  Gaceta  del  80, 
oonfirmando  esta  disposición,  se  haop  constar  que  el  Gobierno  no  tiene  antorixa- 
ei6n  para  suspender  el  cumplimiento  de  las  leyes,  ni  facultades  ni  procedimiento 
para  ello,  aun  cuando  se  trate  de  aquellas  que  tengan  por  objeto  el  contrato  de 
servicios  públicos  á  favor  de  un  concesionario  y  éste  proponga  la  rescisión^  cadn« 
oidad,  etc.;  no  siendo  aplicable  la  teoría  de  que  los  contratos  son  modlfioablea 
por  la  voluntad  de  las  partes,  porque  en  ese  caso  no  es  el  Gobierno  una  de  ellas, 
sino  que  son  éstas,  las  Cortes  con  el  Bey  y  la  Compañía  concesionaria;  y  el  Gh>* 
biemo  sólo  resulta  un  mandatario,  con  poder  limitado,  que  por  propia  autoridad» 
y  sin  antorisación  previa  de  las  Cortes,  no  puede  hacer  concesión  alguna  directa, 
ni  variar  el  pliego  de  condiciones  adjunto  k  las  leyes;  aparte  de  que  el  art.  18  da 
la  Constitución  y  el  4."  y  6.*  del  Código  civil  que  lo  desenvuelven,  se  oponen  k  la 
hipótesis  de  que  las  leyes  de  aquella  especie  sean  contratos  particulares  que  pue- 
den modificarse  fuera  de  las  Cortes;  cuya  teoría,  sumamente  peligrosa,  darla  mar- 
gen á  otras  alteraciones  en  ramos  importantes  de  la  contratación  pública  reglada 
en  las  leyes,  poniendo  á  merced  de  organismos  eztrafios  al  legislativo  el  cumpli- 
miento ó  incumplimiento  de  sus  mandatos. 
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nolidad  la  vioJación  por  omisión  de  on  precepto  imperativo,  habiéndola,  en 
cimbio,  si  los  actos  se  verifican  en  distinta  forma  de  la  preceptuada. 

La  renuncia  ofrece,  pnes,  dos  partes:  el  derecho  y  el  deber,  aunqae  ambas 
son  manifestaciones  del  derecho,  no  siendo  posible  la  renuncia  del  segundo,. 
por  más  que  en  ocasiones  se  resuelva  por  ser  inherente  á  un  dertcho  renun- 
riado,  como  cuando  se  dimite  un  predio  acensuado,  se  repudia  una  herencia 
^  se  renuncia  el  derecho  de  servidumbre  por  un  condómino  en  provecho  de 
los  demás,  por  cuyo  medio  obtiene  la  resolución  del  deber  de  contribuir  á  las 
obras  de  conservación  de  la  servidumbre. 


ilri.  5.®  Las  leyes  sólo  se  derogan  por  otras  leyes 
posteriores,  y  no  prevalecerá  contra  su  observancia  el  des- 
liso,  ni  la  costumbre  ó  la  práctica  en  contrario. 


Y, 


A  DO  pueden  embargar  lajkerza  y  el  poder  que  tienen  las  leyes ^  y  son 
íaiesy  que  del  tiempo  nace  el  msOj  del  uso  la  costumbre^  de  la  costumbre  el 
fmeroy  según  nos  enseña  el  siempre  memorable  Código  de  las  Partidas.  £1  Real 
decreto,  ni  menos  la  Real  orden,  podrán  menoscabar  la  eficacia  de  las  leyes, 
ni  el  Poder  ejecutivo,  por  lo  tanto,  invadirá  atribuciones  del  legislativo  (4). 
En  opuesto  sentido,  tampoco  tos  ciudadanos,  estableciendo  costumbres  con 
prácticas  ilegales,  podrán  nunca  anular  su  valor,  ni  la  falta  de  aplicación  de 
\t^e%  determinadas  llegará  á  hacerlas  caducar. 

El  derecho  consnetodioaio  constituido  por  la  jurisprudencia,  por  las  cos- 
tumbres [ocales  y  los  principios  generales  del  derecho,  seguirá  siendo,  no 
obstante,  tan  eficaz  como  el  establecido  por  disposiciones  legales,  en  térmi- 
nos qae  las  reglas  de  la  primera  forman  la  llamada  [doctrina  legal,  cuya  in- 
ícaeeión,  según  dispone  el  art.  4691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  «es  mo- 
tivo de  casación  ó  anulación  de  la  sentencia  en  que  se  cometiere».  Las  cos- 
tumbres locales,  claro  es  que  nos  referimos  á  las  llamadas  de  antiguo  propter 
legem  y  secundum  legem^  vienen  impuestas  por  el  mismo  Código  en  multitud 
de  artículos  (2).  como  determinantes  de  su  precepto;  y  en  cuanto  á  los  prin- 
eipios  generales  del  derecho,  el  mismo  art.  6.**  les  erige  con  la  eficacia  mis- 
ma de  la  ley,  cuando  para  los  casos  en  que  no  haya  ley  exactamente  aplica- 

fl )     Véase  la  nota  puesta  al  pie  do  la  p&^ina  qae  antecede. 
(2.     Por  ejemplo,  el  570,  el  571,  el  687,  «1  1267,  etc. 
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ble  á  un  panto  controvertido,  dispone  se  resuelva  éste  aplicando  la  costam- 
bre  del  logar,  y  en  so  defecto,  los  principios  generales  del  derecho. 

Podrá  SQceder  respecto  á  algunas  disposiciones  del  Código,  como  cpn 
otras  de  las  histórieas,  qne  el  desaso  las  sepulte  en  el  olvido,  aun  á  despecho 
del  legislador,  caat  ocurrió,  entre  otras  muchas,  con  la  ley  5.*  tít.  7.^  Par- 
tida 6  *,  relativa  á  la  desheredación  de  los  descendientes  que  se  dedicasen  4 
juglares  ó  á  toreros,  que  no  fué  derogada,  y  sin  embargo,  nadie,  que  sepa- 
mos, ha  sostenido  el  cumplimiento  de  sus  disposiciones. 

En  cuanto  á  la  costumbre  contra  ley,  no  cabe  vacilar:  ha  dejado  de  exi:^- 
tir,  y  sólo  podrá  prevalecer  en  aquellas  regiones  forales  en  que  venga  im- 
puesta; pero  siempre  limitándose  á  los  propios  fueros  y  nunca  con  extensión 
á  las  leyes  de  carácter  general. 


Art.  S.^  £1  Tribunal  que  rehuse  fallar  á  pretexto 
de  silencio,  obscuridad  ó  insuficiencia  de  las  leyes,  incu- 
rrirá en  responsabilidad. 

Cuando  no  haya  ley  exactamente  aplicable  al  punto 
controvertido,  se  aplicará  la  costumbre  del  lugar,  y  en  bu 
defecto,  los  principios  generales  del  derecho. 


Según  preceptúa  el  párrafo  segundo  de  este  artículo,  los  prin- 
cipios generales  del  derecho  sólo  son  aplicables  al  punto  contro- 
vertido en  un  pleito,  en  defecto  de  ley  ó  costumbre;  y  esto  supuesto, 
cualquiera  que  sea  la  exactitud  rigorosa  del  que  como  tal  principio 
se  invoque,  es  evidentemente  inadmisible  si  no  se  alega  como 
supletorio  en  virtud  de  deficiencia  de  la  ley. — S.  13  Oct.  94. — 
Q.  19  Dio. 

No  infringe  el  párrafo  segundo  de  este  articulo,  en  cuanto  de- 
termina que  los  preceptos  generales  del  derecho  son  reglas  jurídi- 
cas que  los  Tribunales  deben  aplicar  en  defecto  de  la  ley  ó  de  cos- 
tumbre del  lugar,  la  sentencia  que  desestima  la  doctrina  referente 
al  etwiquecimiento  iarHcero,  por  ser  éste  una  suposición  gratuita; 
porque  la  sentencia,  á  más  de  condenar  á  uno  de  los  dos  deman- 
dados á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  irrogados  al  de- 
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mandante,  según  éste  reclamaba,  explica  con  toda  claridad  que 
nada  puede  resolver  respecto  á  otro  también  demandado,  por  el 
concepto  subsidiario  con  que  respecto  á  él  se  hizo  la  pretensión; 
todo  lo  cual  demuestra  que  ha  evitado  cuidadosamente  ese  mismo 
enriquecimiento  torticero  en  la  manera  que  permitían  los  térmi- 
nos de  la  demanda.—^.  18  Od.  94.— G.  20  Dic. 

Las  resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Registros  no  constitu- 
yen doctrina  legal  para  los  efectos  de  la  casación  mientras  el  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  no  lo  haya  asi  declarado  en  casos  aná- 
logos; y,  si  citada  una  de  las  aludidas  resoluciones  como  motivo 
de  casación,  no  se  cita  además  sentencia  alguna  en  que  se  haya 
dado  carácter  de  doctrina  á  dicha  resolución,  es  inapreciable  la 
misma  y  no  ha  lugar  á  admitir  el  recurso. — S.  21  Enei'o.  95. — 
G.  16  Ahríl, 


g. 


ADA  uno  de  los  dos  párrafos  que  contiene  este  art.  6.®  merece  separada 
consideración  y  estadio. 

La  responsabilidad  qae  declara  el  primero,  á  pesar  de  sn  trascendencia,  no 
la  conceptuamos  de  gran  importancia  en  la  práctica,  porque  siendo  tan  con- 
cretos los  pantos  qae  comprende,  tenemos  la  evidencia  de  qae  no  habrá  Tri- 
banal  que  incurra  en  responsabilidad  por  no  resolver  ana  caestión  á  él  some- 
tida, fondado  tan  sólo  en  silencio,  oscuridad  ó  insvficiencw  de  las  leyes  que 
debe  aplicar,  cuando  este  precepto  lo  viene  siendo  desde  las  Partidas  (ley  4f , 
tit.  22  de  la  3.^),  fué  comprendido,  previsto  y  castigado  en  el  art.  368  del 
Código  penal,  y  hasta  establecido  el  procedimiento  especial  y  rápido  á  que 
debe  someterse  en  ios  artículos  759,  767  y  769  con  los  que  les  sabsigaen  de 
ia  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Se  disente  entre  los  comentaristas  si  la  responsabilidad  qne  nos  ocapa  será 
civil  ó  penal;  disensión  qae  no  creemos  fondada  desde  el  instante  en  qne  se 
advierte  qae  el  hecho  está  comprendido  como  delito  público  en  el  artículo  ci- 
tado del  Código  penal,  coya  acción  puede  ejercitar  todo  español  qae  no  esté 
incapacitado,  y  por  obligación,  los  faneionarios  del  Ministerio  fiscal,  en  obser- 
vancia á  los  preceptos  de  los  artículos  757  y  405  de  ia  referida  ley  de  Enjai- 
ciamienlo,  á  los  qne  complementan  los  de  la  misma  arriba  citados. 

Por  otra  parte,  tan  sencillo  es  á  los  juzgadores  cumplir  \\  obligación  de  re- 
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soWer  lis  eaestiones  sometídas  á  so  jarísdieción^  no  obstante  las  imperfeccio- 
nes de  las  leyes  humanas,  qae  una  atenta  observación  á  las  reglas  llamadas 
de  hermenéutú»  Jurídica  les  dará  seguramente  la  clave  de  so  decisión. 

En  lo  antiguo  venía  rigiendo  para  este  caso  lo  qne  se  llamaba  interpreta- 
ción anténtica,  nsnal  y  doctrinal,  según  qne  proviniese  respectivamente  del 
Poder  legislativo,  de  la  costumbre  ó  de  las  opiniones  de  autorizados  juriscon- 
sultos, para  todo  lo  que  se  dieron  disposiciones  adecuadas  contenidM  en  dife- 
rentes leyes,  ya  para  que  ios  Tribunales  consultasen  al  Jefe  del  Estado  por 
medio  del  Tribunal  Supremo  los  casos  dudosos,  ya  regularizando  la  costum- 
bre legítimamente  introducida  por  hombres  tMdorei  et  sin  sospecha^  6  ya» 
por  último,  acudiendo  á  la  doctrina  de  los  autores  que  con  larga  experiencia 
interpretaron,  explicaron  y  glosaron  las  leyes,  ordenanzas,  fueros  y  costum- 
bres de  estos  reinos  (4). 

Mm  la  interpretación  auténtica  ha  dejado  de  ser  compatible  con  el  estado 
de  nuestra  liegislación  sobre  procedimientos  y  con  la  actual  división  é  inde- 
pendencia de  los  Poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial,  debiéndose  obser- 
var, en  cuanto  á  la  interpretación  del  texto  de  las  leyes,  como  auxiliar  pru- 
dentísimo, las  reglas  sacadas  de  nuestros  textos  legales  con  suma  discreción, 
qne  el  eminente  jurisconsulto  Sr.  Gómez  de  la  Serna  clasifica  del  siguiente 
modo: 

«4.^  El  respeto  escrupuloso  ala  ley,  cuyo  tenor  literal,  cuando  es  claro, 
no  puede  ser  eludido  á  pretexto  de  penetrar  en  su  espíritu. 

»S.*  La  inteligencia  de  las  palabras  de  la  ley  en  su  significación  propia  y 
natural,  á  no  aparecer  que  el  legislador  las  entendió  de  otro  modo. 

»3.f  El  sentido  más  razonable  y  verosímil  cuando  hay  ambigüedad  en  las 
expresiones  de  la  ley. 

»i.<k  Lá  comparación  y  combinación  de  las  diferentes  partes  de  la  ley  ex- 
plicando las  unas  por  las  otras. 

»5.*  El  espíritu  del  legislador,  que  se  deducirá  de  las  causas  que  motiva- 
ron la  ley,  de  las  creencias  y  opiniones  de  la  época,  de  las  exposiciones  y 
motivos  incluidos  en  su  preámbulo  ó  en  su  parte  dispositiva,  de  las  discusio- 
nes qne  la  prepararon  y  de  las  demás  leyes  contemporáneas. 

»6.*    La  inteligencia  común  que  se  da  á  la  ley  en  la  práctica. 

»7.* .  Ampliación  de  todo  lo  favorable.  Así,  las  leyes  que  protegen  la  liber- 
tad de  los  contratos  y  de  las  últimas  voluntades,  deben  ser  extensamente  in* 
terpretadas. 

(1)  El  Beglamento  provisional  para  la  adminiítracióii  de  justíoia,  artículos  86 
y  90,  y  ley  5.%  tít.  8.^  Partida  1.*;  U 11,  tit.  2^  Partida  8.*;  la  regU  86,  tít.  88,  Par- 
tida 7.^  la  nota  2.%  tit  8.*,  libro  3.*;  y  la  ley  7.%  tit.  iX>,  Ubro  12  de  la  lYovisima 
fteoopüaolón. 
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»^.^  ReBtríceióQ  de  todo  lo  odioso.  Por  esto,  las  leyes  que  limitan  la  li- 
bertad natnral,  las  (pe  clasifican  I09  delitos  y  prescriben  penas,  y  las  que  an- 
tcHTÍzan  la  desheredación,  deben  ser  estrictamente  intepretadas,  sin  hacer  ex- 
tensíTas  sas  disposiciones  á  los  casos  que  no  estén  comprendidos  en  sa  tenor 
titira!. 

»9.^  Ampliación  de  la  ley  de  nn  caso  ignal  á  otro  igual.  Esta  regla  sólo 
es  aplieable  al  Derecho  civil;  en  el  penal  no  es  licito,  á'títnlo  de  interpretación, 
Ue?ar  la  ley  de  nn  casó  prohibido  á  otro  que  no  lo  esté. 

>10.  Ampliación  de  lo  más  á  lo  menos  en  las  leyes  permisivas.  Asi,  pues, 
aqaellos  que  tienen  facultad  de  hacet  donaciones,  la  tienen  también  de  vender 
y  de  hipotecar  sus  cosas. 

bM.  Ampliación  de  lo  menos  á  lo  más  en  las  leyes  prohibitivas.  Por  eso 
las  personas  que  no  pueden  administrar  sus  bienes,  no  tienen  tampoco  facul- 
tad para  proceder  i  su  enajenación. 

sEstas  dos  últimas  reglas  de  interpretación  deben  entenderse  limitadas  á 
laa  permisiones  y  prohibiciones  de  la  misma  clase  Por  esta  causa  las  leyes 
qoe  permiten  á  los  menores  disponer  por  sí  en  última  voluntad  de  todos  sus 
bieoea,  no  pueden  ser  extensivas  á  hacerlo  de  parte  de  ellos  por  contrato  en- 
tre vivos.  Y,  por  el  contrario,  las  leyes  que  les  prohiben  administrarlos  no 
pueden  extenderse  á  prohibir  la  facultad  de  disponer  de  ellos  en  virtud  de 
testamento. 

>4S.    La  razón  de  analogía  con  otros  casos  expresos  en  las  leyes. 

>13.  La  equidad  Judicial,  que  consiste  en  volver  la  vista  á  la  ley  natural 
coaando  no  existe  una  positiva,  ó  en  la  parte  en  que  está  oscura  ó  insufi- 
deote»  (I). 

Después  de  las  anteriores  reglas,  no  cabe  á  los  Jueces  y  Tribunales  dejar 
de  proouneiar  sentencia  sobre  punto  alguno,  so  pretexto  de  oscuridad,  silen- 
cio 6  iusoficieneia  de  la  ley;  de  conformidad  con  esta  teoría  se  halla  escrito  el 
mrL  4.0  del  Código  francés  y  el  43  del  holandés.  El  45  del  Código  sardo, 
aunque  do  tan  terminante,  está  inspirado  en  el  mismo  sentido,  al  prescribir 
que  «cuando  no  se  puede  decidir  una  controversia  ni  por  la  palabra  ni  por  el 
sentido  natural  de  la  ley,  se  tendrá  consideración  á  los  casos  semejantes  deci- 
didos por  las  leyes  y  á  losíúndamentos  de  otras  análogas»,  y  finalmente,  á  los 
prinei^oe  generales  del  derecho,  cual  expresa  igualmente  el  Código  austríaco 
en  su  art.  T."" 


(])     Cayafi  resaláis  agrapan  los  exporatores  en  los  caatro  eiiiincia<3o8  sigaientes: 
*,  gnunatácal;  2.*,  lógioo;  8.",  histórico;  y  4.^,  sistemático. 
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La  costambre  del  lagar  será,  en  primer  térmiao,  la  que,  á  falta  de  leyes 
exactamente  aplicables  al  panto  controvertido,  deberá  invocarse  por  los  Tri- 
bunales al  fandar  sus  resoluciones,  según  ordena  el  artículo  que  nos  ocupa. 

Trae  su  abolengo  la  costumbre  del  Derecho  romano,  habiéndola  admitido 
las  leyes  de  Partida  como  constitutiva  de  derecho,  como  derogatoria  de  las  la- 
yes, contra  leffen  (4);  mas,  supletoria  sólo  del  derecho  escrito,  desde  que  la  No- 
vísima Recopilación  proclamó  el  principio  de  que  las  leyes  no  pueden  ser  de- 
rogadas sino  por  otras  leyes,  sin  que  valga  alegar  contra  su  observancia  el 
desuso^  ni  la  costumbre  ó  práctica  en  contrario,  por  antiguas  y  universales 
que  sean  (2),  hay  que  estudiarla  sólo  como  un  derecho  consuetudinario,  co- 
menzando por  reconocerle  en  su  formación  dos  distintos  períodos:  el  embrio- 
nario ó  constituyente,  y  el  afirmativo  ó  constituido. 

£1  primero  es  el  «#o,  generador  de  la  costumbre,  el  cual  á  su  vez  nace 
de  caquellas  cosas  que  home  dice  ó  face  é  sigue  continuamente  por  gran 
tiempo,  é  sin  embargo,  alguno  de  manera  que  sea  á  pro  comunal  é  sin  daño; 
é  non  debe  ser  fecho  á  furto  é  oscuridad  mas  en  manera  de  que  lo  sepan  los 
que  fuesen  conocedores  de  razón  é  de  derecho»  (3).  El  uso,  encaminado  á  en- 
tronizar una  maldad,  nunca  producirá  sino  una  corruptela. 

Por  costumbre,  ya  formada,  ha  venido  entendiéndose,  según  las  leyes  4> 
y  5.*  del  mismo  título  y  Partida  últimamente  citada:  aderecho  é  fuero  que 
non  es  escrito,  el  cual  han  usado  los  homes  largo  tiempo,  ayudándose  de  él 
en  las  cosas  é  en  las  razones  sobre  que  lo  usan,  y  debe  ser  con  derecha  razón 
y  no  contra  ley  de  Dios,  ni  contra  señorío,  ni  contra  derecho  natnral,  ni  con- 
tra procomunal  del  lugar  do  se  face;  ó  débenlo  poner  con  gran  consejo  é  non 
por  yerro,  ni  por  antojo,  ni  por  ninguna  otra  cosa  que  les  mueva,  si  no  dere- 
cho é  razón  é  pro.  Ca  si  de  otra  guisa  la  pusieren,  non  seria  buena  costum- 
bre, mas  dañamiento  de  ellas  ó  de  toda  justicia». 

No  puede^  pues^  confundirse  la  costumbre  con  el  uso^  porque  mientras 
éste  es  sólo  un  hecho,  la  costumbre  es  un  derecho;  puede  haber  uso  sin  cos- 
tumbre, pero  no  costumbre  sin  uso  que  le  haya  precedido;  el  uso  consiste  en 
la  repetición  de  actos,  y  la  costumbre  nace  de  esta  repetición;  el  uso,  pues, 
produce  la  costumbre,  la  cual,  por  consiguiente,  es  un  efecto  del  uso. 

La  costumbre  del  lugar,  como  derecho  supletorio,  será  eficaz  cuando  se 
alegue  como  tal  en  virtud  de  deficiencia  de  la  ley,  y  deberá  probarse  por  la 


(1)     Párrafo  9.*,  tit.  2.",  libro  5.°  do  las  Insitltuciones;  ley  42,  párrafo  l/*,  tit.  á.^ 
libro  I.*  del  Digesto,  y  leyea  4.*  y  6.\  tit.  2.%  Partida  1* 
(8)     Leyes  3.»  y  11,  tit.  2.«,  libro  8.»  de  la  Nov.  Eecop. 
(8)     Leyes  1.'  y  a.»,  tit.  a,»,  Partida  1.* 
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misma  parte  que  la  sustente,  por  escritos  ó  documentos  públicos,  por  el  tes- 
timonio de  las  personas  más  ilustradas  y  ancianas  del  país,  etc. 

Aunque  sea  buena  y  legítima  la  costumbre,  puede  cesar  ó  extinguirse  por 
dos  eaosas:  4.*,  por  otra  costumbre  contraria  que  se  introduzca  posterior- 
oMDte  en  debida  forma;  8.*,  por  ley  posterior  contraría  que  la  derogue  (4), 
fvesto  que  se  fonda  únicamente  en  el  consentimiento  tácito  del  pueblo  que  la 
obsenra,  de  los  Tribunales  que  la  aplican  y  del  legislador  que  permite  su  apli- 
eaciáa,  cuyo  concurso  de  voluntades  se  anuncia  por  los  hechos  que  forma  suce- 
sivamente el  uso. 

Otra  manifestación  de  la  costumbre  es  el  hábito  práctico  de  interpretar 
netamente  las  leyes,  aplicándolas  oportunamente  á  los  casos  que  ocurran , 
los  euales  van  formando  la  sene  uniforme  Wim^áíí  Jurisprudencia  6  costum- 
bre judicial,  que  suple  al  precepto  terminante  de  la  ley,  con  ocasión  de  un 
hecho  controvertido,  sirviéndola  de  complemento,  que  califica,  aqlara  y  fija 
so  sentido,  explica  su  forma  y  aun  modifica  su  acción,  á  la  manera  que  el  ad- 
jetivo y  el  adverbio  influyen  en  la  sustancia  y  en  el  verbo  del  lenguaje  gra- 
matical. 

Es,  pues,  la  jurisprudencia  doctrina  legal  de  tanta  eficacia  como  la  misma 
ley,  en  términos  de  reputarse  nula  la  sentencia  que  con  infracción  de  ella  se 
dicte  (2),  cabiéndole  sólo  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  la  facultad  de  de- 
clararla, creando  un  cuerpo  de  doctrina  por  medio  de  la  jurisprudencia  para 
que  los  Tribunales  apliquen  rectamente  las  leyes  (3),  en  términos  que,  ni  las 
decisiones  de  las  Audiencias^  ni  las  doctrinas  de  los  expositores  de  derecho^ 
eonsütoyen  por  sí  solas  la  jurisprudencia  inconcusa  y  constante,  autorizada 
«únicamente])  por  el  Tribunal  Supremo  (4).  En  corroboración  de  lo  cual,  las 
sentencias  que  dicten  las  Audiencias,  prescindiendo  de  las  doctrinas  emitidas 
por  el  Tribunal  Supremo  y  resuelvan  contra  su  expreso  contenido,  éste  no 
puede  menos  de  casarlas  y  anularlas  (5),  llegándose  á  cometer  falta  digna  de 
ooirecdón  disciplinaria  cuando  se  prescinde  de  la  jurisprudencia  reiterada- 
mente consignada  en  ios  fallos  de  dicho  Tribunal  (6). 

No  hay,  sin  embargo,  doctrina  jurídica  contra  el  texto  de  la  ley  (7);  pues 


(1>     Ley  6.».  tit.  2.*,  Partida  1.' 

rS)  Con  efecto,  según  el  ntim.  1.^  de  los  artioalos  1691  y  1692  de  la  ley  de  Bn- 
jnieiamienio  eirü,  proeéde  el  reonrso  de  casación  tanto  por  infracción  de  ley  como 
de  dodrina  legal  en  la  parte  dispositiva  de  las  sentencias. 

i8)     Sent.  25  Mayo  70. 

<4)     Sents.  8  Nov.  76,  2  Jnnio  68,  7  Abril  6d  y  20  Abril  70. 

(5)  8«ttt8.  1.*  Hayo  67,  18  y  21  Kov.  65. 

(6)  Bent.  21  Febrero  67. 
O)     Sent.  14  Oot.  73. 


r 


1012  CÓDIGO  CIVIL 

qae  sólo  á  falla  de  ley  expresa  paede  invocarse  la  infracción  de  doctrina  legal 
admitida  por  la  jarispmdencia  (4):  mas  ésta  supone  reiteradas  resolacionea 
de  noa  misma  especie  (8)»  mediante  paridad  é  identidad  de  casos,  sin  lo  caal 
no  poede  haber  jarispmdencia  aplicable  (3). 

Es  general  entendimiento,  qae  la  reiteración  de  pronunciamientos  y  deci- 
siones se  resuelve  en  dos;  fundamento  en  favor  del  cual  puede  alegarse,  que 
no  sólo  en  dicho  número  declaró  el  Tribunal  Supremo  se  resolvía  la  plurali- 
dad, sino  que  en  sentencia  de  S7  de  Marzo  de  4860  declaró  ique,  en  caso  de 
divergencia  entre  la  edición  de  las  Partidas  hecha  por  la  Academia  y  la  de 
Gregorio  López,  se  optase  por  el  texto  de  la  de  éste,  en  la  que  expresa  ser 
dos  fallos  bastantes  para  que  adquiera  la  costumbre  fuerza  de  ley,  á  diferencia 
de  la  edición  primeramente  aládida,  que  para  el  mismo  efecto  requiere  el 
número  de  veinte. 


Finalmente,  nuestro  Código,  en  el  articulo  que  nos  ocupa,  señala  en  últi- 
mo lugar  como  derecho  supletorio  del  texto  expreso  de  la  ley,  ios  principiot 
generales  de  derecho.  Son  éstos,  máximas  brevemente  expresadas,  aceptadas 
como  verdades  demostradas  y  transmitidas  á  través  de  las  civilizaciones  de 
los  pueblos,  arraigando  nuevamente  en  el  corazón  de  todas  ellas  como  gran- 
des principios  de  la  razón  natural,  que  habla  en  el  mismo  lenguaje  á  todos  los 
hombres.  Son  la  parte  esencial  y  más  permanente  del  derecho,  que  ha  llegado 
hasta  nosotros,  salvándose  del  naufragio  de  las  instituciones  y  de  los  Estados 
en  la  constante  declinación  de  la  humanidad.  Han  sido  el  fundamento,  el  al- 
ma de  muchas  leyes  que  alumbraron  generaciones  pasadas,  y  que  al  morir 
con  ellM  la  forma  que  cada  cual  les  diera,  salvóse  el  espíritu  que  las  inflama- 
ba para  volver  á  tomar  cuerpo  y  forma  en  otros  idiomas,  y  regir  á  otros 
hombres  en  el  respectivo  estado  de  su  civilización,  cualquiera  que  sea  la  for- 
ma político-social  que  los  gobierne,  porque  no  está  en  la  facultad  de  laa  le- 
yes humanas  el  mudar  la  condición  común  de  los  hombres,  las  costumbres 
.    generales  y  las  diversas  circunstancias  de  los  tiempos. 

No  hay  que  preguntar,  pues,  por  su  origen;  se  pierde  seguramente  ea  las 
i  tinieblas  de  los  tiempos,  y  según  pretendamos  desentrañar,  así  las  veremos 
r  campeando  en  los  restos  de  la  epigrafía  de  aquellos  idiomas,  que  ya  no  habla 
^  pueblo  alguno;  vertidas  de  unas  á  otras  lenguas,  marcar  Im  vicisitudes  de  la 
^ 

« 

(1)  Sents.  19  Jamo  67  y  21  Junio  ec. 
(S)  Sent8.  25  Joxdo 90  y  80  Jonlo  66. 
(8)     Sent.  83  Mayo  91. 
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drílizaeión  desde  sa  cona  en  el  Oriente.  Moisés,  Aristóteles,  Jastiniano^  los 
Santos  PadreSt  Alfonso  el  Sabio,  las  han  venido  respectivamente  perpetúan- 
do  en  otras  tantas  promulgaciones,  sin  qne  sea  admisible  ya  la  esperanza  de 
qae  los  nnevos  Códigos,  producto  de  la  moderna  civilización ,  las  hagan 
innecesarias,  por  que  á  más  de  ensenarnos  la  historia  cosa  diferente,  lo  re- 
chaza el  íntimo  convencimiento  de  que  la  perfección  absoluta,  con  qne  sería 
preciso  contar  para  aspirar  á  aquel  fío,  está  positivamente  fuera  de  toda  obra 
hnmana. 

Aristóteles  no  se  atrevió  á.pretender  qne  las  leyes  nada  dejasen  al  arbitrio 
del  Juez;  sino  que  se  contentaba  con  que  le  dejasen  poco,  como  si  ésta  fuese 
la  suma  perfección  á  que  pudiera  aspirarse  (4).  Y,  á  estrechar  las  distancias, 
reduciendo  ese  campo,  limitándole,  acotándole  y  definiéndole,  parece  encami- 
nada la  tendencia  hacia  el  progreso  del  Poder  legislativo  en  las  naciones  mo- 
dernas. 

Crecido  es  el  número  de  los  principios  generales  del  derecho;  pero  vamos  . 
á  consignar  los  más  osualmente  aplicados  y  recibidos  en  gran  parte  por  la 
jurisprudencia  del  Supremo,  con  lo  cual  se  ele/an,  según  ésta,  á  la  categoría 
de  doctrina  legal,  cuando  dichos  dogmas  se  hallan  concretamente  compren- 
didos en  su  jurisprudencia  (2). 

Siempre  debe  favorecerse  á  la  libertad  en  caso  de  duda. 

No  se  cuentan  por  bienes  los  que  causan  más  daño  que  provecho. 

No  se  tiene  por  herencia  sino  lo  que  queda,  pagadas  las  deudas. 

Incurre  en  responsabilidad  el  que  intenta  hacer  lo  que  no  sabe  ni  le  con- 
cerne. 

Ninguno  es  responsable  del  daño  que  resulta  dB  su  consejo»  á  no  ser  que 
lo  hubiese  dado  engañosamente . 

El  que  ve  y  no  impide,  pndiendo,  el  daño  que  otro  le  hace  en  sus  cosas, 
se  entiende  que  lo  eonsiente. 

Confirmar  uno  lo  que  otro  hizo  en  su  nombre,  es  lo  mismo  que  haberlo 
mandado  hacer. 

Ninguno  puede  dar  á  otro  más  derecho  del  qne  tiene. 

No  hace  daño  el  que  usa  de  su  derecho. 

Lo  que  uno  hace  ó  dice  por  saña,  uo  se  tiene  por  firme,  mientras  no  per- 
sista en  ello  sin  arrepentirse.. 

Ninguno  debe  enriquecerse  con  perjuicio  de  otro. 

La  culpa  de  uno  no  debe  dañar  á  otro  que  no  tuvo  parte. 

Causa  el  daño  el -que  lo  manda  hacer. 

(1)     LegeM  tUce  optime — decía — quce  arbitrio  judici»  pauca  retiunqwtmt . 
(SD     S«nt8.  15  Jntdo  93,  e  Abrü  84,  20  Janio  63  y  otras. 
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El  qtte  dio  lagar  ú  ocasión  al  daño,  se  entiende  qae  lo  hace. 

El  que  calla,  ni  otorga  ni  niega. 

A  ninguno  se  paede  dar  beneficio  contra  sq  voluntad. 

Puede  pagarse  por  otro  ana  deada  aunque  lo  resista. 

El  que  se  deja  engañar  á  sabiendas,  no  puede  querellarse  como  hombre 
engañado. 

Las  palabras  inútiles  y  superfinas  no  dañan  ni  mudan  la  sustancia  de  las 
cosas. 

Según  el  derecho  natural,  debe  sentir  el  daño  quien  siente  ei  provecho. 

La  cosa  juzgada  por  sentencia  que  no  se  puede  revocar,  se  tiene  por  cierta 
y  verdadera. 

Para  establecimiento  de  cosas  nuevas,  debe  asegurarse  su  utilidad,  antes 
d  e  dejar  las  antiguas  tenidas  por  justas  y  buenas. 

Lo  que  se  ha  admitido  por  necesidad,  no  se  puede  producir  por  ejemplo. 

Cuando  no  subsiste  lo  principal,  no  puede  subsistir  lo  accesorio. 

Lo  que  es  vicioso  en  su  principio,  no  puede  tomar  fuerza  por  el  transcurso 
del  tiempo. 

Subsiste  el  caso  válido,  aunque  sobrevenga  un  he^ho  que  lo  hubiera  im- 
pedido. 

El  error  del  Abogado  no  debe  perjudicar  á  su  cliente. 

La  cosa  se  reputa  hecha  por  ei  que  debía  hacerla,  si  éste  ha  dejado  de  eje- 
cutarla porque  otro  se  lo  ha  impedido. 

Las  cláusulas  especiales  se  incluyen  en  las  generales. 

Al  género  se  le  deroga  por  la  especie. 

Es  un  vicio  natural  el  descuidar  lo  que  se  posee  en  común  con  otros. 

Nadie  puede  ser  forzado  á  permanecer  en  comunidad. 

El  contrato  hace  ley. 

No  se  deben  castigar  sistemáticamente  las  palabras  indiscretas. 

Más  vale  dejar  impune  el  delito  que  condenar  á  un  inocente. 

El  hijo  inocente  no  debe  sufrir  la  pena  del  delito  de  su  padre. 

Más  debe  favorecerse  al  reo  que  al  actor. 

Puede  uno  oponer  la  fuerza  á  la  fuerza  para  defenderse. 

Toda  definición  es  peligrosa  en  derecho. 

El  que  por  dolo  dejó  de  poseer,  es  condenado  como  si  poseyese. 

Los  frutos  pendientes  son  parte  del  fondo. 

En  caso  de  duda  debe  seguirse  el  partido  más  benigno. 

No  hay  cosa  más  natural  que  el  que  se  disuelva  cada  cosa  del  mismo 
modo  que  se  hizo. 

fin  el  todo  se  contiene  la  parte. 

A  quien  se  permite  lo  más,  le  es  permitido  lo  menos. 
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En  cAQsa  igual,  es  mejor  la  condición  del  que  posee. 
El  que  tiene  dos  derechos  á  una  sucesión,  no  queda  privado  del  uno  por 
renonciar  el  otro. 

Más  seguridad  hay  en  las  cosas  que  en  las  personas  (I). 


Ari.  9.^  Si  en  las  leyes  se  habla  de  meses,  días  ó 
noches,  se  entenderá  que  los  meses  son  de  treinta  días, 
loe  dias  de  veinticuatro  horas,  y  las  noches  desde  qae  se 
pone  hasta  que  sale  el  sol. 

Si  los  meses  se  determinan  por  sus  nombres,  se  compu- 
tarán por  los  dias  que  respectivamente  tengan. 


F 


ÁGIL  es  la  inteligencia  de  este  artículo,  pues  la  evidencia  su  simple 
lectura.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  su  art.  256,  dice  que  tías  actuacio- 
nes judiciales  han  de  practicarse  en  días  y  horas  hábiles,  bajo  pena  de  noli- 
dad»;  y  el  arL  257,  expresa  que  «son  días  hábiles  todos  los  del  año,  menos 
los  domingos,  fiestas  enteras  religiosas  ó  civiles,  y  los  en  que  esté  mandado  ó 
se  mandare  que  vaquen  los  Tribunales.  El  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en 
sentencia  de  42  de  Diciembre  de  1864,  declaró  que  «los  días  se  han  de  enten- 
der naturales,  comprendiendo  las  veinticuatro  horas  de  doce  á  doce  de  la  no- 
che»; habiendo  declarado  por  otra  sentencia  de  8  de  Abril  de  dicho  año,  que 
«no  son  compu tablea  para  las  actuaciones  los  días  en  que  vacaren  los  Tribu- 
nales». El  art.  258  de  la  referida  ley  de  Enjuiciamiento  civil  llama  horas  há- 
biles las  que  median  desde  la  salida  á  la  puesta  del  sol,  y  combinando  esta  dis- 
posición con  el  art.  7.o  del  Código  civil,  resulta  que  las  actuaciones  judicia- 
les sólo  pueden  tener  lugar  de  día;  pero  eomo  quiera  qne«  comenzada  una 
declaración,  si  el  Juez  vier&que  se  seguían  graves  perjuicios  de  no  continuarla^ 
naturalmente  había  de  seguir  recibiéndose,  declaró  asimismo  el  hupren-o 
Tribunal,  por  sentencia  de  19  de  Abril  de  4865,  que  se  entiende  que  una  de- 

Ci)  Para  evitar  la  ocupación  de  demasiado  espacioi  hemos  suprimido  el  texto 
latino  de  cada  una  de  la«  reglas  transcritas  que  han  venido  figurando  en  ambas 
lenguas  en  los  Tratados  de  Perech o,  remitiendo  al  lector  que  quiera  consulturlas 
en  el  idioma  del  Lacio,  al  Diccionario  razonado  de  Legislación  y  Jurisprudencia, 
de  D.  Joaquin  Esoriche,  muy  justificadamente  generalisado,  y  á  la  obra  del  señor 
ICarA  de  Quintana,  titulada  Principios  fundamentales  del  Derecho  y  aut  axiomas. 
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claración  se  presta  en  horas  hábiles  cuando  se  entena  en  so  roajor  parte  antea 
de  la  pnesta  del  ao.l.  Mas  el  Jaeis  pnede  habílilar  los  días  y  horas  inhábiles 
cnando  hnbiere  cansa  nrgente  qne  lo  exija;  y  como  á  él  corresponde  tal  apre- 
ciación, resulta  qne,  atendiendo  las  eirconstaneias  de  cada  caso,  podrán  6  no 
praeticarse  diligencias  fuera  de  las  horas  hábiles;  pero  siempre  qne  hayan  de 
practicarse,  procede,  á  nuestro  juicio,  la  previa  habilitación  de  honuK  lo  mis- 
mo para  la  nueva  diligencia,  qne  para  la  comenzada  y  no  concluida. 

£n  cuanto  á  los  días  en  qne  vacarán  los  Tribunales,  los  expresa  claramen* 
te  el  art.  889  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  en  esta  forma;  «Los  Juzga- 
dos y  Tribunales  vacarán:  4.®  En  los  días  de  fiesta  entera.  S.o  En  los  días  del 
Rey,  Reina  y  Príncipe  de  Asturias.  3.^  En  el  jueves  y  viernes  de  la  Semana 
Santa,  i.®  En  los  días  de  fiesta  nacional.»  Y  añade  el  890  (4):  «Sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  los  días  en  él  señalados  serán  hábiles 
para  las  actuaciones  del  sumario  de  las  cansas  criminales  sin  necesidad  de 
habilitación  expresa,  y  podrán  habilitarse  para  cualesquiera  otras  civiles  ó 
criminales  en  qne  haya  urgencia»;  estimándose  urgentes  por  el  artículo  subsi- 
guiente las  actuaciones  cuya  dilación  pueda  causar  perjuicio  grande  á  los  pro- 
cesados, á  los  litigantes  ó  á  la  buena  administración  de  justicia,  al  prudente 
arbitrio  del  Juez. 

Resumiendo,  diremos:  que  para  las  actuaciones  judiciales  en  materia  cri- 
minal, en  el  sumario,  no  hay  días  feriados,  ni  para  las  civiles,  cuando  ¿jui- 
cio del  Juez  sea  necesaria  la  habilitación,  á  menos  que  se  trate  de  actos  de  ju-* 
risdicción  voluntaria,  para  los  que  serán  hábiles  todos  los  días  y  horas  sin  ex- 
cepción (t). 


Art.  9*  Las  leyes  penales,  las  de  policía  y  las  de 
seguridad  pública,  obligan  á  todos  los  que  habiten  en  te- 
rritorio español. 


14.— Según  el  art.  32  del  R.  D.  de  17  de  Noviembre  de  1852, 
los  extranjeros  domiciliados  y  transeúntes  tienen  derecho  á  que 


(1)  También  vRcar&n  los  Trilmnales  en  los  días  que  desi^an  para  e)  llaibado 
estero  y  desestero  de  las  salas  áfi  jaaticia,  pret»ar&ndolas  para  el  despacho  ea  las 
dofi  entradas  de  estación  del  año,  autorizada  por  la  oostxunbre  y  sancionada  por 
la  Autoridad. — Sent.  17  Harao  del  60. 

(2)  Art.  1812  de  la  ley  de  Enjuioiamiento  oítíÍ. 
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por  loa  Tribunales  españolee  se  les  administre  justicia  en  las  de- 
mandas que  entablen  para  el  cumplimiento  de  obligaciones  con- 
traídas en .  España  ó  que  deban  cumplirse  en  territorio  español; 
doctrina  confirmada  por  los  artículos  51  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  y  167  de  la  proTisional' sobre  organización  del  Poder  ju- 
dicial, y  por  el  art.  15  del  Código  de  Comercio,  que  sujeta  á  los 
extranjeros  que  ejercen  el  comercio  en  España  á  la  jurisdicción 
de  los  Tribunales  de  la  Nación. — 5.  de  la  Atídiencia  de  las  Palman. 
—6  Mayo  91  (1). 

'hoB  demandantes,  subditos  italianos,  justificaron  el  carácter 
legal  de  transeúntes  que  tenían  al  entablar  su  reclamación;  que  el 
einiestro,  ó  sea  el  abordaje,  ocurrió  por  descuido  ó  temeridad  del 
que  mandaba  el  vapor  La  France,  y  las  obligaciones  que  nuestras 
leyes,  las  iranceeas,  y  en  general  todas,  imponen  por  razón  de  los 
actos  y  omisiones  ilícitos  en  que  intervenga  culpa  ó  negligencia» 
no  nacen  ó  se  contraen  sino  cuando  tales  actos  ú  omisiones  se 
realizan;  por  lo  que,  y  habiendo  acaecido  en  aguas  jurisdicciona- 
les de  España  el  hecho  origen  de  la  responsabilidad  que  se  discu- 
te, si  existe  obligación  de  indemnizar,  ésta  nació  y  se  contrajo  en 
España;  tanto  más,  cuanto  que  la  cuestión  se  deriva  de  un  acto 
de  naturaleza  mercantil,  como  es  el  abordaje  ocurrido  con  ocasión 
•de  entrar  el  vapor  La-France  en  el  puerto  de  la  Luz.— iS^.  de  la  Au- 
-dieticia  4e  las  Palmas. — 6  Mayo  91. 

La  admisión  de  la  demanda  procede  con  arreglo  al  Tratado  vi- 
ente entre  España  é  Italia,  según  el  cual,  los  subditos  de  un  Es- 
tado pueden  acudir  á  los  Tribunales  del  otro,  tanto  para  demandar 
<x>mo  para  defender  sus  derechos. — S.  de  la  Audiencia  de  las  Pai- 
mas.'-e  Mayo  91. 

Ti 

(1;  JEstM  deeidonafl,  aun  óoftndo  no  proceden  de  sentencias  del  Tribunal  Su* 
praoM»,  se  faisertan  como  una  de  las  muy  pocas  excepciones  que  habremos  de  per- 
ndtimost  en  gracia  á  la  pariicalaridad  del  caso,  por  lo  relacionado  que  estA  con.  el 
preeepto  del  Código  ¿  que  las  adaptaron,  y  mis  aún,  á  la  sabia  aplicación  que  en 
tal  seateneia  se  liaoe  de  los  preceptos  legales  que  tan  justamente  aplica,  en  tér- 
flsinoe  que  creemos  que  será  de  igual  manera  resuelta  por  nuestros  Tríbunals* 
«santas  Tcees  tengan  que  decidir  idóntiea  cuestión. 
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'UANTO  hasta  aquí  llevamoa  dicho,  se  refiere  exclosiyamente  á  asuntos 
de  régimeQ  interior  de  la  nación,  sin  rozamiento  alguno  con  el  derecho  de 
otros  Estados;  pero  así  como  el  conjanto  de  pueblos  forma  on  Estado,  la  re* 
onión  de  éstos  constituye  una  parte  del  mundo,  y  la  reunión  de  estas  partes^ 
ei  mundo  todo.  Las  relaciones  jurídicas  que  existen  entre  nación  y  nación, 
se  regulan  por  el  derecho  internacional,  cuya  importancia  crece  de  día  en  día» 
por  el  excesivo  anhelo  del  hombre  á  comunicarse  con  sus  semejantes,  no  sien- 
do boy  las  fronteras  más  que  líneas  trazadas  por  la  geografía,  y  no  barreras 
insuperables  que  tiendan  á  dividir  y  separar  la  humanidad.  Por  el  contrario,  á 
través  de  esas  lineas  se  taludan  pueblos  hermanos  y  cruzan  hilos  telegráficos 
que  transmiten  sentimientos  análogos.  De  esta  comunión  de  ideas  y  sentimien- 
tos«  nace  que  las  comunicaciones  no  se  interrumpan,  y  de  ahí  que  el  hombre 
no  siempre  se  encuentre  en  su  país.  Sus  afecciones,  sus  intereses  pueden  llevar- 
lo á  otra  parte,  y  como  quiera  que  donde  haya  un  hombre  nay  una  ley  que 
regule  sus  actos,  de  ahí  que,  sin  perder  su  nacionalidad,  quede  sujeto  á  las 
leyes  del  país  donde  habite  y  cuya  legislación  le  protege.  A  cambio  de  esa  pro- 
tección contrae  deberes,  y  esos  sen  los  que  exige  el  art.  8.®  del  Código  civil. 

No  hay  para  qué  tratar  de  la  nacionalidad;  no  es  menester  que  la  haya 
perdido  cualquier  extranjero  que  resida  en  España,  para  que  mientras  pise  el 
territorio  español  esté  bajo  la  acción  de  las  leyes  penales,  de  policía  y  de  se- 
guridad pública.  El  interés  de  la  patria  lo  exige,  la  conservación  del  orden  y 
la  integridad  del  territorio  lo  reclama,  como  lo  exige  de  consuno  la  necesi- 
dad de  respetar  las  cosas  y  personas  de  la  nación.  Y  no  está  escrito  este  ar- 
ticulo para  los  extranjeros  solamente:  su  disposición  obliga  sin  distinción  á 
todos,  y  basta  el  hecho  de  encontrarse  en  territorio  español,  para  estar  desde 
luego  sujeto  á  la  obediencia  y  observancia  de  las  leyes  que  nos  oeupan. 

Esta  doctrina  está  generalmente  admitida  en  toda  Europa.  Los  Códigos 
francés,  sardo,  napolitano,  de  Yaud  y  de  Luisiana  la  consignan,  y  el  pueblo 
romano,  legislador  por  excelencia,  la  ostentaba  en  la  ley  3.^,  tít.  U,  li- 
ÍTO  I.*  del  Código,  con  estas  palabras:  Zeifes  utgenerálet  ab  omnihm  mqua- 
hÜiter  in  poslerum  obierventur. 

Hacen  notar,  respecto  á  este  art.  8.<>,  los  comentaristas  Sres.  Manresa  y 
Scsvola,  que  siendo  amplísima  la  esfera  de  su  significación,  debe  interpre- 
tarse en  sentido  extensivo,  puesto  que  igualmente  son  obligatorias  para  las 
extranjeros  otras  leyes  como  nuestro  Código  de  Comercio,  \^  de  procedi- 
mientosr  las  de  minas,  aguas,  propiedad  intelectual  y  artística,  caza,  pes- 
ca, etc.,  añadiendo  el  segundo  que  la  palabra  «habitar»  debe  comprenderse 
en  el  sentido  más  amplio,  pues  lo  mismo  se  refiere  al  vecino  de  un  pueblo  de 
España  que  al  que  se  limita  á  cruzar  su  territorio. 
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Arte  9,^  Laa  leyes  relativas  á  los  derechos  y  debe- 
res de  iamilia,  ó  al  castado,  condición  y  capacidad  legal 
de  las  personas,  obligan  á  los  españoles,  aunque  residan 
en  país  extranjero. 


De  la  mutua  conyeniencia  de  las  naciones  al  experimentar  los 
males  que  necesariamente  surgían  de  no  admitir  las  leyes  extran- 
jeras, ha  venido  el  Derecho  internacional  privado,  que  tiene  el  ca- 
rácter de  consuetudinario  y  comprende  el  conjunto  de  disposicio- 
nes que,  según  afectan  á  las  personas,  á  las  cosas  y  á  las  formas, 
se  distinguen  con  los  nombres  de  estatúo  personal^  real  j/ormaL — 
S.  6  Nw.  €7.-0.  del  SO  (1). 

£1  testador  español  domiciliado  simplemente  en  el  extranjero» 
otorga  válidamente  su  testamento,  en  cuanto  á  las  formalidades 
extrínsecas,  si  se  acomoda  al  estatuto  formal,  ó  lo  que  es  lo  mismo» 
á  \bb  solemnidades  exigidas  en  el  país  donde  testó,  y  por  lo  tanto» 
los  Tribunales  de  éste  son  competentes  para  todas  las  actuaciones 
de  apertura  de  testamento  y  para  dictar  las  oportunas  providencias 
leppecto  á  su  registro  y  á  la  conservación  y  seguridad  de  los  bienes. 

:.  6  Nav.  67. —a.  30  ídem. 


Las  reclamaciones  de  los  legatarios  ante  el  Tribunal  civil  de 
Ginebra,  la  citación  de  los  nombrados  herederos  y  de  los  demás 
interesados,  no  forman  ni  pueden  formar  la  prevención  de  un  jui- 
cio universal  de  testamentaria,  y  antes  por  el  contrario,  careció  de 
toda  competencia  desde  el  momento  en  que,  por  deferencia  á  loa 
^^-^  — »— ^^  ■  .— ^— .»^ 

íl)  Aon  coAado  por  la  dlsposioión  flnal  del  presento  Código,  art.  1976,  debe 
reputarse  derogada  la  jorispradenoia  establecida  en  sentencias  del  Tribunal  Supre- 
i&o  anteriores  k  su  promulgación,  y  en  general  todas  las  referentes  al  Dereebo  oi- 
Yil  coman  derogado,  como  las  decisiones  que  adaptamos  k  este  articulo,  aunque 
de  fechas  anteriores,  no  se  refieren  k  puntos  de  aquella  rama  del  Derecho,  sino  k 
«US  relaciones  con  el  internacional,  las  conceptuamos  rigentes  como  tales  reglas 
de  jurisprudenma,  eon  tpdos  tus  efectos,  debiendo  regir  para  casos  análogos,  mien- 
tras el  precepto  eontrarío  de  una  Ley  no  lea  quite  en  le  sucesivo  su  efieaoia  y  Ta- 
lar  jniidioe. 
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mandatoB  judiciales,  Be  presentó  una  de  las  partes  más  interesadas, 
no  para  someterse  á  la  jurisdicción  de  aquel  Tribunal,  sino  recla- 
mando constantemente  que  el  reconocimiento  de  las  cuestiones  ju- 
rídicas que  afectan  á  lo  intrínseco  del  testamento  correspondía  al 
Tribunal  del  pais  de  donde  era  ciudadano  el  testador  y  lo  son  los 
herederos,  y  manifestando  que  ante  el  mismo  tenía  deducida  la 
oportuna  demanda. — S,  6  Nw.  $7,-0.  SO  Ídem, 

Para  que  el  Tribunal  del  lugar  del  fallecimiento  pudiera  ser 
competente  era  necesario  que  el  finado  hubiera  tenido  carta  de  na- 
turaleza, ó  por  lo  mpnos,  un  verdadero  domicilio,  al  que,  según  las 
leyes  del  pais,  estuviera  anejo  el  goce  de  todos  los  derechos  civiles. 
—S.6  Nav.  67.-^0.  30  idem. 

SI  derecho  de  testar,  como  referente  á  la  capacidad  del  indivi* 
dúo,  es  uno  de  los  que  corresponden  al  estatuto  personal. — ^.S'.  6' 
Junio  7B.^G.  26  Ágoito. 

Es  doctrina  de  Derecho  internacional  privado»  que  al  extran- 
jero le  acompañan  su  estado  y  capacidad,  y  deben  aplicársele  las 
leyes  personales  de  su  país,  para  evitar  los  inconvenientes  de  no 
juzgarle  por  una  sola  ley,  cuando  no  contradiga  los  intereses  de  la 
nación  en  que  hace  sus  reclamaciones. — S.  13  Emito  85. — 6.  11 
Agosto. 

Lejos  de  infringirse,  se  ha  respetado  la  regla  de  Derecho  inter- 
nacional privado,  de  que  los  extranjeros  se  hallan  sometidos,  en  * 
<nianto  á  los  actos  que  ejecutan,  á  la  legislación  del  país  donde  se 
encuentran,  con  arreglo  al  estatuto  formal  y  al  principio  de  de- 
recho locus  regit  ácíum^  si  las  actuaciones  se  han  seguido  por  loe 
trámites  de  la  ley  española,  quedando  así  á  salvo  el  principio  que 
se  invoca  y  que  en  nada  contradice  la  capacidad  personal  que  la 
mujer  del  recurrente  llevaba  consigo,  como  condición  no  compren- 
dida en  el  orden  del  procedimiento,  sin  que  por  lo  tanto  haya  con- 
fujsión  alguna  de  parte  de  la  Sala  sentenciadora  entre  las  leyes 
personales  que  rectamente  aplica  y  lo  que  que  el  recurrente  llama 
estatuto  formal. — 5.  13  Enero  85. — O,  11  Agosto, 
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La  sentencia  no  infringe  tampoco  el  art.  42  de  la  ley  de  4  de 
Junio  de  1870  Bobxe  extranjería  en  las  proYÍncias  de  Ultramar  y 
demás  con  el  relacionados,  porque  ninguno  de  ellos  se  opone  á  la 
observancia  de  las  leyes  personales,  que  nada  afectan  á  la  sobera- 
nía de  cada  país,  y  que  deben  guardarse,  no  en  concepto  de  extran- 
jeras y  por  consiguiente  destituidas  de  fuerza  de  obligar,  sino  por 
OMiTeniencia  de  las  diversas  naciones,  que  sin  perder  nada  de  su 
independencia,  van  estableciendo  así  un  derecho  común  beneficioso 
á  todas.— ;3.  13Íhíero85.^G.  11  Agosto. 

Si  bien  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  ha  establecido  cier- 
tamente que  las  opiniones  de  los  escritores  de  Derecho  son  incapa> 
oes  de  oonstituir  doctrina  jurídica  para  los  efectos  de  la  casación, 
no  se  trata  de  esto  cuando  el  caso  se  refiere  á  la  existencia  de  tales 
6  coalas  leyes  extranjeras,  cuestión  de  hecho  que  los  Tribunales  la 
apceeian  en  uso  de  sus  facultades,  como  lo  ha  ejecutado  la  Sala 
sentenciadora,  que,  aparte  del  conocimiento  que  los  juzgadores 
pueden  tener  de  la. legislación  de  otros  países,  ha  tomado  en  cuenta 
el  eertificado  en  que  aparece^  por  afirmación  de  jurisconsultos  ñor- 
tesmericanos,  cuál  es  la  capacidad  de  la  mujer  en  el  Estado  de 
Nueva  York,  sin  que  el  recurrente  haya  intentado  prueba  alguna  en 
CQntnirio,  como  pudo  y  debió  hacerlo  en  su  caso,  ni  haya  alegado 
quecoo  fcala{Nreciación  se  cometa  infracción  alguna  relativa  á  los 
ligedlos  probatorios. — 3,  13  Enero  85. --G,  11  Agosto. 

Infringe  el  art.  3.^  del  Tratado  de  Comercio  y  Navegación  ce- 
lefando  entre  España  y  Francia  en  6  de  Febrero  de  1882,  el  auto 
que  estima  la  excepción  de  falta  de  personalidad  fundándose  en  lo 
aooidado  por  1&  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  en  13  de  No- 
viembre de  1878,  y  en  que  no  se  ha  concedido  el  exequátur  á  la  re- 
Bolndán  del  Presidente  del  Tribunal  de  Comercio  del  Sena,  confi- 
riendo el  nombramiento  de  liquidador  de  una  sociedad,  puesto  que 
en  dicho  art.  3.^  del  Tratado  se  dispone  que  dos  españoles  en  Fran- 
cia y  loe  franceses  en  España  tendrán  libre  y  fácil  acceso  cerca  de 
los  Tribunales  de  justicia,  tanto  para  demandar  como  para  defen- 
der sos  derechos  en  todos  los  grados  de  jurisdicción  establecidos 
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por  las  leyes,  y  podrán  asimismo  emplear  en  todas  las  instancias 
los  Abogados,  los  Procuradores  y  Agentes  de  todas  clases  que  juz- 
guen á  propósito,  y  gozarán,  por  último,  de  los  mismos  derechos 
y  ventajas  que  estén  ya  concediólos  ó  que  se  concedan  á  los  nacio- 
nales.—5.  12  Mayo  85.— G.  .9  Nov, 

La  personalidad  de  los  demandantes  para  entablar  un  litigio 
es  cuestión  de  hecho,  según  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo ,  en 
la  cual,  aparte  del  conocimiento  que  los  juzgadores  pueden  tener 
de  la  legislación  de  otros  países,  debe  tomarse  en  cuenta  el  testi- 
monio de  jurisconsultos  de  la  nación  de  que  se  trata. — 8.  26  Mayo 
87.— G,  10  Sept. 

No  tiene  aplicación  el  art.  9.^  del  Código  civil,  cuando  en  la 
demanda  se  formulan  solicitudes  que  llevan  consigo  el  reconoci- 
miento y  ejecución  en  nuestro  país  de  la  declaración  de  quiebra 
de  una  casa  de  comercio  acordada  por  Tribunal  extranjero,  y  que 
exige  para  que  sea  cumplida  en  España  la  concesión  del  exequá- 
tur,-S.  29  Mayo  1894.^G.  í.*>  y  2  deNov. 


H 


EMOS  llegado  á  lo  que  los  jurísconsaltos  llaman  e$UU%U>s. 
El  estatato  personal  es  la  ley  qae  se  refiere  directa  y  exclasivameate  al 
estado  civil  de  la  persona,  y  por  lo  tanto  á  sn  condición  y  á  sn  capacidad 
para  los  actos  de  la  vida  civil.  El  estatuto  personal  signe  al  hombre  donde 
quiera  qne  esté  y  le  snjeta  á  la  ley  del  país  á  qne  pertenece.  Con  arreglo  á 
ella  se  decide  si  nno  es  nacional  ó  extranjero,  si  está  en  el  ejercicio  de  sos 
derechos  civiles,  si  pnede  adqnirir  domicilio  ó  cambiarlo,  si  es  padre  ó  hijo 
de  familia,  si  es  legitimo  ó  ilegítimo,  mayor  ó  menor  de  edad;  se  determina 
la  extensión,  derechos  y  deberes  de  la  autoridad  paterna,  la  legitimación,  la 
adopción  y  la  emancipación;  la  constitución,  naturaleza,  facultades  y  respon- 
sabilidad de  los  guardadores  de  los  menores  ó  incapacitados;  el  llamamiento 
de  los  que  han  de  desempeñar  estas  funciones;  la  capacidad  para  contraer 
matrimonio;  la  validez  intrínseca  de  este  acto,  sus  efectos  civiles  respecto  á 
la  autoridad  marital,  tanto  en  lo  que  concierne  á  las  personas  como  á  los 
bienes  de  cada  uno  de  los  cónyuges  y  de  los  de  la  sociedad  conyugal;  la  di- 
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loiD'-ii'Q  del  raitriDioiiio  O  U  S(>p&nci4a  de  loi  catados  rdfpflcbi  al  Mtma  y 
halñUeiúo:  U  capaeUaJ  de  oMígarEd  y  de  obligar  i  otros;  <a  de  díiponet  ■I'- 
loi  bienet  muabies;  U  de  comparecer  enjuicio-,  la  de  tesUr  y  adquirir  ji-ir 
tMUaieiito,  ;  Wdelransniilir  par  sacasión  intestada.  Eo  todas  e  al  as  tnatn- 
riaa,  el  extranjero  qascaUen  loa  dominios  eipanolea  sigoe  sujetoá  la  lejdrl 
paú  i  qua  par leaece,  como  lo  está  i  los  de  sa  patria  el  español  qna  reiida  en 
el  cKlranji^ro  6  M  ba!U  alh  aceid^ntll  6  iransitoriameale,  Diieolrai  conserva 
n  nacionalidad. 

Atguaoa  aoiore»  consideran  esta  teoría  de  los  estala  loa  como  antieaaila. 
7  renriTcn  laa  enestiones  qae  sobre  la  materia  puedan  ocortir  bajo  el  ptte- 
iM  4(]  dereebo  inieroacional;  pero  ;qoé  son  los  estatutos  sino  preceptos  qv 
caca  bajo  la  esfera  del  dererho  internacioaal*  No  ae  regnUn  por  ellos  los  de- 
recbo*  qae  afeclaD  i  la  persona  mientras  permaneica  en  sq  patria,  paea  para 
rilo  bularía  el  derecfao  civil;  loa  estaiatos  se  refieren  i  actos  que  el  hombrn 
raalua,  a  üerccbo*  de  que  goia  y  i  obligaciones  qae  contrae,  eaaado  eali 
fdeta  de  ¡a  pais,  ;  de  ahí  qoe  no  el  darecbo  civil,  siao  el  derecho  internacio- 
lul ,  tM  al  regalador  d«  esos  conceptos. 

Laa  relacioiiea  cada  dia  más  desarrolladas  entre  los  diferanles  países  det 
globo,  la  faeiiidad  de  las  comanicaciooes  j  la  comonídn,  digámoslo  así,  e¡n- 
Ire  las  afeceion«s  y  los  intereses  da  pueblos  limJtrofas,  harían  oecesaría  U 
cxisleoeia  de  un  derecho  general  é  independiente  del  de  ca'la  pais,  y  de  ahí 
la  importancia  qoe  en  los  illtlmos  tiempos  ha  alcaniado  el  d'-recho  intema- 
cioful.  Los  tratados  de  navegaciún  y  comercio,  los  qna  rerliñcan  fronteras. 
ios  qu^  d'Claran  actitudes,  ya  da  nentralidad,  ya  da  cómbala  entre  tas  nacio- 
na,  son  Rumceuencla  lógica  y  legitima  de  los  derechos qne  aeda^ilarany  re* 
conocen  a  los  individuos  en  tojos  los  códigos  modernos  dn  los  países  civú 
iUadoc. 

El  ritDdamiinto,  paes,  que  inlorica  el  articulo  que  nos  ocupa  no  nace 
imdominio  de  )a  eutiJad  colectiva  nación  sobre  el  individuo,  tino  de  la  pre- 
Mueiún  dd  que  la  ley  patria  establece  laa  reglas  mis  apropiada-  1  la  condi- 
cíAu  de  lo*  ciudadanos,  qae  i  éstos  les  es  más  conocida,  y  por  eso  les  EÍgne  al 
extnnjero  como  Dua  tuletabiehechora;  por  eso,  la  capacidad  para  contraer 
malrimoaio  los  espariolni,  loa  reqaisiios  p.ira  et  divorcio,  la  auiuríucidit  del 
onrido  i  la  majar  como  madio  de  darla  capacidad,  el  usofrocto  legal  «otn 
eánjagm  j  d  da  los  bienes  d4  los  híjoí.  se  rige  por  el  eslalalo  peraonal. 

Podns  SBC^der  qae  una  persona  ganase  nacionaliilad  en  ol  extranjero  can 
«mglo  A  las  leyes  do  este  país,  sin  haberla  perdido  aún  en  su  patria  segiin 
laa  Uyes  de  ¿sta,  produciendo^  uno  de  los  casos  de  doble  nacionalidad;  y  en- 
túBces.  la  naio  aconseja  qae  las  contiendas  jurídicas  que  i  aquól  afecten,  de- 
berlo resolverse  por  la  ley  de  la  nación  en  qae  resilla;  y  si  aqaelU  coniinnJ^ 
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surgiere  en  una  tercera  nación,  la  disyuntiva  debería  decidirse  en  favor  de  la 
ley  de  la  patria  natal. 

£  n  corroboración  de  lo  anteriormente  expuesto,  la  Dirección  general  de 
los  Registros  de  la  Propiedad  y  del  Notariado,  en  resolución  de  7  de  Diciem- 
bre de  4894  (4),  ha  establecido  qne  la  institución  de  la  tutela  se  rige  por  la 
ley  nacional  del  menoróincapacitado— estatuto  personal, —aunque  sus  bienes 
radiquen  en  país  extranjero,  en  armonía  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  que 
nos  ocupa,  al  estatuir  que  las  leyes  relativas  á  la  capacidad  legal  de  las  perso- 
nas, y,  por  lo  tanto,  á  la  manera  de  complementarla,  cuando  es  deficiente, 
obligan  á  los  españoles,  aunque  residan  en  el  extranjero ;  criterio  jurídico 
lógicamente  aplicable  cuando  se  trata  de  apreciar  la  capacidad  de  un  extran- 
jero en  España,  ya  que  la  fuerza  extraterritorial  de  nuestras  leyes  demanda, 
á  virtud  del  principio  de  reciprocidad,  igual  eficacia  en  las  leyes  de  otros  paí- 
ses. Por  eso  no  debe  exigirse  la  intervención  del  consejo  de  familia,  ordenada. 
por  nuestro  Código  en  su  art.  269,  en  el  caso  especial  en  que  se  declare  y  ad- 
judique á  un  extranjero  incapacitado,  con  intervención  de  su  curador  ejem- 
plar^, el  crédito  hipotecario  contra  un  español  inscrito  en  Registro  de  la  pro- 
piedad de  la  Península  á  favor  de  otro  español  causante  del  extranjero  (S). 


Art.  lO.  Loa  bienes  muebles  están  sujetos  á  la  ley 
de  la  nación  del  propietario:  los  bienes  inmuebles,  á  las 
leyes  del  país  en  que  están  sitos. 


(1)  Gaeeta  de  19  de  Enero  de  ISOS. 

(2)  Como  tesis  contraria  k  la  resuelta,  sostenía  el  Begistrador  alndido  su  ne- 
gatira  á  la  inscripción  de  la'  mencionada  escritura  de  declaración  y  aceptación 
del  crédito  hipotecario»  fundado  en  qu^,  á  tenor  del  art.  10  del  Código  úyH,  los 
bienes  inmuebles  estébn  sujetos  á  las  leyes  de  la  nación  en  que  sitúan,  y  tratím* 
dose  de  una  hipoteca  impuesta  sobre  mina  enclavada  en  territorio  español,  claro 
es  que  hay  que  aplicar  la  ley  de  situación,  y  por  ende,  observar  lo  preceptuado 
en  el  caso  5.**  del  art.  SQQ  del  Código  civil:  que  prueba  que  es  aplicable  el  es- 
tatuto real  al  caso  en  cuestión,  la  procedencia  mmrti»  causa  de  la  adquisición; 
que  es  preceptivo  el  art.  269,  en  su  caso  6.',  y  de  irremisible  cumplimiento  si  se 
han  de  evitar  los  daños  que  en  lo  sucesivo  puedan  acaecer  k  los  bienes  del  inca- 
pacitado, sin  dejar  lugar  á  dudas  la  pertinencia  del  referido  texto  legal,  por  tra- 
tarse de  un  contrato  sujeto  k  inscripción;  y  que  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  pá* 
rrafo  8.®  del  art.  11  del  Código,  las  leyes  prohibitivas  ooneemientes  á  las  perso- 
nas, sus  actos  ó  sus  bienes  no  quedarán  sin  efecto  por  otras,  acordadas  en  pal». 
extranjero. 
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Sin  embargo,  las  sucesiones  legitimas  y  las  testamenta- 
Tias,  asi  respecto  al  orden  de  suceder  como  á  la  cuantía  de 
los  derechos  sucesorios  y  á  la  validez  intrínseca  de  sus  dis- 
posiciones, se  regularán  por  la  ley  nacional  dé  la  persona 
de  cuya  sucesión  se  trate,  cualesquiera  que  sean  la  natu- 
raleza de  los  Menes  y  el  pais  en  que  se  encuentren. 

Loe  vizcaínos,  aunque  residan  en  las  villas,  seguirán 
flometídoB,  en  cuanto  á  los  bienes  que  posean  en  la  tierra 
Uaná,  á  la  ley  15,  tít.  20  del  Fuero  de  Vizcaya. 


No  obsta  la  condición  de  castellanos  que  concurre  en  los  de- 
mandados para  que  la  ley  1.*,  tít.  13,  libro  8.^  de  la  Novísima  Be- 
copilación  de  Navarra  les  sea  aplicable,  y  por  ella  les  asista  el  de- 
recho de  representación  y  transmisión  que  la  misma  concede,  toda 
ve«  que  por  el  art.  10  del  Código  civil,  en  cuestión  de  derechos  su- 
cesorios y  validez  intrínseca  de  una  disposición  testamentaria,  ha 
de  estarse  á  lo  que  prescribe  la  ley  nacional  de  la  persona  de  cuya 
sucesión  se  trate,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  loe  bienes  y 
el  país  donde  se  encuentren;  disposición  que  se  refiere  á  la»  diver- 
sas regiones  españolas,  cual  lo  demuestra  la  que  rige  relativamente 
á  loe  YiicsdnoR  residentes  en  las  villas;  y  al  aplicar  la  ley  en  este 
sentido,  no  se  comete  infracción  legal  alguna. — 8,  18  Dic.  94. — G. 
6  Marzo  95, 

No  infringe  el  art.  10  del  Código  civil,  la  sentencia  que  declara 
TÜido  el  testamento  otorgado  con  arreglo  á  las  leyes  extranjeras 
por  un  español,  á  quien  está  reconocida  la  cualidad  de  extranjero. 
11  Dic.  93,--G.  19  Enero  94. 


Es  regla  general  admitida  por  las  naciones,  con  ligera  excep- 
ción, que  el  estatuto  personal,  no  mediando  un  tratado  especial, 
debe  regir  todos  los  actos  que  se  refieren,  en  lo  civil,  á  la  persona  del 
extranjero,  subordinándole  á  las  leyes  vigentes  en  el  país  de  que  es 
subdito  y  determinándose  por  él  todas  las  cuestiones  de  aptitud, 
capacidad  y  derechos  personales;  porque  en  otro  caso  se  introduci- 
tía  la  pertorbación  y  la  facilidad  de  burlar  las  disposiciones  de  las 


_!_• 
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leyes  patrias,  que  protegen  los  deirechos  de  los  subditos  al  mismo 
tiempo  que  les  imponen  las  correlativas  obligaciones. — S,  6  Nov, 
67.-0.  30  ídem  (1). 

La  ley  personal  de  cada  individuo  es  la  del  pala  á  que  perte- 
nece, la  cual  le  sigue  á  donde  quiera  que  se  traslade,  regulando  sus 
derechos  personales,  su  capacidad  de  transmitir  por  testamento  y 
el  régimen  de  su  matrimonio  ó  familia. — S-  27  Nov,  68, — G.  18 
Diciembre. 

Según  se  ha  declarado  por  el  Tribunal  Supremo,  es  doctrina  de 
Derecho  internacional  privado,  que  al  extranjero  le  acompañan  su 
estatuto  y  capacidad,  y  deben  aplicársele  las  leyes  personales  de 
su  país,  evitando  asi  los  inconvenientes  de  no  juzgarle  por  una  sola 
ley,  cuando  esto  no  se  oponga  á  los  principios  de  orden  público  ni 
á  los  intereses  de  la  nación  en  que  formula  sus  reclamaciones. — 
S.  26  Mayo  87  y  19  Enero  85.^-0.  10  Sepi.  87  y  9  Nov.  85. 

La  circunstancia  de  consistir  la  herencia  en  bienes  moviliarios, 
lejos  de  conceder  jurisdicción  al  Juez  del  distrito  de  la  residencia 
del  extranjero,  ñja  la  del  de  la  nación  á  que  éste  pertenece;  por 
que  justamente  en  este  caso  tiene  lugar  el  estatuto  personal,  y 
todo  lo  que  comprende  es  inherente  á  la  persona  y  no  á  la  residen- 
cia.—/S'.  6  Nov.  67.— G.  30  ídem. 

El  derecho  de  testar,  como  referente  á  la  capacidad  del  indivi- 
dúo,  es  uno  de  los  que  corresponden  al  estatuto  per8onal.-^6\  6  1 

Junio  73.— G.  26  Agosto. 

El  estatuto  personal,  según  el  Derecho  internacional  privado, 
rige  todos  los  actos  que  se  refieren  en  lo  civil  á  la  persona  del  ex- 
tranjero sujeto  á  las  leyes  vigentes  en  el  país  en  que  es  subdito, 
decidiéndose  por  él  todas  las  cuestiones  de  capacidad,  aptitud  y 
derechos  personales.  Bajo  este  concepto,  es  evidente  la  capacidad 
del  testador  español  para  otorgar  en  Oran  su  última  voluntad  y 

Oj     En  cuanto  al  valor  jaridico  da  6«tA8  reglas  de  jarUprudencla,  véaie  la 
nota  puesta  &  las  adaptadas  al  artionlo  que  antecede. 
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r  de  sos  bieoM  con  arreglo  A  la  legialación  españoln,  pupgto 
que  ol  otcirganC6  conserraba  esta  nacionalidad,  compleíae  bu'í  fa- 
roltadís  intelectuales  y  mayor  de  la  edad  que  exige  la  ley  lü.  ti- 
tulo I.'.  Partida  6.»— S.  U  Mago  m.~G.  20  AgoKto. 


i  Va  uncilles de  redsceiáo  en  qoe  esU  concebido  el  trucólo  qae  no>  oen- 
|n,  coQiruU  con  l>  complejidad  de  caeitiones  qne  ha  de  ocaeiODar,  por  la  it- 
Ikidtta  del  aiaato  i  qae  se  refiere,  sin  perjojcio  de  qne  las  conceplnexi»  de 
tt/Ü  volQción,  desde  el  momento  miimo  eo  que  se  cnenle  con  la  fijeza  de  cti> 
l«riu  necesaria  para  no  coofandir  los  pontos  cardinales.  Afortanadamente, 
eiule.'^uitíra  qae  sean  las  tendencias  qoe  agitan  la  disensión  de  los  Iratadis* 
tu  ü'-  Derecho  iaUrnacional  de  todos  los  pafses  civiliudos,  mnj  dignos  de 
bu«rse  en  coenta  en  el  período  conetitayenle  de  esa  rama  del  Derecho, 
los  Códi^s  modernos  contienen  en  este  punió  el  mismo  preeepto  qne  el 
oB  «Ira,  en  términos  de  eonceptoarse  como  regla  universal  de  derecho  cona- 
tilníilo;  paes  ann  la  excepción  qne  entre  todos  ellos  establece  el  Código  ita- 
lian».  art.  7.*,  no  es  mis  que  ana  salvedad  general  relativa  á  los  bienes  mae- 
bWi.  qae,  por  los  términos  en  qae  está  concebida  y  la  referencia  qoe  hace  1 
la  li^);tslacióa  de  otros  países,  poca  aplicación  tendrá  en  la  práctica  mientras 
ttlM  mismos  paises  no  varíen  tu  acloal  legislación  (I),  por  mis  qne  con- 
venimos ea  qne  sea  el  primer  ejemplo  hacia  la  aceptación  de  la  tendencia 
Boderaa  constituyente,  mantenida  por  Laorenl,  Brocher,  Asser,  Hahlenbrneh. 
fiJcbúm,  Chassal,  Bar,  Wharton,  Westlate  y  otros,  qne  reconocen  qne  cier- 
tu  relaciones  jnridicas  sobre  los  bienes  muebles  deben  ser  regidas  por  la  ley 
del  iagtc  «n  qne  se  bailan. 

Tan  importante  ea  la  clasiricacióo  de  los  bienes  en  maebles  é  inmuebles, 
ipie  sin  ella  do  podría,  no  ya  dentro  del  orden  civil,  uno  en  sos  relaciones 
con  el  Iniemacional,  establecerse  la  línea  de  tondncia  tudispensable  pata  ta 
qoieía  poseaión  y  libre  disposición  de  los  mismos. 

Se  pmnme  legalmente  que  los  bienes  muebles  son  el  complemento  de  la 
persona  qae  los  púsee,  comenundo  por  los  qne  forman  parte  de  sn  vestido, 
eonfofl  j  alarlo,  etc.;  y  qne,  por  esta  cirennstancia,  an  valor  y  m  moviliía- 
cion,  los  reone  y  agrupa  en  torno  snyo,  en  el  lugar  de  su  domicilio,  donde  lee 
praia  so  mayor  cuidado;  por  consiguiente,  aunque  de  hecho  se  hallen  en  otra 


(U     Cm  «ftsto.  "lo*  bicocí 
Ivy  di  la  aaefia  -Ui  propiaUriii 
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parte,  por  presunción  legal  se  consideran  unidos  ó  consiguientes  á  la  persona, 
y  de  ahí  el  que  deban  regirse  por  la  ley  nacional  del  propietario  (4),  mobilia 
ómnibus  penona  inharent;  mobilia  non  kabent  sequelam. 

En  cambio,  respecto  á  los  bienes  inmuebles,  es  universal  la  teoría  (2)  sus- 
tentada por  Portalis,  cuando  se  trató  en  Francia  de  la  redacción  del  art.  3.* 
del  Código  civil,  de  que  la  soberanía  nacional  es  esencialmente  indivisible; 
que  extiende  su  autoridad  exclusiva  á  todo  el  territorio,  así  como  la  extiende 
á  todas  las  personas  que  lo  habitan.  La  soberanía  no  sería  completa  si  una 
parte  del  territorio  pudiera  hallarse  sometida  á  leyes  extranjeras,  porque  for- 
mando el  conjunto  de  los  inmuebles  el  territorío  público  de  una  nación,  es 
necesario  que  se  rijan  exclusivamente  por  las  leyes  de  la  misma.  Los  parti* 
culares  que  poseen  inmuebles,  no  pueden  oponer  al  legislador  su  cualidad  de 
extranjeros,  y  pedir  que  dichos  bienes  sean  regidos  por  su  ley  personal,  por- 
que entonces  no  sería  completa  é  íntegra  la  soberanía  del  territorío,  que  por 
su  esencia  es  indivisible;  todos  los  inmuebles,  pues,  deberán  ser  regidos  por 
un  solo  soberano,  por  el  soberano  territorial. 

Así  es  el  derecho  constituido  en  la  materia  respecto  á  los  llamados  bienes 
muebles  é  inmuebles,  y  así  se  ha  aceptado  por  nuestro  Código  civil  en  el  ar- 

(1)  «Es  una  máxima  de  todos  conocida — expresa  lord  Lottghbrough,  en  la 
cansa  Sill,  citado  por  Story, — no  sólo  del  derecho  ing^lés,  sino  también  de  la  legis- 
lación de  todo  pueblo  en  que  el  Derecho  constituye  nna  ciencia,  que  la  propiedad 
mueble  no  tiene  ningxuia  situación  local  fija,  lo  cual  no  significa  que  las  cosas 
muebles  no  se  hallen  en  un  lugar  visible,  sino  que  estáui  siempre  sometidas  k  la 
ley  de  la  persona  del  propietario,  no  sólo  respecto  de  las  disposiciones  que  k  ellas 
se  refieren,  sino  también  respecto  del  derecho  que  puede  tener  el  propietario  k 
transmitirlas  ó  &  adquirirlas  por  sucesión  ó  k  realisar  actos  de  otra  naturaleza. 
Estos  siguen  siempre  la  ley  personal.» 

(2)  El  Código  de  Bariera,  el  primero  de  los  Códigos  alemañetf  en  el  orden  cro- 
nológico, somete  k  la  lex  rei  9ÍtcB  in  cautit  realibua  et  mixtiSf  todos  los  bienes  oorpo* 
rales  ó  incorporales,  muebles  ó  inmuebles  (part.  8.%  cap.  2.®,  párrafo  17).  El  Códi- 
go prusiano  (párrafo  15,  introducción;,  dispone  que  «los  bienes  inmuebles  serán 
regidos  por  las  leyes  de  la  jurisdicción  en  cuyos  dominios  se  hallen  situados, 
sin  consideración  alguna  á  la  persona  del  propietario».  £1  Código  austriaco  (pá- 
rrafo 300):  «Todos  los  inmuebles  se  hallan  sometidos  á  la  ley  del  lugar  en  qué 
están  situados.»  El  Código  francés  (art.  8.*,  apartado  2.^):  «Los  inmuebles,  aun  los 
poseídos  por  un  extranjero,  son  regidos  por  la  ley  firancesa.»  Análoga  dispo- 
sicLÓn  encontramos  en  el  Código  badenes,  en  el  del  reino  de  Polonia  (art.  3^),  en  el 
de  Holanda  (art.  7.*^),  en  el  del  cantón  de  Yaud  (art.  S.*),  en  el  de  Berna  (art.  4.*), 
en  el  de  Friburgo  (art.  1.*)  y  en  el  de  Luisiana  (art.  9.*).  También  el  Código  ciril 
italiano  dispone:  «Los  bienes  inmuebles  están  sometidos  á  las  leyes  del  lugar  en 
que  se  hallan  situados.  > 
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tícalo  que  nos  oeapa;  Pero,  en  cambio,  no  están  compIeUmente  acordes  todos 
los  Códigos  en  la  clasiñcación  dé  los  bienes,  al  inclairlos  en  ano  ú  otro  de 
estps  dos  grandes  grupos.  Con  efecto,  los  legisladores  ban  declarado  inmuebles 
«Igmias  cosas  muebles,  atendiendo  á  su  destino,  como  los  artefactos  necesarios 
á  las  fábricas,  utensilios  é  instramentos  de  labor,  y  aun  los  animales  dedicados 
«1  cultivo,  sin  perjuicio  de  lo  que,  existen  discrepancias  de  consideración; 
por  ejemplo,  las  colmenas,  según  el  núm.  6.^  del  art.  334,  pertenecen  á  la 
clase  de  inmuebles,  cual  dispone  ásu  vez  el  art.  443  del  Código  italiano, 
mientras  el  holandés —art.  563  —las  comprende  entre  los  muebles,  etc.;  y 
para  estos  casos  entendemos,  de  acuerdo  con  la  teoría  sustentada  por  Flo- 
re (4),  que  para  el  acto  ó  contrato  transmisorio  del  inmueble  distintamenfe  cla- 
sificado, deberá  atenderse  al  origen  de  la  causa  ocasional,  y  según  ésta  co- 
rresponda al  estatuto  personal  ó  al  real,  así  se  tomará  para  su  clasificación  la 
ley  del  país  del  propietario,  ó  la  del  lugar  en  que  se  hallen  los  bienes  tan  di- 
▼ersamenie  clasificados:  aceptando  su  ejemplo,  tratamos  de  disponer  de  bie- 
nes que  senos  entregan  en  el  extranjero  como  consecuencia  de  la  declaración 
de  ausencia  de  nuestro  causante,  dueño  de  ellos,  entre  los  que  existen  algu- 
nos con  la  doble  plasificación  aludida;  pues  bien,  como  la  ausencia  es  inhe- 
rente á  la  persona,  se  regirá  por  el  estatuto  personal  el  derecho  que  establece 
en  favor  de  los  presuntos  herederos  del  ausente,  y  por  lo  tanto,  por  la  ley  na- 
cional de  éstos. 

Finalmente,  los  conflictos  internacionales  respecto  á  la  disposición  de  los 
bienes  moriü  cauM,  deben  resolverse  por  la  ley  nacional  de  la  persona  de 
eoya  sucesión  se  trate,  á  la  cual,  según  general  disposición  de  todas  las  legis- 
laciones, quedarán  sometidos  los  derechohabientes  y  los  por  todo  concepto 
interesados,  ya  sea  la  sucesión  testada  ó  intestada. 

Réstanos,  pues,  ocuparnos  del  párrafo  final  de  este  art.  40,  referente  al 
Fuero  de  Vizcaya,  que  conceptuamos  impropio  del  lugar  que  ocupa,  puesto  que 
su  verdadero  lugar  estaría  en  el  art.  48,  del  cual  debería  formar  el  párrafo  3.* 
del  mismo,  como  consecuencia  inmediata  de  los  dos  de  que  consta,  alusivos 
sólo  al  derecho  foral,  que  ha  de  permanecer  vigente;  pues  no  acertamos  el 
motivo  de  su  actual  colocación' entre  los  preceptos  referentes  al  Derecho  in- 
ternacional aplicable  á  los  extranjeros,  aun  contando  con  la  equiparación  del 
artículo  44. 

Ia  excepción,  pues,  que  como  precepto  establece  dicho  párrafo,  en  cuan- 
to i  la  subsistencia  de  la  ley  45,  tít.  20  del  Fuero  de  Vizcaya,  no  ofrece  ma- 
teria digna  de  discusión,  limitándonos  á  recordar  con  los  Sres.  Marichalar  y 


íl>     Ikreého  inttmaownoi  privado^  por  Pascual»  Fiore.  edioióa  de  1880,  tomo  S.* 


r 
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Manrique  (4),  que  entre  las  villas  de  Vizcaya  y  la  tierra  llana  ó  infanzona» 
existen  desde  antiguo  diferencias  esenciales,  debido  á  qne  aqoéllas  fueron 
fundadas  por  los  señores  en  territorio  donado  por  los  vizcaínos,  además  del 
Darangnesado,  qne  celebra  sns  juntas  en  Guerediaga,  y  las  Encartaciones,  que 
las  celebra  en  Avellaneda,  para  aumentar  la  población,  á  cuyo  efecto  solicita- 
ban gentes  extrañas  qne  acreciesen  el  número  de  sus  habitantes  y  vasallos.  Loa 
términos  de  las  villas  pertenecían  al  señor  por  haberlos  adquirido  legítima- 
mente de  los  vizcaínos  en  aquellas  juntas,  y  en  las  de  Guemica,  cuando  re- 
conocían la  utilidad  de  una  nueva  población;  cuya  distinta  calidad  de  juris- 
dicción de  villas  y  tierra  llana  está  reconocida  en  varias  leyes  de  los  fueros, 
como  la  45,  titulo  de  dote  y  donaciones;  la  4.^,  titulo  30;  la  9.^,  título  S.^  dr 
Jneea  y  oficiaUSy  etc. 

La  parte  de  tierra  conocida  por  tierra  llana  ó  inianzonada,  que  con  arre- 
glo al  fuero  perteneció  siempre  á  los  vizcaínos  y  nunca  al  señor,  ha  sido 
constantemente  la  depositaría  de  la  suma  de  fueros  y  privilegios  que  han 
constituido  el  régimen  y  gobierno  de  Vizcaya.  A  esta  diferencia  entre  puebloa 
aforados  y  otros  que  no  lo  son,  responden  las  siguientes  decisiones: 

Para  que  pueda  regir  el  derecho  común,  respecto  á  los  bienes  raíces  de  un 
aforado  de  Vizcaya,  se  necesita,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  36  del 
Fuero,  que  se  haga  constar  que  dichos  bienes  radican  en  punto  donde  no 
tiene  fuerza  la  legislación  foral  (S). 

£1  fuero  rige  en  las  tierras  de  in&nzón,  y  por  él,  se  regulan  los  derecho» 
relativos  á  los  bienes  situados  en  aquel  territorio  ó  distrito  (3). 

El  Gobierno^  consecuente  con  lo  dispuesto  en  el  art.  5.^  de  la  ley  de  Bases 
y  ahora  el  Código,  comienza  por  este  artículo  á  hacer  concesiones  á  las  pro- 
vincias aforadas,  dejando  de  acometer  resueltamente  la  reforma,  reclamada. 
hace  tanto  tiempo  por  la  opinión,  referente  á  que  unos  mismos  Códigos  rigie- 
ran en  todo  el  territorio  español. 


Art.  1 1 .  Las  formas  y  solemnidades  dé  los  contra^ 
tos,  testamentos  y  demás  instrumentos  públicos,  se  rigen 
por  las  leyes  del  país  en  que  se  otorguen. 

Cuando  los  actos  referidos  sean  autorizados  por  funcio- 
narios diplomáticos  ó  consulares  de  España  en  el  extrain* 


(1)     cmstoxia  de  la  lesfUlaoión  y  reoitaaiones  del  Derecho  ci-vil  de  Sapafia.» 

(SS^     Sent.  16  Marzo  1865. 

<8)     Sent.  28  Nov.  1867.— Gutiinres,  p&g.  66,  tomo  6.* 
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jero,  Be  obfiervaián'en  su  otorgamiento  las  Bolemnidades 
^tablecidas  por  las  leyes  españolas. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  este  articulo  y  en  el  ante- 
rior, las  leyes  prohibitivas  concernientes  á  las  personas, 
sns  actos  ó  sus  bienes,  y  las  que  tienen  por  objeto  el  orden 
público  y  las  buenas  costumbres,  no  quedarán  sin  efecto 
por  leyes  6  sentencias  dictadas,  ni  por  disposiciones  ó  con- 
Tenciones  acordadas  en  país  extranjero. 


El  poder  conferido  por  el  Director  de  una  Sociedad  domiciliada 
en  Plnisia,á  favor  de  Procuradores,  para  que  la  representen  en  asun- 
tos judiciales  y  administrativos  en  España,  como  otorgado  ante 
Notario  Beal  prusiano,  conforme  á  la  legislación  de  este  país  y  ¿ 
la  española,  legalizado  por  el  Presidente  del  Juzgado  territorial  res- 
peetÍTO,  por  el  Cónsul  de  España  en  Colonia  y  por  la  Subsecretaría 
del  Ministerio  de  Estado,  reúne  los  requisitos  exigidos  por  el  ar- 
ticulo 600  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  merecer  valor  y 
aotentícidad  legal;  sin  que  pueda  atribuírsele  ineficacia  por  falta 
de  legalización  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  al  de  Estado, 
cuando  no  se  cita  disposición  alguna  internacional  ó  española,  ni 
doctrina  legal,  que  hayan  sido  infringidas;  ni  tampoco  falta  de  per- 
Bonjdidad,  porque  el  Procurador  exprese  en  sus  escritos  que  com- 
parece á  nombre  de  la  Sociedad,  puesto  que  siendo  el  Director  re- 
presentante de  ésta,  teniendo  facultades  para  otorgar  poder  á  nom- 
bre, de  la  misma,  y  habiendo  dado  en  tal  concepto  poder  á  Procu- 
radores, es  claro  que  el  mandatario  representa  legítimamente  á  los 
referidos  Sociedad  y  Director.— 5.  7  Dic.  94.— G.  L^  Marzo  95. 

El  estatuto  personal  es  absolutamente  diverso  del  real,  y  por 
tanto,  no  tienen  aplicación  á  éste  las  leyes  porque  se  rige  aquél. — 
S,  8  Jmmo  74.-^0.  7  Agosto  (1). 


D)  Yéaae  Im  nota  puesta  k  1m  primeras  reglas  de  jiurispmdenoia  adaptada  k 
I<M  dos  artienlos  precedentes,  relativa  á  la  efloacia  jurídica  de  estas  decisiones 
éml  Saprerao,  anteriores  al  Códigpo. 


/ 
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Dada  la  capacidad  del  otorigante,  -bu  testamento  es  válido,  por 
cuanto  á  su  otorgamiento  concurrieron  el  Notario  y  cuatro  testigos 
elegidos  j  llamados  por  el  testador,  y  un  intérprete  jurado,  expre- 
sándose en  el  documento  el  estado  normal  del  otorgante,  las  con- 
diciones y  domicilios  de  cuantos  estuvieron  presentes,  siendo  lega- 
lizada por  la  Autoridad  local,  la  firma  del  Notario,  y  por  el  Cónsul 
la  de  aquélla,  quedando  con  ello  observados  lo^  requisitos  prescri- 
tos por  las  leyes  francesas,  que,  como  externas  y  formularias,  sirven 
para  que  los  actos  extrajudiciales  lícitos  sean  admitidos  y  válidos 
en  España,  conforme  al  artículo  282  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  de  1855 — 600  de  la  hoy  vigente— y  Real  decreto  de  17  de  Oc- 
tubre de  1851.— iS.  24  Mayo  86.— O.  2  Agosto, 

No  infringe  las  leyes  referentes  á  las  solemnidades  con  que  de- 
ben otorgarse  en  el  extranjero  los  testamentos,  la  sentencia  que 
declara  válido  el  otorgado  por  un  español  en  el  territorio  francés, 
cuando  en  él  se  han  observado  las  leyes  de  aquel  país,  que  exigen 
la  presencia  de  Notario  y  cuatro  testigos;  máxime  cuando  en  el  de 
que  se  trata,  á  más  de  la  concurrencia  de  éstos,  asistió  un  intérprete 
jurado,  asegurando  todos  la  realización  del  acto,  dándose  por  ente- 
do  el  testador,  y  constando  que  hablaban  unos  y  entendían  loe 
testigos  la  lengua  española;  contra  cuyos  extremos  no  se  ha  inten- 
tado prueba  en  contrario,  y  por  tanto,  no  existe  error  de  hecho  ni 
de  derecho  en  la  forma  que  la  ley  prescribe. — S.  24  Mayo  86.-- 
G.  2  Agosto. 


E 


L  prlDcipio  que  informa  este  artícalo  está  admitido  por  todas  las  legisla- 
ciones, debiendo  advertir  que  las  solemnidades  á  qne  se  refiere  corresponden 
ai  estatuto  formal,  y  por  tanto,  á  las  extemas  ó  eTUñüéQCBs—locus  regitae- 
tum; — paes  (as  intrínsecas,  ó  sean  las  referentes  á  la  capacidad  de  las  personas, 
se  rigen  por  las  leyes  de  la  nación  de  origen  ó  sea  el  estatuto  personal,  en  ra- 
zón á  la  necesidad  de  reconocer  los  efectos  de  ios  actos  jurídicos  realizados  eo 
el  extranjero,  donde  no  es  fácil  qne  pueda  el  otorgante  revestirlos  de  las  so- 
lemnidades exigidas  en  su  patria,  tanto  tratándose  de  instrumentos  públicos 
«orno  de  documentos  privados;  que  si  para  su  validez  se  requiere  en  España. 
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«e  consigneii  en  la  príipera  solemne  forma  y  se  otorgan  en  la  segunda,  ó  sea 
en  documento  privado  en  países  que  lo  permitan,  serán  válidos  aquí,  porque 
la  ley  no  establece  excepción  algnna. 

Es  evidente  qne  al  intervenir  los  agentes  diplomáticos  y  consulares  de  Es- 
paña en  el  extranjero,  deberán  observarse  las  solemnidades  que  prescribe 
nnestra  legislación  y  no  otra  algnna  (4),  no  sólo  en  virtud  de  la  ficción  lega! 
que  supone  en  esos  casos  al  español  viviendo  en  su  patria,  sino  porque  tra- 
tándose de  actos  que  han  de  producir  sus  efectos  en  España  y  que  se  realizan 
por  personas  que  conservan  su  nacionalidad  española,  claro  es  que  la  nuestra 
y  no  otra  legislación  puede  regular  dichos  actos. 

El  párrafo  3.°  de  este  artículo,  más  que  una  excepción,  es  una  conflr- 
uiadón  de  la  regla  general;  porque  declarada,  por  ejemplo,  la  incapacidad 
de  on  contratante  condenado  á  interdicción  civil,  ó  versando  la  contratación 
sobre  materias  contrarías  á  la  moral  ó  atentatorías  al  decoro  ó  al  orden  pú 
blieo,  no  pueden  recibir  la  sanción  de  los  contratos,  ni  ser  derogatorías  de  le- 
yes prohibitivas.  Un  interés  superior  rechaza  toda  condescendencia  en  ese  sen- 
liio  y  toda  legitimación  de  abnsos,  qne  la  justicia  y  la  razón  condenan. 


Ami.  J19.  Las  díspoflicioiieB  de  este  titulo,  en  cuanto 
determinan  los  efectos  de  las  leyes  y  de  los  estatutos  y  las 
reglas  generales  para  su  aplicación,  son  obligatorias  en 
todas  las  provincias  del  Reino.  También  lo  serán  las  dis- 
posiciones del  tít.  4.^,  libro  1.*^ 

En  lo  demás,  las  provincias  y  territorios  en  que  sub- 
siste derecho  foral,  lo  conservarán  por  ahora  en  toda  su 
integridad,  sin  que  sufra  alteración  su  actual  régimen  ju- 
rídico, escrito  ó  consuetudinario,  por  la  publicación  de 
este  Código,  que  regirá  tan  sólo  como  derecho  supletorio 
en  defecto  del  qtte  lo  sea  en  cada  una  de  aquéllas  por  sus 
leyes  especiales. 


Siendo  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  par- 
te del  derecho  general,  y  no  del  llamado  i^ral,  en  lo  que  estén  en 

(1)    Con  Mt«  motÍYO,  consúltele  1»  obra  del  Sr.  Toda,  «Dereoho  ponsvlar  d» 
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contradicción  con  el  Código  civil,  ley  posterior,  han  sido  derogadas 
por  el  art.  1976,  y  no  puede  pretenderse  su  subsistencia  por  conse- 
cuencia de  lo  ordenado  en  el  art.,  12  de  éste,  pues  en  él  se  mantie- 
ne sólo  enfrente  del  Código  el  derecho  íoral,  es  decir,  el  excepcio- 
nal, pero  no  el  común,  que  antes  de  la  promulgación  de  aquél  re- 
gia para  determinadas  materias  en  las  provincias  ó  territorio  de 
fuero;  por  lo  tanto,  la  resolución  que  ordena  que  los  interesados 
acudan  al  Juzgado  municipal  y  al  consejo  de  familia,  ajustando 
sus  peticiones  á  lo  dispuesto  en  los  títulos  9.^  y  10  del  libro  1.^  del 
Código  civil,  en  nada  infringe  ni  desconoce  la  ley  1.*,  tít.  4.^,  li- 
bro 5.^  de  las  Constituciones  de  Cataluña,  que  sanciona  la  facultad 
del  padre  de  nombrar  en  testamento  y  en  toda  especie  de  lültima 
voluntad,  tutor  para  sus  hijos,  ni  la  voluntad  expresada  por  el  padre, 
puesto  que  dicha  voluntad,  y  la  ley  que  le  atribuye  eficacia,  han  de 
cumplirse  dentro  de  las  disposiciones  legales  que  determinan  el 
discernimiento  y  el  ejercicio  de  la  tutela,  que  antes  del  Código  ci- 
vil eran  los  artículos  del  tít.  2.®,  libro  3.^  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  ahora  son  los  de  los  títulos  9.^  y  10  del  libro*  1.^ 
del  Código.— í^.  12  Junio  Gá.—G.  5  Nov. 

Con  arreglo  á  las  disposiciones  transitorias  8.^  y  9.^,  aplica 
perfectamente  lo  dispuesto  en  los  artículos  12  y  298  del  Código  la 
sentencia  que  da  toda  su  eficacia  á  las  tutelas  que  han  debido  cons- 
tituirse después  de  estar  el  Código  en  vigor,  aunque  sean  de  fecha 
anterior  los  testamentos  de  que  emanan. — 8,  12  Junio  9á. — O.  5 
Noviembre. 

El  art.  12  del  Código  civil,  al  declarar  á  éste  supletorio  del  que 
lo  sea  en  las  provincias  regidas  por  fueros  especiales,  permite  se 
invoquen  los  preceptos  de  aquél  para  dirimir  un  conflicto  nacido 
de  un  texto  foral,  tan  oscuro,  que  á  su  amparo  se  han  sostenido 
las  opiniones  más  antagónicas  y  han  surgido  las  prácticas  más 
opuestas,  sin  que  obste  á  ello  la  legislación  romana,  supletoria  del 
derecho  civil  navarro,  por  ser  notorio  que,  obedeciendo  los  ganan- 
ciales á  un  régimen  económico  familiar  totalmente  desconocido 
por  Boma,  no  pueden  invocarse  loe  preceptos  de  aquel  derecho  al 
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dar  6olaci(^n  á  un  problema  jurídico  estrechamente  enlazado  con 
dicho  régimen.  Caja  doctrina  Be  halla  inspirada  en  la  corriente 
unitaria  á  que  obedece  el  Código  civil,  pues  nada  más  natural,  dada 
esta  tendencia,  que  acudir  á  éste  en  demanda  de  soluciones,  cuando 
66  trata  de  una  cuestión  que  son  impotentes  á  resolver  el  fuero, 
por  oscuro  ó  defectuoso,  y  el  derecho  supletorio;  y  esta  solución  la 
da  el  art.  1413,  que  faculta  al  marido  para  enajenar  y  obligar  los 
bienes  de  la  sociedad  de  gananciales  sin  el  consentimiento  de  la 
majer.— 5. 19  Enero  93.— Q.  21  Abril 

Con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  art.  6.^  de  la  ley  de  Bases  de  11 
de  Hayo  del  88,  ordena  el  Có^^go  en  este  artículo  que,  con  excep- 
ción de  las  disposiciones  que  expresa  el  párrafo  primero,  das  pro- 
vincias y  territorios  en  que  subsista  el  derecho  foral,  lo  conserva- 
rán por  ahora  en  toda  su  integridad,  sin  que  sufra  alteración  bu 
actual  régimen  jurídico,  escrito  ó  consuetudinario,  por  la  publica- 
ción del  Código,  que  regirá  solamente  como  derecho  supletorio  en 
defecto  del  que  lo  sea  en  cada  una  de  aquéllas  por  sus  leyes  espe- 
ciales.--5.  i.^  Abril  91.— G.  26  Mayo. 

S^ún  el  texto  del  art.  12  del  Código  civil,  á  pesar  de  la  pro- 
mulgación de  éste,  subsistirá  en  Navarra  la  legislación  foral  en- 
loda su  integridad,  excepto  en  lo  comprendido  en  los  títulos  pre- 
liminar y  4.^  del  Ubro  l.'^S.  81  Marzo  92.-^G.  20  Abril. 

El  vigor  de  los  artículos  167,  168,  172,  199,  209,  231,  232,  233 
y  675  del  Código  civil,  no  alcanza  á  Navarra  como  derecho  suple- 
torio, porque  habiendo  disposiciones  locales  sobre  la  materia,  no 
seria  supletorio,  sino  derogatorio,  ni  por  tener  un  carácter  público 
que  excede  de  la  esfera  del  derecho  civil,  porque  el  art.  12  excluye 
terminantemente  la  aplicación  de  todo  el  contenido  del  Código, 
salvo  lo  que  de  modo  taxativo  consigna. — 5.  31  Marzo  92. — O.  20 
AbrU. 

El  padre  que  contrae  segundas  nupcias  pierde  la  patria  potestad, 
ó  sea  la  tutela  y  la  administración  de  las  personas  y  bienes  de  las 
criaturas  del  primer  matrimonio,  por  virtud  de  la  ley  1.*,  tlt.  1.^, 
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libro  3.^  de  la  Novisima  Recopilación  de  Navarra,  á  lo  (jpal  no  se 
opone  la  subsistencia  de  otra«  obligaciones  legales  que  nacen  de 
la  paternidad,  ni  los  preceptos  de  las  leyes  2.^  de  dicho  título  y  50 
de  las  Cortes  de  Pamplona  de  1765-66,  de  que  en  el  caso  de  que  el 
padre  llevase  de  hecho  á  su  segundo  matrimonio  las  personas  y  los 
bienes  de  los  hijos  del  primero,  sin  haber  practicado  con  éstos  la 
formal  partición  y  entrega  de  sus  bienes,  les  corresponde  la  tercera 
parte  de  lo  ganado  en  el  segundo  matrimonio. — S.  SI  Marzo  92. — 
G.  20  Ahnl. 

m 

No  fué  asunto  de  la  ley  48  de  las  Cortes  de  Pamplona  antes  re- 
feridas, la  materia  relativa  á  la  tutels^  y  administración  de  los  bie- 
nes de  los  hijos  del  primer  matrimonio,  puesto  que  se  limitó  á  des- 
arrollar el  contenido  de  las  reservas  y  limitar  la  libre  disposición 
de  los  bienes  por  los.  que  contraen  segundo  matrimonio. — 8,  Sí 
Marzo  92.-0.  20  Abril. 


R 


J  ISTE  artículo  desavalora  el  mérito  general  de  ana  obra  nacional,  como 
representa  el  Código  civil,  que  ya  no  es  la  saspirada  pretensión  de  que  nn  mis- 
mo Código  rija  la  Nación  española.  Respetemos  los  móviles  y  compromisos 
qae  han  producido  semejante  excepción,  atendiendo  á  antignos  regímenes  de 
las  comarcas  aforadas,  y,  como  hecho  consumado,  pasamos  á  comentar  el  pre- 
cepto tal  y  como  se  halla  concebido,  comenzando  por  hacer  constar,  con  el 
di&ereto  comentarista  Mucins  Scsevola,  nuestra  opinión  de  que  no  rigen  sola- 
mente como  derecho  primordial  en  las  provincias  ferales  las  disposiciones 
expresadas  en  el  párrafo  4.®  de  este  artículo,  sino  que  además  de  las  prescrip- 
ciones del  título  preliminar,  que  determinan  los  efectos  de  las  leyes  y  de  los 
estatutos  y  las  reglas  generales  para  su  aplicación,  y  de  las  disposiciones  del 
tít.  4.^  del  libro  4. o,  deberán  regir  igualmente  en  las  comarcas  aforadas 
otros  preceptos  del  Código,  quo  son  der mismo  carácter  que  aquéllas,  á  saber: 
el  tít.  4.^  del  libro  4.^,  que  trata  «de  los  españoles  y  extranjeros»;  el  tít.  2.^ 
del  mismo  libro,  sobre  el  nacimiento  y  la  extinción  de  la  personalidad  civil» 
6  sea  la  parte, correspondiente  del  cap.  4.^,  que  se  ocupa  de  las  personas  na- 
turales; todo  el  2.<^,  referente  á  las  personas  jurídicas,  y  en  general,  cuantas 
disposiciones  contiene  el  Código  correspondientes  á  las  leyes  especiales  de 
Aguas,  Hiñas,  Hipotecaria,  Propiedad  intelectual,  artístipa  é  industrial,  etc.» 
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qoe  por  &fecUr  i  U  condición  nacional  del  individuo  antes  qae  á  la  regional^ 
son  obligatorias  con  preferencia  á  la  legislación  de  la  comarca,  annqae  al- 
gooa  legislación  foral  contuviese  disposiciones  sobre  la  materia. 

Pira  facilitar  la  inteligencia  en  la  prelación  de  cuerpos  legales,  en  relación 
del  Código  civil  con  la  legislación  de  cada  región,  deben  tenerse  en  cuenta  las 
iÜMervaciones  qne  acabamos  de  hacer  con  mérito  á  los  preceptos  indicados  del 
Código  dvil,  qne  se  completan  con  la  siguiente  clasificación  que  establecemos 
eoBTíatade  la  contenida  en  la  obra  excelente  que  tiene  en  publicación, 
titulada  Qfwuniarios  al  Código  civü,  D.  José  María  Manresa  y  Navarro. 

Catalüíía. — 4.^  Titulo  preliminar  del  Código  civil,  t.^  Leyes  de  carácter 
genoil  posteriores  al  decreto  de  4746.  3.®  Usatges,  Constituciones,  Capítu- 
los 7  Actas  de  Cortes  y  otros  derechos  compilados  en  4704.  4.**  El  Derecho 
canónico.  5.^  El  Derecho  romano.  6.^  La  costumbre.  Y  7.®  El  Código  civil, 
excepción  hecha  del  campo  de  Tarragona,  en  que  el  derecho  común  se  im- 
pone por  ignal  que  en  el  territorio  de  Castilla,  en  cuanto  á  la  liquidación  de 
U  sodedad  de  gananciales  y  derechos  del  cónyuge  superviviente,  según  reso- 
taciÓQ  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  de  29  de  Marzo  de  92  (4). 

Nayabba.— 4.^  Título  preliminar  del  Código  civil.  2.®  Leyes  de  carácter 
general.  3.**  Leyes  de  Navarra,  posteriores  á  la  Novísima  Recopilación  de  este 
antigso  Reino.  4/  La  Novísima  RecopiUción  de  Elizondo.  5.®  Amejoramien* 
toe  del  Fuero.  6,^  El  Fuero.  7.^  £1  Derecho  romano.  8.®  El  Código  civil  (2). 

PsovniaAS  Yasgokgadas.  —  4.^  El  título  preliminar  del  Código  civil. 
S.*  Leyes  de  carácter  general.  3.®  Los  privilegios,  franquicias  y  libertades  de 
loe  caballeros  hijosdalgos  del  muy  noble  y  muy  leal  Señorío  de  Vizcaya,  con- 
firmados por  la  ley  de  25  de  Octubre  de  4839.  Y  4.*  El  Código  civil,  que  debe 
consideiarse  sopletorío  de  sus  fueros,  porque  por  tal  ha  sido  tenido  el  derecho 
de  Castilla.  En  las  villas  no  rige  el  derecho  civil  de  Yizcaya,  y  sí  el  de  Cas- 
tilla,  y  ahora,  por  tanto,  el  Código,  lo  mismo  que  en  las  demás  provincias  y 
territorios  no  aforados. 

Gaucu. — Esta  región  ofrece  dos  especialidades  ferales:  la  costumbre  re- 
laáva  á  la  sociedad  de  fstmilia,  y  la  institución  conocida  con  el  nombre  de 
Foro,  laqoe,  además  de  comprenderse  en  el  art.  42  del  Código,  está  explíci- 
tamente reconocida  en  el  4644  del  mismo. 

En  Álata  t  en  Guipúzcoa.— Existe  un  derecho  foral  diminuto,  en  lo 
qoe  se  refiere  al  derecho  civil,  y  el  Código  será  general,  aunque  con  el  carác- 
ter de  sopletorío^  como  nna  manifestación  del  derecho  de  Castilla. 

a)     €ae€ta  de  U  Jimio  1802, 

(2/    B«toliuion<«  de  1» Direodón  de  loe  Begittroe de  19  Bnero  1896  {O.  21  Abril) 
j  S0  AteflSA  ((7.  98  de  Hayo). 
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Art.  13.  No  obstante  lo  dispueato  en  el  articulo  a»- 
terior,  este  Código  empezará  á  regir  en  Aragón  y  en  las 
Islas  Baleares  al  mismo  tiempo  que  en  las  proYinciaa  no 
aforadas,  en  cnanto  no  se  oponga  á  aquellas  de  sus  dispo- 
siciones ferales  ó  consuetudinarias  que  actualmente  eatén 
vigentes. 


R 

xJSTfi  artícalo  es  copia  literal  del  pirrafo  1.^  del  art.  7.*  de  la  ley  de  Ba- 
ses, y  su  precepto  se  Vedace  á  declarar  qae  en  aquellos  pantos  en  qne  no 
haya  establecido  nada  por  el  derecho  de  Aragón  ó  de  Baleares,  ó  en  qne  lo  es- 
tablecido esté  conforme  con  el  Código,  tendrá  éste  en  aquellas  regiones  el 
mismo  vigor  qne  en  el  resto  de  España  tiene  la  legislación  común. 

La  Dirección  general  de  los  Registros  civil,  de  la  Propiedad  y  del  Notaria- 
do ha  resuelto  recientemente  (f),  con  ocasión  de  lo  dispuesto  en  este  artícu- 
lo, que  el  derecho  feral  aragonés  autoriaa  i  los  cónyuges  á  testar  bajo  la  forout 
mancomunada,  porque  el  art.  42  del  Código  civil  declara  que  la  publicación 
de  éste  no  ha  de  originar  alteración  alguna  en  el  régimen  jurídico  establecido 
en  las  provincias  y  territorios  en  que  subsiste  el  derecho  feral,  el  cual  conti- 
nuará vigente  en  toda  su  integridad.  Que  inspirado  en  la  misma  tendencia, 
ordena  este  art.  43  qne  sus  preceptos  regirán  en  Aragón  al  mismo  tiempo  que 
en  las  provincias  no  aforadas;  pero  tan  sólo  en  cuanto  no  se  opongan  á  aque- 
llas de  sus  disposiciones  forales  ó  consuetudinarias  que  se  hallen  en  vigor; 
por  lo  que  no  es  legal  estimar  derogado  precepto  alguno  del  derecho  foral  por 
el  Código  civil,  siquiera  se  trate  de  prescripciones  terminantes  y  generales 
como  la  consignada  en  el  art.  669,  puesto  que  lo  dispuesto  en  el  art  40  tiene 
per  objeto  el  respetar  las  leyes  originarias,  ora  surja  el  conflicto  entre  la  ley 
española  y  la  extranjera,  ora  entre  un  precepto  del  derecho  común  y  otro  del 
derecho  foral. 

El  orden  de  prelación  de  leyes  civiles  respecto  á  Aragón,  es,  pues:  I.*,  el 
título  preliminar  del  Código  civil  y  las  demás  disposiciones  del  mismo  de  ea* 
rácter  general  (2),  de  que  hicimos  msnción  en  el  comentario  del  artículo  pre- 


(1)     Besolación  de  28  de  Oocabre  de  1894,  Gaceta  de  90  de  Díoiembre. 

(9)  Abundando  en  este  oriterio  la  Direcoión  general  de  los  Begl  stros  de  1« 
Propiedad  y  del  Notariado,  tiene  resuelto  que  el  art.  61  del  Oódigo,  comprendido 
en  al  tít.  4.**  del  libro  1.*,  ea  aplicable  k  Aragón.  Véase  dicha  resolución  de  82  do 
Agosto  de  1894,  Gaceta  de  18  de  Septiembre,  contenida  en  el  comentario  á  dieh» 
srt.  61. 


\ 
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•oKknto,  ó  sata  el  tft  4.^  del  libro  i.%  qae  trata  de  los  españoles  y  extranja  - 
im;  el  tit.  t.*  del  mismo  libro,  qoe  trata  del  nadmiento  y  extineida  de  la 
personalidad  eivil,  salvo  la  parte  respectiva  del  cap.  4.®»  y  las  disposiciones 
refaretttss  á  leyea  especiales  de  Agaas,  Misas,  Hipotecas,  etc.;  S.*,  leyes  de 
carácter  general  publicadas  con  posterioridad  al  Real  decreto  de  3  de  Abril 
de  4741,  qoe  estableció  de  on  modo  definitivo  el  derecho  de  Aiagón;  3.*,  los 
faeros  comprendidos  en  el  período  qoe  media  desde  la  compilación  de  4547 
basta  4801;  i.*,  la  compilación  de  4547;  5.®,  las  obeervanciu  compiladas 
en  4437;  6A  la  costumbre,  y  7.®,  el  Código  civil. 

En  las  Iilés  Baleares,  el  orden  de  prelación  de  las  leyes  civiles  será, 
pnes:  4.®,  el  títalo  preliminar  del  Código  civil  y  las  demás  disposiciones  del 
mismo  de  carácter  general  antes  expresadas;  2«®,  las  leyes  generales  poste- 
riores al  Real  decreto  de  88  de  Noviembre  de  4745;  3.®,  las  Reales  pragmá* 
ticas,  pfivilegios  y  buenos  usos,  aplicados  de  antiguo  en  aquel  territorio, 
y  4.^^  el  Código  civil. 


Aré.  14.  Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  12, 
lo  eetableddo  en  los  artículos  9.^^  10  y  11,  respecto  á  las 
personas;  los  actos  y  loe  bienes  de  los  españoles  en  el  ex- 
tranjero, y  de  los  extranjeros  en  España,  es  aplicable  á  las 
personas,  actos  y  bienes  de  los  españoles  en  territorios  ó 
provincias  de  diferente  legislación  civil. 


k 


A  doctrina  de  los  estatutos  qoe  se  tuvo  en  cuenta  al  comentar  los  artícu- 
los referidos  en  el  que  nos  ocupa,  habrá  de  ser  la  que  se  tenga  presente  con 
motivo  de  este  precepto  del  Código;  sin  embargo,  como  lo  que  separa  á  los 
aforados  de  los  no  aforados  no  es  la  patria,  sino  el  [domicilio,  y  éste,  al  fia, 
heeho  movedizo,  no  es  de  tan  fácil  prueba  como  la  nacionalidad,  surgirán  di- 
versos  criterios  entre  una  y  otra  clase  da  conflictos,  á  los  que  no  podrán  ser 
aplicables  indistintamente,  respecto  de  los  unos,  las  reglas  que  el  derecho  es 
tablece  para  la  solución  de  los  otros;  como,  por  ejemplo,  en  lo  relativo  al  es- 
tatuto real,  que  por  ser  de  carácter  general  la  ley  Hipotecaria  y  demás  que 
organizan  y  reglamentan  la  propiedad,  quedan  fuera  de  la  Us  rd  HUb,  Otro 
I  tanto  ocurre  en  cuanto  al  estatuto  llamado  formal,  pues  las  solemnidades  de 

los  actos  jurídicos,  aparte  de  los  testamentarios,  se  determinan  por  leyes  y 

disposiciones  complementarias  que  son  de  aplicación  genera!  y  rigen  lo  misnio 

e 
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en  las  provincias  aforadas  que  en  las  no  aforadas;  respecto  al  eaal  debe  te- 
nerse en  cuenta,  entre  ios  requisitos  externos  de  los  actos  otorgados  en  las 
Provincias  Vascongadas,  qae  no  es  aplicable  la  ley  del  Timbre  y  Sello  del  Es- 
tado al  papel  en  qae  aquéllos  se  hagan  constar,  aan  cuando  tengan  que  sur- 
tir efecto  fuera  de  su  territorio;  pero  en  este  caso  deberán  reintegrarse  al  ser 
presentados  al  Tribunal,  Juzgado,  Corporación  oficial  ú  Oficina  pública  en 
que  se  trate  de  hacerlos  valer,  con  arreglo  á  las  disposiciones  que  regulan  el 
sello  y  timbre  del  Estado,  que  son  hoy  las  de  la  ley  vigente  de  45  de  Sep- 
tiembre de  4892,  publicada  en  la  Qaeeia  del  día  93  del  mismo  mes  y  año. 


Art.  15.  Los  derechos  y  deberes  de  familia,  los  re- 
lativos al  Estado,  condición  y  capacidad  legal  de  las  per- 
sonas, y  los  de  sucesión  test  ada  é  intestada  declarados  en 
este  Código,  son  aplicables: 

1.^  A  las  personas  nacidas  en  provincias  ó  territorios 
de  derecho  común,  de  padres  sujetos  al  derecho  foral,  si 
éstos  durante  la  menor  edad  de  los  hijos,  ó  los  mismos 
hijos  dentro  del  año  siguiente  á  su  mayor  edad  ó  emanci- 
pación, declararen  que  es  su  voluntad  someterse  al  Código 
civil. 

2.^  A  loe  hijos  de  padre,  y,  no  existiendo  éste  ó  siendo 
desconocido,  de  madre,  perteneciente  á  provincias  ó  te- 
rritorios de  derecho  común,  aunque  hubieren  nacido  en 
provincias  ó  territorios  donde  subsista  el  derecho  foral. 

3.®  A  los  que,  procediendo  de  provincias  ó  territorios 
ferales,  hubieren  ganado  vecindad  en  otros  sujetos  al  de- 
recho común. 

Para  los  efectos  de  este  artículo  se  ganará  vecindad: 
por  la  residencia  de  diez  años  en  provincias  ó  territorios 
de  derecho  común,  á  no  ser  que,  antes  de  terminar  este 
plazo,  el  interesado  manifieste  su  voluntad  en  contrario; 
ó  por  la  residencia  de  dos  años,  siempre  que  el  interesado 
manifieste  ser  ésta  su  voluntad.  Una  y  otra  manifestación 
deberán  hacerse  ante  el  Juez  municipal  para  la  corres- 
pondiente inscripción  en  el  Registro  civil. 

£n  todo  caso,  la  mujer  seguirá  la  condición  del  marido^. 
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y  loe  hijoB  no  emancipados  la  de  su  padre  y,  á  falta  de 
éste,  la  de  su  madre. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  son  de  recíproca 
aplicación  á  las  provincias  y  territorios  españoles  de  dife- 
rente legislación  civil. 


Con  aiT^o  á  lo  dispuesto  en  este  articulo,  los  derechos^  y  de- 
beres de  familia,  los  relativos  al  estado,  condición  y  capacidad  le- 
gal de  las  personas,  y  los  de  sucesión  testada  é  intestada  declara-  \ 
dos  en  el  Código,  no  pueden  aplicarse  á  las  personas  nacidas  en 
provincias  ó  territorios  donde  subsiste  el  derecho  foral,  de  padres 
sqjetOB  al  mismo,  ai  no  hubiesen  ganado  vecindad  en  la  forma  que 
dicho  articulo  determina  en  territorios  regidos  por  la  legislación 
común.— &  1.^  Abril  91.-0.  26  Mayo.                                                  * 

Atendido  el  terminante  precepto  de  este  artículo,  el  estado  de 
derecho  ó  régimen  jurídico  constituido  por  leyes  ó  por  costumbre 
en  territorios  forales,  debe  respetarse  íntegramente  y  sólo  puede 
ser  alterado  por  modo  y  en  la  forma  á  que  se  refiere  el  art.  6.^  de 
la  ley  de  Bases  de  11.  de  Mayo  de  1888.— iS^.  i.®  Abril  91.— G.  26 
Mayo. 

Contra  lo  que  consigna  el  Fuero  y  su  Amejoramiento,  se  ob- 
serva en  Navarra  la  costumbre  de  que  la  mayor  edad  empiece  á 
loe  veinticinco  años,  que  es  lo  mismo  que  dispone  el  Derecho  ro- 
mano, supletorio  del  foral,  y  aun  admitiendo  que  semejante  cos- 
tumbre se  introdujese  por  la  influencia  que  el  derecho  de  Castilla 
ejerdefa  en  el  de  la  provincia,  es  indudable  que  forma  parte  de 
6u  actual  régimen  jurídico;  que,  sea  escrito  ó  no  lo  sea,  subsiste 
por  ahora  y  no  se  ha  modificado  por  la  sola  publicación  del  Código 
civil;  que  no  puede  invocarse  en  aquel  territorio  sino  eu  defecto 
de  la  legislación  navarra  y  de  la  romana. — S.  1.^  Abril  91. — G.  26 
Mayo, 

Por  consecuencia  de  lo  anteriormente  expuesto,  carece  de  capa- 
cidad para  obligarse  un  menor  de  veinticinco  años  sujeto  al  Fuero 
de  Navarra.— iff.  1.^  Ábrü  9L—G.  26  Mayo. 
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[ST£  artículo  lleva  ostensiblemente  por  fin  capital  ledacir  los  límites 
de  la  legislación  forai,  arrancando  á  ese  régimen  el  mayor  número  de  perso- 
nas; mas  sns  disposiciones  han  de  producir  graves  conflictos  en  la  práctica, 
pues  no  hay  razón  para  someter  al  derecho  común  á  personas  establecidas 
desde  muchos  años  en  una  provincia  aforada,  porque  hayan  nacido  en  una 
no  aforada.  Si  esta  disposición  hobiera  de  entenderse  en  sentido  literal,  que- 
daría de  hecho  sin  autoridad  la  mayor  parte  de  la  legislación  foral;  y  aun  la 
reciprocidad  está  implícitamente  negada  en  este  artículo,  porque  mientras  por 
el  párrafo  3.®  se  sustrae  del  régimen  foral  á  todas  las  personas  que  ganen  ve- 
cindad en  pueblo  de  derecho  común,  no  se  hace  idéntica  declaración  respecto 
á  los  que  la  ganen  en  pueblo  perteneciente  á  una  provincia  aforada. 

En  el  primer  párrafo  de  este  artículo  está  claramente  determinado  que 
para  que  qoede  sujeta  al  Código  una  persona  nacida  de  padres  que  lo  estén 
al  derecho  foral,  en  provincia  donde  aquél  no  rija,  es  preciso  que  concurra  el 
hecho  del  nacimiento  en  aquella  provincia,  y  la  voluntad  presunta  ó  expresa 
de  los  hijos,  manifestada  en  el  primer  caso  por  los  padres  durante  la  menor 
edad  de  aquéllos,  y  declarada  en  el  segundo  por  los  hijos  dentro  del  año  si* 
guíente  á  su  mayor  edad  ó  emancipación.  Los  hijos  de  padre,  y,  en  su  de* 
fecto,  ó  siendo  éste  desconocido,  de  madre,  perteneciente  á  provincia  ó  terri- 
torio de  derecho  común,  quedan  sometidos  siempre  al  Código,  según  el  pá- 
rrafo 2.^  de  este  artículo,  aunque  hubiesen  nacido  en  provincia  de  derecho 
foral,  sin  permitirles  expresar  su  voluntad  de  sujetarse  á  las  leyes  de  U  re- 
gión en  que  hubieran  nacido;  precepto  que  no  consideramos  de  posible  apli- 
cación, y  que  en  realidad  no  es  más  que  una  excepción  del  párrafo  4.**,  favo- 
rable á  las  regiones  sometidas  al  Código,  y  sin  que  respecto  de  ella  se  dé  el 
principio  de  reciprocidad.  También  quedan  sujetos  á  las  disposiciones  del  Có- 
digo á  que  este  artículo  se  refiere,  según  el  núm.  3.^,  los  naturales  de  pro- 
vincias ó  territorios  de  derecho  foral  que  ganen  vecindad  en  otro  de.  derecho 
común,  si  bien  para  este  caso  busca  el  Código  la  manifestación  de  la  voluntad. 

Termina  el  artículo  previniendo  que  sus  disposiciones  son  de  recíproca 
aplicación  á  las  provincias  y  territorios  españoles  de  diferente  legislación  ci- 
vil; cuyo  precepto  indudablemente  se  refiere  á  las  relaciones  de  provincias 
ferales  entre  sí,  puesto  que  las  que  puedan  existir  entre  éstas  y  las  de  dere- 
cho común  quedan  determinadas. 

Por  último,  las  provincias  de  Ultramar  deben  considerarse  de  derecho 
común  en  todo  lo  que  respecta  á  sus  relaciones  con  las  regiones  forales,  y 
corresponde  aplicar  el  presente  artículo  para  resolver  los  conflictos  jurídicos 
que  se  susciten. 


TÍTULO  PBELIMIN^B  18S 

i%i*é.  141.  En  las  materias  que  se  rijan  por  leyes  es- 
peciales, la  deficiencia  de  éstas  se  suplirá  por  las  disposi- 
ciones de  este  Código. 


Siendo  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
parte  del  derecho  general  y  no  del  llamado  foral,  en  lo  que  estén 
en  contradicción  con  el  Código  civil — ley  posterior — han  sido  de- 
rogadas por  el  art.  1976,  y  no  puede  pretenderse  su  subsistencia 
por  consecuencia  de  lo  ordenado  en  el  art.  12  de  éste,  pues  en  él 
Be  mantiene  sólo  enfrente  del  Código  el  Derecho  foral,  es  decir,  el 
excepcional,  pero  no  el  común;  por  lo  que  las  disposiciones  del 
¿it.  2.^  del  libro  S.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sobre  el  dis- 
cernimiento y  ejercicio  del  cargo  de  tutor,  han  sido  derogadas  por 
laa  de  los  títulos  9.*  y  10  dellibro  l.^del  Códígo.—S.  12  Junio 
94.— G,  5  Nov. 


k 


.A  deficiencia  de  las  leyes  especiales  se  snplirá  con  las  disposiciones  del 
Código  á  ellas  referentes,  según  este  precepto;  y  Us  que  en  aquéllas  aparez- 
can contradictorias  con  los  preceptos  de  éste,  deberán  entenderse  implícita- 
mente derogadas»  según  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, de  que  es  buena  muestra  la  que  acabamos  de  adaptar  al  artículo  que 
nos  oeapa  con  referencia  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Son  leyes  especiales  á  que  se  refiere  el  precepto  del  artículo  que  nos 
ocupa,  á  mis  de  las  de  procedimientos  aludidas,  civil,  criminal  y  conten- 
eioso-administrativo,  la  Hipotecaria  con  el  Reglamento  general  para  su  eje- 
eueión,  la  ley  y  el  Reglamento  sobre  el  Registro  civil,  la  ley  de  Aguas,  la  de 
Minas,  la  de  Propiedad  literaria,  la  de  Caza  y  pesca;  la  ley  de  23  de  Noviem- 
bre de  4S36  restableciendo  el  Real  decreto  de  U  de  Enero  de  4849  sobre 
montes  y  plantíos  y  cerramiento  de  heredades  de  propiedad  particular;  la  ley 
de  8  de  Mayo  de  4888  sobre  dehesas  boyales  y  la  instrucción  general  para  su 
eumplimiento;  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859  sobre  calicatas  y  labores  mine- 
ras, cuyo  art.  42  se  conceptúa  vigente;  el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de 
4868,  sobre  laboreo  de  minas;  las  Ordenanzas  generales  de  Montes  de  22  de 
Diciembre  de  4833;  la  ley  de  U  de  Mayo  de  4863  sobre  montes  públicos,  y 
el  Reglamento  pan  la  ejecución  de  la  misma  de  47  de  Mayo  de  4865;  la  ley 
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de  44  de  Jalio  de  4867  sobre  repoblación  de  los  claros,  cal  veras  y  rasos  de 
ios  moutes  públicos;  ley  de  40  de  Enero  de  4879  sobre  expropiación  forzosa; 
Reglamento  de  <0  de  Marzo  de  4864  aplicando  al  ramo  de  Guerra  en  tiempo 
de  paz  la  ley  de  Expropiación  forzosa;  Reglamento  de  49  de  Febrero  de  4894 
aplicando  al  ramo  de  Harina  en  tiempo  de  paz  la  misma  ley  de  expropiación; 
Reglamento  para  la  ejecución  del  Real  decreto  de  4  4  de  Noviembre  de  4890 
reorganizando  el  establecimiento  y  explotación  del  servicio  telefónico;  Re* 
giamento  de  la  Asociación  general  de  ganaderos;  ley  de  23  de  Noviembre  de 
4877  sobre  ocapaciones  temporales;  ley  de  29  de  Noviembre  de  4877  y  Re- 
glamento de  8  de  Septiembre  de  4878  sobre  policía  de  ferrocarriles;  ley  de  7 
de  Mayo  de  4830  sobre  puertos;  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de 
carreteras  de  40  de  Agosto  de  4877;  ley  de  ensanche  de  las  poblaciones,  ele. 


LIBRO  PRIMERO 


TÍrOLO  PRIMERO 


De  los  españoles  y  extranjeros. 


i%rt.  fV.    Son  españolee: 

1.^    Las  personas  nacidas  en  territorio  español. 

2.^  Los  hijos  de  padre  ó  madre  españoles,  aunque  ha- 
yan nacido  ñiera  de  España. 

3.^  Los  extranjeros  que  hayan  obtenido  earta  de  natu- 
raleza. 

4.^  Los  que  sin  ella  hayan  ganado  vecindad  en  cual- 
quier pueblo  de  la  Monarquía. 


Según  nuestra  Constitución  política — ^art.  1.^  de  la  de  1869  y  de 
la  hoy  vigente  de  80  de  Junio  de  1876, — es  español  el  hijo  de  padre 
ó  madre  española,  que  haya  nacido  fuera  de  España. — S.  20  Enero 
70.— G.  8  Fdf.  (1). 


(1)  Como  ol  artienlo  qne  nos  ccnpa  está  tomado  k  la  letra  de  la  Coxutitaeión 
de  1*  IConacquia,  adaptamos  la  jurispmdeneia  que  ocasionó  en  la  pzáetica  oom» 
aa  abolengo  más  antoriaado. 
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El  hijo  de  español  y  de  india  ó  de  indio  y  española,  es  mestizo.. 
—S.  ao  Enero  70.-0.  8  Ftb. 

Conforme  á  lo  establecido  en  la  ley  Municipal  de  20  de  Agosto 
del  70— ó  sea  en  el  art.  18  de  la  hoy  vigente  de  2  de  Abril  del 
77  (1), — ^todo  español  ha  de  constar  como  vecino  ó  domiciliado  en 
algún  Municipio:  el  que  tenga  residencia  alternativa  en  varios, 
optará  por  la  vecindad  en  uno  de  ellos,  pues  nadie  puede  ser  ve- 
cino de  más  de  un  pueblo;  y  si  alguno  se  halla  inscrito  en  el  pa- 
drón de  dos  ó  más,  se  estimará  como  válida  la  vecindad  última- 
mente declarada,  quedando  desde  entonces  anuladas  todas  las 
anteriores.— fi'.  2  Sepi.  76.— O.  del  23. 

• 

Con  arreglo  al  art.  17  de  la  misma  ley  Municipal — art.  18  de  la 
hoy  vigente, — los  vecinos  que  cambien  de  domicilio  están  obliga- 
dos á  dar  al  Ayuntamiento  la  declaración  correspondiente  para  que 
tenga  efecto  su  eliminación  en  el  empadronamiento  en  que  venían 
figurando.— 5.  2  Sepl.  1875 — (?.  del  23. 


i") 

WXTB  el  artíealo  que  nos  oenpa  es  eminentemente  polítieo-eonstitacional, 
como  ios  demás  de  este  tít.  4.*,  lo  demuestran  los  términos  en  qae  está  redac- 
tado» envalentes  á  otros  de  la  Gonstitoción  vigente,  de  la  que  los  coatro 
primeros  casos  del  art.  4.®  han  sido  aqní  transcritos  literalmente,  y  de  sa  úl- 
timo pártalo  en  aquélla  se  ba  formado  el  art.  20  de  nuestro  Código.  A  todas- 
estas  disposiciones  debe  servir  de  complemento,  pues,  la  ley  de  Extranjería» 
ó  sea  el  Real  decreto  de  47  de  Noviembre  de  4852,  dado  para  la  Península,  y 
el  de  4  de  Jnlio  de  4870  para  las  provincias  nltramarínas;  que  estin  vigentes» 
ya  por  no  haber  sido  derogados  con  anterioridad  al  Código,  ya  porqne  éste 
no  los  comprende,  porqne  no  se  refieren  al  derecho  civil  de  Castilla  ni  están 
tampoco  aqoellos  preceptos  en  ningún  otro  cnerpo  legal  posterior,  antes  bien, 
ha  sido  resumida  su  materia  en  el  Real  decreto  de  27  de  Noviembre  de  4888» 

\  (1)     La  ley  Municipal  se  debe  oontinnar  interpretando  y  aplicando  exactamente 

I  lo  mismo  que  antea  de  pnUlicane  el  nuevo  Códin^o  oivil;  y  por  oonaigniente,  hoy 

Casaa  del  derecho  de  vecindad  loe  miemos  que  antes  lo  gosahan.— B.  0. 5  A8osto> 
I  80.— &.  del  6. 

t 
I 
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pablicftdo  en  la  Ooeeta  de  4. o  de  Diciembre  y  confinnado  implícitamente  por 
el  art.  S5  del  Código.  La  ley  Manieipal  de  t  de  Octubre  del  77  y  la  del  Regis* 
uo  aívil  de  47  de  Jonio  del  70  completan  la  legislación  vigente  en  este  punto. 

Loa  cnatro  casos  que  comprende  el  artículo,  dan  la  regla  general  de  la  cía- 
ailicacióD  de  español  que,  por  inclusión,  corresponde  á  los  en  él  referidos^ 
cuya  simple  enumeración  apresura  el  ánimo  y  lo  dispone  á  establecer  distín- 
cíones  correlativas,  por  exclusión,  que  marcaríamos  en  este  lugar,  si  los  snb- 
siguientes  preceptos  del  mismo  Código  no  vinieren,  como  á  seguida  vienen,  á 
pnntsalizarlas,  llamándonos  respectivamente  allí  la  atención  con  motivo  del 
dettnvolvimiento  dado  á  la  materia. 

Sólo  la  circunstancia  del  nacimiento  nos  retendrá  aquí,  como  lugar  más 
oportuno,  con  motivo  á  diversas  consideraciones  con  él  relacionadas. 

El  país  que  nos  vio  nacer,  aquel  en  que  abrimos  nuestros  ojos  á  la  luz  de 
la  vida,  por  circunstancial  que  fuese,  tendrá  siempre,  á  través  de  los  años  y  la 
diatancia,  un  recuerdo  grabado  en  nuestra  memoria,  y  para  él  conservará  un 
latido  nuestro  corazón,  como  á  cosa  que  nos  pertenece  y  cuya  posesión  rele- 
nemos  desde  todas  partes,  siquiera  sea  con  sólo  el  pensamiento.  La  madre 
patria  y  nuestra  propia  madre  forman  la  doble  maternidad  de  quien  al  nacer 
esperamos  todo  género  de  auxilios,  todo  nuestro  amparo;  á  consideraciones' 
de  este  orden  obedece  el  primer  caso  del  artículo,  que  debe  estimarse  sólo* 
eomo  la  regia  más  general,  de  la  que  son  excepciones  los  artículos  48  y  49.. 
For  extensión,  el  nñm.  S.o  declara  español  al  hijo  de  padre  (f  madre,  indistin- 
tamente, español  ó  española  que  hubiese  nacido  en  extranjero  suelo,  sin  dis- 
tindón  alguna,  ya  sea  legítimo,  natural,  reconocido,  ilegítimo  ó  postumo. 
Por  análogo  motivo,  el  hijo  de  padres  desconocidos  que  naciere  en  los  domi- 
nk»  españoles,  debe  reputarse  como  español  por  la  presunción  racional  de 
•erlo  sos  padres;  podiendo  comprenderse  también  en  el  mismo  concepto  á  loa 
qoe  existan  aquí  sin  tener  ninguna  nacionalidad,  y  no  pueden,  por  eonse- 
eoenda,  oponer  la  de  otra  nación  á  la  nuestra.  £1  hijo  natural  de  progeni- 
tores extranjeros  tendrá  la  nacionalidad  del  que  le  reconozca  ó  sea  el  primero 
en  reconocerle  ^omo  hijo  suyo,  entendiéndose  todas  estas  aplicaciones,  no 
sólo  al  territorio  español,  sino  á  su  zona  marítima,  barcos  de  nuestra  ban- 
dera, domicilio  de  nuestros  Cónsules  en  el  extranjero,  y  finalmente,  cuateto 
abarca  la  expresión  genérica  de  dominios  españoles. 


Ari.  IS,    Los  hijos,  mientras  permanezcan  bajo  la 
patria  potestad^  tienen  la  nacionalidad  de  sus  padres. 
Para  que  los  nacidos  de  padres  extranjeros  en  territo- 
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rio  español  puedan  gozar  del  beneficio  que  leB  otorgn  el 
nüm.  1.^  del  art.  17,  será  requisito  indispensable  que  los 
padres  manifiesten,  en  la  manera  y  ante  los  funcionarios 
expresados  en  el  art.  19,  que  optan,  á  nombre  de  sus  hi- 
jos, por  la  nacionalidad  española,  renunciando  á  toda 
otra. 

El  hijo  de  extranjero  sigue  la  condición  de  su  padre,  míen- 
iras  está  bajo  su  potestad,  aunque  haya  nacido  en  España;  pero 
la  pierde  y  se  hace  español,  si  opta  por  algún  empleo  ó  cargo  pú- 
blico en  España  que  le  exima  de  la  tutela  de  su  padre. — S.  16 
Julio  60.— G.  del  19. 


h 


.QUÍ  te  establece  la  obligada  aclaración  al  núm.  4.*  del  artículo  ante- 
rior, formándose  ya  el  concepto  completo,  qne  resumen  las  siguientes  pala- 
bras: es  español  todo  el  que  haya  nacido  en  territorio  de  España,  siempre  qne 
sea  h\ío  de  españoles,  pues  si  lo  es  de  extranjeros,  tendrá,  mientras  perma- 
nezca bajo  la  patria  potestad,  la  nacionalidad  de  sus  padres,  á  menos  que  éstos 
manifiesten  en  la  manera  y  ante  los  funcionarios  expresados  en  el  art.  49  que 
optan,  á  nombre  de  sus  hijos,  por  la  nacionalidad  española,  renunciando  á 
toda  otra. 

La  emancipación  de  la  potestad  paterna  deberá  obtenerla  el  hijo,  para  los 
efectos  de  este  artículo,  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  de  sus  padres— esta- 
tuto personal,— puesto  que  sigue  la  condición  jurídica  de  éstos  mientras  per- 
manezca bajo  su  potestad,  y  está  sometido  á  ella  todo  el  tiempo  que  determi- 
nen las  leyes  de  su  patria,  si  no  cambian  á  su  vez  de  nacionalidad;  pues  si 
cambiasen,  seguirá  enteramente  el  hijo  la  condición  sucesiva  de  los  padres,  á 
menos  que  los  padres  hubiesen  usado,  respecto  del  hijo,  del  derecho  que  les 
concede  el  artículo  que  comentamos,  haciendo  la  manifestación  referida;  y 
en  este  caso,  el  estatuto  personal  del  hijo  será  el  español,  y  obtendrá  la  eman- 
cipación, por  lo  tanto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  este  Código. 


Jkift.  19.  Los  hijos  de  un  extranjero,  nacidos  en  los 
dominios  españoles,  deberán  manifestar,  dentro  del  año 
siguiente  á  su  mayor  edad  ó  emancipación,  si  quieren  go- 
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zar  de  la  calidad  de  españoles  que  les  concede  el  art.  17. 
Los  que  se  hallen  en  el  Reino,  harán  esta  manifesta- 
ción ante  el  encargado  del  Registro  civil  del  pueblo  en  que 
residieren;  los  que  residan  en  el  extranjero,  ante  uno  de 
loB  Agentes  consulares  ó  diplomáticos  del  Gobierno  espa- 
ñol, j  los  que  se  encuentren  en  un  país  en  que  el  Go- 
bierno no  tenga  ningún  Agente,  dirigiéndose  al  Ministro 
de  Estado  en  España. 


k 


I.A  facultad  concedida  á  los  padres  del  menor  en  el  artículo  precedente 
para  facilitar  la  natnralizacidn  en  el  país  en  que  se  nace,  se  hace  extensiva  por 
medio  de  este  otro  artiealo  al  hijo  para  despnés  de  su  emancipación,  con  tal 
que  la  ejercite  en  el  término  de  un  año,  contado  desde  que  obtenga  aquélla, 
según  la  ley  nacional  de  sus  padres;  porque  transcurrido  éste  sin  haber  hecho 
uso  de  aquel  derecho,  de  nada  puede  servirle  la  circunstancia  del  nacimiento 
eu  terrítoríp  español,  cuya  cualidad  no  podría  alcanzar  en  lo  sucesivo  sino  en 
los  conceptos  de  los  números  3.^  ó  i.®  del  art  47,  ó  sea  obteniendo  carta  de 
naturaleza  ó  ganando  vecindad  en  cualquier  pueblo  de  la  Monarquía. 

Tal  es  la  teoría  jurídica  aceptada  y  adoptada  por  nuestro  Código  en  los 
preceptos  que  nos  ocupan,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  los  Códigos  vi- 
gentes en  las  modernas  naciones  y  de  la  jurisprudencia,  á  su  tenor  surgida, 
según  vemos  en  los  autores  de  tan  importante  rama  de  la  ciencia  jurídica,  en- 
tre los  que  podemos  citar  á  Pascuale  Fiore  y  á  su  excelente  tratado  sobre  el 
Ikreeko  hUemacional  privado^  edición  de  4889,  cuya  obra  es,  con  justicia, 
bastante  conocida  en  la  bibliografía  técnica  moderna.  También  puede  ser  con- 
sultada con  provecho  la  obra  llevada  á  cabo  por  la  Redacción  de  la  Revista  de 
Dereeko  iníemacümal,  comentando  el  Código  bajo  su  respectivo  punto  de  vis* 
U,  con  la  dirección  de  D.  Alejo  García  Moreno. 


Ari.  «O.  La  calidad  de  español  se  pierde  por  adqui  - 
rir  naturaleza  en  país  extranjero  ó  por  admitir  empleo  de 
otro  Gobierno,  ó  entrar  al  servicio  de  las  armas  de  una 
potencia  extranjera  sin  Ucencia  del  Rey . 
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Sólo  por  residir  en  pai6  eztianjeio  no  pierde  un  subdito  espa^ 
ñol  su  calidad  de  tal;  pues  para  esto  es  preciso  que  adquiera  carta 
de  yecindad  ó  naturaleza  en  aquel  pais,  único  caso  en  que  quedará 
sujeto  á  sus  leyes. — S.  29  Enero  76. — O.  2?  Marzo. 

Por  consiguiente,  tratándose  de  un  español  que  falleció,  sin  de- 
jar de  serlo,  en  país  extranjero,  es  inconducente  la  cuestión  sobre 
estatuto  real  y  personal,  no  siendo  objeto  de  la  demanda  la  distri- 
bución de  los  bienes  hereditarios,  sino  la  declaración  exclusiva  de 
un  derecho,  el  que  habiéndose  de  decidir  por  Tribunales  españo- 
les, no  puede  menos  de  referirse  á  las  leyes  españolas,  que  son  laa 
aplicables  por  éstos  en  mérito  de  sus  atribuciones,  que  no  se  ponen 
en  duda  por  el  demandante  de  los  bienes  hereditarios.-— 5. 29  Etie- 
ro  75, ^G,  27  Marzo. 


B, 


IL  precepto  de  este  artícolo  es  ana  transcripción  literal  del  último  párrafo 
dei  art.  4.®  de  la  Constitución  política  del  Estado,  más  el  inciso  añadido  aqot 
sobre  el  servicio  de  las  armas.  Como  á  nadie  es  licito  ser  subdito  á  la  vei  de 
dos  diferentes  naciones,  á  la  adquisición  de  tal  derecho  en  ona  corresponde  la 
pérdida  del  mismo  en  la  otra;  disposición  que  rige  en  todos  los  Estados  y  qne 
tiende  á  evitar  el  absnrdo  de  derecho  é  imposibilidad  de  hecho  qne  ocasión»- 
ría  el  cumplimiento  á  la  vez  de  los  deberes  á  favor  de  dos  países  por  una  sola 
persona  obligada  á  servir  á  su  patria  con  las  armas  en  la  mano,  y  á  otras 
prestaciones  semejantes  qne  se  repelen  por  oposición  diametral. 

Todo  ciudadano  es  libre  de  trasladar  sn  residencia  y  adquirir  nacionalidad 
en  país  distinto  á  sn  patria,  sin  qne  ésta  tenga  que  autorizarle  para  ello;  pero 
los  españoles  tenemos  dos  restricciones,  dimanadas,  la  una,  del  servicio  militar 
regido  por  la  llamada  ley  de  Reclutamiento  y  Reemplazo  del  Ejército  de  44  de 
Julio  de  4885  y  el  Reglamento  de  2  de  Diciembre  de  4878,  y  la  otra,  relativa 
á  la  emigración  á  las  Repúblicas  americanas,  al  Brasil,  África  y  Oceanía,  no 
españolas,  á  que  se  refiere  la  Real  orden  del  Ministerio  de  la  Gobernación  de 
8  de  Mayo  de  4888,  que  establece  las  circunstancias  que  han  de  preceder  á  la 
emigración. 

Hay,  no  obstante,  naciones,  como  Francia,  en  que  por  tratados  especiales 
pueden,  por  vía  de  castigo,  ser  obligados  á  entrar  en  las  filas  del  ejército  ciu- 
dadanos qne  no  han  cumplido  este  deber  en  su  país,  sin  que  por  ello  pierdan 
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it  nacionalidad  de  origen  para  qne  no  resalte  aquella  falta  dos  veces  castiga- 
da. En  el  caso  de  qne  nn  menor  pase  á  país  extranjero  á  cursar  en  sos  Aeade- 
mifta  militares  y  se  le  considere  en  él  como  en  activo  servicio  antes  del  tiem- 
po reglamentario  para  servir  en  sn  patría,  no  será  en  ésta  estimado  aqnel  ser- 
vicio «no  como  mera  edacación  técnica,  semejante  á  la  de  caalqniera  otra  fa- 
coltad  ó  enseñanza  en  ciencias  ó  artes,  qne  no  prodnce  fuero  de  extranjería, 
i  menos  qne  continuase  en  ella,  aun  después  de  la  mayor  edad,  sirviendo  vo- 
luntariamente en  la  otra. 


Art.  91.  £1  español  que  pierda  esta  cualidad  por 
adquirir  naturaleza  en  país  extranjero,  podrá  recobrarla 
Tolviendo  al  Reino,  declarando  que  tal  es  su  voluntad 
ante  el  encargado  del  Registro  civil  del  domicilio  que 
elija  para  que  haga  la  inscripción  correspondiente  y  re- 
niuiciando  á  la  protección  del  pabellón  de  aquel  país. 


Bj 


IL  art.  4(NS  de  la  ley  del  Registro  civil  ha  dado  todo  el  material  para  el 
^e  DOS  ocupa,  ó  sea  su  esencia  y  su  forma,  con  casi  todas  sus  palabras;  por  lo 
cual  se  observa  inconstancia  de  criterio  entre  lo  que  resulta  de  los  artículos 
anteriores,  con  relación  á  las  facilidades  que  ofireeen  para  ganar  ó  retener  la 
nadmialidad  española,  y  la  especie  de  eortapisa  que  se  deduce  del  precepto 
actual,  entendiéndole  cual  está  redactado,  al  exigir  que  para  volver  á  la  na- 
donaKdad  «apañóla,  el  que  ya  la  tuvo,  debe  de  hacer  constar  su  determina- 
ción en  el  Registro  civil  del  domicilio  que  elija,  lo  cual  excluye  el  derecho  de 
teguir  domiciliado  fuera  de  los  dominios  españoles,  que  no  se  exige  á  los  ex- 
tranjwos  de  siempre  qne  hubiesen  obtenido  carta  de  naturaleza,  ni  aun  á  Jos 
iiíjos  de  aquéllos  nacidos  aquí,  á  los  que  se  les  faculta  por  el  párrafo  S.*  del 
arC  49  á  qne»  residiendo  fuera  de  España,  hagan  su  manifestación  ante  loa 
Agentes  consulares  ó  diplomáticos  de  nuestro  Gobierno,  y  aun,  en  defecto  de 
éstoa,  dirigiéndose  al  Ministro  de  Estado. 

Como  no  se  alcanza  el  motivo  de  semejante  restricción,  creemos  que  este 
art.  %í  debe  entenderse  extensivamente,  y  que  completa  su  sentido  lo  ante- 
riormente ordenado  en  el  expresado  párrafo  %.*  del  art.  49. 


•»"•» 
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.%pt.  99.  La  mujer  casada  sigue  la  condición  y  na» 
cionalidad  de  su  marido. 

La  española  que  casare  con  estranjero,  podrá,  disuelto 
el  matrimonio,  recobrar  la  nacionalidad  española,  llenan- 
do los  requisitos  expresados  en  el  artículo  anterior. 


Las  viudas  de  subditos  extranjeros,  si  se  hallan  inscritas  en 
los  Registros  del  Consulado  de  su  nación  y  del  Gobierno  de  la  pro- 
vincia en  que  residan,  tienen  derecho  á  que  se  las  califique  como 
extranjeras. — S.  15  Féb.  62. 


h 


.NTIQUÍSIMO  68  el  principio  de  derecho  qae  informa  este  artícalo,  en- 
centrado  en  varias  leyes  del  Digesto  romano  (4),  y  trasladado  á  las  Partidas 
para  ser  más  tarde  recopilado  (2),  erigióse  en  axioma  el  qae  la  mujer  siga  la 
condición,  faero  y  dignidad  de  su  marido,  conservándole  en  su  estado  de  viu- 
dez, hasta  que,  segundas  ó  ulteriores  nupcias,  la  hagan  participar  de  otra 
condición,  dignidad  y  fuero.  La  anulación  del  matrimonio  la  reintegrará, 
pues,  en  su  anterior  estado,  condición  y  derecho:  qnia  canjunciione  taU  ñeque 
«ir,  ñeque  uxor^  ñeque  maírimonium  intelliffitur  (3). 

En  su  consecuencia,  la  española  que  casare  con  extranjero,  perderá  el 
fuero  de  origen,  y,  siguiendo  la  condición  de  su  marido,  ganará  la  nacionali- 
dad de  éste  en  los  términos  y  condiciones  que  permita  su  estatuto  personal. 

Ahora  bien:  celebrado  en  Francia  el  matrimonio  de  española  con  francés,, 
civilmente,  que  es  la  forma  allí  obligatoria,  la  disolución  dei  mismo  por  di- 
vorcio  haría  á  la  mujer  recobrar  la  nacionalidad  española  y  el  derecho  á  ca- 
sarse aquí  de  nuevo;  porque  la  ley  nacional  de  la  mujer  al  declarar  disuelto  el 
vínculo  era  la  francesa,  según  la  cual,  quedaba  libre  de  aquél,  y  como  tal  vol- 
vía á  ser  española;  lo  que  no  podría  tener  efecto  si  el  matrimonio  aludido  se 
hubiese  celebrado  canónicamente,  porque  las  leyes  que  le  regulan  no  lo  per- 
miten, y  son  aquí  obligatorias,  como  leyes  de  España. 


(1)     Ley  8/,  Ut.  1.",  Ubro  !.•;  la  19,  tit.  !.•,  Ubro  2.»;  la  6.',  tit.  %.%  Ubro  2S,  y 
38,  p&rrafo  8.°,  tit.  I.""  del  Ubro  60. 
(2;     Ley  'á.\  tít.  11,  Ubro  3.* 
(8)     Párrafo  12,  tit.  10,  libro  1.*  da  las  iDsütaoionei. 
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Cltro  86  está  qoe  en  igual  sentido  deberán  entenderse  los  efectos  del  ma- 
trimonio celebrado  en  España  por  extranjeros  con  arrreglo  á  la  ley  de  sn 
país,  Us  locL 


Art.  *-?8.  El  español  que  pierda  esta  calidad  por  ad- 
mitir empleo  de  otro  Gtobiemo,  ó  entrar  al  servicio  de  las 
armas  de  una  potencia  extranjera  sin  licencia  del  Rey,  no 
podrá  recobrar  la  nacionalidad  española  sin  obtener  pre- 
viamente la  Real  habilitación. 


Í2, 


O  extrañará  a  nadie  que,  acabados  los  circunstancíales  motivos  que  im- 
pulsen á  servir  á  una  potencia  extranjera,  vuelva  el  español  á  su  patria,  en 
donde  tiene  abiertas  siempre  las  puertas  para  ser  considerado  como  tal  espa» 
ñol,  previo  el  cumplimiento  de  los  fáciles  requisitos  que  este  precepto  le  exige, 
coa  los  cuales  ol^tendrá  la  naturalización  absoluta^  á  diferencia  de  la  limitada 
que  consiguen  los  extranjeros;  porque  si  los  derechos  de  ciudadanía  queda- 
ron en  suspenso  durante  aquellos  servicios,  al  regresar  á  la  patria  vuelve  á 
ser  español  como  antes,  y  no  puede  aplicársele  la  teoría  de  la  habilitación  para 
un  fin  ó  servicio  determinado,  que  es  la  verdadera  naturalización  limitada. 

Claro  está  que  para  conseguir  este  derecho  deberá  preceder  la  renuncia  del 
empleo  ó  la  salida  de  las  filas  extranjeras,  la  obtención  de  la  real  habilitación 
y  la  manüestación  de  todo  ello  ante  el  encargado  del  Registro  civil  del  lugar 
en  que  fije  su  residencia,  para  que  se  haga  constar  debidamente,  así  como  la. 
lenaoeia  al  pabellón  del  país  á  que  sirvió. 


Ikrt.  941«  £1  nacido  en  país  extranjero  de  padre  6 
madre  españoles,  que  haya  perdido  su  nacionalidad  de 
España  por  haberla  perdido  sus  padres,  podrá  recuperarla 
también  llenando  las  condiciones  que  exige  el  art.  19. 


P: 


XKDIBA  por  loa  padres  la  nacionalidad  española,  dicho  se  está  que  sos 
hijos  son  extranjeros;  pero  el  Código  rinde  tributo  á  su  abolengo  y  les  reserva 
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este  derecho,  sin  distingair  entre  los  aludidos  sobre  sa  caalidid  de  legítimos, 
iegitimados,  ilegítimos  ó  postamos,  á  todos  los  qae  coaceptoamos  compren- 
didos en  la  expresada  facultad. 

Dos  circunstancias  deben  tenerse  en  cuenta  para  este  respecto,  á  saber: 
Que  la  emancipación  del  hijo,  indispensable  para  que  pueda  usar  del  enun- 
ciado derecho,  se  rige  por  la  ley  personal  del  Estado  en  que  nació;  y  que  la 
calidad  de  extranjeros  adquirida  por  sus  padres  no  debe  estimarse  por  la  ley 
^e  aquel  Estado,  sino  por  la  de  España,  según  la  que  deberá  apreciarse  si 
han  perdido  ó  no  esta  nacionalidad;  porque  pneden  allí  conceptuarse  natura- 
lízadosj  con  arreglo  á  aquellas  leyes,  y  sin  embargo,  no  haber  llegado  á  per- 
der su  nacionalidad  de  origen  segiün  l&s  leyes  españolas. 

Finalmente,  entendemos  debe  aplicarse  la  disposición  de  este  artículo  al 
hijo  de  española  que  haya  perdido  esta  nacionalidad  por  casarse  con  nn  ex- 
tranjero, pues  el  tributo  rendido  al  abolengo  de  que  antes  hablamos  no  ex- 
cluye, á  nuestro  entender,  á  la  madre,  mediante  á  no  establecer  distinción  el 
precepto  legal. 


itri.  95.  Para  que  loe  extranjeros  qqe  hayan  obte- 
nido carta  de  naturaleza  ó  ganado  vecindad  en  cualquier 
pueblo  de  la  Monarquía  gocen  de  la  nacionalidad  españo- 
la, han  de  renunciar  previamente  á  su  nacionalidad  ante- 
rior, jurar  la  Constitución  de  la  Monarquía  é  inscribirse 
como  españoles  en  el  Registro  civil. 

Para  que  pueda  entenderse  variado  el  estatuto  personal  de  ori- 
gen, se  necesita,  no  sólo  la  permanencia,  sino  además  el  propósito 
más  ó  menos  ostensible  del  interesado.  — S.  29  Marzo  92. — Q.  10 
Abrü. 


k 


A  disposición  de  este  artículo  es  otra  de  las  obligadas  aclaraciones  ó 
complementos  de  los  números  3.®  y  4.^  del  47,  según  allí  apuntamos,  y  ha- 
bría, á  nuestro  entender,  bastado  con  que  el  legislador  hubiese  hecho  co  n 
éste  UQ  párrafo  aparte  de  aquél;  cuyo  criterio,  observado  en  todo  el  Có  • 
digo,  habría  reducido  considerablemente  el  número  de  sus  artículos,  y  evi> 
lado  los  errores  de  método  y  falta  de  oportunidad  con  qne  resultan  ordena* 
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dos,  dificalundo  su  estadio  sistemático,  y  exponiéndose  á  las  distracciones  y 
ikpsut  cometidos  en  diversas  partes  de  sa  obra,  según  tendremos  ocasión  de 
«Tidenciaren  los  lagares  oportonos. 

Consideraciones  de  conveniencia  en  la  vida  práctica  del  hombre,  saelen 
apartarle  del  saelo  qae  meci6  aa  cona  en  basca  de  los  más  adecuados  medios 
i  so  bienestar  y  al  desarrollo  de  sos  fiacaltades  pecaliares,  haciéndole  com- 
prender qae  alli  en  donde  está  indicada  la  realización  de  sas  ideales,  donde 
más  próximo  vea  el  fin  qae  persigne  y  más  satisfactoriamente  sobrelleve  las 
exigencias  de  sn  sabsistencia,  allí  estará  so  patria  electiva,  allí  Gjará  sa  re- 
ñdencia,  establecerá  sa  morada,  gozará  de  sas  derechos  y  camplirá  sos  debe- 
res como  centro  de  sas  negocios,  asentará  sa  fortana,  y ,  si  se  aleja  algana 
ves  llevándose  el  propósito  de  volver  tan  pronto  como  haya  cesado  la  cansa 
de  la  aoseneia,  es  indudable  qae  aquella  es  su  nación,  y  entre  ella  y  él  sub- 
sisten los  vincalos  recíprocos  de  subdito  y  Estado. 

Mas  para  que  prodozca  los  debidos  efectos  legales  en  Espafia,  tendrá  que 
ainiplir  ios  requintos  del  artículo,  según  las  disposiciones  administrativas 
expuestas  en  el  comentario  al  art.  47,  á  fin  de  que  por  medio  de  un  Real  de- 
ereto  del  Ministerio  de  la  Gobernación  se  conceda  al  solicitante  la  nacionali- 
dad española,  oído  el  dictamen  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del 
Consejo  de  Estado,  cuya  concesión  no  producirá  efecto  alguno  hasta  tanto 
que  el  interesado  preste  juramento  por  Dios  ó  por  sn  honor  de  fidelidad  á  la 
<}oostitación  del  Estado  y  obediencia  á  las  leyes,  con  renuncia  á  todo  pabe- 
llón extranjero,  y  sea  inscrito  en  el  Registro  civil. 

£1  extranjero  que,  establecido  y  domiciliado  en  nuestro  país,  haya  dejado 
de  cumplir  estos  requisitos,  no  podrá  gozar  la  naturalización,  y  seguirá  con- 
siderado como  subdito  del  país  de  origen,  aun  cuando  en  éste  haya  perdido 
su  derecho,  mediante  su  ausencia  continuada  y  no  haberse  inscrito  en  los 
Registros  consulares  como  tal  subdito  extranjero,  que  es  la  teoría  admitída 
•como  doctrina  corriente  de  derecho  internacional. 


Jtrt.  ^SO.  Los  españoles  que  trasladen  su  domicilio 
á  un  país  extranjero,  donde  sin  más  circunstancia  que 
la  de  su  residencia  en  él  sean  considerados  como  natura- 
les, necesitarán,  para  conservar  la  nacionalidad  de  Espa- 
ña, manifestar  que  ésta  es  eu  voluntad  al  agente  diplo- 
mático ó  consular  español,  quien  deberá  inscribirlos  en 
^1  Registro  de  españoles  residentes,  así  como  á  sus  con  - 
jngee  si  fueren  casados,  y  á  los  hijos  que  tuvieren . 

10 
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.BX7KDAND0  eo  Us  ideu  coDsignadas  en  el  anterior  comentario,  ea^ 

evidente  qne  todo  eapa&ol  puede  libremente  establecerse  y  fijar  so  residencia 
y  negocios  en  enalqoiera  otra  nación,  y  ser  subdito  de  ella,  con  arreglo  á  sos 
toyes;  mas  si,  esto  no  obstante,  qoisiere  conservar  la  calidad  de  español  ann 
contra  el  ftiero  atractivo,  digámoslo  así,  de  aqnel  Estado,  deberá  cnmplir  los 
requisitos  de  este  artienlo,  evitando  así  las  dudas  y  ann  los  abusos  que  la  falta 
de  claridad  en  la  condición  jurídica  pudiera  producir;  á  cuyo  efecto,  si  no  hu- 
biere Cónsul  ó  Vicecónsul  español  en  el  punto  de  su  residencia,  deberá  hacer 
su  manifestación  por  escrito  al  del  punto  más  inmediato,  para  su  anotación  en 
el  Registro  de  transeúntes. 

Los  hechos  consumados,  los  actos  realizados  por  los  hombres,  dan  segu- 
ramente la  pauta  para  apreciar  la  determinación  de  su  voluntad,  por  la  corres- 
pondencia é  íntima  relación  en  que  hay  que  suponer  el  ejercicio  de  la  liber- 
tad con  el  pensamiento  y  la  obra  humana.  Sin  embargo,  cuando  un  acta 
trascendental  puede  ser  y  no  ser  á  la  vez  producido  por  un  agente  mismo,  ó 
cuando  tiene  una  limitación,  por  ir  encaminado  á  uno  solo  de  varios  fines  que 
se  presentan  en  una  misma  dirección,  el  acto  por  sí  solo  no  puede  servir  de 
prueba  acabada  que  nos  lleve  al  convencimiento  de  las  últimas  consecuencias,. 
ni  nos  autoriza  á  extender  la  línea  por  toda  la  serie  de  puntos  que  descubri- 
mos hasta  llegar  al  último  fin.  La  prudencia  nos  hará  parar  mientes,  y  ha- 
ciendo un  ligero  reposo,  consultar  antes  de  seguir  el  sorites  de  las  presuncio- 
nes, ó  permitir  que  se  interrumpan  ante  el  derecho  que  contra  ellas  ejercite 
i  quien  le  corresponde  haciendo  la  salvedad  que  determine  la  limitación  que 
habrá  de  tenerse  en  cuenta  para  que,  como  en  el  caso  que  nos  ocupa,  sea  te- 
nido por  espaitol  el  que  marchó  de  aquí  y  resida  habitualmente  en  el  ex- 
tranjero. 


Art.  V3f.  LoB  extranjeroe  gozan  en  España  de  lo» 
derechoB  que  las  leyes  civiles  conceden  á  los  españoles» 
salyo  lo  dispuesto  en  el  art.  2.^  de  lá  Constitución  del 
Estado  ó  en  tratados  internacionales. 


62.    Tiene  el  concepto  de  extranjero  domiciliado,  el  subdito  ita- 
liano que  habiendo  contraído  su  matrimonio  en  Zaragoza  en  1874». 
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continuó  oonfiervando  bu  nacionalidad  hasta  que  falleció  en  1887, 
ein  que  ba^  para  negarle  esa  cualidad  la  omisión  de  llevar  los  re- 
gistros correspondientes  en  el  Gobierno  civil  de  la  provincia,  por- 
que habiendo  aquél  y  la  Agencia  consular  cumplido  lo  que  con  res- 
pecto al  particular  dispone  el  Real  decreto  de  17  de  Noviembre 
de  1852,  la  expresada  omisión  es  imputable  sólo  á  aquellas  ofici- 
nas, 7  no  puede  privar  al  interesado  su  carácter  de  extranjero 
cuando  no  ha  hecho  constar  su  propósito  de  perder  su  nacionali- 
dad y  adquirir  la  española  con  los  requisitos  y  en  la  forma  marca- 
dos en  las  leyes  del  Reino. — S.  9  Julio  95.-— O.  25  Sepi. 

63.  No  habiendo  adquirido  la  mujer  española  nacida  en  Valen- 
cia, y  casada  en  Zaragosa  con  el  subdito  italiano  antes  mencionado 
en  1874,  la  condición  de  aragonesa  por  nacimiento  ni  por  matri- 
monio hasta  1887,  en  que  quedó  viuda,  y  no  demostrándose  que 
con  posterioridad  hasta  1890,  en  que  falleció,  la  hubiese  adquiri- 
do en  alguna  de  las  formas  que  para  obtenerla  requiere  la  legisla- 
ción foral  de  Aragón,  es  indudable  la  inaplicación  de  dicha  legis- 
lación especial  á  la  sucesión  legítima  de  la  indicada  señora. — 
S.  9  Julio  95.— a.  25  Sept 

64.  Es  transeúnte,  el  extranjero  que  viene  de  paso  á  estos  rei- 
no6,  sin  ánimo  de  permanecer  en  ellos. — S,  lá  Nov,  59. — G.  del  17. 

66.  Todo  extranjero  que  celebre  actos  mercantiles  en  territorio 
eapañol,  queda  sujeto  á  loe  Tribunales  del  mismo. — S,.  15  Die.  71, 


^1 


^lEMPBB  ha  sido  la  hospitalidad  á  los  extranjeros  ano  de  los  rasgos  más 
eaiaetarístíeos  del  sentimiento  homanitario  de  los  pueblos  tialtos«  y  aun  en  los 
■MK»  civilizados  de  la  antigaedad  se  practicaba  esta  virtad  hasta  la  exagera- 
eíóii,  ofreciendo  á  la  coparticipación,  el  hogar,  la  hacienda  y  aan  el  tálamo, 
bien  que  á  ello  contribayeron  teogonias  ó  creencias  propias  de  aquellas  re- 
motas ¿pocas,  ocasionales  en  cierto  modo  de  la  llamada  prostitacíón  hospita- 
laria (4),  y  hoy,  dado  el  grado  de  cultura  general  en  las  modernas  socieda* 

(Ij     Eütoría  dt  la  proatitueión  en  todo9  ¡ob  pmeblot  del  mundo,  por  Pedro  Dafour. 
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des,  y  el  desarrollo  qae  han  tenido  las  ideas  dignamente  filantrópicas,  no  po- 
día menos  de  tenerse  en  cuenta  por  el  legislador  cierto  amparo  en  las  institu- 
ciones jorídicas,  cierta  especie  de  garantía,  al  qae  viene  de  otros  países  á  rela- 
cionarse con  estos  ó  aquellos  semejantes  sayos,  dentro  de  la  anidad  de  la  es- 
pecie humana.  En  este  sentido  debe  entenderse  el  precepto  que  nos  ocupa,  con 
sas  dos  obligadas  excepciones,  relativas,  la  una,  á  lo  que  para  determinados 
casos  exista  convenido  entre  la  nación  del  extranjero  y  la  nuestra  por  trata- 
dos especiales,  y  la  otra,  al  principio  constitucional  que  rige  el  orden  social 
en  cada  Estado,  en  el  que,  á  la  vez  que  se  declare  la  libertad  de  todo  extran- 
jero para  establecerse  aquí  y  ejercer  industria,  comercio  ú  oficio  cualquiera^ 
Joi  limita  á  la  clase  de  aquellos  para  los  cuales  no  exigen  nuestras  leyes  títu- 
los de  aptitud,  expedidos  por  las  Autoridades  ó  Centros  oficiales  españoles,  ni 
lleven  consigo  autoridad  ó  jurisdicción. 

En  su  consecuencia,  la  nacionalidad  interesará  en  sus  efectos  más  al  orden 
político  y  administrativo  que  al  civil  propiamente  tal  y  al  mercantil,  dado  el 
precepto  del  Código  de  Comercio  vigente  (4);  pues  la  excepción  del  artículo 
que  nos  ocupa  no  afecta  á  estas  ramas  del  Derecho,  y  aun  los  tratados  inter- 
nacionales, que  suelen  no  afectarlas  tampoco  con  relación  al  Individuo,  tien- 
den á  dilatar  más  que  á  restringir  la  participación  de  los  extranjeros  en  el  uso 
y  disfrute  de  los  derechos  civiles.  La  excepción  dilatoria  de  arraigo  del  juicio 
contenida  en  nuestra  ley  de  Enjuiciamiento  (t)  y  cierta  limitación  que  el  Có- 
digo establece  respecto  del  testamento  cerrado  de  los  extranjeros  y  su  inha- 
bilidad para  ejercer  la  tutela  (3),  son  bastante  bien  claras  y  contadas. 

Ahora  bien:  como  las  leyes  civiles  de  carácter  general  tienen  su  excepción 
en  el  llamado  derecho  interregional,  parece  lógico  que  los  extranjeros  que, 
según  el  artículo  que  nos  ocupa,  gozan  en  España  de  los  derechos  que  las  le- 
yes civiles  conceden  á  los  españoles,  se  entiendan  por  tales  leyes  las  que  ri- 
jan en  el  punto  ó  lugar  en  que  el  extranjero  fije  su  residencia,  so  pena,  como 
exponen  ilustres  comentaristas,  de  admitir,  no  ya  la  igualdad,  sino  la  supe- 
rioridad de  los  extrai^jeros  sobre  las  condiciones  facultativas  de  los  nacionales. 


¿\rt,  9S.  Las  corporaciones,  fundaciones  y  asocia- 
ciones reconocidas  por  la  ley  y  domiciliadas  en  España*, 
gozaráa  de  la  nacionalidad  española,  siempre  que  tengan 


(1)  Art.  16  y  párrafo  final  del  21  del  Código  da  Comercio. 

(2)  Art.  684. 

(S)     Arta.  084  y  837.  nAm.  18. 


LIBRO  PRIMERO.— TÍTULO  PRIMERO. —ART.   28  149 

el  concepto  de  personas  jurídicas,  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones del  presente  Código. 

Las  asociaciones  domiciliadas  en  el  extranjero,  ten- 
drán en  España  la  consideración  y  los  derechos  qne  de- 
terminen los  tratados  ó  leyes  especiales. 


66.  Contraída  ana  obligación  de  pago  de  cantidad  por  indivi- 
doos  qae  tenían  establecidas  casas  de  banca  en  París  y  Londres,  y 
al  cumplimiento  de  cuya  obligación  afectaron  todos  sus  bienes  co- 
munes de  América  y  Europa,  no  habiendo  realizado  el  pago  y  de- 
claradas en  quiebra  las  casas  de  París  y  Londres,  el  acreedor  ob^ 
tuvo  en  ella  el  pago  de  una  pequeña  parte  de  su  crédito;  y  habiendo 
acaldo  en  demanda  de  la  total  solvencia  á  un  Juzgado  de  España, 
en  cuyo  punto  tenían  los  deudores  otra  casa  de  banca  declarada  en 
suspensión  de  pagos,  se  alegó  la  incompetencia  de  los  Tribunales 
españoles;  y  en  casación  se  estableció  que,  domiciliados  los  deudo- 
ras en  España,  y  precediéndose  contra  loe  bienes  que  en  ella  po- 
seen, ejercitando  acción  personal,  proviniendo  de  un  contrato,  no 
cabe  estimar  que  por  el  hecho  de  haber  acudido  anteriormente  el 
acreedor  á  la  quiebra  declarada  en  París  obteniendo  el  pago  de  una 
pequeña  parte  del  crédito,  se  sometiese  á  la  jurisdicción  de  los  Tri- 
bunales franceses,  determinando  así  la  incompetencia  de  los  espa- 
ñoles, porque  la  sumisión  á  que  el  art.  56  de  lá  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  se  refiere,  sólo  puede  hacerse  á  Juez  que  ejerza  juris- 
dicción ordinaria  y  que  la  tenga  para  conocer  de  la  misma  clase 
de  negocios  y  en  el  mismo  grado,  y  que  esta  jurisdicción  no  puede 
menos  de  entenderse  que  es  la  que  se  tiene  y  ejerce  en  territorio 
español.— i5.  20  Nav.  94.— O.  21  Feh.  95. 


3TT 

X  OC AMOS  ya  aquí  con  la  necesidad  de  reconocer  en  las  personas  sn  di- 
visión en  naiMrales  y  cmUi^  para  distingair  en  todo  ser  capaz  de  derechos  y 
obligadones  la  representación  de  la  críatnra  homana  en  sn  doble  aspecto 
sexnal,  el  hombre  y  la  mnjer,  y  las  congregaciones  de  éstos  en  formas  qne 
Boestro  Código  clasifica  en  ewrporaeumet,  fmidaciima  y  oiociaeianit^  qne. 
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coBttltoídas  por  personas  nátnrales,  son  el  siqeto  y  también  correlativamente 
el  objeto  del  derecho; 

Mía  adelante,  el  títnlo  inmediato  nos  ofrecerá  Ingar  más  oportuno  para 
consideraciones  de  este  género,  debiendo  limitamos  ahora  á  la  relación  de 
esas  entidades  morales  extranjeras  con  nuestro  país,  cuyos  derechos,  al  deter- 
nünarse  por  los  Tribunales  españoles,  deberán  éstos  distinguir  que  los  refe- 
rentes á  la  constitución  social  se  rigen  por  el  estatuto  personal  de  aquéllas, 
eomo  inherentes  á  los  individuos  que  las  forman,  y  los  respectivos  á  la  crea- 
ción de  establecimientos  en  España  y  á  sus  negocios  y  relaciones  con  nosotros, 
se  regirán  por  nuestras  leyes,  quedando  sometidas  en  las  controversias  que 
sobrevengan  á  los  Tribunales  de  justicia  de  nuestra  nación. 

A  las  empresas  ó  sociedades  mercantiles  se  exige  por  las  leyes  de  España 
el  pago  de  los  derechos  á  la  Hacienda  y  la  inscripción  en  el  Registro  mercan- 
til de  la  escritura  social;  más  las  sociedades  extranjeras  legalmente  constilní- 
du  en  su  nación,  y  operando  aquí  con  fondos  también  extranjeros,  no  es  pro- 
cedente someterlas  al  pago  del  impuesto,  si  bien  les  será  precisa  la  inscripción 
en  el  Registro  mercantil  para  los  efectos  que  éste  surte  entre  nosotros.  Ahora 
bien:  la  contribución  correspondiente  á  la  industria  que  ejerzan  deberá  ser 
utisíbcha  por  tales  entidades  morales,  como  único  tributo,  á  no  ser  que  fun- 
daren sucursales  domiciliadas  aquí  con  capital  fijo,  en  cuyo  caso  deberán  li- 
quidar  y  pagar  á  la  Hacienda  pública  el  importe  correspondiente  á  dicho  ca- 
pital. 


TÍTULO  II 

X>el  nacimiento  y  la  extinción  de  la 

personalidad  civil. 


CAPÍTULO    PRIMERO 

I3e  lae  personas  naturales. 


Ar(.  99.  El  nacimiento  determina  la  personalidad; 
pero  el  concebido  se  tiene  por  nacido  para  todos  loe  efec- 
toB  que  le  sean  favorables,  siempre  qne  nazca  con  las  con- 
diciones que  expresa  el  artículo  siguiente. 

Aré.  SO.  Para  los  efectos  civiles  sólo  se  reputará 
nacido  el  feto  que  tuviere  figura  humana  y  viviere  vein- 
ticuatro  horas  enteramente  desprendido  del  seno  ma- 
terno. 

Avt.  SI.  La  prioridad  del  nacimiento,  en  el  caso  de 
partos  dobles,  da  al  primer  nacido  los  derechos  que  la  lej 
reconoce  al  primogénito. 


ii, 


^08  dos  primeros  artículos  abrazan  on  solo  concepto  sustancial,  y  el  ler- 
«aro  coatiene  una  cireanstancía  del  aludido  concepto,  por  lo  cual  habría  sido 
mU  predio  el  legislador  formando  con  aquéllos  nn  solo  párrafo  y  con  éste  un 
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apartado,  qoedando  reducido  á  on  solo  artículo,  conservando  las  mismas  pala- 
bras empleadas  (4). 

Comenzamos  ahora  con  el  primero  de  los  tres  elementos  generadores  dek 
derecho,  denominados  si^'etOj  oljeto  y  causa  eficiente^  nacidos  de  la  necesidad 
de  relacionar  la  existencia  de  todo  derecho  con  la  noción  de  una  persona  pre- 
sente, ausente  ó  de  ignorado  paradero,  á  quien  corresponda,  nacida  ó  por  na- 
cer, con  oíra  de  quien  pueda  exigirse  y  con  un  hecho  ó  causa  que  produzca 
entre  aquéllos  una  relación  jurídica. 

Como  la  persona  es  el  único  ser  que  tiene  conciencia  de  sí  mismo,  y  que 
siente  la  necesidad  de  desarrollar  sus  facultades,  y  de  ejercitar,  por  lo  tanto,, 
el  derecho,  ella  es  el  sujeto  agento  de  éste  en  cualquiera  de  las  formas  que  se 
manifieste,  á  saber:  física  ó  natural,  sexualmente  distinguidas  en  hombre  y 

■ 

mujer  individualmente;  y  jurídica  ó  moral,  esto  es,  colectivamente  considera- 
das, ya  en  virtud  de  la  unión  sexual  que  origina  la  sociedad  conyugal,  base 
de  la  familia,  célula  social,  etc.,  con  sus  correlativos  derechos  y  deberes,  ya 
en  agrupaciones  de  otra  especie,  formando  políticamente  pueblos  ó  municipios, 
provincias  y  Estado,  y  civilmente  corporaciones,  asociaciones,  etc.,  con  fines 
determinados,  cuyo  sujeto  agente  es  siempre  el  hombre,  y  á  veces  también  el 
término  de  la  acción  del  derecho  puesto  en  ejercicio. 

Las  personas  se  suceden  en  la  constante  declinación  de  la  vida  humana,^ 
surgiendo  unas  de  otras,  y  á  la  extinción  de  las  primeras  corresponde  siem- 
pre el  enlace  de  las  sucesoras,  como  si  el  nudo  que  ahoga  una  existencia 
prendiese  entre  sus  hebras  los  hilos  de  otra  vida  naciente,  constituyendo 
asi  los  engarces,  los  infinitos  eslabones  que  forman  la  cadena  de  la  huma- 
nidad. 

£1  nacimiento  es  la  primera  de  las  causas  determinantes  del  estado  natu- 
ral de  las  personas,  pues  hasta  que  tiene  lugar  y  llega  el  hijo  á  desprenderse 
del  seno  materno,  forma  parte  integrante  de  la  madre,  y  por  lo  tanto,  carece 
de  vida  propia,  sin  otra  relación  que  el  derecho  á  que  se  le  considere  y  pro- 
diguen los  beneficios  que  le  corresponderían  naciendo.  Asi,  pues,  el  que  nace 
muerto  ó  sin  forma  humana,  ni  se  reputa  como  nacido  ni  como  concebido* 
para  los  efectos  civiles;  pero  sí  á  los  que  aparecen  defectuosos  en  algunos  de 


(1)  En  eita  forma:  «Art.  flS.  El  nacimiento  determina  la  personalidad;  pero  el 
concebido  se  tiene  por  nacido,  para  todos  los  efectos  que  le  sean  favorables,  siem- 
pre que  nasea  con  Agora  humana  y  yiyiere  Teintionatro  horas  enteramente  des* 
prendido  del  seno  materno. 

»La  prioridad  del  nacimiento,  en  el  caso  de  partos  dobles,  da  al  primer  naoid» 
loe  derechos  que  la  ley  reconosca  al  primogénito.» 
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SOS  miembros  ó  parte  del  coerpo  dentro  de  las  lineas  de  configuración  y  or- 
ganismo de  la  especie  hamana  (4). 

La  tolenmcia  de  cultos,  proclamada  en  la  base  4  4  de  la  Constitación  del 
Estado,  privó  de  interés  legal  á  la  circonstaneia  del  bautismo  del  redennacido^ 
exigido  desde  el  Fuero  Juzgo  y  los  demás  cuerpos  legales,  así  como  los  requi- 
sitos referentes  á  la  gestación  por  tiempo  de  siete  y  diez  meses,  respectiva- 
mente,  posteriores  á  la  concepción.  La  viabilidad,  en  cambio,  ha  tomada 
asieDto  en  casi  todos  los  Códigos  modernos  para  determinar  los  derechos  del 
que  apenas  vive,  siquiera  se  refleje  en  las  personas  de  sus  progenitores,  como 
Anieo  reeoerdo  y  solo  efecto  de  aquella  efímera  existencia;  pero  el  nuestro  re- 
ta Tiabilidad  aposUrioriy  esto  es,  justificada  con  el  hecho  de  la  vida 
por  el  período  mínimo  de  veinticuatro  horas,  fijado  desde  antiguo  por 
U  ]ey  de  Toro.  Claro  está  que  el  que  tan  pronto  muere,  nada  se  apropia  ni  re- 
elania,  y  así,  las  circunstancias  que  legalmente  han'de  caracterizarle,  se  refle- 
jan más  bien  en  sus  progenitores  y  derecbohabientes. 

Así,  la  configuración  y  la  vida  antes  referidas,  deben  apreciarse  después 
de  haber  sido  enteramente  desprendido  del  seno  materno,  ya  naturalmente, 
mediante  el  acto  espontáneamente  fisiológico,  ó  ya  en  virtud  de  esfuerzos 
operatorios  de  la  ciencia  médico-quirúrgica,  incluso  la  llamada  operación  ce- 
airea,  que,  contra  la  conocida  denominación  de  non  nato,  se  reputarán  naci- 
dos si  tienen  la  figura  humana  y  viven  veinticuatro  horas. 

Del  mismo  modo  que  por  ficción  legal  se  supone  existente  el  concebido 
cando  de  so  bien  se  trata,  presúmese  igualmente  respecto  de  aquellos  que 
aactn  después  de  la  muerte  de  su  padre,  llamados  postumos,  sin  descender 
■nestra  moderna  ley  á  más  distinciones,  como  la  del  sexo,  que  apreciaron  las 
antigias,  mediante  la  exacta  igualdad  con  que  son  estimados  sin  distinción 
lo  mismo  el  hombre  que  la  mujer,  como  sujeto  agente  y  recipiente  del  de- 
redio. 

La  prioridad  del  nacimiento  en  los  partos  dobles  fué  en  lo  antiguo  de  gran 
signiíkación,  por  el  disfrute  reservado  á  los  primogénitos  de  derechos  sn- 
prímidot  por  las  leyes  desvinculadoras;  mas  hoy  apenas  si  tiene  por  derecho 
eomún  otra  aplicación,  á  más  de  la  establecida  en  el  art.  60  de  la  Constitu- 
ción vigente  del  Estado,  para  los  derechos  sucesorios  al  Trono  español,  que 
á  las  sucesiones  de  los  títulos  nobiliarios. 

Sin  embargo,  conveniente  es  siempre  hacer  constar  la  distinción  respecto 
al  primer  nacido,  porque  siendo  mayor  en  edad  que  el  segundo,  y  éste  que  el 
tareero,  de  partos  múltiples,  y  debiendo  luego  estimarse  aquella  circunstan- 

,0-)    A  lo  qne  hace  referencia  1&  ley  5.*,  tit.  28,  Partida  4.',  cuya  cironnstaiioia 
al  Código,  dejándola  desde  Inego  en  vigor  sobreentendido. 
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eia  para  machos  casos  de  la  vida  práctica  por  derecho  eml«  político,  mili- 
tar, etc.,  como  el  ejercicio  dé  látelas,  consejo  de  familia,  pretídencia  de  edad« 
jefalara  y  sucesión  de  mando  en  campaña,  etc.,  etc.,  seria  injasto  borrar  con 
nna  confasión  indebida  los  derechos  qae  por  nataraleza  correspondiesen  á 
uno  respecto  de  los  otros.  Claro  est¿  qne  si  tal  formalidad  no  se  cnmpliese  ó 
no  pudiere  llenarse,  habría  que  reputar  por  analogía  con  el  art.  33  como  na- 
cidos en  un  mismo  tiempo  los  que  procedan  de  un  solo  parto. 

Con  relación  al  derecho  internacional,  habrá  que  tenerse  en  cuenta  las  di- 
fBtencias  referentes  á  la  viabilidad  del  reciennacido  con  el  hecho  material  de 
laTida  por  espacio  de  yeinticuatro  horas  que  en  España  se  requiere.  Así,  si 
las  leyes  de  un  país  declaran  ciudadanos  del  mismo  á  los  que  naicaii  de  pa- 
dres extranjeros  allí  residentes,  y  establecieren  además  que  pueden  conside- 
rarse nacidos,  para  los  efectos  civiles,  á  los  qoe  viven  algunos  instantes  des- 
prendidos del  seno  materno,  y  la  ley  nacional  de  ésta  exigiere  veinticuatro 
horas,  que  no  llegase  á  cumplir  el  reciennacido,  en  la  patria  del  padre  preva- 
lecerá so  ley  nacional,  y  en  el  lugar  del  nacimiento  la  de  éste.  En  un  tercer 
Estado  se  atendería,  no  obstante,  á  la  patria  del  padre,  por  ser  la  doctrina 
m^  conforme  á  los  principios  de  derecho  internacional. 

Finalmente,  como  complemento  á  la  materia  sobre  legalización  del  acto 
del  nacimiento,  deben  tenerse  en  cuenta  las  disposiciones  de  la  ley  vigente 
del  Registro  civil,  de  47  de  Junio  de  4870,  contenidas  en  los  artículos  45  al  59, 
^ue  no  insertamos  aquí  por  su  mucha  extensión,  y  que  comienzan  ordenando 
que  dentro  del  término  de  tres  días,  á  conttr  desde  aquel  en  que  hubiere  te* 
nido  lugar  el  nacimiento,  deberá  hacerse  presentación  del  reciennacido  al 
funcionario  encargado  del  Registro,  quien  procederá  en  el  mismo  acto  á  ve- 
rificar la  inscripción.  El  art.  3S8  del  Código,  al  hacer  innecesaria  la  presen- 
tación del  reciennacido,  ha  ratificado  el  precepto  relativo  á  la  inscripción. 


Art.  39,  La  personalidad  civil  bo  extingue  por  la 
muerte  de  las  personas. 

La  menor  edad,  la  demencia  ó  imbecilidad,  la  sordo- 
mudez, la  prodigalidad  y  la  interdicción  civil,  no  son 
más  que  restricciones  de  la  personalidad  jurídick.  Los  que 
se  hallaren  en  alguno  de  esos  estados  son  susceptibles  de 
derechos,  y  aun  de  obligaciones,  cuando  éstas  nacen  de 
los  hechos  ó  de  relaciones  entre  los  bienes  del  incapacita- 
do y  un  tericero. 
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Ari.  S9.  Si  66  dada,  entre  dos  ó  más  personas  lla- 
madas á  sacederse,  quién  de  ellas  ha  muerto  primero,  ei 
que  9asienfa  la  muerte  anterior  de  mía  ó  de  otra,  debe 
probarla;  á  &lta  de  pmeba,  se  presumen  muertas  al  mis- 
mo tiempo  7  no  tiene  lugar  la  transmisión  de  derechos 
de  vno  á  otro. 

'  Apt.  84.  Respecto  á  la  presunción  de  muerte  del 
ausente  y  sus  efectos,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  tí- 
tulo 8.^  de  este  libro. 


k 


OS  tres  artículos  transerítofl  refiórense  á  la  extiDción  de  la  personalidad 
físiea  ó  Datara!,  ó  lo  qoe  es  lo  mismo,  á  la  muerte  del  individuo  como  fia  de 
la  vida  humana  y  término  de  su  aptitud  jurídica  como  sujeto  agente  y  reci-, 
píente  del  derecho  que  no  traspasa  los  términos  del  sepulcro.  Mor  ornaos  m^- 
9it:  como  no  lo  traspasa  tampoco  en  orden  á  sus  responsabilidades  terrenas. 
La  criminal  se  extingue  en  cuanto  á  las  penas  personales  siempre  (4),  si  bien, 
rapeeto  de  las  pecuniarias,  sólo  cuando  á  su  fallecimiento  no  hubiere  recaído 
sentencia  firme. 

Los  derechos  y  deberes  que  hasta  su  muerte  le  asistieron  ó  afectaron,  pa- 
san, ipiofictó^  á  las  personas  que  le  suceden  ó  reemplazan,  y  por  ello  debe 
aquel  acontecimiento  hacerse  constar  de  un  modo  solemne  para  que  no  baya 
ineertidofflbre  en  los  efeetos  que  ocasiona.  La  ley  vigente  del  Registro  dvil« 
de  47  de  Junio  de  4870,  consagra  en  sus  artículos  76  al  95  disposiciones  eo* 
caminadas  á  aquel  fin,  y  las  completan  otros  posteriores. 

Las  restricciones  marcadas  de  la  personalidad  jurídica,  vanan  mucho  en 
cuanto  á  su  condición  y  efectos;  pues  mientras  unas  provienen  de  la  pro(Ma 
natnraleía,  otras  son  impuestas;  diferenciándose  además  por  sus  caracteres 
de  perpetoas  y  temporales,  absolutu  y  relativas.  Mas,  teniendo  cada  cual  de 
les  eÍDeo  estados  de  restricción  de  la  personalidad  jurídica  lugar  señalado  ea 
el  Código,  nos  reservamos  tratarlos  separadamente  en  la  ocasión  oportooa, 
en  donde,  sin  incurrir  en  redundancias,  podrán  quedar  con  los  preceptos  á  la 
▼ista  satisfactoriamente  resueltos. 

Dea  presunciones  de  muerte  subsiguen  en  el  Código  á  la  ahora  alodkb. 


(1}    Art.  las  d«l  Código  ponía. 
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La  primera  consiste  en  reputar  simultánea  la  acaecida  á  dos  personas,  si  en 
la  duda  no  se  jostifica  qne  premnrió  una  de  ellas;  y  la  segunda,  relativa  a) 
ausente,  respecto  del  cual  se  limita  á  la  remisión  al  tít.  S,^  de  este  libro  4.*^ 

Mas  en  cuanto  á  la  primera,  si  bien  el  concepto  sustancial  es  digno  de 
aplauso,  por  cnanto  acaba  con  la  serie  de  presunciones  del  derecho  histórico, 
derivadas  de  la  menor  resistencia  del  niño  y  de  la  mujer  en  el  trance  apurada 
de  la  muerte,  en  cambio  la  forma  en  que  se  expresa  no  puede  ser  más  inco- 
rrecta, como  atentatoria  de  las  reglas  sintáxicas.  Seguramente,  si  sólo  la  le- 
tra del  art.  33  debiera  enseñarnos  su  precepto,  la  confusión  sería  el  único 
Irato  de  su  repetida  lectura. 

Nunca  podríamos  entender  que,  porque  entre  dos  ó  más  personas  llamadas 
á  sucederse  se  dude  quién  de  ellas  ha  muerto  primero,  el  que  iostenga  la 
muerte  de  una  ú  otra  deba  probarlo,  so  pena  de  presumirse  muertas  al  mismo 
tiempo  y  que  no  tenga  lugar  la  transmisión  de  derechos  de  uno  á  oíro—á^ 
los  que  sostengan  la  muerte. 

Más  claro  resultaría  el  precepto  redactado  de  este  modo:  «Si  se  suscitase 
cuestión  sobre  quién  falleció  primero,  de  dos  ó  más  personas  difuntas  entre 
las  cuales  pudo  tener  lugar  la  sucesión,  el  qne  sostenga  que  una  murió  antes 
que  la  otra  deberá  probarlo,  y  en  su  defecto  se  presumirán  muertas  al  mismo 
tiempo,  sin  ocasionar  entre  sí  derechos  sucesorios  transmisibles  á  las  supervi- 
vientes.» 


CAPÍTULO  II 

■ 

De  las  personas  Jurídicas 


Ari.  35.    Son  personas  juridicae: 

1.^  Las  corporaciones,  aeociacioneB  y  fundaciones  de 
interés  público  reconocidas  por  la  ley. 

Su  personalid^  empieza  desde  el  instante  mismo  en 
que,  con  arreglo  á  derecho,  hubiesen  quedado  válidamente 
constituidas. 

2.^  Las  asociaciones  de  interés  particular,  sean  civi- 
les, mercantiles  ó  industriales,  á  las  que  la  ley  conceda 
personalidad  propia,  independiente  de  la  de  cada  uno  de 
los  asociados. 
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67.  La  diBposición  ñnal  derogatoria,  conteDÍda  en  el  Código  ci- 
vil, de  todos  lo6  cuerpos  legales,  usos  y  costumbres  que  constituyen 
el  derecho  civil  de  Castilla,  no  se  refiere  á  los  estatutos  ó  reglamen- 
t06  particulares  aprobados  para  su  régimen  interior  para  las  com-> 
pañias,  .asociaciones  ó  corporaciones  de  cualquier  clase  que  sean, 
pues  aun  cuando  en  ellos  se  consignen  obligaciones  para  las  per- 
sonas á  quienes  afectan,  no  derivan  de  ley  alguna  de  carácter  ge- 
geral,  sino  del  acuerdo  ó  consentimiento  individual;  ni  el  precepto 
contenido  en  el  art.  72  de  los  Estatutos  porque  se  rige  el  Colegio 
de  Procuradores  de  Madrid,  contradice  tampoco  precepto  alguno 
del  Código  de  los  especialmente  invocados  por  el  recurrente,  por- 
que ninguno  de  ellos  prohibe  al  mandante  y  al  mandatario  condi- 
cionar loe  términos  generales  del  mandato.— 5. 30  Abril  95, — G*  12 
Agosto, 


k 


.A  actividad  hnmana,  acumulando  sus  persoaales  aptitodes,  forma  núcleos 
más  ó  menos  extensoa  para  la  consecución  de  fines  qne  la  nnipersonalidad  no 
seria  suficiente  á  conseguir,  y  como  participan  de  los  caracteres  de  las  nni« 
dades  que  entran  en  sn  formación,  ó  sean  las  personas  físicas  ó  naturales,  se 
denominan  por  tal  relación  personas  jwidicas,  y  son  susceptibles  como  el 
bombre  de  derechos  y  obligaciones,  j,  por  lo  tanto,  con  capacidad  suficienle 
para  ser  sujeto  agente  ó  recipiente  del  derecho. 

De  éstas,  la  primera  en  importancia,  es  el  Estado,  porsu  preexistencia  y 
por  ser  la  qne  en  su  radio  de  acción  comprende  á  las  demás,  y  la  qne  garan- 
tiza el  orden  funcional  de  todas  ellas. 

Los  bienes  patrimoniales  del  Estado,  sus  derechos  y  sus  deberes,  relacio- 
nados con  otros  bienes,  deberes  y  derechos,  crean  una  reciprocidad  que  no 
podría  ser  eficax  y  efectiva  si  no  se  les  reconociera  la  necesaria  capacidad  in- 
herente á  las  personas.  T  así  como  en  éstas  se  aprecian  diferentes  cualidades 
y  situaciones  modificativas,  así  el  Estado  las  posee  en  relación  con  otras  po- 
testades, como  la  Iglesia,  y  se  rigen  por  lo  con  ella  concordado^  ó  como  en 
la  confederación  de  naciones  entre  sí,  qne  se  gobiernan  por  sus  constituciones 
federativas  aparte  de  las  suyas  particulares,  cual  Austria- Hungría,  el  Impe- 
lió abatan,  los  Estados  Unidos  de  América,  etc.,  y  dentro  de  cada  Estado,  los 
Hanicipios  y  las  Provincias— unidades  de  órdenes  inferior  y  respectivamente 
^superior,— cuya  suma  integra  la  unidad  nacional,  que  es  la  del  orden  supremo» 
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El  Estado  español,  cuyo  jefe  es  el  Monarca,  inviolable  mediante  la  respon- 
faiiilidad  de  sas  secretarios  los  Ministros,  se  rige  por  sa  ConstítQción  politíca 
vigente,  qne  es  la  promulgada  en  30  de  Jnnio  de  4876;  las  Provincias,  por  la. 
de  S9  de  Agosto  de  488S,  y  los  Municipios,  por  la  de  %  de  Octubre  de  4877, 
coya  jefatura  ejercen  respectivamente  ios  Gobernadores  civiles  y  los  Alcaldes 
en  cada  Ayuntamiento;  los  coales,  en  tal  representación,  tienen  las  facultades 
dimanadas  de  la  personalidad  jurídica  de  aquéllas,  que  empieza  desde  que  con 
arreglo  á  derecho  quedan  válidamente  constituidas,  aparte  del  ejercicio  de 
sos  públicas  funciones  políticas  y  administrativas  en  sus  grados  6  esferas  co- 
rrespondientes, cuya  distinción  es  de  suma  conveniencia  para  no  confundir  la 
respectiva  naturaleza  de  las  materias  múltiples,  aun  dentro  de  la  Administra- 
ción misma.  Asi,  lo  que  corresponde  á  la  facultad  discrecional  ó  gubernativa, 
de  la  que  comprende  á  la  reglada  ó  preestatuída;  la  de  carácter  público  por 
pertenecer  en  un  todo  á  los  servicios  generales,  uso  ó  aprovechamiento  del 
poeblo,  provincia  ó  nación,  de  la  que,  afectándoles  más  ó  menos  en  forma 
determinada,  no  revisten  enteramente  ese  carácter;  porque,  en  el  primer  t^o, 
no  se  hallará  más  que  á  la  Autoridad  constituida  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
cioúes,  que  no  admite  contradicción,  aunque  queden  para  después  la  restitu- 
ción material,  la  reparación  ó  la  indemnización  de  los  perjuicios  ocasionados 
por  la  debida  obediencia;  en  el  segundo,  se  mostrará  revestida  de  algunos 
privilegios  solamente,  y  ventilaremos  nuestros  derechos,  controvertidos  por 
el  Estado,  ante  un  tribunal  mixto  de  justicia  especialmente  creado  para  la 
llamada  materia  contencioso-administrativa;  y  en  el  últinx),  el  Estado  y  las^ 
corporaciones  que  le  integran,  despojados  de  todo  carácter  autoritario  y  pri- 
vilegiado, acudirán  en  virtud  de  sus  derechos  ó  deberes  á  reclamar  ó  respon* 
der  de  sus  actos  y  reintegrarse  ó  reintegrarnos  particularmente^  por  virtud  de 
la  resolución  de  los  Tribunales  de  justicia  de  la  jurisdicción  ordinaria,  como 
cualquier  individuo  en  ejercicio  de  su  capacidad  jurídica  personal,  sigeto, 

finalmente,  del  derecho. 

El  ejercicio  de  derechos  de  tan  diversa  índole  ocasiona  frecuentemente  con- 
ñtctos  de  jorisdicción  de  unas  Autoridades  ó  Tribunales  á  otros,  debidos  á  la. 
confdsión  bastante  fácil  en  el  deslinde  de  la  materia  á  qoe  afectan,  siendo 
freeoentes  los  casos  en  que  se  desatienden  reclamaciones  sustanciales  justas 
por  equivocación  en  la  clasificación  de  la  naturaleza  del  objeto  reclamado  (4). 

(1>  Bn  nuestros  Tratados  sobre  el  Derecho  -procesal  dé  Brpaña,  civü,  ertminal  y 
cofitencMto  adminittrativOf  están  oomprendidas  hasta  la  saciedad  las  disposioioiiea 
leigidatiTas  y  reglas  de  jarisprudenoia  que  acaban  de  fijar  el  concepto  aludido, 
difloil  por  lo  complejo  de  estadiar  aqnl.  Téase  un  ejemplo  algo  reciente  á  que  da 
«oaaión  la  inteligencia  de  este  art.  85  del  Código. 

Según  el  art.  72  de  la  ley  Honioipál,  es  de  la  ezolnsiva  competencia  de  lo» 
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TambiéQ  son  peraonu  jurídicas,  y  por  lo  Unto,  sájelos  del  derecho,  las 
asoeiadones  aatorízadas  debidamente  y  las  fandacíones»  que  se  consideran 
como  patrímonioa  adscríptos  á  determinado  ñn,  igualmente  aatorízadas  por 
la  ley  ú  otra  disposición  de  carácter  general  ó  particnlar,  en  cnya  constitu- 
ción bao  debido  concurrir  como  requisitos  indispensables:  la  pluralidad  de 
personas,  la  unión  moral  entre  ellas,  el  fin  á  que  aspiran  y  los  medios  para 
conseguirlo. 

Y  ttltimamente,  las  asociaciones  de  interés  particular  y  con  limitación  de 
üempo,  como  las  compañías,  bancos,  .empresas  y  sociedades  particulares, 
tíeneii  el  concepto  de  personas  jurídicas,  como  representación  acumulada  de 
sos  socios  independientemente  de  la  que  cada  individuo  tenga  por  sí  propio. 

Las  lelaeiones  de  estas  personas  jurídicas  con  el  extranjero  se  regirán: 
hs  que  aiectea  á  su  constitución,  vitalidad  y  desenvolvimiento,  po.r  estatuto 
personal,  ó  sea  por  la  ley  del  país  en  que  se  constituyan,  cualquiera  que  sea 
la  nadonalidad  de  los  asociados;  y  en  cuanto  al  modo  de  ejercitar  sus  dere- 
chos respecto  de  su  patrimonio  en  los  demás  Estados,  por  la  Ua  rei  iilm. 


Ari.  3tt.  Las  nflocíacioneB  á  que  se  reñere  el  núm.  2.^ 
del  atticalo  anterior,  se  regirán  por  las  disposiciones  reía  ti  > 
vas  al  contrato  de  sociedad,  según  la  naturaleza  de  éste. 


68.  Dictada  sentencia  ejecutoria  condenando  al  pago  de  cantidad 
á  una  Sociedad  mercantil,  si  las  únicas  diligencias  ordenadas  en  los 
satos  sobre  cumplimiento  de  aquélla,  se  han  dirigido  á  requerir  á 
los  hijos  y  herederos  de  uno  de  los  socios  para  que  manifiesten  si 
están  conformes  en  cumplir  la  ejecutoria,  con  tal  procedimiento 


AToiitemíeniM  todo  ooanio  se  refiere  á  la  ooustrnoción,  conservación  y  repara* . 
de  los  oaminos  vecinales;  mas  habiéndose  obligado  una  de  dichas  oorporacio- 
&  «nteegar  k  determinadas  personas  cierta  cantidad  en  varios  plasos,  para 
reJBtsgrsries  de  los  gastos  hechos  en  los  trabi^os  de  uno  de  aquellos  caminos,  y 
fonaignado  partida  especial  en  sn  presupuesto  con  tal  objetOi  por  Beal  decreto  de 
18  da  Abril  de  1868,  publicado  en  la  Oaoeta  del  28,  se  resolvió  que  la  reclamación. 
Judiéis  producida  contra  el  Ayuntamiento  es  procedente,  poi  tratarse  de  una  obli- 
gtttAbtk  meramente  civil  y  de  una  acción  personal  para  hacerla  efectiva,  cuya  oom- 
patsnoia  corresponde  4  la  jurisdicción  ordinaria,  como  procedente  del  anticipo  que 
da  ]*  aludida  suma  se  biso  por  los  demandantes  al  Ayuntamiento. 
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de  Himple  exploración  no  se  coarta  en  modo  alguno  la  libertad  de 
acción  ni  se  prejuzgan  bus  derechos,  antes  bien,  declarándose  que 
el  fallo  no  implica  que  posteriormente  se  planteen  y  resuelvan  las 
cuestiones  de  fondo  sobre  re  -ponsabilidad  de  los  mismosi  es  evi- 
dente que  la  sentencia  denegatoria  de  la  nulidad  de  dichas  actua- 
ciones no  infringe  los  artículos  35  al  38  del  Código. — S.  25  Abril 
91,— G.  16  Junio, 


Art.  37.  La  capacidad  civil  de  las  corporaciones  se 
regulará  por  las  leyes  que  las  hayan  creado  ó  reconocido;  las 
de  las  asociaciones  por  sus  estatutos;  y  la  de  las  fundacio- 
nes por  las  reglas  de  su  institución,  debidamente  aprobadas 
por  disposición  administrativa,  cuando  este  requisito  fuere 
necesario. 


69.  Prevaleciendo  como  fundamento  capital  la  voluntad  del  tes- 
tador  de  fundar  una  Escuela  de  Artes  libres  y  Oficios,  constituyendo 
como  heredero  sustituto  á  la  persona  que  estuviere  al  frente  de  la 
Real  Sociedad  Económica  de  Amigos  del  País,  no  obsta  ni  se  opo- 
ne á  la  sustitución  indicada  que  el  testador  usase  de  la  frase  cDi- 
rector»,  con  que  había  sido  conocido  anteriormente  el  Jefe  de  la 
Sociedad,  en  vez  de  la  de  cPresidente»,  con  que  se  ha  cambiado  al 
reformar  los  estatutos,  porque  con  aquel  nombre  se  han  dirigido  á 
éste  comunicaciones  oficiales,  sin  que  haya  surgido  dificultad  al- 
guna, y  ambos  cargos,  sin  más  diferencia  que  la  de  nombre,  han 
ejercido  y  ejercen  funciones  idénticas,  y  uno  y  otro  presuponen  y 
determinan  la  existencia  real  y  positiva  de  una  persona  cierta  y  no 
ignorada,  que  es  lo  que  requieren  los  artículos  772  y  773  del  Códi- 
go para  la  validez  del  nombramiento  de  heredero,  y  porque  el 
error  ó  equivocación  al  designar  el  cargo  sería  en  todo  caso  mera- 
mente accidental,  y  no  afecta  en  lo  esencial  á  la  personalidad  co- 
nocida del  heredero  sustituto— por  renuncia  del  instituido — ni  á 
á  la  virtualidad  y  eficacia  de  la  sustitución. — S.  21  Enero  95. — G^ 
16  Abnl 
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L  desaliño  y  falta  de  método  que  se  observa  generalmente  en  la  coloca- 
ción de  los  preceptos  del  Código,  hacen  qae  aquí  resolte  invertido  el  orden 
de  los  dos  artícnlos  transcriptos;  pnes  siendo  completamente  obligado  del  nú- 
mero  primero  del  art.  35  el  nno,  y  el  otro  del  número  segando,  deberían  co- 
cresponderse  en  orden  directo  y  no  en  el  inverso;  por  cierto  qae,  intercalados 
estos  artícalos  allí,  formando  párrafo  aparte  de  cada  uno  de  dichos  números, 
eomo  complementarios  qae  son  respectivamente  de  aquéllos,  evitábase  de  un 
lado  el  truncamiento  del  concepto  jurídico^  y  de  otro  el  empleo  de  la  numera - 
eión  excesiva  en  el  articulado,  de  que  el  Código  adolece. 

Ambos  artículos  se  extienden  á  determinar  la  capacidad  civil  de  las  perso- 
nas jurídicas  y  la  regla  de  derecho  que  las  rige;  y,  partiendo  del  principio  de 
que  donde  quiera  que  aparezca  una  entidad  que  gira  sobre  la  consecución  de 
on  fin  lícito  y  racional,  allí  hay  qae  reconocer  la  existencia  de  una  persoaa 
Jurídica,  tendremos,  como  consecuencia  indispensable,  que  considerarla  dota- 
da de  su  adecuada  capacidad  civil,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  aptitud  para  ser 
t^jeU>  agente  ó  recipiente  del  derecho.  Como  agente^  le  practica,  obra,  dispo- 
ne, se  obliga,  cumple  deberes  hacia  otros  y  reclama  de  otros  sus  derechos; 
eomo  recipiente^  los  acepta  y  los  posee  y  disfruta  (4). 

La  capacidad  civil  de  las  personas  jurídicas  tiene,  como  la  de  las  natura- 
les, sos  restricciones;  pero  así  como  en  aquélla  provienen  del  nacimiento — na- 
ddoi  6  postumos  y— del  sexo,  de  la  edad,  etc.,  en  éstas  surgen  de  la  misma  re- 
^la  de  derecho  ó  ley  que  las  rige,  según  su  naturaleza,  clase,  condición  y  eir- 
constancias;  y  de  ahí  la  necesidad  de  su  clasificación,  cual  determina  el  ar- 
Ifeolo  37  y  el  36  que  nos  ocupa. 

Las  resumiremos  en  esta  forma: 

Las  corporaciones  políticas  y  administrativas,  por  la  Constitución  del  Es- 
lado,  la  ley  Provincial  y  la  Manicipal,  referidas  en  el  comentario  anterior. 

Las  pertenecientes  á  la  Iglesia  católica,  cay  a  religión  es  la  del  Estado,  se- 
gún el  art.  44  de  la  Constitución  vigente,  por  lo  concordado  entre  ambas  po- 
testades (S). 

(1)  Sentimos  no  estar  conformes  con  la  infandada  distinción  entre  la  capad 
dad  Jurídica  y  capacidad  de  obrar,  en  qae  coinciden  ^generalmente  los  preceptores  de 
Dereeho,  pues  en  la  primera  está  comprendida  la  segunda  como  nna  de  sns  eir- 
cmtstannias,  y  ann  onando  alg&n  motivo  la  restrinja,  nunca  perderá  sa  concepto 
de  eapaoidad  jiuidioa,  más  ó  menos  limitada,  paro  siempre  jaridica,  esto  es,  de 
Aeredio,  y  de  derecho  civil,  por  lo  coal,  sincopando  la  frase,  consideramos  propia  !a 
Skdaptada  de  «capacidad  dvil». 

(9)     Táase  el  comentario  al  art.  88  en  lo  referente  á  la  declaración  de  la  oipa- 

11 
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Iab  demás  corporaciones,  qoe  deban  sa  creación  ó  reconocimiento  á  leyea 
especiales,  se  regulará  sa  capacidad  civil  por  lo  en  ellas  dispuesto. 

Las  asociaciones,  colegios,  etc.,  por  sus  estatutos  legítimamente  formados, 
y  las  fundaciones  por  las  reglas  de  su  institución,  debidamente  aprobadas  por 
disposición  administrativa  cuando  proceda. 

jLas  sociedades  meramente  civiles,  así  la  conyugal,  en  lo  que  le  es  res- 
pectivo, como  las  demás,  por  lo  preceptuado  en  este  Código,  artículos  4665  al 
1678  y  4700  al  1708. 

Las  sociedades  mercantiles,  bancos,  compañías,  etc.,  regularán  su  capaci- 
dad civil  por  Ip  que  dispone  el  Código  de  Comercio,|articulos  446  al  4Si,  470^ 
al  474y  SI8alS38. 

Finalmente,  otras  asociaciones  religiosas,  y  cuantas  autoriza  el  art.  43  de 
la  Constitución  del  Estado,  ya  sean  políticas,  científicas,  artísticas,  benéficas 
y  de  recreo,  ó  cualesquiera  otras  lícitas  que  no  tengan  por  único  y  exclusivo 
objeto  el  lucro  ó  la  ganancia;  los  gremios,  las  sociedades  de  socorros  mutuos, 
de  previsión,  de  patronato,  y  las  cooperativas  de  producción,  de  crédito  ó  de 
consumo,  siempre  que  no  se  rijan  por  los  Códigos  civil  ni  comercial,  ni  por 
leyes  especiales,  se  regularán  por  lo  preceptuado  en  la  ley  de  30  de  Junio  de 
1887,  llamada  de  Ásodaciones. 

En  consideración  á  lo  preceptuado  en  el  art.  46  del  presente  Código,  las 
deficiencias  de  las  leyes  especiales  que  regulan  la  capacidad  civil  de  las  per- 
sonas jurídicas,  se  suplirán  por  las  disposiciones  del  mismo  Código. 


Ari.  3S.  Las  personas  jurídicas  pueden  adquirir  y 
poseer  bienes  de  todas  clases,  asi  como  contraer  obligacio- 
nes y  ejercitar  acciones  civiles  ó  criminales,  conforme  á 
las  leyes  y  reglas  de  su  constitución. 

La  Iglesia  se  regirá  en  este  punto  pior  lo  concordado 
entre  ambas  potestades;  y  los  establecimientos  de  instruc- 
ción y  beneficencia  por  lo  que  dispongan  las  leyes  espe- 
ciales. 


ádad  civil  de  las  Comunidades  religiosas,  sin  la  limiiaoión  referente  k  la  interven- 
ción del  Bomano  Pontifioe,  ni  del  Diocesano,  según  la  resolución  de  la  DirecdÓB 
general  de  los  Registros  civil,  de  la  propiedad  y  del  Notariado,  de  90  de  Agosto^ 
delSM. 
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'OHO  Gonsecaencia  de  la  capacidad  civil  inhereote  á  las  personas  jarídi- 
cas,  está  eDtre  sns  faeoltades  la  correspondiente  al  derecho  de  propiedad,  qne 
pueden  ostentar  con  todas  sos  consecnencias  civiles  como  medios  indispon* 
sables  para  realísar  el  fin  qae  se  proponen . 

Así,  pves,  el  Estado,  iá  qoien  corresponden  en  pleno  dominio  sns  bienes  pa* 
tiiiBoniales  con  la  extensión,  y  ann  las  desmembraciones  propias,  tanto  en  el 
temtorio  nacional  como  fnera  de  él,  para  establecimiento  de  sns  representan- 
tes en  el  extranjero,  las  Diputaciones  provinciales  y  los  Ayuntamientos,  pne- 
den  poseer,  y  poseen  á  títnlo  de  dneños,  bienes  de  todas  clases  qne  constitu- 
yen SQ  patrimonio  como  personas  jurídicas;  y  como  consecuencia  de  ello,  ne- 
eesilaa  y  tienen  cuantas  &cultades  se  conceden  por  derecho  respecto  de  tales 
bienes  á  los  individuos,  pudiendo  ejercitar  las  acciones  civiles  y  criminales  y 
exeepeíonar  contra  ellas  como  un  particular  cualquiera. 

La  Iglesia  católica,  no  obstante  su  carácter  espiritual,  teniendo  que  cum- 
plir 80  misión  en  la  tierra  por  medio  de  los  hombres,  ocupando  lugares  ó  es- 
pacios en  el  territorio  para  erigir  sus  establecimientos,  seminarios,  conven- 
tos, etc.,  necesita  y  tiene  como  medios  materiales  también  sus  bienes,  cuyas 
eonveniencias  económicas  precisan  cambiar  da  forma,  operar  cpn  ellos,  y  de 
ahí  la  libertad  de  disposición  que  se  les  reconoce.  Verdad  es  que,  á  causa  de 
las  vidftitudes  porque  han  pasado  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado, 
han  surgido  á  su  tenor  leyes  y  otras  disposiciones  generales  que,  modificán- 
dole y  limitando  aquella  capacidad,  negaron  á  las  comunidades  el  derecho  de 
adquirir  á  titulo  singular  y  universal,  reservándolo  á  los  religiosos  solamente 
y  viceversa;  mas  hoy,  tan  claro  es  el  precepto  del  Código,  que  puede  decirse 
que  acabaron  aquellas  trabas  y  los  recelos  mantenidos  hasta  el  presente. 

La  Iglesia  católica  se  rige,  respecto  á  este  punto,  en  España  por  lo  con- 
cordado entre  [ambas  potestades,  puesto  que  así  debe  ser  considerada,  me-* 
diante  á  que  Jesucristo  instituyó  su  Iglesia  como  una  sociedad  perfecta,  inde- 
pendiente de  ios  poderes  temporales  y  con  todos  los  derechos  correspondien- 
tejt  á  un  Estado. 

Ahora  bien:  los  concordatos  se  estiman  por  unos  como  concesiones  que  el 
Somo  Pontífice  hace  á  los  Estados  católicos,  revocables  por  él  solo  cuando  lo 
creyere  oonveniente  ó  lo  aconsejare  el  bien  de  la  Iglesia;  mas  los  rega listas, 
por  el  contrario,  los  consideran  como  pactos  internacionales,  sólo  revocables 
por  ambas  potestades.  Pero  la  historia  enseña,  no  obstante,  casos  trascen- 
dealales  en  que  la  potestad  temporal  es  quien  de  hecho  modifica  lo  que  le  con- 
viene. 

Eolre  los  dilerentes  Concordatos,  cuya  importancia  es  más  histórica  que 
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efectiva,  existe  el  de  4737  sobre  contríbocióo  de  los  bienes  adquiridos  por 
eclesiásticos  7  manos  maertas;  y  el  de  4753  sobre  la  Real  presentación  de 
prelacias  y  provisión  de  piezas  eclesiásticas.  Pero,  en  cambio,  está  vigento  el 
de  4854,  al  cnal,  juntamente  con  el  de  4  de  Abril  de  4860,  debe  atenderse  para 
enantas  cuestiones  y  derechos  se  ventilen  sobre  la  materia. 

En  el  primero  de  éstos  se  dispone  que  «la  Iglesia  tendrá  el  derecho  de 
adquirir  por  cualquier  título  legítimo;  y  su  propiedad,  en  todo  lo  que  posee 
ó  adquiera  en  adelante,  será  respetada.  Por  consiguiente,  en  cuanto  á  las  an- 
tiguas y  nuevas  fundaciones  eclesiásticas,  no  podrá  hacerse  ninguna  supre- 
sión ó  unión  sin  intervención  de  la  Santa  Sede,  salvas  las  ñtcultades  que  com- 
peten á  ios  Obispos^  segün  el  Santo  Concilio  de  Trente». 

Y  en  el  de  4860  se  ratifica,  consignando:  «Primeramente,  el  Gobierno  de 
S.  H.  reconoce  de  nuevo  formalmente  el  libre  y  pleno  dominio  de  la  Iglesia 
para  adquirir,  retener  y  usufructuar  en  propiedad,  y  sin  limitación  ni  reserva, 
toda  especie  de  bienes  y  valores,  quedando  en  consecuencia  derogada  por  este 
convenio  cualquiera  disposición  que  le  sea  contraria^  y  señaladamente,  y  en 
cuanto  se  le  oponga,  la  ley  de  4. o  de  Mayo  de  4855. — ^Los  bienes  que  en  vir- 
tud de  este  derecho  adquiera  y  posea  en  adelante  la  Iglesia,  no  se  computa- 
rán en  la  dotación  que  le  está  asignada  por  el  Concordato.» 

También  deberán  tenerse  presentes  el  Real  decreto  de  14  de  Junio  de  4867 
é  Instrucción  de  S5  del  mismo  mes  y  año,  referente  á  capellanías  y  otras  fun- 
daciones piadosas. 

La  entidad  moral,  Iglesia,  diócesis,  provincia  eclesiástica,  convento,  co- 
munidades regulares  y  toda  asociación  religiosa  autorizada  por  la  disciplina 
eclesiástica,  tienen  en  España  y  en  las  provincias  de  Ultramar  indudable  per- 
sonalidad y  capacidad  para  adquirir  y  poseer  bienes,  y  para  contratar  y  com- 
parecer en  juicio  ejercitando  acciones  civiles  ó  criminales  como  corporacio- 
nes protegidas  y  amparadas  por  la  ley,  y  muy  especialmente  este  art.  38  del 
Código,  que  ha  derogado  toda  disposición  anterior  contraria,  y  entre  ellas  la 
Real  orden  de  44  de  Octubre  de  4849,  y  sus  referencias,  como  atentatorias  á 

* 

los  derechos  de  las  corporaciones  eclesiásticas  sobre  los  bienes  que  poseen  en 
el  Archipiélago  filipino,  cual  dispone  la  Real  orden  de  4  de  Diciembre  de  4890, 
Oaceta  de  9. 

Finalmente,  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil  y  de  la  propiedad 
y  del  Notariado,  en  resolución  de  SO  de  Agosto  de  4894,  Gaceta  de  44  de  Sep- 
tiembre, ha  reconocido  la  capacidad  civil  de  una  Comunidad  de  religiosos  para 
cancelar  la  obligación  hipotecaria  constituida  á  su  favor,  mediante  el  percibo 
de  la  cantidad  que  garantizaba,  sin  que  para  ello  necesitase  la  aprobación 
Pontificia  ni  la  intervención  del  Diocesano,  fundándose  en  que,  según  este  ar- 
tículo y  el  37,  la  capacidad  de  las  Comunidades  religiosas  se  rige  por  las  dis- 
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posicioDes  eanónieas,  qne  son  las  que  regulan  sn  vida  jarídica  como  entídades 
qee  se  desenvuelven  y  ñmeionan  en  el  seno  de  la  Iglesia,  considerando  que 
la  Extravagante  AmbíHosa  de  Paulo  II  y  el  decreto  dado  por  Urbano  Yin  en 
el  ano  46S4^  lo  qne  prohiben  es  toda  enajenaoión,  aeensamiento,  bipoteea^  ^ 
arrendamiento  por  mito  de  tres  años  y  enfitensis  qne  recaiga  sobre  bienes  de 
'as  iglesias  y  monasterios,  á  no  ser  qne  reunieren  uno  de  estos  tres  requisitos: 
eansa  de  necesidad,  evidente  utilidad  y  licencia  del  Romano  Pontífice  ó  de 
la  Congregación  del  Concilio,  y  qne  en  aquellas  prohibiciones  no  se  encuen- 
tra el  acto  de  la  extinción  de  una  hipoteca  por  haber  sido  íntegramente  satis- 
fecha la  cantidad  que  garantizaba,  pues  la  tendencia  de  ellas  es  evitar  el  em« 
pobrecimiento  y  dilapidación  de  las  Comunidades  regulares,  y  más  aún, 
cuando  los  preceptos  pontificios  referidos  no  están  en  vigqr  con  respecto  á  las 
Comunidades  de  regulares  que  se  hallen  ftiera  de  Italia,  por  haber  sido  dero- 
gado por  una  costumbre  contraria  que  reúne  las  condiciones  canónicas  nece- 
sarias para  ser  fuente  de  derecho,  cual  opina,  entre  otros,  el  eximio  canonista 
Bonix  en  su  tratado  de  Jure  reffulanum. 

En  cuanto  á  los  establecimientos  de  enseñanza,  rige  la  ley  de  Instrucción 

pAbiiea  de  4857  y  sus  reformas  de  S4  de  Diciembre  de  4876  y  26  de  Julio  de 

1878;  y  respecto  á  los  de  Beneficencia,  la  ley  de  20  de  Junio  de  4849  y  las 

Instrucciones  de  4875  y  4886;  siendo  aplicables  á  ambas  clases  de  personas 

jurídicas  las  teorías  generales  anteriormente  expuestas. 


Awt.  39.  Si  por  haber  espirado  el  plazo  durante  el 
cual  funcionaban  legalmente,  ó  por  haber  realizado  el  fin 
para  el  cual  se  constituyeron,  ó  por  ser  ya  imposible  apli- 
car á  éste  la  actividad  y  los  medios  de  que  disponían,  de- 
jasen de  funcionar  las  corporaciones,  aeociaciones  y  fun- 
dadonee,  se  dará  á  eos  bienes  la  aplicación  que  las  leyes, 
ó  loe  estatutos,  ó  las  cláusulas  fundacionales  les  hubiesen 
en  esta  previsión  asignado.  Si  nada  se  hubiere  establecido 
previamente,  se  aplicarán  esos  bienes  á  la  realización  de 
fines  análogos,  en  interés  de  la  región,  provincia  ó  muni- 
cipio que  principalmente  debieran  recoger  los  beneficios 
de  las  instituciones  extinguidas. 
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U  ALQÜIEB  A  qve  sea  U  cansa  que  agote  la  existencia  de  la  personalidad 
ica,  ocasionará  el  destino  póstnmo  de  sns  Inenes  materiales  á  sus  cansa- 
haUentest  A  semejanza  de  lo  qne  acontece  eon  loe  individuos  qne  fallecen* 
coyo  testamento  será  en  aquella  ocasión  la  serie  de  cUnsnlas  6  disposiciones 
qne  para  este  trance  se  hubieren  preestablecido;  y  á  falta  de  tales  disposiciones 
ó  de  su  ineficacia  é  imposibilidad  de  cumplimiento,  vendrá,  «digámoslo  así,  la 
sucesión  intestada,  ó  sea  el  llamamiento  que  determina  el  artículo  transcrito. 

La  región,  la  provincia  ó  el  municipio  que  principalmente  debiera  recoger 
les  beneficios  de  la  institución  extinguida,  será  la  adjudicataria  de  los  bienes 
relictos,  para  ser  aplicados  á  fines  análogos,  de  cuya  consecución  se  encarga* 
rán  respectivamente  los  Gobernadores  ó  los  Alcaldes,  en  representación  de  la 
personalidad  jurídica  que  reemplaza  á  la  inexistente. 

Si  ésta  fuese  disuelu  por  ilícita,  los  bienes  materiales  que  resulten  deberán 
destinarse  á  los  establecimientos  de  Beneficencia  del  domicilio  de  la  sociedad, 
y  en  su  defecto,  de  los  de  la  provincia. 

Tanto  las  corporaciones  como  las  fundaciones,  y  lo  mismo  las  asociacio- 
nes, pueden  ser  disueltas  por  ilícitas,  cuando  en  su  constitución  ó  en  su  fon* 
cionamiento  resulten  infringidas  precisamente  las  leyes  que  debieron  darlas 
vida,  puesto  que  no  puede  existir  válidamente  ningún  centro  que  sea  fuente 
de  conculcaciones  de  derecho,  y  en  este  caso,  en  que  la  institnción  se  consi- 
dera como  si  jamás  hubiese  existido,  como  en  los  demás  á  qne  el  artículo  que 
comentamos  se  refiere,  los  bienes  materiales  tendrán  el  destino  último  expre- 
sado, yendo  á  parar  á  los  establecimientos  de  Beneficencia,  según  va  expuesto, 
en  virtud  á  la  terminante  disposición  del  art.  4666  del  Código,  alusivo  á  las 
sociedades,  para  las  cuales  proclama  la  necesidad  de  que  las  informe  un  objeto 
lícito»  aquellos  bienes  de  todo  género  que  pertenecieron  á  las  soledades  con- 
traventoras de  ese  principio  de  justicia.  Los  jefes  de  los  aludidos  estableci- 
mientos darán  á  dichos  bienes  la  inversión  qne  sus  reglamentos  ó  estatntos 
tengan  establecido,  á  fin  de  que  reporten  el  adecuado  servicio  á  la  casa  y  á  los 
en  ella  acogidos. 


TÍTULO  III 


Del  domicilio. 


Ari.  40.  Para  el  ejercicio  de  los  derechos  y  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  civiles,  el  domicilio  de  las 
personas  naturales  es  el  lugar  de  su  residencia  habitual; 
y  y  en  su  caso,  el  que  determine  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

El  domicilio  de  los  diplomáticos  residentes  por  razón 
de  su  cargo  en  el  extranjero,  que  gocen  del  derecho  de  ex- 
traterritorialidad, será  el  último  que  hubieren  tenido  en 
territorio  español. 


70.  Cuando  una  persona  sea  vecino  de  un  lugar  distinto  al  en 
qoe  tenga  su  domicilio,  no  es  la  vecindad  la  que  surte  fuero  en  el 
•caao  de  competencia,  sino  el  domicilio,  cuando  éste  y  no  aquélla 
es  lo  que  expresa  la  ley,  como  acontece  respecto  del  abintestato. — 
5. 21  Nov.  89.-^0.  25  Dic. 

71.  El  lugar  en  donde  hubiese  tenido  el  finado  su  último  domi- 
cilio seguirá  reputándose  como  tal,  sin  que  obste  que  con  anterio- 
ridad lo  hubiese  tenido  en  otro  lugar,  para  los  efectos  del  juicio  de 
abintestato,  y  el  Juez  á  que  dicho  lugar  corresponda  será  el  compe- 
tente para  conocer  del  juicio. — S,  10  Nov.  92.— 0. 17  Dic. 

72.  Versando  la  demanda  sobre  distribución  de  una  herencia,  ea 
Juez  competente  el  que  conoció  de  la  testamentaría  en  el  lugar 
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•  

donde  el  finado  tuvo  bu  último  domicilio.— 5.  10  Feh.  92. — (?.  del 
26  id. 

73.  El  domicilio  de  las  mujeres  casadas  que  no  estén  legalmen- 
te  separadas  de  eus  maridos,  es  el  que  éstos  tengan;  cuyo  principio 
no  puede  destruirse  por  el  hecho  de  vivir  en  puntos  diferentes, 
puesto  que  la  separación  no  legal  de  los  cónyuges  no  debe  ser  teni- 
da en  cuenta  para  los  efectos  de  determinar  la  competencia  del 
Juez  en  el  depósito  de  la  mujer.— 6'.  15  Abril  91.— G.  25  Julio. 

74.  El  domicilio  legal  del  empleado  es  el  pueblo  en  que  sirve 
su  destino,  conforme  al  art.  67  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
— iSr.  22  Mayo  98,— G.  15  Agosto. 

75.  El  lugar  designado  por  el  librador  de  una  letra  como  domi- 
cilio del  librado,  en  donde  éste  la  acepta^  es  en  el  que  se  produce  la 
obligación  de  satisfacerla  y  la  competencia  del  Juez  para  la  de- 
manda ejecutiva.— íS.  21  Agosto  y  4  Dic.  90. — G.  5  Sep.  y  26  Dic. 


D, 


OMICILIO  68  el  Ingar  donde  se  mora,  el  aposento  de  no  individao,  donde 
reside  y  tiene  sn  casa  habitación  para  sn  persona  y  los  individaos  no  emanci- 
pados de  sn  familia,  á  los  qne  se  llama  domiciliadot  en  la  ley  Municipal,  por 
formar  parte  de  nn  domicilio.  Este  interesa  por  ignal  á  las  leyes  civiles  y  á 
las  procesales;  á  éstas,  porque  suelen  ser  la  base  de  la  competencia  judicial,  y 
á  aquéllas,  porqne  fijan  el  lugar  donde  funciona  toda  perspnalidad. 

£1  domicilio  está  subordinado  á  la  libertad  de  acción  qne  toda  persona  tie- 
ne para  fijarlo  en  el  punto  qne  mejor  le  cuadre  y  éste  será  á  su  vez  el  de  los 
individuos  de  su  familia;  mas  para  tener  por  tal  domicilio  el  nuevo,  borrando 
eil  anterior,  s  era  necesario  que  el  posterior  se  adquiera  con  el  determinado 
propósito  de  ser  permanente  y  definitivo,  y  no  accidental,  interino  ni  por 
tiempo  más  ó  menos  calculadamente  limitado. 

Guando  se  tiene  residencia  alternativa,  la  más  habitual,  la  que  contenga 
el  núcleo  del  negocio,  industria,  comercio,  etc.,  que  constituya  el  estado  ei* 
vil  de  su  dueño,  ese  será  su  domicilio. 

Según  los  diatintoa  aspectos  que  ocasione  la  consideración  del  domicilio» 
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así  Umbiéii  podrán  eonsnltane  para  so  delimitación  los  preceptos  legales  del 
orden  ó  la  materia  correspondiente. 

La  ley  Mnnicipali  con  sn  clasificación  de  residentes  y  transeantes  y  la  sub- 
división de  aquéllos  en  vecinos  y  domiciliados— arts.  4  4  al  46, — y  la  de  En- 
juiciamiento civil  en  sus  arts.  64  ai  69,  han  establecido  las  reglas  qne  deben 
tenerse  presentes  para  acabar  de  formar  idea  de  las  mutaciones  y  cambian- 
tes que  la  vida  práctica  legal  requiere,  según  los  casos^  y  que  la  jurispru- 
ienda  ha  llegado  á  distinguir  hasta  lo  infinito,  sobre  la  base  de  la  vecindad  y 
el  domicilio  de  las  personas,  bajo  el  punto  de  vista,  especialmente,  de  la  com^ 
pelenda  de  los  Jueces  ó  Tribunales  fundada  en  el  fuero  del  domicilio. 

Entre  los  tratadistas  de  Derecho  internacional  se  reconoce  como  domicilio 
de  origen:  4.*,  del  hijo  legítimo  ó  legitimado,  viviendo  el  padre,  el  que  éste 
tenga:  2.^,  el  hijo  ilegítimo  y  el  postumo  tendrán  por  domicilio  el  de  la  ma- 
dre: 3.*,  el  de  padres  desconocidos  ó  expósito,  tendrá  el  del  país  de  su  naci- 
miento ó  el  en  que  se  le  haya  encontrado. 

Y  como  domicilio  legal:  el  del  menor  no  emancipado  y  el  de  los  sujetos  á 
látela,  loidrán  por  domicilio  el  déla  persona  de  quien  dependan  jurídicamen- 
te; y  el  de  la  mujer  casada,  el  del  marido,  salvo  los  casos  en  que  éste  se  tras- 
lade al  extranjero  ó  á  Ultramar  abandonando  á  aquélla. 

El  domicilio  legal  de  los  empleados  será  el  pueblo  en  que  sirvan  su  desti- 
no; y  cuando  por  razón  de  él  ambularen  continuamente,  se  considerarán  domi* 
dliadoi  en  el  pueblo  en  que  vivieren  más  frecuentemente. 

El  domicilio  legal  de  los  militares  en  activo  servicio,  será  el  del  pueblo  en 
qoe  se  bailare  el  Cuerpo  á  que  pertenezcan  cuando  se  hiciere  el  emplazamien- 
to—art.  €8  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil— ó  la  reclamación  formal  del 
cDmplimieBto  de  la  obligación. 


Art.  *11 .  Gaando  ni  la  ley  que  lae  haya  creado  ó  re- 
conocido, ni  lo8  estatutos  ó  las  reglas  de  la  fundación  fija- 
ren el  domicilio  de  las  personas  jurídicas,  se  entenderá 
que  lo  tienen  en  el  lugar  en  que  se  halle  establecida  su 
representación  legal,  ó  donde  ejerzan  las  principales  fun- 
ciones de  su  instituto. 


76.  Para  decidir  cuestiones  de  competencia  por  razón  del  domi- 
cilio de  una  Sociedad  demandada,  hay  que  distinguir  entre  el  do- 
micilio de  aquélla  j  el  de  los  que  la  dirigen,  demostrando  más  y 
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más  la  exactitud  de  esta  apreciación  lo  diepueeto  en  el  axt.  41  del 
Código  civil,  que  si  bien  establece  como  regla  para  fijar  el  domicilio 
de  las  personas  jurídicas,  que  se  entienda  como  tal,  el  lugar  donde 
tenga  su  representación  legal  ó  se  ejerzan  las  principales  fun- 
ciones de  su  instituto,  admitiendo  la  aplicación  de  dicha  regla 
sólo  cuando  ni  la  ley  que  haya  creado  ó  reconocido  dichas  perso* 
ñas,  ni  los  estatutos  de  su  fundación  hubiesen  fijado  aquél.— &  IB 
Nov.  92.— G.  8  Dic. 


F. 


UNDÁKDOSE  los  aetog  qne  constitoyen  domicilio  en  las  relAciODeB  na» 
torales  de  la  vida  hnmana,  es  necesario  asignar  á  las  entidades  morales  ó  per- 
sonas jurídicas  nn  domicilio  convencional,  partiendo  de  sns  condiciones  más 
estables,  y  en  primer  lagar,  sn  radicación.  Así,  pnes,  se  reputa  como  domici- 
lio de  los  hospitales,  iglesias,  universidades  y  demás  establecimientos  de  esta 
clase  el  lugar  en  que  se  hallen  situados.  Los  establecimientos  industríales  y 
mercantiles,  sociedades,  bancos,  compañías,  etc.,  tendiín  su  domicilio  en 
donde  sus  estatutos,  reglamentos  ó  escritura  social  designen,  y  á  falta  de  tal 
especificación,  se  reputará  domicilio  de  aquéllas  el  lugar  en  que  se  halle  es- 
tablecida su  representación  legal  ó  donde  ejerzan,  como  expresa  él  artículo 
que  nos  ocupa,  las  principales  funciones  de  su  instituto. 

El  domicilio  legal  de  los  comerciantes  en  todo  lo  que  concierne  á  actos  ó 
contratos  mercantiles  y  á  sns  consecuencias,  será  el  pueblo  donde  tuvieren  el 
centro  de  sus  relaciones  comerciales.  Los  que  tuvieren  establecimientos  mer- 
cantiles á  su  cargo  en  diferentes  partidos  judiciales,  podrán  ser  demandados 
por  acciones  personales  en  aquel  en  que  tuvieren  el  principal  establecimiento, 
ó  en  el  que  se  hubieren  obligado,  á  elección  del  demandante. 

Esta  misma  teoría  será  aplicable  según  el  art.  66  de  la  ley  da  Enjuicia- 
miento civil,  en  cuanto  al  domicilio  de  las  compañías  civiles  y  mercantiles, 
cuando  no  resulte  determinado  en  la  escritura  ó  estatutos  de  la  aludida 
ciedad  el  domicilio  de  la  misma. 


TÍTULO  IV 


Del  matrimonio 


CAPÍTULO  PRIMERO 


I>isx>08icíoTie8  g-eiierales 


SECCIÓN  PRIMERA 

DS  LAB  FOBMAB  DEL  MATRIMONIO 


Ari.  4L9.  La  ley  reconoce  dos  formas  de  matrimo- 
Dio:  el  canónico,  que  deben  contraer  todos  los  que  pro- 
fesen la  Religión  católica;  y  el  civil,  que  se  celebrará  del 
modo  que  determina  este  Código. 


77.  La  plática  dirigida  á  sus  feligreses  por  un  Párroco,  no  tuvo 
otro  objeto  ni  más  alcance  que  el  de  impugnar  como  ilícito  é  ile- 
gal el  matrimonio  civil  celebrado  entre  personas  que  profesan  la 
Religión  católica,  cuya  doctrina  puede  sostenerse  por  estar  sancio- 
nada en  los  artículos  42  y  75  del  Código,  al  reconocer  dos  formas 
de  matrimonio:  el  canónico,  que  deben  celebrar  los  católicos  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  la  Iglesia  y  del  Santo  Concilio  de 
Trento,  admitidas  como  leyes  del  Reino,  y  el  civil,  reservado,  con 
laa  formalidades  que  prescribe  el  art.  86  y  siguientes  de  dicho 
caerpo  legal,  para  los  que  no  profesan  el  dogma  católico;  en  sa 
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coDsecuencia,  las  frases  más  ó  menos  impropias  alusivas  á  la  for- 
ma civil  del  matrimonio,  que  no  puedan  considerarse  como  insul- 
to, amenaza  ó  injuria  á  la  autoridad  ó  á  sus  agentes,  no  son  cons- 
titutivas de  delito,  por  más  que  puedan  ser  justamente  censura- 
das como  innecesarias,  inadecuadas  é  impropias  del  sagrado  lugar 
y  de  la  mansedumbre  que  debe  resplandecer  en  un  Ministro  de  la 
Religión  católica.— /S.  10  Junio  93.— Q.  28  Octubre. 


k 


.A  sociabilidad  homana,  impoesta  por  la  indispensable  comanicación  para 
la  vida  racional  del  bombre,  le  coastitoye  en  el  deber  de  formar  parte  de 
agrapaciones  mas  ó  menos  extensas,  donde  desenvuelve  sos  aptitades  y 
realiza  su  existencia  dentro  de  on  orden  social  garantizado  por  la  Ck>n8titn- 
ción  del  Estado  nacional,  confederado  ó  independiente,  compuesto,  como  diji- 
mos al  tratar  la  personalidad  jurídica,  de  unidades  de  órdenes  gradualmente 
inferiores  basta  llegar  á  la  familia,  cuyo  fundamento  descansa  en  la  más  nata- 
ral  y  obligada  de  las  asociaciones  individuales,  en  la  sociedad  conyugal,  re- 
clamada recíprocamente  por  la  media  naturaleza  puesta  en  cada  uno  de  los  dos 
sexos  para  la  propagación  de  la  especie  bumana  mediante  la  procreación, 
y  que,  ajustada  á  reglas  preestablecidas,  recibe  el  nombre  de  matrimonio,  den- 
tro del  cual  se  integran  todas  las  demás  condiciones  de  una  sociedad  perfecta. 

Matrimonio  es,  pues,  unián perpetua  del  hombre  y  la  m%fer  en  perfecta  ca- 
municacúhí  de  la  vida  para  realizar  los  fines  de  la  familia.  Se  ha  considera- 
do á  ésta  como  la  célula  social,  y  rectificando  aquí  lo  que  entendemos  un 
error  de  concepto,  atribuimos  aquella  propiedad  sólo  al  matrimonio,  genera- 
dor de  la  familia  con  el  factor  de  la  relación  sexual,  puesto  que  divorciados  el 
uno  del  otro,  jamás  realizarían  la  reproducción,  que  unida  á  la  nutrición,  co- 
mún á  ambos,  completan  la  esencia  vital  de  todo  simple  organismo  en  sus  tres 
unidades,  anatómica^  fisiológica  ^  genéUea. 

En  el  matrimonio  hay  que  apreciar,  como  en  todo  lo  que  á  la  personali- 
dad humana  es  inherente,  el  aspecto  fisico  y  el  aspecto  mural;  y  en  el  pri- 
mero, la  diferencia  del  sexo,  el  amor  conyugal  y  la  procreación;  al  paso  que 
en  el  segando  se  comprenden  la  comunidad  de  la  vida,  la  fidelidad  y  mutua 
asistencia  de  los  esposos  y  la  protección  y  educación  de  la  prole.  Aspectos 
inseparables,  porque  si  los  fines  puramente  materiales  establecen  la  base  na- 
tural de  la  unión,  en  cambio  los  fines  morales  la  estrechan  y  completan,  vi- 
niendo á  convertirla  en  un  crden  ó  condición  de  vida  superior  á  la  voluntad 
individual. 
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La  importanda  de  tal  unión  en  todo  tiempo  reconocida  j  SQ  trascendencia, 
motíTó  sa  dimizaeión  y  la  concarreneia  de  formalidades,  ritos  y  eeremo- 
nías  qae  las  edades  y  los  poeblos  han  ido  perpetuando  en  sa  celebración,  y 
en  la  Iglesia  católica  es  ei  séptimo  de  los  Sacramentos.  Según  ésta,  el  matri- 
aK>DÍo  fné  instituido  por  Dios,  creando  al  hombre,  Adán,  para  vivir  en  so- 
ciedad, y  así,  pues,  le  dio  nna  compañera,  Eva,  según  el  Génesis  qne  los  cris- 
tianos y  los  israelitas  conservan  firmemente  en  sus  creencias,  de  coyas  enti- 
dades conyugales  procede  la  tercera  entidad,  ó  sea  el  hijo,  que  á  su  vea 
completa  una  nueva  entidad,  llamada  familia  natural,  remedo  de  lá  Trinidad 
divina,  como  el  hombre  es  la  imagen  de  la  unidad  de  Dios. 

De  la  familia  resulta  el  poder,  y  de  su  ejercicio  el  gobierno  patriarcal,  en 
él  que  él  padre  ostenta  la  potestad  suprema,  la  madre  la  autoridad  inferior  ó 
intermedia,  y  el  primogénito  la  ínfima  ó  supletoria.  La  autoridad  paterna  se 
extiende  á  los  hijos  de  sus  hijos,  y  de  esta  manera  las  familias  forman  el 
pueblo,  unidad  municipal;  estas  unidades  suman  provincias,  y  las  provincias 
el  Estado,  que  es  la  unidad  suprema  nacional. 

La  tolerancia  religiosa  establecida  en  los  modernos  Estados,  ha  ocasiona- 
do la  secularización  del  matrimonio,  y  en  España,  por  la  tolerancia  de  cultos, 
admitida  en  la  base  14  déla  Constitución  vigente,  se  conocen  dos  formas 
de  celebración  del  matrimonio,  la  canónica,  que  es  la  correspondiente  á  la 
religión  católica  del  Estado,  y  la  civil,  que  deberán  emplear  los  que  profesen 
otra  distinta  religión,  y  los  que  no  profesen  ninguna,  ya  sean  españoles  los 
contrayentes  ó  procedan  de  cualquiera  otra  nación. 

Ahora  bien:  el  bautismo  que  recibiera  cualquiera  de  los  contrayentes, 
abriéndole  las  puertas  de  la  Iglesia  católica  y  la  inscripción  en  el  padrón  pa- 
rroquia], no  empecerá  el  que,  no  profesando  luego  esta  religión,  pueda  acu- 
dir á  la  forma  civil  para  la  celebración  del  matrimonio,  sin  que  para  ello  le 
sean  precisos  más  requisitos  que  expresar  su  deseo  en  la  declaración  escrita 
que  preceptúa  el  art.  86  del  Código,  pues  esta  circunstancia,  unida  al  hecho 
personal  de  la  ratificación  en  dicha  solicitud  ante  el  Juez  municipal  correspon  - 
diente,  aegún  dispone  el  art.  89,  será  suficiente  motivo  para  considerar  á  los 
interesados  como  extraños  á  la  religión  católica  y  en  condiciones  de  la  forma 
dvil  para  la  celebración  del  matrimonio,  el  cual  producirá  para  los  contra- 
yentesy  los  mismos  efectos  civiles  que  para  los  católicos  el  celebrado  in  fuete 
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SBOCIÓN  SEGUNDA 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  LAS  DOS  FOBHAS  DE  HATRDCONXO 


Art.  43.  Los  esponsales  de  futuro  no  producen  obli- 
gación de  contraer  matrimonio.  Ningún  Tribunal  admi- 
tirá demanda  en  que  se  pretenda  su  cumplimiento. 


k 


.A  doctrina  de  este  artíeolo  fdé  consignada  en  el  3.**  de  la  lej  del  Matri- 
monio civil  de  4870,  y  la  frase  calificativa  de  futuro  no  quiere  decir  qne  ex- 
cluya á  los  de  presente  que  no  necesitan  exclusión  por  no  ser  tales  esponsa- 
les, sino  verdadero  inatrimonio.  Los  de  fatoro,  como  dice  un  reputado  jurís- 
coiisulto,  ligando  anticipadamente  las  voluntades,  eran,  en  manos  de  un  se- 
ductor hábil,  un  arma  para  combatir  la  virtud  de  una  joven  apasionada,  y  en 
las  de  una  mujer  artera,  un  lazo  para  enredar  á  un  hombre  locamente  ena* 
morado;  y  más  de  una  vez  algunos  padres  y  tutores  empleaban  los  esponsales 
de  futuro  para  asegurar  sus  combinaciones  de  interés^  de  ambición  ó  vani- 
dad, comprometiendo  anticipadamente  á  sus  hijos  ó  pupilos. 

La  Iglesia  no  ha  reformado  su  legislación  en  lo  referente  á  esponsales,  y 
pudieran  tal  vez  considerarse  vigentes  con  relación  al  matrimonio  canónico 
las  decretales  que  tratan  de  la  materia;  mas  convence  de  lo  contrario,  que  la 
Iglesia  ha  deferido  siempre  en  este  asunto  á  las  disposiciones  de  la  potestad 
temporal,  con  tal  de  salvar  lo  que  es  esencial  en  el  matrimonio,  su  naturaleza 
sacramental,  su  carácter  de  perpetuidad  y  las  formas  rituales  de  su  cele- 
bración. 

Ahora  bien:  si  ante  Tribunales  españoles  se  dedujese  demanda  por  un  ex- 
tranjero, haciendo  valer  los  esponsales  de  futuro  contraídos  en  su  nación  con 
arreglo  á  las  leyes  allí  vigentes,  aquí  habría  que  admitir  y  sustanciar  la  de- 
manda según  la  lex  lod  contraclus  y  lo  dispuesto  en  el  art.  41  de  este  Có- 
digo, pues  que  su  cumplimiento  no  contraria  el  orden  público  ni  las  buenas 
costumbres. 


Art.  44.    Si  la  promesa  se  hubiere  hecho  en  docu- 
mento público  ó  privado  por  un  mayor  de  edad  ó  por  un 
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iQ^nor  asifitído  de  la  penona  cuyo  consentimiento  sea  ne- 
cesazio  para  la  celebración  del  matrimonio,  ó  si  Be  hubie- 
ren publicado  las  proclamas,  el  que  rehusare  casarse  sin 
justa  causa,  estará  obligado  á  resarcir  á  la  otra  parte  los 
gastos  que  hubiese  hecho  por  razón  del  matrimonio  pro- 
metido. 

La  acción  para  pedir  el  resarcimiento  de  gastos  á  que 
se  refiere  el  párrafo  anterior,  sólo  podrá  ejercitarse  den- 
tro de  un  año,  contado  desde  el  dia  de  la  negativa  á  la  ce- 
lebración del  matrimonio. 


p 


X  ABSCB  este  artículo  excepción  del  anterior;  porque  si  los  esponsales  no 
produeen  obligaeión  de  contraer  matrimonio,  pudieran  comprenderse  en  un 
solo  articulo  las  prescripciones  de  los  dos,  redactándole  en  esta  forma:  «Los 
esponsales  no  producen  obligación  de  contraer  matrimonio;  pero  si  éste  no  se 
celebra  después  de  publicadas  las  proclamas,  el  contrayente  que  impidiese  la 
celebración,  satisfará  al  otro  los  gastos...,  etc.i>  De  esta  masera  se  evitaba  el 
eontraseiitido  de  sentar  un  principio  absoiuio  para  destruirlo  después,  quitando 
primaro  todo  efecto  á  los  esponsales  que  llama  de  futuro,  y  aceptándolos  luego 
en  doeomento  ptd>lico  ó  privado,  siquiera  sea  para  resarcir  los  gastos  j^recur- 
al  matrimonio  frustrado.  Esto,  sin  embargo,  no  procederá  si  media  justa 
^  por  qemplo,  por  el  mutuo  disenso,  como  todas  las  convenciones  entre 
particalares;  por  matrimonio  de  uno  de  los  contrayentes,  recepción  de  orden 
sagrado,  ingreso  en  religión ,  enfermedad  duradera  contagiosa  ó  que  le  desii- 
gare  ó  le  haga  incapaz  para  el  matrimonio;  por  ausencia  é  ignorado  paradero 
no  proeurados  de  propósito,  por  conocimiento  posterior  de  alguna  de  las  causas 
corapieadidas  en  los  artículos  45,  83  y  8á,  ó  de  ajguno  de  los  impedimentos 
ée  derecho  canónico;  pudiendo  considerarse  también  como  causa  justa,  el  ha- 
ber veoidp  el  contrayente  al  estado  de  pobreza  por  pérdida  de  empleo  ó  de 
lortnna. 

El  lesareimiento  de  gastos  que  expresa  el  artículo,  no  debe  confundirse 
coa  la  indemnización  de  peijuicios;  pues  aquéllos  se  contraen  solamente  al 
leembolao  de  lo  invertido  como  preciso  para  la  realización  del  matrimonio, 
doennientadón  y  actuaciones  necesarias^  donas,  moviliario  de  la  futura  mo- 
rada, etc.,  que  bnluese  sido  satisfecho  por  razón  del  matrimonio  prometido  y 
noeiactnado* 
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Art.  45.    Está  prohibido  el  matrimonio: 

1.^  Al  menor  de  edad  que  no  haya  obtenido  la  licen- 
cia, y  al  mayor  que  no  haya  solicitado  el  consejo  de  las 
personas  á  quienes  coiresponde  otorgar  una  y  otro  en  loa 
casos  determinados  por  la  ley. 

2.^  Á  la  viuda  durante  los  trescientos  un  días  siguien- 
tes á  la  muerte  de  bu  marido,  ó  antes  de  su  alumbramien- 
to,  si  hubiese  quedado  encinta,  y  á  la  mujer  cuyo  matri- 
monio hubiera  sido  declarado  nulo,  en  los  mismos  casos 
y  términos,  á  contar  desde  su  separación  legal. 

3.^  Al  tutor  y  sus  descendientes  con  las  personas  que 
tenga  ó  haya  tenido  en  guarda  hasta  que,  fj^necida  la  tu- 
tela, se  aprueben  las  cuentas  de  su  cargo;  salvo  el  caso  de 
que  el  padre  de  la  persona  sujeta  á  tutela  hubiese  autori- 
zado el  matrimonio  en  testamento  ó  escritura  pública. 


78.  Si  cuando  la  ley  exige  condiciones  más  ó  menos  esenciales 
para  la  celebración  de  los  matrimonios,  pudiera  entenderse  lógica 
y  racionalmente  que  se  hallan  prohibidos  los  que  se  realizan  faltan 
cualquiera  de  ellas,  aun  cuando  después  de  celebrados  se  les  reco- 
do á  i^ozcan  efectos  legales  por  consideraciones  de  orden  superior» 
resulta  más  ostensible  la  trascendencia  de  la  infracción  cuando  el 
legislador  declara  en  absoluto  la  prohibición  de  celebrar  determi- 
nados matrimonios,  cual  es  la  contenida  en  el  art.  45  del  Código  ! 
civil  vigente,  que  expresa  y  terminantemente  prohibe  el  matrimo- 
nio al  mayor  de  edad  que  no  haya  solicitado  el  consejo  de  las  per- 
sonas á  quienes  respectivamente  corresponde  otorgarle,  acreditan- 
dolo  por  alguno  de  los  medios  prescritos  en  el  art.  48.  En  este  su- 
puesto, el  que  autorice — Juez  ó  Párroco— un  matrimonio  prohibido 
por  la  ley  de  tal  modo,  incurrirá  en  la  sanción  del  art.  493  del  Có- 
digo penal  vigente  en  la  Península  (1),  498  del  que  rige  en  Cuba 
y  Puerto  Rico.Sents.  19  y  23  Abril  92,-^0,  27  Sep. 

fl)  SI  Código  de  1970  no  pena  expresamente  al  Párroco,  porque  en  aquaUa  épo- 
ca no  tenia  valor  civil  el  matrimonio  canónico,  por  lo  cual,  debiendo  interprolar- 
se  restrictivamente,  como  todos  loa  preceptos  penales,  la  responsabilidad  an  esfe» 
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jlX  PBECAYEB  los  riesgos  de  la  inexperiencia  de  los  jóvenes  contrayen- 
tes, legitimar  la  procedencia  de  la  prole  y  garantir.ar  los  bienes  de  los  pupilos, 
tienden  respectivamente  ios  tres  numerados  preceptos  del  artículo  que  nos 
oenpa,  fortaleciendo  á  la  vez  los  vínculos  de  la  familia  y  el  respeto  al  jefe  re* 
conocido  de  la  misma,  en  el  acto  más  trascendental  y  delicado  de  nuestra 

existencia. 

Algunas  reflexiones  serán  bastantes  para  el  comentario  de  este  artículo. 

El  viudo  ó  viuda  á  quien  ya  les  fué  otoigada  licencia  para  casarse,  ¿necesita- 
rán obtenerla  también  para  contraer  segundas  nupcias  durante  su  menor  edad, 
ó  solicitar  el  consejo  siendo  mayores?  Creemos  que  sí,  aunque  no  faltan  razo- 
nes en  contrario,  fandándontis  en  que  el  texto  no  distingue  respecto  al  estado 
da  los  contrayentes. 

£n  cambio,  dist'qguc  sólo  al  padre,  con  la  facultad  de  otorgar  autorización 
en  testamento  ó  escritura  pública  para  que,  con  sus  menores  hijos,  pueda  con- 
traer oíatrimonio  el  tutor  ó  sus  descendientes  antes  de  aprobarse  las  cuentas 
de  la  tutela,  lo  cual  entendemos  extensivo  á  la  madre  cuando  ésta  ejerce  la 
patria  potestad;  porque,  á  más  de  no  encontrar  razón  en  contra,  vienen  á  conr 
firmárnosla  los  dos  artículos  siguientes,  que  atribuyen  la  facultad  de  conce- 
der la  licencia  ó  el  consejo,  según  los  casos,  á  la  madre,  cuando  el  padre  fal- 
ta ó  se  halla  impedido. 

Tampoco  ha  precavido  el  precepto  la  circunstancia  de  que  «1  tutor  e¿té 
debidamente  relevado  de  dar  cuentas  ó  se  le  haya  conferido  la  iuieh  /ru ios 
porperuián;  mas  en  ambos  casos,  entendemos  falta  la  razón  para  la  proh^bi* 
ción  del  matrimonio,  y  podía  celebrarlo  aquél  con  su  pupila,  ó  elmenor  con 
los  descendientes  del  tutor,  sin  el  requisito  de  la  aprobación  de  las  cuentas  dis- 
puesto para  los  otros  casos. 

Otras  prohibiciones  que  el  Código  omite  deben  tenerse  presentes  como 
contenidas  en  la  Constitución  y  otras  leyes  y  disposiciones  especiales.  Con 
efecto,  el  Rey  y  el  inmediato  sucesor  á  la  Corona  necesitan  la  aprobación  de 
las  Cortes,  debiendo  ser  objeto  de  una  ley.  Los  Infantes  y  Grandes  de  Espa- 
ña necesitan  real  licencia  para  contraer  matrimonio;  los  militares  y  los  indi- 
viduos de  la  clase  de  tropa  de  mar  y  tierra,  tienen  que  cumplir  requisitos  par- 
ticulares y  ciertas  limitaciones,  estas  últimas  contenidas  en  la  ley  de  47  de 
Agosto  de  4883,  y  en  la  ley  y  Heal  decreto,  respectivamente,  de  44  y  20  c!e 
Julio  de  4885. 

eaeo  sólo  es  exig^ble  al  Jaez  mumoipal  que,  d  sahica.hift,  infrinja  la  ley.  Xto  cual  uo 
ocurre  respecto  del  Código  publica  lo  postcriomnente  para  Ultramar,  después  de 
regir  la  Con^ütaoión  de  1876. 

12 
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Finalmente,  la  mayor  y  menor  edad,  á  qae  se  refiere  este  artícolo,  se  en- 
tiende por  derecho  común  la  establecida  en  el  320,  pues  para  las  regiones  fo- 
rales  será  la  que  sn  derecho  especial  determine.  Así,  en  Aragón,  donde  la 
mayor  edad  se  obtiene  á  los  veinte  años,  la  licencia  y  el  consejo  se  entende- 
rán, respectivamente,  con  los  qne  no  hayan  llegado  6  tengan  cumplida  dicha 
edad;  y  lo  niismo  deberán  regirse  los  extranjeros,  por  las  disposiciones  de  sü 
estatuto  personal. 

La  ley  penal,  secundando  á  la  civil  en  el  reconocimiento  á  la  trascenden- 
cia qne  ocasiona  la  infracción  de  los  preceptos  antedichos,  ha  establecido  la 
correspondiente  sanción  para  cada  uno  de  los  casos  de  contravención  á  los 
mismos.  Así,  por  el  art.  486  del  Código  penal  vigente,  se  castiga  con  la  pena 
de  prisión  mayor  al  que  contrajere  segundo  ó  ulterior  matrimonio  sin  ha- 
llarse legítimamente  disnello  el  anterior;  el  487,  con  prisión  correccional  en 
los  grados  mínimo  y  medio,  al  que  lo  contrajere  coa  impedimento  dirimente 
no  dispensable,  y  siéndolo,  con  multa  de  425  á  4.250  pesetas,  aun  cuando 
obtenga  dispensa  en  el  término  que  el  Tribunal  señale,  porque  si  no  la  obtu- 
viere, incurrirá  en  la  prisión  antedicha,  de  la  que  podrá  únicamente  relevár- 
sele cuando  se  revalide  el  matrimonio.  Con  la  misma  pena  será  castigado  el 
menor  que  contrajere  matrimonio  sin  el  consentimiento  de  sus  padres  ó  de 
quienes  deban  prestarle,  si  bien  deberá  ser  indultado  cuando  las  aludidas  per- 
sonas aprueben  el  matrimonio  contraído  (art.  489). 

También  la  viuda,  y  la  que,  anulado  su  matrimonio,  se  casaren  antes  de 
los  trescientos  y  un  días  de  la  muerte  del  marido  ó  separación  legal,  ó  antes 
de  su  alumbramiento,  si  hubiesen  quedado  encinta,  incurrirán  en  las  penas 
de  arresto  mayor  y  multa  de  425  á  4 .250  pesetas  (art.  490). 

El  adoptante  que,  sin  previa  dispensa,  contrajese  matrimonio  con  sus  hi- 
jos ó  descendientes  adoptivos,  será  castigado  con  la  pena  de  arresto  mayor. 
También  lo  será  el  tutor  ó  curador  con  las  de  prisión  correccional  en  sus  gra- 
dos medio  y  máximo  y  multa  de  425  á  4.250  pesetas,  si  antes  de  la  aproba- 
ción legal  de  sus  cuentas  contrajere  matrimonio  ó  prestare  sn  consentimiento 
{Mira  que  lo  contraigan  sus  hijos  ó  descendientes  con  la  persona  que  tuviere  ó 
hubiese  tenido  en  guarda,  á  no  ser  que  el  padre  de  ésta  hubiese  autorizado 
debidamente  este  matrimonio  (art.  492). 

El  Juez  municipal  que  en  la  Península  autorizare  matrimonio  prohibido 
por  la  ley  ó  con  impedimento  no  díspensable,  será  castigado  con  suspensión 
en  sus  grados  medio  y  máximo  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas,  y  si  fuere 
dispensable,  con  destierro  en  grado  mínimo  y  multa  de  425  á  4.250  pesetas 
(art.  493).  En  cuyas  penas  incurrirá  también  en  Ultramar  el  Párroco  en  igua- 
les casos,  según  el  Código  allí  vigente. 

En  todos  los  casos  preinsertos,  el  contrayente  doloso  será  condenado  á  do- 
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Ur,  según  sn  posibilidad,  á  la  mojer  qne  habiere  contraído  matrimonio  de 
boeoa  fe  (art.  494),  cuya  coantía  deberá  fijar  el  Tribunal  según  la  fortuna 
del  culpable. 


I 


Art.  4B.  La  licencia  de  que  habla  el  núm.  1.^  del 
articulo  anterior,  debe  ser  concedida  á  los  hijos  legítimos 
por  el  padre;  faltando  éste,  ó  hallándose  impedido,  corres* 
ponde  otorgarla,  por  su  orden,  á  la  madre,  á  los  abuelos 
paterno  y  materno,  y,  en  defecto  de  todos,  al  consejo  de 
familia. 

Si  se  tratare  de  hijos  naturales  reconocidos  ó  legitima- 
dos por  concesión  Real,  el  consentimiento  deberá  ser  pe- 
dido á  los  que  los  reconocieron  y  legitimaron,  á  sus  ascen- 
dientes y  al  consejo  de  familia,  por  el  orden  establecido 
en  el  párrafo  anterior. 

Si  se  tratare  de  hijos  adoptivos,  se  pedirá  el  consenti- 
miento al  padre  adoptante,  y,  en  su  defecto,  á  las  perso- 
nas de  la  familia  natural  á  quienes  corresponda. 

Los  demás  hijos  ilegítimos  obtendrán  el  consentimien- 
to de  su  madre  cuando  fuere  legalmente  conocida;  el  de 
los  abuelos  matemos  en  el  mismo  caso,  y,  á  falta  de  unos 
y  otros,  el  del  consejo  de  familia. 

A  los  jefes  de  las  casas  de  expósitos  corresponde  pres- 
tar el  consentimiento  para  el  matrimonio  de  los  educa- 
dos en  ellas. 


MFILTRADA  toda  la  legislación  europea  de  doctrinas  romanas  y  eos- 
tambres  germánicas,  bízose  notable  la  participación  mayor  ó  menor  de  unas 
ú  otras  en  las  prescripciones  de  los  Códigos  modernos.  Así,  al  paso  que  el 
aostriaco,  en  caso  de  muerte  ó  incapacidad  del  padre,  no  menciona  á'la  madre 
ni  á  los  abuelos  y  llama  al  tutor,  el  Código  francés  designa  á  los  abuelos^  á 
£ilta  de  padres;  el  bávaro  prescribe  lo  que  el  austríaco,  é  igual  doctrina  con- 
tíeoe  el  de  Luisiana;  en  cambio,  el  nuestro  en  caso  alguno  atribuye  al  tutor 
aquella  facultad. 
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Echase  de  menos  eo  éste,  por  omisión  tal  vez  involantaria,  el  easo  refe- 
rente á  hijos  naturales  no  reconocidos  ni  expósitos,  á  los  qae,  en  naestro  sen- 
tir,  deberá  d^r  licencia  el  Jnez,  como  única  solución  de  mayores  garantía?  que 
supla  el  silencio  de  la  ley. 

Igualmente  se  omite  lo  referente  al  caso  en  que,  concedida  la  licencia,  no 
86  realice  el  matrimonio  y  sea  precisa  ó  no  para  celebrar  otro.  Opinamos  que 
deberá  repetirse  en  todo  caso,  pues  los  padres,  ó  los  que  hagan  sus  veces,  con- 
ceden ó  niegati  su  permiso  teniendo  en  cuenta,  no  sólo  las  circunstancias  de 
sus  hijos,  sino  también  las  de  las  personas  con  quienes  aquéllos  intenten  en- 
lazarse. 

Discútese  entre  los  autores  sobre  si,  en  defecto  del  padre,  de  la  madre  y 
de  los  abuelos  paterno  y  materno,  deberá  obtenerse  la  licencia  de  las  abue- 
las y  bisabuelas  del  menor  ó  del  consejo  de  familia;  ya  que  resulta  deficiente 
el  texto  en  este  ponto,  nosotros  creemos  qae  la  ley  no  ofrece  motivos  para 
prescindir  de  aquéllas  aunque  no  las  nombre,  debiendo  considerarse  compren- 
didas en  la  denominación  genérica  de  abnelos. 

La  circunstancia  de  haberse  lactado  por  la  nodriza  un  expósito  fuera  del 
establecimiento  y  conservado  después  á  su  lado,  no  quita  á  aquél  aquella  cua- 
lidad«  ni  da  á  la  que  así  se  condujo  las  facultades  que  al  padre  ó  madre  adop- 
tantes concede  ol  artículo  que  nos  ocupa. 

Asimismo  entendemos  que,  si  el  padre  no  puede  dar  el  consentimiento 
para  el  matrimonio  de  un  hijo  menor  por  hallarse  ausente  y  en  ignorado  pa- 
radero, corresponde  otorgar  su  licencia  á  la  madre,  sin  que  haya  necesidad 
de  la  previa  declaración  de  ausente,  ni  esperar  los  seis  meses  que  esto  requie- 
re; bastando  que  hayan  adoptado  las  medidas  provisionales  que  se  previenen 
en  los  artículos  481  y  siguientes  del  Código. 


_  * 

Ikrt,  47.  Los  hijos  mayores  de  edad  están  obligados 
á  pedir  consejo  al  padre,  y  en  su  defecto  á  la  madre.  Si 
no  lo  obtuvieren  ó  fuere  desfavorable,  no  podrá  celebrarse 
el  matrimonio  hasta  tres  meses  después  de  hecha  la  peti- 
ción. 


Y, 


A  está  hecha  la  distinción  entre  consentimiento  y  consejo.  Necesitan  el 
primero  los  menores  de  edad,  y  el  segundo  los  que  ya  no  lo  son.  Por  el  cena- 
sen timiento  ejercen  los  padres,  ó  quienes  hacen  sus  veces,  compleia  autoridad. 
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poes  sin  ¿1  no  puede  celebrarse  el  matrimonio;  por  el  consejo  sdlo  contestan 
ó  emiten  opinión  acerca  de  la  consulta  qne  el  hijo  hace  á  sos  padres  única- 
mente, y  en  ambos  casos  es  señal  de  respeto  al  antor  ó  actores  de  sns  días, 
aun  después  de  la  emancipación,  tratándose  de  acto  tan  trascendental  como 
el  matrimonio. 

Ahora  bien:  como  no  sería  justo  tener  al  hijo  en  tutela  perpetua  ni  pro- 
longar la  autoridad  paterna  más  allá  de  los  límites  que  la  razón  y  la  pruden- 
cia demandan,  ha  sido  necesario  fijar  un  límite  para  cuando  los  padres  no 
prestan  asentimiento  en  su  consejo  al  matrimonio  que  pueda  provenir  de  falta 
de  capacidad,. como  ocurre  al  que  llega  á  una  edad  muy  avanzada,  ó  de  pa- 
sión que  ofusca  el  ánimo  hasta  el  extremo  de  conceptuar  perjudicial  lo  que 
pudiera  ser  beneficioso,  y  al  efecto  se  establece  la  espera  de  tres  meses  en 
eonsideíación  á  la  autoridad  paterna,  y  ya  pasados,  puede  contraerse  el  ma- 
trimonio sin  responsabilidad  alguna. 

£1  fundamento  principal  del  consejo  no  se  encuentra  en  la  patria  potestad, 
una  vez  que  todos  los  hijos  en  quienes  recae  la  obligación  de  pedirlo  han  sa- 
lido de  ella;  y  así,  pues,  al  no  hacerse  distinción  de  clases,  debe  entenderse 
aplicable  su  precepto,  lo  mismo  á  los  legítimos  y  legitimados,  que  á  los  natu- 
rales, los  adoptivos  y  á  todos  los  demás  ilegítimos,  lo  mismo  solteros  que 
▼lados,  segán  tenemos  dicho,  si  bien  cuando  el  padre,  y  en  su  defecto  la  ma- 
dre, están  incapacitados  ó  impedidos,  puédese,  haciéndolo  constar,  celebrar 
el  matrimonio  prescindiendo  del  consejo. 


ilrt.  49.  La  licencia  y  el  consejo  favorable  á  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  deberán  acreditaree,  al  eolicí- 
tar  éete,  por  medio  de  documentos  que  haya  autorizado 
un  Notario  civil  ó  eclesiástico  ó  el  Juez  municipal  del  do-^ 
micilio  del  solicitante.  Del  propio  modo  se  acreditará  el 
transcurso  del  tiempo  á  que  alude  el  artículo  anterior 
cuando  inútilmente  se  hubiere  pedido  el  consejo. 

Art.  49.  Ninguno  de  los  llamados  á  prestar  su  con- 
sentimiento ó  consejo  está  obligado  á  manifestar  las  ra- 
zones en  que  se  funda  par^  concederlo  ó  negarlo,  ni  con- 
tra su  disenso  se  da  recurso  alguno. 

Art.  50.  Si,  á  pesar  de  la  prohibición  del  art.  45, 
se  casaren  las  personas  comprendidas  en  él,  su  matrimo- 
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nio  será  válido;  pero  los  contrayentes,  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  Código  penal,  quedarán  sometidos  á  las 
siguientes  reglas: 

1.^  Se  entenderá  contraído  el  casamiento  con  absoluta 
separación  de  bienes,  y  cada  cónyuge  retendrá  el  domi- 
nio y  administración  de  los  que  le  pertenezcan,  haciendo 
suyos  todos  los  frutos,  ai  bien  con  la  obligación  de  con- 
tribuir proporcionalmente  al  sostenimiento  de  las  cargas 
del  matrimonio. 

2.^  Ninguno  de  los  cónyuges  podrá  recibir  del  otro 
cosa  alguna  por  donación  ni  testamento. 

Lo  dispuesto  en  las  dos  reglas  anteriores  no  se  aplicará 
en  los  casos  del  núm.  2.^  del  art.  45,  si  se  hubiere  obte- 
nido dispensa. 

3.*  Si  uno  de  los  cónyuges  fuere  menor  no  emancipa- 
do, no  recibirá  la  administración  de  sus  bienes  hasta  que 
llegue  á  la  mayor  edad.  Entre  tanto,  sólo  tendrá  derecho 
á  alimentos,  que  no  podrán  exceder  de  la  renta  liquida  de 
sus  bienes. 

4.^  En  los  casos  del  núm.  3.^  del  art.  45,  el  tutor  per- 
derá además  la  administración  de  los  bienes  de  la  pupila 
durante  la  menor  edad  de  ésta. 

Art.  51.  No  producirá  efectos  civiles  el  matrimonio 
canónico  ó  civil  cuando  cualquiera  de  los  cónyuges  estu- 
viese ya  casado  legítimamente. 

Avt.  59.  El  matrimonio  se  disuelve  por  la  muerta 
de  uno  de  los  cónjruges. 


k 


AS  disposiciones  de  los  artícolos  preinsertos  tienden  á  evitar  la  celebra- 
ción de  matrimonios  clandestinos,  ya  exigiendo  garantías  del  cumplimiento 
del  requisito  previo  de  la  licencia  y  del  consejo  debidamente  acreditados^  ya 
estableciendo  sanción  coercitiva  para  los  contraventores,  en  las  personas  de 
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los  contrayentes  y  aun  en  las  dei  Párroco  y  el  Jaez,  qae  en  sos  casos  prescin- 
dan de  ellos;  pues  si  bien  de  estos  últimos  no  se  ocupan  dichos  artículos,  en 
«amb  o  la  jorispradenda  les  lleva  á  la  sanción  del  art.  493  del  Código  pe- 
nal, según  la  regla  que  hemos  adaptado  al  art.  45  del  presente  Código . 

Coando  el  qae  deba  dar  el  consentimiento  ó  el  consejo  no  qnisíere  ó  no 
pnJiere  concarrír  por  hallarse  imposibilitado  ó  impedido,  el  Jaez  manicipai, 
6  el  Notario  civil  6  eclesiástico,  deberán  personarse  en  su  domicilio,  á  instan* 
cía  del  solicitante,  según  la  Real  orden  de  24  de  Jalio  de  4865,  al  qae  ae  fa* 
cuitará  copia,  testimonio  ó  certificació  i  de  la  respuesta  para  los  efectos  con- 
siguientes. 

Sobre  si  las  respuestas  evasivas  han  de  estimarse  como  consejo  favorable 
ó  desfavorable  al  matrimonio  y  dilatorias  de  este  por  los  tres  meses  del  plazo, 
hay  diversidad  de  pareceres,  fundados,  y  esto  es  lo  más  grave,  en  preceptos 
legales  los  unos  y  los  otros.  La  Real  orden  de  46  de  Diciembre  de  4863  las  re- 
puta desfavorables  al  matrimonio,  y  el  art.  4939  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
autoriza  á  conceptuarlas  favorables  si  persistiere  en  ellas  el  requerido  después 
del  apercibimiento  que  establece.  Nosotros,  en  vista  de  todo  ello,  afirmamos 
que  las  respuestas  evasivas  dadas  al  Notario  deberán  tenerse  como  contrarias 
al  matrimonio,  porque  á  los  Notarios  no  se  concede  por  ley  alguna  la  facultad 
de  apercibir  al  explorando;  y  las  pronunciadas  ante  el  Juez  podrán  eslimarse 
como  favorables  al  matrimonio,  en  razón  á  atribuírsele  por  la  ley  aquella  fa- 
cultad de  apercibir,  después  de  lo  cual,  la  pertinacia  dei  requerí  Jo  autoriza  á 
tenerle  por  conforme. 

Tampoco  falta  quien  opine  que  cuando  el  encargado  de  prestar  la  licencia 
sea  el  consejo  de  familia,  contra  la  negativa  de  éste  podrá  alzarse  el  solici- 
tante ó  cualquiera  de  los  que  tienen  este  derecho  para  ante  el  Juez  de  primera 
instancia,  según  el  art.  340  del  Código;  mas  no  podemos  aceptar  semejante 
opinión,  en  vista  de  lo  terminantemente  resuelto  en  el  art.  49,  de  que  contra 
el  disenso  no  se  da  recurso  alguno. 

La  sanción  múltiple  del  art.  50  está  bien  aclarada,  por  más  que  resulte  de 
gran  lenidad,  y  sin  duda,  por  omisión  involuntaria,  ha  quedado  sin  precaver 
el  caso  de  qae  el  matrimonio  del  pupilo  se  celebre  indebidamente,  no  con  el 
tulor,  sino  con  alguno  de  los  hijos  de  éste,  para  euya  transgresión  no  se  es- 
taljiece  penalidad  alguna.  Debemos  añadir  que  la  regla  3.*  de  dicho  artículo 
es  aplicable  al  matrimonio  contraído  por  una  menor  no  emancipada,  de  pro- 
vincia aforada,  que  no  hubiese  obtenido  la  licencia  del  consejo  de  familia,  no 
teniendo  derecho  más  que  á  alimentos  hasta  que  llegue  á  la  mayor  edad,  sin 
que  exista  diferencia  porque  sea  el  marido  ó  la  mujer  quien  haya  faltado  al 
requisito  previo  del  art.  45. 

El  art  54  establece  una  regla  general  de  alta  trascendencia,  aquí  donde  no 
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está  permitida  la  poligamia;  mas  cómo,  desgraciadamente,  la  práctica  enseña 
infracciones  de  la  ley,  ofreciendo  ejemplos  aun  de  poiiviria,  ba  tenido  qae  es- 
tablecerse excepciones  en  favor  de  la  inocencia,  proclamando,  no  obstante, 
la  legitimidad  de  los  bijos,  á  que  se  refiere  el  art.  69  y  sigaientes.  En  sn con- 
secaenciay  y  teniendo  en  caenta  lo  dispuesto  en  el  art.  2S,  el  extranjero  de 
estado  casado  no  podrá  alegar  aquí,  para  contraer  nuero  matrimonio,  que  su 
ley  nacional  permite  la  poligamia,  porque,  aunque  asi  fuese,  dicba  ley  no 
debe  respetarse  en  España,  por  considerarse  contraría  á  las  buenas  costumbres 
y  al  orden  público. 

El  fallecimiento  de  uno  de  los  cónyuges  disuelve  el  lazo  de  su  unión, 
como  causa  única,  pues  el  divorcio  produce  sólo  la  separación,  y  la  nulidad 
se  extiende  únicamente  á  declarar  la  no  existencia  del  vínculo  conyugal.  La 
muerte  del  cónyuge,  para  que  ocasione  la  disolución  del  matrimonio,  debe 
ser  real  y  efectiva,  pues  la  presunta,  mediante  dilatada  ausencia,  no  disuelve 
el  matrimonio  oi  permite  al  cónyuge  presente  pasar  á  segundas  nupcias,  aun 
caando  adquiera  á  título  de  herencia  los  bienes  procedentes  del  presunto  fa- 
llecido. 

SECCIÓN  TERCERA 

DE  LA  PBTJEBA  DEL  MATRIMONIO 

Art.  5S..  Los  matrimonioB  celebrados  antes  de  regir 
este  Código,  se  probaráa  por  los  medios  establecidos  en 
las  leyes  anteriores. 

Los  contraidos  después  se  probarán  sólo  por  certifica- 
ción del  acta  del  Registro  civil,  á  no  ser  que  los  libros  de 
éste  no  hayan  existido  ó  hubiesen  desaparecido,  ó  se  sus- 
cite contienda  ante  los  Tribunales,  en  cuyos  casos  será 
admisible  toda  especie  de  prueba. 


itpt.  d-^.  En  los  casos  á  que  se  refiere  el  párrafo  se- 
gundo del  articulo  anterior,  la  posesión  constante  de  es- 
tado de  los  padres,  unida  á  las  actas  de  nacimiento  de 
BUS  hijos  en  concepto  de  legítimos,  será  uno  de  los  me- 
dios de  prueba  del  matrimonio  de  aquéllos,  á  no  constar 
que  alguno  de  los  dos  estaba  ligado  por  otro  matrimonio 
anterior. 
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Ari.  ^5.  El  casamiento  contiaido  en  pais  extranje- 
ro, donde  estos  actos  no  estuviesen  sujetos  á  un  registra 
regular  ó  auténtico,  puede  acreditarse  por  cualquiera  de 
los  medios  de  prueba  admitidos  en  derecho- 


k 


^A  materia  propia  de  eata  sección  corresponde  más  al  derecho  adjetivo 
que  al  sastancial,  y  hay  qne  tener  en  cnenlSL  el  desenvolvimiento  cronológico 
que  el  precepto  indica,  en  esta  forma: 
Primera  época.  Desde  el  Concilio  de  Trento  hasta  el  año  4870,  en  que  se 
frmtiMlgüron  las  leyes  del  Matrimonio  y  del  Registro  dvil.  En  ésta,  como 
qnkra  que  la  Religión  católica  es  considerada  como  la  única  verdadera,  y  na 
sólo  no  se  permite  el  ejercicio  de  caalqaiera  otro  coito,  sino  qne  se  castiga 
severamente,  el  matrimonio  reviste  la  forma  de  Sacramento  más  qne  la  de 
contrato*  7  por  consigniente,  las  partidas  sacramentales  consignadas  en  los 
libros  llevados  por  los  Párrocos  en  sus  respectivas  iglesias,  son  prueba  plena 
de  los  matrimonios  celebrados.  Es  el  libro  parroquial  el  único  docamento  qne 
aateotixa  la  constítoeíón  de  la  familia;  de  ignal  modo  se  acredita  el  nacimien- 
to 7  la  deftincióa. 

Segunda  época.  Comprende  desde  h,^  de  Septiembre  de  4870  á  Febrero 
is  4a76.  Este  período  es  esencialmente  laico.  £1  Estado  no  renuncia  á  sus  fa- 
CBltades  de  conocer  el  movimiento  de  la  población,  y  deja  á  la  Iglesia  que 
continúa  llevando  cuenta  en  sos  libros  de  los  matrimonios  qne  se  celebran 
lia  jo  la  forma  de  Sacramento.  Pero  existe  la  libertad  de  cultos;  cada  español 
puede  casarse  como  le  plazca,  ó  canónica  ó  civilmente.  Unos  prefieren  el  Sa- 
crameato  y  van  á  la  iglesia;  otros  prefieren  el  contrato  y  acaden  al  Jae^ 
mimidpal;  y  en  esta  divergencia  de  fórmulas,  de  ritos,  de  pareceres,  es  nece- 
sario «n  eeotro  común,  y  el  Registro  civil  es  el  archivo  que  autentiza.  Así 
€8  que  el  católico  qne  celebró  el  Sacramento  en  la  iglesia,  después  acudió  al 
Juzgado  municipal  á  realizar  su  matrimonio  civil,  empleando  duplicidad  de 
lonnis;  el  qne  no  lo  era,  empleaba  sus  ritos  civiles  haciendo  omisión  de  los 
calólieos,  pero  todos  aparecían  en  el  Registro  civil.  Por  consiguiente,  en  este 
segundo  período,  los  certificados  de  las  actas  de  matrimonio  civil  expedidos 
por  los  ÜBueionaríos  encargados  del  Registro  desde  4.®  de  Enero  de  4874,  en 
qne  empezó  á  regir,  son  la  prueba  de  los  matrimonios. 

Tercera  época.  Desde  Febrero  de  4875  hasta  la  vigencia  del  Código  dviL 
En  este  período,  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  á  la  sazón  D.  Francisco  de 
Cárdenas,  quiso  volver,  y  volvió,  por  los  fueros  del  matrimonio  canónico» 
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cayos  efectos  desaparecieron  por  la  legislación  de  la  segunda  época,  y  por 
medio  de  nn  decreto,  fecha  9  de  Febrero,  se  dispuso  que  el  matrimonio  c&nó- 
nico  produciría  efectos  civiles  siempre  que  la  partida  que  el  Párroco  expidie- 
ra fuese  inscrita  en  el  Registro  civil.  De  este  modo  se  hizo  menos  tirante  la 
situación  de  la  Iglesia  respecto  al  Estado,  y  tanto  nn  matrimonio  como  el 
otro  producían  efectos,  con  tal  de  que  se  inscribiesen  ambos  en  el  Registro 
civil;  por  consiguiente,  las  certificaciones  de  este  archivo  son  prueba  en  esta 
época  tercera. 

Cuarta  época.    Desde  el  Código  civil  en  adelante.  En  este  período  se  prae> 
ba  el  matrimonio  como  expresa  el  art.  53. 

Si  los  libros  hubiesen  desaparecido,  la  prueba  versará  principalmente  so- 
bre el  hecho ^  como  expresan  todos  los  comentaristas,  y  generalmente  son 
siempre  cuestiones  incidentales  de  otras  de  gran  entidad  sobre  derechos  suce- 
sorios. 

Para  la  prueba  de  los  matrimonios  celebrados  después  de  regir  el  Código, 
cuando  no  resulten  del  Registro,  porque  no  hayan  existido  los  libros,  ó  hu- 
biesen desaparecido,  ó  se  suscitare  contienda  ante  los  Tribunales,  á  más  de  los 
medios  establecidos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  justificar  toda  clase 
de  hechos,  se  tendrá  como  otro  medio  más  la  posesión  constante  de  estado  de 
los  padres,  unida  á  las  actas  de  nacimiento  de  sus  hijos,  en  concepto  de  le- 
gítimos, salvo  el  ünico  caso  de  que  conste  que  alguno  de  los  padres  estaba 
ligado  por  otro  matrimonio  anterior. 

No  debe  confundirse  la  prueba  de  la  legitimidad  del  matrimonio  con  la  de 
la  legitimidad  de  ios  hijos;  pues  debiendo  la  ley  amparar  á  la  inocencia,  que 
en  estos  casos  está  siempre  de  parte  de  los  hijos,  la  presunción  de  legitimi- 
dad del  matrimonio  de  sus  padres,  cuando  se  suscite  contienda  sobre  ello 
ante  los  Tribunales  y  no  se  pueda  justificar  con  las  certificaciones  arriba  ex- 
presadas, arranca  de  la  posesión  de  estado,  que,  unida  á  la  cualidad  de  le- 
gí limos  hecha  constar  en  la  inscripción  de  nacimiento  del  hijo  ó  hijos  habi- 
dos, dará  la  prueba  de  la  legitimidad  del  matrimonio  de  los  padres,  con  la 
sola  excepción  que  el  precepto  establece,  relativa  á  la  existencia  justificada 
de  otro  matrimonio  anterior  subsistente. 

Esa  posesión  constante  de  estado  procede  de  la  subsistencia  de  un  hecho 
sin  contradicción,  originado  por  la  costumbre  guardada  por  largo  tiempo  y 
no  interrumpida  por  accidente  alguno. 

En  cuanto  á  la  prueba  de  los  matrimonios  celebrados  en  el  extranjero, 
como  se  refiere  á  su  estado  personal,  debe  regirse  por  la  ley  de  su  nación» 
así  como  la  validez  de  los  medios  que  para  dicha  prueba  presentan;  pero  en 
cuanto  á  las  formalidades  y  condiciones  que  han  de  concurrir  en  los  documen- 
tos que  al  intento  presenten,  debe  regir  la  ley  local  en  garantía  de  su  auten- 
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ticidad,  y  á  falta  de  toda  otra  jastificación,  podrán  probarse  por  los  medios 
qoe  establecen  las  leyes  españolas. 

« 

SECCIÓN  CUARTA 

SB  LOS  DESECHOS  T  OBLIGACIONES    ENTRE    HABIDO  Y  MDJEB 

Api.  tM,    Los  cónyugeB  están  obligados  á  vivir  jun- 
tos, guardarse  fidelidad  y  socorrerse  mutuamente. 

Art.  ^9.    El  marido  debe  proteger  á  la  mujer  y  ésta 
obedecer  al  marido. 

Ari.  &S.  La  mujer  está  obligada  á  seguir  á  su  ma- 
rido donde  quiera  que  fije  su  residencia.  Los  Tribunales, 
sin  embargo,  podrán  con  justa  causa  eximirla  de  esta 
obligación  cuando  el  marido  traslade  su  residencia  á  Ul- 
tramar ó  á  país  extranjero. 


k 


AS  diferencias  físicas  y  morales  entre  el  varón  y  la  mujer,  lejos  de  pro- 
dneír  antagonismo  ó  repulsión,  conducen  á  sn  más  estrecha  unión,  correspon- 
diéndose y  completándose  entre  sí,  de  suerte  que  el  marido  y  la  mujer,  igua- 
les respeeiivamente,  son  los  jefes  naturales  de  la  familia;  pues  la  misión  de 
cada  uno  dentro  del  hogar  se  baila  conforme  con  sus  particulares  aptitudes. 
El  hombre,  más  fuerte,  más  activo  ó  intrépido,  es  la  personiGcación  de  la  fa- 
milia, cuya  unidad  practica,  y  la  voluntad  colectiva  de  toda  ella  viene  á  idea- 
tifíearse  eon  su  propia  voluntad,  imprimiendo  el  rumbo  de  la  existencia  rela- 
cionada con  el  mundo  exterior.  En  cambio,  la  mujer,  de  contextura  y  orga- 
nizaeión  más  delicada,  tiene,  como  esfera  de  acción,  el  cuidado,  desarrollo  y 
gobierno  interior  del  hogar  y  de  los  seres  que  le  componen. 

De  esta  diversidad  de  condiciones  naturales  proceden  los  preceptos  legales 
que  constituyen  al  marido  en  jefe  de  la  familia  y  representante  de  ella,  y  que 
le  atribuyen  supremacía  en  caso  de  discordancia,  subordinando  á  ésta  la  vo- 
luntad y  la  capacidad  de  la  mujer  respecto  á  los  actos  que  pueden  trascender 
al  interés  general  y  patrimonial  de  la  familia,  ya  que,  en  sus  manos,  fué  de- 
positado el  derecho  y  la  personalidad  de  su  consorte  para  que  guarde  el  uno  y 
ejerza  la  otra. 
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De  ahí  la  protección  debida  del  marido  hacia  la  mojer,  ia  obediencia  de 
ésta  á  sn  marido  y  la  precisión  en  qne  está  de  segoirle  donde  quiera  qae  fije 
SQ  residencia,  salvo  la  excepción  admitida  por  la  ley — art.  68  del  Código  y  48 
de  la  del  Matrimonio  civil,— mediante  las  cansas  jastas,  qne  los  Tribunales 
apreciaran  en  juicio  declarativo  de  mejor  cpantía,  según  el  núm.  3.®  del  ar- 
ticulo 483  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  más  que  en  este  caso  adolezca 
de  exceso  de  trámite,  mientras  otra  cosa  se  establezca  al  reformar  el  procedi- 
miento y  armonizarlo  con  las  disposiciones  del  Código. 

Claro  está  que  la  obligación  de  la  mujer  á  seguir  al  marido  en  los  cam- 
bios de  residencia,  aun  al  extranjero,  no  se  refiere  al  cambio  ó  pérdida  de  su 
nacionalidad,  lo  cual  parece  no  podrá  nunca  ser  obligada  á  realizar,  porque 
la  nacionalidad  patria  sólo  puede  perderse  voluntariamente. 


Api.  50.  El  marido  ee  el  administrador  de  los  bie- 
nes de  la  sociedad  conyugal,  salvo  estipulación  en  contra- 
rio y  lo  dispuesto  en  el  art.  1384. 

Si  fuere  menor  de  dieciocho  años,  no  podrá  adminis- 
trar sin  el  consentimiento  de  su  padre;  en  defecto  de  éste, 
sin  el  de  su  madre,  y,  á  falta  de  ambos,  sin  el  de  su  tu- 
tor. Tampoco  podrá  comparecer  en  juicio  sin  la  asisten- 
cia de  dichas  personaa. 

£n  ningún  caso,  mientras  no  llegue  á  la  mayor  edad, 
podrá  el  marido,  sin  el  consentimiento  de  las  personas 
mencionadas  en  el  párrafo  anterior,  tomar  dinero  á  prés- 
tamo, gravar  ni  enajenar  los  bienes  raíces. 


ñ. 


.NTES  del  matrimonio  pueden  los  contrayentes  estipular  por  sí  mismo» 
ó  por  medio  de  los  legítimos  representantes  que  deban  suplir  su  incapacidad» 
la  manera  y  forma  cómo  ban  de  regirse  respecto  de  ios  bienes  dótales,  para- 
fernales  y  gananciales,  atendidas  las  obligaciones  de  la  sociedad  conyugal  á 
que  están  afectos,  debiendo  cumplir  dichos  pactos,  si  no  se  opone  á  ello  al- 
guna de  las  restricciones  del  art.  50. 

Mas  no  mediando  tales  estipulaciones,  se  regirán  por  las  disposiciones  le- 
gales vigentes,  entre  las  que  figura,  como  regla  general,  ía  establecida  en  él 
articulo  que  nos  ocupa,  que  atribuye  al  marido  la  administración  de  los  bie- 
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net  de  1&  sociedad  conyogal,  incluso  los  llamados  parafernales,  cuándo  la 
majer  abdica  de  sa  derecho  á  administrarlos  por  sí,  en  armonía  con  el  ártica- 
lo  4384. 

Caalqniera  qoe  sea  el  derecho  y  facnlíades  de  la  mnjer  para  administrar 
los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  ya  provengan  aqaéllos  de  la  ley,  ya  del 
paeto,  necesitará  siempre  la  antorización  del  marido  para  celebrar  contratos 
y  realizar  actos  administrativos,  y  más  aún,  para  vender  y  obligar  bienes 
soyos  propios  ó  de  la  sociedad  conyngal,  todo  lo  caal  conseguirá  con  la  au- 
torización que  obtenga  particularmente  en  cada  caso  ó  por  medio  de  un  apo- 
deramiento  general  especificado  para  lo  sucesivo,  el  cual  subsistirá  en  todo 
tiempo  mientras  no  se  le  revoque  ó  limite  posteriormente. 

ttioktras  sea  menor  el  marido,  podrá  vender  los  bienes  muebles;  pero  no 
los  raices  sin  la  autorización  de  las  personas  que  la  ley  determina,  aunque 
sea  mayor  la  mujer,  sin  que  para  nada  sea  precisa  la  intervención  judicial. 

Cuando  ésta  intervenga  por  disposición  especial  de  la  ley,  será  suficiente 
por  sí  sola  sin  el  concurso  de  los  parientes. 

Tampoco  podrá  comparecer  en  juicio  ni  ejercitar  acciones  de  ninguna  cla- 
se el  marido  menor  de  veintitrés  años,  pues  paraJas  que  le  competan  á  él  ó  á 
su  esposa,  deberá  estar  asistido  de  las  personas  expresadas  para  suplir  esa 
falta  de  personalidad. 

La  viuda  menor  de  edad,  pero  mayor  de  dieciocho  años,  pierde  la  facultad 
de  administrar  que  le  diera  el  estado  de  casada  por  ley  Ó  pacto,  debiendo  su- 
plirse su  &lta  de  personalidad  ó  de  oapacidad,  como  á  cualquier  otro  menor  no 
emancipado,  hasta  que  cumpla  los  veintitrés  años;  puesto  'que  la  dispensa  de 
edad  para  administrar,  resulta  atribuida  sólo  al  marido,  y  la  autorización  de 
éste  saplía  la  deficiencia  de  su  mujer. 

Finalmente,  las  adquisiciones  de  bienes  ó  derechos  que  los  cónyuges  de* 
claren  pertenecer  al  uno  ó  al  otro,  no  necesitan  de  justificación  para  que  se 
les  repute  en  el  concepto  que  ellos  declaren,  debiendo  los  Registradores  de  la 
propiedad  inscribir  los  instrumentos  en  que  aquello  resulte,  sin  detenerse  ante 
la  clasificación  que  corresponda  de  dotal,  ganancial,  etc.,  por  ser  cosas  que 
no  perjudican  á  tercero,  constando  en  los  asientos  y  que  corresponde  su  clasifi- 
cación definitiva  al  liquidar  los  bienes  de  los  cónyuges,  según  resolución  de 
la  Dirección  general  de  los  Registros  de  4  de  Mayo  de  489S.— (7.  20  Sept. 


Ari.  A'd.  El  maxido  es  el  representante  de  su  mujer. 
Esta  no  puede,  sin  su  licencia,  comparecer  en  juicio  por 
sí  ó  por  medio  de  Procurador. 
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No  nec6BÍta,  sin  embargo,  de  esta  licencia  para  defen- 
derse  en  juicio  criminal,  ni  para  demandar  ó  defenderse 
en  los  pleitos  con  su  marido,  ó  cuando  hubiese  obtenido 
habilitación  conforme  á  lo  que  disponga  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil. 


79.  No  existe  la  falta  de  personalidad  ni  la  consiguiente  nuli- 
dad del  procedimiento,  porque  estando  la  mujer  ampliamente  au- 
torizada  por  su  marido  con  poder  y  licencia  para  celebrar  toda  cla- 
se de  contratos,  administrar  y  disponer  de  sus  bienes,  otorgar  ins- 
trumentos públicos  y  conferir  poderes  generales  y  especiales,  in, 
cluso  el  indispensable  para  litigar,  y  habiendo  contraído  la  mujer^ 
en  virtud  de  dichas  facultades  y  licencias,  un  crédito  hipotecario 
es  evidente  que  ha  podido  ser  demandada,  citada  y  requerida  de 
pago  sin  la  intervención  de  su  marido,  necesaria  en  otro  caso,  sin 
que  por  esto  se  haya  infringido  el  art.  60  del  Código  civil. — S.  21 
Jmio  94.-0.  8  Nov. 

80.  No  se  infringe  el  art.  60  del  Código  civil,  ni  la  ley  66  de 
Toro,  por  que  lo  otorgado  á  la  esposa  no  es  un  mero  poder  general, 
sino  que  en  él  la  autoriza  expresamente  para  tomar  cantidades  á 
préstamo  y  garantizarlos  con  hipoteca  de  sus  bienes  propios,  y  tam* 
bien  para  otorgar  poderes  para  litigar,  todo  lo  cual  entraña,  sin  la 
menor  duda,  la  licencia  necesaria  para  comparecer  en  juicio  por  si 
á  responder  de  las  obligaciones  por  ella  contraídas  dentro  de  las 
facultades  que  le  estaban  concedidas. — S.  27  Jtmio  94. — G.  9  No- 
viembre. 

81 .  La  mujer  casada  no  puede  comparecer  en  juicio  sin  licen- 
cia de  su  marido,  á  no  ser  en  los  casos  y  con  las  formalidades  y  li- 
mitaciones que  las  leyes  prescriban,  cual  así  lo  dispone  el  art.  49 
de  la  ley  del  Matrimonio  civil.  No  estimándolo  así  la  Sala  senten- 
ciadora, comete  el  quebrantamiento  de  forma  comprendido  en  el 
núm.  2.®  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.— ^S.  30 
Dic.  90.— G.  26  Féb.  91. 
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82.  No  es  de  estimar  el  recurso  que  alega  la  infracción  de  los 
artícoloB  60  del  Código  y  núm.  2.^  del  1467  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  por  no  haberse  requerido  á  una  mujer  casada  para 
que  exhibiese  en  una  citación  de  remate  el  poder  que  tenía  de  su 
nuitido  para  obligarse  y  comparecer  en  juicio,  cuando  se  apoya  la 
sentencia  en  la  existencia  anterior  de  dicho  poder,  que  concedía 
peraonalidad bastante  á  la  recurrente. — S.  16  Mayo  93, — G.  27  Sept. 

83.  La  &lta  de  personalidad  comprendida  en  el  núm.  2.^  del 
art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  refiere,  según  con  re- 
petición tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  á  la  incapacidad 
pefBonal  absoluta  ó  relativa  para  comparecer  en  juicio;  pero  no  á 
la  virtualidad  y  eficacia  de  la  acción  ó  excepción  que  se  ejercita. — 
&  30  Jimio  94.— O.  8  Nov. 

84.  El  marido  es  representante  legal  de  su  mujer  para  compa- 
recer en  juicio,  salvo  el  caso  en  que  ésta  pueda  hacerlo  por  sí,  lo 
mismo  con  sujeción  á  la  legislación  anterior  al  Código  que  á  las 
prescripciones  de  éste  en  su  art.  60;  y  la  restricción  contenida  en 
el  expresado  art.  1383,  establecida  indudablemente  para  garantir 
loe  derechos  de  la  mujer  respecto  de  sus  bienes  parafernales,  no  es 
sólo  determinante  de  una  forma  de  ejercicio  de  la  acción,  sino  que 
afecta  sustancialmente  á  los  derechos  del  marido,  por  cuya  rassón, 
cualquiera  que  sea  la  trascendencia  del  precepto  de  dicho  artículo 
en  relación  á  la  especial  índole  de  la  acción  ejercitada,  es  evidente 
que  no  es  aplicable  al  caso  del  presente  recurso,  según  la  misma  re- 
gla 4.^  de  las  disposiciones  transitorias  del  "^Código,  por  tratarse 
además  de  un  matrimonio  celebrado  con  anterioridad  á  la  publi- 
cación de  dicho  cuerpo  legal. — S,  20  Junio  94, — G.  8  Sept. 

85.  No  existe  falta  de  personalidad  en  el  marido  para  ejercitar 
acciones  respecto  á  los  bienes  parafernales  de  su  mujer,  puesto  que 
le  corresponde  la  representación  legal  de  ésta,  y  en  virtud  del  pre- 
cepto del  art.  1383  del  Código  civil,  podría  excepcionarse  que  se 
carecía  de  la  acción  ejercitada,  más  bien  que  la  falta  de  persona- 
lidad.—&  23  Nov.  94.— G,  26  Feh.  95. 
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.A  doctrina  jurídica  sentada  en  las  precedentes  reglas  de  jarisprudeneia^ 
que  estimamos  como  el  comentario  más  aatorizado  al  precepto  legal,  nos  evita 
mayores  lucubraciones.  Sólo  apuntaremos  la  idea  de  que  la  relación  que  esta» 
blece  el  artículo,  subordinando  los  actos  de  la  mujer  á  la  representación  del 
marido,  es  una  correlación  con  las  obligaciones  de  éste,  y  no  desconocimieuto 
de  las  facultades  intelectuales  de  ella.  Los  actos  judiciales  son,  por  regla  ge* 
neral,  de  gran  trascendencia  para  los  intereses,  de  donde  pueden  sobrevenir 
incalculables  quebrantos,  aun  persiguiendo  los  más  justos  derechos,  no  sólo 
por  la  insegoridad  en  el  triunfo  de  la  justicia,  administrada  por  hombres  al 
fin,  susceptibles  del  error  á  cada  paso,  sino  por  la  desconfianEa  en  el  éxito, 
malogrado  muchas  veces  por  deficiencia  de  medios  probatorios,  faltas  por  dea- 
cuido  en  el  procedimiento,  etc.,  etc.,  que  concluyen  por  embotar  el  empuje 
más  heroico,  sin  llegar  á  conseguir  que  triunfe  la  justicia  de  una  causa  que 
parecía  indiscutible  y  que  realmente  lo  fuere.  Gomo  medida  general  de  pre- 
caución, el  artículo  que  nos  ocupa  establece  esa  especie  de  garantía,  ya  que 
al  marido  se  impone  el  deber  de  protección  y  defensa  en  favor  de  su  consorte. 

Un  caso  puede  ocurrir,  sin  embargo,  no  previsto  por  la  ley  hi  tratado  por 
comentarista  alguno,  referente  al  de  tener  que  litigar  contra  su  marido  la  mu- 
jer y  ser  menor  de  veintitrés  años,  en  cuya  ocasión,  creemos  deberá  ser  repre- 
sentada por  su  padre,  madre  ó  tutor,  respectivamente,  y  á  falta  de  ellos,  por 
la  persona  á  quien  el  Juez  confiera  esta  facultad,  á  solicitud  de  la  misma  inte- 
resada, cuyas  circunstancias  alcanzan  igualmente  á  la  extranjera  casada  coa 
español,  porque  sigue,  mientras  subsista  el  matrimonio,  la  condición  del  ma- 
rido. 


Ari.  S I .  Tampoco  puede  la  mujer,  ein  licencia  ó 
poder  de  8u  marido ,  adquirir  por  título  oneroso  ni  lucra- 
tivo, enajenar  sus  bienes,  ni  obligaree,  sino  en  los  casos  y 
con  las  limitaciones  establecidas  por  la  ley. 


86.  No  infringe  la  ley  la  sentencia  que  niega  eficacia  al  conve- 
nio intentado  en  un  acto  de  conciliación  que  se  supone  haber  no- 
vado un  contrato  anterior,  cuando  al  acto  no  concurrió  la  mujer  de 
cuyos  bienes  dótales  se  trataba,  ó  al  menos  no  prestó  su  consenti- 
miento, no  obstante  la  comparecencia  y  asentimiento  del  marido. 
—S\  o  Mayo  93.— G.  24  SepL 
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87.  La  mujer  casada  puede  obligarse  válida  y  eficazmente  con 
licencia  de  su  marido;  y  no  resultando,  á  juicio  de  la  Sala  senten- 
ciadora, sin  que  contra  su  apreciación  demuestre  nada  la  parte  re- 
currida, que  en  una  escritura  así  otorgada  sobre  reconocimiento  de 
deuda,  obligación  de  pago  y  ofrecimiento  de  hipoteca,  la  mujer  fir- 
mara por  sugestiones,  presión  ó  violencia  de  su  marido,  ni  que  la 
escritura  fuera  de  fianza  á  favor  de  éste,  ni  tampoco  que  el  dinero 
que  el  mismo  confiesa  haber  recibido  fuera  para  pagar  sus  deudas, 
la  sentencia  absolutoria  de  la  demanda  interpuesta  por  la  mujer 
otorgante  sobre  nulidad  de  dicha  escritura  no  infringe  este  artícu- 
lo.—S.  4  Junio  89,— G.  29  Agosto  90, 


Api.  A9.  Son  nulos  los  actos  ejecutados  por  la  mu- 
jer contra  lo  dispuesto  en  los  anteriores  artículos,  salvo 
cuando  se  trate  de  cosas  que  por  su  naturaleza  estén 
destinadas  al  consumo  ordinario  de  la  familia,  en  cuyo 
caso  las  compras  hechas  por  la  mujer  serán  válidas.  Las 
compras  de  joyas,  muebles  y  objetos  preciosos  hechas  sin 
licencia  del  marido,  sólo  se  convalidarán  cuando  éste  hu- 
biese consentido  á  su  mujer  el  uso  y  disfrute  de  tales 
objetos. 


p 


X  ABA  la  inteligencia  del  precepto  de  estos  dos  articnlos  y  sns  trascen- 
dentales eonsecaeneías,  deben  tenerse  en  cnenta  como  concordantes  los  articn- 
los 59,  60,  65,  317, 4^80,  4301,  1352,  4361  y  4880,  á  propósito  de  los  cuales 
existen  resoeltas  por  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil,  de  la  Pro- 
piedad y  del  Notariado,  enestiones  doctrinales  tan  importantes,  qne  puede 
dadrse  ofrecen  por  sí  solas  la  materia  propia  de  este  comentario. 

Desde  la  celebración  del  matrimonio  queda  subordinada  al  precepto  de 
este  articulo  la  mujer  en  sus  actos  civiles^  sin  que  pueda  válidamente  distin- 
gnírse  como  eiLcepción  el  que  al  vinculo  faltase  la  formalidad  de  su  inscrip- 
ción en  el  Registro  civil,  como  ordenaba  el  Real  decreto  de  9  de  Febrero  de 
4875,  porque  la  falta  de  trascripción  de  la  partida  sacramental,  si  bien  cons- 
titaye  ana  infracción  penada  con  multa,  no  afecta  á  la  esencia  del  matriino- 

IB 
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nio  celebrado  in  facie  eeeleHa^  nnico  permitido  á  los  católicos,  y  qae  produce 
todos  los  efectos  civiles  por  la  legislación  anterior  al  Código,  y  después  por 
lo  dispuesto  en  los  artículos  76,  60  y  64  de  éste;  por  cuya  razón,  el  contrato 
de  venia  de  bienes  celebrado  por  mujer  casada  con  anterioridad  al  Código,  y 
rigiendo  el  Real  decreto  referido,  sin  que  medie  la  licencia  ó  autorización  del 
marido,  debe  reputarse  nulo,  segiün  el  art.  6S,  si  bien  la  circunstancia  de  po- 
der ser  convalidado  expresa  ó  tácitamente  por  éste  ó  sus  herederos,  más  que 
nulo,  puede  caliñc-arse  de  anniable  (4). 

La  autorización  que  el  marido  ha  de  conceder  á  la  mujer  para  que  sean 
válidos  los  contratos  que  otorgue,  debe  revestir  forzosamente  la  forma  de  li- 
cencia ó  de  poder  fehaciente,  haciéndole  constar  ante  Notario,  de  que  dé  éste 
fe  en  el  mismo  instrumento  del  contrato  ó  en  documento  separado  también 
notarial  con  legal  eficacia;  pues  aunque  el  mandato  puede  conferirse  verbal- 
mente  y  es  eficaz  en  derecho,  no  sirve  á  los  fines  del  artículo  que  nos  ocupa, 
que  establece  una  verdadera  incapacidad,  suplible  sólo  por  el  marido  tan  jus- 
tificadamente, que  excluye  toda  otra  forma,  incluso  el  dicho  ó  manifestación 
de  la  propia  mujer,  que  no  tiene  aquella  eficacia,  y  menos  aun  tratándose  de 
actos  cuyo  otorgamiento  debe  constar  en  escritura  pública  (2). 

La  falta  de  autorización  ó  licencia  marital  en  el  contrato  celebrado  por  la 
mujer  casada,  cuando  según  ley  sea  aquélla  precisa,  no  constituye  .un  vicio 
de  tal  naturaleza  que  le  anule  necesariamente;  por  lo  que  pudiendo  subsa- 
narse aun  con  el  transcurso  de  los  cuatro  años  en  que  prescribe  la  acción  de 
nulidad,  no  cabe  reputar  bajo  el  punto  de  vista  hipotecario  tal  defecto  como 
insubsanable,  por  más  que  no  sea  un  mero  defecto  de  forma  que  afecte  á  la 
validez  del  título,  sino  que  llegando  á  la  esencia  de  la  obligación,  la  vicia  en 
uno  de  los  requisitos  internos  de  capacidad,  si  bien  con  la  probabilidad  del 
valimiento  (3). 

Así,  pues,  el  Registrador  de  la  propiedad  no  deberá  suspender  ni  denegar 
la  inscripción  del  acto  ó  contrato  que  adolezca  del  defecto  de  la  licencia  ma- 
rital necesaria  á  la  mujer  casada,  sino  inscribirle,  cuidando  de  que  en  eft 
asiento  aparezca  claramente  la  falta  de  dicha  licencia,  á  fin  de  prevenir  á  ter- 
ceros la  acción  de  nulidad  pendiente  á  favor  sólo  del  marido  y  sos  herede- 

La  restricción  que  impone  este  artículo,  es  semejante  á  la  establecida  e» 
ei  art.  4361  respecto  á  la  índole  jurídica  de  ios  bienes  dótales,  con  iadifiBien- 

(1)  B.  de  U  D.  d«  t»  de  Mano  tt.— <7.  89  Me^o. 

(9  B.  de  U  D.  de  Sa  de  ágoeto  9i.~^.  19  Sepi. 

C8)  B.  de  la  D.  89  de  Afüeto  91— &.  19  Sept. 

(4)  B.  de  la  D.  88  Agoeto  U,^G.  19  Sepi. 
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cía  dñ  que  únicamente  la  del  primero  es  por  su  naturaleza  permanente,  como 
que  obedece  á  la  situación  que  ocapa  la  mujer  dentro  de  la  familia  (1). 

Como  la  limitación  de  la  capacidad  de  la  mujer  para  adquirir,  vender  y 
obligarse,  se  fonda  en  el  deber  de  protección  qne  el  marido  ha  de  prestarle, 
qoe  no  podría  realizar  sin  el  previo  conocimiento  de  aquellos  actos,  ni  dis*  3 

pensarle  sin  la  autorización  ó  licencia,  es  evidente  que  en  todo  aquello  que  ! 

pueda  originar  obligaciones  más  ó  menos  inmediatas  para  ella,  debe  aparecer 
su  legal  intervención,  salvo  los  casos  á  qne  el  mismo  precepto  alude^  que  en- 
lendemos  sean:  la  ausencia  del  marido,  que  declarada  judicialmente,  faculta 
á  la  mujer  para  la  administración,  permuta,  enajenación  é  hipoteca  con  an- 
lorízaciótt  judicial  (arts.  487, 488  y  tM)\  interdicción  del  marido  (arts.  66, 
tl3  al  230);  comercio  como  ejercicio  habitual  con  autorización  expresa  ó  pre- 
sunta del  marido  (arts.  6.®  al  IS  del  Código  de  Comercio).  Por  que,  volviendo 
i  la  regia  general,  necesita  licencia  ó  poder  del  marido  aun  para  arrendar 
sos  bienes  parafernales,  que  es  contrato  bilateral  6  implica  obligaciones  para 
las  dos  partes,  y  la  mujer  casada  no  puede  obligarse  por  si  sola.  Mas  contra  el 
aboso  ó  la  tiranía  del  marido,  negando  su  licencia  cuando  fuere  precisa, 
vendrá  la  autorización  judicial  que  la  mujer  solicite,  en  la  forma  establecida 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

La  precedente  doctrina  es  aplicable  á  las  regiones  forales,  pues  que  la 
eonatitoción  única,  tít.  30,  libro  4.*,  volumen  4.®  de  los  Usatges  y  Constitu- 
ciones de  Cataluña,  y  el  párrafo  44,  ley  3.',  tít.  4.®,  libro  H  del  Digesto,  no 
contienen  precepto  alguno  qne  autorice  á  la  mujer  casada  para  adquirir  bienes 
inmuebles  de  un  extraño,  en  virtud  de  contrato  bilateral,  sin  haber  obtenido 
previamente  la  licencia  del  marido  para  celebrarle  (S);  asi  como  la  casada  me- 
nor de  edad  no  necesita  la  asistencia  del  curador  (hoy  tutor)  para  la  admi- 
Bíslración  de  sos  bienes,  ni  tampoco  para  comparecer  en  juicio,  por  que  es  al 
marido  i  quien  compete  sn  representación  legítima  en  tales  actos  (3);  por- 
qoe  la  facultad  concedida  á  la  mujer  casada  para  administrar  sus  bienes  pa- 
rainroales  por  la  ley  8.'  De  paetis  eonventis,  del  Código  Repetila  pralectiones, 
ha  de  entenderse  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  49  de  la  ley  del  H a- 
tríamnio  eivil,  según  el  cual,  la  mujer  casada  no  puede  celebrar  contratos  sin 
licencia  de  su  marido,  á  no  ser  en  los  casos  y  con  las  formalidades  que  lu  le- 
yes prescriben  (4);  si  bien,  estando  en  Cataluña  reconocida  la  costumbre  que 
aatofiía  á  laa  miqeres  casadas  para  contratar  acerca  de  sus  bienes  parafema- 

(1)  m.  d*  U  D.  S  Jimio  90.-9.  4  Oci. 

CR)  K.  d#  1*  D.  18  Junio  00. 

<8)  m.  d#  U  B.  4  Junio  81. 

U)  m.  dé  lA  D.  Si  JnHo  84. 
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les  sin  licencia  de  sa  marido,  se  declaró  procedente  la  inscripción  de  la  escri- 
tura de  venta  de  bienes  parafernales  otorgada  por  una  mnjer  casada  sin  la  in* 
í  tervención  de  sn  esposo  (4). 

\  También  en  Aragón  existe  en  este  pnnto  analogía  con  la  legislación  eo* 

mún;  pero  allí  la  mojer  administra  los  bienes  del  marido,  en  caso  de  ausen- 
cia, cuando  no  deja  apoderado  para  ello  y,  mientras  la  ausencia  subsista, 
puede  comparecer  en  juicio,  sustituir  los  poderes  y  compeler  á  su  marido  á 
que  la  dote,  ejerciendo  una  autoridad  que  no  reconoce  la  legislación  mo- 
derna. 

La  legislación  de  Navarra  es  igual  á  la  establecida  por  nuestro  Código,  y 
si  bien  para  exio^irse  de  lu  obligaciones  mancomunadas—que  por  derecho 
común  están  hoy  permitidas— no  invoca  la  ley  61  de  Toro,  se  apoya  en  el  se- 
nado-consulto Veleyano,  progenitor  de  la  ley. 

En  Vizcaya  establece  la  legislación  en  este  punto  una  casi  igualdad  de  de- 
rechos entre  los  cónguges,  sin  menoscabo  de  la  autoridad  marital. 

Por  derecho  internacional,  los  actos  de  la  mujer  casada,  á  que  venimos  re- 
firiéndonos, se  rigen  por  el  estatuto  de  la  familia,  ó  sea  la  ley  personal  del 
marido,  sin  que  pueda  servir  de  excusa  su  ignorancia  al  cónyuge  extranjero. 

Finalmente,  en  las  prescripciones  á  que  alude  el  primer  concepto  del  ar- 
ticulo 6S,  no  consideramos  comprendido  el  pacto  adjunto  de  fianza  que  otor- 
gue la  mujer  por  su  marido,  ni  las  obligaciones  mancomunadas  que  con- 
traigan ambos  cónyuges,  que  la  nueva  ley  no  prohibe  ni  dicta  disposición  al- 
guna que  lo  impida;  y  respecto  al  ultimo  concepto  del  referido  art.  6S,  sobre 
compras  de  joyas,  muebles  y  objetos  preciosos  sin  licencia  marital;  conva- 
lidada la  adquisición  según  precepto,  no  puede  reclamarse  contra  ella  por  el 
marido,  por  no  ser  á  nadie  lícito  volver  contra  sus  propios  actos,  y  en  cuanto 
i  sus  herederos,  porque  mal  pueden  ejercitar  una  acción  que  no  competía  á 
su  causante. 


/tri.  A3.    Podrá  la  mujer  BÍn  licencia  de  su  marido: 

1.^    Otorgar  testamento. 

2.^  Ejercer  los  derechos  y  cumplir  los  deberes  que  le 
correspondan  respecto  á  los  hijos  legítimos  ó  naturales  re- 
conocidos que  hubiese  tenido  de  otro,  y  respecto  á  los  bie- 
nes de  los  mismos. 


(4)     R.  de  la  D.  89  Abril  «6. 
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88.  Efite  articulo  es  perfectamente  compatible  con  el  168, 
puesto  que  se  refiere  á  los  casos  en  que  deba  subsistir  la  patria  po- 
testad de  la  madre,  bien  por  haber  pasado  á  segundas  nupcias  an- 
tes de  la  publicación  del  nueyo  Código,  bien  por  haberlo  previsto 
y  autorizado  el  padre  en  su  testamento.— 5.  20  Dic.  92.-0. 21 
Fdn-ero  93, 


k 


A  t^stameoti&cción  «cliva  es  una  facultad  inherente  á  la  persona  y  ana 
de  las  más  predadas  de  su  capacidad,  independencia  y  libertad,  en  términos 
que  el  que  impidiere  que  ona  persona  de  qaien  sea  heredero  abintestato  otor- 
gue libremente  sa  última  voluntad^  qnedará  privado  de  su  derecho  á  la  he- 
renda,  sin  perjaieio  de  la  responsabilidad  criminal  en  que  haya  incurrido  se- 
gún dispone  el  art.  674  de  este  Código,  cuya  responsabilidad  criminal  podrá 
ealifiearae  «orno  delito  de  coacción,  comprendido  en  el  art.  510  del  Código  pe- 
nal, como  son  en  general  todos  los  actos  que  estorban  el  ejercicio  de  la  liber- 
tad de  acción. 

Ea  el  comentario  á  los  artículos  64  y  62  se  explana  la  materia  relativa  al 
ejercido  de  derechos  y  cumplimiento  de  deberes  de  la  mujer  casada,  á  que 
alude  el  párrafo  %.^  del  que  nos  ocupa,  según  el  derecho  común,  el  foral 
y  el  intemadonal,  Ikltando  añadir  aquí,  como  propio  de  este  lugar,  que 
ftiera  del  easo  de  la  regla  de  jurisprudencia  adaptada*  la  madre  que  pase  á 
segundas  y  ulteriores  nupcias,  ó  lleve  á  las  primeras  hyos  naturales,  si  bien 
pierde  la  patria  potestad  sobre  ellos  para  los  efectos  civiles,  no  podrá  despo- 
seérsela de  las  demás  íaeultades,  ni  eximirse  de  los  deberes  que  por  natura- 
laxa  y  por  ley  corresponden  á  la  maternidad;  y  con  relación  á  los  que  son 
compatibles  con  la  potestad  marital,  entendemos  que,  sin  atentar  á  ésta,  po- 
drá publicar  trabajos  artísticos,  literarios  ó  científicos,  originales  ó  traduci- 
dos, sin  necesidad  de  recabar  del  marido  la  licencia,  cuando  de  tales  actos  no 
suija  obligación  alguna  por  parte  de  la  mujer,  ni  originen  contratos  en  que 
la  correladón  entre  derechos  y  deberes  la  obliguen  onerosamente,  porque  en- 
tonces el  deber  de  protecdón  requerirá  la  licenda  ó  poder  del  marido,  y  en 
defecto,  lajudidal. 

Art.  04.  La  mujer  gozará  de  los  honores  de  su  ma* 
rido,  excepto  Iob  que  fueren  estricta  y  exclusivamente 
personales,  y  los  conservará  mientras  no  contraiga  nuevo 
matrimonio. 
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ONSECUENCIA  de  qae  el  marido  deba  proteger  á  an  mojer,  y  ésU 
obedecerle,  es  que  gocen  de  iguales  consideraciones^  como  establecía  la  ley 
de  Partida  (4):  maguer  la  muger  fuese  dfi  vil  linage^  si  casase  can  Re¡f,  dé- 
benla  llamar  Beina;  é  si  con  Conde^  Condesa:  é  aun  después  que  fuese  muerto 
su  marido  la  llamarán  asi,  si  non  casase  con  otro  de  menor  guisa.  Segdn  el 
precepto,  gozarán  hoy  los  aludidos  honores  mientras  permanezcan  viudas  y 
conserven  la  nacionalidad  de  hu  marido;  puesto  que  los  títulos  nobiliarios  no 
constituyen  un  estado  que  modifique,  sino  muy  accidentalmente,  la  capacidad 
civil  de  las  personas  dentro  de  las  relaciones  interiores  de  su  patria;  así,  pues, 
como  la  consideración  y  honores  de  la  viuda,  por  ejemplo,  de  un  Grande  de 
España,  no  le  pertenecen  por  sí,  sino  en  cuanto  iban  anejos  á  su  cualidad  de 
esposa  de  aquél,  perdiendo  ella  la  nacionalidad  española,  desaparece  aquella 
grandeza  reflejada. 


Art.  65.  Solamente  el  marido  y  sus  herederos  po- 
drán reclamar  la  nulidad  de  los  actos  otorgados  por  la 
mujer  sin  licencia  ó  autorización  competente. 


k 


.A  falta  de  método  y  de  lógica  ilación  que  en  otros  lugares  hemos  pa* 
tentizado,  hacen  que  aparezca  en  este  sitio  un  precepto  que  debió  estar  com- 
prendido inmediatamente  después  del  art.  6S,  para  no  truncar,  como  resulta, 
la  tesis  que  viene  rigiendo  de  los  anteriores  y  hacer  que  pierdan  su  evolución 
científica  los  comentarios  á  cada  paso.  El  marido  y  sus  herederos  son  los 
que  únicamente  pueden  reclamar  la  nulidad  referida,  no  la  mujer,  porque  á 
nadie  «s  lícito  volver  contra  sus  propios  actos,  ni  ninguna  otra  persona  que 
no  pueda  ejercitar  derechos  que  no  le  corres.poqdan  dentro  de  la  entidad  so- 
cial conyugal  que  ocasiona  la  subordinación  de  la  mujer  y  el  deber  de  protec- 
ción del  marido  hacia  ella.  Y  aun  al  marido  mismo  y  sus  herederos  tampoco 
será  permitido  reclamar  de  nulidad  cuando  haya  transcurrido  el  plazo  de  cua- 
tro años  establecido  en  el  arl.  4304  de  este  Código,  contados  en  la  forma  que 
determina. 
.  Ahora  bien:  según  el  art.  6S,  son  nulos  los  actos  ejecutados  por  la  mujer 

(1)     l.\  tit..20,  Part.  4.* 
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sin  la  lieenda  mariul;  mas  como  lo  que  es  nalo  carece  de  existencia  jarídica, 
¿qué  efectos  producirá  la  venta  ó  la  compra  de  bienes  inmuebles  qné  realice 
la  mvjer  sin  aqael  requisito,  eoando,  á  mayor  abundamiento,  la  anulación  tie* 
Be  que  sobrevenir  declarada  en  sentencia  ejecutoría  que  se  dicte  en  pleito  in* 
coado  por  el  mando  ó  sus  herederos  contra  la  persona  que  compró  ó  vendió? 
Eii  nuestra  opinión,  dichos  contratos  producirán  todos  los  efectos  civiles  có« 
mspondientes  á  su  clase  mientras  una  sentencia  ejecutoría  no  declare  su  un* 
lidad,  y  deberán  inscribirse  en  el  Registro  de  la  propiedad  como  todo  acto  6 
contrato  válido^  sin  peijuicío  de  hacer  constar  en  el  asiento  de  inscrípción,  en 
forma  que  resulte  bien  claramente,  aquel  defecto,  para  que,  dado  el  carácter 
público  del  Registro,  puedan  los  terceros  á  quienes  interese  advertir  y  cono* 
eer  la  fiüta  7  aun  obtener  la  convalidación,  puesto  que  se  subsana  aquélla  con 
la  ratificación  que  el  marido  ó  sus  herederos  puedan  hacer  después  en  instru- 
mento separado,  y,  por  último,  con  sólo  el  transcurso  del  tiempo,  establecido 
fiía  la  preecrípcióñ  de  la  acción  de  nulidad,  según  va  dicho;  no  siendo  licito^ 
p&r  consiguiente,  á  loa  Registradores,  negar  ni  suspender  la  inscrípción  de 
k»  títulos  aludidos,  según  está  declarado  expresamente  por  resoluciones  de 
la  Dipeeción  general  de  los  Registros  civil,  de  la  propiedad  y  del  Notaríado^ 
como  la  de  92  de  Agosto  del  94,  publicada  en  la  Gaceté  de  49  de  Septiembre, 
7  la  de  S3  de  llarn>  del  9t,  Gacela  de  29  de  Hayo. 

Téngase  en  cuenta  que  la  licencia  ó  el  poder  que  el  marido  otorgue  á  su 
eipoaa,  deberá  hacerse  constar  antes  del  contrato  ó  en  el  acto  de  su  otorga- 
miento, 7  aun  después,  por  via  de  ratificación,  pero  en  documento  público, 
siempre  que  aféele  á  cualquiera  de  los  casos  comprendidos  en  el  art.  4S80  de 

Código. 

« 

Art.  ••.  Lo  establecido  en  esta  Bección  ee  entiende 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  presente  Código  sobre 
ausencia,  incapacidad,  prodigalidad  é  interdicción  del 
marido. 

SECX^IÓN  QUINTA 

X>X    LO6   SFBCTOB    DB   LA    NULIDAD   DBL    MATRIMONIO, 

Y  LOS  DBL  DIVORCIO 

Art.  A9.  Los  efectos  civiles  de  las  demandas  y  sen- 
tencias sobre  nulidad  de  matrimonio  y  sobre  divorció, 
sólo  pueden  obtenerse  ante  los  Tribunales  ordinarios. 
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JÍANOS  lícito,  ante  todo,  hacer  constar  nuevamente  aquí  la  granün- 
propiedad  con  qne  se  trata  ahora  de  los  efectos  de  la  nnlidad  del  matrimonio 
y  los  del  divorcio,  coando  no  hemos  llegado  aún  á  la  nnlidad  ni  al  divorcio, 
DÍ  siquiera  al  matrimonio  celebrado,  después  del  cual  puede  únicamente  con- 
cebirse la  nulidad  y  el  divorcio,  y  en  último  caso,  los  efectos  civiles  quepro- 
duxcan. 

Lanzado  el  original  al  espacio,  al  descender  después  de  las  alturas,  no  ha- 
brían tal  vez  aparecido  en  el  suelo  con  tanto  desaliño  las  partes  integrantes 
del  trabajo,  qne  hoy  es  nuestro  Código  civil,  como  se  nos  presentan  los  ar- 
tículos y  tratados  qne  le  informan. 

El  concepto  jurídico  que  comprende  la  antigua  frase,  de  que  en  el  campo 
del  derecho  las  cosas  se  desatan  en  la  misma  forma  y  por  el  mismo  procedi- 
miento que  se  atan,  precisa  á  distinguir  en  este  lugar  sobre  el  vínculo  conyu- 
gal, siquiera  sea  para  afectarle  tan  trascendentalmente  como  á  su  validez  y  á 
la  vida  común,  y  buscando  el  origen  de  su  formación,  ir  hasta  él  con  los  nue- 
vos elementos  de  contienda  y  ante  la  autoridad  investida  para  la  celebración 
del  Sacramento,  ó  á  la  que  la  ley  atribuye  la  jurisdicción  secular  para  el  con- 
trato, en  una  palabra,  al  Vicario  eclesiástico  ó  al  Juez  ordinario,  puesto  que 
ningún  valor  legal  ni  efecto  alguno  produce  la  separación  extrajudicial  de 
hecho  que  acuerden  los  cónyuges  por  sí  mismos. 

Claro  es  que  cuando  en  España  no  se  conocía  sino  el  matrimonio  canónico, 
los  Tríbunaies  eclesiásticos  eran  los  únicos  que  resolvían  los  pleitos  sobre  nn- 
lidad y  divorcio,  y  como  cuestiones  que  consideraban  incidentales  de  aquéllos» 
resolvían  también  sobre  las  temporalidades  consiguientes,  como  alimentos, 
litisexpensiss,  restitución  de  dote,  etc.,  que  motivó  disposiciones  diversas  de 
nuestros  Reyes  en  distintas  épocas,  y  de  último  estado  la  resolución  dada  en 
Aranjnez  por  Carlos  IV,  á  consulta  de  34  de  Enero,  y  Cédula  del  Consejo  en 
Mvzo  de  4804,  encaminadas  á  coartar  las  atribuciones  que  sobre  las  cosas 
temporales  ejercían  los  Tribunales  eclesiásticos.  Mas  cuando  en  4870  se  pro- 
mulgó la  ley  de  Matrimonio  civil,  quedaron  circunscritas  y  definidas  aquellas 
fiMsoltades,  mediante  ordenar,  en  su  última  disposición,  que  alas  sentencias  y 
providencias  de  los  Tribunales  eclesiásticos  sobre  todo  lo  que  constituye  el 
objeto  de  esta  ley,  no  producirán  efectos  civiles»;  principio  mantenido  en 
nuestro  Código,  como  no  podía  menos,  al  admitir  las  dos  distintas  formas 
para  la  celebración  legal  del  matrimonio. 

Consecuencia  de  esto  es  que  las  demandas  sobre  nulidad  ó  divorcio  de 
matrimonios  canónicos  se  propongan  ante  el  Vicario  eclesiástico,  y  mediante 
su  debida  tramitación,  dictará  la  sentencia  definitiva  que  proceda,  así  como 
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las  que  se  refieran  á  matrimonios  celebrados  civilmente  se  interpondrán  ante 
los  Jueces  de  primera  instancia,  rigiendo  para  la  competencia  de  nno  y  otro 
TrÜNUial  el  foero  del  domicilio  del  marido;  pero  los  efectos  civiles  que  la  eje- 
eat  oria  de  aquéllos  deba  prodncir  sólo  pueden  obtenerse  ante  los  Tribunales  de 
Ja  jnriadiceión  ordinaria;  precepto  que  venía  rigiendo  aun  anteis  de  la  ley  del 
Matrimonio,  ó  sea  desde  la  de  Enjuiciamento  civil  de  4855,  á  tenor  de  la  que 
le  dictaron  distintas  reglas  de  jurisprudencia  por  el  Tribunal  Supremo,  como 
las  de  40  de  Septiembre  del  58  y  8  de  Mayo  del  62,  declarando  que  dicha  ley  de 
Eojmidamíento  era  extensiva  á  todos  los  Tribunales  y  Juzgados  que  no  tuvie* 
sen  im  sistema  completo  de  enjuiciamiento  en  sus  diversas  instancias,  y  de 
ahí  la  obligación  también  de  los  Tribunales  eclesiásticos  de  arreglar  su  trami- 
tados á  loe  preceptos  de  dicha  ley,  y  especialmente  en  los  pleitos  sobre  nuli- 
dad 7  divorcio  de  matrimonios,  á  las  reglas  establecidas  para  el  juicio  deda- 
lativo  de  mayor  cuantía. 


Art.  OS.  Interpuestas  y  admitidas  las  demandas  de 
que  habla  el  articulo  anterior,  se  adoptarán,  mientras 
durare  el  juicio,  las  disposiciones  siguientes: 

1.^    Separar  los  cónyuges  en  todo  caso. 

2.^  Depositar  la  mujer  en  los  casos  y  forma  prevenidos 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

3.^  Poner  los  hijos  al  cuidado  de  uno  de  los  cónyuges 
ó  de  los  dos  según  proceda. 

4.^  Señalar  alimentos  á  la  mujer  y  á  los  hijos  que  no 
queden  en  poder  del  padre. 

5.^  Dictar  las  medidas  necesarias  para  evitar  que  el 
marido  que  hubiese  dado  causa  al  divorcio  ó  contra  quien 
86  dedujere  la  demanda  de  nulidad  del  matrimonio,  per- 
judique á  la  muj&t  en  la  administración  de  sus  bienes. 

89.  El  matrimonio  celebrado  con  anterioridad  al  Código,  del 
que  86  hacen  derivar  derechoe  y  acciones  sobre  litisexpensas  que 
ejercita  la  mujer  contra  su  marido,  no  puede  ocasionar  la  aplica- 
ción de  la8  disposiciones  de  dicho  Código.— á'.  17  Abril  91,— G,  BO 

Mayo. 

90.  Lo  di^uesto  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  referente  á 
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que  por  causa  de  la  separación  de  los  oónyugee  queden  los  hijos  me- 
nores de  tres  años  al  cuidado  de  la  madre,  y  los  mayores  de  esta 
edad  al  del  padre,  se  entiende  lo  mismo  cuando  se  trata  de  las  di- 
ligencias preliminares  á  la  admisión  de  la  demanda  ó  querella» 
como  después  de  interpuesta  y  admitida  aquélla  d  ésta  hasta  la  re- 
solución definitiva,  en  armonía  con  el  ait.  68  del  Código. — S.  6 
AbrÜ  94.— G.  21  Sept. 

91.  El  art.  154  decligra  que  el  padre  tiene  potestad  sobre  bub 
hijos  legítimos  no  emancipados,  y  entre  los  efectos  de  la  patria  po- 
testad señala  el  155  el  deber  de  alimentarlos,  tenerlos  en  su  com- 
pañía é  instruirlos. con  arreglo  á  su  fortuna,  siendo  precepto  ter- 
minante del  art.  1887  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  en  el 
caso  de  depósito  de  una  mujer  casada  para  entablar  demanda  de 
divorcio,  queden  en  poder  de  la  madre  los  que  no  tuvieren  tres 
años  cumplidos,  y  los  que  pasen  de  esta  edad,  en  poder  del  padre» 
hasta  que  en  juicio  correspondiente  se  decida  lo  que  proceda;  la 
disposición  judicial  que  ordena  que  si  el  marido  no  puede  trasla- 
darse al  punto  en  que. reside  la  madre,  conduzca  á  él  á  su  hija,  ma- 
yor de  tres  años,  que  vivía  en  su  compañía,  para  ser  colocada  á 
costa  de  la  madre  en  un  colegio  donde  pudiera  verla  y  hablarla 
siempre  que  lo  estimara  conveniente,  es  incompatible  con  los  de- 
rechos y  deberes  que  la  patria  potestad  entraña,  é  infringe  las  dis- 
jXMÍciones  legales  antes  citadas. — S.  19  Nov.  96. — O,  9  Die. 


% 


UANDO  el  vlncnlo  venerable  del  matrimonio  se  resiente,  aflojando  loa 
lasos  de  so  anión  y  el  orden  del  hogar,  al  amparo  del  qne  se  suceden  los  ac- 
tos más  trascendentales  de  la  vida,  es  reemplazado  por  la  anarquía,  qne  vicia 
hasta  el  ambiente  que  habían  de  respirar  de  consono,  envenenando  aqoellos 
corazones  que,  latiendo  i  un  solo  compás,  pueden  únicamente  conseguir  la 
existencia  armónica  del  organismo  único  de  la  familia,  la  aotorídad  del  Jaez» 
del  íoncionario  qoe  á  so  vez  es  miembro  principal  de  otro  hogar,  jefe  de  otra 
fainilia,  deberá  estar  investida^  al  penetrar  en  aqoei  recinto  del  desconcierto 
y  de  la  desgracia,  no  tanto  del  imperio  de  la  ley  qae  poso  el  Pocler  en  sn 
mano,  como  de  la  templanza  qne  engendra  la  prudencia  y  de  la  caridad  qoe» 
eaalqoiera  que  sea  el  estado  de  los  ánimos  que  ante  so  vista  se  presente,  re- 
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clama  de  los  honrados  aentimienlot  de  todo  hombre.  Fuerza  y  protección 
pradeotemente  combinadas,  trabajando  so  espirito,  deben  reflejarse  en  sos 
disposiciones.  Los  tesoros  morales  y  los  intereses  materiales,  qae  dentro  de 
cada  hogar  son,  digámoslo  así,  la  hacienda  de  la  familia,  poeden  ser  honda- 
mente lacerados  ó  subsistir  incólnroes,  según  el  acierto  y  la  inspiración  con 
4|oe  se  dé  cumplimiento  á  las  disposiciones  del  artículo  que  nos  ocupa. 

Otros  lagares  son  ciertamente,  y  á  ellos  nos  remitimos,  más  apropiados 
para  el  desenvolvimiento  de  las  cuestiones  aquí  propuestas,  de  naturaleza 
puramente  preventiva  y  precaucional,  mientras  se  dilucida  la  cuestión  de 
fondo  que  informe  la  demanda  de  nulidad  ó  de  divorcio  del  matrimonio,  y 
coostitnyen  materia  procesal  por  su  carácter  adjetivo. 

Una  cuestión  previa  inicia  la  simple  lectora  del  párrafo  primero  del  artículo 
que  nos  ocupa,  al  armonizarle  con  la  disposición  segunda  del  mismo,  y  los 
pieeepios  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  á  que  se  contrae,  cuestión  referente  á 
sí  son  de  carácter  previo  á  la  admisión  de  las  demandas  de  nulidad  y  de  di- 
vorcio las  medidas  judiciales  á  que  alude,  como  las  presupone  la  referida  ley 
de  Enjuiciamiento,  ó  si,  por  el  contrario,  deben  considerarse  como  consi- 
guientes á  la  admisión  de  las  demandas  expresadas,  cuya  disyuntiva  ocasiona 
las  palabras  con  que  comienza  este  artículo;  pero  una  atenta  observación  so^ 
bre  los  dos  preceptos  legales,  nos  dará  la  clave  para  dilucidar  aquélla  y  ro- 
solverla  en  el  sentido  de  que,  tanto  pueden  adoptarse  por  el  Juez  las  medidas 
que  nos  ocupan  previamente,  esto  es,  antes  de  la  demanda,  como  después  de 
día,  y  siempre  á  petición  de  parte  interesada.  Con  efecto,  comienza  nuestro 
articulo:  «Interpuestas  y  admitidas  las  demandas  de  que  habla  el  artículo  an- 
terior, se  adoptarán,  mientras  durare  el  juicio, ..ií,  lo  cual  quiere  decir  que, 
incoado  éste,  en  cualquiera  ocasión  pueden  adoptarse,  sin  expresar  ni  circuns- 
cribir el  momento  procesal  adecuado  para  ese  trámite  dentro  de  la  sustancia - 
eión  del  juicio. 

Además,  la  disposición  marcada  con  el  número  segundo:  «Depositar  )a 
mujer  en  los  catoe  y  formas  prevenidos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil», 
equivale  á  ratificar  lo  en  ella  contenido,  y  por  consiguiente,  el  caso  en  que 
la  miq'er  ee  proponga  intentar...  demanda  de  divorcio,  ó  querella  de  adulte- 
rio, ó  la  acción  de  nulidad  del  matrimonio  (4).  Por  consiguiente,  lejos  de 
haber  contradicción  eáire  ambos  cuerpos  legales  y  cuestión  que  resolver, 
existe  la  debida  armonía,  suficiente  á  no  vacilar  un  momento  sobre  la  proce- 
dencia de  la  adopción  de  aquellas  medidas  precaucionales,  previamente,  no 
sólo  á  la  interposición  de  la  demanda,  sino  al  acto  de  conciliación,  que  es 
obligado  en  estos  asuntos  como  precursor  del  juicio. 


<1)     Art.-18B0  d«  I«  ley  de  Bigtdoiamiento  civil. 
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La  práetíea  ha  dado  ocasióo  al  Tribanal  Sopremo  de  bastida  para  sentar 
respecto  á  este  punto  may  importantes  reglas,  ü  partir  de  la  que  atribuye 
sólo  al  cónynge  inocente  derecho  á  redamar  el  divorcio  (I). 

Habiendo  dos  clases  de  depósito  de  mujer  casada  qae  intente  el  divorcio, 
nno  provisional  anterior  i  la  admisión  de  la  demanda,  y  otro  definitivo  en 
caso  de  estar  ésta  admitida,  para  el  primero  y  no  para  el  segando  procede 
la  intervención  del  mando  (t);  cnyo  depósito,  quedando  constituido  princi- 
palmente en  favor  de  la  mujer,  debe  verificarse  en  persona  de  su  entera  con- 
fianza (3),  sin  que  esta  designación  de  persona  se  entienda  como  facultad  ab- 
soluta, sino  que  está  limitada  al  radio  jurisdiccional  del  Juez  que  depositó  (4). 

Siendo  el  marido  el  que  dio  causa  al  departimiento,  la  mujer  que  no  fué 
en  culpa  debe  criar  y  haber  en  guarda  al  hijo  (6). 

Para  acordar  alimentos  provisionales  no  es  necesario  acreditar  la  falta  de 
recursos  y  necesidades  de  la  mujer,  sino  que  desde  luego,  y  sin  pedirlos,  pro- 
cede señalarlos,  debiendo  suplirse  la  falta  que  sobre  este  punto  se  hubiese  co- 
metido en  las  actuaciones  de  jurisdicción  voluntaria  (6). 

Admitida  por  el  Tribunal  eclesiástico  demanda  de  divorcio  interpuesta 
por  la  mujer,  tiene  ésta  personalidad  para  litigar  en  el  pleito  promovido  por 
el  marido  sobre  entrega  de  loe  hijos  (7),  y  también  sobre  oposición  al  depo- 
sitario designado  por  la  mujer  (8). 


Apt.  09.  £1  matrimonio  contraído  de  buena  fe  pro- 
duce efectos  civiles,  aunque  sea  declarado  nulo. 

Si  ha  intervenido  buena  fe  de  parte  de  uno  solo  de  loa 
cónyuges,  surte  únicamente  efectos  civiles  respecto  de  ¿1 
y  de  los  hijos. 

La  buena  fe  se  presume  si  no  consta  lo  contrario. 

Si  hubiere  intervenido  mala  fe  por  parte  de  amboB 
cónyuges,  el  matrimonio  sólo  surtirá  efectos  civiles  res- 
pecto de  los  hijos. 


0; 

Sent.  29  Not.  79. 

(r 

Sent.  18  Nov.  68. 

(8) 

Sent.  8ü  Junio  06. 

(*) 

Sent.  id.  id.  id. 

(fi' 

Sent.  SO  Abril  7t. 

(8) 

Sent.  S2  Dio.  88. 

(7) 

Sent.  21  Feb.  71. 

(8) 

Sent.  80  Junio  86. 

I 

J 
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Art.  90.  Ejecutoriada  la  nulidad  del  matrimonio, 
quedarán  los  hijos  varones  mayores  de  tres  años  al  cuida- 
do del  padre,  y  las  hijas  al  cuidado  de  la  madre,  si  de 
parte  de  ambos  cónyuges  hubiese  habido  buena  fe. 

Si  la  buena  fe  hubiese  estado  de  parte  de  uno  solo  de 
loB  cónyuges,  quedarán  bajo  su  poder  y  cuidado  los  hijos 
de  ambos  sexos. 

Si  la  mala  fe  fuere  de  ambos,  el  Tribunal  resolverá  so- 
bre la  suerte  de  los  hijos  en  la  forma  que  dispone  el  pá- 
rrafo segundo  del  núm.  2.^  del  art.  73. 

Los  hijos  é  hijas  menores  de  tres  años  estarán,  en  todo 
caso,  hasta  que  cumplan  esta  edad,  al  cuidado  de  la  ma- 
dre, á  no  ser  que,  por  motivos  especiales,  dispusiere  otra 
cosa  la  sentencia. 

Art.  VI.  Lo  dispuesto  en  los  párrafos  primero  y  se- 
gundo del  articulo  anterior  no  tendrá  lugar  si  los  padres, 
de  común  acuerdo,  proveyeren  de  otro  modo  al  cuidado 
de  los  hijos. 

Api.  99,  La  ejecutoria  de  nulidad  producirá,  res- 
pecto de  los  bienes  del  matrimonio,  los  mismos  efectos 
que  la  disolución  por  muerte;  pero  el  cónyuge  que  hubiere 
obrado  de  mala  fe  no  tendrá  derecho  á  los  gananciales. 

Si  la  mala  fe  se  extendiera  á  ambos,  quedará  com- 
pensada. 


92.  Las  presunciones  establecidas  por  la  ley  pueden  destruirse 
mediante  prueba  en  contrario,  excepto  en  los  casos  en  que  la  misma 
ley  prohiba  combatirlas.— S.  9  Junio  98. — O.  19  Od. 


k 


A  leladón  entre  el  pensamieDto  y  el  hecho  mediante  la  acción  de  la  ro- 
lontad,  dará  la  paota  de  la  intención  con  que  obramos,  cualquiera  que  sea  el 
resoltado  práctico  ó  material  del  hecho  mismo,  ya  en  orden  del  bien  obrar, 
ya  en  el  de  la  perturbación  y  el  desconcierto. 


206  CÓDIGO  CIVIL 

Lt  apUcaúón  de  estas  teorías  i  los  actos  hnmanos,  más  obligada  en  los 
que  presiden  las  relaciones  que  engendra  el  víúculo  del  matrimonio,  en  donde 
más  qne  en  ningún  otro  debe  existir  la  compensación  7  correspondencia  ma- 
toa,  comenzando  por  los  afectos  del  ánimo,  productores  de  la  recíproca  sim- 
patía en  la  anidad  moral  de  la  vida,  signiendo  en  igoal  correlación  en  orden 
á  ios  derechos  y  deberes  de  los  con  y  ages,  hasta  acabar  en  los  deberes  y  dere- 
chos de  los  nuevos  seres  qne  están  llamados  á  crear,  en  cumplimiento  á  la  más 
importante  tal  vez  de  las  funciones  impuestas  al  providencial  destino  de  la  hu- 
manidad; la  buena  ó  mala  fe  qne  guíe  nuestros  pasos  en  la  constitución  de  la 
sociedad  conyugal,  trascenderá  directamente  de  los  contrayentes  á  los  hijos,  á 
pesar  de  las  disposiciones  de  la  ley  protectora  de  la  inocencia  en  las  transgre- 
siones de  sus  preceptos.  No  es  el  Código  civil  el  qne  en  los  artículos  que  nos 
ocupan  aprecia  la  importante  variedad  de  los  efectos  de  la  intención  como 
maestra  del  progreso  civilizador  de- nuestros  tiempos.  Desde  muy  antiguo  ri- 
gieran sus  disposiciones  á  los  hombres  de  otros  Estados,  y  de  éstos  pasaron 
á  regir  otras  naciones,  y  en  la  nuestra,  desde  los  primeros  siglos  de  su  histo  • 
ría,  vienen  siendo  objeto  de  constante  aplicación.  «Casándose  algunos  conse- 
jeramente—decía la  ley  3.*,  ¡tít.  3.^,  Partida  4.*;— sabiendo  ellos  mesmos  que 
avian  entre  sí  tal  embargo,  porque  non  lo  debían  facer,  los  Ajos  que  obiesen 
non  serían  legítimos;  mas  si  el  uno  de  ellos  lo  sóplese,  é  non  ambos,  en  tal 
manera  serian  los  fijos  legítimos.  Ca  el  non  saber  del  uno,  les  escusa  que  les 
non  puedan  decir  qne  non  son  fijos  de  derecho.» 

«E  aun  si  acaesciese  qne  entre  algunos  de  los  que  se  casan  manifiestamente 
en  faz  de  la  Iglesia,  oviese  tal  embargo  porque  el  casamiento  se  debe  partir, 
los  fijos  que  ficiesen,  ante  que  sopiesen  que  avia  entre  ellos  tal  embargo,  se- 
rian legítimos...  como  si  non  lo  sóplese  más  de  uno  déllos...  Mas  si  después 
que  sopiesen  ciertamente  que  avia  entre  ellos  tal  embargo,  cuantos  fijos  des- 
puás  oviesen  non  serían  legítimos  (1).  Más  celadamente  é  en  escondido  se  ca- 
san algunos...,  ó  sí  fuese  fallado  tal  embargo  porque  el  casamiento  se  oviese 
de  partir,  los  fijos  non  serían  legítimos...,  magtter  dixesen  qne  non  sabían  el 
embargo  ambos  ó  el  uno  dellos...,  pues  que  se  casaron  encubiertamente»  (t). 

Con  respecto  á  las  obligaciones  y  derechos  relativos  á  los  hijos,  la  ley  3.*, 
tít.  19  de  la  Partida  eitada,  cNodrescer— decía  — é  criar  deben  las  madres  á  sus 
fijos  que  fuesen  menores  de  tres  anos,  é  los  padres  á  los  que  fuesen  mayores 
de  esta  edad...  E  si  acaesciese  que  se  parta  el  casamiento...,  aquél  por  culpa 
•6  partió,  es  tenodo  de  dar  de  lo  suyo,  de  que  crien  los  fijos,  si  fuese  rico. 


a>    Ley  lA  tli.  i8,  PATtida  4.^ 
Ci)    L«y  ±\  tít.  16,  PartífU  4.* 
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qaier  seAQ  mayoros  de  tres  años  ó  menores;  é  el  otro  qae  no  faé  en  calpa  los 
debe  criar  é  arer  en  guarda.» 

Y  con  respecto  á  los  bienes,  «sabiendo  algana  mujer  qae  non  podría  casar 
coa  algAn  orne,  porque  fuese  so  pariente  ó  porque  ella  oviese  otro  marido  6 
por  otra  razón  semejante...  é  non  seyendo  él  savidor...,  si  le  diese  ella  algana 
cosa  por  dote,  maguer  el  casamiento  se  partiese...,  non  sería  él  tenndo  de  gelo 
turnar»  (I);  cmas seyendo sabidores  también  el  varón  como  la  mujer...,  si  cada 
nao  délios  diese  al  otro  alguna  cosa  por  dote  ó  por  arras  é  se  partiese  el  ca- 
tamiento...,  non  puede  ninguno  délios  demandar  al  otro  lo  que  le  dio...,  que 
debe  ser  de  la  Cámara  del  Rey»  (i),  á  menos  qu")  fuesen  menores  de  veinti- 
ciaco  anos,  6  aunque  mayores,  hnbiesen  procedido  por  yerro  y  no  á  sabiendas, 
pues  entonces  se  devolvería  á  cada  cual  lo  suyo. 

Análoga  doctrina  estableció  la  ley  de  Matrimonio  civil  en  sos  artículos  94 
al  97,  con  muy  ligeras  variantes,  y  del  mismo  modo  las  vemos  reproducidas 
aoslancialmeote  en  los  artículos  que  nos  ocupan,  salvo  en  determinados  ex- 
tremos, como  la  participación  de  la  Cámara  del  Rey,  que  el  actual  orden  cons- 
ütncional  de  cosas  no  consiente,  ni  la  razón  soportaría,  porque  si  era  justo 
anolar  un  matrimonio  indebidamente  celebrado,  nunca  resultaría  equitativo 
reducir  á  la  miseria  á  los  contrayentes.  El  matrimonio  nulo,  pues,  produce 
siempre  efectos  jurídicos,  y  presumiendo  la  buena  fe,  ó  sea  la  ignorancia  del 
impedimento  inductivo  de  la  nulidad,  mientras  no  conste  lo  contrario  y  se 
resuelva  solemnemente^  ampara  á  los  desposados  y  á  la  prole,  y  en  todo  caso 
á  ésta,  que  siempre  es  inocente,  y  al  cónyuge  que,  como  ella,  participe  de  la 
misma  cualidad,  debiendo  hacerse  extensiva  á  los  hijos  que  nazcan  dentro  de 
los  trescientos  un  días  siguientes  á  la  separación  legal  de  los  cónyuges,  en 
aieodón  á  lo  dispuesto  en  el  primero  de  los  artículos  que  ahora  nos  ocupan, 
eo  relad^^n  con  el  núm.  t.o  del  45. 

Motivos  puede  haber  para  que  ni  aun  los  menores  de  tres  años  deban  con- 
tíDoar  al  lado  de  la  madre,  mas  el  arbitrio  judicial  podrá  apreciarlos  y  resol- 
ver libremente  sobre  ello  en  la  sentencia,  si  los  padres,  de  común  acuerdo,  no 
baa  dispuesto  de  otro  modo,  según  facultades  contenidas  en  los  artículos  70 
y  71,  que  nos  ocupan. 

Como  coDsecaencia  de  la  ejecutoría  de  nulidad  de  matrimonio,  los  bienes 
dótales  y  parafernales,  y  la  mitad  de  tos  gananciales,  deberán  adjudicarse  á 
la  msjer  como  si  se  tratase  de  la  m«erte  del  marido,  y  á  éste  la  otra  mitad  y 
V»  demás  que  ie  eonespoodan  eomo  si  hubiese  muerto  la  mujer,  pues  que  se 
IsUeeides  éI  mismo  tiempo  en  el  caso  de  mediar  buena  fe  en  ambos. 


CU     L^  8S,  tit.  14,  Partid»  6.* 
tSO    L^  51,  tit.  lá,  Partida  6  * 
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sin  tener  en  eaenta  para  nada  las  estípalaciones  da  los  cányoges  sobre  U  so- 
ciedad de  gananciales,  que^  como  accesorio  del  vincnlo  conyugal,  debe  segnir 
la  snerte  jurídica  de  éste;  paes  según  el  arL  4316  del  Código,  serán  nalas 
aquéllas  si  el  matrimonio  no  se  contrae,  qae  es  precisamente  el  efecto  que 
produce  la  declaración  ejecutoriada  de  su  nulidad,  quedando  cual  si  jamás  se 
hubiese  contraído,  en  razón  á  que  lo  nulo  carece  de  existencia  jurídica  y  no 
puede  producir  ningún  efecto  válido  en  lo  principal  ni  en  lo  accesorio,  como 
acontece  siempre  que  se  remueve  la  cama  y  desaparece  el  efecto,  por  ser 
aquélla  ilícita  (4). 

A  partir  de  la  ficción  legal  de  la  muerte  simultánea  de  los  cónyuges,  las 
operaciones  divisorias  de  los  bienes  se  regularán  según  lo  establecido  en  la 
sentencia  firme  con  respecto  á  la  culpabilidad  ó  inocencia  que  en  orden  á  la 
buena  ó  mala  fe  de  los  contrayentes,  ó  del  uno  respecto  del  otro,  deba  presidir 
la  adjudicación  del  todo  ó  la  parte  correspondiente  de  los  gananciales,  á  más 
de  las  propias  del  procedimiento,  como  costas  procesales  y  las  otras  respon- 
sabilidades consiguientes  á  todo  ello. 


Art.  73.  La  sentencia  de  divorcio  producirá  los  si- 
guientes efectos. 

1.^    La  separación  de  los  cónyuges. 

2.®  Quedar  ó  ser  puestos  los  hijos  bajo  la  potestad 
y  protección  del  cónyuge  inocente. 

Si  ambos  fueren  culpables,  se  proveerá  de  tutor  á  los 
hijos,  conforme  á  las  disposiciones  de  este  Código.  Esto 
no  obstante,  si  la  sentencia  no  hubiera  dispuesto  otra  co- 
sa, la  madre  tendrá  á  su  cuidado,  en  todo  caso,  á  los  hi< 
jos  menores  de  tres  años. 

A  la  muerte  del  cónyuge  inocente  volverá  el  culpable 
á  recobrar  la  patria  potestad  y  sus  derechos,  si  la  causa  \ 

que  dio  origen  al  divorcio  hubiese  sido  el  adulterio,  los  ] 

malos  tratamientos  de  obra  ó  las  injurias  graves.  Si  fué 
distinta,  se  nombrará  tutor  á  los  hijos.  La  privación  de 
la  patria  potestad  y  de  sus  derechos  no  exime  al  cónyu- 
ge culpable  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
este  Código  le  impone  respecto  de  sus  hijos. 


(1)     Art.  1975  del  Código. 
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3.**  Perder  el  cónyuge  culpable  todo  lo  que  le  hubiese 
6Ído  dado  ó  prometido  por  el  inocente  ó  por  otra  persona 
en  consideración  á  éste  y  conservar  el  inocente  todo  cnan- 
to hubiese  recibido  del  culpable,  pudiendo  además  re- 
clamar desde  luego  lo  que  éste  le  hubiera  prometido. 

4.*^  La  separación  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyu- 
gal y  la  pérdida  de  la  administración  de  los  de  la  mujer, 
si  la  tuviere  el  marido,  y  si  fuere  quien  hubiese  dado 
causa  al  divorcio. 

5.^  La  conservación,  por  parte  del  marido  inocente, 
de  la  administración,  si  la  tuviere,  de  los  bienes  de  la 
mujer,  la  cual  solamente  tendrá  derecho  á  alimentos. 


;.  74.  La  reconciliación  pone  término  al  juicio 
de  divorcio  y  deja  sin  efecto  ulterior  la  sentencia  dictada 
en  él;  pero  los  cónyuges  deberán  poner  aquélla  en  cono- 
cimiento del  Tribunal  que  entienda  ó  haya  entendido  en 
el  litigio. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior, 
subsistirán,  en  cuanto  á  los  hijos,  los  efectos  de  la  sen- 
tencia cuando  ésta  se  funde  en  el  conato  ó  la  conniven- 
cia del  marido  ó  de  la  mujer  para  corromper  á  sus  hijos 
y  prostituir  á  sus  hijas,  en  cuyo  caso,  si  ^un  continúan 
los  unos  ó  las  otras  bajo  la  patria  potestad,  los  Tribunales 
adoptarán  las  medidas  convenientes  para  preservarlos 
de  la  corrupción  ó  prostitución. 


93.  Dejada  sin  efecto  por  sentencia  de  divorcio,  por  adulterio 
de  la  mujer,  y  á  tenor  del  núm.  3.®  del  art.  73  del  Código,  la  pro* 
mesa  de  arras  constituida  por  el  marido,  queda  ipso  facto  sin  valor, 
por  virtud  del  art.  1351,  la  hipoteca  que  la  garantiza. — S.  10  Dic. 
92,— G.  28  Enero  93, 

94.  Infringe  los  mencionados  artículos  la  sentencia  que  en 

aquel  caso  desestima  la  demanda  del  marido,  en  cuanto  reclama 

u 
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la  libertad  de  la  finca  hipotecada,  en  el  concepto  de  ser  del  patri- 
monio ezclasi^ó  del  mismo  y  estar  libre  de  la  obligación  de  arras 
prometidas. —S'.  10  Dic.  92.— G.  28  Enero  98. 


B, 


ÍL  divorcio,  si  bien  entre  los  protestantes  snele  producir  el  quebranta- 

miento  del  víncalo  y  la  libertad  de  los  cónyuges  p^ra  contraer  nupcias  nue- 
vas, entre  los  católicos,  y  por  consiguiente,  en  España,  los  efectos  civiles  de 
la  sentencia  de  divorcio  están  limitados  á  los  casos  que  establece  el  primera 
de  los  dos  artículos  que  nos  ocupan,  los  cuales  fían  al  porvenir  y  al  bálsamo 
tranquilizador  del  tiempo  la  saludable  esperanza  de  la  concordia  entre  loa 
eónyuges,  que  anudando  de  nuevo  sus  voluntades,  restablezca  el  orden  per- 
turbado de  la  familia,  la  garantía  que,  con  mayor  experiencia  de  la  vida, 
pueda  ofrecerles  á  los  hijos  freno  en  lá  época  de  sus  pasiones,  y  norte  y  guía 
en  los  derroteros  que  emprendan  al  levantar  el  vuelo. 

La  separación  quoad  thorum  el  muiuam  habitationem,  no  es  un  valladar 
insuperable  contra  la  reconciliación,  la  cual  puede  sobrevenir  durante  la  sus- 
tanciación  del  pleito,  dejándole  en  aquel  ser  ó  altura  procesal,  sin  ulterior  pro- 
greso, después  de  la  sentencia  declaratoria  del  divorcio  y  aun  cuando  ya  esté 
ejecutoriada. 

Los  efectos  del  divorcio  pueden  considerarse  bajo  dos  aspectos  distintos: 
el  primero  se  refiere  á  las  personas  de  los  cónyuges  y  sus  hijos,  mediante  la 
separación  de  aquéllos  y  la  atracción  que  sobre  éstos  tiene  el  inocente  con 
ejercicio  de  la  patria  potestad  y  retención  á  su  lad ),  excepción  hecha  sólo  en 
favor  de  la  madre,  respecto  á  los  menores  de  tres  años,  si  sobre  este  extremo 
no  recayera  disposición  especial;  derechos  que  pasarán  al  culpable  por  defun- 
ción de  su  consorte,  si  la  causa  del  divorcio  fuese  el  adulterio,  los  malos  tra- 
tamientos ó  las  injurias  graves,  porque  en  otro  caso  irán  á  la  tutela.  El  se- 
gundo aspecto  se  refiere  á  los  bienes,  ó  sea  al  patrimonio  familiar,  cuyo  des- 
tino disponen  los  tres  últimos  números  del  art.  73,  sin  que  la  separación  de 
los  bienes  exima  al  cónyuge  culpable  del  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que,  con  arreglo  al  Código,  deba  cumplir  respecto  de  los  hijos,  porque  la  ex- 
piación de  la  culpa  no  está,  en  la  emancipación  de  los  deberes,  sino  en  coartar 
los  derechos. 

La  ejecución  de  la  sentencia  respecto  á  los  bienes,  autoriza,  á  diferen- 
cia de  la  de  nulidad  del  matrimonio,  á  tener  en  cuenta  y  respetar  las  capitu- 
laciones matrimoniales  compatibles  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  última- 
mente citado,  ya  aquéllas  correspondan  á  los  sistemas  extremos  de  la  comu- 


LIBRO  PRIMERO.— TÍTULO  XV.—ARTS.   73  Y  74  211 

nidad  per/eeta  6  de  la  separado»  de  los  bienes,  ya  á  los  intermedios,  ó  sea 
al  dotal  y  á  la  comunidad  de  utilidades  (4). 

No  habrá  necesidad  de  insistir  mucho  sobre  el  paso  del  marido  á  la  mu- 
jer, por  culpabilidad  de  aqaél,  de  las  facultades  qae  ejercía  contenidas  en  el 
cap.  S.0  y  respectivas  del  3.*  en  el  tít.  7.o  del  libro  4.®  del  Código. 

Ahora  bien:  si  la  remisión  ó  el  perdón  del  cónyuge  inocente  extinguen  la 
acción  penal  y  aun  la  pena  impuesta  por  el  detilo  de  adulterio,  que  entre  los 
de  su  clase  afecta  más  hondamente  el  orden  de  la  familia,  con  mayor  motivo 
la  reconciliación  extingue  la  acción  y  los  efectos  del  juicio  y  de  la  sentencia 
de  divorcio;  sentencia  que  en  materia  penal  necesita  nuevo  juicio  sobre  los 
mismos  hechos  para  la  imposición  de  pena  al  cónyuge  que  resultó  civilmente 
culpable,  cortando  la  acción  penal  en  otro  caso  si  en  el  juicio  civil  fuese  ab- 
snel  lo  de  la  demanda  (2) . 

La  reconciliación  puede  ser  tácita  ó  expresa,  esto  es,  por  actos  dé  los  cón- 
yuges, como,  por  ejemplo,  la  aproximación ,  reunión,  cohabitación,  etc.,  ó 
por  acta  escrita,  en  cuyos  dos  casos  deberá  ser  puesta  en  conocimiento  del 
Tribunal  que  conoce  del  pleito  ó  dictó  la  sentencia,  por  medio  de  comparecen- 
cu  ó  por  escrito  en  forma,  surtiendo  para  lo  sucesivo  los  efectos  que  el  ar- 
ticulo 74  establece. 

(1)  Ea  di  pximero,  los  bienes  del  nutrido  y  la  mujer  adquiridos  antes  y  des- 
pués del  matrimonio,  se  amalgaman  en  nn  común  acervo  y  la  propiedad  es  de 
entrambos,  si  bieii  al  marido  corresponde  la'  administración;  lo  cual  produce  el 
inoonveniente  de  ser  responsables  ann  k  los  actos  de  cada  nno,  anteriores  al  ma- 
trimonio  y  k  los  de  todo  género  acaecidos  después.  Bn  el  segundo,  los  bienes  del 
marido  y  los  de  la  mujer,  anteriores  ó  posteriores  al  matrimonio,  se  conservan 
Separadamente  como  dos  patrimonios  distintos,  sin  penuicio  de  contribuir  pro* 
poraionalmente  k  las  cargas.  Bn  el  tercero,  la  mujer  conserva  la  propiedad  de  los 
Uenea  que  aporta  para  contribuir  k  las  necesidades  de  la  vida,  correspondiendo 
al  maxído  la  administración  y  el  disfrute.  T  en  el  cuarto,  la  propiedad  de  los  bie* 
ñas  pennaneee  separada,  pero  el  usuÉructo  es  común  y  la  administración  corre  k 
cargo  del  marido. 

m    Art.  451  del  Código  penal. 
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CAPÍTULO  II 
IDel  znatrlxnoxiio  oanónico. 


Api.  96.  Los  requisitoe,  íormay  solemnidadeB  para 
la  celebración  del  matrimonio  canónico  ee  rigen  por  las 
disposiciones  de  la  Iglesia  católica  y  del  Santo  Concilio 
de  Trente,  admitidas  como  leyes  del  Reino. 

Art.  7tt.  El  matrimonio  canónico  producirá  todos 
los  efectos  civiles  respecto  de  las  personas  y  bienes  de  los 
cónyuges  y  sus  descendientes. 


95.  La  plática  dirigida  á  sus  feligreses  por  un  Párroco,  no  tuvo 
otro  objeto  ni  más  alcance  que  el  de  impugnar  como  ilícito  é  ile- 
gal el  matrimonio  civil  celebrado  entre  personas  que  profesan  la 
religión  católica;  cuya  doctrina  puede  sostenerse  por  estar  sancio- 
nada en  los  artículos  42  y  75  del  Código,  al  reconocer  dos  formas 
de  matrimonio:  el  canónico,  que  deben  celebrar  los  católicos  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  la  Iglesia  y  del  Santo  Concilio  de 
Trento,  admitidas  como  leyes  del  Reino;  y  el  civil,  reservado  con 
las  formalidades  que  prescribe  el  art.  86  y  siguientes  de  dicho 
cuerpo  legal  para  los  que  no  profesan  el  dogma  católico;  en  su 
consecuencia,  las  frases  más  ó  menos  impropias  alusivas  á  la  for- 
ma civil  del  matrimonio,  que  no  puedan  considerarse  como  insul- 
to, amenaza  ó  injuria  á  la  Autoridad  ó  sus  agentes,  no  son  consti- 
tutivas de  delito,  por  más  que  puedan  ser  justamente  consideradas 
como  innecesarias,  inadecuadas  é  impropias  del  sagrado  lugar  y 
de  la  mansedumbre  que  debe  resplandecer  en  un  Ministro  de  la 
religión  católica.— á'.  10  Junio  93— G.  28  Od. 
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ESDE  que  por  Reftl  cédula  de  12  de  Jalio  de  4564  (1)  se  decretó  It 
ejecncióo  y  complimíento  de  lo  ordenado  en  el  Santo  Concilio  Trídentino,  re- 
. potándole  como  ley  de  España,  ha  venido  rigiendo  sin  contradicción,  y,  claro 
es,  qne  mientras  no  fuese  solemnemente  derogada  por  otra  ley,  su  compli- 
míento es  obligatorio.  La  tolerancia  religiosa  establecida  después  en  España 
no  autorizaba  á  los  que,  llamándose  católicos,  prescindiesen  de  la  forma  canó- 
nica para  la  celebración  del  matrimonio,  pues  infringiendo  aquella  ley  se  co* 
locaban  fuera  del  derecho,  y  daba  ocasión  á  dudar  sobre  la  legitimidad  del 
acto,  motivando  admoniciones  y  censuras  de  los  ministros  de  la  Iglesia  por 
las  contravenciones  de  sus  preceptos,  realizadas  por  quienes  pertenecían  al 
seno  de  la  misma  Iglesia,  distintos  á  aquellos  que,  no  profesando  la  religión 
católica,  podían  utilizar  libremente  y  sin  protesta  la  forma  civil  de  celebra- 
ción, porque  siendo  la  tolerancia  de  cultos  ley  del  Reino,  estaban  ampara- 
dos por  la  misma.  En  este  sentido,  los  dos  artículos  qne  nos  ocupan  resuel- 
ven, juntamente  con  lo  dispuesto  en  el  42,  la  cuestión  precedente,  decla- 
rando el  deber  de  contraer  canónicamente  el  matrimonio  los  qne  profesan  la 
Religión  católica,  cumpliendo  los  requisitos,  forma  y  solemnidades  de  la 
Iglesia,  para  que  produzca  todos  los  efectos  civiles  respecto  de  las  personas  y 
bienes  de  los  cónyuges  y  sus  descendientes.  Y  podemos  definirle  ser  un  sa- 
cramento por  el  cual  se  unen  varón  y  mujer,  con  objeto  de  ayudarse  y  soco- 
rrerse mutuamente,  y  procurar  la  continuación  de  la  especie,  criando  y  edo- 
^»ndo  á  sos  hijos. 

Reconócense  dentro  del  matrimonio  canónico  las  especies  siguientes:  rato^ 
se  llama  al  en  que  aún  no  ha  tenido  efecto  la  unión  carnal,  á  diferencia  del 
cotuumado,  que  le  distingue  esta  circunstancia:  morganático^  al  que  con  dis- 
pensa de  proclamas  contrae  persona  de  la  nobleza,  ó  viudo  con  hijos  de  mu- 
jer noble,  con  otra  de  clase  inferior:  putativo,  el  celebrado  con  Impedimento 
ignorado  por  uno  de  los  cónyuges:  presunto,  el  que  no  pudiéndose  justificar 
el  acto  de  la  celebración,  se  reputa  contraído  por  pruebas  posteriores:  de  C(m- 
eicncia  ó  secreto,  al  que  mediando  justa  causa  se  celebra  prescindiendo  de  los 
requisitos  de  publicidad:  in  articulo  mortis,  al  que  celebran,  hallándose  en 
inminente  peligro  de  muerte  ambos  ó  uno  de  los  cónyuges,  con  omisión  de 
algunas  de  las  formalidades  generales;  y  el  llamado  jpor  sorpresa^  los  cuales 
pasamos  á  explicar. 

A.— Ocupan  lugar  preferente  h9  proclamas  6  amonestaciones,  que  son  los 
4muncios  que  los  párrocos  propios  de  los  contrayentes  hacen  al  pueblo  en 
tres  días  festivos  consecutivos  y  en  medio  de  la  celebración  de  la  misa ,  ó  sea 

(1)     héj  19,  tit.  1.*,  Ub.  1.*  de  U  Novísima  BeoopiUoión. 
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dorante  el  ofertorio,  dando  á  conocer  los  nombres  de  las  personas  qne  pre- 
tenden contraer  roatrimonio,  para  descubrir  cualquier  impedimento  oculto,. 
en  armonía  con  lo  dispuesto  en  el  capítulo  4.®,  sección  24,  de  reformatione 
inatrmoniiy  del  Concilio  de  Trento. 

Antes  del  Concilio  se  observaba  ya  la  práctica  de  baeer  las  proclamas;  la 
ley  4.*,  tít.  3,",  Partida  4.*,  decís:  cCa  para  no  ser  el  casamiento  fecbo  en- 
cubiertamente ba  menester  que  ante  que  los  desposen,  diga  el  clérigo  en  la 
Egiesia  ante  todos  los  que  y  estovieren,  como  tal  orne  quier  casar  con  tal 
muger,  nombrándolos  por  sus  nomes,  ó  que  amonesta  á  todos  cuantos  y  están 
que  si  saben,  si  ay  aJgun  embargo  entrellos,  por  que  non  deven  casar  en  uno, 
quelo  diga  fasta  algún  día  é  que  le  nombre  señaladamente.  E  aun  con  toda 
esto  los  clérigos  devense  trabajar  entre  tanto,  de  saber,  quanto  pudieren  si  ba 
algún  embargo  entrellos,  ó  si  fallaren  algunas  señales  de  embargo,  deven  ve- 
dar que  non  casen,  fasta  que  sepan,  si  es  tal  cosa,  que  so  pueda  por  ende  em- 
bargar el  casamiento  ó  non.»  Como  quiera  que  las  amonestaciones  no  consti^ 
tuy^n  la  esencia  del  matrimonio,  sino  que  pueden  ser  consideradas  como  me- 
diaas  de  precaución,  resulta  que,  según  dispone  el  capitulo  citado  del  Conci- 
lio de  Trento,  son  dispensables  por  causas  que  los  Prelados  estimen  bastantes^ 
para  ello. 

^.—También  es  requisito  que  precede  al  matrimonio,  aunque  no  esencial, 
pues  no  siempre  es  necesario,  la  licencia  del  Ordinario,  para  que  el  párroco- 
pueda  proceder  á  la  celebración  del  matrimonio.  Por  la  ley  de  21  de  Junia 
de  4822,  que  se  restableció  por  la  de  7  de  Enero  de  4837,  se  determinó  que 
no  necesitan  los  párrocos  de  la  licencia  del  Ordinario,  cuando  los  matrimo- 
nios tienen  lugar  eutre  individuos  que  son  feligreses  propios,  bien  sean  natu- 
rales ó  domiciliados  en  una  misma  diócesis,  comprendidos  los  soldados  licen- 
ciados que  presenten  ceriiflcación  de  libertad  expedida  por  el  respectivo  pá- 
rroco castrense  y  autorizada  por  los  jefes  de  sus  Cuerpos.  Mas  esta  licencia 
del  Ordinario  (4)  es  absolutamente  necesaria  cuando  los  contrayentes  son  ex- 
tranjeros, vagos,  de  ajena  diócesis,  ó  cuando  concurra  una  circunstancia  es- 
pecial, en  la  que,  con  arreglo  a  derecho,  se  necesita  la  intervención  del  Or- 
dinario, y  por  lo  tanto,  cuando  pidieren  dispensa  de  proclamas. 

C— Requintos  que  acompañan  á  la  celebración  del  matrimonio.  Comen" 
timienio  de  loe  contraf/entes.—EBle  sí  es  el  principal  fundamento  del  matri- 
monio; sin  él  no  podría  manifestarse  la  espontánea  voluntad  de  unirse:  ma- 
nifestación que,  hecha  ante  el  párroco  y  testigos,  constituye  el  sacramento. 
La  ley  5.',  tít.  2.^  Partida  4.*,  dice:  «Consentimiento  solo,  con  voluntad  de 
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casu*,  face  matrimonio  entre  el  varón  ó  la  mager.»  La  unión  carnal  no  face 
mñtrimoMo^  pues  sólo  es  conseeoencia  de  la  unión  motú.  Matrimomumqui' 
4em  noufaeit  caiius  sed  voluntüiy  6  lo  qne  es  lo  mismo:  Consenmt  non  con- 
€uHiMs/ücii  mairiiHimium.  Según  la  ley  6.^  del  titulo  y  Partida  citados, 
tCasar  pneden  todos  aquellos  que  ban  entendimiento  sano,  para  consentir  el 
casamiento»;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  los  que  no  pueden  consentir,  no  pue- 
den eontner  matrimonio,  debiendo  manifestarse  el  consentimiento  de  una 
masera  que  no  deje  lugar  i  duda,  y  sin  error,  violencia  ó  miedo;  pues  si  in- 
tenidoen,  siendo  el  error  en  las  personas  y  no  en  las  cualidades,  y  el  miedo 
7  la  violencia  de  las  que  son  contra  derecho,  como  expresamente  determinan 
ias  leyes  6.S  40  y  46,  tít.  JA  Partida  4.*,  y  las  a  ■  y  3.^  tít.  2.^  libro  40 
de  la  Novísima  Recopilación,  el  matrimonio  es  nulo. 

La  causa  eficiente  del  matrimonio  estriba  en  el  mutuo  consentimiento 
ezpresa'o  por  palabras  de  presente.  Esta  decisión  del  Concilio  de  Florencia 
soministra  prueba  de  que  en  esta  materia  la  ley  civil  va  de  acuerdo  con  los 
Cinones.  €(kusa  e(/lcien9  matrinumium  regulariter  est  mutuos  ctmttnms  per 
9erba  de prestenti  ewpresue.T^  O  como  dice  Cavalario  (I)  ^Causa  efjieiene  con* 
(rucius  wuiirimonii  est  muiuum  contrúchatium  cons€%sus,  qtto  verhis  aui  sig- 
nis  deeUremt,  se  indMduam  vitos  consuetudinem  cansentire.y» 

Cómo  ha  de  expresarse  este  consentimiento,  lo  dice  la  ley  de  Partida  ci- 
tada (S):  cGonsentimiento  solo,  con  voluntad  de  casar,  faze  matrimonio  entre 
el  varón  é  la  moger.  E  esto  por  esta  razón,  porque  maguer  sean  dichas  las  pa- 
labras, segund  deven,  para  el  casamiento,  si  la  voluntad  de  aquellos  que  las 
dinn  non  consiente  con  las  palabras,  non  vale  el  matrimonio,  quanto  para  ser 
verdadero;  como  quier  que  la  Eglesia  jndgaria  que  valiesse,  ai  fuessen  las  pala- 
bru  probadas,  por  razón,  que  fueran  dichas,  en  la  manera  que  se  faze  el  casa- 
miento por  ellas;  non  se  probando,  que  las  palabras  fueran  dichas  en  otra  ma- 
nera, que  por  vohintad  de  casar,  asi  como'  si  fuessen  dichas  por  juego,  ó  por 
aoatrar  porque  palabras  se  puede  íázer  el  casamiento.  Pero  razón  y  a,  en  que 
te  podrit  fiuer  el  matrimonio,  sin  palabras,  tan  solamente  por  el  consentimien- 
to. Esto  seria,  como  si  alguno  se  casasse,  que  íuesse  mudo:  ca  maguer  que  por 
palabras  no  pudiesse  fazer  el  casamiento,  poderlo  y  á  fazer  por  señales  é  por 
consentimiento.  Ca  tanto  fazen  las  señales,  que  demuestran  el  consentimiento 
ato  loa  modos,  como  las  palabras,  entre  aquellos  que  pueden  fablar.  Esto 
wátmo  sería,  en  los  sordos  que  non  oyen  ninguna  cosa.  E  maguer  que  desuso 
daría  en  esta  ley,  que  el  matrimonio  se  se  faze  tan  solamente  por  el  consentí- 


(1)     Tomo  L*,  JurU  cawmici,  pág.  261. 
Gb     6.',  tít.  ^\  Partida  4.» 


213  CÓDIGO  CIVIL 

miento;  si  aquellos  que  lo  fosen  pueden  fablar,  eonviene  que  lo  (agan  por  pa- 
labras, porque  se  pueda  provar  si  menester  fuere.  E  puede  se  faaer  el  matrimo- 
nio, por  aquellos  mismos  que  casan,  ó  por  sus  parientes,  ó  por  maosageros  do 
sus  euas,  ó  por  otros  estraños,  que  lo  fagan  «on  mandado  dellos.  E  derese  fa* 
zer  manifíestamenle,  porque  se  pueda  provar  é  non  encubierto.»  De  las  úllimaa 
palabras  de  la  ley  se  desprende  que  puede  celebrarse  el  matrimonio  por  me» 
dio  de  apoderado,  el  cual  deberá  ser  especial  para  el  caso,  y  todos  los  anloree 
opinan  que,  en  caso  de  revocación  del  poder,  deberá  consignarse  la  hora  en 
que  se  efectúa,  para  evitar  la  celebración  de  un  matrimonio  nulo. 

Y  es  digno  de  llamar  la  atención,  que  al  paso  que  el  Digesto  en  su  ley  5> 
prohibe  á  la  mujer  casarse  por  poderes,  la  ley  de  Partida  no  distinga  entre 
uno  y  otro  cónyuge,  como  queda  expuesto,  ni  tampoco  el  Derecho  canónico. 

Respecto  á  las  condiciones  en  que  pueden  ponerse  para  prestar  el  consen- 
timiento, negamos  en  absoluto  que  deban  ponerse  en  el  contrato  de  matrimo- 
nio, excepcional  por  excelencia;  pues  al  paso  que  las  creemos  muy  aceptables 
en  los  esponsales,  no  podemos  asentir  á  que  subsistan  en  el  matrimonio,  el 
cual  se  perfecciona  y  convalida  y  subsiste  desde  el  instante  mismo  en  que  se 
manifiesta  la  voluntad  de  unirse,  y  no  puede  quedar  su  validación  pendiente 
de  accidentes  extraños,  cualquiera  que  ellos  sean. 

/>.    Intereencián  del  párroco  y  UtUgot—Lk  regla  en  esta  materia,  como 
iiemos  dicho  antes,  es  el  Concilio  Trídentino. 

Felipe  II,  por  Real  cédula  de  K%  de  Julio  de  4564,  que  es  la  referida  ley  43, 
tít.  4.^,  libro  4.^  de  la  Novísima  Recopilación,  decretó  la  Recudan  y  cumpU' 
fniento,  camervaeián  y  d^fema  de  ¡o  ordenado  en  el  Santo  Concilio  de  Trenla. 
Ú  lo  que  es  lo  mismo,  que  las  disposiciones  de  dicha  Asamblea  son  leyes  en 
España.  Ahora  bien:  ¿qué  prescribió  el  Concilio  acerca  de  la  intervención  del 
párroco  y  testigos  en  el  matrimonio?  Yeámoslo.  Qui  aliter  guam  pneetnie 
Parrocho,  vel  alio  sacerdote^  de  ipsius  Parroehi  sen  ordinarii  Ueentia,  ef 
duobus  ¿t  trihue  teeiihus^  matrimimiwn  contrahere  aüentaonnt,  eoeeaneía  «y- 
nodtts  ad  eic  contrahendum  omnino  inhábiles  reddit^  et  hajusmodi  contraclns 
Írritos  et  nidios  esse  decemit  pro  ut  eosprmsente  decreto  irritas  facit  et  aMfitiI- 
lat.  Resulta  que  se  requiere  para  la  celebración  del  matrimonio,  según  los 
Cánones,  que  intervenga  un  párroco  ú  otro  sacerdote  con  su  licencia,  y  dos 
testigos  ó  tres,  y  que  ante  ellos,  de  un  modo  espontáneo,  expresen  los  con- 
trayentes su  decidida  voluntad  de  unirse,  con  lo  cual  queda  el  matrimonio 
perfeccionado.  Pero  como  quiera  que,  aunque  el  párroco  haga  descender  del 
cielo  las  bendiciones  que  han  de  santificar  la  unión,  ésta  no  se  efectúa  si  loe 
contrayentes  no  lo  expresan,  resulta  que  de  ahí  han  tomado  muchos  autores, 
qne  los  ministros  del  Sacramento  son  los  contrayentes  y  no  el  párroco,  el  cual 
sólo  sirve  para  autentizar  el  acto,  haciéndolo  constar  en  los  libros  parroquia- 
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les.  Melchor  Caoo,  Estias,  Natalio  Alejandro  y  otros  opinaron  que,  implicando 
«n  contrato  la  manifestación  del  consentimiento,  el  Sacramento  sólo  tenia  In- 
^ar  por  la  bendición  nnpcial,  y  no  podiendo  dar  ésta  más  qne  el  sacerdote* 
claro  es  qne  éste  es  el  ministro  del  Sacramento.  A  este  fin,  dice  el  ilustre  ca- 
nonista CaTalarío:  Sedest  melioH  sententia  MeUhior  Canuta  Bsíiu9,  Drou- 
vetiMi^  Natalu  AUxander^  aliique  docente  maUriam  Sacramenti  esse  \ps%m 
civiUm  eontraeium^  formam  i%  betiediciioni  Saeerdotali  contineri  el  mini*- 
trum  ene  Sacerdoiem^  qvi  mtpHis  benedicit.  Esto  es:  la  materia,  los  contra- 
yentes; la  forma,  la  bendición;  el  ministro,  el  sacerdote. 

No  es  propio  de  anos  estadios  jorídieos  sobre  el  Código  civil  penetrar  en 
el  terreno  teológico;  naestra  misión  está  redncida  á  manifestar  los  requisitos 
^ea  la  celebración  del  matrimonio.  La  intervención  de  los  testigos  es  de  la  an- 
tígttedad  más  remota,  como  paede  verse  en  el  cap.  S.®  de  las  decretales  y  en 
la  ley  4.',  tít.  3.^  Partida  i.*  « Ascondidos  son  llamados  los  casamientos,  en 
tees  maneras:  la  primera  es,  quando  los  fazen  encubiertamente,  é  sin  testigos, 
de  gaisa  que  se  non  puedan  pro var...»' Luego  no  bastaría,  para  demostrar  la 
oxistencia  de  un  matrimonio,  el  mero  testimonio  del  párroco  si  en  la  corres- 
pondiente partida  no  se  hacía  constar  la  presencia  de  los  testigos,  pudiendo 
serlo,  en  opinión  de  algunos,  hasta  las  mujeres,  por  más  que  sea  raro  el  caso 
en  que  así  suceda,  apoyándose  Gutiérrez  para  hacer  esta  afirmación  en  la  aa- 
toridad  de  Sánchez  (libro  3.*,  disp.  44,  núm.  5.®). 

Otra  cuestión  se  ha  debatido  entre  los  intérpretes:  la  de  la  competencia 
del  párroco.  Cuando  los  contrayentes  son  de  la  misma  feligresía,  su  párroco 
es  el  competente  para  intervenir  en  el  matrimonio;  si  son  de  distintas,  es  pá- 
rroco competente  el  de  cualquiera  de  ellas,  pero  la  práctica  está  por  el  de  la 
mojer;  ahora  bien,  en  los  casos  en  que  los  contrayentes  varían  con  frecuencia 
de  residencia,  no  ha  de  ser  párroco  competente  el  del  lugar  en  que  accideti- 
talmente  se  encuentren,  sino  el  de  su  verdadero  domicilio,  con  el  fin  de  evi-> 
tar  las  sorpresas  y  de  poder  depurar  la  capacidad  para  realizar  un  acto  de  tanta 
trascendencia  y  de  importancia  suma. 

Finalmente,  aunque  por  algün  tiempo  se  dudó  de  la  validez  de  los  matri- 
monios celebrados  ante  el  párroco  por  sorpresa^  fundados  en  la  teoría  de  Mel- 
chor Cano,  que  consideraba  al  párroco  como  ministro  del  Sacramento  del  ma- 
trimonio, las  declaraciones  de  las  Sagradas  Congregaciones  ahuyentan  aque- 
lla doda,  y  deben  reputarse  válidos,  aunque  ilícitos,  en  razón  á  que  el  Santo 
Concilio  de  Trento — sesión  S4,  cap.  4.*'~8e&ala  y  enumera  como  condiciones 
esenciales  para  la  validez  del  matrimonio,  que  éste  se  celebre  por  palabras  de 
presente  ante  el  párroco  propio  y  dos  testigos,  no  siendo  indispensable  que 
el  párroco  aaisla  voluntariamente  al  acto«  y  sí  solamente  que  lo  presencie, 
nodo  kwMMo^  esto  es,  que  se  encuentre  eh  condiciones  naturales  para  formar 
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conciencia  del  acto  qae  realizan  los  contrayentes.  El  expediente  canónico, 
sabsigaiente  á  ese  acto  abusivo,  subsanará  el  defecto  de  origen,  suñciente  á  la 
validez  de!  matrimonio  efectuado. 


Art.  77.  Al  acto  de  la  celebración  del  matrimonio 
canónico  aeistirá  el  Juez  municipal  ú  otro  funcionario  del 
Estado,  con  el  sólo  ñn  de  verificar  la  inmediata  inscrip- 
ción en  el  Registro  civil.  Con  este  objeto,  los  contrayen- 
tes  están  obligados  á  poner  por  escrito,  en  conocimiento 
del  Juzgado  municipal  respectivo,  con  veinticuatro  horas 
de  anticipación  por  lo  menos,  el  día,  hora  y  sitio  en  que 
deberá  celebrarse  el  matrimonio,  incurriendo,  si  no  lo  hi- 
cieren, en  una  multa  de  cinco  á  80  pesetas.  El  Juez  mu- 
nicipal dará  recibo  del  aviso  de  los  contrayentes.  Si  se 
negare  á  darlo,  incurrirá  en  una  multa  que  no  bajará  de 
20  pesetas  ni  excederá  de  100. 

No  se  procederá  á  la  celebración  del  matrimonio  ca- 
nónico sin  la  presentación  de  dicho  recibo  al  Cura  pá- 
rroco- 
Si  el  matrimonio  se  celebrare  sin  la  concurrencia  del 
Juez  municipal  ó  su  delegado,  á  pesar  de  haberle  avisada 
los  contrayentes,  se  hará  á  costado  aquél  la  transcripción 
de  la  partida  del  matrimonio  canónico  en  el  Registro  ci- 
vil, pagando,  además,  una  multa  que  no  bajará  de  20  pe- 
setas ni  excederá  de  100.  En  este  caso  el  matrimonio  pro- 
ducirá iodos  sus  efectos  civiles  desde  el  instante  de  su  ce- 
lebración. 

Si  la  culpa  fuere  de  los  contrayentes,  por  no  haber  dado 
aviso  al  Juez  municipal,  podrán  aquéllos  subsanar  la  fal- 
ta solicitando  la  inscripción  del  matrimonio  en  el  Regis- 
tro civil.  En  este  caso  no  producirá  efectos  civiles  el  ma- 
trimonio sino  desde  su  inscripción. 


96.    Siendo  canónico,  y  como  tal,  perpetuo  é  indisoluble  el  ma- 
trimonio del  demandante,  no  puede  menos  de  originar  la  comuní- 
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dad  de  vida  é  intereses  de  los  contrayeDtes  que  motivó  el  precepto 
del  art.  18  de  la  ley  Procesal,  sin  que  á  ello  pueda  servir  de  obs- 
táculo el  no  dar  aviso  previo  de  su  celebración  al  Juez  municipal 
competente,  ni  cuidado  de  inscribirlo  después  en  el  Registro  civil, 
porque  la  omisión  de  tales  formalidades  obligatorias  de  la  ley  sus- 
tantiva, ni  le  imprime  el  carácter  de  los  que  la  misma  denomina 
secretos  de  conciencia,  ni  puede  perjudicar  otros  derechos  que  los  de 
los  mismos  que  la  infringieron. — S.  16  Feb.  92, — G.  18  Marzo. 


E 


iL  precepto  de  este  articulo  es  sin  duda  el  resultado  de  una  laboriosa  tran- 
caccióD  eotre  el  Poder  temporal  y  el  de  la  Iglesia,  eu  la  que,  esfuerzos  titáni- 
cos de  ambas  Potestades,  han  conseguido  una  fórmula  anfibológica,  que, 
comenzando  por  reconocer  la  eficacia  de  las  disposiciones  canónicas  en  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  al  sólo  fin  de  verificar  la  inmediata  inscripción  en 
el  Registro  civil,  introduce  un  personaje,  funcionario  del  Estado,  extraño  al 
Concilio  Trídentino,  que  impide  la  celebración  del  matrimonio  si  no  comparece 
oportunamente  en  propia  persona  ó  en  forma  de  recibo.  Claro  está  que  aque- 
lla anfibología  habría  de  producir  múltiples  aclaraciones,  y  de  ahí  la  necesi- 
dad de  la  instrucción  de  26  de  Abril  de  1889,  cuyo  art.  7.o,  aclarando  con- 
ceptos, no  ha  sido  bastante  á  evitar  otras  disposiciones  de  carácter  general  y 
resoluciones  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  con  la  doctrina  que  pa- 
samos á  exponer. 

El  Juez  municipal,  llamado  en  primer  lugar  á  concurrir  al  acto,  tiene  la 
facultad  de  delegar  en  un  funcionario  cualquiera  para  que  cumpla  las  forma- 
lidades necesarias  para  el  acta  de  inscripción  en  el  Registro  civil,  y  habién- 
dolo hecho  en  el  Alcalde  de  barrio,  por  no  poder  disponer  del  Notario  de  la 
localidad,  que  se  hallaba  enfermo,  la  falta  de  asistencia  de  aquel  Alcalde  á 
cumplir  la  misión  delegada,  le  hizo  acreedor  á  la  corrección  con  multa  que  el 
Jaez  le  impuso,  como  única  autoridad  competente  para  ello,  en  virtad  al  pre- 
cepto del  art.  334  (4). 

Coando  la  demarcación  de  la  parroquia  en  que  se  celebre  el  matrímoaio 
corresponda  á  diversos  Juzgados  municipales  de  un  mismo  Ayuntamiento,  se 

(1)     Beia  decreto  83  Mano  9SL— (7.  de  80. 
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Teriíicará  la  inseripción  en  el  Registro  del  Juzgado  qae  los  contrayentes  eli- 
jan (4). 

Si  el  matrimonio  se  celebra  fuera  del  término  manicipal  por  delegación  del 
párroco  propio  de  los  contrayentes,  el  funcionario  que  asista  al  acto  debe  ex- 
tender y  remitir  al  Juzgado  municipal  del  domicilio  6  residencia  habitual  del 
marido,  y  en  su  defecto,  al  de  la  mujer,  el  acta  correspondiente  para  su  ios* 
cripción  en  el  Registro  civil.  En  el  mismo  Registro  deberá  transcribirse  la 
partida  sacramental  cuando  se  hubiere  celebrado  el  matrimonio  canónico  sin 
asistencia  del  Juez  municipal  en  la  demarcación  de  Registro  diferente  al  de) 
domicilio  ó  residencia  habitual  de  los  contrayentes  (2). 

Gomo  el  Reglamento  del  Registro  civil  y  la  Instrucción  de  26  de  Abril 
de  4S89  no  autorizan  el  uso  de  libros  impresos,  y  habiendo  de  llevarse  en 
cada  Registro  un  solo  libro  para  la  sección  de  matrimonios,  las  inscripcionea 
y  demás  asientos  de  la  misma  sección  deben  hacerse  en  los  cuadernos  man- 
dalos  abrir  por  la  segunda  disposición  transitoria  del  expresado  Reglamento» 
mientras  otra  cosa  se  resuelve  (3). 

Celebrado  un  matrimonio  canónico  con  asistencia  del  Juez  municipal,  )a 
inscripción  en  el  Registro  debe  tener  lugar  en  la  sacristía  ú  otra  dependencia 
adecuada  de  la  iglesia  en  que  tenga  lugar  el  acto  (i). 

La  delegación  que  hagan  los  Joeces  municipales,  deberá  ser  en  persona  de 
su  confianza,  cuando  haya  imposibilidad  de  hacerlo  á  favor  de  las  designada» 
por  sus  cargos  en  el  art.  4.®  de  la  Instrucción  de  26  de  Abril,  y  en  tal  caso, 
deben  procurar  que  la  persona  elegida  tenga  alguna  representación  social  (5). 


/%rt.  9S.  Los  que  contrajeren  matrimonio  canónica 
in  articulo  mortis^  podrán  dar  aviso  al  encargado  del  Re- 
gistro civil  en  cualquier  instante  anterior  á  la  celebra- 
ción» y  acreditar  en  cualquier  manera  que  cumplieron 
este  deber. 

Las  penas  impuestas  á  los  contrayentes  que  omitieren 
aquel  requisito  no  serán  aplicables  al  caso  del  matrimo- 
nio in  articulo  mortia^  cuando  conste  que  fué  imposible 


U)  B.  de  la  D.,  8  Mayo  89.— (?.  10. 

Olj  B.  de  la  D.,  8  Mayo  89. — Q.  10. 

(8)  B.  de  la  D.f  29  Mayo  89.-^(7.  5  Junio. 

(4)  B.  de  la  D.,  17  Junio  89.— (7.  22. 

(5)  B.  de  la  D.,  19  JuUo  69.— 6^.  22. 


ft 
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dar  oportunamente  el  aviso.  En  todo  caso,  para  que  el 
matrimonio  produzca  efectos  civiles  desde  la  fecha  de  su 
celebración,  la  partida  sacramental  deberá  ser  inscrita  en 
el  Registro  dentro  de  los  diez  días  siguientes. 

.%pt.  99.  El  matrimonio  secreto  de  conciencia,  celo* 
hrado  ante  la  Iglesia,  no  está  sujeto  á  ninguna  formalidad 
en  el  orden  civil,  ni  producirá  efectos  civiles  sino  desde 
que  se  publique  mediante  su  inscripción  en  el  Registro. 

Este  matrimonio  producirá,  sin  embargo,  efectos  civi- 
les desde  su  celebración,  si  ambos  contrayentes,  de  común 
acuerdo,  solicitaren  del  Obispo  que  lo  haya  autorizado  un 
traslado  de  la  partida  consignada  en  el  registro  secreto 
del  Obispado,  y  la  remitieren  directamente  y  con  la  con- 
veniente reserva  á  la  Dirección  genercd  del  Registro  civil , 
solicitando  su  inscripción.  Al  efeqto,  la  Dirección  gene- 
ral del  Registro  llevará  un  registro  especial  y  secreto  con 
las  precauciones  necesarias  para  que  no  se  conozca  el  con< 
tenido  de  estas  inscripciones  hasta  que  los  interesadoa 
soliciten  darles  publicidad  trasladándolas  al  Registro  mu- 
nicipal de  su  domicilio. 


^OMO  e!  matrimonio  canónico,  celebrado  con  los  requisitos,  formas  y  so- 
lemnidades dispuestas  por  la  Iglesia  católica,  produce  todos  los  efectos  civiles, 
admitiéndose  los  I  lanzados  in  articulo  mor  Os  ^  secreto  de  conciencia^  y  atin  loa 
par  sorpraa,  el  Código  civil,  refiriéndose  expresamente  á  los  dos  primeros, 
les  atriboye,  previas  las  formalidades  especiales  contenidas  en  los  dos  artícp- 
lo8  que  nos  ocupan,  aquellos  efectos  en  toda  su  integridad;  formalidades  de 
mero  procedimiento,  cuya  inteligencia  está  en  la  simple  lectura  de  su  texto, 
en  perseeoeión,  como  fin  único,  de  que  sean  transcritos  aquellos  actos  sacra- 
raenlales  en  el  Registro  civil  del  Juzgado  municipal  correspondiente,  y  en  su 
caso,  en  el  especial  y  secreto  de  la  Dirección  general. 

Loe  mismos  efectos  civiles  parece  debe  surtir  el  matrimonio  canónico  ce- 
lebrado por  sorpresa,  y  por  consiguiente,  falto  de  las  solemnidades  establee!* 
das,  por  regla  general,  contrayéndose  á  la  fecha  de  su  transcripción  en  el 


224  CÓDIGO  CIVIL 

Registro  civil,  sin  perjaicio  de  la  responsabilidad  de  los  contrayentes  al  pago 
de  la  multa  de  5  á  80  pesetas,  qae,  en  sentir  del  eximio  comentarista  Sr.  Man- 
resa,  incurren  por  la  omisión  del  aviso  al  Jozgado  mnnícip&l,  no  extensiva  al 
párroco,  proviniente  de  la  no  reclamación  del  recibo  del  aviso,  porqne  su  in- 
tervención en  el  acto,  annqne  eficaz,  fné  involuntaria  y  desconocida  hasta  el 
momento  mismo;  pues  de  otro  modo,  esto  es,  no  mediando  la  sorpresa,  inco- 
rrirá  el  párroco  que  procediere  á  la  celebración  del  matrimonio  sin  el  reqni- 
sito  previo  del  recibo  en  la  multa  de  SO  á  400  pesetas,  qne  podrá  imponerle 
el  mismo  Jaez  municipal. 

i%rt.  HO.  £1  conocimiento  de  los  pleitos  sobre  nali  • 
dad  y  divorcio  de  los  matrimonios  canónicos  corresponde 
á  los  Tribunales  eclesiásticos. 

i%rt.  Hl,  Incoada  ante  el  Tribunal  eclesiástico  una 
demanda  de  divorcio  ó  de  nulidad  de  matrimonio,  corres- 
ponde  al  Tribunal  civil  dictar,  á  instancia  de  parte  inte- 
resada, las  disposiciones  referidas  en  el  arU  68. 

,  .%rÉ.  dS.    La  sentencia  ñrme  de  nulidad  ó  divorcio 

del  matrimonio  canónico  se  inscribirá  en  el  jRegistro  ci- 
vil, y  se  presentará  al  Tribunal  ordinario  para  solicitar 
su  ejecución  en  la  parte  relativa  á  los  efectos  civiles. 


k 


.A  Iglesia  considera  al  divorcio  como  perjudicial  á  la  moral  pública,  y 
n'o  le  concede,  por  lo  tanto,  sin  causa  justiGcada  en  el  fuero  externo,  median- 
te la  tramitación  de  un  juicio  con  todas  las  solemnidades  legales  establecidas 
por  los  procedimientos  más  amplios,  correspondiendo  en  nuestro  orden  pro- 
cesal al  declarativo  de  mayor  cuantía  establecido  por  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  á  cuyos  preceptos  deberá  acomodarse  la  tramitación,  según  práctica 
establecida  en  todos  los  Tribunales  eclesiásticos  de  España,  sin  distinción, 
confirmada  por  los  tratadistas  de  Derecho  y  disciplina  de  la  Iglesia,  entre 
ellos,  los  Doctores  Gómez  de  Salazar  y  D.  Vicente  de  la  Fuente;  y  aun  cuando 
lo  conceptuamos  además  confirmado  por  rescripto  del  Nuncio  de  Su  San- 
tidad, Monseñor  Rampolla,  de  que  se  nos  dio  particular  noticia  en  4887  por 
conducto  fidedigno,  no  hemos  podido  obtener  una  transcripción  exacta,  ni  en-- 
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eoDtrádole  inserto  en  las  pablicaciones  de  aqaella  índole  en  qoe  creíamos 
hallarle  Lanatnraleza  de  estos  procedimientos  es  especial;  paes  siendo  di- 
Yertas  las  cansas  que  los  motivan,  nnas  son  de  materia  criminal^  como  el  adal- 
terio,  y  otras  de  materia  civil,  como  la  impotencia,  etc.;  pero  la  tramitación 
es  siempre  la  misma  del  joicio  declarativo,  en  razón  al  carácter  oniformemen- 
te  deelarttorío  del  falto  qne  proda<ien,  congruente  con  la  demanda,  decidiendo 
haber  logar  i  ella,  ó  con  la  impugnación,  declarando  no  haber  lugar  á 
aquélla.. 

Precederá,  pues,  el  acto  de  conciliación,  y  con  avenencia  ó  sin  ella  se  de- 
ducirá la  demanda,  porque  á  diferencia  de  las  convenciones  civiles,  el  mutuo 
disenso,  y  por  consiguiente, el  allanamiento  ala  demanda,  no  resuelve  el 
vinculo,  de  suyo  perpetuo,  haciendo  precisa  la  sustanciación  adecuada  y  un 
pronunciamiento  solemne  y  definitivo  fondado  en  cansas  legales,  suficientes 
y  justificadas. 

Si  hubieren  precedido  á  todo  ello  las  medidas  de  procaución,  separación, 
depósito,  etc.,  conforme  á  lo  expresado  en  el  comentario  al  art.  68,  deberá 
interesarse  certificación  de  la  presentación  de  la  demanda  ante  el  Tribunal 
eclesiástico  para  hacerlo  constar  en  el  expediente  judicial,  para  que  queden 
ratificadas  aquellas  medidas  precaución  ales,  cuyo  término  es  el  de  un  mes,  con 
un  día  de  aumento  por  cada  30  kilómetros  que  diste  el  pueblo  en  que  se  cons* 
tituya  el  depósito  del  en  que  resida  el  Juez  eclesiástico  (1).  La  ejecutoria  que 
recaiga  deberá  presentarse  en  forma  solemne  al  Tribunal  civil,  que  creemos 
deberá  ser  el  mismo  qne  intervino  en  las  diligencias  á  que  hace  referencia  el 
art.  68  del  Código  y  sus  concordantes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento^  mandando 
á  instancia  departe  darle  cumplimiento,  y  librando  para  él  las  correspondien- 
tes órdenes  y  testimonio  en  relación  de  la  sentencia,  á  los  Jueces  municipa» 
les  que  corresponda  en  la  parte  referente  al  Registro  civil,  con  arreglo  á  la 
ley  por  que  se  rige,  y  especialmente  los  artículos  73  y  74,  60  y  64,  proce- 
diendo para  los  demás  extremos  de  su  ejecución,  según  las  disposiciones  apli- 
cables del  tít.  8.0,  libro  2.o,  y  t(t.  44  del  libro  4.®  de  la  referida  ley  de  Enjui- 
'Ciamiento. 

(l)     Arta.  1890  7  sigmentes  de  la  ley  de  Sxgaioianiiento  civil. 
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CAPITULO   III 

Del  raatrimomio  civil. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DE  LA  CAPACIDAD  DE  LOS  CONTRAYENTES 

Art.  S3.    No  pueden  contraer  matrimonio: 

1.^  Los  varones  menores  de  catorce  años  cumplidos 
y  las  hembras  menores  de  doce,  también  cumplidos. 

Se  tendrá,  no  obstante,  por  revalidado  ipso  fació  y  sin 
necesidad  de  declaración  expresa,  el  matrimonio  con- 
traído por  impúberes,  si  un  día  después  de  haber  llegado 
á  la  pnbertad  legal  hubiesen  vivido  juntos  sin  haber  re- 
clamado en  juicio  contra  su  validez,  ó  si  la  mujer  hubiera 
concebido  antes  de  la  pubertad  legal  ó  de  haberse  enta- 
blado  la  reclamación. 

2.*  Los  que  no  estuvieren  en  el  pleno  ejercicio  de  su 
razón  al  tiempo  de  contraer  matrimonio. 

3.®  Los  que  adolecieren  de  impotencia  fisica,  absoluta 
ó  relativa  para  la  procreación  con  anterioridad  á  la  cele- 
bración del  matrimonio  de  una  manera  patente,  perpetua 
é  incurable. 

4.^  Los  (ordenados  in  8€ieris  y  los  profesos  en  una  Or- 
den religiosa  canónicamente  aprobada,  ligados  con  voto 
solemne  de  castidad^  á  no  ser  que  unos  y  otros  hayan  ob- 
tenido la  correspondiente  dispensa  canónica. 

5.^  Los  que  se  hallen  ligados  con  vinculo  matrimo- 
nial. 

Jkrt,  941.  Tampoco  pueden  contraer  matrimonio  en- 
tre si: 

1.^  Lüs  ascendientes  y  descendientes  por  consangui- 
nidad ó  afinidad  legitima  ó  natural. 
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2.^  LoB  colaterales  por  confianguinidad  legitima  hasta 
el  cuarto  grado. 

8.^  Los  colaterales  por  afinidad  legítima  hasta  el 
cuarto  grado. 

4.^  Los  colaterales  por  consanguinidad  ó  afinidad  na- 
tural hasta  el  segundo  grado. 

5.®  El  padre  ó  madre  adoptante  y  el  adoptado;  éste  y 
el  cónyuge  viudo  de  aquéllos;  y  aquéllos  y  el  cónyuge 
viudo  de  éste, 

6.®  Los  descendientes  legítimos  del  adoptante  con  el 
adoptado,  mientras  subsista  la  adopción. 

7.*^  Los  adúlteros  que  hubiesen  sido  condenados  por 
sentencia  firme. 

8.^  Los  que  hubiesen  sido  condenados  como  autores, 
ó  como  autor  y  cómplice  de  la  muerte  del  cónyuge  de 
cualquiera  de  ellos.  . 

Art.  H&.  El  Gobierno^  con  justa  causa,  puede  dis- 
pensar, á  instancia  de  parte:  el  impedimento  comprendido 
en  el  número  2.^  del  art.  46;  los  grados  tercero  y  cuarto 
de  los  colaterales  por  consanguinidad  legitima;  los  impe- 
dimentos nacidos  de  afinidad  legítima  ó  natural  entre  co- 
laterales, y  los  que  se  refieren  á  los  descendientes  del 
adoptante. 


g. 


'AP ACIDAD,  dgimos,  es  la  aptitud  de  la  persona  para  ser  sujeto  en  las 
relaciones  del  derecho,  y  de  ahí  el  qae,  tratándose  en  los  artícnlos  qae  nos  oca- 
pan  de  ana  de  las  fuentes  productoras  de  mayores  y  más  trascendentales  rela- 
ciones jurídicas,  ocupen  en  el  Código  un  lugar  preferente  lu  circunstancias 
modificativas  de  la  capacidad  para  contraer  matrimonio,  que  vienen  con  más 
ó  menos  variantes  apreciándose  desde  la  más  remota  antigüedad,  bajo  la  de- 
nominación de  impedimentos,  que  según  el  orden  de  sus  causas  productoras 
podríamos  llamar  naturalei,  reUgiosot,  eivües,  poUHeoi  y  sociales;  pero  que 
teniendo  en  consideración  los  efectos  jurídicos  de  dichos  impedimentos  res- 
pecto del  matrimonio  celebrado,  vienen  clasificados  en  los  dos  grandes  gra- 
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pos  qne  eomprenden;  en  el  uno,  á  los  que  le  anulan  como  verdaderas  cansas 
inductivas  de  nulidad,  llamados  dirimentes^  y  en  el  otro,  á  los  qne  aun  des- 
pués de  advertidos,  y  probados,  dejan  subsistente  el  vinculo,  y  son  los  impe- 
dientes. 

fil  Código,  sin  consignar  denominación  de  ninguna  clase,  establece  en  los 
dos  primaros  artículos  numeradamente  aquellos  impedimentos  en  dos  grupos: 
el  primero,  comprende  los  cinco  casos  que  afectan  directamente  al  individuo 
en  sí  propio,  y  el  segundo,  los  ocho  que  dimanan  de  la  relación  de  ese 
mismo  individuo  con  otro,  aparte  de  los  tres  casos  que  comprende  el  art.  45 
de  que  nos  ocupamos  oportunamente. 

Gomo  el  matrimonio  tiene  tres  fines  bien  determinados,  ó  sean  la  procrea- 
ción, la  ccmvivencia  y  la  moralización  de  la  iamilia,  cada  fin  requiere  aptitu- 
des especiales»  correspondiendo  al  primero  la  capacidad  para  engendrar  ó  po- 
tencia, cuya  falta  anula  totalmente  el  vínculo,  á  no  ser  que  provenga  de  la 
impubertad  legal  por  la  edad,  que  produce  efecto  temporal  y  cede  ante  el 
cumplimiento  de  ésta  ó  de  las  señales  de  fecundación;  al  segundo,  el  consen* 
tiwtieuio^  que  requiere  la  recíproca  obligación  de  la  convivencia  y  mutuo  au- 
xilio como  procedente  de  convención  celebrada,  por  lo  que,  las  causas  que 
vicien  el  consentimiento  son  inductivas  de  nulidad,  como  la  locura,  vínculo 
preexistente,  profesión  religiosa,  etc.;  y  al  tercero,  el  parentesco  próximo  y 
el  erimen,  que  relajan  la  moralidad  de  la  unión,  todos  los  que  comprende  el 
Código  para  el  matrimonio  civil  en  los  artículos  que  nos  ocupan,  de  los  cua- 
les, mediante  solicitud  de  parte  interesada,  podrá  obtener  dispensa  del  Gobier- 
no en  los  contados  casos  que  determina  el  art.  85  tr&nscrito. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LA  CSLEBBACIÓN  DEL  MATRIMONIO 

Awt,  SA.  LoB  que,  con  arreglo  al  art.  42,  hubieren 
de  contraer  matrimonio  en  la  forma  determinada  en  este 
Código,  presentarán  al  Juez  municipal  de  bu  domicilio 
ana  declaiadón,  firmada  por  ambos  contrayentes,  en  que 
consten: 

1.^  Los  nombres,  apellidos,  edad,  profesión,  domicilio 
ó  residencia  de  los  contrayentes. 

2.^  Los  nombres,  apellidos,  profesión,  domicilio  ó  re- 
sidencia de  los  padres. 
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Acompañarán  á  esta  declaración  la  partida  de  naci- 
miento y  de  estado  de  los  contrayentes,  la  licencia  ó  con- 
sejo, si  procediere,  y  la  dispensa,  cuando  sea  necesaria. 

Art.  SY.  El  matrimonio  podrá  celebrarse  personal- 
mente ó  por  mandatario  á  quien  se  haya  conferido  poder 
especial;  pero  siempre  será  necesaria  la  asistencia  del  con- 
trayente, domiciliado  ó  residente  en  el  distrito  del  Jues 
que  deba  autorizar  el  casamiento. 

Se  expresará  en  el  poder  especial  el  nombre  de  la  per- 
sona oon  quien  ha  de  celebrarse  el  matrimonio,  y  éste  será 
válido  si  antes  de  su  celebración  no  se  hubiera  notificado 
al  apoderado  en  forma  auténtica  la  revocación  del  poder. 

Art.  H9,  Si  el  Juez  municipal  escogido  para  la  ce- 
lebración del  matrimonio  no  lo  fuere  á  la  vez  de  ambos 
contrayentes,  se  presentarán  dos  declaraciones,  una  ante 
el  Juez  municipal  de  cada  contrayente,  expresando  cuál 
de  los  dos  Jueces  han  elegido  para  la  celebración  del  ma- 
trimonio, y  en  ambos  Juzgados  se  practicarán  las  diligen- 
cias que  se  establecen  en  los  artículos  siguientes. 

Apt..  S9.  El  Juez  municipal,  previa  ratificación  de 
los  pretendientes,  mandará  fijar  edictos  ó  proclamas  por 
espacio  de  quince  días,  anunciando  la  pretensión  con  to- 
das las  indicaciones  contenidas  en  el  art.  86,  y  requi- 
riendo á  los  que  tuviesen  noticia  de  algún  impedimento 
para  que  lo  denuncien.  Iguales  edictos  mandará  á  los  Jue- 
ces municipales  de  los  pueblos  en  que  hubiesen  residido 
ó  estado  domiciliados  los  interesados  en  los  dos  últimos 
años,  encargando  que  se  fijen  en  el  local  de  su  audiencia 
pública  por  espacio  de  quince  días,  y  que,  transcurridos 
éstos,  los  devuelvan  con  certificación  de  haberse  llenado 
dicho  requisito,  y  de  haberse  ó  no  denunciado  algún  im- 
pedimento. 

Apí.  90.    Los  militares  en  activo  servicio  que  inten- 
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taren  contraer  matrimonio  estarán  dispeneados  de  la  pu- 
blicación de  los  edictos  íaera  del  ponto  donde  residan,  si 
presentaren  certificación  de  sa  libertad  expedida  por  el 
Jefe  del  Cuerx)o  armado  á  que  pertenezcan. 

Art.  Ol.  Si  ]o6  interesados  fueren  extranjeros,  y  no 
llevaren  dos  años  de  residencia  en  España,  acreditarán 
con  certificación  en  forma,  dada  por  Autoridad  compe- 
tente, que  en  el  territorio  donde  hayan  tenido  su  domici- 
lio ó  residencia  durante  los  dos  años  anteriores,  se  ha  he- 
cho, con  todas  las  solemnidades  exigidas  en  aquél,  la  pu- 
blicación del  matrimonio  que  intentan  contraer. 

Art.  99.  En  todos  los  demás  casos,  solamente  el 
Gobierno  podrá  dispensar  la  publicación  de  los  edictos, 
mediando  causas  graves,  suficientemente  probadas. 

Ari.  93.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos 
anteriores,  el  Juez  municipal  autorizará  el  matrimonio 
del  que  se  halle  en  inminente  peligro  de  muerte »  ya  esté 
domiciliado  en  la  localidad,  ya  sea  transeúnte. 

Este  matrimonio  se  entenderá  condicional,  mientras 
no  se  acredite  legalmente  la  libertad  anterior  de  los  con- 
trayentes. 

Art.  941.  Los  Contadores  de  los  buques  de  guerra  y 
los  Capitanes  de  los  mercantes  autorizarán  loe  matrimo- 
nioe  que  se  celebren  á  bordo  en  inminente  peligro  de 
muerte.  También  estos  matrimonios  se  entenderán  con- 
dicionales. 

Art.  95.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  es 
aplicable  á  los  Jefes  de  los  Cuerpos  militares  en  campaña, 
en  defecto  del  Juez  municipal,  respecto  de  los  individuos 
de  loe  miamos  que  intenten  celebrar  matrimonio  in  ar- 
iicHlonun'Hs. 
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Atí.  90.  Transcurridos  Iob  quince diae  á  que  se  re- 
j6ere  el  art.  89  sin  que  se  baya  denunciado  ningún  impe- 
dimento, y  no  teniendo  el  Juez  municipal  conocimiento 
de  alguno,  procederá  á  la  celebración  del  matrimonio  en 
los  términos  que  se  previenen  en  este  Código. 

Si  pasare  un  año  desde  la  publicación  de  los  edictos 
sin  que  se  efectúe  el  casamiento,  no  podrá  celebrarse  éste 
sin  nueva  publicación. 

Atí.  99,  Si  antes  de  celebrarse  el  matrimonio  se . 
presentare  alguna  persona  oponiéndose  á  él  y  alegando 
impedimento  legal,  ó  el  Juez  municipal  tuviere  conoci- 
miento de  alguno,  se  suspenderá  la  celebración  del  ma* 
trimonio  hasta  que  se  deplare  por  sentencia  firme  la  im- 
procedencia ó  falsedad  del  impedimento. 

Art.  99.  Todos  aquellos  á  cuyo  conocimiento  lle- 
gue la  pretensión  de  matrimonio,  están  obligados  á  de- 
nunciar  cualquier  itíipedimento  que  les  conste.  Hecha  la  . 
denuncia,  se  pasará  al  Ministerio  fiscal,  quien,  si  encon- 
trare fundamento  legal^  entablará. la  oposición  al  matri- 
monio. Sólo  los  particulares  que  tengan  interés  en  impe- 
dir el  casamiento  podrán  formalizar  por  sí  la  oposición » 
y  en  uno  y  otro  casóse  sustanciará  ésta  conforme  alo 
dispuesto  en  la  lóyde  Enjuiciamiento  civil,  dándole  la 
tramitación  de  los  incidentes. 

iti^;  99.  Si  por  sentencia  firme  se  declararen  fal- 
sos los  impedimentos  alegados,  el  que  fundado  en  ellos 
hubiese  formalizado  por  sí  la  oposición  al  matrimonio,, 
queda  obligado  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Art.  lOO.  Se  celebrará  el  casamiento  compare- 
ciendo ante  el  Juez  municipal  los  contrayentes,  ó  uno  de 
ellos,  y  la  persona  á  quien  el  ausente  hubiese  otorgada 
poder  especial  para  representarle,  acompañados  de  do» 
testigos  mayores  de  edad  y  sin  tacha  legal. 
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Acto  seguido,  el  Juez  municipal,  después  de  leídos 
loB  artículos  56  y  57  de  este  Código,  preguntará  á  cada 
uno  de  los  contrayentes  si  persiste  en  la  resolución  de 
celebrar  el  matrimonio,  y  si  efectivamente  lo  celebra;  y 
respondiendo  ambos  afirmativamente,  extenderá  el  acta 
de  casamiento  con  todas  las  circunstancias  necesarias 
para  hacer  constar  que  se  han  cumplido  las  diligencias 
prevenidas  en  esta  sección.  El  acta  será  firmada  por  el 
Juez,  los  contrayentes,  los  testigos  y  el  Secretario  del 
Juzgado. 

Los  Cónsules  y  Vicecónsules  ejercerán  las  funciones 
de  Jueces  municipales  en  los  matrimonios  de  españoles 
celebrados  en  el  extranjero. 


IKNTBAS  la  legislación  civil  de  la  época  revolucionaría  y  la  Ck)n8t¡* 
tación  del  $9  creaban  hondas  diferencia»  y  perturbaron  las  relaciones  de  1» 
Iglesia  eon  el  Estado,  los  subditos  españoles  llevaron  á  la  mayor  exageración 
sos  ezallactones  en  uno  y  otro  sentido,  acentaándose  en  aquella  lucha  las  ten- 
dencias hacia  el  matrimonio  laico;  mas  hoy,  bien  porque  á  aquella  agitación 
haya  sucedido  el  natural  cansancio,  bien  por  hallarse  cohonestados  los  antago- 
oisBu»  de  ambos  extremos  en  la  Constitución  del  76,  ó  por  ambas  cosas,  es  lo 
cierto  que  ha  dismíauido  considerablemente  aqoel  rigor,  y  aun  los  más  indi- 
fereitses  en  materia  letigiosa  acuden  á  la  Iglesia  para  celebrar  su  matrimo- 
nio, puesto  que  produce  todos  los  efectos  civiles,  y  su  ceremonial  majestuoso 
da  csraeter  saenmental  «1  acto  de  más  trascendencia  de  la  vida  humana.  Por 
eso  soo,.i¡n  duda,  muy  contados  los  casos  de  matrimonio  civil  que  registran 
los  Jueces  municipales  en  esta  época. 

La  sostaneiación  y  requisitos  previos  para  celebrarle  están  bien  claramen- 
te panluliíados  en  los  45  artículos  que  comprende  esta  sección,  á  los  que 
completan  los  de  la  Instrucción  de  36  de  Abril  de  48S9,  de  todos  los  cuales 
resalta  que  antes  de  la  presentación  al  Juzgado  de  la  declaración  de  los  con- 
trayentes, dtberán  obtener  los  documentos  que  justifiquen  su  capacidad,  par- 
Mas  de  naeimiento,  de  soltería  ó  viudez,  licencia  ó  consejo,  etc.,  cuya  decla-^ 
rasión,  Irmada  por  ambos  contrayentes,  y  si  éstos  ó  alguno  de  ellos  no  pu- 
dieie,  por  lu  vecino  á  sa  mego,  será  presentada  al  Juez  del  domicilio  que 
tengan  los  contrayentes  á  la  sazón,  ó  al  de  ambos  si  fuere  distinto,  pero  ex- 
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presando  coál  es  el  elegido,  y  la  ratiflcación  de  los  interesados  en  ella  será 
jostifícación  bastante  de  qae  no  profesan  la  religión  católica,  sin  que  se  les 
precise  á  hacer  declaraciones  en  tal  sentido,  según  tnvimos  ocasión  de  ex- 
presar en  el  comentario  al  art.  42,  por  considerar  derogada  la  Real  orden  de 
27  de  Febrero  de  4875,  que  exigía  la  manifestación  concreta  de  los  contra- 
yentes sobre  el  extremo  de  no  profesar  dicha  religión. 

Permite  el  Código  la  celebración  del  matrimonio  por  apoderamiento  me- 
diante poder  especial  en  forma  con  los  requisitos  exigidos  expresamente, 
siempre  qae  asista  al  aclo  el  cónyuge  domiciliado  ó  residente  en  el  distrito 
del  Jaez  qae  deba  autorizar  el  casamiento,  paesto  qae  no  es  lícito  el  apodera- 
miento para  los  dos  contrayentes,  y  si  sólo  al  aasente,  cayo  mandato  será  vá- 
lido y  surtirá  todos  sus  efectos  mientras  no  se  notifique  al  apoderado  la  revo- 
cación del  poder,  en  forma  auténtica,  antes  de  la  celebración  del  acto. 

Los  edictos  que  se  expongan  con  arreglo  al  art.  89  deberían  llevar  im- 
presos al  margen  los  artículos  83  y  84  del  Código  civil,  para  qae  el  público, 
con  vista  de  la  disposición  legal  y  de  lo  que  le  conste  acerca  de  los  contra- 
yentes, pueda  denunciar  los  aludidos  impedimentos;  y  respecto  á  la  excepción 
del  art.  90  en  favor  de  los  militares,  no  deberá  considerarse  extensiva  á  su 
prometida,  y  los  edictos  referentes  á  ella  deberán  fijarse,  según  preceptúa  el 
art.  89,  sin  olvidar  que,  tanto  para  este  caso  como  en  el  del  art.  92,  se  alude 
a1  ffliilitar  en  activo  servicio,  pues  no  estándolo,  se  regirá  por  la  disposición 
común,  aplicándose  supletoriamente  el  art.  46  del  Reglamento  de  4870. 

La  certificación  exigida  á  los  extranjeros  por  el  art.  94,  deberá  ser  legali- 
zada por  el  Cónsul  ó  Vicecónsul  de  la  población  en  que  residan  los  contrayen- 
tes y  presentarse  su  traducción  al  español;  y  si  llevasen  más  de  dos  años  de 
residencia  en  nuestro  territorio,  observarán  las  reglas  que  se  exigen  á  loe 
españoles.  Mas  si  uno  de  los  contrayentes  fuese  español  y  otro  extranjero, 
regirá  sólo  para  éste  lo  preceptuado  en  dicho  artículo,  sin  que  aquél  pueda 
considerarse  eliminado  del  cumplimiento  de  las  demás  prescripciones. 

En  cuanto  á  los  matrimonios  que  civilmente  se  celebren  in  articulo  mor* 
Os,  serán  nulos  si  no  resultase  la  capacidad  supuesta  de  los  contrayentes,  bien 
porque  se  hallen  ligados  con  vínculo  anterior  no  disuelto,  bien  por  estar  com- 
prendidos en  alguno  de  los  impedimentos  de  los  artículos  83  y  84,  ó  no  haber 
obtenido  dispensa  previa  de  los  que  la  requieran. 

Como  consecuencia  de  la  publicación  de  los  edictos,  tienen  facultad  para 
denunciar  los  impedimentos,  lo  mismo  los  mayores  que  los  menores  de  edad, 
hombres  ó  mujeres;  más  la  oposición  formal  al  matrimonio  anunciado  sólo 
podrá  deducirla  persona  interesada,  en  la  forma  establecida  para  los  inciden* 
tes  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  no  habiendo  opositor  formal,  se  comu- 
nicará al  Fiscal  la  denuncia  que  se  haya  hecho  por  escrito  ó  por  comparecen- 
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da*  part  que  dicho  Ministerio,  con  sospentión  de  la  celebración  del  matrimo- 
nio, promueva  el  incidente  do  oposición  si  lo  estima  procedente,  podiendo 
originar  el  incumplimiento  de  este  precepto  la  responsabilidad  civil  qne  esta- 
blece la  ley  de  Enjuiciamiento  respecto  al  Juez;  y  con  relación  al  opositor  6 
*  litigante  en  el  incidente  que  procediere  con  mala  fe  notoria,  ocasionando  á 

I  los  interesados  y  sos  fsmilias  males  de  trascendencia,  podrá  incurrir  en  la 

indemnización  de  perjuicios,  y  hasta  si  resoltare  falso  el  hecho  denunciado 
como  constitutivo  del  impedimento,  ser  sometido  despnés  á  un  proceso  cri- 
minal por  imputación  calumniosa,  si  aquél  fuese  de  los  comprendidos  en  los 
artículos  486  al  49S  del  Código  penal,  que  resultan  extractados  en  el  comenta- 
rio al  art.  45. 

Finalmente,  atribuidas  por  el  art.  400  á  los  Cónsules  y  Vicecónsules  espa- 
ñoles las  mismas  facultades  que  á  los  Jueces  municipales  para  los  matrimo- 
nios que  celaren  los  españoles  en  el  extranjero,  conceptuamos  este  precepto 
como  excepción  al  de  carácter  general,  locui  regii  aetns,  en  virtud  á  su  ter- 
minante disposición,  que  no  podrán  eludir  ni  aquellos  funcionarios  ni  los  con- 
trayentes españoles,  no  obstante  la  opinión  que  en  sentido  contrario  tienen 
expuesta  otros  respetables  comentaristas. 
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SECaÓN  TERCERA 


DS  LA  NULIDAD  DEL  MATRIMONIO 


Artículo  lOl.    Son  nuloe: 

1.^  Los  matrimonioB  celebrados  entre  las  personas  á 
quienes  se  refieren  los  artículos  83  y  84,  salvo  los  casos 
de  dispensa. 

2.^  El  contraído  por  error  en  la  persona,  ó  por  coac- 
ción ó  miedo  grave  que  vicie  el  consentimiento. 

8.^  El  contraído  por  el  raptor  con  la  robada,  mientras 
'ésta  se  halle  en  su  poder. 

4.*  El  que  se  celebre  sin  la  intervención  del  Juez  mu* 
nicipal  competente,  ó  del  que  en  su  lugar  deba  autorizar- 
lo, y  sin  la  de  los  testigos  que  exige  el  art.  100. 

Art.  IOS.  La  acción  para  pedir  la  nulidad  del  ma- 
trimonio corresponde  á  los  cónyuges,  al  Ministerio  fiscal 
y  á  cualesquiera  personas  que  tengan  interés  en  ella. 

Se  exceptúan  los  casos  de  rapto,  error,  fuerza  ó  miedo, 
en  que  solamente  podrá  ejercitarla  el  cónyuge  que  los 
hubiese  sufrido;  y  el  de  impotencia,  en  que  la  acción 
corresponderá  á  uno  y  otro  cónyuge  y  á  las  personas  que 
tengan  interés  en  la  nulidad. 

Caduca  la  acción  y  se.  con  validan  los  matrimonios,  en 
sus  respectivos  casos,  si  los  cónyuges  hubieran  vivido  jun- 
tos durante  seis  meses  después  de  desvanecido  el  error  ó 
de  haber  cesado  la  fuerza  ó  la  causa  del  miedo,  ó  si,  reco- 
brada la  libertad  por  el  robado,  no  hubiese  éste  inter- 
puesto durante  dicho  término  la  demanda  de  nulidad. 

Art.  IOS.  Los  Tribunales  civiles  conocerán  de  los 
pleitos  de  nulidad  de  los  matrimonios  celebrados  con 
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arreglo  á  las  disposiciones  de  este  capitulo,  adoptarán  las 
medidas  indicadas  en  el  art.  68,  y  fallarán  deñnitiya- 
mente. 


k, 


.OS  tres  articiilos  de  qae  consta  esta  seccióa  desenvuelven  toda  la  mate- 
ria relativa  á  la  ineficacia  de  los  matrimonios  civiles  celebrados  con  infrac* 
eíón  de  las  disposiciones  legales  qae  los  rigen,  comprendiendo  como  cansas 
indfietivasy  los  cinco  casos  numerados  del  art.  83  y  los  ocho  del  81;  más  las  que 
vieíaii  el  consentimiento  por  error  en  la  persona,  coacción  6  miedo  grave,  y 
rapto;  7  finalmente,  las  que  conculcan  la  solemnidad  ritual  establecida  legal- 
meóle  para  la  celebración  del  matrimonio,  prescritas  como  esenciales  del 
mismo  para  hacer  constar  en  todo  tiempo  la  existencia  del  vínculo  creado. 

Por  seguir  rigurosamente  el  ilógico  orden  de  materias  de  nuestro  Código^ 
anleposimos  los  efectos  de  la  nulidad  del  matrimonio  á  las  causas  inductivas 
de  dicha  nulidad,  remitiéndonos  con  tal  motivo  á  los  comentarios  de  los  ar* 
líenlos  67  al  72,  para  ocupamos  ahora  de  las  causas  de  nulidad  comprendidas 
en  los  tres  últimos  números  del  art.  404,  por  estar  tratadas  en  su  lugar  las 
ahididasenel  núm.  4.^ 

£1  error,  la  coacción  ó  el  miedo  tienen  sus  correspondientes  distinciones, 
pues  deben  afectar  á  la  •esencia  y  no  provenir  de  un  mero  detalle,  según  ha  ve- 
nido entendiéndose  en  la  aplicación  de  las  leyes  de  Partida...  «quando  acaes- 
eiese  yerro  en  las  personas  de  aquellos  que  se  casan,  cuidando  el  varón  qu<^ 
le  den  una  moger  é  danle  otra  en  lugar  de  aquella...  ó  si  la  muger  cuy  dase 
casar  con  un  ome  ó  casasse  con  otro;  ca  cualquier  dellos  que  errase  de  esta 
guisa,  non  consentiría  en  el  otro...  ó  si  fuese  fecho,  puédese  desfacer,  fueras 
ende  si  nuevamente  consentiese  en  él  después  que  lo  conosciese»  (4). 

La  ley  45  del  mismo  título  y  Partida  decía:  cLa  fuerza  se  debe  entender 
detta  manera:  quando  alguno  adnzen  contra  su  voluntad  ó  le  prendan  ó  li- 
gas é  le  facen  otorgar  el  casamiento.  E  otro  sí,  el  miedo  se  entiende  quando 
es  fecho  de  tal  manera,  que  todo  ome  maguer  fuesse  de  gran  corazón,  se  te- 
miesae  del;  como  si  viesse  armas  ú  otras  cosas  con  quel  quisiesen  ferir  ó  ma- 
lar ó  le  quisiesen  dar  algnnas  penas.» 

El  rapto,  que  según  el  artículo  que  nos  ocupa,  vicia  el  consentimiento,  es 
el  efectuado  por  el  hombre  con  una  miger,  y  aunque  del  mismo  modo  debe- 
ú  viciarlo  el  que  efectuara  una  mujer  artera  é  intrépida  con  un  hombre  de 

ü)     L»y  10,  tít.  a/,  Partida  4.* 
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condiciones  especi&Ies,  p«8ilámine«  temeroso,  etc.;  este  cuo,  no  previsto,  sin 
duda,  por  honor  al  sexo  foerte,  como  excepcional,  podría,  en  nuestro  sentir* 
anular  también  el  matrimonio  mediante  la  debida  justificación  ante  Tribunal 
competente,  porque,  como  en  el  previsto  por  el  legislador,  vicia  de  ígoat 
modo  el  consentimiento.  En  el  rapto  hay  que  distinguir  la  intención  del 
agente,  pues  ejecutado  con  miras  deshonestas,  constituye  el  delito  previsto 
en  el  art.  460  del  Código  penal,  y  sin  ellas,  puede  constituir  él  de  detención 
ilegal,  castigado  en  el  495  y  siguientes;  mas  como  puede  tener  por  objeto  so- 
lamente el  decidir  ó  acercar  la  celebración  del  matrimonio  sin  el  propósito  de 
abusar  de  la  mujer,  y  aun  con  anuencia  Ó0  ella,  el  rapto  produciría  en  este 
<^aso  sólo  el  efecto  civil  del  artículo  que  nos  ocupa. 

Causas  de  nulidad  son,  pues,  aquellas  que  afectan  al  vínculo  matrimonial, 
á  diferencia  de  las  productoras  del  divorcio,  que  limitándose  á  la  suspensión 
de  la  vida  común  de  los  casados,  provienen  de  la  perturbación  de  las  relacio- 
nes morales  y  progeniales  de  los  cónyuges. 

Como  todo  derecho  produce  acción  jurídica  para  su  reintegro  contra  la 
violación  á  favor  de  la  persona  damnificada,  la  de  nulidad  del  lúatrimonio  civil 
celebrado  corresponde  á  los  aludidos  en  el  art.  402  preinserto,  teniendo  en 
cuenta  que  los  seis  meses  establecidos  para  la  prescripción  de  la  acción  jurí- 
dica se  refieren  sólo  á  los  casos  determinados  en  el  párrafo  3.^  del  artículo, 
pues  en  otros,  como  la  impotencia  física,  por  ejemplo,  no  puede  computarse 
dicho  término  de  prescripción. 

El  conocimiento  de  las  reclamaciones  sobre  nulidad  del  matrimonio  civil 
corresponde  desde  luego  á  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria,  y  su 
tramitación  deberá  acomodarse  á  las  reglas  establecidas  para  los  juicios  decla- 
rativos de  mayor  cuantía,  previo  el  acto  conciliatorio,  el  cual  no  estorbará  e\ 
pleito,  en  nuestro  sentir,  aun  cuando  el  demandado  se  allane,  por  la  misma 
razón  expuesta  al  tratar  este  punto  en  el  matrimonio  canónico.  En  el  mismo 
escrito  de  demanda,  ó  á  continuación,  podrá  interesarse  la  adopción  de  las 
medidas  preventivas  de  depósito  de  la  mujer,  etc.,  si  no  estuviesen  practicadas» 
de  antemano;  pues  en  este  caso  la  presentación  de  la  demanda  en  tiempo 
producirá  el  efecto  de  la  ratificación  de  aquéllas. 


n 
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SECCIÓN  CUARTA 

BEL  BIVOBCIO 

Art.  I04I.  SI  divorcio  sólo  produce  la  BUBpeQBÍón  de 
la  yida  común  de  los  casados. 

Art.  I05.    Las  causas  legitimaa  de  divorcio  son: 

1.^  El  adulterio  de  la  mujer  en  todo  caso,  y  el  del  ma- 
lido  cuando  resulte  escándalo  público  ó  menosprecio  de  la 
mujer, 

2.^  Los  malos  tratamientos  de  obra,  ó  las  injurias 
graves. 

3.^  La  violencia  ejercida  por  el  marido  sobre  la  mujer 
para  obligarla  á  cambiar  de  religión. 

4.^  La  propuesta  del  marido  para  prostituir  á  su 
mujer. 

6.^  £1  conato  del  marido  ó  de  la  mujer  para  corromper 
á  sus  hijos  ó  prostituir  á  sus  hijas,  y  la  connivencia  en  su 
corrupción  ó  prostitución. 

6.^  La  condena  del  cónyuge  á  cadena  ó  reclusión  per- 
petua. 

Art,  lOG.  El  divorcio  sólo  puede  ser  pedido  por  el 
cónyuge  inocente. 

Art.  I07.  Lo  dispuesto  en  el  art.  103  será  aplica- 
ble á  los  pleitos  de  divorcio  y  á  sus  incidencias. 


lYOBTIUM,  en  latín,  tanto  qoiere  decir  en  romanee,  como  departi- 
miento (4):  cE  68  cosa  qae  departe  la  mnger  del  marido  é  el  marido  de  la  mo- 
ger  por  embargo  qae  ha  entrellos  caando  es  provado  en  jaicio  derechamente.» 

a;     L«y  l.',  tit.  10,  Partida  4.* 
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Desde  la  más  remota  antigüedad  viene  reconociéndose  la  necesidad  del  divor- 
cio en  determinados  casos  y  con  efectos  más  ó  menos  regulares;  la  ley  de  Moi- 
sés permitió  el  repadio,  ó  sea  el  abandono  de  la  majer,  y  los  gentiles  también 
lo  admitían  por  cansas  especiales,  así  como  imponían  penas  más  ó  menos  se- 
Yeras  al  marido  qne,  sin  mediar  aquéllas,  repudiaba  á  su  esposa,  despojándole 
de  sus  bienes,  y  yendo  á  parar  la  mitad  de  ellos  á  la  mujer,  y  la  otra  á  la  diosa 
Geres,  consagrándole,  además,  á  los  dioses  inmortales. 

Más  tarde,  en  el  Derecho  romano,  se  admitió  el  divorcio  sin  jnsta  causa  (4)^ 
y  aun  se  decretó  la  separación  por  el  mutuo  consentimiento,  como  lo  patentiza 

« 

la  Novela  140,  matrimoniorum  soluHones  ex  consensu  ñeri  liceal. 

Por  el  contrarío,  el  Fuero  Juzgo  (2)  se  impuso  contra  la  separación  conve- 
nida, disponiendo  que  el  marido  «que  fisiere  facer  á  la  muger  escripto  de  tal 
partimiento  ó  que  la  dejase  sin  escripto  é  se  casase  con  otra,  debe  recébir  dos- 
cientos azotes  é  ser  sennalado  laidomientre  y  echado  de  Ja  tierra  por  siempre». 
Prohibía  á  los  divorciados  contraer  nuevo  matrimonio,  salvo  el  caso,  en  favor 
de  la  muger,  de  que  el  marido  sea  «tal  que  yace  con  varones,  é  si  quisierqne 
faga  la  mujer  adulterio  con  otro». 

En  adelante,  la  doctrina  de  la  Iglesia  católica  extendió  sus  preceptos  sobre 
el  divorcio,  que  subsisten  en  nuestros  días,  habiendo  informado  la  legislación 
civil  de  los  modernos  Estados,  cual  los  acogió  nuestro  derecho  histórico  y  el 
vigente  Código  civil. 

Así  como  el  matrimonio  es  la  base  de  la  estabilidad  de  la  familia,  el  di- 
vorcio demuestra  una  gran  decadencia  y  el  imperio  creciente  de  las  pasiones. 
«El  Parlamento  inglés  deseó  establecer  el  divorcio  antes  de  1857;  pero  en  ca- 
sos muy  raros  y  especiales,  según  manifestación  de  Sir  Gladstone,  jefe  del 
partido  liberal  de  Inglaterra;  mas  después,  el  desconocimiento  de  la  morali- 
dad en  determinadas  clases  sociales,  con  especialidad  en  las  más  elevadas» 
ha  hecho  necesario  el  divorcio,  por  haberse  relajado  los  vínculos  de  la  vida 
conyugal  y  de  la  familia.» 

El  divorcio  se  dirige  sólo  á  la  suspensión  de  la  vida  común  de  los  cónyu- 
ges, dejando  subsistente  el  vínculo  indisoluble  contraído  de  por  vida,  y  la 
reconciliación,  un  ósculo  de  paz,  es  suficiente  á  dejarle  sin  valor  y  á  resolver 
los  efectos  civiles  que  le  son  inherentes,  según  fueron  explicados  con  ocasión 
del  art.  73  del  Código. 

Bien  claramente  expresa  el  art.  405  preinserto,  los  seis  casos  ocasionales 
del  divorcio,  que  son  los  generalmente  reconocidos  en  todos  los  pueblos, 


(1)     iMj  a.'  d0l  Código  TeodosiAao,  y  8.^  tit.  17,  Ubro  5.®  del  Código  Justínianeo. 
W     L«7  Jl.%  tit.  e.»,  libro  a.» 
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acerca  de  los  cuales  poco  naevo  podríamos  decir  y  menos  qae  sirva  de  acla- 
ración, qae  es  el  único  fin  de  nuestros  comentarios. 

Claro  es  que  sólo  al  cónyuge  inocente  es  dable  pedir  el  divorcio,  porque 
á  nadie  como  á  él  le  afecta,  en  términos,  que  consideraciones  especiales  pue- 
den hacerle  sufrir  pacientemente  por  razón  de  aquellos  motivos,  y  aun  de- 
nunciar y  querellarse,  en  caso  de  sevicia  ocasional  de  lesiones  inferidas  por 
su  consorte,  hasta  obtener  su  castigo  en  juicio  criminal,  sin  llegar  á  entabla(r 
el  divorcio,  que  por  su  naturaleza  especial  necesita  un  procedimiento  ade- 
cuado, que,  como  dijimos  sobre  la  nulidad  del  matrimonio  civil,  es  el  esta- 
blecido por  la  ley  de  Enjuiciamiento  para  los  juicios  declarativos  de  mayor 
cuantía,  cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  Tribunales  de  la  jurisdicción 
ordinaria  con  el  previo  requisito  del  acto  conciliatorio,  que  producirá  efecto 
d  la  avenencia  es  favorable  á  la  reconciliación,  y  que  antecederá  al  juicio  de- 
clarativo mencionado,  sí  la  avenencia  que  resulte  es  favorable  al  divorcio  pro- 
puesto por  el  allanamiento  del  demandado;  punto  que  sólo  es  eficaz  para  el 
divorcio  por  pronunciamiento  solemne  y  definitivo  dictado  por  el  Juez  ó  Tri- 
bunal competente,  y  no  la  concurrencia  de  dos  voluntades,  como  en  los  lla- 
mados «juicios  convenidos». 


TÍTULO  V 


De  la  paternidad  y  ftliación. 


CAPÍTULO  PRIMERO 

IDe  los  lijjos  legrítimos. 


Art.  IOS.  Se  presumirán  hijos  legítimos  los  nacidos 
después  de  los  ciento  ochenta  días  siguientes  al  de  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  y  antes  de  los  trescientos  días 
siguientes  á  su  disolución  ó  á  la  separación  de  los  con- 

yages. 

Contra  esta  presunción  no  se  admitirá  otra  prueba  que 
la  de  la  imposibilidad  física  del  marido  para  tener  acceso 
con  su  mujer  en  los  primeros  ciento  veinto  díaa  de  los 
trescientos  que  hubiesen  precedido  al  nacimiento  del 
higo  (1)/ 

97.  Las  presunciones  establecidas  por  la  ley  pueden  destruirse 
mediante  la  prueba  en  contrario,  excepto  en  los  casos  en  que  la 
misma  ley  prohibe  combatirlas.— 5.  9  Junio  93. — G.  19  Od. 

98.  El  hijo  nacido  á  los  ciento  cuarenta  y  ocho  días  de  cele- 
brado el  matrimonio,  es  de  reputar  ilegítimo,  conforme  á  lo  dis- 

(1)     Véase,  como  oonoordante,  el  art.  1260. 
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pnefito  en  el  art.  58  de  la  ley  del  Matrimonio  civil,  la  cual  ha  de 
concordaise  con  la  del  Registro  civil,  que  la  complementa,  según 
lo  demuestra  el  Código  civil,  y  muy  especialmente,  para  el  caso, 
el  art.  113  del  mismo.— iS.  12  IHc.  94.— G.  2  Marzo  95. 


B: 


L  marido  de  la  pnérpara  es  el  padre  legítimo  del  hijo;  aaí  la  ley  lo  presu- 
me, sin  embargo  de  la  proeba  en  contrarío.  £1  honor  de  la  familia  exige,  desde 
laego,  esa  presunción;  pnes  por  mnchas  circanstancias  que  concurran  para 
empañarle,  hay  siempre  nna  cosa  snperior,  cnal  es  el  nombre  del  ser  que  viene 
al  mando,  ya  que  la  sola  naturaleza  no  puede  servimos  de  guia.  Ella  misma 
ha  cubierto  con  un  velo  impenetrable  la  transmisión  de  nuestra  existencia,  y 
el  secreto  de  la  paternidad  es  tal  vez  el  único  que  desconcierta  todos  los  es- 
faéneos  del  saber  y  del  orgullo  humanos;  mas  á  pesar  de  esto,  no  pudiendo 
dejarse  en  incertidumbre  lo  que  es  el  principio  y  base  dé  la  familia  y  aun  del 
orden  social,  en  la  imposibilidad  de  tomar  de  la  naturaleza  un  signo  material 
evidente  é  infalible,  se  ha  recurido  á  la  presunción  más  cercana  á  la  prueba  y 
de  ana  fuerza  casi  igual  á  la  evidencia. 

Las  leyes  de  Partida,  con  mano  maestra,  consignaron:  «Ipocras  faé  un 
filósofo  (4)  en  arte  de  la  física  é  dijo,  que  lo  más  que  la  mujer  preñada  puede 
traer  la  criatura  en  el  bientre  son  diez  meses.  £  por  ende,  si  desde  el  dia  de 
la  muerte  de  su  marido  fasta  diez  meses  pariese  su  mujer,  legítima  seria  la 
criatura  que  naseiese,  é  se  entiende  que  es  de  su  marido  magQer  en  tal  tiempo 
sea  nascida,  solo  que  ella  viviese  con  su  marido  á  la  sazón  que  finó.  Otro  sí 
dijo  este  filósofo,  que  la  criatura  que  naseiese  fasta  en  los  siete  meses,  que 
solo  que  tenga  su  nacimiento  un  dia  del  sétimo  mes,  que  es  cumplida  é  vivi- 
dera. E  debe  ser  tenida  tal  criatura  por  legítima  del  padre  y  de  la  madre  que 
eran  casados  ó  vivieren  en  uno  á  la  sazón  que  la  concibió.  £so  mismo  debe 
ser  juzgado  de  la  que  nasce  fasta  en  los  nueve  meses.  £  este  cuento,  es  más 
osado  que  los  otros.  Mas  si  la  nascencia  de  la  criatura  tañe  un  dia  del  onceno 
después  de  la  muerte  del  padre,  non  debe  ser  contada  por  su  hijo.» 

A  pesar  de  esto,  no  han  faltado  autores  que  crean  que  es  conveniente  oir 
el  dictamen  facultativo  en  medicina  para  determinar  con  acierto  si  el  nacido 
en  el  onceno  mes  debe  ser  estimado  legítimo;  fundando  esta  opinión  en  el 
deseo  de  no  poner  en  tela  de  juicio  el  nombre  y  la  honra  de  una  madre  ho- 

O)    Ley  4.*,  tit.  SB,  P«rUda  4  * 
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nesta  cuando  la  naturaleza  presenta  fenómenos  frecuentes.  El  Emperador 
Adriano  admitió  la  legitimidad  del  nacido  en  el  undécimo  mes,  j  Justiniano 
otorgaba  la  declaración  como  gracia  especial;  pero  la  ley  necesita  de  un  punto 
de  partida  y  de  un  límite,  y  ni  puede  cerrar  la  puerta  al  nacido  después  del 
noveno  mes,  ni  puede  dar  patente  de  legitimidad  al  que  ve  la  luz  al  onceno 
de  la  muerte  del  marido.  £1  medio  propuesto  por  algunos  profesores  médicos 
de  estudiar  la  vida  intrauterina  del  feto,  supuesto  que  éste  en  cada  mes  va 
presentando  variaciones  que  permiten  seguir  su  edad,  no  resuelve  la  legitimi- 
dad buscada,  cuando  la  madre  tuviese  acceso  con  otro  al  mismo  tiempo. 

Los  plazos  que  marca  el  articulo  que  nos  ocupa  deberán  contarse  desde  el 
dia  siguiente  al  de  la  celebración  y  al  de  la  disolución  del  matrimonio  ó  la 
separación  de  los  cónyuges.  Para  el  cómputo  del  tiempo  los  días  naturales  son 
de  veinticuatro  horas,  y  la  celebración,  si  es  matrimonio  civil,  la  constituye 
la  inscripción  de  éste  en  el  Registro,  y  si  es  canónico,  desde  que  tiene  lugar. 
La  separación  de  los  cónyuges  equivale  á  la  suspensión  de  la  vida  matrimo- 
nial por  disposición  judicial  y  no  á  la  acordada  privadamente  por  aquéllos,  la 
cual  deja  el  camino  expedito  al  marido  para  la  impugnación  de  la  legitimi- 
^  dad  del  nacido  en  tales  circunstancias,  y  á  la  mujer  para  justificar  el  acceso 
en  ese  tiempo  con  su  marido. 

La  reconciliación  de  los  divorciados  tiene  de  hecho  fuerza  igual  que  la  ce« 
lebración  del  matrimonio,  y  los  plazos  referentes  á  la  legitimidad  de  los  hi- 
jos serán  los  mismos,  contándose  desde  el  día  en  que  los  cónyuges  hayan 
puesto  en  conocimiento  del  Tribunal  la  reconciliación. 


Art.  too.  El  hijo  se  presumirá  legítimo,  aunque  la 
madre  hubiese  declarado  contra  su  legitimidad  ó  hubiese 
sido  condenada  como  adúltera. 


p 

X  AREGE  como  que  hay  cierta  violencia  en  admitir  en  el  ánimo  la  posi- 
bilidad del  hecho  que  menciona  el  artículo,  suponiendo  que  sea  capaz  una  ma- 
dre de  hacer  ostentación  de  infidelidad  conyugal,  que  arranca  al  hijo  el  hon- 
rado apellido  paterno  y  la  patente  de  legitimidad  para  convertirlo  en  adulte- 
rino, lo  cual  rechaza  la  conciencia.  Sin  embargo,  la  relajación  de  costumbres 
ofrece  ejemplos  en  todo  tiempo,  porque  el  pecado  y  el  vicio  aparecen  con  el 
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hombre.  «Easáñanse  las  mojeres  á  las  vegadas  tan  faerlemente  (4),  qae  por 
despecho  qae  han  de  sas  maridos,  dicen  que  los  fijos  qae  tienen  en  el  vientre 
6  qae  son  nacidos,  qae  no  son  dellos,  mas  de  otros.  E  en  tal  caso  como  esto, 
decimos  qae  si  padíese  ser  probado  por  los  vecinos  de  aqael  lagar,  qae  el 
fijo  de  algana  majer  qae  dijese  tales  palabras  como  sobre  dichas  son,  naciere 
de  elfa,  seyendo  casada  con  aqael  marido  é  non  habiendo  el  marido  estado 
alongado  della  tanto  tiempo,  qae  pndiesen  verdaderamente  sospechar,  según 
nalara,  qae  el  fijo  faera  de  otri,  por  tales  palabras  qae  el  padre  ó  la  madre  di- 
jesen, non  debe  el  fijo  ser  desheredado  nin  le  empece  en  ningana  manera.» 

Hasta  aqní  la  ley  de  Partida;  y  añade  el  artícalo  qae  comentamos,  aunque 
la  madre  hubiese  sido  etmdenada  como  adúltera,  llevando  hasta  donde  más  se 
paede  el  respeto  á  la  legitimidad.  Porqae  el  hecho  de  ser  condenada  la  ma- 
jer, no  implica  qae  el  hijo  no  sea  de  sn  marido;  podrá  no  serlo,  mas  siempre 
DOS  saldrá  al  paso  el  inescrntable  secreto  de  la  transmisión  de  la  existencia. 
En  esa  dada,  era  necesario  adoptar  ana  regla  qae  sirviese  de  norma;  y  como 
qaiera  qae  el  matrimonio  sabsiste  porqae  el  víncalo  de  anión  está  en  pie,  es 
más  conforme  á  la  nataraleza  de  la  institación  matrimonial,  y  hay  menos 
▼ioleneia  en  creer  qae  el  hijo  es  del  marido  qae  no  de  otro.  La  moral  y  el  pú- 
blico decoro  lo  exigen,  y  así  se  resnelve  la  dada  del  modo  más  conforme  á  la 
dignidad  del  hombre  y  á  los  caracteres  del  matrimonio,  constitayendo  ana 
garantía  á  favor  de  los  hijos,  cayo  estado  no  paede  qaedar  á  merced  de  las 
pasiones  de  los  padres. 


Artt.  lio.  Se  presumirá  legítimo  el  hijo  nacido 
dentro  de  Iob  ciento  ochenta  días  siguientes  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio,  si  concurriere  alguna  de  estas  cir- 
cunstancias: 

1.^  Haber  sabido  el  marido,  antes  de  casaxse,  el  em- 
barazo de  su  mujer. 

2.*  Haber  consentido,  estando  presente,  que  se  pusie- 
ra su  apellido  en  la  partida  de  nacimiento  del  hijo  que  su 
mujer  hubiese  dado  á  luz. 

3.^  Haberlo  reconocido  como  suyo  expresa  ó  tácita- 
mente. 


(1)     L«y  ».'.  t£t.  14,  Partida  S.» 
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99.  Si  se  alega,  y  no  ee  prueba,  que  el  marido  sabía  antes  de 
casarse  el  embarazo  de  su  mujer,  y  consta  que  el  mencionado  ma- 
rido abandonó  la  casa  y  compañía  de  aquélla  á  los  pocos  días  del 
caFamientOi  y  algún  tiempo  después  emigró  y  falleció  suponiéndo- 
se soltero,  se  demuestra  que  no  concurre  la  primera  de  las  circuns- 
tancias que,  según  este  articulo,  sirven  para  demostrar  la  presun- 
ción de  legitimidad.— iSf.  12  Dic.  94.— G.  2  Marzo  95. 

100.  Siendo  la  partida  de  nacimiento,  á  que  se  refiere  la  cir- 
cunstancia 2.*  de  este  artículo,  la  del  Registro  civil,  y  siendo  no- 
torio que  la  inscripción  no  se  verificó  hasta  pasados  dos  meses  de 
la  muerte  del  padre,  no  puede  concurrir  la  mencionada  circunstan- 
cia, porque  al  realizar  la  inscripción  no  era  .posible  que  el  padre 
consintiera,  estando  presente,  que  se  pusiera  su  apellido  al  hijo  de 
su  mujer.— iS.  12  Dic.  Bá.^Q.  2  Marzo  95. 


D, 


BPIGISNTE  86  DOS  presenta  la  redacción  del  artículo  que  nos  ocapa 
en  su  tercera  eircanstancia,  pues  el  reconocimiento  tácito  poede  dar  logar  á 
cnestiones  que  hagan  necesaria  la  consulta  de  precedentes,  entre  los  qoe,  ain 
dada  como  más  inmediato,  está  la  ley  de  Matrimonio  civil  de  4870,  de  donde 
tía  sido  traoseríto,  pero  sin  la  importante  aclaración  de  las  siguientes  frases: 
«Se  entenderá  qae  lo  ha  reconocido  como  soyo  si  ha  dejado  transcurrir  dos 
meses,  á  contar  desde  qne  tovo  noticia  del  nacimiento,  sin  hacer  la  reclama- 
ción.» Esto  es  ya  más  claro,  por  cnanto  puede  apreciarse  dónde  empieza  y 
dónde  termina  el  período  de  reconocimiento  tácito. 

El  artículo  parece  como  una  excepción  del  408,  porque  si  el  hijo  no  es  le-^ 
gítimo  si  no  nace  después  de  los  ciento  ochenta  días  de  la  celebración  del  ma-^ 
irimonío,  y  aquí  se  declara  legítimo  si  nace  antes  de  que  espire  ese  plazo,  cla- 
ro es  qne  existe  gran  distancia  entre  ambas  prescripciones,  que  sólo  la  salvan 
las  tres  circunstancias  del  que  comentamos,  como  ficción  para  poder  llegar  á. 
la  legitimidad.  Si  el  marido  sabe  el  embarco  de  la  mujer,  y  se  casa,  no  obs** 
tante,  con  ella,  legitimado  queda  el  hijo  concebido  en  tiempo  en  que  los  pa- 
dres podían  casarse  sin  dispensa;  caso  que  no  puede  tener  lugar  siendo  viuda, 
la  mujer,  porque  no  pudiendo  ésta  unirse  en  el  transcurso  de  los  trescientos  un^ 
días  de  la  muerte  de  su  primer  marido,  el  hijo  sería  reputado  como  del  pri- 
mer matrimonio;  así  como  se  tendrá  como  hijo  del  segundo  marido  si  nace 
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deipvés  de  aquel  término,  sin  perjuicio  de  lo  caal,  podrá  ser  impugnado  por 
éste,  mediante  la  prueba  del  párrafo  segundo  del  art.  468.  En  cambio,  nacien- 
do anleí  que  transcurran  los  trescientos  días  de  viudez;  si  el  premuerto,  co- 
noeedor  del  embarazo,  hubiese  realiz^o  un  acto  cualquiera  de  reconocimien- 
to del  postumo,  será  éste  tenido  como  hijo  del  primer  matrimonio. 


Ari.  111.  El  marido  ó  bub  herederos  podrán  des- 
oonocfir  la  legitimidad  del  hijo  nacido  después  de  trans- 
cuiridoB  trescientoB  días  desde  la  disolución  del  matrimo- 
nio ó  de  la  separación  legal  efectiva  de  los  cónyuges; 
pero  el  hijo  y  su  madre  tendrán  también  derecho  para 
justificar  en  este  caso  la  paternidad  del  marido. 

Art.  119.  Los  herederos  sólo  podrán  impugnar  la 
Intimidad  del  hijo  en  los  casos  siguienteB: 

1.®  Si  el  marido  hubiese  fallecido  antes  de  transcurrir 
el  plazo  señadado  para  deducir  su  acción  en  juicio. 

2.^  Si  muriese  después  de  presentada  la  demanda,  sin 
haber  desistido  de  ella. 

3.®    Si  el  hijo  nació  después  de  la  muerte  del  marido. 

Ari.  1 18.  I^a  acción  para  impugnar  la  legitimidad 
del  hijo  deberá  ejercitarse  dentro  de  los  dos  meses  si- 
guientes á  la  inscripción  del  nacimiento  en  el  Registro, 
si  se  hallare  en  el  lugar  del  marido,  ó  en  su  caso,  cual- 
quiera de  sus  herederos. 

Estando  ausentes,  el  plazo  será  de  tres  meses  si  resi- 
dieren en  España,  y  de  seis  si  fuera  de  ella.  Cuando  se 
hubiere  ocultado  el  nacimiento  del  hijo,  el  término  em- 
pezará á  contarse  desde  que  se  descubriere  el  fraude  (1). 


101.    La  reclamación  expresa  y  personal  formulada  por  el  ma* 
ido  ante  el  párroco  que  bautizó  al  hijo  dado  á  luz  por  su  mujer  á 

O)    YéiM,  oomo  eonoord«nte,  «1  art.  900. 
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los  ciento  cuarenta  y  ocho  días  de  celebrado  el  matrimonio,  ha- 
ciendo constar  su  decidida  oposición  á  que  se  le  tuviera  por  bu 
hijo  legítimo,  basta  á  desvanecer  toda  presunción  de  reconomiento 
de  dicho  niño,  que  se  cuidó  de  no  llevar  al  Registro  hasta  después 
de  muerto  el  interesado,  quien  por  tanto  pudo  no  creerse  obligado 
á  reclamar  en  forma  más  solemne  contra  una  legitimidad  que  ca- 
recía de  base  legal.— iS'.  12  Dic.  94.— -G.  2  Marzo  95. 


k 


.OS  tres  articalos  preinsertos  desenvaelven  sucesivamente  el  derecho  de 
impugnar  )a  legitimidad  del  hijo  nacido  después  de  trescientos  días  siguien- 
tes á  la  disolución  del  matrimonio  ó  á  la  separación  de  los  cónyuges,  perso- 
nas en  quienes  reside  el  derecho  de  impognar  y  término  legal  para  deducir  la 
impugnación. 

Al  primer  extremo,  frente  á  la  facultad  de  impugnar,  se  levanta  la  de  re- 
chazar la  impugnación  concedida  al  hijo  y  á  su  madre  para  justificar  la  pa- 
ternidad del  marido.  Con  efecto,  después  de  la  separación  personal  de  loe 
cónyuges,  pueden  existir  actos  de  acceso  entre  ellos  durante  la  tramitación 
del  pleito  sobre  nulidad,  no  obstante  el  cual,  puede  subsistir  el  amor  j  no  el 
matrimonio^  mediante  causa  que  lo  dirima,  ignorada,  antes  de  la  celebración, 
por  ambos  ó  por  uno  de  ellos;  y  tendremos  un  hijo  concebido  en  el  periodo 
de  separación,  é  ante  que  el  embargo  fuete  probado  nin  la  senteneia  dada  (4), 
porgue  en  tantú  que  estuviesen  en  esta  dubda^  todos  serian  legitimos. 

Como  no  se  distingue  por  la  ley  en  qué  herederos  reside  la  facultad  de  im* 
pugnar  la  legitimidad  del  hijo,  se  entiende  extensiva  á  cada  uno  de  los  que, 
en  concepto  general  del  derecho,  lo  son  de  todo  fallecido,  ya  con  testamento, 
ya  abintestato,  aun  cuando  el  derecho  de  tales  herederos  esté  pendiente  del 
resultado  del  pleito  sobre  impugnación,  excepto  aquéllos  que  hubiesen¡renun- 
ciado  la  herencia^  que  ya  no  pueden  ejercitar  acción  alguna  dimanada  de  su 
causante. 

La  limitación  á  los  tres  casos  enumerados  en  el  art.  44S,  debe  estimarse 
como  coto  á  las  aspiraciones  inmoderadas  del  heredero  que,  esgrimiendo  na 
arma,  más  que  ejerciendojuna  facultad,  le  guiasen  miras  ambiciosas  ó  mortifi- 
cantes, como  toda  duda  sobre  el  honor  de  una  mujer  y  la  legitimidad  de  su 
descendencia.  Sin  embargo,  en  el  caso  primero^  de  que  el  marido  íallecie» 

(1)     Ley  1.%  tit.  !.•,  Part.  4.» 
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se  utes  de  espirar  el  plazo  señalado  para  deducir  so  acción  en  jaicio,  no  se 
desprende  ni  pnede  dedocirse  que,  de  prolongarse  su  existencia,  hubiese  im- 
pugnado la  legitimidad  del  hijo.  Tal  vez  no  lo  hubiera  hecho  nunca;  tal 
vez  abrígase  en  su  conciencia  la  convicción  de  que  no  debía  hacerlo,  y  sin 
embargo  de  esa  convicción,  los  herederos  menos  circunspectos  pueden  reba- 
sar Ja  línea  de  prudencia  que  aquél  se  trazó,  lo  cual  se  habría  evitado  con 
añadir  al  texto  lo  siguiente:  y  hubtese  manifestado  su  propósito  de  acudir  á 
¡os  Tribunales  para  impugnar  la  legitimidad;  porque  los  herederos  no  ejer- 
cen la  impugnación  por  derecho  propio,  sino  en  representación  del  marido  di- 
funto, cuya  voluntad  siguen,  presunta  ó  declarada,  sea  cualquiera  el  motivo 
en  que  se  funde  la  impugnación  de  legitimidad. 

El  ejercicio  de  la  acción  y  el  término  para  deducirla,  que  es  objeto  del 
último  de  los  tres  artículos  preinsertos,  no  ofrecerá  seguramente  duda  alguna 
en  la  práctica,  por  lo  cual,  huyendo  en  nuestros  comentarios  de  toda  redun- 
dancia, remillmos  al  lector  al  solo  texto  del  referido  artículo. 


i%rt.  1141.    Los  hijos  legítimos  tienen  derecho:  , 

IP    A  llevar  los  apellidos  del  padre  y  de  la  madre. 

2.^  A  recibir  alimentos  de  los  mismos,  de  sus  ascen- 
dientes, y,  en  su  caso,  de  sus  hermanos,  conforme  al  ar- 
tículo 143. 

8.^  A  la  legítima  y  demás  derechos  sucesorios  que  este 
.Código  les  reconoce. 


D 


O  está  suficientemente  determinado  en  este  artículo  el  derecho  de  ios 
hijos,  porque  no  basta  que  lleven  los  apellidos  de  los  padres,  reciban  alimen- 
tos y  sean  herederos,  para  hacerse  por  sólo  esas  circunstancias  hombres  de 
provecho  y  honrados  ciudadanos;  requiérese  la  educación  suficiente  al  ejerci- 
do de  profesión,  oficio  ú  arte,  para  que,  al  llegar  á  su  emancipación,  puedan 
proveer  á  sus  necesidades,  porque  los  derechos  sucesorios  sin  que  haya  bienes 
que  heredar,  son  una  ilusión.  También  hay  otros  derechos  que  deberían  ser 
comprendidos  en  este  lugar,  como  el  de  las  hijas  á  ser  dotadas  por  el  padre 
ó  la  madre. 

Como  el  derecho  de  los  hijos  y  de  los  padres  es  correlativo  con  sus  respec- 
tivas obligaciones,  debe  completarse  este  concepto  con  lo  establecido  sobre  la 


262  CÓDIGO  CIVIL 

patria  potestad,  teniendo,  además,  en  cuenta  que  el  precepto  qne  nos  ocnpa, 
si  bien  se  refiere  á  los  hijos  legítimos,  es  extensivo  á  los  ilegítimos  de  cierta 
clase  comprendidos  en  otras  disposiciones. 


CAPITULO    II 


De  las  pruebas  de  la  filiación  de  los  liijos  legrltimos. 


Art.  115.  La  filiación  de  loe  hijos  legitímos  se  prue- 
ba por  el  acta  de  nacimiento  extendida  en  el  Registro  ci- 
vil, ó  por  documento  auténtico  ó  sentencia  firme,  en  los 
casos  á  que  se  refieren  los  artículos  110  al  113  del  capitulo 
anterior. 

i%pt.  im.  A  falta  de  los  títulos  señalados  en  el  ar- 
ticulo anterior,  la  filiación  se  probará  por  la  posesión  cons- 
tante del  estado  de  hijo  legítimo. 

Apé.  ilV.  En  defecto  de  acta  de  nacimiento,  de 
documento  auténtico,  de  sentencia  firme  ó  de  posesión  de 
estado,  la  filiación  legítima  podrá  probarse  por  cualquier 
medio,  siempre  que  haya  un  principio  de  prueba  por  es- 
crito, que  provenga  de  ambos  padres  conjunta  ó  separa- 
damente. 

Art.  118.  La  acción  que  para  reclamar  su  legitimi- 
dad compete  al  hijo  dura  toda  la  vida  de  éste,  y  se  trans- 
mitirá á  sus  herederos  si  falleciere  en  la  menor  edad  ó  en 
estado  de  demencia  En  estos  casos  tendrán  los  herederos 
cinco  años  de  término  para  entablar  la  acción. 

La  acción  ya  entablada  por  el  hijo  se  transmite  por  su 
muerte  á  los  herederos,  si  antes  no  hubiese  caducado  la 
instancia. 
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102.  Las  presunciones  establecidas  por  la  ley  pueden  destruirse 
mediante  la  prueba  en  contrario,  excepto  en  los  casos  en  que  la 
misma  ley  prohibe  combatirlas. — S.  9  Junio  93. — G.  19  Oct. 


k 


.03  eoatro  artículos  precedentes  de  que  se  compone  el  cap.  t.^,  que  nos 
ocupa,  se  limitan  á  establecer  los  medios  de  prueba  para  la  filiación  de  los  hi- 
jos legítimos,  comenzando  por  la  más  directa  é  indiscutible,  como  es  el  acta 
de  nacimiento  oxtendida  en  el  Registro  civil,  y  siguiendo  con  la  expresión  de 
la  supletoria,  en  defecto  de  la  primera,  personas  á  quien  corresponde  el  ejer- 
cicio de  la  acción  para  reclamar  la  legitimidad  y  término  para  deducirla. 

Parece  que  viene  confundida  la  filiación  con  la  legitimidad^  puesto  que, 
según  resulta  del  texto,  la  primera  puede  acreditarse  por  los  documentos  que 
menciona,  como  si  la  filiación  del  ilegítimo  no  pudiese  probarse  de  idéntica 
manera;  conviene,  pue^,  distinguir  que  la  legitimidad  no  es  más  que  un  atrí- 
boto  de  la  filiación,  y  ésta,  la  simple  calidad  del  hijo,  que  puede  ser  legíiimo 
como  nacido  de  matrimonio,  é  ilegítimo  si  nació  fuera  de  él.  No  debe  perderse 
de  vista  que  el  acta  de  nacimiento  extendida  en  el  Registro  civil,  que  el  pre* 
cepto  exige,  se  refiere  á  nacimientos  posteriores  á  la  creación  de  aquél  en  4870; 
pues  los  anteriores  se  probarán  con  la  partida  de  bautismo,  que  en  tales  casos 
tiene  la  misma  eñcacia  y  valor  probatorio;  y  que  el  documento  auténtico,  á  que 
se  refiere  el  art.  4 15,  no  puede  ser  nunca  carta  ó  escrito  privado,  sino  los  ex- 
pedidos por  Notario,  Autoridad  ó  funcionario  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  en 
coya  clasificación  entra  el  testamento  ológrafo  después  de  protocolizado.  La 
sentencia  firme  á  que  el  precepto  se  contrae,  no  se  limita  á  la  que  declare  la 
legitimidad  del  hijo  expresamente,  sino  que  se  considerará  en  el  mismo  caso 
la  que  declare  insostenible  la  impugnación  de  legitimidad. 

Sólo  á  íalta  de  los  fehacientes  medios  de  prueba  antedichos,  podrán  utili- 
zarse como  supletorios  los  subsiguientes,  y  en  primer  lugar,  la  posesión  cons- 
tante de  estado,  justificada,  no  por  un  hecho  aislado,  sino  por  circunstancias 
reunidas  que  concurran  á  demostrarle,  desde  el  nombre  del  individuo  y  la 
identificación  de  su  persona,  hasta  la  posición  que  socialmente  ocupa,  y  con 
ello  obtendrá  la  prueba  de  la  filiación,  no  extensiva  á  la  legitimidad,  que  re- 
quiere justificación  distinta,  sin  que  sea  preciso  al  hijo  justificar  el  matriuto- 
Dio  de  sus  padres;  pues  la  posesión  constante  de  estado,  es  la  reunión  de  aque- 
llos beehos  y  dreunstancias  no  recatados  que  anuncian  y  demuestran  la  estre-* 
cha  relación  de  familia  que  existe  entre  padres  é  hijos,  sin  que  quepa  clasifi- 
cación entre  la  clase  de  hechos,  que  deberán  probarse  al  objeto  por  la  diversidad 
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de  cada  caso,  qaedando  los  qae  se  adazcan  á  la  libre  apreciación  'judicial. 

Constante  la  ley  en  favorecer  á  los  hijos  respecto  de  su  filiación,  establece 
adn,  como  ultimo  eslabón,  un  principio  de  prueba  por  escrito  que,  sirviendo 
de  punto  de  partida,  pueda  robustecerse  con  los  btros  medios  probatorios;  es- 
crito que  sin  las  solemnidades  de  otros  documentos,  dé  indicios  ó  conjeturas 
probables  de  la  verdad  que  se  persigue,  haciendo  verosímil  el  hecho  litigioso 
proveniente  del  padre  ó  de  la  madre. 

Al  hijo  y  á  sus  herederos  corresponde  por  ley  el  derecho  á  reclamar  la 
filiación,  y  aunque  no  lo  determina  el  precepto  del  art.  448,  deberá  hacerse 
extensiva  esta  facultad  al  tutor  en  nombre  del  pupilo,  ya  sea  menor  ó  incapa- 
citado, como  suplidor  de  su  capacidad,  cuyo  derecho  transmite  el  fallecimiento 
del  hijo  á  sus  herederos,  quienes  podrán  ejercitarle  ó  continuar  en  el  estado 
que  tuviese  pendiente,  si  antes  no  hubiese  caducado  la  instancia,  con  arreglo 
á  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


CAPITULO  m 


IDe  los  liijos  legitimados, 


Art.  lio.  Sólo  podrán  ser  legitimados  los  hijos  na- 
turales. 

Son  hijos  naturales  los  nacidos,  fuera  de  matrimonio, 
de  padres  que  al  tiempo  de  la  concepción  de  aquéllos  pu- 
dieron casarse  sin  dispensa  ó  con  ella. 


103.  £1  art.  130  del  Código  no  define  la  filiación  natural,  sino 
que  dándola  por  definida  en  el  119  y  presuponiendo  la  facultad 
que  el  129  otorga  á  los  padres  para  que  cada  cual  de  ellos  pueda 
reconocer  separadamente  al  hijo  que  tenga  esa  calidad,  se  limita 
á  declarar,  como  una  consecuencia  lógica  de  tal  facultad,  que  el 
hijo  asi  reconocido  se  presume  natural,  si  el  que  lo  reconoce  tenia 
capacidad  para  contraer  matrimonio  al  tiempo  de  la  concepción. 
—S.  9  Junio  9B.—0.  19  OcL 
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104.  Las  presunciones  establecidas  por  la  ley  pueden  destruirse 
mediante  prueba  en  contrario,  excepto  en  los  casos  en  que  la 
misma  ley  prohibe  combatirlos. — S,  9  Junio  93,— G.  19  Od, 

105.  Está  permitido  expresamente,  con  las  restricciones  dedu- 
ddaa  de  lo  dispuesto  en  el  Código  respecto  á  la  investigación  de  la 
paternidad  y  maternidad,  contrariar  la  presunción  establecida  en 
el  art.  180,  puesto  que  el  138  concede  á  las  personas  que  resulta- 
ren perjudicadas  por  el  reconocimiento  del  hijo,  acción  eficaz  para 
impugnarlo,  no  solamente  cuando  se  hubiere  faltado  á  las  pres- 
cripciones relativas  al  acto  del  reconocimiento,  sino  también 
cuando  éste  recayese  en  favor  de  un  hijo  que  no  reúna  las  condi- 
ciones que,  para  ser  calificado  de  natural,  requiere  el  art.  119. — 
S.  9  Junio  93.— G.  19  Od. 


.%pt.  190.    La  legitimación  tendrá  lugar: 

1.^    Por  el  subsiguiente  matrimonio  de  los  padres. 

2.®    Por  concesión  real. 

.4pt.  ISl .  Sólo  se  considerarán  legitimados  por  sub- 
siguiente matrimonio  los  hijos  que  hayan  sido  reconoci- 
dos por  los  padres  antes  ó  después  de  celebrado. 

Art.  199.  Los  legitimados  por  subsiguiente  matri- 
monio disfrutarán  de  los  mismos  derechos  que  los  hijos 
legítimos. 

/%rt.  116S.  La  legitimación  surtirá  sus  efectos  en 
todo  caso  desde  la  fecha  del  matrimonio. 

i%rt«  1S4«  La  legitimación  de  los  hijos  que  hubie- 
sen fallecido  antes  de  celebrarse  el  matrimonio  aprove- 
chará á  sus  descendientes. 
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106.  Definido  claramente  por  la  ley  1.^,  tit.  13,  Partida  4.^,  el 
estado  civil  del  hijo  natural  legitimado  por  subsiguiente  matrimo- 
nio, en  favor  del  que  se  establece  la  ficción  legal  de  ser  considerado 
como  sí  al  nacer  hubieran  estado  casados  sus  padres  con  todos  los 
derechos  correspondientes,  es  inaplicable  el  art.  123  del  Código, 
que  no  tiene  efecto  retroactivo,  al  caso  en  que  el  matrimonio  ee 
celebrara  en  el  año.  1851  bajo  el  imperio  de  dicha  ley  de  Partida,  á 
favor  de  la  cual  adquirió  el  hijo  su  estado  civil,  que  debía  retro- 
traerse á  la  fecha  de  su  nacimiento,  y  su  derecho,  por  lo  tanto,  ¿ 
la  pensión  correspondiente  del  Montepío  militar,  solicitada  por 
razón  de  orfandad.— 5.  7  Julio  94,— G.  29  Oci. 


P: 


BESGBITA  en  el  art.  449  la  legitimaeión  de  los  hijos  natorales  en 
términos  tan  claros  y  precisos,  es  indispensable  el  establecimiento  de  las  for- 
mas para  conseguirla,  y  siendo  únicamente  las  dos  que  ennmera  el  art.  420, 
ó  sea  el  sobsigniente  matrimonio  de  los  padres  y  la  concesión  real,  trataré 
mostas  separadamente^  comenzando  por  la  primera,  á  qne  se  refieren  los  ar- 
tículos preinsertos.  El  matrimonio  es  faente  de  la  legitimidad  de  la  prole,  y 
su  celebración  lava  á  los  hijos  natorales  y  les  parifica  la  ilegitimidad  de  su 
nacimiento,  sin  qne  sea  preciso  qne  se  celebre  inmediatamente,  como  parece 
indica  el  significado  de  la  palabra  subsiguiente^  con  tal  qne  llegue  á  tener  la- 
gar, pndiendo  suceder  que  el  hijo  de  quienes  padieron  casarse  con  dispensa  ó 
sin  ella  y  contrajeron  matrimonios  con  personas  respectivamente  distintas, 
fuese  legitimado  por  sns  padres  si,  disueltos  sus  víncnlos  ó  en  estado  de  viu- 
dez, llegaran  á  casarse.  Esta  legitimación,  lejos  de  apartar  del  matrimonio,  es 
un  llamativo  permanente  hacia  él,  y  nn  medio  bienhechor  reparando  nules 
inevitables. 

Los  antores  atribuyen  á  Constantino  la  legitimación,  en  el  año  335  de  Je- 
sucristo, y  los  Emperadores  siguientes,  Zenón  y  Anastasio,  la  fueron  amplían - 
do  y  confirmando,  y  no  se  importó  á  España  por  la  legislación  gótica,  pues 
no  la  contiene  el  Fuero  Juzgo,  apareciendo  en  el  Fuero  Real  y  en  los  Munici- 
pales con  las  dos  formas  relativas  al  matrimonio  y  al  rescripto  del  Rey  (4). 


ri)  La  ley  86  del  Faero  de  Ayala  dice:  «c...  el  fijo  que  no  es  da  vendioion  non 
debe  heredar,  pero  si  el  Rey  le  quisiese  facer  meroed,  puédelo  facer  legítimo  ó 
que  sea  heredero...  que  así  como  el  Papa  puede  legitimar  para  dar  órdenes,  asi 
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La  legitimación  por  sobsigoiente  matrimonio  se  obtiene  mediante  el  re- 
conocimiento expreso  qae  hagan  los  contrajentes  de  los  hijos  naturales  en 
acto  separado,  después  del  cnal  producirá  sus  respectivos  efectos  civiles,  como 
se  desprende  del  art.  434  del  Código,  del  67  de  la  ley  del  Registro  civil,  y  de 
la  Observación  3.^  de  la  Instrncción  del  mismo  Registro,  referentes  á  los  dere- 
chos del  hijo  nataral  reconocido  y  á  la  manifestación  que  han  de  hacer  los  pa- 
dres en  el  acia  de  inscripción  del  Registro  acerca  de  enáles  sean  sns  nombres, 
edad,  etc.  Por  la  legitimación  se  equiparan  los  hijos  legítimos  y  los  legitima* 
dos,  lo  mismo  en  cuanto  á  los  derechos  qne  en  las  obligaciones;  pero  sin  con» 
ceder  efecto  retroactivo  al  acio  legitimario,  no  obstante  la  reflexión  de  qae 
si  los  padres  podían  casarse  al  tiempo  de  la  concepción,  fuera  lógico  hacerla 
extensiva  i  esta  época,  poriue  el  art.  413  contiene  una  disposición  tan  termi- 
nante qne  no  deja  lugar  á  interpretación;  así,  pues,  en  las  sucesiones  abiertu 
antes  de  la  fecha  del  matrimonio,  no  deberá  tomar  parte  el  legitimado.  Si  ano 
de  los  padres  muere  sin  haberse  celebrado  el  casamiento,  entrarl  el  hijo  en 
la  snsestón  ilegítima,  en  tanto  que  si  fallece  después  de  celebrado  será  legí- 
tima la  sacesión,  y  la  porción  hereditaria  será  diferente  también  en  ano  y  otro 
caso,  como  lo  será  igualmente  en  el  matrimonio  in  articulo  mortis^  en  qne  el 
contrayente  enfermo  llegase  á  morir  sin  efectuar  el  reconocimiento  después 
de  casado;  pnes  entonces  los  hijos  quedarían  siendo  ilegítimos,  sin  otro  reme- 
dio qae  el  de  acudir  á  la  concesión  real  el  padre  superviviente,  si  no  pudie- 
ren utilizar  respecto  al  premuerto  los  derechos  que  les  concede  el  art.  437. 


ilpi.  195.  Para  la  legitimación  por  concesión  real 
deberán  concurrir  loe  requisitoe  Biguientee: 

1.^  Que  no  sea  posible  la  legitimación  por  subeiguien- 
te  matrimonio. 

2.^    Que  se  pida  por  los  padres  ó  por  uno  de  éstos. 

8.®  Que  el  padre  ó  madre  que  la  pida  no  tenga  hijos 
legítimos,  ni  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio, 
ni  descendientes  de  ellos. 

4.^  Que  si  el  que  la  pide  es  casado,  obtenga  el  consen- 
timiento del  otro  cónyuge. 

pa«de  el  Bey  para  heredar  en  las  otra*  cosas  temporales.»  Ba  el  Faero  de  Faea- 
lea  ee  leen  estas  palabras:  «Todo  orne  qae  non  oviese  mager,  é  ^jos  fioiese  en 
mager  qae  no  haya  marido,  é  bascase  padrinos,  é  le  fioiese  fijo  en  concejo  6  lo 
«onoeeiese  por  fijo  á  sa  fia,  ó  en  haeste,  ó  en  has  da  caballero,  herede.» 

17 
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Art.  IMI.    También  podrá  obtener  la  legitimación 
[  •  por  ooncesión  real  el  hijo  cayo  padre  ó  madre,  ya  maer- 

io8,  hayan  manifestado  en  su  testamento  ó  en  instrumento 
público  su  voluntad  de  legitimarlo,  con  tal  que  concurra 
la  condición  establecida  en  el  núm.  S.^  del  articulo  an- 
terior. 

Art.  199.  La  legitimación  por  concesión  real  da 
derecho  al  legitimado: 

1.^  A  llevar  el  apellido  del  padre  ó  de  la  madre  que 
la  hubiese  solicitado. 

2.^  A  recibir  alimentos  de  los  mismos  en  la  forma 
que  determina  el  art.  143. 

3.^  A  la  porción  hereditaria  que  se  establece  en  este 
Código  (1). 

Art.  1!M.  La  legitimación  podrá  ser  impugnada 
por  los  que  se  crean  perjudicados  en  sus  derechos,  cuando 
se  otorgue  á  favor  de  los  que  no  tengan  la  condición  legal 
de  hijos  naturales  ó  cuando  no  concurran  los  requisito» 
señalados  en  este  capitulo. 


JTl 

X  OD'AVlA,  cuando  algún  motivo  insuperable  impide  la  celebraeión  del 
matrimonio  para  la  sucesiva  legitimaeión,  existe  como  sopletorío  el  de  la 
eoaoesión  real,  que  los  romanos  llamaron  rescripto  del  Príncipe,  j  cayo  ori- 
gen se  debió  á  Jastiniano.  «Piden  merced  los  omes  (S)  d  los  Emperadores  é 
á  los  Reyes  en  cayo  señorío  viven  qae  les  fagan  sus  fijos,  qae  han  de  barra- 
gana, legítimos.  E  si  caben  sn  mego,  é  los  legitiman,  son  dende  adelante  le- 
gitimes é  han  todas  las  honras,  é  los  proes  qae  han  los  fijos  qae  nascen  de 
casamiento  derecho.  Otro  si  el  Papa  paede  legitimar  á  todo  orne  qae  sea  li- 
hit  qaier  sea  fijo  de  clérigo  ó  de  lego,  de  gnisa  qae  paedeo  ser  clérigos  los 
qae  legitiman  é  sobir  é  haber  Dignidades.» 


(1)    Véanse,  oomo  oonoordantea,  los  arUoulos  8U  y  889  á  915. 
(8)     Ley  4.%  tit.  15,  Partida  i.* 


m — r 
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En  la  legislacióa  de  nuestras  provincias  forales  se  conserva  la  legitíma- 
eión  en  los  mismos  términos  que  el  Código  civil  la  consigna.  En  las  de  Cata- 
laña  7  Aragón  la  legitimación  romana;  en  la  de  Mallorca  no  se  habla  del  sub- 
siguiente matrimonio,  ni  de  la  concesión  real,  sino  que  la  filiación  ha  de  Aa- 
eerse  por  el  grande  y  general  consejo;  en  Navarra  se  conoce  la  legitimación 
por  consiguiente  matrimonio,  y  aun  cuando  nada  se  consigna  de  la  concesióu 
real,  existe  por  derecho  romano  allí  supletorio;  j  en  Vizcaya,  cuyo  fuero  no 
contiene  especialmente  la  legitimación,  parece  como  que  se  reconocía  la  del 
rescripto. 

Hoy,  el  primer  requisito  que  exige  nuestro  Código,  es  que  no  haya  posi- 
bilidad de  celebrarse  el  matrimonio,  lo  cual  quiere  decir  que,  á  ser  éste  posi- 
ble, no  se  otorga  la  legitimación  por  concesión  real,  supletoria  de  aquélla* 
que  los  padres  ó  uno  de  ellos  lo  solicite,  supone  que  el  hijo  que  haya  de  ser 
legitimado  sea  menor  de  edad;  pues  si  fuere  mayor,  creemos  que,  sin  perjui- 
eio  de  que  los  padres  sean  los  solicitantes,  concurra  en  la  petición  el  hijo  para 
evitar  el  caso  de  prorrogar  la  representación  paterna  más  allá  de  la  mayoría 
de  edad.  Por  el  tercer  requisito  se  restablece  el  precepto  de  la  ley  8.*,  tít.  45, 
Partida  4.*:  c.  si  esto  fuese  cosa  cierta  que  es  fijo  de  aquel  que  él  dice,  fáscese 
legítimo  por  esta  razón,  si  por  aventura  su  padre  non  oviese  fijos  legítimos 
de  otra  mujer.  Ca  si  los  oviesse  non  sería  él  legítimo  magQer  se  presentase 
así  como  sobre  dicho  es».  El  cuarto  y  último  requisito  tiende  especialmente 
á  evitar  las  disenciones  domésticas  á  que  podría  dar  lugar  la  diversidad  de 
criterios  acerca  de  la  legitimación  de  un  hijo  extraño  al  matrimonio. 

Por  concesión  real  podrán  legitimarse  hijos  que  no  sean  los  naturales, 
povque  pudiendo  solicitarla  uno  solo  de  los  padres,  cuyo  solo  apellido  ha  de 
llevar  el  legitimado,  según  el  núm.  4.**  del  art.  4S7,  es  evidente  que  no  hay 
para  qué  revelar  el  nombre  del  otra  padre,  que  puede  ser  clérigo,  casado  ó 
laa  próximo  pariente  que  no  fuese  el  impedimento  dispensable,  y  en  estos  ca- 
eos la  concesión  real  alcanzaría  al  sacrilego,  al  adulterino  y  al  incestuoso, 
bien  que  entonces  podrá  ser  impugnada  la  legitimación  por  los  que  se  crean 
perjudicados  en  sus  derechos,  según  el  art.  4 28. 

El  reconocimiento  de  los  hijos  cuya  legitimación  se  pide  al  Rey,  ha  de 
acreditarse  ó  hacerse  en  la  misma  instancia  ó  memorial,  y  como  consecuencia 
de  este  hecho,  se  desprenden,  con  relación  á  los  preceptos  que  nos  ocupan, 
eoQsideraeiottes  de  muy  diverso  orden. 

Con  efecto,  dadas  las  disposiciones  de  los  artículos  4S7,  434,  844  y  939, 
los  hyos  legitimados  por  concesión  real  tienen  idénticos  derechos  á  los  natu- 
rales reconocidos,  y  no  peijudícan  á  los  legítimos  y  legitimados  por  subsi- 
goieDle  nutrimonio;  que  obtenida  la  concesión  real  ó  dorante  la  tramitación 
del  expediente,  tenga  hijos  de  su  matrimonio  el  que  la  solicitó,  y  no  por  eso 
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dejará  de  ser  válida  la  legitimación  efectaada;  paes  ia  regla  tercera  de!  ar- 
tículo 4t5  se  refiere  sólo  al  tiempo  de  la  petición,  qne  el  cónyuge  que  solí 
cite  la  legitimación  se  encuentre  separado  del  otro  por  sentencia  firme  de  di- 
vorcio, en  cuyo  caso  no  será  necesario  el  consentimiento  del  otro  cónyuge; 
que  la  legitimación  obtenida  deberá  hacerse  constar  en  el  Registro  civil  según 
los  artículos  60  y  64  de  la  ley  porque  se  rige,  sin  cuyo  requisito  dejará  de 
producir  todos  sus  efectos;  que  si  en  la  época  en  que  el  padre  ó  la  madre  hu- 
biesen hecho  constar  su  voluntad  de  legitimar  al  hijo,  existiere  alguno  legí- 
timo ó  descendientes,  pero  hubiesen  fallecido  y  no  existieren  en  el  momento 
de  solicitar  el  primero  su  legitimación,  ésta  será  concedida  sin  obstáculo;  qne 
para  el  caso  á  que  el  art.  4t6  se  refiere,  no  es  necesario  el  reconocimiento  del 
hijo,  porque  el  Código  no  lo  exige,  en  razón  á  que  en  la  voluntad  expresa 
del  padre  de  legitimar  al  hijo  va  necesariamente  envuelto  el  reconocimiento; 
y  qne  no  basta  que  el  padre  ó  la  madre  hayan  reconocido  al  hijo  en  testa- 
mento ú  otro  documento  público,  sino  que  es  indispensable  manifiesten  ex- 
presamente su  voluntad  de  legitimarlo,  porque  la  legitimación  por  concesión 
real  no  puede  otorgarse  sin  la  solicitud  ó  consentimiento  expreso  del  padre 
legitimante. 

Por  último,  ia  impugnación  de  la  legitimación  por  concesión  real,  supone 
el  ejercicio  de  una  acción,  que  puede  ser  de  oposición  á  que  se  conceda  ó  de 
nulidad  si  ya  se  hubiese  otorgado,  correspondiendo  ejercitarla  á  los  ascen- 
dientes ó  descendientes  legítimos  del  padre  ó  madre  que  hubiesen  solicitado  ú 
obtenido  la  concesión,  ventilándose  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  y 
el  término  para  deducirla  el  de  quince  años^  como  acción  personal,  contados 
desde  el  otorgamiento  de  la  legitimación  ó  desde  que  se  tenga  conocimiento 
de  ella. 


CAPÍTULO  IV 

De  los  liljos  ilegrítiraos. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DBL  RECONOCmiBNTO  DE  LOS  HIJOS  NATÜRALBS 

Art.  iS9.  El  hijo  natural  puede  ser  reconocido  por 
el  padre  y  la  madre  conjuntamente,  ó  por  uno  solo  de 
ellos. 
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Art.  iSO.  En  el  caso  de  hacerse  el  reconocimiento 
por  nno  solo  de  los  padres,  se  pi^umlrá  que  el  hijo  es 
natural,  si  el  que  lo  reconoce  tenia  capacidad  legal  para 
contraer  matrimonio  al  tiempo  de  la  concepción  (1). 


107.  Este  articulo  no  define  la  filiación  natural,  sino  que  dán- 
dola por  definida  en  el  119  y  presuponiendo  la  facultad  que  el  129 
otorga  á  los  padres  para  que  cada  uno  de  ellos  pueda  reconocer  se- 
paradamente al  hijo  que  tenga  esa  calidad,  se  limita  á  declarar 
como  una  consecuencia  lógica  de  tal  facultad,  que  el  hijo  así  reco- 
nocido se  presume  natural,  si  el  que  lo  reconoce  tenia  capacidad 
para  contraer  matrimonio  al  tiempo  de  la  concepción.— i9.  9  Jumó 
93.— G.  19  Oct. 

108.  Las  presunciones  establecidas  por  la  ley  pueden  destruirse 
mediante  la  prueba  en  contrario,  excepto  en  los  casos  en  que  la 
misma  ley  prohibe  combatirlas. — S.  9  Junio  93. — G.  19  Od. 

109.  Está  permitido  expresamente,  con  las  restricciones  dedu- 
cidas de  lo  dispuesto  en  el  mismo  Código,  respecto  á  la  investiga- 
ción de  la  paternidad  y  maternidad,  contrariar  la  presunción  esta- 
blecida en  el  art.  130,  puesto  que  el  138  concede  á  las  personas  que 
resultaren  perjudicadas  por  el  reconocimiento  del  hijo,  acción  efi- 
caz para  impugnarlo,  qo  solamente  cuando  se  hubiere  faltado  á  las 
prescripciones  relativas  al  acto  del  reconocimiento,  sino  también 
cuando  éste  recayese  en  un  hijo  que  no  reúna  las  condiciones  que 
para  ser  calificado  de  natural  requiere  el  mencionado  art.  119. — 
S.  9  Junio  93.— G.  19  Od. 


Art.  191.  El  reconocimiento  de  un  hijo  natural  de- 
berá hacerse  en  el  acta  de  nacimiento,  en  testamento  ó 
en  otro  documento  público  (2). 


(1)     Téana,  oomo  concordante,  el  art.  1260. 
00     Véflea,  oomo  oonoordante,  el  ari  741. 
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lio.  No  infringe  este  articulo  la  sentencia  que  estima  como 
prueba  de  la  filiación  de  una  hija  natural  la  partida  de  bautismo 
no  firmada  por  el  padre,  cuando  dicha  filiación  se  funda,  más  que 
en  aquel  documento,  en  el  ado  conciliatorio  celebrado,  sin  que  pro- 
ceda además  resolver  en  cuanto  al  valor  de  dichas  pruebas,  á  pesar 
de  invocarse  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  cuando  no  se  alega  error  de  hecho  ó  error  de  derecho,  ni  se 
citan  documentos  á  actos  auténticos  que  demuestren  la  equivoca- 
ción evidente  del  juzgador. — S.  6  Julio  92, — G.  7  Oci* 


Art.  1119.  Cuando  el  padre  ó  la  madre  hiciere  el 
reconocimiento  separadamente,  no  podrá  revelar  el  nom- 
bre de  la  persona  con  quien  hubiera  tenido  el  hijo,  ni  ex- 
presar ninguna  circunstancia  por  donde  pueda  ser  recono- 
cida. 

Los  funcionarios  públicos  no  autorizarán  documento  al- 
guno en  que  se  falte  á  este  precepto.  Si  á  pesar  de  esta 
prohibición  lo  hicieren,  incurrirán  en  una  multa  de  125 
á  500  pesetas,  y  además  se  tacharán  de  oficio  las  palabras 
que  contengan  aquella  revelación. 


111.  La  prohibición  de  revelar  el  nombre  del  padre  ó  madre 
que  no  concurriere  al  reconocimiento  de  un  hijo  natural,  hecho 
separadamente  por  cualquiera  de  los  dos^  se  refiere  á  todas  luces  á 
dicho  acto,  en  el  cual,  asi  por  su  carácter  impersonal,  como  por 
otro  linaje  de  consideraciones,  no  cabe  impugnar  á  tercero  una  pa- 
ternidad por  éste  no  reconocida  voluntariamente;  mas  dicha  pro- 
hibición, contenida  en  el  art.  182,  no  envuelve  que  ese  nombre  se 
revele  en  cualquiera  otro  de  los  casos  permitidos  por  la  ley,  por- 
que esto  pugnaría  con  el  ejercicio  de  las  acciones  que  ella  otorga 
al  mismo  hijo^  reconocido  por  uno  solo  de  sus  padres,  para  serlo 
también  por  el  que  no  concurrió  al  reconocimiento,  y  á  cualquier 
tercero  perjudicado  por  este  acto  para  impugnarlo,  hasta  en  lo  que 
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tiene  de  soBtandal,  ó  sea  en  cuanto  por  el  mismo  se  atribuya  iie- 
galmente  al  hijo  la  calidad  de  natural.-»^.  9  Febrero  93. — 0. 19 
Odíibre, 


Até.  ISS.  El  hijo  mayor  de  edad  no  podrá  ser  reco- 
nocido sin  su  consentimiento. 

Cuando  el  reconocimiento  del  menor  de  edad  no  tenga 
lugar  en  el  acta  de  nacimiento  ó  en  testamento,  será  ne- 
cesaria la  aprobación  judicial  con  audiencia  del  Ministe- 
rio fiscal. 

El  menor  podrá  en  todo  caso  impugnar  el  reconoci- 
miento dentro  de  los  cuatro  años  siguientes  á  su  mayor 
edad. 


B, 


IL  reeonoeimiento  de  los  hijos  naturales  es,  las  más  veces,  prodacto  de  nn 
grito  de  la  coneienda  escapado  en  la  hora  del  arrepentimiento,  qae  nunca  es 
tarde  para  salvar  del  abandono  á  una  pobre  criatura,  sacándola  de  la  sombra 
del  misterio  y  darle  nn  nombre  cierto.  El  capítulo  que  nos  ocupa,  al  com- 
prender esta  importante  materia,  establece  en  sus  distintos  preceptos  dos 
líneas  cardinales  para  la  realización  del  reconocimiento  de  los  hijos:  la  una 
referente  al  que  pudiéramos  llamar  voluntario^  porque  el  padre  obra  por  pro- 
pia iniciativa  en  favor  del  hijo,  y  la  otra  al  eoiUenciosOy  porque  á  falta  del 
individual  estímulo,  se  obtiene  en  cumplimiento  de  un  deber,  á  instancia  del 
hijo  mismo,  mediante  el  ejercicio  de  la  acción  jurídica  correspondiente* 

Como  el  reconocimiento  del  hijo  natural  debe  estimarse  siempre  un  be- 
neficio á  favor  de  la  inocencia  de  esos  seres  y  para  su  amparo  y  proteoción, 
es  evidente  que,  cuando  por  la  variedad  de  casos  que  en  la  vida  se  presentan, 
pueda  alguna  vez  perjudicar  más  que  favorecer  al  hijo  reconocido,  la  ley  es- 
tablece en  su  favor  el  derecho  á  la  impugnación  del  reconocimiento,  como  lo 
establece  también  en  el  de  un  tercero  á  quien  pueda  peijudicar  igualmoite. 
Finalmente,  á  partir  del  acto  del  reconocimiento  del  hijo,  surgen  en  su  favor 
ciertos  derechos  que  se  enumeran,  y,  dada  la  correlación  entre  ellos  y  los  de- 
bele», despréndense,  aun  cuando  no  se  determinan,  los  que  le  son  inherentes 
y  peculiares. 

En  los  dnco  primeros  artículos,  que  son  los  preinsertos,  está  comprendido 
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emnto  se  refiere  aI  reeonocimiento  voluntario,  qae  poeden  efectuar  de  consu- 
no los  progenitores,  ó  uno  solo,  haciéndolo  constar  en  el  acta  de  nacimiento 
del  Registro  civil,  único  hoy  fehaciente,  en  documento  público  ó  en  testa- 
mento, si  bien  en  este  último  no  podrán  hacerlo  sino  uno  solo  de  los  padres, 
en  razón  á  estar  prohibido  por  el  Código  el  testamento  de  mancomún,  y  tanto 
en  este  caso,  como  en  el  de  todos  los  en  que  el  reconocimiento  sea  por  uno 
solo  de  aquéllos,  se  presumirá  que  el  hijo  es  natural  mediante  la  capacidad 
legal  del  reconociente  para  el  matrimonio  al  tiempo  de  la  concepción;  pu- 
diendo  originar  que  se  conceptúen  naturales  los  hijos  incestuosos,  sacrile- 
go», etc.,  con  más  motivo  aún  que  en  la  legitimación  por  concesión  real,  en 
la  que  no  es  tan  fácil  sigilar  el  nombre  del  otro  progenitor  como  en  los  casos 
de  reconocimiento.  Lo  que  en  la  legitimación  era  un  peligro  ó  probabilidad, 
en  el  reconocimiento  es  una  facilidad  ó  un  medio  adecuado;  verdad  es,  se  nos 
dirá,  que  vale  más  para  la  sociedad  tolerar  lo  que  ella  ignora,  que  saber  lo 
que  debe  eastigar. 

De  la  capacidad  legal  al  tiempo  de  la  concepción  surgirán  alguna  vez  cnes- 
tionee  relacionadas  con  la  libertad  para  contraer  matrimonio,  en  consideración 
á  la  vida  intrauterina,  y  otra  vez  habrá  que  apreciar  los  términos  de  los 
ireseientes  días,  ciento  ochenta,  etc.,  de  que  nos  ocupamos  al  hablar  de  los 
hijos  legítimos,  á  que  nos  remitimos  hoy  para  evitar  repeticiones  innecesa- 
rias, sin  que  sea  lícito  clamar  contra  el  reconocimiento  de  los  hijos  en  esta 
forma,  por  el  temor  á  que  entren  los  de  clases  y  origen  criminoso,  porque  loa 
altos  principios  de  la  justicia  son  favorables  á  la  inocencia,  que  está  siempre 
de  parte  de  los  hijos,  y  no  debe  cerrárseles  el  camino  de  mejorar  de  derecho, 
coando,  después  de  todo,  los  casos  aislados  en  que  se  produce  semejante  bieo 
ninguna  perturbación  social  ocasionan,  como  la  historia  enseña  con  disposi- 
ciones terminantes  de  nuestra  antigua  legislación  (4),  más  aún,  cuando  el  ar- 
ticulo 434  que  nos  ocupa  rechaza  el  reconocimiento  tácito  y  hasta  el  expreso 
en  documento  privado,  que  han  venido  rigiendo  como  eficaces  por  la  ley  44 
de  Toro  y  la  de  Partida  citada. 

Para  el  caso  indicado  de  ser  gravoso  al  hijo  el  reconocimiento,  precave  la 
ley  el  concurso  de  su  consentimiento,  si  es  mayor  de  edad,  ó  la  impugnación, 
si  es  menor,  durante  el  plazo  de  cuatro  años  siguientes  á  su  mayor  edsd,  con- 
tados desde  el  día  inmediato  al  en  que  cumpliere  los  veintitrés  años,  porque 

(1)  clnstrnmexito  ó  oarta— dice  la  ley  7.',  tit.  15,  Partida  4.*-— faciendo  alg^on 
oine  por  in  mano  mesma,  6  mandándola  facer  á  algnno  de  los  flacribanos  públi> 
eos  con  testimonio  de  tres  ornes  bnenos,  en  qne  diga  qne  algtm  fijo  qne  ha,  nom- 
inándole señaladamente,  qne  le  oonosoe  por  su  Üjo,  es  esta  otra  manera  en  qne  9% 
i^oem.  los  higos  naturales  legítimos.» 
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la  ananeípidón  qae  en  easot  determinados  obtenga  antes  de  cumplirlos  es  nn 
beneñdo  aparte  establecido  por  derecho  con  fines  especiales  y  limitados,  qne 
no  aleansan  á  desvirtoar  los  que  por  regla  general  ó  por  disposición  especial 
se  establecen,  como  en  el.art.  433,  exclosiyamente  en  favor  de  los  hijos. 

La  aprobación  judicial  y  la  intervención  del  Ministerio  fiscal,  establecida  en 
el  raconocmiieBto  de  hijos  naturales  menores  de  edad,  entendemos  debe  ha- 
cerse extensiva  á  los  mayores  coando  se  encuentren  incapacitados,  cuya  sitúa- 
eióa  es  análoga  á  la  del  menor  á  quien  se  reconoce  como  hijo  en  documento 
público  que  no  sea  testamento  ni  el  acta  del  Registro  civil,  cuya  aprobación 
será  objeto  de  un  acto  de  jurisdicción  voluntaría,  y  la  impugnación  en  su 
caso,  materia  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía.  Gomo  efecto  de  la  im-  . 
pugnadón  cabe  distinguir:  si  los  actos  jurídicos  realisados  hasta  entonces  por 
el  hijo  natural  les  ha  practicado  con  este  carácter,  como  si  hubiera  heredado 
ó  eosa  parecida,  deberán  anularse,  por  no  ser  propio  que  por  una  parte  se  im- 
pugne el  estado  civil  y  por  otra  se  utilicen  los  beneficios  que  ese  estado  pro- 
porcione; y  por  el  contrarío,  si  los  actos  realizados  no  han  tenido  como  base 
dkho  estado  civil,  ni  éste  ha  servido  para  dar  carácter  á  las  operaciones  del 
hijo,  es  evidente  que  serán  válidos  dichos  actos. 

Raalmente,  conviene  tener  en  cuenta  que  (t)  las  Reales  órdenes  de  43  de 
Jsnio  de  4879,  48  de  Febrero  de  4884  y  9  de  Septiembre  de  4886,  como  an- 
teriores á  la  publicación  del  Código,  no  pueden  considerarse  en  vigor,  á  los 
eisetos  del  caso  6.o  del  art.  69  de  la  ley  de  Reemplazos  de  4885,  y  que  dado 
lo  dispuesto  en  aquél,  para  el  otorgamiento  de  la  excepción  del  servicio  mi- 
lifar,  en  el  caso  aludido,  es  preciso  que  al  expediente  se  acompañe  el  recono* 
cimiento  del  padre  y  de  la  madre,  ó  de  uno  solo  de  ellos,  hecho  en  el  acta  de 
BstíBuiento,  en  testamento  ó  en  documento  público,  ya  notarial,  ya  judicial; 
porque  estos  son  los  únicos  instrumentos  eficaces  para  acreditar  el  estado  ci- 
vil de  las  personas,  de  que  nacen  diversidad  de  derechos,  y  entre  ellos,  el  de 
k  excepción  del  servicio  militar  del  hijo  natural  reconocido  por  uno  solo  de 
les  padres. 


Art.  IS4.    El  hijo  natural   reconocido  tiene  de- 
recho: 

1.^    A  lleval'  el  apellido  del  que  le  reconoce. 


<»)     B.  o.  CüreuUr  1.*  Feb  ffi.^6^.  6  id. 
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2.^  A  percibir  alimentos  del  mismo,  conforme  al  ar- 
ticulo 143. 

8."  A  percibir,  en  su  caso,  la  porción  hereditaria  que 
se  determiotí  en  este  Código  (1). 


P 

JL  OB  segoir  el  orden  establecido  en  el  Código,  desavenido  con  toda  cía- 
•ií^cación  racionalmente  lógica,  vamos  á  ocopamos  en  este  Ingar  de  los  efec- 
tos jurídicos  consigoientes  al  reconocimiento  del  hijo  natural,  dejando  para 
laego  el  mismo  reconocimiento,  qne  llamábamos  conieneioio,  del  b^o  con  el 
padre  ó  con  la  madre,  y  aun  la  impugnación  de  dicho  reconocimiento  por  «n 
tercero  á  quien  peijudique. 

Dichos  Rectos  jurídicos  son  precisamente  la  correlación  respectiva  de  de- 
rechos j  deberes  entre  el  padre  y  el  hijo  reconocido.  Los  derechos  qne  ad- 
quiere éste,  son  los  expresados  en  los  tres  números  del  articulo  preinserto, 
más  el  de  la  instrucción  elemental  y  la  enseñanza  de  una  profesión,  arte  il 
oficio  que  le  disponga  á  consegmr  los  medios  de  subsistencia  después  de  la 
emancipación,  como  preceptúa  en  su  segundo  inciso  el  penúltimo  párrafo  del 
artículo  443,  olvidado  por  el  legislador  en  el  que  nos  ocupa,  como  lo  había 
olvidado  también  en  la  numeración  del  art.  427  y  la  del  444,  á  todos  loa  qne 
les  conceptuamos  justamente  aplicable,  con  tanta  más  razón,  cuanto  qoe  los 
hijos  naturales  reconocidos  están  equiparados  á  los  legitimados  por  concesión 
real;  y  la  participación  hereditaria  de  los  hijos  de  una  y  otra  clase  respecto 
del  progenitor  legitimante  ó  reconociente,  será:  4.<>  La  mitad  de  la  cuota  que 
corresponde  á  cada  uno  de  los  hijos  no  mejorados,  por  su  legítima  estricta  ó 
corta,  según  expresaremos  en  el  comentario  al  art  834,siempre  que  quepa  deo- 
tro[del  remanente  del  tercio  de  libre  disposición.  8.®  Mitad  de  la  parte  de  he- 
rencia de  libre  disposición,  cuando  el  testador  dejare  sólo  ascendientes  legíti- 
mos. 3.®  En  concurrencia  con  el  cónyuge  viudo,  y  durante  la  vida  de  éste, 
la  parte  de  bienes  en  nuda  propiedad  que  le  falte  para  completar  su  legítima, 
si  no  pudiere  obtenerla  del  remanente  del  tercio  de  libre  disposición,  i.^  El 
tercio  de  la  herencia  cuando  el  testador  difunto  no  dejare  descendientes  ni 
ascendientes  legítimos.  6.®  y  último.  Suceder  abintestato  en  todos  los  bienes 
y  derechos  de  su  progenitor  difunto,  á  falta  de  ascendientes  y  descendientes 
legítimos. 

En  correlación  á  los  expresados  derechos  surgen  las  obligaciones  siguiea- 


(1)     Véanse,  como  concordantes,  les  artionlos  840  &  848,  847  y  940  á  9ift. 
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te$:  I.'  Obedecer  á  sa  padre  ó  mtdre  mientras  permanezcan  en  sq  potestad,  y 
tributarles  respeto  y  reveiencia  siempre  (4).  S.®  La  prestación  en  so  caso  de 
les  alimentos  qoe  expresa  el  tít.  4.®  del  libro  4.®  del  Código.  3.®  Cuantos,  con 
relación  á  so  persona  y  bienes,  establece  el  Código  como  efectos  civiles  de  la 
patria  potestad.  4.®  Solicitar  erconsentimiento,  y  en  sn  caso  el  consejo,  del 
que  le  babiere  legitimado  ó  reconocido  (t).  5.'  Sufrir  las  correcciones  conte- 
nidas en  el  art.  456. 


Avt,  ISft.  BI  padre  está  obligado  á  reconocer  al  bdjo 
natural  en  los  casos  siguientes: 

1.^  Cuando  exista  escrito  suyo  indubitado  en  que  ex- 
presamente reconozca  su  paternidad. 

2.^  Cuando  el  hijo  se  halle  en  la  posesión  continua  del 
estado  de  hijo  natural  del  padre  demandado,  justificada 
por  actos  directos  del  mismo  padre  ó  de  su  familia. 

En  los  casos  de  violación,  estupro  ó  rapto,  se  estará  á 
lo  dispuesto  en  el  Código  penal  en  cuanto  al  reconoci- 
miento de  la  prole. 


112.  Solicitada  la  declaración  de  hijo  natural,  en  virtud  del  de- 
redio  que  por  primera  vez  deñne  el  Código  en  su  art.  135,  á  favor 
de  quien  se  encuentre  en  la  posesión  de  tal  estado,  y  fundada  di- 
cha posesión  en  hechos  realizados  en  su  mayor  parte,  aunque  no 
en  su  totalidad,  antes  de  estar  vigente  el  Código,  debe  decidirse 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  éste;  y  al  hacerlo  asi  la  Sala  sen- 
tenciadora, no  infringe  el  art.  8.^  de  dicho  Código,  ni  las  disposi- 
ciones transitorias  primera  y  cuwi»  del  mismo. — 8.  28  Junio  98. — 
G,  19  Sept. 

118.  La  posesión  de  estado  de  hijo  natural  no  requiere  más  que 
la  continuación  de  hechos  que  presenten  á  una  persona  eñ  la  rela- 
ción no  interrumpida  de  hijo  natural  de  otra  determinada,  sin  que 

U)     Art.  lU. 
(9)     Art  45. 
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sea  necesario  el  conocimiento  ni  la  revelación  del  nombre  del  padre 
ó  de  la  madre,  con  quien  no  se  haya  establecido  dicha  relación  de 
hechos,  porque  no  lo  exige  el  art.  136,  y  excluye  tal  necesidad  la 
misma  razón  que  en  los  artículos  130  y  132  abona  el  reconoci- 
miento expreso  hecho  por  uno  solo  de  los  padres,  salvando ,  en  todo 
caso,  el  derecho  de  impugnación  el  138,  respecto  de  los  reconocidos 
que  no  reúnan  las  condiciones  del  párrafo  2.**  del  119. — S.  28  Junio 
95.— G.  19  SepL 

114.  Estimándose  en  la  sentencia  como  probados  los  hechos  que 
constituyen  al  hijo  en  la  relación  con  el  paire  de  ser  gobernado, 
tratado  y  alimentado  exclusivamente  por  éste  como  hijo  natural,  y 
por  consiguiente,  en  posesión  del  estado  de  hijo  natural,  sobre  esta 
base  se  hace  rectamente  aplicación  del  art.  135,  sin  infringir  el  132, 
ni  el  939,  al  hacer  la  declaración  de  hijo  natural  y  que  debe  suceder 
con  todos  los  derechos  que  el  Código  civil  concede  á  los  de  su  cía- 
ee.—S.  28  Junio  95.— G.  19  Sq>t. 

115.  £1  hecho  de  anotar  ó  inscribir  el  presunto  padre  de  su 
puno  y  letra  el  apellido  y  demás  circunstancias  de  la  niña,  fecha 
y  punto  de  nacimiento,  parroquia  donde  fué  bautificada  y  padrinos 
que  la  asistieron,  conforme  con  el  contenido  de  la  partida  sacra- 
mental, que  dice  además  ser  hija  natural  de  aquél,  en  el  libro  par- 
ticular que  destinado  tenía  á  inscripciones  análogas  de  sus  hijos  y 
familia,  no  puede  dejar  de  ser  considerado  como  el  reconocimiento 
expreso  que  establece  el  caso  1.^  del  art.  136  del  Código  civil,  ya 
que  sólo  á  quien  como  hijo  se  tiene  se  le  da  el  propio  apellido,  y 
esto  en  escrito  indubitado,  cual  lo  impone  dicha  prescripción  legal. 
—S.  10  Julio  9á.—Q.  11  Nov. 

116.  No  cabe  dudar  que  preciso  y  directo  es  el  enlace  que  hay 
del  hecho  de  dar  el  propio  apellido  á  una  niña  y  la  lógica  deducción 
del  reconocimiento  de  paternidad  que  aquél  implica,  toda  vez  que 
ajustada  aquélla  á  las  reglas  del  criterio  humano,  Itena  cumplida- 
mente la  de  apreciación  que  en  materia  de  presunciones  contiene 
el  1253  y  la  referente  á  documentos  privados  del  1228.— S.  10  Julio 
94.— G.  11  Nov. 
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117.  La  mencionada  anotación  del  libro,  robustecida  por  la  par- 
tida bautismal  y  confirmada  por  hechos  posteriores  7  directos  del 
padre,  que  evidencian  el  expresado  reconocimiento,  demuestran  la 
X)06e8ión  que  reúne  las  condiciones  necesarias  para  que  le  sea  apli- 
cable el  caso  2.^  del  art.  135  ja  citado.—^.  10  Julio  94.--G.  11  Nov. 

118.  Los  hechos  directos  declarados  probados  contienen  un  re- 
conocimiento serio,  deliberado  7  expreso  del  estado  de  hija  natural 
7  de  su  posesión  continuada  en  el  mismo,  7  no  es  equivoca  aprecia* 
ción  de  prueba,  desestimarse  como  tales  la  traslación  de  la  niña  á 
residir  con  su  madre  después  de  estar  algún  tiempo  con  su  padre 
natural,  ni  la  omisión  de  ésta  en  el  testamento  de  aquél. — S.  10 
Julio  Sá.-'G.  11  Nov. 

119.  No  infringe  este  articulo  ni  el  precepto  legal  equivalente 
en  el  derecho  histórico,  ó  sea  la  le7  1.*,  tít.  5.^,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  la  sentencia  que  desestima  una  reclamación 
por  no  considerar  probados  los  hechos  en  que  se  funda,  relativos  ¿ 
la  filiación  del  hijo  natural.  ^5.  13  Abril  94.— G.  26  Sept. 


Art.  ISB.  La  madre  estará  obligada  á  reconocer  al 
hijo  natural: 

1.^  Cuando  el  hijo  se  halle,  respecto  de  la  madre,  en 
cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el  articulo  anterior. 

2.^  Cuando  se  pruebe  cumplidamente  el  hecho  del 
parto  7  la  identidad  del  hijo. 

Art.  iS7.  Las  acciones  para  el  reconocimiento  de 
hijos  naturales  sólo  podrán  ejercitarse  en  vida  de  los  pre- 
suntos padres,  salvo  en  los  casos  siguientes: 

1.^  Si  el  padre  ó  la  madre  hubiesen  fallecido  durante 
la  menor  edad  del  hijo,  en  CU70  caso  éste  podrá  deducir 
la  acción  antes  de  que  transcurran  los  primeros  cuatro 
años  de  su  ma7or  edad. 

2.^  Si  después  de  la  muerte  del  padre  ó  de  la  madre 
apareciere  algún  documento  de  que  antes  no  se  hubiese  te- 
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nido  notícia,  en  el  que  reconozcan  expresamente  al  hijo. 
En  este  caso,  la  acción  deberá  dedncirse  dentro  de  los 
seis  meses  siguientes  al  hallazgo  del  documento. 

Art.  139.  El  reconocimiento  hecho  á  favor  de  un 
hijo  que  no  reúna  las  condiciones  del  párrafo  segundo  del 
art.  119,  ó  en  el  cual  se  haya  faltado  á  las  prescripciones 
de  esta  sección,  podrá  ser  impugnado  por  aquellos  á  quie- 
nes perjudique. 


120.  Está  permitido  expresamente,  con  las  restricciones  dedu* 
cidas  de  lo  dispuesto  en  el  mismo  Código,  respecto  á  la  investiga- 
ción de  la  paternidad  y  maternidad,  contrariar  la  presunción  es- 
tablecida  en  el  art.  130,  puesto  que  el  138  concede  á  las  personas 
que  resultaren  perjudicadas  por  el  reconocimiento  del  hijo,  acción 
eficaz  para  impugnarlo,  no  solamente  cuando  se  hubiera  faltado  á 
las  prescripciones  relativas  al  acto  del  reconocimiento,  sino  tam- 
bién cuando  éste  recayese  en  favor  de  un  hijo  que  no  reúna  las 
condiciones  que  para  ser  calificado  de  natural  requiere  el  mencio- 
nado art.  119.— 5.  9  Junio  93.— G.  19  Oct. 


R 


íBANUBANDO  la  iñterrampida  redacción  de  las  formas  del  reconocí* 
miento,  trataremos  del  que  llamábamos  conUncioso,  en  oposición  al  volunta- 
río,  comprendido  en  los  dos  primeros  artícnlos  preinsertos,  con  relación  al 
padre  y  á  la  madre,  al  ejercicio  de  la  acción  jarídiea  para  la  reclamación  del 
hijo,  y  á  la  impugnación  del  reconocimiento  por  un  tercero  perjudicado. 

Dos  escuelas  se  disputan  en  el  terreno  cientiflco  la  preferencia  de  su  doc- 
trina. La  individualista,  que  cree  injusto  todo  lo  que  se  omita  en  pro  de  los 
derechos  del  hijo,  inocente  de  los  extravíos  de  sus  padres,  ajeno  á  todo  acto 
punible  y  á  las  diatribas,  malquerencia  y  execraciones  de  la  sociedad,  por  lo 
que  ésta  debe  mejorar  su  condición  y  no  hacerle  víctima  de  culpas  ajenas;  y 
la  socialista,  que,  atendiendo  con  preferencia  á  los  intereses  generales,  clama 
contra  que  se  discuta  y  ponga  en  tela  de  juicio  el  honor  de  las  familias  y  que 
nada  perturbe  el  orden  que  debe  reinar  en  su  constitución.  En  esto,  como  en 
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todo»  las  escuelas  se  sostieoea  de  la  exageración  de  las  doctrinas,  porqne  si 
hay  nxóA  para  qne  no  se  tnrbe  el  reposo  de  la  sociedad,  también  la  hay  para 
que  no  hijo  qne  sabe  qnlén  es  sn  padre,  reciba  alimentos  y  viva  honradamente 
coa  aneglo  á  la  posición  del  antor  de  sns  días.  En  nuestro  Código,  infinido 
del  iadividiialismo,  se  facilita  el  reconocimiento,  en  términos  de  ocasionar  los 
pdigros  anteriormente  apuntados;  mas  harto  sensible  sería  sn  demasiada  in- 
efinaeión  hacia  la  escuela  opuesta,  facilitando  la  preterición  y  el  desamparo  de 
«aa  descendencia  inculpable,  á  pretexto  de  no  turbar  la  tranquilidad  de  un 
orden  hipócrita. 

Nuestro  Código  no  prohibe  en  absoluto  la  investigación  de  la  paternidad, 
pero  tampoco  U  autoriza;  rechaza  la  libre  investigación,  puesto  que  los  casos 
del  art  135,  únicos  factores  del  reconocimiento  contencioso,  dimanan  de 
actos  personales  del  progenitor,  sobre  los  que  únicamente  podrá  girar  la  con- 
troversia judicial  y  á  los  que,  con  exclusión  de  otro  documento,  deberá  con» 
el. fallo,  ya  se  dicte  en  pleito  civil  ó  en  causa  criminal,  como  conse-> 
de  violación,  estupro  ó  rapto.  En  su  consecuencia,  el  éxito  de  la  re- 
claaacíóo  dependerá  de  la  prueba  de  la  autenticidad  del  escrito  del  supuesto 
pedio,  de  la  relativa  á  los  hechos  qne  justifiquen  la  posesión  continua  del  es- 
lado  de  hijo  natural,  y  de  la  eficacia  que  toda  ejecutoria  tiene  por  sí  misma  y 
á  lo  resoelto  en  su  parte  dispositiva,  con  arreglo  al  precepto  del  art.  464  del 
Código  penal,  sin  que  sea  lícito  al  demandante  hacer  reclamación  de  algún 
exiremo  inherente,  como  alimentos,  por  ejemplo,  sin  que  funde  como  hecho 
preferente  sn  demanda  en  el  reconocimiento  expreso  del  padre,  hecho  por  es- 
crito, en  la  posesión  de  estado  ó  en  la  ejecutoría  aludida;  extremos  de  prefe- 
rencia también  en  el  período  de  prueba,  como  base  de  la  resolución  que  se 
persigne  por  el  actor,  que  sólo  podría  ser  el  hijo  natural  y  sus  descendientes 
á  ^üeoes  ha  de  aprovechar,  representándose  á  sí  mismos,  y,  por  su  falta  de 
capacidad,  por  el  defensor  que  al  efecto  se  les  nombre  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  465. 

Coando  se  trate  de  reclamar  á  la  madre  el  reconocimiento  de  hijo  natural , 
sólo  habrá  que  añadir  á  lo  expuesto  lo  relativo  al  núm.  S.®  del  art.  436,  re- 
ferente al  hecho  del  parto  y  á  la  identidad  del  hijo,  verdadera  investigación 
de  la  maternidad,  para  cuya  justificación  serán  admisibles  todos  los  medios 
do  prueba  que  la  ley  de  enjuiciar  establece,  circunscritos  á  los  dos  hechos 
aludidos. 

La  acción  jurídica  establecida  para  el  reconocimiento  en  favor  del  hijo  ó 
898  derechohabientes  y  el  término  para  ejercitarla  no  puede  ocasionar  duda, 
dada  la  claridad  de  los  preceptos  á  ello  referentes  que  nos  ocupan,  pues  en  el 
caso  de  muerte  de  los  padres  ó  del  que  de  ellos  debiera  ser  demandado,  la  ac- 
cí6d  se  dirigirá  contra  sus  herederos,  deduciéndola  durante  la  menor  edad  el 
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defensor  antes  aladido,  i  menos  qae  esté  reconocido  el  reclamante  por  el  otro 
progenitor,  en  enyo  caso  éste  tendrá  la  representación;  y  en  el  cuadrienio  le- 
gal^ caando  fnese  mayor.  Independientemente  de  la  edad,  dentro  de  los  seis 
meses  siguientes  al  hallazgo  del  documento  indubitado  del  padre  ó  de  la  mn- 
dre,  en  que  reconozcan  expresamente  al  hijo,  podrá  reclamar  el  reoonoei' 
miento  óste  ó  sus  descendientes  á  quienes  pueda  interesar. 

El  reconocimiento  da  hijo  natural  hecho  voluntariamente  por  el  padre  6 
la  madre,  podrá  ser  impugnado  por  una  tercera  persona  á  quien  peijndiqíe; 
no  así  el  que  llamamos  contencioso,  porque  obtenido  por  ejecutoría,  la  santi- 
dad de  la  cosa  juzgada  se  opondrá  siempre,  salvo  los  casos  de  revisión  de  la 
sentencia  firme,  de  que  tratan  los  artículos  4796  y  siguientes  de  la  ley  de  En* 
jniciamiento  civil,  y  954  y  siguientes  de  la  críminal. 

La  impugnación  no  podrá  fundarse  sino  en  cualquiera  de  los  dos  puntos 
referentes:  el  4.*,  á  la  indebida  clasificación  de  hijo  nataral,  y  el  9.*,  á  la  in- 
fracción de  las  prescripciones  legales  establecidas;  y  debiendo  armonizar  el 
contenido  de 'los  artículos  449,  430,  43t,  438  y  441  del  Código,  forzoso  es 
convenir  en  que  la  cualidad  de  hijo  nataral  podrá  ser  impugnada,  teniendo 
sólo  en  cuenta  la  relación  entre  dicho  hijo  y  el  progenitor  que  le  reconoce 
voluntariamente,  prescindiendo  de  la  que  pueda  mediar  ó  existir  respecto  del 
otro  progenitor,  que  no  podrá  descubrir  una  tercera  persona,  aun  cuando  en 
ello  tenga  interés  para  formar  con  las  tres  peraonalidades  relaciones  incom  • 
patibles  con  el  hecho  del  reconocimiento,  limitándolas  sólo  á  los  que  existaa 
entre  el  reconociente  y  el  reconocido. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

BE  LOS  DEMÁS  HIJOS  ILEGÍTIMOS 

Ar(.  139.  Ix>B  hijos  ilegítimos,  en  quienes  no  con- 
corra  la  condición  legal  de  naturales,  sólo  tendrán  dere- 
cho á  exigir  de  sus  padres  alimentos  conforme  al  ar- 
tículo 143  (1). 

121.    Estimando,  un  incidente  de  incontestación  á  la  demanda 
sobre  reconocimiento  de  prole  adulterina  y  prestación  de  alímen- 


(1)     Téase,  como  concordante,  el  art.  845. 
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4o6,  dirigido  por  la  madre  contra  el  supuesto  abuelo  de  los  meno- 
res, en  cuyo  beneficio  deduce  aquélla  dichas  pretensiones,  no  se 
wfringen  los  artículos  140  y  141  del  Código,  ni  la  regla  1.^  de  las 
transitorias  dictadas  para  la  aplicación  del  mismo,  si  el  Tribunal 
sentenciador  funda  su  fallo  en  la  regla  4.^,  y  la  demandante  no  de- 
dujo BU  acción  antes  de  regir  el  Código,  quedando  por  ello  sujeto, 
en  cuanto  á  su  ejercicio,  duración  y  procedimiento  para  hacerla 
valer,  á  lo  que  ordena  el  art.  141,  en  el  cual,  y  como  consecuen- 
cia del  derecho  establecido  en  los  artículos  139  y  140,  se  determina 
el  procedimiento,  negando  la  admisión  de  la  demanda  que  directa 
é  indirectamente  se  dirija  á  investigar  la  paternidad. — S,  20  Abril 
92,— G.  2  Agcsio, 


Art.  14IO.  El  derecho  á  los  alimentos  de  que  habla 
el  artículo  anterior,  sólo  podrá  ejercitarse: 

1.^  Si  la  paternidad  ó  maternidad  se  infiere  de  una 
sentencia  firme,  dictada  en  proceso  criminal  ó  civil. 

2.^  8i  la  paternidad  ó  maternidad  resulta  de  un  docu- 
mento indubitado  del  padre  ó  de  la  madre,  en  que  expre> 
sámente  reconozca  la  filiación. 

3.^  Respecto  de  la  madre,  siempre  que  se  pruebe  cum- 
plidamente el  hecho  del  parto  y  la  identidad  del  hij». 


122.  Si  la  demandante  no  ha  acompañado  á  su  demanda  de  re- 
conocimiento de  sus  hijos,  que  califica  de  adulterinos,  y  presta- 
ción de  alimentos  á  los  mismos,  los  documentos  que' determina 
el  art.  140,  ó  sean  el  reconocimiento  espontáneo  del  padre  ó  el  iix^ 
paesto  por  la  ley  en  méritos  de  un  proceso  criminal  ó  civil,  ni  ha 
logrado  justificarla  con  la  prueba  documental,  careciendo  por  elle 
de  fundamento  la  petición  de  la  demandante,  formulada  después 
de  muerto  el  supuesto  padre  de  sus  hijos;  esto  es,  pasada  la  opor- 
tunidad x)ara  su  solicitud,  y  por  consecuencia^  la  no  admisión  de 
la  demanda  está  ajustada  á  lo  preceptuado  en  el  art.  141  del  Có- 
digo, en  atención  á  que  cualquiera  que  sea  la  época  origen  del  de- 
is 
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recho  que  se  reclama,  el  simple  hecho  de  nacer  no  es  safíoiente 
para  los  hijos  ilegítimos,  y  de  tal  modo,  que  la  ley  recopilada  y 
el  Código  exigen  un  acto  de  parte  del  padre  que  demuestre  serlo, 
salvando  con  ello  el  inconveniente  que  ofrece  la- investigación  de 
)a  paternidad,  que  es  un  misterio  de  la  naturaleza. — S.  20  Abril 
92.— G.  2  Agosto. 


Xw't,  141.  Fuera  de  los  casos  expresados  en  los  nú^ 
meros  1.^  y  2.^  del  artículo  anterior,  no  se  admitirá  en 
juicio  demanda  alguna  que,  directa  ni  indirectamente^ 
teuga  por  objeto  investigar  la  paternidad  de  los  hijos  ile- 
gítimos en  quienes  no  concurra  la  condición  legal  de  na- 
turales. * 


123.  Alegándose  por  la  demandante  que  el  art.  141  del  Código 
no  prohibe  la  presentación  de  la  demanda,  y  por  ello  ha  debido 
admitirse,  se  olvida  de  que  el  acto  de  presentarla  significa  la  com- 
parecencia en  juicio,  pero  no  prejuzga  la  pertinencia  de  lo  que  se 
pide,  y  sería  notoriamente  improcedente  aplazar  para  sentencia  la 
iidmisión  de  una  demanda  que  no  reúna  los  requisitos  taxativos 
ordenados  por  la  ley  cuando  ésta  terminantemente  dice  «que  no 
se  admitirá».— ;S^.  20  Abrí  92.— G.  2  Agosto  (1). 


\l. 


AMOS  á  ocuparnos  de  esos  infelices  seres  qae  por  derecho  romano  se 
Ijallaban  privados  hasta  de  alimentos  como  habidos  excompleJBU  nefario,  ant 
ineetto  seu  damnato,  según  ]a  Aaléntica  S,  ó  la  ley  5  *,  tít.  5.^,  libro  5.®  del 
Código.  «Nascido  seyendo  alguno  de  fornicación,  ó  de  incesto,  ó  de  adalterio, 
este  á  tal  non  pnede  ser  1  lanado  fijo  natoral,  nin  debe  heredar  ninguna  cosa 
de  los  bienes  de  sa  padre:  é  si  á  tal  fijo  como  éste  diese  el  padre  algnna  cosa 
de  lo  soyo,  los  otros  fijos  legítimos  qae  foesen  de  aqael  padre  mismo,  pueden 
revocar  la  donación  ó  la  manda»  (S)* ...  «Nin  puede  establecer  por  herede r» 

(1)     Véase  1a  regla  de  jarispmdenqia  adoptada  al  art.  140. 
<9;     Ley  10,  tít.  13,  ParUda  6.' 
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á  ninguna  persona  que  foó  nascida  de  dañado  coito,  que  quiere  tanto  decir 
como  de  vedado  ayuntamiento,  así  como  de  paríenta  ó  de  mujer  religio- 
sa (t) ...  «mas  los  que  nascen  de  las  otras  mujeres,  así  como  de  adulterio  ó 
de  incesto  ó  de  otro  fornicio,  los  parientes  que  suben  por  la  liña  derecha  de  1 

parte  del  padre,  non  son  tenudos  de  los  criar  si  non  quissiesen»  ({). 

Tal  era  el  estado  de  estos  desgraciados  hijos  hasta  que  el  derecho  canó- 
nico se  apiadó  de  ellos,  y  en  estos  principios  se  inspiró  la  ley  9/  de  Toro,  que 
es  la  5.%  tít.  20,  libro  10,  recopilada.  Nuestro  Código,  más  humanitario  aún, 
ha  llevado  hasta  el  mayor  límite  el  amparo  de  esos  seres,  proclamando  el  de-  , 

recho  de  que  puedan  judicialmente  exigir  de  sus  padres,  por  razón  de  alimen- 
tos, los  auxilios  necesarios  para  la  subsistencia,  mediante  la  concurrencia  de 
eoalqoiera  de  las  tres  causas  comprendidas  en  el  art.  440,  que  quedan  expli- 
cadas en  el  comentario  relativo  al  art.  436,  por  lo  que  nos  reduciremos  sólo 
á  consignar,  con  respecto  á  los  tres  artículos  que  nos  ocupan,  que  quedan  li- 
mitados los  derechos  de  los  hijos  adulterinos^  incestuosos  y  sacrilegos  á  sólo 
los  alimentos;  y  no  estando  permitida  la  investigación  de  la  j»a^riitVfa<f,  no 
cabe  entablar  acción  contra  un  hambre  casado  para  obligarle  á  reconocer  y  ali- 
mentar á  un  hijo  adulterino,  si  bien  el  texto  del  art.  444  no  excluye  la  de  hi 
maternidad,  siempre  que  se  pruebe  cumplidamente  el  hecho  del  parto  y  la  iden- 
tidad del  hijo  por  cualquiera  de  los  medios  establecidos  en  derecho,  en  pleito 
declarativo  de  mayor  cuantía;  pleito  que,  si  se  fundare  en  cualquiera  de  los 
motivos  primero  y  segunde  del  art.  440  que  nos  ocupa,  quedará  reducido  á  la 
tramitación  sumaria  que  establece  el  tít.  18,  libro  2.^  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  (3). 

Finalmente,  del  texto  del  propio  art.  444  puede  deducirse  también  que, 
respecto  de  la  madre,  teñirá  derecho  el  hijo  ¡legítimo  de  la  clase  que  nos 
oeopa  á  reclamar  alimentos  fondado  en  la  posesión  |oonstante  de  estado,  que, 
si  bien  no  aparece  comprendida  en  el  art.  140,  tampoco  lo  está  en  la  probi- 
bicido  del  444,  que  fija  la  extensión  y  límite  del  que  le  precede. 


a)     L«y  4.*,  tít.  a*  de  la  miama  Partída. 

C«>     Ii«y  6.*,  tit.  10,  Partida  4/ 

(8)     AHiealos  1609  al  1617  de  dicha  ley. 


TÍTULO  VI 


De  los  alimentos  entre  pariente». 


Artm  1419.  Se  entiende  por  alimentos  todo  lo  que  es 
indispensable  para  el  sustento,  habitación,  vestido  y  asis- 
tencia médica,  según  la  posición  social  de  la  jEamilia. 

Los  alimentos  comprenden  también  la  educación  é 
instrucción  del  alimentista  cuando  es  menor  de  edad. 

Api.  143.  Están  obligados  recíprocamente  á  darse 
alimentos,  en  toda  la  extensión  que  señala  el  artículo 
precedente: 

1.®    Los  cónyuges. 

2.^    Los  ascendientes  y  descendientes  legítimos. 

3.®  Los  padres  y  los  hijos  legitimados  por  concesión 
Real,  y  los  descendientes  legítimos  de  éstos. 

4/  Los  padres  y  los  hijos  naturales  reconocidos,  y  los 
descendientes  legítimos  de  éstos. 

Los  padres  y  los  hijos  ilegítimos  en  quienes  no  concu- 
rra la  condición  legal  de  naturales,  se  deben,  por  razón  de 
alimentos,  los  auxilios  necesarios  para  la  subsistencia. 
Los  padres  están  además  obligados  á  costear  á  los  hijos 
la  instrucción  elemental  y  la  enseñanza  de  una  profesión, 
arte  ú  oficio. 

Los  hermanos  deben  también  á  sus  hermanos  legítimos, 
aunque  sólo  sean  uterinos  ó  consanguíneos,  los  auxilios 
necesarios  para  la  vida,  cuando  por  un  defecto  físico  ó 
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moral,  ó  por  cualquiera  otra  causa  que  no  sea  imputable 
al  alimentista,  no  pueda  éste  procurarse  bu  subsistencia. 
En  estos  auxilios  están,  en  su  caso,  comprendidos  los 
gastos  indispensables  para  costear  la  instrucción  elemen- 
tal y  la  enseñanza  de  una  profesión,  arte  ú  oñcio. 


124.  Reconocido  el  derecho  que  los  hijos  naturales  tienen  á  pe- 
dir alimentos  del  padre,  y  por  muerte  de  éste  á  sus  herederos, 
como  sucesores  en  sus  derechos  y  obligaciones^  procede  fijarlos  en 
la  cuantía  que  sea  justa,  apreciando  el  capital  que  ha  dejado  el 
padre,  sin  que  sea  obstáculo  á  ello  el  que  se  le  haya  dejado  algún 
recuerdo  en  el  testamento,  pues  no  puede  por  este  hecho  tenerse 
por  cumplido  el  deber  de  alimentarlo,  y  de  estimarlo  en  otra  for- 
ma, sobre  conducir  á  consecuencias  nada  lógicas,  porque  por  testa- 
mento podría  el  padre  hacer  lo  que  en  vida  no  le  era  permitido, 
seria  hasta  contradictorio  de  las  palabras  y  fines^de  la  ley.-'iS'.  14 
Feb.96.'-G.  25  Junio. 


Art.  144.  La  reclamación  de  alimentos,  cuando 
proceda,  y  sean  dos  ó  más  las  obligados  á  prestarlos,  se 
hará  por  el  orden  siguiente: 

1.^    Al  cónyuge. 

2.^    A  los  descendientes  del  grado  más  próximo. 

3.^  A  los  ascendientes,  también  del  grado  más  pró- 
ximo. 

4.^    A  los  hermanos. 

Entre  los  descendientes  y  ascendientes  se  regulará  la 
gradación  por  el  orden  en  que  sean  llamados  á  la  suce- 
sión legitima  de  la  persona  que  tenga  derecho  á  los  ali- 
mentos (1). 

Art.  145.  Guando  recaiga  sobre  dos  ó  más  personas 
la  obligación  de  dar  alimentos,  se  repartirá  entre  ellas  el 

(t)     Véa«e«  eomo  concordante,  el  Art.  1804. 
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pago  de  la  pensión  en  cantidad  proporcional  á  su  caudal 
respectivo. 

Sin  embargo,  en  caso  de  urgente  necesidad  y  por  cir- 
cunstancias especiales,  podrá  el  Juez  obligar  á  una  sola 
de  ellas  á  que  los  preste  provisionalmente,  sin  perjuicio 
de  su  derecho  á  reclamar  4p  los  demás  obligados  la  parte 
que  les  corresponda. 

Cuando  dos  ó  más  alimentistas  reclamaren  á  la  vez  ali- 
mentos de  una  misma  persona  obligada  legalmente  á 
darlos,  y  ésta  no  tuviere  fortuna  bastante  para  atender  á 
todos,  se  guardará  el  orden  establecido  en  el  artículo  an- 
terior, á  no  ser  que  los  alimentistas  concurrentes  fuesen 
el  cónyuge  y  un  hijo  sujeto  á  la  patria  potestad,  en  cuyo 
caso  éste  será  preferido  á  aquél. 

Art*  I4IS»  La  cuantía  de  los  alimentos,  en  los  casoa 
comprendidos  en  los  cuatro  números  del  art.  143,  será 
proporcionada  al  caudal  ó  medios  de  quien  loe  da  y  á  las 
necesidades  de  quien  los  recibe. 


125.  No  se  infringen  los  artículos  73  y  76  de  la  ley  del  Matri- 
monio civil,  trasladados  sustancialmente  en  los  artículos  146  y  147 
del  Código  civil,  porque  la  regla  general  y  constante  consignada 
como  precepto  en  los  citados  artículos,  de  que  los  alimentos  han  de 
ser  proporcionados  á  las  necesidades  del  acreedor  y  á  la  fortuna  del 
deudor,  son  puntos  de  hecho  que  el  Tribunal  sentenciador  ha  de 
apreciar  según  lo  alegado  y  probado.— 5.  11  Abril  94. — (?.  26 
Septiembre, 

126.  Cuando  se  alega  por  el  recurrente  la  infracción  del  art.  146, 
sin  determinar  el  concepto  en  que  lo  haya  sido,  para  poder  apreciar 
el  error  del  Tribunal  en  la  cantidad  señalada  para  alimentos,  es 
inadmisible  el  recurso,  conforme  al  núm.  4.^  del  art.  1729  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.— S^.  6  Julio  92,-— Q.  7  Oci. 


LIBRO  PRIMERO. — TlTULO  VI  279 

j%ri.  147.  Los  alimentos,  en  Iob  casos  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior,  se  reducirán  ó  aumentarán  j^ro- 
porcionalmente  según  el  aumento  ó  disminución  que  su- 
fran las  necesidades  del  alimentista  j  la  fortuna  del  que 
hubiere  de  satisfacerlos. 


127.  Aunque  se  alegue  por  el  marido  ser  excesiva  la  mitad  de 
BU  sueldo  señalada  por  alimentos  á  su  consorte,  por  tenerle  á  des- 
cuento de  retenciones  anteriores  para  pagar  deudas  legítimas,  y 
haber  mejorado  ella  de  fortuna  con  lo  que  sus  menores  hijos  ga- 
nan, unos  con  su  trabajo  personal  y  otro  como  reciente  oficial  del 
Ejército,  no  puede  estimarse  el  recurso  interpuesto  fundado  en  los 
artículos  73  y  76  de  la  ley  del  Matrimonio  civil,  trasladados  sus- 
tancialmente  en  el  146  y  147  del  Código,  relativos  á  que  la  cuan- 
tía de  los  alimentos  han  de  ser  proporcionados  á  las  necesidades 
del  acreedor  y  á  la  fortuna  del  deudor  de  los  mismos,  puesto  que 
son  puntos  de  hecho  que  el  tribunal  ha  de  apreciar  según  lo  ale- 
gado y  probado,  contra  cuya  apreciación  no  hay  más  recurso  que 
el  del  núxn.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  que  no 
ha  utilizado  el  recurrente. — S.  11  Abril  94.'~G.  26  Stpi. 


\Tt.  l€ll»  La  obligación  de  dar  alimentos  será  exi- 
gible  desde  que  los  necesitare  para  subsistir  la  persona 
que  tenga  derecho  á  percibirlos;  pero  no  se  abonarán  sino 
desde  la  fecha  en  que  se  interponga  la  demanda. 

Se  verificará  el  pago  por  meses  anticipados;  y,  cuando 
fallezca  el  alimentista,  sus  herederos  no  estarán  obligados 
á  devolver  lo  que  éste  hubiese  recibido  anticipadamente. 

Art.  1419.  El  obligado  á  prestar  alimentos  podrá, 
á  SQ  elección  satisfacerlos,  ó  pagando  la  pensión  que  se 
fije,  ó  recibiendo  y  manteniendo  en  su  propia  casa  al  que 
tiene  derecho  á  ellos. 
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128.  No  siendo  licito  distinguir  donde  la  ley  no  distingue,  es 
evidente  que  el  derecho  de  elección  que  el  preinserto  art.  149  con- 
cede al  obligado  á  prestar  alimentos  para  satisfacerlos,  pagando  la 
pensión  que  se  fije,  ó  recibiendo  y  manteniendo  en  su  casa  al  que 
tiene  derecho  á  ellos,  subsiste  tratándose  sólo  de  la  forma  de  pres- 
tarlos, aun  cuando  sean  con  el  carácter  de  provisionales;  y  de  no  es- 
timarlo asi  la  Sala  sentenciadora,  infringe  el  articulo  citado. — 
5.  11  Marzo  95.^0.  27  Julio. 


\Tt.  i50.  La  obligación  de  suministrar  alimentos 
cesa  con  la  muerte  del  obligado,  aunque  los  prestase  en 
cumplimiento  de  una  sentencia  ñrme. 


129.  £1  precepto  de  este  articulo,  que  ordena  que  la  obligación 
de  Suministrar  alimentos  cesa  con  la  muerte  de  la  persona  obli- 
gada, aunque  los  prestase  en  cumplimiento  de  una  sentencia  firme^ 
es  digno  de  tenerse  en  cuenta  como  cuerpo  de  doctrina,  aunque  el 
pleito  haya  de  resolverse  con  arreglo  á  la  legislación  anterior  al 
Ckídigo  civU.— &  6  Julio  95.^G.  23  Sept. 


Api.  151.  No  es' renunciable  ni  transmisible  á  un 
tercero  el  derecho  á  los  alimentos.  Tampoco  pueden  com- 
pensarse con  lo  que  el  alimentista  deba  al  que  ha  de  pres- 
tarlos. 

Pero  podrán  compensarse  y  renunciarse  las  pensiones 
alimenticias  atrasadas,  y  transmitirse  á  titulo  oneroso  ó 
gratuito  el  derecho  á  demandarlas. 


180.  Siendo  canónico,  y  como  tal  perpetuo  el  matrimonio  del 
demandante,  no  puede  menos  de  originar  la  comunidad  de  vida  é 
intereses  de  los  contrayentes,  que  motiva  el  precepto  del  art.  18  de 
la  ley  procesal,  sin  que  á  ello  pueda  servir  de  obstáculo  el  no  dar 
aviso  previo  de  su  celebración  al  Juez  municipal  competente,  ni 
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c  oidado  de  ioficribirlo  después  en  el  Registro  civi],  porque  la  omi- 
lión  de  tales  formalidades  obligatorias  de  la  ley  sustantiva,  ni  le 
im  prime  el  carácter  de  los  que  la  misma  denomina  secretos  de  con- 
de ncia,  ni  puede  perjudicar  otros  derechos  que  los  de  los  mismos 
qne  la  iniricgieron.  Estimándolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  in- 
írioge  loe  artículos  77  y  79  del  Código  civil,  ni  el  núm.  5.^  del  ar- 
ticulo 16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.— 5. 16  Féb.  92.— G.  18 

131.  £1  núm.  5.*  del  art.  1408  del  Código  civil,  si  bien  ordena 
que  serán  cargo  de  la  sociedad  de  gananciales  el  sostenimiento  de 
la  familia  y  la  educación  de  los  hijos  comunes  y  de  los  legítimos 
de  uno  solo  de  los  cónyuges,  no  impone  á  dicha  sociedad  la  obli- 
gación de  sufragar  los  gastos  de  los  legítimos  que  se  sigan  por  in- 
terés del  hijo  é  hijos  habidos  por  cualquiera  de  los  consortes  en  su 
«n  teríor  matrimonio.— iS.  18  Áhrü  93.— G.  20  Sept, 

182.  No  infringe  los  artículos  15  y  17  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento ni  el  151  del  Código  civil,  la  Sala  sentenciadora  que  niega 
la  asifitencia  judicial  gratuita  al  que  pretende  ser  declarado  pobre, 
coando,  apreciando  los  signos  exteriores  de  riqueza,  infiere  de  ellos 
qne  cuenta  con  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero. — 
S.  14  Jumo  93.— G.  10  Nov. 

133.  La  obligación  de  suministrarse  alimentos  que  recíproca- 
mente tienen  los  ascendientes  y  descendientes,  es  personalísima; 
no  se  transmite  á  tercera  persona,  ni  constituye  carga  ó  gravamen 
á  que  estén  afectos  los  bienes  del  que  deba  darlos,  cuya  obligación 
ee  impone  así  al  padre  como  á  la  madre,  á  los  ascendientes  del  uno 
y  de  la  otra,  y-  en  su  defecto  á  los  hermanos,  pero  sin  hacerla  ex- 
tensiva respecto  á  la  herencia  ni  al  heredero. — S.  6.  Julio  95. — 
O.  23  Sepi. 


it  ri.  I&9.    Cesará  también  la  obligación  de  dar  ali- 
mentos: 
1.^    Por  muerte  del  alimentista. 
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2.^  Cuando  la  fortuna  del  obligado  á  darlos  fie  hubiere 
reducido  hasta  el  punto  de  no  poder  satisfacerlos  sin  des- 
atender sus  propias  necesidades  y  las  de  su  familia. 

B.^  Cuando  el  alimentista  pueda  ejercer  un  oficio,  }>ro- 
fesión  ó  industria,  ó  haya  adquirido  un  destino  ó  mejo- 
rado de  fortuna,  de  suerte  que  no  le  sea  necesaria  la  pen- 
sión alimenticia  para  su  subsistencia. 

4.^  Cuando  el  alimentista,  sea  ó  no  heredero  forzoso, 
hubiese  cometido  alguna  falta  de  las  que  dan  lugar  á  la 
desheredación. 

5.^  Cuando  el  alimentista  sea  descendiente  del  obli- 
gado  á  dar  alimentos,  y  la  necesidad  de  aquél  provenga 
de  mala  conducta  ó  de  falta  de  aplicación  al  trabajo, 
mientras  subsista  esta  causa  (1). 

Ari.  153.  Las  disposiciones  que  preceden  son  apli- 
cables á  los  demás  casos  en  que  por  este  Código,  por  tes- 
tamento ó  por  pacto,  se  tenga  derecho  á  alimentos,  salvo 
lo  pactado,  lo  ordenado  por  el  testador  ó  lo  dispuesto  por 
la  ley  para  el  caso  especial  de  que  se  trate. 


134.  Si  bien  en  la  denominación  genérica  de  hijos  se  compren- 
de á  los  nietos  f  demás  descendientes  en  linea  recta,  esta  doctrina, 
que  principalmente  rige  en  materia  sucesoria  y  vincular,  no  puede 
invocarse  al  interpretar  y  cumplir  las  leyes  que  tienen  un  objeto 
especial;  y  por  tanto,  la  sentencia  que  asigna  á  un  menor  alimen- 
tos provisionales  que  deban  satisfacerse  por  la  herencia  de  ^ 
abuelo  natural,  aplica  indebidamente  la  ley  4.*,  tlt.  19,  Parti- 
da i^—S.  6  Julio  95.— O.  23  SepL 


'£  entiende  por  alimentos  la  prestación  de  lo  qae  es  indispensable  á  las 
personas  para  el  sustento,  habitación,  vestido  y  asistencia  médica,  y  edocacióD 
é  instrucción  de  los  menores,  en  relación  con  la  posición  social  de  la  familia, 

(1)     Véase,  como  oonoordaate,  «1  art.  766. 
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medios  da  qaien  los  da  y  necesidades  de  quien  los  recibe.  No  bay  que  buscar 
su  fundamento  en  las  leyes  ni  en  pactos  de  la  sociedad  primitiva;  las  disposi- 
ciones legales  sólo  han  servido  para  regularlos»  Ajando  su  extensión  y  la  ma- 
nera de  exigirlos,  porque,  obra  del  derecho  natural,  son  anteriores  y  superio- 
res á  toda  legislación  positiva,  y  en  la  conciencia  de  los  hombres  de  todas  las 
¿pocas  está  impreso  el  deber  de  alimentar  á  quienes  lo  han  menester,  cooieu- 
zando  en  aquellos  á  quienes  damos  el  ser  como  primera  consecuencia  de  la 
procreación;  pues  al  darles  vida,  contraemos  la  obligación  de  conservársela 
y  de  proporcionarles  los  recursos  convenientes  hasta  que  se  hallen  en  estado 
de  podérselos  procurar  á  sí  propios,  sin  que  obste  que  sean  legítimos  ó  no  lo 
sean»  porque  la  obligación  natural  existe  y  un  sentimiento  general  hace  con- 
siderar como  de  rigurosa  justicia  el  derecho  de  alimentos. 

De  ese  punto  de  partida  irradian,  en  diversos  sentidos,  relaciones  jurídicas 
dimanadas  de  las  concausas  de  la  generación  humana,  que  á  diferencia  de  ta 
expontánea  en  que  nacen  ios  hongos  en  el  campo,  se  bifurca  en  el  matrimo- 
nio progenitor,  se  ramíGca  en  direcciones  recta  y  transversal,  y  se  entrelaza 
dando  ocasiona  los  diversos  grados  de  parentesco  reconocidos  en  orden  di- 
recto para  el  derecho  sucesorio,  y  en  el  inverso  para  obtener  recíprocamente 
los  de  la  subsistencia  y  alimentación. 

La  virtud  de  la  caridad,  estimula  el  socorro  al  necesitado,  y  la  ley  de  la 
Daiuraleza,  el  deber  de  alimentar  á  los  nuestros,  traduciendo  este  deber  en 
precepto  coactivo  la  legislación  positiva.  £n  el  mundo  animal  cuidan  los  irra- 
cionales con  prolijo  afán  á  sus  pequeñuelos  hasta  que  pueden  éstos  proveerse 
i  sí  mismos.  Nosotros  no  podíamos  menos  de  racionalizar  ese  principio. 
«Claras  razones,  é  manifiestas  son,  por  qué  los  padres  é  las  madres  son  tenu- 
dos  de  criar  á  sus  fijos.  La  ana  es  movimiento  natural^  porque  se  mueven  to- 
das las  cosas  del  mundo  á  criar  é  guardar  lo  que  nasce  de  ellas:  la  otra  es 
por  razón  del  amor  que  han  con  ellos  naturalmente.  La  tercera  es  por  que 
todos  los  derechos  temporales  é  espirituales  se  acuerdan  en  ello.  £  la  manera 
en  qoe  deven  criar  los  padres  á  sus  fijos  é  darles  lo  que  les  fuere  menester,  ma- 
guer non  quieran,  es  esta:  que  les  deben  dar  que  coman,  é  que  beban,  é  qoe 
▼istan«  é  que  calzen,  é  lugar  do  moren,  é  todas  las  otras  cosas  que  les  fuere 
menester,  sin  las  cuales  non  pueden  los  omes  bivir.  E  esto  debe  cada  uno  fa- 
eer  según  la  riqueza  é  el  poder  que  oviere;  catando  todavía  la  persona  daquel 
que  lo  debe  reeebir,  en  que  manera  lo  deben  éstos  faeer.  E  si  alguno  contra 
esto  fieiese,  el  judgador  de  aquel  lugar  lo  debe  apremiar...  Otro  sí  decimos, 
que  los  lijos  deben  ayudar  á  proveer  á  sus  padres^  si  menester  les  fuese,  pu- 
diéndolo ellos  facer  bien,  asi  como  los  padres  son  tenudos  á  los  fijos»  (O- 
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TÍTULO  VII 


De  la  patria  potestad. 


OAPlTUJLO    PRIMERO 

DlBpoalcióii  g'erLez*al. 


t\rt,  154.  El  padre,  y  en  sii  defecto  la  madre,  tie- 
nen potestad  sobre  sus  ni  jos  legítimos  no  emancipados;  y 
los  hijos  tienen  la  obligación  de  obedecerles  mientras  per- 
manezcan en  su  potestad,  y  de  tributarles  respeto  y  reve- 
rencia siempre. 

Ix)e  hijos  naturales  reconocidos ,  y  los  adoptivos  meno» 
res  de  edad,  están  bajo  la  potestad  del  padre  ó  de  la  ma- 
dre que  los  reconoce  ó  adopta,  y  tienen  la  misma  obliga- 
ción de  que  habla  el  párrafo  anterior. 


185.  El  Código  civil  establece  en  sus  disposiciones  transitorias 
el  principio  fundamental  de  que  las  variaciones  introducidas  en  el 
mismo  que  perjudiquen  derechos  adquiridos  bajo  el  régimen  de  la 
legislación  anterior,  no  tendrán  efecto  retroactivo,  por  lo  cual  es 
inaplicable  el  art.  154  del  Código,  puesto  que  la  patria  potestad, 
atribuida  según  el  expresado  artículo  al  padre  ó  la  madre  respecto 
(le  un  hijo  natural,  constituye  un  derecho  nuevoi  que  afecta  á  la 
personalidad  de  éstos,  cuando  por  haber  nacido  antes  de  la  publi- 
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cación  del  Código  el  hijo,  adquirieron  aquéllos  un  estado  de  d<^re- 
cho  diferente,  que  sólo  dando  efecto  retroactivo  al  nuevamente 
creado  podría  hacerse  desaparecer. — S.  28  Ahril  94,— G,  9  Od, 

p 

X.  ATRIA  potesslad  es  un  derecho  fundado  en  !a  naturaleza  y  confirmado 
por  la  ley,  qae  da  al  padre,  y  en  su  defecto  á  la  madre,  hasta  cierto  üompo, 
la  vigilancia  dé  sus  hijos  y  la  administración  y  goce  de  sus  bienes  peculiares. 
En  el  fondo  de  la  conciencia  humana  está  arraigado  el  respeto  y  la  sumisión 
á  los  padres,  cuya  autoridad  para  corregir  y  castigar  á  sus  hijos  jamás  se 
poso  en  doda  en  pueblo  alguno,  y  todos  los  Códi^^os  han  puesto  la  autoridad 
paterna  para  que  pueda  ser  impuesta  por  la  coacción  si  en  alguna  ocasión 
ibese  desconocida.  £1  pequeño  Estado  en  que  se  agrupan  las  personas  en  fa- 
milia, organismo  factor  de  la  colectividad  de  la  Nación,  tiene,  como  ésta,  un 
poder  supremo,  el  de  la  autoridad  paterna,  en  donde  s(^  reflejan  las  tres  for- 
flias  de  su  ejercicio,  legislativa^  ejecutiva  y  judicial^  por  virtud  de  las  que 
dicta  sos  disposiciones  y  tas  promulga  haciéndolas  sabor  á  sus  subordinados; 
ejecuta  y  hace  cumplir  aquéllas,  empleando,  cuando  es  preciso,  medios  coer- 
citivos y  sancionadores,  y  dirimiendo  las  discordias,  pretcnsiones  y  atentados 
irás  ó  menos  violentos  entre  sus  individuos;  resuelve  en  consejo  verbal  las 
di ferenrias  é  impone  las  correcciones  merecidas.  Al  Indo  de  la  potestad  su- 
prema, ejerce  en  el  orden  doméstico  la  madre  la  inferior  ó  intermedia,  que  se 
reintegra  en  toda  su  plenitud  cuando  sustituye  á  la  personalidad  del  padre 
por  defunción  ó  incapacidad  legal  de  éste. 

No  han  si  lo  siempre  idénticas  las  facultades  dadas  por  la  ley  al  padre  para 
el  ejercicio  de  su  misión,  pues  al  paso  que  en  la  antigua  Roma,  para  neutrali- 
lar  los  efectos  de  la  licencia  y  desbarajuste  del  gobierno,  ejercían  una  terrihle 
dictadura  doméstica  disponiendo  hasta  de  la  vida  de  los  hijos;  ha  habido 
épocas  en  que  el  poder  público  ha  tenido  que  fortalecer  los  lazos  y  vínculos 
paternales  contra  la  debilitada  autoridad  paterna:  <ü  Patria  potes  tas  ^  en  lah'n, 
tanto  quiere  decir  en  romance  {\)  como  el  poder  que  han  los  padres  sobro  los 
fijos.  E  este  poder  es  on  derecho  atal,  que  han  señaladamente  los  que  viven  é 
se  judgan  según  ias  leyes  antiguas  é  derechos  que  fícieron  los  fílósofos  é  los 
sabios  por  mandado  é  con  otorgamiento  de  los  Emperadores.i  Mas  á  la  ma* 
dre  DO  le  era  extensiva  ta  patria  potestad,  por  la  situación  política  que  ocupó 
dentro  de  las  antigoas  saciedades,  sustituyendo  al  padre  una  institución  inde- 
pendiente de  aquélla,  que  era  como  arrancar  á  los  hijos  del  poder  de  su  ma- 
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dre  para  entregarlos  ea  brazos  de  na  tator,  «oponiendo  amor  donde  sólo  im» 
pera  interés,  y  coídado  donde  existe  sólo  codicia. 

A  los  tiempos  presentes  ha  cabido  el  honor  de  reintegrar  á  la  madre  en 
sus  derechos  naturales,  ya  qae  en  otro  algnno  fueron  bastantemente  recono- 
cidos; pues  ni  las  leyes  4/  y  3.*,  tít.  3.*,  libro  4.*  del  Fuero  Juzgo,  ni  la  7.^« 
tit.  3.<>,  libro  6.0  del  mismo,  llegaron  á  establecerla,  no  obstante  las  deduc- 
ciones de  algunos  joriseansaltos,  como  el  Sr.  Marina.  En  1870,  la  ley  del 
Matrimonio  civil  ha  llevado  á  término  la  empresa  reclamada  por  la  opinión, 
estableciendo  las  distintas  aptitudes  de  los  que  mandan  y  los  que  obedecen, 
pero  sosteniendo  el  enlace  por  los  vínculos  de  un  amor  recíproco,  cuyos  prin- 
cipios informan  nuestro  Código  con  tal  extensión,  que  caben,  puede  decirse, 
bajo  un  mismo  techo,  la  descendencia  legítima  y  la  que  no  lo  es,  con  el  efec- 
to retroactivo  establecido  por  el  párrafo  segundo  de  la  regla  4.*  de  las  dispo- 
siciones transitorias,  en  virlud  del  que,  los  padres  que  reconocieron  á  sus  hi- 
jos naturales  antes  de  regir  el  Código,  tendrán  sobre  ellos  aquella  potestad 
como  si  lo  hubiesen  efectuado  después  de  estar  en  vigor,  salvo  en  lo  que  res- 
pecta á  los  bienes  de  dichos  hijos  poseídos  desde  fecha  anterior,  porque  sobre 
tales  bienes  no  regirán  aquellos  efectos,  que  les  irrogarían  perjuicios  en  sos 
derechos  ciertos  y  positivos,  como  ocurre  igualmente  con  los  adoptados  con 
anterioridad  al  Código,  en  razón  al  precepto  aludido,  de  que  «si  un  derecho 
apareciese  declarado  por  primera  vez  en  el  Código,  tendrá  efecto  desde  luego, 
aunque  el  hecho  que  lo  origine  se  veriQcara  bajo  la  legislación  anterior, 
siempre  que  no  perjudique  á  otro  derecho  adquirido  de  igual  origen».  Por  eso 
creemos  que  si  los  padres  naturales  renunciaran  los  derechos  inherentes  á  la 
patria  potestad  en  favor  del  adoptante,  sería  válida  la  renuncia. 

£1  beneficio  de  la  patria  potestad,  dado  el  precepto  que  nos  ocupa  del  Có- 
digo, no  será  ya  un  efecto  especial  de  la  legitimidad,  sino  on  efecto  común  á 
toda  paternidad,  quedando  reducidas  las  diferencias  entre  los  hijos  de  aquellas 
clases  á  la  distinta  participación  hereditaria  relativa  á  la  porción  legítima  Je 
cada  uno. 

Finalmente,  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  interregional,  los  menores 
de  edad  en  Aragón,  huérfanos  de  padre  ó  madre,  sin  contraposición  en  sus 
derechos,  no  necesitan  guardador  alguno,  porque  el  superviviente  tiene  la 
patria  potestad,  y  por  consiguiente,  el  derecho  de  representarlos  en  todos  los 
actos  jurídicos  (4).  Y  en  cuanto  al  internacional^  es  evidente  que  la  institu- 
ción de  que  se  trata  habrá  de  regirse  por  el  estatuto  personal  ó  por  la  ley  de 
la  familia,  que  es  la  que  rige  las  relaciones  de  paternidad  y  filiación,  y  1a  que 
regula  lodos  sus  efectos. 

(1)     Consulta  dd  la  Fi«calia  de  Zarasrosa,  evacuada  por  el  Fiscal  del  Sai^rem» 
en  7  de  Mayo  de  lí«3. 


LIBRO  PBiMKao. — TÍTULO  vn  289 

CAPITULO  n 

De  los  efectos  de  la  patria  potestad  respecto 
de  las  personas  de  los  liijos. 

Art.  155.  El  padre,  y  en  bu  defecto  la  madre,  tie- 
nen respecto  de  sub  hijos  no  emancipados. 

1.^  El  deber  de  alimentarlos,  tenerlos  en  su  compa- 
ñía, educarlos  é  instruirlos  con  arreglo  á  su  fortuna,  y  re- 
presentarlos en  el  ejercicio  de  todas  las  acciones  que  pue- 
dan redundar  en  su  provecho. 

2.^  La  facultad  de  corregirlos  y  castigarlos  moderada- 
mente (1). 

135  Ms.  El  art.  154  declara  que  el  padre  tiene  potestad  sobre  sus 
hijos  legítimos  no  emancipados,  y  entre  los  efectos  de  la  patria  po- 
testad señala  el  155  el  deber  de  alimentarlos,  tenerlos  en  su  com- 
pañía é  instruirlos  con  arreglo  á  su  fortuna,  siendo  precepto  ter- 
minante  del  art.  1887  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  en  el 
caso  de  depósito  de  una  mujer  casada  para  entablar  demanda  de 
divorcio,  queden  en  poder  de  la  madre  los  que  no  tuvieren  tres  años 
cumplidos^  y  los  que  pasen  de  esta  edad,  en  poder  del  padre,  haeta 
que  en  juicio  correspondiente  se  decida  lo  que  proceda;  la  disposi- 
ción judicial  que  ordena  que  si  el  marido  no  puede  trasladarse  al 
ponto  en  que  reside  la  madre,  conduzca  á  él  á  su  hija,  mayor  de 
tres  años,  que  vivía  en  su  compañía,  para  ser  colocada  á  costa  de 
la  madre  en  un  colegio  donde  pudiera  verla  y  hablarla  siempre  que 
lo  eslimara  conveniente,  es  incompatible  con  los  derechos  y  los  de- 
beres que  la  patria  potestad  entraña,  é  infringe  las  disposiciones 
legales  antes  citadas. — S.  19  Nov.  95. — G.  9  Dic, 

Art.  i5S.  El  padre,  y  en  su  c^so  la  madre,  podrán 
impetrar  el  auxilio  de  la  Autoridad  gubernativa,  qae  de- 
berá serles  prestado,  en  apoyo  de  su  propia  autoridad,  so- 
bre sus  hijos  no  emancipados,  ya  en  el  interior  del  hogar 
doméstico,  ya  para  la  detención  y  aun  para  la  retención 
de  loe  mismos  en  establecimientos  de  instrucción  ó  en 

(1)     Véaie,  como  concordante,  el  art.  1903. 

19 
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institutOB   legalmente   autorizadpB  que  los   recibieren. 

Asimismo  podran  reclamar  la  intervención  del  Jue^ 
municipal  para  imponer  á  sus  hijoá  hasta  un  mes  de  de- 
tención en  el  establecimiento  correccional  destinado  al 
efecto,  bastando  la  orden  del  padre  ó  madre,  con  el  V.^  B.^ 
del  Juez,  para  que  la  detención  se  realice. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  anteriores  comprende 
á  los  hijos  legítimos,  legitimados,  naturales  reconocidos  ó 
adoptivos. 

Avt,  157.  Si  el  padre  ó  la  madre  hubiesen  pasado 
á  segundas  nupcias,  y  el  hijo  fuese  de  los  habidos  en  an- 
terior matrimonio,  tendrán  que  manifestar  al  Juez  los 
motivos  en  que  funden  su  acuerdo  de  castigarle;  y  el  Juez 
oirjá,  en  comparecencia  personal,  al  hijo,  y  decretará  ó  de- 
negará la  detención  sin  ulterior  recurso.  Esto  mismo  se 
observará  cuando  el  hijo  no  emancipado  ejerza  algún  car- 
go ú  oficio,  aunque  los  padres  no  hayan  contraído  segundo 
matrimonio. 

jlpt.  158.  £1  padre,  y  en  su  caso  la  madre,  satisfa- 
rán los  alimentos  del  hijo  detenido;  pero  no  tendrán  in- 
tervención alguna  en  el  régimen  del  establecimiento  don- 
de se  le  detenga,  pudiendo  únicamente  levantar  la  de- 
tención cuando  lo  estimen  oportuno. 

R    i 

jL-jSTOS  coalro  artícolos  determinan  los  efectos  de  la  patria  potestad  res- 
pecto á  las  personas  de  los  hijos,  estableciendo  en  primer  término  el  deber  de 
los  padres  de  alimentarlos  y  tenerlos  en  sa  compañía,  educarlos  é  instruirlos 
con  arreglo  á  su  fortuna,  y  de  representarlos  en  el  ejercicio  de  todas  las  accio- 
nes qae  pnedan  redundar,  en  su  provecho;  señalando  después  la  facultad  de 
corregirlos  y  castigarlos  moderadamente,  y,  en  último  término,  las  formali- 
dades y  requisitos  á  que  precisa  atenerse  cuando  el  castigo  haya  de  exceder 
de  los  límites  de  la  moderación. 

El  primer  extremo,  que  indudablemente  comprende  á  los  hijos  legítimos^ 
legitimados  y  adoptivos,  es  una  consecuencia  natural  de  la  patria  potestad, 
que  lleva  consigo,  como  atributos  propios  de  la  autoridad  que  representa,  el 
deber  de  la  alimentación  y  educación  de  Iqs  hijos,  y  el  derecho  de  exigirles  la 


LIBRO  PRIMERO—TÍTULO  VII. — ^ARTB.    156  Á  158  291 

obediencia  debida;  y  el  segnndo,  como  consigoiente  á  ella,  tiende  á  rodear  la 
aotorídad  paterna  de  los  mayores  prestigios,  dándole  poder  para  extremar  las 
correcciones  en  casos  de  necesidad,  basta  llegar  á  la  detención  y  prisión  de  los 
hijos;  siendo  tan  absoluta  la  aatorídad  qae  la  ley  les  confiere,  qae  no  estin 
obligados  á  explicar  ni  jnstifícar  sos  determinaciones,  sino  en  los  únicos  casos 
de  tratarse  de  bijos  coyo  padre  ó  madre  hubieran  pasado  á  segnndas  nnpeias, 
ó  de  los  qne,  sin  esta  circunstancia,  se  hallaren  ejerciendo  algún  cargo  ú  ofi- 
cio; y  pueden  levantar  la  detención  del  hijo,  tanto  en  el  caso  en  que  se  ha- 
llare recluido  en  un  establecimiento  de  instrucción,  como  en  uno  correccional. 
Cierto  es  qne  no  existen  en  España  establecimientos  ó  instituciones  espe- 
cíales  para  el  objeto  á  que  alude  el  art.  456,  mas  como  su  precepto  está  en  todo 
vigar,  pwque  no  puede  suspenderse  bajo  ningún  motivo  el  derecho  que  á  la 
autoridad  paterna  otorga,  y  por  otra  parte,  de  cumplirse  la  corrección  en  es* 
tablecimientos  de  índole  distinta  de  aquel  en  que  el  legislador  ha  querido 
que  se  cumpla,  podría  obtenerse  un  resultado  contraproducente,  por  lo  peli- 
groso que  sería  para  el  corrigendo  el  contacto  en  las  cárceles  con  delincuen  - 
tes,  y  la  obligación  que  impone  á  los  padres  el  art.  158  pudiera  ocasionar 
que  se  entendiera,  que  la  facultad  contenida  en  el  456  es  un  privilegio  á  fa- 
vor de  las  familias  de  cierta  fortuna  y  posición  social,  ha  venido  á  allanar  esas 
dificultades  y  á  determinar  la  no  existencia  de  ese  privilegio  la  Real  orden 
de  4S  de  Marzo  de  4894  (4),  estableciendo:  4.^  Que  lajs  correcciones  que  con 
arreglo  ai  art.  456  impongan  los  padres  á  los  hijos  legítimos,  legitimados, 
naturales  reconocidos  ó  adoptivos,  las  cumplirán  éstos,  mientras  no  existan 
eitabledmienKos  destinados  al  efecto,  en  alguno  de  Beneficencia  qne  sea  ade- 
cuado al  objeto,  como  Hospicio,  Casa  de  Misericordia  ú  otros  semejantes,  en 
Jas  poblaciones  en  donde  los  haya,  y  en  el  local  en  que  se  cumplan  las  co- 
rrecciones impuestas  á  los  acogidos  ó  asilados,  t.^  Que  en  los  pueblos  en  don- 
de no  exista  establecimiento  de  Beneficencia,  se  destinará  un  local  apropósito 
para  el  cumplimiento  de  esas  correcciones,  siempre  qm  áea  posible,  en  las  Ca- 
nas Consistoriales  de  los  Ayuntamientos.  3.^  Qne  sólo  en  el  caso  en  que  no 
hubiere  edificio  donde  colocar  al  menor  de  cuya  corrección  se  trate  en  la  for- 
ma y  manera  antes  referida,  ó  cuando  expresamente  el  padre  ó  madre  pidiera 
que  la  detención  tenga  lugar  en  la  cárcel  ó  establecimiento  correccional  donde 
se  encierren  jóvenes  criminales^,  se  detendrá  en  él  al  hijo  díscolo,  teniéndolo  con 
la  separación  posible,  y  sin  que  sea  filiado  en  el  libro  de  detenidos  ni  en  nin- 
gún otro  especial;  y  4.^  Que  los  hijos  á  quienes  se  aplique  la  corrección,  se- 
rán mantenidos,  en  el  caso  de  pobreza  de  los  padres,  por  los  establecimientos 
de  Beneficencia  ó  por  los  Ayuntamientos^  en  sus  respectivos  casos. 


(1;     Gae€ta  do  26  de  Mano  de  1(J91. 
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CAPÍTULO  iri 

I>e  los  efectos  de  la  patria  potestad  respecto 
6  los  bienes  de  los  hijos. 


Avt.  159.  El  padre,  ó  en  bu  defecto  la  madre,  bou 
loB  administradoreB  legales  de  Iob  bienes  de  los  hijos  qae 
están  baío  su  potestad  (1). 

Art.  iSO.  Los  bienes  qne  el  hijo  no  emancipado 
haya  adquirido  ó  adquiera  con  su  trabajo  ó  industria,  6 
por  cualquier  titulo  lucrativo,  pertenecen  al  hijo  en  pro- 
piedad, y  en  usufructo  al  padre  ó  á  la  madre  que  le  tenga 
en  su  potestad  y  compañia;  pero  si  el  hijo,  con  consenti- 
miento de  sus  padres,  viviere  independiente  de  éstos,  se 
le  reputará  para  todos  los  efectos  relativos  á  dichos  bie- 
nes como  emancipado,  y  tendrá  en  ellos  el  dominio,  el 
usufructo  y  la  administración. 


k 


.A  facultad  que  tíanen  los  padres,  eomo  administradores  de  los  bienes  de 
los  hijos  qne  estén  biyo  sn  potestad,  para  cobrar  los  créditos  qne  á  los  mismos 
correspondan  y  expedir  los  oportonos  resguardos,  es  distinta  de  la  de  enaje- 
nar inmuebles  ó  derechos  reales,  y  de  la  de  consentir  en  la  extinción  ó  cance- 
lación de  asientos  en  el  Registro,  y  por  tanto,  no  pueden  válidamente,  sin  pre- 
via autorización  judicial,  ceder  un  crédito  hipotecario,  que  es  un  acto  de  ver- 
dadera enajenación  y  qne  comprende  el  derecho  accesorio  de  hipoteca,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  cap.  7.^  del  tít.  4.^,  libro  4.*  del  Código  (S). 

(1)  Véase,  como  concordanio,  •!  art.  1810. 

(2)  B.  de  la  D.,  6  Abril  98.— (7.  10  Agosto. 
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Con  electo,  fundada  la  patria  potestad  en  la  inexperiencia  y  debilidad  de 
jnicio  del  menor  y  en  ia  necesidad  de  suplirla  con  la  saludable  int(y:veneión 
de  qnien  se  presuma  ba  de  prestarse  mejor  á  ese  cuidado,  merced  al  amor  que 
la  naturaleza,  proveyendo  á  aquella  necesidad; ha  puesto  en  el  corazón  de  los 
padres,  á  nadie  como  á  éstos  podía  corresponder  tan  delicada  misión  en  el 
f  nidado  del  patrimonio  de  loa  hijos  que  e$tén  bajo  su  autoridad  paterna  hasta 
que  ésta  termine  ó  se  suspenda  por  cualquiera  de  los  medios  que  él  derecho 
reconoce;  y,  como  disposiciones  encaminadas  á  garantir  á  éste,  le  seguirán 
rigiendo,  aunque  el  padre  cambie  de  nacionalidad,  como  correspondientes  al 
estatuto  personal  del  hijo. 

Pero  la  necesidad  de  garantizar  en  todo  tiempo  la  estabilidad  de  los  dere- 
chos patrimoniales  y  la  conservación  de  los  bienes  de  los  hijos,  ha  rodeado  de 
ciertas  limitaciones  las  facultades  de  los  padres  en  cuanto  á  la  disposición  que 
en  rireQnstandaa  puedan  hacer  de  dichos  bienes  ó  con  ocasión  de  ellos,  colo- 
cando como  institución  intermedia  á  la  Autoridad  judicial,  que,  aquilatando  la 
necesidad  y  la  conveniencia  de  la  operación,  garantice  en  cierto  modo  tam- 
bién al  tercero  en  los  derechos  que  adquiera,  según  las  disposiciones  legales 
que  á  ello  se  refieren,  y  evite  los  vicios  esenciales  que,  dejando  abierta  ancha 
puerta  á  reclamaciones  ulteriores,  ocasionen  perturbaciones  siempre  trascen- 
dentales en  el  orden  civil. 

La  participación  que  da  la  ley  al  padre  en  ios  bienes  patrimoniales  de  los 
bijoa  y  el  derecho  de  usufructo,  es  precisamente  la  materia  de  los  peculios 
conservada  en  nuestra  legislación  histórica,  siendo  obvia  la  razón  de  perte- 
nencia de  los  frutos  al  padre  en  compensación  á  los  alimentos  y  cuidados  que 
debe  suministrar  y  tener,  por  lo  que,  luego  que  la  emancipación  ú  otro  mo- 
tivo cualquiera  le  libre  de  aquéllos,  no  tendrá  razón  el  usufructo  de  unos 
bknea  con  que  el  hijo  habrá  de  hacer  frente  á  sus  obligaciones,  que  quedarían 
desatendidas  careciendo  de  los  medios  necesarios. 

Entre  estos  motivos  está  el  de  que  el  hijo,  con  consentimiento  de  sus  pa- 
dres, viviere  independientemente  de  éstos,  en  cuyo  caso  se  le  reputará  como 
enumeipaiOj  aun  cuando  no  lo  esté  realmente  ni  por  el  matrimonio,  ni  por  la 
«iad,  ni  por  concesión  del  padre  ó  de  la  madre  que  ejerza  patria  potestad;  y 
como  eea  semiemancipación  se  limita  sólo  á  gozar  del  usufructo  de  los  bienes 
referidos  en  el  art.  460,  no  requieire  que  el  menor  haya  cumplido  los  diecio- 
cho a&os,  eoax>  lo  exige  el  art.  348,  para  la  verdadera  emancipación,  que,  una 
ves  concedida,  no  podrá  ser  revocada,  al  paso  que  la  emancipación  prgsumida 
ó  rijmUula,  proviniente  del  consentimiento  de  los  padres  en  la  separación,  que 
puede  ser  tácito,  ó  lo  que  ee  lo  mismo,  una  mera  tolerancia,  no  debe  estimarse 
irrevocable.  En  sa  consecuencia,  ejercerá  el  hijo  todos  los  actos  de  dominio  y 
adainiatradón  en  los  bienes  de  referencia,  con  las  limitaciones  del  art.  317, 
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siendo  válidos  los  docaiuentos,  recibos  y  resgaardos  qoe  otorgue  relativos  al 
asofmcto  7  á  la  administración  que  no  consistan  en  tomar  dinero  á  préstamo, 
ni  en  gravar  ni  vender  bienes  inmuebles. 


S 


Art.  lOI.  Pertenece  á  loe  padres  en  propiedad  y 
usufructo  lo  que  el  hijo  adquiera  con  caudal  de  los  mis- 
mos. Pero  si  los  padres  le  cediesen  expresamente  el  todo 
ó  parte  de  las  ganancias  que  obtenga,  no  le  serán  éstas 
imputables  en  la  herencia. 

Art.  tos.  Comprenderán  en  propiedad  y  usufructo 
al  hijo  no  emancipado  los  bienes  ó  rentas  donados  ó  le- 
gados para  los  gastos  de  su  educación  é  instrucción;  pero 
tendrán  su  administración  el  padre  ó  la  madre,  si  en  la  do- 
nación ó  en  el  legado  no  se  hubiese  dispuesto  otra  cosa, 
en  cuyo  caso  se  cumplirá  estrictamente  la  voluntad  de 
los  donantes. 

Art.  163.  Los  padres  tienen,  relativamente  á  los 
bienes  del  hijo  en  que  les  corresponde  el  usufructo  ó 
administración,  las  obligaciones  de  todo  usufructuario  ó 
administrador,  y  las  especiales  establecidas  en  la  sección 
tercera  del  tit.  5.^  de  la  ley  Hipotecaria. 

Se  formará  inventario,  con  intervención  del  Ministerio 
fiscal,  de  los  bienes  de  los  hijos  en  que  loe  padres  tengan 
sólo  la  administración;  y,  á  propuesta  del  mismo  Minis- 
terio, podrá  decretarse  por  el  Juez  el  depósito  de  los  va- 
lores moviliarios  propios  del  hijo. 


IN  los  artículos  preinsertos  se  declara  la  pertenencia  de  los  bienes  en  fa- 
vor del  padre  ó  de  los  hijos,  y  ias  limitaciones  de  esta  pertenencia  con  relación 
á  los  unos  y  á  los  otros,  atendiendo  siempre  al  origen  de  la  adquisición.  El 
primero  de  tales  preceptos  atribuye  á  los  padres  el  pleno  dcninio  de  cnanto  ei 
hijo  adquiere  con  capital  de  ellos;  así,  pues,  el  premio  que  obtuviese  el  hijo 
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en  la  lotería,  por  ejemplo,  será  de  sus  padres  si  éstos  le  facilitaron  el  dinero 
con  qne  compró  el  billete.  Y  en  éste,  como  en  los  demás  casos,  (a  prueba  en 
el  juicio  correspondiente  dará  la  solnción  del  problema. 

El  jornal  del  bijo  ó  el  sneldo  qne  disfrate,  pertenece  á  sns  padres  en  asn- 
frncto,  y  no  podrá  ser  retenido  á  instancia  de  acreedores  de  los  padres,  sino 
los  fratos  ó  intereses  qne  esas  cantidades  inrertidas  en  cosa  qne  lo  valgan 
pudieran  producir,  porque  la  suma  de  los  jornales  ó  de  los  sueldos  constitui- 
rán un  capital,  y  nunca  frutos;  cuya  doctrina  deberá  completarse  con  lo  pre- 
ceptuado en  el  art.  482. 

Por  el  usufructo  que  el  padre  ó  la  madre  tienen  en  los  bienes  del  hijo,  no 
habrán  de  prestar  fianza,  por  la  excepción  que  establece  el  art.  49S,  salvo 
el  caso  del  466,  y  la  intervención  del  Ministerio  público  en  el  inventario,  qne 
solamente  tendrán  obligación  de  formar  los  padres  de  los  bienes  en*  que  ten- 
gan únicamente  la  administracián^  deberá  procurarse  por  medio  de  escrito 
al  Juzgado,  que  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria  acordará  la  intervención 
de  dicho  funcionario,  puesto  que  particularmente  no  radica  en  persona  al* 
guna  aquella  facultad. 

Como  obligaciones  comunes  al  caso  del  usufructo  y  al  de  la  administra- 
ción, referidas  en  el  párrafo  4.^  del  art.  463,  existen  las  de  los  artículos  SOS 
á  M5  de  la  ley  Hipotecaria  y  448  y  444  de  su  Reglamento,  relacionadas  con 
las  del  cap.  4.*,  tít.  6.^,  libro  4.^  del  Código,  y  como  derecho  transitorio  del 
antiguo  al  nuevo,  las  reglas  5.*  y  6.*  de  sus  disposiciones. 


Art.  i 04.  £1  padre,  ó  la  madre  en  su  cano,  no  po- 
drán enajenar  los  bienes  inmuebles  del  hijo  en  que  les 
corresponda  el  usufructo  ó  la  administración,  ni  gravar, 
loe,  sino  por  causas  justificadas  de  utilidad  ó  necesidad  i 
y  previa  la  autorización  del  Juez  del  domicilio,  con  au- 
diencia del  Ministerio  fiscal,  salvas  las  disposiciones  que, 
en  cuanto  á  los  efectos  de  la  transmisión,  establece  la  ley 
Hipotecaria. 


. 


136.  La  promesa  hecha  por  un  menor  con  veintidós  años  de 
edad  en  1874,  por  medio  de  escritura  pública  con  intervención  de 
su  madre,  como  curadora  del  mismo,  de  redimir  ciertos  cenaos 
Inego  que  llegara  á  la  mayor  edad,  mediante  recibir  anticipada-  [ 

mente  los  capitales  de  ellos  para  librarse  del  servicio  militar,  le 
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obliga  al  cumplimiento  de  la  promisión^  que  fué  contraída  en  le- 
gal forma  y  redundó  en  su  provecho,  y  por  tanto,  no  es  aplicable 
á  ese  caso  lo  dispuesto  en  el  art.  164  del  Código.— /S.  19  Feh.  94^— 
O.  I.""  Abril 


k 


.OS  arrendamientos  en  qae  se  pacta  sa  inscripción  en  el  Registro,  cnaU 
quiera  qae  sea  el  tiempo  de  sa  doración,  constituyen  un  verdadero  derecho 
real  á  favor  del  arrendatario,  de  lo  cual  es  consecuencia  lógica,  que,  estando 
prohibido  á  los  padres  en  términos  generales  y  categóricos  gravar  los  inmue- 
bles del  hijo  en  que  le  corresponda  el  usufructo  ó  la  administración,  no  pue- 
den celebrar  aquellos  arrendamientos  sin  justificar  las  causas  de  utilidad  ó  ne- 
cesidad, y  obtener  previamente  autorización  judicial  (4). 

La  Real  orden  de  20  de  Abril  de  4867  establece  que,  mientras  una  heren- 
cia permanece  proindwiso^  pueden  los  herederos  otorgar  válidamente  las  es- 
crituras necesarias  para  la  cancelación  de  las  hipotecas  constituidas  é  inscri- 
tas á  ñivor  de  su  causante;  mas  si  aquéllos  son  menores,  y  han  sido  represen- 
tados en  el  acto  del  contrato  por  su  madre,  no  será  el  mismo  válido  si  pre- 
viamente no  obtuvo  la  autorización  judicial  indispensable,  por  tratarse  de  un. 
crédito  hipotecario  (2). 

Siendo  la  donación  un  contrato,  el  mismo  concepto  merece  su  revocación 
caando  dimana  del  cumplimiento  de  una  condición  resolutoria,  acerca  de  cuya 
existencia  están  conformes  donante  y  donatario;  y  como  tal  contrato  es  un 
acto  al  fin,  traslativo  de  dominio,  es  claro  que,  tratándose  de  inmuebles,  cae 
de  lleno  bajo  las  prescripciones  reguladoras  de  la  enajenación  de  tales  bienes 
pertenecientes  á  menores,  y  entre  ellas  la  del  artículo  que  nos  ocupa,  y  que 
no  paede  por  ende  celebrarse  por  el  padre  sin  previa  autorización  judicial  (3). 

Todos  los  contratos  tienen  en  derecho  el  nombre  técnico  que  les  corres- 
ponde, segttil  SQ  propia  naturaleza  y  esencia,  y  no  el  que  los  particulares 
quieran  darles,  y  así,  ñ  á  una  escritura  se  d»  el  nombre  de  partición^  sin  que 
reona  los  requisitos  esenciales  de  tal  contrato,  cuyos  elementos  son:  que 
exista  un  caudal  que  dividir,  rigurosamente  determinado  mediante  inventa- 
rio; el  conocimiento  exacto  del  valor  que  tienen  los  bienes  integrantes  de  ese 
caudal;  la  liquidación  del  haber  partible  obtenida  con  aujeción  á  reglas  que 

(1)     B.  de  la  D,  80  A|;osto  96.— (7.  4  Not. 
(^     &.  de  la  D.,  81  Oot.  ^.--0.  18  Enero  08. 
(8)     B.  delaD.,  80  0ct.  0S.— (7.  26  Dio. 


I 
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hiD  de  tener  como  base  las  deadas,  las  aportaciones  matrimoniales,  las  cola- 
cioiies»  los  gananciales,  etc.,  y  la  distribación  y  adjudicación  del  haber  que 
arroje  esa  liquidación;  y  por  el  contrario,  en  tal  docamento  no  se  contiene, 
según  sn  fondo  y  sa  forma,  más  qae  ana  adjudicación  en  pago  de  deudas  que 
recae  sobre  bienes  de  menores,  no  inscritos  á  favor  de  éstos,  no  es  tal  con 
bato  de  partición,  y  aunque  en  el  que  verdaderamente  contiene  estuvieren 
aqoelloe  menores  representados  por  su  madre,  á  su  otorgamiento  debió  pre- 
ceder la  antorízacióa  del  Juzgado  en  los  términos  que  establece  el  artículo 
que  comentamos,  y  la  previa  inscripción  de  los  bienes  á  favor  de  los  menores, 
puesto  que  no  habían  renunciado  la  herencia  paterna  (1). 

Del  contexto  del  artículo  que  nos  ocupa,  se  desprende  la  facultad  conce- 
dida al  padre,  y  en  su  defecto  á  la  madre,  para  enajenar  los  bienes  pertene- 
cientes al  hijo  sometido  á  su  potestad,  sean  muebles  ó  inmuebles,  en  que  ten- 
gan el  usufructo  ó  la  administración,  ó  ambas  cosas  á  la  vez,  con  la  diferen- 
cia que,  respecto  de  los  inmuebles,  necesitan  la  autorización  judicial  por  los 
trámites  establecidos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ante  el  Juez  del  donii- 
cilio  de  los  padres,  aun  para  la  extinción  de  los  derechos  reales  á  favor  de  los 
hijos  (2),  como  igualmente  para  la  enajenación  de  los  bienes  reservables, 
todo  elk)  en  armonía  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  de  general  aplicación 
pata  estos  casos,  23  al  38  de  la  ley  Hipotecaria,  sin  cuyos  requisitos  adolece- 
rán loe  contratos  que  se  celebren  de  vicio  inductivo  de  nulidad,  que  podrán 
reclamar  los  menores  dentro  del  cuádrenlo  legal,  y  después,  por  acción  per- 
sonal, loa  danos  y  perjuicios  contra  quien  los  ocasionó,  no  siendo,  por  el  con- 
trario, annlables  aun  cuando  exista  lesión  para  los  intereses  del  menor,  si  se 
eeMró  el  contrato  con  la  autorización  judicial.  En  cuanto  á  los  bienes  mue- 
bles, el  padre,  y  en  so  defecto  la  madre,  tienen  amplia  facultad  para  vender- 
les y  empefiarios,  cobrar  loa  créditos  no  hipotecarios  pertenecientes  á  los  hi- 
jos sometidos  á  su  potestad,  librando  loa  oportunos  documentos-resguardos, 
sai  foe  sea  necesario  que  consten  en  escritura  de  cancelación,  sin  considera- 
ción á  la  clase  de  peculio  que,  con  arreglo  á  las  denominaciones  del  antiguo 
derecho  romano,  han  venido  admitidas  en  el  nuestro  histórico  de  castrense, 
cuasi  castrense,  etc.,  de  cuya  clasificación  no  queda  nada;  pues  lo  que  fué  en 
no  tiempo  verdadera  institución  de  carácter  político  y  civil,  está  comprendi- 
do hoy  en  simples  reglas  ó  disposiciones  legales  calcadas  en  principios  de 
derecho  natural. 

Finalmente,  como  recuerdo  de  la  Real  orden  de  28  de  Agosto  de  4876, 
cuyos  preceptos  son  hoy  saludables  advertencias,  sin  las  cuales  se  infringe  el 


a)     B.  ae  U  D.,  se  JHo.  0B.~-  G.  e  En^ro  94. 
CS)    Art.  SOeO  de  Is  ley  de  Sojmoiamiento  civil. 
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artícolo  del  Código  que  nos  ocupa,  consignaremos:  4.*  Los  Notarios  que  ftie- 
sen  requeridos  para  autorizar  algún  acto  ó  contrato  de  venta,  retroventa,  hi- 
poteca ó  cualquiera  otro  por  el  que  resulten  gravados  ó  enajenados  bienes 
inmuebles  pertenecientes  al  peculio  de  los  hijos  no  emancipados,  exigirán  de 
ios  otorgantes  el  documento  que  acredite  haberse  concedido  la  correspon- 
diente autorización  judicial,  previa  justificación  de  necesidad  ó  utilidad,  cuya 
autorización  se  obtendrá  con  arreglo  á  los  trámites  señalados  en  el  art.  4S0S 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dándose  conocimiento  á  las  personas  desig- 
nadas en  el  art.  205  de  la  ley  Hipotecaría,  á  los  efectos  expresados  en  el  SOt 
de  la  misma.  S.^  Igual  autorización  exigirán  los  Notarios  para  intervenir  en 
los  actos  ó  contratos  que  tengan  por  objeto  la  extinción  de  derechos  reales 
de  la  propiedad  de  los  hijos  no  emancipados,  como  son:  cesión,  renuncia, 
subrogación,  cancelación,  redención  y  otros  de  índole  ó  naturaleza  semejan* 
te;  y  3.®  Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  48  de  la  ley  Uipoearia,  los  Regis- 
tradores no  admitirán  á  inscripción  los  documentos  públicos  referidos  cuando 
no  constare  en  ellos  que  ios  otorgantes  han  obtenido  previamente  la  oportuna 
autorización,  y  que  reúnen,  por  lo  mismo,  la  capacidad  necesaria  para  cele- 
brarlos. No  obstante,  podrán  inscribirse  los  documentos  ó  escrituras  otorga- 
das sin  este  requisito  con  anterioridad  á  la  publicación  de  dicha  Real  orden. 
si  los  interesados  lo  subsanaren,  solicitando  y  obteniendo  en  cualquier  tiem- 
po la  referida  autorización. 


Art.  165.  Siempre  que  en  algún  asunto  el  padre  ó 
la  madre  tengan  un  interée  opuesto  al  de  sus  hijos  no 
emancipados,  se  nombrará  á  éstos  un  defensor  que  loe  re- 
presente en  juicio  y  fuera  de  él. 

El  Juez,  á  petición  del  padre  ó  de  la  madre,  del  mkmo 
menor,  del  Ministerio  fiscal  ó  de  cualquiera  persona  capaz 
para  comparecer  en  juicio ,  conferirá  el  nombramiento  de 
defensor  al  pariente  del  menor  á  quien  en  su  caso  corres- 
pondería la  tutela  legitima,  y  á  falta  de  éste,  A  otro  pa- 
riente ó  á  un  extraño. 


UBSISTIENDO  la  patria  potesUd,  en  virtud  de  ella  corresponde  il  pa- 
dre la  representación  de  sus  hijos  no  emancipados;  representación  que  no 
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pueda  saplirs»  en  inventarios  debienee  dejados  á  los  mismos  por  nn  extraño, 
por  el  tator  que  éste  les  designare,  por  el  albaeea,  ni  por  nn  defensor,  no  exis- 
tiendo intereses  encontrados,  ann  cuando  el  testador  hnbiese  dispuesto  que  el 
padre  de  los  Instituidos,  por  ningún  motivo  ni  pretexto,  administre  ni  usu- 
fructúe los  bienes  de  la  herencia  en  que  el  mismo  no  tenia  participación  (4). 

El  defensor  de  hoy  equivale  al  antiguo  curador  ad  litem,  con  facultad  de 
representar  también  al  menor  extrajndicialmente ,  y  debe  nombrarse  en  acto 
de  jurisdicción  voluntaría,  por  el  Juez  del  domicilio  del  menor,  á  la  persona  á 
quien  correspondiera  en  su  caso  la  tutela  legítima  por  el  orden  establecido  en 
el  art  244,  respecto  de  los  hijos  legítimos,  pues  de  los  ilegítimos,  la  designa- 
ción de  defensor  recaerá  en  un  paríente,  y  en  su  defecto,  en  extraño  que  me- 
r^zca  la  confianza  del  Juez;  de  todo  lo  que  se  desprenden  las  siguientes  con- 
clusiones: 

El  tutor  del  padre  incapacitado  no  podrá  representar  al  hijo  de  éste,  menor 
de  edad,  en  una  partición  en  que  estén  ambos  interesados,  debiéndosele  pro- 
veer de  defensor  que  le  represente. 

El  padre  ó  madre  casados  en  segundas  nupcias  no  podrán  representar  á  los 
bfos  no  emancipados,  habidos  en  su  primer  matrimonio,  en  particiones  here- 
ditarias, en  las  cuales,  el  consorte  ó  sus  herederos,  tengan  interés  á  ^  vez  que 
dichos  hijos. 

Tampoco  podrá  representar  el  padre  á  sus  hijos  menores,  cuando  éstos  y  la 
madre  toigan  intereses  encontrados,  pues  en  este  caso  el  padre  representará 
á  su  esposa,  y  á  los  hijos  un  defensor,  debiendo,  las  particiones  en  que  esio 
ocom,  someterse  á  la  aprobación  judicial. 

Todo  lo  cual  se  estimará  extensivo  á  la  región  foral  aragonesa,  puesto  que 
no  determinando  los  fueros  la  clase  de  guardador  que  en  el  caso  de  contra- 
posición de  intereses  ha  de  darse  al  menor,  venía  desde  antes  aceptándose 
como  supletorio  el  derecho  de  Castilla,  y  nombrándose  los  correspondientes 
caradores;  pero  hoy  que  el  derecho  de  Castilla  ha  sido  sustituido  por  el  Có- 
digo civil,  á  ól  debe  acudirse,  aceptando  la  prescripción  establecida  en  su  ar- 
ticolo  465  (t). 


Ari.  16B.  Los  padree  que  reconocieren  ó  adoptaren, 
no  adquieren  el  tisufmcto  de  los  bienes  de  los  hijos  reco- 
nocidoe  ó  adoptivos,  y  tampoco  tendrán  la  administración 

(1)     B.  de  1*  D.,  13  Abril  03.^(7.  20  Agosto. 

($)     Coiutüta  de  la  Fiscalía  de  Zaragoia,  evacuada  por  el  FiBcal  del  Supremo 
en  7  de  ICano  del  90,  iiuerta  en  el  tomo  78  de  la  Rtvúta  efe  Lrgúlaeión. 
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BÍ  no  aseguran  con  fíanza  sus  reenitas  á  satisfacción  del 
Juez  del  domicilio  del  menor,  ó  de  lea  personas  qne  deban 
concurrir  á  la  adopción. 


g, 


'OMO  los  arrendamientos  en  que  se  pacta  su  inscripción  en  el  Registro, 
caalqaiera  qae  sea  el  tiempo  de  sn  duración,  constitayen  un  verdadero  dere- 
cho real  á  favor  del  arrendatario,  la  madre  natural  que  por  haber  prestado 
fianza  tenga  la  administración  de  los  bienes  de  sq  hijo,  no  está  autorizada 
para  celebrar,  por  sí  y  ante  sí,  dichos  arrendamientos,  y  le  es  preciso  comple- 
tar sa  capacidad  con  la  licencia  del  Juzgado,  otorgada  por  los  trámites  que 
establece  el  art.  464  del  Código  (I). 

La  doctrina  referente  al  derecho  de  usufructo  y  administración  en  favor 
del  padre  y  de  la  madre,  respecto  de  los  hijos  sometidos  á  su  potestad,  tiene 
su  limitación  en  el  artículo  que  nos  ocupa,  haciéndoles  depender  de  la  presta- 
ción  de  fianza,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  índole  condicional  para  los  padres 
adoptantes  y  los  que  reconocieren  á  sus  hijos  naturales,  á  fin  de  evitar  que 
pueda  ser  el  lucro,  ó  un  interés  perjudicial  para  el  menor,  el  móvil  del  recono- 
cimiento ó  de  la  adopción,  en  términos  que,  de  no  prestar  dicha  fianza,  deberá 
nombrarse  un  administrador,  ó  recurrir  á  los  extremos  comprendidos  en  el 
art.  494  del  Código. 


CAPITULO   IV 


IDe  loe  modos  de  ax3ab8urBe  la  patria  potestad 


.'%rt.  lOV*    La  patria  potestad  se  acaba: 
1.^    Por  la  muerte  de  loa  padres  ó  del  hijo. 
2.^    Por  la  emancipación. 
3.^    Por  la  adopción  del  hijo. 


r  (Ij     B.  de  la  D.,  m  Agosto  9&.—0,  4  Nov. 


J 
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137.  £1  vigor  de  este  articulo  no  alcanza  á  Navarra  como  de* 
recho  supletorio,  porque  habiendo  disposiciones  locales  sobre  la 
materia,  no  seria  supletorio,  sino  derogatorio,  ni  por  tener  un  carác- 
ter público  que  exceda  de  la  esfera  del  derecho  civil,  porque  el  ar- 
ticulo 12  excluye  terminantemente  la  aplicación  de  todo  el  conté» 
nido  del  Código,  salvo  lo  que  de  modo  taxativo  consigna.— iS^.  31 
Marzo  92.'-'0.  20  Abril. 


Ari.  148.  La  madre  que  pase  á  segundas  nupcias 
pierde  la  patria  potestad  sobre  sus  hijos,  á  no  ser  qtie  el 
marido  difunto,  padre  de  éstos,  hubiera  previsto  expresa- 
mente en  su  testamento  que  su  viuda  contrajera  matrimo- 
nio, y  ordenado  que  en  tal  caso  conservase  y  ejerciese  la 
patria  potestad  sobre  sus  hijos. 


138.  Si  el  Tribunal  a  guo,  haciendo  aplicación  del  precepto  que 
consigna  este  articulo,  deniega  la  patria  potestad  sobre  los  hijos 
del  primer  matrimonio  á  la  viuda  que,  siéndolo  con  anterioridad 
á  dicho  Código,  contrajo  segundas  nupcias  después  de  publicado  el 
mismo,  el  principio  proclamado  en  el  párrafo  inicial  de  las  dispo- 
siciones transitorias  de  aquél,  en  virtud  del  que  las  variaciones  in- 
troducidas por  el  Código  que  perjudiquen  derechos  adquiridos  bajo 
el  imperio  de  la  legislación  anterior  no  tendrán  efecto  retroactivo, 
obliga  á  examinar,  en  el  caso  mencionado,  si  la  sentencia  perjudica 
oon  su  fallo  algún  derecho  adquirido  por  la  viuda  con  anteriori- 
dad á  la  publicación  del  Código,  que  obste  á  la  aplicación  del  ci- 
tado art.  168.—£r.  20  Dic.  92.-0.  21  Feb.  98. 

139.  Las  viudas  conservan  integro  el  derecho  de  patria  potes- 
tad sobre  sus  hijos  mientras  no  pasen  á  segundas  nupcias,  de  modo 
que  lo  que  se  condiciona  por  el  antedicho  articulo,  es  este  nuevo 
estado;  prescribiéndose,  como  se  prescribe,  que  en  tal  caso  perderá 
la  madre  la  patria  potestad,  á  diferencia  de  lo  establecido  en  la  an- 
terior ley  sobre  Matrimonio  civil;  y  como  semejante  condición  de- 
pende completa  y  absolutamente  de  la  realización  voluntaria  de 


302  CÓDIGO  CIVIL 

un  acto  posterior  á  la  publicación  del  Código,  es  evidente  que  al 
contraer  las  segundas  nupcias  la  mencionada  viuda,  ló  hizo  some- 
tida ya  á  las  prescripciones  de  la  nueva  legislación,  pues  sólo  po- 
dría constituir  derecho  el  reconocido  por  ley  anterior  al  estado 
civil  que  se  disfruta,  no  aquel  con  que  se  condiciona  un  estado  di- 
ferente. Estimándolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  ar- 
tículos 64  y  65  de  la  ley  de.  Matrimonio  civil,  ni  el  63,  el  168,  la 
disposición  transitoria  1.^,  y  el  párrafo  inicial  de  las  del  Código  ci- 
vil.—5.  20  Dic.  92.^G.  21  Feb.  93. 

Í4Ó.  £1  art.  63  del  Código  civil  es  perfectamente  compatible 
con  el  168,  puesto  que  aquél  se  refiere  á  los  casos  en  que  deba  sub- 
sistir la  patria  potestad  de  la  madre,  bien  por  haber  pasado  á  se- 
gundas nupcias  antes  de  la  publicación  del  nuevo  Código,  bien 
por  haberlo  previsto  y  autorizado  el  padre  en  su  testamento. — 
S.  20  Dic.  92,~^G.  21  Feb.  93. 


Art.  lOO.  El  padre,  y  en  su  caso  la  madre,  perde- 
rán la  potestad  sobre  sus  hijos. 

1.^  Cuando  por  sentencia  firme  en  causa  criminal  se 
le  imponga  como  pena  la  privación  de  dicha  potestad. 

2.^  Cuando  por  sentencia  firme  en  pleito  de  divorcio 
así  se  declare,  mientras  duren  los  efectos  de  la  misma. 

Art.  IVO.  La  patria  potestad  se  suspende  por  in- 
capacidad ó  ausencia  del  padre  ó,  en  su  caso,  de  la  ma- 
dre, declaradas  judicialmente,  y  también  por  la  inter- 
dicción civil. 

Art.  IVI.  Los  Tribunales  podrán  privar  á  los  pa- 
dres de  la  patria  potestad,  ó  suspender  el  ejercicio  de  ésta, 
si  trataren  á  sus  hijos  con  dureza  excesiva,  ó  si  les  dieren 
órdenes,  consejos  ó  ejemplos  corruptores.  En  estos  casos 
podrán  asimismo  privar  á  los  padres  total  ó  parcialmente 
del  usufructo  de  los  bienes  del  hijo,  ó  adoptar  las  provi- 
dencias que  estimen  convenientes  á  los  intereses  de  éste. 
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Art.  1V19.  Si  la  madre  viuda  que  ha  pasado  á  se- 
guadas  nopcías  vuelve  á  enviudar,  recobrará  desde  este 
momento  su  potestad  sobre  todos  los  hijos  no  emanci- 
pados. 


P, 


t  ^  OR  muy  diversos  modos  se  acaba  la  patria  potestad,  y  itiin  ae  suspende 
i  respecto  del  padie  ó  de  la  madre,  y  se  reanuda  por  cesar  la  cansa  de  la  sos- 
pensiÓQ;  pero  en  el  capítulo  que  nos  ocupa,  á  pesar  de  su  epígrafe,  no  están 
compreBdidos  todos  aquellos  modos.  Deficiencia  que  hay  que  llenar  con  las 
preaoripdoDes  esparcidas  por  el  Código.  En  cambio,  de  los  seis  artículos  de 
que  eoosta,  el  47S  ha  debido  ser  un  inciso  ó  un  segundo  párrafo  del  468. 
£1  siguiente  cuadro  dará  completa  idea  de  los 

MODOS  DE  ACABARSE  LA  PATRIA  POTESTAD 

Por  la  muerte  de  los  padres  ó  del  hijo. 
Por  la  emancipación. 
Por  la  adopción  del  bijo. 

Se  acaba {Por  profesión  religiosa  de  los  padres  ó  del  hijo. 

Por  la  nulidad  del  matrimonio  de  ios  padres  contraído  con 

mala  fe  por  ambos  cónyuges. 
Por  disposición  judicial  ocasionada  por  el  padre  (1). 

Por  segundas  ó  ulteriores  nupcias  de  la  madre. 
Por  pena  impuesta  en  causa  criminal. 
Por  sentencia  firme  en  pleito  de  divorcio. 
8e  iuspemU..  {Por  incapacidad  del  padre  viudo,  y  en  su  caso  de  la  madre. 

Por  la  ansenoia  en  los  mismos  casos. 
Por  interdicción  civil  impuesta. 
Por  disposición  judicial  ocasionada  por  el  padre  (1). 

Por  el  nuevo  estado  de  viudez  de  la  madre. 
Por  extinción  de  la  pena. 
Por  reconciliación  de  los  divorciados  en  sns  casos. 
A  rxnMuJji     /  **®'  fallecimiento  del  cónyuge  inocente  del  divorcio. 
«««»»■•••<  Por  ig  desaparición  de  la  incapacidad. 
Por  la  aparición  del  ausente. 
Por  la  rehabilitación  del  civilmente  interdicto. 
i  Por  fallecimiento  del  adoptante. 


ri)    Art.  m  del  Código  civil. 

(Si     ídem,  id.,  id.,  y  ley  de  Protección  á  loe  niñofe. 
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Se  acaba.-^Unerlos  los  padres  ó  el  hijo,  porque  en  el  primer  caso  no  ba]r 
persona  qoe  la  ejerza,  y  en  el  segundo,  porqae  no  existe  qaien  la  necesitaba; 
por  lá  emancipación,  qoe  saca  al  hijo  de  la  dirección  paternal  para  qne  se  rija 
A  sí  propio;  con  la  adopción,  porque  pasa  el  hijo  adoptado  á  la  potestad  del 
adoptante;  la  profesión  religiosa,  por  las  prescripciones  canónicas  y  civiles; 
9tk  la  nulidad  del  matrimonio,  por  la  absoluta  ineficacia  del  mismo,  en  el  caso 
del  art.  70;  y  finalmente,  se  acaba  por  la  disposición  judicial  ocasionada  por 
el  padre,  dictada  en  procedimiento  que  el  motivo  ocasional  origine  sobre  la 
condición  civil  respectiva  (4),  á  instancia  del  hijo  ó  de  quien  legítimamente 
lo  represente,  ó  en  causa  criminal  por  corrupción  de  menores,  etc. 

8e  suspende.-^VoT  pasar  la  madre  viuda  á  segundas  nupcias  rigiendo  el 
Código,  y  la  misma  razón  habrá  para  las  ulteriores,  aunque  resulta  injusto  eí 
concepto  por  causa  del  padrastro  y  no  de  la  madrastra;  por  pena,  cuando  en 
olla  se  prive  expresamente  de  dicha  potestad;  la  sentencia  de  divorcio,  por  la 
eficacia  de  la  cosa  juzgada;  la  inc&pacidad,  porque  no  puede  valer  á  otro  el 
que  no  se  vale  á  si  mismo,  ni  regir  quien  tiene  que  ser  regido;  la  ausencia, 
porque  la  patria  potestad  exige  una  relación  inmediata,  directa  y  constante 
sobre  los  hijos  y  sus  bienes^  incompatible  con  la  separación  persistente,  leja- 
na é  incomunicada;  la  interdicción  civil,  según  los  artísulos  43  y  466  del  Có- 
digo penal;  y  también  se  suspende  por  la  disposición  judicial  ocasionada  por 
el  padre,  dictada  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  en  juicio  de  faltas,  en 
causa  sobre  lesiones,  etc. 

Se  reanuda. — En  la  nueva  viudez  de  la  madre,  por  la  desaparición  del  pa- 
drastro, á  quien  la  ley  supone  perturbador  de  la  relación  entre  la  madre  y  sus 
menores  hijos,  influida  por  la  potestad  marital;  por  extinción  de  la  pena,  por- 
que reintegrado  el  orden  moral  de  la  sociedad,  y  saldada  con  ella,  digámoslo 
así,  la  responsabilidad  contraída  por  el  delito  cometido,  ingresa  rehabilitado 
en  la  vida  social  el  que  delinquió;  la  reconciliación  de  los  divorciados,  por- 
que cuando  la  causa  ocasional  del  divorcio  no  iba  encaminada  contra  los  hi- 
jos para  corromperles  ó  prostituirles,  los  padres  pueden  recíprocamente  des- 
agraviarse, acabando  en  ellos  la  causa  de  la  perturbación,  y  por  consiguiente, 
los  efectos  de  la  misma;  el  fallecimiento  del  cónyuge  inocente  del  divorcio,  á 
quien  atribuye  la  ley  la  patria  potestad,  acaba  con  la  incompatibilidad  de  la 
vida  común  entre  aquél  y  el  cónyuge  culpable  del  adulterio,  la  sevicia  ó  las 
injurias  graves  que  motivara  el  divorcio,  y,  removida  la  incompatibilidad,  se 
restablece  al  estado  correspondiente,  cual  si  no  hubiere  existido  la  perturba- 
ción; la  incapacidad,  como  transitoria,  por  ser  estado  excepcional  de  las  per- 
sonas; cuando  la  enfermedad  se  cura  y  aquélla  desaparece,  cesa  la  causa  de  la 

(1)     Begla  1.*,  art.  63  de  la  ley  de  Enjnioiamiento  civil. 
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perlorbaeión,  volviendo  á  U  vida  normal  con  todas  sns  consecaeneias;  la  apt- 
rieidn  del  ausente,  si  motivó  la  adopción  de  medidas  precaaeionales  y  preven- 
tivas, qoe  padieron  llegar  como  definitivas  basta  so  muerte  legal,  como  los 
electos  de  este  estado  pueden  ser  solamente  transitorios  hasta  la  aparición  del 
ausente,  cuando  ésta  se  realiza,  recobra  la  plenitud  de  sus  facultades  civiles  y 
con  ellas  la  patria  potestad  que  le  correspondiese  sobre  sus  menores  hijos;  la 
rehabilitación  del  civilmente  interdicto,  como  la  producida  por  la  remoción 
de  toda  causa  temporal,  quita  los  efectos  á  ésta  Idesempeñando  las  facultades 
que,  8i  veló  un  pronunciamiento  judicial,  volvió  i  sus  prestigios  con  la  reha- 
bilitación; finalmente,  el  fallecimiento  del  adoptante,  vuelve  á  los  padres  na- 
turales la  patria  potestad. 

Salva  la  emancipación,  la  tutela  sustituirá  á  la  patria  potestad  acabada  ó 
suspensa,  deferida  por  testamento,  por  la  ley  ó  por  el  consejo  de  familia;  de- 
biendo advertir  que  en  las  regiones  forales^  en  donde  en  este  punto  no  rige  el 
Código,  como  sucede  en  Cataluña,  no  pierde  la  madre  que  pase  á  segundas 
nupcias  la  patria  potestad  sobre  sus  hijos,  porque  en  aquéllas  rige  para  tal 
efi^to  la  ley  del  Matrimonio  civil  de  48  de  Junio  de  4870,  promulgada  como 
general  de  la  Nación  española  para  todas  las  provincias,  sin  los  dislingos  y 
excepdoDes  que  respecto  al  Código  establece  el  párrafo  segundo  del  art.  41  y 
sus  concordantes. 

En  cualquiera  de  los  casos  correspondientes  en  que  se  acabe  ó  suspenda 
por  resolución  judicial  la  patria  potestad,  deberá  inscribirse  aquélla  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  á  los  efectos  del  num.  i.o  del  art.  9.*  de  la  ley  Hipo- 
tecaria. 

« 

Y  respecto  al  procedimiento  que  ocasione  la  privación  de  la  patria  potes- 
tad ó  suspensión  del  ejercicio  de  ésta,  según  el  art.  474,  dependerá  de  la  causa 
ocasional  de  la  reclamación,  pues  en  materia  criminal,  tanto  puede  ser  objeto 
de  un  juicio  de  faltas'como  de  un  proceso  de  otra  clase;  y  en  la  civil,  dará 
logar  desde  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria  á  un  juicio  ordinario  en  que 
•e  ventilen  derechos  sobre  la  condición  de  las  personas. 


ao 
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CAPITULO    V 
Z>e  la  adopción. 


Aré,  f  VS.  Pueden  adoptar  los  que  se  hallen  en  el 
pleno  uso  de  sos  derechos  civiles  y  hayan  cumplido  la 
edad  de  cuarenta  y  cinco  años.  £1  adoptante  ha  de  tener 
por  lo  menos  quince  años  más  que  el  adoptado. 

Api.  1741.    Se  prohibe  la  adopción: 

1.^    A  los  eclesiásticos. 

2.^  A  los  que  tengan  descendientes  legítimos  ó  legiti- 
mados. 

3.^  Al  tutor  respecto  á  su  pupilo  hasta  que  le  hayan 
sido  aprobadas  definitivamente  sus  cuentas. 

4.^  Al  cónyuge  sin  consentimiento  de  su  consorte. 
Los  cónyuges  pueden  adoptar  conjuntamente,  y,  fuera  de 
este  caso,  nadie  puede  ser  adoptado  por  más  de  una  per- 
sona. 

Api.  175.  El  adoptado  podrá  usar,  con  el  apellido 
de  BU  familia,  el  del  adoptante,  expresándolo  así  en  la 
escritura  de  adopción. 

Api.  f  70.  El  adoptante  y  el  adoptado  se  deben  recí- 
procamente alimentos.  Esta  obligación  se  entiende  sin 
perjuicio  del  preferente  derecho  de  los  hijos  naturales  re- 
conocidos, y  de  los  ascendientes  del  adoptante  á  ser  ali- 
mentados por  éste. 

Api.  i  77.  El  adoptante  no  adquiere  derecho  alguna 
á  heredar  al  adoptado.  El  adoptado  tampoco  lo  adquiere 
á  heredar,  fuera  de  testamento,  al  adoptante,  á  menos  que 
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en  la  escritura  de  adopción  se  haya  éste  obligado  á  insti- 
tuirle heredero.  Esta  obligación  no  surtirá  efecto  alguno 
cuando  el  adoptado  muera  antes  que  el  adoptante.  El 
adoptado  conserva  los  derechos  que  le  corresponden  en 
su  familia  natural,  á  excepción  d^  los  relativos  á  la  patria 
potestad. 

Art.  1V8.  La  adopción  se  verifícará  con  autoriza- 
ción judicial,  debiendo  constar  necesariamente  el  consen- 
timiento del  adoptado,  si  es  mayor  de  edad;  si  es  menor, 
el  de  las  personas  que  debieran  darlo  para  su  casamiento; 
y  si  está  incapacitado,  el  de  su  tutor.  Se  oirá  sobre  el 
asunto  al  Ministerio  fiscal;  y  el  Juez,  previas  las  diligen- 
cias que  estime  necesarias,  aprobará  la  adopción,  si  está 
ajustada  á  la  ley  y  la  cree  conveniente  al  adoptado  (1). 

Ajfí,  1 79.  Aprobada  la  adopción  por  el  Juez  defini- 
tivamente, se  otorgará  escritura,  expresando  en  ella  las 
condiciones  con  que  se  haya  hecho,  y  se  inscribirá  en  el 
Begistro  civil  correspondiente. 

Ari.  ISO.  El  menor  ó  el  incapacitado  que  haya 
sido  adoptado,  podrá  impugnar  la  adopción  dentro  de  los 
cuatro  años  siguientes  á  la  mayor  edad,  ó  á  la  fecha  en 
que  haya  desaparecido  la  incapacidad. 


(§ 


ONSISTB  la  adopción  en  tomar  por  hijo  al  qoe  no  lo  es  nataralmen^e; 
ficdóB  de  la  patria  potestad,  en  virtad  de  contrato  revestido  de  formas  so- 
lemoea,  celebrado  con  intervención  jadicial.  Se  estima  como  lazo  de  anión 
en  fitof  del  qoe  no  tiene  hijos  y  aspire  á  no  verse  privado  de  sas  consuelos 
en  los  últimos  momentos  de  sa  vida,  y  del  qne  no  ha  tenido  la  fortuna  de  co- 
Boc«r  á  sos  padres,  por  más  qoe  la  ley  la  haya  heeho  extensiva  á  los  qne  vi- 
ven sometidos  á  la  patria  potestad.  De  ahí  que  se  haya  mantenido  la  adopción 


(1)    VéMs,  como  ooncordante,  el  «rt.  16. 
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desde  los  tiempos  más  remotos,  para  suplir  los  yacíos  que  la  naturaleza  no  He- 
lara. 

En  Roma  se  estableció  la  arrogación,  qae  consistía  en  someter  á  la  patria 
potestad  al  qae  ya  se  hallaba  emancipado,  como  nota  diferencial  de  la  adop- 
ción,  y  ésta  se  ha  considerado  siempre  de  tal  importancia,  qne  la  BeneGcencia, 
ó  sea  la  traducción  del  sentimiento  de  la  caridad  que  ejerce  el  Estado  en  pro 
de  todo  aquel  que,  fallo  de  apoyo  individual,  tiene  que  luchar  despiadada- 
mente con  las  necesidades  de  la  vida,  le  ha  dispensado  siempre  el  honor  de  la 
primacía  entre  las  más  benéficas  instituciones  (4). 

Siendo  la  adopción  una  ficción  de  la  naturaleza,  es  evidente  que  debe 
huirse  de  todo  aquello  qne  sea  incompatible  con  la  paternidad  legal  mente  re- 
putada, y  de  ahí  las  prohibiciones  de  los  preceptos  que  nos  ocupan,  con  rela- 
ción á  la  edad  entre  adoptante  y  adoptado,  con  quince  años  á  lo  menos  de  di- 
ferencia; tiempo  necesario  en  principio  á  la  paternidad,  en  razón  á  que,  si  se 
autoriza  el  matrimonio  i  los  catorce  años,  bien  puede  al  siguiente  haber  na- 
cido un  hijo,  ó  con  relación  al  estado  civil,  de  que  proviene  la  prohibición  á 
los  eclesiásticos,  porque  es  ilógico  que  tenga  hijos,  siquiera  sean  adoptivos, 
el  que  legalmente  no  los  puede  tener  estándole  prohibido  el  matrimonio;  y 
las  demás  comprendidas  en  el  art.  474  que  nos  ocupa,  cuya  claridad  evita 
todo  comentario,  y  que  tienen  por  base  estimular  los  máa  nobles  sentimien- 
tos entre  adoptante  y  adoptado,  á  fin  de  que,  arrancando  de  la  mente  toda 
idea  de  interés,  no  abriguen  otras  que  la  de  mntua  protección. 

No  puede  olvidarse  que,  aparte  de  las  prohibiciones  aludidas,  se  oponen  á 
la  adopción  las  que  afecten  á  la  capacidad  del  adoptante,  que  deberá  hallarse 
en  el  pleno  uso  de  sus  derechos  civiles,  sin  qne  pueda  suplírsele,  como  se  su- 
ple al  adoptado,  con  el  consentimiento  de  las  personas  llamadas  por  la  ley 
para  prestarlo  al  matrimonio  proyectado  y  aun  por  el  tutor,  en  caso  de  in- 
capacidad. La  intervención  judicial,  la  audiencia  al  Ministerio  fiscal  y  las  di- 
ligencias que  se  practiqnen,  constituyen  una  serie  de  solemnidades  que,  uni- 
das al  subsiguiente  otorgamiento  de  escritura  pública  y  á  la  anotación  mar- 
ginal que  preceptúa  el  art.  60  de  la  ley  del  Registro  civil,  integran  el  de  r 
cho  establecido  para  la  eficacia  de  la  adoptión,  sin  perjuicio  del  derecho  que 
para  impugnar  ésta  se  concede  al  adoptado  por  el  art.  480  qne  nos  ocupa. 

De  todo  lo  cual  se  despronde:  que  puede  adoptar  un  extranjero  en  España, 
en  virtud  á  lo  dispuesto  en  el  art.  S7,  en  la  forma  establecida  en  el  44  del 
Código. 


XI)  Pueden  servir  de  oomprobaoión,  desde  las  Reales  cédulas  de  2  de  Jtul* 
de  1788,  6  de  Marzo  de  1790  y  11  de  Dioiembre  de  179S,  hasta  las  leyes  de  e  de  Fe- 
brero de  1822,  20  de  Junio  de  1819  y  reformM  posteriores. 
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Qae  pueden  ser  adoptados  los  hijos  natnrales  do  reconocidos  y  los  demás 
legítimos,  prescindiendo  de  la  relación  natural  entre  ellos,  porqne  si  se  ma- 
nifiesta, la  ficción  de  la  adopción  cederá  ante  las  obligaciones  establecidas  por 
el  Código  sobre  aquella  clase  de  parentesco  natural. 

Que  puede  adoptar  el  que  tenga  hijos  naturales  reconocidos,  puesto  que 
la  prohibición  del  núm.  2.o  del  art.  474  es  á  base  de  la  existencia  de  los  legí- 
timos ó  legitimados. 

Que  aunque  nadie  puede  ser  adoptado  por  más  de  una  persona,  sino  entre 
cónyuges,  muerto  el  adoptante,  bien  podría  su  hijo  adoptivo  ser  adoptado 
por  otro. 

Que  el  procedimiento  judicial  deberá  ser  en  acto  de  jurisdicción  volunta- 
ria anta  el  Juez  del  domicilio  del  adoptante,  por  medio  de  escrito  firmado  por 
éste,  y  en  su  caso,  también  por  el  adoptado,  acompañando  las  certificaciones 
de  nacimiento  de  ambos,  teniendo  en  cuenta  las  disposiciones  del  libro  3.®  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  si  se  tratare  de  un  expósito,  las  referentes  á 
Beneficencia  indicadas  anteriormente. 

Finalmente,  para  que  surta  los  efectos  legales  correspondientes  la  adop- 
ción judicialmente  aprobada,  la  escritura  que  se  otorgue  deberá  ser  anotada 
en  el  Registro,  según  va  expuesto,  desde  cuya  fecha  empezará  á  surtirlos,  así 
como  los  de  las  condiciones  en  que  se  haya  hecho  la  adopción,  y  especial- 
mente las  que  se  refieran  á  la  institución  de  heredero  prometida. 


TlTÜLO  VIII 


I>e  la  ausencia. 


OAPlTULO  PRIMERO 
Medidas  provisionales  en  caso  de  ausencia. 


A  rt .  i  S  i .  Cuando  una  persona  hubiere  desaparec^i  - 
do  de  BU  domicilio  sin  saberse  su  paradero  y  sin  dejar  apo- 
derado que  administre  sus  bienes,  podrá  el  Juez,  á  instan- 
cia de  parte  legítima  ó  del  Ministerio  fiscal,  nombrar 
quien  le  represente  en  todo  lo  que  fuere  necesario. 

Bsto  mismo  se  observará  cuando  en  iguales  circunstan- 
cias caduque  el  poder  conferido  por  el  ausente. 

Art.  199.  Verificado  el  nombramiento  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior,  el  Juez  acordará  las  diligencias 
necesarias  para  asegurar  los  derechos  é  intereses  del  au- 
sente, y  señalará  las  facultades,  obligaciones  y  remunera- 
ción de  su  representante,  regulándolas  según  las  circuns- 
tancias por  lo  que  está  dispuesto  respecto  de  los  tutores. 

Art.  198.  El  cónyuge  que  se  ausente  será  repre- 
sentado por  el  que  se  halle  presente  cuando  no  estuvieren 
legalmente  separados. 
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Si  éste  fuere  menor,  se  le  proveerá  de  tutor  en  la  forma 
ordinaria. 

A  falta  del  cónyuge,  representarán  al  ausente  lospadres, 
hijos  j  abuelos,  por  el  orden  que  establece  el  art.  220  (1). 


m 


ÍL  aamento  de  relaciones  entre  los  pneblos,  debido  al  desarrollo  de  las 
ciencias  y  de  las  artes  y  el  comercio,  qae  nataralmente  han  creado  facilidad 
en  los  medios  de  comunicación,  hace  qne  les  hombres  no  permanezcan  inac- 
tivos y  acometan  empresas  machas  veces  á  gran  distancia  de  so  domicilio  or- 
dinario y  natnral.  Para  obviar  los  inconvenientes  del  abtmdono  de  sns  intere- 
ses, se  instituyó  el  contrato  de  mandato,  ó  apoderamiento,  pndiendo  de  este 
modo  una  persona  atender  á  asantes  varios  y  múltiples.  Mas  si  el  poder  foese 
pan  nn  asunto  determinado  y  concreto  solamente,  ó  de  duración  limitada, 
elaro  es  que,  ultimado  aquél  ó  concluida  ésta,  quedaba  el  mandato  sin  repre- 
sentación y  abandonados  sus  intereses;  y  esto  ocurre,  existiendo  el  poder; 
qo3  no  existiendo,  se  complica  más  el  abandono,  pues  no  sólo  sufre  peijuieios 
•1  que  carece  de  representación,  sino  que  puede  irrogarles  á  terceras  per* 
sonas. 

De  ahí  que  el  Código  no  pueda  mirar  con  indiferencia  esos  intereses,  qve 
quedan  comprometidos  por  la  desaparición  de  una  persona. 

Realmente  no  es  nueva  la  disposición  qoe  se  refiere  á  la  ausencia,  pues 
tiendo  una  circunstancia  que  modifica  los  derechos  civiles,  hallamos  ya  en  las 
leyes  de  Partida  disposiciones  sobre  ella,  si  bien  no  tan  expresivamente,  con- 
forme con  las  necesidades  de  los  tiempos,  como  ocucre  con  los  novísimos  Có- 
digos. Y  que  hoy  es  importantísimo  el  asunto,  lo  demuestra  la  emigración 
creciente  á  las  Repúblicas  del  Sar  de  América  y  al  Brasil,  las  muchas  perso- 
Bas  que,  dedicadas  á  la  marina  mercante,  puede  decirse  qoe  viven  en  el  mar, 
y  por  lo  tanto,  hay  necesidad  de  legislar  sobre  el  estado  de  derecho  que  se 
crea  por  un  modo  de  ser  de  la  sociedad  actual,  al  cual  no  puede  sustraerse 
ain  abandono  de  sus  intereses  mercantiles  y  coloniales. 

En  el  tít.  S.o  de  la  Partida  3.*,  comienza  á  tener  vida  la  legislación  que 
trata  de  los  derechos  de  los  ausentes,  no  pudiendo  decirse  que  en  este  punto 
el  Sabio  Rey  siguió  las  huellas  de  los  romanos,  puesto  que,  en  el  derecho 
primitivo,  carecen  de  precedentes  las  disposiciones  adoptadas.  Y  es,  que  ni 

O)    TteM,  eomo  ooncordant»,  el  art.  UáX, 
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Don  Alfonso  X,  ni  sos  colaboradores,  dejaron  de  comprender  en  el  Código 
todos  los  actos  de  la  vida  humana  con  una  precisión  prodigiosa  y  con  nn  me- 
tódico casuismo  admirable;  natoral  era  qae  se  dedicasen  á  la  consideraciónr 
del  estado  jurídico  qne  se  crea  á  virtad  de  la  ausencia. 

Así  es  qae  la  ley  f  2  del  lítalo  y  Partida  citados,  dice:  «Vegadas  y  ha, 
qae  captivan,  ó  non  son  en  la  tierra,  aquéllos  contra  qaien  el  demandado, 
quiere  facer  sa  demanda,  ó  mueren  sin  herederos,  porque  han  de  fincar  sns 
bienes  desmamparados.  £  por  ende,  el  qne  quisiere  fazer  tal  demanda  como 
esta,  deue  pedir  al  Juez  del  logar  qae  de  quien  gaarde  en  aqael  pley  to,  los  bie- 
nes de  aquel  a  quien  quiere  demandar,  e  el  develo  fazer.  E  esto  es,  porque  su 
señor  non  sería  y,  para  responder,  nin  otro  por  ét.  E  qnando  tal  guardador 
fuere  dado,  puede  entarar  en  jnyzio  con  él,  e  todo  qoanto  razonare,  o  fiziere 
por  él  derechamente,  e  sin  engaño,  será  valedero  también  como  si  estoviese 
delante  aquel  cayos  fuessen  los  bienes....»  Ya  tenemos aqaí  ei  nombramiento 
^e  un  curador  á  los  bienes  del  ausente  para  que  conteste  por  él  la  demanda. 
Los  tres  artículos  preinsertos  constituyen  el  período  de  presunción  de  au  - 
senda  y  determinan  el  nombramiento  de  nn  representante  del  aasente  á  peti- 
ción de  parte  legitima,  para  que  defienda  y  caide  de  sus  bienes,  y  designan 
para  esta  representación  al  cónyuge,  y  por  su  falta,  á  los  padres,  hijos  y  abue* 
los  por  el  orden  que  determina  la  ley  para  el  desempeño  de  la  látela  de  los 
incapacitados,  teniendo  presente  qne  todo  esto  será  únicamente  en  el  caso  de 
qvo  no  eiista  apoderado  en  forma,  pues,  en  este  caso,  mientras  el  poder  sab- 
sista,  se  tendrá  al  ausente  como  presente  en  la  persona  del  apoderado. 

El  cónyuge  presente  suplirá  á  su  consorte  durante  el  tiempo  preciso  para 
obtener  la  declaración  de  ausencia,  y  aun  cuando  unos  cuantos  meses  de  ésta 
no  son  bastantes  para  autorizar  tal  declaración  de  estado,  podrán,  no  obstante, 
acordarse,  siempre  á  petición  de  parte,  las  medidas  preveniivas  de  los  tres  ar- 
tfculos  que  nos  ocupan.  En  virtud  de  ellas,  la  mujer  representará  al  marido- 
aasente;  y  mediante  tal  habilitación,  podrá  comparecer  en  juicio,  no  sólo  re- 
presentando sus  propios  derechos,  sino  también  los  de  su  marido  en  aso  de 
las  acciones  y  excepciones  jurídicas  que  puedan  corresponderles.   . 

El  Juez  competente,  para  conocer  de  la  declaración  de  ausencia,  será  el  del 
último  domicilio  que  en  territorio  español  hubiese  tenido  el  ausente,  acomo- 
dindoae  la  tramitación  á  lo  establecido  en  el  tít.  f  9,  libro  3.®  de  la  ley  de  En- 
jaiciamiento  civil  (4). 

En  el  auto  definitivo  sobre  designación  de  la  persona  que  haya  de  suplir 
la  ausencia,  se  determinarán  las  facultades  que  se  confieren,  teniendo  en 
cuenta  las  generales  de  toda  administración  y  las  especiales  que  además  se 

(1)    Arta.  aOI5, 7  BLÚmi.  1.*  y  2.*  del  Mes. 
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deqirendan  de  cada  caso  particalar,  según  tairibién  el  caal,  fijará  la  retriba- 
cí6d  que  debe  obtener,  con  arreglo  á  los  tipos  señalados  en  el  art.  S76,  ó  sea  * 
del  i  al  40  por  400. 


CAPÍTULO  II 
T>e  la  declaración  de  ausencia. 


Art.  194.  Pasados  dos  años  sin  haberse  tenido  noti- 
clli  del  ausente  ó  desde  que  se  recibieron  las  últimas,  y 
cinco  en  el  caso  de  que  el  ausente  hubiere  dejado  persona 
encargada  de  la  administración  de  los  bienes,  podrá  de- 
clararse la  ausencia. 


p 


X  OR  mis  que  naestra  antigua  legislación  civil  era  diminnta  en  materia  de 
avsencia,  no  es  posible  desconocer  qae  ésta  constituía,  como  en  la  aetoalidad 
coaaiíloye,  üd  estado  jurídico  qae  colocaba  al  ausente  en  una  cierta  incapaci- 
dad de  derecho,  pero  á  partir  de  la  declaración  judicial  de  la  ausencia;  puea 
micBtris  tal  declaración  no  existe,  no  es  lícito  poner  en  duda  la  eficacia  legal 
de  los  contratos  que  otorga  el  apoderado  del  ausente  dentro  de  los  límites  de 
111  OMBdato,  ya  que  no  haj  precepto  alguno  en  nuestras  antiguas  leyes  que 
decKle  la  caducidad  de  nn  poder  por  ausencia  en  paradero  ignorado  de  quien 
lo  coneedió.  £1  artículo  que  nos  ocupa  otorga  eficacia  legal  al  mandato  du- 
rante dneo  años  después  de  la  ausencia  del  mandante,  lo  cual,  si  no  sirve 
para  roolver  un  caso  regido  por  el  antiguo  derecho  civil,  sirve  para  ¡nterpre- 
tario  d^idamenta  y  suplir  sus  deficiencias,  tanto  más,  cuanto  que  en  abono 
de  la  doctrina  expuesta  puede  invocarse  el  espirito  y  letra  de  la  ley  de  Bn- 
jaiciaiDleDlo  civil,  que  en  sus  artículos  t034  y  t03l  elaramente  da  á  enten- 
der ^ve  sólo  procede  poner  en  administración  los  bienes  de  un  ausente,  cuando 
no  existe  persona  autorizada  por  éste  para  el  cuidado  y  administración  de  esoa 
bwMi;  de  donde  se  deduce  que  la  ley  estima  bastante  el  poder  que  acredita  la 
lepieaentación  de  esa  persona,  siquiera  hayan  sufrido  interrupción  las  relacio- 
nes eotre  el  mandante  y  el  mandatario  (4). 

0)     B.  de  I«  D.,  1.*  JaUo  91.— (7.  16  Ago«to. 
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Apí.  195    Podrán  pedir  la  declaración  de  ausencia: 

1.^    El  cónyuge  presente. 

2.^  Los  herederos  instituidos  en  testamento,  que  pre- 
sentaren copia  fehaciente  del  mismo.' 

3.^    Los  parientes  que  hubieren  de  heredar  abin téstate. 

4.^  Los  que  tuvieren  sobre  los  bienes  del  ausente  al- 
gún derecho  subordinado  á  la  condición  de  su  muerte  (1). 

Art.  iSO.  La  declaración  judicial  de  ausencia  no 
surtirá  efecto  hasta  seis  meses  después  de  su  publicación 
en  los  periódicos  oficiales  (2). 


k 


.A  simple  leetara  de  los  tres  artícalos  qae  componen  este  capítulo  segundo, 
evidencia  la  claridad  de  sus  conceptos,  referidos  sólo  á  fijar  el  momento  opor  - 
tuno  en  qoe  podrá  declararse  el  estado  de  aosencia  de  la  persona  qae  la  mo- 
tive y  qne  ocasionó  la  adopción  de  las  medidas  preventivas  del  capitulo  ante- 
rior; personas  qne  pueden  solicitar  tal  declaración  jndicial,  y  tiempo  desde  el 
qae  deberá  surtir  ésta  so  efecto.  Por  consiguiente,  breves  consideraciones  de 
importancia  bastarán  á  dilucidar  la  reducida  materia  de  este  comentario. 

Cuando  el  poder  conferido  por  el  ausente  se  limite  á  un  solo  negocio,  y  no 
á  la  generalidad  de  los  de  toda  administración  en  regla,  y  se  echen  de  ver 
sus  deficiencias  en  casos  importantes,  no  será  preciso  esperar  el  transcurso  de 
los  cinco  años,  así  como  tampoco  cuando  fallezca  el  apoderado  antes  de  hacer 
la  sustitución,  si  estaba  autorizado  en  el  mismo  poder  para  otorgarla,  ni  en 
el  caso  de  caducidad  del  poder. 

El  orden  establecido  en  los  cuatro  casos  del  art.  485,  que  nos  ocupa,  no 
excluye  á  los  últimos,  con  relación  á  los  primeros,  si  éstos  no  asan  de  sa  de- 
recho, y  sólo  cuando  concurran  unos  y  otros  podrá  tenerse  en  cuenta  la  pre- 
ferencia de  unos  ú  otros. 

Ai  determinar  que  sea  fehaciente  la  capia  del  testamento^  parece  no  admi- 
tir sino  el  testamento  abierto,  cuya  eficacia  y  virtualidad  completará  la  certi- 
ficación que  con  él  se  acompaña  del  Registro  central  de  últimu  volauladea. 


(1)     Véase,  como  concordante,  el  art.  1441. 
(8;     Tóase,  como  concordante,  el  art.  UB8. 
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la  cual  será  preciso  aun  en  el  caso  de  que  el  testamento  aladido  foere  de  otra 
dase  y  se  halle  protocolizado  con  arreglo  á  derecho. 

Finalmente,  indicado  en  el  comentario  al  capitulo  anterior  qne  el  proce- 
dimiento para  esta  clase  de  expedientes  es  el  señalado  en  el  libro  3.®  de  la  ley 
de  Enjaiciamiento  civil,  la  intervención  del  Ministerio  flscal  es  indispensable, 
como  lo  es  también  la  inserción  de  la  resolución  favorable  i  la  declaración  de 
aoseixcia  en  los  periódicos  oficiales,  BolcUn  de  la  provincia  y  Gaceta  de  Ma- 
drid, para  el  cómpoto  de  los  seis  meses,  durante  los  cuales  continuará  repre* 
sentando  al  ausente  con  carácter  interino  el  que  tenga  la  representación  legí- 
tima del  mismo,  el  que  el  Juez  hubiere  designado  preventivamente  antes  de 
recaer  el  auto  de  declaración  de  ausencia,  ó  la  persona  que,  proveyendo  á 
caso  de  necesidad,  nombre  el  Juez  como  de  su  propia  confianza. 


OAPlTUJLO    111 


I>e  la  adininistracióxi  de  los  bienes  del  ausente. 


Art.  iS7.  La  administración  de  Iob  bienes  del  au- 
sente 86  conferirá  por  el  orden  que  establece  el  art.  220  á 
las  personas  mencionadas  en  el  mismo. 

Ara.  iSS.  La  mujer  del  ausente,  si  fuere  mayor  de 
edad,  podrá  disponer  libremente  de  los  bienes  de  cual- 
quiera clase  que  le  pertenezcan;  pero  no  podrá  enajenar, 
permutar,  ni  hipotecar  loe  bienes  propios  del  marido,  ni 
ios  de  la  sociedad  conyugal,  sino  con  autorización  judi- 
cial. 

Art.  i 99.  Cuando  la  administración  corresponda 
á  los  hijos  del  ausente,  y  éstos  sean  menores,  se  les  pro- 
veerá de  tutor,  el  cual  se  hará  cargo  de  los  bienes  con  las 
formalidades  de  la  ley. 
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Art.  i90.  La  administración  ceaa  en  cualquiera  de 
los  casos  siguientes: 

1.^  Cuando  comparezca  el  ausente  por  si  ó  por  medio 
de  apoderado. 

2.^  Cuando  se  acredite  la  defunción  del  ausente,  y 
comparezcan  sus  herederos  testamentarios  ó  abintestato» 

8.^  Cuando  se  presente  un  tercero,  acreditando  con  el 
correspondiente  documento  haber  adquirido  por  compra 
ú  otro  título  los  bienes  del  ausente. 

En  estos  casos  cesará  el  administrador  en  el  desempeño 
de  su  cargo,  y  los  bienes  quedarán  á  disposición  de  los 
que  á  ellos  tengan  derecho. 


ITT 

X  RATAK  los  coaitro  artículos  transcritos  de  las  personas  á  qoienes  co- 
rresponderá la  administración  de  los  bienes  del  declarado  en  estado  citil  de 
ausencia  y  de  los  casos  en  qoe  legalmente  deberá  cesar  la  administración,  y 
como  esto  proviene  del  lagar  ignorado,  do  el  ausente  more,  y  aon  de  la  dada 
más  ó  menos  fondada  de  so  existencia,  es  evidente  qae  la  representación  del 
administrador  debe  ser  extensiva  en  cierto  modo  á  la  universalidad  de  rela- 
ciones jurídicas  del  representado  con  sos  bienes  y  con  las  demás  personas  que 
á  su  vez  se  relacionen  con  los  mismos  bienes  y  derechos  qae  los  afecten.  Por 
eso,  el  administrador,  asemejando  al  tutor,  podrá  hacer  válidamente  cuanto 
se  presume  hiciera  el  propio  interesado  diligentemente,  como  procurar  el 
aflanzamiento  de  los  derechos,  créditos  á  favor  del  ausente,  salir  á  la  defensa 
de  sus  facultades,  ya  defendiendo  en  juicio,  y  fuera  de  él,  la  integridad  de 
aquéllos,  ya  demandando  los  que  sobrevengan  después  en  favor  del  ausente, 
contando  siempre  con  que  para  ello  esté  facultado  ó  se  le  faculte  expresamente 
en  el  auto  judicial  en  que  se  le  confiera  la  administración  ó  en  otro  que, 
como  supletorio,  pueda  dictarse  á  su  instancia  para  algún  caso  especial  qoe  lo 
merezca  y  que  no  estuviese  comprendido  claramente  en  aquél. 

Bien  expresan  los  preceptos  del  Código  las  personas  á  quienes  corresponde 
la  administración  de  los  bienes  del  ausente  y  la  manera  de  suplirse  su  falta  de 
capacidad;  por  lo  cual,  ninguna  duda  podía  ocasionar  esto,  siendo  de  lamen- 
tar haya  pasado  en  silencio  lo  relativo  al  inventario  de  los  bienes  y  al  estado 
en  que  se  encuentran  al  entrar  en  la  administración,  lo  cual  entendemos  es  de 
absoluta  necesidad  se  practique  en  forma  solemne,  no  sólo  para  garantir  los 
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derechos  del  mismo  ausente  y  de  sos  socesores,  en  caso  de  defanción,  sino  para 
poner  á  saWo  las  reclamaciones  qae  por  parte  de  éstos  paedan  hacerse  al  ad- 
ministrador, ocasionadoras  de  controversias  siempre  ruinosas. 

La  prestación  de  la  fianza,  que  entendemos  deberá  prestar  toda  persona* 
nombrada  que  sea,  excepto  el  cónyuge  presente  y  los  hijos  del  ausente;  la  re- 
tribución correspondiente  al  cargo;  la  impugnación  que  puede  hacerse  dentro 
del  expediente  por  persona  interesada,  ó  después  de  terminado  por  auto  firme, 
deberin  regirse  por  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  conte- 
nidas en  el  tít.  49  de  su  libro  3.',  en  cuanto  no  estén  en  oposición  á  las  del 
tit.  9,^  del  Código,  que  nos  viene  ocupando,  así  como  también  por  las  de  ge- 
neral aplicación  á  todo  acto  de  jurisdicción  voluntaria  comprendido,  bajo  el 
epígrafe  de  Dispoticionet generales,  en  el  tít.  4.®  de  dicho  libro  3.° 

Otros  preceptos  contiene  el  Código,  relacionados  con  la  declaración  de 
ausencia,  correspondientes  al  cap.  6.®,  tít.  3.^  de  su  libro  4.®,  sobre  la  sepa- 
ración de  los  bienes  de  los  cónyuges  y  de  su  administración  por  la  mujer  du- 
rante el  matrimonio.  Con  efecto;  declarada  la  ausencia,  el  cónyuge  presente 
podrá  solicitar  la  separación  de  bienes  (1),  y  una  vez  acordada  por  el  Jaez, 
quedará  disuelta  la  sociedad  de  gananciales,  y  se  hará  la  liquidación  según  lo 
establecido  por  el  Código,  sin  perjuicio  de  que  uno  y  otro,  ó  sean  los  bienes  de 
ambos,  contribuyan  al  sostenimiento  de  los  cónyuges  y  á  la  educación  de  sus 
hijos,  en  proporción  á  sus  respectivos  bienes,  con  los  demás  efectos  civiles  in- 
herentes al  referido  estado  de  derecho,  inclusos  la  anotación  en  el  Registro  de 
la  propiedad  del  auto  declarativo  de  la  ausencia  y  la  de  la  demanda,  en  su 
caso,  sobre  la  separación  de  bienes,  y  la  inscripción,  por  último,  de  la  senten- 
cia firme  que  recayese,  tratándose  de  bienes  inmuebles  (9),  desde  cuyo  punto 
de  partida,  la  mujer  entrará  en  la  administración  de  sus  bienes  dótales  y  en  los 
demás  de  la  sociedad  conyugal  que  le  hubieren  correspondido,  pudiendo  dis- 
poner libremente  de  ellos,  según  el  art.  488  que  nos  ocupa,  previa  la  licencia 
jodidal  establecida  en  el  4444  del  Código,  y  ejercer  la  administración  de  los 
correspondientes  al  marido  ausente,  utilizando  todos  los  productos  de  ellos^  y 
aun  venderlos  con  la  misma  autorización  judicial ,  que  se  le  otorgará  siempre 
que  justifique  la  conveniencia  ó  necesidad  de  la  enajenación. 


(%)     Artienlos  1466  y  1437 
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CAPITULO   IV 


De  la  pre(9\iiiciÓTi  de   muerte  del  ausente. 


191.  Pasados  treinta  años  desde  que  desapare- 
ció el  ausente  ó  se  recibieron  las  últimas  noticias  de  él,  ó 
noventa  desde  su  nacimiento,  el  Juez,  á  instancia  de  parte 
interesada,  declarará  la  presunción  de  muerte. 


141.  Las  presunciones  establecidas  por  la  ley  pueden  destruirse 
mediante  la  prueba  en  contrario,  excepto  en  los  casos  en  que  la 
misma  ley  prohibe  combatirlos. — S.  9  Junio  93.— O,  19  Od. 


A  rt.  1 B9.  La  sentencia  en  que  se  declare  la  presun- 
ción de  muerte  de  un  ausente,  no  se  ejecutará  hasta  des- 
pués de  seis  meses,  contados  desde  su  publicación  en  lo» 
periódicos  oficiales. 

jlrt.  193.  Declarada  firme  la  sentencia  de  presun- 
ción de  muerte,  se  abrirá  la  sucesión  en  los  bienes  del  au- 
sente, precediéndose  á  su  adjudicación  por  los  trámites  de 
los  juicios  de  testamentaria  ó  abintestato,  según  los  casos. 

i%rt.  194.  Si  el  ausente  se  presenta,  ó  sin  presen- 
tarse, se  prueba  sü  existencia,  recobrará  sus  bienes  en  el 
estado  que  tengan,  y  el  precio  de  los  enajenados  ó  los  ad- 
quiridos con  él;  pero  no  podrá  reclamar  frutos  ni  rentas. 


142.     La  sentencia  q^e  estima''  probada  la  defunción  de  un  au- 
sente, cuando  parte  del  hecho  de  haberse  ésta  psobado  ante  la  Au- 
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toridad  administrativa  para  librarse  de  quintas,  por  un  hijo  de 
aquél,  causahabiente  del  recurrente,  no  se  desvirtúa  por  la  infor- 
mación practicada  en  Ultramar  para  acreditar  la  posterior  existen- 
cia del  individuo  en  cuestión,  si  en  ella  no  se  determinaron  la 
filiación  y  circunstancias  precisas.— 5.  6  Marzo  90. — G.  19  Julio. 


k 


A  presunción  de  maerte  del  ansente,  es  nna  necesidad  impuesta  por  la 
ley  fbndamental  de  la  propiedad,  contraria  al  estado  incierto  de  los  bienes  y 
derechos.  tDobda  podría  aeaescer  ligeraoiente  de  algunos  ornes  qne  andan  en 
fierras  estra&as  si  son  bivos  ó  mnertos  (1);  porque  avrfan  á  contender  sas  pa- 
rieoles  en  razón  de  los  bienes  dellos:  razonando  los  unos,  qne  son  más  cer- 
eaoos  del  parentezco  é  qoe  deben  heredar  lo  sayo,  que  es  mnerto;  é  los  otros 
^M  quieren  contradecir  á  esto;  razonando  qoe  es  bivo.  E  por  ende  ..  dezimos, 
que  ti  aqael  de  coya  maerte  dabdan  dizen  que  en  estraña  ó  luenga  tierra  es 
moerto  é  grand  tiempo  es  pasado ...  Ca  non  podría  ome  tan  ligeramenus  ha- 
ber testigos  ahonda  qne  pruebe  qae  esto  es  fama  entre  los  de  aquel  logar  é 
qoe  públicamente  dizen  todos  qoe  es  muerto:  maa  si  aquel  que  dizen  que  es 
loado,  razonan  que  murió  de  poco  tiempo  acá,  como  de  cinco  años  ayuso  ó 
OD  tal  tierra  de  que  se  pueda  ligeramente  probar  é  saber  la  verdad,  estonce 
debe  ser  probada  la  muerte  por  testigos,  que  le  vieron  muerto  é  soterrar,  é 
BOU  ahondaría  qne  fuese  provado  por  fama  tan  solamente.» 

Nuestro  Código,  intormado  de  la  legislación  que  viene  rigiendo  la  época 
■lodenia  en  punto  á  la  jostiflcación  del  falfecimiento,  cometida  á  los  precep- 
los  qoe  regulan  el  Registro  del  estado  civil,  establece  por  separado  la  presun- 
dÓB  de  maerte  del  ausente*  por  el  cómputo  del  tiempo,  señalando  plazos  sufi- 
•íeotes  qoe  ofrezcan  garantía  contra  la  posibilidad  contraria.  £s  más:  habrían 
de  leaer  interés  el  ausente  y  aon  el  presente  en  ocultar  la  existencia,  y  á  pe- 
sar de  ello,  bien  podrá  ser  notoria  y  conocida  por  los  medios  que  la  humani- 
dad tiene  i  so  alcance:  hoy  no  llevamos  nuestra  representación  y  poderío  sélo 
al  ponto  donde  tenemos  propiedad,  porque  el  derecho  y  las  relaciones  inter- 
aaáooales  nos  obligan  á  tener  la  misma  representación  donde  existe  un  inte- 
rés qoe  defender.  El  cosmopolitismo  va  siendo  una  verdad  demostrada  por 
BUBÜestaeiones  hacia  la  fraternidad  universal,  encaminada  á  hacer  de  la  hu- 
manpdad  ona  gran  familia;  y  dé  ahí,  el  que  los  treinta  años  de  la  desaparición 

(1)     Ii«7  14,  tít.  U,  Plari.  8.* 
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ó  últimas  noticias,  y  los  noventa  como  edad  del  ausente,  se  estimen  bastan- 
tes al  fin  propuesto. 

Las  solemnidades  del  procedimientos  en  qne  en  definitiva  ha  de  declararte 
la  presunta  muerte,  unidas  á  la  precaución  del  transcurso  de  los  seis  meses 
de  la  sentencia  firme,  son  mayores  garantías,  y,  finalmente,  U  forma  precauto- 
ria y  suspensiva  en  que  ha  de  llevarse  á  efecto,  facilita  la  restitución  de  laa 
cosas  á  su  estado  verdadero.  Parte  interesadji  para  promover  el  juicio  enca- 
minado á  la  presunción  de  muerte,  no  puede  ser  otra  que  el  cónyuge  presen- 
te^ el  heredero  instituido  ó  el  que  hubiere  de  sucederle  abintestato,  el  que  tUr 
vie  e  sobre  los  bienes  del  ausente  algún  derecho  por  actos  mortis  causa^ 
como  legatario,  donatorio  ó  en  virtud  de  contrato  con  el  ausente;  y  finalmen- 
te, el  Ministerio  fiscal  y  aun  el  Abogado  del  Estado,  cnando  importe  á  los  in- 
tereses coya  defensa  les  está  respectivamente  encomendada  por  las  leyes. 

Discordan  los  autores  sobre  el  procedimiento  adecuado  para  la  declaración 
de  muerte  presunta:  mas  la  palabra  «sentencia»,  repetidamente  empleada  en 
los  preceptos  qne  nos  ocupan,  y  la  significación  que  le  atribuye  el  art.  369 
de  la  ley  de  Enjniciamiento,  concordada  con  la  regla  3.^  del  483  de  la  misma, 
nos  dará  la  norma  para  convencernos  de  que  el  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  ante  el  Jaez  del  logar  del  demandado  (4),  será  el  único  procedente,  te- 
niendo en  cnenta  que  se  eslimará  por  tal  domicilio  el  qne  últimamente  hu- 
biese tenido  el  ausente,  cuya  sentencia  surtirá  sus  efectos  legales  desde  qne 
sea  declarada  firme  y  no  antes,  si  bien  no  se  ejecutará  hasta  después  de  seis 
meses  contados  desde  su  publicación  en  los  periódicos  oficiales,  y  la  adjudi- 
cación de  bienes  á  los  derechohabientes  se  acomodará  al  juicio  de  abintesta- 
to, y  en  su  caso,,  el  de  testamentaría  si  no  se  hallare  prohibida  la  intervención 
judicial;  pues  estando  prohibida  en  forma,  deberá  respetarse  la  voluntad  del 
testador,  ley  suprema  en  la  materia.  Con  efecto,  discútese  sobre  la  eficacia  de 
tal  prohibición  en  tales  casos,  sin  llegar  á  un  acuerdo;  mu  creemos  que  si 
la  intervención  judicial  viene  impuesta  aquí  como  más  garantízadora  de  los 
derechos  del  aparecido,  cnando  él  lo  dispuso  aaí  para  obligar  á  sus  sucesores, 
y  la  ley  da  todo  su  valor  respecto  de  éstos  á  tal  prohibición,  con  mayor  ao- 
livo  será  eficaz  para  el  mismo  qne  la  estableció  y  obligatoria  para  él,  como 
emanada  de  un  acto  propiamente  snyu. 

Por  último,  el  administrador  nombrado  en  ios  dos  primeros  períodos  de  la 
ausencia,  ó  sea  antes  de  ser  ésta  declarada  y  después  de  tal  declaración^  tolo 
tendrá  derecho  á  la  retribución  que  el  Juez  le  hubiere  señalado,  como  encar- 
gado de  ios  bienes  de  un  ausente,  con  obligación  de  dar  cnenta  de  los  froto» 

«1}     Begla  1.*  del  «rt.  OS  de  dioha  ley. 
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i  quieaes  corresponda,  la  que  casará  desde  que  produzca  sos  efectos  la  sett  - 
tencta  declaratoria  de  la  presunta  muerte,  que  entonces  los  hará  suyos,  aun 
contra  el  derecho  que  ostentar  pudiera  el  aparecido  6  sus  derechohabientes. 


CAPÍTULO    V 

I>e  los  efectos  de  la  ausencia  relatiTSUDOLente  6  los 
deFecIxos  eventuales  del  ausente. 


Art.  i05.  £1  que  reclame  un  derecho  pertenecieuto 
á  una  persona  cuya  existencia  no  estuviere  reconocida, 
deberá  probar  que  existía  en  el  tiempo  en  que  era  nece- 
saria su  existencia  para  adquirirlo. 

Art.  i^B.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  abierta  una  sucesión  á  la  que  estuviere 
llamado  un  ausente,  acrecerá  la  parte  de  éste  á  sus  cohe- 
rederos, ¿  no  haber  persona  con  derecho  propio  para  re- 
clamarla. Los  unos  y  los  otros,  en  su  caso,  deberán  hacer 
inventario  de  dichos  bienes  con  intervención  del  Minis- 
terio fiscal. 

Api.  197.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior  se 
entiende  sin  perjuicio  de  las  acciones  de  petición  de  he- 
rencia ú  otros  derechos  que  competan  al  causante ,  sus  re- 
presentantes ó  causahabíentes.  Estos  derechos  no  se  ex- 
tinguirán sino  por  el  lapso  del  tiempo  fijado  para  la  preB- 
cripción.  En  la  inscripción  que  se  haga  en  el  Registro  de 
los  bienes  inmuebles  que  acrezcan  á  los  coherederos  se 
expresará  la  circunstancia  de  quedar  sujetos  á  lo  que  dia- 
pone este  articulo. 


T»l 
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Art.  IOS.  Los  que  hayan  entrado  en  la  herencia  ha- 
rán suyos  los  frutos  percibidos  de  buena  fe  mientras  no 
comparezca  el  ausente,  ó  sus  acciones  no  sean  ejercitadas 
por  sus  representantes  ó  causahabientes. 


s, 


ÍL  antigao  aforismo  de  derecho:  hereditat  non  adita  non  irasmititur^  da 
la  materia  jarídica  para  los  derechos  declarados  en  los  cuatro  artícalos  que 
comprende  este  qointo  capítalo.  La  herencia  qoe  no  ha  sido  admitida  expresa 
ó  tácitamente  por  nn  heredero,  no  pnede  pasar  á  los  qne  lo  sean  á  su  vez  de 
éste,  según  la  regla  general,  salvo  los  casos  referentes  al  derecho  hereditario 
úi  estirpe^  y  de  ahí  la  necesidad  de  justificar  la  existencia  del  aoseute  al 
tiempo  de  la  socesión,  á  qae  se  refiere  dicha  regla  general,  cayo  extremo  in- 
cumbe probar  al  qae  lo  sostiene,  que  será  ana  de  las  personas  qae  gocen  del 
derecho  de  representación  del  ausente,  ya  esté  declarado  tal,  ó  aunque  sólo 
se  hayan  acordado  las  diligencias  paramente  precaucionales  y  preventivas  del 
capitulo  4.**  de  este  título. 

El  derecho  de  acrecer  no  transmite  á  los  coherederos  sino  el  dominio 
condicional  en  los  bienes  que  le  corresponderían  al  ausente,  y  con  lal  condi- 
ción deberá  ser  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad,  para  que  mientras  esté 
pendiente  el  plazo  para  la  prescripción  de  la  acción,  puedan  deducir  ésta  el 
ausente  que  se  hiciere  presente  ó  las  personas  que  de  él  traigan  causa  bas- 
tante, entre  las  que  deben  considerarse,  no  sólo  á  los  herederos,  sino  á  cual- 
quier acreedor  de  aquél,  sin  perjuicio  á  que  los  frutos  correspondientes  á  di- 
ebos  bienes  qoeden  siempre  en  beneficio  del  adjudieatario  condicional  y  libre 
de  toda  responsabilidad  ulterior,  según  expresa  el  art.  498  que  nos  ocupa,  en 
relación  con  lo  dispuesto  en  el  451,  respecto  á  los  poseedores  de  buena  fe, 
contra  la  cual  cabrá,  no  obstante,  la  praebade  la  ocultación  por  dichos  adju- 
dicatarios de  la  existencia  del  ausente  ó  de  descendientes  suyos  que  les  era 
conocida,  para  aprovecharse  de  los  beneficios  de  la  herencia  en  perjuicio  del 
aosente  ó  de  sus  hijos. 


TÍTULO  IX 


De  la  tutela. 


CAPÍTULO    PRIMERO 

Disposiciones  grenerales. 


Aipt.  lOO.  El  objeto  de  la  tutela  es  la  guarda  de  la 
persona  y  bienes,  ó  solamente  de  los  bienes,  de  los  que, 
no  estando  bajo  la  patria  potestad,  son  incapaces  de  go- 
bernarse por  si  mismos  (1). 


143.  De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  núm.  7.^  del  ar- 
ticolo  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  es  admisible  el 
reoirso  de  casación  cuando  es  evidente  que  la  ley  que  se  cita  como 
infrñigida  no  disponga  lo  que  se  haya  supuesto  en  el  recurso,  y 
alegada  la  infracción  del  art.  199  del  Código,  que  en  nada  se  re- 
fiere á  la  retribución  que  han  de  tener  los  tutores  como  remunera- 
ción de  su  cargo,  objeto  de  la  controversia,  es  clara,  de  conformi- 
dad á  la  disposición  citacCa,  la  inadmisión  de  dicho  motivo.— iS.  21 
Mayo  H.-'G.  31  Oct. 


u 


INGÜNA  de  las  insUtociones  de  nuestro  derecho  patrio  ha  experímea- 
tado  mayor  transformacióa  al  ser  codificado  qae  la  correspondiente  al  tit.  9.^ 


(l;     yéAiMe,  eomo  oonoordiknt««,  los  Artionlos  1469  j  1906. 
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qae  eomenUmos,  caal  evidencia  el  texto  de  los  artículos  sabsignientes,  las 
reglas  de  jarispradeocia  á  so  tenor  proferidas,  más  las  resoluciones  de  la  Di- 
rección general  de  los  Registros  y  circnlares  del  Supremo,  y  los  extensos  co- 
mentarios que  su  estudio  nos  ha  sugerido  en  forma  expositiva  y  exegética 
para  facilitar  la  comprensión  de  la  difícil,  y  más  que  difícil,  intrincada  mate> 
ría  que  contiene. 

La  tutela  ha  venido  siendo  una  institución,  cuyo  ministerio  ha  ejercido 
singularmente  la  persona  que  el  testador,  la  ley  ó  la  Autoridad  judicial  de- 
signaban para  favorecer  á  quien  lo  había  de  menester;  hoy  la  tutela  es  la 
misma  institución  jurídica,  pero  ejercida  por  una  entidad  tri-membri,  que  nin* 
guno  aisladamente  puede  desempeñar  ni  por  arrogación  de  uno  de  los  miem- 
bros, con  exclusión  de  los  demás,  ni  por  abdicación  de  los  demás  en  favor 
del  uno. 

Hay,  no  obstante,  deficiencias  en  el  Código,  que  hacen  difícil  el  desarrollo 
de  la  teoría  tutelar  moderna,  y  consisten  en  la  falta  de  método  de  exposición 
de  sus  diferentes  elementos  y  su  antilógica  colocación  en  el  discurso. 

Los  tres  miembros  qus  mañeomnnadamente  ejercen  la  tutela  que  el  Código 
establece,  soq:  «1  consejo  de  familia,  el  tutor  y  el  protutor.  De  nada  servirá 
la  aparición  ó  nombramiento  de  uno  de  estos  elementos,  pues  no  ejercerá  su 
benéfica  influencia  respecto  del*  necesitado,  cuya  desgracia  le  haga  necesario, 
sin  que  el  concurso  de  los  otros  acuda  legalmente  á  departir  su  misión,  co- 
rrespondiendo en  su  acción  combinada  el  engranaje  de  todos,  que  uniforma  la 
marcha  de  tal  institución,  á  los  fines  jurídicos  que  tiene  necesidad  de  res- 
ponder. 

En  su  consecuencia,  y  sin  perjuicio  de  las  exposiciones  sucesivas  á  que 
nos  precisa  el  desenvolvimiento  de  la  doctrina  tutelar,  consignamos  aquí  que 
suprimida  por  el  Código  la  antigua  curaduría,  queda  para  lo  sucesivo  única- 
mente la  tutela,  según  el  artículo  que  nos  ocupa,  para  la  guarda  de  la  persona 
y  bienes,  ó  solamente  de  los  bienes,  de  los  que,  conforme  al  siguiente  artículo, 
están  sujetos  á  olla.  El  hecho  de  la  menor  edad  y  el  de  dictarse  sentencia 
condenatoria,  determinan  la  necesidad  de  la  tutela  respecto  á  los  menores  é 
interdictos;  pero  los  demás  incapacitados  no  pueden  set  sometidos  á  ella,  sino 
precediendo  la  declaración  de  incapacidad  hecha  en  la  forma  prescrita  por 
las  secciones  2.^  y  3.a,  cap.  3.^  Kt.  9.^  libro  ^°  del  Código  (t). 


Aw't.  ^OO.     Están  sujetos  á  tutela: 

1.^    Loa  menores  de  edad  no  emancipados  legalmente, 

(1)     Circular  del  Fiscftl  del  Tribunal  Supremo,  8  Mayo  S9. — G.  del  0. 


JJ. 
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2.^  Los  locos  ó  dementee,  aunque  tengan  intervalos 
lúcidos,  y  los  sordomudos  que  no  Bepan  leer  y  escribir. 

8.^  Los  que  por  sentencia  íirme  hubiesen  sido  decla- 
rados pródigos. 

4.^  Los  que  estuvieren  sufriendo  pena  de  interdicción 
civil. 


Ari.  ^Oñ.    La  tutela  se  ejercerá  por  un  solo  tutor, 
bajo  la  vigilancia  del  protutor  y  del  consejo  de  familia. 


144.  La  octava  disposición  transitoria  del  Código  civil  dispone 
que  los  tutores  y  curadores  nombrados  bajo  el  régimen  de  la  legis> 
¡ación  anterior  y  con  sujeción  á  ella,  conservarán  su  cargo,  some- 
tiéndose, en  cuanto  á  su  ejercicio,  á  las  disposiciones  del  mismo 
Código.— 5.  27  Junio  90.--G,  7  Sept. 


Ari.  ^O/S.  Los  cargos  de  tutor  y  protutor  no  son  re- 
nunciables  sino  en  virtud  de  causa  legitima  debidamente 
justificada. 

i%ri.  1903.  Los  Jueces  municipales  del  lugar  en  que 
residan  las  personas  sujetas  á  tutela  proveerán  al  cuidado 
de  éstas  y  de  sus  bienes  muebles  hasta  el  nombramiento 
de  tutor,  cuando  por  la  ley  no  hubiese  otras  encargadas 
de  esta  obligación. 

Si  no  lo  hicieren,  serán  responsables  de  los  daños  que 
por  esta  causa  sobrevengan  á  los  menores  ó  incapaci- 
tados. 

Art.  904.    La  tutela  se  defiere: 

1.^    Por  testamento. 

2.^    Por  la  ley. 

3.^    Por  el  consejo  de  Emilia. 
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Ari.  905.  £1  tutor  no  entrará  en  el  desempeño  de 
fiufl  funciones  6in  que  su  nombramiento  haya  sido  inscrito 
en  el  Registro  de  tutelas. 


k 


.A  tutela  es  an  poder  protector  que  el  Estado  ejerce  para  evitar  la  inde- 
fensión de  los  qae  no  pueden  regirse  á  sí  propios  por  so  incapacidad  civil,  por 
defecto  de  edad  6  de  discernimiento. 

Con  sencillez  notable  refunde  hoy  el  Código  los  cargos  de  tator  y  carador 
conocidos  en  la  legislación  anterior,  y  bajo  el  nombre  de  tutor  establece  una 
especie  de  guardaduría,  muy  parecida  á  la  de  los  germanos,  simulando,  por  lo 
mismo  que  se  reGere  tanto  á  las  personas  como  á  los  bienes,  una  especie  de 
patria  potestad. 

Por  derecho  romano,  solamente  se  daba  tutor  al  huérfano  menor  de  ca* 
torce  años  siendo  varón,  y  de  doce  siendo  hembra,  y  al  llegar  á  esa  edad,  res- 
pectivamente, espiraba  la  tutela  y  empezaba  la  curaduría,  que  duraba  hasta  los 
veinticinco  años  cumplidos,  en  que  terminaba  la  minoría.  Aludiendo  á  las  pre- 
preferentes  atenciones  del  tutor  y  del  curador,  decían,  que  aquél  se  daba  pri- 
mariamente para  la  persona  y  secundariamente  para  los  bienes,  y  éste,  por  el 
contrario,  tenía  como  principal  objeto  el  cuidado  de  los  bienes  y  secundaría- 
mente  el  de  las  personas,  coa  lo  cual  queda  expuesto  el  carácter  distinto  de 
ambos  cargos. 

La  legislación  germana  no  conoció  el  cargo  de  curador,  sino  que  6jando 
el  límite  de  la  menor  edad  en  los  veinte  años,  nombraban  tutor  durante  la 
minoría;  así  es,  que  la  ley  3.',  tít.  3.®,  libro  i.®  del  Fuero  Juzgo,  dice:  «La  ma- 
dre debe  haber  los  fiios  de  menor  edad  en  su  guarda  ...  así  que  de  las  cosas  de 
los  fiios  faga  un  escripto....  Si  la  madre  se  quisiese  casar,  e  alguno  de  los  fíios 
fuese  de  edad  de  veinte  anuos  fasta  treinta,  éste  debe  tener  los  oíros  hermanos 
é  las  sus  cosas  enffuarda,  é  non  las  dejar  enagenar,  nin  perder  á  ellos,  ni  á 
otri;  é  lo  que  diere,  ó  perdiere,  ó  gastare,  ó  vendiere  por  su  negligencia,  todo 
lo  debe  entregar  de  su  partida.  E  mandamos  que  tome  todo  el  diezmo  del  fruto 
en  que  viva,  porque  non  faga  grandes  despensas  en  lo  al,  é  las  despensas  que 
ficiere  per  sus  hermanos  muéstrelo  al  Juez  é  cóbrelo  á  sus  hermanos  comunal- 
mientre.  No  siendo  los  hermanos  de  tal  edad  ó  de  tal  discreción  para  tener 
los  otros  hermanos  en  guarda,  el  tio  ó  el  fiio  del  tio  debe  haber  la  guarda  de 
ellos;  é  si  el  tio  ó  el  fiio  del  tio  non  es  tal  que  lo  deba  aver,  estonce  el  Juez  lo 
dé  á  alguno  de  los  otros  parientes....»  Después  habla  de  que  el  guardador 
debe  hacer  inventario  de  los  bienes  confiados  á  su  custodia,  y  de  la  obligación 
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-enqae  está  de  contestar  las  demandas  qae  se  deduzcan  contra  los  menores. 

El  Faero  Viejo  dedica  el  tít.  4.o  del  libro  5.^  á  la  guarda  de  los  huérfanos 
j  de  sus  bienes,  y  dice  la  ley  4.*:  cCuando  home  ó  muger  muer  é  deja  fijos 
«bicos  que  non  sean  de  edad,  ó  déjalos  el  padre  6  la  madre  heredad  ó  mueble, 
débenlo  tomar  los  parientes  más  propincuos  á  ellos,  é  sus  bienes  deben  ser 
arrendados  á  quien  más  diese  por  ellos,  siendo  los  parientes  preferidos  por  el 
tanto...  é  si  el  padre  ó  la  madre  ó  el  uno  de  ellos  que  finca  vivo  lo  quisier 
Unto  por  tanto,  haya  el  heredamiento  é  tenga  los  fijos  é  suos  bienes.»  La 
ley  4.*  obliga  al  pariente  más  cercano  á  defender  á  los  huérfanos  si  contra 
ellos  se  dedujese  demanda,  y  dice:  «Es  fuero  de  Castilla  que  si  algunos  gfier- 
fanos  que  non  han  tiempo  algún  ome  les  quisiere  facer  demanda,  debe  ser  Ha* 
mado  el  mas  cercano  pariente  si  oviese  tomado  lo  de  los  gQerfanos,  ansí  como 
es  derecho,  é  debe  aquél  recabdar  é  razonar  por  ellos.» 

Finalmente,  el  Fuero  Real  en  la  ley  4.*,  tít.  7.^  libro3.*  dice:  cTodoome 
que  hobiere  de  guardar  huérfanos  é  sus  bienes,  debe  ser  de  veinte  años  al  me- 
nos, é  debe  ser  cuerdo,  é  de  buen  testimonio,  é  abonado,  é  si  tal  no  fuere,  no 
poede  guardar  á  ellos  ni  á  sus  bienes.» 

Véase,  pues,  cómo  en  todo  el  período  en  que  impera  la  legislación  goda 
es  una  misma  la  persona  que  cuida  de  los  menores  y  de  los  bienes,  y  no  se 
baee  en  ella  la  división  romana,  de  tutor  y  curador. 

Mas  al  llegar  las  leyes  de  Partida  se  reproduce  la  antigua  división  de  los 
romanos,  y  así  ha  venido  hasta  nosotros,  para  ser  modificada  por  nuestro  Có- 
digo civil  en  los  términos,  modos  y  formas  establecidos  en  su  tít.  9.^  del  libro 
primero,  que  nos  viene  ocupando;  cuyo  estudio,  bajo  el  punto  de  vista  cientí- 
fico, nos  permite  sistematizar  la  materia  que  ha  de  ser  objeto  de  nuestros  co- 
mentarios en  el  siguiente  cuadro: 
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CAPITULO  n 

I>e  la  tutela  testamentaria. 


Ari.  900.  El  padre  puede  nombrar  tutor  ó  protutor 
para  sus  hijos  menores  y  para  los  mayores  incapacitados, 
ya  sean  legitimes,  ya  naturales  reconocidos,  ó  ya  alguno 
de  los  ilegítimos  á  quienes,  según  el  art.  138,  está  obliga- 
do á  alimentar. 

Igual  facultad  corresponde  á  la  madre;  pero  si  hubiere 
contraído  segundas  nupcias,  el  nombramiento  que  hicie- 
re para  los  hijos  de  su  primer  matrimonio  no  surtirá 
efecto  sin  la  aprobación  del  consejo  de  familia. 

En  todo  caso  será  preciso  que  la  persona  á  quien  sa 
nombre  tutor  ó  protutor  no  se  halle  sometida  á  la  potes- 
tad de  otra. 

Art.  ^07.  También  puede  nombrar  tutor  á  los  me- 
nores ó  incapacitados  el  que  les  deje  herencia  ó  legado  de 
importancia.  El  nombramiento,  sin  embargo,  no  surtirá 
efecto  hasta  que  el  consejo  de  familia  haya  resuelto  acep- 
tar la  herencia  ó  el  legado. 

Art.  ^OH,  Tanto  el  padre  como  la  madre  pueden 
nombrar  un  tutor  para  cada  uno  de  sus  hijos,  y  hacer  di- 
yersos  nombramientos  á  ñn.  de  que  se  sustituyan  unos  á 
otros  los  nombrados. 

En  caso  de  duda  se  entenderá  nombrado  un  solo  tutor 
para  todos  los  hijos,  y  se  discernirá  el  cargo  al  primero  de 
los  que  figuren  en  el  nombramiento. 

Art.  ^09.  Si  por  diferentes  personas  se  hubiere 
nombrado  tutor  para  un  mismo  menor,  se  discernirá  el 
cargo: 
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1.®    Al  elegido  por  el  padre  ó  por  la  madre. 

2.®  Al  nombrado  por  ol  extraño  que  hubiese  instituí- 
do  heredero  al  menor  ó  incapaz,  si  fuere  de  importancia 
la  cuantía  de  la  herencia. 

8.®    Al  que  eligiere  el  que  deje  manda  de  importancia. 

Si  hubiere  más  de  un  tutor  en  cualquiera  de  los  caeos 
2.^  y  3.®  de  este  artículo,  el  consejo  de  familia  declarará 
quién  debe  ser  preferido. 

Art.  SIO.  Si  hallándose  en  ejercicio  un  tutor  apare- 
ciere el  nombrado  por  el  padre,  se  le  transferirá  inmedia- 
tamente la  tutela.  Si  el  tutor  que  nuevamente  apareciere 
fuese  el  nombrado  por  un  extraño,  comprendido  én  los 
números  2.^  y  8.**  del  artículo  anterior,  se  limitará  á  ad- 
ministrar los  bienes  del  que  lo  haya  nombrado,  mientras 
no  yaque  la  tutela  en  ejercicio. 


(5, 


^ON  arreglo  al  derecho  civil  vigente,  la  representación  legal  de  los  me- 
nores no  emancipados  corresponde  al  padre,  y  en  su  defecto  á  la  madre,  y 
annqoe  en  el  testamento  de  un  extraño  qae  deje  á  aquéllos  herencia  ó  legado 
de  importancia  se  confiera  á  tercero  el  cargo  de  tutor  con  la  condición  de  que 
el  padre  de  los  menores  por  ningún  motivo  ni  pretexto  administre  ni  osofrac- 
túe  los  bienes  en  qne  son  instituidos^  no  puede  estimarse  eficaz  tal  nombra- 
miento, qae  no  consiente  el  derecho,  por  ser  axiomática  la  regla  de  que  no  se 
da  tutor  al  que  tiene  padre,  y  por  ello  se  limita  á  la  administración  de  la  he- 
rencia con  exclusión  del  padre,  sin  despojar  á  éste  de  la  patria  potestad,  ni 
de  la  representación  de  sas  hijos  en  el  inventario  de  los  bienes,  qne  no  puede 
ser  suplida  por  aquél  (4). 

Es  la  tutela  «una  institución  establecida  por  la  ley  para  suplir  la  incapa- 
cidad civil  de  las  personas  mediante  la  intervención  de  quien,  estando  en  la 
plenitud  de  sus  derechos,  pueda  cuidar  de  aquéllas  y  de  sus  bienes,  ó  admi- 
nistrar éstos  solamente  á  virtud  de  deferí  miento  de  parte  legítima».  Se  con- 
iervan  actualmente  los  tres  modos  de  deferimiento,  testamentario,  legítimo 

(1)     B.  da  la  D.,  18  Abril  98.— &.  20  Agosto. 
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y  dativo,  del  derecho  histórico;  y  respecto  al  primero,  hay  tina  casi  identidad 
de  preceptos  entre  aquella  legislación  y  la  hoy  vigente,  por  lo  qoe  creemos 
puede  nombrarse  tutor,  tanto  á  los  nacidos  «como  á  losqne  son  en  el  vientre 
de  80  madre»  (4)-  Caya  facultad  corresponde  hoy  tanto  al  padre  como  á  la 
madre  encinta,  con  la  limitación  á  ésta,  respecto  de  los  hijos  de  anterior  ma- 
trimonio, para  los  cuales  deberá  mediar  la  aprobación  del  consejo  de  familia, 
que  por  la  ley  5.'  del  título  y  Partida  citados^  correspondía  aprobar  al  Juez, 
de  la  misma  ufanera  que  debía  aprobar  el  nombramiento  de  tutor  testamenta- 
rio hecho  por  un  extraño  á  favor  de  un  huérfano  instituido  heredero  (2),  j 
decidir,  en  el  caso  de  que  fuesen  muchos  los  tutores  nombrados,  el  que  debía 
desempeñar  el  cargo  (3);  casos  todos  comprendidos  en  los  cinco  artículos 
preinsertos. 

Del  contenido  de  los  mismos  se  desprende  que  el  testador  puede  hacer  el 
nombramiento  de  tutor  y  protutor  con  las  condiciones  que  estime  convenien- 
tes dentro  de  los  límites  del  derecho,  lo  mismo  en  testamento  abierto  ó  cerra- 
do, que  en  el  ológrafo  ó  en  cualquiera  otro  de  los  especiales  que  el  Código 
establece,  produciendo  todos  sus  efectos  respecto  del  menor  ó  incapacitado 
que  no  se  halle  sometido  á  la  potestad  de  otra  persona,  pues  esta  potestad  es 
primaria  y  la  tutela  es  solamente  supletoria  ó  secundaria,  á  no  ser  que  el  nom- 
bramiento de  tutor  fuese  condicionado  para  el  caso  en  que  la  aludida  potestad 
cesase  por  causa  inherente  á  quien  la  ejerza,  como  muerte,  incapacidad,  casa- 
miento de  la  madre  viuda,  interdicción,  etc.,  siendo  extensiva  la  facnltad  de 
los  padres  para  nombrar  tutor  en  testamento,  lo  mismo  en  favor  de  los  hijos 
legítimos  y  legitimados,  que  de  los  naturales  reconocidos,  de  los  demás  ile- 
gítimos y  aun  de  los  adoptivos,  que  carezcan  de  padres  naturales,  menores 
de  edad,  ó  mayores  que  se  hallen  incapacitados. 

No  es  tan  amplia  la  facultad  que  la  ley  concede  al  extraño,  como  la  de 
los  padres  para  la  tutela,  porque  al  consejo  áó  familia  corresponde  apreciar  si 
la  herencia  ó  el  legado  hecho  en  favor  del  tutelado  es  ó  no  de  importancia, 
circunstancia  qne  le  autoriza  para  estudiar  las  condiciones  y  gravámenes  de 
la  herencia  ó  legado,  y  decidir  sobre  su  aceptación  ó  repudiación;  por  más 
que,  aunque  se  acepte,  queda  todavía  al  referido  consejo  la  calificación  de  si 
es  ó  no  importante  á  los  efectos  de  la  eficacia  del  nombramiento  de  tutor. 
Otra  limitación  existe,  según  algunos  tratadistas,  respecto  del  extraño,  á 
quien  el  Código  no  faculta  expresamente  para  nombrar  protutor,  atribacióa 
qae  creen  reservada  por  sus  preceptos  solamente  á  los  padres;  mas  los  térmi- 


Cí)  Ley  8.%  tit.  16,  Partida  6.' 
(t)  Ley  8.'.  tit.  16,  Partida  6.' 
(8)     Ley  11  del  mismo  título  y  Partida. 
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flos  en  que  está  concebido  el  art.  233  ahuyenta  toda  dada,  atribnyendo  la 
íácaltad  de  nombrar  protntor  á  «los  que  tienen  derecho  4  elegir  tutor  para  los 
menores». 

Los  padres  pneden  nombrar  en  sn  testamento  tutor,  protutor  y  aun  con- 
sejo de  familia  á  cada  uno  de  sus  hijos,  ó  on  solo  protutor  y  consejo  para 
todos  los  tutores  de  aquéllos,  y  los  sustitutos  que  deban  reemplazar  á  los  que 
vayan  cesando  legalmente,  á  virtud  de  provisión  que  al  efecto  hará  el  con* 
sejo  de  familia  discerniendo  el  cargo  sucesivamente  de  unos  á  otros,  asi  como, 
en  caso  áb  duda,  lo  discernirá  en  favor  del  primero  de  los  que  aparezcan  nom- 
brados por  los  padres,  pues  la  que  provenga  acerca  de  que  pueda  ser  preferido 
entre  los  nombrados  por  el  extraño  que  deje  herencia  ó  legado  de  importan- 
cia, será  resuelta  libremente  por  dicho  consejo. 

Falleciendo  testados  los  padres  de  un  menor  ó  incapacitado,  y  siendo  dis- 
tintos tutores  los  nombrados  por  cada  uno  de  aquéllos,  el  consejo  de  familia 
discernirá  el  cargo  á  los  nombrados  por  el  padre,  y  sólo  faltando  éstos  segui- 
rán los  de  la  madre,  y  últimamente  ios  que  nombraren  los  extraños,  entre  los 
eaales  será  preferido  el  que  haga  la  institución  de  heredero  al  que  deje  manda 
ó  legado,  no  sólo  porque  ese  es  el  orden  establecido  en  el  art.  209,  sino  por- 
que entre  la  herencia  y  el  legado  no  puede  establecerse  la  comparación  para 
deducir  la  mayor  importancia  de  lo  uno  ó  de  lo  otro,  en  razón  á  que,  si  el  le- 
gado ó  manda  puede  ser  apreciado,  la  herencia,  en  cambio,  como  universali- 
dad de  bienes,  derechos  y  acciones  presentes  y  futuros,  no  puede  ser  eslima- 
da á  priori. 

Si  hallándose  en  ejercicio  un  tutor  apareciere  el  nombrado  por  el  padre,  se 
le  conferirá  inmediatamente  la  tutela,  como  ae  le  transmitirá  del  mismo 
modo,  en  defecto  de  éste,  al  nombrado  por  la  madre,  aun  cuando  no  lo  consig- 
ne expresamente  el  art.  240,  que  sólo  por  olvido  ó  incorrección  de  frases,  em- 
pleando el  singular  en  vez  del  plural,  puede  reputarse  aquella  omisión,  dada 
la  igualdad  de  derechos  entre  ambos  cónyuges. 

No  falta  quien  afirme  que  el  referido  art.  240,  en  contraposición  con 
el  204,  establece  una  especie  de  dualidad  en  el  ejercicio  de  la  tutela;  pero 
desde  el  momento  en  que,  fijando  la  atención,  se  observe  que  no  puede  ha- 
ber dualidad  cuando  son  distintas  las  funciones  de  cada  uno,  se  comprenderá 
que  dos  ó  más  tutores,  en  la  forma  que  el  Código  consiente,  son  otras  tantas 
«nidades  de  distinta  especie,  que  ni  se  suman,  ni  se  restan,  ni  son  susceptibles 
de  colisión. 

Finalmente,  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  internacional,  el  nombra- 
miento de  tutor  hecho  con  arreglo  á  las  leyes  del  país,  debe  ser  eficaz  en  to- 
dos los  demás,  sin  perjuicio  de  que  en  coaulo  se  relacione  con  los  bienes  in- 
muebles eu  otros  países,  rija  la  lex  rü  sU(b,  á  ia  cual  tendrán  que  atemperar- 
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se  para  los  actos  de  enajenaciones,  hipotecas,  etc.,  á diferencia  de  cnanto  se 
relacione  con  la  capacidad  del  tutor,  que  se  regirá  por  el  estatuto  personal 
del  paí&en  qne  se  ejerce  la  tutela  deferida  según  sus  leyes. 


CAPITULO   111 

IDe   la   tutela   legritizna. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DB    LA  TÜTBLA    DE    LOS    MENORES 

.%pt.  911.  La  tutela  legitima  de  los  menores  no 
emancipados  corresponde  únicamente: 

1.**    Al  abuelo  paterno.  ' 

2.^    Al  abuelo  materno. 

3.^  A  las  abuelas  paterna  y  materna,  por  el  mismo  or- 
den, mientras  se  conserven  viudas. 

4.^  Al  mayor  de  los  hermanos  varones  de  doble  víncu- 
lo, y,  á  falta  de  éstos,  al  mayor  de  los  hermanos  consan- 
guíneos ó  uterinos. 

La  tutela  de  que  trata  este  artículo  no  tiene  lugar  res- 
pecto de  los  hijos  ilegítimos. 

Art.  919.  Lo9  Jefes  de  las  Casas  de  Expósitos  son 
los  tutores  de  los  recogidos  y  educados  en  ellas.  La  repre- 
sentación en  juicio  de  aquellos  funcionarios,  en  su  cali- 
dad de  tutores,  estará  á  cargo  del  Ministerio  fiscal. 


JTT 


JL  ÓCAKOS  ahora  tratar  la  segunda  de  las  tres  especies  ó  modos  de  de- 
ferir la  tntela,  ó  sea  la  denominada  legítima,  por  estar  fundada  en  la  ley  la 
designación  de  las  personas  llamadas  á  ejercer  esa  potestad  bienhechora  res- 
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pecto  de  los  menesterosos  de  tal  protección.  «Sin  testamento  mariendo  algon 
orne  qne  oviese  Gjos  é  non  les  oviesse  dado  guardadores,  ó  si  fizesse  testa- 
mento é  non  los  dexasse  en  guarda  de  ninguno  (4),  ó  si  les  dejase  guardado- 
res  ó  se  moriessen  ante  quel  padre  dellos,  si  los  mozos  non  oviessen  madre... 
mandamos  que  los  parientes  más  cercanos...  sean  guardadores  dellos  é  de  to- 
dos sos  bienes.»  Nuestra  humana  naturaleza  señala  con  sus  propios  afectos 
quiénes  deben  cuidar  de  la  existencia  de  los  huérfanos,  sirviendo  á  la  ley  de 
guía  para  numerarles  en  la  forma  que  estableció  el  derecho  histórico,  y  boy 
determina  el  art.  214  que  nos  ocupa,  aludiendo  á  los  hijos  legítimos  legitima- 
dos, y  aun  a  los  naturales  reconocidos,  á  los  cuales  no  puede  considerarse 
comprendidos  en  la  clasiflcación  de  ilegüimot^  porque  siempre  que  á  ellos  se 
reGere  el  Código,  les  llama  naturales  reconocidos^  diferenciándolos  así  de  los 
que  denomina  ilegUiwios,  á  los  cuales  únicamente  hay  que  considerar^  por  con- 
siguiente, incapaces  de  la  tutela  legítima,  según  el  último  párrafo  de  dicho 
artículo. 

La  tutela  legítima  tendrá  lugar,  pues,  á  más  de  los  casos  referidos  en  la  ley 
de  Partida  citada,  cuando  el  tutor  se  excuse,  fuese  removido  ó  faltase  por  cual- 
quiera causa;  cuando  lo  exija  la  condición  con  que  fuese  hecho  el  nombra- 
miento, si  hubiese  dejado  de  designarse  quién  le  releve;  cuando*  fuese  decla- 
rada la  nulidad  del  testamento  en  que  se  hizo  el  nombramiento;  y  fínalmente, 
siempre  que  los  menores  ó  incapacitados  queden  sin  la  representación  de  per- 
sona nombrada  en  testamento  por  quien  tenga  tal  derecho,  y  existan  los  pa- 
rientes á  quienes  llama  el  art.  t\\  para  tal  representación;  porque  si  éstos  no 
•xisten,  no  procederá  jamás  la  tutela  legítima,  sino  la  dativa,  ó  sea  la  deferida 
por  el  consejo  de  familia.  Un  tío  del  menor,  por  ejemplo,  no  podrá  ser  nom- 
brado tutor  legítimo,  por  más  que  luego  el  consejo  le  nombre,  en  virtud  de 
las  üscultades  de  que  está  revestido;  consejo  que,  por  otra  parte,  al  disponer 
el  art  S64  que  será  quien  pondrá  en  posesión  á  los  tutores  y  protutores,  deberá 
constituirse  previamente,  ya  para  poder  darla  al  que  por  la  ley  le  corresponda, 
ya  al  que  él  mismo  designe  en  el  tercer  caso  de  deferimiento  del  art.  204. 

Tutela  legítima  es  también  la  que  ejercen  los  Jefes  de  las  Casas  de  Benefi- 
cencia respecto  de  los  acogidos  en  ellas,  quienes  por  sus  funciones  directas 
están  facultados  para  el  desempeño  de  la  potestad  tutelar  en  sus  tres  elemen- 
tos integrales  de  tutor,  protutor  y  consejo  de  familia,  con  arreglo  á  la  ley  y 
reglamento  porque  se  rigen»  ó  sean,  respectivamente,  los  que  llevan  la  fecha 
de  20  de  Junio  de  4849  y  44  de  Mayo  de  4852. 

(l)     Ley  9.',  tit.  le,  Parfid»  6.' 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

DB  LA  TUTELA  DB  LOS  LOCOS  Y  8OBDOMÜ0O8 

Art.  913.  No  ee  puede  nombrar  tutor  á  ios  Iocob, 
dementes  y  sordomudos'mayores  de  edad,  BÍn  que  preceda 
la  declaración  de  que  Bon  incapaces  para  administrar  sus 
bienes. 

Apé.  1614.  Pueden  solicitar  esta  declaración  el  cón- 
yuge y  los  parientes  del  presunto  incapaz  que  tengan  de- 
recho á  sucederle  abintestato. 

Art.  1815.    El  Ministerio  público  deberá  pedirla: 

1.^    Cuando  se  trate  de  dementes  furiosos. 

2.^  Cuando  no  exista  ninguna  de  las  personas  men- 
cionadas en  el  artículo  precedente,  ó  cuando  no  hicieren 
uso  de  la  facultad  que  les  concede. 

3.^  Cuando  el  cónyuge  y  los  herederos  del  presunto 
incapaz  sean  menores  ó  carezcan  de  la  personalidad  nece- 
saria para  comparecer  en  juicio. 

En  todos  estos  casos,  ios  Tribunales  nombrarán  defen- 
sor al  presunto  incapaz  que  no  quiera  ó  no  pueda  defen- 
derse. En  los  demás,  será  defensor  el  Ministerio  público. 


H. 


.AY  que  distingair  entre  los  dementes,  locos  y  sordooindos  que  sean  ma- 
yores 6  menores  de  edad.  Estos,  mientras  estén  bajo  la  patria  potestad,  exela- 
yen  toda  otra  representación  y  gaarda;  mas,  prirados  de  ella,  necesitarán  el 
auxilio  de  la  tatela,  qae  les  será  designada  ann  sin  la  previa  declaración  judi- 
cial de  su  incapacidad,  según  se  desprende  de  los  dos  preceptos  que  anteceden. 
Los  mayores  de  edad  deberán  ser  declarados  incapaces  para  administrar 
sus  bienes,  previos  ios  reqoisitos  de  la  ley,  que  se  expresan  en  los  comenta- 
rios sucesivos,  antes  de  ser  sometidos  á  la  tutela,  haciendo  precisa  la  consti- 
tución del  consejo  de  familia  antes  aún  que  otra  formalidad,  á  fín  de  que  sos 
miembros  puedan  informar  al  Jaez  que  ha  de  declarar  la  incapacidad. 
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Los  artículos  qne  nos  ocupan  designan  bien  claramente  las  personas  qoe, 
con  relación  al  presunto  incapacitado,  deben  hacer  oso  de  la  facultad  de  im- 
petrar la  declaración  de  incapacidad,  colocando  en  último  lagar  al  Fiscal. 

Mas  éste,  cuya  intervención  es  siempre  obligada  en  toda  clase  de  expe- 
ndientes sobre  incapacidad  de  las  personas,  tiene  facultades  tan  recíprocas  como 
■demuestra  el  párrafo  final  del  art.  245,  en  las  que  le  corresponde  y  desem- 
pe&a  unas  veces  el  carácter  de  actor  instando  el  expediente  de  incapacidad,  y 
t>tras  el  de  demandado  como  defensor  del  que  traten  otro8  de  incapacitar. 

Con  efecto,  la  intervención  del  Ministerio  fiscal,  en  el  caso  del  citado  ar- 
tículo 215,  está  regalada  perfecta  y  claramente,  previniéndose  la  diversa  posi- 
ción que  debe  ocupar.  Tratándose  de  incapacitados  por  razón  de  locura,  de- 
mencia ó  sordomudez,  ha  de  intervenir  forzosamente,  ya  como  actor  que  inste 
la  incapacidad  en  cumplimiento  de  la  obligación  que  le  impone  dicho  artículo 
en  su  primera  parte,  ya  como  defensor  del  presunto  incapaz,  conforme  á  su  pá- 
rrafo último  (4). 


Api.  18 1 6.  Antes  de  declarar  la  incapacidad,  los  Tri- 
bunales oirán  al  consejo  de  familia  y  examinarán  por  si 
mismos  al  denunciado  como  incapaz. 

Art.  f^n.  Los  parientes  que  hubiesen  solicitado  la 
declaración  de  incapacidad,  no  podrán  informar  á  loe  Tri- 
bunales como  miembros  del  consejo  de  familia;  pero  tie- 
nen derecho  á  ser  oídos  por  éste  cuando  lo  soliciten. 

Art,  ^IS.  La  declaración  de  incapacidad  deberá 
hacerse  sumariamente.  La  que  se  reñera  á  sordomudos 
fijará  la  extensión  y  limites  de  la  tutela  según  el  grado 
de  incapacidad  de  aquéllos. 


Art.  ^lO.  Contra  los  autos  que  pongan  término  al 
expediente  de  incapacidad,  podrán  los  interesados  dedu- 
cir demanda  en  juicio  ordinario.  El  defensor  de  los  inca- 
pacitados necesitará,  sin  embargo,  autorización  especial 
del  consejo  de  familia. 


(1)     Circalar  del  Fiscal  del  T.  S.,  8  Mayo  89.~ér.  9  Mayo. 

^  22 
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Ari.  S90.  La  tutela  de  los  locos  y  sordomudos  co- 
rresponde: 

1.^    Al  cónjmge  no  separado  legalmente. 

2.^    Al  padre,  y  en  su  caso,  á  la  madre. 

3.^    A  los  hijos. 

4.^    A  los  abuelos. 

5.^  A  los  hermanos  varones  y  á  las  hermanas  que  no 
estuviesen  casadas,  con  la  preferencia  del  doble  vinculo 
de  que  habla  el  núm.  4.^  del  art.  211. 

Si  hubiere  varios  hijos  ó  hermanos,  serán  preferidos  los 
varones  á  las  hembras,  y  el  mayor  al  menor. 

Concurriendo  abuelos  paternos  y  maternos,  serán  tam- 
bién preferidos  los  varones;  y,  en  el  caso  de  ser  del  mis- 
mo sexo^  los  de  la  linea  del  padre  (1). 


D, 


E  las  tres  formas  en  qae  el  Código  establece  el  deferimiento  de  la  tutela^ 
sólo  la  llamada  legitima  contiene  separación  de  conceptos,  divididos  en  cnatro 
secciones  correlativas,  comprendidas  bajo  el  epígrafe  inicial  del  cap.  3.*,  deno- 
minador de  la  atntela  legítima».  Hemos  tratado  de  la  correspondiente  á  los 
menores,  qae  ocupa  la  primera  de  dichas  secciones,  y  ahora  nos  corresponde 
tratar  la  segunda  clase  de  tntéla  legítima  referente  á  les  locos  y  sordomudos. 
Del  examen  de  los  ocho  artículos  que  desenvuelven  la  materia,  se  despren- 
den los  siguientes  conceptos: 

l.°  Que  no  se  podrá  nombrar  tutor  legítimo  á  tales  incapaces  mayores  de 
edad,  sin  que  preceda  la  declaración  de  su  incapacidad,  á  diferencia  del  tutor 
testamentario,  que  puede  nombrarle  cualquiera  de  las  personas  designadas  en 
los  artículos  206  y  S07,  para  cuyo  nombramiento  no  es  necesario  tampoco  la 
previa  declaración  de  la  incapacidad,  la  cual  subseguirá  á  la  apertura  del  tes- 
tamento, y  será  éste  eficaz  en  el  nombramiento  de  tutor,  si  se  llegase  á  decla- 
rar la  incapacidad,  ó  ineficaz  si  no  llegase  á  declararse  en  el  oportuno  expe- 
diente judicial. 

2.^  Que  la  previa  declaración  de  incapacidad,  necesaria  para  el  nombra- 
miento de  tutor  legitimo,  podrá  ser  solicitada  por  cualquiera  de  los  compsen- 


(l;     Véase,  como  oonoordantei  el  art.  lül. 
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didos  en  el  art.  S44,  á  diferencia  de  la  tálela  testamentaria,  én  la  que  deberá 
partir  la  solicitud  del  aibacea  ó  de  la  persona  más  directa  é  inmediatamente 
obligada  á  cumplir  lo  ordenado  en  el  testamento,  sin  perjuicio  del  deber  im- 
paesto  al  propio  tutor  testamentario  y  demás  personas  que  indica  el  párrafo 
segando  del  art.  293. 

3.0  Que  no  solicitando  para  la  tutela  legitima  la  previa  declaración  de 
incapacidad  ninguno  de  los  parientes  aludidos  en  el  art.  2U,  deberá  pedirla 
el  Ministerio  público  cuando  concurra  alguno  de  los  tres  casos  numerados  en 
el  art.  243;  y  entonces,  frente  á  tal  promotor^  deberá  colocarse  un  defensor « 
que  el  Juez  nombrará  por  parte  del  presunto  incapaz,  á  diferencia  de  los  casos 
en  qae  el  promotor  del  expediente  de  incapacidad  sea  una  de  las  personas  in- 
teresadas, pues  entonces,  el  Ministerio  público  será  el  defensor  del  incapaz  pre- 
sunto, según  el  último  párrafo  del  art.  245. 

á.^  Que  la  solicitud  interesando  la  declaración  de  la  incapacidad  deberá 
ser  presentada  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  domicilio  del  padre  ó 
de  lá  madre,  cuyo  fallecimiento  ocasiona  la  tutela,  y  en  su  defecto,  el  del  do- 
micilio del  incapacitado  (4),  ya  se  trate  de  tutela  testamentaría,  ya  de  la  legi- 
tima, puesto  que  la  diferencia  de  ambas  en  este  punto,  estriba  sólo  en  que  el 
expediente  de  incapacidad  anteceda  ó  subsiga  ai  nombramiento  de  tutor. 

5.^  Que  la  tramitación,  debiendo  ser  sumaría  (art.  248),  habrá  de  acomo- 
darse á  lo  establecido  para  tales  casos  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  como 
acto  de  jurísdicción  voluntaría  en  un  antejuicio  (2),  iniciado  en  escrito  for- 
mulado con  hechos  y  fundamentos  de  derecho,  y  la  súplica  de  que,  teniendo 
por  parte  legítima,  con  arreglo  á  la  ley,  al  reclamante,  en  virtud  á  acompa- 
ñar la  justificación  sobre  tal  extremo,  ó  sea  el  testamento  ó  las  certificaciones 
que  acrediten  el  parentesco  con  el  presunto  incapacitado,  y  de  que  se  tramite 
cómo  acto  de  jurisdicción  voluntaría — para  los  que  son  hábiles  todos  los  días 
y  horas,  sin  excepción  (3),  con  intervención  del  Ministerío  público^si  no  es 
éste  el  que  formula  el  escríto— oyendo  al  consejo  de  familia  en  deelaracióa!«HM«w>«% 
informativa  que  preste  cada  uno  de  los  vocales,  excepto  el  que  haya  solicitado  I 

la  declaración  de  incapacidad,  y  el  examen  que  el  mismo  Juez  practique  del 
denunciado  como  incapaz,  se  declare  su  incapacidad  para  administrar  sus  bie- 
nes, lo  cual  acordará  el  Juez  en  el  auto  definitivo,  asi  como  la  extensión  y 
límites  de  la  fútela  cuando  se  trate  de  sordomudos,  según  el  grado  de  inca- 
pacidad de  éstos. 

6.®    Que  no  es  requisito  esencial  para  la  cumplida  justificación,  el  reconocí- 


(1)  Bogla  17,  art.  63  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  oivil. 

(2)  Art.  1818  de  dicha  ley. 

(8)     Art.  1812  de  la  ley  de  Eojuioiamiento  oivil. 
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miento  fáeolutivo  que  ha  de  preceder  á  la  declaración  de  incapacidad,  y  por 
lo  tanto,  el  Jaez  puede  prescindir  de  él  en  los  casos  qae  no  lo  crea  necesa- 
rio (i). 

7.**  Qne  si  durante  la  tramitación  se  hiciere  contenciosa  la  pretensión^  en 
yirtnd  de  oposición  de  parte  interesada,  según  el  Código,  deberá  discutirse  y 
resolverse  el  expediente  por  los  trámites  de  los  incidentes  entre  el  sustentante 
y  el  opositor,  aplicando  por  analogía  lo  dispuesto  en  el  art.  4839  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  que,  como  los  anteriormente  citados,  no  están  en  con- 
tradicción con  ninguno  de  los  preceptos  del  Código,  y  no  han  sido  derogados 
por  el  4976  como  disposición  final  de  éste. 

8.<>  Que  durante  la  sustanciacíón  del  juicio  incüental,  quedará  á  cargo 
del  tutor  electo  la  custodia  del  incapaz  y  la  administración  de  su  caudal,  bajo 
las  garantías  que  pareciesen  suficientes  al  Juez  (S),  y  cualquiera  que  sea  el 
sentido  de  su  resolución  definitiva,  será  susceptible  de  apelación,  según  los  ar- 
tículos 4849  y  48SO  de  la  repetida  ley;  y  cuando  se  haga  firme,  sólo  podrá 
deducirse  contra  la  declaración  de  Incapacidad  demanda  en  juicio  ordinario, 
con  la  limitación  establecida,  respecto  del  defensor  del  incapacitado,  en  los  ex- 
pedientes incoados  á  instancia  del  Ministerio  fiscal. 

9.®  Que  deben  reputarse  como  parte  legítima  para  solicitar  la  incapaci- 
dad, para  la  tutela  que  se  defiere  por  la  ley,  al  cónyuge  y  á  los  parientes  del 
incapaz  que  tengan  derecho  á  sucederle  abintestato  sin  distinción  entre  la  ma- 
yor ó  menor  proximidad  de  parentesco,  bastando  sólo  que  éste  sea  de  los  lla- 
mados por  la  ley  á  la  sucesión. 

40  Y,  finalmente,  que  de  todos  los  conceptos  que  anteceden,  resultan  ar- 
monizadas y  cumplidas  las  disposiciones  del  Código  civil  y  las  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  vigente,  con  cuantas  garantías  puedan  desearse  de  buena  fe, 
á  los  fines  de  esta  especial  institución,  sin  que  quepa  recelar  en  contrario,  por 
que  el  consejo  de  familia  es  el  encargado  de  dar  la  posesión  lo  mismo  al  tutor 
legítimo  que  al  testamentario  nombrado  por  el  padre  ó  la  madre,  como  al  que 
nombre  el  cónyuge  premuerto  ú  otro  pariente  lejano,  y  aun  el  extraño  que 
instituya  heredero  al  incapaz  ó  le  deje  legado  de  importancia;  y  entre  las 
facultades  de  dicho  consejo,  está:  Informar  favorable  ó  desfavorablemente  ai 
Juez  sobre  la  incapacidad,  según  su  leal  saber  y  entender,  y  aun  oponerse  á 
la  solicitud  propuesta.  Apelar  del  auto  en  que  se  declare  ó  se  deniegue.  Pro- 
mover contra  él  el  juicio  ordinario.  Aceptar  ó  repudiar  la  herencia  ó  el  lega- 
do del  cónyuge,  del  pariente  lejano  ó  del  extraño  que  hubiese  hecho  en  su 
testamento  el  nombramiento  de  tutor.  Estimar  ó  no  estimar  la  importancia  de 

(1)     Sent.  del  T.  S.  de  28  Dic.  63. 

(2>     Párrafo  2.*,  art.  18;)9,  ley  de  Rnjuiciamiento  civil. 
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la  herencia  ó  el  legado  qae  acepte,  á  loa  efectos  de  la  eficacia  ó  ineficacia  de 
dicho  nombramiento  de  tator.  Y,  por  último,  qne  denegada  por  el  Tríbanal 
competente  la  declaración  de  incapacidad,  queda  sin  efecto  la  tutela  testamen* 
taria  y  la  legitima,  y  sin  razón  de  ser  el  protutor  y  el  consejo  de  familia. 


SECCIÓN  TERCERA 

DE  LA  TUTELA  BE  LOS  FBÓDIGOfi 

Art.  fS91.  La  declaración  de  prodigalidad  debe  ha- 
cerse en  jnicio  contradictorio. 

La  sentencia  determinará  los  actos  que  quedan  prohi- 
bidos al  incapacitado,  las  facultades  que  haya  de  ejercer 
el  tutor  en  su*  nombre,  y  los  casos  en  que  por  uno  ó  por 
otro  habrá  de  ser  consultado  el  consejo  de  familia. 

Art.  ^99.  Sólo  pueden  pedir  la  declaración  de  que 
habla  el  articulo  anterior,  el  cónyuge  y  los  herederos  for- 
zosos del  pródigo,  y  por  excepción  el  Ministerio  fiscal, 
por  si  ó  á  instancia  de  algún  pariente  de  aquéllos,,  cuando 
sean  menores  ó  estén  incapacitados. 


'IN  perjuicio  de  las  doctrinas  qne  expondremos  al  ocuparnos  de  comen- 
tar la  tutela  de  los  pródigos  á  que  se  contraen  los  artículos  que  preceden,  ha- 
remos constar  aquí,  que,  á  diferencia  de  lo  que  respecto  á  la  tutela  de  los  de- 
mentes, locos  y  sordomudos,  dispone  el  Código,  [referente  al  Ministerio  fis- 
cal, según  tuvimos  ocasión  de  demostrar  en  su  lugar  oportuno,  en  los  expe- 
dientes, ó  sea  en  las  actuaciones  judiciales  sobre  declaración  de  incapacidad 
mediante  la  causa  de  prodigalidad,  dicho  Ministerio  no  vendrá  obligado  á  ser 
parte  en  los  mismos,  sino  e»  el  caso  especial  que  el  artículo  últimamente 
transcripto  expresa. 

El  pródigo  no  adolece  de  lesión  material  alguna  que  pueda  patentizar  un 
reconocimiento  científico  hecho  por  los  peritos;  sus  extravíos  obedecen  á  cau- 
sas puramente  subjetivas,  muy  difícilmente  apreciables  empíricamente,  y 
para  eso  en  relación  con  otros  elementos;  pues,  en  verdad,  hechos  que  en  unas 
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personas  poeden  ser  constitativos  de  an  fausto,  lajo  ü  ostentación,  pasto  sólo 
de  la  critica  y  censura  de  amigos  ó  envidiosos,  en  otras,  por  la  limitación  de 
sos  medios  materiales,  y  io  relativamente  reducido  de  sos  productos,  el  fausto 
y  la  dilapidación  aquella  merecerá,  no  ya  la  crítica,  sino  la  más  acerba  cen- 
sura y  un  dique  á  la  irreflexión  de  su  proceder,  que  afectará  más  de  cerca  y 
aun  de  lejos  á  personas  é  intereses  particulares,  por  más  que,  como  diremos 
más  adelante,  afecten  también  remotamente  á  los  generales  de  la  sociedad. 

Por  eso,  tratándose  de  la  prodigalidad,  la  intervención  del  Ministerio  fiscal 
no  es  necesaria  sino  cuando,  conforme  al  art.  %tt  que  nos  ocupa,  debe  pedir 
que  se  declare,  obrando  así  en  beneficio  de  los  que  por  ser  menores  ó  incapa- 
citados no  podrían  bacer  esa  pretensión  por  sí  mismos,  y  también,  cuando  por 
haber  promovido  un  tercero  la  declaración  y  el  demandado  no  comparece,  le 
confía  la  ley  su  defensa  (4). 


Art.  993.  Cuando  el  demandado  no  compareciere 
en  juicio,  le  representará  el  Ministerio  ñscal,  y  si  éste 
fuera  parte,  un  defensor  nombrado  por  el  Juez,  sin  perjui- 
cio de  lo  que  determine  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
sobre  los  procedimientos  en  rebeldía. 

itrt.  994.  La  declaración  de  prodigalidad  no  priva 
de  la  autoridad  marital  y  paterna,  ni  atribuye  al  tutor  fa- 
cultad alguna  sobre  la  persona  del  pródigo. 

.^w't.  995.  El  tutor  administrará  lo8^  bienes  de  los 
hijos  que  el  pródigo  haya  tenido  en  anterior  matrimonio. 

La  mujer  administrará  los  dótales  y  parafernales,  los  de 
los  hijos  comunes  y  los  de  la  sociedad  conyugal.  Para 
enajenarlos  necesitará  autorización  judicial  (2). 

Ari.  99S.  Los  actos  del  pródigo,  anteriores  á  la  de- 
manda de  interdicción,  no  podrán  ser  atacados  por  causa 
de  prodigalidad. 


(1)  Cironlar  del  Viaoal  ddl  T.  S.,  8  Mayo  89.-  (7.  9  id. 

(2)  Véase,  como  oonoordante,  el  art.  14(L3. 
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Aré.  •Sy.    La  tutela  de  los  pródigOB  corresponde: 

1.^    Al  padre,  y  en  su  caso,  á  la  madre. 

2.^    A  los  abuelos  paterno  y  materno. 

3.*^    Al  mayor  de  los  hijos  varones  emancipados. 


fí] 


IL  pródigo^  el  «desgastador  de  sas  bienes»,  derrochando  indiscretamente 
an  forlona,  rebasa  los  limites  del  Jus  abuUndi^  qne  snpone.  siempre  on^  caoaa 
racional,  que  no  concurre  en  el  dilapidador,  coyo  sentido  económico  ha  llegado 
al  mayor  grado  de  pertorbación^  sin  qae  encaje  dentro  del  caadro  sintomato- 
lógico  de  la  locora,  pero  que  no  deja  por  eso  de  ofrecer  un  caso  patológico 
moral.  £1  abuso  del  sentido  apetitivo  comienza  desvastando  las  fuerzas  mate- 
riales del  individuo  con  rumbo  hacia  el  aniquilamiento  hasta  producir  la  mina 
de  los  medios  de  subsistencia,  y  con  ella  la  del  ser  moral  y  físico  del  hombre 
que  voluntariamente  se  va  desgarrando  las  diversas  partes  qne  integran  su 
ser.  ¿Puede  serle  esto  lícito  amparado  en  el  apotegma  «quien  usa  de  su  dere- 
cho á  nadie  dañaj»?  De  ninguna  manera;  nuestro  derecho  de  propiedad  se  en- 
eoentra  limitado  por  el  de  los  demás,  origen  de  los  deberes  que  nos  imponen 
nuestra  propia  existencia,  nuestras  reiacionesjcon  los  demás  hombres,  y  nues- 
tro carácter  de  elementos  del  organismo  social. 

La  posesión  da  una  fortuna,  según  el  Sr.  Aramburo  y  Hachado  (4),  cons- 
tituye para  su  dueho  una  preeminencia  y  superioridad  social  qne,  al  igual  de 
todas,  se  convierte  ante  el  derecho  en  título  de  obligación.  En  esta  concepto^ 
debe  ser  considerada  la  riqueza  como  fundamento  de  una  verdadera  función 
social  en  beneficio,  no  sólo  del  propietario,  sino  de  todos. 

Pero  otro  interés  más  visiblemente  inmediato  qne  sufre  las  consecuencias 
de  la  prodigalidad,  es  el  interés  de  la  familia  á  quien  directamente  perjudica 
en  los  derechos  á  la  sucesión  forzosa;  y  á  éste,  como  más  evidente  y  conoci- 
do,  atienden  los  preceptos  del  Código  para  atajar  la  disipación,  poniendo  un 
dique  á  la  facultad  dispositiva,  una  traba  á  aquella  libertad  desenfrenada,  en 
la  fibra  sintomática  predominante,  marcando  con  el  sello  de  la  nulidad  las 
obligaciones  que  sucesivamente  produzca  el  pródigo,  atentatorias  da  aquellas 
prevenciones. 

(1)  JBitudio  Bobre  la  capacidad  civil,  Madrid,  18d4.  « Si  es  oiertOi — a&ade,-^-qiie 
1a  propiedad  ezifte  para  un  fin,  y  k  éste  debe  aplicarse,  todo  empleo  qae  de  ella 
te  liaga  oontraviniendo  esta  egenoialidad  indiBcatible,  es  arbitrario  é  irraeoional, 
7  lo  Irracoional  y  arbitrario  viola  los  principios  de  la  jostioia...  y  debe  ser  enér- 
gioamente  reprinúdo  y  previaoramente  evitado.  • 
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No  es  fácil  al  legislador  prevenir  de  antemano  la  forma  y  extensión  de  las 
limitaciones,  y  por  eso  las  deja  á  la  discreción  de  los  Tribunales  en  cada  caso; 
pero  establece  como  medida  general  la  restricción  de  la  capacidad  de  obrar 
para  qoe  aquéllos  determinen  en  sn  sentencia  los  actos  que  quedan  prohibidos 
al  incapacitado,  las  facultades  que  haya  de  ejercer  el  tutor  en  su  nombre, 
atribuyéndole  desde  luego  la  administración  de  los  bienes  de  los  hijos  que  el 
pródig  o  haya  tenido  de  so  anterior  matrimonio,  y  á  la  mujer  la  de  los  bienea 
dótales  y  parafernales,  los  de  los  hijos  comunes  y  los  de  la  sociedad  con- 
yugal. 

En  estricta  observancia  á  lo  dispuesto  en  los  siete  artículos  que  compren-- 
den  la  tutela  legítima  de  los  pródigos,  tendremos:  que  la  sentencia  declarato- 
ria deberá  recaer  en  juicio  de  mayor  cuantía  (4),  á  instancia  únicamente  de* 
las  personas  designadas  en  el  art.  %t%  contra  el  presunto  pródigo,  á  cuya  de- 
manda no  procederá  el  allanamiento  para  estorbar  la  sustanciación,  que  debe- 
rá seguine  por  todos  sus  trámites,  dada  la  trascendencia  de  sus  efectos,  se- 
gún dijimos  también  al  tratar  de  la  nulidad  del  matrimonio  y  del  divorcio, 
hasta  el  pronunciamiento  definitivo,  el  cual  quedará  desvirtuado  desde  el  mo- 
mento que  falten  las  personas  á  cuyo  favor  está  establecido  el  derecho  de  ¡re- 
clamar la  declaración  de  incapacidad,  ó  pierdan  válidamente  el  que  tenían  á 
la  sucesión  del  pródigo. 

Podrá  el  actor  pedir  la  anotación  de  la  demanda  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, y  en  caso  de  rebeldía,  la  retención  de  los  bienes  muebles  y  el  embargo 
de  los  inmuebles;  y  deberá  la  sentencia  firme  declaratoria  de  la  incapacidad, 
ser  anotada  en  el  Registro  civil,  en  la  inscripción  del  nacimiento  y  también 
en  el  de  la  propiedad  para  que  surta  sus  efectos  contra  tercero,  según  dispo- 
nen las  respectivas  leyes  y  reglamentos  por  que  se  rigen  ambos  Registros,  sin 
perjuicio  de  lo  cual,  el  pródigo  tendrá  la  plenitud  de  los  demás  derechos  civi- 
les respecto  de  su  esposa  é  hijos,  etc.,  pues  la  incapacidad  se  refiere  solamen- 
te á  la  administración  de  los  bienes  en  aquello  que  expresamente  determine 
la  sentencia,  á  la  cual  deberá  atenerse,  como  igualmente  el  tutor. 


SECCIÓN  CUARTA 

DE  LA  TUTELA  BE  LOS  QUE  SÜFBEN  INTEBDICX^IÓN 

Art.  999,    Caando  «ea  firme  la  sentencia  en  que  se 
haya  impuesto  la  pena  de  interdicción,  el  Ministerio  fís- 


(1)     Núm.  8.%  ftrt.  41^,  ley  de  EqjiiioiMiiiente  oivil. 


LIBRO   PRIMERO.— TÍTULO  IX. — ART.    228  345 

cal  pedirá  el  cnmplimiento  de  los  aiticulos  203  y  293.  Si 
no  lo  hiciere,  será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios 
que  sobrevengan. 

También  pueden  pedirlo  el  cónyuge  y  los  herederos 
abintestato  del  penado. 


k 


lA  organización  del  Uinísterio  fiscal,  qne  en  la  época  moderna  de  nuestra 
legislación  ba  snfrido  profundas  modificaciones,  ocasiona  machas  veces  da* 
das  sobre  cual  de  los  fancionarios  de  dicho  Ministerio  habrá  de  intervenir 
válidamente  en  determinadas  ocasiones  y  en  juicios  ó  expedientes  especiales. 

Saprímidos  los  Promotores  fiscales  que  auxiliaban  tan  eficazmente  la  ac- 
ción de  la  justicia  en  los  Juzgados  de  instrucción,  los  Fiscales  municipales 
han  venido  á  suplirles  en  cierto  modo  ejerciendo,  si  no  en  su  totalidad,  en 
gran  parte,  las  funciones  que  aquéllos  desempeñaban,  descartándoles,  entre 
otras,  de  las  qne  tuvieran  representando  al  Estado  y  á  la  Hacienda  pública, 
que  boy  corresponde  al  Cuerpo  de  Abogados  del  Estado  en  las  poblaciones  en 
que  tienen  su  legal  residencia  y  debido  funcionamiento. 

Hoy  la  ejecución  de  las  sentencias  en  los  juicios  criminales  corresponde  á 
l&s  Audiencias  provinciales,  y  los  Fiscales  de  las  mismas  intervienen  en  di?ha 
ejecQcióo. 

Por  eso,  los  Fiscales  de  las  Audiencias,  tan  luego  como  fuere  firme  una  sen- 
tenda  en  que  se  imponga  pena  de  interdicción  civil  á  una  persona  que  no  es- 
tuviere sometida  á  patria  potestad  ó  ya  sujeta  á  tutela,  y  á  quien  por  ello 
deba  darse  tutor,  ordenarán  al  Fiscal  municipal  del  domicilio  del  reo  que 
Promoeba  la  formación  del  consejo  de  familia,  á  fin  de  que  por  éste  se  consti- 
tuya la  tutela  que  procediere,  ya  legítima,  ya  dativa,  encargándole  que  le  dé 
parte  de  quedar  constituida  (4). 


A  rt.  X5CO.  Esta  tutela  se  limitará  á  la  administra- 
ción de  los  bienes  y  á  la  representación  en  juicio  del  pe- 
nado. 

£1  tutor  del  penado  está  obligado  además  á  cuidar  de 
la  persona  y  bienes  de  los  menores  ó  incapacitados  que 

(1)     Cirenl«r  del  Fiscal  del  T.  8.,  8  Mayo  8B.— G.  9  id. 
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se  hallaren  bajo  la  autoridad  del  sujeto  á  interdicción, 
hasta  que  se  les  provea  de  otro  tutor. 

La  mujer  del  penado  ejerce  la  patria  potestad  sobre  los 
hijos  comunes  mientras  dure  la  interdicción. 

Si  JÉuere  menor,  obrará  bajo  la  dirección  de  su  padre,  y, 
en  su  caso,  de  su  madre,  y  á  falta  de  ambos,  de  su  tutor. 

Art.  ftSO.  La  tutela  de  los  que  sufren  interdicción 
se  defiere  por  el  orden  establecido  en  el  art.  220. 


k 


.A  interdicción  civil  es  hoy  una  pena  accesoria  qne  ha  venido  á  snstitatr 
á  ia  qne  también  como  principal  se  llamó  en  Roma  capüi  diminuliOy  ó  muerte 
civil,  qne  consideraba  al  interdictado  como  muerto  acuanto  á  la  honra  é  la 
nobleza  de  este  mundo»  y  al  humanizarse  con  la  influencia  de  la  civilización 
moderna  el  derecho  de  castigar,  más  que  una  pena,  propiamente  dicha,  es 
una  limitación  en  el  ejercicio  de  la  capacidad  jurídica  en  general,  fundada  en 
la  falta  de  garantía  del  penado  para  el  recto  ejercicio  de  sus  facultades  jurídi- 
cas, dada  su  carencia  de  condiciones  materiales  y  morales,  inhabilitándole  para 
ejercer  en  la  familia  la  autoridad  que  en  ella  le  corresponde,  y  para  el  ejer- 
cicio de  los  demás  derechos  civiles  y  políticos.  Restringe  la  personalidad  ju- 
rídica, suspende  la  patria  potestad  produciendo  la  tutela,  causa  la  deshereda- 
ción respecto  á  los  bienes  de  los  hijos  y  descendientes,  la  separación  de  los 
bienes  de  los  cónyuges,  extingue  el  mandato,  hace  necesaria  la  presencia  del 
tutor  en  las  capitulaciones  matrimoniales,  disuelve  la  sociedad.  Incapacita 
para  ser  testigo  en  los  testamentos,  inhabilita  al  interdictado  para  la  tutela  y 
como  accesoria  de  la  cadena  perpetua,  constituye  causa  de  divorcio  (4). 

El  Código  penal,  uniformando  en  este  punto  tas  dispersas  prescripciones 
de  nuestro  derecho  histórico,  se  anticipó  á  señalar  los  efectos  de  la  interdic- 
ción civil  en  el  art.  43,  comprendida  como  pena  accesoria  en  la  escala  gradual 
del  S6;  y  la  ley  de  Ei^'niciamiento  criminal  vigente  encarga  en  su  art.  995» 
que  se  observen  las  reglas  establecidas  en  el  art.  i.®  de  la  ley  de  48  de  Junio 
de  4870,  sobre  Jos  efectos  de  la  interdicción,  y  que  se  inscriba  la  prohibición 
de  disponer  de  los  bienes  en  los  Registros  de  la  propiedad  de  los  partidos  en 


(1)     Arto.  89, 66, 170,  SOO,  868,  1188,  y  1486,  ÍTÜSt,  1829,  1700  y  681;  »7  j  106  reopee- 
tivamente  del  Código  oítU. 
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qae  8l  penado  loa  tuviere,  de  cuyo  cumplimiento  deberá  cuidar  el  Mioisterío 
fiscal  en  la  ejecución  de  las  sentencias,  á  la  vez  que  de  lo  que  preceptúa  el  ar> 
tíenlo  ttS  del  Código  civil  que  nos  ocupa. 

Finalmente,  como  hemos  dicho  que  la  interdicción  restringe  la  capacidad 
jurídica,  es  difícil  puntualizar  todos  los  derechos  que  ataca,  ya  sustantivos, 
ya  adjetivos,  así  civiles,  políticos  y  mercantiles,  como  sancionadores,  puesto 
que  el  interdictado  no  puede  comparecer  en  juicio,  ni  ejercitar,  por  regla  ge- 
neral, la  acción  penal  pública,  está  inhabilitado  para  ejercer  el  comercio  é 
intervenir,  administrativa  ó  económicamente,  en  las  compañías  mercantiles  ó 
industríales,  y  cuando  sobreviene  á  uno  de  los  socios,  es  causa  de  disolución 
de  la  compañía.  El  tutor  del  interdictado  tendrá  solo,  no  obstante,  la  admi- 
nistración de  los  bienes  y  la  representación  en  juicio  del  penado  en  la  forma 
y  extensión  establecida  en  los  tres  artículos  preinsertos,  armonizados  con  hs 
disposiciones  de  las  diez  reglas  contenidas  en  la  referida  ley  de  48  de  Junio 
de  1870,  que  ha  dejado  vigentes  el  Código,  y  deben  servirle  de  comple- 
mento en  cuanto  no  se  opongan  á  lo  por  él  establecido. 


CAPÍTULO  IV 
JDe  la  tutela  dativa 


Api.  981.  No  habiendo  tutor  testamentario,  ni  per- 
sonas llamadas  por  la  ley  á  ejercer  la  tutela  Tacante,  co- 
rresponde al  consejo  de  familia  la  elección  de  tutor  en  to- 
dos los  casos  del  art.  200. 

Art.  935S.  El  Juez  municipal  que  descuidare  la 
reunión  del  consejo  de  familia  en  cualquier  caso  en  que 
deba  proyeerse  de  tutor  á  los  menores  ó  incapacitados,  será 
responsable  de  los  daños  y  perjuicios  á  que  diere  lugar  su 
negligencia. 


145.    La  ley  de  Bnjuiciamiento  civil  no  contiene  precepto  espe- 
cial que  determine  la  competencia  para  la  constitución  del  consejo 
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de  familia;  pero  por  eer  esta  una  institución  tutelar  creada  con 
posterioridad  á  dicha  ley,  debe  regularse  la  competencia  por  ana- 
logía, según  lo  establecido  para  la  tutela  y  cúratela:  instituciones 
de  carácter  general  y  únicas  reconocidas  en  aquella  ley  para  com- 
pletar la  personalidad  de  los  menores  y  de  los  incapacitados. — 
5.  10  Marzo  94.— G.  4  Agosto. 

146.  Siendo  el  último  domicilio  del  finado  el  lugar  en  que  tes- 
tó, declarado  así  en  el  testamento  que  otorgara  pocos  días  antes  de 
morir,  la  constitución  del  consejo  de  familia  que  ha  de  amparar  á 
su  menor  hija  compete  al  Juez  de  aquel  lugar,  conforme  á  la  regla 
17  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  atribuye  el 
nombramiento  y  discernimiento  de  los  cargos  de  tutores  y  curado- 
res para  bienes,  y  la  resolución  de  sus  excusas,  en  primer  término, 
al  Juez  del  domicilio  del  padre  cuya  muerte  ocasionase  el  nom- 
bramiento.— S.  10  Marzo  94. — O.  4  Agosto. 


ñ. 


OABADOS  los  cuatro  casos  que  comprende  la  tatela  legítima,  suple- 
toria de  la  testamentaría,  ocupase  el  Código  de  la  tatela  dativa,  supletoria  á 
svL  vez  de  la  legítima,  que  considera  tan  necesaria,  cuanto  que  hace  responsa- 
ble al  Juez  municipal  que  descuidare  la  reunión  del  consejo  de  familia  para 
constituir  aquélla,  de  los  daños  y  perjuicios  á  que  diere  lugar  su  negligencia. 

Con  efecto,  la  capacidad  jurídica  es  inherente  á  la  naturaleza  humana, 
constituyendo  como  la  esencia  de  la  personalidad  con  dos  cualidades:  una 
receptiva  y  otra  de  acción,  ó,  como  suele  decirse  más  impropiamente,  de  de- 
recho y  de  obrar,  referente  la  prímera  á  la  susceptibilidad  de  derechos,  y  la 
segunda  al  ejercicio  de  los  mismos.  Mas,  dada  la  fínitud  de  nuestra  existencia 
y  el  desarrollo  lento  de  nuestras  facultades,  la  capacidad  receptiva  de  dere- 
chos vendrá  en  nuestro  auxilio  desde  las  primeras  manifestaciones  biológicas 
de  ser,  mientras  que  la  capacidad  de  acción,  subordinada  á  nuestro  desenvol- 
vimiento gradual,  queda  suspendida  hasta  el  momento  de  alcanzar  la  plenitud 
de  desarrollo  fijado  en  la  mayor  edad,  y  después  de  ésta,  todavía  vendrán  vi- 
cisitudes á  afectar  más  ó  menos  á  la  integridad  de  la  capacidad  jurídica  ad- 
quirida, como  otras  tantas  restricciones,  que  demanden  el  suplemento  nece- 
sario. 

Y  de  ahí  el  interés  de  la  ley  que,  velando  por  el  orden  en  el  derecho  par- 
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ticular,  realiza  el  orden  público  ó  social.  «Desamparado  fincando  el  mozo  qoe 
íiiese  menor,  de  gnisa  que  su  padre  non  le  oviesse  dado  guardador  en  sa  tea- 
tamento,  nin  oviesse  pariente  cercano  que  le  quissiese  guardar...  los  otros  pa- 
rientes que  heredarían  2l  este  mozo  si  se  mnriesse  sin  testamento^  deben  pedir 
al  Jaez  del  logar  qoe  le  dé  guardador  á  tal  que  sea  baeno  é  rico,  é  que  en- 
tienda qae  lo  rescibe  más  por  pro  del  mozo  que  de  sí  mismo...  E  tal  gaarda* 
dor  como  este  de  que  fablamos  en  esta  ley  (4)  es  llamado  dativo,  que  quier 
tanto  decir  como  dado  por  otorgamiento  del  Juez.» 

Hoy  el  consejo  de  familia  es  en  quien  raiüca  aquella  facultad  judicial,  y  la 
defiere  á  quienes  han  menester  de  la  tutela,  cuyos  pormenores  son  para  trata- 
dos con  los  preceptos  que  siguen,  limitándonos  á  añadir  tan  sólo,  que  se  regi- 
rán por  ellas,  no  sólo  las  prorincias  españolas  no  aforadas,  sino  las  que  se  ri- 
gen por  el  fuero  aragonés,  como  venía  haciéndose  en  esta  materia  respecto 
del  derecho  histórico  (2). 


OAPÍTUl^O    V 

Del  pro  tutor. 


Atí.  933.  Al  consejo  de  familia  corresponde  nom- 
brar protutor  caando  no  lo  hayan  nombrado  los  que  tie- 
nen derecho  á  elegir  tutor  para  los  menores. 

Apt.  934.  El  tutor  no  puede  comenzar  el  ejercicio 
ád  la  tutela  sin  que  haya  sido  nombrado  el  protutor.  £1 
que  dejare  de  reclamar  este  nombramiento,  será  removido 
de  la  tutela  y  responderá  de  los  daños  que  sufra  el  menor. 

Ari.  9S5.  El  nombramiento  de  protutor  no  puede 
recaer  en  pariente  de  la  misma  línea  del  tutor. 


(1)  L«y  12,  tu.  16,  Partida  6.» 

(2)  Consulta  da  la  Fúoalia  dd  Zaragosa,  evacuada  por  el  FUoal  del  Supremo 
en  7  de  Mayo  del  90. 
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Avt.  t930.    El  protutor  está  obligado: 

1  .^  A  intervenir  el  inventario  de  los  bienes  del  menor 
y  la  constitución  de  la  fianza  del  tutor,  cuando  hubiere 
lugar  á  ella. 

2.^  A  sustentar  los  derechos  del  menor,  en  juicio  y 
fuera  de  él,  siempre  que  estén  en  oposición  con  los  inte* 
reses  del  tutor. 

3.^  A  llamar  la  atención  del  consejo  de  familia  sobre 
la  gestión  del  tutor,  cuando  le  parezca  perjudicial  á  la 
persona  ó  á  los  intereses  del  mepor. 

4.^  A  promover  la  reunión  del  consejo  de  familia  para 
el  nombramiento  de  nuevo  tutor,  cuando  la  tutela  quede 
vacante  ó  abandonada. 

5.^  A  .ejercer  las  demás  atribuciones  que  le  señalen  las 
leyes. 

El  protutor  será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios 
que  sobrevengan  al  menor  por  omisión  ó  negligencia  en 
el  cumplimiento  de  estos  deberes. 

El  protutor  puede  asistir  á  las  deliberaciones  del  con- 
sejo de  familia  y  tomar  parte  en  ellas;  pero  no  tiene  de- 
recho á  votar. 


p 


JL  BOTUTOB  es  ana  iiistitación  que  se  ensaya.  Este  personaje  qne  se  in- 
terpone entre  el  tntor  y  el  consejo  de  familia,  viene  á  ejercer  unas  facultades 
uioy  parecidas  á  la  representación  del  Ministerio  fiscal  qae,  atribuidas  al  con- 
sejo de  familia  ó  especialmente  á  algono  de  sos  miembros,  se  habría  realizado 
mejor  el  fía  que  la  ley  persigne  introduciendo  en  el  seno  de  la  familia  una 
persona  extraña  ó  poco  menos,  que  viene  naturalmente  á  no  hacer  nada  bue* 
no,  y  puede  ocasionar  mucho  malo.  También  puede  acontecer,  y  esto  será  lo 
uás  corriente,  que  el  protutor,  á  pesar  de  la  responsabilidad  que  se  le  atribu- 
ye, fiando  en  la  gestión  del  tutor  y  en  la  alta  inspección  de  tantas  personas 
como  componen  el  consejo  de  familia,  descuide  su  intervención,  y  que  pen- 
sando del  mismo  modo  los  unos  y  los  otros  resulten  en  definitiva  burlados  to- 
dos los  propósitos  del  legislador,  como  ocurre  generalmente  en  todas  las  insti- 
tuciones colegiadas. 
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PeiOt  entre  tanto,  el  protator,  según  la  ley,  ejercerá  ana  inspección  per- 
manente vigilando  las  operaciones  del  lator  y  promoviendo  las  deliberaciones 
del  consejo  de  familia,  atento  siempre  á  la  defensa  de  los  intereses  del  menor 
y  del  incapacitado.  Sn  nombramiento  corresponde  únicamente  al  pariente  ó 
exlra&o  qne  designe  en  su  testamento  al  tntor,  y  si  no  lo  hiciere  ó  qaedase 
ese  nombramiento  sin  efecto  por  caalqnier  cansa,  entonces  el  protntor  será 
nombrado  por  el  consejo  de  familia,  puesto  qne  no  pnede  hacerse  por  dispo- 
sición de  la  ley,  como  ocnrre  en  la  tutela  legítima.  El  protntor  es  tan  indispen- 
sable como  el  consejo  de  íamiha,  en  términos^  qne  sin  ellos  no  pnede  comen- 
zar válidamente  el  ejercicio  de  la  tutela,  aun  cuando  ésta  sea  testamentaria  y 
el  testador  prohiba  la  constitución  de  esos  dos  organismos  impuestos  por  la 
ley  sobre  toda  voluntad  particular. 

Cuando  sea  el  consejo  de  familia  quien  nombre  al  protntor,  tendrá  en  cuen- 
ta la  distinta  línea  de  parentesco  con  el  tutor,  en  términos,  que  si  este  fuese 
pariente  del  menor  ó  incapacitado  por  la  línea  paterna,  aquél,  caso  de  paren- 
tesco con  dicho  menor  ó  incapacitado,  lo  será  en  línea  materna,  ó  viceversa. 

El  art.  236  que  nos  ocupa,  señala  las  obligaciones  del  protutor  con  clari- 
dad suficiente  para  hacer  innecesaria  aclaración  alguna,  limitándonos,  por  con- 
siguiente, á  llamar  la  atención  sobre  otros  preceptos  que  pueden  estimarse 
como  otras  tantas  obligaciones  comunes  al  tntor  y  al  protutor,  esparcidas  por 
el  Código  y  corresponden  á  los  artículos  del  mismo  que  llevan  los  números 
239,  24&,  259,  260,  267,  268,  272,  275  números  2.^'  y  S."*,  279  y  280. 


OAPITUI.O    VI 


XDe  las  personeus  Inliábiles  para  ser  tutores 
y  protutoree,  y  de  su  remoción.. 


Ari.  S89.    No  pueden  ser  tutores  ni  protutores: 

1.^    Los  que  están  sujetos  á  tutela. 

2.^  Los  que  hubiesen  sido  penados  por  los  delitos  de 
robo,  hurto,  estafa,  falsedad,  corrupción  de  menores  ó  es- 
cándalo público. 

3.^  Los  condenados  á  cualquier  pena  corporal,  mien- 
tras no  extingan  la  condena. 
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4.^  Loe  que  hubiesen  sido  removidos  legalmente  de 
otra  tutela  anterior. 

5.^  Las  personas  de  mala  conducta  ó  que  no  tuvieren 
manera  de  vivir  conocida. 

6.^    Los  quebrados  y  concursados  no  rehabilitados. 

7.^  Las  mujeres,  salvo  los  casos  en  que  la  ley  las  llama 
expresamente. 

8.^  Los  que,  al  deferirse  la  tutela,  tengsm  pleito  pen- 
diente con  el  menor  sobre  el  estado  civil. 

9.^  Los  que  litiguen  con  el  menor  sobre  la  propiedad 
de  sus  bienes,  á  menos  que  el  padre,  ó  en  su  caso  la  ma- 
dre, sabiéndolo,  hayan  dispuesto  otra  cosa. 

10.  Los  que  adeuden  al  menor  sumas  de  considera- 
ción, á  menos  que,  con  conocimiento  de  la  deuda,  hayan 
sido  nombrados  por  el  padre,  ó  en  su  caso,  por  la  madre. 

11.  Los  parientes  mencionados  en  el  párrafo  segundo 
del  art.  293  y  el  tutor  testamentario,  que  no  hubiesen 
cumplido  la  obligación  que  dicho  artículo  les  impone. 

12.  Los  religiosos  profesos. 

13.  Los  extranjeros  que  no  residan  en  España. 


147.  Infringe  la  recta  aplicación  de  este  articulo,  en  su  núm.  11 
y  el  párrafo  segundo  del  293,  el  tutor  designado  por  la  testadora, 
puesto  que  habiendo  tenido  noticia  del  fallecimiento  de  ésta  y  el 
cargo  que  le  confiara  en  20  de  Septiembre,  no  puso  el  hecho  en  co- 
nocimiento del  Juez  municipal  hasta  el  2  de  Octubre  siguiente»  no 
obstante  haberse  llevado  en  su  compañía  á  la  menor  el  día  si- 
guiente al  fallecimiento  de  la  madre  de  ésta,  incautándose  de  loa 
bienes  de  aquélla,  y  ejerciendo  actos  de  tutor,  á  cuyo  eargo  ya  no 
tiene  derecho.— 5.  1.^  Mayo  9á. — (?.  9  Oct. 

148.  No  se  infringe  la  base  primera  de  las  transitorias  para  la 
aplicación  del  Código  civil,  porque  antes  de  la  publicación  de  éf>te 
no  existia  el  derecho  de  la  menor  á  que  su  tutula  fuera  ejercida 
con  arreglo  á  la  legislación  antigua,  fundada  en  haber  contraído 
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la  madre  de  aquélla  8Ü  segundo  matrimonio  antes  de  la  publica- 
ción del  Código,  toda  vez  que  la  tutela  nació  del  nombramiento 
hecho  por  la  madre  de  la  menor  en  su  testamento  de  20  de  Sep- 
tiembre de  1891,  y  este  hecho,  generador  del  derecho  á  la  tutela, 
ocurrió  después  de  la  publicación  del  Código;  no  teniendo  tampoco 
aplicación  la  base  8.^  de  las  mismas  disposiciones  transitorias,  por- 
que ésta  habla  de  tutores  y  curadores  nombrados  bajo  el  régimen 
de  la  legislación  anterior  y  con  sujeción  á  ella,  y  no  á  los  nombra- 
dos bajo  el  régimen  del  vigente  Código. — S,  i.^  Mayo  94. — G,  9  Oc- 
tubre. 


Ari.  93S.    Serán  removidos  de  la  tutela: 

1.^  Los  que,  después  de  deferida  ésta,  incidan  en  al- 
guno de  los  casos  de  incapacidad  que  mencionan  los  nú> 
meros  l.<>,  2.^,  3.<>,  4.^.  5.^,  6.<^,  8.^  12  y  18  del  articulo 
precedente. 

2.^  Los  que  se  ingieran  en  la  administración  de  la  tu- 
tela sin  haber  reunido  el  consejo  de  familia  y  pedido  el 
nombramiento  de  protutor,  ó  sin  haber  prestado  la  íiansa 
cuando  deban  constituirla,  é  inscrito  la  hipotecaria. 

3.^  Loe  que  no  formalicen  el  inventario  en  el  término 
y  de  la  manera  establecida  por  la  ley,  ó  no  lo  hagan  con 
fidelidad. 

4.^  Los  que  se  condusscan  mal  en  el  desempeño  de  la 
tutela. 


149.  Estando  pendiente  de  reclamación  ante  el  Juzgado  de 
primera  instancia  el  acuerdo  del  consejo  de  familia,  que  declara  la 
nulidad  del  inventario  practicado  por  persona  apoderada  en  forma 
por  el  tutor  sin  la  concurrencia  personal  de  éste,  y  le  señala  el 
plazo  de  tres  dias  para  ultimarlo,  no  puede  dicho  consejo,  sin  es- 
tar resuelto  ejecutcníamente  el  recurso,  fundar  la  remoción  del 
tutor  en  el  núm.  3.^  del  art.  238,  en  relación  con  igual  número 
del  264  del  Código.— 5.  U  Junio  95.— Q.  12  SepL 
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160.  No  tiene  aplicación  el  art.  288  en  su  núm.  4.^,  en  reía- 
ción  con  el  272  del  Código,  cuando  el  hecho  de  haber  vendido  el 
tutor  BÍn  las  formalidades  de  subasta  ciertos  bienes  del  menor  que 
vallan  más  de  4.000  pesetas,  no  lo  estima  probado  la  sentencia,  y 
oontra  esta  apreciación  no  se  utiliza  el  derecho  que  determina  el 
núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  el 
tutor,  que  fué  autorizado  para  la  venta  por  auto  ñrme  del  Juzga- 
do, estuviera  obligado  á  dar  intervención  en  este  acto  al  consejo  de 
familia;  porque  el  hecho  relativo  á  la  formalización  de  inventario 
estaba  pendiente  de  resolución  judicial,  y  la  no  prestación  de 
£anza  amparada  por  una  sentencia  firme  que  declaró  no  estaba 
obligado  el  tutor  á  prestar  la  que  se  le  exigía,  sin  perjuicio  de  que 
en  su  caso,  en  la  forma  debida  y  por  quien  correspondiera,  se  acor- 
dase lo  procedente,  esto  es,  sin  perjuicio  de  la  excepción  del 
caso  2.^  del  art.  260  del  Código.—áf.  14  Junio  95.--G,  12  SepU 


An^t,  tSSO.  El  consejo  de  familia  no  podrá  declarar 
la  incapacidad  de  los  tutores  y  protutores,  ni  acordar  su 
remoción,  sin  citarlos  y  oirlos,  si  se  presentaren. 

ATt,  9JO.  Declarada  la  incapacidad,  ó  acordada  la 
remoción  por  el  consejo  de  familia,  se  entenderá  consen- 
tido el  acuerdo,  y  se  procederá  á  proveer  la  tutela  vacante, 
cuando  el  tutor  no  formule  su  reclamación  ante  los  Tribu- 
nales dentro  de  los  quince  días  siguientes  al  en  que  se  le 
haya  comunicado  la  resolución. 

.trt.  üll.  Cuando  el  tutor  promueva  contienda  ju- 
dicial, litigará  el  consejo  á  expensas  del  menor;  pero  po- 
drán ser  personalmente  condenados  en  costas  los  Vocales, 
f^i  hubiesen  procedido  con  notoria  malicia. 

itri.  949.  Cuando  la  resolución  del  consejo  de  fa- 
milia sea  favorable  al  tutor  y  haya  sido  adoptada  por  una- 
nimidad, no  se  admitirá  recurso  alguno  contra  ella. 
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.%rt.  943.  Si  por  causa  de  incapacidad  no  entrare 
el  tutor  en  el  ejercicio  de  8u  cargo,  el  consejo  de  familia 
proveerá  á  loa  cuidados  de  la  tutela  mientras  se  resuelve 
definitivamente  sobre  el  impedimento. 

Si  el  tutor  hubiese  ya  entrado  en  el  ejercicio  del  car- 
go, y  el  consejo  de  familia  declarare  la  incapacidad  ó  acor* 
daré  la  remoción  del  tutor,  las  determinaciones  que  adop- 
te para  proveer  á  los  cuidados  de  la  tutela,  en  el  caso  de 
promoverse  litigio,  no  podrán  ejecutarse  sin  la  previa 
aprobación  judicial. 


k 


.A  delicada  misión  qne  están  llamados  á  desempeñar  los  tntores  y  protn- 
toresy  exige  en  éstos  el  concurso  de  determinadas  cualidades  qne  garanticen 
el  fíel  eomplimiento  de  aqnélla,  referentes,  nnas  á  sa  capacidad  jnrídica,  otras 
á  Sil  rhietitnd  de  obrar,  otras  á  sn  concepto  civil,  otras  al  desinterés  per- 
sonal, etc.,  comprendidas  en  los  trece  números  del  art.  237,  sin  qne  á  nadie 
orf:rra  dificultad  en  sn  procedencia  y  observancia,  porque  si  bien  autores 
ilQ!ilradisimos  consideran  que  la  prohibición  impuesta  á  las  mujeres  pugna 
eoi  permitirles  por  otra  parte  la  patria  potestad  y  que  hay  antagonismo 
entre  tal  facultad  y  tal  prohibición,  creemos  no  existe  semejante  motivo 
desde  que  se  considere  que  la  patria  potestad  es  hija  de  la  naturaleza,  y  la  tu- 
tela, de  la  ley;  que  el  cuidado  que  la  madre  prodiga  al  hijo,  es  consecuencia 
aatnral  del  amor  que  le  tiene,  y  para  nada  entran  más  factores  que  el  senti- 
cniento,  mientras  que  el  cuidado  de  la  tutela  se  inspira  en  el  cálculo,  en  el 
buen  deseo,  en  una  mera  afección,  en  el  cumplimiento  de  un  deber;  pero  esos 
coi^lados  y  atenciones  que  concurren  en  la  mujer  madre,  no  es  fácil  los  tenga 
la  mujer  tutora.  Además,  la  dependencia  de  ésta,  ya  de  la  autoridad  paterna 
aan  después  de  la  emancipación,  ya  de  la  potestad  marital,  ya  de  su  debili- 
dad y  flaquezas  orgánicas,  la  dificultan,  cuando  no  la  imposibilitan,  para  el 
buen  desempeño  de  un  cargo  con  tan  múltiples  atenciones. 

Y  como  las  causas  aludidas  pueden  sobrevenir  al  tutor  durante  su  ejerci- 
eio,  6  no  ser  conocidas  a  priori,  6  sobrevenir  otras  por  incumplimiento  de 
sos  deberes,  el  Código,  en  el  art.  S38,  puntualiza  las  causas  de  remoción, 
eoDcediendo  al  consejo  de  familia  la  facultad  de  declarar  aquellas  incapacida- 
des y  de  acordar  la  remoción  del  tutor  y  del  protutor  en  quienes  concurran, 
previa  su  citación  y  audiencia  si  se  presentaren,  sin  que  sirva  de  obstácuU  á 
sos  resoluciones  la  no  comparecencia  del  citado,  si  lo  fué  debidamente,  para 
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acordar  la  remoción,  que  deberá  ser  fondada  en  hechos  y  consideraciones  ade* 
eaadas  y  notificársele  personalmente.  Si  la  remoción  correspondiese,  no  sólo 
al  tutor  y  prointor,  sino  que  fuese  extensiva  á  todos  los  vocales  del  cons*'jo« 
parece  procedente  que,  puesto  el  heeho  en  conocimiento  del  Juez  municipal, 
acuerde  éste  la  constitución  de  nuevo  consejo  de  familia,  el  cual,  á  sa  vez» 
designará  los  que  deban  reemplazar  á  aquéllos. 

La  tutela  de  un  menor,  constituida  bajo  el  imperio  de  nuestra  antigua  le* 
gislación  civil,  ha  de  ser  ejercida,  después  de  publicado  y  vigente  el  Código, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  éste,  según  la  8.^  de  las  transitorias  del 
mismo,  por  lo  que,  el  tutor  anteriormente  nombrado,  al  comenzar  á  regir  di- 
cho Código,  debió  abstenerse  de  intervenir  en  la  administración  de  ta  tutela 
hasta  que  se  constituyese  el  consejo  de  familia  y  nombrase  el  protutor;  mas  si, 
lejos  de  ello,  continuó  ejerciendo  el  cargo  hasta  que,  abandonando  al  menor, 
se  trasladó  al  extranjero,  tan  ilegal  proceder  debió  motivar  el  nombramiento 
del  consejo,  mediante  solicitad  de  cualquiera  de  los  llamados  á  formar  parte 
de  él,  y  así  normalizada  la  tutela,  hubiera  sido  factible  cumplir  el  precepto 
del  artículo  que  nos  ocupa,  procediendo  á  la  consiguiente  remoción  del  tutor 
testamentario,  previa  su  citación  y  oyéndole  si  se  presentare,  conforme  al  ar- 
tículo 239,  hecho  lo  cual,  habría  llegado  el  caso  de  la  indicada  remoción  y  de 
proveer  á  la  tutela  vacante,  á  tenor  del  art.  S40,  porque  de  no  observarse 
ambos  preceptos,  y  por  la  ausencia  del  tutor  testamentario,  el  consejo  hace  el 
nombramiento  de  otro,  tal  inobservancia  motiva  la  situación  de  que  el  menor 
tenga  un  tutor  testamentario  y  otro  dativo,  contra  el  espíritu  y  letra  de  los 
artículos  204  y  S3 4,  y  los  actos  del  segando,  ínterin  no  sea  removido  el  prí* 
mero,  son  nulos  (4). 

La  impugnación  que  paeda  hacer  el  tutor  ó  el  protutor,  removido  dentro 
del  plazo  de  quince  días,  será  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  ante  el  ¡ 

Juez  de  primera  instancia  del  partido,  el  caal,  si  ai  resolver  en  definitiva  im- 
pusiese las  costas  personalmente  á  los  vocales»  se  entenderán  impuestas  sólo 
á  aquellos  que  dieron  su  voto  en  pro  del  acuerdo  recurrido  y  desestimado, 
autorizado  con  su  firma. 

Se  entiende  que  se  ha  adoptado  por  unanimidad  el  acuerdo  del  consejo  do 
familia,  á  los  efectos  del  art.  S4t,  cuando  han  asentido  á  él  todos  los  asisten- 
les,  aun  cuando  hayan  dejado  de  asistir  algunos  vocales,  porque  no  exigiéa-  y 

dose  que  concurran  todos,  es  evidente  que  habrá  unanimidad  si  están  confor- 
mes todos  los  que  asistan. 

Por  ultimo,  mientras  se  resuelve  definitivamente  sobre  la  incapacidad  del 


(1)    B.  de  la  D.,  17  Mano  W.^0.  15  /unió. 
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tator  qtie  no  bebiese  entrado  en  el  ejercicio  del  cargo,  si  hubiese  protutor 
designado,  éste  suplirá  á  aqaéi  en  los  actos  que  el  consejo  de  familia  le  seña- 
le, continuándose  entre  el  consejo  y  protutor  el  cumplimiento  de  los  deberes 
propios  de  la  tutela  hasta  que  ésta  quede  resuelta  definitivamente;  mas  si  el 
tDtor  de  que  se  trata  hubiere  entrado  en  su  ejercicio,  continuará  encargado  de 
la  tutela  mientras  dure  el  pleito,  sin  peijuicio  de  los  acuerdos  que  adopte  e) 
consejo  en  casos  extraordinanos  durante  el  litigio,  para  cuya  ejecución  será 
precisa  la  aprobación  judicial. 


CAPÍTULO  VII 


IDe  las  excusas  de  la  tutela  y  protutela. 


itrá.  tS44.  Pueden  excusarse  de  la  tutela  y  protu- 
tela: 

1.^    Los  Ministros  de  la  Corona: 

2.^  Los  Presidentes  de  los  Cuerpos  Colegisladores,  del 
Consejo  de  Estado,  del  Tribunal  Supremo,  del  Consejo 
Snpremo  de  Guerra  y  Marina  y  del  Tribunal  de  Cuentas 
del  Reino. 

3.^    Los  Arzobispos  y  Obispos. 

4.^  Los  Magistrados,  Jueces  y  funcionarios  del  Minis- 
terio fiscaL 

5.^  Los  que  ejerzan  autoridad  que  dependa  inmedia- 
tamente del  Gobierno. 

6.*    Los  militares  en  activo  servicio. 

7.^    Los  eclesiásticos  que  tengan  cura  de  almas. 

8.^  Los  que  tuvieren  bajo  su  potestad  cinco  hijos  le- 
gltimoB* 

9.^  Los  que  fueren  tan  pobres  que  no  puedan  atender 
á  la  tutela  sin  menoscabo  de  su  subsistencia. 

10.    Los  que  por  mal  estado  habitual  de  su  salud,  6 
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por  no  saber  leer  ni  escribir,  no  pudieren  cnmplir  bien 
los  deberes  del  cargo. 

11.  Los  mayores  de  sesenta  años. 

12,  Los  que  fueren  ya  tutores  ó  protutores*  de  otra 
persona. 

Ik^t,  !945.  Loe  que  no  fueren  parientes  del  menor 
ó  incapacitado,  no  estarán  obligados  á  aceptar  la  tutela, 
si,  en  el  territorio  del  Tribunal  que  la  defiere,  existie- 
ren parientes  dentro  del  sexto  grado  que  puedan  desem- 
peñar aquel  cargo. 

A^t.  94B.  Los  excusados  pueden,  á  petición  del 
•tutor  ó  protutor,  ser  compelidos  ¿  admitir  la  tutela  luego 
que  hubiese  cesado  la  causa  de  la  exención. 

Ari.  94 V.  No  será  admisible  la  excusa  que  no  hu- 
biese sido  alegada  ante  el  consejo  de  familia  en  la  reunión 
dedicada  á  constituir  la  tutela. 

Si  el  tutor  no  hubiere  concurrido  á  la  reunión  del  con- 
sejo, ni  tenido  antes  noticia  de  su  nombramiento,  deberá 
alegar  la  excusa  dentro  de  los  diez  días  siguientes  al  en 
que  éste  le  hubiese  sido  notificado. 

Ari.  94KS.  Si  las  causas  de  exención  fueren  poste- 
riores á  la  aceptación  de  la  tutela,  el  término  para  ale- 
garlas empezará  á  contarse  desde  el  dia  en  que  el  tutor 
hubiese  tenido  conocimiento  de  ellas. 

Art.  ft4k9.  Las  resoluciones  en  que  el  consejo  de 
familia  desestime  las  excusas,  podrán  ser  impugnadas 
ante  los  Tribunales  en  el  término  de  quince  dias. 

El  acuerdo  del  consejo  de  familia  será  sostenido  por 
éste  á  expensas  del  menor;  pero  si  fuere  confirmado,  de- 
berá condenarse  en  costas  al  que  hubiere  promoyido  la 
contienda. 
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Art.  )B50*  Durante  el  juicio  de  excusa,  el  que  la 
proponga  estará  obligado  á  ejercer  su  cargo.  No  hacién- 
dolo así,  el  consejo  de  familia  nombrará  persona  que  le 
sustituya,  quedando  el  sustituido  responsable  de  la  ges- 
tión del  sustituto  si  fuere  desechada  la  excusa. 

Art.  tS5i.  £1  tutor  testamentario  que  se  excuse  de 
la  tutela,  perderá  lo  que  voluntariamente  le  hubiese  de- 
jado el  que  le  nombró. 


ESDE  los  más  antiguos  Códigos  viene  distinguiéndose  la  incapaeidad  de 
la  excusa.  La  primera,  á  modo  de  impedimento  dirímente,  annla  el  nombra- 
miento; la  segnnda  reconoce  sn  validez,  pero  permite  á  la  persona  nombrada 
alegar  las  cansas  de  la  imposibilidad  del  desempeño:  «escnsanse  los  ornes  q«e 
son  dados  por  guardadores  de  los  hnerfanos  é  de  sns  bienes,  poniendo  razones 
ciertas  ante  sí,  é  guisadas,  porqne  muestran  que  non  se  han  de  trabajar  de  la 
guarda  dellos»  (K),  y  estas  cansas,  y  el  efeeto  de  su  eonenrrencia,  son  precisa- 
mente toda  la  materia  comprendida  en  los  ocho  artículos  preinsertos,  de  enyo 
estadio  se  desprenden  las  consideraciones  que  pasamos  á  exponer. 

El  desaliño  con  que  generalmente  están  redactados  los  preceptos  del  Código 
ocasionan  dos  aclaraciones  indispensables  en  los  que  ahora  nos  ocupan:  fa 
primera  corresponde  al  art.  246,  en  donde  se  dice  «en  el  territorio  del  Tribv- 
nal  que  la  defieren— la  tutela;— y  como  ésta,  según  el  art.  204,  no  se  defiere 
por  ningún  Tribunal^  es  evidente  que  no  habría  en  el  mapa  territorio  cono- 
cido. Parece  que  ha  querido  referirse  al  territorio,  ó  sea  al  partido  del  Juz- 
gado de  primera  instancia,  en  donde,  según  el  art.  288,  radica  el  Registro  de 
las  tutelas;  y  así  creemos  debe  ser  entendido  por  todos.  En  sn  consecuencia, 
será  fácil  conocer  el  sentido  del  artículo  que,  buscando  eompensaeiones  pro* 
bables,  permite  al  extraño  excusarse  de  la  carga  de  la  tutela  cuando  algúa 
pariente  del  pupilo,  dentro  del  cuarto  grado,  existiere  en  el  partido  judicial  y 
pudiera  desempeñarla,  á  favor  del  cual  subsistirá  la  probabilidad  de  la  heren- 
cia intestada  de  aquél,  inconciliable  respecto  del  extraño. 

Otra  falta  de  precisión  contiene  la  redacción  del  art.  248,  aludiendo  á  un 
plazo  que  no  designa  suficientemente,  y  que  puede  inducir  á  error,  entre  el  de- 
signado en  el  que  le  precede  y  el  que  se  consigna  en  el  subsiguiente;  error 

(1)     Proemio  del  tit.  17,  Pürtida  6.' 
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q«e  ¥6mos  cometido  por  algún  comentariMa,  y  qae,  con  mayor  facilidad,  po- 
drán iucarrir  en  él  los  vocales  del  consejo,  y  el  tntor  y  prototor,  menos  versa- 
dos en  deresbo.  La  dada  se  resolvería  fácilmente,  relacionando  el  artícnlo 
aludido  con  el  qne  le  antecede,  qoe  es  lo  jnsto,  y  por  lo  tanto,  el  término  dn 
diei  días,  contados  desde  el  signienle  al  en  qne  se  háblese  notificado  al  tutor 
SQ  nombramiento  hecho  por  el  consejo  de  familia,  para  manifestar  la  excnsa*- 
aerá  ignalmente  de  diez  días,  cnando  la  cansa  de  la  excusa  inese  posterior,  de- 
biéndoae  contar  entonces  desde  el  en  que  hubiese  tenido  conocimiento  de  di- 
cha cansa. 

Claro  está  qne  como  las  excusas  provienen  de  estados  transitorios  en  su 
mayor  parte,  cuando  ese  estado  se  modifica  y  la  causa  desaparece,  dejará  de 
producir  el  efecto,  y  por  ello,  á  instancia  del  tutor  ó  del  protntor,  podrá  ser 
nnevamente  designado  el  que  se  excusó.  Por  otra  parte,  cuando  en  la  persona 
del  lator  concurran  varias  de  las  cansas  comprendidas  en  el  art.  S44,  como 
todas  ellas  tienen  igual  eficacia,  deberán  ser  alegadas  en  un  mismo  acto,  y  de 
esta  manera,  al  no  considerarse  procedentes  las  primeras,  podría  ser  estimada 
taalqniera  de  las  últimas,  al  efecto  apetecido. 

Si  el  consejo  de  familia  desestimare  la  excusa  del  tutor  ó  protntor  y  se 
bilúese  de  impugnar  su  acuerdo  ante  los  Tribunales,  será  competente  el  Juez 
da  mimera  instancia,  del  partido  á  que  alnde  el  art.  188,  y  la  contienda,  según 
la  más  común  opinión  de  los  intérpretes,  deberá  acomodarse  al  procedimiento 
establecido  para  los  incidentes,  durante  el  cual  segnirá  el  recurrente  en  el  ejer- 
cicio  de  sa  cargo,  y  en  caso  contrario,  podrá  ser  sustituido  en  la  forma  y  bajo 
la  responsabilidad  impuesta  en  el  art.  850.  - 

Sí  el  tutor  testamentario  fuere  el  que  se  excusa,  perderá  la  herencia  ó  le* 
gado  voluntario  hecho  á  su  favor,  á  menos  que  el  testador,  previendo  el  caso^ 
linbiese  dispuesto  lo  contrario,  porque  de  otro  modo  se  entenderá  que  renun- 
cia el  beneficio  quien  elude  la  obligación;  debiendo  añadir  que,  aun  cuando 
el  att.  851,  á  que  nos  referimos,  nombra  sólo  al  tutor,  deberá  considerarse 
extensivo  ignaln^nte  al  protutor  nombrado  en  testamento,  puesto  que  nin- 
gana  razón  se  nos  alcanza,  ni  son  de  estimar  las  qne  hemos  visto  expuestss 
ea  contrario,  para  levantar  una  tan  profunda  distinción,  precisamente  en  el 
ponto  de  más  analogía  que  existe  entre  ano  y  otro  factor  de  la  tutela,  como  á 
oMiyor  ahondamiento  lo  da  á  entender  así  el  epígrafe  inicial  del  capítulo.^ 
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CAPÍTULO  vni 

IDel  afLaTizamiento  de  la  tutela. 


Awt.  9S9.  El  tutor,  antes  de  que  se  le  defiera  el 
caigo,  prestará  fianza  para  asegurar  el  buen  resultado  de 
su  gestión. 

Awt.  958.  La  fianza  deberá  ser  hipotecaria  ó  pigno- 
raticia. 

Sólo  se  admitirá  la  personal  cuando  fuere  imposible 
constituir  alguna  de  las  anteriores.  La  garantía  que  pres- 
ten los  fiadores  no  impedirá  la  adopción  de  cualesquiera 
determinaciones  útiles  para  la  conservación  de  los  bienes 
del  menor  ó  incapacitado. 

Ari.  9&4.    La  fianza  deberá  asegurar: 

1.^  El  importe  de  los  bienes  muebles  que  entren  en 
poder  del  tutor. 

2.^  Las  rentas  ó  productos  que  durante  un  año  rindie- 
ren los  bienes  del  menor  ó  incapacitado. 

3.^  Las  utilidades  que  durante  un  año  pueda  percibir 
el  menor  de  cualquiera  empresa  mercantil  ó  industrial. 

Api.  955.  Contra  los  acuerdos  del  consejo  de  fa- 
milia señalando  ísl  cuantía  ó  haciendo  la  calificación  de 
la  fianza,  podrá  el  tutor  recurrir  é  los  Tribunales;  pero 
no  entrará  en  posesión  de  su  cargo  sin  haber  prestado  la 
que  86  le  exija. 


151.    No  infringe  los  artículos  288,  núm.  2.^,  en  relación  con 
fi  265  del  Código,  la  sentencia  qae  declam  no  haber  lugar  á  la  re- 


•  _ 
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moción  de  un  tutor,  á  pesar  de  que  éste  entrara  en  la  tutela,  ven- 
diese bienes  y  se  alzare  de  acuerdos  del  consejo  de  familia,  sin  ha- 
ber prestado  fianza,  cuando  no  existe  en  el  tutor  la  obligación  de 
constituirla  por  haber  sido  relevado  de  ella  por  el  testador,  puesto 
que  no  puede  ser  fundamento  de  un  recurso  el  incumplimiento  de 
una  obligación  que  no  tiene  existencia  legal. — S.  14  Junio  95. — 
G.  12  Sept. 


Art.  956.  Mientras  se  constituye  la  fianza,  el  pro- 
tutor ejercerá  los  actos  administrativos  que  el  consejo  do 
familia  crea  indispensables  para  la  conservación  de  loa 
bienes  y  percepción  de  sus  productos. 


D, 


E8DS  qae  por  el  derecha  remano  se  exigió  á  loa  guardadores  la  prca» 
tación  de  fianza,  pnede  decirse  que  no  ha  sufrido  intemipeión  la  doctrina  re- 
lativa á  asegurar  los  bienes  del  sometido  á  tutela.  Habrá  variado,  como  ha 
ocurrido,  la  forma  de  garantizar;  pero  no  ha  sufrido  alteración  la  esencia  de 
la  garantía. 

Ahora  bien:  estas  garantías  que  el  derecho  romano  estableció  y  que  las 
leyes  de  partida  sostuvieron,  fueron  tan  deficientes,  tan  indeterminadas  y  casi 
ilusorias,  que  para  compensar  su  irrealización  fué  necesario  establecer  la  res- 
titución in  itUegrum.  No  merecen  realmente  culpa  los  jurisconsultos  roma- 
nos y  los  legisladores  de  la  Edad  Media.  Las  deficiencias  del  sistema  hipote- 
cario eran  muchas;  la  incertidumbre  de  los  derechos  que  declaraba,  confirma- 
ban el  summum  jus^  summa  injuria^  porque  al  querer  extender  la  fiania  á 
todos  los  bienes  «habidos  y  por  haber»  del  guardador,  y  si  constituía  des  6 
más  obligaciones,  y  en  todas  quedaban  los  bienes  sujetos,  dicho  se  está  que 
nada  quedaba  garantido,  confiado  todo  á  la  eventualidad  del  porvenir,  y  aólo 
venía  á  resultar  la  obligación  personal  del  obligado  más  bien  que  la  real  de 
la  hipoteca. 

Necesitaba  de  reformas  un  sistema  tan  deficiente,  y  para  satisfacer  esat 
apremiantes  necesidades  apareció  la  ley  Hipotecaria  girando  entre  los  dos  pa- 
los de  la  especialidad  y  de  la  publicidad^  adaptando  las  medidu  conducentes 
4  que  la  hipoteca,  que  habrá  de  ser  especial  y  pAbllea,  fuese  inscrita,  y  lo- 
mando precauciones  para  que  no  quedara  eludido  el  precepto  de  la  ley,  coa* 
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«ignó  ésta  en  su  art.  468:  «Se  establece  Mpoteca  legal; ...  Coarto.  En  üvor 
de  los  menores  6  incapacitados,  sobre  los  bienes  de  sns  tutores  y  enradon», 
por  los  qae  éstos  hayan  recibido  de  ellos,  y  por  la  responsabilidad  en  qne  in- 
corrieren.»  Desarrollando  esta  teoría,  consigna  el  art.  244  de  la  misma:  «Loa 
tutores  ó  caradores  obligados  á  dar  fianza,  deberán  constituir  hipoteca  espe- 
cial á  favor  de  las  personas  que  tengan  bajo  su  guarda,  con  sujeción  á  lo  dis- 
puesto en  el  ü't.  3.^  párrafo  S.®,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.» 

El  fin,  por  lo  tanto,  del  art.  251  del  Código,  es  impedir  el  ejercicio  de  la 
tutela,  sin  que  exista  garantía  suficiente  para  responder  á  los  perjuicios  que 
puedan  ocasionarse  á  los  sometidos  á  aquel  poder,  como  consecuencia  nata- 
ral  de  la  calidad  de  administrador  que  el  tutor  tiene,  si  bien  esta  obiigacióa 
está  subordinada  á  las  excepciones  establecidas  en  el  art.  260,  que  debe  comí- 
derarse  como  complemento  del  252. 

Una  incorrección  gramatical  de  este  artículo,  en  cuanto  á  la  siguí  fícación 
del  verbo  «deferir»,  establece  cierta  incongruencia  con  laque  se  le  atribuye 
en  el  art.  204.  Seg:ún  éste,  la  tutela  se  defiere  por  testamento,  por  la  ley  y  por 
el  consejo  de  familia,  esto  es,  que  el  deferimiento  está  limitado  al  ejercicio  de 
la  facultad  de  nombrar  el  tutor;  y  en  el  art.  252  se  exige  la  presbtción  <le 
íiansa  antes  de  que  se  le  defiera  el  cargo,  lo  cual,  relacionado  con  lo  anterior, 
es  un  verdadero  absurdo,  como  lo  es  también  lo  expresado  con  motivo  del 
mismo  verbo  en  el  art.  245,  suponiendo  un  Tribunal  que  defiere  la  tutela,  se- 
gún demostramos  allí. 

Por  consiguiente,  hay  que  convenir  en  que  lo  que  quiere  decir  el  precepto 
que  ahora  nos  ocupa,  es  que  el  tutor,  antes  que  se  le  discierna  el  cargo  ó  po- 
sesionarse de  él,  prestará  fianza...,  etc. 

En  ésta  se  separa  el  Código  de  la  doctrina  que  estableció  la  ley  Hípoieea- 
ría  para  cauterizar  la  llaga  abierta  por  las  hipotecas  tácitas,  por  la  fianza  per- 
sonal  y  por  todos  los  males  qne  producía  el  sistema  de  indeterminado»  y  ocul- 
taciones. No  nos  habría  extrañado  que  el  Código  dijese:  «La  fianza  será  hipo- 
tecaría; mas  si  el  tutor  carece  de  bienes  inmuebles  ó  fuesen  insuficientes  loa 
^e  tuviere  para  constituirla,  entonces  podrá  adoptarse  la  pignoraticia  por  la 
totalidad  de  su  importe,  ó  por  la  diferencia,  en  su  caso.  Sólo  se  admitirá  la 
personal...,  etc.»  Así  la  fianza  pignoraticia  serríría  para  snplir  la  deficiencia 
de  la  hipotecaría,  mientras  que,  en  la  forma  como  está  redactado  el  art.  253, 
es  potestauva  la  f&cultad  de  constituir  una  ú  otra,  y  se  le  da  el  mismo  efecto,, 
lo  cual  resulta  una  desviación  de  la  ley  Hipotecaría;  y  si  por  ella  se  üarna  hi- 
poteca legal,  porque  se  constituye  por  obra  de  la  misma  ley  en  cumplimiento 
de  un  fio  social,  por  más  que  garantice  derechos  individuales,  con  «gual  razdn 
deberá  llamarse  «pignoración  legal»  la  que  se  constituya  para  garantir  los  de- 
rechos de  loe  menores  ó  incapacitados. 
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Por  otra  parle,  el  precepto  alndido  abra  ancha  poerta  y  facilita  el  diseer* 
nimienio,  y,  por  consigoiente,  el  ejercicio  de  la  totela  á  la  persona  elegida  que 
reaoa  coalidades  morales  estimables;  pero  en  cambio  demanda  de  parte  del 
^romtur  y  del  -consejo  de  familia  una  atención  constante  sobre  los  actos  deí 
lotor  á  qnien  tan  liberalmente  se  le  permite  el  afianzamiento  de  su  cargo. 

Verdad  es  que  contra  lo»  acuerdos  del  consejo  sobre  la  cuantía  de  la  fianza 
y  so  earfícaci6Q  puédese  recurrir  ante  los  Tribunales,  según  el  art.  255,  por 
el  tutor,  si  la  juzga  excesiva,  y  aun  por  el  protutor,  si  la  estima  insuficiente; 
peto  «it«9  recorso  deja  en  suspenso  la  entrada  del  tutor  elegido,  á  menos  que 
se  eonfoitne^  mientras  se  resuelve  la  contienda,  á  prestar  provisionalmente  la 
tUiísa  que  el  consejo  crea  bastante,  lo  cual  no  será  muy  fácil,  aun  coando  con- 
lieeo  la  virtualidad  de  la  resolución  judicial.  ¡De  todas  suertes,  el  fin  que  se 
ptirsigue  por  la  ley,  es  evitar  que  sin  la  prestación  de  la  fianza  lleguen  á  ma- 
nes del  tutor  intereses  del  pupilo. 

Mzn  eemo  puede  ocurrir  que  por  tales  cuestiones  ü  otras  diferentes  se  de- 
Biore  ia  prestación  de  la  fianza  y  la  entrada  del  tutor  en  el  ejercicio  de  su 
cai^o,  el  art.  S56  provee  á  esta  necesidad  echando  mano  del  tutor;  pero  sólo 
para  que  intervenga  en  los  actos  administrativos  que  el  consejo  de  familia 
craa  indispensables  para  la  conservación  de  los  bienes  y  percepción  de  sus  pro- 
dvelos.  Has  si  entretanto  el  menor  ó  incapacitado  necesitare  comparecer  en 
joteio  ó  personarse  en  autos,  eomo  es  caso  distinto  del  previsto,  y  no  lo.ro» 
iseiven  tampoco  los  artículos  203, 236  y  243,  el  Ministerio  fiscal  será,  á  núes» 
tro  entender,  quien  deba  suplir  entretanto  la  incapacidad,  representando  en 
juicio  al  pupilo  dentro  de  ese  período  transitorio,  por  analogía  con  lo  dis* 
joe&lo  en  el  art.  223  y  nüm.  3.o  del  215  del  Código. 


Ari*  957*  La  fianza  hipotecaria  será  inscrita  en  el 
Begistro  de  la  propiedad.  La  pignoraticia  se  constituirá 
depositando  los  efectos  ó  valores  en  los  establecimientoe 
públicos  destinados  á  este  fin. 

ilrt.  1B58.  Deberán  pedir  la  inscripción  ó  el  de- 
pósito: 

!•«    El  tutor. 

2.^    El  protutor. 

8.^  Cualquiera  de  los  vocales  del  consejo  de  familia. 
Los  que  omitieren  esta  diligencia  serán  responsablcB 
de  los  daños  y  perjuicios. 
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/%ri.  9¿^0.    La  fianza  podrá  aumentarse  ó  disininmr- 

se  durante  el  ejercicio  de  la  tutela,  según  las  vicisitudes 
que  experimente  el  caudal  del  menor  ó  incapacitado  y  Iob 
valores  en  que  aquélla  esté  constituida. 

No  se  podrá  cancelar  totalmente  la  fianza  hasta  qae« 
aprobadas  las  cuentas  de  la  tutela,  el  tutor  baya  extinguí- 
do  todas  las  responsabilidades  de  su  gestión. 


D, 


E  nada  serviría  fa  obligaeióii  de  afianzar  impaesta  á  los  tatores  si  no  que- 
dase eficaztnente  constituida  la  fianza.  Por  eso  los  tres  artícalos  qae  aiiie€«Ni<>(ii 
establecen  la  forma  en  qne  deberá  llevarse  á  cabo,  lu  personas  qae  c^ebcfáft 
pedirla  y  las  vicisitndes  qoe  pneda  safrir  hasta  sn  cancelación. 

£1  primero  de  dichos  artíenlos,  copiado  del  SI3  del  proyecto  de  Cddigo 
de  4  881,  dispone  la  inscripción  de  la  fianza  hipotecaria  en  el  Registro  y  el  d*- 
pósito  de  los  valores  de  la  pignoraticia,  á  propósito  de  lo  caal  recorlaremoi^ 
qoe  el  acta  de  constitución  de  esta  clase  de  hipoteca  deberá  contener  determi- 
nados leqnisitos  para  qae  paeda  llenar  so  objeto  complidamente,  qua  m>ii  Io« 
comprendidos  en  el  art.  451  del  Reglamento  general  diotado  para  la  ej^coción 
de  la  ley  Hipotecaria  qoe,  como  anterior  al  consejo  de  familia,  no  lo  compren- 
de; pero  deberán  entenderse  aloslvas  á  él  las  referencias  qoe  contiene  al  inex  d 
Tribunal  y  á  otros  funcionarios.  Y  en  cnanto  al  depósito  de  tos  efectos  y  va- 
lores, deberá  tenerse  en  coenta  que,  si  son  públicos,  la  Caja  sneorsa!  de  Depó- 
sitos de  la  provincia  es  hoy  la  tínica  aotorizada  para  ello,  mientras  los  moe* 
bles,  alhajas  y  demás  objetos  dados  en  fianza  deberán  depositarse  en  la  per- 
sona y  con  las  fegorídades  qoe  el  consejo  de  familia  estime  convenientes. 

La  obligación  de  qoe  dichas  operaciones  se  lleven  á  efecto  está  ainbaida 
en  el  art.  258,  por  sa  orden,  al  totor,  al  prototor  y  á  coalqoiera  de  los  voca- 
les del  consejo,  encamando  en  el  concepto  jnrídico  del  art.  6.**  de  la  ley  IR- 
poteeana,  qoe  atriboye  tal  facultad^  indistintamente,  al  qoe  tranaoúte  el  dere> 
eho,  al  qoe  lo  adquiere,  al  qoe  tenga  la  representación  legítima  de  coalquíera 
de  ellos,  y  al  qoe  tenga  interés  en  asegorar  el  derecho  qoe  se  trata  de  iasGtt- 
bir,  base  esencial  de  la  garantía  qoe,  á  modo  de  la  promolgación  de  las  leyes 
para  qoe  obligoen,  es  la  inscripción,  qoe,  en  el  hecho  de  ser  pública,  equiva- 
le á  la  notificación  á  la  Sociedad  de  la  existencia  de  on  dereeho  á  favor  de 
determinada  persona;  debiendo  añadir,  qoe  para  el  efecto  de  pedir  la  Inseríp* 
cite,  según  el  referido  artv  6  o,  $on  hábiles:  el  padre  ó  la  madre,  por  el  bijo 
4Be  esté  bajo  so  potestad;  el  marido,  por  la  miúer;  el  totor,  y  aon  el  mand»- 
tarioi  aonqoe  el  mandato  sea  verbal  ó  tácito.  Los  gastos  qae  ocasiooe 
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ét  tmmu  de  los  otorgtntes;  y  si  el  otorgamiento  faese  en  el  extranjero,  el 
agente  español,  diplomático  ó  consolar,  remitirá  los  documentos  al  Ministerio 
do  £stado,  qoien  los  pasará  al  de  Gracia  y  Jastida  para  el  corso  correspon- 
diente. 

Si  la  escrílora  hipotecaria  adoleciese  de  algún  defecto  qne  motivase  la  ne- 
l^tiva  del  Registrador  á  inscribirla,  podrán  entablar  el  recurso  gubernativo 
por  su  orden  los  obligados  á  pedir  su  inscripción,  y  si  lo  hiciere  el  tutor  ó  el 
protutor,  deberán  obtener  al  efecto  el  consentimiento  del  consejo  de  familia, 
M'füdo  motivo  de  responsabilidad  al  pago  de  daños  y  perjuicios  causados  al 
pupilo,  la  omisión  de  los  aludidos  en  pedir  la  inscripción  ó  el  depósito,  cuya 
responsabilidad  la  irán  asumiendo  sucesivamente  hasta  que  se  realice  la  ins- 
«ripeióB  ó  é\  depósito. 

£1  art.  159  no  establece  responsabilidad  alguna  por  el  descuido  en  procn- 
r¿tr  el  aumento  de  fianza  cuando  las  vicisitudes  del  caudal  administrado  ó  las 
ffe  los  bienes  que  constituyen  la  garantía  lo  hagan  racionalmente  preciso; 
pero  es  indudable  que  prestarán  la  culpa  dimanada  generalmente  del  inenm- 
^ai  miento  de  las  obligaciones. 


Ari.  900.  Están  exentos  de  la  obligación  de  afian- 
zar la  tutela: 

1.^  £1  padre,  la  madre  y  los  abuelos,  en  los  casos  en 
que  son  llamados  á  la  tutela  de  sus  descendientes. 

2.^  £1  tutor  testamentario  relevado  por  el  padre,  ó  por 
la  madre  en  su  caso,  de  esta  obligación.  Ssta  excepción 
cesará  cuando  con  posterioridad  á  su  nombramiento  so- 
brevengan causas  ignoradas  por  el  testador,  que  hagan  in- 
dispensable la  fianza  á  juicio  del  consejo  de  familia. 

3.^  El  tutor  nombrado  con  relevación  de  fianza  por 
extraños  que  hubiesen  instituido  heredero  al  menor  ó 
incapaz  ó  dejádole  manda  de  importancia.  En  este  caso 
la  exención  quedará  limitada  á  los  bienes  ó  rentas  en  que 
consista  la  herencia  ó  el  legado. 


I 


KCONSKCUENTE  es  el  Código  en  esta  parte;  porque  si  los  padres  han 
de  garantizar  la  administración  del  peculio  adventicio  de  los  hijos,  sintiendo» 
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^efiiás  del  cuidado  de  administradores,  todo  el  interés  qae  inspira  la  paterni- 
dad, 7  no  se  hallan  relevados  de  tal  obligación,  falta  ei  motivo  para  hacer  ai 
tntor  da  mejor  condición  que  al  padre.  Es  cierto  qae  el  precepto  se  refiere  á 
loa  tatoresqne  han  sido  relevados  por  el  padre  ó  por  la  madre  de  la  obliga- 
ei6a  de  afianzar;  pero  siendo  lógicos,  y  no  pudiéndose  transmitir  lo  que  no  se 
tiene,  si  el  padre  no  puede  declararse  á  sí  propio  exento  de  la  obligación,  por- 
que principios  de  orden  superior  preceptúan  el  cumplimiento  de  aquel  deber^ 
no  puede  autorizar  á  nadie  á  ejecutar  lo  que  le  está  á  él  prohibido. 

Por  otro  lado,  pugna  con  la  naturaleza  de  las  instituciones  suponer  aban- 
dono y  negligencia  en  el  padre  en  el  cuidado  de  los  bienes  del  hijo,  y  no  en 
•1  tntor,  que  no  le  ama,  mientras  que  aquél  le  adora.  La  excepción,  pues,  es 
nn  privilegio  que  debe  restringirse  al  amparo  del  segundo  inciso  del  párrafo 
segando  del  articulo  que  nos  ocupa. 

El  sentido  restrictivo  en  que  debe  interpretarse  el  precepto,  nos  autoriza  á 
observar  que  cualesquiera  de  las  demás  personas  no  comprendidas  en  él  que 
nombren  tutor  en  el  testamento,  aun  cuando  sea  el  cónyuge  superviviente  ú 
otro  de  la  familia,  carecerán  de  la  facultad  de  relevar  de  fianza  al  tutor  nom- 
brado, y  si  la  ejercieren,  será  nula,  como  contraria  á  la  ley.  Y  finalmente,  que 
la  exención  comprendida  en  el.nüm.  4.o  sólo  podrá  tener  lugar  cuando  se 
trate  de  la  tutela  legitima. 


CAPITULO  IX 

Del  ejercicio  de  la  tutela. 


Api.  tSOI.    £1  consejo  de  familia  pondrá  en  pose- 
sión á  loe  tutores  y  á  loe  protutoree. 


fi. 


JXJSTAJSÍBO  nuestros  comentarios  á  la  marcha  incierta  é  inconstante 
del  Código,  nos  vemos  precisados  á  hacer  aplicación  de  instituciones  que, 
eomo  el  consejo  de  familia,  no  hemos  llegado  á  tratar  debidamente,  reserván- 
dole, como  lugar  más  oportuno,  el  en  que  el  Código  le  contiene,  formando 
por  sí  solo  la  materia  del  título  décimo  de  este  libro  4.®  Ahora,  con  motivo  del 
ejercicio  de  la  tutela  y  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  transcrito,  se  nos  presen- 
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ta  nueva  ocasión  acerca  del  consejo  de  familia  como  posesionador  de  tatores 
y  protntores.  La  elodimos,  re^^ervándola  para  aqoella  ocasión,  y  e¡ñ¿ndonos  al 
acto  importante  de  la  data  de  posesión,  vemos  tan  eonfnsamtnte  entendida 
6sa  materia  entre  los  autores  y  comentaristas,  y  tan  lejos  de  lo  qne  entendo* 
mos  como  verdadera  biología  de  la  tntela,  qne  nos  consideramos  en  el  caso  de 
desarrollar  nuestro  juicio  sintótieo  acerca  de  la  misma,  huyendo  de  disquisi- 
ciones dilatadas  y  enojosas,  sin  que  por  eso  pretendamos  salir  de  nuestra  sin* 
cera  modestia  ni  alejar  el  temor  á  equivocamos.  Opinan  aqnellos  ilustrados 
pensadores  sobre  la  necesiiad,  de  hoy  como  antes,  del  discernimiento  judicial 
de  la  tntela,  atraídos  por  la  significación  del  art.  Si5,  en  donde  el  legislador 
ha  padecido  de  lamentable  impropiedad  al  emplear  la  frase  «Tribunal»,  que 
combatimos  en  su  lugar  oportuno,  ya  que  no  está  salvada  en  indispensable  fe 
de  erratas,  y  pugna  con  cuantos  preceptos  debía  concordar.  Removido  tal  in- 
conveniente, el  desarrollo  de  la  idea  tutelar  es  perfectamente  claro,  ó  al  me- 
nos asi  se  presenta  á  nuestro  entendimiento,  como  demuestra  el  siguiente 
cuadro  (4): 


(1)     El  comentario  ti  art.  269  acabará  de  confirmar  nuestro  aserto. 


BIOXjC 


Fromooión  del  oonsajo. 


Oowtitiioión  dal  oonsejo. 


{ 


A 
A 
Id 

Oo 
Id 
Id 


OOR8BJO  DB  FUCOIA. 


Deforimiento  do  |  Testamentario, 
protutor  (i). .  j  Dativo. 


Oonatitaoión^ 
de  la  tutela. . 


Edoritara n 

«,     ,,.  ■     >DÍ8oeriiimiento. . 

Depósito i 

^Cauoión  Cp)., ,.  ) 

\  iBi 

^-  Término  y  solaoión  de  la  tutela. \  Cu 

Pa 


(q)     Véase  el  cuadro  anterior,  de  la  Sinopsis 

eientifloa.de  la  tutela. 
(bcckd)     Art.  fiBB. 
(e/g)     Art.  294. 
(h)     Art.  WA. 
Ci)     Art.  W. 


0>  Art.  aro. 

(k)  Art.  254. 

(I)  Art.  256. 

(II)  Art.  256. 

Cin>  Art.  2^,  y  núm. 

(n)  Art.  258. 


^ 
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Api.  MI9.  El  tutor  representa  al  menor  6  incapaci- 
tado en  todos  los  actos  civiles,  salvo  aquellos  que  por  dis- 
posición expresa  de  la  ley  pueden  ejecutar  por  si  koIos. 

152.  Dirigida  una  demanda  por  el  padre  de  unos  menores,  uo 
contra  éstos  y  si  contra  su  curador  para  que  cese  en  la  administra- 
ción de  los  bienes  que  constituían  la  mejora  hecha  á  aquéllos  por 
BU  abuela  materna,  no  afecta  la  cuestión  á  los  intereses  de  los  me- 
nores, y  por  tanto,  las  costas  que  el  curador  haya  de  satisfacer,  bien 
sea  condenado  en  ellas,  bien  las  causadas  á  su  instancia,  si  no  hu- 
biere condenación,  le  afectan  personalmente  y  en  nada  pueden 
perjudicar  los  derechos  de  los  inenores. — S.  30  Emto  95, — 0. 16 
Ahfil. 

Ari.  ^99.  Los  menores  ó  incapacitados  sujetos  á 
tutela,  deben  respeto  y  obediencia  al  tutor.  Este  podrá 
corregirlos  moderadamente. 

Api.  MI4.    El  tutor  está  obligado: 

1.^  A  alimentar  y  educar  al  menor  ó  incapacitado  con 
arreglo  á  su  condición  y  con  estricta  sujeción  A  las  dis- 
posiciones de  sus  padres,  ó  á  las  que,  en  defecto  de  éstos, 
hubiera  adoptado  el  consejo  de  familia. 

2.^  A  procurar,  por  cuantos  medios  proporcione  la  for- 
tuna del  loco,  demente  ó  sordomudo,  que  éstos  adquieran 
ó  recobren  su  capacidad. 

3.^  A  hacer  inventario  de  los  bienes  á  qoe  se  extienda 
su  tutela  dentro  del  término  que  al  efecto  le  señale  él 
consejo  de  familia. 

4.^  A  administrar  el  caudal  de  los  menores  ó  incapa- 
citadoá  con  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familia. 

6.^  A  solicitar  oportunamente  la  autorisación  del  con- 
sejo de  familia  para  todo  lo  que  no  pueda  realizar  sin 
alia. 

6.^  A  prosurar  la  intervención  dol  protutor  en  todos 
los  casos  en  que  la  ley  la  declara  necesaria. 
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153.  Estando  pendiente  de  reclamación  ante  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  el  acuerdo  del  consejo  de  familia  que  declara  la 
nulidad  del  inventario  practicado  por  persona  autorizada  en  forma 
por  el  tutor  sin  la  concurrencia  personal  de  éste  y  le  señala  el  pla- 
zo de  tres  dias  para  ultimarlo,  no  puede  dicho  consejo,  sin  estar 
resuelto  ejecutoriamente  el  recurso,  fundar  la  remoción  del  tutor 
en  el  núm.  3.^  del  art.  288,  en  relación  con  igual  número  del  264 
del  Código.— £f.  U  Junio  95.-^0.  12  Sept 


Atí.  19G5.  SI  inventario  se  hará  con  intervención 
del  protutor  y  con  asistencia  de  dos  testigos  elegidos  por 
el  consejo  de  familia.  Este  decidirá,  según  la  importancia 
del  caudal,  si  deberá  además  autorizar  el  acto  algún  No- 
tario* 

Art.  5tGG.  Las  alhajas,  muebles  preciosos,  efectos 
públicos  y  valores  mercantiles  ó  industriales,  que  á  juicio 
del  consejo  de  famiUa  no  hayan  de  estar  en  poder  del  tu- 
tor, serán  depositados  en  im  establecimiento  destinado  á 
este  fin. 

Los  demás  muebles  y  los  semovientes,  si  no  estuvieren 
tasados,  se  apreciarán  por  peritos  que  designe  el  consejo 
de  familia. 

Art.  ISGV.  El  tutor  que»  requerido  al  efecto  por  No- 
tario, por  el  protutor  ó  por  los  testigos,  no  inscribiese  en 
el  inventario  los  créditos  que  tenga  contra  el  menor,  se 
entenderá  que  los  renuncia. 

Art.  SttS.  Cuando  acerca  de  la  pensión  alimenticia 
del  menor  ó  incapacitado,  nada  hubiese  resuelto  el  testa- 
mento de  la  persona  por  quien  se  hizo  el  nombramiento 
de  tutor,  el  consejo  de  familia,  en  vista  del  inventario, 
decidirá  la  parte  de  rentas  ó  productos  que  deba  inver- 
tirse en  aquella  atención. 
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Bsta  resolución  puede  modificarse  á  medida  que  au- 
mente ó  disminuya  el  patrimonio  de  los  menores  ó  inca- 
paces, ó  cambie  la  situación  de  éstos. 


154.  Dispuesto  en  el  testamento  otorgado  que  el  tutor  que 
nombró  el  testador  A  sus  menores  hijos  desempeñe  el  cargo  frutos 
por  alimentos,  y  siendo  esta  una  forma  de  retribuir  al  tutor,  y  al 
mismo  tiempo  de  atender  á  los  alimentos  de  los  menores,  forma 
leoonodda  en  derecho  y  aceptada  en  el  Código  civil  en  sus  artícu- 
loB  279  y  párrafo  4.^  del  290,  al  ocuparse  de  los  casos  en  que  han 
de  dar  cuentas  los  tutores  y  los  conceptos  que  se  han  de  expresar 
en  el  Registro  de  tutelas,  no  tiene  aplicación  á  la  cuestión  el  ar- 
tículo 266,  puesto  que  expresamente  se  refiere  al  caso  en  que  la 
peraona  que  nombra  tutor  por  testamento,  nada  disponga  en  cuan- 
to ala  pensión  alimenticia  de  los  menores  ó  incapacitados.— iS.  26 
Ocí.  9á.—0.  7  Enero  95. 


Api.  MIO«  El  tutor  necesita  autorización  del  con- 
aejo  de  familia: 

1.^  Para  imponer  al  menor  los  castigos  de  que  tratan 
el  núm.  2.^  del  art.  156  y  el  art.  156. 

2.^  Para  dar  al  menor  una  carrera  ú  oficio  determina- 
do, cuando  esto  no  hubiese  sido  resuelto  por  los  padres, 
7  para  modificar  las  disposiciones  que  éstos  hubiesen 
adoptado. 

3.^  Para  recluir  al  incapaz  en  un  establecimiento  de 
salud,  á  menos  que  la  tutela  esté  desempeñada  por  el  pa- 
dre, la  madre  ó  algún  hijo. 

4.^  Para  continuar  el  comercio  ó  la  industria  á  que  el 
incapacitado  ó  sus  ascendientes  ó  los  del  menor  hubiesen 
estado  dedicados. 

5.^  Para  enajenar  ó  gravar  bienes  que  constituyan  el 
capital  de  los  menores  ó  incapaces,  ó  hacer  contratos  6 
3Cto6  sujetos  á  inscripción. 
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6.^  Para  colocar  el  dinero  sobrante  en  cada  año  des- 
pués de  cubiertas  las  obligaciones  de  la  tutela. 

7.^  Para  proceder  á  la  división  de  la  herencia  ó  de 
otra  cosa  que  el  menor  ó  incapacitado  poseyere  en  co- 
mún. 

8.^  Para  retirar  de  su  colocación  cualquier  capital  que 
produzca  intereses. 

9.^    Para  dar  y  tomar  dinero  á  préstamo. 

10.  Para  aceptar  sin  beneficio  de  inventario  cualquier 
ra  herencia,  ó  para  repudiar  ésta  ó  las  donaciones. 

11.  Para  hacer  gastos  extraordinarios  en  las  fincas 
cuya  administración  comprenda  la  tutela. 

12.  Para  transigir  y  comprometer  en  arbitros  los 
cuestiones  en  que  el  menor  ó  incapacitado  estuviere  inte- 
resado. 

13.  Para  entablar  demandas  en  nombre  de  los  sujetos 
á  tutela  y  para  sostener  los  recursos  de  apelación  y  casa- 
ción contra  las  sentencias  en  que  hubiesen  sido  conde- 
nado?. 

Se  exceptúan  las  demandas  y  recursos  de  los  juicios 
verbales  (1). 


155.  La  falta  de  autorización  por  el  consejo  de  familia  al  tutor 
para  entablar  demandas  á  nombre  de  los  sujetos  á  tutela  y  para 
sostener  los  reoorsos  de  apelación  y  de  casación,  constituye  falta 
de  personalidad  en  aquél;  y  por  lo  tanto,  no  obteniendo  esa  anto- 
rizaeión  previamente  al  acto  de  deducir  un  recurso  oontencioso- 
administrativo  contra  resoluciones  de  la  Administración,  si  se  alega 
esa  excepción  debidamente,  procede  que  sea  declarada  y  estima- 
da.— 5.  del  Tribunal  Supremo  de  lo  GoniendosOf  2B  Feb.95. — 6.  6 
Septiembre, 

■■■  ■■  ■■-  I  ■  '9 II.  ■■■  ,  — |M» 

(1)     VéMe,  oomo  ooaoord»at«,  ol  »rt.  IStO. 
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ADA  mejor  para  comprender  la  misión  qae  desempeña  el  consejo  de  fa- 
milia dentro  de  la  instilación  tutelar,  qae  la  base  7.*  de  la  ley  de  44  de  Mayo 
de  4888,  según  la  qae,  la  tntela  de  los  menores  é  incapacitados  se  completa 
eon  el  restablecimiento  en  naestro  derecho  del  consejo  de  fisalia  y  con  la 
iBttitnción  del  prototor,  lo  caal  significa  qoe,  mediante  ese  consejo  y  esa  ins- 
tiloeióo,  la  de  la  tntela  qoeda  perfecta  sin  necesidad  de  acndir  á  organismos 
ajenoa  al  de  la  familia. 

SI  Código,  desarrpllando  ese  concepto  de  la  base  7.*,  ha  confiado  el  am- 
^ro  y  defensa  de  loa  menores  exclasivamente  al  tntor,  al  protator  y  al  eon«- 
s«jo  de  Ismilia,  concediendo  á  éste  absolutamente  todas  las  facnitades  qne 
nuestra  aniigoa  legislación  civil  atriboia  al  Poder  jndíeial,  en  orden  á  la  an- 
torixación  de  aquellos  actos  qae  traspasan  los  límites  de  una  simple  adminis» 
Uación,  y  á  la  subordinación  qoe  en  justicia  hay  que  imponer  al  tutor  con 
respecto  A  una  aatoridad  superior  qoe  le  vigile  y  censure. 

Por  eso  mismo,  es  ya  el  consejo  de  familia,  y  no  la  aatoridad  de  un  Juea^ 
quien  defiere  la  tutela  dativa  (art  Sa4);  qaien  declara  la  incapacidad  de  un 
totor  ó  un  protator,  ó  acuerda  su  remoción  (art.  S39>;  quien  señala  la  cuan- 
tía de  las  fianzas  que  han  de  garantir  la  gestión  tutelar  y  califica  las  ya  cons- 
titoidas  (art.  255);  quien  pone  A  tutores  ó  protutores  en  posesión  de  sas  car* 
gos  (art.  264);  quien  aprueba  la  enajenación  ó  gravamen  de  los  bienes  del  me- 
nor (art.  S70).  y  antoriía  la  transacción  y  compromisos  en  arbitros  cuando 
reraen  sobre  dichos  bienes  (art.  S74);  y  finalmente,  quien  censara  las  cuentaa 
aiHialei  qoe  han  de  rendir  los  tutores  cuando  á  ello  ha  lugar  en  derecho  (ar- 
ticulo 279). 

Dentro  de  ese  cuadro  general  y  amplísimo  de  atribuciones,  disuena  en 
verdad  hacer  una  excepción  eon  el  contrato  de  partición,  colocándolo  bajo 
la  salvaguardia  de  los  Tríbunaies,  coalsi  el  interés  del  menor  corriese  en  él 
asayor  riesgo  qoe  cuando  se  trataba  de  la  remoeióa  de  un  tator,  de  la  aoto- 
rización  para  la  venta  de  on  inmueble  ó  de  la  aprobación  de  una  transacción, 
y  aanqoe  poede  oponerse  frente  A  ese  razonamiento  el  argumento  de  estar 
en  vigor  el  arL  4049  de  U  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  sienta  una  regla 
general,  ese  argumento  hace  de  la  dificultad  sopnesto,  pues  mientras  no  se 
armonicen  los  preceptos  de  dicha  ley  con  los  del  nuevo  Código,  no  es  licito 
argüir  en  cuestiones  de  orden  civil  más  que  con  los  artículos  del  Código,  so- 
bre todo  tratándose  de  aquellas  instituciones  qoe,  coal  la  tatelar,  han  so- 
frído  radical  reformación,  sin  qae  traiga  tampoco  razón  de  valía  para  la  solu- 
ción el  art.  4060  del  Código,  pues  es  sabido  que  el  mismo  no  ha  hecho  más 
qine  desvanecer  toda  duda  acerca  de  una  doctrina  planteada  por  la  orden 
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de  6  de  Noviembre  de  4868,  en  sentir  de  alganos,  contrariada  por  el  art.  1049 
de  la  ley  de  Enjoieiamiento,  y  lo  único  que  de  aquel  precepto  pnede  colegirse, 
es,  qne  caando  los  menores  no  emancipados  estén  representados  en  la  parti- 
ción por  nn  defensor,  es  requisito  indispensable  la  aprobación  judicial,  preci- 
samente porque  en  ese  caso  le  falta  al  incapacitado  la  intervención  latelar 
del  consejo  de  familia,  y  se  ve  huérfano  accidentalmente  de  la  dirección  pa- 
terna; y  como  por  todo  ello  es  evidente  que  no  necesita  la  aprobación  judi- 
cial la  partición  verificada  por  el  tutor  con  autorización  del  consejo  de  fa- 
milia, hay  que  indagar  cuál  es  el  sentido  y  alcance  de  esa  autorización  para 
resolver  lo  que  procede,  en  el  caso  de  que  los  herederos  abintestato,  previa 
declaración  de  tales  herederos  y  después  de  formalizar  el  inventario  y  las 
operaciones  conducentes  á  la  partición,  otorgaren  escritura  pública  en  qu* 
interviniere  á  nombre  del  menor  interesado  el  protiítor  autorizado  al  efecto 
por  el  consejo  de  familia,  por  incompatibilidad  de  intereses  entre  el  tutor  y  el 
menor,  y  en  ella  practicaren  la  liquidación  y  división  del  caudal  hereditario. 
O  la  antorización  que  ha  de  impetrar  del  consejo  el  tutor,  en  el  caso  del 
núm.  7.^  del  artículo  que  nos  ocupa,  es  mera  fórmula,  cosa  ineompatible  con 
la  misión  que  el  Código  ha  confiado  al  primero,  y  con  la  responsabilidad  qne 
el  art.  34 1  impone  á  los  vocales  del  consejo,  ó  mediante  ella  queda  estable- 
cida una  estrecha  é  intima  solidaridad  entre  el  tutor  y  el  consejo,  en  cuanto 
al  contrato  particional,  de  suerto  que  éste  aparezca  otorgado  por  el  primero 
bajo  la  inspección  directa  é  inmediata  del  último. 

Basta  leer  los  43  números  del  precepto  para  comprender  que  en  todos 
ellos,  dada  la  gravedad  de  los  actos  á  que  se  refieren,  ha  querido  el  Código 
confiar  al  consejo  la  verdadera  dirección  del  asunto,  haciendo  del  tutor  un 
mero  agento  ejecutivo  de  la  voluntad  de  aquél;  afirmación  que  cumplidaroeoie 
eomprueban,  en  cnanto  á  dos  de  aquellos  actos,  el  de  la  enajenación  y  el  de^ 
la  transacción,  los  artículos  270,  t7 1  y  274;  de  cuyo  razonamiento  es  lógica 
eonsecuencia  la  de  que,  ó  al  autorizar  el  consejo  al  tutor  para  que  proceda  á 
la  división,  le  traza  de  antomano  las  bases  é  instmcdones  á  que  debe  riguro- 
samento  ceñirse,  ó  es  indispensable  qne,  ultimada  la  partición  por  el  tutor,  tea 
por  el  consejo  aprobada,  sin  lo  que  fuera  el  contrato  producto  de  la  exclu- 
siva iniciativa  de  aquél,  y  carecería  del  sello  que  el  articulo  que  nos  ocupa 
ha  querido  imprimir  en  él  cuando  le -ha  sometido  á  la  autorización  del  con- 
sejo; y  no  habiéndose  adoptado  en  el  caso  aludido  ninguno  de  esos  tempera- 
mentes,  al  no  constar  que  el  protutor  se  igustara  al  verificar  la  partición  á 
instrucciones  trazadas  de  antomano  por  el  consejo,  ni  que  ésto  haya  apro- 
bado el  contrato  particional,  es  innecesario  someterlo  4  esa  aprobación  óei 
consejo  para  que  sea  válido  é  inscribible  (4). 

(1)     B.  de  la  D.,  95  Not.  99.— ¿7.  11  Dio. 
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Lo  díspoeste  en  el  Dúm.  5.*  del  artíeolo  que  nos  ocnpa  es  aplicable  tanto 
á  los  tutores,  qne  á  la  pablicación  del  Código  estaban  ya  en  posesión  de  sos 
eargos,  como  á  los  qne  obtuvieren  el  nombramiento  con  posterioridad  á  su 
vigencia,  y  por  tanto,  el  precepto  obliga  á  unos  y  á  otros  á  pedir  U  autoriza- 
eión  qne  dicho  número  establece  para  enajenar  bienes  del  menor,  poes  si  bien 
es  cierto  qne  el  art.  340  concede  al  Juez  facultad  para  modificar  los  acuerdos 
del  consejo  de  familia,  y  en  definitiva  pudiera  ser  él  quien  concediera  la  auto- 
rización, eso  mismo  prueba  que  es  incompetente  para  otorgarla  mientras  no 
la  niegue  el  consejo,  sin  que  sea  lícito  alegar  en  contra  la  falta  de  una  decla- 
ración expresa  del  legislador,  porque  basta  en  todo  caso  la  derogación  conte- 
nida en  el  Código  de  todos  los  cuerpos  legales  que  constituyen  el  derecho  ci- 
vil en  las  materias  que  son  objeto  de  aquél,  para  eslimar  que  los  tutores  ha- 
bfan  de  atenerse  á  las  disposiciones  del  Código  y  no  á  las  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civiK,  en  cuanto  al  ejercicio  de  sus  funciones  se  refiere,  sin  lo  cual 
no  serán  válidos  los  actos  de  enajenación  qne  realicen  (1). 

Siendo  la  resolución  de  una  donación  condicional  hecha  en  favor  de  me* 
ñores  un  verdadero  contrato  de  enajenación  inscribible  cuando  recae  aobre 
inmuebles,  ha  de  aprobarlo  el  Juzgado  ó  autorizarlo  el  cons<tjo  de  familia, 
según  los  casos,  á  tenor  del  artículo  que  nos  ocupa,  constituyendo  la  falta  de 
ese  requisito  un  defecto  insubsanable  (2). 

Otorgada  una  escritura  en  que  se  adjudica  un  crédito  hipotecario  á  los  he- 
rederos instituidos  mayores  de  edad,  y  reconociendo  luego  éstos  que  ese  cré- 
dito es  de  la  propiedad  de  un  incapacitado,  subdito  extranjero,  cuyas  declara* 
ciónos  aceptó  su  curador,  como  el  primero  de  esos  actos  se  verificó  para  cum- 
plir la  exigencia  del  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria,  no  es  lícito  juzgar  ul  ad- 
judicación con  arreglo  á  un  precepto  como  el  del  núm.  5.^  del  artículo  que 
nos  ocupa,  dictado  para  los  actos  y  contratos  que  recaen  sobre  bienes  perte- 
necientes á  menores  é  incapacitados,  no  teniendo  tampoco  aplicación  al  se- 
gundo de  los  expresados  actos,  aunque  el  curador  no  acreditare  haber  obte^ 
nido  para  61  autorización  del  eonsejo  de  familia,  porque  según  loe  principios 
del  ttorecho  internacional,  la  institución  de  la  tutela  se  rige  por  la  ley  nacio- 
nal del  menor  ó  incapacitado,  aunque  los  bienes  radiquen  en  país  extranjero, 
por  razón  de  qne,  confiada  á  la  ley  nacional  la  protección  de  los  ciudadanos, 
no  sería  justo  arrebatarle  luo  desús  más  altos  y  delicados  fines,  que  eset 
que  preside  á  la  organización  de  la  tutela  (3). 

(1)  B.  de  1»  D.,  ao  S«pt.  90,-0.  U  Bnero  01. 
(8)  E.  de  la  B.,  80  Oot.  98.— (7.  26  Dio. 
18)  B.  de  la  D.,  7  Dio.  94.— ¿7.  19  Bnero  95. 
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Ari*  9VO.    £1  consejo  de  familia  no  podrá  autorizar 
al  tutcNT  para  enajenar  ó  gravar  los  bienes  del  menor  ó  in- 
eapacitado,  sino  por  causas  de  necesidad  ó  utilidad,  que 
.  el  tutor  hará  constar  debidamente. 

La  autorización  recaerá  sobre  cosas  determinadas. 

Api.  991  •  El  consejo  de  familia,  antes  de  conceder 
autorización  para  gravar  bienes  inmuebles  ó  constituir 
derechos  reales  á  favor  de  terceros,  podrá  oir  previamente 
el  dictamen  de  peritos  sobre  las  condiciones  del  gravamen 
y  la  posibilidad  de  mejorarlas. 

Api.  1^7ÍB.  Cuando  se  trate  de  bienes  inmuebles»  de 
derechos  inscribibles,  ó  de  alhajas  ó  muebles  cuyo  valor 
exceda  de  4.000  pesetas,  la  enajenación  se  hará  en  públi- 
ca subasta  con  intervención  del  tutor  ó  protutor. 

Los  valores  bursátiles,  así  los  públicos  como  los  mer- 
cantiles ó  industriales,  serán  vendidos  por  agente  de  bolsa 
ó  corredor  de  comercio. 


156.  No  tiene  aplicación  el  art.  238  en  su  núm.  4.^,  en  relación 
con  el  272  del  Código  civil,  cuando  el  hecho  de  haber  vendido  el 
tutor  sin  las  formalidades  de  subasta  ciertos  bienes  del  menor  que 
TaUan  más  de  4.000  pesetas,  no  lo  estima  probado  la  Sala  senten- 
ciadora, y  contra  esta  apreciación  no  se  utiliza  el  derecho  que  de- 
termina el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, sin  que  el  tutor,  que  fué  autorizado  para  la  venta  por  auto  fír* 
me  del  Juzgado,  estuviera  obligado  á  dar  intervención  en  este  acto 
al  consejo  de  bimilia;  porque  el  hecho  relativo  á  la  formación  de 
inventarío  estaba  pendiente  de  resolución  judicial,  y  la  no  presta- 
ción de  fianza  amparada  por  una  sentencia  firme,  que  declaró  no 
estaba  obligado  el  tutor  á  prestar  la  que  se  le  exigía,  sin  perjuicio 
de  que,  en  su  caso,  en  la  forma  debida  y  por  quien  correspondiera, 
se  acordase  lo  procedente,  esto  es,  sin  perjuicio  de  la  excepción  del 
caso  2.^  del  art.  260  del  Código.-— *S.  U  Junio  95.^0,  12  Sept. 
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VyBLIGA  k  eonittnieción  gramatical  del  fartícalo  qne  nos  ocapa  á  mar- 
mr  tres  grupos  distintos,  al  precisar  qué  bienes  deben  ser  enajenados  ensii- 
basta  pAMica:  4.*  El  de  los  bienes  inmuebles,  t.o  El  d^  los  derechos  ínseríbi- 
tles;  y  3.*  El  de  las  alhajas  ó  aniebles  coyo  valor  exeedade  4.000  pesetas;  y 
esta  así,  porque  el  pronombre  relativo  onyo,  encerrado  en  un  inciso  separado 
for  dos  eomas  del  resto  de  Ja  eración,  no  puede  tener  otro  antecedente  que  el 
de  las  cosas  que  inmediatamente  le  preceden,  esto  es,  alhajas  y  muebles. 

El  pensamiento  que  domina  en  el  articulo,  es  el  establecer  separación  pro- 
Ainda  enire  la  propiedad  raíz  y  la  mueble,  exigiendo  para  la  primera  mayo- 
res solemnidades,  y  sometiéndola  á  mayores  trabas,  excepto  tan  sólo  en  el 
caso  de  representar  la  última  un  valor  de  algana  importancia,  cuyo  límite 
mínimo  coloca  el  legislador  en  4.000  pesetas;  con  cuya  interpretación  coincide 
exactamente  la  tendencia  de  nuestro  derecho  histórico  ó  tradicional,  repre* 
sentado  en  este  punto,  al  publicarse  el  Código,  por  la  ley  de  Enjuiciamiento 
dvil— art.  SOIS— y  por  la  ley  60^  tít.  48,  Partida  3.* 

For  lo  tanlo,  el  artículo  que  nos  ocupa  es  de  interpretar  en  el  sentido  de 
que,  cuando  «e  trata  de  enajenaciones  de  bienes  inmuebles  de  menores,  es  de 
eieacia  la  subasta,  cualquiera  que  sea  iti  valor,  sin  cuyo  requisito  no  es  efi- 
caz la  venia  que  de  tal  clase  de  bienes  haga  el  tutor  de  los  menores,  aun- 
foe  haya  obtenido  autorización  uel  consejo  de  familia  para  realizarla  (1). 


Avt,  913.  El  tutor  responde  de  los  intereses  legales- 
del  capital  del  menor,  cuando,  por  su  omisión  ó  negligen- 
cia, quedare  improductivo  ó  sin  empleo. 

A  vi.  9V41.  La  autorización  para  transigir  ó  compro- 
meter en  arbitros,  deberá  ser  pedida  por  escrito,  en  que 
el  tutor  exprese  todas  las  condiciones  y  ventajas  de  la 
transacción. 

£1  consejo  de  familia  podrá  oír  el  dictamen  de  uno  ó 
más  letradod,  según  la  importancia  del  asunto,  y  conce- 
derá ó  negará  la  autorización.  Si  la  otorgare,  lo  hará  cons- 
tar en  el  acta  (2). 


(1)     K.  de  U  B.,  83  Abril  M.— 6^.  26  Sept. 
tt>    Véase»  eomo  oonoordante,  el  Art.  1810. 
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Api.  97 tí.    Se  prohibe  ¿  los  tutores: 

1  .^  Donar  ó  renunciar  cosas  ó  derechos  pertenecientes 
al  menor  ó  incapacitado. 

Las  donaciones  que  por  causa  de  matrimonio  hicieren 
los  menores  eon  aprobación  de  las  pecsonaa  qne  hayan 
de  prestar  su  consentimiento  para  el  matrimonio,  serán 
válidas,  siempre  que  no  excedan  del  limite  señalado  por 
la  ley. 

2.^  Cobrar  de  los  deudores  del  menor  ó  incapacitado, 
sin  intervención  del  protutor,  cantidades  superiores  á 
5.000  pesetas,  á  no  ser  que  procedan  de  intereses,  rentas 
ó  frutos. 

La  paga  hecha  sin  este  requisito  sólo  aprovechará  á  loa 
deudores,  cuando  justifiquen  que  la  cantidad  percibida  se 
ha  invertido  en  utilidad  del  menor  ó  incapacitada 

8.®  Hacerse  pago,  sin  intervención  del  protutor,  de  loa 
créditos  que  le  correspondan. 

4.^  Comprar  por  sí,  ó  por  medio  de  otra  p^sona,  ios 
bienes  del  menor  ó  incapacitado,  á  menos  que  expresa- 
mente hubiere  sido  autorizado  para  ello  por  el  consejo  de 
familia. 


^ISNDO  la  donación  nn  contrato,  el  mismo  concepto  merece  la  revoca* 
cJón  cuando  dimana  del  cumplimiento  de  ona  condición  resolotoria,  acerca  de 
cuya  existencia  están  conformes  donante  y  donatario;  y  siendo  tal  contrata 
II ri  acto  a)  fin  traslativo  de  dominio,  claro  es  qne,  tratándose  de  inmoeblet, 
cae  de  lleno  bajo  las  prescripciones  reguladoras  de  la  enajenación  de  tales  bie- 
nes pertenecientes  á  menores,  y  entre  ellas,  la  del  art.  464  del  Código;  de  lo 
que  se  infiere  qne,  para  la  revocación  de  la  donación,  en  tal  caao,  es  preciso 
el  concarso  del  donatario,  ya  que,  sin  él,  la  revocación  sería  improcedente,  á 
manos  que  el  donante  la  obtuviera  por  sentencia,  previa  demostración  €om- 
plida  del  heebo  constitutivo  de  la  condición;  pues  otra  doctrina  condaeiria  á 
la  infracción  inevitable  del  artículo  qne  nos  ocupa,  si  la  renuncia  de  U  eoea 
donada  al  menor  se  encubriera  bajo  la  forma  simulada  del  cnmpUmieato  de 
una  condición  resolutoria,  no  acreditada  en  forma  (4). 

(1)     B.  de  la  D.,  80  Oet.  92.— (7.  96  Dio. 


LiBBo  piaia»o.--TfTULo  jx.  yi9 

Api.  9Vlk.  El  tutor  tiene  derecho  á  nna  retribacidQ 
sobre  loe  bienes  del  menor  ó  incapacitado. 

Cuando  éeta  no  hubiese  sido  fijada  por  los  que  nombra* 
ron  el  tutor  testamentario,  ó  cuando  se  trate  de  tutores 
legltimoe  ó  dativos,  el  consejo  de  familia  la  fijará  tenien- 
do en  cuenta  la  importancia  del  caudal  y  el  trabajo  que 
ha  de  propordoDar  su  administración. 

En  ningún  caso  bajará  la  retribución  del  4,  ni  excederá 
del  10  por  100  de  las  rentas  ó  productos  líquidos  de  loe 
bienes. 

Contra  el  acuerdo  en  que  se  fije  la  retribución  del  tutor 
podrá  éste  recurrir  á  los  Tribunales. 


IR157.  No  merecen  el  concepto  de  doctrina  legal,  ni  están  recono- 
cidos por  la  ley  ni  declarados  por  la  jurisprudencia,  los  principios 
que  se  hacen  derivar  del  proyecto  del  Código  civil  de  1851,  funda- 
dos en  que  han  presidido  á  la  confección  definitiva  del  vigente,  se- 
gún  la  base  1.*  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888,  cuando  tales  prin- 
cipios se  alegan  para  limitar  la  retribución  señalada  al'tutor  testa- 
mentario por  la  madre  de  los  menores  en  el  concepto  de  frutos  por 
alimentos.—/^.  21  Mayo  94.— Q.  31  Od. 

168.  Dispuesto  en  el  testamento  otorgado  que  el  tutor  que 
nombró  á  sus  menores  hijos  el  testador  desempeñe  el  cargo  frutos 
por  alimentos,  y  siendo  ésta  una  forma  de  retribuir  al  tutor  y  al 
mismo  tiempo  de  atender  á  los  alimentos  de  los  menores,  forma  re- 
conocida en  derecho  y  aceptada  en  el  Código  en  sus  articulos  279  y 
párrafo  cuarto  del  290,  al  ocuparse  de  los  casos  en  que  han  de  dar 
cuentas  loe  tutores  y  los  ocMiceptos  qne  se  han  de  expresar  en  el  Re- 
gistro de  tutela»,  no  tiene  aplicación  á  la  cuestión  el  art.  280  áA 
Código  civil,  puesto  que  expresamente  se  refiere  al  caso  en  que  la 
persona  que  nombra  tutor  por  testamento  nada  disponga  en  cuan- 
to á  la  pensión  alimenticia  de  los  menores  ó  incapacitados. — S.  ^ 
Oci.94.'-G.7Enero95. 
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Ar€.  ttf  y.    Si  el  oonsejo  de  familia  sostuviere  bu 
acuerdo,  litigará  á  expenaae  del  menor  ó  incapacitado. 


^¿XjUb^'^^'^^  •!*.    Concluye  la  tutela: 

^^^^    *•  S'^A.  -^  ^'^    ^^'  llegar  el  menor  á  la  edad  de  veintitrés  años, 

por  la  habilitación  de  edad  y  por  la  adopción. 
'^^yf^TiSV*^  V.        2.®    Por  haber  ceí^ado  la  causa  que  la  motivó,  cuando 
^ p.jf^xM^'^^'^^ Wi  trata  de  incapaces  sujetos  á  interdicción  ó  pródigos. 


jpuC    ^ 


B: 


N  el  ejercicio  de  la  tatela,  regido  por  tos  preceptos  qae  comprende  el  ea- 
pünlo  9.*,  esUn  determinadas  con  la  necesaria  prolijidad  las  facultades  ac- 
tivas de  la  tatela  con  relación  á  la  representación  del  pupilo,  á  la  considera- 
fiÓD  perMMial  recíproca,  á  la  prestación  de  la  asistencia  necesaria  y  demás 
aligaciones  impnestas  al  tntor  por  razón  de  los  bienes  del  pnpiio,  inventario, 
condiciones  de  garantía  del  mismo,  depósito  de  aquellos  que  por  su  estima- 
oda  lo  merezcan,  pensión  alimenticia  del  pupilo,  expresas  limitaciones  hacia 
el  tvtor  sin  la  autorización  del  consejo  de  familia  (I),  limitación  también  de 
las  «fo  éste  cuando  no  proceda  en  utilidad  ó  necesidad,  y  concretas  prohibicio- 
nes A  los  tntores  hasta  parar  en  la  retribución  de  éstos  y  la  conclusión  de  la 
tat<*la. 

£6to  no  obstante,  algunos  casos  prácticos  ocurridos  desde  la  promulgación 
de!  Código,  han  dado  motivo  á  interpretación  de  alguno  de  sus  preceptos,  ya 
a)  Tribunal  Supremo,  ünica  fuente  hoy  de  jurisprudencia  propiamente  tal,  ya 
uiiibién  i  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil,  de  la  propiedad  y  del 
Notariado,  cuyas  resoluciones,  si  bien  no  constituyen  la  doctrina  legal  nece- 
saria para  fundar  el  recurso  de  casación,  mientras  no  haya  sido  aceptada  por 
el  Sopiemo  (2),  forman  un  cuerpo  de  doctrina  tan  atendible,  cuanto  que,  íbe- 
m  de  aqpiel  caso  excepcional,  como  centro  administrativo  supremo  en  su  cla- 
se, deberán  aer  reputadas  sus  resoluciones  como  verdaderas  reglas  de  juris- 
firadeiicia  administrativa  á  que  se  rinda  toda  la  obediencia  conrespondiente  en 
ios  casas  análogos,  evitándose  riesgos  y  conlingenoias  deplorables,  porijne  la 

(1)  El  iDtor,  además  de  laa  obligaoionea  enumeradas  eu  el  art.  261,  tiene  laa 
Vie  M  derivun  da  lo  dispuesto  en  los  205,  231,  252,  278,  279,  280,  281,  290,  306,  núme, 
7o  :í  *  del  i362  y  p&rrafo  teroero  del  1908  del  Código. 

(8;  Sentencia  dol  Tribunal  Supremo  de  Juatioia,  21  Knero  y^^G<ic€Ui  16  Abrily 
«da|»iada  al  art.  6.*  en  esta  obra. 
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Dirección^  velando  por  la  uniformidad  de  su  críterío,  loa  irá  reaolviendo  en  <?l 
mismo  sentido,  ya  también  porqne,  no  teniendo  superior  á  qaien  acndlr(f)^ 
eiQsan  estado  defínitivo  de  derecho. 

Por  otra  parle,  tales  resoluciones  están  tan  luminosamente  fundadas  en  Im 
principios  de  justicia,  y  tan  directamente  explicativas  del  precepto  á^  U  ley, 
que  seria  vana  é  imperdonable  pretensión  la  insistencia  particular  contra  I« 
tan  magistral  como  autorizadamente  tratado.  - 

Por  eso,  limitando  nuestra  modesta  cooperación  á  los  puntos  Hl»r»^s  y  que 
puedan  ocasionar  alg:ún  estudio  sobre  lo  queja  simple  lectura  y  discreta  ateii- 
aión  de  los  artículos  aludidos  dan  á  entender,  expondremos:  que  en  el  ej(c- 
ekio  de  la  tutela  campea  el  propósito  de  reproducir  en  ella,  con  la  mayor  se- 
mej^za  posible,  el  influjo  de  la  patria  potestad,  que  es  la  que  protfofteel  ote* 
dio  ambiente  más  adecuado  á  los  primeros  afios  de  nuestra  existencia.  Y  en  «ste 
aentido,  partiendo  de  que  la  familia  proporciona  los  más  estrechos  y  flexible* 
latos,  acude  á  ella,  constituyéndola  en  consejo,  para  que  ejercite  la  afta  ms* 
peodón  de  todas  las  acciones  y  provea  á  las  necesidades  por  m««lio  d«  m 
brazo  ejecutor,  ó  sea  el  tutor  del  pupilo,  con  el  auxilio  del  protutor. 

En  síntesis  general*  sobre  «el  ejercicio  de  la  tutela»  nos  resta  añadir  qm 
aun  cuando  no  está  comprendido  en  ninguna  de  las  reglas  del  art.  tf>9,  d<K 
befa  necesitar  el  tutor  autorisacidn  del  consejo  de  familia  para  pedir  I»  decía- 
laeióo  judicial  de  heredero  abtntesCato  á  favor  de  sa  pupilo,  como  también 
para  aceptar  legados  condicionales  por  la  trascendencia  de  esos  actos,  en 
analogia  con  lo  dispuesto  en  el  nttn.  40  de  dicho  artículo.  Que  relacionamfo 
d  núm.  44  del  mismo  coa  el  art.  SOO,  los  gastos  extraordinarios  no  son  lo» 
que  exijan  los  deteneros  6  desperfectos  que  procedan  del  uso  natural  de  las 
cosas  indispensables  para  su  conservación,  pues  éstos  se  reputan  como  ardi^ 
nariot.  Que  la  autorización  para  intervenir  en  las  contiendas  judiciales  no  «^r 
n6Cé.«aría  para  los  juicios  de  desahucio  ante  los  Jueces  municipales,  a«í  eoura 
tampoco  lo  será  para  oponerse  á  las  demandas  que  contra  el  pupilo  se  dedux* 
can,  ni  para  sostener  los  recursos  de  apelación  contra  los  autos  y  demás  nsn> 
Ineiones  que  no  tengan  la  calificación  legal  de  sentencias,  con  arreglo  al  ar- 
título  369  de  la  ley  de  finjuiciamiento  civil,  444  de  la  de  lo  criminal,  y  ft( 
ai  6$  de  la  del  procedimiento  Gouteneioao-administrativo,  ni  tampoco  para 
loa  actos  de  jurisdicción  voluntaría;  de  donde  se  deduce,  que  al  entablar  el  tor- 
tor cualquier  demanda  de  las  que  necesiten  la  propia  autorización  del  con-* 
s^o,  debeiá  acompañar  certificación  del  acta  en  que  haya  recaído  el  acuerdo. 


(1)     Salvo  «1  Contenoioio>adinrnÍ8triitÍTo,  en  loi  eontadoa  oasoü  on  qut  pomS» 
Mr  proeedentf. 
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como  uno  de  los  doeamentos,  compreodido  en  el  núm.  S.*  del  art.  503  de  Ift 
lojFiie  fioiaicUffliento  civil. 

Caando  de  exigir  responsabilidad  al  tolor  se  trate,  y  el  reintegro  de  la 
cantidAd  en  que  resaltare  el  pupilo  perjndieado,  tendrá  como  reeorso  jodieial, 
áfwsclio  4  pedir  la  nulidad  del  acto,  y  como  consecaeoda  de  la  rei?indicaei6n, 
wfMnuü^B  6  indemnización,  etc.,  qoe  proceda,  dentro  del  placo  de  eoatro 
aiius  marcados  en  el  art.  4304,  y  la  acción  dimanada  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  tS7  con  el  tórmino  de  cinco  a&os.  Qne  por  no  existir  prohibición  expresa, 
el  ttttur  pnede  ser  arrendatario  de  los  bienes  del  pupilo,  á  la  manera  qae  otro 
csalquiera  en  esta  clase  de  contratos,  y  ser  piestatario  de  dinero  de  pupilo 
con  las  co  ndiciones  propias  del  contrato  de  préstamo.  Que  cuando  el  tutor 
pei'ciba  cantidades  de  nn  dendor  propio  suyo,  que  también  lo  fuere  del  pupilo, 
deberá  imputarse  lo  cobrado  en  los  dos  créditos  á  proporción  de  sn  importe, 
Aouque  hubiese  dado  el  recibo  por  caenta  sólo  de  su  haber,  en  armonía  con 
lo  dispuesto  en  el  art  4684,  si  bien  entendemos  que  será  preciso  para  ello, 
tfnñ  ambos  créditos  sean  de  la  misma  clase  y  no  legalmente  privilegiado  el 
uno  respecto  del  otro,  por  no  ser  licito  alterar  loa  efectos  de  la  natnralesa 
prb|Ma  de  cada  contrato. 

La  retribución  al  tutor  no  deberá  gravar  el  capital  del  pupilo,  limitándose 
sólo  á  sus  productos,  por  cuya  raxón,  el  tipo  proporcional  del  4  al  40  por 
¥dO  (4),  se  detraerá  de  los  ingresos  de  cada  ano  después  de  rebajar  cargas,. 
cMitfibociones  é  iní^uestos;  y  si  sobseviniere  litigio  sobre  la  cuantía  de  la  re* 
triboción,  su  elevación  ó  disminución,  según  las  vicisitudes  de  los  bienes  y  el 
trabajo  que  su  cuidado  ocauone,  el  procedimiento  deberá  acomodarse  á  las  re- 
glas del  juicio  declarativo  que  por  su  cuantía  corresponda,  y  el  término  para 
entablar  la  acción,  deberá  ser  el  de  los  cinco  años  fijado  en  el  art.  S87  armo- 
nicatloeonel  S4I. 

La  tálela  concluye  en  los  dos  casos  que  expresa  el  an.  S78,  del  que  con- 
sideramos deben  deducirse,  aunque  no  se  determinan,  las  excepciones  siguien- 
tes: I.*  La  habilitación  de  edad  hace  precisa  la  intervención  del  tutor  en  cier- 
iM  actos  del  pupilo,  como  tomar  dinero  á  préstamo,  vender  ygraviur  sus 
léeoes  y  ano  comparecer  en  juicio.  S.^  La  adopción  de  quien  esté  sujeto  á  tu- 
acta  requiere  la  prestación  de  fianza  por  el  padre  adoptante  á  satisfacción  del 
Jaez  (¿>,  y  sin  ella  no  adquirirá  el  adoptante  el  usuírncto  de  los  bienes  del 
adoptado,  ni  tampoco  la  administración,  y  en  este  caao,  es  indudable  que  tam- 
jpoeo  la  adopción  concluye  látatela.  3.*  Siendo  axioma  jurídico  que  en  el 

^1)     VéAHe  la  sentenoU  del  Tribunal  Supremo  de  9S  de  Octubre  del  M,  adaptada 
«n  «Mta  obra  al  art.  276  referente  k  «frutos  por  alimentoe». 
JS)    Art.  lee. 


I 
*  I 
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cs^mpo  del  derecho  se  desatan  las  obligaciones  del  mismo  modo  que  se  atan, 
los  alienados  y  los  pródigos  deberán  acudir  á  un  procedimiento  judicial  aná- 
logo al  en  que  se  les  declaró  tales,  cuando  haya  cesado  la  cansa  que  lo 
motivó,  no  siendo  bastante  al  pñmero  los  intervalos  lúcidos  de  que  goce, 
según  el  núm.  t.^  del  art.  SOO,  ni  en  cnanto  al  segundo  la  sola  demostración 
del  acta  de  filleelmiento  de  las  personas  llamadas  á  sucederle  abintestato, 
sino  qtse  con  dicha  acta  podrá  presentar  su  demanda  en  juicio  coatradic- 
lorio,  y  como  cuestión  puramente  de  derecho,  ocasionará^  sin  grandes  di» 
laekMiea  ni  dispendios,  la  resolución  judicial  declarando  terminada  la  causa  de 
}&  incapacidad  y  el  mandamiento  para  la  cancelación  de  las  inscripciones  6 
aaolaeiones  que  se  hicieron  en  los  Registros  civil  y  de  la  propiedad. 


CAPITULO    X 

X>e  las  cuentas  de  la  tutela. 


Ai»i.  S90.  £1  pariente  colateral  del  menor  ó  inca* 
pacitado,  y  el  extraño  que  no  habiere  obtenido  el  cargo 
de  tutor  con  la  aeignación  de  frutos  por  alimentos,  rendí- 
xán  al  consejo  de  familia  cuentas  anuales  de  su  gestión. 

Estas  cuentas,  examinadas  por  el  protutor  7  censura- 
das por  el  consejo,  serán  depositadas  en  la  secretaria  del 
'  Tribunal  donde  se  hubiese  registrado  la  tutela. 

Si  el  tutor  no  se  conformase  con  la  resolución  del  con- 
sejo, podrá  recurrir  á  los  Tribunales,  ante  los  cuales  los 
intereses  del  menor  ó  incapacitado  serán  defendidos  por 
el  protutor. 


159.  Dispuesto  en  el  testamento  otorgado  que  el  tutor  que  nom- 
bró el  testador  á  sus  menorq^  hijos,  desempeñe  el  cargo  frutos  por 
júímeatofiy  jr  fiieiido  é^ta  una  forma  de  retribuir  al  tutor  y  al  mis* 
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mo  tíempo  de  atender  á  los  alimentos  de  los  menores,  forma  re- 
conocida en  derecho  y  aceptada  en  el  Código  civil  en  eus  artícu- 
los 279  y  párrafo  4.^  del  290,  al  ocuparse  de  los  casos  en  que  han 
de  dar  cuentas  los  tutores  y  los  conceptos  que  se  han  de  expresar 
en  el  Registro  de  tutelas,  no  tiene  aplicación  á  la  cuestión  el  ártica* 
lo  268»  puesto  que  expresamente  se  refiere  al  caso  en  que  la  perso- 
na que  npmbra  tutor  por  testamento  nada  disponga  ea  cuanto 
á  la  pensión  alimenticia  de  los  menores  ó  incapacitadoa. — S,  2$ 
Oof.  94.— G.  7  Enero  95. 


Ari.  ^HO.  El  tutor  que  sea  reemplazado  por  otro  es- 
tará obligado,  y  lo  mismo  sus  herederos,  á  rendir  cuenta 
general  de  la  tutela  al  que  le  reemplace;  cuya  cuenta  será 
examinada  y  censurada  en  la  forma  que  previene  el  ar- 
ticulo precedente.  El  nuevo  tutor  será  responsable  al  me- 
nor de  los  daños  y  perjuicios,  si  no  pidiere  y  tomare  laa 
cuentas  de  su  antecesor. 

Art.  ItM.  Acabada  la  tutela,  el  tutor  ó  sus  herede- 
ros están  obligados  á  dar  cuenta  de  ru  administración  al 
que  haya  estado  sometido  á  aquélla  ó  á  sus  representan- 
tes ó  derechohabientes. 

Art.  fíi9>9.  Las  cuentas  generales  de  la  tutela  serán 
censuradas  é  informadas  por  el  consejo  de  familia  dentro 
de  un  plazo  que  no  excederá  de  seis  mesea. 

Art.  ^83.  Las  cuentas  deben  ir  acompañadas  de  soa 
documentos  justiñcativos.  Sólo  podrá  excusarse  la  jueti- 
fícación  de  los  gastos  menudos,  de  que  un  diligente  padre 
de  familia  no  acostumbra  á  recoger  recibos. 

Ari.  1VS4.  Los  gastos  de  la  rendición  de  cuentas  eo* 
Trerán  á  cargo  del  menor  ó  incapacitado. 

Ari.  9S5.  Hasta  pasados  quince  dias  después  de  la 
rendición  de  cuentas  justificadas  no  podrán  los  cansafaa- 
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bientes  del  menor,  ó  éste,  si  ya  fuere  mayor,  celebrar 
con  el  tutor  convenio  alguno  que  se  relacione  con  la  ges- 
tión de  la  tutela. 

El  consejo  de  familia,  sin  perjuicio  de  los  arreglos  que 
pasado  ese  plasso  puedan  hacer  los  interesados,  deberá 
denunciar  á  loe  Tribunales  cualesquiera^elitos  que  He  hu- 
biesen cometido  por  el  tutor  en  el  ejercicio  de  la  tutela. 

Art.  98G.  El  saldo  que  de  las  cuentas  generales  re- 
sultare á  favor  ó  en  contra  del  tutor  producirá  interéa 
legal. 

En  el  primer  caso,  desde  que  el  menor  sea  requerido 
para  el  pago,  previa  entrega  de  sus  bienes. 

En  el  segundo,  desde  la  rendición  de  cuentas  si  hubie- 
sen sido  dadas  dentro  del  término  legal,  y  si  no  desde  que 
éste  espire. 


160.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  le 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu- 
cir intereses  de  cantidades  ilíquidas,  y  lo  son  todas  aquéllas  en  que 
precisa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto. — 8.  10  Dic,  94. 
—O.  2  Marzo  95. 


Ari.  9SV.  Las  acciones  que  reciprocamente  asistan 
al  tutor  y  al  menor  por  rasón  del  ejercicio  de  la  tutela  se 
extinguen  á  loe  cinco  años  de  concluida  ésta. 


II. 


lS  eoMitis  de  la  tálela  han  de  ser  •!  espejo  qae  reprodoxea  fielmente  la 
eoAducta  del  admioistrador  de  les  bienes,  al  paso  qae  el  reflojo  de  la  sitoa- 
dóo  7  vicisitodet  sucesivas  de  éstos.  Por  eso  el  Código  dedica  los  naeve  ar* 
üealos  que  eoiDpreQde  el  eapítolo  décimo  á  aqaella  materia.  El  que  ma- 
Mja  bienes  ajenosi  eati  ea  d  deber  de  rendir  étieotas,  y  si  esos  bienes  pie- 
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dneen,  y  sqs  prodoctoff  están  afecto»  á  obligaciones  tan  sagradas  como  las 
que  deriva  la  tutela,  sagrado  ba  de  ser  el  deber  de  rendir  aqnéHas,  salvo  el 
caso  de  que  dichas  obligaciones  deban  atenderse  por  el  tator  con  cargo  á  la 
totalidad  de  los  productos  6  como  se  llama  genéricamente  afratos  por  ali- 
mentos», porqoe  perteneciendo  al  tutor  los  frutos,  falta  la  razón  para  que  rin- 
da eaentas. 

En  otro  caso,  y  sabido  es  que  debe  suceder  cuando  no  resulte  esa  conce- 
sión hecha  en  testamento,  el  tutor  tendrá  que  rendir  cuenta  en  cada  un  año 
de  los  ingresos  y  egresiones,  con  justificación  de  sus  partidas,  presentándolas 
«n  la  fecha  que  á  este  efecto  se  le  hubiere  señalado  por  el  consejo  de  familia 
al  darle  posesión  del  cargo,  y  examinadas  que  sean  por  el  protutor,  pasarán  á 
la  censura  del  consejo  de  familia,  y  una  vez  aprobadas,  al  Juzgado  de  primera 
instancia  en  que  fué  la  tutela  registrada  para  su  conservación,  el  cual  adop- 
tará las  medidas  que  crea  convenientes  respecto  á  la  forma  en  que  han  de  que» 
dar  archivadas. 

Claro  está  que  la  censura  desfavorable  á  la  cuenta  anual  del  tutor  preci- 
sará á  éste  á  reparar  los  agravios  qde  realmente  contenga  hasta  obtener  la  ne- 
cesaria conformidad;  mas  en  el  caso  de  que  no  lo  practique  ó  de  que  no  satis- 
.  faga  la  rectificación  al  consejo,  será  precisa  la  intervención  de  la  autoridad 
jadicial,  para  que,  en  procedimiento  de  sustanciación  incidental,  resuelva  de- 
finitivamente las  .diferencias,  á  cuya  resolución  deberá  amoldarse  la  cuenta 
discutida. 

Parece  natural  que  si  de  la  resolución  judicial  resultare  la  absoluta  falta 
de  razón  por  parte  del  tutor,  el  consejo  de  familia  lo  estime  como  causa  de  re- 
moción del  tutor  y  la  lleve  á  efecto.  De  igual  modo  podrá  proceder  cuando  el 
tutor  deje  de  cumplir  á  su  tiempo  la  obligación  de  rendir  cuentas  sin  causa 
jQsüficada  y  después  de  haber  sido  requerido. 

Acabada  la  tutela  por  cualquiera  de  las  causas  ocasionales  provenientes 
del  tutor  ó  de  las  que  proceden  del  pupilo,  será  precisa  la  rendición  de  la 
cuenta  general,  cualquiera  que  sea  la  época  del  año  en  que  ocurra;  en  el  pri- 
mer caso,  el  nuevo  tutor  que  sustituya  al  antecesor  exigirá  de  éste  ó  de  sus 
herederos  la  rendición  de  las  cuentas,  como  igualmente  el  pupilo  que  haya  sa- 
lido de  tutela,  en  el  segundo,  deberán  exigirlo  el  protutor,  el  consejo  de  fami- 
lia y  los  herederos  del  pupilo,  debiendo  advertir  que  las  cuentas  definitivas 
deberá  rendirlas  igualmente  el  tutor  designado  con  frutos  por  alimentos,  pues 
como  decía  la  ley  de  Partida  (4),  «en  cualquier  manera  que  se  acabe  el  oficio 
del  guardador,  tenudo  es  luego  de  dar  buena  cuenta  é  verdadera  de  todos  los 
bienes  del  guérfano  tanto  muebles  como  rayz,  é  entregarlo  todo  á  él  mismo... 

(1)    Ley  21,  tít.  16,  Partida  e.* 
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£  pira  esto  cumplir  es  obligado  tfimbién  el  guardador  como  sus  fiadores,  é  sus 
herederos  é  todos  sus  bienes  al  gnérfano  d  sus  herederos». 

La  cuenta  general  deberá  comprender  todo  el  período  del  ejercicio  del  tu- 
tor, y  si  éste  ha  venido  rindiéndolas  anualmente,  la  operación  se  facilita  con 
consignar  en  la  general  el  arrastre  sucesivo  de  los  saldos  de  cada  una  de  las 
pardales,  teniendo  en  cuenta  que  la  morosidad  en  la  reposición  del  saldo  li- 
quidado á  favor  del  tutor  ó  del  pupilo  devengará  interés  como  obligada  in- 
demnización de  perjuicios  desde  el  diía  en  que  resulte  la  conformidad  del 
mismo:  tjus  quod  ex  causa  tutel<B  dehetur,  usuras  prestari  oportere,  duhio 
moñest. 

Como  consecuencia  de  lo  expuesto^  conviene  observar:  que  si  los  herede- 
ros del  pupilo,  lejos  de  reclamar  las  cuentas,  repudian  la  herencia,  los  acree- 
dores de  dicho  pupilo  podrán  pedir  al  Juez  les  autorice  para  aceptarla  en 
nombre  de  aquél  y  les  aprovechará  sólo  en  cuanto  baste  á  cubrir  el  importe  de 
wa%  créditos,  estando  facultados  para  ejercitar  todos  los  derechos  y  acciones  del 
difunto  encaminados  á  aquel  fin,  é  impugnar  los  actos  realizados  en  fraude  de 
sa  derecho  (4). 

Los  herederos  del  pupilo  podrán  hacer  su  reclamación  desde  el  fallecí- 
nuento  de  aquél,  si  ocurrió  existiendo  la  tutela,  hasta  los  cinco  años  siguien- 
tes, y  si  ésta  había  concluido,  dentro  del  término  que  falte  para  completar 
dichos  cinco  años.  Los  herederos  del  tutor  asumirán  las  responsabilidades  de 
éste,  según  la  forma  en  que  acepten  la  herencia  limitativa  del  precepto  gene- 
ral establecido  en  los  artículos  664  y  989,  relacionados  con  los  4003,  4006, 
1007,  4040,  4023  y  sus  concordantes  del  Código. 

Las  acciones  jurídicas  qtte  recíprocamente  se  desprenden  de  la  tutela,  po- 
drán ejercitarse  desde  el  momento  en  que  ocurra  el  hecho  que  las  ocasione 
liasla  que  deban  prescribir  con  arreglo  á  su  naturaleza  especial,  que  por  su 
variedad  no  puedan  clasificarse  apriori,  porque  dependen  de  la  esencia  de  la 
leelamación,  de  la  materia  civil  ó  criminal  á  que  corresponda,  y  á  la  clase  de 
juicio  declarativo,  ejecutivo,  etc.,  en  que  se  formule  la  reclamación,  sin  per- 
juicio de  la  regla  general  contenida  en  el  art.  287,  que  establece  la  extinción 
de  las  acciones  que  recíprocamente  asistan  al  tutor  y  al  menor  por  razón  de) 
ejerdeio  de  la  tutela  á  los  cinco  años  de  concluida  ésta. 


a)     ArtB.  1001  y  1111  del  Código. 
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CAPITULO    XI 
IDel  registro  de  las  tutelas. 


Ari.  9H9.  En  loa  JazgadoB  de  primera  instancia 
habrá  uno  ó  varios  libros  donde  se  tome  rasón  de  las  tu- 
telas  constituidas  durante  el  año  en  el  respectivo  terri* 
torio. 

A  rt.  SHA.  Estos  libros  estarán  bajo  el  cuidado  de 
un  Secretario  judicial,  el  cual  hará  los  asiestos  gratuita* 
mente. 

Ari.  990.  El  registro  de  cada  tmtela  deberá  con- 
tener: 

1.^  El  nombre,  apellido,  edad  y  domicilio  del  menor 
ó  incapaz,  y  la  extensión  y  límite  de  la  tutela,  cuanda 
haya  sido  judicialmente  declarada  la  incapacidad. 

2.^  El  nombre,  apellido,  edad  y  domicilio  del  tutor,  j 
la  expresión  de  si  es  testamentario,  legitimo  ó  dativo. 

8.^  El  día  en  que  haya  sido  deferida  la  tutela  y  pres- 
tada la  fianza  exigida  al  tutor,  expresando,  en  su  caso»  ki 
clase  de  bieneig  en  que  la  haya  constituido. 

4.^  La  pensión  alimenticia  que  se  haya  asignado  al 
menor  ó  incapaz,  ó  la  declaración  de  que  se  han  compen- 
sado frutos  por  alimentos. 


161.  Dispuesto  en  el  testamento  otorgado  que  el  tutor  que 
nombre  el  testador  á  sus  menores  hijos,  desempeñe  el  cargo  frut<^ 
por  alimentos,  y  siendo  ésta  una  forma  de  retribuir  al  tutor,  y  al 
mismo  tiempo  de  atender  á  los  alimentos  de  los  menores,  foxma 
reíconodda  y  aceptada  en  el  Código  civil,  en  sus  art^ulos  279  y  pi- 
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mfo  4/^  del  290,  al  ocuparse  de  loe  caeoB  en  que  han  de  dar  cuen- 
tas loe  tutores  y  los  conceptos  que  se  han  de  expresar  en  el  Regis- 
tro de  tutelas,  no  tiene  aplicación  á  la  cuestión  el  art.  268,  puesto 
que  expresamente  se  refiere  al  caso  en  que  la  persona  que  nombra 
tutor  por  testamento,  nada  disponga  en  cuanto  á  la  pensión  ali- 
mentida  de  los  menores  ó  incapacitados. — S.  26  Od.  94.-~0.  7 
Enero  95. 


Awt.  99 1«  Al  pie  de  cada  inscripción  se  hará  cons- 
tar, al  comenzar  el  año  judicial^  si  el  tutor  ha  rendido 
cuentas  de  su  gestión,  en  el  caso  de  que  esté  obligado  á 
darlas. 

Ari,  999.  LoB  Jueces  examinarán  anualmente  es- 
tos registros  y  adoptarán  las  determinaciones  necesarias 
en  cada  caso  para  defender  los  intereses  de  las  personas 
sujetas  á  tutela. 


El 


IL  earáeter  propio  de  la  tatela,  como  perteneciente  al  deretbo  publico,  y 
m  Craiceadencia,  requieren  sa  inicripción  en  un  regiitro,  también  público  y 
á  la  ves  eapecial,  como  el  que  comprenden  los  cinco  articnlosdel  capitolo  qne 
BOtoeopa,  referido  al  Jaez  de  primera  instancia  del  partido  á  qae  corresponde 
la  lesídencia  del  consejo  de  fiunilia  y  el  Jaez  monicipal  qne  le  censtitaye, 
bajo  el  enidado  de  un  Secretario  jodicíal,  que  parece  debe  ser  el  llamado  de 
gobierno  en  cada  Jazgsdo. 

Ea  sa  eonsecaencia,  discernida  la  tutela  por  el  consejo  de  familia,  único  á 
quien  corresponde  esta  misión,  según  demostramos  en  los  comentarios  a)  ar- 
tícalo  261,  cualquiera  de  las  personas  obligadas  por  el  art.  fSS  para  pedir  la 
iüscripeión  de  la  fianza  en  el  Registro  de  la  propiedad  deberá  por  su  orden 
presentar  al  Juez  de  primera  instancia  aludido  la  certificación,  expedida  por 
«1  presidente  del  consejo,  del  acta  de  discernimiento  del  cargo  de  tutor,  com- 
pransiva  de  los  particulares  expresados  en  los  cuatro  números  del  art.  S90» 
fira  que  pueda  decretar  marginalmente  su  inscripción,  despuós  de  la  cual,  que 
feadrá  étecio  sin  exacción  de  derechos,  facilitará  el  Secretario  la  certificación 
«onespondientf ,  mediante  el  pago  de  los  que  por  arancel  le  correspondan,  y 
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esa  certificación»  con  el  V.*^  B.®  del  Joez,  será  el  documento  público  que  acre- 
dite en  todo  Tribunal,  Oficina  pública.  Corporación  ó  Establecimiento  de  toda 
género  la  representación  legal  que  ostenta  el  tutor,  que  no  sea  de  los  expó- 
sitos ni  de  los  acogidos  en  los  establecimientos  públicos,  pues  para  ellos  ejerce 
la  tutela  el  Jefe  de  la  institución,  y  el  registro  será  el  que  por  sus  leyes  y  re* 
glamentos  especiales  deben  lierar. 

Sobre  la  alta  inspección  que  con  arreglo  á  la  ley  ejerce  en  la  tutela  el  con- 
sejo de  familia,  todavía  atribuye  el  art.  292  una  inspección  suprema  al  Jnei 
de  primerea  instancia,  facultándole  para  que  adopte  las  disposiciones  necesarias^ 
en  cada  caso,  para  defender  los  intereses  de  las  personas  sujetas  á  tutela,  con 
mérito  á  los  datos  que  resulten  del  Registro  á  él  confiado  y  al  examen  que  de 
los  mismos  deberá  bacer  anlialmente,  extensivo  á  las  cuentas  que,  censuradas 
por  el  consejo  de  familia,  babrá  de  custodiar. 

Para  la  adopción  de  esas  determinaciones  le  deja  el  precepto  aneba  pnerta 
para  que  pueda  proceder,  según  su  prudente  arbitrio  referido,  á  la  diligencia 
de  un  buen  padre  de  íámilia  y  á  la  disposición  del  ánimo,  tanto  hacia  la 
equidad  natural,  como  al  precepto  escrito  de  la  ley. 


TÍTULO  X 


Del  consejo  de  familia. 


SECCIÓN  PRIMERA 


D£  LA  FORMACIÓN    DEL  CONSEJO  DB    FABnLIA 


Ari.  1S03.  Si  el  Ministerio  público  ó  el  Juez  moDÍ- 
cipal  tuvieren  conocimiento  de  que  existe  en  el  territorio 
de  su  jurisdicción  alguna  de  las  personas  á  que  se  refiere 
el  art.  200,  pedirá  el  primero  y  ordenará  el  segundo,  de 
oficio  ó  á  excitación  fiscal,  según  los  casos,  la  constitución 
del  consejo  de  familia. 

Están  obligados  á  poner  en  conocimiento  del  Juez  mu- 
nicipal el  hecho  que  da  lugar  á  la  tutela  en  el  momento 
que  lo  supieren:  el  tutor  testamentario,  los  parientes  lla- 
mados á  la  tutela  legitima,  y  los  que  por  ley  son  vocales 
del  consejo,  quedando  responsable^  si  no  lo  hicieren,  de 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

£1  Juez  municipal  citará  á  las  personas  que  deban  for- 
mar el  consejo  de  familia,  haciéndoles  saber  el  objeto  de 
la  reunión,  y  el  día,  hora  y  sitio  en  que  ha  de  tener  lugar. 


162.  Al  ordenar  que  los  interesados  acudan  al  Juzgado  munici- 
pal y  al  consejo  de  familia,  ajustando  sus  peticiones  á  lo  dispuesto 
en  los  títulos  9.^  y  10  del  libro  1.^  del  Código,  en  nada  se  infringe 
n!  desconoce  la  ley  1.^,  tít.  4.^,  libro  5.^  de  la  Constitución  de  Ca- 
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taluña,  qne  Banciona  la  facultad  del  padre  de  nombrar  en  testa- . 
mentó  y  en  toda  especie  de  última  voluntad  tutores  para  bu9  bijoe^ 
ni  la  voluntad  expresada  por  el  padre  de  los  menores  en  su  testa- 
mentó,  puesto  que  dicha  voluntad  y  la  ley  que  le  atribuye  eficacia . 
han  de  cumplirse  dentro  de  las  disposiciones  legales  que  determina 
el  discernimiento  y  el  ejercicio  de  la  tutela,  que  antes  del  Código 
civil  eran  los  artículos  del  tít.  2.^,  libro  3.^  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  ahora  son  loe  de  los  títulos  9.^  y  10  del  libro  1.^ 
del  Código.— 5^.  12  Junio  94.-0.  5  Nov. 

Í63.    No  infringe  la  sentencia  los  artículos  1883  y  1861  de  la . 
ley  de  Enjuiciamiento,  y  aplica  rectamente  los  artículos  12  y  293  , 
del  Código  civil  y  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  relativa 
á  didu)  art.  12,  los  cuales,  á  tenor  de  las  disposiciones  transitorias, . 
tienen  eficacia  para  las  tutelas  que  han  debido  constituirse  después 
de  estar  en  vigor  el  Código,  aunque  sean  de  fecha  anterior  los  tes- 
tamentos de  qne  emanen.— 19.  12  Junio  94. — G.  5  Nov. 

\ 

164.  La  obligación  que  impone  el  párrafo  segundo  del  art.  293 
á  los  tutores  testamentarios,  á  los  parientes  llamados  á  la  tutela 
legitima  y  á  loe  que  por  la  ley  son  vocales  de  los  consejos  de  fami- 
lia, de  poner  en  conocimiento  del  Juez  municipal  el  hecho  que  da 
Ingar  á  la  tutela  en  el  momento  que  lo  tupieren,  responde  á  la  pron- 
titud y  urgencia  con  que  debe  proveerse  al  menor  ó  incapacitada 
del  consejo  de  familia,  amparo  y  garantía  de  la  persona  é  intere- 
ses de  aquél;  por  lo  cual,  ya  se  atienda  al  sentido  gramatical  de  la 
fcase  de  una  ley,  ya  ¡^  fundamento  legal  que  la  dicta,  el  espacio 
de  tiempo  que  medie  entre  el  momento  en  que  las  indicadas  per- 
sonas tengan  noticia  del  hecho  que  determina  la  tutela  y  el  en 
que  cumplan  el  precepto  de  la  ley,  ha  de  ser  tan  próximo  é  inme- 
diato como  aconseja  la  prudencia  del  hombre  más  escrupulosa- 
mente exacto  en  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones. — S.  i.^ 
Mttyo  94.-0.  9  Oa. 

s 

4 

165.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  contiene  precepto  es- 
pecial que  determine  la  competencia  para  la  constitución  del  C04- 
aejo  de  familia;  pero  por  ser  ésta  una  institución  tutelar  creada^ 
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con  poBterioridad  á  dicha  ley,  debe  regalarse  la  competencia  por 
analogía,  según  lo  establecido  para  la  tutela  y  cúratela;  institucio- 
mas  de  carácter  general  y  únicas  reconocidas  en  aquella  ley  para 
completar  la  personalidad  de  los  menores  y  de  los  incapacitados. 
— 19. 10  Marzo  94.— G.  4  Agodo. 

16G.  Siendo  el  último  domicilio  del  finado  el  lugar  en  que  tex- 
to, declarado  asi  en  el  testamento  que  otorgara  pocos  días  antes  de 
morir,  la  constitución  del  consejo  de  fiímilia  que  ha  de  amparar  á 
BU  menor  hija  compete  al  Juez  de  aquel  lugar,  conforme  á  la  re- 
gla 17  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  atribuye 
el  nombramiento  y  discernimiento  de  los  cargos  de  tutores  y  cura- 
dofes  para  bienes,  y  la  resolución  de  sus  excusas,  en  primer  término 
al  Jnez  del  domicilio  del  padre,  cuya  muerte  ocasionase  el  nombra- 
miento.— S.  10  Marxo  94.— O.  4  Agosto. 


p 


JL  KfiCKFTO  68  de  derecho  prooesal  que  todas  las  aetaaeiones  judiciales 
deberán  eteiüiírse  en  el  papel  sellado  «jae  prevengan  las  leyes  y  reglamentos* 
Imjo  las  penu  qne  en  ellos  se  determinen,  cnal  vemos  expresamente  consig- 
aado  en  el  art.  %ÍS  de  la  vigente  ley  de  Enjoieiamiento  civil. 

Aben  bien:  la  formación  del  consejo  de  familia  requiere  nDa  serie  de  ac- 
taadencs  en  el  Jnzgado  mnnicipal  correspondiente,  y  en  consideración  á  ello, 
y  a  ^pie  la  caantía  que  ha  de  darles  competencia  está  limitada  en  asuntos  civi- 
les i  t6lo  ttO  pesetas,  pudiera  estimarse  que  la  clase  de  papel  de  cuanto  ante 
tales  autoridades  se  actuase,  debería  comprenderse  en  la  correspondiente  á 
a^aellaa  euaotia  y  competencia.  Mas  no  sucede  así,  porque  la  competencia,. 
anas  veces  depende  de  la  cuantía  y  en  otros  casos  de  la  materia.  Así,  pues* 
el  iaterdieto  de  recobrar  una  cosa  cuya  estimación  sea  inferior  á  aquella  suma, 
aooca  corresponderá  al  conocimiento  de  los  Jueces  municipales,  por  excluirlo 
la  materia  misma,  dentro  de  la  actual  legislación  procesal. 

De  la  misma  manera,  el  conocimiento  de  los  expedientes  sobre  formación 
M  eonsejo  de  fimilia,  ha  sido  materia  atribuida  por  el  Código  á  los  Jueces 
aaaidpales  sin  consideración  á  su  cuantía,  que  no  sería  fácil  ni  justo  seña- 
lar, y  hay  por  ello  que  buscar  la  analogía  para  la  fijación  de  la  clase  del  pa- 
pel sellado  ea  que  deban  extenderse  sus  especiales  diligencias,  fuera  de  aquel 
criterio  y  coa  arreglo  á  loa  preceptos  de  la  ley  vigente  sobre  el  sello  y  tim- 
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bre  del  Estado,  qoe  es  la  de  45  de  Septiembre  de  4892,  pnblietda  en  la  Oik- 
ceta  del  día  22. 

Esto  sapoesto,  lai  diligencias  de  constitación  del  consejo  de  familia,  para 
los  efectos  de  la  clase  de  papel  qoe  en  ellas  ba  de  emplearse,  deben  estimarse 
como  si  fueran  las  de  un  acto  d,e  jurisdicción  volantaría,  y  por  tanto,  practi- 
carse en  el  que  para  ellos  determina  la  ley  del  Timbre,  ó  sea  el  de  dos  pese- 
tas; pero  cnando  se  constituya  de  oficio  ó  á  petición  fiscal,  se  extenderán  ea 
«1  papel  del  sello  de  oficio,  sin  perjuicio  del  correspondiente  reintegro  (4). 


Art.  ^94*  El  coDfiejo  de  familia  se  comprondrá  de 
las  personas  que  el  padre,  ó  la  madre  en  su  caso,  hubiesen 
designado  en  su  testamento,  y  en  su  defecto,  de  los  ascen- 
dientes y  descendientes  varones,  y  de  los  hermanos  y  ma- 
ridos de  las  hermanas  vivas  del  menor  ó  incapacitado» 
cualquiera  que  sea  su  número.  Si  no  llegaren  á  cinco,  se 
completará  este  número  con  los  parientes  varones  más 
próximod  de  ambas  líneas  paterna  y  materna;  y  si  no  los 
hubiere,  ó  no  estuvieren  obligados  á  formar  parte  del 
consejo,  el  Juez  municipal  nombrará  en  su  lugar  perso- 
nas honradas,  prefiriendo  á  loe  amigos  de  los  padres  del 
menor  ó  incapacitado. 

Si  no  hubiere  ascendientes,  descendientes,  hermanos  j 
maridos  de  las  hermanas  vivas,  el  Juez  municipal  consti- 
tuirá el  consejo  con  los  cinco  parientes  varones  más  pró- 
ximos del  menor  ó  incapacitado,  y  cuando  no  hubiere 
parientes  en  todo  ó  en  parte,  lo  suplirá  con  personas  hon- 
radas, prefiriendo  siempre  loe  amigos  de  los  padres. 


167.  Al  disponer  este  artículo  que  cuando  el  padre,  ó  la  madre 
en  su  caso,  no  hayan  designado  en  su  testamento  las  personas  de 
que  deba  componerse  el  consejo  de  familia,  formarán  parte  de  él 
los  ascendientes  y  descendientes  varones,  y  los  hermanos  y  mari- 


(1)     Ciroolar  de  la  Dirección  general  de  Oontribuciones  indirectas,  de  tt  da 
Abrü  de  1890,  publicada  en  el  BúleUn  q/Udal  de  la  provinoda  de  Zarag^oea. 
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doG'de  laB  hermanas  vivas  del  menor  ó  incapacitado,  coalquiera 
que  sea  su  número,  y  que  si  no  llegaren  á  cinco  se  completará  con 

« 

loe  parientes  varones  más  próximos  de  ambas  lineas,  paterna  j 
materna,  ha  querido  evidentemente  significar  que,  á  falta  de  nú- 
mero bastante  de  parientes  de  los  taxativamente  designados  como 
vocales  natos  del  consejo,  se  complete  el  de  sus  individuos  con  los 
parientes,  no  de  cada  linea,  sino  de  ambas  líneas  juntas  que  resul- 
ten serlos  más  próximos  del  menor,  dando  la  preferencia  á  esa 
mayor  proximidad  de  parentesco  como  garantia  natural  de  más 
vivo  afecto  y  prenda  de  mayor  solicitud  por  los  intereses  del  me- 
nor ó  incapacitado,  toda  vez  que  si  el  ánimo  del  legislador  hubiese 
■ido  conceder  en  primer  término  la  preferencia  á  la  simultaneidad 
de  las  líneas,  y  dentro  de  ellas,  pero  subsidiariamente,  á  la  proxi- 
midad del  parentesco,  hubiera  expresado  indudablemente  el  con- 
cepto, diciendo:  «parientes  de  las  dos  líneas,  eligiendo  los  más 
próximos  de  cada  línea».— /S^.  17  Junio  98. — (?.  28  Od. 


P: 


£BTBNEGI£NDO  al  derecho  público  la  institoción  tutelar  eaUbleeída 
ea  favor  de  los  menesterosos  qae  no  pneden  valerse  i  sí  mismos,  el  Joes  á 
cuya  jurisdicción  atriboye  la  ley  en  los  artícnlos  qoe  venimos  examinando  el 
deber  de  eonsütnir  el  consejo  de  familia,  qne  es  el  primer  elemento  generador 
de  la  tntela,  .deberá  cuidar  mny  especialmente  del  cumplimiento  de  los  aludi- 
dos preceptos  del  Código,  y  más  aún,  cuando  se  trata  de  la  tutela  legítima, 
para  que  ésta  responda  en  todos  sus  extremos  del  modo  máD  conclnyente  á 
tos  fines  de  su  institución. 

En  estos  casos,  los  Fiscales  municipales  estarín  obligados  del  mismo  modo, 
aosqne  secundariamente,  á  vigilar  por  el  cumplimiento  de  los  enunciadoear* 
fíenlos,  pues  su  intervención,  si  bien  en  muchos  casos  está  limitada  por  la  ley 
misma,  como  en  los  expedientes  sobre  obtención  del  beneficio  de  pobresa 
para  lit^ar,  por  ejemplo,  á  que  se  cumpla  la  ritualidad  establecida  en  el  pro- 
cedimiento, y  nada  más;  en  cambio,  su  intervención  en  materias  como  laque 
nos  ocupa  no  puede  considerarse  con  aquella  limitación,  puesto  qod  mal  po- 
dría considerarse  cumplida  la  ley  por  llenar  sus  formas  más  externas  en  la 

c 

tramitación,  si  quedase  incumplida  en  lo  que  representase  algo  sustancial  en 
la  misma. 

Attypnes,  los  Fiscales  municipales  deberán  velar  cuidadosamente  para 
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^pcM  «e  ouDpla  lo  dispuesto  en  el  preinserto  art.  M4  y  en  el  sígoiente,  opon 
siéndose,  si  fnera  preciso,  i  qne  formen  ptrte  del  consejo  de  fsmitía  personas 
ditlinlas  de  las  llamadas  por  la  ley,  y  menos  aun,  los  inhabilitados  para 
di»  <f). 


Art.  IBSft.  En  igualdad  de  grado  será  preferido  para 
el  consejo  de  familia  el  pariente  de  más  edad. 

Ari.  9B8.  LoB  Tribunales  podrán  subsanar  la  nuli- 
dad que  resulte  de  la  inobservancia  de  los  artículos  ante- 
riores» 6i  no  se  debiere  al  dolo  ni  causare  perjuicio  á  la 
persona  ó  bienes  del  sujeto  á  tutela»  pero  reparando  el 
error  cometido  en  la  formación  del  consejo. 


168.  Con  arreglo  al  espíritu  y  letra  de  las  disposiciones  contení- 
Aw  en  loe  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
eólo  paede  darse  lugar  al  recurso  extraordinario  de  casación,  cuando 
Me  se  dirija  contra  resoluciones  de  las  Audiencias  ó  Jueces  que  pon* 
gan  término»  resolviéndolos  de  una  manera  definitiva,  á  los  asuntos 
en  que  recaigan,  sin  que  á  los  interesados  en  ellos  queden  otros  me- 
dios de  reclamar,  si  se  consideran  agraviados,  que  el  de  acudir  al 
Tribunal  Supremo  pidiendo  la  casación  de  aquéllas;  siendo  impro- 
cedente el  recurso  de  casación  en  el  caso  en  que  se  trata  de  acuerdos 
adoptados  por  el  Juez  municipal  al  formar  el  consejo  de  familia 
para  los  menores,  según  lo  prescrito  en  el  art.  293  del  Código  civil 
vigente,  puesto  que  debe  tenerse  muy  en  cuenta  que  en  el  art.  296 
del  mismo  se  establece  el  modo  y  forma  de  reparar  cualquier  error 
que  pudiera  cometerse  en  la  constitución  del  citado  consejo  por  la 
inobservancia  de  los  preceptos  anteriores,  fijándose  de  un  modo 
daio  7  terminante  que  los  Tribunales  pueden  subsanar  cualquier 
Bolidad  que  resulte  de  esta  inobservancia.  Desde  luego  se  advierte 
que  los  interesados  que  se  crean  en  el  caso  de  impugnar  la  forma- 
dón  del  consejo  de  &milia,  entendiendo,  como  acontece  en  el  caso 

O)    GiwiUr  del  Fiscal  ddl  T.  S.,  8  Muyo  8».— (7. 9  id. 


f 
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«etaal»  que  el  Juez  no  ee  ajustó  estrictamente  á  lo  ordenado  en  Iii 
ley»  tiene  fácil  y  expedito  el  medio  de  acudir  á  los  Tribunales  coa 
la  torreepqndiente  demanda  de  nulidad,  sin  que  en  manera  nigona 
quepa  en  tal  caso  otro  recurso,  y  mucho  menee  el  de  casación,  eoA 
el  que  se  pretendería  iniciar  y  plantear  por  primera  vez  ante  el  Tri- 
bunal Supremo  una  cuestión  que  no  había  sido  discutida  y  deci- 
dida antes  por  ningún  otro  Tribunal,  lo  que  chocarla  con  los  bóe- 
noB  principios  de  procedimiento,  y  seria  por  todo  extremo  irregoh 
lar  y  anómalo.— 5^.  18  Junw  90.— G.  17  Od. 


Art.  999.  No  podrán  ser  obligados  á  formar  parto 
del  consejo  de  familia  los  parientes  del  menor  ó  incaí»- 
citado  llamados  por  la  ley  que  no  residieren  dentro  del 
radio  de  30  kilómetros  del  Juzgado  en  que  radicase  la  ta- 
tela;  pero  serán  vocales  del  consejo  si  voluntariamente 
se  prestan  á  aceptar  el  cargo,  para  lo  cual  debe  citarles  el 
Juez  municipal. 

Art.  999.  Las  causas  que  excusan,  inhabilitan  j 
dan  lugar  á  la  remoción  de  los  tutores  y  protutores,  son 
aplicables  á  los  vocales  del  consejo  de  familia.  No  podrán: 
tampoco  ser  vocales  las  personas  á  quienes  el  padre,  ó  la 
madre  en  su  caso,  hubiesen  excluido  en  su  testamento  de 
este  cargo. 

.Art.  99B.  Bl  tutor  y  el  protutor  no  podrán  ser  á  la 
vez  vocales  del  consejo  de  familia. 

-Ara.  SOO.  La  junta  para  la  formatión  del  consecy» 
de  familia  será  presidida  por  el  Juez  municipal  Loe  ci- 
tados están  obKgados  á  comparecer  personalmente,  6  por 
medio  de  apoderado  especial,  que  nunca  podrá  represen- 
tar más  que  á  una  sola  persona.  S!  no  oomparedereay  «I 
Juez  podrá  imponerles  una  multa  que  no  exceda  de  5^ 
pesetas. 


-1«^ 
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169.  Celebrada  la  junta  para  la  confititución  del  consejo  de  fá> 
müia,  cualquier  error  que  pueda  cometeree  por  la  inobservancia 
de  loe  preceptos  del  Código,  pueden,  según  el  art.  296,  subsanar 
los.Tribunales  la  nulidad  que  resulte  de  la  inobservancia;  y  los  in- 
teresadoe  que  se  crean  en  el  caso  de  impugnar  la  formación  del 
consejo  de  familia,  entendiendo  que  el  Juez  no  se  ajustó  estricta- 
mente  á  lo  ordenado  en  la  ley,  tienen  fácil  y  expedito  el  medio  de 
apudir  ¿  los  Tribunales  con  la  correspondiente  demanda  de  nuli- 
dad, sin  que  en  manera  alguna  quepa,  en  tal  caso,  otro  recurso,  y 
mucho  menos  el  de  casación. — S.  16  Junio  90, — Q.  17  OcL 


Ari.  SOI.  Formado  el  consejo  de  familia  por  el 
Jaez  municipal,  procederá  aquél  á  dictar  todas  las  medi- 
das necesarias  para  atender  á  la  persona  y  bienes  del  me- 
nor ó  incapacitado  y  constituir  la  tutela. 

Art.  80IB.  El  consejo  de  familia  para  los  hijos  na- 
turales se  constituirá  bajo  las  mismas  reglas  que  el  de  los 
hijos  legítimos,  pero  nombrando  vocales  á  los  parientes 
del  padre  ó  madre  que  hubiese  reconocido  á  aquéllos. 

El  de  los  demás  hijos  ilegítimos  se  formará  con  el  Fis- 
cal municipal,  que  será  presidente,  y  cuatro  vecinos  hon- 
rados. 

Art.  SOS.  La  administración  de  cada  estableci- 
miento de  Beneficencia  tendrá  sobre  los  huérfanos  meno- 
res acogidos  todas  las  facultades  que  corresponden  á  los 
tutores  y  al  consejo  de  familia. 


E 


IL  eonsejo  de  familia  es  uno  de  los  tres  elementos  indispensables  de  que 
8c  compone  la  unidad  llamada  institación  tutelar,  porqae  dicho  consejo,  sin 
el  tator  y  el  prototor,  qae  son  los  otros  dos  elementos  que  la  integran,  no 
tiene  nada  qae  hacer:  es  como  el  cerebro  que  recoge  las  impresiones,  discnrre 
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7  lesoelve,  y  necesita  la  acción  de  dos  extremidades,  brazo  ejecator  por  de- 
lecbo  el  nno,  y  auxiliar  de  éste  el  otro. 

El  fundamento  del  consejo  de  familia  no  puede  ser  más  humanitario  y  ra- 
cicmal,  puesto  que  su  aparición  obedece  i  la  existencia  de  un  menesteroso,  y 
▼iene  á  remediar  en  lo  posible  una  desgracia,  procurando  atajarla  é  impedir 
que  sns  funestas  consecuencia^  de  perdición  arrastren  á  quienes,  teniendo 
perfecto  derecho  á  la  vida  y  á  la  felicidad  terrena  en  que  vivimos  los  míseros 
mortales,  se  encuentran  faltos  de  condiciones  para  valerse  á  sí  propios  por 
cualquiera  de  los  deplorables  acontecimientos  de  nuestra  existencia  en  sus 
más  aciagas  horas. 

Hay  naciones  que  se  glorían  del  benéfico  influjo  de  esa  organización,  y 
Bosotros  tenemos  en  la  nuestra  patentes  ejemplos  del  bien  que  produce  y  re- 
cuerdos históricos  de  su  régimen  en  nuestro  antiguo  derecho  patrio  (4).  La 
Boeva  práctica  en  nuestra  época  dará,  no  obstante,  la  razón  del  acierto  con 
que  viene  á  implantarse  otra  vez  en  nuestro  derecho  común.  Entre  tanto, 
como  todo  organismo  que  se  ensaya,  requiere  de  parte  de  todos  el  noble  es- 
Ifmnlo  de  su  fiel  ejecución  y  un  esmerado  celo  en  hacerle  responder  al  fílan- 
Irópico  y  levantado  fin  que  ha  inspirado  su  planteamiento,  como  regenerador 
de  los  lazos  y  del  influjo  de  la  familia,  de  cuya  cohesión  y  robustez  depende 
el  afianzamiento  de  la  sociedad  civil,  base,  al  cabo,  de  la  sociedad  pública  de 
Ja  nación. 

Loe  preceptos  que  rigen  al  consejo  de  familia  están  bastantemente  conteni- 
dos en  los  artículos  preinsertos  y  en  las  complementarías  que  comprende  la 
aeeeión  segunda  y  última  del  capítulo  que  nos  ocupa,  habiendo  sido  aclaradas 
las  más  importantes  cuestiones  que  orígina  con  las  reglas  de  jurisprudencia 
adaptadas  y  las  resoluciones  apuntadas  en  su  lugar  oportuno,  por  lo  cual  va- 
nos á  permiiimos  sintetizar,  en  breves  palabras,  las  que  creemos  de  algún  in- 
lerts. 

La  autoridad  directa  dentro  de  la  institución  tutelar  es  el  consejo  de  fami- 
UsL,  y  realmente  por  él  debió  empezar  el  Código  á  desarrollar  sus  preceptos 
aobre  la  tutela;  mas  ya  hemos  repetido  con  ocasión  de  otros  puntos,  la  falta 
de  orden  lógico  que  ha  presidido  en  su  confección,  y  no  es  extraño  verla  re- 
predadda  á  cada  paso.  La  autoridad  judicial,  después  de  la  convocatoria  y, 
coostilación  del  consejo,  es  puramente  suplementaria,  como  lo  es  en  toda  cla- 
se de  organismos  civiles;  sólo  intervendrá  como  tercero  en  discordia,  cuando 

<1)  FnndA,  IUIía,  Portugal...,  etc.;  tít.  9.^  libro  4.®  del  Faero  Juego;  tit.  8.*, 
libro  S.*  del  Fuero  Beal;  Usatges  y  Fuero  de  Aragón,  y  especialmente  en  el  dere* 
elu>  oonsaetadinazio  del  Alto  Aragón,  en  donde  ejerce  notable  influencia,  por  la 
yariadad  da  aaimtos  en  que  entiehdei  y  por  su  origen  y  formación. 


400  OÓDIOO  OVIL 

•Qijan  diserepiBcíu  qne  no  tengan  nn  aeomodámiento  conveniente;  j  Inen 
podrá  ocorrir  el  caso  en  que  durante  el  ejercicio  tutelar^  por  daradero  q«e  tea, 
no  tenga  qne  intervenir  para  nada  el  Joez  mnnieipal  ni  el  de  primera  iciatan- 
«ia,  á  quien  aólo  le  quepa  el  desempeño  de  tn  alta  inipección  y  la  eattodta  de 
los  antecedentes  respectivos  en  su  registro. 

El  consejo  de  familia,  como  el  tutor,  puede  ser  nombrado  en  lu  tres  for- 
mas, testamentaria,  legítima  y  dativa,  debiendo  reproducir,  por  eonsiguienl», 
aquí,  acerca  dé  ellas,  cuanto  tenemos  expresado  y  les  es  respectivo  acerca  de 
Jos  tutores,  á  cuyo  lugar  remitimos  ai  lector  para  evitar  repeticiones  y  redun- 
dancias periírásicas. 

Esto  supuesto,  pasamos  i  consignar,  que,  aun  cuando  el  Código  no  lo  ex- 
presa directamente,  las  mujeres  no  pueden  ser  vocales  del  consejo  de  familii, 
deduciéndose  del  precepto  que  establece  en  fivor  de  loi  marida$  de  las  Jl«r«e- 
néu  «ÍM#,  pues  de  no  ser  así,  y  estando  informada  la  ley  del  principio  de  U 
proximidad  mayor  de  parentesco  antes  que  de  ningdn  otro,  habría  preferid» 
las  hermanas  4  los  cufiados  del  pupilo. 

Tampoco  se  determina  el  numero  fijo  de  vocales,  deduciéndose  que  á  le 
menos  deberán  ser  cinco,  por  cuanto  dispone  se  complete  este  numero  cuando 
no  lleguen  á  él;  por  lo  tanto,  los  testadores,  á  quienes  no  se  tes  impone  limi- 
tación alguna  á  su  facultad  de  nombrar  los  vocales  que  hayan  de  formar  el 
consejo,  deberán  tener  en  cuenta  lo  que  hemos  advertido  respecto  al  sexo  y 
al  numero  de  vocales,  así  como  también,  que  cuantas  referenciu  hacen  les  ar- 
tículos preinsertos,  con  lamentable  impropiedad  al  cmenor»,  deben  repslar» 
se  extensivas  igualmente  al  incapacitado,  cuya  aclaración  ahorraría  con  laa 
frases  «tutelado»  ó  cpupilo». 

La  obligación  que  impone  al  Fiscal  y  al  Juei  municipal  el  arl.  S93  sobre 
la  constitución  del  consejo  de  familia  bajo  la  responsabilidad  que  establece, 
nace  desde  el  momento  en  que  lu  inscripciones  de  defunción  en  su  respective 
Registro  civil  acusen,  entre  los  datos  que,  según  la  ley  contengan,  la  existen* 
da  de  las  personas  en  el  estado  que  expreu  el  art.  S90,  y  creemos  no  les  val- 
drá alegar  ignorancia  de  su  existencia,  si  de  aquellos  datos  se  deduce  y  resul- 
ta lo  contrario.  En  su  consecuencia,  la  obligación  aludida  de  abonar  daftos  y 
peijuicios  corresponderá  por  su  orden:  al  Juez  y  Fiscal  municipales;,  al  tutor 
testamentario,  aunque  no  acepte  la  herencia,  por  el  orden  estableeido  en  et 
art  S09,  á  los  parientes  llamados  á  U  tutela  legítima,  y  finalmente,  á  les 
llamados  para  vocales  del  consejo  por  el  art.  S09. 

Omite  también  el  Código  la  forma  en  que  deberá  citarse  á  los  que  han  de 
concurrir  para  constituir  el  consejo;  mas  siendo  como  es  U  citación,  de  man* 
(kto  judicial,  deberá  practicarse  como  todas  las  citaciones  judiciales,  expre- 
sando en  la  cédula  los  particulares  suficientes  á  que  oonotcan  el  dijele  de  la 
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«iU  las  penoaas,  que  deberán  ser  las  qae  contiene  el  artícalo  últimamente  re- 
ferido, extensiva,  según  prevea,  á  los  pariente»  iiasta  el  sexto  grado. 

tobe  suponerse,  qne  si  en  la  reanión  eontocada  no  quedare  conatitoído  el 
eonvejo,  el  Jaez  acordará  otra  naeva  sin  pérdida  de  tiempo,  y  las  que  foeren 
necesarias  hasta  dejarlo  constituido,  despnés  de  resolver  sobre  las  ciasas  de 
iaeapacídad  y  las  excnsas,qae  snr((¡eren,  en  la  forma  que  consignamos  con 
igual  motivo,  respecto  á  los  tutores  y  protutores,  comprendiéndose  entre  aqué- 
llas las  que  se  derivan  de  los  artículos  246  y  t94. 

Mas,  como  pueden  ocurrir,  despnés  de  constituido  el  consejo,  motivos  que 
originen  aquellas  ú  otras  causas,  esto  será,  como  dijimos  en  sn  Ingar,  ocasional 
de  renovación,  debiendt>  añadir  á  las  corespondientes  del  art.  93,  el  mal  coa* 
portamiento  en  el  desempeño  del  cargo,  el  abandono  del  mismo  y  la  reiterada 
falta  de  asistencia  á  las  juntas  para  que  fuese  citado,  después  de  corregido 
con  la  multa  del  art.  709,  puesto  que  la  asistencia  debe  ser  personal  siempre, 
salvo  únicamente  la  correspondiente  á  la  consiiiución  del  consejo,  según  el 
artícalo  últimamente  citado,  única  que  será  presidida  por  el  Juez  municipal. 

Y  esta  indicaei'ón  nos  sugiere  la  idea,  no  prevista  en  el  Código,  de  Ids  au- 
mentos y  disminuciones  que  pueden  sobrevenir  en  el  número  de  vocales  del 
consejo.  Porque  puede  suceder,  que  despnés  de  constituido  éste  por  el  Juzgado» 
aparezca  un  sujeto  con  obligación  preferente  para  formar  parte  de  él;  tal  su- 
cedería, cuando,  siendo  varios  los  sometidos  á  tutela,  algún  varón  llegase  á  la 
mayor  edad,  si  casase  alguna  de  las  hermanas,  Adquiriese  vecindad  dentro  del 
radio  de  30  kilómetros  del  lugar  en  que  se  ejerciere  la  tutela  algún  pariente 
de  grado  más  próximo...,  etc.  En  estos  casos,  y  en  cualquier  otro  análogo., 
entendemos  que  el  mismo  consejo  de  familia,  ya  constituido,  deberá  dar  pose- 
sión al  nuevo  miembro,  que  vendrá  á  aumentar  el  número  de  los  existenies, 
toda  vez  que  no  hay  limitación  en  el  máximum  de  individuos;  y  del  acta  de 
poeesión  deberá  remitirse  certificado  al  registro  de  tutelas  en  qae  esté  inapta 
la  que  sea  objeto  de  esta  variación,  para  que  se  haga  la  anotación  oportuna. 

Por  el  contrarío,  puede  ocurrir  que  por  defunción,  incapacidad  ó  exfosa 
de  alguno  ó  algunos  de  los  miembros  del  consejo,  etc.,  disminuya  el  número 
de  los  que  lo  forman,  en  cuyo  caso  pueden  suceder  estos  tres:  4.**,  qtie  siendo 
raáa  de  cinco  los  que  lo  constituían,  los  subsistentes  no  bajen  de  este  núinero, 
en  eayas  circunstancias  nada  hay  que  decir;  2.®,  que  por  la  falta  de  ¡ii.lívií- 
dúos  no  se  complete  el  número  de  cinco  vocales,  pero  existan  tres  ó  m.1s,  «m 
cuyo  caso  entendemos  que  sigue  el  consejo  constituido  interinamente  y  puede 
funcionar  con  el  núqaero  que  subsista,  siempre  qae  á  lo  menos  concurran  tres 
▼ocales;  y  3  *,  que  por  ser  varías  las  vacantes,  hayan  quelado  menos  de  irc« 
consejeros,  lo  cuaá  sería  motivo  para  considerar  como  ineonstitaído  el  consejo^ 
haciéndose  preciso  acudir  sin  dilación  de  nuevo  al  Juzgado  municipal  corres* 
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po&dieate  para  qae  lo  reconsiitoya,  ajustándose  á  los  mismos  preceptos  que 
AÍ  58  coDstítayera  por  primera  vez. 

Con  respecto  al  derecho  foral,  rigen  los  preceptos  relativos  á  la  tutela,  tu- 
tor, protQtor  y  consejo  de  familia  en  Cataluña,  como  han  venido  rigiendo  los 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  en  esta  materia  por  su  carácter  general,  la  que  al 
ser  en  parte  derogada  por  el  Código,  anteponiéndose  á  los  preceptos  de  ésta, 
ha  ocasionado  igual  modificación  para  aquella  región,  porque  no  afectan  á  la 
integridad  del  derecho  foral,  y  porque,  según  el  texto  del  art.  42,  constituye 
derecho  supletorio  en  defecto  del  que  rige  por  sus  leyes  especiales  (4). 

Del  mismo  modo  es  aplicable  á  Aragón  cnanto  el  Código  dispone  sobre  la 
institución  tutelar,  siempre  que  no  se  oponga  á  lo  determinado  y  prescrito 
por  su  legislación  foral. 

Finalmente,  haciendo  aplicación  al  derecho  internacional  de  las  disposi- 
ciones relativas  al  consejo  de  ñimilia,  tendremos  que  reconocer  que  los  ex- 
tranjeros, salvo  lo  dispuesto  en  los  tratados  especiales^  se  regirán  por  la  ley 
del  país  del  menor  ó  incapacitado,  constituyéndose  el  consejo  y  la  tutela  con 
arreglo  á  aquélla  en  España,  en  cuanto  á  lo  sustancial,  pero  acomodándose 
respecto  á  la  forma  de  celebración,  á  las  formalidades  establecidas  por  nuestro 
Código. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DE    LA  MANERA  -DE  PBOCEDER    EL  CONSEJO    DE    FAMILIA 

Aré.  304I.  Será  presidexite  del  consejo  el  vocal  que 
eligieren  los  demás. 

Corresponde  al  presidente: 

1.^  Reunir  el  consejo  cuando  le  pareciere  conveniente 
ó  lo  pidieren  los  vocales  ó  el  tutor  ó  el  protutor,  y  presi- 
dir sus  deliberaciones. 

2.^  Redactar  y  fundar  sus  acuerdos,  haciendo  constar 
la  opinión  de  cada  uno  de  los  vocales  y  que  éstos  autori- 
cen el  acta  con  su  firma  (2). 

3.^    Ejecutar  los  acuerdos. 

<i)  Instmcción  del  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  al  de  Baroelona,  de  S8  de 
Abril  de  1896. 

(8)  Las  actas  del  consejo  de  familia  deben  extenderse  en  papel  de  2  pesetas. 
— Clrcnlar  de  la  Dirección  general  de  Contribuciones  indirectas,  de  22  de  Abril 
de  1890,  publicada  en  el  Boletín  oficial  de  Zaragoza. 
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170  £s  un  error  de  derecho  calificar  de  documentos  públicos  las 
actas  de  los  acuerdos  del  consejo  de  familia,  porque  sus  deliberacio- 
nes y  resoluciones  sólo  deben  referirse,  como  en  el  caso  presente,  á 
la  persona  y  bienes  del  incapacitado,  y  las  actas  sólo  pueden  conte- 
ner la  redacción  y  fundamento  de  los  acuerdos  adoptados  por  el  con- 
sejo, la  expresión  de  los  votos  respectivamente  emitidos,  y  la 
primera  de  ellos,  la  designación  de  presidente,  según  el  texto  ter- 
minante del  art.  304  del  Código  civil;  y  por  consiguiente,  es  ma- 
teria exclusiva  de  tales  documentos»  lo  que  concierne  al  interés 
privado  de  una  persona  particular;  de  modo  que,  por  razón  de  su 
contexto,  han  de  quedar  y. han  quedado  excluidos  los  intereses 
públicos  ú  oficiales.— iS.  22  Junio  93.-0.  29  OcL 


B, 


iL  Código  no  ha  repatado  indispensable  el  nombramiento  de  un  secreta- 
rio del  consejo  de  familia,  pues  si  así  io  habiera  estimado,  habría  ordenado  su 
designación,  oomo  ordena  la  elección  de  un  presidente,  cuyas  atribuciones 
determina  y  enumera  el  artículo  que  nos  ocupa,  de  cuyo  contexto  se  infiere 
que  tíl  propósito  del  legislador  fué,  al  instituir  el  consejo  de  familia,  hacer 
dtí  su  presidente  su  propio  secretario,  sin  duda  por  estimar  que  las  funcio- 
nes que  á  éste  ordinariamente  se  cometen,  es  bien  conferirlas  al  vocal  más 
aniorizalo  del  consejo,  dada  la  gravedad  é  importancia  de  las  facultades  de 
éste  y  los  respetables  intereses  que  le  están  encomendados*,  por  lo  que,  el  pre- 
sidente del  consejo  es  quien  ha  de  Texpedir  los  certificados  de  los  acuerdos 
que  se  adopten,  sin  que  sea  bastante  á  acreditarlos  de  modo  fehaciente  el  cer- 
tificado que  expida  un  vocal  titulado  secretario,  aunque  esté  visado  por  aquél, 
porque  tal  requisito  no  se  refiere  á  la  certeza  ó  exactitud  del  documento, 
sino  á  dar  fe  de  que  el  funcionario  por  quien  se  ha  expedido,  ejerce  el  cargo 
con  que  se  titula  y  que  la  firma  con  que  certifica  es  verdadera  (4). 


Art.  905.  Bl  consejo  de  familia  no  podrá  adoptar 
resolución  sobre  los  puntos  que  le  fueren  sometidos  sin 
que  estén  presentes  por  lo  menos  tres  vocales. 

(l;    B.  de  la  D.,  20  Marzo  (Q. — (?.  88  Janio. 


' 


*; 
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Los  acuerdos  se  tomarán  siempre  por  mayoría  de  votos. 
El  voto  del  presidente  decidirá  en  caso  de  empate. 

Art.  300.  Los  vocales  del  consejo  de  familia  están 
obligados  á  asistir  á  las  reuniones  del  mismo  á  que  fueren 
convocados.  Si  no  asistieren  ni  alegaren  excusa  legítima, 
el  presidente  del  consejo  lo  pondrá  en  conocimiento  del 
Juez  municipal,  quien  podrá  imponerles  una  multa  que^ 
no  exceda  de  50  pesetas. 

Art.  309.  Ningún  vocal  del  consejo  de  familia  asis- 
tirá á  su  reunión,  ni  emitirá  su  voto,  cuando  se  trate  de 
negocio  en  que  tengan  interés  él,  sus  descendientes,  as- 
cendientes ó  consorte;  pero  podrá  ser  oído,  si  el  conrfejo 
lo  estima  conveniente. 

Avt.  308.  El-  tutor  y  el  protutor  tienen  obligación 
de  asistir  á  las  reuniones  del  consejo  de  familia,  pero  sin 
voto,  cuando  fueren  citados.  También  podrán  asistir  siem- 
pre que  el  consejo  se  reúna  á  su  instancia. 

Tiene  derecho  á  asistir  y  ser  oído  el  sujeto  á  tutela 
siempre  que  sea  mayor  de  catorce  años. 

Art.  309.  El  consejo  de  familia  «onocerá  de  los  ne- 
gocios que  sean  de  su  competencia,  conforme  á  las  dispo- 
siciones de  este  Código. 

Art.  3IO.  De  las  decisiones  del  consejo  de  familia 
pueden  alzarse  ante  el  Juez  de  primera  instancia  los  vo- 
cales que  hayan  disentido  de  la  mayoría  al  votarse  el 
acuerdo,  así  como  también  el  tutor,  el  protutor  ó  cual- 
quier pariente  del  menor  ú  otro  interesado  en  la  decisión, 
salvo  el  caso  del  art.  242  (1). 


.(1)  En  los  casos  de  apelación  para  ante  el  Jaigado,  se  a«ar&  el  papel  qxíé  aa- 
üLalan  los  artfoalos  98  y  106  de  la  ley  del  Timbro.  — Circnlar  de  la  Direoción  de  Oon> 
iribaoionos  indirectas,  de  22  de  Abril  de  1890. 
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Ajpt.  311»  Ai  terminar  la  tutela  y  disolverse  por 
coDsecaencia  el  consejo  de  familia,  entregará  éste  al  que 
hubiese  estado  sujeto  ¿  la  tutela,  ó  á  quien  represente  sus 
derechos,  las  actas  de  sos  sesiones. 

.4rt.  319.  Los  vocales  del  consejo  de  familia  son 
responsables  de  los  daños  que  por  su  malicia  ó  negligen- 
cia culpable  sufriere  el  sujeto  á  tutela. 

Se  eximirán  de  esta  responsabilidad  los  vocales  que  hu- 
biesen disentido  del  acuerdo  que  causó  el  perjuicio. 

Art.  313.  £1  consejo  de  familia  se  disuelve  en  los 
mismos  casos  en  que  se  extingue  la  tutela. 


ff 


Jl    OKMADO  el  consejo  de  familia  de  la  manera  expuesta,  adquiere  las 
condiciones  de  organismo  perfecto  desde  el  momento  en  que  qaeda  designada 
entre  sos  vocales,  la  persona  que  ha  de  desempeñar  la  presidencia.  En  los  ar- 
ticalos  preinsertos  determina  el  Código  la  forma  de  proceder  el  consejo  de  fa- 
Dkilfa,  comenzando  por  expresar  las  facultades  del  presidente,  sin  atribuir 
ninguna  otra,  dentro  de  la  organización  del  consejo,  á  ninguno  de  sus 
vocales,  por  lo  cual,  dicho  se  está,  que  no  tiene  razón  de  ser  cuanto  se  juzgue 
acerca  del  cargo  de  secretario,  que  el  consejo  de  familia  no  le  tiene  por  la  ley, 
sin  perjuicio  de  que  para  el  trabajo  material  de  escribir  las  actas  se  valga  de 
uu  auxiliar.  Los  acuerdos  habrán  de  tomarse  por  mayoría,  y  como  se  es- 
tima constituido  aunque  sólo  concurran  tres  vocales,  formarán  acuerdo  dos 
votos  conformes,  debiendo  votar  siempre  el  presidente,  haya  ó  no  empate,  y 
cuando  ocurra,  su  voto  decidirá  Podrá  acontecer  que  no  haya  empate  ni  ma- 
yoría, porque  cada  uno  de  los  tres  vote  de  distinta  manera,  ó  de  cuatro,  haya 
I  res  opiniones  opuestas,  y  cuando  esto  ocurra,  deberán  volver  á  discutir  y  á 
votar  el  punto  de  discordia;  mas  si  del  segundo  escrutinio  no  resultare  ma« 
yoría,  ni  el  empate  que  resuelve  el  voto  del  presidente,  deberá  hacerse  cons- 
tar el  resultado  de  la  votación  en  el  acta,  y  acordar  la  celebración  de  nueva 
junta  con  los  demás  vocales  no  presentes,  y  efectuar  juntamente  con  ellos  la 
votación,  todo  ello  en  armonía  con  lo  que  existe  establecido  por  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  sobre  el  modo  de  dirimir  las  diseordias,  salvo  siempre 
el  derecho  de  alzada  establecido  en  el  art  310  del  Código  y  la  regla  de  ge- 
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nentl  aplíetcíón,  de  qae  serán  iralos  los  aeoerdos  que  contravengan  disposi- 
ciones terminantes  de  la  ley,  ya  se  encuentren  comprendidas  en  el  Código,  ya 
en  caalquier  otro  coerpo  legal,  ó  en  dispoeieiones  de  carácter  gener;"!  qae 
deban  tenerse  en  cuenta  por  el  consejo  de  familia  respecto  á  la  mnltiplicidad 
de  derechos  qne  afecten  al  pnpilo  en  el  complejo  desenvolvimiento  de  su  vida 
civil  con  referencia  á  su  propia  persona  y  á  sus  bienes,  derechos  y  acciones, 
que  son  por  cierto  tantos  y  de  tan  diversa  índole,  que  exigirían  una  Ijtrga  enu* 
roeración,  nunca  suficiente. 

Salvo  el  caso  en  que  la  resolución  del  consejo  de  familia  sea  favorable  al 
tutor  y  haya  sido  adoptada  por  unanimidad,  entre  los  concurrentes  se  entien- 
de, procederá  la  alzada  del  referido  art.  340  dentro  del  plazo  general  de  quin- 
ce días,  sin  perjuicio  del  cómputo  que  por  la  naturaleza  de  la  acción  que  se 
ejercite  deba  tenerse  en  cuenta  por  otras  disposiciones  del  Código  ó  de  la  ley 
porque  deba  regirse  el  caso,  de  ki  cual  dependerá  también  la  clase  de  proce- 
dimiento que  deberá  emplearse,  qne  en  la  generalidad  de  los  casos  entende- 
mos deberá  ser  el  establecido  para  las  apelaciones  de  los  juicios  verbales  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Debiendo  disolverse  el  consejo  de  familia  en  los  mismos  casos  en  que  se 
extingue  la  tutela,  que  son  los  comprendidos  en  el  art.  278,  damos  por  re- 
producido en  este  lugar  cuanto  tenemos  manifestado  en  aquel  otro,  puesto 
que  siendo  el  consejo  de  fac2¡lia  uno  de  los  elementos  integrantes  de  la  tute- 
la, cuando  ésta  concluya,  falta  la  razón  de  la  subsistencia  del  consejo,  por  lo 
tanto,  y  estableciéndose  el  plazo  de  seis  meses  para  que  este  censure  Ias  cuen- 
tas generales,  mientras  cumpla  este  último  cometido,  continuará  sólo  para 
este  efecto,  pero  disolviéndose  una  vez  que  cumpla  esta  misión  postrimera. 


TÍTULO  XI 


T>e  la  emancipación  y  de  la  mayor  edad. 


CAPITULO  PRIMERO 

IDe  la  emancipaolón. 


A^t,  314.    La  emancipación  tiene  lugar: 
1.^    Por  el  matrimonio  del  menor. 
2.^    Por  la  mayor  edad. 

'  3.^    Por  coDcesién  del  padre  ó  de  la  madre  que  ejena 
la  patria  potestad. 

Art.  315.  El  matrimonio  produce  de  derecho  la 
emancipación,  con  la£  limitaciones  contenidas  en  el  •ar- 
tículo 59  y  en  el  párrafo  3.^  del  50. 

Art.  818.  La  emancipación  de  que  trata  el  párra- 
fo 8.^  del  art.  814  se  otorgará  por  escritura  pública  ó  por 
<x)mparecencia  ante  el  Juez  municipal,  que  habrá  de  ano- 
tarse en  el  Registro  civil,  no  produciendo  entre  tanto  efec^ 
lo  contra  terceros. 

Art.  819.  La  emancipación  habilita  al  menor  para 
regir  su  persona  y  bienes  como  si  fuera  mayor;  pero  hasta 


406  CÓDIGO  CIVIL 

que  llegue  á  la  mayor  edad,  no  podrá  el  emancipado  to- 
mar dinero  á  préstamo,  gravar  ni  vender  bienes  inmne* 
blee  sin  consentimiento  de  su  padre,  en  defecto  de  éste, 
sin  el  de  su  madre,  y  por  falta  de  ambos,  sin  el  de  un  tu- 
tor. Tampoco  podrá  comparecer  en  juicio  din  la  asistencia 
de  dichas  personas  (1). 

.%rt.  3§H.  Para  que  tenga  lugar  la  emancipación 
por  concesión  del  padre  ó  de  la  madre,  se  requiere  que  el 
menor  teoga  dieciocho  años  cumplidos,  y  que  la  con- 
sienta. 

Art.  31 0.    Concedida  la  emancipación,  no  podrá 
ser  revocada. 


B, 


[mancipación  es  el  acto  que  otorga  ai  hijo  de  familia  la  posesióa 
de  sus  derechos  civiles,  sacándole  de  la  patria  potestad.  Los  medios  de  alcao^ 
xarla  consisten  en  el  matrimonio  del  menor,  el  cumplimiento  de  la  edad  legal 
y  la  concesión  del  padre  ó  de  la  madre. 

Bd  lo  referente  al  matrimonio,  oonvkne  recordar  cnanto  expasímos  al 
traür  de  los  electos  civiles  del  mismo  respecto  á  sa  validez4  á  su  nulidad 
y  al  divorcio,  así  como  lo  qae  fné  objeto  de  nuestro  estadio,  al  tratar  sobre 
la  paternidad  y  filiación  y  la  patria  potestad  con  sus  efectos  respecto  á  las  per- 
sonas y  los  bienes  de  los  hijos  y  los  modos  de  acabarse,  de  cuyas  vicísita» 
des  ofrecimos  en  forma  de  sinopsis  los  tres  estados  en  que  se  tiene,  se  sns* 
pende  y  se  recobra,  por  lo  que,  pudiéndose  consultar  allí  nuestros  comentad- 
ríos,  hacemos  gracia  de  su '  reproducción  en  este  logar,  limitándonos  á  la  ex* 
posición  de  observaciones  propias  exclusivamente  de  este  sitio,  con  ocaaión 
de  los  preceptos  transcritos. 

Uno  de  los  efectos  de  la  emancipación,  es  la  facnitad  que  se  concede  de 
admiaistrar  sus  bienes  al  menor  que  haya  cumplido  dieciocho  años  y  con- 
traído matrimonio  con  la  excepción  establecida,  respecto  del  que  contravi- 
niese las  disposiciones  del  art.  45,  pues  sólo  tendrá  derecho  á  alimentos  que 
no  excedan  de  la  renta  liquida  de  sos  bienes,  mientras  llegue  á  la  mayor 
edad* 

(1)     Téfts«^  eomo  concordante,  «1  art.  1710. 
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Dol  coojQnto  qad  ofíneee  la  redacción  del  art.  3t7,  se  desprende,  en  prímer 
)«gar«  una  mcorreeeión  respecto  i  ta  disposici^yn  de  bienes  inmuebles,  pnes  se 
emplea  impropiamente  el  verbo  cvender»  en  vez  del  «enajenar»  pnes,  aqnél 
expresa  ana  limitación  parcial  que  no  comprende  como  éste  á  los  demás  mo- 
dos de  disponer  de  aquellos  bienes,  como  la  donación,  la  permútamete,  qne  no 
^ohibe  el  artíeolo  por  sn  letra  j  no  lo  eonsienie,  sin  embargo,  el  espirita 
que  le  informa.  De  sn  contenido  se  dednce,  qne  si  no  paede  tomar  dinero  i 
pré:itamo,  ni  gravar  sos  bienes  inmaebtes,  le  será  lícito  darlo  j  aceptar  ios 
gravámenes  qne  en  garantía  eonstitnyan  á  sn  favor  quienes  le  tomen;  en  cam» 
bio  níngnna  limitación  estorbará  la  libre  disposición  de  sus  bienes  muebles  y 
la  compra  que  baga  de  los  inmuebles,  salvo  la  acción  de  nulidad  cuando  re* 
saltare  lesionado  en  el  precio  y  la  acción  reselsoríaqae  podrá  ejercitar  den* 
tro  de  las  prescripciones  establecidas  por  derecho.  Foerá  de  estos  casos,  ne* 
eesiurá  el  consentimiento  de  sn  padre,  y  en  sn  defecto,  el  de  so  madre,  y 
por  fdlta  de  ambos,  el  de  on  tator  especial,  para  el  caso  de  vender,  gravar  in<- 
■loebles  ó  conparecer  en  jaicio  que  le  podría  ser  nombrado  por  el  Jaez,  toda 
▼ex  qoe  no  estando  sujeto  á  taula,  son  inaplicabies  cuantos  preceptos  y  facoU 
ladea  establece  el  Código,  relativas  al  consejo  de  familia,  elemento  exclasivo- 
de  la  institaeión  tutelar  esubléeida  en  fovor  de  los  sujetos  á  ella,  f|oe  no  son 
caerlamente  los  emancipados. 

Establece  el  articalo  qne  nosocopa  una  regla  general  qoe  abarca,  to* 
dos  loa  casos  de  emancipación,  y  es  aplicable  á  todos  los  emancipados,  asan 
bembraa  6  Varones^  consistente  en  qoe  el  menor  queda  habilitado  por  la- 
emancipación  para  regir  su  persona  y  bienes  como  si  fuera  mayor,  sin  máali* 
iBitacioaes  qoe  la  de  necesitar  el  consentimiento  de  sn  padre,  madre,  ó  el  del 
tntor  para  los  actos  qoe  el  mismo  determina,  y  entre  ellos,  el  de  vender  bie* 
nes  inmuebles;  regla  qoe  tan  sélo  modlflcan  dos  artículos  del  Código:  el  64 
^pw,  obedeciendo  á  un  principio  de  orden  en  el  seno  de  la  familia,  no  con-* 
átenle  que  la  majer  contrate  sin  licencia  6  poder  de  sn  mArído»  y  el  4364  que,. 
CD  consideración  á  la  índole  jarídica  de  loe  bienes  dótales  inestimados,  pres- 
eribe  qoe  si  la  mujer  fuere  menor,  no  poedan  ser  enajenados,  gravados  ó  bi* 
potecados,  sino  con  licencia  judicial  é  intervención  de  las  personas  señaladas 
«D  el  art.  438t. 

De  esas  dos  restricciones,  onicamente  la  primera  es,  por  su  naturaleza^  per-- 
maneóle,  porque  obedece  á  la  situación  qne  la  mujer  ocupa  dentro  de  la  fa- 
milia, más  la  otra,  circunscrita  por  el  mismo  texto  legal  á  determinados  bie*- 
Bes,  no  puede  ni  debe  ser  ei tensiva  á  otros  distintos  por  impedirlo  el  artículo 
qoe  comentamos,  qne,  dada  sn  generalidad,  no  admite  más  excepciones  qoe 
ks  que  el  Código,  clara  y  categóricamente,  tiene  establecidas;  de  lo  cual  se  in- 
lere  que  parala  enajenación  de  los  bienes  parafernales  propios  de  una  mujer 
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menor  de  edad,  basU  con  !&  licencia  ó  poder  de  sa  rntrído  y  el  eonsentimíenta 
de  las  personas  qne  el  preeepto  qae  nos  oeapa  enamera,  mü  que  sea  adeaiás 
indispensable  el  requisito  de  la  lieeneta  jndieial,  no  exigida,  tn  cnanto  á  U* 
les  bienes,  por  artículo  alguno  del  Código. 

Otra  interpretación  nos  llevaría  á  la  conaeciieACta  de  qne  ana  mm'er  soltera, 
menor  de  edad,  emancipada  por  eoncesióa  paterna,  no  aecesitaráa  pana  vender 
sos  bienes  inmuebles  más  qne  el  consentimiento  de  sa  padre,  y  si  coatrajore 
matrimonio,  necesitaría,  á  más  de  ese  consentimiento  y  la  ucencia  marital,  an- 
toriación  del  Juzgado,  siendo  notorio  que  si  aquella  licencia  es  cosa  inherente 
á  la  mudanza  de  estado  de  la  menor,  y  por  ende  lógica  y  natural,  no  se  con- 
cibe que,  según  sea  la  causa  de  emancipación,  así  sea  ó  no  necesaria  la  auto- 
rización judicial;  sin  qne  desvirtúe  la  fuerza  de  lo  aateríormeate  expuesto  el 
precepto  del  art.  4  880,  pues  bien  se  comprende,  dada  la  letra  del  mismo,  del 
espíritu  qae  le  anima  y  del  lugar  que  ocupa  en  el  Código— cap.  3.^  tít.  t5, 
libro  l.'^-^^que  su  objeto  es  dejar  vigente  la  ley  Hipotecaría  en  cuanto  á  U 
forma,  extensión,  efectos,  modificación  y  extinción  de  la  bipoleoa,  más  no 
que  la  capacidad  jurídica  de  la  mujer  se  rija  en  caso  alguno  mis  que  por  los 
preceptos  de  nuestra  Novísima  legislación  civil  (4). 

Por  razón  de  la  edad  sucesiva,  va  el  hombre  adquiriendo  el  desarrollo  íi^ 
sico  é  intelectual  que  le  lleve  á  la  preponderancia  de  su  ser,  y  en  la  necesidad 
de  marcar  el  momento  de  la  vida  en  que  se  adquiere  aquella  plenitud,  el  legis- 
lador le  fija  en  el  cumplimiento  de  los  veintitrés  anos  de  existencia,  y  desde  ese 
hecho  se  obtiene  la  emancipación  por  solo  el  minísteno  de  la  {ley,  sin  que  ea- 
tablezca  limitación  de  ningún  género. 

En  la  emancipación  que  conceden  los  padres  .ante  el  Juez  municipal  ó  en 
escritura  pública,  deberá  hacerse  constar  que  el  hijo  ha  cumplido  los  dieciocho 
anos,  justificándolo  con  la  correspondiente  certificación  del  Registro  civil^ 
así  como  que  el  menor  la  consiente  y  la  acepta  de  su  libre  voluntad,  debiendo 
advertir  que  para  ello  deberá  estar  el  emanc^ante  en  el  ejercicio  de  la  pa- 
tria potestad  y  no  suspenso  ó  privado  de  ella  por  cualquiera  de  lu  causas  es- 
tablecidas por  derecho,  que  fueron  objeto  de  estudio  en  el  comentario  respec- 
tivo ai  art.  467;  pues  equivaliendo  la  emancipación  de  esta  espacie  á  una  ver- 
dadera aplicación  del  derecho  de  los  padres  en  favor  del  hijo,  ilusoria  seria  la. 
data  de  lo  que  no  tiene:  nemo  dal  qnoi  mn  MeU 


(1)     B.  de  la  D.,  8  Jonio  go.— (7.  4  Oct. 
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CAPÍTULO    n 

IDe  la  mayor  edad. 


Api.  S90.  La  mayor  edad  empieza  ¿  los  veintitrés 
años  cumplidos. 

El  mayor  de  edad  es  capaz  para  todos  los  actos  de  la 
vida  civil,  salvas  las  excepciones  establecidas  en  casos  es- 
pedales  por  este  Código  (1). 


g, 


'OMEKTANDO  eon  la  extensióa  suficiente  este  eapímio  á  contínoacióa 
de  80  último  arlicalo,  expondremos  las  teorías  qae  so  estadio  y  consider^nAn 
sugiera,  con  relación  al  derecho  común,  al  interregional  y  al  internacional, 
señalando  las  excepciones  de  la  regla  general,  sin  perjuicio  de  lo  que,  ade'éaa- 
taremos  algunos  conceptos  qoe  creemos  convenientes,  dad  t  la  redacción  ea 
sentido  absoluto  del  precepto  que  antecede,  declarando  al  mayor  de  edad  capaz 
para  todos  los  actos  de  la  vida  civil,  con  solo  las  excepciones  establecidas  en 
el  Código. 

Partiendo,  como  punto  inicial,  de  la  capacidad  civil  que  el  solo  cumpli- 
miento de  los  veintitrés  años  de  edad  concede  á  toda  persona,  varón  ó  hetn- 
bra,  bay  que  convenir,  no  obstante,  en  que  no  son  sólo  excepciones  de  esa 
regla  general  las  establecidas  en  casos  especiales  por  el  Código,  poetto  q«« 
otras  leyes,  bien  que  no  de  earáoCer  partiealar  ó  privado,  como  son  lasdi^iKi* 
stetones  del  Código,  establecen  otras  edadea,  moy  varias  por  cierto,  para  ta 
reeeptibilidad  de  ciertos  derechos  propios  ó  inherentes  á  las  personas. 

Desde  las  leyes  políticas,  como  lá  Constitución  vigente  del  Estado,  %•& 
exige  la  edad  de  veinticinco  años  para  ser  elegible  Senador  (art.  ft6),  la  elec- 
toral que  exige  veinticinco  anos  para  ser  elector  (art.  4  ^),  la  del  Jurado  qae 
requiere  la  de  treinta  (art.  9.^,  hasta  las  orgánicas  de  Tribunales  que  seña- 

ih     yéñae,  oomo  concordante,  el  art.  879. 
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lan  U  edad  de  veintiún  años  para  el  ejercicio  de  la  abogacía,  etc.  etc.,  hay 
na  recorrido  extraordinario  qne  conocer,  para  atemperar  á  sas  preceptos  la 
fijación  de  las  respectivas  edades.  El  Código  penal  establece  también  so  crite- 
rio especial  respecto  á  la  edad,  fijando  la  plenitad  de  ella  en  los  dieciocho 

«DOS  CQOlplidOS. 

En  sil  coDsecaencia,  las  disposiciones  del  Código  civil  no  poeden  tener 
aplicación  más  qoe  á  lo  qne  se  refiere  al  derecho  privado,  y  todo  lo  qae  no 
está  comprendido  en  esa  esfera,  paede  ser  objeto  de  leyes  no  derogadas,  por 
lo  qne,  la  mayor  edad,  qae,  como  la  fija  el  Código,  se  contrae  á  las  relaciones 
de  índole  privada,  para  el  ejercicio  del  cargo  de  Procurador  se  rige  por  la  le- 
gblaesóa  especial  que  la  fija  (4). 


Ari.  3191.  A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  articula 
anterior,  las  hijas  de  familia  mayores  de  edad,  pero  me- 
nores de  veinticinco  años,  no  podrán  dejar  la  casa  pater- 
na sin  licencia  del  padre  ó  de  la  madre  en  cuya  compañía 
Tivan,  como  no  sea  para  tomar  estado,  ó  cuando  el  padre 
ó  la  madre  hayan  contraido  ulteriores  bodas. 


171.  Según  este  articulo,  la  mayor  edad  comienza  ¿  los  vein ti- 
tees añoSy  desde  cuya  época  las  personas  son  capaces  de  todos  los 
mctoB  de  la  vida  civil,  sin  otras  excepciones  que  las  establecidas  en 
casos  especiales  en  el  mismo  Código,  entre  las  cuales  no  se  halla 
la  de  comparecer  en  juicio,  facultad  inherente  á  la  posesión  plena 
de  los  derechos  civiles,  puesto  que  la  señalada  eu  el  art  321  del 
mismo  Código,  según  la  cual^  das  hijas  de  familia  mayores  de 
edady  pero  menores  de  veinticinco  años,  no  pueden  dejar  la  casa 
paterna  sin  licencia  del  padre  ó  de  la  madre  en  cuya  compañía  vi- 
Tan,  como  no  sea  para  tomar  estado  ó  cuando  el  padre  ó  la  madre 
hayan  contraído  ulteriores  bodas»,  no  implica  limitación  alguna 
para  accionar  en  juicio,  ni  ensancha  la  autoridad  paterna  porque 
este  patronato  especial,  cuyo  objeto  es  la  vida  civil,  por  ser  excepcio- 
nal,  ha  de  entenderse  con  restricción  en  su  propio  contenido;  por  lo 

(1>    &.  d«  la  D.y  19  Sepiiembr  00.— tf.  2  Octtibr«. 
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cual,  presentada  una  querella  por  el  padre  de  una  mujer  mayor  de 
■veintitréa  años,  aunque  menor  de  veinticinco,  no  debió  produeir 
el  efecto  á  que  tendía,  porque  en  ella,  y  no  en  su  padre,  radicaba 
ese  derecho  de  querellarse  de  un  hecho  que,  como  el  de  estupro» 
sólo  á  instancia  suya  podrá  juzgarse,  mientras  no  conste  la  incapa- 
cidad de  la  ofendida.— S.  18  Od.  90,-— G.  3  Dic. 


.%r(.  399.  £1  mener  de  edad,  huérfano  de  padre  y 
madre,  puede  obtener  el  beneficio  de  la  mayor  edad  por 
concesión  del  consejo  de  familia,  aprobada  por  el  Presi- 
dente de  la  Audiencia  territorial  del  distrito,  oído  el 
Fiscal. 

.^Tt,  S93.  Para  la  concesión  y  aprobacióú  expresa > 
das  en  él  articulo  anterior,  se  necesita: 

1.**    Qne  el  menor  tenga  dieciocho  años  cumplidos. 

2.**    Que  consienta  en  la  habilitación. 

3.^    Que  se  considere  conveniente  al  menor. 
La  habilitación  deberá  hacerse  constar  en  el  Regis- 
tro de  tutelas  y  anotarse  en  el  civil. 

/^rt.  39€.  Es  aplicable  al  menor  que  hubiese  ob- 
tenido la  habiMtación  de  mayor  edad  lo  dispuesto  eu  ei 
art.  317. 


k 


AS  eondiciones  clitnatológicas  del  pais  influyen  en  el  desarrollo  fiMced» 
las  pdTBonts,  y  su  edocación  en  el  intelectual.  El  principia  filosófico  qo«  ía- 
forma  la  constitnción  política  de  cada  pueblo,  y  ios  diversos  períodos  de  sk 
historia,  han  hecho  apreciar  de  mny  diverso  modo  el  momento  adecuado  de 
la  existencia  humana  para  considerarla  en  el  grado  de  desarrollo,  en  U  pjeiH- 
tnd  suficiente  para  qne  pueda  regir  ios  actos  de  la  vida  el  ejercicio  libre  de  su 
voluntad  (4). 

f1)    Kn  Bspa&a  mismis,  dorante  •!  periodo  ffannáoioo,  1»  raasror  adad  eam«R- 
jeaba  á  los  veinta  a&os,  segán  las  leyes  18,  tit.  8.*,  y  8.*,  tit.  8.%  Ul»o  4.*  dal  F. 
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Hoj  IJt  mayor  aJad  empieza  á  los  veintitrés  años  cnmplidof  por  derecho 
«atnto,  pues  en  el  íoral  segairá  rigiendo  la  qoe  establecen  sos  fileros,  como  en 
navarra,  por  ejemplo,  será  á  los  veinticinco  años  con  arreglo  al  Derecho  ro- 
mano, qae  en  aquella  provincia  es  snpletorío,  )r  además  viene  impuesta  la  edad 
en  él  A  mejoramiento  de  Fnero,  por  lo  que,  constituye  una  excepción  del  ar- 
ticulo 320  del  Código. 

Aun  cuando  el  mayor  de  edad  es  capaz,  por  regla  general,  para  todos  los^ 
«ríos  de  la  vida  civil,  algunas  limitaciones  contienen  leyes  especiales  para  el 
ejercicio  de  ciertos  cargos  políticos  y  administrativos  y  de  determinadas  pro- 
fesiones, debiendo  estarse  á  lo  en  ellas  dispuesto,  y  aun  dentro  del  mismo  Có- 
digo eusten:  la  que  prohibe  al  mayor  de  edad  contraer  matrimonio  sin  el  con« 
cejo  favorable  de  los  padres,  si  bien  cesa  á  los  tres  meses  de  la  negativa:  la 
^oe  impide  el  casamiento  de  la  viada,  y  el  del  tutor  y  sus  hijos  hasta  cumplir 
loe  requisitos  del  art.  45;  la  referente  en  la  adopción  al  adoptante  á  quien  se 
exige  la  edad  de  cuarenta  y  cinco  años;  y  la  restricción  de  la  emancipación  de 
la  mujer  soltera  hija  de  familia,  que  no  podrá  dejar  la  casa  paterna  sino  en  los 
easos  del  art.  321  hasta  cumplir  los  veinticinco  años,  establecida  en  su  propio 
favor  para  alejar  el  temor  de  que  se  pervierta  con  la  libertad  que  su  nuevo 
catado  le  concede,  en  aras  del  público  decoro  y  del  de  e)la  misma. 

Para  el  computo  de  la  edad,  los  años  de  existencia  se  cuentan  de  momento 
á  momento,  á  partir  desde  el  instante  en  que  se  nace.  Puede  dispensarse  á  los 
loeaores  huérfanos  de  padre  y  madre,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
32S  y  323,  á  los  efectos  de  la  emancipación  expresados  en  el  347,  á  cuyos  co- 
meatarios  nos  referimos,  puesto  que  guardan  perfecta  analogía  coa  la  emanci- 
pación voluntaria,  con  sólo  la  diferencia  de  que  ésta  la  otorga  el  padre  ó  la 
madre  y  la  habilitación  de  edad  del  huérfano  corresponde  al  consejo  de  familia,. 
y  para  que  surta  sus  efectos,  deberá  ser  aprobada  por  el  Presidente  de  la  Au- 
4ÍJencia  territorial ^iel  distrito,  oído  el  Fiscal,  á  instancia  del  mismo  menor  ó 
por  espontáneo  acuerdo  del  consejo,  con  consentimiento  del  mismo  menor. 

El  procedimiento  es  bien  sencillo.  Del  acuerdo  fundado  del  consejo  se  li- 
brará certiGcación  literal  ^ue  acompañará  á  el  escrito  dirigido  al  Presidente  de 
la  Aadiencia,  interesándole  la  aprobación  de  la  concesión  otorgada,  y  dictami- 
nando el  Fiscal,  el  Presidente  aprobará  ó  no  la  dispensa  de  edad  concedida  ea 


Juzgo  y  1.*  tit.  7.^  libro  8.®  del  Faero  Beal.  Ea  el  siglo  xni,  las  Partides  la  esta- 
Ixlaeieron  k  los  Teinticinco  años,  tom&ndola  del  Derecho  romano,  y  asi  ha  llegado 
liacta  nosotros  j  esa  es  hoy  la  vigente  en  Baviera  y  en  Chile.  En  Prusia  y  en  Atts- 
tris»  la  mayor  edad  es  á  los  veinticuatro  afios.  En  Yatxd  y  en  Holanda  k  los  vein- 
Ütrte.  En  Fnuioia,  BólgpLoa,  Italiai  Portugal,  Uruguay,  líbico  y  Guatemala  k  lo» 
^wntiÉii  afio«. 
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Tesoloeión  definitiva,  y  siendo  favorable,  la  cerliñcación  que  al  efecto  se  libre 
por  éí  Seeretarío  de  gobierno^  deberá  hacerse  constar  en  el  Registro  civil  y 
en  el  especial  de  tutelas.  Es  indudable  que  el  Presidente  de  la  Audiencia,  á 
petición  del  Fiscal,  y  aun  sin  ella,  antes  de  dictar  sn  resolación,  podrá  acor- 
dar la  ampliación  del  expediente  si  no  resoltaren  justificados  todos  los  requi- 
ntos del  art.  3S3;  pero  una  vez  concedida  la  gracia  de  habilitación  de  edad^ 
será  esta  irrevocable. 

Con  relación -al  derecho  internacional,  hay  que  considerar,  respecto  á  la 
edad,  que  coando  la  ley  nacional  del  padre  del  menor  exija  años  distintos  para 
la  emancipación  que  la  del  país  en  que  haya  nacido  el  hijo  en  donde  sea  con- 
aiderado  como  ciudadano  del  mismo  por  sólo  el  hecho  del  nacimiento,  si  la 
coestión  surge  en  la  nación  del  padre,  deberá  aplicarse  la  ley  de  éste;  si  en  el 
que  el  h;jo  nació,  regirán  las  disposiciones  de  su  patria  nativa;  y  si  la  cues- 
tión que  motiva  el  conflicto  ocurre  en  un  tercer  Estado,  se  observará  el  esta- 
fólo fkmiliar,  ó  sea  la  ley  del  país  del  padre. 


TITULO  XII 


I>el  registro  del  estado  civil. 


Art.  335.  Los  actos  concernientes  al  estado  civil 
de  las  personas,  se  harán  constar  en  el  Registro  destinado 
á  este  efecto. 

Art.  39B.  El  Registro  del  estado  civil  comprenderá 
las  inscripciones  ó  anotaciones  de  nacimientos,  matnmo- 
nios,  emancipaciones,  reconocimientos  y  legitimaciones, 
defunciones,  naturalizaciones  y  vecindad,  y  estará  á  cargo 
de  los  Juepes  municipales  ú  otros  funcionarios  del  orden 
civil  en  España,  y  de  los  Agentes  consulares  ó  diplomáti- 
cos en  el  extranjero. 

ylri.  3199.  Las  actas  del  Registro  serán  la  prueba 
del  estado  civil,  la  cual  sólo  podrá  ser  suplida  por  otras 
en  el  caso  de  que  no  hayan  existido  aquéllas  ó  hubiesen 
desaparecido  los  libros  del  Registro,  ó  cuando  ante  los 
Tribunales  se  suscite  contienda. 

Art.  338.  No  será  necesaria  la  presentación  del 
recien  nacido  al  funcionario  encargado  del  Registro  para 
la  inscripción  del  nacimiento,  bastando  la  declaración  de 
la  persona  obligada  á  hacerla.  Esta  declaración  compren- 
derá todas  las  circunstancias  exigidas  por  la  ley;  y  fierk 
firmada  por  su  autor,  ó  por  dos  testigos  á  su  ruego,  ei  no 
pudiere 'firmar. 
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Api.  S90.  En  los  matrimonios  canónicos  será  obli- 
gación de  los  contrayentes  facilitar  al  funcionario  repre- 
sentante del  Estado  que  asista  á  su  celebración  todos  los 
datos  necesarios  para  su  inscripción  en  el  Registro  civil. 
Bxceptúanse  los  relativos  á  las  amonestaciones,  los  impe- 
dimentos y  BU  dispensa»  los  cuales  no  se  harán  constar  en 
la  inscripción. 

Ari.  830.  No  tendrán  efecto  alguno  legal  las  natu- 
ralizaciones mientras  no  aparezcan  inscritas  en  el  Regis- 
tro, cualquiera  que  sea  la  prueba  con  que  se  acrediten  y  la 
fecha  en  que  hubiesen  sido  concedidas. 

Ari.  331 .  Los  Jueces  municipales  y  los  de  primera 
instancia,  en  su  caso,  podrán  corregir  las  infracciones  de 
lo  dispuesto  sobre  el  Registro  civil,  que  no  constituyan 
delito  ó  falta,  con  multa  de  20  á  100  pesetas. 

Api.  339.  Continuará  rigiendo  la  ley  de  17  de  Ju- 
nio de  1870,  en  cuanto  no  esté  modificada  por  los  artícu- 
los precedentes. 


k 


^A  penoaalidad  humana,  desenvolviendo  ei  destino  providencial  de  sn 
•xiitMieia,  va  ouireando  fases  distintas  á  eompis  de  las  que,  desarrolla  reía- 
áoMs  de  mny  diversa  índole  en  el  contacto  social,  tan  trascendentales  para 
ú  propia  y  para  los  qne  con  ella  se  entienden,  qne  del  conocimiento  oportnno 
de  aquellas  fases  de  la  vida,  qne  se  llaman  «estado  dviU  y  de  la  estimación 
áa  osle,  adecuadamente,  depende  la  eficacia  ó  torpeza  de  la  actividad  del  bom- 
hn  iiacia  su  propio  fin.  A  marcar  con  indelebles  caracteres  aqnelias  fases, 
que  oonstitáyen  otras  tantas  eras  de  la  historia  personal  de  la  humanidad,  ha 
Tenido  el  Registro  del  estado  civil  qne,  tomando  al  hombre  desde  la  cuna,  ie 
aigaeen  sus  vicisitudes  hasta  el  sepulcro. 

For  eso,  el  nacimi<3nto,  la  tutela  en  el  desgraciado  caso  de  orfandad  ó  en 
€Í  Rds  desgraciado  aún  de  incapacidad,  la  adopción,  la  legitimación  y  el  re- 
conocimiento, el  matrimonio  y  sus  efectos  ulteriores,  la  emancipación  voloa* 
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Una  y  habUltación  de  edad,  la  declaración  de  aosencu  y  las  huellas  de  toda 
sanción,  como  la  pena,  la  interdicción,  etc.,  la  nacionalidad,  y  6  nal  menta,  la 
defunción,  tendrán  obligado  asiento  en  el  gráfico  historial  del  ciudadano,  qno 
se  llama  Registro  del  estado  civil. 

El  estadio  de  la  civilización  de  ciertos  pueblos  privilegiados  delaanti- 
gOedad  nos  hace  comprender  la  existencia  en  ellos  de  dicho  Registro,  y 
Roma,  cuya  organización  social,  política  y  civil,  nos  es  tan  conocida,  lo  po- 
seyó en  tan  alto  grado  y  con  tan  exquisita  organización,  que  sólo  de  lo  que 
en  so  «Censo»  constaba  dependía  el  estado  y  consideración  de  las  personas, 
«n  términos  dé  que  el  tnantite  bacía  esclavo.  En  Espa&a,  las  revueitu  ta- 
moltoosas  de  la  Edad  Media,  debilitaron  el  organismo  censal  impuesto  por  la 
civilización  romana,  haciéndole  desaparecer,  hasta  que  la  intervención  bien- 
hechora de  la  Iglesia  tomó  á  su  cargo  el  Registro  de  los  tres  más  grandes 
acontecimientos:  nacimiento,  matrimonio  y  muerte,  que  por  espacio  de  tan- 
tos siglos  transcurridos  ha  venido  auxiliando  al  Estado  en  uno  de  sus  más 
importantes  servicios,  desempeñados  con  bastante  regularidad,  exactitud  y 
probidad.  Mas  la  sociedad  civil  exige,  como  hemos  visto,  fijar  las  otras  eta- 
pas de  la  vida,  y  al  reglamentar  el  adecuado  censo,  ha  revertido  ó  incorpora- 
do el  Registro  de  la  Iglesia,  unificándole  en  la  forma  que  contiene  la  ley  vi- 
gente de  17  de  Junio  de  4870  y  su  Reglamento  de  43  do  Diciembre  del  mismo 
año,  ratificados  por  el  art.  83S  del  Código  civil,  más  la  Instrucción  obligada 
por  éste  de  t6  de  Abril  de  4889. 

Las  actas  del  Registro  serán,  pues,  la  prueba  del  estado  civil  de  las  per- 
sonas, no  pudiéndose  suplir  por  otras,  sino  en  el  caso  de  que  no  hayan  exis- 
tido dichas  actas  ó  hubiesen  desaparecido  los  libros  del  Registro,  y  coando 
ante  los  Tribunales  se  suscite  contienda.  Y  con  relación  al  Derecho  interna- 
cionaly  deberá  tenerse  en  cuenta,  respecto  al  Registro  del  estado  civil,  qoe  It 
redacción  y  formalidades  de  sos  inseripcionea  se  acomodará  al  principio  ge- 
neral iocui  TifU  áehm^  y  en  lo  eoncemíente  al  foneionarío  ó  autoridad  eon- 
petente  para  la  inscripción,  se  deberá  aplicar  el  prinsipio  lea  loci;  más  á  ftlta 
de  asientos  ó  actas  de  Registro,  loa  Tribunales  de  cada  país  apreciarán  laa 
pmebas  con  arreglo  á  so  ley  respectiva. 

La  antigua  Dirección  del  Registro  de  la  propiedad  es  el  centro  del  Regis- 
t'O  civiU  unificado  bajo  el  nombre  de  Dirección  general  de  los  Registros  civil 
y  de  la  propiedad  y  del  Notariado,  que  empezó  á  regir  desde  4.*  de  Enero  de 
4874,  eoyos  actos  son  redactados,  en  la  nación,  por  la  Dirección  general  en  sn 
propio  Registro,  en  los  casos  que  le  son  respectivos,  cuando  no  oficia  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia  por  razón  de  la  peleona  Real,  y  en  todo  el  terñio- 
río,  por  los  Jueces  municipales  ó  sus  suplentes.  En  el  extranjero,  por  loa  agen- 
tes diplomáticos  ó  consulares,  y  en  otros  pontot  indeterminados,  poramenle 
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arcidenUles,  por  los  Contadores  de  baques  de  guerra,  Capilanes  ó  patrones 
de  baques  mercantes.  Jefes  militares  con  mando  efectivo.  Jefes  da  lazaretos  6 
de  otros  establecimientos  análogos. 

Gomo  disposiciones  generales  que  regalan  los  asientos  del  Registro  y  s«s 
requisitos,  recordaremos:  que  anuncian  la  fecha  y  hora,  nombres  y  do:i  simIII- 
dos,  naturaleza,  edad,  profesión  y  domicilio  de  los  comparecientes.  Los  por- 
menores que  deben  ser  declarados,  según  el  art.  20  de  la  ley.  Lectura  de  los 
asientos  por  ó  á  los  que  deban  suscribirlos.  La  concurrencia  de  testigos  Taro* 
ne¿;  mayores  dé  edad,  parientes  ó  extraños,  españoles  ó  exUinjeros,  segA» 
lo5  preceptos  aplicables. 

Que  deben  escribirse  con  caracteres  claros,  sin  raspaduras ,  abreTÍatoras  6 
enmiendas,  en  Registros  públicos,  auténticos  y  dobles,  rubricados  j  diligencNi- 
dos,  en  la  primera  hoja  por  el  Juez  de  primera  instancia,  el  municipal  y  el 
Secretario,  y  en  los  índices. 

Qae  los  Registros  destruidos  é  inexistentes,  se  suplen  por  todos  loe  medios 
de  prueba  que  establecen  las  leyes,  y  se  rectifican  simultáneamente  en  los  dos 
Registros  sobre  lo  mismo,  en  juicio,  con  intervención  del  Ministerio  Gscal,  y 
por  reclamación  de  las  partes  interesadas. 

Finalmente,  que  los  funcionarios  encargados  del  Registro  son  responsables 
de  cualquier  falta,  informalidad  ó  abuso  denunciado  ante  el  Jnes  de  prtmesa 
instancia,  el  cual  procederá  á  lo  que  corresponda,  incluso  á  la  imposicióa  de 
la  multa  establecida  en  el  art.  334  del  Código. 
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LIBRO  SEGUNDO 

m  LOS  BIENES,  DE  LA  PROPIEDAD  Y  DE  SUS  MODIFICACIONES 


TÍTULO  PRIMERO 


De  la  claaificación  de  los 


IDisposición  preliminar. 

Apt.  3S8.  Todas  las  coeas  que  son  ó  pueden  ser  ob* 
jeto  de  apropiación,  se  consideran  como  bienes  mueUes  6 
inmuebles. 


172.  £1  nombre,  titulo,  marea  de  fábrica  ó  de  comercio  obte- 
nido por  los  procedimientos  legales  que  rigen  la  materia,  son  sím- 
bolo de  crédito  y  constituyen  una  propiedad  al  amparo  del  derecho 
constituido,  que  no  consiente  la  usurpación;  mas  cuando  determi* 
nados  productos  industriales  son  conocidos  con  la  misma  denomi- 
ción  de  ese  titulo  ó  marca,  pueden  anunciarlos  asi  á  la  yenta  Iob 
productores,  siempre  que  al  hacerlo  no  lo  realicen  en  términos 
<)ue  den  lugar  á  confusión  con  el  nombre  de  aquel  establecimiento; 
7  al  estimarlo  asi  el  Tribunal  sentenciador,  no  infringe  lo  dis- 
puesto en  este  articulo  del  Código.— S'.  12  Ahrü  95.— O.  tíA^od». 
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B. 


IS  condición  esencial  para  el  derecho,  la  libertad  consciente  de  qae  sólo 
«1  hombre  está  dotado,  por  lo  coal  es  el  único  snjeto  del  derecho;  y  como  éste 
á  so  vex  es  ana  entidad  de  relación,  j  toda  relación  implica  necesariamente 
la  preexistencia  de  dos  términos,  reconocer  de  algún  modo  la  relación  jnrídlca. 
Uvnada  derecho,  equivale  á  reconocer  la  existencia  de  los  elementos  relacio- 
luidos  por  ella  en  sns  fines  respectivos,  y  serán,  el  sujeto^  ó  sea  la  persona,  y 
«I  obféio  6  la  materia^  ligados  por  el  derecho,  que  es  el  nudio  en  donde  coin- 
cide la  acción  qoe  recíprocamente  desarrollan  el  ano  para  el  otro,  á  saber:  la 
pr^tmtiám  por  parte  del  primero,  y  la  prestación  por  la  del  segundo. 

No  hay.  ser  ni  cosa  alguna  en  el  mando  físico  que  no  llene  algún  fin,  pero 
«I  de  la  humanidad  comprende  á  todos  los  demás,  puesto  qne  al  de  ella  atien- 
éen  eomplíendo  cada  cosa  el  suyo;  mientras  qoe  el  de  la  persona  no  puede  su- 
peiiitarse  al  fin  de  la  materia  en  modo  algano. 

Los  de  ésta  no  son  fines  propios,  sino  fines  del  hombre,  á  quien  resaltan 
dados  en  sa  provecho  como  medios  de  discreta  subsistencia,  porque  es  incon- 
cdi)ible  el  deber  en  el  hombre,  de  realizar  so  fin,  sin  medios  para  ello.  La  in- 
finita artiionía  de  la  creación,  su  esplendidez  y  la  superabundancia  qne  mues- 
tra por  doquier  con  tantos  dones,  parecen  convidar  al  gran  festín  de  la  vida 
A  cn^ntos  seres  pueblan  el  universo;  pero  se  advierte,  que  tantos  felices ponvi- 
d»io3  van  llegando  á  compás...  para  servir  de  pasto  al  hombre,  y  ayudarle  á 
]«alixar  sa  fin  como  rey  de  la  creación. 

La  obligada  moderación  en  el  trato  hacia  los  animales  que  se  encuentran 
en  noestro  dominio,  no  proviene  de  ningún  derecho  de  ellos,  sino  del  de  el 
propietario,  el  respeto  á  la  propiedad;  y  si  repugna  la  crueldad  ejercida  sobre 
ellos,  es  más  por  propia  dignidad  del  hombre,  á  quien  no  es  lícito  gozarse  en 
el  dolor,  ni  abusar  de  su  superioridad  para  inicuas  complacencias;  de  donde 
Bos  lleva  esta  consideración  á  reputarjgualmente  ilícito,  por  irracional,  el  des- 
Iniir  las  otras  cosas  por  irreflexivo  capricho  de  su  dueño,  sin  dejar  en  pos  de 
aá  naás  qne  el  fraade  de  derechos  sacesorios  secundarios,  y  de  relaciones,  me- 
diatas si  se  quiere,  pero  derechos  y  relaciones  al  cabo,  de  personas  que,  por 
desconocidas  é  inciertas  que  sean,  no  son  menos  esperadas  ni  habrán  de  re- 
trasar eternamente  su  aparición. 

Ocupado  el  libro  primero  del  Código  en  todo  cuanto  á  las  personas  se  re- 
fiere, como  sojetos  del  derecho,  vamos  á  tratar  en  este  segando  libro  del  otro 
elemento  generador,  ó  sea  de  la  materia  sobre  qne  recae  la  acción  de  aquél, 
como  so  propio  objeto. 

Las  coias^  que  definiremos  «todo  aqoello  que  puede  servir  á  los  fines  de 
te  Tida  hamana»,  son  de  tan  diversa  apreciación  como  diversas  son  las  neee- 


LIBRO  6EGÜÍÍD0.— TÍTULO  PRIMEfiO. — ART.   383  428 

B'dades  á  qoe  se  aplicáii,  desde  eiiya  aplicación  pierden  el  nombre  de  coaas  para 
ti  mar  el  de  bignes^  en  razón  al  qne  están  llamadas  á  cumplir.  La  Inz,  el  aire, 
el  agua,  son  cosas  indispensables  al  hombre  para  los  fines  de  sn  existencia, 
coexisten  con  él  y  son,  con  los  otros  elementos,  so  medio  ambiente,  sin  darse 
apenas  cuenta;  pero  la  Inz  qne  debe  alumbrar  nuestro  albergue,  nuestro  tra- 
bajo, entrando  por  los  huecos  dispuestos  para  ello,  ya  no  es  cosa,  es  uno  de 
nuestros  bienes  de  que  no  puede  desposeérsenos  para  dejamos  á  oscuras,  sin 
que  un  medio  eficaz  y  de  momento,  el  interdicto,  ó  una  resolución  solemne, 
por  acción  confesoria  de  servidumbre,  nos  la  restituya,  y  lo  propio  debe  en- 
t4>nderse  respecto  al  aire,  al  agiu  y  cuanto  es  susceptible  de  apropiación  para 
los  indicados  fines. 

Como  cosas  simplemente,  ó  sea  la  acepción  genérica,  digámoslo  así,  de  la 
palabra,  distinguiremos  sólo  para  so  enumeración,  las  que  no  son  suscepti- 
bles de  apropiación  del  hombre,  ó  sean  divinas^  que  se  subdividen  en  sagra- 
das, religiosas  y  santas;  y  huwianas^  susceptibles  de  tal  apropiación  y  disfrute 
más  ó  menos  inmediato. 

Por  ese  estado  llegan  á  convertirse  en  bienes  propios  de  las  personas  físicas 
y  jurídicas,  y  desde  entonces  constituyen  la  materia  de  derecho  civil  qne  les 
clasifica  en  comunei^  que  son  las  que  la  naturaleza  ofrece  á  toda  la  especie 
buujana  para  su  uso,  como  hemos  dicho  de  la  lus,  el  aire,  el  agua,  los  ma- 
rti»,  %\c*\públicoi^  los  que  corresponden  en  uso  á  los  habitantes  de  cada  na- 
ción y  á  ésta  la  propiedad,  como  los  puertos,  ríos,  riberas,  montes,  etc.;  cor- 
poratívosy  los  que  pertenecen  en  propiedad  á  las  personas  jurídicas  llamadas 
corporaciones,  y  el  aprovechamiento  es  de  todos  sus  individuos,  como  los  lla- 
mados bienes  de  propios,  etc. ;  niUliui,  los  que  aun  no  han  sido  apropiados  por 
nadie  y  están  abandonados  ó  perdidos;  y  finalmente,  los  particulares^  así  lla- 
mados por  pertenecer  i  cada  individuo  en  parlieolar. 

Gonñderadas  en  $í  mismas  las  cosas  apropiadas,  se  dividen  en  corporales 
é  incorporales^  según  que  consten  de  materia  corpórea,  como  los  edificios,  6 
que  «an  puramente  ialaligibles,  de  creaeión  jorídica,  como  los  derechos,  los 
deberes,  las  acciones  y  las  obligaciones.  Fundibles  y  no  fvmgibles^  según  se 
eoosoman  ó  no  con  el  uso,  qne  son  todas  las  especies  ingeribles  y  las  llama- 
das primeras  materias,  como  los  cereales,  los  caldos,  etc.  Divisibles  é  indivi- 
oíbles^  según  que  puedan  ó  no  fraccionarse  material  y  jurídicamente.  iVtftct- 
püUt  y  accesorias,  que  son  respectivamente  las  que  subsisten  por  sí  solas  6 
por  dependeneiv  de  otras,  como  ocurre  á  las  casas  respecto  de  sus  dependen- 
cias, el  jardín,  los  balcones,  etc.  Singulares  y  colectivas^  las  que  constituyen 
«na  unidad  ó  un  ser,  como  un  predio,  un  caballo,  en  contraposición  á  una 
herencia,  una  vinculación,  una  ganadería  ó  un  rebaño. 

Feto  todas  estas  clasifleadoDee  pertenecen  á  un  orden  secundario  en  dere- 
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cbó  civil,  snbordÍDadát  á  1á  que  como  prinuriA  dittríboye  los  bienes  ea  las 
dos  gnadet  agropaeiones  de  mmbla  é  mmmeblei^  que  elaeíficiii  los  artieolM 
«igoientes  eomo  i«  divieíón  más  fondamenUl;  poee  generalmente  todas  las 
eoestioses  qae  se  ventilan  acerca  de  ellos,  refiríérense  á  sa  natoralexaestAties 
ó  dinimics,  j  según  sean  raíces  6  muebles,  así  variará  el  efecto  qne  el  dere- 
cho les  atribaye,  desde  el  ponto  de  vista  Internacional  hasta  el  privado  6  par- 
ticolar,  y  de  ahí  al  de  procedimientos,  al  tribntario,  etc. 


CAPÍTULO  PRIMERO 


De  los  bienes  inmuebles 


Ari.  SS4I.    Son  bienes  inmuebles: 
1.^    Las  tierras,  edificios,  caminos  y  constnicciones 
de  todo  género  adheridas  al  suelo. 

2.^  Loa  árboles  y  plantas  y  los  frutos  pendientes^ 
mientras  estuvieren  unidos  á  la  tierra  ó  formando  parte 
integrante  de  un  inmueble. 

8.^  Todo  lo  que  esté  unido  á  un  inmueble  de  una  ma- 
nera fija,  de  suerte  que  no  pueda  separarse  de  él  sin  que- 
brantamiento de  la  materia  ó  deterioro  del  objeto. 

4.®  Las  estatuas,  relieves,  pinturas  ú  otros  objetos  de 
uso  ú  ornamentación,  colocados  en  edificios  ó  heredades 
por  el  dueño  del  inmueble,  en  tal  forma  que  revele  el  pro- 
pósito de  unirlos  de  un  modo  permanente  al  fundo. 

6.^  Las  máquinas,  vasos,  instrumentos  ó  utensilios 
destinados  por  el  propietario  de  la  finca  á  la  industria  ó 
explotación  que  se  realice  en  un  edificio  ó  heredad,  y  que 
directamente  concurran  á  satisfacer  las  necesidades  de  la 
explotación  misma. 

6.^    Los  viveros  de  uiimalee,  palomares,  colmenas» 
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tasques  de  peoas  ó  criadearos  anilogoe»  cuando  el  piopie* 
tario  loe  ha  ja  colocado  ó  los  coneerve  con  el  propóeíio  do 
mantenerlos  unidos  á  la  finca,  y  formando  paite  de  ella  de 
un  modo  permanente. 

7.^  Loe  abonos  destinados  al  cultivo  de  una  heredad 
que  estén  en  las  tierras  donde  hayan  de  utilizarse. 

8.^  Las  minas,  canteras,  y  escoriales  mientras  su  ma* 
teria  permanece  unida  al  yacimiento,  y  las  aguas  títob  é 
estancadas. 

9.^  Los  diques  y  construcciones  que,  aun  cuando  sean 
flotantes,  estén  destinados  por  su  objeto  y  condiciones  á 
permanecer  en  un  punto  fijo  de  un  rio,  lago  ó  costa. 

10.  Las  concesiones  administrativas  de  obras  públicas 
y  las  servidumbres  y  demás  derechos  reales  sobre  bienea 
inmuebles  (1). 


173.  No  se  infringen  los  artículos  334,  1521  y  1522  del  Código 
civil,  al  declarar  que  no  son  poseedores  en  común  los  accianistas 
de  una  mina,  porque  si  bien  el  primero  considera  éstas  como 
inmuebles,  y  los  últimos  conceden  á  los  copropietarios  el  derecha 
de  retracto  llamado  legal,  es  en  el  concepto  preciso  de  que  la  cosa 
•esté  poseída  en  común,  pero  no  cuando  los  derechos  en  la  misma^se 
han  dividido  en  participaciones  determinadas  é  independientes, 
representadas  por  acciones  que  desde  su  creación  se  han  venido 
-adquiriendo  con  su  numeración  y  denominación  peculiar,  lo  cual 
demuestra  que  no  existe  verdadera  posesión  en  común. — S.  16 
Mayo  9á,-rG.  24  y  31  Mayo. 


a 


NA  eircansUnda  de  alta  trascendencia  marca  la  linea  díTíioria  eetce  lea 
iMeaes  muebles  ó  inmasbies,  ó  sea  el  dinamismo  de  ellos  por  propio  ó  per 
ajeno  impulso— semovientes  ó  moebles  propiamente  dichos — 6  la  iiimovilidaá 
^ae  por  natoraleaa  les  hace  ocupar  permanentemente  el  mismo  logar  en  el 

(1}     Véanse,  eomo  conoordAntes,  1m  articnlM  10^  MflS  k  tOU  1G0&  j  1S9B. 
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•fpftei0.  EfU  ehftificaeite  Un  ftneAiD«nte  naUrral,  origina  «n  el  campo  del 
4ereth«>  aropliacionea^  eomo  U  de  loa  seíoa,  fisiológicamente  considera- 
dos, qne  ei^i  la  gramática  del  idioma  precisan  ú.  aplicar  al  gónero  mascalino  6 
femeniíio  rosM  inanimadas  y  aun  inorgánicas,  como  el  monte  y  la  piciSra, 
Alríbaidas  por  el  oso  al  género  de  la  respectiva  relación  sexnai,  de  la  mism» 
jsanera,  las  últimas  consecoencias  de  las  cosas,  las  lleva  el  derecho  áqne  se 
clasi^ueii  de  uataraleía  inmueble  las  que  realmente  no  lo  son,  como  los 
utensilios  portátiles  de  una  fábrica  ü  otro  artefacto  análogo. 

Son,  pues,  inmuebles:  por  so  naluraieta^  los  terrenos,  los  edificios,  los  ca- 
minos y  bs  construcciones  adheridas  al  suelo  permanentemente,  formando- 
tom  ¿I  un  todo,  eomo  igualmente  los  socavones  del  terreno,  minas,  escoria- 
let,  etr.^  que  enumera  el  att.  334  en  sus  párrafos  4.^  y  8.^  Por  inc&rporacióm^ 
á  los  iiuDvefeles,  se  estiman  como  tales»  los  árboles  coo  sus  finitos  pendientes, 
lo  qae  no  p«eda  separarse  del  inmueble  sin  quebrantar  la  materia  ó  deteriorar 
el  objeto,  los  viveros  de  animales  unidos  á  la  finca  de  un  modo  permanente,, 
incluidos  en  los  números  t.\  3  *,  4.*  y  6.®;  por  su  destino,  las  máquinas, 
utensilios  destinados  á  la  industria  ú.  que  esté  dedicado  el  inmueble,  los  abo* 
aoa  que  se  encuentren  en  la  tierra  que  han  de  bonificar,  y  los  diques  y  cons- 
IraccíoBes  destinados  á  punto  fijo  de  río,  lago  ó  costa,  comprendidos  en  los^ 
números  5.^,  7.o  y  9.^;  y  finalmente,  por  analogía^  las  concesiones  adminis- 
trativas de  obras  públicas,  las  servidumbres,  y  en  general,  todos  los  derechoa 
reales  sobre  los  mismos  inmuebles,  de  que  trata  el  núm.  40  del  referido  ar- 
lieolo. 

De  la  anterior  clasificación  se  desprende,  que  no  serán  de  naturalesa  in- 
Bvable  tos  kioscos  de  madera  ó  hierro,  casetas,  cajones,  hórreos  ó  paneras,. 
mm  cuando  estén  adheridt'is  al  suelo,  mientras  no  lo  sean  con  carácter  perma- 
nenia  do  inamovilidad  y  se  considere  como  parte  integrante  de  loe  miamos  el 
terreno  que  les  sustenta,  en  que  ostenten  igualmente  el  dominio  los  dueños 
de  dichas  construcciones  (4). 

Tampoco  podrán  reputarse  inmuebles  los  títulos  de  la  Deuda  pública,  las 
acciones  nominativas,  cualquiera  que  sean  los  objetos  de  las  asociaciones  que 
podrán  poseer  bienes  inmuebles,  pero  aunque  por  ser  éstos  de  la  sociedad  son^ 
de  iodos  los  socios  en  común,  no  puede  en  rigor  decirse  que  están  represen- 
tados por  las  acciones,  correspondientes  á  otras  tantas  partes  alícuotas  de  todo 
el  capital  social  sin  determinación  de  los  bienes  en  que  consista,  ya  sean  rai- 
ces«  muebles  ó  incorporales,  según  se  desprende  de  la  exposición  de  motíTOs 


n)    B«8oTtieione8  de  1&  Bireeelón  general  de  loe  Besrietree,  de  7  de  Agofto  de 
lees  y  de  O  de  Septiemlne  de  teSi. 
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parí  la  Í«y  Hipotecaria  y  de  las  jdÍBposicionea  respectivas  de  la  misma,  las 
cuales  están  íntimamente  ligadas  con  lo  que  es  objeto  de  este  comentario  y  á 
ellas  DOS  remitimos. 


CAPÍTULO  II 

De  los  bienes  muebles. 


Ari.  SSft.  Se  reputan  bienes  muebles  los  suscepti- 
bles de  apropiación  no  comprendidos  en  el  capitulo  ante- 
rior, y  en  general,  todos  los  que  se  pueden  transportar  d(^ 
un  punto  á  otro  sin  menoscabo  de  la  cosa  inmueble  á  que 
estuvieren  unidos  (1). 


Art.  33S.  Tienen  también  la  consideración  de  cosas 
muebles  las  rentas  ó  pensiones,  sean  vitalicias  ó  heredita* 
riaB,  afectas  á  una  persona  ó  familia,  siempre  que  no  gra- 
ven con  carga  real  una  cosa  inmueble,  los  oficios  enajena- 
dos^ los  contratos  sobre  servicios  públicos  y  las  cédulas  y 
títulos  representativos  de  préstamos  hipotecarios. 


174.  La  transmisión  hecha  en  Marzo  de  1891  por  precio  anual 
determinado,  de  la  concesión  para  la  construcción  y  explotación  de 
nn  mercado,  es  un  acto  comprendido,  para  los  efectos  del  pago  del 
impuesto  de  derechos  reales,  en  el  art.  18  del  Reglamento  de  31  de 
Diciembre  de  1881,  vigente  en  aquella  fecha,  toda  vez  que  los  con- 
tratos sobre  servicios  públicos  tienen  el  carácter  de  cosas  muebles 
oon  arreglo  ai  preinserto  art.  836  del  Código. — S.  del  T.  8.  de  lo 
Oomiencheo,  de  6  JúUo  dS.^-G.  18  Od. 

(1)    YSsBM,  como  coneordantoá,  los  artiooloa  10,  1463,  U78,  1606, 1600, 1701  y 
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Jkw^.  3Sy.    LoB  bienes  muebles  son  foogibles  6  no 

fungibles. 

A  la  primera  especie  pertenecen  aquellos  de  que  nó 
puede  hacerse  el  uso  adecuado  á  su  naturalezaí  sin  que  se 
consuman;  á  la  segunda  especie  corresponden  los  de- 
más (1). 


p 


X  ABTUNDO  del  principio  de  que  no  ei  posible  oonoeer  bien  ana  eon 
eajA  generación  se  ignore,  habrá  qne  convenir  en  qne  la  primecm^regla  para 
distinguir  los  bienes  moebJes  de  los  qne  no  lo  son,  eoniiste  en  estudiar  sn 
propia  nalnraleza;  y  si  ella  contiene  la  movilisaeión  y  cambio  de  lugar  sin 
qne  sufra  detrimento  alguno  en  su  integridad»  tendremos  la  regla  general  de 
la  clasiflcaeión  moviliaria.  Mas  como  las  cosas  apropiadas  se  relacionan  entre 
si  para  sus  fines,  si  incorporado  un  mueble  á  cosa  que  no  lo  es,  el  desprendi- 
miento de  aquél  ha  de  ser  con  menoscabo  de  ésta,  aun  cuando  el  mueble  no 
le  sufra  en  sí,  deberá  reputarse  por  inmueble  en  consideración  al  menoscabo 
aludido;  y  tendremos  la  segunda  regla  de  clasificación  con  mérito  á  la  oats- 
raleza  propia  ó  refiejada  del  objeto  mueble. 

Pero  la  infiniu  variedad  de  cosas  que  el  mundo  físico  ofrece  al  halago  del 
liombre^  y  las  que  presenta  abundantemente  la  vida  y  U  relación  sociales^ 
llevan  á  tan  dilatados  horisontes  ios  órdenes  de  clasificación,  que  por  distintos 
motivos  atendibles  ha  sido  preciso  al  derecho  agrupar  con  los  bienes  muebles 
algunos  que  físicamente  no  podrían  serlo  jamás;  pero  que  la  fuersade  la  ne* 
cesidad  aquí,  como  decíamos  del  género  del  sustantivo  como  accidente  grama- 
tical, se  ha  impuesto  al  uso,  y  la  ficción  ha  encamado  en  precepto  de  ley. 

Como  hemos  visto  en  el  art.  334  clasificados  minuciosamente  los  que  son 
bienes  inmuebles  segün  lejr,  es  evidente  que  los  no  comprendidos  en  \u  dies 
clases  qne  contiene,  deberán  reputarse  muebles,  según  el  primer  concepto  del 
artículo  335.  Así,  por  exclusión,  tendremos  fácilmente  resueltas  las  dudas 
que  puedan  surgir  en  un  caso  concreto,  con  sólo  entender  á  contrario  songm 
dichas  diex  clases,  cuya  operación  se  fiusillta  colocando  imaginariamente  la 
negación,  el  adverbio  «no»  en  el  lugar  que  corresponda.  Por  ejemplo:  serán 
bienes  muebles: 

4.*    Las  tierras,  edificios,  caminos  y  construcciones  de  todo  género,  «no* 
4td  heridas  al  suelo. 

(1)     VÓULM,  como  oonoordaniM,  loi  articulo*  14S3  y  15A&. 
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1.*  Los  árboles  y  pluitas  j  los  frotos  mientras  cno»  estOTíeren  unidos  á 
la  tierra,  oí  formaren  parte  integrante  de  an  inmueble. 

3.*   Todo  lo  que  «no»  esté  anido  á  un  inmueble  de  una  manera  fij^...,  ete. 

4/  Las  estatuas,  relieTes«  pinturas...,  colocados  en  edificios  ó  heredades 
por  eí  dueño  del  inmueble,  en  tal  forma  que  cno>  revele  el  propósito...,  etc. 

6.*  Las  máquinas,  vasos...,  destinados  por  el  propietario  de  la  finca  á  la 
indostría.  .,  y  que  directamente  «no»  concurran  á  satisfacer  las  necesidad  de 
la  explotoción,  ete  ,  etc. 

La  obligada  ampliación  arriba  expuesta,  atribuye  la  consideración  de  co- 
sas muebles  á  las  rentas  ó  pensiones,  siempre  que  no  graven  algún  inmueble, 
á  los  oficios  enajenados,  los  contratos  de  servicios  públicos  y  las  cédulas  y  tí- 
tulos representativos  de  préstamos  hipotecarios  Y  esto  no  reclama  sino  una 
sencilla  explicación,  exigida,  masque  por  el  texto  del  arL  336,  por  la  torcida 
interpretación  de  eximios  tratadistas. 

Claro  es,  que  cuanto  enumera  el  articulo  en  la  consideración  de  cosas 
muebles,  atendida  su  propia  naturaleza,  ni  son  muebles  ni  inmuebles;  pero  s^ 
afectan  á  un  predio  dado  en  garantía,  seguirán  la  condición  y  visicitudes  pro- 
pias de  éi'te,  que  son  las  de  todo  inmueble,  cuya  naturaleza,  por  acción  re- 
fleja, será  la  de  la  renta  ó  la  pensión  á  cuya  efectividad  concretamente  res- 
ponda. Mas  no  ocurrirá  lo  propio  con  las  cédulas  y  títulos  representativos  de 
préstamos  hipotecarios,  porque  éstos  son  representaciones  simbólicas  de  par- 
tes de  un  derecho  real  fraccionado,  según  los  estatutos  (4),  para  salir  al  an- 
cho campo  del  comercio  y  tomar  de  él  la  nueva  vida,  la  circulación  y  trans- 
misión bursátil,  que  no  consentiría  su  forma  inmueble.  Que  es  un  reflejo  de 
derechos  reales  como  lo  es  el  título  de  una  acción  de  minas,  no  cabe  duda, 
como  tampoco  cabrá  en  estimar  como  símbolo  de  propiedad  el  título  domi- 
nical de  una  finca  cualquiera,  á  la  cual  representa  tal  como  es  en  sí;  pero  á 
nadie  que  reciba  ese  título  dominical  como  prenda  pretoria  ie  ocurrirá  pen- 
sar que  por  ese  solo  hecho  posee  la  finca  ni  siquiera  gravamen  real  alguno 
sobre  ella. 

Por  otra  parte,  la  cédula  hipotecaría  como  expedida  por  una  sociedad,  su 
primer  efecto  jurídico  recae  sobre  ésta,  que  responderá  de  su  autenticidad  y 
so  eficacia,  y  ella,  ó  sea  su  representante  legal,  podrá  hacer  valer  el  derecho 
real  sobre  el  inmueble,  remitiéndose  á  lo  pactado  con  el  prestatario,  según  la 
eseritum,  y  al  derecho  inscrito,  lo  cual  no  es  dado  hacer  á  los  tenedores  de 


(1)  Véaoe  «1  art.  66  de  los  Estatutos  del  Banco  Hipotecario,  de  12  de  Octubre 
4#  1825,  y  loa  arts.  28  al  31  de  la  ley  de  2  de  Diciembre  de  18f72,  y  206  del  Código 
4a  Camareio,  y  1429  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  números  5.*  y  6.* 
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cada  cédala,  como  partícipes  alícuotas,  en  el  capital  social,  sin  determinaeióii 
especial  sobre  parte  alguna  de!  inmaeble  obligado  á  la  sociedad  ea  general. 

Para  terminar,  respecto  á  los  bienes  muebles,  completaremos  el  concepto 
legal  del  art.  337  reproduciendo  las  ideas  generales  expaestas  en  li'S  dos  eo- 
mentarios  anteriores,  y  añadiendo  que,  como  unos  mismos  bienes  muebles 
pueden  ser  fongibles  y  no  fungibles  á  la  vez,  esta  circunstancia  deberá  tenerse 
en  cuenta  en  los  pactos  6  contratos  que  acerca  de  dichas  especies  se  celebren* 
de  lo  cual  dependerá  el  que  se  realice  ó  no  su  consumo,  y  por  lo  tanto,  sa  tan- 
gibilidad. 

Asi  como  las  cosas  qne  el  hombre  se  apropia  se  convierten  por  este  soto 
hecho  en  bienes  suyos,  así  de  estos  bienes  surgen  respecto  de  él  las  relaciones 
jurídicas  que  muestra  el  6igniente  cuadro,  bajo  las  dos  grandes  agrapaeioaes 
llamadas  «derecho  real»  y  cderecho  personal». 
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Xle  loe  bienes,  seg^n  las  personas  6  que  pertenecen. 


Apí.  SftS»  Los  bienes  son  de  dominio  público  ó  de 
propiedad  privada. 

Art.  8S9«    Son  bienes  de  dominio  público: 
1.^    Los  destinados  al  uso  público,  como  los  caminos, 
canales,  ríos,  torrentes,  puertos  y  puentes  construidos- por 
el  Estado,  las  riberas,  playas,  radas  y  otros  análogos. 

2.^  Los  que  pertenecen  privativamente  al  Estado,  sin 
ser  de  uso  común,  y  están  destinados  á  algí^  servicio  pú- 
blico ó  al  fomento  de  la  riqueza  nacional,  como  las  mura- 
llas, fortalezas  y  demás  obras  de  defensa  del  territorio,  y 
las  minas,  mientras  que  no  se  otorgue  su  concesión. 

Art.  S|LO.  Todos  los  demás  bienes  pertenecientes  al 
Bstado,  en  que  no  concurran  las  circunstancias  expresadas 
en  el  articulo  anterior,  tienen  el  carácter  de  propiedad 
privada. 

Art.  34L1.  Los  bienes  de  dominio  público,  cuando 
dejen  de  estar  destinados  al  uso  general  ó  á  las  necesida- 
des de  la  defensa  del  territorio,  pasan  á  formar  parte  df 
los  bienes  de  propiedad  del  Estado. 

Art.  34L1t,  Los  bienes  del  Patrimonio  Beal  se  rigen 
por  su  ley  especial;  y,  en  lo  que  en  ella  no  se  halle  pre- 
visto, por  las  disposiciones  generales  que  sobre  la  propie- 
dad particular  se  establecen  en  este  Código. 
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ilrt.  343.  Los  bienes  de  las  provincias  y  de  los 
pueblos  se  dividen  en  bienes  de  uso  público  y  bienes  pa- 
trimoniales. 

Art.  314.  Son  bienes  de  uso  público,  en  las  pro- 
vincias y  los  pueblos,  los  caminos  provinciales  y  los  ve- 
cinales, las  plazas,  calles,  fuentes  y  aguas  públicas,  los 
paseos  y  las  obras  públicas  de  servicio  general,  costea- 
das por  los  mismos  pueblos  ó  provincias. 

Todos  los  demás  bienes  que  unos  y  otras  posean,  son 
patrimoniales  y  se  regirán  por  las  disposiciones  de  este 
Código,  salvo  lo  dispuesto  en  leyes  especiales. 


175.  Las  cosas  comunales  que  no  se  pueden  vender  por  estar 
por  BU  propia  naturaleza  fuera  del  comercio,  son  las  de  uso  público, 
como  las  plazas,  calles,  ejidos,  ríos  y  fuentes,  mas  no  las  que  acci- 
dentalmente se  aprovechan  por  una  colectividad  de  vecinos,  por 
convenir  así  á  su  derecho,  pero  que  pueden  disfrutarse  de  otro 
modo,  como  sucede  en  el  goce  de  los  pastos  y  labor  de  la  tierra  cuyo 
suelo  pertenezca  á  un  Ayuntamiento. — S.  12Fé6.  95. — O.  S  Mayo, 


.%Tt,  345.  Son  bienes  de.  propiedad  privada,  ade- 
más de  los  patrimoniales  del  Estado,  de  la  Provincia  y 
del  Municipio,  los  pertenecientes  á  particulares»  indivi- 
dual ó  colectivamente. 


íi, 


.OB  oebo  artículos  qoe  preceden  fijan  la  clasificación  de  los  bienes  «según 
las  personas  á  qae  pertenecen»,  paesto  qae,  ya  sean  inmuebles  6  muebles,  han 
de  pertenecer  á  alguien,  á  algunos  6  á  todos,  suponiendo  que  do  hay  nada  sin 
dueño  en  el  mundo— «u/a  res  sine  dominio—j  que  esos  bienes  son  de  propie  • 
dad  privada  ó  de  dominio  público;  dominio  y  propiedad  que,  cualquiera  que 
sea  el  valor  etimológico  de  las  palabras,  están  empleadas  como  sinónimas  j 
con  igual  significación  por  el  precepto  legal. 
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Coavieoe  recordar  aquí  caanto  expusimos  acerca  de  las  personas  en  so  do- 
ble consideración  de  «naturales  y  jaridicas»  (4),  para  relacionar  con  ello  lo 
qae  respecto  de  éstas  son  los  bienes;  y,  dando  aquí  por  reproducido  lo  alií  ex- 
puesto, haremos  sólo  constar  que  de  las  personas  jurídicas,  el  Estado,  la  Pro- 
vincia y  el  Municipio,  á  más  de  los  bienes  de  uso  público  que  administran  en 
nombre  de  la  colectividad  que  respectivamente  representan,  poseen  otros  pa- 
trimoniales adquiridos  por  cualquiera  de  los  títulos  y  modos  de  adquirir  reco- 
nocidos en  derecho,  incluso  la  herencia  intestada  (2),  y  adeaiás,  por  el  que  le 
otorga  el  art.  341  que  nos  ocupa,  respecto  de  los  bienes  de  dominio  piibüco 
que  hayan  dejado  de  cumplir  las  necesidades  del  uso  general  á  que  estaban 
destinados  (3).  Sobre  estos  bienes  patrimoniales,  tales  personas  jnrídicas  os- 
tentan los. mismos  derechos  que  los  particulares,  dominio,  posesión,  servidum- 
bre, etc.,  y  les  afectan  ios  mismos  deberes  impuestos  por  el  derecho  particu- 
lar ó  civil,  y  las  acciones  y  excepciones  jurídicas  que  originan,  incluso  la  pres- 
cripción para  ganar  y  perder  los  aludidos  derechos,  de  tal  manera,  que,  para 
litigar  sobre  los  mismos,  están  sometidos  como  las  demás  personas  á  los  Tri- 
bunales de  la  jurisdicción  ordinaria,  según  dispuso  de  último  estado  la  ley  dé 
43  de  Septiembre  de  4888,  reformada,  con  arreglo  al  art.  30  de  la  ley  de  Pre- 
supuestos de  30  de  Junio  de  4892,  por  el  Real  decreto  de  tt  de  Junio  de  4894 
sobre  la  organización  y  el  procedimiento  contencioso- administrativo  (4). 


(1)     YéaxiBe  los  eomentaríoa  de  los  artioolos  29  al  99. 

(9)     Artfl.  956  al  968. 

(8)  TaiAiéa  so  consideran  del  propio  modo  los  adquiridos  en  virtad  de  expro- 
piación forzosa,  caya  ley  enpecial  de  10  de  Enero  de  1879  y  su  Reglamento  del 
mísjztt)  año  autorizan  la  enajenación  cuando  no  llegasen  &  servir  para  el  objeto,  j- 
las  parcelas  sobrantes,  las  cuales,  tanto  el  Estado  como  la  Provincia  y  los  Huni- 
eipiofl,  podrán  realizar  ateniéndose  k  lo  que  dispone  la  ley  llamada  de  paréelas,  de 
V7  de  Junio  de  1861,  y  la  Instrucción  para  su  cumplimiento,  de  20  de  Marzo  de  1865» 
que  confirma  el  art.  54  de  la  de  Expropiación;  y  según  sus  preceptos,  tienen  dere* 
<^o  los  dueños  de  fincas  colindantes  k  pedir  la  adjudicación  de  tales  parcelas  den- 
tro de  los  treinta  días  del  anuncio  en  el  Boletín  oficial,  y  se  distribuirán  entre  loe 
que  las  pidan,  previo  dictamen  facultativo,  en  el  que,  como  requisitos  esenciales, 
deberá,  hacerse  constar:  1.*,  que  la  parcela  no  es  edificable,  por  no  coger  en  ella 
nn  edificio  de  las  condiciones  ordinarias;  2.^,  que  corresponde  su  adjudicación  k. 
uno  ú  otro  de  los  solioibantes,  ó  k  todos  ellos,  en  tal  ó  cual  porción;  y  8.',  que  en. 
la  tasación  de  la  parcela  se  ha  tenido  en  cuenta  el  valor  del  terreno  como  si  ea- 
tciviese  ya  unido  k  la  finca  k  que  haya  de  agregarse.  La  ley  de  29  de  Junio  de  186< 
sobre  ensanche  de  las  poblaciones  y  la  ley  Municipal  vigente  (art.  86),  deben  ooa- 
«niliarse  como  complementarias  de  esta  materia  en  general. 

(V     Sobre  este  punto  puede  consultarse  el  art.  4.*  de  la  e^^resada  ley,  y  la  j«- 
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£o  ules  conflictos  judiciales,  el  Estado,  la  Proviocia  y  el  Municipio  com- 
lüirecen  ante  los  Jaeces  de  primera  instancia,  las  Audiencias  y  el  Tribunal  Su- 
premo, debidamente  representados  como  un  particular  cualquiera,  una  vez 
cumplido  el  trámite  previo  á  la  vía  judicial,  establecido  por  el  Real  decreto  de 
SB.de  Marzo  de  4886,  publicado  en  la  Gaceta  del  24. 

Análogamente  á  los  bienes  patrimoniales  de  las  personas  jurídicas,  á  que 
nos  venimos  refiriendo,  establecen  los  preceptos  que  ahora  comentamos  la  cla- 
sificación de  los  bienes  públicos  en  general  ó  de  dominio  público  del  £stado, 
de  dominio  público  provincial  y  de  dominio  público  municipal. 

Ahora  bien:  la  determinación  especifica  de  éstos,  es  más  propia  del  dere- 
cho administrativo  que  del  civil,  de  que  venimos  tratando,  y  como,  por  otra 
parte,  los  artículos  del  Código  que  comentamos  los  enumera  con  suficiente 
prolijidad  para  una  simple  referencia,  que  es  lo  que  aquí  corresponde  única- 
mente hacer,  prescindimos  de  los  bienes  del  dominio  público  y  vamos  á  oca- 
pannos  sólo  de  los  patrimoniales  aue  se  rigen  ó  afectan  más  ó  menos  directa- 
mente á  las  prescripcioites  del  derecho  civil  contenidas  en  el  Código. 

Son,  pues,  bienes  de  dominio  privado: 

4.®  Bienet  del  Real  Patrimonio  ó  pertenencia  de  la  Corona,  son  los  que  ta 
Nación  tiene  destinados  para  el  sostenimiento  y  esplendor  del  Monarca;  son 
los  señalados  en  los  artículos  4.<>  y  2.®  de  la  ley  de  42  de  Mayo  de  4865  y  ea 
el  2.®  de  la  de  26  de  Junio  de  4876,  con  la  segregación  que  hizo  Mt  de  42  de 
Junio  de  4878  en  su  art.  2.^  El  Monarca  sólo  tiene  el  disfrute  de  esta  clase  de 
bienes,  y  el  Poder  legislativo  la  facultad  de  disponer  de  ellos.  Los  bienes  pe- 
enliares  y  propios  del  Rey  son  de  su  exclusivo  dominio,  podiendo  diaponer 
de  ellos  libremente,  como  cada  cual,  con  todas  las  consecuencias  del  derecho 
civil,  debiendo  cumplir  las  prescripciones  del  Código  como  un  particular  cual- 
qoiera,  y  lo  mismo  las  de  tributación,  impuestos,  hipotecarias,  etc.,  etc.; 
porque  sn  entidad  política  como  funcionario  del  Estado,  es  completamente  se^ 
parada  de  sn  personalidad  natural  ó  civil. 

2.*  Biches  maslrencoi.  Pertenecen  particularmente  al  Estado,  y  se  calift- 
ean  ut  Los  que  no  tienen  dueño  coaocido  ó  están  vacantes  por  no  poseerlos 
persona  alguna  natural  ni  jurídica.  Los  que  arroja  el  mar  á  la  orilla  y  no  ten. 
gan  due&o  conocido.  La  mitad  de  los  tesoros  que  en  dinero,  alhajas  ú  otra  es- 
pede de  valores  se  hallen  ocultos  en  terrenos  pertenecientes  al  Estado.  Los 
bienes  de  los  que  fallezcan  intestados  sin  dejar  parientes  de  los^lamados  á  su- 
cederle  legalmente.  Los  de  ausentes,  en  ígnales  circunstancias,  tienen  la  con- 
ndoración  jurídica  de  mostrencos. 

d^Didencúi  k  «u  tenor  eatsbleoid»,  que  contiene  aueatro  tratado  Li  lit   t  JJk. 

JDBUrBUDKHCIA  YIOIMTIS  DEL  FBOCBDXUBATO  C01ITIHCI0«0-ADKIHIBTBAT1T«. 
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3.*  Edificios  del  Estado,  Pertenecen  á  esta  clase  los  palacios,  casas  y  de- 
pendencias que  posee  para  sus  departamentos  y  oficinas  de  la  Administración. 

4.*  Minas.  Pertenecen  al  Estado  aquellas  cayo  nso  y  aprovechamiento  se 
reserva,  explotándolas  por  sí  mismo  6  arrendándolas  á  empresas  ó  personas 
particulares,  como  las  de  cinabrio  en  Almadén,  plomo  argentífero  en  Linares 
y  las  de  sal  de  Torrevieja. 

5.®  Montes.  En  éstos  hay  que  distinguir:  los  inalienables,  de  que  está  he 
che  cargo  el  Vinisterio  de  Fomento,  cuyos  productos,  y  especialmente  las 
maderas  de  construcción  que  se  realizan,  van  al  presupuesto  de  ingresos  para 
levantar  las  cargas  de  la  Nación;  y  los  dt  clarados  en  situación  de  venta,  en- 
cargados al  Ministerio  de  Hacienda  para  disponer  de  ellos  con  arreglo  á  las 
leyes  especiales. 

6.®  Baldíos.  Son  los  terrenos  que  conserva  ociosos  el  Estado,  yermos;  qne 
Bo  producen  más  que  los  frutos  espontáneos,  llamados  silvestres. 

7.°  Bienes  nacionales.  Procedentes  de  manos  muertas  ó  corporaciones 
extinguidas,  que  por  la  desamortisaclón  civil  y  eclesiástica  pasaron  á  poder 
del  Estado,  qne  los  administra,  percibiendo  sus  rentas  y  pagando  sus  cargas 
y  procura  su  enajenación,  á  cuya  clase  corresponden:  los  predios  rústicos  y 
urbanos  que  pertenecieron  al  Tribunal  de  la  Inquisición;  los  bienes  raíces  que 
fueron  de  las  suprimidas  comunidades  y  corporaciones  religiosas,  y  cuantos 
se  adjudicaron  ó  se  adjudiquen  á  la  Nación  con  arreglo  á  las  leyes;  todos  los 
procedentes  de  los  monasterios,  conventos,  colegios  y  congregaciones  reli- 
giosas, con  las  limitaciones  qne  las  leyes  establecen;  los  objetos  de  arte,  es- 
culturas, pinturas,  donados  por  los  patronos  á  las  comunidades  suprimidas 
sin  la  condición  de  revertibles,  ó  sin  que  se  reclame  la  eficacia  de  ésta  (4). 

Finalmente,  son  también  bienes  de  propiedad  particular,  los  correspon- 
dientes á  las  demás  clases  de  personas  jurídicas,  como  corporaciones,  asocia- 
ciones y  fundaciones  de  interés  público  reconocidas  por  la  ley,  acerca  de  las 
cuales  nos  ocupamos  extensamente  en  los  comentarios  á  los  artículos  35  y  si- 
guientes, á  los  cuales  nos  remitimos  para  evitar  repeticiones  innecesarias. 
Otras  personas  jurídicas,  como  las  empresas  y  sociedades,  centros  y  compa- 
ñías qne  el  derecho  reconoce,  poseen  bienes  independientemente  de  los  pecu- 
liares de  cada  accionista  ó  socio,  y  estos  bienes  corresponden  de  igual  modo 
ala  propiedad  privada,  y  se  rigen,  por  lo  tanto,  por  las  prescripciones  del 
derecho  civil,  conjuntamente  con  las  demás  disposiciones  especiales  qoé  le 
son  respectivas,  y  que  se  refirieron  en  los  comentarios  últimamente  aludidos. 


(1)  Reales  decretos  de  19  de  Fel>rero  y  8  de  Marzo  de  1836.  Decreto  de  laa  Cor- 
tee de  98  de  Julio  de  1837.  Beal  orden  de  1  *  de  Septiembre  del  46.  Beftl  deorefe» 
de  15  áe  Julio  del  54,  j  ley  de  1.*  de  Hayo  de  1815. 
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DISPOSICIONES  COMUNES  Á  LOS  TRES  CAPÍTULOS  ANTERIORES 

Art.  SJS.    Cuando  por  disposición  de  la  ley  ó  por 

declaración  individual,  se  use  la  expresión  de  cosas  ó  bie- 
nes inmuebles,  ó  de  cosas  ó  bienes  muebles,  se  entenderán 
comprendidas  en  ella  respectivamente  los  enumerados  en 
el  cap.  1.*^  y  en  el  cap.  2.^ 

.Cuando  se  use  tan  sólo  la  palabra  cmuebles»,  no  se  en- 
tenderán comprendidos  el  dinero,  los  créditos,  efectos  dé 
comercio,  valores,  alhajas,  colecciones  científicas  ó  artís- 
ticas, libros,  medallas,  armas,  ropas  de  vestir,  caballerías 
ó  carruajes  y  sus  arreos,  granos,  caldos  y  mercancías,  ni 
otras  cosas  que  no  tengan  por  principal  destino  amueblar 
ó  alhajar  las  habitaciones,  salvo  el  caso  en  que  del  con- 
texto de  la  ley  ó  de  la  disposición  individual  resulte  cla- 
ramente lo  contrario  (1). 

Jkt^i,  317.  Cuando  en  venta,  legado,  donación  ú 
otra  disposición  en  que  se  haga  referencia  á  cosas  mue- 
bles ó  inmuebles,  se  transmita  su  posesión  ó  propiedad 
con  todo  lo  que  en  ellas  se  halle,  no  se  entenderán  com- 
prendidos en  la  transmisión  el  metálico,  valores,  créditos 
y  acciones,  cuyos  documentos  se  hallen  en  la  cosa  trans- 
mitida, á  no  ser  que  conste  claramente  la  voluntad  de 
extender  la  transmisión  á  tales  valores  y  derechos. 


li 


iA8  disposiciones  de  los  dos  articalos  que  anteceden  esUn  llamadas  á 
producir  saiodables  resoltados  en  la  prácUca.  La  fórmala  genérica  que  co- 
monmente  se  emplea  en  los  testamentos,  dejando  la  casa  amueblada  ó  los 
ffivebles  de  la  casa  á  ona  persona,  no  paede  tener  hoy  más  alcance  qae  el  ge- 
nuino del  art.  346.  No  bastará  decir  que  todo  lo  que  exista  de  puertas  aden- 


(1)     TéaM,  eomo  concordante,  el  art.  1662. 
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iro  de  la  casa  está  comprendido  en  el  legado,  en  la  institución  hereditaria, 
ni  en  la  venta  de  la  casa  amueblada,  ni  en  cualquier  contrato  en  que  figure 
una  casa  en  tales  condiciones;  hoy  tiene  menos  latiiud  esa  frase^  puesto  que 
el  Código  ha  comprendido  en  la  calificación  de  bienes  muebles  cosas  que  su- 
peran en  importancia  al  moviliario  que  resulta  de  la  acción  de  amueblar,  y 
qne  aun  cuando  no  quepan  dentro  del  confort  domestico,  se  encuentran  en  la 
casa  porque  no  van  á  estar  en  la  calle,  y  no  sería, lícito  comprender  los  aludi- 
dos valores  bajo  la  frase  general  de  «muebles». 

Es  una  obligada  aclaración  que  el  Código  no  podía  echar  en  olvido  cuando 
ha  sido  objeto  de  especiales  disposiciones  en  todos  los  de  su  clase  de  las  na- 
ciones de  Europa  y  América  (4). 

Lo  dispuesto  en  el  art.  347  es  una  confirmación  casi  redundante  del  que 
le  precede.  La  antigua  jurisprudencia  referida  á  nuestro  derecho  histórico,  i 
pesar  de  su  casuismo,  había  venido  á  rellenar  los  grandes  vacíos  que  la  prác- 
tica iba  denunciándole,  y  aun  cuando  el  Tribunal  Supremo  sentó  con  sus  acer- 
tados fallos  una  abundante  doctrina,  hoy  poca  estimación  podría  concedér- 
sele, por  haber  interpretado  la  ley  misma  sus  propios  preceptos  y  el  alcance 
qne  debe  dárseles,  que  es  precisamente  la  más  auténtica  de  las  interpretacio- 
nes y  la  primera  de  las  reglas  de  hermenéutica  jurídica. 


(1)     Articulo»  585  del  Código  frcmcés,  6d9  del  de  Yaud,  460  de  Kápoles,  470  de 
LaiBiana,  369  de  Holanda,  418  del  sardo,  606  de  Gaatemala,  574  de  Chile  y  421  de^ 
Uruguay...,  ete.  El  Código  francés  exceptúa  la  ropa  blanca,  granos,  vinos  y  oo- 
mestiblet),  y  el  de  Holanda  exceptúa  también  las  estampas,   cuadros  y  las  es 
tatúas. 


TITULO  II 


De  la  propiedad. 


CAPITULO  PRIMERO 


De  la  propiedad    en    g'eneral. 


Ari.  349.  La  propiedad  es  el  derecho  de  gozar  y 
disponer  de  una  cosa,  sin  más  limitaciones  que  las  esta- 
blecidas en  las  leyes. 

£1  propietario  tiene  acción  contra  el  tenedor  y  el  posee- 
dor de  la  cosa  para  reivindicarla. 


176.  El  heredero  tiene  derecho  á  pedir  que  los  bienes  de  la  he- 
rencia sean  excluidos  del  inventario  del  caudal  de  la  consorte  del 
testador,  y  reconociéndolo  asi,  no  se  infringe  este  artículo  del  Có- 
digo.—5.  20  Féb.  90.^G.  16  Julio. 

177.  No  infringe  tampoco  este  articulo  la  sentencia  que  otorga 
lo  pedido  en  la  demanda,  cuando  el  actor  ostenta  desde  el  pri- 
mer momento  el  carácter  de  dueño  de  la  porción  de  finca  que  trata 
de  reivindicar  y  justifica  con  la  hijuela,  que  la  había  adquirido  é 
inscrito  desde  1870,  por  herencia  del  que  la  compró  é  inscribió  en 
1867  de  persona  que  la  había  llevado  al  Registro  en  1866  como 
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procedente  de  otra  herencia,  y  además,  que  venia  poseyéndola 
quieta  y  pacificamente  desde  las  mencionadas  fechas;  todo  lo  cual 
indica  de  su  parte  un  derecho  dominical  perfecto  y  de  todo  punto 
preferente  al  de  mera  posesión. — S.  16  Marzo  94.^0.  10  Sept. 

178.  Si  bien  este  articulo  reconoce  al  propietario  acción  para 
reclamar  contra  el  tenedor  ó  poseedor  de  la  cosa  para  reivindicarla, 
cuando  el  recurso  va  directamente  contra  la  apreciación  de  la 
prueba  en  que  descansa  la  sentencia,  y  no  sólo  no  se  alega  error  de 
hecho  ni  de  derecho  en  esta  apreciación,  sino  que  ni  se  cita  el  nú- 
mero 7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  condicio- 
nes rigorosamente  necesarias  para  discutir  y  resolver  en  su  día 
aquella  cuestión  legal,  no  es  admisible  el  recurso  por  tal  modo 
planteado.— iS.  23  Junio  94.'-G.  8  Nov. 

179.  Entre  las  limitaciones  del  derecho  de  propiedad,  está  la 
que  los  contratantes  establezcan  al  realizar  la  venta,  y  cuando  se 
ha  efectuado  la  de  un  terreno  al  sólo  objeto  de  que  se  instale  la 
Fábrica  del  gas  para  el  alumbrado  público,  y  caso  de  no  realizarse 
ó  de  cesar,  se  reservaba  el  vendedor  el  derecho  de  reivindicar  la 
finca  con  devolución  del  precio,  condición  aceptada  por  el  compra- 
dor, prometiendo  no  hacer  del  terreno  otro  uso  sino  el  especial  y 
exclusivo  para  el  que  la  habla  adquirido,  es  indudable  que  la  ins- 
talación de  otro  seivicio,  ó  sea  el  alumbrado  público  por  electrici- 
dad, infringe  el  contrato  y  la  limitación  convenida,  por  lo  cual  la 
sentencia  que  manda  demoler  los  nuevos  artefactos  colocados  en  la 
finca  por  el  dueño  de  ella,  no  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo 
del  Código  ni  en  el  siguiente,  que  proclaman  la  libertad  de  dispo- 
ner de  los  bienes  propios,  puesto  que,  á  partir  de  esa  misma  liber- 
tad de  acción,  el  comprador  y  vendedor  contrataron  en  la  forma 
que  tuvieron  por  conveniente,  cuyo  contrato  es  ley  para  ellos. — 
S.  21  Mayo  92.~G.  16  Agosto. 


Api.  340.    Nadie  podrá  ser  privado  de  su  propiedad 
sino  por  autoridad  competente  y  por  causa  justificada  de 


j 
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ntilidad  pública,  previa  siempre  la  correspondiente  in* 
demnizacióD. 

Si  no  precediere  este  requisito,  los  Jueces  ampararán 
y,  en  su  caso,  reintegrarán  en  la  posesión  al  expropiado. 


180.  Los  artículos  10  de  la  Constitución  y  349  del  Código  civil, 
garantizan  la  existencia  de  la  propiedad  particular  contra  las  in- 
trusiones pública  y  privada;  pero  no  tienen  aplicación  contra  reso- 
luciones de  los  Tribunales  que  aprecian  y  definen  el  valor  de  actos 
por  los  que  adquiere  uno  la  propiedad  de  cosa  que  era  de  otro,  en 
cuya  situación,  para  invalidar  la  declaración  de  propiedad  hecha 
en  favor  del  segundo,  es  preciso  demostrar  concretamente  la  nuli- 
dad del  acto  de  transmisión. — 5. 16  Abril  92. — G.  24  Julio. 

181.  Pretendida  la  división  de  terrenos  comunales,  y  excepcio- 
nando  un  litigante  peitenecerle  en  propiedad  algunos  de  aquéllos, 
al  desestimar  ]a  sentencia  la  excepción  y  declarar  procedente  la 
acción,  se  acomoda  á  los  términos  en  que  ha  sido  formulada  y  dis- 
cutida la  posesión  en  común  y  la  propiedad  particular  que  respec- 
tivamente han  defendido  las  partes,  y  no  puede  alegarse,  por  tan* 
to,  como  inflingido  el  principio  consignado  en  el  art.  849  del  Có- 
digo civü.— &  22  Feb.  U.-^Q.  i.^  Abril. 


Tí 


.UN  cuando  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayuntamientos  adop- 
tar las  medidas  conducentes  sobre  policía,  salobridad  é  higiene  de  los  pueblos, 
los  acaerdos  qoe  tomen  con  respecto  á  tales  extremos  dentro  del  círcnlo  de 
las  alribociones  qoe  las  leyes  les  confieran,  no  pneden  extenderse  á  privar  de 
la  propiedad  partícolar  sin  qae,  previa  declaración  de  ntilidad  pública,  se  ex- 
propie por  antorídad  competente  el  inmueble  ó  derecho  real;  de  lo  cual  se  de- 
duce que  si  él  propietario  de  aguas  qne,  procedentes  de  Propios,  adquirió  del 
Estado,  creyese  qoe  por  consecoenc*a  de  un  acnerdo  del  Municipio  se  le  per- 
turba en  el  ejercicio  de  los  derechos  que  emanan  de  la  escritura  de  compra,  la 
demanda  qne  con  tal  motivo  proponga,  habrá  de  sustanciarse  en  los  Tribuna- 
lea  ofdinarioa,  paea  ya  se  trate  del  dominio  y  posesión  de  aguas  privadas,  6 


442  CÓDIGO  CIVIL 

ya  de  la  desmembración  de  los  derechos  qae  el  comprador  sopone  le  corres* 
penden  por  virtud  de  an  lítalo  civil,  es  indodable  que  surge  la  expresada  com- 
petencia, así  por  las  disposiciones  de  la  ley  de  Agoas,  como  por  los  preceptos 
del  Código  (4). 

Apareciendo  ona  finca  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  nombre  de 
una  mujer,  y  entregada  por  ésta  á  su  marido  como  dote  estimada,  si  no  se  si- 
guen con  él  las  diligencias  de  expropiación,  procede  el  interdicto  que  entable, 
y  los  Jaeces  y  Tribunales  á  quienes  compete  su  conocimiento,  están  en  la 
obligación  de  amparar  y  reintegrar  al  indebidamente  expropiado  (t). 


Ari.  350.  El  propietario  de  un  terreno  es  dueño  de 
BU  superficie  y  de  lo  que  está  debajo  de  ella,  y  puede  ha- 
cer en  él  las  obras,  plantaciones  y  excavaciones  que  le 
convengan,  salvas  las  servidumbres,  y  con  sujeción  á  lo 
dispuesto  en  las  leyes  sobre  Minas  y  Aguas,  y  en  los  regla- 
mentos de  policía .  ' 


182.  Levantada  una  pared  medianera  y  constníido  un  terrado 
ó  azotea  con  barandilla  de  antepecho  de  un  metro  de  altura  en  la 
rasante  exterior  de  la  pared  edificada  sobre  la  medianería,,  no  exis- 
tiendo servidumbre  de  vistas  sobre  el  predio  inmediato,  la  senten- 
cia  que  así  lo  declara,  ordenando  la  desaparición  de  la  barandillo 
de  antepecho,  no  puede  infringir  por  ser  inaplicable  este  articula 
del  Código  civil,  ya  porque  el  derecho  de  alzar  la  pared  medianera 
no  obsta  al  ejercicio  del  que  corresponde  á  todo  propietario  para 
oponerse  á  lo  construido,  ya  porque  para  alegar  como  vulnerado  el 
precepto  se  parte  del  supuesto  de  que  lo  ordenado  en  el  art.  582 
no  es  una  limitación  establecida  por  la  ley.— &  6  Junio  94* — G, 
22  Agosto. 


(1)     Beal  decreto  29  Mano  9S.— (?.  11  Abril. 
(9)     Beal  deoreto  18  Agosto  94.— 6^.  37  id. 
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ROFIEDAD— «concepto»— (^««omtftocúfií.  La  palabra  propiedad  es  sino** 
nima  de  la  de  dominio,  á  pesar  de  la  diferencia  que  quieren  establecer  algo- 
nos  autores,  suponiendo  qae  el  dominio  es  absoluto  y  que  ia  propiedad  no 
8U«^Ie  comprender  al  usnírocto  en  el  lenguaje  general;  pero  como  ocurre  lo 
mismo  con  el  dominio  que  califican  de  pUno  para  distinguirlo  de  cuando  no 
contiene  al  usufructo,  tendremos  que  no  existe  la  diferencia  ni  aun  en  ei  len- 
guaje corriente.  En  los  cuerpos  legales,  el  dominio  y  la  propiedad,  y  aten  el 
st^iorío,  son  sinónimos  en  España  y  en  las  demás  naciones,  y  vienen  así  desde 
el  derecho  romano.  Dominio,  derivado  de  dominus^  señor,  como  éste  á  su  vez 
de  domuSt  la  casa,  representaba  el  poder  que  tenia  el  jefe  de  la  familia  sobre 
los  bienes  que  adquiría  por  sí  propio  ó  que  le  ingresaban  algunos  de  sus  in- 
dividuos, inclusos  los  del  botín  de  la  victoria— maMd/H«m;— y  propiedad,  de 
proiiietat^  el  poder  de  cada  individuo  de  la  familia  sobre  la  porción  de  bienes 
que  á  cada  uno  se  distribuía  en  la  sucesión  y  se  apropiaba  en  justo  pago  de 
su  haber  hereditario. 

A  la  propiedad  ó  dominio  sin  el  usufructo^  se  llama  nuda  propiedad  ó  do- 
minio incompleto,  semipleno  ó  menos  pleno  ó  directo. 

l>efinieiÓH,—Es  la  potestad  de  las  personas  sobre  las  cosas  como  medios 
de  realizar  sus  fines  (4).  La  acción  del  sujeto  sobre  el  objeto  para  realizar  de 
rechamente  sus  fines  propíos. 

Objetivamente  considerada,  se  llama  propiedad,  á  la  cosa  ó  conjunto  de 
cosas  ó  bienes  que  constituyen  el  patrimonio  de  las  personas. 

Fundamenio  esencial  de  la  propiedad,  es  el  instinto  de  conservación  frente 
á  la  necesidad  y  flaqueza  de  nuestro  propio  ser,  que  nos  impulsa  á  rodearnos 
de  todo  aquello  que  ha  de  llenar  nuestras  necesidades  corporales  ó  espiritua- 
les. Acabadas  éstas,  todo  nos  sobra.  La  muerte,  único  término  de  nuestras 
necesidades,  destruye  el  vínculo  de  la  propiedad. 

El  fundamento  material,  en  cambio,  esti  en  el  esfuerzo  físico  ejercido  so- 
bre las  cosas,  ya  individual,  ya  colectivamente.  El  primero,  mediante  la  ocu- 
pación  ó  apoderamiento  corporal— />^#  dedit  terram  /litis  hominum  -  6  por 
híproduceión  de  nuestras  propias  facultades,  ó  sea  nuestro  trabajo,  que  da 
vida  á  cosas  que,  surgiendo  de  nosotros  inmediatamente,  entran  en  el  ntt- 


(1)  De  tanta*  deflnioiones  eomo  exúten,  sMo  la  del  derecho  romano  nos  satis- 
fkee;  maa  la  tradnooión  del  cabvtendi»,  oon  la  limitación  conocida,  oonolnye  por 
malograr  los  eefbersos  de  los  autores,  echándoles  k  perder  sn  trabajo.  De  ahí  el 
•afaerao  de  todos  en  justificar  k  seguida  sus  términos  con  sendas  reflexiones,  de 
que  nosotros  hacemos  gracia.  Toda  definición  es  peligrosa  en  derecho. 
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cleo  de  nuestro  patrimonio  (I).  Y  en  el  segundo,  el  esfaeno  colectivo  hacia  el 
rt>8peto  recíproco  de  cuanto  8e  halla  en  poder  de  una  persona,  cuyo  esfuena 
mantiene  respectivamente  equilibrado  el  orden  económico-social,  aun  antes 
que  la  ley  le  garantice  con  sa  precepto  y  sa  sanción^  como  atribnto  de  lano- 
blexadel  sentimiento  humano,  que  responde  á  ese  movimiento  de  conciencia 
más  qoe  al  cumplimento  de  convención  ó  pacto  material,  que  sin  necesidad 
de  celebración  expresa,  está  acordado  en  el  común  sentir  de  la  especie  ha- 
mana,  en  contraposición  al  instinto  de  los  animales,  en  quienesSmpera  la  ley 
del  más  fuerte  y  la  de  los  grandes  sobre  los  pequeños  (2). 

Por  último,  otro  fundamento  material  de  la  propiedad,  es  el  precepto  de  la 
ley  escrita,  que  para  refrenar  las  inmoderadas  ambiciones  y  torpe  apetito  que 
ocasionan  las  apremiantes  necesidades  humanas,  caso  que  lleguen  á  ahogar 
aquella  nobleza  de  sentimiento  y  á  trastornar  aquel  movimiento  de  la  concien- 
cia, ha  comenzado  por  reconocer  el  derecho  de  propiedad,  proclamándole  con 
la  mayor  eñcacia,  y  colocando  frente  á  aquellos  mortificantes  estímulos  de 
concDloación  de  so  precepto,  otros,  más  mortificantes  aún,  qoe  los  contrarreste' 
dentro  del  criterio  racional  y  sirvan  de  freno  á  la  voluntad  extraviada  y  i 
los  excesos  de  la  libertad  de  obrar  del  hombre.  cYo  no  puedo  contar  (de- 
ría  Benthan)  con  el  goce  de  lo  que  tengo  como  mío,  sino  bajo  la  promesa 
de  la  ley  que  me  lo  garantiza.  La  ley  me  permite  olvidar  mi  debilidad  natu- 
ral. La  propiedad  y  la  ley  han  nacido  juntas  y  morirán  juntas.  Antes  que 
hubiera  leyes,  no  había  propiedad:  quitad  las  leyes  y  toda  propiedad  acaba.» 

El  fundamento  de  la  propiedad  está,  pues,  esencial  y  materialmente  en  la 
propia  naturaleza  humana,  según  creemos  haber  demostrado,  armonizando  los 
elementos  idealógicos  que  los  sabios  arrancaron  sucesivamente  con  su  obser- 
vación al  secreto  providencial  que  mantiene  el  orden  en  las  sociedades  for- 
madas por  los  diversos  pueblos  de  la  tierra.  Claro  está  que  á  la  inteligencia 
de  cada  uno  de  los  filósofos  no  era  fácil  abarcar  con  una  ojeada  lo  que  estaba 


(1)  Sata  es  la  tfntesis  de  la  teoría  sustentada  por  Huero,  Pertalis,  Bartrat» 
Canaiii,  Laok,  Balmes,  etc.,  lae,  entendida  bigo  ciertos  pantos  de  vista,  da  origen 
k  disquisiciones  poeo  fondadas  entre  autores  respetables,  fañosos  de  acumular 
demostraciones  ad  abtnunium,  de  qo»  son  sasoeptibles  eon  u  poco  de  ingenio  todas 
las  cosas  tenidas  por  serias,  cnando,  cortado  sn  encadenamiento  ideológico,  se  las 
considera  truncadas  y  aisladamente. 

(¡i;  Asi  entendemos  la  teoría  del  pacto  social,  tan  criticada  por  espiritns  mate* 
rialiaadores,  que  no  entendiendo  las  eosas  m&s  que  por  sa  empirismo  más  tangi- 
ble, suponen  en  diobo  pacto  la  comparecencia  de  todos  lo8  congteeres  en  un  pan- 
to dado  de  la  tierra,  como  si  dijéramos,  en  la  notarla  universal,  para  extrañarae 
después  de  las  consecuencias  que  se  desprenden  de  tal  fieeión. 
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reservado  también  á  los  demás,  y  qa^  al  pretender  explicarse  con  el  conoci- 
miento de  an  sólo  extremo  el  origen  ideológico  entero  del  derecho  de  propie- 
dad, había  de  ocasionar  deficiencias  de  consideración,  qae  apreciadas  aislada- 
mente, han  mantenido  la  crítica  singular  de  cada  escnela;  en  cambio,  los  qne 
venimos  más  tarde  á  aprovechar  sns  Incnbraciones,  utilizando  sólo  -la  parte 
luminosa,  entresacándola  de  las  sombras  qae  la  rodeaban,  al  observar  cómo 
vienen  á  reunirse  en  an  ponto  los  ideales  qae  brotaran  en  distintas  edades  y 
pueblos  diversos,  para  enseñarnos  el  conocimiento  cabal  de  ana  institoción 
como  la  qoé  nos  ocQpa,  no  podemos  menos  de  rendir  nn  tribalo  de  admira- 
ción á  aquellos  pensadores  qae  han  contribaido,  caál  más,  cuál  menos,  á  des- 
cubrir  la  razón  qae  la  preside,  no  obstante  haberse  realizado  prácticamente  en 
U  vida  de  las  sociedades,  coal  las  fanciones  fisiológicas  del  organismo  físico, 
sin  damos  cuenta  suficiente  de  ello. 

Los  elementos  esenciales  de  la  propiedad  son  la  posesión^  caracterizada  i»or 
la  «retención»,  y  la  «reivindicación»,  en  virtud  de  las  qae  conservamos  en 
iioestro  poder  lo  qae  es  noestro  y  lo  recobramos  de  qaien  nos  lo  retenga  in- 
debidamente ó  lo  detente.  El  disfirute,  que  lleva  anejo  el  «uso»  de  las  co- 
sas á  noestra  propia  satisfacción,  y  la  «percepción  de  sas  frotoss,  como  qoe  se 
prodocen  para  sa  daeño.  Y  Iíl  disponibilidad^  en  virtud  de  la  cual  «transferí* 
mosB  la  propiedad  á  nuestra  particular  conveniencia,  la  «destruímos»  si  así 
nos  conviene,  como  el  sacrificio- de  las  reses,  la  demolición  de  edificios  raino- 
sos,  etc.,  y  la  «enajenamos»,  pasando  á  otro  dueño  nuestro  derecho  total  6 
parcialmente  por  venta,  por  donación,  por  cesión,  etc. 

Los  modos  de  adquirir  la  propiedad  son  oriffinarioSy  como  la  «ocupación», 
aprehendiendo  ó  posesionándonos  de  las  cosas  nullius^  cual  los  tesoros,  ser- 
ridombres  determinadas,  etc.;  «accesión»,  aprovechando  el  incremento  de 
noeetras  cosas;  «especiíieación»,  haciendo  nuestro  lo  que  se  ha  formado  con 
elementos  de  noestra  propiedad;  «prescripción»,  ganando  lo  que  pertenece 
otro  y  qae  el  tiempo,  ayodado  de  otras  circunstancias,  ha  ido  alejando  de 
aquél  y  atrayendo  hacia  nosotros  hasta  dejarlo  en  nuestro  poder  lícitamente. 
Y  son  derivativaiy  cuando  proceden  de  actos  jurídicos  realizados  por  los  due- 
ños de  las  cosas,  ya  «contratando»,  ya  «disponiendo»  de  ellas  en  nuestro  fa- 
vor para  después  de  sa  muerte. 

Por  causas  distintas  poede  verse  el  hombre  privado  de  su  propiedad,  y 
para  reintegrarle  en  ella  existen  en  la  ley  diferentes  medios  de  retención  j 
de  restitacióo,  que  nosotros  clasificamos  en  tres  gropos,  á  saber:  particulares^ 
gubernativos  j  Judiciales, 

Los  medios  particulares  consisten  en  el  esfuerzo  particular  ó  personal  del 
mismo  dueño  en  el  acto  de  la  agresión  y  pueden  ser  los  qae  las  circunstan- 
cias exijan,  desde  la  persuasión  hasta  la  repulsióu  violenta  y  armada,  en  coyo 
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trance  le  ampara  la  misma  ley  (4)*  ^  cíe  otrapersoHa,  pariente  ó  extraño,  qne 
acuda  en  defensa  del  derecho  en  el  acto  de  la  violencia  ó  concalcaeión  (2). 

Los  gubernativos  consisten  en  impetrar  la  intervención  de  la  Aotorídad  lo- 
cal administrativa,  formulando  reclamación  escrita  ó  verbal  en  comparecencia , 
ó  dando  cuenta  á  los  agentes  de  la  autoridad,  que  auxiliarán  inmediatamente, 
en  cumplimiento  de  su  deber,  al  reclamante,  adoptando  las  medidas  que  el 
easo  aconseje. 

Medios  judiciales  citnles,  son  los  preestablecidos  en  la  ley  de  Procedimiento 
civil,  y  aun  del  Contencioso -administrativo,  entablando  ante  Juez  competente 
la  acción  jurídica  que  corresponda  según  los  casos;  como  el  interdicto^  qne  en 
trámites  breves  y  sencillos  termina  por  sentencia  amparando  al  expropiado  ó 
perturbado  con  sólo  la  prueba  de  la  posesión  y  del  despojo,  reclamado  dentro 
del  mismo  año;  la  terceria  de  dominio,  que  exige  la  previa  presentación  del 
título  en  que  se  funde,  bien  qne  si  se  trata  de  bienes  muebles  en  cuya  adqui- 
sición no  media  escritora,  á  menos  que  procedan  de  herencia  ó  legado,  será 
bastante  para  admitir  la  demanda,  la  factura  del  establecimiento  qne  los  ven- 
dio,  el  documento  privado  del  que  resulte,  y  mejor  aún,  el  auto  definitivo  de 
la  información  ddperpeiuam  como  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  sin  per- 
juicio de  robustecerlos  en  el  período  de  prueba  por  cualquiera  de  los  demás 
medios  legales.  La  reivindicación^  mediante  el  ejercicio  de  la  acción  real,  co- 
rrespondiente contra  el  detentador  de  la  cosa,  para  que  la  restituya  con  sus 
frutos;  y  la  restitución  in  integrum^  establecida  en  favor  de  los  menores  y 
ausentes  en  los  casos  que  enumera  el  art.  4429  del  Código,  de  qne  en  su  Ingar 
nos  ocuparemos. 

Finamente,  como  medio  jigiicial  criminal,  se  persigue  ante  los  Tribuna- 
les de  la  jurisdicción  ordinaria  la  restitución  déla  cosa,  la  reparación  del 
daño  en  ella  causado,  y  la  indemnización  de  perjuicios»  que  constituyen  la  res- 
ponsabilidad civil  establecida  en  el  art.  424  y  signientes  del  Código  penal,  á 
más  de  la  que  como  pena  personal  deba  aplicuirse  al  autor  responsable  del 
hecho  criminoso,  al  cómplice  y  á  los  encubridores. 

El  cuadro  que  á  continuación  formulamos,  dará  ufia  idea  sintética  de  la 
biología  d6  la  propiedad  según  va  expuesta. 

(1)  Seg^  el  CASO  4.*  del  art.  8.*  del  Código  penal  vigente,  no  delinqaen,  y  por 
•onslguiente  esi&n  exentos  de  retiponiabllidad  oríminal,  loe  qne  obran  en  defensa 
de  81V  penona  ó  derecho$,  siempre  que  oonenrran  las  oirenastaneias  que  enumera . 

(t)     Caaos  5.*  7  C*  del  art.  8.*  de  dieho  Código. 
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Biología  de  la  propiedad. 


Denominación j    ^^^^°  ^  propie-  f  gj^^j^.^^^ 

Concepto 

(Doflnioión Iní^'!*'™- 

\  Objetiva. 

Esencial         .  I  ^®^®*^^*^  y  flaqneea. 

I  Instinto  de  conseryación. 

Fundamento.  •  •  • .  /  . 

Impulso  individual }  ^^'«Paci^a. 

)  Trabayo. 
^MateriU ¿ 

{  Impulso  colectivo.  í  Conveniencia. 

/Ley. 

n        .X  )  Be  tención. 

Posesión !t>  •  •  j. 

I  Keivindicacion. 

neaentos  esencia- )  Disfrute :•...{_  ,    . 

I  \  *  '  Percepción  de  frutos. 

f  Transferencia. 
iSisponibilidad.  . .  •    / 

(  Enajenación |  ''®***' 

V  ^i-i^j  wM»oxuii I  Parcial. 

Ocupación. 
^  .  .       .  ,  Accesión. 

O^'P'^o» B.p.«iac.ci6n. 

Hoclos  de  adquirir J  (Prescripción. 

la  propiedad.  • . . 

TI— 1«  A-  S  Convención. 

Derivativos {„        .. 

I  Sucesión. 

Partieular I  ^^P*^*®'^**^  personalmente, 

)  Repeliendo  otro. 

I  Gubernativo }  ^'  ^*  autoridad. 

KedM  de  retener  I  '^^«'^  »"»  agentes. 

é  reoobjar  la  pro-  < 
piedad \  ( I»*«rdiote. 

Civil  )  ^•"'•'^ 

♦  ■  i  i  Beivindioación. 

Bestitución  ta  integnum, 

Bestituoión  de  la  cosa. 

Cfiminal <  Beparación    del  dafto. 

IndemnÜEación  de  pev- 
juicios. 
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Ari.  351.  El  tesoro  oculto  pertenece  al  dueño  del 
terreno  en  que  se  hallare. 

Sin  embargo,  cuando  fuere  hecho  el  descubrimiento  en 
propiedad  ajena  ó  del  Estado,  y  por  casualidad,  la  mitad 
se  aplicará  al  descubridor. 

Si  los  efectos  descubiertos  fueren  interesantes  para  las 
Ciencias  ó  las  Artes,  podrá  el  Estado  adquirirlos  por  sa 
justo  precio,  que  se  distribuirá  en  conformidad  á  lo  decía* 
rado. 

i%rt.  3&S.  Se  entiende  por  tesoro,  para  loe  efectoe  de 
la  ley,  el  depósito  oculto  é  ignorado  de  dinero,  alhajas  ú 
otros  objetos  preciosos,  cuya  legítima  pertenencia  no 
conste. 


X  ESOKOS  «fallaa  los  ornes  á  las  vegadas  en  sos  casal  ó  en  sos  herida- 
des,  por  aventara  ó  buscándolos.  E  porqne  podría  aecaescer  dvbda  cayo  debe 
ser,  decimos,  qae  sí  el  tesoro  es  tal  qae  ningond  orne  non  pnede  saber  qaiéa 
lo  y  metió,  nin  cuyo  es,  gana  el  señorío  dello  é  que  deve  ser  todo  de  aqoel 
qae  lo  falla  en  sa  casa  ó  en  sa  heredad.  Faeras  ende  si  los  fallasse  por  encan- 
tamiento, ca  estonce  todo  deve  ser  del  Rey.  Has  sí  por  aventara  lo  oviesse  y 
alguno  escondido,  é  padiesse  provar  ó  averígaar  qoe  es  sayo,  estonce  non 
ganaría  el  señorío  dello  el  qae  lo  fallasse  en  sa  heredad.  E  li  acaeceiesse  qae 
algano  lo  fallasse  en  casa,  ó  en  heredamiento  ageno,  labrando  y,  ó  en  otra 
manera  cualquier,  si  lo  fallase  por  aventara  non  lo  bascando  él  á  sabiendas, 
estonce  deve  ser  la  meytad  suya  é  la  otra  meytad  del  señor  de  la  casa  ó  de  la 
heredad  do  lo  falló:  roas  si  lo  fallasse  buscándolo  el  estudiosamente  6  non  por 
acaescimienio  de  ventara,  estonce  deve  ser  todo  del  señor  de  la  heredad  é 
non  ha  en  ello  el  que  lo  assi  falla  ninguna  cosa.  Esto  mismo  diremos  que  se- 
ría, si  el  tesoro  fuese  fallado  en  casa  ó  en  heredamiento  qae  perteneciesse  al 
Rey  ó  al  Común  de  algund  Concejo.»  . 

El  mejor  comentario  del  precepto  del  Código  que  nos  ocapa^  está  en  el 
contexto  copiado,  que  es  la  ley  i8,  tít.  28,  Partida  3.^,  procedente  del  Diges- 
to. La  concisión  qoe  maestra  el  art.  354,  hará  necesarío  acadir  á  (a  ley  de 
Partida,  qae  es  en  este  panto  sa  generador.  Como  el  art.  350  reconoce  como 
dueño  de  lo  que  está  bajo  la  saperfície  al  que  lo  es  de  ésta,  débesele  reputar 
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de  igual  modo  propietario  del  tesoro  oculto,  y  al  decir  que  cuando  faere  h^ 
eho  el  descubrimiento  en  propiedad  ajena  ó  del  Estado,  y  por  casualidad,  ha 
mantenido  la  doctrina  de  la  ley  de  Partida,  á  pesar  de  la  teoría  de  la  ocupa- 
aóñ  consignada  en  el  art.  643  relacionado  con  el  614. 

Para  los  efectos  del  art.  354,  será  extraño,  el  que  ningún  derecho  tenga  en 
U  cosa  6  heredad,  el  inquilino,  colono,  y  aun  el  usufructuario,  usuario  y  e( 
que  tenga  derecho  de  habitación;  mas  no  será  extraño  el  enfiteuta,  en  razón  á 
estar  equiparado  al  propietario  por  el  art.  1632,  y  será  lo  mismo  que  el  tesoro 
esté  en  el  suelo  como  en  las  paredes  ó  techos. 

El  industrial  encargado  de  trabajar  en  busca  del  tesoro  no  tiene  derecho 
á  participar  con  el  dueño  del  fundo  en  el  hallazgo,  por  no  ser  extraño  á  la 
idea  ni  resultarle  casual;  mas  no  encargándole  la  busca,  sino  otros  trabajos  de  I 

obra  ó  derriba,  con  ocasión  de  los  cuales  surgiere  el  hallazgo,  entonces  será 
nputado  como  extraño  y  con  derecho  de  participación  en  la  mitad.  £1  delibe- 
rado propósito  de  un  extraño  en  descubrir  tesoros  en  propiedad  de  «tro,  le 
prira  de  toda  participación,  porque  puede  implicar  hasta  un  ataque  á  la  pro- 
pie<lad,  salvo  el  caso  del  asentimiento  del  dueño,  en  el  que  se  estará  á  lo  pac- 
tada. 

La  expropiación  por  el  Estado  de  estatuas  ú  objetos  de  interés  para  las 
eiencliis  y  las  artes,  deberá  acomodarse  á  lo  establecido  por  las  leyes  y  regla- 
nietitus  especiales. 

Bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  internacional,  la  apropiación  de  los  te- 
soros hallados  en  bienes  inmuebles  deberá  regirse  por  la  ley  del  país  en  que 
radique,  le»  rei  titm^  y  cuando  resulten  en  algún  mueble,  por  la  ley  del  lu- 
gar eii  que  éste  se  encuentre  á  la  sazón,  lew  loci. 


CAPITULO  n 

Del  dereob.0  de  accesión. 


BISPOBICIOincS  OBNXBALX8 


A  vi.  S5S.  La  propiedad  de  lo6  bienes  da  derecho, 
por  accesión,  á  todo  lo  qne  ellos  producen,  ó  se  les  une  ó 
incorpora  natural  ó  artificialmente. 
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^A  accesión,  como  sa  nombre  indica,  no  es  an  modo  independiente  dd 
adquirir  el  dominio;  es,  por  el  contrario,  nna  consecaencia  del  derecho  de  pro- 
piedad, que  no  limitado  en  extensión,  comprende  loa  efectos  que  se  de- 
riyan  de  so  adquisición.  De  ahí  que  no  sea  conceptuada  la  accesión  sino  como 
modo  originario  de  adquirir,  puesto  que  cuanto  la  accesión  da,  está  de  ante- 
mano adquirido  por  la  propiedad.  El  dueño  de  una  finca  no  la  adquiere  para 
renunciar  sus  frutos  y  productos,  ni  para  dejarla  abandonada  y  que  se  destruya; 
pues  bien:  esos  frutos  y  los  gastos  ó  mejoras  que  haga  en  la  finca,  no  los  hace 
suyos  por  derecho  de  accesión,  sino  por  derecho  de  propiedad,  siendo  aquélla, 
como  hemos  dicho,  un  efecto,  ana  consecuencia  de  la  extensión  de  aquel  de- 
rechoy  que  no  se  limita  á  lo  producido,  sino  que  abarca  hasta  lo  debido  pro- 
ducir. 

Todo  lo  que  se  incorpora  á  los  bienes,  ya  sea  natural»  ya  artificialmente^ 
!o  adquiere  el  propietario  de  ellos  en  virtud  de  su  primordial  derecho,  y  no  es 
la  accesión  ciertamente  la  causa  de  la  adquisición,  sino,  por  el  contrario,  la 
consecuencia  del  derecho  de  propiedad.  Su  mismo  nombre  lo  indica.  Acee- 
'  sión,  equivale  á  secundario,  dependiente,  y  como  quiera  que  la  accesión  no 
podría  nunca  subsistir  por  sí  sin  que  existiese  la  propiedad,  de  ahí  que  no 
veamos  en  ella  un  modo  de  adquirir. 

Gutiérrez  la  define  muy  claramente,  diciendo  que  es  «  el  derecho  del 
propietario  á  adquirir  todo  lo  que  producen  sus  bienes,  ó  se  incorpora  á  eilo^ 
natural  ó  artificialmente».  Según  que  ocurra  una  cosa  li  otra,  la  conceptúan 
los  autores  eofUinua  ó  disereU^, 

La  accesión,  como  la  mayoría  de  las  instituciones  jurídicas,  tiene  sa  orí- 
gen  en  Roma,  de  donde  la  tomaron  las  leyes  de  Partida,  como  lo  demuestra 
el  tu.  28  de  la  3.* 

No  hay  para  qué  detenernos  en  el  examen  de  los  modos  de  adquirir»  que 
el  derecho  romano  menciona.  Hoy  felizmente  se  va  facilitando  el  estudio  de 
las  ciencias  por  la  supresión  de  ciertas  clasificaciones,  que,  si  tuvieron  razón 
de  ser  en  su  época,  hoy  carecen  de  oportunidad^ 

Es  indiferente,  pues,  para  que  el  derecho  de  accesión  exista  y  se  manifieste 
visiblemente,  que  los  frutos  y  los  aumentos  de  los  bienes  se  produzcan  pi^r 
fuerzas  espontáneas  de  la  naturaleza  ó  ayudadas  por  la  acción  del  hombre»  6 
exclusivamente  por  la  inteligencia  y  la  labor  de  las  personas. 

En  las  cuestiones  de  derecho  internacional,  deberá  tenerse  en  cuenta  siem- 
pre la  naturaleza  mueble  ó  inmueble  de  los  bienes  que  ocasionen  la  accesión» 
para  que  puedan  resolverse  respectivamente  por  la  le»  loci  ó  la  m  ci(s. 
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SECCIÓN  PRIMERA 

DEL  DfiBECHO  DE  ACCESIÓN  RESPECTO  AL  PRODUCTO  DE  LOS  BIENB8 

/%pi.  354.     Pertenecen  al  propietario: 
1.^    Los  frutos  naturales. 
2.^    Los  frutos  industriales. 
3.^    Los  frutos  civiles. 

.%rt.  355.  Son  frutos  naturales  las  producciones 
espontáneas  de  la  tierra,  y  las  crías  y  demás  productos  de 
los  animales. 

Son  frutos  industriales  los  que  producen  los  predios  de 
cualquiera  especie  á  beneficio  del  cultivo  ó  del  trabajo. 

Son  frutos  civiles  el  alquiler  de  los  edificios,  el  preció 
del  arrendamiento  de  tierras  y  el  importe  de  las  rentas 
perpetuas,  vitalicias  ú  otras  análogas. 


183.  No  modificando  el  Código  civil  la  legislación  anterior 
aplicable  al  caso  de  que  se  trate,  no  cabe  con  razón  afirmar  que  se 
cometa  infracción  del  articulo  preinserto  en  ]a  parte  dispositiva  de 
la  sentencia,  sean  sus  disposiciones  ó  las  de  la  ley  anterior  las  que 
se  invoquen  en  los  fundamentos  de  la  misma. — S.  25  Junio  95*^^ 
G.  18  Sepi. 


Api.  350.  El  que  percibe  los  frutos  tiene  la  obliga- 
ción de  abonar  los  gastos  hechos  por  un  tercero  para  sa 
producción,  recolección  y  conservación. 


184.  Toda  condenación  de  abono  de  frutos  lleva  conaigo  la  li- 
quidación y  pago  de  las  impensas,  según  la  naturaleza  de  éstas  j 
la  calificación  jurídica  del  poseedor  condenado  al  pago  de  ios  fru- 
♦oe.— iS.  18  Dic.  91.— a.  19  Enero  92. 
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Art.  S57.    No  se  reputan  frutoB  naturales  ó  indus- 
triales Bino  los  que  están  manifiestos  ó  nacidos. 

Respecto  á  los  animales,  basta  que  estén  en  el  vientre- 
de  su  madre,  aunque  no  hayan  nacido. 


185.  Aun  cuando  los  árboles  maderables  de  los  bosques  sean  en 
realidad  producto  de  la  naturaleza,  no  se  conceptúan  como  frutos 
de  la  tierra  que  deba  consumir  el  usufructuario  con  perjuicio  del 
propietario,  al  cual  corresponden  los  aludidos  grandes  árboles  que 
constituyen  la  esencia  de  la  cosa  c bosque»,  la  cual  en  otro  caso 
desaparecerla  con  el  consumo  de  aquél,  y  es  opuesto  á  la  naturale- 
za del  usufmcto.— -iS'.  10  Marzo  93.--0,  10  Sept. 


D, 


KSPÜÉS  de  la  disposición  general  qae  proclama  la  accesión  como  atri* 
bato  de  la  propiedad,  se  ocopa  el  legislador  de  ese  derecho  con  mérito  i  los 
productos  de  los  bienes,  qoe  clasifica  de  naturales,  indastriales  y  civiles. 

Esta  división  de  los  fmtos  arranca  del  derecho  romano:  el  parto  signe  A  la 
madre,  ó  como  decían:  si  eqitam  meam  equus  luus  praguantMm  facerit^  non 
essei  iuum  sed  meum^  quod  neUum  est.  Y  el  fandamento  consiste  en  la  certe- 
za de  la  madre  y  en  la  incertidnmbre  del  padre. 

En  cnanto  ¿  los  demás  frates  qne  el  art.  355  enamora,  están  perfectamente 
definidos  en  el  mismo,  innovando  la  doctrina  romana,  según  la  caal,  los 
arrendamientos  no  constituían  frutos  civiles;  y  así  es  que  no  estaban  sujetos 
á  prorrateo.  El  Código,  al  dar  á  las  rentas  el  carácter  propio  de  fratos  civiles, 
ba  seguido  las  huellas  del  Código  francos,  que  establece  la  variación  en  su  ar- 
ticulo 584. 

No  deja  de  ser  filosófica  la  división  de  los  frutos  que  haoe  el  art.  444  del 
Código  de  Italia.  Según  él,  sólo  hay  dos  clases  de  frutos:  naturales  j  civiles ^ 
y  define  los  primeros,  los  qoe  provienen  directamente  de  la  cosa,  con  ó  sin 
concurso  de  la  industria  del  hombre,  como  granos,  heno,  lena,  crías  de  los 
semovientes  y  productos  de  minas  y  canteras;  y  los  civiles,  los  qne  se  obtie- 
nen  por -ocasión  de  la  cosa,  como  los  intereses  del  capital,  las  rentas  proceden- 
tes de  enfiteusts,  censos,  y  las  conttitnídas  vitaliciamente,  alquileres  y  arren- 
damientos. De  modo,  que  la  industria  queda  anulada  por  completo  por  la  im* 
portancia  de  la  cosa,  causa  única  de  la  producción,  sólo  que  en  unos  casos  es 
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amia  inmediata,  y  e)  prodacto  se  denomina  natimU  y  en  otros  es  mediata^  y 
•el  producto  selUmt  civil. 

Hay  ana  dase  de  prodactos  natarales,  como  son  los  bosques  y  los  minera- 
les qoe  ocupan  las  entrañas  de  la  tierra^  que  no  pueden  ser  considerados  como 
frutos,  y  especialmente  estos  últimos,  que,  una  vez  extraídos»  no  pueden  re- 
producirse, ni  tampoco  se  reproducen  por  sí  mismos,  pues  equivalen  á  otros 
tantos  depósitos  que  la  extracción  agota  para  siempre.  Fructificar  es  producir, 
escrea^  en  virtud  de  una  cualidad  activa,  orgánica,  que  repite  la  reprodue- 
ción  periódica,  espontánea^  ó  por  medio  de  la  industria,  y  nada  de  esto  oca- 
ne  con  los  minerales  yacentes  en  las  concavidades  de  la  corteza  terrestre.  Así« 
al  menos,  está  generalmente  reconocido  como  una  verdad  científica.  Y  el  de- 
recho, cuyas  afirmaciones  tienen  la  base  de  sustentación  en  las  verdades  de- 
mostradas de  acuerdo  con  los  principios  de  la  ciencia,  ha  proclamado  eomo 
axioma  invariable,  que  los  minerales  que  se  extraen  por  medio  de  la  indostría 
minera  no  son  frutos  de  una  propiedad,  de  un  inmueble,  sino  que,  por  et 
contrario,  son  la  propieda<Í.  el  inmueble  mismo,  cuya  existencia  acaba  con  la 
ultima  extracción. 

£n  armonía  con  estas  afirmaciones,  está  el  precepto  esta  blecido  por  el  ar- 
tículo 476  del  Código  civil,  que  dispone  no  corresponden  al  usufructuario  de 
un  predio  en  que  existan  minas,  los  productos  de  las  denunciadas,  conoedidaa 
ó  que  se  hallen  en  laboreo  al  principiar  el  usufructo,  á  no  ser  que  expresamente 
se  Je  concedan  en  el  titulo  constitutivo  de  éste  ó  que  ¿ea  universal;  y  cuyo  pre- 
cepto parece  haberse  inspirado  en  la  jurísprudencia  repetidamente  proferida  por 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  sentencias  como  la  de  3  de  Hayo  de  4879,  ti 
de  Diciembre  de  4883  y  f  .^  del  mismo  mes  de  4884,  según  las  que,  el  usufructo 
impone  la  obligación  de  conservar  la  suiianeia  ó  la  esencia  de  la  cosa  usufruc- 
tuada que  ha  de  entregarse  en  su  día  al  propietario;  y  si  se  le  conceden  los  mi- 
nerales mismos  á  aquél,  en  concepto  de  frutos  y  rentas,  con  pleno  dominio  y  li- 
bre disposidón,  se  le  entrega  en  absolnto  U  propiedad  de  las  minas,  ó  sea  la 
sustancia  de  la  cosa  usufructuada,  haciendo  ilusorio  y  nulo  el  derecho  de^  pro- 
pietario para  cuando  termine  el  usufructo.  Así,  pues,  por  el  hecho  de  ser  sus- 
ceptibles de  arrendamiento  las  minas,  no  se  sigue  que  lo  sean  de  usufructo,  sin 
perjuicio  de  que  este  derecho  real  subsista  en  tales  casos  sobre  los  valorea  que 
se  obtengan  y  sobre  los  capitales  que  hayan  podido  emplearse  para  la  explota- 
cíón. 

Foede  ocurrir  que  no  exista  obligación  de  pagar  los  gastos  hechos  en  la 
producción  por  parle  del  que  pereitM  los  frutos. 

Si  se  hubiese  distinguido  entre  percibo  de  frutos  y  percibo  de  parte  de  los 
frutos  con  un  fin  determinado,  á  peccibq  de  frutos  para  pago  de  pensión  ali- 
menticia, ¿cuándo  ha  de  abonar  el  pensionista  los  gastos  de  reoolecdón  delot 
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írotosf  Expliquéuioftlo.  I>ividido»  los  frutos  en  tres  clases,  natorales^  iado»- 
tri&les  y  civiles,  el  Código  oo  hace  distinción  algana,  y,  sin  embargo,  fan'- 
dado  en  la  doctrina  romana  qoe  prescribe  qoa  se  conceptúan  frutos  lo  qne  res- 
ta después  de  deda^ádos  tos  gastos,  kóc  fruiuum  nomine  conténeíur  qwod^ 
JMfHs  SMmpÜiui  dednetn  s%pere$t^  estima  qae  el  perceptor  de  los  frotos  tie- 
ne el  deber  de  abonar  los  gastos  de  producción,  recolección  y  conservación. 

Pero  si  son  frutos  los  civiles,  ó  sea  las  rentas,  las  pensiones,  los  réditos  del 
censo,  etc.,  no  vemos  esa  obligación  por  parto  del  pensionista  ó  censualista. 
Si  un  censualista  percibe  las  pensiones  por  razón  del  censo,  y  de  ellas  respónde- 
la Anca  censida  ¿qué  tiene  que  abonar  á  un  tercero  de  gastos  de  producción, 
cuando  su  derecho  real  sc^re  la  misma  Gnca  le  garantiza  el  pago,  produzca  ó 
Dor  frutos  la  finca,  pagúelos  ó  no  un  tercero?  £1  acreedor  por  sus  réditos, 
mientras  estén  garantidos  con  la  hipotoca,  ¿qué  abonos  ha  de  hacer  por  razón 
de  producción  y  conservación?  Diferente  es  que  si  ese  acreedor  ó  ese  censua- 
lista embárgala  la  cosecha  ó  productos  de  la  finca,  abone  al  colono  ios  gas- 
Ios  hechos,  ó  mejor  dicho,  limiten  el  embargo  á  la  renta  que  el  propietario 
debiera  percibir,  pues  los  demás  son  frutos  del  labrador  y  no  del  deodor.  Así 
es,  que  hubiéramos  deseado  ver  hecha  en  el  Código  la  oportuna  distinción 
entfe  las  obligaciones  del  perceptor  de  frutos  industríales  y  las  del  perceptor 
de  frutos  civiles.  Mas  el  Código,  en  esta  parto,  ha  seguido  las  huellas  de  las  le- 
yes de  Partida,  que  hasta  al  poseedor  de  mala  fe  permiten  sacar  los  gastos 
hechos  en  la  producción,  sin  distinguir  los  frutos.  Pero  todo  esto»  que  tiene 
aplicación  exacta  iraténdose  de  los  frutos  naturales  é  industríales,  no  vemos 
que  la  tonga  tratándose  de  los  civiles. 

El  art.  347  corrobora  cnanto  hemos  expuesto.  ¿Por  qué  omite  los  frutos 
civiles?  ¿No  es  lógico  pensar,  por  lo  tanto,  que  deben  ser  asimismo  materia 
de  distinción,  para  los  efectos  del  art.  356,  en  vez  de  someterlos  á  la  general 
y  absoluta  prescripción  del  mismo?  ¿Qué  gastos  hay  que  hacer  para  la  pro- 
ducción y  recolección  de  los  frutos  civiles?  De  ahí  que  conceptuemos  dema- 
siado lato  el  art.  356,  y  no  creemos  estuviese  en  la  mente  de  los  autores  del 
Código  darle  toda  la  extensión  que  se  desprende  del  texto. 

Deroga  el  art.  357  lo  prescrito  en  la  ley  40,  tít.  4.^  libro  2.^  del  Fuero 
Real,  que  estimaba  frutos  las  semillas  arrojadas  á  la  tierra,  aun  cuando  no 
hubiesen  germinado  ni  nacido.  «Si  fuere  tierra  ó  fuesse  sembrada^  magfier 
que  non  aparezca  el  fruto  á  la  sazón  de  la  muerte,  pártase.»  Mas  esta  deroga- 
ción la  estimamos  tal,  en  cuanto  se  tome  al  pie  de  la  letra  el  contexto  de  la 
ley;  pero  si  penetramos  en  su  espírítu,  no  vemos  esa  oposición,  esa  pugna 
que  algunos  observan  entre  la  ley  citada  y  los  artículos  modernos,  bien  del 
Proyecto  de  4854,  bien  del  Código  que  nos  ocupa. 

Porque  es  cierto  que  el  Fuero  Real  va  demasiado  lejos,  denominando  fm- 
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lo  á  lo  qoo  ftQB  no  ha  fructificado.  Pero  ¿se  limita  ditho  Código  á  definir  y 
clasificar  los  fiólos,  6  estableció  por  la  ley  en  cuestión  el  derecho  que  asiste 
al  dueño  de  )a  semilla  enterrada  á  exigir  su  abono?  ¿No  supone  la  semilla  en- 
terrada una  serie  de  gastos  efectuados,  una  serie  de  operaciones  practicadas 
hasta  dejar  hecha  la  siembra?  Pues  esos  gastos  constituyen  naturalmente  un 
capital  para  quien  los  ha  efectuado  y  caen  de  lleno  bajo  las  prescripciones  del 
arl.356. 

MUS  clara  es  naturalmente  la  redacción  del  Código  en  el  art.  357,  y  por 
lo  UDtD,  está  exenta  de  dudas;  mientras  que  el  fruto  no  se  manifieste,  no  se 
puede  decir  que  existe. 

Eo  las  enajenaciones  de  fincas  se  viene  observando  la  regla  siguiente.  Si 
la  finca  sembrada  es  vendida  antes  del  25  de  Marzo,  el  comprador  la  adquiere 
coQ  la  siembra  como  fruto  no  visío^  pues  aun  no  ha  espigado;  si  la  adquisi- 
ción es  posterior,  se  reputa  el  fruto  visto,  y  lomando  como  punto  de  partida  el 
f  5  de  Agosto,  fecha  del  vencimiento  por  regla  general  de  los  contratos  de 
arriendo,  se  prorratea  el  fruto,  correspondiente  al  vendedor  desde  el  15  de 
Agosto  basta  el  día  de  la  enajenación,  y  al  comprador  desde  esa  fecha  hasta 
el  15  de  Agosto  inmediato.  8i  la  finca  es* olivar  ó  viüa,  el  tiempo  desde  coan- 
do se  prorratea  es  el  día  24  de  Junio;  de  modo  que  vendida  una  finca  el  23, 
adquiere  el  comprador  toda  la  cosecha  de  aquel  año. 

Creemos  que  los  artículos  del  Código  no  alteran  esta  costumbre  de  algu- 
nos pueblos  de  Andalucía,  que  en  Navarra  llegó  á  ser  ley,  como  lo  demuestra 
la  3.',  tít.  3.^  libro  3.^  de  la  Recopilación  del  aquel  antiguo  reino. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

BEL  DESECHO  DE  ACCEfilÓK  BSaPBCTO  Á  LOS  BIENES  INMUEBLES 


jtri.  35S.  Lo  edifícadOi  plantado  ó  sembrado  on 
predios  ajenos,  y  las  mejoras  ó  reparaciones  hechas  en 
ellos,  pertenecen  al  dueño  de  los  mismos  con  sujeción  á 
lo  que  se  dispone  en  los  artículos  siguientes. 

Aw'i.  35B.  Todas  la»  obras,  i^embras  y  plantaciones,, 
ae  presumen  hechas  por  el  propietario  y  á  su  costa,  mien- 
tras no  se  pruebe  lo  oontrario. 
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Ari.  860.  El  propietario  del  auelo  que  hiciere  en 
él,  por  si  ó  por  otro,  plantaciones,  construcciones  ú  obras 
con  materiales  ajenos,  debe  abonar  su  yalor;  y  si  hubiere 
obrado  de  mala  fe,  estará  además  obligado  al  resarcimien- 
to de  daños  y  perjuioios.  El  dueño  de  los  materiales  ten- 
drá derecho  á  retirarlos  sólo  en  el  caso  de  que  pueda  ha^ 
cerlo  sin  menoscabo  de  la  obra  construida,  ó  sin  que  por 
ello  perezcan  las  plantaciones,  eonstruocionefl  ú  obras  eje- 
cutadas. 

i%rt.  SOI.  El  dueño  del  terreno  en  que  se  edifícare, 
sembrare  ó  plantare  de  buena  fe,  tendrá  derecho  á  hacer 
suya  la  obra,  siembra  ó  plantación,  previa  la  indemniza- 
ción establecida  en  los  artículos  453  y  454,  ó  á  obligar  al 
que  fabricó  ó  plantó  á  pagarle  el  precio  del  terreno,  y  al 
que  sembró,  la  renta  conespondiente. 


186.  Consignado  en  una  sentencia  que  la  parte  demandada 
para  la  demolición  de  obras  practicadas  en  terrenos  cuyo  carácter 
público  ó  particular  es  dudoso^o  obró  con  temeridad  al  oponeree 
á  la  demanda,  no  haciéndose  declaración  alguna  contraria  á  la 
presunción  de  buena  fe  en  la  construcción  de  aquéllas,  y  resol- 
viendo, sin  embargo,  la  demolición,  se  infringe  el  precepto  de  este 
articulo  del  Código  civil.— 5.  5  Junio  9á.—G0.  4y  5 Kov. 


Ari.  SOS.  El  que  edifica,  planta  ó  siembra  de  mala 
fe  en  terreno  ajeno,  pierde  lo  edificado,  plantado  ó  sem- 
brado, sin  derecho  á  indemnización. 

Ari.  SOS.  El  dueño  del  terreno  en  que  se  haya  edi- 
ficado, plantado  ó  sembrado  con  mala  fe  puede  exigir  la 
demolición  de  la  obra  ó  que  se  arranque  la  plantación  y 
siembra,  reponiendo  las  cosas  á  su  estado  primitivo  á 
costa  del  que  edificó,  plantó  ó  sembró. 
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Art.  aS4l.  Coando  haya  habido  mala  fe,  no  sólo  por 
parte  del  qae  edifica,  siembra  ó  planta  ea  terreno  ajeno, 
sino  también  por  parte  del  dueño  de  éste,  los  derechos  ám 
UDO  y  otro  serán  los  mismos  que  tendrían  si  hubieíaa 
procedido  ambos  de  buena  fe. 

Se  entiende  haber  mala  fe  por  parte  del  dueño,  siem- 
pre que  el  hecho  se  hubiere  ejecutado  á  su  Vista,  ciencia 
y  paciencia  sin  oponerse. 


187.  Cuando  el  poseedor  de  mala  fe  ejecuta  obras  con  mani- 
fiesta oposición  á  ellas  de  la  persona  que  después  resulta  dneña  j 
reivindica,  no  tiene  aplicación  al  caso  lo  dispuesto  en  este  articulo 
del  Código.— 5. 16  Marzo  94.— G.  10  Sept. 

188.  No  modificando  el  vigente  Código  cítíI  la  legislaeión  an- 
terior aplicable  al  caso  de  que  se  trate,  no  cabe,  con  razón,  afirmar 
que  se  cometa  infracción  alguna  en  la  parte  dispositiva  de  la  sen- 
tencia, sea  una  ú  otra  la  ley  que  se  invoque  en  ¿os  fundamentoa 
de  la  misma.— 5,  25  Junio  95. — (?,  18  SepU 


Ikwt.  SS5.  Si  los  materiales,  plantas  ó  semillas  per- 
tenecen á  un  tercero  que  no  ha  procedido  de  mala  fe,  el 
dueño  del  terreno  deberá  responder  de  su  valor  subsidia- 
riamente y  en  el  solo  caso  de  que  el  que  loe  empleó  no 
tenga  bienes  con  que  pagar. 

No  tendrá  lugar  esta  disposición  si  el  propietario  usa 
del  derecho  que  le  concede  el  art.  363. 

Art.  300.    Pertenece  á  los  dueños  de  las  heredades 

confinantes  con  las  riberas  de  los  ríos  el  acrecentamiento 
que  aquéllas  reciben  paulatinamente  por  efecto  de  laa  co- 
rrientes de  las  aguas. 

Ikwt.  30V.  Los  dueños  de  las  heredades  confinantes 
con  estanques  ó  lagunas  no  adquieren  el  terreno  deacu- 
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bierto  por  la  disminación  natural  de  lae  agoaSi  ni  pierden 
el  que  éstas  inundan  en  las  crecidas  extraordinarias. 

Jk^pt.  3BS.  Cuando  la  corriente  de  un  rio,  arroyo  ó 
torrente  segrega  de  una  heredad  de  su  ribera  una  porción 
conocida  de  terreno  y  lo  transporta  á  otra  heredad,  el 
dueño  de  la  fínca  á  que  pertenecía  la  parte  segregada  con- 
serva la  propiedad  de  ésta. 

Ari.  369.  Los  árboles  arrancados  y  transportados 
por  la  corriente  de  las  aguas  pertenecen  al  propietario 
del  terreno  á  donde  vayan  á  parar,  si  no  lo  reclaman  den- 
tro de  un  mes  los  antiguos  dueños.  Si  éstos  los  reclaman» 
deberán  abonar  los  gastos  ocasionados  en  recogerlos  ó  po-^ 
nerlos  en  lugar  seguro. 

Avt.  370.  Los  cauces  de  los  ríos  que  quedan  aban- 
donados por  variar  naturalmente  el  curso  de  las  aguas^ 
pertenecen  á  los  dueños  de  los  terrenos  ribereños  en  toda 
la  longitud  respectiva  á  cada  uno.  Si  el  cauce  abandonado 
separaba  heredades  de  distintos  dueños,  la  nueva  línea 
divisoria  correrá  equidistante  de  unas  y  otras. 

Ari.  371.  Las  islas  que  se  forman  en  los  mare» 
adyacentes  á  las  costas  de  £^paña  y  en  los  ríos  navega- 
Uee  y  flotables,  pertenecen  al  Estado. 

Ari.  399.  Cuando  en  un  rio  navegable  y  flotable, 
variando  naturalmente  de  dirección,  se  abre  un  nueva 
cauce  en  heredad  privada,  esto  cauce  entrará  en  el  domi- 
nio público.  El  dueño  de  la  heredad  lo  recobrará  siempre 
que  las  aguas  vuelvan  á  dejarlo  en  seco,  ya  naturalmen- 
te, ya  por  trabajos  legalmente  autorizados  al  efecto. 

Ari.  373.  Las  islas  que  por  sucesiva  acumulación 
de  arrastres  superiores  se  van  formando  en  los  ríos,  per- 
tenecen á  loe  dueños  de  las  márgenes  ú  orillas  más  cerca- 
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ñas  á  cada  una,  ó  ¿  I03  de  ambas  márgenes  si  la  isla  se 
ballafie  en  medio  del  rio,  dividiéndose  entonces  longitu- 
dinalmente por  mitad.  8i  una  sola  isla  asi  formada  dis- 
tase de  una  murgen  más  que  de  otra,  será  por  completo 
dueño  de  ella  el  de  la  margen  más  cercana. 

/%rt.  374.  Cuando  se  divide  eñ  brazos  la  corriente 
del  río,  dejando  aislada  una  heredad  ó  parte  de  ella,  el 
dueño  de  la  misma  conserva  su  propiedad.  Igualmente  la 
conserva  si  queda  separada  de  la  heredad  por  la  corriente 
una  porción  de  terreno. 


fi 


PARTIR  de  cuanto  llevamos  dicho  en  los  dos  comenUrios  anteriores 
sobre  el  derecho  de  accesión,  y  aceptada  la  antigua  clasiGcación  de  los  aato- 
ies«  de  discreía  y  continua^  aunque  para  nada  práctico  sirve,  hemos  tratado 
eo  el  qae  antecede,  de  la  accesión  discreta,  qoe  se  refiere  á  los  productos  de  los 
Inenes,  y  ahora  vamos  á  ocuparnos  de  la  llamada  continua  que  se  produce 
^r  incorporación  de  cosas  ajenas  á  las  nuestras,  haciendo  de  esta  ultima  una 
subdivisión,  segt^n  que  se  refiera  á  bienes  inmuebles  ó  á  muebles ^  y  otra  más» 
referente  al  agente  operador  de  la  incerporación,  que  permite  clasificarlas  en 
wolmniérias  y  casuales. 

Cu  los  bienes  inmuebles,  la  acción  continua  voluntaria  está  comprendida 
en  los  artícolos  35S  al  365  inclusive  de  los  transcritos,  y  consiste  en  la  edifi-- 
taeióh^  planíacián^  siembra  y  laboreo.  Los  preceptos  aludidos  expresan  deter- 
ninadamente  lo  que  en  tales  casos  corresponde,  sin  necesidad  de  aclaracio- 
nes, por  lo  cual  sólo  vamos  á  ocuparnos  de  los  casos  que  creemos  pueden 
ocurrir  que  requieran  alguna  reflexión.  Sabido  es  que  la  accesión,  así  como 
supone  la  existencia  de  dos  términos,  principal  el  uno  y  accesorio  el  otro,  así 
también  requiere  el  concurso  de  un  agente  y  de  un  paciente.  El  conocimiento 
j  la  ÍDtenciótt  del  uno,  y  el  desconocimiento  y  la  inocencia  del  otro,  forman 
el  contraste  que  ba  de  dar  ó  quitar  los  derechos  recíprocos.  Por  lo  tanto,  el 
«no  y  el  otro  son  susceptibles  de  la  una  ó  de  la  otra  consideración,  según  su 
Ban**ra  de  baber  obrado  haciendo  mal,  ó  sufriéndole  y  callando;  y  de  ahí 
aqvella  reciprocidad. 

Mas  puede  ocurrir  que  el  paciente  de  la  acción  del  perturbador  no  sea 
lal  padeiite  por  no  tener  ningún  derecbo  en  lo  que  diga  ser  su  propiedad,  en 
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cuyo  easo,  no  tendrá  lugar  el  derecho  de  tecetión.  En  cambio,  podrá  ocurrir 
qae  el  agente  obre  en  virtud  de  alguna  faeoltad,  por  ejemplot  un  colono  é 
arrendatario  qne,  estando  dentro  del  plaio  del  arrie|ido«  annqoe  para  espirar, 
siembra  en  la  creencia  de  qae  antea  de  sn  aalid»  poeda  coger  el  Irato,  é  en  la 
convicción  de  qne  éste  no  estará  ^n  sasón  sino  después  de  haber  sido  desaloja- 
do. En  estos  casos,  la  naturaleza  de  la  cosa  misma,  y  la  racionalidad  de  soa  ac- 
tos, darán  la  pauta  para  presumir  la  buena  ó  mala  fe  de  aquella  siembra,  y  el 
dato  deseado  para  resolver  por  los  demás  hechos  qne  se  justifiquen,  la  inlea- 
ción  dañada  ó  lícita  del  agente. 

Con  frecuencia  hay  confusión  de  límites  en  las  heredades,  y  algunos  la- 
bran terrenos  ó  parte  de  los  terrenos  de  otros,  y  aun  cansas  crimínales  ha» 
surgido  por  denuncias  de  recolección  de  frutos  en  fundos  que  dos  colíndaniet 
creían  suyos,  dependiendo  únicamente  la  solución,  del  deslinde  ó  de  la  apre- 
ciación de  los  títulos  respectivos  por  el  Tribunal,  en  virtud  á  la  cuestión  pre- 
vista en  el  art.  3.®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  vigente.  Pues  bien: 
si  en  el  delito  hay  qne  apreciar  la  intención  del  agente,  en  el  derecho  de  acce- 
sión no  puede  ni  debe  ser  menos  estimada,  y  la  presunción  estará  siempre  áñ 
parte  del  inocente,  ya  sea  el  agente,  ya  el  paciente,  ya  un  tercero  á  quien  co- 
rrespondan los  materiales,  la  semilla  ó  los  abonos  que  el  primero  haya  apor- 
tado á  la  propiedad  del  segundo.  Si  los  materiales,  semillas  ó  abonos  se  en- 
cuentran en  el  snelo  ó  propiedad  ajena  sin  haberse  hecho  la  constroeeión,  la 
siembra  ó  la  repartición,  es  evidente  que  el  que  indebidamente  los  llevó  allí 
podrá  retirarlos  aunque  no  le  acompañase  buena  fe,  en  razón  á  no  htberse 
aún  consumado  el  acto  de  unión  ó  solidificación  que  ocasiona  la  distiocióa 
entre  lo  principal  ó  preexistente,  y  lo  accesorio  ó  incorporado. 

La  accesión  continua  en  los  inmuebles^  acaecida  casualmenUy  es  lo  qne  tie- 
ne lugar  por  los  distintos  motivos  que  vienen  clasificándose  por  los  expositorea 
del  derecho:  Álutnón,  fnerta  manifiesta  del  rio,formaeián  de  isla  f  «mte- 
ción  de  cauce^  comprendidos  en  los  artículos  366  al  37i  transcritos. 

La  buena  ó  mala  fe  que  inspira  los  actos  del  individuo  en  la  edificaeiófi, 
plantación  ó  siembra,  no  tiene  aplicación  en  la  accesión,  que  reconoce  romo 
agente  la  naturaleza.  Esta  accesión  está  tan  íntimamente  unida  á  la  disrai^ 
nución,  cuanto  que  todo  lo  que  aumenta  un  predio  es  debido  á  que  otro  predio 
superior  lo  ha  sufrido  de  desperfección.  Es  cierto  que  este  aumento  ó  desper- 
fecto no  será  violento,  no  será  consistente  en  un  trozo  de  terreno  qne  arra.4tre 
la  corriente,  pues  á  esas  accesiones  no  se  refiere  el  art.  366;  pero  no  puede 
dudarse  que  del  mismo  modo  que  el  agua  socava  incesantemente  en  los  pan" 
tos  donde  lleva  más  fuerza,  el  predio  que  le  sirve  de  dique,  del  mismo  modo* 
va  dejando  sedimento  en  donde  corre  tranquila,  y  este  sedimento  se  agrega 
al  predio  en  que  lo<ieja,  quizás  procediendo,  no  de  uno,  sino  de  machos  pee-^ 
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Aos  soperiores.  ¿Cómo;  volver  ese  terreno  á  so  primitivo  estado?  ¿De  qoó  pre* 
fío  es?  ¿En  qoé  forms  estaba  adherido?  Todo  esto  se  ignora;  es  on  imposible 
foico  qne  pneda  deshacerse  lo  heeho,  y  la  ley  ha  tenido  que  reconocer  qae  esa 
adherencia,  que  esa  accesión  pertenece  al  doeño  del  predio  en  que  se  efectúa. 
Además,  todo  está  compensado.  Si  un  predio  en  on  ponto  dado  recibe  accesión, 
ese  mismo  predio  foera  de  ese  punto  poede  estar  perdiendo  terreno.  El  agaa  lo 
trae,  la  misma  lo  lleva^y  no  pae4e  decirse  qne  la  accesión  se  ha  realizado 
liasta  qne  con  el  transcurso  del  tiempo  se  ha  verificado  la  verdadera  adheren- 
cia; esto  es,  qne  mientras  las  partículas  de  terreno  floten  ó  estén  en  movimien- 
to, DO  tiene  nadie  derecho  á  llamarlas  snyas.  Se  requiere  que  se  posen,  que  se 
«nan,  que  se  adhieran,  para  que  entonces  pueda  tenerse  por  hecha  la  accesión. 

Claramente  explicó  la  ley  tS^  tít.  28,  Partida  3.%  esta  clase  de  accesión. 
Dos  partea  comprende  dicha  ley,  pero  sólo  la  primera  es  la  que  tiene  aplica- 
ción al  caso  concreto  qne  nos  ocupa:  aCrecen  los  rios  á  las  vegadas,  de  ma- 
ñera  qne  mellen,  é  menguan  á  algunos,  en  las  heredades  que  han  en  las  ribe- 
ras de  ellos,  é  dan,  é  crece  á  los  otros,  que  las  han  de  la  otra  parte.  E  por  ende 
decimos,  que  todo  cnanto  los  ríos  tnellen  á  los  omes  poco  á  poco,  de  manera 
que  non  pueden  entender  la  quantía  della  por  que  no  lo  llevan  aynntadamen- 
le«  que  lo  ganan  los  señores  de  aquellas  heredades,  á  quien  lo  ayuntan,  é  los 
oíros  á  quien  lo  tnellen,  no  han  en  ello  que  ver...»  Esta  es  la  mejor  explica- 
cióa  del  citailo  art.  366. 

Filosofando  sobre  esta  accesión,  dice  Goyena:  «Las  fincas  riberiegas  están 
más  amenazadas  y  expuesta  á  los  estragos  de  las  aguas.  Existe,  pues,  por 
decirlo  así,  una  especie  de  contrato  aleatorio  entre  los  propietarios  de  aquellas 
heredades  y  la  naturaleza,  cuya  marcha  puede  de  un  momento  á  otro  destrair 
ó  acrecentar  las  heredades.» 

1>an  los  autores  explicación  diciendo  que  no  siendo  corrientes  las  aguas  de 
los  estanques  y  lagos,  tarde  ó  temprano  recobran  su  nivel  ordinario;  pero  exis- 
te, á  nuestro  juicio,  además  otra  consideración  no  desatendible,  cual  es,  que  no 
pudiendo  formarse  estanque  ni  laguna  sino  donde  haya  una  depresión  de  te- 
neno,  más  bajo  por  lo  tanto  qne  los  predios  ribereños,  no  es  posible  dar  salida 
á  las  aguas  sino  perjudicando  los  intereses  de  los  dueños  de  fincas  inferiores 
coa  la  apertnra  del  canal  consiguiente,  lo  cual  no  siempre  es  posible,,  ya  por- 
que se  opongan  á  ello  y  no  puedan  ser  expropiados,  porque  no  se  trata  de 
obras  de  otilidad  pñbitca,  sino  porque  lo.impida  la  índole  y  configuración  del 
terreno.  Por  otra  parte  ¿qué  utilidades. ha  de  reportar  á  los  dueños  de  las  fin- 
cas ribereñas  la  ocupación  del  terreno  que  el  agua  deja  libre  en  épocas  de  de- 
secación, si  cuando  se  aumente  el  caudal  de  agua,  ha  de  ocupar  nuevamente 
au  logar,  y  por  lo  tanto  ha  de  reivindicar  la  naturaleza  lo  que  la  mano  del 
codicioso  dueño  le  arrebatara? 
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Dijimos  qae  la  ley  26,  tít.  tñ,  Partida  3  *  contenía  dos  partes,  y  la  segon- 
da  tiene  perfecta  aplicación  at  art.  3iS8.  «Ufas  qnando  acaeciesse  que  el  rio 
ilevasse  de  ana  heredad  ajnntadamentef  assi  como  alguna  partida  (!etla,  con 
sas  árboles,  ó  sin  ellos,  lo  qae  assi  Ilevasse,  non  ganan  el  señorío  áeWo  aque- 
llos á  cuya  heredad  se  ayunta;  fueras  ende;  si  estuviesse  y  por  tanto  tiempo, 
<iae  raygassen  los  árboles  en  la  heredad  dé  aquellos  á  qureii  se  ayuntassen. 
Ga  estonce  ganaría  el  señorío  dellos  el  daeüo  de  la  heredad  do  raygassen,  pero 
sería  tenudo  de  dar  al  otro  el  menoscabo  que  recibió  por  endes,  según  al?edrío 
de  ornes  buenos  é  sabidores  de  labores  de  tierra.»  Esta  última  distinción  ta 
omite  el  Código,  pues  declara  terminantemente  que  el  propietario  del  terreno 
desprendido  y  trasladado  no  pierde  el  dominio  sobre  él. 

El  derecho  romano  distinguía  dos  casos:  en  el  primero,  si  el  terreno  tras- 
ladado no  se  consolidaba  en  el  fondo  donde  había  ido  á  parar,  tenía  el  dueño 
de  aquél  facultad  para  reivindicarlo;  en  el  segundo,  si  la  consolidacióa  so 
efectuaba,  no  existía  ta  reivindicación. 

De  grande  aplicación,  por  lo  comunes  que  desgraciadamente  son  las  inun- 
daciones y  avenidas,  es  el  art.  369:  se  refiere  á  los  árboles  ya  arrancados  quo 
flotan  en  la  superficie  de  las  aguas,  y  convertidos  por  éstas  en  muebles,  son 
depositados  por  las  mismas  en  cualquier  heredad  ribereña.  Al  bajar  las  agoaa, 
al  no  existir  fuerza  impulsiva  que  los  conduzca  á  otro  punto,  quedan  estacio- 
nados; pues  bien,  su  dueño  tiene  un  mes  para  reclamarlos,  justificando  pre- 
viamente su  pertenencia.  Pero,  ¿y  si  los  árboles,  ya  muebles,  son  llevados 
por  el  agua  á  una  heredad,  y  después  la  misma  agua  va  depositando  sustan- 
cias de  las  que  lleva  en  disolución,  como  las  arenas,  que  cubren  el  árbol  ó  ár- 
boles, siquiera  sea  en  pequeña  parle,  pero  en  toda  la  clrcunfereucia  de  sa 
tronco,  pareciendo  como  si,  estando  arraigados  allí,  los  hubiesen  derribadoT 
^Y  si  existe  esa  adherencia  con  el  suelo  por  medio  de  arena  ó  limo,  serán  coa- 
siderados  como  muebles,  y  por  lo  tanto,  podrán  entablarse  reclamaciones  sobre 
ellos,  ó  se  consideran  adheridos  al  suelo,  y  pertenecerán  al  dueño  del  terrODO 
donde  se  hallen  en  esas  condiciones?  Opinamos  por  el  segundo  extremo; 
mientras  el  árbol  flote  y,  separado  por  completo,  pueda  ser  levantado  del  suelo 
sin  tocar  á  éste,  puede  ser  objeto  de  reclamación;  mas  cuando  para  llevarse  el 
árbol  sea  necesario  excavar  el  suelo,  descubrir  su  lecho  y  emplear  otros  traba- 
jos que  no  sean  los  de  simple  traslación,  entonces  existe  una  verdadera  adhe- 
rencia, y  no  creemos  que  pertenezca  á  otra  persona  que  al  dueño  del  terreno 
donde  se  encuentre  adherido.  Este  caso,  que  es  muy  frecuente,  lo  oiuite  el 
Código.  Por  derecho  romano  se  prohibía  la  reivindicación  del  árbol  arrastrado 
por  la  corriente  si  hubiese  arraigado  en  otro  terreno,  lías  el  vocablo  arraigar 
es  muy  lato  en  este  caso.  Si  lo  tomamos  gramaticalmente,  es  echar  raíces,  y 
ose  acto  de  la  naturaleza  requiere  un  año  por  lo  menos;  es  necesario  esperar 
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«I  brota  en  la  próxima  primaTera,  y  hay  que  deacobrir  el  pie  del  árbol,  6  ver 
si  las  raices,  siquiera  sean  eomo  on  eabello,  existen  6  no.  El  verbo  ñrrñi^r 
tiene,  en  noestro.modo  de  ver,  otra  acepción.  No  perdiendo  de  vista  que  lia* 
blamos  de  aceesiooes  de  bienes  inmuebles,  no  es  necesaria  la  raíz  propiamente 
dicha  para  suponer  el  amigo.  Un  edificio  no  tiene  raíz  y  está  arraigado,  «bl 
hombre  tiene  fincas  en  una  comarca  y  está  arraigado  en  ella;  las  co^tnmbres 
se  arraigan  en  los  individuos,  y  un  árbol  se  arraiga,  no  por  el  heebo  de  brotar 
raices,  sino  por  adherirse  al  8nek>< 

Concordante  es  el  444  del  Proyecto  de  4864,  y  creemos  qne  el  arraigo 
debe  considerarse,  como  dice  muy  bien  el  autor  de  sus  Ctmeordaneia^,  eomo 
tokiiián  A  la  tierra, 

■  *EI  álveo  de  un  río  se  considera  público,  pero  es  mientras  sirve  de  lerbo  t, 
las  aguas  que  por  él  corren,  pues  si  llega  á  secarse,  se  hace  privado  por  tas 
consideraciones  de  la  vecindad  ó  de  hi  adherencia,  de  la  facilidad  para  el  ar^ 
bitraje  y  el  cultivo,  y  en  justa  compensación  por  los  perjuicios  que  eauaa  la 
vecindad  de  un  río.  Estableciendo  una  regla  igual  para  todos  los  propietario9, 
ningUAo  tiene  derecho  á  indemnización,  porque  á  ninguno  se  hac<«  iojosticiau 
Mucho  tiempo  hace  que  Pomppnio  dijo:^»ii|tiia  comitorum  viee/ugutUnri  em 
cuya  virtud,  el  autor  de  la  Curia  filípica  establece  que  el  rio  tiene  potestad  de 
Juez  que  da  y  quita  dominio. 

En  cambio,  se  ha  previsto  la  contingencia  de  que  el  río  recobre  sa  emee 
anterior,  y  entonces,  por  el  mismo  principio  se  reintegran  en  su  terreno  ios 
que  antes  lo  habían  perdido.  Concíbese,  sin  embargo,  algún  caso  en  que  sem 
difícil  ó  imposible  esta  restitución;  con  ella  se  quiere  indemnizar  al  antiguo 
dn^o,  y  esto  se  logra  si  lo  fuese  también  de  los  terrenos  colindantes;  ¿pero 
^é  se  hace,  si,  habiendo  sumergido  y  ocupado  todo  un  fundo,  las  márgeoea 
del  nuevo  río  pertenecen  á  otro  propietario?  El  dueño  en  este  caso  so  queda 
sin  nada.  He  aquí  lo  que  la  jurisprudeneia  romana  no  sopo  resolver,  lo  qa« 
no  vemos  decidido  en  la  nuestra.  Ortolan  dice:  «con  arreglo  á  un  firagmeoto 
de  Pomponio,  se  le  debe  volver  so  terreno;  según  Allsnoxaro,  no  tiene  dere* 
eho  á  nada«.  Gayo  justifica  esta  diversidad  de  pareceres,  pues  establece  qtia^ 
^egúa  $1  derecho  eetricto,  nada  fuede  redamar  raeionalmenU.,.\  pero  que  tta 
se  puede  admitir  esta  decinón.  Nosotros  en  este  caso  declararíamos  la  acee- 
sión  del  cauce  en  favor  de  los  dueños  riberiegos,  pero  con  obligación  de  abo- 
nar  al  antiguo  propietario  su  importe. 

Nuestro  art.  370  ha  corroborado  la  doctrina  de  las  leyes  de  Aguas;  la 
ley  4i,  tít.  4.%  libro  3.*  del  Fuero  Real:  «E  si  el  rio  dejare  la  madre  por  do 
eorriere,  hayanla  los  herederos  que  foessen  más  cercanos,  é  cuando  el  río  so 
tomase  á  su  madre,  tómese  aquella  lieredad  por  que  iba  el  rio  á  aquel  esyo 
ora».  Confirmando  esta  doctrina,  aparece  la  ley  31,  tít.  18,  Partida  ^.\^fiA 
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dke:  «lfttdtQt#  kw  río»  d«  los  tagiures  poi  do  Melen  correr^  é  fiseii  so»  cor* 
a«s  fas  otros  Ingsres  nuevamente,  é  iaea  en  seco  aqaello  por  do  solía eorrer^ 
•  por  foe  puede  acaecer  eontieadss»  eiiyo  deve  ser  aquello  qoe  assi  fioea.  De« 
aimoa,  ^aná  debe  ser  de  aquellos  4  cajas  heredades  se  ayunta;  tomando  eadA 
«DO  ea  ello  lauta  parte  qi^Ata  es  la.  frontera  de  sa  heredsd  de  contca  el  Kxo* 
S  las  otras  heredades  por  do  corre  Bnevanseate,  pierden  el  señorío  de  ellas 
aqMlloa  cayos  ersa,  cnanto  en  aqaello  por  do  corren;  ó  deade  adelaate  co* 
iiiienxa  á  ser  de  tal  natara»  como  el  otro  lagar  por  do  solía  correr,  ó  tomase 
fAblieo  assi  como  el  Rio«, 

En  la  lostitota  encontramos  el  origeade  la  disposición  del  art.  374.  Inn^^ 
la  fMB  in  marinata  ai  (guod  raro  accidit)^  oGupanUii  ML  La  ocupación  daba  la 
propiedad  de  la  isla  considerada  como  cosa  nulUui;  pero  el  derecho  público 
moderno  da  al  Estado  el  dominio  sobre  dichas  islas.  Las  leyes  de  Partida  se 
oeaparon  también  do  esta  accesión,  y  asi  lo  Temos  en  la  29^  tít.  S8,  Partí* 
da  3.*  «Pocas  vegadas  acaece  que  se  fagaa  islas  nuevamente  en  la  mar»  Pero 
si  aeaescieso  que  se  ñsciesse  y  alguna  isla  de  nuevo,  suya,  decimos,  que  debe 
ser  de  squel  que  la  pobUse  primeramente,  ó  aquel  ó  aquellos  que  la  poblasen^ 
Mwa  obedescer  al  señor  en  cuyo  señorío  es  aquel  logar  do  apareció  tal 
islaju 

£1  Código  de  Holanda  considera  la  isla  así  aparecida  como  cosa  ntUliuSf 
y  mUn  conformes  con  naestro  Código  el  de  Francia,  Italia,  Guatemala,  Uru- 
guay y  Chile, 

La  doctrina  del  art.  373  no  es  nueva;  el  derecho  romano  la  consigna,  y 
así  aparece  en  nuestro  derecho  derivada  de  aquél. 

La  ley  97,  tít.  S8,  Partida  3.^  nos  lo  demuestra  diciendo:  «Islas  nacen  á 
las  vegadas  en  los  ríos,  é  contienden  los.  ornes  sobre  el  seiUtriQ  dellas.  E  por 
cade  decimos,  que  si  acaesciesse  que  la  isla  sea  enmedio  del  rio  que  aquellos 
§00  oviesen  las  heredades  en  las  ríberas  de  la  una  parte  y  dé  la  otra,  la  deben 
jpartir  por  medio,  tomando  cada  uno.  dellos  tanta  parte  de  la  meytad  de  la 
isla  hada  la  su  heredad,  quanto  oviese  en  ancho  la  su  hwedad  que  afrente 
coa  el  río.  £  si  por  aventura  la  Isla  íuesse  toda  de  la  meytad  del  río  contra 
la  aaa  parte,  debeola  partir  (asi  como  es  sobredicho)  los  que  ovieren  la  he- 
redad á  essa  parte  ó  á  esta.  Mas  si  la  Isla  non  estoviesse  toda  en  la  meytad 
áfA  río  contra  ninguna  de  las  partes  nin  estoviesse  otrosí  bien  en  comedio 
del,  otts  estoviesse  la  mayor  partida  delta  en  la  meytad  del  rio  contra  la  una 
parle  que  contra  la  otra,  estonce  deben  tomar  una  soga  que  sea  tan  luenga 
cósalo  el  Rio  tuviere  en  ancho,  é  medirla,  é  de  que  la  hubiesen  medido,  se- 
gó» la  anchura  del  rio,  que  non  aya  más,  nin  meaos,  debeala  doblar,  ó  se- 
aalarlo  ea  aquel  lugar^  do  Caere  lamoylad  dalla;  y  de  aquel  ponto  ó  señal»  ea 
jtdalaate,  que  fi(;iesen  en  ^Ua,  debenla  partir  entre  si,  segnad  que  sobredicho^ 
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es,  UNBaiido  cada  nno  tanta  parle,  enanlo  16  cupiera  segnnd  la  froatera  de  so 
iitfedaé». 

Que  la  accesión  le  realiza  en  virtnd  de  )a  eficacia  de  la  propiedad  plena,  y 
no  ^  conaideraciáaá  la  penoaa  del  propietario,  es  tan  evidente,  cnanto  qne, 
por  k  ley  30  del  títnlo  y  Partida  citados,  se  considera  qne  nada  adquiere  de 
la  isla  el  nsnfmctnario  de  nn  predio  ribereño,  sino  qne  pertenece  «á  aquel 
cttya  es  la  propiedad  de  la  heredad». 

No  se  trata  en  el  art.  374  de  conceder  al  propietario  más  tierra,  por  el 
eootrarío,  pierde  bastante  conque  el  río  se  la  divida  y  destroce,  nada  le  da  la 
ley,  toda  vez  qne  es  dueño  del  terreno;  pero  no  carece  de  conveniencia  la 
declaración.  El  Digesto  la  consignó  en  la  ley  7.',  tít.  4.*,  libro  it:  tQuodsi 
Miifna  pérU  ditUum  titjlumin,  déinde  injrannitum^  agrum  alicujut  in  far- 
«M»  íitsulm  vade§0ril^  eiuidem  permanet  lui  ager^  euyut  et/uerat.  La  ley  S8, 
tit.  tS,  Partida  3.*  dispaso  lo  mismo. 


SECaÓN  TERCERA 

l>XL  DBSECHO  DJB  ACCSBIÓN  REfiPECTO  Á  LOB  BIENES  MDEBLE8 

Art.  375.  Cuando  dos  cosas  muebles,  pertenecien- 
tes á  distintos  dueños,  se  unen  de  tal  manera  que  vienen 
á  formar  una  sola  sin  que  intervenga  mala  fe,  el  propieta- 
rio de  la  principal  adquiere  la  accesoria,  indemnizando  su 
valor  al  anterior  dueño. 

Art.  S7B.  Se  reputa  principal  entre  dos  cosas  in- 
corporadas, aquella  á  que  se  ha  unido  otra  por  adorno,  6 
para  su  uso  ó  perfección. 

Ari.  399.  Si  no  puede  determinarse  por  la  regla 
del  artícalo  anterior  cuál  de  las  dos  cosas  incorporadas  es 
la  principal,  se  reputará  tal  el  objeto  de  más  valor»  y  en- 
tre dos  objetos  de  igual  valor  el  de  mayor  volumen. 

En  la  pintura  y  escoltara ,  en  loe  escritos,  impresos, 
grabados  y  litografías,  se  considerará  accesoria  la  tabla» 
«1  metal,  la  piedra,  el  lienzo,  el  papel  ó  el  pergamino. 
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Ari,  99U.  Cuando  laB  cosas  unidas  pueden  sepa- 
rarse  sin  detrimento,  los  dueños  respectivos  puedeo  exi- 
gir la  separación. 

Sin  embargo,  cuando  la  cosa  unida  para  el  uso,  embe- 
llecimiento ó  perfección  de  otra,  es  mucho  más  preciosa 
que  la  cosa  principal,  el  dueño  de  aquélla  puede  exigir  su 
separación,  aunque  sufra  algún  detrimento  la  otra  á  que 
se  incorporó. 

i%rt.  399.  Cuando  el  dueño  de  la  cosa  accesoria  ha 
hecho  su  incorporación  de  mala  fe,  pierde  la  cosa  incoqio- 
rada  y  tione  la  obligación  de  indemnizar  al  propietario  de 
la  principal  los  perjuicios  que  haya  sufrido. 

Si  el  que  ha  procedido  de  mala  fe  es  el  dueño  de  la  ooea 
principal,  el  que  lo  sea  de  la  accesoria  tendrá  derecho  á 
optar  entre  que  aquél  le  pague  su  valor  ó  que  la  cosa  de 
su  pertenencia  se  separe ,  aunque  para  ello  haya  que  des- 
truir la  principal;  y  en  ambos  casos,  además,  habrá  log^r 
á  la  indemnización  de  daños  y  p^erjuicíos. 

Si  cualquiera  de  los  dueños  ha  hecho  la  incorporación  á 
vista,  ciencia  y  paciencia  y  sin  oposición  del  otro,  se  de- 
terminarán los  derechos  respectivos  en  la  forma  dispuesta 
para  el  caso  de  haber  obrado  de  buena  fe. 

Art.  SSO.  Siempre  que  el  dueño  de  la  materia  em- 
pleada sin  su  consentimiento  tenga  derecho  á  indemnisn- 
ción,  puede  exigir  que  ésta  consista  en  la  entrega  de  una 
tosa  igual  en  especie  y  valor  y  en  todas  sus  circunstancinB 
á  la  empleada,  ó  bien  el  precio  de  ella,  según  tasación  pe- 
ricial. 

m 

Atpí.  3SI.  Si  por  voluntad  de  sus  dueños  se  mez- 
clan dos  cosas  de  igual  ó  diferente  especie,  ó  si  la  mesK:la 
se  verlñca  por  casualidad,  y  en  este  último  caso  las  cosas 
no  son  separables  sin  detrimento»  cada  piropietario  adqui- 
rirá un  derecho  proporcional  á  la  parte  que  le  corresponda 
atendido  el  valor  de  las  cosas  meicladas  ó  confundidas. 
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A^t.  399.    Si  por  voluntad  de  uno  dolo,  pero  coa  "j 

buena  íe,  se  mezclan  ó  confunden  dos  cosas  de  igual  ó  di- 
ferente especie,  los  derechos  de  los  propietarios  se  deter- 
minarán por  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior. 

Si  el  que  hizo  la  mezcla  ó  confusión  obró  de  mala  fe» 
perderá  la  cosa  de  su  pertenencia  mezclada  ó  confundida» 
además  de  quedar  obligado  á  la  indemnización  de  los 
perjuicios  causados  al  dueño  de  la  cosa  con  que  hizo  la 
métela. 

ÑLTt.  SS3.  El  que  de  buena  fe  empleó  materia  ajena 
•en  todo  ó  en  parte  para  formar  una  obra  de  nueva  especie, 
hará  suya  la  obra,  indemnizando  el  valor  de  la  materia  al 
dueño  de  ésta. 

Si  ésta  es  más  preciosa  que  la  obra  en  que  se  empleó  ó 
superior  en  valor,  el  dueño  de  ella  podrá,  á  su  elección» 
quedarse  con  la  nueva  especie,  previa  indemnización  del 
valor  de  la  obra,  ó  pedir  indemnización  de  la  materia. 

Si  en  la  formación  de  la  nueva  especie  intervino  mala 
fe,  el  dueño  de  la  materia  tiene  el  derecho  de  quedaiea 
con  la  obra  sin  pagar  nada  al  autor,  ó  de  exigir  de  éste  que 
le  indemnice  el  valor  de  la  materia  y  los  perjuicios  que  se 
le  hayan  seguido. 


k 


.A  accesión  sobre  los  bienes  muebles  faé  siempre  conocida  en  noestro  de- 
recho con  las  denominaciones  de  o^^no^,  apeciñcación  j  eanmixiiám,  res- 
peetívameote,  caando  dos  cosas  muebles  pertenecientes  A  dueños  díferealea  se 
unían  viniendo  á  formar  ona  sola,  y  podía  tener  lugar  por  inclusíAn,  acida* 
dora,  tejido,  pintura  ó  escultura;  cuando  las  cosas  venían  á  «ormar  una 
misma  espeeie»  y  cuando  una  de  las  dos  cosas  se  confandía  en  la  otra. 

El  Código  las  comprende  en  los  artícdlos  que  anteceden  y  la  determina 
bien  claramente. 

Sin  embargo,  es  más  complicado  el  meeanisoio  de  la  accesión  tratándose 

de  bienes  muebles,  que  la  que  ya  hemos  estudiado  de  los  inmuebles.  T  la  razón 
el  obvia.  En  la  última  está  siempre  definido  lo  que  es  principal,  invariable 
per  sa  misma  nataraleza,  aleja  toda  duda  de  su  concepto  inmóvil,  es  perma- 
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nente  su  estado;  pero  en  los  muebles  varía  tanto  la  cnestit^o  de  aspecto,  qoe- 
loqae  muchas  veces  aparece  principal,  tal  vez  considerado  ligera  é  irreflexi- 
vamente, habría  resaltado  accesorio. 

La  base  esencial  de  esta  accesión,  no  estriba  en  otra  cosa  que  en  saber  ha- 
cer la  distinción  oportuna  entre  lo  que  es  principal  y  lo  qne  es  accesorio;  una 
ves  hecha,  ésto  se  une  á  aquéllo,  y  habiendo  buena  fe,  el  dueño  de  lo  último 
eii¿^  indemnización  al  que  adquiere  el  dominio  de  la  nueva  cosa,  producto 
de  la  unión  de  dos. 

El  Código  reputa  principal,  en  primer  término,  el  objeto  de  mto  valor;  así 
«s,  que  tratándose,  por  ejemplo,  de  piedras  preciosas,  lo  accesorio  aera  el  me- 
tal á  qne  se  adhieran.  Cuando  los  objetos  tienen  igaal  valor,  el  de  más  volu- 
men; así  es,  que  aun  valiendo  lo  mismo  las  ruedas  de  un  carruaje  que  la  caja, 
ésta  será  lo  principal,  y  aquéllas  constituirán  lo  accesorio. 

Pero  cuando  se  trata  de  pintura,  escultura,  escrito,  impreso,  grabado  ó 
litografía,  ya  debe  observarse  otra  regla.  El  genio  del  hombre,  que  es  in- 
apreciable, constituye  lo  principal;  el  arte  se  impone  á  la  ruda  materia;  el 
pensamiento  atrae  á  sí  los  medios  de  comunicarlo,  y  los  sentimientos  estéti- 
cos no  han  de  quedar,  no  pueden  ni  deben  quedar  postergados  y  envilecidos 
por  el  lienzo,  el  papel,  el  metal  ó  la  tabla.  ¿A  quién  se  había  de  ocurrir  con- 
siderar principal  unas  cuantas  varas  de  lienzo  que  cubren  las  paredes  de  los 
Museos,  y  estimar  accesoria  la  revelación  del  genio  sobre  aquella  inerte  ma- 
teria? ¿Qué  vale  el  lienzo  y  el  marco  del  Pasmo  de  Sicilia^  por  ejemplo,  ante 
la  manifestación  del  genio  de  Rafael?  ¿Qué  vale  el  papel  empleado  en  el  Qui- 
Jote  comparado  con  la  manifestación  del  pensamiento  de  Cervantes?  ¿Qué  vale 
el  papel  empleado  en  la  Norma  ni  en  Tanhauser^  en  relación  con  lo  que  han 
escrito  Bellini  ó  Vagner? 

Con  razón  lo  expresaban  así  las  Instituciones,  párrafo  34,  tít.  1.^,  libro  t.^ 
RidictUnm  €S¿  enim^  picturam  ApellU  vel  Parrhasi  in  accesionem  vitícienta 
ídbule  cederé.  V  no  podía  ser  de  otra  manera:  lo  intelectual  está  por  encima  de 
lo  mecánico;  lo  ideal,  sobre  la  materia;  el  pensamiento,  sobre  la  obra. 

Con  claridad  suma  nos  presenta  el  arf.  383  la  cuestión  que  motivó  tanta 
dueuáión  entre  los  jurisconsultos  romanos,  y  que  dio  margen  á  la  formación 
de  dos  escuelas,  tan  radicalmente  opuestas,  como  las  fondadas  por  SaHno  y 
Préeulo^  quienes  sostenían  respectivamente  las  excedencias  de  la  maUrieí  y  de 
la  forma  para  recabar  cada  cual  lo  principal  para  su  escuela,  dejando  lo  aeee- 
sorfo  para  la  contraria. 

Los  sabioianos  sintetizaban  su  doctrina  en  esta  máxima:  iine  maUria 
%ulla  species  e/fici  possit,  ó  lo  que  es  igual,  que  no  pudiendo  hacerse  nada 
sin  materia,  es  evidente  que  ésta  es  lo  principal,  y  la  forma  lo  accesorio.  Loa- 
procQleyanoSy  por  el  contrario,  afirmaban  su  pensamiento  por  esta  otra:  ^uod 
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fseíum  esi  ante  nullius  fuerat,  ó  sea^  qae  antes  de  formar  nn  objeto,  el  objeto 
no  existía. 

Del  daalismo  engendrado  por  la  diferencia  de  opiniones,  se  llegó  al  encono 
y  á  la  exegeración ,  no  encontrándose  términos  hábiles  de  avenencia.  Por 
largo  tiempo  permaneció  esta  coestión  sin  solución  fija,  hasta  que  Jastioiano 
adoptó  nn  sistema  mixto,  qne  haciendo  de  termino  medio,  consignó  en  la 
Instttuta.  Las  leyes  de  Partida,  hayendo  de  los  peligrosos  extremos  de  la 
exagerBcíón,  copiaron  á  la  Instituía,  y  su  doctrina  la  encontramos  en  la  33« 
tít.  tS,  Partida  3.*  «Fazen  á  las  vegadas  los  ornes,  para  sí  infusos,  vino  de 
nvas  agenas,  ó  olio  de  azeyte  de  otri;  ó  fazen  trigo  ó  cebada  de  mieses  agenn?, 
ó  fazen  vasos  ó  tazas,  ó  otras  cosas  de  oro,  ó  de  plata  agena,  cuidando  que 
aquello  de  que  lo  fazen,  que  es  suyo,  é  por  que  pueden  acaescer  contiendas, 
enyo  debe  ser  el  señorío  de  estas  cosas  átales;  si  de  aquellos  cuyas  eran  las 
cosas  ó  de  los  otros  que  fazen  de  ellas  algunas  cosas  de  las  sobredichas;  de- 
zimos, qne  si  aquellas  cosas  de  que  la  fazen  son  de  tal  natura,  qne  non  se 
pueden  tornar  a*  primero  estado  en  qne  eran;  assi  como  las  nvas  que  después 
qne  taean  el  vino  dellas  non  se  pueden  tornar  al  primero  estado,  ganan  el 
señorío  aquellos  que  fazen  dellas  alguna  de  las  cosas  sobredichas  á  buena 
fé  (4).  Pero  tenudos  son  de  dar  á  los  otros  cuyas  eran  la  estimación  de  lo  qne 
valían.  Mas  si  las  cosas  faessen  de  tal  natura,  que  se  pudiessen  tornar  al  pri- 
mero estado,  assi  como  el  vasso,  é  las  otras  cosas  que  fisciesen  de  oro,  ó  plata 
ó  de  alguno  de  los  otros  metales  que  se  pueden  fundir;  en  tales  casos  como 
estos  é  en  todos  los  otros  semejantes  dellos,  en  salvo  finca  el  señorío  en  sns 
eosas,  ó  cuyas  eran,  é  non  lo  pierden  (2)  por  facer  otri  dellas  alguna  cosa  de 
nuevo.  Empero  el  que  oviesse  mala  fé«  en  faziendo  alguna  cosa  de  las  sobre- 
dichas, sabiendo  que  aquello  de  qne  lo  faze,  que  es  ageno,  este  atal  pierda  la 
obra  qne  faze,  é  non  debe  cobrar  las  despensas  qne  y  fizo.» 

Lo  principal  en  estos  asuntos  es  no  conceder  derecho  alguno  á  la  mala  te, 
pnes  de  transigir  con  ella,  sería  imposible  ninguna  clase  de  justificación. 

Los  preceptos  del  Código  ofrecen  muy  escasa  novedad  respecto  de  cuanto 
ba  venido  rigiendo  del  derecho  histórico.  Está,  desde  luego,  bien  justificado 
lo  de  autorizar  al  dueño  de  la  materia,  cuando  ésta  es  de  gran  valor,  para 
quedarse  con  la  obra  abonando  el  trabajo  ó  exigir  el  abono  del  valor  de  los 
materiales  empleados  en  la  especificación,  cuando  no  puedan  separarse  la  obra 
de  la  materia,  cuya  separación  deberá  hacerse  á  costa  del  incorporador,  á  me- 
nos que  éste  procediese  de  buena  fe,  y  el  ot  o,  apercibido  de  la  obra,  callase 
-ó  lo  disimulase  inteocionálmente,  pues  en  este  caso  creemos  deberá  costearla 


(1)  Doctrina  proeoleyana. 

(2)  Doctrina  Babiniana. 
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e!  paciente  en  razón  á  qne  la  ley  debe  favorecer  á  los  engañados  y  no  á  lor 
tngañadores. 

La  intención  del  agente  entrará  como  factor  importante  en  la  apreciación 
de  la  buena  ó  mala  fe  qne  ha  de  decidir  sobre  las  consecuencias  jurídicas  de 
la  accesión,  poes  claro  está,  qne  si  se  justifica  que  el  agente  obró  con  cono- 
dmiento  del  paciente  y  ron  su  aquiescencia,  cabría  suponer  donación  de  la. 
cosa  de  éste  á  aquél,  y  en  el  caso  contrario,  podría  elevarse  el  hecho  i  laca* 
S^oría  de  hurto  ó  estafa  cometido  por  aquél  en  perjuicio  de  éste.  Si  el  agen- 
te es  un  tercero,  se  resolverá  el  caso  de  accesión  por  lo  dispuesto  en  el  ar» 
lícolo  375,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  del  tercero  mismo  en  sa. 

CMO. 

Gomo  la  incorporación  puede  ser  casual,  voluntaría  ó  impuesta,  en  el  pri- 
mer caso  procederá  resolver  sobre  la  separación,  á  ser  posible,  sin  destruir  la 
cosa,  y  en  caso  contrarío,  se  decidirá  atribuyendo  á  cada  propietario  un  de- 
veeho  proporcional  en  la  mezcla,  como  ocurrirá  en  la  incorporación  volunta- 
ria en  qne  no  se  haya  establecido  previamente  otra  cosa  por  los  interesados;. 
y  en  el  caso  último,  el  incorporador  perderá  la  cosa  de  su  pertenencia,  con  la 
obligación  de  indemnizar  los  perjuicios  al  otro  dueño,  y  cuando  no  pueda  ha- 
cerse así,  responderá  á  éste  del  valor  de  la  materia  y  de  los  perjuicios  ocasio- 
míos. 
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Biología  del  dereoho  de  aooeelón. 


'  Beeono  oi  mi  en  t  o  \ 

del    dereoho   do /Plena. 

propiedad (^Mera. 

ProcUznaoión  del/  UsTifrticto. 

respeto  k  la  xnisAlJio,  etc. 

ma. •  / 


1  e  men  tos 
id  ales 


iales . . .  '^ *''»*"■»•""  •"*•••)  Lo  accesorio. 

Presunción  en  favor  de  la  propiedad. 

1/  Dneño  ineorpo* 
Del  agente . . .  ]    rante. 
VTereeroid. 

ÍFintoe  naturales, 
ídem  industriales. 
ídem  oiTÜes. 


Toluntaria .  • . 


Edificación. 
I  Plantación. 
Siem)>ra. 
Laboreo. 


Inmueblee. 


Í  Aluvión. 
Fuena  de  rio. 
Isla. 
Mutación   de 
cauce. 

/  Inclusión, 
▲^junción . . .  •  \  Soldadura. 
/Tejido. 


\  m*    »-i  ;  Kspeciflcaoión .  í  Pintura  ó  es- 

\llueblef...j      '^  \  critura. 


s 


Oonnüztion. 
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CAPÍTULO  ÚI 


I>el  deslinde  y  amojonaraieiito. 


J%rt.  384.  Todo  propietario  tiene  derecho  á  deslin- 
dar su  propiedad,  con  citación  de  los  dueños  de  los  pre- 
dios colindantes. 

La  misma  facultad  corresponde  á  los  que  tengan  dere* 
choB  reales. 


189.  La  sentencia  que  da  Jugar  á  una  demanda  en  que  se  soli- 
cita la  declaración  del  derecho  del  dueño  de  un  predio  para  pedir 
el  deslinde  y  amojonamiento,  se  ajusta  á  ella  sin  hacer  declara- 
ción alguna  sobre  propiedad,  acordando  que  ha  de  entenderse  sin 
perjuicio  y  á  reserva  de  lo  que  en  su  día  y  en  el  correspondiente 
juicio  pueda  determinarse  sobre  la  valide^  ó  nulidad  Ae  los  títulos 
respectivamente  invocados,  ó  sea  sin  perjuicio  de  las  Cuestiones  de 
propiedad  que  entre  los  Colindantes  puedan  surgir. — S^  BO  'A^h^ 
95. --G.  16  Agosto. 

i 

Art.  38S^.  El  deslinde  se  hará  cq  conformidad  con 
los  títulos  de  cada  propietano  y,  á  falta  de  títulos  sufi- 
cientes, por  lo  que  resultareMe  la  posesión  en  que  estu- 
vieren los  colindatites. 

'  \* 

'  \ 

190.  Al  declarar  una  sentencia,  para  los  efectos  del  deslinde» 
copartícipes  en  una  heredad  á  determinadas  personas  y  demás  que 
aparezcan  con  título  para  ello  en  un  certificado  del  Registro  de  la 
propiedad,  obrante  en  autos,  no  se  opone  á  los  términos  en  que  se 


J 
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trabó  la  contienda  jurídica,  quedando  la  práctica  de  la  diligencia 
^en  toda  su  integridad  para  que  pueda  discutirse  y  resolvei^e  en  el 
juicio  correspondiente  el  origen,  valor  y  eficacia  de  los  titules  pre- 
sentados, que  han  de  ser  todos  los  de  la  ra2Ón  de  poseer. — S.  3ff 
Ahríl  95.^G,  16  Agosto. 

191.  Es  un  hecho  sancionado  en  disposiciones  legales,  como  el 
decreto  del  Gobierno  superior  de  la  isla  de  Cuba  de  6  de  Agosto 
de  1868,  así  como  en  el  voto  consultiro  de  la  Audiencia  de  Puerto 
Principe  de  1.®  de  Abril  de  1819,  la  facultad  que  tienen  los  comu- 
neros de  acotar  porciones  de  terreno  poseído  en  común,  cuyoB  aco- 
tamientos dan  origen  por  su  propia  naturaleza  á  un  disfrute  espe- 
cial del  terreno  acotado,  y  constituyen  la  base  para  hacer  sobre 
ellos  la  determinación  del  entero,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ar* 
tículo  18  del  expresado  voto  consultivo. — S.  4  Junio  9S\ — 6.  íí 
Septiembre. 

192.  No  hay  artículo  alguno  en  el  mencionado  voto  consultivo 
x)ue  disponga  que  cuando  sólo  uno  de  los  dos  comuneros  solicita  I& 
formación  del  entero  para  separarse  de  la  comunidad,  puedan  in- 
vadirse sin  necesidad  los  terrenos  acotados  por  otros  comuneros 
que  no  excedan  de  las  legítimas  participaciones  de  cada  uno»  des- 
conociéndose el  derecho  que  á  su  vez  tienen  á  que  se  respeten  las 
porciones  que  poseen,  para  que  sobre  estas  porciones  se  completen 
en  su  día  sus  respectivos  enteros^  sino  que,  por  el  contrarío,  se  in« 
fiere  racionalmente  de  su  contexto  y  espíritu  que  le  informa  que 
son  ^igualmente  aplicables  á  todps  loa  oomui^^qpsq  la3.  ^sposiciones 
del  voto  consultivo»  lo  que  no  podirla.  suceder  ai  por  adelantarse 
uno  ó  separarse  de  la  comunidad,  y^  fifi  no  hacerse  á  la  vez  la  se- 
paración y  división  de  las  demás  partes,  hubiese  d^  interpretarse 
dicha  disposición  legal  en  el  sentido  de  que  sólo  tenía  relación  ooa 
quien  solicita  el  entero,  sin  consideración  alguna  á  los  que  después 
pueden  formular  igual  pretensión. — S.  4  Junio  95.^^Gi  íl  Sepi. 

.193.  Al  estimarse  la  oposioi^n  hecha  |K)r  el  den^ndadd»  ao  p&t 
haberse  supuesto  inexactamente  que  tuviese  enterada  su  participa- 
ción en  la  hacienda  comunera,  sino  porque  en  el  entero  trazado  se 
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mdujó  iDnecesariamente  una  porción  de  terreno  inferior  ¿  bu  par- 
ticipación en  dicha  hacienda  comunera  que  tenia  acotada  deede 
liacía  máa  de  treinta  años,  y  en  no  dejar  de  ser  factible  la  forma- 
ción del  entrao  que  solicitó  el  demandante  y  bu  Beporación  de  la 
cfMnunidad,  aunque  se  rectifique  la  demarcación  del  opositor,  no 
f>e  comete  infracción  do  los  articuloe  385  y  388,  y  con  mayor  razón 
enando  no  han  BÍdo  los  preceptos  del  Código  civil,  sino  loe  del  voto 
consultivo  les  que  principalmente  ha  tenido  en  cuenta  el  Tribunal 
sentenciador.— '&  4  Junio  95. — G.  11  SepU 

Art.  3SG.  Si  los  títulos  no  determinasen  el  limite 
ó  área  perteneciente  á  cada  propietario ,  y  la  cuestión  no 
pudiera  resolverse  por  la  posesión  ó  por  otro  medio  de 
prueba,  el  deslinde  se  hará  distribuyendo  el  terronq  objeta 
de  la  contienda  en  partes  iguales. 

194.  £1  auto  aprobando  un  deslinde  practicado  de  antiguo  por 
¿ombres  buenos,  no  tiene  el  valor  legal  de  sentencia  firme,  ni,  aun- 
que lo  tuviera,  puede  racionalmente  sostenerse  que  ese  deslinde 
impida  efectuar  otro  entre  las  mismas  propiedades,  determinado 
por  iguales  ó  análogas  causas  que  dieron  lugar  á  aquél,  ó  sea  por 
eonfofflón  de  loe  límites  de  los  predios  colindantes.— «S.  SO  Ahrü  95. 
—G.  16  Agosto. 


A  rt.  SAT.    Si  los  títulos  de  los  colindantes  indicasen 
un  espacio  mayor  ó  menor  del  que  comprende  la  totalidad 
del  terreno,  el  aumeiito  ó  la  falta  se  distribuirá  propordo 
nalmente. 


195.  Para  la  práctica  de.  los  deslindes  han  d^  tsetse  en  cuenta 
íoRoeamente  todas  las  propiedades  colindantes,  quedando  á  salvo 
A  derecho  de  propiedad  de  los  interesados.^/S^.  dO  Abril  95.-^0. 16 
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xi 


UNQUE  1a  materia  de  eite  eapttnlo  lo  concepUuanoacboe  aatoreacomo 
pfopia  de  las  leyes  de  pro€ediiBÍestoe«  noeoUoa  ereemoaqae  debe  figurar  ea 
el  G^go  eívilf  como  Aeceaaría  conseeaenela  de  la  oociáa  de  la  propiedad. 
EnikorabDeDa  que  aquellaa  leyes  estatayan  la  oMoera  de  acodir  á  los  Tribu* 
aalesdejosUcia  ptdifBBdoqoeaua  finca  se  deslinde  y  amojone;  que  señalen^ 
los  trámites  á  qoe  ha  de  ajustarse  el  procedimiento;  pero  el  art.  384  no  trata 
de  eso;  expresa  on  derecho  de  que  goaa  el  propietario. 

Además,  la  historia  del  deslinde  y  amojonamiento  es  ao tiquísima*  goia 
de  U  saoeión  del  tiempo.  En  tres  grupos  se  dividió  la  propiedad  romana:  uno 
que  se  sefial6  á  las  curias,  otro  que  se  destino  al  culto»  y  el  tercero  se  lo  re* 
servó  el  Estado;  y  era  natural  que  estos  terrenos  se  distinguiesen  para  evitar 
lATasioaes,  para  determinar  su  eztensión«  para  eonocer  su  dueño. 

La  idolatria  ficiUtó  emblemas  para  distinguir  una  pro|»edad  de  otra,  y  el 
Dios  Término  era  el  símbolo  que  representaba  el  respeto  que  se  debía  á  la 
propiedad  sometida  á  su  proleoeión.  Cada  aK>jón«  eada  tanto,  era  la  personi* 
fieaeión  de  aquel  Dios,  y  religiosamente  respetado  no  era  necesario  establecer 
penalidad  en  las  leyes  para  la  violación  de  U  propiedad.  Cuando  el  gran  pue- 
bla se  desenvolvió,  digámoslo  asi,  por  medio  de  las  revoluciones  de  Sila,  Cé- 
ttr  y  Antonio,  y  los  plebeyos  goaaion  de  la  condición  de  propietarios^  sehiía 
ate  mds  indispeas^ble  la  división  de  la  propiedad  j  más  necesario  el  amojo-» 
Bamieuto. 

La  acción  llamada  ñnimm  regwñdw%m^  se  ulUiaaba  para  determinar  loa  li-^ 
miles  de  los  eampos,  y  aunque  no  hubiese  otra  razón  que  la  de  la  conveniea- 
ciut  sería  indispensable  sostener  el  deslinde  como  una  necesidad  social.  Las 
laYasioaet  en  terreno  ajeno  oonstituyen,  no  sólo  un  delito,  sino  que  implicaiv 
«I  desooaoeimiento  del  derecho  de  pref  iedad. 

La  alteradón  de  los  mojones  que  mercan  la  línea  divisoria  entre  dos  na-^ 
doDee,  cuando  la  diplomacia  se  decfara  impotente  para  volver  lu  cosas  al  te- 
neno  del  derecho,  constituye  un  catm  beUú  necesario  si  se  ha  de  conservar  I» 
l^gHima  integridad  del  Estado.  Nuestra  guerra  de  AMea  reconoció  un  origen 
parecido,  y,  ó  había  que  hacer  la  guerra,  ó  había  que  reconocer  el  estado  d^ 
deiucho  que  creaba  la  transgresión. 

Hoy  que  las  formalidades  de  transmisión  de  la  propiedad  exigen  deter- 
UBiaadas  circunstancias,  que  los  derechos  reales  se  consignan  expresa  y  ter 
itemente  sobre  fincas  conocidas  y  no  de  la  manara  incierta,  dudosa  y< 
eomo  se  constituían  antes  de  la  publicación  de  la  ley  Hipotecaría,  no 
basta  designsr  un  predio  por  su  nombre  ó  por  alguna  circunstaneia  ospeMil 

le  distinga,  sino  que  se  expresan  sus  linderos  por  sus  cuatro  puntos  car«> 
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djnales;  para  qne  paeda  ser  materia  dé  contrato  y  se  consigne  en  escritora  pt* 
bliea  7  se  inscriba  en  el  Registro  de  iá  propiedad  correspondiente,  no  p^eáft 
preseindirse  del  deslinde  y  amojonamiento  como  sanción  y  como  secuela  ne- 
asesaría  de  la  determinación  exacta  de  una  ffnea. 

Bajo  el  nombre  genóríco  de  deslinde  se  comprenden,  tanto  los  qm  se  ha- 
cen bajo  la  competencia  de  la  Autoridad  jadkial,  como  los  f¡ae  se  efeetúui 
bajo  la  competencia  de  la  Administración.  Nosotros  vamos  á  ocoparoos  os- 
etas! vamen  le  de  los  primeros,  que  son  á  los  qne  se  refiere  el  Código  y  se  efec- 
túan en  la  forma  qne  determinan  los  artlcnlos  t064  al  fOtO  de  la  ley  de  Ea- 
joiciamiento  cinl. 

crMojones,  seftal  que  departe  «na  heredad  de  la  otra  (1),  é  non  lo  debeuiíi- 
gnnd  orne  mudar,  sin  mandamiento  del  Rey  ó  del  Jnegador  del  logar;  E  «ir 
4ilgiHio  contra  esto  ficeiesse,  que  mndasee  los  mojones,  maliciosamenie,  q» 
estnbiessen  entre  la  su  heredad,  é  la  de  sa  reciño,  como  qnier  qne  oene  wm 
pnede  decir  propiamente,  que  fase  farto  por  q«e  lo  fase  en  cosa  qne  ea  raya; 
pero  face  yerro  ó  maldad,  qne  es  semejante  de  forto.» 

Hoy  el  ataque  4  los  acotamientos  ó^tifojones  eonstitnye  delito,  prerislo  y 
castigado  en  los  artículos  534  y  535  del  Código  penal. 

Lo»  preceptoa  que  ahora.,  contentamos  establecen  nn  criterio  raái  amplio 
qne  el  de  la  ley  de  Enjaiciamiento,  concediendo  el  derecho  á  reclamar  el  des- 
linde desde  el  propietario  hasta  enantes  tengan  algún  derecho  real  sobre  la 
finca  que  motive  el  deslinde.  Asi,  el  arrendatario  y  el  acreedor  hipoteearie 
podran  ejercitarlo  sin  dnda  alguna,  como  el  dueño,  el  poseedor,  el  nsnft^- 
tuaño,  usuario,  etc.,  en  todo  dempo,  puesto  que  es  imprescriptible  la  aecíóa 
de  deslinde  mientras  subsistaen  el  reclamante  el  derecho  que  la  origina. 

La  presencia  de  los  colindantes  es  necesaria,  por  mAs  qne  puedan  renvn- 
ciar  exprea  ó  tácitamente  al  cencorso;  pero  la  faifa  de  citación  I  alguno  dé 
los  interesados  constituirá  un  vicio  indvctívo  de  nulidad  de  la  operación  f^ 
á  sus  espaldas  se  practique.  En  cambio,  si  se  lleva  á  éfeeto  en  legal  forma,  no 
podrá  inipugnarse  por  quien  se  considere  perjudicado  en  sus  derechos,  sino  en 
el  ittido  declarativo  correspondiente. 

Esto  no  obstante,  el  deslinde  puede  hacerse  por  Icm  mismos  hiteresadoa 
extrájodicislmente,  hadándolo  conelár  en  acta  notarial,  y  eti  este  caso,  los 
gastos  deberán  abonarse  á  prorrata,  á  difeMicia  de  los  del  deslinde  judicial, 
que  aunque  no  se  determine  en  precepto  alguno,  -deberán  ser  pagados  per  el 
promotor  de  las  actuaciones,  salvo  siempre  pacto  en  oontrs rio,  en  ratón  á  la , 
obligación  de  pago  que  nos  afecta  por  todo  aquello  que  se  practica  á  nuestra 
instancia. 

U)     L«j  so;  tit.  U,  Partid»  7.' 
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Si  exiatíerea  títulos  inscritos  de  propiedad,  sólo  á  eiios  deberá  atenerse  el 
deslinde,  debiéndose  reputar  tales  los  qae  define  el  art.  6. o  del  Reglamento 
paca  la  ejecaeión  de  la  lej  Hipotecaria»  lia  ambargo^de  qae  paedan  aceptarse 
loa  no  inscritos,  aun  en  peijaicio  de  tercero,  si  se  presentan  con  objeto  de  co- 
rroborar otro  titulo  posterior  inscrito  <4). 

fistos,  ó  cnalesqaiera  otros  de  que  se  valgan  los  deslindantes,  paeden  no 
ser  anfícíentes  bajo  caalqniera  de  estos  dos  conceptos,  á  saber:  4. o,  en  cnanto 
á  la  cabida;  S.®,  en  cnanto  á  los  vientos  ó  pantos  colindantes  de  limitación. 
fia  eatos  caaoa^  la  deficiencia  de  cabida  es  más  secojidaHa^,  /'deberá,  por  con 
aigaiente,  sopeditarse  á  la  de  orientación.  Así,  pues^  si  constan  los  cnatro 
viento»  cardinales  en  la  descripción  y  no  conviene  en  los  limites  la  cabida, 
deberá  estimarse  y  subordinarse  ésta,  como  más  variable  y  más  an je ta  á  error ^ 
á  la  de  los  linderos,  si  en  éstos  no  hay  también  cansas  justificadas  de  movili- 
dad. I^  cabida,  como  cantidad  al  fin,  es  snsceptible  de  anmento  y  dismina - 
ÓÓQ,  y,  por  lo  tanto,  más  variable  qoe  la  acotación  de  los  límites. 

Soplida  la  deficiencia  de  los  títulos  de  tal  manera,  habrá  de  seguirse  mi 
criterio  más  expansivo  ann  cuando  no  existaa  de  ningnña  clase,  siguiendo  el 

ee^ta  conciliador  de  los  preceptos  q«e  nos  oespan,  y  así,  la  igualdad  qae 
d  arl.  3B7  establece,  consistirá,  más  que  en  ana  distribución  geométrica 
cnantilativa,  eo  la  proporción  equitativa  que  compense  la  cualidad  armoniía* 
dá  coa  la  caoiid^,  teniendo  ea  encala  la  igualdad  del  beneficio  más  que  la 
de  los  polígonos. 

Haciendo  aplicación  de  estol  preceptos  al  derecho  internacional,  tendre- 
mos* qae  todos  los  puntos  qae  comprenden  han  de  regirse  por  la  leaí  reiiü<B^ 
á  vacuos  qoe  se  trate  de  predios  colindantes  qne  pertenezcan  á  distintas  nació» 
«es,  en  cayo  caso  las  cuestiones  á  qoe  diese  lagar  su  demarcación  ó  deslinde 
caisráft  bajo  la  esÜM'a  del  derecho  publicó,  y  se  resolverán  con  arreglo  á  saa 
día^osiclonea. 


(1)     Art.  996  de  la  ley  Hipotecaria. 
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OAPITUIjO    IV 

J3el  dereclio  de  cerr^uc  las  flnoae  rústicas. 


Ari.  SUS.  Todo  propietario  podrá  cerrar  ó  cercar 
sns  heredades  por  medio  de  paredes,  zanja¿,  setoe  vivos  ó 
ZDuertos,  ó  de  cualquiera  otro  modo,  sin  perjuicio  de  las 
servidumbres  constituidas  sobre  las  mismas  (1). 


p 


X  OOA  efteteia  tendrían  los  pieoeptot  qae  preelainsn  U  ínviolahittdid  del 
derecho  de  propiedad  si  no  tavieeen  los  dneftot  de  predios  rúsiieoe  el  de  aee- 
tarlos  con  algún  signo  bastante  visible  y  de  eerrarloe  con  cerca  adecoada  á 
la  ciase  de  propiedad  y  á  las  asechanxas  de  que  puede  verse  amenaxade.  Di- 
ferentes disposiciones  han  venido  rigiendo  (1)  basta  qne  este  precaptedel  Có- 
digo, con  gran  claridaH  y  precisión,  las  ha  hecho  innecesarias. 

Hoy  todo  propietario  poede  nsar  de  aquel  derecho,  ain  más  HmiCacióaque 
la  que  deba  oponerle  cualquier  servidambre  establecida  sobre  la  propiedad 
qae  trate  de  cerrar.  Haciendo  compatible  el  ejercicio  de  tal  servidambre  (3), 
es  evidente  qoe  nadie  podrá  estorbar  el  oso  de  ao  derecho  á  cercar  oome  me- 
jor le  platea  sos  terrenos,  y  nadie  podrá  penetrar  en  ellos  sin  iocorrír  aa  la 
responsabilidad  civil  de  indemnizar  daños  y  perjaicios,  y  aon  en  U  erkniaai 
qne  establecen  los  artícnlos  607  y  60S  del  Código  penal. 

Ahora  bien;  disenten  los  expositores  sobre  si  el  acotamiento  ó  cierre  de  las 
heredades  podrá  hacerlo  so  daeño  particnlarmente  ó  en  virtad  de  expediente 
judicial  en  qne  sean  citados  los  colindantes  y  lu  personas  á  coyo  favor  esto 
la  servidonbre,  en  su  caso,  constituida.  Mu  nosotros  creemos,  qne  desde  el 
momento  en  qoe  la  ley  reconoce  ese  derecho  al  propietario,  y  entiéndase  bien^ 
sólo  al  propietario,  éste  en  lo  sayo  no  tiene  qoe  dar  conocimiento  ni  partici- 

(Ij     Véase  «n  el  art.  8S5  la  sentenoia  de  4  de  Janio  de  1»86. 

(i)  El  decreto-ley  de  lae  Cortea  de  Oidis  de  8  de  Janio  de  181B  y  Keal  orden 
de  O  de  Janio  de  1848. 

(5)  Ko  debe  olvidarse  lo  qae  respecto  k  la  medianería  ewt«b]ec«n  1«8  articsloa 
97t  al  oes  del  Código. 


IIBRO  SEGüKDO.^-TlTÜLO  II ABT.   888  479 

pteión  á  nadie;  claro  está  que  si  no  obra  en  lo  9%yo^  invade  el  tent^no  dje- 
no  que  pogna  con  la  relación  de  propiedad  en  donde  ya  no  le  ampara  la  ley. 
Si  después  que,  soberanamente  obrando,  resultase  algún  perjuicio  p^ra  al^oi^n 
y  quisiere  reclamar,  medios  tiene  en  derecho,  cuales  son:  el  deslinde^  el  tu* 
terdicto  de  retener  y  recobrar^  la  acción  confeeeria  de  servidumbre  y  aua  U 
aoción  general  por  alteración  de  lindes^  y  si  mediase  violencia,  por  «nrt*- 
foción. 
,mmm,  T  cuauto  hcmos  dicho  en  consideración  á  los  predios  rústicos,  condra  per 


igual  respecto  á  los  urbanos.  El  dueño  de  un  solar,  para  el  caso,  equivale  ;ti 
de  una  dehesa  ú  otra  finca  cualquiera. 


> 


OAPlTUJLO  V 

X>e  los  edifioioe  ruitioeos  y  de  los  árboles 
que  amenazan  csietiee. 


Ari.  3i(9.  Si  un  edificio,  pared,  columna  ó  cual- 
quiera otra  couBtruccióu  amenazage  ruina,  el  propietaxio 
estará  obligado  á  su  demolicic^D,  ó  á  ejecutar  las  obraa  ue- 
ceeariaa  para  evitar  su  caída. 

Si  no  lo  verificare  el  propietario  de  la  obm  ruinoea,  la 
Autoridad  podrá  hacerla  demoler  á  costa  del  minino. 

\wt.  3fHI.  Cunado  algúa  árbol  corpulenio  amena- 
zare caerse  de  modo  que  pueda  oaosor  perjnivio  á  ana 
finca  ajena  ó  á  los  transeúntes  por  una  via  pública  ó  par- 
ticular, el  dueño  del  árbol  está  obligado  á  arrnncario  y 
retirarlo;  y  si  no  lo  verificare,  se  hará  á  su  costa  par 
'  mandato  de  la  Autoridad. 

hwt.  ¿191.  Bn  los  casos  de  los  dos  artículos  antie- 
rieres,  si  el  edificio  ó  árbol  se  cayere,  se  astará  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1907  y  1908. 
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r?, 


o  se  opone  el  precepto  <lel  art.  389  al  concepto  qae  de  la  propiedad  nos 
da  el  Código,  poes  habiendo  dicho  éste  en  el  art.  348  qoe  aquélla  es  el  dere- 
cho de  gozar  y  disponer  de  ona  cosa,  sin  mis  limitaciones  que  las  estableci- 
das BD  las  leyes,  es  visto  qae  no  paede  conceplaarse  absoluto  en  toda  la  ex- 
Kmsión  de  la  palabra.  Por  esta  cansa,  el  dne&o  no  pnede  tener  en  pie  nn  edi- 
Hcio,  colonina  ó  pared  minosos,  pues  son  nna  amenaza  constante  contra  la 
Tída  de  los  demás.  Y  como  quiera  que  este  interés  general  está  por  encima  del 
itilerés  particQlar,  resulta  que,  ó  tiene  que  demoler,  ó  asegurar  la  pared  i'uinosa. 
Las  acciones  para  pedir  estas  garantías,  bien  sea  la  demolición,  ya  el  ase- 
guramiento de  lo  que  amenaza  caerse,  han  Ogurado  siempre  en  la  ley  de  En- 
jaiciamiento  civil  como  cuestioc^^s  de  orden  público.  Con  el  nombre  de  iníer- 
éictOM  de  pbra  vieja  primero,  y  después  con  el  de  obra  ruinosa^  ocupan  los 

articalos  1676  al  4685  íncluiive: 

» 

«Paredes  flacas  é  arboles  grandes  mal  reygadoft  (4)  son  á  las  vegadas 
eerca  de  las  heredades,  ó  de  casas  ajenas  que  se  temen  los  vecinos  que  se  ca- 
yeren que  les  faran  daño.  Onde  decimos  que  ai  tal  querella  como  esta  viniese 
delante  del  Judgador,  que  debe  tomar  algunos  ornes  buenos  que  sean  saludo- 
res  de  estas  cosas  átales  á  ver  si  están  tan  mal  paradas  que  puedan  ayna  caer, 
é  facer  daño,  é  si  lo  fallaren  assí,  debenlo  facer  cortar,  é  derribar.» 

No  sólo  á  instancia  de  parte  interesada,  que  para  estas  cuestiones  lo  son 
lodos  ios  vecinos  de  una  población,  podrán  adoptarse  las  medidas  expuestas, 
tillo  de  oficio,  procederá  la  adopción  de  las  mismas  tan  luego  como  cualquiera 
Aniorídad  local  ó  sus  agentes  observen  el  motivo  ocasional,  y  no  será  pre- 
nsa la  intervención  y  conocimiento  de  los  Jaeces,  sino  que  administrativa- 
mente procederá,  como  medida  de  policía  y  seguridad  pública,  el  decreto  de 
lo  qse  las  ciceunstancias  aconsejen  para  precaver  los  males  que  el  descuido^ 
la  negligencia  y  aun  la  desobediencia  á  las  órdenes  que  se  comuniquen,  pueda 
ecaaionar,  para  las  cuales  establece  además  el  Código  penal  la  multa  de  Sl^ 
á  ?5  pesetas  contra  el  infractor  (S),  sin  peijnieio  de  la  obligación  civil  de  in- 
denniíar  los  desperfectos  qne  el  derrombamiento  ocasione  en  propiedad  par- 
tienlar  ó  pública» 

Además,  podfá  por  si  mismo  el  dueño  de  na  predio  cortar  en  él  las  rama» 
y  aun  las  raices  de  los  árboles  ajenos  qne  entran  en  su  propiedad  (3). 


U)    I«y  tS,  tit.  32,  Partida  8  * 

A)     Art.  eoi,  núm.  2.* 

m    Art.  998  del  Código  eivü. 


TITULO  III 


X>e  la  oomunidad  de  bienes. 


Art«  80!S.  Hay  comunidad  cuando  la  propiedad  de 
una  coea  ó  de  un  derecho  pertenece  proindiyiso  á  variaB 
personaa. 

A  falta  de  contratos,  ó  de  disposiciones  especiales,  se  re- 
girá la  comunidad  por  las  prescripciones  de  este  titulo. 


196.  Det)iendo  caliñcarse  de  copropietarios  de  cosa  común  al 
dueño  del  suelo  y  al  del  arbolado,  la  sentencia  que  en  tal  situa- 
ción declara  la  procedencia  del  retracto;  no  infringe  este  artículo 
del  Código,  porque  el  mismo  y  los  siguientes  se  refieren  á  la  co- 
munidad de  bienes,  regulando  los  derechos  y  obligaciones  que 
lleva  consigo. — S,  9  Marzo  93. — ff.  5.  SepL 


k 


^A  eaasa  más  generalmente  oeasioaal  de  la  comunidad  de  bienee,  es  la 
enceeión  de  nnas  á  otras  personas  mediante  la  finitad  de  la  vida  hamana*  qae 
transmite  los  derechos  al  sncesor  desde  el  momento  de  la  muerte,  ya  sea  ésta 
testada  ó  abintestato,  en  cuya  conseeaencia,  los  herederos,  en  coalqaiera  de 
ambos  conceptos,  snceden  al  difanto  por  el  solo  hecho  de  so  moerte,  en  tér- 
minos de  considerarse  para  los  efectos  civiles  como  la  eontinnacíón  de  su 
persona— artíealos  657  al  664;— y  cnando  los  bienes  y  derechos  relictos  com- 
prenden 6  están  comprendidos  en  nna  sociedad  ó  compañía,  qne  se  rija,  ya 
por  las  disposiciones  del  Código  civil,  ya  por  las  del  de  Comercio,  la  comu- 
nidad con  los  demás  socios  habrá  de  continuar  en  la  forma  qne  prescriben  los 

SI 
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artíenlos  4700  y  1704  dei  primero,  y  los  eorretfpoDdientes  del  segundo  de- 
dichos  cuerpos  legales. 

Bd  su  consecuencia,  la  disolución  de  una  sociedad  común  ó  no  mercantil 
por  muerte  de  uno  de  los  socios,  da  por  resuludo  necesario  la  extinción  de 
la  personalidad  jurídica  y  la  cesación  de  todas  las  facultades  que  correspon- 
dían á  los  socios  en  virtud  del  contrato  de  sociedad,  conFirtiéndose  los  socios 
sobrevivientes  y  los  herederos  del  difunto,  con  respecto  á  los  bienes  que 
constituían  el  patrimonio  social,  en  verdaderos  copropietarios  ó  condueños 
de  ellos,  formande  una  verdadera  propiedad  proindi  visa  ó  comunidad;  y, 
por  tanto,  en  esa  situación,  no  tiene  facultades  ninguno  de  los  socios,  por  sí 
ni  á  nombre  de  la  sociedad  ya  extinguida,  para  celebrar  actos  ni  contratos 
con  relación  á  los  bienes  que  pertenecían  á  aquélla  (4). 


Art.  303.  Bl  concarso  de  los  partícipes,  tanto  ea 
loB  benefícioB  oomo  en  las  cargas,  será  proporcional  á 
BUS  respectivas  cuotas. 

Se  presumirán  iguales,  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario, las  porciones  correspondientes  á  los  participes  en 
la  comunidad. 


E: 


L  goce  y  disfrute  de  los  bienes  comunales  ó  en  participación  con  otras 
personas,  coando  dichos  bienes  constituyen  un  todo  indiviso,  y  tal  vez  indi- 
visible, exige  de  todos  á  la  vez  el  cuidado  que  cada  uno  de  por  sí  habría  de 
ejercer  siendo  el  único  dueño.  La  prudencia  más  esmerada  habri  de  dar  la 
pauta  para  la  normalidad  de  la  semi  existencia  que  representa  la  práctica  de 
la  vida  en  común,  y  el  ejercicio  de  la  misma,  con  relación  á  los  bienes  que 
ayudan  á  nuestras  necesidades  ó  contribuyen  á  nuestra  comodidad  y  recreo. 
Claro  está  que  en  justa  reciprocidad  deberán  ser  atendidos,  lo  mismo  los  de- 
rechos que  los  deberes  de  los  copartícipes,  tomando  como  punto  de  partida 
para  el  equilibrio  de  las  prestaciones  de  uno  y  otro  orden,  la  relativa  partici- 
pación de  cada  uno,  y  sólo  cuando  falten  de  todo  punto  los  medios  de  ade- 
cuada justificación  que  establezca  la  desigualdad  de  las  participaciones,  s* 
presumirán  éstas  iguales  entre  sí. 


(1)    B.  de  la  D.,  80  Agosto  tt.— &.  Sf?  Sept. 
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Es,  por  lo  menos,  dudoso  qoe  la  presandón  que  establece  el  párrafo  se- 
gundo del  artíeulo  preinserto,  tenga  otro  alcanee  qne  el  de  fijar  na  criterio 
para  distribuir  entre  los  comaneros  beneficios  y  cargas,  y  coando  no  se  cono- 
een  las  participaciones  qne  correspondan  á  cada  nno  en  la  comnnidad,vy  de- 
biendo acndirse  á  los  precedentes  del  derecho  constituido,  cnando  éste  no  re- 
suelve con  entera  claridad  nna  cuestión  dada,  es  licito  invocar  la  sentencia 
del  Tribunal  Supremo  de  43  de  Octubre  de  4866,  que  aplicó  la  ley  55,  tit.  5.^, 
T)srtida  5/,  para  determinar  que  no  es  permitido  al  comunero  designar  á  su 
arbitrio  la  parte  fija  y  sdkalada  que  le  corresponda  en  la  cosa  común;  y  por 
ooBsíguienle,  el  qne  aparesca  como  poseedor  de  parta  indeterminada  de  ún 
predio,  no  pueble  empeñarla,  designando  cuál  sea,  si  antes  no  se  ha  realizado 
U  división  por  todos  los  interesados  (4). 

Art.  894.  Cada  participe  podrá  eervirse  de  las  coBas 
comunes,  siempre  que  disponga  de  ellas  conforme  á  su 
destino  y  de  manera  que  no  perjudique  el  interés  de  la 
comunidad,  ni  impida  á  los  coparticipes  utilizarlas  según 
su  derecho. 

197.  Si  la  herencia  se  encuentra  proindiviso,  y  en  juicio  de 
testamentarla  se  ha  nombrado  administrador  de  los  bienes,  no 
pueden  los  coherederos  ejercer  derechos  de  dominio  perfecto,  por 
lo  cual,  el  que  de  ellos  habite  en  precario  una  finca  correspon- 
diente á  la  herencia,  puede  ser  desahuciado  por  dicho  administra- 
dor, sin  que  al  estimar  la  demanda  se  infrinja  el  art.  661,  ni  los 
referentes  á  la  comunidad  de  bienes,  puesto  que  éstos  no  se  hallan 
en  las  condiciones  que  pudiera  exigir  su  recta  aplicación.— -5^.  IB 
Nw.  95.— (?.  7  Dic. 

19&  Los  que  tienen  derecho  á  usar,  conjuntamente  con  otros, 
de  una  cosa,  sin  más  limitaciones  que  las  que  nacen  de  la  natura- 
leza de  ella  y  las  prescripciones  legales,  son  verdaderos  condueños, 
de  acuerdo  con  este  articulo  del  Código,  que  al  reconocer  al  partí- 
cipe el  derecho  de  servirse  de  la  cosa  común,  lo  hace  con  la  salve- 
dad expresa  de  la  integridad  de  los  que  corresponden  á  los  con- 
dueños.—iS.  ^  Junio  92.'-'0.  25  Agosto. 


(1)     B  de  U  D.,  18  Agosto  U—G.  10  Sept. 
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Art.  Sfl5.  Todo  copropietario  tendrá  derecho  para 
obligar  á  los  partícipes  á  contribuir  á  los  gastos  de  con- 
servación de  la  cosa  ó  derecho  común.  Sólo  podrá  eximirse 
de  esta  obligación  el  que  renuncie  á  la  parte  que  le  perte- 
nece en  el  dominio. 

Art.  89€¿.  Cuando  los  diferentes  pisos  de  una  casa 
pertenezcan  á  distintoB  propietarios,  si  los  titolos  de  pro- 
piedad no  establecen  los  términos  en  que  deban  contri- 
buir á  las  obras  necesarias  y  no  existe  pacto  sobre  ello,  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

1.*  Las  paredes  maestras  j  medianeras,  el  tejado  y  las 
demás  cosas  de  uso  común,  estarán  á  cargo  de  todos  los 
propietarios  en  proporción  al  valor  de  su  piso. 

2.*  Cada  propietario  costeará  el  suelo  de  su  piso.  El 
pavimento  del  portal,  puerta  de  entrada,  patio  común  y 
obras  de  policía  comunes  á  todos,  se  costearán  á  prorrata 
por  todos  los  propietarios. 

3.^  La  escalera  que  desde  el  portal  conduce  al  piso 
primero  se  costeará  á  prorrata  entre  todos,  excepto  el  due- 
ño del  piso  bajo;  la  que  desde  el  primer  piso  conduce  al 
segundo  se  costeará  por  todos,  excepto  los  dueños  de  los 
pisos  bajo  y  primero,  y  asi  sucesivamente. 

199.  No  infringe  lo  dispuesto  en  el  articulo  396  preinserto  del 
Código  la  sentencia  que,  estimando  no  ser  divisible  un  inmueble 
por  su  esencia  y  por  su  naturaleza,  ordena  su  ventA  á  los  efectos  le- 
gales, excluyendo  la  división  por  pisos  y  habitaciones,  porque  di- 
cho articulo  dicta  reglas  para  un  condominio  posible,  pero  no  tiene 
el  alcance  que  pretende  dársele,  que  seria  cambiar  la  forma  del 
condominio.— iS'.  14  Junio  98. — G>  12  Sept, 

i%rt.  397.  Ninguno  de  los  condueños  podrá,  sin 
consentimiento  de  los  demás,  hacer  alteraciones  en  la 
coea  común,  aunque  de  ellas  pudieran  resultar  ventajas 
para  todos. 
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200.  Na  infringe  este  articulo  del  Código  la  fientenda,  que, 
apreciando  en  conjnntojas  pruebas,  declara  que  el  terreno  diecu- 
tido  es  de  propiedad  común,  deeeetimando  como  no  probadas  las 
excepciones  alegadas  en  defensa  del  exclusivo  dominio,  y  aplica 
rectamente  el  precepto  ordenando  la  demolición  de  la  obra  levan- 
tada en  aquél  por  uno  de  los  copartícipes.— 5.  17  Dic.  91. — G.  14 
Enero  92. 

201.  Bl  principio  de  la  indivisión  de  las  servidumbres,  que 
como  regla  general  establece  el  art.  686  del  Código,  y  que  tiene 
por  objeto  mantener  en  su  originaria  integridad  el  gravamen  en 
que  consistan,  aun  en  el  caso  de  dividirse  entre  dos  ó  más  el  predio 
que  las  disfrute  ó  que  las  sufra,  no  se  opone  al  derecho  que  en 
absoluto  y  sin  limitación  alguna  concede  especialmente  el  art.  603 
al  dueño  de  todo  terreno  gravado  con  la  servidumbre  de  pastos,  de 
redimir  esta  carga  mediante  el  pago  de  su  valor,  sea  uno  ó  más  los 
que  tengan  el  derecho  á  la  servidiunbre. — 8.  11  Nov.  92. — Q.  24 


fi. 


ÍSCPÁ  íbera  de  toda  dada  que  la  división  de  la  eoia  eomúD,  por  afectar  á 
les  iatereset  y  daiediot  de  todos  los  participéis  exige  come  reqoiaito  imprea- 
dadible  el  consentimiento  de  éatot. 

Así,  pues,  consignándose  en  nna  escritura  que  las  cnatro  suertes  de  tierra 
á  que  se  refiere  aquélla  habían  sido  convencionalmente  divididu  por  los 
condueños,  sin  que  en  corroboraeión  de  extremo  tan  importante  se  presentara 
por  los  otorgantes  documento  alguno  justificativo  de  la  divuián  material^  no 
era  ponble  estimar  como  fincas  independientes  las  que  así  eran  descritas  en 
tfialo  otorgado  tan  sólo  por  uno  de  los  condueños  y  un  tercero,  y  si  éste,  como 
adquirente,  reconoció  la  justicia  del  defecto  y  se  allanó  á  la  inscripción  proin- 
^  se  creó^  por  tanto,  en  el  Registro,  con  relación  i  las  cnatro  fincas 
t,  un  estado  de  derecho  que,  para  hacerlo  cesar  no  basta  el  otor« 
gamiento  de  otra  escritura  posterior,  reproducción  exacta  de  la  primera  en 
coanto  á  la  descripción  de  los  inmuebles,  porque  está  destituida  de  toda  efi- 
cacia jurídica  en  orden  á  la  formación  de  fincas  separadas,  hecho  que  deman* 
da,  como  hemos  dicho,  el  concurso  de  todos  los  comuneros  (I). 

(1)     B.  da  1»  1>.,  as  J«Uo  95.— (7.  4  Oot. 
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La  díTiñón  át  la  eoia  poseída  en  eomúD  produce  tanlu  noeTas  cosas 
como  sea  el  número  de  partes  qoe  resalte,  j  por  lo  tanto,  eada  parte  viene  á 
formar  nn  todo  separado  é  independiente  con  vida  propia,  digámoslo  así,  á 
enya  existencia  habrá  necesidad  de  abrir  la  correspondiente  filiación,  proda« 
ciendo  en  el  Registro  de  la  propiedad  kimneble  primera  inscripción,  la  cnal 
precisa  todo  el  detalle  referente  á  sn  nneva  cabida,  noeva  situación  j  linderos 
Tañados,  qne  la  división  hiciere  precisos. 

A  toda  división  convenida  debe  segoir  la  material  de  la  finca  con  las  aco- 
taciones y  amojonamientos  qne  sn  natnraleza  y  clase  requieran,  obtenida  por 
los  diferentes  medios  que  el  derecho  establece,  extrajodieial  ó  judicialmente; 
y  no  será  desde  luego  valedera  alteración  alguna  hecha  por  uno  de  los  co  • 
partícipes,  sin  que  conste  el  consentimiento  de  los  demás,  aun  coando,  como 
preceptúa  el  artículo  comentado,  puedan  resultar  ventajas  para  todos. 


Ari.  398.  Para  la  adminietración  y  mejor  diefrata 
de  la  oosa  eomún  eerán  obligatorios  loa  acuerdoB  de  la  ma*' 
yoria  de  los  partícipes. 

No  habrá  mayoría  sino  cuando  el  acuerdo  esté  tomado 
por  los  partícipes  que  representen  la  mayor  cantidad  de 
los  intereses  que  constituyan  el  objeto  de  la  comunidad. 

Si  no  resultare  mayoría,  ó  el  acuerdo  de  ésta  fuere  gra- 
vemente perjudicial  á  los  intereses  de  la  cosa  común,  el 
Juez  proveerá,  á  instancia  de  parte,  lo  que  corresponda, 
incluso  nombrar  un  Administrador. 

Cuando  parte  de  la  cosa  perteneciere  privadamente  ¿ 
un  partícipe  ó  á  algunos  de  ellos,  y  otra  fuere  común» 
sólo  á  ésta  será  aplicable  la  disposición  anterior. 


202.  Las  prescripciones  de  este  artículo  versan  sobre  los  debe- 
res de  los  condueños  de  la  cosa  común  y  los  requisitos  que  han  de 
concurrir  en  loe  acuerdos  de  la  mayoría  de  los  partícipes  para  que 
sean  obligatorias;  y  por  tanto,  no  discutiéndose  en  un  pleito  cues- 
tión alguna  suscitada  entre  condueños,  es  obvio  que  no  pueden 
aplicarse  disposiciones  de  la  ley  que  se  han  dictado  para  cosas  y 
oasoe  enteramente  distintos.— S^.  11  Nov.  92.-^0.  2á  Die. 
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fi 


\h  respeto  á  la  propiedad  y  á  so  libre  ejercicio,  qae  suele  hacerse  difícil 
-ta  mochos  casos  de  proiodivisióa  de  la  poseída  en  común,  reclaman  como  in* 
dispens^ble  la  múltiple  disposición  de  este  artículo,  referente  á  la  administra- 
ción de  los  bienes  en  qoe  consiste.  Los  coatro  párrafos  separados  de  que  consta 
desenruelven  bien  claramente  el  principio  conciliador  que  le  informa,  toman- 
do como  base,  en  primer  lugar,  el  mayor  interés  que  hacia  la  cosa  puede  te- 
ner aqoel  á  quien  en  mayor  parte  puede  recibir  el  bien  6  el  mal  á  que  con- 
duzcan los  actos  administrarlos.  Por  eso,  la  pluralidad  de  votantes  condomi- 
nos de  pequeñas  parcialidades  tendrá  que  quedar  supeditada  á  lo  que  disponga 
on  número  menor  de  interesados,  tal  vez  uno  sólo,  que  por  sí  reúna  mayor 
cantidad  en  el  valor  de  la  cosa  poseída  en  común.  Has  no  puede  considerarse 
éste  como  criterio  absoluto,  mediante  á  que  la  consideración  de  que  alguna  vez, 
aunque  muy  raras,  pueda  |condneír  el  egoísmo  del  más  fuerte  á  derroteros 
perjudiciales  de  peqne&os  intereses,  que  no  por  serlo  merecen  menos  respeto 
á  la  ley,  ha  hecho  á  ésta  entrar  ea  el  eclepticismo,  en  muchas  ocasiones  salu- 
dable, de  atajar  la  avalancha  del  fuerte,  y  para  evitar  sos  consecuencias  abre 
de  par  en  par  las  puertas  i  la  apreciación  judicial,  que  con  imparcialidad  y  la 
independencia  que  el  desinterés,  la  sabiduría,  y  aun  el  poder  de  que  está  in- 
vestida, resuelva  libremente  aun  contra  las  pretensiones  improcedentes  ó  in- 
justificadas del  mayor  partícipe. 

El  extenso  comentario  que  dedicamos  á  esta  materia,  nos  faculta  para  ter- 
minar aquí  el  especial  de  este  artículo,  tomando  sólo  acta  de  lo  que  sobre  el 
particular  tiene  resuelto  la  Direccióa  general  de  los  Registros,  relacionado  con 
la  clasificación  del  derecho  real  y  con  las  facultades  conferidas  al  represen- 
tante en  virtud  de  mandato  de  poseedor  de  bienes  comunales. 

Bl  mandatario  apoderado  par»  cuidnr  de  los  bienes  del  mandante,  admi- 
flistrarlos  y  arrendarlos,  no  puede,  sin  poder  especial,  dar  un  predio  en  arreo* 
damiento  ni  aan  por  menos  de  seis  años,  con  el  pacto  de  que  sea  inscrito  en 
el  Registro,  porque  la  disposición  del  art.  4543  del  Código  y  la  argumenta- 
ción que,  basada  en  ella,  pueda  hacerse,  la  rebate  el  que  nos  ocupa,  que  al  dejar 
vigente  el  t^  de  la  ley  Hipotecaría,  permite  constituir  arrendamientos  inscrí- 
bibles  por  plazo  menor  del  indicado,  los  que  en  el  mero  hecho  de  ir  al  Regis- 
tro, son  verdaderos  derechos  reales  (4). 


<l}     B.  de  H  D.  23  Pie.  9S.-r^-  ^•''  Huno  9B. 
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Ari.  899.  Todo  condueño  tendrá  la  plena  propie- 
dad de  BU  parte  y  de  loe  frutos  y  utilidadee  que  le  corM9* 
pendan,  pudiendo,  en  su  consecuencia,  enajenarla,  ceder* 
la  ó  hipotecarla,  y  aun  sustituir  otro  /en  su  aproTecha- 
miento^  salvo  si  se  tratare  de  derechos  personales.  Pero 
el  efecto  de  la  enajenación  ó  de  la  hipoteca,  con  relación 
á  los  condueños,  estará  limitado  á  la  porción  que  se  le 
adjudique  en  la  división  al  cesar  la  comunidad. 


203.  Es  un  hecho  sancionado  en  disposiciones  legales,  como  el 
decreto  del  Gobierno  superior  de  la  Isla  de  Cuba  de  6  de  Agostflt 
de  1863,  asi  como  en  el  voto  consultivo  de  la  Audiencia  de  Puerto 
Principe  de  1.^  de  Abril  de  1819,  la  facultad  quer  tíenen  los  oomu^ 
ñeros  de  acotar  porciones  de  terreno  poseído  en  ocnnún,.  cuyos  aoo*- 
tamientoB  dan  origen  por  su  pcqpia  naturaleza  á  un  disfrute  espe-^ 
cial  del  terreno  acotado,  y  oonstitujren  la  base  para  hacer  sobre 
ellos  la  determinación  del  entero,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 18  del  expresado  voto  consultivo. — S.  4  Junio  95, — G.  It 
Septiembre, 

204.  No  hay  artículo  alguno  en  el  mencionado  voto  consultiva 
que  disponga  que  cuando  sólo  uno  de  los  comuneros  solicita  la 
formación  del  entero  para  separarse  de  la  comunidad,  puedan  in- 
vadirse sin  necesidad  los  teixenos  acotados  por  otóos  eomaneff<W' 
que  no  exoedan  de  las  legitimas,  pavtícipaeiones  de  cada  uno,  des* 
conociéndose  el  derecho  qae  á  su  ves  tienen  á  quase  respeten  las 
porciones  que  poseen,  para  que  sobre  estas  peraones se  completen 
en  sn  día  sus  respectivos  enteros,  sino  que,  por  el  contrario,  se  in- 
fiere racionalmente  de  su  contexto  y  espíritu  que  le  informa»  que 
son  igualmente  aplicables  á  todos  loe  comuneros  las  disposiciones 
del  votó  consultivo,  lo  que  no  podría  suceder  si,  por  adelantarse 
uno  á  separarse  de  la  comunidad,  y  por  no  hacerse  á  la  vez  la  se- 
paración y  división  de  las  demás  partes,  hubiese  de  interpretarse 
dicha  disposición  legal  en  el  sentido  de  que  sólo  tenía  relación  coa 
quien  solicita  el  entero,  sin  consideración  alguna  á  los  que  deupuéSt 
pueden  formular  igual  pretensión.— 5.  4  Junio  96.-^0,  11  Sept. 
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206.  Al  «etímane  la  opoBÍeión  hecha  por  el  demandado,  no  por 
habense  mipaesto  inezaotamente  que  tuviese  enterada  su  partioi* 
padto  en  la  hadenda  eonraneirá,  sino  porque  en  el  entero  trazado 
8e  índuyó  inneceBariamente  tina  pordón  de  terreno  inferior  á  sa 
partidpadón  en  dicha  hacienda  comunera,  que  tenia  acotada  des- 
de hacía  más  de  treinta  añoB,  y  en  no  dejar  de  ser  factible  la  for* 
niadón  del  entero  que  solicitó  el  demandante  y  su  separación  de 
la  comunidad,  aunque  se  rectifique  la  demarcación  del  opo8Ítor»,no 
66  comete  infracción  del  art.  399»  y  con  mayor  razón,  cuando  no 
han  sido  los  preeeptoe  del  Código  dvil,  sino  los  del  voto  consulti- 
vo» Io0  que  prindpalmente  ha  tenido  en  cuenta  el  Tribunal  sen* 
tendador. — S,  á  Junio  95.— >0.  11  S^. 

906.  No  se  infringe  el  precepto  de  los  articuloe  899  y  404  del 
C6digo,  «uando  ignorándose,  por  no  estar  hecha  una  partidón  al 
formalicar  ia  demanda,  á  quiénes  de  los  partícipes  se  había  adju- 
dicado  la  cuarta  parte  de  la  casa  cuya  venta  se  solicitaba,  se 
manda  entregar  el  precio  correspondiente  al  demandado,  en  los  dos 
conceptos  en  que  lo  ha  sido,  por  más  que  si  después  resultare  que 
dicha  porción  de  casa  fué  adjudicada  sólo  á  los  menores  hijos  del 
demaxkdado»  para  ellos  únicamente  será  la  cantidad  mandada  en* 
tiegar  á  su  padre.— &  lá  Jimio  95, — Q.  12  SkpL 

207.  Los  que  tibien  derecho  á  usar,  conjuntamente  con  otros,  de 
una  ooea»  sin  más  limitaciones  que  las  que  naoen  de  la  naturaleza 
de  ella  y  las  prescripciones  legales,  son  verdaderos  condueños,  de 
acuerdo  con  este  artículo  del  Código,  que  al  reconocer  al  partícipe 
el  deiecho  de  enajenar  y  gravar  su  participación,  lo  hace  con  la 
salvedad  expresa  de  la  integridad  de  los  que  eorMsifondan  á  los 
ooadnefioB.— 5.  Bl^Jmio  9ík^0.  96  ÁgMo. 


n 


S  bien  poea  eoaá  podría  servia  prácticamente  et  reconocimiento  del  de* 
lecho  de  propiedad  en  común,  si  cada  participe  no  pudiese  disfhítarla  con  la 
relativa  nidependencia  de  esta  thne  y  disponer  libremente  desns  frates  y  ana 
del  derecho  real  sobre  la  cosa  proindivisa  y  tal  ves  indi?isibW. 
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Según  esto  artíealo,  todo  eondtaefio  tiene  {rfeoa  propiedad  en  su  parte  y  ea  la 
de  los  íiratos  y  iitiUdades  que  le  corretpondaa,  podiendo,  ea  so  eotMeeaeneía, 
eoijeoarla,  eederla  ó  liipoteearU,  y  aun  anatitair  otro  en  eu  aproveehaiaieoto; 
prescripción  que  arranca  de  la  verdadera. natoralesa  de  la  comoaidad  de  bie- 
nes, en  la  que,  si  el  derecho  de  cada  partícipe  limita  el  de  todos  ios  demás, 
es  dentro  de  sa  propia  esfera  totalmente  independiente,  y  en  los  actos  cíe  ena- 
jenación, característicos  del  dominio,  funciona  obedeciendo  á  la  sola  inicia- 
tiva del  titular.  Esta  sencilla  y  elemental  noción  trae  como  consecuencia  in- 
evitable, al  relacionar  la  comunidad  de  bienes  con  el  Registro  de  la  propie  - 
dad,  la  necesidad  de  que  en  tod^  inseripeión  de  condominio  quede  claramente 
definido  el  derecho  de  cada  partícipe,  ski  lo  cual,  ni  la  aatononfa  de  éste  en 
los  actos  de  enajenación  fuera  posible,  ni  tendría  el  tareero  v^adero  copo- 
cimiento  del  derecho  que  se  le  transmitía  (4). 

En  cuanto  al  aprovechamiento  ó  percibo  de  productos,  si  de  los  varios 
copartícipes  de  una  fábrica  que  estuvo  arrendada  en  precio  que  todos  acepta- 
ron y  percibieron  proporeionalmente,  al  terminar  el  arriendo,  uno  pretende 
fabricar  por  propia  cuenta  y  los  demás  se  abstienen  de  usar  conjnotamente 
sn  derecho,  es  indudable  que  el  primero  tendrá  la  consideración  de  dueño 
en  su  parte  alícuota¡;  pero  con  relación  á  las  participaciones  de  los  de- 
más que  juntamente  utiliza  con  la  suya,  puesto  que  la  fábrica  es  indivisible  , 
deberá  reputarse  como  arrendatario  y  abonar  á  sos  condueños  el  arrenda- 
miento correspondiente,  al  tipo  antenormente  aceptado  por  todos  en  defecto 
de  otro  ya  que  no  participen  de  las  ganancias,  porque  éstas  no  las  produce 
la  fábrica  ó  artefacto  solamente,  sino  conjuntamente  eon  el  capital  qne  la  en- 
plotación  hizo  preciso,  la  gestión  inteligente  del  fabricante,  y  aun  la  indos- 
tria  mercantH  que  requería  la  realización  de  los  produetos;  á  todo  lo  cnal  son 
extraños  los  dueños  de  la  referida  fábrica  que  se  abstuvieron  de  «ttila  en 
nnión  del  otro. 


Art..  400.  Ningún  copropietaria  estará  oblipido  ¿ 
permanecer  en  la  comunidad.  Cada  uno  de  ellon  podrá 
pedir  en  cualquier  tiempo  que  se  divida  la  cosa  común. 

Eeto  no  obstante,  será  válido  el  pacto  de  conservar  la 
cosa  indivisa  por  tiempo  determinado  que  no  excoda  dd 
diez  años.  Bste  plazo  podrá  prorrogarse  por  nueva  con- 
Tención. 

^^— ■  ■ ^— —^^— —*—.——■— —H—^i^^iB^—^—  II    ■■   Mil     11  II   li    mili— — 1—^ 

(1)     B.  de  la  D.,  6  Junio  94.— ff.  96  Julio. 
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Art.  4L01.  Sin  embargo  de  lo  diq>iie8to  en  el  ártica- 
lo  anterior,  loe  oopropietarioe  no  podrán  exigir  la  división 
de  la  oosa  c(»nún,  cuando  <le  hacerla  resulte  inservible 
para  el  uso  á  que  se  destina. 


'I    í 


208.  No  infringe  la  sentencia  loe  artículos  401  y  404  del  Códi- 
go, porque  si  bien  la  casa  en  cuestión  es,  como  todos  bienes  cor- 
porales, por  punto  general,  divisible  materialmente,  no  lo  es  por 
BU  esencia,  toda  vez  que  la  división  impondría  un  gasto  considera- 
ble á  loe  participes;  las  dos  casas  resaltantes  quedarían  en  malas 
condiciones  de  solidez,  y  los  productos  de  ellas,  serían  menores  de 
los  que  obtienen  sus  condueños,  y  por  tanto  menor  su  valor,  cir- 
cunstancias todas  que  sirven  de  fundamento  á  la  Sala  sentenciado- 
ra para  declarar,  acertadamente,  indivisible  por  su  esencia  y  por 
su  naturaleza  la  casa  en  cuestión. — 5.  14  Jimio  95, — O,  12  Sept, 

209.  Es  un  hecho  sancionado,  según  las  reglas  de  jurispruden- 
cia adoptadas  separadamente  al  art.  899,  en  el  decreto  del  Gobier- 
no superior  de  la  isla  de  Cuba  y  en  el  voto  consultivo  de  la  Audien- 
cia de  Puerto  Principe^  fechas,  respectivamente,  5  de  Agosto  de 
1868  y  1.^  de  Abril  de  1819,  la  facultad  que  tienen  los  comuneros 
de  acotar  porciones  de  terreno  poseído  en  común,  y  no  haUendo 
artículo  alguno  en  el  mencionado  voto  consultivo  que  disponga 
que  cuando  uno  solo  de  los  comuneros  solicite  la  formación  del 
entero  puedan  invadirse  terrenos  acotados  por  otros  comuneros, 
sino  que  son  igualmente  aplicables  sus  disposiciones  á  todos  los 
•omuneros;  al  estimarse  la  oposición  del  demandado,  porque  en  el 
entero  trazado  se  incluyó  una  porción  de  terreno  inferior  á  su  parti- 
cipación en  la  hacienda  comunera,  y  en  qo  dejar  de  ser  factible  la 
fprmación  del  entero  que  solicitó  el  demandado,  no  existe  ni  se 
comete  infracción  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  y  con  mayor  ra- 
zón cuando  no  han  sido  las  disposiciones  del  Código  civil,  sino  las 
del  voto  consultivo,  las  que  principalmente  ha  tenido  en  cuenta  el 
Tribunal  sentenciador.— /S.  4  Junio  95.-^(7.  11  Sept 
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Art.  MiOfB.  La  diviiiÓD  de  la  000a  oam4Q  podrá  ha- 
oerse  por  Iob  intereBadoe,  ó  por  árbitroB  ó  amigables  com» 
ponedores  nombrados  k  Tohtntad  de  los  participes. 

£n  el  caso  de  verifioarse  por  arbitros  ó  amigables  oom- 
ponedores»  deberán  formar  partes  proporcionadas  al  dere- 
cho de  cada  uno,  evitando  en  cuanto  sea  posible  los  su- 
plementos á  metálico. 


Il 


JSVÁKTÁDO  va  edifleio  sobre  an  solar,  adquirido  en  parte  por  lítolo 
laerativo  j  en  parte  por  otro  oneroso,  dorante  la  soeíedad  eonyagal,  no  paede 
deslindarse,  sin  hacer  la  previa  liqnidaeiáa  de  gananciales,  eail  es  la.  parte 
qfaa  corresponde  i  eada  adquisición,  y  por  tanto,  no  es  inscribible  la  escrita* 
ra  en  que  se  dice  venderse  la  parte  adquirida  á  título  lucrativo,  sin  que  pre- 
ceda  dicha  liquidación  con  intervención  de  todos  los  partícipes  (4). 

£1  precepto  que  nos  ocupa  reconoce,  en  primer  lugar,  el  derecho  en  favor 
de  los  mismos  condómmos  para  hacer  por  sí  propios  la  división  material  de  la 
cosa  poseída  en  común,  en  el  supuesto  de  que  tenga  cómoda  división,  y  de 
que  todos  se  encuentren  con  capacidad  jurídica  suficiente  para  contratar  y 
obligarse,  que  no  otra  cosa  representa  la  distribución  y  aceptación  de  las  par- 
celas en  pago  del  haber  nominal  de  cada  uno.  Es  evidente,  pues,  que  cuando 
no  quepan  semejantes  suposioiones,  porque  la  cosa  ne  sea  adecuadamente  di* 
visible,  habrá  que  optarse  por  los  medios  que  la  misma  ley  establece,  ineln» 
la  venta  de  la  cosa  y  distribución  de  su  precio  liquido;  é  porque  los  comoae- 
ros  ó  alguno  de  ellos  tenga  incompleta  su  capacidad,  tendrá  que  entenderse 
la  división  con  sus  legítimos  representantes  encargados  de  suplirla,  si  no  tie- 
nen también  interés  suyo  personal  que  les  ifleompatibilice;  pues  en  este  caso, 
deberá  sustituir  al  padre,  madre  ó  tutor  la  persona  que  la  misma  ley  tiene 
designada  para  casos  análogos,  según  tuvimos  ocasión  de  expresar  en  su  lu- 
gar oportuno,  al  tratar  la  patria  potestad  y  la  tutela. 

El  precepto  no  pone  limitación  alguna  á  las  facultades  de  los  Interesados 
en  la  división  de  la  cosa  común,  en  términos  que,  cualquiera  que  sea  la  solu- 
ción que  adopten,  será  perfectamente  válida;  en  cambio,  si  los  interesados  no 
llegan  á  entenderse  y  delegan  sus  fáeuliades  en  arbitros  ó  amigables  compo- 
nedores, éstos  procurarán  evitar,  en  cnanto  sea  posible»  los  soplemeatos  á 


(1)     B.  de  la  I).,  6  Abril  98.— (7.  7  Jiüio. 
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netilico  de  «nos  partícipe»  á  otros,  porqoe  estos  suplementos  representan  el 
preeio  de  una  parte  qoe  se  expropia,  digiámoslo  así,  á  aquel  á  quien  se  destina, 
eo  consideración  al  desmembramieDlo  qoe  recibe  en  sa  propiedad  por  la  divi- 
sióa  de  la  cosa  poseída  en  epo^úii. 

Los  arbitros  y  los  ainigables  componedores  deberán  nombrarse  y  ejercer 
sos  íonciones  con  arreglo  á  los  preceptos  establecidos  en  el  tít.  5.^  del  libro 
segando  de  la  ley  de  Enjniciamiento  civil,  arts.  790  y  siguientes,  y  827  y  su- 
cesivos, respectivamente,  de  dicba  ley. 


Apt.  40S.  Los  acreedores  ó  cesionarios  de  los  parti- 
cipes podrán  concurrir  á  la  división  de  la  cosa  común  y 
oponerse  á  la  que  se  verifique  sin  su  concurso.  Pero  no 
podrán  impugnar  la  división  consumada,  excepto  en  caso 
de  fraude,  ó  en  el  de  haberse  verificado  no  obstante  la 
oposición  formalmente  interpuesta  para  impedirla,  y 
salvo  siempre  los  derechos  del  deudor  ó  del  cedente  para 
sostener  su  validez. 

Apt.  401.  Cuando  la  cosa  fuere  esencialmente  in- 
divisible, y  los  condueños  no  convinieren  en  que  ^e  adju- 
dique á  uno  de  ellos  indemnizando  á  los  demás,  se  ven- 
derá y  repartirá  su  precio  (1). 


210.  No  se  infringe  el  precepto  de  loe  artículos  399  y  404  del 
Código,  cuando  ignorándose,  por  no  estar  hecha  yna  partición  al 
formular  la  demanda,  á  quiénes  de  los  partícipes  se  habia  adjudi- 
cado la  cuarta  parte  de  la  casa,  cuya  venta  se  solicitaba,  se  manda 
entregar  el  precio  correspondiente  al  demandado  en  los  dos  con- 
ceptos que  lo  había  sido,  por  más  que  si  después  resultare  que  di- 
cha porción  de  casa  fué  adjudicada  sólo  á  los  menores  hijos  del 
demandado,  para  ellos  solos  será  la  cantidad  mandada  entregar  á 
«u  padre.— 5.  14  Jmio  95.  —6?.  12  Sept. 

(1)     Yéase  en  el  art.  401,  la  sentenoia  de  14  Junio  95,  y  como  eoncordante,   el 
art.  »1B  del  Código  eivi]. 


L- 
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Ari.  4M^.  La  dÍTÍfiión  de  ima  000a  común  no  per- 
judicará á  tercero,  el  cual  oonservará  loe  derechoB  de  hi- 
poteca, servidumbre  ú  otroe  derechoe  realce  que  le  perte- 
necieran antee  de  hacer  la  partición.  Conservarán  igual- 
mente BU  fuerza,  no  obstante  la  división,  loe  derechoe 
personales  que  pertenezcan  á  un  tercero  contra  la  comu- 
nidad. 

Aré.  4INI.  Serán  aplicables  á  la  división  entre  loe 
participes  en  la  comunidad  las  reglas  concernientes  á  la 
división  de  la  herencia. 


211.  Las  disposiciones  de  los  artículos  1061  y  1062  del  Oxligo 
civil,  son  aplicables  á  la  división  entre  los  partícipes  de  la  cosa 
común,  por  contener  reglas  concernientes  á  la  división  de  la  he- 
rencia, que  se  han  de  guardar  al  dividir  bienes  poseídos  en  común, 
por  disposición  expresa  del  art.  406,  que  es  el  último  del  tit.  3.^, 
libro  2.*  del  Código»  que  trata  de  la  comunidad  de  bienes. — Sm- 
ieneia  14  Junio  95.-^0.  12  Sept. 


k 


iOS  qninee  articnlos  de  que  eontU  •!  tft.  3.^  qae  nos  oeopa,  pnntaalizan 
de  ul  minara  las  preaerípeioiies  sobre  la  eomonidad  de  bienes,  que  eontide* 
ramoa  redundante,  y  por  lo  Unte,  snpérflno,  descender  á  sn  detalle,  limitán- 
donos tan  sólo  á  hacer  constar  algnnas  reflexiones  generales  que  pnedan  tal 
vez  aprovechar. 

Los  partícipes  en  la  propiedad  común  son,  no  sólo  los  copropietarios, 
sino  los  qne  tengan  derechos  reales  sobre  ella,  eomo  el  eensnalista  y  el  acree- 
dor hipotecario,  y  ann  el  tercero  que  hubiere  obtenido  á  sn  fivor  anotación 
de  embargo,  sin  cuya  intervención  no  podrá  dividirse  la  cosa  común,  bajo 
pena  de  nulidad,  como  todo  lo  qne  contraria  el  precepto  de  la  ley  (4),  sin  per- 
jaidodequeiosbeneiciosdedícha  eou  se  dlstriboyan  sólo  entre  aqnelloe 
de  los  copartíeipef  qne  les  corresponda;  por  ejemplo,  condominos,  nsofhíe- 
tnarios,  etc. 

<1)     Art0.  leiS  y  leie  del  Código,  y  128  d«  1*  l«y  HipoUoaría. 
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Los  beneficios  distribuibles  son  los  ¡trodaetos  de  todo  género  de  la  cosa, 
uí  como  el  incremento  que  reciba  por  accesión,  expropiación^  servidumbre, 
preMrípdón  adqQÍsitiva,  etc.,  y  las  cargas  y  gravámenes,  así  como  la  depre- 
ciación que  con  el  tiempo  alcance,  disminuirá  proporcional  mente  á  todos. 

La  comunidad  es  una  forma  del  dominio,  y  siempre  qne  algún  condueño 
vaya  contra  el  interés  colectivo  ó  perjudique  el  de  otros  condueños,  podrán 
ejercitarte  las  acciones  jurídicas  correspondientes:  reivindicatoría,  posesoria, 
interdicto,  de  daños  y  perjuicios,  etc. 

La  enajenación  que  de  su  derecho  haga  un  comunero  será  eficaz,  cualquiera 
que  sea  el  acto  en  qne  la  realice,  siempre  que  no  perjudique  los  derechos  co- 
lectivos» y  será  por  consigniente  válida  la  renuncia  que  haga,  en  términos 
que  si  es  en  favor  de  otra  persona,  pasará  á  esta;  y  si  no  se  hace  tal  determi- 
nación, quedará  en  beneficio  de  los  demás  copartícipes. 

Para  las  obras  en  la  cosa  común  deberá  mediar  el  consentimiento  del  ar- 
ticulo 397;  pero  este  consentimiento  puede  igualmente  ser  expreso  que  tá- 
cito, si  no  se  hace  constar  reclamación  de  parte  ó  hecho  obstativo  que  lo  con- 
tradiga, en  cuyo  último  caso  cualquiera  de  los  interesados  podrá  ilemandar 
el  que  se  reponga  la  cosa  al  estado  que  tenia  antes  de  la  obra. 

El  desacuerdo  de  los  interesados  ó  lo  gravemente  perjudicial  del  acoerdo 
de  la  mayoría,  dará  la  intervención  del  Juez,  á  excitación  6  instancia  de  parte, 
según  el  art.  398,  cuyo  procedimÍMito  lo  determinará  la  dase  de  reclamación 
qne  se  formule,  no  considerando  procedente  la  del  incidente  por  no  preexistir 
acioaciom»  principales,  ni  haber  disposición  expresa  que  lo  autorice,  ni  tam- 
poco el  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  que  por  su  naturaleza  es  opuesto  á 
toda  contención,  y  aquí  la  hay  desde  el  momento  en  que  la  falta  de  acuerdo 
ó  la  impugnación  del  recaído  motiva  la  intervención  judicial. 

Para  el  nombramiento  de  amigables  componedores,  de  qne  habla  el  artícu- 
lo 401,  deberán  ser  citados  el  censualista  y  acreedor  hipotecario  para  que 
puedan  tomar  parte  en  la  designación,  puesto  que  igual  intervención  se  les 
concede  cuando  sólo  deben  los  interesados  dividir  la  cosa  común. 

GoRcuTo.— La  comunión  de  bienes  abraza  generalmente  tan  dilatados 
horíaontes,  que  el  estudiarla  bi^t^  ®^  punto  de  vista  correspondiente  á  esta 
obra  exige  una  selección  indispensable.  tComún  es  todo  aquello  que  convie- 
ne, comprende^  aprovecha,  usa,  ó  á  que  aspiran  multitud  de  personas,  sin  que 
sea  piivalávamente  de  ninguna.»  Ya  dijimos  lo  que  se  entendía  por  bienes 
comunes  en  la  clasificación  genérica  de  los  mismos.  Con  esa  frase  representa 
su  tendencia  la  escuela  política  a>«iimí<to,  con  su  lema  de  que  cada  cual  dis- 
frute las  ventajas  de  su  capital,  su  trabajo  y  su  talento  (4);  la  sociulista^  con 

O)    Mantenida  por  Samt-Simon,  Fierre,  Lerrou,  Fonmier,  eto. 
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el  soyo  de  iálui  p^péU  imprima  le»  e$í^  áe  tu  que  puede  detpreiiéene  e! 
concepto  de  que  lodo  hombre  qae  trebeje  en  eselqníer  remo  del  liber,  ee  nn 
obrero,  mientres  qae,  según  ie  oln,  eerá  on  Tego.  Tembién  te  llame  en  de- 
recho propiedad  comün,  al  colectivismo,  inherente  á  le  asocieción,  al  patrt- 
monio  ó  capital  de  las  empresas,  bancos  y  eompafiías,  á  h.  masa  de  bieaee  de 
la  quiebra  ó  del  concnrso,  y  ann  al  acervo  hereditario  6  bienes  relictos. 

Mas  la  comunidad  de  bienes  á  qne  se  refieren  loe  preceptos  transcritos  del 
Código,  y  detalla  el  cuadro  sinóptico  adjunto,  ee  la  participación  proíndiñsa 
de  varías  personas  en  bienes  muebles  ó  inmuebles  del  patrimonio  particular  6 
privado  de  las  aludidu  personas,  con  exclusión  de  todos  los  demás. 

DinKiGióN. -«Podemos  definirla  subjetivamente:  derecho  de  timmtíánea 
propiedad  que  tariae  pereanae  tienen  determinadamente  eobre  Menee  eepecia* 
le*  ó  universales  indivisos, 

GoMSTiTucióir.— La  comunidad  de  bienes  se  constituye  por  contrato^  por 
¿^  y  por  actos  jurídicos.  En  el  ccontralo»  se  comprende  también  el  cuasicon- 
trato, y  se  extiende  á  cualquiera  de  las  clases  que  comprende  la  propiedad^ 
plena,  mera,  usu/htcto,  uso,  hoHtacián,  servidumbre,  hipoteca,  prenda,  eteí 
Por  la  «ley»,  mediante  las  disposiciones  del  derecho  común,  las  especiales  y 
aun  el  regional  ó  foral,  cual  acontece  con  la  sociedad  legal  de  gananciales, 
herencia  legítima,  las  servidumbres  legales,  las  forzosas  de  acueducto,  pro-< 
piedad  intelectual,  industria  minera,  etc.;  en  Aragón,  la  sociedad  legal,  alera 
íoral  y  plantación;  en  Navarra,  la  comunidad  de  pastos  de  facería;  en  Yiseaya, 
la  establecida  por  la  ley  4.*,  tít.  SO  del  Fuero  sobre  los  bienes  de  los  esposos, 
y  la  ley  42,  (ít.  4.^  del  libro  40  de  su  Novísima  Recopilación  sobre  la  misma 
comunidad  de  bienes  conyugales,  etc.  Por  cactos»  de  las  personas  se  coneti* 
toye  también  la  comunidad  de  bienes,  por  herencia  testada,  legado,  ocupa- 
ción, accesión,  prescripción  adquisitiva,  etc. 

FuNDAMBHTO.— Lo  fonuau  la  coparticipacián  y  la  proindivisián.  La  pri- 
mera comprende  como  elementos:  ei^'eto  máUiple,  ohieto  único  y  relación  re- 
ciproca; y  la  proindivisión,  en  cambio,  comprende  á  cosas  determinadas,  de- 
rechos determinados,  6  simultáneamente,  cosas  y  derechos  indeterminados. 

Coparticipación:  4.^  Sujeto  múUiple.'-kú  como  todo  derecho  supone  ne- 
cesariamente la  existencia  de  una  persona  presente,  ausente,  nacida  Ó  por  na- 
cer, natural  ó  jurídica,  en  quien  recaiga,  así  él  que  se  refiere  á  la  propiedad  co^ 
mún,  requiere  que  esa  persona  no  sea  la  única  á  quien  el  derecho  sea  referido, 
fino  que  conjunta  y  simultáneamente  con  ella,  otra  ú  otras  personas  ven- 
gan llamadas  á  participar  de  iguales  facultades  sobre  la  misma  cosa,  objeto 
de  aquel  derecho,  que  és  el  primer  requisito  esencial  de  la  comunidad  de 
bienes. 

2.0    Objeto  iúnieo.—^\  sujeto  múltiple  coniiasta  perfectamente  con  la  uni- 
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dad  de  objeto,  sin  lo  cual  tampoco  paede  concebirte  ia  eomanidad  de  bienes. 
Ahora  bien:  la  anidad  paede  estar  representada  lo  mismo  por  ana  cosa  mue- 
ble qoe  por  ana  cosa  raíz  ó  inmueble,  ó  qae  participe  de  arabos  ele  mentos, 
como  ana  fábrica,  an  ingenio,  indivisos,  y  tai  vez  indivisibles.  Un  derecho* 
real  coalqaiera  paede  ser  del  mismo  modo  el  objeto  de  la  comunidad ,  como 
dijimos  del  de  propiedad,  mera  ó  nuda,  usufructo,  uso,  habitación,  etc.  La 
anidad  del  objeto  no  se  refiere  á  la  forma  corporal  ó  sobreentendid  i  de  las 
cosas,  sino  á  la  anidad  jurídica,  esto  es,  que  subsista  en  la  vida  del  derecbo 
por  una  sola  causa  ó  razón  de  ser,  formando  conjunto  ideológico  armónico, 
como  el  de  la  variedad  encerrada  en  uno. 

3.^  Relación  recíproca. — De  \ik  pretensión  áe\  sujeto  y  \9í  prestacián  del 
objeto  del  derecho,  surge  la  relación  jurídica  entre  uno  y  otro;  y  caapdo 
aquél  es  múltiple  y  éste  único,  dicha  relación  es  recíproca,  no  sólo  del  sujeto 
al  objeto,  sino  de  éste  con  cada  uno  de  los  elementos  múltiples  de  aquél  y  de 
cada  cual  de  aquéllos  con  éste.  Así,  todas  las  personas  que  colectivamente  po* 
seen  el  derecho  sobre  la  cosa,  lo  ejercerán  en  la  totalidad  de  la  misma  sin 
distinción  de  partes,  y  las  prestaciones  de  la  cosa  irán  á  parar  á  todos,  coales- 
^oiera  que  sea  la  diversidad  ó  singularidad  de  tales  prestaciones.  En  correla- 
ción con  estas  acciones,  seguirá  la  de  las  exigencias  de  la  cosa  en  sí  ó  referi- 
das á  su  manipulación,  como  las  cargas  ó  gravámenes  que  la  afecten,  las  re* 
paraciones,  roturaciones,  reedificación,  laboreo,  etc. 

PaoiNDi VISIÓN.— I.  De  cosa  determinada. —Al  ocuparnos  del  objeto  único, 
expresamos  lo  que  por  tal  debió  entenderse,  que  fuese  mueble  Ó  inmueble, 
físico  como  las  cosas,  ó  jurídico  como  los  derechos  sobre  ellas;  ahora  nos  co- 
rresponde considerar  ese  objeto  como  unidad  determinada,  derecho  determi' 
nado,  y  como  cosa  y  derecho  indeterminados,  según  dijimos  al  iniciar  el  fon- 
damento  de  la  propiedad  común.  La  proindivisión  de  cosa  determinada  su- 
pone qae  la  cosa,  mueble  ó  r>íz,  no  esté  dividida,  aun  cuando  sea  susceptible 
de  división  mi&  ó  menos  cómoda,  y  ser  además  conocida  su  estructura,  ex- 
tensión, forma  y  calidad  especifica,  perceptible  para  todos,  con  abstracción  de 
loda  otra  igual  ó  semejante,  como  un  caballo,  un  cortijo,iUna  ganadería. 

IL  De  derecho  determinado.— }L\  usufructo  de  una  cosa  cualquiera,  una 
servidumbre,  la  hipoteca  de  una  ó  varias  fincas  constituida  á  favor  de  nues- 
tra persona  conjuntamente  c^n  otros  interesados,  como  comprende  una  sola 
relación  jurídica  hacia  el  sujeto,  esta  relación  será  por  sí  sola  un  derecho  de- 
terminado. 

III.  De  cosas  y  dcre^.hos  indeterminados.— D^ht  entenderse  en  este  con- 
cepto toda  representación  universal  de  valores  inapréciados  que  pravengan  de 
las  relaciones  civiles  de  lodo  género  de  que  son  susceptibles  las  personas  res- 
pecto de  los  bienes  que  forman  su  patrimonio.  Los  bienes  y  derechos  de  la 
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sociedad  de  ganaoc»ále§,  respecto  de  los  cónyuges  y  de  los  hijos  con  relación 
á  sos  pecnlios,  los  bienes  y  derechos  de  la  herencia  yacente,  testada  ó  abintes- 
tatOt  referida  á  los  testamentarios  mancomonados  y  solidarios,  y  á  loa  here- 
deros presentes  y  ausentes,  serán  otros  tantos  elementos  de  la  tercera  variante 
de  la  proindivisión  de  bienes  como  f andamento  de  la  comunidad  de  los 
mismos. 

Caractbbbs.— Notas  características  de  la  comunidad  de  bienes,  decimos  á 
la  alicuetídad,  disponibilidad  y  subardinacián.  La  primera  consiste  en  el  per- 
fecto derecho  á  la  coparticipación  definida,  concreta  y  conocida;  como  un 
tercio,  no  octavo,  tal  tanto  por  ciento,  que  subsistirá  cuando  subsistan 
las  demás  partes  alícuotas  que  con  ella  formen  et  total;  la  segunda  se  refiere 
á  la  facultad  dé  enajenar  que  cada  cual  tiene  sobre  su  parte  alícuota,  abando- 
nándola, vendiéndola,  donándola,  hipotecándola,  etc.;  y  la  tercera  comprende 
el  deber  de  relacionar  las  facultades  del  copartícipe  con  las  de  los  demás,  así 
en  la  división  que  intente  de  la  cosa  común,  como  en  su  enajenación  y  aun 
renuncia  de  su  derecho,  que  todo  ello  valdrá  en  tanto  lo  consienta  la  natura- 
leza de  la  cosa  y  la  facultad  que  en  ella  tengan  los  demás  condueños,  y  se 
cumplan  los  requisitos  establecidos  por  pacto  ó  por  ley,  como  el  retracto  por 
el  tanto,  etc. 

Clases.— La  propiedad  común  puede,  pues,  comprenderse  en  tres  clases, 
según  su  origen^  su  objeto  y  su  extensión.  Por  su  origen  tendremos  la  esta- 
blecida por  el  contrato,  la  que  la  ley  reconoce,  y  la  que  se  deriva  de  los  actoa 
jurídicos  de  que  nos  ocupamos  al  tratar  la  constitución  de  la  propiedad  común. 
Por  §11  objeto  comprenderemos  la  comunidad  de  cosas  muebles  ó  inmuebles. 
Y  por  su  extensión  tendremos  que  reconocer  la  comunidad  especial  ó  deter- 
minada, y  la  nniversal  ó  indeterminada,  que  igualmente  hemos  tratado  al 
ocuparnos  de  la  proindivisión  como  fundamento  esencial  de  la  propiedad 
común. 

Extinción.— La  propiedad  común  se  extingue:  por  pérdida  del  derecho  de 
propiedad  mediante  renunciado  todos  los  copartícipes,  prescripción  extintiva, 
pérdida  del  objeto  ó  cosa  común,  etc.,  por  consolidación  de  la  propiedad,  ^w 
vistan  de  la  cosa  común  y  tenia  de  la  misma. 
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Biología  sinóptica  de  la  comunidad  de  bienes. 


Concepto. 
Ssflnioión. 

!  Contrato. 
Ley. 
Acto. 

SSafeto  múltiple. 
Objeto  único. 
Relación  reciproca. 

W  VBWUUVUVU V 

i  1  De  ooea  determinada. 

\ProindÍTÍaión <  De  derecho  determinado. 

(  De  ambos  indeterminados. 

!  Aliono  tidacL 
Disponibilidad, 
Sitbordinaoión. 

(  Oonmiztión. 
Oontrato.  .•..•••(  Sociedad,  aparcería» 

\   servidumbre,  etc. 

!  Medianería. 
Lnces. 
Aonedncto,  ete. 

!  Herencia. 
Prescripción  adquisi- 
tiva. 
CUms \ 

L  ...  )  Comunidad  de  cosas. 

jPorsn  objeto    •••  j  Comunidad  de  derechos. 

Í  Especial. 
General. 
Universal. 

Renuncia  del  derecho  de  propiedad. 
1  Consolidación  del  dominio. 
División  de  la  cosa  común. 
'Adjudicación  ó  venta  de  la  eos»; 
L  Prescripción  extiñtiva. 


TÍTULO  IV 


I3o  algunas  propiedades  especiales. 


OAPfTULO  PRIMERO 

X>e  las  aguas. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DBL  DOMINIO  D£  LAS  AGUAS 

Ari.  4L07.    Son  de  dominio  público: 

1.^    Los  ríos  y  sus  cauces  naturales. 

2.^  Las  aguas  continuas  ó  discontinuas  de  manantia- 
les y  arroyos  que  corran  por  sus  cauces  naturales,  y  estos 
mismos  cauces. 

3.^  Las  aguas  que  nazcan  continua  ó  discontinuamen- 
te en  terrenos  del  mismo  dominio  público. 

4.^  Los  lagos  y  lagunas  formados  por  la  naturaleza  en 
terrenos  públicos  y  sus  álveos. 

5.^  Las  aguas  pluviales  que  discurran  por  barrancos  ó 
ramblas  cuyo  cauce  sea  también  de  dominio  público. 

6.^  Las  aguas  subterráneas  que  existan  en  terrenos  pú- 
blicos. 

7.^  Las  aguas  halladas  en  la  zona  de  trabajos  de  obras 
públicas,  aunque  se  ejecuten  por  concesionario. 
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8.^  Las  aguas  que  nazcan  continua  ó  discontinuamen- 
te en  predios  de  particulares,  del  Estado,  de  la  provincia 
ó  de  los  pueblos,  desde  que  salgan  de  dichos  predios. 

9.^  Los  sobrantes  de  las  fuentes,  cloacas  y  estableci- 
mientos públicos. 


212.  La  sentencia  que  declara  el  derecho  que  por  virtud  de  es- 
típulaciones  anteriores  tiene  un  particular  á  recibir  en  sus  fincas 
los  sobrantes  de  las  aguas  de  una  fuente  pública,  poniendo  ésta  en 
las  condiciones  convenidas,  no  infringe  este  artículo  del  Código, 
ya  porque  á  ello  no  se  opone  la  ley  9.*,  tít.  28,  Partida  3.^,  ya 
porque  no  se  trata  del  uso  y  aprovechamiento  que  á  los  sobrantes 
de  las  aguas  pueda  tener  el  particular  después  de  dar  á  éstas  en 
sus  fincas  el  uso  que  á  bien  tenga,  sino  de  su  derecho  á  recibir  en 
eUas  los  sobrantes  de  la  fuente  pública;  debiéndose  además  tener 
presente  que  el  art.  424  deja  á  salvo,  como  excepción  de  las  dispo- 
siciones contenidas  en  el  capítulo  1.^,  tit'ulo  4.^,  libro  2.^  del  Có- 
digo, los  derechos  adquiridos  con  anterioridad  á  su  publicación  y 
exceptúa  también  el  dominio  privado  que  tienen  los  particulares 
propietarios  de  aguas,  fuentes  ó  manantiales,  en  virtud  del  cual 
las  aprovechan  y  disponen  de  ellas  libremente  y  como  propiedad 
particular.— 5. 16  Dic.  93.— Q.  22  Enero  9á. 


Art.  40S.    Son  de  dominio  privado: 

1.^  Las  aguas  continuas  ó  discontinuas  que  nazcan 
en  predios  de  dominio  privado,  mientras  discurran  por 
ellos. 

2.^  Los  lagos  y  lagunas  y  sus  álveos,  formados  por  la 
naturaleza  en  dichos  predios. 

3.^    Las  aguas  subterráneas  que  se  hallen  en  éstos. 

4.*  Las  aguas  pluviales  que  en  los  mismos  caigan, 
mientras  no  traspasen,  sus  linderos. . 

6.^  Los  cauces  de  aguas  corrientes,  continuas  ó  dis- 
continuas, formados  por  aguas  pluviales,  y  los  de  los 
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arroyos  que  atraviesen  fincas  que  no  sean  de  dominio  pú- 
blico. 

En  toda  acequia  ó  acueducto,  el  agua,  el  cauce,  los  ca- 
jeros y  las  márgenes,  serán  considerados  como  parte  in- 
tegrante de  la  heredad  ó  edificio  á  que  rayan  destinadas 
las  aguas.  Los  dueños  de  los  predios,  por  los  cuales  ó  por 
cuyos  linderos  pase  el  acueducto,  no  podrán  alegar  domi- 
nio sobre  él,  ni  derecho  al  aprovechamiento  de  su  cauce 
ó  márgenes,  á  no  fundarse  en  títulos  de  propiedad  expre* 
sivoB  del  derecho  ó  dominio  que  reclamen. 


213.  Declarada  en  una  sentencia  la  respetabilidad  por  posesión 
inmemorial,  del  derecho  de  diversos  propietarios  á  aprovecharse 
del  terreno  desde  la  mitad  de  un  cauce,  es  decir,  la  preexistencia 
de  una  propiedad  particular,  sin  que  respecto  de  esta  declaración 
de  derecho  se  alegue  infracción  alguna  de  ley  que  impida  recono- 
cerle, á  pesar  de  esa  posesión  inmemorial,  no  infringe  este  articulo 
del  Cíódigo.— 5.  5  Junio  94. — G.  4y  5  Nov, 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DEl.  APROVECHAMIENTO  DE  LAS  AGUAS  PÚBLICAS 

Ari.  409.  El  aprovechamiento  de  las  aguas  públi- 
cas se  adquiere: 

I.''    Por  concesión  administrativa. 

2.®    Por  prescripción  de  veinte  años. 

Los  limites  de  los  derechos  y  obligaciones  de  estos 
aprovechamientos  serán  los  que  resulten,  en  el  primer 
caso,  de  los  términos  de  la  concesión,  y  en  el  segundo,  del 
modo  y  forma  en  que  se  haya  usado  de  las  aguas. 

Ari.  410.  Toda  concesión  de  aprovechamiento  de 
üguas  se  entiende  sin  perjuicio  de  tercero. 
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Awt.  411.  £1  derecbo  al  aprovechamiento  de  aguas 
públicas  se  extingue  por  la  caducidad  de  la  conceeión  y 
por  el  no  uso  durante  veinte  años. 

SECCIÓN  TERCERA 

DEL  APROVECHAMIENTO  DE  LAS  AGUAS    DE  DOMINIO  PRIVADO 


Art.  419.  El  dueño  de  un  predio  en  que  nace  un 
manantial  ó  arroyo  continuo  ó  discontinuo,  pue^Le  apro- 
vechar sus  aguas  mientras  discurran  por  él;  pero  las  so- 
brantes entran  en  la  condición  de  públicas,  y  su  aprove- 
chamiento se  rige  por  la  ley  especial  de  Aguas. 

214.  El  art.  424  del  Código  deja  á  salvó  como  excepción  de  las 
disposiciones  contenidas  en  el  cap.  1.®,  tít.  4.®,  libro  2.^  del  mismo^ 
los  derechos  adquiridos  con  anterioridad  á  su  publicación,  y  ex- 
ceptúa también  el  dominio  privado  que  tienen  los  propietarios  de 
aguas,  fuentes  ó  manantiales,  eu  virtud  del  cual  las  aprovechan  y 
disponen  de  ellas  libremente  y  como  propiedad  particular. — 8.  16 
Dic.  95.— (?.  22  Enero  94. 


Art.  419*  El  dominio  privado  de  los  álveos  de 
aguas  pluviales  no  autoriza  para  hacer  labores  ú  oliras  que 
varíen  su  curso  en  perjuicio  de  tercero,  ni  tampoco  aque- 
llas cuya  destrucción»  por  la  fuerza  de  las  avenidas,  pueda 
causiEurlo. 

Art.  41 -i.  Nadie  puede  penetrar  en  propiedad  pri- 
vada para  buscar  aguas  ó  usar  de  ellas  sin  licencia  de  los 
propietarios. 


215.    No  infringe  este  artículo  del  Código  la  sentencia  absolu- 
toria de  la  demanda,  cuando  el  demandante  no  ha  justificado  en 
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autos  ser  dueño  de  un  canal,  aunque  tenga  el  disfrute  del  mismo 
y  del  agua  para  mover  los  molinos  que  habla  comprado. — S.  24  Di- 
ciembre 91.-- G.  2  Margo  92. 


A rt.  415.  El  dominio  del  dueño  de  un  predio  sobre 
las  aguas  que  nacen  en  él  no  perjudica  los  derechos  que 
legítimamente  hayan  podido  adquirir  á  su  aprovecha- 
miento los  de  los  predios  inferiores. 

• 

Ari.  4 1 0.  Todo  dueño  de  un  predio  tiene  la  facul- 
tad de  construir  dentro  de  su  propiedad  depósitos  para 
conservar  las  aguas  pluviales,  con  tal  que  no  cause  per- 
juicio al  público  ni  á  tercero. 


SECCIÓN  CUARTA 

DE  LAS  AGUAS  SUBTERRÁNEAS 


/Irt.  417.  Sólo  el  propietario  de  un  predio  ú  otra 
persona  con  su  licencia  puede  investigar  en  él  aguas  sub- 
terráneas. 

La  investigación  de  aguas  subterráneas  en  terrenos  de 
dominio  público  solo  puede  hacerse  con  licencia  adminis» 
trativa. 

/%rt.  41S.  Las  aguas  alumbradas  conforme  á  la  ley 
especial  de  Aguas  pertenecen  al  que  las  alumbró. 

/trt.  4lfl.    Si  el  dueño  de  aguas  alumbradas  las  de- 
jare abandonadas  á  su  curso  natural,  serán  de  dominio^ 
público. 


r 
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SECCTÓN  QUINTA 


DISP0BICI0NX8  GENERALES 


Avt.  A*^0.  El  dueño  de  un  predio  en  que  existan 
obras  defensivas  para  contener  el  agua,  ó  en  que  por  la 
variación  de  su  curso  sea  necesario  construirlas  de  nuevo, 
está  obligado,  á  su  elección,  á  hacer  los  reparos  ó  cons» 
tracciones  necesarias  ó  á  tolerar  que,  sin  perjuicio  suyo, 
las  hagan  los  dueños  de  los  predios  que  experimenten  ó 
estén  manifiestamente  expuestos  á  experimentar  daños. 

Art,  491.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior  es 
aplicable  al  caso  en  que  sea  necesario  desembarazar  al- 
gún predio  de  las  materias  cuya  acumulación  ó  caída  im- 
pida el  curso  de  las  aguas  con  daño  ó  peligro  de  tercero. 

Art.  499.  Todos  los  propietarios  que  participen  del 
beneficio  proveniente  de  las  obras  de  que  tratan  los  dos 
artículos  anteriores,  están  obligados  á  contribuir  á  los 
gastos  de  su  ejecución  en  proporción  á  su  interés.  Los  que 
por  su  culpa  hubiesen  ocasionado  el  daño  serán  respon- 
sables de  los  gastos. 

Ari.  493.  La  propiedad  y  uso  de  las  aguW  perte- 
necientes á  Corporaciones  ó  particulares  están  sujetos  á 
la  Ley  de  Expropiación  por  causa  de  utilidad  pública. 

Atí,  494.  Las  disposiciones  de  este  título  no  per- 
judican los  derechos  adquiridos  con  anterioridad,  ni  tam- 
poco al  dominio  privado  que  tienen  los  propietarios  de 
aguas»  de  acequias,  fuentes  ó  manantiales,  en  virtud  del 
cual  las  aprovechan,  venden  ó  permutan  como  propiedad 
particular. 
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216.  La  sentencia  qne  declara  el  derecho  que  por  virtud  de  es- 
tipulacionee  anteriores  tiene  un  particular  á  recibir  en  sus  fincas 
los  sobrantes  de  aguas  de  una  fuente  pública,  no  infringe  las  dis- 
posiciones de  las  leyes  de  Aguas  y  Ayuntamientos,  porque  los  de- 
rechos que  éstas  conceden  A  ios  pueblos  de  esos  sobrantes,  son  sin 
perjuicio  del  que  sobre  los  mismos  puedan  tener  legítimamente 
adquiridos  los  particulares. — S.  16  Dic.  93. — G.  22  Enero  94. 


Ari.  4195.  En  todo  lo*  que  no  esté  expresamente 
prevenido  por  las  disposiciones  de  eete  capítulo,  se  estará 
á  lo  mandado  por  la  Ley  especial  de  Aguas. 


g: 


Cumpliendo  con  lo  díspoesto  en  la  base  déciaia  de  la  ley  de  14  de 
Mayo  de  4888,  qne  prescribe  se  inclayan  en  el  Código  das  bases  en  qae  des- 
cansan los  conceptos  especiales  de  determinadas  propiedades,  como  las  aguas, 
bajo  el  criterio  de  respetar  las  leyes  particulares  porque  hoy  se  rigen  eit  su 
sentido  y  disposiciones,  y  dedncir  de  cada  una  de  ellas  lo  que  pueda  estimar- 
se como  fundamento  orgánico  de  derechos  civiles  y  sustantivos  para  ineliilrlo 
en  el  Código»,  aparece  éste  conteniendo  en  su  seno  todas  esas  disposicioaes  á 
que  alude  la  base;  pero  dejando  íntegra  la  legislación  especial  de  cada  ratno 
en  todo  aquello  que  no  modifique  el  Código.  De  ahí  la  necesidad  de  estimar 
como  apéndice  esas  leyes  que  el  Código  reconoce  y  qne  puede  decirse  que 
forman  y  constituyen  su  complemento. 

El  prc  ecto  de  4854  no  se  ocupó  de  la  materia,  considerando  estas  propie- 
dades esptKsiales  como  propias  del  derecho  administrativo,  por  cuanto  la  in  • 
tervención  del  Estado  rara  vea  desaparece  en  esta  clase  de  asuntos;  pero  éomo 
quiera  que  tanto  en  cuestiones  de  aguas,  como  de  minas,  aparece  enfrente  de 
aquél  el  dominio  privado,  y  por  lo  tanto,  surgen  las  transmisiones  propias  de 
todo  aquello  qne  el  derecho  reconoce  como  susceptible  de  apropiación  parti- 
cular, y  estas  transmisiones,  estas  apropiaciones,  este  dominio  privado,  sea 
de  la  exclusiva  competencia  ¿el  derecho  civil,  de  ahí  que  el  Código  dé  cabida 
en  su  articulado  á  estas  materias  especiales. 

Las  aguas  de  dominio  privado,  como  expresa  el  artículo,  son  susceptibles 
de  apropiación  particular,  según  el  concepto  que  de  ellas  nos  da  el  Código, 
en  oposición  á  las  de  dominio  público. 
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De  ahí  qae  el  art.  4.<>  del  Reglamento  de  la  ley  Hipotecaría  comprenda, 
entre  los  títulos  sojetos  á  inscripción,  todos  aquellos  en  que  se  constitayan^ 
reconozcan,  transmitan,  modifiquen  ó  extingan  derechos  reales  sobre  minas, 
caminos  de  hierro,  ag%a$^  pastos,  etc.,  y  por  lo  mismo  el  art.  407  de  la  ley, 
en  su  núm.  6.^,  conceptúa  hipotecables  los  derechos  de  aguas,  siempre  qoe 
quede  á  salvo  el  de  los  demás  partícipes  en  la  propiedad. 

Varias  Resolucjpnes  de  la  Dirección  general  de  ios  Registros  ponen  de  re- 
liere  el  carácter  de  las  aguas  de  dominio  privado,  entre  otras,  las  que  vamos 
i  permitimos  mencionar. 

Por  la  de  27  de  Febrero  de  4864,  se  declaró  inscribibles  los  contratos  de 
aguas  en  que  se  adquiere,  impone  ó  transmite  el  derecho  de  aprovecharse  de 
«Has  en  cualquier  concepto^  siempre  que  modifique  de  algún  modo  las  facul- 
tades del  dominio  sobre  bienes  inmuebles. 

Por  la  de  8  de  Febrero  de  4865,  se  declaró  igualmente  inscribible  la  escrí  - 
tura  de  venta  de  una  porción  de  agua  que  se  adquiría  para  el  ríego  de  una 
finca,  debiendo  hacerse  los  correspondientes  asientos  en  los  Registros  partiéu- 
lares  pertenecientes  á  la  finca  que  cesa  en  el  aprovechamiento  del  agua  y  en 
los  de  la  que  lo  adquiere. 

Por  otra  de  27  de  Enero  de  4867,  se  dijo  que  son  inscribibles  los  contra- 
tos de  aguas  en  que  se  adquiere  el  derecho  de  aprovechamiento  de  ellas  en 
.  cualquier  concepto,  siempre  que  modifique  de  algún  modo  las  facultades  del 
dominio  sobre  bienes  inmuebles;  y  que  cuando  se  trata  de  la  enajenación  de 
.  fincas  con  varias  horas  de  agua,  las  aguas  se  inscribirán  á  la  ves  con  la  finca, 
bajo  el  mismo  número,  pero  poniendo  nota  al  margen  de  la  finca  que  sirva 
de  naci^nle  de  aguas. 

Como  quiera  que  el  agua  por  sí  no  puede  ser  Inscribible,  se  requiere  que 
su  adquisición  tenga  un  destino  determinado,  como  el  riego  de  fincas,  6  se 
aplique  como  motor  á  las  fábricas  ó  cualquiera  otra  aplicación  que  constituya 
un  verdadero  derecho  real 

No  hemos  de  exponer  aquí  las  reglas  porque  se  rigen  los  aprovechamien- 
tos que  menciona  el  art.  409,  pues  sería  repetir  lo  que  dice  la  ley  de  Aguas 
de  43  de  Junio  de  4879  en  su  capítulo  40,  al  que  remitimos  á  nuestros  lecto- 
res. Basta  manifestar  que  la  disposición  de  dicho  artículo  es  la  misma  que  la 
del  442  del  Proyecto  de  4882;  y  que  de  las  legislaciones  extranjeras,  la  por- 
tuguesa ha  sido  la  que  con  más  detenimiento  ha  tratado  esta  materia. 

£s  consecuencia  del  dominio,  que  el  dueño  de  una  finca  utilice  las  aguaa 
que  nacen  en  la  misma;  pero  como  después  de  utilizarlas  no  podrá  volver  á 
su  nacimiento  las  sobrantes,  ni  le  habían  de  producir  beneficios,  el  interés 
público  exige  que  todo  aquello  que  le  basta,  que  le  es  innecesario  y  que  en 
cambio  puede  ser  de  gran  utilidad  al  dueño  del  predio  inferior,  lo  utilice  éste. 
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y  así  tQcesivAmenta  írin  Qlilizaodo  sobrantes  los  predios  inmediatamenta  in- 
feriores. 

No  es  necesario,  ¡M'ecisamente,  qne  el  nacimiento  se  halle  en  nna  finca  de 
propiedad  privada.  El  art.  6.*  de  la  ley  de  Aguas  se  refiere  Unto  á  los  predios 
de  los  particulares,  como  á  los  de  propiedad  del  Catado,  de  las  provincias  ó 
de  los  poeblo^,  añadiendo,  qoe  en  cuanto  las  aguas  no  aprovechadas  salen  del 
predio  donde  nacieron,  ya  son  públicas;  pero  si  después  de  haber  salido  del 
predio  donde  nacen  entran  naturalmente  á  discurrir  por  otro  de  propiedad 
privada,  bien  sea  antes  de  llegar  á  los  cauces  públicos,  bien  después  de  haber 
corrido  por  ellos,  el  dueño  de  dicho  predio  puede  aprovecharlas  eventnalmente 
y  luego  el  inmediatamente  inferior  si  lo  hubiere,  y  asi  sucesivamente  por 
orden  de  colocación.  Es,  por  lo  tanto,  un  beneficio  concedido  á  las  fincas  y  no 
á  las  personas. 

El  art.  445  modifica  radicalmente  el  40  de  la  ley  de  Aguas.  Según  é9te, 
ei  dueño  de  un  predio  donde  brotó  un  manantial  natural,  que  no  aprovechase 
Biiñ  que  la  mitad,  tercera  ó  cuarta  parte,  ú  otra  cantidad  fraccionaria  de  sus 
aguas»  el  remanente  entraba  en  las  condiciones  del  art.  6.**,  á  que  ya  hemos 
aludido,  para  los  aprovechamientos  inferiores.  Es  visto  que  según  el  precepto, 
si  el  dueño  utilizaba  sólo  la  tercera  parte,  quedaban  dos  terceras  en  beneficio 
de  los  dueños  inferiores,  que  utilizándolas  un  año  y  un  día,  adquirían  un  de- 
recho perfecto  á  las  referidas  dos  terceras  partes  de  agua.  El  Código  reconoce 
ese  derecho,  y  como  demuestra  el  art.  445,  no  admite  más  excepción  que  la 
de  que  la  participación  en  las  aguas  por  los  propietarios  inferiores  no  sea  le- 
gítima; pero  siéndolo,  reconoce,  repetimos,  ese  derecho  y  no  concede  recia* 
mación  alguna  contra  él. 

Pero  la  ley  de  Aguas  dice:  «Cuando  el  dueño  de  un  predio  donde  brota 
un  manantial  natural  no  aprovecha  más  que  una  parte  fraccionaria  de  sus 
aguas— la  tercera  parte,  por  ejemplo,r— continuará  en  épocas  de  disminución  6 
empobrecimiento  del  manantial  usando  y  disfrutando  la  misma  cantidad  de 
agua  absoluta,  y  la  merma  será  en  desventaja  y  perjuicio  de  los  regantes  ó 
usuarios  inferiores,  cualesquiera  que  fuesen  sus  títulos  al  disfrute.»  O  lo  que 
es  lo  mismo,  que  teniendo  derecho  á  las  dos  terceras  partes  del  agua,  se  que- 
darán sin  ella  porque  el  dueño  del  predio  donde  nace  la  utiliza  toda. 

El  Código  corrige  esta,  al  parecer,  irregularidad,  partiendo  siempre  de  la 
base  de  que  los  derechos  de  los  predios  inferiores  sean  legítimos.  No  se  opo- 
nen, en  nuestro  juicio,  á  las  prescripciones  del  Código  ni  á  las  de  la  ley  espe- 
cial de  Aguas,  los  pactos  que  los  regantes  establezcan  para  el  aprovechamien- 
to. Así  es  que  si  al  nacer  el  manantial  ó  descubrirlo  el  propietario  del  terreno 
Bo  se  determina  parte  alguna  de  agua  que  deba  aprovechar,  sino  qoe  utiliza 
loda  la  precisa,  dadas  las  condiciones  y  necesidades  del  predio,  sin  que  los 
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dueños  de  las  tierras  inferiores  hdgan  suyas  má|,que  las  sobrantes  cuando  las 
haya»  claro  es  que  no  habiéndolas,  porque  toda  el  agua  la  consuma  la  prime- 
ra finca,  nada  percibirá  la  segunda;  y  si  hay  sólo  agua  para  las  cuatro  prime- 
ras, nada  percibirá  la  quinta;  pero  si,  por  el  contrario,  el  agua  viene  dividién- 
dose, vienen  usándola,  han  adquirido  ei  derecho  á  ciencia  y  paciencia  del 
propietario  de  la  heredad  donde  nace,  ¿cómo  privarles  de  este  derecho?  Y  eso 
es  precisamente  lo  que  el  Código  determina. 

A  pesar  de  las  deficiencias  del  sistema  administrativo  en  tiempo  de  D.  Al- 
fonso el  Sabio,  bien  se  procuraba  no  perjudicar  los  derechos  del  tercero  por 
el  primer  beneficio.  Ocupándose  de  las  aguas  subterráneas,  en  la  forma  como 
en  aquel  tiempo  podía  tratarse  de  este  asunto,  dice  la  ley  49,  tít.  32,  Part.  3  *: 
flFuente,  ó  pozo  de  agua  aviendo  algún  orne  en  su  casa,  sí  algún  su  vezi- 
DO  quissiese  facer  otro  en  la  suya,  para  aver  agua  é  para  aprovecharse  del, 
puédelo  facer,  é  non  jelo  puede  el  otro  de  vedar;  como  quier  que  mengussse 
por  ende  el  agua  de  la  fuente  ó  del  su  pozo.  Fueras  ende,  si  este  que  lo  qnis- 
siesse  facer  no  lo  oviese  menester,  mas  se  moviesse  maliciosamente  por  facer 
mal...  ó  de  menguar  las  venas  por  dó  viene  el  agua  á  su  pozo  ó  á  su  fuente. 
€a  estonce  bien  lo  podría  vedar  que  lo  non  fissiese,  é  si  lo  oviese  fecho,  po- 
drían jelo  facer  derribar  é  cerrar.» 

Finalmente,  la  concesión  administrativa  de  las  aguas  corresponde  al  Go- 
bernador de  la  provincia,  al  Ministro  de  Fomento  ó  al  Gobierno  (4),  según  la 
naturaleza  del  aprovechamiento  y  la  cantidad  de  agua  que  se  pretenda  apro- 
vechar, sin  perjuicio  de  los  derechos  particulares.  A  falta  de  concesión,  será 
título  supletorio  para  el  aprovechamiento,  la  posesión  de  veinte  anos  que  orí» 
gioará  el  de  la  prescripción  adquisitiva. 

£1  tercero  que  se  crea  peijudicado  por  una  concesión  administrativa  de 
aguas,  podrá  acudir  á  los  Tribunales  por  medio  del  interdicto  ó  juicio  plenario 
que  corresponda  en  las  cuestiones  referentes  al  dominio  y  á  la  posesión  de 
las  aguas  públicas  ó  privadas,  al  de  las  playas,  álveos  y  ribera:!,  á  las  servi- 
dumbres de  aguas  y  de  paso  por  las  márgenes,  fundadas  en  títulos  de  derecho 
civil,  al  derecho  de  pesca,  preferente  aprovechamiento  de  las  aguas  pluviales 
y  de  las  demás  que  salgan  de  sus  cauces  naturales,  cuando  la  preferencia  de 
estas  últimas  se  funde  en  títulos  de  derecho  civil  (2). 

De  la  misma  manera  podrá  acudir  ante  los  Tribunales  de  justicia  en  do- 
manda  de  daños  y  perjucios  ocasionados  en  su  propiedad  particular,  ei  tercero 
que  se  considere  en  tai  caso  por  la  apertura  de  pozos  ordinarios  ó  artesianos. 


(1;     Arts.  186,  172  y  222  de  la  ley  de  18  de  Janio  de  1879. 
(B)     Arts.  254  y  255  de  dicha  ley. 
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por  taejeenciÓQ  de  obras  subterráneas  ó  por  toda  clase  Je  aprovechamiento» 
eo  fiíYor  de  particolares  (4). 

Kq  cambio,  es  de  la  competencia  de  la  Administración  el  demarcar,  apear 
y  deslindar  lo  perteneciente  al  dominio  público  délas  aguas;  y  de  la  jarísdic- 
cióri  eontencioso-administrativa,  el  conocimiento  de  los  recursos  contra  las 
providencias  dictadas  por  la  Administración:  cuando  se  declare  la  caducidad 
de  una  concesión  hecha  á  particulares  en  los  términos  prescritos  en  la  ley  ge- 
neral de  Obras  públicas,  con  arreglo  al  Real  decreto  de  i  de  Febrero  de  4880; 
coando  se  lastimen  derechos  adquiridos  en  virtud  de  disposiciones  emanadas 
de  la  misma  Administración  (t);  cuando  se  imponga  á  la  propiedad  particu* 
lar  ona  servidumbre  forxoea  ó  gravamen  ó  limitación,  en  los  casos  prescritos 
por  la  mencionada  ley  de  Aguas,  y  se  interese  el  resarcimiento  de  daños  y 
perjuicios  como  consecuencia  de  ios  mismos  (3). 


CAPÍTULO  II 

De  los  minerales 


Art,  Jteo.  Todo  español  ó  extranjero  podrá  hacer 
libremente  en  terreno  de  dominio  público  calicatas  ó  ex- 
cavaciones qae  no  excedan  de  diez  metros  de  extensión  en 
•  longitud  ó  profundidad  con  objeto  de  descubrir  mineri^- 
166;  pero  deberá  dar  aviso  previamente  á  la  Autoridad  lo- 
cal. En  terrenos  de  propiedad  privada  no  se  podrán  abrir 
calicatas  sin  que  preceda  permiso  del  dueño  ó  del  que  le 

represente. 

I 

Art.  4S7.  Los  límites  del  derecho  mencionado  en 
el  articulo  anterior,  las  formalidades  previas  y  condicio- 
nes para  su  ejercicio»  la  designación  de  las  materias  que 

(1)     Art.  956  de  la  repetida  ley  áe  Agnas. 

(9)     Puede  oonsnltarse  con  este  motivo  nuestra  obra  sobre  «La  ley  y  la  jurit* 
4>7udonoia  ▼igenites  del  prooedlmiento  oontenoioso-administratiyo*'. 
(9)    Art.  853  de  la  citada  ley  de  Aguas. 
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deben  considerarse  como  minerales,  y  la  determinación 
de  los  derechos  que  corresponden  al  dueño  del  suelo  y  á 
los  descubridores  de  los  minerales  en  el  caso  de  concesión, 
se  regirán  por  la  ley  especial  de  Minería. 


k 


,ÉL.  simple  lectura  de  estos  artíealos  nos  enseña  la  diferencia  qae  existe 
entre  la  propiedad  de  qae  venimos  hablando  y  ia  qne  se  adquiere  por  la  ley 
de  Minas.  Declarado  el  subsuelo  del  dominio  del  Estado,  á  éste  corresponde 
otorgarlo  ai  particular  ó  empresa  que  lo  solicite. 

Indiferente  es  que  sea  propietario  ó  no  del  suelo;  el  art.  426  no  hace  dis- 
lincidn,  y  la  facultad  de  practicar  excavaciones  ó  calicatas  lo  mismo  es  con- 
eedirla  al  nacional  que  al  extranjero.  Son  los  primeros  pasos  para  obtener  la 
concesión,  y  por  eso  es  indispensable  descubrir  y  averiguar  si  existe  ó  no  mi* 
neral,  y  si  es  ó  no  beneficiable. 

Diseordan  algunos  autores  sobre  si  el  subsuelo  pertenece  al  Estado,  ó  si, 
aigoiendo  el  precepto  del  art.  350  del  Código,  pertenece  al  dueño  de  la  snper- 
ñrie  io  que  está  debajo  de  ella.  No  encontramos  antagonismo  entre  ambas 
ideas;  pues  el  dueño  del  terreno  puede  desde  luego  dedicarse  á  la  explota- 
riófi  de  los  minerales  que  haya  en  su  propiedad;  pero  como  quiera  que  esta. 
explotación  se  rige  por  una  legislación  distinta  de  aquélla,  por  la  que  se  re- 
gula la  edificación,  plantación  y  siembra,  es  evidente  que  no  alcanzan  las  fa- 
cultades dominicales  á  impedir  las  concesiones  que  el  Estado  puede  hacer  del 
sobsoelo  para  utilizar  las  sustancias  inorgánicas  del  interior  de  la  tierra  que 
el  propietario  nunca  había  de  explotar.  ¿Es  que  la  concesión  del  Estado  im- 
plica el  desconocimiento  de  los  derechos  dominicales  del  particular? 

Ka  modo  alguno,  puesto  que  el  concesionario  tiene  el  deber  de  indemni- 
aar  al  dueño  del  terreno  todo  aquel  qne  necesite  para  sus  labores,  escombros, 
minefales,  almacenes,  fábricas  y  cuantos  requisitos  exija  la  índole  de  las  ope- 
raeioaes,  y  éste  de  aceptarlo  en  razón  al  fin  qne  se  persigne  de  aumentar  la  ri- 
queza pública  con  el  descubrimiento  de  preciadas  sustancias. 

Ea  lodo  el  capítulo  primero  de  la  ley  de  Minas  se  encuentra  justificada,  no 
sólo  la  concesión  por  part3  del  Estado,  sino  el  respeto  debido  á  la  propiedad 
particular. 

No  es  absoluto,  por  tanto,  el  precepto  del  art.  330,  por  cuanto  en  el  itl 
preinserto  se  distinguen  y  diferencian  los  derechos  correspondientes  al  dueño 
del  sutio  de  los  que  pertenecen  al  concesionario.  Los  derechos  que  menciona 
el  repetido  art.  350  se  refieren  única  y  exclusivamente  al  propietario  de  un 
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terreno,  en  eoyo  subsuelo  no  se  hallen  snsUneiat  inorgánicas  nlilizables,  y 
sin  eonsideración  algana  á  la  ley  de  Minería.  Pero  aceptando  la  eusteneia  de 
las  minas,  la  explotación  de  los  minerales,  y  por  consigniente  la  procedencia 
áñ  la  ley  especial  qne  determina  cnanto  concierne  á  la  concesión,  explotacién, 
expropiación,  cuidado,  laboreo,  inspección  fasultativa  y  todo  lo  inclispensa- 
ble  para  el  desarrollo  de  tan  importante  industria,  no  hay  más  remedio  que 
aceptar  que  el  Estado  se  lia  reservado,  ó  por  mejor  decir,  no  ha  abdicado  la 
propiedad  del  subsuelo,  como  se  demuestra  por  la  ley  de  Minería  de  6  de  Ju- 
lio de  4859,  que  íuó  reformada  por  la  de  i  de  Marzo  de  4868,  hoy  vigente  (4). 


CAPITULO  in 


IDe  la  propiedad  intelectual. 


Ari.  l^S.  El  autor  de  una  obra  literaria,  científica 
ó  artística,  tiene  el  derecho  de  explotarla  y  disponer  de 
ella  á  su  voluntad. 

ilrt.  439.  La  ley  sobre  propiedad  intelectual  de- 
termina las  personas  á  quienes  pertenece  ese  derecho,  la 
forma  de  su  ejercicio  y  el  tiempo  de  su  duración.  En  ca- 
sos no  previstos  ni  resueltos  por  dicha  ley  especial,  se  apli- 
carán las  reglas  generales  establecidas  en  este  Código  so- 
bre la  propiedad. 


ü 


I  la  propiedad  de  la  tierra,  ni  la  de  las  minas,  ni  la  de  las  aguas,  ni  nin- 
guna, pueden  producir  los  saludables  efectos  de  dignificar  y  ennoblecer  al 
hombre  como  la  propiedad  intalectual. 

(1)  Respecto  al  concepto  jurldioo  de  los  minerales,  como  productos  de  las  mi' 
ñas — no  frutos, — véanse  los  comentarios  al  art.  H67  y  k  los  que  deierminaB  Ix» 
dorochos  del  usafruotuario. 


r 
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Y  sin  embargo»  ana  propiedad  como  la  da  la  inteligencia ,  qae  no  tiene 
•contra  sí  mAs  carga  qoe  la  de  la  lacha  con  otra  inteligencia  superior,  en  la 
4|ne  aun  la  vencida  sale  ganando  por  lo  qoe  aprende  en  el  combate;  una  pro- 
piedad cayo  origen  tiene  algo  de  divino,  paes  es  espiritoal  é  intangible,  que 
no  tiene  más  medios  de  perpetoarse  qae  la  escritnra  y  ia  prensa,  porqne  todo 
en  ella  es  incorpóreo  y  se  produce  én  el  misterio  del  pensamiento  del  hombre, 
«ea  propiedad  está  peor  garantida  qae  ana  soerte  de  tierra  pedregosa  y  estéril. 

¿Por  qaó  no  ba  de  ser  'perpetua?  ¿Por  qaé  ha  de  tener  más  garantías  la 
4»rop¡edaJ  del  saelo,  qae  aan  siendo  de  dadoso  é  incierto  origen,  el  tiempo  la 
convalida,  al  paso  qae  ese  mismo  tiempo  va  debilitando  la  propiedad  de  l#s 
productos  de  la  inteligencia?  Y  sin  embargo,  hoy  está  más  garantida  qae  an- 
tigaamente;  hoy  son  mayores  sas  efectos;  hoy  existe  nn  Registro  qae  aumen* 
te  las  garantías;  pero,  á  pesar  de  ello,  esta  propiedad,  por  sa  especial  modo  de 
ser,  goza  de  menos  beneficios  qae  la  de  la  tierra. 

Obras  hay  cayos  aotores  no  consigaieron  remediar  con  ellas  sas  más  apre- 
miantes necesidades,  y  iaego  han  enriquecido  á  tipógrafos  y  editores,  sin  que 
los  descendientes  de  aquéllos  hayan  tenido  más  herencia  qae  la  gloria  pos- 
tuma del  abuelo  ilustre,  proelamada  por  las  generaciones  sucesivas  en  des- 
cargo de  su  conciencia  y  de  la  de  sus  mayores. 

En  cambio,  siempre  han  existido  producciones  de  cerebros  vanos,  ofensi- 
vas á  toda  inteligencia,  respecto  de  las  que  sería  sarcástico  el  prolijo  afán  de 
perpetuar.  Hoy  la  difasión  de  los  conocimientos  humanos  parece  haberse  des- 
arrollado á  expensas  de  los  sublimes  grados  de  intensidad  que  exigieron  siem- 
pre las  obras  maestras,  y  no  es  difícil  ver  como  hablista  y  orador  á  on  char- 
latán logorréico,  como  escritor  público  á  cualquier  combinador  de  letras,  ca- 
balista del  alfabeto  que  aprendió  en  la  infancia,  y  tantos  otros,  pictonbus  at- 
^ue  poetís,  para  los  cuales,  si  bien  las  puertas  del  Registro  están  abiertas,  tam- 
bién las  halla  siempre  ia  pública  opinión  para  juzgar  lo  que  tiene  allí  Nava* 
morcaende  (4)  en  su  montón  anónimo.    . 

El  Código  no  ba  podido  desconocer  que  á  su  materia  corresponde  la  pro- 
piedad intelectual,  que  se  encuentra  reglamentada  de  antemano,  y  después  de 
proclamar  el  principio  más  capital  de  ella,  remítese  á  las  disposiciones  de 
^ujuella  ley  especial,  cuya  eficacia  ratifica,  declarando  como  supletorias  de  la 
misma,  las  reglas  generales  qae  sobre  la  propiedad  establece  el  propio  Código. 
Es,  pues,  el  derecho  vigente  sobre  propiedad  intelectual,  la  ley  de  40  de  Enero 
de  4879,  el  Reglamento  para  su  ejecución  de  3  de  Septiembre  de  4880,  y  el 
Convenio  internacional  de  9  de  Septiembre  de  4886,  que  nos  sugiere  el  si- 
guiente resumen: 

(1)     Librero  que  cita  Moratin  en  su  eplgrrantia  oon9A>)i()«>. 
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Sufeio  del  derecho  de  propiedad  tnieléctuaL—k,^  Los  actores,  respecto  de 
sos  obras,  siquiera  sean  inéditas,  anónimas  ó  postumas.  2.®  Los  tradoctores 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  convenios  internacionales,  y  donde  no  existan^ 
por  el  derecho  de  reciprocidad  ó  permiso  de  su  autor.  3.^  Los  que  refunden, 
copian,  extractan,  etc.,  con  permiso  del  autor,  i.*  Los  editores  de  obras  iné- 
ditas sin  dueño  conocido,  ó  que  teniéndole,  han  pasado  á  ser  del  dominio  pú- 
blico. 5.'  Los  autores  de  discursos  parlamentarios,  lecciones  orales  y  litigan- 
tes en  cuanto  á  los  respectivos  escritos,  producidos  en  defensa  de  sus  dere- 
chos. 6  ®  Los  dneños  de  periódicos  que  cumplan  el  requisito  de  la  inscripción 
en  el  Registro;  y  7.^  Los  extranjeros  cuya  legislación  reconozca  á  los  españo- 

■ 

les  la  propiedad  en  los  términos  que  establece  la  ley,  y  asegure  su  derecho 
con  arreglo  A  la  misma  ó  al  convenio  internacional  respectivo. 

Objeto.— ObrBS  originales,  traducciones,  refundiciones,  copias,  extractos,^ 
discursos,  lecciones  orales,  alegatos  judiciales,  periódicos,  partitura,  li- 
breto, etc. 

J^ec^of.— Adquisición  de  los  derechos  de  propiedad,  y  su  transmisión  á 
los  herederos  ó  á  un  tercero  si  se  carece  de  ellos,  en  tin  término  de  ochenta 
años.  Si  no  se  carece,  el  tercero  disfrutará  veinticinco  años,  y  el  resto,  ó  sea 
cincuenta  y  cinco,  los  herederos  forzosos.  Nadie  podrá  reproducir  las  obras 
ajenas,  aunque  sea  para  anotarlas,  adicionarlas  ó  mejorar  la  edición,  sin  per- 
miso del  autor.  También  se  necesita  este  permiso  en  las  obras  dramáiicas  ó 
muiicales  para  poder  representarlas  en  todo  ó  en  parte,  y  abonar  además  los 
derechos  de  representación  consiguientes.  El  autor  ó  traductor  de  varías  obras 
podrá  publicarlas  en  colección,  aunque  las  hubiere  enajenado  parcialmente, 
derecho  que  se  extiende  á  los  escritos  insertos  en  periódicos,  salvo  pacto  en 
contrario. 

Penaiidad.—E\  autor  de  la  defraudación,  y,  en  su  defesto,  el  editor  ó  el 
impresor,  incurren  además  de  las  penas  establecidas  en  los  artículos  552  y  si- 
guientes del  Código  penal,  en  la  pérdida  de  todos  los  ejemplares  ilegalmente 
publicados,  que  adquiere  el  propietario  defraudado. 


TÍTULO  V 


De  la  poseBión. 


CAPITULO  PRIMERO 

J>e  la  poBeeión  y  sus  especies 


Art«  430.  Posesión  natural  es  la  tenencia  de  una 
ooaa  ó  el  disfrute  de  un  derecho  por  una  persona.  Posesión 
civil  es  esa  misma  tenencia  ó  disfrute  unidos  á  la  ijtten-. 
don  de  haber  la  cosa  ó  derecho,  como  suyos. 

217.  No  infringe  este  articulo  del  Código  la  sentencia  que  otorga 
lo  pedido  en  la  demanda,  cuando  el  actor  ostenta  desde  el  primer 
momento  el  carácter  de  dueño  de  la  porción  de  finca  que  trata  de 
reivindicar,  y  justifica  con  su  hijuela  que  la  había  adquirido  é  ins- 
crito desde  1870  por  herencia  de  quien  la  compró  é  inscribió  en 
1867  de  persona  que  la  había  ya  llevado  al  Registro  en  1866,  como 
procedente  de  otra  herencia,  y  además  que  venía  poseyéndola 
quieta  y  pacíficamente  desde  las  mencionadas  fechas,  todo  lo  cual 
indica  de  su  parte  un  derecho  dominical  perfecto  y  de  todo  punto 
preferente  al  de  mera  posesión. — S.  16  Marzo  94. — O.  10  SepL 

Art.  481.  La  posesión  se  ejerce  en  las  cosas  ó  en  los 
derechos  por  la  misma  persona  que  los  tiene  j  losdisfru- 
ta»  ó  por  otra  en  su  nombre. 


i 
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Ari.  4IS9.  La  posesión  en  loe  bienes  y  derechos 
puede  tenerse  en  uno  de  dos  conceptos:  ó  en  el  de  dueño, 
ó  en  el  de  tenedor  de  la  cosa  ó  derecho  para  conservarlos 
ó  disfrutarlos,  perteneciendo  el  dominio  á  otra  persona. 

Ari.  4S3.  Se  reputa  poseedor  de  buena  fe  al  que 
ignora  que  en  su  titulo  ó  modo  de  adquirir  exista  vicio  que 
lo  invalide. 

Se  reputa  poseedor  de  mala  fe  al  que  se  halla  en  el  caso 
contrario  (1). 

Arl  434.  La  buena  fe  se  presume  siempre»  y  al  que 
afirma  la  mala  fe  de  un  poseedor  corresponde  la  prue- 
ba (2). 


218.  La  presunción  de  buena  fe,  salvo  prueba  en  contrario,  es 
un  principio  de  derecho  sancionado  por  el  Código  en  este  último 
articulo. — S.  5  Junio  94. — O.  5  Nov. 

« 

219.  Consignado  en  una  sentencia  que  la  parte  demandada,  para 
la  demolición  de  obras  en  terrenos  cuyo  carácter  público  ó  parti- 
cular es  dudoso,  no  obró  con  temeridad  si  oponerse  á  la  demanda, 
no  haciéndose  declaración  alguna  contraria  á  la  presunción  de 
buena  fe  y  resolviendo,  sin  embargo,  la  demolición,  se  infringe  el 
principio  consignado  en  este  articulo  del  Código.— i9. 5  Junio  94.— 
00,  4y5 Nov. 


Ari.  435.  La  posesión  adquirida  de  buena  fe  no 
pierde  este  carácter  sino  en  el  caso  y  desde  el  momento 
en  que  existan  actos  que  acrediten  que  el  poseedor  no  ig- 
ñora  que  posee  la  cosa  indebidamente  (8). 


(i)     VóAiie,  oomo  ooneordant«,  el  «rt.  1951. 
<2}    laem,  id.,  id. 
(»)     ídem,  £d..  id. 
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*  Art.  4ISO.  Be  presuaie  que  la  posesión  se  sigue  dis- 
frtitando  en  el  mismo  concepto  en  que  se  adquirió,  mien- 
tras no  se  pruebe  lo  contrario  (1). 

ilri.  437.    Sólo  pueden  ser  objeto  de  posesión  las 
cosas  y  derechos  que  sean  susceptibles  de  apropiación. 


p 

JL  OR  el  tolo  becbo  de  so  conseiente  libertad,  el  bombre  hállase  íácolUdo 
para  dominar  las  eosas,  y  so  volnotad,  onida  á  la  anexión  de  un  objeto,  le 
atribuye  on  derecho  concreto  sobre  él,  qoe  será  absoluto  si  recae,  res  mUUiu^ 
sobre  cosa  sin  dueño,  surgiendo  de  ahí  la  propiedad,  ó  relativo  en  caso  con- 
trario, qoe  cederá  ante  la  prueba  del  derecho  preferente  que  tenga  sobre  dicha 
cosa  otra  persona,  hasta  cuyo  momento,  el  señorío  de  tal  modo  engendrado 
subsistirá  contra  toda  perturbación  ó  arrebatamiento,  amparándole  la  justicia 
mediante  las  acciones  interdicta  reíinenda  y  reeuperandos  posesionU. 

Para  estudiar  la  posesión  debe  comenzarse  por  eliminar  de  su  alrededor 
dos  estados  similares  que  se  compenetran  en  ella,  el  de  propiedad  y  el  de  mera 
tenencia,  cuya  confusión  ha  ocasionado  en  la  práctica  abundantes  desazones. 
Es  la  propiedad  un  derecho  absoluto,  dominio  pleno,  sobre  las  cosas,  con  ex- 
clusión del  de  toda  otra  persona,  en  términos  que  cualquiera  que  sea  el  mo- 
mento y  la  distancia  que  circunstancialmente  separe  al  dueño  de  la  co^a  ó  á 
ésta  de  aquél,  siempre  subsistirá  la  relación  que  les  une  encarnada  en  su  res- 
pectivo t%t  perceptivo  de  persona  y  presiaUvo  de  cosa:  res  ubicunque  sit  pro 
domino  sub  elamat.  La  posesión,  en  cambio,  es  un  derecho  relativo,  que,  par- 
tiendo de  la  anexión  material,  no  tiene  más  fundamento  psíquico  que  la  de- 
terminación de  la  voluntad  hacia  tal  anexión,  y  aun  cuando  la  separación 
accidental  de  la  persona  y  la  cosa  no  rompe  el  vínculo,  en  cambio  está  cons- 
tantemente amenazado  de  ceder  ante  aquel  derecho  absoluto,  ü  otro  que,  aun- 
que también  relativo,  sea  preferente  y  lo  destruya.  La  tenencia  comienza  y 
acaba  en  sólo  la  anexión,  y  es  simplemente  un  hecho  material,  tangible,  que 
cede  ante  otro  hecho  contrapuesto  ó  acción  de  otra  persona  en  sentido  contra- 
rio. La  tenencia  es  simplemente  un  acto  respecto  de  la  posesión,  como  ésta  lo 
es  á  so  vez  también  respecto  de  la  propiedad. 

Ahora  bien:  la  tenencia  es  común  á  las  dos  anteriores,  pero  como  uno  de 
esos  elementos;  en  términos,  que  sin  dejar  de  existir  la  propiedad  ni  la  pose- 

(1)     VéM6,  Qomo  ooneordante,  el  »rt.  1951. 
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8ión,  la  tenencia  puede  pasar  á  otro  por  contrato  ó  contemplación  del  pro* 
pietario  ó  poseedor,  mientras  que,  pasando  la  cosa  simplemente  tenida  por  nno 
á  otra  persona,  aquél  lo  pierde  todo  sin  más  remembranxa  qne  un  mero  re- 
cuerdo en  la  memoria. 

Según  la  ley  4/,  tít.  2.^,  libro  41  del  Digesto,  est  ietentio  rei  eorparalis 
animo  ubi  habendú  Eso  no  es  más  qne  la  ocupación  material  de  una  cosa, 
pues  aunque  exista  el  propósito  de  adquirirla,  mientras  la  adquisición  no  se 
efectúe,  no  pasa  de  la  categoría  de  hecho. 

El  mismo  concepto  forma  de  la  posesión  el  Rey  Sabio,  al  decir  en  la  ley  4.', 
título  30,  Partida  3.':  «Possesion  tanto  quiere  decir,  como  ponimiento  de  pies. 
E  según  dijeron  los  sabios  antiguos,  possesion  es,  tenencia  derecha  que  orne 
ha  en  las  cosas  corporales,  con  ayuda  del  cuerpo,  é  del  entendimiento.  Ca  las 
cosas  que  non  fore  corporales,  asi  como  las  servidumbres  que  han  las  anas 
heredades  en*las  otras  é  los  derechos  por  que  demanda  un  orne  sus  debdas,  é 
las  otras  cosas  que  non  son  corporales  semejantes  destas,  propríamente  non  se 
pueden  poner  nin  tener  corporalmente,  más  usando  dellas  aquel  á  quien  per- 
tenece el  uso  y  consintiéndolo  aquel  en  cuya  heredad  lo  ha,  es  como  manera 
de  possesion.» 

"^  La  ley  2.'  del  mismo  título  manifiesta  las  clases  de  posesión  que  existen,  y 
dice:  aCiertamente  dos  maneras  ha  de  posesión.  La  una  es  natural,  é  la  otra 
es  por  otorgamiento  de  derecho,  á  que  llaman  en  latín  civil.  E  la  natural  es, 
qnando  orne  tiene  la  cosa  por  sí  mismo  corporalmente,  asi  como  casa,  ó  su 
castillo  ó  su  heredad,  ó  otra  cosa  semejante,  estando  en  ella,  £  la  otra  que 
llaman  civil  es,  cuando  algún  orne  sale  de  casa,  de  qne  el  es  tenedor,  ó  de 
heredad,  ó  de  castillo,  ó*de  otra  cosa  semejante,  non  con  entendimiento  de  la 
desamparar,  mas  porque  non  puede  ome  siempre  estar  en  ella.  Ca  estonce, 
maguer  non  sea  tenedor  de  la  cosa  corporalmente,  seerlo  ha  en  la  voluntad, 
é  en  el  entendimiento,  é  valdrá  tanto  como  si  estuviese  en  ella  por  si  mismo.» 

Por  la  primera  ley  se  reconoce  la  existencia,  no  sólo  de  la  posesión,  sino 
de  la  cuasi  posesión,  que  se  refiere  á  las  cosas  incorporales;  y  por  la  segunda, 
se  establece  la  división  de  natural  y  eivil^  que  el  Código  acepta  en  el  art.  430. 

Ahora  bien:  tanto  de  la  lectura  de  las  leyes  de  Partida,  como  del  art.  430 
dei  Código,  se  deducen  claramente  las  consecuencias  de  la  división.  La  pose- 
sión natural  no  es  más  que  el  acto  que  decimos,  ó  sea  na  hecho,  el  hecho 
de  poseer.  Cualquiera  que  posea,  ya  en  nombre  propio,  ya  en  nombre  ajeno, 
tiene  la  posesión;  la  tiene  el  arrendatario  sobre  la  cosa  arrendada,  el  presta- 
mista sobre  la  cosa  recibida  en  prenda,  el  ladrón  sobre  lo  robado;  y  consis- 
tiendo dicha  posesión  en  un  hecho,  fácil  es  deducir  que  otro  hecho  puede  ha-* 
cer  desaparecer  tal  posesión. 

La  posesión  civil  es,  por  el  contrarío,  un  derecho;  na  es  requisito  indispen- 
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sable  la  mera  tenencia  de  una  cosa  para  qne  subsista  la  posesión;  la  tiene  el 
dneño  sobre  la  finca  arrendada,  y  véase  cómo  paeden  coexistir  ambas  clases 
de  posesión,  la  natnral  á  favor  del  qae  tiene  la  cosa  materialmente,  la  civil  á 
favor  de  sn  dneño  legítimo. 

Infiérese  de  aqoí,  qae  así  como  todo  dueño  es  poseedor,  no  puede  decirse 
que  todo  poseedor  sea  dueño,  así  como  que  pueden  estar  unidas  en  ana 
misma  persona  la  posesión  civil  y  la  posesión  natural. 

Savigny,  estudiando  la  posesión  desligada  de  toda  noción  de  propiedad» 
le  atribuye  dos  efectos:  la  prescripción  y  los  interdictos;  y  dice  que  para  po- 
der llegar  á  la  usucapión  ó  prescripción,  se  requiere  la  posesión  eivil^  pues 
por  la  natural  no  se  llega  jamás  á  ^Wbl.  Es  lógica  deducción  del  concepto  de 
la  última;  el  mero  hecho  de  tener  una  cosa  no  revela  dominio  alguno  sobre 
ella;  y  es  más  fácil  al  propietario  desposeído  reivindicar  su  posesión,  que  al 
poseedor  alcanzar  la  propiedad.  Véase,  pues,  si  hay  notables  diferencias  entre 
una  y  otra  clase  de  posesión. 

Algunos  autores  estiman  que  no  existe  más  que  ana  sola  posesión,  que  es 
la  civil,  basada  en  el  justo  título  y  producto  de  laeoncurrenciaÉimulláneadé 
ambos  hechos^  retención  y  creemciafundaday  hecho  material  de  la  deteniacián 
de  la  cota  y  hecho  psicológico  de  ánimo  de  hacerlas  propias  á  virtud  de  Justo 
titulo^  en  lo  que  consiste  la  naturaleza  jurídica  de  la  posesión  (1). 

Ese  es  el  verdadero  concepto;  pero  ¿cómo  vamos  á  llamar  á  la  mera  tenen- 
cia de  una  cosa?  $i  no  se  llama  posesión  natural,  ¿la  llamaremos  detentación? 
Sea  lo  que  fuere,  nosotros  suscribimos  que  no  existe  la  posesión  natural  siem- 
pre que  se  califique  de  algún  modo  el  solo  hecho  de  poseer,  que  con  más  pror 
piedad  debe  llamarse  «tenencia».  Porque  hj^y  necesidad  de  descartar  ese  fac- 
tor de  los  que  constituyen  los  principios  jurídicos,  toda  vex  que  al  conceptuar 
las  leyes  como  derecho  real  la  posesión,  es  claro  que  no  pueden  referirse  á 
otra  qne  á  la  que  se  funda  en  un  título  justo,  á  la  que  puede  convertirse  en 
propiedad.  ,  . 

Y  es  indispensable,  asimismo,  que  ese  concepto  de  la  posesión  se  nivele  en 
nuestro  Código,  para  ir  alejando  y  desterrando  la  posibilidad  de  que  se  forme 
una  jurisprudencia  tan  funesta  como  la  de  que  el  simple  hecho  de  poseer  pue- 
da, con  el  transcurso  del  tiempo,  elevarse  al  nivel  de  la  propiedad  legítima, 
y  presentarse  rodeado  de  todos  sus  prestigios  á  pesar  de  su  vicioso  origen. 
Enhorabuena  que,  á  falta  de  títulos  dominicales,  apelen  á  justificar  la  posesión 
los  que  carecen  de  aquéllos;  pero  que  esta  carencia  sea  del  titulo-documento ^ 
pero  no  del  titulo^modo  ó  cansa  legitima  para  la  adquisición  del  derecho. 

Así  no  se  verían  en  los  Registros  de  la  propiedad  justificaciones  de  pose  - 


a)     Fsloón,  tomo  2.%  jiág.  101, 
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sión  contradictorias  de  otra  posesión  jastificada  anteriormente,  ni  eontradic- 
tonas  de  asientos  de  dominio,  poniendo  en  grave  apnro  y  evidente  conflicto- 
i  los  fancionaríos  encargados  de  aquellas  oficinas,  si  por  deficiencia  de  los  ín- 
dices DO  encaentran  los  asientos  qoe  se  contradicen. 

Sentado  ya  qoe  entre  la  posesión  llamada  por  el  Código  natural  y  civil,  no 
hay  más  linea  divisoria  qne  la  intención  del  agente,  en  términos  qae  sí  sola 
existe  el  hecho  de  la  tenencia  de  las  cosu  ó  di^frale  de  los  derechos,  tendré* 
mos  la  primera;  y  que  si  á  tal  hecho  se  agrega  la  intención  de  hacer  propias 
las  cosas  ó  derechos,  tendremos  la  segunda,  pasaremos  á  ocaparnos  de  esa  per- 
sona cooM)  sujeto  del  derecho  de  posesión 9  ya  sea  la  misma  que  le  ejerce  por  sf 
y  para  sí,  ó  en  representación  de  otra. 

Recordando  cuanto  en  su  lugar  oportuno  expusimos  acerca  de  las  perso* 
ñas  consideradas  naturéU  y  Jundieümenie^  podremos  afirmar  que  tanto  las' 
unas  como  las  otras  pueden  ejercer  la  posesión,  por  más  que  sólo  á  las  natura- 
les es  lícito  ejercerla  por  sí  y  á  nombre  de  otro.  Para  ejercer  éstas  la  posesión 
es  necesario  que  la  adquieran  primeramente  mediante  la  capacidad  jurídica 
necesaria,  pues  las  que  la  tengan  limitada,  sólo  podrán  adquirir  y  ejercer  la 
posesión  con  el  concuso  de  las  personas  que  suplan  la  respectiva  incapacidad. 
Ejercida  la  posesión  por  una  persona  en  nombre  de  otra,  á  ésta  alcanzará  eF 
beneficio  consiguiente,  cual  si  la  hubiese  ejercido  por  sí  misma. 

Dos  elementos  se  combinan  armónicamente:  el  material  del  sujeto,  ó  sea  su 
corporalidad,  y  su  voluntad;  á  los  cuales  afiade  la  ley  su  sanción,  que  es  el* 
tercer  elemento  que  completa  el  ejercicio  de  la  posesión.  El  que  ejersa- 
en  nombre  de  otro,  puede  ser  de  dos  modos:  necesario^  cuando  la  ley  lo  re- 
quiera como  indispensable  complemento  de  la  capacidad  limitada;  por  ejem- 
plo, el  padre  ó  la  madre,  y  el  tutor  por  el  menor  ó  incapacitado,  el  marido  por~ 
su  mujer,  el  presente  por  el  ausente,  etc.;  y  voluntario^  cuando  la  ejerce  el 
mandatario  por  ei  mandante. 

De  esta  manera  es  como  únicamente  pueden  ejercer  la  posesión  las  perso-^ 
ñas  jurídicas,  esto  es,  por  mediación  de  quien  legítimamente  representa  á  las 
corporaciones,  fundaciones  y  asociaciones  de  todo  género. 

Fe^  jurídicamente  considerada,  es  «el  dictado  de  la  conciencia»,  y  es  ^uens 
6  mala  según  que  se  acomode  ó  no  exactamente  al  fin  moral  que  debe  guiar 
siempre  las  acciones  humanas.  La  ley  la  considera  aparentemente  bsjo  dos  as- 
pectos: el  potitivo^  que  consiste  en  creer;  y  el  ne^alivo^  que  implica  igno- 
rancia. 

Por  el  primero,  entendemos  que  es  justo  el  título  de  la  posesión;  y  por  eV* 
segundo.  Ignoramos  los  vicios  que  tnvalidan  ó  anulan  dicho  título,  haciéndole 
injusto  á  poiteriori. 

Titulo^  según  el  Código,  equivale  á  modo  de  adquirir,  y  como  el  primer 
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ekmeDto  de  la  posesión  es  la  adquisición,  el  origen  de  ésta  dará  la  calificación 
al  Ululo,  y  no  pudiéndose  adqnirír  sin  voluntad,  intención,  de  ésta  nacerá 
el  concepto  de  la  bnena  ó  mala  fe  en  el  obrar.  Los  vicios  del  títalo  pneden  ser 
saatanciales  ó  fonnales,  según  afecten  al  fondo  del  acto  modal,  ó  provengan 
de  laa  solemnidades  qae  deben  rodearle  para  su  eficacia  demostrativa.  Y  esos 
vicios  no  rompen  la  buena  fe  mientras  permanezcan  ignorados;  pero  conclu- 
jeo  con  ella  desde  que  se  bacen  manifiestos  y  excluyen  la  idea  biechecbora  de 
toda  presunta  ignorancia. 

Las  presunciones  tienden  siempre  i  ennoblecer  los  instintos  del  bombre, 
sublimando  su  condición;  pero  ceden  ante  la  prueba  del  desacato  becbo  á  si 
mumo  con  becbos  que  demuestran  lo  contrarío,  puesto  que  se  trata  de  facul- 
tades puramente  subjetivas,  apreciábleg  sólo  al  exterior  por  el  conocimiento 
de  las  acciones  demostradas;  y  de  ahí  la  justicia  de  los  preceptos  que  nos 
ocupan. 

Mas,  se  comprenderá  fácilmente,  que  la  investigación  que]conduzca  á  expío» 
rar  esas  cualidades  del  título-modo  y  aun  las  del  tiMo  instrumento^  que  es  el 
monumento  erigido  ad  perpetuam  memoriam  facti^  sólo  puede  estar  reservada 
á  quien  de  una  manera  directa  interese  por  concurrir  derechos  eontrapuestos 
Htlgiosos,  planteados  con  las  garantías  y  formalidades  que  exigen  las  leyes  del 
procedimiento:  quien  usa  de  su  derecho  á  nadie  daña.  Lo  contrarío,  equival* 
dría  á  un  juicio  de  residencia,  de  que  la  historia  de  las  turbulencias  político- 
sociales  no  ofrece  más  ejemplo  que  el  del  reinado  de  Felipe  IV  en  España» 
referido  en  nuestro  comentario  al  art.  3.*,  sobre  el  efecto  retroactivo  de  laa 
feyes. 


CAPÍTULO  n 


I>e  la  ftdquiaioión.  de  la  poseeiózt. 


Art.  4i3S.  La  posesión  se  adquiere  por  la  ocupación 
material  de  la  coca  ó  derecho  poseído,  ó  por  el  hecho  de 
quedar  éstos  sujetos  á  la  acción  de  nuestra  voluntad,  ó 
por  los  actos  propios  y  formalidades  legales  establecidas 
]>ara  adquirir  tal  derecho. 
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Art.  4189.  Puede  adquirirse  la  poMBÍón  por  la  mis- 
ma perdona  que  va  á  disfrutarla,  por  gu  representante  le- 
gal, por  BU  mandatario  y  por  un  tercero  sin  mandato  al- 
guno; pero  en  este  último  caso  no  se  entenderá  adquirida 
la  posesión  hasta  que  la  persona  en  cuyo  nombre  se  haya 
verificado  el  acto  posesorio  la  ratifique. 

j%rt.  440.  La  posesión  de  los  bienes  hereditarios  se 
entiende  transmitida  al  heredero  sin  interrupción  y  desde 
el  momento  de  la  muerte  del  causante,  en  el  caso  de  que 
llegue  á  adirse  la  herencia. 

£1  que  válidamente  repudia  una  herencia  se  entiende 
que  no  la  ha  poseído  en  ningún  momento. 

Art.  44 1 .  En  ningún  caso  puede  adquirirse  violen  - 
tamente  la  posesión,  mientras  exista  un  poseedor  que  se 
oponga  á  ello.  El  que  se  crea  con  acción  ó  derecho  para 
privar  á  otro  de  la  tenencia  de  una  cosa,  siempre  que  el 
tenedor  resista  la  entrega,  deberá  aolleiter  el  auxilio  de  la 
Autoridad  competente. 

Art«  449.  El  que  suceda  por  titulo  hereditario  no 
sufrirá  las  consecuencias  de  una  posesión  viciosa  de  su 
causante,  si  no  se  demuestra  que  tenía  conocimiento  de 
los  vicios  que  la  afectaban;  pero  los  efectos  de  la  posesión 
de  buena  fe  no  le  aprovecharán  sino  desde  la  fecha  de  la 
muerte  del  causante. 

Art.  443.  Los  menores  y  los  incapacitados  pueden 
adquirir  la  posesión  de  las  cosas;  pero  necesitan  de  la 
asistencia  de  sus  representantes  legítimos  para  usar  de 
los  derechos  que  de  la  posesión  nazcan  á  su  favor. 

.'         Art.  444.    Los  actos  meramente  tolerados,  y  los  eje- 
^T^    cutados  clandestinamente  y  sin  conocimiento  del  posee - 
I       dor  de  una  cosa,  ó  con  violencia,  no  afectan  á  la  pose- 
sión (1). 


-f 


(1)     Véase,  como  concordante,  el  art.  19tí. 
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Awt.  4Mlft.  La  posesión,  como  hecho,  no  puede  re- 
conocerse en  dofi  personalidades  distintas,  fuera  de  los 
casos  de  indivisión.  Si  surgiere  contienda  sobre  el  hecho 
de  la  posesión,  será  preferido  el  poseedor  actual;  si  resul- 
taren dos  poseedores,  el  más  antiguo;  si  las  fechas  de  las 
posesiones  fueren  las  mismas,  el  que  presente  titulo;  y« 
si  todas  estas  condiciones  fuesen  iguales,  se  constituirá 
en  depósito  ó  guarda  judicial  la  cosa,  mientras  se  decide 
sobre  su  posesión  ó  propiedad  por  los  trámites  correspon- 
dientes. 


k 


.A  ocupación  material  de  la  cosa  ó  derecho  poseído,  la  subordinación  de 
ese  derecho  ó  cosa  á  la  accióa  de  nuestra  volaatad,  y  los  actos  propios  y  for- 
malidades legales  establecidas  para  adquirir,  son  las  tres  maneras  qae  et  pre- 
cepto establece  para  obtener  la  posesión. 

La  propia  persona  adquirente,  sn  legitimo  representante,  suplidor  de  la 
incapacidad  jurídica,  y  un  tercero  extraño,  serán  respectivamente  el  sujeto 
de  la  posesión. 

La  hermosa  precisión  de  las  leyes  de  Partida  explica  todos  estos  ex- 
tremos: 

«Tenencia  é  posesión  de  las  cosas  puede  ganar  todo  orne  por  si  mismo 
que  haya  sano  entendimiento.  Otrosí,  los  fijos  que  tiene  en  su  poder  la  pueden 
ganar  por  él  é  sus  personeros.  Ca  en  cualquier  cosa  quier  que  alguno  destos 
sea  apoderado,  en  nombre  del  padre  ó  de  aquel  cuyo  personero  es,  gana  U 
tenencia  el  otro  en  cuyo  nombre  lo  apoderaren  della  también  como  si  el  mis- 
mo la  tuviesse.  Otrosí  decimos,  que  sí  el  fijo  gana  en  su  nombre  tenencia  de 
alguna  cosa,  de  mientras  que  está  en  poder  de  su  padre  que  non  sea  de  aque- 
llos que  son  llamados  castrense  vel  cuasi  castrense  peculium^  que  non  tan 
solamente  gana  el  fijo  tal  tenencia  como  esta,  mas  aun  el  padre  en  razón  de 
Qsuíructo  que  ha  haber  en  las  ganancias  que  el  fijo  face»  (4). 

«Guardador  da  huérfano  ó  de  looo  ó  deso^moriado  ó  de  ome  que  fuese 
desgastador  de  sus  bienes,  bien  puede  ganar  la  tenencia  de  toda  cosa  ^e 
oviere  en  nombre  de  aquel  que  tuviere  en  guarda.  Esto  mismo  decimos,  que 
si  el  oficial  del  común  de  alguna  ciudad  ó  villa  que  haya  á  amparar  ó  á  re- 

(1)     I*ey  8.',  tit.  90,  Partida  8.» 


524  oémoo  civil 

cabdar  los  derechos  dalla  gana  tenencia  de  alguna  cosa  en  nombre  del  coman 
cu  JO  oficial  es,  que  la  gana  para  aqael  comnn  cuyos  bienes  había  de  recabdar 

Uoibien  como  si  á  todos  comonalmeote  oviesse  apoderado  dello»  (4). 

cGanar  queriendo  algún  orne  alguna  possesion  de  castillo,  ó  de  casa,  ó  de 
otra  cosa  cualquier,  ha  menester  que  faga  dos  cosas.  La  una,  que  aya  volun- 
tad de  la  ganar.  La  otra,  que  la  entre  por  sí  corporalmente,  é  la  tenga,  ó  otro 
alguno  por  él  en  su  nombre.  E  si  alguna  de  estas  dos  cosas  le  falleciesse,  non 
la  podrá  ganar.  Empero  si  un  orne  vendiesse  á  otro  alguna  cosa,  ó  gela  diese 
ó  gela  enagenase,  en  alguna  otra  manera;  é  estando  la  cosa  delante,  dijese  el 
que  la  eoagenaba,  al  otro,  que  le  apoderaba  en  ella,  veyendola  ambos  á  dos; 
magfker  este  á  tal  non  la  entre,  nin  la  tenga  corporalmente,  ahóndale  tal  apo- 
deramiento  de  vista,  para  ganar  la  tenencia  della.»  Hay  un  desprendimiento 
de  la  posesión  por  parte  del  vendedor  en  favor  del  adqoirente,  mediante  el 
contrato,  y  no  puede  decirse  que  ha  estado  la  cosa  abandonada  ó  sin  poseedor 
un  solo  momento. 

Todavía  van  más  lejos  las  leyes  de  Partida,  pues  hay  casos  en  que  no  se 
requiere  la  presencia  de  la  cosa  para  empezar  á  poseerla.  Al  efecto  nos  dice  la 
lt*y  7.*:  «Ensgenando,  ó  vendiendo  un  ome  á  otro,  trigo,  ó  vino,  ó  olio,  ó  al- 
gunas otras  mercancías  que  estuviessen  en  Alfondiga,  ó  Almacén,  ó  en  otra 
casa  cualquiera,  dándole  las  llaves  de  aquel  logar  do  estuviessen  las  cosas,  é 
estando  y  delante,  por  tal  apoderamiento  como  este,  que  le  face  dando  las  lla- 
ves, entiéndese  que  le  apodera  también  de  las  mercaderías  que  son  en  la  casa, 
magtler  non  lu  vea,  como  de  las  llaves  que  le  da  á  paladinas;  é  gana  la  te- 
nencia de  las  mercaderías,  bien  assi  como  si  se  apoderasse  dellas  corporal- 
mente veyendotu.» 

La  8.*  prescribe  que  se  gane  la  posesión  por  la  simple  entrega  del  docu- 
mento oportuno,  en  estos  términos:  cDando  algún  ome  á  otro  heredamiento, 
ó  otra  cosa  cualquier,  apoderándole  de  las  cartu  porque  la  él  ovo,  ó  faciendo 
otra  de  nuevo,  é  dando]gela,  gana  la  posesión,  magOer  non  le  apodere  de  la 
cosa  dada  corporalmente.» 

Finalmente,  la  ley  lo  eipresa:  «Seyendo  algún  ome  apoderado  de  casa,  6 
de  heredamiento,  ó  de  otra  cosa  cualquier,  por  aquel  que  la  tiene,  ó  por  su 
mandado,  gana  la  tenencia  della.  Eso  mismo  seria,  si  lo  apoderase  el  Jodga- 
gador,  ó  su  mandado,  por  ratón  de  paga,  ó  porque  había  venzido  en  juicio  la 
cosa,  provando  que  era  suya,  tfas  si  el  fuesse  apoderado  delta  por  mengua  de 
respuesta  ó  porque  él  la  entrara  por  fuerea,  ó  la  robara,  como  quiw  que  él  sea 
tenedor,  no  ha  por  ende  la  verdadera  posesión.  Ca  viniendo  su  dueño,  puédela 
cobrar...» 


(1)     Ley  4.",  tit.  8/,  Partid»  $.• 
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Toda  la  doctrina  cootenidá  en  las  leyes  preinsertas  y  qae  revela  los  jíver*- 
sos  modos  como  la  posesión  se  adqaiere,  dimana  del  derecho  romano,  como  se 
Te  en  el  tít.  V  del  libro  44  del  Digesto. 

El  heredero  no  es  otra  cosa  que  la  continoación  de  la  personalidad  jarfdica 
de  sa  cansante,  y  no  interrumpe  el  óbito  de  éste,  la  posesión  de  sos  bienes  6 
derechos  siempre  qne  aqoól  acepte  la  herencia,  lo  coal  se  presume  en  el  hecho 
de  practicar  actos  propios  de  heredero,  ó  sea  asios  iguales  á  los  qne  hubiera 
practicado  su  causante.  Así  lo  dicen  las  Instituciones:  tíPro  kmrede  gire- 
re  quii  videtur^  si  rebui  kareditarUt  Uwíguam  kmres  %tatur,  vel  vendando 
res  kerediíarias^  vel  predio  eokndo  candare.» 

Es  cierto  que  la  adición  puede  ser  expresa  ó  tácita;  pero  de  cualquier  modo 
que  sea,  produce  efectos  psra  la  continuación  de  la  posesión.  Guando  hable 
moa  de  la  herencia  trataremos  la  adición  con  la  latitud  oportuna. 

Si  la  herencia  ha  sido  repudiada,  se  interrumpe  la  posesión,  por  no  ezis* 
tír  solidaridad  entre  los  actos  del  causante  y  los  del  heredero. 

Hemos  dicho  que  aquel  que  posee  se  reputa  dueho  mientras  no  se  pruebe 
lo  contrario;  y  aun  descartando  de  esta  materia  toda  idea  de  dominio,  diremos 
que  por  lo  menos  se  presume  poseedor  de  buena  fe,  aun  cuando  no  lo  sea, 
ínterin  no  se  acredite  el  extremo  opuesto.  (lonforme  á  este  axiomático  prínc¡-< 
pío,  nadie  puede  violentamente  perturbar  en  la  posesión  al  poseedor,  puesio 
que  la  clasificación  de  buena  ó  mala  fe  no  la  ha  de  hacer  un  interesado  en  la 
posesión,  sino  los  Tribunales  de  justicia. 

No  hay  ley  alguna,  ni  antigua  ni  moderna,  qne  autorice  á  cada  cual  á 
hacerse  justicia  por  sí,  pues  salvo  las  penales  que  admiten  la  legítima  defensa 
en  armonía  con  la  agresión,  en  materia  civil,  los  derechos  sé  ejercitan  sin  vlo-^ 
lencia,  con  mayor,  ó  menor  rapidez,  según  la  índole  de  las  acciones,  pero 
siempre  acudiendo  á  la  Autoridad  correspondiente.  En  las  leyes  de  Partida, 
que  no  alcanian  en  materia  de  procedimientos,  ni  con  mucho,  la  perfección 
de  las  modernas  legisladonesi  hallamos  cómo  un  poseedor  puede  ser  despo* 
jado,  y  cómo  el  que  pretenda  poseer  puede  demandar  la  posesión;  pero  nin- 
guna antoriaa  á  tomarla  por  la  faena,  porque  ninguna  autoriza  la  comisión 
de  delitos.  La  ley  XI,  tít.  S.^,  Partida  3.*^  ^^^  ^  «ste  propósito:  «E  si  por 
aventura  alguno  demandase  á  otro,  que  le  entregase  de  la  tenencia  de  alguna 
cosa»  ó  el  que  ia  toviesse,  4  otro  cualquier  que  la  raaonasee  por  suya,  dijese 
que  gela  non  avia  por  qne  entregar,  por  quo  es  suya,  ó  avia  otro  derecho  e» 
ella,  ó  otro  algún  que  dize  que  es  suya  aquella  cosa,  en  tal  razón  como  eeta, 
eaUe  debe  ser  eida  la  demamUíf  é  ¡íbradAM  que  demandase^ia  tenencia...»  |Y 
quién  había  de  oír  esa  demanda  sino  el  Tribunal  competente? 

Hay  otra  razón  poderosa  para  qna  nadie  pneda  ser  desposeído  con  violen- 
cia, no  ya  por  otro  que  pretenda  la  posesión,  sino  por  autoridad  alguna,  sin 
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que  exista  un  procedimiento  previo.  La  ley  t8  del  título  y  Partida  eitadost 
Dcalas  sumioistra  con  gran  claridad.  cPró  moy  grande  nasce  á  los  tenedores 
de  las  cosas,  quier  las  tengan  con  derecbo«  ó  non:  ca  maguer  los  qoe  gela  de- 
mandassen  di^essen  qoe  eran  sayas,  si  lo  non  pudiessen  pro<var  qne  les  perte- 
necía el  señorio  dellas,  siempre  finca  la  tpnenoia  en  aquellos  qoe  las  tienen, 
magOernon  muestren  ningan  derecho  que  han  para  tenerlas.»  Y  tiene  que 
ser  así  necesariamente,  si  la  sociedad  ha  de  existit  y  ha  de  estar  sujeta  á  re- 
glas de  organización. 

Desde  el  instante  en  qoe  ao  haya  noción  de  lo  tufo  y  lo  mío,  desde  el 
momento  en  que  no  se  regalen  y  definan  los  derechos^  la  sociedad  experi- 
mentará un  movimiento  de  retroceso,  desaparecerá  la  noción  del  Estado  y  nos 
hallaremos  en  perfecto  estado  prímtiivo,  al  que  se  adapta  muy  bien  la  idea  de 
la  posesión  natural.  Todo  lo  qae  tiene  la  llamada  civil  de  culta  y  progresiva, 
tiene  aquélla  de  bárbara  y  retrógada,  pues  envuelve  en  sí  como  necesidad  im- 
periosa la  locha  de  la  humanidad,  la  guerra  de  hombre  á  hombre,  cuya 
victoria  consiste  en  apoderarse  de  un  objeto.  Y  cuando  así'se  adquiere,  cuan- 
do el  éxito  de  obtener  una  posesión  es  el  emblema  de  la  victoria,  ¿qué  ga- 
rantías tiene  el  vencedor?  ¿No  está  sujeto  á  las  mismas  vicisitudes,  no  puede 
experimentar  el  contratiempo  de  perder  lo  adquirido  en  el  momento  en  que 
otro  más  valeroso,  de  más  poder  que  él,  le  desposea?  He  aquí  por  qué  es  in- 
dispensable una  regla  Qja;  be  aquí  por  qué  es  de  necesidad  absoluta  la 
existencia  del  derecho  civil,  que  regula  las  relaciones  mutuas  de  los  indivi* 
dúos  y  qae  define  los  derechos  por  medio  de  leyes  justas;  y  he  aquí,  por  úl- 
timo, por  qué  se  requiere,  sin  poderse  prescindir  de  ello,  la  existencia  de  Tri- 
bunales que  diriman  estas  contiendas. 

El  tolerar  un  acto  ó  permitirlo,  es  una  gracia  particular,  no  es  Ja  transmi* 
flíón  de  un  derecho;  mal  puede  fundarse  la  posesión,  y  mal  puede  concederse 
que  lo  sea,  lo  qae  no  es  más  que  ocupación  transitoria  ó  de  momento.  £1  he- 
cho de  ir  á  una  casa  á  visitar  á  un  amigo,  por  frecuente  qoe  sea,  no  da  dere- 
cho á  la  adquisión  de  la  casa.  Falta  también  para  la  adquisición  de  la  posesión 
uno  de  sus  principales  elementos,  ó  sea  el  ánimo  deliberado  de  adquirirla.  Lo 
mismo  ocurre  con  los  hechos  ejecutados  clandestinamente  y  sin  conocimiento 
del  poseedor  de  una  cosa. 

Por  ultimo,  como  el  heredero  es  la  coDtinuaoión  de  la  persona  del  difunto, 
en  la  herencia  admitida  no  hay  solución  de  continuidad,  sino  que  la  declina- 
ción es  inmediata  y  corre  el  tiempo  para  prescribir  sin  la  menor  interrupción, 
y  ea  el  mismo  iastanle  snstítujfv  el  eansahabiente  al  causante  hacia  la  prose- 
cución del  término  legal,  lo  mismo  en  la  herencia  tesl»ia  que  en  la  abin- 
teatato,  y  así  también  para  el  heredero,  como  para  el  legatario,  que  en  si 
porción  legatada  está  representada  la  voluntad  y  actividad  del  testador.  La 
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aceptación  de  la  herencia  por  los  acreedores  del  finado  prodnea,  respeeio  de 
ésta,  el  efecto  antedicho^  mediante  á  qne  sa  representación,  lejos  de  afectar 
la  declinación  natural  y  eL  enlace  de  nna  condición  psíquica  á  otra,  hares 
cnm  dtfuncío  tmam  eademque  personam^  sólo  viene  obligada  su  oposición  al 
fin  de  cobrar  sos  créditos  respectivos,  pasando  el  resto,  qae  es  la  verdadera 
herencia,  en  toda  su  universalidad  á  las  personas  llsmadas  por  la  ley. 

Repugnando  ésta  toda  violencia  en-  el  campo  del  derecho,  A  la  Autoridad 
competente  deberá  acndirse  siempre,  interesando  la  restitución  de  la  cosa 
detentada  contra  el  que  la  estuviere  detentando,  según  la  forma  de  la  misma 
detentación  ó  mera  tenencia,  que  puede  ser  aun  en  virtud  de  despojo  ó  de 
arrebatamiento,  y  el  medio  legal  que  aconseje  la  conveniencia  dentro  de  ley 
general,  ó  de  las  especiales,  como  la  de  aguas,  minas,  etc.,  que  quedarán  ex- 
puestas en  sn  logar  oportuno. 

Los  menores  emancipados  y  los  que  han  obtenido  habilitación  de  edad,  y 
am  los  que  viven  separadamente  de  sus  padres  con  autoritación  de  éstos,  no 
necesitan,  en  naestro  sentir,  la  intervención  del  representante  legítimo  para 
ejercitar  los  derechos  de  posesión,  así  como  tan>poco  el  incapacitado  por  cansa 
de  prodigalidad. 


CAPITULO   III 


I>e  los  efectos  de  la  posesión. 


\vt,  4I4B.  Todo  poseedor  tiene  derecho  á  ser  res- 
petado en  su  posesión,  y  sí  fuere  inquietado  en  ella,  de- 
berá ser  amparado  ó  restituido  en  dicha  posesión  por  los 
medios  que  las  leyes  de  procedimiento  establecen. 

220.  Pretendida  la  división  de  terrenos  comunales,  y  excep- 
cionando  uno  de  los  litigantes  pertenecerle  en  propiedad  algunos 
de  aquéllos,  al  desestimarse  la  excepción  por  el  Tribunal  senten- 
ciador y  declarar  procedente  la  acción,  se  acomoda  ¿  los  términos 
en  que  ha  sido  planteada  y  discutida  la  posesión  en  común  j  la 
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propiedad  particalar  que  respectivamente  bou  sostenido  las  par- 
tes, y  no  procede  alegar  infracción  de  este  articulo  del  Código. — 
5^.  22  Feb.  94.— G.  i.«  Abrü. 

'  221.  Si  bien  al  acordar  an  Ayuntamiento  la  reparación  de  un 
camino  y  muelle  municipal,  obra  dentro  del  círculo  de  sus  atri- 
buciones, no  sucede  lo  mismo  si  dispone  arrojar  los  escombros  y 
tierras  inútiles  sobre  una  fínca  de  propiedad  particular,  porque  es- 
tos derechos  están  al  amparo  de  la  ley  civil,  y  sólo  por  causa  de 
utilidad  pública  y  previos  los  requisitos  legales  establecidos,  puede 
la  Administración  utilizar  los  bienes  inmuebles  que  forzosamente 
se  enajenan  ó  ceden;  y  no  concurriendo  tales  circunstancias,  los 
Jueces  están  en  la  obligación  de  amparar,  y  en  su  caso  reintegrar, 
al  que  es  perturbado  en  la  posesión  de  sus  bienes,  sin  que  ios 
Ayuntamientos  tengan  facultades  para  invadir  ni  perturbar  la  po- 
sesión y  propiedad  de  los  particulares. — Beal  decrd^-sentenda  14 
Abril  94.— Q.  20  id. 

222.  Existiendo  una  providencia  gubernativa  dictada  por  la  Ad- 
ministración dentro  del  circulo  de  sus  atribuciones,  y  siendo  ñrme 
por  no  haberse  recurrido  contra  ella,  el  interdicto  que  se  deduzca 
es  improcedente,  ya  porque  tiende  á  contrariar  el  mencionado 
acuerdo,  ya  porque  los  Tribunales  de  justicia  no  pueden  admitir- 
los contra  las  providencias  dictadas  por  la  Administración  dentro 
del  circulo  de  sos  atribuciones. — Beal  decreto-sentencia  9  Mayo  94. — 
G.  19  id. 


Art.  447.  Sólo  la  posesión  que  se  adquiere  y  se  dis- 
fruta en  concepto  de  dueño  puede  servir  de  título  para  ad- 
quirir el  dominio  (1). 

Ari.  418.  El  poseedor,  en  concepto  de  dueño,  tiene 
á  BU  favor  la  presunción  legal  de  que  posee  con  justo  tí- 
tulo, y  no  se  le  puede  obligar  á  exhibirlo  (2). 


(1)    YóMe,  tomo  oonoordsnte,  •!  ari.  IMl. 
<S)     Véase,  como  ooBoordaiiia»  •!  arl.  ISñk. 
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Ar€.  4I4I9.  La  poBeaión  de  una  cosa  raíz  snpóne  la 
de  los  muebles  y  objetos  que  se  hallen  dentro  de  ella, 
noientras  no  conste  ó  se  acredite  que  deben  ser  ezclaidos. 

Ari.  450.  Gada  uno  de  los  participes  de  una  cosa 
que  se  posea  en  oomún^  se  entenderá  que  ha  poseído  ex* 
elusivamente  la  parte  que  al  dividirse  le  cupiere  durante 
todo  el  tiempo  que  duró  la  indivisión.  La  interrupción  en 
la  posesión  del  todo  ó  parte  de  una  cosa  poseída  en  co- 
mún,  perjudicará  por  igual  á  todos. 

Art.  451.  El  poseedor  de  buena  fe  hace  suyos  los 
frutos  perdbidoB,  mientras  no  sea  interrumpida  legal- 
mente  la  posesión. 

Se  entienden  percibidos  los  frutos  naturales  é  indos- 
triales  desde  que  se  alian  ó  separan. 

Los  frutos  dviles  se  consideran  producidos  por  días,  y 
pertenecen  al  poseedor  de  buena  fe  en  esa  proporción. 

Ari.  4159.  Si  al  tiempo  en  que  cesare  la  buena  fe 
se  hallaren  pendientes  algunos  frutos  naturales  ó  indus- 
triales, tendrá  el  poseedor  derecho  á  los  gastos  que  hu- 
biese hecho  para  su  producción»  y  además  á  la  parte  del 
producto  líquido  de  la  cosecha  proporcional  al  tiempo  de 
su  posesión. 

Las  cargas  se  prorratearán  del  mismo  modo  entre  los 
dos  poseedores. 

£1  propietario  de  la  cosa  puede,  si  quiere,  conceder  al 
poseedor  de  buena  fe  la  facultad  de  concluir  el  cultivo  y 
la  recolección  de  loe  frutos  pendientes,  como  indemnisa- 
don  de  la  parte  de  gastos  de  cultivo  y  del  producto  líquido 
que  le  pertenece;  el  poseedor  de  buena  fe  que  por  cual- 
quier motivo  no  quiera  aceptar  esta  concesión,  perderá  el 
derecho  á  ser  indemnizado  de  otro  modo. 

223.    La  sentencia  que  otorga,  estimando  una  d^nanda  reivin* 
dkatoria,  los  frutos  desde  una  fecha  anterior  á  la  interpeladón  ju- 

84 


520  CÓDIGO  CITIL 

dicial;  contradice  el  concepto  de  buena  fe  con  que  reconoce  qae 
venia  poseyendo  el  demandado  el  inmueble  en  cuestión,  y  excede 
la  petición  de  la  demanda,  en  la  cual  bóIo  se  reclamaron  loe  frutos 
desde  el  día  de  la  interposición  de  aquélla. — S.  17  Marzo  91. — 
G.  17  Mayo, 

• 

224.  '  El  poseedor  de  buena  fe  hace  suyos  los  frutos  percibidos 

antes  de  la  contestación  á  la  demanda,  cualidad  que  tiene  el  que 
posee  en  virtud  de  una  sentencia  judicial. — 8,  4  Marzo  93.-^G,  5 
Sepi. 

225.  La  sentencia  que  concede  los  frutos  anteriores  á  la  pose- 
sión que  de  una  capellanía  se  da  á  consecuencia  del  preferente  de- 
recho declarado  en  ;ina  sentencia,  no  infringe  la  ley  39,  tít.  28, 
Partida  3.*,  puesto  que  emanando  ese  derecho  de  la  misma  pose- 
sión y  de  la  situación  de  vacante  en  que  la  capellanía  se  encontra- 
ba, ha  de  entenderse  retrotraído  á  la  época  en  que  se  ocasionó  la 
vacante.— iS.  17  Mayo  93.— G.  2  Od. 

226.  La  referida  sentencia  infringe 'la  ley  citada  al  conceder 
todos  los  frutos,  lo  cual  comprende  también  los  posteriores  á  la 
contestación  á  la  demanda,  toda  ves  que,  desde  el  momento  en  que 
se  formaliza  el  pleito  por  aquel  medio,  cesa  la  presunción  de  bue* 
na  fe  y  el  derecho  del  poseedor  á  hacer  suyos  los  frutos. — S.  17 
Mayo  98,'-G.  2  Od. 

227.  Las  pensiones  cobradas  en  virtud  de  acuerdo  administra- 
tivo se  entienden  frutos  percibidos  por  un  poseedor  de  buena  fe. 
por  lo  que  no  están  sujetas  á  devolución,  aunque  se  declare  en  de- 
finitiva no  haber  derecho  á  jubilación  ó  pensión. — 8.  del  T.  S.  de 
lo  GofUencioso-admintstraiivo  de  22  Marzo  93  y  14  Junio  92, 


Jk^t.  4ftS.  Los  gastos  necesarios  se  abonan  á  todo  po- 
seedor; pero  sólo  el  de  buena  fe  podrá  retener  la  cosa 
hasta  que  se  le  satisfagan. 

Los  gastos  útiles  se  abonan  al  poseedor  de  buena  fa 
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<^on  el  mismo  derecho  de  retención,  pudiendo  optar  el  que 
le  hubiese  vencido  en  su  posesión  por  satisfacer  el  impor- 
te de  los  gastos,  ó  por  abonar  el  aumento  de  valor  qoo 
por  ellos  haya  adquirido  la  cosa  (1). 

Art.  454.  Los  gastos  de  puro  lujo  ó  mero  recreo  no 
son  abonables  al  poseedor  de  buena  fe;  pero  podrá  lle- 
varse los  adornos  con  que  hubiese  embellecido  la  cosa 
principal  si  no  sufriere  deterioro,  y  si  el  sucesor  en  la  po> 
sesión  no  prefiere  abonar  el  importe  de  lo  gastado  (2). 

Ari.  455.  El  poseedor  de  mala  fe  abonará  los  fru- 
tos percibidos  y  los  que  el  poseedor  legítimo  hubiera  po* 
dido  percibir,  y  sólo  tendrá  derecho  á  ser  reintegrado  de 
los  gastos  necesarios  hechos  para  la  conservación  de  la 
cosa.  Los  gastos  hechos  en  mejoras  de  lujo  y  recreo  no  se 
abonarán  al  poseedor  de  mala  fe;  pero  podrá  éste  llevarse 
los  objetos  en  que  esos  gastos  se  hayan  invertido,  siempre 
que  la  cosa  no  sufra  deterioro,  y  el  poseedor  legitimo  no 
prefiera  quedarse  con  ellos  abonando  el  valor  que  tengan 
en  el  momento  de  entrar  en  la  posesión. 

Ari.  4541.  Las  mejoras  provenientes  de  la  natura- 
leza  ó  del  tiempo  ceden  siempre  en  beneficio  del  que 
haya  vencido  en  la  posesión. 

Api.  45V.  El  poseedor  de  buena  fe  no  responde  del 
deterioro  ó  pérdida  de  la  cosa  poseída,  fuera  de  los  casos 
en  que  se  justifique  haber  procedido  con  dolo.  El  posee- 
dor de  mala  fe  responde  del  deterioro  ó  pérdida  en  todo 
caso,  y  aun  de  los  ocasionados  por  fuerza  mayor  cuando 
maliciosamente  haya  retrasado  la  entrega  de  la  cosa  á  em 
poseedor  legitimo. 


<1)     VésoM,  como  oonoordsntes,  loi  Arto.  900,  487  y  895. 
<V)     TéMe,  eomo  «oneordAnte,  «1  art.  4S7. 
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228.  No  modificando  el  vigente  Código  civil  la  legislación  an- 
terior aplicable  al  caso  de  qne  se  trate,  no  cabe  con  razón  afirmar 
que  se  haya  cometido  infracción  de  este  articulo  en  la  parte  dispo- 
ñtíva  de  la  sentencia,  sea  una  ú  otra  ley  la  que  se  invoque  en  los 
fundamentos  de  la  misma.— iS.  25  Junio  95. — 0. 18  Sepl. 


Ari.  4lftS.  El  que  obtenga  la  posesión  no  está  obli- 
gado á  abonar  mejoras  que  hayan  dejado  de  existir  al  ad- 
quirir la  cosa. 

Awt.  4I&9.  El  poseedor  actual  que  demuestre  su  po- 
sesión en  ¿poca  anterior,  se  presume  que  ha  poseído  tam- 
bién durante  el  tiempo  intermedio,  mientras  no  se  prue- 
be lo  contrario. 

• 

Atí.  MQO.    £1  poseedor  puede  perder  su  posesión: 

1.^    Por  abandono  de  la  cosa. 

2.^  Por  cesión  hecha  á  otro  por  titulo  oneroso  ó  gra- 
tuito. 

3.^  Por  destrucción  ó  pérdida  total  de  la  cosa,  ó  por 
quedar  ésta  fuera  del  comercio. 

4.^  Por  la  posesión  de  otro,  aun  contra  la  voluntad  del 
antiguo  poseedor,  si  la  nueva  posesión  hubiese  durado 
más  de  un  año. 

Ari.  461.  La  posesión  de  la  cosa  mueble  no  se  en- 
tiende perdida  mientras  se  halle  en  poder  del  poseedor, 
aunque  éste  ignore  accidentalmente  su  paradero. 

t  iri.  4B!i.  La  posesión  de  las  cosas  inmuebles  y  de 
los  derechos  reales  no  se  entiende  perdida,  ni  transmitida 
para  loe  efectos  de  la  prescripción  en  perjuicio  de  terce- 
ro, sino  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  la  ley  Hipoteca- 
ria (1). 

00    Véase,  como  ooneordante,  el  tai.  1910. 
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Aré.  4MkS.  Lob  aotoe  relativos  á  la  poseeión,  ejecu- 
tadoB  ó  consentidos  por  el  que  posee  una  cosa  ajena  como 
mero  tenedor  para  disfrutarla  ó  retenerla  en  cualquier 
<x>ncepto,  no  obligan  ni  perjudican  al  dueño,  A  no  eer 
que  éste  hubiese  otorgado  á  aquél  facultades  expresas 
para  ejecutarlos  ó  los  ratificare  con  posterioridad. 

Ari.  4MI4I.  La  posesión  de  los  bienes  muebles,  ad- 
quirida de  buena  fe»  equivale  al  título.  Sin  embargo,  el 
que  hubiese  perdido  una  cosa  mueble  ó  hubiese  sido  pri- 
vado de  ella  ilegalmente,  podrá  reivindicarla  de  quien  la 
posea. 

Si  el  poseedor  de  la  cosa  mueble  perdida  ó  sustraída  kt 
hubiese  adquirido  de  buena  fe  en  venta  pública,  no  po- 
drá el  propietario  obtener  la  restitución  sin  reembolsar  el 
precio  dado  por  ella. 

Tampoco  podrá  el  dueño  de  cosas  empeñadas  en  loa 
Montes  de  Piedad  establecidos  con  autorización  del  Go- 
bierno, obtener  la  restitución,  cualquiera  que  sea  la  per- 
sona que  la  hubiese  empeñado,  sin  reintegrar  antes  al  ea- 
iablecimiento  la  cantidad  del  empeño  y  los  intexesea  ven- 
cidos. 

En  cuanto  á  los  adquiridos  en  Bolsa,  feria  6  mercado,  6 
de  un  comerciante  legalmente  establecido  y  dedicado  ha- 
bitualmente  al  tráfico  de  objetos  análogos,  se  estará  á  lo 
que  dispone  el  Código  de  Comercio  (1). 

Avt.  4MI5.  Los  animales  fieros  sólo  se  poseen  mien- 
tras se  hallen  en  nuestro  poder;  los  domesticados  ó  aman- 
sados se  asimilan  á  los  mansos  ó  domésticos,  si  conser- 
van la  costumbre  de  volver  á  la  casa  del  poseedor. 

Ar^.  4MIO.  El  que  recupera,  conforme  á  derecho,  la 
posesión  indebidamente  perdida,  se  entiende  para  todoa 
los  efectos  que  puedan  redundar  en  su  beneficio  que  la 
ha  disfrutado  sin  interrupción. 


(t)     VteM,  eomo  ooooord»nte»  «1  «rt.  1966. 
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£L  estadio  de  los  precedentes  legales,  dé  la  doctrina  jurídica  ixpaest» 
y  ót  las  teorías  desarrolladas  en  ios  comentarios  que  preceden,  relativos  á  la 
fiosesión  jurídica  de  los  bienes,  qae  el  Código  clasifica  en  natural  j  civil, 
se  Tiene  en  perfecto  conocimiento  de  que  se  trata  de  una  inslitación  de  na- 
turaleza con&ütoyente,  embrionaria  del  dominio,  j^ropiedad  interina  y  pre- 
sonta  ó  cnasidominio — derecho  real  similar— que,  por  lo  mismo  que  está  re* 
presentado  por  ana  acción  elaborante  no  perfeccionada,  requiere  multitud  dt 
etrcvBStancias  para  su  apreciación,  que  holgarían  en  toda  otra  institución 
inamovilie. 

Para  llegar  á  convertirse  en  propiedad  ó  dominio,  necesita  la  acción  ince- 
sante del  sujeto  hasta  cierto  término,  no  sólo  por  actos  materíales,  sino  por 
reTelaeiones  psicológicas— voluntad,  intención,  eum  ánimo^^y  de  ahí  los  dis- 
tintos puntos  de  vista  que  la  materia  ofrece  y  los  múltiples  efectos  jurídicos 
¿ñ  la  posesión. 

La  dificultad  de  probar  á  veces  el  dominio  fué  causa  de  que  el  Pretor  Pu- 
blicio  introdujese  la  acción  que  lleva  su  nombre,  y  con  ella  el  modo  de  hacer 
Taltr  el  dt  recho  posesorio,  eorparaliUr  potsidere. 

Kiie¿tro  derecho  histórico  recogió  escrupulosamente  los  preceptos  de  la  le- 
gislación romana,  y  nos  los  han  transmitido  las  I^rtidas.  basta  ahora  que  e^ 
Código  los  comprende  diloídos  en  los  artículos  transerítos. 

Nimia  nos  parece  la  disensión  sascilada  entre  comentaristas  y  expositores 
s<3(l)re  la  subsistencia  de  la  llamada  acción  publiciana,  sosteryendo  criterios 
4i%'eisos.  En  buen  hora  que  el  moda  de  enjuiciar  de  loa  romanos  exigiese  la 
^terminación,  con  gran  escrúpulo,  de  la  acción  jurídica  que  informaba  cada 
Teclamación,  y  que  nuestro  derecho  histórico,  incli^sa  la  ley  de  Enjuiciamiento 
«civíl,  que  dejó  de  regir  en  4881,  hiciere  necesario  el  tecnicismo  nominal  de 
cada  acción— art.  S24,— motivando  las  disquisiciones  y  sorpresas  que  aquelU 
práctica  ocasionaba  como  uno  de  sus  vicios;  pero  hoy  nad^  más  estéril  que 
perder  el  tiempo  en  evocar  les  nombres  de  las  acciones  en  particular,  cuando, 
ai  de  reclamar  un  derecho  establecido  se  trata^  lo  que  importa  es  esclarecer  ese 
mismo  derecho,  fundamentándole  en  el  precepto  de  la  ley,  en  la  costumbre 
establecida,  en  el  principio  de  derecho  ó  en  la  doctrina  jurídica  que  le  dé  vida, 
tiuno  base  de  nuestra  pretensión. 

Acción  jurídica  no  es  otra  cosa  que  la  facultad  de  reclamar  un  derecho 
preexistente,  y  según  sea  e^te  derecho  y  el  medio  que  escojamos  para  recla- 
mar so  efectividad,  así  vendrán  las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil,  criminal» 
contencioso-administratiTa,  etc.,  á  dar  las  reglas  del  proceso  á  que  ha  de  sot 
meterse* 
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Hoy  la  coeslidn  verdaderamente  importante  que  ofrece  ia  técnica  de  la 
aceióQ  jurídica,  está  limitada  á  la  simple  califieación  de  reale$^  personaíés  y 
smalMS-^ATl.  5U  de  la  de  Enjoiciamienlo  civil,^epya  trascendencia  sabe  de 
fonto  sólo  en  materia  de  competencias,  mediante  la»  especiales  disposiciones 
de  dicho  enjuiciamiento. 

El  cap.  3.°,  tít.  48,  libro  4.^  del  Código,  sólo  disUngoe  las  acciones  en 
realea  y  personales,  y  las  demás  clasiOcaciones  antiguas  no  aparecen  para  nada. 
Ocupándose  de  la  prescripción  extintiva  de  las  obligaciones  ó  del  derecho  á 
exigirlas,  coya  pérdida  representa  ana  ganancia  para  aquel  que  hasta  enton- 
óos vino  obligado—prescripción  adquisitiva—en  vez  de  expresar,  loeali  et  con-- 
4mcM^  6  locación  y  conducción  que  se  pronnnciaba  antes,  dice  la  acción  sobre 
'aliaÍM»r  el  precio  de  los  arriendos,  etc.;  y  lo  mismo  que,  sin  necesidad  de  in- 
¥oear  la  serpiana  y  enasiservúna^  la  in  rem  teriptrn^  h  preíeripiis  vtrhii  ct 
mfúeíMM^  la  secuesiraria^  ó  la  eaj^irejurundo...^  se  demanda  por  prenda  ó 
hipoteca,  ó  la  rescisión  de  ventas  en  fraude  ó  por  gestión  de  negocios,  el  ase- 
guramiento de  bienes  y  embargos,  y  ol  pago  de  deudas  confesadas,  así  se 
ledamaráy  cuando  convenga  y  baya  logar,  la  posesión  perdida,  sin  necesidad  de 
acordarse  del  nombre  de  a/|ttel  pretor,  y  nada  seguramente  influirá  en  el  fallo 
apetecido  el  olvido  de  la  acción  pnbliciana. 

A  mayor  abundamiento,  es  axiomática  ya  la  doctrina  establecida  por  laja* 
ríapnidencia  en  multitud  de  fallos  (4)  de  que  cualquiera  quesea  la  denomina- 
ción qoe  equivocadamente  se  dé  á  la  acción  ejercitada,  basta  y  es  suficiente 
qioe  pueda  deducirse  de  la  relación  de  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho; 
Seuieneia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  2  de  Diciembre  de  4890,  Qace^ 
U  de  49  de  Enero  del  94  y  otras. 

En  suma,  la  posesión  tendrá  dos  medios  de  reclamación  en  juicio,  á  saber: 
por  medio  de  interdicto  contra  el  que  nos  haya  privado  de  ella,  sin  dejar  trans- 
cvirir  el  año  en  que  la  acción  interdiccial  prescribe,  ó  utilizando  después  el 
juicio  declarativo  posesorio  de  mayor  ó  de  menor  cuantía  según  la  estimación 
de  la  cosa  que  se  reclama»  cuyos  procedimientos  no  estorbarán  et  que,  en  su 
caso,  se  ejercKe  el  derecho  sobre  propiedad  ó  dominio  en  otro  juicio  también 
declarativo,  pue#to  que  el  interdicto  ó  entredicho,  como  su  mismo  nombre 
iadica,  sólo  resuelve  con  carácter  interino  en  cuestión  de  hecho,  y  el  juicio 
piMesoiio  se  limita  á  este  derecho  elaborante  y  embrionario,  que  cede  siempre 
anie  el  del  dueño  de  la  cosa  poseída. 

El  interdicto  de  retener  ó  recobrar  procederá,  cuando  el  que  se  halle  en  po- 
sesión ó  en  la  tenencia  de  una  cosa,  haya  sido  perturbado  en  ella  por  actos 

(1)     Pueden  consnliane  en  nuestro  Tratudo  sobre  La  Ley  y  la  Jurieprudencia  del 
S^ímmmmMnU^  civil,  primer»  parto  de  nueetra  ebra,  Jhrevk»  proceeed  de  Eepaña. 
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«(116  mtnifiotten  la  intención  de  inquietarle  ó  despojarle,  ó  coando  haya  eido 
ya  det|K>jado  de  dieba  posesión  j  tenencia,  y  pnede  ejercitarle  todo  poseedor 
natoral  6  cítíI  qne  lo  sea  por  sf  6  en  nombre  de  otro,  como  el  arrendatano« 
el  Qsofractnario,  el  isnario,  el  depositario,  acreedor  prendario,  etCt  sin  qM 
importe  la  buena  ó  mala  fe  con  qne  posean,  porqne  en  estos  jaicios  stttnarísi* 
mes  no  cabe  disentir  esa  cualidad,  y  la  bnena  fe  se  presóme;  coyo  deredM^üMM^ 
no  será  extensivo  á  los  tenedores  de  la  cosa  por  actos  meramente  tolerados,  I 

clandestinos  ó  mleotos,  á  qnienes  el  art.  44i  niega  el  carácter  de  poseedo*  I 

res,  y  debe  entenderse  como  limitación  del  concepto  general  del  430. 

Dichos  interdictos  procederán  contra  toda  persona  qne  realice  los  actos 
aladidos  ó  sos  herederos,  con  la  limitación,  en  cnanto  á  estos,  del  art.  44f  rOn 
el  sopoesto  de  qoe  aquellos  acloa  no  provengan  del  ejercicio  de  nn  derecho, 
como  et  de  la  Administración  activa  en  compKmien'o  de  sos  deberes,  obrsndo 
dentro  del  dreolo  de  sos  atribuciones,  para  cuya  apreciación  forzoso  es  eos- 
venir  en  la  facultad  discrecional  de  los  Jueces  ante  qnienes  se  interpongan, 
9Mi  como  también,  para  apreciar  el  caso  generador,  jurídicamente  hablando^ 
del  interdicto,  pues,  á  veces,  un  hecho  aislado.no  revela  verdadera  intendóa 
de  despojar,  y  más  qne  materia  de  interdicto,  puede  ser  objeto  de  un  simplo 
juicio  de  faltas,  ó  de  otro  análogo  aunque  de  distinta  naturalesa,  no  debiendo 
tampoco  estimar  perturbación,  según  el  art  4560,  cuando  el  tercero,  ya  sea 
la  Administración,  ya  un  particular,  han  obrado  en  virtud  de  un  derecho  que 
les  corresponde  con  anterioridad  al  acto  en  cuestión,  pues  la  Administraeiótt 
misma  obrarla  ilegalmente  realicando  actos  en  virtod  do  acuerdos  ó  providen-» 
cias  no  ejecutables,  por  estar  válidamente  recurrídu  ó  dictadas  fuera  dot 
círcolo  de  sos  atribociones  (1). 

Así,  pues,  no  procederá  el  interdicto  contra  los  acuerdos  moniclpales  que 
recaigan  sobre  bienes  eomnniles  (S),  ya  ordenando  la  sospensión  de  obras  j 
snbuta  de  solares  de  los  mismos,  ya  permitiendo  en  ellos  constracdoaes, 
arrendándolos,  cediéndolos,  ó  disponiendo  su  conservación  é  inscripcióii  en  el 
Registro,  distribuyendo  los  aprovechamientos  ó  para  reivindicarlos  en  caen 
de  despojo  (3). 

Tampoco  procede  contra  las  concesiones  administrativas  hechas  legalmea* 
te;  contra  los  actos  ejecutados  en  cumplimiento  de  una  Real  orden;  eonlra 
aquellos  qne  tiendan  á  posesionar  á  nn  particular  de  la  finca  comprada  en  ex- 


(1)    Be*l  de«reto-Mntenoia  da  20  do  ICano  del  90  j  otrac. 

(3)  Paed*  ooovaltAne  sobra  esta  materia  nuestro  Tratado  Lti  Ley  jf  la  Juriapn^- 
fÍAfioia  vigeniet  tokre  Prootdimtemh  cMilencMMo  admintwtrativo,  tecoera  parte  de  nitea- 
tro  Dm^tcko  proaetal  de  ApaXa. 

<S)     Reales  deeretoe  sentencias  de  1^  Agosto  del  U,  SS  J«Uo  del  S7  y 
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pediente  ée  apremio;  eontn  la  prorideneiá  que  ordena  ht  limpia  de  iee({iiias 
para  la  policía  de  las  agfoas,  ó  cerrar  un  ramidero  en  la  vía  publica,  é  eeo*» 
tmir  nn*  cementerio  (1),  pnet  al  efecto  de^ne  eea  respetada  la  IbdepeBdeocia 
de  la  Administración  en  tales  casos,  procederá  la  competencia  contra  In  Av» 
torídad  Jndicial,  ann  después  de  haberse  dictado  senfsncia  en  el  interdiclo,  ea 
ratón  á  qoe  nunca  tiene  el  carácter  de  firme  (t).  * 

Por  el  contrario,  procederá  el  interdicto  contra  las  perturbaciones  easaadis 
por  providencias  administrativas  dictadas  sin  competencia,  enandn  leaienen 
derechos  particnlares;  por  ejemplo:  si  nn  Ayuntamiento  impone  servidnnbrea 
públicas  en  terreno  de  propiedad  particnlar,  ó  decreta  la  instalación  de  «o 
mercado  en  sitio  de  qne  no  pneda  disponer;  si  oenpa  propiedades  particttlares« 
avnqne  sea  para  la  constrocclón  de  nn  camino  ó  Tía  férrea,  mientras  no  j^- 
ceda  la  expropiación  íbrzosa  por  cansa  de  utilidad  pública  (3>,  y  si  la  Aámlí^ 
nistradón  intenta  recuperar  por  sí  misma  la  posesión  4%  bienes  de  su  perCn* 
nenefa  después  de  transcurrido  más  de  un  imo  desde  que  se  rsaltzó  el  des- 
pejo (i),  teniendo  en  cuenta  que,  según  el  núm:  4.^0  tfél  att.  I90S  del  Código, 
ol  Úío  de  prescripción  interdicelal  debe  contarse  desde  el  día  en  que  poedn 
efervItarBe»  esto  es,  desde  la  realización  de  los  a«tos  perturbadores  6  despo* 
jaites,  salvo  si  se  trata  de  posesionev  clandestinas,  en  cuyo  easo  no  puedo 
eoiTcr  el  término  sino  desde  que  los  aludidos  actos  posesorios  ftiesen  pébii* 
coa,  ó  desde  que  negaren  á  conocimiento  del  despojado,  y  la  tramitación  se 
acomodará  ú  tas  reglas  establecidas  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

El  juicio  declarativo  posesorio  para  reclamar  los  bienes  cuando  no  se  fia  se- 
guido el  intehüdo^  ó  después  de  éste,  podrá  entablarse  por  el  despojstdo  y  por 
el  que  perdió  el  interdicto,  contra  el  despojante  ó  contra  el  que  obtuvo  la  sen* 
leodia  tnterdiccial  á  su  Ikvor  y  sus  herederos  ó  causahabientés,  non  sujeeión  A 
las  disposiciones  respectivas  dd  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento. 

El  estuiNo  de  los  artículos  del  Código  sobra  los  efectos  de  la  posesión  es» 
elarecen  suficientemente  lá  materia,  por  cuya  razón  sólo  nos  ocuparemos  de 
aquellos  extremos,  que  bajo  el  punto  de  vista  exegétieo,  reclamen  las  ofaeer- 
vadones  del  comentarista,  después  de  sentar  las  siguientes  aflrmacionesr 

9i*  Que  al  poseedor,  por  el  hecho  de  serlo,  se  le  raputa  dnefio  mientras  no 
se  deatruya  tal  presunción^ 

(1)  BoAlea  decretos-sentenoiM  de  96  Koviembre  del  79,  10  Pioiembre  del  81, 1t 
iToviembre  del  88,  11  Diciembre  del  84,  89  Agosto  del  87. 18  Agosto  d«l  91,  eio. 

^  Realee  deoretof -sentenoiM  de  10  Septiembre  90,  29  Bnero  ^  5  Agoste  9L 
y  otros. 

(S)     Beales  decretos  senteiioiM  de  14  Abril  94, 17  Febiráro  flí  j  otras. 

(4)    nml  oMen  de  10  ICsjo  84  y  Beal  ^eerete  á*  7  /ulié  80. 
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S.^   Que  po)r  la  poiaiióii  m  liega  á  la  propiedad  ó  domíAÍo,  por  lo  qee 
pnede  deeirae  es  embrioaaria  y  te  desarroHa  en  el  tiempo. 

3.*    Qoe  para  poseer  ea  coneepto  de  dueño  se  requiere  hacerlo  eo  virtud 
de  un  titulo,  modo  bAbiide  los  que  el  deredio  reeosoee. 

l.^    Qoe  lio  puede  llegarse  á  la  propiedad  por  la  mera  teaencia  ó  posesión 
BaUínil,  no  obstsnte  el  derecho  á  que  se  reepele  esa  tenencia,  y  de  retenerla  á 
reenperarla* 
S.*    Qna  es,  por  lo  tanto,  la  posesión  un  derecho. 
€.*    Qoe  recayendo  esencial  y  directamente  sobre  las  cosas,  es  nn  derecha 
foaU  porqne  de  otro  modo  no  podría  convertirse  en  dominio. 

Véase  oorao  poco  á  poco  va  destacándose  el  verdadero  concepto  de  la  po- 
eeeiOa«  cayo  estadio  sería  macho  más  fácil  si  el  Código  no  reconociera  efec- 
tos jorídieoe  sino  i  la  llamada  civil;  mas  coma  también  la  natural  viene  oe^ 
lenlmdo  sa  eKístencia,  hace  más  complicado  el  mecanismo  posesorio. 

Ahora  bienc  los  electos  de  la  posesión  naioral  comieaiaa  y  acaban  en  ella 
aisasa,  sin  qoe  el  transcarso  del  tiempo  la  transforme,  uí  el  poseedor  nata- 
ial«por  ejemplo*  el  colonoóinqaiüao,  el  prendario,  el  arrendatario,  etc.,. 
sieoipro  serán  colono,  inqoiUno,  prendario  y  comodataiio,  y  nanea  el  tiempo 
^■6  pase  cambiará  sn  condición,  mientas  qoe  el  ocapante  y  todo  aqoel  qoe 
leaga  la  posesión  dviJ  llegará  á  convertirla  en  propiedad  con  el  concurso  de 
loe  rcqoisitoe  IfgaJes,  y  finalmente,  con  el  lapso  del  tiempo,  sin  perjoido  de 
qoe  ana«  y  otra»  deban  ser  respetadsa  y  amparadsa  en  so  tenencia  y  posesión 
lospectiva. 

£1  qoe  tiene  la  posesión  llamada  civil,  como  propiedad  presante,  está  re- 
▼eatido  de  los  mismos  derechos  que  el  propietario,  y  tiene  en  sa  virtud  la  fa« 
aallad  de  goaar«  y  la  de  la  accesión,  U  de  traasmitir  las  derechos  por  actoe 
imUr  vivos  ó  por  ikltima  volantad,  y  está  asistido  de  acciones  reivindicatorías 
y  autorizado  para  gravar  y  pignorar  aquello  qae  posee,  presamiéadose  tam- 
Idén  qae  tieao  jasto  títalo,  aonqoe  no  lo  maestre  ;ni  lo  exhiba*  mientras  no 
so  le  venza  en  juicio:  ^mmi$  jfrmswmtímr  ko^mt  donéeprvkalmr  méimi,  en  cayo 
Altimo  caso  la  ley  relira  la  presaaeióa  qoe  ampara  al  poseedor. 

Como  dijimos  ea  otro  lagar*  el  títalo  á  qoe  tos  preceptos  transcritos  se 
refieren  es  el  modo,  no  el  docwmeiUo  ncrito^  que  no  será  precise  eiao  eo  las 
condicioaes  exigidas  por  la  ley  Hipotecaria;  pues  al  que  posee  le  basta  josti- 
ficar  este  hecho,  mientras  al  qoe  reclame,  como  á  todo  demandante,  será  pre- 
cisa la  prueba  de  los  hechos  en  qae  funde  so  demanda,  y  de  qae  dimana  la 
acción  jurídica  que  ejercite.  Adore  non  probante  rene  esi  absolvendui. 

Por  muebles,  que  supone  el  art.  449,  deben  entenderse  en  el  sentido  limi- 
tativo expresado  en  el  346,  y  por  objetosi  los  demás  efectoe  qoe  no  son  dine- 
ro, créditos,  etc.,  ni  d  mueblaje ómoviUario  de  la  casaca  qae  se  eacaentran. 
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£1  coicQoero  ó  ptrtícipe  alícuota  qoe  dorante  la  proindivisión  ha  poseído 
M  parle  en  U  totalidad  de  ta  eosa«  tiene  la  presunción  á  sa  favor  de  haber 
poseído  la  parcela  que  eo  la  división  se  le  adjudicó  poc  todo  el  tiempo  de  la 
conmnidad  anterior,  eonstitoyendo  nn  solo  tiempo  el  primero  con  el  segando. 
Esto  si  no  se  interompió  la  posesión  de  los  comuneros  por  cansa  de  alguno  de 
ellos;  pues  uno  solo  que  la  interrumpa,  la  interrtt*npe  para  todos»  en  virtud  á 
tratarse  de  un  derecho  solidario  ó  integral. 

Ahora  bien:  la  interrnpción  de  la  posesión,  á  que  el  art.  450  se  refiere,  debe 
ser  estadiada  con  el  complemento  de  las  disposiciones  concordantes  del  ca- 
pítulo S.^,  tít.  48,  libro  i.^  del  Código,  que  comienzan  por  expresar  que  la 
posesión  luí  de  ser  en  concepto  dedue&o,  pública,  pacítíca  y  no  interrumpida, 
no  aprovechando,  por  lo  tanto.  Jos  actos  de  mera  tolerancia  ó  en  virlad  d 
Ucencia  del  dne&o,  inlerrumpióvdose  naluralmente  cuando  por  cualquier  causa 
se  cese  en  ella  por  más  de  un  aüo;  y  eivilmenU^  por  la  citación  judicial  he- 
cha al  poseedor  aunque  sea  por  mandato  de  juez  incompetente^  Esta  inte- 
rrapcióa  eivil»  segttn  los  artículos  4947  y  49i8|  se  produce  también  por  el 
acto  «le  conciliación,  siempre  que  dentro  de  dos  meses  de  celebrado  se  présen- 
le ante  el  Juez  la  demanda  sobre  posesión  ó  dominio  de  la  cosa  cuestionadas- 
artículo  479  de  la  ley  da  finjuioiamiento  civil^y,  finalmente,  por  cualquier 
reconocimiento  ezpreso  ó  tácito  que  el  poseedor  hiciere  del  derecho  del  due- 
ño, cesando  esta  clase  de  ialerrnpción  cuando  la  citación  judicial  fuere  nula, 
6  e(  actor  desistiese  de  la  demanda  ó  dejare  caducar  la  instancia,  ó  el  posedor^ 
por  último,  fuere  absuelto  de  la  demanda. 

Sentados  estos  precedentes,  hay  que  convenir  en  quo  el  art.  450  pued^ 
oca»iooar  problemas  trascendentales,  cuya  solución  ofrecemos  áconttnoaciónr 

4."  La  interrupción  natural  de  la  posesión  en  todo  un  predio  poseído  eiv 
común,  no  ofrece  duda  que  sec^  sentida  por  todos;  y  si  es  de  una  parte  sola- 
mente se  reflejará  en  todos  proporcionalmente  á  sus  participaciones. 

S.*  Si  la  interrupción  ea  civil,  se  limitará  á  aquellos  partícipes  que  hayan 
sido  citados  judicialmente,  demandados  en  conciliación  ó  en  pleito  declarati- 
vo, ó  qoe  hayan  realizado  el  reconocimiento  expreso  ó  tácito  en  favor  del 
dneuo  del  predio  ó  de  part^  de  él,  y  no  perjudicará  seguramente  á  los  demás 
eopoaeedores.  Ifymo  €»  aUerUts/acio  pragravari  deéet. 

La  determinación  de  la  buena  6  mala  íé  corresponde  al  juzgador,  y  una 
vez  firme  su  fallo,  se  retrotraen  sus  efectos  á  la  fecha  de  la  contestación  á  la 
demanda,  ó  á  la  en  que  acaba  el  término  del  emplazamiento,  si  fuese  tramita- 
da en  rebeldía,  á  ^nya  fecha  se  ha  de  contraer  la  devoiuciún  de  los  frutos  de 
la  cesa,  y  la  utislacción  proporcionada  de  las  cargas,  tanto  respecto  á  los 
'tetos  naturales  como  á  loe  industriales  y  á  loa  civiles. 

Loa  artícnlos  á  que  este  comentario  se  refiere  y  que  son  transcritos  como- 
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antecedentes  del  mismo,  detallan  con  bastante  minneiosidad  los  casos  en  q«e 
deben  ó  no  ser  abonados  los  gastos  ó  impensas  qne,  en  cam>  de  pérdida  de  la 
posesión  en  juicio,  deberán  ser  abonados  ó  pasados  en  cnenta  por  e!  vencedor 
«n  el  alndtdo  joieio,  clasificándolos  bajo  el  triple  concepto  de  gastos  necesa- 
rios, gastos  útiles  y  gastos  ▼otnptnaríos  de  pnro  Injo  6  mero  recreo;  por  eso 
nosotros,  para  no  repetir  aquellas  reglas,  remitimos  al  lector  á  so  propio  tes- 
to, limitándonos  á  definir  lo  qne  debe  entenderse  por  tales  elases  de  gastos, 
eoya  apreciación  pnede  ocasionar  dadas  abundantes. 

Gastos  necesarios  son  los  qne  acredite  el  poseedor  Tencido  en  juicio  baber 
heebo  para  conservación  de  la  cosa  poseída,  sin  los  cuales  hubiese  perecido, 
desnaturalizado  ó  deteriorado,  exigidos  por  el  estado  ó  situación  de  la  misma 
eosa,  por  disposición  de  ley  ú  otro  precepto  de  carácter  general,  ó  |ior  retola- 
eión  de  autoridad  competente,  incluyendo  en  tal  denominación  las  contribu- 
ciones é  impuestos  pertenecientes  á  la  Hacienda  ptiblica  general,  provincial  y 
municipal,  cuyos  descubiertos  producirían  la  pérdida  de  ta  cosa,  ó  lo  que  es 
igual,  de  su  posesión,  como  eonsecuencia  del  correspondiente  proeedimieBla 
de  apremio. 

Cutos  útiles  son  los  que,  no  siendo  indispensables  para  la  eonservación 
de  la  cosa  en  su  natural  estado,  aumentan  su  valor  en  venta  ó  en  rMita  ha* 
eiéndole  subir  de  precio,  ó  de  producción,  como  son  las  roturaciones,  rega- 
díos, plantaciones,  cercados,  etc.,  en  los  predios  rústicos,  y  las  mnumerables 
que  suelen  avalorar  las  urbanas  por  instalaciones  de  industria  ó  comercio,  dis- 
tribución de  sus  viviendas,  etc.,  etc. 

Gastos  voluptuarios,  de  lujo  ó  mero  recreo,  son  los  que  ocasiona  el  orna- 
to, embellecimiento  y  decoración  de  las  cosas  que  las  hace  de  mejor  aspecto 
oontemplativo,  y  que  ni  son  necesarias  á  su  existencia,  ni  producen  mayor 
utilidad  que  la  satisfacción  de  los  sentidos,  como  los  jardines,  invemadefos» 
surtidores,  adornos,  estatuas,  pinturas,  etc. 

La  diversa  forma  de  abono  ó  no  abono  de  los  referiJos  gastos  se  estaUeca 
detalladamente,  según  dijimos,  en  los  preceptos  del  Código;  mas  la  manera 
de  acreditar  la  cuantía  de  los  que  deban  ser  reconocidos  y  pagados,  á  no  cons- 
tar expresada  en  la  sentencia,  se  regirá  por  lo  establecido  en  la  ley  de  Rnjut- 
ciamiento  civil,  tít.  8.*  del  libro  i.<^,  en  donde  podrán  hacerse  valer  los  doct* 
montos  auténticos  que  los  justifiquen  ó  el  dictamen  de  peritos  técnicos  emiti- 
do con  arreglo  á  derecho. 

Las  cosas  muebles,  por  efecto  de  su  naturaleza  eminentemente  trailaticia, 
permiten  una  mayor  expansión  en  el  concepto  adquisitivo,  y  as<  lo  reconoeu 
el  art.  464,  declarando  que  «la  posesión  de  las  cotas  mueblea  al^uirida  do 
buena  fe  equivale  al  titulo».  Sin  perjuicio  de  lo  cual,  el  que  la  posea  por  ha- 
berla perdido  su  dueño  ó  por  habérsele  privado  de  ella  ílegalmente,  deberá 
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4ejarl»á  dis|M»ición  de  dicho  daeño,  mediantA  la  reivindieaeíóo  qae  ejercite. 

De  doD4d  se  desprende,  qae  el  qoe  intente  la  reivindicación  de  ona  cosa 
niiehle  en  virtad  de  coalqoiera  de  laa  accionee  civiles  6  criminales  qae  el  de- 
yecho  le  iconcede,  tendrá  bastante  con  jastificar  la  posesión  con  baena  fe  en 
^e  estaba  antes  de  ser  privado  de  dicha  cosa.  Las  tercerías  de  dominio  qae,^ 
según  la  ley  de  Enjaiciamieato,  deberán  prodaeirse  por  demanda  en  el  juicio 
declarativo  que  corresponda,  con  arreglo  á  la  estimación  del  objeto  reclamado^ 
acompañada  del  titulo  en  qae  se  fande,  sin  el  caal  no  se  dará  corso  á  la  de- 
Aanda,  coando  versen  sobre  bienes  machíes,  deberá  armonizarse  el  precepto 
del  art  4537  de  aqoólla  ley  con  el  del  art.  464  del  Código,  y  para  ello  aconseja* 
nos  en  tales  casos  qoe,  á  falta  de  otros  documentos  solemnes,  que  bien  puede 
ser,  por  ejemplo,  la  hgnela  particional  en  que  los  muebles  consten  adjudica- 
dos, etc.,  el  reclamante  deberá  levantar  acta  notarial  con  su  propia  maniíes- 
lación  y  la  de  las  personas  que  corroboreu  su  aserto,  haciendo  constar  el  ti- 
lulo,  modo  de  la  adquisición  y  el  extremo  de  la  posesión  con  buena  fe  de  la 
cosa,  cuyo  dominio  va  á  reclamar  en  juicio  de  tercería,  y  la  copia  autorisada 
equivaldrá  al  Muio  de  dominio  que  aquella  ley  exige  para  dar  curso  á  la  de- 
jBtada.  Lo  mismo  podria  conseguirse  acudiendo  en  ves  del  acta  notarial  á  la 
información  ^perpetúan  que,  como  acto  de  Jurisdicción  voluntaría,  esta- 
blece la  misma  ley  de  Enjuiciamiento. 

La  posesión  de  los  animales  de  que  el  hombre  se  sirve,  como  otros  tantos 
bienes,  requiere  la  clasificación  de  aquéllos  en  bravios,  amansados  y  domés- 
ticos, según  que  tengan  el  instinto  de  vagar  libremente  sin  reconocer  el  po- 
fterio  del  hombre  ni  ser  cogidos  sino  por  la  fuerxa,  bien  sean  terrestres,  volá- 
tiles ó  acuáticos,  ó  por  el  contrario,  que,  aunque  bravios,  son  susceptibles  de 
dooiesticidad,  ó  finalmente,  que  carecen  del  instinto  de  vasar  libremente,  y 
nacen  y  se  crian  en  casas  ó  posesiones  sometidos  al  poder  de  su  dueño. 

La  posesión  de  dichos  animales  se  pierde  cuando  recobran  por  completo 
so  libertad;  por  la  posesión  que  otra  persona  adquiera  sobre  ellos,  y  por  la  rei- 
vindicación que  ejercite  válidamente  su  anterior  dueño,  en  armenia  con  las 
dispoaicjonea  de  los  artículos  348  y  464. 

Las  regiones  ferales  conservan  en  esta  materia  su  respectiva  legislación,. 
de  la  que  ofrecemos  el  abreviado  juicio  comparativo  siguiente: 

AuAGÓR.— Existe  la  doble  clasificación  de  civil  y  natural,  diferenciándose 
del  propio  modo  que  hemos  visto  en  el  Código.  La  posesión  ha  de  ser  pací- 
fica, pues  la  violenta  ó  fraudulenta  no  aprovecha  y  aun  quita  todo  derecho 
que  cosrresppndiere  á  tales  posesiones  sobre  las  cosas,  según  ordena  el  Fuero 
único  de  0cupfUúme  Hve  intnuiaiM^  y  2.®  de  eapeione  eorum^  etc.  En  el  caso 
en  que  aleguen  dos  ó  más  ser  poseedores,  todos  pueden  intentar  la  prueba  de 
su  posettóUi  según  el  Fuero  4.^  de  Jure  iurandum;  mas  cuando  dos  litigan 
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sobre  la  posesión  de  una  heredad  incalu  de  tiempo  atrás,  se  le  admitirá  fiania 
de  derecho  al  que  la  háblese  poseído  i&ltimamente  por  año  y  día,  ó  hobiere 
pereibido  algunos  frutos  de  la  misma,  según  el  Fuero  S?  dejiiéifuitúribug. 

Tanto  la  posesión  civil  como  la  natural  se  adquiere  por  instrumento  tras- 
lativo de  dominio,  de  conformidad  con  el  Fuero  tinieo  de  adquirenie  postes^ 
JTÚme,  Obi.  21  deftd,  insírument,  y  94  áejure  dotium^  y  desde  el  otorgamiento 
al  que  adquiera  la  cosa,  queda  }an  poseedor  de  ella  como  si  hubiera  interve- 
nido una  verdadera  tradición. 

Sin  embargo,  los  derechos  de  tercero  eslán  garantidos  de  tal  manera,  que 
al  reclamar  alegando  ser  poseedor  de  la  cosa  que  uno  transfiere  á  otro,  ambos 
tendrán  que  salir  á  probar  su  respectiva  posesión  frente  á  la  alegada  por  el 
tercero;  así  también,  el  que  compró  una  cosa  á  otro  que  ya  la  tenía  vendida, 
pero  que  continua,  no  obstante,  en  ella  por  tres  aftos  á  lo  menos,  y  la  obliga 
después  á  un  tercero,  si  éste  puede  probar  esta  posesión,  subsistirá  la  obliga- 
ción en  perjuicio  del  comprador  como  si  no  la  hubiera  enajenado.  Esta  doc- 
trina es  aplicable  al  caso  en  que  en  vez  de  obligar  los  bienes  los  enajenare  nue- 
vamente, entregando  al  segundo  comprador  la  posesión  real  de  ellos;  puea 
éste  los  adquirirá  con  exctosión  del  primero,  á  pesar  de  cualquier  demanda 
de  precario,  como  dice  el  Sr.  Bonel  en  sus  Comentarios,  que  se  hubiera  puesto 
en  la  primera  escritara,  según  el  Faero  t.®  de  eaptione  et  venditione. 

En  las  servidumbres,  la  posesión  larga  y  pacífica  se  tiene  como  título  de 
las  mismas;  segán  el  Fuero  único  de  usu/ruetu^  la  posesión  del  usufructuario 
ó  del  qne  tiene  vecindad  aprovecha  al  propietario  ó  sus  herederos,  de  tul  ma- 
nera, que  extmguido  el  usufructo,  puede  el  propietario  aprehender  ios  bienes 
en  que  consista,  y  á  él  sólo  corresponde  tal  posesión,  una  ves  terminado  el 
usufructo;  y  adquirida  ó  ganada  aquélla,  no  se  pierde  sino  con  conocimiento 
de  cansa,  según  la  observancia  S3  de  general  privilegio. 

La  posesión  se  resuelve  y  cesa  en  los  casos  siguientes:  4.^,  cuando  caen  en 
comiso  los  bienes  tributarios;  S.^,  en  la  venta  á  carta  de  gracia,  ó  sea  en  la 
fetroventa;  y  3.®,  cuando  se  revoca  el  precario  del  que  posee  precariamente. 

El  demandante  puede  ser  puesto  en  posesión  de  la  cosa  reclamada,  6  de  los 
bienes  que  basten  á  cubrir  la  cantidad  qne  pide,  según  sea  real  ó  personal  el 
derecho  ejercitado,  en  los  casos  en  que  sea  declarado  rebelde  el  demandado. 
En  el  primer  caso,  adquiere  la  posesión  de  la  cosa  reclamada,  pasado  un  año, 
y  entonces  hace  suyos  los  frutos  de  la  cosa;  pero  en  el  segundo,  el  deman- 
dante sólo  recibe  los  frutos  de  los  bienes  en  pago,  y  transcurrido  el  aüo,  puede 
solicitar  su  venta,  ó  que  se  le  adjudiquen  en  pago  con  citación  del  demandado. 

GATALutA.— Bu  esta  región  foral,  la  legislación  rigente  en  la  materia  que 
no»  ocupa  se  contrae  á  la  ley  4.*,  párrafo  t%  del  Digesto  nti  pauidet^  y  la 
ley  6S,  tít.  t.^,  libro  6.®  del  mismo,  lostituta,  párrafo  i.°  de  interdicto,  y  pá- 
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rrafo  35,  tít.  4.°,  libro  t.^  de  la  misma.  Usatge  4.*,  qnieumque  videnUr^ 
Constitación  4.*,  libro  8.®,  tit.  4.^,  volumen  4/  del  Faero. 

Nayabha.— En  esta  región  la  posesión  pnede  probarse  con  el  tesfimoalo 
derecinós  honrados,  y  aancon  parientes  no  copartícipes;  caando'concnrreB 
rarios  pretendientes  á  la  posesión,.es  preferido  el  que  la  tuvo  pacífica  méate  el 
állimo  año  y  día,  si  da  fianza  para  responder  á  las  resultas,  según  las  exiguas 
disposiciones  que  allí  rigen  la  materia,  comprendidas  en  el  tít.  5.\  libro  2  * 
del  Fuero,  y  en  el  tít.  34,  libro  2. o  de  aquella  Novísima  Recopilacióa. 

YizcATA.— Rige  aquí  su  propio  fuero»  por  el  que  se  establece  pena  al  que 
atenta  contra  la  posesión,  de  manera  que  «coalquier  que  entrare  en  heredad 
ajena  por  fuerza  del  dueño  ó  poseedor  que  otro  tenga  y  posea  por  afto  y  día 
en  baz  y  faz  del  tal  forzador»  por  la  tal  osadía,  pague  ó  restituya  ooo  el  dolo 
la  tal  heredad  al  tal  poseedor,  y  aUende  de  ello  pierda  cualquier  derecho  y  ac» 
ción,  que  ende  había  y  pretendía». 

Derecho  internacional  privado. -^Bajo  este  punto  de  vista  sólo  debere- 
mos ocuparnos  de  la  llamada  posesión  civil,  y  como  derecho  real  debe  re- 
girse por  la  ley  del  lugar  en  que  se  encuentran  los  bienes  muebles  ó  inmoe* 
bles  poseídos,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  de  los  reclamantes,  por  \» 
que  e\  jus  po49es4ionis  y  las  acciones  que  de  él  dimanan  deben  regirse  en  as 
^ercicio  por  la  Uúp  rei  HUb^  con  todo  el  cortejo  de  circunstancias  que  Jeter» 
minen  la  cualidad  de  la  posesión  y  término  para  la  prescripción  adqoititivja 
y  extintiva,  distinguiéndote  como  conceptos  separados  el  extremo  referente 
al  hecho  externo  de  recobrar  y  retener  al  poseedor,  y  el  referente  al  oñgm^ 
título  modo  del  derecho  de  posesión,  pues  en  este  último  caso  las  cnesiiones. 
relativas  á  dicho  título  deberán  ventilarse  por  la  ley  del  país  en  que  se  adqní* 
fió  la  propiedad. 

El  derecho  consignado  en  el  art.  453  respecto  i  la  facultad  concedida  al 
poseedor  de  buena  fe  para  retener  la  cosa  ajena  que  ha  poseído  hasta  que  es 
le  satisfagan  los  gastos  necesarios  en  ella  hechos,  deberá  regirse  para  todos 
sus  efectos,  en  cuanto  á  los  bienes  inmuebles,  por  la  lew  rei  tita\  pero  eA 
cuanto  á  los  muebles,  como  pueden  fácilmente  transportarse  de  un  lugar  i 
otro,  deberá  regirse  aquel  derecho  por  la  ley  del  lugar  en  donde  se  ejecutó  el 
acto  ocasional  de  la  retención,  eomo  conexo  con  la  cosa  misma  de  natnraleía 
mueble,  según  opinión  de  los  más  reputados  autorasy  recogida  por  Fiara  «r 
la  última  edición  de  su  acreditada  obra  Dirüto  intemaeiMale  privaii0. 

Finalmente,  como  resumen  del  tratado  posesorio,  ofreoemoa  el  sigueats 
««adro: 
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TITULO  VI 


Del  usufinicto,  del  uso  y  de  la  habitación. 


CAPÍTULO  PRIMERO 
Del  UBufruoto. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DEL  USUFRUCTO  EK  GENERAL 


Art.  4M7.  £1  usufructo  da  derecho  á  disfrutar  los 
bienes  ajenos  con  la  obligación  de  conservar  su  forma  y 
sustancia,  á  no  ser  que  el  título  de  su  constitución  ó  la 
ley  autoricen  otra  cosa. 

Art*  469.  El  usufructo  se  constituye  por  la  ley, 
por  la  voluntad  de  los  particulares  manifestada  en  actos 
entre  vivos  ó  ea  última  voluntad,  y  por  prescripción. 

Art.  469.  Podrá  constituirse  el  usufructo  en  todo 
ó  parte  de  los  frutos  de  la  cosa,  á  favor  de  una  ó  varias 
per8(Hias,  simultánea  ó  sucesivamente,  y  en  todo  caso 
desde  ó  hasta  cierto  día,  puramente  ó  bajo  condicito. 
También  puede  constituirse  sobre  un  derecho,  siempre 
que  no  sea  personalísimo  ó  intransmisible. 
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229.  Mo  86  infringe  ni  es  aplicable  este  articulo  del  Código 
cuando  los  derechos  testamentarios  nacieron  á  la  muerte  del  tes- 
tador, ocurrida  antes  de  la  promulgación  del  mismo  Código,  y  aun 
en  la  hipótesis  de  que  éste  fuera  aplicable,  seria  nula  la  institu- 
ción del  derecho  de  nombrar  usufructuario,  consignado  en  forma 
de  yinculación  prohibida  por  la  ley,  porqfue  tal  institución  es  vá- 
lida y  surte  efecto  sólo  cuando  no  pasa  del  segundo  grado  ó  se 
hace  en  favor  de  personas  que  vivieren  al  tiempo  de  fallecer  el 
testador.— 5.  8  Mayo  Bá.^GG.  22  y  24  OcL 


itrt.  4I70.  Los  derechos  y  las  obligaciones  del  usu- 
fructuarlo serán  los  que  determine  el  título  constitutivo 
del  usufructo:  en  su  defecto,  ó  por  insuficiencia  de  ésto, 
se  observarán  las  disposiciones  contenidas  en  las  dos  sec- 
ciones siguientes. 


0, 


CÜPÁNDONOS  en  so  oportano  lagar  del  derecho  de  propiedad  ó  do- 
minio,  distinguimos  el  pleno  ó  absolnto  del  menos  pleno  ó  relativo,  y  ahora 
los  preceptos  transcritos  nos  precisan  á  tratar  de  este  último,  comenzando, 
según  80  método,  por  el  asnfrocto.  El  derecho  ropiano  lo  definió  tal  y  como 
lo  conceptúa  el  art.  467  de  nuestro  Cédigo  (1),  puesto  que  faculta  á  las  perso- 
nas, naturales  ó  jurídicas,  á  disfrotar  los  bienes  ajenos,  esto  es,  de  otro,  con 
la  obligación  de  conservar  su  forma  y  sustancia.  La  mejor  definición  está  en 
el  propio  vocablo  us%-fruc(o^  uso  del  fruto,  y  como  éste  siempre  es  fungible, 
ocasiona  el  ditfrute^  que  es  la  esencia  de  este  derecho. 

Es  el  usufructo  la  coparticipación  con  otro  en  una  ó  varias  cosas  determi- 
nadas, por  lo  cual,  ni  antes  ni  ahora,  está  bien  dicha  la  frase  «en  cosa  ajena», 
puesto  que  no  es  ajeno  á  nosotros  aquello  en  que  tenemos  alguna  participa- 
ción, y  más  aún  la  importantísima  de  disfrutarla,  sirviéndonos  de  ella  y  apro- 
piándonos sus  productos  y  beneficios,  frente  á  cuya  efectividad  no  puede  ser 
más  pasivo,  por  no  decir  desairado,  el  papel  del  llamado  dueño,  á  quien 
alienta,  entre  tanto,  sólo  la  esperanza  de  aquel  disfrute  en  un  día  que  podrá  6 
no  alcanzar  en  el  cronómetro  de  su  existencia. 

(1)     <Am  o/ieiiM  rAiu  uiendi  fruendi  tolva  rerum  tubatantia. 
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Llevando,  el  paeblo  legislador  por  excelencia,  las  doctrinas  hasU  sus  más 
últimas  consecaencias,  admitió  el  cuasi  usufnuUu,  y  hoy  le  restablece  nuestro 
Código  en  el  último  inciso  del  referido  articalo,  para  el  caso  de  qae  el  títnlo  de 
eonstitación  del  usnfracto  ó  la  ley  disponga  cosa  contraria  á  la  conservación 
de  la  forma  ó  de  la  sustancia  de  la  cosa  usufructuada  (4),  por  más  que  ahora 
ae  siga  llamando  también  usufructo  simplemente. 

Sabido  es  que  los  derechos  reales  particulares  ó  en  participación,  como 
nosotros  les  consideramos,  afectan  á  las  cosas  en  dos  maneras  distintas,  á  sa- 
ber: en  sus  peculiares  prestaciones,  ó  sean  sus  frutos  naturales,  industriales  y 
civiles,  ó  en  su  valor;  á  la  primera  corresponden  todas  las  llamadas  servidum- 
bres, y  entre  ellas  el  usufructo,  uso  y  habitación,  y  á  la  segunda  los  demás 
derechos  reales,  como  la  hipoteca,  el  embargo,  los  impuestos^  etc. 

Como  consecuencia  de  aquella  coparticipación  surgen  en  el  usufructo  de- 
rechos y  deberes  en  el  que  actúa  y  el  que  espera,  de  que  nos  ocuparemos  en 
•I  lagar  que  e¡  plan  del  Código  tiene  determinado. 

Se  conceptúa  como  derecho  real,  por  cuanto  supone  una  tan  importante 
relajón  jurídica  de  las  personas  sobre  las  cosas,  ya  sean  inmuebles,  ya  mue- 
bles, con  tal  que  presten  utilidad  y  servicio. 

Se  constituye  por  la  voluntad  intér  vivos  6  morlis  causa^  por  la  ley,  en 
cuyo  caso  se  llama  legal  (2),  y  por  la  prescripción  adquisitiva,  en  cosas  com- 
pilas, en  simples  y  en  parte  de  éstas,  en  favor  de  una  ó  varías  personas  na- 
turales ó  jurídicas,  simultánea  ó  sucesivamente,  y  por  tiempo  diterminado  ó 
indeterminado,  pero  nunca  á  perpetuidad,  cual  confirma  la  regla  de  jurispru- 
dencia  adaptada  al  art.  469,  que  acabamos  de  transcribir. 

SI  el  usufructo  se  constituye  por  la  voluntad  en  coñinio  6  pació ^  éste  será 
el  título  de  ese  derecho  quo  estipúlalo;  si  moHis  causa^  el  titulo  será  el  de- 
recho hereditario,  testamentifacción  pasiva;  si  se  constituye  por  ministerio  de 
la  ley,  el  precepto  de  ésta  será  entonces  el  título;  y  finalmente,  lo  será  del 
mismo  modo  la  prescripción  adquisitiva. 

Eo  los  dos  primeros  casos  se  regirá  el  usufructo  por  las  cláusulas  y  con- 
diciones voluntariamente  impuestas  y  aceptadas,  con  tal  que  no  se  opongan  á 
determinadas  prescripciones  de  la  ley,  puesto  que  las  condiciones  ó  pactos 
contra  ella  son  nulos,  según  el  art.  4255  del  Código,  á  más  de  serlo  también 


(1)  Téase,  en  corroboración  de  nuestro  AsertOf  sobre  el  cuati  uBufrwito  de  los  ro- 
nunoB,  el  art.  482,  respecto  al  nsafraoto  sobre  bienes  fungibles. 

(i)  Los  m&s  importantes  resaltan  d»  los  articnlos  teo  en  favor  de  los  padres^ 
«A  el  811  por  los  bienes  reseraables,  en  el  818, 834  y  96S  en  favor  del  cónyuge  vi  a  do, 
j  en  el  art.  2.*  de  la  ley  desvincoladora  de  11  de  Octubre  de  1890,  restablecida  en 
80  de  Agosto  de  1886. 
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]os  qoe  ataquen  á  la  moral  y  a)  orden  público;  y  en  los  dos  casos  últimos,  las 
reglas  porque  se  regirán  el  osafractoario  y  el  nado  propietario,  serán  las  es- 
tablecidas para  cada  ano  por  ios  artículos  respectivos  del  mismo  Código. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS  DERECHOS  DEL  USUFRÜCTUABIO 

Art.  471.  El  usufructuario  tendrá  derecho  á  perci- 
bir todos  Los  frutos  naturales,  industriales  y  civiles  de  loa 
bienes  usufructuados.  Respecto  de  los  tesoros  que  se  ha- 
llaren en  la  finca  será  conHiderado  como  extrafio. 

.%rá.  4k7^.  Los  frutos  naturales  ó  industríales,  pen- 
dientes al  tiempo  de  comenzar  el  usufructo ,  pertenecen 
al  usufructuario. 

Los  pendientes  al  tiempo  de  extinguirse  el  usufructo, 
pertenecen  al  propietario. 

En  los  precedentes  casos,  el  usufructuario,  al  comen- 
zar el  usufructo,  no  tiene  obligación  de  abonar  al  propie- 
tario ninguno  de  los  gastos  hechos;  pero  el  propietaria 
está  obligado  á  abonar  al  fin  del  usufructo,  con  el  producto 
de  los  frutos  pendientes,  los  gastos  ordinarios  de  cultivo, 
simientes  y  otros  semejantes,  hechos  por  el  usufructuario. 
Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  perjudica  los  dere- 
chos de  tercero,  adquiridos  al  comenzar  ó  terminar  el  usu- 
fructo. 

ArC.  473.  Si  el  usufructuario  hubiere  arrendado  las 
tierras  ó  heredades  dadas  en  usufructo,  y  acabare  éste  an- 
tes de  terminar  el  arriendo,  sólo  percibirán  él  ó  sus  he- 
rederos y  sucesores  la  parte  proporcional  de  la  renta  que 
debiere  pagar  el  arrendatario. 

Atí.  41741.  Los  frutos  civiles  se  entienden  percibi- 
dos día  por  día,  y  pertenecen  al  usufructuario  en  propor- 
ción al  tiempo  que  dure  el  usufructo. 
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Ari.  495.  Si  el  uBufructo  se  constituye  sobre  el  de- 
recho á  percibir  una  renta  ó  una  pensión  periódica,  bien 
consista  en  metálico,  bien  en  frutos,  ó  los  intereses  de 
obligaciones  ó  títulos  al  portador,  se  considerará  cada  ven- 
cindento  como  productos  ó  frutos  de  aquel  derecho. 

Si  consistiere  en  el  goce  de  los  beneficios  que  diese  una 
participación  en  una  explotación  industrial  ó  mercantil 
cuyo  reparto  no  tuviese  vencimiento  fijo,  tendrán  aqué- 
llos la  misma  consideración. 

£n  uno  y  otro  caso  se  repartirán  como  frutos  civiles,  y 
se  aplicarán  en  la  forma  que  previene  el  articulo  anterior. 

Art.  49H.  No  corresponden  al  usufructuario  de  un 
predio  en  que  existen  minas  los  productos  de  las  denun- 
ciadas, concedidas  ó  que  se  hallen  en  laboreo  al  princi- 
piar el  usufructo,  á  no  ser  que  expresamente  se  le  conce- 
dan en  el  título  constitutivo  de  éste,  ó  que  sea  universal. 
Podrá,  sin  embargo,  el  usufructuario  extraer  piedras, 
cal  y  yeso  de  las  canteras  para  reparaciones  ú  obras  que 
estuviere  obligado  á  hacer  ó  que  fueren  necesarias. 

Ari.  4k79.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior,  en  el  usufructo  legal  podrá  el  usufructua- 
rio explotar  las  minas  denunciadas,  concedidas  ó  en  labo- 
reo, existentes  en  el  predio,  haciendo  suya  la  mitad  de 
las  utilidades  que  resulten  después  de  rebajar  los  gastgs, 
que  satisfará  por  mitad  con  el  propietario. 

Apí.  498.  La  calidad  de  usufructuario  no  priva  al 
que  la  tiene  del  derecho  que  á  todos  concede  la  ley  de 
Minas  para  denuneiar  y  obtener  la  concesión  de  las  que 
existan  en  los  predios  usufructados,  en  la  forma  y  condi- 
ciones que  la  misma  ley  establece. 

Ari.  499.  El  usufructuario  tendrá  el  derecho  de 
disfrutar  del  aumento  que  reciba  por  accesión  la  cosa  usn- 
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fructuada,  de  las  servidumbres  que  tenga  á  su  favor,  y  en 
general  de  todos  los  beneficios  inherentes  á  la  misma. 

Ari.  4ftO.  Podrá  el  usufructuario  aprovechar  por  si 
mismo  la  cosa  usufructuada,  arrendarla  á  otro,  y  enaje- 
nar su  derecho  de  usufructo,  aunque  sea  á  titulo  gratuito; 
pero  todos  los  contratos  que  celebre  como  tal  usufructua- 
rio se  resolverán  al  fin  del  usufructo,  salvo  el  arrenda- 
miento de  las  fincas  rústicas,  el  cual  se  considerará  sub- 
sistente durante  el  año  agrícola. 

Art.  4^1.  Si  el  usufructo  comprendiera  cosas  que 
sin  consumirse  se  deteriorasen  poco  á  poco  por  el  uso,  el 
usufructuario  teodrá  derecho  á  servirse  de  ellas  empleán- 
dolas según  BU  destino,  y  no  estará  obligado  á  restituirlas 
al  concluir  el  usufructo  sino  en  el  estado  en  que  se  en- 
cuentren, pero  con  la  obligación  de  indemnizar  al  propie- 
tario del  deterioro  que  hubieran  sufrido  por  su  dolo  ó  ne- 
gligencia. 

Art.  4kH^,  Si  el  usufructo  comprendiera  cosas  que 
no  se  puedan  usar  sin  consumirlas,  el  usufructuario  ten- 
drá derecho  á  servirse  de  ellas,  con  la  obligación  de  pa- 
gar el  importe  de  su  avalúo  al  terminar  el  usufructo,  si 
se  hubiesen  dado  estimadas.  Cuando  no  se  hubiesen  esti- 
mado, tendrá  el  derecho  de  restituirlas  en  Igual  cantidad, 
ó  pagar  su  precio  corriente  al  tiempo  de  cesar  el  usu- 
fructo. 

Apt.  483.  El  usufructuario  de  viñas,  olivares  ú  otros 
árboles  ó  arbustos  podrá  aprovecharse  de  los  pies  muer- 
tos, y  aun  de  1oe>  tronchados  ó  arrancados  por  accidente» 
con  la  obligación  de  reemplazarlos  por  otros. 

Art.  481.    Si  á  consecuencia  de  un  siniestro  ó  caso 

extraordinario,  las  viñas,  olivares  ú  otros  árboles  ó  arbus- 

.toB  hubieran  desaparecido  en  número  tan  considerable 
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que  no  fuese  posible  ó  resultase  demasiado  gravosa  la  re- 
posición, el  usufructuario  podrá  dejar  los  pies  muertos, 
caídos  ó  tronchados  á  disposición  del  propietario,  y  exi- 
gir de  éste  que  los  retire  y  deje  el  suelo  expedito. 

/iré.  4S5.  £1  usufructuario  de  un  monte  disfrutará 
todos  los  aprovechamientos  que  pueda  éste  producir  se- 
gún su  naturaleza. 

Siendo  el  monte  tallar  ó  de  maderas  de  construcción, 
podrá  el  usufructuario  hacer  en  él  las  talas  ó  las  «cortas 
ordinarias  que  solía  hacer  el  dueño,  y  en  su  defecto,  las 
hará  acomodándose  en  el  modo,  porción  y  épocas,  á  la 
costumbre  del  lugar. 

En  todo  caso  hará  las  talas  ó  cortas  de  modo  que  no 
perjudiquen  á  la  conservación  de  la  finca. 

En  los  viveros  de  árboles  podrá  el  usufructuario  hacer 
la  entresaca  necesaria  para  que  los  que  queden  puedan 
desarrollarse  convenientemente. 

Fuera  de  lo  establecido  en  los  párrafos  anteriores,  el 
usufructuario  nó  podrá  cortar  árboles  por  el  pie,  como  no 
sea  para  reponer  ó  mejorar  alguna  de  las  cosas  usufructua- 
das, y  en  este  caso  hará  saber  previamente  al  propieta- 
rio la  necesidad  de  la  obra. 


280^  Este  artículo  carece  de  aplicación  á  pleitos  que  deban  re- 
solverse por  las  leyes  vigentes  en  Cataluña-— jS^.  10  Marzo  93. — 0, 10 
Septiembre. 

231.  El  derecho  que  por  regla  general  compete  al  usufructuario 
para  percibir  todos  los  frutos  producidos  por  los  bienes  sin  detri* 
mentó  de  lo  que  constituye  su  esencia,  está  limitado  por  el  cum- 
plimiento de  esta  condición  establecida  en  favor  del  propietario, 
y  subordinado  á  las  disposiciones  particulares  que  en  cada  caso  re- 
gulan su  ejercicio,  y  por  ello  es  evidente  que  el  usufructo  de  los 
bosques,  sea  cual  fuere  la  extensión  que  deba  tener,  atendida  la 
diversa  naturaleza  y  estado  do  cada  uno  de  ellos,  no  alcanza  á  la 
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apropiación  de  loe  árboles  madexablee,  por  más  que  sean,  cual  en 
realidad  son»  un  producto  de  la  naturaleza;  infiriéndose  de  ello  ló- 
gica y. necesariamente  que,  ora  se  consideren  como  productos  or- 
dinarios, ora  como  sustancia  y  esencia  de  tal  clase  de  bienes,  per- 
tenecen dichos  árboles  privativamente  al  propietario,  quien,  por 
tanto,  puede  exigir  su  conservación,  ó  su  valor  en  el  caso  de  que 
indebidamente  se  hubieran  cortado.— jS.  10  Marzo  9S.^G.  10  Sept. 


Atí.  4ISG.  El  usufructuario  de  una  acción  para  re- 
clamar un  predio  ó  derecho  real,  ó  un  bien  mueble,  tiene 
derecho  á  ejercitarla  y  obligar  al  propietario  de  la  acción 
á  que  le  ceda  para  este  fin  su  representación  y  le  facilite 
los  elementos  de  prueba  de  que  disponga.  Si  por  conse- 
cuencia del  ejercicio  de  la  acción  adquiriese  la  cosa  recla- 
mada, el  UBufructo  se  limitará  á  sólo  los  frutos,  quedando 
el  dominio  para  el  propietario. 

Aift.  489.  £1  usufructuario  podrá  hacer  en  los  bie- 
nes objeto  del  usufructo  las  mejoras  útiles  ó  de  recreo  que 
tuviere  por  conveniente,  con  tal  que  no  altere  su  forma  ó 
su  sustancia;  pero  no  tendrá  por  ello  derecho,  á  indem- 
nización. Podrá,  no  obstante,  retirar  dichas  mejoras^  si 
fuere  posible  hacerlo  sin  detrimento  de  los  bienes  (1). 

Ari.  418S.  El  usufructuario  podrá  oompensar  los 
desperfectos  de  los  bienes  con  las  mejoras  que  en  elloe 
hubiese  hecho. 

Apt.  4SO.  El  propietario  de  bienes  en  que  otro  ten- 
ga el  usufructo,  podrá  enajenarlos,  peio  no  alterar  su  for- 
ma ni  sustancia,  ni  hacer  en  ello» nada  que  perjudique  al 
usufructuario. 


(li     Véase,  oomo  aoncordaute,  el  art.  i5i. 
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Art.  41BO.  £1  usuíractuarío  de  parte  de  una  cosa 
poseída  en  común  ejercerá  todos  los  derechos  que  corres- 
pondan al  propietario  de  ella  referentes  á  la  administra- 
ción y  á  la  percepción  de  frutos  ó  intereses.  Si  cesare  la 
comunidad  por  dividirse  la  cosa  poseída  en  común»  co- 
rresponderá al  usufructuario  el  usufructo  de  la  parte  que 
se  adjudicare  al  propietario  ó  condueño. 


li, 


.OS  veinte  artícalos  que  preceden  determinan  con  bastante  claridad  cuá- 
les son  los  derechos  del  nsnfroctaarío,  bien  que  omitiendo  expresar  el  primero 
y  más  inmediato,  que  consiste  en  el  derecho  de  osar  la  cosa  usufructnada,  de 
coya  fiíeoltad  provendrá  la  subsiguiente  de  percibir  todos  los  frutos  natura- 
les, iodoslriales  y  civiles  que  produzca.  Claro  es  que,  como  consecuencia  de 
la  facultad  de  osar,  sobreviene  la  de  traspasar  á  otro  su  uso  mediante  cual- 
quiera de  los  contratos  que  con  él  celebre  válidamente,  como  el  de  arrenda- 
miento, comodato,  etc.,  los  cuales  estarán  siempre  supeditados  á  la  condición 
del  osufrocto,  y  se  resolverán  con  éste,  salvo  únicamente  el  arrendamiento 
hecho  á  un  tercero  de  predio  rústico,  en  favor  del  cual  quedará  prorrogado  el 
plazo  por  todo  el  tiempo  que  falte  del  ano  agrícola  hasta  recoger  los  frutos 
pendientes,  según  hemos  visto  en  el  art.  480. 

Bl  osulmctQario  tiene  el  dominio  pleno  sobre  los  frutos  de  toda  especie, 
según  la  clasificación  legal  de  los  mismos  del  art.  355,  con  la  obligada  aclara- 
.  ción  respecto  de  los  tesoros  que  se  descubrieren  en  los  bienes  usufructuados, 
el  incremento  de  la  moneda  por  el  cambio,  los  minerales  y  la  arboleda  de  los 
montea,  que  constituyen  cuatro  excepciones  de  la  regla  general,  por  cuanto 
ninguno  de  los  aludidos  productos  tienen  la  calificación  jurídica  de  «frutos». 

Con  efecto,  en  los  tesoros  hallados,  el  usufructuario  tendrá  la  considera- 
ción de  na  extraño,  esto  es,  participará  de  la  mitad  en  pleno  dominio  de  los 
que  descubriese,  y  la  otra  mitad  será  para  el  nudo  propietario  también  en 
pleno  dominio;  si  no  lo  hallare  el  usufructuario  y  fuere  otro  el  descubridor, 
entonces  entre  éste  y  el  propietario  deberá  distribuirse  el  hallazgo,  sin  dar  par- 
ticipación, por  no  ser  frutos,  al  usufructuario,  según  se  desprende  sin  género 
de  dada  de  los  artículos  354  y  474  combinados. 

Reapeeto  de  los  frutos  del  dinero  efectivo,  el  antiguo  apotegma:  pecunia 
noufúritjféeuniam,  ha  quedado  sin  efecto  en  la  época  moderna,  en  que  los 
ca&ibios  internacionales  de  moneda  han  dado  al  oro  la  importancia  que  ha 
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perdido  la  plata  y  el  papel  fídaciarío  eiKciertas  naciones,  eomo  la  nuestra,  en 
qne  desnivelado  el  comercio  internacional,  el  exceso  de  importación  contra 
el  defecto  de  exportaeii^n,  prodoce  el  oblígalo  suplemento  á  metálico,  qne  así 
como  va  gastando  esa  faerza  viva,  la  va  á  ia  vez  menospreciando  allende  las 
fronteras  en  todo  lo  qoe  tiene  de  valor  convencional  j  ñdactal,  como  acontece 
ya  á  ia  plata  acofiada,  qne  vale  boy  nna  tercera  parte  menos  de  lo  que  aqaí 
representa,  y  ese  suplemento  fldnciario  no  se  lo  prestan  en  el  extranjero  cual 
lo  prestamos  nosotros,  obedeciendo  la  ley  del  reino.  El  oro  es  el  metal -tipo  ó 
regulador,  y  de  ahí  el  40,  el  20  y  aun  el  25  por  100  qne  suele  alcanzar  de  pre- 
mio ó  beneficio.  Pues  bien:  ¿será  este  premio  ó  beneficio  de  una  cantidad  efec- 
tiva, frutos  de  la  misma  correspondientes  al  usufructuario,  ó  será,  por  el  coví 
trario,  parte  del  capital  mismo  qne  deberá  pasar  mañana  al  nudo  ó  mero  pro- 
pietario? En  una  testamentaría  se  inventarían  400.000  pesetas  en  oro,  Ins 
cuales  se  adjudican  al  viudo  en  usufructo  como  parte  de  pago  de  su  legítima 
viudal.  El  adjudicatario  las  cambia  y  le  producen  un  aumento  de  20.000  pe- 
setas; este  aumento  podría  considerarse  como  fruto  eventual  de  las  400.000  pe- 
setas, puesto  que  éstas,  después  del  cambio,  se  conservan  separadamente 
íntegras,  aunque  en  distinta  clase  de  valores  ó  de  numerario,  y  queda,  salva 
rerum  subsianíia,  ó  sea  la  suma  aquella  de  pesetas;  mas,  esto  no  obstante, 
opinamos  que  inventariadas  con  la  expresión  de  consistir  en  oro^  y  debiendo 
conservar  el  usufructuario,  además  de  la  sustancia,  la  forma^  y  más  especiaU 
mente  cuando  ésta  imprime  un  valor  de  consideración,  es  indudable  que  la 
forma  de  onzas,  medias,  cuartas,  octavas,  centenes,  etc  ,  que  afectan  las  mo 
nedas  de  oro,  debe  ser  guardada  por  el  usufructuario  que  use  de  la  facultad  det 
art.  482,  restituyéndolas  en  cualquiera  de  los  modos  que  en  el  mismo  se  ex- 
presan. Los  intereses  ó  beneficios  de  las  20.000  pesetas  de  incremento,  junta- 
mente con  loB  de  las  400.000,  serán  los  frutos  correspondientes  al  usufructua- 
rio, según  dispone  el  art.  479,  y  más  especialmente  el  párrafo  2.*  del  494. 

Los  minerales  que  la  corteza  terrestre  guarda  en  su  seno,  constituyendo 
una  riqueza,  cuando  el  hombre  se  los  apropia  en  virtud  de  la  industria  mi- 
nera, no  pueden  considerarse  como  frutos  del  terreno  en  que  yacen,  porque 
tales  yacimientos  no  son  criaderos,  sino  depósitos  de  la  naturaleza,  que  nna 
vez  extraídos,  dejan  de  existir  para  siempre,  porque  no  ha  llegado  á  compro- 
barse de  ningún  modo»  y  menos  por  la  ciencia,  que  haya  gérmenes  ni  ele- 
mentos productores  que  á  ia  corta  ó  á  la  larga  reintegren  los  minerales  que  sfs 
extrajeran.  Estos  se  consumen  con  el  uso,  no  dejando  en  pos  de  sí  sino  el 
más  completo  vacío,  y  se  llegaría  á  desnaturalizar  el  usufructo  si  sus  efectos 
resultaran,  como  habrían  de  resultar,  cual  los  déla  compraventa  de  los  mi- 
nerales. Por  eso  conceptuamos  impropio  da  las  minas  el  contrato  de  arrenda- 
miento, como  suele  calificarse  generalmente  al  del  laboreo  y  aprovechamiento 
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de  sos  productos,  y  en  apoyo  de  naeatro  aserto  podemos  citar  boy  el  art.  I5i5 
del  Código,  que  excluye  del  arrendamiento  los  bienes  fangibles  qne  vienen 
elasiñcados  en  el  art.  337. 

En  el  comentario  al  art.  354  bemos  explanado  las  teorías  que  fandamen* 
tan  nnestro  juicio,  apoyándonos  en  diferentes  reglas  de  jurisprudencia,  dicta* 
das  con  anterioridad  al  Código,  pero  qne  puede  decirse  han  sido  el  precedente 
de  los  preceptos  qne  nos  ocupan,  y  allí  remitimos  aI  lector  para  evitar  repe- 
ticiones y  redondancias. 

Pero  la  acepción  general  en  que  conceptuamos  á  los  minerales,  no  les  ex- 
clnye  en  absoluto  del  usufructo,  como  no  se  excluyen  las  demás  cosas  fungí- 
bles,  según  la  acepción  del  art.  481.  Por  eso  los  convenios  de  los  contratantes 
sobre  el  usufructo  voluntario  serán  la  ley  qne  disponga  los  límites  del  apro* 
vechamiento. 

A  falta  de  convención  expresa,  el  título  constitutivo  del  usufructo  deter* 
minará  el  alcance  del  aprovechamiento  de  los  minerales;  y  si  dicho  título 
fuese  oniversal,  esto  es,  el  de  heredero  del  causante,  entonces  al  cansahabiente 
Dsufructnario  de  un  predio  en  que  existan  minas  corresponderán  los  produc- 
tos de  las*  denunciadas,  concedidas  ó  qne  se  hallen  en  laboreo  al  comenzar  el 
usufructo;  y  si  éste  tüesñUffaly  los  productos  líquidos  de  las  minas  se  distri- 
buirán entre  el  usufructuario  y  el  mero  propietario. 

Si  el  usufructo  recayese,  no  sobre  predios  en  qne  existan  minas  en  donde 
cabe  distinguir  entre  el  suelo  y  el  subsuelo,  uno  exclusivamente  sobre  pro- 
piedades, pertenencias  ó  accionas  mineras,  entonces  creemos  no  tendrá  el 
usufructuario  el  aprovechamiento  de  los  minerales,  ni  el  de  las  cantidades 
que  los  dividendos  activos  produzcan^  sino  con  la  limitación  y  condiciones 
qne  para  los  bienes  fungibles  establece  el  art.  4S9.  En  su  concecuencia,  si 
aquellas  propiedades,  pertenencias  mineras  ó  acciones  son  bienes  del  peculio 
del  hijo,  ó  privativas  de  cualquiera  de  los  cónyuges,  como  sus  productos  no 
son  verdaderos  frutos,  deberán  éstos  reintegrarse  al  hijo  una  vez  emancipado, 
y  al  cónyuge  á  quien  correspondan  al  hacerse  la  respectiva  liquidación  de  sa 
haber  por  disolución  del  matrimonio,  rebajando,  claro  está,  los  gastos  ó  divi- 
dendos pasivos  que  se  justifique  haber  satisfecho  el  padre  ó  el  otro  cónyuge 
con  efectivo  propio  suyo,  ó  de  la  sociedad  de  gananciales,  á  cuya  clase  no  con- 
ceptuamos corresponden  tales  productos  mineros,  discordando  en  esto  con  el 
Sr.  Manresa  y  otros  comentaristas. 

Conviene  advertir  que  en  la  legítima  vidual,  como  está  limitada  á  una  por- 
ción igual  á  la  que  corresponda  á  los  hijos  no  mejorados,  deberán  valorarse 
los  bienes  que  se  le  adjudiquen,  más  las  minas  en  ellos  existentes,  de  las  que, 
como  hemos  visto,  participará  la  mitad  de  los  productos  líquidos. 

Ahora  bien:  si  las  minas  surgen  después  de  constituido  el  usufructo  ea 
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predios  sobre  qne  éste  se  ejerce,  tendrá  cotonees  lugar  io  dispuesto  en  el  ar- 
lieolo  478  transcrito.  Y  eomo  las  minas  son  del  concesionario,  el  que  tenga 
el  usafmeto  del  predio  será  propietario  de  la  mina,  y  deberá  entenderse,  acá» 
hado  el  nsafrocto,  él  ó  su  derecbobabiente,  con  el  propietario  del  terreno  res- 
pecto á  la  parte  qne  ocnpe  para  el  desarrollo  de  la  indastria,  como  si  se  tra- 
tara de  nn  chinero  extraño. 

Otros  prodoctos  nataiales,  finalmente,  son  las  alamedas  y  árboles  de  los 
bosques,  los  cuales  no  se  conceptúan  tampoco  frutos  en  su  acepción  general; 
y  salvo  pacto  en  coutrario,  habrá  qne  atenerse  á  lo  dispuesto  en  el  art.  485  y 
á  la  jurisprudencia  á  él  adaptada  en  esta  obra,  por  lo  cual  excusamos  lucubra- 
ciones sobre  este  punto,  que  le  consideramos  allí  suficientemente  dilucidado. 

Mientras  los  frutos  no  se  alcen,  recojan  ó  separen  de  la  cosa  que  los  pro- 
duce, forman  un  todo  con  la  cosa  misma,  y  se  dice  que  están  pendientes;  por 
cuya  rasen  los  frutos  pendientes  al  comenzar  el  usufructo,  son  del  usufruc- 
tuario, y  los  pendientes  al  tero)inar  dicho  usufructo  serán  del  -propietario» 
mediante  el  pago  que  haga  con  el  producto  de  los  frutos  referidos,  si  los 
hay,  de  los  gastos  ordinarios  de  cultivo,  simiente  y  semejantes,  hechos  por 
el  usufructuario,  el  cual  no  tendrá  esa  obligación  alconstituirse  el  usufructo, 
porque  el  propietario  es  el  mismo  que  io  establece,  y  á  menos  que  no  imponga 
esa  ú  otra  condición,  el  establedmiento  del  usufructo  debe  connderarse  puro, 
liso  y  llano. 

Laa  cosas  usufruc;uadaa  habrán  de  entregarse  en  el  mismo  estado  que  se 
recibieron,  salvo  el  caso  fortuito  ó  defueria  mayor  y  el  desmejoramiento  pro- 
pio de  su  peculiar  naturaleza;  y  muerto  el  usufructuario,  cumplirán  esta  obli- 
gación los  herederos,  aunque  á  ellos  no  pasan  ios  frutos,  porque  según  el  nú- 
mero 4.^  del  art.  643,  es  causa  qne  termina  el  usufructo  sin  consideración  al 
plazo  que  se  estableciera,  y  sin  perjuicio  únicamente  de  tercero,  según  el  úl- 
timo párrafo  del  art.  47S;  pues  si  bien  el  siguiente  atribuye  á  los  herederos 
del  usufructuario  la  percepción  de  la  parte  de  renta  prorrateada  ó  proporcio- 
nal con  el  propietario  cuando  el  usufructo  termina  antes  que  el  arrendamiento, 
no  quiere  decir  que  aquél  deje  de  ser  persooalisimo,  nno  que  se  trata  del  de- 
recho hei  editarlo  de  la  parte  alícuota  vencida  á  favor  del  causante  y  que  por 
su  muerte  pasa  al  causahabiente. 

£1  usufructuario  podrá  enajenar  ó  hipotecar  el  derecho  que  tiene  á  perci- 
bir los  frutos,  mas  no  la  cosa  que  los  produce,  pues  no  se  extiende  á  esto  su 
derecho,  debiendo  tenerse  en  cuenta  las  causas  que  terminan  el  usufructo, 
comprendidas  en  el  art.  543,  y  io  dicho  respecto  al  aho  agrícola  en  los  pre- 
dios rústicos  arrendados,  en  el  concepto  extensivo  del  art  4577. 

Las  cosas  no  fnngibles,  pero  susceptibles  de  deterioro,  como  el  movi- 
liario,  carruajes,  etc.,  no  precisan  al  usufructuario  á  restaurar  su  desgaste. 
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cualquiera  que  éste  sea,  dentro  de  so  oso  adecuado,  salvo  el  que  resolte  de 
80  dolo  ó  negligeoeia;  al  paso  que  los  fongibles,  semejaotes  á  los  dados  en 
préstamo  mütoo,  entran  de  lleno  én  el  dominio  del  usofroctuario  j  sos  obli- 
gaciones son  las  del  art.  482. 

Los  árboles  frótales  darán  sos  frutos  al  osofroctuario,  j  cuando  no  los  pro- 
duzcan, se  servirá  de  ellos  según  so  clase. 

Tienen  la  consideración  de  montes,  y  así  se  llama  á  todos  los  terrenos  eo* 
biertos  de  árboles  apropósito  para  la  eonstroceión  naval  j  orbana,  carboneo, 
lelUí  ya  sean  montes  alto,  tallar  6  bajo^  bosques,  sotos,  plantíos  y  matorra- 
les de  toda  especie,  distinta  de  los  olivares,  frótales  y  demás  plantíos  del  cal«* 
tivo  agrícola. 

Se  llama  viveros  á  la  parte  de  monte  ó  sitio  en  qoe  se  verifica  la  planta- 
ción ó  siembra  de  los  mismos,  y  en  qoe  poeden  practicarse  con  mayor  esmero 
los  cuidados  y  solicitud  que  requieren  los  árboles  en  los  primeros  años  de  su 
vida,  desde  donde  se  transplantan  loego  qoe  está  asegurada  so  conservación 
y  crecimiento. 

£1  aprovechamiento  de  los  beneficios  de  tales  bienes  está  bastante  deter- 
minado por  los  preceptos  del  Código,  á  qoien  ha  servido  de  fundamento  el  de. 
recho  romano.  Legado  el  osufructo  de  un  campo  del  qoe  forme  parte  el  mon- 
te tallar,  cañaveral,  zarzal...,  etc.,  puede  el  osufroctuario,  so  sólo  cortar  á 
arbitrio  de  buen  varón  lo  que  necesite,  sino  lambién  para  vender,  como  fro- 
tes, porque  frutos  deben  reputarse  todas  las  cosas  qoe  se  reprodocen:  ley  9.* 
párrafo  7.^,  til.  4. o,  libro  7.?  del  Digetto. 

Del  monte  no  tallar  qoe  forme  parte  de  la  heredad^  el  usufructuarlo  sólo 
poede  tomar  lo  necesario  para  el  oso  de  la  viña,  como  estacu,  horqoiUas,  y 
para  reparación  de  la  casa  de  campo,  duen  neftmdum  deterioren  faciat:  ley  40 
de  dicho  títolo.  Si  el  viento  arrancase  árboles,  poede  también  tomar  de  éstos 
lo  necesario  para  so  oso  y  el  de  laquinta^  y  obligar  al  propietario  á  qoe  qoile 
los  demáa  ai  perjodican  al  osofrooto:  leyes  44,  42,  48  y  49,  párrafo  4 .*  del 
mismo  título. 

En  el  usofrocto  oniversaí  ó  en  el  especial  de  on  monte,  se  comprende  el 
derecho  de  cortar  y  vender,  segitai  la  práctica  del  país,  y  como  lo  hacen  los 
buenos  padres  de  familia:  ley,  t%,  tít.  8.o,  libro  7.®  del  Digesto;  poes  de  otro 
modo  nihil  JMümi  éoent  ea  es  legato\  el  solo  oso  ó  práctica  del  coostíto- 
yonte  no  debe  servir  de  regia,  porqoe  podo  ser  uq  disipador  ó  mal  padre  de 
familia:  ley  9.N  pársafo  ttítimo,  y  27,  párrafo  2/*,  tít.  4.®  del  mismo  libro. 

En  ona  heredad  ó  qointa  don4epor  mero  recreo  había  bosquecüloa  ó  pa- 
seos de  árboles  iidroetiferos^  fntctuanU  mm  debebit  eos  d^eo^re,  nt  forte 
hartos,  olivariosy  faciat,  vel  aliud  gHÍid\  qnood  ad  rediíum  spesietssi  ley  43, 
párrafo  4.*  de  los  mismos  títnlo  y  libro.  Ea  soma,  tanto  este  como  todos 
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los  casos  relativos  á  los  derechos  dei  usafractoarío,  deben  resolverse  por  el 
boni  tiri  arbitraius,  tamguam  boma  ét  düigens  paUr  familias  romano;  en 
bon  pire  de  famille  francés;  i  buena  fsy  assi  como  buen  ome^  de  nuestras 
leyes  de  Partida. 

El  usufructo  de  una  acción  no  es  más  que  un  usufructo  de  esperanza,  por- 
que mientras  aquélla  no  se  ejecute,  y  después  de  ejecutada  tenga  realización 
práctica,  es  ilusoria  la  constitución  del  usufructo.  Es,  además,  este  usufructo 
muy  dado  á  desavenencias  y  originario  de  perjuicios;  pues  si  el  presunto 
propietario  no  entrega  los  medios  de  prueba  y  representación  al  usufructua- 
rio, ó  los  retiene  en  su  poder  más  tiempo  que  el  que  conviene,  es  evidente 
que  le  irrogará  graves  males;  si,  por  el  contrario,  el  usufructuario,  al  inten* 
Ur  la  acción,  lo  hace  mal,  ó  deja  trasncorrir  plazos  sin  interponer  los  recursos 
necesarios  y  no  sale  airoso  del  asunto»  infiere  graves  perjuicios  al  propietario 
presunto. 

Nada  dice  tampoco  el  art.  486  srespecto  á  quién  debe  abonar  los  gastos 
del  litigio  Se  supone  que  debe  hacerlo  el  propietario,  pues  para  él  se  hace  la 
adquisición,  puesto  que  el  otro  sólo  percibirá  los  frutos  en  el  caso  de  que  sea 
la  cosa  productiva,  y  no  había  de  hacer  desembolsos,  tal  vez  mayores  que  los 
productos  que  obtuviera. 

Se  requiere  para  el  ejercicio  de  estas  acciones  una  perfecta  identidad  de 
miras  entre  ambos  interesados,  pues  de  no  exislir,  han  de  ser  mayores  los 
males  que  los  beneficios  que  proporcione. 

Dada  la  índole  del  usufructo,  nunca  podrá  exigir  el  usufructuario  abono 
alguno  por  mejoras.  Nadie  mejor  que  él  sabe  quién  es  el  legítimo  dueño  del 
inmueble  y  hasta  dónde  llegan  sus  facultades.  En  buena  hora  que  haga  mejo- 
ras útiles,  puesto  que  hará  más  fructífera  la  finca,  y  redundan,  por  lo  tanto^ 
en  su  provecho;  pero  con  ese  mayor  aumento  se  compensa  é  indemniza  de  los 
gastos,  porque,  de  no  ser  así,  el  Código  pecaría  de  falto  de  lógica. 

En  cuanto  á  las  mejoras  de  adorno,  halla  en  su  recreo  su  indemnización; 
y  como  la  ley  no  ha  querido  entronizar  abusos,  le  autoriza  á  que  retire  unas  y 
otras,  si  puede  hacerlo  sin  detrimento  de  la  finca,  ó  sea  sin  alterar  su  forma  y 
sustancia.  Y  con  esta  previsora  medida  se  evitarán  reolamacionesy  por  cuanto 
ya  saben  ios  usufructuarios  á  qué  atenerse. 

Rogron,  el  célebre  comentador  del  Código  civil  francés,  propone  la  cues- 
tión de  si  puede  el  propietario  retener  sin  indemnización  al  usufructuario  las 
construcciones  hechas  por  éste,  y  se  decide  por  la  negativa,  aunque  un  fallo 
del  Tribunal  de  Casación  dice  que  hizo  el  punto  dudoso. 

No  priva  el  usufroeto  de  la  facultad  que  el  dueño  tiene  de  disponer  de  su 
finca  en  la  forma  que  le  plazca,  siempre  que  deje  á  salvo  el  derecho  del  usu- 
fructuario. Prueba  de  ello  nos  suministra  el  nüm.  3.^  del  art.  407  de  la  ley 
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Hipotecaria,  al  prescribir  que  puede  hipotecarse  «la  mera  propiedad,  en  cnyo 
caso,  8¡  el  asofrocto  se  consolidase  con  ella  en  la  persona  del  propietario,  no 
sólo  subsistirá  la  hipoteca,  sino  qae  se  extenderá  también  al  mismo  asafracto 
como  no  se  haya  pactado  lo  contrario».  Y  la  razón  es,  porque  el  üsnfracto  es 
consecuencia  j  accesorio  de  la  propiedad,  y  no  pnede  subsistir  por  sí  sin  qne 
«xista  ona  propiedad  de  quien  se  derive;  es  ana  modificación  de  ^qael  derecho, 
y  por  lo  tanto,  al  consolidarse,  es  extensiva  á  él  la  hipoteca.  No  ocurre  lo 
mismo  si  lo  hipotecado  fuese  el  usufructo,  pues  aunque  el  usufructuario  le 
coosoUdase  en  so  persona  por  adquirir  la  propiedad  á  título  de  compra,  por 
ejemplo,  nunca  sería  extensiya  la  hipoteca,  sino  que  se  limitaría  exclusiva- 
mente al  usufructo. 

El  art.  489  que  nos  ocupa  habla  simplemente  de  la  etiajenación  de  la  pro- 
piedad, pero  no  sólo  la  enajenación  motivada  por  la  venta,  sino  por  cualquier 
otro  contrato,  y  la  transmisión  mortis  causa,  pueden  tener  y  tienen  lugar 
sin  menoscabo  de  los  derechos  del  usufractnario.  La  esencia  de  la  prescrip- 
ción estriba,  en  que  así  como  el  que  tiene  el  usufructo  no  puede  alterar  ni  la 
forma  ni  la  sustancia  de  la  cosa  usufructuada  para  no  ocasionar  perjuicios 
al  propietario,  de  igual  modo  éste  puede  hacer  lo  que  quiera,  siempre  que  no 
altere  ni  la  sustancia  ni  la  forma  para  ocasionar  asimismo  perjuicios  al  nsu- 
íroctuario.  Hay  deberes  recíprocos  que  cumplir,  y  de  su  religioso  cumpli- 
miento nace  el  ejercicio  recíproco  de  los  derechos. 


SECCIÓN  TERCERA 


DB  LJLB  OBLIOACIONES  DBL  USUFRUCTUARIO 


Ari.  491.  El  usufractuario,  antes  de  entrar  en  el 
goce  de  los  bienes,  está  obligado: 

1.^  A  formar,  con  citación  del  propietario  ó  de  su  le> 
gitimo  representante,  inventario  de  todos  ellos,  haciendo 
tasar  los  muebles  y  describiendo  el  estado  de  los  in- 
muebles. 

2.^  A  prestar  fianza,  comprometiéndose  á  cumplir  las 
obligaciones  que  le  correspondan  con  arreglo  á  esta 
sección. 
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232.  Según  las  disposiciones  del  Código,  no  procede  la  caución 
que  debe  dar  el  usufructuario  á  quien  se  hubiese  conferido  el  usu- 
fructo por  testamento,  si  el  testador  le  relevó  de  prestar  fianza. — 
S.  19  Dic.  93.— a.  22y2áde  Enero  94. 

233.  Esto  no  obstante,  conforme  al  art.  520,  procede  la  entrega 
al  propietario  de  la  cosa  usufructuada  cuando  el  mal  proceder  del 
usufructuario  le  infiriese  considerable  perjuicio,  no  siendo  aplica- 
ble en  dicho  caso  el  art.  517,  que  se  refiere  tan  sólo  al  edificio  que 
por  cualquier  accidente  llégase  á  desaparecer. — S.  19  Dio.  93. — O. 
22  y  24  Enero  94.  * 

234.  Infringe  este  articulo  y  el  494  áéí  Código,  la  sentencia  que 
declara  que  el  usufructuario  que  no  se  encuentre  comprendido  en 
las  excepciones  del  492  j  493,  no  está  obligado  á  prestar  fianza  an- 
tes de  entrar  en  el  goce  de  los  bienes. — S.  10  Enero  94.-^0. 6  Feb. 


Art.  49^.  La  disposición  contenida  en  el  núm.  2.® 
del  precedente  artículo,  no  es  aplicable  al  vendedor  ó  do- 
nante que  se  hubiese  reservado  el  usufructo  de  los  bienes 
vendidos  ó  donados,  ni  tampoco  á  los  padres  usufructua- 
rios de  los  bienes  de  sus  hijos,  ni  al  cónyuge  sobreviviente 
respecto  á  la  cuota  hereditaria  que  le  conceden  los  artícu- 
los 834,  836  y  837,  sino  en  el  caso  de  que  los  padres  ó  el 
cónyuge  contrajeren  segundo  matrimonio. 

ApC.  4B3.  El  usufructuario,  cualquiera  que  sea  el 
título  del  usufructo,  podrá  ser  dispensado  de  la  obligación 
de  hacer  inventario  ó  de  prestar  fianza,  cuando  de  ello  no 
resultare  perjuicio  á  nadie. 

Jkvt.  491.  No  prestando  el  usufructuario  la  fianza 
en  los  casos  en  que  deba  darla,  podrá  el  propietario  exi- 
gir que  los  inmuebles  se  pongan  en  administración,  que 
los  muebles  se  vendan,  que  los  efectos  públicos,  títulos 
de  crédito  nominativos  ó  al  portador  se  conviertan  en  ins- 
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oripcioneg  ó  Be  depositen  en  un  Banco  ó  establecimiento 
públi<»,  7  que  los  capitales  ó  sumas  en  metálico  y  el  pre- 
cio de  la  enajenación  de  los  bienes  muebles  se  inviertan 
en  valores  seguros. 

El  interés  del  precio  de  las  cosas  muebles  y  de  los  efec- 
tos públicos  y  valores,  y  los  productos  de  los  bienes  pues- 
tos en  administración,  pertenecen  al  usufrucctuario. 

También  podrá  el  propietario,  si  lo  prefiriere,  mientras 
el  usufructuario  no  preste  ñanza  ó  quede  dispensado  de 
ella,  retener  en  su  poder  los  bienes  del  usufructo  en  cali- 
dad de  administrador,  y  con  la  obligación  de  entregar  al 
usufructuario  su  producto  líquido,  deducida  la  suma  que 
por  dicha  administración  se  convenga  ó  judicialmente  se 
señale. 

Art.  4I05.  Si  el  usufructuario  que  no  haya  pres- 
tado ñanza  reclamare,  bajo  caución  juratoria,  la  entrega 
de  los  muebles  necesarios  para  su  uso,  y  que  se  le  asigne 
habitación  para  él  y  su  familia  en  una  casa  comprendida 
en  el  usufructo,  podrá  el  Juez  acceder  á  esta  petición, 
consultadas  las  circunstancias  del  caso. 

Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  los  instrumentos, 
herramientas  y  demás  bienes  muebles  necesarios  para  la 
industria  á  que  se  dedique. 

Si  no  quisiere  el  propietario  que  se  vendan  algunos 
muebles  por  su  mérito  artístico  ó  porque  tengan  un  pre- 
cio de  afección,  podrá  exigir  que  ae  le  entreguen,  afian- 
zando el  abono  del  interés  legal  del  valor  en  tasación. 


235.  Según  las  disposiciones  del  Código,  no  procede  la  caución 
que  debe  dar  el  usufructuario  á  quien  se  hubiese  conferido  el  usu- 
fructo por  testamento,  si  el  testador  le  relevó  de  prestar  fianza. — 
S.  19  Dic.93,'-'OQ.  22  y  2á  Enero  94. 


t» 
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jlri.  40O.  Prestada  la  fianza  por  el  uBafractuario, 
tendrá  derecho  á  todoa  loe  productoe  desde  el  día  en  que, 
ooníorme  al  titulo  constitativo  del  usufructo,  debió  co- 
menzar á  percibirlos. 

Ari.  499.  £1  usufructuario  deberá  cuidar  las  cosas 
dadas  en  usufructo  como  un  buen  padre  de  familia. 

Ari.  499.  El  usufructuario  que  enajenare  ó  diere 
en  arrendamiento  su  derecho  do  usufructo,  será  responsa- 
ble del  menoscabo  que  sufran  las  cosas  usufructuadas  por 
culpa  ó  negligencia  de  la  persona  que  le  sustituya. 

/kwt.  499.  Si  el  usufructo  se  constituyere  sobre  un 
rebaño  ó  piara  de  ganados,  el  usufructuario  estará  obliga- 
do á  reemplazar  con  las  crias  las  cabezas  que  mueran 
anual  y  ordinariamente,  ó  falten  por  la  rapacidad  de  aní- 
males dañinos. 

Si  el  ganado  en  que  se  constituyere  el  usufructo  pere- 
ciese del  todo,  sin  culpa  del  usufructuario,  por  efecto  de 
un  contagio  ú  otro  acontecimiento  no  común,  el  usufruc- 
tuario cumplirá  con  entregar  h1  dueño  los  despojos  que 
se  hubiesen  salvado  de  esta  desgracia. 

Si  el  ¡rebaño  pereciere  en  parte,  también  por  un  acci- 
dente, y  sin  culpa  del  usufructuario,  continuará  el  usu- 
fructo en  la  parte  que  se  conserve. 

Si  el  usufructo  fuere  de  ganado  estéril,  se  considerará, 
en  cuanto  á  sus  efectos,  como  si  se  hubiese  constituido 
sobre  cosa  fungible. 

Ari.  500.  £1  usufructuario  está  obligado  á  hacer 
las  reparaciones  ordinarias  que  necesiten  las  cosas  dadas 
en  usufructo. 

Se  considerarán  ordinarias  las  que  exijan  los  deterioros 
ó  desperfectos  que  procedan  del  uso  natural  de  las  cosas 
y  sean  indispensables  para  su  conservación.  Si  no  las  hi- 
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eiere  después  de  requerido  por  el  propietario,  podrá  éste 
hacerlas  por  si  mismo  á  costa  del  nsafructnarío. 

Awt.  501.  Las  reparaciones  extiraordinarias  serán 
de  cuenta  del  propietario.  £1  usufructuario  está  obligado 
á  darle  aviso  cuando  fuere  urgente  la  necesidad  de  ha- 
cerlas. 

Ari.  ft09.  Si  el  propietario  hiciere  las  reparaciones 
extraordinarias,  tendrá  derecho  á  exigir  al  usufructuario 
el  interés  legal  de  la  cantidad  invertida  en  ellas  mientras 
dure  el  usufructo. 

Si  no  las  hiciere  cuando  fuesen  indispensables  para  la 
subsistencia  de  la  cosa,  podrá  hacerlas  el  usufructuario; 
pero  tendrá  derecho  á  exigir  del  propietario,  al  concluir 
el  usufructo,  el  aumento  de  valor  que  tuviese  la  finca  por 
efecto  de  las  mismas  obras. 

Si  el  propietario  se  negare  á  satisfacer  dicho  importe, 
tendrá  el  usufructuario  derecho  á  retener  la  cosa  hasta 
reintegrarse  con  sus  productos. 


286.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  lo 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu- 
cir intereses  de  cantidades  ilíquidas;  y  lo  son  todas  aquellas  en 
que  precisa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto. — S,  10  Die. 
94.^a.  2  Marzo  95. 


Art.  503.  El  propietario  podrá  hacer  las  obras  y 
mejoras  de  que  sea  susceptible  la  ñnca  usufructuada,  ó 
nuevas  plantaciones  en  ella^  si  fuere  rústica,  siempre  que 
por  tales  actos  no  resulte  disminuido  el  valor  del  usufruc- 
to, ni  se  perjudique  el  derecho  del  usufructuario. 

Art.  &04I.    El  pago  de  las  cargas  y  contribuciones 
anuales,  y  el  de  las  que  se  consideran  gravámenes  de  los 
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frutos,  será  de  cuenta  del  usufructuario  todo  el  tiempo 
que  el  usufructo  dure. 

Ari.  505.  Las  contribuciones  que  durante  el  usu- 
fructo se  impongan  directamente  sobre  el  capital,  serán 
de  cargo  del  propietario. 

Si  éste  las  hubiese  satisfecho,  deberá  el  usufructuario 
abonarle  los  intereses  correspondientes  á  las  sumas  que 
en  dicho  concepto  hubiese  pagado  y,  si  las  anticipare  el 
usufructuario,  deberá  recibir  su  importe  al  fin  del  usu- 
fructo. 

Art.  506.  Si  se  constituyere  el  usufructo  sobre  la 
totalidad  de  un  patrimonio,  y  al  constituirse  tuviere  deu- 
das el  propietario,  se  aplicará,  tanto  p^ra  la  subsistencia 
del  usufructo  como  para  la  obligación  del  usufructuario  á 
satisfacerlas,  lo  establecido  en  los  arts.  642  y  643  respecto 
de  las  donaciones. 

Esta  misma  disposición  es  aplicable  al  caso  en  que  el 
propietario  viniese  obligado,  al  constituirse  el  usufructo, 
al  pago  de  prestaciones  periódicas,  aunque  no  tuvieran 
capital  conocido. 

Art.  ft07.  El  usufructuario  podrá  reclamar  por  si 
los  créditos  vencidos  que  formen  parte  del  usufructo  si 
tuviere  dada  ó  diere  la  fianza  correspondiente.  Si  estuvie- 
se dispensado  de  prestar  fianza  ó  no  hubiere  podido  cons- 
tituirla, ó  la  constituida  no  fuese  suficiente,  necesitará 
autorización  del  propietario,  ó  del  Juez  en  su  defecto» 
para  cobrar  dichos  créditos. 

El  usufructuario  con  fianza  podrá  dar  al  capital  que 
realice  el  destino  que  estime  conveniente.  El  usufructua- 
rio sin  fianza  deberá  poner  á  interés  dicho  capital  de 
acuerdo  con  el  propieiario;  á  falta  de  acuerdo  entre  am- 
bos con  autorización  judicial,  y,  en  todo  caso,  con  las  ga- 
rantías suficientes  para  mantener  la  integridad  del  capi- 
tal usufructuado. 
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Ari.  50S.  El  usafructuario  universal  deberá  pagar 
por  entero  el  legado  de  renta  vitalicia  ó  pensión  de  ali- 
mentos. 

£1  usafructuario  de  una  parte  alícuota  de  bi  herencia 
lo  pagará  en  proporción  á  su  cuota. 

£n  ninguno  de  los  dos  casos  quedará  obligado  el  pro- 
pietario al  reembolso. 

£1  usufructuario  de  una  ó  más  cosas  particulares  sólo 
pagará  el  legado  cuando  la  renta  ó  pensión  estuviese 
constituida  determinadamente  sobre  ellas. 

Art.  500.  £1  usufructuario  de  una  finca  hipotecada 
no-  estará  obligado  á  pagar  las  deudas  para  cuya  seguri- 
dad se  estableció  la  hipoteca. 

Si  la  finca  se  embargare  ó  vendiere  judicialmente  para 
el  pago  de  la  deuda,  el  propietario  responderá  al  usufruc- 
tuario de  lo  que  pierda  por  este  motivo. 

Art.  51 0.  Si  el  usufructo  fuere  de  la  totalidad  ó  dé 
parte  alícuota  de  una  herencia,  el  usufructuario  podrá 
anticipar  las  sumas  que  para  el  pago  de  las  deudas  here- 
ditarias correspondan  á  los  bienes  usufructuados,  y  tendrá 
derecho  á  exigir  del  propietario  su  restitución,  sin  inte- 
rés, al  extinguirse  el  usufructo. 

Negándose  el  usufructuario  á  hacer  esta  anticipación^ 
podrá  el  propietario  pedir  que  se  venda  la  parte  de  los 
bienes  usnfructuados  que  sea  necesaria  para  pagar  dichas 
sumas,  ó  satisfacerlas  de  su  dinero,  con  derecho,  en  este 
último  caso,  á  exigir  del  usufructuario  los  intereses  co- 
rrespondientes. 


237.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  lo 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu; 
cir  intereses  de  cantidades  ilíquidas;  y  lo  son  todas  aquellas  en  que 
precisa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto. — S.  10  Dic.  94. 
—O.  2  Marzo  95. 
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Ari.  511.  El  usuíractuarío  estará  obligado  i  poner 
en  conocimiento  del  propietario  cualquier  acto  de  un  ter- 
cero, de  que  tenga  noticia,  que  sea  capaz  de  lesionar  los 
derechos  de  propiedad,  y  responderá,  si  no  lo  hiciere,  de 
los  daños  y  perjuicios,  como  si  hubieran  sido  ocasionados 
por  su  culpa. 

jtri.  5119.  Serán  de  cuenta  del  usufructuario  los 
gastos,  costas  y  condenas  de  los  pleitos  sostenidos  sobre 
el  usufructo. 


k 


.▲S  obligaciones  del  Qsofnietaario  se  clasifican  en  tres  grapos:  anteriores, 
simnlUneas  y  posteriores  al  cargo;  y  vamos  á  empezar  ei  estadio  de  lu  qoe 
preceden  al  osufmcto,  que,  como  vemos,  son  dos:  inventario  y  fianza. 

Según  todos  los  autores,  ningún  Código  previno  la  formación  del  inventa- 
río, siendo  sn  origen  debido  á  nn  consejo  del  jarisconsalto  Ulpiano,  y  cnando 
se  conoció  la  conveniencia  de  ello,  se  hizo  popular  su  formación. 

Pero  ei  Código  omite  la  manera  como  ha  de  formarse  ese  inventarío,  y 
tampoco  la  prescribía  el  Proyecto  de  4851.  ¿Bastará  que  de  común  acnerdo  lo 
hagan  el  propietario  y  el  nsafractnariof  Así  parece;  pero  habiendo  necesidad 
de  dar  valor  á  los  muebles,  habría  sido  mejor  que  se  hiciese  la  operación 
ante  Notario,  á  fin  de  evitar  reclamaciones  ulteriores .  Goyena  pregunta: 
«¿puede  remitirse  al  usufructuario  la  formación  de  inventario?»  Y  contesta: 
«La  opinión  negativa  es  la  común,  yo  la  creo  fundada,  porque  convidaría  á 
á  delinquir,  y  por  consiguiente  seria  un  pacto  ó  disposición  contra  las  buenas 
costumbres.»  Así  lo  creemos;  y  esa  opinión  la  confirma  la  prestación  de  la 
fianza;  porque  si  no  se  conocen  los  bienes,  ¿hasta  qué  suma  ha  de  «exigirse  y 
prestarse  la  garantía?  El  inventario  y  la  fianza  son  á  un  mismo  tiempo  los 
dos  elementos  de  una  sola  obligación,  que  consiste  en  asegurar  los  derechos 
en  suspenso  del  mero  propietario,  á  quien  habrá  de  devolver  á  su  tijBmpo  las 
cosas  que  recibe  en  usufructo. 

La  intervención  de  uno  y  otro  en  la  formación  del  inventario  es  esencial 
por  los  derechos  y  deberes  recíprocos  entre  ambos;  mas  si  el  del  dominio  di- 
recto no  acudiere  después  de  citado  en  forma  aui¿«ttica^  el  inventario  practi- 
cado por  el  del  dominio  útil,  no  podrá  ser  válidamente  redargüido  de  nulidad, 
y  tanto  en  un  caso  como  en  el  otro,  los  gastos  del  inventario  deberán  ser  de 
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eoenta  de  ambos  á  la  vez,  porque  aun  caando  parece  eacaminado  sólo  á  ase- 
rrar los  derechos  del  mero  propietario,  es  lo  cierto  qae  sa  oQcio  es  garantir 
los  del  uno  y  los  del  otro  contra  actos  y  reclamaciones  abaslTas. 

Prestará  el  nsafructuarlo  la  fianza  en  caalqaiera  de  las  formas  estableci- 
das, á  saber:  hipotecaria,  pignoraticia  6  personal,  coal  ezpasimos  al  ocoparnoa 
del  afianzamiento  de  la  tutela. 

Las  excepciones  á  la  obligación  de  afianzar  en  ciertos  casos  de  Dsofmeto 
son  tan  terminantes,  que  no  consienten  comentario  algano,  por  más  qae  et 
del  art.  493  nos  deja  siempre  el  vacío  consigaiente,  nacido  de  la  dificultad  de 
asegurar  anticipadamente  la  evidencia  de  que  nadie  pueda  resultar  perjudi- 
cado andando  el  tiempo.  Mas,  ¿quien  deberá  otorgar  esa  dispensa?  Greemoa 
que  sólo  el  propietario,  único  que  puede  sufrir  el  perjuicio,  no  considerando 
como  no  consideramos  facultado  á  Juez  ni  á  autoridad  alguna  para  relevar  al 
usufructuario  del  cumplimiento  de  un  deber  correlativo  con  el  derecho  parti* 
cular  del  propietario  amparado  por  la  ley.  La  demanda,  pues,  encaminada  á 
obtener  la  exención  de  afianzar,  fundada  en  que  de  tal  omisión  no  resulta  per- 
juicio para  nadie,  no  podrá  prevalecer  contra  la  oposición  del  aludido  propie- 
tario. 

Dividido  el  art.  194  en  tres  partes,  vamos  á  dividir  en  las  mismas  su  es- 
tudio. 

Desde  luego  se  nota  en  la  primera,  que  no  estando  el  usufructuario  rele- 
vado de  la  prestación  de  fianza,  no  entra  en  posesión  de  los  bienes  que  eons- 
tituyen  el  usufructo  sin  el  requisito  de  la  garantís.  Pero  más  benóvolo  nues- 
tro Código  que  el  Dígesto,  exige  que  se  aseguren  los  bienes,  consignando  su 
importe  en  un  Banco  ó  establecimiento  público,  y  que  el  valor  de  los  muebles 
enajenados  se  invierta  en  valores  seguros;  pero  no  priva  al  usufructuario  de 
los  productos;  mientras  que  el  Código  romano  por  su  ley  43,  tít.  4.^,  libro  7.^, 
privaba  al  usufructuario  de  los  frutos  en  el  caso  de  no  poder  prestar  la  fianza. 
Aunque  rara  vez  se  constituye  el  usufructo  en  capitales,  pues  lo  ordinario 
y  común  es  que  lo  sea  en  fincas,  puede  ocurrir  qoe  los  haya,  particularmente 
en  el  usufructo  universal,  y  de  ahí  las  precauciones  del  Código,  muy  confor- 
mes con  la  naturaleza  de  la  materia  que  trata. 

La  segunda  parte  del  artículo  es  confirmatoria  de  lo  expuesto,  y  adjudica 
los  productos  al  usufructuario;  pero  no  lo  hace  sino  después  de  haber  puesto 
los  capitales  en  custodia  y  los  inmuebles  en  administraci'^n,  esto  es,  así  que 
ya  está  alejada  la  posibilidad  de  la  destrucción  de  la  /arma  y  sustancia;  así 
que  ya  no  hay  peligro  de  que  desaparezcan.  De  este  modo  se  concillan  ambos 
intereses,  y  se  evita  el  caso  que  de  obrar  en  contrario  se  daría,  ó  pudiera 
darse,  de  que  el  usufructo  á  favor  de  un  pobre  fuese  ilusorio,  ó  lo  colocasen 
en  la  dura  alternativa  de  tener  que  renunciar  un  derecho  por  una  exigua  j 
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modesta  cantidad.  En  la  forma  como  el  Código  resuelve  la  caestíón,  no  b^j 
Qsnfractoario  que  no  tenga  fianza,  paes  con  pedir  qoe  sehaga  loque  dispone 
el  párrafo  primero  del  art.  49 (  que  nos  ocupa,  queda  el  problema  resuelto. 

Aun  lo  confirma  y  ratifica  más  la  tercera  parte  de  dicho  artículo»  permi- 
tiendo al  propietario  la  retención  de  los  bienes,  y  haciendo  entrega  al  usufruc-^ 
toario  del  producto  liquido  de  los  mismos. 

Como  el  art.  494  no  distingue  entre  el  usufructo  gratuito  y  el  oneroso,  ha- 
brá que  aplicarle  á  ambas  clases,  y  lo  mismo  al  caso  en  que  el  usufructuario 
no  pueda  qi;ie  en  el  que  no  quiera  prestar  la  fianza.  Si  por  falta  de  ésta  de- 
bieran ponerse  los  bienes  en  administración  y  fuesen  improductivos,  deberán 
venderse,  y  su  importe  será  el  capital  sobre  que  ha  de  constituirse  el  usu- 
fructo, y  el  interés  del  mismo  serán  los  frutos  legales  que  deberá  percibir  e\ 
usufructuario,  á  quien  no  podrá  negársele  intervención  en  tales  operaciones 
como  inmediatamente  interesado  en  el  éxito  de  las  mismas. 

Prestada  la  fianza  por  el  usufructuario  en  los  casos  en  que  no  esté  rele- 
vado de  prestarla,  tendrá  derecho  á  todos  los  productos  á  partir,  U'^  desde 
que  la  constituyó,  sino  desde  el  día  que  según  el  título  modal  debió  tener  co- 
mienzo, á  cuya  fecha  se  retrotrae  su  derecho,  puesto  que  para  que  así  no  su- 
cediera, sería  preciso  reconocer  en  el  propietario  derecho  á  percibir  frutos 
que  00  le  tiene,  y  sí  sólo  el  de  exigir  la  fianza,  y  en  el  caso  de  que  no  se  cons- 
tituya, utilizar  los  medios  del  art.  49S. 

Es  inseparable  del  usufructuario  la  obligación  de  cuidar  las  cosas  que  dis- 
fruta como  un  buen  padre  de  familia,  cuyo  efecto  está  relacionado  en  los  ar- 
tículos 4401  al  4104  del  <Oódigo;  y  cuando  ese  disfrute  pasa  por  arrendamtenta 
á  un  tercero,  deberán  tenerse  presentes  los  arts.  4550  al  4553. 

Yamos  viendo  que  cuanto  se  dice  del  usufructo  en  las  modernas  legisla- 
ciones, todo  tiene  origen  romano;  así  es  que  el  art.  499  que  nos  ocupa  tiene 
su  precedente  en  ia  ley  68,  párrafo  segundo,  tít.  4.*^,  libro  7.^  del  Digesto: 
9.Sigregis  (rebaño  de  ganado  menor),  vel  armenti  (ganado  mayor)  sit  us%- 
fr%ct%t  kgatMi,  dehehU  ex  agnalis  gregem  supplest:  id  est  in  locum  eapiium 
d0fiíneíorum,A  El  párrafo  38,  tít.  4/^,  libro  t.^  de  las  Instituciones,  contiene 
estas  otras  palabras:  «Si  gregis  uiufrítctum  qui¿  habeal  in  locum  demortuO' 
rum  eapiium  ex/etu  írentuarios  submitiere  debet*  De  modo  que  es  antiquí- 
sima la  disposición  de  que  el  usufructuario del)6,  con  las  crías,  reponerlas  ro- 
ses muertas. 

La  ley  22,  tít.  31,  Partida  3.*,  tratando  de  este  asunto,  si  bien  con  un  la- 
conismo impropio  de  Código  tan  casuista,  dice:  «Guisada  cosa  es  6  derecha 
que  cualquier  á  quien  fuesse  otorgado  el  usufructo  de  alguna  cosa,  ó  de  algu- 
na heredad,  ó  en  algunds  ganados,  que  así  como  quiere  aver  la  pro  en  que  le 
es  otorgado  este  derecho,  que  pune  cuanto  pudiere  de  la  aliüiar,  é  de  la  guar- 
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dar,  ó  da  hi  enderezar  bien  é  lealmente...  £  si  fueren  ganados,  ó  se  mnrieáen 
algonos,  qae  de  los  fijos  ponga  é  crie  otros,  en  su  logar  de  aquellos  que  assí 
miiriereD.»  En  armonía  con  estas  disposiciones,  han  venido  consignando  la 
doctrina,  los  Proyectos  de  Códigos  en  sus  respectivos  artículos^  y  así  ha  llega- 
do al  Código  dvií^ 

£1  segundo  caso  del  art.  499  que  nos  ocupa,  relativo  á  que  el  usufroclua- 
rio  cumple  con  presentar  al  propietario  los  despojos  del  ganado  cuando  éste 
pereciese  por  un  accidente  no  comdn,  también  tiene  su  precedente  en  la  ley 
30,  tít.  L^,  libro  7.*  del  Digesto:  oiCaro  est  corium  morten  pecorU  injructo 
«o«  r<r/,  quiamiortuM  es,  usufruetur  ewtMtguilur^n  Y  esta  doctrina  sirve  para 
hacer  una  distinción.  La  carne  y  pieles  que  se  devuelven  al  dueño,  en  caso  de 
perecer  el  ganadb^or  accidente  poco  común,  son  la  representación  del  capi- 
tal; pero  esa  misma  carne  y  pieles  pertenecen  al  usufructuario  cuando  el  acci- 
dente es  comün  y  puede  responder  del  ganado,  por  cuanto  repone  con  las  crías 
las  eabeaas  muertas,  siendo  entonces  aquellos  despojos  verdaderos  frutos. 

Cuando  el  ganado  perece  en  parte,  y  en  parte  subsiste,  continúa  el  usu- 
fructo en  la  parte  que  resta,  si  la  otra  desapareció  per  accidente . 

Finalmente,  tres  distintos  aspectos  ofrece  el  usufructo  del  ganado,  no  de 
un  ejemplar,  sino  colectivamente  considerado.  El  uno,  referente  á  la  conserva- 
ción de  las  cabezas  machos  y  hembras  que  deben  reemplazarse  con  sus  pro- 
pias crías,  puesto  que  no  criando,  no  es  obligatoria  la  rep  alción  cuando  la 
talla  de  aquellas  sea  naturalmente  ó  sin  culpa  del  usufructuario,  pues  en  otro 
caso,  se  le  comprendería  en  la  prescripción  del  art.  4 101.  £1  otro,  relativo  á 
la  desaparición  total  sin  culpa,  ó  parcial,  que  acaba  el  usufructo  ó  Jo  reduce  al 
existente.  Y  el  último^  al  del  ganado  estéril,  que  tiene  la  consideración  al 
efecto  de  bienes  fongibles. 

CoBcuerda  el  art.  500  preinserto,  con  la  primera  parte  del  456  del  proyecto 
de  4S54,  según  laque,  «el  usufructuario  está  obligado  á  hacer  en  las  cosas 
los  reparos  menores  y  de  conservación  que  éstas  necesiten».  Pero  nuestro  Có- 
digo es  más  explícito  y  comprende  en  la  simple  enunciación  del  artículo 
eunto  debe  hacer  el  asufruetnario;  de  modo  que  no  es  sólo  á  la  reparación 
á  lo  que  ae  obliga  el  usufructuario,  es  á  la  aplicación  juiciosa  y  adecuada  de 
las  cosas»  oo  dándoles  uso  distinto  del  á  que  están  destinadas. 

Las  operaciones  de  conservación  son  relativas  á  la  índole  de  los  bienes  y 
conformes  á  su  naturaleza,  razón  por  la  que  son  tan  varias  como  las  cosas 
usufructuadas. 

Es  muy  atendible  la  prescripción  del  art.  601  del  Código  de  Italia,  que  no 
obstante  coincidir  en  la  doctrina  con  el  nuestro,  añade  estas  palabras:  ii  st 
ccásumarim  por  faUa  de  los  primeros  despnés  de  empezado  el  usufructo,  fisto 
es,  que  si  por  falta  de  reparos  ordinarios  ha  sido  necesario  hacer  los  extraer- 
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dinarios,  deberá  abonarlos  el  asafroctoarío,  pero  á  eoñdieióii  de  aer  reembol* 
eado  por  el  propietario. 

El  Código  de  Méjico  j  el  de  Gaatemala  disiiognen  entre  los  nsofroetos 
qne  se  constttayen  á  títnio  lacralivo,  j  los  qae  lo  son  por  Ulnlo  oneroso,  de- 
clarando qne  en  los  últimos  corresponden  los  reparos  al  propietario,  y  «as 
en  los  lucrativo*,  ti  s%  necesidad  proviene  de  «<;«,  tieio  intrinsecú  ó  deterioro 
grate  de  las  eotas^  anterior  A  la  eonetitueión  del  men/rneto.  Y  no  está  mal 
dispuesto,  porqoe  si  el  usnímcto  consiste  en  nn  edificio,  por  ejemplo,  y  en  el 
período  que  media  desde  que  se  constituya  el  usufructo  hasta  que  empiece  á 
disfrotarse,  el  edificio  se  cuartea  y  hace  ruinoso,  hasta  el  extremo  de  ser  im* 
posible  habitarlo  ni  darle  en  renta,  es  evidente  que  el  propietario  debe  po- 
nerlo en  condiciones  de  poder  ser  usufructuado;  del  mismo  modo  ocurriría 
si  el  estado  ruinoso  sobreviniese  á  consecuencia  de  no  haber  hecho  á  tiempo 
los  reparos  ordinarios  de  conservación. 

En  la  situación  jurídica  en  que  se  colocan  el  propietario  y  el  usufraetoa- 
río,  hay  naturalmente  estímulos  mutuos,  así  es  que  en  el  caso  del  art.  5d0 
que  nos  ocupa,  el  propietario  qne  no  quiere  la  destrucción  de  la  com  objeto 
del  usufructo,  hace  por  sí  los  reparos  á  costa  del  usofructaarío,  ti  requerido 
éste,  no  lo  hiciera. 

Ei  art.  500  define  las  reparaciones  ordinarias:  podemos,  por  lo  tanto,  deeír 
que  las  extraordinarias  son  las  que  exijan  loe  deterioros  ó  desperfectoe  que 
procedan  de  cansas  distintas  que  el  uso  natural  de  las  cosas.  Estas,  como  que 
afectan  á  la  existencia  de  la  misma  cosa,  nadie  más  qne  el  propietario  está 
obligado  á  realizarlas. 

Parece  violento  que  el  usufructuario  tenga  que  abonar  el  6  por  400,  según 
el  art.  502,  de  la  cantidad  invertida  en  las  reparaciones  extraordinarias»  por 
que  quedan  en  beneficio  de  la  finca  misma,  y  por  lo  tanto  del  dueño  de  la 
propiedad.  Pero  como  éste  quizás  se  resienta  en  sus  intereses»  ya  por  tener 
que  recurrir  al  préstamo  para  las  reparaciones,  ya  por  dar  aquella  aplicación 
á  los  fondos  descuidando  otras  atenciones  perentorias,  de  ahí  que  la  ley  no 
haya  querido  inferirle  perjuicios,  pues  si  bien  el  gasto  redunda  en  henelielo 
de  la  propiedad,  no  es  menos  cierto  que  ésta  por  lo  pronto  es  improductiva 
para  el  mismo  y  constituye  un  capital  amortizado.  Por  otra  parte,  y  he  aquí 
la  compensación,  el  usufructuario  comienza  á  disfrutar  de  aquellas  mejoras 
que  producen  las  reparaciones,  y  tal  vez  á  aumentar  sus  productos;  y  pare- 
ciendo aun  deficiente  y  mezquina  la  compensación,  le  permite  la  ley  qne  las 
haga  por  sí,  convirtiéndose  en  propietario,  si  es  lícito  así  decirlo,  por  cnanto 
adquiere  un  capital  igual  al  aumento  de  valor  que  tuviere  la  finca  por  efecto 
de  las  mismas  obras.  Es  más:  negándose  el  propietario  al  abono,  tiene  dere- 
cho á  retener  la  cosa  hasta  reintegrarse  con  sus  prodnetoa. 
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Despréndese  de  lo  expuesto,  por  lo  tanto,  qae  si  es  vioUnto  admitir  elin- 
terés  legal  á  favor  del  propietario,  no  lo  es  meaos  admitir  asimismo  qoe  ad- 
qniera  el  osufractoario^  no  la  cantidad  qne  antieipe,  qoe  esto  es  natural  y  co' 
rriente,  sino  el  anmento  de  valor  de  la  finca,  qoe  según  el  oso  á  que  esté  des- 
tinada, pnede  exceder  con  mocho  del  capital  invertido,  j  como  complemento 
la  retención. 

Aqoi  se  nos  ocurre  una  observación.  Si  el  usufructo  es  vitalicio,  ¿cuándo 
ya  á  retener  la  finca  el  usufructuario?  Porque  la  rentención  no  pnede  tener 
lugar  sino  después  de  terminado  el  usufructo,  por  cuanto  mientras  esté  snb* 
sistente,  posee  el  usufructuario  la  cosa  con  perfecto  derecho;  es  as<  qne  cuan  - 
do  termine,  ya  ha  muerto  el  usufructuario,  luego  no  vemos  términos  hábiles 
para  qne  efectúe  la  retención.  Sólo  podrá  tener  lagar  ésta,  en  el  usufructo  por 
tiempo  más  limitado,  ó  cuando  esté  constituido,  no  sobre  la  totalidad  de  pro- 
doctos  de  una  finca,  sino  sobre  parte  de  los  mismos,  y  quiera  la  ley  que  no 
deje  libre  la|»arte  restante  para  reintegrarse  con  ella.  Pero  vamos  más  lejos. 
Todo  lo  que  se  refiere  al  usufructo  et  personalísimo.  La  ley  dice  que  el  usn* 
fruduario  tendrá  derecha  i  retener  U  cotn.  Hemos  demostrado  la  imposibili* 
dad  material  de  hacer  la  retención  que  tiene  el  usufructuario  vitalicio,  ¿ten» 
drán  igual  derecho  los  herederos  del  usufructuario?  El  Código  la  hace  exten- 
siva á  dichos  herederos  en  el  art.  511. 

A  nuestro  juicio,  dado  el  carácter  perionalísimo  del  usufructo,  no  debían 
ios  herederos  hacer  retención  alguna  de  la  finca  usufructuada,  porque  esa  fa- 
cultad la  debe  conceder  la  ley  exclusivamente  á  la  persona  del  usufructuaria; 
pero  qoe  sí  debían  exigir  del  propietario  el  abono  del  importe  del  aumento  de 
valor  que  tuviese  la  finca  por  efecto  de  las  mismas  obras.  Así  creemos  qun 
procedería  resolver  el  caso. 

Salvo  esta  deficiencia  qne  hallamos  en  el  artículo,  en  lo  demás,  ya  hemos 
dicho  que  hay  mutuas  compensaciones,  á  diferencia  del  Código  de  Italia,  que 
en  sus  arts.  501  y  503  determina  que,  cuando  las  reparaciones  extraordinarias 
se  hagan  por  el  usufructuario,  se  reembolsará  de  los  gastos,  sin  interés^  y 
cuando  las  haga  el  propietario,  entonces  sí  se  cobrará  interés;  y  lo  mismo  dis- 
pone el  Código  de  Chile  en  su  art.  797. 

Es  muy  lógica  la  disposición  del  art.  504.  El  que  percibe  las  utilidades  es 
el  que  soporta  los  tributos:  no  percibiendo  nada  el  propietario,  no  es  justo 
que  abone  cosa  alguna  por  ese  concepto. 

En  este  punto  es  conforme  la  legislacióo  antigua  y  la  moderna  en  todos 
ios  países. 

La  ley  11,  tít.  54,  Partida  3.*  contiene  estas  palabras:  «E  si  dieamos,  6 
otro  tributo,  ó  pecho  alguno  oviere  á  salir  de  la  cosa  en  qnel  otorgaron 
el  usufructo,  él  lo  debe  pagar  del  fruto  que  llevase  ende;  de  manera  que 
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la  cosa  de  que  sala,  finque  salva,  é  segura,  é  sin  embargo  á  aqael  cava  es...» 
Conforme  con  esta  doctrina,  el  Proyecto  de  485 1  consignó  en  su  arL  457  las 
mismas  palabras  qoe  emplea  el  Código,  y  dice  Goyena:  cLas  contribaciones, 
annqae  se  paguen  en  dinero,  representan  la  parte  de  frutos  qoe  el  Estado  ten- 
dría derecho  á  llevarse  en  especie.  La  disposición  de  este  artículo  comprende 
también  las  demás  cargas  reales;  por  ejemplo,  el  usufructuario  deberá  pagar 
¡08  réditos  del  eehso  á  que  se  halle  afecta  la  finca,  entendiéndose  de  los  de- 
vengados durante  el  usufructo,  no  de  los  atrasados.» 

Examinando  los  arts.  %it  y  ^43,  que  cita  el  506,  ae  comprende  perfecta- 
mente la  prescripción.  Según  ésta,  pueden  ocurrir  dos  casos:  ó  las  deudas  son 
conocida»  y  el  usufructuario  acepta  la  obligaci<)n  de  satisfacerlas,  ó  las  deu- 
das se  han  omitido.  En  el  primer  caso,  el  usufructuario  las  abona,  pues  no 
ha  de  aceptar  un  usufructo  cuyos  productos  acumulados  sean  menores  que 
las  sumas  que  deba  satisfacer.  En  el  segundo  caso,  sólo  las  pagará  si  resulta 
que  el  usufructo  se  constituyó  en  fraude  de  acreedores,  siendo  cómplice  €l 
iuufr%ctuario^  ha  debido  añadir  el  Código. 

Lo  mismo  puede  decirse  de  las  prestacioues  periódicas  á  que  el  propieta- 
rio viniese  obligado,  pues  haciéndolas  constar,  por  más  que  el  capital  se  des- 
conozca, es  natural  que  el  usufructuario  esté  en  obligación  de  satisfacerlas. 

Es  el  art.  507  consecuencia  de  las  prescripciones  del  494,  y  es  fácil  com- 
prender la  razón  que  lo  motiva.  Si  la  fianza  no  existe  ó  es  insuficiente,  sería 
peligroso  facultar  á  algunos  usufructuarios  para  disponer  de  los  fondos,  puei 
pudiera  desaparecer  el  capital;  en  esta  previsión,  el  Código  exige  la  aquies- 
cencia y  autorización  del  propietario  ó  del  Juez  en  su  defecto.  Ahora  bien,  si 
existe  relevación  de  fianza,  ó  es  bastante  la  constituida  por  el  usufructuario, 
ae  aleja  todo  peligro  y  puede  dar  la  inversión  que  gaste  al  capital  como  si 
fuese  suyo. 

La  intervención  del  Juez  ha  de  tener  lugar  cuando  por  cualquier  motivo 
sea  imposible  obtener  la  del  propietario,  ya  porque  la  niegue,  esté  impedido 
ó  ausente,  y  en  general,  cuando  falte  la  autorización  privada;  y  el  procedi- 
miento adecuado  será  el  de  la  jurisdicción  voluntaria,  á  menos  que  en  ella  se 
hiciese  contencioso  el  expediente,  en  cuyo  caso  deberá  reproducirse  la  preten- 
sión en  juicio  declarativo  que  la  cuantía  del  crédito  requiera. 

El  usufructuario  no  será  responsable  de  los  créditos  que  deje  de  realizar 
mientras  no  se  demuestre  que  obró  con  dolo  ó  negligencia,  en  cuyo  caso  )e 
será  aplicable  la  prescripción  del  art.  4404. 

Es  copia  el  art.  608  del  459  del  Proyecto  de  4854,  y  es  perfectamente 
riaro  su  contenido,  porque  recayendo  la  renta  sobre  los  frutos,  es  visto  que 
ai  usufructuario  le  toca  satisfacerla.  ¿Pero  la  ha  de  satisfacer  integra?  El  Có- 
digo establece  la  proporción  de  obligaciones  en  razón  directa  de  la  exten- 
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8i6n  det  asofracto.  Esta  proporción  se  manifiesta  en  el  Digesto  con  esta  frase: 
4iFructuarius  a  quo  tU  alimenta  ab  ea  se  relíela. í^ 

La  primera  parte  del  art.  509  es  aaa  derivación  de  la  naturaleza  de  la  h¡> 
poteea,  porque  consfitnída  sobre  la  finca  con  anterioridad  á  qae  empezara  el 
Qsufrttcto  y  no  interviniendo  para  nada  el  usnfractoario  en  su  coastilnción» 
dicho  está  que  el  acreedor  es  por  completo  extraño  á  las  modificaciones  qae  el 
propietario  haya  querido  hacer  ds  su  propiedad.  El  préstamo  se  hace  con  la 
garantía  real  de  la  finca  y  con  ella  hay  que  hacer  efectiva  la  deuda.  Por  el 
contrario  de  lo  que  ocurre  en  las  pensiones,  que,  como  dijimos  al  ocuparnos 
del  artículo  anterior,  las  garantizan  los  frutos,  la  hipoteca  responde  del  prés- 
tamo, y  esta  responsablidad  no  afecta  en  poco  ni  en  mucho  al  usufructuario, 
antes  bien,  si  la  finca  se  embarga  ó  enajena,  debe  responder  al  usufructuario 
de  lo  que  pierda  por  este  motivo.  ¿Y  si  carece  de  bienes  el  propietario  para 
indemnizar?  Entonces  no  hay  para  qué  decir  que  concluyó  el  usufructo,  par 
que  como  quiera  que  éste  no  puede  constituirse  sino  sobre  bienes  de  que  sa 
dueño  pueda  disponer  libremente,  y  los  bienes  hipotecados  limitan  los  dere* 
chos  del  dueño  á  la  suma  que  le  reste  después  de  abonar,  pues  lo  demás  per* 
lenece  á  un  tercero,  que  es  el  acreedor,  es  claro  que  desapareciendo  los  bi^^nes 
y  no  existiendo  otros  con  que  reemplazarlos,  no  puede  existir  el  usufructo. 

Pensar  que  el  usufructuario  sólo  debe  aprovechar  los  productos  y  utilizar 
lo  que  pueda,  sin  cuidarse  para  nada  de  los  derechos  del  propietario,  no  .<ólo 
sería  desnaturalizar  el  usufructo,  sino  colocar  al  usufructuario  en  una  situa- 
ción desventajosa,  por  cuanto  en  los  usufructos  á  título  lucrativo  particular- 
mente, aparecería  retribuyendo  con  ingratitudes  las  liberalidades  del  donan- 
te, y  á  evitarlo  propende  el  art.  541. 

Aun  estando  animado  de  sentimientos  egoístas,  deberá  el  usufructuario  te- 
ner interés  en  que  la  propiedad  no  sufra  menoscabo,  siquiera  fuese  porque 
toda  lesión  que  sufra  ese  derecho  repercute  en  él.  Está,  por  lo  tanto,  muy  en 
su  lugar  la  prescripción,  que  el  Proyecto  de  4851  la  consignaba  en  su  artícu- 
lo 462. 

Como  todo  lo  qne  se  relaciona  con  el  usufructo,  dimana  del  derecho  ro* 
mano  la  doctrina  del  a^ículo  que  estudiamos,  como  lo  demuestra  la  ley  4.^, 
párrafo  7.^,  tít.  9.®,  libro  7.^  del  Digesto:  <ílalerdum  autem  inerit  propielalit 
4%  forte  Jructuariui  cuín  poeit  ueucapionem  interpellare^  nrgUxit  omnem 
cum  reicuram  suscipit,» 

El  art.  818  del  Código  de  Holanda  hace  una  aclaración  en  la  materia  que 
comprende  el  54S  del  nuestro,  pues  dice:  «Si  el  pleito  interesa  al  mismo  tiero- 
to  al  propietario  y  al  usufructuario,  contribuirán  á  los  gastos  en  proporción 
á sos  derechos  respectivos.»  A  nuestro  juicio,  no  es  indispensable  la  aclaración» 
pues  nuestro  Código  habla  de  los  gastos,  costas  y  condenas  de  los  pleitos  sos- 
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tenidos  por  el  QsnfnietQarío,  esto  es,  de  aquellos  qae  única  y  exclasívamente 
afectan  á  sos  derechos  como  ta),  y  en  los  qae  se  Tentilan  coestiones  qae  por  sa 
íntima  relación  con  el  osofracto,  no  tienen  conexión  alguna  con  la  propiedad; 
porqae  si  las  coestiones  litigiosas  afectan  á  ésta,  es  evidente  qae  el  propieta- 
río  será  el  llamado  á  defenderlas,  y  no  el  nsofractaarío,  qae  empieza  por  no 
tener  personalidad  para  ello. 

No  se  opone  esta  doctrina  á  la  del  arlicalo  anterior,  paes  ana  cosa  es  qae 
d  asofroctoario  coide  de  la  propiedad  como  on  celoso  padre  de  familia,  y 
popga  en  conocimiento  del  propietario  cnalqaler  acto  qae  tienda  i  perturbar 
los  derechos  de  éste,  como,  por  ejemplo,  si  otro  trata  de  imponer  una  serví* 
dambre  ó  de  prescribir  la  existente  ó  de  realizar  cualquier  hecho  que  ponga 
en  duda  el  derecho  de  propiedad;  una  cosa  es  esto,  repetimos,  y  otra,  que  ona 
vez  teniendo  el  propietario  conocim¡ent>  de  la  transgresión  ó  conato  de  ella, 
defienda  sas  derechos  y  sufrague  los  gastos  que  ocasione  esa  defensa. 

Con  motivo  de  este  artíealo  del  Proyecto  de  4851,  que,  como  hemos  dicho, 
es  igual  que  el  del  Código,  hace  Ooyena  atinadas  observaciones;  y  hablando 
de  los  pleitos  sostenidos  sobre  el  usufructo,  expone:  «es  decir,  sobre  los  fru- 
tos mismos  de  la  cosa,  como  si  alguno  cometiera  daño  en  ellos,  ó  le  negare 
simplemente  estarle  constituido  el  usufructo.  Si  la  negativa  se  fundase  en  que 
el  constituyente  del  usufructo  no  era  propietario  de  la  cosa,  habrá  de  distin- 
guirse si  el  osufructo  se  constituyó  por  lítalo  oneroso  ó  lucrativo.  £n  el  pri* 
mer  caso,  los  gastos  recaerán  por  entero  sobre  el  constituyente,  como  obliga- 
do al  saneamiento.  En  el  segundo  cesa  esta  obligación;  y  como  ambos  á  dos 
son  interesados  en  sostener  el  pleito,  deberán  contribuir  en  proporción  al  va- 
lor de  sus  derechos:  el  interés,  al  paso  que  es  la  medida  de  la  acción,  debe 
serlo  también  del  daho  ó  gastos».  Nos  parece  tan  oportuna  la  distinción,  que 
habríamos  deseado  verla  consignada  en  el  Código. 


SECCIÓN  CUARTA 

DE  LOS  MODOS  DE  EXTINaUIBSfi  EL  USUFRUCTO 


Art.  5 1 3.     £1  usufructo  se  extingue: 

1.^    Por  muerte  del  usufructuario. 

2.^  Por  espirar  el  plazo  por  que  se  constituyó,  ó  cum- 
plirse  la  condición  resolutoria  consignada  en  el  titulo 
constitutivo. 
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8.^  .  Por  la  reunión  del  usufructo  y  la  propiedad  en  una 
xniama  persona. 

4.^    Por  la  renuncia  del  usufructuario. 

5.^  Por  la  pérdida  total  de  la  cosa  objeto  del  usa* 
fructo. 

6.^    Por  la  resolución  del  derecho  del  constituyente. 

7.®    Por  prescripción^ 


V, 


AHOS  á  ettodíar  separadamento  cada  ana  de  las  maneras  como  se  ex» 
tiogna  el  osofraclo,  para  proceder  con  el  mismo  méiodo  del  Código. 

El  caso  4.^,  qoe  trata  de  la  moerte  del  nsafraciaario,  es  tan  natural, 
cnanto  que  por  aquel  accidente  se  concluye  el  percibo  de  frutos  en  el  usu- 
fructo vitalicio.  Al  instante  se  confunde  el  usufructo  con  la  propiedad,  y  re- 
eobia  el  propietario  su  pleno  dominio  sin  limitación  de  ningún  género.  El 
Código  alude  á  la  muerte  natural,  pues  aun  cuando  nuestras  leyes  de  Par- 
tida, derivadas  del  derecho  romano,  reconocieron  como  modo  de  extinguirse 
el  usufructo  la  muerte  civil,  esta  doctrina  fué  decogada  por  la  ley  I.*  de 
Toro,  que  es  la  3.*,  tít.  48,  lib.  40  de  la  Novísima  Recopilación. 

La  verdadera  doctrina  está  consignada  en  la  ley  3/,  tít.  4.^,  lib.  7.*^  del 
Digesto:  •jus /ruendi  marti  ewUnffuüur,  gienliti  quid  quod persona  cohanh. 
Esto  es,  que  el  usufructo,  como  constituido  en  favor  de  una  persona,  se  extin- 
gue por  la  muerte  de  ésta.  El  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  por  sentencia  de 
13  de  Septiembre  de  4864,  declaró  que  «aunque  según  la  ley  Si,  tít.  34,  Par- 
tida 3.%  el  usufructo  se  extingue  ordinariamente  por  la  muerte  del  usufruc- 
tuario, esto  no  excluye  que  pueda  extenderse  su  duración  por  condiciones  ó 
pactos  que  no  sean  contrarios  á  su  naturaleza  y  na  hagan  ilusorio  el  derecho 
dfll  propietario;  y  en  su  consecuencia  es  válido  el  usufructo  constituido  en 
contrato  por  la  vida  del  que  lo  otorgai».  Este  caso  de  extinción  tiene  su  aclara- 
dÓQ  conveniente  enelart.  6)4,  que  trata  de  la  sucesión  de  usufructuarios 
cuando  se  constituye  á  favor  de  diversas  personas. 

El  número  segundo  del  articulo  que  nos  ocupa  es  de  muy  fácil  inteligen- 
cia. Habiendo  dicho  que  el  usufructo  puede  constituirse  por  toda  la  vida  de 
una  persona  ó  por  tiempo  limitado,  cuando  vence  este  plazo  ó  la  condición 
ae  cumple,  termina  el  usufructo,  no  obstante  vivir  el  usufructuario.  En  este 
caso  sí  puede  tener  lugar  la  retención  de  que  habla  el  art.  501. 

El  caso  tercero  lo  justifica  su  sólo  enunciado.  Al  reunirse  el  usufructo  con 
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la  propiedad,  deja  de  haber  servidumbre  personal  ó  modificación  del  üUimo 
derecho  (según  las  escuelas),  poes  nadie  puede  gravar  sus  bieuQs  en  favor 
suyo:  neminem  res  tua  ¿ervii.  Asi  es,  que  por  ministerio  de  la  ^ey  se  efectúa 
la  consolidación  como  consecueocia  necesaria  de  la  extinción. 

El  número  cuarto  es  aun  más  fácil.  Nadie  puede  ser  obligado  á  su  benefi- 
cio. Si  el  usufructuario  no  quiere  hacer  uso  de  su  derecho,  puede  renunciarlo 
y  se  consolidará  con  la  propiedad,  pero  no  puede  cederlo  á  un  tercero.  T  no 
hay  contradicción  entre  esta  prohibición  y  lo  dispuesto  en  el  árl.  480,  pues 
en  su  lugar  oportuno  distinguimos  entre  el  personalísimo  derecho  de  usu- 
fructo y  el  ejercicio  de  ese  derecho.  El  primero  es  intransferible,  al  paso  que 
el  segundo  es  el  que  puede  ser  materia  de  contrato. 

El  quinto  caso  del  artículo  se  refiere  á  la  pérdida  total  de  la  cosa  usufruc- 
tuada. Confirmando  esta  doctrina,  dice  la  ley  25  del  tit.  3t,  Partida  3.*:  tQoe- 
mandóse  toda  la  casa  ó  el  edificio  en  que  fuesse  otorgado  á  algún  orne  el  usu- 
fructo, ó  el  uso  tan  solamente,  é  derribándose  toda,  por  terremoto  de  rayz  ó 
de  otra  guisa,  piérdese  por  ende  el  usnfructo  que  avia  en  ella.  E  magfier  aquel 
que  avia  el  usufructo  ó  el  uso  quisiera  facer  después  desto  la  casa  ó  el  edifieio 
en  aquel  suelo  mismo,  non  ha  poier  de  lo  fazer.  Fueras  ende  si  el  señor  de  ta 
propiedad  le  otorgase  poder  de  lo  fazer.» 

El  caso  sexto  es  también  perfectamente  comprensible.  La  resolución  del 
derecho  del  constituyente  es  una  causa  que  extingue  el  usufructo.  Ta  lo  dijo 
«1  Digesto  en  la  ley  46,  tít  4.o,  libro  7.^:  aquia  soluto  Jure  danCis  tolintnt 
jus  accipteniim.  Si  el  constituyente  es  vencido  enjuicio  sobre  la  propiedad  de 
la  cosa  usufructuada,  ó  sobre  la  posesión,  si  solo  ostentaba  éste  carácter,  fuese 
de  buena  ó  mala  fe,  es  evidente  que  termina  el  usufructo,  por  no  poder  ir  más 
lejos  que  á  donde  fuese  el  derecho  del  que  le  constituyó. 

El  séptimo  caso  que  el  artículo  comprende,  es  la  prescripción.  Las  leyes  de 
Partida,  de  acuerdo  con  el  derecho  romano,  establecieron  diez  anos  entre  pre- 
sentes y  veinte  entre  ausentes  de  no  uso  del  usufructo  para  que  sé  consolidase 
con  la  propiedad,  como  lo  comprueba  este  párrafo  de  la  ley  ti  citada:  «rOtrosi 
dezimos:  que  si  aquel  á  quien  fuese  otorgado  el  usufructo,  ó  el  uso  en  alguna 
cosa,  non  usasse  del,  nin  otro  en  su  nome,  por  diez  años  estando  en  la  tierra, 
ó  veinte  seyendo  en  otra  parte,  que  por  tanto  tiempo  se  pierde  el  derecho  del 
usufructo  ó  del  uso  que  avia  en  la  cosa,  é  tórnase  al  señor  de  la  propiedad.» 

Sentadas  á  modo  de  premisas  estas  maneras  de  extiogairse  el  usufructo, 
después  estudiaremos  los  diversos  casos  qué  el  Código  comprende  en  los  res- 
tantes artículos  hasta  el  5S2. 
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Art.  fti4.  Si  la  cosa  dada  en  asufracto  se  perdiera 
sólo  en  parte,  continuará  este  derecho  en  la  parte  res- 
tante. 

Apt«  5i5.  No  podrá  constituirse  el  nsufmcto  á  favor 
de  un  pueblo  ó  Corporación  ó  Sociedad  por  más  de  treinta 
años.  Si  se  hubiese  constituido,  y  antes  de  este  tiempo  el 
pueblo  quedara  yermo,  ó  la  Corporación  ó  la  Sociedad  se 
disolviera,  se  extinguirá  por  este  hecho  el  usufructo. 


238.  Dispuesto  por  un  Real  decreto  del  Ministerio  de  Fomento 
que  el  ala  de  un  Hospital  provincial,  paralela  al  edificio  ocupado 
por  la  Facultad  de  Medicina,  pase  á  ser  usufructo  permanente  de 
éeta  para  su  destino  exclusivo  á  Hospital  clínico,  es  procedente  su 
revocación,  porque  aparté  de  que  el  derecho  civil  no  autoriza  la 
constitución  de  usufructos  permanentes,  como  lo  demuestra  la  dis- 
posición del  articulo  preinserto,  tal  disposición  representa  una  ver- 
dadera desmembración  de  los  derechos  que  á  la  Diputación  asisten, 
á  la  que  no  puede  llegarse  sino  por  los  trámites  legales.— iS.  del 
T.  S.  de  lo  Contencioso,  6  Junio  95.-^0.  IB  Od. 


\Tt.  5i#.  £1  usufructo  concedido  por  el  tiempo 
que  tarde  un  tercero  en  llegar  á  cierta  edad ,  subsistirá  ei 
número  de  años  prefijado,  siempre  que  el  tercero  muera 
antes,  salvo  si  dicho  usufructo  hubiese  sido  expresamente 
concedido  sólo  en  atención  á  la  existencia  de  dicha  per- 
sona. 

AtI.  511.  Si  el  usufructo  estuviera  constituido  so- 
bre una  finca  de  la  que  forme  parte  un  edificio,  y  éste  lle- 
gare á  perecer,  de  cualquier  modo  que  sea,  el  usufructúa- 
lio  tendrá  derecho  á  disfrutar  del  suelo,  y  de  los  mate- 
riales. 

Ibo  mismo  sucederá  cuando  el  usufructo  estuviera  cons- 
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tituido  aolameate  sobre  un  edificio  y  éste  pereciere.  Pero, 
en  tal  caso,  si  el  propietario  quisiere  construir  otro  edifi- 
cio, tendrá  derecho  á  ocupar  el  suelo  y  á  servirse  de  los 
materiales,  quedando  obligado  á  pagar  al  usufructuario, 
mientras  dure  el  ufiufructo,  los  intereses  de  las  sumas  co- 
rrespondientes al  valor  del  suelo  y  de  los  materiales. 


239.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Mano  de  1866  y  lo 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu- 
cir intereses  de  cantidades  ilíquidas;  y  lo  son  todas  aquellas  en  que 
preci£;u  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto.-— 5.  10  Dic.  94. 
~G.2  Moi'zo  95. 


itpi.  &1A.  Si  el  usufructuario  concurriere  con  el 
propietario  al  seguro  de  un  predio  dado  en  usufructo,  con- 
tinuará aquél,  en  caso  de  siniestro,  en  el  goce  del  nuevo 
edificio,  si  se  construyere,  ó  percibirá  los  intereses  del 
precio  del  seguro  si  la  reedificación  no  conviniera  al  pro- 
pietario. 

Si  el  propietario  se  hubiera  negado  á  contribuir  al  se- 
guro  del  predio  constituyéndolo  por  si  sólo  el  usufructua- 
rio, adquirirá  éste  el  derecho  de  recibir  por  ent^o  en  caso 
de  siniestro  el  precio  del  seguro,  pero  con  obligación  de 
invertirlo  en  la  reedificación  de  la  finca. 

Si  el  usufructuario  se  hubiese  negado  á  contribuir  al 
seguro,  constituyéndolo  por  sí  sólo  el  propietario,  pexci- 
birá  éste  íntegro  el  precio  del  seguro  en  caso  de  siniestro, 
salvo  siempre  el  derecho  concedido  al  usufructuario  en  el 
artículo  anterior 

Ari.  51$l.  Si  la  cosa  usufructuada  fuere  expropiada 
por  causa  de  utilidad  pública,  el  propietario  estará  obli- 
gado, ó  bien  á  subrrogarla  con  otra  de  igual  valor  y  aná- 
logas condiciones^  ó  bien  á  abonar  al  usufructuario  el  in* 
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teres  legal  del  importe  de  la  indemnizadón  por  todo  el 
tiempo  que  deba  dorar  el  usufructo.  Si  el  propietario 
optare  por  lo  último,  deberá  afianzar  el  pago  de  los  ré- 
ditos. 

Apí.  5SO.  El  usufructo  no  se  extingue  por  el  mal 
uso  de  la  cosa  usufructuada;  pero  si  el  abuso  infiriese 
considerable  perjuicio  al  propietario,  podrá  éste  pedir 
que  se  le  entregue  la  cosa,  obligándose  á  pagar  anual- 
mente al  usufructuario  el  producto  liquido  de  la  misma, 
después  de  deducir  los  gastos  y  el  premio  que  se  le  asigna- 
re por  su  administración. 

240.  Según  las  disposiciones  del  Código  civil,  no  procede  la 
caución  que  debe  dar  el  usufructuario  á  quien  se  hubiere  conferido 
el  usufructo  por  testamento,  si  el  testador  le  relevó  de  prestar 
fianza.  Esto  no  obstante',  con  arreglo  al  presente  articulo,  procede 
la  entrega  al  propietario  de  la  cosa  usufructuada  cuando  el  mal 
proceder  del  usufructuario  le  infiere  considerable  perjuicio,  no 
siendo  aplicable  en  dicho  caso  el  art.  517,  que  se  refiere  tan  sólo 
al  edificio  que  por  cualquier  accidente  llegase  á  desaparecer. — 
S.  19  me.  93.— GQ.  22  y  24  Enero  94. 


Art.  &%!•  El  usufructo  constituido  en  provecho  de 
varias  personas  vivas  al  tiempo  de  su  constitución,  no  se 
extinguirá  hasta  la  muerte  de  la  última  que  sobreviviere. 

Art.  &9^.  Terminado  el  usufructo,  se  entregará  al 
propietario  la  cosa  usufructuada,  salvo  el  derecho  de  re- 
tención que  compete  al  usufructuario  ó  á  sus  hereden)?» 
por  loe  desembolsos  de  que  deban  ser  reintegrados.  Veri- 
ficada la  entrega,  se  cancelará  la  fianza  ó  hipoteca. 
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EPABADAM£KT£  expuestas  lu  eaosás  de  la  exüneión  del  nsufracto 
eD  el  comentario  del  art.  643,  vamos  á  oenparnos  de  los  preeeptos  de  los 
nueve  artienlos  que  acaban  la  sección,  tocando,  según  noestro  plan,  sola- 
mente aquellos  pnntos  que  puedan  racionalmente  ocasionar  vacilaciones. 

Con  mérito  i  lo  dispuesto  en  el  art.  544  sobre  la  no  extinción  del  nsu- 
fracto  por  la  pérdida  de  parte  de  la  cosa,  encontramos  el  caso  previsto  en  el 
Código  holandés  (4)  de  la  sumersión  de  un  predio  por  inundación,  que  noex« 
tingue  el  usufructo,  sino  que  lo  suspende,  por  cuanto  el  usufructuario  conser- 
va su  derecho  después  que  el  terreno  quede  en  seco,  natural  ó  artificialmente. 
El  plazo  de  treinta.años  que  fifa  el  art.  645,  sustituye  al  de  cien  aSos  es- 
tablecido por  el  derecho  romano  y  recogido  de  él  por  Us  Partidas.  «A  cibdad 
é  villa  (S)  seyendo  otorgado  usufructo  en  algún  edificio  ó  en  heredad,  6 
en  otra  cosa  agena,  tal  otorgamiento  deve  durar  cien  años,  é'non  más,  si 
tiempo  señalado  no  fuere  y  puesto;  é  de  los  cien  años  en  adelante  tómase  el 
usufiructo  al  señor  de  la  heredad  ó  á  sus  herederos.  E  esto  es  por  esta  razón, 
porque  el  usufructo  que  es  otorgado  señaladamente  al  común  de  algún  lugar, 
por  la  muerte  de  todos  se  pierde.  E  afirmaron  los  sabios  que  en  el  tiempo  de 
los  cien  años  pueden  ser  muertos  cuantos  eran  nacidos  el  dia  que  foesse  otor- 
gado el  usufructo.  £  aun  dezimos  que  si  aquella  villa  ó  lugar  á  quien  ñiesse 
otorgado  tal  usufructo  como  este  sobredicho,  se  hermasse  de  manera  que 
fuesse  arado  el  suelo  ó  fíncasse  todo  el  lugar  yermo,  que  se  destaja  por  ende 
ei  usufructo.  Pero  si  todos  los  moradores  de  aquel  lugar  ó  alguna  partida 
dellos  poblassen  después  deso  uno  en  otro  lugar  en  salvo,  les  fincaría  el  dere- 
cho que  avian  en  aquel  usufructo  maguer  dessamparassen  el  suelo  de  la  villa 
do  estaban  poblados  á  la  sazón  que  ganaran  el  usufructo.» 

Todos  los  autores  están  conformes,  ocupándose  de  este  asunto,  en  que 
existe  una  tendencia  natural  de  unirse  el  usufructo  á  la  propiedad;  así  es  que, 
DO  obstante  la  preserípción  de  la  ley  66  del  Digesto,  de  que  dejamos  hecha 
mención,  el  mismo  Código,  en  la  68,  prescribe  la  limitación  del  plazo  de  cien 
años  y  lo  reduce  á  treinta.  Si  Reipubliea  mttfhíctui  Ugeius  sine  iimpliciter 
iue  $d  ludos^  trignita  aiMHorum  eompleUUü  HL 

Dos  casos  contiene  el  art  646  que  nos  ocupa:  el  primero  comprende  los 
usufructos  que  se  constituyen  por  cierto  tiempo  sin  consideración  á  la  exis- 
tencia de  una  persona,  y  duran  y  subsisten  durante  todo  el  plazo  de  su  cons- 
titución, aun  cuando  la  persona  muera.  En  este  caso,  el  usufructo  será  utili- 

ri)     Art.  8B8. 

(3»     Ley  28,  tit   31,  Partida  8.* 
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zable  por  lot  herederos  danmte  el  tiempo  de  su  subeistencia,  y  sólo  al  espi- 
rar éste  tendrá  logar  la  eonsolídaeióii.  El  segando  signe  las  reglas  generales, 
y  no  pasa  más  allá  de  la  vida  de  la  persona. 

Comentando  y  analiíando  la  ley  del  Digesto,  dice  Goyena:  «El  eonslitn» 
yente  del  osnfrncto  non  respeit  á  la  persona  del  tercero  qne  morió  antes, 
sino  á  QD  período  caya  doración  era  cierta  y  sabida  entonces;  y  se  presóme 
qoe  fué  designado  en  el  interés  del  osofmotoarío  y  para  marear  la  dnración 
del  osofrocto.  Pero  esto  no  se  eoüende  del  nsofrocto  legal  concedido  á  los  pa- 
dres en  los  bienes  adventicios  de  los  hijos;  siendo  efecto  de  la  patria  potestad, 
espira  siempre  con  ésta,  aonqoe  el  hqo  moera  antes  de  la  mayor  edad.» 

El  disfrote  de  materiales  que  el  Código  concede  al  nsofructoario,  se  regirá 
por  las  reglas  del  osoínicto  de  los  mnebles»  poes  realmente  lo  son  ona  vea  se- 
parados del  edificio  por  la  roina  de  éste,  porqoe  seglkn  el  art.  547  qne  traía- 
mos, no  puede  aceptarse  qoe,  por  virtod  de  la  roina,  adqoiera  el  osofmetoa- 
rio  la  propiedad  sobre  los  materiales,  no  sólo  porque  entonces  ya  no  seria 
osofrocto,  sino  porqoe  se  inferiría  on  peijoicio  gravísimo  al  se&or  de  la  pro- 
piedad. 

El  segondo  párrafo  establece  ona  compensación  á  favor  del  osofroctoarío» 
concediéndole  los  intereses  de  las  somas  correspondientes  al  valor  del  suelo 
y  de  los  materiales,  podiendo  decirse,  por  lo  tanto,  qoe  si  el  propietario  re- 
edifica lo  derroído,  no  experimenta  peijoicio  algono  aqoel  á  coyo  favor  está 
constítoido  el  osofrocto. 

Del  examen  comparativo  de  la  legislación  romana,  qoe  sigoió  el  Proyecto 
de  4854  y  lu  disposieioBes  del  Código,  resolta  qoe  al  paso  qoe  aquélla  da* 
ba  por  terminado  el  osofrocto  al  destruirse  el  edificio  sobre  qoe  estaba  cons- 
tituido, nuestra  novísima  legislación  lo  declara  sobsistente. 

Los  Códigos  extranjeros  hállense  divididos  en  este  ponto.  Unos  signen  la 
doctrina  romana,  que  son  los  de  Francia,  Portugal,  Holanda,  de  Vaud,  de  la 
Luisiana,  de  Méjico,  del  Uruguay  y  de  Chile;  y  oüros,  como  los  de  Italia  y 
Guateroab,  sientan  la  doctrina  del  nuestro. 

Es  tan  equitativo  el  art.  548,  qoe  no  deja  desamparados  ni  los  derechos 
del  propietario  ni  los  del  osofructuario.  Perfectamente  definidos  los  de  uno  y 
otro,  son  más  ó  menos  latos  esos  derechos,  según  la  mayor  ó  menor  exten- 
sión de  las  obligaciones  contraidas.  En  el  caso  del  tercer  párrafo,  queda  al 
osofructuario  qoe  no  haya  conlriboido  al  aseguramiento  de  la  finca  osofhíc- 
tuada,  el  derecho  al  percibo  de  los  intereses  que  como  precio  del  seguro  haya 
recibido  el  propietario. 

Es  conforme  el  art.  530  con  el  468  del  Proyecto  de  4854,  y  en  nuestro 
sentir,  tanto  como  tiene  de  justa  la  prescripción.,  tratándose  de  usufructuarios 
que  estén  relevados.de  prestación  de  fianza,  ó  posean  los  bienes  con  caución 
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joratoria,  tiene  de  injosU  res|>ecto  de  aquellos  que  teDgaa  eoDStitaída  sq  ga- 
rantía. ¿Qué  fin  tiene  la  fianza,  sino  asegurar  al  propietario  el  valor  de  I:  cosa 
qne  otro  disfruta?  ¿Qué  quiere  decir  la  fianza,  sino  que  el  usufroetuario  se 
eornpromete  á  responder  con  sus  bienes  de  los  malos  usos  de  la  cosa  dada  en 
usufructo,  de  los  desperfectos  que  por  su  negligencia  se  originen  en  ella  y  dei 
deterioro  que,  por  lo  tanto,  experimente?  ¿Se  va  á  establecer,  además  de  la 
fianza,  la  garantía  del  secuestro  de  la  cosa  usufructuada?  Si  así  es,  debió  ana 
dir  el  artículo  que,  una  vez  entregada  la  cesa  al  propietario  para  su  adminis- 
tración, se  cancelará  la  fianza  que  el  usufructuario  tuviese  prestada.  Porque 
si  ocurre  )o  contrario,  existirá  una  doble  garantía  para  responder  de  actos 
que  están  suficientemente  asegurados. 

Separándose  de  los  principios  que  establece,  no  se  extingue  por  el  mal 
uso  qne  de  la  cosa  haga  el  usufructuado,  consigna  el  Código  francos  en  su 
art.  648,  que  puede  extinguirse  el  usufructo  por  el  mal  uso  hecho  por  el  usu- 
fructuario de  la  cosa,  y  autoriza  á  los  Jueces  para  decretar  el  cese  si  la  gra- 
vedad de  las  circunstancias  lo  exigieren,  ó  para  mandar  que  el  propietario 
recobre  las  cosas  pagando  una  cantidad  anual  al  usufructnarío;  pero  auto- 
riza á  los  acreedores  de  éste  para  oponerte,  ofreciendo  la  reparaoión  de  los 
daños  eausados;  prescripción  que  también  contienen  los  Códigos  de  Italia  y 
Chile. 

Goyena  opina  que  los  padres  usufructuarios  de  los  bienes  de  los  hijos  que- 
dan sujetos  á  las  prescripciones  de  este  artículo. 

Ya  dijimos  al  estudiar  el  art.  469,  que  el  usufructo  podía  constituirse  á  fa- 
vor de  una  ó  varias  personas.  £1  título  de  constitución  es  el  que  ha  de  fijar 
los  derechos  de  cada  cual. 

Si  el  usufructo  se  constituye  en  favor  de  dos  ó  más  personas,  ya  sea  si- 
multánea, ya  sucesivamente,  no  puede  tener  lugar  la  consolidación  con  la  pro- 
piedad hasta  que  haya  fallecido  la  última,  pues  equivaldría  á  privar  de  esle 
derecho  al  sobreviviente.  El  Código  portugués,  que  es  el  más  parecido  al  nues- 
tro, se  ocupa  de  este  particular  en  su  art.  2t50. 

liemos  expuesto  en  su  lugar  oportuno  que  al  fin  del  usufructo  ae  prorra- 
tearán las  rentas,  y  de  qué  modo  tienen  solución  los  contratos  celebrados  por 
el  usufructuario.  Naturalmente,  y  sin  perjuicio  de  las  liquidaciones  necesarias 
de  productos  y  cargas,  lo  primero  que  debe  hacerse  es  devolver  la  finca  al 
propietario,  para  qne  por  virtud  de  la  consolidación  empiece  á  disfrutarla  sin 
limitaciones.  La  ya  citada  ley  tO,  tít.  31,  Partida  3  ",  nos  da  noción  de  este 
deber  con  estas  palabras:  «E  que  quando  él  finare,  ó  se  cumpliese  en  otra 
manera  el  tiempo  á  que  la  devia  esquilmar,  que  la  cosa  sea  tomada  á  aquel 
que  otorgó  el  usufructo  della  ó  á  quien  él  mandaré,  ó  á  sus  herederos  si  éi 
fuere  finado...» 
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Esto  mismo  prescriben  los  demás  Códigos,  y  sólo  dos,  el  de  Chile  7  Por- 
tugal, conceden  el  derecho  de  retención  para  reintegrarse  de  los  anticipos  he- 
chos por  el  nsnfrnctuario. 

£1  Qsnfrncto  está  comprendido  especialmente  en  todas  las  legislaciones  fe- 
rales, de  las  que  haremos  el  siguiente  sesumen: 

ABAQÓN.-'En  esta  región  se  constituye  el  usufructo  por  fuero  ó  por  vo- 
luntad de  las  partes.  Aquél  se  conoce  con  el  nombre  de  viudedad,  y  óste  se 
establece  por  testamento  ó  por  convenio,  observándose  respecto  de  él  lo  que 
el  testador  ó  las  partes  dispongan  en  cuanto  no  se  oponga  al  Fuero  ó  las  bue- 
nas costumbres. 

Con  el  nombre  de  viudedad  se  conoce  alüel  usufructo  foral  que  corresponde 
al  cónyuge  sobreviviente,  y  que  en  cuanto  á  los  derechos  que  concede  al  usu- 
fru toarlo,  requisitos  para  gozarlos,  excepciones  y  extinción,  se  rigen  por  los 
Fueros  4.*  de  Jwre  Dotium^  4.^  de  Alimenlis  y  las  Observaciones  39  y  59  de 
Jurt  Dottum. 

CataloUa. — La  constitución  y  concepto  del  derecho  de  usufructo  en  nada 
se  opone  en  la  región  catalana  á  los  preceptos  del  Código;  mas  entre  los  que 
deben  sn  origen  á  la  ley  figura  el  establecido  en  el  usatge  Vidua^  modificado 
por  la  Constitución  dada  por  Pedro  III  en  las  Cortes  de  Perpiñán  de  4351  y 
aclarado  por  la  S.^  de  4564,  referentes  al  derecho  de  tenuta,  por  el  cual  durante 
el  año  del  luto  tiene  la  viuda  la  posesión  civilísima  de  los  bienes  del  marido 
y  el  derecho  de  ser  sostenida  con  las  rentas  de  los  mismos. 

El  usufructo  legal  en  Cataluña  es  igual  que  en  las  regiones  de  derecho  co- 
mún; y  entre  los  voluntarios  existe  el  que  se  acostumbra  á  reservar  en  los  he- 
rodamientos  universales  ó  donaciones  por  causa  de  matrimonio,  y  también  el 
que  se  pacta  en  los  capítulos  matrimoniales  á  favor  de  la  mujer  cuando  el  ma  - 
rido  premuera  y  se  conserve  viuda. 

Los  derechos  del  usufructuario  puede  decirse  que  son  unos  mismos  por  la 
ley  común  que  por  la  foral  de  este  país,  como  también  lo  relativo  al  abono  de 
gastos  al  comenzar  y  al  terminar  el  usufructo,  siendo  también  aplicables  en 
Cataluña  los  preceptos  de  los  artículos  477  y  478  del  Código,  y  rigiendo  por 
lo  demás  la  inst.,  párrafo  3.o,  tít.  4.o,  libro  2.^  ley  42,  párrafo  t.°  y  38  del 
Digesto,  tít.  4.^  libro  7.o 

Navabea.— El  Fuero  de  Navarra,  como  todas  las  legislaciones,  reconoce 
dos  principales  clases  de  usufructo:  el  que  reconoce  por  origen  la  voluntad,  y 
el  foral  ó  legal.  En  cuanto  al  primero  nada  originario  hay  en  aquella  legisla- 
ción, que,  á  falta  de  leyes  propias,  se  acudió  al  derecho  romano;  y  respecto  al 
segundo,  entre  los  navarros  es  legal  el  usufructo  que  el  cónyuge  sobrevi- 
viente bínubo  tiene  sobre  los  bienes  snjetos  á  reserva,  el  que  el  padre  tiene  en 
el  peculio  adventicio  de  los  hijos;  y  según  las  leyes  6.*  y  7.*  del  tít.  43,  li- 
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bro  3.*  de  la  Novísimt  Recopiladón,  los  padres,  casándose  ó  no,  tienen  el 
nsnfnicto  de  los  bienes  qae  pertenecen  á  sos  hijos,  annqne  por  ser  troncales 
deben  revertir  al  tronco  de  donde  proceden. 

En  esta  región  se  pierde  el  asnfracto:  por  falta  de  eamplimiento  de  las 
obligaciones  qne  lleva  consigo  este  derecho,  si  bien  el  vindo  ó  vioda  pneden 
reparar  la  falta  dentro  de  on  ano  y  nn  día;  por  contraer  nnevo  matrimonio;  y 
por  vivir  el  sobreviviente  Injuriosamente. 

Via:ATA.^Bn  esta  región,  según  la  ley  S.*,  tít.  SO  de  sns  Fneros,  se  es- 
tablece el  nsnfmeto  foral  en  favor  del  marido  y  de  la  mojer  durante  el  afto  y 
dia  de  la  viudedad. 
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bía  MMTTftbU.  Bl  d«l  oónyiif«  a^pérttite.  SI  del  viuda  6  vindA 

odo  ó  parto  de  los  frutos.  Sobre  nn  derecho  que  no  sea  perso- 
ulimo.  A  favor  de  una  ó  varias  personas.  Simultánea  ó  sucesiva- 

3  determine  el  titulo  constitutivo.  Percibo  de  ñfntos  y  produo- 
e  minas.  Extracción  de  productos  de  canteras  para  reparado • 
JDisfrate  de  la  cosa  y  del  aumento  por  accesión.  Arrendar  la  cosa 
ijenar  su  derecho.  Hacer  mejoras  útiles  y  de  recreo,  y  retirar* 
n  su  caso.  Compensarlas  con  los  desperfectos.  Dispensársele  de 
itario  y  fianza.  Percibo  de  intereses  de  lo  enajenado  ó  puesto 
£  Ixninistraoión.  Becibir  los  muebles  bajo  caución.  Reclamar  el 
)nto  de  valor  por  reparaciones  extraordinarias.  Cobrar  créditos 
ertir  su  importe.  Explotar  las  minas.  Usar  de  las  cosas  que  se 
-ioran  y  servirse  de  las  fungibles.  Aprovechar  pies  muertos  y 
abados  por  accidente,  ó  exigir  al  propietario  que  los  reüre. 
vechar  los  productos  de  los  montes  y  hacer  talas  y  cortas, 
útar  acciones  y  hacer  anticipos  para  pago  de  deudas. 


3  determine  el  titulo  constitutivo.  Conservar  y  cuidar  la  cosa 
•uctuada.  Formar  inventario  y  dar  flanea.  Responder  del  me* 
^bo.  Hacer  reparaciones  ordinarias  y  avisar  la  necesidad  de  las 
lordinarias.  Pagar  contribuciones,  deudas  y  cargas  respectivas, 
r  k  interés  en  su  caso  los  créditos  que  recaude.  Abonar  gastos 
jeitos  y  pagar  la  mitad  de  los  de  explotación  de  minas.  Bepo- 
|)íes  muertori  y  tronchados  por  accidento.  Reemplasar  con  crias 
labezas  de  ganado  muertas  ordinariamente  y  entregar  los  des- 
\  al  dueño  si  perece  el  ganado.  Pagar  los  legados  ó  pensiones 
bnticias  y  el  interés  de  las  deudas  hereditarias  si  las  satisface 
}opietario. 


»  entrega  de  la  cosa,  ó  impedir  retirar  las  mejoras. 

la  restitución  y  la  indemnización. 

ar  el  importe  del  avalúo. 

ición  do  fianza.  Retención  de  la  cosa.  Compensar  desperfeetos 

nejoras.   Exigir  el  aumento  de  valor.   Percibir  el   impotte  de 

•ibuciones  y  anticipos. 

gastos  ordinarios.  Permitir  retirar  me^'oras  en  su  caso.  Abonar 
imento  de  valor.  Pagar  las  contribuciones  y  anticipos. 
a  de  la  cosa  usufructuada, 
tizar  en  su  caso. 

el  valor  de  la  cosa. 

lir  nuevo  edificio. 

r  el  precio  del  seguro. 

\  entrega  de  la  cosa. 

EU  del  suelo  y  los  materiales.   Percibir  intereses.    Gozar  del 

o  edificio.  Percibir  productor,  y  en  su  caso  el  importe  del  se- 

r  el  ejercicio  de  los  derechos  del  usufructuario. 

ir  qne  edifique  el  propietario. 

tnir  el  precio  del  seguro. 

»  d*  1a  coca,  MMío  de  m«l  uso  de  ella. 
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CAPITULO  II 
X>el  uso  y  de  la  habitación. 


Art.  5fS3.  Las  facultades  y  obligacioneB  del  usua- 
rio y  del  que  tiene  derecho  de  habitación  se  regularán 
por  el  titulo  constitutivo  de  estos  derechos;  y,  en  su  de- 
fecto, por  las  disposiciones  siguientes. 

Ari.  &S4.  £1  uso  da  derecho  á  percibir  de  los  fru- 
tos de  la  cosa  ajena  los  que  basten  á  las  necesidades  del 
usuario  y  de  su  familia,  aunque  ésta  se  aumente. 

La  habitación  da  á  quien  tiene  este  derecho  la  &cul- 
tad  de  ocupar  en  una  casa  ajena  las  piezas  necesarias  para 
si  y  para  las  personas  de  su  familia. 

Art.  5S5.  Los  derechos  de  uso  y  habitación  no  se 
pueden  arrendar  ni  traspasar  á  otro  por  ninguna  clase  de 
titulo. 

Avt.  ftt^S.  El  que  tuviere  el  uso  de  un  rebaño  ó 
piara  de  ganado,  podrá  aprovecharse  de  las  crias»  leche  y 
lana  en  cuanto  baste  para  su  consumo  y  el  de  su  familia» 
asi  como  también  del  estiércol  necesario  para  el  abono  de 
las  tierras  que  cultive. 

Art.  59 y.  Si  el  usuario  consumiere  todos  los  frutos 
de  la  cosa  ajena,  ó  el  que  tuviere  derecho  de  habitación 
ocupara  toda  la  casa,  estará  obligado  á  los  gastos  de  cul- 
tivo, á  los  reparos  ordinarios  de  conservación  y  al  pago  de 
las  contribuciones  del  mismo  modo  que  el  usufructuario  • 

Si  sólo  percibiera  parte  de  los  frutos  ó  habitara  parte 
de  la  casa,  no  deberá  contribuir  con  nada,  siempre  que 
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quede  al  piopietario  una  parte  de  frutos  ó  aprovechamien- 
toe  baatanteB  para  eabrir  loe  gastos  y  las  cargas.  Si  no  {ae- 
ren bastantes,  suplirá  aquél  lo  que  falte. 

Apt.  ft1MI.  Las  disposiciones  establecidas  para  el 
usufructo  son  aplicables  á  los  derechos  de  uso  y  habita- 
ción en  cuanto  no  se  opongan  á  lo  ordenado  en  el  pre* 
senté  capitulo. 

Art.  5S1I.  Loe  derechos  de  uso  y  habitación  se  ex- 
tinguen por  las  mismas  causas  que  el  usufructo,  y  ade- 
más, por  abuso  grave  de  la  cosa  y  de  la  habitación. 


D, 


EL  mismo  modo  que  el  osnfraeto,  el  aso  y  la  habitación  haa  dejado  de 
figurar  como  serndambres  personales,  para  ser  considerados  como  derechos 
reales  constítoídos  en  beneficio  ó  gracia  de  algunas  personas.  Considerados 
como  modificación  del  dominio,  por  enanlo  cercenan  las  facnltadesdei  dueño, 
son  privaciones  que  óste  experinenta  en  el  libre  aprovechamiento  y  disposi- 
ción de  sus  bienes,  por  lo  que  requieren  una  legislación  especial. 

Pero  no  debemos  perder  de  vista  que,  lo  mismo  en  el  uso  y  la  habitación, 
que  en  el  usufructo,  lo  primero  que  debe  tenerse  en  cuenta  para  fijar  los  de- 
rechos y  obligaciones  que  engendran  estas  modificaciones  del  dominio,  es  el 
título  de  su  constitución,  porque  siendo  licito  en  derecho  que  los  hombres 
pacten  en  todas  convenciones  todo  lo  que,  siendo  posible,  sea  lícito  y  hones- 
to, y  produciendo  estos  pactos  obligaciones  exigibles,  es  indudablemenle 
aquel  título  la  norma  más  segura  á  que  debemos  amoldar  nuestro  criterio. 
Ahora  bien:  si  el  título  fuese  deficiente,  si  no  fijase  con  la  exactitud  necesaria 
la  naturaleza  de  los  derechos  creados  y  la  forma  de  exigirse  su  cumplimiento, 
entonces  se  regirá  la  institución  por  los  artículos  de  este  capítulo. 

Empecemos  por  el  mo.  Dos  conceptos  ó  significados  tiene,  jurídicamente 
considerada,  esta  palabra.  Del  primero  ya  nos  hemos  ocupado,  diciendo  que 
es  la  repetición  de  actos  que  engendran  la  costumbre,  ó  sea  el  derecho  con» 
snetudinario  en  su  período  constituyente.  Del  segundo,  es  del  que  nos  vamos 
á  ocupar  ahora,  ó  sea  de  la  hasta  este  momento  llamada  servidumbre  perso- 
nal, y  de  aquí  adelante,  modificación  del  dominio,  que  permite  tomar  lo  indis-, 
pensable  de  los  productos  de  una  cosa  para  las  necesidades  de  una  persona  y 
de  su  familia. 
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Considerado  de  esta  maDera  el  aso,  es  evldeote  que  es  meóos  extenso, 
uiái  limitado  qne  el  osufraeto,  ¡mes  al  paso  que  por  éste,  el  beoeficiado,  á 
más  de  tomar  pare  sus  atenciones  la  parte  de  productos  cooTeniente,  puede 
dlspoaer  de  la  restaste,  por  el  uso  cede  en  benefieio  del  propietario  lo  que 
s«bre  después  de  apartar  el  usuario  lo  que  le  baste.  £1  Código  no  permite  que 
rebase  esa  hnea.  Si  la  eosa  es  fructífera,  el  usuario,  indudablemente,  puede 
percibir  los  frutos  necesarios  para  sí  y  su  familia.  Pero  se  nos  ocurre  pre-. 
guntar:  ¿se  considererá  como  parte  integrante  de  ésta  á  aquellas  personas  i, 
quienes  el  usuario  debe  alimentos  y  no  sean  su  esposa  é  hijos?  Opinamos  añr- 
mativamente,  fundados  en  que  si  el  uso  se  establece  á  favor  de  una  persona 
pan  que  pueda  utilizar  sus  productos  hasta  el  alcance  de  sus  necesidades, 
siendo  aquélla  una  necesidad  impuesta  por  la  ley  al  nniario,  la  creemos  com- 
prendida dentro  de  las  prescripciones  del  artículo. 

En  la  ley  SO,  tít.  34,  Partida  3.%  encontramos  el  concepto  del  uso  en 
estas  palabras:  «La  segunda  manere  es  cuando  un  orne  otorga  tan  solamente 
en  su  casa  (4),  en  su  heredad  ó  en  otras  sus  cosas  el  uso.  C  de  tal  otorga- 
miento eomo  este,  non  se  puede  aprovechar  del  tan  llaneramente  aquel  á 
quien  es  laeho  como  del  usufructo.  Por  que  este  que  ha  el  uso  tan  lolamente 
non  puede  esquilmar  la  cosa  si  non  en  lo  que  oviese  menester  ende  pare  su 
despensa,  assi  eomo  si  le  otorgan  uso  en  alguna  huerta,  que  debe  tomar  de  la 
fruta,  é  de  la  ortaliza  la  que  oviese  menester  para  comer  él  é  su  compaña, 
mas  non  pare  dar  ende  á  otri  nin  pare  vender.  Esso  mismo  dezimos  que  seria 
sí  un  orna  otorgase  á  otro  uso  en  su  prado,  ó  eu  su  viiia  6  en  otre  su  cosa...» 

Los  autores  han  dicho  que  el  uso  es:  yn^  rebut  alwiis  ad  necesiUUem^  salvo 
eartNN  $uh»itímttí€y  definición  dada  por  las  Instituciones. 

En  cuanto  i  la  habitación,  se  diferencia  del  uso,  en  que  al  paso  que  aquél 
comprende  oíros  bienes,  ésta  queda  circunscrita  á  la  casa  morada.  La  ley  St 
del  título  y  Partida  citadas,  dice:  «Uso  tan  solamente  aviando  algún  orne  en 
casa  alguna,  bien  puede  y  morar  él,  é  su  muger,  é  sus  fijos,  é  su  compaña,  é 
puede  y  aun  recibir  huespedes  si  quisiere.»  Como  se  ve,  casi  se  confunden  el 
uso  y  la  habitación,  cuando  aquél  se  constituye  sobre  una  casa;  y  prueba  de 
ello  es  que,  al  ocuparse  la  ley  27  de  la  JMUaciéH^  no  hace  modificación  al- 
guna de  la  doctrina  trenscrita  de  la  ley  24.  Dice  así  la  27:  alfabiUUio^  en  la- 
tín, tanto  quiere  dezir,  como  morada  en  romance,  é  ha  lugar  solamente  en 
las  casas,  é  en  los  edificios.  £  dezimos  que  si  algdn  ome  otorga  á  otro  mo- 
nda en  alguna  su  casa,  ó  gela  dexa  en  su  testamento,  si  á  la  sazón  que  esto 
pase  non  dixiesse  seiúiladamente  hasta  cnanto  tiempo  deve  durar,  que  se  en- 

(1)     Comprende  la  hftbitaciós,  aun  cuando  la  consigna  doMpaés  una  ley  espe 
eial. 
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tiende  para  en  toda  tn  vida  de  aquel  á  qoien  la  otorga,  ó  la  dexe  en  «a  manda. 
E  deve  eaUr  della  á  buena  fe,  guardándola  é  non  la  empeorando,  nin  eonfnn*» 
diendo  por  en  colpa.  Otrosí,  debe  dar  bnenoe  fiadores^  qoe  tornará  la  casa  á 
MI  daeño,  ó  á  sns  herederos  después  de  sa  mnecte,  ó  del  otro  plazo,  que  ftiere 
poesto  entre  ellos.  E  puede  morar  en  eHa  éste  á  quien  otorgaron  la  morada 
con  la  compaña  que  tuviere.  E  aun  si  la  quisiere  arrendar,  ó  alogar,  puédelo 
íaoer.  Pero  á  ornes  ó  á  mugeres  que  fagan  y  buena  vezindad.  £  non  puede 
oine  perder  el  derecho  que  ha  ganado  en  tai  morada,  fueras  ende  tan  sola- 
mente por  su  muerte,  ó  quitándolo  sin  premio  en  su  vida.» 

No  faltan  autores  que  conceptúan  que  en  su  principio  no  constituía  la  ha- 
hilaeión  una  servidumbre  personal,  sino  que  estiman  era  »a  kecko  solam€nt$f 
««  beneficio  cotidiano  principiado  y  adquirido  día  por  dia  para  el  Ugatariú, 
No  vamos  á  investigar  su  origen;  para  nuestro  fin  basta  ron  saber  que  es  un 
derecho  real,  inscribible,  por  lo  tanto,  en  el  Registro  de  la  propiedad,  según 
el  art.  t.^  de  la  ley  Hipotecaría. 

Que  los  derechos  que  menciona  el  ari.  6S4  son  más  limitados  que  el  osn- . 
froeto.  á  más  de  tenerlo  ya  expuesto,  nos  lo  juslifíea  el  art.  408  deétcha  ley« 
por  cuanto  prohibe  en  absoluto  la  hipoteca  del  uso  y  de  la  habitación,  al  paso 
que  ai  usufructuario  le  permite  el  407  hipotecar  el  derecho  de  percibir  los  fru* 
tos  en  el  usufructo,  sí  bien  con  las  restricciones  oportunas. 

En  las  leyes  de  Partida  hemos  visto  iguales  prohibiciones  á  las  del  art.  5S5« 
paes  la  t4,  tít.  34,  Partida  3.*,  cuya  primera  parte  queda  inserta  al  estudiar 
el  artículo  anterior,  añade:  «...  E  si  por  aventura  otorgasse  un  ome  á  otro 
«so  en  sus  siervos  6  en  sus  bestias,  puede  el  mismo  usar  dellas,  para  sus  labo» 
res,  ó  para  otro  servicio  tan  solamente,  mat  non  puede  logar  nin  empresiar  á 
otro  lo&  siervos  nin  las  bestias...»  En  breves  palabrM  da  Gutiérrea  científica 
explicación  de  esta  prohibición,  al  decir:  «La  causa  de  que  se  le  prohiba  arren» 
dar  ó  vender  los  beneficios  que  el  uso  reporta,  es  porque  de  lo  contrarío  ya 
no  sería  usar,  sino  más  bien  sacar  de  la  cosa  un  producto  civil.» 

Como  decisión  curiosa,  pues  la  persona  á  cuyo  &vor  se  constituye  el  usa 
es  una  personalidad  jurídica,  citaremos  la  Resolución  de  SO  de  Agosto  de  486$ 
de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  por  la  que  se  declaró  procedente  la 
inscripción  de  una  escrítura  de  cesión  de  uso  por  tiempo  indeterminado  da 
cierto  edificio,  hecha  á  íkvor  de  una  Soeiedad.'de  señoras  dedicadas  á  la  ense- 
ñanza para  mientras  permaneciera  en  el  pueblo  donde  aquél  radicaba,  á  todas 
juntas,  á  la  mayor  parto  de  ellas,  á  la  iHtima  que  sobreviva  á  ésta  libremente 
y  á  las  que  en  dicha  Sociedad  las  sucedan,  puesto  que  tel  adquisición  no  im- 
pide el  ejercicio  del  derecho  de  enajenar  el  edificio,  que  conserva  el  propieta- 
rio, y  por  tanto  no  tiene  el  carácter  de  perpetuidad,  ni  se  halla  comprendida 
en  la  prohibición  del  art  44  de  la  ley  de  27  de  Septiembre  de  4820. 
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Hemos  dicho  qae  por  cariosa  hacemos  esta  cita,  porque,  segtkn  el  ixübrme 
de  la  Dirección  general  que  obra  por  cabeza  de  la  Colección  oficial  de  Resolu- 
eloiies,  kasia  el  año  de  4874  ni  tales  Besoluciones  eran  fundadas ^  ni  era  obli- 
gatoria su  inserción  en  ia  Gaceta  de  Madrid. 

En  el  primero  de  los  dos  casos  qoe  el  art.  617  comprende,  paede  decirse 
qoe  existe  oa  rerdadero  osafmeto,  con  la  sola  diferencia  de  que  el  usuario  no 
vende  productos,  porque  los  consume  todos;  y  como  que  donde  está  el  prove- 
cho debe  recaer  el  gravamen,  de  ahí  que  no  es  justo  que  el  propietario  que 
nada  percibe  tenga  que  reparar  la  finca  y  satis&cer  sus  contribuciones. 

El  mismo  criterio  predomina  en  el  párrafo' S.o,  sólo  que  como,  segün  éU 
hay  un  sobrante  de  frutos,  con  arreglo  á  este  sobrante  satisfará  las  cargas,  y 
DO  habiendo  lo  suficiente,  suplirá  el  usuario  el  resto. 

Prescindiendo  del  abuso  grave  de  la  cosa  en  el  uso  y  la  habitación,  para 
poder  fijar  con  exactitud  la  terminación  de  esos  derechos,  hay  que  atender, 
en  primer  término,  al  título  en  cuya  virtud  se  constituyeron  y  en  donde  ne- 
cesariamente han  de  constar  las  bases  y  cláusulas,  y  la  fecha  de  extinción ,  si 
es  limitada,  ó  la  declaración  de  vitalicios,  si  revisten  este  carácter. 
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TÍTULO  VII 


De  las  servidumbres. 


CAPÍTULO  PRIMERO 

jye  las  servidumbres  en.  g'ezxeral. 


SECCIÓN  PRIMERA 


DE   LAS  OIFfiBBNTBS  CLABB8  DX  BBBVIDUMBBBB  QUX  PUKI>RK 

aSTABLECEBSE  80BBE  LAB  FINCAB 


Art.  ftSO.  La  servidumbre  eB  un  gravamen  impaes- 
to  sobre  an  inmueble  en  beneficicio  de  otro  perteneciente 
á  distinto  dueño. , 

El  inmueble  i  cuyo  favor  está  constituida  la  servidum- 
bre, se  llama  predio  dominante;  el  que  la  sufre ,  predio 
sirviente. 


241.  La  sentencia  que  subordina  el  usq  de  una  servidumbre  de 
paso  á  las  horas  en  que  al  poseedor  del  predio  sirviente  y  destinado 
al  culto  conviene  tener  abiertas  las  puertas  para  el  servicio  públi- 
co» no  infringe  este  artículo  del  Código,  si  aquélla  no  niega  ni  hace 
ilusorio  el  derecho  constituido  en  favor  del  predio  dominante,  y  la 
regla  del  uso  en  tal  forma  establecida  se  refiere  á  la  situación  actual 
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de  ambas  ñncas  y  no  á  cualquiera  otra  que  pueda  eobreyenir. — 
S.  18  Nov.  90.-0.  5  Enero  91. 

242.  No  infringe  este  artículo  la  sentencia  que  declara  que  no 
pueden  abrirse  balcones,  ventanas  ó  colgadizos  con  vistas  rectas 
sobre  la  ñnca  del  vecino,  si  no  hay  dos  metros  de  distancia  entre 
ambas  propiedades,  ni  oblicuas,  sin  que  medien  60  centímetros^ 
porque  el  precepto  se  circunscribe  á  definir  la  servidumbre. — S,  6 
Junio  92.— G.  22  Agosto. 


k 


.A  historia  de  la  servidambre  es  la  historia  de  la  propiedad  individaal,  y 
por  tanto,  la  historia  del  patrimonio  de  la  familia.  Desde  el  instante  en  que 
las  propiedades  tuvieron  linderos  propios,  y  sólo  una  línea  trazaba  el  límite 
de  un  predio  y  el  principio  de  otro  contigno,  tavo  necesidad  de  aparecer  la 
servidumbre  para  facilitar  el  uso  y  ejercicio  del  derecho  de  propiedad.  Razo- 
nes de  conveniencia  pública,  á  la  par  que  de  naturaleza  privada,  exigen  la 
sucoervacidn  de  este  derecho  real  como  íntimamente  unido  al  suelo,  como  ex- 
presión de  la  relación  que  existe  entre  el  individuo  y  la  tierra,  y  finalmeoCe, 
como  garantía  de  los  aprovechamientos  á  los  fines  de  la  vida. 

Qué  sea  la  servidumbre,  nos  lo  dice  el  Código.  Si  es  un  gravamen  para  el 
predio  sirviente,  es  necesariamente  un  derecho  para  el  predio  dominante.  Va- 
rias definiciones  se  han  dado  de  la  servidumbre,  y  vamos  á  exponerlas  por  su 
orden,  manifestando  de  igual  modo  el  desenvolvimiento  de  la  legislación  so- 
bre esta  materia. 

La  ley  1.^  tít.  4.^  libro  S.^del  Digesto,  dijo  que  vsenrítutes  a%i persona" 
riun  sunt  est  nom  et  nsufntcíus,  aut  verum  vt  serviMes  rusiiearum  prm- 
diorum  et  urbanorum».  Como  se  ve,  el  Digesto  más  bien  las  clasifica  que  las 
define,  por  lo  que  Bartolo,  notando  la  deficiencia,  dio  la  definición  más  filosó- 
fica y  científica,  diciendo  que  aserviíus  e$t  guoddam  Jus  pradio  inherens  et 
ipeiús  utilitatem  respicius^  et  alterius  predio  Jus,  sine  lihertatem  mumine». 

La  legislación  romana,  en  la  época  en  que  puede  decirse  que  fué  la  legis- 
lación universal,  conservó  el  concepto  de  la  servidumbre  y  estableció  sutiles 
y  artificiosas  divisiones,  que  aparecen  en  las  leyes  de  Partida;  pero  una  ma- 
teria tan  importante  y  de  tan  necesaria  conservación  no  podía  relegarla  al  ol- 
vido la  legíirlación  goi),i,  por  cuya  razón,  si  bien  con  las  imperfecciones  natu- 
turales,  la  ley  9/,  tít.  3.*,  libro  8.**  del  Fuero  Jazgo,  dice,  hablando  de  aquel 
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que  tenga  viña  ó  prado  con  frato  e  por  ventura  ñciese  cerca  en  derredor  de 
manera  que  non  pueda  orne  pasar  sino  por  la  vinna  ¿por  la  mUsse^  el  que 
pasa  sificiese  algún  danno^  non  es  tenudo  de  gela  non  meirar.  ¿Qué  quiere 
decir  esto,  sioo  el  reconocimiento  de  ana  servidumbre  de  paso  á  favor  de  on 
predio?  Más  adelante,  prohibiendo  los  acotamientos  de  los  terrenos  eriales  y 
los  barbechos,  añade:  e  los  campos  que  yacen  desamparados  en  que  non  ha 
/rulo  si  alguno  ficiere  y  valladares,  nenguno  non  deje  de  entrar  dentro  por 
aquellos  valladares  ni  por  otras  defensas  que  lesjagan. 

Poco  á  poco  fué  perfeccionándose  la  legislación  sobre  servidumbres,  y  el 
Fnero  viejo  de  Castilla  nos  da  valiosa  maestra  de  la  necesidad  de  sa  existen- 
cia en  la  ley  5.*,  tít.  6.°,  libro  4  ^:  «5't  un  orne  á  casa  ovina  entre  otras  ereda- 
des  é  de/íendenle  los  etederos  de  las  otras  eredades  que  non  entre  nin  salga ,  é 
dis  el  otro  que  entrada  é  salida  á  de  aver,  el  alcalde  debe  mandar  que  vayan 
allá  los  ornes  buenos  aldeanos  é  si  aquella  eredat  fallaren  por  buena  verdad 
que  á  entrada  é  salida,  entre  y  salga  por  y,  i  si  non  /aliaren  por  dó  entrar  é 
salir,  catan  por  do  sea  más  cerca  la  entrada  é  salida  por  allí,  ca  ninguna  ere^ 
dat  es  sin  entrada  nin  saHda.Tn  De  estas  dltimas  palabras  de  la  ley  se  colige 
qae  nof  se  concibe  la  propiedad  sin  qne  exista  la  servidumbre. 

Las  leyes  de  Partida,  más  perfectas  qne  las  anteriores,  nos  dicen  en  el 
proemio  del  tíL  31  de  la  Partida  3.':  «Servidambre  han  los  unos  edificios  sobre 
los  otros,  é  las  unas  heredades  en  las  otras,  bien  asi  como  los  señores  en  sus 
siervos...»  Y  á  continnación  la  ley  4.'  la  define  diciendo:  aPropiamente  dixe- 
ron  los  sabios  qne  tal  servidumbre  como  esta  es  derecho  é  oso  que  ome  ha  en 
los  edificios  ó  en  las  heredades  ajenas  para  servirse  deltas  á  pro  de  las  sallas. 
£  son  dos  maneras  de  servidumbres.  La  primera  es  aqnella  qne  ha  ona  casa  en 
otra,  é  á  esta  llaman  en  latín  urbana.  La  segunda  es  la  qne  ha  una  heredad 
en  otra,  é  á  esta  dizen  en  latín  rústica...»  Esta  división  la  omite  el  Código, 
porque  no  hace  mención  de  ella  la  base  43,  y  no  encontramos  justificada  la 
razón  de  la  omisión,  dígase  lo  que  se  qaiera  en  contrario.  A  pesar  de  la  pre- 
terición del  Código,  subsistirá,  pues  está  encarnada  en  nuestras  costumbres  y 
fraseología  jnrídica  la  división  mencionada. 

De  las  definiciones  dadas  se  comprende  claramente  el  concepto  de  la  ser- 
vidumbre. 

Es,  en  primer  término,  un  derecho  real,  pero  tan  intimamente  unido  al 
suelo,  que  no  es  susceptible  de  compensación  ni  de  avalúo.  Ya  con  la  finca, 
cualquiera  que  sea  su  poseedor,  y  ni  hipotéticamente  cabe  la  suposición  de 
que  pueda  transferirse  independientemente  del  suelo.  Si  la  hipoteca  se  extin- 
gue por  la  paga  ó  por  una  novación  de  contrato,  la  servidumbre  permanece 
inalterable,  cualquiera  que  sea  el  título  de  transmisión  del  predio.  El  que  lo 
es  dominante,  siempre  es  señor  del  sirviente,  y  éste  es  constantemente  esclavo 

38 
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de  aquél;  y  es  tan  intima  la  nnión  qne  liga  el  derecho  al  dominante  y  el  de- 
ber en  el  sirviente,  que  la  ley  Hipotecaría  prescribe  en  sn  art.  43  qne  las  ins- 
cripciones de  servidumbre  sé  hagan  constar  en  las  de  dominio  de  los  predios 
sirviente  y  dominante;  esto  es,  que  donde  qniera  qne  esos  predios  se  mani- 
fiesten, no  lo  podrán  hacer  nunca  sin  obstentar  sn  carácter  perpetuo  de  escla* 
vitod  y  señorío. 

La  misma  naturaleza  de  este  derecho  hace  que  no  pueda  estar  constituido 
sino  sobre  una  cosa  inmueble,  tuldeo  auten  hce  servituies  prcediorum  apellen- 
íur^  guoniam  sineproBdio  consistere  non  posvAnt\  y  no  en  predio  propio,  sino 
sobre  los  ajenos:  nnUi  enim  res  sua  servit  Jure  sertituiis.ii 

Finalmente,  por  virtud  del  enlace  expuesto,  de  que  unos  predios  son  á  la 
vez  dominantes  y  sirvientes,  no  dan  preeminencia  á  un  fundo  sobre  otro, 
pues  son  derechos  y  cargas  nt'cesarias,  y  no  imponen  á  los  dueños  obligación 
personal  de  ningún  género,  ni,  por  lo  tanto,  hay  plazos  para  el  vencimiento, 
ni  cantidades  que  exigir,  ni  excepciones  que  alegar. 


Aré.  5S1.  También  pueden  establecerse  eervidum- 
bres  en  provecho  de  una  ó  más  persona?,  ó  de  una  comu- 
nidad, á  quienes  no  pertenezca  la  finca  grabada. 


D, 


ESPUés  de  fijar  y  estatuir  la  base  48  de  la  ley  de  44  de  Mayo  de  ^888 
qne  el  usufructo,  el  uso  y  la  habitación  se  definirán  y  regularán  como  limita- 
ciones del  dominio  y  formas  de  su  división;  después  de  colocar  el  estudio  de 
esos  mismos  derechos,  á  raíz  de  la  propiedad  y  de  la  posesión,  antes  de  las 
servidumbres,  como  queda  visto,  estableciendo  una  línea  divisoria  entre  unos 
y  otros  conceptos;  después  de  sentar  el  absoluto  principio  qne  se  consigna  en 
el  art.  530  del  Código,  de  qne  la  servidumbre  es  un  gravamen  impuesto  sobre 
no  inmueble  en  beneficio  de  otro,  pertenecientes  á  distintos  dueños,  principio 
con  el  qne  están  conformes  todas  las  legislaciones^  el  mismo  Código  destruye 
sQ  pro^  obra  convirtiendo  á  las  personas  y  comunidades  en  predios  dominan- 
tea.  Porque,  una  de  dos:  ó  la  servidumbre  sólo  se  constituye  á  favor  de  un 
'predio,  ó  puede  constituirse  á  favor  de  las  personas.  Si  lo  primero,  huelga  el 
art.  534;  si  lo  segundo,  ¿con  qué  razón,  con  qué  motivo,  con  qué  lógica  se 
niega  el  carácter  de  servidumbres  al  usufructo,  al  uso  y  á  la  habitación?  Es 
cierto  que  el  artículo  no  habla  de  estos  tres  derechos  expresamente,  pero  no 
lo  es  menos  que  en  su  esencia  están  comprendidos  dentro  del  concepto  y  de 
la  doctriHa  del  art.  534. 


LIBRO  SEGUNDO. — TÍTULO  VII— ART.    531  695 

£8to  68  lo  que  se  dedoce  del  estadio  del  articulo.  Evidentemente  estas  di- 
ficoltades  sargen  de  un  defecto  de  redacción,  pues  no  se  concibe  la  contradic- 
ción flagrante  en  qoe  incurre  el  legislador  sino  por  ana  cuestión  gramatical. 
Cuatro  palabras  más  ai  articulo,  y  no  habrían  surgido  las  dudas. 

Hay,  electivamente,  servidumbres  que,  como  la  de  vistas,  se  constituyen 
á  favor  de  una  persona  ó  varias,  y  sin  embargo,  ni  se  convierten  éstas  en  pre- 
dios dominantes,  ni  esas  servidumbres  son  usufructo,  uso  ó  habitación.  ¿Por 
qué,  pues,  el  Código  no  había  de  ser  explícito?  Acerca  de  este  particular, 
dice  el  comentarista  Gutiérrez:  «Las  servidumbres  son  cargas  imponibles  so- 
bre fundos  en  provecho  de  otros,  de  tal  modo,  que  los  propietarios  ó  posee- 
dores vienen  c^mo  segando  término.  Esta  es  la  razón  que  dan  para  no  tener 
eomo  servidumbre  al  usufructo.  Por  otra  parte,  como  restrii^gen  en  más  ó  en 
meaos  la  libertad  del  propietario,  no  se  concibe  la  existencia  de  servidumbres 
que  no  produzcan  alguna  utilidad,  aunque  este  caso  no  carece  de  dificultades. 
¿Qué  se  entiende  por  uso  y  utilidad?  El  derecho  romano  admitía  que  pudiera 
constituirse  una  servidumbre  por  simple  recreo,  como  sucedía  con  la  servi- 
dumbre de  vistas:  pta  pradii  causam  meliorem  aut  amenio  rem/aeit  ut  pros- 
piCtns.  Con  efecto,  un  propietario  puede  recibir  gran  placer  de  que  ningún 
edifido  le  estorbe  la  vista,  y  aumentar,  mediante  ese  convenio,  el  valor  de  su 
ÜBca:  las  palabras  uso  y  utilidad  han  de  tomarse,  pues,  en  sentido  lato, 
siempre  que  se  cumpla  el  fin  de  las  servidumbres;  es  decir,  que  sea  un  bene- 
ficio pan  todo  poseedor  del  fundo,  no  precisamente  para  determinada  per- 
sona.» 

Resulta  de  lo  expuesto,  según  nuestro  juicio,  que  el  art.  531  del  Código 
no  puede  ser  aplicado  al  pie  de  su  letra,  pues  nos  llevaría  á  contradicciones, 
sino  que  hace  indispensable  penetrar  en  su  espíritu. 


JkTt,  &89.  Las  semdumbreB  pueden  ser  continuas 
ó  dÍBContinuas,  aparentes  ó  no  itparentes. 

Ck)ntinuas  son  aquellas  cuyo  uso  es  ó  puede  ser  ince- 
sante, sin  la  intervención  de  ningún  hecho  del  hombre. 

Discontinuas  son  las  que  se  usan  á  intervalos  más  ó 
menos  largos  y  dependen  de  actos  del  hombre. 

Aparentes  las  que  se  anuncfan  y  están  continuamente 
á  la  vista  por  signos  exteriores  que  revelan  el  uso  y  apro- 
vechamiento de  las  mismas. 

No  aparentes  las  que  no  presentan  indicio  alguno  exte- 
rior de  BU  exstencia. 
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J.    ÜEDB  decirse  que  en  las  divisiones  qne  contiene  el  trtíeuio  qoe  nos 
OGopa  descansa  todo  el  artificioso  mecanismo  de  las  servidnmbres,  y  no  ñie- 
ron  desconocidas,  por  cierto,  por  el  derecho  romano,  como  lo  prueba  el  sinnú 
mero  de  las  qne  estableció,  y  sobre  todo  el  epígrafe  de  la  ley  7  ',  tít.  6.*,'  li- 
bro 8.0  del  Digesto:  $erviiutem  c^%í  usus  n<m  est  continué. 

Definidas  las  servidumbres  continuas  y  discontinaas  en  el  Código  qne  es* 
tudiamos,  hallamos  los  precedentes  de  esta  división  en  la  ley  46,  tít.  34,  Par- 
tida 3.*,  la  qne  si  bien  no  las  define,  nos  da  noción  exacta  de  ellas.  «De  tal 
manera  seyendo  la  servidumbre  qne  fiziesse  servicio  á  otro  cotidianamente, 
sin  obra  de  aquel  qne  la  recibe;  así  como  si  fnesse  aguaducho  que  cornease 
de  fuente  que  nasciese  en  campo  de  alguno  ó  otro  semejante  delia...  si  alguno 
oviesse  viga  metida  en  pared  de  su  vecino,  ó  abriesse  finiestra  en  ella,  por 
do  entrasse  lumbre  á  sus  cssas,  ó  le  contrallasse  qne  non  alsaase  su  casa  por- 
que no  le  tollesse  la  lumbre,  ó  si  toviesse  las  alas  de  sus  casas  sobre  el  techo 
de  su  vecino  de  manera  que  cayesse  el  agua  de  la  lluvia,  en  cualquier  destas 
servidumbres  ó  otras  gemejantes  dellas  de  que  orne  se  aprovechasse  sin  obia 
de  cada  dia...,  etc.»;  todas  estas  servidumbres  son  continuas. 

Por  el  contrario,  las  discontinuas  son  aquellas  de  que  nos  habla  la  miama 
ley  de  este  modo:  alfas  las  otras  servidumbres  de  que  se  ayudan  los  ornes 
para  aprovechar  é  labrar  sus  heredades,  6  sus  edificios,  que  non  usao  dellas 
cada  día,  mas  á  las  veces,  é  con  fecho,  assi  como  senda  ó  carrera  ó  vía  que 
oviesse  en  heredad  de  so  vecino,  ó  en  agua  que  viniesseuna  vea  en  la  semana 
ó  en  el  mes  ó  en  el  año,  é  non  cada  día...  y  otras  semejantes  dellas.» 

No  implica  que  una  servidumbre  sea  continua  ó  discontinua  paca  qne  pue- 
da ser  ó  no  aparente;  pues,  como  dice  Gutiérrez,  «la  servidumbre  de  conducir 
aguas  es  continua  y  aparente;  la  prohibición  de  no  edificar  sino  hasta  deter- 
minada altura,  es  servidumbre  continua,  pero  no  aparente.  De  la  misma  ma- 
nera el  derecho  de  paso,  que  es  servidumbre  continua,  puede  ser  aparento  si 
está  manifestada  por  un  camino  ó  una  puerta  que  da  sobre  la  heredad  veci- 
na, y  no  aparento  si  no  hay  seüal  exterior  que  la  manifieste». 


Artv  593.    Las  servidumbres  aon  ademáe  poBítivas  ó 
negativas. 

Se  llama  positiva  la  servidumbre  que  impone  al  due- 
ño del  predio  sirviente  la  obligación  de  dejar  hacer  al- 
guna cosa  ó  de  hacerla  por  sí  mismo,  y  negativa  la  que 
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prohibe  al  dueño  del  predio  fiiryiente  hacer  algo  que  le 
seria  licito  sin  la  Bervidumbre. 

Apt.  5341.    Las  servidumbres  son  inseparables  de  la 
finca  á  que  activa  ó  pasivamente  pertenecen. 


Ii 


A  intima  unión  de  la  servidambre  con  el  predio  nos  la  demuestra  la  ley 
Hipotecaria  en  el  párralo  6.*  del  art.  408  de  la  misma,  por  cnanto  prohibe  se 
hipotequen  con  separación  del  predio  dominante,  y  sólo  admite  la  excepción 
de  la  servidumbre  de  aguas. 

El  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  por  sentencia  de  23  de  Diciembre  de 
4881,  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto  de  4885,  rindiendo  tributo  á  la 
secular  dootríia,  declaró  que,  á  tenor  de  los  artículos  2.*,  43,  23,  26  y  27  de 
la  ley  Hipotecaría,  los  títulos  en  que  se  constituyan  ó  reconozcan  derechos 
reales  han  de  inscribirse  en  el  Registro  de  la  propiedad,  debiendo  las  servi- 
dumbres constar  especialmente  en  la  inscripción  del  predio  dominante  y  sir- 
viente, sin  cuyo  requisito  no  perjudicará  á  tercero,  y  la  prescripción  de  tales 
derechos  tampoco  produce  efecto  en  cnanto  á  tercero,  según  el  art  35  de  la 
misma  ley,  si  no  están  inscritos  el  título  ó  la  posesión  correspondientes. 

La  unión  de  la  servidumbre  al  predio  y  su  inseparabilidad,  la  reconocen 
todas  las  legislaciones,  aun  cuando  no  lo  exprtísen  terminantemente,  pues  el 
concepto  de  este  derecho  real  es  igual  en  todas.  La  manifestación  concreta  de 
conceptuarla  inseparable  del  predio  la  hallaremos  en  el  art.  2268  del  Código 
de  Portugal,  4064  del  de  Méjico,  etc. 


Art.  535.  Las  servidumbres  son  indivisibles.  Si  el 
predio  sirviente  se  divide  entre  dos  ó  más,  la  servidumbre 
no  se  modifica,  y  cada  uno  de  ellos  tiene  que  tolerarla  en 
la  parte  que  le  corresponda. 

Si  es  el  predio  dominante  el  que  se  divide  entre  dos  ó 
más,  cada  porcionero  puede  usar  por  entero  de  la  servi- 
dumbre, no  alterando  el  lugar  de  su  uso,  ni  gravándola 
de  otra  manera. 
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243.  El  principio  de  individualidad  de  las  servidumbres,  que 
como  regla  general  establece  este  artículo,  y  que  tiene  por  objeto 
mantener  en  su  originaria  integridad  el  gravamen  en  que  consis- 
tan, aun  en  el  caso  de  dividirse  entre  dos  ó  más  del  predio  que  tes 
disfrute  ó  del  que  las  sufre,  no  se  opone  al  derecho  que  en  abso- 
luto 7  sin  limitación  alguna  concede  especialmente  el  art.  GOSal 
dueño  de  todo  terreno  gravado  con  la  servidumbre  de  pastos,  de 
redimir  esta  carga  mediante  el  pago  de  su  valor,  sean  uno  ó  más 
los  que  tengan  el  derecho  á  la  servidumbre. — S.  11  Nav,  92, — O,  22 
Diciembre. 


ü 


O  68  la  indivisibilidad  carácter  accidental  de  la  servidambra,  sino  coa* 
dición  esencial.  Pothier  lo  dijo:  «Los  derechos  de  servidumbre  real  son  indi- 
visibles, y  no  admiten  división  de  partes  reales,  ni  ann  inteleetoales,  porqoe 
repugna  qne  noa  heredad  tenga  sobre  la  de  sn  vecino  ana  parte  de  derecho 
de  paso,  de  vista,  etc.  El  oso  de  nn  derecho  de  servidumbre  puede  hallarse 
limitado  á  ciertos  días,  á  ciertas  horas;  pero  este  uso,  cuyo  derecho  es  limita* 
do,  es  un  derecho  entero  de  servidumbre,  y  no  una  parte  de  derecho*»  Esa  es 
la  doctrina  exacta,  y  está  muy  conforme  con  la  antiquísima  del  Digesto.  De* 
cía  la  lej  t,\  tit.  4.®,  libro  17:  SUpulaeiones  non  dividentur  eanm  rtmní 
qua  divisúmem  non  recipiunt  veluH  «ice,  itinme  actué  agnoeductue  ccUerwm^ 
que  eervitutnnty  lo  cual  está  en  armonía  con  la  afirmación  del  libro  8.^,  quia 
neue  earum  ináiineens  eet. 

Sin  alteración  de  ningún  género  pasó  la  doctrina  á  nuestra  legislación, 
hallándose  la  prueba  en  la  ley  9.^  tít.  34,  Partida  3.^  «Plañendo  á  algún 
ome  de  otorgar  servidumbre  en  su  casa,  ó  en  su  heredad  ó  edificio,  ó  á  here* 
damiento  de  otro,  si  después  de  tal  otorgamiento  como  este  se  muríesse  aquel 
á  quien  fuesse  fecho,  magfler  dejase  muchos  herederos,  cada  uno  dellos  puede 
demandar  toda  la  servidumbre.  E  esto  es  per  que  la  servidumbre  non  te  pue- 
de partir.  £  por  ende  non  podría  cada  uno  demandar  su  parte  apartadamente. 
Otrosí  dezimos  que  si  el  que  oviesse  otorgado  la  servidumbre  en  lo  suyo  se 
moriesse  é  dejasse  muchos  herederos,  que  puede  ser  demandada  la  servidum- 
bre toda  enteramente  á  qualqnier  de  ellos,  é  son  tonudos  á  ella,  asi  como  era 
el  señor  cuyos  bienes  heredaron.» 

No  hay  para  qné  citar  los  concordantes  de  los  Códigos  extranjeros,  puesto 
que  todos  proclaman  la  indivisibilidad  de  la  servidumbre. 
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Ari.  d30.  Las  servidumbres  se  establecen  por  la 
ley  ó  por  la  voluntad  de  los  propietarios.  Aquéllas  se  lla- 
man legales  y  éstas  voluntarias. 


k 


.OS  contratos  sobre  establecimieato  de  servidambres  volantarias  seto 
paeden  celebrarlos  losdaeños  de  las  fincas  á  las  que  afectan,  ó  los  qae  tengan  sa 
legal  autorización  para  el  caso,  conforme  al  artículo  que  nos  ocupa  y  al  Ho9 
de  este  Código;  y  las  facultades  generales  de  administrador  y  nsufractnarió 
que  puedan  ostentar  los  maridos  con  relación  á  los  bienes  de  sus  mujeres,  y 
la  misma  representación  que  dicho  Código  les  otorga,  no  son  suficientes  para 
los  actos  que  sólo  el  que  tiene  el  dominio  de  las  cosas  puede  ejecutar  eon 
arreglo  á  las  layes,  pues  en  cuanto  haga  relación  con  tales  actos  es  precisa 
la  autorización  especial  del  dueño.  Para  la  aplicación  de  esta  doctrina  lega! 
nada  significa  que  la  servidumbre  se  constituya  en  favor  y  no  sobre  la  finca 
de  la  mujer,  ni  que  las  condiciones  sean  altamente  ventajosas  para  ésta,  por- 
que sólo  el  dueiío  puede  hacer  este  género  de  apreciaciones,  y  ninguno  está  au- 
torizado á  verificarlo  en  su  lugar;  y  afirmar  que  al  no  gravarse  la  finca  siendo 
la  dominante  no  se  limitan  los  derechos  dominicales  del  due&o  cuando  otra 
persona  contrata  en  su  nombre  sin  su  autorización,  es  desconocer  que  el  ejer- 
cicio de  esas  facultades  por  persona  que  no  tenga  el  dominio,  implica  la  ma- 
yor de  las  limitaciones  concebibles.  Si  la  mujer  conserva  el  dominio  sobre  sus 
bienes,  conforme  á  los  artículos  4360  y  4382  del  Código,  y  el  marido  no  pue- 
de darlos  siquiera  en  arrendamiento  por  más  de  seis  anos  sin  el  consentimien- 
to de  aquélla,  con  arreglo  al  art.  4363,  menos  podrá  ejercer  otros  actos  que 
son  de  mucha  más  trascendencia,  pues  establecen  permanentes  relaciones  ju- 
rídicas que  al  cabo  no  es  posible  prever  si  perjudicarán  ó  beneficiarán  al 
dueño  (4). 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS  MODOS  DE  ADQUmiB  LAS  BBBVIDÜMBRBa 

Art.  589.    Las  servidambres  continuas  y  aparentes 
86  adquieren  en  virtud  de  título,  ó  por  la  prescripción  de 
veinte  años. 


(1)    B.  de  la  D.  de  Gracia  y  Justicia  de  Ultramar,  de  18  de  Feb.  93.— &.  11  da 
Mano. 


L 
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244.  LoB  tituloB  en  que  Be  constituyan  ó  reconoecan  derechoB 
reales  han  de  inscribirse  en  el  Registro  de  la  propiedad,  debiendo 
las  servidumbres  constar  especialmente  en  las  inscripciones  de  los 
predios  dominante  y  sirviente,  sin  cuyo  requisito  no  perjudican  á 
tercero;  y  la  prescripción  de  tales  derechos  tampoco  produce  efecta 
en  cuanto  á  tercero  si  no  están  inscritos  el  titulo  ó  la  posesión  co- 
rreepondienies. — 8.  11  Enero  95. — G.  14  Abril. 


Avt,  539.  Para  adquirir  por  prescripción  las  servi- 
dumbres á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  el  tiempo  de 
la  posesión  se  contará:  en  las  positivas,  desde  el  dia  en 
que  el  dueño  del  predio  dominante,  ó  el  que  haya  apro- 
vechado la  servidumbre,  hubiere  empezado  á  ejercerla  so- 
bre el  predio  serviente;  y  en  las  negativas,  desde  el  día 
en  que  el  dueño  del  predio  dominante  hubiera  prohibido, 
lK>r  un  acto  formal,  al  del  sirviente  la  ejecución  del  he- 
cho que  sería  lícito  sin  la  servidumbre. 

Ar€.  5SO.  Las  servidumbreB  oontinuas  no  aparen- 
tes, y  las  discontinuas,  sean  ó  no  aparentes,  sólo  podrán 
adquirirse  en  virtud  de  título. 

Ari.  &4IO.  La  falta  de  título  constitutivo  de  las  ser» 
vidumbres  que  no  pueden  adquirirse  por  prescripción. 
Iónicamente  se  puede  suplir  por  la  escritura  de  reconoci- 
miento del  dueño  del  predio  sirviente,  ó  por  una  senten- 
cia firme. 

Apt.  541.  La  existencia  de  un  signo  aparente  de 
servidomlnre  entre  dos  fincas,  estableeido  por  el  propieta- 
rio de  ambas,  se  considerará,  si  se  enajenare  una,  como 
titulo  para  que  la  servidumbre  continúe  activa  y  pasiva- 
mente, á  no  ser  que,  al  tiempo  de  separarse  la  propiedad 
de  las  dos  fincas,  se  exprese  lo  contrario  en  el  título  de 
enajenación  de  cualquiera  de  ellas,  ó  se  haga  desaparecer 
aquel  signo  antes  del  otorgamiento  de  la  escritura. 


•  _ 
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i%i»t.  &4kit.  Al  establecerse  una  servidumbre  se  en- 
tienden concedidos  todos  los  derechos  necesarios  para 
su  uso. 


AL  redactado  nos  parece,  desde  laego,  «1  primero  de  los  artícalos 
traoBeritoa,  ó  sea  el  537,  por  eaanto  contradiee  el  precepto  científico  del  tíiulo 
JuHdieo^  eiclnjendo  de  él  la  preacripcióa,  como  si  faera  cosa  diíereate, 
esto  es,  como  si  la  prescripción  no  foese  títnlo  propiamente  tal.  La  prescrtp- 
eito  adquisitiva  es  un  títalo  modal  de  propiedad  ó  de  dominio  y  de  posesión 
coiSo  le  es  cvalqnier  otro;  j  la  prescripción  extintiva  resnelve  toda  clase  de 
derechos  en  un  jasto  reconocimiento  de. la  actividad  bnmana  y  del  ejercicio 
creciente  de  sos  íácaltades,  premio  á  la  laboriosidad,  etc.;  y  como  pena  en 
opuesto  sentido  á  la  negligencia  y  altandono  de  las  personas  en  el  enidado  y 
defensa  de  lo  que  Aieroa  sos  bienes,  derechos  y  focnltades. 

£1  artículo  separa  la  prescripción  como  cosa  distinta  del  titulo  modal,  lo 
coal,  sin  la  debida  comprensión,  sería  nn  absurdo^  Para  nosotros  es  simple- 
asente  nn  defecto  de  forma,  qne  qneda  subsanado  suponiendo  la  redacción  de 
esta  manera:  «Las  servidumbres  continuas  y  aparentes  se  adquieren  en  virtud 
de  titulo,  incluso  el  de  la  prescripción  de  veinte  años.» 

Cónftindida  en  el  derecho  romano  la  noción  de  las  servidumbres  continuas 
y  diseanUnmu,  exigía  el  mismo  tiempo  para  la  prescripción  de  unas  y  otras, 
y  de  ahí  que  establecieran  aquellas  leyes  dies  años  entre  presrates  y  veinte 
entre  ausentes. 

No  bastaba,  según  aquel  derecho,  el  simple  uso  para  la  pérdida  de  las  ser- 
vidnmhres  urbanas.  Era  además  indispensable  que  el  dueño  del  predio  sír^ 
viente  prescribiere  la  libertad  de  éste,  haciendo  lo  contrarío  de  lo  que  la  ser* 
vfdumbre  establecía.  Goyena  cita  este  ejemplo:  «Si  el  dueño  del  predio  «r- 
viente  aliase  el  edificio,  consistiendo  la  servidumbre  en  no  alzarlo.» 

En  este  punto  son  exageradamente  casuistas  las  leyes  de  Partida,  como  lo 
demuestran  las  que  vamos  á  dtar.  La  ley  44,  tít.  34,  Partida  3.*,  dice:  «To- 
das las  servidumbres...  que  deben  las  unas  cosas  á  las  otras,  é  los  unos  edifi- 
cios i  loe  otros,  pueden  ser  puestas  en  alguna  destas  tres  maneras.  La  pri* 
mera  es  por  otorgamiento  que  üazen  aquellos  cuyas  son  las  cosas,  otorgando 
de  su  voluntad  servidumbre  mi  ellas  á  otros  por  fezerles  amor,  ó  por  precio 
que  resciben  déllos.  La  segunda  es  la  qne  fezen  los  omes  en  sus  testamen* 
los...  La  tercera  es  cuando  ganen  los  omes  servidumbre  en  casas  ó  en  here- 
damientos poruso  de  tiempo. . . » 
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No  podemos  descender  á  eaamerar  UhUs  las  servidaoibres  que  paeden 
constitairse  por  voloAtad  de  los  parlicaUres,  ni  Us  qoe  poedeo  ganarse  por 
preseripciÓD,  pnes  sa  número  es  infíaito.  A  nuestro  propósito  basta  expresar 
los  modos  eomo  paeden  constitairse,  y  buscar  los  presedentes  á  la  prescrip- 
ción de  veinte  años  que  consigna  el  articolo  del  Código  qae  nos  ocupa. 

La  ley  45  del  titulo  y  Partida  citadas,  ley  de  la  que  ya  bemos  becbo  men> 
ción  al  hablar  de  las  servidumbres  continuas  y  discontinuas,  dice  con  reía- 
ción  á  las  primeras:  «Si  el  veduo  se  sirve  de  esta  agua  regando  su  heredad 
diez  años,  estando  su  dueño  en  la  tierra,  ó  non  lo  eontradicieiido  ó  veynte  se- 
yendo  fuera  della,  é  esto  fiáese  á  buena  lé,  ouydando  que  bahia  derecho  de  lo 
fazer,  ó  non  por  fuerza  nin  por  ruego  que  oviesse  fecho  el  dueño  de  la  fuente 
ó  del  campo  por  do  pasaba,  ganaría  por  este  tiempo  taL  servidumbre...»  En 
cuanto  i  las  discontinuas,  exige  la  prescripción  inmemorial  con  estas  otras 
palabras:  «Tales  servidumbres  como  estas  ó  las  otras  semejantes  dellas,  non 
se  podrán  ganar  por  el  tiempo  sobradicho,  antea  dezimos  que  quien  las  qui- 
siese aver  por  esta  razón  ha  menester  que  baya  usado  dellaa,  ó  aquellos  de 
quien  las  ovieron  tanto  tiempo  de  que  non  se  puedan  recordar  los  omee  cuanto 
ha  que  io  comenzaron  á  usar.» 

Los  artículos  539  y  540  adolecen  del  mismo  defecto  expuesto  al  comentar 
el  537,  referente  á  la  expresión  de  Hiulo  Jurídico^  como  cosa  distinta  de  la 
prescripción  adquisitiva.  Y  así  como  «llí  proponíamos  la  fórmula  para  salvar 
el  concepto  científico  de  la  prescripción  como  titulo  modal,  compatibüizanda 
con  el  precepto,  aquí  la  intentaremos  también,  parecióndonos  cosa  bien  sen- 
cilla. 

Ambos  artículos  pueden  formar  uno  solo,  puesto  qae  la  relación  entre  uno 
y  otro  es  una  verdadera  subordinación  del  segundo  al  primero  en  el  desarrollo 
de  una  sola  idea,  que  consiste  en  excluir  la  prescripción  de  entre  los  títulos 
adquisitivos  de  las  servidumbres  discontinuas  y  de  las  continuas  no  aparen- 
tes^ en  las  que  se  suplirá  la  falta  de  tílalo  modal,  según  el  art.  540^  por  el  re- 
conocimiento escriturado  del  dueño  del  predio  sirviente  ó  por  una  sentencia 
firme. 

£1  concepto  jurídico  de  ambos  artículos  estaría,  pues,  mejor  redactado  en 
esta  forma:  «Art.  539.  Las  servidumbres  discontinuas  y  las  continuas  no  apa- 
rentes no  podrán  adquirirse  por  prescripción,  y  la  falta  de  título  de  su  consti- 
tución únicamente  se  puede  suplir  por  el  reconocimiento  escriturado  del 
dueño  del  predio  sirviente  ó  por  declaración  judicial  ejecutoriada.» 

Muy  justo  es,  por  otra  parte,  el  espíritu  que  informa  la  disposición  que 
nos  ocupa.  En  cuanto  á  las  continuas  no  aparentes,  porque  no  presentando 
indicio  alguno  exterior  de  su  existencia,  no  se  puede  apreciar  el  tiempo  que 
se  lleva  de  posesión;  pues  el  hecho  que  la  origina  puede  ser  muy  antiguo»  y» 
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sin  embargo,  muy  moderno  el  aso  por  parte  del  daeño  del  predio  dominante; 
y  en  cnanto  á  las  diseontínaai,  porque  lo  mUmo  que  puede  justificarse  el  uso, 
se  justifica  el  no  uso.  De  ahí  que  no  deba  admitirse  la  prescripción  entre  ios 
títulos  adquisitivos  de  las  servidumbres,  cuyo  precepto  general  afecta  en  par- 
ticular y  deroga  el  que  en  sentido  contrario  vino  estableciendo  la  ley  45,  tí- 
ttnlo  34,  Partida  3.^,  sobre  prescripción  de  las  servidumbres  discontinuas. 

No  obstante  la  claridad  del  arl.  544,  debemos  bacer  una  manifestamón. 
Hay  servidumbres  que  pueden  ser  abolidas,  y  por  lo  tanto,  no  son  indispen- 
sables; y  otras  hay«  por  el  contrario,  de  tal  modo  unidas  á  los  inmuebles  á 
cuyo  favor  ó  en  contra  de  los  que  se  constituyen,  que  enajenada  la  finca  se 
entiende  enajenada  la  servidumbre  y  subsistente  ésta  por  ser  inseparable,  por 
más  que  se  intente  en  el  título  de  enajenación,  privar  á  la  finca  de  su  derecho 
sin  detrimento  de  su  existencia. 

Temos  la  facilidad  de  establecer  el  pacto  de  extinguir  la  servidumbre  en 
algunas  fincas  rusticas,  pero  no  vemos  esa  facilidad  tratándose  de  las  servi- 
dumbres urbanas.  Si  el  dueño  de  un  solar  edifica  varias  casas  íntimamente 
unidas  de  modo  que  las  paredes  sean  medianeras,  las  maderas  de  unas  estén 
apoyadas  en  los  muros  de  las  otras,  las  aguas  de  los  tejados  corran  en  diver- 
sas direcciones  de  modo  que  cada  predio  es  dominante  y  sirviente;  ¿qué  pacto 
cabe  para  la  abolición  de  esas  servidumbres  que  no  implique  el  derribo  del 
edificio? 

El  artículo  habla  de  dos  predios,  enajenado  por  el  dueño  uno  de  ellos, 
conservando  el  otro,  y  por  consiguiente,  de  la  segregación  de  ambos;  el  de- 
recho romano  y  nuestra  legislación  antigua  estudiaban  el  asunto  al  contrario, 
esto  es,  que  un  solo  dueño  adquiriese  el  predio  dominante  y  sirviente.  Enton- 
ces desaparecía  la  servidumbre,  porque  ésta  supone  dos  dominios,  y  nadie 
puede  tener  á  su  favor  un  gravamen  en  finca  propia;  y  si  después  se  enaje- 
naba uno  de  ambos  predios,  no  serviría  la  servidumbre,  á  menos  que  se  pac- 
tase La  ley  30,  tít.  S  ^,  libro  8.**  del  Digesto,  nos  lo  demuestra,  y  la  ley  47, 
tít.  34,  Partida  3.*,  que  dice:  c...  Ga  por  razón  de  ia  compra,  que  se  ayunta 
launa  cosa  con  la  otra  en  su  señorio,  piérdese  la  servidumbre.  E  magfier  lo 
enajene  después,  ó  lo  tenga  para  sí  de  allí  adelante,  nunca  debe  ser  deman- 
dada, nin  es  obligada  la  cosa  que  assi  es  comprada,  á  aquella  servidumbre. 
Fueras  ende,  si  después  desso  fuese  puesta  nuevamente.» 

El  art.  54t  es  la  síntesis  de  la  doctrina  contenida  en  la  ley  6.^,  tít.  31, 
Partida  3.*:  de  nada  serviría  el  derecbo  sin  los  medios  de  utilizarlo.  «Puente 
ó  pozo  seyendo  en  heredamiento  de  alguno,  ó  estanque  de  agua  que  esto- 
viesse  cerca  de  heredad  de  otro,  si  el  dueño  del  agua  les  otorgare  que  puedan 
y  bever  ellos,  é  sus  labradores,  é  sus  bestias,  é  sus  ganados,  por  tal  otorga- 
miento como  este,  débele  dar  entrada  é  salida  en  el  heredamiento  do  es  el 
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agoa  de  manera  qae  paedan  llegar  á  ella  eada  que  les  fuere  menester.  Otrosí 
dezinios  qne  otorgando  Qti  orne  á  otro  para  siempre  qoe  metiesse  ras  bueyes 
6  sas  bestias  conque  labrasse  su  heredad  en  algund  prado  ó  desesa,  p^r  tal 
otorgamiento  gana  el  otro  servidumbre  en  aquel  prado,  ó  en  aquella  deseea, 
é  puede  usar  della  él  é  los  otros  que  orieren  aquella  heredad  por  que  le  otor- 
gó aquella  postura,  é  maguer  él  vendiesse  ó  enagenasse  aquel  prado,  ó  aque- 
lla desesa»  el  otro  á  quien  pasasse  non  les  puede  defender  que  non  usen  de 
aquella  servidumbre.» 

Esta  doctrina  se  deriva  del  Digesto,  por  lo  que:  Cui  Jwrüdictio  data  est^ 
ea  guoque  concetsa  esse  nideníur  iine  guibus  jurisdietio  ewplicari  non  posuiL 

Nuestro  articulo  está  copiado  del  544  del  Proyeeto  de  4851,  y  es  tan  ge- 
neral la  preseripcióD,  que  todos  los  Códigos  la  consignan. 


SECCIÓN  TERCERA 

DERECHOS   Y   OBLIGACIONES  DB   LOS   PROPIETABIOfl   DX   LOS    FBEDIOS 

D03nNAKTE  Y  SIRVIENTE. 


Arl.  513.  £1  dueño  del  predio  dominante  podrá 
hacer,  á  su  costa,  en  el  predio  sirviente  las  obras  necesa- 
rias para  el  uso  y  conservación  de  la  servidumbre,  pero 
sin  alterarla  ni  hacerla  más  gravosa. 

Deberá  elegir  para  ello  el  tiempo  y  la  forma  convenien- 
nientes»  á  fin  de  ocasionar  la  menor  incomodidad  posible 
al  dueño  del  predio  sirvi^ite. 

Art.  544.  Si  fuesen  varios  los  predios  dominantes, 
los  dueños  de  todos  ellos  estarán  obligados  á  contribuir  á 
los  gastos  de  que  trata  el  artículo  anterior  en  proporción 
al  beneficio  que  á  cada  cual  reporte  la  obra.  El  que  no 
quiera  contribuir  podrá  eximirse  renunciando  á  la  servi- 
dumbre en  provecho  de  los  demás. 

Si  el  dueño  del  predio  sirviente  se  utilizare  en  algún 
modo  de  la  servidumbre,  estará  obligado  á  contribuir  á 
los  gastos  en  la  proporción  antee  expresada,  salvo  pacto 
en  contrario. 
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/kirt.  54U^.  £1  dueño  del  predio  sirviente  no  podrá 
menoscabar  de  modo  alguno  el  uso  de  la  servidumbre 
constituida. 

Sin  embargo,  si  por  razón  del  lugar  asignado  primiti- 
vamente» ó  de  la  forma  establecida  para  el  uso  de  la  ser- 
vidumbre, llegare  &  ser  ésta  muy  incómoda  al  dueño  del 
predio  sirviente,  ó  le  privase  hacer  en  él  obras,  reparos  ó 
mejoras  importantes,  podrá  variarse  á  su  costa,  siempre 
que  ofrezca  otro  lugar  ó  forma  igualmente  cómodos,  y  de 
suerte  que  no  resulte  perjuicio  alguno  al  dueño  del  pre- 
dio dominante  ó  á  los  que  tengan  derecho  al  uso  de  la 
servidumbre. 


R 


ATUBAL  es  qae  aqael  que  lleve  el  beneficio  y  atiliza  los  medios  que  le 
producen ,  procure  la  conservación  de  esos  mismos  medios.  La  servidumbre  no 
beneficia  al  dneño  del  predio  sirviente;  es,  por  el  contrario,  nn  gravamen  para 
él:  ¿cómo  obligarle  á  que  practique  los  actos  necesarios  para  la  conservación 
de  aquélla?  Donde  se  demuestra  más  palpablemente  esta  o^^Iigación  es  en  be- 
neficio de  la  servidumbre  constituida  en  beneficio  de  muchos,  tal  como  la  de 
aeuedoeto  para  oonducir  aguas  para  riegos,  á  cuya  conservación  contribuyen 
los  dueños  de  todos  los  predios  que  la  utilizan  en  la  proporción  conveniente, 
siendo  dominantes,  respecto  de  los  que  le  preceden,  y  sirvientes,  respecto  de 
los  que  le  siguen. 

Mas  esta  íacultad  de  conservar  la  servidumbre  no  implica  en  modo  algnno 
la  de  alterarla,  ni  perjudicar  más  el  predio  sirviente,  por  lo  que  la  ley  con 
oportunidad  lo  prohibe,  añadiendo  que  las  obras  de  conservación  deben  hacer- 
se en  la  época  y  forma  que  causen  los  menores  perjuicios  posibles. 

Ya  lo  hemos  dicho.  La  prescripción  de  que  el  dueño  de  nno  de  los  predios 
dominantes  que  no  contribuya  á  las  obras  necesarias  para  la  conservación  de 
!as  servidumbres,  pueda  eximirse  de  esta  obligación  renunciando  á  ellas,  es 
altamente  justa,  pues  ni  seria  equitativo  obligarle,  aun  cuando  se  traíase  de  su 
beneficio,  ni  que  por  su  negativa  ó  actitud  pasiva  se  irrogasen  peijuicios  á  los 
demás.  Pero  si  no  utiliza  la  faciütad  de  renunciar,  podrá  ser  compelido  al  pago 
de  la  parte  que  le  corresponda  por  los  demás  copropietarios  en  el  derecho  real 
que  realicen  las  obras  ó  anticipen  los  fondos  para  ellas. 

Es  muy  común  el  caso,  particularmente  en  las  servidumbres  rústicas,  de 
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que  el  doeno  del  predio  sirviente  tenga  participación  en  ei  derecho  de  servi- 
dumbre, y  debe,  por  lo  tanto^  abonar  lo  qae  le  corresponda  con  arreglo  á  la  ex- 
tensión de  su  derecho,  á  no  ser  que  la  servidumbre  haya  sido  constituida  por 
convenio  y  en  ella  de  común  acuerdo  los  constituyentes  le  hayan  eximido  de 
aquella  obligación  en  compensación  del  gravamen  impuesto  y  del  perjuicio 
que  se  le  irroga;  pues  todas  las  condiciones  posibles  pueden  estatuirse^  como 
lo  demuestra  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  15  de  Marzo 
de  1860,  por  laque  se  resolvió:  «Que  el  privilegio  de  utilizar  las  aguas  de 
una  acequia  mediante  el  pago  de  un  canon,  reservándose  el  que  lo  otorga  la 
conservación  y  ejecución  de  las  obras  necesarias,  no  transmite  al  concesiona- 
rio la  propiedad  de  la  misma  acequia;  que  el  principio  de  derecho  según  el 
cual,  quien  percibe  la  utilidad  de  una  cosa  debe  sufrir  los  daños  y  gravámenes 
inherentes  á  ella,  no  excluye  los  convenios  particulares  ni  las  condiciones  que 
se  establezcan  por  voluntad  de  las  partes. 

£1  art.  545  ofrece  para  el  dueño  del  predio  dominante  una  compensación 
por  parte  del  sirviente,  por  las  consideraciones  guardadas  por  el  primero  al 
último,  eligiendo,  según  el  ya  citado  art.  543,  el  tiempo  y  forma  convenientes 
á  fin  de  ocasionar  la  menor  incomodidad  posible  al  dueño  del  predio  sirviente 
cuando  se  hacen  las  reparaciones  necesarias  para  la  conservación  de  la  servi- 
dumbre. 

SECCIÓN  CUARTA 

D£  LOS  MODOS  D£  EXTINQÜIRSE  LAS  6SRVIDUMBRB8 

Art.  54IO.    Las  servidambres  se  extinguen: 

1.^  Por  reunirse  en  una  misma  persona  la  propiedad 
del  predio  dominante  y  la  del  sirviente. 

2.^    Por  el  no  uso  durante  veinte  años. 

Este  término  principiará  á  contarse  desde  el  día  en  que 
hubiera  dejado  de  usarse  la  servidumbre  respecto  á  las 
discontinuas;  y  desde  el  día  en  que  haya  tenido  lugar  un 
acto  contrario  á  la  servidumbre  respecto  á  las  continuas. 

3.^  Cuando  los  predios  vengan  á  tal  estado  que  no  pue- 
da usarse  de  la  servidumbre;  pero  ésta  revivirá  si  después 
el  estado  de  los  predios  permitiera  usar  de  ella,  á  no  ser 
que  cuando  sea  posible  el  uso  haya  tri^sourrido  ei  tér- 
mino suficiente  para  la  prescripción,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  número  anterior. 
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4.^  Por  llegar  el  día  ó  realizarse  la  condición,  si  la  ser- 
vidumbre fuera  temporal  ó  condicional. 

6.*^    Por  la  renunpia  del  dueño  del  predio  dominante. 

6.^  Por  la  redención  convenida  entre  el  dueño  del  pre- 
dio dominante  y  el  del  sirviente. 


H 


ABIKNDO  sentado  como  base  el  Código  qae  las  servidambres  paeden 
eoostitoiree  por  convención  ó  adqairírse  por  prescripción— no  hablamos  ahora 
de  las  legales— es  necesario  convenir  qae  paeden  extingoirHe  por  los  mismos 
medios. 

Los  qae  el  Código  reconoce,  expuestos  quedan  en  el  preinserto  artícalo,  y 
vamos  á  estudiarlos  con  separación  y  por  sn  orden. 

El  caso  primero  comprende  la  reanión  en  an  solo  doeño  de  los  predios  do- 
minante y  sirviente.  Ya  hemos  dicho  qne  no  es  posible  la  existencia  de  la  ser- 
vidumbre sin  la  de  dos  daeños  distintos.  La  ley  4.*,  tít.  6.^,  libro  8.^  del  Di- 
gesto, dice  á  este  propósito:  Servitutes  pradiorum  confitndwUwr  si  idem 
ntriusqve pradii  domintis  esse  ceperit,  Lh  ley  10,  tít.  i.o  del  mismo  libro, 
añade:  Nemo  ipse  sibi  servitutem  dehet\  doctrina  qne  halla  confirmación  en  la 
ley  26,  tít.  2.®  del  mismo:  NuUi  enim  res  sua  servil.  Corroborando  lo  ex- 
poesto,  la  antes  citada  ley  47,  tít.  34,  Partida  3.',  dice:  «La  otra  manera  por 
qne  se  pierde,  es  esta  assi  como  cuando  aquel  cuya  es  la  cosa  que  debe  la  ser- 
vidumbVe  compró  la  otra  en  qne  la  avia  ganado...»  Según  Gutiérrez,  «el 
efecto  de  la  consolidación  es  tal,  que  aunque  se  enajene  después  cualquiera  de 
las  dos  fincas,  no  revivirá  la  servidumbre  á  no  constituirse  de  nuevo  Cuando 
la  confusión  ó  reunión  haya  sido  perpetua,  la  servidumbre,  una  vez  extin- 
guida, no  revivirá  si  no  se  pacta  lo  contrario.  Si  fuese  temporal,  resoluble  ó 
condicional,  euando  los  predios  llegaran  á  separarse  por  esta  causa,  renacerá 
y  vivirá  la  servidumbre»  (4).  Aunque  no  es  confusa  esta  teoría,  nos  parece 
más  clara  la  expuesta  por  Falcón  (2),  que  dice:  ^De  aquí  se  desprende  qne 
cuando  se  consolidan  en  una  sola  persona  el  dominio  del  predio  dominante  y 
del  sirviente,  las  servidumbres  existentes  entre  ellos  desaparecen,  porque  ca- 
recen ya  de  objeto.  Pero  pueden  reaparecer...,  si  el  propietario  conserva  en  el 
predio  dominante  los  signos  antiguos  de  la  servidumbre,  y  enajena  el  predio 


(1)  Autor  citado,  tomo  2.*,  pá«.  591 

(2)  Tomo  2.*,  Tpkg.  191. 
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sirviente,  sin  borrar  ni  hacer  deeapareeer  aquellos  signos  7  sin  hacer  rennncia 
expresa  de  ia  servidamhre  en  el  lítalo  traslativo  de  dominio.» 

El  segando  caso  de  extinción  es  el  no  aso  dorante  veinte  anos.  El  derecho 
romano  exigía  que  la  servidumbre  se  asara  en  el  tiempo  qae  debía  serlo, 
paes  el  aso  fuera  de  tiempo  se  conceptuaba  como  no  uso.  Goyena  cita  el  caso 
de  la  ley  4.^,  tít.  6.^,  libro  8.^  del  Digesto,  de  uno  que  teniendo  el  uso  de 
aguas  por  las  noches,  no  lo  usó  sino  de  día,  ocurriendo  que  perdió  la  primera 
y  no  ganó  la  segunda.  Noetumam  serviíuíem  amissit  qua  wíit  non  etU  ídem 
est  in  eo  qui  certU  hori*  aqumduetum  hahens  aliis  utus  fuerü  ne  uüa  parte 
ca'reum  horarum.  Del  mismo  modo  que  el  uso  nos  lleva  á  la  prescripción  afir- 
mativa, el  no  uso  nos  lleva  á  la  prescripción  negativa,  por  la  que  nos  libramos 
de  una  carga.  Las  leyes  de  Partida  hicieron  distinción  entre  las  servidumbres 
urbanas  y  rúnticas,  y  entre  las  continuas  y  discontinuas,  á  todas  las  que  so- 
mete el  Código  á  la  disposición  general. 

El  caso  tercero  habla  de  la  destrucción  de  los  predios,  siendo  may  opor- 
tuna la  salvedad  de  que  si  llega  el  caso  de  poder  utilizarse  la  servidamhre,  es 
necesario  contar  si  ha  transcurrido  ó  no  el  plazo  necesario  para  la  prescrip- 
ción, pues  en  ese  caso  no  podría  renacer  por  tener  que  resolverse  la  cuestión 
en  pro  de  la  libertad  del  predio.  La  destrucción  del  predio  la  estiman  las  le- 
yes de  Partida  como  causa  de  extinción,  y  así  lo  evidencia  la  ley  S5;  pues  si 
bien  habla  del  usufructo,  no  debe  perderse  de  vista  que  para  aquellas  leyes 
era  servidumbre  personal.  Este  caso  también  lo  comprendía  el  proyecto  de  4854, 
y  en  los  tres  expuestos  daba  por  terminados  los  modos  de  extinguirse  las  ser» 
vidumbres. 

El  cuarto  caso  qae  nuestro  artículo  comprende,  es  el  de  espirar  el  término 
convenido  por  llegar  el  día  ó  cumplirse  la  condición,  y,  naturalmente,  como 
entonces  no  está  la  servidumbre  constituida  á  perpetuidad,  sino  temporalmente, 
al  realizarse  el  hecho  ó  llegar  el  día  que  le  pone  fin,  la  servidumbre  deja  de 
existir. 

El  caso  quinto  es  la  renuncia  del  dueño  del  predio  dominante.  Siendo  ob 
derecho  á  favor  de  su  predio,  puede  hacer  abstracción  de  su  uso  y  dejarlo  en 
favor  de  el  del  sirviente,  que  desde  aquel  instante  recobra  su  libertad. 

El  último  caso  que  el  Código  enumera,  es  la  redención  convenida  entre  el 
dueño  del  predio  dominante  y  el  del  sirviente.  Si,  efectivamente,  se  conviene 
así,  y  la  redención  se  efectúa,  también  recobra  su  libertad  el  predio  sirviente. 
Debemos  manifestar  que  la  extinción  de  servidumbres  debe  hacerse  cons- 
tar en  el  Registro  de  la  propiedad  del  mismo  modo  que  su  constitución,  esto 
es,  á  continuación  de  las  inscripciones  respectivas  de  los  predios  sirviente  y 
dominante,  en  las  que  debe  constar  respectivamente  la  carga  y  el  derecho. 
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Api.  547.  La  forma  de  prestar  la  seryidumbre  pue- 
de prescribirse  como  la  servidumbre.misma,  y  de  la  misma 
manera. 

Art.  &f  9.  Si  el  predio  dominante  perteneciera  á  va- 
rios en  común,  el  uso  de  la  servidumbre  hecho  por  uno 
impide  la  prescripción  respecto  de  los  demás. 


^: 


*£  expresa  el  arL  547  como  el  546  del  proyecto  de  4851,  y  aanqne  la  re- 
dacción del  precepto  oo  ofrece  dada,  Goyena  lo  explica  por  medio  de  ejem- 
plos qqe  lo  hacen  samamente  comprensible.  Dice:  «Si,  paes,  teniendo  ya  el 
derecho  de  abrir  tres  ventanas  en  la  pared  del  vecino,  he  abierto  caatro,  al 
cabo  de  treinta  años  (I)  adquiriré  por  la  prescripción  an  aumento  de  esta  ser- 
vidambre  que  es  continua  y  aparente:  si  no  he  abierto  sino  dos,  á  la  voelta 
-de  los  mismos  treinta  anos  no  podré  abrir  ya  la  tercera.  Pero  si  tengo  el  de- 
recho de  pasto  para  mi  ganado  en  el  prado  vecino  un  día  á  la  semana,  y  lo 
llago  pacer  todos  los  días,  no  podré  prescribir  este  aumento  por  ser  una  .«er- 
vidombre  discontiopa  que,  no  pudieiído  adquirirse  por  preseripeióB,  tampoco 
puede  aumentarse  por  la  misma.» 

En  su  lugar  oportuno  dijimos  que  la  servidumbre  era  indivisible,  y  por  lo 
tanto  nadie  podía  obsten tar  parte  de  ese  derecho.  Cualquiera  de  los  condue- 
ños del  predio  dominante  que  la  use,  la  ns^  en  su  totalidad  y  plenitud,  pues 
no  puede  decirse  que  lo  efectúa  en  la  parte  correspondiente  á  su  participación 
en  el  predio;  pues  eso  sería  un,  imposible  físico,  á  más  de  serlo  en  el  orden 
legal. 

£s  importantísima  la  Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros 
de  16  de  Marzo  de  4884,  que,  si  bien  se  refiere  á  la  prescripción  de  la  acción- 
hipotecaria,  su  doctrina  es  aplicable  á  la  prescripción  de  todos  los  graváme- 
nes. Por  ella  se  declara  que  el  Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  4880  no  es  apli- 
cable á  los  derechos  extinguidos  por  prescripción,  mientras  ésta  no  se  declare 
por  los  Tribunales,  porque  el  Real  decreto  mencionado  se  refiere  á  los  dere- 
chos que  se  extinguen  por  declaración  de  la  ley,  ó  cuya  caducidad  resulta  de 
las  mismas  escrituras,  de  donde  se  infiere  que,  no  pudiendo  aparecer  de  tas 
últimas  el  derecho  de  la  prescripción,  hay  que  determinar  si  ésta  extingue  los 

(I;     Dabe  tenerse  en  cuenta  que   ese  era  el  plaxo  se&alado  en   el  Proyecto 
•de  1851. 
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deredwM  por  el  solo  ministerio  de  la  ley,  ó  es  oeeesaría  tdemás  U  declaración 
de  los  Tribonales;  y  si  bien  la  acción  hipotecaria  se  extingue  por  la  pri>scríp- 
ción,  y  por  lo  tanto,  ona  vez  declarada  ésta,  cadaca  asimismo  el  derecho  ins- 
crito independientemente  de  la  voluntad  de  loa  interesados,  para  que  esto 
tenga  logar  es  preciso  que  se  pruebe  el  transcorso  del  término  legal,  y  que 
éste  no  ha  sido  interrumpido,  hecho  cuya  apreciación  incumbe  á  los  Tribuna- 
les de  justicia. 


CAPÍTULO  II 

X>e  lae  serviduinbres  légrales. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DI8P08IOIOKS8  GBNERALKfi 


Art.  1^49.  Las  servidumbres  impuestas  por  la  ley 
tienen  por  objeto  la  utilidad  pública  ó  el  interés  de  loe 
particulares. 

.%  rt.  5ftO.  Todo  lo  concerniente  á  lai9  servidumbrefl 
establecidas  para  utilidad  pública  ó  comunal,  se  regirá 
por  las  leyes  y  Reglamentos  especiales  que  las  determi» 
nan,  y,  en  su  defecto,  por  las  disposiciones  del  presente 
titulo. 

i%rt.  551.  Las  servidumbres  que  impone  la  ley  en 
interés  de  los  particulares»  ó  por  causa  de  utilidad  priva- 
da, Be  regirán  por  las  disposiciones  del  presente  titulo,  8in 
perjuicio  de  lo  que  dispongan  las  leyes ,  reglamentos  j 
ordenanzas  generales  ó  locales  sobre  policía  urbana  6 
rural. 

Estas  servidumbres  podrán  ser  modificadas  por  conve- 
nio de  los  interesados  cuando  no  lo  prohiba  la  ley  ni  re- 
sulte perjuicio  á  tercero. 


i 
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O  taiisfecha  la  ley  con  establecer  las  relaciones  de  los  Individoos  entre 
8i\  y  regular  los  derechos  resaltantes  de  esas  mismas  relaciones,  estiende  sq 
protección  á  otros  intereses  de  orden  distinto,  pero  qoe  están  en  analogía  in- 
tima con  los  de  los  particolares. 

Sentado  como  prinsipio  qae  la  servidumbre  es  indispensable  para  el  labo- 
reo y  aprovechamiento  de  los  predios,  se  deduce  con  facilidad  qae  más  indis- 
pensable ha  de  ser,  aan  coando  el  beneficio  qae  prodaee  su  constitación  ó  es- 
tablecimiento redonda  en  beneficio  general.  No  podían,  por  lo  tanto,  ser  im- 
puestas estas  servidumbres  por  la  convención.  No  podía  abarcar  el  pacto  de 
dos  individuos  materias  que  estuviesen  fuera  de  su  esfera  de  acción,  y  por  lo 
lo  mismo,  sólo  la  ley  era  la  que  podía  estatuir  lo  neeesario  respecto  á  la  uti- 
lidad pública,  sin  desatender  los  derechos  privados.  Por  esa  razón  comprende 
auibos  extremos  el  art.  5i9,  sin  qoe  se  excluyan  ambos  intereses;  por  el  con- 
trario, pueden  vivir  y  viven  perfectamente  hermanados  sin  invadir  su  esfera 
de  acción  respectiva^  valiéndose  el  legislador  de  la  indemnización  como  me- 
dio de  compensar  los  perjuicios  que  se  experimenten  y  los  qoe  puedan  oca- 
sionarse. 

A  medida  que  crece  el  número  de  los  servicios  públicos,  aumenta  el-  de 
servidumbres  por  demandar  aquéllos  mayores  sacrificios  á  los  individuos. 
Estas  servidumbres,  que  son  materia  del  derecho  administrativo,  convienen 
con  las  particolares  en  cuanto  limitan  el  dominio  de  los  predios  sobre  qoe  re- 
caen; pero  se  diferencian  esencialmente  de  ellas  en  cuanto  son  ó  pueden  ser 
activas.  Siendo  ana  modificación  positiva  de  la  propiedad,  nacen  aun  sin  con- 
sentimiento de  los  dueños;  la  ley  las  impone  con  un  fin  de  utilidad  pública,  y 
aunque  consisten  una  vez  en  abstenerse,  otra  en  permitir,  tienen  de  particu- 
lar que,  en  ocasiones,  llevan  consigo  la  obligación  de  hacer,  como  sucede 
cuando  se  mandan  pUntar  árboles  en  un  terreno  pendiente  sobre  un  camino, 
ó  para  precaver  los  daños  de  una  corrieule  impetuosa. 

No  vamos  á  explicar  una  por  una  todas  las  servidumbres  legales,  pues  ya 
hemos  dicho  que  sen  tantas  como  exige  el  desenvolvimiento  de  los  intereses 
generales;  pero  daremos  idea  de  algunas  para  su  fácil  inteligencia. 

SanvioinuiaBS  legales  de  utiudad  pública  ó  coiíaNAL.— 4.*  Para  seg^ 
ridaddel  Estadb. — ^Existen  las  zonas  militares  y  marítimas;  dentro  de  la^^ 
primeras,  ó  sea  al  lado  de  castillo,  cuartel,  plaza  fuerte,  etc.,  no  se  puede 
plantar  ni  edificar;  dentro  de  las  segondas,  puede  el  Estado  prohibir  la  pe&ca 
y  apresar  el  contrabando,  pues  los  límites  del  Estado  son  los  de  la  zona,  que 
por  Real  cédaki  de  47  de  Diciembre  de  4780,  confirmada  por  resolucioaes  pos- 
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tenores  y  por  el  Real  decreto  de  SO  de  Janio  de  1852,  m  fijó  en  dos  leguas,  ó 
sean  seis  millas. 

t.»  Zona  marííimo-terrestre.—fX  salvamento  de  las  personas  y  cosas  e» 
de  interés  general:  de  aqnt  la  servídombre  consignieote,  extensiva  á  la  vigi- 
lancia del  litoral  marítimo,  y  se  encnenlra  establecida  en  la  ley  de  Paertosd« 
7  de  Mayo  de  1830. 

3.*  Aguas, —\a  ley  especial  ofrece  varios  ejemplos  de  servidumbres  para 
la  olilidad  pública:  acaedacto  para  la  conducción  de  aguas  destinadas  á  al- 
gún servicio  público;  abrevadero  y  saca  de  aguas  en  favor  de  una  población 
ó  caserío;  camino  de  sirga,  y  demás  inherentes  á  los  predios  riberefios. 

4/  CarreUras.—Son  éstas,  bienes  de  dominio  y  uso  público,  pues  están 
comprendidas  en  el  concepto  genérico  de  caminos.  Para  que  respondan  á  su 
objeto  y  no  se  dificulte  la  realizad  'tn  de  éste,  la  ley  establece  diferentes  pro- 
hibiciones constitutivas  de  otras  tanUs  servidumbres  contenidas  en  el  Regla- 
mento de  49  de  Enero  de  4867;  prohibición  á  los  dueños  de  las  tierras  colin- 
dantes con  el  camino  de  impedir  el  libre  curso  de  las  aguas  con  zanjas,  cal- 
zadas ó  elevando  el  t<'rreno;  prohibición  de  depositar  materiales  de  construc- 
ción, tierras,  abonos,  miéses  ú  otro  objeto  cualquiera  sobre  el  camino,  colgar 
ó  tender  en  él^  etc. 

5.^  Zona  de  ferrocanHles,  -  Los  caminos  de  hierro,  exigen  de  igual  modo 
que  los  caminos  ordinarios,  el  establecimiento  de  determinadas  restricciones 
que  aseguren  y  faciliten  la  realización  de  su  objeto.  Las  servidumbres  en  fa- 
vor de  los  ferrocarriles  son  muchas  é  importantes,  y  les  son  aplicables  todas 
las  relativas  á  carreteras,  las  de  prohibición  de  ciertas  construcciones  á  deter- 
minadas distancias,  etc.,  que  figuran  en  la  ley  de  29  de  Noviembre  de  4877  y 
Reglamento  de  8  de  Septiembre  de  4878. 

6.*  2Vaitoia/.— Este  medio  de  locomoción  está  equiparado  á  los  ferroca- 
rriles; se  rige  por  su  ley  especial  de  24  de  Mayo  de  4878,  y  ocasionando  la 
expropiación  forzosa  como  servicio  establecido  en  favor  de  la  generalidad,  da 
lugar  también  i  determinadas  servidumbres^  propias  de  su  naturaleza  y  de  su 
tráfico. 

7.*  Via  peeaaria. — El  art.  570  confirma  la  subsistencia  de  las  servidum- 
bres de  paso  para  ganados  que  se  comprende  en  el  concepto  genérico  de  vías 
pecuarias,  las  cuales;  así  como  los  abrevaderos  y  descansaderos,  han  sido  de- 
clarados bienes  de  dominio  público  por  el  art.  43  del  Real  decreto  de  48  de 
Agosto  de  4891,  relativo  á  la  Asociación  general  de  Ganaderos. 

8.^  Montes, — Respecto  á  éstos,  hay  servidumbres  de  utilidad  pública— las 
establecidas  en  pro  de  los  montes  públicos— y  para  la  utilidad  privada— las 
consignadas  á  favor  de  montes  privados  y  servidumbres  comunes  á  éstos  y  á 
los  públicos,— como  se  desprende  de  las  Ordenanzas  de  22  Diciembre  de  4833. 
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9>  Minas. — La  explotación  de  éstas  origina  servidumbres  de  ntílidad  pú- 
blica y  de  utilidad  privada,  según  el  fondo,  en  consideración  al  cnal  se  esta- 
iilecen»  como  lo  prneba  el  art.  JS  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Jnlio  de  4859. 

40.  Telél/'0nai,'—lA  explotación  de  este  moderno  invento  ba  determinado 
el  nacimiento  de  ana  nueva  servidumbre  de  carácter  público  por  su  objeto, 
pues  el  Real  decreto  de  S  de  Enero  de  4891  declara  qoe  este  servicio  se  cons^i- 
dera  público  para  los  efectos  de  la  expropiación,  servidumbre  y  cuanto  se  re- 
bcione  con  la  propiedad  particular. 

4 1  •  Ocupaciones  temporales. — Admitidas  por  el  Código  las  servidumbres 
temporales,  cabe  también  considerar  como  tales  las  ocupaciones  temporales 
para  los  objetos  que  expresa  el  art.  65  de  la  ley  de  Expropiación  forzosa  de 
40  de  Enero  de  4879,  el  62  del  Reglamento  de  40  de  Marzo  de  4884,  y  el  €4, 
65  y  67  del  de  49  de  Febrero  de  1894.  Estas  varias  ocupaciones  consisten  en 
un  uso  de  la  sustancia  de  la  cosa  ajena,  y  desde  este  punto  de  vista  son  servi- 
dumbres. 

SsaviDUMBaBS  lbgalks  db  interés  PBivADo.—Son  las  que  impone  la  ley 
en  interés  de  los  particulares,  ó  do  una  causa  de  utilidad  pública,  ó  sea  todas 
las  estableoidas  en  eonsideración  á  un  predio  de  dominio  privado,  y  las  cons- 
tituidas á  favor  de  personas  ciertas  y  determinadas,  no  en  pro  de  la  colecti- 
vidad; y  se  rigen  por  las  disposiciones  del  Código,  y,  en  su  defecto,  por  su 
ley,  reglamentóla  ordenanzas  especiales. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DS  LA8  BXBVIBUMBRBB  EN  ICATBBIA  DB  AQUAB 


Art.  65lt.  Lo6  predioB  inferiores  están  sujetos  á  re< 
dbir  las  aguas  que  naturalmente  y  sin  obra  del  hombre 
desciendan  de  los  predios  superiores,  asi  como  la  tierra  ó 
piedra  que  arrastran  en  su  curso. 

Ni  el  dueño  del  predio  inferior  puede  hacer  obras  que 
impidan  esta  servidumbre,  ni  el  del  superior  obras  que  la 
agraven. 


246.    No  se  infringe  este  articulo  del  Código,  cuando  no  se  trate 
en  el  pleito  de  daños  y  perjuicios  derivados  de  la  servidumbre  ne- 
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'cesaría  de  recibir  el  predio  inferior  las  aguas  que  naturaimetite 
•  desciendan  de  los  predios  superiores  y  la  piedra  ó  tierra  que  arras- 
tren en  su  curso,  sino  de  daños  causados  por  hechos  ú  omisiones 
dal  dueño  de  aquellos  que  agravan  la  servidumbre  expresada,  de 
ln8  cuales  debe  responder;  estando  inspirada  esta  disposición  en  el 
principio  jurídico  de  que  si  bien  el  dueño  de  una  cosa  puede  hacer 
en  ella  lo  que  á  bien  tenga,  esta  facultad  no  es  tan  absoluta  que  le 
permita  lesionar  derechos  de  un  tercero. — S.  22  Abril  92. — G.  5 
Agobio, 


í 


AKKCÍA  n&toraU  ó  que  toda  Ja  ley  de  Agoas  formase  parte  integrante 
del  Código,  ó  qae  éste  empezase  manifestando  caáiea  servidombrea  reconoce 
en  maleria  de  agnaa. 

Aquella  ley  estima  qae  son  cinco,  á  saber:  n^urulef^  de  acusduetús  di  r#- 
tribo  depresa^  de  abrevadero  y  de  camino  de  sirga.  Conocido  el  número  y  nom- 
bre de  ellas,  pnede  comenzarse  «a  estodio,  y  al  efecto  diremos  qoe  la  que  men* 
clona  el  art.  552  del  Código,  pertenece  á  la  clase  de  naturales.  Pero  et  tan  la- 
cónico el  texto  del  artículo,  encierra  dentro  de  límites  tan  estrechos  los  debe- 
res de  los  dueños  de  los  predios  superior  é  inferior,  y  particularmente  \o%  de 
éste,  que  parece  como  que  no  tiene  otro  remedio  que  sufrir  las  aguas  y  con 
ellas  las  tierras  y  piedras  que  desciendan  del  predio  superior. 

La  confíguración  del  terreno,  obra  de  la  naturaleza,  asf  lo  indica;  pero  sin 
dejar  de  cumplir  con  la  ley  física,  se  requiere  algo  más  que  el  artículo  no  dice* 
No  basta,  en  nuestro  concepto,  que  exprese  que  se  refiere  á  las  aguas  que  des- 
ciendan sin  obra  del  hombre;  es  menester  que  este  hombre,  ^  sea  el  dueño  <1et 
predio  superior,  ponga  de  su  parte  todos  los  medios  necesarios  para  impelir 
el  mal,  pues  de  lo  contrario,  deberá  responder  de  los  daños  y  perjuicios  ^lae 
se  originen  por  su  incuria  ó  falta  de  cuidado  Tal  ocurriría  si  las  aguas  conte- 
nidas en  dique  ó  presa  para  servir  de  motor  á  un  molino  situado  en  predio  su- 
perior, se  rompiese  la' presa  por  la  misma  presión  de  las  aguas  sin  obra  del 
hombre^  é  inundase  el  campo  inferior.  Tal  ocurriría  si  no  rompiéndose  la  presa 
hiciere  algún  laboreo  que  sirviese  de  base  á  una  fabricación  en  donde  em- 
pleare sustancias  nocivas  que  el  agua  arrastrase,  y  secara  la  cosecha  del  pre- 
dio inferior.  Tal  ocurriría,  en  fío,  si  no  teniendo  limpio  y  abierto  el  cauce  por 
donde  debía  discurrir  el  agua,  se  desbordase  ésta  ocasionando  daño;  y  siempre 
que  tenga  lugar  un  accidente  en  que  la  obra  del  hombre  para  producirlo  no 
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«parezca,  pero  sí  la  falta  de  obra  del  hombn  para  evitarlo,  conceptaamos  pro- 
oedeate  la  indeabnización  de  perjoieios. 

El  segando  párrafo  del  citado  art.  652  impide,  tanto  á  an  dueño  eomo  al 
otro,  hacer  obras  que  destruyan  ó  agraven  la  servidumbre;  pero  esta  prohi- 
bición no  alcanza  á  la  coDstracci<yn  de  muros,  malecones  y  defensas  que  tien- 
dan, ó  á  suavizar  el  curso  de  las  aguas,  ó  á  disminuir  los  efectos  del  mal  que 
pudieran  producir. 

Lo  mismo  prescribe  el  art.  48i  del  Proyecto  de  4851,  y  la  doctrina  de  que 
el  predio  inferior  sea  sirviente  del  superior  en  esta  servidumbre,  procede  de  la 
ley  2.*,  tít.  3.^,  libro  39  del  Digesto:  Tria  suiUper  ciub  inferior  locut  tupe- 
riori  servil;  Ux,  natura^  loci  et  vetustas  gua  semper  pro  lege  habetur.  Las  te- 
yes  de  Partida  también  trataron  de  este  punto,  eomo  lo  demuestra  la  44,  tít.  3li, 
Partida  3.^:  «Ca  magtter  corra  el  agua  de  la  heredad  que  está  más  alta  en  la 
que  está  más  baja,  ó  desciendan  piedras,  ó  tierra,  por  movimiento  de  las  ag«aa» 
ó  en  otra  manera  que  non  sea  fecho  maliciosamente  por  mano  de  ornes,  é  fa- 
gan y  daño,  non  es  culpado  aquel  cuya  es  la  heredad  que  está  más  alta,  níii 
es  tenudo  de  lo  pechar...»  Hasta  aquí,  eomo  se  ve,  el  art.  55S  es  conforme 
een  nuestro  derecho  antiguo,  y  no  nos  ezplicamos  cómo,  teniendo  tan  hon- 
roso abolengo,  no  tomó  también  de  la  legislación  secular  todo  aquello  que 
hemos  echado  de  menos  respecto  á  la  indemnización  que  debe  hacer  el  dueño 
del  predio  superior  al  inferior,  cuando  ha  habido  por  su  parte  falta  de  cuidado 
para  prevenir  el  mal,  siendo  asi  que  la  ley  45  siguiente,  dice:  «Corriendo  agua 
por  heredad  de  machos,  magfier  ningnno  dellos  non  ficiesse  labor  porque  la 
estancasse,  si  el  agua  por  si  naturalmente  lo  ficiesse  allegando  fustes,  ó  cieno, 
ó  piedra,  ó  otra  cosa  cualquier,  poco  á  poco,  de  manera  quedestajasse  el  agua, 
é  la  sacasse  del  lugar  por  do  eolia  correr  (4),  si  por  este  destajamiento  se  sin- 
tiesse  algún  vecino  por  agraviado  é  por  perdidoso  ptiede  apremiar  á  aquél  en 
cuya  heredad  fizo  el  agua  estanco  que  faga  de  dos  cosas  la  una,  ó  que  lo  alim- 
pie  é  abra  aquel  lugar  por  do  solia  correr  el  agua,  é  la  faga  ir  por  donde  so- 
lía, ó  que  lo  deje  á  él  fazer.  E  aquel  cuya  fuere  la  heredad,  tenudo  es  defazer 
la  tma  de  estas  dos  cosas  magiüer  lum  quiera,. .tí  La  ley  le  encierra  en  la  dt.<i- 
ynntiva  de  hacerlo,  ó  permitir  que  lo  haya  el  dueño  del  predio  superior,  y 
supone  que  ambos  dueños  están  á  la  vista  de  los  predios,  y  que  el  uno  hace  la 
petición  al  otro;  caso  nada  común,  porque  de  tener  lugar  la  inundación,  am- 
bos acudirían  á  evitar  sus  estragos;  pero  en  la  esfera  del  derecho  expone  per- 
fectamente lo  que  uno  puede  exigir  y  el  otro  tiene  el  deber  de  conceder.  Mas 
si  los  dueños  no  estuviesen  presentes,  y  tuviesen  noticia  de  la  inundación  por 
aus  estragos,  y  se  viese  dónde  tuvo  lugar  el  atajamiento  del  agua,  y  que  éste 

(1)     Como  86  T»,  no  ontra  pars*  nada  la  mano  del  hombre. 
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era  producido  por  llilu  de  limpieza  del  eaüce  en  el  predio  soperior,  ¿cóm» 
negar  á  sq  dueño  el  deber  de  indemnizar  los  perjaieioa  qoe  sa  incaria  prodojoT 
Por  fortona,  la  ley  de  Aguas  suple  la  deficiencia  del  artículo,  pues,  como  dice 
Falcan:  cen tendido  el  precepto  como  lo  consigna  el  Código,  sin  la  explicación 
que  adiciona  la  ley,  induciría  á  errores  graves  acerca  de  las  facultades  que 
asisti-n  á  los  dueños  de  los  predios  inferiores  y  en  o^ien  á  las  obligacionea 
que  la  ley  les  impone». 


Art.  Aü^S.  Las  riberas  de  los  rioe,  aun  cuando  sean 
de  dominio  privado,  están  sujetas  en  toda  su  extensión  y 
sus  márgenes,  en  una  zona  de  tres  metros,  á  la  servidum- 
bre de  uso  público  en  interés  general  de  la  navegación,  la 
fioteición,  la  pesca  y  el  salvamento. 

Los  predios  contiguos  á  las  riberas  de  los  ríos  navega- 
bles  ó  flotables  están  además  sujetos  á  la  servidumbre  de 
camino  de  sirga  para  el  servicio  exclusivo  de  la  navega* 
ción  y  flotación  fluvial. 

Si  fuere  necesario  ocupar  para  ello  terrenos  de  propio* 
dad  particular,  procederá  la  correspondiente  indemniza* 
ción. 

Airt.  554.  Cuando  para  la  derivación  ó  toma  de 
aguas  de  un  río  ó  arroyo,  ó  para  el  aprovechamiento  de 
otras  corrientes  continuas  ó  discontinuas,  fuere  necesario 
establecer  una  presa,  y  el  que  haya  de  hacerlo  no  sea 
dueño  de  las  riberas  ó  terrenos  en  que  necesite  apoyarla,, 
podrá  establecer  la  servidumbre  de  estribo  de  presa^  pre- 
via la  indemnización  correspondiente. 

Art.  555.  Las  servidumbres  forzosas  de  saca  de  agua 
y  de  abrevadero  solamente  podrán  imponerse  por  causa 
de  utilidad  pública  en  favor  de  alguna  población  ó  case- 
río, previa  la  correspondiente  indemnización. 

ilri.  550.  Laa  servidumbres  de  saca  de  agua  y  de 
abrevadero  llevan  consigo  la  obligación  en  los  predios 
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flirvientes  de  dar  paso  á  personas  y  ganados  hasta  el  panta 
donde  hayan  de  utilizarse  aquéllas,  debiendo  ser  extei^- 
sivii  á  este  servicio  la  indemnización. 


g 


OKCUSRDA  el  art.  553  con  los  36  y  4 4i  de  la  referida  ley  de  Agaai, 
coya  ley  nos  define  lo  qae  se  entiende  por  ribera  y  lo  qoe  es  margen»  lo  enal 
es  moy  conveniente  conocer  para  poder  aplicar  con  acierto  la  disposición 
del  Código*  Ribera  es  la  porción  de  canee  que  dejan  al  descubierto  las  agnas 
en  sn  escanao,  mientras  qoe  las  márgenes  son  las  fajas  de  terreno  que  en  am- 
bos lados  del  río  tienen  nna  anchara  de  tres  metros,  contados  desde  el  limite 
de  las  riberas. 

La  servidumbre  de  sirga  de  que  también  ha^e  mención  el  artículo,  con- 
siste en  una  faja  de  terreno  de  uno  ó  dos  metros  de  anchura,  según  sirva  para 
el  paso  de  personas  solamente,  ó  de  animales  que  auxilian  y  prestan  servicio 
á  la  navegaeión  ó  flotación.  Esta  servidumbre  se  impone  por  la  Administia- 
ción,  con  declaración  previa  de  ser  el  rio  navegable  ó  flotable,  y  cuando  se 
ocapan  terrenos  de  propiedad  particular  para  la  constitución  de  la  servidum- 
bre, se  hace  necesaria  la  indemnización. 

De  las  primeras  servidumbres  de  márgenes  hay  ejemplos,  en  tender  re- 
des, clavar  estacas  para  el  amarre  de  Í>arcas,  etc.;  de  las  de  sirga,  los  hay  in- 
nomerables  en  la  orilla  del  Tajo,  el  Guadalquivir,  el  Guadalmiar  y  el  Segura» 
qoe  nacen  en  la  Sierva  de  este  nombre,  y  sólo  por  ellos  se  hace  la  conducción 
de  maderas,  que  no  podrían  ser  extraídas  en  otra  forma  de  tan  accidentado 
terreno,  teniendo  en  coenta  la  magnitud  de  algunos  pinos  qoe,  flotando,  son 
fácilmente  conducidos. 

Gomo  la  legislación  de  aguas  es  especial  y  reviste  un  carácter  gennina- 
mente  administrativo,  de  ahí  que  no  todos  los  Códigos  comprendan  las  dispo- 
siciones sobre  la  materia. 

El  art.  554  es  la  síntesis  de  lo  dispuesto  en  los  40t  al  106  de  la  citada  ley 
de  Aguas.  Por  él  se  establece  la  servidumbre  de  estribo  deprsta,  y  acerca  de 
ella  es  bastante  lacónito  el  Código.  Como  se  vé,  esta  servidumbre  consiste  en 
apoyar  sobre  predios  ajenos  la  presa,  para  elevar  el  nivel  de  las  aguas  y  po- 
der realizar  el  aprovechamiento.  La  ley  de  Aguas  la  hace  extensiva  á  la  cons- 
trucción de  nna  parada  ó  partidor  de  las  agnas  para  el  riego  de  fincas.  En 
todo  caso,  deberá  ser  indemnizado  el  dueño  del  predio  ó  predios  que  se  oca- 
)Kin  para  la  eonktítodón  ó  establecimiento  de  la  servidumbre. 

Noestro  art  553,  qoe  es  expresión  fiel  del  4  47  de  la  ley  de  Aguas,  con- 
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tiene  el  principio  de  qne  el  bien  particalar  qaeda  pospuesto  á  U  utilidad  pú* 
bliea. 

Cs  lógica  la  prescripción  del  art.  556,  poes  no  siendo  ntilisable  el  abreva- 
dero sin  qae  exista  paso  para  llegar  á  él,  no  podría  estimarse  constituida 
la  servidumbre  sin  esta  otra  circunstancia;  pero  como  el  paso  supone  per- 
juicios, tiene  qne  ser  también  materia  de  indemnización,  obrando  en  esta 
parte  el  Código  de  acuerdo  con  el  art.  409  de  la  ley  de  Aguas.  Con  motivo 
de  esla  servidumbre,  dice  Falcón  (1):  «Pero  sólo  cuando  la  necesidad  sea  real 
y  verdadera  estarán  bien  justificadas  las  servidumbres.  Por  eso  no  se  impo- 
nen por  autoridad  privada,  sino  por  autoridad  pública  y  después  que  en  ex- 
pediente administrativo  se  prueba  cumplidamente  aquella  necesidad.  Aun  así, 
la  ley  de^Aguas  exceptúa  de  esta  clase  de  servidumbres  los  poios  ordinarios, 
las  cisternas,  los  algibes  y  los  edificios  y  terrenos  cercados  de  pared,  porque 
para  imponerlas  sería  preciso  obligar  á  sus  dueños  á  abrir  los  cercados.  Sólo 
en  predios  abiertos  pueden  establecerse  las  servidumbres  de  saca  de  agua  y 
abrevadero.» 


Art.  559.  Todo  el  que  quiera  eervirse  del  agua  de 
que  puede  disponer  para  una  finca  suya  tiene  derecho  á 
hacerla  pasar  por  los  predios  intermedios  con  obUgación 
de  indemnizar  á  sus  dueños,  como  también  á  los  de  los 
predios  inferiores  sobre  los  que  se  filtren  ó  caigan  los 
aguas. 

Art,  559.  El  que  pretenda  usar  del  derecho  conce- 
dido en  el  articulo  anterior,  está  obligado: 

1.^  A  justificar  que  puede  disponer  del  agua  y  que 
ésta  88  suficiente  para  el  uso  á  que  la  destina. 

2.^  A  demostrar  *que  el  paso  que  solicita  es  el  más 
conveniente  y  menos  oneroso  para  tercero. 

3.^  A  indemnizar  al  dueño  del  predio  sirviente  on  la 
forma  que  se  determine  por  las  leyes  y  reglamentos. 


Art.  550.    No  puede  imponerse  la  servidumbre  de 
acueducto  para  objetos  de  interés  privado  sobre  edificios» 


(1)     Tomo  a.',  pkg,  200. 
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ni  0U8  patios  ó  dependencias,  ni  sobre  jardines  ó  huertas 
ya  existentes. 

Iki^i.  500.  La  servidumbre  de  acueducto  no  obsta 
para  que  el  dueño  del  predio  sirviente  pueda  cerrarl  o  y 
cercarlo,  asi  como  edificar  sobre  el  mismo  acueducto  de 
manera  que  éste  no  experimente  perjuicio  ni  se  imposi- 
biliten las  reparaciones  y  limpias  necesarias. 

Avt.  ftOl.  Para  los  efectos  legales  de  la  servidum- 
bre de  acueducto  será  considerada  como  continua  y  apa- 
rente, aun  cuando  no  sea  oonstante  el  paso  del  agua,  ó  su 
uso  dependa  de  las  necesidades  del  predio  dominante,  6 
de  un  tumo  establecido  por  días  ó  por  horas. 

Apt.  50!S.  El  que  para  dar  riego  á  su  heredad  ó 
mejorarla  necesite  construir  parada  ó  partidor  en  el  cauce 
por  donde  haya  de  recibir  el  agua,  podrá  exigir  que  los 
dueños  de  las  márgenes  permitan  su  construcción,  previo 
abono  de  daños  y  perjuicios,  incluso  los  que  se  originen 
de  la  nueva  servidumbre  á  dichos  dueños  y  á  los  demás 
regantes. 

Art.  ft03.  El  establecimiento,  extensión,  forma  y 
condiciones  de  las  servidumbres  de  aguas  de  que  se  trata 
en  esta  sección,  se  regirán  por  la  ley  especial  de  la  mate- 
ria en  cuanto  no  se  halle  previsto  en  este  Código. 


Y, 


A  tenemot  en  estadio  U'servidambre  de  acnedocto,  que  puede  constílair- 
se  ya  en  interés  público,  y  de  ello  nos  da  maestra  la  ley  de  Agaas,  ya  en  inte- 
rés privado,  como  evidencia  el  Código. 

El  Proyecto  de  4854  la  comprendió  en  sn  art.  496,  y  en  Roma  fné  cono- 
cida,  por  cnanto  Jostiniano  la  define:  ^m  aqua  ducenda  perf%Hdnm  alienum. 
Del  derecho  romano  pasó  á  las  leyes  de  Partida,  y  la  hallamos  consignada  en 
la  4.*  del  tít.  34,  Partida  3.*:  aSirvense  las  heredades  las  anas  de  las  otras-. 


620  CÓDIGO  civil, 

as'fii  como  por  tceqoias,  é  por  los  otros  ciertos  logares  por  do  psssaa  agnas 
para  molinos,  6  para  regar  huertas,  6  las  otras  heredades.  E  por  ende  dezi- 
nios  qae  aqaellos  que  ovierén  tal  servidumbre  en  la  heredad  ajena,  qae  de- 
Yen  guardar  é  mantener  el  canze¿  ó  la  azeqqia^  ó  el  canal,  á  el  caño,  6  el  lo- 
gar por  do  corriere  el  agna,  de  manera  qae  no  se  paeda  ensanchar,  ni  alzar 
nín  abasar,  nin  facer  daño  á  aqael  por  coya  heredad  paseare.  E  si  fuere  cauze 
por  do  vaya  agua  á  algund  molino,  ó  acequia  para  regar  huertas,  ó  otra  he- 
redad, debenla  mantener  é  guardar  con  estacadas,  non  metiendo  cantos  que 
embarguen  la  heredad  agena.  E  si  menor  agua  fuere,  devenia  traer  por  aradu- 
zes  de  tierra  ó  por  caños  de  plomo  so  tierra;  de  manera  que  ellos  se  puedan 
aprovechar  del  agua,  é  los  otros  por  cuyas  heredades  entrare,  non  finquen 
perdidosos,  nin  agraviados,  por  labor  que  fagan  nuevamente  en  aquellos  lu- 
gares por  do  corre  el  agua  ó  por  mengua  dellos.» 

En  esta  ley  encontramos  el  principio  de  la  indemnización  como  consecuen- 
cia de  la  obligación  que  tiene  el  dueño  del  agua  para  con  los  predios  sirvien- 
tes; en  los  comentarios  á  los  transcritos  artículos,  seguiremos  ocupándonos 
de  esta  servidumbre,  aunque  en  donde  se  trata  con  toda  la  amplitud  necesaria, 
es  en  la  ley  de  Aguas,  y  se  encuentran  las  excepciones  que  pueden  alegar  los 
dueños  de  los  predios  sirvientes  para  oponerse  á  que  se  constituya  la  servi- 
dumbre; las  otras  servidumbres  que  lleva  anejas,  la  forma  que  habrán  de  tomar 
y  las  obligaciones  recíprocas  de  los  dueños  de  los  predios  dominante  y  sir- 
viente. 

Las  dos  primeras  circunstancias  del  art.  558  están  conformes  con  las  dos 
primeras  también  del  art.  500  del  Proyecto  de  4854;  y  en  cuanto  á  la  tercera, 
la  consigna  éste  fijando  la  indemnización  en  el  valor  del  terreno  que  haya  de 
ocuparse  y  un  40  por  400  más.  Exige  asimismo  el  resarcimiento  de  los  daños 
inmediatos,  con  inclusión  del  que  resalte  por  dividirse  en  dos  ó  más  partes 
el  predio  sirviente  y  cualquiera  otro  deterioro. 

Es,  á  nuestro  juicio,  demasiada  exigencia  pedir,  por  la  condición  primera 
del  art.  558  que  nos  ocupa,  que  el  que  pretenda  constituir  la  servidumbre  de 
acueducto  deba  justificar  que  puede  disponer  del  agua,  y  que  ésta  es  suficiente 
para  el  uso  á  que  la  destina.  En  cuanto  á  que  justifique  su  dominio  sobre  el 
agua,  estamos  conformes,  pues  de  no  ser  así,  ¿con  qué  título  había  de  exigir 
la  constitución  ó  establecimiento  de  la  servidumbre?  Mas  en  cuanto  al  se- 
gundo extremo,  ó  sea  que  demuestre  que  el  agua  es  suficiente  para  el  aso 
á  que  la  destina,  no  encontramos  justificada  la  disposición:  ¿qué  puede  im- 
portar al  qoe  ha  de  sufrir  el  gravamen  que  el  agua  abunde  ó  escasee,  que 
tenga  ó  no  bastante  el  que  pretende  constituir  la  servidumbre,  si  riega  poco  ó 
mucho,  ó  si  es  para  un  molino,  qoe  se  mueva  una  sola  piedra  ó  se  muevan 
diez? 
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« 

ComprendemoB  qoe  en  la  servidumbre  de  paso*  que  es  onerosa  bajo  ei  do- 
ble  aspecto  de  ser  gravamen  y  de  ser  necesario  sn  establecimiento,  sin  que 
medie  precio  más  qne  por  los  perjuicios,  que  no  por  el  terreno,  el  dueño  deK 
predio  sobre  que  se  trata  de  constituir  exija  del  señor  del  dominante  que  de> 
muestre  que  no  bay  otro  camino  más  practicable,  más  corto,  más  natural 
para  llegar  á  su  finca;  pero  tratándose  de  la  servidumbre  de  acueducto,  qii« 
implica  siempre  la  indemnización,  ¿quó  justificaciones  ba  de  hacer  ei  dueño 
del  agua  que  lleven  la  tranquilidad  al  ánimo  del  duefto  sirviente,  ni  qué  tiene 
éste  que  ver  con  qne  á  aquél  le  sobre  agua  6  le  falte? 

Lo  mismo  podemos  decir  de  la  condición  segunda,  que  exige  se  demuestre 
qne  el  paso  que  se  solicita  es  el  más  conveniente  y  menos  oneroso  para  tisr- 
cero.  Nosotros  creemos,  por  el  contrarío,  qne  lo  que  debía  demostrar  era  qoe 
la  obra  proyectada  ofrecía  condiciones  de  solidez^  seguridad  para  evitar  que, 
hecha  inadvertida  6  imperitamente,  fuese  necesario  componerla  con  frecuen> 
ciaen  daño  del  constituyente  y  de  los  dueños  de  los  predios  por  donde  pasara 
el  acueducto.  Porque  siendo  el  tercero  indemnizado  y  comprendiendo  la  in- 
demnización, no  sólo  el  valor  del  terreno  expropiado,  sino  los  perjuicios  qne 
se  irrogan,  no  hay  razón  alguna  que  abone  ese  interés  decidido  que  el  Código 
muestra  por  los  predios  sirvientes  en  las  servidumbres  de  acueducto  cuando 
con  la  indemnización  tienen  garantidos  sus  derechos. 

Debe  tenerse  además  én  cuenta  que  la  servidumbre  de  acueducto  es  em* 
blema  ó  símbolo  de  progreso,  y  constituye  el  desarrollo  de  la  agricultura  y 
de  la  industria  de  un  modo  evidente  que  nos  releva  de  toda  prueba,  razón  por 
la  qne  las  leyes  han  debido  y  deben  protegerla,  en  vez  de  rodearla  de  trabas 
y  cortapisas.  Enhorabuena  que  sea  indemnizado  aquel  cuyo  terreno  se  ocupa; 
pero  debe  protegerse  la  iniciativa  individual  en  este  sentido,  pues  aunque  la 
servidumbre  se  constituya  en  beneCcio  de  un  propietario,  repercute  ese  bene- 
ficio en  pro  de  los  intereses  generales.  Si  los  propietarios  manchegos  tuvieran 
agua  corriente  de  donde  derivar  acueductos  para  convertir  en  terrenos  de  re- 
gadío las  extensas  llanuras  de  buenas  tierras  qne  hoy  son  de  secano,  aun 
•  cuando  9l  número  de  servidumbres  excediera  al  de  hectáreas  de  terreno  que 
se  beneficiaran,  aunque  todos  los  predios  fuesen  sirvientes  unos  de  otros,  aun- 
que en  los  respectivos  Registros  no  hubiese  finca  que  en  su  inscripción  no  lle- 
vase el  sambenito  de  la  servidumbre,  ¿qué  habría  perdido  la  Mancha?  ¿(Jué 
habrían  perdido  los  propietarios?  Por  el  contrario,  éstos,  mejorando  la  condi- 
ción del  suelo,  aumentarían  su  valor,  acrecerían  sus  productos,  y  el  Esta«Jo 
se  encontraría  con  un  evidente  aumento  de  matería  contributiva.  La  pruoba 
de  ello  es  que  lo  único  bueno  que  en  España  se  conoce  en  materia  de  agricul- 
tura es  debido  á  los  acueductos  del  tiempo  de  las  dominaciones  romana  y 
árabe.  La  huerta  de  Valencia  y  la  vega  de  Granada  son  elocuente  muestra  de 
ello. 
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Asi  eomo  no  etUmos  eonformes  con  tanta  cireonstUineia  como  exige  el  ar- 
ttmlo  658,  el  559  qne  nos  oeopa  lo  encontramos  jostificado.  La  constitnción 
de  la  servidntnbre  de  acoedocto  pata  beneficiar  una  finca,  si  siempre  es  lauda- 
ble, no  debe  al«^nzar  á  prodncir  nnos  males  segaros  ante  la  espeetativa  de 
unos  provechos  probables.  Aquí  no  basta  que  se  indemnice:  aqaf  para  consti- 
tQtr  una  servidombre  de  ese  género  hay  qoe  destruir  lo  ya  creado,  y  si  debe 
protegerse  la  inicíatíva  indíTÍdoal,  que  tiende  á  mejorar  lo  soyo,  por  idéntica 
csuda  debe  protegerse  aqoella  iniciativa  qoe  ya  lo  tiene  mejorado. 

El  dneño  del  predio  sirviente  no  pierde  so  dominio  sobre  el  mismo,  pnes 
so  deber  está  limitado  á  sofrir  el  gravamen.  Con  tal  de  qoe  respete  y  deje  ex- 
pedito el  080  del  derecho  al  doeno  del  agoa  y  del  acoedoeio,  poede  hacer  lo 
qoe  le  plan  en  so  finca. 

Si  el  Código  no  conceptoase  del  modo  del  art.  564  la  servidumbre  de 
acoedocto,  no  goardaria  consecaencia  con  lo  establecido  en  el  art.  5S).  La 
conlinoidad  de  la  servidombre  no  la  eonstitoye  el  corso  ni  el  oso  del  agoa, 
sino  la  existencia  del  caoce,  canal,  cañería,  toberia  6  lo  qoe  quiera  qoe  sea 
se  halla  consiroCdo  para  la  conducción  del  agoa,  porque  aon  secándose  el 
manantial  en  alguna  época  del  a&o,  la  servidombre  continúa  establecida,  por- 
que para  eso  se  eonstroyó  la  obra,  y  por  esa  caosa  tuvo  lugar  la  indemniza- 
ción. Que  es  aparente,  no  hay  para  qué  decirlo,  pues  bien  se  conoce  la  obra 
aon  coando  la  cubran  de  tierra,  no  sólo  en  el  punto  donde  nace,  sino  en  el  que 
termina. 

Esta  calificación  que  el  Código  hace,  como  dice  muy  oportonamente,  es 
para  los  efectos  legales.  Expoestos  ya  los  de  las  servidumbres  continuas  y 
aparentes,  no  hay  necesidad  de  repetirlos. 

Reasumiendo  la  materia  jurídica  de  los  cinco  artículos  que  desenvuelven 
tan  sintéticamente  la  servidumbre  de  acueducto,  explicada  ya  su  naturaleza 
y  aceptando  la  clasificación  del  comentarista  en  pseudónimo  tf.  Scaevola,  ex- 
pondremos los  siguientes  enunciados: 

MefttiiUoi  para  el  eitahleeintiefUo  de  la  «^t>iVKfn3r^.— Las  diferencias 
que  existen  entre  el  Código  y  la  ley  de  Aguas,  se  refieren  tanto  á  los  particu- 
lares de  prueba,  como  á  quien  debe  justificarlos,  pues  cabe  distinguir  entre  el 
raso  de  que  el  que  trate  de  disponer  del  agua  sea  el  propietario  de  la  finca,  y 
«I  en  que  no  lo  sea;  y  así,  en  el  primer  caso,  habrá  de  probar  los  extremos  que 
expresad  art.  558,  y  en  el  segundo,  la  utilidad  de  la  servidumbre,  la  conce- 
sión del  agua  ó  del  terreno,  ó  la  propiedad  de  la  primera,  incumbiendo  al 
dueuo  del  predio  sirviente  probar  las  causas  de  oposijción  que  alague;  todo 
ello  en  expediente  ante  el  Gobernador  civil,  y  utilizando  coantos  medios  de 
prueba  se  establecen  por  la  ley. 

Prohihicionei.—Como  se  ha  dicho,  la  servidombid  de  acueducto  de  inte- 
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réc  privado  no  poede  imponerte  sobre  edificios,  jardines  ni  huertas,  existen- 
tes al  constitair&e  ó  solieilarse,  ni  tampoco  por  dentro  de  on  acoedacto 
preexistente,  á  no  ser  que  el  daeño  de  éste  lo  consintiere;  pero  si  el  del  predio 
sirviente  se  negare,  se  formará  expediente  para  obligarlo  á  la  servidumbre, 
previa  indemnización,  caso  de  qae  se  ocupe  mayor  extensión  de  terreno. 

Forma  y  condiciones  del  estahleeimiento  de  la  servidumbre. ^)í\  Código 
nada  dice  de  estos  particulares,  reservados  expresamente  á  la  ley  de  Agoas,  y 
según  ésta,  se  constituyen  con  acequia  abierta  cuando  no  sea  peligrosa  por 
su  profundidad  ó  situación,  y  no  ofrezca  otros  inconvenientes:  con  acequia 
cubierta,  cuando  lo  exijan  su  profundidad,  su  contigüidad  i  habitaciones  ó 
caminos,  ó  algún  otro  motivo  análogo:  con  cañería  ó  tubería,  cuando  puedan 
ser  absorbidas  otras  aguas  ya  apropiadas.  La  anchura  de  la  acequia  y  sus 
márgenes  se  determinará  en  vista  de  la  naturaleza  y  configuración  del  terreno 
y  de  la  cantidad  de  agua  que  haya  de  ser  conducida. 

Derechos  y  oUigociona  del  que  haya  obtenido  la  servidumbre,— Ti^n^  el 
derecho  de  paso  por  las  márgenes  del  acueducto  para  su  exclusivo  servicio: 
el  de  ocupación  temporal  de  terrenos  necesarios  para  el  depósito  de  materiales 
de  las  obras  de  construcción,. conservación  y  limpia  del  cauce:  el  de  impedir 
las  plantaciones  y  operaciones  de  cultivo  en  las  márgenes  y  levantar  edificios 
6  puentes  sobre  el  acueducto  ó  acequia,  derribar  las  aguas  y  aprovechar  los 
productos  de  ellas  y  de  sus  márgenes,  y  utilizar  la  fuerza  de  la  corrienle.  Y 
debe  satisfacer  el  coste  de  las  obras  necesarias  de  construccióQ,  conservación 
y  limpia,  abonar  los  daños  y  perjuicios  que  causare,  construir  y  conservar  las 
alcantarillas  y  puentes  existentes,  y  reponer  las  cosas  á  su  primitivo  estado, 
terminada  la  servidumbre,  cuando  ésta  sea  temporal. 

Derechos  y  obligaciones  del  dueño  del  predio  sirvieníe.^P^eáe  cercar  y 
ctírrar  el  acueducto,  edificar  y  construir  puentes  sobre  él,  siempre  que  no  im- 
posibilite las  reparaciones  y  limpias,  ni  dificulte  el  curso  de  las  aguas.  Y  está 
obligado  á  permitir  las  ocupaciones  temporales  ya  dichas,  como  también  el 
paso,  y  á  no  hacer  plantaciones  ni  cultivo  en  las  márgenes  del  acueducto. 

EKÜnción.— llene  lugar,  por  caducidad,  por  consolidación,  por  transcurso 
del  plaao  menor  de  diez  años,  y  por  no  uso  durante  veinte  años. 

SECCIÓN  TERCERA 

DS  LA  SERVIDUMBRE   DE  PA80 

vtri.  564.    El  propietario  de  una  ñnca  ó  heredad  en- 
clavada entre  otras  ajenas  y  sin  salida  á  camino  público, 


624  CÓDIGO  CIVIL 

tiene  derecho  á  exigir  paso  por  las  heredades  reciñas,  pre. 
ría  la  correspondiente  indemnización. 

Si  esta  servidumbre  se  constituye  de  manera  qae  pueda 
ser  continuo  su  uso  para  todas  las  necesidades  del  predio 
dominante  estableciendo  una  vía  permanente,  la  indem- 
nización consistirá  en  el  valor  del  terreno  que  se  ocupe  y 
en  el  importe  de  los  perjtiioiod  que  se  causen  en  el  predio 
sirviente. 

Cuando  se  limite  al  paso  necesario  para  el  cultivo  de 
la  finca  enclavada  entre  otras  y  para  la  extracción  de  sus 
cosechas'á  través  del  predio  sirviente,  sin  vía  permanente, 
la  indemnización  consistirá  en  el  abono  del  perjuicio  que 
ocasione  este  gravamen. 

/kvt.  5B5.  La  servidumbre  de  paso  debe  darse  por 
el  punto  menos  perjudicial  al  predio  sirviente,  y,  en 
cuanto  fuere  conciliable  con  esta  regla,  por  donde  sea  me- 
nor la  distancia  del  predio  dominante  al  camino  público. 

Api.  «^BO.  La  anchura  de  la  servidumbre  de  paso 
será  la  que  baste  á  las  necesidades  del  predio  dominante. 

Api.  507.  Si  adquirida  una  finca  por  venta,  per- 
muta ó  partición,  quedare  enclavada  entre  otras  del  ven- 
dedor, permutante  ó  copartícipe,  éstos  están  obligados  á 
dar  paso  sin  indemnización,  salvo  pacto  en  contrario. 

Apí.  5BS.  Si  el  paso  concedido  á  una  finca  encla- 
vada deja  de  ser  necesario  por  haberla  reunido  su  dueño 
á  otra  que  esté  contigua  al  camino  público,  el  dueño  del 
predio  sirviente  podrá  pedir  que  se  extinga  la  servidum- 
bre, devolviendo  lo  que  hubiera  recibido  por  indemniza- 
ción. 

Lo  mismo  se  entenderá  en  el  caso  de  abrirse  un  nuevo 
camino  que  dé  acceso  á  la  ñnca  enclavada. 


Apí    5GII.    Si  fuere  indispensable  para  construir  ó 
reparar  algún  edificio  pasar  materiales  p^r  predio  ajeno, 
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ó  colocar  en  él  andamios  ú  otros  objetos  para  la  obra,  el 
dueño  de  este  predio  está  obligado  ¿  consentirlo,  recibien- 
do la  indemnización  correspondiente  al  perjuicio  que  se 
le  irrogue. 

Ari.  ft70.  Las  servidumbres  existentes  de  paso  para 
ganados,  conocidas  con  el  nombre  de  cañada,  cordel,  ve- 
reda ó  cualquiera  otro,  y  las  de  abrevadero,  descansadero 
7  majada,  se  regirán  por  las  ordenanzas  y  reglamentos 
del  ramo,  y,  en  su  defecto,  por  el  uso  y  costumbre  del 
lugar. 

Sin  perjuicio  de  los  derechos  legítimamente  adquiridos, 
la  cañada  no  podrá  exceder  en  todo  caso  de  la  anchura 
de  75  metros,  el  cordel  de  37  metros  50  centímetros,  y  la 
vereda  de  20  metros. 

Cuando  sea  necesario  establecer  la  servidumbre  forzosa 
de  paso  ó  la  de  abrevadero  para  ganados,  se  observará  lo 
dispuesto  en  esta  sección  y  en  los  artículos  555  y  556. 
En  este  caso  la  anchura  no  podrá  exceder  de  10  metros. 


X  XeCIBIÓ  esta  servidambre,  entre  los  romanos,  diversos  nombres.  Ei 
paso  á  pie,  en  litera  ó  caballo,  se  llamó  iUr:  el  de  la  carrera,  ó  sea  la  condoe* 
ción,  se  denominó  aettti:  cuando  el  aso  era  general  en  toda  la  extensión  que 
podía  tener  dentro  de  la  servidambre,  se  llamó  «to.  Ortolán  examina  coa 
:gran  copia  de  minaciosidadés  estas  tres  formas  de  servidambre  de  paso. 

La  ley  3.*,  tit.  34,  Partida  3.*,  se  ocupa  de  ellas  en  esta  forma:  «Rustica 
servidambre  diximos  que  era  aqaella  que  ha  un  heredamiento  en  otro;  é  esto 
seria  asi  como  cuando  un  ome  ha  senda,  ó  carrera  ó  vía  (1)  en  la  heredad 
ajena  para  entrar  ó  salir  en  la  suya.  E  dezimos  que  quando  uno  otorgare  á 
otro  que  aja  senda  por  su  heredad  que  estonce  aquel  á  quien  es  otorgada « 
puede  ir  á  pie  ó  cavalgando  solo  ó  con  otro  por  aquel  lugar  por  do  la  senda 
fuere  seftalada  de  manera  que  vayan  uno  ante  otro,  ó  non  al  par.  E  non  pue> 
den  por  y  entrar  carretas  nin  bestias  cargadas  á  mano.  E  si  dixera  que  le 
otorgaba  carrera  puede  por  y  traer  carretas  é  todas  las  otras  cosas  que  de 

(1)     La  división  romana. 

«O 
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•o  10  diximos.  E  si  por  aventura  otorgasse  vía  por  su  heredamiento,  estonce 
d  esimoa  que  puede  ir  por  ella  á  pie  ó  cavalgando  solo  ó  acompañado,  é  lle- 
var por  y  carretas,  ó  madera  6  piedras  arrastrando,  ó  todas  las  otras  cosas 
que  le  faeren  menester  para  pro  de  aquel  heredamiento  por  que!  fué  otorga- 
da la  vía,  6  debe  ser  tan  ancha  la  vía  como  fué  puesto  entre  ellos  al  tiempo 
que  fué  otorgada,  é  por  aquel  lugar  que  la  señalaron,  é  si  estonce  non  filé 
p  ne  sto  entrellos  al  tiempo  que  fué  otorgada  cuanto  fnesse  por  ancho  dezimos 
qu  e  debe  aver  ocho  pies.  E  si  la  vía  non  fnesse  derecha  por  alguna  tortora 
que  ha  en  ella,  en  aquel  lugar  que  fuere  tuerta  debe  ha  ver  en  ancho  diez  é 
seis  pies  por  que  puedan  volver  por  y  las  carretas.» 

La  prescripción  del  art.  565  tiene  su  origen  en  la  ley  9,\  tít.  4  .^,  libro  8.* 
del  Digesto,  que  prefería  para  el  establecimiento  de  esta  servidumbre,  más 
bien  que  el  sitio  más  corto,  el  en  que  se  causen  menos  daños  al  predio  sir- 
viente. 

En  contraposición  á  esta  justa  y  equitativa  doctrina^  cita  Groyena  una  dia- 
poalción  del  Fuero  de  Navarra,— capítulo  4.^,  tít.  44,  libro  5.^  del  mismo:— 
«Suponiendo  pieza  ó  viña  enclavada  y  sin  camino  y  que  los  dueños  de  U  he- 
redad lindante  no  quieran  dárselo,  dice  el  Fuero,  vaya  á  su  pieza  ó  viña 
quando  pudiere,  etc.,  dé  vocer  como  en  aipellido,  etc.,  por  ont  viniere  el 
primo  borne  á  eill  por  aquel  logar  debe  haber  camino.» 

No  pensaron  mal  los  autores  del  Fuero,  pues  así  no  podían  imputar  á  na- 
die que  establecía  serviduoibre  en  sus  fincas,  toda  vez  que  los  dueños  de  ellaa 
eran  los  primeros  que  abrían  camino,  digámoslo  así,  acudiendo  á  las  voces  del 
que  no  tenía  salida.  Lo  que  sería  doblemente  curioso  es  que  llegaran  á  la  vez 
cuatro  ó  seis  por  distintos  pontos. 

Por  la  ley  de  Partida  preinserta,  hemos  visto  qué  anchura  había  de  tener 
esta  servidombre.  El  Código  prescinde  de  señalar  límites  en  el  art.  566,  toda 
vez  que  éstos  los  determinan  las  necesidades  del  predio  á  cuyo  favor  se  eons^ 
titoye,  y  no  ha  de  tener  más  latitud  que  la  indispensable  del  fin  á  que  se  de- 
dica. La  legislación  extranjera  es  varia  en  esta  materia.  El  Código  del  Uru- 
goay  dice  lo  mismo  qoe  el  nuestro.  Los  de  Méjico  y  Guatemala,  aunque  con- 
signan la  misma  doctrina,  prescriben  que  la  servidumbre  no  podrá  bajar  de 
dos  metros  de  anchura,  ni  exceder  de  cinco.  Los  demás  Códigos  nada  prescri- 
ben de  un  modo  concreto. 

Según  la  ley  del  Fuero  viejo  de  Castilla  (4),  ninfuna  heredad  es  sin  entra' 
da  nin  salida.  Por  esta  misma  razón,  no  hay  posibilidad  de  suponer  qoe 
puede  existir  una  finca  sin  camino  que  á  ella  conduzca.  El  que  la  enajena  nada 
tr«insmitiría  si   hiciese  imposible  su  disfrute;  de  ahí  la  antiquísima  fórmula 


0}     6.%  tit.  6.«,  libro  4.* 
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qaevieae  figurando  en  los  docomentos  pübitcos  de  transmitir  los  inmoebles 
con  (odos  siés  derechos  y  perieneneia^,  usos  y  servidumbres,  entradas  y  sali- 
das^  etc.  Es  natural,  por  lo  tanto,  que  la  Anca  Heve  aneja  la  vía  que  eonduce 
á  ella,  y  sólo  habiendo  pacto  en  contrario,  como  si  lindase  con  otra  del  ad; 
qnirente,  ó  caso  parecido,  es  cuando  podrá  dejar  de  existir  por  parte  del 
transmitente  la  obligaci<)n  de  dar  el  paso  necesario,  siempre  que  así  se  haya 
expresamente  establecido,  ó  de  que  el  adqnirente  indemnice,  pues  entonces 
habrá  que  cumplir  lo  pactado. 

Por  el  art.  568  se  pone  de  manifiesto  la  tendencia  á  facilitar  la  libertad  de 
todo  predio.  Cesando  la  razón  ó  causa  que  motivó  la  constitución  de  la  ser- 
vidumbre, no  debe  ésta  continuar.  Aun  queda  beneficiado  el  dueño  del  predio 
dominante  con  tener  comunicación  con  su  finca  por  medio  de  un  camino  pu- 
blico, cuya  servidumbre  es  más  cómoda  que  la  constituida  sobre  propiedades 
particulares,  y  menos  expuesta  á  reclamaciones  y  disputas.  Si  por  evitar  es- 
tos males  el  dueño  del  predio  dominante  abre  un  camino  nuevo  que  dé  acceso 
á  su  finca,  también  deja  de  tener  razón  de  ser  la  servidumbre  constituida  so- 
bre los  predios  particulares  y  deberádarse  por  extinguida.  Mas  esta  extinción 
deberá  asimismo  hacerse  constar  en  el  Registro  de  la  propiedad,  bien  por  do- 
cumento público  en  el  cual  conste  que  el  dueño  del  predio  dominante  presta 
asentimiento  áia  desaparición  de  la  antigua  servidumbre  reconociendo  la  li- 
bertad del  predio  hasta  entonces  sirviente,  bien  por  medio  de  ejecutoría  dic- 
tada por  Tribunal  á  quien  corresponda  el  conocimiento  del  asunto. 

Las  mismas  palabras  del  art.  569  lo  justifican.  Si/uere  indispensable;  esto 
es,  si  la  obra  es  necesaria  y  no  hay  otro  medio  más  que  construir  el  anda- 
mi^e  por  aquel  lado  por  donde  naturalmente  deben  acercarse  los  materiales. 

Es  cierto  que  al  dueño  del  predio  ajeno  se  le  ocasionan  molestias;  pero 
éstas  se  hallan  compensadas: 
4.*    Por  la  indemnización  correspondiente  al  perjuicio  que  «e  le  irrogue. 
%.^    Porque  por  grande  que  sea  esa  molestia  y  el  perjuicio  que  se  le  ocasio- 
ne, mayor  pérdida  seria  la  del  edificio  que  se  trata  de  componer  si  se  dejare 
amiinar. 

La  ley  atiende  á  ambos  intereses,  repartiendo  equitativamente  los  gravá- 
menes y  los  beneficios. 

Las  Ordenanzas  y  Reglamentos  á  que  sé  refiere  el  art.  670  son  las  disposi- 
ciones sobre  la  Mesta,  que  son  actualmente  el  Real  decreto  de  43  de  Agosto 
de  489S  y  el  Reglamento  para  su  ejecución  de  la  misma  fecha  referentes  á  la 
llamada  Asociación  general  de  Ganaderos^  debiendo  añadir  que  dicho  articulo 
alude  á  las  servidumbres  que  en  adelante  se  constituyan^  no  á  las  ya  estable- 
cidas. 
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SECCIÓN  C¥ARTA 

DE  LA  BSBVIDÜICBBX   DB  MBDIAKBItÍA 


Art.  571.  La  servidumbre  de  medianería  se  regirá 
por  las  disposicioneB  de  eete  titulo  y  por  las  Ordenanzas  y 
usos  locales  en  cuanto  no  se  opongan  á  él,  ó  no  esté  preve- 
nido en  el  mismo. 

Art.  ft  YS.  Se  presume  la  servidumbre  de  mediane- 
ría mientras  no  haya  un  título  ó  signo  exterior  ó  prueba 
en  contrario: 

1  .^  En  las  paredes  divisorias  de  los  edificios  contiguos 
hasta  el  punto  común  de  elevación. 

2.^  En  las  paredes  divisorias  de  los  jardines  y  corrales, 
sitos  en  poblado  ó  en  el  campo. 

3.®  En  las  cercas,  vayados  y  setos  vivos  que  dividen 
los  predios  rústicos. 


246.  Las  presunciones  son  uno  de  los  medios  de  prueba  estable- 
cidos por  la  ley  del  que  las  partes  pueden  valerse  para  acreditar  su 
derecho  en  juicio,  siempre  que  reúnan  los  requisitos  que  la  misma 
ley  exige  de  hallarse  completamente  acreditado  el  hecho  de  que 
han  de  deducirse  y  que  exista  enlace  preciso  y  directo,  según  las 
reglas  del  criterio  humano  entre  el  hecho  cierto  y  aquel  que  se 
trata  de  deducir.— 5.  24  Oct.  94. —O.  4  Enero  95, 

247.  En  el  caso  de  reunir  las  presuncioiues  los  requisitos  indi- 
cados, son  eficaces,  tanto  para  probar  la  acción  interpuesta,  como 
las  excepciones  alegadas,  porque  tal  medio  probatorio  puede  utili- 
zarlo de  igual  manera  el  actor  que  el  demandado. — S,  24  OcL  94. 
~Q.  4  Enero  95, 
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B: 


L  sistema  de  edificación  moderno  consiste  en  elevar  los  edificios;  por- 
qne  de  no  ser  asi^  el  área  de  ana  población  sería  inmensa  dado  el  crecimiento 
de  la  humanidad;  y  por  lo  tanto,  el  número  de  habitantes  contribuye  á  an- 
mentar  esta  serridambre,  que  en  vano  pretendería  el  legislador  suprimir. 

No  ocorre  en  los  tiempos  modernos  lo  qne  ocurría  en  la  Roma  antigua. 
Consagrada  á  los  dioses  lares  por  múltiples  ceremonias  y  con  gran  copia  de 
ritos  solemnes,  el  área  de  los  predios  no  podía  ser  tangente  la  de  uno  á  otr^, 
razón  por  la  que,  existía  entre  finca  y  finca  una  especie  de  faja  ó  zona  neu- 
tral. De  ahí  qne  la  legislación  romana  sea  tan  parca  en  tratar  la  servidumbre 
de  medianería;  nosotros,  por  el  contrarío,  debemos  dedicarle  preferente  aten- 
ción, no  sólo  por  lo  común  y  general  que  es,  como  queda  expuesto,  sino  per 
qne,  como  dice  Falcón,  en  la  servidumbre  de  medianería  rige  un  principio 
diametralmente  contrarío  al  qne  gobierna  las  demás  servidumbres.  En  gene- 
ral, en  las  servidumbres  la  presunción  de  la  libertad  está  en  fivorde  los  pre- 
dios. La  ley  presume  que  los  predios  son  libres;  que  no  grava  la  libertad  de 
sus  dueños  ninguna  servidumbre,  y  partiendo  de  esta  presunción,  impone  al 
que  alega  la  existencia  de  una  serxidumbre  en  favor  de  su  dominio,  la  obli- 
gación de  probar  dicha  existencia.  Todo  lo  contrario  sucede  cuando  se  trata 
de  la  servidumbre  de  medianería.  La  ley  presume  que  existe  esta  servidumbre 
en  la  pared  que  separa  verücalmente  dos  predios,  é  en  la  cubierta  que  divide 
dos  pisos  de  distintos  dueños.  Para  la  ley  son  medianeros,  mientras  otra  cosa 
no  se  pruebe,  el  muro  en  el  primer  caso,  ó  la  cubierta  en  el  segundo. 

La  servidumbre  de  medianería  supone  el  condominio,  y  por  lo  tanto,  la 
reciprocidad  de  derechos  y  de  gravámenes.  Ambos  predios  son  respectiva- 
mente dominantes  y  sirvientes,  y  de  ahí  que  hallamos  justificada  la  prein- 
serta doctrina. 

No  existiendo  un  medio  de  prueba  que  patentice  lo  contrario,  la  ley  lógi- 
camente presume  en  el  art.  572,  que  la  pared,  el  seto,  la  cerca  ó  el  vallado 
son  de  los  dos  propietarios,  porque  á  ambos  beneficia.  £n  la  elevación  común 
de  la  pared  divisoria  de  los  edificios,  hay  una  demostración  de  intereses  por 
parte  de  aquéllos;  desde  el  momento  en  que  la 'pared  se  eleva  sobre  uno  de 
los  predios,  demuéstrase  asimismo  el  interés  de  un  solo  dueño. 

£1  Código  de  Yaud,  en  su  art.  444,  hace  una  juiciosa  aclaración  al  consig- 
nar: «Si  estando  las  fincas  al  nivel  no  son  de  la  misma  naturaleza,  se  presu- 
me que  la  pared  pertenece  exclusivamente  al  propietario  de  la  finca  que  la  ley 
considera  más  preciosa  (4).  Si  las  fincas  no  están  á  un  nivel  y  la  pared  sos- 

Cl)     Si  hay  un  seto  entre  una  yifia  y  un  prado,  se  sapone  ser  de  aquélla. 
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tiene  el  terreno  ie  la  finca  más  elevada»  se  presume  que  la  pared  pertenece 
exclosivamente  al  propietario  de  la  finca  sostenida  por  la  pared.» 

La  presunción  de  la  servidambre  de  medianería,  como  correspondiente  á 
las  llamadas y»ri#  tantun^  cederá  siempre  ante  la  prueba  en  contrario,  en  tér- 
minos de  que  cnando  conste  qae  an  mnro,  cerca  ó  vallado  lo  constroyó  á  sas 
expensas  el  dueño,  usnfraetuario  ó  mero  propietario  de  uno  de  los  predios,  á 
él  corresponderá  exclusivamente.  Por  el  contrario,  Justificándose  que  el  muro, 
tapia,  pilar,  etc.,  se  construyó  por  los  colindantes,  ó  no  constando  á  expen- 
sas de^quien  se  erigió,  se  reputará  medianero  entre  ellos. 

Mas  como  para  esta  presunción  se  fijan  las  reglas  que  contiene  el  art.  572, 
éstas  no  podrán  ser  nunca  bien  apreciadas  si  no  se  estudian  combinadas  con 
las  excepciones  establecidas  en  el  articulo  siguiente,  como  signo  contrario  á  la 
servidumbre  de  medianería.  Por  ejemplo,  en  una  pared  divisoria  de  dos  edi- 
ficios contiguos  de  una  misma  elevación,  caso  4.**  del  art.  57S,  existen  ven- 
tanas, ó  retallos  en  una  sola  de  sus  superficies  ó  lados— casos  4.^  y  S.^  del  ar- 
tículo 573— y  tendremos  entonces  destruida  la  presunción  á  favor  de  la' me- 
dianería por  los  signos  contrarios  á  ella. 

En  los  casos  S.^  y  3.^  del  mismo  art.  578  deberá  tenerse  en  cuenta,  para 
la  presunción  de  la  medianería,  que  los  jardines,  corrales  y  predios  rústicos 
queden  completamente  cerrados;  porque  sólo  así  bay  interés  común;  si  sólo 
uno  de  los  predios  quedare  cerrado  ó  cercado,  cesaría  la  presunción  de  la  me- 
dianería y  eh  su  lugar  surgirá  la  de  que  la  pared,  cerca,  vallado,  etc.,  perte- 
nece exclusivamente  al  propietario  del  predio  cerrado  ó  cercado. 

Finalmente,  no  debe  perderse  de  vista  que  las  ordenanzas  ó  usos  locales  á 
que  se  refiere  el  artículo  574  deberán  tenerse  en  cuenta  para  ventilar  las  cues* 
Mones  que  cada  caso  origino,  si  lo  establecido  eii  aquéllas  no  contraría  los 
preceptos  del  Código  en  esta  sección  que  venimos  comentando. 


Arí.  573.  Se  entiende  que  hay  signo  exterior  con- 
trario á  la  servidumbre  de  medianería: 

1.^  Cuando  en  las  paredes  divisorias  dé  los  edificios 
haya  ventanas  ó  huecos  abiertos. 

2.®  Cuando  la  pared  divisoria  esté  por  un  lado  recta  y 
á  plomo  en  todo  su  paramento,  y  por  el  otro  presente  lo 
mismo  en  su  parte  superior,  teniendo  en  la  inferior  relex 
ó  retallos. 

3.^    Cuando  resulte  construida  toda  la  pared  sobre  el 
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terreno  de  una  de  las  fíncas,  y  no  por  mitad  entre  una  y 
otra  de  las  dos  contiguas. 

4.^  Cuando  sufra  las  cargas  de  carreras,  pisos  y  arn)a- 
duras  de  una  de  las  ñucas  y  no  de  la  contigua . 

5.^  Cuando  la  pared  divisoria  entre  patíos,  jardines  y 
heredades,  esté  construida  de  modo  que  la  albardiUa  vier- 
ta hacia  una  de  las  propiedades. 

6.^  Cuando  la  pared  divisoria  construida  de  mamposte- 
ría,  presente  piedras  llamadas  pasaderas,  que  de  distancia 
en  distancia  salgan  fuera  de  la  superficie  sólo  por  un  lado 
y  no  por  el  otro. 

7.^  Cuando  las  heredades  contiguas  á  otras  defendidas 
por  vallados  ó  setos  vivos  no  se  hallen  cerradas. 

En  todos  estos  casos  la  propiedad  de  las  paredes,  valla- 
dos ó  setos,  se  entenderá  que  pertenece  exclusivamente 
al  dueño  de  la  ñuca  ó  heredad  que  tenga  á  su  favor  la 
presunción  fundada  en  cualquiera  de  los  signos  indi- 
cados. 

Apt.  5941.  Las  zanjas  ó  a^cequias  abiertas  entre  las 
heredades  se  presumen  también  medianeras,  sí  no  hay 
titulo  ó  signo  que  demuestre  lo  contrarío. 

Hay  signo  contrario  á  la  medianería  cuando  la  tierra  ó 
broza  sacada  para  abrir  la  zanja  ó  para  su  limpies»  se  halla 
de  un  solo  lado,  en  cuyo  caso  la  propiedad  de  la  zanja 
pertenecerá  exclusivamente  al  dueño  de  la  heredad  que 
tenga  á  su  favor  este  signo  exterior. 


E 


N  la  práctica,  chocarían  de  frente  algunas  teoríaa  contra  otras  en  las 
servidumbres  de  medianería  si  el  Código  no  hubiese  descendido  al  easaísmo 
qne  presentan  los  artículos  que  acabamos  de  copiar,  ios  cuales  son  transcrip- 
ciones casi  literales  de  los  contenidos  en  el  Proyecto  de  4851,  que  fueron  re- 
dactados de  acuerdo  con  la  Academia  de  Nobles  Artes  de  San  Fernando.  La 
•detallada  determinación  de  requisitos  y  circunstancias  prescritas,  unido  al 
tecnicismo  propio  de  la  materia  que  reclamará  casi  siempre  la  intervención 
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de  personas  períUs  ptra  ilostnr  á  Im  que  cootiendan,  y  aun  al  Juez  en  sn  easo^ 
y  la  infinita  variedad  de  éstoii«  imposible  de  prever,  limitan  la  extensión  de 
nuestros  comentarios  sobre  la  materia,  sin  perjuicio  de  procirar  aqoí,  como- 
en  las  demás  partes  de  nuestro  trabajo,  el  cumplimiento  de  noeatro  pro- 
pósito. 

La  propiedad  común  de  las  paredes  se  diferencia  de  las  otras  clases  de  pro- 
¡úedad  en  que  aquellas  son  medianeras,  en  cuanto  sus  partes  ó  mitades  soi^ 
inseparables,  y  se  señala  la  parte  ó  mitad  correspondiente  á  cada  uno,  que  es 
la  qne  se  eleva  sobre  la  respectiva  propiedad  de  los  colindantes. 

El  art.  573  enumera  siete  casos  distintos  que  constituyen  otros  tantos  sig- 
nos contrarios  á  la  presunción  de  medianería  que  pudiera  deducirse  de  pare- 
des determinadas,  á  los  que  debería  añadirse  el  comprendido  en  el  segundo 
párrafo  del  art.  574.  Sin  embargo,  casos  habrá  en  qne  deberán  estimarse  por 
las  partes  y  por  el  Juez  algunos  otros  signos  contrarios  á  la  servidumbre  de 
medianería  que  no  están  comprendidos  en  el  Código,  y  que  lo  están  en  los  de 
otras  naciones,  con  tal  que  lleven  á  su  ánimo  el  convencimiento  moral  que 
no  de  lugar  á  duda  racional  sobre  tal  apreciación,  como,  por  ejemplo:  Los  va- 
cíos dejados  por  un  lado  al  tiempo  de  su  construcción  á  una  piofnndidad  que 
no  exceda  de  la  mitad  de  su  espesor;  cuando  haya  aberturas  existentes  ó  sig- 
nos antiguos  de  ellas;  cuando  en  la  pared  apoye  un  edificio  ó  terrado  sin  que 
exista  edificio  ú  obra  por  el  otro  lado...,  cnyos  signos,  por  no  estar  expresa- 
mente comprendidos  entre  los  que  el  artículo  indicado  establece,  deberán  ro- 
bostecersepara  engendrar  la  presunción  con  algún  otro  principio  coadyuvante 
de  prueba. 

Existiendo  el  signo  contrarío  á  la  servidumbre  de  medianería  en  pared  di- 
visoria de  dos  predios,  cuyos  signos  no  se  desavaloren  por  otras  pruebas  en 
contrarío,  es  indudable  que  la  pared  no  medianera  pertenece  á  uno  solo  de  los 
colindantes,  y  como  expresa  el  último  párrafo  del  art.  573,  pertenecerá  ex- 
clusivamente al  propietario  de  la  ñuca  ó  heredad  que  tiene  á  su  favor  los  alu- 
didos signos  exteriores.  Así,  pues,  será  la  pared:  de  aquel  á  quien  pertenez- 
can los  huecos  ó  ventanas;  del  que  tenga  por  su  lado  los  retallos  en  el  para- 
mento, porque  de  ser  medianera  los  tendría  por  ambos  lados  equidistando  del 
eje;  del  dueiío  del  terreno  sobre  que  está  edificada  la  pared;  del  que  sola- 
mente cargue  sobre  ella  carreras,  pisos,  armaduras,  etc.;  del  que  tenga  inclina- 
da hacia  su  propiedad  y  vierta  ella  solamente  á  la  aibardilla  de  la  tapia;  del 
que  tenga  á  su  lado  el  saliente  de  las  pasaderas;  y  por  último,  del  que  tenga  el 
predio  cerrado  ó  cercado  no  catándolo  los  colindantes. 

Otra  clase  de  servidumbre  existe  sobre  las  paredes  urbanas  que  el  Código* 
no  expresa,  y  sin  embargo,  es  muy  general,  conocida  con  el  nombre  de  f  arri- 
mo» que  consiste  en  el  aprovechamiento  que  de  ella  hace  el  colindante,  usán-^ 
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Ma  de  testero  de  so  edificio  sin  cargar  sobre  la  misma  cosa  alguna,  y  sir- 
viéndole sólo  de  cerramento  ó  cabierta  por  aqael  lado.  En  ella  está  sólo  per* 
nítido  el  revestimiento  para  el  decorado,  indemnixando  al  propietario  de  la 
feqnefia  parte  qne  el  arrimo  ó  adozamiento  representa  á  jnicio  de  peritos. 

Obras  especiales  de  arqaltectora  legal  existen,  en  donde  con  la  mayor  co* 
^  de  datos  puede  llegarse  á  conocer  en  toda  su  extensión  esta  delicada  ma- 
teria, podiendo  recomendar,  entre  otras,  la  de  D.  Mariano  Calvo  y  Pereira, 
profesor  de  dicha  asignatura  en  la  Escuela  Superior  de  Arquitectura,  en  la 
que,  por  haber  seguido  el  plan  y  observado  las  prescripciones  del  proyecto  de 
Código  civil  de  1851,  recogidas  en  este  punto  por  el  hoy  vigente,  puede  en- 
eontrane  de  aplicación  práctica  cuanto  se  desee  (4). 

Hasta  la  promulgación  de  nuestro  Código  civil  ha  venido  formando  el  de- 
recho consuetudinario  sobre  la  servidumbre  de  medianería  multitud  de  reglas 
de  jurisprudencia,  de  las  que  entresacamos  las  que  aún  pueden  conceptuarse 
eomo  doctrina  legal,  puesto  que  el  Tribunal  Supremo  que  las  profirió  las  ha- 
brá de  confirmar  cuantas  veces  resuelva  idénticas  cuestiones,  en  razón  á  estar 
en  armonía  con  los  preceptos  de  nuestro  moderno  cuerpo  legal. 

No  es  legal  la  doctrina  de  que  para  que  se  considere  medianera  una  pared 
haya  de  estar  construida  sobre  la  linea  divisoria  de  dos  predios  distintos  en 
terreno  de  entrambos,  ó  que  medie  pacto  concediendo  este  derecho,  ó  que 
haya  habido  el  uso  por  todo  el  tiempo  que  exige  la  ley,  ó  por  disposición  tes- 
tamentaría, porque  legalmente  puede  existir  medianería  sin  que  concurran 
dichos  requisitos  (S). 

Constando  que  la  pared  divisoria  entre  dos  casas  ha  servido  de  apoyo 
hasta  eierta  altura  á  la  del  colindante,  en  virtud  de  esto,  no  mediando  pacto 
que  la  contraríase,  debe  entenderse  que  toda  es  medianil,  sin  que  pueda  cons- 
tituirse sobre  ella  servidumbre  de  ninguna  clase.— iSim/.  43  Julio  78.-67.  12 
OetfOré. 

La  apreciación  de  la  Sala  sobre  la  existencia  de  la  servidumbre  de  media- 
neria,  es  inalterable  como  punto  de  hecho,  si  no  alega  el  recurrente  que  con 
ello  se  ha  infringido  ley  ó  doctrina  alguna  legal.— AS".  47  Mayo  76  y  46  Di- 
ciembre 19.— GG.  6  Agosto  79  y  34  Bnero  80. 

La  pared  medianera  es  el  límite  común  divisorio  de  uno  y  otro  predio,  en 
el  que  los  dueños  respectivos  tienen  el  derecho  de  edificar  de  «suelo  á  cielo». 


(1)  Tftxnbién  paede  ooiuniltarae  muy  proveoliosamente  el  Tratado  de  Arquitectu- 
ra Ugml,  de  los  3re«.  IfArtines  y  Oyneilmát  Madrid,  1891,  en  oayo  tomo  aes^ando  está 
«orteiMaiiiiente  tratada  esta  materia. 

(8)     Seiit.  22  Hayo  65.— (?.  de  27. 
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siempre  qae  do  se  halle  restriogido  por  pacto  ó  servidumbre  legalmente  eons- 
titoida.— 5.  6  Mano  75.— (7.  t5  Majio. 

El  derecho  inherente  al  dominio  que  la  ley  concede  al  daeño  para  edificar 
á  la  altara  qoe  crea  conveniente,  si  bien  está  limitado  por  ta  distancia  á  que 
debe  quedarfdel  colindante,  según  ley  y  ordenanzas  especiales,  esta  limita- 
ción no  tiene  lagar  si  resalta  jastificado  qoe  la  obra  levantada  por  el  demaa- 
dado  descansa  sobre  la  mitad  que  se  consideraba  como  pared  de  mediaaería 
divisoria  de  ambos  predios. — iS.  6  Mano  75. — Q.  25  J/ayo. 

Habiéndose  pactado  en  an  contrato  que  el  terreno  ocupado  por  on  mara- 
llón  se  dividiese  por  mitad  entre  dos  casas  contiguas,  edificando  sobre  su  eje 
ana  pared  medianera,  no  paede  uno  de  los  contratantes  abrir  una  puerta  en 
lugar  perteneciente  á  ambos,  pues  con  ello  peijudicaria  los  derechos  del  otro. 
—5.  4  Febrero  S\.-'Q.  Í6  Marzo, 


Aw't.  575.  La  reparación  y  construcción  de  las  pa- 
redes medianeras  y  el  mantenimiento  de  los  vallados,  se- 
tos vivos,  zanjas  y  acequias,  también  medianeros,  se  cos- 
teará por  todos  los  dueños  de  las  fincas  que  tengan  á  su  &- 
vor  la  medianería,  en  proporción  al  derecho  de  cada  uno. 

Sin  embargo,  todo  propietario  puede  dispensarae  de 
contribuir  á  esta  carga  renunciando  á  la  medianería,  sal^ 
vo  el  caso  en  que  la  pared  medianera  sostenga  un  edifi- 
cio suyo. 


248.  No  infringe  los  artículos  del  Código  que  regulan  las  rela- 
ciones jurídicas  de  medianería,  entre  propietarios  de  fincas  colin- 
dantes y  establecen  los  derechos  y  deberes  que  de  ellas  se  derivan, 
la  sentencia  que  absuelve  de  una  demanda  dirigida  á  que  se  re- 
construya una  medianería,  y  se  abonen  daños  y  perjuicios,  causa- 
dos por  la  demolición  de  aquélla,  pues  no  prescinde  de  aquellos 
preceptos  al  declarar  los  derechos  y  deberes  de  los  propietarios  de 
los  muros  divisorios,  según  que  éstos  sean  de  propiedad  mancomu- 
nada ó  exclusiva  de  cualquiera  de  ellos,  consignando  que  la  pared 
de  cerramento  propiamente  dicha,  por  tener  signos  exteriores  con- 
trarios á  la  servidumbre  de  medianería,  pertenece  á  los  dueños  de 
una  finca,  siendo  mancomunada  la  medianería  restante,  y  que  la 
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reconstrucción  del  nuevo  debe  hacerse  por  cada  uno  en  la  parte 
qne  le  corresponda;  y  funda  la  absolución  en  el  estado  ruinoso  de 
dicha  pared  divisoria,  y  de  ambas  fincas  ^ue  fueron  denunciadas 
por  la  Autoridad  local,  y  por  cuya  orden  procedió  el  demandado  á 
la  demolición  de  la  suya,  así  como  continuó  el  derribo  de  la  media* 
neria,  que  quedó  en  suspenso  desde  el  momento  en  que  se  opuso 
la  demandante,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  la  Autoridad  judi* 
cial  en  autos  de  interdicto  de  obra  ruinosa,  promovidos  por  el  de- 
mandado contra  los  colindantes. — S,  8  Nov,  95, — C?.  21. 


Art.  59tt.  Si  el  propietario  de  un  edificio  que  se 
apoye  en  una  pared  medianera  quisiera  derribarlo,  podrá 
igualmente  renunciar  á  la  medianería,  pero  serán  de  su 
cuenta  todas  las  reparaciones  y  obras  necesarias  para  evi- 
tar, por  aquella  vez  solamente,  los  daños  que  el  derribo 
pueda  ocasionar  á  la  pared  medianera. 


Ii, 


.EGÍTIMA  coDsecoeneia  de  U  doctrina  qne  informa  los  artículos  prece- 
dentes, es  la  eoaclnsión  que  determina  qne,  en  la  misma  proporción  en  que 
se  reciba  el  provecho,  deba  soportarse  el  gravamen.  Por  lo  tanto,  constitaida 
de  antigai)  la  servidumbre  de  medianería  sobre  pared  divisoria,  ó  constraida 
de  nuevo  ésta,  sólo  tendrán  valor  las  reglas  que  tratan  de  la  conservación  y 
reparación  de  dicha  pared,  maro,  cerca,  vallado,  etc.,  y  á  este  particular  se 
circunscribe  el  presente  comentario. 

Natural  es  que  cada  medianero  se  cuide  de  la  parte  que  mire  á  su  predio  y 
de  los  desperfectos  que  descubra  por  ese  lado,  que  se  presumirán,  por  regla 
general,  causados  por  su  apatía,,  incuria  ó  abandono,  á  menos  que  se  justifi- 
que ser  provenientes  del  otro  medianero,  en  cuyo  caso,  á  este  y  no  al  otro  le 
serán  imputables,  y  originarios,  en  su  caso,  de  la  correspondiente  indemniza- 
ción, que  podrá  ser  hasta  la  reedificación^  á  su  sola  costa  y  aun  extenderse,  en 
easo  de  abuso  manifiesto,  á  los  daños  emergentes  y  al  lucro  cesante  ocasionado 
como  consecuencia  inmediata  del  estado  ruinoso,  teniendo  en  cuenta  qué 
cuando  la  mitad  ó  más  del  espesor  de  un  muro  se  inclina  fuera  de  la  línea  de 
aplomo,  el  muro  es  denunciable. 

Siempre  que  el  muro  medianero  se  halle  desplomado,  debe  denunciarse  y 
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efectuar  la  demolición  de  la  parte  que  resolte  en  n^l  estado,  conservando  lo 
demás  qne  no  impida  que  se  construya  á  plomo  la  parte  desmontada,  tenienda 
en  cuenta  antes  de  decidir  esto,  si  se  ha  de  aumentar  la  elevación  del  muro, 
pues  entonces  la  demolición  bajará  hasta  el  punto  en  que  no  ofrezca  desvia- 
ción alguna  de  la  vertical;  si  no  se  tratare  de  elevarle  más,  la  demolición  se 
contraerá  solamente  al  punto  en  donde  cese  el  peligro. 

Es  evidente  el  derecho  de  todo  medianero  para  exigir  de  su  colindante  la 
cooperación  á  reconstruir  y  reparar  la  pared  común  y  el  pago  de  la  parte  á  él 
correspondiente,  en  relación  de  los  gastos  hechos  y  del  espacio  que  del  muro 
ocupe.  Pero  no  deberá  perderse  de  vista  que  dicha  pared,  por  su  cualidad  de 
medianera,  no  podrá  demolerse  sino  en  virtud  de  acuerdo  délos  condueños  ó 
de  mandato  judicial  ó  de  Autoridad  competente,  mediante  estricta  necesidad; 
pues  no  mediando  ninguna  de  tales  circunstancias,  ningún  partícipe  por  si 
solo  tendrá  facultad  para  la  demolición. 

Si  alguna  de  las  casas  á  que  corresponde  la  pared  medianera  estuviera 
arrendada,  el  arrendatario  está  en  el  deber,  bajo  su  responsabilidad,  de  avisar 
al  arrendador  en  el  más  breve  plazo  posible  toda  usurpación  ó  novedad  da- 
ñosa que  otro  haya  realizado,  ó  abiertamente  se  propone  en  la  finca  arrendada, 
au  como  la  necesidad  de  todas  las  reparaciones  precisas  para  conservarla  en 
estado  de  servir  para  el  uso  á  qne  está  destinada. 

El  arrendatario  tiene  la  obligación  de  tolerar  la  obra,  aunque  sea  muy 
molesta,  y  aunque  durante  ella  se  vea  privado  de  una  parte  de  la  finca,  á 
menos  qne  la  reparación  dure  más  de  cuarenta  días,  ó  se  haga  la  cosa  inser- 
vible, pues  en  el  primer  caso  tendrá  la  disminución  proporcional  del  precio^ 
y  en  el  segundo,  derecho  de  rescindir  el  contrato  (I). 

El  último  párrafo  del  art.  575  y  576  regulan  la  renuncia  del  derecho  á 
la  medianería  que  haga  alguno  de  los  copartícipes,  que  debe  entenderse  desde 
Inego  en  beneficio  de  |os  demás  y  nunca  en  perjuicio  manifiesto  próximo  ó 
remoto  de  ellos,  según  el  terminante  precepto  del  art.  i.^  La  renuncia  podrá 
admitirse  en  el  caso  de  que  deje  de  servirse  de  la  pared  en  absoluto,  ya  por 
derribo  de  la  edificación,  ya  por  construir  de  nuevo  independientemente  de 
dicha  pared;  sin  perjuicio  de  lo  uno  y  de  lo  otro,  podrá  conservar  y  aun  ad« 
auirir  de  nuevo  la  medianería  pagando  lo  que  le  corresponda. 


Api.  579.    Todo,  propietario  puede  alzar  la  pared 

medianera,  haciéndolo  á  sus  expensas  ó  indemnizando 

■— ^"^  I       I.    I  11  — — ^— — — .^— — — —— I— i^—— 11  ■  I  ■ ,  I       II 

(1)     Arta.  1568  y  1550  del  Código. 
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los  peijuicioB  que  se  ocasionen  con  la  obra,  aunque  sean 
tetnporaleB. 

Serán  igualmente  de  su  cuenta  los  gastos  de  conserva- 
ción de  la  pared  en  lo  que  ésta  se  haya  levantado,  ó  pro- 
fundizado sus  cimientos  respecto  de  como  estaba  antes;  y 
además  la  indemnización  de  los  mayores  gastos  que  haya 
que  hacer  para  la  conservación  de  la  pared  medianera  por 
razón  de  la  mayor  altura,  ó  profundidad  que  se  le  haya 
dado. 

Si  la  pared  medianera  no  pudiese  resistir  la  mayor 
elevación,  el  propietario  que  quiera  levantarla  tendrá 
obligación  de  reconstruirla  á  su  costa;  y,  si  para  ello  fuere 
necesario  darle  mayor  espesor,  deberá  darlo  de  su  pro- 
pio suelo. 


248.  Con  objeto  de  impedir  la  inspección  del  fundo  inmediato 
ajeno,  dispone  el  art.  582  del  Código  que  no  pueden  abrirse  ven- 
tenas  con  vistas  rectas,  ni  balcones,  ni  otros  voladizos  semejantes 
sobre  la  finca  del  vecino,  si  no  hay  dos  metros  de  distancia  entre 
la  pared  en  que  se  construyan  y  dicha  propiedad,  y  que  tampoco 
pueden  tenerse  vistas  de  costado  ú  oblicuas,  si  no  hay  60  centí- 
metros de  distancia.  Estimándolo  así,  no  se  infringen  los  ar- 
tículos 577,  578,  530,  348  y  360  del  Código,  ya  porque  el  derecho 
de  alzar  la  pared  medianera  no  obsta  al  ejercicio  del  que  á  todo 
propietario  de  la  finca  vecina  corresponde  para  oponerse  á  la  cons- 
trucción de  aquella  pared,  ya  por  que  para  alegar  como  vulnera- 
dos los  arts.  348  y  350,  se  parte  del  supuesto  de  que  lo  ordenado 
en  el  582  no  es  una  limitación  establecida  por  la  ley. — S.  6  Junio 
S2.^Q,  22  Agosto. 


Arl.  S9S.  Los  demás  propietarios  que  no  hayan 
contribuido  á  dar  más  elevación,  profundidad  ó  espesor  á 
la  pared,  podrán,  sin  embargo,  adquirir  en  ella  los  dere- 
chos de  medianería,  pagando  proporcionalmente  el  im- 
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porte  de  la  obra  y  la  mitad  del  valor  del  terreno  sobre  el 
que  se  le  hubiese  dado  mayor  espesor. 

Atí.  599.  Cada  propietario  de  una  pared  media- 
nera podrá  usar  de  ella  en  proporción  al  derecho  que 
tenga  en  la  mancomunidad;  podrá,  por  lo  tanto,  edificar 
apoyando  su  obra  en  la  pared  medianera,  ó  introduciendo 
vigas  hasta  la  mitad  de  su  espesor,  pero  sin  impedir  el 
uso  común  y  respectivo  de  los  demás  medianeros. 

Para  usar  el  medianero  de  este  derecho  ha  de  obtener 
previamente  el  consentimiento  de  los  demás  interesados 
en  la  medianería;  y,  si  no  lo  obtuviere,  se  fijarán  por  pe- 
ritos las  condiciones  necesarias  para  que  la  nueva  obra  no 
.   perjudique  á  los  derechos  de  aquéllos. 


250,  No  infringe  el  art.  679  del  Oódigo  la  sentencia  absoluto- 
ria de  la  demanda,  al  declarar  que  un  propietario  ha  obtenido  el 
consentimiento  del  de  la  oasa  colindante  á  la  suya,  antes  de  pro- 
ceder al  rozamiento  y  derribo  de  la  pared  medianera  cuando,  aun 
que  no  intentó  recabarlo  de  otro  condueño  de  dicha  finca  colin- 
dante, lo  obtuvo  de  aquél,  en  la  inteligencia  de  ser  único  y  exclu- 
sivo dueño  de  la  citada  casa  colindante,  no  constando  nada  en 
contrario,  ni  que  prescindiera  del  otro  condueño  con  mala  fe,  6 
con  el  propósito  de  lesionar  sus  derechos.— &  8  Nav.  dS.-^Q.  21. 


o, 


TJB  todo  medianero  es  doeño  de  la  milad  del  espesor  de  la  pared  diriso- 
ría  en  la  extensión  saperfícial  correspondiente  hasta  el  panto  común  de  ele-» 
vación,  y  de  la  mitad  del  snelo  en  que  se  eleva,  salvo  pacto  en  contrario,  ya 
lo  tenemos  consignado;  mas  cómo  han  de  nsar,  respectivamente,,  de  esa  indi- 
visible propiedad,  ha  de  ser  el  objeto  de  este  comentario. 

Se  Uama  panto  de  elevación  ó  altara  común,  la  parte,  tanto  de  alto  como 
de  ancho,  en  que  coinciden  los  apoyos  de  las  edificaciones  colindantes  qae  car- 
gan sobre  ana  misma  pared  ó  pilar^  hasta  caya  parte  existe  la  presanciónde 
la  comunidad  ó  medianería.  Mas  como  el  derecho  de  elevar  de  suelo  á  cielo  es 
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inherente  al  dominio  según  quedó  sentado,  caalqniera  de  los  medianeros  puede 
establecer,  indiridualmente,  el  dominio  en  la  pared  elevándola  desde  el  punto 
ó  altura  común,  cuando  derechos  adquiridos  contrapuestos  no  se  lo  impidan, 
como  luces,  vistas,  etc. 

Estas  edificaciones  serán  de  la  cuenta  exclusiva  del  edificador,  indemi- 
zando  al  otro  los  perjuicios  que  Con  ello  ocasione,  aun  cuando  sean  tempo- 
rales. 

Más  ese  derecho  de  elevar  requiere  el  previo  convencimiento  de  que  el 
moro  tiene  las  condiciones  de  solidez  suficientes  para  soportar  el  aumento  de 
las  cargas,  pues  si  la  tiene  á  juicio  de  peritos,  no  podrá  ser  demolido  contra 
la  voluntad  del  otro  ú  otros  medianeros,  cualquiera  que  sea  la  indemnización 
que  ofrezca.  Si  no  reúne  las  condiciones  para  resistir  las  nuevas  cargas, 
siendo,  sin  embargo,  suficiente  para  las  que  soporta  del  colindante,  aquél  de- 
berá reconstruir  dicho  muro  á  su  costa,  pudiendo  hacer  por  el  predio  ó  habi- 
tación del  vecino  los  apuntalamientos,  escavaciones,  terraplenes,  etc.,  que 
fueren  precisos,  dejando  lodo  cuál  estaba  antes  de  comenzar  la  obra. 

Si  el  muro  estuviere  sustentado  sobre  terreno  firme  y  el  nuevo  construc- 
tor quisiere  profundizar  más  para  hacer  bodegas,  sótanos,  etc. ,  estará  obli- 
4^ado  á  hacer  de  su  cuenta  todos  los  gastos  y  también  los  ocasionados  á  su  ve- 
cino como  consecuencia  de  tales  trabajos. 

Nada  se  puede  hacer  en  la  cosa  del  vecino  sin  el  consentimiento  de  éste, 
ó  la  autorización  judicial  é  intervención  de  peritos.  En  caso  de  peligro,  el  pe- 
rito procurará  todas  las  obras  necesarias  para  que  aquél  desaparezca,  dando 
enseguida  cuenta  informada  á  quien  corresponda. 

A  prevención  de  toda  eventualidad  y  en  reconocimiento  del  derecho  de 
propiedad  que  ostentan  los  demás  medianeros,  está  la  obligación  de  obtener 
nn  medianero  de  los  demás  interesados,  el  oportuno  consentimiento,  que  podrá 
y  deberá  suplirse  sólo  por  el  dictamen  é  intervención  pericial,  según  precep- 
túa el  último  párrafo  del  art.  579. 


SECCIÓN  QUINTA 

DB  LA  SERVIDUMBRE  DE  LUCES  Y  VISTAS 

Art.  5SO.  Ningún  medianero  puede,  sin  consenti- 
miento del  otro,  abrir  en  pared  medianera  ventana  ni 
hueco  alguno. 
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Apí.  SM.  B1  dueño  de  una  pared  no  medianera» 
contigua  á  finca  ajena,  puede  abrir  en  ella  ventanas  ó 
huecos  para  recibir  luces  á  la  altura  de  las  carreras,  ó  in- 
mediatos á  los  techos,  y  de  las  dimensiones  de  30  centí- 
metros en  cuadro,  y,  en  todo  caso,  con  reja  de  hierro  re- 
metida en  la  pared  y  con  red  de  alambre. 

Sin  embargo,  el  dueño  de  la  finca  ó  propiedad  contigua 
á  la  pared  en  que  estuvieren  abiertos  los  huecos,  podrá 
cerrarlos  si  adquiere  la  medianería,  y  no  se  hubiera  pac- 
tado lo  contrario. 

También  podrá  cubrirlos  edificando  en  su  terreno  ó  le- 
vantando pared  contigua  á  la  que  tenga  dicho  hueco  ó 
ventana. 

Art.  5S9.  No  se  puede  abrir  ventanas  con  vistas 
rectas,  ni  balcones  ú  otros  voladizos  semejantes,  sobre  la 
finca  del  vecino,  sino  hay  dos  metros  de  distancia  entre 
la  pared  en  que  se  construyan  y  dicha  propiedad. 

Tampoco  pueden  tenerse  vistas  de  costado  ú  oblicuas 
sobre  la  misma  propiedad,  sino  hay  60  centímetros  de 
distancia. 


251.  No  puede  alegarse  que  sean  vulneradas  las  disposiciones 
de  los  artículos  348  y  350  del  Código,  bajo  el  supuesto  de  que  lo 
ordenado  en  el  582  no  es  una  limitación  establecida  por  la  ley. — 
S.  6  Junio  92.— Q.  22  Agosto. 


Art.  5S8.  Las  distancias  de  que  se  habla  en  el  ar- 
tículo anterior  se  contarán  en  las  vistas  rectas  desde  la  lí- 
nea exterior  de  la  pared  en  los  huecos  en  que  no  haya  vo- 
ladizos, desde  la  línea  de  éstos  donde  los  haya,  y  para  las 
oblicuas  desde  la  línea  de  separación  de  las  dos  propie- 
dades. 
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Aw't.  584.  Lo  díspaesto  en  el  art.  582  no  es  aplica- 
ble á  los  ediñcíos  separados  por  una  vía  púbUca. 

Mltí.  5S5.  Cuando  por  cualquier  titulo  se  hubiere 
adquirido  derecho  á  tener  vistas  directas,  balcones  ó  mi- 
radores sobre  la  propiedad  colindante,  el  dueño  del  pre- 
dio sirviente  no  podrá  edi-ñcar  á  menos  de  tres  metros  de 
distancia,  tomándose  la  medida  de  la  manera  indicada  en 
el  art.  583. 


a 


NA  muy  distiata  cosa  es  la  servidumbre  de  laces  á  la  de  vistas,  per  más 
qne  ambas  se  refieran  al  aprovechamiento  particolar  de  ese  bien  aní versal 
eonstitaído  por  la  Iqz  del  día.  Por  causa  de  la  laz,  son  en  las  paredes  de  las 
casas  las  ventanas,  lo  qne  en  el  rostro  humano  nuestros  propios  ojos.  Cerrado 
un  aposento  á  toda  claridad,  equivale  á  cegar  á  quien  en  él  permanezca.  Ade* 
más,  el  aire  libre,  penetrando  oportunamente  por  tales  huecos,  renueva  el  am* 
bieate  respirable,  y  de  ahí  la  necesidad  de  la  distinta  significación  de  los  dos 
conceptos  llamados  luces  y  vútas. 

Nadie  pondrá  en  duda  que  las  luces  y  las  vistas  son  una  necesidad  de  nues- 
tro propio  ser,  y  nada,  por  consiguiente,  más  conforme  á  ello  que  la  facultad 
concedida  á  todo  propietario  de  favorecerse  en  ese  bien,  y  la  libertad  que  en 
principio  rige  su  disfrute,  no  como  derecho  absoluto,  porque  absoluto  no  hay 
nada  para  el  hombre  en  este  mundo,  sino  en  relacién  con  el  derecho  conce- 
dido i  los  demás. 

A  iodos  está  permitido  dotar  á  su  propiedad  del  beneficio  de  la  luz  del  dia 
y  de  las  vistas  al  exterior,  por  medio  de  huecos  que  practique  á  la  vía  pública* 
según  las  disposiciones  del  derecho  administrativo,  y  á  la  propiedad  particular, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  derecho  civil  común  y  foral  y  á  las  Orde- 
nanzas de  la  localidad.  Esta  es  la  regla  general ;  mas  la  obligada  relación  en 
que  vivimos  impone  las  limitaciones  de  que  vamos  á  ocuparnos,  dentro  de  la 
esfera  del  derecho  civil  á  que  se  contraen  ios  preinsertos  artículos. 

De  su  estudio  y  del  común  sentir  se  desprende,  que  debemos  entender  por 
luees  las  que  se  limitan  á  dar  claridad  á  ciertos  departamentos  ó  habitaciones 
de  una  casa,  recibiéndolas  directamente  del  espacio,  á  través  del  predio  inme- 
diato, por  medio  de  huecos  abiertos  en  la  pared;  y  por  vistas^  las  que  propor- 
cionan á  nuestros  ojos  las  ventanas,  balcones  ó  miradores  á  que  nos  asoma- 
mos/Las  luces  y  las  vistas  son  servidumbres  continuas  y  aparentes;  pero  en 
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ias  primeras^  recibimos  pasivamente  el  bien  de  la  laz  que  baenamente  pene- 
tra por  la  abertura  ó  baeco,  sin  debernos  salir  ni  asomar  por  él,  y  en  las  vis- 
tas tenemos  este  derecbo,  ann  cuando  parezca  una  fiscalización  del  predio 
ajeno^  por  lo  cual,  y  para  cohonestarle,  existen  también  sus  especiales  limi- 
taciones. 

En  las  paredes  de  medianería  no  deberán  abrirse  ventanas  de  ninguna  clase, 
porque,  siendo  de  dos  ó  más  á  la  vez,  y  no  pudiendo  concebirse  que  puedan 
iluminar  al  propio  tiempo  á  entrambos  predios,  ni  asomarse  de  igual  modo 
los  medianeros  de  ambos  lados,  calada  la  pared,  resultaría  siempre  el  dominio 
de  todo  el  espesor  para  el  que  abriere  el  claro,  cuando  én  realidad  no  lo  tiene 
sino  hasta  la  mitad,  como  hemos  consignado  en  la  servidumbre  de  medianería, 
en  la  que  se  sirven  á  la  vez  los  colindantes,  calando  por  cada  lado  hasta  el 
eentro  ó  eje  del  espesor  de  h  pared  divisoria.  Por  eso  excluye  la  presunción 
de  medianería  el  muro  que  tenga  tales  ventanas. 

Mas,  como  á  cualquiera  es  lícito  otorgar  su  derecho  á  quien  tenga  por  con- 
veniente el  colindante,  dueño  de  la  mitad  del  espesor  de  la  medianería,  podrá 
autorizar  á  su  condueño  á  que  perfore  el  muro  de  lado  á  lado  para  constituir 
las  referidas  ventanas,  según  el  art.  580. 

En  las  paredes  no  medianeras  puede  el  dueño  de  ellas  recibir  luces  á  través 
del  predio  inmediato,  abriendo  ventanas,  cuyo  número  no  limita  el  art.  581, 
pero  de  las  dimensiones  y  en  la  forma  que  prescribe,  las  cuales  puede  cerrar 
el  dueño  de  dicho  predio  inmediato,  adquiriendo  el  derecho  de  medianería, 
levantando  pared,  ó  edificando  en  contigüidad.  Y  esto  será,  por  ejemplo,  si  la 
pared  perforada  fué  elevada  sobre  la  línea  media  del  espesor  del  muro  me- 
dianero, y  el  del  otro  lado  sube  también  después  la  otra  mitad  desde  el  retalla 
hacia  arriba,  ó  si  el  colindante  adquiere  el  derecho  de  cargar  sobre  aquélla,  ó 
si,  prescindiendo  de  tal  medianería,  levanta  en  su  terreno  edificio  adosado  ú 
otra  pared.  Una  pequeña  diferencia  habrá  de  ejercer  de  medianero  ó  de  simple 
adosante,  á  saber:  que  en  el  primer  caso  podrá  tapar  materialmente  las  alu- 
didas ventanas,  y  en  el  segundo,  sólo  elevar  por  delante  de  ellas,  por  más 
que  para  el  que  sufra  la  obra,  el  resultado  será  siempre  la  privación  de  la  luz 
con  ventanas  tapadas  ó  emparedadas  (4). 

(1)  Asi  como  la  medianería  méM  que  «ertndumbre  ee  una  propiedad  oomún,  aií 
la  llamada  eorvidombre  legal  de  luces  no  es  tampoco  verdadera  seryiduinbr» 
cuando  se  limita  á  la  apertura  de  huecos  de  90  centímetros  en  cuadro  con  roja  7 
red,  en  razón  &  que  ninguna  prestación  ocasiona  al  predio  sirviente  k  ouyo  dueño 
faculta  para  que  los  tape  ó  cubra  cuando  quiera,  edificando  ó  levantando  pared, 
sin  que  el  oscurecido  pueda  ejercitar  derecho  alguno  en  contrario.  ¿Qué  servi- 
dumbre, pues,  es  esta,  ni  qué  representa,  aparte  de  una  tolerancia,  un  favor  ó  ub. 
auto  tal  vez  de  caridad  del  prójimo? 
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La  limitación  de  las  ventanas,  en  cnanto  al  tamaño  y  forma  de  constrnc- 
ción,  conviene  sólo  añadir  que  tiene  por  objeto  el  evitar  registro,  fiscaliza- 
ción y  vertedero  hacia  el  predio  ajeno,  y  en  cnanto  á  su  subsistencia  ó  desapa- 
rición, deberá  tenerse  en  cuenta  que  depende  de  que  haya  ó  no  pacto  ó  contrato 
entre  ambos  colindantes  que  destruya  ó  no  la  presunción  de  mera  tolerancia 
del  dueño  del  predio  sirviente  que  no  da  derecho  alguno  dominical  al  del  do- 
minante, á  menos  que  haya  mediado  un  acto  de  oposición,  un  «hecho  obstativo» 
de  parte  de  aqnól  contra  éste,  por  razón  de  la  servidumbre,  en  cuyo  caso,  acre- 
ditándolo debidamente,  y  contando  veinte  años,  de  allí  en  adelante  obtendrá 
por  prescripción  adquisitiva  el  titulo  de  dominio  de  tal  servidumbre,  por  más 
que  para  que  pueda  ostentarle  contra  el  tercero  á  quien  vaya  á  parar  el  predio 
sirviente,  deberá  resultar  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  el  asienta 
de  ano  y  otro  predio,  cual  preceptúa  la  ley  Hipotecaria. 

El  derecho  nacido  de  la  servidumbre  de  vistas,  lo  califican  los  técnicos  con 
los  nombres  de  aspecto  y  de  prospecto  para  significar  con  esto  la  visualidad 
más  allá  del  predio  inmediato  hasta  donde  alcance  la  vista,  que  impide  elevar 
plantación  y  edificación— a//itt^  non  tallendi—y  para  limitar  con  ello  dicha 
visualidad  al  fundo  contiguo,  que  podrá  ser  elevado  desde  cierta  distancia.  £1 
Código  no  acepta  desde  luego  tal  división  de  las  vistas,  pero  sí  la  de  recias  y 
oblicuas. 

Vistas  rectas  son  las  que  ofrece  la  ventana  ó  balcón  mirando  por  él  hacia 
el  frente,  esto  es,  sin  girar  á  uno  ni  otro  lado;  y  oblicuas  las  que  obtenemos 
mirando  de  costado  por  el  hueco  aludido  ó  por  el  voladizo  que  tenga,  y  la 
medida  legal  se  hará:  en  las  rectas,  á  partir  desde  el  punto  más  saliente  del 
voladizo,  si  lo  hay,  mirador,  terraza,  etc.,  hasta  la  línea  de  separación  de  las^ 
dos  heredades;  y  en  las  oblicuas,  á  contar  desde  la  arista  exterior  del  cerco  ó 
marco  del  hueco  hasta  la  línea  de  división  de  las  dos  heredades. 

Bueno  será  advertir  que  las  vistas  oblicuas  sólo  pueden  apreciarse  cuando 
se  trata  de  huecos  abiertos  en  la  pared  que  no  permitan  salirse  fuera  de  ella 
para  mirar;  pues  tratándose  de  terrazas,  azoteas,  etc.,  en  donde  con  girar  de 
nn  lado  para  otro  todo  son  radiadas,  no  cabe  admitir  la  oblicuidad. 

De  la  manera  antes  indicada,  deberá  medirse  la  distancia  establecida  por 
el  art.  685  en  respeto  al  derecho  adquirido  y  á  la  forma  de  prestar  la  servi- 
dumbre, si  no  se  opusiere  á  ello  la  prescripción  establecida  en  el  art.  547  d» 
este  Código. 

Por  último,  confirman  la  doctrina  expuesta  las  reglas  de  jurisprudencia 

anteriores  al  Código,  en  armonía  con  sus  preceptos,  que  pasamos  á  exponer. 

La  ley  15,  tít.  31,  Partida  3.*,  que  trata  del  tiempo  por  que  puede  ganarse 

la  servidumbre  de  luces  en  pared  ajena,  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  la 

pared  sea  de  medianería.— £>.  20  Marzo  70.— G.  43  Oct* 
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LoB  huecos  abiertos  en  pared  propia  y  en  correspondencia  con  suelo  y 
cielo  ajenos,  son  de  mera  tolerancia,  salvo  pacto  en  contrarío  expreso,  y  no 
paeden  ganarse  por  prescripdón,  tsino  computando  ésta  desde  el  ejercicio 
de  algún  acto  obstativo,  en  razón  á  qne  cuando  algano  se  aprovecha  de  esas 
luces,  aspira  á  constituir  una  servidumbre  negativa  para  que  el  dueño  de  la 
finca  á  que  afecta  no  pueda  construir  en  contigüidad,  ni,  por  consiguiente, 
perjudicarlos;  siendo,  por  otra  parte,  una  verdad  de  todos  sabida,  que  no  están 
.  autorizadas  otras  ventanas  que  las  llamadas  de  ordenanza,  y  éstas  solamente 
mientras  el  vecino  no  crea  conveniente  edificar  ó  impedirlas  según  tiene  de- 
recho á  realizarlo.—iS^.  48  Mayo  %%,—Q.  6  Affosto. 

No  tiene  lugar  la  prescripción  (adquisiti  /a)  en  la  servidumbre  de  luces, 
sin  que  medie  un  hecho  obstativo  por  parte  del  que  trate  de  adquirir  dere- 
chos á  las  luces  contra  el  que  intenta  obstruirlas.-^^.  U  Mayo  64.-6'.  48. 
Para  que  pueda  ganarse  por  tiempo  la  servidumbre  de  impedir  que  se  edi- 
fique para  que  no  se  estorben  las  luces,  debe  preceder  para  ello  algún  acto 
de  impedimento  por  parte  del  dueño  del  predio  domioante,  desde  cuyo  hecho 
debería  contarse  el  término  de  la  prescripción. — 8.  29  Marto  70.— G'.  43  Ocl. 
Si  la  oposición  del  demandado  á  que  el  demandante  levante  la  casa  lin* 
dante  con  la  suya  se  fonda  tan  sólo  en  la  prescripción,  por  medio  de  la  cual 
supone  haber  adquirido  la  servidumbre  de  laces,  sin  haber  justificado  ni  ale- 
gado siquiera  que  mediase  acto  alguno  de  impedimento  anterior,  al  estimarse 
la  demanda  no  se  infringen  las  leyes  S.^  44  y  45,  lit.  34,  Partida  Z.^—S.  48 
Feo.  8Í.— tí'.  7  Junio, 

•  Según  la  ley  45,  iiu  34,  Partida  3.',  el  uso  no  da  derecho  á  mantener  en 
^redes  propias  huecos  laterales  ó  ventanas,  con  perjuicio  del  vecino  que,  dis- 
poniendo dé  su  suelo  y  cielo,  puede  construir  libremente  en  contigfliiad  ó 
dar  mayor  altura  á  construcciones  existentes,  á  no  ser  que  se  le  hubiera  con- 
traliado  el  ahamienío  porque  no  se  aüeee  la  lumbre,  consintiendo  este  acto 
obstativo,  y  transcurriendo  después  el  tiempo  fijado  por  la  misma  ley.— i9. 43 
Junio  77.— flf.  7  8ept. 

La  circunstancia  de  no  haberse  hecho  especial  mención  de  la  servidumbre 
de  vistas  cuando  se  tomó  razón  en  la  Contaduría  de  hipotecas  de  la  escritura 
en  que  se  constituyó  el  gravamen,  no  afecta  á  la  cubsistencia  del  mismo;  en 
aquella  época  no  era  necesario  dicho  requisito,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
las  leyes  4.*  y  8.^,  tít.  46,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  las  cuales 
únicamente  se  refieren  á  los  censos  é  hipotecas  expresas  bajo  cualquier  forma 
que  graven  la  propiedad  inmueble;  y  reconociéndolo  así,  no  se  infringen  di- 
chas leyes,  ni  la  doctrina  sentada,  de  conformidad  con  las  mismas,  por  el 
Tribunal  Supremo.— iS'.  S4  No9.  84.— 6i^.  26  Marto  82. 


B 
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SECCIÓN  SEXTA 

DEL  DE8A0ÜE  DB  LOS  EDIFICIOS 

Art.  588.  El  propietario  de  ün  edificio  está  obli- 
gado á  construir  eus  tejados  ó  cubierta  de  manera  que  la^ 
aguas  pluviales  caigan  sobre  su  propio  suelo  ó  sobre  la 
calle  ó  sitio  púb]jco,  y  no  sobre  el  suelo  del  vecino.  Aun 
cayendo  sobre  el  propio  suelo,  el  propietario  está  obligado 
á  recoger  las  aguas  de  modo  que  no  causen  perjuicio  al 
predio  contiguo. 

Aw^t,  587.  El  dueño  del  predio  que  sufra  la  servi- 
dumbre de  vertiente  de  los  tejados,  podrá  edificar  reci- 
biendo las  aguas  sobre  su  propio  tejado  ó  dándoles  otra 
salida  conforme  á  lap  ordenanzas  ó  costumbres  locales,  y 
de  modo  que  no  resulte  gravamen  ni  perjuicio  alguno 
para  el  predio  dominante. 

Art.  588.  Cuando  el  corral  ó  patio  de  una  casa  se 
halle  enclavado  entré  otras,  y  no  sea  posible  dar  salida 
por  la  misma  casa  á  las  aguas  pluviales  que  en  él  se  re- 
cojan, podrá  exigirse  el  establecimiento  de  la  servidum- 
bre de  desagüe,  dando  paso  á  las  aguas  por  el  punto  de 
loe  predios  contiguos  en  que  sea  más  fácil  la  salida,  y  es- 
tableciéndose el  conducto  de  desagüe  en  la  forma  que  me- 
nos perjuicios  ocasione  al  predio  sirviente,  previa  la  in* 
denmización  que  corresponda. 


BUENAMENTE  entendidos,  los  tres  artículos  qae  anteceden  establecen 
la  teoría  de  que,  soportando  cada  cual  sos  propias  necesidades,  reciba  como 
consecnencia  de  sos  bienes  las  molestias  qoe  ellps  mismos  prodozcan,  y  por 
consigoiente,  qoe  recoja  en  so  propio  terreno  el  agoa  ploviri  qoe  discorra,  ya 
goteando  de  sos  cobiertas  y  tejados,  ya  chorreando  por  sos  canalones,  He* 
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vaodo  el  desagüe  á  vía  ó  sitio  de  oso  público,  aates  qae  arrojar  Ules  aguas  al 
predio  ajeno,  sea  patio,  jardÍD  ú  otro  tejado. 

Y  como  consecuencia  primera,  establece  en  favor  del  que  esté  recibiendo 
por  servidumbre  el  agua  del  predio  más  elevado,  el  derecho  de  levantar, 
cuando  le  convenga,  con  tal  que  no  impida  la  servidumbre,  dejando  á  su  cui- 
dado ese  servicio;  llegando,  por  último,  á  establecer  como  forxoso  el  desagüe 
de  una  fmca  por  el  predio  ajeno  inmediato,  cuando  no  pueda  hacerse  de  otro 
modo,  mediando,  como  es  consiguiente,  la  oportuna  indemnización  equitativa. 
Pero  de  tan  sencilla  tesis  surgen  cuestiones  que  no  presenta  resueltas 
ninguno  de  esos  tres  artículos. 

Por  ejemplo:  si  en  el  predio  inferior  tiene  sólo  el  dueño  del  superior  el 
usufructo  ó  la  nuda  propiedad,  ó  si  ostenta  dominio  pleno,  pero  en  común, 
con  otros  condueños,  creemos  no  podrá  verter  el  agua  pluvial  con  la  liber- 
tad establecida  en  el  artículo  586,  debiendo  recogerla  de  modo — como  termi- 
nantemente ordenado— que  no  cause  perjuicio  al  predio  contiguo,  cuya  conti- 
güidad comienza  en  la  comunidad. 

Esta  servidumbre,  que  debemos  comprender  entre  las  continuas  y  aparen- 
tes, según  la  clasificación  del  art.  532,  puede  no  estar  constituida  en  legal 
forma,  ó  faltarle  algún  requisito  para  ganarla,  y  en  este  caso,  el  predio  con- 
siderado como  sirviente,  al  ser  elevado,  creemos  no  deberá  soportar  la  ver- 
tiente de  las  aguas  como  antes;  porque  mientras  no  se  adquiere  la  servidum- 
bre, sólo  hay  que  suponer  mera  toleracia  que  no  causa  obligación. 

Otro  caso  no  previsto  tampoco  en  el  Código,  es  el  relativo  á  que  si,  demo- 
lido el  edificio  que  vertía  sobre  otro,  al  levantarse  después  reanudará  la  ver- 
tiente hacia  aquél,  ó  si,  por  el  contrario,  habrá  perdido  aqael  derecho  y  de- 
berá desaguar  por  otra  parte;  cuyo  problema  se  resolverá  distinguiendo  si 
había  ó  no  tal  servidumbre  debidamente  constituida  por  los  modos  estableci- 
dos en  el  art.  537.  Si  la  había,  es  indudable  que  renace  con  la  nueva  edifica- 
ción, salvo  lo  dispuesto  en  el  núm.  t,^  del  art.  546;  mas  en  el  caso  contrario, 
al  obrar  de  nuevo,  no  podría  su  dueño  desaguar  los  tejados  contra  la  volun- 
tad del  colindante  sobre  el  predio  de  éste. 

No  bastará,  pues,  al  comprador  de  una  finca  urbana  aducir  que  á  él  se  le 
entregó  con  todas  sus  entradas  y  salidas,  usos,  costumbres,  derechos  y  ser- 
vidumbres, para  sostenerla  subsistencia  de  i  a  vertiente  de  las  aguas,  porque 
«consistiendo  ésta  en  un  gravamen  que  afecta  á  la  propiedad,  debe  constar 
establecida  por  uno  de  los  medios  que  reconocen  las  leyes»  (I). 

Finalmente,  advertiremos  que,  á  falta  de  estipulaciones  al  constituir  esta 
clase  de  servidumbres,  se  observará  lo  dispuesto  en  el  art.  545;  así  como  se 

a)     Sent.  U  Mayo  61. 
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estará  á  lo  prevenido  en  el  59*4  al  establecer  el  modo  de  ser  cumplidas,  puesto 
qoe  el  título,  y  en  sn  caso  la  posesión  de  la  servidambre  adquirida  por  pres- 
cripción, determinan  ios  derechos  del  predio  dominante  y  las  obligaciones 
del  sirviente  (4). 

SECCIÓN  SÉPTIMA 

DE  LAS  DISTANCIAS  Y  OBRAS  INTERMEDIAS  PARA  CIERTAS 
CONSTRUCCIONES  Y  PLANTACIONES 


Art.  *5il9.  No  se  podrá  edificar  ni  hacer  plantacio- 
nes cerca  de  las  plazas  fuertes  ó  fortalezas  sin  sujetarse  á 
las  condiciones  exigidas  por  las  leyes,  ordenanzas  y  re- 
glamentos particulares  de  la  materia. 

Apt.  500.  Nadie  podrá  construir  cerca  de  una  pa- 
red ajena  ó  medianera,  pozos,  cloacas,  acueductos,  hor- 
nos, fraguas,  chimeneas,  establos,  depósitos  de  materias 
corrosivas,  artefactos  que  se  muevan  por  el  vapor,  ó  fábri- 
cas que  por  si  mismas  ó  por  sus  productos  sean  peligro- 
sas 6  nocivas,  sin  guardar  las  distancias  prescritas  por  los 
reglamentos  y  usos  del  lugar,  y  sin  ejecutar  las  obras  de 
resguardo  necesarias,  con  sujeción,  en  el  modo,  á  las  con- 
diciones que  los  mismos  reglamentos  prescriban . 

A  falta  de  reglamentos  se  tomarán  las  precauciones  que 
se  juzguen  necesarias,  previo  dictamen  pericial,  á  fin  de 
evitar  todo  daño  á  las  heredades  ó  edificios  vecinos. 

Art.  591 .  No  se  podrá  plantar  árboles  cerca  de  una 
heredad  ajena  si  no  á  la  distancia  autorizada  por  las  or- 
denanzas ó  la  costumbre  del  lugar,  y  en  su  defecto,  á  la 
de  dos  metros  de  la  línea  divisoria  de  las  heredades  si  la 
plantación  se  hace  de  árboles  altos,  y  á  la  de  50  centíme- 
tros si  la  plantación  es  de  arbustos  ó  árboles  bajos. 

(1)     Art.  606. 
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Todo  propietario  tiene  derecho  á  pedir  que  se  airan* 
quen  los  árboles  que  en  adelante  se  plantaren  á  menor 
distancia  de  su  heredad. 

Apí.  &99.  Bi  las  ramas  de  algún  árbol  se  extendie- 
ron sobre  una  heredad,  jardines  ó  patios  vecinos,  tendrá 
el  dueño  de  éstos  derecho  á  reclamar  que  se  corten  en 
cuanto  se  extiendan  sobre  su  propiedad,  y  si  fueren  las 
raices  de  los  árboles  vecinos  las  que  se  extendiesen  en 
suelo  de  otro,  el  dueño  del  suelo  en  que  se  introduzcan 
podrá  cortarlas  por  sí  mismo  dentro  de  su  heredad. 

Api.  ftOS.  Loe  árboles  existentes  en  un  seto  vivo 
medianero  se  presumen  también  medianeros,  y  cualquie- 
ra de  los  dueños  tiene  derecho  á  exigir  su  derribo. 

Exceptiüanse  los  árboles  que  sirvan  de  mojones,  los 
cuales  no  podrán  arrancarse  sino  de  común  acuerdo  entre 
los  colindantes. 


g 


OKSECÜEKTE  el  Código  con  su  sistema  de  dejar  íntegra  la  soloeióa 

de  muchas  de  las  cnestiones  que  entraña  á  las  legislaciones  especiales,  nos  re- 
mite i  la  decisión  de  aquéllas  para  obviar  las  difícnltades  qne  sarjan  ea  la 
práctica. 

«Desembargadas  ó  libres— decía  la  ley  22,  tít.  3S,  Partida  3.^-- deven  ser 
las  carreras  qne. son  acerca  de  los  muros  de  las  Villas,  é  de  las  Cíodades,  ó  de 
los  Castillos;  de  manera  qne  non  deven  y  fazer  casa  nin  otro  edificio  qne  los 
embargue,  nin  se  arrime  á  ellos.  £  si  por  aventara  alguno  qaisiesse  y  fazer 
casa  de  nuevo,  debe  dexar  espacio  de  quince  pies  entre  el  edificio  que  faze  é 
el  maro  de  la  Villa  ó  del  Castillo.  E  esto  tuvieron  por  bien  los  sabios  antiguos 
por  dos  razones.  La  una,  por  que  desembargadamente  puedan  los  ornes  aco- 
rrer, ó  guardar  los  muros  de  la  Villa  en  tiempo  de  guerra.  La  otra,  porque  de 
la  alleganza  de  las  casas  non  viniesse  á  la  Villa  ó  al  Castillo  daño  nin  tray- 
cion.» 

La  zona  militar,  pues,  á  que  se  refiere  el  art.  590,  comprende  una  faja  de 
terreno  de  4.500  varas,  medidas  desde  el  baluarte  más  saliente  de  la  plaza,  y 
dentro  de  aquélla  sólo  podrá  edificarse  con  las  restricciones  preestablecidas.. 
Dentro  de  tal  extensión  se  establecen  tres  demarcaclQnes  á  500  varas  cada  una 
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de  las  que,  eo  la  primera,  está  absolatamente  prohibida  la  constracción  y 
plantación;  en  la  segunda,  se  permitirá  constrair  hasta  la  altara  de  nn  solo 
piso  con  madera  ó  hierro  sobre  ligero  zócalo  de  mampostería;  7  en  la  última,, 
podrán  únicamente  sostitoir  á  la  madera  ó  hierro,  pilares  de  mampostería, 
con  sojeción  á  la  autorización  que  deberá  obtenerse  en  todo  caso.('l). 

También  la  defensa  de  los  edificios  ha  ocasionado  al  Código  las  demás  dis- 
posiciones de  los  otros  artículos  que  encabezan  este  comentario,  originando 
las  correspondientes  servidumbres  limitativas  del  libre  ejercicio  del  derecho 
dominical,  coartando  la  facultad  de  establecer  ciertas  dependencias  en  un  te- 
rreno cercano  á  pared  ajena  ó  medianera  sino  guardando  las  pecesarlas  dis- 
tancias y  las  precauciones  propias  de  cada  caso;  limitaciones  que  vienen  ei}ta- 
blecióndose  en  todos  los  Códigos  modernos,  y  que  son  derivadas  casi  todas  del 
Digesto,  libros  t.\  8.'  y  9.» 

Sin  embargo,  no  se  determinan  singularmente  en  los  artículos  que  antece- 
den, y  quedan,  por  consiguiente,  remitidas  á  las  ordenanzas  y  bandos  locales 
en  las  poblaciones  que  los  tengan,  y  en  último  lugar  al  juicio  de  peritos,  me* 
mediante  el  procedimiento  administrativo,  contencioso  ó  judicial  en  que  las 
cuestiones  se  ventilen. 

Como  disposiciones  de  carácter  general,  la  ley  de  Aguas  y  su  reglamento, 
de  que  nos  ocupamos  al  comentar  los  artículos  552  y  siguientes,  servirán  para 
las  controversias  sobre  pozos,  cloacas,  acueductos,  etc.  Las  caleras  y  yeseras 
que  deberán  distar  450  metros  de  las  viviendas  y  50  de  las  vías  férreas  ó  ca- 
rreteras de  4.®  y  2.^  orden,  se  regirán  por  la  ley  de  49  de  Junio  de  4864  y 
Reales  órdenes  de  23  de  Diciembre  de  4879  y  43  de  Noviembre  del  80.  Los 
establos  que  sólo  podrán  instalarse  en  las  afueras  ó  arrabales,  ó  en  plaza  ó  si- 
lio  espacioso,  ventilado  y  salubre  de  las  grandes  poblaciones,  se  regirán  por 
el  Reglamento  de  8  de  Agosto  de  4867,  confirmando  por  la  Real  orden  de  34 
de  Diciembre  de  4888. 

Las  fábricas  de  explosivos  tampoco  podrán  erigirse  sino  á  dos  kilómetros 
de  distancia  de  las  poblaciones  y  á  uno  de  los  edificios  extramuros  y  caminos, 
y  se  rigen  por  la  ley  de  44  de  Enero  de  4864.  Las  de  curtidos,  sebos,  etc.,  per- 
mitidas en  poblado,  se  rigen  por  la  Real  orden  de  44  de  Abril  de  4860. 

Los  mataderos  públicos  requieren  condiciones  especiales  higiénicas,  y  tam- 
bién los  cementerios  y  lazaretos,  que  se  regulan  por  las  disposiciones  de  ca- 
rácter general  que  les  son  respectivas  (2). 

(1)  B.  O.  de  IB  de  Febrero  de  1815,  confirmada  por  la  de  22  de  Marao  de  1875; 
Beglamento  de  22  de  Diciembre  de  1860,  y  Beglamento  y  B.  D.  de  19  de  Febrero  y 
17  de  Uarsot  respectivamente  de  1891. 

(2)  Bogliunento  de  24  de  Febrero  del  59,  circular  de  22  de  Marzo  del  68  y  Beal 


650  CÓDIGO  CIVIL 

£1  art.  592  nos  recuerda  que  laa  Partidas  no  consideraron  como  esencial 
el  tronco  y  el  ramaje,  sino  la  rali:  «Se  extendiesen  las  rayces  por  heredad 
ajana  de  otro  algano— dice  la  ley  43,  tít.  S8,  Partida  3.*— cerca  desta  en  qae 
fué  plantado  de  manera  qae  las  principales  rayses  de  qne  se  nodresiesse  están 
todas  en  ella,  éste  gana  el  señorío  del  árbol,  magQer  estén  las  ramas  del  árbol 
sobre  la  heredad  de  aqnel  qae  lo  plantó... >  Pero  ahora  no  se  trata  de  demos- 
trar la  procedencia  del  árbol,  por  más  qae  no  puede  perderse  de  vista  su  doe» 
ño;  de  lo  qae  ahora  se  trata  es  de  que  el  que  no  sea  dneño  no  safra  perjaieios 
en  sus  fincas  por  el  árbol  del  otro. 

Con  gran  acierto  establece  el  Código  qae  el  doeño  del  predio  perjudicado 
tenga  derecho  á  pedir  que  se  cortea  las  ramas  que  le  ocasionen  el  mal;  pere 
eu  cnanto  á  las  raíces,  le  faculta  el  arlícalo  que  las  corte  por  sí  mismo  dentro 
de  su  heredad,  considerándolas,  ó  como  elemento  destructor  y  dañoso  contra 
lo  obrado,  ó  como  enemigo  qne  furtivamente  se  introduce  á  llevarse  el  jogo 
de  aquella  (inca. 

£1  art.  593,  más  que  una  servidumbre,  comprende  el  derecho  de  manco- 
munidad sobre  los  árboles  que  radican  en  las  propiedades  distintas,  origina- 
rio de  la  ley  49,  tít.  3.o,  libro  40  del  Digesto:  Arbor  qua  in  co^finio  nata  est; 
cuyos  árboles,  así  en  pie  ó  arrancados,  serán  siempre  de  tos  comuneros,  sin 
más  diferencia,  en  cuanto  á  su  corta,  que  la  del  derecho  de  cualquiera  á  exi- 
girlo, cuando  no  sirvan  de  mojones;  porque  en  este  caso  no  será  bastante  á 
conseguirlo  sino  el  mutuo  acuerdo  entre  los  colindantes  ó  partícipes. 


CAPÍTULO  III 

X>e  lae  serviduxnbres  voluntarias. 


\ri,  5Ü41.  Todo  propietario  de  una  finca  puede  es- 
tablecer en  ella  las  servidumbres  que  tenga  por  oonTe- 
niente,  y  en  el  modo  y  forma  que  bie^  le  pareciere,  siem- 
pre que  no  contravenga  á  las  leyes  ni  al  orden  público. 

•orden  de  10  de  Abril  del  89;   Reglamento  de  12  de  Jaaio   del  87,  B.  O.  de  8  JaU* 
4el  53,  y  Beales  decretos  de  27  de  Enero  del  85  y  dd  22  de  Septiembre  del  88. 
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Art.  595.  El  que  tenga  la  propiedad  de  una  finca, 
cuyo  usufructo  pertenezca  á  otro,  podrá  imponer  Bobrd 
ella,  sin  el  consentimiento  del  usufructuario,  las  servi- 
dumbres que  no  perjudiquen  al  derecho  del  usufructo. 

Art.  590.  Cuando  pertenezca  á  tina  persona  el  do- 
minio directo  de  una  finca  y  á  otra  el  dominio  útU,  ño 
podrá  establecerse  sobre  ella  servidumbre  voluntaria  per- 
petua sin  el  consentimiento  de  ambos  dueños. 

ilrt.  ^97.  Para  imponer  una  servidumbre  sobre  un 
fundo  indiviso  se  necesita  el  consentimiento  de  todos  los 
copropietarios. 

La  concesión  hecha  solamente  por  algunos,  quedará  en 
suspenso  hasta'  tanto  que  la  otorgue  el  último  de  todos 
los  partícipes  ó  comuneros. 

Pero  la  concesión  hecha  por  uno  de  los  copropieta- 
rios separadamente  de  los  otros,  obliga  al  concedentey  á 
sus  sucesores,  aunque  lo  sean  á  titulo  particular,  á  no 
impedir  el  ejercicio  del  derecho  concedido. 

Art.  598.  El  titulo,  y,  en  su  caso,  la  posesión  de 
la  servidumbre  adquirida  por  prescripción,  determinan 
los  derechos  del  predio  dominante  y  las  obligaciones  del 
sirviente.  En  su  defecto,  se  regirá  la  servidumbre  por  las 
disposiciones  del  presente  título  que  le  sean  aplicables. 

Art.  599.  Si  el  dueño  del  predio  sirviente  se  hu- 
biere obligado,  al  constituirse  la  servidumbre,  á  costear 
las  obras  necesarias  para  el  uso  y  conservación  de  la  mis- 
ma, podrá  librarse  de  esta  carga  abandonando  su  predio 
al  dueño  del  dominante. 

ilrt.  900.  La  comunidad  de  pastos  sólo  podrá  es- 
tablecerse en  lo  sucesivo  por  concesión  expresa  de  los 
propietarios,  que  resulte  de  contrato  ó  de  ultima  volun- 
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tad,  y  DO  á  favor  de  uDa  uDÍversalidad  de  ÍDdividnoe  j 
Bobre  UDa  UDÍversalidad  de  bieDes,  bído  á  favor  de  deter- 
mÍDados  individuoe  y  sobre  predios  tambiéD  ciertos  y  de- 
termiDados. 

La  servidumbre  establecida  coDforme  á  este  articulo 
se  regirá  por  el  título  de  su  iustituciÓD. 

ilri.  OOI.  La  comuDidad  dé  pastos  eu  terreuos  pú- 
blicos, ya  perteDezcau  á  los  Muuicipios,  ya  al  Estado,  se 
regirá  por  las  leyes  admiuistrativas. 

Ari.  609.  Si  CDtre  lop  veciuos  de  udo  ó  más  pue- 
blos existiere  comuuidad  de  pastos,  el  propietario  que 
cercare  cod  tapia  ó  seto  una  finca,  la  hará  libre  de  la  co- 
munidad. Quedarán,  sin  embargo,  subsistentes  las  demás 
servidumbres  que  sobre  la  misma  estuvieren  establecidas. 
El  propietario  que  cercare  su  finca  conservará  su  de- 
recho á  la  comunidad  de  pastos  en  las  otras  fincas  no 
cercadas. 


253.  Es  un  hecho  sancionado  en  disposidones  legales,  como  el 
decreto  del  Gobierno  superior  de  la  isla  de  Cuba  de  6  de  Agosto 
de  1863,  así  como  el  voto  consultivo  de  la  Audiencia  de  Puerto 
Príncipe  de  1.^  de  Abril  de  1819,  la  facultad  que  tienen  los  comu- 
neros de  acotar  porciones  de  terreno  poseído  en  común,  cuyos 
acotamientos  dan  origen,  por  su  propia  naturaleza,  á  un  disfrute 
especial  del  terreno  acotado,  y  constituyen  la  base  para  hacer  so- 
bre ellos  la  determinación  del  entero,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  18  del  expresado  voto  consultivo. — S.  4  Junio  95. — O.  11  Sept. 

254.  No  hay  artículo  alguno  en  el  mencionado  voto  consultivo 
que  disponga  que,  cuando  sólo  uno  de  los  comuneros  solicita  la  for- 
mación del  entero  para  separarse  de  la  comunidad,  puedan  inva- 
dirse sin  necesidad  los  terrenos  acotados  por  otros  comuneros  que 
no  excedan  de  las  legítimas  participaciones  de  cada  uno,  descono- 
ciéndose el  derecho  que  á  su  vez  tienen  á  que  se  respeten  las  por- 
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dones  que  poseen,  para  que  sobre  estas  porciones  se  completen  en 
€U  día  BUS  respectÍYos  enteros,  sino  que,  por  el  contrarío,  se  infiere 
racionalmente  de  su  contexto  y  espíritu  que  le  informa,  que  son 
igualmente  aplicables  á  todos  los  comuneros  las  disposiciones  del 
voto  consultivo,  lo  que  no  podría  suceder  si  por  adelantarse  uno  á 
separarse  de  la  comunidad,  y  por  no  hacerse  á  la  vez  la  separación 
y  división  de  las  demás  partes,  hubiere  de  inteipretarse  dicha  dis- 
posición legal  en  el  sentido  de  que  sólo  tenía  relación  con  quien 
solicita  el  entero,  sin  consideración  alguna,  á  lod  que  después  pue- 
dan formular  igual  pretensión. — S.  4  Junio  95. — G.  11  Sepi, 

255.  Al  estimarse  la  oposición  hecha  por  el  demandado,  no  por 
haberse  supuesto  inexactamente  que  tuviese  enterada  su  partici- 
pación en  la  hacienda  comanera,  sino  porque  en  él  entero  trazado 
se  incluyó  innecesariamente  una  porción  de  terreno  inferior  á  su 
participación  en  dicha  hacienda  comunera,  que  tenía  acotada  desde 
hacíi^  más  de  treinta  años,  y  en  no  dejar  de  ser  factible  la  forma- 
ción del  entero  que  solicitó  el  demandante  y  bu  separación  de  la 
comunidad,  aunque  se  rectifique  la  demarcación  del  opositor,  no  se 
comete  infracción  del  art.  602,  y  con  mayor  razón  cuando  no  han 
sido  los  preceptos  del  Código  civil,  sino  los  del  voto  consultivo,  los 
que  principalmente  ha  tenido  en  cuenta  el  Tribunal  sentenciador. 
—5.  4  Junio  95.^-0.  11  Sepi. 


!kTt.  603.  £1  dueño  de  terrenos  gravados  con  la 
servidumbre  de  pastos  podrá  redimir  esta  carga  mediante 
el  pago  de  su  valor  á  los  que  tengan  derecho  á  la  servi- 
dumbre. 

A  falta  de  convenio  se  fijará  el  capital  para  la  reden- 
ción sobre  la  base  del  4  por  100  del  valor  anual  de  los 
pastos,  regulado  por  tasación  pericial. 


256.    El  principio  sancionado  por  el  art.  535  del  Código  no  se 
opone  al  derecho  del  dueño  de  todo  terreno  gravado  con  la  serví* 
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dombre  de  pastos  de  redimir  esta  carga  mediante  el  pago  de  su 
valor,  sean  uno  ó  más  los  que  tengan  derecho  á  la  servidumbre. — 
S.  11  Nov,  92.-0,  24  Dic. 


Jtrt.  604.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior  es 
aplicable  á  las  servidumbres  establecidas  para  el  aprove- 
chamiento  de  leñas  y  demás  productos  de  los  montes  de 
propiedad  particular. 


a 


.NIFOBMEMENTS  relacionada  la  teoría  sobre  que  deacausan  las  servi- 
dumbres voluntarias,  con  la  definición  de  la  propiedad  como  patrimonio  ex- 
clusivo de  las  personas,  proclama  la  libertad  de  disposición  que  tenemos  e» 
nuestras  cosas  y  la  facultad  de  afectarlas,  sin  más  restricción  que  el  precepto 
contrario  de  alguna  ley  ó  la  consideración  debida  al  orden  público. 

Aquí  la  ley  debe  considerarse  en  el  sentido  lato  de  la  palabra,  puesto  que 
debe  entenderse  en  el  mismo  concepto  á  toda  otra  disposición  de  carácter  ge- 
neral. 

Dos  son,  por  lo  tanto,  los  elementos  que  concurren  á  la  formación  de  estas 
servidumbres.  La  convención  de  los  interesados,  y  que  no  se  contravengan 
las  leyes  ni  el  orden  público. 

Gonsesuencia  de  ello  es  que,  para  poder  contratar,  se  exija  la  capacidad 
necesaria,  y  que  sólo  pueda  constituir  servidumbre  el  que  tenga  la  libre  ad- 
ministración de  sus  bienes;  de  modo  que  no  bastan  las  palabras  del  art.  5Bi: 
Todo  propietario^  sino  que  es  indispensable  que  este  propietario  tenga  física 
y  legalmente  capacidad  bastante  para  realizar  la  convención. 

Gomo  consecuencia  de  esta  doctrina,  se  establece  la  de  los  siguientes  ar- 
tículos. Su  fundamento  estriba  en  que,  siendo  la  servidumbre  un  derecho 
real,  nadie  que  esté  imposibilitado  para  celebrar  contratos  podrá  otorgarla, 
pero  si  adquirirla  por  lo  que  dijimos  al  ocuparnos  de  la  capacidad  receptiva. 

La  imposición  de  las  servidumbres  es  obra  exclusiva  del  propietario;  pero 
cuando  su  dominio  está  modificado  por  el  usufructo,  resulta  que  las  limita- 
ciones que  éste  crea  impiden  que  pueda  constituirse  la  servidumbre,  en  tanto 
que  pueda  perjudicar  al  derecho  del  usufructo. 

La  razón  del  art.  596  es  palmaría.  Entre  el  dueño  del  dominio  directo  y  el 
del  útil  completan  el  dominio  pleno,  y  para  la  constitución  del  gravamen,  es* 
pecialmente  perpetuo,  la  ley  los  mira  unidos  como  una  sola  persona.  Esta 
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doctrina  es  derogatoria  de  fa  contenida  en  la  ley  44,  til.  34,  Partida  3.*,  se- 
gún la  que,  bastaba  tener  nn  derecho  en  la  cosa  para  poder  imponer  el  gra- 
Tamen. 

Hállase  él  origen  del  art.  697  en  la  ley  40,  tít.'  34,  Partida  3.*:  «Los  seño- 
res  de  los  edificios,  é  de  las  heredades,  pneden  poner  cada  ano  dellos  servi- 
dumbre á  sn  edificio  ó  á  sn  heredad.  Pero  si  machos  fueren  señores  de  an 
edifieio  ó  de  ana  heredad  á  qae  quieran  poner  servidumbre,  todos  la  deben 
otorgar  qaando  la  ponen.  C  si  por  aventara  la  otorgassen  algunos,  ó  non 
todos,  aquellos  que  la  pusiessen  non  la  pueden  después  contrastar  que  la  non 
aya  aquel  á  quien  la  otorgaron.  Mas  los  otros  qse  la  non  quisieron  otorgar, 
bien  la  pueden  contradecir  cada  uno  dellos,  también  por  la  su  parte,  como 
por  la  de  los  otros  que  la  non  otorgaron.  Ca  ninguno  de  los  otros  non  es 
obligado  á  la  servidumbre  por  el  otorgamiento  de  los  otros,  nin  les  empesce. 
Pero  si  después  desto  la  quissiessen  otorgar,  ó  consentir  aquellos  que  la  con- 
tradizen,  valdría  también  como  si  la  oviessen  de  primero  otorgado  todos  de 
so  noo.i 

Nótase  claramente  la  diferencia  que  existe  entre  ser  disfrutada  la  servi- 
dumbre por  muchos,  que  sigue  subsistiendo  aunque  uno  sólo  la  disfrute,  y 
entre  ser  constituida  por  varios,  que  no  subsiste  ínterin  no  concurran  todos. 

En  las  servidumbres  voluntarias,  han  de  servir  de  norma  para  exigir  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones,  y  para  ejercitar  los  derechos,  las  bases  que 
hayan  pactado  los  dueños  de  los  predios  dominante  y  sirviente.  £1  titulo  es, 
por  lo  tanto,  la  cansa  eficiente  del  derecho,  y  dada  sn  importancia,  debe  ser 
escrito,  en  opinión  de  Pardesus  y  de  Gutiérrez. 

Todas  las  legislaciones  convienen  en  que  el  titulo  es  el  principal  factor 
que  debe  tenerse  presente  para  los  efectos  de  las  servidumbres,  en  virtud  de 
la  conocida  máxima:  Si  quid  nomincUim  contenit:  hoc  servábitvr:  legem  enim 
eontraeiui  dedit.  Supletoria  del  título  dominical  es  la  posesión  de  la  servi- 
dumbre adquirida  por  prescripción,  como  dice  el  art.  K98,  y  cuando  ya  no 
puedan  determinarse  con  exactitud  los  derechos  del  predio  dominante  y  las 
obligaciones  del  sirviente,  servirán  de  pauta  las  disposiciones  del  presente  tí- 
tulo que  le  sean  aplicables. 

No  puede  exigirse  al  dueño  del  predio  sirviente  que  lleve  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones  más  allá  de  las  que  se  impusiera  á  la  constitución  de  la 
servidumbre;  pero  si  en  aquel  momento  pactó  costear  las  obras  necesarias 
para  el  uso  y  conservación  de  aquélla,  el  Código  le  señala  el  único  camino 
que  le  resta  para  librarse  de  la  carga. 

Es  muy  conforme  el  art.  600  con  el  carácter  actual  de  la  propiedad  y  de 
todos  los  derechos  reales.  Desde  el  instante  en  que  se  constituyen  las  servi- 
dumbres, ya  se  consideren  como  derecho^  ya  como  carga,  se  requiere  la  de- 
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terminación  etacU  y  complida  sobre  los  bienes  que  se  constltoyen  y  de  aqae- 
líos  á  cuyo  favor  se  hace  U  iosütación.  Ck)mo  derecho  real,  la  servidambre 
está  sojeta  á  ser  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad,  como  antes  dijimos, 
y  mal  podría  realizarse  la  inscripción  á  ser  inciertos  lo^  bienes  gravados  y 
y  dudosas  las  personas  llamadas  al  Jisfmte.  Aléjase  asimismo  con  dicho  ar- 
tículo la  posibilidad  de  perpetuar  la  indivisión,  y  por  lo  tanto,  el  decaimiento 
de  la  custodia  é  interés  que  todo  propietario  está  llamado  á  tener. 

La  disposición  del  art.  602,  de  la  que  nos  ofrece  ahondantes  ejemplos  ea 
la  práctica  Extremadura  con  las  fincas  llamadas  quintería^  tiene  so  origen  ea 
el  decreto  de  las  Cortes  de  &  de  Jnnio  de  4813,  qoe  permitió  á  los  partienla- 
res  cercar  sos  tierras,  qoe  aquella  prescripción  legal  declaró  cerradas  y  acó* 
tadas,  sin  perjoicio  de  las  ca&adas,  abrevaderos,  caminos,  travesía  y  demás 
servidumbres,  como  consecoencia  de  la  propiedad,  y  tiene  su  concordante  en 
el  art.  509  dol  Proyecto  de  4851. 

Ni  el  art.  t»04  ni  el  que  le  precedo,  tienen  concordantes  en  el  Proyecto  de 
4854,  y  nótase  en  ellos  la  tendencia  de  hacer  á  la  propiedad  inmueble  de  me- 
jor condición,  facilitando  la  destrucción  de  las  trabas  que  se  oponen  á  so  de- 
envolvimiento,  siq  menoscabo  del  derecho  del  señor  ó  señores  á  cuyo  íávor 
^tán  establecidas  las  servidumbres. 

Aunque  el  estudio  del  tít.  7.®  del  Código  termina,  como  hemos  visto,  en 
el  artículo  precedente  604,  no  queremos  pasar  al  tít.  8.^  sin  dar  en  este  lugar, 
siquiera  sea  ligerísima,  idea  de  algunas  servidumbres  conocidas  en  las  pro* 
vincias  que  tienen  legislaciones  especiales. 

Legislación  aragonesa.  4.'  Alera  Jaral.— ^\A  servidumbre  consiste  ea 
ia  facultad  que  tienen  los  vecinos  de  introducir  recíprocamente  sus  ganados  á 
pastar  en  los  términos  de  los  pueblos  inmediatos.  Según  el  Fuero,  este  dero<- 
eho  no  puede  usarse  más  que  de  sol  á  sol,  esto  es,  que  los  ganados  baa  de 
salir  con  el  sol  de  las  eras  de  su  pueblo,  y  han  de  volver  con  sol  á  las  mis- 
mas. Previenen  las  observancias,  que  los  ganados  no  pasen  la  noche  en  los 
términos  ajenos  ni  próximos  á  ellos,  que  se  puedan  introducir  tan  luego  como 
salga  el  sol.  En  este  caso  se  abstendrán  del  pasto  hasta  graduar  el  tiempo  que 
habrían  tardado  en  llegar  habiendo  salido  de  las  eras  de  la  villa  al  linde  6 
mojón  (buegar)  del  término  ajeno,  y  salir  de  éste  con  sol  bastante  que  pueda 
llegar  con  él  á  las  eras  de  su  pueblo  (4).  Están  exentas  de  esta  servidumbre 
las  huertas,  las  tierras  de  secano  cultivadas  hasta  después  de  levantadas  las 
cosechas,  y  el  boalar^  ó  sea  el  sitio  acotado  y  vedado  del  pueblo  próximo; 
pero  cuando  los  vecinos  introduzcan  sus  ganados  por  levantamiento  de  la 


U)     Obaery,  9.'  y  10  de  patenit  greg. 


f 


i 


LIBBO  SEGUNDO. — TÍTULO  VH.— ARTS.   594  Á  604  657 

veda,  entonces  los  de  los  pueblos  inmediatos  pueden  llevar  también  los  suyos 
siempre  que  sean  de  igual  especie. 

S.^  Boalar. — Queda  expuesto  en  lo  que  consiste.  Una  vez  constituido, 
queda  exento  de  la  alera  foral,  y  sólo  podrán  introducir  sus  ganados  los  veci- 
nos del  pueblo  inmediato  si  se  establece  reciprocidad  de  derechos  (4).  Todos 
los  pueblos  pueden  establecer  boalar  hasta  el  alcance  de  un  tiro  de  ballesta; 
pero  si  se  quiere  darle  mayor  extensión,  se  necesitará  autorización  real,  pues 
de  lo  contrario,  se  destruye  por  ser  contra  fuero  (2). 

3.'    Apenamiento  de  ganados .—ho^  ganados  que  pasten  en  terrenos  veda 
dos  ó  en  tiempo  prohibido,  incnrren,  á  elección  del  dueño  de  los  pastos,  en  una 
de  estas  penas:  degüello,  ealonia  6  tatistacción  del  daño  causado. 

A.  Degüello, — Si  el  dueño  del  pasto  encuentra  al  ganado  pastando,  pueda 
matar  y  apropiarse  una  res,  si  el  hecho  tiene  lugar  de  día,  y  dos  si  fuese  de 
noche.  Este  derecho  sólo  puede  ejercitarse  desde  el  3  de  Mayo  hasta  el  29  de 
Septiembre,  y  no  basta  ver  el  ganado  pastando,  es  menester  que  sea  cogido 
in/raganU,  pues  si  el  dueño  de  los  pastos  llega,  y  el  ganado  ha  salido  del  si- 
tio vedido,  ya  no  tiene  derecho  á  la  degüella,  que  sólo  puede  ejercerse  en  el 
ganado  menudo  (3). 

B.  Colonia, — Este  derecho  que  no  puede  ejercerse  en  un  ganado  por  una 
persona  más  que  dos  veces  en  el  día,  consiste  en  el  pago  de  cuatro  dineros 
por  cada  cabeza  de  ganado  menor  y  doce  por  cada  una  de  las  de  ganado  ma- 
yor que  se  introduzcan  en  huerto,  viña  ó  campo  sembrado,  al  dueño  de  la 
posesión.  No  puede  cobrarse  la  calonía  sino  por  400  reses,  aunque  entren 
muchas  más  (4). 

G.  Reparación  del  daño  cansado. -^ZX  dueño  de  huerto  donde  hagan  daño 
las  palomas  ó  gallinas  de  otro,  puede  retenerlas  en  su  poder  hasta  que  se  le 
satisfaga  el  daño.  El  dueño  de  caballerías  encontradas  haciendo  daño  en  viña 
ó  huerto,  debe  abonar  doce  dineros  por  cada  cabeza.  Cuando  uno  tenga  un 
porro  que  acostumbre  á  morder,  deberá  ponerle  una  esquila  para  que  todos  se 
precavan,  y  si  no  lo  hiciera,  deberá  ser  entregado  á  la  primera  persona  á  quien 
muerda,  para  que  haga  de  él  lo  que  quiera.  Los  guardas  asalariados  de  los 
sembrados  y  viñas,  son  responsables  del  daño  que  se  cause  en  ellos. 

LBGtSLActósf  DE  Catalüma.  — Niuguna  legislación  tan  varía  como  esta 
para  establecer  servidumbres  privadas.  Con  la  sola  enumeración  de  las  que 
reconoce  y  se  derivan  del  privilegio  Recognoverunt  proceres,  basta  para  afir- 
mar nuestro  aserto.  Las  hay:  de  la  aproximación  á  la  pared,  de  claraboya,  de 

(1)  Fuero  2.*  y  Observancia»  !.■  </'*  p^^c.  y  33  de  gnipr  prio. 

(2)  Observancia  1.*  de  pane. 

(8)     Faero  2.*  de  ley  aqvilia,  y  Observancia  5.*  de  potr. 
(4)     Observancia  2.",  fí  qundr.  pauper.  fec.  dic. 
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pared  medianera,  de  agua  de  llovía,  de  agaas  de  bodega,  de  aguas  por  pared 
medianera,  de  aceqaias  de  agaa,  de  los  pasajes,  de  vista  en  predio  ajeno,  re- 
mate de  terrados,  de  las  torres,  de  letrinas,  de  telares  de  tejer,  de  cerca  de 
albergue,  de  cerca  de  huerto,  de  plantar  árboles,  de  los  liños,  de  vender  y  cor> 
tar  árboles  sin  permiso  del  señor  directo,  de  olivo  vecino,  de  árbol  que  hace 
escalera,  de  contra  pared  de  huerto,  de  muralla  de  ciudad,  de  cercas,  de  ven- 
tana, de  gotera,  de  incendio,  de  inundación,  de  daño  cansado  por  derroca- 
miento, de  ribazos,  de  pozo,  de  horno  de  ollas,  de  cerca  de  torrente,  de  pa- 
red de  ladrillos,  de  pared  de  piedra,  de  valuación  de  las  tapias,  de  árboles  sil- 
vestres, de  árboles  frutales,  y  otras  que  surgen  de  la  combinación  de  las  ante- 
dichas. 

De  las  servidumbres  públicas,  las  más  notables  son  las  que  vamos  á  enu- 
merar: 

4.^    Bmpriui  ó  ampriu.—Eaie  es  el  derecho  de  aprovecharse  de  los  terre- 
nos incultos.  Con  el  mismo  nombre  se  designa  esa  ciase  de  terreno. 

S*  La  conservación  de  la  acequia  del  agua  de  los  molinos  que  va  á  Bar- 
celona, no  puede  ser  desviada  según  el  Usatge  sequiam,  bajo  la  pena  de  400  on- 
zas de  oro  para  el  principe,  contra  el  que  lo  hiciere,  y  por  cada  vez  que  lo 
practicare;  y  el  que  le  aconsejase  segar,  pague  tres  onzas  por  cada  vez. 
3.'  La  conservación  de  la  acequia  de  Tnir  en  el  condado  de  Rosellón. 
4.'  La  reglamentación  de  riegos  en  las  acequias  de  Lérida,  Pnigcerdá  y 
Tuir. 

Legislación  de  Navabra.— Lo  más  notable  de  ella  es  en  esta  materia:  los 
Pastos  de  facería,  que  consistan  en  la  comunión  que  en  determinados  pastos 
ó  en  todos  los  vecinales  tienen  algunos  pueblos  limítrofes  que  se  llaman  ^- 
eeros.  Es  muy  parecida  á  la  alera /oral  de  Aragón,  por  cuanto  en  el  cap.  6.^, 
tít.  4.®,  libro  C.®  del  Fuero,  se  lee:  «Las  villas  faceras  que  han  los  términos 
conocidos,  pueden  pascer  de  part  dé  los  restoyllos  ata  las  eras  de  sol  á  so), 
non  faciendo  dayno  en  los  fruitos,  ni  en  prado  de  cabaitlo,  nin  de  bnyes.» 

Respecto  á  los  ganados  de  paso:  aDebenlis  dar  logar  do  alberguen  uAa 
■och  ó  dos,  si  no  pueden  ir  de  bona  guisa,  et  non  sean  tenidos  de  dar  nin- 
guna cosa...B 

Respecto  al  ganado  enfermo,  deberá  estar  apartado  diverso  tiempo  del 
sano  para  evitar  el  contagio;  así  es  que  si  es  polmonna,  tres  menguantes  y 
tres  crecientes;  si  es  muermo  óparraza,  un  menguante  y  un  creciente;  y  si  es 
futzienza,  veinte  días. 

La  legislación  de  Vizcaya  no  ofrece  nada  notable  sobre  el  particular. 
En  cuanto  al  Derecho  internacional,  las  servidumbres  prediales  estableci- 
das por  la  ley  se  regirán  sin  excepción  por  la  del  lugar  donde  el  predio  se 
halle  situado;  y  respecto  á  las  voluntarias,  debe  admitirse  la  autonomía  de 
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k)8  propietarios  para  establecer  6  pactar  las  servidumbres  qae  tengan  por  con- 
Teniente;  pero  siampre,  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  lex  rei  sUm,  ó 
sea,  qae  dichas  servidambres  se  regirán  por  el  títnlo  constitntivo  de  las  mis- 
mas, si  bien  dentro  de  los.  limites  y  con  la  extensión  qae  las  leyes  ó  los  naos 
locales  permitan 

Consideradas  las  servidambres  bajo  el  panto  de  vista  del  Derecho  proce- 
sal, producen  recíprocas  facnttades,  derivadas  de  la  acción  material  del  hom- 
bre á  interponerlas,  y  del  deber  de  soportarlas,  qoe,  como  términos  antagó- 
nicos, reflejan  sos  electos  recíprocamente,  y  se  combaten  ante  los  Tribunales 
de  la  jarisdicción  ordinaria  por  medio  de  la  acción  real  jurídica  confesoria  por 
el  dueño  del  predio  dominante,  y  negataria  á  favor  del  predio  sirviente.  Xa 
primera  tiende  á  la  declaración  judicial  de  la  existencia  de  la  servidumbre,  j 
la  segunda  á  rechazarla. 

Ahora  bien:  como  las  servidambres  son  un  derecho  real,  que  sólo  poede 
adqairír  el  dueño  del  predio  dominante,  éste,  ya  sea  demandante  ó  deman- 
dado, tiene  el  deber  de  probar  la  existencia  de  la  servidumbre,  porque  la  im- 
posición de  tal  gravamen  es  siempre  una  afirmación  que  jamás  puede  prestí  • 
mirse,  sino  en  los  muy  contados  casos  en  que  viene  á  ser  ayudada  de  los  sig- 
nos favorables  á  la  misma,  como  medios  probatorios  en  que  se  funde  luego  el 
fallo  judicial. 

Así,  pues,  propuesta  la  acción  negatoria  de  servidumbre,  al  demandado  in- 
cumbe probar  la  existencia  de  los  hechos  que  debían  constituirla,  sin  infrin- 
gir el  principio  de  que  al  demandante  incumbe  la  prueba  (4),  debiendo  ca- 
tarse á  la  apreciación  que  haga  la  Sala  sentenciadora  de  las  justificaciones  tes- 
tificales y  periciales,  si  no  se  alega  en  tal  apreciación  infringida  ley  ó  doc- 
trina legal  (t),  siendo  licito  que  en  caso  de  duda,  el  juzgador  debe  inclinarse 
á  la  libertad  del  predio  sirviente  (3).  Pero  debe  tenerse  en  cuenta  que  para 
que  tenga  lugar  la  acción  negatoria,  ha  de  pertenecer  por  un  título  legal  al 
que  la  ejercita  la  finca  ó  predio  sirviente  (4). 

Para  exigir  el  cumplimiento  de  una  servidumbre,  es  indispensable  justi- 
ficar que  se  halla  constituida  por  contrato  ó  por  alguno  de  los  otros  medios 
establecidos  en  derecho  (5).  La  ocultación  de  una  servidumbre  puede  ser  causa 
de  rescisión  de  an  contrato  de  venta  (6),  teniendo  en  cuenta  que  las  servi- 


(1)  Sents.  10  Feb.  77,  Q.  26  Jalio,  7  26  Oct.  65,  Q.  del  81. 

(a)  S.  10  Jnlio  68.— ú'.  3  Agosto. 

(8)  Sents  12  Mayo  76,  O.  8  Agosto,  y  7  Abril  61,  O.  del  10 

(4)  8.  !.•  Abril  ea.— (?.  del  4. 

(5)  S.  23  Junio  62.— í?.  4  Julio. 
<fi)  S.  19  Abrü  61.—».  del  24. 


660  OÓDIQO  CIVIL 

dnmbres  constitiiidaB  por  docarnettto  público»  no  pueden  extinguirse  sino  por 
otra  obligación  de  la  misma  clase  (4),  no  podiendo  constitairse  en  «n  soto 
predio  de  la  propiedad  de  nna  misma  persona  (S). 

Las  leyes  relativas  al  modo  de  extinguir  las  servidumbres,  parten  del  sn- 
pneslo  de  que  éstas  existen  (3),  pues  la  sentencia  que  declara  existir  «na 
servidumbre,  sin  que  realmente  eiista,  infringe  la  doctrina  legal  de  que  no 
habiéndose  constituido,  ni  por  convención,  ni  por  decreto  del  Juex,  debe  e»- 
tenderse  que  el  dominio  que  cada  uno  tiene  en  la  cosa  es  pleno;  pues  las  li- 
mitaciones del  dominio  no  se  presumen,  siendo  necesario  que  conste  de  «i* 
guna  manera  (4). 

£1  ejercicio  de  la  aeción  real  confesoría  de  servidumbre,  impone  la  obli- 
gación de  probar  la  servidumbre  á  que  se  refiere,  por  contrato,  por  testa* 
manto,  ó  por  el  uso  continuo  en  todo  el  tiempo  que  según  la  naturaleza  de 
aquélla  requiera  (5);  tiempo  que  para  prescribir  las  servidumbres  negativas 
no  empieza  á  correr  sino  desde  el  momento  en  que  el  dueño  de  un  predio 
practica  en  el  ajeno,  y  el  de  éste  lo  consiente,  un  hecho  que  le  impida  el  ejer* 
cicio  de  su  derecho,  constituyendo  la  prohibición  del  uno  y  la  paciencia  del 
otro,  titulo  para  ganar  la  servidumbre  (6);  por  cuya  razón,  las  servidnmbies 
de  luces  y  vistas,  eomo  negativas  que  son,  no  pueden  ser  prescritas  ann 
siendo  continuas,  por  más  que  hayan  transcurrido  veintiocho  años  de  uso,  si 
falta  el  indispensable  requisito  para  la  praseripción,  que  es  el  de  prohibir  por 
una  parte  y  consentir  por  otra  la  libertad  de  las  fincas  sobre  que  se  pretende 
constituirlas  (7),  no  necesitando  otro  título  que  el  de  la  posesión  continuada 
las  servidumbres  constituidas  por  prescripción,  por  lo  cual,  no  ios  son  aplica- 
bles las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria  y  del  Reglamento  que  ordena  la 
inscripción  en  el  Registro  de  los  títulos  justiíieativos  de  aquéllas  (S). 


(1)  S.  12  Feb.  69.— (7.  del  17. 

(2)  8.  16.  Marzo  00— ff.  del  2íí 
(3.1  S.  18  Enero  61.— (7.  del  21. 
(4)  8.  30  Junio  64.—^.  9  Julio. 
(9)  8.  26  Nov.  64.—^.  del  30. 
(6)  *S.  6  Marzo  n.-^ff.  »  Mfiyo. 

O)  Sents.  6  Marzo  75,  G.  25  Mayo,  y  IH  Julio  7!i,  (?.  12  Oot. 

,'8)  8    15  Dic.  SO— O.  del  2H 
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Lmiento  del  dominante.  Ejercitar  la  acción  negatoria. 
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TÍTULO  VIII 


Del  Regiatx*o  de  la  propiedad. 


CAPÍTULO  ÜNIOO 


Ari.  005.  El  Registro  de  la  propiedad  tiene  por 
objeto  la  inscripción  ó  anotación  de  los  actos  y  contratos 
relativos  al  dominio  y  demás  derechos  reales  sobre  bienes 
inmuebles. 

Art.  OOO.  Los  títulos  de  dominio  ó  de  otros  dere- 
chos reales  sobre  bienes  inmuebles,  que  no  estén  debida- 
mente inscritos  ó  anotados  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
no  perjudican  á  tercero. 


267.  Los  títulos  en  que  se  reconozcan  ó  constituyan  derechos 
reales,  han  de  inscribirse  eii  el  Registro  de  la  propiedad,  debiendo 
las  serridumbres  constar  especialmente  en  las  inscripciones  de  los 
predios  dominante  y  sirviente,  sin  cuyos  requisitos  no  perjudican 
á  tercero;  no  produciendo  tampoco  efecto  la  prescripción  de  tales 
derechos  en  cuanto  ¿  tercero  si  no  están  inscritos  el  título  ó  la  po- 
sesión correspondientes;  y  no  puede  considerarse  como  tercero,  á 
los  fines  de  la  ley  Hipotecaria,  al  que,  si  no  intervino  en  el  acto  ó 
contrato  inscrito,  tuvo  conocimiento  al  adquirir  la  finca  por  él 
poseída  de  laa  cargas  impuestas  sobre  ella,  ya  que  uno  de  los  prin- 
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cipaleB  fundamentos  y  objeto  de  dicha  ley  es  el  de  la  publicidad 
de  las  cargas  que  afectan  á  la  propiedad  inmueble,  para  que  nadie 
eea  responsable  de  las  que  ignora,  y  no  cabe  alegar  ignorancia  de 
aquello  de  que  se  tiene  perfecto  conocimiento. — S.  11  Enero  96, — 
Q.  14  Abril. 

258.  La  doctrina  anteriormente  expuesta  es  aplicable  á  quien, 
no  obstante  haber  adquirido  libre  de  toda  carga  un  inmueble,  ins- 
cribiendo su  titulo  en  el  Registro,  y  aun  no  hallándose  inscrita  en 
él  la  servidumbre  que  lo  gravaba  en  favor  de  otro,  no  puede  osten- 
tar la  cualidad  de  tercero,  porque  siendo  tal  servidumbre  ostensí* 
ble  y  manifiesta  por  su  antigüedad,  no  sólo  la  conocía,  sino  que 
aun  usó  de  ella  en  el  concepto  de  condueño  del  predio  dominante 
en  época  anterior  á  la  en  que  efectuó  la  adquisición  del  predio  sir- 
viente.— S.  11  Enero  95, — G.  14  Abril. 


Atí.  B07.  El  Registro  de  la  propiedad  será  público 
para  los  que  tengan  interés  conocido  en  averiguar  el  es- 
tado de  los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  anotados 
ó  inscritos. 

Art.  0O8.  Para  determinar  los  títulos  sujetos  á  ins- 
cripción ó  anotación,  la  forma,  efectos  y  extinción  de  las 
mismas,  la  manera  de  llevar  el  Registro  y  valor  de  los 
asientos  de  sus  libros,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  la  ley 
Hipotecaria. 


259.  No  existe  pugna  ó  contradicción  alguna  entre  la  ley  Hi- 
potecaria y  el  Código  civil,  pues  antes  bien  los  principios  que  in- 
forman los  textos,  así  de  la  una  cuanto  del  otro,  son  idénticos,  ra- 
tificando el  Código  los  preceptos  sustanciales  de  la  ley,  que  es  com- 
pletamente suyo,  y  á  la  que  el  mismo  se  refiere  en  sus  arts.  608 
y  1537,  por  cuya  razón,  no  pudiendo  existir  verdadero  conflicto 
entre  ambos  cuerpos  legales,  el  Tribunal  sentenciador  que  no 
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preecmdd  de  ninguno  de  ellos,  no  comete  error  de  derecho. — 8.  25 
Oct.  P5.-^G.  17  Nov, 

260.  El  art.  34  de  la  ley  Hipotecaria  no  tiene  aplicación,  no 
obstante  la  generalidad  del  principio  que  consigna,  al  pleito  cuya 
materia  es  la  acción  rescisoria  por  enajenación  fraudulenta,  pues 
ésta  ha  sido  especialmente  regulada  por  los  arts.  37  y  siguientes, 
y  por  tanto  no  puede  alegarse  como  infringido  el  primeramente 
citado  bajo  el  supuesto  de  que  el  pleito  deba  resolverse  por  aque- 
lla ley  con  exclusión  de  las  prescripciones  del  Código  civil,  fun- 
dándose al  efecto  en  el  art.  608  del  mismo.— &  25  Oct.  95. — O. 
17Nav. 

261.  Las  disposiciones  generales  del  Código  civil  relativas  al 
contrato  de  compraventa,  y  por  lo  mismo  laa  que  se  refieren  á  sa 
rescisión,  han  de  entenderse  con  sujeción  á  lo  que  respecto  de  bie- 
nes inmuebles  se  previene  en  la  ley  Hipotecaria,  y  según  el  ar- 
tículo 608  del  Código,  hay  que  atenerse  á  la  misma  ley  para  deter- 
minar, así  los  títulos  sujetos  á  inscripción  ó  anotación,  como  la 
fuerza  y  efectos  de  las  inscripciones  y  anotaciones  hechas  en  el 
Registro  de  la  propiedad.— 5.  28  Dic.  92.-— G.  9  Enero  93. 

262.  Si  bien  se  presumen  fraudulentas  las  enajenaciones  he> 
chas  por  aquellas  personas  contra  las  cuales  se  hubiere  dado  antes 
sentencia  condenatoria  ó  expedido  mandamiento  de  embargo,  dis- 
pone el  art.  34  de  la  ley  Hipotecaria,  que  los  contratos  que  se 
otorguen  por  quien  aparezca  en  el  Registro  con  derecho  para  ello, 
una  vez  inscritos,  no  se  invalidarán  en  cuanto  á  los  que  con  aquél 
contrataron  por  titulo  oneroso,  aunque  después  se  resuelva  el  de- 
recho del  otorgante  en  virtud  de  causas  que  no  consten  claramente 
del  mismo  Registro^  y  deduciéndose  de  este  precepto  que  ni  la 
sentencia  condenatoria,  ni  el  mandamiento  de  embargo,  que  son 
los  actos  en  que  dicha  presunción  legal  se  funda,  producen  efecto 
alguno  en  perjuicio  del  comprador  cuando  no  resultan  anotado» 
sobre  la  finca  vendida,  es  claro  que  subordinada  cual  lo  está  la  ley 
común  á  la  especial,  no  debe  rescindirse  como  fraudulenta  la  ena- 
jenación si  no  se  acredita  la  complicidad  del  adquirente  en  el 
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fraade;  en  cuyo  caso,  al  dar  lugar  á  la  acción  reecifioria,  se  infringe 
el  art.  608  del  Código  por  haberlo  dejado  de  aplicar.— 5.  28  Di- 
ciembre 92.— G,  9  Enero  93, 


k 


.OS  contratos  generadores  de  derechos  reales  son  actos  de  rigoroso  do- 
minio, y  para  llevarlos  i  cabo  por  medio  de  mandatario,  ha  de  estar  éste  aa* 
torizado  al  efecto  por  nn  mandato  expreso,  sin  que  valga  argumentar  con  el 
art.  4548  del  Código  civil  y  afirmar  ^e  el  mandatario  no  necesita  poder  es- 
pecial para  dar  en  arrendamiento  fincas  de  sa  principal  por  on  término  qae 
no  exceda  de  seis  aflos  con  el  pacto  de  qae  se  inscriba  en  el  Registro,  paés 
rebate  la  objeción  este  artículo  de  dicho  Código  que,  al  dejar  subsistente,  en- 
tre otros,  el  S.*  de  la  ley  Hipotecaria,  permite  á  los  interesados  constituir 
anrendamientot  inscribibles  por  plazo  menor  del  indicado,  y  estos  anreada- 
mientos,  en  el  mero  hecho  de  ir  al  Registro,  son  verdaderos  derechos  reales, 
sometidos,  por  ende,  al  precepto  del  art.  4713  del  Código  (4). 

No  siendo  permitido  al  comunero  señalar  á  su  arbitrio  la  parte  fija  y  de* 
terminada  que  le  corresponde  en  la  cosa  común  proindivisa,  cuando  se  trate 
de  un  documento  en  que  asi  se  haya  realizado,  y  cuya  inscripción  se  preten- 
da, como  la  forma  de  ella  y  su  valor  y  efectos  se  rigen  exclusivamente  por  la 
ley  Hipotecaría,  según  el  artículo  que  nos  ocupa,  esto  obliga  i  plantear  la 
cuestión  en  el  terreno  de  dicha  ley  y  á  resolverla  con  el  criterio  que  imponen 
sus  artículos  9.*^  y  SO  (t). 


Es  indudablemente  el  Registro  de  la  propiedad  una  de  lu  instituciones 
más  importantes  de  los  tiempos  modernos.  Transformación  radical  de  la  an- 
tigua Oficina  de  Hipotecas,  que  D.  Carlos  y  Doña  Juana  crearon  en  4539,  por 
disposición  que  es  la  ley  4.*,  tít.  16,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación, 
desde  cuya  época  no  han  cesado  de  dictarse  disposiciones  encaminadu  á  so 
perfección  y  mejoramiento. 

A  nuestro  juicio— y  no  vamos  á  hablar  de  la  especialidad,  la  determina- 
ción, la  publicidad,  etc.,— dos  objetos  debe  llenar  el  Registro  de  la  propiedad, 
en  los  cuales  están  interesados  el  derecho  privado  y  el  derecho  público. 

(1)  S.  de  la  D.,  2R  Dic.  92.-0.  1.*  Hamo  9S. 

(2)  B.  d«  U  D.,  18  Agosto  M.— O.  10  8«pt. 
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^  Primer  i^éto.Sienáo  U  ridA  de  h  propiedad  coetánea  con  la  vida  del 
individoo,  pnes  ya  dijimos  que  la  histoña  de  la  propiedad  es  la  historia  del 
hombre,  se  requiere  (y  hoy  podemos  hacer  el  estudie  oomparativo  entre  el 
desenvolvimiento  de  la  propiedad  y  el  desenvolvimiento  del  individuo  por  las 
leyes  Hipotecaria  y  de  Registro  civil),  conocer  su  manera  de  manifestarse  y 
hacerse  ostensible. 


PAOPIBDAD 

Á,  Se  inscribe  en  el  Registro  en  vir- 
tud de  un  titulo  que  le  dó  origen. 

B.  Se  hacen  constar  los  gravámenes 
que' la  afectan  y  las  vicisitudes  per 
que  pasa. 

C.  Se  patCBlica  si  es  libre  ó  gra- 
vada. 

Z>.  Se  acredita  el  hecho  de  librarse 
de  cargas. 
B,  Se  extingue  la  propiedad. 

F.  Se  adquiere  la  propiedad  por 
pres<»ípoión. 

G.  A  falta  de  títulos  dominicales, 
viene  la  posesión. 

'  B*  Sufre  eclipses,  digámoslo  así,  el 
dominio  por  sus  desmembraciones. 

/.  Divídese  la  propiedad  entre  va- 
rios. 


nCMVlDDO 

A .  Se  inscribe  en  el  Registro  civil 
como  hijo  legítimo  ó  ilegítimo. 

B.  Se  hace  constar  el  cambio  de  na- 
cionalidad, ó  cualquiera  accidente  que 
modifique  su  estado. 

O.  Se  patentiza  si  es  hombre  mt/v- 
riiÓBi  sufre  pena  de  interdicción. 

2).  Se  acredita  el  hecho  de  levan- 
társele el  entredicho. 

B,  Fallece  el  individuo. 

F.  Se  acredita  por  el  estado  cons- 
tante de  hijo,  la  paternidad. 

G.  A  falta  del  carácter  de  legítimo, 
viene  la  legitimación. 

H.  Sufre  el  hombre  en  su  vida  limi- 
taciones para  administrar,  etc. 

/.  Tiene  el  hombre  obligación  da 
atender  al  cuidado  de  muchos. 


T  de  este  modo  demostraríamos  que  á  todo  acto  del  hombre  corresponde, 
en  cuanto  esté  relacionado  con  los  derechos  reales,  un  movimiento  en  éstos, 
como  á  todo  movimiento  de  éstos  corresponde  un  acto  del  hombre. 

Segundo  objeto. — ^¿Tiene  el  Poder  público  derecho  innegable  á  conocer  los 
habitantes  de  su  país?  Evidentemente.  Y  tan  es  así,  que  le  ejercita  obligándo- 
se á  la  inscripción  en  los  Registros  civiles,  y  á  proveerse  de  la  cédnla  perso- 
nal correspondiente,  que,  aun  apremiando,  les  hace  proveerse  de  dicho  docu- 
mento. ¿Tiene  el  Poder  público  derecho  innegable  á  conocer  la  propiedad 
de  todo  el  territorio  adonde  llega  la  esfera  de  acción  del  Estado?  También  ea 
evidente,  y  de  ahí  la  necesidad  de  ambos  Registros. 

La  inscripción,  como  idea  general,  abarca  en  sí  la  anotación,  porque 
aquélla  comprende  toda  clase  de  asientos  en  los  Registros.  La  palabra  «ano- 
4ación»  tiene  un  significado  especial  en  la  ley  Hipotecaria,  sobre  todo  aña- 
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diendo  el  calificativo  prevwiiva^  siendo  eAtoooes  unas  inscrípeioBes  provi- 
sionales, de  efectos  más  ó  menos  transitorios^  cayos  fines  oonsisten,  ya  en 
asegurar  las  resoltas  de  nn  juicio,  ya  en  garantir  la  efectividad  de  un  derecho 
perfecto,  pero  no  oqnsnmado,  ya  en  preparar  una  inscripción  más  definitiva  y 
permanente  (1). 

Los  actos  y  contratos  relativos  al  dominio  y  demás  derechos  reales  sobre 
bienes  inmuebles  que  pueden  ser  inscritos,  son  los  enumerados  en  los  títu- 
los 2.0  y  5.0  de  la  ley  Hipotecaria,  4. o  y  t.°  de  su  Reglamento,  y  en  los  ar- 
tículos 4437,  4526,  4549,  4875,  977,  267  y  4249  del  Código,  siéndolo  además 
en  Aragón  el  usufructo  conocido  con  el  nombre  de  aviudedaU,  y  en  Cataluña 
el  llamado  «heredamiento  universal»,  y  otros  semejantes* 

La  doctrina  del  art.  606  se  completa  con  lo  establecido  en  el  25»  26  y  28 
de  la  ley  Hipotecaria,  y  le  son  también  aplicables  las  dos  excepciones  que 
enumera  el  23,  qae  debió  comprenderlas  el  precepto  del  Código. 

Como  complemento  del  precepto  del  art.  608,  rige  el  Reglamento  de  29 
de  Octubre  del  70,  debiendo  tenerse  muy  en  cuenta  la  Instrucción  sobre  la 
manera  de  redactar  los  documentos  sujetos  á  inscripción,  de  9  de  Noviembre 
del  74;  las  leyes  de  3  de  Julio  del  74  y  29  de  Agosto  del  73,  sobre  inserípción 
de  censos,  foros^  servidumbres  y  demás  derechos  de  naturaleza  real;  la  de  45 
de  Agosto  del  73  y  Raai  orden  de  3  de  Abril  del  78,  dictando  reglas  para  re- 
producir los  libros  del  Registro  inutilizados  ó  destruidos;  la  Instrucción  so- 
bre la  manera  de  practicar  las  visitas  extraordinarias,  de  46  de  Julio  del  75; 
el  Real  decreto  de  20  de  Mayo  del  80,  que  da  reglas  para  acordar  la  cancela- 
ción sin  necesidad  de  consentimiento  ni  de  providencia;  la  Real  orden  de  47 
de  MayO'del  82,  sobre  oancelacióA  de  oficio  de  anotaciones  preventivas;  la 
de  44  de  Junio  del  84,  sobre  inscripción  de  posesión  por  información  judicial: 
y  el  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  del  87,  sobre  honorarios  de  los  Regis- 
tradores. 

Del  Registro  de  la  propiedad  ofrecemos  una  idea  sinóptica  en  el  siguiente 
cuadro.  • 


(1)  Káa  transitorioa  son  aún  los  efectos  de  las  llamadas  «anotaciones  suspen- 
sivas» clarante  el  corto  término  de  su  eficacia  y  de  la  prórroga»  mediante  la  coa. 
correncia  de  defectos  snbsanables,  y  mis  fugaces  aún  los  efectos  del  asiento  de 
presentación  de  los  títulos  instrumentales  en  el  Diario  del  Kegistro. 


^habilitados. 

»ndos  públioos  como  aegnndot  oontríbnyenteif. 

^cesados. 

ehabilitadoB. 

raes  munioipal.  Alcalde  y  Notario. 

tro  dotado  por  el  Betado»  la  provincia  ó  lo«  pnebloa. 


)  los  libros  k  los  interesados  (artA.  879  j  280). 


)  anotar  previamente  en  el  término  de  la  ley,  los  títulos  presentados. 

oto. 

la  ley.' 


iscritnra  públicaí  en  ejecutoria  ó  en  documento  auténtico  Tart.  9-*)< 


ot  treinta  dias  (arts.  66  y  246). 


es. 


titulo.  Los  nombres  de  los  contratantes,  Aatorldad  6  Corporación.  Vecha 

6). 
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LIBRO  TERCERO 

DE  LOS  DIFERENTES  MODOS  DE  ADQUIRIR  LA  PROPIEDAD 


Disposición  preliminar. 

Awi,  IMItt.  La  propiedad  se  adquiere  por  la  ocupa- 
ción. 

La  propiedad  y  los  demás  derechos  sobre  loe  bienes  se 
adquieren  y  tiransxniten  por  la  ley,  por  donación,  por  su- 
cesión testada  é  intestada,  y  por  consecuencia  de  ciertos 
contratos  mediante  la  tradición. 

Puede  también  adqufarirse  por  medio  de  la  prescrip- 
ción. 


268.  El  contrato  de  cesión  de  unos  muebles,  reservándose  el 
Tendedor  el  dominio  de  ellos  hasta  que  se  pagara  el  precio,  no  se 
opone  en  modo  alguno  á  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código, 
ni  á  la  moral  ni  al  orden  público.— &  16  Feb.  94.--0.  30  Margo. 


P, 


BBMÍTASBNOS  qae  impagnemot  la  redacción  del  artículo  preioierto. 

Sienla  eo  la  primera  de  tas  lineas  ana  conclosióa  Hm  pta  non.  Parece  como 
qae,  íáera  de  la  ocapación,  no  hay  otro  nuido  de  adquirir,  y  á  renglón  seguido 
añade  foe  existen  otros  medios  de  adqnirir  la  propiedad  y  no  los  menciona 


6  CÓDIGO  cnrUi 

todos,  á  pesar  de  descender  á  enamerar  loe  contralot  reales  qae  se  perfeedonaii 
por  la  entrega  de  la  cosa,  sin  expresar  las  otru  clases,  porque,  lo  mismo  qae 
hace  expresión  de  los  contratos  realev,  ha  podido  hacerlo  de  los  consensnales, 
en  los  que  no  se  reqotere  la  tradición  para  qae-4a  transmisión  se  efectAe. 

Pero  el  Código  es  inconsecuente  en  esta  materia.  Reconociendo  la  pose- 
sión natural  como  un  hecho,  y  la  civil  como  un  derecho,  ha  prescindido  de 
sns  premisas  para  hacer  deducciones  que  no  guardan  couexión  en  toda  su 
plenitud  y  circunstancias  con  aquéllas.  Si  nos  hubiera  dicho  antes  que  la  po* 
sesión  natwral  es  hija  legítima  de  la  ocupación  y  que  es  propia  de  toda  socie- 
dad naciente,  nada  tendríamos  que  objetar;  pero  establecer  la  ocupación 
como  medio  de  adquirir,  sin  distingos  ni  aclaraciones,  sin  salvedad  de  ningún 
género,  sino  como  base  constitutiva  de  una  sociedad  que  cuenta  diecinueve 
siglos  de  existencia,  y  que,  según  el  Padre  Petabio  y  otros,  puede  tener  de 
setenta  y  nueve  á  ochenta  y  tres  siglos,  nos  parece  un  retroceso  impropio  de 
todo  organismo  constituido  y  de  todo  Estado  reglamentado. 

No  queremos  investigar  el  origen  de  la  propiedad,  porque  ni  la  negamos  su 
carácter  de  derecho  individual,  como  á  la  libertad  y  á  la  seguridad,  ni  pre- 
tendemos resucitar  teorías  que  la  ciencia  y  el  recto  sentido  de  consuno  han 
rechazado.  Pero  sí  queremos  hacer  ver  que  el  precepto  del  Código  es  defieieu- 
te,  por  cuanto  hay  otros  medios  de  adquirir  la  propiedad  diversos  de  la  ocu- 
pación. Es  más;  estrictamente  considerada  ésta,  no  es  medio  de  adquirir,  por 
cuanto  al  ocupar  el  ladrón  la  cosa  robada,  no  puede  por  eso  decir  que  la  ad- 
quirió dominicalmente. 

Enfrente  de  la  ocupación,  acto  meramente  material,  aparecen  los  actos  in- 
telectuales, que  engendran  también  propiedad.  Enfrente  de  aquel  acto  propio 
de  un  estado  primitivo,  hállanse  colocados  otros  actos  propios  del  período 
progresivo. 

T  para  demostrar  que  la  ocupación  por  sí  sola  no  indica  más  que  muy  po- 
bre y  mezquina  idea  de  la  propiedad,  basta  considerar  que  la  humanidad  ha 
sentido  la  njdcesidad  del  mutuo  auxilio  para  realizar  la  propiedad.  No  ha  l>as- 
tado  ocupar  el  suelo;  la  mera  ocupación  no  daba  lo  indispensable  para  obtener 
lo  necesario  para  el  sostenimiento  del  hombre,  y  ha  tenido  que  buscar  en  el 
trabajo  un  auxiliar  poderoso  para  su  desarrollo  y  formación.  La  propiedad  es 
tal,  en  cuanto  se  establece  una  relación  directa  entre  el  agente  y  la  cosa  qoe 
se  pretende  apropiar,  para  obtener  de  ella  un  fin  determinado.  Este  fin  no 
puede  obtenerse  sólo  por  la  ocupación. 

No  somos  partidarios  en  absoluto  de  la  escuela  de  Huero,  que  conceptúa 
el  trabajo  como  base  de  la  propiedad;  pero  encontramos  tal  enlace  entre  am- 
bas ideas,  el  trahaáo  y  la  ocupación^  que  á  existir  un  sistema  mixto,  seríamos 
partidarios  de  ñe  sistema.  Más  claro:  la  ocupación  nos  puede  llevar  al  egoís- 
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mo,  materializando  la  idea  de  individoalizar  la  propiedad;  el  sistema  mixto 
padiera  condoeirnos  al  altruismo,  sin  hacer  perder  á  la  propiedad  sa  carácter 
individnaU  y  huyendo  del  peligro  de  caer  en  la  comunión  de  bienes,  que  esti- 
mamos como  la  negación  de  la  propiedad. 

Fundamos  nuestra  doctrina^  en  que  la  ocupación  no  siempre  es  factor  sufi- 
ciente para  obtener  la  apropiación.  ¿De  qué  nos  serviría  ocupar  una  hermosa, 
pero  inhabitada  isla,  careciendo  de  los  medios  necesarios  de  utilizarla?  El  ocu- 
pante quedaría  reducido  á  mero  descubridor,  sin  obtener  resultado  beneficioso. 
Tendría  que  buscar  eapitiiles  y  brazos,  y  tendría  que  dar  participación  necesa- 
riamente á  los  que  facilitasen  aquéllos,  si  no  en  una  porción  de  territorio,  en 
forma  de  productos,  y  al  constituir  gravámenes  sobre  su  finca,  implícitamente 
reconocía  derecho  á  los  demás.  Ahí  está  la  enfiteusis  que  abona  nuestro  aserto. 
Dada  la  ambición  humana,  ¿se  habría  desprendido  nadie  de  sus  terrenos  por 
módica  pensión,  para  que  otro  los  disfrutase,  á  contar  el  ocupante  con  los  me- 
dios de  apropiar  todo  el  territorio?  En  modo  alguno;  y  no  se  dirá  que  lo  que 
hicieron  fué  vender:  nada  de  eso;  lo  que  hicieron  fué  C4incertar  elementos  d¡- 
varsos,  dando  €|1  uno  su  tierra  y  el  otro  su  trab^o,  y  buscando  la  idea  de  la 
propiedad  de  la  combioación  de  ambos  factores.  La  pensión  no  es  más  que  el 
reconocimiento  del  capital  tierra;  las  plantaciones,  el  reconocimiento  del  capi- 
tal trabajo. 

Comprendemos  que  la  ocupación,  por  sí  sola,  puede  ser  modo  de  adquirir 
la  propiedad  en  las  cosas  muebles  nnlliut^  pero  en  cuanto  á  las  inmuebles,  se 
requiere  establecer  la  relación  jurídica  entre  el  ocupante  y  la  cosa  ocupada,  y 
nos  parece  deficiente  por  sí  sola  la  ocupación.  Es  más:  aun  suponiendo  que  no 
se  necesitase  del  concurso  del  trabajo,  siempre  sería  indispensable  la  concu- 
rreneíade  dos  supuestos,  como  dice  Gutiérrez:  «primero,  la  comunidad  de 
las  cosas,  ó  sea  la  cualidad  de  apropiables  de  las  que  carecen  de  dueiko ;  y  se- 
gundo, la  obligación  de  los  demás  á  respetar  al  primero  que,  hallando  va- 
cante una  cosa,  se  ha  apoderado  de  ella.  Eso  nos  parece  que  quiere  decir  Ci- 
cerón» cuando  comparándole  á  un  teatro,  añade:  fuemadnéodwn  ikéaírum€um 
commnne  tU^  reU$  iamen  diai  potat  ^m  etu  0um  loeun,  guemcunmue  ocn- 
paverU^. 

£1  Proyecto  de  4854,  en  su  art.  648,  que  es  el  concordante,  no  admite  como 
medios  de  adquirir  la  propiedad,  sino  la  herencia,  el  contrato  y  la  prescripción. 
.¿Será  que  se  omitió  involuntariamente  la  ocupación  como  modo  de  adquirir,  ó 
tiene  precedentes  en  otras  legislaciones  la  exclusión?  Yeámoslo. 

Hay  Códigos  que  no  admiten  la  ocupación  como  modo  de  adquirir,  sino 
^e  utilizan  en  su  lugar  la  aprapiacián^  lo  cual  es  muy  distinto;  pues  mien- 
tras aquélla  supone  la  mera  tenencia  de  la  cosa  nuUiut,  ésta  implica  la  nece- 
lidad  de  practicar  los  actos  pertinentes  para  conservarla.  La  ocupación  no  es 
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más  que  vn  hecbo;  la  apropiaeióii  implica  un  eonoBpto  jorMice^  m  la  damoa» 
tración  de  la  relación  joridiea  qie  te  aatableee,  feomo  hemoa  dklió,  eMm  el 

sajelo  y  el  objeto. 

No  faltará  qaien  eoneeptAe  sinóiiimaa  \u  ideas  ocapaeión  y  apropiación; 
pero  para  nosotros  existe  entre  ambas  la  diferencia  indicada.  Tal  es  el  eoncApto 
qne  al  Código  bolandés  merece  h  ocupación,  cnanto  qne  ni  la  palabnt  la  em- 
plea en  sa  art.  639:  tLa  propiedad  de  las  cosu  no  pnede  ser  adquirida  sino 
por  apropiación,  incorporación,  prescripción,  sncesión  legal  ó  tesiaraentarit, 
y  tradición  ó  entrega,  acooipaAada  de  nn  títnto  de  transmisión  de  propMad 
emanado  del  propietario. i  De  ignal  modo  se  expresa  el  Código  de  Méjico. 

Qoe  la  doctrina  qne  comentamos  cuenta  con  el  apoyo  de  verdaderas  atito* 
ridadea,  d<celo  elocnentemente  la  baae  44,  poca  al  tratar  de  loa  medios  dead- 
qoirir,  dice  qns  se  d^nirá  lá  oaiftteidm^  y  luego  califica  de  MprúpiMeión  la  de 
laa  ooBU  muebles  abandonadas.  Salta  i  la  vista  la  raxón  de  la  diferencia;  puea 
mientraa  en  las  coaas  mueblea  la  ocupación  y  la  apropiación  es  simultánea,  en 
laa  inmoeblea  la  ocupación  aólo  es  medio  pan  llegar  á  fa  apropiación.  Y  se 
noa  oearre  preguntar:  ¿ban  tenido  presente  los  redactorea  del  Código  la  pcea- 
cripción  de  la  Base  citada?  Si  es  aa<,  ¿dónde  está  la  definición  de  la  ocnpaciónT 

En  cuanto  al  resto  del  articnlo  que  nos  ocupa,  ningún  principio  deotifleo 
abona  la  idea  de  segregar  á  la  donación  del  grupo  de  los  contratos;  ni  la  ley 
ea  tampoco  modo  de  adquirir  civil.  La  ley  regula  los  medios  de  adquirir,  pero 
ella  en  ai  no  ea  modo.  Quedan,  por  tanto,  como  verdaderoa  modos  de  adqui- 
rir, la  «ctípatftd»,  prucripciáñ^  tneesián  kereditártM  y  eaniré^. 

Respecto  al  último,  aftade  el  Código,  medUaUe  la  ir^iciéñ,  con  lo  qne 
parece  querer  volver,  aegún  Faícón,  á  la  antigua  y  desacreditada  teoría  ro* 
mana  que  distinguía  el  tftulo  y  t\  modo;  tque  boy  no  puede  admitirse  en  bue- 
nos prineiploa  cienttficoa-Hiflado— que  del  beebo  ó  de  la  forma  materinl  de  la. 
tradición  dependa  el  valor  legal  del  contrato,  puea  éste,  por  sí  solo,  tiene  eft« 
.  cacia  baatante  para  la  transmisión  del  dominio  y  de  los  derecboe  realea,  que  se 
efectúa  sólo  por  la  voluntad  de  loa  contratantea,  y  no  depende  de  forma  ni  ri^ 
inalidad  ninguna  exlemas. 
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TITULO   PRIMERO 


De  la  ocupación. 


AtU  BIO.  86  adquieren  por  la  ocupación  loe  bie- 
nes apropiables  por  su  naturaleza  que  carecen  de  dueño, 
como  loB  animales  que  son  objeto  de  la  caza  y  pesca,  el 
tesoro  oculto  y  las  cosas  muebles  abandonadas. 

Awt.  Bl  I .  El  derecho  de  caza  y  pesca  se  rige  por 
leyes  espedalee. 

Art.  B19.  El  propietario  de  un  enjambre  de  abe- 
jas tendrá  derecho  á  perseguirlo  sobre  el  fundo  ajeno, 
indemnizando  al  poseedor  de  éste  el  daño  causado.  Si  es- 
tuviere cercado,  necesitará  el  consentimiento  del  dueño 
para  penetrar  en  él. 

Cuando  el  propietario  no  haya  perseguido,  ó  eese  de 
perseguir  el  enjambre  dos  dias  consecutivos,  podrá  el 
poseedor  de  la  finca  ocuparlo  ó  retenerlo. 

El  propietario  de  animales  amansados  podrá  también 
reclamarlos  dentro  de  veinte  dias,  á  contar  desde  su  oeu  - 
pación  por  otro.  Pasado  este  término,  pertenecerán  al  que 
los  haya  cogido  y  conservado. 

Api.  BIS.  Las  palomas,  conejos  y  peces,  que  de  su 
respectivo  criadero  pasaren  á  otro  perteneciente  á  distinta 
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dueño»  serán  propiedad  de  éste,  siempre  que  no  hayan 
sido  atraídos  por  medio  de  algún  artificio  ó  fraude. 

Art.  BI4.  El  que  por  casualidad  descubriere  un 
tesoro  oculto  en  propiedad  ajena,  tendrá  el  derecho  que 
le  concede  el  art.  351  de  este  Código. 

Aré.  BI&.  Bl  que  encontrare  una  cosa  mueble,  que 
no  sea  tesoro,  debe  restituirla  á  su  anterior  poseedor.  Si 
éste  no  fuere  conocido,  deberá  consignarla  inmediata- 
mente en  poder  del  Alcalde  del  pueblo  donde  se  hubiese 
Terifícado  el  hallazgo. 

Bl  Alcalde  hará  publicar  éste  en  la  forma  acostumbra- 
da dos  domingos  consecutivos.  . 

8i  la  cosa  mueble  no  pudiere  conservarse  sin  deterioro 
ó  sin  hacer  gastos  que  disminuyan  notablemente  su  va- 
lor, se  venderá  en  pública  subasta  luego  que  hubiesen  pa- 
sado ocho  días  desde  el  segundo  anuncio  sin  haberse  pre- 
sentado el  dueño,  y  se  depositará  su  precio. 

Pasados  dos  años,  á  contar  desde  el  día  de  la  segunda 
publicación,  sin  haberse  presentado  el  dueño,  se  adjudi- 
<iará  la  cosa  encontrada,  ó  su  valor,  al  que  la  hubiese 
hallado. 

Tanto  éste  como  el  propietario  estarán  obligados,  cada 
cual  en  su  caso,  á  satisfacer  los  gastos. 

'  Api.  Bltt.  Si  se  presentare  á  tiempo  el  propietario, 
estará  obligado  á  abonar,  á  título  de  premio,  al  que  hu- 
biese hecho  el  hallazgo,  la  décima  parte  de  la  suma  ó  del 
precio  de  la  cosa  encontrada.  Cuando  el  valor  del  hallaz- 
go excediese  de  2.000  pesetas,  el  premio  se  reducirá  á  la^ 
vigésima  parte  en  ,cuanto  al  exceso. 

Art.  Bl  V.  Los  derechos  sobre  los  objetos  arrojado? 
al  mar  ó  sobre  los  que  las  olas  arrojen  á  la  playa,  de  cual- 
quier naturaleza  que  sean,  ó  sobre  las  plantas  y  hierbas 
que  crezcan  en  su  ribera,  se  determinan  por  leyes  eape> 
cíales. 
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.81  como  el  artículo  interior  ao  gntrdt  eoograeneit  coa  It  bate  44,  por 
eaaoto  no  define  la  oenpación  como  aquélla  preaoribe,  en  el  art.  610  hay  mía 
eirounspección  que  en  su  correspondiente  de  las  bases.  Porque,  ¿dónde  los 
animales  iowUstieoi  son  cosas  n%üi%i?  Bl  animal  que  tenemos  en  nuestro 
poder,  ya  domesHeado  y  sometido  i  nuestro  dominio,  ¿puede  ser  adquirido- 
por  otro  mediante  la  ocopaeiónt  Por  fortuna,  el  artículo  conceptúa  como  no 
empleada  aquella  palabra,  cuando  en  su  redaceién  la  omite,  aludiendo  i  loa 
animales  que  son  objeto  de  la  caza  y  pesca,  con  lo  cual  queda  desvirtuado  el 
contenido  de  la  base,  fbda  ves  que  lo  que  se  caca  y  pesca  era  nMlliut.  Es  ver* 
dad  que  pudiera  existir  dejación  de  los  animalea  amansados  por  parte  del 
dueüo,  en  cuyo  caso,  rota  la  relación  jurídica,  podrían  ser  ocupados,  y  do 
ello  trata  el  Código,  como  veremos  mis  adelante;  pero  la  base  no  bace  dis- 
tinciones, y  de  abí  que  bayamos  conceptuado  atrevida  la  doctrina. 

La  redacción  del  art.  640  del  Código,  bace  la  conveniente  declaración  do 
que,  para  que  tenga  lugar  la  ocupación,  se  requiere  que  las  cosas  carezcan  de 
dueño,  circunstancia  esencial  para  ser  apropiables.  Pero  babría  sido  de  de« 
sear  que  otro  párrafo  inmediatamente  aclarase  si  esos  bienes  que  se  llaman 
nulliut  excluyen  i  los  mostrencos»  cuya  propiedad  se  declaró  del  Estado, 
y  por  la  ley  de  9  de  Mayo  de  4836  se  bizo  la  conveniente  clasificación  de 
ellos.  Y  decimos  esto,  porque  si  sigue  subsistiendo  la  clase  de  bienes,  muy 
pocos  entonces  podrán  tener  la  consideración  de  fi»//t«#,  mediante  i  que  son 
considerados  como  mostrencos:  4. o,  los  vacantes  sin  dueño  ni  poseedor  cono- 
cido; t.\  los  boques  que  por  naufragio  arriben  i  las  costas  del  reino,  y  todo- 
cuanto  en  ellos  se  halle,  despnés  que,  pasado  el  tiempo  prevenido  por  las  le- 
yes, resulte  no  tener  dueño  conocido;  3.*,  todo  cuanto  el  mar  arroje  i  sua 
playas,  sea  ó  no  procedente  de  naufragio,  no  teniendo  dueño  conocido. 
Exceptúanse  los  productos  de  la  misma  mar,  que  los  bace  suyos  el  primer 
ocupante;  4.^,  la  mitad  de  los  tesoros,  ó  sean  las  alhajas,  dinero,  ó  cualquier 
otra  cosa  de  valor,  ignorado  ó  escondido  en  los  terrenos  del  Estado;  5.*,  los 
bienes  de  los  que  mueren  ó  hayan  muerto  intestados,  sin  dejar  personu  ca- 
•  paces  de  sucederles  con  arreglo  á  las  leyes;  6.^,  los  bienes  detentados  ó  po- 
seídos sin  título  legitimo  que  el  Estado  puede  reivindicar  según  las  leyes 
comunes.  Por  Reales  órdenes  de  SO  de  Octubre  de  484S  y  4  de  Mayo  de  4843« 
se  dispuso  que,  tanto  estos  bienes  como  los  demás  que  con  igual  ¡carácter  de 
moRtrencos  se  adjudiquen  al  Estado,  se  aplicarán  á  la  extinción  de  la  deuda 
pública.  Pues  bien:  en  nuestro  sentir,  subsiste  esta  clasificación,  y  no  puede, 
por  tanto,  darse  carácter  de  nuUiui  i  estos  bieneu,  porque  tienen  un  dueño,, 
que  es  el  Estado. 
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S6\o  los  qae  hayan  quedado  fuera  de  la  olasiftcación»  lólo  los  abandoiudos 
i^rsis  dueños,  qae  se  eoeoentreo,  antes  de  qae  el  Bslado  se  los  apropie» 
poeden  ser  objeto  de  ocapaeidn.  Y  eomo  pniebade  qae  sobsiste  la  clasifica- 
«i6n  de  bienes  mostrencos,  basta  fijarse  en  qoe  en  el  tesoro  ocalto  sólo  €on<^ 
cede  el  Código  la  mitad  al  inventor,  porque  la  otra  mitad  está  ya  adjudicada 
al  Estado  por  la  citada  ley  de  9  de  Mayo  de  1836,  y  no  paede,  por  lo  tanto, 
ser  nmlliui. 

Ha  sido  el  enjambre  de  abeju  objeto  de  qne  el  legislador  le  dedique  aten* 
«ion  preferente,  porqoe  se  trata  de  animales  fieros  qae  qnedan  sujetos  al  poder 
del  hombre,  por  proporcionarles  medios  de  oonservaeidn  y  subsistencia.  Como 
quiera  que  su  reproduccidn  la  realixan  b^  el  poder  de  so  daeno,  pero  que  la 
organización  de  aquellos  seres  les  impide  continuar  en  comanidad  con  sos 
{progenitores,  se  requiere  que  el  due&o  no  omita  medio  para  conservar  bajo 
su  dominio  el  mayor  número  de  abejas  que  surgen  de  la  reproducción.  La  ley 
le  reconoce  ese  dominio  siempre  que  practique  los  actos  necesarios  para  con* 
aervar  y  retener  en  su  poder  los  nuevos  ejércitos  que,  emancipados  de  su  res- 
pectiva patria  ó  colmena,  emigran  á  elaborar  sus  ricos  productos  i  otras  re- 
giones dondo  encuentran  sustancias  para  ello  y  para  su  conservación.  Pero  si 
el  dueño  es  poco  previsor,  y  no  los  detiene  al  empezar  su  marcha,  ó  si,  empe- 
zada, abandona  su  persecución,  adquieren  el  carácter  de  cosas  nnllius  y  perte- 
necerán al  dueño  de  la  finca  donde  se  posen. 

El  Fuero  Real  consagró  leyes  á  este  punto,  como  lo  demuestra  la  47,  títu- 
lo 4.0,  libro  3.^,  segfin  la  cual,  perteneciendo  el  enjambre  al  dueño  de  la  col- 
mena, podía  óste  perseguirlo,  y  no  perdía  su  dominio  mientras  la  persecución 
continuase,  aunque  lo  perdiese  de  vista.  Por  este  sistema,  podía  decirse  que 
nunca  se  acababa  el  dominio  con  dedicar  un  rato  siquiera  al  día  para  continuar 
la  persecución.  Mas  las  leyes  de  Partida  corrigieron  los  defectos  de  esta  legisla- 
ción, prescribiendo  por  la  SS,  tít.  %%  de  la  3.^,  lo  siguiente:  «Abejas  son  como 
cosas  salvajes.  E  por  ende  dezimos  qne  si  enjambre  dellas  posara  en  árbol  de 
algund  orne  que  non  puede  dezir  que  son  suyas  basta  que  las  encierre  en  col- 
mena, ó  en  otra  cosa,  bien  assi  como  non  puede  dezir  que  son  suyas  las  aves  que 
posassen  y  hasta  qne  las  prísiesse.  Esso  mismo  dezlmos  qoe  sería  de  los  panalea 
que  las  abejas  hiciessen  en  árbol  de  alguno,  que  non  los  deve  tener  por  suyos, 
on  cuanto  estoviessen,  y  hasta  qne  los  tome  ende,  ó  los  lleve.  Ca  si  acaessciese 
que  viniesse  otro  algnno,  ó  los  levasse  ende,  serían  suyos,  fueras  ende  si  es- 
toviesse  él  delante,  qoando  los  quisiesse  levar  ó  gelo  defendiesse.  Otro  sí  de- 
zimos, que  si  el  enjambre  de  las  abejas  bolase  de  las  colmenas  de  algud  ome» 
é  se  fuere,  si  el  señor  dellas  las  perdiere  de  vista,  ó  fuesen  tan  alongadas  del, 
que  las  non  pueda  prender^  nin  seguir,  pierde  por  en^d  el  señorío  que  avia  so- 
bre ellas,  é  gánales  quien  qnier  que  las  prenda  é  las  encierre  primeramente. > 
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Según  esta  ley,  es  necesario  qne  el  hombre  no  pierda  <ie  vúta  el  enjambre 
persegnido,  para  que  no  se  conceptúe  exlingoldo  sv  dominio.  Nótase,  por  lo» 
tant'>,  la  diferencia  que  existe  entre  la  disposición  del  Fuero  Real  y  la  de  la  ley 
do  Partida,  habiendo  seguido  el  Código  h»  haellasde  la  última,  haciendo  ade- 
más aclaraciones  oportunas,  como  es  fijar  el  tiempo  de  prBseripción  de  la  ae- 
eióri  que  al  propietario  compete  en  el  caso  de  que  abandone  la  persecoción,  y^ 
esL^blecer  asimismo  otra  prescripción  de  acción  respecto  al  dueño  de  anima* 
les  amansados,  cusndo  no  los  reclama  en  el  término  de  veinte  días,  oontadoa 
desde  SQ  ocupación  por  otro. 

Los  dos  días  que  se  señalan  en  el  art.  64t,  aunque  el  Código  no  lo  dice, 
deben  ser  naturales,  y  contarte  desde  el  siguiente  á  aquel  en  que  los  enjam- 
bres abandonaron  las  colmenu;  y  la  resistencia  de  los  propietarios  á  otorgar 
el  permiso  para  entrar  en  heredad  cerrada  en  busca  de  aquéllas,  debe  ser  re- 
movida por  la  Autoridad  local,  supliendo  la  autorización  de  la  misma  el  per- 
miso que  nieguen  los  particulares. 

Nada  más  fácil  que,  cuando  dos  cotos  dedicados  á  la  cría  de  caza  se  ha- 
llen próximos,  pasen  de  uno  á  otro  indistintamente  los  animales.  En  el  punto 
donde  se  encuentren,  á  aquél  pertenecen;  pero  no  deben  ser  atraídos  con  frau- 
de ni  artificio.  De  ahí  la  prohibición  de  cazar  con  reclamo  i  menor  distancia 
de  500  metros  de  las  tierras  colindantes;  y  como  quiera  que  esta  prohibición 
es  extensiva  á  ambos  dueños,  resulta  que  existe  una  faja  neutral  de  un  kilo» 
metro  donde  no  puede  utilizarse  el  recurso  del  reclamo.  También  es  muy  fá- 
oil  que  en  ios  arroyos  donde  se  tienen  criaderos  de  peces,  como  aquél  discu- 
rra por  entre  varias  fincas,  suban  y  bajen  á  placer,  y  pertenecerán  al  dueño 
del  criadero  donde  se  hallen,  siempre  que,  como  hemos  dicho  de  la  caza,  no 
se  utilice  fraude  ó  artificio  para  procurar  que  abandonen  su  legítimo  criadero. 
£1  Código  alude  á  los  movimientos  naturales  de  la  caza  y  pesca,  pwo  no  á 
los  provocados  por  la  astucia  ó  ardides  del  hombre. 

En  nuestro  sentir,  huelga  el  tercer  párrafo  del  art.  642,  que  creemos  de 
imposible  aplicación  y  hasta  nos  a /enturamos  á  asegurar  que  virtualmente 
está  derogado  por  el  art  645. 

Vamos  á  demostrarlo.  En  su  lugar  oportuno  dijimos  que  los  bienes  eran 
inmuebles  ó  mu9bles.'Aquélios,  inmutables,  como  su  nombre  indica;  éstos,  mo- 
vibles ó  mudables.  Que  se  muevan  por  sí  ó  que  se  muevan  á  impulso  ajeno, 
no  les  quita  su  carácter  de  muebles;  y  lo  mismo  lo  es  el  animal  amansado, 
que  el  manso,  que  el  grano,  que  la  ropa,  que  los  enseres  de  una  casa.  El  ar- 
tículo 615  habla  de  muebles  en  general,  y  sólo  hace  la  excepción  de  la  cosa 
que  sea  tesoro;  luego  está  comprendido  en  él  el  animal  amansado.  Si  se  ob- 
jeta que  no,  porque  el  art.  642  se  ocupa  de  ellos  con  separación,  ¿cómo  no 
hace  la  excepción  el  646? 
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Es  mis:  el  tercer  fárthfo  del  art.  612  pugna  coa  la  natoraleza  misma  del 
derecho  de  propiedad.  ¿Dónde  esU  el  respeio  ¿  ese  derecho,  no  prescribiendo 
qne  el  qoe  encuentre  nn  animal  amansado  haga  lo  posible  por  averiguar  si 
tiene  dueño  ó  es  nvllius,  ponga  en  conocimiento  de  la  autoridad  el  hallazgo, 
y  practique,  en  fin,  todas  las  diligencias  propias  de  un  hombre  honrado? 
¿Qué  prescribe  el  Código  mis,  sino  que  le  coja  y  lo  conserve? 

No  falta  quien  diga  que  no  hay  delito  en  no  practicar  actos  que  realmente 
competen  al  dueño  del  animal  cogido;  pero  esa  teoría  en  caso  sería  sofística 
é  inmoral.  Lo  mismo  se  delinque  haciendo  lo  que  la  ley  prohibe,  que  dejando 
de  hacer  lo  que  la  ley  manda;  y  como  ésta  no  quiere  que  nadie  se  enriquezca 
con  daño  ó  perjuicio  de  otro*  como  esti  inspirada  en  altísimos  móviles» 
prescribe  en  el  art.  645  que  aquel  que  encuentre  una  cosa,  si  desconoce  su 
dueño,  deberá  consignarla  inm&diatamenU  en  poder  del  Alcalde,..,  etc.;  no 
sabemos  cómo  se  han  de  componer  los  Tribunales  para  estimar  como  legítimo 
dueño  de  un  animal  ajeno  amansado  al  qoe  lo  ha  tenido  oculto  veinte  días,  y 
para  no  esUmar  como  dueño  de  otro  mueble  hallado  al  que,  siendo  honrado 
y  diligrate^  se  presente  i  la  autoridad*  depositando  en  ella  el  objeto  encon- 
trado hasta  que  transcurran  los  dos  años  de  que  habla  el  artículo. 

En  orden  al  derecho  internacional,  apenas  hay  divergencia  alguna  entre 
las  opiniones  de  los  autores  y  la  jurisprudencia.  La  ocupación,  como  modo 
de  adquirir,  debe  regirse  por  la  lea  rei  eitm^  como  también  la  ocupación  del 
tesoro,  porque  al  disponer  la  ley  territorial  la  manera  y  forma  de  repartirlo^ 
re  gula  un  acto  jurídico  sometido  i  la  lea  loci. 
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TÍTULO  II 


De  las  donaciones. 


CAPÍTULO  PRIMERO 


X>e  la  naturaleza  de  las  d.ona.ciones. 


Art.  G 1  fi^.  La  donación  es  un  acto  de  liberalidad  por 
el  cual  una  persona  dispone  gratuitamente  de  una  cosa  en 
íavor  de  otra  que  la  acepta. 

Art.  BlO.  Es  también  donación  la  que  se  hace  á 
una  persona  por  sus  méritos  ó  por  los  servicios  prestados 
al  donante,  siempre  que  no  constituyan  deudas  exigibles, 
ó  aquella  en  que  se  impone  al  donatario  un  gravamen  in- 
ferior al  valor  de  lo  donado. 

Atí,  BSO.  Las  donaciones  que  hayan  de  producir 
sus  efectos  por  muerte  del  donante,  participan  de  la  na- 
turaleza de  las  disposiciones  de  última  voluntad,  y  se  re- 
girán por  las  reglas  establecidas  en  el  capítulo  de  la  suce- 
sión testamentaria. 

Art.  4191.  Las  donaciones  que  hayan  de  producir 
sus  efectos  entre  vivos,  se  regirán  por  las  disposiciones 
generales  de  los  contratos  y  obligaciones  en  todo  lo  que 
no  se  halle  determinado  en  este  titulo. 

TOHO    TI  2 
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/k^t.  4199.  Las  donaciones  con  causa  onerosa,  se  re- 
girán por  las  reglas  de  los  contratos,  y  las  remuneratorias 
por  las  disposiciones  del  presente  titulo  en  la  parte  que 
excedan  del  valor  del  gravamen  impuesto. 

Ari.  4193.  La  donación  se  perfecciona  desde  que  el 
donante  conoce  la  aceptación  del  donatario  (1). 


p 

jL  ájela  formar  jaicio  exaeto  de  la  donación,  se  requiere  penetrar  en  sa 
esencia,  pnes  ha  sido  considerada  bajo  varios  aspectos.  Gomo  demostración 
del  diverso  jaicio  que  de  ella  existe  formado,  no  hay  más  qne  comparar  las  de- 
finiciones qoe  algunos  Códigos  dan,  pues  al  paso  que  el  de  Italia  dice  que  «# 
uu  acto  de  expontánea  liberalidad^  por  el  que  el  donante  se  desprende  actual  e 
irrevoeablemenle  de  una  cosa  dada  en  favor  del  donatario  fue  la  acepta  (S), 
el  de  Portugal  la  define  diciendo  que  es  un  contrato  por  el  cual  una  persona 
transiere  á  otra  gratuitamente  una  parte  6  la  totalidad  de  sus  bienes  (3).  De 
aquí  surge  lógicamente  la  diversidad  de  tendencias,  y  unos  la  estiman  muy 
parecida  á  las  disposiciones  por  causa  de  muerte,  y  otros  la  conceptúan  como 
una  verdadera  convención. 

Dar  preferencia  á  una  ú  otra  opinión  no  ha  parecido  oportuno  al  Código 
civil,  toda  ves  que,  en  realidad,  la  donación  puede  participar  y  participa  de 
los  caracteres  de  legado  y  de  contrato,  según  la  forma  como  se  constituya» 
como  expondremos  al  ocuparnos  del  art.  649.  Lo  esencial  para  fijar  su  natu« 
raleza,  es  no  estimar  como  fundamental  lo  que  es  accesorio.  Aceptado  que  es 
UD  teto  de  liberalidad,  es  indiferente  que  se  manifieste  de  un  modo  que  de 
otro.  Es  cierto  que,  según  sea  la  forma  de  hacerse,  serán  diversos  los  efectos 
y  distintos  los  requisitos  para  su  subsistencia;  pero  lo  esencial  es  admitirla 
como  acto  de  liberalidad,  y  bajo  ese  concepto  es  susceptible  de  parecerse  al 
legado  y  al  contrato.  ^ 

Tal  fué  el  concepto  que  mereció  á  los  romanos,  y  que  ha .  llegado  hasta 
nuestros  días.  Decía  la  ley  29,  tít.  5.o,  libro  39  del  Digeno:  Ziberalüas  in 
accipientem  nullo  jure  comente  collato;  y  con  todo  el  sentimentalismo  propio 


(1)     Véate,  como  conooxduite,  •!  art  009. 
(8)     Árt.  1060. 
(8)     Art.  Itffi. 


LIBRO  TEBCSBO.— título  H. — ART8.   618   Á  628  19 

deqaieo  realiza  aii  acto  de  generosidad  y  desprendimiento,  dice  la  ley  4/, 
tit.  4  *,  Partida  5.*:  cDonacion  es  bien  hecho  qne  nasce  de  nobleza,  de  bon- 
dad de  corazón,  qoando  es  hecho  sin  ninguna  premisa.. j»  Antes  había  dicho  j 
el  Sabio  Rey  en  el  proemio:  «Dar  es  ana  manera  de  gracia,  é  de  amor,  qne 
usan  los  ornes  entre  sí...» 

Expuesto  el  carácter  de  la  donación,  qne  es  el  mismo  con  qne  lo  conside- 
raba el  art.  940  del  Proyecto  de  4351,  fácil  es  penetrar  en  sn  estadio. 

No  habría  acto  de  liberalidad ,  sino  deber  imperioso  de  satisfacer  una 
deuda  en  el  primer  caso  del  art.  619,  y  en  el  segando,  habría  ana  especie  de 
adjudicación  para  un  fin  determinado  en  beneficio  del  donante  y  en  perjuicio 
del  donatario.  De  ahí  qae  el  gravamen  que  se  le  imponga  tenga  necesaria- 
mente qne  ser  inferior  al  valor  de  la  donación  para  que  no  qaede  oscurecido 
el  acto  de  liberalidad.  Ya  lo  había  prescrito  el  proemio  del  tít.  4.*  de  la  Par- 
tida 5.*:  «queremos  aquí  dezir  de  las  donaciones  que  se  facen  por  gracias  ó 
por  bondad  de  aquel  que  lo  da,  ó  por  merecimiento  de  aquel  que  lo  recibe». 
Desde  el  momento  que  la  donación  pierda  su  carácter  generoso,  deja  de  re- 
vestir desprendimiento  y  generosidad,  y  pasa  á  la  categoría  de  los  contratos 
comunes. 

De  dos  maneras  paeden  hacerse  las  donaciones:  ó  para  qae  produzcan  sus 
efectos  á  la  muerte  del  donante,  ó  para  qae  los  produzcan  en  el  momento  de 
hacerlas;  estas  dos  formas  han  sido  causa  de  que  los  jurisconsultos  las  hayan 
considerado  morlis  cama  ó  inttr  vivos. 

£1  Proyecto  de  4854  consigna  en  sus  artículos  944  y  942  igual  clasifica- 
ción, prescribiendo  qoe  las  donaciones  entre  vivos  se  rijan  por  las  disposicio- 
nes generales  de  los  contratos  y  obligaciones,  y  haciendo  una  aclaración  cu- 
riosa respecto  de  las  mortii  causa,  como  lo  demuestra  el  art.  94t:  «Las  do- 
naciones hechas  para  despaós  de  la  muerte  del  donador,  que  consistieran  en 
una  cosa  específica,  no  fangíble,  pueden  hacerse  entre  vivos,  y  se  regirán  por 
las  disposiciones  de  este  ti  talo;  pero  si  tuviesen  por  objeto  el  todo  ó  una  parte 
alícuota  de  Ids  bienes  del  donador  ó  una  cantidad  de  cosas  fungibles,  no  po« 
drán  otorgarse  sino  en  testamento,  y  se  gobernarán  por  las  reglas  de  las  ulti- 
mas voluntades.» 

No  poede  significar  otra  cosa  que  una  donación  mortis  causa  la  escritura 
en  que  los  cónyuges  se  ceden  y  mandan  sus  bienes  para  después  de  su  muerte, 
y  como  esta  clase  de  donaciones,  lo  mismo  según  la  legislación  antigua,  que 
con  arreglo  hoy  al  art.  620  del  Código,  participan  de  la  naturaleza  de  las 
disposiciones  de  ultima  voluntad,  se  rigen  por  las  reglas  establecidas  para  la 
sucesión  testamentaria,  por  lo  qne,  hecha  la  donación  en  escritura  pública  y 
no  en  testamento,  no  poede  surtir  efecto  alguno. 

No  puede  decirse  realmente  que  existan  donaciones  con  cansa  ó  títalo 
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oneroso.  EsUs  son  anu  verdaderts  eonToneionet,  y  msl  podrían  itplieársele» 
lis  leyes  por  que  se  rigen  las  saeesiones.  Gnando  se  trate  de  donaciones  re- 
muneratorias, oenrrirá  lo  mismo;  esto  es«  qoe  sólo  paeden  regularse  por  lu 
leyes  de  los  contratos,  mediante  á  no  existir  entonces  la  base  de  la  donación, 
qne  es  la  liberalidad.  Ahora  bien:  cuando  ésta  se  manifiesta  por  exceder  Isj 
donado  del  valor  del  gravamen  impuesto,  entonces  se  aplicará,  sólo  por  esto 
exceso,  lo  dispuesto  en  este  título. 

La  donación  no  vale  por  que  se  haga,  sino  que  es  indispensable  que  e| 
agraciado  la  acepte,  á  diferencia  de  las  nupciales,  segAn  el  art.  1330.  Y  si  la 
ley  hace  esta  exigencia,  tratándose  aun  de  aquellas  donaciones  que  no  impli- 
can obligación  alguna  por  parte  del  donatario,  con  mucha  más  rasón  se  exi- 
girá aquella  f  ircnnsuncia  esencial  cuando  se  trate  de  las  donaciones  que  im- 
propiamente se  llaman  onerosas. 

Asimismo  lo  entendieron  los  romanos,  como  lo  demuestra  la  ley  49,  tí- 
tulo 5  **,  Ubro  49  del  Digesto:  NonpoUst  UberaíitaM  nolenU  adqmri^  ó  lo  que 
es  igual,  á  nadie  puede  obligarse  á  que  adquiera  por  donación. 

Pero  tenemos  más.  Gomo  la  donación  no  se  hace  siempre  en  presencia  del 
donatario,  pues  entonces  podría  manifestar  si  la  aceptaba  ó  no,  sino  que  en  la 
mayoría  de  los  casos  se  hace  sin  que  se  halle  presente,  se  requiere:  4.^,  que 
lo  sepa;  t.°,  que  la  acepte;  3.^,  que  sepa  el  donante  que  la  ha  aceptado.  Por- 
que si  el  donante  ignora  que  la  aceptación  ha  tenido  logar,  es  evidente  que 
desconoce  si  se  están  cumpliendo  ó  no  los  gravámenes  que  haya  impoesto, 
en  el  caso  de  que  existan,  ó  las  condiciones  que  su  voluntad  exigiera. 

Cómo  ha  de  hacerse  constar  la  aceptación,  lo  explica  el  capítulo  siguiente, 
como  veremos. 

Dieron  tal  importancia  los  romanos  á  la  aceptación  por  parte  del  donata- 
rio, que  á  pesar  de  haber  consignado  como  principio  general  que  nadie  está 
obligado  á  adquirir  por  donación,  añadieron:  «pero  una  vez  aceptada,  debe  te- 
ner la  misma  eficacia  que  los  contratos».  Así  se  desprende  de  la  ley  45,  ti- 
tulo 7.^  libit)  14  del  Digesto:  Sine  venditio^  tine  danaiio,  iine  qumlibet^  éUa 
cautil  contrahendi  f^il  uisi  animui  utriun  que  consentit  amcurrai^  oporM, 
4^ectus  €x  utraque  parte  cantroAendum. 

Es  una  cuestión  muy  debatida  la  de  si,  respecto  de  la  donación,  es  aplica-* 
ble  la  regia  loeue  regit  oc/nm,  ó  la  ley  personal  de  las  partes  en  caso  de 
conflicto.  La  mayor  parte  de  los  autores  y  la  jurisprudencia  estiman  que 
cuando  la  ley  personal  exija  formas  solemnes  para  la  validez  de  una  dona- 
ción, se  consideren  aquéllas  como  requisito  esencial  del  acto  y  no  como  mera 
formalidad,  y  deberá  estarse,  en  cnanto  á  su  validez,  á  lo  que  disponga  dicha 
ley,  cualesquiera  que  sean  las  disposiciones  de  la  lea  loci. 


I 
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CAPITULO  II 

Z)e  las  personas  que  puedeix  liacer  ó  recibir 

donaciones. 


Ai^t.  Wté.  Podrán  hacer  donación  todos  los  que  pue- 
dan contratar  y  disponer  de  bus  bienes  (1). 

Jkrt,  41^5.  Podrán  aceptar  donaciones  todos  loe  que 
no  estén  especialmente  incapacitados  por  la  ley  para 
ello  (2). 

É 

Art,  OSB.  Las  perdonas  que  no  pueden  contratar  no 
podrán  aceptar  donaciones  condicionales  ú  onerosas  sin  la 
intervención  de  sus  legítimos  representantes. 

Art.  4199.  Las  donaciones  hechas  á  los  concebidos 
y  no  nacidos  podrán  ser  aceptadas  por  las  personas  que 
legítimamente  los  representarían  si  se  hubiera  verificado 
ya  su  nacimiento. 

Ari.  G^il.  Las  donaciones  hechas  á  personaa  inhá- 
biles son  nulas,  aunque  lo  hayan  sido  simuladamente, 
bajo  apariencia  de  otro  contrato,  por  persona  interpuesta. 

Ari.  BSII.  La  donación  no  obliga  al  donante  ni  pro- 
duce efecto  sino  desde  la  aceptación  (3). 

Art.  630.    £1  donatario  debe,  so  pena  de  nulidad» 

(1)  Véase,  como  concordante,  el  art.  18i9. 

(2)  Véase,  como  ooneordante,  el  art.  1889. 
<9)     Véase,  como  eonoordante,  el  ari.  SSB. 
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aceptar  la  donación  por  si,  ó  por  medio  de  persona  auto- 
rizada con  poder  especial  para  el  caso,  ó  con  poder  gene- 
ral y  bastante. 

• 

Art.  BSS .  Las  personas  que  acepten  ana  donación 
en  representación  de  otras  qae  no  pueden  hacerlo  por  si, 
estarán  obligadas  á  procurar  la  notificación  y  anotación 
de  que  habla  el  art.  683. 

Art  A39.  La  donación  de  cosa  mueble  podrá  ha- 
cerse verbalmente  ó  por  escrito. 

La  yerbal  requiere  la  entrega  simultánea  de  la  cosa 
donada.  Faltando  este  requisito,  no  surtirá  efecto  si  no  se 
hace  por  escrito  y  consta  en  la  misma  forma  la  acep- 
tación. 

« 
264.  Celebrada  una  apuesta  entre  diferentes  personas,  conve- 
nido verbalmente  que  el  importe  de  aquélla  se  invirtiese  en  un  bi- 
llete de  Lotería  en  el  que  todos  llevasen  igual  participación,  y  ha- 
biéndose obtenido  premio,  si  se  reclama  por  loe  participes  la  en- 
trega de  lo  que  á  cada  uno  correspondiera,  y  asi  se  otorga  en  el  fa- 
llo, no  se  infringe,  por  ser  inaplicable,  este  articulo  del  Gódigo, 
puesto  que  se  refiere  á  la  donación  de  cosa  mueble  y  al  modo  de 
que  surta  efecto,  y  no  se  trata  de  acción  originada  de  una  liberali- 
dad, ni  de  una  donación. — S.  6  Oct,  93,— Q.  7  Dic. 

Art.  G88.  Para  que  sea  válida  la  donación  de  cosa 
inmueble  ha  de  hacerse  en  escritura  pública,  expresán- 
dose en  ella  individualmente  los  bienes  donados  y  el  va- 
lor de  las  cargas  que  deba  satisfacer  el  donatario. 

La  aceptación  podrá  hacerse  en  la  misma  escritura  de 
donación  ó  en  otra  separada;  pero  no  surtirá  efecto  si  no 
se  hiciese  en  vida  del  donante. 

Hecha  en  escritura  separada,  deberá  notificarse  la 
aceptación  en  forma  auténtica  al  donante,  y  se  anotará 
esta  diligencia  en  ambas  escrituras  (1). 


(1)     Véanse»  como  ocnoordantes,  los  artiooloB  1890  y  0S3. 
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^I  bien  existen  razones  de  semejanza  entre  las  disposieiottes  testamentarias 
j  las  donaciones  mortit  cansa^  como  antes  se  llamaban,  y  hoy  se  entienden  así 
sólo  las  qne  hayan  de  prodocir  sos  efectos  despaós  de  la  muerte  del  donante^ 
es  lo  cierto  que  no  hay  identidad  algnna.  La  faeoltad  de  testar,  cerno  vere- 
mos, es  mocho  más  amplia  qoe  la  facultad  de  donar.  Para  hacer  oso  de  ésta, 
se  requiere  tener  la  capacidad  legal  para  contratar,  se  requiere  ser  tmijuris  j 
no  sufrir  pena  de  interdicción  civil,  ó  sea,  estar  en  el  pleno  uso  de  los  dere- 
chos civiles. 

En  la  ley  4.*,  tít.  1.^,  Partida  5.*,  se  dice  que:  «E  todo  ome  libre  que  es 
mayor  de  veinte  é  cinco  años,  puede  dar  lo  suyo,  ó  parte  dello,  á  quien  'se 
quisiesse  magtier  non  le  conosca,  solamente  qne  non  sea  aquel  i'quien  lo  da 
de  aquellos  á  quieH  defienden  las  lefes  desle  nuestro  libro^  que  lo  non  pueden 
Miar...»,  que  es  lo  mismo  que  dice  nuestro  art.  6)5. 

Ei  6t6  es  la  demostración  de  los  dos  anteriores.  No  basta  que  baya  capa  • 
ddad  por  parte  del  donante  para  ejercer  el  acto  de  liberalidad:  se  requiere, 
además,  qne  por  parte  del  donatario  exista  la  convicción  de  sus  deberes  y  obli- 
gaciones. ¿Cómo  ha  de  abrigar  esta  convicción,  cómo  ha  de  tener  conciencia 
de  sus  responsabilidades  aquel  á  quien  la  ley  le  prohibe  manejarse  por  tí  con 
entera  independencia?  Evidencíanos  el  mencionado  artículo,  por  lo  tanto,  qne 
las  donaciones  pueden  ser  de  dos  clases:  ó  puras,  que  no  son  más  que  demos- 
tración slbcera  de  afecto,  sin  que  el  interés  entre  para  nada  en  ellas;  ó  condi- 
cionales, en  las  qne,  si  bien  sale  siempre  beneficiado  el  donatario,  porque  los 
gravámenes  que  se  le  impongan  han  de  ser  menores  qoe  el  beneficio  que  re  • 
ciba,  no  es  sólo  el  desprendimiento  el  móvil  qne  inspira  la  resolución  del  do- 
nante. 

Resolta,  pues,  que  pueden  existir  donatarios  capaces  de  serlo,  esto  es,  no 
imposibilitados  de  aceptar  la  donación,  y  sin  embargo,  carecen  de  fscnltades 
para  expresar  la  aceptación.  La  irreflexión  y  la  inexperiencia  pudieran  produ- 
cir dañados  frutos,  y  de  ahí,  que  cuando  la  donación  es  condicional  y  el  do- 
natario no  es  persona  sui  fnris,  y  por  lo  tanto,  capaz  de  apreciar  si  la  condi- 
ción le  puede  ó  no  acarrear  graves  perjuicios,  se  requiere  la  intervención  de 
sus  representantes  legítimos. 

El  Proyecto  de  4851  hacía  mención  de  las  donaciones  á  las  mujeres  casa- 
das, en  su  art.  950;  y  aunque  conceptuamos  que  nuestro  Código  resuelve  el 
^so  en  el  art.  61,  parecía  natural  que  algo  dijese  también  concretamente  de 
las  donaciones,  por  cuanto,  á  nuestro  juicio,  esa  donación  cae  dentro  de  las 
prescripciones  del  art.  626  que  nos  ocupa;  pues  aunque  éste  habla  aspereónos 
que  no  pueden  contratar^  y  las  mujeres  casadas  no  están  imposibilitadas  de 


24  CÓDIGO  OVIL 

hacerlo,  aunque  te  reqniert  It  licencia  del  marido,  esta  misma  eirconstaneia 
las  coloca  en  sitnaeión  de  no  poder  aceptar  la  donación  sin  ese  requisito. 

El  Gódifo,  eooeloyendo  con  toda  sntilexa  de  escuela,  restablece  en  toda 
s«  integridad  la  anligna  prohibición  romana,  declarando  de  nna  manera  abso- 
luta, en  su  art.  4334,  qne  es  nnla  toda  donación  entre  los  cónyuges  dorante 
el  malrimonio,  salvo  los  regalos  módicos,  y  mandando  en  el  43S7  qoe  toda 
donación  por  razón  de  matrimonio  ha  de  hacerse  antes  de  la  celebración  de 
éste. 

Gomo  donar  es  transmitir  graciosamente  el  dominio  de  lu  cosu,  quien 
sea  propietario  de  ellas  y  tenga  capacidad  para  contratar,  la  tendrá  para  do* 
nar;  y  contra  la  obaenrancia  de  eate  concepto  general  de  la  ley  no  se  admite 
más  incapacidad  qne  la  qne  proceda  de  falta  de  uno  de  esos  dos  requisitos* 

Vigentes  en  Catalofta  lu  leyes  4.*  y  61,  libro  14,  tíu  4.o  del  Digesto,  y 
la  6.*,  libro  5.®,  tít.  46  del  Código,  que  reputan  donación  del  marido  la  adqni* 
sioidn  hecha  por  la  mujer  durante  el  matrimonio  si  no  se  justifica  plenamente 
la  procedencia  del  dinero  en  ella  invertido,  importa  deslindar  qué  efectos  pue- 
den concederse  á  tales  adquisiciones  en  cnanto  á  su  inscripción  en  el  Ele— 
gittfo. 

Por  regir  en  el  Principado,  en  lo  qoe  á  donaciones  concierne,  el  que  pu- 
diera ser  llamado  derecho  romano  novísimo^  hay  que  estimar  tiene  fuerza 
obligatoria  en  aquellas  provincias  el  Senado  Consulto  de  Caracalla— fr.  39, 
til.  4.*y  libro  ti  Digesto— que  revalida  con  efecto  retroactivo  las  donaciones 
entre  cónyuges,  si  el  donador  hubiese  muerto  sin  haberlas  revocador 

De  ahí  se  infiere  es  lógico  aplicar  á  las  donaciones  de  qne  se  trata,  el  cri-> 
terío  de  la  ríMolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  de  %l  de  Agos- 
to de  4894,  ya  que  aun  siendo  aquéllas  reputadas  como  donaciones  por  dere- 
cho catalán,  no  lu  declara  éste  nulas  desde  luego,  sino  anulabies,  por  volun- 
tad de  determinadu  peraonu;  lo  cual  prueba  que  por  no  tratrase  de  actos 
necesMriaumU  nulos,  no  puede  denegaru  su  inscripción,  dado  el  precepto 
del  ar!.  65  de  la  ley  Hipotecaril^ 

De  lo  dicho  se  colige  qne  procede  inscribir  la  escritura  en  qne  conste  una 
de  las  mencionadu  adquisiciones,  ya  que  aun  entrañando  una  donación  entre 
cónyuges,  el  contrato  que  de  ella  es  objeto  sería  eficaz  en  derecho  miéntru 
no  fuese  revocado  (4). 

Es  doctrina  corriente  que,  cuando  se  trata  de  la  utilidad  de  los  postumos, , 
se  reputan  como  nacidos  para  que  puedan  disfrotar  de  los  beneficios  que  lu 
leyes  les  dispenun.  £1  art.  6)7  modifica  la  redacción  que  primitivamente  tu- 
viera antes  de  la  reforma,  toda  vez  que  entoncu  se  hablaba  simplemente  de 

<1)     R.  de  I*  D.,  17  S«pt.  96.— (7.  18  Ooi. 
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lo»  postamos,  mientras  qoe  por  la  nasTS  redsecióD  no  se  refiere  sólo  á  esa 
clase  de  hijos,  sino  qne  comprende  indistintamente  á  todos  los  concebidos  sin 
distinción  de  qae  sean  ó  no  postamos.  Así  debía  de  ser,  lógicamente  pensan- 
do, puesto  qne  siendo  la  donación  na  acto  de  liberalidad»  no  hay  violencia 
ninguna  en  comprender  qne  pnede  ler  donatario  el  meramente  concebido, 
puesto  qne  la  aceptación  ha  de  hacerla  en  su  nombre  la  persona  llamada  á 
representarle. 

Del  mismo  modo  lo  consigna  el  art.  906  del  Código  francés,  el  2749  de 
Méjico,  eN479  de  Portugal,  el  7SI  de  Guatemala  y  el  4059  de  lulia. 

Es  una  consecuencia  la  disposición  del  art.  6S8  de  la  contenida  en  el  626; 
porque,  si  no  pueden  aceptar  las  donaciones  las  personas  qne  no  pueden  con- 
tratar sin  la  intervsnción  de  un  legítimo  representante,  es  evidente  qoe  la 
persona  inhábil  no  puede  aceptar  la  donación,  y  mucho  menos  si  ésta  se  hace 
.simulando  un  contrato;  porque  la  simulación  supone,  como  su  nombre  indi- 
ca, desviación  de  los  principios  jurídicos,  y  por  lo  tanto,  son  reUjación  de  las 
leyes,  no  encontrándose  sanción  alguna  para  la  legitimación  de  esos  reproba- 
dos hechos. 

Ya  hemos  dicho  que  la  donación  se  perfecciona  desde  que  el  donante  co- 
noce la  aceptación  del  donatario;  como  consecuencia  de  ello,  el  art.  6S9  pres- 
cribe que  no  pueda  producir  efecto  la  donación  respecto  al  donante  sino  desde 
qae  el  donatario  la  acepta* 

Y  realmente,  siendo  necesaria  la  intervención  dedos  personas  para  que 
subsista  la  donación,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  siendo  indispensable  el  concorso 
de  dos  voluntades  para  realizar  los  fines  qoe  el  donante  se  propusiera,  es  cla- 
ro que  sin  la  aceptación  de  los  compromisos  consiguientes,  que  sin  la  acepta- 
cióo  de  Us  condiciones  que  la  voluntad  del  donante  impusiera,  no  poede  de- 
eirse  que  la  donación  subsiste.  Es  más,  sabemos  que  la  donación  tiene  pantos 
de  contacto  y  analogia  eon  los  legados  y  los  contratos,  y  como  quiera  qae  la 
irrevocabilidad  de  ellos  no  surge  sino  desde  el  momento  en  que  se  manifiesta 
de  un  modo  terminante  y  claro  el  propósito  de  aceptar  y  de  cumplir  fielmente 
las  obligaciones  que  se  imponen,  resulta  que  la  aceptación  es  la  base  esencial 
de  todos  los  derechos  y  de  todos  los  deberes. 

Inspirado  por  iguales  tendencias  el  derecho  en  todos  los  países,  ha  reves- 
tido siempre  igual  importancia  desde  este  punto  cardinal,  digámoslo  así,  de 
la  donación. 

Segdn  el  art.  630,  la  aceptación  de  la  donación  sólo  puede  ser  hecha  por 
el  donatario  siendo  mayor  de  edad,  ó  por  un  apoderado  especial;  pero  como 
quiera  qoe,  según  hemos  visto,  ocupándonos  de  otros  artículos,  no  solamente 
pueden  ser  donatarios  los  mayores  de  edad,  sino  hasta  los  menores,  puesto 
qne  pueden  serlo  hasta  los  concebidos,  y  éstos  no  pueden  otorgar  poder,  re- 
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salta  claramente  demostrado  el  antagonismo  entre  este  artíeolo  y  los  restantes. 

Mny  bien  está  este  artfcnlo  para  los  donatarios  mayores  de  edad  qne  no 
adolezcan  de  incapacidad,  qne  evidentemente  para  ellos  Se  ha  escrito;  y  para 
salvar  ese  antagonismo  de  qne  hemos  hecho  mención,  debiera  ser  colocada 
inmediatamente  deipnés  del  artíenlo  qne  trata  de  la  aceptación,  y  sirviendo  de 
regla  general,  colocar  á  continnación  del  mismo  todo  lo  qne  se  refiera  á  acep- 
tación de  donación  por  parte  de  los  representantes  legítimos  de  aqnellu  per- 
sonas que  por  razón  de  edad  ó  de  estado  no  pueden  efectnar  la  aceptación 
por  sí. 

Tal  es  nuestro  criterio  sobre  el  particolar,  y  creemos  que  le  abonan  razo- 
nes de  orden  y  método;  poes  sería  muy  violento  admitir,  siquiera  fuera  en 
hipótesis,  la  necesidad  del  poder  para  toda  clase  de  aceptaciones,  siendo  así 
que  hay  donatarios  que  no  pueden  otorgarle.  El  art.  633  nos  demuestn  que 
puede  ser  simultánea  la  concurrencia  de  donante  y  donatario  en  una  misma 
escritura  en  qne  se  acepte  la  donación,  ó  puede  efectuarse  por  otra  eterílnm 
separada  siempre  que  se  otorgue  antes  de  la  muerte  del  donante. 

De  todos  modos  no  puede  prescindirse  de  la  escritura  tratándose  de  bienes 
inmuebles,  toda  vez  que  esta  transmisión  implica  un  traspaso  de  derechos  do- 
minicales inscribibles  en  el  Registro  de  la  propiedad  del  partido  donde  aqué- 
llos radiquen  para  que  pueda  producir  efecto  contra  tercero,  como  lo  demuea- 
tra  el  art.  38  de  la  ley  Hipotecaria,  teniendo  resuelto  la  Dirección  general  de 
loa  Registros,  con  fecha  9  de  Marzo  de  1861,  que  no  procede  la  inscripción  de 
vna  escritura  de  donación  con  mejora  de  tercio  y  quinto,  eon  seftalamieoto  do 
fincas,  hecha  por  nn  padre  á  favor  de  su  hija,  imponiéndole  varias  condicio- 
nes, y  en  la  que  no  ha  tenido  intervención  en  el  acto  hasta  que  conste  la  acep- 
tación de  la  donataria,  sin  que  por  ello  pueda  aceptar  la  donación  el  Notario 
autorizante.  Gomo  se  ve,  viene  siendo  conforme  la  doctrina  en  este  punto, 
puesto  que  la  aceptación  es  la  base  de  ios  efectos  de  la  donación. 

La  palabra  carpas^  que  emplea  el  artículo  que  nos  ocupa,  si  bien  tiene  en 
el  tecnicismo  jurídico  y  en  el  lenguaje  corriente  una  amplia  y  general  acep- 
ción que  abarca  por  igual  al  derecho  real  que  á  la  obligación  personal,  es  muy 
dudoso  haya  sido  empleada  tal  palabra  en  ese  lato  sentido,  pareciendo,  por 
el  contrario,  lo  más  natural  y  lógico,  ya  que  el  artículo  se  contrae  á  los  bienes 
inmuebles,  que  sólo  á  los  derechos  que  pueden  afectarles,  esto  es,  á  las  cargas 
reales,  hace  alusión  el  legislador;  cuya  interpretación  se  confirma  por  la  cir- 
•cunstancia  de  que  en  el  art.  9i6  del  Proyecto  de  Có'ligo  de  4861 — que  en 
cuestiones  dudosas  nacidas  de  los  preceptos  del  que  nos  rige  es  un  antecedente 
digno  de  consulta,  dada  la  base  primera  del  art.  8.^  de  la  ley  de  II  de  Maye 
de  1888,— se  establecía  como  condición  precisa  para  la  validez  de  las  dona- 
ciones en  general,  la  de  que  se  expresaran  las  cargas  y  deudas  impuestM  ai 
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donatario;  de  donde  se  infiere  que  aqoel  proyecto  osaba  la  palaUra  cargoi  en 
sn  sentido  estricto  y  en  contraposición  á  la  de  deudas,  lo  caal  antoriza  á  con- 
cloir  qne  al  pasar  el  meneíonado  artíenlo^fi  bien  reformado— á  formar  el 
qne  nos  ocnpa^  ha  conservado  aqoel  vocablo  so  acepción  limitada  y  eslricta. 

La  reforma  hecha  en  el  art.  946  del  Proyecto  de  4851  por  el  que  nos  ocopa 
del  Código  actual,  corrobora  la  doctrina  expoesta,  desde  el  momento  en  qoe 
la  sopresión  de  la  palabra  deudas  qoe  en  este  último  se  advierte,  obedece,  sin 
doda,  á  nn  pensamiento  preconcebido,  coa!  es  el  de  no  exigir  para  la  validez 
de  la  donación  de  cosa  inmueble,  qoe  conste  en  la  escritura  el  valor  de  las 
deodas  ú  obligaciones  personales  del  donante  qoe  deba  salisficer  el  donata- 
rio, porque  siendo  de  interpretación  restrictiva  los  preceptos  legales  que  san- 
cionan con  nulidad  ciertas  infracciones,  es  conforme  á  los  cánones  de  ona 
buena  hermenéutica  tomar  las  palabr&s  susceptibles  de  dos  sentidos,  en  el  qoe, 
siendo  menos  amplio,  encierra  en  limites  más  estrechos  la  esfera  de  acción  de 
tal  nnlidad. 

Así,  pues,  si  en  una  escritura  de  donación  se  establecieren  las  condiciones 
de  que  el  donatario  vendría  obligado  á  suministrar  al  donante  los  alimentos 
necesarios;  que  le  costeara  un  funeral  modesto,  ocorrido  qoe  fuese  so  falleci- 
miento, y  qoe  pagase  todas  las  contríbociones  qoe  á  las  fincas  donadas  se  re- 
partieran, las  dos  primeras  de  esas  condiciones  no  poeden  repntarse  como  car- 
gas qoe  afecten  á  los  bienes  donados,  como  impoestas  específicamente  sobre  los 
mismos  y  con  los  requisitos  legales  para  que  puedan  eslimarse  tales  cargas 
reales,  qne  hubieran  de  hacerse  efectivas  ejercitando  acciones  de  la  misma  na- 
turaleza, sino  que  se  constituyeron  como  obligaciones  personales,  para  cuyo 
cumplimiento  nacen  del  mismo  contrato  acciones  de  igoal  índole;  y  la  terce- 
ra, si  bien  es  una  obligación  garantí  Ja  con  hipoteca  legal  en  favor  del  Esta- 
do, que  afecta  áios  bienes  sujetos  al  impuesto  y  por  las  cootas  qoe  se  le  im- 
pongan con  el  alcance  qoe  le  reconoce  la  ley  Hipotecaria,  tiene  siempre  vir- 
iod  y  eficacia,  aonqoe  el  importe  de  dichas  cootas  no  sea  conocido  al  hacer  la 
estipolación  (4). 

Respecto  á  la  ley  qoe  debe  regir  la  capacidad  de  los  donantes  y  donata- 
rios, por  lo  qoe  hace  al  derecho  internacional,  no  hay  en  la  jurisprudencia 
ni  en  la  doctrina,  caso,  ni  cuestión  de  ningún  gdnero  en  los  cuales  pueda  de- 
jar de  aplicarse  el  principio  general  de  que  debe  regirse  esta  materia  por  la 
respectiva  ley  personal  de  las  partes. 

(1)     B.  de  la  D.,  S  Dio.  9».  — Gaceta  16  Feb.  06. 
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CAPITULO  III 

I>e  loe  efectos  y  limitación  de  laa  donaciones. 


Ari.  1134.  La  donación  podrá  oomprender  todoB  lo» 
bienes  prefientes  del  donante^  ó  parte  de  elloe,  con  tal  que 
éete  60  rcBerve,  en  plena  propiedad  ó  en  usufructo,  lo  ne- 
cesario para  vivir  en  un  estado  correspondiente  á  sus  cir- 
cunstancias. 

Airé.  035.  La  donación  no  podrá  comprender  loé 
bienes  futuros. 

■ 

Por  bienes  futuros  se  entienden  aquellos  de  que  el  do- 
nante no  puede  disponer  al  tiempo  de  la  donación. 

Art.  OSO.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  art.  634, 
ninguno  podrá  dar  ni  recibir,  por  vía  de  donación,  más  de 
lo  que  pueda  dar  ó  recibir  por  testamento. 

La  donación  será  inoficiosa  en  todo  lo  que  exceda  de 
esta  medida. 


R 


A  libertad  natoral  del  hombre  engendra  la  faenltad  de  disponer  de  so» 
bienes,  faenltad  inherente  á  aa  condición  de  ser  inteligente,  libre  y  social,  y 
de  ahí  qne  al  crear  en  la  vida  jurídica  los  círcnlos  dentro  de  los  qie  puede 
irradiar  sus  facnitades,  se  encnentre  como  la  más  preciada,  la  de  poder  dii* 
poner  de  aqaellos  qne  con  legítimo  título  adquirió.  Pero  sujeto  á  una  ley  de 
relatividad,  exagerando  sus  facultades  libérrimas  por  los  derechos  de  los  de- 
más, y  sometido  á  las  leyes  de  moral  universal  qne  regulan  y  rigen  las  socie- 
dades, hállase  privado  del  ejercicio  del  derecho  absoluto,  siendo  las  limitacio- 
nes á  modo  de  medios  de  defensa  y  conservación  de  la  misma  sociedad  y  di-^ 
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-quei  opuestos  al  embravecido  mar  da  las  pasiones  hamanas  para  corregir  los 
apetitos  y  el  desenfreno. 

De  ahí  qae  á  la  facultad  de  donar  sos  bienes,  á  la  faenltad  de  ejercer  on 
acto  de  liberalidad,  las  leyes  le  oponen  la  prohibición  de  fa  prodigalidad,  hija, 
tal  vez,  ó  de  sagestiones  violentas,  ó  de  afecciones  extremadas,  ó  de  torpes 
manejos,  ó  de  snbterfagios  ó  engaños,  á  lo  que  todo  hombre  se  halla  expuesto 
cuando  sus  actos  no  están  inspirados  por  la  fría  y  serena  razón,  sino  cuando 
su  ánimo  es  presa  de  las  pasiones  que  le  combaten. 

Así  es  que  no  hay  legislación  alguna  qae  no  reconozca  en  la  donación  un 
medio  transferible  de  dominio;  pero  han  puesto  límite  al  uso  de  la  facultad. 
¿Por  qué?  Porque  el  espíritu  de  conservación  de  intereses  generales  hace  que 
no  puedan  perderse  de  vista  los  particulares  en  que  aquéllos  se  cimentan.  Así 
es  que  los  autores  condenan  la  facultad  de  donar  todos  los  bienes,  por  lo  que 
dice  Palacios  Rnbios,  toñ  inmensa  donatione  presumiiur  fran$\  y  Goyena  con- 
signa estas  palabras:  «En  efecto,  la  república  está  interesada  en  restringir 
estas  traslaciones  repentinas  de  fortuna,  ó  despojos,  casi  siempre  fraudulen- 
tos, de  las  familias;  pero  el  interés  mayor  y  principal  es  de  los  subditos^  el 
de  los  mismos  donadores  (f).  ¿Cómo  tolerar  que  por  imprudencia  y  prodiga- 
lidad propias,  ó  por  maquinaciones  ajenas,  se  despoje  uno  de  todo  lo  suyo  en 
favor  de  otro,  constituyéndose  en  una  espantosa  mendicidad?  La  moral  y  el 
bien  público  se  resienten  del  repentino  cambio  de  la  holganza  á  ¡a  pobreza. 
No  puede  explicarse  racionalmente  esta  especie  de  suicidio,  sino  por  la  fuerza 
irresistible  de  una  seducción  ejercida  con  habilidad  y  constancia,  ó  por  un 
acceso  pasajero  de  locura.» 

El  derecho  romano  permitió  la  donación  de  toda  clase  de  bienes,  tanto  de 
los  presentes  como  de  los  futuros,  dejando  á  salvo  la  legítima,  y  las  leyes  de 
Partida  distinguieron  entre  la  donación  con  carta  ó  sin  ella.  La  primera  podía 
comprender  todos  los  bienes;  la  segunda,  hasta  500  maravedises  de  oro;  pero 
siguieron  la  doctrina  romana  en  lo  de  dejar  á  salvo  la  legítima,  como  se  ve 
en  la  ley  8.*,  tit.  4.^,  Partida  5.* 

A  la  absoluta  libertad  concedida  por  estaiey  se  opuso  la  prescripción  de 
la  69  de  Toro— 2.\  tít.  7.®,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,— que  pro- 
hibió la  donación  de  todos  los  bienes  presentes.  Escudriñando  Antonio  Gó- 
mez los  motivos  de  la  ley,  quiso  conciliar  ambas  disposiciones,  y  resolvió  que 
podía  ser  válida  la  donación  de  todos  los  bienes,  siempre  que  se  reservara  el 
donante  el  usufructo  de  algunos  bienes  con  que  atender  á  su  subsistencia; 


(1)     Por  eso  d\jo  Gómez:  principali9ta»f  f añore  mbditorumt  «f  «rcundariOf  favore  Jtet- 
puhlicfM. 
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doctrina  qae  conrígnó  el  Proyecto  de  4851  y  que  ha  pasado  igoalmente  á 
noestro  Código. 

Los  artícolos  trantentos,  634  y  636,  han  venido  i  trazar  dos  h'mites  á  la 
libertad  de  donar,  de  donde  se  deduce  qae  toda  donación  ei  válida  ea  cnanto 
se  encierre  en  esos  limites,  y  susceptible  de  anulación  ó  redacción  en  todo 
aquello  que  de  los  misnios  excediere;  por  cuya  razón  no  es  lícito  afirmar  a 
priori^  invocando  el  articulo  que  nos  ocupa  ó  el  636  citado^que  una  donación 
es  nula,  sino  á  lo  sumo  susceptible  de  reducción,  si  en  virtud  de  prueba  ulte- 
rior, suministrada  por  parte  legítima,  se  acreditare  que  no  quedó  al  donante 
lo  necesario  para  vivir  en  un  estado  correspondiente  á  sus  circunstancias,  ó 
que  la  donación  es  inoficiosa;  y  aplicando  al  cmo  del  articv|Jo  que  nos  ocupf 
lo  que  ordena  el  65 i,  es  permitido  deducir  que  la  donación  de  todos,  ó  parte 
de  los  bienes,  produce  sus  efectos  hasta  probado  que  sea  que,  á  virtnd  de 
ella^  no  quedó  al  donante  lo  necesario  para  vivir  según  sus  circunstancias; 
de  lo  cual  es  consecuencia  que,  ni  al  Notario  al  otorgar  la  escritura  de  dona- 
ción, ni  al  Registrador  al  inscribirla,  incumbe  investigar  si  queda  al  donante 
lo  necesario  para  vivir  en  aquel  estado,  sino  á  los  Tribunales  de  justicia,  en 
el  juicio  que  proceda,  y-  á  instancia  de  quien  tenga  derecho  á  pedir  la  rodue- 
rJón  da  la  donación  (4). 


Art.  OSy.  Caando  la  donación  hubiere  sido  hecha 
á  yarias  pereonas  conjuntamente,  se  entenderá  por  partes 
iguales;  y  no  se  dará  entre  ellas  el  derecho  de  acrecer,  si 
el  donante  no  hubiese  dispuesto  otra  cosa. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  las  donaciones  hechas 
conjuntamente  á  marido  y  mujer,  entre  los  cuales  tendrá 
lugar  aquel  derecho,  si  el  donante  no  hubiese  dispuesto 
lo  contrario. 

Art.  039.  El  donatario  se  subrroga  en  todos  los  de- 
rechos y  acciones  que  en  caso  de  evicción  corresponderlaa 
al  donante.  Este,  en  cambio,  no  queda  obligado  al  sanea- 
miento  de  las  cosas  donadas,  salvo  si  la  donación  fuere 
onerosa,  en  cuyo  caso  responderá  el  donante  de  la  evic- 
ción hasta  la  concurrencia  del  gravamen. 


(1)     B.  de  1»  D.,  81  Agosto  98.— 6\  88  Oetubr«. 
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Art.  OStt.  Podrá  reservarse  el  donante  la  facultad 
de  disponer  de  algunos  de  los  bienes  donados,  ó  de  algu- 
na cantidad  con  cargo  á  ellos;  pero,  si  muriere  sin  haber 
hecho  uso  de  este  derecho,  pertenecerán  al  donatario  los 
bienes  ó  la  cantidad  que  se  hubiese  reservado. 

iirt.  040.  También  se  podrá  donar  la  propiedad  á 
una  persona  y  el  usufructo  á  otra  ú  otras,  con  la  limita- 
ción establecida  en  el  art.  781  de  este  Código. 

.4  rt.  04I I .  Podrá  establecerse  válidamente  la  rever- 
sión en  favor  de  sólo  el  donador  para  cualquiera  caso  y 
circunstancias,  pero  no  en  favor  de  otras  personas  sino  en 
los  mismos  casos  y  con  iguales  limitaciimes  que  determi- 
na este  Código  para  las  sustituciones  testamentarias. 

La  reversión  estipulada  por  el  donante  en  favor  de  ter- 
cero contra  lo  dispuesto  en  el. párrafo  anterior  es  nula;, 
pero  no  producirá  la  nulidad  de  la  donación. 

itrt.  04I9.  Si  la  donación  se  hubiere  hecho  impo- 
niendo al  donatario  la  obligación  de  pagar  las  deudas  del 
donante,  como  la  cláusula  no  contenga  otra  declaración, 
sólo  se  entenderá  aquél  obligado  á  pagar  las  que  aparecie- 
sen contraídas  antes. 

.%rt.  043.  Nq  mediando  estipulación  respecto  al 
pago  de  deudas,  sólo  responderá  de  ellas  el  donatario 
cuando  la  donación  se  haya  hecho  en  fraude  de  los  acree- 
dores. 

Se  presumirá  siempre  hecha  la  donación  en  fraude  de 
loe  acreedores,  cuando  al  hacerla  no  se  haya  reservado  el 
donante  bienes  bastantes  para  pagar  las  deudas  anteriores 
á  ella  (1). 

(1)     VéaiuM,  como  oonoordantas,  lot  artioiilos  1207  y  1706. 
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ÁCIL  68  conocer  el  espirita  de  los  artícalos  preinsertos.  Qae  el  donata- 
río  representa  los  derechos  del  donante,  como  expresa  el  art.  63S«  es  incon- 
trovertible; pero  como  la  donación  pnede  ser  paramente  lacrativa,  ó,  por  el 
contrario,  onerosa,  mediante  á  qae  las  condiciones  impuestas  compensasen  el 
▼alor  de  los  bienes,  resalta  qae  son  diversas  las  obligaciones  del  donatario, 
como  son  diversos  los  caracteres  de  la  donación. 

Si  la  donación  faese  onerosa,  el  donante  debe  sanear  la  cosa  donada  para 
qae  no  paeda  decirse  qae  obtavo  mayores  beneficios  de  las  prestaciones  del 
donatario,  qae  éste  de  la  liberalidad  de  aqaéi. 

El  Proyecto  de  4851,  en  sa  art.  956,  dispaso  qae  ael  donador  no  paede 
obligar  al  saneamiento  de  la  cosa  donada  si  no  lo  háblese  estipalado;  pero 
el  donatario  se  entrega  en  todos  los  derechos  y  acciones  qae,  en  caso  de  evic- 
ción,  pertenecieran  al  donante.»  Aanqae  afortanadamente  lo&  artículos  son 
iguales,  existe,  como  queda  demostrado,  una  diferencia  esencial,  puesto  qoe 
no  se  dlstíDgae  entre  la  donación  onerosa  y  la  donación  lucrativa  (1). 

Si  por  acaso,  al  hacer  el  donante  la  donación,  hubiese  poesto  como  con- 
dición que  no  respondía  de  los  perjaicios  que  experimentase  el  donatario  por 
cansa  de  la  cosa  donada,  en  ese  caso  dicho  se  está  qae  siendo  ley  la  voluntad 
de  las  parles,  y  qoe  no  produciendo  efecto  la  donación,  sino  por  la  acepta- 
ción expresa  del  donatario,  como  queda  dicho  anteriormente,  es  visto  que  no 
qoeda  el  donante  obligado  á  cosa  alguna,  y  qoe  todas  \u  responsaiilidades 
recaen  en  el  donatario,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  la  donación 

Aquella  facultad  del  donante,  en  el  art  639,  es  personalísima  y  no  trans- 
misible á  sos  herederos,  por  lo  que  á  su  muerte  pasan  los  bienes  al  donatario, 
así  como  la  cantidad  que  se  hubiere  reservado  sin  limitación  algona,  á  dife- 
rencia del  Código  francos,  que  manda  que,  en  caso  de  no  disponer  el  donante 
de  la  cosa  ó  cantidad  reservada,  no  la  percibirá  el  donatario,  sino  que  perle- 

(1)  Lo8  Códigos  exfcraxgeros  resaelven  de  diverso  modo  eeta  materia.  Del  pr«- 
eiano  no  se  saca  otra  doctrina  en  su  art.  1063  qae  la  qae  contiene  el  956  de  nues- 
tro Proyecto  de  1851. 

El  Código  de  Anstria,  en  sa  art.  945,  dice:  «El  qne  done  á  sabiendas  oosa 
ajena,  es  responsable  de  los  perjaicios  qae  caase.» 

£1  de  Italia,  may  parecido  al  de  Prasia,  hace  igaales  aclaraciones  que  ésta  en 
sa  art.  1077,  extendiéndola  alem&s  k  onando  media  dolo  y  onando  la  donación  ee 
onerosa;  doctrina  qae  coaiprende  también  el  274  del  de  üragoay. 

Pero  el  más  radical  de  todos  los  Códigos,  el  qae  m\s  atiende  k  la  distinción 
de  donaciones  lucrativas  y  onerosas,  es  el  de  Holanda,  en  sa  art.  1711,  que  gené- 
ricamente exime  al  donante  de  toda  obligación  de  evioción  y  saneamiento. 
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neee  á  los  herederos  del  donante,  como  exceptuado  de  la  donación;  doctrina 
qne  signen  los  Códigos  de  Portugal,  lulia,  Holanda,  7aud,  la  Lnisiana,  Mé- 
jico y  el  del  Uruguay,  siendo  nuestro  Código  el  único  que  se  separa  de  la  re- 
gla general,  adjudicando  al  donatario  lo  que  está  fuera  de  la  donación,  con 
notorio  perjuicio  de  los  herederos. 

No  encontramos  otros  precedentes  á  asta  rara  disposición  que  el  art.  957 
del  Proyecto  de  4851,  el  cual  lo  explica  Goyena  con  estas  palabras,  que  dis- 
tan mucho  de  satisfacernos,  por  estimarlas  sofisticas:  «Su  resolución  se  funda 
en  que  la  donación  comprendió  la  misma  eosa  ó  cantidad;  el  donador  no  la 
exceptuó  de  ella,  y  sólo  se  reservó  la  facultad  de  poder  disponer,  dando  con 
•esto  á  entender  que,  si  no  disponía,  la  cosa  ó  cantidad  seguía  definitivamente 
la  suerte  de  los  demás  bienes  donados.  Fué  una  especie  de  donación  condicio- 
nal, en  cuanto  á  su  consumación,  y  la  condición  se  ha  cumplido  por  la 
muerte  del  donador  sin  haber  usado  de  la  facultad;  en  una  palabra,  se  pre- 
sume que  en  este  caso  prefirió  el  donatario  á  sus  herederos.»  ¿Y  por  qué  se 
ha  de  presumir  así?  ¿Por  qué  no  suponer  que,  al  reservarse  los  bienes,  lo  hizo 
para  sus  herederos  y  no  para  el  donatario,  pues  de  ser  para  éste,  pudo  com- 
prenderlos en  la  donación? 

Concuerda  literalmente  el  art.  640  con  el  958 del  Proyecto  de  4851,  siendo 
-la  doctrina  derivación  necesaria  de  la  expuesta  al  traUr  del  usufructo,  toda 
vez  que  pueden  estar  separados  los  derechos  de  usufructo  y  propiedad,  y  por 
lo  tanto,  pertenecer  á  personas  distintas;  y  por  igual  causa  pueden  los  bienes 
ser  donados  á  uno  ó  varios  donatarios  sin  que  exista  antagonismo  entre  sus 
respectivos  derechos. 

El  pacto  de  reversión  supone  la  existencia  de  determinadas  condiciones 
ó  circunstancias,  siendo  la  más  común,  la  de  que  el  donatario  muera  antes  que 
el  donante. 

Como  indica  el  art.  6i4,  no  quiere  la  ley  dar  mayor  extensión  á  los  de- 
rechos de  los  donatarios  qoe  la  que  puede  tener  la  sustitución  hereditaria.  Et 
principal  fundamento  consiste  en  que,  dando  demasiada  latitud  al  derecho 
de  sustitución,  vendría  implícitamente  á  establecerse  una  vinculación  que  el 
actual  estado  de  derecho  condena.  De  ahí  que  el  Código  limite  exclusiva- 
mente la  reversión  al  donante  y  qoe  estime  nulo  todo  lo  que  pudiera  favore- 
cer á  un  tercero,  sin  que  esto  .implique  la  nulidad  de  la  donación  en  favor  de 
aquella  persona  á  quien  se  hiciera,  y  en  cuanto  á  las  dos  primeras  personas 
que  deben  sucederle  en  la  reversión,  sin  que  sea  lícito  ir  más  allá  en  estas 
concesiones. 

Debemos  advertir  que  este  art.  6i1  sólo  trata  de  la  reversión  condicional, 
pero  no  de  la  que  es  obrado  la  ley,  de  la  que  hace  mención  la  5.*,  tit.  2,^,  li- 
bro 5.®  del  Fuero  Juzgo^  inserto  en  el  Fuero  Real. 

TOMO   II  S 
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Aunqae  do  tiene  concordante  el  art.  64t  en  el  Proyecto  de  485 1,  la  doc- 
trina venía  siendo  admitida  para  no  hacer  de  peor  condición  al  donatario. 
Además*  si  al  hacerse  la  donación  no  se  tienen  presentes,  porqae  no  pueden 
tenerse,  anas  deudas  que  no  existen,  ¿no  pndieran  éstas  exceder  del  valor  de 
lo  donado,  infiriendo  agravios  irreparables?  ¿Cómo  el  donatario  había  de  acep- 
tar la  donación  en  tales  condiciones? 

Tampoco  hace  mención  el  Proyecto  de  1851  de  la  prescripción  del  art.  643, 
qoe  justifica  su  simple  enunciado.  Nada  más  lógico  que,  si  por  parte  del  do- 
nante existe  complicidad  con  el  donatario  para  defraudar  á  los  acreedores  de 
aquél,  sufra  las  consecuencias  de  ello  el  donatario,  haciéndose  responsable  del 
pago  de  todas  las  deudas. 

£1  segundo  párrafo  del  artículo  hace  la  aclaración  importante  de  cuándo 
se  debe  presumir  la  enajenación  fraudulenta;  aclaración  que  corrige  la  dispo- 
sición del  art.  642  del  Proyecto  de  188%,  según  la  cual,  cuando  no  existía, 
pacto  expreso,  el  donatario  gozaba  de  una  especie  de  beneficio  de  inventario, 
mediante  á  que  no  estaba  obligado  á  pagar  más  deudas  que  hasta  donde  Ne- 
gase el  importe  de  los  bienes  donados.  De  ese  modo  se  atajaba  la  idea  de  la. 
posibilidad  del  fraude  por  parte  del  donatario,  toda  vez  que  no  había  para  él 
lucro  alguno  por  virtud  de  la  donación. 

En  cuanto  al  derecho  internacional,  la  limitación  de  las  donaciones  debo 
regirse  por  la  regla  general  establecida;  pero  en  caso  de  conflicto,  tratándose- 
de  individuos  de  nacionalidad  diferente,  prevalecerá  siempre  la  Uw  rei  site. 


CAPITULO  IV 


33e  la  revocación  y  reduceióxi  de  las  donaciones. 


Art.  0<H.  Toda  donación  entre  vivos,  hecha  por 
persona  que  no  tenga  hijos  ni  descendientes  legítimos,  ni 
legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  queda  revocada 
por  el  mero  hecho  de  ocurrir  cualquiera  de  los  casos  si- 
guientes: 
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1.^  Que  el  donatario  tenga,  después  de  la  donación, 
hijos  legítimos  ó  legitimados,  ó  naturales  reconocidos, 
aunque  sean  postumos. 

2.^  Que  resalte  vivo  el  hijo  del  donante,  que  éste  re- 
putaba muerto  cuando  hizo  la  donación. 


265. — El  precepto  consignado  en  la  ley  7.*,  tlt.  7.*^,  libro  3.^ 
de  la  Novísima  Recopilación  de  Navarra,  de  que  las  donaciones 
propter  nupcioa  se  suponen  aceptadas  por  las  personas  ausentes  ó  por 
nacer,  se  refiere  exciusivatílente  á  los  hijos  que  del  matrimonio  ce- 
lebrado ó  por  celebrar  nacieren,  y  no  á  loe  demás  parientes  del  do- 
nador, que  ningún  derecho  adquieren  á  los  bienes  donados,  sino 
la  expectativa  que  les  dé  la  cláut^ula  de  reversión,  no  contenida  en 
el  testamento  del  donante,  é  introducida  por  su  causante  en  las 
capitulaciones  matrimoniales  al  constituir  la  donación  en  favor  de 
BU  hija  de  los  bienes  pertenecientes  á  ambos  cónyuges. — S,  17  Oc- 
ivbre  95.-0.  11  Nov. 

266. — Siendo  irrevocables  las  donaciones  hechas  en  contratos 
matrimoniales,  la  cláusula  relativa  á  que  volviesen  al  tronco  los 
bienes  donados  si  la  donataria  muriese  sin  hijos,  no  afecta  á  la 
esencia  de  la  donación,  que  puede  modificarse  en  favor  de  la  dona- 
taria, puesto  que  por  dicha  cláusula  no  puede  entenderse  consti- 
tuido ningún  derecho  irrevocable  en  favor  de  los  parientes  tronca- 
les del  donante. — S.  17  OcL  95. —O.  11  Nov. 


Art.  04I&*  Rescindida  la  donación  por  la  superve- 
niencia de  hijos,  se  restituirán  al  donante  los  bienes  do- 
nados, ó  su  valor,  si  el  donatario  los  hubiese  vendido. 

Si  se  hallaren  hipotecados,  podrá  el  donante  liberar  la 
hipoteca,  pagando  la  cantidad  que  garantice,  con  derecho 
á  reclamarla  del  donatario. 

Cuando  los  bienes  no  pudieren  ser  restituidos,  se  apre- 

* 

«iarán  por  lo  que  valían  al  tiempo  de  hacer  la  donación. 


^  .•-> 
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Avt.  040.  La  acción  de  revocación  por  supervenien- 
cia de  hijoB  prescribe  por  el  transcurso  de  cinco  años,  con- 
tados desde  el  nacimiento  del  último  hijo  ó  desde  la  legi- 
timación ó  reconocimiento,  ó  desde  que  se  tuvo  noticia 
de  la  existencia  del  que  se  creía  muerto. 

Esta  acción  es  irrenunciable,  y  se  transmite,  por  muer- 
te del  donante^  á  los  hijos  y  sus  descendientes  legítimos. 

.•Irt.  OH.  La  donación  será  revocada  á  instancia  del 
donante,  cuando  el  donatario  haya  dejado  de  cumplir  al- 
guna de  las  condiciones  que  aquél  le  impuso. 

En  este  caso,  los  bienes  donados  volverán  al  donante, 
quedando  nulas  las  enajenaciones  que  el  donatario  hu- 
biese hecho  y  las  hipotecas  que  sobre  ellos  hubiese  im- 
puesto con  la  limitación  establecida,  en  cuanto  á  terce- 
ros, por  la  ley  Hipotecaria. 


m 


J.  ODA  donación  lleva  en  sí  misma  alguna  condición  resolutoria,  de  cayo 
complimiento  depende  sa  eficacia;  unas  veces  son  explícitas  y  otras  implíei* 
tas,  á  pesar  de  qne  en  general  se  perfeccionan  por  la  aceptación,  y  producen, 
sin  necesidad  de  tradición,  la  transmisión  del  dominio  de  los  bien^'s  do- 
nados. 

Mas  la  ley  no  distingue  casos,  y  en  todos,  sin  excepción,  anula  las  dona- 
ciones y  obliga  á  los  donatarios  á  devolver  los  bienes. 

Están  conformes  todos  los  Códigos  en  que  la  revocación  por  la  superviven- 
cia de  un  hijo  la  hace  la  ley  no  tanto  en  obsequio  del  donante  como  en  favor 
del  hijo  sobrevenido,  y  lo  están  en  que  la  facultad  de  revocar  es  irrenuncia- 
ble en  estos  casos,  y  en  que  la  acción  para  pedir  la  revocación,  como  no  es 
personal  del  donante,  se  transmite  por  su  muerte  á  sus  hijos  y  descendientes 
legítimos;  pero  el  español  avanza  más  en  cuanto  á  la  clase  de  hijos,  declaran- 
do que  la  revocación  tendrá  logar,  no  sólo  por  el  nacimiento  de  un  hijo  legí- 
timo y  la  legitimación  de  uno  natural,  sino  también  por  el  simple  reconoci- 
miento de  un  hijo  natural;  y  sólo  él,  y  el  de  Guatemala,  han  previsto  el  caso 
de  un  hijo  que,  creyéndosele  muerto,  resultase  después  de  hecha  la  donación 
que  estaba  vivo,  caso  que  justifica  de  lleno  la  revocación,  porque  en  él  tiene 
aplicación  la  presunción /ur/f  el  de  jure. 
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La  redacción  de  las  donaciones  inoOciosaa  es  nna  consecuencia  de  los  lí- 
mites de  la  íacQltad  de  donar.  Dednciéndose  las  eonclnsiones  siguientes: 
I.*  Que  el  donante  no  tenga  hijos  6  descendientes  legítimos.  S.'  Que  en  cuan- 
to á  los  naturales,  se  requiere  que  sean  legitimados  para  invalidar  la  dona- 
ción. 3.*  Que  si  el  donante  tenia  hijos  cuando  hizo  la  donación,  caso  que  no 
comprende  el  artículo,  es  visto  que  no  pudo  donar  más  de  lo  que  la  ley  le 
permite  disponer  libremente;  por  lo  que,  al  nacer  hijos  posteriores  á  la  dona- 
ción, se  revoca  ésta  en  cuanto  exceda  de  la  legitima. 

Cuál. sea  la  historia  de  la  revocación  de  la  donación,  nos  lo  dice  el  Código 
de  Jnstiniano,  cuya  ley  8.*,  tít.  56,  libro  8.^,  nos  muestra  el  origen  de  la  dis- 
posición: $i  unpMm  palronui  Jiliot  %o%  kabens  bono  omniam  f>el  paríent  o^i- 
guam  facuUctemJuerU  donatUme  largütu^  ei  postea  suteeperit  liberos  Mum 
guidquidkfyUui  fuerat  revertaíur  in  ^'Msdem  dmuUorii  arhitro  üc  dUione 
manserim. 

Es  cierto  que  esta  ley  se  refiere  á  las  donaciones  hechas  por  los  patronos  á 
loa  libertos;  pero  por  razones  de  piedad,  dice  Gutiérrez  que  se  hizo  extensiva 
á  todas  las  donaciones. 

En  cuanto  á  que  apareciera  vivo  el  hijo  qué  se  reputaba  muerto,  fácilmente 
ae  comprenden  los  motivos  del  legislador,  que  son  los  mismos  que  los  de  la  su- 
pervivencia en  el  caso  4.®  del  art.  644.  La  mayor  parte  de  las  disposiciones 
legales  sobre  revocación  de  donaciones  son  idénticas  en  las  diversas  legisla- 
dones,  siendo  las  diferencias  más  bien  de  detalle  que  esenciales. 

Pero  la  legislación  que  ha  puesto  más  empeiio  en  afianzar  el  imperio  de  la 
justicia,  inspirándose  en  los  más  equitativos  principios,  es  la  de  Guatemala, 
que,  en  sus  artículos  7S9  y  730,  acepta  -los  dos  easos  de  nuestro  Código;  mas 
para  excluir  de  la  revocación  á  las  donaciones  pequeñas,  establece  que  no  se 
rescindirán  por  supervivencia  de  hijos,  sino  en  el  caso  de  que  la  donación  haya 
excedido  de  la  sexta  parte  de  los  bienes  que  el  donante  tenía  al  tiempo  de  ha- 
cerse la  donación.  De  esta  manera  concilla  ambos  intereses. 

El  más  radícai  de  todos  los  Códigos  es  el  de  Uruguay,  que,  estimando,  sin 
duda,  la  donación  como  un  contrato  .perfeccionado  por  la  aceptación  del  do- 
natario y  entrega  de  la  cosa  donada,  no  admite  la  revocación  por  causa  de 
supervivencia  de  hijos,  sino  en  el  caso  de  que  asi  se  baya  pactado  expresa* 
mente. 

Demuestra  el  art.  645  que  en  muchos  casos  la  supervivencia  de  hijos  no 
prodocirá  la  devolución  ó  reversión  de  los  bienes  al  donante,  como  ocurrirá 
en  todos  aquellos  en  que  los  baya  enajenado  el  donatario  y  carezca  de  recur- 
sos para  indemnizar. 

Del  mismo  modo  la  liberación  de  los  bienes,  estando  hipotecados,  puede 
ser  por  igual  causa  gravosa  al  donante. 
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La  ley  designa  una  victima,  y  ésta  no  lo  ea  nunca  el  tercero  quede  buena 
fd  contrató,  cuyos  derechos  quedan  respetados  y  garantidos  por  el  art.  38  de 
la  ley  Hipotecaría,  á  no  ser  que  las  condiciones  que  el  donatario  deba  cumplir 
consten  en  el  Registro,  y  se  acredite  que  no  las  ha  cumplido.  En  esta  parte, 
la  ley  Hipotecaria  innovó  el  derecho  antiguo,  que  reflejad  Proyecto  de  4851. 
Según  éste  (I),  realizada  la  superveniencia  de  hijos,  los  bienes  donados  debían 
devolverse  ai  donante,  quedando  nulas  las  enajenaciones  hechas  por  el  dona- 
tario  y  las  hipotecas  constituidas;  pero  la  ley  Hipotecaria  no  admitió  la  doc- 
trina si  no  se  hacia  constar  en  el  Registro  la  causa  de  la  revocación,  por  lo 
que,  en  la  exposición  de  motivos,  dijo:  «rDista  mucho  de  ser  uniforme  el  dere- 
cho de  las  diferentes  provincias  de  nuestro  territorio,  respecto  á  la  revocación 
de  las  donaciones.  La  legislación  aragonesa  declara  irrevocables  las  que  con- 
sisten en  bienes  raíces  entregados  con  la  debida  solemnidad;  la  de  Castilla, 
por  el  contrarío,  establece  expresamente  la  revocación  por  las  causas  deingra- 
tiiud  y  de  superveniencia  de  hijos;  la  de  Cataluña,  por  eostambre  elevada  á 
derecho  escrito,  la  admite  sólo  por  la  superveniencia  de  hijos,  y  esto  después 
de  la  muerte  del  padre,  y  cuando  es  la  donación  de  todos  los  bienes  y  peijn* 
dica  á  los  legítimos;  y  la  de  Navarra,  en  su  silencio,  es  suplida  por  el  derecho 
romano,  que  establece  terminantemente  la  revocación  por  ingratitud,  y  que 
da  lugar  á  reñidas  cuestiones  entre  los  intérpretes,  respecto  á  la  que  tiene  lu- 
gar por  el  nacimiento  de  los  hijos  posterior  á  la  donación. 

»Se  ve,  pues,  que  la  legislación  más  favorable  á  la  revocación  de  las  dona- 
clones  es  la  de  Castilla,  qae  adoptando  una  opinión  más  seguida  en  los  siglos 
medios  que  en  nuestros  días,  erigió  en  ley  lo  que  opinaban  algunos  juríscou* 
sultoa,  á  saber:  que  el  derecho  romano,  al  establecer  la  revocación  de  las  do- 
naciones, refiriéndose  especialmente  á  las  relaciones  entre  patronos  y  libertos, 
debía  aplicarse  como  regla  general  á  todos  los  casos  que  se  presentaran,  cua- 
lesquiera que  fueran  los  donantes  y  donataríos.  No  cabe  dentro  de  los  límitea 
á  que  tiene  que  circunscríbirse  el  proyecto  borrar  estas  desigualdades:  sólo 
al  Código  civil  está  reservada  la  nivelación;  pero  si  está  la  Comisión  en  el 
deber  de  introducir  una  regla  uniforme  por  lo  que  respecta  á  los  derechos 
del  tercer  adqnirente,  qae  sin  conocer  ni  poder  inferir  la  condición  rescisoría 
á  que  está  sujeta  la  heredad,  la  recibe  en  virtud  de  un  título  traslativo  de  do- 
minio, ú  obtiene  sobre  ella  algún  derecho  real.  Y  esta  regla  sólo  podía  ser  la 
de  que,  no  estando  inscrita  la  condición  rescisoría,  no  perjudicara  á  tercero, 
porque  de  otro  modo  quedaría  falseado  el  sistema  elegido.» 

De  esta  manera  se  pasó  del  antiguo  al  moderno  derecho;  de  esa  forma  tuvo 
origen  la  doctrina  del  artículo  que  nos  ocupa,  que  no  pugna  con  que  pueda 


(1)     Art.  961. 
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realízarae  ia  reversión  por  revocacióa  de  las  donaciones,  si,  como  qneda  ex- 
puesto, se  haee  constar  en  el  Registro  la  existencia  de  la  condición,  por  lo 
que  la  Dirección  general  resolvió  en  26  de  Marzo  de  4867,  qae,  «el  haber  ad- 
qoirido  bienes  con  gravamen  de  restitación  no  es  obsláeolo  para  que  se  ins- 
criba SQ  enajenación,  porque,  según  lo  resuelto  por  la  Dirección,  los  bienes 
eoyo  dominio  esté  gravado  con  caalqaiera  condición  resolotoria,  deben  ins- 
cribirse cuando  se  enajenan,  expresándose  dicha  condición.»  Es  verdad  qoe, 
en  el  caso  que  dos  ocapa,  la  condición  no  es  resolntoria;  pero  sea  cualquiera 
su  naturaleza,  debe  constar  en  el  Registro  para  evitar  que  el  tercero  adquiera 
á  perpetuidad  (1). 

La  revocación  de  las  donaciones  se  ha  estatuido  en  beneficio  de  los  hijos 
supervivientes,  mas  que  en  beneficio  de  los  donantes.  Porque  no  hay  razón  al- 
guna que  abone  que  el  donante  empeora  de  condición  porque  tenga  un  hijo 
después  de  efectuar  la  donación,  si  al  hacer  ésta  se  reservó  lo  necesario  para 
su  subsistencia;  el  perjudicado  realmente  es  el  hijo  superveniente,  el  cual  se  ve 
privado  de  la  porción  legítima  que  debiera  percibir  en  su  día  por  un  acto  de 
liberalidad  del  padre.  Aceptamos  que  éste  hizo  la  donación  en  provecho  pro  - 
pío;  pero  al  nacer  esos  seres,  al  encontrarse  sin  aquellos  bienes  para  su  sub- 
sistencia, claro  es  que  los  remordimientos  torturarían  su  ánimo  y  habrían  de 
bacer  desagradable  su  existencia. 

La  ley  previo  el  caso,  porque  aquellos  seres  que  al  mundo  vienen  no  es- 
taban llamados  á  morir  de  hambre  cuando  el  que  los  engendró  tenía  medios 
para  su  subsistencia,  y  tuvo  que  buscar  en  la  reversión  de  las  donaciones  el 
remedio  de  los  perjuicios,  creando  la  acción  de  revocación.  Pero  esta  acción 
debía  ser  efectiva  en  el  terreno  práctico,  y  nosotros  hubiéramos  establecido 
dos  plazos  distintos  para  el  ejercicio  de  dicha  acción,  ó  sean:  hasta  la  mayor 
edad  respecto  de  los  supervenientes,  y  hasta  cinco  afi'>s  desde  la  aparición 
del  hijo  vivo  cuya  existencia  se  ignoraba.  De  este  modo  se  evitaba  esa  espe- 
cie de  desheredación  que  se  impone  al  hijo  de  cinco  anos,  en  caso  de  la  muerte 
<le  su  padre,  cuando  nadie  ejercita  su  derecho  (t). 

Partiendo  del  principio  arriba  expuesto,  de  que  toda  donación  lleva  en  sí 
misma  una  condición  resolutoria  de  cuyo  cumplimiento  depende  su  eficacia, 
cuando  es  explícita  la  condición,  si  el  donatario  falta  á  ella,  la  donación  se 


(1)  Concnerda,  en  la  legislación  extratgera,  con  el  art.  963  de  Francia,  2765 
al  2757  de  Méjico,  1481  de  Portugal,  1068  y  1089  de  Italia  y  1699  del  ümgaay. 

;2)  Bn  esta  parte  el  Código  ha  seguido  la  legislación  de  Italia,  que  también 
fija  en  el  art.  1090  de  su  Código  el  plazo  de  cinco  años  desdo  el  nacimiento  del 
último  hijo.  £1  Código  francés,  en  su  art.  906,  fUa  treinta  años,  como  nuestro  Pro- 
yecto de  18St. 
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invalida  ipsojure^  j  de  aqaí  U  rasón  del  precepto  del  párrafo  segundo  del 
preinserto  arlícnlo  647,  porque  nadie  en  tal  caso  poede  alegar  ignorancia  de 
la  condición  resolatoria  á  qne  los  bienes  están  afectos. 

La  donación,  paes,  qne  contiene  condición  resolutoria,  qneda  revocada 
por  el  eampümiento  de  aquélla,  y  aunque  basta  para  que  la  revocación  tenga 
plena  eficacia  jurídica,  que  acerca  del  acontecimiento  constitutivo  de  la  condi. 
ción,  exista  plena  conformidad  entre  el  donante  y  donatario,  esto  se  entien- 
de sólo  cuando  ambos  son  mayores  de  edad  y  capaces  para  contratar. 

Mas  si  el  donatario  fuera  un  menor  ó  incapacitado,  no  basta  para  dojar 
comprobado  el  hecho  de  que  penda  la  condición,  de  la  simple  conformidad 
acerca  del  mismo  y  su  real  y  positiva  existencia  entre  el  donante  y  el  repre* 
sentanto  legal  del  donatario. 

£n  efecto;  por  implicar  bajo  qué  se  hizo  la  donación»  la  revocación  for- 
losa  de  ésta  y  el  consiguiente  despojo  del  donatario,  parece  que,  mediando 
el  intorés  de  menores  ó  incapacitados,  no  debe  quedar  confiada  la  prueba  de 
tal  cumplimiento  á  la  mera  conformidad  del  representanto  de  aquéllos,  pres- 
tada  á  la  afirmación  del  donador,  de  que  la  condición  quedó  cumplida,  ya  que 
en  otro  caso  sería  bien  ficU  despojar  al  incapacitado  del  legítimo  dominio  de 
la  cosa  donada. 

Así,  pues,  y  siendo  la  donación  un  contrato,  el  mismo  concepto  merece  »u 
revocación  cuando  dimana  del  cumplimiento  de  una  condición  resolutoria, 
acerca  de  cuya  existencia  están  conformes  donante  y  donatario;  y  siendo  tal 
contrato  un  acto  al  fin  traslativo  de  dominio,  claro  es  que,  tratándose  de  in- 
muebles, cae  de  lleno  biyo  las  prescripciones  reguladoras  de  la  enajenación 
de  tales  bienes  pertenecientes  á  menores  ó  incapacitados. 

Otra  doctrina  pudiera  conducir  á  la  infracción  inevitable  del  art.  275,  si  la 
renuncia  de  la  cosa  donada  al  menor  se  encubriera  bsjo  la  fórmula  simulada 
del  cumplimiento  de  una  condición  resolutoria  no  acreditada  en  forma;  y,  por 
tanto,  á  la  conformidad  indisada  del  representante  del  incapaa  ha  de  preceder 
la  aprobación  del  Juzgado  ó  la  autorización  del  consejo  de  familia  en  sus  res- 
pectivos casos  (4). 

Por  derecho  internacional,  y  en  cuanto  á  la  revocación  de  las  donacionea 
por  sobrevenir  hijos,  y  sobre  todo  por  legitimación  por  subsiguiente  matri- 
monio, cuando  los  cónyuges  son  de  distinta  nacionalidad,  la  consideran  algo* 
nos  autores,  y  la  jurisprudencia  francesa,  como  cuestión  de  orden  público,  y 
sostienen  que  debe  prevalecer  la  ley  del  domibilio,  aunque  sólo  puede  esto 
admitirse  en  cuanto  á  los  bienes  existentes  en  el  país  donde  se  hallen  domici- 


<1)     B.  de  la  D.,  90  Oct  92.—  G,  26  Dio. 
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Kados  Y  respecto  á  la  redacción,  parece  que  debe  regirse  por  la  regla  gene- 
ral establecida;  pero  no  hay  qoe  olvidar  qoe,  en  caso  de  conflicto  y  de  inter- 
venir individuos  de  nacionalidad  diferente,  caalesqniera  qoe  sean  los  princi- 
pios ó  reglas  doctrinales,  prevalecerá  siempre  de  becho,  en  la  jurisprudencia 
de  los  Tribunales,  la  lea  rei  <i/tf,  sobre  todo  si  alguna  de  las  partes  es  ó  ha 
sido  ciudadano  del  país  en  que  la  cosa  esté  situada,  ó  el  litigio  se  prosigue 
anie  los  Tribunales  de  éste. 


A  rt.  0419.  También  podrá  ser  revocada  la  donación  y 
á  instancia  del  donante,  por  causa  de  ingratitud  en  los 
casos  siguientes: 

1.^  Si  el  donatario  cometiere  algún  delito  contra  la 
persona,  la  honra  ó  los  bienes  del  donante. 

2.^  Si  el  donatario  imputare  al  donante  alguno  de  los 
delitos  que  dan  lugar  á  procedimientos  de  oficio  ó  acusa- 
ción pública,  aunque  lo  pruebe;  á  menos  que  el  delito  se 
hubiese  cometido  contra  el  mismo  donatario,  su  mujer  (V 
los  hijos  constituidos  bajo  su  autoridad. 

8.^    Si  le  niega  indebidamente  los  alimentos. 

Art.  B40.  Revocada  la  donación  por  causa  de  in- 
gratitud, quedarán,  sin  embargo,  subsistentes  las  enoje- 
naciones  ó  hipotecas  anteriores  á  la  anotación  de  la  de- 
manda de  revocación  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Las  posteriores  serán  nulas. 

Art.  050.  En  el  caso  á  que  se  refiere  el  primer  pá' 
rrafo  del  articulo  anterior  tendrá  derecho  el  donante  para 
ex\fpi  del  donatario  el  valor  de  loe  bienes  enajenados  que^ 
no  pueda  reclamar  de  los  terceros,  ó  la  cantidad  en  que 
hubiesen  sido  hipotecados. 

Se  atenderá  al  tiempo  de  la  donación  para  regular  el 
valor  de  dichos  bienes. 
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JL  ODAS  las  legislaciones  han  consignado  la  ingratitad  como  cansa  da 
la  revocación  de  las  donaciones,  pnes  no  habían  de  reconocer  la  eficacia  de 
éstas,  retribayendo  con  deslealtad  la  liberalidad  de  qoien  pródiga  y  genero* 
sámente  dispone  de  sas  bienes  en  beneficio  de  otro.  £1  derecho  romano  nos 
soministra  prueba  fehaciente  é  indubitada  en  la  ley  40,  tít.  56,  libro  8  *  del 
Código,  al  prescribir:  Si  non  donatíonis  auciar  in^ratus  eirca  donatorem 
inveniatur  tía  uí  atroces  inj^riai  in  eum  effundal  vel  manta  impías  inferáis 
vel  faciura  molem  ea»  ineidiis  suis  ingerat:  vel  vitcB  periculvm  aliquod  ei 
iníulerit...  De  consuno  y  en  perfecta  armonía,  dice  Troplong  que  caminan 
en  este  punto  la  moral  y  la  juríspraJencia,  porque,  en  realidad,  la  ingratitud 
es  una  injuria,  y  toda  injuria  es  un  ataque  al  honor. 

No  bastó  que  el  derecho  romano  consignara  la  revocación  de  las  donacio- 
nes; el  derecho  patrio  la  consignó  de  an  modo  especial,  como  ae  ve  en  la 
ley  4.*  del  Fuero  Real;  pero  donde  se  nota  an  eaaoísmo  que  aleja  toda  clase 
de  duda,  es  en  la  ley  40,  tít.  4.®,  Partida  6.*  «Deaconoscientea  son  los  ornes, 
á  las  vegadas,  contra  aquellos  que  lea  dan  algo,  ó  les  facen  alguna  gracia,  é 
por  ende  to vieron  por  bien  los  sabios  antiguos  que  non  fincasaen  sin  pena,  é 
establescieron  quatro  razones,  que  por  cualquier  del  las  debe  perder  la  cosa 
que  le  fué  dada.  La  primera  es,  quando  aquel  que  recibe  el  donadío,  es  des- 
conociente contra  aquel  que  gelo  face,  faciéndole  grand  desonra  de  palabra, 
ó  acusándole  de  algund  yerro,  porque  obiesse  de  resclbir  muerte,  ó  perder 
algund.  miembro,  ó  cayease  en  aamamiento,  ó  perdiease  la  mayor  partida  de 
lo  suyo,  si  le  fnesse  provado:  ca,  como  quier  que  otro  alguno  pueda  dezir 
contra  la  persona  del  que  face  el  donadío,  non  lo  puede  deiir,  ni  debe  el  ome 
que  rescibe  el  algo  del.  La  segunda  es,  faziéndole  tuerto  de  fecho,  metiendo 
manos  yradas  en  él.  La  tercera  es,  faciendo  grand  daño  en  su  cosa.  La  quarta 
es,  si  se  trabaja  en  alguna  manera  de  su  muerte.  Mas  si  muger  alguna  habien- 
do fijo  de  su  marido  después  de  la  muerte  del,  face  donación  al  fijo,  ó  se  casa 
con  otro,  como  quier  que  diximos  de  suso  que  son  quatro  razones,  porque 
puede  ome  revocar  la  donación,  en  tal  caso  como  este,  non  son  mas  de  tres. 
El  primero  es,  si  después  de  la  donación  se  trabajó  en  la  muerte  de  la  madre. 
£1  segundo,  si  metiere  en  ella  manos  yradas.  El  tercero  es,  si  se  trabaja  de 
fazerle  perder  todos  sus  bienes  ó  la  mayor  parte  dellos.  E  por  cualquier  deatos 
tres  casos  sobredichos  puede  tal  madre  revocar  la  donación  que  oviesse  fecho 
á  su  fijo.  Estas  razones  de  desconoscencia,  que  dezimos  en  esta  ley,  puédelaa 
poner,  é  razonar  aquel  que  fizo  la  donación.  E  si  él  se  callare  ende  en  aa  vida, 
sus  herederos  non  las  pueden  retraer,  nin  querellar  después.» 

En  el  art.  965  del  Proyecto  de  4854,  que  es  el  concordante  del  648  del  Có- 
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digo,  se  omite  la  tercera  caasa  de  revocación  qae  consigna  éste,  ó  sea  la  ne- 
gativa indebida  de  alimentos,  cansa  qne  encontramos  may  jastiQcada;  paes 
seria  el  colmo  de  la  injuria  aceptar  los  bienes  de  ana  persona,  y  después  ne* 
garle  an  pedazo  de  pan.  Naestro  Código,  al  consignar  esta  cansa,  ha  tomado 
por  modelo  al  Código  francés,  qne  la  establece  en  sn  art.  955  (1). 

Mientras  la  causa  de  la  revocación  no  se  patentice,  no  hay  motivo  para 
suponer  que  el  donatario  no  pudo  disponer  de  los  bienes;  así  es  que  subsisti- 
rán las  enajenaciones  é  hipotecas  anteriores  á  la  anotación  de  la  demanda.  Es 
«ierto  qne  la  ley  necesita  tomar  un  punto  de  partida  desde  el  que  empiecen  á 
nacer  derechos,  y  fija  ese  punto  precisamente  en  la  anotación  de  la  demanda 
de  revocación,  ó  sea  desde  que  se  presenta  en  el  Registro  de  la  propiedad  el 
respectivo  mandamiento;  pero,  aunque  esta  sea  la  verdad  legal,  es  lo  cierto 
que  las  enajenaciones  hechas  ó  las  hipotecas  constituidas  en  el  período  que 
media  desde  que  es  un  hecho  real  la  existencia  de  la  causa  de  revocación  hasta 
el  momento  en  que  el  mandamiento  se  presenta  en  el  Registro,  llevan  en  sí 
un  sello  de  malicia  y  de. ilegitimidad,  qne,  á  ser  el  adquirentede  mala  fe,  son 
evidentemente  enajenaciones  fraudulentas  (S). 

Concuerda  con  el  art.  650,  el  970  del  Proyecto  de  4851,  y  es,  á  nuestro 
juicio,  ilusorio  el  derecho  que  el  Código  reserva  al  donante  en  caso  de  que  el 
donatario  sea  pobre.  Porque  si  la  enajenación  se  ha  hecho  antes  de  qne  se  anote 
la  demanda  de  revocación,  es  evidente  que  el  tercero  queda  á  salvo  de  cual- 
quier reclamación  por  parte  del  donante,  y  éste  sólo  á  quien  tiene  que  recla- 
mar es  al  donatario;  mas  si  éste  carece  de  bienes,  queda  sin  eficacia  el  dere- 
cho concedido. 

En  cuanto  al  valor  qne  ha  de  darse  á  los  bienes,  en  caso  de  que  el  donata- 
rio tenga  medios  de  responder  de  los  enajenados,  está  muy  bien  dispuesto  que 
sea  el  que  tuvieren  cuando  se  hizo  la  donación,  pues  mientras  ésta  subsista, 
han  podido  aumentar  ó  disminuir  de  valor  por  causas  que  no  son  imputable» 
-al  donante,  porque,  como  dice  muy  bien  el  autor  de  las  Concordancias^  hasta 


(1;  El  mát  sencillo  de  todoR  los  Códigos  en  esta  materia,  annqae  no  oareoe  de 
la  necesaria  expresión,  es  el  de  Anstria,  onyo  art.  948  dice:  «Si  el  donatario  se  per- 
mite contra  el  donador  una  acción  por  la  qne  deba  ser  castigado  criminalmente. » 
Esta  oonform*)  con  el  Código  de  Holanda,  qne  admite  la  negativa  de  alimentos  en 
sn  art.  1725,  y  concnerda  con  el  1061  de  Italia,  1488  de  Portugal,  603  y  e05  de  Vand, 
1647  de  la  Laisiana,  2764  de  Méjico  y  con  el  1696  de  Uruguay. 

(2)  Asi  lo  disponen  las  legislaciones  extranjeras,  como  lo  demuestran  el  ar- 
ticulo 968  de  Prancia,  1066  de  Italia,  607  de  Yand,  1061  de  la  Luloiana,  1027  de  Ho  - 
tanda,  1489  de  Portugal,  Sn65  de  Méjico,  740  de'  Onatemala  y  1099  de  ürugnay. 
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la  demanda  de  revocación  ha  sido  el  donatario  nn  verdadero  propietario,  y  el 
donante  sólo  tiene  derecho  al  percibo  de  lo  qae  valían  cuando  se  desprendió 
de  ellos» 


ü 


Art.  051.  Cuando  se  revocare  la  donación  por  al- 
gana  de  las  causaB  expresadas  en  el  art.  644»  ó  por  ingra- 
titud,  y  cuando  se  redujere  por  inoficiosa,  el  donatario  no 
devolverá  los  frutos  sino  desde  la  interposición  de  la  de- 
manda. 

Si  la  revocación  se  fundare  en  haber  dejado  de  cum- 
plirse alguna  de  las  condiciones  impuestas  en  la  donación, 
el  donatario  devolverá,  además  de  los  bienes,  los  frutos 
que  hubiese  percibido  después  de  dejar  de  cumplir  la  con- 
dición* 

A  rt«  ttfttV.  La  acción  concedida  al  donante  por  causa 
de  ingratitud  no  podrá  renunciarse  anticipadamente.  JEsta 
acción  prescribe  en  el  término  de  un  afío,  contado  desde 
que  el  donante  tuvo  conocimiento  del  hecho  y  posibilidad 
de  ejercitar  la  acción. 

Art.  053.  No  se  transmitirá  esta  acción  á  los  here- 
deros del  donante,  si  éste,  pudiendo,  no  la  hubiese  ejer- 
citado. 

Tampoco  se  podrá  ejercitar  contra  el  heredero  del  do- 
natario» á  no  ser  que  á  la  muerte  de  éste  se  hallase  inter- 
puesta  la  demanda. 


ÓTASE  en  el  art.  651  la  división  esencial  qae  para  la  devolución  de  fra- 
tos  establece,  pues  al  paso  qae  unos  frutos  son  devueltos,  en  cuanto  sean  per* 
cibidps  desde  que  la  demanda  se  interpone,  otros  no  se  devuelven  sino  desde 
el  instante  en  que  se  deja  de  cumplir  la  condición.  Esta  diferencia  tiene  sa 
razón  de  ser,  á  poco  que  sobre  ella  se  medite,  en  que  la  donación  revocada 
por  alguna  de  las  causas  del  art.  644,  ó  por  ingratitud,  subsiste,  en  tanto  que 
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«I  donante  no  alegue  la  revocación;  pnes  parece  como  qae  la  prórroga  la  ex  - 
tiende  más  allá  de  sn  constitnción,  mientras  no  reclama  contra  ella.  El  beae- 
fieio  concedido  al  donatario  parece  como  qae  es  más  lato  en  el  caso  de  la  sa- 
perveniencia  de  hijos,  y  en  cnanto  á  la  ingratítad,  existe  como  ana  remisión 
ó  perdón  de  la  ofensa,  qae  sólo  la  reincidencia  paede  motivar  la  demanda. 
Tero  presentada  ésta;  acabada,  digámoslo  así,  la  paciencia  del  donante,  no 
existe  razón  algana  qae  abone  qae  el  donatario  continúe  percibiendo  frates. 

Pero  no  paede  dcjcirse  lo  mismo  en  la  donación  condicional.  En  ésta,  la 
liberalidad  qaeda  supeditada  á  ana  razón  de  conveniencia.  La  donación  no 
existiría  á  no  mediar  la  condición,  el  donante  no  se  habría  desprendido  de 
sas  bienes  á  no  recabar  del  donatario  ciertos  servicios,  ó  sea  la  consiguiente 
retribución  de  su  acto,  retribución  que  oscurece  en  mucho,  y  aminora  en  no 
poco,  el  generoso  desprendimiento.  Pero  ana  vez  realizada  la  donación,  tam- 
poco es  justo  que  se  abuse  del  donante,  pues  que  si  aceptó  e!  donatario  cuanto 
redundaba  en  su  provecho,  deber  suyo  es  cumplir  del  mismo  modo  aquello  á 
que  se  obligó. 

No  hay  conformidad  en  todas  las"  legislaciones  en  apreciar  las  obligacio- 
nes del  donatario,  aunque  no  sea  más  que,  como  dice  Falcón,  «porque  la  falta 
de  cumplimiento  de  las  obligaciones  puede  depender  de  machas  causas,  no 
todas  imputables  al  donatario»  (4). 

La  base  esencial  del  art.  652,  es  que  el  donante  tenga  posibilidad  de  ejer- 
citar su  acción,  esto  es,  que  llegue  á  su  conocimiento  que  por  parte  del  do- 
natario se  ha  realizado  el  acto  de  ingratitud,  y  que  no  exista  imposibilidad 
para  ejercitar  aquélla. 

Que  la  naturaleza  de  esta  acción  impide  que  sea  renunciada  aniicípada- 
mente,  lo  dice  su  misma  esencia  y  lo  evidencia  el  recto  sentido.  Nadie  puede 
practicar  acto  algu  o  en  beneficio  de  otro  renunciando  su  defensa,  ni  ha  de 
pactar  que  ha  de  tolerar  los  insultos  y  la3  ingratitudes.  El  solo  hecho  de  re- 
nunciar, pondría  de  manifiesto,  tratándose  de  un  donatario  infame,  que  espe- 
raba el  donante,  en  premio  de  su  liberalidad  y  desprendimiento,  la  retribución 
de  la  ingratitud  y  de  la  injuria. 


(1)  Los  Códigos  de  Portagal  é  Italia  no  distingtidxi  casos,  sino  que  prescriben 
terminante  y  absolutamente,  que  caando  se  reduce  ó  revoca  la  donación,  el  do- 
natario no  devolverá  más  fratos  que  los  percibidos  después  de  la  demanda;  pero 
la  resolución  más  radical  en  la  materia  es  la  del  art.  742  del  Código  de  Guatema- 
la, según  la  cual,  pertenecen  al  donante  los  frutos  de  las  donaciones  revocadas, 
en  caso  de  ingratitud,  desde  que  se  verificó  la  donación,  y  en  las  revocaciones 
por  ÍQoficiosidad  ó  por  ^superveniencia  de  hijos,  desde  que  la  cosa  donada  sea  re- 
-clamada  en  juicio. 
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Esencial  es  qae  el  donante,  eomo  queda  dicbo  al  ocnparnos  del  art.  65t^ 
tenga  posibilidad  de  ejercitar  la  acción,  pues  si  desconoce  las  causas  qne  la  pro- 
duzcan ó,  conociéndolas,  no  la  ejercita,  no  aprovecha  la  transmisión  de  dicha 
acción  A  ios  herederos.  Según  el  derecho  romano,  no  bastaba  que  la  acción  se 
intentara,  sino  que  era  requisito  indispensable  que  la  demanda  fuese  contea* 
tadn.  £1  Código,  como  se  ve,  prescinde  de  esa  circunstancia,  con  sobrado  fun- 
damento á  nuestro  juicio,  pues  no  es  imputable  á  los  ejercitantes  del  derecho 
la  falta  que  pueda  originar  que  la  demanda  sea  ó  no  contestada;  basta  qne  se 
presente  á  los  Tribunales,  basta  que  éstos  conozcan  del  asunto,  para  que  se 
entienda  manifiesta  y  palpable  la  voluntad  decidida  de  revocar  la  donación. 


Ari.  054I.  Las  donaciones  que,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  636,  sean  inoficiosas,  computado  el 
valor  liquido  de  los  bienes  del  donante  al  tiempo  de  su 
muerte,  deberán  ser  reducidas  en  cuanto  al  exceso;  pero 
esta  reducción  no  obstará  para  que  tengan  efecto  durante 
la  vida  del  donante  y  para  que  el  donatario  haga  suyos 
los  frutos. 

Para  la  reducción  de  las  donaciones,  se  estará  á  lo  dis- 
puesto en  este  capitulo  y  en .  loa  artículos  820  y  821  del 
presente  Código. 

Art.  055.  Sólo  podrán  pedir  reducción  de  las  do- 
naciones aquellos  que  tengan  derecho  á  legítima  ó  á  una 
parte  alícuota  de  la  herencia,  y  sus  herederos  ó  causaba- 
bientes. 

Los  comprendidos  en  el  párrafo  anterior  no  podrán  re- 
nunciar su  derecho  durante  la  vida  del  donante,  ni  por 
declaración  expresa,  ni  prestando  su  consentimiento  á  la 
donación. 

Los  donatarios,  los  legatarios  que  no  lo  sean  de  parte 
alícuota  y  los  acreedores  del  difunto,  no  podrán  pedir  la 
reducción  ni  aprovecharse  de  ella. 

Art.  650.    Si  siendo  dos  ó  más  las  donaciones,  no 
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cupieren  todas  en  la  parte  disponible,  se  suprimirán 
ó  reducirán  en  cuanto  al  exceso  las  de  fecha  más  re- 
ciente. 


k 


.OS  artículos  634  y  636  del  Código  han  venido  á  trazar  dos  límites  á  la 
libertad  de  donar;  de  dondase  colige  que  toda  donación  es  válida  en  cuanto 
se  encierre  en  esos  límites,  y  soscepiible  de  annlación  ó  reducción  en  todo 
aquello  que  de  los  mismos  excediere.  Por  esta  razón  no  es  lícito  afírmar 
ápriari,  invocando  los  preceptos  de  cualquiera  de  los  expresados  artículos, 
que  ona  donación  es  nula,  sino  á  lo  sumo  susceptible  de  reducción,  si  en  vir- 
tud de  prueba  ulterior,  suministrada  por  parte  legítima,  se  acreditare,  ó  bien 
que  DO  quedó  al  donante  lo  necesario  para  vivir  en  un  estado  correspondiente 
á  sus  circunstancias,  ó  bien  que  la  donación  es  inoficiosa. 

El  artículo  que  nos  ocupa,  cuando  ordena  que  la  donación  inoficiosa  ha  de 
tener  plena  eficacia  durante  la  vida  del  donante  y  por  ende  hasta  que  llegue 
el  momento  de  su  reducción,  sienta  un  criterio  que,  aplicado  al  caso  del  ar- 
tículo 63i,  permite  deducir  que  la  donación  de  todos  ó  de  parte  de  los  bienes 
prodoce  todos  sus  efectos  hasta  probado  que  sea  que,  á  virtud  de  ella,  no 
quedó  al  donante  lo  necesario  para  vivir,  según  ans  circunstancias. 

Gomo  consecuencia  de  lo  expuesto,  y  repitiendo  lo  dicho  en  otro  lugar» 
no  68  al  Notario,  al  autorizar  la  escritura  de  donación,  ni  al  Registrador  al 
inscribirla,  á  quien  incumbe  investigar  si  queda  al  donante  lo  necesario  para 
vivir  en  un  estado  correspondiente  á  sus  circunstancias,  rechazando  el  acto 
como  nulo,  á  falla  de  prueba  que  así  lo  justificare,  sino  á  los  Tribunales  de 
justicia  en  el  juicio  que  proceda,  y  á  instancia  de  quien  tenga  derecho  á  pe- 
dir la  reducción  de  la  donación  (4). 

La  donación  será,  pues,  inoficiosa,  en  todo  lo  que  exceda  de  lo  que  se 
puede  dar  ó  recibir  por  testamento;  lo  cual  es  axiomático.  Segün  el  art.  654» 
la  donación  no  puede  calificarse  de  inoficiosa  hasta  que  ocurre  la  muerte  del 
donante,  época  en  la  cual  se  aprecia  el  valor  de  los  bienes  relictos,  y  esto  ea 
lógica  deducción  de  aquella  incontrovertible  doctrina;  pero  así  como  las  enaje- 
naciones hechas  por  el  donatario — art.  eso-^subsisten  lo  mismo  que  las  hi- 
potecas constituidas,  quedando  al  donante  la  facultad  de  exigir  de  aquél,  ó  el 
valor  de  los  bienes  enajenados  que  no  pueda  reclamar  de  los  terceros,,  ó  la 
cantidad  en  que  hubiesen  sido  hipotecados,  parecía  natural  que  el  Código  ex-- 

U)     B.  de  la  D.,  21  Agosta  9d.^G.  ^  Oct. 
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presase  si  esta  faealud  transmisible  á  los  herederos  podrían  intentarla  éstos* 
convirtiéndola  en  acción  ejercitable  contra  los  donatarios  ó  los  terceros.  Bs 
€Íerto  qne  el  siguiente  art.  655,  y  con  este  motivo  anticipamos  sa  estadio,  ex- 
presa terminantemente  que  podrán  padir  la  redacción  de  las  donaciones  aqae- 
líos  qne  tengan  derecho  á  legítima  ó  á  ana  parte  alícuota  de  la  herencia;  pero 
debemos  fijarnos  en  las  diversas  circanstancias  que  coacarren  y  separan  á  la 
revocación  de  la  donación,  de  la  inofíciosidad  de  la  donación   La  primara 
paede  prodacirla  el  donatario;  la  segunda  puede  originarla  el  donante;  y  como 
qaiera  que  el  estado  de  derecho  que  se  crea  por  ambas  causas  no  es  idéntico 
ni  puede  serio,  se  nos  ocurre  preguntar:  declarada  inoQciosa  la  donación,  na- 
turalmente después  de  la  muerte  del  aonante,  ó  sea  al  conocer  el  inventario, 
¿serán  nulas  las  enajenaciones  é  hipotecas  constituidas  por  el  donatario  do- 
rante ér  tiempo  en  que  de  la  mejor  fe,  pues  ignoraba  que  la  donación  había 
de  ser  inoficiosa,  poseía  los  bienes  en  virtud  de  tan  legítimo  título?  Esto  es  lo 
que  echamos  de  menos  en  el  Código,  pues  no  es  la  misma  la  aplicaciói  jurí- 
dica que  puede  hacerse,  cuando  se  trata  de  donaciones  en  las  que  e!  donatario 
no  eumple  con  las  condiciones  que  el  donante  impone,  que  cuando  nos  referí- 
jDos  á  donaciones  en  las  que,  campliendo  el  donatario  con  cuantas  condicio- 
nes le  impusiera  la  voluntad  del  donante,  éste  ve  disminuir  su  fortuna,  tal 
vez  por  vicios  ó  por  una  conducta  relajada  y  disoluta. 

Surgen  varias  consideraciones  del  estudio  de  este  artículo,  pues  siendo  la 
donación  título  adquisitivo,  y  por  lo  tanto^  hábil  para  la  transmisión  de  dere- 
chos, parece  como  que  queda  nnutado  al  aceptar  la  inofíciosidad  de  aquélla, 
y  que,  por  lo  tanto,  quedan  pendientes  de  esa  declaración  de  inofíciosidad  los 
tractos  sucesivos  de  los  bienes  donados  verifícados  con  anterioridad.  Lógico 
habría  sido  que  el  Código  expresase  que  toda  donación,  al  quedar  sujeta  á  sa 
inofíciosidad,  perjudicaba  á  tercero  en  cuanto  tuviese  de  inofíciosa;  pero  al 
respetar  los  derechos  del  tercero  y  respetar  asimismo  los  derechos  de  los  he- 
rederos del  donante,  crea  una  situación  violentísima,  que  sólo  el  tacto  y  la 
prudencia  de  los  Tribunales  pueden  solucionar. 

Hay,  sin  embargo,  jurisconsultos  que  opinan,  como  Falcón,  que  las  ena- 
jenaciones y  las  hipotecas  constituidas  por  el  donatario,  mientras  fué  posee- 
dor 1  gal  de  los  bienes  donados,  se  respetan  por  la  ley,  por  dos  razones:  porque 
Jueron  hechas  por  quien  tenia  perfecto  derecho  para  hacerlas^  y  en  justa  de- 
fensa del  derecho  de  los  terceros  que  contrataron  de  buena  fe.  Esa  es  la  verda- 
dera doctrina;  pero  ¿dónde  expresa  el  Código  ese  respeto?  Sólo  habla  de  ello 
en  las  donaciones  revocables;  pero  nada  dice  en  las  donaciones  inofíciosas . 

Tudo  lo  qne  sea  distinguir  y  clasificar,  facilita  el  estudio;  y  cómo  sólo  se 
transparenta  la  diferencia,  pero  no  se  ve  la  opinión  clara,  definida  y  con- 
creta, debemos  emitir  la  nuestra,  humilde,  que  se  reduce  á  breves  términos. 
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«n  esU  forma.  Admitida,  como  no  paede  menos  de  admitirse,  la  distinción 
entre  donaciones  revocables  y  donaciones  inoficiosas^  y  aceptando  qne  para 
asegarar  los  dereclios  del  tercero,  entidad  filosófica  y  práctica  qne  snri;e  de 
improviso  de  la  noción  del  mismo  y  de  las  dificultades  qne  se  encuentran  á 
diario,  plantéase  el  problema  de  sí  el  tercero  sapradicho  puede  ó  no  pnede 
hacer  valer  sus  derechos,  en  cootraposición  A  los  que  ostenten  los  herederos 
del  donante. 

Nos  parece  acertada  la  doctrina  de  Palcón,  pero  la  estimamos  deficiente* 
El  Código  civil  ha  prescindido  de  los  casos  prácticos;  el  Código  no  hace  dis- 
tinción entre  donaciones  revocables  per  se  de  las  revocables  per  acddenSy  y 
resulta,  como  no  puede  menos  de  resultar,  qne  al  declarar  inoficiosa  la  dona* 
ción,  supone  qne  vuelven  como  hijos  pródigos  los  bienes  donados  al  hogar 
paterno,  ó  sea  al  inventario,  á  la  masa  común. 

Según  el  Código,  desaparece  la  donación  en  cnanto  tenga  de  inoficiosa; 
pero  nada  dice  de  los  terceros  que  hayan  adf  uirido  con  títnlo  legitimo. 

Tomando  como  base  la  distinción  entre  las  donaciones  revocables  per  se 
(las  en  que  existe  la  superveniencia  de  hijos,  falta  de  cumplimiento  de  las 
condiciones  impuestas  por  el  donante,  atentado  contra  la  vida  de  éste,  etc.)« 
y  las  qne  son  revocables  per  aceidens  (las  en  qne  la  donación  perjudica  la  le- 
gítima), es  natural  la  distinción.  Indudablemente,  la  Comisión  de  Códigas 
creyó  que  era  igual  la  regla  que  podía  apli  tarse  á  unas  ú  otras  donaciones; 
pero  no  es  la  misma  ni  puede  serlo,  pues  como  dejamos  expuesto,  la  dona- 
ción inoficiosa,  por  faltas  cometidas  por  el  donante,  no  puede  perjudicar  á 
tereero  si  no  se  hace  constar  previamente  que  pnede  declararse  inoficiosa  por 
los  vicios  ó  fallas  de  aquél.  Porque  si  el  donante  dilapida  sus  bienes  el  día 
anles  de  morir,  ¿qué  responsabilidad,  qué  deber  contrae  el  tercero?  Todo  esto 
lo  produce  la  falta  de  distinción  entre  las  donaciones  revocables  y  las  dona- 
ciones inoficiosas. 

Goyena,  el  más  apegado  al  estudio  de  los  modernos  Códigos,  califica  la 
donación  de  perfecta  y  válida  en  su  principio,  y  sólo  se  ocupa  de  la  cuestión 
bajo  el  aspecto  de  la  percepción  de  frutos;  pero  no  dice  nna  palabra  de  los  de- 
rechos de  los  terceros. 

£n  nuestro  sentir,  tas  adquisiciones  hechas  por  un  tercero  de  bienes  do- 
nados, viviendo  el  donante,  deben  contener  la  cláusula  de  que  serán  inoficio- 
sas, siempre  que  al  fallecimiento  de  aquél  no  queden  á  salvo  las  legítimas  de 
sus  herederos,  y  con  esa  condición  expresa  debe  inscribirse  la  enajenaci  ón  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  así  como  que  la  disminución  del  caudal  del  do- 
nante ha  de  ser  debida  á  casos  fortuitos  ó  independientes  de  su  voluntad,  para 
cerrar  la  puerta  á  la  mala  fe,  á  las  sugestiones  de  los  últimos  momentos  de  la 
vida,  al  sinnúmero  de  causas  que  se  desarrollan  cerca  del  lecho  del  mori* 
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bando,  que  modifican  en  absointo  cnantas  disposieiones  hiciera  caando  en 
sn  mente  no  se  albergaba  la  idea  de  la  maerte. 

La  legislación  romana  y  la  de  Partidas  hablan  sobre  esta  materia  aóio 
de  la  percepción  de  frutos;  pero  todas  las  legislación^^  antiguas  gaardan  si.^ 
lencio  sobre  las  enajenaciones,  indudablemente  partiendo  del  supuesto  de 
que  los  bienes  habían  de  continuar  en  poder  del  donatario  ( I). 

Antes  de  comenzar  el  estudio  de  las  sucesiones,  y  para  terminar  el  de  la. 
donación,  vamos  á  dar  una  ligera  idea  de  las  prescripciones  porque  se  rige  en 
la  legislación  foral,  empezando  por  la  de  Aragón. 

Lbgislacióh  ABAG0KS8A.    Esta  admite  dos  clases  de  donaciones,  inUr  ot- 
ves  y  mortú  eausa^  pudiendo  comprender  toda  clase  de  bienes,  A  no  ser 
que  se  hallen  expresamente  obligados  ó  anotados  por  el  Fisco.  También 
pueden  ser  donados  los  bienes  aun  después  de  cometido  un  delito^  á  excep- 
ción de  los  casos  en  que  deban  ser  perdidos  por  razón  del  mismo  delito.  Sal- 
vo lAs  donaciones  hechas  por  el  religioso,  por  el  príncipe,  ó  las  dejadas  en 
testamentos,  todas  las  demás  requieren  la  escritura  pública  cuando  se  trata 
de  bienes  inmuebles.  Es  de  necesidad  además  la  insinuación,  siempre  que  lo 
donado  exceda  de  500  sueldos,  excepto  en  los  casos  siguientes:  4.*,  en  lado- 
nación  hecha  por  dote  ó  en  contemplación  de  matrimonio;  2.®,  en  la  de  los* 
reyes,  principes  y  religiosos,  para  cuya  Talidez  bastan  sus  signos,  sellos  y  tes- 
tigos; 3.®,  en  la  donación  remuneratoria;  4.o,  en  la  renuncia  de  derechos;  5.^, 
en  la  simple  promesa  que  vale  como  especie  de  donación,  y  6.**,  en  la  dona- 
ción con  causa.  A  pesar  de  ser  precisa  la  insinuación,  como  son  tantas  las 
excepciones  y  están  bajo  el  valor  de  los  500  sueldos,  puede  decirse  que  ha. 
caído  en  desuso,  no  obstante  de  haber  autores  que  la  sostienen  en  frente  de 
los  que  la  impugnan.  Véase  á  Franco,  Guillen  y  De  Blas. 

La  diferencia  esencial  que  existe  entre  la  legislación  de  Aragón  y  la  de 
Castilla,  consiste  en  que,  por  la  última,  se  prohibe  la  donación  de  todos  loa  - 
bienes,  mientras  que  {ior  la  primera,  fundándose  en  la  libertad  natural,  está 
permitida. 

En  las  donaciones  de  padres  á  hijos  se  observan  las  reglas  siguientes: 
4.*    Los  padres  pueden  dar  á  sus  hijos,  aunque  sean  impúberes,  todos  sua 
bienes,  ó  dar  A  cada  uno  su  parte,  y  la  donación  prevalece  sin  que  los-  bijos 


(1)  Lo8  concordantes  del  art.  054  en  la  legi«laoión  extraiijera,  son  los  920  y 
S88  del  Código  francés,  1091  y  signientes  del  italiano,  57B  de  Vaad,  967  y  974  d» 
Holanda,  1492  y  signientes  de  Portugal,  712  de  Q-natemala,  1600  y  1601  de  Urugnay, 
y  8760  y  sigcdeutes  de  Méjico.  El  665  está  tomado  de  la  letra  del  654  del  Proyecto- 
de  1889,  y  el  6R6  del  972  del  Proyecto  de  1851,  de  conformidad  con  lo«  Códigos  ex- 
tranjeros citados. 
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sean  responsables  de  las  deudas  de  los  donantes,  á  no  ser  qne  los  bienes  do* 
nados  eslnviesen  especialmente  obligados  A  ellas. 

S.o  Igaalmente  es  válida  la  donación  becha  por  los  padres  á  los  hijos  al 
tiempo  de  contraer  matrimonio,  aun  cuando  sea  muy  cuantiosa,  estando  exen- 
tos de  colacionarla,  pues  el  donatario  partirá  por  igual  con  sus  hermanos  la 
herencia  de  sus  padres,  á  no  ser  que  éstos  hubiesen  dispuesto  otra  cosa,  lo 
mal  es  muy  natural  tratándose  de  la  libre  facultad  de  testar. 

3.*  Cuando  el  padre  diese  axobar  (4)  á  la  hija,  puede  hacer  también  más 
donaciones,  y  aun  contra  la  manifiesta  voluntad  de  su  esposa,  puede  dar  á  sus 
hijos  solteros  una  cantidad  igual  á  la  que  hubiese  dado  en  dote  al  hijo  ó  hija 
casado  anteriormente. 

4**  El  padre  ó  madre  sobreviviente  puede  disponer  de  los  bienes  comu- 
nes para  hacer  donación  al  hijo  soltero  que  contraiga  matrimonio,  siempre 
que  á  los  demás  hermanos  les  quede  una  parte  igual  poco  más  ó  menos,  A  no 
ser  en  este  caso,  tiene  prohibición  de  hacerlo,  salvo  convención  expresa  en 
villa  del  cónyuge  premuerto,  mediante  instrumento,  con  fianza  y  testigos  (I). 
Las  donaciones  entre  esposos  se  rigen  por  las  siguientes  regias: 

1.*  £1  marido  y  la  mujer  pueden  respectivamente  donarse  entre  vivos  ó 
en  testamento  todos  ó  parte  de  sus  bienes  sin  el  consentimiento  de  sus  pa- 
rientes, excepto  en  la  dote  á  aaobar^  para  cuya  validez  se  requiere  dicbo  con- 
sentimiento. 

3.*  £stán^íttera  de  la  donación  por  actos  entre  vivos,  del  marido  á  la  mu- 
jer, los  bienes  muebles,  en  razón  á  qne  óstos  vuelven  á  la  administración  del 
marido,  el  cual  puede  enajenarlos,  como  dueño  de  los  mismos. 

3  *  La  donación  de  todos  los  bienes  habidos  y  por  haber,  hecha  por  el  va- 
rón antes  de  contraer  matrimonio,  no  puede  perjudicar  á  la  mujer  con  quien 
casase,  ni  extenderse  á  la  parte  de  bienes  que  á  ésta  corresponda. 

En  cuanto  á  la  revocación  de  las  donaciones,  el  derecho  aragonés  rechaza 
la  ingratitud  como  fundamento  de  aquélla,  pues  la  donación  simple  sólo  pro- 
duce en  el  donatario  el  deber  del  agradecimiento.  Tampoco  la  superveniencia 
de  hijos  puede  motivar  la  rescisión  de  la  donación  de  una  cosa  particular; 
pero  cuando  los  padres  hacen  donación  de  muchos  bienes  sitos  en  favor  de 
uno  de  los  hijos,  perjudicando  á  los  demás,  entonces  los  hermanos  del  dona- 
tario pueden  impugnar  la  donación,  y  no  otra  persona,  á  no  ser  acreedor  con 
obligación  especial  (3).  También  puede  invalidarse  la  donación  de  todos  los 

(1)  Ajcmbar  8a  dice  ^generalmente,  al  aumento  de  dote,  pues  en  lo  antiguo  so- 
lían las  hija»  reoibir  de  los  padres,  además  de  la  dote,  nna  heredad  k  propia  he- 
rencia suya  y  de  los  suyos,  á  diferencia  de  la  firma  ó  auoáento  de  dote. 

(2*     Fuero  1.*  <2c  donat 

(8>     Observs.  a'  y  «' de  donat. 
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bienes  presentes  y  fotoros  á  instancia  de  los  hijos  cuando  nada  se  reserva  á 
ellos,  bien  sean  legítimos  ó  natarates  ya  nacidos.  Para  que  esta  donación  sub- 
sista, se  requiere  qae  sea  hecha  á  alguno  de  los  hijos  legítimos  ó  naturales, 
y  á  los  demás  se  les  señale  atguna  cosa. 

Legislación  CATALANA.—Esta  estima  que  la  donación  no  produce  efecto 

sin  la  entrega  de  las  cosas  donadas,  y  por  lo  mismo  concede  al  donatario  acción 
para  obligar  al  donante  á  que  la  realice  y  lleve  á  efecto.  Exige  asimismo  la 
insinuación,  bajo  pena  de  nulidad,  de  las  donaciones  que  lleguen  á  cierta  suma, 
y  declara  nula  la  donación  de  todos  los  bienes  A  no  ser  que  el  donante  se  hu- 
biere reservado  una  parte  para  testar.  Admite,  finalmente,  la  ingratitud  como 
causa  de  revocación,  no  valiendo  el  pacto  en  contrario. 

Las  donaciones  entre  marido  y  mujer  se  rigen  por  las  disposiciones  que 
vamos  á  exponer: 

4.*  En  primer  término,  son  nulas  las  donaciones  que  los  cónyuges  se  ba- 
gan durante  el  matrimonio,  aun  cuando  se  haya  entregado  la  cosa  donada; 
sólo  se  exceptúan  las  anteriores  al  matrimonio  ó  para  después  de  su  disolu- 
ción, y  los  regalos  modestos,  ó  sean  aquellos  por  los  que  ni  el  donante  se  ha- 
ría mis  pobre  ni  el  donatario  más  rico . 

S.*  Las  donaciones  prohibidas  producen  efecto  desde  la  muerte  del  donan- 
te, si  éste  no  las  hubiere  revocado  ni  manifestado  claramente  este  propósito, 
y  si  se  hubiere  cumplido  el  requisito  de  la  insinuación. 

3.*  Si  el  cónyuge  donatario  hubiere  consumido  la  cosa  donada^  sólo  res- 
tituirá la  parte  en  que  hubiese  aumentado  su  patrimonio  al  tiempo  de  la  con- 
testación á  la  demanda 

Costumbre  de  Cataluña— S\  alguno  da  todo  cuanto  tiene  á  su  hijo  ó  hija 
ú  otra  cualesquiera  persona,  y  después  el  donador  tiene  hijos  de  aqueila  mu- 
jer que  ya  tenía,  ó  de  otra  que  después  hubiere  tomado,  el  hijo  ó  hija  que 
después  nacerá,  y  aun  aquel  que  era  nacido  cuando  el  padre  hizo  dona- 
ción al  otro,  puede  después  de  la  muerte  del  padre  revocar  la  dicha  dona* 
ción  hasta  el  cumplimiento  de  su  legítima,  no  obstante  que  tenga  ya  la  po- 
sesión aquel  á  quien  el  padre  hizo  la  donación.  A  esta  costumbre  hacen  bas- 
tantes observaciones  los  expositores  de  derecho  foral,  entre  otros.  Vives  y 
Tristany. 

Mas  donde  aparece  fijada  concretamente  la  doctrina,  es  en  la  Constitución 
de  Fernando  11,  en  las  Cortes  de  Barcelona  de  4503. 

Legislación  de  Navarra. — Distingue  las  donaciones  entre  infanzones  y 
entre  villanos,  y  consigna  qae  si  el  Rey  da  heredad  á  algún  hijodalgo  con 
escritura,  no  la  puede  quitar  el  Rey  ni  otro  alguno. 

Es  irrevocable  la  donación  hecha  por  el  padre  en  favor  de  algunos  de  sus 
hijos,  sin  que  los  demás  puedan  reclamar  contra  ella,  pues  el  padre  está  fa- 
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cuitado  para  ello,  con  la  excepción  de  existir  hijos  de  segundos  y  ulteriores 
matrimonios. 

Los  hijos  no  pueden  reclamar  lo  que  dieren  á  sus  padres  ó  gastaren  en  la 
casa  paterna,  á  no  haber  convenio  con  fianzas  y  testigos,  ni  padres  ni  her- 
mane s  deben  responderla,  sino  darle  gracias,  y  con  esto  deben  ser  pagados 
según  fuero  de  tierra  (O* 

Tampoco  puede  hacerse  donación  por  las  viudas  de  los  bienes  de  patrimo- 
nio ni  de  abolorío,  sin  consentimiento  de  los  hijos,  ó  si  antes  no  los  partieren 
con  elios;  pero  sí  de  los  bienes  conquistados  (2). 

En  cuanto  á  la  insinuación,  se  ordena  que  no  valga  la  donación  que  ex- 
ceda de  300  ducados,  si  no  se  hace  ante  Notario  público  y  testigos,  é  insinua- 
da ante  Juez  competente,  y  que  sea  en  puras  y  meras  donaciones,  no  en  las 
que  se  hagan  en  favor  de  matrimonio,  ni  en  los  pleitos  pendientes. 

Legislación  db  Vizcaya. — Establece,  en  primer  término,  que  la  donación 
ha  de  hacerse  ante  Escribano,  y  las  principales  disposiciones  se  hallan  conté* 
nidas  en  las  leyes  9.*  y  22,  títulos  47  y  3i.  Dice  la  primera,  que  por  quitar 
inconvenientes  y  pleitos  que  recrecen  entre  algunos  padres  que  son  usufruc- 
tuarios en  su  meitad  en  algunas  caserías  y  entre  sus  hijos  y  donatarios,  di- 
cien Jo  el  hijo  ó  donatario  que  los  robres  que  nunca  esquilmaron  los  tales  pa- 
dres donadores  no  pueden  esquilmar;  la  ley  dispone  que  el  tal  donador  pueda 
rozar  todo  robre  que  estuviese  suficiente  para  rozar,  salvo  si  el  tal  robre  fuere 
antiguo  y  nunca  fué  rozado,  y  estuviese  dejado  sin  rozar  para  que  traiga  be- 
llota y  fruto;  que  esto  tal  no  se  roce  y  goce  del  grano  á  medias.  La  segunda 
de  las  leyes  citadas,  dice:  que  establecían  por  ley  que  si  cualquier  hijo  ó 
descendiente,  ó  pariente  ó  extraho,  á  quien  padre  ó  madre  ó  alguno  otro  le 
haya  hecho  heredero  ó  donado  todos  sus  bienes  ó  la  mayor  parte  de  ellos, 
pusiere  manos  airadas  en  el  padre  ó  en  la  madre,  ó  en  aquel  que  le  donó  ó 
dotó  lo  suyo,  ó  cometiere  otras  causas  de  ingratitud,  por  los  tales  motivos..., 
sea  incficiosa  la  donación. 


(1)     Ley  8.',  tit  6.%  libro  6.**  Bec. 

(Si     Cap.  8.  ,  tít.  19,  libro  8.®  del  Fuero. 
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Correspondiendo  á  otros  logares  las  donaciones  llamadas  propier  nupcias 
7  las  mortis  causa^  hemos  reservado  sa  estudio  para  cuando  á  aquéllas  lle- 
guemos, circunscribiéndonos  aquí  á  los  denominadas  inler  vivos,  A  que  se  con- 
traen los  preceptos  del  Código  que  nos  ocupan,  de  las  que  ofrecemos  el  más 
Abreviado  concepto  en  el  cuadro  sobre  la  biología  sinóptica  de  las  donaciouet 
f'nter  vivos. 
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s  é  hipotecas  hechas  por  el  /     incumplimiento  de  la  con- 
1     dioión  (art.  661). 


Red 


Jones, 


s  más  recientes  (art.  651; 


tienen  preferenma  las 


Se  computa  el  valor  de  los 
bienes  por  el  que  tenían  al 
ser  donados. 


TÍTULO  III 


I3e  las  sucesiones. 


IDisposiciones    greixerales. 

Art.  057.    Los  derechos  á  la  sucesión  de  una  per- 
sona se  transmiten  desde  el  momento  de  su  muerte. 


267.  La  mera  eventualidad  de  que  el  padre  pueda  llegar  á  he- 
Tedar  á  su  hijo,  si  éste  premuere,  en  los  bienes  que  se  le  adjudica- 
ron por  razón  de  legítima,  no  constituye  derecho  alguno  que  pue- 
da ser  invocado  al  sobrevenir  semejante  accidente,  pues  para  que 
el  derecho  se  conceptúe  nacido,  ha  de  fundarse  en  hechos  realissa- 
dos  bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior,  y  la  esperanza  de 
que  puedan  realizarse  no  equivale  al  hecho  realizado. — S.  8  No- 
vimbre  94.-0,  3  Feb.  95. 


268.    Reconocido  por  las  partes  en  un  juicio,  y  apreciado  por  el 
Tribunal  sentenciador,  el  hecho  de  que,  al  fallecer  un  comerciante, 
su  viuda  se  hizo  cargo  del  negocio  mercantil,  del  cual  procede  en 
su  origen  el  crédito  reclamado,  y  que  continuó  las  operaciones  pe- 
culiares de  dicho  negocio  hasta  llegar  á  constituir  el  saldo  de  la 
ouenta  corriente  en  cuestión,  viniendo  asi  á  personalizar  por  sus 
actos  propios  las  responsabilidades  de  que  se  trata,  no  procede  ale- 
gar contra  la  sentencia  que  la  condena  al  pago  del  saldo  reclamado, 
designándola  por  su  nombre  y  cualidad  de  viuda,  la  infracción  de 
los  artículos  657,  659  y  661  del  Código,  bajo  el  supuesto  gratuito 
de  que  se  la  condena  en  los  conceptos  de  heredera  de  su  marido  y 
madre  y  representante  de  sus  hijos  menores.— 5. 5  Oct.  95. — O.  del 
86  id. 


\ 
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Art.  S59.  La  sucesión  se  defiere  por  la  voluntad  del 
hooibre  manifestada  en  testamento,  y,  á  falta  de  éste, 
por  disposición  de  la  ley. 

La  primera  se  llama  testamentaria,  y  la  segunda  legi- 
tima. 

Podrá  también  deferirse  en  una  parte  por  voluntad  del 
hombre,  y  en  otra  por  disposición  de  la  ley. 


269.  La  cláusula  de  un  testamento  en  que  se  dispone  que,  des- 
pués de  cumplidas  todas  las  mandas,  si  sobrare  algo  de  dinero,  se* 
reparta  entre  determinadas  personas,  no  tiene  ni  puede  tener  otro 
alcance  que  reconocer  á  los  nombrados  derecho  á  obtener  el  di- 
nero mandado  ó  legado;  sin  que  la  palabra  dinero  signifique  otra 
cosa  que  moneda  corriente,  y  al  declararse  en  la  sentencia  que  el 
testador  dispuso  de  la  totalidad  de  sus  bienes,  instituyendo  por  he- 
rederos universales  á  las  referidas  personas,  se  infringe  el  art  658 
del  Código,  toda  vez  que  el  testamento  sólo  disponía  de  parto  de 
los  bienes,  sin  instituir  heredero  ni  disponer  nada  respecto  á  los 
demás  bienes  muebles  y  raíces,  con  lo  cual  se  demuestra  la  volun- 
tad de  que  sucedieran  en  ellos  los  herederos  legítimos. — S,  5  Ju- 
lio SS.'-G.  18  Nov. 

270.  Limitado  el  debate  en  juicio  á  averiguar  si,  conforme  á 
un  testamento,  hicieron  ó  no  los  albaceas  ejecutores  en  él  desig- 
nados el  nombramiento  de  otros  albaceas,  que  por  fallecimiento 
de  aquéllos  pudieran  llevar  á  término  el  cumplimiento  de  la  vo- 
luntad del  testador,  es  inadmisible  el  recurso  de  casación  fundado 
en  infracción  del  artículo  precedente  en  su  párrafo  tercero,  puesto 
que  se  refiere  á  una  cuestión  que  no  se  ha  propuesto  ni  debatido 
en  el  pleito.—zS.  9  OcU  95,-^0.  del  27. 


Art.  B5II.  La  herencia  comprende  todos  los  bienes,, 
derechos  y  obligaciones  de  una  persona,  que  no  se  extin- 
gan por  BU  muerte  (1). 

(1)     VéMe,  «D  el  art.  657,  la  seut.  de  5  de  Oot.  del  95. 
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271.  La  eentencia  que  re^ervanclo  todos  los  derechos  de  que  se 
ci^n  asistidos  los  que  han  figurado  en  unos  autos  sobre  incapaci- 
dad del  demandado,  declara  fenecidos  éstos  después  del  falleci- 
miento de  aquél,  ocurrido  antes  de  contestar  la  demanda,  no  des- 
conoce el  concepto  legal  de  la  herencia  ni  el  vinculo  jurídico  que 
existe  entre  la  persona  del  difunto  y  la  de  su  heredero,  ni  infringe 
los  artículos  659  y  661  del  Código,  porque  no  se  trata  de  obb'ga- 
ción  alguna  que  afecte  al  ñnado  y  de  que  sea  responsable  el  here- 
dero, sino  de  una  declaración  relativa  al  estado  personal  del  pri- 
mero; declaración  que  por  la  muerte  de  éste,  que  extingue  su  per- 
sonalidad por  los  reconocimientos  y  formalidades  previas  que  exi- 
ge y  por  su  excepcional  trascendencia,  no  puede  dictarse  en  las 
expresadas  circunstancias.— S.  6  Abril  92. — G.  24  Julio. 

• 

Art.  €00.  Llámase  heredero  al  que  sucede  á  titulo 
universal,  y  legatario  al  que  sucede  á  titulo  particular. 

272.  El  encargo  hecho  por  el  testador  á  dos  ó  más  personas 
para  que  distribuyan  la  herencia  con  arreglo  á  las  instrucciones 
verbales  que  les  haya  dado,  no  entraña  una  verdadera  institución 
de  heredero,  sino  el  carácter  de  meros  ejecutores  teitamentarios. — 
S.  22  Mayo  94.-0.  1.^  Nov. 

Art.  601.  Los  herederos  suceden  al  difunto  por  el 
hecho  solo  de  bu  muerte  en  todos  sus  derechos  y  obliga- 
ciones (1). 

273.  Bi  bien  el  artículo  preinserto  dispone  que  los  herederos 
suceden  al  difunto,  por  el  solo  hecho  de  su  muerte,  en  todos  sus  de- 
rechos y  obligaciones,  si  al  ser  demandados  para  el  pago  de  una 
deuda  del  causante  oponen  la  excepción  de  falta  de  personalidad» 
por  carecer  de  la  cualidad  de  herederos  en  razón  á  no  haber  acep- 
tado la  herencia,  y  es  estimada  bajo  la  base  de  que  el  actor  no  ha 
justificado,  ni  aquella  cualidad,  ni  la  aceptación,  tal  interpretación 

(1)     Yóave,  «n  el  lurt.  667,  la  «ent.  de  5  de  Oct.  del  95. 
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del  precepto  legal  y  de  los  demás  respectivos  del  Código,  á  los  efec- 
tos de  obtener  la  responsabilidad  civil  del  Tribunal  sentenciador» 
no  puede  estimarse  que  lo  sea  con  infracción  manifiesta  de  sus 
preceptos,  como  seria  preciso  para  considerar  que  el  fallo  se  dictó 
con  ignorancia  ó  negligencia  inexcusable,  según  requiere  el  artícu- 
lo 262  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judiciaL— S'.  80  Nov.  95.— G. 
22  Enero  96. 


H 


274.  Si  bien  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  preinserto  ar- 
ticulo 661,  los  herederos  suceden  al  difunto  por  el  sólo  hecho  de 
su  muerte  en  todos  sus  derechos  y  obligacionea,  cuando  la  heren- 
cia se  encuentra  proindi  viso  y  en  el  correspondiente  juicio  de  tes- 
tamentaria se  ha  nombrado  un  administrador  judicial  de  los  bie- 
nes, no  pueden  ostentar  ni  ejercitar  los  coherederos  derechos  de 
dominio  perfecto,  por  lo  que,  el  que  de  ellos  habitase  en  precario 
una  finca  correspondiente  á  la  herencia,  puede  ser  desahuciado  por 
el  administrador  judicial,  sin  que  al  estimar  la  demanda  infrinja 
el  Tribunal  el  artículo  antes  citado. — 5^.  IB  Nov.  95.^0.  7  Die. 


2ÍI5.  La  sentencia  que,  reservando  todos  los  derechos  de  que  se 
crean  asistidos  los  que  han  figurado  en  unos  autos  sobre  incapaci- 
dad del  demandado,  declara  fenecidos  éstos  después  del  falleci- 
miento de  aquél,  ocurrido  antes  de  contestar  á  la  demanda,  no  des- 
conoce el  concepto  legal  de  la  herencia  ni  el  vínculo  jurídico  que 
existe  entre  las  personas  del  difunto  y  la  de  su  heredero,  ni  in- 
fringe este  articulo  del  Código,  porque  no  se  trata  de  obligación 
alguna  que  afecte  al  finado  y  de  que  sea  responsable  el  heredero, 
sino  de  una  declaración  relativa  al  estado  personal  del  primero, 
declaración  que  por  la  muerte  de  éste,  que  extingue  su  personali- 
dad, por  los  reconocimientos  y  formalidades  previas  que  exige, 
y  por  su  excepcional  trascendencia,  no  puede  dictarse  en  las 
expresadas  circunstancias. — S.  6  Ábñl  92. — G.  22  Julio. 

276.  Mientras  no  se  practique  la  división  y  adjudicación  de  un 
caudal  relicto,  las  acciones  correspondientes  relativas  al  mismo 
pueden  ejercitarse  por  todos  ó  por  alginos  de  los  herederos  del 
finado,  los  cuales  por  el  hecho  de  su  muerte  le  suceden  en  todoa 
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e\xñ  derechos  y  obligaciones,  según  dispone  el  art.  661  del  Código. 
—S,  18  Oct.  94, --Q.  21  Dic. 

'**^277.  No  infringe  este  artículo  del  Código  la  sentencia  que 
otorga  la  reivindicación  de  fincas  en  favor  de  quien  desde  el  pri- 
mer momento  ostenta  el  carácter  de  dueño  de  ellas  y  lo  justifica 
<x)n  título  hereditario  inscrito  en  el  Registro  con  anterioridad  por 
el  actor  y  sus  causantes.— 5.  16  Marzo  94.— O.  10  Sept. 


H 

±  XERENCIA  y  saeasión,  sinónimas  al  parecer,  son  frases  con  qoe  viene 
significándose  el  hecho  trascendentalísimo  de  snstitairse  anas  personas  á 
^ras  en  las  relaciones  terrenas  y  sociales  por  cansa  de  la  flniiad  de  la  exis- 
tencia bnmana,  en  qne  las  generaciones  se  renuevan,  individuo  por  indívi  • 
doo,  como  las  hebras  de  la  trama  qne  en  labor  perpetua  forman  los  eslabone) 
de  la  cadena  de  la  vida. 

Suceder  es  sustituir,  es  relevar;  y  el  sucesor  es  un  subsiguiente  de  aquel 
antecedente  que  se  fundió  al  calor  de  su  propia  vida,  como  los  bólidos  que 
bajan  á  la  tierra  apagados  y  fríos  después  de  haber  perdido  su  brillo  y  sus  ful- 
gores en  el  cielo. 

Pero  las  relaciones  aquellas  que  impulsaron  su  funcionalismo  coexisten  en 
su  eterna  declinación,  reclamando  otro  ser  qne  consumir,  otro  sucesor  que 
soporte  aquellas  relaciones  terrenas  que  sobreviven  porque  no  las  extinguió 
el  frío  de  la  muerte,  salvándose  de  su  ley  fatal  de  gravedad. 

Y,  claro  está;  el  sucesor  no  es  un  simple  derechohabteote,  porque  la  uni- 
versalidad de  relaciones  no  puede  limitarse  sólo  á  los  derechos  del  fallecido, 
sino  también  á  sus  deberes,  á  sus  obligaciones  anteriores,  concomitantes  y 
futuras.  Y  comienza  á  dibujarse  la  diferencia  que  existe  entre  herencia  y  su- 
ceiián.  «La  herencia  comprende  todos  los  bienes,  derechos  y  obligaciones  de 
una  persona  que  no  se  extingan  por  su  muertei;  y  la  sucesión  se  extiendo  á 
facultades  de  otro  orden  que  no  pueden  comprenderse  en  la  herencia,  cual  el 
ejercicio  de  la  patria  potestad,  por  ejemplo,  en  qne  sucede  la  madre  al  padre 
difunto,  perdiéndola  al  contraer  nuevas  nupcias,  á  menos  que  aquél  la  retn- 
viese  dicha  facultad,  previendo  el  caso,  en  su  testamento. 

Ahora  bien:  los  derechos  á  la  sucesión  de  una  persona  se  transmiten  desde 
el  momento  de  su  muerte,  y  no  antes,  porque  la  misma  ley  de  la  impenetrabili  - 
dad  de  los  cuerpos  físicos,  que  impide  ocupar  un  mismo  y  único  logar  en  el  es- 
pacio, excluye  el  ejereieio  de  unos  mismos  derechos  y  la  satisfACción  de  unas 
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DiísmaB  obligaciones,  á  la  vez,  por  diversos  individncs,  los  que  involocrarún 
la  ordenada  correlación  y  mutua  reciprocidad  lógica  y  jaridíea  de  onos  actos 
con  otros,  haciendo  imposible  la  sucesoria  satisfacción  de  la  justicia  que  man- 
tiene el  orden  social,  mediante  el  equitativo  de  las  relaciones  civiles  de  cada 
ciudadano. 

En  tal  sentido,  así  como  son  de  estimar  nulas  las  actuaciones  practicadas 
sobre  juicio  de  testamentaría,  en  vida  del  supuesto  causante  (1),  así  también 
deberán  considerarse  las  gestiones  oficiosas  que  se  practiquen  á  título  de  he- 
redero, testamentario  ó  abintestato,  de  una  páhsona  que  vive,  puesto  que  aun 
admitiendo  en  su  favor  tal  carácter,  como  no  asucede  al  difunto,  sino  por  el 
hecho  de  su  muerte,  en  todos  sus  derechos  y  obligaciones»,  mientras  ésta  no 
ocurra,  ninguna  obligación  podrá  exigírsele,  ni  ningún  derecho^  en  correla- 
ción, podrá  tampoco  ejercitar. 

Quien  suponiéndose  heredero  abintestato  de  pariente  que,  en  una  época 
determinada  carezca  de  la  testamentifacción  activa  por  cansa  de  enajenación 
mental,  se  presenta  en  juicio  á  ventilar  derechos  de  su  pretendido  causante, 
tan  sólo  por  conceptuarsse  «llamado  á  la  herencia*  de  éste,  no  obstante  estar 
suplida  aquella  incapacidad  por  la  tutela  constituida  legalmente,  sólo  puede 
ser  conceptuado  como  intruso,  y  oficiosas  y  extrañas  sus  gestiones,  sin  que 
en  manera  alguna  deban  influir  ni  afectar  á  su  causante,  que,  amparado  por 
la  tutela,  tiene  en  ésta  toda  la  representación  legal  necesaria  que  integra  so 
capacidad. 

«Los  herederos  legitimos  y  los  instituidos,  así  como  los  legatarios  de  las 
personas  que  viven,  no  tienen  derecho  alguno  adquirido  hasta  la  muerte  de 
éstas,  porque  la  existencia  del  que  en  lo  futuro  podrán  disfrutar  depende,  ya 
de  la  eventualidad  de  su  propia  muerte,  ya  de  las  vicisitudes  de  la  fortunay  ya 
de  la  libre  y  variable  voluntad  de  los  testadores»  (S). 

A  partir  del  fallecimiento  del  cansante,  la  sustitución  de  éste  por  el  causa- 
habiente  es  simultánea,  esté  ó  no  presente^  ausente,  etc.,  sin  que  podamos 
admitir  la  teoría  de  los  expositores  que  snponen  la  aceptación  de  la  herencia 
como  hecho  congenerador  de  la  sucesión,  que  hasta  que  ocurre  ocasiona  un 
período  constituyente  de  aquel  estado  de  derecho.  Para  nosotros,  la  aceptación 
de  la  herencia  se  presupone  siempre  como  consecuencia  de  la  sucesión,  que  se 
realiza  desde  el  momento  de  la  muerte  y  por  el  hecho  solo  de  ocurrir;  y  la 


(1)  S.  del  T.  S.,  de  80  de  Mayo  de  ISeO. 

(2)  Ezposioión  de  moÜTos  del  Código  reformado,  párrafo  26,  inserto  en  los  pre- 
liminares del  tomo  1.^  de  esta  obra.  Véase,  en  corroboraoi<Su  de  esta  teoría,  la  re- 
gla de  joriaprudenoia  qne  lleva  la  fecha  8  de  Noy.  del  94,  adaptada  al  art.  es?. 
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repudiación  de  la  herencia  por  el  heredero,  eqnivale  á  la  renancia  de  nn  dere- 
cho qae  ya  se  tiene  ó  se  posee,  y  de  ana  representación  adquirida  qne  se  aban- 
dona y  se  rechasa,  ó  se  condiciona  al  aceptarla  ostensiblemente,  con  arreglo 
á  las  facultades  concedidas  por  derecho. 

Cuatro  casos  recordamos  en  que,  partiendo  siempre  de  la  muerte  del  can- 
sante, el  heredero  queda  reducido  á  un  simple  intermediario,  y  da  paso  d  los 
que  habrían  de  serlo  suyos,  y  aun  á  sus  acreedores  para  que  alcancen  los  dere- 
chos que  le  pasan  por  alto,  á  saber:  1.^,  los  sucesores  legítimos  del  heredero  in- 
digno; 2.°,  los  derechohabientes  del  heredero  condenado  á  interdicción  civil; 
3  ®,  los  herederos  presuntos,  en  el  caso  de  que  el  instituido  condicionalmente 
no  preste  la  fianza  exigida  para  alcanzar  la  administración  de  los  bienes  á  él 
adjudicados;  y  4.^,  los  acreedores  del  heredero  que  repudia  la  herencia.  Y  aun 
cuando  pudiera  aducirse  que  tales  herederos  segundos  representan  los  dere- 
chos de  los  primeros,  en  vida  de  ellos,  se  le  objetaría  de  contrario  que,  si 
bien  éstos  son  la  causa  próxima  para  ellos,  ésta  no  existiría  sin  la  causa  re- 
mota producida  por  el  hecho  de  la  muerte  del  causante  de  todos  ellos;  pero 
que,  repetimos,  sin  tal  hecho  es  imposible,  jurídicamente  hablando,  la  suce- 
sión y  representación  mor  tu  causa  de  una  persona  viva. 

No  podrá  representarse  á  una  persona  viva— dice  el  art.  919 — sino  en  los 
casos  de  desheredación  ó  incapacidad;  y  esta  incapacidad,  entendemos  que  no 
es  la  física^  sino  la  U^al^  á  que  aluden  los  artículos  744  al  763;  porque  esta- 
bleciendo el  924  que  el  derecho  de  representación  es  el  que  tienen  los  parien- 
tes para  suceder  en  todo?  los  derechos  que  tendría  si  viviera,  ó  hubiera  po- 
dido heredar,  y  siendo  indudable  que  puede  heredar  e!  loco,  el  demente,  el 
sordomudo,  etc.,  claro  es  que  tal  incapacidad  es  únicamente,  como  decimos, 
la  legal,  ó  sea  la  que  se  refiere  á  la  falta  de  capacidad  activa  y  receptiva  por 
disposición  de  la  ley,  sin  consideración  al  estado  patológico  de  la  persona,  el 
cual  no  la  priva  de  la  receptividad  de  derechos,  ó  sea  de  la  capacidad  pasiva. 

Por  otra  parte,  los  cuatro  artículos  preinsertos  expresan  claramente  la 
doctrina  que  les  corresponde,  debiendo  sólo  notar  aquí,  que  tal  como  eslá 
concebido  el  art.  658,  la  sucesión  hereditaria  puede  ser  de  tres  maneras:  tes- 
tamentaria, legítima  y  mixta^  según  que  se  defiera  por  voluntad  del  hombre, 
manifestada  en  testamento^  y  en  su  defecto,  por  la  ley,  ó  en  parte  por  la  vo- 
luntad del  hombre,  y  en  otra,  por  disposición  de  la  ley. 

La  forma  del  referido  artículo  este  reclamando  ordenación  más  lógica  de 
la  que  presenta,  anteponiendo  el  párrafo  último  hI  penúltimo,  y  conipletando 
en  éáte  el  concepto  que  le  falta  sobre  la  íormik  mixta  de  deferimiento  de  la  su- 
cesión hereditaria. 
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CAPITULO  PRIMERO 

X>e  los  testaineixtoe 


SECaÓN  PRIMERA 

DB  LA  CAPACIDAD  PARA  DISPONER  POR  TESTAMENTO 

Art.  OB9^    Pueden  testar  todos  aquellos  á  quienes 
la  ley  no  lo  prohibe  expresamente. 

A  ri.  003.    Están  incapacitados  para  testar: 
1.^    Los  menores  de  catorce  años  de  uno  y  otro  sexo. 
2.^    El  que  habitual  ó  accidentalmente  no  se  hallare 
en  su  cabal  juicio. 

Ai»i.  OOl.  El  testamento  hecho  antes  de  la  enaje- 
nación mental  es  válido. 

Api.  OB3.  Siempre  que  el  demente  pretenda  hacer 
testamento  en  un  intervnlo  lúcido,  designará  el  Notario 
dos  facultativos  que  previamente  le  reconozcan,  y  no  lo 
otorgará  sino  cuando  éstos  respondan  de  su  capacidad,  de- 
biendo dar  fe  de  su  dictamen  en  el  testamento,  que  sus- 
cribirán los  facultativos  además  de  los  testigos. 


278.  No  infringe  este  articulo  del  Código  ía  sentencia  que  de- 
clara nulo  un  testamento,  porque  el  precepto  de  aquél,  al  ordenar 
que  sea  el  Notario  quien  designe  los  facultativos  que  deban  reco- 
nocer al  demente,  requisito  que  no  se  ha  cumplido,  no  prohibe  ni 
se  opone  á  que  acerca  de  la  capacidad  ó  incapacidad  del  testador  se 
aduzcan  otras  pruebas,  decidiéndose,  en  vista  de  ellas,  la  cuestión 
litigiosa  que  se  promueva. — S.  7  Jun.  93. — O,  19  Oct. 
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^  .%rt.  08B.  Para  apreciar  la  capacidad  del  testador 
Be  atenderá  únicamente  al  estado  en  que  se  halle  al  tiem  - 
po  de  otorgar  el  testamento. 

279.  No  infringe  este  articulo  del  Código  la  sentencia  que  de- 
clara nulo  un  testamento  fundándose  en  la  incapacidad  del  testa- 
dor,  según  el  resultado  de  las  pruebas  documental,  pericial  j  tes^ 
tifical,  que  la  Sala  sentenciodora  examina  y  aprecia  en  virtud  de 
sus  privativas  facultades. — S.  7  Junio  93» — G,  19  Oci, 


IR 

X  ESTAKENTIF ACCIÓN  activa  se  lUma  á  la  capacidad  de  its  personas 
para  dí&poner  de  sus  bieaes  y  derechos  en  teslamento,  en  relación  con  la  tes- 
Umentifacción  pasiva,  qne  comprende  la  facaltad  receptiva  de  la  persona  á 
cayo  favor  se  olorga.  Por  la  primera  ejerce  el  hombre  el  postrero  de  sos  dere- 
chos, en  obligado  reconocimiento  á  so  Gnitod  y  á  la  extinción  de  sos  múlti- 
ples relaciones  personales,  y  colocado  entre  la  libertad  de  so  albedrio  y  los 
deberes  familiares,  qoe  son  el  fundamento  de  la  soeesíón,  decreta  la  soerte 
póstoma  de  so  patrimonio.  Con  so  libre  volontad,  ejerce  actos  propios  del  do- 
minio que  le  corresponde  en  sos  bienes  y  derechos,  y  cumpliendo  los  deberes 
familiares,  salda  la  cuenta,  digámoslo  así,  de  los  derechos  contra  sí  creados» 
al  f andar  ona  familia  ó  sorgir  de  ella,  en  donde  la  comonidad  de  la  vida  del 
hu^'ar  ha  hecho  á  todos  copartícipes  con  las  prestaciones  y  cuidados  múltiples 
que  exige  el  funcionalismo  de  ese  pequeño  Estado  qoe  constituye  la  familia, 
síntesis  perfecta  de  lasoprema  entidad  nacional. 

£1  derecho  de  testar,  satisfacción  de  ona  necesidad  de  noestra  propia  na- 
toraleza,  ennoblece  la  condición  homana;  pues  en  el  orden  económico,  la  se- 
guridad de  qoe  los  bienes  permanecerán  en  el  patrimonio  de  la  familia  ó  com- 
pürán  los  fines  impuestos  por  la  volontad  del  testador,  es  on  poderoso  estí- 
mulo al  ahorro,  al  fomento  y  á  la  mejora  de  las  riqoezas;  y  en  el  orden  mo- 
ra), predispone  al  sacrificio  y  á  la  abnegación,  despreciando  el  goce  presente 
por  el  goce  futuro  que  paeJa  proporcionarse  á  nuestros  descendientes. 

Esta  hermosa  combinación  de  la  libertad  y  del  deber  no  la  alcanzaron 
igualmente  todos  los  pueblos  de  la  antigüedad,  predominando  la  inflnenoia 
del  segundo  sobre  la  primera,  en  términos  que,  como  hace  notar  Pascoale  del 
Giudice  (t),  no  se  permitía  otorgar  testamento  á  los  atenienses  qoe  tenían 

(1)     JSactdopcdia  jurídica t  traJaoción  del  italiano  de  D.  Alvaro  Lope  Orrioli. 


LIBRO  TKBCEBO. — TÍTULO  III.—ABTB.  662  Á  666  65 

hijos,  y  aun  el  qne  carecía  de  ellos,  sólo  podía  disponer  de  sos  bienes  á  favor 
de  un  extraño,  medíante  nna  adopción  testamentaria. 

Hoy  está  la  testamentifacción  nniversalmente  reconocida  como  expansión 
de  los  afectos  natnrales,  bien  qne,  recogidos  á  so  vez  por  la  ley  misma,  for- 
man un  criterio  nniforme,  qne  Tiene  á  ser  el  marco  limitativo  de  aquella  li- 
l)ertad  ú  órbita  extrema  de  la  facultad  dispositiva. 

Los  mismos  afectos  natnrales  del  hombre  sirven  á  la  ley  para  establecer 
por  separado  la  ordenada  prelación  desde  los  más  eficaces  y  próximos  hasta 
los  más  remotos,  dentro  de  la  familia,  en  defecto  de  la  solemne  manifestación 
testamentaría. 

Podrán  testar  todos  aquellos  á  quienes  la  ley  no  lo  prohiba  expresamente; 
estando,  pues,  incapacitados  para  hacerlo,  los  menores  de  catorce  años  de 
«ino  y  otro  sexo,  el  que  habitual  ó  accidentalmente  no  se  halle  en  su  cabal 
juicio,  debiendo  apreciarse  la  capacidad  del  testador  atendiendo  únicameoto 
al  estado  en  que  se  halle  al  tiempo  de  otorgar  el  testamento. 

Por  consiguiente,  contados  los  catorce  años  de  momento  á  momento,  á 
partir  desde  el  que  se  nace,  como  expresamos  al  comentar  el  art.  3S0,  y  no 
conatando  que  el  testador  se  halle  sin  su  juicio  cabal  en  el  tiempo  en  qne 
-otorga  el  test-imento,  éste  será  válido  como  emanación  de  su  libre  voluntad, 
para  que  sea  cumplida  á  su  hora  como  ley  suprema,  en  términos  que  su  in- 
fracción, por  quienes  deban  cumplirla,  ocasionando  la  oportuna  reclamación 
de  aquel  á  quien  corresponda,  determinará  la  anulación  de  todo  hecho  á  ésta 
<^ntrario,  y  aun  la  sentencia  del  Juez  ó  Tribunal  que,  vulnerando  la  voluntad 
-del  testador,  haga  declaraciones  contrarias  á  ella,  será  digna  de  casación  por 
infracción  de  ley  ante  el  Tribunal  Supremo,  quien  la  anulará,  restableciendo 
el  imperio  de  la  eficacia  y  valor  jurídico  del  testamento. 

Contra  la  capacidad  testamentifactoria  no  hay,  pues,  más  que  dos  resthc* 
clones  dimanadas  de  la  esencialidad  del  acto  libremente  voluntario,  que  no 
puede  estimarse  fuera  de  la  edad  competente  y  del  cabal  juicio.  Mas  éste, 
especialmente,  como  se  contrae  á  estado  subjetivo  del  individuo,  no  puede  fá- 
cilmente evidenciarse  á  los  sentidos  externos,  ni  llegar  á  su  conocimiento 
más  que  por  la  experimentación  empírica  y  aun  por  la  observación  científica, 
lo  cual  ha  ocasionado  y  ocasionará  siempre  controversias  judiciales,  en  que 
jugarán  papeles  importantes  la  prueba  testifical  por  donde  el  Juez  oiga  y  vea 
lo  que  los  testigos  vieron  y  oyeron  cerca  del  testador,  y  la  perícial,  que,  me- 
diante esos  mismos  y  otros  antecedentes,  pronuncie  el  dictamen  que  luego 
sirva  en  cierto  modo  de  base  al  Juez  para  dictar  su  fallo  declaratorio  de  la  ca- 
pacidad ó  incapacidad  del  testador,  y  la  validez  ó  nulidad  por  tal  motivo  del 
testamento. 

Pero.éste  suele  discutirse,  por  regla  general,  cuando  de  su  cumplimiento 
Toifo  n  a 
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se  iráU,  esto  es,  despDés  de  muerto  y  sepoltAdo  el  testador,  j  de  ahí  surge  el 
más  abonado  terreno  para  aquellas  controversias,  y  para  las  más  porfiadas  y 
peregrinas  lucubraciones  acerca  del  juicio  sano,  6  no  sano,  que  en  un  mo- 
mento dado  de  su  vida  tuviera  el  difunto. 

Expositores  y  comentaristas  se  ocupan  al  llegar  á  este  punto,  con  mis  o 
menos  extensión,  de  las  multiplicadas  fases  que  presenta  el  juicio  humano 
desde  el  estado  de  sanidad  al  de  la  locura,  que  nadie  puede  ufanarse  de  cono- 
cer suficientemente  en  el  estado  actual  de  la  ciencia  médica  respecto  á  lo  que 
pQ  diéramos  llamar  patología  psicológica,  que  los  legisladores  de  todos  los 
tiempos  y  países  han  avalorado  con  motivo  de  la  capacidad  relacionada  con 
la  enfermedad,  mils  trabajada  por  causa  de  la  testamentifacción  activa  que  por 
los  demás  actos  jurídicos  en  que  la  plenitud  de  juicio  es  obligada. 

Nosotros,  después  de  saturados  de  tales  disquisiciones  de  la  ciencia  en 
obras  de  va  ia,  nacioRales  y  extranjeras,  prescindimos  de  razonar  sobre  ello, 
p  orque  después  de  ocupar  demasiado  espacio,  no  lograríamos  satisfacer  la  ne- 
cesidad  sentida,  y  tendríamos  una  verdadera  digresión  de  lo  que  es  la  mate- 
ria propia  del  derecho  civil  y  de  los  preceptos  del  Código  que  comentamos. 

£n  resumen,  la  sanidad  de  juicio  se  presume  en  toda  persona  que  no  haya 
sido  incapacitada,  mientras  no  se  demuestre  y  justifique  lo  contrarío  por 
aquel  á  quien  competa^  pues  sabida  es  la  doctrina  de  que  «nadie  puede  reda* 
mar  en  juicio  un  derecho  ni  ejercitar  una  acción  cuyo  uco  no  le  correspon- 
da» (4),  sirviendo  como  una  garantía  de  verdad,  entretanto,  la  fe  notarial  y 
!a  adveración  en  los  testamentos  que  reúnen  las  solemnidades  legales  como- 
una  presunción  i%ri9  tantum  á  favor  de  la  validez  de  éste,  sin  perjuicio  de 
que,  probándose  en  el  juicio  correspondiente  lo  contrario,  concluiría  aquella 
presunción,  como  concluirá  siempre  respecto  á  todo  instrumento  ó  escritura, 
por  análogo  fundamento,  y  aun  con  toda  sentencia  judicial  contra  la  que  se 
entable  y  prospere  el  recurso  de  revisión. 

En  suma;  han  termmado  las  restricciones  del  derecho  histórioo  que  afec- 
taban á  la  capacidad  jurídica  de  testar,  y  por  consiguiente,  el  demente,  en  el 
caso  taxativamente  establecido  en  el  art.  665;  el  pródigo,  el  interdicto,  el 
sordomudo,  el  ciego,  la  mujer  mayor  de  catorce  años,  aunque  sea  casada;  los 
religiosos  de  ambos  sexos  profesos,  secularizados  y  exclaustrados  (2),  tienen 

■  11        ■  ■  I  ■  ■«■II  ,      i».^»^— .— — w— ■w—» 

(1)     Sent.  del  T.  8.,  de  24  de  Mayo  de  1869. 

(8)  La  irretroaotívidad  do  los  efectos  de  la  ley  y  el  derecho  transitorio  vigen- 
te, exigen  hacer  aquí  constar  que»  por  derecho  histórico,  loa  religiosos  varones  te- 
nían absoluta  prohibición  de  testar,  á  diferencia  de  los  seoulariaados  y  ezolans- 
trados,  que  les  permitió  testar  el  decreto  de  Cortes  de  26  y  S9  de  Jonio  de  IdSS, 
ratificado  por  el  de  26  y  2f7  de  Enero  de  1837,  revocado  oon  efecto  retroactivo  por 
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hoy  capacidad  testamentifactora,  y  no  ejercitando  este  derecho  con  arreglo  á 
las  diferentes  clases  de  testamentos  que  el  Código  establece,  surgirá  en  so  la- 
gar la  socesiói  legítima  en  la  forma  que,  para  so  caso,  está  también  prescrita» 
sf'gún  en  so  lagar  veremos  (1). 

La  pluralidad  de  legislaciones  civiles  en  España  da  lagar  á  la  aplicación 
de  las  regias  del  derecho  interregional  para  determinar  los  efectos  jarídicos 
de  las  legislaciones  comunes  y  forales  en  cuanto  al  estado  y  capacidad  de  las 
personas  y  á  sus  derechos  en  general,  y  de  ahí  que,  con  relación  á  la  materia 
de  testamentos,  la  capacidad  para  otorgarlos  se  rija  por  el  derecho'propio  del 
lugar  de  la  procedencia  del  testador,  y  las  solemnidades  del  otorgamiento, 
por  las  leyes  del  panto  donde  se  verifique,  por  razón  del  estatuto  personal; 
siendo  la  naturaleza  de  la  sucesión  tentada  por  derecho  foral  exactamente  la 
misma  que  por  derecho  común,  paes  nada  significa  que  por  las  legislaciones 
forales  se  concedan  al  testador  mayores  ó  menores  libertades  en  la  disposi- 
ción de  sus  bienes,  y  que  existan  algunas  diferencias  en  la  extensión  de  los 
herederos  forzosos,  porque  esto  se  refiere  más  bien  al  desenvolvimiento  posi- 
tivo de  la  sucesión  testada,  que  al  fundamento  y  naturaleza  de  la  misma  su- 
cesión. 

En  orden  á  la  capacidad  para  otorgar  testamento,  rige  en  Cataluña  el 
principio  general  de  que  lo  son  los  púberes  que  se  hallan  en  su  cabal  juicio, 
y  en  quienes  no  concurran  ninguna  de  las  causas  de  incapacidad  que  señala 
la  ley,  ó  sean  las  contenidas  en  los  Códigos  Justinianos  y  en  el  tít.  1.^  de  la 
Partida  6.*  En  Aragón,  los  Fueros  declaran  con  capacidad  para  testar  al  ma- 
yor de  catorce  años,  varón  ó  mujer,  padre  ó  hijo  de  familia;  al  ciego,  al  sor- 
do y  al  mudo,  siempre  que  de  alguna  manera  puedan  manifestar  sa  voluntad; 
á  los  clérigos  seculares,  respecto  á  todos  sus  bienes  sin  distinción,  y  á  los  re- 

Beál  reaolndón  do  18  de  Enero  de  1824,  si  bien  por  1a  ley  de  29  de  Julio  de  1887 
wt  !«•  permitió  la  teetamenti£aooión  aotiva  y  pasiva. 

Respecto  k  las  monjas,  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  8  de  Marso  de  1886,  en  el 

Concordato  de  11  de  Octubre  de  1851,  ley  de  29  de  Julio  de  1887»  Beal  decreto  de  25 

de  Julio  de  1888,  Orden  de  15  de  Octubre  del  mismo  afto,  S6  deduce  que  fueron 

válidos  sus  testamentos  desde  29  de  Julio  do  1887  á  25  de  Septiembre  de  1888,  y 

.  desde  16  de  Octubre  de  dicho  último  afto. 

Y  en  cuanto  k  los  Arsobispos  y  Obispos,  existia  como  precepto  la  Real  orden 
de  80  de  Abril  de  18U,  que  fué  ratificada  por  el  art.  81  del  Concordato  de  16  de 
ICarao  de  1861. 

<l)  Falleciendo  ab^itestato  una  monja  no  incapacitada  para  testar  secp&n  el 
MriM.  JS.*  cM  art,  SBSt  sus  herederos  son  los  parientes  con  arreglo  al  Código  civil, 
pues  no  hay  ningún  articulo  ni  disposición  en  que  se  establesoa  ó  declare  en  fa- 
vor del  convento  ó  de  la  comunidad  la  sucesión  abintestato  de  los  religiosos. 
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ligiosos  qae  por  efecto  de  la  excUastración  reeobraron  el  carácter  civil  y  ja* 
rídieo;  declarando  expresamente  incapaces  ai  menor  de  catorce  anos,  al  loco, 
salvo  el  caso  de  otorgar  testamento  en  on  momento  lúcido;  al  insensato  y  al 
qne  por  caalqniera  otro  defecto  ó  enfermedad  tenga  perturbada  sn  razón.  El 
Amejoramiento  del  Fnero  de  Natabra,  poblicado  por  el  Rey  D.  Felipe,  declara 
incapaces  para  testar  al  varón  menor  de  catorce  aiíos  y  á  la  mnjer  menor  de 
doce;  al  loco,  fnera  de  los  intervalos  lúcidos;  al  imbécil  y  á  todos  los  qae  por 
coalqnier  cansa  se  hallen  privados  de  la  inteligencia;  al  sordomudo  qae  no 
sepa  ni  pueda  escribir;  y  al  pródigo,  como  consecuencia  de  la  incapacidad 
declarada  para  administrar  sus  bienes;  de  lo  cual  se  deduce  que  pueden  testar 
válidamente  en  Navarra  todas  las  personas  no  comprendidas  en  aquellas  in- 
capacidades. Por  último,  el  Fuero  de  Yizcata  no  contiene  disposición  alguna 
acerca  de  la  materia  que  venimos  estudiando,  por  lo  que  son  allí  aplicables 
las  disposiciones  del  Código  civil. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS  TESTAMENTOS  EN  GENERAL 

Ari.  067.  El  acto  por  el  cual  una  persona  dispone 
para  después  de  su  muerte  de  todos  sus  bienes  ó  de  parte 
de  ellos,  se  llama  testamento. 

Ari.  OBS.  El  testador  puede  disponer  de  sus  bienes 
á  titulo  de  herencia  ó  de  legado. 

En  la  duda,  aunque  el  testador  no  haya  usado  mate- 
rialmente la  palabra  heredero,  si  su  voluntad  está  clara 
acerca  de  este  concepto,  valdrá  la  disposición  como  hecha 
á  titulo  universal  ó  de  herencia. 

Ari.  OBB.  No  podrán  testar  dos  ó  más  personas 
mancomunadamente,  ó  en  un  mismo  instrumento,  ya  lo 
hagan  en  provecho  recíproco,  ya  en  beneficio  de  un  ter- 
cero (1). 

Ar4.  070.  El  testamento  es  un  acto  personalísimo: 
no  podrá  dejarse  su  formación,  en  todo  ni  en  parte,  al  ar- 


(1)     Véase^  como  concordimte,  el  art.  788. 
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bitrio  de  un  tercezo,  ni  hacerse  por  medio  de  comieario  ó 
mandatario. 

Tampoco  podrá  dejaree  al  arbitrio  de  un  tercero  la 
subsistencia  del  nombramiento  de  herederos  ó  legatarios, 
ni  la  designación  de  las  porciones  en  que  hayan  de  suce- 
der cuando  sean  instituidos  nominalmente  (1). 


280.  Limitada  la  cuestión  controvertida  en  juicio  á  saber:  si» 
conforme  á  un  testamento,  hicieron  ó  no  los  albaceas  ejecutores 
en  él  designados  el  nombramiento  de  otros  albaceas  que,  por  falle- 
cimiento de  aquéllos,  pudieran  llevar  á  término  el  cumplimiento 
de  la  voluntad  del  testador,  es  inadmisible  el  recurso  de  casación, 
fundado  en  infracción  del  preinserto  articulo,  por  referirse  á  una 
cuestión  que  no  se  ha  propuesto  ni  discutido  en  el  pleito,  cual  es 
la  nulidad  del  aludido  testamento.— S.  9  Oct  95.— G.  del  27  id. 


Art.  671 .  Podrá  el  testador  encomendar  á  un  terce- 
ro la  distribución  de  las  cantidades  que  deje  en  general  á 
clases  determinadas,  como  á  los  parientes,  á  los  pobres  ó 
á  los  establecimientos  de  beneficencia,  asi  como  la  elec- 
ción de  las  personas  ó  establecimientos  á  quienes  aquéllas 
deban  aplicarse. 

Api.  V99.  Toda  disposición  que  sobre  institución 
de  herederos,  mandas  ó  legados  haga  el  testador,  refirién- 
dose á  cédulas  ó  papeles  privados  que  después  de  su  muer- 
te aparezcan  en  su  domicilio  ó  fuera  de  él,  serán  nulas  si 
en  las  cédulas  ó  papeles  no  concurren  los  requisitos  pre- 
venidos para  el  testamento  ológrafo. 

Avt.  67S.  Será  nulo  el  testamento  otorgado  con  vio- 
lencia, dolo  ó  fraude. 


(1)     VéMe,  eomo  concordante,  .el  Jirt.  900. 
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281.  Supuesta  la  cualidad  de  e^^tranjero  legalmente  reconocida 
al  testador  y  no  puede  estimarse  como  infringido  este  articulo  del 
Código  por  la  sentencia  que  no  anula  el  testamento  combatido 
como  fraudulentamente  otorgado,  con  el  fin  de  privar  de  legitima 
á  los  herederos  forzosos,  bajo  el  fundamento  de  no  tener  el  otor- 
gante dicha  cualidad  de  extranjero. — S.  11  Dic.  98.  —  O.  19 
Enero  94. 


Ari.  674.  El  que  con  dolo,  fraude  ó  violencia  im- 
pidiere que  una  persona,  de  quien  sea  heredero  abintes- 
tato,  otorgue  libremente  su  última  voluntad,  quedará 
privado  de  su  derecho  á  la  herencia,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  criminal  en  que  haya  incurrido. 

Art.  695»  Toda  disposición  testamentaria  deberá 
entenderse  en  el  sentido  literal  de  sus  palabras,  á  no  ser 
que  aparezca  claramente  que  fué  otra  la  voluntad  del  tes- 
tador. En  caso  de  duda  se  observará  lo  que  parezca  más 
conforme  á  la  intención  del  testador  según  el  tenor  del 
mismo  testamento. 

El  testador  no  puede  prohibir  que  se  impugne  el  tes- 
tamento en  los  casos  en  que  haya  nulidad  declarada  por 
la  ley. 


282.  Si  el  testador  dio  facultades  solidarias  á  los  albaceas,  pero 
no  á  los  contadores,  y  antes  por  el  contrario,  e2:pre8Ó  que  junta- 
mente debían  proceder  en  el  cumplimiento  de  su  cargo,  limitando 
con  esto  de  un  modo  claro  las  facultades  de  los  segundos,  esta  res- 
tricción arreglada  á  la  ley  debe  ser  respetada;  y  la  sentencia  que 
concede  solidaridad  á  los  contadores,  contraría  con  ello  la  voluntad 
del  testador,  é  infringe  el  art.  675  del  Código  civil. — S.  1,^  Dic,  91 
y  9  Feh,  92.--G.  5  Enero  y  15  Marzo  92. 

283.  No  es  aplicable  este  artículo  del  Código  á  hechos  y  dere- 
chos anteriores  á  la  fecha  en  que  el  Código  empezó  á  regir. — S.  21 
Nov.  93.— a.  12  Die. 


I 
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284.  No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  675  del  Código 
euando  la  disposición  testamentaria  de  que  se  trata,  por  ser  explí- 
cita y  terminante,  no  se  presta  á  dudas  ni  interpretaciones. — S.  20 
Feh,  90,— G.  10  Julio. 

286.  £1  vigor  del  art.  675  del  Código  civil  no  alcanza  á  Nava- 
rra comoi  derecho  supletorio,  porque  habiendo  disposiciones  loca- 
les sobre  la  materia,  no  seria  supletorio  sino  derogatorio,  ni  por 
tener  un  carácter  público  que  exceda  de  la  esfera  del  derecho  ci- 
vil, porque  el  art.  12  excluye  terminantemente  la  aplicación  de 
todo  el  contenido  del  Código,  salvo  lo  que  de  un  modo  taxativo 
consigna.— S.  Bl  Marzo  92,-^0.  20  Abril. 

m 

286.  La  palabra  dinero,  en  su  acepción  gramatical  y  jurídica, 
significa  usualmente  moneda  corriente,  y  nunca  un  conjunto  ó  uni- 
versalidad de  bienes,  á  menos  que  se  justifique  que  en  el  país  en 
que  se  haya  de  cumplir  un  testamento  tenga  tal  sentido  y  signifi- 
cación; y  por  consiguiente,  la  cláusula  en  que  se  diga  que,  si  sobra 
algo  de  dinero,  se  reparta  entre  determinadas  personas,  no  puede 
reputarse  como  institución  de  herederos  de  toda  clase  de  bienes.  — 
S.  5  Jun.  93.— G.  18  Nov. 

287.  El  encargo  hecho  por  el  testador  á  dos  ó  más  personas 
para  que  distribuyan  la  herencia  con  arreglo  á  las  instrucciones 
verbales  que  les  haya  dado,  no  entraña  una  verdadera  institución 
de  heredero,  sino  el  carácter  de  meros  ejecutores  testamentarios. — 
JS..22  Mayo  94.-^0.  31  Od.  y  i.^  Nov. 

288.  Apreciando  el  Tribunal  sentenciador  el  texto  literal  de  la 
cláusula  de  un  testamento  en  que  se  ordenó  un  legado,  pero  con- 
cordándola con  los  antecedentes  producidos  para  determinar  cuál 
fuera  la  intención  y  voluntad  del  testador,  obra  dentro  de  sus  fa- 
cultades, y  lejos  de  infringir  este  artículo  del  Código,  se  ajusta  á 
sus  prescripciones. — 8.  27  Mayo  95. — G.  9.  Sepi. 

289.  No  prestándose  á  duda  de  ninguna  clase  la  disposición 
testamentaria  que  ordena  textualmente,  que  la  heredera  instituida 
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entregue  á  sn  hermana  el  6  por  100  de  interefies  anuales  de  la  mi- 
tad de  todo  cuanto  aquélla  herede,  la  sentencia  que  se  funda  en  el 
tenor  literal  de  tal  disposición  testamentaria,  no  infringe  el  ar- 
ticulo 675  del  Código.— 5.  6  N<yv,  95.-- G,  del  21. 

290.  Instituida  la  mujer  en  el  testamento  del  marido  única  y 
universal  heredera  del  remanente  de  todos  los  bienes,  derechos  y 
acciones  que  por  cualquier  cauea  le  correspondan,  no  teniendo  he- 
rederos  forzosos,  no  cabe  considerarla  como  mera  usufructuaria, 
dejando  de  entender  las  palabras  del  testador  lisa  y  llanamente 
como  ellas  suenan,  y  atribuyéndole  una  significación  que  su  recta 
y  genuino  sentido  no  consiente. — S.  22  Sept  91. — G,  29  Oct. 

yn 

JL  ESTAMBKTO,  decía  el  jurisconsulto  romano  Modestino,  es:  Noitrm 
v§luníati4  jntia  tenteníia  de  eo,  quod  q%u  poit  mortem  tua  fieri  velit  (1);  y 
esta  definición,  comparada  con  la  qoe  consigna  nuestro  Código  en  el  prein- 
serto trt.  667,  es  indodablemente  más  científica  y  más  exacta  y  verdadera, 
poiqae  el  testamento  no  es,  en  verdad,  ana  institución  cuyo  único  objeto  sea 
el  disponer  de  los  bienes  para  después  de  la  vida. 

«Ultima  manifestación  de  una  existencia  que  se  despide  de  la  vida — dice 
Falcón  (S),-^l  testamento  es  el  documento  público  y  solemne  en  que  el  hom- 
bre, hecho  el  balance  de  su  existencia,  deposita  sus  últimos  pensamientos  y 
manifiesta  sus  deseos  postreros,  confiando  su  cumplimiento  á  tos  que  le  so- 
breviven. Profesión  de  fe  religiosa,  disposiciones  piadosas,  graves  revelacio- 
nes sobre  paternidad  y  filiación  de  hijos,  fundación  de  obras  pías,  confesión 
dO/ deudas,  guarda  y  custodia  de  menores,  pública  matiifestaeión  de  los  más 
íntimos  secretos  de  familia  y  otras  muchas  más  disposiciones  importantísimas» 
materia  propia  son  de  un  testamento;  y  sin  embargo,  en  muchos  de  ellos 
nada  se  dispone  sobre  el  destino  futuro  de  los  bienes  de  fortuna.» 

Los  caracteres  que  integran  el  testamento  pueden  apreciarse  sintética- 
mente en  la  definición  que  vemos  en  una  muy  apreciable  obra  (3),  permitién- 
donos suplir  omisiones  importantes,  subrrayando  las  palabras  interpuestas 

(1)  Libro  28,  tit.  l.o,  ley  1/  del  Disreeto. 

(2)  Pág.  79,  tomo  8.» 

(8)      Tratado  Uórieo  Ugal  del  derecho  de  Hucrtión^  por  D.  Nicolás  Lopes  B.  Gomes» 
TftlUdolid,  ISOa. 
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pan  que  pueda  pasarlas  por  alto  quien  disienta  de  nuestro  parecer.  #E1  testa- 
memo  es  un  acto  personalísimo,  solemne,  revocable  y  libre,  por  el  caal  una 
persona  capat  dispone  de  Icdoi  ó  de  párie  de  sos  bienes  y  derechos,  y  declara. 
ó  cQmple  deberes  propios  para  después  de  sa  mnerte.» 

Jostificando  sos  diversos  extremos,  tendremos  explicados  los  caracteres 
todos  del  testamento,  ó  viceversa.  Qoe  es  on  hcXo  penanalieimo^  lo  jostifica 
el  precepto  del  art.  670:  qoe  es  solemne,  lo  evidencia  el  cúmjlo  de  requisitos 
qoe  para  cada  clase  de  testamentos  se  determinan,  so  pena  de  nulidad,  á  lo» 
qoe  deberá  la  presonción  furie  íaníum  de  so  eficacia.  Qoe  es  revocable^  lo 
evidencia  la  disposición  del  art.  737;  qoe  es  acto  Ubrey  el  673;  que  exige  la 
empaeidad,  el  art.  66S;  qoe  la  Ikcoltad  dispositiva  es  de  la  totalidad  ó  departe 
de  los  bienes,  el  párrafo  3.^  del  art.  658  y  el  último  del  667.  Que  declara  y 
cumple  deberes  suyos^  lo  justifican  otras  disposiciones  del  mismo  cuerpo  le- 
gal (4);  asi  como  justifican  otras  análogas  que  se  refieren  al  tiempo  posterior 
de  la  muerte  {%). 

Gomo  noestro  sistema  de  sucesiones  no  descansa  en  la  ficción  romana  de 
la  identidad  de  la  persona  del  testador  y  del  heredero,  sino  en  el  respeto  á  la 
voluntad  de  aquél,  de  ahí  el  precepto  del  art.  668  transcrito,  cuyo  principio» 
en  el  fondo,  estaba  ya  proclamado  desde  que  ei  Ordenamiento  de  Alcalá,  en 
la  ley  del  tít.  49,  mandó  que  valiese  la  disposición  del  testador,  aunque  éste 
no  hubiera  instituido  heredero,  ó  el  instituido  no  aceptase  la  herencia;  y  como 
según  el  precepto,  coando  la  volontad  del  testador  es  clara,  la  disposición 
será  válida.  Si  se  consignase  en  on  testamento  la  institución  de  herederos  ex- 
presando á  dos  sobrinos  del  testador,  qoe  se  nombran;  á  otro  qoe  también 
se  designa;  á  la  hermana  de  éste,  coyo  nombre  no  se  expresa,  y  á  los  dos  hi- 
jos, qoe  tampoco  se  nombran,  de  ana  prima  del  testador,  á  la  coal  señala  por 
so  nombre  y  apellido,  hay  qoe  estimar  qoe  esa  institoción  es  hecha  en  favor 
de  personas  determinadas,  aonqoe  algonas  no  hayan  sido  designadaa  por  sus 
nombres,  porqoe,  aparte  de  resaltar  claramente  expresada  la  volontad  del  tes« 
tador,  de  no  entenderlo  asi,  habría  qoe  convenir  en  qoe  siempre  que  un  tes- 
tador dejara  los  bienes  á  sus  hijos  sin  nombrarlos,  no  existiría  institución  de 
personas  determinadas,  por  más  que  en  el  caso  expresado,  los  instituidos  sin 
designación  de  nombres  han  de  probar  por  documentos  ó  información  judi- 
cial ser  los  indicados  en  el  testamento  (3). 


(1)     ArtB.  181,  íes,  206,  207,  260,  741,  790,  795,  876,  802,006, 1042,  etc.,  eto. 

<a)     ArticnloB  657,  061  j  otros. 

(8)    B.  de  Xa  D.,  Sr?  Janio  00.  —  &.  26  Octubre. 
La  ley  de  Enj^iciemiento  oivU,  tit.  11,  libro  2.^  articnlos  1101  al  1120,  contie- 
ne lae  diepoiieioxiee  porqne  debe  regirte  la  adjudicación  de  bienes  k  que  estén  lla- 
madas Tarjas  personas  sin  designación  de  nombres. 
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Los  artículos  669  y  670  introdocen  dos  reformas  tmporlantas  en  nuestro 
derecho,  qne  son  otras  tantas  prohibiciones  en  materia  de  testamentos,  en 
virtud  de  las  qae  desaparecen  radicalmente  de  la  vida  jarídica  los  llamados 
de  mancomún  y  de  comiiorio.  Ambas  son  acertadísimas,  y  á  la  vez  qoe  res- 
ponden al  principio  de  ser  el  testamento  on  acto  peraonalísimo  qae  sienta  el 
segando  de  dichos  artículos,  evitan  los  inconvenientes  que  aquellos  testa- 
mentos ofrecían,  ya  en  orden  á  la  confusión  de  patrimonio  y  falla  de  expon- 
taneidad  de  alguno  de  los  otorgantes,  por  el  predominio  que  en  su  inimo  pu- 
diera ejercer  el  otro,  ya  en  cuanto  al  fraude  que  pudiera  cometerse;  siendo 
tal  el  rigor  del  precepto,  que  si  el  testador  autorizase  al  cónyuge  supervi- 
viente para  señalar  los  bienes  en  que  hubiera  de  pagarse  la  legítima  do  los 
hijos,  entendemos  que  esa  institución  no  seria  válida. 

En  cuanto  al  derecho  interregional  en  este  punto,  declarado  en  el  art.  4t 
del  Código  que  su  publicación  no  origina  alteración  alguna  en  el  régimen  jn- 
rídico  establecido  en  las  provincias  y  territorios  en  que  subsiste  el  derecho 
íoral,  el  cual  continuará  vigente  en  toda  su  integridad,  y  disponiendo  el  13 
del  mismo  cuerpo  legal  que  sus  preceptos  regirán  en  Aragón  á  h  vez  que  en 
las  provincias  no  aforadas,  pero  tan  sólo  en  cuanto  no  se  opongan  á  aquellas 
de  sus  disposiciones  ferales  ó  consuetudinarias  que  se  hallen  en  vigor,  no  es 
legal  estimar  derogado  precepto  alguno  del  derecho  foral  por  los  del  Código 
civil,  siquiera  se  trate  de  prescripciones  tan  terminantes  como  la  del  artículo 
que  nos  ocupa,  y  por  tanto,  el  testamento  otorgado  mancomnnadamenle  por 
dos  hermanos  en  AaAoóK,  instituyéndose  mutuamente  herederos  universales^ 
es  válido,  sin  que  sea  obstáculo  para  ello  el  precepto  del  art.  40,  que  sólo 
tiene  por  objeto  regular  la  eficacia  extraterritorial  de  las  leyes,  ora  surja  el 
conflicto  entre  la  ley  española  y  la  extranjera,  ora  entre  un  precepto  del  de- 
recho común  y  otro  del  derecho  foral  (S). 

El  art.  674  es  una  consecuencia  del  que  le  antecede.  En  éste  se  expresa  lo 
que  no  puede  hacer  el  testador,  y  en  aquél  lo  que  le  es  permitido  ordenar,  y 
tan  claro  es  su  precepto,  que  ciertamente  en  la  práctica  no  dará  lugar  á  dadas 
ni  dificultades. 

Las  cédulas  ó  papeles  privados  del  testador,  y  á  qne  éste  se  rdiera  en  el 
testamento,  serán  nulos  si  en  ellos  no  concurren  los  requisitos  prevenidos 
para  el  testamento  ológrafo;  pero  cuando  en  un  testamento  se  ordene  qne 
forme  parte  de  él  una  memoria  á  que  el  mismo  se  refiera,  si  no  se  hace  de- 
pender la  validez  de  éste  de  que  aquélla  pareciese  ó  no,  es  indudable  que,  aun 
en  el  caso  de  no  aparecer,  es  válido  el  testamento,  y  no  puede  menos  de  sur- 


(1)     B.  de  la  D.,  28  Octubre  94.  -  ^.  90  Dio. 
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tir  sQt  efectos,  sin  embargo  de  qoe  la  memo  ría  pueda  cumplirse  si  posteríor- 

meute  apareciere  (1)- 

Los  preceptos  de  los  artículos  673  y  674  no  contienen  disposiciones  nne- 
vas  en  nuestro  derecho,  ya  oue  las  leyes  históricas  declaraban  también  nulo 
el  testamento  otorgado  bajo  la  presión  del  miedo  ó  la  ii.fluencia  del  engaño, 
y  privaban  de  la  herencia  al  que  por  tales  medios  arrancaba  una  disposición 
tes  lamentarla  en  su  favor. 

Como  según  el  precepto  del  párrafo  primero  del  art.  675,  cuando  la  vo- 
luntad del  testador  es  clara,  ha  de  entenderse  en  el  sentido  de  sus  palabras, 
hay  que  subordinar  á  ella  ja  decisión  de  las  cuestiones  que  sobre  su  ejecución 
y  cumplimiento  se  susciten,  y  por  tanto,  al  ordenarse  en  un  testamento  la 
distribución  de  los  bienes  entre  los  herederos  y  legatarios,  sin  resolver  lo  qne 
ha  de  hacerse  en  el  caso  de  que  alguno  de  los  nombrados  no  quisiere  ó  no 
pudiere  adir  la  herencia,  como  más  conforme  á  la  intención  del  testador,  ca- 
ducará la  institución,  llamándose  en  tal  caso  al  diafrote  de  la  participae  ion 
vacante  á  los  coherederos,  si  hay  lugar  al  derecho  de  acrecer,  ó  á  los  anee  so- 
res abintestato  si  no  existe  verdadera  conjunción  (2). 

Finalmente,  como  ciertas  cláusulas  testamentarias  pueden  ser  nulas,  y  lo 
es,  entre  otras,  la  que  dispone  qae  el  cónyuge  sobreviviente  nombrado  here- 
dero usufructuario  practique  la  partición,  puede  dicha  cláusula  ser  impug  - 
nada  ante  los  Tribunales,  aunque  el  testador  haya  prohibido  la  intervención 
judicial,  porque  no  es  lícito  hacerlo  en  los  casos  en  que  hay  nulidad  declarada 
por  la  ley. 

En  orden  al  derecho  internacional  han  surgido  dos  cuestiones  respecto  del 
alcance  de  preceptos  análogos  á  loa  contenidos  en  esta  sección:  la  primera, 
relativa  á  si  seria  válido  el  testamento  mancomunadamente  otorgado  en  país 
donde  esta  forma  esté  autorizada,  en  otro  en  que  no  lo  esté.  La  jurisprudencia 
de  los  Tribunales,  y  las  opiniones  de  los  autores,  están  compleumente  divi- 
didas en  este  ponto.  Envenden  unos  que  la.  mancomunidad  no  afecta  á  la  for- 
ma, respecto  á  la  que  debe  prevalecer  la  regla  hcus  regü  aotum,  y  otros  sos- 
tienen que  esa  mancomunidad  no  es  una  cuestión  de  forma  extrínseca,  sino 
solemnidad  esencial,  y  so  prohibición  una  cuestión  de  orden  público  interna- 
cional. Entre  los  que  sostienen  la  validez,  pueden  contarse,  además  de  la  casi 
totalidad  de  los  Tribunales  franceses,  los  escritores  Merlín,  Aubrey  y  Ran, 
Demolombe,  Weis  y  otros;  y  entre  los  que  optan  por  la  nulidad,  á  Deman- 
geat,  Marcado,  Ántonie,  Despag  net,  Lacarret  y  otros  muchos. 

(1)  R.  de  la  D  ,  12  Hayo  88  (G.  29  Janioj;  debiendo  nosotros  afiadir,  si  reune  k 
wx  ▼•■  las  condiciones  y  requisitos  prevenidos  para  el  testamento  ológrafo,   art.  672. 

(2)  B.  da  la  D.,  81  Mayo  10. — Q.  16  Octubre. 
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La  segunda  coestión  se  refiere  á  si  será  ó  do  válido  el  testamento  hecho 
por  un  español  por  medio  de  tercera  persona  en  un  país  en  qne  esto  sea  per- 
mitido; mas  respecto  á  este  extremo  no  cabe  duda,  porque  siendo  el  testa- 
mento un  acto  esencialmente  personal,  no  tendrá  existencia  ante  la  ley  si  le 
falta  ese  indispensable  requisito;  sin  que  pueda  decirse  que  se  encuentra  en 
igual  caso  el  testamento  mancomunado,  porque  no  son  idénticos  los  concep- 
tos,  acto  personal  y  acto  unipersonal. 


SECCIÓN  TERCERA 

DE  LA  FORMA  DE  LOS  TESTAMENTOS 

Ara.  4IVS.  El  testamento  puede  ser  común  ó  espe- 
cial. 

El  común  puede  ser  ológrafo,  abierto  ó  cerrado. 

Art.  699.  Se  consideran  testamentos  especiales  el 
militar,  el  marítimo,  y  el  hecho  en  país  extranjero. 

Art.  S9S.  Se  llama  ológrafo  el  testamento  cuando 
el  testador  lo  escribe  por  si  mismo  en  la  forma  y  con  los 
requisitos  que  se  determinan  en  el  art,  688. 

Ar€,  6V9.  Es  abierto  el  testamento  siempre  que  el 
testador  manifiesta  su  última  voluntad  en  presencia  de 
las  personas  que  deben  autorizar  el  acto,  quedando  ente- 
radas de  lo  que  en  él  se  dispone. 

Art.  4ISO»  El  testamento  es  cerrado  cuando  el  tes- 
tador, sin  revelar  su  última  voluntad,  declara  que  ésta 
se  halla  contenida  en  el  pliego  que  presenta  á  las  per- 
sonas que  han  de  autorizar  el  acto. 

Ar€,  GSi.     No  podrán  ser  testigos  en  los  testa- 
mentos: 
1.^    Las  mujeres»  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  701. 
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2.^  Los  varones  menores  de  edad,  con  la  misma  ex  - 
cepción. 

8.^  Los  que  no  tengan  la  calidad  de  vecinos  domicilia  • 
dos  en  el  lagar  del  otorgamiento,  salvo  en  los  casos  ex- 
ceptuados por  la  ley. 

4.^    Los  ciegos  y  los  totalmente  sordos  ó  mudos. 

5.^    Los  que  no  entiendan  el  idioma  del  testador. 

6.^    Los  que  no  estén  en  su  sano  juicio. 

7.^  Los  que  hayan  sido  condenados  por  el  delito  de 
íalsifícación  de  documentos  públicos  ó  privados,  ó  por  el 
de  falso  testimonio,  y  los  qUe  estén  sufriendo  pena  de  in- 
terdicción civil. 

8.^  Los  dependientes,  amanuenses,  criados  ó  parien- 
tes dentro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  segundo 
de  afinidad  del  Notario  autorizante. 

Art.  6S!S.  En  el  testamento  abierto  tampoco  po- 
drán ser  testigos  los  herederos  y  legatarios  en  él  instituí- 
dos,  ni  los  parientes  de  los  mismos  dentro  del  cuarto  gra- 
do de  consanguinidad  ó  segundo  de  afinidad. 

No  están  comprendidos  en  esta  prohibición  los  lega- 
tarios y  sus  parientes,  cuando  el  legado  sea  de  algún  ob- 
jeto mueble  ó  cantidad  de  poca  importancia  con  relación 
al  caudal  hereditario. 


291.  Los  parientes  de  los  herederos  y  legatarios  en  el  grado 
que  expresa  el  artículo  últimamente  transcrito,  no  pueden  ser  tes- 
tigos del  testamento,  como  tampoco  pueden  serlo  en  la  contienda 
sobre  validez  ó  nulidad  del  mismo;  y  cuando,  descontados  los  que 
tengan  tal  defecto,  no  queden  los  testigos  necesarios  según  la  ley, 
será  totalmente  nulo  el  acto  por  falta  de  solemnidad  externa,  ó  en 
su  caso  las  cláusulas  referentes  á  los  legatarios  que  tengan  paren- 
tesco con  los  testigos  tachados.— 5.  26  Dic.  91,-0.  28  Enero  92. 
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ilri.  OS3.  Para  qne  nn  testigo  sea  declarado  inhá- 
bil es  necesario  que  la  causa  de  su  incapacidad  exista  al 
tiempo  de  otorgarse  el  testamento. 

Art.  OS4i.  Para  testar  en  lengua  extranjera  se  re- 
quiere la  presencia  de  dos  intérpretes  elegidos  por  el  tes- 
tador, que  traduzcan  su  disposición  al  castellano.  El  tes- 
tamento se  deberá  escribir  en  dos  lenguas. 

Art»  OS5.  El  Notario  y  dos  de  los  testigos  que  auto- 
ricen el  testamento  deberán  conocer  al  testador,  y  si  no 
lo  conocieren,  se  identificará  su  persona  con  dos  testigos 
que  le  conozcan  y  sean  conocidos  del  mismo  Notario  y  de 
los  testigos  instrumentales.  También  procurarán  el  Nota- 
rio y  los  testigos  asegurarse  de  que,  á  su  juicio,  tiene  el 
testador  la  capacidad  legal  necesaria  para  testar. 

Igual  obligación  de  conocer  al  testador  tendrán  los 
testigos  que  autoricen  un  testamento  sin  asistencia  de 
Notario^  en  los  casos  de  los  artículos  700  y  701. 

292.  Para  testar  Tálidamente  ante  Notario ,  cuando  éste  y  dos  de 
los  testigos  instrumentales  no  conozcan  al  testador,  es  preciso  que 
se  identifique  la  persona  de  este  último  por  medio  de  otros  dos 
testigos,  en  la  forma  prescrita  por  este  articulo,  ó  que,  en  el  caso 
de  no  ser  esto  posible,  se  observen  las  formalidades  establecidas 
para  tal  eventualidad  en  el  art.  686.— *S.  31  Mayo  93. — G.  8  Oct. 

Art.  OSO.  Si  no  pudiere  identificarse  la  persona  del 
testador  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  que  precede, 
se  declarará  esta  circunstancia  por  el  Notario,  ó  por  los 
testigos  en  su  caso,  reseñando  los  documentos  que  el  tes- 
tador presente  con  dicho  objeto  y  las  señas  personales  del 
mismo. 

Si  fuere  impugnado  el  testamento  por  tal  motivo,  co- 
rresponderá al  que  sostenga  su  validez  la  prueba  de  la 
identidad  del  testador. 
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293..  Después  de  fijar  este  articulo  el  caso  especial  en  que  su 
aplicación  es  licita,  ó  sea  el  de  que  no  pudiere  identificarse  la 
persona  del  testador,  previene  que  se  declare  esta  circunstancia 
por  el  Notario  que  autorice  el  testamento,  cuya  formalidad,  tanto 
más  esencial  cuanto  que  la  declaración  notarial  exigida  por  dicho 
precepto  legal  se  refiere  á  la  causa  que  permite  testar  del  modo 
supletorio  que  el  mismo  establece,  no  puede  reputarse  cumplida 
con  la  mera  expresión  de  que  los  testigos  instrumentales  desconoz- 
can al  testador,  pues  con  ello  tan  solamente  se  consigna  una  de  * 
las  varias  circunstancias  que  determinan  la  necesidad  de  que  se 
haga  dicha  declaración. — S,  81  Mayo  93, — G.  6  Od, 


Art.  687.  Será  nulo  el  testamento  en  cuyo  otorga- 
miento no  se  hayan  observado  las  formalidades  respecti- 
vamente establecidas  en  este  capitulo. 


294.  Limitándose  el  Notario  que  autoriza  un  testamento  á 
consignar  que  los  testigos  instrumentales  desconocían  á  Ja  testa- 
dora, sin  hacer  declaración  alguna  respecto  á  la  imposibilidad  de 
identificarla  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  685  del  Código,  y 
habiéndose  omitido  por  ello  una  de  las  formalidades  requeridas  en 
tal  caso  por  el  art.  686,  es  manifiesta  la  nulidad  del  mismo  testa- 
mento, al  tenor  de  lo  prescrito  en  el  687,  cuyos  preceptos  resultan 
infringidos  al  declararse  su  validez. — S.  81  Mayo  93, — G.  8  Od. 

295.  No  infringe  el  precepto  de  este  articulo  la  sentencia  que 
desestima  la  nulidad  de  un  testamento  ológrafo,  combatido  bajo  el 
supuesto  de  que,  entre  las  formalidades  para  su  validez,  se  halla  la 
de  salvar  el  testador  bajo  su  firma  las  palabras  tachadas,  enmen- 
dadas ó  entre  renglones,  porque  esto  puede  afectar  á  la  validez  y 
eficacia  de  dichas  palabras,  pero  no  al  testamento  mismo.— £^.  ¿ 
Abril  96.— G.  5  AgoUo, 


i 
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XnTRÍNSSCAMBNTS  considerado,  el  testamento  es  una  de  las  eosss  de 
de  este  mando  en  que  más  debe  haber  cordura  el  orne,  parque  ti  lo  face  á 
tuerto  é murieue  no%  podría  tomar  á  en  deretallo.  Y  extrínsecamente  vía- 
to,  de  las  solemnidades  qne  en  su  formación  concurran  en  camplimiento  á 
sas  respectivos  requisitos  legales,  dependerá  sn  valiiez  y  eficacia  ó  sa  com- 
pleta nulidad,  en  razón  á  ser  consideradas  aquéllas  como  indispensables  ga« 
rantías  de  verdad,  ya  que,  adquiriendo  todo  su  valor  cuando  ya  no  existe 
quien  pudiera  confirmarle,  de  su  exterior  dependerá  en  cierto  modo  aa  amen- 
ticidad.  Mas  no  siempre  se  encuentra  el  hombre  rodeado  da  los  medios  nece- 
sarios para  acumular  en  un  punto  del  espacio  ni  en  un  momento  dado,  #1 
prolijo  número  de  circunstancias  con  que  el  legislador  quiere  precaverse  eoi|- 
tra  la  maldad  de  los  que,  aprovechándose  de  que  el  mu<)rto  no  ha  de  levan- 
tarse á  protestar  de  falsas  arrogaciones,  intenten  suplantar  su  voluntad. 

De  ahí,  en  primer  lugar,  las  reglas  generales  y  comunes  para  casos  nor- 
males y  ordinarios,  y  las  excepciones  impuestas  por  las  necesidades  del  mo- 
mento en  los  trances  que  á  la  vida  humana  arrastra  su  providencial  destino. 

Por  eso,  el  art.  676  reconoce  que  el  testamento  puede  ser  común  ó  espe- 
cial, confirmando  el  abolengo  histórico  que  los  expositores  del  Derecho  snb- 
clasífícaron  en  especiales  por  excepción  y  en  especiales  por  privilegio,  cuya 
ideología  ha  truncado  el  Código* 

Nosotros,  armonizando  los  preceptos  de  los  artículos  transcritos,  y  con- 
vencidos de  que  las  diferencias  de  forma  de  los  testamentos  son  las  que  oca- 
sionan sus  clasificaciones,  establecemos  des ie  luego,  por  no  satisfacernos 
ninguna  de  cuantas  vemos  en  expositores  y  comentaristas,  la  que  comprende 
los  cuatro  elementos  que  campean  en  los  artículos  del  Código  que  nos  ocupan, 
y  que  permite  clasear  los  testamentos  en  comunes  ordinarios,  comunes  ex- 
traordinarios; especiales  y  especialísimos,  distinguidos  por  sus  requisitos  ge- 
nerales y  los  particulares  de  cada  clase,  según  aparece  del  cuadro  sinóptico 
sobre  la  Biología  de  los  testamentos  en  general  con  que  cerramos  este  co- 
{iientarío  (4). 


(1)  Una  de  las  diviaionas  más  jnioiosas  qae  hemos  TÍsto,  es  la  del  Sr.  Arri- 
baA,  profesor  que  faó  de  la  Universidad  de  Valladolid,  contenida  en  la  obra  de 
D.  Nicolás  López  R.  Gómez,  ya  citada;  de  la  qne  aparecen  diez  clases  de  testa- 
mentos especiales  contenidos  en  el  Código,  según  dichos  expositores.  Pero  C4>mo 
óste  no  admite  bajo  tal  denominación  de  e»p€ciaie$,  sino  tres  clases,  qne  son:  el 
militar,  el  marítimo  y  el  otorgado  por  espa&oles  en  pais  extranjero  — art.  077,  — - 
as  indadable  que  contraria  al  Código  aquella  clasificación,  por  cnanto  la  mayor 
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Gomo  consecaencia  de  esto,  será  testamento  común,  no  aqnel  en  enyo  otor  - 
gamiento  se  observan  todas  las  solemnidades  establecidas  por  la  ley...  porqae 
en  el  mismo  caso  están  los  especiales  y  ann  los  especialísimos;  sino  aaqnel 
^oe  se  otorgue  con  la  plenitad  de  requisitos  legales  no  inflaídos  de  circón»- 
tancia  extraordinaria  algana».  A  diferencia  del  testamento  etpecial,  qoe  será 
en  cambio  «el  otorgado  según  los  preceptos  que  la  ley  establece,  atendiendo 
i  las  ctrciinstaneias  excepcionales  de  la  persona  del  testador,  del  lagar  y  de 
4a  época».  Bspeeialisimo^  será:  aEl  testamento  otorgado  en  súbito  peligro  de  \J 
muerte  por  acción  de  guerra  ó  naufragio,  para  cuyo  trance  simplifica  la  ley  f\ 
extraordinariamente  también  las  solemnidades  testaméntales.» 

Las  solemnidades  generales  y  particulares,  respectivamente,  son  objeto 
de  los  adecuados  preceptos  del  Código,  según  veremos  en  su  lugar  oportuno, 
por  lo  que  expondremos  aquí  en  síntesis  lo  relativo  á  los  testigos  exigidos 
en  todo  testamento  abierto  ó  cerrado,  como  una  de  sus  más  importantes  ga- 
rantías de  verdad,  aunque,  en  sentir  de  algunos,  llenen  sólo  el  objeto  de  una 
solemnidad  exlerna  y  sirvan  de  medios  de  conocimiento  del  acto  público  rea- 
litado,  como  representantes  del  público  en  gpmeral,  ó  sea  de  la  especie  ha- 
mana  viviente. 

Testigos  son  las  personas  que  afirman  el  conocimiento  adquirido  por  pro- 
pia ó  por  ajena  experiencia.  En  el  primer  caso  se  llaman  presenciales  6  direc- 
tos, en  el  segundo  de  referencia  ó  indirectos,  mas  sólo  los  primeros  tienen 
cabida  en  la  materia  que  ahora  nos  ocupa.  Claro  está  que  los  sentidos  exter- 
nos juegan  el  importantísimo  papel  de  transmitir  al  cerebro  lo  qoe  ba  de  ser 
objeto  del  conocimiento,  y  por  eso  se  requiere  para  el  uso  de  tales  sentidos 
et  oído  y  la  vista,  y  el  desarrollo  intelectual  suficiente  para  poder  adquirir  el 
eonocimiento  de  lo  que  ven  y  oyen,  á  fin  de  que  otro  entendimiento  aprenda 
después,  por  aquéllos,  lo  que  el  tiempo  y  la  distancia  le  impidieron  ver,  oir 
y  conocer  directamente. 

Por  eso  no  son  todos  igualmente  idóneos  testigos.  En  lo  antiguo  se  ex- 


parie  de  los  testamentoi  que  considera  espeoiales;  esfc&n  comprendidos  por  el  le- 
gislador como  testamentos  comunes  bajo  las  formas  de  ológrafo,  abierto  y  cerrado, 
según  elpáxrafo  %^  del  art.  676,  y  como  talos,  hay  que  considerar  el  del  enteramen- 
te sordo,  el  del  loco  lúcido,  el  del  ciego,  el  del  qne  se  halla  en  inminente  peligro  de 
muerte,  el  del  extranjero  en  España,  el  otorgado  en  tiempo  de  epidemia,  y  el  del 
«ordo  mudo  que  sepa  leer  y  escribir;  todos  los  que,  sin  d^ar  de  ser  comunes,  ofre- 
cen partioularídades  que  se  apartan  de  la  reírla  general  establecida  para  los  de  su 
«lase,  y  por  eso  nosotros  les  clasificamos,  según  va  diohb,  en  comunes  ordinarios 
y  en  comunes  extraordinarios,  procurando  armonizar  la  ideología  dogmática  sin 
contradecir  el  concepto  de  In  ley. 

TOMO  n  6 
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presaban  las  eoalidades  reqaerídas  con  estas  palabras:  eondüio,  seams^  etas, 
discreciOf  fama  et.  fortuna^  fidei.  Hoy  es  menor  el  número  de  cualidades  exi* 
gidas  por  la  ley,  y  especialmeote  en  materia  de  testamentos,  que,  apreciadas 
por  exclusión,  constituyen  otras  tantas  incapacidades  que  les  inhabilitan,. 
elasiGcadas  en  dos  grandes  gmpos,  bajo  la  denominación  de  absoluUu  y  r4* 
laUva»  (O- 

A  la  primera  clasificación  corresponden,  según  se  observa  en  los  respec- 
tivos artículos  insertos:  4. o,  las  mujeres,  con  la  excepción  del  arl.  701; 
S.^,  los  menores  de  (»dad,  con  la  misma  excepción;  3.^  los  ciegos,  los  total- 
mente sordos  ó  mudos  y  á  los  que  no  están  en  so  sano  juicio;  4.^,  los  cond^ 
nados  por  delito  de  falsedad  de  documentos  públicos  ó  privados,  por  falso  tes- 
timonio, y  los  que  sufren  pena  de  interdicción  civil;  6.^  los  no  vecinos  ó  no 
domiciliados  en  el  lugar  en  que  se  otorga  el  testamento,  salvo  los  casos  del 
párrafo  S.o  del  art.  734  y  de  los  artículos  720  y  72);  y  6.%  los  que  no  en- 
tiendan el  idioma — ó  el  dialecto,  á  nuestro  juicio— del  testador.  Art.  684  (2). 

A  la  segunda  clase  de  incapacidades  corresponden:  4.*',  los  dependientes^ 
amanuenses,  criados  ó  parientes,  dentro  del  cuarto  grado  de  consanguini- 
dad y  segundo  de  afinidad,  del  Notario  autoritante  del  testamento,  ó  sea  del 
que  lo  firma,  rubrica  y  signa;  2.^  los  herederos  y  legatarios  instituidos  en 
testamento  abierto,  y  sus  parientes  en  aquellos  mismos  grados  (art.  682),  con 
la  excep  'ion  que  contiene,  cuyas  incapacidades  serán  eficaces  si  existen  al 
tiempo  del  otorgamiento,  como  expresa  el  art.  683. 

£1  conocimiento  del  testador  por  el  Notario  y  por  dos  de  los  testigos 


(1)  Nuestro  derecho  histórico  privaba  de  1»  testificación  k  los  homicidas,  k 
los  ladrones,  á  los  envenenadores,  al  traidor,  al  alevoso,  al  forzador  de  mujeres,  k 
los  adivinos,  á  los  exoom  ni  gados,  al  clérigo  qne  dejare  la  orden,  al  mendigo,  al 
tahar,  al  qae  por  precio  dejare  de  decir  verdad,  k  los  qne  proporcionan  abortivos» 
k  los  casados  qae  tienen  barraganas  conocidamente,  k  los  que  sacan  k  las  mujeres 
de  orden,  á  los  que  casan  con  parientes  en  grado  prohibido,  al  que  lidiare  por  di- 
nero con  bestia  brava,  al  hereje,  al  que  anda  en  hábito  de  mujer,  al  hermAfrodita,  k 
las  mujeres  que  anduvieren  en  hábito  de  varón,  y  en  general  &  todas  las  mujeres 
onando  no  se  tratase  de  cosas  hechas  ó  dichas  en  baño,  en  homo,  en  molino,  en 
rio,  en  fuente,  ó  sobre  hilados  ó  tejidos,  ó  sobre  partos  ó  en  otros  hechos  de  mu* 
jer,  etc.  Leyes  1.',  tit.  4.',  libro  2.»  del  Fuero  Jusgo;  9  ',  tit.  8.*,  libro  3.*  del  Fue 
ro  Real;  8.*,  tit.  16,  Part.  8.%  y  O.»,  lO.»  y  n.\  tit.  1.%  Part.  6.» 

(2)  Concurriendo  como  testigos  á  un  testamento  un  Sacerdote  que  sustituía 
a  IPárroco  del  lugar,  un  criado  del  testador  y  otro  vecino,  es  válido  el  testamento 
otorgado  ante  Notario  si  se  llenan  los  demás  requisitos  que  para  el  testamento 
abierto  previene  la  ley,  y  el  testador  muere  sin  que  desaparezca  el  peligro  da 
muerte. 
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instramentales,  á  lo  menos,  es  también  coodición  esencial  de  todo  iostra- 
mento  público;  porqae  si  el  otorgante  resaltare  ser  supuesto,  la  nalidad  es 
evidente,  y  de  ahí  las  prevenciones  consignadas  en  los  artículos  685  y  686, 
respectivamente,  en  cuanto  á  su  conocimiento,  y  lo  que  es  más  aún,  en  cuan- 
to también  á  que  el  Notario  y  los  testigos  se  aseguren  de  que,  á  su  juicio, 
tiene  el  testador  la  capacidad. necesaria  para  testar,  cuya  obligación  será  de 
los  testigos,  siempre  que  no  asista  Notario  al  acto;  y  cuando  la  identiflcación 
no  fuera  posible,  habrá  que  atenerse  á  lo  dispuesto  en  el  art.  686,  cuyo  al- 
cance podrá  verse  en  las  reglas  de  jurisprudencia  adaptadas,  so  pena  de  la 
sanción  establecida  en  el  687. 

La  definición  y  caracteres  de  los  testamentos  por  derecho  foral,  no  hay 
dificultad  alguna  en  prefijarla,  reproduciendo  cuanto  tenemos  dicho  en  el  de- 
recho común;  si  bien  con  la  excep<*Jón,  en  orden  al  carácter  personalísimo 
de!  acto,  en  cuanto  al  derecho  aragonés  y  vizcaíno,  porque  en  Aragón  per- 
mite el  testamento  por  comisario  la  observancia  4.*,  y  en  Vizcaya,  la  ley  3.*, 
tit.  t4  del  Fuero. 

La  clasificación  de  los  testamentos  en  comunes  y  especiales  ha  sido  re- 
producida en  las  legislaciones  forales  por  razón  de  las  circunstancias  en  que 
pueda  hallarse  el  testador;  conociéndose  en  Cataluña,  como  testamentos  co- 
munes, el  nnncu pático,  el  cerrado  y  el  autorizado  por  el  Párroco;  y  como 
especial,  el  del  ciego,  el  llamado  intsr  liberóte  el  otorgado  en  tiempo  de  pes- 
te, el  sacramental,  el  militar  y  la  institución  denominada  herederos  de  con- 
fianza. £n  Arag&n  se  conoce  el  testamento  común  en  las  dos  formas  de  ante 
Notario  y  autorizado  por  el  Párroco,  el  cerrado  y  la  cédula  testamentaria;  y 
como  especiales,  el  de  mancomún,  el  militar  y  de  el  comisario.  En  Navarra 
están  admitidos  los  testamentos  comunes,  nuncupativo  y  cerrado,  teniendo 

4 

que  ser  otorgado  el  primero  en  la  forma  establecida,  como  principal,  por  el 
Fuero,  y  en  caso  de  imposibilidad,  ha  de  serlo  en  la  primera  ó  segunda  for- 
ma supletoria;  y  como  especiales,  el  militar,  el  del  ciego,  el  de  hermandad  y 
el  de  por  comisario.  Y  en  Vizcaya^  el  Fuero  sólo  contiene  disposiciones  rela- 
tivas á  los  testamentos  especiales,  que  son  el  de  mancomún,  el  otorgado  sin 
Notario,  y  el  de  por  comisario. 

Además,  en  Cataluña,  Aragón  y  Navarra  existen  los  codicilos  con  el  ca- 
rácter de  disposiciones  menos  solemnes  de  última  voluntad,  especialmente  en 
Cataluña  y  Navarra,  en  cuyas  provincias  rigen  en  este  puntó  especial  el  de- 
recho romano  y  las  leyes  de  Partida. 

Todos  los  Fueros  contienen  disposiciones  especiales  con  relación  á  la  ca- 
pacidad para  ser  testigos  en  los  testamentos,  pudiendo  serlo  en  C&taluña  las 
personas  idóneas  mayores  de  catorce  años  que  no  estén  incapacitadas  según 
las  leyes,  y  cuyas  incapacidades  se  clasifican  en  ahiolutas  y  relativas^  com- 
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prendiéndose  en  las  primeras  á  la  mojer,  al  mentecato,  al  mado,  sordo,  al 
ciego,  al  condenado  á  pena  perpetua  y  á  los  infames;  y  en  las  segundas,  á 
los  parientes  del  testador,  al  heredero,  y  á  las  demás  personas  interesadas  en 
el  testamento  y  á  sus  parientes.  En  Aragón,  sólo  el  menor  de  catorce  años  es 
incapaz  para  atestiguar,  pndiendo,  sin  embargo,  intervenir  como  testigo  en  el 
testamento  especial  qne  se  otorga  en  despoblado,  siempre  que  haya  cumplido 
los  siete  años.  En  Navarra,  los  testigos  han  de  ser  vecinos  del  lugar  de  doáde 
lo  sea  el  testador,  y  en  caso  de  no  reunirse  número  baAtante,  lo  serán  del  lu- 
gar del  otorgamiento:  la  mujer  y  los  menores  de  catorce  años,  mayores  de 
siete,  únicamente  pueden  atestiguar  en  aquellos  testamentos  que  se  otorguen 
en  yermo  ó  despoblado  por  ser  acometido  el  testador  de  accidente  repentino 
que  ponga  en  peligro  su  vida;  siendo  además  incapaces  por  causa  finea^  los 
sordos,  mudos,  ciegos  y  locos;  por  pena^  los  ladrones,  homicidas,  apóstatas, 
traidores  y  falsarios;  y  por  interés  6  parentesco^  los  fideicomisarios,  testa- 
mentarios, legatarios,  herederos  y  sus  parientes.  Y  en  Vizcaya,  rigen  sobre 
este  punto  las  disposiciones  del  derecho  común,  con  la  sola  excepción  de  ser 
capaz  la  mujer  para  ser  testigo  en  los  testamentos  qne  se  otorguen  sin  Escri- 
bano y  en  lugar  montañoso  en  unión  de  dos  hombres  buenos. 

En  derecho  internacional  se  admite,  respecto  á  la  forma  de  los  testamen- 
tos,'ta  regla  hcus  regit  actum;  y  en  cuanto  al  idioma,  los  Tribunales  france- 
ses están  en  desacuerdo  respecto  á  si  un  Notario  puede  escribir  en  francés  el 
testamento  qne  dicte  un  extranjero  en  lengua  distinta  y  qne  un  intérprete 
vaya  traduciendo;  pero  niegan  validez  al  que  haga  en  esa  forma  un  francés 
qne  no  conozca  la  lengua  de  su  patria;  y  en  orden  á  que  los  testigos  oigan  y 
entiendan  al  testador,  creemos  que  no  es  aplicable  literalmente  la  disposición 
á  los  testamentos  hechos  en  España  por  los  extranjeros,  debiendo  conside- 
rarse en  este  punto  el  art.  684  como  limitación  del  694^  cual  puede  deducirse 
del  contexto  del  679. 
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SECCIÓN  CUARTA 

DEL    TESTAMENTO    OLÓGRAFO 

Api.  6SS.  El  testamento  ológrafo  sólo  podrá  otor- 
garse por  personas  mayores  de  edad. 

Para  que  sea  válido  este  testamento,  deberá  exten- 
derse en  papel  sellado  correspondiente  al  año  de  su  otor- 
gamiento y  estar  escrito  todo  y  firmado  por  el  testador, 
con  expresión  del  año,  mes  y  dia  en  que  se  otorgue. 

8i  contiene  palabras  tachadas,  enmendadas  ó  entre 
renglones,  las  salvará  el  testador  bajo  su  firma. 

Los  extranjeros  podrán  otorgar  testamento  ológrafo  en 
BU  propio  idioma  (1). 


296.  No  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código  la 
sentencia  que  no  declara  la  nulidad  de  un  testamento  ológrafo  que 
contenga  palabras  tachadas,  enmendadas  ó  entre  renglones,  no  sal- 
vadas por  el  testador  bajo  su  firma,  según  previene  el  párrafo  ter- 
cero del  precepto,  porqre  en  realidad  tal  omisión  sólo  puede  afec- 
tar á  la  validez  ó  eficacia  de  tales  palabras  y  nunca  al  testamento 
mismo;  ya  por  estar  esa  disposición  en  párrafo  aparte  de  aquel  que 
determina  las  condiciones  necesarias  para  la  validez  del  testa- 
mento ológrafo;  ya  porque,  de  no  admitir  lo  contrario,  se  llegaría 
al  absurdo  de  que  pequeñas  enmiendas  no  salvadas,  que  en  nada 
afectasen  á  la  parte  esencial  y  respectiva  del  testamento,  vinieran 
á  anular  éste,  y  ya  porque  el  precepto  contenido  en  dicho  párrafo 
ha  de  entenderse  en  perfecta  armonía  y  congruencia  con  el  artículo 
26  de  la  ley  del  Notariado,  que  declara  nulas  las  adiciones,  aposti- 
llas, entrerrenglonaduras,  raspaduras  y  tachados  en  las  escrituras 
matrices,  siempre  que  no  se  salven  en  la  forma  que  se  previene, 
pero  no  el  documento  que  las  contenga;  máxime  cuando  las  pala- 
cio    Véase,  oomo  oonsordante,  el  art.  788. 
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bras  tachadas,  enmendadas  ó  entre  renglones  se  reducen  á  letras 
que  no  crean  duda  alguna  acerca  del  pensamiento  del  testador  ó 
constituyen  meros  accidentes  de  ortografía  ó  de  pureza  escritura- 
ria sin  trascendencia  alguna.— «S.  4  Abril  1895. — O.  5  Agosto. 

2197.  Tampoco  se  infringe  el  párrafo  2.^  de  este  articulo  al  no 
declarar  la  nulidad  del  testamento  ológrafo  en  que  se  empieza 
consignando  el  mes  y  después  el  dia  y  el  año,  porque  sea  cual- 
quiera el  orden  en  que  se  exprese,  resulta  claramente  esta  condi- 
ción esencial,  sin  que  la  costumbre  del  lugar  del  otorgamiento  en 
este  punto  pueda  tener  trascendencia  alguna. — S.  4  Abril  95. — 
G.  5  Agosto, 


Art.  OSO.  £1  testamento  ológrafo  deberá  protocoli- 
zarse, presentándolo  con  este  objeto  al  Juez  de  primera 
instancia  del  último  domicilio  del  testador,  ó  al  del  lugar 
en  que  éste  hubiese  fallecido,  dentro  de  cinco  años,  con- 
tados desde  el  dia  del  fallecimiento.  Sin  este  requisito  no 
será  válido. 

Art.  OOO.  La  persona  en  cuyo  poder  se  halle  depo- 
sitado dicho  testamento  deberá  presentarlo  al  Juzgado 
luego  que  tenga  noticia  de  la  muerte  del  testador,  y,  no 
verificándolo  dentro  de  los  diez  días  siguientes,  será  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios  que  se  causen  por  la 
dilación. 

También  podrá  presentarlo  cualquiera  que  tenga  in- 
terés en  el  testamento  como  heredero,  legatario,  albacea 
ó  en  cualquier  otro  concepto. 

Art.  OOl.  Presentado  el  testamento  ológrafo,  y 
acreditado  el  fallecimiento  del  testador,  el  Juez  lo  abrirá 
si  estuviere  en  pliego  cerrado,  rubricará  con  el  actuario 
todas  las  hojas  y  comprobará  su  identidad  por  medio  de 
tres  testigos  que  conozcan  la  letra  y  firma  del  testadcnr,  y 
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declaren  que  no  abrigan  dada  racional  de  hallarse  el  tes- 
tamento escrito  y  firmado  de  mano  propia  del  mismo. 

A  falta  de  testigos  idóneos,  ó  si  dudan  los  examina- 
dos, y  siempre  que  el  Juez  lo  estime  conveniente,  podrá 
emplearse  con  dicho  objeto  el  cotejo  pericial  de  letras. 

Api.  009.  Para  la  práctica  de  las  diligencias  expre- 
sadas en  el  artículo  anterior  serán  citados,  con  la  breve- 
dad posible,  el  cónyuge  sobreviviente,  si  lo  hubiere,  los 
descendientes  y  los  ascendientes  legítimos  del  testador, 
y,  en  defecto  de  unos  y  otros,  los  hermanos. 

Si  estas  personas  no  residieren  dentro  del  partido  ó  se 
ignore  su  existencia,  ó  siendo  menores  ó  incapacitados 
carecieren  de  repre«ientación  legítima,  se  hará  la  citación 
al  Ministerio  fiscal. 

Los  citados  podrán  presenciar  la  práctica  de  dichas 
diligencias  y  hacer  en  el  acto,  de  palabra,  las  observacio- 
nes oportunas  sobre  la  autenticidad  del  testamento. 

Art.  693.  Si  el  Juez  estima  justificada  la  idonei- 
dad del  testamento,  acordará  que  se  protocolice,  con  las 
diligencias  practicadas,  en  los  registros  del  Notario  co- 
rrespondiente, por  el  cual  se  darán  á  los  interesados  las 
copias  ó  testimonios  que  procedan.  Bn  otro  caso,  denegará 
la  protocolización. 

Cualquiera  que  sea  la  resolución  del  Juez,  se  llevará  á 
efecto,  no  obstante  oposición,  quedando  á  salvo  el  dere- 
cho de  los  interesados  para  ejercitarlo  en  el  juicio  que  co- 
rresponda. 


ñ 

vyLÓGRAPO  68 1\  testamento  qae  toda  persona  mayor  de  veintitrés  anos 
escribe  totalmente  y  firma  por  sí  misma,  en  el  papel  sellado  correspondiente 
al  año  de  so  otorgamiento,  con  expresión  de  éste  y  del  mes  y  día  en  qne  le 
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Otorga,  salvando  las  palabru  interlineadu,  tachadas  [6  enmendadas,  y  qne,. 
muerto  so  aotor,  llega  á  protocoliaarse  (4). 

£1  aotógrafo  sería  siempre  el  sello  más  inqoebrantable  y  la  mis  antoriza* 
da  expresión  de  la  expontánea  voluntad,  si  no  cupiera  la  suplantación  por 
móviles  de  interés,  con  imitaciones  caligráficas  al  amparo  y  en  la  seguridad 
de  la  afonía  total  del  premuerto  para  protestar  de  la  falsedad. 

Alejada  toda  sospecha,  es  indudable  que  si  el  testamento  surge  de  la  libr» 
voluntad  del  hombre,  ésta  tiene  en  el  autógrafo  el  más  fiel  intérprete,  no  sola 
porque  evita  erróneas  comprensiones  y  conceptos  de  extraña  redacción,  sino 
porque,  libre  de  la  presencia  de  otros  hombres,  testigos  y  Notario,  puede  á^ 
solas  con  su  conciencia  seguir  los  dictados  de  la  misma  en  el  examen  general 
de  los  actos  de  su  vida  y  escribir  sin  el  sonrojo  de  la  publicidad  su  propia 
penitencia. 

Algunas  apariencias  contribuyen  poderosamente  al  descubrimiento  de 
verdades  subjetivas,  y  por  ellas  llega  el  hombre  i  compenetrarse  intelectual- 
mente  con  sos  semejantes  como  el  ali€r  ego  de  cada  cual.  Por  eso,  buscando 
el  legislador  la  autenticidad  del  testamento  ológrafo,  exige  condiciones  espe- 
ciales como  otras  tantas  garantías,  ocmenzando  por  el  autógrafo,  cuyos  trab- 
aos y  rasgos,  á  semejanza  de  los  fisonómicos,  podrán  hallar  parecido,  pera 
nunca  la  igualdad  que  resulta  de  la  multitud  de  concausas  productoras,  que, 
á  un  roitmo  compás,  llevan  las  vibraciones  cerebrales,  los  latidos  del  cora- 
zón, y  el  elástico  movimiento  muscular  en  el  acto  del  trabajo  psíquico-físico 
pasional  de  la  escritura. 

Como  consecuencia  del  autógrafo  y  de  su  eficacia,  surge  la  necesidad  de 
que  cualquiera  palabra  tachada,  enmendada  ó  interlineada  se  salve  bajo  la 
firma  del  autor,  para  asegurarse  contra  las  colaboraciones  de  mano  ajena  y 
torpe  que  altere  el  vehículo  del  pensamiento  del  testador,  ó  sea  las  palabras 
que  lo  expresan,  debiendo  tenerse  en  cuenta  que  la  omisión  de  la  salvedad 
no  anulará  el  testamento,  como  quiere  cierto  ilustrado  expositor  (S),  sino  que 
afectará  única  y  exclusivamente  á  las  palabras  aludidas,  según  la  regla  de 
jurisprudencia  adaptada  al  art.  688  transcrito.  De  la  misma  manera  la  fe- 


(1)  Esta  dase  dft  tMtamentos  proviene  del  derecho  romano,  comprendida  por 
la  ley  88,  tlt.  8B,  libro  6.*  del  Código  de  JoBtiniano,  bajo  la  denominación  de  2V«Ca' 
meittmn  hoUtgraphum,  constituyendo  más  tarde  la  ley  16,  tit.  5.*,  libro  9.^  del  Faero< 
Jiago,  informado  por  los  dos  elementos  germano  y  romano,  desde  cnyo  onerpo 
legal  desapareció  de  nuestras  leyes  hasta  la  época  presente,  en  que  el  Código  lo- 
restablece,  á  imitación  de  otras  nacionalidades  modernas,  como  Francia,  Italia, 
aioétera. 

(8)     Kl  mismo  Sr.  Lopes  B.  Gómez,  en  su  obra  citada,  pág.  106. 
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cha,  qoe  obligadamente  debe  contener  el  docomento  para  dedocir  de  ella  si 
ea  anterior  ó  posterior  á  otro  testamento  al  cnal  revoque,  ó  por  qnien  paeda 
ser  revocado,  y  aun  la  capacidad  del  mismo  testador  en  aquel  acto,  bien  con 
relación  i  la  edad,  especial  para  este  caso,  ó  bien  con  mérito  á  las  facaltadea 
intelectuales  del  propio  otorgante  (4),  valdrá  lo  mismo  puesta  al  pie  que  á  la 
cabeza  del  testamento,  porque  «sea  cualquiera  el  orden  en  que  se  exprese,  re- 
sultará cumplida  esta  condición  esencial». 

£1  papel  sellado  en  que  deberá  escribirse  corresponderá  á  cualquiera  de 
las  clases  que  comprende  la  ley  vigente  sobre  la  renta  y  timbre  del  Estado, 
sin  consideración  á  clase  determinada  ni  á  la  cuantía  de  los  bienes,  puesto 
que  el  motivo  de  tal  precepto  únicamente  tiende  á  aportar  una  garantía  más^ 
de  autenticidad:  el  sello  nacional  con  el  año  de  su  cuño.  Ahora  bien;  bueno 
será  advertir  que  aun  cuando  el  precepto  no  excluye  el  papel  llamado  de 
oficio  ó  de  pobres,  debe  rehusarse,  empleando  en  su  lugar  cualquiera  de  las 
otras  clases  que  tienen  el  número  de  orejen,  de  que  carece  aquélla,  y  puede 
contribuir  con  esa  circunstancia  más  á  la  comprobación  de  la  autenticidad 
apetecida. 

Fioahnente,  como  el  testamento  ológrafo  es  al  cabo  un  documento  priva- 
do en  tanto  no  se  protocolice,  esta  formalidad  requiere  la  práctica  de  las 
actuaciones  judiciales  previas  al  auto  de  protocolización  que  determinan  cla- 
ramente los  tres  últimos  artículos  transcritos,  y,  como  según  vimos  en  su 
logar  oportuno,  constituye  una  de  las  tres  formas  comunes  de  testar,  podrá 
adoptarse  en  cualquier  tiempo,  sin  distinción  de  épocas  normales  ó  de  epi- 
demia. 

Con  la  protocolización  ganará  el  testamentó  ológrafo  la  calidad  de  docu- 
mento público,  cual  los  demás  instrumentos  notariales,  y  tendrá  la  misma  eñ-^ 
cacia  que  éstos  y  todas  las  contingencias  que  ellos.  £sto  es,  {llevará  consigo 
la  presunción y«rf>  Umíum  de  verdad,  merced  á  sus  solemnidades,  mientras 
una  sentencia  judicial,  en  juicio  civil  ó  criminal,  no  afecte  á  la  eficacia  total 
ó  pardal  de  su  contenido;  puesto  que,  hasta  el  acto  de  la  protocolización^ 
sólo  se  han  podido  y  debido  apreciar  los  rasgos  esenciales  de  su  forma,  pres- 
cindiendo en  absoluto  de  sus  sustanciales  disposiciones. 

(1)   Art.  ese. 
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SECCIÓN  QUINTA 

DEL   TESTAMENTO   ABIERTO 

Art.  004.  £1  testamento  abierto  deberá  ser  otorga- 
do ante  Notario  hábil  para  actuar  en  el  lugar  del  otorga- 
miento» y  tres  testigos  idóneos  que  vean  y  entiendan  al 
testador,  y  de  los  cuales  uno,  á  lo  menos,  sepa  y  pueda 
escribir. 

Sólo  se  exceptúan  de  esta  regla  los  casos  expresamen- 
te determinados  en  esta  misma  sección . 


298.  Según  este  articulo  del  Código,  el  testamento  abierto  de- 
berá ser  otorgado  ante  Notario  hábil  para  actuar  en  el  lugar  del 
otorgamiento  y  tres  testigos  idóneos  que  vean  y  entiendan  al  tes- 
tador, y  de  los  cuales  uno  á  lo  menos  sepa  y  pueda  escribir;  y 
como  únicas  excepciones  de  esta  regla  general,  que  modifica  nues- 
tro antiguo  derecho,  se  dispone  en  los  artículos  700  y  701  que 
puede  otorgarse  testamento  ante  los  testigos  que  tespectivamente 
señalan,  y  sin  necesidad  ó  sin  intervención  de  Notario,  si  el  testa- 
dor se  hallare  en  peligro  inminente  de  muerte,  ó  en  caso  de  epi- 
demia; y  en  ambos  casos  de  excepción,  se  establece  en  el  art.  702 
que  se  escribirá  el  testamento,  siendo  posible,  y  no  siéndolo,  el 
testamento  valdrá  aunque  los  testigos  no  sepan  escribir. — S,  16 
Feb.  91.^Q.  27  Marzo. 

299.  La  formalidad  de  la  escritura,  de  la  que  no  cabe  prescin- 
dir sino  en  el  caso  extremo  de  imposibilidad  material,  tiende  á 
impedir  qre  pueda  falsearse  la  voluntad  del  testador  dando  al  aeto 
del  otorgamiento  mayores  garantías,  y  en  tal  concepto,  la  falta  de 
ese  importante  requisito  no  puede  menos  de  afectar  á  la  validez 
del  testamento,  toda  vez  que,  según  prescribe  el  art.  687  del  Códi- 
go, será  nulo  el  otorgado  sin  observarse  las  formalidades  respecti- 
vamente eetablecidas.— /9.  16  Fkib,  91. — O.  27  Mareo. 


92  CÓDIGO  CIVIL 

800.  No  infringe  las  diepoeicioDeB  de  este  articulo  del  Código 
la  sentencia  que,  apreciando  conjuntamente  las  pruebas,  declara 
que  no  está  acreditado  que  el  testamento  lo  Ueyara  redactado  el 
Notario,  aunque  con  arreglo  á  las  instrucciones  que  le  hubiese 
dado  el  testador,  como  suponía  el  recurrente,  basado  en  un  su- 
puesto de  hecho  que  se  rechaza  como  improbado. — 8.  6  Junio  94. — 
0.2y4Nav. 

Art.  B9ft.  £1  testador  expresará  su  última  volun> 
tad  al  Notario  y  á  los  testigos.  Redactado  el  testamento 
con  arreglo  á  ella  y  con  expresión  del  lugar,  año,  mes,  dia 
y  hora  de  su  otorgamiento,  se  leerá  en  alta  voz,  para  que 
el  testador  manifieste  si  está  conforme  con  su  voluntad. 
Si  lo  estuviere^  será  firmado  en  el  acto  por  el  testador  y 
los  testigos  que  puedan  hacerlo. 

Si  el  testador  declara  que  no  sabe  ó  no  puede  firmar, 
lo  hará  por  él,  y  á  su  ruego,  uno  de  los  testigos  instru- 
mentales ú  otra  persona,  dando  fe  de  ello  el  Notario.  Lo 
mismo  se  hará  cuando  alguno  de  los  testigos  no  pueda 
£rmar* 

El  Notario  hará  siempre  constar  que  á  su  juicio  se  ha- 
lla el  testador  con  la  capacidad  legal  necesaria  para  otor- 
gar testamento. 


301.  No  infrige  las  disposiciones  de  este  artículo  del  Código  la 
sentencia  que,  apreciando  conjuntamente  las  pruebas,  declara  que 
no  está  acreditado  que  el  testamento  lo  llevara  redactado  el  Nota- 
rio, aunque  con  arreglo  á  las  instrucciones  que  le  hubiere  dado  el 
testador,  como  suponía  el  recurrente,  basado  en  un  supuesto  de  he- 
cho que  se  rechaza  como  improbado.—^.  6  Junio  94. — &.  2y  4 
Noviembre. 

302.  Aun  en  la  hipótesis  de  que  se  tuviera  por  justificado  que 
U  redacción  de  un  testamento  fuese  anterior  al  otorgamiento  del 
mismo,  sería  improcedente  el  recurso,  porque  ni  el  art.  695  ni 
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ningún  otro  del  Código,  prohibe  que,  como  diligencia  previa  al 
otorgamiento,  el  testador  participe  bu  voluntad  al  Notario  para  que 
se  redacten  las  cláusulas;  ob  servándose  las  solemnidades  del  otor- 
gamiento, y  existiendo  la  unidad  del  acto  cuando  el  testador  ma- 
nifiesta claramente  su  propósito  al  Notario  y  á  los  testigos;  sin  que 
indique  la  ley  por  quién  ni  dónde  ha  de  redactarse  el  testamento, 
ni  si  ha  de  serlo  antes  ó  en  el  acto  del  otorgamiento,  y  solamente 
que  se  expresará  el  lugar,  año,  mes,  dia  y  hora,  leyéndose  en  alta 
voz  para  que  el  testador  manifieste  si  la  redacción  está  conforme 
con  su  voluntad,  firmándose  en  el  acto,  si  lo  estuviere,  por  el  tes- 
tador y  los  testigos  que  puedan  verificarlo,  y  haciéndose  constar 
siempre  por  el  Notario  que,  á  su  juicio,  se  halla  el  testador  con  la 
capacidad  legal  necesaria  para  testar;  y  llenándose  todas  estaa  exi- 
genciaB  de  los  artículos  695  y  699  del  Código,  es  evidente  la  vali- 
dez y  eficacia  del  testamento. — S.  5  Junio  94. — O.  4y  5  Nov. 


Art.  090.  Cuando  el  testador  que  se  proponga  ha- 
cer testamento  abierto  presente  por  escrito  su  disposición 
testamentaria,  el  Notario  redactará  el  testamento  con 
arreglo  á  ella  y  lo  leerá  en  voz  alta  en  presencia  de  los 
testigos,  para  que  manifieste  el  testador  si  su  contenido 
es  la  expresión  de  su  última  voluntad. 

Apt.  OOV.  El  que  fuere  enteramente  sordo  deberá 
leer  por  sí  mismo  su  testamento;  y  si  no  sabe  ó  no  puede, 
designará  dos  personas  que  lo  lean  en  su  nombre,  siem- 
pre en  presencia  de  los  testigos  y  del  Notario. 

Art.  OOfil.  Cuando  sea  ciego  el  testador,  se  dará  lec- 
tura del  testamento  dos  veces:  una  por  el  Notario,  con- 
forme á  lo  prevenido  por  el  art.  695,  y  otra  en  igual  for- 
ma por  uno  de  los  testigos  ú  otra  persona  que  el  testador 
designe. 

Ari.  OOO.  Todas  las  formalidades  expresadas  en 
esta  sección  se  practicarán  en  un  solo  acto,  sin  que  sea 
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licita  ninguna  interrupción,  salvo  la  que  pueda  ser  moti- 
vada por  algún  accidente  pasajero.  El  Notario  dará  fe,  al 
final  del  testamento,  de  haberse  cumplido  todas  las  di- 
chas formalidades  y  de  conocer  al  testador  ó  á  los  testigos 
de  conocimiento  en  su  caso. 


803.  La  ley  no  distingue  entre  las  formalidades  y  las  solemni- 
dades propias  de  los  testamentos,  sino  que,  por  el  contrario,  em- 
plea indistintamente  una  y  otra  palabra,  por  ser  sinónimas  y  refe- 
rirse ambas  á  la  forma  ó  modo  de  hacer  el  otorgamiento,  como  asi 
lo  demuestra  el  art.  699  del  Código.— <S.  16  Feb.  di.— Cr.  27  Marzo. 

304.  Aun  en  la  hipótesis  de  que  se  tuviera  por  justificado  que 
el  Notario  autorizante  de  un  testamento  lo  llevara  redactado  con 
arreglo  á  las  instrucciones  que  le  diese  el  testador,  una  vez  que  en 
el  acto  del  otorgamiento  se  llenaran  los  requisitos  establecidos  en 
los  artículos  anteriores,  existe  la  unidad  del  acto,  y  es  indudable 
la  validez  y  eficacia  del  testamento. — S. 5  Junio  9á. — O.  2yá  Nov. 


Art.  900.  Si  el  testador  se  hallare  en  peligro  in- 
minente de  muerte,  puede  otorgarse  el  testamento  ante 
cinco  testigos  idóneos  sin  necesidad  de  Notario  (1). 


305.  El  testamento  otorgado  en  la  forma  que  ordena  este  ar- 
ticulo debe  consignarse  por  escrito,  si  no  hubiere  imposibilidad  de 
verificarlo.—^.  16  Feb.  QL-^G.  27  Marzo. 


(1)  Idóneos  son  los  testigos  que  no  están  comprendidos  en  nin^nno  de  los  ca- 
eos del  art.  681;  en  sa  conseoaenoia,  si  de  los  cinco  testigos  alguno  no  tuviese  la 
cualidad  de  vecino,  el  testamento  no  tendría  valides,  porque  tres  de  ellos  consti- 
tuyen, puede  decirse,  el  complemento  probatorio  del  testamento  común  abierto, 
y  los  otros  dos  son  cox^  un  ti  v  amenté  como  sustitutos  del  Notario  ausente,  cuya 
presencia  suplen. 


F 
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Art.  tOl.  En  COBO  de  epidemia  puede  igualmente 
otorgarse  el  testamento  sin  intervención  de  Notario  ante 
tree  testigos  mayores  de  dieciséis  años,  varones  ó  mujeres. 

Art*  909.  Bn  los  casos  de  los  dos  artículos  anterio- 
res, se  escribirá  el  testamento,  siendo  posible;  no  sién- 
dolo, el  testamento  valdrá  aunque  los  testigos  no  sepan 
escribir. 


.806.  Lo»  testamentos  otorgados  en  la  fonna  y  casos  que  deter- 
minan losarticuloB 700 y  701  del  Código,  deberán  escribirse,  á  no 
mediar  imposibilidad  de  hacerlo,  y  si  no  se  realizare  por  existir  tal 
imposibilidad,  será  válido  el  testamento  aunque  los  testigos  no  se- 
pan escribir.— A  16  Féb,  91,-0.  27  Marzo, 


Apí.  y03.  El  testamento  otorgado  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  los  tres  artículos  anteriores  quedará  in- 
eficaz si  pasaren  dos  meses  desde  que  el  testador  haya  sa- 
lido del  peligro  de  muerte,  ó  cesado  la  epidemia. 

Cuando  el  testador  falleciere  en  dicho  plazo,  también 
quedará  ineficaz  el  testamento  si  dentro  de  los  tres  meses 
siguientes  al  fallecimiento  no  se  acude  al  Tribunal  com- 
petente para  que  se  eleve  á  escritura  pública,  ya  se  haya 
otorgado  por  escrito,  ya  verbalmente. 

Ari.  704.  Los  testamentos  otorgados  sin  la  auto- 
rización del  Notario  serán  ineficaces  si  no  se  elevan  á  es- 
critura pública  y  se  protocolizan  en  la  forma  prevenida  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


f-; 


Art.  705.  Declarado  nulo  Un  testamento  abierto, 
por  no  haberse  observado  las  solemnidades  establecidas 
para  cada  caso,  el  Notario  que  lo  haya  autorizado  será 
responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  sobrevengan,  si 
la  falta  procediere  de  su  malicia  ó  de  negligencia  ó  igno- 
rancia inexcusables. 
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,  ALLÁNDOSE  definido  el  testamento  coman  abierto  en  el  art.  679,  bas- 
tante detallados  sas  requisitos  en  los  doce  artículos  qae  anteceden,  y  resnel- 
tos  por  las  reglas  de  jarispradencia  adaptadas  los  casos  denunciados  por  la 
práctica  como  de  mayor  trascendencia ,  por  afectar  á  la  valides  de  tales 
actos,  vamos  á  ocnpamos  con  la  concisión  posible  del  comentario  general  de 
los  aludidos  preceptos. 

£sta  segunda  forma  de  testamento  común  es  pública  por  sí  misma  y  tiene 
todo  el  valor  del  instrumento  público  desde  el  instante  de  su  otorgamiento 
ante  el  Notario,  hábil  para  ello,  y  los  testigos  qne  deben  presenciar  y  asistir 
al  acto,  salvas  las  contadas  excepciones  impuestas  por  la  ley  imperiosa  de  la 
necesidad,  que  el  Código  ha  previsto  en  sus  disposiciones.  Mas  no  porqae  el 
testamento  abierto  abunde  en  solemnidades  ó  formalidades,  que  ya  sabemos 
son  frases  sinónimas,  prevalecerá  contra  otro  posterior  mepos  solemne,  como 
el  ológrafo,  por  ejemplo,  que  le  derogue. 

Cualquiera  que  sea  el  testamento  posterior  derogatorio  del  anterior,  si 
reúne  las  condiciones  legales  establecidas  para  su  clase,  siempre  contendrá  la 
expresión  de  la  libre  voluntad  del  otorgante,  ó  así  al  menos  debe  reputarse 
mientras  un  pronunciamiento  judicial  no  resuelva  lo  contrario,  y  por  lo  tan- 
to, como  esa  expresión  testamentaria  es  revocable  hasta  la  muerte,  y  no 
debe  dudarse  que  las  vicisitudes  de  la  vida  pueden  llevarnos  á  trances  en 
que  no  sea  posible  reunir  el  núcleo  de  asistentes,  fáciles  en  ocasiones  norma- 
les, sería  injusto  negar  eficacia  á  la  última  manifestación  de  la  voluntad,  ex- 
presada en  el  más  apurado  momento,  y  conculcar  el  principio  esencial  de  la 
revocabiiidad,  tan  sólo  porque,  cuando  se  pudo  contar  con  elementos  formu- 
larios ó  rituales,  abundaron  más  que  cuando  se  carecía  de  ellos. 
'"'^  Los  requisitos  del  testamento  abierto,  aparte  de  los  generales  á  todos  los 
demás  relativos  á  la  capacidad  del  testador  y  á  la  expresión  del  lugar  para 
deducir  en  su  caso  la  legislación  común  ó  foral  vigente,  y  fecha,  ano  mes  y 
día  del  otorgamiento,  extensivos*aúQ  á  la  fijación  de  la  hora,  serán:  4.^,  con- 
currencia de  Notario  hábil  con  tres  testigos  idóneos,  con  las  excepciones  de 
los  artículos  700  al  703;  2.<>,  que  ante  ellos  manifieste  el  testador  su  voluntad 
verbalmente,  ó  por  escrito  que  le  entregue  en  el  acto  si  no  lo  tuviere  dado  ya 
anteriormente,  en  cuyo'caso  equivaldrá  el  asentimiento  que  preste  en  presencia 
de  ellos  á  la  redacción  instrumental  del  Notario,  mediante  su  lectura  en  al  ta 
voz,  que  deberá  practicarse  en  todo  caso  antes  de  autorizarle;  3.o,  dicha  auto- 
rización consistirá  en  la  firma  del  otorgante  y  en  las  de  el  Notario  y  los  te^i  - 
gos,  y  en  caso  de  no  poder  el  primero,  lo  haga  por  él  otra  persona  ó  alguno  de 
los  testigos,  y  luego  éstos,  en  el  caso  de  que  sepan  y  puedan  hacerlo;  pues  en 
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el  etso  contiario,  lo  hará  el  qae  paeda  por  el  qae  no,  ó  an  tercero  en  la  for* 
ma  antes  expoesta,  en  términos,  qae,  de  los  tres  testigos,  uno  á  lo  menos  sepa 
y  pueda  escribir  (1),  debiendo  el  Notario,  en  nno  y  otro  caso,  dar  fe  de  estas 
eircnnstancias;  4.°,  qae  el  otorgamiento  se  efectúe  en  an  sólo  acto,  concepto 
qae  recuerda  el  uno  contexto  de  los  romanos,  pero  qae  boy  no  tiene  tanta 
importancia,  dada  la  ínsti loción  notarial  y  sos  reglas  para  la  redacción  de 
ios  instrumentos  públicos  qae,  sabido  es  no  se  otorgan  en  sesiones  múlti- 
ples, paesto  que,  cualquiera  qae  sea  la  extensión  de  un  Jocu  Dentó  y  lo  com- 
plicado de  la  imposición  de  los  necesarios  antecedentes,  y  lo  entretenido  de 
su  escritura,  el  otorgamiento  es  el  acto  de  aceptación  del  trabajo  por  los  otor- 
gantes después  de  la  lectura,  y  ésta,  y  aquella  aceptación,  no  se  conciben  sino 
en  una  sesión  más  ó  menos  larga  ó  duradera;  pero  la  conformidad,  la  acep- 
tación del  otorgante  del  testamento,  ó  sea  el  tentador,  que  constituye  el 
otorgamiento,  no  será  nunca  más  que  un  solo  acto;  y  5.o,  que  el  Notario  dé 
fe  del  conocimiento  del  testador,  según  ya  se  dijo  al  comentar  el  art.  685,  y 
en  80  caso,  del  de  los  testigos  de  conocimiento,  y  haga  constar  que  aquél  se 
baila,  á  su  jaicio,  con  la  capacidad  legal  necesaria  para  el  caso,  sin  que  esto 
pueda  interpretarse  como  una  declaración  firme,  absoluta  é  indiscutible  á 
posteriori  en  sentido  contrario,  en  su  caso  y  lugar,  dando,  finalmente,  fe  de 
haberse  cumplido  todas  las  ilicbas  formalidades. 

Las  precedentes  disposiciones,  aplicables  á  todos  los  testamentos  que  se 
hayan  otorgado  y  otorguen  rigiendo  el  Código,  deberán  relacionarse  con  las 
disposiciones  transitorias  que  constituyen  el  derecho  armónico,  digámoslo 
así,  entre  el  nuevamente  establecido  y  el  que  con  anterioridad  ha  venido  ri- 
giendo, cuya  importancia  aumentará  con  motivo  de  los  demás  tratados  que 
vienen  á  continuación  completando  el  derecho  sucesorio,  de  qoe  nos  ocupare- 
mos en  su  lugar  oportuno,  terminando  aquí  con  la  manifestación  de  que,  en 
los  casos  excepcionales  de  los  artículos  700  y  701,  podrá  ele/arseel  testa- 
mento á  escritura  pública,  según  ordena  el  art.  4943  y  siguientes  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  aunque  haya  fallecido  uno  de  los  cinco  testigos,  justi- 
ficando la  defunción  y  comprobando  la  firma  del  testigo  fallecido;  y  que  para 
que  sea  estimado  el  caso  extraordinario  de  epidemia,  será  preciso  que  ésta 
haya  sido  oficialmente  declarada  en  la  localidad. 

Finalmente,  para  la  responsabilidad  civil  del  Notario,  á  que  se  refiere  el 
art.  705  que  nos  ocupa,  convendrá  tener  en  cuenta  las  disposiciones  del  ar- 
ticulo 903  y  siguientes  de  la  ley  do  Enjuiciamiento,  que,  si  bien  no  son  taxa- 
tivamente aplicables,  contienen  preceptos  de  gran  analogía,  que  el  estadio  de 
«ada  caso  en  particular  los  hará  más  ó  menos  adaptables. 
^— ^  I  ■  .^g^— p—  I       '         ■         I    «lili     ■  1 1 ^— ^— 1^^ 

(1)     Art.  Itíd4. 
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SECCIÓN  SEXTA 

BEL  TESTAMENTO    CERRADO 

Art.  700.  £1  testamento  cerrado  podrá  ser  escrito 
por  el  testador,  ó  por  otra  persona  á  su  ruego,  en  papel 
común,  con  expresión  del  lugar,  día,  mes  y  año  en  que  se 
escribe. 

Si  lo  escribiere  por  si  mismo  el  testador,  rubricará  to- 
das las  hojas  y  pondrá  al  final  su  firma,  después  de  salvar 
las  palabras  enmendadas,  tachadas  ó  escritas  entre  ren- 
glones. 

Si  lo  escribiere  otra  persona  á  su  ruego,  el  testador 
pondrá  su  firma  entera  en  todas  las  hojas  y  al  pie  del  tes- 
tamento. 

Cuando  el  testador  no  sepa  ó  no  pueda  firmar,  lo  hará 
á  su  ruego  y  rubricará  las  hojas  otra  persona,  expresando 
la  causa  de  la  imposibilidad. 

A  ri  70y .  En  el  otorgamiento  del  testamento  cerra- 
do se  observarán  las  solemnidades  siguientes: 

1.*  £1  papel  que  contonga  el  testamento  se  pondrá 
dentro  de  una  cubierta  cerrada  y  sellada  de  suerte  que  no 
pueda  extraerse  aquél  sin  romper  ésta. 

2.*  El  testador  comparecerá  con  el  testamento  cerrado 
y  sellado,  ó  lo  cerrará  y  sellará  en  el  acto,  ante  el  Notario 
que  haya  de  autorizarlo  y  cinco  testigos  idóneos,  de  los 
cuales  tres,  al  menos,  han  de  poder  firmar. 

8.*  En  presencia  del  Notario  y  los  testigos  manifes- 
tará el  testador  que  el  pliego  que  presenta  contiene  su  tes- 
tamento, expresando  si  tie  halla  escrito^  firmado  y  rubri- 
cado por  él,  ó  si  está  escrito  de  mano  ajena  y  firmado  por 
él  al  final  y  en  todas  sus  hojas,  ó  si,  por  no  saber  ó  no  po* 
der  firmar,  lo  ha  hecho  á  sujruego  otra  persona. 
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4.*  Sobre  la  cubierta  del  testamento  extenderá  el  No- 
tario la  correspondiente  acta  de  su  otorgamiento,  expre- 
sando el  número  y  la  marca  Al  k>s  sellos  con  que  esto  ce- 
rrado y  dando  fe  de  haberse  observado  las  solemnidades 
mencionadas,  del  conocimiento  del  testador  ó  de  haberse 
identificado  su  persona  en  la  forma  prevenida  en  loe  ar- 
tículos 685  y  686,  y  de  hallarse  á  su  juicio  el  testador 
con  la  capacidad  legal  necesaria  para  otorgar  testamento. 

5.^  Extendida  y  leída  el  acta,  la  firmarán  el  testador 
y  los  testigos  que  sepan  firmar,  y  la  autorizará  el  Notario 
con  su  signo  y  firma. 

Si  el  testador  no  sabe  ó  no  puede  firmar,  deberá  ha- 
cerlo en  su  nombre  uno  de  los  testigos  instrumentales  ü 
otra  persona  designada  por  aquél. 

6.*  También  se  expresará  en  el  acta  esta  circunstan- 
cia, además  del  lugar,  hora,  día,  mes  y  año  del  otorga- 
miento. 

Art.  90S.  No  pueden  hacer  testamento  cerrado  los 
ciegos  y  los  que  no  sepan  ó  no  puedan  leer. 

Art.  V09.  Los  sordomudos  y  los  que  no  puedan 
hablar,  pero  sí  escribir,  podrán  otorgar  testamento  cerra- 
do, observándose  lo  siguiente: 

1.^  £1  testamento  ha  de  «star  todo  escrito  y  firmado 
por  el  testador^  con  expresión  del  lugar,  día,  mes  y  año. 

2.^  Al  hacer  su  presentación,  el  testador  escribirá  ea 
la  parte  superior  de  la  cubierta,  á  presencia  del  Notario 
y  de  los  cinco  testigos,  que  aquel  pliego  contiene  su  tes- 
tamento, y  que  está  escrito  y  firmado  por  él. 

3.®  A  continuación  de  lo  escrito  por  el  testador  se  ex- 
tenderá el  acta  de  otorgamiento,  dando  fe  el  Notario  de 
haberse  cumplido  lo  prevenido  en  el  número  anterior  y  lo 
demás  que  se  dispone  en  el  art.  707  en  lo  que  sea  aplica- 
ble al  caso. 
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Ari.  9IO.  Autorizado  el  testamento  cerrado,  el  No- 
tario lo  entregará  al  testador,  después  de  poner  en  el  pro- 
tocolo reservado  copia  autorizada  del  acta  de  otorga- 
miento. 

Ari.  VI I  •  El  testador  podrá  conservar  en  su  poder 
el  teétamento  cerrado,  ó  encomendar  b«  guarda  á  persona 
de  su  confianza,  ó  depositarlo  en  poder  del  Notario  auto- 
rizante para  que  lo  guarde  en  su  archivo. 

En  este  ultimo  caso,  el  Notario  dará  recibo  al  testador 
y  hará  constar  en  su  protocolo  reservado,  al  margen  ó  á 
continuación  de  la  copia  del  acta  de  otorgamiento,  que 
queda  el  testamento  en  su  poder.  Si  lo  retirare  después 
el  testador,  firmará  an  recibo  á  continuación  de  dicha 
nota. 

Ari.  VIS.    £1  Notario  ó  la  persona  que  tenga  en  su 

poder  un  testamento  cerrado,  deberá  presentarlo  al  Juez 

competente  luego  que  sepa  el  fallecimiento  del  testador. 

Si  no  lo  verifica  dentro  de  diez  días,  será  responsable 

de  los  daños  y  perjuicios  que  ocasione  su  negligencia. 

Art.  VIS.  El  que  con  dolo  deje  de  presentar  el  tes- 
tamento cerrado  que  obre  en  su  poder  dentro  del  plazo  fija- 
do en  el  párrafo  segundo  del  artículo  anterior,  además  de 
la  responsabilidad  que  en  él  se  determina,  perderá  todo 
derecho  á  la  herencia,  si  lo  tuviere,  como  heredero  abin- 
t%tato,  ó  como  heredero  5  legatario  por  testamento. 

En  esta  misma  pena  incurrirán  el  que  sustrajere  dolo- 
samente el  testamento  cerrado  del  domicilio  del  testador, 
ó  de  la  persona  que  lo  tenga  en  guarda  ó  depósito,  y  el 
que  lo  oculte,  rompa  ó  inutilice  de  otro  modo,  sin  perjui- 
cio de  la  responsabilidad  criminal  que  proceda. 

Art.  VI4I.  Para  la  apertura  y  protocolización  del  tes- 
tamento cerrado  se  observará  lo  prevenido  en  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 
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Awt.  715.  Eb  nulo  el  teetamento  cerrado  en  cuyo 
otorgamiento  no  ee  hayan  observado  las  formalidades  es- 
tablecidas en  esta  sección;  y  el  Notario  que  lo  autorice 
será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  sobreven- 
gan, si  se  probare  que  la  falta  procedió  de  su  malicia  ó 
de  negligencia  ó  ignorancia  inexcusables.  Será  válido,  sin 
embargo,  como  testamento  ológrafo,  si  todo  él  estuviere 
escrito  y  firmado  por  el  testador  y  tuviere  las  demás  con- 
diciones propias  de  este  testamento. 


UCHOS  son  los  puntos  de  contacto  qoe  existen  entre  el  testamento 
ológrafo  y  el  testamento  cerrado,  tercera  y  última  forma  común  de  las  esta» 
blecidu  por  el  Código,  en  términos  de  llegar  á  ser  legalmente  el  ano,  si  le 
faltan  condiciones  para  poder  ser  el  otro,  según  acabamos  de  ver. 

£1  art.  680  le  define,  los  qne  encabezan  este  comentario  le  integran  en 
cnanto  á  su  formación  y  otorgamiento,  y  el  tít.  7. o  de  la  primera  parte  del 
libro  3.®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  le  completa  mediante  su  apertora 
y  protocolización. 

Gomo  testamento  al  fin,  participa  también  de  otras  particularidades  co- 
rrespondientes al  testamento  abierto. 

Por  eso,  remitiendo  al  lector  á  lo  expuesto  oportunamente  al  tratar  las 
dos  clases  anteriores,  aberraremos  aquí  bastante  e^^pacio  y  no  pocas  repeti- 
ciones innecesarias,  pasando  á  establecer,  por  vía  de  diferencia,  los  pantos  de 
divergencia  que  facilitarán  sa  exposición. 

La  mayor  semejanza  es  desde  luego  con  el  ológrafo,  particularmente  en 
su  formación,  diferenciilndose:  4. o,  én  que  la  esencíalidad  del  autógrafo  ea 
aquél,  en  el  cerrado,  es  sólo  un  accidente,  puesto  que  puede  escribirlo  otra 
persona  de  quien  se  valga  el  testador;  %  ®,  en  que  mientras  el  ológrafo  sólo 
debe  otorgarse  por  quien  pueda  escribir,  el  cerrado  lo  otorga  aun  el  que  no 
pueda,  y  hasta  el  que  no  sepa,  con  tal  que  pueda  leer;  3.*,  en  qne  la  edad  com- 
petente para  otorgar  aqnól  es  cumplidos  los  veintitrés  años,  cuando  en  éste 
lo  puede  otorgar  desde  los  catorce;  i.o,  en  qne  el  papel  en  el  ológrafo  debe 
necesariamente  ser  sellado  y  del  año  corriente,  mientras  que  el  cerrado,  sin 
que  se  oponga  á  este  requisito,  puede  extenderse  lo  mismo  en  papel  común; 
por  más  qne,  ai  eauielam,  convendrá  emplear  papel  sellado,  pa#a  que,  en  su 
4^0,  pueda  servir  como  ológrafo;  y  6.o,  en  que  mientras  éste  sólo  necesita 
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<Qnatola  firma  del  testador,  el  cerrado  debe  tener  firmadas  aderols  todas  las 
hojas  escritas  de  mano  ajena,  ó  rabricadas  las  autógrafas,  coando  no  sea  fir- 
ma'lo  y  rubricado  por  un  tercero  á  su  ruego  por  causa  de  imponbilidad. 

El  otorgamiento  d- 1  testamento  cerrado,  como  acto  público,  tiene  so  se- 
mejanza con  el  testamento  abierto,  mediante  la  intervención  del  Notario  y 
ios  testigos.  Diferéncianse,  no  obstante:  4.*,  en  que  el.  mismo  testador  habrá 
de  presentarlo  al  Notario  ante  cinco  testigos  idóneos,  en  vez  de  los  tres  que 
aquél  requiere,  bajo  cobierta  cerrada  y  sellada,  ó  cerrándolo  y  sellándolo 
ante  ellos,  que  le  da  carácter  secreto,  mientras  aquél  es  público;  t.®,  en  qoe 
.  el  testador  manifiesta  ante  ellos  que  el  pliego  presentado  contiene  su  última 
voluntad,  y'  además  si  je  ha  escrito  y  firmado  él  ú  otra  persona,  expresando 
la  causa  de  imposibilidad  de  hacerlo  por  sí,  coya  manifestación  se  hará  cons- 
tar eh  el  acta  notarial,  para  que  entre  ésta  y  el  testamento  resulte  la  relación 
necesaria  que  garantice  un  tanto  la  autenticidad  apetecida.  Parece  que  la  re- 
velación por  el  testador  de  la  persona  de  que  se  ha  valido  para  la  confección 
material,  añadiría  un  dato  más  de  comprobación,  én  sentir  de  algunos  expo- 
sitores; mas  nosotros  creemos  qoe  no  exigiéndola  el  precepto. legal,  tal  vez 
sería  prudente  no  consignar  semejante  revelación,  para  evitar  la  violación  del 
secreto  del  testamento  con  imprudentes  confidencias,  y  aun  suplantaciones 
favorecidas  por  el  amanuense.  El  testador  conocerá  por  la  clase  de  persona  de 
quien  se  trate,  la  conveniencia  ó  inconveniencia.de  declararlo  en  el  acto  del 
otorgamiento;  3.^,  en  que  en  vez  del  testamento,  se  protocola  sólo  el  acta  le- 
vantada por  el  Notario,  comprensiva  de  los  requisitos  que  la  ley  exige,  ex- 
presando el  estado  exterior  de  la  carpeta,  sellos  qoe  contiene,  etc.,  conoci- 
miento, identificación,  en  su  caso,  del  otorgante,  manifestación  de  la  capaci- 
dad en  que  á  >>o  juicio  se  halla  para  testar,  y  cuanto  disponen  los  artículos 
preinsertos;  4.°,  en  que  el  número  de  testigos  que  al  menos  sepan  firmar  será 
el  de  tres,  de  los  cuales  lo  hará  también  alguno  por  el  que  no  sepa,  y  á  más 
por  el  testador  que  no  pueda,  si  no  designa  otra  pefsona  diferente  para  el  caso; 
y  5.<^,  en  qne  mientras  el  testamento  abierto  queda  custodiado  en  e|  protocolo 
del  Notario,  formando  parte  de  él,  para  qoe  en  lo  sucesivo  puedan  librarse 
las  copias  correspondientes,  el  cerrado,  en  cambio,  puede  quedar  en  poder  del 
mi^o)o  testador,  del  Notario  bajo  recibo,  ó  en  el  de  otra  persona. 

La  apertura  del  testamento  y  su  protocolización  definitiva  tiene  un  proce- 
dimiento semejante  al  de  la  adveración  del  testamento  abierto  hecho  de  pala- 
bra, de  que  nos  ocupamos  en  su  lugar,  pero  cuya  tramitación  especial  está 
prevista  en  el  art.  4956  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  los 
4oe  se  contrae  el  744  <iel  Código. 

En  so  consecoencia,  ocurrido  el  fallecimiento  del  testador,  el  qoe  tenga 
«n  so  poder,  algúntestamento  cerrado,  deberá  presentarlo  al  Joei  competente. 
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qae  será  el  del  logar  en  que  se  hubiera  otorgado  (1),  tan  luego  como  sepa  et 
fallecimiento  del  otorgante;  pues  si  no  lo  veriñca  en  el  p'azo  de  diez  días, 
será  responsable  de  los  daños  y  perjoieios  que  ocasione  su  negligencia  (S), 
pudiendo  pedir  su  presentación  el  que  tuviere  conocimiento  de  haber  sida 
otorgado  el  testamento  y  obrare  en  poder  de  un  tercero,  jurando,  si  fuese  aquél 
extraño  á  la  familia  del  finado,  que  no  procede  de  malicia,  sino  por  creerse 
interesado;  y,  como  consecuencia  de  su  presentación,  el  actuario  examinará 
en  el  acto  el  pliego  que  contenga  el  testamento,  poniendo  diligencia  de  su  es- 
tado^ describiendo  minuciosamente  cuanto  observe  que  haga  sospechar  que 
haya  sido  abierto  ó  sufrido  alguna  alteración,  y  acto  continuo  dará  cuenta, 
al  Juez,  el  cual,  acreditado  el  fallecimiento  del  otorgante,  acordará  que  para 
el  día  siguiente,  ó  antes  si  es  posible,  se  cite  al  Notario  autorizante  y  á  los 
testigos  instrumentales.  Y  finalmente,  comprobados  cuantos  extremos  deter- 
minan los  preceptos  sucesivos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  el  Juez  lo  abrirá 
y  lo  leerá  para  sí,  lo  entregará  al  actuario  para  que  lo  lea  en  alta  voz,  salvo 
las  cláusulas  que  deban  quedar  reservadas  y  secretas  hasta  cierta  época,  des*- 
pues  de  lo  cual  dictará  auto  mandando  que  se  protocolice  con  todas  las  dili- 
gencias originales  de  la  apertura  en  los  Registros  del  Notario  que  hubiere 
autorizado  su  otorgamiento,  ó  en  su  defecto  del  que  corresponda,  y  que  se 
dé  copia  de  dicho  auto  al  que  presentó  el  testamento  para  su  resguardo,  si  la^ 
pidiere. 

En  orden  á  los  testaaoentos  comunes  reconocidos  y  existentes  por  derecho 
íoral,  el  nuncupativo,  en  Cataluña,  ha  de  otorgarse  ante  Notario  y  dos  testi- 
gos, y  en  caso  de  que  no  pueda  asistir  el  Notario,  por  no  haberlo  en  el  logar 
del  otorgamiento,  le  sustituirá  el  Párroco  propio  del  logar  con  la  asistencia 
de  dos  testigos  idóneos;  siendo  la  primera  de  estas  dos^ formas  la  principal 
que  se  observará,  siempre  que  para  ello  haya  posibilidad,  y  en  caso  contra- 
rio, tiene  lugar  la  segunda  forma^  como  supletoria  ó  subsidiaria.  Las  solem- 
nidades del  indicado  testamento  pueden  calificarse  en  internas  y  ex  temas, 
consistiendo  las  primera^  en  la  institución  de  herederos,  sin  la  cual  el  testa- 
mento es  nulo,  así  como  por  la  preterición  de  un  heredero  forzoso  ó  la  no 
aceptación  del  instituido;  y  las  segundas,  en  la  asistencia  del  Notario  ó  del 
Párroco  en  su  caso,  y  de  los  testigos  idóneos  que,  rogados  y  llamados,  vean 
y  entiendan  al  testador,  y  oigan  la  lectura  del  testamento,  y  la  unidad  del 
acto.  £1  testamento  cerrado  ha  de  otorgarse,  escribiéndole  el  mismo  testador, 
presentándole  en  un  pliego  de  papel  sellado  y  cerrado,  en  el  cual  se  exten- 
derá el  acta,  que  autorizarán  el  testador,  los  dos  testigos  instrumentales  y  el 

(1}     B«g]a  22  del  art.  13  de  dicha  ley. 

(B;     Art.  1966  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  71^  del  Código. 
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No  Uno,  con  sus  firmas,  rubricas  j  el  signo  de  é&te,  qoicn  contignari  nota 
expresiva  en  el  protocolo  reservado,  del  acta  del  otorgamiento  y  de  la  recep- 
ción del  testamento;  practicándose  la  protocolización  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
^      '  Expoesto  lo  qne  creemos  mis  esencial  de  las  legislaciones  forales  en  or- 
den i  los  testan  entos  comones,  no  termiDaremos  sin  consignar  qne  en  la  de 
Catalnña  no  hay  disposición  algnna  que  abone  la  apreciación  de  qne  el  testa- 
mento otorgado  ante  el  Párroco  tenga  valides  sólo  coando  se  otorgne  in  ew' 
tr  ARfV,  coligiéndole,  por  el  contrarío,  del  cap.  40,  tit  26,  lib  3.®  de  las  De- 
cretales, de  la  Real  cédula  de  29  de  Noviembre  de  4736  y  doctrina^ostentada. 
por  tan  distinguidos  comentaristas  como  Cáncer,  Gómez,  Vives  y  Cebríá,  Do- 
ran y  Bas  y  otros,  qne  por  privilegio  de  antiguo  nsado  y  guardado  en  aquel 
territorio,  el  Párroco  puede  siempre  autorizar  toda  clase  de  testamentos  den- 
tro del  límite  de  su  feligresía.  Si  otra  cosa  fuera,  debía  haber  sido  consigna- 
da en  un  texto  legal  explícito  y  terminante,  y  lejos  de  eso,  la  Real  cédula  ci- 
tada, dictada  precisamente  para  encerrar  en  sos  justos  límites  aquella  facuN 
tad  y  ponerla  cortapisa^  no  inspiró  la  de  que  se  trata,  sino  tan  sólo  las  nece' 
carias  para  que  los  Párrocos  no  invadiesen  la  jurisdicción  Real;  cuya  doctrina 
la  confirma  y  corrobora  el  principio  jurídico  de  que,  donde  la  ley  no  distin- 
gue no  debemos  distinguir;  del  que  se  infiere  que,  puesto  que  la  Real  provi- 
sión de  29  de  Noviembre  de  4737  declaraba  en  general  y  sin  distingos:  «es- 
tablecemos para  lo  futuro  que  los  Curas,  Rectores  y  sus  tenientes  sólo  han  de 
poder  otorgar  testamentos  ó  últimas  voluntades,  cada  uno  en  su  distrito,  te- 
rritorio ó  feligresía,  no  habiendo  en  ella  Escribano  realó  numerario,  y  sien- 
do en  el  papel  sellado  en  que  le  corresponda»,  es  notorio  que,  cumplidos  esos 
t  res  requisitos,  será  perfectamente  legal  la  autorización  del  testamento  por  el 
Párroco,  ora  el  testador  disfrute  cabal  salud,  ora  se  halle  en  peligro  inmi- 
nente  de  muerte;  porque  instituido  el  privilegio  á  los  Párrocos  y  sus  Tenien- 
tes, otorgado  por  la  legislación  catalana  con  objeto  de  facilitar  la  disposición 
t  eatamentaría  de  los  bienes  en  un  país  bastante  accidentado  y  que  tiene  mu- 
ch  os  pueblos  muy  distantes  de  la  cabeza  del  distrito  notarial,  no  hay  razón 
para  limitar  su  alcance  á  los  casos  en  que  los  testadores  se  encuentren  in  ar- 
ticulo mcrtit^  lifndo,  por  el  contrario,  conforme  á  los  fines  del  privilegio  que 
<$1  Párroco,  donde  no  hay  Notario,  tenga  las  mismas  facultades  que  éste  en 
punto  á  la  autorización  de  los  testamentos  nuncupativos  (4). 

El  testamento  nuncupativo,  por  la  legislación  de  Abagón,  tiene  también 
laa  dos  formas  de  otorgamiento  ante  Notario  y  ante  el  Párioco,  aunque  no  es 
n  eceaaria  la  unidad  del  acto,  y  puede  el  testador  manifestar  su  voluntad  de 


(1)     B.  d«  la  D.,  10  Abril  96.—  G.  9  Julio. 
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viva  voz,  ó  por  escrito,  teniendo  ambas  formas  igoal  condición  de  preferencia 
qae  en  Catalana.  La  adveración  del  otorgado  ante  el  Párroco  se  practica  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Fuero  y  en  la  Real  orden  de  4  de  Febrero  de  4867; 
y  el  testamento  cerrado  reone  las  mismas  solemnidades  que  el  de  Gatalcña. 

La  ley  40  del  tít.  43,  libro  3.o  de  la  Novisima  Recopilación  de  Navabra, 
regniarizó  la  materia  del  testamento  nuncnpativo,  y  resolvió  las  difícnitades 
y  dadas  qoe  originó  la  aplicación  del  antiguo  Faero,  estableciendo  on  orden. 
snceMvo  de  formas  qne  necesariamente  ha  de  ser  observado  para  qae  no 
adolezca  de  vicio  de  nulidad;  y  estableció  tres  formas,  la  primera,  principáis 
según  la  qae  el  testamento  es  ana  escritura  pública;  y  las  otras  dos,  supU^- 
torios  y  sucesivas s  que  requieren,  la  una,  la  presencia  del  Párroco  ú  otro 
clérigo,  por  no  poder  asistir  el  Notario,  y  la  otra,  U  presencia  de  los  tres  tes- 
tigos de. idoneidad,  por  no  ser  posible  la  concurrencia  del  Párroco  ó  de  otro 
clérigo.  El  testamento  cerrado,  según  la  legislación  navarra,  sólo  puede  otor- 
garlo el  qne  sepa  escribir,  y  en  el  caso  de  que,  sabiendo,  no  pueda  hacerlo,  ha 
de  firmar  por  él  y  á  su  ruego  un  testigo,  practicándose  lo  mismo  cuando  los 
testigos,  que  han  de  ser  siete,  no  puedan  ó  no  sepan,  de  modo  que  resulten 
siempre  ocho  Grmas  en  la  cubierta  del  testamento. 

De  los  testamentos  comunes  en  Vizcaya,  sólo  el  nuncupativo  se  rige  por 
las  leyes  del  Fuero,  teniendo  la  forma  principal  y  ordinaria  en  país  poblado 
las  solemnidades  de  presencia  de  Notario  y  dos  testigos;  y  la  forma  extraor- 
dinaria, propia  de  la  parte  monta&osa  y  de  despoblado,  no  requiere  más  que 
dos  testigos  varones  y  aun  mujeres  de  buena  fama.  Esta  segunda  forma  nece- 
sita, como  6s  natural,  ser  elevada  á  escritura  pública,  en  el  plazo  de  sesenta 
días,  si  el  heredero  y  los  testigos  residiesen  en  el  señorío,  ó  dentro  de  ese 
mismo  plazo  á  contar  desde  el  día  que  regresen,  si  se  hallaren  ausentes  al 
tiempo  de  la  muerte  del  testador,  tramitándose  el  expediente  con  arreglo  á  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  respecto  al  testamento  ^cerrado,  no  contiene  el 
Fuero  vizcaíno  disposición  alga  na,  por  lo  cual  es  aplicable  la  legislación  co-- 
mún  como  inmediatamente  supletoria. 
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SECCIÓN  SÉPTIMA 

DEL    TESTAMENTO    MILITAS 

Art.  VIS.  Ed  tiempo  de  gaerra,  loe  militareB  en 
campaña,  voluntarios,  rehenes,  prinioneros  y  demás  in- 
dividuos empleados  en  el  ejército,  ó  que  sigan  á  éste,  po- 
drán otorgar  su  testamento  aote  un  Oficial  que  tenga  por 
lo  menos  la  categoría  de  Capitán.  ^ 

Es  aplicable  esta  disposición  á  los  individuos  de  un 
ejército  que  se  halle  en  país  extranjero. 

Si  el  testador  estuviere  enfermo  ó  herido,  podrá  otor- 
garlo ante  el  Capellán  ó  el  Facultativo  que  le  asista. 

Si  estuviere  en  destacamento,  ante  el  que  lo  mande, 
aunque  sea  subalterno. 

En  todos  los  casos  de  este  artículo  será  siempre  nece- 
saria la  presencia  de  dos  testigos  idóneos. 

Ari.  7 IV.  También  podrán  las  personas  menciona- 
das en  el  artículo  anterior  otorgar  testamento  cerrado 
ante  un  Comisario  de  guerra,  que  ejercerá  en  este  caso 
las  funciones  de  Notario,  observándose  las  disposiciones 
de  los  artículos  706  y  siguientes. 

A ri.  VIS.  Los  testamentos  otorgados  con  arreglo  á 
los  dos  artículos  anteriores,  deberán  ser  remitidos  con  la 
posible  brevedad  al  cuartel  general,  y  por  éste  al  Minis- 
tro de  la  Guerra. 

El  Ministro,  si  hubiese  fallecido  el  testador,  remitirá 
el  testamento  al  Juez  del  último  domicilio  del  difunto,  y, 
no  siéndole  conocido,  al  Decano  de  los  de  Madrid,  para 
que  de  oficio  cite  á  los  herederos  y  demás  interesados  en 
la  sucesión.  Estos  deberán  solicitar  que  se  eleve  á  escri- 
tura pública  y  se  protocolice  en  la  forma  prevenida  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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Cuando  sea  cerrado  el  testamento,  el  Juez  procederá 
de  oficio  á  su  apertura  en  la  forma  prevenida  en  dicha  ley, 
con  citación  é  intervención  del  Ministerio  fiscal,  y  des- 
pués de  abierto  lo  pondrá  en  conocimiento  de  los  herede- 
ros y  demás  interesados. 

Art.  VIO.  Los  testamentos  mencionados  en  el  ar- 
ticulo 716,  caducarán  cuatro  meses  después  que  el  testa- 
dor haya  dejado  de  estar  en  campaña. 

Art.  V90.  Durante  una  batalla,  asalto,  combate»  y 
generalmente  en  todo  peligro  próximo  de  acción  de  gue- 
rra^ podrá  otorgarse  testamento  militar  de  palabra  ante 
dos  testigos. 

Pero  este  testamento  quedará  ineficaz  si  el  testador  se 
salva  del  peligro  en  cuya  consideración  testó. 

Aunque  no  se  salvare,  será  ineficaz  el  testamento  si  no 
se  formaliza  por  los  testigos  ante  el  Auditor  de  guerra  ó 
funcionario  de  justicia  que  siga  al  ejército,  procediendo* 
se  después  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  718. 

Art.  791.  Si  fuere  cerrado  el  testamento  militar, 
se  observará  lo  prevenido  en  los  artículos  706  y  707;  pero 
se  otorgará  ante  el  Oficial  y  los  dos  testigos  que  para  el 
abierto  exige  el  art.  716,  debiendo  firmar  todos  ellos  el 
acta  de  otorgamiento,  como  asimismo  el  testador,  si  pu- 
diere. 


H 


1.  JLbmOS  tarmintdo  cnanto  ai  testamento  común,  como  efecto  de  la  testa- 
mentifacción  activa,  nos  correspondía  exponer  dentro  del  plan  qne  informa 
nnestra  obra,  consideran  iole  en  las  tres  formas  orígtnaríamente  establecidas 
por  noestro  Código,  extendiéndonos  al  derecho  foral;  y  ahora,  sigoiendo 
siempre  el  orden  impuesto  por  el  cnerpo  legal  á  que  dedicamos  estos  trabajos, 
vamos  á  tratar  de  los  testamentos  especíales,  que,  aunque  sin  sistematizar,  se 
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hallan  establecidos  por  el  Código,  completando  de  igaal  modo  la  materia  con 
lo  respectivo  al  derecho  interregional. 

Cuando  hablábamos  de  las  formas  de  los  testamentos,  sección  3/  del  ca- 
pitólo  qoe  nos  viene  ocupando,  tovímos  ocasión  de  definir  los  eipeciales  y 
aon  de  sabclasificarlos  en  especiales  y  etpeeialisimas^  comprendiéndolos  lae- 
go  asi  en  el  cnadro  biológico  sinóptico,  en  razón  de  qae  la  clasificación  legal 
excluye  toda  otra  (Oi  según  allí  expasimos,  y  aulonza,  sin  embargo,  la 
nuestra,  mediante  la  reducción  de  circunstancias  que  en  ocasiones  dadas  hace 
dentro  de  los  especiales,  como  ahora  expondremos,  ciñéndonos  al  orden  esta* 
Mecido  en  el  texto  legal,  con  ocasión  1  lo  dispuesto  acerca  del  testamento 
militar,  el  maríúmo,  y  el  otorgado  por  español  en  país  extranjero,  que  son 
los  que  vamos  á  tratar  separadamente  también  nosotros  por  la  fuerza  de  la 
subordinación. 

El  libre  ejercicio  de  la  facultad  de  testar  inherente  á  las  personas,  y  la 
necesidad  de  su  reconocimiento  en  todas  las  circunstancias,  ha  motivado  el 
que  el  derecho  civil,  que  garantiza  los  actos  de  los  ciudadanos  en  todo  el 
desarrollo  de  su  vida,  les  acompañe  con  igual  solicitud  á  los  más  apurados 
trances  y  á  las  más  excepcionales  circunstancias,  abriéndole  camino  para 
que,  aun  en  medio  de  ellas,  pueda  ejercitar  aquella  preciada  facultad.  De  ahí 
el  fundamento  de  los  testamentos  llamados  especiales  que  venimos  estu- 
diando. 

£1  testamento  militar  es  el  primero  que  ha  merecido  en  este  concepto  á 
nuestro  Código  singular  distinción,  y  á  él  se  refieren  los  artículos  que  enca- 
beun  este  comentario. 

Tiene  su  origen  el  testamento  militar  en  la  legislación  romana,  constitu- 
yéndose como  un  privilegio  de  clase  y  se  suprimían  en  él  todas  las  formali- 


(1)  No  obstante,  daremos  k  conocer  la  aludida,  que  imparte  de  an  inoongmen- 
cia  con  el  Código,  ea  muy  racional  y  lógica.  Hela  aqui:  Testamentos  especia- 
les por  cansas  inherentes  k  las  personas:  ÍVmncto.  B1  del  enteramente  sordo;  ar- 
tienlo  e77.  Segundo.  El  del  sordomudo;  art.  709.  Tercero,  Bl  del  ciego;  art.  eB6. 
Ornaré»,  SI  del  qae  se  halle  en  peligro  inminente  de  mnerte;  artionlos  700,  TOft  y 
70B.  Qmnio.  El  del  loco  lácido;  art.  086. 

Testamentos  especiales  por  rasón  del  lagar:  I\^mero.  SI  del  extranjero  en  Bs« 
pafia;  arte.  064  y  088.  SeffMdo.  SI  del  español  en  el  eztraigero;  arts.  732  al  788. 
Tmreero,  SI  otorgado  en  viige  marítimo,  artienlos  782  al  781. 

'  Testamentos  especiales  por  raaón  de  la  época.  SI  otorgado  en  tiempo  de  epi* 
demii^  arts.  701  al  703. 

Testamentos  especiales  por  los  tres  precedentes  motivos.  SI  del  militar;  ar> 
tioolos  7ie  al  721. 
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dtdes  tan  complicadas  del  derecho  común,  especialmente  para  el  militar  qne- 
ae  hallaba  para  entrar  en  acción— abroquelado  con  el  cinto  de  Gabino.— En 
España,' las  leyes  de  Partida  consignaron  «comopneden  los  caballeros  fa- 
cer tu  testamento»,  determinando  podían  hacerlo  en  el  campo  de  batalla,  es- 
cribiéndolo en  la  tierra,  ó  en  sa  escodo,  ó  en  alguna  de  sus  armas,  con  tal 
que  pudiera  ser  probado  por  dos  hombres  buenos...  «é  esto  fué  otorgado  por 
privilegio  i  los  caballeros  por  lea  facer  honra,  é  mejoría,  mas  que  i  otros 
ornes,  por  el  gran  peligro  á  que  se  meten  en  servicio  de  Dios,  é  del  Rey,  é  de 
la  tierra  en  que  viven».  Y  así  subsistió  el  testamento  militar,  extensivo*  por 
disposiciones  legales  del  siglo  pasado  y  aun  del  presente,  á  las  condiciones 
de  persona  y  fuero  para  que  ios  aforados  de  guerra  pudieran  otorgar  el  testa- 
mento especial  aun  en  tiempo  de  paz. 

El  Código  civil,  atendiendo  á  aquella  poderosa  ley  de  la  necesidad,  ha  es- 
tablecido  las  mayores  franquicias  para  el  ejercicio  del  derecho  de  testar,  se- 
gún evidencian  los  preceptos  arriba  figurados. 

Los  caracteres  del  testamento  de  que  nos  venimos  ocupando,  son:  que  sea^ 
militar  el  testador,  que  el  otorgamiento  tenga  lugar  en  tiempo  de  guerra  y 
que  aquél,  en  el  momento  de  ordenar  su  última  voluntad,  se  halle  en  campa- 
da; elementos  que  constituyen  la  especialidad  del  testamento  por  razón  de  la 
perfona  del  testador,  del  tiempo  y  del  logar  del  otorgamiento;  mas  el  con- 
cepto de  militar  no  puede  tomarse  en  sentiio  absoluto,  porque  la  considera- 
ción de  la  igualdad  de  circunstancias  que  en  tiempo  de  guerra  y  en  el  lugar 
de  la  campaña  concurre  entre  los  militares,  voluntarios,  rehenes,  prisionero» 
j  demás  individuos  empleados  en  el  ejército  ó  que  sigan  A  éste,  hace  que  to* 
dos  se  hallen  sometidos  á  la  jurisdicción  militar,  y  necesariamente  á  todos 
ellos  ha  de  alcanzar  el  efecto  de  la  excepción  para  que  puedan  testar  en  la 
forma  especial  de  los  arts.  746  y  7t0,  747  y  7t1. 

En  el  testamento  militar  abierto  tienen  lugar  tres  casos  en  orden  á  la  for- 
ma: en  el  primero,  se  efectúa  ante  un  oficial  que  tenga  por  lo  menos  la  cate- 
goría de  capitán  y  dos  testigos  idóneos;  en  el  segundo,  el  elemento  personal 
ó  concepto  de  militar  del  testador  representa  además  una  circunstancia  tam- 
bién personal  por  hallarse  herido  ó  enfermo,  pudiendo  ordenar  su  testamento 
ante  el  capellán  ó  facultativo  que  le  asista  y  dos  testigos  igualmente  idóneos; 
y  en  el  tercero,  el  elemento  del  logar  del  otorgamiento,  reúne  asimismo  otra 
condición,  por  hallarse  el  testador  en  destacamento,  siendo  el  que  lo  manda^ 
aunque  tenga  la  categoría  de  subalterno,  el  que  ha  de  asistir  al  otorgamiento 
con  los  testigos  idóneos,  y  cuyos  testamentos  han  de  remitirse  al  Ministerio 
de  la  Guerra  por  conducto  del  cuartel  general,  para  que  en  el  caso  de  fallecer 
el  testador  se  remitan  al  Juez  de  su  domicilio  ó  al  Decano  de  los  de  Madrid 
dará  su  elevación  á  escritara  pública  por  los  tramites  de  la  ley  de  Enjuicia- 
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miento  civil,  sin  lo  cotí,  y  hasta  qae  sean  protocolizados,  no  tienen  el  carác- 
ter de  docamentos  públicos  (4). 

£i  testamento  cerrado  militar  reane  también  solemnidades  especiales  en 
sa  otorgamiento,  que  se  determinan  en  los  artícnlos  717  y  711,  sin  que  nos- 
otros encontremos  contradicción  alguna  entre  ambos  preceptos,  porqqe,  á 
nuestro  juicio,  el  primero,  qae  dispone  qae  pueden  las  personas  mencionadas 
en  el  746  otorgarle  ante  an  Comisario  de  guerra,  que  ejercerá  en  este  caso 
las  funciones  de  Notario,  y  en  el  que  se  han  de  observar  las  disposiciones  de 
los  artículos  706  y  siguientes,  es  la  forma  establecida  para  verificarlo  gene- 
ralmente en  tiempo  de  guerra;  y  el  segundo,  que  ordena  se  otorgue  con  arre- 
glo á  lo  prevenido  en  el  706  y  707,  pero  ante  el  Oficial  y  los  testigos  qne 
para  el  abierto  exige  el  746,  es  la  excepción  necesaria  de  aquel  precepto  para 
el  caso  de  que  el  otorgamiento  tenga  lugar  durante  la  batalla,  atalto  ó  com- 
bate, casos  en  que  puede  también  únicamente  (2)  otorgarse  el  testamento  de 
palabra  ante  dos  testigos. 

Finalmente,  los  testamentos  cerrados  y  de  palabra,  á  que  acabamos  de  re- 
ferirnos, requieren  también  determinadas  formalidades  para  su  eficacia  y  efec- 
tos, y  en  consecuencia  de  ello,  habrá  de  campUrsecon  relación  á  los  mismos, 
en  orden  á  los  primeros,  lo  preceptuado  en  el  art.  718  en  cuanto  á  su  remi- 
sión al  Minihterio  de  la  Guerra  y  diligencias  subsiguientes,  en  caso  de  falle- 
cer el  testador;  y  con  respecto  al  último,  lo  preceptuado  en  el  art.  720;  cadu- 
cando, los  á  que  se  refiere  el  746,  caatro  meses  después  que  el  testador  haya 
dejado  la  campaña  (3). 

Por  derecho  foral,  en  Cataluña,  el  testamento  privilegiado  militar,  aunque 
se  rige  por  las  leyes  romanas,  puede  estimarse  igual  al  de  la  misma  cíase  de 
la  legislación  común  anterior  al  Código,  por  ser  aplicables  las  leyes  Recopi- 
ladas, como  supletorias  de  aquéllas;  por  lo  que  los  militares  y  todas  las  per- 
sonas que  en  Cataluña  gocen  del  fuero  de  guerra,  pueden  otorgar  su  testa- 
mento eligiendo  la  forma  ordinaria  ó  la  exclusivamente  militar,  conforme  á 
las  Reales  Ordenanzas  del  Ejército  y  disposiciones  dictadas  posteriormente 
basta  la  Real  orden  de  47  de  Enero  de  4835. 

El  testamento  militar,  de  que  nos  venimos  ocupando,  es  por  el  derecho 
aragonés  y  el  navarro,  igual  que  por  el  catalán  y  el  antiguo  de  Castilla;  sin 
que  respecto  á  él  contengan  disposición  alguna  los  Fueros  de  Vizcaya. 


(1)  S.  de  la  D.,  25  Ootnbre  Hi.—O.l  Marzo  85. 

(2)  Art.  720  del  Código. 

(3)  Ari.  719  ídem. 


■ '  1 
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SECCIÓN  OCTAVA 

DEL    TESTAMENTO    HABÍTIHO 

Aw'i.  799.  Los  testamentos,  abiertos  ó  cerrados,  de 
los  que  durante  un  viaje  marítimo  vayan  á  bordo,  se  otor- 
garán en  la  forma  siguiente: 

Si  el  buque  es  de  guerra,  ante  el  Contador  ó  el  que 
ejerza  sus  funciones,  en  presencia  de  dos  testigos  idóneos, 
que  vean  y  entiendan  al  testador.  El  Comandante  del 
buque,  ó  el  que  haga  sus  veces,  pondrá  además  su  V.^  B.^ 

En  los  buques  mercantes  autorizará  el  testamento  el 
Capitán,  ó  el  que  haga  sos  veces,  con  asistencia  de  dos 
tebtigos  idóneos. 

En  uno  y  oíro  caso  los  testigos  se  elegirán  entre  loe 
pasajeros,  si  los  hubiere;  pero  uno  de  ellos,  por  lo  menos , 
ha  do  poder  fírmar,  el  cual  lo  hará  por  sí  y  por  el  testa- 
dor si  éste  no  sabe  ó  no  puede  hacerlo. 

Si  el  testamento  fuera  abierto,  se  observará  además  lo 
prevenido  en  el  art.  695,  y,  si  fuere  cerrado,  lo  que  se  or- 
dena en  la  sección  sexta  de  este  capítulo  con  exclusión 
de  lo  relativo  al  número  de  testigos  é  intervención  del 
Notario. 

Aré.  793.    El  testamento  del  Contador  del  buque 
de  guerra  y  el  del  Capitán  del  mercante,  serán  autoriza 
-dos  por  quien  deba  sustituirlos  en  el  cargo,  observándose 
para  lo  demás  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior. 

ilrt.  794.  Los  testamentos  abiertos  hechos  en  alta 
mar  serán  custodiados  por  el  Comandante  ó  por  el  Capi- 
tán, y  se  hará  mención  de  ellos  en  el  Diario  de  nave- 
gación. 

La  misma  mención  se  hará  de  los  ológrafos  y  los  ce- 
rrados. 

TOMO  n  s 


1,3 
^  • 
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Avt.  7^5.  Si  el  buque  arribase  á  un  puerto  extran- 
jero donde  haya  Agente  diplomático  ó  consular  de  E^^pa- 
ña,  el  Comandante  del  de  guerra,  ó  el  Capitán  del  mer- 
cante, entregará  á  liicho  Agente  copia  del  testamento 
abierto  ó  del  acta  de  otorgamiento  del  cerrado,  y  de  la 
nota  tomada  en  el  Diario. 

La  copia  del  testamento  ó  del  acta  deberá  llevar  las 
mismas  firmas  que  el  original,  si  viven  y  están  á  bordo 
los  que  lo  firmaron;  en  otro  caso  será  autorizada  por  el 
Contador  ó  Capitán  que  hubiese  recibido  el  testamento,  ó 
el  que  haga  sus  veces,  firmando  también  los  que  estén  i 
bordo  de  los  que  intervinieron  en  el  testamento. 

El  Agente  diplomático  ó  consular  hará  extender  por 
escrito  diligencia  de  la  entrega,  y,  cerrada  y  sellada  la  co- 
pia del  testamento  ó  la  del  acta  del  otorgamiento  si  fuere 
cerrado,  la  remitirá  con  la  nota  del  Diario  por  el  conduc- 
to correspondiente  al  Ministro  de  Marina,  quien  mandará 
que  se  deposite  en  el  Archivo  de  su  Ministerio. 

£1  Comandante  ó  Capitán  que  haga  la  entrega  reco- 
gerá del  Agente  diplomático  ó  consular  certificación  de 
haberlo  verificado,  y  tomará  nota  de  ella  en  el  Diario  de 
navegación. 

Art.  790.  Cuando  el  buque,  sea  de  guerra  ó  mer- 
cante, arribe  al  primer  puerto  del  Reino,  el  Comandante 
ó  Capitán  entregará  el  testamento  original,  cerrado  y  se- 
llado, á  la  Autoridad  marítima  local  con  copia  de  la  nota 
tomada  en  el  Diario,  y,  si  hubiese  fallecido  el  testador, 
certificación  que  lo  acredite. 

La  entrega  se  acreditará  en  la  forma  prevenida  en  el 
articulo  anterior,  y  la  Autoridad  marítima  lo  remitirá 
todo  sin  dilación  al  Ministerio  de  Marina. 

Art.  797.  Si  hubiese  fallecido  el  testador  y  fuere 
abierto  el  testamento,  el  Ministro  de  Marina  practicará  lo 
que  se  dispone  en  el  art.  71S. 


LIBRO  TERCKKO.— TÍTULO  UI.— ART8.   722  A  731  116 

Art,  79S,  Cuando  el  testamento  haya  eido  otorga- 
do por  un  extranjero  en  buque  español,  el  Ministro  de 
Marina  remitirá  el  testamento  al  de  Estado  para  que  por 
la  vía  diplomática  se  le  dé  el  curso  que  corresponda. 

Art,  799.  Si  fuere  ológrafo  el  testamento  y  duran- 
te el  viaje  falleciera  el  testador,  el  Comandante  ó  Capitán 
recogerá  el  testamento  para  custodiarlo,  haciendo  men- 
ción de  ello  en  el  Diario,  y  lo  entregará  á  la  Autoridad 
marítima  local,  en  la  forma  y  para  los  efectos  prevenidos 
en  el  artículo  anterior,  cuando  el  buque  arribe  al  primer 
puerto  del  Reino. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  sea  cerrado  eí  testa- 
mento, si  lo  conservaba  en  su  poder  el  testador  al  tiempo 
de  su  muerte. 

Art.  730.  Los  testamentos ,  abiertos  y  cerrados, 
otorgados  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  esta  sección,  ca- 
ducarán pasados  cuatro  meses,  contadoi9  desde  que  el  tes- 
tador desembarque  en  un  punto  donde  pueda  testar  en  la 
forma  ordinaria. 

Art.  7«fi.  Si  hubiere  peligro  de  naufragio,  será 
aplicable  á  las  tripulaciones  y  pasajeros  de  los  buques  de 
güfiírra  ó  mercantes  lo  dispuesto  en  el  art.  720. 


% 


'EGTJNBO  lagar  ocopa  el  tesUmento  marítimo  de  los  tres  qne  el  Código 
comprende  separadamente,  atendiendo  á  las  necesidades  de  estos  tiempos,  en 
qne  las  demás  naciones  han  dado  la  pauta  en  el  estabíecimiento  de  una  forma 
de  testar  qne,  no  porqne  fuera  omitida  en  las  legislaciones  antigoas,  es  y  aan 
fné  menos  necesaria  que  las  otras  formas  especiales  de  testar,  frente  á  peli- 
gros inminentes  en  que  el  hombre  arriesga  intrépidamente  su  vida,  ya  por  el 
deber  ineludible  de  la  defensa  de  la  patria  ó  por  el  orden  interior  de  la  mis- 
ma, jfa  en  el  cumplimiento  de  los  designios  de  su  peculiar  destino,  surcando 
los  mares  expuesto  siempre  á  las  eventualidades  da  la  navegación. 
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En  preffnciA  áe  tan  racionales  vichitodes,  el  Código  civil,  regalador  de 
los  derechos  del  bon  bre«  ha  establecido,  en  los  artícolos  arriba  insertos,  las 
franqoicias  de  la  libre  voluntad  del  testador  para  ser  exprf>9ada  en  tales  cir- 
CQDstaDcias  con  garantía  inficiente  para  sn  estabilidad  y  sali^facción. 

Tales  franquicias  tienen  sd  origen  en  las  necesidades,  según  tnvimos  oca» 

sión  de  exponer;  mas  sa  vigencia  empieza  desde  el  ingreso  del  navegante  en 

el  bnqne  qoe  ba  de  rondocirle  sometido  al  fuero  del  mismo  y  á  la  jorisdic^ 

ción  del  Jefe,  Comandante,  si  es  de  la  marina  de  guerra^  ó  Capitán,  si  es  de  la 

mercante. 

De  tres  formas  puede  otorgarse  el  testamento  marítimo:  ológrafo,  abierta 
y  cerrado.  £1  piimero  en  nada  se  diferencia  del  ológrafo  común  más  que  en 
la  forma  de  conservarlo,  devpoés  üe  ocurrida  la  muerte  del  testador,  sobre 
cuyo  particular  ordena  el  art:  It^  que  el  Comandante  ó  Capitán  del  buque, 
de  guerra  ó  mercante,  recoja  el  testamento  para  custodiarle,  haciendo  men- 
ción de  ello  en  el  Diado,  y  entregándole  á  la  Autoridad  maríiiroa  local  en  la 
forma  y  para  los  efectos  prevenidos  en  el  7t8  cuando  el  buque  arribe  al  pri-^ 
mer  puerto  del  Reino. 

Como  hemos  indicado,  el  testamento  marítimo  abierto  6  cerrado  ha  de 
otorgarse,  cuando  el  buque  sea  de  guerra,  ante  el  Contador  ó  persona  que 
desempeñe  fUs  funciones,  y  el  Comandante  ó  el  que  haga  sus  veces,  pondrá 
el  V.o  B.^  en  el  abierto,  y  á  continuación  de  las  fiímas,  del  cerrado;  y  si  el 
buque  fuere  mercante,  intervendrá  el  Capitán  ó  el  que  haga  sus  veces.  Loa 
testigos  del  otorgf  miento,  en  número  de  dos,  han  de  el»>girse  entre  los  pasa- 
jeros del  tuque,  debiendo  poder  firmar  uno  por  lo  menos,  y  reunir  las  con- 
diciones de  idoneidad,  á  excepción  de  la  de  vecindad^  por  ser  imposible  su 
concurrencia;  firmando  uno  por  otro  cuardo  no  sepa  ó  uo  pueda  hacerlo,  y 
lo  mismo  cuando  el  testador  se  encontrare  en  igual  imposibilidad. 

£1  art.  721  ordena  que  los  testigos  se  elijan  entre  los  pasajeros,  y  com<^ 
puede  darse  el  cai^o  de  que  no  los  haya,  entendemos  qoe  procederá  entonces 
acudir  á  la  oficialidad  del  buque,  ó  á  la  tripulación  del  mismo,  para  hacer  la 
elección,  ya  que  la  falta  de  pasajeros  no  puede  motivar  en  modo  alguno  la 
prohibición  del  ejercicio  de  la  facultad  de  testar. 

Cuando  el  testador  tea  el  Contador  del  buque  de  guerra  ó  el  Capitán  del 
mercante,  su  testamento  será  autorizado  por  aquel  que  deba  sustituirlos  en  s« 
cargo. 

Las  demás  solemnidades  del  testamento  marítimo  abierto  son  las  que  ex- 
presa el  art.  €95,  que  ya  explicamos  oportunamente,  sin  más  limitación  que 
^1    número  de  testigos  y  la  sustitución  del  Notario  por  el  Jefe  del  barco,  sin 
que  esta  sustitución  dé  ai  documento  el  carácter  de  público,  puesto  que  á  ss 
tiempo  debe  ser  elevado  á  escritora  y  protocolizado  en  la  forma  ordinaria.  El 
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Comandante  ó  Capitán  del  baque  que  baya  aotorízado  el  testamento,  lo  men- 
eionarán  en  el  Diario  de  navegación,  para  que  en  sq  día  poeda  servir  de  me- 
dio de  ccmproLación,  y  para  salvar  las  responsabilidades  dé  la  misma  perso- 
na cnando  b^ga  la  entrega  del  testamento  que  la  ley  le  ordena,  qne  se  bará 
coando  el  bnqne  arrlLe  á  pnerto  extranjero,  al  Agente  consular  ó  diplomá- 
tico, con  las  foimalidades  establecidas  para  su  remisión  en  forma  al  Ministe- 
rio de  Marina,  para  su  depósito  en  el  arcbivo  del  Ministerio;  y  cuando  el  arri- 
bo sea  á  puerto  del  Reino,  la  entrega  se  verificará  á  la  Autoridad  de  marina 
del  mismo  para  igual  efecto. 

Como  el  testamento  cerrado  puede  reservárselo  el  testador  para  su  custo- 
dia, en  tal  cato,  si  fallece  dnrante  el  viaje,  el  Jtfe  del  buque  practicará  las 
mismas  diligencias  qne  cuando  el  testamento  sea  ológrafo. 

Para  el  caso  de  peligro  de  naufragio,  se  establece  también  en  el  art.  734 
la  facultad  de  que  los  individuos  del  pasaje  y  de  la  tripulación  de  los  buques 
de  guerra  y  mercantes  puedan  otorgar  testamento  de  palabra  ante  dos  testi- 
gos, quedando  sometida  la  efectividad  de  este  testamento  á  las  limitaciones^ 
que  expresa  el  arr.  725. 

Finalmente,  los  demás  preceptos  de  esta  sección,  en  orden  á  la  ritualidad 
para  la  protocolización  del  testamento  marítimo  y  del  que  otorgue  un  extran- 
jero en  buque  español,  resultan  claramente  determinados  en  los  preceptoa 
transcritos,  que  no  necesitan  mayor  explicación,  debiendo  únicamente  con- 
signar que  la  ca^iacidad  del  aludido  extranjero  se  rige  por  las  leyes  del  país 
de  su  procedencia,  por  ser  pertinente  al  caso  la  doctiina  del  Estatuto  per- 
sonal. « 


SECCIÓN  NOVENA 

DEL  TESTAMENTO  HECHO  EN  PAÍS  EXTRANJERO 

A  ri.  999.  Los  eepafioles  podrán  testar  fuera  del  te- 
rritorio nacional,  sujetándose  á  las  formas  establecida» 
por  las  leyes  del  país  en  que  se  hallen. 

También  podrán  testar  en  alta  mar  durante  su  nave- 
gación en  un  buque  extranjero  con  sujeción  á  las  leyes  de 
la  nación  á  que  el  buque  pertenezca. 

Podrán  asimismo  hacer  testamento  ológrafo  con  arre- 
glo al  art.  688  sin  el  requisito  de  papel  sellado  aun  en  lo& 
países  cuyas  leyes  no  admitan  dicho  testamento. 
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Art.  733.  No  eerá  válido  en  España  el  testamento 
manee  muj)aclo,  prohibido  por  el  art.  669,  que  ]o8  espa- 
ñoles otorguen  en  país  extranjero,  aunque  lo  autoricen  las 
lejes  de  la  cación  donde  se  hubiese  otorgado  (1). 

Ari.  934.  También  podían  los  españoles  que  se  en- 
cuentren en  país  extranjero  otorgar  sn  testamento,  abierta 
ó  cerrado,  ante  el  Agente  diplomático  ó  consular  de  Espa- 
ña residente  en  el  lugar  del  otorgamiento. 

En  estos  casos  dicho  Agente  hará  las  veces  de  Notario, 
y  se  observarán  respectivamente  todas  las  formalidades 
establecidas  en  las  secciones  quinta  y  sexta  de  este  capi- 
tulo, no  siendo,  sin  embargo,  necesaria  la  condición  del 
domicilio  en  los  testigos. 

Art.  735.  £1  Agente  diplomático  consular  remiti- 
rá, autorizada  con  su  firma  y  sello,  copia  del  testamento 
abierto,  ó  del  acta  de  otorgamiento  del  cerrado,  al  Minis- 
terio de  Estado  para  que  se  deposite  en  su  Archivo, 

Art.  73G.  El  Agente  diplomático  ó  consular»  en 
cuyo  poder  hubiese  depositado  sn  testamento  ológrafo  6 
cerrado  un  español»  lo  remitirá  al  Ministerio  de  Estada 
cuando  fallezca  el  testador  con  el  certificado  de  de- 
función. 

El  Ministeiio  de  Estada  hará  publicar  en  la  Gareta  de 
Madrid  la  noticia  del  fallecimiento  para  que  los  interesa- 
dos en  la  herencia  puedan  recoger  el  testamento  y  gestio- 
nar su  protocolización  en  la  forma  prevenida. 


(t;     VéaM,  eomo  eonoordante,  %L  taet,  11, 


LIBEO  TKBCBBO.—TÍTÜLO  m.— ABT8.  732  A  736  119 


Mi: 


.EYA  el  hombre  envuelta  en  su  capacidad  jorídica  la  testamentífae  . 
<sión  activa  más  allá  de  las  fronteras  de  sa  patria,  y  allí,  en  extranjero  saelo,  la 
acomp^ñi  aquella  facultad,  y  le  facilita  el  legislador  los  medios  de  expresarla 
en  medio  de  los  obstáculos  de  todo  género  que  le  opongan  la  tierra  extrima 
en  que  se  encuentra. 

Al  codificarse  nuestro  derecho  patrio,  no  había  de  limitarse  á  los  moldes 
de  históricas  tradiciones,  sino  que,  obra  de  la  época  qne  le  da  vida,  ha  tenido 
que  respirar  en  el  progreso  siempre  creciente,  los  aires  que  llevan  la  civiliza- 
ción de  on  ponto  á  otro  de  la  tierra,  y  que  alientan  al  hombre,  movilizado 
hoy  más  que  nunca  con  los  fáciles  medios  de  comunicación.  Y  como  á  todas 
partes  le  acompaña  la  fatal  fínitud  de  su  existencia,  la  ley  también  le  sigue 
para  ejercitar  los  derechos  y  cumplir  los  deberes  que  la  proximidad  de  su 
muerte  le  demande. 

Y  he  aquí  el  objeto  de  los  artículos  que  anteceden,  y  que  ponen  á  disposi- 
ción de  ios  españoles  que  residan  en  el  extranjero  tres  formas  ó  maneras  de 
testar;  esto  es,  las  qne  estén  en  uso  en  el  país  en  que  se  encuentre,  las  que 
pueden  llamarse  diplomáticas,  y  la  forma  ológrafa. 

Esta  última  forma  puede  emplearla,  á  tenor  del  art.  732,  todo  español  ma- 
yor dé  edad  que  no  esté  incapacitado,  en  el  país  en  que  se  encuentre,  obser- 
vando todas  las  solemnidades  del  art.  688,  si  bien  con  la  excepción,  en  todo 
caso,  del  uso  del  papel  sellado. 

Reconoce  el  Código  eficacia  y  validez  al  testamento  que  un  español  otor- 
gue en  país  extranjero  con  arreglo  á  las  leyes  de  éste,  porque  el  principio 
de  derecho  internacional  loeusregU  aclnm  tiene  de  lleno  aplicación  al  caso 
y  no  contradice  la  soberanía  dé  la  nación,  por  ref^^rirse  sólo  á  las  formas  ex- 
ternas, una  vez  que  la  capacidad  del  testador  y  la  transmisión  de  la  propiedad 
de  sus  bienes  se  rigen  por  las  leyes  de  España,  y  por  sus  preceptos  se  go- 
biernan las  disposiciones  que  contenga  el  testamento,  qne  nunca  podrá  ser 
mancomonado,  porque  el  ejercicio  del  derecho  de  testar  es  personalísimo  y  el 
testamento  on  acto  unilateral. 

La  forma  consular  ó  diplomática  es  otra  de  las  establecidas  por  la  ley,  en 
razón  á  que  nuestros  Agentes,  investidos  de  facultades  notiiríales,  reciben, 
autorizan  y  registran  esta  clase  de  testamentos,  que  en  todo  lo  demás  se  aco- 
modan á  las  ritualidades  comunes;  pero  como  estos  testamentos  han  de  ele- 
varse á  escritura  publica  en  España,  y  aquí  cumplirse  si  mueren  los  testado- 
res, se  establece  en  el  art.  735  la  obligación  del  Agente  diplomático  ó  con- 
sular, de  remitir  copia  del  testamento  abierto  ó  del  acta  de  otorgamiento  del 
cerrado  al  Ministerio  de  Estado  para  que  se  deposite  en  su  archivo. 
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Por  último,  respecto  á  los  testamentos  ológrafos  y  á  los  cerrados,  habrá 
de  cumplirse  lo  dispuesto  ea  el  art.  736,  por  más  qae  el  precepto  del  párrafo 
segando,  en  cnanto  á  los  cerrados,  es  de  imposible  aplicación,  porqae  mientras 
permanezca  en  tal  estado,  no  pnede  saberse  quiénes  son  los  interesados  en  la 
berencia  qae  han  de  recogerlo,  y  como»  de  estimarse  tales  á  los  parienles, 
pnede  haber  peligro  de  que  desaparezca,  entendemos  qne  para  evitarlo  ha- 
brá que  adoptar  la  precaución  de  que,  los  que  se  crean  con  derechos  soceso  - 
ríos,  insten  el  expediente  oportuno  para  la  apertura  y  protocolización  consi- 
guiente del  testamento  cerrado. 
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inliterio  de  la  Guerra,  f  Cadaea  á  los  cuatro  useaei  de  oe< 
Del  mili  rio  en  ea  caso  á  eeorita*  i     sar  la  eauta  ''art.  719;. 
eióa  ol  (art.  718) y 


L  8a  caso  por  los  testigos ) «    .    ^         •    «  i.    x  ^  «i.. 

udltor  y  compltondo  lo   »«;»•«<»»  "  •»  t^<».  ••  "«-r, 

»n  d  .rt.  718  /Lt.  7») . .  \      •*•'  "^'"^  '"'■  «>'• 

¡sitos  de  los  articalos  706 1  Se  remite  al  Cuartel  general  (ar* 

M i      tíoulo  718;. 

rei  de  catorce  aflos  y  no  teniendo  prohibición  de  testar. 

sitos  del  común,  abierto  \  o        i.  ^i      •  ^ 

....     '  .    i  So  entregan  en  el  primer  puerto 

ixcepoion  de  lo  referente  I      ,         7.  i     /  .   , 

-    5   . .  ,  ^       .   /      de  arnbo  en  la  forma  y  á  los 

^árTraf"*  ^  '^**°"'>     of^to.  d.  lo.  »ru.  7»  í  7». 
I  Caducan  á  los  cuatro  meses  (ar- 


iDel 
lación 


el  Diario  del  abierto, 


1     ticulo  7^;. 


[otorgada 
jero 
común 


p<  llAT 


y  del  ológrafo  (art.  72i).  } 

para  el  testamento  militar  (art  781). 

incapacitados /  Ks  Tálido  el  ológrafo  sin  el  requl< 

,  que  hará  de  Nota  )      sito  del  papel  sellado  (art.  792  . 


abiertos  ó  cerrados  (ar- 


No  lo  es  el  mancomunado 
ticulo  788). 


(ar< 


Ire  instituya  k  la  madre  ó  no  instituya  k  sus  hijos,  siem' 


Justo. 

s  los  frutos  y  rentas  de  los  bienes. 


sus  bienes. 
\Por  la  le||«i  Alto  Aragón. 


Inntad. 
a  de  ambos. 


uniento  d«  heredero. 
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SECCIÓN  DÉCIMA 

DS  LA  KEVOCACIÓM  É  IKEFICACIA  DE   LOS  TEBTAITENTOe 

Ari.  737.  Todas  las  disposiciones  testamentarias 
son  esencialmente  revocables,  aunque  el  testador  expre- 
se en  el  testamento  su  voluntad  ó  resolución  de  no  revo- 
carlas. 

Se  tendrán  por  no  puestas  las  cláusulas  derogatorias 
de  lap  disposiciones  futuras,  y  aquellas  en  que  ordene  el 
testador  que  no  valga  la  revocación  del  testamento  si  no 
la  hiciere  con  ciertas  palabras  ó  señales. 


307.  La  cláusula  derogatoria  ó  ad  cautelam,  á  la  que  no  reco- 
noce hoy  valor  alguno  el  art.  737  del  Código^  no  tuvo,  según  la  an- 
tigua legislación  y  jurisprudencia,  más  objeto  que  el  de  asegurar, 
enfrente  del  principio  general  de  la  revocabilidad  de  los  testa- 
mentos por  otros  posteriores,  la  subsistencia  y  efectividad  de  los 
en  que  aquélla  se  consignaba. — S.  17  Od.  92. — 0. 19  Dic. 

808.  No  es  necesario  que  se  exprese  señaladamente  en  un  tes- 
tamento la  revocación  de  otro  anterior  otorgado  con  aquella  cláu- 
sula, si  ésta  habla  perdido  ipsofado  todo  su  valor  y  eficacia  legal 
por  la  muerte  de  los  herederos  instituidos,  ocurrida  antes  que  la  del 
testador.— 5.  17  Od.  92. --G.  19  Die. 


Art«  73S.  El  testamento  no  puede  ser  revocado  en 
todo  ni  en  parte  sino  con  las  solemnidades  necesarias  para 
testar. 

Art.  739.  El  testamento  anterior  queda  revocado 
de  derecho  por  el  posterior  perfecto,  si  el  testador  no  ex- 


1 
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préBa  en  éste  su  voluntad  de  que  aquél  subeista  en  todo  6 
en  parte. 

Sin  embargo,  el  testamento  anterior  recobra  su  fuerza 
si  el  testador  revoca  después  el  posterior,,  y  declara  ex- 
presamente ser  su  voluntad  que  valga  el  primero. 

Api.  740.  La  revocación  producirá  su  efecto  aun- 
que el  segundo  testamento  caduque  por  incapacidad  del 
heredero  ó  de  los  legatarios  en  él  nombrados,  ó  por  re- 
nuncia de  aquél  ó  de  éstos. 

Art.  941.    El  reconocimiento  de  un  hijo  ilegitimo- 
no  pierde  su  fuerza  legal  aunque  se  revoque  el  testa- 
mento en  que  se  hizo  (1). 

Art.  9M9.  Se  presume  revocado  el  testamento  ce- 
rrado que  aparezca  en  el  domicilio  del  testador  con  las 
cubiertas  rotas  ó  los  sellos  quebrantados,  ó  borradas,  ras- 
padas ó  enmendadas  las  firmas  que  lo  autoricen. 

Este  testamento  será,  sin  embargo,  válido  cuando  se 
probare  haber  ocurrido  el  desperfecto  sin  voluntad  ni  co- 
nocimiento del  testador,  ó  hallándose  éste  en  estado  de- 
demencia; pero  si  apareciere  rota  la  cubierta  ó  quebran- 
tados los  sellos,  será  necesario  probar  además  la  autenti* 
cidad  del  testamento  para  su  validez. 

SI  el  testamento  se  encontrare  en  poder  de  otra  per- 
sona, se  entenderá  que  el  vicio  procede  de  ella  y  no  será 
aquél  válido  como  no  se  pruebe  su  autenticidad,  si  estu* 
vieren  rota  la  cubierta  ó  quebrantados  los  sellos;  y  si  una 
y  otros  se  hallaren  íntegros,  pero  con  las  firmas  borradas^ 
raspadas  ó  enmendadas,  será  válido  el  testamento,  como 
no  se  justifique  haber  sido  entregado  el  pliego  en  esta 
forma  por  el  mismo  testador. 

(1)     VésMi  como  concordante,  el  art.  181. 
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Ar^t.  9413.  Caducarán  los  testamentos,  ó  eerán  in- 
eficaces en  todo  ó  en  parte  las  disposiciones  testamen- 
tarias, sólo  en  los  casos  expresamente  prevenidos  en  este 
Código. 


0 


BKA  de  la  libre  Tolontad,  el  testamento,  pnede  ser  en  virtud  de  ella  mis- 
ma, moilable  hasta  el  instante  de  la  maerte,  revocado;  y  como  institocióa 
jurídica  amparada  por  la  ley,  dejará  de  ser  eficaz  en  cnanto  contradiga  esen  - 
cialmente  sos  preceptos.  En  el  primer  caso,  el  hombre  desata  por  si  mismo 
el  nudo  con  qne  enlazó  lo  que  es  objeto  de  sn  derecho  á  otro  sujeto  sobrevi- 
viente á  quien  tra.<pa8aba  la  correspondiente  relación  jurídica;  y  en  el  se- 
gundo, rompe  la  ley  aquel  nudo,  cortándole,  y  sobreponiéndose  á  los  efectos 
^el  libre  albedrio  del  testador  en  sus  desviaciones  de  la  linea  respectivameate 
preestablecida. 

La  revocación,  proveniente  del  testador,  será  expresa  ó  tácita,  según  que 
ia  manifieste  y  haga  constar  debidamente,  6  que  la  deje  racionnlmente  sobre- 
entender, bien  testando  de  nuevo,  ó  bien  rasgando  ó  tachando  el  testamento 
cerrado  que  guardaba. 

Y  la  ineficacia  del  testamento,  por  disposición  legal,  puede  igualmente 
«er  expresa,  cuando  así  lo  determine  el  Código  en  alguno  de  los  artículos, 
como,  entre  otros,  el  673;  y  tácita,  cuando  se  deduzca  lógica  y  jurídicamente 
-del  desacuerdo  entre  lo  dispuesto  por  el  testador  y  lo  que  la  ley  ordena;  por 
ejemplo,  si  resulta  otorgado  de  mancomún  con  otro,  ó  si,  siendo  ológrafo, 
apareciere  extendido  en  papel  no  sellado,  ó,  aunque  sellado,  no  correspondiese 
al  año  corriente,  etc. 

Empero,  tanto  la  revocación  hecha  por  el  testador,  como  la  ineficacia 
legal  del  testamento,  pueden  ser  total  ó  parcialmente,  si  afectan  al  testamento 
integro  ó  sólo  á  alguna  de  sus  cláusulas. 

Estos  conceptos  vinieron  figurando  en  nuestro  derecho  histórico  impor  - 
tadosdel  romano,  expresados  con  las  denominaciones  calificadoras  de  los  tes- 
tamentos, como:  mm/o,  injusto^  roto^  irrito^  destituido  y  resciso  (I).  Todos  los 


(1)    Kalo  se  deeia  al  que,  iptojure,  se  invalidaba  por  falta  de  algnnas  de  las  so- 
lemnidadea  eztemae  6  por  incapacidad  del  testador;  injusto,  al  defeotnoeo  de  eiertae. 
solemnidades  externas  y  solia  convalecer  per  la  ol&nsnla  eodloilar;  roto,  el  deega- 
rrado  6  quebrantado  en  sus  sellos  ó  anterior  al  nacimiento  de  un  nuevo  hüo  6  á 
la  legitimaoión  de  otro,  ó  adopción  de  un  desoendiente;  (rrito,  ee  deolA  al  teeia* 
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coalet  etUn  comprendidos  en  nuestro  Código  sin  designación  de  nombres,  á 
que  Un  dados  fueron  lf»s  romanos. 

Estudiando  bajo  este  punto  de  vista  las  nuevas  disposiciones^  encontra- 
mos desde  luego  expresada  la  idea  de  la  invalidación  de  los  testamentos  con 
las  palabras:  nvacación^  nulidad^  caducidad,  ine/lcacia  é  inojiciosidad,  que 
si  no  corresponden  exacta  y  correlativamente  con  aqaellas  denominaciones, 
tampoco  son  sinónimas  (4),  si  bien,  excepción  hecha  de  la  última,  atacan  to* 
das  á  la  totalidad  del  testamento,  cuando  la  revocación  ó  nulidad  no  se  refie- 
ren sólo  á  parte  determinada  del  mismo. 

£sto  no  obstante,  puede  aspgurarse  .que  en  el  derecho  moderno  no  hajr 
más  invalidaciones  de  los  testamentos  que  la  revocación  ó  anulación,  reca- 
yendo la  primera  sobre  los  que  fueron  válidamente  celebrados,  y  la  segunda, 
contra  los  qne  tienen  vicios  de  origen.  Por  uno  y  otro  motivo  el  testamento 
otorgado  pierde  toda  su  eflcacia. 

Los  Códigos  españoles,  en  las  épocas  de  unidad  de  legislación  y  multitud 
de  Fueros,  no  adoptaron  disposiciones  especiales  respecto  á  la  invalidación  de 
los  testamentos,  á  excepción  de  las  que  se  deducían  de  la  capacidad  para  tes- 
tar y  de  las  solemnidades  que  habían  de  observarse  en  el  otorgamiento;  mas 
el  Ordenamiento  de  Al  !alá,  en  su  ley  única  del  tít.  49,  derogó  el  derecho  an- 
terior, haciendo  abstracción  completa  del  romano,  declarando  la  validez  de 
los  testamentos,  aunque  no  contuvieran  institución  de  herederos  y  aun  ea  el 
caso  de  la  no  aceptación  de  la  herencia  por  el  instituido. 

La  b^se  45  de  la  ley  de  4  4  de  Mayo  de  4888  no  indica  el  desenvolvimiento 
que  el  legislador  había  de  dar  en  el  Código  á  las  causas  de  nulidad  de  los  tes- 
tamentos; por  lo  que  el  legislador,  reconociendo  que  la  nulidad  sólo  puede 
proceder  de  la  omisión  de  las  condiciones  esenciales,  para  conseguir  el  resul- 
tado apetecido,  ha  establecido  la  necesidad  del  cumplimiento  de  todas  las  so- 
lemnidades del  testamento,  bajo  la  sanción  de  nulidad  en  caso  que  la  ley  sea 
eludida. 


mentó  otorgado  por  quien  sofría  la  eapiU  diminuiio;  destitoido,  decíase  al  inefloas 

por  repudiación  de  la  herencia  ó  incapacidad  para  aceptarla;  y  reioiso  ó  rescin- 

^  dido,  cuando  la  desheredación  ó  preterición  injustas  anulaban  lia  institnoión  de 

heredero. 
!  (1;     Véanse  los  distintos  efectos  en  los  artíoiilos  respeotlTOs: 

Bevocabilidad:  arts.  787  al  748. 

Kalidad  t&cita  y  expresa:  arts.  60,  689,  672,  678,  674,  687,  688,  715,  783,  T54,  Tb-y, 
||  814  y  816. 

Gadnoidad:  arts.  719,  780,  740,  748  y  7tf . 
Ineficacia:  art.  704. 
Inofleiosidad:  art.  819. 
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Como  la  nulidad  de  la  inscitocióa  de  heredero  no  afecta  á  la  validez    del 
testamento  en  las  demás  disposicioaes  qoe  contenga,  el  estadio  de  las  cansas 
que  producen  la  nulidad  de  la  institación  es  más  propio  de  otro  lugar;  y  por 
ello  nos  ocuparemos  aquí  de  aquellas  que,  de  una  manera  directa,  se  refieren 
á  la  nulidad  del  testamento  que  contenga  ó  no  institución  de  heredero. 

La  violencia,  el  dolo  y  el  fraude,  como  causa  de  nulidad  del  testamento, 
tienen  un  carácter  personalísimo  que  afecta  al  testador;  pues  si  se  le  priva  de 
la  voluntad  y  libertad  necesarias  en  ese  acto,  y  se  le  obliga  á  dictar  sus  últi- 
mas disposiciones  en  forma  opuesta  á  la  que  él  se  propusiera,  no  podrá  ser 
nunca  el  testamento  la  expresión  de  aquella  libre  voluntad,  y  por  ello,  la  vio- 
lencia, el  dolo  ó  el  fraude,  son  cansas  de  nulidad  por  razón  de  la  persona,  di* 
íerentes  de  las  que  sólo  proceden  del  defecto  de  solemnidades  á  que  se  contrae 
el  art.  687«  que  establece  el  principio  general  de  la  nulidad  de  los  testamentos 
por  falta  de  alguna  de  aquellas  solemnidades  propias  de  cada  una  de  las  for  - 
mas  de  testar,  qne  son  en  primer  término  la  capacidad  del  testador,  y  en  se- 
gundo todos  los  requisitos  de  carácter  externo  que  exige  la  ley. 

En  su  consecuencia,  y  en  orden  al  testamento  ológrafo,  si  se  denegare  su 
protocolización  por  defecto  de  solemnidades  ó  por  incapacidad  del  testador, 
quedará  implícitamente  nulo,  porque  nunr4i  pudo  tener  existencia  legal;  y  se- 
rán también  nulos  el  abierto  y  el  cerrado,  por  la  omisión  ó  falta  de  solemni- 
dades» aunque  el  último  podrá  valer  como  ológrafo  si  reúne  las  formalidades 
de  éste. 

Tanto  en  el  easo  de  nulidad  del  testamento  abierto,  como  en  el  del  cerra- 
do, la  ley  impone  al  Notario  autorizante  que  obró  con  malicia,  negligencia  ó 
ignorancia  inexcusables  la  unción  de  indemnizar  daños  y  perjuicios;  pu- 
diendo  interponer  la  reclamación  de  esa  responsabilidad  las  personas  que  ten  - 
gmn  interés  más  ó  menos  directo  en  la  sucesión,  sin  excluir  á  aquellas  intere  - 
sadas  en  el  testamento  nulo;  alcanzando  esa  responsabilidad  á  todos  los  da- 
ños y  perjuicios  qne  directa  ó  indirectamente  produzca  la  ineficacia  del  testa  - 
mentó. 

El.  principio  de  la  revor^ibilidad  de  los  testamentos  fué  reconocido  en  to- 
dos los  tiempos  y  por  todas  las  legislaciones,  fundado  en  la  naturaleza  hu  - 
mana  y  en  sus  facultades  de  voluntad  y  libertad...  Voluntas  hominisam- 
hulatoria  est  %$que  ad  morUm,  Y  también  aparece  consignado  en  la  citada 
base  45  de  la  ley  de  41  de  Mayo  de  4888,  dando  la  norma  á  que  el  legislador 
había  de  ajnstar  el  desenvolvimiento  de  tan  importante  materia  en  los  ar- 
tículos del  Código,  en  cuya  sección  40.*,  que  comprende  los  siete  artículos 
que  nos  ocupan,  se  regula  la  revocación  é  ineficacia  de  los  testamentos,  dando 
la  regla  general  el  párrafo  4.*  del  717,  desarrollada  en  términos  categóricos^ 
que  no  sólo  reproducen  en  esencia  lo  dispuesto  en  la  ley  t¿,  tít.  4.^,  Part.  6.*, 
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sino  qoe  además  niega  efectos  á  la  manifesttelón  del  testador  evando  éste 
declara  irrevocable  el  testamento  en  qae  la  eonsigne,  y  sin  valor  ni  efecto  los 
qne  posteriormente  otorgara. 

Las  institaciones  jaríiiicas,  boy  vigentes,  no  tienen,  por  virtod  de  sn  propia 
sQstancia,  requisitos  sin  los  cuales  no  eiistirían,  y  el  error,  al  sostenerlo  ast, 
obedece  á  la  semejanza  de  los  fandamentos  de  aqoétlas  con  las  del  derecho 
romano.  A  propósito  de  la  revocabilidad  del  testamento,  se  ha  dicho  que  lo 
es  por  so  natoraleza,  y  qne  on  testamento  irrevocable  no  sería  tal  testamento, 
con  lo  qne  sólo  se  ha  conAegoido  llegar  á  la  confusión  de  cosas  y  de  nombres, 
porque,  si  bien  es  verdad  qoe  el  testamento  por  derecho  romano  clásico  y  por 
el  actual  derecho  civil  no  existe  sino  en  cuanto  sea  revocable,  atendiendo  más 
á  la  esencia  que  á  la  forma,  se  verá  que  los  caracteres  fundamentales  del  testa* 
^ento  no  son  persistentes,  como  tampoco  el  principio  de  la  revocabilidad  (4). 

La  serie  de  actos  por  los  que,  según  la  historia  jurídica,  se  confiere  á  ter* 
cero,  los  derechos  patrimoniales  no  son  otra  cosa  que  lo  que  suele  llamarse 
testamento.  El  testamento  romano  es,  en  efecto,  revocable;  pero  esto  no  im* 
plica  que  se  trate  de  una  institución  típica  invariable. 

Los  con-'eptos,  propiedad,  familia  y  libertad,  dan  origen  á  nn  grupo  orgá- 
nico de  instituciones,  entre  las  que  el  testamento  se  refiere  á  todas  ellas;  y  dado 
el  primitivo  acuerdo  entre  sí  de  los  mismos,  no  se  desprende,  como  consecuen* 
cia,  que  el  testamento  en  sus  orígenes  no  pudiera  ser  irrevocable. 

Mas  la  primitiva  institución,  formada  por  la  expoliación  de  los  hijos  al 
cabeza  de  familia  en  qne  predominaba  la  voluntad  de  ios  expoliadores,  y  de 
cuya  institución  había  de  nacer  después  el  testamento,  aun  cuando  éste  pa- 
rezca tener  un  carácter  distinto  de  aquélla,  es  irrevocable.  Y  en  el  período  de 
evolución  más  perff»cto,  cuando  ya  se  crea  la  sucesión  legítima  y  el  derecho 
de  los  hijos,  encontraremos  el  abandono  espontáneo  del  padre  de  sus  derechos 
en  favor  de  sus  hijos,  y  esta  institución,  que  es  precedente  á  la  nominación  de 
contratos  y  testamentos,  también  es  irrevocable. 

Otras  instituciones  que,  basadas  en  la  integridad  y  relación  íntima  de  la 
familia  y  de  los  bienes,  han  servido  á  la  que  en  derecho  moderno  se  denomina 
testamento,  demuestran  también  que  en  lo  antiguo  éste  era  irrevocable. 

Encontramos  entre  ellas:  la  adopción  hereditaria  qne,  ya  la  estudiemos  en 
el  derecho  de  los  bárbaros,  ya  en  el  de  los  griegos,  ya  en  otros,  siempre  re* 
sultará  qoe  el  adoptado  adquiría  un  derecho  herediurío  á  los  bienes  del  adop- 
tante, y  qne  este  derecho  era  irrevocable:  la  institución  de  heredero  que  en 


(1)  Becomendamos  oon  «ate  motivo  la  leetora  del  exprosado  artieulo  de  I>om 
Carloi  Le«aoaa,  publicado  en  la  Séxitta  de  Lógialaeión  y  Jnritpnídeneia,  teinoe  97  x 
8B  de  loe  a&os  1885  y  1806,  de  dondo  extraotamoe  los  onatro  párrafo*  algoieiites: 
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dwecbo  griego  bacía  el  padre  qae  loviese  8ólo  noa  hija  en  favor  de  aqaél  con 
quien  ésta  cootraía  loatrimoiiio,  tenia  también  el  misino  carácter  de  irrevoca- 
bilidad:  las  donaciones  de  los  bárbaros  son  también  materia  de  sucesión  trans- 
misoria  de  los  bienes,  con  carácter  irrevocable;  y  por  último,  los  pactos  suce- 
sorios y  la  institación  conlractnal,  demuestran,  de  igiial  manera,  qae  en  rea> 
lidad  las  fuentes  del  testamento  en  el  derecho  y  Códigos  modernos,  envolvían 
el  principio  de  la  irrevocabiiidad,  y  por  lo  tanto,  que  si  el  testamento  es  esen- 
cialmente revocable,  como  dice  el  art.  737  de  nuestro  Código,  no  lo  es  por  su 
origen  y  naturaleza. 

El  alcance  que  puede  tener  la  revocación  y  la  forma  en  que  ha  de  hacerse, 
se  contiene  en  el  precepto  general  del  art.  738,  que  completa  el  739,  según 
los  que,  el  testaoiento  puede  ser  revocado  en  todo  ó  ^n  parte,  pero  sólo  por 
otro  testamento  posterior  válido;  de  lo  que  se  infiere  que,  siendo  la  revoca^ 
cióo  de  un  testamento,  su  anulación,  por  la  cual  pierde  toda  su  fuerza,  con 
excepción  de  lo  que  dispone  el  art.  7i4  en  cuanto  al  reconocimiento  de  un 
hijo  ilegítimo,  és  indudable  que  por  tal  anulación  quedará  sin  efecto  la  decla- 
ración de  deudas  que  se  hubiese  hecho  en  el  testamento  revocado  cuando  no 
se  declaren  nuevamente  en  el  que  lo  revoca. 

El  precepto  del  art.  740,  aunque  concebido  en  forma  distinta  y  teniendo 
por  principal  objeto  la  ineficacia  de  la  institución  ó  legados  hechos  en  testa- 
mento derogatorio  de  los  anteriores,  es  una  continuación  aclaratoria  del  es- 
pirito de  la  ley  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  y  como  la  falta  de  institución  6 
la  repudiación  del  heredero  no  basta  para  la  nulidad  del  testamento,  la  inca- 
pacidad de  aquél  y  de  los  legatarios,  y  la  renuncia  de  e&ioa,  no  puede  ser  causa 
de  que  los  testamentos  anteriones  revocados  puedan  volver  á  producir  efecto. 

La  excepción  qne  contiene  el  Código  en  el  art.  74i  ha  de  relacionarse  con 
el  precepto  del  431  para  conocer  su  verdadero  espíritu.  El  reconocimiento  es 
un  medio  para  la  creación  de  una  familia  que  antes  no  tenía  más  vínculo  que 
los  naturales;  es  un  acto  constituido  por  la  declaración  y  cumplimiento  del 
deber  del  padre  ó  de  los  padre?;  y  determina  la  niuiuilidad  de  deberes  y  de- 
rechos, consecuencia  del  estado  legal  familiar.  Si  el  reconocimiento  puede 
hacerse  en  testamento,  que,  como  ya  sabemos,  es  esencialmente  revocable,  pa- 
rece i  primera  vista  que  aquél  no  podrá  menos  de  sufrir  la  misma  suerte,  aun 
causando  una  transgresión  de  los  principios  fundamentales  y  positivos  del 
derecho,  que  te  sei^iala  un  carácter  de  efectividad  absoluta,  sin  más  derecho 
de  oposición  que  el  del  hijo  en  cuyo  favor  se  hace  y  de  las  personas  que  pue- 
dan considerarse  perjudicadas,  si  el  reconocimiento  se  hizo  de  un  hijo  ilegí- 
timo no  natural. 

Al  usar  el  art.  7it  que  nos  ocupa  la  palabra  ilegüimos^  se  refiere  sin  gé- 
nero alguno  de  duda  á  todos  los  hijos  ilegítimos  que  pueden  ser  reconocidos 
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por  testamento,  sin  consideración  á  los  derechos  que  á  cndá  cnal  correspondan 
según  la  ley;  y  como  la  excepción  del  precepto  se  refiere  al  caso  de  revoca- 
ción del  testamento,  es  claro  que,  en  el  de  nalidad,  los  efectos  de  ésta  alcanzan 
al  reconocimiento  de  tales  hijos  hecho  en  testamento  nnlo. 

La  presunción /«ni  tanlumj  qne  establece  el  art.  742,  puede  ser  destruida 
por  prueba  en  contrario,  prevaleciendo  la  eficacia  del  testamento,  pero  única- 
mente en  los  casos  de  justificación  de  los  párrafos  segundo  y  tercero  del  mis- 
mo artículo. 

Complemento  de  toda  la  materia  que  venimos  estudiando  c:  el  art.  743, 
que  determina  la  extensión  ó  alcance  que  ha  de  darse  á  la  revocabilidad  de  los 
testamentos;  de  cuyo  precepto  se  deduce  que  todas  las  cttestion«is  sobre  efica- 
cia ó  Ineficacia  por  revocación  de  las  disposiciones  testamentarias,  han  de  re- 
solverse por  los  preceptos  que  acabamos  de.  examinar,  sin  que  puedan  admi- 
tirse más  causas  que  las  en  ellos  contenidas. 

F¡nalment<^,  aunque  el  testador  man¡fi>)ste  expresamente  en  su  disposición 
cualquiera  de  las  formas  nombradas  en  lo  antiguo  cláusulas  derogatorias  y 
ad  cauUiam,  ó  las  dos  conjuntivamente,  la  cláusula  en  que  las  consigne  no 
producirá  efecto  alguno,  porque  aquéllas  no  tienen  existencia  legal  y  han  de 
considerarse  como  no  puestas. 

Por  derecho  intercional,  la  revocación  de  los  testamentos,  cuando  es  ex- 
presa, se  rige  por  la  regla  loem  regit  actum\  pero  cuando  es  tácita,  surge  en 
parte  la  cuestión  de  la  interpretación  de  la  voluntad  del  testador  y  la  exten- 
sión y  efectos  de  la  revocación.  En  general,  convienen  los  autores  y  la  juris- 
prudencia en  que  debe  aplicarse  la  ley  personal  del  testador,  aunque  también 
se  ha  defendido  por  algunos  que  debe  estarse  á  lo  que  establezca  la  Uw  ni 
sUm.  Y  en  cuanto  á  la  caducidad  de  los  testamentos,  se  sostiene  por  varios 
autores  que  debe  aplicarse  el  mismo  criterio  que  para  la  revocación. 


r 
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CAPITULO    II 

De  la  faiereiicia. 


SECCIÓN   PRIMERA 

DX  LA  CAPACIDAD  PARA  SUCEDER  POR  TESTAMENTO  Y  SIN  ÉL 

Art.  944.  Podrán  saceder  por  testamento  ó  abin- 
testato  los  que  no  estén  incapacitados  por  la  ley. 

Ari.  945.    Son  incapaces  de  suceder: 

1.^    Las  criataras  abortivas,  entendiéndose  tales  las 

que  no  reúnan  las  circunstancias  expresadas  en  el  art.  30. 
2.^    Las  asociaciones  ó  corporaciones  no  permitidas  por 

la  ley. 

Art.  94B.  Las  iglesias  y  los  cabildos  eclesiásticos» 
las  Diputaciones  provinciales  y  las  provincias,  los  Ayun- 
tamientos y  Municipios,  los  establecimientos  de  hospita- 
lidad, beneficencia  é  instrucción  pública,  las  asociaciones 
autorizadas  ó  reconocidas  por  la  ley,  y  las  demás  personas 
jurídicas,  pueden  adquirir  por  testamento,  con  sujeción  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  38. 

Art.  949.  Si  el  testador  dispusiere  del  todo  ó  parte 
de  sus  bienes  para  sufragios  y  obras  piadosas  en  beneficio 
de  su  alma,  haciéndolo  indeterminadamente  y  sin  especi- 
ficar su  aplicación,  los  albaceas  venderán  los  bienes  y  dis- 
tribuirán su  importe,  dando  la  mitad  al  Diocesano  para 
que  lo  destine  á  los  indicados  sufragios  y  á  las  atenciones 
y  necesidades  de  la  Iglesia,  y  la  otra  mitad  al  Gobernador 
civil  correspondiente  para  los  establecimientos  benéficos 
del  domicilio  del  difunto,  y  en  su  defecto,  para  los  de  la 
provincia. 

TOMO   II  9 
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Ari.  94S.  La  institución  hecha  á  favor  de  an  esta- 
blecimiento público  bajo  condición  ó  imponiéndole  un 
gravamen,  sólo  será  válida  si  el  Gobierno  la  aprueba. 

Art.  949.  Las  disposiciones  hechas  á  favor  de  los 
pobres  en  general,  sin  designación  de  personas  ni  de  po- 
blación, se  entenderán  limitadas  á  los  del  domicilio  del 
testador  en  la  época  de  su  muerte,  si  no  constare  clara- 
mente haber  sido  otra  su  voluntad. 

La  calificación  de  los  pobres  y  la  distribución  de  los 
bienei^se  harán  por  la  persona  x|ue  haya  designado  el  tes- 
tador; en  su  defecto,  por  los  albaceas,  y,  si  no  los  hubiere, 
por  el  Párroco,  el  Alcalde  y  el  Juez  Municipal,  los  cuales 
resolverán,  por  mayoría  de  votos,  las  dudaB  que  ocurran. 

Esto  mismo  se  hará  cuando  el  testador  haya  dispuesto 
de  sus  bienes  en  favor  de  los  pobres  de  una  parroquia  ó 
pueblo  determinado. 

Ari.  950.  Toda  disposición  en  favor  de  persona  in- 
cierta será  nula,  á  menos  que  por  algún  evento  pueda  re- 
sultar cierta. 


309.  £1  encargo  hecho  por  el  testador  á  dos  ó  más  personas  para 
que  distribuyan  la  herencia  con  arreglo  á  las  instrucciones  verba- 
les que  les  haya  dado,  no  entraña  una  verdadera  institución  de  he- 
redero, sino  el  carácter  de  meros  ejecutores  testamentarios. — S.  22 
Mayo  94.— G.  31  Oct.  y  1.^  Nov. 


Api.  951.  La  disposición  hecha  genéricamente  en 
favor  de  los  parientes  del  testador  se  entiende  hecha  en 
favor  de  lo/s  más  próximos  en  grado. 

Api.  959.  No  producirán  efecto  las  disposiciones 
testamentarias  que  haga  el  testador  durante  su  última 
efufermedad  en  favor  del  sacerdote  que  en  ella  le  hubiese 
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confesado,  de  los  parientes  del  mismo  dentro  del  cuarto 
grado,  ó  de  su  iglesia,  cabildo,  comunidad  ó  instituto. 

/%r]t.  958.  Tampoco  surtirá  efecto  la  disposición 
testamentaría  del  pupilo  á  favor  de  su  tutor  hecha  antes 
de  haberse  aprobado  la  cuenta  definitiva  de  éste,  aunque 
el  testador  muera  después  de  su  aprobación. 

Serán,  sin  embargo,  válidas  las  disposiciones  que  el  pu- 
pilo hiciere  en  favor  del  tutor  que  sea  su  ascendiente,  des- 
cendiente, hermano,  hermana  ó  cónyuge. 

Art.  95-1.  El  testador  no  podrá  disponer  del  todo  ó 
parte  de  su  herencia  en  favor  del  Notario  que  autorice  su 
testamento,  ó  de  la  esposa,  parientes  ó  afínes  del  mismo 
dentro  del  cuarto  grado,  con  la  excepción  establecida  en 
el  art.  682. 

Esta  prohibición  será  aplicable  á  los  testigos  del  testa- 
mento abierto  otorgado  con  ó  sin  Notario. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son  también  aplica- 
bles á  los  testigos  y  personas  ante  quienes  se  otorguen  los 
testamentos  especiales. 

Ari.  955.  Será  nula  la  disposición  testamentaria  á 
favor  de  un  incapaz,  aunque  se  la  disfrace  bajo  la  forma 
de  contrato  oneroso  ó  se  haga  á  nombre  de  persona  inter- 
puesta. 

Art.  95B.  Son  incapaces  de  suceder  por  causa  de  in- 
dignidad: 

1  .^  Los  padres  que  abandonaren  á  sus  hijos  y  prostitu- 
yeren á  sus  hijas  ó  atentaren  á  su  pudor. 

2.®  El  que  fuere  condenado  en  juicio  por  haber  aten- 
tado contra  la  vida  del  testador,  de  su  cónyuge,  descen- 
dientes ó  ascendientes. 

Si  el  ofensor  fuere  heredero  forzoso,  perderá  su  derecho 
á  la  legítima. 

8.^    £1  que  hubiese  acusado  al  testador  de  delito  al  que 
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la  ley  señale  pena  aflictiya,  cuando  la  acuflación  sea  decla- 
rada calamniosa. 

4.**  El  heredero  mayor  de  edad  que,  sabedor  de  la 
muerte  violenta  del  testador,  no  la  hubiese  denunciado 
dentro  de  un  mes  á  la  justicia,  cuando  ésta  no  hubiera 
procedido  ya  de  oficio. 

Cesará  esta. prohibición  en  los  casos  en  que,  según  la 
ley,  no  hay  la  obligación  de  acusar  (1). 

5.*  El  condenado  en  juicio  por  adulterio  con  la  mujer 
del  testador. 

6.®  El  que  con  amenaza,  fraude  ó  violencia,  obligare 
al  testador  á  hacer  testamento  ó  á  cambiarlo. 

7.°  El  que  por  iguales  medios  impidiere  á  otro  hacer 
testamento,  ó  revocar  el  que  tuviese  hecho,  ó  suplantare, 
ocultare  ó  altejrare  otro  posterior  (2). 

«  « 

Art.  959.  Las  causas  de  indignidad  dejan  de  surtir 
efecto  si  el  testador  las  conocía  al  tiempo  de  hacer  testa 
mentó,  ó  si,  habiéndolas  sabido  después,  las  remitiere  en 
documento  público. 

Ai^t.  95S.  Para  calificar  la  capacidad  del  heredero  ó- 
legatario  se  atenderá  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona 
de  cuya  sucesión  se  trate. 

En  los  casos  2.^,  8.^  y  5.*^  del  art.  756  se  esperará  á  que 
se  dicte  la  sentencia  firme,  y  en  el  núm.  4.^  á  que  trans- 
curra el  mes  señalado  para  la  denuncia. 

Si  la  institución  ó  legado  fuere  condicional,  se  aten- 
derá además  al  tiempo  en  que  se  cumpla  la  condición. 


^i)  El  verbo  cunuar  está  empleado  con  lamentable  impropiedad,  en  Ingar  del  de- 
dei*uneiatf  qae  es  á  lo  que  únicamente  obliga  la  ley,  porque  á  acusar  no  hay  pre* 
eepto  alguno  que  obligue  en  el  enjuioiamiento  criminal.  Véanse  loa  arts.  iS9  al  2Bi 
de  dicha  ley  de  Enjuiciamiento. 

fd;     Véase,  como  concordante,  el  art.  16(1. 
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.%vt,  9SM.  £1  heredero  ó  legatario  que  muera  antes 
de  que  la  condición  se  cumpla,  aunque  sobreviva  al  testa- 
dor, no  transmite  derecho  alguno  á  sus  herederos. 


310.  No  haciendo  distinción  de  instituciones  la  ley  1.*,  tlt.  18, 
libro  3.^  de  la  Novísima  Recopilación  de  Navarra,  es  evidente  que 
las  comprende  á  todas^  y  no  existe  en  la  aplicación  que  de  este 
ptincipio  se  haga  infracción  del  art.  759  del  Código,  ni  de  otras 
leyes  no  pertinentes  al  caso,  respecto  al  cual  hay  prescripciones 
terminantes  en  la  legislación  de  dicho  antiguo  rei¿o. — 8.  18  Di- 
ciembre 94. — Q.  6  Marzo  95. 


'E  ha  suscitado  disensión  en  la  prensa  jurídica,  acerca  de  si  existe  ó  no 

contradicción  entre  los  artículos  759  j  799  del  Código;  y  conformes  nosotros 
con  la  opinión  de  uno  de  los  escritores  que  en  ella  han  intervenido— el  señor 
Majan, — entendemos:  4.*^,  que  cuando  muera  el  heredero  ó  legatario  antes  de 
que  se  cumpla  la  condición  y  de  que  fallezca  el  testador,  no  hay  herencia  qí 
manda;  2.*,  que  si  mueren  aquéllos  antes  de  cumplirse  la  condición,  pero  des- 
pués que  el  testador,  hay  herencia  de  derechos;  3.^,  que  muriendo  el  heredero 
ó  legatario  después  de  cumplirse  la  condición,  pero  antes  que  el  causante, 
como  no  hay  persona  que  adquiera,  no  puede  transmitir;  4.*^,  que  cuando 
ocurra  la  muerte  del  heredero  ó  legatario  antes  ó  después  de  cumplida  la  con* 
dición,  pero  después  de  morir  el  testador,  tendrá  aplicación  el  art.  799;  y  5.^, 
que  si  en  un  naufragio  ú  otro  siniestro  mueren  juntos  el  testador  y  el  here- 
dero ó  legatario,  se  resuelve  la  cuestión  por  el  art.  33  en  el  sentido  de  no  ha- 
ber transmisión,  cuando  haya  duda  de  quién  murió  antes. 

Esta  tesis  la  ha  confirmado  el  estudioso  Registrador  de  la  propiedad,  señor 
Morell,  robusteciéndola  con  el  examen  combinado  de  los  artículos  657,  766 
y  799,  en  los  siguientes  párrafos  (4): 

«Los  derechos  á  la  sucesión  de  una  persona  se  transmiten  desde  el  momen- 
to  de  su  muerte.  La  voluntad  del  hombre  es  mudable,  y  basta  el  fallecimien- 
to, asf  como  no  hay  disposición  segura  ni  transmisión  indudable,  tampoco 
puede  haber  verdadera  adquisición.  El  heredero  voluntario  que  muere  antes 


(1)     Bevitta  general-de  Legielaeión  y  Jurúprudendat  tomo  87,  año  de  1896. 
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qae  el  testador,  no  transmite  derecho  algnno  á  sos  herederos:  ¿cómo  sería 
posible  otra  cosa  no  habiendo  adquirido  aun  nada  él  mismo? 

]»No  hay  que  hablar  de  si  la  institución  fué  pura  ó  condicional,  ni  si  el 
heredero  ó  legatario  tenían  capacidad  para  suceder.  Cuando  murieron  nada 
habían  adquirido;  nada  podían  transmitir. 

»Pero  sobreviven  al  testador,  pueden  adquirir  ya  derechos,  porque  la  til- 
tima  voluntad  del  finado  es  firme;  mas  para  ello  es  necesario  que  sean  capa- 
ces de  suceder,  y  á  determinar  esa  capacidad  tienden  los  artículos  744  á  761. 

sPara  calificar  la  capacidad  del  heredero  ó  legatario,  dice  el  art.  758,  se 
atenderá  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate. 

»£1  heredero  voluntario  incapaz  de  heredar,  añade  el  766,  confirmando  la 
regla,  no  transmite  ningún  derecho  á  sus  herederos. 

«Al  efecto,  es  indiferente  que  la  sustitución  sea  pura,  condicional  óá 
plazo;  no  pudo  el  heredero  adquirir  por  ser  incapaz,  no  pndo  tampoco  trans- 
mitir. Las  reglas  hasta  aquí  son  bien  claras. 

»Pero  la  cuestión  se  complica  al  ser  la  sustitución  condicional.  £1  hecho 
de  que  la  condición  dependa,  se  ignora  si  ocurrirá  ó  no,  y  de  su  cumplimiento 
depende  el  nacimiento  ó  la  extinción  del  derecho  que  se  transmite. 

»La  condición  resolutoria  no  altera  desde  luego  la  cuestión,  porque  el  de- 
recho transmitido  en  esa  forma  es  inmediatamente  exigible.  Si  el  heredero 
sobrevive  al  testador  y  tiene  capacidad  para  suceder,  adquiere  en  el  acto.  Si 
muere  antes  que  el  cansante,  ó  aunque  sobreviva  es  incapaz,  no  adquiere  ni 
transmite  nada  á  sus  herederos. 

»La  condición  suspensiva  determina  por  su  cumplimiento  el  nacimiento 
del  derecho.  Hasta  que  se  realice  ó  haya  certeza  de  que  no  podrá  cumplir- 
se, los  bienes  de  la  herencia  ó  la  parte  de  ellos  afecta  á  esa  condición,  se 
pondrán  en  administración — art.  802. — ^Pero  si  la  condición  suspensiva  se 
cumple,  sus  efectos  se  retrotraen  al  día  de  la  constitución  de  aquélla — artículo 
4420  en  relación  con  el  794,— día  que  en  las  transmisiones  por  actos  de  últi- 
ma voluntad  no  puede  ser  otro  que  el  del  fallecimiento  del  testador,  porque 
hasta  entonces  no  hay  institución  definitiva,  pura  ni  condicional. 

«Pandándose  en  estas  consideraciones,  dice  el  art.  799,  que  la  condición 
suspensiva  no  impide  al  heredero  ó  legatario  adquirir  sus  respectivos  dere- 
chos y  transmitirlos  á  sus  herederos,  aun  antes  de  que  se  verifique  su  cumpli- 
miento, siempre,  es  claro,  que  sobreviva  al  testador.  Sienta  este  articulo  la 
regla  de  que  hay  adquisición  desde  el  momento  de  la  muerte  del  causante 
aunque  la  institución  estuviere  hecha  bajo  condición  suspensiva,  si  bien  dicha 
adquisición  condicional  se  halla  subordinada  al  cumplimiento  de  la  condición. 

'Combinemos  este  principio  con  el  de  la  capacidad  del  heredero,  y  vere- 
mos surgir  de  un  modo  natural  y  necesario  el  precepto  del  art.  759. 


LIBRO  TERCERO.— TÍTULO  IH. — ^ART8.    744  Á  759  185 

«Para  calificar  la  capacidad,  se  atiende  siempre  al  tiempo  de  la  moerte 
del  testador,  y  si  la  institocién  ó  el  legado  foere  condicional,  se  atenderá 
además  al  tiempo  en  qoe  se  campla  la  condición—- art.  758. 

»Como  hay  adquisición  desde  el  momento  de  la  maerte,  ann  siendo  el  le- 
gado ó  la  institución  condicional,  si  el  heredero  ó  legatario  son  incapaces,  en 
^e  momento  no  adquieren  ni  transmiten.  Por  esto  dice  el  art.  759,  qae  el 
heredero  ó  legatario  qne  mnera  antes  de  qoe  la  condición  se  campla,  aanqne 
sobreviva  al  testador,  no  transmite  derecho  alguno  á  sus  herederos. 

»5e  dirá  qne  á  qué  referir  la  capacidad  al  tiempo  de  cumplirse  la  condición, 
toda  vez  que,  según  lo  dicho,  no  se  espera  ese  cumplimiento,  al  llegar  el  cual 
puede  ser  capaz  el  heredero.  No  se  espera  ese  cumplimiento  por  no  ser  ya  ne- 
cesario, pues  la  incapacidad  del  heredero  ó  del  legatario  en  el  momento  de  la 
maerte  del  cansante  le  privó  anteriormente  de  todo  derecho.  Y  no  sobra  el 
precepto,  porque  aun  siendo  el  heredero  ó  el  legatario  capaces  al  morir  el  tes- 
tador, pueden  ser  incapaces  al  cumplirse  la  condición. 

>Véase  cómo  no  sólo  se  armonizan  los  artículos  759  y  799,  sino  qoe  am  - 
has  disposiciones  en  los  distintos  casos  en  que  se  aplican  ó  para  que  se  dicta- 
ron, son  perfectamente  lógicas  y  conformes  con  los  principios  que  informan 
al  Código. 

j»La  clave  la  da  el  art.  766.  El  heredero  incapaz  no  transmite  derecho  al- 
guno á  sus  herederos.  Los  artículos  744  á  76S  tratan  de  herederos  incapaces. 
Aunque  la  institución  sea  condicional,  el  heredero  incapaz  no  transmite  so 
derecho— art.  759,— porque  ese  derecho  se  adquiere  al  tiempo  del  fallecimiento 
del  testador,  y  se  consolida  al  cumplirse  la  condición,  y  en  el  primero  do  di- 
chos moipentos  ya  existía  la  incapacidad. 

«Excepciones  de  la  regia,  mejor  dicho,  excepción  de  la  excepción.  Lo  son, 
según  el  art.  766,  los  761  y  857,  amhos  mal  citados,  porque  el  art.  766  habla 
de  un  heredero  volontario,  y  los  764  y  857  de  un  heredero  forzoso.  Estos 
obedecen,  en  realidad^  al  derecho  de  representación  consagrado  en  el  artícu- 
lo 9S4  y  al  precepto  del  9S9.  No  podrá  representarse  á  una  persona  viva  sino 
en  los  casos  de  desheredación— -art.  857,— ó  de  incapacidad— art.  761. 

»Consecoencia  de  todo  lo  dicho:  Si  al  tiempo  de  morir  el  testador  el  he- 
redero hubiese  muerto,  estuviese  desheredado  en  virtud  de  justa  cansa  ó  fiaere 
incapaz,  nada  adquirió  ó  nada  adquiere,  y  nada  transmitió  á  sus  herederos, 
salvo  en  su  caso  el  derecho  de  representación.  Si  el  heredero  sobrevive  al 
testador,  no  fué  desheredado  y  era  capaz  de  adquirir  en  el  momento  de  la 
muerte  del  causante,  adquiere  derecho  en  todo  caso,  y  siendo  la  instttoción 
condicial,  transmite  ese  derecho  á  sus  herederos  si  muere  antes  de  eomplirse 
4a  condición.» 
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Art,  900.  £1  incapaz  de  suceder,  que,  contra  la  pro- 
hibición de  los  anteriores  artículos,  hubiese  entrado  en  ia 
posesión  de  los  bienes  hereditarios,  estará  obligado  á  res- 
tituirlos con  sus  accesiones  y  con  todos  los  frutos  y  rentas 
que  haya  percibido. 

Art.  9BI.  Si  el  excluido  de  la  herencia  por  incapa- 
cidad fuere  hijo  ó  descendiente  del  testador,  y  tuviere  hi- 
jos ó  descendientes,  adquirirán  éstos  su  derecho  á  la  le- 
gitima. 

£1  excluido  no  tendrá  el  usufructo  y  administración 
de  los  bienes  que  por  esta  causa  hereden  sus  hijos  (1). 

Art.  9B9.  No  puede  deducirse  acción  para  decla- 
rar la  incapacidad. pasados  cinco  años  desde  que  el  inca- 
paz esté  en  posesión  de  la  herencia  ó  legado. 


R 


BCOBDAMOS  aquí  las  teorías  expuestas  en  los  comentarios  referentea 
ai  Dacimiento  y  extinción  de  la  personalidad  civil,  á  las  personas  naturales  y 
á  la  jurídicas  (2),  adonde  renü tiraos  al  lector  para  evitar  repeticiones  y  re- 
dundancias  en  nuestra  obra,  y  tendremos  la  idea  general  que  da  vida  á  la  ma« 
teria  que  contienen  los  aitícuios  que  acabamos  de  copiar,  siendo  la  órbita  d& 
su  desenvolvimiento  el  campo  trazado  en  los  comentarios  que  nos  sugirieron» 
eo  su  lugar  oportuno,  la  institución  sucesoria  y  la  testamentifacción  activa. 

Hablábamos  de  las  personas  en  su  doble  aspecto  de  naturales  y  jundicast^ 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  individuales  y  colectivas,  y  de  la  capacidad  jurídica  en 
general  (3),  de  lo  que,  clasificándolas,  surgió  la  que  llamábamos  capacidad 
receptií>a.  A  esta  corresponde  «la  herencia»,  que  sirve  de  epígrafe  al  capítulo 
del  Código  que  vamos  á  estudiar. 

En  correlación  con  la  testamentifacción  activa,  facultad  de  testar,  llamáis 
los  expositores  testamentifacción  pasiva  á  la  de  heredar;  pero  este  término  no 

(1)     Véanse  como  concordantes,  los  articnlos  857|  973,  868  7  OiÍL. 
Ci)     Tít.  a»,  libro  !.• 

(8)     Véase  en  el  tomo  i  de  esta  obra,  los  comentarios  que  comiensan  en  las  par 
«inas  151,  166,  167  y  161. 
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e«  tan  propio  para  expresar  la  acepción  qne  se  le  atribuye,  por  cnanto,  lite- 
ralmente entendido,  se  refiere  sólo  á  la  herencia  testada  y  al  heredero  testa- 
mentario, siendo  así  qne  se  aplica  generalmente  á  toda  clase  de  herencia, 
como  si  dijéramos,  á  la  «capacidad  para  suceder  por  testamento  ó  sin  él», 
como  reza  ei  Código  al  titular  esta  sección  primera. 

Pudiendo  suceder  por  testamento  ó  sin  él  los  qne  no  estén  incapacitados 
por  la  ley,  es  evidente  que,  á  regla  tan  extensa  y  general,  hay  que  buscar  las 
excepciones  como  único  medio  de  llegar  á  conocer  su  alcance,  las  cuales  nos 
darán,  a  contrario  semUy  idea  completa  de  las  capacidades  para  la  sucesión 
testada  é  intestada  (4). 

Ahora  bien:  la  incapacidad  sucesoria  puede  ser  absoluta,  ó  per  se,  y  reía- 
tiTa>  6  per  accidens;  y  ésta,  á  su  irez,  provenir  de  incompatibilidsd  por  ra- 
zón del  cargo,  ó  de  indignidad  por  acciones  tales;  y  todas  ellas  son  comuces 
á  la  sucesión  testada  y  á  la  intestada,  y  asi  deberá  entenderse  cuando  se  trate 
de  estudiar  los  artículos  qu&  anteceden,  aun  cuando  se  observe  en  ellos  la  pa- 
labra «testador»,  como  si  excluyera  al  intestado,  lo  cual  no  es  sino  una  délas 
muchas  impropiedades  técnicas  de  redacción  que  contienen;  pues  sabido  es 
en  primer  logar,  el  alcance  del  mismo  epígrafe  que  llevan  á  la  cabeza,  y  en 
segundo,  que  el  heredero  es  la  representación  del  difunto,  testado  ó  intestado. 

En  su  consecuencia,  toda  persona  natural  ó  jurídica,  tiene,  civilmente 
considerada,  capacidad  bastante  para  suceder  en  los  bienes,  derechos  y  obli*. 
gacionea  de  otra  á  quien  herede  por  testamentó  ó  abintestato,  salvo  los  casoa 
legales  en  contrario,  que  hemos  arriba  clasificado  en  incapacidad  absoluta  y 
relativa  (t). 

(1)  Yéaae  en  este  tomo  8.^  el  ouadro  sinóptico  sobre  JBiologia  de  las  mce/nonesj. 
pAg.  68. 

(2;  También  pnede  el  testador  disponer  de  todos  ó  parte  de  sus  bienes,  según 
el  art.  1^,  para  infragios  y  obras  piadosas  en  beneficio  de  su  alma;  y  entonces  le 
dice  que  ésta  es  heredera  ó  legataria^  teniendo  sn  representación  los  albaoeas; 
qne  no  haciéndose  en  el  testamento  especificación  de  la  inversión  de  bienes  en 
tal  sentido,  distribuirán  sn  importe  de  por  mitad  entre  el  Diocesano  y  el  Gober- 
nador otvil  &  los  fines  del  precepto  legal;  pero  como  puede  ocurrir  que  el  albaoea 
ó  albaoeas  nombrados  no  aceptaran  el  cargo,  en  cuyo  caso  habria  qne  considerar 
yacente  la  herenoiai  y  la  falta  de  heredero  animióo  y  corpóreo  deberla  suplirse 
por  el  Hinisterio  fiscal  con  todas  las  facultades  necesarias  para  cumplir  la  volun- 
tad del  testador  y  comparecer  en  juicio  como  actor  ó  demandado,  excepción  he- 
cha del  testamentaríOi  improcedente  en  tal  caso,  porque  no  habiendo  más  que  un 
heredero  moral,  ne  habrá  que  hacer  partición  y  si  sólo  el  inventario  de  los  bienes 
y  obligaciones  relictos,  y  después  de  pagar  éstas  con  aquéllos,  dar  al  sobrante  la 
i  aversión  antedicha,  en  armenia  con  la  doctrina  sentada  sobre  herencia  yaoenta 
ea  resoluoión  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  de  25  de  Abril  de  1880. 
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Incompatibilidad  absoluta.— La  tienen,  en  orden  á  las  personas  natora- 
les,  las  criaturas  abortivas,  que  son  las  qne  no  rennen  las  círcnnstancias  ex- 
presadas en  el  art.  30,  á  coyo  comentario  remitimos  al  lector;  por  eonsígoien- 
te,  bastará  qne  viva  veinticuatro  horas  enteramente  desprendido  del  seno  ma- 
terno el  recién  nacido  para  que  tenga  derecho  á  la  herencia,  bautícese  ó  no  se 
t>autice,  inscríbase  ó  no  se  inscriba  en  el  Registro  civil;  porque  las  onodsiones 
y  responsabilidades  de  cualquier  género  qne  otros  cometan,  no  han  de  perju- 
dicar á  quien  no  pnede  valerse.  Los  postumos,  ya  porque  no  están  compren- 
didos en  el  núm.  4.^  del  art.  745,  ya  porque  deben  reputarse  nacidos  cuando 
se  trate  de  su  utilidad  ó  provecho,  tienen  capacidad  perfecta  para  suceder, 
corroborada  por  los  preceptos  del  art.  627,  en  cuanto  determina  qie  las  do- 
naciones hechas  á  los  concebidos  y  no  nacidos  podrán  ser  aceptadas  por  las 
personas  que  legítimamente  los  representarían  si  se  hubiera  verificado  ya  tu 
nacimiento;  por  el  844,  que  les  realza  contra  la  preterición,  y  más  especial- 
mente por  los  artículos  959  y  966,  que  disponen,  respectivamente,  la  obliga- 
ción de  la  viuda  embarazada  de  poner  su  estado  en  conocimiento  de  los  que 
tengan  derecho  á  la  herencia  que  deba  desaparecer  ó  disminuir  por  el  naci- 
miento del  postumo,  y  que  se  aplace  la  división  de  la  herencia  hasta  que  ten- 
ga ingar  el  parto  ó  aborto. 

La  incapacidad  absoluta  para  suceder  las  penónos  iuHdicas^  se  refiere  á 
aquellas  que  no  estén  permitidas  por  la  ley,  pues  estándolo,  tendrán  todas  las 
facultades  establecidas  en  los  artículos  35  al  39— véanse  los  comentarios — ^y 
los  demás  aplicables,  incluso  el  derecho  de  suceder  por  testamento  y  aun 
abintestato  en  los  casos  del  referido  art.  39«  y  en  los  en  que  deban  participar 
de  los  bienes  y  derechos  del  causante  abintestato  sin  herederos  legítimos 
parientes  dentro  del  sexto  grado  (1). 

Incapacidad  belativa.— La  tienen  para  suceder  todas  aquellas  personas 

(1)  Desoartamos  desde  laego  la  incapacidad  absoluta,  que  contenía  en  sti  ar- 
ticulo 746  la  primera  edición  del  Código,  que  cementó  k  regir  en  1.*  de  Mayo  de 
18S9,  referente  á  los  mligiogo^  profeio»  de  árdene»  reeonocidcu  por  la»  leyta  del  rtino,  la 
cual,  en  la  revisión  de  dicho  cuerpo  legal,  ocasionó  ruda  oposición  y  quedó  supri- 
mida en  la  segunda  edición  del  Código,  qne  es  la  hoy  vigente  desde  el  día  9A  de 
Julio  del  mismo  año.  Las  disposiciones  transitorias,  armonizando  los  actos  origi- 
nados por  la  legislación  anterior  con  los  de  la  nueva,  no  han  comprendido  el  de- 
recho transitorio  que  debió  producir  el  período  de  tiempo  intermedio  entre  las 
dos  fechas  citadas,  ó  sean  dos  meses  y  veintitrés  días,  por  lo  que,  como  la  prime- 
ra edición  fué  mientras  tanto  ley  del  reino,  la  inospacidad  absoluta  para  los  reli- 
giosos profesos  en  la  sucesión  testada  é  intestada  es  evidente  con  relación  á 
aquel  corto  período  de  tiempo.  Véanse,  respecto  á  este  punto,  nuestros  oomenta- 
ríos  sobre  la  testamentifaoción  activa  de  dichos  religiosos. 


LIBRO  TERCERO.— TÍTÜt O  m. — ART6.   760  A  762  IS^ 

^6,  estando  en  la  plenitad  de  sos  derechos  civiles,  intervienen  con  an  carác- 
ter tal,  cerca  del  testador  ó  en  el  testamento,  que  las  hace  incompatibles  con 
h  herencia;  qoe  es  la  primera  subclase  de  la  incapacidad  relativa  6  per  acci- 
dens.  La  segnnda  corresponde  á  aquellas  personas  que  por  acciones  repulsi  - 
yu  ú  omisiones  de  cierta  clase,  reflejadas  en  el  testador  ó  en  el  cansante  in- 
testado, hacen  á  aquéllas  indignas  de  suceder  á  éste. 

Por  incompatibilidad  son  incapaces  de  heredar  por  testamento  otorgado 
en  la  ultima  enfermedad,  los  sacerdotes  que,  no  siendo  herederos  forzosos, 
hubieran  confesado  en  ella  al  testador,  cuya  incapacidad  se  extiende  á  los  pa> 
rientes  de  aquéllos  dentro  del  cuarto  grado,  y  á  su  iglesia,  cabildo,  comuni- 
cad ó  instituto;  de  donde  se  deduce  que  si  el  testamento  resultare  otorgado 
antes  de  la  última  enfermedad,  la  incapacidad  no  existe,  como  no  exisie 
tampoco  si  muere  intestado  el  causante  y  el  sacerdote  fuese  su  heredero  legí- 
timo, como  pariente  dentro  del  sexto  grado,  porque,  en  uno  y  otro  caso,  fslta 
el  fundamento  de  la  coacción  moral  en  que  se  apoya  la  incapacidad  relativa 
que  nos  ocupa. 

Por  incompatibilidad  también,  es  incapaz,  per  aeddene,  de  sucesión  tes- 
tada, el  tutor  respecto  del  pupilo,  según  el  art.  753, con  las  excepciones  de  su 
párrafo  segundo,  á  las  que  habrá  que  añadir,  aunque  no  se  determinan  por  el 
Código,  la  que  proviene  de  la  tutela  conferida  «fiutos  por  alimentos»,  según 
tuvimos  ocasión  de  exponer  al  tratar  en  el  art.  45  la  prohibición  del  matri- 
monio entre  el  tutor  y  sus  descendientes  con  las  personas  que  tenga  ó  haya 
tenido  en  guarda,  á  cuyo  comentario  remitimos  al  lector;  y  la  relativa  á  ios 
parientes  dentro  del  cuarto  grado  del  tutor,  á  quienes,  por  el  artículo  última- 
mente indicado,  les  está  prohibido  el  matrimonio,  y,  sin  embargo,  no  lea  al- 
canza la  incapacidad  relativa  de  suceder  por  testamento  al  pupilo,  á  menos 
que  pudiera  justificarse  que  la  institución  de  heredero  hecha  á  favor  de  esos 
parientes,  era  un  medio  indirecto,  favorable  al  tutor  por  personas  interpues- 
tas, en  el  sentido  del  art.  755.  Como  la  incompatibilidad  del  tutor  alcanza 
hasta  el  acto  de  la  aprobación  definitiva  de  la  cuenta,  y  siendo  concepto  com^ 
pletameute  separado  el  tobro  del  saldo  que  ésta  arroje  en  favor  ó  en  contra 
del  tutor,  es  evidente,  que,  en  punto  á  dicha  incapacidad  relativa,  para  nada 
tendrá  que  tomarse  en  consideración  el  descubierto  en  el  saldo  de  la  cuenta, 
lino  la  aprobación  de  la  misma. 

Otra  Incapacidad  relativa  es  la  referente  al  Notario  que  autorice  el  testa- 
mento, ya  sea  cerrado,  ya  abierto,  y  á  las  personas  que  señala  el  art.  75i,  pues- 
to que  la  ley  no  distingue  de  una  y  otra  forma,  como  lo  ha  hecho,  respecto  de 
los  testigos,  en  el  segundo  párrafo  del  mismo  art.  754;  debiéndose  extender 
esa  incapacidad  especial  para  el  Notario,  á  las  personas  que  ejerzan  las  fon- 
dones análogas  de  éste  en  los  testamentos  especiales,  ó  sean  el  militar,  el 


r 


140  CÓDIGO  CIVIL 

niarítimo  y  el  otorgado  en  país  extranjero,  segün  el  último  ptoafo  del  pro- 
pio artículo. 

Otra  incapacidad  relativa  existe  ppr  diisposieiones  del  Código  do  compren- 
didas en  este  Ingar,  por  lo  cual  vamos  á  ocupamos  de  ella,  y  es  la  qne  se  re- 
fiere á  los  hiJQs  ilegítimos.  La  división  qne  el  citado  coerpo  legal  hace  de  lo^ 
hijos  ilegítimos  nos  obliga,  en  el  estadio  de  la  materia  qne  ahora  tratamos, 
á  establecer  ciertas  distinciones,  de  las  que  hemos  de  dedncir  las  incapacida- 
des qne  para  heredar  por  testamento  afectan  á  aquéllos.  Desde  luego,  y  en 
primer  término,  hallamos  la  del  hijo  natural  reconocido,  qne  es  una  incapa- 
cidad de  relación  cuantitativa,  toda  vez  que  sólo  se  refiere  á  la  herencia  de! 
padre  ó  madre,  y  en  la  extensión  que  conceden  los  artículos  640  y  Sil  del 
Código  vigente;  mas  como  el  natural  puede  muy  bien  no  haber  sido  recono- 
cido, sin  dejar  por  ello  de  ser  natural^  porque  tal  condición  no  se  la  conceda 
t\  hecho  del  reconocimiento^  sino  qne  le  corresponde  por  la  ley,  desde  el  mo^ 
mentó  en  que  nace  fuera  del  matrimonio  de  padres  qne  al  tiempo  de  la  con- 
cepción pudieran  casarse  sin  dispensa  ó  con  ella — art.  4  49,— en  tal  caso,  si  la 
paternidad  ó  maternidad  se  declarase  por  cualquiera  de  los  medios  que  esta- 
blecen los  artículos  435  y  436,  entendemos  que  la  capacidad  de  tal  h^o  ilegi- 
timo no  puede  quedar  reducida  á  los  alimentos,  porque  aquél  es  un  hijo  na- 
tural, aunque  no  reconocido,  y  el  precepto  se  refiere  á  los  en  quienes  no  con- 
curra la  condición  legal  de  naturales;  y  de  ahí  que,  declarada  judicialmente 
esa  condición,  su  capacidad  tendrá  sólo  la  limitación  cuantitativa  que  afecta 
á  la  del  hijo  natural  reconocido.  ¿Pero  pueden  esos  hijos  ser  instituidos  he- 
rederos por  sus  padres  en  el  todo  ó  parte  de  la  herencia  de  libre  disposición? 
Hay  quien  sostiene  la  negativa,  fundándose  en  el  precepto  del  art.  763,  que 
establece  que  tal  disposición  ha  de  hacerse  en  favor  de  persona  que  tenga  ca- 
pacidad para  adquirir;  y  nosotros  entendemos  que  tal  disposición  no  significa 
en  modo  alguno  incapacidad  con  relación  al  hijo  natural  reconocido  por  acto 
espontáneo  ó  declarado  por  sentencia  judicial,  porque  si  tiene  derechos  legiti- 
marios auna  parte  alícuota  en  la  herencia  testada  ó  intestada,  ¿qué  razón 
puede  abonar  el  que  se  le  prive  de  lo  que  voluntariamente  le  deje  su  causante 
dentro  del  límite  de  que  puede  disponer  libremente  en  favor  de  un  extrañof 
No  encontramos  ninguna,  ni  tampoco  disposición  legal  en  que  fundarla. 

Respecto  á  los  demás  ilegítimos,  adulterinos,  incestuosos  y  sacrilegos^ 
desde  luego  existe  la  incapacidad  de  relación,  respecto  á  sus  progenitores^ 
sin  que»  en  cuanto  á  ellos,  pueda  surgir  duda  sobre  tal  incapacidad  para  ser 
instituidos  en  parte  alguna  de  la  herencia,  entendiendo  que,  de  hacerse,  sería 
nula  desde  el  momento  en  qne  se  justificase  su  condición,  y  que,  en  conside- 
ración á  ella,  había  sido  realizada  la  institución ,  ocasionando  lo  preveniífo 
en  el  art.  760. 
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Y  como  última  cansa  de  incapacidad  relativa,  por  incompatibilidad,  recor- 
^remos  la  establecida  por  el  nüm.  2.*  del  art.  50  del  Código,  qae  niega  todo 
derecho  á  los  eónyoges  que,  contra  la  prohibición  del  art.  41,  contrajeren 
matrimonio  sin  obtener  la  oportuna  licencia  para  recibir  recíprocamente  el 
uno  del  otro  cosa  algana  por  testamento. 

Todas  las  personas,  incapaces  relativamente  por  incompatibilidad,  ocasio- 
narán la  nulidad  de  la  disposición  testamentaría  hecha  á  sn  favor,  aonqne  se 
la  disfrace  bajo  la  forma  de  contrato  oneroso  ó  se  haga  á  nombre  de  persona 
interpuesta— art.  755.— En  sn  consecneneia,  cnando  se  jaslifíque  por  cuales- 
quiera que  traigan  cansa  del  testador,  que  éste,  inñaído  de  persuasiones  su- 
gestivas, deja  el  todo  ó  parte  de  sus  bienes  á  personas  de  tal  condición:  que 
revelen  ser  testaferros  que  ocultan  tras  su  nombre  el  de  otro,  ó  Institución  ó 
Compañía  de  religiosos  á  que  el  confesor  dol  moribundo  corresponda,  los  Tri- 
bunales declararán  la  nulidad  de  la  institución,  ó  de  la  manda  ó  legado,  y  la 
restitución  de  los  bienes  en  que  consista,  con  sus  accesiones,  y  con  todos  los 
frutos  y  rentas  que  hubieren  producido. 

La  segunda  clase  de  incapacidad  relativa  refiérese  á  la  indignidad  en  que 
incurre  el  heredero  por  cualquiera  de  los  siete  motivos  que  expresa  el  ar- 
tículo 756,  perdiendo  la  facultad  áe  gozar  los  bienes  y  derechos  de  aquel  á 
quien  lan  indignamente  corresponde. 

Están  bastantemente  expresados  los  aludidos  motivos  para  que  se  entien- 
dan sin  necesidad  de  aclaración  alguna;  por  lo  que,  omitimos  comentarlos, 
haciendo  sólo  constar,  que  las  causas  sexta  y  séptima  pueden  además  ser 
constitutivas  del  delito  de  coacción,  previsto  y  castigado  en  el  art.  510  del 
Código  penal,  y  que  para  calificar  la  capacidad  del  heredero  ó  legatario  en 
cualquiera  de  las  clasificaciones  que  anteceden,  sé  atenderá  al  tiempo  de  la 
muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  y  si  fuese  condicional,  al  en 
que  se  cumpla  la  condición,  con  los  demás  requisitos  que  expresa  el  art.  758 
que  nos  ocupa. 

La  acción  jurídica  para  solicitar  la  declaración  judicial  de  incapacidad, 
prescribe  á  los  cinco  años,  contados  desde  que  el  incapaz  esté  en  posesión  de 
la  herencia  ó  legado. 

La  capacidad  para  ser  instituido  heredero  presenta  pocas  diferencias  entre 
el  derecho  catalán  y  el  general  ó  común,  siguiendo  la  regla  de  que  son  ca- 
paces para  ser  instituidos  aquellos  á  quienes  la  ley  no  lo  prohibe,  subordi- 
nándose el  desenvolvimiento  dé  la  incapacidad  á  las  clases  de  absoluta^  rela- 
tiva y  por  causa  de  indignidad.  Entre  las  absolutas  se  comprenden  las  corpo- 
raciones ó  asociaciones  ilícitas,  los  desterrados  y  deportados  para  siempre,  y 
los  condenados  por  delito  de  libelo  infamatorio.  Entre  las  relativas,  el  cón- 
yuge incestuoso  y  sus  hijos,  el  adúltero  y  los  hijos  habidos  de  esta  unión,  el 
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confesor  en  la  última  enfermedad,  y  el  que  hubiese  escrito  el  testamento,  á 
no  ser  que  el  testador,  expresamente  y  bajo  sa  firma,  declare  que  él  había 
dictado  y  mandado  escribir  el  testamento.  Y  se  considera  indigno  al  cónyoge 
culpable  de  la  muerte  del  otro;  á  los  que  negaren  los  auxilios  necesarios  al 
testador,  á  los  que  calumniosamente  le  imputaren  un  delito  grave  acusándole 
de  él,  á  los  que  no  denunciaren  á  los  autores  de  la  muerte  violenta  de  aquél, 
y  á  los  que  sin  causa  justificada  rechazaren  el  cargo  de  guardadores  ó  tu- 
tores. 

Muy  pocas  son  las  diferencias  que  existen  entre  las  legislaciones  akago- 
KESA  y  catalana  en  cuanto  á  la  capacidad  para  suceder,  y  únicamente  la  hay 
en  que  aquella  no  menciona  las  que  originan  la  incapacidad  absoluta. 

Por  el  derecho  de  Na  varba,  las  causas  de  incapacidad  son  las  mismas  ad- 
mitidas en  el  derecho  común  anterior  al  Código,  tratando  ;especialmente  el 
Fuero  de  la  de  los  hijos  de  sacerdote,  pudiendo  ser  instituidos  la  mujer  del 
hijo  espúreo,  el  marido  de  la  hija  del  padre  clérigo,  y  también  el  nieto  ó 
nieta. 

Nada  dice  el  derecho  vizcaíno,  y  por  tanto,  rige  en  este  punto  el  común 
ó  de  Castilla. 

Por  derecho  internacional,  la  materia  relativa  á  la  capacidad  para  here* 
dar  por  testamento  6  abintestato  debe  regirse  por  los  principios  generales 
establecidos  cuando  el  causante  y  los  herederos  estén  sometidos  á  la  misma 
ley;  pero  en  c&so  contrario,  y  de  existir  conflicto  entre  sus  leyes  respectivas, 
están  divididas  las  opiniones  en  lo  que  se  refiere  á  si  debe  prevalecer  la  ley 
personal  de  uno  ú  otro,  6\a  lew  rei  HtéSy  como  sostiene  la  doctrina  francesa. 
Entendemos  que  la  capacidad  en  general  debe  regirse  por  la  ley  personal  del 
heredero;  mas  cuando  se  trate  de  una  cansado  indignidad  de  las  que  menciona 
el  art.  756,  deberá  aplicarse  la  ley  española,  respecto  de  las  sucesiones  abier- 
tas en  España,  cualquiera  que  sea  el  país  en  donde  los  actos  se  hayan  reali- 
zado; ó  la  ley  á  que  esté  sometido  el  heredero,  porque  en  estos  casos,  media 
el  interés  social  y  el  orden  público;  así  como,  no  podrán  apreciarse  por  la  mis- 
ma razón  los  casos  de  incapacidad  que  se  fundaren  en  que  el  heredero  estu- 
viese afiliado  á  una  orden  monástica  permitida  por  nuestras  leyes,  en  el  cam- 
bio de  religión,  ó  en  haber  sido  condenado  á  una  pena  qne  lleve  consigo  la 
muerte  civil;  porque  todo  esto  es  contrario  á  nuestras  leyes,  que,  más  ó  me* 
nos  directamente,  afectan  el  carácter  de  leyes  de  orden  público. 


LIBBO  TERCERO.-— TÍTULO  IH.  143^ 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LA  IN8TITUCIÓ1C  DE  HEREDEROS 

Art.  YOS.  El  que  no  tuviere  herederos  forzosos 
puede  disponer  por  testamento  de  todos  sus  bienes  ó  de 
parte  de  ellos  en  favor  de  cualquiera  persona  que  tenga 
capacidad  para  adquirirlos^ 

El  que  tuviere  herederos  forzosos  sólo  podrá  disponer 
de  sus  bienes  en  la  forma  y  con  las  limitaciones  que  se  es> 
tablecen  en  la  sección  6.^  de  este  capítulo. 


311.  Las  leyes  14  y  18,  tit.  20  del  Fuero  de  Vizcaya,  regulando 
en  términos  precisos  la  facultad  de  disponer  de  los  bienes  raices, 
X)rohiben  hacerlo  en  favor  de  extraños,  tan  sólo  cuando  el  dueño 
tuviere  descendientes,  ascendientes  ó  colaterales  tronqueros,  dentro 
del  cuarto  grado;  siguiéndose  de  ello  que,  si  careciese  de  tales  he- 
rederos y  parientes  colaterales,  puede  disponer  libremente  de  todos 
sus  bienes  raíces,  aunque  estén  sitos  en  el  infanzonado. — S.  27  Di- 
ciembre 95.-0.  16  Enero  96. 

312.  Conforme  á  la  expuesta  regla  de  derecho  positivo ,  el  que 
comprare  bienes,  no  por  retracto  de  abolengo,  sino  mediante  venta 
libre  hecha  por  un  extraño,  puede  disponer  de  ellos  á  su  voluntad, 
si  careciese  de  descendientes  y  ascendientes,  por  ser  indudable  que 
no  habiéndolos  poseído  persona  alguna  de  la  familia  del  compra- 
dor, no  puede  éste  tener  parientes  colaterales  tronqueros;  calidad 
esta  indispensable  para  que  los  colaterales  deban  heredar  por  dere- 
cho de  troncalidad.— iS^.  27  Dic.  95.— G.  16  Enero  96. 

313.  En  BU  virtud^  tratándose  en  un  pleito  del  derecho  á  suce- 
der en  una  finca  comprada  á  persona  extraña  de  la  familia  del  com- 
prador, respecto  á  la  cual  no  cabe  la  existencia  de  colaterales  tron- 
queros, es  evidente  que,  al  reconocer  en  el  testador  la  facultad  de 
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dejarla  á  su  mujer,  prescindiendo^de  sus  hermanos»  no  se  infringe 
disposición  alguna  de  las  leyes  del  Fuero  de  Vizcaya,  ni  la  juris- 
prudencia á  su  tenor  sentada  por  el  Tribunal  Supremo. — 8^27  Di- 
ciembre 95.—G.  16  Enero  96, 


Art.  VBl.  El  testamento  será  válido  aunque  no  con- 
tenga institución  de  heredero,  ó  ésta  no  comprenda  la  to- 
talidad de  los  bienes,  y  aunque  el  nombrado  no  acepte  la 
herencia  ó  sea  incapaz  de  heredar. 

Eq  estos  casos  se  cumplirán  las  disposiciones  testa- 
mentarias hechas  con  arreglo  á  las  leyes,  y  el  remanente 
de  los  bienes  pasará  á  los  herederos  legítimos.    . 

314.  La  cláusula  de  un  testamento  en  que  se  ordena  que,  si  des- 
pués de  pagadas  las  mandas  ó  legados,  sobrare  algo  de  dinero,  se 
distribuya  por  partes  iguales  entre  los  sobrinos  del  testador»  do 
puede  reputarse  como  institución  de  herederos  de  toda  clase  de 
bienes  que  sobraren,  porque  la  palabra  dinero^  en  su  acepción  gra- 
matical y  jurídica,  no  significa  otra  cosa  usualmente  que  moneda 
corriente,  y  nunca  un  conjunto  ó  universalidad  de  bienes,  ¿  menos 
que  se  pruebe  que  en  el  país  en  que  se  otorga  y  ha  de  cumplirse  el 
testamento  tenga  tal  sentido  y  significado. — S.  5  Junio  93. — (7. 18 
Noviembre. 

Atí.  965.  Los  herederos  instituidos  sin  designa- 
ción de  partes  heredarán  por  partes  iguales. 

Art.  YBB.  El  heredero  voluntario  que  ^uere  antes 
que  el  testador,  el  incapaz  de  heredar  y  el  que  renuncia  á 
la  herencia,  no  transmiten  ningún  derecho  á  sus  herede- 
ros, salvo  lo  dispuesto  en  los  artículos  761  y  857  (1). 

Art;  7W.  La  expresión  de  uña  causa  falsa  de  la 
institución  de  heredero  ó  del  nombramiento  de  legatario, 

(l)     Véase  el  comentario  al  art.  750. 


r 
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Berá  considerada  como  no  escrita,  á  no  ser  que  del  testa- 
mento resulte  que  el  testador  no  habría  hecho  tal  institu- 
ción ó  legado  si  hubiese  conocido  la  falsedad  de  la  causa. 
La  expresión  de  una  causa  contraria  á  derecho,  aunque 
sea  verdadera,  se  tendrá  también  por  no  escrita. 

Ari.  VBS.    El  heredero  instituido  en  una  cosa  cierta 
y  determinada  será  considerado  como  legatario. 

315.  Bl  encargo  hecho  por  el  testador  á  dos  ó  más  personas 
para  que  distribuyan  la  herencia  con  arreglo  á  las  instrucciones 
Terbales  que  les  hubiese  comunicado,  no  entraña  una  verdadera 
institución  de  heredero,  sino  el  carácter  de  meros  ejecutores  testa- 
mentarios.—5.  22  Mayo  94.^-0.  31  Oct.  y  i.®  Nov. 


Atí,  909.  Caando  el  testador  nombre  unos  herede- 
ros individualmente  y  otros  colectivamente,  como  si  di- 
jere: «Instituyo  por  mis  herederos  á  N.  y  á  N.  y  á  los  hi- 
jos de  N.»,  los  colectivamente  nombrados  se  considerarán 
como  si  lo  fueran  individualmente;  á  no  ser  que  conste 
de  un  modo  claro  que  ha  sido  otra  la  voluntad  del  tes- 
tador. 

A^.  990.  Si  el  testador  instituye  á  sus  hermanos 
y  los  tiene  carnales  y  de  padre  ó  madre  solamente,  se  di- 
vidirá la  herencia  como  en  el  caso  de  morir  intestado. 

ATt,  991.  Cuando  el  testador  llame  á  la  sucesión  á 
una  persona  y  á  sus  hijos,  se  entenderán  todos  institui- 
dos simultánea  y  no  sucesivamente. 

Art.  999.  El  testador  designará  al  heredero  por  su 
nombre  y  apellido;  y,  cuando  haya  dos  que  los  tengan 
iguales,  deberá  señalar  alguna  circunstancia  por  la  que  se 
conozca  al  instituido. 

TOBO   II  10 
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Aunque  el  testador  haya  omitido  el  nombre  del  here- 
dero, 6i  lo  designare  de  modo  qve  no  pueda  dudarse  quién 
sea  el  instituido,  valdrá  la  institución. 

j\rt.  773.  El  error  en  el  nombre,  apellido  ó  cuali- 
dades del  heredero,  no  vicia  la  institución  cuando  de  otra 
manera  puede  saberse  ciertamente  cuál  sea  la  persona 
nombrada. 

Si  entre  personas  del  mismo  nombre  y  apellido  hay 
igualdad  de  circunstancias,  y  éstas  son  tales  que  no  per- 
miten distinguir  al  instituido,  ninguno  será  heredero. 


316.    Prevaleciendo  como  pensamiento  capital  la  voluntad  del 
testador  de  fundar  una  Bscuela  de  artes  liberales  y  oficios,  institu* 
yendo  como  heredero  sustituto  á  la  persona  que  estuviere  al  frente 
de  la  Real  Sociedad  Económica  de  Amigos  del  País,  no  obsta  ni  se 
opone  á  la  sustitución  indicada  que  el  testador  usara  la  frase  c  Di- 
rector», con  que  ha  sido  conocido  anteriormente  el  Jefe  de  la  So- 
ciedad, en  vez  déla  de  «Presidente»,  con  que  se  ha  cambiado  al 
reformar  los  Estatutos,  porque  con  aquel  nombre  se  han  dirigido 
á  éste  comunicaciones  oficiales  sin  que  haya  surgido  dificultad  al- 
guna, y  ambos  cargos,  sin  más  diferencia  que  la  de  nombre,  han 
ejercido  y  ejercen  funciones  idénticas,  y  uno  y  otro  presuponen  y 
determinan  la  existencia  real  y  positiva  de  una  persona  cierta  y 
no  ignorada,  que  es  lo  que  requieren  los  artículos  772  y  773  del  Có- 
digo para  la  validez  del  nombramiento  de  heredero,  y  porque  el 
error  ó  equivocación  al  designar  el  cargo  ^  seria  en  todo  caso  mera- 
mente accidental  y  no  afecta  en  lo  esencial  á  la  personalidad  co- 
nocida del  heredero  sustituto — por  renuncia  del  instituido — ni  á 
la  virtualidad  y  eficacia  legal  de  la  sustitución. — S.  21  Enero  95. — 
(?•  ISÁbrü. 


I 


MPOBTANTIsih  A  es  en  los  tesUmeotos  la  instilación  de  herederos,  por- 
que de  elU  lorge  la  eontinoaeión  de  la  personalidad  del  testador,  si  bien  con 
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Jas  limiUdoDes  que  tete  hobtera  impaesto;  y  segiio  elh^  U  persona  ó  perso- 
nas institaídas  le  suceden  en  la  nniversalidad  de  aos  derechos  y  obligaciones. 

El  Código  define  la  institoeión  en  el  art.  660,  diciendo  qne  es  heredero  el 
qae  sucede  ¿  titolo  universal,  y  legétario  el  que  sucede  á  titulo  singular;  com- 
pletando Ia  definición,  en  parte,  el  659,  al  establecer  que  la  herenda  com- 
prende los  bienes,  derechos  y  obligaciones  de  una  persona,  qne  no  se  extingan 
por  su  muerte. 

El  derecho  romano,  el  Faero  Jazgo,  los  Municipales,  el  ?iejo  de  Castilla  y 
el  Fuero  Real  se  ocuparon  en  diversas  formas  de  las  instituciones  que  venimos 
estudiando,  como  también  lo  hizo  el  Código  de  las  Partidas  y  el  legislador  de 
Us  Cortes  de  Alcalá,  que  hiso  desaparecer  el  complicado  organismo  de  toda 
esta  materia,  mediante  la  libertad  de  la  institución,  salvo  el  respeto  á  los  de- 
rechos legitimarios  y  la  independencia  completa  entre  la  misma  institución  y 
el  testaiLento. 

Los  usos,  costumbres  y  organización  p¿Utico*soclal  y  jurídica  de  la  Nación 
española,  y  la  organización  civil  de  la  familia  y  de  la  propiedad»  no  podían 
consentir  la  imposición  de  un  régimen  basado  en  principios  y  fundamentos 
totalmente  distintos,  y  de  ahí  la  reforma  que  llevó  á  cabo  el  Ordenamiento  de 
Alcalá,  cuya  ley  única  del  tít.  49  decía:  «Et  el  testamento  sea  valedero  en 
las  demandas,  en  las  otras  cosas  que  en  él  se  contienen,  aunque  el  testador 
non  aya  fecho  heredero  alguno...  Et  si  ficiere  heredero  el  testador,  é  el  here- 
dero non  quisiere  lo  heredar,  vala  el  testamento  en  las  mandas  é  en  las  otras 
cosas  qne  en  él  se  contienens. 

Todos  los  principios  fundamentales  en  que  la  legislación  sobre  sucesión 
testada  descansa,  llenen  plena  confirmación  en  los  artículos  que  forman  esta 
Sección  del  Código. 

Sólo  limita  la  libre  disposición  de  los  testadores  la  institución  de  las  legi- 
timas; pues  cuando  el  testador  tenga  herederos  forzosos,  deberá  respetar  en 
sus  disposiciones  los  derechos  de  éstos,  porque  se  los  concede  la  ley,  inspirán- 
dose en  los  deberes  de  la  naturaleza,  gozando  en  todo  lo  demás.  los  testadores 
la  más  absoluta  libertad  de  disponer. 

Como  la  institución  de  herederos  no  es  ya  neceuria  para  la  validez  del 
testamento,  no  estará  sigeta,  cuando  se  haga,  á  forma  alguna  determinada; 
podiendo  el  testador  imponer  al  heredero  condiciones  lícitas  y  posibles,  y  úni- 
camente se  le  exigirá  que  designe  ai  heredero  con  se&as  tales  que  permita 
identificarle  cuando  no  le  nombre  con  sus  nombres  y  apellidos;  pndiendo  el 
testador,  si  no  quiere  hacer  institución  de  herederos,  distribuir  en  legados  sus 
bienes;  pero  sólo  tendrá  carácter  de  heredero  el  que  lo  sea  á  título  de  soce* 
sión  universal. 

La  voluntad  del  testador,  expresada  en  una  de  las  formas  reconocidas  por 


\- 
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el  derecho,  es  U  ünica  ley  qae  regala  la  sucesión;  j  como  tiene  libertad  para 
disponer  de  toda  sa  fortuna,  6  solamente  de  ana  parte  de  ella,  la  tiene  también 
cuando  institajre  varios  herederos  para  señalar  ia  porción  qae  cada  ano  haya 
de  percibir,  y  si  no  la  señala,  la  ley,  interpretando  so  presunta  voluntad,  dis- 
[  pone  que  los  nombrados  hereden  por  partes  igaales. 

Por  la  muerte  del  testador,  se  transmiten  todos  sus  bienes,  derechos  y  obli- 
gaciones á  sus  herederos;  pero  esta  transmisión  supone  la  presencia  de  here- 
deros capaces  que  acepten  la  herencia,  pues  si  alguno  de  los  voluntariamente 
instituidos  ha  fallecido  al  tiempo  de  la  muerte  del  testador,  no  podrán  ocupar 
su  lugar  los  que  no  lo  sean,  y  caduca  desde  luego  la  institución  respecto  al 
premnerto,  siendo  llamados  al  disfrute  de  la  porción  vacante  los  cohederos, 
si  hay  lugar  al  derecho  de  acrecer;  ó  los  sucesores  abintestato,  si  no  existe 
verdadera  conjunción  (4). 

£1  heredero  voluntario  que  muere  antes  que  el  testador,  no  transmite  de- 
rechos á  sus  sucesores,  ni  tampoco  el  forsoso,  en  cuanto  á  la  parte  de  bienes 
en  qué  se  le  mejore  ó  le  sea  legada;  porque  siendo  la  mejora  y  el  legado  un 
acto  voluntario  del  causante,  sólo  cuando  le  sobrevive  puedo  adquirirse  dere- 
cho á  ellos  y  transmitirlo  i  los  herederos. 

Finalmente,  el  Código,  después  de  sentar  la  doctrina  del  derecho  de  suce- 
sión, desenvuelve  una  serie  de  reglas  prácticas  de  hermenéutica  jurídica  para 
la  mejor  interpretación  de  ciertas  cláusulas  testamentarias,  cuya  sola  lectura 
basta  para  justificarlas. 

Con  relación  al  derecho  interregumaU  la  institución  de  herederos  por  la 
legislación  de  Gatalu?ía  es  necesaria,  salvo  la  excepción  concedida  á  la  capi- 
tal del  Principado  y  á  los  pueblos  que  gozan  de  sus  privilegios.  La  forma  con 
que  puede  ser  hecha  la  institución,  es  pura  ó  condicional,  comprendiéndose 
en  ésta  la  de  detdé  ó  hasta  cierto  día;  y  los  requisitos  para  la  validez  de  tal 
institución,  son:  que  se  ordene  en  testamento  ó  en  escritura  de  capitulaciones 
matrimoniales,  sin  necesidad  de  la  designación  del  heredero  por  su  nombre, 
bastando  la  indicación  de  una  circunstancia  característica  que  le  distinga.  La 
nulidad  de  la  institución  de  heredero  procede,  cuando  se  otorga  con  maldición 
expresa,  en  forma  captatoria,  o  á  condición  de  que  ú  heredero  instituya 
como  tal  al  mismo  testador  ó  á  la  persona  que  le  designe;  y  el  error  en  el 
nombre  y  circunstancias  del  instituido  no  vicia  la  institución,  permitiéndose 
también  la  denominada  de  confianza,  que  se  hace  por  el  padre  en  favor  de  los 
hijos,  instituyendo  á  la  mujer  para  que  ésta  á  su  vez  designe  al  hijo  que 
quiera  sea  el  heredero,  con  sujeción  á  las  cargas  y  condiciones  que  el  padre 
haya  impuesto  en  su  testamento. 

(1)     R.  de  la  D.,  31  Mayo  TO  — G.  16  Octubre. 
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Por  )a  legislación  aiugohssa  se  reconoce  la  institución  de  heredero  en 
808  dos  aspectos  de  ix>luntaria  y  forsasa^  por  el  concepto  qoe  tenga  el  insti- 
toído,  sin  hacer  depender  )a  validez  del  testamento  de  la  institnción,  qne 
poede  ser  tamhién  pnra  ó  condicional,  desde  y  hasta  cierto  día,  produciendo 
efectos  generales  para  todos  los  casos,  y  especiales  coando  sean  varios  los 
instituidos. 

El  derecho  de  Navarra  signe  los  principios  romanos  sobre  la  natnraleza 
y  carácter  de  la  institoción  de  herederos,  declarando  la  nulidad  del  testamen- 
to que  no  la  contenga,  y  según  el  instituido,  sea  ó  no  heredero  forzoso,  pue- 
de hacerse  con  llamamientos  diversos,  pues  en  el  primer  caso,  el  testador, 
después  de  salvar  la  porción  legítima,  puede  instituir  uno  ó  más  herederos 
para  tos  bienes  de  libre  disposición;  pero  en  el  segundo,  el  testador  goza  de 
absoluta  libertad  por  no  existir  persona  que  tenga  derecho  á  legítima.  La 
institución  ha  de  hacerse  en  testamento,  y  es  nula  la  que  se  ordene  en  codi- 
cito. 

Y  en  el  Sefíorío  de  Vízoata,  la  institución  de  heredero  se  rige  por  el  dere- 
cho común,  pues  so  fuero  no  contiene  disposición  alguna  referente  á  ese 
punto: 

Y  en  cuanto  al  derecho  intbbkaciohal,  apenas  podrá  presentarse  cuestión 
algona  en  la  materia  que  no  poeda  resolverse  por  loa  pcincipioa  generales  del 
mismo. 

SECCIÓN  TERCERA 

DE  LA  SUSTITUCIÓN 

Aw^.  9741.  Puede  el  testador  sustituir  una  ó  más 
personas  al  heredero  ó  herederos  instituidos  para  el  caso 
en  que  mueran  antes  que  él,  ó  no  quieran  ó  no  puedan 
aceptar  la  herencia. 

La  sustitución  simple,  y  sin  expresión  de  casos,  com- 
prende los  tres  expresados  en  el  párrafo  anterior,  á  menos 
que  el  testador  haya  dispuesto  lo  contrario. 

Ari.  975.  Los  padres  y  demás  ascendientes  podrán 
nombrar  sustitutos  á  sus  descendientes  menores  de  ca- 
torce años,  de  ambos  sexos,  para  el  caso  de  que  mueran 
antes  de  dicha  edad. 
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Art.  YV6.  El  ascendiente  podrá  nombrar  sustituto 
al  descendiente  mayor  de  catorce  años,  que,  conforme  á 
derecho,  haya  sido  declarado  incapaz  por  enajenación 
mental. 

La  sustitución  de  que  habla  el  párrafo  anterior  quedará 
sin  efecto  por  el  testamento  del  incapacitado  hecho  du- 
rante un  intervalo  lúcido  ó  después  de  haber  reoobiado  la 
razón. 

Art.  m.  Las  sustituciones  de  que  hablan  los  dos 
artículos  anteriores,  Cuando  el  sustituido  tenga  herederos 
forzosos,  sólo  serán  válidas  en  cuanto  no  perjudiquen  loa 
derechos  legitimarios  de  éstos. 

Aré.  79 a.  Pueden  ser  sustituidas  dos  ó  más  perso- 
nas á  una  sola;  y  al  contrario,  una  sola  á  dos  ó  más  here- 
deros. 

Api.  YVS.  Si  los  herederos  instituidos  en  partes 
desiguales  fueren  sustituidos  reciprocamente,  tendrán  en 
la  sustitución  las  mismas  partes  que  en  la  institución, 
á  no  ser  que  claramente  aparezca  haber  sido  otra  la  vo- 
luntad del  testador. 

Aré.  9SO»  El  sustituido  (1)  quedará  sujeto  á  las  mis- 
mas cargas  y  condiciones  impuestas  al  Instituido,  á  menos 
que  el  testador  haya  dispuesto  expresamente  lo  contra- 
rio, ó  que  los  gravámenes  ó  condiciones  sean  meramente 
personales  del  instituido. 

A  ré.  9S1 .  Las  sustituciones  fideicomisarias  en  cuya 
virtud  se  encarga  al  heredero  que  conserve  y  transmita  á 
un  tercero  el  todo  ó  parte  de  la  herencia,  serán  válidas  y 


(1)  Léase  «snttítiitó»,  pVM  Mflptíwnente  tolo  un»  errftt»  de  1«  edioión  ofloÍAl, 
no  salvada,  por  oieiio,  puede  ocasionar  el  empleo  de  frase  diatinia,.qiie  inxnoa  el 
verdadero  sentido  del  precepto,  como  con  un  poco  de  fljeia  se  observa  féuúlmeate. 
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surtirán  efecto  siempre  que  no  pasen  del  segundo  grado, 
ó  que  se  hagan  en  favor  de  personas  que  vivan  al  tiempo 
del  fallecimiento  del  testador. 


81?.  Los  derechos  que  se  producen  por  testamento,  nacen  á  la 
x^uerte  del  testador,  y  aun  en  la  hipótesis  de  que  no  hubiese  ocu- 
rrido antes  de  la  promulgación  del  Código  civil,  ó  de  que  éste  fuera 
aplicable,  la  institución  de  usufructo  de  unos  bienes  hecha  de  fun- 
dación no  benéfica,  no  es  válida  ni  puede  surtir  efecto,  porque  el 
1^.  781  de  dicho  Código  sólo  concede  validez  á  las  instituciones 
fideicomisarias,  cuando  no  pasen  del  segundo  grado  ó  se  haga  en 
favor  de  personas  que  vivan  al  fallecimiento  del  testador. --/S^.  8 
Mayo  94.— Q.  24  Od. 


'Avt.  YUS.  Las  sustituciones  fideicomisarias  nunca 
podrán  gravar  la  legitima.  Si  recayeren  sobre  el  tercio  des* 
tinado  á  la  mejora,  s61o^ix)dráD  hacerse  en  favor  de  los 
descendientes. 

Avt.  9S3.  Para  que  sean  válidos  los  llamamientos  á 
la  sustitución  fideicomisaria  deberán  ser  expresos. 

£1  fiduciario  estará  obligado  á  entregar  la  herencia  al 
fideicomisario,  sin  otras  deducciones  .que  las  que  corres- 
pondan por  gastos  legítimos,  créditos  y  mejoras,  salvo  el 
caso  en  que  el  testador  haya  dispuesto  otra  oosa. 

J^vt.  9841.  El  fideicomisario  adquirirá  derecho  á  la 
sucesión  deflde  la  muerte  del  testador  a.unque  muera  antes 
que  el  fiduciario.  £1  derecho  de  aquél  pasará  á  sus  here- 
deros. 

Art.  yS5.    No  surtirán  efecto : 
1.^    Las  sustituciones  fideicomisarias  que  no  se  hagan 
de  una  manera  expresa,  ya  dándoles  este  nombre,  ya  im- 
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poniendo  al  suBtitnido  la  obligación  terminante  de  entre- 
gar los  bienes  á  un  segundo  heredero. 

2.^  Las  disposiciones  que  contengan  prohibición  per- 
petua de  enajenar,  y  aun  la  temporal,  fuera  del  limite  se- 
ñalado en  el  art.  781. 

3.^  Las  que  impongan  al  heredero  el  encargo  de  pagar 
á  varias  personas  sucesivamente;  más  allá  del  segundo- 
grado,  cierta  renta  ó  pensión. 

4.®  Las  que  que  tengan  por  objeto  dejar  á  una  persona 
el  todo  ó  parte  de  loe  bienes  hereditarios  para  que  los  apli- 
que ó  invierta  según  instrucciones  reservadas  que  le  hu- 
biese comunicado  el  testador. 


ñ 


TEKOB  de  lo  diepoeito  en^l  artículo  preinserto,  la  loatitaeión  fidaioo* 
misaria  ba  de  hacerse  de  110a  masera  expresa,  ya  dándola  este  nombre,  ya  im- 
poniendo al  sastitoido  la  obligación  terminante  de  entregar  loi^  bienes  á  nn  se* 
gnndo  heredero;  y  por  tanto,  para  qne  exista  snstitndón  fideicomisaria  de  la 
manen  expresa  qne  el  texto  legal  demanda,  se  han  de  dar  tres  requisitos:  nn 
primer  heredero  llamado  preferentemente  si  goce  de  la  herencia;  obligación 
claramente  impuesta  al  mismo  de  conservar  y  transmitir  á  tercero  el  todo  ó 
parte  del  caudal,  y  un  segundo  heredero.  En  su  consecuencia,  dispuesto  en 
«I  testamento  que,  despoós  de  cumplido  y  pagado  cuanto  se  ordena,  del  rema- 
nente de  todos  los  bienes,  derechos  y  acciones,  se  inatiiuye  y  nombra  por 
ilnicos  y  universales  herederos  á  dos  personas  determinadas,  y  que  por  falle- 
cimiento de  ambasró  de  cualquiera  de  ellas,  la  parte  del  fallecido  ó  &llecidoa 
pase  á  la  sucesión  legítima  que  dejaren,  analizando  gramatiealmente  esta  dis- 
posición, resolta  que  no  existen  más  qne  el  primero  y  tercero  de  los  tres  re- 
quisitos aludidos,  puesto  qne  el  segundo  no  aparece  con  la  clarfidad  y  precisión 
que  el  artículo  exige;  en  razón  á  que,  entendido  á  la  letra  el  sentido  de  la 
cláusula  testamentaria,  igualmente  se  refieren  sus  palabras  al  caso  en  que  los 
primeros  instituidos  fallezcan  antes  que  el  testador,  que  al  de  que  mueran  des- 
pués que  éste;  anfibología  que  deja  el  ánimo  perplejo  acerca  de  un  extremo 
qne  es  el  que  marca  por  modo  decisivo  la  diferencia  fundame^l  entre  la  sus- 
titución vulgar  y  la  fideicomisaria;  y  ante  semejante  indeterminación,  en 
punto  tan  especial ,  io  prudente  es  inclinarse  á  la  sustitución  vulgar,  primera- 
mente, porque  el  artículo  que  nos  ocupa  niega  toda  eficacia  á  sustitución  fidel- 
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eomiearí*  DO  beeb«  de  QDa  manera  expresa;  y  además,  porque^  en  caso  de 
duda,  mereee  prefereaeia  la  solveióii  favorable  á  la  liberlad'  del  <k)miiüo  (4)- 


Art.  9SB.  La  nulidad  de  la  Bustituioión  fideicomi* 
aaria  no  perjudicará  á  la  validez  de  la  institución  ni  á  los 
herederos  del  primer  llamamiento;  sólo  se  tendrá  por  no 
escrita  la  cláusula  fideicomisaria. 

Aré;.  9S9.  La  disposición  en  que  el  testador  deje  á 
una  persona  el  todo  ó  piurte.  de  la  herencia,  y  á  otra  el 
usufructo,  será  válida.  Si  Humare  al  usuJEruoto  á  varias 
personas,  no  simultánea,  sino  sucesivamente»  se  estará  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  781. 


318.  La  institución  de  herederos  u<sufruotuario8  hecha  en  un 
testamento  que  revista  la  forma  de  una  fundación,  que  no  puede 
reputarse  benéfica,  no  tiene  ni  puede  surtir  efecto,  aun  en  el  su- 
puesto de  que  fueran  aplicables  al  caso  las  disposiciones  del  Código 
civil,  porque  lo  ordenado  en  lop  ^rtipulos.TSl  y  787  de  éste  no 
permiten  que  el  usufructo  pase  en  la  institución  del  segundo  grado 
de  parenteseoy  i  no  hacerse  en  favor, de  persooaa  que  vivan  al 
tiempo  del  fallecimiento  del  testador. — S,  8  MayQ  94^-^0.  24  Oo- 


Art.  VSS.  Será  valida  kt  disposición  que  imponga 
al  heredero  la  obligación  de  invertir  ciertas  cantidades 
periódicamente  en  obras  benéficas,  como  dotes  para  don- 
cellas pobres,  pensiones  para  estudiantes  ó  en  favor  de 
los  pobres,  ó  de  cualquiera  establecimiento  de  beneficen- 
cia ó  de  instrucción  pública,  bajo  las  condiciones  si- 
guientes: 

Si  la  carga  se  impusiere  sobre  bienes  inmuebles  7 

<])     B.  de  la  D.,  S5  Janio  05.—  67.  9  Ootnbre. 
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fuere  tempozal,  el  heredero  ó  herederoe  podcán  disponer 
de  la  finca  gravada,  bíd  que  ceee  el  gravaioen  mientniB 
que  su  inscripción  no  se  cancele. 

Si  la  carga  fuere  perpetua,  el  heredero  podrá  capitali- 
zarla é  imponer  el  capital  á  interés  con  primera  y  sufi- 
.  cien  te  hipoteca. 

La  capitalización  é  imposición  del  capital  se  hará  in- 
terviniendo el  Gobernador  civil  de  la  provincia  y  con  au- 
diencia del  Ministerio  público. 

En  todo  caso,  cuando  el  testador  no  hubiere  establecido 
un  orden  para  la  administración  y  aplicación  de  la  manda 
benéfica,  lo  hará  la  Autoridad  administeativa  á  quien  co- 
rresponda con  arreglo  á  las  leyes. 

Atí.  7SS.  Todo  lo  dispuesto  en  este  capitulo  res- 
pecto á  los  herederos,  se  entenderá  también  aplicable  á 
los  legatarios. 


kk 


^ÁHASE  sQstttilción  hereditaria,  á  la  designación  raeniva  de  vario» 
herederot  para  qae  ordinariamente  aoeedaa  al  testador  los  subsiguientes  ea 
defecto  de  ios  qoelé  aataeedaa,  de  los  enaleaae  dice  al  priiDero  miiünidú  ó 
instilnído^  y  á  los  otras  tuHitutút*,  ,  . 

Pnede  considerarse  en  las  ciases  qne  comprenden  las  sobdefinieionas  si*- 
gnientes,  según  que  obedezca  ó  no  á  cansa  ocasional. 

4.'  Suititucián  vulgar,  es  la  qne  se  establece  sin  consideración  á  cansa 
deternunan^te,  y  sólo  para  el  «caso  <|^.  goe  el  instiMfe^  pr^ocra  al  testador, 
repudie  la. herencia  ó  no  pned^  aoeplfrla  (4). 

1^  Sustitución  pHpüar^  es  If.qne  reconoce  por  ciinsa  la  edad  del  insii- 
tnido,  menor  de  catorce  años,  j  establecen  sus  padres  ó  ascendientes  para  el 
caso  en  qne  fallezca  antes  de  adqnirír  la  testamentifacciói^  activa^  sin  peijni- 
cio  de  los  derechos  legítimos  de  sns  herederos  forzosos  (S). 

3.*  Sustitución  templar s  se  llama  á  la  que,  partiendo  fte  hi  incapacidad 
mental  del  mayor  de  catorce  años,  instituido,  establece  el  testador  ccome  as- 

(1)     Art.  774. 

(8)     Articnlos  776  y  777. 
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•ceodiénte» ,  en  fiíTor  de  ios  que  hay&n  de  aaeederle  par»  el  easo  de  qae  aquél 
fallezea  intestado,  sin  peijndioar  los  derechos  le§;iüinaríos  de  los  herederos 
foraosos  qae  taviera  (4). 

4/  SiuiUHciMfldei(»müítria^  llámase  á  la  en  que  el  instítaído  Ue¥a  la 
condición  de  transmitir  los  bieocn  relictos,  en  todo  ó  en  parle  alicnota,  qne 
nó  afecte  su  legitima,  á  otra  A  otras  personas  expresamente  coetáneas  ó  qne 
no  pasen  del  segundo  grado  (9).  Sstn  expede  esige  la  interveneióo  de  tres 
caracteres  en  las  personas,  á  u^r.JUMeowtÜentf  ó  testeder,  Jldueiario  4  he- 
redero de  confianza,  y  fldHe^mUariQ  ó  heredero  efectivo^  en  loe  enales  deben 
concarrir  respectivamente  la  testamentifoecldn  activa  y  la  paaiva. 

5.*  SmHiueiáñ  reáíproca  6  mmtm^  es  la  en  que  aparecen  sastitnyóndose 
los  mismos  ínstitnídos  anos  á  otros. 

6*  T finalmente,  se  dice  compendiáis,  á  la sastitocíón  qne  comprende  á 
todas  ó  algunas  de  las  cinco  especies  anterioree. 

Los  mismos  tármmos  de  cada  nna  de  las  definiciones  formuladas,  dan  á 
conocer  la  diferencia  qne  existe  entre  ellas. 

La  sostítnción  imlí^étr,  en  cnanto  á  sn  forma,  es  igual  á  la  insütoeidn  con* 
dieional;  y  los  efectos  inmediatos  do  ella,  con  relaeión  al  heredero,  al  snsti- 
toto  y  á  la  herencia^  son  los  mismos  en  ambas,  por  lo  qne  es  aplicable  á  di- 
cha sostitncién  toda  la  doctrina  referente  á  la  institnción  condicional,  y  de 
ahí  qne  aquélla  no  pueda  tener  logar  basta  qne  la  condición  se  cnmpla,  y 
qne  consistiemlo  ésta  en  qne  el  heredero  no  lo  sea  porque  no  quiera  ó  no 
pueda  aceptar  la  herencia,  ó  porque  premnera  al  testador,  claro  es  que  hasta 
que  se  realice,  no  esde  ni  9me  el  dfa  en  íkvo^r  del  sdstiinto,  y  qne  éste,  ai 
falleciere  estando  pendiente  el  cumplimiento  de  la  eondioién,  nb  transante 
derecho  algnno'  á  s«s  herederos.  En  cnanto  á  los  bienes,  la  snstitnción  voigar 
no  impone  carga  ó  gravamen  sobre  las  legitimas  de  los  herederos  forzosos, 
refiriéndose  sólo  á  loe  bienes  de  libre  disposición,  ni  tampoco  pnede  haoersc 
sobre  tal  m^ras,  porqne  éstas  constituyen  nna  segregación  de  la  legítima, 
salTo  el  caso  en  qne  la  snstitación  recayera  en  fevor  de  un  heredero  legítiflio 
de  ignal  concepto  que  el  mejorado  sustituido.  ¥  con  relación  á  las  personas, 
los  efectos  de  la  snstitodóo  de  qne  nos  venimos  ocupando,  dependen  de  la 
fortna  en  que  haya  sido  manifestada  la  volnntad  del  testador. 

La  snstitación  |M»pí¿br  se  diferencia  de  la  vulgar,  no  sólo  en  snfnnda^ 
mento^  sino  también  por  razón  de  la  forma  y  de  sus  efectos,  poesto  qne  la 
vulgar  es  nn  Hamamieiif»  condicional,  y  en  el  caso  de  qne  el  heredero  sea 
voluntario,  pnede  ibomprender  todos  los  bienes  de  la  herencia,  salvo  determi- 


vl)     Alt.  T76. 

<B)    Aiti<Mao8  791.  nae  3r"ne. 
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nación  en  eontrtrío;  y  m  h  popiltr,  no  pueden  pasar  al  soititoto  más  bienes 
que  los  qne  tengan  el  eoneeplo  dé  libre  disposición.  Esta  snMitnción  sólo  es 
válida  cuando  se  ordene  en  los  casos  y  por  las  personas  á  qae  se  refiere  ék 
art.  775  y  eon  la  limitaeión  del  777  en  sn  caso;  y  se  ertingne,  por  la  re^roea- 
ción  del  testamento  ó  la  nolidad  de  la  institaeión  debendero*  y  además,  por 
llegar  el  instituido  á  la  pubertad  ó  morir  antes  ^ue  el  testador,  y  por  el  ha- 
cho de  fallecer  el  sustituto  antes  que  aquéllos. 

Realmente,  la  sustitución  idempUtr^  por  su  fundamento,  causas  que  \% 
motiyan,  personas  que  la  ordenan  y  las  que  son  olyeto  de  ella,  no  es  masque 
una  variación  de  la  sustitución  pnpilar,  y  las^  dudas  que  acerca  de  ellas  snc- 
gieron  por  los  preceptos  del  derecho  anterior,  han  sido  resueltas  por  los  ar- 
tícelos 776  y  777,  de  que  nos  venimos  ocupando,  que  han  determinado  de  un 
modo  claro  y  sencillo  los  casos  en  que  procede,  las  personas  que  pueden  or- 
denarla y  su  extensión  en  cuanto  A  los  bienes. 

Al  definir  en  este  comentario  la  sustitución  JldHeomiiiéria^  hemos  ex- 
puesto en  lo  que  consiste  y  la  necesidad  de-  la  intervención  de  ftes  caracteres 
en  las  personas,  segin  aUí  expresamiM,  y  cuyas  indicaciones,  MHnplemeiita- 
das  con  los  claros  preceptos  que  consigna  el  Gódli^o  en  los  preinsertoe  ar* 
tículos  781  al  786,  comprenden  toda  k  doctrina  doi.esa  sustitución,  que,  si 
bien  no  cond«iada  en  absoluto,  la  ihaitan  aquéllos,  eyitahdo  la  vinculación 
más  ó  menos  perpetua  de  la  propiedad  inmueble  y  del  usufructo  de  la  misma. 

En  cuanto  1  la  sustitución  recíproca  ó  mutua  que  se  establece  por  los  ar- 
tículos 778  y  779,  sólo  consignaremos  por  via  de  aeleración»  y  como  taso 
práctico,  el  siguiente:  Instituido  A.  heredero  en  k  mitad  de  ios  bienes  del 
caneante,  B.  en  una  coarta  parte,  y  C.  y  D.  en  «na  octava  cade  cual,  y  nom- 
brados todos  sustitutos  entre  sí,  si  A.  premuere  al  tesfader  ó  no  quiere  ó  no 
puede  aceptar  la  herenéia,  loe  demás  herederos  y  sustituios,  i  la  ves,  no  per- 
ciben la  porción  vacante  por  partes  iguales,  sino  que  recibirán:  B.  la  mitad, 
y  G.  y  D.  la  cuarta  parte  cada  uno,  que  es  la  proporción  correspondiente  en 
que  habían  sido  instituidos  herederos,  y  salvo  siempre  el  caso  de  que  fuese 
otra  la  voluntad  del  testador. 

Por  iMtifflo,  el  .Código  sólo  antoriía,  como  imposiciones  perpetuas,  derks 
mandas  hechas  para  objetos  benéficos  ó  píos,  como  donación  á  doncellu, 
limosnas  periódicas  á  los  pobres,  etc.;  porque  no  podía  negar  su  justa  expan- 
sión á  elevados  sentimientos,  que  producen  siempre  resultados  beneficiosos. 

La  legislación  catilah a  admite  las  formas  de  suslitnción  vulgar,  pnpilar, 
ejemplar  y  fideicomisaria.  La  primera^  en  su  aspecto  general,  es  la  mismedel 
derecho  común;  pero  k  sustitución  vulgar  in  JUUicomiio^  llamada  mixta,  es 
k  característica  en  Cataluña  por  su  carácter  meramente  familiar,  y  que  se  or- 
dena por  el  padre  en  favor  de  uno  de  sus  hijos,  para  el  caso  que  otro  iosti- 
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tiiido  heredero  &lleKca  sin  deseendeocia  legítima;  y  comprende  las  tres  eaar- 
Us  partes  de  los  bienes  de  la  herencia  de  que  el  testador  poede  disponer 
libremente  por  no  ser  de  la  legítima.  La  snstitacíón  papilar  se  rige  en  Cata- 
lana por  los  principios  generales  del  derecho  romano,  y  en  lo  qae  verdadera- 
mente se  distingue  del  derecho  común  es  en  los  efectos  de  la  misma,  puesto 
que  la  madre  del  snstitaído  y  las  demás  perdonas  de  so  linea  son  herederos 
legítimos  en  aquellos  bienes  que  de  la  misma  tienen  procedencia.  En  la  ejem- 
plar, no  aparece  diferencia  alguna  de  la  doctrina  consignada  en  el  derecho 
romano.  Y  en  la  fideicomisaria  se  aparta  el  derecho  catalán  del  castellano  ó 
común,  siendo  sus  principales  diferencias  en  cuanto  á  la  forma  de  constitu- 
ción y  á  sus  efectos;  pudiendo  ser  el  fideicomiso  expreso  ó  tácito,  y  temporal 
ó  perpetuo;  derivándose  de  esta  última  forma  el  llamamiento  indefinido  de 
fideicomisarios  con  la  obligación  de  restituir  sucesivamente  la  herencia  unos 
á  otros  según  ol  orden  del  llamamiento;  y  los  efectos  del  fideicomiso  tempo- 
ral se  refieren  á  los  derechos  del  fiduciario  para  detraer  su  legítima,  las  me- 
joras que  hubiere  hecho,  y,  en  su  caso,  la  cuarta  trebeliánica,  y  á  la  obliga- 
ción-de restitnir  la  herencia  ai  fideicomisario  en  la  forma  establecida  por  el 
testador,  y  en  su  defecto,  con  arreglo  al  derecho. 

£n  el  derecho  aragonés,  son  sólo  conocidas  las  instituciones  vulgar  y 
fideicomisaria,  y  la  compendiosa,  que  es  la  combinación  de  aquéllas;  ofre- 
ciendo  muy  pocas  particularidades  que  las  distingan  de  la  legislación  común,  ^ 
no  teniendo  lugar  en  Aragón  la  cuarta  trebeliánica,  porque  el  heredero  fidu- 
ciario no  responde  de  más  deudas  que  aquellas  á  que  alcance  el  activo  de  la 
herencia. 

No  contiene  apenas  diferencias  en  la  materia  de  sustituciones  la  legisla- 
ción nAVARAA  de  la  común;  y  la  de  Yizúata  no  establece  disposiciones  es- 
peciales sobre  ellas,  y  su  silencio  da  lugar  á  la  aplicación  del  derecho  ge- 
neral. 

SB(3CIÓN  CUARTA 

BE    LA   INSTITUCIÓN   DX   HBBBDBBO   Y   DBL   LBGADO    CONDIOIONALBS 

Ó  Á  TÉ&MINO 


Api.  VOO.  Las  disposiciones  testamentarias,  tanto 
á  titulo  uniyersal  como  particular,  podrán  hacerse  bajo 
condición. 
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Ari.  Vm .  Las  condkionee  imfHíestas  á  los  herede* 
roB  y  legutarios,  en  lo  que  no  esté  prevenido  en  esta  sec- 
ción, ee  regirán  por  las  reglas  establecidas  para  las  obli- 
gaciones condicionales. 

Api.  799.  Las  condiciones  imposibles  y  las  contra* 
rías  á  las  leyes  ó  á  las  baenas  oostumbres  se  tendrán  por 
no  puestas  y  en  nada  perjudicarán  al  heredero  ó  legata- 
rio, aun  cuando  el  testador  disponga  otra  cosa  (1). 

Api.  993.  La  condición  absoluta  de  no  contraer 
primero  ó  ulterior  matrimonio  se  tendrá  por  no  puesta,  á 
menos  que  lo  haya  sido  al  viudo  ó  viuda  por  su  difunto 
consorte  ó  por  los  ascendientes  ó  descendientes  de  éste. 
Podrá,  sin  embargo,  legarse  á  cualquiera  el  usufructo, 
uso  ó  habitación,  ó  una  pensión  ó  prestación  personal, 
por  el  tiempo  que  permanezca  soltero  ó  viudo. 

Apí.  991.  Será  nula  la  disposición  hecha  bajo  con» 
dición  de  que  el  heredero  ó  legatario  haga  en  su  testa- 
mento alguna  disposición  en  favor  del  testador  ó  de  otra 
persona. 

Apí.  995.  La  condición  puramente  potestativa  im» 
puesta  al  heredero  ó  legatario  ha  de  ser  cumplida  por  és- 
tos una  vez  enterados  de  ella,  después  de  la  muerte  del 
testador. 

Exceptúase  el  caso  en  que  la  condición,  ya  cumplida, 
no  pueda  reiterarse. 

Apí.  9BO.  Cuando  la  condición  fuere  casual  ó  mix- 
ta bastará  que  se  realice  ó  cumpla  en  cualquier  tiempo, 
vivo  ó  muerto  el  testador,  si  éste  no  hubiese  dispuesto 
otra  cosa. 


(1)     Véase,  como  oonoord»nte,  el  art.  1116. 
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Si  hubiese  existido  ó  se  hubiese  cumplido  al  hacerse 
el  testamento,  y  el  testador  lo  ignoraba,  se  tendrá  por 
cumplida. 

Si  lo  sabia,  sólo  se  tendrá  por  cumplida  cuando  fuere 
de  tal  naturaleza  que  no  pueda  ya  existir  ó  cumplirse  de 
nuevo. 

Api.  999.  La  expresión  del  objeto  de  la  institu- 
ción  ó  legado,  ó  la  aplicadón  que  haya  de  darse  á  lo  de- 
jado por  el  testador,  ó  la  carga  que  al  mismo  impusiere, 
no  se  entenderán  como  condición,  á  no  parecer  que  ésta 
era  su  voluntad. 

Lo  dejado  de  esta  manera  puede  pedirse  desde  luego, 
y  es  transmisible  á  los  herederos  que  afiancen  el  cumpli- 
miento de  lo  mandado  por  el  testador,  y  la  devolución  de 
lo  percibido,  con  sus  frutos  é  intereses,  si  faltaren  á  esta 
obligación. 

Art.  VBS.  Cuando,  sin  culpa  ó  hecho  propio  del 
heredero  ó  legatario,  no  pueda  tener  efecto  la  institución 
ó  el  legado  de  que  trata  el  artículo  precedente  en  los  mis- 
mos términos  que  haya  ordenado  el  testador,  deberá  cum- 
plirse en  otros,  los  más  análogos  y  conformes  á  su  vo- 
luntad. 

Cuando  el  interesado  en  que  se  cumpla,  ó  no,  impidie* 
re  su  cumplimiento  sin  culpa  ó  hecho  propio  del  heredero 
ó  legatario,  se  considerará  cumplida  la  condición. 

Art.  YHB.  La  condición  suspensiva  no  impide  al  he- 
redero ó  legatario  adquirir  sus  respectivos  derechos  y 
transmitirlos  á  sus  herederos,  aun  antes  de  que  se  verifi- 
que su  cumplimiento  (1). 

Apí.  SOO.  Si  la  condición  potestativa  impuesta  al 
heredero  ó  legatario  fuere  negativa,  ó  de  no  hacer  ó  no 


(1)    Véase  el  oomentario  al  art.  768. 
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dar,  cumplirán  con  afianzar  qae  no  harán  é  no  darán  lo 
que  fué  prohibido  por  el  testador,  j  que,  en  caflo  de  con- 
travención, devolverán  lo  percibido,  con  bus  frutos  é  in- 
tereses. 

Apt.  Mil .  Si  el  heredero  fuere  instituido  bajo  con- 
dición suspensiva,  se  pondrán  los  bienes  de  la  herencia 
en  administración  hasta  que  la  condición  se  tealice  ó  haya 
certeza  de  que  no  podrá  cumplirse. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  el  heredero  ó  legatario  no 
preste  la  fianza  en  el  caso  del  articulo  anterior. 

Art.  ft09.  La  administración  de  que  habla  el  ar- 
tículo precedente  se  confiará  al  heredero  ó  herederos  ins- 
tituidos sin  condición,  cuando  entre  ellos  j  el  heredero 
condicional  hubiere  derecho  de  acrecer.  Lo  mismo  se  en- 
tenderá respecto  de  los  legatarios. 

Apt.  SOS.  Si  el  heredero  condicional  no  tuviere  co- 
herederos, ó,  teniéndolos,  no  existiese  cutre  ellos  derecho 
de  acrecer,  entrará  aquél  en  la  administración  dando 
fianza. 

Si  no  la  diero,  se  conferirá  la  administración  al  here- 
dero presunto,  también  bajo  fianza:  y,  ai  ni  uno  ni  otro 
afianzaren,  los  Tribunales  nombrarán  tercera  persona, 
que  se  hará  cargo  de  ella,  también  bajo  fianza,  la  cual  se 
prestará  con  intervención  del  heredero. 

Api.  S04.  Los  administradores  tendrán  los  mismos 
derechos  y  obligaciones  que  los  que  lo  son  de  los  bienes 
de  un  ausente. 

Apt.  S05.  Será  válida  la  designación  de  día  ó  de 
tiempo  en  que  haya  de  comenzar  ó  cesar  el  efecto  de  la 
institución  de  heredero  ó  del  legado. 

En  ambos  casos,  hasta  que  llegue  el  término  señala- 
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do,  Ó  cuando  éáte  concluya,  se  entenderá  llamado  el  su- 
oeeor  legitimo.  Mas  en  el  primer  caso  no  entrará  éste  en 
poeesión  de  los  bienes  sino  después  de  prestar  caución  su- 
ficiente con  intervención  del  instituido. 


R 

X  XBLACIONANDO  hs  disposiciones  de  los  artícalos  preinsertos,  qo^eon- 
dieiunan  U  testamenrifieción  pasiva,  con  el  precepto  del  673,  tendremos,  que 
la  voluntad  del  testador  y  el  libre  ejercicio  de  sos  faealtades  teslamentifacto- 
ras  id  aotorizan  para  establecer  condiciones  á  aquellos  á  quienes  favorece 
por  so  propia  liberalidad.  Claro  está  que  los  derechos  legitimarios  de  los  lla- 
mados herederos  forzosos,  que  el  testador  está  en  el  deber  de  respetar,  como 
proclamados  por  la  ley,  están  fuera  de  toda  condición,  y  qaeda  ésta  limitada 
y  referida  al  testador  que  no  tuviese  herederos  forzosos  y  disponga  de  todos- 
ó  parte  de  sus  bienes  c^n  la  limitación  condidfonal;  pues  teniendo  herederos 
forzosos,  sólo  podrá  imponer  condiciones  cuando  disponga  de  la  parte  libre 
de  sus  bienes  y  derechos. 

Establecida  la  facultad  de  condicionar  por  el  primero  de  loa  artículos  que 
DOS  ocupan,  y  por  el  segundo  el  que  las  condiciones  se  rijan,  en  lo  que  en 
ellos  no  esté  prevenido,  por  las  reglas  de  las  obligaciones  condicionales,  for- 
zoso es  tener  en  cuenta,  á  la  vez  que  los  artículos  que  encabezan  este  comen- 
tario, las  disposiciones  comprendidas  en  los  números  4013  al  4136,  de  cuyo 
conjunto  resultará  la  eficacia  de  la  condición,  la  del  derecho  transmitido,  y 
los  efectos  de  la  concurrencia  de  una  y  otros. 

Candicián,  puede  decirse,  es  la  previsián  de  utuí  eireumiatíeia  e%¡fa  e/eeii' 
vidüd  en  el  tiempo  y  en  el  eipacio  ocasionará  la  realitación  de  derechos  hasta 
enioneeejventuales  (I).  S^gún  ii  forma  en  que  se  establezcan  las  eondicio- 
Bes,  se  reputarán  expresas  ó  tácitas,  si  se  imponen  determinadamente  ó  si 
hay  que  considerarlas  sobreentendidas,  desprendiéndose  lógica  y  jurídica- 
mente de  la  redacción  y  de  la  voluntad  que  la  dictase,  pues  en  otro  caso,  se- 
gún el  principio  establecido  en  el  art.  797,  no  se  entenderá  impuesta  eondición. 

Por  la  probabilidad  de  realizarse  se  consideran  las  condiciones  posibles^ 


(1)  Aunque  no  faé  nuestro  ánimo  formular  deflnioioñes,  hemos  descendido  en 
muchas  ooanionee  k  ese  detaUe,  como  en  la  presente,  cuando  nos  resultan  inso- 
portables las  que  vienen  aceptándose  como  moneda  corriente  y  pasando  da  nnos 
•  á  otros  autores  sin  merecerlo. 

TOMO  u  li 
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que  ton  aquellas  que  comprende  la  veroeimilitod;  é  impoiibUt^  ó  sean  laa 
qoe  rebasan  los  límites  de  ésta,  por  wtjiiica^  natural (>  Ugalmente  (i)  irrea* 
lizables.  También  se  clasifican  las  condiciones  en  potatativoM^  casuales  j 
miáítaSt  coando  el  hecho  que  las  integre  dependa  de  la  voluntad  personal,. 
esté  confiado  al  azar  ó  participe  de  ambas  eventualidades. 

Positivas  ó  negativas  so  llama  á  las  condiciones  que  se  cumplen  dando  ó 
haciendo  alf;ona  cosa  ó  dejando  de  hacerla.  Conjuntivas^  i  las  que  compren- 
den diversos  extremos  igualmente  obligatorios,  y  disyuntivas,  á  la«  que,  com- 
puestas también  de  varios  elementos,  la  realización  del  uno  excluye  la  de  loa 
demás.  Y,  finalmente,  se  llaman  suspensivas,  las  que  detienen  la  efectividad 
del  derecho  declarado  hasta  la  consumación  de  la  cireunstaneia  prevista;  y 
rssoiuiorias,  las  que  acaban  el  estado  de  derecho  mantenido  hasta  su  realiza- 
eión,  reponiéndolo  al  estado  anterior. 

Los  efectos  de  tales  condiciones  están  bien  claramente  expresados  en  los 
artículos  preinsertos  y  en  sus  complementarios,  que  contiene  el  cap.  3  *,  tí- 
tulo I.*,  libro  i.®  del  Código,  por  lo  que  omitimos  aquí  razonamientos  que 
00  autoriza  la  claridad  de  los  artículos  que  nos  ocupan,  y  que  por  otro  lado 
tendrán,  con  mérito  á  las  obligaciones  condicionales,  la  extensión  correspon-^ 
diente. 

SECCIÓN   CUARTA 
D£  LAfl  legítucab 

Api.  sos.  Legitima  es  la  porción  de  bienes  de  que 
el  testador  no  puede  disponer  por  haberla  reservado  la 
ley  á  determinados  herederos,  llamados  por  esto  herede- 
ros forzosos. 

Art,  SOV.    Son  herederos  forzosos: 
1.^    Los  hijos  y  descendientes  legítimos  respecto  de 
sas  padres  y  ascendientes  legítimos. 

2.^  A  falta  de  los  anteriores,  los  padres  y  ascendien- 
tes legítimos  respecto  de  sus  hijos  y  descendientes  legí- 
timos. 


(1)  Ia  diepoftioión  testamcntAria  d*  qn«  pTaotiqn»  U  partioióa  U  rindA,  4* 
««i«B  k  1»  ▼•>  se  nombra  horoder»  lunfraotaaria,  es  nula  6  imposible,  oome  ooa* 
trafia  k  la  ley — art.  1067, — f  debe  tenerse  poi  no  p)iesta. 
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8.^  El  viudo  ó  viuda,  los  hijos  naturales  y  legalmente 
reconocidos,  j  el  padre  ó  madre  de  éstos,  en  la  forma  y 
medida  que  establecen  los  artículos  884,  835,  836,  837, 
840,  841,  842  y  846. 


819.  £1  viudo  está  comprendido  en  la  prohibición  establecida 
en  el  art.  1057  del  Código  para  ser  partidor  de  la  herencia  de  su 
difunta  esposa,  porque  es  coheredero  con  los  demás  que  con  este 
carácter  concurren  á  la  herencia  desde  el  momento  que  la  ley  le 
señala  una  parte  alícuota  en  los  bienes  del  cónyuge  premuerto,  y 
viene  á  suceder  á  éste,  con  ó  sin  su  voluntad,  aparte  de  que  el  ar- 
tículo 807  del  mismo  Código  clara  y  expresamente  llama  al  viudo 
ó  viuda  herederos  forzosos.— 5.  8  Feb,  di.-^G.  15  Marzo. 

320.    El  Código  civil  incluye  en  el  art.  807,  entre  los  herederos 
forzosos,  á  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos,  asignándo- 
les en  el  842,  como  porción  legitima,  la  tercera  parte  de  la  heren- 
rencia  cuando  el  testador  no  dejase  descendientes  ni  ascendientes 
legítimos;  y  si  bien  declara  el  814  que. la  preterición  de  alguno  ó 
de  todos  los  herederos  forzosos  en  línea  recta  anulará  la  institución 
de  heredero,  aunque  valdrán  las  mandas  y  mejoras  en  cuanto  no 
sean  inoficiosas,  establece  el  815  y  817  que  el  heredero  forzoso  á 
quien  el  testador  haya  dejado  por  cualquier  título  menos  de  lo  que 
le  corresponde  por  legitima,  podrá  pedir  el  complemento  de  ésta, 
y  que  las  disposiciones  testamentarias  que  mengüen  el  importe  de 
la  misma  se  reducirán,  á  petición  de  los  herederos  forzosos,  en  lo 
que  fueren  inoficiosas  ó  excesivas;  en  virtud  de  cuyos  preceptos, 
el  hijo  natural  no  puede  aspirar  más  que  á  la  tercera  parte  del  ha- 
ber hereditario,  y  si  el  padre  le  hubiese  asignado  un  legado,  le 
aera  imputado  en  parte  de  pago  de  dicho  haber.— ^S.  16  Enero  95, 
— G.  15  Abril. 

821.  Reconocido  por  las  partes  en  un  juicio  y  apreciado  por  el 
Tribunal  sentenciador  el  hecho  de  que  al  fallecer  un  comerciante, 
su  viuda  se  hizo  cargo  del  negocio  mercantil,  del  cual  procedía  en 
su  origen  el  crédito  reclamado,  y  que  continuó  las  operaciones  pe- 
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coliares  do  dicho  negocio,  hasta  llegar  á  constituir  el  saldo  de  la 
cuenta  corriente  en  cuestión,  viniendo  asi  á  personalizar  por  sua 
actos  propios  las  responsabilidades  de  que  se  trata,  no  procede  ale- 
gar, contra  la  sentencia  que  la  condena  al  pago  del  saldo  reclamado, 
de9Ígnándola  por  su  nombre  y  calidad  de  viuda,  la  infracción  de 
este  artículo  del  Código,  bajo  el  supuesto  gratuito  de  que  se  la 
condena  en  los  conceptos  de  heredera  de  su  marido  y  de  madre  y 
representante  de  sus  hijos  menores.  —S.  5  OcL  95.-0.  del  26. 

322.  La  interpretación  del  artículo  preinserto  en  el  concepto  do 
que,  según  él,  los  herederos  forzosos  sólo  tienen  el  derecho  de  serlo, 
y  no  adquieren  tal  carácter  hasta  que  aceptan  la  herencia,  no  puede 
estimarse  á  los  efectos  de  exigir  responsabilidad  civil,  como  la 
ignorancia  ó  negligencia  inexcusable  que  para  ello  requiere  el  ar- 
tículo 262  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. — S.  30  Dic.  95. — 
G.  22  Enero  96. 


Api.  SOS.  Constituyen  la  legítima  de  los  hijos  y 
descendientes  legítimos  las  dos  terceras  partes  del  haber 
hereditario  del  padre  ó  de  la  madre. 

Sin  embargo,  podrán  éstos  disponer  de  una  parte  de 
las  dos  que  forman  la  legítima,  para  aplicarla  como  me- 
jora á  BUS  hijos  y  descendientes  legítimos. 

La  tercera  parte  restante  será  de  libre  disposición. 


323.  Los  hijos  legitimados  por  rescripto  Real  con  anterioridad 
á  la  publicación  del  Código  civil,  conservan  su  derecho  de  gozar  en 
la  sucesión  de  la  madre,  cuando  no  concurrieran  con  otros  descen- 
dientes legítimos,  de  los  mismos  derechos  que  éstos,  aunque  la 
muerte  de  la  madre  tenga  lugar  estando  ya  vigente  el  régimen  es- 
tablecido por  el  citado  Código,  puesto  que  sus  disposiciones  no  tie- 
nen efecto  retroactivo.— 5.  S  Nov.  93. --O.  6  Enero  94. 
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Api.  S09.  Constituye  la  legitima  de  los  padres  ó  ae- 
cendientee  la  mitad  del  haber  hereditario  de  los  hijos  y 
descendientes.  De  la  otra  mitad  podrán  éstos  disponer  li- 
bremente, salvo  lo  que  se  establece  en  el  art.  836. 

Apí.  si  o.  .La  legitima  reservada  á  los  padres  se  di- 
vidirá entre  los  dos  por  partes  iguales:  si  uno  de  ellos  hu- 
biere muerto,  recaerá  toda  en  el  sobreviviente. 

Cuando  el  testador  no  deje  padre  ni  madre,  pero  si 
ascendientes  en  igual  grado  de  las  lineas  paterna  y  ma- 
terna, se  dividirá  la  herencia  por  mitad  entre  ambas  lí- 
neas. Si  los  ascendientes  fueren  de  grado  diferente,  co- 
rresponderá por  entero  á  los  más  próximos  de  una  ú  otra 
linea. 

Api.  SI  I.  £1  ascendiente  que  heredare  de  su  des- 
cendiente bienes  que  éste  hubiese  adquirido  por  título 
lucrativo  de  otro  ascendiente,  ó  de  un  hermano,  se  halla 
obligado  á  reservar  los  que  hubiere  adquirido  por  minis- 
terio de  la  ley  en  favor  de  los  parientes  que  estén  dentro 
del  tercer  grado  y  pertenezcan  á  la  línea  de  donde  los  bie- 
nes proceden  (1). 


324.  Al  disponer  este  articulo  que  el  ascendiente  que  herede 
de  su  descendiente  bienes  que  éste  hubiere  adquirido  por  título 
lucrativo  de  otro  descendiente,  ó  de  un  hermano,  está  obligado  á 
reservar  los  que  hubiere  adquirido  por  ministerio  de  la  ley  en  fa- 
vor de  los  parientes  que  estén  dentro  del  tercer  grado  y  pertenez- 
can á  la  línea  de  donde  los  bienes  procedan,  no  se  ha  referido  con 
respecto  al  grado  de  parentesco  que  menciona,  sino  al  que  mediare 
entre  la  persona  á  cuyo  favor  debe  hacerse  la  reserva  y  el  descen- 
diente de  quien  proceden  inmediatamente  los  bienes,  toda  vez  que 
del  fallecimiento  de  éste  se  derivan  y  arrancan  precisamente  el 

(1)     Véa>6,  como  eonoordftnte»  el  Art.  96B. 
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derecho  y  la  obligación  de  reservar  que  el  propio  articulo  eeta- 
blece.— 5.  16  Dic.92.-'0.  21  Feb.  98. 

325.  Siendo  la  defunción  de  un  menor,  acaecida  en  1891,  de- 
terminante de  todos  los  derechos  que  á  su  herencia  ostenta  su  pa- 
dre, condicionados  por  los  preceptos  del  Código  civil  que  viene  ri- 
giendo desde  Mayo  de  1889,  es  de  aplicación  al  caso  la  disposición 
del  art.  811  del  mismo  Código.—^.  8  Nov.  94.-^0.  3  Feb.  95. 

326.  Si  bien  las  disposiciones  de  los  artículos  977  y  978  del  Có- 
digo civil,  encaminadas  á  la  seguridad  de  los  bieoes  ret^ervables,  se 
refieren  especialmente  á  los  viudos  que  contraen  segundas  ó  ulte- 
riores nupcias,  no  por  esto  dejan  de  ser  aplicables  á  la  reserva  esta- 
blecida en  el  art.  811,  porque,  aparte  de  la  razón  legal,  que  es 
idéntica  en  ambos  casos,  obliga  á  entenderlo  asi  la  importante  y 
decisiva  circunstancia  de  que  dichas  disposiciones  se  hallan  con- 
signadas en  el  capítulo  que  trata  de  las  comunes  á  la  herencia  con 
testamento  ó  sin  él,  y  porque  en  el  art.  968  que  encabeza  la  sección 
que  trata  en  general  de  los  bienes  sujetos  á  reserva  se  hace  refe- 
rencia á  la  impuesta  en  el  81 1,  y  seria  consiguientemente  contra- 
dictorio de  la  razón  de  la  ley  y  del  carácter  común  de  las  referidas 
disposiciones,  no  estimarlas  aplicables  á  la  referida  reserva,  como 
las  estimó  la  Sala  sentenciadora,  sin  incurrir,  por  lo  tanto,  en  in- 
fracción de  los  artículos  968  y  969  del  Código  civil,  en  relación  con 
el  811  del  mismo,  y  los  16, 168  y  194  á  201  de  la  ley  Hipotecaria. — 
S.  8  Nov.  94.^G.  8  Feb.  95. 


'1  aun  después  de  coatraer  el  viudo  ó  viada  segando  matrimonio,  paeden 
entrenar  los  bienes  sujetos  á  reserva,  enajenación  que  queda  pendiente  de  la 
eondición  de  que  á  la  muerte  de  aquél  haya  ó  no  hijos  ó  descendientes  del 
primer  matrimonio,  es  lícito  concluir,  que  lo  propio  debe  acontecer  en  el  caso 
del  artículo  que  nos  ocupa,  ya  que  existe  también  la  posibilidad  de  que  al  mo- 
rir el  ascendiente  á  que  el  mismo  artículo  se  refiere,  no  haya  parientes  llama- 
dos ai  disfrute  de  los  bienes  troncales-,  y,  por  consiguiente,  no  paede  meooa 
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de  estimarse  válida  la  venta  qne  el  causante  realice  de  bienes  que  adquirió  de 
su  descendiente  (1)< 

impuesta  por  este  artícnlo  del  Código  al  ascendiente  que  herede  de  sos 
descendientes  bienes  que  éste  hubiese  adquirido  por  título  lucrativo  de  otros 
ascendientes,  ó  de  un  hermano,  la  obligación  de  reservar  los  que  adquiera  por 
ministerio  de  la  ley  en  favor  de  los  parientes  que  estén  dentro  del  tercer  grado 
y  pertenezcan  á  la  línea  de  donde  los  bienes  procedan,  es  evidente  que  tal  re- 
serva tiene  el  carácter  de  legal,  sin  que  sea  preciso  que  los  aludidos  bienes 
^ién  sujetos  á  tal  reserva,  que  ésta  se  verifique  por  el  adquirente  (S).    * 


Art,  Sl^.  Los  ascendientes  suceden,  con  exclusión 
de  otras  personas,  en  las  cosas  dadas  por  ellos  á  sus  hijos 
ó  descendientes  muertos  sin  posteridad,  cuando  los  mis- 
mos objetos  donados  existan  en  la  sucesión.  Si  hubieren 
sido  enajenados,  sucederán  en  todas  las  acciones  que  el 
donatario  tuviera  con  relación  á  ellos,  y  en  el  precio  si  se 
hubieren  vendido,  ó  en  los  bienes  con  que  se  hayan  sus- 
tituido, si  los  permutó  ó  cambió. 

Mvt.  SIS.  Bl  testador  no  podrá  privar  á  los  herede- 
ros de  su  legitima  sino  en  los  casos  expresamente  deter- 
minados por  la  ley. 

Tampoco  podrá  imponer  sobre  ella  gravamen,  ni  con- 
dición, ni  sustitución  de  ninguna  especie,  salvo  lo  dis- 
puesto en  cuanto  al  usufructo  del  viudo. 

827.  La  prohibición  impuesta  por  el  testador  para  la  promo- 
*ción  del  juicio  voluntario  de  testamentaria,  únicamente  alcanza  á 
los  herederos  voluntarios  y  á  los  legatarios  de  parte  alícuota,  no 
pudiendo  de  ningún  modo  ser  extensiva  á  los  forzosos,  como  son 
los  hijos  por  razón  de  su  legitima,  en  la  cual  suceden,  con  y  sin  la 
voluntad  de  los  padres,  y  la  tienen  que  percibir  libremente  sin 
ningún  gravamen,  según  el  art.  813  del  Código,  lo  cual  no  aconte- 
cí) B.  de  la  D.,  25  Junio  92. — ^.  94  Sept . 
(2)    n,  de  la  D.,  5  Bnero  66.— 6^.  24  Mano. 
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cería  si  6e  limitare  por  el  testador  el  ejercicio  legitimo  que  la  ley 
concede  á  los  herederos  forzosos  para  promover  dicho  juicio. — 
S.  17  Od.  dS.—Q.  12  Dic-S.  14  Mayo  95.-^0.  26  Agosto. 

828.  Supuesta  la  cualidad  de  extranjero  legalmente  reconocida 
al  testador,  no  puede  estimarse  como  infringido  este  artículo  del 
Código  por  la  sentencia  que  no  anula  el  testamento,  combatido 
como  fraudulentamente,  otorgado  con  el  fin  de  privar  de  legitima 
á  los  herederos  forzosos  bajo  el  fundamento  de  no  tener  el  otor- 
gante dicha  cualidad  de  extranjero.  —  S.  11  Dic.  98.  —  O.  19 
Enero  94. 

829.  La  hija  natural,  aun  dado  el  caso  de  que  el  padre  hubiere 
testado  después  de  estar  en  vigor  el  Ck^igo  civil,  no  podrá  aspirar 
sino  á  la  tercera  parte  del  haber  hereditario,  en  cuyo  concepto  es 
fácil  conciliar  las  modernas  disposiciones  legales  y  las  contenidas 
en  el  testamento  reconociendo  á  la  hija  natural  el  derecho  á  la 
indicada  cuota  legitimaria,  imputándola  en  parte  de  ella  el  im- 
porte del  legado  que  la  dejó  su  padre  y  que  debe  recibir  libre  de 
todo  gravamen,  condición  y  sustitución,  según  previene  el  párrafo 
segundo  del  art.  818,  y  quedando  subsistente  la  institución  de  he- 
rederos en  favor  de  los  hermanos  del  testador  en  los  otros  dos  ter- 
cios del  caudal  hereditario  líquido.— Sf.  16  Enero  95. — 0. 15  Abrih 


Art.  914*  La  preterición  de  alguno  ó  de  todos  los 
herederos  forzosos  en  linea  recta,  sea  que  vivan  al  otor- 
garse el  testamento  ó  sea  que  nazcan  deppués  de  muerto  el 
testador,  anulará  la  institución  de  heredero;  pero  valdrán 
las  mandas  y  mejoras  en  cuanto  no  sean  inoficiosas. 

La  preterición  del  viudo  ó  viuda  no  anula  la  institu* 
ción;  pero  el  preterido  conservará  los  derechos  que  le  con- 
ceden los  artículos  834,  886,  886  y  837  de  este  Código. 

Si  los  herederos  forzosos  preteridos  mueren  antes  que 
el  testador,  la  institución  surtirá  efecto. 
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380.  Bl  Código  civil  incluye  en  el  art.  807  entre  los  herederos 
íorzoBOB  á  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos,  asignándoles 
en  el  842  como  pensión  legítima,  la  t-ercera  parte  de  la  herencia 
cuando  el  testador  no  dejase  descendientes  ni  ascendientes  legíti- 
mos; y  si  bien  declara  el  814  que  la  preterición  de  alguno  ó  de  to- 
dos los  herederos  forzosos  en  línea  recta,  anulará  la  institución  de 
herederos,  aunque  valdrán  las  mandas  y  mejoras  en  cuanto  no  sean 
inoficiosas,  establece  el  815  y  817,  que  el  heredero  forzoso  ó  quien 
el  testador  haya  dejado  por  cualquier  título  menos  de  lo  que  le 
corresponda  por  legítima,  podrá  pedir  el  complemento  de  esta,  y 
que  las  disposiciones  testamentarias  que  mengüen  el  importe  de  la 
misma,  se  reducirán,  á  petición  de  los  herederos  forzosos,  en  lo 
que  fueren  inoficiosas  ó  excesivas;  en  virtud  de  cuyos  preceptos,  el 
hijo  natural  no  puede  aspirar  más  que  á  la  tercera  parte  del  haber 
hereditario,  y  si  el  padre  le  hubiese  asignado  algún  legado,  le  será 
imputado  en  parte  de  pago  de  dicho  haber. — S.  16  Enero  95. — 
G.  15  Ábrü 


Art.  SI5.  El  heredero  forzoso  á  quien  el  testador 
haya  dejado  por  cualquier  título  menos  de  la  legítima 
que  le  corresponda,  podrá  pedir  el  complemento  de  la 
misma  (1). 

Art.  SIS.  Toda  renuncia  ó  transacción  sobre  la  le- 
gítima futura  entre  el  que  debe  y  sus  herederos  forzosos» 
es  nula,  y  éstos  podrán  reclamarla  cuando  muera  aquéU 
pero  deberán  traer  á  colación  lo  que  hubiesen  recibido 
por  la  renuncia  ó  transacción. 


8S1.  AI  pactarse  en  la  cláusula  de  una  escritura  otorgada  en 
1888,  que  la  cantidad  de  que  se  da  por  satisfecha  una  de  las  par- 
tes la  recibe  en  concepto  de  pago  de  la  legítima  que  á  su  hijo  pue- 
da corresponder  por  herencia,  y  que  si  dicha  legítima  fuere  menor 

(1)     TéaM  «n  «1  arüealo  anterior  la  fMnt.  de  16  Enero  96. 
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de  la  cantidad  entregada»  la  diferencia  cedería  en  faror  del  padre 
que  la  recibió,  no  se  contrata  ni  transige  sobre  la  sustancia,  ni  so< 
bre  la  cuantía  de  los  derechos  sucesorios,  ni  se  renuncia  co^a  al- 
guna para  el  caso  do  que  los  derechos  legitimarios  excedan  de  la 
cantidad  entregada;  y  por  tanto,  al  declarar  nulo  dicho  pacto  se 
aplica  indebidamente  la  doctrina  consignada  en  las  sentencias 
de  19  y  21  de  Octubre  de  1865  y  27  de  Noviembre  de  1882,  sustan- 
cialmente  conforme  con  el  art.  816  del  Código,  por  más  que  este 
cuerpo  leg^l  no  pueda  regir  en  contratos  anteriores  á  su  plantea- 
miento.—iS.  6  Marzo  94.— -G.  10  Agosto  y  4  Sept. 


Art.  SI 7.  Las  disposiciones  testamentarias  que 
mengüen  la  legítima  de  los  herederos  forzosos,  se  reduci- 
rán, á  petición  de  éstos,  en  lo  que  fueren  inoficiosas  ó  ex- 
cesivas. 


332.  El  Código  civil  incluye  en  el  art.  807  entre  los  herederos 
forzosos  á  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos,  asignándoles 
en  el  842  como  porción  legítima  la  tercera  parte  de  la  herencia 
cuando  el  testador  no  dejase  descendientes  ni  ascendientes  legíti- 
mos; y  si  bien  declara  el  814,  que  la  preterición  de  alguno  ó  de  to- 
dos los  herederos  forzosos  en  línea  recta  anulará  la  institución  de 
heredero,  aunque  valdrán  las  mandas  y  mejoras  en  cuanto  no  sean 
inoficiosas,  establece  el  815  y  817  que  el  heredero  forzoso  á  quien 
el  testador  haya  dejado  por  cualquier  titulo  menos  de  lo  que  le  co- 
rresponda por  legitima,  podrá  pedir  el  complemento  de  ésta,  y  que 
las  disposiciones  testamentarias  que  mengüen  el  importe  de  la 
misma,  se  reducirán,  á  petición  de  los  herederos  forzosos,  en  lo  que 
fueren  inoficiosas  ó  excesivas;  en  virtud  de  cuyos  preceptos,  el  hijo 
natural  reconocido  no  puede  aspirar  más  que  á  la  tercera  parte  del 
haber  hereditario,  y  si  el  padre  le  hubiese  asignado  un  legado,  le 
será  imputado  en  parte  de  pago  de  dicho  haber.. — S.  16  Eidero  95.— 
G,  15  Abril. 
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Ari.  919.  Para  fijar  la  legitima  se  atenderá  al  valor 
de  los  bienes  que  quedaren  á  la  muerte  del  testador  con 
deducción  de  las  deudas  y  cargas,  sin  comprender  entre 
ellas  las  impuestas  en  el  testamento. 

Al  valor  liquido  que  los  bienes  hereditarios  tuvieren 
se  agregará  el  que  tenian  todas  las  donaciones  colaciona - 
bles  del  mismo  testador  en  el  tiempo  en  que  las  hubiera 
hecho. 

Apt.  9IO.  Las  donaciones  hechas  á  loe  hijos  que  no 
tengan  el  concepto  de  mejoras,  se  imputarán  en  su  legi- 
tima. 

Las  donaciones  hechas  á  extraños  se  imputarán  á  la 
parte  libre  de  que  el  testador  hubiese  podido  disponer  por 
su  última  voluntad. 

En  cuanto  fueren  inoficiosas  ó  excedieren  de  la  cuota 
disponible,  se  reducirán  según  las  reglas  de  los  artículos 
siguientes. 

Apí.  9!90.  Fijada  la  legitima  con  arreglo  á  los  dos 
artículos  anteriores,  se  hará  la  reducción  como  sigue: 

1.^  Se  respetarán  las  donaciones  mientras  pueda  cu- 
brirse la  legitima,  reduciendo  ó  anulando,  si  necesario 
fuere,  las  mandas  hechas  en  testamento. 

2.^  La  reducción  de  éstas  se  hará  á  prorrata  sin  dis- 
tinción alguna. 

Si  el  testador  hubiere  dispuesto  que  se  pague  cierto 
legado  con  preferencia  á  otros,  no  sufrirá  aquél  reducción 
sino  después  de  haberse  aplicado  éstos  por  entero  al  pago 
de  la  legitima. 

3.^  Si  la  manda  consiste  en  un  usufructo  ó  renta  vita- 
licia, cuyo  valor  se  tenga  por  superior  á  la  parte  disponi- 
ble, los  herederos  forzosos  podrán  escoger  entre  cumplir 
la  disposición  testamentaria  ó  entregar  al  legatario  la 
parte  de  la  herencia  de  que  podía  disponer  libremente  el 
testador. 
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A  rt.  991.  Caando  el  legado  sujeto  á  redacción  con- 
sista en  una  finca  que  no  admita  cómoda  división,  que- 
dará ésta  para  el  legatario  si  la  reducción  ho  absorbe  la 
mitad  de  su  valor,  y  en  caso  contrario,  para  los  herederos 
forzosos;  pero  aquél  j  éstos  deberán  abonarse  su  respec- 
tivo haber  en  dinero. 

El  legatario  que  tenga  derecho  á  legitima  podrá  rete- 
ner toda  la  finca,  con  tal  que  su  valor  no  supere  al  importe 
de  la  porción  disponible  y  de  la  cuota  que  le  corresponda 
por  legítima. 

Ari.  i(9S.  Si  los  herederos  ó  legatarios  no  quieren 
usar  del  derecho  que  se  les  concede  en  el  artículo  ante- 
rior, podrá  usarlo  el  que  de  ellos  no  lo  tenia;  si  éste  tam- 
poco quiere  usarlo,  se  venderá  la  finca  en  pública  subasta» 
á  instancia  de  cualquiera  de  los  interesados. 


D 


BBITUM  NATURALE,  fué  llamada  la  legítima  en  derecho  romaDo;  y 
la  ley  47,  tít.  4. o.  Partida  6.*  deeía,  qoe  parte  legítima,  es  la  qoe  se  conoee 
ea  latín  parte  debita  jure  natura;  y  se  dio  también  el  nombre  de  legítima  4 
la  parte  qoe  la  ley  reservaba  á  determinados  herederos,  como  la  coarta  faleí- 
dia,  la  coarta  Irebeliániea  y  la  coarta  marital,  de  las  qoe  proviene  el  nombre 
de  porción  legitima  ó  simple  legítima,  con  qoe  se  la  conoce  en  el  lengoaje  de 
los  comentaristas. 

Annqoe  combatidas  las  legítimas  por  los  partidarios  de  la  libertad  de  tes- 
tar, han  sido  establecidas  en  favor  de  los  herederos  forzosos  en  previsión  de 
qoe  el  testador  llegara  á  sacrificar  los  sentimientos  y  afectos  natorales.  Mas 
al  conservarse  en  el  derecho  vigente,  ha  sofrido  la  legítima  mochas  y  mny 
importantes  reformas,  principalmente  en  cnanto  á  las  cootas,  cantidad  díspo 
nible  para  mejoras,  y  personas  llamadas  al  disfrote  de  las  onas  y  las  otras. 
Hoy,  las  cootas  de  las  legítimas  bajan,  de  coatro  qointos  á  dos  tercios  para 
los  descendientes;  y  de  dos  tercios  4  ana  mitad  para  los  ascendientes,  qoe- 
dando  4  la  libre  disposición  del  testador  un  tercio  en  el  primer  caso,  y  ona 
mitad  en  el  segondo,  coalqoien  qoe  sea  el  número  de  los  descendientes  ó 
ucendíentes.  Ya  sólo  se  concede  el  carácter  de  mejora  4  la  mitad  de  los  dos 
tercios  de  legítima,  ó  sea  á  nn  tercio  del  eaodal,  sin  qoe  poeda  llamarse  me- 
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jora  al  tercio  de  libre  disposición  de  los  testadores,  porque  la  parte  de  libre 
disposición  nó  es  ni  ha  sido  nanea  mejora. 

Pero  la  gran  reforma  del  Código  consiste  en  las  personáis  á  qaienes  se 
concede  derecho  á  legítim»;  paes  llama  herederos  forzosos,  además  de  los 
ascendientes  y  descendientes  legítimos,  á  los  vindos,  á  los  hijos  naturales  re- 
conocidos, y  en  so  defecto,  al  padre  ó  madre  de  éstos;  y  si  bien  esa  purción 
no  es  igaal  á  la  que  corresponde  á  los  ascendientes  y  descendientes  legítimos, 
es  legítima  al  fin,  porque  se  concede  con  inJepenJencia  de  la  voluntad  del 
testador,  consistiendo  la  de  los  yinJos  en  el  usufructo  vitalicio  de  una  parte 
alícuota  de  la  herencia,  que  pesará  temporalmente  sobre  ella  si  los  herederos 
no  la  redimen;  y  la  de  los  hijos  naturales  reconocidos  disminuirá  en  una 
parte,  inferior  á  la  de  los  herederos  legítimos,  el  tercio  de  libre  disposición, 
7  se  concede  en  pleno  dominio. 

Toda  la  herencia  puede  ser  absorbida,  por  la  previ3ión  de  U  ley,  y  conver- 
tirse el  acervo  hereditario  en  una  serie  de  obligadas  legítimas,  sin  que  pueda 
el  testador  disponer  libremente  de  lo  más  insignificante.  De  los  tres  tercios 
en  que  se  impone  la  división  del  caudal  relicto,  por  razón  de  descendientes, 
los  dos  primeros  son  la  legítima  de  los  hijos,  uno  forzoso  y  el  otro  aplicable 
mediante  mejora,  á  alguno  ó  algunos  de  ellos  en  todo  ó  en  parte,  sobre  el  que 
recae  la  porción  legítima  en  usufructo  del  cónyuge  viudo;  y  el  otro  tercio, 
llamado  de  libre  disposición,  deja  de  serlo,  en  parte,  por  la  legítima  de  los 
hijos  naturales  cuando  asisten  en  concurrencia  con  legítimos,  y  en  todo, 
cuando  concurran  con  solo  un  hijo  legítimo;  y  este  es  el  caso  que  decíamos 
arriba. 

Hemos  indicado  las  personas  á  quienes  el  art.  807  transcrito,  denomina 
herederos  forzosos;  y  se  nos  ocurre  preguntar:  ¿no  existen  ningunas  otras  que 
también  lo  sean?  Tal  vez  el  legislador  ha  entendido  que  en  la  redacción  dada 
al  precepto  están  todas  comprendidas,  mas  al  decir  «los  hijos  y  descendientes 
legítimos  respecto  de  sus  padres  y  ascendientes  legítimus»,  no  se  ha  expresado 
eon  la  claridad  que  fuera  de  desear,  si  su  ánimo  fué  comprender  en  ese  con- 
cepto á  los  hijos  naturales  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio  y  á  loa 
legitimados  por  concesión  Real  con  respecto  á  sus  padres,  y  á  éstos  con  rela- 
ción á  aquéllos.  Y  si  esta  no  fué  la  mente  del  legislador,  ¿por  qué  no  los  men- 
ciona separadamente?  ¿Es  que  no  lo  son?  No  lo  entendemos  nosotros  así,  toda 
vez  que  el  art.  806  dice  que  es  legítima  la  porción  de  bienes  de  que  el  testa- 
dor no  puede  disponer  por  haberla  reservado  la  ley  á  determinados  herederos, 
lUttMidot  por  esto  herederos  fortoeoi^  y  como  el  hijo  natural  legitimado  por 
subsiguiente  matrimonio  tiene  los  mismos  derechos  que  los  hijos  legítimos, 
según  el  art.  122,  y  por  tanto,  derecho  á  legítima;  y  los  legitimados  por  con- 
cesión real,  según  el  427,  también  lo  tienen  á  una  porción  hereditaria,  ambos 
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tienen  reservada  por  la  ley  una  parte  de  bienes  de  qne  no  pnede  disponer  el 
testador,  y  son  por  ello  herederos  forzosos. 

Por  tanto,  y  sin  peijaicto  de  la  disposición  terminante  del  art.  807  citado» 
hay  qae  convenir  en  qae  son  herederos  forzosos:  K  .^  Los  hijos  y  descendien- 
tes legítimos  y  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio:  %S^  En  sn  defecto, 
loa  ascendientes  también  legítimos:  3.**  Los  hijos  naturales  legalmente  reco- 
nocidos y  los  legitimados  por  concesión  real,  por  sí  solos,  ó  en  concurrencia 
coa  los  descendientes  ó  ascendientes  legítimos:  i.**  £1  padre  ó  madre  qne  re- 
conoció ó  legitimó  por  concesión  real  á  sn  hijo  natural;  y  5.®  £1  cónyuge 
viudo,  también  por  sí  solo  ó  concurriendo  con  los  anteriores. 

Dan  ocasión  las  legítimas  á  sentar  una  serie  de  principios  ó  reglas  de  gran 
importancia,  que  han  de  ocasionar  dificnltades  en  la  práctica  y  dar  lugar  á  es- 
timarlas contradictorias  con  otros  preceptos  del  Código,  y  de  todo  ello  vamo» 
á  ocuparnos  dentro  de  los  límites  que  nuestro  trabajo  permite. 

En  efecto,  lo  dispuesto  en  el  art.  808  no  ofrecería  duda  alguna  si  no  exis- 
tiera el  818,  que  ha  venido  á  introducir  confusión,  por  que  parece  deducirse 
de  su  segundo  párrafo  que  el  valor  de  lu  donaciones  colacionables  se  agrega 
sólo  para  fíjar  la  legítima  y  no  el  todo  del  caudal  hereditario;  mas  como  de 
esto  resultaría  desigualdad  entre  los  dos  tercios  en  que  se  divide  la  herencia, 
de  aquí  que  esa  agregación  ha  de  hacerse  al  total  de  los  bienes  del  testador 
para  formar  el  cuerpo  de  herencia  y  dividirlo  en  los  tres  tercios,  pagándose 
del  de  libre  disposición  el  funeral  y  entierro,  así  como  los  legados;  los  que, 
en  caso  de  exceder  de  ese  tercio,  deducidos  aquellos  gastos,  se  reducirán^ 
cumpliéndose,  caso  de  ser  el  legado  de  usufructo,  lo  ordenado  en  el  núme- 
ro 3  *  del  art.  8S0. 

Tampoco  hay  incompatibilidad  ni  contradicción  entre  el  mencionado  ar- 
tículo 808  y  el  8i9,'  porque  las  dudas  que  puedan  ocurrir  procederán,  más  qne 
de  los  preceptos  legales,  de  las  palabras  que  empleen  los  testadores,  pues  dado 
el  primero  de  dichos  artículos,  si  el  testador  hace  la  mejora  en  cosa  determi- 
nada, aunque  exceda  de  la  tercera  parte  destinada  para  ella,  no  se  reducirá  ea 
tanto  no  rebase  también  la  parte  de  libre  disposición. 

En  orden  al  precepto  del  art.  809,  diremos,  sólo  por  vía  de  aclaración, 
que  si  un  hijo  fallece  bajo  testamento  en  qne  nombra  por  heredera  á  su  madre^ 
como  la  mitad  de  la  herencia  es  legítima,  la  otra  mitad  que  recibe  en  virtud 
de  U  institución  de  heredera,  la  adquiere  libremente  como  cualquier  ex- 
traño. 

Verdaderamente,  el  precepto  del  art.  8  M  es  el  que,  de  los  que  comprende 
la  sección  que  comentamos,  puede  dar  lugar  á  mayores  dudas  y  dificultades, 
habiendo  ya  ocasionado,  como  hemos  visto,  resol ucionea  de  la  Dirección  ge- 
neral de  los  Registros,  lo  cual  ha  de  hacemos  estudiarlo  con  mayor  extensión; 
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pero  siempre  sajetándonos  á  la  norma  que  nos  hemos  trazado  en  la  presen* 
te  obra. 

Así,  pnes,  concretándonos  á  lo  que  pueda  servir  de  aclaración  al  precepto** 
de  qne  ahora  nos  ocupamos,  hemos  de  consignar  qae,  si  bien  los  bienes  he- 
redados de  an  hijo  por  la  madre  qne  no  pase  á  segundas  nupcias,  no  son  re* 
servables,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  969,  sin  la  menor  duda  están 
sujetos  á  la  reserva  del  841  en  favor  de  los  parientes  que  estén  dentro  del 
tercer  grado  y  pertenezcan  á  la  Uneade  donde  los  bienes  procedan,  dentro  de 
cuyo  grado  se  encuentran  todos  los  hermanos  del  hijo  premuerto  á  quien 
heredó  la  madre,  sean  de  doble  vínculo  ó  sólo  hermanos  de  padre. 

£1  padre  sólo  está  obligado  á  reservar  los  bienes  que  adquiera  por  minis- 
terio de  la  ley  en  la  herencia  del  hijo,  siempre  que  estos  bienes  los  hubiese 
adquirido  el  hijo  por  título  lucrativo  de  otro  ascendiente  ó  de  un  hermano; 
mas  los  qne  tuviere  por  otro  título,  cualquiera  que  éste  sea,  no  son  reserva- 
bles,  ni  lo  son  tampoco  los  que  el  padre  hereda  de  su  hijo,  no  por  ministerio 
de  la  le¡fj  sino  por  voluntad  expresa  del  hijo  qne  le  instituyó  heredero,  pues» 
como  ya  hemos  indicado,  la  mitad  de  bienes  adquirida  por  virtud  de  la  insti- 
tación  de  heredero  se  encuentra  en  igoal  caso  qne  si  se  hubiese  otorgado  en 
favor  de  un  extraño. 

Los  bienes  que  el  abuelo  hereda  de  so  nieta  por  ministerio  de  la  ley,  pro- 
cedentes del  padre  de  aquélla,  son  reservables  existiendo  parientes  de  la  nieta 
que  estén  dentro  del  tercer  grado  y  pertohezcan  á  la  línea  de  donde  los  bienes 
proceden,  cuya  obligación  de  reservar  nace  de  las  disposiciones  de  la  ley 
que  la  establece  en  beneficio  de  determinados  parientes  del  descendiente  he- 
redado, sean  abuelos,  hermanos  ó  tíos;  pero  á  esas  reservas  son  también  apli- 
cables las  disposiciones  de  los  artículos  970  y  974 ,  que  se  refieren  á  los  bienes 
reservables  por  virtud  de  tas  segundas  nupcias,  y  por  tanto,  el  ascendiente 
DO  está  obligado  á  reservar  los  bienes  comprendidiDS  en  la  disposición  del  ar- 
tículo 84 1  si  al  morir  su  ascendiente  no  existen  los  parientes  del  tercer  grado 
en  cuyo  lieneficio  se  establece  la  reserva;  puesto  que  esos  parientes  no  ad- 
quieren el  derecho  á  los  bienes  reservables  por  el  sólo  hecho  de  la  muerte  del 
descendiente  á  quien  el  ascendiente  hereda^  sino  por  sobrevivir  á  éste;  por 
que  si  él  les  sobrevivió  á  ellos,  no  existen  los  parientes  á  cuyo  favor  la  ley 
establece  la  reserva,  y  cesa  la  obligación  de  reservar,  aunque  existan  descen- 
dientes de  los  parienjtes  del  tercer  grado^  que  ya  lo  serán  del  cuarto,  y  nada 
les  corresponde  percibir. 

Dado  lo  expnesto,  y  partiendo  del  caso  de  un  matrimonio  en  el  qu^  hu- 
biere sportaciones,  gananciales  y  adquisiciones  por  herencia,  heredando  por 
testamento  á  los  cónyuges  sus  tres  únicos  hijos,  y  qne  falleciese  uno  de  éstoa 
en  la  impnbertad,  sueediéndole  abintestato,  á  falta  de  más  próximo  aseen- 
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diente,  sa  bisabnelo  materno,  pueden  establecerse  lassi|^ientes  conelosiones: 

4.'  Son  reservables  todos  los  bienes  qae  vinieron  al  impúber  premnerto 
-por  sQcesión  testada  de  sos  padres,  porque  todos  los  adquirió  por  lítalo  tu- 
erativo  y  pasaron  por  ministerio  de  la  ley  á  so  bisabuelo  materno  como  su 
heredero  abin  téstalo. 

S*  Todo  lo  que  se  adquiere  por  herencia  abisteslato,  se  adquiere  por  mi* 
nblerío  de  la  ley,  y  está  por  tanto  sujeto  A  la  reserva  de  que  se  trata,  siem- 
pre que  concurran  los  demAs  requisitos  necesarios;  pero  cuando  la  adquisi- 
ción es  por  testamento,  se  limita  la  reserva  á  la  porción  legítima,  sobre  fo 
que  no  puede  caber  duda,  dado  lo  dispuesto  en  el  art.  938. 

3.*  El  grado  de  parentesco  ha  de  contarse  con  relación  al  descandiente 
muerto,  y  no  al  ascendiente  de  quien  éste  heredó,  si  bien  los  parientes  han 
de  pertenecer  ¿  la  línea  del  ascendiente  para  que  tengan  derecho  á  la  reserva. 

4.'  Son  reservables  en  favor  de  los  hermanos  del  finado  todos  los  bienes 
que  éste  adquirió  por  herencia  testada  de  sus  padres  y  que  pasaron  A  su  bis* 
abuelo,  pues  por  razón  de  ser  éste  el  tronco  de  la  línea  materna  del  difunto, 
debe  reservar  para  los  descendientes  de  esa  línea  los  bienes  que  de  ella  proce- 
dan, sin  que  en  ese  caso  haya  necesidad  de  hacer  distinción  de  líneas,  pues 
siendo  los  que  tienen  la  reserva  A  su  favor  hermanos  de  doble  vínculo  del 
que  les  premurió,  A  ellos  les  corresponden  todos  los  bienes,  ya  procedan  del 
padre,  ya  de  la  madre  común. 

5.^  La  reserva  establecida  en  el  art.  81 1  se  diferencia  de  la  del  968,  entre 
otras  cosas,  en  que  en  aquélla  tienen  los  bienes  la  calidad  de  reservables 
desde  el  momento  en  que  los  adquiere  el  ascendiente,  y  en  ésta  no  están  su- 
jetos A  ese  gravamen  sino  desde  el  en  que  el  cónyuge  viudo  contrae  segundo 
matrimonio,  cesando  además  la  obligación  de  reservar  cuando  los  hijos  y 
descendientes  del  primer  matrimonio  fallecen  antes  que  el  padre  ó  madre, 
que  por  haber  pasado  á  segundas  nupcias,  contrajo  aquella  obligación;  nada 
de  lo  que  tiene  lugar  en  la  reserva  del  precepto  que  nos  ocupa,  pues  además 
de  que  ya  se  adquieren  los  bienes  con  la  obligac.ón  de  reservarlos,  subsiste 
esta  obligación  mientras  existan  parientes  dentro  del  tercer  grado,  que,  por 
pertenecerá  la  línea  de  dande  los  bienes  procedan,  tengan  á  ella  derecho. 

El  derecho  de  reserva  y  reversión  establecido  en  el  mencionado  art.  814 
y  el  812,  corresponde  á  todo  ascendiente  con  respecto  de  todo  descendiente, 
sin  distinción  de  legítimos  ó  ilegítimos;  y,  dado  lo  terminante  del  segundo 
de  dichos  artículos,  la  abuela,  madre  del  padre  natural  de  la  persona  fallecida 
sin  posteridad,  debe  heredar  exclusivamente  las  cosas  que  ella  dio  á  su  nieto 
natural. 

No  se  limita  el  precepto  del  art  84S  á  las  cosas  muebles,  pues  comprende 
todas  las  dadas  por  los  ascendientes  á  sus  hijos  ó  descendientes  que  fallecie- 


UBBO  TERCSBo. — iitfm.0  m.-^-ABTS.  812  Á  822  177 

len  fio  posteridad,  de  loe  cuales  no  pueden  éstos  disponer  en  testamento  en 
favor  de  otras  personas,  pero  sin  que  por  ello  se  limite  el  derecho  concedido 
al  cónyuge  viudo  en  el  caso  del  art.  S36.  La  cnota  del  viudo  se  calculará  por 
e)  caudal  propio  del  premuerto,  con  exclusión  de  le  que  éste  hubiese  reci- 
bido en  concepto  de  donación  ó  adelanto  de  legítima  de  su  asrendienle. 

Aunque  el  testador  puede  en  su  testamento  designar  los  bienes  que  han  de 
corresponder  á  cada  heredero,  es  necesario  para  que  tal  designación  surta 
efecto,  respecto  á  herederos  forzosos,  que  todos  ellos  manifiesten  su  confor- 
midad; pues,  de  otro  modo,  pudieran  ser  perjudicados  en  sus  legítimas,  siendo, 
por  tanto,  indispensable  que  aprueben  la  partición  hecha  en  el  testamento, 
como  igualmente  que  se  inscriban  los  bienes  á  su  favor  para  que  de  ellos  pue- 
dan disponer  por  cesión,  venta,  etc.  (I). 

Bsta  doctrina  la  conñrman  los  artículos  transcritos  813, 815  y  817,  porque 
al  determinar  que  el  testador  no  puede  privar  á  los  herederos  de  su  legítima, 
gravarla,  condicionarla  ni  disminuirla,  y  que  las  disposiciones  que  la  men- 
güen se  reducirán  en  lo  que  fueren  inoficiosas  ó  excesivas,  se  establecen  dere- 
chos en  favor  de  los  herederos,  qae  no  podrían  ejercitar  sin  reconocerles  á  la 
vez  el  de  aprobar  ó  impugnar  la  partición  hecha  en  testamento. 

El  derecho  á  solicitar  la  declaración  de  heredero  y  á  pedir  el  complemento 
de  la  legítima,  á  que  se  refieren  los  artículos  814  y  845,  es,  en  último  término, 
el  derecho  de  petición  de  herencia;  y  siendo  ésta  una  acción  que  no  llene  placo 
especial  marcado  en  la  ley,  prescribirá  como  las  reales,  según  las  reglas  es- 
tablecidas para  esa  clase  de  acciones,  ó  sea  á  los  seis  años,  tratándose  de  bie- 
nes muebles,  y  á  los  treinta  si  se  tratara  de  inmuebles. 

Las  donaciones  hechas  á  los  hijos,  lo  mismo  que  las  hechas  á  extraños,  se 
reducirán,  en  cuanto  sean  inoficiosas  ó  excedan  de  la  cuota  disponible,  sin  que 
importe  nada  que  esas  donaciones  se  hayan  de  imputar  en  la  legítima,  en  el 
tercio  de  mejora  ó  en  la  parte  libre.  Tanto  respeto  han  merecido  las  legítimas, 
que  el  Código  establece  la  reducción  de  todas  las  donaciones  en  cuanto  sean 
inoficiosas  ó  excedan  de  la  cnota  disponible,  sin  que  sea  en  modo  alguno  obs* 
táculo  á  esa  reducción  lo  que  preceptúan  los  artículos  4039  y  4040. 
:  Las  donaciones  que  los  hijos  reciban  de  sus  padres  han  de  llevarse  á  cola- 
ción para  reconstituir  el  caudal  hereditario,  si  bien,  por  regla  general,  serán 
considerados  como  simples  anticipos  de  legítima,  y  en  tal  sentido,  imputables 
en  la  enota  respectiva  de  legítima;  y  sólo  cuando  ewpresaianmU  haya  mandado 
el  testador  que  se  tengan  por  m«>jora,  tendrán  este  carácter  y  se  imputarán  en 
el  tercio  de  la  herencia  á  ellas  asignado;  y  las  donaciones  á  extraños,  en  lo 
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que  excedan  ó  sean  inoficiosas,  habrán  de  reducirse  hasta  el  upo  legal  mar- 
cado. 

Inspiradas  las  lbgislacioiies  forales  en  espirita  diferente  al  qne  informa 
la  materia  de  legítimas  en  la  legislación  general,  admiten  la  institución  en 
forma  que,  más  por  el  nombre  qne  por  so  alcance  y  extensión,  da  logar  á 
creer  qoe,  desconociendo  sn  verdadero  fandamento,  se  rompen  por  la  muerte 
del  causante  las  relaciones  familiares,  y  se  extinguen  los  derechos  referentes 
á  los  bienes,  toda  vez  que  el  nombre  de  la  institución  sólo  es  la  representa- 
ción de  un  derecho  relativo  y  limitado. 

En  Cataluña  son  herederos  forzosos  y  tienen  derecho  á  legítima,  los 
descendientes,  en  la  cuarta  parte  de  la  herencia,  imputándose  en  ella  todos 
los  bienes  que  los  hijos  hubieren  recibido  en  vida  de  sus  padres,  y  cuando 
esto  ha  tenido  lugar  por  razón  del  matrimonio  del  hijo,  es  válida  la  renuncia 
de  la  legítima  declarando  recibirlo  en  pago  de  ella;  los  ascendientes,  también 
en  la  cuarta  parte  de  la  herencia;  y  la  viuda,  pero  únicamente  como  usufruc- 
tuaría durante  el  tiempo  qué  tarde  en  restituírsela  su  dote,  extendiéndose  el 
usufructo  á  todos  los  bienes  de  la  herencia,  excepto  cuando  haya  bienes  ex- 
presamente obligados  á  la  restitución,  en  cuyo  caso,  sobre  ellos  se  constituye 
el  usufructo,  teniendo  también  el  derecho  á  alimentos  en  el  primer  imo  de 
viudedad,  y  cuyos  derechos  se  extinguen  por  la  restitución  de  la  dote  el  pri- 
mero, y  ambos  por  la  falta  de  formación  de  inventario. 

Vas  especialidades  presentan  en  la  materia  de  legítima  [los  Fueros  de 
Aragón.  En  esta  región,  la  clasificación  de  herederos  forzosos  no  comprende 
más  que  á  los  hijos  y  al  cónyuge  sobreviviente.  Los  hijos  tienen  derecho  á 
legítima,  y  el  padre  obligado  al  respeto  de  ella  puede  instituir  heredero  á 
uno  solo  de  los  hijos  en  la  totalidad  de  la  herencia,  puesto  que  la  legítima  de 
los  otros,  representada  por  diez  sueldos  jaqueses,  puede  decirse  es  ilusoria, 
pues  además  esas  unidades  pueden  ser  reducidas  á  lo  que  buenamente  el  pa- 
dre deje  á  sus  hijos,  aunque  fuese  una  cosa  insignificante  de  la  herencia.  En 
cambio  de  ese  derecho  limitadísimo  de  los  hijos  en  la  sucesión  de  los  padres^ 
el  usufructo  de  viudedad,  que  absorbe  la  totalidad  de  la  herencia,  da  al  sobre- 
viviente el  verdadero  concepto  de  único  heredero  forzoso.  Este  derecho  se 
origina  por  la  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  en  favor  del  otro,  y  subsiste 
mientras  que  el  sobreviviente  no  contraiga  segundas  nupcias,  recayendo  sobre 
todos  los  bienes  inmuebles  pertenecientes  al  finado,  salvo  los  pactos  y  renun- 
cias generales  ó  particulares  que  estipulen  los  esposos  con  arreglo  á  los  pre- 
ceptos vigentes  en  aquella  legislación. 

La  legislación  de  Navarra  guarda  gran  analogía  con  la  de  Aragón  en  ma- 
teria de  legítimas,  pues  sólo  gozan  del  concepto  de  herederos  forzosos*  los  hi- 
jos y  el  viudo,  si  bien  se  admite  el  derecho  de  representación  en  la  línea  des- 
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cendente  á  más  de  llamar  expresamente  á  los  hijos  legítimos  con  los  legiti- 
mados por  subsigniente  matrimonio,  así  como  á  los  postamos;  dando  también 
derecho  á  legítima  á  los  natorales,  siempre  qae  con  ella  no  perjudiquen  á  los 
legítimos  ni  á  los  bienes  dados  ú  ofrecidos  á  la  majer  en  concepto  de  arras;  y 
el  asnfrücto  del  viado  tiene  mayor  extensión,  puesto  que  recae  sobre  toda 
clase  de  bienes,  si  bien  éstos  permanecen  indivisos  y  han  de  ser  restituidos, 
caso  de  segundo  matrimonio,  por  la  falta  de  cumplimiento  de  alguna  de  las 
obligaciones  del  usufructuario,  ó  porque  la  viuda  viva  deshonestamente. 

Finalmente,  el  Fuero  de  Vizcaya  se  asemeja  más  á  la  legislación  común 
ó  de  Castilla;  pues  aunque  en  algunos  puntos  coincida  con  los  de  Aragón  y 
Navarra,  en  cuanto  al  concepto  de  herederos  forzosos,  se  extiende  á  las  lineas 
colaterales,  aunque  sólo  con  respecto  á  determinados  bienes.  La  legítima  de 
los  descendientes  no  tiene  una  cuanlía  determinada,  y  la  de  los  ascendientes 
es  variable  según  la  naturaleza  de  los  bienes  que  constituyan  la  herencia;  con- 
cediéndose también  derechos  legitimarios  á  los  hijos  naturales,  y  el  de  viu- 
dedad ó  usufructo  forai  requiere  la  aportación  de  dote  de  la  viuda,  ó  capital 
del  marido,  y  recae  sobre  los  bienes  del  finado  hasta  tanto  que  el  sobre- 
vivienta  obtenga  su  reintegro. 

SECCIÓN   SEXTA 

DE  LAS   MEJORAS 

Art.  8198.  El  padre  ó  la  madre  podrán  disponer  á 
favor  de  alguno  ó  algunos  de  sus  hijos  ó  descendientes  de 
una  de  las  dos  terceras  partes  destinadas  á  legitima. 

Esta  porción  se  llama  mejora  (1). 

Avt,  894.  No  podrán  imponerse  sobre  la  mejora 
otros  gravámenes  que  los  que  se  establezcan  en  favor  de 
los  legitimarios  ó  sus  descendientes. 

Art.  9565.  Ninguna  donación  por  contrato  entre 
vivos,  sea  simple  ó  por  causa  onerosa,  en  favor  de  hijos  ó 
descendientes^  que  sean  herederos  forzosos,  se  reputará 
mejora,  si  el  donante  no  ha  declarado  de  una  manera  ex- 
presa su  voluntad  de  mejorar. 


(1)     Véase,  como  concordante,  el  art.  972, 


XgO  CÓDIGO  OIVIL 

/%ri.  896.  La  promesa  de  mejorar  ó  no  mejorar» 
hecha  por  escritura  pública  en  capitulaciones  inatrimo- 
niales,  será  válida. 

La  disposición  del  testador  contraria  á  la  promesa  no 
producirá  efecto. 

Ari.  89 V.  La  mejora,  aunque  se  haya  verificado 
con  entrega  de  bienes,  será  revocable,  á  menos  que  se 
haya  hecho  por  capitulaciones  matrimoniales  ó  por  con* 
trato  oneroso  celebrado  con  un  tercero. 

Ari.  99¥.  La  manda  ó  legado  hecho  por  el  testad(»r 
á  uno  de  los  hijos  ó  descendientes  no  se  reputará  mejora 
sino  cuando  el  testador  haya  declarado  expresamente  ser 
ésta  su  voluntad,  ó  cuando  no  quepa  en  la  parte  libre. 

Art.  990.  La  mejora  podrá  señalarse  en  cosa  deter- 
minada. Si  el  valor  de  ésta  excediere  del  tercio  destinado 
á  la  mejora  j  de  la  parte  de  legitima  correspondiente  al 
mejorado,  deberá  éste  abonar  la  diferencia  en  metálico  á 
los  demás  interesados. 

Api.  930.  La  facultad  de  mejorar  no  puede  enco- 
mendarse á  otro. 

Apí.  981.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  podrá  válidamente  pactarse,  en  capitulaciones 
matrimoniales,  que,  muriendo  intestado  uno  de  los  cón- 
yuges, pueda  el  viudo  ó  viuda  que  no  haya  contraído 
nuevas  nupcias,  distribuir,  á  su  prudente  arbitrio,  los 
bienes  del  difunto  y  mejorar  en  ellos  á  los  hijos  comunes, 
sin  perjuicio  de  las  legítimas  y  de  las  mejoras  hechas  en 
vida  por  el  finado. 

Ari.  SS9.  Cuando  la  mejora  no  hubiere  sido  seña- 
lada en  cosa  determinada,  será  pagada  con  los  mismos 
bienes  hereditarios,  observándose  en  cuanto  puedan  tener 
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lugar,  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  1061  y  1062 
para  procurar  la  igualdad  de  los  herederos  en  la  partición 
de  bienes. 

Art.  933.    El  hijo  ó  descendiente  legitimo  mejora- 
do podrá  renunciar  la  herencia  y  admitir  la  mejora. 


EJORA  Uiiamintma^  a  ¡a  disposieián  aumentativa  en  el  haber  he- 
reditario f%e  el  padre  ó  la  madre  ó  loe  abuelos  hacen  en  favor  de  sus  deiceth- 
dientes^  detrayéndola  de  la  legitima  de  loe  hijoe^  en  atención  á  los  méritos 
eontraidos,  ó  para  prevenir  y  armonizar  la  designaldad  de  dones  y  aptitudes 
que  entre  ellos  puedan  existir. 

Prescindiendo  del  origen  histórico  de  las  legítimas,  que  puede  verse  en  el 
Fuero  Juzgo,  en  el  Real  y  en  las  leyes  de  Toro,  consignaremos,  en  primer 
término,  que  sólo  puede  mejorar  el  que  tenga  facultad  de  testar,  y  que  la  me- 
jora puede  únicamente  establecerse  en  ftvor  de  los  hijos  y  descendientes,  y 
que  las  donaciones  por  contrato  entre  vivos,  simples  ó  por  cansa  onerosa,  en 
&vor  de  los  hijos  ó  descendientes  que  sean  herederos  forzosos,  no  se  reputan 
mejoras  sí  el  donante  no  declara  expresamente  su  voluntad  de  mejorar; 
como  tampoco  lo  ser;),  sin  igual  declaración,  la  manda  ó  legado,  ó  cuando  no 
quepa  en  la  parte  de  libre  disposición. 

Así,  pues,  la  facultad  de  mejorar  compete  al  padre  ó  á  la  madre  respecto 
de  sus  hijos,  y  á  los  abuelos  con  relación  á  sus  nietos;  de  lo  cual  resnlta  que 
las  mejoras  pueden  recaer,  no  sólo  en  aquellos  que  reciben  porción  legítima 
de  herencia,  sino  también  en  quien  no  la  perciba,  si  bien  esto  sólo  con  rela- 
ción al  abuelo  que  mejora  al  nieto  cuyos  padres  vivan,  puesto  que,  por  tal 
cansa,  el  mejorado  no  es  ni  puede  ser  heredero  del  que  le  mejora. 

La  redacción  del  art.  8S3,  primero  da  la  sección  que  comentamos,  al  no 
hacer  distinción  alguna  de  la  clase  de  hijos  y  descendientes  que  pueden  ser 
mejorados,  ha  motivado  que  un  ilustrado  comentarista  (4)  entienda  que  puede 
favorecerse  con  la  mejora  á  los  hijos  naturales  con  perjuicio  de  los  legítimos; 
mas  nosotros  entendemos  que,  á  pesar  de  que  el  precepto  por  su  form%  pue- 
de inducir  á  tal  interpretación,  no  es  en  modo  alguno  admisible,  porque  de- 
trayéndose la  mejora  de  la  legítima  de  los  hijos  y  descendientes,  y  consis- 


(l;     D.  Modesto  FrIoós. 
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tiendo  ésta  en  laa  dos  terceras  partes  del  haber  hereditario,  el  párrafo  segando 
del  art.  808  sólo  aatoriza  al  padre  y  á  la  madre  á  disponer  de  ana  de  esas 
dos  terceras  partes  para  aplicarla  como  mejora  á  t%t  hijos  y  deseendientei  le- 
giHmot\  de  lo  caal  es  consecaencia  ineladible  el  qae  la  mejora  no  paeda  es- 
tablecerse en  favor  de  los  hijos  natnrales;  opinión  que  confirma  el  art.  833,  al 
establecer  qoe  el  hijo  ó  descendiente  legitimo  mejorado  podrá  renanciar  la 
herencia  y  admitir  la  mejora. 

Prescribe  la  ley  terminantemente,  qae  no  paede  encomendarse  á  otro  ia 
facaltad  de  mejorar,  en  evitación  de  ios  abasos  qae  ésto  padiera  ocasionar,  si 
bien  esta  regla  tiene  sa  excepción,  relativamente  al  pacto  en  eapitolaciones 
matrimoniales,  de  qae  maríendo  intestado  ano  de  los  cónyuges,  paeda  el  so- 
breviviente qae  no  haya  contraído  segandas  nnpcias  distribairá  sa  pradente 
arbitrio  la  herencia  del  difunto,  j  ^mejorar  con  ella  á  los  hijos  comunes,  sin 
perjuicio  de  las  legítimas  y  de  las  mejoras  hechas  en  vida  del  difunto;  por  lo 
que,  la  facaltad  que  el  testador  confiera  al  cónyoge  sobreviviente  de  designar 
los  bienes  con  que  hayan  de  pagarse  las  mejoras,  es  nula;  y  el  pago  ha  de 
realizarse  con  toda  clase  de  bienes,  como  en  el  caso  de  no  ser  señalada  ia  me- 
jora en  cosa  determinada,  observándose,  en  cuanto  puedan  tener  lugar,  las  re- 
glas establecidas  en  los  artículos  4064  y  406t  para  procurar  la  igualdad  de 
los  herederos  en  la  partición  de  bienes. 

La  mejora  debe  interpretarse  ampliamente,  favoreciendo  la  voluntad  del 
testador,  y  por  tanto,  la  que  se  hace  á  un  hij.o  de  cosa  ó  cosas  derminadas  de 
la  herencia  sin  limitación  auna  parte  alícuota  de  ésta,  si  su  valor  excediese 
del  tercio  destinado  á  tal  fin  por  la  ley,  debe  comprender  la  parte  ó  tercio  de 
libre  disposición;  y  si  rebasare  el  límite  de  ambas  porciones  de  herencia,  en- 
tonces el  mejorado  abonará  la  diferencia  en  metálico  á  los  demás  interesados. 

Paeden  las  mejoras  revestir  la  forma  de  contrato  iniervivos  y  de  disposi- 
ciones de  última  voluntad,  y  hacerse  expresa  ó  tácitamente,  según  que  se  em- 
plee la  palabra  mejora^  ó  haciendo  donación  de  algo  al  hijo;  en  cuyo  caso  se 
supone  mejorado  en  lo  que  se  le  dona;  dividiéndose  en  simples  6  por  causa 
onerosa^  ya  se  ordenen  simplemente  ó  por  razón  de  matrimonio,  tt  otra  causa, 
con  tal  que  no  excedan  del  límite  señalado  por  la  ley. 

Las  mejoras,  lo  mismo  que  el  testamento  en  que  se  hagan,  son  esencial- 
mente revocables,  aunque  medie  entrega  de  los  bienes,  salvo  los  casos  en  que 
se  hayan  ordenado  en  capitulaciones  matrimoniales  ó  por  contrato  oneroso 
celebrado  con  un  tercero. 

La  promesa  de  mejorar  y  de  no  mejorar,  hecha  en  forma  solemne,  es  va- 
lida y  obligatoria,  según  lo  preceptuado  por  el  Código,  confirmatorio  en  este 
punto  de  lo  dispuesto  en  la  ley  S4  de  Toro;  y  solamente  pueden  librarse  los 
padres  del  cumplimiento  de  esa  promesa,  cuando  el  hijo  á  quien  se  hubiere 
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hecho,  rennneie  al  dereeho  adqaiiido  ea  virtud  dd  ella  ó  cuando  máere  aates 
que  el  donante  sin  dejar  descendientes. 

Finalmente,  para  la  deducción  y  pago  de  la  mejora  ha  de  atenderse  al 
valor  de  los  bienes  en  la  época  del  fallecimiento  del  causante;  y  con  relación 
á  la  restitución  de  frutos  por  la  revocación  de  la  mejora,  deberán  observar  se 
las  siguientes  regias:  En  la  donación  por  causa  de  muerte,  debe  restituirse  la 
cosa  con  los  frutos  desde  que  se  hizo  la  donación;  en  la  mejora  revocada  por 
falta  de  cumplimiento  de  la  condición  ó  condiciones  impuestas,  se  resti  talrán 
los  frutos  desde  que  dejó  de  cumplirse  la  condición;  y  en  la  causada  por  in- 
gratitud, desde  que  se  originó  ésta  y  así  se  declara. 

SECCIÓN  SÉPTIMA 

DERECHOS  DEL  CÓNYUGE  VIUDO 

Ari.  834.  El  viudo  ó  viuda  que  al  morir  bu  con- 
sorte no  80  hallare  divorciado,  ó  lo  estuviere  por  culpa  del 
cónyuge  difunto ,  tendrá  derecho  á  una  cuota ,  en  usu- 
fructo, igual  á  la  que  por  legitima  corresponda  á  cada  uno 
de  BUS  hijos  ó  descendientes  legítimos  no  mejorados. 

Si  no  quedare  más  que  un  solo  hijo  ó  descendiente,  el 
viudo  ó  viuda  tendrá  el  usufructo  del  tercio  destinado  á 
mejora,  conservando  aquél  la  nuda  propiedad,  hasta  que 
por  fallecimiento  del  cónyuge  supérstite  se  consolide  en 
él  el  dominio. 

Si  estuvieren  los  cónyuges  separados  por  demanda  de 
divorcio,  se  esperará  al  resultado  del  pleito. 

Si  entre  los  cónyuges  divorciados  hubiere  mediado 
perdón  ó  reconciliación,  el  sobreviviente  conservará  sus 
derechos. 


333.  Los  hijos  legitimados  por  rescripto  Real  con  anterioridad 
á  la  publicación  del  Código  civil,  conservan  su  derecho  de  gozar  en 
la  sucesión  de  la  madre,  cuando  no  concurrieran  con  otros  descen- 
dientes legítimos,  de  los  mismos  derechos  que  éstos,  aunque  la 
muerte  de  la  madre  tenga  lugar  estando  ya  vigente  el  régimen  es- 


r 
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tablecido  por  el  citado  Código,  poeeto  que  btm  disposicioneB  no  tie- 
Den  efecto  retroactivo.— 5^.  8  Nov.  SS.—O.  6  Enero  94. 

Art.  8S5.  La  porción  hereditaria  asignada  en  ubh^ 
imcto  al  cónyuge  viudo  deberá  eacarse  de  la  tercera  parte 
de  loe  bienes  destinada  á  la  mejora  de  los  hijos. 

Ari.  936.  No  dejando  el  testador  descendientes». 
pero  si  ascendientes,  el  cónyuge  sobreviviente  tendrá  de- 
recho á  la  tercera  parte  de  la  herencia  en  usufructo. 

Este  tercio  se  sacará  de  la  mitad  libre,  pudiendo  el  tes- 
tador disponer  de  la  propiedad  del  mismo. 

Art.  837.  Cuando  el  testador  no  dejare  descendien- 
tes ni  ascendientes  legítimos,  el  cónyuge  sobreviviente 
tendrá  derecho  á  la  mitad  de  la  herencia,  también  en  usu* 
fructo  (1). 


334,  Instituida  la  mujer  en  el  testamento  del  marido  única  y^ 
universal  heredera  del  remanente  de  todos  los  bienes,  derechos  y 
acciones  que  por  cualquier  causa  le  pertenecieren,  no  teniendo 
herederos  forzosos,  no  cabe  conceptuarla  como  mera  usufructuaria 
del  premuerto  para  interpretar  la  disposición  testamentaria  atri- 
buyéndole una  limitación  que  su  recto  y  genuino  sentido  no  con- 
siente.—5.  22  Sept.  91.— O,  29  Oci. 


A  pt.  839.    Los  herederos  podrán  satisfacer  al  cónyu- 
ge su  parte  de  usufructo,  asignándole  una  renta  vitalicia 
ó  loe  productos  de  determinados  bienes,  ó  un  capital  en 
efectivo,  procediendo  de  mutuo  acuerdo,  y,  en  su  defecto^ 
por  virtud  de  mandato  judicial. 

(1)     Véai«,  oomo  eoneardaiite,  «I  *ri.  968. 
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llieDíraB  esto  no  se  realice,  estarán  afectos  todos  loa 
bienes  de  la  herencia  al  pago  de  la  parte  de  usiifructo  que 
eorresponda  al  cónyuge  viudo. 

At^t^  830.  En  el  caso  de  concurrir  hijos  de  dos  ó  máa 
matrimonios,  el  usufructo  correspondiente  al  cónyuge 
viudo  de  segundas  nupcias  se  sacará  de  la  tercera  parte 
de  libre  disposición  de  los  padres. 


n 


BS:eNVOLYI£NDO  ios  trtkoloi  traascrítos  la  base  47  de  la  ley  de  M 
da  Mayo  de  488S,  foa  variado  completamente  la  legislación  general  en  lo  re- 
lativo á  los  derechos  del  cónynge  sobreviviente  en  la  socesión  del  premnerto; 
y  aun  cuando  dicha  base  y  el  Real  decreto  de  SO  de  Febrero  de  4880  invo- 
caron el  nsQÍructo  feral  de  Aragón  y  de  Navarra,  la  nueva  corriente  del  de- 
recho en  la  época  actual  y  la  diferencia  entre  el  castellano  y  el  aragonés,  ins- 
piraron al  legislador  en  principios  equitativos  y  razonables,  y  haciendo  las 
annonizaciones  potibles  con  las  necesidades  generales  y  las  conveniencias  de 
la  opinión  y  de  los  tiempos,  ha  instituido  la  legítima  del  cónynge  sobre- 
viviente bajo  la  forma  usufructuaria,  sometiéndola  á  las  variaciones  que  sufre 
la  legítima  de  los  descendientes  y  cambiándola  determinadamente  en  relación 
con  los  derechos  de  las  demAs  personas  que  pueden  suceder  al  cónyuge  pre>* 
muerto. 

El  art.  83i  asigna,  como  legitima,  al  viudo  que  al  morir  su  consorte  no  se 
hallare  divorciado  ó  lo  estuviere  por  culpa  del  premuerto,  una  cuota  en  usu- 
íruelo.  Esta  es  el  objeto  de  su  derecho;  una  porción  determinada  de  bienes, 
una  parte  alícuota  del  caudal;  y  para  fijarla,  el  Código  distingue  tres  casos: 
4.*,  que  queden  hijos  ó  descendientes  legitimes;  S.*,  que  no  existan  descen- 
dientes, pero  si  ascendientes;  y  3.<>,  que  no  deje  el  causante  descendientes  ni 
ascendientes  legitimes. 

Ha  ocasionado  el  articulo  que  nos  ocupa  dudas  y  discusiones  entre  los  in> 
lérpretes  y  comentaristas  del  Código,  originados  por  la  combinación  de  aquél* 
ron  el  808,  que  señala  como  legitima  las  dos  terceras  partes  del  haber  here- 
ditario, autorizando  al  testador  á  disponer  de  una  de  ellas  para  aplicarla  como 
mejora  á  sus  hijos  y  descendientes  legítimos. 

De  estos  preceptos  nacen,  como  hemos  dicho,  las  diversas  opiniones  de 
los  comentaristas,  sosteniendo  ««u)#,  bajo  el  fundamento  que  sientan  como 
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principio  incontrovertible,  qoe  siendo  legítima  la  porción  asignada  al  con- 
yoge  viudo,  ^  testador  no  puede  aumentarla  ni  disminuirla;  que  la  porción 
asignada  al  cónyuge  viudo  ha  de  ser  siempre  y  en  todo  caso  igual  á  la  que 
por  legítima  corto,  ó  sea  de  un  solo  tercio  del  caudal,  corresponda  á  cada  uno 
de  los  hijos  y  descendientes  legítimos;  oir4>t^  que  ha  de  ser  la  misma  que  á 
éstos  se  asigne  y  les  corresponda  en  los  dos  tercios  que  constituyen  la  legítima 
con  exclusión  de  los  mejorados;  y  otros  y  en  fin,  que  para  deducir  la  cuota  viu- 
dal habrá  de  hacerse  la  partición  de  los  bienes  suponiendo  siempre  como  un  he- 
redero más  al  cónyuge  viudo,  para  deducir  en  esa  forma  la  cuota  que  al  mismo 
corresponde  en  usufructo. 

Otras  opiniones,  más  ó  menos  fundadas,  se  han  expuesto  también  en  dife- 
rentes publicaciones;  pero  nosotros  entendemos,  en  discordancia  con  todas 
aquéllas,  que,  sin  necesidad  de  acudir  más  que  á  los  preceptos  del  mismo  C6> 
digo,  se  halla  la  solución  de  tan  discutido  tema. 

En  efecto:  el  art.  843  determina  que  el  testador  no  podrá  privar  á  los  he- 
rederos de  su  legítima,  sino  en  los  casos  expresamente  determinados  por  la 
ley;  y  que  tampoco  podrá  imponer  sobre  ella  gravamen,  ni  condición,  ni  sus- 
titución de  ninguna  especie,  salto  lo  dispuesto  en  cuanto  al  usufructo  del 
viudo;  y  el  835,  que  la  porción  hereditaria  asignada  en  usufructo  al  cónyug<^ 
viudo,  deberá  sacarse  de  k  tercera  parte  de  los  bienes  destinada  á  la  mejora 
de  los  hijos. 

Supongamos  ahora  que  el  padre  de  tres  hijos,  en  su  testamento,  sólo  dis- 
pone del  tercio  libre  para  legados,  y  quedan  los  otros  dos  tercios  para  dividir 
entre  los  tres  hijos,  que  los  recibirán  en  concepto  de  legítinu;  claro  es  que,  en 
este  caso,  una  cuota  igual  á  la  que  á  cada  cual  corresponda  en  totalidad  habrá 
de  asignarse  en  usufructo  al  cónyuge  viudo,  puesto  que  el  padre  no  ha  mejo- 
rado á  ninguno  de  aquéllos,  y  esa  cuota  usufructuaría,  como  menor  que  el  ter- 
cio de  mejora,  cabe  dentro  de>él,  y  de  él  ha  de  sacarse,  según  lo  ordenado  en 
el  art.  835,  sin  que  haya  de  reducirse  á  la  parte  correspondiente  del  tercio  de 
legítima  estricta,  porque  aun  cuando  los  hijos  perciben  en  el  mismo  concepto 
de  legítima  el  de  mejora,  y  no  debe  ser  mermada  ni  gravada,  para  ese  caso 
está  la  disposición  del  art.  843,  que  estatuye  la  salvedad  en  favor  de  la  cuota 
usufructuaria  del  viudo. 

Por  igual  razón,  si  el  padre,  disponiendo  ó  no  para  legados  del  tercio  li* 
bre,  mejorase  á  uno  de  sus  hijos  en  la  mitad  del  tercio  destinado  á  ese  fin,  y 
la  otra  mitad  se  divide  por  terceras  partes  entre  los  tres,  el  cónyuge  viudo 
percibirá  en  usufructo,  al  participar  todos  los  hijos  en  concepto  de  legítima 
del  sobrante  del  tercio  de  mejoras,  una  cuota  igual  á  la  que  se  asigne  á  los  no 
mejorados  por  lo  que  les  corresponde  estrictamente  y  lo  que  se  les  asigne  del 
resto  del  tercio  de  mejoras;  pero  el  gravamen  usufructnarío  pesará  á  prorrata 
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sobre  el  tercio  últímamente  mencionado,  según  io  qoe  cada  uno  de  los  hijos 
percibiere.  Mas  si  el  padre  mejora  á  nno  de  sas  hijos  en  el  75  por  400  del  ter- 
cio correspondiente,  y  á  otro  en  el  tü  restante,  entonces  el  cónyage  vindo 
sólo  tendrá  derecho,  en  nsufracto,  á  ana  cuota  igaal  á  la  que  por  legítima 
estricta  corresponda  al  hijo  no  mejorado,  pero  gravando  sobre  el  tercio  de 
mejoras  en  la  proporción  que  éstas  fueron  otorgadas. 

La  razón  de  esto  estriba  en  que  tan  legítima  es,  respecto  de  los  hijos,  el 
tercio  forzoso,  como  la  parte  sobrante  del  otro  tercio,  después  de  detraer  la 
en  que  consista  la  mejorft,  cuando  ésta  no  absorba  todo  ese  tercio.  Por  consi- 
guiente, la  porcidn  legilma,  en  este  caso,  de  los  hijos  no  mejorados  será  la 
suma  de  su  participación  en  el  tercio  forzoso,  y  la  que  le  corresponda,  repeti- 
mos, en  el  sobrante  del  otro  tercio,  después  de  detraído  el  importe  de  la  me^ 
jora.  Y  una  cantidad  igual  á  dicha  suma  será  la  participación  que  corresponda 
al  viudo  en  usufructo,  el  cual  gravitará  sobre  los  bienes  adjudicados  á  los  hi- 
jos en  la  misma  proporción  en  que  participen  del  tercio  no  forzoso,  ó  sea  del 
que  procede  la  mejora»  porque  al  otro  no  puede  imponérsele  ningún  gra- 
vamen. 

No  podemos  admitir,  pues,  mejoras  tácitas,  para  suponer,  como  hemos 
visto  en  alguna  publicación,  que  cuando  el  padre  no  mejora  á  ninguno  de  los 
hijos,  se  entienden  mejorados  todos  en  el  importe  del  segundo  tercio  de  su 
legítima;  este  tercio  sólo  deja  de  ser  legítima  filial,  cuando  pasa  á  ser  mejora; 
ó  en  la  parte  que  lo  sea;  pues  si  no  pasa,  ó  la  parte  que  no  pase,  seguirá 
siendo  factor  de  la  porción  legítima,  y  no  se  puede  desnaturalizar. 

De  lo  expuesto  se  deduce  que,  así  como  la  cuota  que  en  usufructo  corres- 
ponde al  cónyuge  viudo  puede  ser  mayor  ó  menor  según  el  número  de  hijos 
del  causante,  puede  serlo  igualmente  según  el  testador  disponga  ó  no  del 
todo  ó  parte,  en  favor  de  alguno  ó  algunos  de  aquéllos,  de  la  mitad  de  la 
porción  legítima,  ó  sea  del  tercio  de  la  herencia  destinado  por  la  ley  para 
mejoras. 

Sentados  estos  principios,  queda,  á  nuestro  juicio,  resuelto  el  primero  de 
los  tres  casos  que  el  Código  distingue  para  fijar  la  cuota  usufructuaria  del 
«ónyuge  viudo,  ó  sea  el  en  que  concurra  con  hijos  ó  descendientes  legítimos; 
y  entendemos  que  pueden  sentarse  las  reglas  siguientes:  4.',  si  no  hay  me- 
jora en  favor  de  los  hijos,  se  sacará  la  expresada  cuota  por  igual  y  propor- 
cionalmente  de  la  que  se  asigne  á  cada  uno  de  aquéllos  en  el  total  de  los  dos 
tercios  que  constituyen  la  legítima;  S.',  si  hay  mejora  del  tercio  íntegro,  en  - 
tonces,  el  que  constituye  la  legítima  estricta  se  divide  entre  los  hijos,  y  una 
euota  igual  es  la  que  corresponde  en  usufructo  al  viudo  gravando  sobre  el 
tercio  de  mejora;  3.^,  si  ésta  fuese  inferior  al  tercio  destinado  á  ella,  se  divi- 
dirá entre  los  hijos  lo  que  reste  de  aquél,  juntamente  con  el  tercio  de  legíti- 
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ma  rigarota,  y  ona  cuota  ígnai  á  la  que  de  eie  total  corresponda  á  cada  hijo 
constilQírA  la  por  ion  nsnfroctoaría  del  viodo,  gravando  el  tercio  de  mejora 
en  proporción  á  lo  qne  de  él  lleve  cada  uno.  Coando  qoeden  hijos  de  dos  6 
mAs  matrímoníos*  el  procedimiento  es  el  mismo  y  la  cuota  igoal;  porque 
siempre  depende  del  número  de  hijos  y  de  que  haya  ó  no  mejora  expresa,  si» 
otra  diferencia  que  la  de  asignar  al  viudo  la  cuota  usufructuaría  en  el  tercio 
de  libre  disposición,  conforme  al  art.  839. 

El  segundo  caso  que  distingue  el  art«  834,  es  el  en  que  el  cónyuge  viudo 
concurre  sólo  con  ascendientes  legítimos;  y,  resuelta  la  dificultad  de  fijar  la 
cuota  usufructuaría  cuando  quedan  hijos  ó  descendientes  legítimos,  no  hay 
en  este  punto  cuestión  alguna.  Según  el  art.  836,  en  concurrencia  con  ascen- 
dientes, se  asigna  á  éstos  en  pleno  dominio,  como  legítima^  la  mitad  de  la 
herencia,  y  al  viudo,  en  usufructo,  dos  tercios  de  la  mitad  libre,  ó  sea  una  ter- 
cera parte  del  caudal,  quedando  solamente  de  libre  disposición,  si  no  hay  hi- 
jos naturales  legalmente  reconocidos  ó  legitimados  por  concesión  real,  el 
pleno  dominio  de  una  sexta  parte  del  haber  hereditarío  y  la  nuda  propiedad 
del  tercio  del  caudal  cuyo  usufructo  corresponde  al  viudo. 

El  úUimo  caso  que  comprende  el  art.  831,  ó  sea  el  en  que  no  queden  des- 
cendientes ni  ascendientes  legítimos,  lo  resuelve  el  837  difiponiendo  que  en- 
tonces el  cónyuge  sobreviviente  tendrá  derecho  á  la  mitad  de  la  herencia, 
también  en  usufructo;  y  como  son  objeto  de  otras  disposiciones  del  Código 
los  relativos  á  la  concurrencia  con  hijos  naturales  reconocidos  ó  legitimados» 
nos  ocuparemos  de  ellos  en  su  lugar  oportuno. 

El  objeto  de  la  disposición  del  art.  838,  es  indudablemente  evitar  las  con- 
secuencias que  pudiera  traer  en  peijuicio  de  los  herederos,  la  separación  de  la 
propiedad  y  del  usufructo  de  parte  de  los  bienes  de  la  herencia,  cu^  a  admi- 
nistración y  disfrute  pasa  á  una  persona  qne,  no  siendo  propietaría  de  esos 
bienes,  no  hade  tener  en  la  conservadón  y  mejora  de  ellos  igoal  interés  que 
los  herederos;  mas  para  eí  uso  de  la  facultad  qne  el  precepto  concede  á  éstos, 
se  requiere,  en  primer  término,  el  acuerdo  y  conformidad  de  todos  los  intere- 
sados, que  son  los  herederos  y  el  cónyuge  viudo;  pero  como  esa  facultad  es 
un  derecho  de  aquéllos,  pueden  convenirlo,  hacer  la  proposición  al  viudo,  y 
de  no  aceptar,  obligarle  por  virtud  de  mandato  judicial,  siempre  qne  no  se  le 
perjudique  en  sus  intereses,  en  cuyo  caso,  ó  en  el  de  aceptación  voluntaria, 
si  se  asignare  una  renta  vitalicia,  se  hará  la  adjudicación  de  los  bienes  á  los 
herederos  con  la  obligación  de  psgar  aquélla  en  la  proporción  correspondien- 
te; y  si  la  asignación  fuere  en  los  productos  de  determinados  bienes,  le  serán 
adjQ^ieados  en  usufructo,  y  á  los  herederos  la  propiedad,  según  la  forma  y 
conveniencia  de  la  partición. 

Finalmente,  todos  los  artículos  de  esta  Sección  están  inspirados  en  la  idea 
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de  qae  exista  testamento,  y  por  ello  hablan  de  testador,  tercio  libre  y  tercio 
de  mejora,  bajo  coyas  bases  se  declaran  los  derechos  del  cónyuge  viado;  mas 
como  al  tratar  el  Código  de  la  sucesión  intestada  omite  nombrar  al  viudo  en 
concurrencia  con  los  hijos  y  descendientes  legítimos,  se  ocasiona  la  duda  re- 
ferente á  si  en  tal  caso  tiene  ó  no  derechos  el  vindo.  Para  nosotros  es  incues- 
tionable la  afirmativa.  El  art.  807  declara  de  un  modo  terminante,  que  el 
cónyuge  superviviente  es  heredero  fañoso^  en  la  forma  y  medida  que  estable- 
cen los  artículos  83 i  al  839.  El  913  dispone  que,  «á  falta  de  herederos  testa- 
mentarios, la  ley  defiere  la  herencia,  según  las  reglas  que  se  expresarán»  á  los 
parientes  legítimos  y  naturales  del  difunto,  al  viudo  ó  viuda^  y  al  Estado»;  y 
el  953,  que,  «en  el  caso  de  existir  hermanos  ó  hijos  de  hermanos,  el  viudo  ó 
viuda  tendrá  derecho  á  percibir,  en  concurrencia  con  éstos,  la  parte  de  he- 
rencia en  usufructo  que  le  está  señalada  en  el  art.  837». 

Resulta  de  lo  expuesto,  que,  tanto  en  la  herencia  testada  como  en  la  in- 
testada, en  concurrencia  en  ésta  con  colaterales,  el  viudo  ó  viuda  tienen  de- 
clarados y  deslindados  sus  derechos;  y  si  bien  resulta  la  omisión  de  ellos  en 
la  sucesión  intentada  en  concurrencia  con  los  herederos  legítimos,  como  lo  es 
forzoso  por  declaración  del  art.  807,  y  como  la  ley,  según  el  913,  á  falta  de 
herederos  testamentarios,  defiere  la  herencia,  entre  otros,  al  viudo  ó  viuda, 
claro  está  que  no  puede  negársele  su  derecho  en  el  caso  aludido  de  la  omi- 
sión, y  que  su  legítima  ó  porción  usufructuaria,  ha  de  ser  siempre  y  en  todo 
caso  respetada. 

Ahora  bien:  como  en  la  sucesión  intestada  no  existe  la  misma  división 
de  tercios,  porque  no  hay  mejorados  ni  no  mejorados,  tendrá  que  asig- 
nar la  tercera  parte  de  la  herencia  en  usufructo  al  viudo,  si  concurre  coa 
un  solo  hijo  ó  descendiente,  y  si  concurriere  con  dos  ó  más,  una  parte  igual 
á  la  de  cada  uno  de  éstos,  en  usufructo,  que  grava  por  mitad,  por  terceras 
ó  cuartas  partes,  etc  ,  los  bienes  de  aquéllos,  según  el  numero  de  los  par- 
ticipes. 

£1  siguiente  cuadro  facilitará  la  práctica  de  las  operaciones  á  que  dé  lu- 
gar la  liquidación  de  la  cuota  vidual,  á  cuyo  efecto  contiene  catorce  casos 
resueltos,  que  servirán  á  su  vez  de  regla  para  los  demás. 

El  primer  caso  comprende  al  cónyuge  superviviente  en  concurrencia  con 
un  solo  hijo  legítimo. 

£1  segundo,  en  concurrencia  con  dos  hijos  legítimos  no  mejorados. 

El  tercero,  con  dos  hijos  legítimos,  mejorado  uno  de  ellos  en  sólo  una 
parte  del  tercio. 

El  cuarto,  con  tres  hijos  legítimos,  mejorados  dos  de  ellos  en  partes  des- 
iguales del  tercio. 

El  quinto,  con  dos  hijos  legítimos,  mejorado  sólo  uno  en  la  mitad  del  taf- 
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cío;  od  nieto,  representante  de  hijo  difunto  del  testador,  y  otro  nielo  cnyo 
padre  viva,  mejorados  de  por  mitad  en  el  rdsto  del  tercio. 

El  texto,  con  nn  hijo,  un  nieto  hnérfeno  y  otro  no  huérfano,  mejorados 
éstos  de  por  mitad  en  el  tercio. 

El  séptimo,  con  nn  hijo  legitimo  y  otro  natural  reconocido  ó  legitimado. 

El  octavo,  con  nn  hijo  legitimo  no  mejorado,  otro  mejorado  en  la  mitad 
del  tercio,  y  otro  natural  reconocido  6  legitimado. 

El  noveno,  con  dos  hijos  legítimos  y  dos  naturales  reeonoeidos  ó  legiti- 
mados. 

El  décimo,  con  un  ascendiente  legítimo. 

El  undécimo,  con  un  ascendiente  legítimo  y  un  hijo  natural  reconocido  6 
legitimado. 

El  duodécimo,  con  un  heredero  voluntario,  pariente  ó  extraño. 

El  decimotercio,  con  un  hijo  natural  reconocido  ó  legitimado,  y  nn  here- 
dero voluntario,  pariente  ó  extraño. 

El  decimocuarto,  con  dos  hijos  legítimos  de  diferentes  matrimonios,  y 
ui^o  natural  reconocido  ó  legitimado. 

En  cuyas  operaciones  hemos  adoptado  el  núm.  IS  para  significar  el  cau- 
dal líquido  divisible,  descomponiéndole  en  enteros  y  céntimos,  sin  apreciar 
las  fracciones  de  éstos. 


( forzosos  y  voluntaños. 


n  ie  la  bereiicia  en  enteros  y  céntimos,  sin  fracciones  de  éstos. 


nejaras. 


Tereer  tercio 

¿parte  libre  de  U 

hereneia. 


Uevfiraete 
del  Tivde. 
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SECCIÓN  OCTAVA 

DE  LOS  DERECHOS  DE  LOS  HLTOS  ILEOÍTIMOS 

Art.  SI  o.  Cuando  el  testador  deje  hijos  ó  descen- 
dientes legítimos  é  hijos  naturales  legalmente  reconoci- 
dos, tendrá  cada  uno  de  éstos  derecho  á  la  mitad  de  la 
cuota  que  corresponda  á  cada  uno  de  los  legítimos  no  me- 
jorados, siempre  que  quepa  dentro  del  tercio  de  libre 
disposición  del  cual  habrá  de  sacarse,  deduciendo  antes 
los  gastos  de  entierro  y  funeral  (1). 

Los  hijos  legítimos  podrán  satisfacer  la  cuota  que  co- 
rresponda á  los  naturales  en  dinero  ó  en  otros  bienes  de 
la  herencia  á  justa  regulación. 

Atí.  S4i.  Cuando  el  testador  no  dejare  hijos  ó  des- 
cendientes, pero  si  ascendientes  legítimos,  los  hijos  natu- 
rales reconocidos  tendrán  derecho  á  la  mitad  de  la  parte 
de  herencia  de  libre  disposición. 

Esto  se  entiende  sin  perjuicio  de  la  legítima  del  viu- 
do, conforme  al  art.  836,  de  modo  que,  concurriendo  el 
viudo  con  hijos  naturales  reconocidos,  se  adjudicará  á 
éstos  sólo  en  nuda  propiedad  mientras  viviere  el  viudo,  lo 
que  les  falte  para  completar  su  legítima  (2). 

Art.  S4/9.  Cuando  el  testador  no  dejare  descendien- 
tes ni  ascendientes  legítimos,  los  hijos  naturales  recono- 
cidos tendrán  derecho  á  la  terce  ra  parte  de  la  herencia. 


335.-— El  Código  civil  incluye  en  el  art.  807  entre  los  herede- 
ros forzosos  á  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos,  asignán- 
doles en  el  842  como  porción  legítima  la  tercera  parte  de  la  heren 
cia  cuando  el  testador  no  dejase  descendientes  ni  ascendientes  le- 

(1)    Véanse»  como  oonoordantoe,  los  arts.  129  y  M2 
(S)     Véase,  oomb  conoordantes,  el  art.  9d9. 


192  OÓDIQO  CIVIL 

gitimoB;  y  si  bien  declara  el  814  que  la  preterición  de  alguno  ó  de 
todos  los  herederos  forzosos  en  linea  recta  anulará  la  institadón 
de  heredero,  aunque  valdrán  las  mandas  y  mejoras  en  cuanto  no 
sean  inoficiosas,  establece  el  815  y  817  que  el  heredero  íonsoso  á 
quien  el  testador  haya  dejado  por  cualquier  título  menos  de  lo  que 
le  corresponda  por  legitima,  podrá  pedir  el  complemento  de  ésta, 
y  que  las  disposiciones  testaiñentarias  que  mengüen  el  importe  de 
la  misma,  se  reducirán,  á  petición  de  los  herederos  forzosos»  en  lo 
que  fueren  inoficiosas  ó  excesivas;  en  virtud  de  cuyos  preceptos  el 
hijo  natural  reconocido  no  puede  aspirar  más  que  á  la  tercera  parte 
del  haber  hereditario,  y  si  el  padre  le  hubiese  asignado  algún  le- 
gado, le  será  imputado  en  parte  de  pago  de  dicho  haber. — S.  16 
Enero  95.— G.  15  Abril. 


Art.  S43.  Los  derechos  reconocidos  á  los  hijos  natci- 
rales  en  los  precedentes  artículos  se  transmiten  por  bu 
muerte  á  sus  descendientes  legítimos. 

Art.  S 14.  La  porción  hereditaria  de  los  legitimados 
por  concesión  Real  será  la  misma  establecida  por  lá  ley 
en  favor  de  loe  hijos  naturales  reconocidos.  (1) 


336. — Los  hijos  legitimadoa  por  rescripto  real  con  anterioridad 
á  la  publicación  del  Código  civil,  conservan  su  derecho  de  gozar  en 
la  sucesión  de  la  madre,  cuando  no  concurrieran  con  otros  desees^ 
dientes  legítimos,  los  mismos  derechos  que  éstos,  aunque  la  muer- 
te de  la  madre  tenga  lugar  estando  ya  vigente  el  régimen  estaUe- 
cido  por  el  citado  Código,  puesto  que  eus  disposiciones  no  tienen 
efecto  retroactivo. --5.  8  Nov.  93. — (?.  6  Enero  94. 


Art.  S4i5.    Loe  hijos  ilegítimos  que  no  tengan  la  ca- 
lidad de  naturales  sólo  tendrán  derecho  á  los  alimentos. 

(1)     VéM«,  como  oonoorcUmte,  él  art.  197. 
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La  obligación  del  que  haya  de  prestarlos  se  transmitíiá 
á  sus  herederos  y  subsistirá  hasta  que  los  hijos  lleguen  á 
la  mayor  edad;  y,  en  el  caso  de  estar  incapacitadas,  mien- 
tras dore  la  incapacidad  (1). 

ilrt.  94ltl«  El  derecho  de  sucesión  que  la  ley  da  á 
los  hijos  naturales  pertenece  por  reciprocidad  en  los  mis- 
mos casos  al  padre  ó  madre  naturales. 

Ari.  SI7.  Las  donaciones  que  el  hijo  natural  haya 
recibido  en  vida  de  su  padre  ó  de  su  madre  se  imputarán 
en  la  legitima. 

Si  excedieren  del  tercio  de  libre  disposición,  se  redu- 
cirán en  la  forma  prevenida  en  los  artículos  817  y  si- 
guientes. 


n 


IBTABLECBK  ios  ocho  artículos  preinsertos,  los  derechos  legitima- 
rios de  los  hijos  nstorates  reconocidos,  y  de  los  legitimados  por  concesión 
real  en  la  sucesión  del  psdre  ó  madre  qne  les  legitimó  ó  reconoció,  y  también 
el  qne  pertenece  á  los  ilegítimos  qne  no  tengan  la  condición  de  nato  rales. 

Examinadas  dichas  disposiciones  y  las  qne  regían  la  materia  en  el  derecho 
anterior,  se  nota  nna  evoloción  completa  en  la  esfera  jurídica  sobre  la  mate- 
ría,  ocasionada  á  diíicnltades  en  la  practica,  y  qne  nosotros,  dentro  de  los 
hmites  marcados  en  nuestro  trabajo,  hemos  de  procurar  allanar  en  cnanto  sea 
posible. 

La  ultima  parte  de  la  base  16  de  la  ley  de  1888,  estableció  qne  los  hijos 
naturales  reconocidos  tendrán  derecho  á  ana  porción  hereditaria,  que,  si  oon- 
cnrren  con  hijos  legítimos,  nunca  podrá  exceder  de  la  mitad  de  lo  que  por 
legítima  corresponda  á  cada  uno  de  éstos;  pero  podrá  aumentarse  esta  por- 
'Ción  cuando  sólo  quedaren  aseen  lientos;  cuyo  precepto,  que  reforma  tan  radi- 
ealmente  el  derecho  histórico,  ha  sido  desenvuelto  en  los  artículos  807  y 
'Siguientes  del  Código,  declarando  al  hijo  natural  reconocido  heredero  forzoso, 


(1)     TéasOí  como  ooncordante,  el  art.  t39. 

TOHO  n  IS 
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7  qo6  80  derecho  de  legitima  se  regala  por  los  artícalos'840,  844,  HX  y  846^ 
coacepto  qae,  como  dejamos  demostrado  al  comenlar  el  807,  corresponde 
gaalmente  al  hijo  legitimado  por  concesión  real. 

Esto  sentado,  la  primera  caestión  qne  sorge  del  precepto  del  art.  840  al 
establecer  qoe  cenando  el  testador  deje  hijos  ó  descendientes  legítimos  é 
hijos  naturales  legalmente  reconocidos— ó  legitimados  por  concesión  Real, 
art.  84 i — tendrá,  cada  coal  de  éstos,  derecho  á  la  mitad  de  la  cuota  que 
corresponda  á  cada  ono  de  los  legítimos  no  meioradoi,.,*,  es  la  misma  qne 
estudiamos  al  comentare!  art.  834,  con  relación  á  los  derechos  del  cónyuge 
viudo;  y  por  los  mismos  razonamientos  allí  expuestos,  sentamos  aquí,  que  la 
cuota  señalada  por  la  ley  á  los  hijos  naturales,  reconocidos  ó  legitimados  por 
concesión  Real,  es  la  mitad  de  la  que  corresponda  en  cada  caso  á  los  legítl* 
mos,  bien  en  el  tercio  de  la  herencia  de  legitima  estricta  si  se  ha  dispuesto  de 
todo  el  de  mejora,  bien  de  ambos  tercios  si  no  se  ha  dispuesto  del  segundo,  ó 
bien  del  primero  y  de  la  parte  respectiva  que  le  aumente,  cuando  sólo  se  haya 
dispuesto  de  parte  del  segundo,  si  bien  con  dos  limitaciones:  la  primera^  que 
la  cuota  no  exceda  del  tercio  de  libre  disposición,  que  en  este  caso  debemos 
llamar  de  legítima  de  los  hijos  naturales  reconocidos  ó  legitimados  por  con- 
cesión Real;  y  la  segunda,  que  si  alcanza  al  total  del  mismo,  lleva  á  su  cargo 
el  pago  de  los  gastos  de  entierro  y  funeral,  limitación  que  desaparece  en  el 
caso  de  no  absolver  la  legítima  del  natural  reconocido  ó  legitimado  todo 
el  expresado  tercio,  pues  entonces  serán  satisfechos  aquéllos  con  la  parte  res- 
tante. 

Asi,  pues,  dejando  el  testador  un  solo  hijo  legítimo  y  otro  natural  recono- 
cido ó  legitimado,  el  primero  percibirá  los  dos  primeros  tercios  de  la  heren- 
cia como  legítima,  y  el  segundo  el  otro  tercio  en  igual  concepto,  si  bien  con 
la  dedución  del  importe  de  los  gastos  de  entierro  y  funeral;  mas  si  concu- 
rriere con  dos  legítimos,  mejorado  uno  en  todo  el  tercio  destinado  al  efecto, 
entonces  el  natural  ó  legitimado  percibirá  sólo  la  mitad  del  tercio  libre,  cuota 
igual  á  la  mitid  que  correspondería  al  legítimo  no  mejorado,  si  bien  en  tal 
caso,  como  hemos  dicho,  ya  no  le  afectarían  en  nada  los  gastos  mencionados 
por  quedar  bienes  libres  con  que  atender  á  ellos. 

A  otras  variaciones  se  halla  también  sujeta  la  legítima  de  los  hijos  oata- 
rales  reconocidos  ó  legitimados  por  concesión  Real,  por  razón  de  las  perso* 
ñas  con  quienes  concurren.  Cuando  tenga  lugar  con  ascendientes  legítimos, 
su  derecho  es  más  limitado,  y  en  realidad  casi  ilusorio  por  el  momento,  si 
subsiste  el  conyuga  viudo;  porque,  sobre  limitarse  á  la  cuarta  parte  de  la  ha- 
rencia,  llevan  dos  terceras  partes  de  su  cuota  gravadas  con  el  usufinctode' 
aquél  mientras  viviere.  Y  si  concurren  con  colaterales,  tendrán  derecho  á  la 
tercera  parte  de  la  herencia,  cuota  que  en  tal  caso  les  corresponde,  plena* 


LIBRO  TBBCERO. — TÍTULO  IH.— ART8.   840  A  847  196 

mente  y  sin  limitacióa  algana,  puesto  qoe  los  derechos  del  viado  sólo  alcan- 
zan á  la  mitad  de  la  herencia,  y  queda  á  más  de  la  nuda  propiedad  de  esa 
xniUd,  otra  sexta  parte  completamente  lihre  y  á  la  que  debea  afeetai  los 
repetidos  gastos  de  entierro  y  funeral.  Pero  cuando  concurran  en  la  sucesión 
el  cónyuge  sobreviviente,  hijos  ó  descendientes  legítimos  de  dos  ó  más  m&r 
trímooios  con  hijos  naturales  reconocidos  ó  legitimados  del  premuert^,  en* 
tonces  la  legítima  de  los  ü  I  timos  sufre  la  reducción  de  aquellos  gastos  y  se 
limita  á  la  nuda  propiedad  de  la  cuota,  puesto  que  ésta  sale  del  tercio  llamado 
de  libre  disposición,  que  está  gravado  con  el  usufructo  viudal  ó  vidual. 

Los  derechos  reconocidos  á  los  hijos  de  las  clases  de  que  nos  venimos  ocu- 
pando, se  transmiten  por  su  muerte  á  sus  descendientes  legítimos,  y,  dado  el 
texto  de  la  ley,  no  procede  interpretación  que  iiaga  extensiva  esos  derechos 
sucesorios  á  la  descendencia  natural  de  los  naturales  reconocidos  ó  legitima- 
dos; por  cuya  razón,  tampoco  el  principio  de  reciprocidad,  establecido  en  fa- 
vor del  padre  ó  madre  naturales,  será  extensivo  ea  ningún  caso  á  los  abue- 
los de  la  misma  clase. 

Los  artículos  843  y  846  que  establecen  el  derecho  sucesorio  en  favor  de 
los  descendientes  legítimos  de  los  hijos  naturales  y  la  reciprocidad  respecto 
al  padre  ó  madre  natural,  no  hacen  mención  de  la  descendencia  legítima  de, 
los  legitimados  por  concesión  Real,  ni  del  padre  ó  madre  legitimante;  mas 
no  puede  caber  duda  que  tales  derechos  les  comprenden  también,  por  la  ana- 
logía que  existe  entre  unos  y  otros,  y  por  el  principio  de  igualdad  que  el  Có- 
digo mantiene  en  todo  caso,  cuaudo  expresamente  menciona  á  los  hijos  legi- 
timados por  concesión  Real,  relacionando  y  equiparando  sus  derechos  con  los 
de  los  naturales  reconocidos. 

Tampoco  menciona  el  segundo  de  dichos  artículos  cuál  sea  la  cuota  legi- 
timaria que  corresponda  en  su  caso  al  padre  ó  madre  aatural  ó  legitimante; 
pero  siguiendo  el  orden  gradual  de  la  ley  al  fijar  la  cuantía  de  todas  las  legi- 
tlmaa,  habrá  de  suplirse  análogamente  ese  silencio  del  Código,  y  establecer, 
en  consecuencia,  que  esa  cuota  debe  ser  la  mitad  de  la  de  los  ascendientes 
legítimos,  ó  sea  la  cuarta  parte  de  la  herencia. 

Llegando  el  Código  al  último  extremo,  declara  en  el  art.  845,  que  los  hi- 
jos ilegítimos  que  no  tengan  la  condición  de  naturales,  sólo  tendrán  derecho 
á  alimentos,  y  establece  que  la  obligación  del  que  haya  de  prestarlos  se  trans- 
mitirá á  sus  herederos,  y  subsistirá  hasta  que  los  hijos  lleguen  á  la  mayor 
edad,  y  en  el  caso  de  estar  incapacitados,  mientras  dure  la  incapacidad;  y 
aunque  pudieran  surgir  dudas  acerca  de  los  bienes  de  la  herencia  de  que  ha- 
bían de  deducirse,  y  da  si  puede  imponerse  la  obligación  de  prestarlos  á  los 
herederos  de  padre  ó  madre,  como  el  precepto  que  nos  ocupa  ordena  la  trans- 
misión de  la  obligación,  es  innecesaria  la  designación  de  los  bienes,  puesto 
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que  tal  obligación  es  de  carácter  personal  y  no  es  renaneiabie  ni  transmisi- 
ble á  tercero  y  recae  en  los  herederos  del  primeramente  obligado. 

Finalmente,  la  disposición  relativa  al  derecho  de  los  hijos  legítimos  de 
satisfacer  la  cuota  qne  corresponda  A  los  naturales  en  dinero  ó  en  otros  bie- 
nes de  la  herencia,  á  justa  regulación,  y  la  referente  á  la  imputación  de  las 
donaciones  en  la  legítima  de  aquéllos  y  sn  reducción,  son  perfectamente  da- 
rás, y,  por  tanto,  no  requieren  otras  explicaciom^s. 


SECCIÓN  NOVENA 

DB    LA    DESHEREDACIÓN 

Art.  S4S.  La  desheredación  sólo  podrá  tener  lugar 
por  alguna  de  las  causas  que  expresamente  señala  la  ley. 

Art.  S4iO.  La  desheredación  sólo  podrá  hacerse  en 
testamento,  expresando  en  él  la  causa  legal  en  que  se 
funde. 

Art.  S50.  La  prueba  de  ser  cierta  la  causa  de  la 
desheredación  corresponderá  á  los  herederos  del  testador 
si  el  desheredado  la  negare. 

Art.  StftI.  La  desheredación  hecha  sin  expresión  de 
causa,  ó  por  causa  cuya  certeza,  si  fuere  contradicha,  no 
se  probare,  ó  que  no  sea  una  de  las  señaladas  en  los  cua- 
tro siguientes  artículos,  anulará  la  institución  de  herede- 
ro en  cuanto  perjudique  ai  desheredado;  pero  valdrán  los 
legados,  mejoras  y  demás  disposiciones  testamentarias  en 
lo  que  no  perjudiquen  á  dicha  legitima. 

Art.  859.  Son  justas  causas  para  la  desheredación, 
én  sus  respectivos  casos,  las  de  incapacidad  por  indignidad 
para  suceder^  señaladas  en  el  art.  756  con  los  números  1.^^ 
2.^  8.<>,  5.0  y  6.0 
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jl  ri.  953.  Serán  también  justas  causas  para  deshe- 
redar á  los  hijos  y  descendientes,  tanto  legítimos  como 
naturales,  además  de  las  señaladas  en  el  art.  756  con  los 
números  2.^,  3.^,  6.^  y  6.^,  las  siguientes: 

1.^  Haber  negado,  sin  motivo  legítimo,  los  alimentos 
al  padre  ó  ascendiente  que  le  deshereda. 

2.^  Ha  berle  maltratado  de  obra  ó  injuriado  gravemen- 
te de  palabra. 

8.^  Haberse  entregado  la  hija  ó  nieta  á  la  prostitu- 
ción. 

4.*  Haber  sido  condenado  por  un  delito  que  lleve  con* 
sigo  la  pena  de  interdicción  civil. 

Avi.  S54.  Serán  justas  causas  para  desheredar  á  los 
padres  y  ascendientes,  tanto  legítimo^  como  naturales, 
además  de  las  señaladas  en  el  art.  756  con  los  números 
l.S  2.<>,  8.0,  6.0  y  6.S  las  siguientes: 

1.^  Haber  perdida  la  patria  potestad  por  las  causas 
expresadas  en  el  art.  169. 

2.^  Haber  negado  los  alimentos  á  sus  hijos  ó  descen- 
dientes sin  motivo  legítimo. 

3.^  Haber  atentado  uno  de  los  padres  contra  la  vida 
del  otro,  si  no  hubiere  habido  entre  ellos  reconciliación. 

Art.  S55.  Serán  justas  causas  para  desheredar  al 
cónyuge,  además  de  las  señaladas  en  el  art.  756  con  los 
números  2.^,  3.^  y  6.^,  las  siguientes: 

1.^    Las  que  dan  lugar  al  divorcio,  según  el  árt.  105. 

2.^  Las  que  dan  lugar  á  la  pérdida  de  la  patria  potes- 
tad, conforme  al  art.  169. 

8.^  Haber  negado  alimentos  á  los  hijos  ó  al  otro  con- 
ytige. 

4.^  Haber  atentado  contra  la  vida  del  cónyuge  testa- 
dor, 6i  no  hubiere  mediado  reconciliación. 

Para  que  las  causas  que  dan  lugar  al  divorcio  lo  sean 
también  de  desheredación,  es  preciso  que  no  vivan  los 
cónyuges  bajo  un  mismo  techo. 
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ATt .  9541.  La  reconciliación  posterior  del  ofensor  y 
del  ofendido  priva  á  éste  del  derecho  de  desheredar,  j 
deja  sin  efecto  la  desheredación  ya  hecha. 

Art.  Sftf .  Los  hijos  del  desheredado  ocuparán  su 
lugar  y  conservarán  los  derechos  de  herederos  forzosos 
respecto  á  la  legítima;  pero  el  padre  desheredado  no  ten- 
drá el  usufructo  ni  la  administración  de  los  bienes  de  la 
misma  (1). 


D, 


ISPOSIOIÓK  tesumenuría,  en  vírtod  de  la  cual  se  priva  de  la  legítima 
á  los  herederos  forzosos  por  una  jasta  eaosa  determinada  por  la  ley,  et  la 
desheredación;  y  asi  como  dentro  de  la  legítima  puede  ordenar  el  testador  la 
mejora  en  favor  de  uno  ó  más  de  sos  descendientes  para  premiar  ó  recompen- 
sar méritos  ó  acciones  landatorias,  así  la  ley»  al  establecer  In  desheredaccidn, 
reoonoce  el  extremo  opaesto  de  q«e  el  descendiente  ó  cnalqolera  otra  de  las 
personas  qne  tienen  derecho  á  legítima  por  sos  condiciones  y  por  actos  reali- 
zados, .paeda  dar  cansa  á  la  privación  de  ese  mismo  derecho. 

Cierto  es  qne  en  el  corazón  de  nn  padre,  fondo  inagotable  de  indulgen- 
cia, no  puede  caber  la  desheredación  sin  admitir  al  mismo  tiempo  una  grave 
ofensa;  pero  como  ésta  pnede  existir,  la  ley  consigna  aquella  facultad  correc- 
tiva, de  que  el  testador  podrá  nsar  ó  no,  pero  que  no  por  ello  es  menos  nece- 
saria al  sostenimiento  del  orden  de  la  familia  y  al  cumplimiento  de  los  debe- 
res respectivos  de  sus  miembros,  que  si  los  realizan  debidamente,  evitarán  la 
imposición  del  correctivo. 

Cierto  también  que  en  algún  caso  la  desheredación  pudiera  reconocer 
como  origen  la  existencia  de  sugestionas  extrañas  interesadas  en  alejar  de  la 
herencia  al  heredero  forzoso;  pero  la  ley,  atenta  á  todo,  ha  se&alado  causas 
justas  de  desheredación,  alejando  la  idea  de  toda  ofoscación,  sugestión  ó  ca- 
pricho desdedí  momento  en  qne,  después  de  sentar  que  sólo  puede  tener  lu- 
gar por  causa  de  las  qne  menciona,  y  en  testamento,  ordena  en  el  art.  861 
que  cuando  no  se  exprese  la  causa,  ó  si  contradicha  no  se  probare,  ó  que  no 
sea  de  las  expresamente  señaladas,  se  anula  la  institución  de  heredero  en 
cnanto  perjudique  al  desheredado;  con  lo  cual  se  evideniña  que  no  siendo  la 


(l)     Véanse,  oomo  oonoordan^M,  loa  artioolos  161,  9Sa  j  STO. 
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«ansa  derla,  legal  y  preexistente,  la  desheredación  no  prodacirá  efecto  algnno. 

Antes  de  entrar  en  él  estadio  qne  hemos  de  hacer  de  las  cansas  de  deshe- 
redación y  para  descartar  algunas  cuestiones  á  que  da  logar  la  redacción  de 
de  los  artienlos  853  y  854,  conviene  á  nuestro  propósito  esclarecer  lo  que  ha 
querido  decir  el  primero  al  consignar  «hijos  y  descendientes,  tanto  legítimos 
como  naturales»,  y  el  segundo  «á  los  padres  y  ascendientes,  tanto  legítimos 
como  naturales».  Hemos  consignado  en  el  comentario  qoe  antecede,  que  el 
ooncepto  de  heredero  forzoso  en  la  línea  natural  se  circunscribe  recíproca- 
mente al  padre  y  al  hijo;  y  si  el  nieto  no  puede  por  esto  acreditar  legítima  en 
la  herencia  de  su  abuelo,  ni  éste  en  la  de  aquél,  es  indudable  que  no  cabe  la 
desheredación  entre  ellos,  y  que  los  conceptos  subrayados  de  ambos  artículos 
han  debido  redactarse  diciendo:  tíos  hijos  y  descendientes  legítimos  y  los 
hijos  naturales»;  y  «á  los  padres  y  ascendientes  legítimos  y  i  los  padres  na- 
turales», en  cuyo  sentido  creemos  deben  entenderse  los  preceptos  qne  nos 
ocupan. 

Esto  sentado,  y  conocidas  ya,  por  haberlas  estudiado  en  su  lugar  oportuno, 
las  causas  de  incapacidad,  que  lo  son  á  la  ves  de  desheredación,  consignadas 
en  los  números  4. o,  ).<>,  3.%  5.^  y  6.^  del  art.  7<(6,  vamos  á  examinar,  con  la 
Iffevedad  que  nuestro  plan  exige,  la#  taxativamente  señaladas  en  los  artka- 
los  853,  854  y  855  transcriptos. 

DuMeredaeián  de  los  desomUentei.-^lA,  primera  causa  que  la  autorixa,  se- 
gún el  art.  853,  es  la  negativa,  sin  motivo  legítimo,  de  los  alimentos  al  pa- 
dre ó  ascendientes  que  deshereda,  porque  revistiendo  esa  negativa  infundada 
un  aspecto  de  inmoralidad  y  falta  de  piedad  filiar,  la  ley  no  podía  menos  de 
abalar  un  recurso  extraordinario  para  corregir  el  incumplimiento  de  aquel 
sagrado  deber.  La  segunda  consiste  en  el  mal  trato  de  obra  ó  injuria  grave  de 
palabra,  causa  que  se  justifica  por  sí  sola;  pero  que  á  no  mediar,  como  conse- 
cuencia de  su  ejecución,  un  procedimiento  criminal,  requiere,  como  ya  hemos 
mos  indicado,  la  prueba  de  ella  por  el  heredero  instituido.  Consiste  la  cansa 
tercera  en  entregarse  la  hija  ó  nieta  á  la  prostitución,  que  tiene  cabida  en 
nuestro  Código  por  conservar  la  doctrina  romana  y  de  las  Partidas,  á  pesar 
de  que  otros  Códigos  españoles  la  omitieron  en  absoluto.  Y,  por  último,  lit 
ctaarta  causa  reconoce  por  base  la  imposición  de  pera  de  iolerdiocióa  civil. 
Es  nueva  en  nuesUv  derecho,  y  si  bien  la  hallaríamos  muy  justificada  cuando 
el  hecho  criminal  se  hallase  referida  á  la  vida,  honra  y  fama  del  ascendiente, 
no  la  estimamos  lo  mismo  cuando  los  hechos  han  sido  de  distinta  natn- 
raleaa. 

Jhikertdttcián  d$  hi  oMeefüHentei.-^Tm  causas  señala  expresamente  para 
ella  el  art.  854,  y  aquí  sólo  nos  ocupamos  de  la  primera  y  tercera,  toda  ves 
que  de  la  segunda,  negativa  indebida  de  alsmentos,  y*  lo  hemos  hecho  al 
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examÍDar  lis  anteriores.  Ei  la  primera  haber  perdido  la  patria  potestad  por 
las  cansas  expresadas  en  el  art.  4f  9,  ó  sea  cuando  se  imponga  como  pena  en 
cansa  criminal  la  privación  de  ella,  y  cuando  en  sentencia  firme  en  pleito  de 
divorcio  asi  se  declare,  mientras  doran  los  efectos  del  mismo;  y  como  dicha 
privación,  como  pena,  procede  sólo  en  aquellos  procedimientos  que  originan 
los  hechos  atentatorios  á  la  vida  y  honor  de  los  hijos,  claro  es  que,  ann  cuan- 
do la  interdicción  civil  impuesta  en  diferente  orden  de  procedimientos  produce 
la  pérdida  de  la  patria  potestad,  no  por  eso  entendemos  sea  bastante  para  qoe^ 
el  ascendiente  condenado  pueda  ser  desheredado  por  sn  descendiente.  El  ha- 
ber atentado  uno  de  los  padres  contra  la  vida  del  otro,  si  no  hubiere  hafúdo 
entre  ellos  reconciliación,  es  la  tercera  causa  que  enumera  el  precepto;  en 
cnyo  ponto  hay  que  atender  á  la  relación  que  tiene  con  las  cansas  de  divor- 
cio; pues  si  bien  de  una  manera  expresa  no  se  indica  esta  cansa  en  el  art.  lOS^ 
se  dedoce  del  texto  de  la  t.^  del  mismo,  en  cuanto  á  qoe  si  los  malos  trata- 
mientos de  obra  poeden  producir  el  divorcio,  con  más  razón  ha  de  ser  causa, 
de  él  el  atentado  contra  la  vida  de  on  cónyuge  por  el  otro,  poes  el  legislador 
qoe  castiga  lo  menos,  se  entiende  qoe  castiga  lo  más. 

Desheredación  del  eónf^e.-^De  las  cuatro  causas  qoe  para  esa  deshere- 
dación específicamente  enumera  el  art  ^SSS,  la  primera  es  de  referencia  á  las 
qoe  dan  lugar  al  divqrcio,  qoe  se  determinan  en  el  405;  más  como  la  cuarta 
de  aqoel  consiste  en  haber  atentado  contra  la  vida  del  cónyuge  testador,  u  no 
hobiere  mediado  reconciliación,  parece  á  primera  vista  cierta  repetición,  poes» 
to  qoe  entre  las  cansas  de  divorcio  figoran  los  malos  tratamientos  de  obra  qoe 
poedan  ser  más  ó  menos  graves  y  ann  llegar  al  atentado  contra  la  vida,  por 
lo  qne  era  innecesaria  la  enomeración  de  esta  circonstancia,  qoe  implícita- 
mente va  envoelta  en  la  primera.  En  cnanto  i  la  t.^  y  3  *,  referentes  á  las 
cansas  qoe  dan  logar  á  la  pérdida  de  la  patria  potestad,  conforme  al  art.  469^ 
y  á  la  negativa  de  alimentos  á  los  hijos  ó  al  otro  cónyugCt  no  estimamos 
Decesa*io  reproducir  razonamiento  algono,  bastando  al  objeto  recordar  loa 
antes  indicados;  terminando  este  ponto  con  la  aclaración  qoe  establece  el  úl- 
timo párrafo  del  artícolo  qoe  nos  ocnpa,  coya  armonización  con  las  disposi- 
ciones del  405,  da  á  conocer  que  las  caosas  de  divorcio  lo  «eran  de  deshereda- 
ción sólo  eoando  no  haya  mediado  reconciliación  entre  los  cónyuges  y  estoa 
no  vivan  bajo  so  mismo  techo,  poesto  qoe  la  reconciliación  deja  sin  efecla 
la  desheredación,  é  impide  el  establecerla  en  adelante. 

El  arL  857,  último  de  esta  Sección,  establece  como  principio  general  á  la 
desheredación  de  coalqoiera  heredero  forzoso,  qoe  «los  hijos  del  desheredado^ 
ocoparán  so  lugar  y  conservarán  los  derechos  de  herederos  forzosos  respecto 
á  la  legítima;  pero  el  padre  del  desheredado  no  tendrá  el  usufructo  ni  la  admi- 
nistración de  los  bienes  de  la  misma»,  cnyo  precepto  se  confirma  posterior- 
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menle  por  el  Código  en  el  art.  929,  ordeD&ndo  el  derecho  de  representación 
en  los  caaos  de  desheredación. 

Por  derecho  foral  se  establece  también  la  desheredación,  admitiéndose  en 
Cataluña  respecto  á  los  descendientes,  ascendientes  y  colaterales,  expresando 
el  nsatge  exheredare  las  mismas  cansas  citadas  en  la  Novela  1 15  de  Jastiniano, 
debiendo  ser  nominativa,  en  forma  pora  y  con  expresión  de  la  caosa^  y  de- 
biendo el  heredero  instituido  probar  su  certeza  para  que  produzca  sus  efectos. 

En  Abagón  los  principios  generales  y  efectos  de  la  desheredación  están 
inspirados  en  el  derecho  romano,  limitándose  á  los  hijos,  porque  no  teniendo 
los  ascencbentes  derecho  á  legítima,  no  les  es  aplicable  la  disposición.  Las 
cansas  que  pueden  motivarla  se  enumeran  en  el  Fuero  S.*  De  exheredatione 
JUiorwm,  y  cuando  la  desheredación  es  injusta,  produce  la  nulidad  del  testa- 
mento. 

Y  por  liltimo,  en  Nayarha  rigen  los  mismos  principios  que  en  Aragón,  si 
bien  aquellos  Fueros  sólo  admiten  seis  causas  de  desheredación. 


SECCIÓN  DÉaMA 

« 

DB  LAS  MAKDA8  T  LBQAD08 

Art.  85CI.  Bl  testador  podrá  gravar  con  mandas  y 
legados,  no  sólo  á  sn  heredero,  sino  también  á  los  lega- 
tarios. 

Estos  no  estarán  obligados  á' responder  del  gravamen 
sino  hasta  donde  alcance  el  valor  del  legado. 

A  r(.  9&9.  Cuando  el  testador  grave  con  un  legado 
A  uno  de  los  herederos,  él  sólo  quedará  obligado  á  su  cum- 
plimiento. 

Si  no  gravare  á  ninguno  en  particular,  quedarán  obli- 
gados todos  en  la  misma  proporción  en  que  sean  here- 
deros. 

A  vi.  860.  Bl  obligado  á  la  entrega  del  legado  res- 
ponderá en  caso  de  evicción,  si  la  cosa  fuere  indetermi- 
nada y  se  señalase  sólo  por  género  ó  especie. 
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Art.  HOt.  El  legado  de  cosa  ajena  ri  el  testador,  al 
legarla,  sabia  que  lo  era,  es  válido.  Bl  heredero  eetará 
obligado  á  adquirirla  para  entregarla  al  legatario;  y,  no 
siéndole  posible,  á  dar  á  éste  su  justa  estimación. 

La  prueba  de  que  el  testador  sabia  que  la  cosa  era  ajena 
corresponde  al  legatario.  ' 

Arl.  S69.  Si  el  testador  ignoraba  que  la  cosa  que 
legaba  era  ajena,  será  nulo  el  legado. 

Pero  será  válido  si  la  adquiere  después  de  otorgado  el 
testamento. 

Ar(.  803.  Será  válido  el  legado  hecho  á  un  tercero 
de  una  cosa  propia  del  heredero  ó  de  un  legatario,  quie- 
nes, al  aceptar  la  sucesión,  deberán  entregar  la  cosa  le- 
gada ó  su  justa  estimación,  con  la  limitación  eetablecida 
en  el  articulo  siguiente. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se  entiende  sin  per- 
juicio de  la  legitima  de  los  herederos  forzosos. 

Art.  SBl.  Cuando  el  testador,  heredero  ó  legatario 
tuviesen  sólo  una  parte  ó  un  derecho  en  la  co0^  legada,  se 
entenderá  limitado  el  legado  á  esta  parte  ó  derecho,  á 
menos  que  el  testador  declare  expresamente  que  lega  la 
cosa  por  entero. 

Ar(.  8B5.  Es  nulo  el  legado  de  cosas  que  están  fue- 
ra del  comercio. 

Art.  86B.  No  producirá  efecto  el  legado  de  cosa 
que  al  tiempo  de  hacerse  el  testamento  fuera  ya  propia 
del  legatario,  aunque  en  ella  tuviese  algún  derecho  otra 
persona. 

Si  el  testador  dispone  expresamente  que  la  cosa  sea  li- 
berada de  este  derecho  ó  gravamen,  valdrá,  en  cuanto  á 
esto,  el  legado. 
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itr(.  SB7.  Cuando  el  testador  legare  una  cosa  em  - 
peñada  ó  hipotecada  para  la  seguridad  de  alguna  deuda' 
exigible,  el  pago  de  ésta  quedará  á  cargo  del  heredero . 

Si  por  no  pagar  el  heredero  lo  hiciere  el  legatario,  que- 
dará éste  subrrogado  en  el  lugar  y  derechos  del  acreedor 
para  reclamar  contra  el  heredero. 

Cualquiera  otra  carga,  perpetua  ó  temporal,  á  que  se 
halle  afecta  la  cosa  legada,  pasa  con  ésta  al  legatario, 
pero  en  ambos  casos  las  rentas  y  los  intereses  ó  réditos 
devengados  hasta  la  muerte  del  testador  son  cargas  de  la 
herencia. 

Art.  86S.  Si  la  cosa  legada  estuviere  sujeta  á  usu- 
fructo, uso  ó  habitación,  el  legatario  deberá  respetar  es- 
tos derechos  hasta  que  legalmente  se  extingan. 

Art.  9WB,    El  legado  quedará  sin  efecto: 

1.^  Si  el  testador  transforma  la  cosa  legada  de  modo 
que  no  conserve  ni  la  forma  ni  la  denominación  que 
tenía. 

2.^  Si  el  testador  enajena,  por  cualquier  título  ó  cau- 
sa, la  cosa  legada  ó  parte  de  ella,  entendiéndose  en  este 
último  caso  que  el  legado  queda  s&lo  sin  efecto  respecto  á 
la  parte  enajenada.  Si  después  de  la  enajenación  volviere 
la  cosa  al  dominio  del  testador,  aunque  sea  por  la  nulidad 
del  contrato,  no  tendrá  después  de  este  hecho  fuerza  el 
legado,  salvo  el  caso  en  que  la  readquisición  se  verifique 
por  pacto  de  retroventa. 

3.^  Si  la  cosa  legada  perece  del  todo  viviendo  el  tes- 
tador, ó  después  de  su  muerte  sin  culpa  del  heredero. 
Sin  embargo,  el  obligado  á  pagar  el  legado  responderá 
por  evicción,  si  la  cosa  legada  no  hubiere  sido  determi- 
nada en  especie,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  860. 
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'OKPLSKENTO  dela8io8títocionesjarídieas,qiie  ae  llaman  «sncesióii 
testamentariaip,  ea  la  iiiatitiición  parcial  d  Dominada  manda  ó  legado.  Este 
puede  definirse  diciendo  ser  el  bim  ó  bienes  que  eipeefflea  6  genérieaments 
üi/orga  el  testador  á  una  ó  más  persoíui  indimduaUt  ó  eoUetivéUj  designadas 
ó  sobreentendidas,  pura  ó  condidonalmente,  con  cargo  al  acerbo  hereditario. 

Nuestro  Código  civil,  sin  dar  definición  alguna  de  esta  institución,  entra 
desde  luego  estableciendo  la  facultad  del  testador  para  imponer  cargu  ó  gra- 
vámenes, mandas  y  legados,  no  sólo  á  los  herederos,  sino  también  á  los  lega- 
tarios, con  la  excepción,  respecto  de  éstos,  de  no  responder  del  gravamen 
sino  hasta  donde  alcance  el  valor  del  legado  en  que  sean  instituidos. 

Los  artículos  859  y  860  preinsertos  contienen  otras  dos  reglas  pertinentes 
á  esta  materia:  el  primero  determina  la  responsabilidad  de  los  herederos  para 
el  pago  de  los  legados,  que  se  hará  por  todos  á  prorrata  de  su  porción  cuando 
en  el  testamento  no  se  designe  particularmente  á  ninguno  de  ellos,  y  si  se  de- 
signare, éste  será  el  único  y  directamente  responsable,  y  el  segundo  repro- 
duce la  doctrina  romana,  que  imponía  al  heredero  ó  legatario  la  obligación 
de  responder  por  evicción  si  la  cosa  legada  fuere  indeterminada,  indicándose 
en  el  testamento  bajo  el  concepto  genérico  ó  específico. 

El  derecho  romano  había  consignado  todos  loa  casos  de  legados,  dictando 
reglas  para  la  decisión  de  cada  uno  de  ellos,  y  el  legislador  español,  si- 
guiendo el  camino  trazado  por  el  romano,  da  soluciones  también  para  cada 
uno  de  los  casos,  y  entre  ellos  para  el  legado  de  cosa  ajena,  que  recae  sobre 
bienes  que  no  pertenecen  al  testador  ni  al  legatario:  el  de  cosa  del  heredero  ó 
legatario,  que  es  el  que  de  ella  se  hace  á  un  tercero;  y  el  de  cosa  empeñada  ó 
hipotecada,  en  el  que  lo  legado  pertenece  al  testador,  y  siendo  mueble  se  ha 
transmitido  al  acreedor  como  garantía  de  un  crédito,  y  siendo  inmueble,  se 
halla  hipotecada  al  cumplimiento  de  una  obligación. 

No  puede  desconocerse  que  el  capricho  de  los  testadores  y  la  variedad  con 
que  suelen  legarse  las  cosas,  lleva  á  la  necesidad  de  dictar  reglas  compleja» 
para  determinar  los  derechos  que  en  los  diferentes  casos  asisten  á  los  legata- 
rios; pero  á  veces  se  cae  en  el  casuísmo  por  autorizar  legados  que  debían  es- 
tar de  todo  punto  condenados,  como  los  de  cosa  ajena  y  de  cosa  propia  del 
heredero,  porque  si  el  legado  es  un  título  por  el  que  el  legislador  transmite 
de  una  manera  singular  el  derecho  de  algo  que  le  pertenece  á  otra  persona 
para  después  de  su  muerte,  no  debiera  permitirse  al  testador  disponer  de  lo 
que  no  es  suyo;  y  con  declarar,  como  lo  hace  el  Código  francés,  que  es  nulo 
el  legado  de  cosa  ajena,  se  habría  suprimido  una  buena  parte  de  ese  enfi^oso 
easuismo,  sin  perjuicio  para  nadie,  como  no  lo  causa  el  art.  865,  al  declarar 
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nulo  el  legado  de  las  cosas  que  esUn  faera  del  eomereio,  obteniéndose  en 
eambio  la  ventaja  de  la  seneíllez  en  el  Código  al  soprímir  los  artieolos  861 
al  864  y  866,  enyos  preeeptos  no  tienen  explicación  ningnna  en  nuestra  le- 
gislación, que,  desechando  para  siempre  las  ficciones  de  la  romana,  no  ad- 
mite confasión  de  personalidades,  y  parece  ilógico  el  permitir  ai  testador  el 
disponer  de  la  cosa  ajena  y  de  la  del  heredero. 

Finalmente;  el  Código,  después  de  trataren  los  once  primeros  artículos 
transcritos  de  los  legados  qae  hemos  estudiado,  se  ocopa  en  el  869  de  los  ca- 
sos en  qne  quedan  sin  efecto,  empleando  fórmalas  absolutas  y  qoe  han  do  evi- 
tar machas  cuestiones;  pues,  según  sus  preceptos,  sin  la  espeeificación  se  anu- 
lan los  legados,  daro  es  que  será  preciso  qne  concurran  simultáneamente  el 
eambio  de  nombre  y  de  forma  de  la  cosa  legada  para  que  se  entienda  anu- 
lado el  legado;  si  el  testador  enajena  por  cualquier  título  ó  cansa  la  cosa  le- 
gada, po  hay  que  distinguir  si  la  enajenación  ha  sido  voluntaria  ó  necesaria 
para  decidir  si  el  testador  ha  cambiado  ó  no  de  voluntad,  j  desde  que  ena- 
jena, sea  por  una  ó  por  otra  causa,  anula  por  ese  sólo  hecho  el  legado;  y  si 
la  cosa  legada  perece  del  todo,  viviendo  el  testador,  ó  sin  culpa  del  heredero 
después  de  fallecer  aquél,  en  el  primer  caso,  caduca  el  legado  por  el  hecho 
mismo  ocurrido,  y  en  el  segundo,  ninguna  responsabilidad  puede  caber  al 
heredero.  Tales  son  las  consecuencias  de  la  especificación,  enajenación  y  pe-*^ 
recimiento. 


Art.  990.  El  legado  de  un  crédito  contra  terceíOy 
ó  el  de  perdón  ó  liberación  de  una  deuda  del  legatario, 
sólo  surtirá  efecto  en  la  parte  del  crédito  ó  de  la  deuda 
subsistente  al  tiempo  de  morir  el  testador. 

En  el  primer  caso,  el  heredero  cumplirá  con  ceder  al 
legatario  todas  las  acciones  que  pudieran  competirle  con- 
tra el  deudor. 

En  el  segundo,  con  dar  al  legatario  carta  de  pago,  si 
la  pidiere. 

En  ambos  casos,  el  legado  comprenderá  los  intereses 
que  por  el  crédito  ó  la  deuda  se  debieran  al  morir  el  tes- 
tador. 


337.— -CJonforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y 
lo  declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  de- 
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dueir  interefies  de  cantidadeB  iliqnidae;  y  lo  son  tocias  aquellas  en 
que  precisa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto. — S,  10  Di- 
'  cimbre  94.-0,  2  Marzo  95, 


Art.  SVl.  Caduca  el  legado  de  que  se  habla  en  el 
artículo  anterior,  bí  el  testador,  después  de  haberlo  heeho, 
demandare  judicialmente  al  deudor  para  el  pago  de  su 
deuda,  aunque  éste  no  se  ha]^a  realizado  al  tiempo  del 
fallecimiento. 

Por  el  legado  hecho  al  deudor  de  la  cosa  empeñada 
sólo  se  entiende  remitido  el  derecho  de  prenda. 

ilrt.  t^99.  El  legado  genérico  de  liberación  ó  per- 
dón de  las  deudas  comprende  las  existentes  al  tiempo  de 
hacerse  el  testamento,  no  las  posteriores. 

i%r(.  S93.  El  legado  hecho  á  un  acreedor  no  se  im- 
putará en  pago  de  su  crédito,  á  no  ser  que  el  testador  lo 
declare  expresamente. 

En  e^te  caso  el  acreedor  tendrá  derecho  á  cobrar  el  ex- 
ceso del  crédito  ó  del  legado. 

Ar(.  874.  En  los  legados  alternativos  se  observará 
lo  dispuesto  para  las  obligaciones  de  la  misma  especie, 
salvas  las  modificaciones  que  se  deriven  de  la  voluntad 
expresa  del  testador. 

Art.  S75.    El  legado  de  cosa  mueble  genérica  será 
válido,  aunque  no  haya  cosas  de  su  género  en  la  herencia. 
El  legado  de  cosa  inmueble  no  determinada  será  vá- 
lido si  la  hubiere  de  su  género  en  la  herencia. 

La  elección  será  del  heredero,  quien  cumplirá  con  dar 
una  cosa  que  no  sea  de  la  calidad  inferior  ni  de  la  su» 
perior. 
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Ari.  996.  Siempre  que  el  testador  deje  expresa- 
mente la  elección  al  heredero  ó  al  legatario,  el  primero 
podrá  dar,  ó  el  segmido  elegir,  lo  que  mejor  les  pareciere. 

itri.  S77.  Si  el  heredero  ó  legatario  no  pudiere  ha- 
cer la  elección  en  el  caso  de  haberle  sido  concedida,  pa- 
gará su  derecho  á  los.  herederos;  pero  una  vez  hecha  la 
elección,  será  irrevocable. 

Ari.  S7S.  Si  la  cosa  legada  era  propia  del  legatario 
á  la  fecha  del  testamento,  no  vale  el  legado  aunque  des- 
pués haya  sido  enajenada. 

Si  el  legatario  la  hubiese  adquirido  por  titulo  lucra- 
tivo después  de  aquella  fecha,  nada  podrá  pedir  por  elloi* 
mas  si  la  adquisición  se  hubiese  hecho  por  titulo  oneroso, 
podrá  pedir  al  heredero  que  le  indemnice  de  lo  que  haya 
dado  por  adquirirla. 

Ari.  979.  £1  legado  de  educación  dura  hasta  que 
el  legatario  sea  mayor  de  edad. 

£1  de  alimentos  dura  mientras  viva  el  legatario,  si  el 
testador  no  dispone  otra  cosa. 

Si  el  testador  no  hubiere  señalado  cantidad  para  estos 
legados,  se  fijará  según  el  estado  y  condición  del  legatario 
y  el  importe  de  la  herencia  (1). 


388 .  El  precepto  del  preinserto  art.  879  del  Código  se  refiere  ex- 
clusivamente á  los  legados  de  educación  y  de  alimentos  en  que  no 
se  señala  ó  determina  por  el  testador  la  cantidad  objeto  de  los 
mismos;  y  por  consiguiente,  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  el 
testador  dispone  que  el  heredero  instituido  entregue  á  determinada 
persona  el  5  por  100  de  intereses  anuales  de  la  mitad  de  todo  cuanto 
hereda.— 5.  6  Nav.  55.— G.  del  21. 


(1)     YéMO,  como  eonoordADte,  el  art.  890. 
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Art.  S90.  Legada  una  pensión  periódica  ó  cierta 
cantidad  anual,  mensual  ó  eemanal,  el  legatario  podrá 
exigir  la  del  primer  período  aai  que  muera  el  testador,  y 
la  de  los  siguientes  en  el  principio  de  cada  uno  de  ellos, 
sin  que  haya  lugar  á  la  devolución  aunque  el  legatario 
muera  antes  que  termine  el  período  comenzado. 


ATIZACIONBS  Un  variadas  como  lu  qae  contienen  los  once  artiea- 

los  preinsertos,  exigen,  no  obstante  sa  casaísmo,  algonss  aclaraciones  qoe, 
no  porqae  hayan  dejado  de  ocasionar  hasta  hoy  fallos  al  Tribonal  Sapremo 
de  donde  derivar  reglas  de  jarispradencia,  ni  resol  aciones  á  la  Dirección  de 
los  Registros,  ni  consaltas  á  centros  más  ó  menos  aotorízados,  dejarán  de 
presentarse  en  lo  sucesivo,  aunque  no  han  sido  presentidas  por  los  eomeata- 
ristas  y  expositores  hasta  ahora.  La  ocultad  de  legar  créditos  ocasiona  la 
distinción  de  éstos  entre  los  que  proceden  de  obligaciones  personales  y  de  de- 
rechos reales,  y  tendremos  que,  respecto  de  las  primeras,  el  legado,  su  acep- 
tación y  efectos,  producirá  lisa  y  llanamente  los  que  determinan  los  aludidos 
artículos;  y  en  cuanto  á  los  segundos,  habrá  que  convenir  en  la  facultad  del 
testador  para  otorgarlos,  cualquiera  que  sea  el  derecho  real  á  que  se  refiera, 
puesto  que  no  conlieaen  prohibición  alguna  los  referidos  arliculos,  y  á  mayor 
abundamiento,  se  especifica  el  de  prenda  en  el  párrafo  S.®  del  art.  871. 

Así,  pues,  todas  las  obligaciones  que  consistan  en  una  deuda,  en  un  cré- 
dito pendiente  de  pago,  aun  cuando  ssan  hipotecarios,  pueden  ser  objeto  de 
legado,  ya  provenga  el  débito  del  mismo  legatario  ó  de  un  tercero  á  favor  del 
testador,  casos  comprendidos  claramente  en  los  preceptos  que  nos  ocupan. 

Una  disposición  contiene  en  su  párrafo  4.*  el  art.  871,  que  conceptuamos 
injusta,  si  ha  de  entenderse  en  el  sentido  absoluto  en  que  aparece  redactada, 
y  creemos  que  casos  habrá  en  la  práctica  que  ocasionen  reglas  de  jurispruden- 
cia qae  atemperen  aquel  concepto.  Efectivamente;  si  por  el  h^cho  sólo  de  de- 
mandar judicialmente  el  testador  el  pago  de  la  deuda  se  entiende  caducado  el 
legado  que  de  esta  hiciere,  surgirá  la  perplegidad  en  el  testador  sobre  si  de- 
jarla prescribir,  no  demandando,  ó  caducar  el  legado  demandando,  puesto 
que  hasta  el  momento  de  su  muerte  en  nadie  mas  que  en  él  concurre  la  acción 
jurídica  que  informe  la  demanda. 

Si  el  fundamento  de  la  disposición  legal  que  nos  ocupa  está  en  la  preran- 
ción  de  que  al  demandar  el  testador  por  ti  el  pago  del  crédito  lo  hace  para  ti 
también,  esta  presunción  debería  ceder  ante  la  prueba  de  que  al  demandar  le 
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freeiatroD  aetoa  de  ineompliroientOi  informaliéad  ó  rebeldía  del  deador,  6  el 
temor  de  la  prescripción  de  so  derecho,  qoe,  como  es  sabido,  íoterrompe  la 
demanda  jadicial.  Probados  por  el  legatario  en  el  jnicio  correspondiente  tales 
extremos,  no  podrá  estimarse,  en  nuestro  sentir,  caducado  el  legado  de  cré- 
dito, dependiendo,  por  consiguiente,  de  la  plenitud  y  eficacia  de  la  prueba. 

Ninguna  duda  puede  ofrecer  la  inteligencia  de  los  artículos  871  y  873  res- 
pecto al  legado  de  liberación  de  deudas  y  á  la  impotación  ó  no  imputación  del 
instituido  á  favor  de  acreedores  del  testador,  por  estar  bi*'.n  claramente  redac- 
tados. En  los  legados  alternativos,  exige  la  elección  de  uno  ú  otro  elemento 
ó  valor,  sin  que  pueda  exigirse  al  togatario  reciba  parte  do  una  cosa  y  parte 
de  otrar,  entendiéndose  que  la  eleeeión  corresponde  al  heredera,  á  menos  que 
expms»3ieotose  hubiere  concedido  al  legatario,  no  prodociendo  efecto  la  elec- 
eióA  mno  desde  que  fuere  notificada.  Ei  heredero  perderá  el  danedio  de  elec- 
ción, cuando  de  las  prestaciones  legatarias  á  que  alternativameolo  estuviese 
obligado,  solo  una  fuere  realizable.  El  legatario  tendrá  derecho  á  la  indemni- 
aacióu dedaftos  y  perjuirioa cuando  por  culpa  del  deudor  bobiesen  desapare- 
cido todas  laa  cosaa  alternativamente  legadas,  tomando  por  base  el  valor  de 
la  Hkltima  que  hubiese  desaparecido.  Finalmente,  si  la  elección  correspondiese 
al  legatario,  dejará  de  ser  alternativa  desde  el  día  en  que  la  hubiese  notificado 
al  heredero,  hasta  cuya  fecha  la  responsabilidad  de  éste  se  regirá  por  las  si- 
guientes reglas:  1.*  Sí  alguna  de  las  cosas  elegibles  se  perdiere  fortuitamen- 
te, cumplirá  entregando  la  que  subsistiera  ó  la  que  elija  el  legatario  si  queda- 
ren más  de  una:  %.'  Si  la  pérdida  sobreviniese  por  culpa  del  heredero,  podrá 
el  legatario  reclamar  cualquiera  de  las  que  subsistan  ó  el  precio  de  la  desapa- 
recida; y  3^  Si  todas  las  cosas  se  hubiesen  perdido  por  culpa  del  deudor,  la 
elección  del  legatario  recaerá  sobre  su  precio. 

La  claridad  con  que  está  redactado  el  art.  879,  nos  induce  á  omitir  todo 
oomentario;  pues  si  bien  no  dice  la  lacha  en  que  oomienaaii  Inaprestadones 
para  la  educación  y  alimentos,  en  cambio  ea  bastante  clara  la  regla  generala 
aplicable  á  éste  como  á  todos  los  demás  legados,  establecida  en  el  arl,  88 1 « 
con  arreglo  al  cual,  el  legatario  adquiere  el  derecho  á  su  legado  desde  la 
muerte  djei  testador.  Lo  mismo  tenemos  que  decir  acerca  del  legado  de  pen- 
sión periódica,  en  la  que  debe  considerarse  comprendida  la  vitalicia  que  con- 
cluye con  la  existencia  del  pensionado,  á  cuya  clase  deberá  conceptuarse  co- 
rresponden las  que,  sin  estar  expresamente  consignadas,  no  tuviesen  limita- 
eióo  á  día,  tiempo  ó  hecho  futuro. 


TOHO  u  H 
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Avi.  SSI.  El  legatario  adquiere  derecho  á  los  lega- 
dos poros  y  simples  desde  la  muerte  del  testador,  y  lo 
transmite  á  sus  herederos. 

Art.  SS9.  Cuando  el  legado  es  de  cosa  especifica  y 
determinada,  propia  del  testador,  el  legatario  adquiere 
su  propiedad  desde  que  aquél  muere,  y  hace  suyos  los 
frutos  ó  rentas  pendientes,  pero  no  las  rentas  devengadas 
y  no  satisfechas  antes  de  la  muerte. 

La  cosa  legada  correrá  desde  el  mismo  instante  4  ries- 
go del  legatario,  que  sufrirá,  por  lo  tanto,  su  pérdida  6 
deterioro,  como  también  se  aprovechará  de  su  aumento  á 
mejora. 

Art.  SS3.  La  cosa  legada  deberá  ser  entregada  con 
todos  sus  accesorios  y  en  el  estado  en  que  se  halle  al  mo- 
rir el  testador. 

Art.  SS4.  Si  el  legado  no  fuere  de  cosa  especifica  y 
determinada,  sino  genérico  ó  de  cantidad,  sus  frutos  é^ 
intereses,  desde  la  muerte  del  testador,  corresponderán 
al  legatario  cuando  el  testador  lo  hubiese  dispuesto  ex- 
presamente. 


889.  Disponiendo  el  testador  en  favor  de  determinada  persona 
de  una  cantidad  y  de  lo  que  produzca  la  misma  impuesta  en  un 
establecimiento  que  aquél  designa,  este  legado  es  uno  y  de  conti- 
nuidad, y  sus  intereses  se  regularán  por  lo  determinado  en  el  ar- 
tículo 884  del  Código,  sin  que  sean  aplicables  al  caso  el  881  y  882»^ 
—S.  25  Nav.  91.— G.  28  Dic. 


Ari.  SSft.  El  legatario  no  puede  ocupar  por  su  pro* 
pía  autoridad  la  cosa  legada,  sino  que  debe  pedir  su  en- 
trega y  posesión  al  heredero  ó  al  albacea,  coando  éste  se 
halle  autorizado  para  darla. 
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Art.  t^SB.  El  heredero  debe  dar  la  misma  cosa  ale- 
gada, podiendo  hacerlo,  y  no  cumple  con  dar  su  estima- 
ción. 

Los  legados  en  dinero  deberán  ser  pagados  en  esta  es- 
pecie, aunque  no  lo  haya  en  la  herencia. 

Los  gastos  necesarios  para  la  entrega  de  la  cosa  legada 
serán  á  cargo  de  la  herencia,  pero  sin  perjuicio  de  la  le- 
gítima. 


g. 


'OMPBBKDEN  los  seis  trtieiilos  preinsertos,  reglas  sQficieDteinente  elaru 
para  determinar  el  momento  en  qae  el  legatario  adquiere  sa  derecho  sobre  la 
cosa  legada,  caando  el  legado  es  paro  ó  simple,  y  cuando  lo  es  de  cosa  espe- 
cífica y  determinada,  derecho  qae  se  le  transmite  desde  el  momento  mismo  de 
la  muerte  del  testador,  porque  el  legado  es  una  sucesión  á  título  singular;  es- 
tableciendo, además,  la  manera  y  forma  de  la  entrega  de  la  cosa  y  el  derecho 
á  la  prescripción  de  frutos. 

De  esas  disposiciones  es  consecuencia  que  sólo  en  el  caso  de  ser  el  legado 
de  eosa  especifica  y  determinada  propia  del  testador,  el  legatario  adquiere  la 
propiedad  desde  que  aquél  muere  y  hace  sayos  los  frutos  ó  rentas  pendientes, 
pues  siendo  genérica  ó  de  cantidad,  sólo  le  corresponden  esos  frutos  ó  intere- 
ses desde  la  muerte  del  testador,  caando  éste  lo  haya  así  dispuesto  expresa- 
mente. 

Es  legado  de  cosa  específica  y  determinada,  el  de  una  casa  ó  un  predio 
determinado^  que  el  heredero  ha  de  entregar  con  los  frutos  correspondientes; 
pero  no  lo  es,  por  ejemplo,  el  de  hectáreas  de  tierra  ó  de  cantidad  á  elección 
del  heredero,  el  cual  en  este  caso  no  tiene  obligación  de  entregarlo  al  legata- 
rio con  las  ventas  ó  frutos  producidos  si  el  testador  no  lo  dispuso  expresa- 
mente. 

Los  frutos  natarales  y  los  industríales  debidos  al  cultivo  ó  trabajo  del  tes- 
tador, pendientes  al  tiempo  de  su  muerte,  pertenecen  al  legatario,  y  lo  mismo 
las  rentas  ó  frutos  civiles  que  se  devenguen  desde  entonces,  pero  no  hace  sa- 
yos los  ya  separados  de  la  finca  ni  las  rentas  devengada^  con  anterioridad  al 
fallecimiento;  porque  aquéllos,  una  vez  separados,  no  se  reputan  pendientes, 
y  éstas  se  consideran  producidas  por  días  y  deben  prorratearse  entre  el  lega- 
tario y  los  herederos  del  testador  en  la  proporción  correspondiente  al,  tiempo 
que  vivió  el  causante. 

En  el  legado  de  cosa  determinada,  como  la  propiedad  plisa  ai  legatario 
desde  el  momento  de  la  muerte  del  testador,  si  estuviese  inscrita  á  favor  de 
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éste,  poede  inscribirse  desde  luego  á  nombre  del  primero,  pnesto  que  no  se 
exige  qoe  lo  sea  previamente  á  íávor  de  los  herederos;  y  si  en  la  escritura  de 
manifestación  de  bienes  en  qoe  se  describa  el  legado  ha  intervenido  el  here- 
dero ó  herederos,  se  infiere  qae  éste  ha  consentido  tácitamente  en  que  pase  la 
ñnca  á  poder  del  legatario  y  qne  ejerza  sobre  ella  actos  de  dominio,  porque 
equivale  á  una  tradición  simbólica  (1). 

Según  la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria,  claramente  consignada  en  la  ex- 
posición de  motivos  que  precede  á  la  de  8  de  Febrero  de  4861,  la  adquisición 
de  un  inmueble  por  título  de  legado  no  puede  inscribirse  definitivamente  en 
el  Registro  mientras  no  conste  la  entrega  ó  tradición  que  debe  hacer  el  here- 
dero con  arreglo  al  derecho  común«  si  bien  Ínterin  se  obtiene  la  entrega  pue- 
de preventivamente  anotarse  el  titulo  ó  documento  en  que  oonale  el  lega- 
do (i);  mas  el  heredero,  cumpliendo  la  voluntad  del  testador,  debe  realiza  Ja 
entrega  para  que  pueda  inscribirse  defi  utivamente...  «Entregar  debe  el  here- 
dero—dice la  ley  37,  tít.  9.o,  Partida  6/— á  aquel  i  quien  fnó  fecha  la  manda 
de  la  cosa  que  el  testador  le  mandó,  como  todo  lo  al  que  le  pertaoeciftsae  la 
cosa  mandada.» 

£1  consentimiento  de  los  herederos  para  el  acto  de  la  entrega  ó  tradición 
de  la  cosa  legada,  es  de  todo  punto  inexcusable  y  esencial,  no  obstante  la 
autorización  que  para  ello  puedan  tener  los  albaceas,  pues  de  lo  contrario  se 
impediría  á  aquéllos  el  ejercicio  del  derecho  de  negar  y  oponerse,  en  su  caso, 
al  pago  y  entrega  total  ó  parcial  del  legado  (3). 

Finalmente,  como  la  entrega  del  legado  es  na  acto  inberente  i  la  testa- 
mentaría y  de  cumplimiento  de  la  voluntad  del  testador,  los  gastos  ne(>ssa- 
ríos  para  realizarla  correrán  á  cargo  de  la  herencia,  salvo  el  caso  que  prevé 
el  art.  894;  pero  los  legatarios  picarán  los  gastos  correspondientes  al  im- 
piosto  de  derechos  reales  y  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  cosa  legada. 


Art.  9S7.  Si  los  bienes  de  la  herencia  no  alcanzaren 
para  cubrir  todos  los  legados,  el  pago  se  hará  en  el  orden 
siguiente: 

1.^    Los  legados  remuneratorios. 

2.^  Los  legados  de  cosa  cierta  y  ^ten^ada  qp^e  {ar- 
me parte  del  caudal  hereditario. 

(1)  R.  de  U  D.,  7  Sept.  81. — O,  d»  ic. 
(9)  B.  de  1»  P.,  8  Kov.  87.— (7.  »  IHt. 
(8)     B.  de  U  D.,  4  Feb.  1880.-~&.  97  ICi^o. 


E: 
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8.^    Lo0  legados  que  el  testador  haya  declarado  prefe- 
rentes. 
4.^    Los  de  alimentos. 
5/    Los  de  educación. 
6.^    Los  demás  á  prorrata. 

Art.  SSS.  Cuando  el  legatario  no  pueda  ó  no  quiera 
admitir  el  legado,  ó  éste,  por  cualquier  causa,  no  tenga 
efecto,  se  refundirá  en  la  masa  de  la  herencia,  fuera  de 
los  casos  de  sustitución  y  derecho  de  acrecer. 

Art.  SCIO.  El  legatario  no  podrá  aceptar  una  parte 
del  legado  y  repudiar  la  otra  si  ésta  fuere  onerosa. 

Si  muriese  antes  de  aceptar  el  legado  dejando  varios 
herederos»  podrá  uno  de  éstos  aceptar  y  otro  repudiar  la 
parte  que  le  correspoiada  en  el  legado. 

Art.  800.  El  legatario  de  dos  legados,  de  los  que 
uno  fuere  oneroso,  no  podrá  renunciar  éste  y  aceptar  el 
otra.  Si  los  dos  son  onerosos  ó  gratuitos,  es  libre  para 
aceptarlos  todos  ó  repudiar  el  que  quiera. 

Bl  heredero,  que  sea  al  mismo  tiempo  legatario,  podrá 
renunciar  la  herencia  y  aceptar  el  legado,  ó  renunciar 
éste  y  aceptar  aquélla. 

Arl.  SOI .  Si  toda  la  herencia  se  distribuye  en  lega- 
dos, se  prorratearán  las  deudas  y  gravámenes  de  ella 
entre  los  legatarios  á  proporción  de  sus  cuotas,  á  no  ser 
que  el  testador  hubiera  dispuesto  otra  cosa. 


IXAMIKAKDO  los  daeo  attíemlos  prdnitrtM,  salvu  las  reglas  gene- 
ralee' eofnpreodidts  en  los  eiatro  Hkllímos,  qae  por  so  precisión  y  íáeil  inteli- 
gencia no  exige»  explieacíón  obligada,  encontramos  cierta  relación  entre  las 
dispoiielonea  del  art.  6S7  y  las  del  SSO,  referentes  á  la  redneclón  de  los  lega- 
4Íos  y  mandas,  acerea  de  lo  cnal  expondremos  qne  no  bay  oontradieción  entse 
ambos  preceptos,  porque  el  del  8S0  se  Hmita  al  caso  de  qne  afecten  loa  le- 
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gidos  á  las  legítimas  de  los  herederos  forzosos,  y  deberán  qoedar  reducidos 
á  lo  que  permitan  dichas  legitimas,  según  los  artículos  848  y  819;  mientras 
qne  la  redacción  dispuesta  por  el  887  sólo  tiene  aplicación  en  el  caso  de  ha- 
berse distribaído  la  herencia  en  legados  y  no  alcanzar  los  bienes  de  aqnélla 
para  cnbnr  todos  éstos,  caso  en  qoe  el  pago  de  tales  legados  se  hace  en  la  for- 
ma y  por  el  orden  qne  establece  dicho  artícolo. 

Finalmente,  como  quiera  qne  existe  gran  analogía  y  aon  casi  igualdad 
completa,  en  cuanto  á  legados,  entre  las  legislaciones  común  y  forales,  sólo 
hemos  de  consignar  que  por  derecho  catalán  se  considera  válido  el  legado  de 
esperanza  sobre  cosas  futuras,  como  los  frutos  ó  rentas  de  cualquier  finca; 
en  el  de  cosa  ajena,  cuando  recaiga  sobre  una  específicamente  determinada 
que  no  forme  parte  de  la  herencia  al  tiempo  del  fallecimiento  del  testador, 
sin  distinguir  la  causa  de  ello,  no  produce  efecto  alguno.  Cuando  el  legado 
recae  sobre  una  cosa  y  sobre  todas  las  cosas  que  en  ella  existen,  sin  distinción 
de  ningún  gónero,  el  legatario  la  adquiere  con  todas  las  cosas  de  cualquier 
naturaleza  y  condición  que  sean  halladas  dentro  de  ella,  y  sobre  todas  aque- 
llas que  hubieran  sido  sacadas  temporalmente,  debiendo  á  su  vex  devolver  á 
quien  corresponda  todas  las  cosas  que,  también  temporalmente,  se  hubieran 
introducido  en  la  casa.  El  legado  se  considera  único,  manque  el  testador  lo 
haya  repetido  varias  veces  en  su  última  disposición,  á  no  ser  que  consista  en 
dinero  y  se  pruebe  que  aquél  se  propuso  la  entrega  al  legatario  de  tantas  can- 
tidades cuantas  veces  hiciere  la  repetición,  entendiéndose^que  esta  prueba 
sólo  producirá  efecto  si  la  obligación  de  entregar  las  oantidades  fué  impuesta 
separadamente  á  varios  herederos,  ó  que  el  legado  se  consigne  en  diversos  do- 
cumentos; y  si  el  testador  distribuye  la  herencia  en  legados  sin  dejar  nada  al 
heredero,  éste,  después  de  satisfacer  las  cargas  ó  gravámenes  que  pesen  sobre 
aquella,  podrá  deducir  la  cuarta  falcidia,  detrayéndola  á  prorrata  del  valor 
total  y  particular  de  los  legados. 

También  las  Observancias  abaooresas  admiten  la  doctrina  romana  con 
aplicación  á  los  legados,  estableciendo  pequeñas  diferencias  en  cuanto  á  la 
capacidad  para  ser  legatario,  que  expresamente  se  niega  á  los  hijos  adulteri- 
nos y  á  los  de  dañado  y  punible  ayuntamiento;  y  en  orden  á  la  naturaleza  y 
extensión  del  legado,  distinguen  los  fueros  y  Observancias  entre  el  universal 
y  el  particular. 

Finalmente,  los  fueros  y  leyes  de  Navabra  son  igualmente  una  reprodisc- 
ción  exacta  de  las  disposiciones  romanas,  con  la  sola  particularidad  que  ex- 
presan algunos  autores  acerca  de  la  obligación  del  Escribano  ó  Párroco  auto- 
rízame del  testamento,  de  preguntar  al  testador  si  hace  alguna  m«nda  ó  legado 
al  Hospital  de  Pamplona,  ó  al  del  pueblo  donde  otorga  su  voluntad,  adver- 
tencia que  expresamente  ha  de  constar  en  el  testamento. 


/ 
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SECaÓN  UNDÉCIMA 

« 

DS  LOS  ALBACBAJ9  Ó  TSSTAMSMTABIOS 

Art.  SOS.    Bl  testador  podía  nombrar  ano  ó  más 
albaceas. 

Ari.  S93.  No  podrá  ser  albacea  el  que  no  tenga  ca  - 
paddad  para  obligarse. 

La  mujer  casada  podrá  serlo  con  licencia  de  su  ma  • 
lido,  que  no  será  necesaria  cuando  esté  separada  legal- 
mente  de  él. 

Bl  menor  no  podrá  serlo,  ni  aun  con  la  autorización 
del  padre  ó  del  tutor  (1). 

Ari.  994.  Bl  albacea  puede  ser  universal  ó  par- 
ticular. 

Bn  todo  caso,  los  albaceas  podrán  ser  nombrados  man- 
comunada, sucesiva  ó  solidariamente. 

■ 

Ari.  995.  Cuando  los  albaceas  fueren  mancomuna- 
dos, sólo  valdrá  lo  que  todos  hagan  de  consuno,  ó  lo  que 
haga  uno  de  ellos  legalmente  autorizado  por  los  demás,  ó 
lo  que,  en  caso  de  disidencia,  acuerde  el  mayor  número. 

Art.  990.  Bn  los  casos  de  suma  urgencia  podrá  uno 
de  los  albaceas  mancomunados  practicar,  bajo  su  respon- 
sabilidad personal,  los  actos  que  fueren  necesarios,  dando 
cuenta  inmediatamente  á  los  demás. 

Ari.  997.  Si  el  testador  no  establece  claramente  la 
solidaridad  de  los  albaceas,  ni  fija  el  orden  en  que  deben 

_.  ■  -  ■ . — - — — 

<1)     Yéanac,  como  eonoordantM,  los  aria.  61  y  14fiO. 
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desempeñar  bü  encargo,  se  entenderán  nombrados  manco* 
munadamente  y  desempeñarán  el  cargo  como  previenen 
loe  dos  articoloe  «nterioresw 


840.  Se  infringe  este  último  artículo  al  reconocer  el  Tribunal 
sentenciador  solidaridad  en  los  contadores,  cuando  e&  el  testamento 
se  expresa  que  simultáneamente  procedan  en  el  desempeño  de  su 
cargo.— iS.  i.^  Dic.  OL-^O.  5  Enero  92. 


Art.  SOS.  SI  albaceazgo  es  cargo  voluntario,  y  se 
entenderá  aceptado  por  el  nombrado  para  desempeñarlo 
si  no  se  excusa  dentro  de  los  seis  días  siguientes  á  aquel 
en  que  tenga  noticia  de  su  nombramiento;  ó,  si  este  le  era 
ya  conocido,  dentro  de  los  seis  días  siguientes  al  en  que 
supo  la  muerte  del  testador. 

Atí.  SOO.  El  albacea  que  acepta  este  cargóse  cons- 
tituye en  la  obligación  de  desempeñarlo;  pero  lo  podrá 
renunciar  alegando  causa  justa,  al  prudente  arbitrio  del 
Juez. 


341.  Ko  infringe  este  articulo  ni  el  901  del  Código,  la  sentencia 
que  condena  á  los  herederos  á  abonar  al  albacea  testamentario  los 
gastos  hechos  á  nombre  de  la  testamentaría  por  «1  eoocepto  de  jui- 
oíos  seguidos  y  pago  del  proyecta  de  partición,  aunque  no  fuese 
apvobado  por  desacuerdo  de  los  herederos,  porque  los  albaceas  testa- 
mentarios, una  vez  aceptado  el  car^,  tienen  obligación  de  desem- 
peñarlo con  arreglo  á  la  ley  y  á  la  voluntad  del  testador  con  inde- 
pendencia de  los  herederos,  y  sin  peijuicio  del  derecho  de  éstos 
para  redamar  contra  los  agravios  que  pudievan  inferirles,  y  los  tra- 
bajos y  gestiones  de  aquéllos  no  pueden  estimarse  nulos  por  el  sólo 
hecho  de  la  falta  de  conformidad  de  éstos.— iS^.  4  Julio  95.--0. 21 
Sq^iiemhre. 
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A  ri.  <!•#.  El  albacea  qae  no  acepid  el  cargo»  ó  lo  re- 
nuDde  6ÍQ-  canea  justa,  perderá  lo  que  lé  hubiese  dejado 
el  testador,  salTo  siempre  el  derecho  que  tuviere  á  la  le- 
fititna. 

Ari.  901.  Loe  albaoeas  teodrán  todas  las  facultades 
que  expresamente  les  haya  conferido  el  testador,  y  no  sean 
contrarias  á  las  leyes  (1). 


342,  No  son  aplicables  este  artículo  ni  el  siguiente  902  del  Có- 
digo, al  caso  de  discutirse  en  un  pleito,  única  y  exclusivamente,  si 
las  facultades  que  el  testador  dio  al  cónyuge  superviviente  para 
liquidar  y  dividir  el  caudal  yacente  sin  intervención  de  autoridad 
alguna  prorrogándole  indefinidamente  el  término  del  albaceazgo 
por  todo  el  que  necesitare  hasta  ultimar  su  cometido,  impedían  á 
loe  herederos  legítimos  promover  el  juicio  de  testamentaria,  y  no 
las  demás  atribuciones  del  cargo  de  albacea. — S.  8  Feb,  92.^0. 15 
Margo. 


Art.  0O%.  No  habiendo  ¿1  testador  determinado  es- 
pecialmente las  facultades  de  los  albaceas,  tendrán  las 
siguientes: 

1.*  Disponer  y  pagar  los  sufragios  y  el  funeral  del  tes- 
tador con  arregló  á  lo  dispuesto  por  él  en  el  te&tamento; 
y  en  su  defecto,  según  la  costumbre  del  pueblo. 

2.^  Satisfacer  los  legados  que  consistan  en  metálico 
con  el  conocimiento  y  beneplácito  del  heredero. 

8**  Vigilar  sobre  la  ejecución  de  todo  lo  demás  orde- 
nado en  el  testamento,  y  sostener,  siendo  justo,  su  vali- 
dez en  juicio  y  fuera  de  él. 

4.*  Tomar  las  precauciones  necesarias  para  la  conser- 
Tación  y  custodia  de  los  bienes,  con  intervención  de  los 
herederos  presentes. 

-I.   I     I  I    ■■■■■■       11  ■■  ■     ■   ■        .'■■■.   I  ■  ■  i  .  ■ ■    ■  —  .   I   .  r  ■ 

(1)     VéAM  en  el  «rt.  889  U  sent.  i  Julio  06. 
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843.  Sin  embargo  de  los  debered  que  el  Oódigo  eiril  im  pone  á 
ios  albaceas,  mientras  no  se  practique  la  dÍTÍBÍón  y  adjudicadón 
tlel  caudal  relicto,  las  aceiones  correspondientes  relativas  al  mis- 
mo pueden  ejercitarse  por  todos  ó  por  algunos  de  los  herederos  del 
finado,  los  cuales,  por  el  hecho  de  su  muerte,  le  suceden  en  todos 
tius  derechos  j  obligaciones,  según  dispone  el  art.  661  del  Código . — 
S.  18  Oct.  94.^G.  21  Dic. 


Ari.  903.  Si  no  hubiere  en  la  herencia  dinero  bas- 
tante para  el  pago  de  funerales  y  legados,  y  los  herederos 
no  lo  aprontaren  de  lo  suyo,  promoTer^n  los  albaceas  la 
venta  de  los  bienes  muebles;  y,  no  alcanzando  éstos,  la  de 
los  inmuebles,  con  intervención  de  los  herederos. 

Si  estuviere  interesado  en  la  herencia  algún  menor, 
ausente,  corporación  ó  establecimiento  público,  la  venta 
de  los  bienes  se  hará  con  las  formalidades  prevenidas  por 
las  leyes  para  tales  casos. 

Ari.  901.  SI  albacea,  á  quien  el  testador  no  haya 
fijado  plazo,  deberá  cumplir  su  encargo  dentro  de  un  año 
contado  desde  su  aceptación ,  ó  desde  que  terminen  los 
litigios  que  se  promovieren  sobre  la  validez  ó  nulidad  del 
testamento  ó  de  alguna  de  sus  disposiciones. 

Ari.  905.  Si  el  testador  quisiere  ampliar  el  plazo 
legal,  deberá  señalar  expresamente  el  de  la  prórroga.  Si 
no  lo  hubiese  señalado,  se  entenderá  prorrogado  el  plazo 
pdr  un  año. 

Si,  transcurrida  esta  prórroga,  no  se  hubiese  todavía 
cumplido  la  voluntad  del  testador,  podrá  el  Juez  conceder 
otra  por  el  tiempo  que  fuere  necesario,  atendidas  las  cir- 
cunstancias del  caso. 

Ai*t.  900.  Los  herederos  y  legatarios  podrán ,  de  oo- 
mún  acuerdo,  prorrc^ar  el  plazo  del  albeceazgo  por  el 
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tiempo  que  orean  necesario;  pero,  si  el  acneido  fuese  sólo 
por  mayoría,  la  prórroga  no  podrá  exceder  de  un  año. 

A  ri.  soy.  Loe  albaceae  deberán  dar  cuenta  de  su  en  - 
cargo  á  loe  herederos. 

Si  hubieren  Bido  nombrados,  no  para  entregar  los  bie- 
nes á  herederos  determinados,  sino  para  darles  la  inver- 
sión ó  distribución  que  el  testador  hubiese  dispuesto  en 
los  casos  permitidos  por  derecho,  rendirán  sus  cuentas  al 
Juez. 

Toda  disposición  del  testador  contraria  á  este  articulo 
será  nula, 

• 

Artr.  nos.  El  albaceazgo  es  cargo  gratuito.  Podrá, 
sin  embargo,  el  testador  señalar  á  los  albaceas  la  remune- 
ración que  tenga  por  conveniente,  todo  sin  perjuicio  del 
derecho  que  les  asista  para  cobrar  lo  que  les  corresponde 
por  les  trabajos  de  partición  ú  otros  facultativos. 

Si  el  testador  lega  ó  señala  conjuntamente  á  los  alba- 
ceas  alguna  retribución,  la  parte  de  loa  que  no  admitan 
el  cargo  acrecerá  á  los  que  lo  desempeñen. 

Ari.  •OO.  El  albaoea  no  podrá  delegar  el  cargo  si 
no  tuviese  expresa  autorización  del  testador  (1). 

Art.  910.  Termina  el  albaceazgo  por  la  muerte, 
imposibilidad,  renuncia  ó  remoción  del  albacea,  j  por  el 
lapso  del  término  señalado  por  el  testador,  por  la  ley,  y, 
en  su  caso,  por  los  interesados. 


844.  No  tienen  aplicación  las  disposiciones  de  los  artículos  901 , 
910  y  911  del  Código  civil,  cuando  lo  disc^utido  y  resuelto  en  un 
litigio  se. reduce  únicamente  á  sí  las  facultades  conferidas  al  alba- 
cea  para  liquidar  y  dividir  el  caudal  yacente  sin  intervención  ja- 


^m^tamammammmttm.^^ 


(1)     ¥éMé«  oomo  OMkMffdAato,  el  u*t.  OW. 
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dicial»  7  prohibiendo  Im  pvomooMn  del  jvioio  de  taetámentariar 
impiden  ó  no  á  loe  faerederoe  legitímoe.d  ejeroicío  del  derecho  que 
les  concede  el  articulo  1088  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin 
diecutírse  ni  negame  las  demás  facoltades  de  lee  albaceae,  ni  las 
causas  porque  termina  el  albaceasgo,  ni  quién  ha  de  eumplir  en 
este  caso  la  voluntad  del  testador,  que  es  la  materia  4e  que  tratan 
los  citados  artículos*— &  17  (M.  9$.-tG.  1»  Sejpí. 


Ari.  Olí.  En  loe  casos  del  articulo  anterior,  y  en 
el  de  no  haber  el  albacea  aceptado  el  cargo,  correspon- 
derá á  loe  herederos  la  ejecución  de  la  volimtad  del  tes- 
tador. 


n 


SFIKIEKPO  los  tesUroenUríos  U  ley  4.*,  tít.  40  de  liP«rtidi6.^  d§- 
ete:  «...Cabezaleros,  é  testamentarios,  é  mansessores,  como  qnier  qae  han 
nemes  de  partidos,  el  oficio  dellos  vno  és;  en  latin  Haman  los  Fideicomisarios, 
porque  en  la  fe,  é  en  la  verdad  destos  ornes  tales,  dexan,  é  encomiendan  los 
bcedores  de  los  t^sUmentos  el  feeho  de  sos  animas...»  Pera  los  aatores,  dando 
una  definición  más  científica,  dicen,  qoe  albaeea  ó  tesUmentario  es  la  persona 
nombrada  por  el  testador  ó  por  disposición  de  la  ley,  para  cnmplir  y  ejecatar 
lo  qoe  aqeél  ordene  en  su  testameoto. 

Si  bien  algnnos  tratadistas,  al  explicar  el  fandamento  y  aatoralexa  del 
cai^o  de  albacea,  han  creído  encontrar  ciertas  relaciones  de  analogía  con  al 
mandato  y  con  el  cargo  de  comisario  testamentarÍQ,  es  lo  cierto  qoe  el  alba- 
ceazgo  es  on  cargo  especial,  poes  aun  cuando  el  cargo  de  albacea  confiere  á 
éste  el  poder  para  realizar  los  actos  qne  particnlarmente  designe  el  testador, 
ó  todos  los  qoe  determina  la  ley,  y  el  mandato  se  constitoye  por  on  poder, 
aqoel  nombramiento  sólo  prodoce  efectos  despees  de  la  moerte  del  testador 
qoe  no  lo  haya  revocado;  el  albaceazgo  empieza  con  la  moerte  del  testador, 
y  ona  vez  aceptado  el  cargo,  no  es  sosceptible  de  revocación,  al  paso  qoe  el 
mandato  poedb  ser  revocado  y  se  extingue  con  la  moerte  del  mandante:  el 
albacea  desempeña  on  cargo  púbKco,  éel  coal  no  puede  ser  removido  sin  jorta 
eaosa,  mientras  qoe  el  mandaurio  poede  qaedar  privado  db  sus  fonciones 
sáío  per  la  revoctcióa  expresa  del  aandaote. 

Eo  cambio»  ese  cargo  especial,  aparte  de  las  reglas  propias  y  especíales 
también  porqoe  se  rige,  participa  en  mocho  de  lu  geaeralea  del  mándalo,  y 
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de  asas  y  otras  et  eonseeoeoeia:  que  nadie  qae  earezna  do  facultad  para  obli* 
garse  puede  recibirlo  válídameote^  ao  padieodo  por  ello  ser  albaeea  el  m  ñor 
ea  niagún  caso,  ni  la  majar  casada  sí  no  está  aotorisada  para  ello  por  sn  ma- 
rido; qae  no  pnede  delegarse  á  otra  persona  ni  se  transmite  por  maerte  á  los 
herederos;  y  qae  sn  cnmpiimiento  no  admite  demora,  por  lo  cual  se  entiende 
aceptado,  si  en  el  plazo  de  seis  días  no  se  présenla  excusa  alguna  para  decli- 
narlo, y  una  ves  aceptado,  expresa  ó  tácitamente,  no  se  puede  renunciar  sino 
con  justa  causa,  alegada  y  probada  ante  el  Juez  competente. 

Como  la  regla  general  del  art  893  respecto  á  la  incapacidad  para  ser  alba- 
ceas  comprende  á  todas  las  personas  que  no  pueden  obligarse,  hay  que  tener 
en  cuenta  io  dispuesto  en  el  42^3  sobre  tas  que  no  pueden  prestar  consenti- 
miento, que  además  del  menor  y  de  la  mujer  casada,  salvo  en  los  casos  ex- 
presamente determinados  por  la  ley,  son  los  locos  á  dementes  y  los  sordo- 
mudos que  no  sepan  escribir;  y  como  no  hay  disposición  alguna  en  el  Código 
que  excluya  del  albaeeazgo  á  los  pródigos,  ni  á  los  civilmente  interdictos, 
hay  que  convenir  en  que  puede  recaer  en  ellos  la  designación,  por  más  que 
en  cuanto  á  los  últimos  existirá  la  imposibilidad  material  para  su  ejercicio, 
que  emana  da  la  naturaletsa  y  cumplimiento  de  la  pena  principal  que  lleva 
consigo  la  de  interdicción. 

Es  opinión  de  los  autorss,  que  los  testamentarios  pueden  ser  nombrados 
en  tesumento,  designado  por  la  ley  ó  elegidos  por  el  Juez  cuando  no  haya 
ninguno  de  los  dos  anteriores  óno  quieran  ó  no  puedan  desempeñar  el  cargo; 
y  coipo  el  Código  no  dispone  nada  aoeroa  de  esta  distinción,  que,  sin  embar- 
go, debe  ser  admitida  por  U  necesidad  de  dar  cumplimiento  á  la  voluntad  del 
testador»  únicamente  debemos  tratar  de  Ips  albaceas  ó  testamentarios  .nom- 
brados en  testamento  para  conocer  opales  son  las  facultades  que  pu«>de  confe- 
rirles el  testador,  y  en  su  defecto,  los  que  les  atribuye  la  ley,  b^'o  la  clasifi- 
cación de  universitles  y  particulares»  mancomunados  ó  solidarios  que  esta- 
blece el  art.  894;  debiendo,  no  obstante,  dejar  consignado  que  la  obligación 
ipipnesta  á  los  albaceaa  de  hacer  piUilica  subasta  ouando  hayan  de  vender  bie- 
nes de  la  herencia,  es  exlensi/a  á  toda  clase  de  albaceas,  sean  ó  no  nombra- 
dos en  testamento  (4). 

Las  dos  divi^iones  indicadas  proeeden  de  las  iacultades  que  á  los  albaceas 
confiera  el  testador,  siendo  universales  Jos  que  han  de  cumplir  todas  las  dis- 
posiciones testamentarías,  y  particulares,  los  que  sólo  han  de  efectoai  un 
aannto  ó  eosa  determinada;  y  dentro  de  eea  universalidad  ó  limitación  de 
atribncioneai  el  testador,  al  hacer  el  nombramiento  de  dos  ó  más  aibaceas, 
fuade  conferirles  el  encargo,  eoiynAta,  solidada  A  separadamcpite;  mu  im- 

^^^*— III  ■         — T.^«P— tu     lililí  I  I  II     I  i     ■ II»         ¡mm^mm-^m^^i^^mim» 

a>    &.  d*  la  P.,  a 09fc.  84— ^.  7  Nfiv. 
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pnesU  la  mtneomanidad,  el  cargo  se  deseo voel ve  j  determina  con  arreglo  á 
los  arlícolos  895,  896  y  897,  el  ültímo  de  los  que  Irata  j  resuelve  la  doda  qoe 
padiera  ofrecer  la  forma  en  que  se  haga  el  nombramiento  acerca  del  concepto 
de  solidaiidad  ó  maneomnnidad  de  los  albaceas. 

El  Código,  después  de  indicar  en  el  párrafo  segondo  del  art.  894  qoe  los 
albaceas  poeden  ser  nombrados  mancomonada,  socesiva  ó  solidariamente^ 
omite  por  completo  la  regla  general  sobre  la  forma  en  qoe  los  comprendidos 
en  las  dos  ultimas  clases  han  de  proceder  al  complimiento  de  la  disposición 
testamentaría;  j  para  resolver  lu  coestiones  qoe  acerca  de  ello  puedan  sosci- 
tarse,  entendemos  qoe,  en  cnanto  á  los  albaceas  nombrados  socesivamente,  se 
ofrece  el  verdadero  carácter  de  la  snsti loción  en  el  albaceazgo;  y  como  la  im- 
posibilidad ó  no  aceptación  volontaria  por  parte  del  primeramente  noaabradOy 
produce  la  transmisión  de  facoltades  al  segondo,  y  así  socesívamente  i  los 
demáa,  claro  es  qoe  el  mismo  aspecto  de  mancomonldad  ó  sotidarídad  qoe  el 
testador  ó  la  ley  asignen  al  albacea  comprendido  en  el  primer  llamamiento^ 
ha  de  transmitirse  también  á  los  del  segoodo  y  olterlores,  á  no  ser  qoe  el  tes- 
tador babiese  expresamente  dispoesto  lo  contrarío;  y  con  respecto  á  la  soli- 
daridad, por  analogía  poeden  ser  aplicados  los  principios  generales  porque  so 
rigen  las  obligaciones  del  mismo  nombre. 

El  albacea,  ona  vez  aceptado  el  cargo,  expresa  ó  tácitamente,  adqoíere  las 
facultades  que  le  confiere  el  testador,  qoe  no  sean  contrarías  á  las  leyes,  y  en 
so  defecto,  las  qoe  el  Código  determinadamente  señala  en  los  artícolos  909  y 
903,  y  so  sola  enonciaeión  es  bastante  para  comprender  la  nátoraleza,  exten- 
sión y  carácter  del  cargo  de  albacea;  pero,  sin  embargo  de  esto,  se  nota  en  el 
art.  902  la  omisión  de  la  forma  y  de  la  persona  qoe  ha  de  pagar  los  gastos  de 
entierro  y  última  enfermedad  del  finado, qoe,  á  igoatdad  de  los  de  sufragios  y 
foneral,  han  tenido  siempre  el  concepto  de  gastos  y  deodas  de  pago  privilegia- 
do. No  hay  ningona  disposición  en  el  Código  qué  determine  coándo  y  porqoién 
se  ha  de  cumplir  esa  obligación  qoe  recae  sobre  los  bienes  hereditaríos,  por  lo 
cual  entendemos  debe  constitoir  ona  facoltad  propia  del  albacea,  qoe  en  so 
caso,  y  para  complirla,  acodirá  al  precepto  del  art.  903  á  fin  de  procorar  me- 
dios paradlo.' 

Con  ocasión  de  las  facoltades  conferidas  á  los  albaceas,  ha  tenido  ocasión 
de  adoptar  diferentes  resoluciones  la  Dirección  de  los  Registros,  qoe  pasamoa 
á  consignar. 

Resoltando  de  on  testamento  qoe  la  volontad  de  los  testadores  era  señalar 
individoalmenteá  cada  uno  de  sos  herederos  volontarios  los  bienes  inmuebles 
qoe  debían  adqoirír  y  poseer  en  virtod  de  la  institoción,  aotorízando  á  los^ 
albaceas  para  qoe  distriboyesen  los  moebles  en  la  forma  establecidas  por  los 
mismos  testadores;  si  bien  dichos  albaceas  no  se  hallaban  aotorízádos  para 
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practicar  una  división  y  adjudicación  del  patrimonio  inmoeble  de  los  testado- 
res, porque  éstos  la  habían  ya  practicado,  es  indudable  qoe  tenían  facultades 
para  otorgar  todos  los  actos  y  contratos  á  que  pudiere  dar  lugar  el  desempeña 
y  mejor  cumplimiento  de  su  cometido,  y  bajo  este  supuesto  obran  dentro  del 
círculo  de  sus  atribuciones,  señalando  y  deslindando  materialmente  la  parte 
qae  corresponde  á  cada  heredero  en  las  fincas  legadas  en  común  con  otfoa 
partícipes,  toda  Tez  que  este  deslinde  se  dirige  al  mejor  desempeño  y  cumpli- 
miento de  su  cargo,  que  consiste  en  entregar  á  cada  interesado  su  porción  d» 
tal  modo  que  no  dé  lugar  á  dndas  y  cuestiones  entre  los  mismos. 

Al  elevar  los  albaceas,  sin  la  concurrencia  ni  intervención  de  los  herede- 
ros, á  escritura  pública  las  operaciones  practicadas  para  la  división  y  adju* 
dicación  del  caudal  relicto,  no  hicieron  más  que  llevar  á  debido  cumpli- 
miento la  voluntad  de  los  testadores  autorizando  un  documento  qae  conside- 
raron necesario  para  dicho  efeeto,  y  resolviendo  de  antemano  las  dadas  y 
cuestiones  que  naturalmente  hubieran  surgido  de  la  proindivisión  de  algunas 
fincas  entre  los  herederos,  sin  que  para  ninguno  de  aquellos  actos  jurídicos 
sea  necesaria  la  intervención  de  éstos,  no  sólo  porque  los  testadores  lo  ha- 
bían prohibido  para  otros  más  importantes,  sino  porque  era  ocioso  é  inútil, 
atendidos  los  términos  absolutos  de  la  disposición  testamentaria  de  que  los 
herederos  debían  conformarse  con  los  acuerdos  adoptados  por  los  albaceas, 
cualesquiera  que  faeren,  bajo  la  condición  penal  de  caducar  la  institución  res- 
pecto del  que  se  opusiese,  cuya  condición  es  perfectamente  legal  tratándose 
de  herederos  volantaríos. 

Para  la  validez  de  la  mencionada  escritura  no  se  requiere  la  aceptación  de 
todas  y  de  cada  una  de  las  personas  instituidas  herederas,  en  razón  á  que  son 
derechos  perfectamente  distintos  y  que  pueden  existir  legalmente  separados, 
el  de  llevar  á  ejecución  la  voluntad  del  testador  en  orden  á  la  exacta  y  deta- 
llada división  de  sus  bienes,  y  el  de  aceptar  y  darse  por  entregado  cada  par- 
tícipe de  los  bienes  que  le  han  oorrespendido  (I). 

Cuando  el  testador  no  concede  á  los  testamentarios  más  atribuciones  que 
las  de  los  artículos  901  y  903,  añadiendo  tan  sólo,  respecto  de  uno  de  ellos, 
que  éste  tendrá  además  la  de  hacer  la  partición  y  adjudicación  del  caudal  re- 
licto, no  es  lícito  ampliar  las  facultades  de  ese  albacea  y  menos  otorgarle  una 
tan  importante,  caal  la  de  enajenar  bienes  en  casos  que  no  sean  el  designado 
en  el  art.  903;  lo  cual  revela  que  ese  albacea  no  puede  ostentar  la  representa- 
ción de  la  testamentaría  más  que  respecto  de  aquellos  actos  para  que  está  ha- 
bililado,  ya  por  las  disposiciones  generales  del  Código,  ya  por  las  especiales 
del  testamento,  dado  que  el  fondamentu  legal  de  semejante  representación  sólo 

(1)     B.  de  Im  D.,  96  Agosto  79.— 4?.  11  BiMro  80. 
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pv6d«  derivar  d«  vnu  ú  otrts;  y  en  el  punto  donde  tenainaa  lu  fácnludes 
de  los  albaeeas,  deben  comensar  las  de  los  herederos,  i  virtad  de  la  transmi- 
sión de  derechos  y  obligaciones  del  oanunte  qne  á  sn  favor  engendra  la  s«- 
eesión  hereditiría. 

De  lo  expuesto  se  colige,  qne  si  á  la  muerte  del  testador  en  tales  coadi- 
oiones  existía  un  prooedimíento  de  apremio  por  enya  virtud  se  vendió  en  so- 
basta  nna  finca  de  la  testamentaría,  la  escrttara  correspondiente  debió  ser 
otorgada  á  nombre  de  los  herederos  del  finado  por  ser  fos  qne  legalmente  po- 
dían ostentar  la  representaeión  de  éste  en  aqnel  procedimiento,  entablando  las 
acciones  ü  oponiendo  las  excepciones  qne  i  sn  cansante  pudieran  eorrespon- 
der,  y  no  en  el  del  aludido  albaeea  partidor  (4). 

Aun  cuando  las  facultades  que  los  testador-'s  concedan  á  los  albaeeas  no 
deben  tener  otro  límite  que  el  qne  aquel  les  haya  puesto,  si  la  autorización  se 
hubiese  conferido  al  efecto  de  vender  bienes  para  pago  de  deudas,  el  albaeea 
para  realizar  aquéllos  ha  de  justificar  el  olijato  para  que  lo  verifiea,  sin  coya 
circunstancia  no  puede  deducirse  si  obra  ó  no  en  el  uso  de  sos  faonltades  (}). 

Lo  preceptuado  en  loe  artículos  904, 905  y  906  respeeto  al  término  en  qne 
ha  de  cumplirse  el  albaceazgo  y  las  prórrogas  en  sn  caao,  son  reglas  qne  han 
venido  á  resolver  dificultades  suscitadas  en  la  prí::tica  por  el  sistema  de  las 
leyes  de  Partida,  y  que,  dada  la  claridad  con  qne  aparecen  expuestas,  no  n> 
quieren  mayor  explicación;  debiendo  únicamente  afiadir  que  el  albaeea  qne 
acepta  el  cargo  puede  ser  compelido  á  su  cumplimiento,  y  qne,  en  caso  de  mo- 
rosidad, contrae  la  consiguiente  responsabilidad. 

También  son  de  suma  sencillez  y  claridad  los  preceptos  de  las  artíenlos  907 
al  944;  y  respecto  á  ellos,  sólo  creemos  necesario  consignar  que  el  albaeea 
para  rendir  laa  cuentas  á  que  le  obliga  el  907,  tendrá  también  el  deber  da  for- 
malizar invealario  de  los  bienes  y  derechos  qne  compongan  el  candak  qn<: 
puede  encargar  á  otra  persona  la  fot qMusión  de  las  particiones  cuando  deba 
hacerlo  por  no  saber  ó  no  poderlas  piaeticar,  puesto  que  ese  encargo  no  sig- 
nifica una  delegación  del  albaeeaago  á  los  efectos  del  art.  909;  y  que  la  dis- 
posición  del  94  4  deja  fuera  de  tpda  duda  que  muerto  el  albaeea  teetameotario, 
y  habiendo  herederos  instituidos,  á  otlos  corresponde  dar  cumplimiento  á  la 
volunud  de  su  cansante,  sin  qne  sea  lícito  el  nombramieftto  da  albaeeas  dati- 
vos para  adjudicarse  y  vender  bienes  del  finado,  por  más  que  éste  hnbicM 
dispuesto  su  enajenación  (3). 


p^*^ 


(1)    B.  de  U»  D..  at  JaniQ  95.— (?.  80  $«pt. 
(SO     B.  d«  U  D.,  10  Mayo  90.— G.  18  Sep. 
(3)     B.  de  la  D.»  2  Enero  93. — G.  18  Mano. 
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CAPITULO  111 
I>e   la   euoesión   intestada 


SECCIÓN  PRIMERA 

DISPOSICIONES   aiBNERA.Ll» 

Art.  OI9.    La  sucesión  legitima  tiene  lagar: 

1.^  Cuando  uno  muere  sin  testamento,  ó  oon  testa- 
mento liulo,  ó  que  haya  perdido  después  su  validez. 

2.^  Cuando  el  testamento  no  contiene  institución  de 
heredero  en  todo  ó  en  parte  de  los  bienes,  ó  no  dispone  de 
todos  los  que  corresponden  al  testador.  En  este  caso  la  su- 
cesión legítima  tendrá  lugar  solamente  respecto  de  los 
bienes  de  que  no  hubiese  dispuesto. 

S.^  Cuando  falta  la  condición  puesta  á  la  institución 
de  heredero,  ó  éste  muere  antes  que  el  testador,  6  repu- 
dia la  herencia  sin  tener  Sustituto  j  sin  que  haya  lugar 
al  derecho  de  acrecer. 

4.^  Cuando  el  heredero  instituido  es  incapas  de  su- 
ceder. 


846.  No  procede  la  acción  de  petición  de  herencia  contra  el 
«Ibaoea  estando  ya  practicadas  las  operaciones  testamentarias  y 
adjudicados  todos  los  bienes;  en  cuyo  caso,  circunscribiéndose  la 
sentencia  á  absolver  al  demandado  por  ser  improcedente  contra  él 
la  acción  ejercitada,  es  claro  que  nada  resuelve  ni  sobre  la  suce- 
sión legítima  ni  sobre  la  negación  del  derecho  de  acrecer,  y  por  lo 
tanto,  no  puede  infringir  los  artículos  912  y  982  del  Código  civil. — 
8.  4  Jwnio  92.— a.  82  Agosto. 

TOMO  n  V» 
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34S.  La  cláusula  de  un  testamento  ezpresiya  de  que  después  de 
cumplidas  todas  las  mandas,  si  sobrare  algo  do  dinero,  se  reparta 
entre  determinados  parientes  del  testador,  rectamente  entendida 
y  aplicada^  no  tiene  ni  puede  tener  otro  alcance  que  reconocer  en 
loB  nombrados  derecho  á  obtener  el  dinero  mandado  ó  legado,, 
puesto  que  la  claridad  de  su  redacción  no  autoriza  ni  permite  su- 
poner fuera  otra  la  intención  del  testador;  y  la  palabra  dinero,  en 
su  acepción  gramatical  y  jurídica,  significa  usualmente  moneda  co- 
rrienU  y  nunca  un  conjunto  ó  universalidad  de  bienes,  á  menos 
que  se  justifique  que  en  el  país  en  que  se  otorgó  y  ha  de  cumplirse 
el  testamento,  tenga  tal  sentido  y  significado. — S.  5  Julio  93. — 
G.  18  Noviembre, 

347,  El  encargo  hecho  por  el  testador  á  dos  ó  más  personas 
para  que  distribuyan  la  herencia  con  arreglo  á  las  instrucciones 
verbales  que  les  haya  dado,  no  entraña  una  verdadera  institución 
de  herederos,  sino  el  carácter  de  meros  ejecutores  testamentarios. 
—S.  22  Mayo  9á.'-Q.  31  Od.  y  i.^  Nov, 

348.  Cuando  en  testamento  válido  se  hace  institución  de  here- 
dero universal,  si  por  cualquier  causa  caducan  ó  se  invalidan  las 
mandas  ó  legados  que  contenga,  los  bienes  en  que  éstos  consistan 
acrecen  á  la  masa  hereditaria,  sin  que,  una  vez  admitida  la  heren- 
cia por  el  heredero  universal,  pueda  tener  lugar  la  sucesión  intes- 
tada ni  aun  con  respecto  á  aquellos  legados,  y  estimándolo  así  la 
Sala  sentenciadora,  no  infringe  lo  dispuesto  en  el  art.  912  del  Có- 
digo civil.— S'.  22  Sept,  91,-0.  29  Octubre. 


Art.  OI3.  A  falta  de  herederos  testamentarios,  la 
ley  defiere  la  herencia,  según  las  reglas  que  se  expresarán, 
á  los  parientes  legítimos  y  naturales  del  difunto,  al  viudo 
ó  viuda,  y  al  Estado. 

Ari.  01  i.  Lo  dispuesto  sobre  la  incapacidad  para 
suceder  por  testamento  es  aplicable  igualmente  á  la  suce- 
sión intestada. 
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^ONFIKH ANDO  los  prineipios  capitales  qoe  en  metería  de  sucesión  le- 
gítima han  estaUecido  los  Códigos  modernos,  reformando  en  parte  mny  im- 
portante las  doctrinas  de  la  legislación  romana,  nuestro  Código  en  esta  seeión 
especifica  terminantemente  los  casos  en  que  tiene  lugar  la  sucesión  intestada, 
el  orden  general  de  los  llamamientos  á  la  misma  y  el  principio  determinante 
de  la  capacidad  de  las  personas  para  adquirir  por  este  título. 

£1  art.  9tt  transcrito  expresa  en  los  cuatro  números  que  comprende  los 
casos  en  que  tiene  lugar  la  sucesión  legítima,  siendo  el  primero  cuando  uno 
muere  sin  testamento,  ó  con  testamento  nulo,  ó  que  haya  perdido  después  su 
validez.  De  las  tres  causas  que  comprende  este  número,  no  ofrece  dificultad 
alguna  la  explicación  de  las  dos  primeras,  toda  vez  que  el  precepto  legal  las 
contiene  de  una  manera  categórica;  mas  la  tercera,  ó  sea  que  el  testamento 
ha) a  perdido  después  su  validez,  la  interpretación  puede  ocasionar  ciertas  di- 
ficultades, que  podemos  comprender  en  esta  forma:  4.^,  causas  que  pueden 
ocasionar  que  el  testamento  otorgado  válidamente  pierda  su  validez;  y  2.*, 
tiempo  en  que  tales  causas  producen  ese  efecto. 

La  primera  cuestión  hay  que  resolverla  necesariamente  en  el  concepto  de 
que  no  existe  causa  alguna  por  la  que  el  testamento  válidamente  otorgado 
quede  totalm*  nte  sin  efecto,  salvo  por  la  revocación  total  á  que  indudable- 
mente se  ha  referido  el  legislador,  excluyendo  los  casos  de  revocación  par- 
cial, los  de  preterición  y  desheredación  injusta,  que  se  comprenden  en  el  nú- 
mero S.®  del  atículo  que  examinamos. 

La  segunda  cuestión  ofrece  su  principal  dificultad  en  el  empho  del  adver- 
bio detpttét  que  usa  el  precepto,  pues,  dado  su  contexto,  no  puede  decirse  si 
el  acto  á  que  se  refiere  es  el  del  otorgamiento  del  testamento,  el  instante  de  la 
muerte  del  testador,  ó  un  hecho  posterior;  y  como  el  Código  reconoce  el 
principio  de  que  la  nulidad  y  la  revocación  son  únicamente  las  causas  que 
producen  la  ineficacia  total  de  un  testamento,  no  encontramos  justificación  al- 
guna en  el  último  concepto  del  núm.  4.®  de  dicho  art.  9 IS. 

Dos  causa:!  informan  la  disposición  del  núm  2.®  del  repetido  art.  912:  una, 
la  falta  de  institución  de  herederos  en  el  todo  ó  parte  de  los  bienes,  y  la  otra, 
la  falta  de  disposición  en  general  de  alguna  parte  de  ellos;  y  á  prever  el  caso 
tiende  la  disposición,  expresando  los  límites  que  ha  de  alcanzar  la  sucesión 
abintestato  conjunta  con  la  testamentaria,  que  es  solamente  á  los  bienes  de 
que  no  hubiese  dispuesto  el  testador. 

Producen  también  la  sucesión  legítima,  juntamente  con  la  testamentaría, 
las  causas  que  emanan  de  la  ineficacia  de  la  institución,  señalándolas  el  pre- 
cepto que  nos  ocupa  en  sus  números  3.o  y  4.^,  cuyo  texto  no  ofrece  dificultad 
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algona,  si  bien  ht  de  tenerse  en  cnenU  qae  el  trt.  757  niega  efectos  á  It  in- 
dignidad conocida  por  el  testador  al  hacer  el  testamento,  ó  remitida  por  el 
mismo;  y  que  el  764  concede  la  transmisión  de  derechos  del  heredero  forzoso 
incapaz  isas  hijos  y  descendientes  legítimos;  y  que,  por  tanto,  en  esos  casos 
no  procederá  la  sucesión  abintestato  por  la  causa  del  núm.  4.^  citado,  ó  sea 
por  incapacidad  para  suceder  del  heredero  instituido. 

La  disposición  del  art.  943  es  perfectamente  clara.  A  falla  de  herederos 
testamentarios,  la  ley  defiere  la  herencia,  según  las  reglas  que  se  expresarán, 
á  los  parientes  legítimos  y  naturales  del  difunto,  al  viudo  ó  viuda,  y  ai  Esta- 
do. Cuando  estudiemos  las  reglas  á  que  el  precepto  se  refiere,  tendremos  oca- 
sión oportuna  de  explanar  su  alcance  y  las  .interpretaciones  á  que  las  mismas 
puedan  dar  lugar. 

Finalmente,  el  art.  944  es  de  referencia,  y  su  precepto  hace  extensivo  id 
dispuesto  sobre  la  incapacidad  para  suceder  por  testamento  á  la  sucesión  in- 
testada; y  como  esta  materia  ya  la  hemos  tratado  ampliamente,  remitimos  al 
lector  á  los  comentarios  respectivos,  en  evitación  de  repeticiones  innecesarias. 

£n  cuanto  al  derecho  internacional,  por  lo  que  se  refiere  á  este  capítulo, 
— arts.  942  al  9t9— determinada,  según  se  expresó  en  el  c<»mentario  déla  sec- 
ción primera  del  capítulo  anterior,  la  ley  por  que  debe  regirse  la  sucesión,  á 
ella  ha  de  ajustarse  todo  lo  que  se  relacione  íntimamente  con  el  derecho  suce- 
sorio y  sus  incidencias,  sobre  todo  en  su  parte  sustantiva. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DEL    PARENTESCO 

Ari«  0 1 5.  La  proziiQidad  del  parentesco  se  deter- 
mina por  el  número  de  generaciones.  Cada  generación 
forma  un  grado. 

Ari.  0 1 6.  La  serie  dé  grados  forma  la  linea,  que 
puede  ser  directa  ó  colateral. 

'    Se  llama  directa  la  constituida  por  la  serie  de  grados 
entre  personas  que  descienden  una  de  otra. 

Y  colateral  la  constituida  por  la  serie  de  grados  entre 
personas  que  no  descienden  unas  de  otras,  pero  que  pro- 
ceden de  un  tronco  común. 
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Art.  o  1 9.  Se  distiogue  la  línea  recta  en  descen- 
dente y  ascendente. 

La  primera  une  al  cabeza  de  familia  con  los  que  des- 
cienden de  él. 

La  segunda  liga  á  una  persona  con  aquéllos  de  quienes 
desciende. 

\vt.  019.  En  las  lineas  se  cuentan  tantos  grados 
como  generaciones  ó  como  personas,  descontando  la  del 
progenitor. 

En  la  recta  se  sube  únicamente  hasta  el  tronco^  Asi,  el 
hijo  dista  del  padre  un  grado,  dos  del  abuelo  y  tres  del 
bisabuelo. 

En  la  colateral  se  sube  hasta  el  tronco  común  y  después 
se  baja  hasta  la  persona  con  quien  se  hace  la  computa- 
ción. Por  esto,  el  hermano  dista  dos  grados  del  hermano, 
tres  del  tío,  hermano  de  su  padre  ó  madre,  cuatro  del  pri- 
mo hermano,  y  así  en  adelante. 

.  Art.  OÍ  O.  La  computación  de  que  trata  el  articulo 
anterior  rige  en  todas  las  materias,  excepto  las  que  ten- 
gan relación  con  loe  impedimentos  del  matrimonio  ca- 
nónico. 

Ari.'  090.  Llámase  doble  vínculo  al  parentesco  por 
parte  del  padre  y  de  la  madre  conjuntamente. 

Art.  991.  En  las  herencias  el  pariente  más  próxi- 
mo en  grado  excluye  al  más  remoto,  salvo  el  derecho  de 
representación  en  loe  casos  en  que  deba  tener  lugar. 

Los  parientes  que  se  hallaren  en  el  mismo  grado  here- 
darán por  partes  iguales,  salvo  lo  que  se  dispone  en  el  ar- 
tículo 949  sobre  el  doble  vinculo. 


349.— Si  bien  el  art.  927  del  Código  establece  que  los  sobrinos 
heredarán  por  partes  iguales,  ee  notorio  que  lo  hace,  distinguiendo 
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el  caso  en  que  concurran  solos,  de  aquél  en  que,  concurriendo  con 
hermanos  de  su  madre,  tleue  lugar  el  derecho  de  representación, 
derecho  á  que  está  exclusivamente  dedicada  la  sección  tercera, 
capitulo,  título  y  libro  terceros  en  que  el  mencionado  articulo  está 
comprendido,— 5.  17  Enero  95. — O,  15  Abril, 

360. — Además  de  que  con  ello  no  hace  otra  cosa  que  dar  apli- 
cación al  caso  á  que  se  refiere  la  regla  general  ya  establecida  en  el 
art.  921  al  fijar  los  derechos  que  á  la  sucesión  intestada  señala  al 
parentesco,  regla,  según  la  cual,  los  que  se  hallasen  en  el  mismo 
grado,  sucederán  por  partes  iguales,  es  lo  cierto  que  este  mismo  ar- 
tículo establece,  como  excepción  de  la  repetida  regla,  lo  que  titula 
el  doble  vínculo  que  explica  en  el  artículo  precedente,  y  cuyo  des- 
envolvimiento y  alcance  precisa  después  en  la  sección  cuarta  del 
capítulo  siguiente. — S,  17  Enero  95. — 0. 16  Abril. 

351.— Según  el  art.  949  á  que.se  refiere  expresamente  el  921,  sí 
concurrieren  hermanos  de  padre  y  madre  con  medio  hermanos, 
aquéllos  tomarán  doble  porción  que  éstos  en  la  herencia:  según  el 
947  y  950,  partes  iguales  si  concurrieren  sólo  los  de  una  ú  otra 
clase;  y  conforme  al  951,  los  hijos  de  los  medio  hermanos  hereda- 
rán por  cabezas  ó  por  e$Hrpe$t  según  las  reglas  establecidas  para  los 
hermanos  de  doble  vinculo. — S.  17  Enero  95.— 0. 15  Abril. 

352.— Siendo  esto  así,  y  aquellas  las  reglas  á  que  ha  de  suje- 
tarse la  sucesión  respecto  á  los  hijos  de  medio  hermanos,  ya  lo  ha- 
gan por  cabezas  ó  ya  por  estirpes,  parece  fuera  de  duda  que  en  el 
primer  caso,  ó  sea  cuando  concurran  con  loe  que  lo  sean  de  her- 
manos de  doble  vínculo,  han  de  recibir  éstos  doble  porción  que 
aquéllos  en  el  concepto,  unos  y  otros,  de  por  su  propio  derecho,  y 
que  cuando  concurran  con  tíos,  hermanos  de  esta  última  clase,  de- 
ben á  su  vez  percibir,  por  virtud  del  derecho  de  representación,  lo 
que  correspondería  á  su  padre  si  viviese.— 5.  17  Enero  95, — O.  15 
Abrü. 

853. — El  texto  explícito  del  art.  954  confirma  más  y  más  esta 
interpretación,  puesto  que  viene  ¿señalar  el  límite  de  la  distin- 
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«ion  dimanante  del  doble  vinculo,  al  establecer  que  no  se  tenga 
en  cuenta  la  preferencia  que  éste  motiva,  cuando,  no  habiendo  her- 
manos ni  hijos  de  heíinanos,  vengan  á  la  sucesión  los  demás  parientes 
colaterales,  á  quienes  llama  en  su  defecto;  lo  cual  implica  que,  al 
introducir  esta  novedad  en  nuestro  derecho  positivo,  ha  entendido 
oportuno  el  legislador  hacerla  extensiva,  no  sólo  á  los  hermanos, 
sino  también  á  los  hijos  de  estos. — S.  17  Enero  95.— 0. 15  Abril. 


Art.  0^2.  Si  hubiere  varios  parientes  de  un  mismo 
grado,  y  alguno  ó  algunos  no  quisieren  ó  no  pudieren  su- 
ceder, su  parte  acrecerá  á  loe  otros  del  mismo  grado,  salvo 
el  derecho  de  representación  cuando  deba  tener  lugar. 

/ivt.  0553.  Repudiando  la  herencia  el  pariente  más 
próximo,  si  es  solo,  ó^  si  fueren  varios,  todos  los  parien- 
tes más  próximos  llamados  por  la  ley,  heredarán  los  del 
grado  siguiente  por  su  propio  derecho  y  sin  que  puedan 
representar  al  repudiante. 


6 


CÚPAKSS  los  nueve  artículos  transcritos,  para  establecer  el  orden  de 
soeesión  intestada,  del  parentesco  de  consangoinidad,  poes  si  bien  la  natora- 
kza  en  sos  afectos  no  distingue,  la  ley  había  de  hacerlo  rindiendo  el  debido 
tríbato  á  las  necesidades  qoe  demandan 4a  moral  y  el  orden  social.  La  legiti- 
midad da  preeminencia  dentro  del  parentesco  de  nna  misma  sangre,  y  U  ley 
la  reconoce  en  consideración  á  la  santidad  de  la  familia. 

El  afecto  es  ciertamente  la  regla  más  segara  qae  conduce  al  eonocimieoto 
de  la  presunta  voluntad  del  causante;  y  de  aquí  que  el  Código  establezca  una. 
serie  de  reglas  graduales  en  relación  directa  con  las  manifestacioaes  de  aquel 
afecto  en  el  corazón  humano. 

Los  grados,  las  líneas  y  la  computación  de  aquéllos,  demuestran  comple- 
tamente nuestra  afirmación.  Cuanto  ordena  el  Código  en  este  punto,  va  enea- 
minado  á  que  los  bienes,  derechos  y  obligaciones  del  causante  recaigas  en  las 
personas  más  inmediatas  al  mismo,  ya  que  la  proximidad  del  parentesco  sa- 
pone  generalmente  (a  mayor  soma  de  afectos  y  relaciones  entre  el  finado  y 
sus  sucesores.  De  ahí  el  precepto  de  que  el  pariente  más  próximo  excluye  al 
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más  remoto,  biIto  el  derecho  de  lepreseotación  en  loe  ctsos  eD  que  deba  te- 
ner logar. 

Sienta  con  gran  exactitad  el  Código  la  doctrina  fandamental  de  loa  gradoa 
y  lioeaa.  Cada  generación  forma  nn  grado,  y  la  serie  de  grados  la  línea,  qne 
puede  ser  directa  ó  colateral;  más  si  bien  en  cnanto  á  la  primera  no  paede 
ofrecerse  dificaltad  algona  en  la  computación,  porque  dentro  de  esa  línea  no 
hay  máa  qoe  ucender  ó  descender  cootando  todaa  las  generaciones,  menos 
ana,  para  demostrar  el  parentesco  entre  dos  personas  y  deducir  que  el  hijo  se 
halla  en  primer  grado  respecto  á  so  padre,  en  segundo  con  relación  á  so 
abuelo,  y  así  locesivamente,  no  sucede  lo  mismo  en  la  línea  colateral,  en  la 
qoe  es  de  necesidad  tener  presente  el  tronco  común  y  las  ramas  que  de  él  so 
derivan  y  que  contengan  á  las  personas  cuyo  parentesco  se  investigoe,  ha- 
ciéndose necesario  ascender  en  una  rama  ba^ta  el  tronco,  y  descender  desde 
éste  en  la  otra  rama  hasta  llegar  á  la  persona  con  quien  se  baga  la  computa- 
ción; lo  cual  demostrará  que  el  hermano  dista  dos  grados  de  so  hermano, 
tres  de  so  tío,  coatro  de  so  primo  hermano,  etc.,  etc. 

Esta  compotacíón,  propia  del  orden  civil,  no  es  aplicable  al  matrimonio 
canónico,  en  orden  á  los  impedimentos  para  su  celebración,  excepcióo  que  es- 
tablece el  art.  919  como  consecuencia  necesaria  de  lo  dispuesto  en  el  it  y  75 
relativos  á  las  solemnidades  de  aquel  matrimonio,  estatuidas  por  la  Iglesia  y 
confirmadas  por  la  ley  civil. 

Las  herencias  se  defieren  siempre  por  la  mayor  proximidad  de  grados, 
salvo,  como  hemos  dicho,  el  derecho  de  representación,  cuya  regla  y  su  ex- 
cepción determinan  la  diversidad  de  modos  de  sueeder,  y  del  precepto  del 
párrafo  %.o  del  art.  911,  resulta  que  en  la  sucesión  in  eapiia  se  divide  la  he- 
rencia por  partes  iguales  entre  las  personas  llamadas,  á  no  ser  qoe  concurran 
parientes  de  doble  víncolo  con  otros  de  vinculo  sencillo,  pues  en  tal  caso, 
tiene  aplicación  el  precepto  del  art.  949. 

Por  ultimo,  si,  como  consecuencia  de  los  casos  previstos  en  los  artículos 
%n  y  92d,  resoltare  una  porción  vacante,  se  concede  el  derecho  de  acrecer 
cuando  no  haya  logar  al  de  representación;  y  si  la  vacante  por  repudiación 
íoere  el  todo  de  la  herencia,  socederán  los  parientes  comprendidos  en  el  grado 
sigoiente  por  so  derecho  propio,  y  sin  que  puedan  representar  al  repudiante, 
toda  vez  que  no  debe  tener  lugar  el  derecho  de  representación  de  una  personA 
viva  sino  por  efecto  de  desheredación  ó  incapacidad  para  suceder. 
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SECCIÓN  TERCERA 

DE    LA    BEPBE8ENTACIÓN 

Art.  OX4.  Llámase  derecho  de  representación  el 
que  tienen  los  parientes  de  una  perdona  para  sucederle  en 
todos  los  derechos  que  tendría  si  viviera  ó  hubiera  podido 
heredar. 


854.  Constituyendo  la  reserva  de  bienes  un  derecho  ó  beneficio 
peiBonallsimo,  sólo  pueden  ejercitarlo  ó  reclamarlo  aquellas  per- 
sonas á  cuyo  favor  lo  ha  establecido  la  ley  taxativamente,  por  lo 
que  no  cabe  en  esta  materia  de  interpretación  restrictiva  la  repre- 
sentación establecida  para  otro  orden  de  derechos  en  los  artículos 
924  y  925  del  Código  civil.— 5.  16  Dic.  93.— G.  21  Feb.  93. 


Jítí.  995.  El  derecho  de  representación  tendrá 
siempre  lugar  en  la  linea  recta  descendente,  pero  nunca 
en  la  ascendente. 

En  la  linea  colateral  sólo  tendrá  lugar  en  favor  de  los 
hijos  de  hermanos,  bien  sean  de  doble  vínculo,  bien  de 
un  solo  lado. 


365.  Al  disponer  el  testador,  que  no  tiene  descendientes  ni  as- 
cendientes, que  pase  á  su  muerte  la  propiedad  de  sus  bienes,  divi- 
dida en  partes  iguales,  á  sus  hermanos,  y  á  falta  de  alguno  de 
éstos  á  los  hijos  del  mi^mo,  sin  hacer  excepción  alguna  de  los  nie- 
tos, claramente  da  á  entender,  y  es,  por  tanto,  conocida  su  inten- 
ción de  que  si  premoría  algún  hijo  de  uno  de  dichos  hermanos,, 
entraran  representándole  los  nietos,  puesto  que,  debiendo  éstos  su- 
ceder de  todos  modos  en  orden  natural  y  regular  á  los  hijos  de  sus 
hermanos,  no  hay  razón  ni  motivo  alguno  fundado  para  que  no 
acaeciese  lo  propio  con  el  hijo  ó  hijos  del  premuerto»  acomodando- 
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66  asi  esto  al  eepiritu  y  sentido  domÍDante  en  las  dlspoeiciones  le- 
gales que  rigen  en  materia  de  Bucesión  de  la  linea  directa  de  des- 
cendientes y  á  las  reglas  de  interpretación  sancionadas  por  el  Tri- 
bunal Supremo,  según  las  que  los  nietos  deben  entenderse  com- 
prendidos bajo  la  palabra  hijos,  si  no  se  hubiere  hecho  exclusión 
especial  de  aquéllos;  y  no  estimándolo  así,  se  infringe  la  expuesta 
doctrina.— 5.  31  Dic.  P5.— (?.  31  de  Enero  96. 


Art.  090.  Siempre  que  se  herede  por  representa- 
ción, la  división  de  la  herencia  se  hará  por  estirpes,  de 
modo  que  el  representante  ó  representantes  no  hereden 
más  de  lo  que  heredarla  su  representado  si  viviera. 

Jkvt.  OtCV.  Quedando  hijos  de  uno  ó  más  hermanos 
del  difunto,  heredarán  á  éste  por  representación  si  concu- 
rren con  sus  tíos.  Pero,  si  concurren  solos,  heredarán  por 
partes  iguales  (1). 


356.  Si  bien  el  art.  927  del  Código  establece  que  loa  sobrinos 
heredarán  por  partes  iguales,  es  notorio  que  lo  hace,  distinguiendo 
el  caso  en  que  concurran  solos,  de  aquel  en  que,  concurriendo  con 
hermanos  de  su  madre,  tiene  lugar  el  derecho  de  representación, 
derecho  á  que  está  exclusivamente  dedicada  la  Sección  tercera,  ca- 
pítulo, título  y  libro  terceros,  en  que  el  mencionado  artículo  está 
comprendido. — S.  17  Enero  95. — G.  IS  Abrü. 

367.  Además  de  que  con  ello  no  hace  otra  cosa  que  dar  aplica- 
ción al  caso  á  que  se  refiere  la  regla  general  ya  establecida  en  el  ar- 
tículo 921,  al  fijar  los  derechos  que  á  la  sucesión  intestada  señala 
al  parentesco,  regla,  según  la  cual,  los  que  se  hallaren  en  el  mismo 
grado  sucederán  por  partes  iguales,  es  lo  cierto  que  este  mismo  ar- 
tículo establece,  como  excepción  de  la  repetida  regla,  lo  que  titula 
el  doble  vínculo  que  explica  en  el  artículo  precedente,  y  cuyo  dea  - 

(X)     Véase,  oom«  oonoordante,  él  art.  MS. 
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«uTolvimiento  y  alcance  precisa  después  en  la  Sección  cuarta  del 
<»ipltuIo  siguiente. — S.  17  Enero  95. — O.  17  Abril, 

858.  Según  el  art.  949,  á  que  se  refiere  expresamente  el  921,  si 
concurrieren  hermanos  de  padre  y  madre  con  medio  hermanos, 
aquéllos  tomarán  doble  porción  que  éstos  en  la  herencia:  según  el 
947  7  950,  partes  iguales  si  concurrieren  sólo  los  de  una  ú  otra 
claK>e;  y  conforme  al  951,  los  hijos  de  los  medio  hermanos  hereda- 
rán iM>r  cabezas  ó  por  eetirpes^  según  las  reglas  establecidas  para  los 
hermanos  de  doble  yínculo. — S.  17  Enero  95. — O*  15  Abril. 

859.  Siendo  esto  asi,  y  aquellas  las  reglas  á  que  ha  de  sujetarse 
la  sucesión  respecto  á  los  hijos  de  medio  hermanos,  ya  lo  hagan 
por  cabezas,  ó  ya  por  estirpes,  parece  fuera  de  duda  que  en  el  pri- 
mer caso,  ó  sea  cuando  concurran  con  los  que  lo  sean  de  hermanos 
de  doble  vinculo,  han  de  recibir  éstos  doble  porción  que  aquéllos, 
en  el  concepto  unos  y  otros  de  por  su  propio  derecho,  y  que  cuando 
concurran  con  tios,  hermanos  de  esta  última  clase,  deben  á  su  ves 
percibir,  por  virtud  del  derecho  de  representación,  lo  que  corres- 
pondiera á  su  padre  si  viviese. — S.  17  Enero  95.— O.  15  Abrü. 

360.  El  texto  explícito  del  art.  954  confirma  más  y  más  esta 
interpretación,  puesto  que  viene  á  señalar  el  limite  de  la  distin- 
ción  dimanante  del  doble  vinculo,  al  establecer  que  no  se  tenga 
en  cuenta  la  preferencia  que  este  motiva,  cuando  no  habiendo  her- 
manos ni  hijos  de  hermanes  vengan  á  la  sucesión  los  demás  parienUs 
colaterales,  á  quienes  llama  en  su  defecto,  lo  cual  implica  que  al 
introducir  esta  novedad  en  nuestro  derecho  positivo,  ha  entendido 
oportuno  el  legislador  hacerla  extensiva,  no  sólo  á  los  hermanos, 
sino  también  á  los  hijos  de  éstos. — S.  17  Enero  95, — O.  15  Abril. 


Aitt,  999.    No  se  pierde  el  derecho  de  representar  á 
una  persona  por  haber  renunciado  su  herencia. 

Ari.  990«    No  podrá  representarse  á  una  persona 
viva  sino  en  los  casos  de  desheredación  ó  incapacidad. 
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361.  La  merft  eyentualidad  de  qae  el  padre  pineda  llegar  á 
heredar  á  su  hijo,  bí  éste  premuere,  en  loe  bienes  que  Be  le  adju- 
dicaren por  razón  de  legitima,  no  constituye  derecho  alguno  que 
pueda  ser  invocado  al  sobrevenir  semejante  accidente,  pues  para 
que  el  derecho  se  conceptúe  nacido,  ha  de  fundarse  en  hechos  rea- 
usados,  pues  la  esperanza  de  que  puedan  tener  lugar  no  equivale 
en  modo  alguno  al  hecho  ya  pasado.-— 5.  8  Nav.  Sá.—Q.  8  Fébre^ 
ro95. 


n 


'KFINB  el  Código  el  derecho  de  repreientación  en  el  primero  de  loe  sr* 
ticolot  iranscríios,  diciendo  qae  es  tel  que  tienen  los  parientes  de  nns  perso* 
na  para  sncederle  en  todos  los  derechos  qae  tendría  si  viviera  ó  babiera  po- 
dido heredar»,  dándonos  la  explicación  de  los  diferentes  términos  qae  com^ 
prende  el  precepto  el  siguiente  art.  9t5,  qoe,  al  estatuir  qoe  aquél  derecho 
tendrá  siempre  lugar  en  la  línea  recta  descendente,  pero  no  en  la  ascendente, 
deja  fuera  de  toda  duda  que  en  aquella  línea  se  transfiere  la  representación 
extensamente,  sea  el  que  quiera  el  numero  de  graJos  ó  generaciones  qae  se- 
paren al  sucesor  por  representación  del  causante.  Por  el  contrarío,  en  la  cola- 
teral se  limiía  hasta  el  tercer  grado,  toda  vez  que  en  ella  sólo  tiene  logar  en 
cuanto  á  los  hijos  de  hermanos,  bien  sean  de  doble  vínculo,  bien  de  un  sólo 
lado,  según  el  precepto  del  párrafo  segundo  del  mismo  artículo;  y  como  la 
representación  engendra  ciertas  limitaciones  derivadas  del  número  de  personaa 
en  que  recae  cuando  concurren  con  otras  que  hereden  por  derecho  propio  ó 
^  eapiia^  la  ley,  siguiendo  la  inspiración  de  las  Partidas,  da  las  reglas  para 
la  división  de  la  herencia,  en  tal  caso,  estableciendo  en  el  art  9t€  qoe,  tal 
división  se  hará  por  estirpes^  ó  sea  en  tantas  partes  igoalea  como  personas 
vivas  ó  fallecidas  tuvieren  derecho  á  la  herencia,  otorgando  á  los  represen* 
tantea,  por  igual,  la  parte  correspondiente  á  la  persona  que  representen. 

Como  queda  indicado,  la  representación  en  la  línea  colateral  no  pasa  de 
los  sobrinos,  y  sólo  cuando  concurran  con  sus  tíos  en  la  ancesión  inteatada, 
caso  en  que  los  hermanos  del  causante  hereden  por  cabezas  y  los  sobrinos  por 
estirpes»  mas  si  concurren  solos,  desaparece  necesariamente  la  representación 
y  heredan  por  derecho  propio  los  sobrinos  por  partes  iguales,  todos  ellos  según 
lo  ordenado  en  el  art  t<t7. 

Infórmase  el  precepto  del  art.  928  en  el  principio  de  la  independencia  de 
Jos  derechos  que  forman  el  patrimonio  de  una  peréona,  de  los  que  puedan  co* 
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rresponderle  en  la  representación  de  otra,  de  lo  qae  resalla,  qae  el  bijo,  af 
repndíar  la  herencia  de  sn  padre,  no  pierde  el  derecho  de  representarle  en  la 
socesidn  del  abuelo,  porque  ambas  herencias  son  distintas  y  pueden  producir 
diversos  efectos. 

Establecido  en  los  arts.  €57  y  661  que  los  derechos  á  la  sucesión  de  una 
persona  se  transmiten  desde  el  momento  de  su  muerte,  y  que  los  herederos 
suceden  al  difunto  por  aquel  hecho  en  todos  sus  derechos  y  obligaciones,  y 
otorgado  por  los  761  y  857  á  los  hijos  y  descendientes  del  incapaz  ó  deshere- 
dado el  derecho  de  percibir  la  legítima  dé  aquél  en  la  sucesión  del  ascendiente, 
es  una  consecuencia  lógica  de  tales  preceptos  el  que  consigna  el  art.  929:  «No 
podrá  representarse  á  una  persona  viva  sino  en  los  casos  de  desheredación  ó 
incapacidad.»  La  disposición  es  bien  terminante;  pero  ¿A  qué  clase  de  incapa- 
cidad se  refiere  el  artículo?  ¿\  la  incapacidad  física  de  la  persona  que  ha  de 
ser  representada?  De  ninguna  manera.  Así  como  la  representación  por  deshe- 
redación sólo  tiene  lugar  en  los  casos  en  que  esta  es  procedente,  y  justa  la 
causa  que  la  motiva,  según  hemos  visto  al  comentar  la  Sección  novena  del 
título  tercero  de  este  libro,  así  la  representación  por  incapacidad  sólo  tendrá 
lugar  cuando  la  persona  que  ha  de  ser  representada  sea  incapaz  para  suceder 
en  los  casos  taxativos  de  la  ley,  que  no  comprenden  en  ninguno  de  ellos  al 
loco,  demente,  sordomudo,  etc.;  y  si  estos  pueden  heredar,  es  evidente  la  im- 
posibilidad de  representarlos  desde  el  momento  en  que  el  art.  924  establece, 
como  hemos  dicho,  que  el  derecho  de  representación  es  el  que  tienen  los  pa- 
rientes de  una  persona  para  sucederle  en  todos  los  derechos  que  tendría  si  vi- 
viera ó  hubiera  podido  heredar,  pues  viviendo  y  teniendo  capacidad  para  he- 
redar, sus  derechos  le  pertenecen  directamente,  siquiera  su  capacidad  haya  de 
ser  completada,  para  el  ejercicio  de  aquellos,  en  la  forma  prevista  por  la  ley. 

En  sn  consecuencia,  la  capacidad  receptiva  de  derechos  que  tienen  los 
postumos,  los  menores,  locos  y  sor  lomudos  que  no  sepan  leer  ni  escribir,  se 
reintegra  con  la  intervención  de  sus  legítimos  representantes,  y  especialmente 
del  tutor,  que,  según  el  art.  262,  r^esenta  al  mettor  ó  incapacitado  en  todú$ 
los  actos  civiles^  salvp  aquellos  que  por  disposición  esopresa  de  la  ley  puedan 
ejecutar  por  si  solos. 
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CAPÍTULO   IV 

r>el  orden  de  tsiiceder,  segrú^  ^^  diversidad  de  lineáis. 


^] 


SECaÓN  PRIMERA 

» 

DE  LA  LÍ19EA  RECTA  DESCENDENTE 

itrt.  OSO.  La  Bucesión  corresponde  en,  primer  In- 
gar,  á  la  linea  recta  descendente. 

Aw^t.  03I.  Los  hijos  legítimos  y  sus  descendientes 
suceden  á  los  padres  y  demás  ascendientes»  sin  distinción 
de  sexo  ni  edad,  y  aunque  procedan  de  distintos  matri* 
monios. 

Avt.  039.  Los  hijos  del  difunto  le  heredarán  siem- 
pre por  su  derecho  propio,  dividiendo  la  herencia  en  par- 
tes iguales. 

itrt.  933.  Los  nietos  y  demás  descendientes  here- 
darán por  derecho  de  representación,  y,  si  alguno  hubiese 
fallecido  dejando  varios  herederos,  la  porción  que  le  co- 
rresponda 66  dividirá  entre  éstos  por  partes  iguales. 

Atí,  03*1.  Si  quedaren  hijos  y  descendientes  de 
otros  hijos  que  hubiesen  fallecido,  los  primeros  heredarán 
por  derecho  propio,  y  los  segundos  por  derecho  de  repre- 
sentación. 


'BNCILLOS  y  de  la  mayor  claridad  aon  los  preceptos  contenidos  en  loa 
cinco  artícnlos  transcritos.  En  ellos  se  llama  á  la  sucesión  abintestato,  en  pri- 
mer término,  á  la  linea  recta  descendente.  Únicamente  suceden  in  cepita  los 
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bijos,  eomo  descendientes  en  primer  grado,  y  dividen  entre  sí  la  herencia  por 
partes  ignaies.  Los  nietos  y  demás  dessendientes  sólo  tienen  el  derecho  de  re- 
presentación, lo  cnal  origina  dos  divisiones  distintas  de  la  herencia,  la  pri- 
mera, por  el  número  de  los  descendientes  de  primer  grado,  y  la  segunda,  la  do 
eada  porción  de  aquéllas  entre  los  representantes  de  los  fallecidos.  Y  si  con- 
eorren  á  la  sucesión  hijos  y  descendientes  de  otros  hijos  premaertos,  aquéllos 
heredan  por  derecho  propio  y  éstos  por  representación. 

Esta  doctrina,  que  es  la  contenida  en  los  artículos  que  nos  ocupan,  no  re- 
qoiere  mayor  estudio,  y  aquí  daríamos  por  terminado  el  presente,  si  no  fuese, 
eomo  es,  á  nuestro  juicio,  necesario  entrar  á  examinar  dos  cuestiones,  si- 
quiera con  ello  adelantemos  algunos  conceptos  relacionados  con  los  eitremos^ 
que  sirven  de  materia  á  las  disposiciones  subsiguientes  del  Código. 

La  primera  de  esas  cuestiones  refiérese  á  la  clase  de  hijos  y  á  sn  llama- 
miento en  la  sucesión  intestada.  La  línea  recta  descendente  puede  tener  lo» 
conceptos  de  legitimidad  ó  ilegitimidad,  io  cnal  precisa  á  examinar  si  el  pri- 
mero tiene  ó  no  preferencia  absoluta  y  excluye  al  segundo. 

£1  art.  934  estabfece  que  los  hijos  legílttuos  y  sus  descendientes  snceden 
á  ios  padres  y  demás  ascendientes,  sin  distinción  de  sexo  ni  edad,  y  aunque 
procedan  de  distintos  matrimonios;  y  como  los  demás  artículos  de  la  sección 
no  hacen  referencia  alguna  á  ninguna  otra  clase  de  hijos,  parece  deducirse 
que  son  excluidos  por  completo  de  la  sucesión  abinlestato  de  los  ascendien- 
tes* No  es  así,  sin  embargo,  porque  relativamente  á  los  naturales  reconocidos^ 
y  á  los  legitimados  por  concesión  real,  se  resuelve  la  cuestión  por  el  art.  942, 
al  di.«poner  que  en  el  caso  de  quedar  descendientes  ó  ascendientes  legítimos^ 
los  naturales  y  legitimados  sólo  percibirán  de  la  herencia  la  porción  que  se 
les  concede  en  los  artículos  840  y  841;  de  lo  cnal  resulta,  por  modo  induda- 
ble, que  los  indicados  hijos  suceden  por  perfecto  derecho  al  padre  ó  madre 
que  los  reconoció  ó  legitimó,  en  concurrencia  con  los  hijos  y  descendientes 
legítimos  y  con  los  ascendientes  de  igual  clase,  y  están  en  la  proporción  in- 
dicada incluidos  en  el  primer  llamamiento. 

Los  artículos  69  y  421,  conceden:  el  primero,  todos  los  derechos  civiles  á 
los  hijos  habidos  en  matrimonio  que  sea  declarado  nulo;  y  el  segundo,  la  ad- 
quisición y  disfrute,  á  los  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  de  los 
mismos  derechos  que  tienen  los  hijos  legítimos,  cuya  distinción,  atendiendo 
á  la  necesidad  de  la  determinación  de  las  causas,  debió  reproducirse  en  los 
llamamientos  de  los  descendientes  á  la  sucesión  abintestalo,  evitándose  de  ese 
modo  toda  duda,  por  más  que  en  consideración  á  lo  dispuesto  en  los  dos 
artículos  últimamente  citados,  se  impone  la  conclusión  de  que  los  hijos  á  que 
se  refieren  concurren  á  la  herencia  de  sus  ascendientes  con  los  demás  hijoa 
legítimos,  y  con  igual  derecho  en  cnanto  á  la  caota  hereditaria. 
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La  Mganda  eoestión  á  qne  atadimos,  refiérese  al  eónyage  Mipervmeiile. 
Este  es  heredero  forzoso  y  eoo  derecho  á  legitima  en  la  saeesíón  del  pre  • 
mnerto,  según  demostraoios  en  sa  logar  oportano,  coya  doctrina  entendemos 
aplicable,  tanto  á  la  sucesión  testamentaria,  como  á  la  intestada;  ibas  loa 
artículos  qne  tratan  de  la  sucesión  abintestato  del  conyuga  viudo,  dan  logar 
á  la  cuestión  que  vamos  á  examinar,  en  cuanto  parece  deduisirse  dé  ellos  qoe 
los  derechos  del  cónyuge  viudo  sólo  pueden  hacerse  efectivos  en  on  caso 
determinado. 

En  efecto;  el  art  953  preceptúa  que  en  el  caso  de  existir  hermanos  ó  hijos 
dé  hermanos,  el  viado  ó  viuda  tendrá  derecho  á  percibir,  en  concurrencia  con 
éstos,  la  parte  de  herencia  en  usufructo  que  le  está  señalada  en  el  art.  8S7. 
Esta  disposición  parece  que  reserva  exclusivsmente  el  derecho  de  legítima  al 
viudo  sólo  al  concurrir  con  parientes  colaterales  del  premuerto,  y  ao  con  los 
ascendientes  y  desisendientes,  pues  el  silencio  de  la  ley  parece  indicar  esta 
exolnsión,  más  aún,  cuando  en  el  art.  9it  declara  expresamente  qne  los  hijos 
naturales  reconocidos  y  los  legitimados,  también  herederos  forzosos,  tienen 
derecho  en  la  sucesión  intestada  en  concurrencia  con  los  legítimos  á  la  parte 
de  bienes  que  les  señalan  los  artículos  840  y  841,  y  nada  dice  la  ley  del  cón- 
yuge viudo  en  tal  concurrencia;  mas  como  éste  es  heredero  forzoso  con  dere- 
cho á  legitima,  teniendo  en  cuenta  el  espíritu  del  Código,  no  es  admisible  eo 
modo  alguno  la  exclusión,  y  por  ello  entendemos  que  en  la  sucesión  intestada 
tiene  y  puedo  ejercitar  los  derechos  qne  le  reconocen  los  artículos  834  y  836 
en  la  testamentaría,  y  que  á  las  reglas  de  ésta  ha  de  sujetarse,  en  el  ponto 
que  nos  ocupa,  la  división  de  la  herencia. 

En  orden  al  derecho  iNTBRNAeíoif  al,  por  lo  que  se  reflere  á  la  socesióii 
intestada,  pueden  existir  las  dos  siguientes  cuestiones: 

4.*  Qué  ley  debe  prevalecer,  en  cuanto  al  orden  de  la  sucesión  intestada, 
respecto  de  los  bienes  situados  en  país  extranjero.  Si  nos  atenemos  en  esta 
cuestión  á  los  principios  generales  del  derecho,  claro  está  que,  por  regla  gene- 
ral, habrá  de  prevalecer  la  ley  nacional  del  difunto;  pero  como  en  las  coes- 
tiones  prácticas  hay  que  atenerse  á  las  leyes  positivas,  habrá  que  estudiar  lo 
qne  estas  disposiciones  y  las  modificaciones  en  las  mismas  introducidas  por  los 
tratados  internacionales  establecen,  para  saber  á  qué  atenerse  en  tan  importan- 
te materia.  Si  se  tratase  de  bienes  inmuebles  de  un  extranjero,  situados  en  Fran- 
cia unos  y  en  Italia  otros,  habrá  que  aplicar,  respecto  del  orden  de  suceaión,  de 
los  primeros,  la  ley  francesa;  y  en  cuanto  á  los  segundos,  no  la  italiana,  aiao 
la  personal  del  difonto;  y  sise  tratase  de  parte  de  una  sucesión  situada  en  los 
Estados  Unidos  anglo- americanos,  se  regirá  también  por  la  les  rei  Hi0.  sin 
hacer  distinción  alguna  entre  muebles  ó  inmuebles,  según  la  antigua  doctrina, 
pero  según  la  jurisprudencia  reciente  y  la  doctdna  de  los  distinguidos  joris* 
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isonroltos  modernos,  la  saeesióQ  de  los  muebles  debe  regirse  por  la  ley  del 
domieiiio  del  causante  al  tiempo  de  la  maerte. 

).*  Por  qaé  ley  deberá  regirse  la  sncesióo  intestada  respecto  de  los  bienes 
relictos  en  país  extranjero,  cuando,  según  la  ley  nacional  del  causante  «tenga 
éste  parientes  en  grado  sucesible  que  no  sean  tales,  según  la  leof  rei  titw  6 
viceversa.  Esta  cuestión  se  resuelve  por  la  mayor  parte  de  las  leyes  positivas 
y  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  exactamente  lo  mismo  que  la  ante* 
rior;  esto  es,  que  respecto  de  los  bienes  muebles,  deberá  regirse  la  sucesión 
4K>r  la  ley  nacional  ó  por  la  del  domicilio  del  causante;  y  en  cuanto  á  los  in- 
muebles, por  la  lesp  rei  ii(a,  pero  con  la  circunstancia  de  que,  cualquiera  que 
sea  la  ley  aplicable,  declarada  una  herencia  bienes  mostrencos  sin  sucesor 
Jegítimo,  se  adjudican  todos  los  bienes  sin  distinción  de  muebles  ó  inmue  - 
Jbles  al  Estado  en  cuyo  territorio  sé  hallen  sitos,  salvo  siempre  lo  acordado  en 
4ratados  ó  convenciones  entre  los  respectivos  Gobiernos. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DB  LA  LÍNBA  RBGTA  DE60ENDENTK 

Ai*t.  035.    A  falta  de  hijos  y  doBcendieates  legiti-  * 
mos  del  difunto,  le  herederán  sus  ascendientes,  con  ex- 
clusión de  los  colaterales. 

Ara.  038.  El  padre  y  la  madre,  si  existieren,  here- 
darán por  partes  iguales. 

Existiendo  uno  solo  de  ellos,  éste  sucederá  al  hijo  en 
toda  la  herencia. 

Avt.  037.  A  falta  de  padre  y  madre  sucederán  los 
ascendientes  más  próximos  en  grado. 

Si  hubiere  varios  de  igual  grado  pertenecientes  á  la 
misma  linea,  dividirán  la  herencia  por  cabezas;  si  fueren 
de  lineas  diferentes,  pero  de  igual  grado,  la  mitad  corres- 
ponderá á  los  ascendientes  paternos,  y  la  otra  mitad  á  loe 
maternos.  En  cada  linea  la  división  se  hará  por  cabezas. 

TOMO  n  le 
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^ri.  939.  Lo  dispaesto  en  los  dos  artículos  ante- 
riores se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  ordenado  en  los  ar- 
tículos 811  y  812,  que  es  aplicable  á  la  sucesión  intestada 
y  á  la  testamentaria. 


R 


íEPBODITOIENDO  el  primero  de  los  articnlos  transcritos  snstanciaU 
mente  la  disposición  de  la  ley  6>  de  Toro,  incluida  después  en  la  Novísima 
Recopilación,  hace  el  segando  llamamiento  á  la  sucesión  intestada,  en  defecto 
de  descendientes  legítimos,  en  favor  de  los  ascendientes  también  legítimos^ 
qae  son  preferentes  y  excluyen  á  los  colaterales,  y  con  ellos,  conforme  á  lo 
que  tenemos  expuesto  en  el  comentario  anterior,  han  de  percibir  la  porcióa 
legítima  que  les  corresponde  los  hijos  naturales  reconocidos  y  los  legitima- 
dos por  concesión  real,  así  como  también  el  cónyuge  viudo  su  couta  usufruc- 
tuaria. 

La  sucesión  intestada  toma  el  carácter  de  lineal  por  razón  de  la  proceden- 
cia de  las  personas  que  á  ella  concurren,  y  para  la  forma  en  que  ha  de  hacerse 
la  división  de  la  herencia,  los  artículos  936  y  937  fíjan  las  reglas  que  han  de 
aplicarse  á  esta  materia,  según  los  distintos  casos  que  puedan  ocnrrir. 

En  la  línea  astjendente,  la  sucesión  se  limita  al  primer  grado,  esto  es,  á  los 
padres  del  descendiente  legítimo  difunto,  con  absoluta  igualdad  entre  sí,  y 
excluyendo  otras  personas,  por  lo  que,  la  división  de  la  herencia  es  en  dos  par- 
tes iguales,  si  concurren  solos  el  padre  y  la  madre,  y  si  existe  únicamente  uno 
de  éstos,  le  corresponderá  la  herencia  en  su  totalidad,  pero  en  defecto  de  los 
padres  suceden  los  demás  ascendientes,  según  la  mayor  proximidad  de  grado, 
la  cual  determina  la  exclusión  del  ascendiente  más  remoto,  sin  consideración 
á  la  línea  á  que  pertenezcan;  cuyo  principio  desarrolla  el  párrafo  segundo  del 
art.  937,  estableciendo  que,  si  hubiere  varios  de  igual  grado  pertenecientes  á 
la  misma  línea,  dividan  la  herencia  por  cabezas;  si  fueren  de  líneas  diferentes, 
pero  de  grado  igual,  corresponde  la  mitad  á  los  ascendientes  paternos  y  la 
otra  mitad  á  los  maternos,  y  en  cada  línea,  la  división  de  su  mitad  respectiva 
ha  de  hacerse  por  cabezas. 

Estas  reglas  son  también  sumamente  sencillas  y  conocidas,  porque  estu- 
vieron siempre  en  práctica  en  nuestra  vida  jurídica  como  consecuencia  del 
sistema  de  sucesión  aceptado  en  nuestro  derecho,  razón  por  la  que,  rechazaa 
todo  otro  comentario,  limitándonos  en  éste,  para  terminar,  á  dejar  consignada 
que  la  reserva  y  reversión  de  bienes  que  se  consigna  en  los  artículos  811  y 
81S,  es  aplicable  á  la  sucesión  intestada  como  á  la  testamentaria,  según  el  pre- 
cepto terminante  del  art.  938  preinserto. 
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SECCIÓN  TERCERA 

DE  L08  HIJOS  NATURALES  RECONOCIDOS 

Ari.  939.  A  falta  de  descendientes  y  ascendientes 
legitimes  sucederán  al  difunto  en  el  todo  de  la  herencia 
los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos,  y  los  legitima- 
dos por  concesión  real  (1). 

m 

362.  Estimándose  en  la  sentencia  como  probados  los  hechos  que 
constituyen  al  hijo  en  la  relación  con  el  padre  de  ser  gobernado 
tratado  y  alimentado  exclusivamente  por  éste  como  hijo  natural , 
y  por  consiguiente,  en  posesión  de  tal  estado,  sobre  esta  base  se 
hace  rectamente  aplicación  del  art.  185,  sin  infringir  el  132  ni  el 
939  al  declarar  el  hijo  natural,  y  que  debe  suceder  con  todos  los  de- 
rechos que  el  Código  concede  á  los  de  su  clase. — S,  28  Junio  95, — 
G.  19  Sept. 


Art.  910.  Si  con  los  hijos  naturales  ó  legitimados 
concurrieren  descendientes  de  otro  hijo  natural  ó  legiti- 
mado que  hubiese  fallecido,  los  primeros  sucederán  por 
derecho  propio  y  los  segundos  por  representación. 

Api.  9J11.  Los  derechos  hereditarios  concedidos  al 
hijo  natural  ó  legitimado  en  ios  dos  anteriores  artículos, 
se  transmitirán  por  su  muerte  á  sus  descendientes,  quie- 
nes heredarán  por  derecho  de  representación  á  su  abuelo 
difunto. 

Api.  949.  En  el  caso  de  quedar  descendientes  ó 
ascendientes  legítimos,  los  naturales  y  legitimados  sólo 
percibirán  de  la  herencia  la  porción  que  se  les  concede  en 
los  artículos  840  y  841. 

(1}     Véanse,  como  conoordantes,  los  artículos  127  y  129. 
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/lpi.  OMS.  Bl  hijo  natural  y  el  legitimado  no  tienen 
derecho  á  suceder  abinteatato  á  los  hijos  y  parientes  legí- 
timpB  del  padre  ó  madre  que  lo  haya  reconocido,  ni  ellos 
al  hijo  natural  ni  al  legitimado. 

Api.  944.  Si  el  hijo  natural  reconocido  ó  el  legiti- 
mado muere  sin  dejar  posteridad  legitima  ó  reconocida 
por  él,  le  sucederá  por  entero  el  padre  ó  madre  que  le  re- 
conoció, y,  si  los  dos  le  reconocieron  y  viven,  le  heredarán 
por  partes  iguales. 

Art.  045.  A  falta  de  ascendientes  naturales  here- 
darán al  hijo  natural  y  al  legitimado  sus  hermanos  natu- 
rales, según  las  reglas  establecidas  para  los  hermanos  le- 
gítimos. 


u 


jL  J.EMOS  visto  al  hacer  ei  estadio  de  las  secciones  que  anteceden,  que  en 
las  disposiciones  legales  por  que  se  rige  la  sacesión  intestada,  ninguna  deter- 
mina los  derechos  del  cónyuge  viudo  en  concurrencia  con  los  llamamientos 
que  contienen  aquéllas  y  la  que  ahora  nos  ocupa,  y  como  el  art.  837  ordena 
que,  cuando  el  testador  no  deje  descendientes  ni  ascendientes  legítimos,  el 
cónyuge  sobreviviente  tiene  derecho  á  la  mitad  de  la  herencia  en  usufructo, 
cuya  cuota  legitimaria  ha  de  corresponderle  siempre  como  heredero  forxoso, 
según  lo  declara  el  art.  807,  armonizando  la  disposición  del  antes  citado  837 
con  la  del  939,  que  declara  el  derecho  á  suceder  abintestato  de  los  hijos  natu- 
rales reconocidos  y  legitimados  por  concesión  real  en  la  totalidad  de  la  he- 
rencia del  padre  ó  madre  difunto,  hemos  de  dejar  consignado,  antes  de  entrar 
en  el  estudio  de  las  disposiciones  que  comprende  esta  sección  del  Código,  que 
la  división  de  la  herencia,  en  tal  caso,  ha  de  hacerse  adjudicando  á  ios  men- 
cionados hijos  en  plena  propiedad  la  mitad  de  los  bienes,  y  en  nuda  propie- 
dad la  otra  mitad,  correspondiendo  su  usufructo  al  cónyuge  sobreviviente. 

Establecen  los  artículos  940  y  944  las  reglas  para  la  división  de  la  heren- 
cia cuando  los  llamados  á  ella  sean  hijos  naturales,  y  aunque  no  expresan  el 
principio  general  de  la  proporción  en  que  ha  de  tener  lugar,  hay  que  dedu- 
cir, según  el  llamamiento  general  del  art.  939,  que  cuando  únicamente  con- 
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enrran  hijos  natorales  y  legitimados,  la  división  entre  ellos  es  por  partes 
iguales. 

Si  con  los  hijos  naturales  ó  legitimados  concorríeren  descendientes  de 
otro  hijo  natural  ó  legitimado  qae  hubiere  fallecido,  los  primeros  sucederán 
por  derecho  propio,  y  los  segundos  por  representación,  dice  el  art.  940;  y  la 
f&lta  de  determinación  de  la  calidad  de  los  descendientes  del  hijo  natural  fa- 
llecido^, da  ocasión  á  la  duda  de  si  comprende  sólo  á  los  legítimos  ó  también 
á  los  ilegítimos;  duda  cuya  base  principal  existe  en  el  art.  944,  que,  al  desen- 
▼olrer  ó  completar  el  concepto  del  anterior,  emplea  las  mismas  frases  sin  ha- 
cer distinción  de  descendientes  legítimos  é  ilegítimos. 

Al  tratar  de  la  sucesión  testamentaria,  ya  expusimos  que  los  artículos  843 
y  846  se  refieren  al  derecho  de  legítima,  y  que  en  ella  sólo  corresponde  única 
y  recíprocamente  á  los  padres  é  hijos  naturales;  mas,  en  la  sucesión  intes- 
tada, confiriéndose  la  transmisión  de  les  derechos  del  hijo  natural  á  sus  des- 
cendientes sin  distinción  de  la  condición  de  legítimos  ó  naturales,  no  cabe 
distinguir;  más  aun,  teniendo  en  cuenta  que  el  espíritu  del  legislador  ha  sido 
sin  duda  el  llamamiento  de  la  línea  ilegítima  natural  en  defecto  de  descen- 
dientes y  ascendientes  legítimos,  sin  limitación  alguna,  como  lo  demuestra 
el  art.  945,  que  llama  á  los  hermanos  naturales  y  legitimados  á  la  sucesión 
de  un  hermano  natural,  y  en  defecto  de  los  ascendientes  naturales. 

Según  el  precepto  del  art.  94t,  en  la  sucesión  intestada  del  abuelo,  sólo 
puede  percibir  el  nieto  natural  la  porción  que  señalan  los  ariículos  840  y  844, 
cuyo  derecho  es  legitimario  y  no  puede  privársele  de  él;  y  conforme  al  943, 
el  hijo  natural  y  el  legitimado  no  tienen  derecho  á  heredar  á  los  hijos  y  pa- 
rientes legítimos  del  padre  que  los  haya  reconocido  ó  legitimado,  ni  éstos  á 
aquellos;  por  lo  que,  un  hijo  natural  no  puede  heredar  á  su  hermano  de  ma- 
dre concurriendo  en  la  herencia  intestada  con  un  hermano  del  causante; 

Finalmenle«  la  sucesión  intestada  del  hijo  natural  no  puede  pasar  en  la 
línea  ascendente  del  padre  ó  madre  que  le  hubiere  reconocido,  conforme  al 
art.  944,  y  aunque  el  945  dice  que,  á  falta  de  oicendientes  naturales^  hereda- 
rAn  al  hijo  natural  sus  hermanos  naturales,  no  pueden  considerarse  dichas 
palabras  como  extensivas  á  todos  los  ascendientes,  sino  limitada  al  padre  y  á 
la  madre  expresados  en  el  artículo  anterior,  como  lo  confirman  el  943,  807, 
443  y  944,  de  lo  cual  resulta  que  el  Código  ha  aceptado  el  principio  de  que  la 
sucesión  intestada  de  los  hijos  naturales  no  debe  pasar  en  la  línea  ascendente 
del  padre  ó  la  madre  reconociente,  y  de  ahí  que  los  abuelos  no  tengan  dere- 
cho á  heredar  abintestato  á  los  nietos  naturales. 
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SECCIÓN  CUARTA 

DB  LA  SUCESIÓN  DE  LOfi  COLATERALES  Y  DE  LOS  CÓNYUGES 

Api.  OJO.  A  falta  de  las  personas  comprendidas  en 
las  tres  secciones  que  preceden,  heredarán  los  parientes 
colaterales  y  los  cónyuges  por  el  orden  que  se  establece  en 
los  artículos  siguientes. 

Api.  94k7,  Si  no  existieren  más  que  hermanos  á% 
doble  vinculo,  éstos  heredarán  por  partes  iguales. 

Api.  04IS.  Si  concurrieren  hermanos  con  sobrinos, 
14joe  de  hermanos  de  doble  vinculo,  los  primeros  hereda- 
rán por  cabezas  y  los  segundos  por  estirpes  (1). 

Apí.  949.  Si  concurrieren  hermanos  de  padre  j 
madre  con  medio  hermanos,  aquéllos  tomarán  doble  por- 
ción que  éstos  en  la  herencia. 

Api.  050.  En  el  caso  de  no  existir  sino  medio  her- 
manos» unos  por  parte  de  padre  y  otros  por  la  de  la  madre, 
heredarán  todos  por  partes  iguales,  sin  ninguna  distin* 
ción  de  bienes. 

Apí.  951»  Los  hijos  de  los  medio  hermanos  suce- 
derán por  cabezas  ó  por  estirpes,  según  las  reglas  estable- 
cidas para  lo3  hermanos  de  doble  vínculo. 

363.  Si  bien  el  art.  927  del  Código  establece  que  los  sobrinos 
heredarán  por  partes  iguales,  es  notorio  que  lo  hace  distinguiendo 
el  caso  en  que  concurran  solos,  de  aquel  en  que,  concurriendo  con 

(1)    V4«M,  oomo  oonoorduite,  el  «rt.  9af7. 


\ 
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liertnanoB  de  bu  madre,  tiene  lugax  el  derecho  de  representación, 
derecho  á  que  eetá  exclusivamente  dedicada  la  sección  tercera,  ca- 
pitulo y  libro  terceros,  en  que  el  mencionado  articulo  está  compren- 
dido.—5'.  17  Enero  95.^0.  15  Abril 

364.  Además  de  que  con  ello  no  hace  otra  coea  que  dar  apli- 
'Cación  al  caso  á  que  se  refiere  la  regla  general  ya  establecida  en  el 
art.  921,  al  fijar  los  derechos  que  á  la  sucesión  intestada  señala  al 
parentesco,  regla  según  la  cual,  los  que  se  hallasen  en  el  mismo 
grado  sucederán  por  partes  iguales,  es  lo  cierto  que  este  mismo  ar- 
ticulo establece  como  excepción  de  la  repetida  regla  lo  que  titula 
el  doble  vinculo,  que  explica  en  el  articulo  precedente,  y  cuyo  des- 
envolvimiento y  alcance  precisa  después  en  la  sección  cuarta  del 
capitulo  siguiente.— #5.  17  Enero  95. — Cr.  15  ÁbriL 

865.  Según  el  art.  949,  á  que  se  refiere  expresamente  el  921,  si 
concurrieren  hermanos  de  padre  y  madre  con  medio  hermanos, 
aquéllos  tomarán  doble  porción  que  éstos  en  la  herencia:  según  el 
947  y  950,  partes  iguales  si  concurrieren  sólo  los  de  una  ú  otra  cla- 
se, y  conforme  al  951,  los  hijos  de  los  medio  hermanos  heredarán 
por  cabezas  ó  por  estirpes ^  según  las  reglas  establecidas  para  los  her- 
manos de  doble  vinculo. — S.  17  Enero  96. — (?.  15  Abrü. 

866.  Siendo  esto  así,  y  aquéllas  las  reglas  á  que  ha  de  suje- 
tarse la  sucesión  respecto  á  los  hijos  de  medio  hermanos,  ya  lo  ha- 
gan por  cabezas  ó  ya  por  estirpes,  parece  fuera  de  duda  que  en  el 
primer  caso,  ó  sea  cuando  concurran  con  los  que  lo  sean  de  her- 
manos de  doble  vinculo,  han  de  percibir  éstos  doble  porción  que 
aquéllos,  en  el  concepto  unos  y  otros  de  por  su  propio  derecho,  y 
que  cuando  concurran  con  tíos,  hermanos  de  esta  última  clase, 
deben  á  su  vez  percibir,  por  virtud  del  derecho  de  representación, 
lo  que  correspondiera  á  su  padre  si  viviese.— 5.  17  Enero  95.^0. 
15  Abril. 

367.  £1  texto  explícito  del  art.  954  confirma  más  y  más  esta 
interpretación,  puesto  que  viene  á  señalar  el  límite  de  la  distin- 
•eión  dimanante  del  doble  vínculo,  al  establecer  que  no  se  tenga  en 


J 
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cuenta  la  preferencia  que  éste  motiva  cuando,  no  habiendo  hermafutéi 
ni  hijos  de  hermamoSt  vengan  á  la  sucesión  loe  demás  parientes  colaie-^ 
rales^  á  quienes  llama  en  su  defecto,  lo  cual  implica  que  al  intro- 
ducir esta  novedad  en  nuestro  derecho  positivo,  ha  entendido  opor- 
tuno el  legit^Iador  hacerla  extensiva,  no  sólo  á  los  hermanos,  sino- 
también  á  los  hijos  de  éstos. — S,  17  Enero  95. — O.  15  Abril. 


I 


Art.  0&9.  A  falta  de  hermanos  y  sobrinos,  hijos  do 
éstos,  sean  ó  no  de  doble  vinculo,  sucederá  en  todoe  los 
bienes  del  difunto  el  cón3nige  sobreviviente  que  no  estu- 
viese separado  por  sentencia  firme  de  divorcio. 

Ari.  953.  En  el  caso  de  existir  hermanos  ó  hijee 
de  hermanos,  el  viudo  ó  viuda  tendrá  derecho  á  percibir, 
en  concurrencia  con  éstos,  la  parte  de  herencia  en  usu- 
fructo que  le  está  señalada  en  el  art.  837. 

Api.  954.  No  habiendo  hermanos  ni  hijos  de  her- 
manos, ni  cónjnige  supérstite,  sucederán  en  la  herencia 
del  difunto  los  demás  parientes  colaterales. 

La  sucesión  de  éstos  se  verificará  sin  distinción  de  lí- 
neas ni  preferencia  entre  ellos  por  razón  del  doble  vínculo. 

Api.  955.  El  derecho  de  heredar  abintestato  no  se- 
eztiende  más  allá  del  sexto  grado  de  parentesco  en  línea 
colateral. 


KFBBIOB  bajo  todos  conceptos  la  línea  colateral  á  las  rectas  descendente 
y  ascendente,  es  llamada  á  la  sncesión  intestada  en  el  caso  de  no  quedar  de 
é  atas  pariente  alguno,  estableciendo  la  disposición  del  art.  946  el  precepto 
general  qoe  indica  los  llamamientos;  mas  como  no  estatuye  el  orden  de  pre- 
fere  ncia,  precisa  á  consignarlo,  según  los  preceptos  de  los  artículos  947  al  955^ 
con  arreglo  á  los  que,  son  llamados  los  colaterales  de  segundo  y  tercer  grad» 
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tn  primer  término,  con  exelosión  de  Io8  más  remotos  por  I05  más  próximos, 
con  la  limitación  de  los  casos  en  que  hay  lagar  al  derecho  de  representación 
qne  llega  y  se  extirgoe  en  la  linea  colateral  en  el  tercer  grado;  en  sn  defecto^ 
el  cónyuge  viiido;  y,  por  último,  los  colaterales  del  coarto  al  sexto  grado, 
debiendo  tenerse  presente  también  en  esta  sucesión,  los  derechos  del  cónynge 
sobreviviente  en  concurrencia  con  los  colaterales  de  segando  y  tercer  grado, 
porque  siendo  llamados  con  preferencia  á  él,  en  la  totalidad  de  la  herencia* 
sus  derechos  legitimarios  á  la  mitad  de  aquélla  en  usufructo,  conforme  al  ar- 
ticulo 837,  no  pueden  ser  perjudicados. 

£1  derecho  de  representación  en  esta  línea  sólo  corresponde  á  los  sobrino» 
camales  del  difunto  en  concurrencia  con  los  hermanos  de  éste,  teniendo  tam- 
bién gran  influencia  en  dicha  línea  el  concepto  del  parentesco  de  doble  y  de 
sencillo  vínculo,  pues  origina  diferencias  importantes  con  relación  á  los  bie- 
nes de  la  herencia. 

De  ahí  que,  en  la  sucesión  tu  eajAia  de  la  línea  colateral,  concurriendo  á 
la  herencia  hermanos  de  doble  vínculo  del  finado,  por  derecho  propio,  los 
bienes  se  dividen  por  partes  iguales  entre  los  que  concurran— art.  947;^s» 
concurren  hermanos  de  doble  y  de  sencillo  vínculo,  los  segundos  perciben  la 
mitad  de  la  porción  que  corresponda  á  los  primeros,  de  modo  que  por  cada 
cuatro  que  perciba  un  medio  hermano,  correspondan  ocho  al  de  doble  vínculo — 
arU  949; — ^y  si  concurren  sólo  hermanos  de  vínculo  sencillo,  ya  sean  por 
parte  de  padre,  ya  por  la  de  la  madre,  heredarán  todos  por  igual,  sin  ninguna 
distinción  de  bienes,  según  el  art.  960. 

£n  la  sucesión  in  capita^  y  por  derecho  de  representación  en  la  misma  lí- 
nea colateral,  se  distinguen  también  tres  casos.  En  el  primero,  y  conforme  al 
art.  948,  siendo  llamados  á  la  herencia  del  intestado  sus  hermanos  y  sobri- 
nos carnales,  hijos  de  otro  hermano  de  doble  vínculo  anteriormente  fallecido, 
los  primeros  suceden  por  derecho  propio  y  los  segundos  por  representación, 
ostentando  los  derechos  que  á  sus  padres,  si  vivieran,  les  hubiesen  correspon- 
dido; dividiéndose  la  herencia  en  tantas  porciones  iguales  al  número  de  los 
hermanos  vivos  y  premoertos  que  tengan  representación,  correspondiendo  una 
á  cada  uno  de  aquéllos,  y  otra  á  cada  grupo  de  sobrinos,  que  se  distribuirá 
entre  éstos  por  partes  iguales.  En  el  segundo^  siendo  llamados  á  la  herencia 
sobrinos,  hijos  de  medio  hermanos  del  difunto,  en  concurrencia  con  las  per* 
sonas  incluidas  en  el  anterior,  tienen  el  derecho  de  representación  como  com- 
prendidos en  el  tercer  grado  de  parentesco,  obedeciendo  entonces  la  división 
á  los  mismos  principios  y  forma  expresados,  con  la  limitación  de  que  el 
hermano  de  vínculo  sencillo  ó  sus  hijos,  cuando  le  representen,  sólo  perci- 
birán una  porción  igual  á  la  mitad  de  la  asignada  á  los  hermanos  de  doble 
vinculo  ó  sus  hijos.  Y  en  el  tercero^  cuando  concurran  únicamente  sobrinos» 
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bien  de  doble  ó  de  sencillo  víneolo,  sucederán  todot  por  cabezas  j  no  por  es- 
tirpes ó  representación,  en  la  proporción  y  con  sujeción  á  la  regla  de  la  pro- 
ximidad de  grados  preestablecida. 

Pero  en  este  último  ponto,  el  art.'954  se  refiere  sólo  á  los  hijos  de.  medie 
hermanos,  omitiendo  el  caso  en  qne  concorran  con  otros  sobrinos,  hijos  de 
hermanos  de  doble  vínculo,  y  como  no  existe  precepto  especial  para  este  pun- 
to, enteniiemos  qne  lo  más  justo  es  resolverlo  por  las  disposiciones  que  rega- 
lan los  modos  generales  de  suceder,  ó  sea  por  la  regla  de  qne  los  hijos  de  her- 
mano de  deble  vínculo  heredan  por  estirpe  cuando  concorren  con  sus  tíos,  y 
por  cabeza  cuando  entran  por  sí  solos  en  la  herencia. 

Dispone  el  art.  95S  qne,  á  falta  de  hermanos  y  sobrinos,  hijos  de  éstos, 
sean  ó  no  de  doble  vínculo,  sucederá  en  todos  los  bienes  del  difunto  el  cón- 
yuge sobreviviente  que  no  estuviese  separado  por  sentencia  firme  de  divorcio; 
disposición  que,  no  obs'ante  su  sencillez,  puede  dar  lugar  á  dudas  y  coesllo- 
nes  que  es  necesario  resolver  por  otros  preceptos  del  Código,  ya  que  única- 
mente el  artículo  citado  se  ocupa  de  la  sucesión  abintestato  del  cónyuge  so- 
breviviente. 

En  efecto,  al  decir  el  art.  95t,  cónyuge  sobreviviente  no  separado  por  sen- 
ieneia  firme  de  divorcio^  ¿comprende  aquellos  casos  en  que  soa  causante  ó  cal- 
pable  del  divorcio,  ó  también  los  en  que  no  lo  sea?  De  atenerse  únicamente 
al  texto,  sería  un  principio  general  de  absoluto  cumplimiento,  aunque  in- 
justo, el  equiparar  á  los  cónyuges  culpables  con  los  que  no  lo  sean;  mas^  i 
nuestro  juicio,  dadas  las  disposiciones  que  hacen  referencia  al  caso  de  legí- 
tima separación  por  divorcio,  y  distinguiendo  los  efectos  de  la  declaración  de 
la  culpabilidad,  si  el  viudo  ó  viuda  (}ue  al  morir  su  consorte  no  se  hallare  di- 
vorciado ó  lo  estuviere  por  culpa  del  difunto,  tiene  derecho  á  percibir  so 
cuota  legitimaria  en  usufructo—arL  834,— es  indudable  que  la  penalidad  se 
impone  únicamente  al  causante  del  divorcio,  y  que  el  art.  951  debe  enten- 
derse en  el  mismo  sentido,  privando  al  cónyuge  viudo  del  derecho  de  suceder 
abintestato  al  premuerto,  sólo  cuando  aquél  hubiere  dado  logar  á  la  senten- 
cia declaratoria  del  divorcio. 

Tampoco  expresa  el  repetido  art.  95t  si  el  viudo  ó  viuda  que  sucede  abin- 
testato al  premuerto  tiene  ó  no  obligación  de  reservar  los  bienes  inmuebles 
de  abolengo,  y  no  conteniendo  dispof  ición  alguna  aplicable  al  caso  en  las  qve 
en  el  Código  regulan  la  materia,  se  deduce  la  no  existencia  de  aquella  obliga- 
ción, recayendo  la  reserva  sobre  los  bienes  de  abolengo  y  en  favor  de  los  co- 
laterales del  llamamiento  subsiguiente. 

Los  parientes  colaterales  del  cuarto  al  sexto  grado  son  los  llamados  en 
último  término  á  la  sucesión  intestada,  sin  que  éta  este  llamamiento  tenga  la- 
gar el  derecho  de  representación,  confiriéndose  la  sucesión  por  derecho  propio 
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sin  distinción  de  Kneas  ni  preferencia  entre  ellos  por  rszón  del  doble  víncalo , 
percibiendo  cada  uno  de  los  interesados  ona  parle  igual  de  las  en  que  se  di- 
sida la  herencia,  según  el  número  da  los  que  oonearran. 


SECaÓN  QUINTA 

DE  LA  SUCESIÓN   DEL   ESTADO 

Art«  050.  A  falta  de  personas  que  tengan  derecho 
á  heredar  conforme  á  lo  dispuesto  en  las  precedentes  sec- 
ciones, heredará  el  Estado,  destinándose  los  bienes  á  los 
establecimientos  de  beneficencia  é  instrucción  gratuita, 
por  el  orden  siguiente: 

1.^  Los  establecimientos  de  beneficencia  municipal  y 
las  escuelas  gratuitas  del  domicilio  del  difunto. 

2.^  Los  de  una  y  otra  clase  de  la  provincia  del  di- 
funto. 

3.^  Los  de  beneficencia  é  instrucción  de  carácter  ge- 
neral. 

Ari.  051.  Los  derechos  y  obligaciones  de  los  esta- 
blecimientos de  beneficencia  é  instrucción  en  el  caso  del 
articulo  anterior  serán  los  mismos  que  los  de  los  otros  he- 
rederos. 

Art.  05S.  Para  que  el  Estado  pueda  apoderarse  de 
los  bienes  hereditarios  habrá  de  preceder  declaración  ju- 
dicial de  heredero,  adjudicándole  los  bienes  por  falta  de 
herederos  legítimos. 


lik 


lAMA  el  Código  en  último  término  á  la  sucesión  intestada,  á  falla  de 
las  personas  designadas  en  las  coairo  secciones  anteriores,  al  Estado,  aiende 
necesario,  por  consiguiente,  como  primer  requisito,  la  no  existencia  de  per* 
sona  alguna  que  pueda  acreditar  derecbos  á  los  bienes,  y  además  la  declara- 
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cióD  judicial  de  heredero,  adjudicándole  los  bienes  por  falta  de  otros  legítimos,, 
«son  cuya  declaración  se  transmiten  al  Estado  todos  los  bienes  y  derechos  que 
constituyen  el  patrimonio  del  fallecido  abintestato,  á  los  efectos  determinados 
en  los  tres  números  del  art.  956  y  en  el  967. 

Las  disposiciones  de  esta  sección,  reducidas  á  la  doctrina  consignada,  no 
requieren  mayores  comentarios,  y  daríamos  éste  por  terminado  con  la  mani- 
festación de  que,  hecha  la  declaración  judicial  del  derecho  á  suceder,  las  de- 
más diligencias  para  la  distribución  y  adjudicación  de  los  bienes  deben  que- 
dar á  cargo  de  la  autoridad  administrativa,  aplicando  por  extensión  lo  dis- 
puesto en  el  último  párrafo  del  art.  788;  mas  antes  de  entrar  en  el  estudio  del 
siguiente  capítulo,  vamos  á  permitirnos,  como  complemento  de  la  materia  de 
sucesión  intestada,  dar  una  idea,  siquiera  sea  ligerísima,  de  lo  que  sobre  ella 
rige  por  las  legislaciones  forales. 

Inspirándose  el  dbr^oho  oitaUn  en  el  romano,  consigna  la  doctrina  de 
la  sucesión  intestada  bajo  los  tres  modos  generales  de  suceder:  in  linea^  t» 
capita^  el  in  estirpe^  conviniendo  en  un  todo  con  la  legislación  de  Castilla  an- 
terior al  Código  civil,  excepto  en  los  órdenes  generales  de  llamamientos,  que 
establece  uno,  denominado  neniar ^  y  comprende  á  los  descendientes  y  colate- 
rales legítimos  por  su  orden  y  grado;  y  otro  irregular^  referido  á  los  mismos 
parientea,  pero  de  condición  ilegítimos. 

£1  llamamiento  regular  comprende  en  primer  término  á  los  hijos,  y  como 
su  derecho  es  directo,  se  rige  por  las  reglas  de  la  sucesión  in  eapita^  lo  cual 
nojincede  al  ser  llamados  los  demás  descendientes  que  entran  en  la  herencia 
por  representación  de  sus  causantes  sujetándose  á  las  reglas  de  la  sucesión 
in  eitirp4.  En  defecto  de  descendientes  suceden  los  ascendientes  por  sí  solos 
y  en  toda  la  herencia  cuando  no  hay  hermanos  del  difunto;  pues  habiéndolos, 
suceden  con  aquéllos  por  partes  ¡guales,  y  si  además  hubiera  sobrinos,  hijos 
de  otro  hermano  ya  difunto,  concurrirán  también  dividiéndose  la  herencia  in 
Cúpita,  en  cuanto  á  los  ascendientes  y  hermanos  vivos,  é  in  estirpe^  respecto 
á  los  sobrinos.  Y  con  relación  á  los  colaterales,  se  siguen  en  Cataluña  las 
mismas  reglas  establecidas  por  derecho  común.  Rigiendo  en  cuanto  al  cón- 
yuge viudo  el  derecho  llamado  cuarta  marital  de  la  viuda  pobre  y  usufructo 
del  cónyuge  viudo,  les  ha  de  ser  reconocido  siempre,  y  en  su  caso,  el  llama- 
miento defectivo,  que  fué  conGrmado  por  la  ley  de  46  de  Mayo  de  1836. 

En  la  sucesión  irregular,  con  relación  al  padre,  el  hijo  natural  ti'ene  de- 
recho á  percibir  una  sexta  parte  de  la  herencia  conjuntamente  con  su  madre 
8i  concurre  en  defecto  de  ascendientes  y  descendientes  legítimos;  pero  si  no 
hay  tampoco  colaterales  dentro  del  cuarto  grado,  entonces  sucede  en  la  to- 
talidad de  la  herencia;  y  con  respecto  á  la  madre  concurre  con  los  legítimos, 
alendo  después  llamado  cuando  no  existen  descendientes  >legítimos. 
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En  ÁBAoózf ,  sus  Fueros  y  Observancias,  si  bien  establecieron  la  distinción 
de  sucesión  regular  é  irregular,  con  respecto  á  la  primera,  se  separaron  de 
las  legislaciones  catalana  y  romana  en  cuanto  á  los  llamamientos;  pues  en 
defecto  de  descendientes,  suceden  los  colaterales  con  preferencia  á  los  ascen- 
dientes, y  respecto  á  la  segunda,  no  reconoce  aquella  legislación  derecho  al- 
guno sucesorio  y  sí  únicamente  la  donación  voluntaria  de  los  padres. 

También  se  admiten  los  tres  modos  generales  de  suceder  que  en  Cataluña, 
pero  sólo  con  relación  á  la  línea  descendente,  única  en  que  tiene  lugar  la  re> 
presentación  sin  limitación  alguna,  y  no  en  la  colateral,  en  la  que  rige  el 
principio  de  la  proximidad  del  parentesco. 

Comprende  el  primer  llamamiento  en  Aragón  á  los  hijos  legítimos,  los  le- 
gitimados por  subsiguiente  matrimonio  y  los  adoptivos,  que  suceden  por  de- 
recho propio,  y  los  descendientes  de  los  hijos  premuertos,  por  el  de  represen- 
tación; pudiendo  también  ser  llamados  simultáneamente  con  aquéllos,  los  le- 
gitimados por  rescripto,  si  no  se  verificó  limitadamente  en  orden  al  derecho 
sucesorio. 

El  siguiente  llamamiento  comprende  á  los  colaterales,  con  preferencia  á 
los  ascendientes,  y  por  la  mayor  proximidad  de  grado  hasta  el  cuarto,  en  que 
entran  los  hijos  naturales  y  el  cónyuge  viudo,  siguiendo  después  los  demás 
colaterales  desde  el  quinto  al  décimo  grado,  siendo  llamados  en  defecto  de 
todos  ellos,  los  ascendientes,  salvo  siempre  el  derecho  de  los  bienes  dados  á 
los  hijos  por  razón  de  matrimonio  ó  por  otra  causa  inter  vivos;  y  en  defecto 
de  todas  las  personas  mencionadas,  corresponde  la  sucesión  al  Estado  con 
arreglo  á  la  ley  de  46  de  Mayo  de  1835.  Todas  estas  reglas  tienen  una  excep- 
ción, especialmente  con  relación  á  la  línea  colateral,  en  virtud  de  un  privile- 
gio establecido  en  favor  del  Hospital  de  Zaragoza,  que  consiste  en  ser  éste 
heredero  de  los  enfermos  que  en  él  fallecen  abintestato,  sin  parientes  dentro 
del  cuarto  grado,  con  preferencia  á  los  demás  llamados  sucesivamente,  y  en 
cuanto  á  la  sucesión  irregular,  ya  hemos  indicado  lo  que  sobre  el  particular 
hay  vigente  en  Aragón. 

En  Navarra  son  llamados  en  la  línea  descendente  los  hijos  legítimos  y 
los  naturales  por  igual  y  por  derecho  propio:  en  la  colateral,  los  parientes 
hasta  el  cuarto  grado,  en  cuanto  á  los  bienes  que  proceden  de  las  líneas  pa- 
terna y  materna,  sucediendo  en  los  demás  los  padres  ó  ascendientes;  cuya 
preferencia,  hasta  el  indicado  grado,  es  por  razón  de  vínculo  y  con  derecho 
de  representación;  heredando  después  el  cónyuge  no  divorciado,  los  colatera- 
les hasta  el  décimo  grado,  y  en  último  término  el  Estado,  recayendo  la  suce- 
sión irregular  ó  troncal  sobre  los  bienes  de  abolengo  que  deben  volver  á  la 
línea  de  su  origen,  y  por  eso  los  bienes  patrimoniales  llamados  de  aholorio 
han  de  reverter  á  la  raíz. 
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Fioalmente,  la  sneesión  intestada;  según  los  Eneros  de  Vizcita,  se  reali- 
za por  el  orden  de  descendencia,  ascendencia  y  colaleraf,  determinándose  en 
«stas  dos  tiltimas  los  derechos  por  la  proximidad  de  grado  y  por  ta  troncalidad 
ó  sucesión  lineal,  qae  originan  qae  los  bienes  inmnebles  recaigan  en  la  snce- 
Bión  lineal  ó  troncal,  siguiendo  los  muebles  el  orden  de  ascendientes  y  cola- 
terales sucesivo  y  defectivo  y  dividiéndose  entre  ambas  líneas  con  la  prefe- 
rencia de  la  proximidad;  y  no  conteniendo  los  fueros  ningunas  otras  especia- 
lidades, como  el  Código  es  supletoria  del  derecho  vizcaíno,  los  llamamientos 
de  los  colaterales  que  se  regían  por  la  legislación  comiün,  están  hoy  limitados 
al  sexto  grado. 


CAPITULO    V 

IDisposicioneB  coinuiiee  &  las  Ixerenciss  por  testamento^ 

ó  sin  él. 

SECCIÓN  PRIMERA 

BX  LAB   PB£CAUaONSa  QUB   DBBBN   AD0PTAB8B   CUANDO   LA  VIUDA 

QUEDA  BNCINTA 

Art.  050.  Cuando  la  viuda  crea  haber  quedado  en* 
cinta,  deberá  ponerlo  en  conocimiento  de  los  que  tengan 
á  la  herencia  un  derecho  de  tal  naturaleza  que  deba  des- 
aparecer ó  disminuir  por  el  nacimiento  del  postumo. 

Art.  9GO.  Los  interesados  á  que  se  refiere  el  prece- 
dente articulo  podrán  pedir  al  Juez  municipal,  ó  al  de 
primera  instancia  donde  lo  hubiere,  que  dicte  las  provi- 
dencias  convenientes  para  evitar  la  suposición  de  parto, 
ó  que  la  criatura  que  nazca  pase  por  viable,  no  siéndola 
en  realidad. 

Cuidará  el  Juez  de  que  las  medidas  que  dicte  no  ata- 
quen  al  pudor  ni  á  la  libertad  de  la  viuda. 

Art.  OOI  •  Hayase  ó  no  dado  el  aviso  de  que  habla 
el  art.  969,  al  aproximarse  la  época  del  parto,  la  viuda 
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deberá  ponerlo  en  conocimiento  de  loa  mismos  interesa- 
dos. Estos  tendrán  derecho  á  nombrar  personado  su  con- 
fianza, que  se  cerciore  de  la  realidad  del  alumbramiento. 
Si  la  persona  designada  fuere  rechazada  por  la  pa- 
ciente, hará  el  Juez  el  nombramiento,  debiendo  éste  re- 
caer en  Facultativo  ó  en  mujer. 

Ari.  OOS.  La  omisión  de  estas  diligencias  no  per- 
judicará á  la  legitimidad  del  parto,  la  cual,  si  fuere  im- 
pugnada, podrá  acreditarse  por  la  madre  ó  el  hijo,  debi- 
damente representado. 

La  acción  para  impugnarla  por  parte  de  los  que  ten- 
gan este  derecho  prescribirá  en  los  plazos  señalados  en  el 
art.  113. 

A  r¿.  003.  Cuando  el  marido  hubiere  reconocido  en 
documento  público  ó  privado  la  certeza  de  la  preñez  de 
su  esposa,  estará  ésta  dispensada  de  dar  el  aviso  que  pre- 
viene el  art.  959,  pero  quedará  sujeta  á  cumplir  lo  dis- 
puesto en  el  961. 

Ari.  08i.  La  viuda  que  quede  encinta,  aun  cuando 
sea  rica,  deberá  ser  alimentada  de  los  bienes  hereditarios, 
habida  consideración  á  la  parte  que  en  ellos  pueda  tener 
el  postumo,  si  naciere  y  fuere  viable. 

Ari.  005.  En  el  tiempo  que  medie  hasta  que  se 
yerifique  el  parto,  ó  se  adquiera  la  certidumbre  de  que 
éste  no  tendrá  lugar,  ya  por  haber  ocurrido  aborto,  ya  por 
haber  pasado  con  exceso  el  término  máximo  para  la  ges- 
tación, se  proveerá  á  la  seguridad  y  administración  de  los 
bienes  en  la  forma  establecida  para  el  juicio  necesario  de 
testamentaria. 

Ari.  OOO.  La  división  de  la  herencia  se  suspenderá 
hasta  que  se  verifique  el  parto  ó  el  aborto,  ó  resulte  por  el 
transcurso  del  tiempo  que  la  viuda  no  estaba  encinta. 
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Sin  embargo,  el  administrador  podrá  pagar  ¿  los  acree- 
dores, previo  mandato  judicial. 

Art.  OOl.  Verificado  el  parto  ó  el  aborto,  ó  trans- 
currido el  término  de  la  gestación,  el  administrador  de 
los  bienes  hereditarios  cesará  en  su  encargo  y  dará  cuenta 
de  su  desempeño  á  los  herederos  ó  á  sus  legítimos  repre- 
sentantes. 


12, 


O  habiendo  esUblecido  la  ley  de  Bases  de  41  de  Mayo  de  1888  principio 
algo  no  para  el  desarrollo  de  los  preceptos  legales  qoe  determinaran  lo  proce- 
dente para  el  caso  en  que  la  viada  quedase  encinta,  el  legislador  ha  tenido 
qne  inspirarse  para  ello  en  el  derecho  anterior,  armonizando  su  espirita  con 
el  de  los  tiempos  actaales,  y  al  establecer  las  reglas  contenidas  en  los  ar- 
tículos preinsertos,  que  se  encaminan  á  evitar  la  suposición  del  embarazo  y 
del  parto  y  la  suplantación  de  personas,  ha  hecho  desaparecer  todo  lo  qoe  en 
la  materia  pudiera  ser  oneroso  ó  atentatorio  al  pudor  y  á  la  libertad  de  i  i 
viuda. 

Dos  obligaciones  únicas  impone  en  definitiva  la  ley  á  la  viuda  que  que- 
dare encinta.  La  primera «  que  ponga  el  embarazo  en  conocimiento  de  las  per- 
sonas á  que  se  refiere  el  art.  959,  y  la  segunda,  que  se  someta  á  la  interven- 
ción de  la  persona  que  aquéllas,  ó  el  Juez  en  su  caso,  designen  para  la  asisten- 
cia fil  acto  del  alumbramiento;  estando  dispensada  de  la  primera  cuando  el 
marido  hubiere  reconocido  en  documento  público  ó  privado  el  estado  de  pre- 
ñez de  su  mujer,  si  bien  en  todo  caso,  ha  de  darles  conocimiento  oportuno  al 
aproximarse  la  época  del  parto;  y  de  la  segunda  no  puede  ser  dispensada  por- 
que se  refiere  á  la  realización  del  parto  y  á  la  viabilidad  del  postumo. 

El  aviso  á  que  nos  hemos  referido  como  primera  obligación  de  la  viuda 
encinta,  ha  de  darse,  según  el  art.  959,  á  los  que  tengan  á  la  herencia  on  de- 
recho de  tal  naturaleza  que  deba  desaparecer  ó  disminuir  por  el  nacimiento 
del  postumo.  Esta  disposición  tan  terminante,  sin  excepción  ni  aclaración  al- 
guna, obliga  á  afirmar  que  los  interesados  á  que  se  refiere  son,  no  sólo  los 
que  se  hallen  en  parentesco  ascendiente  ó  colateral  cuando  sean  llamados  á 
la  herencia  por  testamento  ó  por  disposición  de  la  ley,  sino  también  los  hijos 
del  matrimoQÍo  disuelto  por  !a  muerte  del  marido,  por  más  que  repugne  al 
sentido  moral  el  someter  á  la  madre  á  hacer  tal  manifestación  á  sus  propios 
hijos;  cnyob  conceptos  son  también  aplicables  al  precepto  del  art.  961,  reía- 
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tivo  al  naevo  aviso  qae  ha  de  darse  á  tales  interesados  de  la  proximidad  del 
alambraruiento. 

Ninguna  medida  poeden  adoptar  por  sí  los  interesados,  sino  qae  han  de 
solicitarla  de  la  autoridad  jodicial,  que  habrá  de  acordarlas  con  las  limitacio- 
nes á  qae  antes  aladíamos,  según  declara  expresamente  él  párrafo  segando 
del  art.  960;  y  si  bien  paeden  designar  persona  qae  asista  al  alambramiento, 
sifoerejechazada  por  la  paciente,  corresponde  al  Jaez  el  nombramiento,  qae 
recaerá  en  Facoltativo  ó  en  majer,  como  lo  ordena  el  párrafo  también  se- 
gando del  art.  964. 

El  texto  del  sígaiente  art.  96t,  al  determinar  qae  la  omisión  de  las  diligen- 
cias expresadas  no  perjudicará  á  la  legitimidad  del  parto,  la  cual,  si  fuere  im- 
pognada,  podrá  acreditarse  por  la  madre  ó  el  hijo  debidamente  representado, 
demaestra  claramente  que  se  refiere  al  caso  en  qae  la  viada  sea  la  que  falta 
al  cumplimiento  de  la  ley,  y  no  al  en  que  los  interesados  dejen  de  ejercitar 
sos  derechos;  pues  si  conocen  por  los  avisos  respectivos  el  estado  de  preñes  y 
la  proximidad  del  alumbramiento  y  dejan  de  instar  la  adopción  de  precaucio-. 
nes,  esa  negligencia  no  podrá  menos  de  enervar  después  cualquier  acción  qae 
intenten  fundados  en  el  derecho  de  impugnación  que  el  precepto  les  concede; 
y  por  ello  entendemos  que  la  viuda,  en  evitación  de  cuestiones  posteriores, 
deberá  realizar  ambos  avisos  notarialmente,  con  respecto  á  todos  y  cada  ano 
de  ¡os  parientes  que  en  su  caso  hubieran  de  ser  llamados  á  la  sacesíón. 

Los  demás  artículos  de  esta  sección,  aparte  de  la  diferencia  de  criterios 
sostenida  por  los  expositores  con  relación  á  si  la  viada,  para  obtener  los  ali> 
memos  qi|e  le  concede  el  964,  ha  de  jnstifícar  ó  no  sa  estado  d^  preñez,  y  qve 
nosotros  no  lo  estimamos  preciso,  dado  el  espirite  que  informa  los  preceptos 
que  le  anteceden  y  por  tener  aplicación  lo  que  ordena  el  art.  USO,  son  bas* 
tante  claros  y  precisos  para  no  originar  duda  alguna,  á  excepción  del  párrafo 
segundo  del  966,  que  al  establecer,  sin  referencia  alguna,  que  el  administra- 
dor podrá  pagar  á  los  acreedores,  da  lugar  á  diferentes  cuestiones,  ya  en  or- 
den á  si  ese  pago  ha  de  hacerse  con  las  rentas  ó  con  los  bienes',  ya  respecto 
á'COáles  han  de  ser  y  cómo  ha  de  precederse  á  la  venta  en  su  caso,  eomb 
también  á  si  todos  los  acreedores  tienen  de  *echo  á  ser  pagados  por  el  admi-* 
nistrador,  y  á  si  los  alimentos  de  la  viuda  encinta  tienen^preferencia  sobre  ios 
acreedores;  cuestiones  todas  de  difícil  solución,  toda  vez  que  ni  en  el  Código 
ni  en  la  ley  Procesal  hay  disposición  que  las  resuelva,  y  qae  qaedan  someti- 
das al  arbitrio  judicial,  pues  según  el  precepto,  el  administrador  sólo  podrá 
^gar  á  los  acreedores  con  mandato  de  aquella  autoridad. 

Por  último,  en  toda  la  materia  que  comprende  este  capítulo,  en  orden  al 
derecho  internacional,  Ia,norma  ha  de  ser  los  principios  generales  del  mismo 
j  las  leyes  positivas  y  tratados  en  relación  con  aquellos  principios. 

TOMO   U  U  . 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS  BIENES  SUJETOS  Á  RESEBVA 

Ari.  90H.  Además  de  la  reserva  impuesta  en  el 
art.  811,  el  viudo  ó  viuda  que  pase  á  segundo  matrimonio 
estará  obligado  á  reservar  á  los  hijos  y  descendientes  del 
primero  la  propiedad  de  todos  los  bienes  que  haya  adqui- 
rido de  su  difunto  consorte  por  testamento,  por  sucesión 
intestada,  donación  ú  otro  cualquier  título  lucrativo;  pero 
no  su  mitad  de  gananciales. 


370.  La  sentencia  que  declara  aplicables  las  disposiciones  de 
los  artículos  977  y  978  del  Código  civil  á  la  reserva  de  bienes  esta- 
blecida en  el  811,  no  infringe  los  968  y  969  de  dicho  Código  y  los 
16,  168  y  194  á  201  de  la  ley  Hipotecaria,  {k)rque  aparte  de  la  ra- 
zón legal,  que  es  idéntica  en  ambos  casos,  obliga  á  entenderlo  así 
la  importante  y  decisiva  circunstancia  de  que  dichas  disposiciones 
se  hallan  consignadas  en  el  capítulo  que  trata  de  las  comunes  á  la 
herencia  con  testamento  ó  sin  él,  y  porque  el  ari.  968,  que  enca- 
beza la  sección  que  trata  en  general  de  los  bienes  sujetos  á  reserva, 
hace  referencia  á  la  impuesta  en  el  811,  y  sería  conBÍguientement& 
contradictorio  de  la  razón  de  la  ley  y  del  carácter  común  de  las  re- 
feridas disposiciones  no  estimarlas  aplicables  á  la  mencionada  re- 
serva.—&  8  Nov,  94.— O.  3  Feb.  95. 


Art.  9419.  La  disposición  del  artículo  anterior  es 
aplicable  á  los  bienes  que,  por  los  títulos  en  él  expresa- 
dos, haya  adquirido  el  viudo  ó  viuda  de  cualquiera  de  los 
hijos  de  su  primer  matrimonio,  y  los  que  haya  habido  de 
los  parientes  del  difunto  por  consideración  á  éste. 
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371.  Bl  padre  que  contrae  segando  matrimonio  está  obligado  á 
reservar  á  los  hijos  existentes  del  primero  los  bienes  que  heredase 
de  loe  que  de  éstos  hubiesen  fallecido;  y  transfiriéndose  por  minis- 
terio de  la  ley  á  dichos  hijos  la  nuda  propiedad  de  los  bienes  re- 
servables  en  el  momento  de  contraer  el  padre  el  segundo  matrimo- 
nio, sólo  corresponde  á  éste  el  usufructo  y  conservación  de  tales 
bienes  hasta  su  muerte,  pasando  después  en  plena  propiedad  y 
posesión  á  las  personas  á  cuyo  favor  se  estableció  la  reserva. — 
S.  22  Junio  95.^G.  18  8ept. 

372.  Con  arreglo  á  la  doctrina  expuesta,  al  contraer  segundo 
matrimonio  el  padre,  adquieren  el  carácter  de  reservables  en  favor 
de  su  hijo  del  primer  matrimonio  los  bienes  que  aquél  había  ad- 
quirido por  herencia  de  otro  hijo  premuerto  del  mismo  matrimo- 
nio» quedando  desde  aquel  momento  el  padre  como  mero  usufruc- 
tuario, y  adquiriendo  el  hijo  vivo  la  nuda  propiedad  de  dichos 
bienes,  la  cual,  viviendo  aun  su  padre,  pudo  transmitir  y  transmi- 
tió por  su  fallecimiento  á  sus  hijos,  ya  que  la  nuda  propiedad  cons- 
tituye un  derecho  real  transmisible  por  sucesión,  y  que  la  cualidad 
de  reservables  de  aquellos  bienes  no  se  había  extinguido  por  la 
muerte  del  hijo  subsistiendo  descendientes  del  mismo,  y  por  con- 
siguiente, la  razón  de  la  reserva.— íS.  22  Junio  95, — O.  18  Sept. 


.%rt.  0YO.  Cesará  la  obligación  de  reservar  cuando 
los  hijos  de  un  matrimonio,  mayores  de  edad,  que  tengan 
derecho  á  los  bienes,  renuncien  expresamente  á  él,  ó 
cuando  se  trate  de  cosas  dadas  ó  dejadas  por  los  hijos  á 
su  padre  ó  á  su  madre,  sabiendo  que  estaban  segunda  vez 
casados. 

Art.  971.  Cesará  además  la  reserva  si  al  morir  el 
padre  ó  la  madre  que  contrajo  segundo  matrimonio,  no 
existen  hijos  ni  descendientes  legítimos  del  primero. 

i%ri.  09^9.  A  pesar  de  la  obligación  de  reservar, 
podrá  el  padre,  ó  madre,  segunda  vez  casado,  mejorar  en 
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los  bieneis  reserrableB  á  caalquiera  de  loe  hijos  ó  deseen- 
dientes  del  primer  matrimonio,  conforme  á  lo  dispneslo 
en  el  art.  823. 

Ari.  073.  Si  el  padre  ó  la  madre  no  hubiere  osado» 
en  todo  ó  en  parte,  de  la  facultad  que  le  concede  el  articu- 
lo anterior,  loa  hijos  y  descendientes  legítimos  del  pri- 
mer matrimonio  sucederán  en  los  bienes  sujetos  á  reserva 
.  conforme  á  las  reglap  prescritas  para  la  sucesión  en  linea 
descendente,  aunque  á  virtud  de  testamento  hubiesen 
heredado  desigualmente  al  cónyuge  premuerto,  ó  hubie- 
sen renunciado  ó  repudiado  su  herencia. 

El  hijo  desheredado  justamente  por  el  padre  ó  por  la 
madre,  perderá  todo  derecho  á  la  reserva;  pero  si  tuviere 
hijos  ó  descendientes  legítimos,  se  estará  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  857. 

Art.  094.  Serán  válidas  las  enajenaciones  de  los 
bienes  inmuebles  reservables  hechas  por  el  cónyuge  so- 
breviviente antes  de  celebrar  segundas  bodas,  con  la  obli- 
gación, desde  que  las  celebrare,  de  asegurar  el  valor  de 
aquéllos  á  los  hijos  y  descendientes  del  primer  matri- 
monio. 

Art.  075.  La  enajenación  que  de  los  bienes  inmue- 
bles sujetos  á  reserva  hubiere  hecho  el  viudo  ó  la  viuda 
después  de  contraer  segundo  matrimonio,  subsistirá  úni- 
camente si  á  su  muerte  no  quedan  hijos  ni  descendientes 
legítimos  del  primero;  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la 
ley  Hipotecaria. 

.%rt.  070.  Las  enajenaciones  de  los  bienes  mneblee 
hechas  antes  ó  después  de  contraer  segundo  matrimonio, 
serán  válidas^  salva  siempre  la  obligación  de  indem- 
nizar. 

Art»  097.  M  viudo  ó  la  viuda,  al  repetir  matrimo- 
nio, hará  inventariar  todos  los  bienes  sujetos  á  reserva» 
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anotar  en  el  Registro  de  la  propiedad  la  calidad  de  reser- 
vables  de  los  inmuebles  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  Hipotecaria,  y  tasar  los  muebles. 


378.  Si  bien  las  disposiciones  de  este  articulo  y  del  siguiente, 
encaminadas  á  la  seguridad  de  los  bienes  reseryables,  se  refieren 
especialmente  á  los  viudos  que  contraen  segundas  ó  ulteriores 
nupcias»  no  por  esto  dejan  de  ser  aplicables  á  la  reserva  estableci- 
da en  el  art.  811,  porque  aparte  de  la  razón  legal,  que  es  idéntica 
en  ambos  casos,  obliga  á  entenderlo  asi  la  importante  y  decisiva 
circunstancia  de  que  dichas  disposiciones  se  hallan  consignadas  en 
el  capitulo  que  trata  de  las  comunes  á  la  herencia  con  testamento 
ó  sin  él,  y  porque  en  el  art.  968,  que  encabeza  la  sección  que  trata 
en  general  de  los  bienes  sujetos  á  reserva,  se  hace  referencia  de  la 
impuesta  en  el  811,  y  sería  consiguientemente  contradictorio  de  la 
razón  de  la  ley  y  del  carácter  cornil  de  las  referidas  disposiciones 
no  estimarlas  aplicables  á  dicha  reserva,  y  al  estimarse  como  apli- 
cables en  una  sentencia,  no  ee  incurre  en  infracción  de  los  artícu- 
los 968  y  969,  en  relación  con  el  811  del  Código,  y  loe  16, 168  y 
194  á  201  de  la  ley  Hipotecaria.— &  8  Nav.  94.^-0.  8  Feb.  95. 

Api.  079.  Estará  además  obligado  el  viudo  ó  viu- 
da, al  repetir  matrimonio,  á  asegurar  con  hipoteca: 

1.^  La  restitución  de  los  bienes  muebles  no  enajena- 
dos en  el  estado  que  tuvieren  al  tiempo  de  su  muerte,  si 
fuesen  parafernales  ó  procedieran  de  dote  inestimada;  ó 
de  su  valor,  si  procediesen  de  dote  estimada. 

2.^  El  abono  de  los  deterioros  ocasionados  ó  que  se 
ocasionaren  por  su  culpa  ó  negligencia. 

3.®  La  devolución  del  precio  que  hubiese  recibido  por 
los  bienes  muebles  enajenados  ó  la  entrega  del  valor  que 
tenían  al  tiempo  de  la  enajenación  si  ésta  se  hubiese 
hecho  á  título  gratuito. 

4.^  £1  valor  de  los  bienes  inmuebles  válidamente 
enajenados. 
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Art.  970  Lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores 
para  el  caso  de  segundo  matrimonio  rige  igualmente  en 
el  tercero  y  ulteriores. 

Api.  0ftO.  La  obligación  de  reservar  impuesta  en 
los  anteriores  artículos  será  aplicable  al  viudo  ó  viuda 
que,  aunque  no  contraiga  nuevo  matrimonio,  tenga,  en 
estado  de  viudez,  un  hijo  natural  reconocido,  ó  declarado 
judicialmente  como  tal  hijo. 

Dicha  obligación  surtirá  efecto  desde  el  día  del  naci- 
miento de  éste. 


m 

±  AKTO  el  derecho  anterior,  como  el  hoy  vigente,  estableció  y  conserva 
las  reservas  en  favor  de  los  hijos  legítimos,  exclayendo  los  ilegítimos,  aun- 
que sean  naturales  recoiiocidos  y  los  adoptivos.  £1  beneficio  recae  en  favor  de 
los  hijos  y  descendientes  legítimos,  siendo  cada  hijo  un  interesado  á  quien 
por  su  falta  representa  el  grupo  de  sus  descendientes;  y  de  ahí  que,  viviendo 
todos  los  hijos,  sólo  á  favor  de  ellos  existe  la  reserva,  aunque  haya  nietos; 
pero  si  ha  muerto  algún  hijo,  le  representan  sus  descendientes,  y  entonces  la 
reserva  existe  simultáneamente  á  favor  de  los  hijos  y  de  los  nietos;  y  si  han 
muerto  todos  los  hijos,  los  nietos  ocupan  su  lugar,  sin  exclusión  de  los  más 
remotos  por  los  más  próximos,  á  no  ser  dentro  de  cada  una  de  las  lineas  de 
cada  uno  de  los  hijos  hermanos  entre  sí.  El  hijo  desheredado  con  justa  causa 
pierde  todo  derecho  á  la  reserva;  pero  sus  hijos  ó  descendientes  legítimos 
ocupan  su  puesto  y  le  representan,  como  lo  declara  expresamente  el  art.  973 
al  referirse  al  857. 

No  existe  obligación  de  reservar  en  favor  de  los  hijastros,  pues  aun  cuando 
el  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  44  de  Mayo  de  1 856,  entendió  que  á  aque- 
llos se  extendió  también  la  reserva,  reformó  después  su  juicio,  declarando  en 
las  de  9  de  Mayo  de  4839,  27  de  Junio  de  4866,  24  de  Mayo  de  4864  y  46  de 
Enero  de  4874,  que  tal  obligación  de  reservar  el  padre  ó  la  madre  sólo  tenía 
lugar  respecto  á  hijos  suyos— del  sobreviviente — habidos  en  su  anterior  ma- 
trimonio, y  no  respecto  de  los  hijos  que  su  consorte  difunto  hubiere  tenido 
en  otro  matrimonio  anterior;  cuya  ultima  interpretación,  fundada  en  lo  con- 
signado en  el  Fuero  Juzgo,  en  el  Fuero  Real,  en  las  Partidas  y  en  la  ley  4$ 
de  Toro,  es  la  doctrina  que  mantiene  hoy  el  art.  968,  al  establecer  la  obliga- 
ción de  reservar  determinados  bienes  el  viudo  ó  viuda  que  pase  á  sei^undo  ó 
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{M>3ter¡or  matrímoDio  en  favor  de  los  hijos  y  descendientes  del  primero  ó  an- 
terior. 

La  reserva,  paes,  recae  siempre  en  favor  de  los  hijos  del  sobreviviente 
habidos  en  sa  matrimonio  con  el  cónyuge  difnnto,  y  no  de  los  qne  éste  tu- 
viere de  otro  matrimonio  anterior,  sin  qne  induzca  á  otra  interpretación  lo 
dispuesto  en  el  art.  979,  que  no  hace  otra  cosa  qne  establecer  la  obligación  y 
el  derecho  de  reserva  en  favor  de  los  hijos  del  sobreviviente  que  contrae  se- 
gundo, tercero  ó  cuarto  matrimonio  en  el  orden  sucesivo  de  recaer  aquel  de- 
recho en  beneficio  de  los  hijos  del  segundo  matrimonio  al  celebrar  el  tercero, 
de  los  de  éste  al  contraer  el  cuarto,  etc.;  pero  siempre  con  relación,  en  cada 
caso,  á  los  bienes  del  cónyuge  qne  premnrió,  padre  también  de  los  hijos  á 
quienes  en  cada  caso  corresponde  la  reserva. 

Para  que  se  constituya  la  obligación  y  derecho  de  reserva,  según  lo  orde- 
nado en  los  artículos  968  y  969,  es  necesaria  la  concurrencia  de  varios  ele- 
mentos, cuales  son:  la  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  y  la  transmisión  al  so- 
breviviente de  algunos  de  sus  bienes  por  titulo  lucrativo:  el  fallecimiento 
abintestato  de  alguno  ó  algunos  de  los  hijos  del  primer  matrimonio  con  trans- 
misión de  sus  bienes  por  ministerio  de  la  ley  al  padre  ó  madre  sobreviviente : 
que  éste  contraiga  segundo  matrimonio;  y  la  existencia  de  hijos  del  primero 
al  realizarse  aquél. 

Determinada  así  la  naturaleza  de  la  reserva,  son  relativamente  claros  los 
preceptos  de  los  citados  artículos  968  y  969  en  cuanto  á  los  bienes  sujetos  á 
aquélla.  Han  desaparecido  las  cuestiones  que  en  esta  materia  existían.  Los 
bienes  qne  el  cónyuge  sobreviviente  adquiere  de  su  consorte  difunto  por  tes- 
tamento, donación  ú  otro  cualquier  título  lucrativo:  los  que  adquiera  de  loa 
hijos  de  sn  primer  matrimonio  por  los  mismos  títulos  ó  por  sucesión  abintes- 
tato, y  los  que  haya  habido  de  los  parientes  del  difunto  por  consideración  á 
éste,  todos  sin  excepción,  están  sujetos  á  la  obligación  de  reserva;  pero  de  los 
que  el  bínubo  adquiera  de  sus  nietos  y  demás  descendientes,  el  art.  969  nada 
declara  expresamente,  por  lo  que,  teniendo  en  cuenta  lo  resuelto  en  la  sen- 
tencia de  16  de  Marzo  de  4864,  hay  que  entender  qne  auoque  en  la  palabra 
Mijos  suele  comprenderse  generalmente  á  losvuietos,  esto  no  puede  admitirse 
en  aquellas  materias  qne  por  «u  naturaleza  deben  interpreUrse  en  sentido  res- 
trictivo; y  aun  sin  esa  sentencia,  así  debe  sobreentenderse,  pues  si  el  art*  968 
y  los  973,  974  y  975  hablan  de  hijos  y  descendientes,  no  hubiera  dejado  de 
hacerlo  el  969  si  el  ánimo  del  legislador  hubiera  sido  extender  la  obligación 
de  reservar  á  los  bienes  adquiridos  por  cualquiera  título  hereditario  ó  lucra- 
tivo de  los  descendientes  que  no  son  hijos,  y  por  tanto,  no  son  reservables 
los  que  adquiere  el  binubo  de  sus  nietos,  biznietos,  etc. 

Hemos  dicho  que  son  reservables  los  bienes  que  adquiere  el  sobreviviente 
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d«l  cónyni^  difonCo  por  tesUmento,  ¿onaeión  ú  otro  título  IsentiTO, 
tíeodo  las  palabras  per  iueesián  intestada^  qae  emplea  el  art.  S68,  ponfve  n^ 
se  nos  alcanza  la  ¡dea  qoe  se  propusiera  el  legislador  al  eoosignarlas,  puesto- 
qne  ninguna  aplicación  pneden  tener  en  la  materia.  En  efecto;  si  quedan  bíjos- 
ó  deseendif  ntes  del  primer  matrimonio,  el  cónyuge  sobreviviente  eo  la  suce- 
Món  intestada  nada  adquiere  en  propiedad  y  sí  sólo  la  cuota  usufruetnaria  que^ 
en  sus  casos  respectivos  le  señala  la  ley;  si  no  quedan  hijos  ni  descendientes^ 
taita  la  bue  esencial  de  la  reáerva;  y,  por  lo  tanto,  ni  en  uno  ni  en  otro  caso^ 
únicos  que  pueden  ocurrir,  existen  bienes  que  reservar  ni  personas  eon  dere-- 
cho  á  la  reserva. 

No  siempre  es  indispensable  el  elemento  de  la  celebración  de  seguiida 
matrimonio  para  que  se  constituya  la  obligación  y  derechos  de  reserva,  pnea 
admite  la  excepción  del  caso  en  que,  aun  sin  contraer  nuevo  matrimonio,  el 
cónyuge  sobreviviente  tenga  un  hijo  natural  reconocido  ó  declarado  jodieial- 
mente  como  tal,  surtiendo  entonces  efecto  la  obligación  desde  el  dta  del  na-^ 
cimiento  de  éste;  coya  excepción  no  ofrece  diOcnItad  alguna  en  su  interpre- 
tación. 

Dos  son  únicamente  las  causas  que  extinguen  la  obligación  de  reservar,  la 
.  «na,  la  renuncia  del  derecho,  á  que  se  refiere  el  art.  970,  que  puede  forraali<^ 
zarse,  bien  por  documento  público  ante  Notario,  ó  bien  por  comparecencia 
ante  Autoridad  judicial  competente;  y  la  otra,  apoyada  en  un  hecho  natural, 
cual  es  la  inexistencia  del  sujeto,  sin  el  cual  es  imposible  la  relación  jurídica^ 
bastando  á  comprender  su  alcance  la  simple  lectura.del  art.  974. 

El  art.  972  que,  á  pesar  de  la  obligación  de  reservar,  concede  al  padre  6- 
madre  segunda  ves  casado,  derecho  á  mejorar  en  los  bienes  reservables  á  cual- 
quiera de  los  hijos  ó  descendientes  del  primer  matrimonio,  puede,  á  juicio  de 
algunos  autores,  dar  lugar  á  la  duda  de  si  ese  derecho  comprende  ó  no  á  la 
totalidad  de  los  bienes  reservables;  mas  nosotros  entendemos  que  no  es  posi- 
ble semejante  duda,  porque  añadiendo  el  precepto  las  palabras  conforme  á  h 
di9puesio  en  el  arL  8t3,  claro  es  que  éste  delermina  el  alcance  y  extensión  de^ 
aquel  derecho,  que,  por  tanto,  no  puede  ir  más  allá  ni  comprender  más  que 
una  tercera  parte  de  la  totalidad  de  los  bienes  reservables. 

La  forma  de  suceder  en  dichos  bienes  se  establece  en  el  siguiente  artícn» 
lo  973,  ya  para  todos  aquéllos,  yá  para  la  parte  que  de  ellos  reste  después 
de  ejercitado  el  derecho  de  mejora,  y  su  precepto  viene  á  confirmar  lo  que 
hemos  dicho  antes,  estableciendo  la  igualdad  de  derecho  entre  los*  que  tienea 
el  de  reserva  á  su  favor,  bien  directamente,  bien  por  representación,  sin  que 
lógica  ni  legalmente  pueda  sostenerse  otra  interpretación,  toda  vez  que  de  es- 
timar que  el  derecho  de  mejora  se  extiende  á  la  totalidad  de  los  bienes  reser» 
vables,  conduciría  al  absurdo  de  que,  no  dejando  el  cónyuge  obligado  á  U 
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remara  Diogonos  otros  bienes,  sucedería  en  todos  el  mejorado,  eon  exclasión 
da  los  demás  hijos  y  descendientes,  y  sobre  todo,  porque  siendo  la  mejora 
ana  disposición  aomentativa  del  haber  hereditario,  es  indispensable  la  exis- 
teiicía  de  éste  para  qne  aqnólla  poeda  tener  lagar. 

Dispone  el  art.  974  qoe  serán  válidas  las  enajenaciones  de  los  bienes  in- 
muebles reservables  hechas  por  el  eónyoge  sobreviviente  antes  de  celebrar 
segQRdas  bodas,  con  la  obligación,  desde  qae  las  celebrare,  de  asegurar  el  va- 
lor de  aqaéllos  á  los  hijos  y  descendientes  del  primer  matrimonio.  La  primera 
parte  del  precepto  no  ofrece,  á  tanestro  joicio,  cnestión  alguna,  porqoe  como 
la  obligación  de  reservar  no  nace  hasta  el  momento  de  la  celebración  del  se- 
gundo matrimonio,  los  bienes  que  pueden  tener  la  cualidad  de  reservables  se 
adjudican  al  cónyuge  sobreviviente  en  plena  propiedad,  y  claro  es  que  míen* 
tras  permanezca  en  estado  de  viudez  puede  libremente  disponer  de  ellos.  No- 
sucede  lo  mismo  en  cuanto  al  segundo  extremo  del  articulo,  respecto  al  que 
puadeii  ocurrir  una  de  dos  cosas:  ó  el  cónyuge  sobrevieñte  tiene  bienes  propios 
con  que  asegurar  el  valor  de  los  bienes  reservables  que  enajenó  durante  su  viu- 
dei ,  ó  no  los  tiene  para  realizar  ese  aseguramiento.  En  el  primer  caso,  cons^- 
titoída  la  garantía  al  celebrar  segundas  bodas,  ningún  perjuicio  puede  recaer 
en  los  hijos  y  descendientes  del  primer  matrimonio;  mas  en  el  segundo,  él 
derecho  de  éstos  resulta  completamente  ilusorio,  sin  qne,  á  nuestro  entender^ 
les  quede  otro  recurso  que  una  esperanza  bien  remota,  fundada  en  la  prefe- 
rencia que  indudablemente  tendrían,  ya  sobre  otros  bienes  que  la  madre  ó  pa- 
dre pudiese  adquirir,  ya  sobre  la  parte  de  gananciales  correspondiente  por 
disolución  del  segundo  matrimonio  para  el  aseguramiento  y  restitución,  en 
su  caso,  del  valor  de  los  bienes  reservables. 

Pero  el  precepto  del  artículo  se  refiere  sólo  á  las  enajenaciones  que  el 
cónyuge  sobreviviente  realice  antes  de  contraer  segundas  bodas,  mas  corno 
la  obligación  de  reservar  nace  también  cuando  el  viudo  ó  viuda  tenga  en  es- 
tado de  viudez  un  hijo  natural  reconocido  ó  declarado  judicialmente  como 
tal  hijo,  y  surte  efecto  aquella  obligación  desde  el  día  del  nacimiento  de  éste^ 
existe  la  misma  razón  que  en  el  caso  de  segundas  bodas,  y  aun  cuando  el  ar- 
ticulo 980  nada  dice,  no  poede  menos  de  tener  aplicación  el  precepto  del  974^ 
ocasionando  el  reconocimiento  por  el  viudo  ó  la  declaración  judicial  del  hijo 
natural,  la  obligación  de  asegurar  el  valor  de  los  bienes  reservables  enajena- 
dos durante  el  período  que  medie  desde  la  disolución  del  matrimonio  por 
muerte  de  uno  de  los  cónyuges  hasta  aquel  reconocimiento  ó  declaración  ju- 
dicial. 

No  encontramos  nosotros  dificultad  alguna  en  la  interpretacióo  del  articu- 
lo 97S.  Las  enajenaciones  que  de  los  bienes  inmuebles  sujetos  á  reserva  hu- 
biere hecho  el  viudo  ó  la  viuda  después  de  contraer  segundo  matrimonio, . 
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del  cónyni^  difunto  por  tesUmento,  donaeión  ú  otro  lítalo  loerativo,  omi^ 
tieodo  las  palabras  per  sneesiéñ  intestada^  que  emplea  el  art.  S68,  porqoe  no^ 
se  nos  alcanza  la  ¡dea  qoe  se  propusiera  el  legislador  al  consignarlas,  poesto* 
qne  ninguna  aplicación  poeden  tener  en  la  materia.  En  efecto;  si  quedan  hijos- 
ó  descendientes  del  primer  matrímenlo,  el  eónyoge  sobreviviente  eo  la  snee- 
M6n  intestada  nada  adquiere  en  propiedad  y  sí  sólo  la  coota  nsuímetaariA  qae^ 
en  sus  casos  respectivos  le  señala  la  ley;  si  no  quedftn  hijos  ni  descendientes,, 
falta  la  bue  esencial  de  la  reserva;  y,  por  lo  tanto,  ni  en  uno  ni  en  otro  caso, 
únicos  qoe  pueden  ocurrir,  existen  bienes  que  reservar  ni  personas  eon  dere- 
cho á  la  reserva. 

No  siempre  es  indispensable  el  elemento  de  la  celebración  de  segnrido 
matrimonio  para  que  se  constituya  la  obligación  y  derechos  de  reserva,  pne» 
admite  la  excepción  del  caso  en  que,  aun  sin  contraer  nuevo  matrimonio,  et 
eónyoge  sobreviviente  tenga  on  hijo  natural  reconocido  ó  declarado  judicial- 
mente como  tal,  surtiendo  entonces  efecto  la  obligación  desde  el  día  del  na*^ 
cimiento  de  éste;  coya  excepción  no  ofrece  dificultad  alguna  en  su  interpre- 
taeión. 

Dos  son  únicamente  las  cansas  que  extinguen  la  obligación  de  reservar:  la^ 
.  «na,  la  renuncia  del  derecho,  á  que  se  refiere  el  art  970,  qoe  puede  formali-^ 
zarse,  bien  por  documento  público  ante  Notario,  ó  bien  por  comparecencia 
ante  Autoridad  judicial  competente;  y  la  otra,  apoyada  en  on  hecho  natural, 
cual  es  la  inexistencia  del  sujeto,  sin  el  cual  es  imposible  la  relación  jurídica,, 
bastando  á  comprender  so  alcance  la  simple  lectura. del  art.  974. 

El  art.  972  que,  á  pesar  de  la  obligación  de  reservar,  concede  al  padre  6 
madre  segunda  vez  casado,  derecho  á  mejorar  en  los  bienes  reservables  á  cual- 
qniera  de  los  hijos  ó  descendientes  del  primer  matrimonio,  puede,  á  juicio  do 
algunos  autores,  dar  lugar  á  la  duda  de  si  ese  derecho  comprende  ó  no  á  la 
totalidad  de  los  bienes  reservables;  mas  nosotros  entendemos  que  no  es  posi- 
ble semejante  duda,  porque  añadiendo  el  precepto  las  palabras  conforme  á  la 
dispwstoen  el  arL  8S3,  claro  es  que  éste  delermina  el  alcance  y  extensión  do 
aquel  derecho,  que,  por  tanto,  no  puede  ir  más  allá  ni  comprender  más  que 
nna  tercera  parte  de  la  totalidad  de  los  bienes  reservables. 

La  forma  de  suceder  en  dichos  bienes  se  establece  en  el  siguiente  ártica» 
lo  973,  ya  para  todos  aquéllos,  yá  para  la  parte  que  de  ellos  reste  después 
de  ejercitado  el  derecho  de  mejora,  y  so  precepto  viene  á  confirmar  lo  qae 
hemos  dicho  antes,  estableciendo  la  igualdad  de  derecho  entre  los*  que  tienen^ 
el  de  reserva  á  su  favor,  bien  directamente,  bien  por  representación,  sin  qoe 
lógica  ni  legalmente  pueda  sostenerse  otra  interpretación,  toda  vez  qae  de  es> 
timar  que  el  derecho  de  mejora  se  extiende  á  la  totalidad  de  los  bienes  reser* 
Tobles,  condaeiría  al  absurdo  de  qne,  no  dejando  el  cónyuge  obligado  á  \h. 
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resanra  Dinfaoos  otros  bienes,  sucedería  eo  todos  el  mejorado,  con  exclasión 
da  los  demás  hijos  y  descendieoles ,  y  sobre  todo,  porqae  siendo  la  mejora 
ana  disposición  samentativa  del  haber  hereditario,  es  indispensable  la  exis- 
leocia  de  éste  para  qoe  aqoélla  pueda  tener  logar. 

Dispone  el  art.  974  que  serán  válidas  las  enajenaciones  de  los  bienes  in- 
mnebles  reservables  hechas  por  el  eónyoge  sobreviviente  antes  de  celebrar 
sega  Adas  bodas,  con  la  obligación,  desde  qoe  las  celebrare,  de  asegurar  el  va- 
lor de  aqnéllos  á  los  hijos  y  descendientes  del  primer  matrimonio.  La  primera 
parte  del  precepto  no  ofrece,  á  tañes  tro  juicio,  cnestión  alguna,  porque  como 
la  obligación  de  reservar  no  nace  hasta  el  momento  de  la  celebración  del  se- 
gundo matrimonio,  los  bienes  que  pueden  tener  la  caalidad  de  reservables  se 
adjudican  al  cónyuge  sobreviviente  en  plena  propiedad,  y  claro  es  que  mien* 
tras  permanezca  en  estado  de  viudez  puede  libremente  disponer  de  ellos.  No- 
sucede  lo  mismo  en  cuanto  al  segundo  extremo  del  artículo,  respecto  al  que 
pueden  ocurrir  una  de  dos  cosas:  ó  el  cónyuge  sobrevieñte  tiene  bienes  propios 
con  que  asegurar  el  valor  de  los  bienes  reservables  que  enajenó  dorante  su  viu- 
dei,  ó  no  los  tiene  para  realizar  ese  aseguramiento.  En  el  primer  caso,  cons- 
tiioida  la  garantía  al  celebrar  segundas  bodas,  ningún  perjuicio  puede  recaer 
en  loa  hijos  y  descendientes  del  primer  matrimonio;  mas  en  el  segundo,  el 
derecho  de  éstos  resalta  completamente  ilusorio,  sin  que,  á  nuestro  entender, 
les  quede  otro  recurso  que  una  esperanza  bien  remota,  fondada  en  la  prefe- 
rencia que  indudablemente  tendrían,  ya  sobre  otros  bienes  que  la  madre  ó  pa- 
dre pudiese  adquirir,  ya  sobre  la  parte  de  gananciales  correspondiente  por 
disolución  del  segundo  matrimonio  para  el  aseguramiento  y  restitución,  en 
su  caso,  del  valor  de  los  bienes  reservables. 

Pero  el  precepto  del  artículo  se  refiere  sólo  á  las  enajenaciones  que  el 
eónynge  sobreviviente  realice  antes  de  contraer  segundas  bodas,  mas  como 
la  obligación  de  reservar  nace  también  cuando  el  viudo  ó  viuda  tenga  en  es- 
tado de  viudez  un  hijo  natural  reconocido  ó  declarado  judicialmente  como 
tal  hijo,  y  snrte  efecto  aquella  obligación  desde  el  día  del  nacimiento  de  éste^ 
existe  la  misma  razón  que  en  el  caso  de  segundas  bodas,  y  aun  cuando  el  ar- 
ticulo 980  nada  dice,  no  pnede  menos  de  tener  aplicación  el  precepto  del  974^ 
ocasionando  el  reconocimiento  por  el  viudo  ó  la  declaración  judicial  del  hijo 
Ujatnrai,  la  obligación  de  asegurar  el  valor  de  los  bienes  reservables  enajena^ 
dos  durante  el  período  que  medie  desde  la  disolución  del  matrimonio  por 
muerte  de  uno  de  los  cónyuges  hasta  aquel  reconocimiento  ó  declaración  ju- 
dicial. 

No  encontramos  nosotros  dificultad  alguna  en  la  interpretación  del  articu- 
lo 97S.  Las  enajenaciones  que  de  los  bienes  inmuebles  sujetos  á  reserva  hu- 
biere hecho  el  viudo  ó  la  viuda  después  de  contraer  segundo  matrimonio, . 
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sQbsistirán  únicamente  sí  á  so  maerte  no  quedan  hijos  ni  descendientes  legí- 
timos del  primero.  Esto  es,  esas  enajenaciones  se  encaentran  pendientes  de 
una  condición  resolutoria,  qae  por  estar  inscrita  en  el  Registro  de  la  prople^ 
dad  la  cualidad  de  reservables  de  los  bienes,  es  conocida  del  comprador,  que 
nada  puede  después  alegar  en  su  contra,  puesto  que  adquiere  conociendo 
la  extensión  de  aquélla  condición,  y  que  su  derecho  está  por  ella  limitado  y 
coya  realidad  y  eficacia  dependerá  de  que  á  la  muerte  del  vendedor  queden 
ó  no  hijo9  ó  descendientes  legítimos  de  su  primer  matrimonio.  Mas  lo  que 
pudiera  ocasionar  dudas  es  la  última  parte  del  precepto,  al  decir,  iin  perjui- 
cio de  lo  diepuesio  en  la  ley  JItpoteearia,  y  aun  así,  tampoco  dará  esto  lugar 
á  confusión.  En  efecto,  el  artículo  que  estudiamos,  al  hacer  la  salvedad  indi- 
cada, no  pnede  menos  de  referirse  al  caso  en  que  por  cualquier  causa  no  cons- 
tare en  el  Registro  de  la  propiedad  la  cualidad  de  reservables  de  los  bienes 
enajenados,  en  el  que,  aplicando  el  precepto  del  art.  34  de  la  citada  ley,  la 
enajenación  subsistirá  aun  quedando  hijos  y  descendientes  del  primer  matri- 
monio en  beneficio  del  adquirente  que  por  tal  omisión  desconocía  la  condi- 
ción de  los  bienes.  Y  como,  por  otra  parte,  el  perjuicio  no  puede  redundar 
contra  los  que  tenían  derecho  á  la  reserva,  éste  se  hará  efectivo  sobre  los  bie- 
nes de  la  madre  y  los  del  padn^tro,  en  conformidad  á  lo  establecido  en  los 
artículos  468,  en  sus  números  S.®  y  3.^,  y  en  el  494. 

Por  último,  á  asegurar  la  efectividad  de  la  obligación  y  derecho  de  reser- 
va, tienden  expresamente  los  artículos  976, 977  y  978,  estableciendo  la  obli- 
gación de  indemnizar  los  bienes  muebles  enajenados  antes  ó  después  de  U 
celebración  de  segundo  matrimonio,  la  de  formar  inventario  de  todos  los  bie- 
nes sujetos  á  reserva,  y  anotar  los  inmuebles  en  el  Registro  de  la  propiedad; 
y  las  reglas  y  exención  de  lo  que  ha  de  asegurarse  con  hipoteca.  El  inventa- 
rio deberá  hacerse  notarial  mente,  cuya  forma  es  la  que  puede  producir  todos 
sus  efectos,  salvo  el  caso  en  que,  por  interponerse  reclamación,  proceda  la  in- 
tervención judicial;  sin  que  en  lo  demás,  dada  la  claridad  del  art.  978,  pueda 
haber  grandes  dificultades,  máxime  cuando  los  principios  generales  del  de- 
recho y  las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria  aplicables  á  la  materia  expli- 
can perfectamente  los  casos  que  puedan  presentarse. 

En  cuanto  á  las  legislaciones  forales,  la  de  Cataluña  admite  la  celebra- 
ción de  matrimonio  posterior  como  determinante  de  la  obligación  de  reser- 
var; pero  también  considera  en  igual  concepto  el  divorcio,  dando  natnralesa 
de  reservables  á  los  bienes  adquiridos  durante  el  matrimonio  en  favor  de  los 
hijos  y  descendientes  del  mismo;  sin  que  se  conceda  el  derecho  de  mejora  eon 
respecto  á  los  bienes  reservables,  ni  haya  lugar  á  la  transferencia  de  los  mis- 
mos por  desheredación  ó  incapacidad,  acreciendo  la  parte  de  ellos  vacante  i 
los  coherederos. 
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Lo8  Faeroa  y  Observancias  de  Aragón  no  admiten  la  institaeión  de  la  re- 
serva de  que  nos  venimos  ocupando,  por  considerarla  atentatoria  al  principio 
general  de  libertad  de  disposición. 

En  Navarra  existe  la  obligación  de  reservar  los  bienes  que  el  cónyuge 
sobreviviente  adquiere  por  titolo  lucrativo  en  la  sucesión  del  premuerto,  y 
los  procedentes  del  hijo  legítimo  fallecido  abintestato;  pero  el  derecho,  aun- 
que determinado  en  su  nacimiento,  es  indeterminado  en  sus  efectos  por  la  fa- 
cultad concedida  al  vindo  ó  viuda  para  disponer  en  favor  de  alguno  ó  algunos 
de  los  hijos  del  primer  matrimonio  de  los  bienes  reservados,  cuya  facultad, 
cuando  se  use,  implica  la  extinción  del  derecho  de  los  demás. 

Y  en  Vizcaya,  la  reserva  presenta  la  especialidad  de  recaer  tan  sólo  en  loa 
bienes  que  los  padres  adquieren  por  título  lucrativo  de  un  hijo,  constituyén- 
dose la  misma  por  la  celebración  de  segundo  matrimonio  y  con  la  facultad  de 
disponer  en  favor  de  alguno  de  los  hijos,  hermanos  de  doble  vínculo  del 
finado. 
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SECCIÓN  TBRCBRA 

DIL     DBÉBGHO    BE    ACBECBB  . 

Ari.  0S1*  En  las  Buceeiones  legitimas  la  parte  del 
que  repudia  la  herencia  acrecerá  siempre  á  los  coherederos. 

Ari.  OS9.  Para  que  en  la  sucesión  testamentaria 
tenga  lugar  el  derecho  de  acrecer,  se  requiere: 

1.^  Que  dos  ó  más  sean  llamados  á  una  misma  heren- 
cia, ó  á  una  misma  porción  de  ella,  sin  especial  designa- 
ción de  partes. 

2«^  Que  uno  de  los  llamados  muera  antes  que  el  tes- 
tudor,  ó  que  renuncie  la  herencia,  ó  sea  incapaz  de  reci- 
birla. 


374.  No  procede  la  acción  de  petición  de  herencia  contra  el 
«Ibacea  estando  ya  practicadas  las  operaciones  testamentarías  y 
adjudicados  todos  los  bienes;  en  cuyo  caso,  circunscribiéndose  la 
sentencia  á  absolver  al  demandado  por  ser  improcedente  contra  él 
la  acción  ejercitada,  es  claro  que  nada  resuelve  ni  sobre  la  suce- 
sión legítima  ni  sobre  negación  del  derecho  de  acrecer,  y  por  lo 
tanto,  no  puede  infringir  los  artículos  912  y  982  del  Código  civil. 
—S.  4  Junio  9g.—a.  22  Agosto. 


Art.  0S3.  Se  entenderá  hecha  la  designación  por 
partes  sólo  en  el  caso  de  que  el  testador  haya  determinado 
expresamente  una  cuota  para  cada  heredero. 

La  frase  cpor  mitad  ó  por  partes  iguales»  ú  otras  que, 
aunque  designen  parte  alícaota,  no  fijan  ésta  numérioa- 
mente  ó  por  señales  que  hagan  á  cada  uno  dueño  de  ún 
cuerpo  de  bienes  separado,  no  excluyen  el  derecho  de 
acrecer. 
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A  rt.  9S4i.  Los  herederos  á  quienes  acrezca  la  heren- 
cia sucederán  en  todos  los  derechos  y  obligaciones  que 
tendría  el  que  no  quiso  ó  no  pudo  recibirla. 


376.  Guando  en  testamento  válido  se  hace  institución  de  here- 
dero universal,  si  por  cualquier  causa  caduca  ó  se  invalida  la  man- 
da ó  legado  que  contenga,  los  bienes  en  que  éstos  consistan  acrecen 
á  la  masa  hereditaria,  sin  que  una  vez  admitida  la  herencia  por  el 
heredero  universal,  así  instituido,  pueda  tener  lugar  la  sucesión 
intestada,  ni  aun  con  respecto  á  los  bienes  en  que  consista  el  men- 
cionado legado.— Sf.  22  Sept  91.-0,  29  Od. 


Art.  OS5.  Bntre  los  herederos  forzosos  el  derecho  de 
acrecer  sólo  tendrá  lugar  cuando  la  parte  de  libre  dispo- 
sición se  deje  á  dos  ó  más  de  ellos,  ó  á  alguno  de  ellos  j 
á  un  extraño. 

Si  la  parte  repudiada  fuere  la  legítima,  sucederán  en 
ella  los  coherederos  por  su  derecho  propio,  y  no  por  el 
derecho  de  acrecer. 

ilpt.  9SO.  En  la  sucesión  testamentaria,  cuando  no 
tenga  lugar  el  derecho  de  acrecer,  la  porción  vacante  del 
instituido,  á  quien  no  se  hubiese  designado  sustituto,  pa- 
sará á  los  herederos  legítimos  del  testador,  los  cuales  la 
recibirán  con  las  mismas  cargas  y  obligaciones. 

A  rt.  997.  £1  derecho  de  acrecer  tendrá  también  lu- 
gar entre  los  legatarios  y  los  usufructuarios  en  los  térmi- 
mos  establecidos  para  los  herederos. 


n 


B  las  diferentes  defioiciones  respecto  al  derecho  de  acrecer,  creemos 
más  acertada  la  qae  establece:  ser  el  qae  tiene  todo  heredero  qoe  ha  aceptado 
sQ  parle,  á  recibir  la  porción  de  bienes  vacante  de  otro  coheredero. 
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El  Código  no  define  la  institación.  Sajelándose  á  lo  ordenado  en  la  base 
48  de  la  ley  de  M  de  Hayo  de  4888,  reproduce  las  disposiciones  del  derecho 
anterior,  aclarando  determinados  pontos  con  relación  á  la  jnrisprndencia  del 
Tribunal  Sopremo,  principiando  por  establecer  los  casos  en  qne  procede  el  de- 
recho de  acrecer,  qne  requiere  la  concurrencia  de  dos  requisitos  esenciales, 
ceales  son:  la  conjunción  y  la  existencia  de  una  porción  vacante  de  los  bie- 
nes hereditarios:  el  primero,  porque  si  la  institución  recayera  únicamente  en 
un  individuo,  produciría  el  efecto  de  la  sucesión  abintestato  al  quedar  la  he- 
rencia ó  legado  vacante;  y  el  segundo,  porque  sin  porción  vacante  es  imposi- 
ble el  nacimiento  del  derecho  de  acrecer. 

El  art.  984  preceptúa  que  én  las  sucesiones  legítimas,  la  parte  del  que  re- 
pudia la  herencia  acrecerá  siempre  á  los  coherederos;  y  claro  es  que  este  de* 
recbo  y  esa  clase  de  sncet ion  sólo  puede  originarlo  la  vacante  por  repudia- 
ción, pues  la  causada  por  premuerte  del  heredero,  si  es  descendiente,  origi- 
nará la  sucesión  por  derecho  propio  ó  de  representación,  y  si  no  lo  es,  no  ha- 
biendo adquirido  ningún  derecho  por  morir  antes  que  el  causante,  las  reglas 
generales  en  el  orden  de  llamamientos  otorgan  la  sucesión  por  la  mayor  pro- 
ximidad de  grados;  y  en  la  originada  por  desheredación,  si  el  desheredado  era 
heredero  forzoso,  sus  hijos  y  descendientes  ocupan  su  lugar,  y  en  su  defecto, 
los  demás  coherederos  por  derecho  propio,  y  si  no  lo  era,  tendrán  aplicación 
las  reglas  generales  de  la  sucesión  abintestato. 

Por  el  contrario,  en  la  sucesión  testamentaria,  conforme  al  art.  98t,  ten- 
drá lugar  el  derecho  de  acrecer  siempre  que  concurran  los  requisitos  siguien- 
tes: 4.*,  que  dos  ó  más  personas  sean  llamadas  á  una  misma  herencia  ó  á  una 
misma  porción  de  ella,  sin  especial  designación  de  parte;  y  3.®,  que  uno  de 
los  llamados  muera  antes  que  el  testador,  ó  que  renuncie  la  herencia  ó  sea  in- 
capaz de  recibirla;  de  lo  cual  resulta,  que  asi  como  en  la  sucesión  abintestato 
únicamente  la  repudiación  es  la  causa  determinante  del  derecho  de  acrecer, 
en  la  testamentaría  lo  producen  tres,  ó  sean,  la  repudiación,  la  premuerte  del 
heredero  y  la  incapacidad  para  serlo,  siendo  además  necesario  que  el  testador 
no  haya  expresamente  prohibido  en  testamento,  ó  en  forma  tácita  por  la  de- 
signación de  parles  y  cantidad,  por  nombramiento  de  suslitulo  ó  por  preve- 
nir el  destino  de  la  porción  vacante,  el  expresado  derecho  de  acrecer.  En  caso 
de  prohibirlo  expresamente  sin  hacer  otra  disposición  supletoria,  procede  la 
sucesión  abintestato,  como  también  cuando  la  parle  vacante  fuere  específica  y 
de  cantidad:  si  existe  sustituto  designado,  el  derecho  de  éste  es  preferente  al 
de  los  demás  coherederos;  y  si  se  adoptaron  en  el  testamento  disposiciones  es- 
peciales sobre  tal  punto,  éstas  deberán  cumplirse  siempre  que  no  se  opongan 
i  los  preceptos  de  la  ley. 

Cuando  la  porción  vacante  fuere  legitimaria,  no  tiene  lugar  el  derecho  de. 
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acrecer,  no  sólo  por  U  natoraleza  y  cartcteres  del  derecho  hereditario»  eino 
por  el  concepto  qne  pnedan  tener  los  bienes  vacantes;  estableciendo  en  eos* 
secuencia  el  art.  895,  qne  en  esa  porción  soeeden  los  coherederos  por  derecho 
propio  y  no  por  el  de  acrecer,  ampliando  y  confirmando  el  precepto  la  doe^ 
trina  con  la  ei^presión  de  qne,  entre  los  herederos  fortosos,  sólo  tendrá  logar 
el  derecho  de  acrecer  coando  la  parte  de  libre  disposición  se  deje  á  dos  6  nás 
de  ellos,  ó  á  algnno  de  los  mismos  y  á  on  extraño. 

Nada  dice  ia  ley  con  relación  al  caso  en  qoe  el  descendiente  mejorado  re- 
noncie  la  mejora,  y  en  realidad,  á  nnestro  joicio,  no  teiíía  para  qoé  oeoparse 
de  ello.  La  porción  en  qne  la  mejora  consista  deja  de  ser  legitima  por  el  he- 
cho de  otorgarla.  Si  se  renuncia,  es  como  si  no  hobiera  existido,  y  los  bienes 
en  qoe  consista  vnelven  á  adquirir  su  carácter  legitimario  y^pásarlen  tal  con- 
cepto á  los  demás  herederos,  que  la  adquieren  por  derecho  propio. 

Los  herederos  á  quienes  acrezca  la  herencia,  sucederán  en  todos  loe  dere- 
chos y  obligaciones  qoe  tendría  el  qoe  no  qoiso  ó  no  podo  recibirla,  dice  el 
art.  894;  pero,  ¿el  precepto  es  extensivo  á  las  personalísimas  qoe  se  hubieren 
impuesto  al  heredero?  Examinando  los  principios  generales  de  la  transmisión 
de  herencia,  y  aplicando  las  disposiciones  referentes  á  la  transmisión  de  car- 
gas del  heredero  al  sustituto,  hay  que  sostener  la  negativa. 

Ninguna  otra  dificultad  pueden  originar  en  la  práctica  los  demás  preceptos 
contenidos  en  los  artículos  de  esta  sección,  ya  que,  en  orden  al  derecho  de 
acrecer  establecido  con  relación  á  los  legatarios  y  usufructuarios,  tiene  lugar 
en  los  mismos  termines  qne  el  de  los  herederos. 

Para  terminar,  diremos:  que  la  materia  qne  nos  ocupa  se  rige  en  Cátilu- 
ü A  por  el  derecho  romano  supletorio  de  su  legislación,  con  la  particularidad 
única,  respecto  al  legado  de  usufructo,  de  tener  lugar  en  favor  de  los  demás 
colegataríos,  hayan  ó  no  aceptado  su  parte;  y  que  en  Abagós,  el  derecho  de 
acrecer  se  limita  al  caso  de  haber  lugar  al  consorcip  foral,  del  cual  es  un 
efecto. 

SECCIÓN  CUARTA 

DS  LA  ACEPTACIÓN  Y   SXPUDIACIÓN  DB  LA  HSBBNCIA 

Ara.  OSS.    La  aceptación  y  repudiación  de  la  -he- 

rencia  son  actos  enteramente  yoluntarios  y  librea. 

376.    El  principio  de  derecho  de  que  á  nadie  es  Ucito  ir  contra 
aua  propios  actos,  admitido  por  el  Tribunal  Supremo  en  Tariaa 


í 
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sentencias,  como  la  de  4  de  Junio  de  1890,  no  ea  aplicable  al  caso  en 
-que  después  de  pedir  judicialmente  en  Cataluña  la  declaración  de 
herederos,  sea  por  éstos  repudiada  la  herencia,  porque  con  ello  no 
hicieron  otra  cosa  que  ejercitar  un  herecho  que  dan  las  Constitu- 
<dones  Becognoverunt  Proceres^  y  que  consiste  en  poder  el  heredero 
orepudiar  la  herencia  que  ha  adido, — S,  28  Marzo  95. — (7. 5  Agosto. 


Ari.  OSO.  Los  efectos  de  la  aceptación  y  de  la  re- 
pudiación se  retrotraen  sic^mpre  al  momento  de  la  muer- 
te de  la  persona  á  quien  se  hereda. 

/tpt.  990.  La  aceptación  ó  la  repudiación  de  la  he- 
rencia no  podrá  hacerse  en  parte,  á  plazo,  ni  condioio- 
nalmente. 

Art.  091 .  Nadie  podrá  aceptar  ni  repudiar  sin  estar 
cierto  de  la  muerte  de  la  persona  á  quien  haya  de  here- 
dar y  de  su  derecho  á  la  herencia. 

Art.  0919.  Pueden  aceptar  ó  repudiar  una  herencia 
todos  los  que  tienen  la  libre  disposición  de  sus  bienes. 

La  herencia  dejada  á  los  menores  ó  incapacitados  po- 
drá ser  aceptada  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  10 
del  art.  269.  Si  la  aceptare  por  si  el  tutor,  la  aceptación 
se  entenderá  hecha  á  beneficio  de  inventario. 

La  aceptación  de  la  que  se  deje  á  los  pobres  correspon- 
derá á  las  personas  designadas  por  el  testador  para  caUfí- 
Carlos  y  distribuir  los  bienes,  y  en  su  defecto  á  las  que 
«eñala  el  art.  749,  y  se  entenderá  también  aceptada  á  be- 
neficio de  inventario. 


ArC.  093.  Los  legítimos  representantes  de  las  Aso- 
ciaciones; Corporaciones  y  fundaciones,  capaces  de  adqui- 
rir, podrán  aceptar  la  herencia  que  á  las  mismas  se  de- 
jare; mas  para  repudiarla  necesitan  la  aprobación  judicial, 
con  audiencia  del  Ministerio  público. 

TOMO  n  IS 


CÓDMK)  OTO. 

Art,  9IHk,  LoBestablectmientOB  públicos  oficiales  Qo- 
podían  aceptar  tú  tepadiar  hetencta  ain  la  aprobación  del 
Gobierno. 

Art.  9By.  La  mujer  cBaada  no  podrA  aceptar  oí  re- 
.  pndiar  herencia  sino  con  licencia  de  ea  marido,  6  en  bq 
delecto,  coa  aprobación  del  Juez. 

En  eate  último  caao  no  reaponderAn  de  las  deadaa  he- 
reditarias loe  bienes  ya  existentes  en  la  sociedad  con- 
yugal (1). 

Art.  S'I0.  IxM  soidomadoa  que  supieren  leer  y  es- 
cribir aceptarán  ó  repudiarán  la  herencia  por  sí  ó  por  me- 
dio de  Procurador.  Si  no  supieren  leer  y  escribir,  la  acep- 
tará á  beneficio  de  inventario  su  tutor,  con  sujeción  á  lo 
que  sobre  esta  incapacidad  se  preceptúa  en  el  an.  218. 

Art.  90V.  I^a  aceptación  y  la  repudiación  de  la  he- 
rencia, una  vez  hechas,  son  irrevocables,  y  no  podrán  ser 
impugnadas  sino  cuando  adoleciesen  de  algunos  de  loe 
vicios  que  anulan  el  consentimiento,  ó  apareciese  un  tes* 
tamento  desconocido. 

Art.  09S.  La  herencia  podrá  aer  aceptada  pura  y 
simplemente  ó  á  beneficio  de  inventario. 

Art.  OftA.  La  aceptación  pura  y  simple  puede  ser 
expresa  ó  tácita. 

Expresa  ee  la  que  se  hace  en  documento  público  ó  pri- 
vado. 

Tácita  es  la  que  se  hace  por  actos  que  suponen  necesa> 
riamente  la  voluntad  de  aceptar,  ó  que  no  habría  derecho 
á  ejecutar  sino  con  la  cualidad  de  heredero. 

Loe  actos  de  mera  conservación  ó  administmción  pro- 
visional no  implican  la  aceptación  de  la  herencia,  si  con 
ellos  no  ee  ha  tomado  el  titulo  ó  la  cualidad  de  heredero. 

éua,  como  oonaoidanto,  bI  art,  6). 


1 
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Ari.  lOOH.    Entiéndese  aceptada  la  herencia: 

1.^  Cuando  el  heredero  vende,  dona  ó  cede  su  dere> 
cho  á  un  extraño,  á  todos  sus  coherederos  ó  á  alguno  de 
ellos. 

2.^  Cuando  el  heredero  la  renuncia,  aunque  sea  gra- 
tuitamente, á  beneficio  de  uno  ó  más  de  sus  coherederos. 

8.^  Cuando  la  renuncia  por  precio  á  favor  de  todos 
BUS  coherederos  indistintamente;  pero,  si  esta  renuncia 
fuere  gratuita  y  los  coherederos  á  cuyo  favor  se  haga  son 
aquellos  á  quienes  debe  acrecer  la  porción -renunciada,  no 
se  entenderá  aceptada  la  herencia. 

Art.  lOOl.  Sí  el  heredero  repudia  la  herencia  en 
perjuicio  de  sur  propios  acreedores^  podrán  éstos  pedir  al 
Juez  qué  los  autorice  para  aceptarla  en  nombre  de  aquél. 

La  aceptación  sólo  aprovechará  á  los  acreedores  en 
cuanto  baste  á  cubrir  el  importe  de  sus  créditos.  El  exce- 
so, si  lo  hubiere,  no  jiertenecerá  en  ningún  caso  al  re- 
nunciante, sino  que  se  adjudicará  á  las  personas  á  quie- 
nes corresponda,  según  las  reglas  estableoidas  en  este 
Código. 

Art.  fl009.  Los  herederos  que  hayan  sustraído  ú 
ocultado  algunos  efectos  de  la  herencia,  pierden  la  facul- 
tad de  renunciarla,  y  quedan  con  el  carácter  de  herederos 
puros  y  simples,  sin  perjuicio  de  las  penas  en  que  hayan 
podido  incurrir. 

Art.  1003.  Por  la  aceptación  pura  y  simple,  ó  sin 
beneficio  de  inventario,  quedará  el  heredero  responsable 
de  todas  las  cargas  de  la  herencia,  no  sólo  con  los  bienes 
de  ésta,  sino  también  con  los  suyos  propios. 

Ari.  lOOl.  Hasta  pasados  nueve  días  después  de 
la  muerte  de  aquel  de  cuya  herencia  se  trate,  no  podrá 
intentarse  acción  contra  el  heredero  para  que  acepte  ó  re- 
pudie. 


f 
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.\vt.  1005.  Instando,  en  juicio,  ud  tercer  íatereaa- 
do  para  que  el  heredero  acepte  ó  repudie,  deberá  el  Jues 
señalar  á  éste  ua  término,  que  no  paee  de  treinta  días, 
para  t|ue  haga  8U  declaración,  apercibido  de  que,  si  no  la 
hace,  se  tendrá  la  herencia  por  aceptada. 

Ai>i.  10OO.  Por  muerte  del  heredero  sin  aceptar  dí 
repudiar  la  herencia  pasará  á  los  suyos  el  miemo  derecho 
que  él  tenía. 

Art.  lOoT.  Cuando  fueren  varios  los  herederos  lla- 
mados á  la  herencia,  podrán  los  unos  aceptarla  y  los  otros 
repudiarla.  De  igual  libertad  gozará  cada  uuo  de  loe  here- 
deros para  aceptarla  pura  y  simplemente  ó  á  beneficio  de 
íoTentario. 

Art.  lOOS.  La  repudiación  de  la  herencia  deberá 
hacerse  en  instrumento  público  ó  auténtico,  ó  por  escrito 
presentado  ante  el  Jaez  competente  para  conocer  de  la 
testamentarla  ó  del  abintestato. 

Ari.  I009.  M  que  es  llamado  á  una  misma  heren- 
cia por  testamento  y  abintestato,  y  la  repudia  por  el  pri- 
mer titulo,  se  entiende  haberla  repudiado  por  los  dos. 

Repudiándola  como  heredero  abintestato  y  sin  noticia 


.„r j 

[  de  su  titulo  testamentario,  podrá  todavía  aceptarla  pi)r 


éste. 


JAá  ueplaeión  ó  repDdiaciÓTi  de  la  hereDcia  «on  actot  jarídico*  en  cuya 
virtnd  le  formaliu  y  perfecciona  6  ge  invalida  el  táralo  sneesorio,  sÍD  qoe 
afecte  en  modo  algano  i  loa  prlncipioa  preeslablecidos  respecto  A  la  Iranami- 
t\6a  de  loi  derechoi  d  la  iDceaión  deide  el  momento  de  la  mnerle  del  caotante 
y  en  orden  á  qee  los  herederos  «aceden  al  dífaolo,  por  el  lolo  hecho  de  su 
muerte,  en  todos  sns  derechos  y  obligacione*,  Doa  vez  que  la  herencia  aobús- 
te,  le  confolida  la  traimigidD  por  la  sceptacián  y  sa>  efectos  al  momento  de 


i 
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la  maerte  de  la  persona  á  qoien  se  hereda,  como  también  los  de  la  repndia- 
ción,  qoe  vnelve  la  herencia  al  estado  qae  tenía  al  tiempo  de  cansarse,  para 
qae  después  aqnellos  en  qnienes  deba  recaer,  y  en  defecto  de  todos  el  Es- 
tado, como  último  llamado,  vengan  á  aceptarla  con  los  consignientes  efectos 
de  retroacción. 

En  el  período  qne  medie  desde  la  maerte  del  cansante  hasta  la  aceptación 
por  ei  heredero  instituido  en  testamento  ó  llamado  por  ministerio  de  la  ley  á 
la  sucesión,  desde  la  repudiación  hasta  la  aceptación  por  los  que  sucesiva- 
mente son  llamados  en  los  respectivos  casos,  y  en  el  de  suspensión  de  divi- 
sión y  adjudicación  de  la  herencia  por  quedar  la  viuda  encinta,  se  reputará 
como  yacente  la  herencia  y  subsistente  la  personalidad  del  finado. 

Así,  pues,  y  siendo  la  aceptación  y  repudiación  de  la  herencia  un  acto  pu- 
ramente voluntario  y  libre,  si  promovido  un  juicio  ejecutivo,  falleciere  el 
deudor,  estando  aquél  en  la  vía  de  apremio,  tanto  en  los  períodos  referidos 
antes,  como  en  el  especial  de  ausencia  é  ignorado  paradero,  aunque  sin  decía' 
ración  de  ella,  de  los  herederos  legítimos,  es  indudable  que  la  Autoridad  ju- 
dicial, en  nombre  del  finado,  puede  proceder  á  la  enajenación  ó  adjudicación 
4e  los  bienes,  ya  que  la  previa  inscripción  en  favor  de  los  herederos  ó  causa 
habientes  del  ejecutado  qne  se  hallen  ausentes,  es  legalmente  imposible,  por- 
que siendo  un  acto  voluntario  la  aceptación  de  la  herencia,  y  no  habiendo 
aceptado  la  de  aquél  los  que  puedan  ser  sus  herederos  legítimos,  no  es  posible 
decretarla  judicialmente  ni  aun  para  hacer  pago  á  los  acreedores,  con  arreglo 
al  espíritu  y  letra  del  Código,  cuyo  art.  4001  sólo  reconoce  una  aceptación 
ficta  de  la  herencia,  cual  es  la  hecha  por  los  acreed^  res  á  nombre  de  los 
herederos,  cuando  éstos  repudian  la  herencia  con  el  propósito  de  perjudicarlos> 
y  seguido  el  procedimiento  en  rebeldía  de  los  herederos  del  ejecutado,  no 
constando  que  haya  sido  adida  la  herencia,  debe  reputarse  como  si  estuviera 
yacente,  y  en  tal  concepto  se  supone  existente  la  personalidad  del  finado  para 
todos  los  efectos  legales,  incluso  el  de  la  venta  ó  adjudicación  de  los  bienes 
hipotecados  que  se  supone  hecha  á  su  nombre  (4). 

La  aceptación  de  la  herencia  produce  efectos  con  relación  á  las  personas, 
á  los  bienes  y  á  los  derechos,  y  los  requisitos  de  que  ha  de  ser  acompañada 
han  de  relacionarse  con  la  naturaleza,  causa  y  formas  de  la  sucesión.  Como 
comunes  en  la  testamentaría  y  en  la  legítima,  puede  señalarse  en  primer  tér- 
mino el  de  la  certeza  y  justificación  de  la  muerte  del  cansante,  que  se  esta- 
blece en  el  art.  991;  pues  aunque  dice:  «Nadie  puede  aceptar  ni  repudiar  sin 
atar  cierto  de  la  muerte,  etc.»,  no  puede  dudarse  de  la  necesidad  de  la  justi- 
ficación de  la  muerte  en  la  forma  que  la  ley  rituaria  determina. 

1     A.  de  U  D.,  fl  Dic.  08.— >(?.  11  Feb.  66. 
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Del  mismo  art.  991  se  desprende  el  segundo  de  los  requisitos  neeesims 
para  la  aceptación,  relativo  i  la  jostiflcación  del  derecho  á  la  herencia,  refe- 
rente á  la  voluntad  del  testador  ó  á  los  llamamientos  de  la  ley,  jastifieándose^ 
•&  el  primer  caso,  por  el  testamento,  y  en  el  segando,  por  la  deelaraeión  ju- 
dicial qne  recsSga  en  el  expediente  oportono. 

Es  también  reqoi>ito  esencial  para  toda  aceptación  de  herencia  la  capaci- 
dad para  snceder  en  el  aceptante,  de  qae  más  adelante  nos  oeoparemos. 

Se  requieren  además  algunos  otros  requisitos  para  la  aceptación  en  la  su- 
cesión testada  por  la  naturaleza,  concepto  y  forma  de  ésta,  como  es  el  que  en 
orden  al  testador  se  refiere  á  su  capacidad,  que,  en  caso  de  ser  impugnada, 
compete  su  jusiiOcación  al  heredero  aceptante,  como  la  validex  del  testamento, 
título  que  le  confiere  su  derecho;  y  el  respectivo  á  la  institución  eondidonal, 
cuyo  cumplimiento  habrá  de  justificarse  antes  de  la  aceptación. 

Como  la  transmisión  hereditaria  tiene  lugar  en  favor  de  todas  las  perso- 
nas capaces  para  adquirir  por  ese  medio,  y  siendo  la  aoeptación  el  acto  de- 
terminante de  la  eficacia  y  consolidación  de  los  derechos  en  que  aquélla  con- 
siste, la  ley  no  ha  podido  menos  de  establecer  los  principios  y  reglas  neoesa* 
rías  para  la  determinación  de  quiénes  pueden  ejercitar  el  derecho  de  acepta- 
ción y  repudiación. 

En  su  virtud,  pueden  aceptar  ó  repudiar  la  herencia  las  personas  natura- 
les que  tengan  la  libre  disposición  de  sus  bienes:  por  tos  menores,  el  tutor 
con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  10  del  art.  S69,  y,  si  la  aceptare  por 
si  solo,  se  entenderá  á  beneficio  de  inventarío;  mas  si  el  menor  ó  incapacitado 
se  hallare  bajo  ia.patría  potestad,  no  habiendo  disposición  alguna  que  ordene 
la  ácepiación  por  el  padre  á  beneficio  de  inventario,  es  claro  que  .puede  ha- 
cerlo pora  y  simplemente.  Por  los  pobres,  cuando  sean  instituidos  herede- 
ros, aceptará  la  herencia  la  persona  que  el  testador  hubiere  designado  para 
calificarlos  y  dividir  los  bienes,  y  en  su  defecto,  las  que  séfiala  el  art  749,  en- 
tendiéndose también  á  beneficio  de  inventario:  la  mujer  casada,  con  licencia 
de  su  marido  ó  con  aprobación  del  Juez;  y  los  sordomudos  que  sepan  leer  y 
escríbir,  por  sí  ó  por  medio  de  Procurador;  pero  si  no  supiesen,  la  aceptará  á 
beneficio  de  inventario  su  tutor,  con  sujeción  á  lo  preceptuado  en  el  art.  218; 
regla  esta  última  que  entendemos  ha  de  ser  aplicable  al  caso  en  que  el  sordo- 
mudo, aun  sabiendo  leer  y  escribir,  no  pu'Mia  por  cualquier  cansa  hacerlo. 
Para  cuando  sea  de  aplicación  el  art.  7i9,  si  en  el  punto  en  que  haya  de 
practicarse  la  distribución  de  los  bienes  hubiere  más  de  un  Juez  municipal  y 
más  de  un  Párroco,  dará  á  éstos  la  competencia  las  disposiciones  que  deter- 
minan la  jonsdicción  en  el  orden  judicial  y  en  el  canónico,  y  se  atribuirá  al 
Juez  del  distríto  del  domicilio  del  testador,  y  al  Párroco  propio. 

En  orden  á  Us  personas  jurídicas,  por  las  Corporaciones,  Asociaciones  y 
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fiiDdteiones,  capaoes  de  suceder,  aceptarán  la  herencia  ras  legítimos  repre- 
sentantes; pero  la  repudiación  habrá  de  realizarse  con  aprobación  jadicial  j 
andieocia  del  Ministerio  fiscal;  y  por  los  establecimiento  públicos  ü  oficiales, 
teniendo  en  cuenta  lo  que  dispone  el  art.  746,  aceptarán  ó  repudiarán  la  he- 
rencia los  Jefes  y  representantes  de  los  mismos;  aceptación  ó  repudiación  que 
sólo  producirá  efecto  cuando  sea  aprobada  por  el  Gobierno. 

La  herencia  puede  ser  aceptada  pura  y  simplemente  ó  á  beneficio  de  inven- 
tario. Este  precepto,  que  se  contiene  en  el  art.  998,  aunque  claro  y  categórico, 
hay  que  relacionarlo  con  el  del  990,  que  ordena  que  la  aceptación  ó  repudia- 
ción de  la  herencia  no  puede  hacerse  en  parte  á  plazo  ni  condicionalmente,  y 
con  el  del  989,  que  señala  el  momento  en  que.se  originan  los  efectos  de  la 
aceptación  ó  repudiación,  de  cuya  relación  y  del  objeto  que  tales  preceptos  se 
proponen  resulta  que  la  aceptación  pura  y  simple,. expresa  ó  tácita,  es  la  que 
hace  el  heredero  por  la  manifestación  de  su  voluntad  expresamente  ó  por 
realizar  actos  que  la  demuestren,  como  asi  lo  confirma  el  art.  999,  que  exige 
que  la  aceptación  expresa  se  haga  constar  en  docuicento  público  ó  privado,  y 
la  tácita  por  actos  que  suponen  la  voluntad  de  la  aceptación;  actos  que  se 
enumeran  en  el  art.  1000  y  que  pueden  extenderse  á  otros  que  por  su  natura- 
leza y  alcance  tengan  la  misma  consideración,  pues  se  infiere  también  lógica- 
mente la  aceptación  del  hecho  de  intervenir  el  heredero  en  autos  qne  el  causan- 
te dejó  incoados  para  sostener  las  mismas  pretensiones  por  éste  aducidas,  pues- 
to que  sin  la  cualidad  de  heredero  carecería  de  derecho  para  ejecutarlo  (1); 
pero  nunca  los  actos  de  mera  conservación  ó  administración  provisional  impli- 
carán la  aceptación  de  la  herencia  si  con  ellos  no  se  ha  tomado  el  título  ó  la 
consideración  de  herederos;  mas  si  los  herederos  sustrajeren  ú  ocultaren  al- 
gunos efectos  de  la  herencia,  por  este  hecho  quedan  privados  de  la  facultad 
de  renunciarla,  y  sin  perjuicio  de  las  penas  en  que  hubieren  podido  incurrir, 
puedan  con  el  carácter  de  herederos  puros  y  simples. 

La  aceptación  pora  y  simple  impone  al  heredero  la  responsabilidad  de  to- 
das las  cargas  y  gravámenes  de  la  herencia,  no  sólo  con  los  bienes  propios  de 
é«ta,  sino  también  con  los  particulares  de  aquél^  caso  que  no  tiene  otra  excep- 
ción que  la  consignada  en  el  art.  995,  ó  sea  cuando  la  mujer  casada  acepta  la 
herencia  con  la  aprobación  del  Juez,  pues  entonces  no  responden  de  las  den- 
4mb  de  los  bienes  hereditarios  los  ya  existentes  en  la  sociedad  conyugal. 

Ninguna  dificultad  ofrecerán  en  la  práctica  las  demás  disposiciones  de  los 
4trtícu los  preinsertos,  por  lo  que  evitamos  todo  comentario,  consignando  en 
orden  al  derecho  foral  que  en  GataluíIa,  Navir&a  y  Vizcaya  se  rige  la 
materia  por  el  derecho  común  anterior  al  Código,  en  el  que  se  marcan  bieft 

(U    Jt.  d«  U  D., «  Mayo  96.— G^.  97  Agosto. 
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dtramente  las  diferencias  que  ha  establecido,  que  son  también  aplicables  á  \k 
iftltÍDoa  de  dichas  regiones;  y  qoe  en  Aragóh,  como  existe  el  principio  d» 
qne  la  herencia  no  es  perjadicial  para  el  heredero,  y  las  responsabilidades  de 
aqoólla  sólo  alcanzan  á  la  cuantía  de  la  misma,  resalta  qoe  allí  la  adición  de^ 
la  herencia  se  considere  siempre  hecha  bajo  los  efectos  del  beneficio  de  inven- 
tario, sin  necesidad,  por  aquella  cansa,  de  practicar  ninguna  de  las  diligencias 
qae  para  esa  forma  establece  el  derecho  común. 


SECCIÓN  QUINTA 

DEL  BEa^EFiaO  DE  INVENTARIO  Y  DEL  DERECHO  DE  DELIBERAR 

A  pt.  lOI  O»  Todo  heredero  puede  aceptar  la  heren- 
cia á  beneficio  de  inventario,  aunque  el  testador  fte  la 
haya  prohibido. 

También  podrá  pedir  la  formación  de  inventario  an- 
tee de  aceptar  ó  repudiar  la  herencia  para  deliberar  sobre 
eete  punto. 

Ari.  i  Olí.  La  aceptación  de  la  herencia  á  bene- 
ficio de  inventario  podrá  hacerse  ante  Notario,  ó  por  es- 
crito ante  cualquiera  de  los  Jueces  que  sean  competente» 
para  prevenir  el  juicio  de  testamentaria  ó  abintestato. 

Art»  lOIS.  Si  el  heredero  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior  se  hallare  en  país  extranjero,  podrá  hacer 
dicha  declaración  ante  el  Agente  diplomático  ó  consular 
de  España  que  esté  habilitado  para  ejercer  las  funciones 
de  Notario  en  el  lugar  del  otorgamiento. 

Art.  iOI9.  La  declaración  á  que  se  refieren  los  ar^ 
tículoB  anteriores  no  producirá  efecto  alguno  si  no  va  pre* 
cedida  ó  seguida  de  un  inventarío  fiel  y  exacto  de  todoa 
los  bienes  de  la  herencia,  hecho  con  las  formalidades  y 
dentro  de  los  plazos  que  se  expresarán  en  los  artículos  si- 
goientes. 
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itrt.  1014.  £1  heredero  que  tenga  en  su  poder  loa 
bienes  de  la  herencia  ó  parte  de  ellos  y  quiera  utilizar  el 
beneficio  de  inventario  ó  el  derecho  de  deliberar,  deberá 
manifestarlo  al  Juez  competente  para  conocer  de  la  tes- 
tamentaria, ó  del  abintestato,  dentro  de  diez  días  siguien- 
tes al  en  que  supiere  ser  tal  heredero,  si  reside  en  el  lu- 
gar donde  hubiese  fallecido  el  causante  de  la  herencia. 
Si  residiere  fuera,  el  plazo  será  de  treinta  días. 

£n  uno  y  otro  caso  el  heredero  deberá  pedir  á  la  vez 
la  formación  del  inventario,  y  la  citación  á  los  acreedores 
y  legatarios  para  que  acudan  á  presenciarlo  si  les  convi- 
niere. 

Art.  1III.5.  Cuando  el  heredero  no  tenga  en  su  po- 
der la  herencia  ó  parte  de  ella,  ni  haya  practicado  ges- 
tión alguna  como  tal  heredero,  los  plazos  expresados  en 
el  artículo  anterior  se  contarán  desde  el  dia  siguiente  al 
en  que  espire  el  plazo  que  el  Juez  le  hubiese  íijado  para 
aceptar  ó  repudiar  la  herencia,  conforme  al  art.  1Ü05  ó 
desde  el  día  en  que  la  hubiese  aceptado  ó  hubiera  gestio- 
nado como  heredero. 

Avt.  lOIO.  Fuera  de  los  casos  á  que  se  refieren 
los  dos  anteriores  artículos,  si  no  se  hubiere  presentado 
ninguna  demanda  contra  el  heredero,  podrá  éste  aceptar 
á  beneficio  de  inventaiio,  ó  con  el  derecho  de  deliberar 
mientras  no  prescriba  la  acción  para  reclamar  la  heren- 
cia. 


877.  Demandada  la  efectividad  de  un  crédito  contra  la  viuda  é 
hijos  del  deudor,  y  alegando  éstos  la  excepción  de  falta  de  perso- 
nalidad por  no  haber  aceptado  la  herencia  expresa  ni  tácitamente» 
sin  que  por  el  actor  se  aduzca  prueba  alguna  en  contrario,  el  Tri- 
bunal que  estima  dicha  excepción  interpretando  las  disposiciones 
lógales  en  el  sentido  de  que,  negada  por  los  demandados  tal  cuali- 
dad de  herederos,  sin  justificación  en  contrario,  carecen  de  perso- 
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nalidad,  y  qne  loe  herederos  forsoBos  sólo  tieoeo  el  derediode 
serlo  y  no  adquieren  tal  carácter  haata  que  aceptan  la  herencia,  no 
incurre  en  responsabilidad  civil,  porque  dados  los  términos  de  loe 
artículos  661,  807,  lOlO  y  1014  al  1016,  no  se  puede  estimar  que 
la  interpretación  dada  á  los  mismos  haya  rido  con  infracción  ma- 
nifiesta de  BUS  preceptos,  como  seria  preciso  para  considerar  dicta- 
do el  fallo  con  ignorancia  ó  negligencia  inexcusable,  según  requie- 
re el  art.  262  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. — 8.  90  Die.  95. 
—  O.  22  Enero  96. 


Art.  10I9.  El  inventario  se  principiará  dentro  de 
los  treinta  días  siguientes  á  la  citación  de  los  acreedores 
y  legatarios,  y  concluirá  dentro  de  otros  sesenta . 

Si  por  hallarse  los  bienes  á  larga  distancia,  ó  ser  muy 
cuantiosos,  ó  por  otra  causa  justa,  parecieren  insuficien- 
tes dichos  sesenta  días,  podrá  el  Juez  prorrogar  este  tér- 
mino por  el  tiempo  que  estime  necesario,  sin  que  pueda 
exdeder  de  un  año. 

/tri.  IIII9.  Si  por  culpa  ó  negligencia  del  heredero 
no  se  principiare  ó  no  se  concluyere  el  inventario  en  los 
plazos  y  con  las  solemnidades  prescritas  en  loe  artículos 
anteriores,  se  entenderá  que  acepta  la  herencia  pura  y. 
simplemente. 

Api.  iOI9.  El  heredero  que  se  hubiese  reservado 
el  derecho  de  deliberar,  deberá  manifestar  al  Juzgado 
dentro  de  treinta  días,  contados  desde  el  siguiente  al  en 
que  se  hubiese  concluido  el  inventario,  li  acepta  ó  repu- 
dia la  herencia. 

Pasados  los  treinta  días  sin  hacer  dicha  manifestación, 
se  entenderá  que  lá  acepta  pura  y  simplemente, 

Apí.  1090.'  En  todo  caso,  el  Juez  podrá  proveer/ á 
instancia  de  parte  interesada,  durante  la  formación  del 
inventario  y  hasta  la  aceptación  de  la  herencia,  á  la  ad- 
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minisireción  y  cuBtodia  de  los  bienee  hereditarios  oon 
arreglo  á  lo  que  86  preBcriba  para  el  juldo  de  testamenta- 
ría  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

• 

Apé.  lOSl.  El  que  reclame  judicialmente  una  he- 
rencia de  que  otro  se  halle  en  posesión  por  más  de  un 
año,  si  yenciere  en  el  juicio,  no  tendrá  obligación  de  ha- 
cer inventario  para  gozar  de  este  beneficio,  y  sólo  respon- 
derá de  las  cargas  de  la  herencia  con  los  bienes  que  le 
sean  entregados. 

Aw^t.  M099,  El  inventario  hecho  por  el  heredero, 
que  después  repudie  la  herencia,  aprovechará  á  los  sus* 
ti  tu  tos  y  á  los  herederos  abintestató,  respecto  de  los  cua- 
les los  treinta  días  para  deliberar  y  para  hacer  la  mani- 
festación que  previene  el  art.  1019,  se  contarán  desde  el 
siguiente  al  en  que  tuvieren  conocimiento  de  la  repudia- 
ción. 

Art.  I098.  El  beneficio  de  inventarío  produce  en 
favor  del  heredero  los  efectos  siguientes: 

1.^  El  heredero  no  queda  obligado  á  pagar  las  deudas 
y  demás  cargas  de  la  herencia  sino  hasta  donde  alcancen 
los  bienes  de  la  misma. 

2.^  Conserva  contra  el  caudal  hereditario  todos  los  de- 
rechos y  acciones  que  tuviera  contra  el  difunto. 

8.^  No  se  confunden  para  ningún  efecto,  en  dafio  del 
heredero,  sus  bienes  particulares  con  los  que  pertenezcan 
á  la  herencia. 


878.  La  sentencia  que  condena  á  los  herederos  del  demanda- 
do, habiendo  éste  fallecido  en  el  trámite  de  conclusiones,  y  sien- 
dolo  aquéllos  á  beneficio  de  inventario,  al  pago  de  la  cantidad  de- 
mandada en  cuanto  alcancen  los  bienes  quedados  al  óbito  del  deu' 
dor,  no  infringe  los  arta.  859  y  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 


284  CÓDIGO  CIVIL 

civil,  6i  á  instancia  del  actor  fueron  aquéllos  requeridoB  y  siguie- 
ron litigando  desde  el  fallecimiento  de  su  causante,  y  el  mismo 
demandante  nada  tuvo  que  oponer  al  carácter  de  herederos  á  be- 
neficio de  inventario  que  desde  el  primer  momento  ostentaron 
aquéllos,  y  del  cual  es  consecuencia  legítima  la  expresada  limita- 
ción, conforme  á  los  núms.  1.^  y  3.**  del  art.  1023  del  Código. — 
S.  20  Od.  92.— Q.  21  Dic. 


Art.  1094Í.  El  heredero  perderá  el  beneficio  de 
inventario: 

1.^  Si  á  sabiendas  dejare  de  incluir  en  el  inventario 
alguno  de  los  bienes,  derechos  ó  acciones  de  la  herencia. 

2.^  Si  antes  de  completar  el  pago  de  las  deudas  y  le- 
gados enajenase  bienes  de  la  herencia  sin  autoríuición 
judicial  ó  la  de  todos  los  interesados,  ó  no  diese  al  precio 
de  lo  vendido  la  aplicación  determinada  al  concederle  la 
autorización. 

Art.  I095.  Durante  la  formación  del  inventario  y 
el  término  para  deliberar  no  podrán  los  legatarios  deman- 
dar el  pago  de  sus  legados. 

Art.  1020.  Hasta  que  resulten  pagados  todos  lo6 
acreedores  conocidos  y  los  legatarios,  se  entenderá  que  se 
halla  la  herencia  en  administración. 

£1  administrador,  ya  lo  sea  el  mismo  heredero,  ya 
cualquiera  otra  persona,  tendrá,  en  ese  concepto,  la  re- 
presentación de  la  herencia  para  ejercitar  las  acciones  que 
á  ésta  competan  y  contestar  á  las  demandas  que  se  inter- 
pongan contra  la  misma. 

Art.  1099.  El  administrador  no  podrá  pagar  los 
legados  sino  después  de  haber  pagado  á  todos  los  acree- 
dores. 

A  rt .  i  OSS.  Cuando  haya  juicio  pendiente  entre  lo0 
acreedores  sobre  la  preferencia  de  sub  créditos,  serán  pa- 
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gados  por  el  orden  y  según  el  grado  que  señale  la  sentón  - 
cia  firme  de  gradaación. 

No  habiendo  juicio  pendiente  entre  los  acreedores,  se- 
rán pagados  los  que  primero  se  presenten;  pero,  cons- 
tando que  alguno  de  los  créditos  conocidos  es  preferen- 
te, no  se  hará  el  pago  sin  previa  caución  á  favor  del  acree- 
dor de  mejor  derecho. 

Art.  t090.  Si  después  de  pagados  los  legados  apa- 
recieren otros  acreedores,  éstos  sólo  podrán  reclamar  con- 
tra los  legatarios  en  el  caso  de  no  quedar  en  la  herencia 
bienes  suficientes  para  pagarles. 

Art.  i  OSO.  Cuando  para  el  pago  de  los  créditos  y 
legados  sea  necesaria  la  yenta  de  bienes  hereditarios,  se 
realizará  ésta  en  la  forma  establecida  en  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  respecto  á  los  abintestatos  y  testamenta- 
rías, salvo  si  todos  los  herederos,  acreedores  y  legatarios 
acordaren  otra  cosa. 

Api.  103i.  No  alcanzando  los  bienes  hereditarios 
para  el  pago  de  las  deudas  y  legados,  el  administrador 
dará  cuenta  de  su  administración  á  los  acreedores  y  lega- 
tarios que  no  hubiesen  cobrado  por  completo,  y  será  res- 
ponsable de  los  perjuicios  causados  á  la  herencia  por  cul- 
pa ó  negligencia  suya. 

ilpÉ.  i039.  Pagados  los  acreedores  y  legatarios» 
quedará  el  heredero  en  el  pleno  goce  del  remanente  de  la 
herencia. 

Si  la  herencia  hubiese  sido  administrada  por  otra  per- 
sona, ésta  rendirá  al  heredero  la  cuenta  de  su  adminis- 
tración bajo  la  responsabilidad  que  impone  el  artículo 
anterior. 

ilpt.  i033.  Las  costas  del  inventario  y  los  demás 
gastos  á  que  dé  lugar  la  administración  de  la  herencia 


/ 
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aceptada  á  beneficio  de  ÍDventario  y  la  defensa  de  eus  de> 
rechoB,  serán  de  citrgo  de  la  misma  herencia.  Exceptúan - 
se  aquellas  costas  en  que  el  heredero  hubiese  sido  conde- 
nado personalmente  por  su  dolo  ó  mala  fe. 

Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  las  causadas  para 
hacer  uso  del  derecho  de  deliberar,  si  el  heredero  repudia 
la  herencia. 

Art  i034.  Los  acreedores  particulares  del  heredero 
no  podrán  mezclarse  en  las  operaciones  de  la  herencia 
aceptada  por  éste  á  beneficio  de  inventario  hasta  que  sean 
pagados  los  acreedores  de  la  misma  y  los  legatarios;  pero 
podrán  pedir  la  retención  ó  embargo  del  remanente  que 
pueda  resultar  á  favor  del  heredero. 


B, 


^BNSFICIO  de  inventario  es  on  derecho  qae  la  ley  concede  al  heredero, 
en  virtad  di)!  qae  sólo  está  obligado  á  las  deadas  de  la  herencia  eon  los  bienes 
de  ésta  y  hasta  donde  los  mismos  alcancen.  Introdacido  en  la  legislación  es* 
pahola  por  las  leyes  de  Partida,  sa  desenvolvimiento  no  ha  safrido  modi6ca- 
ción  algana,  poes  las  reglas  qae  en  la  materia  se  han  dictado,  aclarando  la 
doctrina,  han  sido  refundidas  en  las  compilaciones,  hasta  qae  el  Código  ha 
venido  á  fijar  la  verdadera  aplicable. 

Todo  heredero  paede  aceptar  la  herencia  á  beneficio  de  inventario,  aanqae 
el  testador  se  lo  haya  prohibido,  dice  el  art.  4010  preinserto,  con  lo  coal  han 
desaparecido  las  distinciones  qae  en  este  panto  hacia  la  legislación  antigua, 
emanadas  del  concepto  que  pudiera  tener  el  heredero;  y  aan  sin-  manifestar  si 
aceptan  ó  no  la  herencia,  paeden  solicitar  la  formación  de  inventario  con  re- 
serva del  aso  del  derecho  de  deliberar^  con  lo  cual  se  reconoce  que  es  imposi- 
ble deliberar  sin  conocimiento  de  cansa ,  ó  sea  sin  qae  esté  averigaado  por  el 
inventario  el  verdadero  estado  de  la  herencia,  é  implica  el  derecho  de  acep- 
tarla despoés  para  y  simplemente,  ó  con  beneficio  de  inventario,  ó  repudiarla. 

Como  la  aceptación  de  la  herencia  es  on  acto  trascendental,  según  antes 
hemos  visto,  por  lo  qae  afecta  á  las  personas  y  bienes  de  los  relacionados  de 
cQalqaiera  manera  con  el  difunto,  todavía  la  forma  en  que  tal  aceptación  se 
haga  aamentará  ó  disminairá  aquella  trascendencia. 

Bien  claramente  expresaba  la  legislación  histórica  los  efectos  de  la  acep- 
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taeión  de  la  herencia  con  el  beneficio  de  inventario  y  el  derecho  de  deliberar, 
y  con  mayor  precisión  aún  lo  estatayen  los  articalos  preinsertos. 

Ahora  bien:  como  la  herencia  no  poede  estar  yacente  ni  los  bienes  en  in* 
cierto  sino  en  los  periodos  de  tiempo  más  breves  posibles ,  y  para  eso  con  re- 
misión y  dependencia  que  representan  y  accionan  en  éíos  estados  de  indefini- 
ción, la  ley  ha  señalado  términos  y  formas  i  qae  se  spjete  el  heredero  que  con- 
dicione sn  aceptación  de  herencia,  para  evitar  daño  ó  perjuicios  á  terceras- 
personas,  entre  las  coates  están  comprendidos  otros  coherederos,  los  legata- 
rios y  aon  los  acreedores  del  finado. 

Entre  las  formas  garantizadoras  á  qoe  aludimos  está,  en  primer  logar,  la 
manera  de  hacer  constar  fehacientemente  la  condicionada  aceptación  de  la 
herencia  por  el  heredero,  qoe,  según  los  preceptos  referidos,  serán  únicamente: 
I.®,  por  acto  público  ante  Notario;  S.^  por  medio  de  escrito  ante  coalqoiera 
de  los  Jaeces  qoe  sean  competentes  para  prevenir  el  joicio;  y  3.^,  ante  el 
Agente  diplomático  ó  consular  de  España  en  el  extranjero,  coya  manifesta* 
cióD,  hecha  en  forma  k'gal,  producirá  sus  debidos  efectos  si  va  precedida  ó: 
seguida  del  inventano  fiel  y  exacto  de  los  bienes  de  la  herencia,  hecho  con 
las  fjrmalidades  y  dentro  de  los  plazos  que  se  expresan  en  los  artículos  refe- 
ridos. 

Hasta  aquí  ningona  dada  racional  ha  ocasionado  so  compllmiento;  pero, 
en  cambio,  en  la  práctica  han  surgido  trascendentales  coDflictos  qoe,  por  no 
haber  llegado  á  resolverse  aún  en  el  Tribunal  Supremo,  no  han  ocasionado  la 
deseada  jurieprudencia  qoe,  armonizando  estos  articolos  del  Código  con  sos 
correspondientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  uniforme  el  criterio  con 
qoe  deben  ser  rectamente  interpretados.  Nos  referimos  al  caso  qoe  comprende 
lis  sigoientes  interrogaciones:  ¿Es  potestativo  en  el  heredero  el  que  la  prác- 
tica del  inventario  á  qoe  venimos  refiriéndonos  se  haga  jodicial  ó  extrejudi* 
cialmente,  ocasionando  á  la  testamentaría  los  coantiosos  gastos  da  la  interven- 
ción jodicial?  ¿El  precepto  del  Código  qoe  aotoriza  la  aceptación  de  la  heren- 
cia á  beneficio  de  inventario,  afecta  á  la  prohibición  qoe  en  oso  de  so  derecho 
hiciera  el  testador  contra  toda  intervención  jodicial ,  al  amparo  de  lo  precep- 
tuado en  los  arts.  4045, 40i6  y  otros  de  U  ley  de  Enjoiciamieoto  civil? 

Nosotros,  mientras  la  jorisprodencia  no  resuelva  de  otro  modo,  enten- 
demos: 

4.*  Qoe  todo  heredero  poede  aceptar  la  herencia,  ahora  como  antes,  á 
beneficio  de  inventario;  y  qoe  esta  manifestación  del  heredriro  debe  hacerse 
en  forma  fehaciente  para  qoe  produzca  sos  trascendentales  efectos ;  esto  es, 
ante  Notario  ó  ante  coal'iuiera  de  los  Jueces  qoe  sean  competentes  para  cono- 
cer del  joicio  de  abintestato  ó  de  testamentaría. 

%.*    Qae  la  disyontiva  sobrrayada  no  prodoce  para  el  heredero  el  derecho 
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de  optar  caprichosamente  por  ano  ú  otro  medio  para  hacer  constar  aquella 
manifestación;  sino  qne  debe  aendlr  al  notarial  cuando  no  puede  haber  Juea 
competente  para  el  abintestato  porque  existe  testamento,  ni  para  el  juicio  do 
testamenlaría  por  estar  prohibido  por  el  testador. 

3.*  Qne,  esto  no  obsunte,  cualquiera  que  sea  de  ios  dos  el  medio  ele- 
gido por  el  heredero  para  hacer  constar  que  acepta  la  herencia  á  beneficio  de 
inventario,  este  acto  no  lleva  consigo  más  consecuencias  que  los  efectos  de 
aquella  condición,  sin  trascender  á  la  forma  en  que  hayan  de  praetícano 
después  las  demás  operaciones  testamentarías;  porqoe  si  son  dos  6  más  los 
herederos  y  excogitase  cada  uno  el  medio  que  tuviera  por  conveniente,  nota- 
rial unos,  judicial  otros,  con  la  misma  razón  podrían  aquéllos  atraer  á  éstos, 
que  éstos  á  aquéllos,  para  las  consecuencias  ulteriores  del  acto  realizado,  que, 
según  va  expuesto,  no  tiene  otro  objeto  que  el  de  hacer  constar  previamenus 
la  condicionada  aceptación  de  la  herencia. 

4.**  Que  con  este  criterio  es  fácil  explicarse  las  disposiciones  contenidas 
disyuntivamente  en  los  artículos  4008,  4013  y  4017  del  Código,  puesto  que, 
según  el  último  de  ellos,  «el  inventario  principiará  dentro  de  los  treinta  días 
siguientes  á  la  citación  de  los  acreedores  y  legatarios...,  etc.»,  lo  cual,  rela- 
cionado con  la  facultad  de  tenerlo  hecho  y  preceder  á  la  aceptación,  como 
autoriza  el  referido  art.  4043,  parece  confirmar  que  debe  ser  hecho  extrajudi- 
cialmente  el  inventario,  porque  el  judicial  nunca  puede  obtenerse  4  priori. 

fi.^  Que  el  inventario  de  los  bienes  relictos  es  la  primera  de  las  cuatro 
operaciones  de  toda  testamentaría,  y  como  tal,  subordinado  á  los  preceptos 
legales  que  las  rigen,  y  puede  efectuarse,  según  nu«>stro  derecho  vigente,  por 
el  mismo  testador  en  acto  intervivos,  ó  por  última  voluntad,  por  cualquiera 
otra  persona  á  quien  designe,  con  tal  que  no  sea  un  coheredero,  y  por  loa 
mismos  herederos  si  fueren  todos  mayores  de  edad,  en  la  forma  que  tuvieren 
por  conveniente,  á  menos  que  no  llegaren  á  entenderse  sobre  la  forma  de  ha- 
cer la  partición,  en  cuyo  caso  quedará  á  salvo  su  derecho  para  ejercitarlo  e<m 
urreglú  álaUp  de  Bnjweiawmnto  civil. 

6.®  Que  nombrados  varios  albaceas  contadores  partidores  in  sotídmuí, 
cualquiera  de  ellos  tendrá  todas  las  facultades  que  les  haya  conferido  el  testa- 
dor y  no  sean  contrarias  á  las  leyes— art.  904  del  Código,  ^y  siendo  entre  és  - 
tas,  la  de  practicar  el  inventario  por  sí  mismos  y  las  demá»  operaciones  ex-- 
trajudicialwíenU^  ni  el  heredero  voluntario,  ni  aun  el  forzoso  qne  no  se  crea 
perjudicado  en  su  legítima,  podrán  impedir  el  cumplimiento  de  la  voluntad 
del  testador,  cual  disponen  ios  artículos  4045  y  4046  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  á  cuyos  preceptos  no  se  opone  ninguno  de  los  contenidos  en  et 
citado  Código. 

7.^    Que  la  voluntad  del  testador  es  suprema  ley  para  el  heredero,  á  quiea 
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instítvye  sin  más  víncolo  qae  sa  propia  voluntad,  el  caal  está  obligado  á  cum- 
plir las  condiciones  justas,  honestas  y  posibles,  i  cnya  dase  corresponde  la 
qne  se  reGere  i  la  práctica  del  inventarío  eaírajMdieial,  qne  debe  respetar  el 
heredero  qne  aspira  á  los  bienes  relictos,  ó  renoneíar  la  herencia  si  le  foere 
insoportable  aquella  condición. 

8.**  Qne  la  plresencia  jadicial  en  la  minuciosa  operación  del  inventarío  de 
los  bienes  relictos  sólo  puede  soportarse  cuando  el  precepto  duro  de  la  ley  lo 
dispone,  porque  ni  aquélla  ni  la  intervención  de  los  curiales  garantiza  más 
el  buen  éxito  de  la  operación,  porque,  concurriendo  á  ella  todos  los  interesa* 
dos,  éstos  son  los  qne  reciprocamente  garantizan  el  correlativo  derecho  de  los 
«nos  y  de  los  otros,  cono  lo  prueban  á  diario  las  actas  de  liquidación  que, 
sin  la  intervención  judicial,  practican  tas  Socieilades  de  todo  género.  Empre- 
sas, Bancos  y  Compañías  industríales  y  mercantiles,  por  grandes  qne  sean  sus 
capitales  y  extensos  sus  negocios. 

9.**  Que  de  prevalecer  ei  criterio  de  que  la  justicia  invada  las  casas  del  di- 
funto, y  contra  lo  dispuesto  por  éste,  escudriñe  é  inventaríe  cuanto  en  ellas 
se  guarda,  se  quebrantaría  por  su  base  el  sagrado  respeto  á  la  postrimera 
voluntad  del  hombre,  que,  procurando  la  concordia  entre  los  suyos,  y  para 
evitar  el  allanamiento  y  profanación  de  los  secretos  de  su  hogar  por  los  ex- 
traños, busca  amparo  en  la  legislación  patría,  y  ésta  resulta  deficiente  á  con- 
tener el  asalto  preparado  por  cualquier  descontentadi»),  que,  mal  avenido  con 
los  demás  partícipes  en  la  herencia,  se  proponga  perjudicarles  con  la  indis- 
pensable balumba  que  en  esta  clase  de  negocios  representan  los  gastos  judi  • 
cíales. 

Aceptada  la  herencia  á  beneficio  de  inventario,  y  resueltas  como'  hemos 
visto  las  dificultades  que  puedan  surgir  respecto  á  la  forma  y  términos  de 
practicarlo,  el  heredero  sólo  responde  de  aquello  áque  alcancen  los  bienes  de 
la  herencia,  y  á  pesar  de  ser  continnador  de  la  personal  i  jad  del  causante,  si 
fuere  acreedor  del  mismo,  podrá  en  tal  concepto  ejercitar  sobre  la  herencia 
los  derechos  que  le  correspondan,  si  bien  la  calificación  de  créditos  señalará 
el  lugar  qne,  como  acreedor,  corresponda  al  heredero,  dependiendo  de  ella 
la  efectividad  de  su  derecho,  sin  que  sus  bienes  propios  puedan  snfrír  perjui- 
cio alguno,  ni  ser  objeto  de  reclamaciones  por  razón  de  responsabilidades  de 
la  herencia. 

Como  tanto  el  tiempo  necesario  para  formalizar  el  inventario,  como  el  tér- 
mino de  deliberación,  y  el  en  que  se  paguen  las  obligaciones  del  candal  here* 
ditario  producen  períodos  intermedios,  la  ley,  en  los  demás  artículos  que 
comprende  esta  sección  que  nos  ocupa,  ha  establecido  las  reglas  oportunas 
para  la  administración  de  aquél  y  ejercicio  de  ésta,  ordenando  la  forma  y  pre- 
iBreoeíade  los  pagos  de  deudas  y  legados,  costas  y  gastos  que  se  oríginen  • 
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hasta  que,  por  quedar  todo  satUfecho,  entre  el  heredero  en  el  pleno  goce  de 
la  herencia^  caso  este  último  en  qne  tienen  ya  cavida  los  derechos  de  loa 
aüreedorei  particulares  del  heredero;  pues  mientras  no  sea  llegado,  sólo  po* 
drán  pedir  y  obtener  U  retención  ó  embargo  de  ese  remanente. 


CAPITULO   VI 

I>e  la  colación  y  partición. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DE  LA  COLACIÓN 

Ari.  i  O  35.  El  heredero  forzoso  que  concurra  con 
otroB  que  también  lo  sean  á  una  sucesión,  deberá  traer 
á  la  masa  hereditaria  los  bienes  ó  valores  que  hubiese  re- 
cibido del  causante  de  la  herencia»  en  vida  de  éste,  por 
dote,  donación  ú  otro  título  lucrativo,  para  computarlo  en 
la  regulación  de  las  legítimas  y  en  la  cuenta  de  partición. 

Art.  toso.  La  colación  no  tendrá  lugar  entre  lo» 
herederos  forzosos  si  el  donante  así  lo  hubiese  dispuesto 
expresamente,  ó  si  el  donatario  repudiare  la  herencia,, 
salvo  el  caso  en  que  la  donación  deba  reducirse  por  inofi- 
ciosa. 

Art.  iOS7.    No  se  entiende  sujeto  á  colación  lo  de- 
jado en  testamento  si  el  testador  no  dispusiere  lo  contra 
rio,  quedando  en  todo  caso  á  salvo  las  legítimas. 

A  rt.  i  038.  Cuando  los  nietos  sucedan  al  abuelo  en 
representación  del  padre,  concurriendo  con  sus  tíos  ó  pri- 
mos, colacionarán  todo  lo  que  debiera  colacionar  el  padre 
si  viviera,  aunque  no  lo  hayan  heredado. 

También  colacionarán  lo  que  hubiesen  recibido  del 
causante  de  la  herencia  durante  la  vida  de  éste,  á  menos 
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que  el  testador  hubiese  dispuesto  lo  contrario,  en  cuyo 
caso  deberá  respetarse  su  voluntad  si  no  perjudicare  á  la 
legitima  de  los  coherederos. 

Art.  i039.  Loe  padres  no  estarán  obligados  á  co- 
lacionar en  la  herencia  de  sus  ascendientes  lo  donado  por 
éstos  á  sus  hijos. 

Art.  iO<10.  Tampoco  se  traerán  á  colación  las  do- 
naciones hechas  al  consorte  del  hijo;  pero  si  hubieren 
sido  hechas  por  el  padre  conjuntamente  á  los  dos,  el  hijo 
estará  obligado  á  colacionar  la  mitad  de  la  cosa  donada. 

Api.  iOll.  No  estarán  sujetos  á  colación  los  gastos 
de  alimentos,  educación,  curación  de  enfermedades,  aun- 
que sean  extraordinarias,  aprendizaje,  equipo  ordinario, 
ni  los  regalos  de  costumbre. 

Atí.  lO  19.  No  se  traerán  á  colación,  sino  cuando 
el  padre  lo  disponga  ó  perjudiquen  á  la  legitima,  los  gas- 
tos que  éste  hubiere  hecho  para  dar  á  sus  hijos  una  ca- 
rrera profesional  ó  artística;  pero,  cuando  proceda  colacio- 
narlos, se  rebajará  de  ellos  lo. que  el  hijo  habría  gastado 
viviendo  en  la  casa  y  compañía  de  sus  padres. 

Apí.  i043.  Serán  colacionables  las  cantidades  sa- 
tisfechas por  el  padre  para  redimir  á  sus  hijos  de  la  suer- 
te de  soldado,  pagar  sus  deudas,  conseguirles  un  título  de 
honor  y  otros  gastos  análogos. 

Art.  i044.  Los  regalos  de  boda,  consistentes  en 
joyas,  vestidos  y  equipos,  no  se  reducirán  como  inoficio- 
sos sino  en  la  parte  que  excedan  en  un  décimo  ó  más  de 
la  cantidad  disponible  por  testamento. 

Art.  i015.    No  han  de  traerse  á  colación  y  partición 
las  mismas  cosas  donadas  ó  dadas  en  dote,  sino  el  valor 
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que  tenían  al  tiempo  de  la  donación  ó  dote,  aunque  no  se 
hubiese  hecho  entonces  su  justiprecio. 

El  aumento  ó  deterioro  posterior,  y  aiin  su  pérdida  to- 
tal, casual  ó  culpable,  será  á  cargo  y  riesgo  ó  beneficio 
del  donatario. 

Art.  i040.  La  dote  ó  donación  hecha  por  ambos 
cónyuges  se  colacionará  por  mitad  en  la  herencia  de  cada 
uno  de  ellos.  La  hecha  por  uno  solo  se  colacionará  en  su 
herencia. 

ApI.  i  047.  El  donatario  tomará  de  menos  en  la 
masa  hereditaria  tanto  como  ya  hubiese  recibido,  perci- 
biendo sus  coherederos  el  equivalente,  en  cuanto  sea  po- 
sible, en  bienes  de  la  misma  naturaleza,  especie  y  ca- 
lidad. 

Api.  104IS.  No  pudiendo  verificarse  lo  prescrito  en 
.  el  articulo  anterior,  si  los  bienes  donados  fueren  inmue- 
bles, los  coherederos  tendrán  derecho  á  ser  igualados  en 
jnetálioo  ó  valores  moviliarios  al  tipo  de  cotización;  y,  no 
habiendo  dinero  ni  valores  cotizables  en  la  herencia,  se 
venderán  otros  bienes  en  pública  subasta  en  la  cantidad 
necesaria. 

Cuando  los  bienes  donados  fueren  muebles,  los  cohe- 
rederos sólo  tendrán  derecho  á  ser  igualados  en  otros  mue- 
bles de  la  herencia  por  el  justo  precio,  á  su  libre  elección. 

Api.  1040.  Los  frutos  é  intereses  de  los  bienes  su- 
jetos á  colación  no  se  deben  á  la  masa  hereditaria  sino 
desde  el  día  en  que  se  abra  la  sucesión. 

Para  regularlos,  se  atenderá  á  las  rentas  é  intereses  de 
los  bienes  hereditarios  de  la  misma  especie  que  los  cola- 
cionados. 

ATt.  i050.  Si  entre  los  coherederos  surgiere  con- 
tienda sobre  la  obligación  de  colacionar  ó  sobre  los  obje- 
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to8  que  han  de  traerse  á  colación,  no  por  eso  dejará  de 
proseguirse  la  partición  prestando  la  correspondiente 
fianza. 


s 


ILBMSNTO  may  importante  de  la  doctrioade  partición  de  la  herencia 
es  el  de  la  colación,  admitido  por  nuestras  leyes  y  Códigos  anteriores,  y  qne 
el  civil  hoy  vigente,  al  consignar  en  el  art  4035  transcrito,  qoe  el  heredero 
forzoso  qne  concarra  con  otros  qne  también  lo  sean,  deberá  traer  á  la  masa, 
hereditaria  los  bienes  ó  valores  qne  hobiere  recibido  del  cansante  de  la  he- 
fencia,  en  vida  de  éste,  por  dote,  donación  ú  otro  título  lucrativo,  para  com- 
putarlo en  la  regulación  de  las  legítimas  y  en  la  cuenta  de  partición,  no  sólo 
lo  define  de  una  manera  práctica,  sino  que  comprende  los  términos  precisos 
para  la  colación,  personas  obligadas  á  colacionar,  bienes  que  son  su  objeto  y 
fin  que  con  ella  se  obtiene,  que  no  es  otro  que  la  igualdad  debida  y  necesaria 
entre  los  herederos. 

Tiene  su  origen  la  colación  en  el  derecho  romano,  desde  cuyo  punto  de 
partida  la  vemos  consignada  en  las  leyes  patrias  posteriores,  como  la  3.*,  tí- 
tulo 5.**,  libro  4.^  del  Fuero  Juzgo;  la  ñ.\  tít.  3.^  libro  5 ""  del  Fuero  Viejo 
de  Castilla;  la  44,  tít.  6.o,  libro  3.*  del  Fuero  Real;  la  t9  de  Toro;  la  5.*,  tí- 
tulo 3.®,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  y  por  último,  en  la  sección 
del  Código  civil  que  estudiamos,  que  ha  dado  i  esta  materia  su  colocación  cien- 
tífica en  el  orden  progresiTo  del  desenvolvimiento  de  las  sucesiones,  toda  vez 
qne,  teniendo  por  necesidad  que  ser  objeto  de  explicación  en  los  supuestos  de 
las  particiones  y  del  inventarío  y  liquidación  del  caudal  relicto,  ha  de  prece- 
der necesariamente  al  extremo  de  la  partición  de  que  se  ocupa  la  sección  si- 
guiente de  este  capítulo. 

Como  no  en  todos  los  casos,  ni  con  relación  á  toda  clase  de  bienes,  tiene 
lugar  la  obligación  de  colacionar,  los  artículos  4036  y  4037  preinsertos  mar- 
can  las  diferencias  respectivas,  estableciendo  la  regla  general  con  relación  á 
los  casos  en  que  aquélla  procede  ó  no,  y  ordenando  el  primero  de  ellos,  en 
cuanto  á  las  personas,  que  no  procede  entre  herederos  forzosos  si  el  testador 
así  lo  hubiese  dispuesto  expresamente  ó  si  el  donatario  repudiare  la  herencia, 
salto  el  caso  en  que  la  donación  deba  reducirse  por  inoficiosa,  es  lógica  la 
deducción  de  que  en  los  demás  es  ineludible  la  colación^  y  qne,  aun  de  repu- 
diarse la  herencia  por  el  donatario,  la  parte  inoficiosa  de  la  donación  ha  de 
aportarse  á  la  masa  común;  y  en  cuanto  á  los  bienes,  no  estarán  sujetos  á  co- 
lación los  dejados  en  testamento  si  el  testador  no  dispusiere  lo  contrario,  si 
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bien  qvedando  á  salvo  las  legítimas;  con  caya  disposición  se  eomplemonU  y 
determina  ei  verdadero  concepto  de  toda  disposición  de  mejora  ó  legado  en 
&vor  de  herederos  forzosos. 

Están,  pnes,  obligados  á  colacionar,  salvo  los  casos  taxativos  expresados, 
todos  los  hijos  qne,  según  sos  distintas  clases,  tienen  reconocido  derecho  á 
legitima,  y  establecido  el  derecho  de  representación  en  la  línea  descendente 
hasta  lo  infinito,  lo  están  también  los  qne  concurran  á  la  herencia  oslentan- 
do  aquel  derecho,  si  bien  con  la  excepción  relativa  á  los  bienes  qne  personal- 
mente hnbieren  recibido  del  cansante  de  la  herencia  por  donación;  coya  doc- 
trina, que  se  establece  en  el  art.  1038,  la  aclara  y  complementa  el  4039,  dis- 
poniendo qne  los  padres  no  están  obligados  á  colacionar  en  la  herencia  de  sos 
ascendientes  lo  donado  por  óstos  á  sos  hijos. 

Esta  última  disposición,  y  la  contenida  en  el  art.  4040,  según  el  qne  no  se 
traerán  á  colación  las  donaciones  hechas  al  eonsorse  del  hijo  y  que  se  cola- 
cione solo  la  mitad  de  la  cosa  donada,  si  se  hizo  conjuntamente  á  am- 
bos, no  «s  obstáculo  para  que  puedan  ser  reducidas  las  á  que  ambos  preceptos 
se  rieren  en  cuanto  fueren  inoficiosas  ó  excesivas,  porque  en  tal  caso  la 
reducción  alcanza  á  todas  las  donaciones,  según  terminantemente  ordena  el 
párrafo  último  del  art.  819,  sin  que  nada  importe  que  la  donación  haya  de 
imputarse  en  la  legitima,  en  el  tercio  de  mejoras  ó  en  el  de  libre  disposición 
del  testador. 

Con  las  indicaciones  expuestas  y  la  claridad  de  los  preceptos  de  los  ar- 
tículos 4044  al  4050,  no  creemos  puedan  surgir  dudas  respecto  de  los  bienes 
colaeionables,  y  que  lo  son  unos  por  ministerio  de  la  ley,  otros  por  voluntad 
del  testador,  y  otros  que,  aun  no  siéndolo,  puedan  peijodicar  á  las  legítimas, 
debiendo  tenerse  en  cuenta  en  cuanto  á  los  gastos  análogos  á  que  se  refiero 
el  art  4043,  que  esa  analoi^ía  ha  de  apreciarse  estrictamente  y  sin  extensio- 
nes que  puedan  pequdicar  á  los  demás  interesados. 

Por  último,  puede  en  la  práctica  darse  el  caso  de  qne,  no  existiendo  en  la 
herencia  bienes  bastantes  para  cubrir  total  ó  parcialmente  la  legítima  de  los 
herederos,  y  que  los  bienes  colaeionables  por  uno  de  ellos  hubieren  desapare- 
cido, sin  que  particularmente  posea  otros,  y  entonces  lo  procedente  es  redu- 
cir la  donación  como  inoficiosa,  y  la  parte  correspondiente  se  dividirá  ontre 
ios  demás  proporcionalmente  como  derecho  futuro,  que  en  su  día  puedan  ha- 
cerlo efectivo  del  donatario  como  deudor  común  de  los  demás  herederos;  cri- 
terio que  se  confirma  con  lo  establecido  para  caso  análogo  por  el  art.  4071 
del  Código. 

En  orden  al  derecho  iirTBaNACioNAL,  en  la  materia  de  colaciones,  easi  to- 
dos los  autores  y  Códigos  admiten  el  principio  de  que  deben  ajustarse  á  la 
ley  porque  la  sucesión  se  rige;  pero  como  tanto  varían  las  leyes  positivas 
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respeelo  al  particular,  claro  está  qae  habrá  qae  aplicar  entérica  distintos  se- 
gún la  clase  de  bienes  de  qae  se  trate  y  el  país  en  donde  los  nñsmoa  estén 
sitos. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DB  LA  PARTICIÓN 

Aré.  i05l .  Ningún  coheredero  podrá  ser  obligado  á 
permanecer  en  la  indivieión  de  la  herencia,  á  menoe  que 
el  testador  prohiba  expresamente  la  división. 

Pero,  aun  cuando  la  prohiba,  la  división  tendrá  siem- 
pre lugar  mediante  alguna  de  las  cansas  por  las  cuales  se 
extingue  la  sociedad  (1). 


879.    Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  aplicable  á  la  división 
entre  participes  de  la  cosa  común  por  contener  reglas  concernien- 
tes á  la  división  de  la  herencia ,  que  se  han  de  guardar  al  dividir 
los  bienes  poseídos  en  común  por  disposición  expresa  del  art.  406 
4el  Código.— 5.  14  Junio  OS.^-a.  12  SepL 


Art.  I051B.  Todo  coheredero  que  tenga  la  libre  ad- 
ministración y  disposición  de  sus  bienes,  podrá  pedir  en 
cualquier  tiempo  la  partición  de  la  herencia. 

Por  los  incapacitados  y  por  los  ausentes  deberán  pe* 
diría  sus  representantes  legítimos. 


380.  El  heredero  forzoso  tiene  derecho,  aun  contra  la  volunta  d 
4el  testador,  á  promover  el  juicio  voluntario  de  testamentaría , 
cuando  lo  estime  conveniente  á  sus  intereses,  no  habiend  o  pres- 
crito, y  al  denegarlo  bajo  el  supuesto  de  que  dicho  heredero  tiene 
obligación  de  probar  la  disconformidad  con  los  demás  coheredaros 
en  la  partición  de  la  herencia  para  pedir  la  intervención  judicial 

(1)     Vtese,  como  oonoordante,  al  art.  1708. 
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prohibida  por  el  caueante,  Be  interpretan  erróneamente  las  leyee  y* 
la  jurisprudencia,  puesto  que  el  articulo  transcrito,  en  armonía, 
con  aquéllas,  hace  ineficaz  la  prohibición  del  testador  tratándose 
de  herederos  forzosos. —S.  24  Dic.  95.— G.  16  Enero  96. 


Ari.  i053.  La  mujer  no  podrá  pedir  la  partición 
de  bienes  sin  la  autorización  de  su  marido,  ó  en  su  caso, 
del  Juez.  El  marido,  si  la  pidiere  á  nombre  de  su  mujer, 
lo  hará  con  consentimiento  de  ésta  (1). 

Loe  coherederos  de  la  mujer  no  podrán  pedir  la  parti- 
ción sino  dirigiéndose  juntamente  contra  aquélla  y  su 
marido. 

Aré.  MOiM.  Loe  herederos  bajo  condición  no  po* 
drán  pedir  la  partición  hasta  que  aquélla  se  cumpla.  Pero 
podrán  pedirla  los  otros  coherederos,  asegurando  compe- 
tentemente el  derecho  de  los  primeros  para  el  caso  de 
cumplirse  la  condición,  y,  hasta  saberse  que  ésta  ha  fal- 
tado ó  no  puede  ya  verificarse,  se  entenderá  provisional 
la  partición-. 

* 

Apí.  iO&&.  Si  antes  de  hacerse  la  partición  muere 
uno  de  los  coherederos,  dejando  dos  ó  más  herederos^ 
bastará  que  uno  de  éstos  la  pida,  pero  todos  los  que  in- 
tervengan  en  este  último  concepto  deberán  comparecer 
bajo  una  sola  representación. 

Ari.  10 50.  Cuando  el  testador  hiciere,  por  acto  en- 
tre vivos  ó  por  última  voluntad,  la  partición  de  sus  bie- 
nes, se  pasará  por  ella,  en  cuanto  no  perjudique  á  la  le- 
gitima de  los  herederos  forzosos. 

El  padre  que  en  interés  de  su  familia  quiera  conservar 
indivisa  una  explotación  agrícola,  industrial  ó  fabril,  po* 


U>     TésM,  0OUO  «oaoordanto,  •!  art.  61. 
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drá  usar  de  la  facultad  concedida  en  este  articulo,  dÍ6po> 
niendó  que  se  satisfaga  en  metálico  bu  legitima  á  los  de- 
más hijos. 


381.  No  se  infringe  este  articulo  ni  el  1068  del  Código,  si  éste 
no  estaba  vigente  al  fallecimiento  del  testador  y  promovieron  Iob 
herederos  el  juicio  de  testamentaria,  porque  el  carácter  que  dichoa 
herederos  tienen  les  da  el  derecho  consiguiente  á  que  se  conozca 
la  importancia  de  su  haber  por  los  medios  que  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil  tiene  establecidos.—iS.  29  Enero  91.-^  0. 19  Feh. 

382.  Los  artículos  1056  y  1058  del  Código  no  son  aplicables 
cuando  no  se  trata  de  la  partición  hecha  por  el  padre,  ni  del  cafa 
MI  que  el  testador  nada  hubiere  dispuesto  y  loe  herederos  sean  ma- 
yores de  edad.— /S^.  8  Feb.  92.'-0.  19  Marzo. 


p 


X  ASTIGIÓN  es^decía  la  ley  4.*,  tit.  45  de  la  Partida  6.*— departimien- 
to que  facen  los  ornes  entre  sí,  de  las  cosas  qne  han  comunalmente  por  heren- 
cia ó  por  otra  razón»;  y  como  la  transmisión  de  todos  los  derechos  del  cau- 
sante en  el  momento  de  su  muerte  á  sus  herederos,  crea  la  necesidad  de  co- 
nocer el  alcance  de  cuanto  constituye  el  haber  hereditario,  la  realización  de 
aquélla  no  puede  obtenerse  sino  mediante  la  partición  que  comprende  to- 
das las  operaciones  á  ella  inherentes,  como  lo  son:  el  inventario,  colaciones, 
avalúo,  liquidación,  partieión  y  adjudicación  de  ios  bienes  hereditarios,  que 
demostrarán  el  estado  de  la  herencia  y  la  extensión  de  los  derechos  que  so- 
bre ella  existan. 

Desenvolviendo  el  legislador  la  materia  de  particiones  en  la  sección  del 
Código  de  cuyo  estudio  vamos  i  ocuparnos,  sienta  en  primer  término  el  prin- 
cipio de  que  la  indivisión  no  es  obligatoria  para  nadie,  aunque  la  imponga  el 
testador,  una  vez  que  la  sociedad  que  deja  establecida  entre  los  coherederos 
cesa  por  todas  las  causas  que  terminan  el  contrato  de  sociedad,  y  una  de  ellaa 
es  la  voluntad  de  cualquiera  de  los  socios;  mas  como  la  partición  ha  de  pe- 
dirse por  quien  la  desee  y  tenga  capacidad  para  solicitarla,  los  artículos  405t 
al  4065  dan  las  reglas  necesarias  en  la  materia,  que  no  pueden  dar  lugar  á  di- 
ficultad alguna  en  su  interpretación  y  aplicación  en  cuanto  i  los  incapacitado» 


r 


1Í98  oóoioo  CIVIL 

por  edad  ú  otra  cansa  y  á  U  mojer  casada,  porqne  se  fandan  en  los  principios 
que  explican  la  incapacidad  de  los  primeros  y  la  limilación  de  la  de  la  sega  n- 
^a,  cnyo  resultado  ofrece  también  la  aclaración  relativa á  los  herederos  con- 
dicionales, y  la  referente  á  los  sucesores  del  heredero  qne  falleciere  antes  de 
practicarse  la  división. 

De  los  preceptos  citados  qne  venimos  estudiando  resnlta,  que  sólo  pueden 
pedir  la  partición  de  la  herencia  por  si  mismos  los  coherederos  qne  tengan  la 
libre  administración  y  disposición  de  los  bienes,  y  por  los  que  no  la  tengas, 
«US  representantes  legítimos;  mas  como  el  art.  4038  de  la  ley  de  Enjnicismiento 
civil  autoriza  á  pedir  el  juicio  voluntario  de  testameniaria  al  cónyuge  sobre- 
viviente, á  los  legatarios  y  á  los  acreedores  escriturarios  (4),  aun  cuando  con 
respecto  al  primero  no  existe  cuestión  alguna  por  estar  comprendido  entre  los 

Cl)  Sziste  1»  oormptelii,  generalisada  en  algunos  Tribunales  de  jusüoí»,  reí- 
peoto  &  la  interpretación  de  la  oíase  4  que  debe  perteneoer  el  dooumenio  que  os- 
tente el  aoreedor  para  solicitar  legalmente  la  prevención  del  juicio  de  abint  estato, 
exigiéndose  la  presentación  de  una  escritura  pública  ó  de  un  titulo  de  los  llama» 
dos  ijecutiyos,  entendiendo  sin  duda  que  4  eUos  únicamente  asiste  la  cualidad  d  • 
JutHfiear  cumplidamente  el  crédito  que  exige  este  articulo  y  el  1068  para  la  pre  Ten- 
ción del  juicio  de  testamentaria.  Pero  k  poco  que  se  comparen  determinadas  dls  - 
posiciones  de  dicha  ley,  se  comprenderá  el  error.  Con  efecto,  aparte  de  que  según  el 
aforismo  de  no  dehene  düHnguir  cu€mdo  la  ley  no  distingue,  se  observa,  que  allí  dond  a 
quiere  garantías  en  las  solemnidades  externas  de  los  documentos,  las  expresa , 
determina  y  exige,  como,  por  ejemplo,  en  el  art.  R86,  que  enumera  las  condiciones 
^ue  deben  adornar  4  los  documentos  públicos  para  concederles  efloaoia  probatoria; 
el  792,  en  que  exige  que  el  compromiso  arbitral  ha  de  hacerse  precisamente  en 
escritura  pública  bajo  pena  de  nulidad;  el  art.  838,  que  determina  igual  oircuns  • 
tancia  respecto  del  juicio  de  amigables  componedores;  el  1169,  que  requiere  la  pre  * 
mentación  de  un  titulo  con  faersa  ejecutiva  4  favor  del  acreedor  qne  solicite  la 
declaración  del  concurso  necesario;  el  1895,  que  para  la  declaración  de  quiebra  4 
instancia  de  un  aoreedor  exige  un  documento /eAacMiite  de  su  crédito;  el  1499,  qaa 
para  el  despacho  de  ejecución  dispone  la  presentación  de  un  titulo  que  la  lleve 
aparejada  según  los  seis  casos  que  enumera,  y  finalmente,  entre  otros,  el  146A,  nú* 
mero  3.*,  que  admite  únicamente  la  compensación  de  crédito  liquido  cuando  resalte 
de  documento  que  tenga  ftierza  ejecutiva,  etc.  Cuyas  circunstancias  no  concurren 
en  el  articulo  4  que  se  contrae  esta  nota,  como  no  concurren  tampoco  en  el  1400 
respecto  del  documento  necesario  para  solitar  legalmente  embargos  preventivos; 
el  1419,  respecto  al  aseguramiento  de  los  bienes  litigiosos;  el  1687,  referente  al  ti  - 
tulo  en  )ue  se  ñmden  las  demandas  de  tercería;  el  1009,  referente  4  los  do  cumea. 
tos  que  justifiquen  cumplidamente  el  titulo  en  cuya  virtud  se  pidan  alimentos 
provisionales,  y  finalmente,  entre  otros,  el  1018^  núm.  B.*,  en  que  para  la  admisión 
de  las  demandas  de  retracto  se  exige  alguna  justiflcaeión»  aun  euanda  ae  «m 
plida,  del  titulo  en  que  se  fcmde. 


LIBBO  TERCERO.— TÍTUIO  ni.— ART0.  1061  A  1056  299 

coheredero»,  dado  el  caráeter  de  heredero  forzoso  qne  el  Código  le  reeonoee , 
eo  cuanto  á  los  segundos,  precisa  armonisar  las  disposiciones  de  ambos  caer* 
pos  legales,  reconociéndoles  en  su  virlod  el  derecho  á  pedir  la  división  de  la 
herencia. 

La  partición  pnede  llevarse  á  cabo  extrajadicialmente  si  sólo  han  de  in- 
tervenir en  ella  herederos  mayores  de  edad,  ó  en  la  forma  judicial  volantaría 
ó  necesaria  por  razón  de  la  persona  qoe  la  entable  ó  por  estar  limitada  la  ca- 
pacidad de  algnnode  los  interesados,  á  coyas  reglas  establece  una  excepción 
el  art.  4056,  disponiendo  en  sn  párrafo  primero  que,  cuando  el  testador  hi- 
ciere por  acto  intervivos  ó  por  última  voluntad  la  partición  de  sos  bienes, 
se  pasará  por  ella  en  cuanto  no  perjudique  la  legítima  de  los  herederos  fono- 
sos;  disposición  que  no  contiene  ni  ofrece  dificultad  alguna,  pues  la  limita- 
ción de  la  fkcultad  que  otorga  al  testador  es  limitada  por  el  respeto  debido  á 
los  derechos  legitimarios. 


,  Art.  1059.  Bl  testador  podrá  enoomendar  por  acto 
inier  vivos  ó  mortü  causa  para  después  de  su  muerte  la  sim- 
ple facultad  de  hacer  la  partición  á  cualquiera  persona 
que  no  sea  uno  de  los  coherederos. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  y  en  el  anterior  se  obser- 
vará aunque  entre  los  coherederos  haya  alguno  de  menor 
edad  ó  sujeto  á  tutela;  pero  el  comisario  deberá  en  este 
caso  inventariar  los  bienes  de  la  herencia  con  citación  de 
los  coherederos,  acreedores  y  legatarios. 


388.  Otorgada  en  un  testamento  al  albaoea  la  facultad  de  ha- 
cer la  partición  de  los  bienes  particularmente  y  sin  intervención 
judicial,  la  sentencia  que  declara  procedente  el  juicio  voluntario 
de  testamentaría  promovido  por  los  herederos  legítimos,  no  infrin- 
ge los  artículos  1056, 1057  y  1058  del  Código,  porque  el  primero  y 
último  no  son  aplicables,  por  no  tratarse  de  partición  hecha  por 
el  padre,  ni  del  caso  en  que  el  testador  nada  hubiera  dispuesto,  y 
en  cuanto  al  derecho  qua  otorga  en  general  á  los  testadores  el  se- 
gundo para  encomendar  por  acto  inter  vivos  ó  morüs  causa  la  sim- 
ple facultad  de  hacer  las  particiones  á  cualquiera  persona  que  no 
sea  uno  de  los  coherederos,  en  nada  altera  ni  modifica  el  dereoho 
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de  los  herederos  legítimos  para  píromoTer  el  juicio  yolirntarió  de 
testamentaria  en  la  forma  que  establece  la  ley  procesal,  sin  que 
pueda  sostenerse  que  dicho  art.  1057  haya  venido  á  perjudicar  de- 
rechos legítimos,  ni  á  derogar  el  precepto  de  nuestro  antiguo  dere- 
cho^ que  ha  servido  de  fundamento  á  la  constante  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo^  de  que  los  herederos  forzosos  han  de  perci- 
bir BU  legitima  libre  de  todo  gravamen  y  condición. — S.  17  OcíU" 
hr^  98.— O.  12  Dio. 

384.  La  facultad  que  con  arreglo  á  este  artículo  del  Código 
pueden  conferir  los  testadores  á  cualquiera  persona  que  no  sea  uno 
de  k)B  coherederos  para  hacer  la  partición,  no  altera  ni  modifica  el 
derecho  que  conceden  á  los  herederos  legítimos  loe  artículos  1037 
y  1088  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  promover  el  juicio 
voluntario  de  testamentaría,  sin  que  se  entiendan  privados  de  ejer- 
citarlo cuando  el  testador  prohiba  la  intervención  judicial  en  la 
testamentaría;  prohibición  que  sólo  alcanza,  como  expresanaente 
dispone  el  1039»  á  los  herederos  voluntarios  y  á  los. herederos  de 
parte  alícuota,  porque  á  éstos  se  les  puede  condicionar  por  el  tes- 
tador su  porción  hereditaria,  lo  que  no  acontece  oon  los  forzosos, 
como  son  los  hijos,  por  razón  de  su  legítima,  en  la  que  suceden  con 
y  ñn  la  voluntad  de  los  padres,  y  tienen  que  percibir,  con  arreglo 
al  art.  818  del  Código,  libremente  y  sin  condición  ni  gravamen 
ninguno,  lo  que  no  acontecería  privándoles  el  testador  el  ejercicio 
legítimo  que  la  ley  les  concede  para  promover  el  juicio  voluntario 
de  testamentaría.— «S.  14  Mayo  95,— G.  26  Ágosio. 


B 


L  deber  el  comisario  inveDUriar  los  bienes  de  la  herencia  con  citación  de 
les  coherederos,  acreedores  y  legatarios,  es  medida  de  precaución  tomada  por 
el  legislador  en  el  exclasivo  interés  de  estas  personas,  por  lo  cnal,  si  ellas 
aflrman,  y  coasta  en  los  supuestos  de  la  partición,  qae  el  inventarío  se  prac- 
ticó en  esa  forma,  otorgando  á  su  dicho  entera  fe;  hay  qne  estimar  cumplido 
en  cnanto  al  indicado  extremo  el  precepto  del  artícnlo  qoe  nos  oeopa  (4). 

(1)    B.  d«  la  D.«  td  Abril  «S.— <?.  90  Agosto. 
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Siendo  ineladible  el  deber  qae  el  párrafo  eegundo  del  art.  4057  impooe  i 
la  persona  encargaba  por  el  testador  para  hacer  la  partición,  de  practicar 
los  inventarios,  coando  haya  interesados  menores  ó  snjetos  á  tutela,  con  el- 
tadón  de  los  coherederos,  acreedores  y  legatarios,  y  correspondiendo  al  pa- 
dre por  el  derecho  de  patria  potestad  la  representación  de  sas  hijos  no  eman- 
cipados, necesariamente  ha  de  asistir  á  nombre  de  éstos  al  inventarío  de  los 
bienes  del  extraño  que  les  hnbiese  instltaido  herederos,  porque  aan  cnando  et 
testador  les  haya  designado  totor,  éste  no  puede  saplir  aquella  representa -^ 
ción,  toda  vez  que  su  nombrAmiento  de  tutor  testamentario  se  limita  á  la  ad- 
ministración de  los  bienes  de  la  herencia,  excluyendo  de  ella  al  padre  de  los 
instituidos,  lo  cual  podo  hacer  el  testador  sin  que  por  ello  pierda  aqnél  la  pa- 
tria potestad,  cuyo  concepto  comprende  y  significa  mocho  más  que  la  simple 
administración  de  los  bienes  adquiridos  por  los  hijos  de  perdona  extraña  (1). 

Aon  coando  baya  menores  ó  incapacitados  interesados  en  la  herencia,  no 
será  precisa  la  aprobación  jodicial  de  las  particiones  efectoadas  por  el  conta- 
dor nombrado  en  el  testamento;  bastando  la  citación  para  el  inventario  de  los 
coherederos,  acreedores  y  legatarios,  debiendo  considerarse  derogado  en  este 
,  ponto  el  art.  4049  de  la  lej^  de  Enjaiciamiento  civil,  por  haber  quedado  sin 
fderza  ni  vigor  en  materia  tratada  por  el  Código,  según  el  art.  4976  de  éste, 
con  el  fin  de  evHar  á  los  menores  é  incapacitados  los  gastos  y  dilaciones  con- 
siguientes á  la  necesidad  de  obtener  la  autorización  judicial,  sin  que  pueda 
sostenerse  en  contra  con  fundamento,  que  si  el  testador  abusara  de  la  confianza 
en  él  depositada  quedarían  aquéllos  perjudicados,  porque,  OAos  y  otros,  por 
medio  de  sos  representantes,  y  los  demás  interesados  por  sí  propios,  pueden 
acodir  á  la  autoridad  jodi<ual  con  la  oportona  demanda  encaminada  á  evitar 
el  perjuicio  si  creyesen  lesionado  por  el  contador  algün  derecho  de  los  qoe  se 
derivan  del  testamento. 

La  íacoltad  concedida  á  los  Registradores  para  calificar  los  docomentosv 
debe  concretarse  al  examen  de  la  naturaleza  del  mandato  judicial  y  la  del  jui- 
cio ó  pro'*edimiento  en  que  ha  recaído;  estándole  vedado  ampliar  so  califica- 
ción á  si  se  han  observado  las  reglas  rigurosas  del  procedimiento;  y  las  en- 
miendas de  un  documento  salvadas  al  final  no  le  despojan  de  su  calidad  de 
primera  copia,  ni  el  no  citarse  en  el  mismo  el  número  que  tiene  en  el  proto- 
colo produce  la  nulidad  del  título  por  tratarse  de  defectos  extrínsecos  (t). 

Si  el  contador  partidor  nombrado  en  testamento  verifica  la  partición  del 
caodal  relicto  con  arreglo  á  lo  que  previene  el  preinserto  art.  4057«  ha  de  rea- 
lizarlo por  tí  solo  y  sin  más  que  citar  para  la  formación  del  inventarío  á  los 

(1)     B.  de  la  D.,  13  AbrU  98.— &.  20  Agosto. 
(B)     B.  ae  la  D.,  5  Octubre  »».— C.  17  Nov. 


802  OÓDIQO  CIVIL 

€0  herederos  y  acreedores;  mas  si,  lejos  de  eslo>  el  inventario,  avalúo  y  divi- 
'  sión  del  caodal  se  lleva  á  cabo  prescindiendo  de  los  qne  intervinieron  en  la 
liquidación  de  la  primera  sociedad  conyugal  del  testador,  por  la  viada  de  éste 
y  por  on  representante  de  los  herederos  menores  de  edad,  y  sin  hacer  cita- 
ción algnna  á  los  acreedores  de  U  testamentaría,  colígese  de  ahí  qne,  al  for- 
malizar ésta,  entendieron  los  testamentarios  que  se  trataba  de  una  partición 
ordinaria  no  regida  por  el  citado  artículo;  por  cuya  razón  le  son  aplicables 
las  reglas  generales  de  la  división  de  herencia,  y  en  tal  concepto,  puesto  que 
los  mismos  interesados  estimaron  necesario  conferir  á  un  tercero  la  represen- 
tación de  los  menores,  sin  duda  por  reputar  incompatibles  les  intereses  de 
éstos  con  los  de  su  madre,  es  preciso,  en  primer  término,  dejar  bien  acredi- 
tada dicha  representación,  y  además  someter  la  partición  á  la  aprobación 
judicial,  por  no  ser  pertinente  al  caso  la  excepción  del  art.  4060  del  Código, 
sino  la  regla  general  del  4049  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (4). 


Art.  1058.  Caando  el  testador  no  hubiese  hecho  la 
partición,  ni  encomendado  á  otro  esta  facultad,  si  los  he- 
rederos fueren  mayores  y  tuvieren  la  libre  administración 
de  sus  bienes,  podrán  distribuir  la  herencia  de  la  manera 
que  tengan  por  conveniente. 


386.  El  heredero  único  de  su  padre  no  tiene  necesidad  de  prac- 
ticar partición  ni  adjudicación,  bastando  el  testamento  de  aquél  y 
la  escritura  de  manifestación  de  los  bienes  hereditarios  para  que 
sirvan  de  título  de  propiedad  y  con  este  carácter  se  inscriban  en  el 
Registro.— i8^.  20  Feb.  90.-— O.  16  Julio. 


Ari.  1 050.  Cuando  los  herederos  mayores  de  edad 
no  se  entendieren  sobre  el  modo  de  hacer  la  partición, 
quedará  á  salvo  su  derecho  para  quo  le  ejerciten  en  la  for- 
ma prevenida  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


(1)     &.  de  la  D.,  9  Sept.  95. — O.  17  Ootnbre. 
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886.  La  doctrina  proclamada  por  el  Tribunal  Supremo  en  bus 
sentencias  de  7  de  Noviembre  de  1879,  7  de  Diciembre  de  1885  y 
en  otras  que  la  completan,  relativa  á  los  casos  en  que  la  viabili- 
dad del  derecho  ejercitado  en  una  acción  ó  en  una  excepción  de- 
pende de  la  declaración  de  nulidad  de  un  acto  jurídico  anterior, 
aunque  obedece  á  situaciones  ó  estados  de  derecho  diferentes,  no 
se  opone  en  realidad  á  la  materia  de  liquidación,  división  y  adju- 
dicación de  bienes  hereditarios,  y  realizado  tal  objeto  por  escri- 
tura pública  en  la  que  se  hicieron  constar  esas  operaciones,  por 
las  personas  y  en  la  forma  extrajudidal  prescrita  por  el  testador, 
la  sentencia  que  ordena  pueden  en  suspenso  las  actuaciones  de  un 
juicio  universal  hasta  que  en  el  declarativo  correspondiente  se  de- 
clare la  nulidad  de  dicha  escritura,  no  infringe  la  citada  doctri- 
na- —5.  28  Dic.  95.— G.  16  Enero  96. 


Art.  lOOO.  Cuando  los  menores  de  edad  estén  so- 
metidos á  lá  patria  potestad  y  representados  en  la  parti> 
ción  por  el  padre  ó,  en  su  caso,  por  la  madre,  no  será  ne- 
cesaria la  intervención  ni  la  aprobación  judicial. 


p 

jL  aba  reielver  li  es  necesaria  U  aprobación  jodicíal  de  la  partición  en 
que  hay  menores  interesados,  á  pesar  de  haber  sido  representados  en  ella  por 
so  padre,  no  es  aplicable  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  98  de  Agosto  de 
4876,  que  exigía  la  intervención  judicial  para  el  otorgamiento  de  los  actos  ó 
contratos  de  enajenación  ó  gravamen  de  bienes  inmuebles  pertenecientes  al 
peculio  de  los  hijos  ó  de  extinción  de  derechos  reales  constituidos  á  favor  d* 
los  mismos. 

El  precepto  del  art.  1049  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  ha  de  en- 
tenderse en  absoluto  sino  con  relación  á  los  casos  de  particiones  extrajudicia- 
lea  comprendidas  en  los  cuatro  artícalos  que  preceden  á  aquél,  y  no  á  lo» 
que  se  enumeran  en  el  4041,  que  son  aquellos  en  que  es  necesario  el  juicio 
de  testamentaría,  salvo  las  excepciones  que  el  mismo  y  el  4044  expre- 
san, á  las  que  no  es  lógico  suponer  quisiera  referirse  el  legislador,  coya  inter- 
pretación está  más  en  consonancia  que  la  contraría  con  la  tendencia  de  la  le- 
gislación moderna  á  fortalecer  la  aotorídad  del  padre,  prescindiendo  de  la  jn- 
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dicial,  en  lo  qae  á  los  iotereses  de  los  hijo¿  aU&e,  siempre  qoe  no  estén  en 
oposieión  con  los  de  aqnél,  en  visU  de  cnya  tendencia  ha  sido  casi  nnánime 
la  práctica  de  formalizar  é  inscribir  las  particiones  aludidas  sin  qne  medie  el 
requisito  de  la  aprobación  judicial. 

Aun  en  la  hipótesis  de  qne  el  caso  esté  comprendido  en  el  art.  4049  cita- 
do, es  lo  cierto  qoe  la  orden  de  6  de  Noviembre  de  4868  declaró  qae  para  el 
efecto  de  ser  inscribibles  tales  particiones  no  es  precisa  la  aprobación  jadi- 
cial,  y  ya  se  tenga  dicha  orden  como  complemento  de  la  ley  Hipotecaria,  ya 
como  ley  especial,  por  tener  ese  carácter  las  disposiciones  de  interés  general 
dictadas  por  el  Gobierno  provisional^  no  ha  sido  derogada  por  la  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  antes  al  contrario,  le  reconoció  fuerza  y  vigor  en  su  art.  S18S, 
que  declaró  exceptuadas  de  la  derogación  general  las  reglas  de  procedtmienlo 
establecidas  en  la  ley  Hipotecaria  y  demás  leyes  especiales  (4);  por  lo  que  es 
evidente  que  no  se  necesita  la  aprobación  judicial  de  las  particiones  cuando 
hay  menores  interesados  y  han  sido  representados  en  ellas  por  su  padre  en 
virtud  de  la  patria  potestad  (9). 

Pero  si  un  menor  ha  sido  representado  en  la  partición  de  los  bienes  de  su 
madre  por  un  defensor,  entonces  será  necesaria  la  intervención  y  aprobación 
judicial  como  condición  de  garantía  para  quien  no  puede  ser  amparado  por 
el  consejo  de  familia,  y  á  la  vez  está  accidentalmente  privado  por  contrapo- 
sición de  intereses  de  la  protección  y  representación  de  m  padre  (3). 

Tampoco  tiene  razón  de  vaía  el  preinserto  art.  4060  para  solucionar  si  una 
escritura  en  que  varios  declarados  herederos  abintestato  y  el  protutor  de  un 
menor,  autorizado  por  el  consejo  de  familia,  por  incompatibilidad  de  los  inte- 
reses de  éste  con  los  del  tntor,  practicaron  la  división  y  adjudicación  del  cau- 
dal hereditario,  es  ó  no  inscribible  sin  la  aprobación  judicial;  pues  es  sabido 
que  dicho  artículo  no  ha  hecho  más  que  desvanecer  toda  dnda  acerca  de  una 
doctrina  planteada  por  la  citada  orden  de  6  de  Noviembre  de  4868,  en  sentir 
de  algnnos  contrariada  por  el  art.  4049  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y 
lo  lUiico  que  de  aquel  precepto  puede  legalmente  colegirse,  es  que  cuando  los 
menores  no  emancipados  están  representados  en  1»  partición  por  un  defensor , 
es,  como  queda  dicho,  requisito  indispensable  la  aprobación  jadicíal;  mas  la 
escritura  referida,  para  que  sea  inscrita,  dadas  las  atribaciones  que  el  Código 
confiere  al  consejo  de  familia,  sólo  requiere  que  obtenga  la  aprobación  de 
éste  (4). 


(1)  B.  de  la  D., 27  Abril 85.-0'.  15  Agosto. 

(8)  B.  de  la  D.,  29  A>)ril  85.  —G,  15  Kgo^to. 

(8)  B.  de  la  D.,  18  Dio.  03.— í?.  8  Eaero  91. 

(4)  B.  de  la  D.,  25  Nov.  95.  -G.  11  Dic. 
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Ai*i.  lOO  I .  Bn  lá  particiÓQ  de  la  herencia  ee  ka  de 
guardar  la  posible  igualdad,  haciendo  lotes  ó  adjudican  - 
do  á  cada  uno  de  los  coherederos  cosas  de  la  misma  natu  - 
raleza,  calidad  ó  especie. 

387.  Al  adjudicar  los  albaceas  á  uno  solo  de  los  herederos  una 
<»sa  fábrica  de  cerveza,  que  constituía  más  de  la  mitad  del  haber 
hereditario,  no  infringmon  este  articulo  del  Código,  porque  en  tal 
•caso  la  igualdad  posible  de  la  partición  de  la  herencia  aconsejaba 
que  se  adjudicara  á  uno  solo,  con  obligación  de  abonar  á  los  otros 
coherederos  la  parte  del  precio  correspondiente  al  valor  total  que 
por  todos  se  tenia  como  justo;  puesto  que  el  inmueble  era  por  su 
•naturaleza  indivisible,  y  no  se  contrariaba  tampoco  el  principio  de 
la  igualdad  posible  en  la  adjudicación  en  común,  ya  por  su  índo- 
le, ya  por  la  falta  de  armonía  entre  los  herederos. — S,  4  Julio  95 . — 
^.  32  Sept. 

jlrt.  1009.  Cuando  una  cosa  sea  indivisible  ó  des- 
merezca mucho  por  su  división,  podrá  adjudicarse  á  uncí, 
á  calidad  de  abonar  á  los  otros  el  exceso  en  dinero. 

Pero  bastará  que  uno  solo  de  los  herederos  pida  su 
venta  en  pTüblica  subasta,  y  con  admisión  de  licitadores 
extraños,  para  que  así  se  haga. 

888.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  aplicable  á  la  división  en- 
tre los  partícipes  en  la  comunidad  por  contener  reglas  concernien- 
tes á  la  división  dé  la  herencia,  que  se  han  de  guardar  al  dividir 
los  bienes  poseídos  en  común  por  disposición  expresa  del  art.  406 
del  Código.— aS.  14  Junio  95.  -6?.  12  Sept, 

S89.  No  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  artículo  cuando  se  cita 
en  la  sentencia,  no  como  preceptivo  de  la  venta  de  la  cosa  poseída 
«n  común,  sino  como  aplicable  en  sus  reglas  á  la  forma  de  hacer 
la  división  ó  la  venta  cuando  fuere  indivisible  la  propiedad  común . 
—5.  14  Junio  95,— G.  12  Sept. 

TOMO    II  90 
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Art.  iOttS.  Los  coheroderoi  deben  abonarse  reci- 
procamente en  la  partición  las  rentas  y  frutos,  que  cada 
uno  haya  percibido  de  los  bienes  hereditarios,  la3  impen- 
sas  útiles  y  necesarias  hechas  en  los  mismos»  y  Ips  daños 
ocasionados  por  malicia  ó  negligencia. 

Art.  iOSi.  Los  gastos  de  partición  hechos  en  in- 
terés común  de  todos  los  coherederos  se  deducirán  de  la 
herencia;  los  hechos  en  interés  particular  de  uno  de  ellos» 
serán  á  cargo  del  mismo. 


390.  No  infringe  este  artículo  del  Código  la  sentencia  que  de- 
clara que  nada  puede  resolverse  respecto  á  los  gastos  hechos  por  la 
testamentaria  en  un  litigio  y  sus  incidencias,  porque  semejante  de- 
claración no  priva  á  los  testamentarios  de  la  facultad  de  incluir 
como  más  baja  del  caudal  hereditario  los  gastos  que  hubiesen  he- 
cho con  el  carácter  de  comunes  ó  de  incluirlos  en  la  liquidación 
de  los  frutos,  ni  del  que  á  las  partes  asista  para  impugnarlos. — 
S.  8  Nav.  93.^G.  6  Enero  94. 


Art.  IOG5.  Los  títulos  de  adquisición  ó  pertenen- 
cia serán  entregados  al  coheredero  adjudicatario  déla 
jBnca  ó  ñncas  á  que  se  refieran. 

Art.  lOOO.  Cuando  el  mismo  título  comprenda 
varias  fincas  adjudicadas  á  diversos  coherederos,  ó  una 
sola  que  se  haya  dividido  entre  dos  ó  más,  el  título  que* 
dará  en  poder  del  mayor  interesado  en  la  finca  ó  fincas» 
y  se  facilitarán  á  los  otros  copias  fehacientes,  á  costa  del 
caudal  hereditario.  Si  el  interés  fuere  igual,  el  título  se 
entregará  al  varón,  y  habiendo  más  de  uno,  al  de  mayor 
edad. 

Siendo  original,  ^q\lél  ^  cuyo  poder  qued^  di^^^ 
también  exhibirlo  á  los  demás  interesados  cuando  lo  pi* 
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Ari.  fOSy.  Si  alguno  de  loB  herederos  .vendiere  á 
un  extraño  su  derecho  hereditario  antes  de  la  {Partición, 
podrán  todos  ó  cualquiera  de  los  coherederos  subrrogarse 
en  lugar  del  comprador,  reembolsándole  el  precio  de  la 
compra,  con  tal  que  lo  verifique  en  término  de  un  mes, 
á  contar  desde  que  esto  se  les  haga  saber. 


n 


BTSBMINADAS  lu  persooM  qns  tienen  derecho  á  pedir  U  partíei6D 
de  ]q8  bienes  herediuríos,  y  las  qoe  poeden  y  deben  praeüearla,  paaa  el  Cj6- 
digo  á  fijar  reglas  para  la  adjudicación  de  la  herencia,  regias  qne  por  la  cla- 
ridad y  precisión  con  qne  aparecen  consignadas  ha  de  ocuparnos  poco  su  eft-' 
tudio.  Pero  antes  de  realizarlo,  eremos  propio  de  esta  lugar  hacer  algunas  in- 
dicadones,  aunque  ligeramente,  en  orden  á  la  práctica  de  las  operaciones  di» 
.visorias  en  sus  diferentes  períodos. 

El  primero  de  ellps«  base  capital  de  todas  las  demás  operaciones,  es  elin-^ 
ventarlo  con  sus  dos  partes,  expositiva  y  descriptiva,  comprendiendo  la  pri- : 
mera  la  exposición  por  medio  de  supuestos  cuantos  antecedentes  expliqujBn 
clara  y  exactamente  la  situación  legal  de  la  herencia,  concepto  de  los  bienes, 
determinación  de  los  interesados,  bases  para  la  liquidación  del  caudal  y  pan 
la  formación  y  pago  del  haber  de  cada  uno;  y  la  segunda,  todos  los  bienes  y 
derechos  activos  y  pasivos  del  caudal,  observando  estrictamente  las  disposi- 
ciohes  de  la  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  incluyendo  en  primer  término  el 
metálico,  y  sucesivamente  los  efectos  públicos,  alhajas,  semovientes,  frutos, 
muebles,  inmuebles  y  derechos  y  acciones,  declarando  al  final  que  comprende 
todos  los  bienes  existentes  al  fallecimiento  del  causante,  con  la  salvedad  de 
excluir  los  que  se  justificare  pertenecer  á  terceros,  é  incluir  aquéllos  que  no 
fueren  conocidos  al  tiempo  de  formar  el  inventario. 

Ya  hemos  dicho  en  su  lugar  oportuno,  que  los  bienes  coiaeioniables  for-i 
man  psrte  del  caudal  hereditario,  cuyos  valores,  por  tanto,  han  de  incluirse 
en  el  inventario^  así  como  el  de  los  demás  que  el  mismo  comprenda  que  ha 
de  serles  asignado,  según  las  reglas  establecidas  por  la  ley  de  Eojuicitmiento 
civil,  bien  por  peritos  ó  por  los  mismos  interesados,  en  sus  casos  respectivos, 
y  determinado  asi  el  valor  del  caudal,  es  llegada  la  ocasión  de  proceder  á.  Is. 
liquidación  del  mismo. 

Gomo  regla  general,  deben  consignarse  primeramente  en  la  liqnidscióA 
las  bijas  generales,  en  las  que  se  comprenden  los  gastos  da  la'úftiioa  enfer* 
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msdftd,  entierro  y  funeral,  salvo  los  casos  en  qfoe  deban  dedofine  del  tercio 
de  libre  disposición;  la  liquidación  de  gananciales  para  determinar  lo  qae  por 
ese  concepto  corresponde  al  finado,  y  por  último  las  bajas  procedentes  dedea<> 
das  particnlares  del  cansante;  de  lo  caal  se  dedoee  la  necesidad  de  distinguir 
dos  casos:  uno»  si  el  causante  se  hallaba  casado;  y  otro,  si  se  encontraba  en 
estado  de  soltería  ó  viudez. 

En  el  primer  caso,  ó  sea  en  el  de  bailarse  casado  sin  que  medie  separación 
legal  por  divorcio,  la  primera  deducción  del  caudal  inventariado  es  la  de  las 
aportaciones  de  la  mujer,  las  del  marido  y  las  que  procedan  de  la  sociedad 
legal  de  gananciales,  precisando,  en  cuanto  á  la  devolución  de  los  bienes  do- 
tales,,  si  la  mujer  goza  ó  no  de  preferencia  sobre  los  demás  acreedores  del  ma- 
rido, prefijando  si  ha  de  hacerse  su  exclusión  absoluta  de  la  herencia^  ó  si  pro- 
cede la  devolución  á  la  mujer  ó  á  sus  herederos;  y  respecto  á  los  paraferoalea, 
se  hará  la  devolución  únicamente,  siendo  baja  del  inventario,  cuando  hubie- 
ren sido  entregados  al  marido  para  su  administración. 

Una  vez  hecha  la  deducción  de  los  bienes  y  derechos  del  capital  de  la  mu- 
jer, procede  realizar  la  de  los  que  en  igual  concepto  correspondan  al  marido, 
si  bien,  preferentemente  y  en  su  caso,  habrán  de  ser  deducidas  las  deudas, 
teniéndose  además  siempre  en  cuenta  lo  estipulado  en  las  capitulaciones  ma- 
trimoniales, pues  de  existir,  ellas  darán  la  norma  en  la  liquidación  de  los  bie- 
nes inventariados  pira  fijar  la^bajas  que  procedan. 

Cuando  no  existan  esayestipulaciones,  ó  se  hubiere  pactado  el  régimen 
legal,  el  remanente,  después  de  las  anteriores  deducciones  ó  bajas  generales» 
corresponde  á  la  sociedad  dé  gananciales,  que  también  ha  de  li<{uidarse  para 
determinar  los  derechos  que  en  ella  corresponden  al  cónynge  sobreviviente  y 
á  los  herederos  del  premnerto,  respondiendo  dé  las  obligaciones  y  deudas 
contraidas  por  la  misma  sociedad. 

De  las  operaciones  expuestas  resulta  el  conocimiento  exacto  delcauijdl 
hereditario,  que  despnés  de  responder  de  las  bajas  por  obligaciones  ó  d|eu  |as 
particulares;  arrojará  el  líquido  divisible  entre  los  herederos  ddl  finado,  lle- 
gando en  tal  situación  las  operaciones  particionales  al*  estado  de  división  en 
que  corresponde  hacer  las  separaciones,  bien  de  los  tres  tercios,  ó  de  tas  dos 
mitades  de  la  herencia,  según  corresponda  la  sncesión  á  la  línea  descendente 
ó  ascendente  para  determinar  la  cuantía  de  las  legítimas  y  mejoras,  reduc- 
ción en  su  caso  de  las  mandas  y  legados  y  demás  que  en  los  comentarios  re- 
ferentes  á  aquellos  derechos  hemos  expuesto,  y  á  los  que  remitimos  al  lector 
en  evitación  de  repeticiones  innecesarias. 

Gomo  último  período  de  la  partición,  figura  la  adjudicación  de  los  bienes 
relictos,  que  no  es  otra  cosa  que  la  aplicación  particular  de  determinados  bie- 
nes al  pago  del  haber  de  cada  interesado;  operación  que,  se^úú'el  art.  <06l. 
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ha  de  baeerse  procorando  la  posible  igualdad,  bien  por  la  formación  de  Ibtes, 
6  adjadicáado  á  cada  intereaado  bienea  de  la  misma  natoraleza,  calidad  ó  es- 
petie,  y  evitando  1&  proindivisión  coando  foere  posible,  y  de  no  serlo,  se 
aplicará  la  disposión  del  art.  406t,  la  qae,  así  como  las  consignadas  en  los  si- 
guientes preceptos  hasta  el  4067,  por  sn  claridad,  como  hemos  indicado,  ha- 
cen innecesario  todo  comentario. 

En  ponto  al  Derecho  iKTEBiiiaoNAL,  rolo  hemos  de  consignar  aqní,  qne 
k)s  autores  sostienen  generalmente  qne  las  disposiciones  legales  qne  prohi- 
ben el  estado  de  indivisión,  transcorrído  cierto  término,  tienen  el  carácter  de 
orden  público,  y,  por  consiguiente,  debe  regir  en  la  materia  la  leoí  rei  iitm^ 
sobre  todo  en  lo  relativo  á  los  inmuebles,  mas  algunos  opinan  que  deberá 
aplicarse  la  ley  nacional  del  de  evjui  cuando  sea  más  restrictiva  que  la  terri- 
loríal. 


SECCIÓN  TERCERA 

DE  LOS  EFECTOS  DE  LA  PABTICIÓN 

Ari.  I OGS.  La  partición  legalmente  hecha  oosfiere 
á  cada  heredero  la  propiedad  exclusiya  de  loe  bienee  que 
le  hayan  sido  adjudicados. 


391.  £1  heredero  único  de  su  padre  no  tiene  neceeidad  de  prac- 
ticar partición  ni  adjudicación,  bastando  el  testamento  de  aquel  y 
la  escritura  de  manifestación  de  los  bienes  hereditarios  para  que 
sirvan  de  titulo  de  propiedad  y  con  este  carácter  se  inscriban  en 
•1  Registro,  y  estimándolo  así,  no  se  infringen  los  artículos  1068 
del  Código  civil  y  23  de  la  ley  Hipotecaria.— 5.  20  Feb.  50.— G. 
1€  Julio. 


Art.  iOOO.  Hecha  la  partición»  los  coherederos  es- 
tarán recíprocamente  obligados  á  la  evicdón  y  sanea- 
miento de  los  bienes  adjudicados.  j 

Ari.  MOYO.  La  obligación  á  que  se  refiere  el  articu- 
lo anterior,  sólo  cesará  en  los  siguientes  casos: 
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1.*  Cuando  el  mismo  testador  háblese  hecho  la  partí- 
dÓD,  á  no  ser  que  aparezca,  ó  radonalmente  se  presuma, 
haber  querido  lo  contrario,  y  salva  siempre  la  legitima. 

2.^  Cuando  se  hubiese  pactado  expresamente  al  hacer 
la  partición. 

3.^  Cuando  la  evicción  proceda  de  causa  posterior  á  la 
partición,  ó  fuere  ocasionada  por  culpa  del  adjudicatario. 

Arl.  iOYl.  La  obligación  recíproca  de  los  cohere- 
deros á  la  evición  es  proporcionada  á  su  respectivo  haber 
hereditario;  pero,  si  alguno  de  ellos  resultare  insolvente^ 
responderán  de  su  parte  los  demás  coherederos  en  la  mia^ 
ma  proporción,  deduciéndose  la  parte  correspondiente  al 
que  deba  ser  indemnizado. 

Los  que  pagaien  por  el  insolvente  conservarán  su  ac- 
ción contra  él  para  cuando  mejore  de  fortuna. 

Art.  1099.  Si  se  adjudicare  como  cobrable  un  cré- 
dito, los  coherederos  no  responderán  de  la  insolvencia 
posterior  del  deudor  hereditario,  y  sólo  serán  responsa- 
bles de  su  insolvencia  al  tiempo  de  hacerse  la  partición. 
Por  los  créditos  calificados  de  incobrables  no  hay  res- 
ponsabilidad; pero  si  se  cobran  en  todo  ó  en  parte,  se  dis- 
tribuirá lo  percibido  proporcionalmente  entre  loa  here- 
deros. 


1  1] 


.EMOS  consignado  en  el  comentario  anterior  laa  reglaa  de  la  partición 
de  la  herencia,  y  ahora,  siguiendo  el  orden  establecido  por  el  Código,  vamos 
á  ocupamos  de  los  efectos  de  la  misma,  qne,  según  los  artículos  4068  y  4069, 
no  son  otros  qne  conferir  á  cada  heredero  la  propiedad  exclusiva  de  los  bie- 
nes que  le  hayan  sido  adjudicados,  y  la  obligación  recíproca  de  los  cohereder 
ros  á  la  evicción  y  saneamiento  de  aquéllos,  y  en  cuyos  efectos  van  implíci- 
tamente envueltos  los  de  causar  estado  y  extinguir  la  personalidad  de  la  tes- 
Umeataria  ó  abioteatalo  señalados  ppr  la  jurisprudencia. 

De  los  citados  preceptos,  y  no  obstante  la  separación  que  respecto  á  las 
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personat  y  bienes  produce  la  parlieióii,  surge  eierta  relación  de  dependencia 
entre  los  coherederos  por  la  obligación  de  responder  añinamente  de  determi- 
nadas responsabilidades  qoe  no  pneden  ni  deben  redandar  en  perínicio  sólo 
de  nno  ó  de  algunos  de  ellos,  obligación  qne  cesa  por  disposición  del  testa- 
dor, por  convenio  ó  cnando  la  evieción  faera  por  cansa  posterior  á  la  parti- 
ción ú  ocasionada  por  culpa  del  adjudicatario,  y  cuya  extensión  es  propor- 
cionada al  respectivo  haber  hereditario,  si  bien  además  el  art.  4071  ha  venido 
á  establecer  una  responsabilidad  subsidiaria  para  el  caso  en  que  alguno  de  loe 
coherederos  fuere  insolvente,  asumiendo  la  de  éste  los  demás  también  en  la 
proporción  antes  dicha. 

Ninguna  dificultad  puede  ocurrir  en  la  interpretación  de  los  preceptos  qoe 
establecen  las  reglas  expuentas;  mas  no  acontece  lo  mismo  con  los  que  com- 
prenden los  dos  párrafos  del  art  407S,  qne  envuelven  entre  si  cierta  especie 
de  contradición  en  los  principios  qoe  los  informan. 

En  efecto;  el  párrafo  primero  del  citado  artículo  se  refiere  á  la  evieción  de 
créditos  adjudicados  como  cobrables,  indicando  que  sólo  tiene  lugar  cuando 
el  deudor  es  insolvente  al  tiempo  de  hacerse  la  partición,  concepto  entera- 
mente opuesto  al  de  la  calificación  del  crédito,  porque  si  éste  se  estima  como 
cobrable  y  en  tal  concepto  se  adjudica,  claro  es  que  en  ningún  caso  ha  de  ser 
conocida  la  insolvencia  del  deudor  al  hacerse  la  partición,  pues  de  serlo,  se 
calificaría  siempre  aquél  de  incobrable;  mas  como  el  crédito  puede  no  estar 
viencido,  y  la  Insolvencia,  mientras  no  se  declare,  no  es  legal  estimarla  como 
preexistente,  de  aquí  que  adjudicándose  como  cobrable  á  uno  ó  á  algunos  de 
los  coherederos,  y  no  siendo,  según  el  precepto  que  estudiamos,  responsables 
los  demás  de  la  insolvencia  posterior  del  deudor,  si  ésta  se  origina  sin  proce- 
der de  negligencia  del  adjudicatario,  se  le  causará  con  ello  un  agravio  que  la 
ley  impide  pueda  ser  reparado,  con  lo  cual  establece  un  criterio,  sin  razón  qne 
lo  jusfifique,  y  contradictorio  del  principio  que  informa  el  derecho  de  evieción 
preestablecido  con  relación  á  lo  demás  qne  sea  objeto  de  partición.  Esta  doc- 
trina no  es  admisible  en  buenos  principios  jurídicos,  pero  el  texto  es  termi- 
nante, y  en  su  aplicación,  i  él  habrá  qne  sujetarse  estrictamente. 

El  segundo  párrafo  del  artículo  qoe  nos  ocupa,  establece  el  principio  in- 
concuso de  qoe  por  los  créditos  calificados  de  no  cobrables  no  hay  responsa- 
bilidad, lo  cual  no  ofrece  dificultad  alguna;  más  como^el  precepto,  sin  esta- 
blecer cómo  han  de  ser  adjudicados,  añade,  que  si  se  cobraren  en  todo  ó  en 
parte,  se  dividirá  lo  percibido  proporcionalmente  entre  los  herederos,  surge 
la  duda  relativa  al  destino  que  ha  de  darse  á  esos  créditos  en  la  partición,  y 
para  resolver  el  conflicto,  creemos  que  la  solución  más  equitativa  y  justa  es 
la  qne  la  antigua  práctica  había  sentado.  Esto  es,  hacer  la  adjudicación  de 
los  créditos  calificados  de  no  cobrables  por  partes  iguales  á  todos  los  herede- 
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roe,  para  que  en  sa  caso  6l  bcDefiftio  que  poeda  reiolur  de  cobrar  el  todo  ó  la> 
parte  del  crédito  tenga  logar  en  la  íbrma  ordenada,  y  exista  á  la  vez  persona* 
i  ¡dad  en  todos  conjontamente  para  e)  ejercicio  de  las  acciones  encaminadas  áf 
obtener  el  cobro. 

Esta  sol ocíón  deberi«  á  noestro  juicio,  tenerse  presente  en  la  práctica  ai- 
adjudicar  créditos  calificados  de  cobrables,  cuyo  plazo  no  sea  vencido  al  tiem- 
po de  hacerse  la  partición,  pnesto  que  ella  evitará  los  perjuicios  i  qoe  anles' 
hemos  alndido. 

Por  último^  diremos,  qoe  respecto  á  la  materia  qoe  nos  ocupa  en  cuanto- 
al  Derecho  iktbrnacioiial,  convienen  los  autores  y  la  jurisprudencia  de  Ios- 
Tribunales,  en  que  debe  regir  la  ley  nacional  de  las  personas  que  intervengan 
en  la  partición;  opinando  algunos  que,  cuando  se  trate  de  menores  y  sean^ 
perjudicados  en  sus  derechos,  debe  considerarse  el  caso,  para  la  aplicación  dé- 
la ley,  como  cuestión  de  orden  piUblico. 

SECCIÓN  CUARTA 

DB  hk  BE8CI6IÓN   DB  LA  PABTiaÓN 

A^.  i079.  Las  particionoB  pueden  reiscindirse  por 
IftA  mismas  causas  que  las  obligaciones. 

Art.  fl€y4.  Podrán  también  ser  rescindidas  las 
particiones  por  causa  de  lesión  en  más  de  la  cuarta  parte», 
atendido  el  valor  de  las  cosas  cuando  fueron  ad judicadasi- 

Ari.  I09&.  La  partición  hecha  por  el  difunto  no 
puede  ser  impugnada  por  causa  de  lesión,  sino  en  el  caso 
de  que  perjudique  la  legítima  de  los  herederos  forzosos  ó 
de  que  aparezca,  ó  racionalmente  se  presuma,  que  fué- 
otra  la  voluntad  del  testador. 

Ai*t.  f  OVA.  La  acción  rescisoria  por  causa  de  le- 
sión durará  cuatro  años,  contados  desde  que  se  hizo  la^ 
partición. 

Art.  lOyy.  El  heredero  demandado  podrá  optase 
entre  indemnizar  el  daño  ó  consentir  que  se  proceda:^ 
nueva  partición. 
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La  indemnización  ptede  hacerse  en  numerario  ó  en  la 
miEma  coea  en  que  resultó  el  perjuicio.. 

Si  se  procede  á  nueva  partición^  no  alcanzará  ésta  á  los 
que  no  hayan  sido  perjudicados  ni  percibido  más  de  la 
justo. 

Atí.  ilIVS.  No  podrá  ejercitar  la  acción  rescisoria 
por  leíión  el  heredero  que  hubiese  enajenado  el  todo  ó 
una  parte  considerable  de  los  bienes  inmuebles  que  le 
hubieren  sido  adjudicados. 

Art.  i090.  La  omisión  de  alguno  ó  algunos  obje: 
tos  ó  valores  de  la  herencia  no  da  lugar  á  que  se  rescinda 
la  partición  por  lesión,  sino  á  que  se  complete  ó  adicione 
con  los  objetos  ó  valores  omitidos. 

Ari.  %OHO.  La  partición  hecha  con  preterición  de 
alguno  de  los  herederos  no  se  rescindirá,  á  no  ser  que  se 
pruebe  que  hubo  mala  fe  ó  dolo  por  parte  de  los  otros  in- 
teresados, pero  éstos  tendrán  la  obligación  de  pagar  al 
preterido  la  parte  que  proporcionalmente  le  corresponda. 

892.  La  doctrina  proclamada  por  el  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tentías  de  7  de  Noviembre  de  1879,  7  de  Diciembre  de  1886  y 
otraa  que  la  completan,  relativa  á  los  casos  en  que  la  viabilidad 
del  derecho  ejercitado  en  una  acción  ó  en  una  excepción  dependa 
de  la  previa  declaración  de  nulidad  de  un  acto  jurídico  anterior, 
aunque  obedece  á  situaciones  ó  estados  de  derecho  diíerentea,  no 
se  opone  en  realidad  á  la  materia  de  liquidación,  división  y  adju- 
dicación de  los  bienes  hereditarios  de  que  sea  objeto  un  juicio  de 
testamentaria»  y  realizado  tal  objeto  por  escritura  pública,  en  la 
que  se  hicieron  constar  aquellas  operaciones  por  las  personas  y  en 
la  forma  extrajudlcial  prescritas  en  el  testamento,  al  resolver  que 
debe  suspenderse  la  tramitación  del  juicio  universal  hasta  que  en 
•i  declarativo  correspondiente  se  declare  la  nulidad  de  dicha  es» 
oritora,  no  se  infringe  la  mencionada  doctrina. — S.  28  Die.  96, — 
G.  16  Enero  96, 
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Ai*i.  iOM.    La*  partición  hecha*  con  uno  áqoien  Be 
creyó  heredero,  sin  eerlo,  será  nula. 

1  JXAMINAPOS  ya  los  efectos  de  la  |»articióD  con  relición  á  \u  personas 
y  á  las  cosas  qne  son  objeio  de  ella,  vamos  á  estudiar  las  eaosaa  que  limitan 
esos  oiismos  efectos,  que  se  contienen  en  los  articolos  preinsertos,  el  prínsero 
de  los  qne,  establece  la  regla  general  de  qne  las  particiones  pueden  readndirse 
por  las  mismas  causas  que  las  obligaciones,  cuya  materia  regula  el  capi- 
tulo 5.^,  tít.  2.0,  libro  i.®  del  Código,  y  principalmente  los  articnloa  4t94, 
1S9S  y  4193;  y  así  como,  según  los  números  4.*  y  t  *  del  4294  á  que  se  re* 
ñere  expresamente  el  4293,  sólo  pueden  rescindirse  por  lesión  en  más  de  la 
cuarta  parte  del  valor  de  las  cosas  objeto  de  los  contratos  celebrados  por  iot 
tutores  sin  autorización  del  consejo  de  familia,  y  los  que  se  llevan  i  cabo  en 
representación  de  ausentes,  el  art.  4074  consigna  como  regla  general  y  causa 
de  rescisión  de  las  particiones,  las  en  que  medie  lesión  para  cualquiera  de  loe 
interesados  en  la  misma  cuantía  con  relación  al  valor  de  las  cosas  al  tiempo 
de  su  adjudicación,  con  la  excepción  del  caso  en  que  el  testador  hiciera  la 
partición,  porque  entonces  sólo  puede  pedirse  la  rescisión  cuando  se  perju- 
dique la  legítima  de  los  herederos  forzosos,  cuando  el  testador  lo  manifieste 
expresamente,  ó  cuando  pueda  deducirse  que  su  voluntad  no  fué  prohibir  el 
ejercicio  de  aquel  derecho. 

La  simple  preterición  de  algunos  de  los  herederos  en  la  partición  es  úni- 
camente causa  de  modificación  de  ésta;  pero  lo  seri  de  rescisión  si  se  hizo 
COA  dolo  ó  mala  fe;  y  como  en  el  primer  caso  los  herederos  tienen  la  obliga- 
ción de  pagar  al  preterido  la  parte  que  proporcionalmente  le  corresponda,  ha 
de  realizarse  esto  por  una  nueva  partición,  como  único  medio  de  que  cada 
cual  obtenga  su  correspondiente  títelo  de  adquisición;  operación  también  ne- 
cesaria, aunque  en  el  concepto  sólo  de  ampliación  ó  adición,  cuando  se  omi- 
tan alguno  ó  algunos  objetos  ó  valores  de  la  herencia. 

Pueden  ejercitar,  pues,  la  acción  de  rescisión  de  la  partición  en  el  término 
de  cuatro  años,  todos  los  que  hubieren  sufrido  perjuicio  en  más  de  la  cuarta 
parte  del  valor  de  lo  que  fuere  adjudicado  y  los  que  tuvieren  á  su  favor  algu- 
nas de  las  causas  ya  expuestas  como  determinante!  del  derecho,  compren - 
diéndose  también  entre  ellos,  los  que  tengan  i  su  favor  el  derecho  de  reserva 
de  determinados  bienes,  debiendo  acreditar,  para  obtenerla,  los  perjaieíoa 
que  las  particiones  hechas  les  originen  y  la  mala  fe  con  que  se  haya  pcoce» 
dido  por  los  coherederos  para  hacerlas  y  aprobarlas. 

Un  sólo  caso  de  nulidad  de  las  particiones  establece  el  Código  en  sv  ar<r 
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tfcolo  40S4«  referido  á  qne aquélla  se  practique  con  ana  persona  qne,  crejendo 
lenfa  la  condición  de  heredero,  no  lo  fnere  realmente;  pnes  careciendo  tete  en 
«sa  partición  de  cnantos  requisitos  son  necesarios  para  intervenir  en  el  acto , 
el  realizado  no  podía  nanea  adqairir  el  carácter  de  estabilidad  y  firmeza  re- 
querido por  derecho. 


SECCIÓN  QUINTA 

DEL  PAGO  DE  LAB  PSUDA8  HEBBDITABIA0 

Art.  lOSIt.  Lofl  acreedores  reconocidos  como  tales, 
podrán  oponerse  á  que  se  lleve  á  efecto  la  partieión  de  la 
herencia  hasta  qne  se  les  pague  ó  afiance  el  importe  de 
sus  créditos. 

ArÉ.  lOSiS.  Los  acreedores  de  uno  ó  más  de  los  co- 
herederos podrán  intervenir  á  su  costa  en  la  partición  para 
evitar  que  esta  se  haga  en  fraude  ó  perjuicio  de  bus  de- 
rechos. 

Art.  lOSJ.  Hecha  la  partición,  los  acreedores  po- 
drán exigir  el  pago  de  sus  deudas  por  entero  de  cualquie- 
ra de  los  herederos  que  no  hubiere  aceptado  la  herencia  á 
beneficio  de  inventarío,  ó  hasta  donde  alcance  eu  porción 
hereditaria,  en  el  caso  de  haberla  admitido  con  dicho  be- 
neficio. 

En  uno  y  otro  caso,  el  demandado  tendrá  derecho  á  ha- 
cer oitar  y  emplazar  á  sus  coherederos,  á  menos  que  por 
disposición  del  testador,  ó  á  consecuencia  de  la  partición, 
hubiere  quedado  él  solo  obligado  al  pago  de  la  deuda. 

Ari.  10S5.  Bl  coheredero  que  hubiese  pagado  más 
de  lo  que  corresponda  á  su  participación  en  la  herencia 
podrá  reclamar  de  los  demás  su  parte  proporcional. 

Bsto  mismo  se  observará  cuando  por  ser  la  deuda  hipo- 


816  cÓDioo  caviL 

tecaria,  ó  consistir  en  cuerpo  determinado,  la  hubiese  pa* 
gado  integramente.  El  adjudicatario,  en  este  caso,  podrá 
reclamar  de  sub  coherederos  sólo  la  parte  proporcional, 
aunque  el  acreedor  le  haya  cedido  sus  acciones  y  subrro- 
gádole  en  su  lugar. 

A  rt.  tose  Estando  alguna  de  las  fincas  de  la  he» 
rencia  gravada  coq  renta  ó  carga  real  perpetua,  no  se  pro- 
cederá á  su  extinción,  aunque  sea  redimible,  sino  cuanda 
la  mayor  parte  de  los  coherederos  lo  acordare. 

No  acordándolo  así  ó  siendo  la  carga  irredimible,  se  re- 
bajará su  valor  ó  capital  del  de  la  finca,  y  ésta  pasará  con 
la  carga  al  que  le  toque  en  lote  ó  por  adjudicación. 

Art.  iOSY.  El  coheredero  acreedor  del  difunto  pue» 
de  reclamar  de  los  otros  el  pago  de  su  crédito,  deducida 
su  parte  proporcional  como  tal  heredero;  y  sin  perjuicio 
de  lo  establecido  en  la  sección  quinta,  cap.  VI  de  este 
titulo. 


I 


NCONTSSTABLB  es  la  evideneia  del  principio  qne  decían  qoe  antsi  de 
heredar  es  pagar,  principio  qae  informa  el  derecho  qae  se  concede  á  los  acree- 
dores en  los  dos  artículos  preinsertos,  y  qae  explica  la  definición  qoe  contiene 
U  ley  8.',  tit  33,  Partida  7.*,  segün  la  coal  es  herencia...  «la  heredad,  é  los 
bienes,  ó  los  derechos  de  algnnd  finado,  sacando  ende  las  debdas  qoe  debía  é 
las  cosas  qoe  y  fallasen  agenas»,  siendo  doctrina  legal,  fondada  en  ese  mismo 
principio,  qoe  ínterin  no  se  realiza  la  división  y  adyodicación  de  ona  heren- 
cia, no  se  adqoiere  por  los  partícipes  verdadero  dominio  sobre  los  bienes  de 
la  misma. 

Consecoencia  lógica  de  tales  principios  es,  qoe  mediante  la  partición  se 
iadividoaliza  y  determina  el  derecho  de  cadA  heredero,  dado  qoe  antes  de  ese 
acto  era  incierto  si  habria  ó  no  herencia,  ni  pertenecen  á  los  herederos  los 
bienes  relictos  hasta  qoe  demoestre  la  liqoidación  de  ellos  qoe  el  activo  es  so- 
perior  al  pasivo. 

De  lo  expoesto  se  infiere,  qoe  los  bienes  qoe  se  adjudican  para  pago  de 
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deudas  pasaa  directameate  del  caasante  á  los  acreedores,  sin  que  la  interven- 
ción qae  incQfflbe  á  los  herederos  en  estas  transmisiones  tenga  otro  carácter 
que  el  de  ser  meramente  formal,  paesto  qae,  no  habiendo  llegado  á  entrar  ta- 
les bienes  en  so  pecoHo  ó  patrimonio,  lo  único  qae  hace  falta  es  dar  forma 
jurídica  á  la  adjaJieacidn  en  favor  de  los  citados  acreedores. 

En  sa  consecaencia,  la  Real  orden  de  ti  de  Agosto  de  4876  no  es  aplica- 
ble á  las  adjudicaciones  para  pago  de  deadas  hechas  por  herederos  menores 
da  adad  lagtiimamenta  representados,  desde  el  momento  que  versan  sobre 
bienes  qae  no  forman  parte  de  so  peculio  ó  patrimonio;  y  aun  coando  se  quiera 
ver  en  toda  partición,  haya  ó  no  deudas,  un  acto  de  enajenación,  no  será  apli- 
cable dicha  Real  orden,  porque  ésta  se  refiere  á  los  actos  autorizados  por  No- 
tario, y  en  las  particiones  judicialmente  aprobadas  no  interviene  dicho  funcio- 
nario más  que  para  la  protocolización,  y  porque  pugna  con  la  naturaleza  da 
la  partición  el  trámite  de  subasta,  el  de  previo  avalúo  no  se  concibe,  y  el  da  la 
justificación  de  necesidad  es  totalmente  innecesario,  pues,  según  decía  la  ley  4.% 
tít.  45,de  la  Partida  6  *...,  «de  toda  partición  viene  grand  pro  cuando  es  fecha 
derechamente,  ca  sa  tiran  por  ella  desacuerdos  muy  grandes,  que  nascen  en- 
tra los  omes  á  las  vegadas  por  razón  de  las  cosas  que  han  de  so  uso,  é  tiénese 
cada  uno  por  pagado  con  su  parte  cuando  la  há,  é  alíñala  mejor  é  más  delta.» 

Por  último;  como  la  aprobación  judicial  de  las  parlicioneis  en  que  intervie- 
nen menores  ó  incapacita  los,  equivale  á  la  licencia  ó  autorización  judicial, 
sería  contradictorio  que  después  de  estar  equiparados  los  menores  é  incapaci- 
tados, en  cuaolo  á  su  protección,  fuese  ésta  distinta  en  lo  que  atañe  á  las  par- 
ticiones en  que  estuvieren  interesados,  bastando  para  los  últimos  la  mera 
aprobación  judicial,  y  siendo  preciso  en  las  de  los  menores  los  demás  requisi- 
tos que  prevenía  la  citada  Real  orden  (I). 

£1  pago  de  deudas  ha  de  tener  lugar  haciéndolas  efectivas  antes  de  la  par- 
tición, incluyendo  los  pagos  en  las  bajas  de  la  herencia,  por  adjudicación  es- 
pecial para  pago  de  ellas  ó  por  reclamación  directa  de  los  acreedores  de  cual- 
quiera de  los  herederos  que  hubiere  aceptado  puramente  su  parte  ó  en  cuantu 
4sta  alcance,  si  la  aceptación  fué  á  beneficia  de  inventario,  sin  que  al  apli- 
carse las  dos  primeras  reglas  tengan  derechos  que  repetir  entre  sí  los  cohere- 
deros, puesto  que  contribuyen  proporcional  mente  al  pago  de  las  deudas  he- 
reditarias; mas  no  produciéndose  el  mismo  efecto  cuando  la  reclamación  se 
dirija  contra  uno  sotó  de  los  herederos,  la  ley  ha  previsto  el  caso  estable 
ciendo  en  favor  del  heredero  demandado  el  derecho  de  obtener  el  abono  de 
la  porción  ó  porciones  correspondientes  de  cada  uno  de  sus  coherederos;  de- 
recho que  sanciona  el  art.  4CSi  con  las  dos  excepciones  de  que  el  testador 

(1)     R.  de  la  D.,  9  Feb.  &7.-'0.  87  Man:©. 
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habitse  impoesto  al  mismo  heredero  la  obligación  del  ptgo  ó  que  «lí  retolte 
de  la  forma  en  qne  faere  hecha  la  partición,  y  qoe  no  modifica  nuestro  dere- 
cho antigno,  porque  antes,  lo  mismo  qne  ahora,  los  herederos  estaban  obli- 
gados á  pagar  las  dendas  del  cansante  si  habían  aceptado  la  herencia  simple- 
men  te  hasta  con  sns  propios  bienes,  y  si  la  aceptaron  i  beneficio  de  inyenta» 
rio,  hasta  donde  alcance  la  porción  hereditaria. 

La  disposición  del  párrafo  9.*  del  art.  40S4  se  fnnda  en  la  obligación  qio 
tienen  todos  los  herederos  de  pagar  la  parte  correspondiente  de  lá'deoda  re- 
clamada,  como  bien  claro  lo  expresa  el  art.  1085,  estableciendo  los  casos  y 
forma  en  qne  el  derecho  de  repetición  pnede  ser  ejercitado. 

No  ofreciendo  ningona  dificultad,  á  nnestro  juicio,  U  aplicación  de  loa 
preceptos  de  los  articnlos  4086  y  4087,  diremos,  para  terminar,  qoe  en  lo  re- 
lativo al  pago  de  deudas,  por  Derecho  niTsaHACioiTAL,  regirá  h  k»  rH  $Ü0 
cuando  se  trate  de  aquéllas  á  que  respondan  bienes  inmuebles,  pero  en  casos 
concretos,  habrá  que  atenerse  á  lu  reglu  establecidas  para  otroe  análogos 
en  cuanto  á  la  intervención  de  los  acreedores  en  la  herencia  y  cobro  do  los 
créditos,  cuando  aquéllos  sean  de  distintos  países  y  los  bienes  que  forman  la 
mata  se  encuentren  también  en  naciones  diferentes. 


LIBRO  CUARTO 

DE  LAS  OBLIGACIONES  Y  CONTRATOS 


TlTÜLO  PRIMERO 

X>e  las  obligaciones. 


CAPÍTULO    PRIMERO 

iDisposicionee  grexiex*alee. 

Avi.  iOSS.  Toda  obligación  consiste  en  dar,  hacer 
6  no  hacer  alguna  cosa. 

Ari.  lOSS.  Las  obligaciones  nacen  de  la  ley,  de 
loe  contratos  y  cuasi  contratos,  y  de  loe  actos  y  omisiones 
ilícitos  ó  en  que  intervenga  cualquier  género  de  culpa  6 
negligencia. 

398.  Discutida  desde  el  primer  momento  en  un  pleito,  no  sólo 
la  eficacia  de  la  obligación  reclamada,  sino  también  su  cuantía, 
8Í  el  Tribunal  sentenciador,  al  declarar  la  existencia  de  aquélla, 
fija,  como  puede  y  debe  hacerlo,  el  importe  de  ésta,  es  improce- 
dente alegar  en  casación  que  se  haya  infringido  el  articulo  prejui> 
serto,  bajo  el  concepto  de  que  la  fijación  de  cantidad  debió  fijarse 
en  la  ejecución  de  la  sentencia,  mediante  no  existir  cuentas  liqi;ii- 
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dadas,  porque  implicando  esa  alegación  un  enor  de  hecho  ó  de  de  - 
recho,  para  que  pueda  prosperar  éa  necesario  que  se  señalen  las 
leyes  relativas  al  valor  de  las  pruebas  que  se  supongan  infringidas 
ó  los  documentos  ó  actos  autéaticos  que  demuestren  la  equivoca- 
ción evidente  del  juzgador.-— 5.  S6  8ept.'95.—&,  10  Octubre. 

Art.  iO90.  Las  obligaciones  derivadas  de  la  ley 
no  se  presumen.  Sólo  son  ezigibles  las  expresamente  de- 
terminadas en  este  Código  ó  en  leyes  especiales,  y  se  re- 
girán por  los  preceptos  de  la  ley  que  las  hubiere  estable- 
cido, y  en  lo  que  ésta  no  hubiere  previsto,  por  las  dispo- 
siciones del  presente  libro. 

irt.  lOOl.  Las  obligaciones  que  nacen  de  ios 
contratos  tienen  fuerza  de  ley  entre  las  partes  contratan- 
tes, y  deben  cumplirse  al  tenor  de  los  mismos. 


394.  El  hecho  de  subordinar  la  validez  y  eficacia  de  un  con- 
curso de  acreedores  á  qus  lo  hayan  firmado  determinado  número 
de  aquéllos,  no  expresa  ni  puede  entenderse  que  se  refiere  á  otros 
de  ellos  que  á  los  que  se  suscribieron  ó  consintieron,  cosa  perfec- 
tamente posible  y  que  en  nada  contraria  la  moral  ni  las  leyes;  por 
lo  que,  estimándolo  así,  no  se  infringe  el  art.  53  del  Código  de 
Comercio,  ni  el  1116  del  Código  civil,  antes  bien  se  ajusta  á  lo 
diapuesto  en  los  artículos  1091, 1255, 1257  y  1254  de  dicho  Código 
civil,  declarando  que  el  mencionado  convenio  tiene  fuerza  de  ley 
para  quien  lo  suscribió,  y  no  habiendo  hecho  más  que  usar  de  un 
derecho  para  aceptar  las  condiciones  del  mismo,  viene  obligado  á 
cumplirlo.— 5.  10  Mayo  92,--0,  14  Agosto. 

895.  Convenida  en  una  escritura  la  obligación  de  obtener  la 
liberación  de  cargas  que  pecaban  sobre  la  finca  enajenada  y  que  el 
comprador  retuviese  en  el  ínterin  en  su  poder  cierta  cantidad,  al 
ordenar  que  parte  de  ésta  se  consigne  en  el  Banco  de  España  para 
cancelar  una  hipoteca,  no  se  infringe  el  art.  1091  del  Código  civil, 
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puesto  que  ese  acuerdo  conduce  á  la  efectividad  de  lo  coaveaido 
por  haber  llegado  el  caso  de  cumplir  lo  pactado.— iS.  8  Enero  92.  — 
G,  2  Feb, 

396.  Estimándose  en  una  sentencia  por  el  resultado  de  las 
pruebas,  que  hubo  novación  en  un  contrato  de  arrendamiento,  no 
tienen  aplicación  las  disposiciones  del  art.  1091  del  Código  civil, 
cuando  se  citan  como  infringidas  bajo  el  fundamento  de  subsistir 
en  toda  su  fuerza  el  mencionado  contrato. — S.  28  Feb,  94. — (?.  7 
Julio. 

S97.  Son  eficaces  las  obligaciones  contraídas  por  personas  há- 
biles, siempre  que  se  justiñque  la  existencia  de  aquéllas,  ya  sea 
por  documento  público,  ó  ya  por  cualquiera  medio  de  prueba  de 
los  que  reconoce  el  derecho. — S.  29  Marzo  94. — G.  13  SepL 

398.  Apreciando  la  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  sus  faculta- 
des, la  prueba  practicada  en  un  juicio,  y  estimando  en  su  conse- 
cuencia ineficaz  la  escritura,  base  de  la  demanda,  no  es  lícito  ni 
permitido  combatir  aquélla  con  las  mismas  pruebas  que  han  sido 
apreciadas,  descomponiéndolas  y  utilizando  parte  de  ellas,  ni  ha- 
cer supuesto  de  la  cuestión,  ni  deducir  errores  de  hecho  ni  de  de- 
recho de  los  propios  documentos,  que  con  todos  los  elementos  y 
datos  probatorios  existentes  en  el  pleito  han  sido  examinados  y 
debidamente  apreciados,  sin  quebrantar  ley  ni  doctrina  alguna;  y 
por  tanto,  al  desestimar  la  demanda  y  absolver  al  demandado,  no 
incurre  en  infracción  del  art.  1091  del  Código  civil.— S.  11  Abril  94. 
—G.  21  y  26  Sept. 

899.  £1  arrendatario  de  bienes  embargados  en  juicio  ejecutivo 
debe  abonar  el  precio  del  arrendamiento  al  administrador  judicial 
do  aquéllos,  que  tiene  personalidad  para  percibirlo  y  para  ejerci  - 
tar  las  acciones  correspondientes  en  demanda  de  su  cobro. — S.  27 
Marzo  95, — G.  3  Agosto. 

400.  Estipulado  en  un  contrato  de  venta  de  madera  la  clase  y 
dimensiones  de  las  'que  habían  de  labrarse  por  virtud  de  dicho 
oontrato,  que  en  realidad  contenía  una  obligación  de  hacer,  al  de- 

TOMO   II  91 


322  CÓDIGO  OVIL 

clarar  la  Sala  sentenciadora  inadmiBÍbles  determinadas  madenusr 
por  no  reunir  tales  condiciones,  no  sólo  no  infringe  la  ley  del  con- 
trato, ni  lo  dispuesto  en  el  articulo  transcrito,  sino  que  resuelve 
como  debe,  según  lo  alegado  y  probado  por  las  partes. — S,  6  Mayo 
95.— O.  16  Agosto. 

401.  Consignada  en  carta  por  un  acreedor  escriturario  la  ma- 
nifestación ó  promesa  de  que  después  que  la  escritura  surtiera  ju- 
dicialmente todos  sus  efectos,  suspendería  el  apremio  de  ejecución 
de  sentencia  durante  cierto  tiempo  y  mediante  determinadas  con- 
diciones, al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  el  crédito  asegurado 
por  la  escritura  está  exceptuado  del  convenio  de  quita  y  espera,  y 
que  subsiste  íntegro,  no  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  ni  en 
el  1258  del  Código,  que  determinan  la  eficacia  que  tienen  para  la& 
partes  las  obligaciones  contraídas  mediante  libre  consentimiento, 
toda  vez  que  se  invocan  en  el  supuesto  de  contener  la  carta  on 
pacto  contrario  ó  incompatible  con  las  estipulaciones  de  la  escri- 
tura.—/S.  11  Mayo  95.^-0.  21  Agosto. 

402.  Reconocido  en  juicio  el  hecho  de  que,  al  fallecer  un  co- 
merciante, su  viuda  se  hizo  cargo  del  negocio  mercantil  de  que 
procedía  en  su  origen  el  crédito  reclamado,  y  que  continuó  las 
operaciones  peculiares  de  dicho  negocio  hasta  llegar  á  constituir  el 
saldo  de  la  cuenta  corriente  en  cuestión,  viniendo  asi  á  particula- 
rizar por  sus  actos  propios  las  responsabilidades  de  que  se  trata, 
no  procede  alegar  la  infracción  del  preinserto  art.  1091,  bajo  el  su- 
puesto de  que  la  condena  al  pago  se  le  hace  en  el  concepto  de  he- 
redera de  su  marido  y  como  madre  y  representante  de  sus  menores 
hijos,  cuando  el  fallo  la  designa  por  su  nombre  y  cualidad  de  viu- 
da, demostrando  así  que  la  obligación  le  es  personalisima  y  no  de- 
rivada de  aquellos  conceptos. — 8.  5  Oct.  95. — O.  de  26  id. 

403.  No  infringe  el  precepto  del  art.  1091  preinserto  la  senten- 
cia que  no  estimando  la  existencia  de  un  contrato  particular  entre 
demandante  y  demandado,  sino  el  de  sociedad,  absuelve  al  segundo 
de  la  demanda  por  no  haber  el  primero  ejercitado  la  acción  pro 
socio,  sino  la  personal,  como  procedente  de  un  contrato  no  reco- 
nocido.—iS^.  14  Oct.  95.— Q.  4Nov. 
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Art.  lOfM.  Las  obligaciones  civiles  que  nazcan  de 
los  delitos  ó  faltas  se  regirán  por  las  disposiciones  del  Có- 
digo penal. 

itrt.  1003.  Las  que  se  deriven  de  actos  ú  omisio- 
nes en  que  intervenga  culpa  ó  negligencia  no  penadas  por 
la  ley,  quedarán  sometidas  á  las  disposiciones  del  capí- 
txdo  2.®  del  tit.  16  de  este  libro. 


404.  Al  estimar  la  Sala  sentenciadora,  en  virtud  de  las  prue- 
bas, que  la  muerte  de  un  individuo  ocurrió  por  omisión,  por  parte 
de  los  dueños  y  empresarios  de  un  local,  de  las  precauciones  opor- 
tunas para  evitar  los  peligros  que  ofrecieran  los  trabajos  que  aquél 
ejecutaba,  con  conocimiento,  aquiescencia  y  en  provecho  de  éstos, 
aplica  rectamente  los  artículos  1093,  1902  y  1903,  y  no  infringe 
el  1101,  1103  y  1104  del  Código  civil,  porque  con  arreglo  al  pri- 
mero, las  obligaciones  que  se  derivan  de  actos  ú  omisiones  en  que 
intervenga  culpa  ó  negligencia  no  penadas  por  la  ley,  están  some- 
tidas á  las  disposiciones  del  1902  y  1903,  y  según  éstos,  la  indem- 
nización del  daño  procede  siempre  que  el  acto  ú  omisión  haya  sido 
la  causa  de  aquél  y  no  se  haya  empleado  toda  la  diligencia  de  un 
buen  padre  de  familia,  tanto  cuando  el  acto  ú  Omisión  son  pro- 
pioS;  como  cuando  son  de  personas  por  quienes  se  deba  responder; 
y  porque  las  disposiciones  del  1101,  1103  y  1104  son  de  carácter 
general  y  aplicables  á  todo  género  de  obligaciones,  y  no  ofrecen 
contradicción  con  las  especiales  del  1902  y  1903. — S,  14  Dic.  94. — 
G.  3  Marzo  95. 


El 


IL  68ladio  del  libro  primero  del  Código  nos  precisó  á  ocuparnos  del  pri- 
mero de  los  tres  elementos  generadores  del  derecho,  ó  sea  la  personalidad  en 
sos  dos  formas,  natural  y  Jurídica,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  individual  y  social, 
6  singular  y  colectiva;  el  examen  del  libro  segundo  nos  atrajo  al  deber  de 
ocuparnos  del  segundo  elemento  generador  del  derecho,  que  son  los  bienes 
patrimoniales  de  aquellas  personas;  y  aun  cuando  el  libro  tercero,  al  tratar 
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ade  los  diferentes  modos  de  adquirir  la  propiedad»,  nos  hizo  entrar  en  el  es- 
tudio del  tercero  y  último  elemento  generador  del  derecho  eonstitaído  por 
los  actos  jurídicos  como  causa  eficiente,  el  libro  cuarto,  que  ahora  nos  ocupa, 
acabará  de  ofrecernos  la  ocasión  oportuna  de  completar  el  trabajo  sobre  ese 
tercer  elemento,  al  tratar  de  las  obligaciones  y  contratos. 

No  perdiendo  nunca  de  vista  que  la  materia  á  que  dedicamos  ahora  nuestra 
atención  es  el  derecho  civil,  llamado  particular  ó  privado,  porque  en  esa  es- 
fera realiza  el  bien  individualmente  y  establece  el  orden  que  ha  de  resultar 
luego  en  toda  la  colectividad  nacional,  no  tendremos  gran  necesidad  de  en- 
trar en  la  separación  de  conceptos  que  generalmente  ha  fatigado  á  los  autores 
para  circunscribir  las  obligaciones  en  su  verdadera  órbita,  distanciándolas  de 
lo  que,  en  términos  abstractos,  se  entiende  por  deberes  del  hombre,  creyén- 
dose precisados  á  ello  por  la  nota  de  prestación  común  á  ambos.  Pero  como  á 
poco  que  la  atención  repare  sobre  el  caso,  advertirá  que  los  deberes  del  hom- 
bre tienen  una  esfera  infinita,  y  por  lo  tanto,  inclasificable,  como  ocurre  con 
la  moral,  habrá  necesariamente  de  comprender  que  el  deber  es,  respecto  de 
las  obligaciones,  lo  que  la  moral  respecto  del  derecho,  y  que  se  corresponden 
en  la  relación  del  género  á  la  especie. 

Los  deberes  del  hombre  decíamos  que  son  infinitos,  y  así  se  comprende- 
rán desde  el  momento  en  que  se  considere  que  su  providencial  destino  le  lleva 
á  situaciones,  á  trances  de  tan  diversa  índole,  qne  jamás  podrán  ser  previstos, 
y  en  cada  una  de  aqnellas  circunstancias  hallará  indudablemente  un  deber  y 
aun  conflictos  de  múltiples  y  hasta  encontrados  deberes.  Los  que  tiene  para 
con  Dios,  para  consigo  mismo  y  para  con  sus  semejantes;  los  que  tiene  para 
con  su  patria,  provincia  y  pueblo  ó  logar  de  su  residencia,  qne  no  están  esta- 
blecidos por  las  leyes;  los  que  le  impone  el  vínculo  de  la  familia,  el  espíritu 
de  clase,  el  compañerismo  tendiendo  á  la  igualdad,  á  la  armonía;  y,  por  el 
contrario,  los  que  dimanan  de  las  diferencias  que  la  naturaleza  ha  establecido 
ó  han  impuesto  las  circunstancias,  la  ancianidad,  la  infancia,  la  opulencia,  U 
pobreza,  la  desgracia,  la  lucha,  el  peligro,  la  ruina,  la  enfermedad,  etc.,  etc.  (I). 
Las  obligaciones,  si  bien  es  cierto  que  tienen  la  prestación  como  punto 
común  con  el  deber,  tal  prestación  tiene  su  esfera,  amplia  desde  luego,  pero 


(1)  aEl  d^'Wr  radica  on  la  nataralesa  moral  lia  mana,  poro  no  depende  delftvo* 
InntaLl  del  hombre  más  qae  en  lo  qne  toca  á  su  cumplimiento;  la  obligación  se  orí 
g^a  on  la  voluntad,  puede  cumplirse  mediante  ella,  y  también  <i  pc»ar  de  cHq,  ^or 
lo9  medios  de  derecho;  de  donde  se  deduce  que  el  cumplimiento  moral  del  <Írft«r'es 
y  ha  do  ser  siempre  perfectamente  librr^  en  tanto  que  el  de  la  ohligacióñ-^wi  tóW 
CíiHOtí  en  quo  no  Bca  librt — habrá  de  ser  juridifnmfnt^  forzoao.n — Sanche?;  'ftdnísU^ 
Rthidioi*  de  Derecho  oivH,  tomo  3.* 
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con  límites  más  6  menos  visibles  que  se  distingoen  con  el  auxilio  de  las  dila- 
tadas reglas  de  la  equidad,  en  so  diámetro  mayor^  ó  á  través  de  los  precep- 
tos de  la  ley  qne  concretamente  regula  las  obligaciones  6  mediante  el  con- 
cepto legal  que  atribuya  á  los  actos  humanos.  Y  de  ahí,  sin  duda,  la  clasifi- 
cación que  los  expositores  de  derecho  procuran  perpetuar  con  la  denomina- 
ción de  obligaciones  naturales,  civiles  y  mixtas,  atendiendo  á  su  causa  origi- 
naria, que  hoy  ha  perdido  toda  su  importancia,  sustituida  por  la  disposición 
del  art.  4089  transcrito. 

Puede  decirse  que  las  obligaciones  forman  parte  del  derecho  patrimonial, 
frente  el  de  uno  al  de  los  otros,  en  la  relación  ó  mutua  dependencia  que  en- 
tre todos  establece  la  vida  social,  como  se  comprende  abstractamente  mejor 
casi  que  se  explica,  y  como  hechos  trascendentales  de  la  historia  nos  lo 
enseñan,  por  ejemplo,  las  ascensiones  al  Aventino  de  los  romanos  y  el  her- 
moso apólogo  de  Menemio  Agrippa. 

Como  toda  obligación  equivale  á  una  prestación,  supone  la  intervención 
de  dos  elementos  activos,  uno  para  la  emisión  y  otro  para  la  recepción  de 
de  aquella  cosa  que  es  el  objeto  ó  materia  de  la  acción  recíproca.  Las  obliga- 
ciones suponen  un  estado  de  moralidad  bastante  adelantado,  y  se  aumentan  j 
multiplican  á  medida  que  se  robustece  y  afirma  el  sentimiento  moral  en  las 
relaciones  civiles,  en  términos,  que  no  son  eficaces  las  inmoralidades  cuan- 
do, fuera  de  tal  defecto,  la  nota  característica  de  las  obligaciones  es  la  exigi- 
bilidad. 

Definiremos  lu  obligaciones  como  vinculo  juHdieo  que  noi  fuerza  á  una 
prestación  rechmahle  por  aquel  á  quien  corresponde  (4). 

Adoptando  nuestro  Código  civil  distinto  método  del  seguido  por  otros 
modernos,  trata  en  primer  término,  en  este  libro  cuarto,  de  las  obligaciones, 
ocupándose  después  de  los  contratos;  método  científicq  y  racional,  porque 
procediendo  siempre  del  hombre  la  obligación,  si  la  crea  por  un  consenti- 
miento expreso,  nace  de  ahí  el  contrato;  y  si  por  un  hecho,  se  establece  el 
cuasicontrato. 

Dos  fuentes  distintas  de  obligaciones  admite  el  Código  civil:  la  ley  y  la 
voluntad  del  hombre.  Si  nacen  de  la  primera,  no  se  presumen,  y  son  sólo  exi- 
gibles  las  expresamente  determinadas  en  el  Código  ó  en  leyes  especiales,  ri- 


<1)  Los  antores  del  Código  y  los  expositores  de  derecho  no  definen  bien  la« 
•bligaoiones  onando  expresan  que  consisten  en  «dar,  hacer  6  no  hacer  alsT^na 
eoea»,  puesto  que  hay  muchas  obligaciones  de  oti*a  índole  qne  las  pasan  peralto, 
cono  son  todas  las  procedentes  de  las  servidumbres,  qne  censisten  en  permitir, 
qne  es  prestación  distinta  k  las  arriba  expuestas. 
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gidndoM  por  los  preceptos  de  lu  qne  las  hobieren  establecido,  y  en  lo  qoe  im 
hubieren  previsto,  por  las  disposiciones  de  aqoéi. 

Si  reconocen  por  cansa  la  voluntad,  la  convención  tiene  foerza  de  ley  en-* 
ire  los  contratantes,  qne  han  de  cumplirlas  á  su  tenor  en  cnanto  fuere  lícito. 

Y  las  qne  se  derivan  de  actos  ú  omisiones  en  que  interviniere  cnlpa  é  ne- 
gligencia no  penadas  por  la  ley,  se  someten  á  las  disposiciones  del  capítulo  S.\ 
M  tit  46,  del  libro  que  ahora  empezamos  á  estudiar. 

Estas  reglas  qne  se  contienen  en  los  artículos  preinsertos  son  de  tal  modo 
claras  y  terminantes,  qne  hacen  innecesaria  mayor  detención  en  este  lugar,  ya 
que  después  tendremos  ocasión  de  ocuparnos  con  mayor  extenaión  de  la  ma- 
teria en  los  comentarios  posteriores. 

En  éste,  sin  embargo,  conviene  dejar  consignado  qne,  bajo  el  punto  de 
vista  del  derecho  intibuacional,  no  es  fácil  surja  cuestión  alguna  de  impor- 
tancia en  lo  qne  á  la  materia  objeto  de  este  capítulo  se  refiere;  pues  caai  todos 
los  Códigos  admiten  las  mismas  fuentes  de  las  obligaciones  y  los  mismos 
principios  generales  que  en  los  preinsertos  artículos  se  establecen,  lomados 
en  general  del  derecho  romano,  y  los  conflictos  que  pueden  ocurrir  entre  tos 
leyes  de  los  diversos  países  acerca  de  puntos  de  vista  especiales,  los  trataremos 

los  capítulos  siguientes. 


CAPITULO  II 


I>e  la  naturaleza  y  efectos  de  las  oblig'acióndes^ 


Art.  1094.  El  obligado  á  dar  alguna  cosa  lo  está 
también  á  conservarla  con  la  diligencia  propia  de  un  buen 
padre  de  familia. 

At^t.  i005.  El  acreedor  tiene  derecho  á  los  frutos 
de  la  coea  desde  que  nace  la  obligación  de  entregarla.  Sin 
embargo,  no  adquirirá  derecho  real  sobre  ella  hasta  que 
le  haya  sido  entregada. 

Art.  109B.  Cuando  lo  que  deba  entregarse  sea  una 
cosa  determinada,  el  acreedor,  independientemente  del 
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derecho  que  le  otorga  el  art.  1101,  puede  compeler  al 
deudor  á  que  realice  la  entrega. 

Si  la  cosa  fuere  indeterminada  ó  genérica,  podrá  pedir 
que  se  cumpla  la  obligación  ¿  expensas  del  deudor. 

Bi  el  obligado  ee  constituye  en  mora,  ó  se  baila  com- 
prometido á  entregar  una  misma  cosa  á  dos  ó  más  perso- 
nas diversas,  serán  de  su  cuenta  los  casos  fortuitos  hasta 
que  se  realice  la  entrega  (1). 

itrt.  fi007.  La  obligación  de  dar  cosa  determinada 
comprende  la  de  entregar  todos  sus  accesorios,  aunque  no 
hayan  sido  mencionados. 

Art.  lOOS.  Si  el  obligado  á  hacer  alguna  cosa  no 
la  hiciere,  se  mandará  ejecutar  á  su  costa. 

Esto  mismo  se  observará  si  la  hiciere  contraviniendo 
al  tenor  de  la  obligación.  Además  podrá  decretarse  que  se 
deshaga  lo  mal  h^cho. 

itrt.  i  090.  Lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del 
artículo  anterior  se  observará  también  cuando  la  obliga- 
ción consista  en  no  hacer  y  el  deudor  ejecutare  lo  que  le 
había  sido  prohibido. 

Art.  IfiOO.  Incurren  en  mora  los  obligados  á  en- 
tregar ó  á  hacer  alguna  cosa  desde  que  el  acreedor  les  exi- 
ja judicial  ó  extrajudicialmente  el  cumplimiento  de  su 
obligación. 

No  será,  sin  embargo,  necesatía  la  intimación  del 
acreedor  para  que  la  mora  exista: 

1.^  Cuando  la  obligación  ó  la  ley  lo  declaren  así  ex- 
presamente. 

2.^  Cuando  de  su  naturaleza  y  circunstancias  resulte 
que  la  designación  de  la  época  en  que  había  de  entregarse 


(1)     Véase,  como  concordante,  el  art  14B9. 
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la  cosa  ó  hacerse  el  eervicio,  fué  motivo  determinante 
para  establecer  la  obligación. 

£n  las  obligacioneB  reciprocaB  ningUDO  de  los  obliga» 
dos  incurre  en  mora  si  el  otro  do  cumple  ó  no  se  allana  á 
cumplir  debidamente  lo  que  le  incumbe.  Desde  que  uno 
de  los  obligados  cumple  su  obligación,  empieza  la  mora 
para  el  otro  (1). 

405.  Limitada  la  obligación  de  un  mandante  en  el  contrata 
para  la  reivindicación  de  un  capital  á  ceder  en  beneficio  de  un 
gestor  como  retribución  de  servicios  y  remuneración  de  gastos  la 
mitad  de  los  intereses  que  el  capital  baya  devengado,  y  se  acre- 
dite en  la  liquidación,  la  sentencia  que  condena  al  primero  á  que 
en  un  cierto  plazo  pague  al  segundo  determinada  cantidad  con  el 
rédito  del  6  por  100  desde  la  contestación  á  la  demanda,  infringe 
el  mencionado  contrato  y  los  artículos  1100,  1101  y  1108  del  Có* 
digo  civil,  si  aparece  que  el  obligado  no  habla  recibido  todavía  los 
intereses,  sin  que  conste  que  sea  por  su  culpa  ó  negligencia.-* 
8.  29  Dic.  92.-^ &.  2á  Feb.  98. 

406.  Celebrado  un  contrato  de  compraventa  de  una  tienda  y^ 
hecha  la  entrega  de  ella  por  el  vendedor  en  el  acto  mismo  de 
aquél,  quedó  cumplida  la  obligación  contraída  por  éste,  por  lo  que,, 
si  demandado  el  pago  del  precio,  la  sentencia  lo  acuerda  con  abo- 
no además  de  intereses  legales,  no  infringe  lo  dispuesto  en  este  ar^ 
ticulo  del  Código*— iS.  8  Mayo  P5.— ff .  17  Ágo$io. 

■"■"■■•^  Avi.  i  iOI.  Quedan  sujetos  á  indemnización  de  loa 
daños  y  perjuicios  causados  los  que  en  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones  incarrieren  en  dolo,  negligencia  ó  mo- 
rosidad, y  los  que  de  cualquier  modo  contravinieren  al  te- 
nor de  aquéllas  (2). 

i 

(1)     Véase,  oomo  ooneordantM,  el  «rt.  1601. 

(B)    Téeie,   en  el  «rtienlo  enterior,  1»  senteneiA  de  8  de  Mftjo  1896»  y  cott6 
oeneor^Mite,  el  mvt.  ISOSw 
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407.  Los  artículos  1101  y  1106  del  Código  civil  sujetan  á  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios,  entre  otros,  á  los  que  de  cual- 
quier modo  contravienen  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  con- 
traídas.—&  19  Nav.  91.--G.  1.^  Enero  92. 

408.  Al  estimar  la  Sala  sentenciadora^  en  virtud  de  las  pruebas^, 
que  la  muerte  de  un  individuo  ocurrió  por  omisión  de  los  dueños 
y  empresarios  de  un  local  de  las  precauciones  oportunas  para  evi- 
tar los  peligros  que  ofrecían  los  trabajos  que  aquel  ejecutaba  con 
conocimiento,  aquiescencia  y  en  provecho  de  éstos,  aplica  recta- 
mente loe  artículos  1093,  1902  y  1903,  y  no  infringe  el  1101,  1108 
y  1104  del  Código  civil,  porque  con  arreglo  al  primero,  las  obliga- 
ciones que  se  derivan  de  actos  ú  omisiones  en  que  intervenga  culpa 
ó  negligencia  no  penados  por  la  ley,  están  sometidas  á  las  dispo- 
siciones del  1902  y  1903,  y  según  éstos,  la  indemnización  del  daño 
procede  siempre  que  el  acto  ú  omisión  haya  sido  la  causa  del  daño 
y  no  se  haya  empleado  toda  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  fa- 
milia, tanto  cuando  el  acto  ú  omisión  son  propios,  como  cuando 
son  de  personas  por  quienes  se  deba  responder,  y  porque  las  dispo- 
siciones del  1101,  1103  y  1104  son  de  Carácter  general  y  aplicables 
á  todo  género  de  obligaciones,  y  no  ofrecen  contradicción  con  las 
especiales  del  1902  y  1908.-5.  14  Dic.  94.-0.  3  Marzo  96. 

409.  Aunque  en  un  recurso  pe  cite  como  infringido  el  art.  1101 
del  Código,  combatiendo  la  apreciación  de  la  prueba  hecha  por  la 
Sala  sentenciadora,  en  orden  á  no  estar  justificada  la  existencia  del 
contrato  en  que  se  fundó  la  demanda,  sin  citarse  ley  ni  documento 
ó  acto  auténtico  en  crédito  de  haberse  cometido  error  de  hecho  ó 
de  derecho  en  la  expresada  apreciación,  es  improcedente  la  admi- 
sión del  recurso.— /S.  16  Marzo  92.-— O.  14  Abril. 

410«  Al  estimar  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  facultades 
la  prueba  practicada  en  un  juicio,  y  apreciar  en  su  consecuencia 
como  ineficaz  el  contrato  contenido  en  la  escritura  base  de  la  de^ 
manda,  no  infringe  al  desestimar  ésta  y  absolver  al  demandado.de 
ella,  7  consiguientemente  del  abono  de  intereses,  las  disposiciones 
de  este  articulo  del  Código.— S^.  11  Abril  94.^G.  21  y  26  Sept. 
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411.  Declarado  en  una  sentencia  que  la  Delegación  del  Banco 
de  Eepaña  obró  no  sólo  dentro  de  su  derecho,  sino  en  el  cumpli- 
miento de  su  deber,  ai  separar  á  un  Agente  recaudador  de  contri- 
buciones que  resultó  alcanzado,  es  improcedente  alegar  como  in- 
fringido el  art.  1101  del  Código,  por  faltar  el  hecho  fundamental* 
base  de  la  acción  de  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  que  ee 
el  incumplimiento  por  parte  del  Banco  del  contrato  de  recanda- 
ción. — S.  7  Marzo  94.--G.  4  Sept. 

412.  No  puede  estimarse  infringido  este  articulo  del  Código 
por  la  sentencia  que,  aun  cuando  lo  menciona,  no  lo  aplica,  al  con- 
denar á  una  compañía  ferronaria  al  pago  de  la  indemnización  pe- 
dida en  la  demanda  por  las  lesiones  que  sufriera  el  actor,  y  ab- 
suelve de  la  solicitud  referente  á  falta  de  cumplimiento  del  con- 
trato de  transporte. — S.  27  Junio  94.— G.  8Nov. 

413.  Es  doctrina  constante  del  Tribunal  Supremo,  que  como 
loe  contratantes  adquieren  y  contraen  reciprocamente  derechos  y 
obligaciones,  sólo  son  eficaces  los  contratos  cuando  cumplen  las 
partes  con  lo  que  respectivamente  han  estipulado;  y,  por  tanto,  la 
sentencia  que,  estimando  que  el  actor  no  cumplió  por  su  parte 
aquello  á  que  se  obligó,  absuelve  al  demandado  de  la  reclamación 
de  daños  y  perjuicios  entablada  por  incumplimiento  de  sus  obli- 
gaciones, no  infringe  el  precepto  del  preinserto  art.  1101  del  06- 
digo.— iS^.  7  Octubre  95.— G.  de  27  id. 


Art.  Í14MS.  La  responsabilidad  procedente  del  dolo 
es  exigible  en  todas  las  obligaciones.  La  renuncia  de  Im 
acción  para  hacerla  efectiva  es  nula. 


414.  No  se  infringe  este  articulo  del  Código  cuando  do  ha  sido 
oportunamente  planteada  ni  discutida  la  posibilidad  ó  imposibili- 
dad de  la  renuncia  de  la  acción  procedente  del  dolo.-*-&  SO  Mar- 
zo 94.'^G.  ISySlSépi. 
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415.  £1  enriquecimiento  ¿  que  se  le&ere  el  articulo  1304  del 
Código  civil,  eónfiieie,  no  en  la  mera  enlarega  de  cierta  cantidad  en 
préstamo  á  un  menor  sin  int^vencióa  de  eu  curador  y  que  no  jus- 
tifique BU  intervención,  y  sí  en  acreditarse  cumplidamente  por  el 
que  afirma  el  enríqci^imiento  que  la  suma  recibida  por  el  menor 
ha  producido  aumento  ó  beneficio  en  su  patrimonio,  siendo  inapli  - 
i^ablee  los  artículos  1102  y  1269  de  dicho  Código,  porque,  exista  ó 
no  dolo,  el  articulo  se  dirige  más  bien  al  dolo,  que  tiende  á  eludir 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones,  que  al  origen  de  las  mismas; 
concepto  que  se  confirma  por  la  redacción  del  artículo  que  le  sub- 
sigue y  del  que  le  antecede;  y  siendo  nulos  el  contrato  y  la  hipo- 
teca en  él  constituida  y  su  inscripción,  y  no  existiendo  enriqueci- 
miento del  menor,  ni  por  consiguiente  obligación  en  ente  de  de- 
volver la  suma  recibida  á  préstamo,  no  cabe,  sea  cualquiera  la  in- 
terpretación que  se  dé  al  art.  1308,  que  se  suspenda  la  cancelación 
de  inscripción  de  una  hipoteca  cuya  nulidad  se  reconoce. -t-í9.  22 
Od.  94.-0.  30  IHc. 


Art.  1103.  La  responsabilidad  que  proceda  dé  ne- 
gligencia es  igualmente  ezigible  en  el  cumplimiento  de 
toda  clase  de  obligaciones;  pero  podrá  moderarse  por  loe 
Tribunales  según  los  casos. 


416.  AI  estimar  la  Sala  sentenciadora,  en  virtud  de  las  pruebas, 
que  la  muerte  de  un  individuo  ocurrió  por  omisión  por  parte  de 
los  dueños  y  empresarios  de  un  local  de  las  precauciones  oportunas 
para  evitar  los  peligros  que  ofrecían  los  trabajos  que  aquel  ejecu- 
taba con  conocimiento,  aquiescencia  y  en  provecho  de  éstos,  aplica 
rectamente  los  artículos  1093, 1902  y  1903  del  Código  civil,  y  no 
infringe  el  1101, 1103  y  1104,  porque  con  arreglo  al  primero,  las 
obligaciones  que  se  derivan  de  actos  ú  omisitmes  en  que  intervenga 
culpa  ó  negligencia  no  penadas  por  la  ley,  están  sometidas  á  las 
disposiciones  del  1902  y  1903,  y  según  éstos,  la  indemnización  del 
daño  procede  siempre  que  el  acto  ú  omisión  haya  sido  la  causa  del 
daño  y  no  se  haya  empleado  toda  la  diligencia  de  un  buen  padre 
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de  familia,  tanto  cuando  el  acto  ú  omisión  son  propios,  como  cuan- 
do 8on  de  personas  por  quienes  se  deba  responder;  y  porque  las  dis- 
posiciones del  1101,  1103  y  1104  son  de  carácter  general  y  aplica- 
bles á  todo  género  de  obligaciones,  y  no  ofrecen  contradicción  con 
las  especiales  del  1902  y  1903. -iS.  14  Dic.  Bé.-^G.  3  Marzo  96. 

Art.  1104.  La  culpa  ó  negligencia  del  deudor 
consiste  en  la  omisión  de  aquella  diligencia  que  exija  la 
naturaleza  de  la  obligación  y  corresponda  á  las  circuns- 
tancias de  las  personas,  del  tiempo  y  del  lugar. 

Cuando  la  obligación  no  exprese  la  diligencia  que  ha 
de  prestarse  en  su  cumplimiento,  se  exigirá  la  que  corres- 
pondería á  un  buen  padre  de  familia  (1). 


417.  Estimándose  en  una  sentencia,  por  el  resultado  de  las 
pruebas,  que  hubo  novación  en  un  contrato  de  arrendamiento,  no 
tienen  aplicación  las  disposiciones  del  art.  1104  del  Código  cuando 
se  citan  en  el  recurso  como  infringidas,  en  el  supuesto  de  subsistir 
en  toda  su  fuerza  el  mencionado  contrato. — S.  26  F^ero  94. — 
G.  7  Jtdio. 

418.  No  puede  estimarse  infringido  este  artículo  del  Código 
por  la  sentencia  que,  aun  cuando  lo  menciona,  no  lo  aplica,  al 
condenar  á  una  compañía  ferroviaria  al  pago  de  la  indemnización 
pedida  en  la  demanda  por  lesiones  que  sufriera  el  actor,  y  absuel- 
ve de  la  solicitud  referente  á  falta  de  cumplimiento  del  contrato 
de  transporte. — 8.  27  Junio  94. — ©•  8  Nov. 


ilrt.  il05.  Fuera  de  los  casos  expresamente  men- 
cionados en  la  ley,  y  de  los  en  que  asi  lo  declare  la  obli- 
gación, nadie  responderá  de  aquellos  sucesos  que  no  hu- 
bieran podido  preverse,  ó,  que  previstos,  fueran  inevi- 
tables. 

(1)    YéAM  la  regU  de  jofisprudenoí*  del  «rÜoulo  a&Wn«r. 
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Api.  i  106.  La  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
comprende,  no  sólo  el  valor  de  la  pérdida  que  haya  su- 
frido, sino  también  el  de  la  ganancia  que  haya  dejado  de 
obtener  el  acreedor,  salvas  las  disposiciones  contenidas 
en  los  artículos  siguientes. 


419.  Aplica  rectamente  el  art.  1671  del  Código  civil,  y  no  pres- 
ando de  lo  ordenado  en  el  1106,  la  sentencia  que,  al  desestimar 
una  parte  de  la  indemnización  pretendida  por  el  arrendatario,  se 
funda  en  que  los  demás  perjuicios  reclamados  son  dudosos,  contin- 
gentes y  no  probados,  cuya  apreciación,  hecha  por  la  Sala  senten- 
ciadora en  virtud  de  sus  peculiares  atribuciones,  sólo  puede  ser  im- 
pugnada en  casación  conforme  al  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil. — S.  3  Nov.  92,— G.  24  Dic, 

420.  Los  artículos  1101  y  1106  del  Código  civil  sujetan  á  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios,  entre  otros,  á  los  que  de  cual- 
quier modo  contravienen  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  con- 
traídas.—5'.  19  Nov.  91.— G.  1.^  Enero  92. 

421.  Estimándose  en  una  sentencia,  por  el  resultado  de  las 
pruebas,  que  hubo  novación  en  un  contrato  de  arrendamiento,  no 
tienen  aplicación  las  disposiciones  de  este  articulo  del  Código, 
cuando  se  citan  como  infringidas  bajo  el  fundamento  de  subsistir 
en  todo  su  vigor  el  mencionado  contrato. —jS^.  28  Féb.  94. — G.  7 
Julio. 


Art.  i  109.  Los  daños  y  perjuicios  de  que  responde 
el  deudor  de  buena  fe  son  los  previstos  ó  que  se  hayan 
podido  prever  al  tiempo  de  constituirse  la  obligación  y 
que  sean  consecuencia  necesaria  de  su  falta  de  cumpli- 
miento. 

En  caso  de  dolo  responderá  el  deudor  de  todos  los  que 
conocidamente  se  deriven  de  la  falta  de  cumplimiento  de 
la  obligadón. 


r 
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Art.  11IM.  Si  la  obligación  con:»ÍBtie!re  en  el  pago 
de  una  cantidad  de  dinero  y  el  deador  incurriere  en  mora, 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios»  no  habiendo  pacto 
en  contrario,  consistirá  en  el  pago  de  los  intereses  conve- 
nidos, y  á  falta  de  convenio,  en  el  interés  legal. 

Mientras  que  no  se  fije  otro  por  el  Gobierno,  se  con- 
siderará como  legal  el  interés  de  6  por  IQO  al  año. 


422.  Infringe  este  articulo  la  sentencia  que  condena  al  pago  de 
una  cantidad,  intereses,  costas,  daños  y  perjuicios,  porque  con 
arreglo  d  su  precepto,  cuando  la  obligación  consiste  en  el  pago  de 
una  cantidad  de  dinero  y  el  deudor  incurre  en  mora,  la  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios  es,  no  habiendo  pacto  en  contrario,  el 
pago  de  los  intereses  convenidos,  y  en  su  defecto,  el  legal;  por  ma- 
nera que  si  en  el  documento  origen  de  la  obligación  se  contrajo  la 
de  pagar  el  principal,  las  costas  y  los  daños  y  perjuicios,  éstos  es- 
tán debidamente  representados  por  los  intereses,  mucho  más 
cuando  ni  se  alega  ni  se  intenta  probar  cosa  alguna  que  autorice 
esa  duplicidad  de  condenas. — 8.  24  Nov.  94, — O.  26  Féb.  95. 

423.  Limitada  la  obligación  de  un  mandante  en  el  contrato 
para  la  reivindicación  de  un  capital  á  ceder  en  beneficio  de  un 
gestor  como  retribución  de  servicios  y  remuneración  de  gastos,  la 
mitad  de  los  intereses  que  el  capital  haya  devengado  y  se  acredite 
en  la  liquidación,  la  sentencia  que  condena  al  primero  á  que 
en  un  cierto  plazo  pague  al  segundo  determinada  cantidad  con  el 
interés  del  6  por  100  desde  la  contestación  á  la  demanda,  infringe 
el  mencionado  contrato  y  los  artículos  1100,  1101  y  1108  del  Có- 
digo civil,  si  aparece  que  el  obligado  no  habla  recibido  todavía  los 
intereses,  sin  que  conste  que  sea  por  su  culpa  ó  negligencia. — 
S.  21  Dic,  92.--G.  24  Feb,  98. 

424.  Apreciando  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  facultades 
la  prueba  practicada  en  un  juicio,  y  estimando  en  su  consecuen- 
cia ineficaz  la  escritura  base  de  la  demanda^  no  es  licito  ni  permi- 
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tido  combatir  aquélla  con  las  miBraafl  pruebas  que  han  sido  apre- 
ciadas, desoomponiéndolae  y  utilizando  parte  de  ellas,  ni  hacer 
supuesto  de  la  cuestión,  ni  aducir  errores  de  hecho  ó  de  derecho 
de  los  propios  documentos  que  con  todos  los  elementos  y  datos 
probatorios  existentes  en  el  pleito  han  sido  examinadas  y  debida- 
mente apreciadas  sin  quebrantar  ley  ni  doctrina  alguna;  y  por 
tanto,  al  desestimar  la  demanda  y  absolver  al  demandado,  no  incu- 
rre en  infracción  de  este  artículo  del  Código. — 5.  11  Abril  94, — 
G.  21  y  26  Sepi. 

425.  Al  estimar  la  Sala  sentenciadora  que,  conforme  á  la  prác- 
tica, cual  se  venía  haciendo  por  el  mandatario  de  una  Sociedad  de 
seguros  en  casos  análogos,  con  aprobación  de  la  Sociedad,  aceptó 
aquél  el  pago  y  recibió  una  cuota  de  un  asegurado,  no  obstante  su 
vencimiento  anterior^  sin  que  faltase  á  instrucción  alguna  con- 
creta, ni  á  obligación  expresamente  impuesta  por  el  mandato,  de- 
mostrado así  por  el  pago  del  seguro  á  la  viuda  del  asegurado,  sin 
protesta  alguna  de  caducidad  del  mismo,  no  existe  infracción  del 
Código  civil,  ni  por  tanto  de  las  disposiciones  de.  este  artículo. — 
S.  20  Abril  94.-0.  26  Sept.  y  7  Oct. 

426.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  lo 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu- 
cir intereses  de  cantidades  ilíquidas,  y  lo  son  todas  aquellas  en 
que  precisa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto. — ^S^.  10  Di- 
ciembre 94. — O.  2  Marzo  95. 

427.  La  obligación  contraída  por  el  vendedor  respecto  al  tras- 
paso  de  una  tienda,  que  fué  entregada  en  el  mismo  acto  al  com- 
prador, quedó  cumplida  por  ese  hecho,  y  no  habiéndose  realizado 
por  la  del  comprador  la  de  pagar  el  precio,  procede  se  le  condene 
á  su  abono  con  el  interés  legal  correspondiente;  y  acordándolo  así 
la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  lo  dispuesto  en  este  artículo  del 
Código.— 5.  8  Mayo  95, --G.  17  Agosto. 

\ii^t.  1  i  Oft.    Los  intereses  vencidos  devengan  el  in- 
terés legal  desde  que  son  judicialmente  reclamados,  aun» 
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que  la  obligación  haya  guardado  silencio  sobre  este  panto. 

En  los  negocios  comerciales  se  estará  á  lo  qué  dispone 
el  Código  de  Comercio. 

Loe  Montes  de  Piedad  y  Cajas  de  Ahorros  se  regirán 
por  BUS  reglamentos  especiales. 

Art.  11  lO.    El  recibo  del  capital  por  el  acreedor, 

sin  reserva  alguna  respecto  á  los  intereses,  extingue  la 
obligación  del  deudor  en  cuanto  á  éstos. 

El  recibo  del  último  plazo  de  un  débito^  cuando  el 
acreedor  tampoco  hiciere  reservas,  extinguirá  la  obliga- 
ción en  cuanto  á  los  plazos  anteriores  (1). 


428.  Las  presunciones  establecidas  por  la  ley  pueden  destrnirse 
mediante  la  praeba  en  contrario,  excepto  en  los  casos  en  que  la 
misma  ley  prohibe  combatirlas. — S.  9  Junio  93. — G.  19  Od. 


Jkri.  1111.  Los  acreedores,  después  de  haber  per- 
seguido los  bienes  de  que  esté  en  posesión  el  deudor  para 
realizar  cuanto  se  les  debe,  pueden  ejercitar  todos  los  de- 
rechos y  acciones  de  éste  con  el  mismo  fin,  exceptuando 
los  que  sean  inherentes  á  su  persona;  pueden  también 
impugnar  los  actos  que  el  deudor  haya  realizado  en  fraude 
de  su  derecho. 

429.  Al  absolver  de  la  demanda  de  tercería  producida  en  juicio 
-ejecutivo  al  actor  y  al  ejecutado,  se  resuelve  sobre  el  pretendido 
dominio  que  se  deniega  al  tercerista,  y  al  imponer  á  éste  la  sen- 
tencia el  deber  de  otorgar  escritura  en  favor  de  la  ejecutada  de  re- 
conocimiento de  su  derecho  á  los  bienes  embargados,  según  lo  pe- 
dido por  vía  de  reconvención  por  el  ejecutante,  se  aplica  debida- 
mente, y  no  se  infringe,  por  tanto,  el  artículo  transcrito,  porque 
el  mismo  concede  al  actor  ejecutante  el  derecho  como  tal  ejercita- 
do.—5^.  31  Dic.  9o.— G.  31  Enero  96. 

(1)     Y¿aae,  como  oonoort^anten,  los  articulCMS  1173  y  1021. 
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Art.  1119.  Todos  los  derechos  adquiridos  en  yir- 
tud  de  una  obligación  son  transmisibles  con  sujeción  á 
las  leyes,  si  no  se  hubiese  pactado  lo  contrario. 

p 

J.  BOMETE  el  epígrafe  de  este  capítolo  tratar  de  la  nataraleza  de  las  obli  - 
gaciones,  y  sin  embargo,  el  Código,  ni  deRne  la  oblígaciÓQ  ni  expresa  en 
parte  algana  sa  naturaleza,  dejándonos  á  osearas  y  con  la  cariosidad  no  sa- 
tisfecha  de.saber  cómo  el  legislador  entiende  esta  materia.  La  obligación  la 
definieron  Justiniano  y  D.  Alfonso  el  Sabio,  y  es  da  relación  jurídica  que  re- 
salía de  dos  volaotades  concertadas  ó  de  intereses  qae  se  corresponden,  por 
virtad  de  la  qne  puede  una  persona  ser  compelida  por  otra  á  dar  algona  cosa, 
á  prestar  un  servicio,  á  no  hacer  ó  á  permitir  que  otro  baga.» 

Asi  explicada  la  nataraleza  de  la  obligación,  no  es  difícil  determinar  sos 
efectos.  El  Código,  para  establecerlos,  sigue  un  método  racional,  paes  primero 
determina  los  efectos  de- la  obligación  de  dar,  después  los  de  la  de  hacer,  y 
por  último,  los  de  la  de  no  hacer. 

£1  obligado  á  dar  está  obligado  también  á  conservar  lo  qae  ha  de  dar,  y  la 
diligencia  que  en  la  conservación  ha  de  emplear  es  la  de  un  boen  padre  de  fa- 
milia. 

Las  reglas  que  establece  el  Código  y  las  penalidades  que  saneiona  en  estos 
artículos,  son  bien  claras  y  justas,  ofreciendo  sólo  dificultad  en  coanto  á  lo 
qoe  ha  de  entenderse  por  cosas  accesorias,  sobre  lo  qae  no  se  da  solución  al- 
gona, y  respecto  á  las  obligaciones  de  hacer,  porque  no  es  ni  paede  ser  tan 
absoluto  que,  si  el  obligado  á  hacer  alguna  cosa  no  la  hiciere,  se  mandará 
ejecutar  á  su  costa,  pues  esto  que  en  los  hechos  ó  cosas  mecánicas  no  tendrá 
dificultad  alguna,  ha  de  ofrecerla,  y  muy  grande,  en  las  obras  de  arte,  porque 
el  mérito  personal  no  admite  sustitución. 

Los  artículos  transcritos  y  las  reglas  de  jurisprudencia  á  ellos  adaptadas, 
especifican  y  estatuyen  suficientemente  los  efectos  de  las  obligaciones,  en  ge- 
neral, por  lo  cual  suprimimos  la  exposición  de  sus  diferentes  miembros  para 
evitar  redundancias  y  repeticiones. 

La  imposición  de  costas  es,  en  realidad,  la  indemnización  por  ona  parte  i 
la  otra  de  los  perjuicios  que  le  ha  originado  el  pleito;  y  esta  indemnización 
se  rige  por  los  principios  generales  del  derecho,  por  lo  que  los  Tribunales  ha- 
brán de  imponerla  siempre  que  á  su  juicio  exista  la  negligencia,  dolo  ó  mala 
fe  á  que  se  refiere  el  art.  4104  preinserto  (4). 

(1)     Gran  perplejidad  oca8Íonar¿  en  la  práotioa  k  los  Jaeoes  y  Tribonalea  la 
Tovo  n  82 
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En  orden  at  derecho  iimtiiNAcioNAL,  convienen  !os  principales  autores  y 
la  jarispradeneía  de  yarios  Tribunales,  en  qae  la  ley  del  la^ar  en  que  el  con- 
trato y  la  obligación  se  perfeccionan,  es  la  qae  debe  decidir  si  la  obligación 
es  civil,  o  natural,  pura  ó  condicional,  si  es  de  dar  ó  de  hacer,  etc.,  etc.  En 
cuanto  á  los  efectos  jurídicos  de  las  obligaciones,  hay  que  distinguir  las  qne 
se  derivan  inmediatamente  de  la  naturaleza  del  contrato,  de  una  disposición 
legal  6  de  la  coslunibre  vigente  en  el  lugar,  de  los  accidentes  que  resulten  de 
sucesos  posteriores  y  que  nacen  por  circunstancias  que  concurren  en  el  cum- 
plimiento de  la  obligación.  Si  las  parles.no  hubieren  declarado  nada  expresa- 
mente, los  efectos  inmediatos  que  se  derivan  del  contrato  deberán  regirse  por 
la  lea>  loei  cantractus  —por  la  ley  ó  la  costumbre — sobre  todo  cuando  los  ciu- 
dadanos sean  de  distinta  patria  ó  estén  domiciliados  en  países  regidos  por 
leyes  diferentes,  según  el  principio  ó  regla  de  derecho  consignado  en  el  Di- 
gesto,  ley  35,  De  regulis  jurii. 

Aceptado  este  principio  por  la  mayor  parte  de  los  jurisconsultos,  resulta 
que  deben  resolverse  con  arreglo  á  la  ItSB  loci  los  casos  siguientes:  si  la  cosa 
ha  parecido  para  el  deudor  ó  para  el  acreedor;  si  el  deudor  es  responsable  so- 
lamente del  dolo  ó  también  de  la  culpa  lata  ó  leve;  si  es  responsable  en  los 
casos  de  fuerza  mayor  ó  fortuitos;  derecho  que  tiene  el  acreedor  para  pedir  la 
ejecución  del  contrato  ó  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios;  qué  obliga- 
ción tiene  el  deudor  de  entregar  la  cosa,  de  efectuar  la  prestación  ó  de  resar- 
cir el  daho  ocasionado,  á  quién  y  en  qué  casos  corresponde  el  derecho  de  pe- 


impoaioióxi  de  oosias  faera  de  loe  moldes  en  que  la  encerraba  la  ley  S.\  tit.  28  da 
la  Partida  8.*  y  las  demás  del  derecho  histórico.  El  que  nsa  de  su  dereeho  á  nadie 
dafta;  y  maohas  veces  perderá  su  pleito  qaien  Ip  promovió  usando  de  su  derecho» 
más  ó  menos  indisoatible...,  pero  disentido  al  fin.  Toda  discusión  judióial,  to^a 
controversia  ante  los  Tribunales  de  justicia,  equivale  k  un  combate  entre  dos 
rivales/ en  el  que  no  siempre  la  rasón  es  la  que  trianfa,  porque  las  vicisitudes  de 
la  lucha»  desde  que  ésta  comiemea,  se  rigen,  más  por  las  reglas  ocasionales  y  anó-^ 
malas  de  la  beligerancia,  que  por  las  de  la  razón  absolata.  ¡Cuántas  veces  80  ter- 
mina un  pleito  en  dos  instancias,  y  aun  en  la  tercera,  digámoslo  así,  por  la  casa- 
ción, sin  qne  haya  llegado  á  discutirse  el  derecho  sustancialmenté  reclamado! 
¡Coántas  veces,  por  falta  de  prueba  saficiente,  se  absuelve  de  la  demanda  4I  de- 
mandado, aunque  el  Juea  mismo  conosca  el  fondo  de  raaón  qne  informó  la  de* 
manda!  Con  efecto,  ni  todas  las  verdades  son  verosímiles,  ni  todas  las  veroaimiU- 
tudes  son  verdades;  y  la  verdad  legal,  ó  sea  la  verdad  demostrada  por  los  medioa 
que  la  ley  tiene  establecidos,  no  siempre  es  conol oyente,  y  menos  aún  cuando  apa- 
resca  rudamente  oombatida  dentro  de  las  facilidades  qne  á  la  sagacidad  y  á  la. 
astuoia  ofrece  siempre  la  discusión  y  la  lucha. 
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dir  la  resoloción  del  contrato  por  caasa  de  lesión,  ó  la  restitución  in  integrum 
por  cansas  inherentes  al  contrato  mismo,  etc. 

Los  efectos  que  se  derivan  del  modo  de  ejecotar  el  contrato  deben  regirse 
por  la  ley  del  logar  en  donde  haya  de  verificarse  la  prestación,  y  lo  mismo 
respecto  de  la  decisión  de  la  culpa«  negligencia,  caso  fortoito,  mora,  etc. 

Por  último,  los  efectos  gne  se  derivan  de  acontecimientos  accidentales  qoe 
hayan  sobrevenido  antes  ó  después  de  la  convención  ó  en  la  ejecución  dé  la 
misma,  y  que  no  dependan  de  una  causa  inherente  á  la  obligación  primitiva, 
sino  de  nueyos  hechos,  deben  regirse  por  la  ley  del  lagar  en  que  surja  la 
nueva  causa  de  qoe  dependen,  como  sucedería,  por  ejemplo,  si  disminuyesen 
las  garantías  que  presentaba  el  deudor  en  la  época  en  que  se  obligó,  y  el 
acreedor  pudiera  obligarle  jadicialmente  á  garantir  la  ejecución  de  la  obliga- 
ción mediante  fiador  ú  otra  caución  suficiente;  y  los  efectos  que  ft  derivan  de 
U  fíanta  judiciaU  y  el  derecho  del  fiador  para  pedir  la  ejecución  por  parte  del 
deudor  principal,  deben  regirse  por  la  ley  del  lugar  en  donde  tenga  efecto  el 
juicio. 


CAPITULO  in 

De  laB  diversas  especies  de  obligraciones. 


SECCIÓN  PRIMERA 

I)£  LAS  OBLIGACIONES  PURAS  Y  DB  LAS  CONDICIONALES 

Art.  1113.  Será  exigible  desde  luego  toda  obliga- 
ción cuyo  cumplimiento  no  dependa  de  un  suceso  futuro 
ó  incierto,  ó  de  un  suceso  pasado,  que  los  interesados 
ignoren. 

También  será  exigible  toda  obligación  que  contenga 
condición  resolutoria,  sin  perjuicio  de  los  efectos  de  la 
resolución. 


430.    Tratándose  del  pago  del  importe  de  unas  obras,  la  senten- 
cia que  teniendo  en  cuenta  que  el  contrato  celebrado  por  las  par- 


340  CÓDIGO  CIVIL 

tes  no  se  ha  puesto  en  duda  por  ningana  de  ellas,  y  que  el  actor 
al  replicar  redujo  á  menor  cantidad  laque  fué  objeto  de  la  de- 
manda, estima  como  bastante  para  pronunciar  el  fallo  la  liquida- 
ción practicada  por  el  director  de  la  obra,  sin  que  contra  su  apre- 
ciación se  haya  alegado  por  el  recurrente  infracción  de  ninguna 
clase,  no  comete  la  de  las  leyes  1.^,  tit.  1.^  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, regla  17,  tit.  34,  Partida  7.^,  ni  de  los  artículos  1118, 1254, 
1544  y  1555  del  Código  civil.— 5.  16  Mayo  92.-^0.  16  Agosto, 

431.  No  infringe  el  principio  de  derecho  que  informa  este  ar- 
ticulo del  Código,  la  sentencia  que  señala  un  plazo  prudencial  pam 
que  los  herederos  de  una  persona  hagan  el  pago  de  la  suma  á  que 
les  declara  obligados,  porque  con  ello  no  desconoce  que  la  obliga- 
ción de  que  se  trata  es  exigible  desde  luego,  ni  altera  su  carácter 
de  pura.— /S.  20  OcL  92.--G.  21  Dü. 

432.  No  infringe  este  articulo  del  Código  la  sentencia  que  no 
considera  exigible  y  eficaz  desde  luego  una  cesión  que  se  halla  su- 
bordinada al  cumplimiento  de  una  condición. — S.  28  Junio  95,-^ 
G.  20  SepL 


Art.  1114.  En  las  obligaciones  condicionales  la 
adquisición  de  los  derechos,  así  como  la  resolución  ó  pér- 
dida de  los  ya  adquiridos,  dependerán  del  acontecimiento 
que  constituya  la  condición. 


438«  Carece  de  aplicación  el  precepto  de  este  artículo  al  caí?o 
en  que,  no  habiéndose  impuesto  como  condición  de  una  compra- 
venta el  pago  de  un  préstamo  del  Banco  Hipotecario,  el  dominio 
pleno  se  consolida  legalmente  en  el  comprador  por  el  lapso  del 
plazo  señalado  para  que  el  vendedc»  pudiera  recobrarla,  iBftpon- 
diendo  de  dicho  pago  el  inmueble  gravado  aunque  su  propiedad m 
transfiera  á  otra  persona.— S^.  BO  Marzo  95,— G.  5  Agosto. 
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Ari*  1115.  Cuando  el  cumplimiento  de  la  condi- 
ción dependa  de  la  exclusiva  voluntad  del  deudor,  la 
obligación  condicional  será  nula.  8i  dependiere  de  la 
suerte  ó  de  la  voluntad  de  un  tercero,  la  obligación  sur- 
tirá todos  suB  efectos  con  arreglo  á  las  disposiciones  de 
este  Código. 


434.  Establecida  entre  las  cláusulas  de  una  escritura  de  arren- 
damiento de  una  mina  la  condición  de  que  los  arrendatarios  ha- 
bían de  comenzar  los  trabajos  de  explotación  dentro  de  los  tres 
primeros  meses  á  contar  desde  la  fecha  de  la  escritura,  y  que  de 
DO  hacerlo,  perderían  el  derecho  al  contrato  y  se  entendería  que 
renunciaban  á  la  continuación  de  éste,  quedando,  por  tanto,  res- 
cindido y  sin  efecto  jurídico  alguno,  son  lícitas  y  legalmente  váli- 
das esas  condiciones,  y  al  declararlo  así  la  Sala  sentenciadora,  esti- 
<  mando  como  extinguidas  las  obligaciones  de  los  arrendatarios 
porque  al  no  comenzar  los  trabajos  y  renunciar  al  contrato  se  ajus- 
taron á  lo  convenido,  no  infringe  el  precepto  de  este  artículo,  in- 
aplicable al  caso,  porque  la  aplicación  de  la  cláusula  penal  esta- 
blecida supone  la  existencia  del  contrato,  y  no  puede  imponerse 
á  lo  que,  sobre  llevar  su  sanción  expresa  en  el  mismo,  implica  su 
.cumplimiento  y  el  ejercicio  de  un  derecho. — S,  15  Marzo  95, — 
Q.ÍÍ7  Julio, 


Art.  11 IS.  Las  condiciones  imposibles,  las  contra- 
rias á  las  buenas  costumbres  y  las  prohibidas  por  la  ley 
anularán  la  obligación  que  de  ellas  dependa. 

La  condición  de  no  hacer  una  cosa  imposible  se  tiene 
por  no  puesta  (1). 

486.    El  hecho  de  subordinar  la  validez  y  eficacia  de  un  conve- 
nio de  acreedores  á  que  lo  hayan  firmado  determinado  número  de 

(1)     VteiM,  eomo  ooneordMite*,  los  furtit.  793,  1184  y  1856. 
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aquéllos,  no  expresa  ni  puede  entenderse  que  se  refiere  á  otros  de 
ellos  que  á  los  que  lo  suscribieron  ó  consintieron,  cosa  perfecta- 
mente posible,  y  que  en  nada  contraria  la  moral  ni  las  leyes,  por 
lo  que  estimándolo  asi  no  se  infringe  el  art.  53  del  Código  de  (Co- 
mercio, ni  el  1116  del  Código  civil;  antes  bien  se  ajusta  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1091 ,  1254,  1255  y  1257  del  último  de  di- 
chos Códigos,  declarando  que  el  mencionado  convenio  tiene  fuerza 
dé  ley  .para  quien  lo  suscribió,  y  no  habiendo  hecho  más  que  uiar 
de  un  derecho  para  aceptar  las  condiciones  del  mismo,  viene  obli- 
gado á  cumplirlo. — S.  10  Mayo  92. — O.  14  Agosto, 


Art.  III9.  La  condición  de  que  ocurra  algún  su- 
ceso en  un  tiempo  determinado  extinguirá  la  obligación 
desde  que  pasare  el  tiempo  ó  fuere  ya  indudable  que  el 
aoontecimiento  no  tendrá  lugar. 

Art.  IIIS.  La  condición  de  que  [no  acontezca  al- 
gún suceso  en  tiempo  determinado  hace  eficaz  la  obliga- 
ción desde  que  pasó  el  tiempo  señalado,  ó  sea  ya  evidente 
que  el  acontecimiento  no  puede  ocurrir. 

Si  no  hubiere  tiempo  fijado,  la  condición  deberá  repu- 
tarse cumplida  en  el  que  verosímilmente  se  hubiese  que^ 
rido  señalar,  atendida  la  naturaleza  de  la  obligación. 

Art.  IIIO.  Se  tendrá  por  cumplida  la  condición 
cuando  el  obligado  impidiese  voluntariamente  su  cum- 
plimiento. 

Art.  II 90.  Los  efectos  de  la  obligación  condicional 
de  dar,  una  ^ez  cumplida  la  condición,  no  se  retrotraen 
al  día  de  la  constitución  de  aquélla.  Esto  no  obstante, 
cuando  la  obligación  imponga  recíprocas  prestaciones  á 
los  interesados,  se  entenderán  compensados  unos  con 
otros  los  frutos  é  intereses  del  tiempo  en  que  hubiese  eii- 
tado  pendiente  la  condición.  Si  la  obligaciÓA  fuere  un^a- 
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teral;  el  deudor  hará  suyos  los  frutos  é  intereses  percibi- 
dos, á  menos  que  por  la  naturaleza  y  circunstancias  de 
aquélla  deba  inferirse  que  fué  otra  la  voluntad  del  que 
la  constituyó. 

En  las  obligaciones  de  hacer  y  de  no  hacer  los  Tribu- 
nales  determinarán,  en  cada  caso,  el  efecto  retroactiyo  de 
la  condición  cumplida. 

Art.  im.  El  acreedor  puede,  antes  del  cumpli- 
miento de  las  condiciones,  ejercitar  las  acciones  proce- 
dentes para  la  conservación  de  su  derecho. 

El  deudor  puede  repetir  lo  que  en  el  mismo  tiempo 
hubiese  pagado. 


486.  Constituida  entre  dos  personas  sociedad  para  la  presta- 
ción de  servicios  públicos,  fallecido  uno  de  los  socios  y  nombrada 
su  viuda  administradora  del  abintestato  del  mismo  para  cobrar  los 
créditos  pendientes,  la  sentenciíi  que  se  limita  á  ordenar  que  se 
efectúe  dicho  cobro  con  intervención  del  otro  socio,  en  su  calidad 
de  capitalista,  otorga  á  éste  ima  garantía  que  encuentra  apoyo  en 
la  equidad  y  en  el  ef>plritu  de  los  artículos  1121,  1700  y  1704  del 
Código  civil.— 5.  27  Abril  Bá.—O,  81  Sept. 


Art.  11^9.  Cuando  las  condiciones  fueren  pues- 
tas con  el  intento  de  suspender  la  eficacia  de  la  obliga- 
ción de  dar,  se  observarán  las  reglas  siguientes,  en  el  caso 
de  que  la  cosa  mejore  ó  se  pierda  ó  deteriore  pendiente 
la  condición: 

1.*  Si  la  cosa  se  perdió  sin  culpa  del  deudor,  quedará 
extinguida  la  obligación. 

2.^  Si  la  cosa  se  perdió  por  culpa  del  deudor,  éste 
queda  obligado  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 

Entiéndese  que  la  cosa  se  pierde  cuando  perece,  queda 
fuera  del  comercio  ó  desaparece  de  modo  que  se  ignora 
su  existencia,  ó  no  se  puede  recobrar. 
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3.^  Cuando  la  cosa  se  deteriora  sin  calpa  del  deudor^ 
el  menoscabo  es  de  cuenta  del  acreedor. 

4.^  Deteriorándose  por  culpa  del  deudor,  e\  acreedor 
podrá  optar  entre  la  resolución  de  la  obligación  y  su 
cumplimiento,  con  la  indemnización  de  perjuicios  en 
ambos  casos. 

6.^  Si  la  cosa  se  mejora  por  su  naturaleza,  ó  por  el 
tiempo,  las  mejoras  ceden  en  favor  del  acreedor. 

6.^  Si  se  mejora  á  expensas  del  deudor,  no  tendrá  éste 
otro  derecho  que  el  concedido  al  usufructuario. 

¡krt.  11S3.  Cuando  las  condiciones  tengan  por  ob- 
jeto resolver  la  obligación  de  dar,  los  interesados,  cum- 
plidae  aquéllas,  deberán  restituirse  lo  que  hubiesen  per- 
cibido. 

En  el  caso  de  pérdida,  deterioro  ó  mejorado  la  cosa,  se 
aplicarán  al  que  deba  hacer  la  restitución  las  disposicio- 
nes que  respecto  al  deudor  contiene  el  articulo  prece- 
dente. 

En  cuanto  á  las  obligaciones  de  hacer  y  no  hacer,  se 
observará,  respecto  á  los  efectos  de  la  resolución,  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  segundo  del  art.  1120. 


437.  Carecen  de  aplicación  los  preceptos  de  este  articulo  y  del 
siguiente  al  caso  en  que,  no  habiéndose  impuesto  como  condición 
de  una  compraventa  el  pago  de  un  préi^tamo  del  Banco  Hipoteca- 
rio, el  dominio  pleno  se  consolida  legalmente  en  el  comprador  por 
el  lapso  del  plazo  señalado  para  que  el  vendedor  pudiera  recobrar- 
la, respondiendo  de  dicho  pago  el  inmueble  gravado,  aunque  su 
propiedad  se  transfiera  á  otra  persona. — S.  30  Margo  95. — O.  f> 
Ágo9ío. 

Apt.  11941.  La  facultad  de  resolver  las  obligaciones 
se  entiende  implícita  en  las  recíprocas,  para  el  caflo  de 
que  uno  de  los  obligados  no  cumpliere  lo  que  le  in- 
cumbe. 
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El  perjudicado  podrá  escoger  entre  exigir  el  cumpli- 
miento ó  la  resolución  de  la  obligación,  con  el  resarci- 
miento de  daños  y  abono  de  intereses  en  ambos  casos. 
También  podrá  pedir  la  resolución,  aun  después  de  haber 
optado  por  el  cumplimiento,  cuando  éste  resultare  impo- 
sible. 

El  Tribunal  decretará  la  resolución  que  se  reclame,  á 
no  haber  causa  justificada  que  le  autorice  para  señalar 
plazo. 

Esto  se  entiende  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  terce- 
ros adquirentes,  con  arreglo  á  los  artículos  1295  y  121)8,  y 
á  las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria  (1). 


438.  Segiün  se  halla  declarado  por  el  Tribunal  Supremo,  los 
contratos  en  que  se  establecen  recíprocos  derechos  y  obligaciones 
sólo  son  eficaces  cuando  las  partes  cumplen  aquello  á  que  respec- 
tivamente se  comprometieron;  por  lo  que  no  infringe  la  doctrina 
legal,  tanto  del  antiguo  como  del  moderno  derecho,  consignada  en 
el  art.  1124  del  Código  civil,  la  sentencia  que  declara  haber  lugar 
á  la  rescisión  de  un  contrato  fundándose  en  que  los  dos  contratan- 
tes habían  faltado  á  lo  estipulado  en  el  mismo. — «S'.  28  Junio  98. 
—O.  7  Nov. 

489.  Estimándose  en  una  sentencia,  por  el  resultado  de  las 
pruebas,  que  hubo  novación  en  un  contrato  de  arrendamiento,  no 
tienen  aplicación  las  disposiciones  de  este  artículo  del  Código 
cuando  se  citan  como  infringidas  bajo  el  supuesto  de  subsistir  en 
todo  su  vigor  el  mencionado  contrato.—S.  28Féb.  94,— G.  7  Julio. 

440.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  lo 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu- 
cir intereses  de  cantidades  ilíquidas;  y  lo  son  todas  aquellas  en  que 
precisa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto.— S.  10  Dic.  94. 
—O.  2  Marzo  95. 
■  ■  ' > 

(1)     Véanse,  como  concordantes,  loe  artículos  160S  y  150B. 
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441 .  Establecida  en  las  cláusulas  del  contrato  de  arrendamien  - 
to  de  una  mina  la  obligación  de  los  arrendatarios  de  comenzar  los 
trabajos  de  explotación  dentro  de  los  tres  primeros  meses,  á  contar 
desde  la  fecha  de  la  escritura,  y  la  sanción,  para  el  caso  de  incum- 
plimiento de  aquella  obligación,  de  la  pérdida  del  derecho  al  con- 
trato, puesto  que  se  entendería  que  renunciaban  á  la  continuación 
de  éste,  y  quedarla  rescindido  y  sin  efecto  jurídico  algimo;  siendo 
lícita  y  legalmente  válida  la  expresada  condición,  es  evidente  que 
al  no  comenzar  la  explotación  de  la  mina  y  renunciar  al  contrato, 
los  arrendatarios  se  ajustaron  á  lo  convenido,  quedando  extingui- 
das sus  obligaciones,  y,  como  consecuencia,  la  cláusula  establecida 
para  el  caso  de  incumplimiento  de  la  obligación;  penalidad  cuya 
aplicación  supone  la  existencia  del  contrato,  y  que  no  pucide  im- 
ponerse á  lo  que,  sobre  llevar  su  sanción  expresa  en  el  mismo,  im- 
plica BU  cumplimiento  y  el  ejercicio  de  un  derecho;  de  lo  cual  se 
deduce  que,  al  estimarlo  así  el  Tribunal  sentenciador,  no  infringe 
los  preceptos  de  este  artículo  del  Código,  que  son  inaplicables  al 
caso  indicado.— /S.  15  Marzo  95. — G.  27  Julio. 


'ISNDO  varias  las  fincas  enajenadas  en  una  escrílnrt  y  qnedando  el  pro* 
eio  aplazado,  esU  pendiente  sobre  todas  ellas  una  condición  resolotorta,  sei^An 
declara  el  artículo  qoe  nos  ocopa;  de  donde  se  deriva  la  exigencia  del  II  de 
la  ley  Hipotecaría»  de  qae  en  la  inscripción  de  la  conripra  por  precio  aplazado 
conste  la  forma  y  plazos  en  que  se  haya  estipulado  el  pago,  pqes  sólo  com- 
pliendo  esta  exigencia  se  da  á  conocer  á  tercero  la  existencia  de  la  condición 
y  la  verdadera  responsabilidad  que  pesa  sobre  el  inmueble,  cual  de  consuno 
piden  los  príncjpios  de  publicidad  y  especialidad,  ejes  cardinales  de  nuestro 
sistema  hipotecario. 

Esta  doctrina,  aplicada  al  caso  de  venta  de  diferentes  fincas  por  nn  precio 
en  conjunto  que  queda  aplazado,  obliga  á  los  otorgantes  á  distriboir  ese  pre- 
cio entre  aquéllas,  ateniéndose  rigurosamente  al  precepto  del  ya  citado  ar- 
tículo II  de  la  ley  Hipotecaría,  cual  resolvió  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros de  la  Propiedad  y  del  Notaríado  en  19  de  Septiembre  de  IS77,  sia  qoe 
á  ello  obste  que  el  valor  no  sea  circunstancia  indispensable  en  las  inscrípeio- 
aes,  pues  aunque  ello  es  cierto,  no  lo  es  menos  que  en  las  transmisiones  de 
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dominio  en  que  media  precio  hay  que  observar  lo  ^oe  el  repetido  art.  4f  pie- 
eeptúa,  como  consecoencia  forzosa  del  interés  qae  encierra  para  tercero  el  eo- 
Aaeer  ai  aquél  fué  satisfecho  ó  queda  aplazado,  y  en  este  caso,  la  forma  y  pla- 
nos del  pago  (<). 

SECCIÓN  SEGUNDA 

D£  LA*  OBLIGACIONES  Á  PLAZO 

JÍTt.  f  195.  Las  obligaciones  p«ra  cuyo  campli- 
miéDtose  haya  señalado  un  dia  cierto»  sélo  serán  iaxigi< 
bles  cuando  el  dia  llegue. 

Entiéndese  por  dia  cierto  aquel  que  necesariamente  ha 
de  venir,  aunque  se  ignore  cuándo. 

Si  la  Incertidumbre  consiste  en  si  ha  de  llegar  ó  no  el 
dia,  la  obligación  es  condicional,  y  se  regirá  por  las  reglas 
de  la  sección  precedente. 


442.  Es  vencida  la  deuda  desde  el  momento  en  que  el  deudor 
hace  suspensión  de  pagos  y  cede  sus  bienes  por  no  poder  satisfacer 
loe  oréditos  á  su  tiempo,  y  con  tal  proceder  obliga  á  sus  acreedores 
á  cobrar;  y  estimándolo  a^^í  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los 
artlouioB  1125  y  1127  del  Código éivil.— 5.  8  Enero 92— G.  2 Fíh. 


i%i»t<.  il90.  Lo  que  anticipadamente  se  hubiese 
pagado  en  las  obligaciones  á  plazo,  no  se  podrá  repetir. 

Si  el  que  pagó  ignoraba,  cuando  lo  hizo,  la  existencia 
del  plazo,  tendrá  derecho  á  reclamar  del  acreedor  los  in- 
tereses ó  los  frutos  que  éste  hubiese  percibido  de  la  cosa. 


I?, 


O  es  exigible  para  la  oanoelación  de  qna  hipoteca  otorgada  por  manda- 
tario, apoderado  para  hacer  y  cobrar  préstamos  y  cancelar  las  garantías»  la 

(1)     R.  de  un.,  8Fob.  M— ¿7.  dellS. 
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ratifícacióD  del  acreedor  en  el  coDsentimiento  del  pago  anticipado  eoando  el 
préstamo  se  realizó  con  la  condición  de  que  el  capital  habla  de  devolverse 
dentro  del  plazo  de  cuatro  años,  plazo  qne  el  deudor  podía  acortar  á  voluntad, 
por  más  que  por  alguien  se  creyese  que  era  fijo  y  determinado,  porque  dicho 
pago  anticipado  será  siempre  válido,  dado  lo  dispuesto  en  el  artículo  que  nos 
ocupa,  y  también  la  cancelación;  y  do  las  cuestiones  que  entre  el  mandatario 
y  el  mandante  pudieran  suscitarse  acerca  de  la  importancia  y  efectos  del  Re- 
gistro, ninguna  responsabilidad  puede  tocar  al  Registrador  (I). 

Las  circunstancias  de  la  paga,  que,  para  que  se  estime  como  solución  de  la 
obligación,  deberá  comprender  los  requisitos  que  los  romanos  significaban  con 
las  frases:  quú,  cuinam^  quid,  ubi,  quomodo  et  cuando^  producen  los  efectos 
consiguientes  en  cada  uno  de  sus  extremos,  y  el  cuando^  ó  sea  el  término  se- 
ñalado para  que  deba  tener  lugar,  puede  ser  cierto  y  determinado,  y  futuro  ó 
pretérito  ignorado,  según  hemos  tenido  ocasión  de  expresar  en  otros  comen- 
tarios. 

En  el  caso  que  antecede,  el  adverbio  de  lugar  dentro^  caracteriza  al  plazo 
como  incierto  de  futuro,  para  el  acreedor  al  menos,  puesto  que  el  máximum 
fijado  en  los  cuatro  años  debía  considerarse  en  beneficio  del  deudor  ó  á  su 
disposición,  lo  cual  no  evita  á  éste  el  que,  renunciando  el  referido  máximum, 
cumpliese  la  obligación  sin  esperar  á  su  agotamiento. 

Ahora  bien:  cuando  se  trata  de  préstamos  con  interés,  no  es  posible  presu- 
mir el  plazo  solamente  beneficioso  al  deudor,  puesto  que  mientras  llega  su 
vencimiento  y  la  obligación  se  cumple,  mediando  el  pago  del  capital,  los  in- 
tereses benefician  al  acreedor,  y  no  puede  privársele  sin  razón  de  ese  benefició 
cuando,  á  mayor  abundamiento,  fué  objeto  de  estipulación  en  el  contrato, 
según  tendremos  ocasión  de  ampliar  al  ocupamos  de  la  materia  en  su  lugar 
más  oportuno. 

Mas  nunca  se  pierda  de  vista  que  el  conocimiento  ó  la  ignorancia  del  plazo 
por  el  deudor  que  paga  anticipadamente  á  su  vencimiento  una  obligación,  dará 
la  pauta  para  la  procedencia  ó  improcedencia  de  repetir  la  parte  correspon- 
diente que  el  acreedor  hubiere  percibido  de  intereses  ó  frutos  de  la  cosa. 


Avt.  i  199.  Siempre  que  en  las  obligacioneB  se  de- 
signa un  término,  se  presume  establecido  en  beneficio 
de  acreedor  y  deudor,  á  no  ser  que  del  tenor  de  aquella» 
ó  de  otras  circunstancias  resultara  haberse  puesto  en  &- 
Tor  del  uno  ó  del  otro. 


m     R.  «U  lA  n.,  flá  Abril  M.  -  (7.  ai  Mayo 
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443*  Es  vencida  la  deuda  desde  el  momento  en  que  el  deudor 
hace  suspensión  de  pagos  y  cede  sus  bienes  por  no  poder  satísfa- 
cer  los  créditos  á  su  tiempo,  y  con  tal  proceder  obliga  á  sus  aeree  - 
dores  á  cobrar;  y  estimándolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infrin- 
ge los  artículos  1125  y  1127  del  Código  civil.— 5.  8  Enero  92,^0. 
2F€b. 


ñ 


Art.  li^BS.  Si  la  obligación  no  señalare  plazo,  pero 
de  BU  naturaleza  y  circunstancias  se  dedujere  que  ha  que- 
rido concederse  al  deudor,  los  Tribunales  fijarán  la  dura> 
ción  de  aquél. 

También  fijarán  los  Tribunales  la  duración  del  plazo 
cuando  éste  haya  quedado  á  voluntad  del  deador. 

Ari*  li!t9.  Perderá  el  deudor  todo  derecho  á  uti- 
lizar el  plazo: 

1.^  Cuando,  después  de  contraída  la  obligación,  resul- 
te insolvente,  salvo  que  garantice  la  deuda. 

2.^  Cuando  no  otorgue  al  acreedor  las  garantías  á  que 
estuviese  comprometido. 

8.^  Cuando  por  actos  propios  hubiese  disminuido 
aquellas  garantías  después  de  establecidas,  y  cuando  por 
caso  fortuito  desaparecieran,  á  menos  que  sean  inmedia- 
tamente sustituidas  por  otras  nuevas  é  igualmente  se- 
guras. 

Art.  1130.  Si  el  plazo  de  la  obligación  está  seña- 
lado por  días  á  contar  desde  uno  determinado,  quedará 
éste  excluido  del  cómputo,  que  deberá  empezar  en  el  día 
siguiente. 


BMOS  llegado  á  la  clasificación  de  las  obligaciones  en  sns  diferentes 
especies,  que  el  Código  agrnpa  en  las  seis  secciones  de  qne  se  compone  el  ca- 
pítulo tercero  de  so  último  libro.  Los  expositores  del  derecho,  barajando  los 
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procepto8  y  las  doctrinas  jurídicas  qoe  han  Tenido  rigiendo  por  espacio  de 
Untos  sig1o«,  llegaron  á  establecer  elaslGcacioDes  diferentes  sobradamente 
complieadafif  en  términos  de  defraudar  en  machas  ocasiones  sq  noble  anhelo. 
Hoy,  el  Código  ha  rolo  aquellos  moldes,  facilitando  macho  la  inteligencia  de 
su  doctfina,  qoe  dfsparrama  con  sucesiva  acentoación  en  preceptos  contenidos 
en  los  artículos  preinsertos.  No  obstante,  en  é^la,  como  en  las  demás  mate- 
rias, deja  macho  qae  desear  por  su  falta  de  método  en  la  clasificación,  en 
ef  desarrollo  expositivo  y  la  omisión  de  definiciones.  Aquí  da  por  clasifica- 
das las  diversas  especies  de  obligaciones  y  se  ocopa  en  primer  logar  de  las 
llamadas- />ftraa  (1)  y  condicionales^  de  cuya  clasificación  segrega  las  obli- 
gaciones á  plazo,  que  realmente  fs  una  variante  de  las  c  «ndicionadas.  £1 
plaxo  es  una  condi<rión,  en  términos  que,  de  no  cumplirse,  la  obligación 
no  es  exigible,  como  acontece  generalmente  con  todas  las  demás  condi- 
ciones. Por  eso  creemos  que  en  el  primer  grupo  de  las  obligaciones  que  el 
Código  contiene  bajo  la  denominación  de  puras  y  condicionales,  ha  debido 
comprender,  dentro  de  la  misma  sección^  las  obligaciones  á  pbzo,  y  de  este 
modo  quedaría  perfectamente  limitada  la  primera  parte  de  la  especificación 
df«  las  obligaciones. 

Nosotros  vamos  á  hacerlo  así  en  este  comentario,  á  cuyo  efecto  hemos 
puesto  por  delante  los  arlí''.ulos  que  rigen  dicha  primera  parte,  entrelazados 
con  las  reglas  de  jurisprudencia  proferidas  hasta  este  momento.  Para  ello,  y 
ciñéodonos  al  sisiema  del  Código,  estudiaremos  en  este  lagar  las  obligacio- 
nes en  los  dos  grandes  grapos  de  puras  y  condicionales,  y  éstas  á  su  vez  sub- 
divididas  en  i  posibles  y  posibles,  y,  prescindiendo  de  las  causas  de  la  impo- 
sibilidad  física,  legal  y  moral,  estudiaremos  las  posibles,  ya  como  resoluto- 
rias, ya  como  suspensivas  ó  á  plazo,  y  á  é»te,  como  cierto  ó  incierto,  tanto 
por  ser  fataro  como  por  ser  pretérito  ignorado. 

No  existe  en  el  Código  definición  de  las  obligaciones  puras,  ni  tampoco  de 
las  condicionadas;  pero  el  art.  IH3,  primero  de  los  á  que  este  comentario 
se  refiere^  da  material  bastante  para  inferirse  de  su  contexto  el  concepto  de 
esas  dos  especies  de  obligaciones.  Con  efdcto,  sin  sustituir  una  sola  de  sus  pa- 
labras, podemos  obtener  las  dos  definiciones  con  sólo  mover  el  adverbio  «no» 
que  tiene  entre  sus  vocablos  ó  dicciones  el  primer  párrafo  de  dicho  artículo. 
Así,  pues,  comiéncese  su  lectura:  a  Es  obligación  pura  y  será  tangible  desdi 
lKigú..,<t  etc.»,  y  tendremos  la  definición  de  la  primer  especie. 

Por  el  contrario^  si  comenzamos:  a  Es  obligación  condicional  y— no — será 

(1)    Habiéramos  deseado  ver  sostitnida  en  el  Código  esta  palabra  por  la  d* 
•inoondioionalos  ^ ,  que  por  expresar  tan  dirootamente  la  idea,  ahorraría  ««i^era* 
meato  definir  qné  se  entiende  por  obligarionen  puríu. 
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exigióle  desde  luepo^  toda  obligacián  cuyo  citmplimienio  dependa  de.,.^  etc.», 
tendremos  la  definición  de  la  seganda  especie  de  obligaciones  con  las  mismaa 
palabras  de  la  ley<  y  serán  una  y  otra,  por  consiguiente,  las  más  autorizadas 
do  cuantas  podamos  aprender,  como  (enseñanza  de  la  ley. 

Pero  ésta  merece  una  aclaración:  las  dos  conjunciones  disyuntivas  pertur- 
ban el  sentido  que  seguramente  ha  querido  dar  el  legislador  á  sus  palabras, 
debiéndose  entender  por  la  primera  la  copulativa  «é»,  y  por  la  segunda  la  ne- 
gación «ni».  En  cuanto  á  aquélla,  porque  si  el  suceso  de  que  depende  la  obli- 
gación es  futuro,  pero  no  incierto,  ó  siendo  incierto  no  es  futuro,  no  resulta 
la  condición.  E«ta  ha  de  estar  constituida  por  suceso  incierto,  pues  de  lo  con- 
trario, se  limitará  á  sólo  un  término,  cuando  lo  racional  es,  lógica  y  jurídica- 
mente estudiado,  que  además  de  incierto  sea  futuro.  En  cuyo  sentido  hay  que 
comprender  al  tiiceso  pasado  que  los  interesados  ignoren;  porque  el  descono- 
cimiento equivale  á  la  incertidumbre,  y  el  conocimiento  posterior  del  sucedo 
es  el  futuro  con  relación  al  tiempo  en  que  se  estableció  la  condición,  que  se 
estimará  cumplida  cuando  se  adquiera  la  evidencia  de  que  no  puede  ocurrir 
el  suceso  según  establece  el  art.  4U8. 

La  negación  «ni»  en  sustitución  de  la  segunda  disyuntiva  que  contiene  el 
párrafo  primero  del  artículo  referido,  acalora  de  fijar  su  concepto  j urálico,  li- 
brándole de  la  divergencia  que  toda  disyuntiva  produce. 

Definidas  ya  del  modo  expuesto  las  obligaciones  puras  y  las  condicionales,, 
entramos  en  la  primera  subdivisión  de  estas  últimas  en  imposibles  y  posibles. 
Aquéllas  fueron  tratadas  en  su  lugar  oportuno  (1),  al  cual  remitimos  al  lector 
para  evitar  repeticiones  y  redundancias  en  nuestra  obra,  pasando  á  ocuparnos 
de  la  subdivisión  á  su  vez  de  las  posibles,  en  resolutorias^  y  suspensivas  ó  á 
plazo. 

Condición  resolutoria  de  las  obligaciones,  es  «la  que  al  cumplirse  produce 
la  revocación  ó  invalidación  del' contrato  y  restituye  las  cosas  al  estado  que 
tenían  antes  de  la  celebración  de  éste.»  Esta  condición  no  suspende  la  ejecución 
del  contrato,  como  expresa  el  párrafo  segando  del  referido  art.  4 1 13,  sino  que 
solamente  obliga  al  acreedor  á  restituir  la  cosa  que  ha  recibido,  en  el  caso  de 
que  llegue  á  verificarse  el  acontecimiento  previsto.  En  este  supuesto,  el  ar- 
tículo 403  de  la  ley  Hipotecaria,  dispone  que  el  poseedor  de  bienes  sujetos  á 
condiciones  resolutorias  pendientes,  puede  hipotecarlos  ó  enajenarlos  siem- 
pre que  quede  á  salvo  el  derecho  do  los  interesados  en  dichas  condiciones,  ha- 
ciéndose en  la  inscripción  expresa  reserva  del  referido  derecho. 


(1)     Libro  3.%  tit.  3.*,  cap.  2.*,  seooión  4.',  arta.  790  y  uignientes,  so'bre  la  insti- 
ta«i6n  de  heredero  y  del  legado  condicionales  ó  á  término. 
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Si  la  condición  resolutoría  pendiente  afectare  á  la  totalidad  de  la  cosa  hi- 
potecada, no  se  podrá  esta  enajenar  para  hacer  efectivo  el  crédito,  tino  eaando 
dicha  condición  deja  de  cumplirse,  y  pase  el  ínoinebio  al  dominio  absolato 
del  deador;  pero  los  frutos  á  que  éste  tenga  derecho  se  aplicarán  desde  loe  - 
go  al  pago  del  crédito.  Cuando  la  condición  que  nos  ocupa  afecte  únicamente 
á  una  parte  de  la  cosa  hipotecada,  deberá  ésta  enajenarse  judicialmente  con 
la  misma  condición  resolutoria  á  que  esté  sujeto  el  dominio  del  deudor,  y 
aplicándose  al  pago,  además  de  los  frutos  á  que  éste  tenga  derecho,  el  precio 
de  venta.  Si  antes  de  que  ésta  se  consumase  adquiriere  el  deudor  el  dominio 
absolato  de  la  cosa  hipotecada,  podrá  el  acreedor  repetir  contra  ella  y  solici- 
tar su  enajenación  para  el  psgo.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  aplicable  á 
los  bienes  poseíios  en  Cataluña  con  cláusula  de  sustitución  pendiente  i  fayor 
de  personas  que  no  hayan  constituido  hipoteca  sobre  dichos  bienes. 

En  toda  escritura  en  donde  se  estipulara  alguna  obligación  sujeta  i  condi- 
ciones suspensivas  ó  resolutorias,  expresará  el  Notario  haber  enterado  á  las 
partes  de  que  el  cumplimiento  de  dichas  condiciones,  cuando  se  verifique,  no 
perjudicará  á  tercero  si  no  se  hiciere  constar  en  el  Registro  (t). 

£1  cumplimiento  de  las  condiciones  suspensivas,  resolutorias  ó  raseísorias 
de  les  actos  ó  contratos  inscritos,  se  hará  constar  en  el  Registro,  bien  por 
medio  de  una  nota  marginal,  si  te  consuma  la  adquisición  del  derecho,  ó 
bien  por  una  nueva  inscripción  á  favor  de  quien  corresponda,  si  la  resolución 
ó  rescisión  llega  á  verificarse  (t). 

Las  acciones  rescisorias  y  resolutorias  no  se  darán  contra  tercero  que 
haya  inscrito  los  títulos  de  sus  respectivos  derechos;  á  excepción  de  las  que 
deban  su  origen  i  causas  que  consisten  explícitamente  en  el  Regrstro,  y  los 
hechos  en  fraude  de  los  acreedores  (3). 

La  condición  resolutoria  se  supone  siempre  en  los  contratos  sinalagmáti- 
cos ó  bilaterales  para  el  caso  de  que  alguna  de  las  partes  no  cumpliere  la  obli- 
gación que  ha  contraído;  pues  la  otra  entonces  tendrá  la  elección  de  compe- 
lerle á  la  ejecución  del  convenio  ó  de  pedir  su  rescisión . 

Condición  mspensiva  de  las  obligaciones,  es  «laque  suspende  su  cumpli- 
miento hasta  que  se  verifique  el  acontecimiento  previsto».  Pero  este  aconteci- 
miento puede  ser  cierto;  ejemplo:  cuando  se  dice  «en  el  mes  de  Agosto,  el  31 
de  Diciembre,  en  el  término  de  un  afio,  á  ocho  días  vista»,  que,  aunque  futu- 
ros, son  ciertos,  porque  necesariamente  han  de  sobrevenir:  éstas  se  lUman 

(t)     Art.  19  de  la  Instracción  sobre  la  manera  de  redaotar  los  in9tromeAÍ«B  p4- 
blicos  sujetos  k  Res^istro,  de  9  de  Noviembre  de  1864. 
(2)     Art.  10  de  la  ley  Hipoteoaria. 
^8)     Arts.  86  7  37  de  la  ley  Hipotecaria. 


LIBRO  CUARTO.-— TÍTULO  PRIMERO.-— ART8.   1127  Á   1130       358 

obligaciones  condicioiules  á  plazo.  Y  puede  ser  incierto  el  acontecimiento, 
como  si  se  dice:  aPara  cuando  cumpla  la  mayor  edad,  para  caando  tome  es~ 
tado,  cnando  regrese  del  viaje,  ó  ediGque,  ó  siembre,  ele.» 

A  so  vez,  el  acontecimiento  incierto  que  condiciona  la  obligación,  puede 
$er/uturo  ó  pasado  igiiorado^  según  ya  hemos  dicho  y  expjicado  arriba. 
Todas  las  vicisitudes  jurídicas  de  las  obligaciones  condicionadas  est4n 
previstas  en  los  artículos  que  encabezan  este  comentario,  en  donde  podrán 
ser  consultadas  y  estudiadas  con  el  auxilio  de  las  varias  reglas  de  jurispru- 
dencia adaptadas  á  las  mismas,  por  lo  cual  dejamos  cortado  aquí  nuestro  tra- 
bajo sobre  la  primera  división  del  Código  acerca  de  las  obligaciones  puras  y 
jas  condicionaos  y  á  plazo,  para  reanudarle  al  tratar  las  secciones  sucesivas, 
en  donde  serán  á  la  vez  tocadas  las  demás  divisiones,  que  igualmente  se  des* 
prenden  del  conjunto  de  lo  ya  expuesto,  en  tácitas  y  expresas,  potestativas, 
casuales  y  mixtas,  afirmativas  y  negativas,  conyuhtivas  y  disyuntivas,  que 
han  venido  sienílo  materia  expositiva  de  los  autores. 

Respecto  á  la  de  que  nos  venimos  ocupando  y  en  orden  al  derecho  in- 
ternacional, además  de  las  reglas  generales  establecidas  en  el  capítulo 
anterior,  y  concretándonos  á  las  obligaciones  condicionales,  cuando  la  con- 
dición sea  suspensiva,  debe  considerarse  perfeccionado  y  regirse  el  con- 
trato por  la  ley  del  luírar  en  que  se  haya  pactado,  salvo  lo  que  se  refiere  á  la 
decisión  de  si  la  obligación  debe  ó  no  considerarse  cump'idí,  pues  esta  ma- 
teria estará  sometida  á  la  ley  del  lugar  en  que  la  condición  haya  de  efectuar- 
se, por  más  que,  como  una  vez  realizado  él  suce.so  ó  acto  en  que  la  condició  n 
•consista,  la  obligación  se  retrotrae  al  lugar  y  tiempo  en  que  se  estipuló,  por 
la  ley  de  éste  es  por  la  que  debe  regirse' el  contrato. 


_  .Paras  ó  incondicionales. 


Por  naturaleza  física. 
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Condicio- 
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/Imposibles.  |  l*ur  ley  escrita. 
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SECCIÓN  TERCERA 

DX  LA8  OBUGACIOKXS  ALTXRNATIYAB 

Jkwt.  1 ISI.    El  obligado  alternativamente  á  dÍTer* 
sas  prestaciones  debe  cumplir  por  completo  una  de  éstas. 
£1  acreedor  no  puede  ser  compelido  á  recibir  parte  de 
una  y  parte  de  otra. 

Api.  1139.    La  elección  corresponde  al  deudor,  á 

menos  que  expresamente  se  hubiese  concedido  al  acreedor. 

El  deudor  no  tendrá  derecho  á  elegir  las  prestaciones 

imposibles,  ilícitas  ó  que  no  hubieran  podido  ser  objeto 

de  la  obligación. 


414.  El  derecho  concedido  al  comprador  en  un  contrato  de 
Tenta,  de  hacer  el  pago  en  distintos  lugares  y  clases  de  moneda,, 
constituye  un  pacto  lícito  que  en  nada  afecta  á  la  certeza  del  pre* 
ció  cuando  éste  se  ha  fijado,  señalando  de  manera  que  no  deja  lu- 
gar á  duda  el  número  y  clases  de  las  especies  monetarias,  france- 
sas ó  españolas,  en  que  debe  hacerse  el  pago,  no  pudiendo  tampoco 
afectarse  el  valor  mayor  ó  menor  que  dichas  especies  tengan  en  la 
época  de  su  entrega,  siquiera  esto  entrañe  un  riesgo,  porque  sobre 
ser  conocido  de  los  contratantes,  uno  y  otro  lo  corren  por  igual, 
como  derivado  de  las  oscilaciones  propias  del  mercado;  en  cuyo 
concepto,  la  sentencia  que  declara  válido  y  eficaz  tal  contrato,  no 
infringe  el  art.  1449,  en  relación  con  el  1132  del  Código.— iS^.  J^ 
Ód.  95.— (?.  17  Nov. 


Art.  1133*    La  elección  no  producirá  efecto  sina 
desde  que  fuere  notificada. 
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Art.  1131.  El  deudor  perderá  el  derecho  de  elec- 
ción cuando  de  las  preetaciones  á  que  alternativamente 
estuvioBe  obligado,  sólo  una  fuere  realizable. 

Ari.  1135.  Bl  acreedor  tendrá  derecho  á  la  indem- 
nización  de  daños  y  perjuicios  cuando  por  culpa  del  deu- 
dor bubiesen  desaparecido  todas  las  cosas  que  alternati- 
yamente  fueron  objeto  de  la  obligación,  ó  se  hubiera  he- 
cho imposible  el  cumplimiento  de  ésta. 

La  indemnización  se  fijará  tomando  por  base  el  valor 
de  la  última  cosa  que  hubiese  desaparecido,  ó  el  del  ser- 
vicio que  últimamente  se  hubiera  hecho  imposible. 

Ari.  113tt.  Cuando  la  elección  hubiere  sido  expre- 
samente atribuida  al  acreedor,  la  obligación  cesará  de  ser 
alternativa  desde  el  día  en  que  aquélla  hubiese  sido  noti- 
ficada al  deudor. 

Hasta  entonces  las  responsabilidades  del  deudor  se  re- 
girán por  las  siguientes  reglas: 

1.^  Si  alguna  de  las  cosas  se  hubiese  perdido  por  caso 
fortuito,  cumplirá  entregando  la  que  el  acreedor  elija  en- 
tre las  restantes,  ó  la  que  haya  quedado,  si  una  sola  sub- 
sistiera. 

2.^  Si  la  pérdida  de  alguna  de  las  cosas  hubiese  sobre- 
venido por  culpa  del  deudor,  el  acreedor  podrá  reclamar 
cualquiera  de  las  que  subsistan,  ó  el  precio  de  la  que,  por 
culpa  de  aquél,  hubiera  desaparecido. 

3.^  Si  todas  las  cosas  se  hubiesen  perdido  por  cujpa 
del  deudor,  la  elección  del  acreedor  recaerá  sobre  su 
precio. 

Las  mismas  reglas  se  aplicarán  á  las  obligaciones  de 
hacer  ó  de  no  hacer,  en  el  caso  de  que  algunas  ó  todas  las 
prestaciones  resultaren  imposibles. 
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'IMPLTFICANDO  el  Código  la  clasificación  de  las  obligaí^iones  que  ve- 
nía aceptada  desde  la  primera  época  de  nuestro  derecho  histórico,  ha  prescin- 
dido de  la  forma  tnmembri  qx\  las  obligaciones  de  dar  cosas  especificas  y  ge- 
néricas^ alternalitammte^  y,  tomando  como  inicial  esta  última  cualidad,  pasa 
4  reglamentarlas,  según  ella,  sin  evitar  que  para  su  entendimiento  y  exacta 
aplicación  deba  considerarse  por  et  deudor  y  el  acreedor,  en  esa  cla^e  de  obli- 
gaciones, la  especie  y  el  género.  Con  efecto,  el  objeto  de  una  obligación 
puede  ser  esperialmente  determinado  ó  pertenecer  á  un  género  comprensivo 
de  varias  especies  existentes;  y  puede  también  referirse  á  una  de  varias  pres- 
taciones distintas,  y  tendremos  aquellos  tres  miembros  de  'a  clasificación,  cu- 
yos efectos  í^eñalan  los  artículos  que  anteceden. 

El  afín  de  diálin^uir,  que,  si  es  generalmente  necesario  para  llegar  al  co- 
nocimiento exacto  de  las  cosas  en  sí  misnias  y  con  relación  á  sus  similares, 
en  ocasiones  conduce  á  la  diversificación  y  al  imbrogliOy  llegó  á  reconocer 
dentro  de  las  obligaciones  allernalivas  una  variedad  con  el  mote  de  faculta» 
Hvai^  sin  tener  en  cuenta  que  no  existe  verdadero  motivo  para  tal  distinción, 
por  que  la  allernalividad  supone  siempre  la  facultad  de  elegir;  y  estando  ne- 
cesariaíiiente  comprendido  un  término  dentro  del  otro  y  correspondiéndose 
entre  sí  como  se  corresponden  la  causa  y  el  ef  ;cto,  no  puede,  lógicí mente 
pensando,  establecerse  una  división  entre  el  anle-el^nlí  y  la  consecuencia. 
Esto  aparte  del  pono  acierto  en  la  elección  de  aq>ir»l  njole,  qne  tiene  en  el 
lenguaje  multitud  de  acppcionr^s  técnicas,  y  deuianda,  por  lo  lanío,  inrnediata 
aclaración,  aburrada  desde  el  momento  en  que  se  las  lia  -  ara  optativas,  que, 
en  nuestro  sentir,  es  sinónima  de  alternativas,  con  que  el  Código  designa 
e  ta  clase  de  obligaciones,  que  consisten  en  la  «opción  del  deudor,  cuando  no 
se  hubiese  coni-eJido  al  acreedor,  de  solucionar  una  obligación  cumpliendo 
con  uno  de  los  varios  objetos  que  con  tal  fin  se  prefijaron  » 

En  este  supuesto,  fácil  es  de  comprender  el  tracto  ideológico  de  los  ar- 
tículos preinsertos;  siendo  indudable  que,  pactándose  doo  ó  más  obligaciones 
alternativas,  la  elección  entre  ellas  corresponde  al  deudor,  si  expresamente 
no  se  hubiese  reservado  al  acreedor.  También  lo  es  que,  si  de  la-?  obligacio- 
nes múltiples  sólo  una  es  ó  se  hace  posible,  la  obligación  perderá  su  condi- 
cionalidad  convirtiéndose  en  incondicional  ó  pura. 

Si  ninguna  de  las  obligaciones  múltiples  fuose  ó  se  hiciose  posibU,  sin 
culpa  del  deudor,  como  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  qiiedará  relevado 
de  su  cumplimiento,  ya  se  aplique  el  segundo  motivo  del  art.  4 136,  ó  ya  el 
axioma  de  que  por  caso  fortuito  nadie  responde.  Por  el  contrario,  si  la  impo- 
sibilidad de  las  obligaciones  múltiples  proviene  de  culpa  del. deudor,  respon- 
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derá  éste  al  acreedor  de  los  daños  y  perjaicios  caasados;  pero  si  sa  culpa  ha 
ocasionado  la  pérdida  de  alguno  de  los  objetos  múltiples  de  la  obligación  al- 
terna li  va,  la  opción  ó  elección  de  enlre  los  que  aun  subsistan,  corresponderá 
al  acreedor,  como  le  corresponderá  reclamar  el  precio  cuando  por  culpa  d'sl 
deudor  hayan  perecido  ó  se  hayan  hecho  imposibles  Jos  objetos  múltiples  de 
la  obligación  alternativa. 

Estas  rf'glas,  surgidas  délo  dispuesto  en  el  art.  4136  que  nos  ocupa,  no 
comprenden  la  totalidad  de  los  casos  que  pueden  ocurrir  cuando  una  de  las 
coas  ó  las  dos  ó  más  en  que  consista  la  obligación  pereciesen;  cuyos  casos^ 
que  sin  oponerse  al  nforido  precepto  legal  completan  su  sentido,  detallaba  un 
ilustre  preceptor  (1)  en  la  siguiente  forma: 

Primer  caso:  si  pereció  una  de  las  cosas,  surgirán  las  siguientes  hipó- 
tesis: 

\.^  Pereció  una  de  las  dos  cosas,  ó  todas  menos  una,  por  caso  fortuito.  La 
obligación  se  convierte  en  pura  y  simple;  el  deudor  tiene  que  entregar  la  que 
quede. 

2.*  Pereció  una  de  las  dos  cosas,  ó  todas  menos  una,  por  falta  del  deudor. 
Si  la  elección  pertenecía  á  éste,  tendrá  que  entregar  la  cosa  que  quede;  si  la 
elección  pertenere  al  acreedor,  éste  podrá  exigir,  ó  la  cosa  que  no  pereció  ó 
el  precio  de  la  que  se  perdió,  ó  el  de  la  que  elija  entre  las  perdidas. 

3.*  Pereció  una  de  las  dos  cosas  por  culpa  del  acreedor.  Si  la  elección  per- 
tenecía al  acreedor,  el  deudor  puede  coní?iderarse  libre  ó  entregar  la  cosa  que 
quede,  reclamando  del  acreedor  el  precio  de  la  que  pereció,  si  la  elección  per- 
tenecía al  deudor. 

Segando  caio:  si  perecen  las  dos  cosas,  sedarán  las  sigui^'ntes  hipótesis: 
h.^    Perecieron  las  dos  cosas,  objeto  de  la  obligación,  por  caso  fortuito.  La 
obligación  queda  exiingida. 

2.*  Perecieron  las  dos  cosas  por  culpa  del  deudor.  Entonces  el  acreedor 
tendrá  derecho  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios.  La  indemnización 
se  fijará  tomando  por  base  el  valor  de  ¡la  última  cosa  que  hubiese  desapare- 
cido. Esta  misma  regla  se  aplicará  cuando  ae  trate  de  servicios,  y  ésto^  se  hu- 
biesen hecho  imposibles  por  cansa  del  deodor. 

3.*  Perecieron  por  falta  del  acreedor.  Si  la  elección  correspondía  al  deu- 
dor, éste  puede  reclamar  el  precio  de  cualquiera  de  ellas;  sj  la  elección  co- 
rrespondía al  acreedor,  sólo  puede  reclamar  aquél  el  valor  de  la  última,  y  con 
respecto  á  la  otra  se  considera  libre. 

4.*  La  primera  cosa  pereció  por  caso  fortuito^  la  segunda  por  falta  del 
acreedor.  Habiendo  perecido  la  primera  por  caso  fortuito,  la  obligación  se 

(1)     D.  Jalián  ArñbaH,  Cfttedrático  de  la  Universidad  de  Valladolid. 
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convirtió  en  pnra  y  recae  sobre  el  otro  objeto  que  tabsitte;  mu  como  el 
acreedor  procoró  lO  deatrocción,  eLdendor  no  tiene  qne  dar  nada;  se  extiogne 
la  obligación. 

6>  La  primera  cosa  pereció  por  cnipa  del  acreedor,  y  la  segunda  por  caso 
fortuito.  El  deudor  puede  reclamar  el  valor  de  la  primera  ai  le  correspondía  la 
elección;  y  si  correspondía  al  acreedor,  el  deudor  se  considera  libre.  La  rasón 
de  esta  solución  está  en  que  el  acreedor  no  tiene  derecho  á  destruir  ninguna 
cosa;  y  por  otra  parte,  el  caso  fortuito  convierte  á  la  obligación  en  pora. 

6  »  La  primera  cosa  pereció  por  caso  fortuito,  la  segunda  por  falta  del 
deudor.  Este  tiene  que  abonar  el  valor  de  la  última,  porque  el  caso  fortuito 
convirtió  en  pura  la  obligación,  y  por  tanto,  tenía  que  dar  la  segunda;  mas 
ésta  por  su  culpa  pereció,  luego  tiene  que  dar  su  valor. 

7.*  La  primera  cosa  pereció  por  falta  del  deudor,  y  la  segunda  por  caso 
fortuito  Correspondiendo  la  elección  al  deudor,  según  el  rigor  de  los  princi- 
pios, el  deudor  i  nada  estaba  obligado.  Por  derecho  romano  el  deudor  tendría 
que  dar  el  valor  de  la  cosa  que  pereció  por  caso  fortuito,  porque  si  no  hubiese 
él  deteriorado  la  primera,  podría  dársele  al  acreedor  cuando  la  segunda  pere- 
ció por  caso  fortuito. 

a.*  La  primera  cosa  pereció  por  falta  del  deudor,  la  segunda  por  ftlta  del 
acreedor.  Entonces  el  deudor  queda  ubre,  ya  tuviese  él  la  elección  ó  ya  la 
tuviese  el  acreedor. 


SECX3IÓN  CÜAKTA 

DB  LAB  0BLIGACI0NB8  HANCOinTNADAB  Y  DE  LAB  fiOLIDABIAA 

Awt,  i  13>.  La  concurrencia  4e  do6  ó  más  acreedo- 
res ó  de  doB  ó  más  deudores  en  una  sola  obligación,  no 
implica  que  cada  uno  de  aquéllos  tenga  derecho  á  pedir 
ni  cada  uno  de  éstos  deba  prestar  integramente  las  coeaá 
objeto  de  la  misma.  Sólo  habrá  lugar  á  esto  cuando  la 
obligación  expresamente  lo  determine,  constituyéndose 
con  el  carácter  de  solidaria. 

Ar4.  i  138.  Si  del  texto  de  las  obligaciones  á  que 
se  refiere  el  articulo  anterior  no  resulta  otra  cosa,  el  cré- 
dito ó  la  deuda  se  presumirán  divididos  en  tantas  partea 
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iguales  como  acreedores  ó  deudores  haya,  reputándose 
créditos  ó  deudas  distintos  unos  de  otros. 

Art.  1139.  Si  la  división  fuere  imposible,  sólo 
perjudicarán  al  derecho  de  los  acreedores  los  actos  colec- 
tivos de  éstoSy  y  sólo  podrá  hacerse  efectiva  la  deoda  pro- 
cediendo contra  todos  )os  deudores.  Si  alguno  de  éstos 
•  resultare  insolvente,  no  estarán  los  demás  obligados  á  su- 
plir su  falta. 

Art.  i  1 40.  La  solidaridad  podrá  existir  aunque  los 
acreedores  y  deudores  no  estén  ligados  del  propio  modo 
y  por  unos  mismos  plazos  y  condiciones. 

Art.  11411.  Cada  uno  de  los  acreedores  solidarios 
puede  hacer  lo  que  sea  útil  á  los  demás,  pero  no  lo  que 
les  sea  perjudicial. 

Las  acciones  ejercitadas  contra  cualquiera  de  los  deu* 
dores  solidarios  perjudicarán  á  todos  éstos. 


446.  El  principio  de  la  indivisibilidad  de  las  servidumbres,  que 
^como  regla  general  establece  el  art.  636  del  Código  civil  y  que 
tiene  por  objeto  mantener  en  su  integridad  el  gravamen  eñ  que 
consistan,  aun  en  el  caso  de  dividirse  entre  dos  ó  más  el  j^redio 
que  las  disfrute  ó  el  que  las  sufra,  no  se  opone  al  derecho  que  en 
absoluto  y  sin  limitación  alguna  concede  especialmente  el  art.  603 
del  propio  Código  al  dueño  de  todo  terreno  gravado  con  la  servi- 
dumbre de  pastos,  de  redimir  esta  carga  mediante  el  pago  de  su 
valor,  sean  uno  ó  más  los  que  tengan  el  derecho  á  la  servidumbre. 
S.  11  Nav.  92.— Q.  2á  Dic. 

446.  Las  prescripciones  de  los  artículos  397  y  898  del  Código^ 
versan  sobre  los  deberes  de  los  condueños  de  la  cosa  común  y  loe 
requisitos  que  han  de  concurrir  en  los  acuerdos  de  la  mayoría  de 
los  partícipes  para  que  sean  obligatorios. — S.  11  Nov.  92. — Q-,  24 
Diciembre, 
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447.  No  diecutiéndoee  en  el  pleito  cuestión  alguna  suscitada 
entre  condueños,  es  obvio  que  no  pueden  aplicarse  á  la  servidum- 
bre de  pastos  disposiciones  de  la  ley  que  ee  ban  dictado  para  co- 
sas y  casos  enteramente  distintos,  siendo  en  el  propio  caso  igual- 
mente inaplicables  los  artículos  1141,  1145  y  1147  del  Código,  re- 
lativos á  las  obligaciones  solidarias  y  á  su  extinción  por  el  pago^ 
S.  11  Kov.  92.— G.  24  Dic. 


Art.  ■  141^.    El  deudor  puedo  pagar  la  deuda  á  cual- 
quiera de  los  acreedores  solidarios;  pero,  si  hubiere  sido 
judicialmente  demandado  por  alguno,  á  ébte  deberá  hacer 
el  pago. 

ArÉ.  fl  1-13.  La  novación,  compensación,  confusión 
ó  remisión  de  la  deuda  hecbas  por  cualquiera  de  los 
acreedores  solidarios,  ó  con  cualquiera  de  los  deudores  de 
la  misma  clase,  extingue  la  obligación,  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  1146. 

El  acreedor  que  haya  ejecutado  cualquiera  de  estos 
actos,  así  como  el  que  cobre  la  deuda,  responderá  á  los 
demás  de  la  parte  que  les  corresponde  en  la  obligación. 

Art.  1144.  El  acreedor  puede  dirigirse  contra  cual- 
quiera de  los  deudores  solidarios  ó  contra  todos  ellos  si- 
multánsamente.  Las  reclamaciones  entabladas  contra  uno 

* 

no  serán  obstáculo  para  las  que  posteriormente  se  dirijan 
contra  los  demás,  mientras  no  resulte  cobrada  la  deuda 
por  completo. 

Hi^t.  1145.  El  pago  hecho  por  uno  de  los  deudores 
solidarios  extinge  la  obligación. 

El  que  hizo  el  pago  sólo  puede  reclamar  de  sus  codeu- 
dores la  parte  que  á  cada  uno  corresponda,  con  loe  inte- 
reses del  anticipo. 

La  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación  por  insol- 
vencia del  deudor  solidario,  será  suplida  por  sus  codeu- 
dores, á  prorrata  de  la  deuda  de  cada  uno. 
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448.  No  discutiéndose  en  un  pleito  cuestión  alguna  suscitada 
entre  condueños,  es  obvio  que  no  pueden  aplicarse  á  la  servidum- 
bre de  pastos  disposiciones  de  la  ley,  que  se  han  dictado  para  cosas 
y  casos  enteramente  distintos,  siendo  en  el  propio  caso  igualmente 
inaplicables  los  artículos  1141,  1145  y  1157  del  Código  civil,  rela- 
tivos á  las  obligaciones  solidarias  y  á  su  extinción  por  el  pago. — 
S.  11  Nov.  92.--G.  24  Dic. 

/trt.  fl  1  iO.  La  quita  ó  remisión  hecha  por  el  acree- 
dor de  la  parte  que  afecte  á  uno  de  los  deudores  solida- 
rios, no  libra  á  éste  de  su  responFabilidad  para  con  los 
codeudores,  en  el  caso  de  que  la  deuda  haya  sido  total- 
mente pagada  por  cualquiera  de  ellos. 

Art.  11 4  "7.  Si  la  cosa  hubiese  perecido,  ó  la  pres- 
tación se  hubiese  hecho  imposible,  sin  culpa  de  los  deu- 
dores solidarios,  la  obligación  quedará  extinguida. 

Si  hubiese  mediado  culpa  de  parte  de  cualquiera  de 
ellos,  todos  serán  ref^ponFables,  ¡xira  con  el  acreedor,  del 
precio  y  de  la  indemnización  de  daños  y  abono  de  intere- 
ses, sin  perjuicio  de  su  acción  contra  el  culpable  ó  negli- 
gente. 

Art.  11  ^H,  El  deudor  solidario  podrá  utilizar,  con- 
tra las  reclamaciones  del  acreedor,  todap  las  excepciones 
que  se  deriven  de  la  naturaleza  de  la  obligación  y  las  que 
le  sean  personales.  De  las  que  personalmente  correspon- 
dan á  los  demás,  sólo  podrá  servirse  en  la  parte  de  deuda 
de  que  éstos  fueren  responsables. 


UPONEN  las  obligaciones  mancomanadas  y  solidarias  la  preexistencia 
de  la  colectividad  en  el  sujeto  agente  ó  recipiente  de  la  obligación,  coya  co- 
lectividad puede  estar  representada  en  las  variedades  siguienlps:  acreedor  y 
deudor  múltiple:  acreedor  ojúltiple  y  deudor  único;  y  acreedor  único  y  deu- 
dor múltiple. 

Estas  obligaciones  colectivas,  por  razón  del  sujeto,  comprenden  á  su  vi^z. 
dea  órdenes  diferentes  con  los  conceptos  de  prorrateadles  ó  simplemente  man- 
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eomonadas,  y  toUdárks^  á  cayos  dos  conceptot  cdDttgnii  ios  dwpotkionet 
lot  doce  artícQloft  qoe  encabezao  etie  comeoUrio. 

Ambos^  suponen,  como  decíamos,  la  colectívidad;  inas  do  porqoe  en  un 
mismo  contrato  cóncarran  dos  ó  más  personas  en  cnalquíen  de  los  eoneeptot 
indicados,  ha  de  estimarse  siempre  qne  entre  ellas  exista  la  solidaridad  ó  la 
simple  mahcomonidad.  Únicamente  se  entenderá  que  existe  cuando  sean  acree- 
dores de  nna  misma  deuda  ó  deudores  de  un  mismo  crédito;  pues  el  lazo  de 
unión  entre  los  unos  y  los  otros  no  es  la  concurrencia  mAltiple  i  un  mismo 
contrato  ó.  en  una  misma  escritura,  sino  el  pacto  sobre  una  misma  prestadón, 
ya  como  acreedores,  ya  como  deudores. 

Las  iobligaciones  colectivas  tienden  á  garantizar  su  cumplimiento  y  á 
afianzarlos  derechos  del  acreedor;  si  son  simplemente  mancomunadas, el 
deudor  múltiple  disminuye  el  riesgo  por  cuanto  no  es  tan  presumible  la  falta 
de  todos  como  la  de  cualquiera  de  ellos;  y  en  las  solidariu,  por  el  derecho  de 
elección  que  el  acreedor  tiene  para  reintegrarse  de  cualquiera  de  los  Obligados 
del  importe  total  de  la  prestación.  Estas  contienen,  á  su  vez,  una  relación  de 
derecho  entre  los  codeudores,  que  ha  llegado  á  estimarse  como  mandato  neto, 
suponiendo  que  el  que  paga  por  los  demás  lo  hace  en  beneficio  de  éstos  como 
su  mandatario,. á  quien,  no  pudiendo  serle  gravoso,  se  le  concede  la  corres- 
pondiente carta  de  lasto  para  reclamar  de  sus  supuestos  mandantes  la  parte  de 
la  deuda  solidariamente  contraída  que  á  ellos  correspondiese.  Entendemos,  no 
obstante,  que  el  derecho  de  elección  para  reclamar  el  todo  á  cualquiera  de  los 
deudores  solidarios,  precisa  al  acreedor  ó  acreedores  á  no  elegir  á  un  segun- 
do ni  á  un  tercero  de  los  codeudores  para  que  le  reintegre  en  el  total  de  la 
obligación,  sin  qiie  antes  haya  agotado  el  procedimiento  judicial  que  entable 
eoh  el  primero  en  orden  sucesivo;  no  siéndole  lícito  abandonar  lin  procedi- 
miento incoado  por  él  ó  su  causante  para  dirigir  so  acción  de  nuevo  contra 
otro,  pues  el  adverbio  aposteríormeote»  del  art.  44ii  autoriza  i  estimar  la 
ultimación  del  anterior,  evitando  la  excepción  jurídica  de  litispendeneia  que 
podría  oponer  en  el  segando  juicio  el  demandado,  la  cual  Anicamenta Impe- 
diría, la  reclamación  colectiva  hecha  por  el  acreedor  en  una  sola  demanda 
dirigid^  á  la  vez  contra  todos  los  deudores  solidarios  en  virtud  de  la  acumu- 
lación de  acciones  á  que  se  refiere  el  art.  456  de  la  ley  de  Enjoieiaoiionlo 
civil. 

Estas  obligaciones  colectivu,  ya  sean  simplemente  mancomunadas,  ya  so- 
lidarias, nacen,  como  las  demás,  de  la  ley,  de  los  contratos  y  cuasíeontratoa, 
y  de  las  omisiones  y  actos  ilícitos  ó  en  que  intervenga  cualquier  género  á% 
culpa  ó  negligencia,  y  sus  efectos,  muy  variados,  por  supuesto,  están  deulla- 
dos  minuciosamente  en  los  artículos  preinsertos,  y  los  procuraremos  ciasifirar 
en  el  cuadro  que  subsigue. 
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SECCIÓN  QUINTA 

DK  LAS   OBLIGACIONES   DIVISIBLES   Y  DE  LAS   INDIVISIBLES 

j 

/Iri.  II  lO.  La  divisibilidad  ó  indivi^bilidad  de 
las  cotias  objeto  do  las  obligaciones  en  que  hay  un  solo 
deudor  y  un  solo  acreedor,  no  altera  ni  modifica  los  pre- 
ceptos del  cap.  2.^  de  este  título. 

ArU  II50.  La  obligación  indivisible  mancomu- 
nada se  resuelve  en  indemnizar  daños  y  perjuicios  desde 
que  cualquiera  de  los  deudores  falta  á  su  compromiso. 
Los  deudores  que  hubiesen  estado  dispuestos  á  cumplir 
los  suyos  no  contribuirán  á  la  indemnización  con  más 
cantidad  que  la  porción  correspondiente  del  precio  de  la 
cosa  ó  del  bervicio  en  que  consistiere  la  obligación. 

Art.  1151.  Para  los  efectos  de  los  artículos  que 
preceden,  s^  reputarán  indivibibles  las  obligaciones  de 
dar  cuerpos  ciertos  y  todas  aquellas  que  no  sean  suscepti- 
bles de  cumplimiento  parcial. 

Las  obligaciones  de  hacer  serán  divisibles  cuando  ten- 
gan por  objeto  la  prestación  de  un  número  de  días  de  tra- 
bajo, la  ejecución  de  obras  por  unidades  métricas,  ú  otras 
cosas  análogas  que  por  su  naturaleza  sean  susceptibles  de 
cumplimiento  parcial. 

En  las  obligaciones  de  no  hacer,  la  divisibilidad  ó  indi- 
visibilidad se  decidirá  por  el  carácter  de  la  prestación  en 
cada  caso  particular. 


E. 


ÍN  rigor,  las  obligaciones  en  sí  mismas,  ni  son  divisibles  m  indivisibles, 
puesto  que  sólo  las  presitariones  estipuladas  son  susceptibles  de  división,  y 
bajo  tal  concepto  es  como  únicamente  puede  admitirse  la  clasificación  que^ 
como  epígrafe  de  esta  sección  quinta,  establece  el  Código. 
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Obligaciones  divisibles  serán  aquellas  en  qne  la  prestación  qae  forma  su 
objeto  pueda  hacerse  por  partes,  e  indivisibles  lasque  no  consientan  la  pres- 
tación parcial,  y  de  aquí  que  sean  divisibles  las  obligaciones  áñ  dar,  contraí- 
das por  varios,  cuando  las  cosas  sean  genéricas  ó  cantidades,  porque  pu- 
diendo  repartirse  entre  varias  personas,  cada  una  de  ellas  podrá  cumplir  par- 
ciaimente  la  parte  que  le  corresponda;  y  lo  serán  también,  por  igual  causa, 
las  de  hacer,  si  consisten  en  la  prestación  de  un  número  determinado  de  tra- 
bajos, en  la  ejecución  de  obras  por  unidades  métricas,  ó  en  otras  prestaciones 
análogas  susceptibles  de  cumplimiento  parcial;  y  si  los  deudores  son  manco- 
munados en  la  obligación  y  la  prestación  es  divisible,  cumpliendo  cada  uno 
aquello  á  que  está  obligado  y  de  que  únicamente  deba  responder,  ninguna 
responsabilidad  le  alcanzará  por  el  incumplimiento  de  los  otros  deudores. 

Por  el  contrario,  si  la  obligación  es  indivisible,  el  que  no  la  cumple  tiene 
que  p^gar  los  daños  y  perjuicios,  y  los  deudores  dispu-^stos  al  cumplimiento 
contribuirán  á  aquélla  sólo  con  la  cantidad  que  proporcional  mente  les  corres- 
ponda del  precio  de  la  cosa  ó  prestación  pactada. 

En  cuanto  á  la  prestación  de  una  eosa  incorpore»,  nada  dice  el  Código; 
mas  debe  admitirse  la  doctrina  romana  de  ser  in  iivisible  la  obligación,  con 
las  excepciones  del  usufructo,  la  enGteusis  y  la  hipoteca. 

Los  efectos  de  las  obligaciones  que  venimos  examinando  cuando  exista 
un  solo  deudor  y  un  solo  acreedor,  la  divisibilidad  ó  indivií^ibilidad  de  aqué- 
llas, no  af  *cU  ni  modifi>'.a  los  preceptos  generales  estableci  ios;  y  aun  ha- 
biendo liif-'renlt's  acreedores  y  deu lores,  no  surgirán  dificultades  si  la  presta- 
ción es  divisible;  mas  cuando  sea  indivisible,  podrán  ocurrir  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  Que  sean  varios  los  deudores;  y  entonces  sólo  perjudicarán  al  derecho 
de  los  acreedores  los  actos  colectivos  de  éstos,  y  únicamente  podrá  hacerse 
efectiva  la  dej  la,  procediendo  contra  todos  los  deudores,  y  aunque  alguno  de 
ellos  resuiure  insolvente,  no  estarán  los  demás  obligados  á  suplir  sn  falta; 
pero  si  lio  se  cumple  ó  se  niega  el  pago,  la  obligación  indivisible  mancomu- 
nada se  resuelve  en  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  según  dejamos  antes 
indi  ado. 

S.°  Que  sean  varios  los  acreedores.  El  Código  nada  dice  acerca  de  si  aqué- 
llos tendrán  que  hacer  colectivamente  la  reclamación  al  deudor,  aunque  parece 
desprenderse  a.<ídel  tenor  del  art.  1139;  pero  creemos  que  no  habría  inconve- 
niente en  seguir  la  doctrina  romana,  spgún  la  que,  cada  acreedor  podía  hacer 
por  sí  solo  la  reclamación,  dando  caución  al  deudor  de  que  los  otros  acreedo- 
res no  le  reclamarían  lo  que  hubiera  pagado,  con  la  responsabilidad  de  dauoa 
y  perjuicios  eu  aquél  si  los  demás  reclamaren;  toda  vez  que,  de  ho  ser  así,  la 
resistencia  pasiva  de  auo  de  los  acreedores  en  reclamar,  sa  ausencia  ea  igno- 
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rado  pandero  sin  repreienUeión  legal  y  otraa  caosaa  análogas,  cederían  s^fn- 
pre  en  perjaicio  de  los  demás.  / 

3.*  Qae  haya  varios  acreedores  y  Taríos  deodores.  En  este  caso,  habrá  q«o 
lener  en  cuenta  los  dos  anteriores,  resolviendo,  según  ellos,  tu  caesUoiie» 
que  sarjan. 

SECCIÓN  SEXTA 

DS  LAS  OBLIGACIONES  CON  CLÁUSULA  P8NAL 

Ari.  11 59.  En  las  obligaciones  con  cláusula  penal,, 
la  pena  sustituirá  á  la  indemización  de  dfiñoe  y  al  aboijo 
de  intereses  en  caso  de  falta  de  cumplimiento,  si  otra  cosa 
no  se  hubiere  pactado. 

Sólo  podrá  hacerfie  efectiva  la  pena  cuando  ésta  fuere 
exigible  conforme  á  las  disposiciones  del  presente  Código. 


449.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  JUarzo  de  1856  y  lo 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu- 
cir intereses  de  cantidades  ilíquidas;  y  lo  son  todas  aquellas  en  que 
precisa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto. — 8. 10  Die,  94, 
—O,  2  Marzo  95, 

Art.  1153.  El  deudor  no  podrá  ezimiree  de  cum- 
plir la  obligación  pagando  la  p6na,  sino  en  el  caso  de  que 
expresamente  le  hubiese  sido  reservado  este  derecho. 
Tampoco  el  acreedor  podrá  exigir  conjuntamente  el  cum- 
plimiento de  la  obligación  y  la  satisfacción  de  la  pena, 
sin  que  esta  facultad  le  haya  sido  claramente  otorgada. 

Ári.  1 154.  El  Juez  modificará  equitativamente  la 
pena  cuando  la  obligación  principal  hubiera  sido  en  parte 
ó  irregularmente  cumplida  por  el  deudor. 

Art.  1155.  La  nulidad  de  la  cláusula  penal  ao  lleva 
consigo  la  de  la  obligación  principal. 

La  nulidad  de  la  obligación  principal  lleva  consigo  la 
de  la  cláusula  penal. 


LIBBO  ODABTO. — TÍTmO  FROIKBO.— ASTS.  1152  i  1155      867 


O 


BUOAOIOKES  con  cláosulá  penal  llama  el  Gód¡g;o,  sin  definirlas  en 
esta  lección,  á  tlasqae  tienen  por  objeto  compensar  la  inejecación  de  otra 
obligación  principal  de  qne  es  aquélla  accesoria»  Evidente  es  qne  provinien- 
do, tanto  la  principal  como  la  subsidiaría,  del  concierto  de  voluntades  entre 
las  partes  contratantes,  ni  el  acreedor  extremara  el  rigor  de  la  pena,  ni  me- 
nos el  deodor  asentirá  á  someterse  á  la  voracidad  de  aquél,  si  á  tal  extremo 
llegase.  Ocasiones  habrá  qne  ofrezcan  ancho  campo  al  aboso,  por  lo  qne  el 
Código,  poniendo  nn  dique  á  desordenados  apetitos,  quita  toda  eficacia  á 
las  penas  convenidu  por  los  contratantes  que  rebasen  el  carácter  civil  de 
las  mismas,  declarando  que  sólo  podrá  hacerse  efectiva  la  pena  estipulada 
cuando  fuere  exigible  conforme  á  sus  disposiciones;  por  lo  cual,  quedan  ex- 
cluidas todas  aquellas  que  sean  matería  exclusiva  de  derecho  penal,,  que,  cual 
las  condiciones  imposibles,  se  estimarán  como  no  puestas. 

Siempre  que  se  estipule  con  cláusula  penal,  se  constituyen  una  obligación 
principal  y  otra  subsidiaria,  como  decíamos  arriba,  en  tan  perfecta  relación, 
que,  ansiada  la  primera  por  declaración  Judicial,  rescindida  en  su  caso,  dejada 
sin  efecto  por  mutuo  disenso  ó  extinguida,  se  anula,  rescinde,  invalida  y 
resuelve  la  segunda:  tuhUUo  priweipalii,  tollitnr  §eeesorins. 

Guando  la  obligación  primera  deja  de  cumplirse,  tiene  lugar  la  aplicación 
de  la  pena  estipulada,  ó  sea  lo  convenido  para  dicho  caso;  y  entonces  habrá 
que  consultar  los  términos  de  lo  pactado,  puesto  que  los  daños  y  perjuicios 
que  el  incnmplimiento  ocasione  están  representados  por  la  pena  prefijada. 
La  dificultad  de  mayor  trascendencia  á  qne  pueden  dar  lugar  estas  obligacio- 
nes subsidiarías  llamadas  penales,  surgirá  cuando  el  deudor  haya  cumplido 
la  principal  en  parte,  dejando  otra  parte  sin  cumplir;  pues  si  no  previeron 
esta  OTentualidad  los  contratantes,  á  falta  de  acomodamiento  entre  ellos,  la 
Autoridad  judicial  competente  resolverá  discrecionalmente  la  modificación 
equitativa  de  la  pena,  según  las  circunstancias  que  concurran. 

Esta  clase  de  obligaciones  rigen  en  todos  los  países,  guardando  con  los 
preceptos  de  nuestro  Código,  que  encabezan  este  comentario,  grandes  ana- 
logías. Mis  bajo  el  punto  de  vista  del  nsBBCHO  iMTiaiCAcioiCAL  deberá  tener- 
se en  cuenta  la  legislación  del  país  en  que  hayan  de  cumplirse  en  su  caso  las 
obligaciones  penales,  porque  habiendo  marcadas  diferencias  entre  unos  y 
otros,  podría  resui*ar  de  imposible  cumplimiento,  por  no  ser  lícito  en  una  lo 
que  lo  fuese  en  otras;  por  ejemplo,  la  prisión  por  deodas,  y  cuale»quiera 
otras  limitaciones  que  coarten  la  libertad  de  las  personas  que,  siendo  contra- 
riu  al  orden  póblico  en  España  como  en  otros  países,  seria  ilusoria  la  pena, 
concertada  como  toda  condición  imposible  por  ser  contraria  á  la  ley. 
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CAPÍTULO   IV 


De  la  extinción  de  las  obligraciones. 


DISPOSICIONES    GENERALES 

Art.  1156.     Las  obligaciones  se  extinguen: 

Por  el  pago  ó  cumplimiento. 

Por  la  pérdida  de  la  co;ía  debida. 

Por  la  condonación  de  la  deuda. 

Por  la  confusión  de  los  derechos  del  acreedor  y  deudor. 

Por  la  compensación. 

Por  la  novación. 


450.  En  el  caso  de  reunir  las  presunciones  todos  los  requÍFÍtoB 
<jue  la  ley  determina  para  concederles  fuerza  probatoria,  son  efica- 
ces tanto  para  probar  la  acción  inter[)uesta  como  las  excepciones 
alegadas,  porque  tal  medio  probatorio  puede  utilizarlo  de  igual 
manera  el  actor  qi'ie  el  demandado,  así  para  demostrar  la  existen- 
cia de  la  obligación,  como  su  extinción  por  alguno  de  los  modos 
que  establece  el  art.  1156  del  Código  civil;  y  al  estimarse  por  tal 
prueba  extinguida  la  obligación  demandada  por  medio  de  la  paga, 
que  es  el  primero  de  los  modos  que  establece  dicho  artículo,  no  se 
infringen  sus  disposiciones. — S,  2á  Od,  94. — G.  4  Enero  95. 


^  UED ARON  definidas  las  obligaciones  en  su  lagar  oportano ,  como  yídco- 
lo  jurídico  que  nos  fuerza  á  una  prestación  reclamable  por  aquel  á  quien  co* 
rrésponde;  y  con  presencia  del  epígrafe  que  encabeza  las  disposiciones  gene- 
rales del  capítulo  que  vamos  á  tratar  y  del  principio  que  informa  el  arttcalo 
ingerto,  hay  que  considerar  ahora  la  ruptura  de  aquel  vínculo,  el  deseaeade* 
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nimiento  de  aqaellas  voluntades  concertadas,  la  extinción,  por  último,  del 
deber  de  prestar  y  del  derecho  á  reclamar  la  prestación , 

La  extinción  de  las  obligaciones  se  basa  en  el  sapaesto  de  su  existencia, 
siendo  evidente  que  si  extinguir  es  agotar,  cuando  de  derechos  se  trate,  y  de 
sus  correlativas  obligaciones,  habrá  necesidad  de  reconocer  que  aquéllos  res- 
piraron y  vivieron  en  una  existencia  legal,  para  sucumbir  después  legalmente 
también. 

Por  eso  hay  que  distinguir  entre  la  nulidad  y  la  extinción  de  las  obliga- 
ciones; pues  á  diferencia  de  lo  que  acabamos  de  exponer,  toda  obligación 
anulada  implica  su  inexistencia,  y,  como  engendro  monstruoso,  informe,  no 
necesita  ni  la  extinción  ni  el  agotamiento  que  la  haga  sucumbir,  puesto  que 
jamás  vivió.  Por  eso,  una  obligación  nula  no  admite  ninguno  de  los  modos 
reconocidos  para  la  extinción  de  las  obligaciones  válidas;  y  la  paga,  por 
ejemplo,  de  una  de  aquellas  obligaciones,  no  sólo  no  U  soluciona,  sino  que 
engendrará  reclamaciones  en  sentido  inverso,  por  la  incompatibilidad  entre 
los  principios  de  ser  y  no  ser  al  mismo  tiempo. 

Por  eso,  cuanto  nos  corresponde  y  nos  proponemos  tratar  sobre  el  artículo 
preinserto  y  los  demás  de  este  capítulo  cuarto,  irá  referido  á  las  obligaciones 
cálidamente  contraídas,  á  los  derechos  justamente  surgidos  de  ellas. 

Este  artículo  reconoce  seis  causas,  generadoras  cada  una  de  por  sí,  y  de- 
teriptnantes  á  la  vez  de  la  extinción  de  las  obligaciones*  ó,  como  si  dijéramos, 
mortales  de  necesidad.  Con  efecto,  el  pago,  la  pérdida  de  la  cosa  debida,  la 
condonación  de  la  deuda,  la  confusión  de  los  derechos  de  acreedor  y  deudor, 
la  compensación  y  la  novación,  resuelven  deBnitivamente  el  vínculo  ó  la  rela> 
ción  jurídica  formada  entre  dos  ó  más  personas  para  conseguir  una  presta- 
ción. Todes  ellas  pueden  agruparse  en  estoé  tres  conceptos:  4. o  Cumplimiento. 
51.0  Incumplimiento  por  iodébito  ó  indebido;  y  3.o  Incumplimiento  por  impo- 
sibilidad. Cualquiera  de  dichos  conceptos  produce  el  mismo  resultado  de  re- 
solver la  obligación,  caducar  el  derecho  á  reclamarla,  y  extinguir  la  acción 
jurídica  ejereitable. 

Pero  otras  causas  ha  omitido  el  Código  tan  extintivas  de  las  obligaciones 
como  las  seis  aludidas.  Con  efecto,  la  consignación  de  la  suma  debida,  hecha 
válidamente,  y  la  prescripción  del  derecho  á  reclamar,  disuelven  la  obliga- 
ción de  la  prestación;  la  rescisión  de  las  obligaciones  por  el  mutuo  reconoci- 
mienlo  de  los  contratantes,  ó  por  declaración  judicial,  las  extingue  igual- 
mente; la  cesión  de  bienes  en  pago  por  acto  extrajudicial  ó  mediante  convenio 
en  suspensión  de  pagos,  quita  y  espera,  quiebra  ó  concurso,  que  se  celebre 
entre  el  fallido  y  sus  acreedores,  extinguirá  también  las  respectivas  obliga- 
ciones en  la  proporción  y  términos  que  la  proposición  aceptada'  contenga; 
finalmente,  la  transacción  de  derechos  entre  los  que  han  dd  litigarlos,  ó  estén 
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ya  en  litigio,  extinguirá  también  la  obligación  originada  del  contexto  prími- 
ti¥0  y  aan  las  eonsignientes  al  eauieontrato  de  liii¿  contejítaüo. 

Gomo  en  las  secciones  sncesivas  emplea  el  Código  espacio  y  logar  snfi* 
eiente  con  las  seis  cansas  de  extinción  de  las  obligaciones  qoe  reconoce,  deja- 
mos, aquí  cortado  naeslro  trabajo  para  reanndarle  en  cadanna  de  las  secciones 
sttbsignientes. 

SECCIÓN  PRIMERA 

DEL  PAGO 

A  ri.  11 57.  No  se  entenderá  pagada  una  deuda  bído 
cuando  completamente  se  hubiese  entregado  la  cosa  ó  he- 
cho la  prestación  en  que  la  obligación  consistía. 


451.  No  discutiéndose  en  un  pleito  cuestión  alguna  suscitada 
entre  condueños,  es  obvio  que  no  pueden  aplicarse  á  la  servidum* 
bre  de  pastos  disposiciones  de  la  ley  que  se  han  dictado  para  cosas 
j  casos  enteramente  distintos,  siendo  en  el  propio  caso  igualmen- 
te inaplicables  los  artículos  1141, 1145  y  1157  del  Código,  relativos 
á  las  obligaciones  solidarias  y  á  su  extinción  por  el  pago. — S.  lí 
Nw.  92.— G.  24  Die. 


itri.  115S.  Puede  hacer  el  pago  cualquiera  perso- 
na, tenga  ó  no  interés  en  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción, ya  lo  conozca  y  lo  apruebe,  ó  ya  lo  ignore  el  deudor. 

El  que  pagare  por  cuenta  de  otro  podrá  reclamar  del 
deudor  lo  que  hubiese  pagado,  á  no  haberlo  hecho  contra, 
su  expresa  voluntad. 

En  este  caso  sólo  podrá  repetir  del  deudor  aquello  en 
que  le  hubiera  sido  útil  el  pago. 

Art*  ll&O.  El  que  pague  en  nombre  del  deudor», 
ignorándolo  éste,  no  podrá  compeler  al  acreedor  á  subro* 
garle  en  sus  derechos. 
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itvi.  i  14M.  En  las  obligacioneB  de  dar  no  será  vá- 
lido el  pago  hecho  por  quien  no  tenga  la  lilnre  dispoeieión 
de  la  cosa  debida  y  capacidad  para  enajenarla.  SiiT  em- 
bargo, 8i  el  pago  hubiese  consistido  en  una  cantidad  de 
dinero  6  cosa  íungible,  no  habrá  repetición  contra  el 
acreedor  que  la  hubiese  gastado  ó  consumido  de  buena  fe. 


452.  Obligándose  el  comprador  de  una  finca  á  retener  cierta 
suma  y  con  ella  verificar  el  pago  de  los  acreedores  hipotecarios  del 
dueño,  si  llamados  éstos  por  edictos  no  se  presentasen  al  cobro,  el 
auto  en  que  se  ordena  al  primero  la  consignación  en  el  Banco  de 
España  de  dicha  suma,  no  infringe  los  artículos  1160,  1162, 1177 
y  1876  del  Código  civil,  ni  el  82, 105  y  157  de  la  ley  Hipotecaria, 
porque  no  puede  desconocerse  la  validez  de  la  consignación,  toda 
vea  que  reúne  los  requisitos  de  derecho,  y  lleva  la  condición  de 
responder  al  crédito  y  de  extinguir  la  garantía  por  medio  de  la 
cancelación  de  la  hipoteca. — S.  8  Enero  92.-^  O.  2  Féb, 


itrt.  1161.  En  las  obligaciones  de  hacer  el  acree- 
dor no  podrá  ser  compelido  á  recibir  la  prestación  ó  el 
servicio  de  un  tercero,  cuando  la  calidad  y  circunstan- 
cias de  la  persona  del  deudor  se  hubiesen  tenido  en  cuen- 
ta al  establecer  la  obligación. 

Art.  IIS9.  El  pago  deberá  hacerse  á  la  persona  en 
cuyo  favor  estuviese  constituida  la  obligación,  ó  á  otra 
autorizada  para  recibirla  en  su  nombre  (1). 


463.  Siendo  una  excepción  de  lo  dispuesto  en  el  art.  504  de  la 
ley  de  Enjuiciiimiento  civil  lo  ordenado  en  el  1537,  la  sentencia 
que  confirmando  el  auto  del  Juzgado  deniega  dar  curso  á  una  de- 


(1)     VéMe  lA  regla  de  jnriaprndenoia  pueata  «I  art.  lieo. 
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manda  de  tercería  á  que  no  se  acompañan  ka  documentos  juBtifi-  | 

cativos  del  derecho  que  en  ella  se  ejercita»  no  infringe  el  art.  1162 
del  Código,  como  se  supone,  bajo  el  fundamento  de  que  con  ello 
consiente  que  se  haga  pago  de  lo  adeudado  á  otros  que  á  los  legí- 
timos acreedores. — S.  12  Marzo  94.— O,  9  Sepi. 

454.  No  se  infringe  este  artículo  del  Código  cuando,  aun  pres- 
cindiendo de  que  las  partes  hayan  reconocido  que  el  pleito  debe 
fallarse  por  la  legislación  anterior,  se  estima  por  el  resultado  de 
las  pruebas  que  las  entregas  de  metálico  hechas  al  acreedor  consti- 
tuyen pagos  parciales  de  su  crédito— 5.  ^1  Marzo  94. — G.  10  S^. 


Art.  1 1 S3.  El  pago  hecho  á  una  persona  incapaci- 
tada para  administrar  sus  bienes  será  válido  en  cuanto  se 
hubiere  convertido  en  su  utilidad. 

También  será  válido  el  pago  hecho  á  un  tercero  en 
cuanto  se  hubiere  convertido  en  utilidad  del  acreedor. 

Art.  fl  IS4.  Bl  pago  hecho  de  buena  fe  al  que  estu- 
viere en  posesión  del  crédito,  liberará  al  deudor. 

Art.  i  IS>.  No  será  válido  el  pago  hecho  al  acree- 
dor por  el  deudor  después  de  habérsele  ordenado  judicial- 
mente la  retención  de  la  deuda. 

Art.  i  IOS.  £1  deudor  de  una  cosa  no  puede  obli- 
gar á  su  acreedor  á  que  reciba  otra  diferente,  aua  cuando 
fuere  dé  igual  ó  mayor  valor  que  la  debida. 

Tampoco  en  las  obligaciones  de  hacer  podrá  ser  susti- 
tuido un  hecho  por  otro  contra  la  voluntad  del  acreedor. 

Art.  1197.    Cuando  la  obligación  consista  en  en- 
tregar una  cosa  indeterminada  ó  genérica,  cuya  calidad  J, 
circunstancias  no  se  hubiesen  expresado,  el  acreedor,  no 
podrá  exigirla  de  la  calidad  superior,  ni  el  deudor  entre- 
garla  de  la  inferior. 
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Art,  nos.  Los  gastos  extra  judiciales  que  ocasione 
el  pago  serán  de  cuenta  del  deudor.  Respecto  de  los  judi- 
ciales, decidirá  el  Tribunal  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil. 

Art.  i  I  SO.  A  menos  que  el  contrato  expresamente 
lo  autorice,  no  podrá  compelerse  al  acreedor  á  recibir  par- 
cialmente las  prestaciones  en  que  consista  la  obligación. 

Sin  embargo,  cuando  la  deuda  tuviere  una  parte  liquida 
y  otra  ilíquida,  podrá  exigir  el  acreedor  y  hacer  el  deudor 
el  pago  de  la  primera  sin  esperar  á  que  se  liquide  la  se- 
gunda. 

Art.  i  i  90.  £1  pago  de  las  deudas  de  dinero  deberá 
hacerse  en  la  especie  pactada,  y,  no  siendo  posible  entre- 
gar la  especie,  en  la  moneda  de  plata  ú  oro  que  tenga 
curso  legal  en  España. 

La  entrega  de  pagarés  á  la  orden,  ó  letras  de  cambio  ú 
otros  documentos  mercantiles,  sólo  producirá  los  efectos 
del  pago  cuando  hubiesen  sido  realizados,  ó  cuando  por 
culpa  del  acreedor  se  hubiesen  perjudicado. 

Bntretando  la  acción  derivada  de  la  obligación  primi- 
tiva quedará  en  suspenso. 

Art.  1191.  El  pago  deberá  ejecutarse  en  el  lugar 
que  hubiese  designado  la  obligación. 

No  habiéndose  expresado,  y  tratándose  de  entregar  una 
cosa  determinada,  deberá  hacerse  el  pago  donde  ésta  exis- 
tía en  el  momento  de  constituirse  la  obligación. 

En  cualquier  otro  caso,  el  lugar  del  pago  será  el  del  do- 
micilio del  deudor. 


466.  La  reclamación  deducida  para  la  entrega  de  intereses  de 
bna  fiama  constituida  en  la  Caja  general  de  Depósitos,  no  tiene 
analogía  alguna  con  el  caso  de  este  articulo  del  Código,  y  no  ha- 
biendo documento  de  que  se  derive  el  punto  en  que  ha  de  cum- 
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plirse  la  obligación^  éste  será  el  del  domicilio  del  deador. — 5.  12 
Julio  94,-0.  9  Agosto. 

456.  La  obligación  de  aatisfacer  el  precio  de  la  venta  de  géne- 
ros de  comercio,  debe  cumplirse  donde  se  compraron  y  entregaron, 
si  otra  cosa  no  se  ha  pactado,  sin  que  la  oeaión  de  sus  derechos  por 
el  acreedor  á  tercero  altere  las  relaciones  juridicaa  respecto  del 
deudor.— S.  19  Enero  95.'-G.  17  Abril. 

457.  Aun  cuando  en  el  contrato  no  se  expresare,  para  los  efec- 
tos de  la  competencia,  que  el  barco  habla  de  entregarse  en  el  sitio 
en  que  estaba  varado  cuando  se  vendió,  siampre  habría  de  resol- 
verse así  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  preinserto  art.  1171. — 
S.  26  Od.  95.— G.  11  Nov. 

458.  Según  el  citado  art.  1171,  el  pago  debe  ejecutarse  en  el 
lugar  designado  en  la  obligación,— iSf.  29  Oct.  95.-0.  11  Nov. 

459.  Reclamándose  en  una  demanda  el  importe  de  cierto  hos- 
pedaje, no  dirigiéndose  la  misma  contra  el  que  se  supone  que  le 
disfrutó,  sino  contra  sus  padres,  á  título  de  tratarse  de  un  menor, 
y  que  ni  siquiera  se  indica  que  los  demandados  hayan  contratado 
ni  autorizado  en  modo  alguno  la  prestación  del  referido  servicio, 
lo  cual,  unido  al  carácter  personal  de  la  acción  ejercitada  y  al  he- 
cho de  haber  reclamado  los  demandados  la  competencia  de  su  do- 
micilio al  ser  citados  y  emplazados,  no  deja  duda  de  que  á  éste 
corresponde  el  conocimiento  de  dicha  demanda,  conforme  á  la  re- 
gla 1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  al  1171  del 
Código  civil.— Sf.  2  Die.  95.^0.  de  9  id. 


p 


X  AOAB  es  ejecutar  U  prestación  de  aquello  mismo  qne  se  debe.  Esti 
considerado  el  pago  como  el  modo  más  naturalmente  lógico  de  extinguir  las 
ebligaciones  de  todo  género,  por  lo  qne  ha  ocasionado  desde  los  tiempos  mis 
remotos  la  distinción  de  reqoísitos  qne  le  integran,  sin  qae  se  hayan  alterado 
á  traTés  de  los  siglos  ni  de  las  conquistas  de  nuestra  mayor  olviliíack^a.  La 
frase  latina  q%i$^  cwinan^  fm4y  nH^  qwmodo  et  guando,  condidona  de  tal  ■»• 
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sera  los  requisitos  aiadidos,  qae  ningüa  otro  podrá  rígorosaiuente  añadirse; 
por  lo  coa!  explanaremos  este  comentario  bajo  esas  iniciales  inalterables,  no 
ya  por  rendir  nn  tributo  debido  á  ese  precedente  bistórieo,  cnanto  por  eonai- 
derarle  como  el  auxiliar  más  fijo  del  orden  qne  habrá  de  llevamos,  sin  es- 
fuerzo alguno,  desde  el  comienzo  al  final  del  tema  propuesto. 

Quis:  quién  ha  de  pa^ar,—E\  deudor  por  sí  mismo  ó  por  quien  legal- 
mente  le  represente,  cualquiera  de  los  codeudores,  el  fiador  ó  fiadores  que  en- 
tregüen  la  cosa  debida  ó  practiquen  la  prestación  en  que  la  deuda  consistía, 
extinguirán  ésta  resolviendo  el  derecho  del  acreedor.  Terminantes  son  los 
preceptos  del  Código  que  admiten  la  intervención  de  personas  distintas  á  las 
aludidas  en  la  satisfacción  de  la  deuda  que  extinguirán  la  obligación  con  res- 
pecto al  acreedor,  á  la  vez  que  engendran  nuevas  obligaciones  con  variedad 
de  mütices  entre  el  espontáneo  pagador  j  el  deudor  asintiente,  ignorante  6 
nolente  al  acto  de  la  paga,  según  determinan  los  artículos  .4  458  y  4 159  trans- 
critos, y  bajo  otros  conceptos,  los  artículos  4460  y  4464. 

Esto  supuesto,  el  acreedor  deberá  admitir  el  pago  de  un  tercero  que  lo 
lleve  á  cabo  en  los  términos  que  eran  lícitos  al  deudor;  así,  pues,  el  Juzgado 
que  esté  conociendo  de  los  preliminares  de  juicio  ejecutivo,  no  podrá  negarse 
á  admitir  la  cantidad  objeto  de  la  reclamación,  cuando  espontáneamente,  y 
antes  del  requerimiento  de  pago  al  deudor,  presenta  éste  la  persona  dis- 
puesta á  pagar  por  él  la  suma  adeudada,  siendo  un  error  estorbar  la  entrega 
hasta  que  se  efectúe  el  requerimiento;  pues  éste  tiene  nn  fin  dentro  del  dere» 
cho  procesal  del  que  carece  en  el  momento  que  el  deudor  mismo,  ú  otra  per- 
sona en  su  nombre,  se  presenta  á  haper  el  pago,  antes  y  sin  necesidad  de  ser 
requerido,  y  aun  tal  vez  para  evitarse,  como  puede  hacerlo,  los  gastos  de  ese 
mismo  requerimiento. 

De  todas  suertes,  el  pago  es  nn  acto  jurídico  tan  independiente  del  deu- 
dor, que  llega  á  ser  firme  y  valedero  hecho  por  otra  persona  qne  no  tenga 
interés  en  el  cumplimiento  de  la  obligación,  y  aun  cuando  el  deudor  lo 
ignore  totalmente,  según  declara  el  artículo  que  nos  ocupa,  de  cuyo  prín- 
eipio  legal  se  deduce  que  no  cabe  reputar  nulo  el  pago  de  una  obligación 
porque  falte  el  consentimiento  del  deudor,  ni  menos  estimar  nula  la  escri- 
tura en  que  el  pago  conste,  por  carecer  de  la  firma  del  obligado,  puesto  que 
en  ese  modo  de  extinguirse  las  obligaciones,  lo  verdaderamente  capital  es 
la  voluntad  del  acreedor,  como  así  lo  ha  entendido  el  art.  82  de  la  ley  Hipo- 
tecaria al  no  exigir  para  la  cancelación  de  las  hipotecas  más  que  el  consen- 
timiento de  aquel  á  cuyo  favor  están  constituidas;  y  aunque  el  art.  27  de  la 
ley  del  Notariado  exige,  bajo  pena  de  nulidad,  que  las  partes  firmen  las  escri- 
turas, evidentemente  se  refiere  á  las  que  en  ellas  intervienen  en  calidad  de 
otorgantes;  denominación  que  en  los  contratos  ó  actos  unilaterales  cuadra  tan 
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solo  al  qoe  por  virlod  da  lot  mUmot  queda  óbtlgado;  por  k)  que,  aon  roando- 
en  la  copia  de  una  escritora  en  qoe  te  declare  €>iar  satisfecho  on  crédito  Jii^ 
potecario  no  se  baya  transcrito  la  firma  del  deodor,  no  puede  d^Jard«  «ef 
inscrita,  porqoe  lo  contrarío  eqni valdría  á  proteger  derechos  imaginaríot  del' 
acreedor,  con  daho  evidente  para  el  deodor  qoe  después  de  pagar  íntpgra'^ 
mente  el  crédito  no  vería  liberada  so  finca  de  la  hipoteca  que  la  afretaba  (4). 
Cuiram:  á  quién  debe  hacerse  el  paffO.—E\  acreedor,  aqoel  á  cojo  favor  se 
constitoyó  la  obligación,  ó  la  persona  natoral  ó  jorídica  qoe  legfttoiaoielile 
ostente  so  derecho,  serááquien  únicamente  deba  hacerse  la  prestación  en 
qoe  la  obligación  consista.  Las  disposiciones  terminantes  y  concretas  de  loa 
coatro  artícolos  4I6S  á  4165,  copiados  arríba,  desarrollan  bien  claramente  la 
antigua  doctrina  del  derecho  hislóríco  (S),  pontoalizando  los  ef  ctot  distintos' 
que  ocasione  el  pago  por  la  variedad  de  persona  á  quien  se  haga. 

Mas  como  el  pago  constituye  un  acto  jurídico  para  el  coal  d  be  tenerte 
Biny  en  cuenta  la  capacidad  en  las  personas  que  para  efectuarlo  intervienen, 
bueno  será  recordar  aqní  la  conveniencia  de  tener  presente  cuanto  con  res- 
pecto á  dicha  materia  tenemos  expuesto  en  el  tomo  primero  de  esta  obra,  pues 
de  ello  dependerá  también  la  estabilidad  y  firmeza  de  aquel  acto  jurídico,  la 
de  la  cancelación  de  la  obligación,  y  como  consecuencia,  la  de  las  inscripcio- 
nes ó  anotaciones  que  hubiere  causado  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

La  capacidad  de  derecho  de  las  Comunidades  religiosas  debe  regirse^  aegtttt 
el  aru  37  de  este  Código,  por  las  disposiciones  canónicas,  que  son  las  que  re- 
galan sa  vida  jurídica  como  entidades  que  se  desenvuelven  y  funcionan  en  el 
seno  de  la  Iglesia. 

La  Extravagante  Ámhiíma  de  Paulo  II  y  el  Decreto  dado  por  Urbano  Vlir 
en  el  año  de  4624,  prohiben  toda  enajenación,  acensamiento,  hipoteca,  arkvn- 
damiento  por  más  de  tres  años  y  enfiteusis  que  recaiga  sobre  bienes  de  la 
Iglesia  y  monasterios,  á  no  ser  por  causa  de  necesidad,  evidente  utilidad  y 
con  licencia  del  Romano  Pontífice  ó  de  la  Congregación  del  Concilio;  pero  ni 
la  letra  ni  el  espirítu  de  esas  disposiciones  pontificias  consienten  se  incluya 
en  el  numero  de  los  actos  prohibidos,  el  de  la  extinción  de  una  hipoteca,  por 
haber  sido  integramente  satisfecha  la  obligación  principal  por  ella  garanti- 
zada, ya  que  ni  la  Extravagante  ni  el  Decreto  hablan  taxativamente  de  aeme^ 
jante  contrato,  ni  podían  incluirlo  en  su  mandato,  dada  la  tendencia  de  aque-* 
Ilaa  decisiones  á  evitar  el  empobrecimiento  y  dilapidación  de  lac  Comunidad- 
dea  regulares. 

Aunque  esto  no  fuera  así,  y  los  preceptos  pontificios  referidos  alcanza8ea4 

(1)     R.  do  lA  D.,  22  Marso  96.—  G.  95  Junio.  '  ' 

im     Leyes  del  tit.  U  de  U  Partid*  5.' 
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i  k»  tetotde  caneeiadón,  todavía  podría  sostenerse  qne  no  están  aquellos  en 

V  fgor,  i  \o  menos  ron  relación  á  las  Comonfdades  de  regulares  qae  se  hallan 
íoera  de  Italia,  por  haber  sido  derogados  por  nna  costumbre  contraría  qae 

V  enae  lu  condiciones  eanónicu  necesarias  para  ser  féente  de  derecho,  coa! 
•pina,  entre  otros,  el  eximio  canonista  Bonix,  en  sn  Tratado  /V  jure  regu^ 
¿trtvi*. 

Lo  expnesto  autoriza  para  afirmar  la  validez  de  la  cancelación  de  ona  hi- 
poteca por  ona  Comunidad  regular  sin  autorización  ó  licencia  del  Ordinario, 
pvetto  qne  no  hay  disposición  alguna  canónica  escrita  ó  consuetudinaria  por 
la  cimI  hayan  recogido  los  Obispos  la  atribución  que  antes  se  reservaran  los 
Romanos  Pontíilres;  y  porque  después  de  lo  ordenado  en  el  artículo  que  nos 
flcupa  y  en  el  44*17  y  44SO,  hay  que  mitigar  el  rigor  de  la  doctnna,  que  de« 
claraba  en  cierto  modo  independiente  el  cumplimiento  de  la  obligación  prin» 
cipal  y  ia  subsistencia  de  la  hipoteca  que  la  garantizaba,  puesto  que  el  mismo 
legislador  ha  estimado,  que  hecha  debidamente  la  consignación— que  al  cum- 
plimiento de  la  obligación  de  pagar  equivale,— la  cancelación  es  ya  un  dere* 
eho  del  deudor  (4). 

Existiendo  á  favor  de  una  hereneía  yacente  una  obligación  hipotecaría 
cuyo  vencimiento  era  á  plazos,  y  consignados  los  vencidos,  el  deudor  tiene 
perfecto  derecho  á  la  cancelación  parcial  del  gravamen  por  la  cantidad  que 
entregare;  en  cuya  virtud,  solicitándolo  así  del  Juzgado,  y  acordándolo  éste 
por  oo  existir  aun  herederos  declarados,  mediante  estar  ese  extremo  pendiente 
de  resolución  de  los  Tribunales,  tal  cancelación  parcial  es  legal  é  inscribible, 
porque  la  autorizan  los  preceptos  del  artículo  que  nos  ocupa  y  los  del  4480 
del  Código  (f ). 

Qu  d:  pié  cosa  ka  de  ser  cafeto  ielpago^-^^X  deudor  de  una  cosa  no  puede 
obligar  á  su  acreedor  á  que  reciba  otra  diferente,  preceptúa  el  art.  4466,  aun 
cuando  fuera  de  igual  ó  mayor  valor  que  la  debida,  ni  ser  sustituido  un  hecho 
porotro  contra  \k  voluntad  del  acreedor  Si  fuera  imposible  entregar  aquella 
cosa  ó  ejecutar  aquel  hecho,  el  arbitrio  judicial  podrá  resolver  acerca  de  ia  sus- 
litación  por  cosa  ó  hecho  semejante,  mas  la  reparación  de  daños  é  indemniu- 
eión  de  perjuicios  que  en  su  caso  correspondan,  teniendo  para  ello  en  cuenta  los 
términos  de  la  demanda,  lo  excepcionado  por  el  demandado  y  las  disposicio- 
nes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  tít.  8.«  del  libro  2.*  sobre  la  ejecu- 
ción de  las  sentencias.  Cuando  se  trate  de  deudas  de  cosas  indeterminadu  ó 
genéricas,  no  podrá  exigirse  la  calidad  superior,  ni  imponerse  la  inferior  por 
el  deudor,  á  menos  que  se  hubiesen  expresado  tales  circunstancias  al  constituir 

a)    B.  de  Ia  D.,  80  Mano  04.—^.  U  8«pt. 

(D    B.  d«  la  P.  de  Ultramar,  97  Abril  96.— <7.  82  Mayo. 
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la  obligaeión.  Asi,  paes,  si  se  trata  de  no  caballo,  del  trigo  del  graoero  ó  de 
]a  cosecha,  el  deodor  compUrá  entregando  aquello  mismo  en  el  estado  en  qne 
se  encnentre,  y  si  la  cosa  especifica  pereciere  sin  calpa  del  dendor  antes  del 
tiempo  asignado  para  sn  entrega,  y  coando  no  exista  plazo,  antes  qoe  el  aerae» 
dor  la  reclame,  se  extingoirá  la  deoda,  como  demostraremos  más  adalante  al 
tratar  la  seganda  de  las  cansas  qne  el  art.  HS6  del  Código,  establece  para  Iji 
ex  Unción  de  las  obligaciones. 

Ubi:  en  dónde  ha  de  paparee  lo  fue  u  dl^A^.—El  logar  qne  se  hubiese  da* 
signado  en  la  obligación  será,  segiln  el  art.  4  474,  el  punto  en  qne  aquélla  deba 
ser  cumplida;  mas  no  habiéndose  expresado,  deberá  hacerse  el  pago  de  cosa 
determinada  allí  en  donde  ésta  exista  ai  tiempo  de  constituirse  la  obligación. 
Pues  en  cualquier  otro  caso,  concluye  el  precepto,  el  lugar  del  pago  será  el 
del  domicilio  del  deudor.  Esto  no  puede  ser  más  claro  á  primera  vista;  pero 
eu  la  práctica,  el  concepto  del  domicilio  origina  constantesconflictot  jndlcia- 
les^  como  demuestran  las  muchas  resoluciones  ocasionadas  al  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  con  motivo  de  \u  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  qoe  tratan  de  la  competencia  (artículos  64  á  69). 

Habiéndonos  ocupado  con  la  extensión  suficiente  del  concepto  del  domici- 
lio en  los  dos  comentarios  que  comprende  el  tit.  3.®,  libro  4.®  del  Código ' 
(artículos  40  y  44),  en  los  que  resulta  adaptada  además  la  jurisprudencia  pre- 
ferida desde  que  comenzó  á  regir,  á  más  de  lu  reglu  que  siguen  posterior- 
mente á  dicho  art.  4474,  llamamos  á  allí  la  atención  del  lector  (págs«  46S  á 
470)  para  evitar  repeticiones  en  nuestra  obra. 

QuoMODo:  en  qué Jbrma,  debe  pagaree.-^hM  artículos  4469  y  4170  detar- 
mlnan  que  el  pago  deberá  hacerse  en  aquella  misma  forma  que  se  hulnese  es- 
tipulado; no  habiéndose  tratado  sobre  el  pago  total  ó  parcial,  deberá  enten- 
derse precisamente  á  lo  primero,  sin  que  se  pueda  forzar  al  acreedor  á  recibir 
por  partes  la  deuda,  aunque  sea  divisible.  Guando  se  pactare  especie  de  dinero, 
deberá  hacerse  el  pago  según  el  pacto,  y  no  siendo  posible,  en  moneda  de 
plata  ú  oro,  con  corso  legal  en  España,  que  equivalga  á  la  pactada  ó  sea  al 
valor  de  aquélla  en  el  día  del  vencimiento  de  la  obligación,  teniendo  en 
cuenta,  si  se  tratare  de  valores  extranjeros,  la  cotización  oficial  del  cambio  de 
los  mismos  en  el  día  expresado.  • 

£1  acreedor  no  podrá  apoderarse  violentamente  de  cosas  pertenecientes  al 
deudor  para  hacerse  pago  con  ellas  sin  incurrir  en  responsabilidad  crimina!, 
segün  el  art.  54 1  del  Código  penal,  que  castiga  el  hecho  con  arresto  mayor  en 
su  grado  mínimo  y  mulla  equivalente  al  valor  de  la  cosa,  pero  que  en  niogftn 
caso  bajará  de  426  pesetas;  responsabilidal  exigible  mediante  el  proceso  eo- 
Trespondiente  en  virtud  de  denuncia  ó  querella,  cual  pceceptAa  la  ley  de  Bn- 
jaiciamiento  criminal. 
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Qitaiidq:  CHándo  deberé  pogaree  lo  fue  ee  «j^d^.— Hablábamos  da  las  obli  • 
gaciooes  {mras  y  condicionales,  bien  provenientes  de  la  testamentifaoeión — 
legados  condicionales— bien  de  las  qne  provienen  de  la  ley,  de  los  contratos 
y  cuasicontratos,  ó  de  las  actos  y  omisiones  ilícitas,  y  especialmente  de  las 
obHgaciones  á  plazo  (artícaios  44S5  i  4130),  y  nos  ocupamos  con  laade- 
coada  extensión  de  la  materia  qne  en  este  instante  nos  ocnpa,  sobre  cuyos  la* 
gares  llamamos  la  atención  del  lector.  Gomo  regla  general  puede  consig- 
narse, que  el  pago  deberá  hacerse  en  el  tiempo  convenido  ó  en  el  que  se  pre- 
suma qne  el  deudor  qniso  obligarse  i  hacerlo  según  las  circunstancias;  pues 
obligado  á  dar  ó  hacer  lo  prometido  en  cierto  plazo,  no  se  puede  excusar, 
aun  cuando  el  acreedor  no  lo  demande. 

El  tiempo  señalado  para  el  pago  puede  interrumpirse  én  virtud  de  estipu- 
lación de  los  interesados  extrajudieial  ó  judicialmente  en  juicio  singular  6 
universal,  acto  de  conciliación,  transacción  de  pleito  pendiente,  suspensión 
de  pagos,  quita  y  espera,  quiebra  y  concurso  de  acreedores,  para  quienes  será 
obligatorio  el  convenio  con  las  excepciones  establecidas  en  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento (4)— y  la  que  proceda  por  incumplimiento  del  convenio— (S),— de- 
biéndose tenor  presente,  por  último,  qne  con  la  declaración  de  concurso  ó 
quiera  se  tendrán  por  vencidas  todas  las  deudas  pendientes  del  concursado,  y 
si  llegaren  á  pagarse  antes  del  respectivo  vencimiento,  sufrirán  el  descuento 
que  corresponda  al  interés  del  dinero  (3). 

El  pago,  bajo  las  determinaciones  del  derecho  ihternacioval,  debe  con- 
siderarse sometido  á  la  ley  del  lugar  donde  haya  de  efectuarse— 7f ¿9  loci  eo- 
lutMñiSi-^y  por  ella  misma  podrán  regirse  todas  las  cuestiones  relativas  á  las 
cualidades  de  las  cosas  y  de  la  moneda  que  debe  ser  entregada  en  pago  de 
una  obligación  á  favor  de  extranjeros. 

Esto  no  obstante,  los  contratantes  en  sus  pactos  y  condiciones  pueden 
estipular  sobre  este  extremo  lo  que  á  su  derecho  é  intereses  entiendan  conve- 
nir, y  entonces  el  pacto  será  la  norma  reguladora  de  la  paga  como  extíntiva 
de  la  obligación. 

BB  LA  IMPUTACIÓN  DE  PAGOS 

Art.  1199.  El  que  tuviere  variae  deudas  de  una 
mlemá  especie  en  favor  de  un  solo  acreedor,  podrá  decla- 
rar, al  tiempo  de  hacer  el  pago,  á  cuál  de  ellas  debe  apli- 
carse. 

(1)     Artáonlos  IIM  y  116B. 
(Sj     AH.  It6»  d«  dichA  ley. 
<8)     Art.  117»  de  id«m. 
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Sí  aceptare  del  acreedor  nn  recibo  en  que  se  hiciese  la 
aplicación  del  pago,  no  podrá  reclamar  contra  ésta,  á  me- 
nos que  hubiera  mediado  causa  que  invalide  el  contrato. 

Api.  1193.  Si  la  deuda  produce  interés,  no  podrá 
estimarse  hecho  el  pago  por  cuenta  del  capital  mientras 
no  estén  cubiertos  los  intereses. 

Ari.  1194.    Cuando  no  pueda  imputarse  el  pago 
según  las  reglas  anteriores,  se  estimará  satisfecha  la  deuda 
más  onerosa  al  deudor  entre  las  que  estén  vencidas. 
Si  éstas  fueren  de  igual  naturaleza  y  gravamen,  el  pago 
se  imputará  á  todas  á  prorrata. 

DBL  PAGO  POB  CESIÓN  DS   BIXNXS 

A  r(.  11 75.  El  deudor  puede  ceder  sus  bienes  á  loii 
acreedores  en  pago  de  sus  deudas^  Bsta  cesión,  salvo  pacto 
en  contrario,  sólo  libera  á  aquél  de  responsabilidad  por 
el  importe  liquido  de  los  bienes  cedidos.  Los  convenios 
que  sobre  el  efecto  de  la  cesión  se  celebren  entre  el  deu- 
dor y  sus  acreedores  se  ajustarán  á  las  disposiciones  del 
titulo  17  de  este  libro,  y  á  lo  que  establece  la  ley  del  En- 
juiciamiento civil. 

DEL  OFRECIMIENTO  DEL  PAGO  Y  DE  LA  CONSIGNACIÓN 

A  ri.  II 90.  Si  el  acreedor  á  quien  se  hiciere  el  ofre- 
cimiento de  pago  se  negare  sin  razón  á  admitirlo,  el  deu- 
dor quedará  libre  de  responsabilidad  mediante  la  consig* 
nación  de  la  cosa  debida. 

La  consignación  por  sí  sola  producirá  el  mismo  efec- 
to cuando  se  haga  estando  el  acreedor  ausente  ó  cuando 
esté  incapacitado  para  recibir  el  pago  en  el  momento 
en  que  deba  hacerse,  y  cuando  varias  personas  pretendan 
tener  derecho  á  cobrar,  ó  se  haya  extraviado  el  titulo  de 
la  obligación. 
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\Tt.  1 197.  Para  que  la  consignación  de  la  cosa  de- 
bida libere  al  obligado,  deberá  ser  previamente  anunciada 
&  las  personas  interesadas  en  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación. 

La  consignación  será  ineficaz  si  no  se  ajusta  estricta- 
mente á  las  disposiciones  que  regulan  el  pago. 


460.  Obligándose  el  comprador  de  una  finca  á  retener  cierta 
suma  y  con  ella  verificar  el  pago  de  los  acreedores  hipotecarios  del 
dueño,  si  llamados  éstos  por  edictos  no  se  presentasen  al  cobro,  el 
auto  en  que  se  ordena  al  primero  la  consignación  en  el  Banco  de 
España  de  dicha  suma  no  infringe  los  artículos  1160,  1162,  1177 
y  1876  del  Código  civil,  ni  el  82, 105  y  157  de  la  ley  Hipotecaria, 
porque  no  puede  desconocerse  la  validez  de  la  consignación  toda 
Tez  que  reúne  los  requisitos  de  derecho  y  lleva  la  condición  de  res- 
ponder al  crédito  y  de  extinguir  la  garantía  por  medio  de  la  can- 
celación de  la  hipoteca. -^iS'.  S  Enero  92. — G.  2  Feb. 


Art.  f  198.  La  consignación  se  hará  depoc^itando 
las  cosas  debidas  á  disposición  de  la  Autoridad  judicial» 
ante  quien  se  acreditará  el  ofrecimiento  en  su  caso,  y  el 
anuncio  de  la  consignación  en  los  demás. 

Hecha  la  consignación,  deberá  notificarse  también  á 
los  interesados. 

itrt.  1 179.  Los  gastos  de  la  consignación,  cuando 
fuere  procedente,  serán  de  cuenta  del  acreedor. 

Api.  liso.  Hecha  debidamente  la  consignación, 
podrá  el  deudor  pedir  al  Juez  que  mande  cancelar  la  obli- 
gación. 

Mientras  el  acreedor  no  hubiere  aceptado  la  consigna- 
ción^ ó  no  hubiere  recaido  la  declaración  judicial  de  que 
está  bien  hecha,  podrá  el  deudor  retirar  la  cosa,  ó  canti- 
dad  consignada,  dejando  subsistente  la  obligación. 
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Ari.  i  MI.  Si  hecha  la  consignada»,  él  atieedor 
autorizase  al  deudor  para  retirarla,  perderá  toda  préia^ 
renoia  que  tuviere  sobre  la  cosa.  Los  codeudores  y  fiado* 
res  quedarán  libres. 


37^ 

X  SBMINA  esta  seceióa  primara,  ia  materia  del  pago  ooino  modo  de  ex- 
tiagiiir  las  obligaciones,  segúo  el  orden  propnesto  en  al  art.  4456,  con  la  tri- 
ple elasificaeión  de  la  «impotaeión  de  pago»,  del  «pago  por  aesíón  de  bie- 
nes», y  finalmente,  «del  ofrecimiento  del  pago  y  de  la  consignación».  Nos- 
otros vamos  á  oeoparnos  de  todo  ello  en  sucinto  comentario,  en  raión  á  qne 
los  artícnlos  qae  paotnalitan  los  diversos  extremos  tan  importantes  no  han 
de  ofrecer  mayores  dificaltades,  dado  el  abolengo  antiquísimo  qae  traea  de 
aaeatxo  derecho  histórico,  al  qne  vinieron  directamente  de  la  legislación 


Venía  rigiendo  axiomáticamente  qne  la  impntación  de  pagos  corresponde 
por  regla  general  al  deador,  cuando  éste  lo  es  por  distintos  conceptos,  ó 
cuando,  siendo  por  uno  solo,  consiste  el  débito  en  diferentes  obligaciones;  y 
cuando  el  deudor  hacía  entrega  de  alguna  cantidad  parcial  sin  hacer  aplica- 
ción determinada  entre  sus  distintos  descubiertos,  se  presumía  que  lo  dedicaba 
i  la  deuda  más  onerosa;  por  ejemplo,  á  la  que  devengaba  intereses,  y  sí  ha- 
bía variedad  de  éstos,  también  se  imputaba  á  la  que  los  devengase  mis  cre- 
cidos. También  se  sostenía  alguna  vez  que  la  imputación  de  pagos  entre  el 
débito  por  principal  y  por  intereses  debía  referirse  á  aquél  y  no  á  éstos,  por 
cuanto  el  principal  devengaba  la  gabela,  que  no  era  tolerada  sobre  los  réditos 
del  dinero,  por  conceptuarse  repulsivo  el  interés  compuesle,  ó  lo  qne  llama- 
iMm  itU€r€iei  de  intereses. 

Hoy  están  bastante  claros  los  conceptos  aludidos,  y  por  el  contrarío,  se- 
gún el  art.  4473,  no  podrá  estimarse  pago  alguno  por  cuenta  del  capital 
mientras  no  estén  cubiertos  los  intereses;  y  éstos  devengarán  á  su  vez  la  co- 
rrespondiente gabela  ó  interés  legal  desde  que  son  judicial  mente  reclamados,. 
cual  hemos  visto  en  el  art.  4409,  aunque  la  obligación  haya  guardado  silen- 
cio sobre  este  punto. 

£1  pago  por  cesión  de  bienes  lo  ha  comprendido  el  Código  como  causa  de 
extinción  de  las  obligaciones  en  el  art.  4.475,  y  aun  cuando  en  él  no  se  deta- 
llan las  formas  diferentes  como  pueda  realizarse,  preciso  es  convenir  en  que 
éstas  son,  en  primer  lugar,  dos,  igualmente  eficaces,  á  saber: 
4.**    BxtrajudidálwunU^  recabando  el  deudor  el  uentimiento  y  la  confor- 
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nidid  de  todos  y  eada  ono  de  los  screedores  prevismente  eonvocados,  ó  eir  - 
eoUndo  entre  ellos  las  condiciones  en  qae  efectúen  le  cesión  de  sns  bienes, 
expresando  en  nno  y  otro  caso,  la  cantidad  qae  ha  de  constituir  el  abono,  la 
en  qne  ha  de  consistir  la  quita,  y  el  plazo  ó  plazos  de  la  espera  y  pago  par- 
cial, forma  de  éste  y  valores  en  qne  haya  de  pagarse,  especie  ó  efectivo.  La 
conformidad  de  todos  los  acreedores  á  tal  proposición  de  pago  solneionará 
la  obligación  por  el  importe  líquido  de  los  bienes  cedidos,  y  aun  totalmente 
también,  si  se  propusiere  y  aceptare  igualmente  la  condonación  de  la  diferen- 
cia por  todos  aquellos;  debiendo  entenderse  que  sólo  será  eficaz  esta  lórma 
euando  todos  los  acreedores  la  hayan  aceptado,  puesto  que,  según  reglas  de 
jurisprudencia  (4),  el  convenio  celebrado  privadamente  y  sin  las  formalida- 
des de  la  ley  entre  el  deudor  y  los  acreedores,  no  puede  obligar  á  un  tercer 
acreedor  que  no  tuvo  en  él  inlervención  alguna  ni  la  había  consentido. 

t.«  Judicialmente  pueden  establecerse  los  convenios  para  el  pago  por  ce- 
sión de  bienes  del  deudor  i  sus  acreedores,  ajustándose  á  las  disposiciones  del 
tíL  47,  libro  4.0  del  Código  y  á  la  que  establece  la  ley  de  Enjuiciamiento  oi- 
vil.  Has  para  fijar  extremos  importantes  que  legalicen  esta  forma  de  pago  y 
solución  de  obligaciones,  habrá  que  distinguir  si  el  deudor  es  ó  no  eamer^ 
dtaUiy  teniendo  en  cuenta  el  concepto  jurídico  de  tal  denominación  con  arre- 
glo á  lo  establecido  en  loe  tres  primeros  artículos  del  Código  de  Comercio 
que  rige  desde  4.o  de  Bnero  de  4886  y  las  reglas  de  jurisprudencia  á  su  tenor 
establecidas  (S),  pues  siendo  del  comercio,  la  cesión  de  sus  bienes  para  paga 
á  los  acreedores  se  regirá  por  lo  dispuesto  en  el  libro  cuarto  de  a^uel  Código, 
utilizando  el  beneficio  del  estado  de  suspensión  de  pagos,  si  poseyendo  bienes 
suficientes  para  cubrir  todas  sus  deudas,  prevea  la  imposibilidad  de  efectuarlo 
á  U  fecha  de  sus  vencimientos,  ó  si  carece  de  reeursos  para  satisfacerlas  en  so- 
integridad,  con  tal  de  que  lo  haga  en  manifestación  escrita  al  Juez  compe* 
tente  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  al  vencimiento  de  una 
obligación  que  no  haya  satisfecho;  pues  pasado  ese  término,  deberá  presen- 
tarse al  día  siguiente  en  estado  de  quiebra  ante  el  Juez  del  tribunal  de  su  do- 
micilio (3). 

Este  estado  especial  esUblecido  por  el  Código  de  Comercio  vigente  para 
fines  bienhechores,  comenzó  á  ser,  y  continua  siendo,  desgntciadamente,  un 
medio  abusivo,  en  virtud  del  cual,  y  amparados  de  una  ley  deficiente,  se  rea-, 
lizan  á  diario  las  más  escandalosas  estafas,  según  tuvimos  ocasión  de  hacer 


(1)     fientenoi*  de  25  do  Septiembre  de  1861. 

(SO     Paedon  verse  adaptadas  en  nuestra  obra  La  Uy  v  '^»  juri>»iyrud^.ivtin  del  Kn 
Jmciamiento  etvü.  tomo  ».•,  pAg».  18  á  21. 

(íf)     Artí.  8?0  y  871  de  aoho  Código  de  Comerdo 
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consUr  por  nota  al  art.  4'M8  de  la  ley  de  EojaieUaúento  civil  eo  el  primer» 
de  Daestros  TraUdoi  aobre  el  Dkhecho  fbocmal  db  £a«>A<a. 

Tanto  en  este  estado  especial  del  comerciante,  como  en  el  de  quiebra»  po- 
drá teaer  legar  el  pago  por  cesióD  de  bienes  á  qne  hace  referencia  el  ar* 
ticalo  4175  del  Código  civil  que  comentamos. 

Si  el  deador  no  faere  comerciante,  podrá  igualmente  tener  logar  la  cesión 
de  bienes  en  pago,  mediante  el  procedimiento  oportuno,  qne  bajo  el  epígrafe 
de  «La  quita  7  espera»  establece  la  ley  de  £ojuic¡amiento  civil  en  la  sec- 
ción primera  del  tít  4!  de  su  libro  2.®;  y  en  su  defecto,  y  aun  prescindiendo 
de  tal  preliminar,  medíante  también  el  juicio  de  concurso  de  acreedores,  en 
que  podrá  presentarse  voluntariamente  ó  ser  presentado  á  instancia  de  alguno 
de  sos  acreedores.  En  uno  y  otro  caso,  si  éstos  aprueban  las  bases  que  pre- 
sentó de  convenio,  podrá  pagar  en  la  proporción  que  establezcan  dichas  ba- 
ses y  plazos  qne  le  sean  admitidos,  el  todo  ó  la  parte  que  permitan  las  cir- 
cunstancias, quedando  á  deber  la  diferencia,  si  no  le  hubiere  sido  expresa- 
mente condonada,  cual  dispone  el  art.  4920  del  Código  que  nos  ocupa,  á  cuyo 
pago  responderán  los  bienes  que  ulteriormente  adquiera  el  fallido. 


El  ofrecimiento  del  pago  y  la  consignación  de  la  cantidad  debida  constitu- 
yen la  materia  de  los  artículos  4 1  <6  al  4 181,  y  el  casnismo  con  que  están  re- 
dactados facilita  so  inteligencia  y  cumplimiento  en  términos  de  ahorrar  todo 
comentario.  Sin  embargo,  no  determinan  el  lugar  ó  establecimiento  donde 
ha  de  depositarse  la  cantidad  para  los  efectos  de  la  consignación,  cuyo  silen- 
cio deberá  suplirse  con  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  24  de  Agosto 
de  4891,  precedido  de  exposición,  en  cuyos  ocho  artículos  se  establecen  laa 
reglas  para  el  depósito  de  metálico,  valores  ó  efectos  y  todas  las  cantidades 
de  qne  por  cualquier  concepto  tengan  que  hacerse  cargo  los  Jueces  ó  Tribu- 
nales,  siempre  que  la  cuantía  de  éstas  exceda  de  S.000  pesetas,  cuyo  depó- 
sito se  hará  en  la  C|ja  general  de  Depós  tos  ó  en  sus  sucursales,  y  en  donde 
éstas  no  existan  se  considerarán  como  tales  las  del  Banco  de  España,  como 
establecimientos  públicos  destinados  á  admitir  depósitos  judiciales,  consig- 
nándose en  ellas  como  depósito  efectivo  si  se  tratare  de  cantidades  en  metá- 
lico, ó  bajo  el  concepto  de  efectos  en  custodia  las  alhajas  y  efectos  páblieos« 
si  aquéllas  estuviesen  autorizadas  para  admitirlos.  El  premio  de  custodíase 
deducirá  del  valor  de  los  efectos  depositados,  quedando  los  resguardos  origi- 
nales en  poder  y  bajo  la  responsabilidad  personal  de  los  Jueces,  después  de 
testimoniados  en  los  autos  ó  expedientes  de  que  procedan. 

En  las  poblaciones  donde  no  existan  sucursales  de  la  C9¡íl  de  Depósitos  ni 
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del  Banco  de  España,  seTemiúrán  aquellos  valores  á  la  más  inmediata,  siem- 
pre qae  so  caantía  exceda  de  5.000  pesetas  y  la  remesa  pueda  hacerse  sin  gran 
qi^branto.  Cuando  no  excediere,  ó  caando  no  faefa  fácil  el  envío,  ia  copser- 
varán  los  Jaeces  bajo  sn  responsabilidad. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LA  PÉRDIDA  DE  LA   COSA  DEBIDA 

Art.  llttC  Quedará  extinguida  la  obligación  que 
consista  en  entregar  una  cosa  determinada  cuando  ésta 
se  perdiere  ó  destruyere  ain  culpa  del  deudor  y  antes  de 
haberse  éste  constituido  en  mora. 

j%ri.  1183.  Siempre  que  la  cosa  se  hubiese  perdido 
en  poder  del  deudor,  se  presumirá  que  la  pérdida  ocurrió 
por  su  culpa  y  no  por  caso  fortuito,  salvo  prueba  en  con- 
trario, y  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1096. 

Ari.  1184.  También  quedará  liberado  el, deudor 
en  laa  obligaciones  de  hacer  caando  la  prestación  resul- 
tare legal  ó  fisicamente  imposible. 

Api.  1185.  Cuando  la  deuda  de  cosa  cierta  y  de- 
terminada procediere  de  delito  ó  falta,  ño  se  eximirá  el 
deudor  del  pago  de  su  precio,  cualquiera  que  hubiese  sido 
el  motivo  de  la  pérdida,  á  menos  que,  ofrecida  por  él  la 
cosa  al  que  la  debía  recibir,  éste  se  hubiese  sin  razón  ne- 
gado á  aceptarla. 

Art.  1180.  Extinguida  la  obligación  por  la  pér- 
dida de  la  cosa,  corresponderán  al  acreedor  todas  las  ac- 
ciones que  el  deudpr  tuviere  contra  terceros  por  razón 
de  ésta. 


VOMO    11 


» 
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'SGUNDA  caoM  es  de  extinción  de  lu  obligaciones*  según  el  orden  es* 
tableddo  en  el  art  4466,  la  que  proviene  de  la  pérdida  de  la  cota  debida  á  qne^ 
se  refieren  los  cinco  artículos  que  anteceden,  confirmando  autigou  leyes  del 
derecho  patrio  procedentes  del  romano. 

Dos  conceptos  comprenden  los  preceptos  qoe  comentamos:  la  pérdida  ó- 
destrocción  de  la  cosa  debida  en  las  obligaciones  de  dar^  y  la  imposibilidad 
de  realizar  las  obligaciones  qae  consistan  en  hacer ^  ú  la  imposibilidad  es  legal 
6  física. 

Respecto  al  primero,  echamos  de  menos  la  aclaración  del  «gnificado  que 
dan  dichos  artícolos  á  la  frase  «pérdida»,  pues  aun  teniendo  en  cnenta  que  no 
¡pnede  referirse  sino  á  cosas  perecederas,  como  este  perecimiento  pnede  ser  cosa 
distinta  de  la  pérdida,  habría  sido  conveniente  mayor  determinación. 

Con  electo,  nna  cosa  puede  perderse  sin  perecer;  pues  sabido  es  qoe  lo  qae 
á  tino  se  extravía,  otro  lo  encnentra;  y  si  aqnel  expira  vio  é  pérdida  fnécsin 
cnlpa  algnná  del  deodor,  como  pnede  acontecer  por  mochos  motivos,  la  obli-- 
gación  quedará  extinguida,  y  sin  embargo,  la  cosa  no  pereció  y  á  alguien  apro- 
vecha que  aun  puede  ganar  su  dominio  por  prescripción.  Por  el  contrarío,  la 
cosa  perece  ó  sucumbe,  como  una  casa  devorada  totalmente  por  un  incendio 
casual,  y  sin  embargo,  subsistirá  la  obligación  á  favor  del  censualista,  por 
ejemplo,  á  perseguir  el  p»go  de  las  pensiones  atrasadas  ó  anteriormente  ven- 
cidas, y  aun  la  de  reintegrarse  del  capital  impuesto,  de  la  cantidad  abonada 
por  la  Compañía  de  seguros,  con  preferencia  y  aun  con  exclusión  de  los  dere- 
chos del  propietario  si  la  indemniíación  fuese  insuficiente  por  cualquier  mo-- 
tiyo.  Aquí  la  cosa  perece,  pero  no  se  pierde  á  los  efectos  de  extinguir  la  obli- 
gación del  censatario  para  con  el  censualista. 

Pero  la  cosa  puede  perderse  sólo  en  parte  sin  culpa  alguns  del  deudor,  y 
entonces  ¿se  extinguirá  toda  la  obligación  aun  entregando  sólo  la  parte  salva* 
d^7  Y  si  la  pérdida  parcial  fuese  por  culpa  del  deudor,  ¿«extinguirá  la  obligación* 
entregando  la  parte  salvada  más  el  suplemento  de  valor  en  efectivo  de  lo  per- 
dido,  ó  por  el  contrario,  ningún  derecho  tiene  el  deodor  á  Imponer  al  acree- 
dor el  percibo  de  aquella  parte  salvada,  sino  la  estimación  total  de  la  misma 
como  justa  reparación  del  daño  causado  por  su  ootpa? 

Si  la  pérdida  de  parte  de  la  cosa  no  es  imputable  al  deudor,  con  la  entrega 
de  la  parte  salvada,  extinguirá  la  obligación  si  no  estaba  constitoído  en  mora; 
debiéndose  tener  para  ésta  en  cuenta  que,  si  el  acreedor  debía  recibir  la  cosa 
en  el  domicilio  del  deudor,  éste  no  se  constituye  en  mora,  aun  después  de 
transcurrir  el  plazo,  hasta  que  el  acreedor  ó  quien  le  représenle  no  se  persona 
á  recogerla  y  no  lo  consigue  del  deudor. 
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Cuando  U  pérdida  ó  destraeción,  en  parte,  sea  por  culpa  del  dendor^no 
deberá  imponerse  al  acreedor  el  percibo  de  lo  salvado  como  parte  de  pago 
cosira  sa  voluntad. 

La  inculpabiliJad,  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  libra  en  general  al 
que  es  víctima  de  él  de  toda  responsabilidad;  pero  su  prueba  incumbe  al  que 
U  alegue  como  fundamento  de  la  extineita  de  sus  obtigaciones* 

El  otro  extremo  que  indicamos,  referente  á  las  obligaciones  de  Jüteer^  de- 
berá eslimarse  de  la  misma  manera  qiwel  relativo  á  los  que  consistan  en  ¿ér, 
coa  todas  sus  consecuencias.  Si  la  imposibilidad  fisica  sobreviene  por  culpa 
del  deudor,  tete  no  conseguirá  extinguir  la  obligación,  sino  cambiar  de  forma 
de  la  misma  por  la  indemnización  de  peijuicios  en  el  sentido  que  informa  el 
art.  994  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  sobre  ejecución  de  sentencia  en  el 
extremo  relativo  á  la  obligación  de  bacer;  puesto  que  á  nadie  debe  compe- 
lerse por  medio  de  la  fuerza  ó  la  coacción  á  ejecutar  actos  personales:'. por 
ejemplo,  á  levantar  un  plano,  escribir  una  obra,  cantar  en  escena,  informar 
en  estrados»  etc. 

SECCIÓN  TERCERA 

DE  LA  CONDONACIÓN  BB  LA  BJBUDA 

Art.  IISV.  La  condonación  podrá  hacerse  expresa 
ó  tácitamente.  ^ 

Una  y  otra  estarán  sometidas  á  los  preceptos  que  rigen 
las  donaciones  inoficiosas.  La  condonación  expresa  debe- 
rá, además,  ajustarse  á  las  formas  de  la  donación. 

• 

Art.  1188.  La  entrega  del  documento  privado  jus- 
tificativo de  un  crédito,  hecha  voluntariamente  por  el 
acreedor  al  deudor,  implica  la  renuncia  de  la  acción  que 
el  primero  tenia  contra  el  segundo. 

8i  para  invalidar  esta  renuncia  se  pretendiere  que  es 
inoficiosa,  el  deudor  y  sus  herederos  podrán  sostenerla 
probando  que  la  entrega  del  documento  se  hizo  en  virtud 
del  pago  de  la  deuda. 

Art.  11^9.  Siempre  que  el  documento  privado  de 
donde  resulte  la  deuda  se  hallare  en  poder  del  deudor,  se 
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preBamirá  que  el  acreedor  lo  entregó  yolantariamentet  á 
no  ser  que  se  pruebe  lo  contrario. 

Art.  IIBO.  La  condonación  de  la  deuda  principal 
extinguirá  las  obligaciones  acoesoriaB;  pero  la  de  éstas 
dejará  subsistente  la  primera. 

Api.  IIOI.  Be  presumirá  remitida  la  obligación 
accesoria  de  prenda,  cuando  la  cosa  pignorada,  después 
de  entregada  al  acreedor,  se  hallare  en  poder  del  deudor. 


» 

I 


.NOONSSGIIBNTE  el  Código  con  las  doctrinas  qae  presidieron  sos  dltfpo- 
sieiones  restringiendo  la  facnitad  de  donar,  no  limita  la  de  condonar,  qae,  en 
sos  consecuencias  representa  nna  especie  ó  variedad  de  las  donaciones.  Sin 
embargo,  el  precepto  del  párrafo  segundo  del  art.  4487,  sometiendo  las  condo- 
naciones expresa  y  tácita á  las  reglas  de  las  donaciones  ino6ciosas,  y  las  pri- 
meras, además,  á  las  formas  legales  de  la  donación,  darán  lugar  á  que  las  con- 
donaciones de  deudas  no  se  iraduican  en  perniciosos  abusos  que  ataquen  el 
patrimonio  de  los  condonadores  más  allá  de  las  justas  eonreniencias. 

Mas,  como  en  su  lugar  oportuno  tratamos  exteosameote  la  materia  de  las 
donaciones,  á  él  remitimos  al  lector,  siguiendo  la  remisión  se&alada  en  el  ar- 
tículo 4487.* 

Ahora  bien:  respecto  á  los  efectos  jurídicos  que  producen  las  condonacio- 
nes con  relación  á  los  deodores  principales  y  á  los  accesorios,  á  que  se  refiere 
el  art.  4490  transcrito,  diremos  con  la  Dirección  general  de  los  Registros,  que 
la  recaudación  y  administración  de  los  fondos  municipales  está  á  cargo  de  las 
Ayuntamientos,  que  se  valen  para  efectuarlas  de  agentes  y  delegados  de  su 

« 

elección,  y  á  quienes  fijan  la  fianza  que  deben  prestar  y  separan  libremente; 
de  cuyas  atribuciones,  claramente  definidas  por  la  ley  Municipal  vigente  en 
sus  artículos  454  y  457,  es  lógico  inferir  la  de  que  al  cesar  uno  de  esos  agen- 
tes ea  el  servicio  que  le  confiera  el  Municipio,  puede  éste  examinar  su  gestión, 
liquidar  las  cuentas  que  presente,  y  expeidir  el  fioiqaito  y  resguardo  que  pro- 
cediere. 

Por  lo  expuesto,  es  notorio  que  los  Ayuntamientos  tienen  pesfecta  capaci- 
dad de  derecho  para  dar  por  extinguida  la  obligación  principal  contraída  por 
-el  administrador  ó  agente  de  un  determinado  servicio;  y  cerno  es  un  princi- 
'  pió  de  derecho,  de  que  son  otras  tantas  consecuencias  los  preceptos  dcfl  artículo 
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qne  ños  ocopa,  y  los  del  4459,  4207  y  4847  del  Código,  qae  en  toda  especie 
deliberación  de  la  obligación  principal  quedan  también  extinguidas  ó  libera- 
das las  obligaciones  accesorias,  no  es  posible  admitir  qae,  libre  un  adminis- 
trador de  todo  compromiso  para  con  la  Hacienda  manicípal  por  la  gestión  que 
le  foé  encomendada,  pueda  continuar  vigente  y  sometida  i  la  decisión  del 
Gobernador  la  hipoteca  que  aquél  constituyó  en  garantía  de  dicha  gestión;  en 
cuya  misma  tendencia  está  inspirado  el  art.  4860,  que  declara  es  un  derecho 
del  deudor  la  extinción  de  la  hipoteca  ó  de  la  prenda,  una  vez  satisfecha  la 
obligación  principal  por  una  ú  otra  garantizada  (4). 

En  cuanto  al  derecho  intbrnacional,  la  condonación  de  las  deudas  ó  per- 
dón de  las  mismas,  debe  regirse  por  la  ley  del  lugar  en  donde  baya  de  efec- 
tuarse el  pago,  sobre  todo,  en  lo  que  se  refiere  á  resolver  si  ciertos  actos  lle- 
van ó  no  consigo  el  perdón  mencionado;  pero  en  lo  relativo  á  las  cauciones  y 
á  los  deudores  solidarios,  debe  estarse  á  lo  que  establezca  la  ley  que  rige  la 
obligación  de  que  se  trate. 


SECCIÓN  CUARTA 

DE  LA  CONFUSIÓN  DE  DERECHOS 

Art.  i  199.  Quedará  extinguida  la  obligación  deede 
que  86  reúnan  en  una  misma  persona  los  conceptos  de 
acreedor  y  de  deudor. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  esta  confusión  tenga  lugar 
en  virtud  de  título  de  herencia,  si  ésta  hubiese  sido  acep- 
tada á  beneficio  de  inventario. 

Apt.  1193.    La  confusión  que  recae  en  la  persona 
del  deudor  ó  del  acreedor  principal,  aprovecha  ¿  los  fia- 
dores. La  que  se  realiza  en  cualquiera  de  éstos  no  exti^- 
.  .     gue  la  obligación. 

Api.  1194.  La  confusión  no  extingue  la  deuda 
mancomunada  sino  en  la  porción  correspondiente  al 
acreedor  ó  deudor  en  quien  concurran  los  dos  conceptos. 

(l;     B.  de  Ift  D.,  19  Hayo.  9i. — G.  8  Junio. 
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^ONFÜSIÓK  S6  lltma  en  leogQAje  técnico  á  I&  reunían  de  las  enlidndes 
de  Mcreed^r  y  dendúr  de  unn  mismn  caen  en  una  miemn  pereona.  Pan  relacio- 
nar nna  prestación  jurídica  cualquiera,  aon  precisos  dos  términos  al  menos 
qoe  se  correspondan  entre  sí  recíprocamente;  así  pnes,  no  se  concibe  la  exis- 
tencia de  un  derecho  á  favor  de  nna  persona  cualquiera,  natural  ó  jurídica, 
individual  ó  colectiva,  sin  que  radique  el  correlativo  deber  en  otra  conocida 
ó  incierta,  presente  ó  ansente  etc. 

Así  viene  expresándose  en  todu  las  instituciones  de  derecho  civil  que  he- 
mos estudiado.  La  servidumbre  se  extingue  cuando  el  predio  dominante  y  el 
sirviente  paMn  al  dominio  de  nna  misma  persona,  sin  perjuicio  de  que  puede 
reaparecer  cuando  vuelvan  uno  tk  otro  á  cambiar  de  dueño,  rompiendo  la 
confusión  de  aquellos  recíprocos  derechos,  que  no  son  otra  cosa  que  la  rela- 
ción entre  uno  j  otro,  ó  sean  los  dos  términos  indispensables  á  que  hemos 
alndido. 

Gomo  nadie  puede,  racionalmente  pensando,  ser  acreedor  y  dendor  de  sí 
mismo,  porque  cuando  parece  que  han  de  ocurrir  hechos  que  le  atraigan 
esos  dos  conceptos  irreconciliables,  se  establece  ipto  facto  la  confusión,  de 
ahí  que  esta  confusión  misma  sea  una  de  las  causas  determinantes  de  la  ex- 
tinción de  las  obligaciones. 

SI  el  deudor  hereda  al  acreedor  ó  éste  á  aquél,  ó  un  tercero  á  ambos,  la 
confusión  de  relaciones  que  entre  aquéllos  existiera  borra  el  derecho  del  uno 
y  la  obligación  del  otro,  extinguiéndose  con  ello  las  acciones  jundieas  pen- 
dientes de  ejercicio  ó  ya  en  él;  y  acaban  de  derecho  el  cuasicontrato  de  /tYú- 
eanUetniio  que  hubiere  pendiente  entre  ellas  por  el  ejercicio  de  aquellas 
acciones  judiciales. 

Estu  teorías  son  la  materia  de  los  tres  artículos  que  encabezan  este  co- 
mentario, sin  necesidad  de  ser  discutidos  sus  preceptos,  que  vienen  rigiendo 
en  toda  su  integridad  doctrinal  desde  nuestro  derecho  histórico. 

En  éste,  la  confusión  que  se  verificaba  en  la  persona  del  deudor  principal 
aprovechaba  i  sus  fiadores;  y  la  misma  exactamente  rige  hoy,  porque  la 
obligación  de  los  fiadores,  como  accetoria,  no  puede  subsistir  cuando  la 
principal  se  ha  extinguido.  En  cambio,  la  confusión  que  se  verifique  en  la 
persona  del  fiador,  como  en  el  caso  de  que  el  deudor  suceda  al  fiador  ó  el  fia- 
dor al  acreedor,  no  lleva  consigo  la  extinción  de  la  obligación  principal,  por- 
que esta  puede  existir  sin  la  accesoria.  Tampoco  aprovecha  i  los  codeudores 
la  confusión  qoe  se  verifica  en  la  persona  del  acreedor  que  sucede  á  uno  de 
dos  ó  más  deudores  solidarios,  sino  en  la  parte  del  deador  á  quien  el  acreedor 
ha  sucedido. 
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De  la  misma  manera,  y  obediente  el  Código  en  este  ponto  al  derecho 
•eonslitnfdo  anteriormente,  eatableee  la  excepeión  referida  á  la  herencia 
cuando  ésta  haya  sido  aceptada  á  beneficio  de  inventarío,  en  royo  caso,  si  loá 
bienes  de  la  sucesión  no  son  inficientes  para  pagar  las  deodas  del  difunto  y 
los  legados,  si  los  hubiere,  puede  reclamar  el  pago  de  lo  que  se  le  deba,  con 
preferencia  á  los  demás  acreedores  si  la  deuda  es  privilegiada,  ó  en  concu- 
rrencia con  ellos,  ó  según  el  orden  de  preUción  establecido  en  el  capítulo  3.*^ 
tít.  .17  de  este  libro  4.^  en  razón  i  que  el  beneficio  de  inventarío  se  ha  intro- 
ducido para  que  la  calidad  de  heredero  no  perjudique  al  que  se  vale  de  este 
arbitrio  legal,  de»naiuraliaando  el  fundamento  en  que  descansa. 


8ECC5IÓN  QUINTA 

DS    LA    GOlfPXKSAGIÓBr 

AjH;.  nos.  Tendrá  lugar  la  oompensaoión  onando 
dos  personas,  por  derecho  propio,  sean  reciprooamente 
acreedoras  y  deudoras  la  una  de  la  otra. 

ilri.  llOtt.  Para  que  proceda  la  compensación,  es 
preciso: 

1.^  Que  cada  uno  de  los  obligados  lo  esté  principal- 
mente, y  sea  á  la  vez  acreedor  principal  del  otro. 

2.^  Que  ambas  deudas  consistan  en  una  cantidad  de 
dinero,  ó,  siendo  fungibles  las  cosas  debidas,  sean  de  la 
misma  especie  j  también  de  la  misma  calidad»  si  ésta  se 
hubiese  designado. 

3.^    Que  las  dos  deudas  estén  vencidas. 

4.^    Que  sean  líquidas  y  exfgibles. 

6.^  Que  sobre  ninguna  de  ellas  haya  retención  ó  con- 
tienda promovida  por  terceras  personas  y  notificada  opor- 
tunamente al  deudor. 


461.  La  faltado  las  circunstancias  esenciales,  según  el  artícu- 
lo 1196  del  Código  civil,  hace  ineficaz  la  compensación. — S.  3f 
Abil  93.— G.  21  Sept. 
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462.    La  palabra  (linero  sólo  Bígnifica  moneda  corriente^  y  asi  lo 
establece  el  Código  civil  en  éste  y  otros  de  sus  articules,  j  esti- 
mándolo en  otra  forma  se  comete  error  de  derecho. — S.  5  Julio  98.. 
—A  18  Nov. 

Api.  1 199.    No  obstante  lo  dispuesto  en  el  articulo 

m 

anterior,  el  fiador  podrá  oponer  la  compensación  respecto 
de  lo  que  el  acreedor  debiere  á  su  deudor  principal. 

Api.  119S.    £1  deudor,  que  hubiere  consentido  en 
la  cesión  de  derechos  hecha  por  un  acreedor  á  favor  de 
un  tercero,  no  pódírá  oponer  al  cesionario  la  compensación 
que  le  correspondería  contra  el  cédante. 
'  Si  el  acreedor  le  hizo  saber  la  cesión  y  el  deudor  no  la 

consintió,  puede  oponer  la  compens^ión^de^  las  deudas 
anteriores  á  ella,  pero  no  la  de  las  posteriores. 

Si  la  cesión  se  realiza  sin  conocimiento  del  deudor,  po- 
drá éste  oponer  la  compensación  de  los  créditos  anterio- 
res á  ella  y  de  los  posteriores  hasta  que  hubiese  tenido 
conocimiento  de  la  cesión. 

Ari.  lino.  Las  deudas  pagaderas  en  diferentes  lu- 
gares pueden  compensarse  mediante  indemnización  de  loe 
gastos  de  transporte  ó  cambio  al  lugar  del  pago. 

Ai^.  flSOO.  La  compensación  no  procederá  cuando 
alguna  de  las  deudas  proviniere  de  depósito  ó  de  las  obli- 
gaciones del  depositario  ó  oomodatario. 

Tampoco  podrá  oponerse  al  acreedor  por  alimentos  de- 
bidos por  titulo  gratuito.  , 

Aw^t.  I90fl«  Si  una  persona  tuviere  contra  si  varias 
deudas  compensables,  se  observará  en  el  orden  de  la  con^- 
pensación  lo  dispuesto  respecto  á  la  imputación  de  pagos. 

Aw^t.  ISO'Í.  El  efecto  de  la  compensación  és  extin- 
guir una  y  otra  deuda  en  la  cantidad  concurrente,  aunque 
no  tengan  conocimiento  de  ella  los  acreedores  y  deudores. 
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OKPSNSAOIÓN  extintiva  de  obl'gaeíoDes  es  el  mutuo  desearlo  de  %na* 
pri^tacwnrs  pcroins  eguivaicntes,  ó  el  dacuento  que  sufran  entre  si,  no 
siendo  epticalenlis,  hasta  el  funto  de  s%  con^rrencia  cuantitativa,  cuantió 
dos  ó  más  personas  sean  reciprocamente  acreedoras  y  deudoras  las  unas  de 
lasoiras. 

Así  se  comprenderá  üácilm^nte  qae  U  coiQpensación  es  una  manera  de 
pagamientos  como  decía  la  ley  de  Partida  (4),  qae  se  efectúa  de  derecho, 
de9de  que  existe  la  recíproca  relación  de  debe  y  haber  entre  dos  ó  más  perso- 
nas, y  de  hecho,  cuando  ellos  mismos  convienen  en  la  certeza  de  esa  relación 
recíproca,  ó  enando,  á  falta  de  tal  avenimiepTo,  el  Jaez  lo  declara  en  e!  jai- 
cio  correspondiente;  puesto  qae,  alegada  la  compensación  por  an  demandado, 
y  jostificada  so  procedencia,  ocasionará  la  enervación  de  la  acción  contra  él 
interpaesta,  surgiendo  de  ahí  la  absolución  de  la  demanda  entablada  y  la 
condena  del  actor  á  perpetuo  silencio^eomo  suele  todavía  decirse— acerca  de 
la  reclamación  aquélla,  de  que,  en  virtud  de  la  compensación,  resulta  paga- 
do, total  ó  parcialmente. 

La  compensa*  ion  requiere  que  la  relación  de  acreedor  y  deudor  de  variaa 
personas  entre  sí  y  al  propio  tiempo,  provenga  de  títulos  distintos  ó  sea  de 
diversa  causa  de  deber;  porque  si  proceden  de  un  mismo  título,  por  ejemplo, 
si  es  una  misma  cuenta  de  haber  y  debe  en  Ja  que  el  cargo  se  corresponde 
con  la  data,  siendo  aguél  el  haber  del  acreedor  y  ésta  el  del  deudor,  y  res- 
pectivamente al  contrario,  entonc»)s  ne  puede  decirse  que  se  compensan,  sino 
que  se  paga  una  cantidad  con  otra,  que  es  á  lo  que  se  reduce  la  acción  de 
P»gar. 

Quien  ya  er>tregando  cantidades  parciales  para  enjugar  un  saldo  en  su  con- 
tra, si  bien  aquellas  entregas  parciales  arrojarán  una  suma  igual  al  débito  y 
lo  resolverán  y  solucionarán,  no  se  dirá  que  compensa  su  haber  con  el  haber 
de  su  acreedor,  sino  que  lo  paga;  mienlras  que  una  prestación  de  uno  á  otro 
y  otra  de  otro  á  nno,  ó  de  sus  causantes  respectivos,  por  ejemplo,  uno  entre- 
gando especies  y  otro  devengando  honorarios,  recíprocamente,  no  se  dirá 
que  se  pagan,  sino  que  se  compensan  un  débito  por  otro,  que  equivale  al  pago, 
por  cuanto  soluciona  las  obligaciones  de  dos  ó  más  personas  por  ellas  con-» 
traídas  6  heredadas. 

La  compensación  extintiva  de  las  obligacionea  está  fundada  en  la  utilidad 
comün  de  los  iutereudos;  pues  es  muy  natural  que  cada  uno  tenga  más  inte* 


a)     Ley  20,  tit.  li,  Partida,  5.* 


•  \, 
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res  en  (^ompenur  qu«  ea  pagar  lo  qae  deba  y  demandar  Inego  el  pago  de  lo 
que  le  es  debido;  como  se  comprenderá  fácilmente  desde  el  momento  en  qne 
cada  nna  de  las  deudas  sirve  por  si  sola  para  saldar  la  otra,  sin  más  conso** 
coencia  qae  llevar  al  ánirno  el  descanso  del  qae  paga. 

Los  reqoUitos  legales  psra  qae  la  compensación  proceda  j  surta  sos  eon- 
venientes  efectos,  están  bastante  bien  detallados  en  los  artícolos  copiados  á  la 
cabeza  de  este  comentario;  y  ann  coando  pueden  sor  objeto  de  eompensaeite 
otras  distintas  prestaciones,  como,  por  ejemplo,  las  personales  y  ann  tas  qne 
procedan  de  la  colpa  originaria  de  indemnización  de  peijoicios  por  adot  re- 
cíprocos de  unos  á  otros,  y  ana  de  mala  fe  en  el  obrar,  qae,  según  dijimos  al 
comentar  el  art.  1089,  originan  obligsciones  reclamables,  vamos  á  Kmitar  este 
trabajo  al  espacio  en  qne  desarrollan  so  doctrina  los  artícolos  preinsertos. 

No  es  absolatamente  esencial  qoe  los  respectivamente  obligados  lo  estén 
principalmente,  como  exige  el  núm.  4.*  del  art.  H96;  puesto  que  el  4497  ea 
una  excepción  de  esa  regla  y  debía  formar  parte  integrante  de  ella  como  de- 
bida aclaración,  trasladándole  de  lugar  y  suprimiendo  el  número  de  tal  ar- 
tículo; puesto  que  el  fiador,  que  no  es  obligado  principalmente,  podrá  oponer 
la  compensación  respecto  de  lo  qoe  el  acreedor  debiere  á  so  deodor  principal. 

La  cesión  de  créditos  ó  transferencia  de  los  mismos  á  otra  persona,  que 
es  uno  de  los  modos  de  enajenar  créditos  á  nuestros  favor,  á  la  ves  que  ñiet- 
lita  los  medios  de  cumplir  nuestros  fines,  pnede  ocasionar  conseeoencias 
ilícitas  causantes  de  perjuicios,  si  con  dañada  Intención,  el  acreedor,  teme- 
roso de  la  compensación  que  su  deodor  le  oponga,  cede  ó  traspasa  su  erédito 
á  un  tercero,  cortando  así  aquella  relación  recíproca.  La  ley  ba  establecido 
en  el  art.  4198  las  reglas  que  atemperen  la  eficacia  de  la  compensación  y  evi* 
ten  aqoellas  maquinaciones  fraudulentas,  fieoltando  el  ejercicio  «lelacom* 
pensación  contra  el  tercero  aludido,  distinguiendo  el  caso  en  qne  la  cesión 
fuere  ó  no  notificada;  pues  habiéndolo  sido,  procederá  la  corapetisadón  de  las 
deudas  anteriores  á  la  cesión,  y  en  el  caso  contrarío,  la  compensación  será 
extensiva  tanto  á  las  anteriores  como  á  las  posteriores  hasta  la  fecha  misma 
en  qoe  hubiese  tenido  conocimiento  de  la  cesión. 

En  su  consecuencia,  d^sscartando  las  deudas  que  no  son  compensables,  á 
que  se  refiere  el  art.  4tOO,  vamos  á  concluir  con  algunas  aclaraciones  sobre 
los  demás  elementos  indispensables  para  que  la  compensación  proceda,  cir^ 
cnnscribiéndoles  en  los  cuatro  conceptos  siguientes:  4/,  qoe  las  deodas  recí- 
procas consistan  en  nna  cantidad  de  dinero  ó  especie  fungible  de  la  misma 
calidad;  1.*,  qoe  sean  líquidas  y  exigibles;  3.^  que  sobre  ninguna  de  ellas 
haya  retención  ó  contienda  con  tercera  persona,  notificada  oportunamente  al 
deodor;  y  4.®,  que  una  de  las  deudas  compensables  io  sea  á  favor  de  qoieii 
invoque  la  compensación  y  la  otra  á  favor  de  quien  á  ella  se  oponga: 
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Ftimiro.  El  difiero  no  tiene  fiempre  ni  en  todas  partes  el  mismo  valor,  á 
pesar  de  lo  coal,  procederá  la  compensación,  teniendo  en  cuenta  el  precio  de 
•los  cambios  de  la  moneda  entre  la -Península  y  las  posesiones  españolas  ultra- 
marinas,  y  entre  nnas  y  otras  con  el  extranjero.  Las  especies  compensables 
deberán  ser  de  la  misma  calidad  para  qne  se  correspondan  en  estimación ,  á 
menos  qne  se  establezca  el  soplemento  á  metálico  para  igualar  la  desigualdad 
en  los  grados  de  la  calidad.  Las  cosas  indeterminadas  no  se  compensan  con 
las  determinadas;  por  ejemplo,  tantas  arrobas  de  azúcar  que  deba  uno  por 
tantas  ú^pili  que  tenga  qne  entregarle  el  otro,  á  menos  que  se  sobreentienda 
el  soplemento  metálico.  Tampoco  se  compensarán  ciertos  cuerpos  por  otros 
ciertos,  aunque  de  la  misma  especie;  por  ejemplo,  el  caballo  ii.  por  el  ca- 
ballo B.,  mediante  la  enorme  diferencia  que  puede  existir  en  el  valor  en 
Tenta  del  uno  y  del  otro,  lo  coal  no  acontecería  si  ambos  fueran  indetermi  - 
nados. 

El  mismo  criterio  regirá  cuando  se  trate  de  bienes  inmuebles  ó  de  dere  - 
chos  y  de  cualquiera  otra  clase  de  valores,  y  aun  en  las  prestaciones  persona- 
les recíprocamente  obligatorias  de  unos  para  otros. 

Segwido.  Bajo  los  números  3.*  y  4.*  expresa  el  Código,  en  el  art  1 196, 
conceptos  análogos  que  debían  de  estar  comprendidos  bsjo  un  solo  número; 
porque  las  deudas  que  no  estén  vencidas  no  son  exigibles,  según  tuvior.os 
ocasión  da  exponer  cuando  tratamos  de  las  obligaciones  á  plazo.  Líquidas 
se  entienden  las  cantidades  procedentes  de  liquidación  de  cuentas  en  que  los 
IntereMdos  estén  conformes,  ó  que  se  hallen  fijadas  de  antemano  de  un  modo 
cierto  y  preciso.  Para  dicho  electa  serán  considerados  como  cantidad  líquida 
los  intereses  de  una  cantidad  determinada,  cuando  se  haya  fij  ^do  el  tanto  por 
«iento  ó  tipo,  y  el  tiempo  por  el  que  deban  abonarse  (f).  Las  cuentas  corrien- 
tes se  entienden  siempre  liquidadas,  por  depender  su  liquidación  de  una  sim- 
ple operación  aritmética,  pudiendo  cederse  los  créditos  derivados  de  aquéllas 
sin  conocimiento  y  aun  contra  la  voluntad  del  deudor  (1);  no  debiendo  olvi- 
dar que  las  cantidades  ilíquidas  nuncii  devengan  intereses,  según  reglas  de 
jurisprudencia  adaptadas  en  esta  obra  á  diferentes  artículos,  á  partir  de  la  de 
16  de  Junio  del  86;  intereses  que  tampoco  podrán  reclamarse  si  no  se  hubie- 
ren pactado,  á  menos  que  el  deudor  se  haya  constituíio  en  mora  y  deba  res- 
ponder desde  entonces  del  interés  legal.  Bueno  será  ini^istir  en  esta  ocasión 
•que  no  se  constituye  en  mora,  en  tal  concepto,  el  deudor  que  deje  pasar  ^\ 
vencimiento  de  una  obligación  sin  pagarla,  cuando  el  acreedor  no  se  presentó 


(1>    Art.  SBl  d«  1»  ley  d»  Eigaioiamiento  oítU. 
(9;    Sentonoia  d«  8  d«  Dioi«mbr«  del  97. 
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al  cobro  en  el  domicilio  de  aquél  y  no  estuviere  obligado  á  pagar  en  el  del 
acreedor. 

No  siendo  susceptibles  de  compensación  las  obligaciones  que,  aonque  con- 
sistan en  cantidad  liqaida,  no  sean  exígibles,  es  evidente  qne  si  no  se  han  de- 
clarado de  abono,  por  más  qne  se  hayan  apreciado  y  tasado,  falta  el  supuesto 
de  la  ley,  que  equivale  al  precepto  de  la  ti,  tít  41,  Partida  5.*  (I).  Por  igual 
razón,  no  puede  compensarse  una  deuda  condiciona],  cuando  la  condición  es 
suspensiva,  mientras  la  condición  no  se  cumpla;  porque  hasta  que  este  caso 
llegue,  no  es  realmente  deuda;  á  diferencia  de  la  condición  resolutoria,  que, 
segün  dijimos  en  su  lugar  oportuno,  no  suspende  el  efecto  ni  la  ejecución  de 
las  obligaciones. 

Finalmente,  no  pueden  compensarse,  por  no  ser  exigibles,  las  pérdidas  pro- 
cedentes de  juegos  prohibidos,  ni  las  de  pago  indebido  por  alimentos  satisfe- 
chos, que  no  son  susceptibles  de  repetición,  ni  las  deudas  A  obligaciones  que 
hayan  prescrito  contra  otras  que  no  lo  estén,  á  no  ser  que  hubiesen  podido 
compensarse  en  algún  tiempo  anterior,  porque,  considerándose  compensadas 
de  derecho,  se  retrotraerá  el  hecho  á  aquella  época,  ni  cuando  una  de  las  deu- 
das consista  en  renta  vitalicia,  por  no  ser  conocida  su  cuantía,  ni  los  censos, 
por  no  ser  exigible  el  capital;  pero  sí  las  deudas  procedentes  de  anualidades 
vencidas  y  no  satisfechas. 

Tercero,  Requisito  indispensable  para  la  compensación  de  dos  obligacio- 
nes, es  también  el  que  no  esté  una  de  ellas  retenida  ó  disputada  en  juicio  con- 
tradictorio, por  depender  de  él  su  eficacia  y  valor,  y  aun  su  existencia,  lo  cual 
se  opone  á  la  cantidad  efectiva  ó  al  valor  real  del  pago  representado  por  la 
compensación  como  extintiva  de  obligaciones. 

Onarto,  Puede  un  tercero  pagar  su  deuda;  pero  sin  consentimiento  del 
acreedor  en  la  cesión  no  podrá  hacer  valer  el  crédito  pagado  contra  él  para 
extinguir  la  obligación  qne  el  acreedor  tuviere  con  el  tercero;  porque  la  com- 
pensación no  tiene  lugar  si  no  entre  dos  individuos,  que  son  á  un  mismo 
tiempo  acreedor  y  deudor  el  uno  del  otro,  salvo  los  casos  de  excepción  con- 
tenidos en  el  art.  4198,  de  que  antes  nos  hemos  ocupado. 

Los  efectos  jurídicos  de  la  compensación  comienzan  desde  que  aquélla  ea 
procedente  de  derecho,  cual  hemos  dejado  arriba  expuesto,  y  se  consuman 
con  el  hecho  de  la  compensación  aceptada  de  grado  por  los  codeudores  recí- 
procos, ó  impuesta  en  sentencia  firme;  y  producen  la  solvencii^  ó  extinción  de 
las  obligaciones  de  uno  y  otro,  totalmente,  ó  en  la  parte  en  qué  concurren 
por  su  cuantía  (8). 


(1)  Sentenoiaü  de  U  de  Mayo  del  C?  y  16  de  Kano  del  70. 

(2)  Pueden  consultarse^  eon  este  motivo,  las  reglas  de  juríspradenoia  adaptada» 
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SECCIÓN  SEXTA 

BE  LA  NOVACIÓN 


Api.  Altos.    Las  obligaciones  pueden  modiñcarse: 
1.^    Variando  su  objeto  ó  sus  condiciones  principales. 
2.^    Sustituyendo  la  persona  del  deudor. 
8.^    Subrogando  á   un  tercero  en  los  derechos  (leí 
acreedor. 


468.  Produee  una  alteración  esencial,  verdadera  novación,  se- 
gún este  artículo  del  Código,  la  escritura  en  que  unos  oesíonarios 
se  obligan  á  pagar  el  pasivo  del  deudor,  fijando  como  domicilio 
común  la  ciudad  de  Sevilla,  á  cuyos  Juzgados  y  Tribunales  se  so- 
metieron para  todos  los  efectos  ulteriores;  y  desde  el  momento  en 
que  un  acreedor  entabla  la  demanda  contra  el  nuevo  obligado  y 
sus  consocios,  acepta,  no  sólo  la  subrrogación  do  la  persona  del 
deudor,  si  que  también  las  demás  condiciones  de  la  escritura  ci- 
tada; y  como  los  cesionarios  deudores  se  sometieron  á  los  Juzgados 
y  Tribunales  ordinarios  de  Sevilla,  á  ellos,  y  no  á  otros,  compete 
el  conocimiento  de  la  demanda  deducida,  según  dispone  el  art.  66 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. — S.  3  Dic.  94.— G.  21  id, 

464.  Aun  aceptando  que  un  documento  privado  en  que  se  va- 
riaba la  fecha  ó  plazo  de  la  devolución  de  un  préstamo,.y  en  que 
se  precisa  por  un  tercero  su  carácter  de  deudor  directo  y  la  obliga- 
ción de  satisfacer  su  importe,  las  costas,  daños  y  perjuicios,  no 
tuviera  el  alcance  de  una  verdadera  novación,  ese  mismo  docu- 
mento engendraría  para  el  tercero  la  obligación  de  pago  que  se 
tratase  de  hacer  efectiva,  y  por  tanto,  la  sentencia  que  así  lo  esti- 
ma no  infringe  este  artículo  del  Código.— i?.  2á  Nov,  94. — G.  26 
Febrero  96. 

•ea  naestr»  olbra  La  Lty  y  la  Juriaprudtneia  vigentes  del  JB/ijuioiamienio  civil,  al  tratar 
la  oompensaeión  como  exo^poión  perentoria  en  juicio  docIaratÍTo  y  especial  del 
ejecutivo,  pág.  450  del  tomo  1.®  y  247  del  2.* 
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466.  BBtimándoBe  en  una  sentencia,  por  el  reeultadó  de  laa 
pruebas,  que  hubo  novación  en  un  contrato  de  arrendamiento,  no 
pueden  alegarse  como  infringidas  las  dispoeidonefl  de  este  ar- 
ticulo bajo  el  fundamento  de  subsistir  en  todo  su  vigpr  el  mencio- 
nado contrato.— &  28  Febrero  94.-— O.  7  Mío^ 

' ' '  \' 

466.  Son  eficaces  las  obligaciones  contraidas  por  personas  hi» 

biles,  siempre  que  se  justifique  la  existencia  de  aquéllas,  ya  sea 
por  documento  público,  ó  ya  por  cualquiera  medio  de  prueba  de  los 
que  reconoce  el  derecho.— 5.  29  Marzo  94, — 0, 13  SepL 

467.  Consignada  en  carta  por  un  acreedor  escriturario  la  maní» 
fostacióu  ó  promesa  de  que  después  que  la  escritura  surtiera  judi- 
cialmente todos  sus  efectos,  suspenderla  el  apremio  de  ejecución 
de  sentencia  durante  cierto  tiempo  y  mediante  determinadas  con- 
diciones; al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  el  crédito  asegu- 
rado por  la  escritura  está  exceptuado  del  convenio  de  quita  y 
espera  y  que  subsiste  integro,  no  infringe  las  disposiciones  de  este 
articulo  del  Código  que  define  en  general  la  novación  de  las  obli- 
gaciones, toda  vez  que  se  invoca  en  el  supuesto  de.  contener  la 
carta  un  pacto  contrario  ó  incompatible  con  las  estipulaciones  de 
la  escritura. — ^S^.  11  Mayo  95. — O,  21  Agosto. 


jlri.  19041.  Para  que  una  obligación  quede  extin-^ 
guida  por  otra  que  la  sustituya,  es  preciso  que  asi  se  de- 
clare terminantemente,  ó  que  la  antigua  y  la  nuera  sean 
de  todo  punto  incompatibles. 


468.  Aun  aceptando  que  un  documento  privado  en  que  se  va- 
riaba la  fecha  ó  plazo  de  la  devolución  de  un  préstaino  y  en  que- 
so precisa  por  un  tercero  su  carácter  de  deudor  directo  y  la  obli- 
gación de  gatigfacer  el  importe,  las  costas,  daños  y  perjuicios,  si  el 
librador  no  lo  abonaba,  no  tuviera  el  carácter  de  una  verdadera 
novación,  ese  mismo  documento  engendrarla  para  el  tercero  la 
obligación  de  pago  que  se  tratase  de  hacer  efectiva,  y  portante,. 
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U  eentenda  que  asi  lo  eBtima  no  infrioge  este  articulo  del  Código 
dinl.S.  2á  Nav.  94.-^0,  6  Feb.  95, 

469.  No  se  incurre  en  eñx>r  de  hecho  ni  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la8  pruebas,  al  no  dar  valor  á  unos  recibos  presentados 
y  de  que  se  pretende  deducir  la  novación  del  oontrato  de  arrenda* 
miento  en  cuanto  á  los  periodos  en  que  hablan  de  abonarse  los 
alquileres,  cuando  sobre  no  haberse  reconocido  por  el  recurrido» 
de  quien  no  eran,  sólo  demuestran  una  condescendencia  pura- 
mente particular  del  encargado  de  la  cobranza,  que  no  puede  afec- 
tar á  la  virtualidad  de  lo  contratado  con  su.  principal,  ni  menos 
traducirse  por  la  declaración  terminante  que  exige  este  articulo 
del  Código  para  que  una  obligación  quede  extinguida  por  otra 
que  la  sustituya.— 5. 19  Nov.  94.-— Q.  20  Feh.  95. 


Art.  ISOft.  La  novación,  que  consiste  en  susti- 
tuirse un  nuevo  deudor  en  lugar  del  primitivo^  puede  ha- 
cerse sin  el  conocimiento  de  éste,  pero  no  sin  el  consen- 
timiento del  acreedor. 

Ari.  I900.  La  insolvencia  del  nuevo  deudor,  que 
hubiese  sido  aceptado  por  el  acreedor,  no  hará  revivir  la 
acción  de  éste  contra  el  deudor  primitivo,  salvo  que  di- 
cha insolvencia  hubiese  sido  anterior  y  pública  ó  conoci- 
da del  deudor  al  delegar  su  deuda. 

Art.  IS09.  'Cuando  la  obligación  principal  se  ex- 
tinga por  efecto  de  la  novación,  sólo  podrán  subsistir  las 
obligaciones  accesorias  en  cuanto  aprovechen  á  terceros 
que  no  hubiesen  prestado  su  consentimiento. 

Art.  Ateos.  La  novación  es  nula  si  lo  fuere  también 
la  obligación  primitiva,  salvo  que  la  causa  de  nulidad 
sólo  pueda  ser  invocada  por  el  deudor,  ó  que  la  ratifica- 
ción convalide  los  actos  nulos  en  su  origen. 
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Ara.  f  tt09.  .  La  subrogacióa  de  un  teroero  en  los 
derechos  del  acreedor  no  puede  presumirde  fuera  de  loa 
casoB  expreeamente  mencionados  en  este  Código. 

En  los  demás  será  {nreciso  establecerla  con  claridad 
para  que  produzca  efecto. 

Art.  litio.    Se  presumirá  que  haj  sobrogaméb: 

1.^  Cuando  un  acreedor  pague  á  otro  acreedor  prefe- 
rente. 

2.^  Cuando  un  tercero,  no  interesado  en  la  obligación, 
pague  con  aprobación  expresa  ó  tácita  del  deudor. 

3.^  Cuando  pague  el  que  tenga  interés  en  el  cumpli- 
miento  de  la  obligación,  salvos  los  efectos  de  la  confusión 
en  cuanto  á  la  porción  que  le  corresponda. 

Aw't.  1911.    £1  deudor  podrá  hacer  la  subrogación 
»  sin  consentimiento  del  acreedor,  cuando  para  pagar  la 
*    deuda  ha  ja  tomado  prestado  el  dinero  pof  escritura  pú- 
blica, haciendo  constar  su  propósito  en  ella,  y  expresando 
en  la  carta  de  pago  la  procedencia  de  la  cantidad  pagada. 

Art.  ItSIlB.  La  subrogación  transfiere  al  subrogado 
el  crédito  con  los  derechos  á  él  anexos,  3'a  contra  el  deu- 
dor, ya  contra  los  terceros,  sean  fiadores  ó  poseedores  de 
las  hipotecas. 

Art.  1913.  £1  acreedor,  á  quien  se  hubiere  hecho 
un  pago  parcial,  puede  ejercitar  su  derecho  por  el  resto 
con  preferencia  al  que  se  hubiere  subrogado  en  su  lugar 
á  virtud  del  pago  parcial  del  mismo  crédito. 


ü 


OVAOIÓN  es  la  tuitUneiáñ  de  una  okUffodón  qm  te  eMtin^nepúr  otrm 
poiterior  que  la  reemplaza  cambiando  el  objelo  ó  alcana  de  las  peréonas  que 
tenían  el  earácler  de  acreedor  ó  de  deudor.  La  novación  se  verifica  expresa  ó 
táciumente;  en  el  primer  caso,  expresándola  con  clai:idad  para  qae  prodoxca 
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Jü8  ef  ctos,  segtiD  el  art.  4109;  y  en  el  segundo,  cuando  un  acreedor  pague  á 
ot^o  acreedor  preferente  (1);  cuando  un  tercero  no  interesado  en  la  obligación 
pague  con  á|^robaci6n  expresa  del  deudor;  y  cuando  pague  el  que  tenga  in- 
terés en  el  cnnnplimiento  de  la  obligación,  salvo  los  efectos  de  la  confusión 
en  cuanto  á  la  posesión  que  le  corresponda,  cual  preceptúa  el  art«  4210. 

La  novación^  como  manera  de  extinguir  las  obligaciones,  no  puede  tener 
lugar  sino  entre  personas  capaces,  de  contratar,  porque  los  inieresadot,  no 
sólo  extinguen  por  ese  medio  sus  primitivas  obligaciones,  sino  que  contraen 
otras  nuevas,  siendo  accidental  la  forma  en  que  sé  bagan  constar,  pues  al  ser 
refiUQciables  los  derechos  que  proceden  de  un  contrato,  cesa  la  acción  que 
pudiera  utilizarse  respecto  á  ¿1,  cuando  es  modificado  por  otro  posterior,  aun- 
que éste  sea  verbal  y  el  anterior  escrituraria  (S),  llevándose  á  cabo,  según  la 
definición  propuesta: 

4.^  Variando  su  objeto  ó  sm  eondicionet  prineipaUs;  porque  no  hay  no- 
yación  cuando  no  se  contrae  una  obligación  especial  y  nueva  distinta  de  la 
-contraída  con  anterioridad  (3),  ni  se  expresa  que  se  nova  la  primitiva,  ni  se 
cambia  la  naturaleza  de  ésta,  ni  se  sustituye  el  deudor,  aunque  en  el  conve- 
nio' posterior  se  liquide  lo  que  por  principal,  réditos  y  costas  se  adeudaba,  se 
conceda  una  prórroga  de  dos  años  para  el  pago,  y  se  fge  el  tanto  por  ciento 
de  interés  durante  ese  período  (4),  únicos  objetos  de  dicho  convenio. 

La  novación,  pues,  existe  sólo  cuando  se  alteran  las  condiciones  esencia- 
les de  un  contrato,  ó  cuando  se  celebra  uno  nuevo  (5),  no  constituyendo  no- 
Ti^ión  el  aplazamiento  por  corto  tiempo  en  el  pago  de  una  deuda,  siempre 
qu^  subsista  la  misma  causa  de  deber  (6);  en  su  consecuencia,  si  al  garantí- 
zarse  un  pagaré  á  seis  meses  fecha  se  expresó  clara  y  ttirminaute  nente  el  tiem- 
po de  la  garantía,  ó  sea  igual  al  de  la  obligación  contraiga  por  el  deudor,  si<i 
-que  pueda  darse  mayor  alcance  á  lo  prometido,  atendiendo  al  contenido  del 
pagaré,  bajo  este  concepto,  si  bien  el  acreedor  y  el  deudor  han  podido  apla< 
zal*  el  día  del  vencimiento  y  así  consta  consignado,  concediendo  el  primero  al 
aerado  tres  meses  para  el  pago,  no  es  menos  cierto  que  el  fiador,  ni  intervi- 
no'en  tal  acto  ni  en  modo  alguno  prestó  su  consentimiento;  y  como  faltando 
eate  requisito  esencial  no  hay  contrato,  es  evidente  la  improcedencia  del  re- 
curso, toda  vez  que  la  obligación  garantizada  fué  modificada  en  su  parte  pria- 

(1;     Como  VLu  gegundo  á  an  primer  hipotecario 

(5)  SdDtenoia  de  7  de  Janlo  de  mití. 

(8)  Sentencia  de  8  de  Diciembre  de  1875. 

(A)  Sentenoia  de  81  de  Enere  de  1SS5  ' 

(6)  Sentencia  de  11  de  Janio  de  1884. 
(8)  Seniencia.de  10  de  Febrero  de  1888. 

Totao  XI  «J 
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cipal,  7  lof  contratos  son  ley  en  cnanto  se  ajastan  á  ia  volontad  de  los  que 
los  celebran  (1). 

S.*  Suttituyenio  la  per  tona  del  deudor.  Lo  cual  acontece  siempre  que  nná 
persona  se  hace  cargo  de  psgar  lo  qne  otra  debe  con  asentimiento  del  aereéis 
dor,  qae,  en  sa  virtud,  redime  de  la  obligación  á  sqaél,  no  sólo  en  lo  príoci» 
pal,  sino  en  lo  accesorio,  annqoe  esté  accesorio  consista  en  la  hipoteca  qne  ga- 
rantizaba el  pago  de  la  obligación  primitiva,  á  no  ser  qne  el  screedor  se  reser- 
ve expresamente  dicha  garantía;  pnes  extinguiéndose  el  crédito,  qne  es  lo  prin- 
cipal, deben  extinguirse  también  todas  laa  accesorias  qne  lo  garantizaban,  en 
razón  á  que  la  nueva  obligación  no  ha  de  tener  garantías  anteriores  á  sn 
existencia. 

Cuando  la  novación  se  efectúa  entre  el  acreedor  y  uno  de  los  deudores  so* 
lidarios,  no  pneden  reservarse  los  privilegios  é  hipotecas  del  antiguo  crédita 
sino  sobre  la  garantía  que  presente  el  nuevo  deudor;  porque  la  novación  hecho 
ontre  tales  interesados  libra  á  los  codeudores,  de  la  misma  manera  que  libra 
á  los  acreedores  las  que  se  hacen  con  respecto  al  deudor  principal,  á  roenoa 
que  el  acreedor  exija  la  concurrencia  de  los  deodores  solidarios  ó  la  de  loa 
fiadores  en  sus  respectivos  casos,  y  ellos,  en  efecto,  consientan;  pues  entonoea 
contraen  la  obligación  de  continuar  como  deudores  solidarios  ó  fiadores  de  la 
nueva  deuda,  y  si  no  consienten,  no  tiene  lugar  la  novación. 

Según  los  artículos  U05  y  4106,  la  novación  que  consiste  en  sustittiírse 
nn  nuevo  deudor  en  lugar  del  primitivo,  puede  hacerse  sin  el  consentimiento 
de  éste,  pero  no  sin  el  del  acree^.or,  y  la  insolvencia  del  sustituto  aceptado 
por  el  acreedor,  no  hará  revivir  su  acción  contra  el  deudor  sostiiuído,  salvo 
que  dicha  insolvencia  hubiese  aido  anterior  y  pública,  ó  conocida  del  deodor 
al  delegar  su  deuda. 

Solamente  puede  el  deodor  hacer  subrogación  sin  consentimiento  del 
acreedor,  cuando  para  psgar  la  deuda  haya  tomado  prestado  el  dinero  por 
escritura  pública,  hacien  lo  constar  sn  propósito  en  ella  y  i>xpresando  en  la 
carta  de  pago  la  procedencia  de  la  cantidad  pagada,  S(>gún  expresa  el  artícu- 
lo ISH,  cuya  redacción  es  laberíntica  y  confusa,  debiendo  entenderse  qne, 
la  facultad  del  deudor  para  la  subrogación  de  un  acreedor  por  otro  no  podrá 
producir,  sin  consentimiento  de  éste,  los  efectos  privilegíales  que  á  sn  crédita 
correspondan  por  su  antigfiedad  ó  sn  calidad  en  orden  á  la  prelación  de  eré» 
ditos,  si  di«ha  subrogación  no  consta  en  la  escritura  pública  d^  préatamo  y  en 
el  recibo  finiquito  con  las  circunstancias  exigidas  por  el  precepto.  Porque 
combinándole  con  el  del  art.  1458,  resulta  que  cualquiera  persona  puede  pgar 
lo  que  otro  deba,  y  reclamar  del  deudor  lo  que  hubiese  pagado,  á  no  haberlo 

(1)    Sentenei»  de  80  de  Dioiembre  de  1885. 
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hecho  contra  bq  expresa  volaotad;  porque  eoionces  solo  podrá  repetir  del 
deodpr  aquello  en  que  á  éste  hubiera  sido  útil  el  p%go,  y  siempre  con  efectos 
jqrídicos  referidos  á  la  fecha  de  la  segunda  operación  y  sin  la  calidad  privi- 
legial  de  origen. 

3.®  Subrogando  á  un  tercero  en  loe  derechos  del  acreedor.  Con  consenti- 
miento del  acreedor,  la  subrogación  producirá  los  efectos  del  art.  424 1  y 
4243,  lo  mismo  haciéndose  expresa  que  presuntamente,  en  los  casos  en  qne 
taxativamente  se  admita  esta  forma,  según  arriba  consignamos;  y  por  consi- 
gniente,  el  crédito  y  los  derechos  á  el  anejos  que  él  acreedor  primitivo  tenía 
contra  el  deudor  y  contra  terceros  responsables  por  fianzas  é  hipoteca,  pasarán 
íntegros  ai  nuevo  acreedor;  sin  embargo,  el.  acreedor  á  quien  se  hubiere  he- 
cho un  pago  parcial,  puede  ejercitar  sn  derecho  por  el  resto,  con  preferencia 
al  qoe  se  hubiese  subrogado  en  su  lugar  á  virtud  del  pago  parcial  del  mismo 
crédito. 

Finalmente,  como  es  un  principio  de  derecho,  de  que  son  otras  tantas  con- 
¿eeaencias  los  preceptos  de  los  artículos  4107»  4  459, 4 190  y  4 187,  que  en  toda 
(especie  de  liberación  de  la  obligación  principal  quedan  también  extinguidas 
ó  liberadas  las  accesorias,  la  hipoteca  que  se  constituyó  en  garantía  de  una 
obligación  extinguida  debe  ser  cancelada,  en  cuya  tesis  está  inspirado  el  ar- 
tícolo  4860,  qoe  declara  es  un  derecho  del  deudor  la  extinción  de  la  hipoteca 
ó  de  la  prenda  qne  garautizaba  la  obligación  principal  (I). 


OAPfrULO   V 

De  la  prueba  de  las  obligracionee. 


DISPOSICIONES  GSNRRALES 

;tpi.  lis  11.  Incumbe  la  prueba  de  las  obligaciones 
al  que  reclama  su  cumplimiento,  y  la  de  su  extinción  al 
que  la  opone. 

470.    Descansando  la  concesión  de  indemnización  otorgada  en 
«na  sentencia  en  las  pruebas  practicadas  y  en  los  hechos  recono- 

a)     B.  de  la  D.,  19  Mayo  %i,—  9,  8  Jonio. 
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cidoe  por  las  partes  en  los  escritos  fundamentales  del  juicio,  no 
existe  infracción  del  art.  1214  del  Código  civil.— iS.  14  Dic,  94.  — 
Cf.  8  Marzo  95. 

• 

471.  No  infringe  este  articulo  del  Código  la  sentencia  que,  «I 
condenar  á  una  Empresa  á  reparar  el  daño  causado,  lo  hace  por  es- 

'  timar  que  el  actor  ha  justiñcado  cumplidamente  la  culpa  y  negli- 
gencia en  que  ha  incurrido  aquélla,  y  por  lo  cual  es  responsaUj^ 
de  la  referida  obligación. — 5.  16  Mayo  93. — G.  2  Od. 

472.  No  es  admisible  el  recurso  que  tiende  á  destruir  la  apre- 
ciación de  la  prueba  hecha  por  el  Tribunal  a  quo,  refiriéndose  á  la 
testifical,  sin  expresar  la  ley  que  admita  las  reglas  de  sana  crítica 
que  se  da  por  infringida,  y  en  cuanto  á  la  pericial,  porque  es  pu- 
ramente discrecional,  sin  que  sea  permitido  tampoco  combatir  ais- 
ladamente elementos  de  prueba  cuando  la  apreciació'ü  ^  ha  hecho 
de  yarios  y  en  con  junto.— jS'.  24  Féb.  94.^0. 2  Abril. 

* 

473.  No  constando  clara  y  determinadamente  de  los  documen- 
tos aducidos  loe  extremos  fundamentales  de  la  demanda,  y  menos 
la  obligación  de  los  demandados  al  pago  que  por  ella  se  pretende, 
al  no  darles  valor,  apreciando  el  resultado  de  las  pruebas  suminis- 
tradas por  las  partes^  no  se  inflinge  el  art.  1214  del  Código  civil. 
—5.  i.^  Mayo  94.— G,  9  Od. 

474.  En  el  supuesto  de  que  la  muerte  de  un  individuo  y  el  es- 
tado de  su  herencia  hubiese  modificado  la  cláusula  de  un  convenio» 
la  prueba  de  tales  circunstancias  corresponde  al  actor  que  reclama 
su  cumplimiento  y  no  al  demandado  que  impugna  la  eficacia  de 
la  acción  ejercitada;  y  estimándolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no 
infringe  este  artículo  del  Código. — 5.  24  Abril  95. — G.  12  Agosto. 

475.  La  sentencia  que  se  funda,  no  en  meras  presunciones, 
sino  en  el  conjunto  de  las  pruebas  suministradas  en  el  juicio,  no 
es  licito  impugnarla  descomponiendo  aquéllas  para  combatir  el  re- 
sultado de  cada  una,  y  deducir  en  consecuencia  la  infracción  de 
^te  artículo  del  Código,  sin  aducir  hechos  que  resulten  de  docu- 
mentos ó  actos  auténticos.— /S.  6  Mayo  95.— G.  16  Agosto, 


LIBBÓ   CUARTO. — TÍTULO  PBIMBBO. — ^ARTB.   1214  Y  1215       406 

476.  Reconocido  en  jüido  el  hecho  de  que,  al  fallecer  un  co- 
merciante, BU  viuda  Be  hizo  cargo  del  negocio  mercantil  de  que 
procedía  en  bu  origen  el  crédito  reclamado,  y  que  continuó  las 
operaciones  peculiares  de  dicho  negocio  hasta  llegar  á  constituir 
el  saldo  de  la  cuenta  corriente  en  cuestión,  viniendo  asi  á  particu- 
larizar por  8U8  actos  propios  las  responsabilidades  de  que  se  trata, 
no  procede  alegar  la  infracción  del  precedente  articulo  bajo  el  su- 
puesto de  que  la  condena  al  pago  se  le  hace  en  el  concepto  de  he' 
redera  de  su  marido  y  como  madre  y  representante  de  sus  menores 
hijos,  cuando  el  fallo  la  condena  designándola  por  su  nombre 
y  cualidad  de  viuda,  demostrando  así  que  la  obligación  le  es  per- 
sonalisima  y  no  derivada  de  aquellos  conceptos. — S,  5  Od,  95. — 
Q.  26  id. 

477.  No  infringe  Iob  artículos  1214  y  1941  del  Código  la  sen- 
tencia que,  apreciando  no  sólo  las  escrituras  acompañadas  á  la  de- 
manda, sino  los  demás  documentos  y  pruebas  de  otra  especie  exis- 
tentes en  el  pleito,  declara,  en  vista  del  resultado  de  todas,  que  las 
fincas  en  cuestión  pertenecen  en  pleno  dominio  á  los  demandados 
y  no  se  han  poseído  como  propias  por  los  demandantes;  afirmacio- 
nes de  hecho  á  las  cuales  no  es  lícito  oponer  el  criterio  contrario 
de  los  interesados,  ni  pueden  impugnarse  con  éxito  por  lo  que  apa- 
rezca únicamente  de  algunas  de  las  pruebas.— iS.  7  Nov.  95. — O. 
27  id. 


i%rt.  1^15.  Las  pruebas  pueden  hacerse:  por  ins- 
trumentos, por  confesión,  por  inspección  personal  del 
Juez,  por  peritos,  por  testigos  y  por  presunciones. 

478.  Siendo  indispensable  la  presentación  con  las  demandas  de 
tercería  de  los  documentos  justificativos  del  derecho  que  las  origi- 
na, la  sentencia  que  confirma  la  resolución  denegatoria  de  cur- 
sarlas por  falta  de  aquel  requisito,  no  infringe  las  disposiciones  de 
este  artículo,  porque  la  infracción  alegada  parte  del  erróneo  su- 
puesto de  ser  bastante  en  dichas  demandas  la  designación  del  lugar 
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donde  loe  aludidos  documentoB  se  encuentran. — S.  12  Marzo  9á. — 
G.  9  SepU 

479.  Al  consignarse  en  una  sentencia  que  la  prueba  testifical 
practicada  por  los  actores  no  es  suficiente  á  hacer  prosperar  la  ac- 
ción ejercitada  ante  los  títulos  .posesorios  inscritos  en  el  Registro 
de  la  propiedad  que  loe  demandados  tienen  á  su  favor,  y  por  tanto, 
estimar  como  no  probados  por  los  demandantes  su  derecho  y  acción 
debenvuelta  en  la  demanda,  usa  lá  Sala  sentenciadora  de  la  facul- 
tad que  le  concede  el  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en 
relación  con  el  1248  del  Código,  que  le  confirma,  y  comprendiendo 
esa  apreciación  de  prueba  la  testifical  y  documental  aducida  en 
juicio,  sin  que  sea  de  estimar,  para  desvirtuarla,  la  duda  sobre  si 
la  acción  se  dirigía  á  hacer  efectivo  el  dominio  ó  la  posesión» 
la  cita  de  leyes  y  jurisprudencia  inaplicables,  la  afirmación  hecha 
de  la  insuficiencia  de  la  prueba  testifical  para  demostrar  en  tesis 
general  el  dominio,  y  la  de  haber  sido  ésta  la  única  presentada  por 
los  actores,  ya  que  la  documental  que  adujeron  se  refiere  á  las  con- 
diciones de  la  información  posesoria  y  no  á  la  virtualidad  de  la  ac- 
ción ejercitada,  declarándose  en  la  sentencia  como  resultado  im- 
probada la  acción,  y  no  demostrando  el  error  de  hecho  y  de  dere- 
cho que  afecte  á  dicha  apreciación  de  prueba,  es  evidente  que  no 
existe  infracción  de  los  preceptos  de  los  artículos  1215  y  1244  del 
Código.— S.  9  Marzo  95.— O.  2/  Julio. 


AL  redactado  salió,  en  verdad,  el  primero  de  ios  doi  arU'enlos  que 
encabezan  este  comentario,  pareciéndonos  que  debería  snbunarse  retocándola 
de  la  sigoiente  manera:  «Incnmbe  la  prueba  de  las  obligacíonea  al  que  re- 
clame SQ  complimiento,  y  la  de  la  extinción  al  que  las  haya  cumplido  6  re- 
bose complirlas.» 

Este  arlícalo  consigna  nn  principio  axiomático  del  derecbo  por  todoa  re- 
conocido, de  qoe  da  prueba  incumbe  al  que  aQrroa  «que  es  precisamente  el 
concepto  en  que  se  funda  el  que  reclama  el  cumplimiento  de  una  obligación, 
ó  sea  en  la  afirmación  de  bU  existencia.  Frente  á  esta  tesis  se  levanta  como 
antítesis  la  de  que  cel  que  niega  la  obligación,  cumple  con  negar»,  £1  que  re- 
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clama  «n  joleto  el  cómpümiento  de  obligaeiooes  constitaídas  á  88  faroc  ó  al 
de  80  caaaante^  se  llama  actor  ó  demandante  porque  acciona  ó  demanda,  y  al 
fandamento  inmediato  y  jnrí  Jico  de  so  reclamación  se  denomina  acción  jorí* 
di<^a,  fuente  y  raíz  de  la  8Q<tentación  de  sn  derecho,  desconocido,  lesionado  ú 
bollado  por  qoien  estaba  obligado  á  cumplirle. 

La  importancia  de  la  praeba  depende  de  la  eficacia  de  los  medios  qne  el 
hombre  emplea  y  de  qne  echa  mano  para  justificar  la  verdad  qne  sustenta  en 
apoyo  de  sos  pretensiones  contra  la  rebeldía  de  aquel  á  qoien  pretende  some- 
ter por  medios  judiciales  coercitivos  al  cumplimiento  de  una  obligación  reclar 
mable,  como  fin  del  derecho  preconstituido. 

Indudablemente,  entre  la  afirmación  del  primero  y  la  negación  del  re- 
belde, una  idea  es  la  qne  ha  de  surgir  que  ponga  lórmino  al  estado  neutro  en 
que  se  enruentran.  Esa  idea  es  la  antorcha  luminosa,  es  la  verdad  misma,  que 
haciendo  luz  en  las  tinieblas  de  la  duda,  permite  ver  en  dónde  está  la  razón. 
Esa  verdad  no  será  desde  luego  la  verdad  absoluta,  abstracta,  suprasensible « 
paramente  inteligible,  sino  la  verdad  subjetiva:  etmjbrmüüi  rei  eum  menCe^ 
ó  sea  la  conformidad  de  las  cosas  con  el  entendimiento  hcmano,  que  se  dirige 
hacia  ella,  como  la  voluntad  á  la  justicia,  como  el  sentimiento  á  la  belleza, 
como  la  aguja  al  palo  msgnélico. 

Si  nuestra  inteligencia  adquiere  noticias  inseguras  ó  contradictorias  sobre 
un  hecho  cualquiera  qno  ignoraba,  la  duda  reemplazará  á  la  i^núrancia;  y  en 
la  duda,  el  desequilibrio  entre  los  elementos  contrapuestos  formará  la  opi- 
nión^ que  se  convertirá  en  certidumbre  á  medida  que  vayan  disipándose  las 
sombras  ó  que  dejen  éstas  de  solicitar  la  inteligencia  en  sentido  contrario.  La 
certidumbre  estará  constituida  por  el  estado  especial  del  ánimo  qne  se  cree 
en  posesión  de  la  verdad;  si  aquélla  es  incx>mpleta,  la  perplejidad,  decidién- 
dose á  un  lado  más  que  á  otro,  podrá  producir  la  opinión;  y  mientras  ésta  se 
pronuncia,  estaremos  bajo  el  imperio  de  la  neutralidad  ó  de  la  duda,  primera 
manifestación  del  quebrantamiento  de  la  densa  tiniebla  que  representa  la  ig- 
norancia. 

La  certidumbre  es  precisamente  lo  que,  por  medio  de  proposiciones,  afir- 
madas por  elementos  probatorios,  constituirá  la  prueba  jurídica  de  nuestros 
derechos,  á  la  vez  que  la  de  las  obligaciones  que  les  sean  correlativas. 

La  afirmación  de  la  existencia  del  derecho  que  se  demanda  ha  originado 
la  frase  de  que  la  prueba  incumbe  al  actor ^  en  términos,  que  si  no  justifica  el 
derecho  que  reclama,  probando  los  hechos  en  que  se  funda,  será  absuelto,  li- 
bre ó  quito  el  demandado:  actore  non  probante^  reus  est  abiolvendut. 

Una  excepción  hay,  no  obstante,  muy  reconocida  respecto  á  las  servidum- 
bres. La  acción  negatoria  de  una  servidumbre  no  necesita  ser  probada  por  el 
demandante,  porque  siendo  esta  clase  de  institución  jurídica  on  yugo  contra 
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la  libertad  nataral,  se  présame  ésta  en  todo  caso,  y  esta  presoDeíón/»fü  (ím» 
tí'.m  cederá  ante  la  evidencia  del  gravamen  y  de  la  prneba  de  so  constítoeíón. 
Por  eso,  el  demandado  contra  ona  servidumbre  qae  el  doefto  del  predio  sir- 
viente rechace,  tendrá  qoé  jostificar  la  existencia  de  la  servidnmbre.  Recnér* 
dése  lo  qoe  sobre  este  psrticolar  dejamos  consignado  en  so  Ingar  oportuno  af 
tratar  la  materia  de  las  servidumbres. 

Ahora  bien:  los  medios  de  probar  esos  derechos  sustentados  frente  á  lar 
cihjeeión  opuesta  por  el  qae  se  vea  demandado,  no  podían  dejarse  por  la  ley 
ul  libre  caprirho  de  los  interesados,  y  por  eso,  tomando  coantos  elementos 
puedan  llevar  al  ánimo  la  persuasión  indispensable  al  convencimiento  raeio* 
nal,  bascando  garantía  contra  las  f  Isas  apariencias,  el  legislador  ha  proea- 
rado  escoger  entre  todo  lo  más  serio  y  fijo  qae  ofrece  el  carácter  y  condición 
humanos,  y  aan  los  actos  mismos  del  hombre,  qne,  con  la  santidad  de  la  reli* 
gión,  los  principios  de  la  lógica,  las  verdades  de  la  historia,  la  experiencia  de 
la  vida,  la  inspección  de  los  sentidos  mediata  é  inmediata,  forma  el  aparato 
legal  qne  lleve  el  convencimiento  racional  de  la  existencia  de  la  verdad  que 
se  anhelA  para  decidir  al  ánimo  y  mover  la  voluntad  hacia  un  pronuneia» 

miento  y  determinación  decisiva. 

La  Índole  especial  de  naestros  trabajos  aparta  á  nuestra  mente  de  otroi  ho- 
rizontes preciosos  .qae  nos  asaltan  con  este  motivo,  y  prescindimos  de  la 
ojeada  histórica  sobre  la  prueba  y  so  eficacia  en  las  edades  pasadas,  en  los 
pueblos  de  la  antipQedad,  en  las  épocas  de  avance  y  retroceso  de  la  civf lita- 
ción, y  lo  dejamos  lodo  para  ocasión  más  oportuna,  prescinJÍPndo,  por  tanta, 
de  lo  que  se  llan\ó  ímícío  de  Dios,  y  prueba  tasada  bajo  otro  punto  de  vüta^ 
limitándonos  á  tratar  sólo  los  medios  establecidos  por  nuestro  moderno  Có- 
digo, si  bien  haremos  en  cada  caso  separado  el  jnicio  comparativo  con  los 
propvestos  en  el  Enjuiciamiento  civil,  también  vigente,  que  ha  sufrido  por 
aquéllos  la  debida  derogación  relativa. 

Terminaremos  este  trabajo  ahora,  para  reanudarlo  en  las  seeciones  sneesi- 
vas,  con  lo  que  ref  pecta  al  derecho  repional  é  intemacionaí. 

Sabido  es  qué  la  ley  de  Enjoiciamiento  es  ley  general  del  Reino,  obligato- 
ria en  todo  el  territorio  español,  en  tanto  que  el  Código  no  rige  en  su  totali- 
dad en  las  regiones  forales;  y  en  tal  supuesto,  preguntamos:  ¿si  el  Códiga 
deroga  en  cuanto  á  los  medios  de  prueba  á  la  ley  de  Enjuiciamiento;  se  hará 
extensiva  esa  derosación  aun  para  las  provincias  aforadaa  en  qoe  el  Código 
no  rige  totalmente? 

Caestión  es  esta  bastante  delieada  por  lo  trascendental,,  que  nadie,  qoe 
sepamos,  ha  tratado  hasta  hoy.  Creemos,  no  obstante,  que,  así  como  al  co- 
mentar el  art.  49  hicimos  ver  que  otros  preceptos,  á  más  de  los  en  él  aludidos, 
eran  de  carácter  general  y  obligatorio  para  las  provincias  aforadu,  aai  lam- 
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bien  los  que  regalM  U  materia  de  la  proeba  de  ks  obligaciones  son  del 
mismo  carácter  general;  y  por  lo  tanto,  rigiendo  con  la  misOia  extensión  qae 
^  la  ley  de  Enjaiciaroiento,  ban  sostitoído  A  las  contenidas  en  é«ta  con  aplicación 
ápodas  las  provincias  españolas.  En  el  caso  contrario,  habria  qoe  admitir  qne 
la  ley  de  Enjaiciamiento  estaba  derogada, en  materia  de  proebas  para  las  pro- 
vincias de  fuero  coDiún,  y  qoe  no  lo  está  para  las  que  se  rigen  por  sos  faeros 
especiales. 

Por  derecho  internacional)  la  pmeba  de  las  obligaciones  en  país  extran  • 
iero,  dice  Plore,  está  sujeta  á  los  principios  generales  relativos  á  la  materia 
de  qoe  se  trata  en  todo  lo  concerniente  á  la  parte  qoe  debe  jostificar  los  becbos^ 
dedocidos  en  joicio.  Todo  lo  qoe  se  refiere  al  procedimiento,  á  la  ordinaria 
litis^  dice  el  mismo  aotor,  está  sojeto  á  la  lex  fot  i.  En  cnanto  las  proebas  se 
refieren  á  dilaciJar  ó  establecer  ei  derecho  controvertido  y  el  fundamento  de 
la  decisión,  decisoria  lüit^  deben  regirse  en  general  por  la  ley  á  qoe  está  so- 
jeto  el  acto  joridico  de  qoe  la  obligación  se  derive.  Tales  son  las  reglas  gene- 
rales á  qoe  deben  estar  sometidas  las  coestiones  qoe  sorjan  acerca  de  esta  ma- 
teria á  coosecoencia  del  conflicto  entre  las  lÍByes  de  diversos  países;  principios 
qoe,  desarrollados,  podieran  dar  logar,  entre  otros,  á  los  siguientes  precepto^: 

4.^  La  eoestión  de  á  qoién  corresponde  la  proeba  debe  resolverse  por  la 
ley  qoe  rige  la  reclamación  de  derecho  existente  entre  las  psrtes. 

2.0  En  coanto  á  los  medios  de  proeba,  deben  regirse  los  actos  por  la  misma 
ley  qoe  debió  presidir  á  la  determinación  de  las  formalidades  necesarias  para 
la  validez  de  los  actos. 

3.*  Si  prevalece  la  opinión  sostenlada  por  varios  aotores,  de  qoe  la  regla 
locus  regit  actmn  tiene  on  carácter  potestativo,  podrá,  en  mochos  casos,  pre- 
valecer la  ley  nacional  de  las  partes. 

i.^  £1  principio  establecido  en  el  nüm.  S.o,  no  es  sólo  aplicable  á  los  actos 
y  contratos,  sino  á  todas  las  relaciones  joridicas,  exrepto  á  aqoellas  qoe  se 
rigen  por  el  estatoto  personal,  como  la  de  la  paternidad  y  filiación,  etc. 

5.^  La  proeba  testifical  poede  proponerse  y  debe  admitirse,  si  la  establece 
la  lew  lod  contraetus  aon  por  los  Tribonales  de  on  país  en  donde  no  la  ad- 
mita en  general,  ó  para  los  joicios  de  la  coantía  del  qoe  se  trate,  la  ley  del  la- 
gar en  donde  el  litigio  se  esté  siguiendo,  porqoe  la  prohibición  de  la  pmeba 
testifical  no  es  ona  eoestión  de  derecho  ni  de  orden  piüblico. 

6.®  Esta  misma  Jey  es  la  qoe  debe  regir  acerca  de^i  la  proeba  testifical 
puede  admitirse  contra  la  docomental,  ó  para  ampliar  el  contenido  de  ésta.  £1 
mismo  principio  debe  presidir  á  todo  lo  qoe  se  refiera  á  la  proeba  por  media 
de  juramento,  de  los  libros  de  comercio  llevados  en  ona  ú  otra  forma,  etc. 

7.*  Sin  embargo,  observa  con  razón  Flore,  qoe  una  cosa  es  la  admisión  y 
otra  la  Lbertad  del  Joez  para  la  apreciación  de  las  pruebas,  pues  esto  es  coes-^ 
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tión  de  orden  fittblico,  y  no  ¿e  le  puede  obligar  á  qoe  ápreeie  la  praebft'letf  i- 
fical  como  preferente  á  la  doeomental. 

S.^  Coando  las  partes  qae  hayan  contratado  en  ptís  extranjero  «ean  dii- 
dadanos  de  la  misma  patria  y  se  hayan  referido  á  sn  ley  nacional,  ésta  y  no 
la  lew  loei  eoniraetus  será  la  qoe  deba  aplicarse  para  la  admisión  y  afir^cia< 
ción  de  las  pruebas  por  el  Tribunal  qne  entienda  en  el  litigio. 

sin  embargo,  no  faltan  y  aun  h%y  Trigonales  qae  entienden  qne  todas  lu 
cuestiones  relativas  á  los  medios  de  prueba  forman  parte  ó  interesan  al  proce  - 
dimiento,  y  deben  depender,  por  consiguiente,  de  la  Ux  forx. 

Por  último,  cuando  se  trate  de  la  transmisión  de  dominio  de  bienes  in- 
muebles, y  la  U»  rei  sita  exija  documento  escrito  para  la  validez  del  acto» 
deberá  el  Tribunal  atenerse  á  esta  ley ,  porque  una  cosa  son  los  modos  de 
probar  y  otra  la  existencia  leg^l  del  acto,  pues  éste  no  tendrá 'realidad  jurí- 
dica si  no  se  le  ha  dado  la  forma  escrita  exigida,  so  pena  de  nulidad. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DS  LOfi  DOCUMENTOS  PÚBLICOS 

Art.  1916.  Son  documentoB  públicos  loe  autoriza- 
dos por  un  Notario  ó  empleado  público  competente  con 
las  solemnidades  requeridas  por  la  ley. 


480.  Al  estimar  el  Tribunal  sentenciador,  en  virtud  de  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  practicadas,  ineficaz  una  escritura,  y  en 
consecuencia  de  ello  absuelve  al  demandado,  no  infringe  las  dis- 
posiciones de  este  artículo  del  Código  civil.— 5.  11  Abril  94.— 
G,  21  y  26  Sept. 

481.  Reconociéndose  por  las  partes  que  las  escrituras  públicas 
presentadas  en  autos  están  adornadas  de  los  requisitos  exigidos  por 
la  ley  del  Notariado,  y  no  pretendiéndose  la  nulidad  de  ellas,  sí 
resultan  claras  sus  cláusulas,  han  de  entenderse  y  aplicarse  lite  - 
raímente.— 5.  13  Feb.  95.-0. 12  Junio. 

482.  No  infringe  el  preinserto  art.  1216  la  sentencia  que,  ha- 
biéndose reconocido  en  juicio  que  la  viuda  de  un  comerciante 
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después  del  fallecimiento  de  éste  continuó  el  negocio  mercantil  de 
que  procedía  en  su  origen  el  crédito  reclamado  y  continuó  las  ope- 
raciones hasta  llegar  á  constituir  el  saldo  de  la  cuenta  corriente 
en  cuestión,  la  condena  al  pago  de  aquél,  designándola  por  su 
nombre  y  estado  de  viuda;  pues  aunque  de  los  documentos  y  de 
más  pruebas  aportadas  conste  que  la  demandada  no  es  heredera  de 
su  difunto  esposo,  tal  condena  no  se  la  impone  en  eee  concepto, 
sino  personalmente,  mediante  á  que  sus  propios  actos  la  constitu- 
yen en  la  obligación  de  la  responsabilidad  de  que  se  trata. — S.  5 
Od.  95,^G.  26  id, 

483.  No  pueden  estimarse  infringióos  los  artículos  1216, 1218, 
1220, 1240  y  1241  del  Código  por  error  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba,  cuando  lejos  de  negarse  en  la  sentencia  todo  su 
valor  á  un  acta  notarial  y  á  una  diligencia  de  inspección  ocular,  se 
declara,  de  acuerdo  con  aquel  documento,  que  parte  de  una  pared 
medianera,  tiene  huecos  ó  ventanas,  desviándose  tan  sólo  del  acta, 
pero  teniendo  en  cuenta  dictámenes  periciales  y  otras  pruebas,  en 
afirmar  que  el  muro  se  halla  construido  á  plomo  en  todo  su  para- 
mento, loque  no  tiene  importancia  alguna  jurídica,  una  vez  reco- 
nocida la  existencia  de  las  ventanas,  que  es  uno  de  los  signos  ex- 
teriores contrarios  á  la  servidumbre  de  medianería;  no  siendo 
exacta  la  apreciación  que  al  Tribunal  se  atribuye  de  que  la  pared 
divisoria  no  hubiese  sido  derribada,  contra  lo  que  resulta  de  la  di- 
ligencia de  inspección  ocular;  y  tampoco  lo  es  que  el  propio  Tri- 
bunal no  haya  estimado  demostrada  la  existencia  de  daños  y  per- 
juicios, de  cuya  indemnización,  sin  embargo,  absuelve  al  deman- 
dado ,  por  entender  que  éste  no  debe  responder  de  ellos. — S.  8 
Nov.95.—G.21{d, 


Art.  i  SI  9.  Los  documentos  en  que  intervenga  No- 
tario público  se  regirán  por  la  legislación  Notarial. 

Ari.  i9IS.  Los  documentos  públicos  hacen  prue- 
ba, aun  contra  tercero,  del  hecho  que  motiva  su  otorga- 
miento y  de  la  lecha  de  éste. 
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También  harán  pnieba  contra  loi  contratantes  y  bu» 
causahabientes,  en  cuanto  á  la»  declaraciones  que  en 
ellos  hubiesen  hecho  los  primeros  (1). 

484.  £b  requisito  esencial  de  todo  contrato,  ya  sea  mercantil  ó 
paramente  civil,  que  recaiga  sobre  objeto  licito,  no  contrario á  las 
leyes,  á  la  moral  ni  al  orden  público,  y  no  pueden  estimarse  como 
tales  unos  pactos  reservados  cuya  tendencia  es  alterar  el  precio  de 
las  cosas  coartando  la  libertad  de  la  contratación  y  del  trabajo  y 
regulando  sus  condiciones,  con  cuyas  bases  no  es  licito  establecer 
vinculo  alguno  eficaz  de  derecho;  y  en  su  consecuencia,  la  senten- 
cia que  declara  la  nulidad  de  una  escritura  de  sociedad  cuyos  re* 
^lamentos  contienen  esos  pactos,  y  la  falta  de  derecho  para  recla- 
mar su  cumplimiento,  no  infringe  las  disposiciones  legales  rete- 
rentes  al  valor,  eficacia  é  importancia  de  los  contratos. — S.  16 
Enero  94.— Q.  7  Febrero. 

485.  Al  estimar  el  Tribunal  sentenciador,  en  virtud  de  las 
pruebas  practicadas,  ineficaz  una  escritura,  y  absolver  en  su  con- 
secuencia al  demandado,  no  infringe  las  disposiciones  de  este  ar» 
tículo  del  Código.— á^.  11  Abrü  Oá.—G.  21  y  26  Sept. 

486.  No  justificando  una  escritura  derecho  alguno  de  propia* 
dad  en  favor  de  un  pueblo,  con  exclusión  de  otros  que  forman  la 
comunidad  ó  facerla,  sino  que  su  principal  objeto  fué  poner  térmi- 
no á  las  cuestiones  pendientes  entre  aquellos  pueblos,  al  apreciarlo 
así  el  Tribunal  sentenciador,  á  la  vez  que  la  prueba  testifical  que 
corrobora  el  convencimiento  de  la  comunidad,  no  comete  error  de 
hecho,  ni  infringe  el  art.  1218  del  CJódigo.— ^.  22  Fthrero  94.-^0. 
L""  Abril. 

487.  No  cabe  invocar  contra  una  sentencia  la  infracción  de  lia 
ley  del  contrato,  cuando  el  consignado  en  un  documento,  que  como 
única  prueba  se  aduce,  sólo  puede  tener  valor  y  eficacia  desde  su 


<1)    VéMe,  en  el  art.  1216,  1m  sentenoiaa  de  5  Oot.  y  S  jRov.  96,  j  eomo  oonoor» 
4ante,  el  art.  1626. 
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fecha  etitré  ios  que  lo  otorgaron  y  reconocieron,  y  no  contra  terce- 
to,  ni  se  infringe-  este  articulo  del  Código  en  su  relación  con  el 
1225^  por  referirse  el  último  sólo  al  valor  y  eficacia  de  los  documen- 
tos privados  entré  los  contratantes  y  sus  causahabientes. — S.  26 
Fein-ero  94.-^0.  2  Abril. 

488.  Siendo  indudable  que  una  finca  cuando  se  remató  no  per- 
tenecía por  título  alguno  á  un  menor,  no  puede  tener  lugar  el  be- 
neficio de  la  restitución,  careciendo  de  base  la  demanda;  y  al  esti- 
marlo así,  no  existe  la  infracción  que  se  alega  del  art.  1218  del  Có- 
digo, fundada  en  no  darse  valor  á  los  documentos  en  que  pueda 
constar  la  lesión,  base  de  la  restitución  pretendida. — S.  23  Febre- 
ro 94. — O.  10  Agosto. 

489.  Explicado  por  la  accesión  el  aumento  de  cabida  de  una 
finca,  con  cuyo  aumento  fué  dividida  y  adjudicada  á  los  herederos 
del  propietario,  al  estimarlo  así,  se  demuestra  que  el  Tribunal 
sentenciador  ha  dado  á  las.  hijuelas  y  certificados  del  Registro  qI 
valor  que  realmente  merecen,  y  no  infringe  las  disposiciones  de 
este  artículo  del  Código.— 5.  16  Marzo  94.-0.  10  Sepi. 

490.  No  constando  clara  y  determinadamente  de  los  documen- 
tos presentados  en  un  juicio  los  extremos  fundamentales  de  la  de- 
manda, y  menos  la  obligación  de  los  demandados  del  pago  que  por 
ella  se  pretende,  al  no  darles  valor  probatorio  en  tal  caso,  no  so 
comete  infracción  de  este  artículo  del  Código. — S.  1.^  Mayo  94. — 
<?.  9  Oct. 

491.  Al  deducir  de  un  documento  público  y  demás  elementos 
de  prueba  suministrados,  la  afirmación  de  la  identidad  de  loa 
terrenos  reclamados,  no  se  desconoce  la  fuerza  probatoria  de  la 
documentación,  ni  se  infringe  el  art.  1218  del  Código  cidl — S.  5 
Junio  94.— Q.  4  ySNov. 

492.  Las  escrituras  públicas  son  eficaces  en  juicio  cuando 
contienen  los  requisitos  establecidos  por  la  ley,  y  hacen  fe  y  con»- 
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titoyen  prueba  contra  los  contratantes,  á  tenor  délo  dispuesto 
en  el  art.  1218  del  Código.— 5.  57  Junio  94.-^0.  9  Nov. 

493.  Bi  el  dolo  causante,  sin  el  cual  no  se  hubiera  celebrado  el 
contrato  viciando  el  consentimiento,  produce  la  nulidad  de  aquél, 
para  que  prospere  la  acción  del  dolo  es  imprescindible  que  se 
acredite  su  existencia;  y  al  afirmar  la  Sala  sentenciadora  que  me- 
dió dolo  y  engaño  en  el  acto  de  la  entrega  del  precio  de  una  venta, 
pero  no  la  existencia  del  dolo  causante  ante  el  consentimiento,  y 
que  la  entrega  del  precio  íntegro  ó  parte  de  él  afecta  á  la  consu* 
inación  del  contrato,  no  á  su  perfección,  que  son  actos  distintos,. 
es  indudable  que  el  dolo  es  incidental  y  por  lo  mismo  no  autoriza 
ni  basta  para  acordar  la  nulidad  de  la  escriturado  compraventa,, 
y  al  declararla  se  infringe  lo  dispuesto  en  el  art.  1218  del  Código 
GivU.r-iS.  27  Junio  94.— G.  9  Nov. 

494.  Infringe  este  artículo  del  Código  civil,  por  desconocer  la 
fuerza  probatoria  de  un  documento  público,  la  sentencia  que 
condena  al  demandante  á  que  entregue  y  restituya  á  los  demanda- 
dos todos  los  muebles,  cubiertos,  alhajas,  ropas,  efectos  y  demás^ 
que  constituían  el  moviliario  de  la  casa  conyugal,  sin  otra  ex- 
cepción que  las  ropas  y  alhajas  de  uso  personal,  cuando  consta  de 
las  capitulaciones  matrimoniales  que  aportó  también  algunos  mué*- 
bles.— 5.  6  Ftb.  95.-0.  18  Abril. 

495.  Dirigida  una  acción  ejecutiva  á  hacer  efectiva  una  obliga- 
ción personal  contraída  en  escritura  pública,  sin  que  contra  su 
validez  y  eficacia  se  oponga  excepción  alguna,  semejante  docu> 
mentó  público  hace  prueba  aun  contra  tercero  del  hecho  que  mo- 
tivó su  otorgamiento;  y  al  concederse  en  una  sentencia  la  prefe- 
rencia á  ese  crédito,  como  escriturario,  al  que  fundado  en  un  docu> 
mentó  privado  cebase  de  una  tercería,  no  infringe  lo  die^puesto  en 
ol  art.  1218  del  Código.— iS.  12  Enero  95.— O.  14  Abril. 

496.  Reconociéndose  por  las  partes  que  las  escrituras  públicas 
presentadas  en  autos  están  adornadas  de  los  requisitos  exigidos  por 
Ja  ley  del  Notariado,  y  no  pretendiéndose  la  nulidad  de  ellas,  sí 
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resQltaa  claras  sus  cláusulas,  han  de  entenderse  7  aplicarse  lite- 
ralmente.—&  13  Feb,  96.-0.  12  Junio. 

497.  No  infringe  el  precepto  de  este  articulo  la  sentencia  que^ 
sin  desconocer  el  valor  y  eficacia  de  los  documentos  públicos 
obrantes  en  autos*  califica  de  venta  con  pacto  de  retro  un  con- 
trato atendidas  las  estipulaciones  terminantes  que  contiene,  y  no 
resuelve,  como  no  puede  hacerlo  en  un  juicio  especial  como  el  de 
desahucio,  sobre  la  simulación  ó  nulidad  de  la  venta,  cuestión  que 
ha  de  ser  objeto  del  declarativo  correspondiente. — S.  80  Margo  95. 
— Q.  5  Agosto. 

49&  No  es  admisible  el  recurso  de  casación  fundado  en  la  in- 
fracción de  este  articulo  del  Código  cuando,  descansando  la  sen- 
tencia en  el  resultado  de  todas  las  pruebas  practicadas,  se  basa 
aquél  en  uno  solo  de  los  elementos  de  ellas  para  deducir  tal  in- 
fracción.—^. 4  Junio  95. — Ér.  11  Sept. 

499.  No  infringe  el  art.  121S  del  Código  la  sentencia  que  de- 
clara que  no  hacen  probanza  loe  documentos  traídos  en  término 
de  prueba  por  el  actor  con  oposición  del  demandado,  cuando  no 
fueron  presentados  con  la  demanda,  ni  se  hallaban  en  las  actuacio- 
nes que  en  aquélla  se  decia  obrar.— /8f.  26  Od.  95.— (?.  17  Nov. 


Api.  1919.  Las  escrituras  hechas  para  desvirtuar 
otra  escritura  anterior  entre  los  mismos  interesados,  sólo 
producirán  efecto  contra  terceros  cuando  el  contenido  de 
aquéllas  hubiese  sido  anotado  en  el  registro  público  com- 
petente ó  al  margen  de  la  escritura  matriz  y  del  traslado 
ó  copia  en  cuya  virtud  Hubiera  procedido  el  tercero. 

Ar(.  1990.  Las  copias  de  los  documentos  públicos 
de  que  exista  matriz  ó  protocolo,  impugnadas  por  aque- 
llos á  quienes  perjudiquen,  sólo  tendrán  fuerza  probato- 
ria cuando  hayan  sido  debidamente  cotejadas. 
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Si  resaltare  alguna  variante  entre  la  matriz  y  la  co- 
pia, se  estará  al  contenido  de  la  primera. 

»  * 

Art.  1^91.    Guando  hayan  desaparecido  la  escritura 
matriz,  el  protocolo,  ó  los  expedientes  originales/  harán 
.    prueba; 

1.^  f  Las  primeras  copias,  sacadas  por  el  funcionario 
público  que  las  autorizara. 

2.^    Las  copias  ulteriores,  libradas  por  mandato  judi- 
cial, con  citación  de  los  interesados. 

3.^    Lasque,  sin  mandato  judicial,  se  hubiesen  sacado 
en  presencia  de  los  interesados  y  con  su  conformidad. 

A  falta  de  las  copias  mencionadas,  harán  prueba  cua> 
lesquiera  otras  que  tengan  la  antigüedad  de  treinta  ó  más 
años,  siempre  que  hubiesen  sido  tomadas  del  original  por 
el  funcionario  que  lo  autorizó  ú  otro  encargado  de  su  cus- 
todia. 

Las  copias  de  menor  antigüedad,  ó  que  estuviesen  au- 
torizadas por  funcionario  público,  en  quien  no  t»ncarran 
las  circunstancias  mencionadas  en  el  párrafo  anterior, 
sólo  servirán  como  un  principio  de  prueba  por  escrito. 

La  fuerza  probatoria  de  las  copias  de  copia,  eerá  apre- 
ciada por  los  Tribunales  según  las  circunstancias. 


500.  No  constando  clara  y  determinadamente  de  los  documen- 
:toB  presentados  en  un  juicio  los  extremos  fundamental^  de  la  de- 
manda y  menos  la  obligación  de  pago  de  los  demandados  de  lo 
que  por  ella  se  pretende,  al  no  darles  valor  probatorio  en  tal  caso, 
no  se  comete  infracción  de  este  artículo  del  CkkUgo  civil. — S.  1/^ 
Mayo  94.-0.  9  Od, 

501.  Es  improcedente  alegar  la  infracción  de  los  artículos  1216* 
1220  y  1221  del  Código,  bajo  el  supuesto  de  que  la  Sala  sentencia- 
dora concede  fuerza  probatoria  á  documentos  que  en  realidad  no 
la  tienen,  cuando,  lejos  de  apoyarse  el  fallo  en  documentos  que  no 
se  hubieran  debidamente  comprobado,  se  funda  en  el  resultado  de 
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la8  ptuebas  y  de  certificados  expedidos  con  citación  contraria  por 
el  Registrador  de  la  propiedad,  en  que  constan  los  antecedentes  de 
que  se  hada  mérito  en  los  documentos  presentados  con  la  de- 
manda y  el  estado  de  derecho,  ya  inscrito,  creado  por  un  laudo  ar- 
bitral.—5.  29  Ocf.  95,-0.  14  Nov. 


\Tt.  ISl9t9.  La  inscripción,  en  cualquier  registro 
público,  de  un  documento  que  haya  desaparecido,  será 
apreciada  según  las  reglas  de  los  dos  últimos  párrafos  del 
articulo  precedente. 

i%pt.  19^3.  La  escritura  defectuosa,  por  incompe- 
tencia del  Notario  ó  por  otra  falta  en  la  forma,  tendrá  el 
concepto  de  documento  privado,  si  estuviese  firmada  por 
los  otorgantes. 

Ar(.  i  t9S4.  Las  escrituras  de  reconocimiento  de  un 
acto  ó  contrato  nada  prueban  contra  el  documento  en  que 
éstos  hubiesen  sido  consignados,  si  poi  exceso  ú  omisión 
se  apartaren  de  él,  á  menos  que  conste  expresamente  la 
novación  del  primero. 


B. 


^AJO  U  deoominaeión  general  de  instrumentot,  alude  el  art.  4tf5  á  loa 
qoe  en  la  seceión  aigaiente  se  llaman  documenioi  públicos  y  documentos  pri- 
vmios,  de  que  vamoa  á  tratar,  comenzando  por  aquélloa,  qae  aeran  la  materia 
propia  de  este  comentario. 

DoQumentoa  públicos,  dice  el  art.  4246,  son  lút  auíoriutáos  por  im  NoU- 
rio  ó  empleado  público  competente  con  las  solemnidades  requeridas  por  la  leg. 
Ej»ta  definición  no  es  exacta,  ahondando  en  la  opinión  de  on  astor  moderno  (4), 
por  eoanto  confunde  al  empleado  con  el  funcionario  público.  Bmpleado  pú- 
blico, añade,  es  el  destinado  por  el  Gobierno  al  servicio  de  la  Nación,  ó  por 
la  Provincia  ó  el  Municipio  en  sus  respectivas  dependencias;  y  fnneionarie 

(1)     D.  Mi^el  Femándaí  Casado,  an  el  primer  tomo  de  sil  intereeante  obra. 
Tratado  dé  Notaria.  Madrid,  1896. 

TOMO   TI  87 
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público,  el  que  desempeñe  algún  cargo  público.  De  esta  suerte,  e4  Alcalde, 
continúa,  es  nn  fancionario,  pero  no  un  empleado  público;  y  por  tanto,  apli- 
cando rigorosamente  la  definición  del  Cúdigt),  el  documento  expedido  por  el 
Alcalde  no  seria  documento  público.  Lo  mismo  paede  decirse  del  Presidente, 
y  Secretario  del  Congreso  de  los  Dípatados,  del  de  las  Dipataciones  provin- 
ciales y  sas  Comisiones  permsnentes,  de  los  Jaeces  arbitros  y  de  otras  muchas 
personas  que,  ejerciendo  funciones  públicas,  no  son,  sin  embargo,  empleados 
públicos. 

Documento  público  podemos  definirle,  diciendo:  será  todo  aquél  que  pro- 
viniendo  de  persona  que  ejerta  funciones  públicas,  esté  expedido  en  la  forma 
correspondiente  á  su  clase  y  se  refiera  á  actos  de  la  competencia  de  aquélla. 
Funciones  públicas  son  los  actos  de  los  encargados  bajo  cualquier  concepto  de 
la  Administración  civil  central,  provincial  y  municipal,  de  ios  diferentes  ór- 
denes, político,  judicial,  militar,  etc. 

A  la  misma  clase  corresponden  los  del  Cuerpo  especial  de  Notarioa,  como- 
funcionarios  públicos  facultados  para  autorizar  con  su  presencia  los  actos  ju- 
rídicos de  carácter  civil  de  las  personas  naturales  y  colectivas^  al  efecto  de 
autenticarlos,  dando  fe  de  su  otorgamiento  ó  efectividad. 

Los  artículos  que  obran  por  cabeza  de  este  comentario  determinan  las 
clases  de  documentos  públicos  y  su  eficacia  y  autenticidad,  y  los  qne  en  de- 
fecto de  los  primitivos  pueden  reemplazarles.  Sin  embargo,  para  formar  cabal 
idea  de  lo  que  por  documentos  públicos  debe  entenderse,  babía  de  tenerse  en 
cuenta  la  clasificación  que  de  ellos  hace  el  art.  596  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  en  sus  siete  números,  y  apreciar  su  eficacia  probatoria  por  las  reglas 
que  contienen  los  sub«ignientes  artículos  597  al  604  de  la  repetida  ley. 

Cada  uno  de  los  documentos  públicos  aludidos  servirá  para  justificar  el 
acto  que  lei  motivó,  y  no  cualquiera  otro  á  que  hagan  referencia  más  ó  menos, 
concreta;  por  ejemplo,  la  certificación  de  nacimiento  de  nn  hijo  de  matrimo- 
nio justificará  la  filiación;  pero  no  el  matrimonio  legítimamente  contraído  de 
sus  padres,  aun  cuando  por  referencia  se  exprese  en  el  asiento  de  inscripción 
Ja  circunstancia  de  ser  hijo  de  legítimo  matrimonio. 

Por  derecho  penal,  los  documentos  públicos  se  han  clasificado  además,  eo 
oficiales,  de  comercio,  privados,  documentos  telegráficos,  cédulas  de  vecin- 
dad, certificaciones,  etc.,  habiendo,  en  nuestro  sentir,  atenuádose  la  respon- 
sabilidad criminal,  quizá  más  por  equidad  que  por  otra  consideración,  me- 
diante ciertas  calificaciones  que  no  se  adunan  con  la  idea  general,  como  la  de 
considerar  documento  privado  al  libro  de  actas  del  consejo  de  familia,  que  se 
verá  en  esta  obra  declarado  tal  por  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo. 
Los  documentos  públicos  y  solemnes  llevan  consigo  la  presunción  juris 
íantun  de  verdad,  podiendo  considerarse  extensiva  á  todos  ellos  el  lema:  «lAi/ 
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priui  fide  adoptado  por  los  Notarios;  lo  cual  no  evitará  el  qae  paedan  ser  re- 
dargtiidos  civilmente  de  falsos,  coando  carezcan  de  las  solemnidades  exlernas 
ó  de  alganas  de  las  qae  le  son  indispensables,  concluyendo  con  sa  eficacia 
probatoria,  ó  de  criminalmente  falsos,  cuando  la  alteración  de  la  verdad  con- 
sista en  su  sustancialidad  ó  en  el  contenido  que  la  informa,  dentro  de  la  va- 
ríedad  que  define  y  castiga  el  Código  penal. 

La  cualidad  de  públicos  la  adquieren  los  documentos  privados  por  el  hecho 
de  ser  judicialmente  reconocidos  en  forma  legal,  ó  por  incorporarse  á  algún 
expediente  judicial  ó  administrativo,  válidamente  formado,  ó  por  quedar  en 
algún  archivo  público  en  donde  corresponda  su  conservación. 

Los  documentos  públicos  conmemoran  el  acto  jurídico  á  que  se  refieren, 
como  loi  monumentos  históricos  arquitectónicos  atestiguan  los  hechos  glo- 
riosos de  los  pueblos;  aquéílos,  desde  el  momento  mismo  que  resultan  ador- 
nados de  lioeamientos,  de  detalles  extrínsecos  que  los  sentidos  puedan  com- 
probar fácilmente;  y  éstos  por  la  sanción  que  les  prestan  sucesivamente  las 
generaciones  que  ante  ellos  desfilan  en  la  constante  declinación  de  la  humta- 
nidad,  pasando  de  unas  á  otras  como  sagrado  depósito  de  tradiciones  vene- 
randas. La  existencia  de  unos  y  otros  monumentos  lleva  al  ánimo  la  certi- 
dumbre, ó  sea  la  adquisición  de  la  verdad  del  hecho  que  representan  por 
donde  llega  el  hombre  al  conocimiento  de  lo  que  por  sí  mismo  no  pudo 
aprender  ni  llegaron  á  observar  sus  sentidos,  que  son  los  dos  medios,  indirecto 
el  uno  y  directo  el  otro  de  poseer  la  verdad.  £1  primero  descansa  en  la  auto- 
ridad humana^  y  el  segundo  en  los  sentidos  externos.  Aquél  engendra  la  fe, 
que  no  es  otra  cosa  que  la  creencia  que  llegamos  á  alcanzar  de  lo  que  no  he- 
mos visto  ni  oído,  fundada  en  el  testimonio  ajeno;  y  el  segundo  en  la  preci- 
sión y  eficacia  del  funcionamiento  de  nuestros  sentidos  corporales. 

La  fe  se  llama  divina  cuando  se  refiere  á  las  cosas  rtsveladas  por  Dios, 
que  no  puede  engañarse  ni  engañarnos;  humana^  cuando  del  testimonio  de  los 
hombres  surgen  nuestras  propias  creencias  transmitiéndose  de  unos  á  otros, 
la  cual  se  snbclasifica  en  pública,  judicial  ó  extrajudícial,  en  consideración  á 
la  soberanía  del  Poder  constituido,  que  en  virtud  de  sus  facultades  preesta- 
blece las  garantías  de  autenticidad,  y  privada,  constituida  por  la  creencia  que 
nos  sugiere  la  palabra  honrada  de  nuestros  semejantes. 

cEl  antigüedad  de  los  tiempos  es  cosa  que  fase  á  los  ornes  oluidar  los  fe- 
chos pasados.  E  por  ende  fue  menestsr  que  fuesse  fallada  escritura,  por  lo 
que  ante  fuera  fecho,  no  se  olvidase  é  supiesen  los  omes  por  ella  las  cosas  que 
eran  establescidas,  bien  como  si  de  nuevo  fueran  fechas»...  (1). 

Todas  las  variantes  de  la  fe  humana  descansan  en  la  inspección  de  los 

(1)     Proemio  del  tit.  18,  Partida  8." 
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aentidos  propios  ó  ajenos,  pues  sabido  es  qae  los  Jaeces  mismos,  qae  no  baa 
podido  ver  ni  oir  los  hechos  sometidos  á  vtk  resolución,  los  aprecian  por  la 
afirmación  de  los4es(ig08,  qae  vienen  á  ser  como  los  ojos  y  los  oídos  del  Jaez. 

Ahora  bien:  no  todos  los  medios  de  pnieba  tienen  igoal  eficacia  p»ra  pro- 
porcionar la  certidombre.  El  Código  y  otras  leyes  especiales  contienen  dispo- 
siciones encaminadas  á  ebtablecer  medios  singolares  de  prueba  qae  no  pot- 
den  válidamente  sastitoirse  por  otros,  por  ejemplo:  los  actos  qne  son  objeto 
del  Registro  civil,  los  qae  han  de  sortir  efectos  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, etc. 

Tratándose  de  ciartos  contratos,  las  leyes  exigen,  como  requisito  indis • 
pensable,  la  escritura  pública,  y  no  serían  inscribibles  si  constasen  en  otra 
forma;  pero  cuando  no  haya  prescripción  legal  qne  taxativamente  exija  |a 
iscritura  pública  sino  simplemente  docnmento  público^  el  acto  de  concilia- 
ción, por  ejemplo,  que  pertenece  á  esta  última  clase,  según  las  disposiciones 
de  la  ley  Hipotecaría  y  las  de  Enjuiciamiento  civil  y  que  está  comprendido 
en  la  clasiücación  del  art.  42 16  transcrito,  debe  ser  inscribible  si  cuntieoe 
alguno  de  los  actos  jurídicos  ó  contratos  expresados  en  el  art.  I2S0  del 
Código. 

Si  bien  la  escritura  pública  es  la  forma  más  adecuada  á  la  naturaleza  jurí- 
dica de  las  concesiones  hechas  por  la  Adminiütración,  y  aunque  no  hay  razón 
para  que  sólo  las  de  ferrocarriles  revistan  tal  forma,  es  lo  cierto  que  ni  la  ley 
de  Puertos  de  7  de  Mayo  de  4880,  ni  la  Instrucción  de  SO  de  Agosto  de  4883« 
exigen  tal  requisito  para  la  concesión  de  marismas,  y  ante  semejante  omisión 
del  derecho  constituido  sobre  el  particular,  no  es  posible  rechazar  la  inscrip- 
ción de  los  documentos  en  que  se  otorgan,  porque  al  fin  tienen  en  su  abono 
los  preceptos  del  artículo  que  nos  ocupa  y  del  1180  del  Código,  el  3.^  de  la 
ley  Hipotecaria  y  8.^  de  su  Reglamento  (t). 

Esto  supuesto,  y  con  relación  á  las  condiciones  especiales  de  los  docu- 
mentos públicos  otorgados  ante  Notario,  sintetizaremos  las  conclusiones  si- 
guientes, con  presencia  de  otras  tantas  resoluciones  de  la  respectiva  Dirección 
general. 

Si  bien  el  Notarlo  autorizante  de  toda  escritura  debe  dar  fe  de  la  vecindad 
y  profesión  de  las  personas  que  las  otorgan,  ó  suplir  esta  diligencia  en  la 
forma  que  previene  el  párrafo  tercero  del  art.  S3  de  la  ley  del  Notaríado^^  la 
omisión  de  estas  formalidades  no  constituye  un  defecto  qne  afecte  i  la  validez 
del  documento;  y  el  no  determinar  el  propio  Notario  la  capacidad  legal  (le  tos 
contratantes  en  virtud  de  su  propio  juicio  y  sin  referirse  á  lo  dicho  pqr  los 
mismos,  si  bien  constituye  una  infracción  del  art.  6.<>  de  la  Instruocióa  isobre 

^j 

(2     R.  de  la  D.,  10  Abril  H  —G.  18  Mayo. 
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la  manera  de  redactar  los  documentos  públicos  sujetos  á  Registro,  no  impide 
la  inscripción,  cuando  del  documento  resulte  que  los  otorgantes,  por  su  edad, 
¿6X0  y  estado,  tenían  la  capacidad  necesaria  para  otorgarlo  (1)- 

La  primera  condición  que  debe  reunir  toda  escritura  de  hipoteca  es  la  de 
que  dó  á  conocer  de  modo  indudable  el  inmueble  ó  derecho  hipotecado;  sien- 
do preciso,  si  el  gravamen  se  impone  sobre  una  parte  de  finca,  que  dicha  por- 
ción se  circunscriba  y  limite,  ora  deslindándola  materialmente,  ora  determi- 
nando su  cuantía  con  relación  al  valor  total  del  inmueble,  ora  precisando  la 
porción  en  que  la  referida  parte  se  encuentra  con  respecto  á  la  total  cabida  de 
la  finca,  porque  la  indeterminación  pugna  con  el  precepto  del  art.  9.®  de  la 
ley  Hipotecaría,  que  exige  que  los  inmuebles  vayan  al  Registro  descritos  de 
manera  que  no  dejen  lugar  á  duda  acerca  de  las  circunstancias  que  les  son 
esenciales  (%). 

La  omisión  en  un  instrumento  público  del  tomo  y  folio  en  que  resulte  he- 
cha la  inscripción  del  que  transfiera,  revoque  ó  modifique  el  derecho,  no  cons- 
tituye un  defecto  insubsanable  porque  no  llera  consigo  la  nulidad  de  la  obli- 
gación, así  como  tampoco  puede  calificarse  de  falta  subsanable,  toda  vez  que, 
no  existe  disposición  legal  que' invalide  el  instrumento  que  carezca  de  tal  re- 
quisito. Esa  omisión  no  impide  de  modo  alguno  verificar  la  inscripción,  pues 
la  busca  de  la  finca  en  el  Registro  puede  y  debe  practicarse  por  los  índices, 
que  suministrarán  los  antecedentes  necesarios  para  hallar  el  inmueble  (3). 

Es  un  precepto  general  y  absoluto  el  contenido  en  el  art.  9.®  de  la  Instruc* 
ción  sobre  la  manera  de  redactar  los  documentos  públicos  inscribibles,  según 
el  cual,  el  Notario  debe  procurar  no  se  omita  en  las  escrituras  cualquiera  de 
las  circunstancias  que,  ¿  tenor  del  art.  9.*  de  la  ley  Hipotecaria,  deben  cons- 
tar en  toda  inscripción,  sin  que  pueda  limitarse  á  consignar  los  tomos,  folios 
y  números  en  que  figuran  inscritas  las  fincas  comprendidas  en  una  partición, 
porque  esta  práctica  no  puede  prevalecer  mientras  estén  en  vigor  los  precep- 
tos que  rigen  la  redacción  de  los  instrumentos  públicos  inscribibles  (4). 

Expresándose  en  una  cláusula  de  una  escritura  que  se  deja  subsistente  en 
todas  sus  partes  y  sin  modificación  alguna  una  hipoteca,  y  capitalizándose 
en  otras  cláusulas  los  réditos,  existe  contradicción,  porque  esto  ú  timo  equi- 
vale á  una  tácita  prórroga  del  plazo  estipulado  en  la  primera  hipoteca,  y  se 
amplía  ésta  hasta  la  cantidad  á  que  ascienden  dichos  intereses  capitalizados; 
y  siendo  una  de  las  formas  intrínsecas  de  las  escrituras  públicas  la  redacción 

(1)  B.  de  la  D.,  18  AbrU  79.—  ^.  9  Agosto  y  81  Enero  87.—^.  12  Feb. 

(2)  B.  de  la  D.,  28  Noy.  88. — 0. 14  Dio. 
(8)  B.  de  la  D.,  1/  Julio  87.— tf.  11  Oet. 
{1)  B.  de  la  D.,80  Jouio.  87.— (7.  8  Oet. 
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clara  de  las  oláosnlai  en  qae  se  declaren  los  dereehos  y  obligaciones  de  ios 
otorgantes,  constituye  ona  obligación  para  el  Notario  como  precepto  del  ar- 
tícolo  1.^  de  la  Instrneción  sobre  la  manera  de  redactar  los  documentos  pú- 
blicos (4). 

La  falta  de  claridad  en  los  documentos  públicos  sujetos  á  inscripción 
constitituye  un  defecto  subsanable  que  impide  so  inscripción,  cuya  doctrina 
es  también  aplicable  á  los  mandamientos  expedidos  por  autoridad  judicial  al 
objeto  de  practicar  una  anotación;  y  mientras  el  defecto  no  se  subsane  por 
medio  de  providencia  que  determine  con  claridad  la  anotación  ó  anotaeionot 
que  se  ordenan,  no  procede  que  se  declare  ai  son  ó  no  procedentes  por  faltar 
materia  cierta  sobre  que  ha  do  recaer  resolución  (t). 

Consignado  en  una  escritura  de  venta  que  una  parle  del  precio  quedaba 
aplazada  y  habí  i  de  satisfacerse  en  dos  plazos  iguales,  no  es  de  importaneía^ 
el  hecho  de  no  expresar  al  referir  el  importe  de  cada  uno  de  ellos  los  cénti- 
mos respectivos  comprendidos  en  el  total,  porque  esa  omisión  no  daiía  á  la 
claridad  de  la  escritora,  de  cuyo  contexto  resolta  evidentemente  que  la  parte 
del  precio  no  satisfecha  ha  de  hacerse  efectiva  en  dos  plazos^  y  en  cada  uno 
de  ellos  en  proporciones  ¡guales,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  dividiendo  por  mitsd 
la  cantidad  adeudada  (3). 

DK  LOS  DOCUMENTOS  PRIVADOB 

Art.  iSS5.  £1  documento  privado,  reconocido  le- 
galmente,  tendrá  el  mismo  valor  que  la  escritura  pública 
entre  los  que  lo  hubiesen  suscrito  y  sus  causahabientes. 


502.  No  existe  infracción  del  art.  1225  del  Código  civil,  si  las 
cartas  á  que  el  recurrente  se  refiere  no  están  en  oposición  con  los 
hechos  en  que  se  funda  la  sentencia.— -iS^.  22  Airü  92. — 6.  5 
Agosto  id. 

503.  No  se  infringe  este  articulo  en  relación  con  el  1218  cuan- 
do median,  á  más  de  los  documentos  privados,'  otras  pruebas  que 


(1)     B.  de  la  D.,  26  Ñor.  Sl.-«é3^.  IS  Dio. 
(S)     B.  do  la  D.,  16  Enero  8A.  -  0. 9  Febrero 
(8)     B.  de  la  D.,  10  Marso  88.—  O,  8  AIntU. 
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^lo8  afectan  y  desvirtúan,  y  la  sentencia^  apreciando  en  conjunto  to- 
adas ellas,  establece  bu  resolución,  y  no  se  alega  error  de  hecho  ni 
se  justiüca  que  baya  habido  el  de  derecho,  ni  menos  que  el  error, 
sea  evidente;  porque  si  bien  se  habla  de  documentos,  no  se  con- 
concretan en  el  recurso  los  á  que  parece  referirse,  y  podían  pro- 
ducir presunciones  pero  no  demostración  indudable  del  hecho,  y 
»más  aún  cuando  la  Sala  sentenciadora  no  contradice,  niega  ni  desr 
'Conoce  el  valor  y  eficacia  de  los  documentos  privados  reconocidos 
y  de  la  confesión,  sino  que  dentro  de  su  exclusiva  competencia  se 
limita  á  examinar  todas  las  pruebas  apreciables,  y  deducir  de  ellas 
su  imparcial  criterio,  que  no  puede  impugnarse  descomponiendo 
aquéllas  ni  tratando  de  utilizar  elementos  aislados  de  las  mismas , . 
que,  como  todos  los  demás,  han  sido  tenidos  en  cuenta  y  estimados 
debidamente.— iS^.  17  Nov.  94.— G.  20  Feb.  95, 

¡ 

\  504.  No  cabe  alegar  contra  una  sentencia  la  infracción  de  la 
ley  del  contrato  cuando  el  consignado  en  el  documento,  que  como 
única  prueba  se  aduce,  sólo  puede  tener  valor  y  eficacia  desde  su 
fecha  entre  los  que  lo  otorgaron  y  reconocieron,  y  no  contra  terce- 
ro, ni  se  infringe  este  articulo  del  Código,  en  relación  con  el  1218^ 
por  referirse  al  valor  y  eficacia  de  los  documentos  privados  entre  los 
contratantes  y  sus  causahabientes. — S.  26Fch,  94. — Q.  2  Abril  id. 

505.  Eb  improcedente  alegar  como  infringidos  los  artículos  1225 
y  1232  del  Código,  bajo  el  supuesto  de  que  la  Sala  sentenciadora 
nó  da  valor  alguno  á  los  libros  de  comercio,  á  documentos  priva- 
dos legalmente  reconocidos  y  á  la  confesión  prestada  en  juicio, 
•cuando  estos  medios  de  prueba,  que  no  acreditan  directamente  la 
simulación  de  un  contrata  por  la  falta  de  precio,  se  tratan  de  ha- 
cer valer  frente  á  una  escritura  pública  otorgada  con  todas  las  so  * 
iemnidades  y  condiciones  de  la  ley,  y  cuya  falsedad  ó  nulidad  no 
«sé  ha  justificado,  en  la  que  se  consigna  que  el  comprador  entregó 
el  precio  al  vendedor  en  presencia  del  Notario  autorizante  y  de  loa 
testigos  instrumentales— 5.  11  Nov.  95.^G.  B  Dic. 
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JkTt,  i9S6.  Aqael  á  quien  ee  oponga  en  juicio  una 
obligación  por  escrito  que  aparezca  firmada  por  él,  está 
obligado  á  declarar  ai  la  firma  es  ó  no  suya. 

Los  herederos  ó  causababientes  del  obligado  podrán 
limitarse  á  declarar  si  saben  que  es  ó  no  de  su  causante  la 
firma  de  la  obligación. 

La  resistencia,  sin  justa  causa,  á  prestar  la  declaración 
mencionada  en  los  párrafos  anteriores,  podrá  ser  estiikiada 
por  los  Tribunales  como  una  confesión  de  la  autenticidad 
del  documento. 


506.  £1  reconocimiento  realizado  por  la  viuda,  de  la  firma  con- 
teñida en  un  documento  autorizado  por  su  difunto  esposo,  ratifi- 
cado por  prueba  pericial,  es  bastante  para  estimar  la  autentici- 
dad y  eficacia  de  ese  documento,  sin  que  sean  necesarias  más  prue- 
bas al  mismo  objeto— iS.  18  Lie.  94. — G.  6  Marzo  96. 


Ari.  1997.  La  fecha  de  un  documento  privado  no 
se  contará  respecto  de  terceros  sino  desde  el  dia  en  que 
hubiese  sido  incorporado  ó  inscrito  en  un  registro  públi- 
co, desde  la  muerte  de  cualquiera  de  los  que  le  firmaron, 
ó  desde  el  dia  en  que  se  entregase  á  un  funcionario  pú- 
blico por  razón  de  su  oficio. 


6U7.  Bi  bien  el  documento  privado  reconocido  legalmente,  tie- 
ne el  mismo  valor  que  la  escritura  pública  entre  los  que  lo  hayan 
suscrito  y  sus  causababientes,  no  puede  concedérsele  valor  ni  efi- 
cacia alguna  respecto  á  terceros,  sino  desde  el  dia  en  que  hubiese 
sido  incorporado  ó  inscrito  en  un  registro  público,  desde  la  muerte 
de  cualquiera  de  loe  que  lo  firmaron,  ó  desde  el  día  en  que  sé  entre- 
guen á  un  funcionario  público,  por  razón  de  su  oficio,  isegún  el  ar- 
ticulo 1227  del  Código  civií--  S.  26  Feb.  9i.^Q.  2  Ábrü.         ' 
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Ari.  19XM.  Los  asientos,  registros  y  papeles  pri- 
Tados  únicamente  hacen  prueba  contra  el  que  los  ha  es- 
crito en  todo  aquello  que  conste  con  claridad;  pero  el 
que  quiera  aprovecharse  de  ellos  habrá  de  aceptarlos  en  la 
parte  que  le  perjudiquen « 


608.  No  cabe  dudar  que  es  preciso  y  directo  el  enlace  que  hay 
del  hecho  de  dar  el  propio  apellido  á  una  niña  y  la  deducción  del 
reconocimiento  de  paternidad  que  aquél  implica,  toda  vez  que 
ajustada  aquélla  á  las  reglas  del  criterio  humano,  llena  cumplida- 
mente  la  de  apreciación  que  en  materia  de  presunciones  contiene 
el  art.  1253  y  la  referente  á  documentos  privados  del  1228,-5.  10 
Julio  94.— G.  11  Nov. 


Art.  1929.  La  nota  escrita  ó  firmada  por  el  acree- 
dor á  continuación,  al  margen  ó  al  dorso  de  una  escritura 
que  obre  en  su  poder,  hace  prueba  en  todo  lo  que  sea  fa- 
vorable al  deudor. 

Lo  mismo  se  entenderá  de  la  nota  escrita  ó  firmada  por 
el  acreedor  al  dorso,  al  margen  ó  á  continuación  del  du- 
plicado de  un  documento  ó  recibo  que  se  halle  en  poder 
del  deudor. 

En  ambos  casos,  el  deudor  que  quiera  aprovecharse  de 
lo  que  le  favorezca,  tendrá  que  pasar  por  lo  que  le  perju- 
dique. 


509.  Cuando  el  Tribunal  sentenciador,  apreciando  en  conjunto 
todas  las  pruebas  venidas  á  los  autos,  da  valor  probatorio  á  un  do- 
cumento propio  en  favor  de  su  otorgante,  no  es  licito  descompo- 
nerlas para  atacar  algunos  de  los  documentos  que  forman  su  uni- 
dad, y  basado  en  ello  sostener  la  infracción  de  este  artículo  del 
Códiff>.S.  29  Mayo  Sá.—G.  í  Nw. 
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Ari.  %999.  Lo8  documentos  privados  hechos  para 
alterar  lo  pactado  en  escritura  pública,  no  producen  efec- 
to contra  tercero. 


510.  Consignada  en  carta  por  un  acreedor  escriturario  la  mani- 
festación ó  promesa  de  que  después  que  la  escritura  surtiera  judi- 
cialmente todos  sus  efectos,  suspenderla  el  apremio  de  ejecución 
de  sentencia  durante  cierto  tiempo  y  mediante  determidas  condi- 
ciones; al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  el  crédito  asegurado 
por  la  escritura  está  exceptuado  del  convenio  de  quita  y  espera  y 
que  subsiste  íntegro,  no  infringe  las  disposiciones  de  este  articulo 
del  Código,  relativas  al  valor  de  los  documentos  privados,  toda  ves 
que  se  invoca  en  el  supuesto  de  contener  la  carta  un  pacto  contra- 
rio ó  incompatible  con  las  estipulaciones  de  la  escritura. — S.  11 
Mayo  95. — O,  21  Agosto. 


D, 


OOUMSNTO  prirado  «es,  Unto  el  que,  proviniendo  de  fanctoDárío  pA- 
i>Uco  carezca  da  algano  de  sas  requisitos  extemos,  especialmente  establecidos 
para  so  íntegra  virtualidad,  como  el  emitido  por  coalqaiffr  persona  individnal 
4  social,  comprensivo  de  algona  relación  jaridica  informante  ó  derivada  de  su 
contenido». 

Merecen  esta  6al¡fieación  el  testamento  ológrafo  sin  protocolar,  según  di- 
gimos  en  sa  lugar  oportuno,  los  pagarés,  letras  de  cambio,  libros  de  cuentas 
y  de  actas,  asientos  particulares,  notas  marginales,  correspondencia,  papeles 
domésticos  y  demás  escritos  de  carácter  confidencial.  Los  artículos  preinser- 
tos resuelven  la  eficacia  de  tales  documentos;  cuando  son  reconocidos  en  for- 
ma legal  adquieren  entre  los  que  los  hubieren  otorgado  y  sus  causahabientes 
la  fuerza  probatoria  de  una  escritura  pública.  Contra  terceros,  estos  doeu  • 
mentes  no  tienen  eficacia  sino  desde  que  se  inscriben  en  un  Registro  público, 
ó  desde  que  se  entregan  á  un  funcionario  por  razón  de  su  oficio;  y  si  los  ter- 
ceros son  unos  herederos,  surte  efecto  para  ellos  un  documento  suscrito  por 
el  causante,  desde  la  fecha  en  que  lo  firmó.  Esta  doctrina  se  completa  con 
los  preceptos  de  los  artículos  603  y  605  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
Pero  la  ley  no  declara  el  valor  que  le  merecen  los  documentos  privados  cuando 
no  se  presentan' en  juieio,  ni  son  reconocidos  con  las  formalidades  legales. 
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Sólo,  por  excepción  declara  qoe,  los  docomeotos  privados  hechos  para  alterar 
lo  pactado  en  escritora  pública.,  no  producen  efecto  contra  tercero;  y  el  silen- 
cio de  la  ley  debe  interpretarse  en  sentido  de  qne  ninguna  prueba  producen 
documentos  que  no  se  encuentran  en  las  circunstancias  taxativamente  mar- 
cadas por  la  misma.  El  Código  da  formado  á  los  Jueces  el  convencimiento  ó 
criterio  al  tasar  el  valor  probatorio  de  ciertos  documentos;  pero  en  los  que  su 
valor  no  ha  sido  tasado,  los  Jueces  resolverán  con  Libertad  de  criterio  apre* 
ciando  por  las  reglas  de  sana  crítica. 

El  Código  civil  no  da  motivo  en  que  fundar  distinción  entre  documento 
privado  y  escrito  privado,  porque  además  de  que  todo  documento,  para  los 
efectos  del  Código  y  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  es  lodo  escrito  en  que  se 
hace  constar  un  acto  ó  contrato  ó  un  hecho  cualquiera  para  poderlo  acreditar 
cuando  convenga,  el  art.  4280  señala  los  actos  y  contratos  que  han  de  constar 
eo  documeato  publico,  y  en  su  ultimó  párrafo  sólo  prescribe  que  deberán  ha- 
cerse constar  por  escrito,  aunque  sea  privado,  los  demás  contratos  en  que  la 
cuantía  de  las  prestaciones  de  uno  de  los  dos  contratantes  excede  de  f  .600 
pesetas.  Este  escrito  será  un  documento  privado,  y  cualquiera  que  sea  su  re- 
dacción ó  su  forma,  constando  en  ól  la  celebración  de  un  contrato,  llena  el 
requisito  exigido  por  el  Código  y  servirá  para  pedir  en  juicio  la  ejecución  de 
lo  convenido.  Ahora,  si  el  documento  es  falso,  si  no  es  verdad  el  contrato 
^ue  aparece  en  el  documento,  y  la  parte  demandada  que  no  lo  íirmó,  y  por 
tanto,  no  tiene  por  qué  reconocerle,  no  le  reconoce,  ese  escrito  ó  documento 
Ap  servirá  como  elemento  de  prueba  bastante  por  si  sólo  para  condenar  al  cum  - 
plimiento  de  lo  convenido  al  que  parece  obligado  y  niega  la  exi^itencia  de  la 
obligación.  Esto  será  objeto  de  prueba  en  el  juicio,  y  los  Tribunales  aprecia- 
rán según  su  recto  criterio,  y  decidirán  el  asunto  con  arreglo  á  la  ley. 

El  documento  privado,  del  que  resulte  la  existencia  de  una  deuda  supe- 
rior á  250  pesetas,  lleva  consigo  la  presunción /«m  ^n/iíiii  de  autenticidad,  4 
los  efectos  del  art.  4400  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  decretar  por  su 
sola  virtud  el  embargo  preventivo,  de  cuenta,  cargo  y  riesgo  del  acreedor  en 
bienes  del  deudor  que  se  encuentre  en  alguno  de  los  casos  que  el  núm.  2.®  de 
dicho  art.  4400  comprende.  Cuyo  documento  tendrá  fuerza  ejecutiva,  como  si 
fuere  público  y  solemne,  cuando  el  deudor  reconoce  como  suya  la  Grma  que 
le  autoriza,  bajo  juramento  y  ante -Juez  competente,  aunque  á  la  vfz  negare 
la  deuda  (art  4433),  y  aún  la  tendrá  también,  aunque  no  medie  tal  reconoci- 
miento de  firma,  si,  citado  en  la  forma  que  previene  el  art.  4431  de  dicha  ley, 
no  compareciere  al  Juzgado  para  la  práctica  de  la  diligencia  judicial  acordada. 

Claro  está  que  si  compareciese  el  deudor  y  negase  la  firma,  ó  manifestare 
que  no  puede  afirmar  que  es  ó  no  suya,  el  documento  privado  carecerá  ya  de 
aquejla  presnnción /m#  Umtum,  y  su  valor  dependerá  de  la  apreciación  jn* 
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diciil  qae  en  el  jaicio  declarativo  correspondiente  deba  hacerse,  en  Tirtad  de 
las  alegaciones  y  proebas  de  las  partes. 

Los  documentos  privados  se  prestan  á  confabulaciones,  que  el  Código  ha 
procarado  evitar  en  peijoicio  de  tercero,  con  las  disposiciones  de  los  arikulot 
preinsertos. 

El  art.  4tt7  trata  de  dar  carácter  de  aatenticidad  á  la  fecha  consignada  en 
losdocnmentos  privados*  á  fin  Je  evitar  confabulaciones  y  amaños  con  daño 
de  tercero,  de  donde  se  colige  )a  inaplicación  del  precepto,  cnando  ese  mismo 
tercero  reconoce  la  verdad  de  la  fecha  y  renoncia  por  innecesaria  á  la  excep- 
ción con  qae  le  brinda  el  referido  texto  legal. 

Ahora  bien;  como  para  que  la  mojer  casada  poeda  inscribir  á  su  nombre 
en  concepto  de  parafernales  fincas  por  ella  adquiridas  durante  el  consorcio  i 
tüufo  oneroso  y  con  licencia  del  marido,  es  condición  precisa  que  se  pniebe 
que  el  dinero  empleado  en  la  adquisición  era  precisamente  del  capital  aportado 
por  ella  al  matrimonio  con  aquel  carácter,  si  esa  prueba  consiste  en  un  docu- 
mento privado  referente  á  un  préstamo  anterior  al  matrimonio,  coja  exacti- 
tnd  en  la  fecha  ha  reconocido  implícitamente  el  marido,  de  ello  resalta  que 
toda  la  eficacia  de  tal  documento,  como  elemento  de  prueba  en  ese  caso,  radica 
en  la  simple  afirmación  del  marido,  insuficiente  al  efecto  de  tal  justifica- 
ción (4). 

SECCIÓN  SEGUNDA 
i5e  la  confesión 

Art.  1931.  La  coníeBión  puede  haceree  jadicial  d 
extra  judicialmente. 

En  uno  y  otro  caso,  será  condición  indispensable,  para 
la  validez  de  la  confesión,  que  recaiga  sobre  hechos  per- 
sonales del  confesante,  y  que  éste  tenga  capacidad  legal 
para  hacerla. 


611.  No  infringe  este  articulo  del  Código  la  sentencia  que  con- 
firma el  auto  que  no  da  lugar  á  la  admisión  de  una  demanda  de 
tercería,  aunque  en  ella  se  cite  como  titulo  lat^onfesión  judicial  y 
se  señale  el  pleito  donde  exista,  porque  para  la  admisión  de  tal 

(1)     B.  de  U  D.,  22  Mayo  96.—  G.  18  Agosto. 
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demapda  es  requisito  indispensable  que  se  acompañe  á  ella  el  do- 
cumento justi&catiyo  ó  titulo  del  derecho  que  se  trata  de  hacer 
efectivo.— 5^.  12  Marzo  94,-0.  9  SepL 

Art.  1 S3S.  La  confesión  hace  prueba  contra  su 
autor. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  por  ella  pueda  eludirse  el 
cumplimiento  de  las  leyes  (1).  * 

512.  La  confesión  hace  prueba  contra  el  que  la  presta;  pero 
cuando  en  la  sentencia  no  se  contradice,  niega,  ni  desconoce  su  va- 
lor y  eficacia,  sino  que,  dentro  de  la  exclusiva  competencia  de  la 
Sala,  se  ha  limitado  ésta  á  estimar  todas  las  pruebas,  apreciándo- 
las, y  deducir  de  ellas  su  imparcial  criterio,  que  no  puede  impug- 
narse, descomponer  aquéllas,  ni  tratando  de  utilizar  elementos 
aislados  de  las  mismas,  que,  como  todos  los  demás,  han  sido  teni- 
dos en  cuenta  y  estimados  debidamente,  no  puede  estimarse  in- 
fringido este  precepto  del  Código,  ni  el  principio  jurídico  confesut 
projudicalur  hahelur,—S.  17  Nou,  94, — O.  20  Feb.  95. 

• 

513.  Apreciadas  en  conjunto  las  pruebas,  compuestas  de  posi- 
ciones, testigos  y  documentos,  y  no  demostrándose  que  se  haya 
cometido  error  de  hecho  al  apreciar  lo  declarado  por  el  deman- 
dante en  BUS  posiciones,  con  relación  á  lo  manifestado  en  la  de- 
manda, ni  con  lo  sentado  en  los  fundamentos  legales  del  fallo, 
conteniéndose  en  todo  ello  el  sentido  de  haberse  contratado  por 
mandatario  ó  comisionista,  no  se  comete  infracción  de  lo  dispuesto 
^n  este  articulo  del  Código.— ¿?.  23  Nov.  93.— G,  13  Enero  94. 

514.  Al  estimarse  las  posiciones  evacuadas  por  albaceas  como 
tm  elemento  de  prueba  en  relación  con  las  demás  practicadas,  no 
.0^  infringe  este  artículo  del  Código,  porque  no  fueron  sobré  hechoB 
personales,  coudición  necesaria.de  toda  confesión  para  que  haga 
prueba  contra  su  autor. — <?.  5  Junio  94. — G.  2  y  4  Nov. 

(1)     Véase  en  el  art.  1295  la  senteneia  de  11  de  Noviembre  del  95. 
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515.  Infringe  este  articulo  del  Código,  por  no  dar  valor  proba- 
torio á  lo  confesado  y  reconocido  en  juicio,  la  sentencia  que  con- 
dena al  demandante  á  que  entregue  y  restituya  á  los  demanda- 
dos todos  los  muebles,  cubiertos,  alhajas,  ropas,  efectos  y  demás 
que  constituía  el  mobiliario  de  la  casa  conyugal,  sin  otra  excep- 
ción que  las  ropas  y  alhajas  de  uso  personal,  cuando  los  interesa- 
dos han  reconocido  que  también  aportó  algunos  muebles,  y  en  la 
reconvención  pidieron  se  exceptuara  de  la  entrega  lo  que  acredi- 
tase ser  de  su  propiedad. — S.  6  Feb,  95. — G.  18  Abril. 

516.  No  infringe  el  precedente  art.  1232  la  sentencia  que,  ha- 
biéndose reconocido  en  juicio  que  la  viuda  de  un  comerciante  que 
después  del  fallecimiento  de  éste  continuó  el  negocio  mercantil  de 
que  procedía  en  su  origen  el  ci edito  reclamado  y  continuó  las  ope- 
raciones hasta  constituir  el  saldo  de  la  cuenta  corriente  en  cues- 
tión, la  condena  al  pago,  designándola  por  su  nombre  y  estado  de 
viuda,  pues  aunque  de  confesión  y  otras  pruebas  resulte  no  ser  he- 
redera de  su  difunto  esposo,  tal  condena  no  reconoce  por  causa  ese 
concepto,  sino  los  propios  actos  de  la  demandada,  que  producen  en 
ella  la  obligación  personallsima  de  aquella  responsabilidad. — 
>Sl  5  Oct  95.— G.  26  id. 


Art.  IS33.  La  confesión  no  puede  dividirse  con- 
tra el  que  la  hace,  salvo  cuando  se  refiera  á  hechos  dife- 
rentes, ó  cuando  una  parte  de  la  confesión  esté  probada 
por  otros  medios,  ó  cuando  en  algún  extremo  sea  contra- 
ria á  la  naturaleza  ó  á  las  leyes. 

Art.  1^31.  La  confesión  sólo  pierde  su  eficacia 
probando  que  al  hacerla  se  incurrió  en  error  de  hecho. 

it  r t .  1 934^ .  La  confesión  judicial  debe  hacerse  ante 
Juez  competente,  bajo  juramento  y  hallándose  personado 
en  autos  aquél  á  quien  ha  de  aprovechar. 

Art.  1^36.  Cuando  se  solicite  la  confesión  judicial 
bajo  juramento  decisorio,  la  parte  á  quien  se  pida  podrá 
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referir  el  juramento  á  la  contraria,  y,  si  ésta  se  negare  á 
prestarlo,  se  la  tendrá  por  confesa. 

Art.  Í1S37.  No  puede  pedirse  juramento  decisorio 
sobre  hechos  punibles  ni  sobre  cuestiones  acerca  de  las 
cuales  las  partes  no  puedan  transigir. 

Art.  1^39.  La  confesión  prestada  bajo  juramento 
decisorio,  ya  sea  deferido  ó  referido,  sólo  constituye  prue- 
ba á  favor  ó  en  contra  de  las  partes  que  á  él  se  sometieron 
y  de  sus  herederos  ó  causahabientes. 

No  se  admitirá  prueba  sobre  la  falsedad  de  dicho  jura- 
mento. 

Vtrt.  193fl.  La  confesión  extra  judicial  se  considera 
como  un  hecho  sujeto  á  la  apreciación  de  los  Tribunales 
según  las  reglas  establecidas  sobre  la  prueba. 


517.  Siendo  diferente  el  hecho  confesado  de  que  una  familia 
necesite  para  su  sostenimiento  más  de  1.500  pesetas  anuales,  del 
relativo  á  la  persona  que  tales  gastos  sufraga,  puede  apreciarse  el 
primero  con  independencia  del  segundo,  sin  infringir  el  art.  1233 
del  Código  civil  para  declarar  que  el  comportamiento  de  expresada 
familia  hace  creer  que  dit^f  ruta  una  renta  superior  del  doble  jornal 
de  un  bracero  en  la  respectiva  localidad. — 5.  11  Abnl  93.-^0.  15 
Septiembre. 

518.  No  comete  infracción  de  los  artículos  1232  y  1233  del  Gó- 
digo  la  sentencia  que  no  da  valor  de  confesión  á  la  declaración, 
que  en  el  acto  mismo  rectifica  los  términos  de  lo  manifestado,  y 
con  mayor  motivo  cuando  se  presta  por  el  Alcalde,  siendo  el  de- 
mandado el  Ayuntamiento. —5.  26  OcL  95. — O.  17  Nov. 


g 


ONFESIÓN  es  ¡a  deelAractén  q%e  ee  presia  en  asunto  propio.  Antigua- 
mente  se  llamó  conoscencia,  ó  sea:  «respuesta de  otorgamiento  qae  face  launa 
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parte  á  la  otra  en  juicio»  (1);  y  los  glosadores  y  expositores  del  derecho  esca  - 
driñaron  y  clasíficaroD  sas  múltiples  reqoisitos  (I),  d<)  qae  preseinJeD  los  ar* 
tientos  del  Código  arriba  copiados,  sin  perjuicio  de  quddar,  en  nuestro  senti- 
do, bien  deslindada  la  materia,  por  cnanto  especifican  las  dos  ciases  de  eonfe- 
sión,  judicial  y  extrajndicial,  y  determinan  los  efectos  juríJicos  de  la  una  y 
de  la  otra. 

La  obligada  relación  entre  lo  que  llamamos  derecho  sustantivo  y  derecho 
adj'two^  ocasiona  en  ciertos  puntos  de  contacto  alguna  confusión  de  límites 
entre  una  y  otra  materia,  sin  que  sea  fácil  agruparlas  á  un  íado  ni  á  otro  con 
la  plena  confianza  del  cierto.  Y  esto  que  podemos  considerar  como  extensivo 
á  cuanto  se  relacione  con  la  prueba  de  las  obligaciones  que  viene  ocupándo- 
nos, ocurre  precisamente  con  mayor  motivo  respecto  á  la  confesión.  Con  efec- 
to; en  las  leyes  procesales  de  todo  gónero,  ocupan  un  lugar  preferente  los 
medios  de  prueba  para  la  efectividad  de  los  derechos  que  se  controviertan,  y 
la  de  Enjuíciauiiento  civil  vigente  coloca  entre  aquéllos,  en  primer  lngar«  ia 
confesión  en  juicio  dentro  del  orden  que  establece  en  su  art.  578,  pasando 
después  á  regirla  en  los  siguientes,  ó  sean  desde  el  579  al  595.  Por  eso  ea 
nuestro  tratado  sobre  el  Derecho  procesal  de  España  iZ)  se  encuentra  mati- 
zada de  un  considerable  número  de  reglas  de  jurisprudencia  establecidas  por 
el  Tribunal  Supremo  en  multitud  de  fallos,  agrupados  bajo  las  iniciales  con^ 
tesión  extrajudicial  y  con/esián  judiciaL 

La  eficacia  de  una  y  otra  y  su  valor  probatoriu,  depende,  en  primer  lugar, 
de  sus  condiciones  intrínsecas,  á  saber:  la  edad  del  confesante,  su  espontanei- 
dad, su  consciencia,  su  perjuicio — contra  se—^n  el  juicio,  ante  la  parte  con- 
traria, sobre  cosa  ó  hecho  cierto,  y  finalmente,  natural  ó  según  natora;  y  en 
segundo  lugar,  de  sus  condiciones  extrínsecas;  esto  es,  que  sea  expresa  ó  tá- 
cita, simple  ó  cualificada,  bajo  juramento  indecisorio  ó  decisorio,  y  éste,  dife- 
rido ó  referido.  Pero,  cualesquiera  que  sean  esas  particularidades,  la  confesión 
judicial  producirá  siempre  prueba  plena  contra  el  confesante  bajó  el  juramento 
indecisorio,  y  contra  éste  y  su  contrario  y  sus  causahabientes,  si  fuese  bajo 
jnramento  decisorio;  mientras  que  la  confesión  extrajudicial  será  considerada 
como  un  hecho  sujeto  á  la  apreciación  de  los  Tribunales,  según  las  reglas  es- 
tablecidas sobre  la  prueba. 

Finalmente,  los  artículos  que  ahora  nos  ocupan,  no  admiten,  al  parecer, 
más  caso  de  confesión  tácita  que  la  referida  en  el  U36,  relativa  al  juramento 

(1)     Ley  1.',  tit.  18,  Partid»  8.* 

•2)     Y  los  expresaban  con  lai  diooiones  major,  «ponte,  «cUnt  eoiríra  «e,  «Air  juntt 
^x  horiit...,  etc. 

(8)     La  Ity  y  la  Juritprudeneia  vigente  del  SÑjfuieiamiento  civil,  tomo    1* 
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decisorio;  paro,  contra  Ui  omUión  y  contra  el  principio  de  derecho  de  que 
«qnieq  calla,  ni  afirma  ni  niega»,  subsistirá  la  declaración  de  confeso  qae  ha* 
ráa  los  Jaeces  y  Tribunales  al  dictar  sus  sentencias  definitivas,  cuando  el  lia* 
fliado  á  declarar  no  compareciere  á  la  segunda  citación  sin  justa  causa,  re- 
husare declarar  ó  persistiese  en  no  responder  afirmativa  ó  negativamente  á 
pesar  del  apercibimiento  que  se  le  haya  hecho  (4),  y  también  se  tendrá  por 
confeso  en  la  certeza  de  la  duda  para  el  efecto  de  despachar  la  ejecución,  y  se 
despachará,  si  lo  pidiere  el  ejecutante,  contra  el  que  no  compareciere  ni  ale- 
gare justa  causa  que  se  lo  impida  después  de  las  tres  citaciones  hechas  bajo 
el  oportuno  apercibimiento  (2). 

SECCIÓN  TERCERA 

DK  LA  INSPECCIÓN  PERSONAL  DEL  JUEZ 

rlrt.  1940.  La  prueba  de  inspección  personal  del 
Juez  sólo  será  eficaz  en  cuanto  claramente  permita  al  Tri- 
bunal apreciar,  por  las  exterioridades  de  la  cosa  inspec- 
cionada, el  hecho  que  trate  de  averiguar. 

519.  No  es  de  estimar  la  infracción  de  este  articulo  del  Código 
civil  cuando  la  inspección  personal  del  Juez  está  apreciada  por 
éste  y  por  el  Tribunal  sentenciador  con  los  demás  elementos  de 
prueba  que  han  venido  al  juicio. — S.  22  Abril  92,—-0.  15  Agosto. 


Art.  19411.  La  inspección  practicada,  por  un  Jaez 
podrá  ser  apreciada  en  la  sentencia  que  otro  dicte,  siem- 
pre que  el  primero  hubiera  consignado  con  perfecta  clari- 
dad en  la  diligencia  los  detalles  y  circunstancias  de  la 
cosa  inspeccionada. 

520.    La  sentencia  que  se  funda,  no  en  presunciones,  sino  en  el 
conjunto  de  las  pruebas  suministradas  en  el  juicio,  no  es  licito  im  - 


(1;     Art.  606  da  la  ley  de  Enimoiamientp  civil. 
01)     Axi.  US8  de  la  mUma  ley. 

TMfO  n  *Ji 
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pugnarla  descomponiendo  aquóUaB  para  combatir  el  resaltado  de 
la  de  inspección  personal  del  Juez»  y  deducir  en  consecuencia  la  in- 
eficacia de  esa  prueba,  y  por  tanto,  la  infracción  de  los  dos  artícu- 
los que  preceden,  sin  aducir  hechos  que  resulten  de  documentos  ó- 
actos  auténticos.  ^iS^.  6  Mayo  95. —O.  16  Agosto. 

621.    No  pueden  estimarse  infringidos  los  artículos  1216, 1218, 
1220, 1240  y  1241  del  Código,  por  error  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba,  cuando  lejos  de  negarse  en  la  sentencia  todo  su. 
valor  á  un  acta  notarial  y  á  una  diligencia  de  inspección  ocular,  se 
declara,  de  acuerdo  con  aquel  documento,  que  parte  de  una  pared 
medianera  tiene  huecos  y  rentanas,  desviándose  tan  sólo  del  acta, 
pero  teniendo  en  cuenta  dictámenes  periciales  y  otras  pruebas,  en 
afirmar  que  el  muro  se  halla  construido  á  plomo  en  todo  su  para- 
mento, lo  cual  no  tiene  importancia  alguna  jurídica  una  vez  reco- 
nocida la  existencia  de  las  ventanas,  que  es  uno  de  los  signos  exte- 
riores contrarios  á  la  servidumbre  de  medianería,  no  siendo  exacta 
la  apreciación  que  al  Tribunal  se  atribuye  de  que  la  pared  diviso- 
ria no  hubiese  sido  derribada,  contra  lo  que  resulta  de  la  diligencia 
de  inspección  ocular,  y  tampoco  lo  es  que  el  propio  Tribunal  no 
haya  estimado  demostrada  la  existencia  de  daños  y  perjuicios,  de 
cuya  indemnización,  sin  embargo,  absuelve  al  demandado  por  en- 
tender que  éste  no  debe  responder  de  ellos. — S.  S  Noík  95,- 
del  21. 


atería  de  praeba  de  las  obligaciones,  es  la  inspección  person  ti  del' 
Jaez,  por  lo  que,  ocapa  su  lagar  moy  oportano  también  en  las  leyes  procesa- 
les, y  en  la  de  Enjaiciamiento  civil  está  comprendida  bajo  el  núm.  6.*  dentro 
del  orden  establecido  en  el  art.  578,  y  regimentada  en  los  artícalos  633  ai  636, 
cuyas  disposiciones  deberán  entenderse  como  complementarías  y  sBpletonas^ 
recíprocamente,  con  los  de  los  dos  artículos  del  Código  que  encabezan  este  co- 
mentario. 

El  reconocimiento  jndicial  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  conslgaa  4 
la  inspección  personal  del  Jaez,  según  el  Código  llama  á  tal  medio  de  praeba, 
es  tan  eficaz  como  los  otros  de  que  nos  hemos  ocupado,  y  consista  exclusiva- 
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nienié  en  ver  por  si  mismo  el  que  ha  de  juzgar  las  cosas  ó  hechos  objeto  Je 
controversia  que  sean  apreeiables  por  los  sentidos;  no  obstante  lo  enal»  debe- 
rá redactarse  con  la  mayor  exactitud  y  precisión,  en  términos  qae,  por  lo  qne 
éir\  acta,  6  sea  la  diligencia,  resulte,  pneda  otro  Jaez  apreciar  la  cosa  ó  hecho 
de  la  misma  manera  qne  lo  apreciaría  el  qne  lo  presenció. 

No  sólo  no  es  incompatibJIe,  sino  que  á  veses  resolta  de  gran  conveniencia 
para  el  esclarecimiento  de  la  verdad,  el  examen  de  testigos  coyas  aseveracio- 
l^es  tengan  relación  directa  con  la  cosa,  hecho  ó  logar  en  donde  ha  de  prac- 
ticarse la  inspección,  á  la.  qne  deberán  concurrir  las  partes  interesadas  por  sí 
solas  ó  acompañadas  de  sus  representantes  y  defensores  y  de  personas  prácti- 
cas en  el  terreno,  para  que  con  las  observaciones  de  los  unos  y  de  los  otros  y 
las  declaraciones  y  dictámenes  de  testigos  y  peritos,  respectivamente,  que 
concurran,  pueda  conseguirse  el  esclarecimiento  de  aquéllas. 

Y,  esto  no  obstante,  si  citados  previamente  ios  Procuradores  de  las  partes, 
éstas,  ó  alguna  de  ellas,  dejase  de  concurrir,  no  por  eso  la  diligencia  judi- 
cial deberá  suspenderse,  ni  dejar  de  producir  los  efectos  probatorios  que  le 
corresponden,  aunque  no  como  superiores  á  los  otros  medios  de  prueba,  pues 
no  es  exacta  la  doctrina  de  que  la  prueba  de  reconocimiento  judicial  está  so- 
bre las  demás  clases  (4);  y  si  dicho  medio  de  prueba  fuese  acordado  espon- 
táneamente por  el  Juez  ó  Tribunal  para  m^'or  proveer,  no  deberá  ser  estimada 
por  las  partes  como  diligencia  de  prueba,  ni  la  circunstancia  de  haber  elegido 
personas  inteligentes  en  la  materia  para  que  acompañen  al  Juez  y  le  informen 
en  la  inspección  asi  acordada^  tiene  el  carácter  de  juicio  de  peritos  (t). 


SECCIÓN  CUABTA 

DE  LA  PRUEBA  DE  PEBIT08 

Art.  1949.  Sólo  se  podrá  utilizar  este  medio  de 
prueba  cuando  para  apreciar  los  hechos  sean  necesarios  ó 
oonvenientes  conocimientos,  cienti£cos,  artistieos  ó  prác- 
ticos. 

Ari.  1948.  £1  valor  de  esta  prueba  y  la  forma  en 
que  haya  de  practicarse,  son  objeto  de  las  disposiciones 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


(!)     8«Bt.  del  T.  S.  de  1.*^  de  Dio.  del  6o. 
(SI)'   Sent.  19  Febrero  del  66. 
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522.  No  procede  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  error 
de  hecho  cuando  realmente  lo  que  se  alega  es  una  impagpiación 
á  la  apreciación  que  el  Tribunal  sentenciador  hace  del  dictamen 
pericial  en  uso  de  las  facultades  concedidas  por  los  arts.  632  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  1243  del  Código,  no  citando  re- 
glas de  sana  critica  que  acrediten  tal  supuesto,  ni  tampoco  se  ale- 
gue infracción  de  ellas,  de  doctrina  ó  ley  referente  á  la  estimación 
de  la  prueba  que  demuestren  evidentemente  el  error  que  se  invo- 
que.—5.  10  Enero  95,-'0.  24  Marzo. 


0, 


CASIONES  frecoeotes  hacen  indispensable  en  la  práetiea  la  concurren- 
cia de  personas  qne  por  la  profesión  técnica  á  que  están  dedicadas,  por  les 
conocimientos  especiales  qne  han  adquirido  en  cierto  orden  de  cosas,  por  sa 
destreza  en  el  manejo  de  determinadas  operaciones,  ó  por  el  mérito  qne  se  les 
haya  reconocido,  pública  y  oficialmente,  en  ciencias,  artes,  oficios  ó  indasUias, 
.  conviene  ser  escachados  por  el  Jaez  ó  Tríbnnal  qne  haya  de  dictar  sn  resoln  - 
ción  fondada  en  hechos  ó  antecedentes  de  aquella  especie,  á  lo  qne  Uamau 
las  leyes  de  enjuiciar  dictamen  de  peritos,  qoe  es  lo  qne  el  Código  determina 
en  la  sección  qne  ahora  nos  ocnpa,  refiriéndose,  en  cnanto  al  valor  de  dicho 
medio  de  prueba  y  á  la  forma  en  qne  haya  de  practicarse,  á  las  diaposicionfs 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  con  lo  que  se  corroboran  nuestros  asertos 
en  los  comentarios  qne  preceden,  respecto  á  la  naturaleza  de  la  materia  de 
pruebas  como  más  apropiadas  del  derecho  adjetivo  que  del  sustantivo  á  qoe 
se  contraen  los  preceptos  del  Código. 

Con  efecto,  en  el  orden  natural  y  ordinario  de  desarrollarse  las  institucio- 
ciones  civiles,  poca  importancia  tienen  los  medios  justificativos  de  derechos 
que  se  realicen  sin  oposición,  sin  impngnación,  salvo  aquellos  casos  en  que 
los  actos  jurídicos,  de  qne  aquellos  derechos  dimanen,  deban  resultar  acredi- 
tados con  solemnidades  especiales.  Por  el  contrario,  allí  donde  una  solución 
de  continuidad  interrumpa  la  marcha  ordinaria,  allí  donde  la  controversia 
surja  para  esclarecer  y  despejar  un  estado  de  derecho,  vendrán  loa  medios 
probatorios  á  ayudar  á  que  triunfe  la  razón  y  á  que  sea  ésta  proclamada  en  el 
filio  qne  los  interesados  soliciten. 

Sin  embargo,  actos  jurídicos  en  la  esfera  civil  del  derecho  sustantivo^  re- 
elamarán  la  intervención  de  los  peritos,  y  ño  habrá  necesidad  de  acudir  para 
el  funcionamiento  de  éstos  á  las  disposiciones  de  la  referida  ley  de  Enjuicia* 
miento.  Cuando  el  Notario  deba  persuadirse  de  la  lucidez  del  testador  dé* 
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laente  oyendo  el  dictameD  íacalutivo,  coando  deban  comparecer  intérpretes 
que  entiendan  el  idioma  del  otorgante,  cuando  haya  de  practicarse  el  avalúo 
de  bienes  inyentariados  por  personas  competentes,  no  podrá  calificarse  el  con- 
curso qne  presten  como  verdadera  prneba  de  peritos,  si  aquellos  han  sido 
nombrados  sin  oposición  de  parte  interesada  y  cumplen  sti  misión  ñiera  de 
actaaciones  judiciales  ó  arbitrales. 

La  verdadera  prueba  de  peritos  á  que  los  dos  artículos  del  Código  que  en- 
cabezan este  Comentario  se  refieren,  es  la  comprendida  bajo  el  núm.  5.®  del 
art.  578  de  Fa  repetida  ley  de  Enjuiciamiento  y  regimentada  en  los  de  dicha 
ley,  que  llevan  los  números  640  á  631,  en  los  que  se  determina  la  manera  y 
forma  en  que  debe  ser  recibido  el  dictamen  pericial  y  el  valor  probatorio  qu^ 
deberá  concedérseles  por  los  Jueces  y  Tribunales,  apreciando  tal  medio  de 
prueba,  según  las  reglas  de  la  sana  critica,  sin  estar  obligados  á  sujetarse  al 
dictamen  de  los  peritos  (4);  porque  la  prueba  pericial  es  uno  de  los  medios 
qne  la  ley  establece,  sin  que  por  el  nombre  de  juicio  pericial  con  que  suele 
designársela  dé  carácter  de  Jueces  á  los  peritos,  porque  sus  declaraciones  no 
constituyen  más  que  una  de  las  clases  de  prueba,  cuyo  anáhsis,  calificación  y 
apreciación  corresponde  al  respectivo  Juez  ó  Tribunal,  que  es  á  quien  lu  le* 
yes  someten  la  facultad  de  juzgar  (S),  debiendo  advertir  que  cuando  sean  más 
de  un  perito  los  que  en  la  prueba  intervengan,  y  para  dirimir  la  discordia  en. 
que  puedan  incurrir  deba  nombrarse  un  tercero,  éste  deberá  disfrutar  por  lo 
menos  categoría  académica  igual  al  que  la  tenga  mayor  de  entre  los  discor- 
dantes (3). 

SECCIÓN  QUINTA 

DS  LA  PfiUBBA  DE  TB6TIQ08 

Art.  1944.  La  prueba  de  testigos  será  admisible 
en  todos  los  casos  en  que  no  s^  halle  expresamente  pro- 
hibida. 


528.  Es  improcedente  alegar  la  infracción  de  este  articulo  del 
Código  en  el  sentido  de  que  no  se  haya  cometido  eficacia  i^l  medio 

(1)     Art.  682  de  ln  ley  de  EnjnieiMnlento  oítU. 

OD     Sentencia  de  27  de  Abril  del  87. 

(6)  Beal  orden  de  1.°  de  Abril  de  1888.  Véasela  integra  en  la  primera  parte  de 
ntieeiro  Dsbecho  fepcebál  dk  Espaüa,  ó  sea  La  ley  y  la  jutüprudencia  vigtfUn  M 
JSt^uiciamUnio  eivü,  tomo  1.*,  pág.  689. 


438  oóDiao  CIVIL 

de  prueba  á  que  se  refiere,  si  no  se  determina  el  documento  ó  auto 
auténtico  que  demuestre  la  equivocación  del  juzgador,  ni  se  invoca 
como  infringida  ninguna  regla  de  sana  critica. — S^  19  Mayó  94. — 
O.  81  OcL 

524.  Al  consignarse  en  una  sentencia  que  la  prueba  testifical 
practicada  por  los  actores  no  es  suficiente  para  hacer  prosperar  la 
acción  ejercitada  ante  los  títulos  posesorios  inscritos  en  el  Registro 
de  la  propiedad  que  los  demandados  tienen  á  su  favor,  y  estimar, 
por  tanto,  como  no  probada  por  los  demandantes  su  derecho  y 
acción  desenvuelta  en  la  demanda,  usa  la  Sala  sentenciadora  de  la 
facultad  que  le  concede  el  art.  659  de  la  ley  de  Bnjuiciamiento 
civil,  en  relación  con  el  1248  del  Código  que  le  confirma;  y  com- 
prendiendo esa  apreciación  de  prueba  la  testifical  y  documental 
aducida  en  juicio,  sin  que  sea  de  estimar,  para  desvirtuarla,  la 
duda  sobre  si  la  acción  se  dirigía  á  hacer  efectivo  el  dominio  ó  la 
posesión,  la  cita  de  leyes  y  jurisprudencia  inaplicables,  la  afirma- 
ción hecha  de  la  insuficiencia  de  la  prueba  testifical  para  demos- 
trar  en  tesis  general  el  dominio,  y  la  de  haber  sido  ésta  la  única 
presentada  por  los  actores,  ya  que  la  documental  que  adujeron  se 
refiere  á  las  condiciones  de  la  información  posesoria  y  no  á  la  vir- 
tualidad de  la  acción  ejercitada,  declarándose  en  la  sentencia  como 
resultado  improbada  la  acción,  y  no  demostrándose  el  error  de  he- 
cho y  de  derecho  que  afecte  á  dicha  apreciación  de  prueba,  es  evi- 
dente que  no  existe  infracción  de  los  artículos  1215  y  1244  del  Có- 
digo.—5.  9  Marzo  95.— G.  27  Julio: 


Ari.  1945.  Podrán  ser  testigos  todas  las  personas 
de  uno  y  de  otro  sexo  que  no  fueren  inhábiles  por  incapa- 
cidad natural  ó  disposición  de  la  ley  (1). 

Ari*  1 940.    Son  inhábiles  por  incapacidad  natural : 
1.^    Los  locos  ó  dementes. 


(1)     Véase  la  regla  de  jurispradenoia  del  artioolo  anterior. 
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2.^    Lo8  ciegos  y  sordos»  en  las  cosas  cuyo  conocimiento 
depende  de  la  vista  y  del  oido. 
'     8.^    Los  menores  de  catorce  años. 

Art.  1^949.    Son  inhábiles  por  disposición  de  la  ley: 

1.^    Los  que  tienen  interés  directo  en  el  pleito. 

2.^  Los  asceipdientes  en  los  pleitos  de  loe  descendien- 
tes, y  éstos  en  los  de  aquéllos. 

3.^  £1  suegro  ó  suegra  en  los  pleitos  del  yerno  ó  nuera 
y  viceversa. 

4.^  El  marido  en  loe  pleitos  de  la  mujer  y  la  mujer  en 
los  del  marido. 

6.^  Los  que  están  obligados  á  guardar  secreto,  por  su 
estado  ó  profesión,  en  los  asuntos  relativos  á  su  profesión 
ó  estado. 

6.^  Los  especialmente  inhabilitados  para  ser  testigos 
en  ciertos  actos. 

Lo  dispuesto  en  los  números  2.^,  3.^  y  4.^  no  es  apli- 
cable á  los  pleitos  en  que  se  trate  de  probar  el  nacimiento 
ó  defunción  de  los  hijos  ó  cualquiera  hecho  intimo  de  fa- 
milia que  no  sea  posible  justificar  por  otros  medios. 


525.  No  se  infringe  el  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil al  no  coDceder  fuerza  alguna  probatoria  á  las  manifestaciones 
hechas  por  un  testigo,  esposo  de  la  demandante,  que,  además  de  la 
inhabilitación  legal  que  para  ser  testigo  le  impone  el  núm.  4.^  del 
art.  1247  del  Código  civil,  se  hallaba  también  comprendido  en  el 
núm.  1.^  del  mismo  artículo  t)or  el  interés  directo  que  indudable- 
mente tenía  en  el  asunto.— iS.  26  Feb.  94,-0.  2  AbriL 


Art.  I94i(.  La  fuerza  probatoria  de  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  será  apreciada  por  los  Tribunales,  con- 
forme á  lo  establecido  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cuidando  de  evitar  que  por  la  simple  coincidencia  de  al- 
gunos testimonios,  á  menos  que  su  veracidad  sea  eviden- 
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te,  qaeden  deimitívamente  resueltoe  los  negocioe  en  que 
de  ordinario  suelen  intervenir  escrituras,  docnmentoe  pri- 
vados  ó  algún  principio  de  prueba  por  escrito. 


626.  Incoado  un  pleito  en  Cataluña  para  el  pago  de  cantidad 
en  el  año  de  1886,  ni  por  la  fecha  de  su  incoación,  ni  por  el  terri- 
torio en  que  han  pasado  los  hechos  de  aquel,  es  aplicable  el  Código 
civil,  ni  han  podido  ser,  por  consiguiente,  infringidos  loe  artículos 
1248  y  1249.— iS^.  13  Julio  92.--Q,  21  Oct. 

527.  Aun  cuando  dicho  cuerpo  legal  fuera  aplicable,  no  habría 
tal  infracción  en  el  caso  de  que  el  juzgador,  examinando  por  sí 
mismo  la  letra  de  la  firma  que  figura  en  un  documento  privado» 
por  ello,  y  por  prueba  testifical  y  de  otro  género,  desestima  la  au* 
tonticidad  del  documento.— /9.  13  Julio  92.— G.  21  Od. 

528.  No  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  1248  del  Código  ci- 
vil, cuando  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  se  tonda  en 
pruebas,  no  sólo  testificales,  sino  también  escritas. — 8,  13  Julio  92. 
— ff.  21  Od. 

529.  No  es  admisible  el  recurso  que  tiende  á  destruir  la  apre- 
ciación de  la  prueba  hecha  por  el  Tribunal  a  quo  refiriéndose  á  la 
testifical,  sin  expresar  la  ley  que  admita  Itus  reglas  de  la  sana  cri- 
tica, que  se  da  por  infringida,  y  en  cuanto  á  la  pericial,  porque  es 
puramente  discrecional;  sin  que  sea  permitido  tampoco  combatir 
aisladamente  elementos  de  prueba  cuando  la  apreciación  se  ha  he- 
cho de  varias  y  en  conjunto.— «S.  24  Feb.  94.—Q.  2  Abril. 

680.  Al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  el  demandante  no 
ha  probado  los  hechos  en  que  funda  su  demanda,  es  indudable  que 
apreció  en  conjunto  las  pruebas  aducidas  por  ambas  partes,  eom* 
prendiendo  asi  la  documental  como  la  testifical,  sin  cometer  in- 
fracción del  art.  1248  del  Código  al  no  hacer  mencito  de  loe  docu- 
mentos por  su  ineficacia.— 5.  1.^  Mayo  94.— Q.  9  Od. 
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.581.  Sb  improcedente  alegar  infracción  de  eate  articulo  del  Có- 
digo en  el  mentido  de  que  no  se  haya  concedido  eficacia  al  medio 
de  prueba  á  que  se  refiere,  si  no  se  determina  el  documento  ó  auto 
auténtico  que  demuestre  la  equivocación  del  juzgador,  ni  se  invo- 
que como  infringida  ninguna  regla  de  sana  critica. — S.  19  Mayo 
94.—G.310CÍ. 

532.  Al  consignarse  en  una  sentencia  que  la  prueba  testifical 
practicada  por  los  actores  no  es  suficiente  á  hacer  prosperar  la  ac- 
ción ejercitada  ante  los  títulos  posesorios  inscritos  en  el  Registro 
de  la  propiedad  que  los  demandados  tienen  á  su  favor,  y  estimar, 
por  tanto,  como  no  probada  por  los  demandantes  su  derecho  y  ac- 
ción desenvuelta  en  la  demanda,  usa  la  Sala  sentenciadora  de  la 
facultad  que  le  concede  el  art.  695  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, en  relación  con  el  1248  del  Código  que  le  confirma. — S,  9 
Marzo  95.^G.  27  Julio. 

533.  No  infringe  el  precepto  de  este  artículo  del  Código  la 
sentencia  que  estima  que  el  testimonio  de  un  solo  testigo  no  consti- 
tuye prueba. — S,  30  Marzo  95. — G,  5  Agosto, 

534.  La  simple  coincidencia  en  un  hecho  del  testimonio  de  dos 
testigos  es  insuficiente,  no  ya  para  destruir,  pero  ni  aun  siquiera 
para  contrarrestar  el  principio  de  prueba  que  se  deriva  del  sello  de 
entrada,  de  la  nota  puesta  en  una  instancia  y  del  asiento  del  Ke- 
gistro  de  la  Dirección  de  la  Deuda  respecto  á  la  fecha  de  presenta- 
ción de  aquélla. — S.  del  Tribunal  Supremo  de  lo  Contencioso,  26  Feh. 
96.-9.  7  Sept. 

535.  Conforme  á  lo  dispuesto  en  este  artículo,  puede  darse  fuer- 
za probatoria  á  las  declaraciones  testificales,  según  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  cuando  su  veracidad  sea  evidente,  aun  en  los 
negocios  en  que  ordinariamente  suelen  intervenir  escrituras,  do- 
cumentoB  ó  algún  principio  de  prueba  por  escrito,  cuando  es  indu- 
dable la  veracidad  de  las  declaraciones  testificales,  y  estimándolo 
asi  la^Sala  sentenciadora,  no  infringe  el  expresado  artículo.— /S^.  29 
Mu^  96.— 0. 2  Sept. 
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JTÍ 

•^  1  BSTIGO  es  la  persona  Jldedipné  d$  wao  4  oíro  $€90  qm puede  wumifee  - 
ler  la  verdad  éjhleedad de  loe  keekos  controverüdoe;  y  testificar  es  deponer 
como  testigo  en  sigün  seto  jodieitl.  Se  ba  dieho  que  los  testigos  son  coom> 
los  ojos  y  los  oídos  del  Jaez,  por  medio  de  los  que  adqoiere  el  conocimiento 
de  lu  cosas,  actos  ó  liecbos  realisados  faera  de  so  presencia.  El  testigo  q«e 
observa  y  refiere  lo  observado,  trasmite  sns  observaciones  al  Joes  qae  recibe 
80  declaración,  qoe  será  el  ponto  de  partida  para  la  formación  del  joido  in* 
temo  qoe  ba  de  decidir  so  volontad  bacia  la  resolnción  definitiva  qoe  ponga 
término  á  la  controversia  sometida  á  so  jorisdicción. 

De  abí  la  necesidad  de  dístingoir  en  los  testigos  ciertas  especiales  condi- 
ciones qoe  les  constitoyan  en  Instromentos  de  relativa  perfección  en  la  repro* 
doceión  de  sos  observaciones,  y  la  desconfianza  qoe  por  razón  de  la  flaca  ma* 
teria  bomana  soelen  inspirar  aqoellas  personis  en  qoienes  poeda  baeer  eco, 
-fnís  el  móvil  de  la  pasión  ó  extrafias  persoasiones,  qoe  el  rígido  compli- 
miento  del  deber  de  ser  veraces. 

Por  otro  lado,  los  sentidos  y  las  apariencias  engañan  mocbas  veces,  y  el 
testigo  no  recoge  en  esos  casos  impresiones  verdaderas,  y  el  relato  qoe  de  las 
mismas  baga,  podrá  condocirnos  al  error  si  desgraciadamente  le  diésemos  en- 
tero crédito. 

Sabidas  desde  la  más  remota  aotigfiedad  estas  verdades,  los  legisladores 
^e  todos  los  tiempos  y  países  ban  procorado  rodear  del  mayor  número  posi- 
ble de  garantíu  las  declaraciones  testificales  para  qoe  complan  et  fin  qoe  íes 
corresponde.  La  historia  de  la  civilización  marea  con  indelebles  caracteres 
las  vicísitodes  qoe  el  testimonio  bnmano  ha  experimentado  á  través  de  las 
edades,  obligando  las  leyes  qoe  regían,  á  creer  en  tales  testimonios,  cuando 
reonían  intrínseca  y  extrínsecamente  las  condiciones  por  ellas  establecidas  en 
ana  selección  escropolosa;  dándose  el  caso,  tal  vez  demasiado  freeoente,  de 
constitoir  plena  probanza,  y  tener  qoe  resolver  de  acoerdo  con  ella,  ona 
coestión  jodicial,  no  obstante  la  desconfianza  qoe  en  el  ánimo  del  jozgador 
•dejaba  aqoella  verdad  legal  impoesta,  qoe  movía  so  volontad  sin  inclinar  so 
conciencia.  Hoy,  rotos  los  moldes  de  la  proeba  tasada,  tiene  el  jozgador  to* 
das  las  facoitades  debidas  á  so  ser  inteligente  para  apreciar  la  eficacia  y  el 
valor  probatorio  de  los  testimonios  personales,  sin  qne  la  concorrenda  de 
ellos  en  un  hecho  y  sos  circunstancias  le  fuercen,  contra  so  criterio,  á  ana 
tendencia  ni  á  una  resolnción  determinada. 

Por  eso,  á  medida  que  las  ideas  van  desenvolviéndose  en  el  sentido  indi- 
cado, informantes  de  la  moderna  civilización,  se  va  reduciendo  el  número  de 
las  tachas  qoe  desavaloraron  el  testimonio  personal  en  relación  directa  con  la 
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amputad  de  faeolUdes  reflexiyas  qae  van  reconociendo  nuestras  leyes  á  los 
juzgadores.  Desde  las  cqalidades  reglamentadas  por  las  legislaciones  de  otros 
tiempos  á  las  exigidas  boy,  hay  alteraciones  trasceodentalisimas,  y,  sin  ir 
más  lejos,  desde  el  año  65  en  qae  la  primera  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es* 
panola  reíondió  el  derecho  histórico  anterior  en  la  materia,  hasta  la  hoy  vi- 
gente de  3  de  Febrero  de  4884,  y  desde  esta  hasta  4889  en  qae  el  Código  ci- 
vil ha  voelto  á  ocuparse  de  ella,  las  diferencias  de  requisitos  exigidos  á  los 
testigos  resaltan  bien  marcadas  y  muy  sensibles. 

Compárense  las  circunstancias  del  dístico  latino:  candüió^  sewut^  atas, 
ditcr$tia/ama  et/ortiméyfide$,  mi  teiUfmi  requirei^  y  las  variantes  y  matiza- 
clones  que  se  apreciaron  dentro  de  cada  uno  de  estos  dictados  por  los  glosa- 
dores y  comentaristas  de  nuestras  antiguas  leyes  civiles,  con  el  art.  660  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente,  y  éste  con  los  artículos  4S46  y  4247 
que  encabezan  este  comentario,  y  se  comprenderá  la  razón  de  nuestro  aserto. 

Con  efecto,  el  parentesco  por  consanguinidad  ó  afinidad  dentro  del  cuar- 
to grado  civil  de)  testigo  con  el  litigante  que  lo  haya  presentado  como  causa 
-de  inhabilidad  testifical,  ha  sido  restringido  en  los  números  S.®,  3.^  y  4.^  de 
dicho  art.  4247,  limitándole  al  parentesco  entre  ascendientes  ó  descendientes, 
suegro  y  yerno  ó  suegra  y  nuera,  y  al  de  marido  y  mujer.  El  interés  directo 
^  indirecto  en  el  pleito  ó  en  otro  semejante,  como  tacha  testifical,  se  ha  cir- 
cunscrito al  interés  directo  en  el  pleito,  habiendo  desaparecido  como  causa  de 
inhabilidad  para  testificar  el  ser  amigo  íntimo  ó  enemigo  manifiesto  de  uno 
de  los  litigantes. 

Sin  embargo,  y  no  obstante  la  reducción  apuntada,  creemos  que  las  partes 
interesadas  en  los  pleitos  en  que  comparezcan  testigos  no  inhabilitados  por  el 
Código  civil,  pero  en  quienes  concurran  los  motivos  de  tacha  comprendidos 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  no  las  hubieren  confesado  en  su  declaración, 
podrán  ser  tachados  por  la  parte  contraria  á  la  que  los  presenta,  para  que  el 
Juez  ó  Tribunal  que  hayan  de  apreciar  la  fuerza  probatoria  de  las  declaracio- 
nes de  tales  testigos,  conforme  á  las  reglas  de  la  sana  critica,  teniendo  en 
consideración  la  razón  de  ciencia  que  hubieren  dado  y  las  circunstancias  que 
en  ellos  concurran,  puedan  estimar  éstas,  advertidas  por  la  parte  á  quien  per- 
judiquen, que,  en  otro  caso,  pasarían  desapercibidas. 

No  debe  perderse  de  vista  que  cuando  la  ley  determina  el  número  ó  la  ca- 
lidad de  los  testigos  como  solemnidad  ó  circunstancia  especial  del  acto  á  que 
se  refiere,  se  observará  lo  dispuesto  para  tai  caso.  Así,  pues,  donde  la  íbrma 
de  las  obligaciones  no  se  haya  taxativamente  determinado  por  la  ley,  donde 
no  esté  prevenido  que  se  formalicen  los  contratos  por  escritura  pública  ó  por 
otro  documento  escrito,  la  prueba  de  las  obligaciones  podrá  obtenerse  por 
cualquiera  de  los  medios  que  nos  vienen  ocupando,  sin  olvidar,  en  cnanto  á 
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It  tettifieal,  la  preyencióo  del  art.  4ti9transerito,  para  evitar  que  por  la  nm-* 
pie  coincidencia  de  algunos  tettimonioa,  á  menos  qne  su  veracidad  sea  evi- 
dente,  qneden  definitivamente  resoeltos  los  negocios  en  que  de  ordinario  s«e* 
len  intervenir  escritoras,  documentos  privados  ó  algún  principio  de  proeb» 
por  escrito. 

Insistimos  en  noestras  afirmaciones,  hechas  constar  en  las  secciones  ante* 
rieres  acerca  de  la  naturaleza  procesal  á  qne  corresponden  los  medios  proba* 
torios,  y  por  consigoiente,  el  de  testigos,  coya  importancia,  condiciones  y 
efectos  ocupa  un  logar  preferente  en  la  primera  parte  de  nuestro  Dbbrcho  Pbo* 
CBSAL  DE  España  (4),  en  donde  podrán  consultarse  las  múltiples  reglas  de  ja- 
ri^piudencia  proferidas  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  que  en  considera- 
ble extensión  tenemos  agrupadas  bajo  los  epígrafes  siguientes:  4.^  reglas  de 
sana  crítica;  t.**^  su  apreciación;  3.^  error  de  hecho  y  de  derecho;  4.®,  tes- 
tigos únicos;  5.^,  pluralidad  de  testigos;  6.^,  discordancias  y  ooneordaneias^ 
7.*,  calidad,  ciencia  y  capacidad;  8.o,  testigos  de  referencia,  y  9.%  declara- 
ciones singulares. 

SECCIÓN  SEXTA 

DE    LAB    PRESUNCIONES 

Art.  1S40.  Las  presunciones  no  son  admisibloB 
sino  cuando  el  hecho  de  que  han  de  deducirse  esté  com- 
pletamente acreditado  (2). 


586.  No  infringe  la  teoría  de  las  presunciones  la  sentencia  que 
funda  su  fallo  en  la  totalidad  de  las  pruebas  practicadas.— 5.  21 
Mareo  94.  --  G.  10  Sept. 

537.  Las  presunciones  son  uno  de  los  medios  de  prueba  estable- 
cidos por  la  ley,  del  que  las  partee  pueden  valerse  para  acreditar  su 
derecho  en  juicio,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1249  y  125S 
del  Código  civil,  siempre  que  aquéllas  reúnan  los  requisitos  por  la 
misma  ley  exigidos  de  hallarse  completamente  acreditado  el  hecho 


(1)     Lalty  y  la  juriaprudencia  vigénteM  del  Bnjuieittmiento  chü;  tomo  1  .*,  página» 

Uiáses. 

<a)     Véanse  la«  áo«  primem  vaglaa  de  jurúpradanoia  del  artioulo  anterior. 
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^e  que  han  de  deducirse,  y  que  exista  enlace  preciso  y  directo,  se- 
gún las  reglas  del  criterio  humano,  entre  el  hecho  cierto  y  aquel 
que  se  trata  de  deducir.  Los  hechos  de  haber  designado  la  testa- 
dora en  su  codicilo  los  deudores  que  á  la  sazón  tenia,  sin  que  figure 
entre  ellos  el  demandado,  el  de  haberle  prestado  algunas  cantida- 
des, el  de  haberle  satisfecho  sus  gastos  y  cubierto  sus  necesidades, 
asi  como  el  encargo  recibido  en  el  codicilo  de  ser,  con  exclusión  de 
otro  alguno,  el  facultado  para  hacer  la  declaración  de  los  créditos  en 
el  inventario  que  como  albacea  había  de  formar,  además  de  ser  cier- 
tos, guardan  un  enlace  preciso  y  directo,  según  las  reglas  de  la  cri- 
tica racional,  para  poder  deducir  de  ellos  la  solvencia  de  los  crédi- 
tos demandados,  por  lo  que  es  visto  que  la  presunción  estimada 
^como  elemento  de  prueba  reúne  todos  los  requisitos  que. la  ley  re- 
quiere, y  lejos  de  haberse  infringido  los  artículos  1249  y  125^^  del 
<Sódigo  civil,  se  han  aplicado  rectamente.--)S^.  24  Oci,  94, — G.  4 
Enero  95, 

588.  En  el  caso  de  reunir  las  presunciones  todos  los  requisitoB 
.que  la  ley  determina  para  concederles  fuer^  probatoria,  son  efica> 
oes,  tanto  para  probar  la  acción  interpuesta  como  las  excepciones 
alegadas,  porque  tal  medio  probatorio  puede  utilizarlo  de  igual 
manera  el  actor  que  el  demandado,  asi  para  demostrar  la  existencia 
de  las  obligaciones,  como  su  extinción  por  alguno  de  los  modos  que 
establece  el  art.  1156  del  Código  civil;  y  al  estimarse  por  tal  prue- 
ba, extinguida  la  obligación  demandada  por  medio  de  la  paga,  que 
ee  el  primero  de  los  modos  que  estableca  dicho  articulo,  no  se  in>, 
fringen  sus  disposiciones. — S.  24  Od.  94. — Q,  4  Enero  95. 

589.  La  sentencia  que  se  funda,  no  en  meras  presunciones,  sino 
en  el  conjunto  de  las  pruebas  suministradas  en  el  juicio,  no  es  li- 
cito impugnarlas,  descomponiendo  aquéllas  para  combatir  el  resul- 
tado de  cada  una,  y  deducir,  en  consecuencia,  la  infracción  de  éste 
y  otros  artículos  del  Código,  sin  aducir  hechos  que  resulten  de  do- 
oumentos  ó  actos  auténticos.  ^^9.  6  Mayo  95, — G.  16  Agosto. 

540.  No  basta  á  desvirtuar  el  valor' legal  de  la  apreciación  en 
^]ue  se  funda  una  sentencia  combatir  en  conjunto  las  pruebas  de  di- 
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veno  género  de  que  el  Tribunal  sentenciador  deduce  las  preeuncio- 
noH  en  que  basa  su  apreciación,  alegando  para  ello  error  de  derecho,- 
y  concretándolo  de  un  modo  señalado  á  una  parte  de  la  testifical; 
pero  sin  determinar  regla  alguna  de  sana  critica  que  haya  podido 
t^er  infringida  en  cuanto  á  ella,  ni  tener  en  cuenta  que  loe  hechos 
á  que  loe  testimonios  se  refieren,  ni  son  los  únicos  de  los  cuales  se 
deducen  las  presunciones,  ni  han  sido  estimadas  en  su  mayor  parte 
por  el  solo  dicho  de  los  testigos  que  motivan  la  alegación.—^.  2$ 
Sepi.  55.— O.  10  Od. 


Ari.  1^50.  Las  presunciones  que  la  ley  establece 
dispensan  de  toda  prueba  á  los  iavorecidos  por  ellas  (!)• 

Ari.  19&I.  Las  presunciones  establecidas  por  la  ley 
pueden  destruirse  por  la  prueba  en  contrario,  excepto  en 
los  casos  en  que  aquélla  expresamente  lo  prohiba. 

Contra  la  presunción  de  que  la  cosa  juzgada  es  verdad, 
sólo  será  eficaz  la  sentencia  ganada  en  juicio  de  revisión^ 


541.  £1  art.  1251  del  Código  civil  mantiene  el  principio  res  ju- 
dicaia proverüaU  kabetur.—S.  22  Mayo  94.'-0.  1.^  Nov. 

542.  No  existiendo  obstáculo  alguno  legal  que  se  oponga  al 
ejercicio  de  la  acción  otorgada  en  el  ait.  138  al  perjudicado  por  el 
reconocimiento  de  un  hijo  como  natural,'  para  impugnar  esta  clase 
de  filiación,  debe  resolverse  la  cuestión  de  hecho  conforme  al  re- 
sultado de  las  pruebas  practicadas,  y  no  haciéndolo  así,  se  infringe 
el  art.  119,  párrafo  segundo,  del  Código,  en  relación  con  el  138  y 
1251.— 5.  9  Junio  98.-^0.  19  Oct. 

543.  No  infringe  este  articulo,  ni  el  1252  del  Código,  y  tampoco 
las  leyes  3.^,  19  y  22,  tit.  2.^,  Partida  3.*,  la  sentencia  que  no  mo- 
lí)    VóaniM,   oomo  concordantes,   lo*  artieiilos  190,  1711,  1745,  1700,  1788,  1760 

yus. 
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difica,  contraria  ni  altera  una  ejecutoria  anterior.— 5.  S  Oct,  92.— 
G.  20  Nw. 

644.  Infringe  las  leyes  13  y  19,  tít.  22,  Partida  3.*,  y  los  ar- 
tículos 1261  y  1262  del  Código  civil,  la  sentencia  que  contradice 
lo  mandado  en  una  ejecutoria  anterior.— S.  10  Marzo  93.— G.  7 
AhrH. 

646.  No  existiendo  identidad  entre  la  cuestión  resuelta  en  una 
sentencia  y  la  de  otra  anterior,  al  no  estimarse  por  el  Tribunal 
sentenciador  la  excepción  de  cosa  juzgada^  no  infringe  este  artículo 
del  Código.— 5.  11  Mayo  95.^G.  21  Agosto, 

646.  Al  declararse  en  un  auto  de  sobreseimiento  libre  que  na 
existen  méritos  legales  para  suponer  la  comisión  del  delito  de  es- 
tafa, no  se  resuelve  nada  sobre  la  propiedad  de  los  efectos  á  que  se 
refería  la  denuncia,  y  reclamada  en  la  esfera  civil  la  reivindica* 
ción  de  los  mismos,  es  improcedente  la  excepción  de  cosa  juzgada 
que  se  funde  en  el  auto  de  sobreseimiento;  y  estimándolo  asi  el 
Tribunal  sentenciador,  no  infringe  lo  dispuesto  en  éste  y  en  el  si- 
guiente artículo  del  Código,  máxime  cuando  dicho  auto  reconoció 
acciones  civiles  acerca  de  la  mencionada  propiedad,  y  consiguien- 
temente admitió  la  posibilidad  de  la  existencia  de  hechos  que,  aun 
cuando  no  revistieran  caracteres  de  delito,  podían  dar  lugar  al  ejer- 
cicio de  dichas  acciones. — S,  11  Mayo  95. — G.  26  Agosto. 


Jkrt.  1S5S.  Para  que  la  presunción  de  cosa  juzgada 
surta  efecto  en  otro  juicio,  es  necesario  que,  entre  el  caso 
resuelto  por  la  sentencia  y  aquel  en  que  ésta  sea  invocada, 
concurra  la  más  perfecta  identidad  entre  las  cosas,  las 
causas,  las  personas  de  los  litigantes  y  la  calidad  con  que 
lo  fueron. 

En  las  cuestiones  relativas  al  estado  civil  de  las  per- 
sonas y  en  las  de  validez  ó  nulidad  de  las  disposiciones 
testamentarias,  la  presunción  de  cosa  juzgada  es  efícast 
contra  terceros,  aunque  no  hubiesen  litigado. 
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8e  entiende  que  hay  identidad  de  peraonassíeiiipíreqaft 
los  litigantes  del  segundo  pleito  sean  causahabianiea  de 
los  que  contendieron  en  el  pleito  anterior  ó  estén  unidos 
á  ellos  por  vínculos  de  solidaridad  ó  por  los  que  establece 
la  indivisibilidad  de  las  prestaciones  entre  los  que  tíeiien 
derecho  á  exigirlas  ú  obligación  de  satisfacerlas  (1). 


£47.  No  basta  para  demostrar  el  error  de  hecho  que  se  ¿upone, 
que  haya  variedad  entre  una  factura  presentada  con  la  demanda  y 
el  libro  diario  de  comercio  del  demandado,  en  que  sólo  se  hacía 
constar  que  la  cedente  de  los  muebles  conservaba  su  posesión, 
porque  ésta  no  se  refiere  ni  podía  referirse  á  la  posesión  material 
que  por  virtud  de  la  cesión  transmitía  al  comprador,  sino  á  la  que 
nace  y  se  deriva  del  dominio,  que  fué  lo  que  en  realidad  se  resol- 
vió anteriormente,  según  se  afirma  en  la  sentencia,  y  en  tal  con- 
cepto,  no  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  articnlo  del  Código. — 
5.  16  Feh.  94.-0,  SO  Marzo. 

548.  No  se  infringe  lo  preceptuado  en  este  artículo  al  estimar 
la  excepción  de  cosa  juzgada  cuando  el  pleito  anterior  compren- 
día, en  uno  de  sus  extremos,  la  misma  pretensión  que  en  el  ac- 
tual, y  de  que  en  aquel  fueron  absueltos  los  demandadoe,  puesto 
que  la  absolución  resuelve  todas  las  cuestiones,  y  habiendo  iden- 
tidad en  la  razón  de  pedir  en  la  cosa  y  en  las  personas,  hay  que 
respetar  lo  anteriormente  ejecutoriado— /S^.  16  Mayo  95. — 0.26 
Agosto. 

549.  La  identidad  de  cosas,  causas,  personas  y  capacidad  que 
exige  el  Código  civil  para  que  la  excepción  de  cosa  juzgada  surta 
efectos,  existe  cuando  en  el  primer  pleito,  terminado  por  ejecuto- 
ria, se  demandó  á  nombre  de  un  menor  el  mejor  derecho  á  unas 
<;apellanías,  alegando  como  causa  ó  razón  de  pedir  el  parentesco 
-del  demandante,  y  en  el  segundo  dirige  su  acción  el  mismo  actor 

(1)  Véanse  en  el  artioulo  anterior  1m  seatenoiat  de  8  de  Oetabre  9^  10  da 
Mano  96,  y  11  de  Hayo  95. 
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'á  obtener  Iob  bienes  de  una  de  dichas  capellanías»  alegando  para 
coinegairlo  la  misma  razón  de  parentesco,  aunque  califique  la 
acción  de  reivindicatoria. — S.  22  Junio  95. — O.  17  Sepi. 

550.  Para  que  la  cosa  juzgada  tenga  la  validez  y  eficacia  que 
las  leyes  le  conceden,  es  indispensable  que  la  resolución  haya  sido 
dictada  por  Tribunal  competente  y  con  audiencia  de  la  parte  á 
quien  haya  de  perjudicar,  pues  que  de  lo  contrario  no  podrá  pro- 
ducir efecto  alguno. — S.  del  T.  S.  de  lo  Contencioso ^  10  Mayo  95. — 
O.  11  Od. 


ytri.  1^53.  Para  que  las  presunciones  no  estable- 
cidas por  la  ley  sean  apreciables  como  medio  de  prueba» 
es  indispensable  que  entre  el  hecho  demostrado  y  aquel 
que  se  trate  de  deducir  haya  un  enlace  preciso  y  directo 
según  las  reglas  del  criterio  humano  (1). 


551.  No  infringe  la  teoria  de  las  presunciones  la  sentencia  que 
funda  su  fallo  en  la  totalidad  de  las  pruebas  practicadas. — S.  21 
Marzo  94.'-'0.  10  Sepi. 

552.  No  cabe  dudar  que  es  preciso  y  directo  el  enlace  que  hay 
entre  el  hecho  de  dar  el  propio  apellido  á  una  niña,  y  la  lógica  de- 
ducción del  reconocimiento  de  paternidad  que  aquel  implica,  y 
estimándolo  asi,  se  ajusta  la  sentencia  á  las  reglas  del  criterio  hu- 
mano, llenando  cumplidamente  la  de  apreciación  que  en  materia 
de  presunciones  contiene  el  art.  1253  del  Código  civil. — S,  10  Ju- 
lio 94.— G.  11  Nov, 

553.  Las  presunciones  son  uno  de  los  medios  de  prueba  enta- 
blecidoB  por  la  ley,  del  que  las  partes  pueden  valerse  para  acredi- 
tar su  derecho  en  juicio,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1249  y 
1253  del  Código  civil,  siempre  que  aquellas  reúnan  los  requisitos 
por  la  misma  ley  exigidos,  de  hallarse  completamente  acreditado 

(1)     Véase  ña  el  art.  1249  la  eeatenola  de  98  de  Septiembre  de  1895. 

TOMO   II  99 
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el  hecho  de  que  ha  de  deducirse  y  que  exista  enlace  preciso  j  di* 
recto,  según  las  reglas  del  criterio  humano,  entre  el  hecho  cierto» 
y  aquel  que  se  trata  de  deducir.  Los  hechos  de  haber  designa- 
do la  testadora  en  su  codicilo  los  deudores  que  á  la  sazón  tenía» 
sin  que  figure  entre  ellos  el  demandado,  el  de  haberle  prestad» 
algunas  cantidades,  el  de  haberle  satisfecho  sus  gastos  y  cu- 
bierto sus  necesidades,  así  como  el  encargo  recibido  en  el  codi- 
cilo de  ser,  con  exclusión  de  otro  alguno,  el  facultado  para  ha- 
cer la  declaración  de  los  créditos  en  el  inventario  que  como  álba- 
cea  había  de  formar,  además  de  ser  ciertas,  guardan  un  enlace 
preciso  y  directo,  según  las  reglas  de  la  crítica  racional,  para  poder 
deducir  de  ellos  la  solvencia  de  los  créditos  demandados,  por  lo 
que  es  visto  que  la  presunción  estimada  como  elemento  de  prueba 
reúne  todos  los  requisitos  que  la  ley  requiere,  y  lejos  de  infringirse 
los  artículos  citados  del  Código,  se  aplican  rectamente.— ^S.  24 
Oci.  94.— G.  4  Enero  95. 


? 


BBSUNCIÓN  JQfídica  es  «la  consecaeDcía  que  la  ley  eserila  ó  hs  re- 
glas del  crílerio  bamaoo  hacen  surgir  de  un  hecho  conocido  para  deducir  la 
verdad  respecto  de  otro  desconocido  ó  incierto.»  Es  el  último  de  los  medios 
(le  probar  las  obligaciones  que  el  Código  establece,  y  aun  cuando  en  las  leyes 
procesales,  á  coya  materia  corresponde  la  que  ahora  nos  ocupa,  segün  hemo» 
sostenido  en  los  comentarios  que  á  éste  anteceden,  no  ha  Agorado  con  seme- 
jante nombre  entre  los  establecidos  en  ellas,  no  han  dejado  por  eso  de  subsis- 
tir en  la  vida  de  la  legalidad  y  de  aplicarse  frecuentemente  por  ios  Tribu- 
nales. 

Las  congetnras,  que  se  decían  antiguamente,  y  los  indicios,  como  se  lla- 
maron después,  han  producido  saladables  efectos  como  medios  de  averigua- 
ción de  la  verdad  en  las  contiendas  judiciales  de  carácter  civil,  y  muy  especial- 
mente en  las  de  carácter  criminal.  El  reglamento  ó  ley  provisional,  prescri- 
biendo reglas  para  la  aplicación  de  las  disposiciones  del  Código  penal  de  1848, 
entre  las  que  se  hizo  famosa  la  regla  4>.  y  la  ley  de  48  de  Junio  de  48T0,  con 
sns  i%dicm  graves  y  eoncUyentes,  sacaron  de  los  antiguos  moldes  el  criterio 
judicial  que  se  rigió  hasta  entonces  por  la  prueba  tasada  y  muy  tímtdamenle 
por  sospechas  ó  presunciones  de  que  se  ocuparon  las  leyes  8.*,  tít.  44,  Par- 
tiJa  3.',  y  la  (2,  tít.  33,  Piruja  7.*,  ahondando  en  la  doctrina  de  las  Deere* 
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tales,  libro  t.\  XÍL  23.  La  tendencia  al  reconocimiento  del  imperio  de  la  ra- 
lón  humana  y  de  la  conciencia  jodicial  ha  ido  desligando  de  ciertas  trabas 
n>atériales  la  acción  de  juzgar,  qae,  pnede  decirse  es  on  acto  paramente  inte* 
ligente,  sin  perjuicio  de  la  necesidad  en  que  estamos  siempre  de  reconocer  la 
virtnalidad  de  determinados  documentos  ad  fcrpetuam  wiemí^iam  que  la  ley 
exige  en  ocasiones  especiales. 
.  Hay,  pues,  dos  especies  de  presunción:  una  legal  y  otra  judicial;  la  pri- 
mera procede  de  precepto  terminante  de  la  ley  escrita;  la  segunda  es  hija  del 
raciocinio,  según  las  circunstancias,  antecedentes  concomitantes  ó  subsi- 
(luientes  al  hecho  cierto  y  principal  La  presunción  legal  es,  á  su  vez,  de 
otras  dos  distintas  especies,  y  se  1  ama  jurU  et  de  jure,  contra  la  cual  no  se 
admite  prueba,  yjurie  lanlum^  aquella  cuya  eGeacia  puede  ser  desvirtuada 
por  un  hecho  que  la  contrapruebe;  pero  si  esto  no  ocurriese,  tendrá  la  segunda 
el  misaio  valor  probatorio  que  la  primera,  produciendo  ambas  plena  prueba. 
Ejemplo  de  la  presunción  inris  et  de  Jure,  será  la  cosa  juzgada— r^x  judieata 
pro  viriiaíe  kabelur;^^  de  Ujuris  tantum,  será  la  legitimidad  de  los  hijos 
de  toda  mujer  casada,  en  tanto  no  se  demuestre  lo  contrario.  En  cuyo  único 
sentido  puede  estimarse  el  alcance  del  arL  4S5t  del  Código,  al  consignar  que 
las  presunciones  legales  pueden  destruirse  por  la  prueba  en  contrario;  y  ha- 
bría sido  altamente  conveniente  que  al  establecer  la  excepción  que  dicho  ar- 
tículo contiene  hubiere  puntualizado  cuáles  presunciones  son  las  que  admiten 
prueba  en  contrario,  y  cuáles  las  que  no  la  admiten. 

Las  presunciones  legales  dispensaron  de  toda  prueba  á  los  favorecidos  por 
ellas;  pero  esta  máxima  del  art.  4S50  ha  de  entenderse  referida  á  la  disposi- 
ción del  que  le  antecede,  que  consista  en  no  admitir  las  presunciones  sino 
cuando  el  hecho  de  que  han  de  deducirse  esté  completamente  acreditado,  cir- 
cunstancia cuyo  valor  sube  de  punto  cuando  se  trate  de  presunciones  no  lega- 
les, ó  sean  las  surgidas  de  la  ley  de  la  razón  que,  dependiendo  del  enlace  pre- 
ciso y  directo,  según  las  reglas  del  criterio  humano,  entre  el  hecho  demos- 
trado y  aquel  que  se  trate  da  deducir,  hace  más  indispensable  la  preexistencia 
indubitada  del  primero. 

Por  último,  las  presunciones  derivadas  de  la  cosa  juzgada  de  que  el  Có- 
digo se  ocupa,  deberán  estuJiarse  biíjoel  punto  de  vista  del  Enjuiciamiento 
civil,  en  cuya  ley  vigente  está  comprendida  en  el  concepto  de  excepción  pe- 
rentoria rontra  la  demanda,  que  ocasiona  una  tramitación  sui  generis  dentro 
del  procedimiento,  podiendo  consultarse  las  reglas  de  jurisprudencia  á  ella 
correspondiente  en  nuestro  Tratado  sobre  La  ley  y  lu  jurisprudencia  vigentes 
del  ei^uiciamienio  eitfil  (1). 

(i)     Tomo  1.*,  i>ág.  4ifi. 


TÍTULO  II 


De  los  contratos. 


CAPITULO  PRIMERO 

Disposiciones  g-enerales. 


Art.  M9¡!Uk,  Bl  contrato  existe  desdé  que  una  ó  va- 
rias personas  consienten  en  obligarse,  respecto  de  otra  á 
otras,  á  dar  algana  cosa  ó  prestar  algún  servicio. 


554.  Bl  hecho  de  subordinar  la  validez  y  eficacia  de  un  conve- 
nio de  acreedores  á  que  lo  hayan  firmado  determinado  número  do 
aquéllos,  no  expresa  ni  puede  entenderse  que  se  refiera  i  otros  que 
á  los  que  lo  suscribieron  ó  consintieron,  cosa  perfectamente  posi- 
ble y  que  en  nada  contraria  la  moral  ni  las  leyes;  por  lo  que,  esti- 
mándolo así  la  Sala  sentenciadora,  no  inírige  el  art.  53  del  Código 
de  Comercio,  ni  el  1116  del  civil;  antes  bien,  se  ajusta  á  lo.dj»- 
puesto  en  el  1091, 1254, 1255  y  1257  de  este  último,  declarando^qye 
el  mencionado  convenio  tiene  fuerza  de  ley  para  quien  lo  suscri- 
bió, que  no  hizo  más  que  usar  de  un  derecho  para  aceptar  las  con- 
diciones del  mismo  y  viene  obligado  á  cumplirlo. — S.  10  Mayo  92. 
—G^.  14  Agosto, 

555.  La  ley  del  contrato,  y  la  1.*,  tit.  1.^,  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  disponen  que,  apareciendo  que  uno  quiso' obli- 
garse á  otro  por  promisión  ó  algún  contrato  ó  en  otra  mañera, 'sea 
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tenido  de  cumplir  aquello  que  ee  obligó;  precepto  conforme  con 
loB  artículos  1254  y  1268  del  Código  civil  y  sancionado  por  repeti- 
das sentencias  del  Tribunal  Supremo.— iS.  12  Abril  94.--G.  26 
Septiembre, 

656.  Tratándose  del  pago  del  importe  de  unas  obras,  la  senten- 
cia que  teniendo  en  cuenta  que  el  contrato  celebrado  por  las  par- 
tes  no  se  ha  puesto  en  duda  por  ninguna  de  ellas,  y  que  el  actor, 
al  replicar,  redujo  menor  cantidad  de  la  que  fué  objeto  de  la  de- 
manda y  estima  como  bastante  para  pronunciar  su  fallo  la  liquida- 
ción practicada  por  el  director  de  la  obra,  sin  que  contra  su  apre- 
ciación se  baya  alegado  por  la  parte  recurrente  infracción  de  nin- 
guna clase,  no  comete  la  de  las  leyes  1.^  tít.  1.^,  libro  10  de  la  No- 
▼isima  Recopilación,  regla  17,  tít.  34,  Partida  7.^  ni  la  de  los  ar- 
tículos 1118, 1254, 1644  y  1665  del  Código  civil— ^.  16  Mayo  92.— 
0. 16  Agosto. 

557.  Estimando  el  Tribunal  sentenciador  que  hubo  novación 
del  contrato  de  arrendamiento  base  de  la  demanda,  y  no  justifica- 
dos por  el  demandante  los  perjuicios  referentes  al  incumplimien- 
to del  mismo  contrato,  ni  la  obligación  del  demandado  de  pagar 
los  gastos  de  la  escritura,  no  tiene  aplicación  lo  dispuesto  en  este 
artículo  del  Código  civil,  por  referirse  la  infracción  del  que  se  ale- 
ga á  supuestos  de  hecho  desestimados  en  la  sentencia. — 8.  28 
Feb.  94.— O.  7  Julio. 

658.  La  sentencia  que  declara  no  haber  lugar  á  dar  curso  á  una 
demanda  de  tercería  por  no  presentarse  con  ella  los  documen^tos 
justificativos  del  derecho  que  se  ostenta,  no  comete  infracción  de 
lo  dispuesto  en  este  artículo  del  Código. — S.  12  Marzo  94.— O.  9 
Septiembre. 

Awt.  1955.  Lo0  contratantes  pueden  establecer  los 
pactos,  cláusulas  y  eondiciones  que  tengan  por  conve- 
niente^ siempre  que  no  sean  contrarios  á  las  Ieyes>  á  la 
moral,  ni  al  orden  público  (1). 

ID  .  HHm;  en  •!  artieíOo  aniorior,  1»  Miit«n«ia  d»  10  d*  Mayo  de  ISOSt,  y  como 

MBCordanté,  «1 1116. 
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559.  Es  requisito  eseociat  de  todo  contrato,  ya  sea  mercantil  ó 
puramente  civil,  que  recaiga  sobre  objeto  licito,  no  contrario  4  iaa 
leyes,  á  la  moral,  ni  al  orden  público,  y  no  pueden  estimarse  como 
tales  unos  pactos  reservados  cuya  tendencia  es  alterar  el  precio  de 
las  cosas,  coartando  la  libertad  de  la  contratación  y  del  trabajo  y 
regulando  sus  condiciones,  con  cuyas  bases.no  es  lícito  establecer 
vinculo  alguno  eficaz  de  derecho;  y  en  su  consecuencia,  la  aenteu* 
oia  que  declara  la  nulidad  de  una  escritura  de  sociedad,  cuyos  i^ 
glamentos  contienen  esos  pactos,  y  la  falta  de  derecho  para  recla- 
mar su  cumplimiento,  no  infringe  las  disposiciones  legales  refe- 
rentes al  valor,  eficacia  é  importancia  de  los  contratos. — 5.  15 
Enero  94.— G.  7  Feh. 

560.  Siendo  licitas  y  legalmente  válidas  las  condiciones  esta- 
blecidas en  un  contrato  de  arrendamiento  de  una  mina,  referentes 
á  que  dentro  de  los  tres  primeros  meses  de  la  fecha  de  la  escritura 
hablan  de  empezarse  los  trabajos  de  explotación,  y  que  no  hacién- 
dolo asi  perderían  los  arrendatarios  el  derecho  al  contrato,  que  que- 
daría rescindido  y  sin  efecto  jurídico  alguno,  es  evidente  que  al  no 
comenzar  la  explotación  de  la  mina  dichos  arrendatarios  y  renun- 
ciar al  contrato,  se  ajustaron  á  lo  convenido,  quedando  extinguidas 
sus  obligaciones,  y,  como  consecuencia,  la  cláusula  penal,  cuya 
aplicación  supone  la  existencia  del  contrato,  y  que  no  puede  im- 
ponerse á  lo  que,  sobre  llevar  su  sanción  expresa  en  el  mismo,  im- 
plica su  cumplimiento  y  el  ejercicio  de  un  derecho;  de  lo  cual  se 
deduce  que,  al  estimarlo  así  el  Tribunal  sentenciador,  no  infringe 
los  preceptos  de  este  artículo,  que  son  inaplicables  al  caso  mencio- 
nado.—S.  15  Marzo  95.— G.  27  Julio. 


Art.  iS56.  La  validez  y  el  cumplimiento  de  los 
contratos  no  pueden  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  los  coa- 
tratantes  (1). 


'    (1)     Véase,  en  el  artioolo  anterior,  U  sentenoU  de  U  de  Bnero  de  IflH  7  UC  de 
15  de  Manso  de  lBf)5.  .    ^  kt 
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'661.  Es  doctrina  constante  del  Tribunal  Supremo  que  como 
ios  Contratantes  adquieren  y  contraen  reciprocamente  derechos  y 
obligaciones,  sólo  son  eficaces  los  contratos  cuando  cumplen  las 
partes  con  lo  que  respectivamente  han  estipulado;  y  por  tanto, 
dado  el  precepto  de  este  articulo,  cuando  uno  de  los  contratantes 
so  ha  cumplido  por  su  parte  aquello  á  que  se  obligó,  no  puede  re- 
clamar con  éxito  del  otro  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
fondado  en  igual  incumplimiento  por  parte  d  e  éste. — S.  7  Od,  96. 
—O.  27.  id. 


Ari.  Í1B51.  Los  contratos  sólo  producen  efecto  en- 
tre las  partes  que  los  otorgan  y  sus  herederos;  salyo^  en 
cuanto  á  éstos,  el  caso  en  que  los  derechos  y  obligaciones 
que  proceden  del  contrato  no  sean  tranpmisibles,  ó  por  su 
naturaleza,  ó  por  pacto,  ó  por  disposición  de  la  ley. 

Si  el  contrato  contuviere  alguna  estipulación  en  favor 
de  un  tercero,  éste  podrá  exigir  su  cumplimiento,  siem- 
pre que  hubiese  hecho  saber  su  aceptación  al  obligado 
antes  de  que  haya  sido  aquélla  revocada  (1). 


562.  Aplica  rectamente  los  artículos  1257,  en  su  párrafo  prime- 
TO,  1790  y  1801  del  Código  civil  la  sentencia  que,  dando  valor  y 
eficacia  á  una  apuesta  habida  entre  dos  personas,  obliga  á  que  se 
cumpla  la  promesa  y  estipulación  nacida  de  aquel  contrato  expre 
.sámente  aceptada. — S,  6  Od.  93. — O.  7 1)k. 

563.  El  auto  que  no  desconoce  que  el  contrato  es  ley  que  obli- 
ga á  los  contratantes  y  conduce  á  la  efectividad  de  lo  convenido, 
no  infringe  las  leyes  del  Digesto  1.*,  proemio  depadis,  libro  2.®, 
tit.  14;  13,  párrafo  4.^,  de  regulis  juris ,  libro  5.^  tit.  17;  la  de  pac- 
fié,  cap.  1.**,  libro  1.**  de  las  Decretales  de  Gregorio  IX;  la  ley  1.*, 
tit.  11,  Partida  5.*,  y  los  artículos  1091  y  1257  del  Código  civil.— 
JB.  S  Enero  92.— O.  2  Feb. 


II)     YóaM,  ea  el  Art.  12r>5,  la  sentenoi»  de  10  de  Mayo  de.lSQ^I. 
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S: 


L  Código  no  ba  introdocído  alteraeióD  alguna  en  la  doctrina  fondaman- 
tal  de  la  ley  Hipotecaria,  de  que  las  hipotecas  volontarías,  ó  nacen  de  la  con- 
vención entre  partes,  esto  es,  del  contrato,  ó  son  ioipoestas  por  disposición 
del  doeño  de  los  bienes  sobre  qoe  se  constituyen,  ó  lo  qoe  es  igoal,  son  resol* 
tado  de  nn  acto  nnilateral.  En  tal  concepto,  loi  preceptos  del  Código  civit 
reguladores  de  los  contratos,  serán  aplicables  á  la  hipoteca  coando  al  contrata 
deban  so  existencia;  empero,  coando  es  manifestación  de  la  voluntad  del  pro- 
pietario qoe  qoiere  gravar  sus  bienes  en  uso  de  su  derecho  indisputable,  no 
hay  porqué  subordinar  su  virtualidad  y  eCcacia  á  reglas  sólo  pertinentes  tra- 
tándose del  becbo  joridieo  contrato. 

Por  esta  razón,  aun  de  haber  innovado  el  Código  noestro  anterior  dere- 
cho civil  en  materia  de  obligaciones,  no  puede  influir  el  cambio  en  la  doctri- 
na sentada  por  la  Dirección  general  de  los  Registros  lie  la  Propiedad  y  del 
Notariado,  en  su  resolución  de  15  de  Junio  de  4877,  en  la  que,  preaciodiéa- 
dose  del  aspecto  contractual  que  puede  ofrecer  la  hipoteca,  se  fijaron  los  re- 
quisito» que  presiden  á  su  aparición  cuando  es  debida  á  la  mera  y  simple  pro- 
testad dominical,  é  interpretando  fielmente  el  espíritu  que  informa  el  art  43ft 
de  la  ley  Hipotecaria,  no  exigió  para  la  validez  de  la  hipoteca  que  el  doe&o- 
constitoya  sobre  sus  bienes,  ora  por  virtud  de  on  testamento,  ora  por  cual- 
quiera  otro  acto  unilateral,  más  que  la  voluntad  del  propietario,  única  cosa 
que  en  razón  podía  exigir.  ' 

Los  peligros  que  poeden  advertirte  como  consecoencia  de  esta  doctrina,, 
también  pueden  darse  si  el  dieño  y  acreedor  se  confabolan  en  frsnide  ó  peK 
jtticio  de  terceros,  y  sobre  todo,  la  posibilidad  del  aboso  en  el  ejercicio  de  na 
derecho  basado  en  la  razón  y  en  la  josticia,  no  es  ni  poede  ser  óbice  á  qoe 
ésta  sea  reconocido  por  la  ley;  sin  qoe  sea  exacto  qoe,  al  prevalecer  la  doctri*- 
ita  expoesta,  se  pueda  dar  en  el  absurdo  de  hacer  arbitro  al  dueño  de  la  finea 
de  la  cancelación  de  la  hipoteca,  ínterin  falte  la  aceptación  de  aqoel  á  co-yo 
favor  esté  eonstitoída,  y  esto  como  resoltado  de  la  combinación  del  artículo 
que  nos  ocopa  con  el  S7  de  la  ley  Hipotecaria,  poesto  que  rigiéndose  |K^r  el 
derecho  hipotecario  el  caso  expuesto,  es  llano  que  la  inscripción  queae  prae*> 
ti  que  queda  sometida  al  precepto  del  art.  9%  de  la  repetida  ley  (t). 


I    '  . 


•-. 


Art.  IttSS.    LoB  contratos  m  perfeccionan  por  el 
mero  consentimiento,  y  desde  entonces  obligan,  nó  aóla 


U)     n.  de  U  Zr.,  81  Agosto  m,—0.  4  Noviembre. 
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al  campliraiento  de  lo  expresamente  pactado,  sido  tam- 
bién á  todas  las  coneecuencias  que,  según  su  naturaleza 
sean  conformes  á  la  buena  fe,  al  uso  y  á  la  ley. 

564.  La  ley  del  contrato  y  la  1.*,  tit.  l.<^,  libro  10 de  la  Novisi- 
vía  Beco)ilación  disponen  que  apareciendo  que  uno  se  quiso  obli> 
gar  á  otro  por  promisión  ó  algún  contrato  ó  en  otra  manera,  sea 
tenido  de  cumplir  aquello  á  que  se  obligó;  precepto  conforme  con 
los  artículos  1254  y  1258  del  Código  civil  y  sancionado  por  repe- 
tidas sentencias  del  Tribunal  Supremo.— &  18  Abril  94.— O.  2$ 

56&«  La  ley  2.^,  tít.  8.^,  Partida  5.^,  consigna  que  deben  valer 
é  ser  guardados  todos  los  pleitos  que  pussiesen  entre  sí  los  ornes 
sobre  los  arrendamientos  ¿  alongamientos. — S.  12  Marzo  94,  — 
O.  26  Sepi. 

566.  La  ley  de  13  de  Junio  de  1813,  puesta  en  vigor  por  el  Beal 
decreto  de  6  de  Septiembre  de  1836,  establece  en  su  art.  5.^  que 
podrá  el  dueño  de  una  finca  despedir  al  arrendatario,  entre  otros 
caFOs,  por  faltar  i  las  condiciones  estipuladas.-- 5.  12  Abril  94. — 
G.  26  Sept. 

567.  Es  requisito  esencial  de  todo  contrato,  ya  sea  mercantil  ó 
puramente  civil,  que  recaiga  sobre  objeto  licito,  no  contrario  ¿  las 
leyes,  ¿  la  moral,  ni  al  orden  público,  y  no  pueden  estimarse  como 
tales  unos  pactos  reservados  cuya  tendencia  es  alterar  el  precio  de 
las  cosas,  coartando  la  libertad  de  la  contratación  y  del  trabajo  y 
regulando  sus  condiciones,  con  cuyas  bases  no  es  lícito  establecer 
vínculo  alguno  eficaz  de  derecho;  y  en  su  consecuencia,  la  senten- 
cia que  declara  la  nulidad  de  una  escritura  de  Sociedad,  cuyos  re- 
glamentos  contienen  eeos  pactos,  y  la  falta  de  derecho  para  recla'> 
mar  su  cumplimiento,  no  infringe  las  disposiciones  legales  referen- 
te9  al  valor,  eficacia  é  importancia  de  los  contratos.— iS.  15  Ener<k 
94.— 0.1  M. 
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668.  Efitinriando  el  Tribunal  Bentenciador  que  hubo  noyactón 
del  contrato  de  arrendamiento,  base  de  la  demanda»  y  no  justifi- 
cados por  el  demandante  loe  perjuicios  referentes  al  {ncumpli- 
miento  del  niibmo  contrato»  ni  la  obligación  del  demandado  de 
pagar  los  gastos  de  la  escritura,  no  tiene  aplicación  lo  dispuesto  en 
este  articulo  del  Código  civil,  por  referirse  la  infracción  del  que  se 
alega  á  supuestos  de  hecho,  desestimados  en  la  sentencia. — S,  28 
Feb.94,—G.7  Julio, 

.♦ 

569.  Estimando  el  Tribunal  sentenciador  por  el  resultado  de 

las  pruebas  no  haberse  demostrado  que  el  contrato  de  obras  por 
ajuste  á  precio  alzado  Fe  haya  perfeccionado  por  el  oonsentimientó 
de  los  interesados,  demostrado  por  el  concurso  de  la  oferta  y  la 
aceptación  sobre  la  cosa  y  la  causa  que  habían  de  constituirlo,  es 
improcedente  alegar  la  infracción  de  loe  arts.  1268,  1262  y  1598 
del  Código  civil,  bajo  el  supuesto  de  haberse  demostrado  ia  exis- 
tencia de  dicho  contrato. — S.  8  Marta  9á,—0.  10  Agosto. 

570.  £1  arrendatario  de  bienes  embargados  en  juicio  ejecutivo 
está  obligado  á  pagar  el  precio  del  arrendamien  to  al  administrar 
dor  judicial  de  aquéllos,  que  tiene  personalidad  para  percibirla 
y  para  demandar  el  cobro. — 8.  27  Marzo  95.— O  9  Agosto,  i 

671.  Consignada  en  carta  por  un  acreedor  escriturario  la  noanl^ 
festación  ó  promesa  de  que  después  que  la  e&critura  surtiera  judir 
«ialmente  todos  sus  efectos,  suspendería  el  apremio  de  ejecucióa 
de  sentencia  durante  cierto  tiempo  y  mediante  determinadas  con- 
diciones, al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  el  crédito  asegurad» 
por  la  escritura  está  exceptuado  del  convenio  de  quita  y  espera  y 
que  subsitite  íntegro,  no  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  ni  en 
«1 1091  del  Código,  que  determinan  la  eficacia  que  tienen  para  las 
partes  las  obligaciones  contraidas  mediante  libre  consentimiento, 
toda  vez  que  se  invocan  en  el  supuesto  de  contener  la  carta  u^ 
pacto  contrario  ó  incompatible  con  las  estipoiadúnes  de  la  escri- 
tura.—5.  11  Mayo  96.— O.  21  Agosto, 
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j  ...  V  r  .  Art*.  I^SO.  Ninguno  puede  contratar  á  nombre  de 
otro  Bm  estar  por  éste  autorizado  ó  ein  que  tenga  por  la  ley 
ea  repre^ntación  legal. 

£1  contrato  celebrado  á  nombre  de  otro  por  quien  no 
tenga  m  autorización  ó  representación  legal  será  nulo,  á 
.  DO  ser  que  lo  ratifique  la  persona  á  cuyo  nombre  se  otor- 
gue antes  de  ser  revocado  por  la  otra  parte  contratante. 


672.  La  proposición  sometida  á  los  acreedores  al  solicitar  quita 
j  espera,  exprebiva  de  que  alcance  el  acuerdo  en  sus  efectos  á  los 
^ue  en  los  documentos  de  crédito  aparecen  conjuntamente  obliga- 
•dos  con  el  deudor,  no  constituye  defecto  que  afecte  á  las  formas 
empleadas  para  la  convocación,  celebración  y  deliberación  de  la 
junta;  y  por  tanto,  es  inadmisible  la  impugnación  en  el  concepto 
<le  que  por  tal  motivo  se  infringe  este  articulo  del  Código,  porque 

■ 

ee  contrata  á  nombre  de  otro  sin  su  autorización  ni  representación 
legal.— iS.  10  Julio  95.— Q.  25  SepL 

'  578.  El  hecho  de  presentar  un  individuo  en  el  acto  de  una  su- 
basta judicial  el  resguardo  del  depósito  constituido  á  nombre  pro- 
t>io  por  otro,  siquiera  hubiera  manifestado  que  iba  á  hacer  postura 
para  ceder  á  énté  el  remate,  no  implica  que  se  hallara  autorizado 
para  utilizarlo,  ni  en  provecho  propio  ni  en  perjuicio  del  deposi- 
tante, por  lo  cual  nó  pudo  declararse  sujeto  el  depósito  á  las  respon- 
sabilidades ccilitraidas  por  el  primero  sin  infringir  los  arts.  1259 
y  1766  del  Código  civil.--áf.  7  Nov.  OL-^O.  16  IHc. 

M^t,  V9(IO.    No  se  admitirá  juramento  en  los  con- 
tratoe.  Si  se  hiciere,  se  tendrá  por  no  puesto. 


ñ 


.'ABliíKDOSS  reconocido  en  todo  tiempo  como  reqalsitOB  eMDciaies 
de  los  contratos,  ei  eoniseiiUniientq  de  \o$  celebraates,  el  objeto  cierio  qoesea 
materia  del  oootrato  y  la  cansa  de  la  obligación  que  se  e9tabl«*zca,  y  tenién- 
doea  á  ta  vez  en  cnenta  la  ^rma  externa  de  la  contratación  y  los  efectos  de  la 
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misma,  fácil  et  comprender  qoe,  barajadot  Ules  elementos  por  los  jnriseon- 
snltos  de  las  diversas  edades  de  la  hkloría,  habrían  de  producir  variedad  in- 
finita en  las  clasificaciones  técnicas^  según  el  predominio  dé  enalqoiera  de  di: 
ehos  elementos  sobre  los  demás.  En  tal  sentido,  y  partiendo  del  snpoesto  de 
la  imposibilidad  de  dar  nombre  propio  á  todas  las  convenciones  qae  pnedan 
celebrarse  por  las  personas,  en  los  infinitos  órdenes  de  so  manera  de  ser,  se 
comensó  p«^r  reconocer  la  necesidad  de  clasificar  los  contratos  en  nominadot 
é  innvminadot,  clasificación  qne  es  necesariamente  cierta,  por  más  qoe  la  apre- 
ciación de  sos  términos  no  sea  de  gran  importancia  efectiva,  y  faé  spiieada 
en  el  derecho  romano  á  los  contratos  reales  que  se  llamaban  mntoo,  como- 
dato, depósito  y  prenda,  únicos  nominados,  á  diferencia  de  los  demás  qoe, 
siendo  de  natoralexa  real,  no  reo  rilan  las  condiciones  de  esos  y  se  decían  inno- 
minados; clasificación  qne  no  ha  seguido  nuestro  Código  expresamente. 

Observada  la  particalaridad  de  la  recíproca  prestación  en  nnos  contratos^ 
mientras  en  otros  no  existía  reciprocidad,  so  distinguieron  aquéllos  y  éstoa 
con  los  nombres  de  onerosos  y  lucraüws^  por  cuanto  en  los  primeros  los  con- 
tratantes se  proponen  recibir  un  equivalente  á  aquello  que  dan,  y  en  los.s»- 
gundos  falta  aquella  compensación,  en  observancia  á  lo  que,  vemos  que  el  Có^ 
digo  establece  la  clasificación  en  onerosos,  remuneratorios  y  grainilos. 

Teniendo  en  cuenta  que  la  eficacia  de  algunos  contratos  requiere  el  esta- 
blecimiento de  pactos  saucionadores  aín  los  cuales  aquélla  podría  desaparecer, 
se  distinguió  entre  el  antecedente  y  la  consecuencia,  llamándose  á  loa  prime- 
roa  principalss  y  á  los  segundos  subsidüuios  6  aecesorios;  y  teniendo  en 
cuenta  también  iaa  relaciones  que  establecen  entre  loa  contratanles,  sorgi6 
otra  clasificación  de  nmlaUrales^  bikkraUs  é  mUrwudios, 

Pero  de  todas  las  condiciones  ideológicas^  la  más  sustancial  ea  la  que  so 
refiere  á  su  perfeccionamiento  como  origen  inmediato  da  su  efectividad,  y 
habida  consideración  al  momento  histórico  y  al  hecho  que  le  informaba^  se 
dividieron  bajo  tal  concepto,  en  rséles^  verbales^  Hiérales  y  consensttéles^ 
según  la  perfección  se  determinara  por  la  entrega  de  la  cosa,  la  congruencia 
de  las  palabras,  ó  sea  de  la  oferta  y  la  demanda,  con  la  aquiescencia,  á  lo  escrito 
de  oomún  acuerdo,  ó  el  simple  consentimiento  Esta  claaificación  vino  rigoro-- 
sámente  observada  en  el  derecho  histórico,  quitando  toda  eficacia  á  los  con- 
tratos que  no  llegaron  al  estado  de  perfección  por  falta  del  respectivo  requi- 
sito que  á  su  naturaleza  real,  verbal,  etc.,  correspondía,  haata  que  se  mandó 
fuese  «valedera  la  obligación  ó  el  contrato  que  fueren  fechos  en  cualqiúar 
manera  que  parexca  que  alguno  se  quiso  obligar  á  otro  é  íaeer  eontraio  coa 
él»  (4). 

f1(^    L«y  úaioa.  tit.  10  áéX  Ordanamimto  de  kl^tAk 


LIBRO  CUABTO.— TÍTULO  II.— ARTS.   1258  A  1260  461 

Desde  esta  ley  perdieron  casi  toda  sn  importancia  las  condiciones  mate- 
rialistas exigidas  para  la  perfección  de  los  contratos,  si  bien  qnedaron  alga» 
ñas  reliquias,  como»  por  ejemplo,  el  pacto  de  intereses  de  las  cantidades  prea- 
tadas,  qoe  no  eran  exigibles  mientras  no  constasen  por  escrito  (lUeral),  La  ca- 
racterística de  los  contratos  reales  y  consensúales  no  llegó  á  desaparecer,  y  el 
Código  lo  confirma;  pues  sí  bien  armonizando  el  art.  425  i  y  4i58  existe  con- 
trato desde  que  una  ó  varias  personas  consienten  en  obligarse  respecto  de 
otra  ú  otj*as  á  dar  alguna  cosa  ó  prestar  algún  servicio,  perfeccionándose  por 
el  mero  consentimiento,  y  desde  entonces  obligan  al  cumplimiento  de  lo  pac- 
tado y  á  todas  las  consecoencias  que  según  su  naturaleza  sean  conformes  á 
la  buena  fe,  al  uso  y  á  la  ley,  en  cambio,  el  art.  4863,  combinado  con  el  4S67 
y  con  el  4740,  requieren  para  el  contrato  de  prenda,  que  se  ponga  en  posesión 
de  ésta  al  acreedor,  y  lo  mismo  para  el  de  préstamo,  así  como  también  en  el 
^e depósito,  según  el  art.  1778,  que  requieren  para  sn  perfeccionamiento  res- 
pectivo la  entrega  de  la  cosa  prestada  ó  de,iositada. 

De  manera  que  tenemos,  por  lo  menos,  reconocidos  por  el  Código  los  con- 
tratos consensúales  y  los  reales,  y  pudiéramos  a&adir  también  los  literales, 
dando  un  sentido  extensivo  al  precepto  del  art.  4280,  en  cuanto  ordena  debe- 
rán hacerse  constar  por  es  *rito,  ya  en  documento  público,  ya  en  documento 
privado,  ios  actos  y  contratos  que  se  comprenden  en  los  seis  números,  más  el 
párrafo  final  de  que  consta  dicho  artículo. 

Contratar  es,  pues,  convenir  explícitamente  dos  ó  más  personas  sobre  una 
prestación  ó  una  cosa  determinada,  surgiendo  un  vínculo  jurídico;  de  cuya 
idea  fundamental  se  desprenden  los  demás  principios  que  rigen  los  contratos, 
á  partir  de  la  convención  que  es  el  generador,  puesto  que  no  existe  ya  forma 
taxativa  alguna  de  ia  que  dependa  so  existencia.  El  contrato  se  perfecciona 
siempre  por  el  mero  consentimiento,  y  desde  que  éste  se  presta  consciente- 
mente, las  partes  contratantes  quedan  obligadas  al  cumplimiento  de  la  pres^ 
iaerón  convenida  y  á  todas  las  consecuencias  qoe  sean  naturales  conforme  á  la 
buena  fe,  al  uso  y  á  la  ley.  Con  arreglo  á  esta  fórmula  primaria,  sólo  existen 
los  contratos  consensúales,  porque  el  consentimiento  los  perfecciona  todos, 
cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  exprese. 

Por  los  contratos  se  ligan  con  un  vínculo  dos  voluntades  que  se  armoni- 
zan, no  pudiendo,  por  lo  tanto,  contratar  uno  por  otro  sino  en  los  casos  es- 
peciales que  se  expresan,  para  los  cuales  nacerán  los  mismos  derechos  y  obli- 
gaciones por  medio  de  la  aceptación,  que  corresponderían  á  los  que  intervi- 
nieren por  sí  mismos  sin  la  interpolación  de  la  persona  interpuesta.  Bsto  es, 
puede  una  persona  contratar  derechos  y  obligaciones  recíprocas  para  Un  ter- 
cero, mas  no  tendrá  el  contrato  eficacia  para  éste  si  no  hace  saber  oportuna- 
mente su  aceptación  al  obligado. 
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Los  articalos  4S57  y  4S59  son  terminantes:  la  aceptaHAn  de  la  persona  éft 
cayo  nombre  ó  á  cayo  favor  se  hace  an  contrato  en  ímii^pensable  para  que 
éste  tenga  validez;  porque  sin  esta  aceptación  ó  consentiinien  o  no  existe  con- 
trato para  él  qae  proüozca  derechos  ú  obligaciones.  Sólo,  pues,  mediando  la 
aceptación  del  contrato  de  venta,  por  ejemplo,  por  la  persona  A  cuyo  nombrt 
se  celebra  éste  y  para  quien  se  dijo  que  se  compraban  bienes  inmuebles  deter- 
minados, podrán  ser  inscritos  éstos  á  su  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Los  contratos  sobre  establecimiento  de  servidumbres  voluntarías  sólo 
pueden  celebrarlos  los  dueños  de  las  fincas  á  las  que  afectt^n,  ó  los  qne  tengaik 
su  legal  representación  para  el  caso,  conforme  al  art.  536  y  al  que  nos  oeupa« 
sin  que  las  facultades  generales  de  administrador  y  usufructuario  que  puedan 
ostentar  los  maridos  con  relación  á  los  bienes  de  sus  mujeres,  y  la  misma  re- 
presentación que  el  Código  les  otorga,  sean  suficientes  para  los  actos  qne  sólo 
el  que  tiene  el  dominio  de  la  cosa  puede  ejecutar  con  arreglo  á  las,  leyes,  pues 
en  cuanto  haga  relación  con  tales  actos,  es  precisa  la  autorización  especial 
del  duei^o. 

Para  la  aplicación  de  esta  doctrina  legal  nada  significa  que  U  servidumbre 
se  constituya  á  favor  y  no  sobre  la  finca  de  la  mujer,  ni  qne  las  condiciones 
sean  altamente  ventajosas  para  ésta,  porque  sólo  el  dueño  puede  hacer  este 
género  de  apreciaciones,  y  ninguno  está  autorizado  á  verificarlo  en  su  lugar; 
y  el  afirmar  que  al  no  gravarse  la  finca  sienJo  la  dominante,  no  se  limitan 
los  derechos  dominicales  del  dueño  cuando  otra  persona  contrata  á  su  nom- 
bre sin  su  autorización,  es  desconocer  qne  el  ej'^rcicio  de  esas  facultades  por 
persona  que  no  tenga  el  dominio  implica  la  mayor  de  las  limitaciones  conce- 
bibles. 

Si  la  mujer  conserva  el  dominio  sobre  sus  bienes,  conforme  á  los  artfcn- 
los  4360  y  4389,  y  el  marido  no  puede  siquiera  darlos  en  arrendamiento  por 
más  de  seis  años  sin  el  consentimiento  de  aquélla,  con  arreglo  al  art.  4363, 
menos  podrá  ejercer  otros  actos  de  mucha  más  trascendencia,  pues  estable- 
an permanentes  relaciones  jurídicas  que  al  cabo  no  es  posible  prever  si  per- 
judicarán ó  beneficiarán  al  dueño  (I). 

Los  contratos  pueden  celebrarse  y  cumplirse  en  un  mismo  país  ó  en  otro, 
y  claro  es  que  en  el  primer  caso  han  de  regirse  por  la  ley  del  lugar  en  que 
deban  cumplirse;  y  en  el  segundo,  se  regirán,  en  cuanto  á  la  validez  y  eft^to, 
por  la  ley  de  la  nación  en  donde  se  haya  estipulado;  pero  en  cuanto  á  so  in- 
terpretación, acerca  del  dbbbcho  inticrnacional,  se  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 4  \  si  las  partes  han  estipulado  en  una  cláusula  del  contrato  que  so^ 
someten  para  sus  efectos  á  una  ley  determinada,  la  interpretaición  de  aquél  se 

(1)     R.  de  la  D.  de  Ultramar,  18  Feb.  9S.— (7.  It  Marao. 


LIBRO  CUARTO. —TÍTULO  II.— ART8.    1257  A  1260  468 

regirá  por  esa  mÍAina  ley;  S.*,  sí  nada  han  consignado,  ee  estará  á  lo  que 
prescriba  la  ley  del  lugar  en  donde  haya  de  ejecutarse  íntegramente  el  con- 
trato; 3.\  si  no  ae  hubiese  estipulado  expresamente  lugar,  ?e  regirá  el  con- 
trato, én  cnanto  á  su  iuterpretación,  por  la  Ua  loci  contracius  ó  por  la  que  las 
partes  designen. 

No  obstante  lo  consignado  en  las  reglas  anteriores,  cuando  nn  Tribunal 
haya  de  interpretar  nn  contrato  con  arreglo  á  la  ley  extranjVra,  no  le  obli- 
gará la  jurisprudencia  de  Ioa  Tribunales  de  aquel  país  en  lo  que  se  reñera  á 
la  interpretación  de  la  ley  aplicable;  pero  si  no  es  precepto  de  ley  lo  que  deba 
interpretarse,  sino  el  uso  ó  la  costniaore  del  lugar,  entonces  deberá  ser  obstr- 
vada  la  jurisprudencia. 

Por  lugar  del  contrato  entiende  Dudley  Field,  cusndo  se  trata  de  una 
convención  expresa,  aquel  en  que  ha  recibido  su  expresión  completa  de  acep- 
tación de  la  parte  á  quien  se  ha  hecho  la  oferta,  co  •  arreglo  á  las  bases  si- 
gaientes:  I.*,  si  la  acept  ción  ae  ha  comunicado  verlialmente  ó  por  escrito 
i  la  parte  que  ha  hecho  las  ofertas,  el  lugar  es  aquel  de  donde  la  aceptación 
procede;  t.*,  si  la  aceptación  no  es  expresa  y  depende  del  cumplimiento  de 
condiciones  esenciales  de  la  oferta  ó  del  recibo  de  la  cosa  ofrecida  en  cambio, 
el  lugar  será  aquel  en  que  las  condiciones  se  hayan  cumplido  y  se  haya  efec- 
tuadb  el  recibo;  3.*,  si  el  consentimiento  ennana  de  un  representante  autori- 
zado por  la  parte  á  quien  se  haya  hecho  la  oferta  y  aquél  ha  manifestado  su 
intención  de  aceptarla,  el  lugar  et  aquel  en  que  el  representante  haya  hecho 
esta  declaración. 

Cuando  varias  personas  hayan  aceptado  la  oferta  en  diferentes  lugares,  se 
entiende  con&U'nado  el  contrnto  respecto  de  c  id)  una  en  el  lugar  donde  res- 
pectivamente hayan  manifestado  su  aceptación  dtGnili va.  teniéndose,  sin  em- 
bargo, en  cuenra  que  todas  estas  reglas  no  impiden  la  libertad  de  las  partes 
para  convenir  y  fijar  en  el  contrato  cualquiera  cosa  en  contrario,  y  el  caso  de 
dolo  ó  engaño  respecto  de  ebta  materia. 

Acerca  del  tu^ar  pre>unto  del  contrato  cuando  aquél  no  se  ha  fijado,  se  en- 
tiende qne  es  el  en  que  se  persigue  la  ejecución  de  lo  pactado;  y  et  de  loa  con- 
tratos tácitos,  es  aquel  en  que  se  ha  realizado  el  acto  del  cual  se  deduce  el  con- 
sentimiento. 

Cuando  se  estipulan  cosas  ó  actos  expresamente  prohibidos  por  la  ley  del 
país  en  donde  el  contrato  debe  ejecutarse),  dicho  contrato  es  y  debe  conside- 
rarse ilegal  en  todas  ñn%  partes,  y  se  tendrá  por  nulo  é  inexistente. 

Lo  demás  que  puliera  aquí  agregarse  queda  dicho  en  el  titulo  anterior,  al 
tratar  de  las  ohligaeioues. 
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r>e  los  requieitos  eb3iiciale9  para  la  TálideB 

de  los  contratos. 


DISPOSICIÓN  GENERAL 

" Ari.  I1BOI.    No  hay  contrato  sino  cuando  oonoorren 

los  requisitos  siguientes: 
1.^    Gonsen  ti  miento  de  los  contratantes. 
2.^    Objeto  cierto  que  sea  materia  del  contrato. 
3.^    Causa  de  la  obligación  que  se  establezca. 

574.  El  núm.  4.^  del  art.  107  de  la  ley  Hipotecaria  y  el  1884, 
en  relación  con  el  1859  y  1858  del  Código  civil,  se  limitan  á  decla- 
rar la  ineficacia  ó  nulidad  de  los  pactos,  de  no  volver  á  hipotecar,  ó 
de  adquirir  ó  apropiarse  las  cosas  dadas  en  anticresi^,  prendad  hi- 
poteca; pero  no  la  nulidad  de  la  obligación  principal  que  garanti- 
zan, cuyo  cumplimiento  podrá  pedir  el  acreedor  en  la  forma  que 
previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  estimándolo  asi,  no  se 
infringen  los  mencionados  preceptos,  ni  los  artículos  1261,  1274 
y  1275  del  mencionado  Código.— /S^.  19  Nov.  91.— G.  1.^  Enero  92, 

575.  No  se  infringen  los  artículos  1261, 1280  y  1300  del  Có- 
digo civil  por  la  sentencia  que  declara  la  nulidad  de  un  contrato 
de  cesión,  porque  dada  la  validez  de  una  escritura  anterior,  los 
ceden  tes  no  podían  disponer  de  lo  que  en  aquél  cedieron,  y  no 
son,  por  consiguiente,  aplicables  al  caso  las  disposiciones  legales 
que  determinan  la  nulidad  de  los  contratos  por  causas  ó  motivos 
que  vician  el  consentimiento  de  las  personas  que  en  ellos  inter- 
vienen.—5.  2á  Nov.  9á.'-G.  27  Feb.  95. 

576.  Es  requisito  esencial  de  todo  contrato,  ya  sea  mercantil  ó 
puramente  civil,  que  recaiga  sobre  objeto  lícito,  no  contrario  á  isa 
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kyes,  á  la  moral  ni  al  orden  público,  y  no  pueden  estimarse  como 
tales  unos  pactos  reservados,  cuya  tendencia  es  alterar  el  precio 
de  las  cosas,  coartando  la  libertad  de  la  contratación  y  del  trabajo 
y  regulando  sus  condiciones,  con  cuyas  bases  no  es  lícito  estable- 
cer  vinculo  alguno  eficaz  de  derecho;  y,  en  su  consecuencia,  la  sen- 
tencia que  declara  la  nulidad  de  una  escritura  de  Sociedad,  cuyos 
reglamentos  contienen  esos  pactos,  y  la  falta  de  derecho  para  re- 
clamar su  cumplimiento,  no  infringe  las  disposiciones  legales  re- 
ferentes al  valor,  eficacia  é  importancia  de  los  contratos. — S.  15 
Enero. 94.-0,  7  Feh. 

577.  No  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  artículo  d«l  Códi¿;o 
cuando  las  cuestiones  relacionadas  con  el  mismo  no  han  sido  opor- 
tunamente planteadas  en  el  juicio,  en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  réplica  y  duplica.— .S.  30  Marzo  94.— G.  13  y  21  Sep- 
liemhre, 

578.  El  contrato  de  compraventa  tiene  objeto  cierto,  y  tenién- 
dolo, no  es  nulo  por  falta  de  ese  requisito  esencial  cuando  la  cosa 
vendida  y  su  precio  estén  determinados  por  los  contrayentes  de 
tal  modo  que,  sin  necesidad  de  nuevo  convenio,  pueda  saberse  con 
certidumbre  qué  sea  lo  vendido  y  cuál  la  cantidad  debida  por  pre- 
cio, según  se  colige  de  los  artículos  1273  y  1445  del  Código;, y 
cuando  lo  vendido  y  el  precio  quedan  específicamente  determina- 
dos, al  decir  que  se  venden  los  géneros  existentes  en  una  tienda, 
que  en  el  acto  mismo  de  la  venta  traspasó  el  vendedor  al  compra- 
dor, y  que  el  precio  era  el  importe  de  la  valoración  de  los  mismos 
géneros,  la  sentencia  que  jdeclara  válido  el  contrato  no  infringe  lo 
dispuesto  en  los  dos  artículos  citados,  ni  en  el  transcrito  1261  .del 
Código.— /S^.  8  Mayo  95,'-'0  17  Agosto. 


^ONTBATO  es  ana  fanción  social  dimanada  de  la  obligada  relación  de 
las  personas  entre  sí  con  ocasión  de  los  objetos  de  derecho  qae  contribnyen 
4  la  realización  de  naeslros  fines,  mediante  las  correlativas  prestaciones*  dima- 
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nadas  originariamente  de  naestras  propias  necesidades,  é  inmediatamente  de 
nuestra  particular  conveniencia. 

Esa  función  social,  qae  consiste  en  contratar,  ocnpa  nuestra  actividad  casi 
constantemente;  acaso  en  ella  se  refunden  nuestras  acciones  y  nuestra  activi- 
dad, más  que  en  ninguna  otra  de  nuestras  actitudes,  sin  perjuicio  de  que»  coma 
función  regular,  la  ejecutamos  sin  darnos  casi  cuenta  de  que  desde  h  mañana 
basta  la  ooctie  van  mezcladas  en  la  suma  de  actos  diarios,  prestaciones  masó 
menos  sencillas  y  aun  insigoiGcantes,  que  discurren  á  cada  paso  casi  desaper- 
cibidamente. A  poco  que  la  atención  se  fije,  observará  comprobadas  estas  ver- 
dades experimentadas  por  nosotros,  en  nosotros  mismos  Cada  uno,  en  el  res- 
pectivo círculo  de  su  desenvolvimiento  social,  y  aun  dentro  de  la  familia  mis- 
ma, practica  y  obti-ne  prestaciones,  servicios  y  cosas  que  son  otros  tantos 
contratos,  que,  si  entran  dentro  de  la  ocupación  habitual  y  se  suceden  como 
otros  tantos  actos  de  ella,  constituirán  como  los  eslabones  de  una  cadena  que 
marcha  acompasadamente  hasta  que  un  accidente  ó  una  especialidad  cual- 
quiera, que  revista  caracteres  singulares,  precise  á  puntualizar  los  requisitos 
adecuados  y  propios  de  los  contratos.  Entonces  advertiremos  que  aquellos 
actos  guardan  relación  con  la  existencia  de  un  derecho  en  su  creación,  en  su 
modificación  ó  en  su  extinción;  y  que  en  cualquiera  de  esos  tres  aspectos  con- 
curren siempre  distintas  voluntades  concertadas  en  un  punto,  y  surge  enton- 
ces la  idea  de  la  convención  ó  convenio,  pacía  ó  contrato. 

Una  atenta  observación  sobre  todo  esto  que  es  propio  de  la  condición  hu- 
mana, movió  á  los  legisladores  del  pueblo  romano  á  distinguir  que  un^s  con- 
venciones tenían  nombre  y  causa  civil  de  obligar,  y  otras  que  carecían  de 
ambos  requisitos,  y  para  marcarlas,  denominaron  á  aquéllas  ccontratos»  y  á 
éstas  la  llamaron  «pactos»;  lo  cual  ha  engendrado  no  escasas  discusiones  hasta 
nuestra  época,  en  que,  concretando  aquella  diferencia,  se  admitió  como  cosa 
corriente  que  el  carácter  distintivo  de  los  contratos  es  la  reciprocidad  entre 
los  contratantes,  y  cuando  tal  reciprocidad  no  exista,  no  habrá  contrato,  sino 
pacto. 

Pero  nuestro  Código  no  admite  semejante  distinción;  porque  si  el  contra- 
to existe  desde  que  una  ó  varias  personas  consienten  rn  obligarse  respecto  de 
otra  ú  otras,  aunque  éstas  no  lo  estéa  á  su  vez  respecto  de  aquéllas,  claro  está 
que  la  reciprocidad  deja  ya  de  ser  la  nota  característica  de  los  contratos,  y  si 
después  de  esto. continúa  admitiéndose  el  pacto,  será  en  muy  distinta  acep- 
ción, esto  es,  ó  como  sinónimo  de  contrato,  ó  como  la  serie  de  actos  en  que 
el  contrato  consiste  y  le  integran. 

Ahora  bien:  como  requisitos  esenciales  para  la  validez  de  los  contratos,  el 
art.  4261  que  antecede,  enumera  el  consentimiento  de  los  contratantes,  el  objeto  • 
cierto  que  sea  materia  del  contrato,  y  la  causa  de  la  obligación  que  se  establezca. 
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Mas,  ftan  cuando  cada  uno  de  estos  tres  requisitos  ha  sido  objeto  en  el  Código 
de  ana  sección  especial,  y  nosotros  hemos  también  de  estudiarlos  especial- 
mente siguiendo  el  plan  que  nos  trazamos,  adelantaremos,  no  obstante,  qne  no 
están  conformes  los  Códigos  modernos,  y  menos  aún  los  expositores  y  tra- 
tadistas del  derecho,  acerca  del  número  y  de  la  calidad  délos  requisitos  esen- 
ciales del  contrato;  pues  si  bien  reconocen  unos  y  otros  la  esencialidad  del 
consentimiento  y  del  objeto  ó  materia  sobre  que  la  convención  debe  recaer, 
en  cambio  dejan  de  estar  conformes  en  la  de  la  causa  de  la  obligación  como 
tal  requisito  esencial,  en  cuanto  se  estima  como  tal  al  agente  impulsivo  de 
la  voluntad,  ó  sea  al  motivo  ó  motivos  que  la  decidan  á  concertarse,  ó  lo  que 
es  lo  mismo^  á  contratar;  pero  en  su  lugar  oportuno  desarrollaremos  esta  tesis 
al  hacerlo  de  los  otros  requisitos  que  subsiguen,  dejando  aquí  cortada,  para 
reanudarla  después,  la  materia  de  este  comentario. 


SECCIÓN    PRIMERA 

DEL  CONSENTIMIENTO 

/%rt.  1^09.  El  coneentimiento  se  manifiesta  por  el 
concurso  de  la  oferta  y  de  la  aceptación  sobre  la  cosa  y  la 
causa  que  han  de  constituir  el  contrato. 

La  aceptación  hecha  por  carta  no  obliga  al  que  hizo  la 
oferta  sino  desde  que  llegó  á  su  conocimiento.  El  contra- 
to, en  tal  caso,  se  presume  celebrado  en  el  lugar  en  que 
se  hizo  la  oferta. 


579.  Estimando  el  Tribunal  sentenciador  por  el  resultado  de 
las  pruebas  no  haberse  demostrado  que  él  contrato  de  obras  por 
ajuste  á  precio  alzado  se  haya  perfeccionado  por  el  consentimiento 
de  loe  interesados,  demostrado  por  el  concurso  de  la  oferta,  y  la 
aceptación  sobre  la  cosa  y  la  causa  que  habían  de  constituirlo,  es 
improcedente  alegar  la  infracción  de  los  artículos  1258, 1262  y  1598 
del  Código  civil,  bajo  el  supuesto  de  haberse  demostrado  la  exis- 
tencia de  dicho  contrato. — S.  3  Marzo  94. — O,  10  Agosto. 
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%wt.  i^ttS.    No  paedea  prestar  consentimiento: 

1.^    Los  menores  no  emancipados. 

2.^  Los  locos  ó  dementes  y  los  sordomudos  que  no  se- 
pan escribir. 

3.^  liss  mujeres  casadas  en  los  casos  expresados  por 
la  ley  (1). 


B, 


18  ÍDdadable,  dado  lo  dispaesto  ea  el  núm.  S.®  del  trtfciilo  preinserto, 
qae  en  materia  de  contratos  otorgados  por  mujeres  casadas,  la  regla  general 
boy  en  vigor,  es  la  de  qae  hay  que  reputarlos  válidos;  regla  qoe  no  tiene 
más  excepciones  qae  las  expresadas  por  la  ley;  y  como  por  disposición  del 
Código  ha  sido  derogado  todo  lo  concerníenta  al  derecho  civil  común,  no  es 
lícito  invocar  ley  alguna  contenida  en  nnestros  antigoos  cuerpos  legales,  de 
lo  cual  se  infiere  que  las  excepciones  A  que  alude  dicho  núm.  d.^del  artícolo 
que  nos  ocupa,  deben  estar  consignadas  precisamente  en  el  mismo  Código, 
sin  lo  cual  carecen  de  fuerza  ante  la  regla  general  mencionada. 

Ninguna  de  las  disposiciones  del  Código  vigente  prohibe  á  la  mojer  el 
contrato  de  fianza,  y  tampoco  á  la  que  está  casada,  el  salir  por  fiadora  de  sn 
marido;  prohibición  que  no  fallaría,  de  haber  estado  en  la  mente  del  legisla- 
dor establecerla,  por  lo  mismo  que  fué  secular  en  nuestro  derecho;  y  ante  la 
carencia  de  artículo  ó  precepto  en  el  Código  que  haya  estatuido  la  incapaci- 
dad que  establecieran  el  senado  consulto  Yeteyano,  la  Auténtica  Si  qua  Mti- 
lUr^  diversos  fueros  municipales  y  la  famosa  ley  64  de  Toro,  hay  qne  con- 
cluir lógicamente,  que,  no  estando  en  un  caso  de  excepción ,  rige  el  principio 
de  este  artículo,  y  á  su  tenor  puede  la  mujer  casada  prestar  consentimiento 
á  un  contrato  de  fianza,  aun  en  favor  de  su  propio  marido. 

El  suponer  que  esta  cuestión  pasó  inadvertida  para  el  legislador,  aen'a 
irrespetuoso  y  además  absurdo,  por  tratarse  de  un  problema  jurídico  ocasio- 
nado á  tan  arduas  controversias  entre  nuestros  antiguos  tratadistas  y  tantas 
veces  planteado  ante  los  Tribunales  de  justicia,  por  lo  cual,  es  le  más  racio- 
nal y  prudente  estimar  que  el  contrato  de  fianza  otorgado  por  la  mujer  casada 
pasó  después  del  Código  á  figurar  en  la  regla  general  de  este  articulo « sin 
duda  por  estimar  sus  autores  que  es  el  que  mejor  que  ningún  otro,  refleja  la 
fisonomía  moral  del  matrimonio  y  responde  á  la  absoluta  y  omnímoda  con- 
fianza que  entre  los  cónyuges  debe  reinar  (t). 

*  ■  .11  ^1  lili  1—.— tmmmmmmmtmmmm 

(1)     VóAse,  como  concordante,  el  aft.  19128. 
Oí)     R  de  la  D.,  ni  Mayo,  95.--(;.  27  Sept. 
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Ari.  1  !t04.  La  incapacidad  declarada  en  el  artículo 
anterior  está  sujeta  á  las  modificaciones  que  la  ley  deter- 
mina, y  se  entiende  sin  perjuicio  de  las  inciypacidades  es- 
peciales que  la  mism¿  establece. 

Avt.  l!tOft.  Será  nulo  el  consentimiento  prestado 
por  error,  violencia,  intimidación  ó  dolo  (1). 


680.  No  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Ckkligo 
cuando  las  cuestiones  relacionadas  con  el  mismo  no  han  sido  opor- 
tunamente planteadas  en  el  juicio  en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  réplica  y  duplica.— /S^.  BO  Marzo  94.— G,  13  y  21 
Septiemhre. 

581.  No  estimando  como  cierto  el  Tribunal  sentenciador,  al 
apreciar  en  su  conjunto  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  que 
la  demandante  prestara  su  consentimiento  por  violencia,  intimi- 
dación ó  dolo  en  el  otorgamiento  que  espontáneamente  hiciera 
ante  autoridad  judicial,  no  tiene  aplicación, ni  puedealegarse  como 
infringido  este  articulo  del  Código. — S,  2  Julio  94, — G.  10  Nov, 

582.  No  procede  la  nulidad  de  una  escritura  de  compraventa 
por  supuesto  dolo  causante  y  error  esencial,  consistente  en  ignorar 
el  comprador  que  el  vendedor  tenia  prohibición  judicial  de  enaje- 
nar, si  ésta  le  fué  notificada  al  mismo  vendedor  después  de  otor- 
gada la  escritura,  no  estando  suficientemente  demostrado  que  con 
anterioridad  tuviese  conocimiento  de  ella;  y  estimándolo  asi  la 
Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  artículos  1265,  1269  y  1270  del 
Código  civil.— 5. 14  Oct.-G.  19  Dic. 

588.  Vendida  la  mitad  de  una  finca,  no  cabe  considerar  como 
fundamento  del  dolo  la  circunstancia  de  pertenecer  la  otra  mitad 
á  unos  menores,  porque  los  bienes  inmuebles  de  éstos  pueden  ena- 
jenarse previas  las  formalidades  legales.—- /9. 14  Oci.—92.  G.  19  Dic. 

(1)     Véase,  como  oonooTdante,  el  ari.  1S17. 
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584.  Corregido  el  error  de  Buma  que  evidentemente  apareciera 
en  liquidaciones  practicadas  por  un  agente  recaudador  de  contri- 
buciones y  el  Banco  de  España,  y  en  cuyas  cuentas  hubiera  per- 
fecta conformidad  en  el  concepto  y  cuantía  de  las  partidas  de  cargo 
y  data,  sin  que  el  primero  demuestre  que  aquellas  liquidaciones 
adolezcan  de  vicio  alguno  de  nulidad,  ni  que  en  su  contra  no  re- 
sulte el  saldo  para  cuyo  pago  fué  apre'miado,  ni  que  por  el  Banco 
dejaran  de  pagársele  á  su  tiempo  los  premios  de  cobranza  que  re- 
clama en  la  demanda,  es  visto  que  la  sentencia  absolutoria  no  in- 
fringe las  disposiciones  del  art.  1265  del  Código,  porque  no  exis- 
tiendo error  alguno  en  las  partidas  comprendidas  en  la  liquidación, 
que  es  lo  sustancial  del  objeto  del  contrato  y  el  punto  esencial  en 
que  debía  recaer  el  consentimiento,  no  existe  en  el  prestado  por 
las  partes  para  aprobarla  vicio  alguno  de  nulidad  que  pueda  inva- 
lidarlo.—S.  7  Feh.  95.-0.  26  AhHL 


\Tt.  I^OO.  Para  que  el  error  invalide  el  consenti- 
miento, deberá  recaer  sobre  la  Bustancia  de  la  cosa  que 
fuere  objeto  del  contrato,  ó  sobre  aquellas  condiciones  de 
la  misma  que  principalmente  hubiesen  dado  motivo  á  ce- 
lebrarlo. 

El  error  sobre  la  persona  sólo  invalidará  el  contrato 
cuando  la  consideración  á  ella  hubiere  sido  la  causa  prin- 
cipal del  mismo. 

El  simple  error  de  cuenta  sólo  dará  lugar  á  su  correc- 
ción. 


585.  El  consentimiento  prestado  por  los  interesados  en  una  li- 
quidación de  cuentas,  cuando  existe  perfecta  conformidad  en  el 
concepto  y  cuantía  de  las  partidas  de  cargo  y  áata^  implica  necesa- 
riamente BU  asentimiento  al  saldo  resultante  del  total  importe  de 
unas  y  otras,  y  de  la  diferencia  que  entre  ellas  exista;  sin  que  pue- 
da viciar  el  contrato  el  simple  error  de  suma,  ni  el  que  como  con- 
secuencia resultase  en  el  saldo,  porque  semejante  error  de  cuenta. 
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8ÓI0  da  lugar  á  bu  corrección,  conforme  al  art,  1266  del  Código. — 
S.  7  Feb,  95.— G  26  Abril 


Art.  1909.  Hay  violencia  cuando  para  arrancar  el 
consentimiento  ee  emplea  una  fuerza  irresistible. 

Hay  intimidación  cuando  se  inspira  á  uno  de  los  con- 
tratantes el  temor  racional  y  fundado  de  sufrir  un  mal  in- 
minente y  grave  en  su  pereona  ó  bienes,  ó  en  la  persona  ó 
bienes  de  su  cónyuge,  descendientes  ó  ascendientes. 

Para  calificar  la  intimidación  debeatenderse  á  la  edad, 
al  sezo  y  á  la  condición  de  la  persona. 

£1  temor  de  desagradar  á  las  personas  á  quienes  se 
debe  sumisión  y  respeto  no  anulará  el  contrato. 


586.  No  estimando  como  cierto  el  Tribunal  sentenciador,  al 
apreciar  en  su  conjunto  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  que  la 
demandante  prestara  su  consentimiento  por  violencia,  intimida, 
ción  ó  dolo  en  el  otorgamiento  que  espontáneamente  hiciera  ante 
butoridad  judicial,  no  tiene  aplicación,  ni  puede  alegarse  como  in- 
fringido este  artículo  del  Código  civil,— ^S.  12  Julio  94,-~0.  10 
Noviembre, 


Art.  i90!!^«  La  violencia  ó  intimidación  anularán 
la  obligación,  aunque  se  hayan  empleado  por  un  tercero 
que  no  intervenga  en  el  contrato. 


587.  No  incurre  en  error  de  hecho  la  sentencia  que  niega  la 
existencia  de  intimidación  en  el  acto  de  firmar  ciertos  documentos, 
y  que  se  supone  acreditada  por  actas  notariales,  porque  éstas  son 
auténticas  en  cuanto  certifican  laque  pasa  ante  el  Notario,  pero  no 
respecto  de  la  verdad  que  entrañan  los  documentos  privados  ó  las 
manifestaciones  personales  comprendidos  en  ellas,  pues  tales  do- 
cumentos ó  manifestaciones  no  tienen  otro  valor  que  el  que  co- 
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rrepponde  ¿  bu  propia  naturaleza,  y  el  no  eetimar  bu  eficacia  por  el 
Tribunal  Bentendador  no  supone  que  con  ello  infrinja  el  art.  126S' 
del  Código  civil.— iS.  3  Dic.  94.---  G.  i.<*  Marzo  95, 

Art.  1201I.  Hay  dolo  cuando,  con  palabras  ó  ma* 
quinacionefi  insidiosas  de  parte  de  uno  de  los  contratan- 
tesi  es  inducido  el  otro  ¿  celebrar  un  contrato  que,  sin 
ellas,  no  hubiera  hecho. 


688.  No  procede  la  nulidad  de  una  escritura  de  compraventa 
por  supuesto  dolo  causante  y  error  esencial,  consistente  en  ignorar* 
el  comprador  que  ol  vendedor  tenía  prohibición  judicial  de  enaje- 
nar, si  ésta  le  fué  notificada  al  mismo  vendedor  después  de  otor- 
gada la  escritura,  no  estando  suficientemente  demostrado  que  con 
anterioridad  tuviese  conocimiento  de  ella;  y  estimándolo  así  la 
Sala  sentenciadora,  no  infringe  este  artículo  del  Código  civil. — 
S.  14  OcL  92.— G.  19  Dic. 

589.  Vendida  la  mitad  de  una  casa,  no  cabe  considerar  como* 
fundamento  de  dolo  la  circunstancia  de  pertenecer  la  otra  mitad  á< 
unos  menores,  porque  los  bienes  inmuebles  de  éstos  pueden  ena- 
jenarse previas  las  formalidades  legales.— S.  14  OcL  92,— G.  19  Di- 
ciembre. 

590.  No  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  artículo  del  Código- 
cuando  las  cuestiones  relacionadas  con  el  mismo  no  han  sido  opor- 
tunamente planteadas  en  el  juicio  en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  réplica  y  duplica— 5.  30  Marzo  94.— G.  18  y  21  Sept. 

591.  No  estimando  como  cierto  el  Tribunal  sentenciador,  al 
apreciar  en  su  conjunto  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  que- 
la  demandante  prestara  su  consentimiento  por  violencia,  intimi- 
dación ó  dolo  en  el  otorgamiento  que  esponí;:neamente  hiciera 
ante  autoridad  judicial,  no  tiene  aplicación  ni  puede  alegarse 
como  infringido  este  artículo  del  Código  civiL—S.  2  Julio  94.— O. 
lONov. 
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592.  El  enriquecimiento  á  que  Be  refiere  el  art.  1804  del  Código 
€ÍTÍ1  conBiete,  no  en  la  mera  entrega  de  cierta  cantidad  en  presta- 
mo  á  un  menor  sin  intervención  de  su  tutor  y  que  no  justifique  su 
inversión,  y  si  en  acreditarse  cumplidamente  por  el  que  afirma  el 
enriquecimiento  que  la  suma  recibida  por  el  menor  ha  producido 
aumento  ó  beneficio  en  su  patrimonio,  siendo  inaplicj^bles  los  ar- 
tieuloB  1269  y  1102  de  dicho  Código,  porque,  exista  ó  no  dolo,  el 
referido  articulo  se  dirige  más  bien  al  dolo  que  tiende  ¿  eludir  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones,  que  al  origen  de  las  mismas; 
concepto  que  se  confirma  por  la  redacción  de  los  artículos  que  le 
subsiguen  y  del  que  le  antecede,  y  siendo  nulos  el  contrato  y  la 
hipoteca  en  él  constituidos  y  su  inscripción,  y  no  existiendo  enri- 
quecimiento del  menor,  ni  por  consiguiente  obligación  en  éste  de 
devolver  la  suma  recibida  á  préstamo,  no  cabe,  sea  cualquiera  el 
sentido  que  se  dé  al  art.  1308,  que  se  suspenda  la  cancelación  de 
inscripción  de  una  hipoteca  cuya  nulidad  se  reconoce. — S.  22  Od^ 
94.-^0.  30  Dic. 


Ari.  f  S70.  Para  que  el  dolo  produzca  la  nulidad  de 
los  contratos,  deberá  ser  grave  y  no  haber  sido  empleado 
por  las  dos  partes  contratantes. 

Bl  dolo  incidental  sólo  obliga  al  que  lo  empleó  á  in- 
demnizar daños  y  perjuicios  (1). 


ANIPIÉSTASJS  el  conflentimiento  por  el  concarso  de  la  oferta  j  de 
la  aceptación  sobre  la  cosa  y  la  cansa  qne  han  de  eonstitnir  el  contrato,  según 
establece  el  art.  4S6S,  copiado  arriba;  pero  tan  sucinta  exposición  no  da  la 
idea  cabal  del  concepto  jurídico  qoe  el  legislador  se  propaso  determinar.  Con 
efecto,  el  conJQoto  de  relaciones  recíprocas^  necesarias  en  todo  contrato,  pnede 
existir  sin  qne  medie  oferta,  y  en  vez  de  ésta  baya  demanda;  porque  se  cam- 
bien los  términos  de  la  proposición,  sin  que  por  eso  se  desnaturalice  el  con- 
trato y  la  aceptación  no  concorra  con  la  oferta,  y  si  coa  la  demanda.  El 


<1)     Véase,  en  el  artienlo  Aateiior,  la  seBienoia  de  14  de  Octubre  de  1666. 
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eonsentimiento  expreso  ó  U  coDvencíóa  es  la  esencia  del  contrato;  pero  ese 
consentimiento  no  fprá  el  unipersonal,  sino  el  mntao  de  los  coniratsntee»  y 
siempre  expresado  en  términos  afirmativos  y  directos,  ó  aunque  indirectos, 
envuelvan  la  afirmación  de  tal  modo  sobreentendida,  que  no  dejen  lugar  á 
duda  de  su  existencia. 

Podríamos  df  finir  el  consentimiento:  concurso  de  zoluntadti  en  la  acepta- 
ción de  la  demanda  ó  de  la  oferta  sobre  la  cota  y  la  cansa  qne  han  de  consHtmr 
el  contrato.  La  ac  ptación  hecha  por  carta,  no  obliga  al  que  hito  la  oferta, 
sino  desde  que  llegó  á  so  conocimiento,  en  cuyo  caso,  expresa  el  referido  ar- 
ticulo, se  presume  celebrado  el  contrato  en  el  lugar  en  que  se  hixo  la  ofsrta; 
mas,  ¿y,  cuando,  contó  decíamos  arriba,  no  haya  mediado  oferta  y  ai  demandat 
En  este  caso,  creemos  que  la  presunción  estará  en  favor  del  lugar  en  donde 
existía  la  cosa  oljeto  del  contrato  en  el  momento  de  constituirse  la  obligación, 
á  falta  de  designación  ei>pecial,  y  se  regirá  por  lo  establecido  en  el  art.  4474, 
y  como  coiTiplementarios,  por  lo  que  determina  la  ley  Je  Enjuiciamiento  ci- 
vil (1). 

Ahora  bien:  como  el  consentimiento  es  un  acto  de  nuestra  voluntad  cons- 
ciente, está  tan  íntimamente  relacionado  con  la  capacidad  jurídica,  que  se- 
guramente no  podrá  prestarle  ningún  incapaz.  Por  eso  habrá  de  tenerse  muy 
bien  en  cuenta  cuanto  en  sus  lugares  oportunos  tenemos  consignado  acerca  de 
la  materia,  sin  perder  de  vista  los  diferentes  aspectos  que  la  capacidad  presenta 
en  el  hombre:  4.®,  con  relación  á  su  patria,  nacional s  y  extranjeros;  t.*,coB 
relación  á  la  región  española,  aforados  y  no  a/orodoSy  según  el  derecho  civil 
común  peninsular  é  insular,  y  el  interregional,  vigente  en  Aragón,  Cataluña, 
Mallorca,  Navarra  y  Vizcaya;  3.®,  con  relaoión  á  la  naturaleza,  edad,  inmenta- 
bilidad,  defectos  físicos,  sfxo  y  parentesco;  4.*,  oon  relación  al  estado  civil, 
marido,  mujer,  mudos,  bínubos;  6.®,  con  relación  á  la  dignidad  de  cargos, 
autoridades,  jrf es,  etc.;  estado  religioso,  profesos,  exclaustrados,  etc.,  y  pro- 
fesión. Abogado,  Procurador;  6.^  en  relación  también  con  ciertas  circunstan- 
cias especiales,  como  el  quebrado,  el  concursado,  el  ausente  y  el  interdictada. 
Y  como  consecuencia  de  todo  ello,  lo  relativo  al  derecho  de  representación, 
en  cnanto  á  su  naturaleza,  fundamento  y  objeto,  clases  y  modo  de  acreditar  la 
legal  y  la  voluntaria. 

Los  preceptos  que  nos  ocupan  en  este  comentario  no  expresan  con  |ireci- 
sión  quiénes  son  las  personas  capaces  de  prestar  el  consentimiento  neeesaríc 
en  todo  contrato,  limitándose  á  que  por  exclusión  se  colija  de  entre  las  ter- 
minantes prohibiciones  que  consigna  en  el  art.  426.),  en  los  que  comprende 
á  los  menores  no  emancipados,  liocución  impropia  de  este  caso,  no  sólo  en 

<1;     Véanse  las  reglas  de  jurispradenola  y  naestro  comeniario  k  di<dio  tari.  llTt. 


LIBRO  CUARTO. — tItülo  h.-^arts.  1264  Á  1270  475 

cuanto  á  la  forma,  que  desde  luego  es  confuida  de  suyo,  por  cuanto  la  eman- 
cipación se  refiere  siempre  á  los  menores,  sino  en  cuanto  al  fondo,  pues  la 
emancipación  de  los  menores  no  les  permitirá  consentir  como  contratantes, 
aunque  se  emanciparen  por  matrimonio  antes  de  los  dieciocho  años,  puesto 
que  no  pueden  administrar  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  sin  el  onsen- 
timiento  del  padre,  la  madre  ó  el  tutor,  en  sus  casos  respectivos,  ni  compare- 
cer en  juicio,  ni  hasta  que  lleguen  á  la  mayor  edad  podrán  tomar  dinero  á 
préstamo,  gravar  ni  vender  bienes  inmuebles,  no  obstante  la  emancipación, 
porque  su  capacidad  está  limitada  á  la  facultad  da  gravar  y  enajenar  bienes 
muebles  á  los  emancipados  de  dieciocho  años  cumplidos  (4)* 

Los  locos  ó  dementes  y  los  sordomudos  que  no  sepan  escribir,  asi  como 
las  mujeres  casadas,  en  los  casos  expresados  por  la  ley,  no  podrán  prestar  con- 
sentimiento como  requisito  esencial  de  los  contratos,  según  los  casos  con 
que  termina  el  referido  art.  4261.  Pero  bay  tanto  que  considerar  acerca  de 
esta  materia  para  abarcar  los  casos  en  que  no  puede  prestarse  consentimiento 
Además  de  los  tres  enumerados,  que,  sólo  admitiendo  el  complemento  de  las 
incapacidades  especíales^  á  que  alude  el  artículo  siguiente,  puede  completarse 
el  laconismo  empleado  por  el  Código  en  puntos  tan  difosos  como  pueden  de- 
ducirse de  los  enunciados  que  hemos  consignado  arriba  en  los  diferentes  aspec- 
tos que  presenta  la  apreciación  de  la  capacidad  jurídica  como  causa  próxima  ó 
remota»  mediata  ó  inmediata  del  consentimiento  indispensable  en  todo  con- 
trato. H'iy  multitud  de  casos  en  que  la  facultad  de  prestarle  está  determinada 
por  la  ley,  pero  sólo  hasta  cierto  punto,  y  rebasado  éste,  será  vicioso  aquel 
consentimiento;  a»í,  pues,  por  ejemplo:  la  madre  que  tenga  la  administración 
de  los  bienes  de  su  hijo  mediante  fianza  prestada  por  la  misma,  no  podrá 
prestar  consentimiento  en  el  contrato  de  arrendamiento  de  bienes  de  aquél,  ce- 
lebrado con  el  pacto  de  que  se  inscriba  en  el  Registro,  para  el  cual  necesita 
completar  su  capacidad  con  la  autorización  del  Juzgado,  porque  la  falta  de 
esta  licencia  vicia  esencialmente  el  contrato  constitutivo  de  un  derecho  real 
como  acto  de  rigoroso  dominio  (S). 

En  cambio,  y  no  obstante  la  prohibición  general  del  nüm.  3.^  del  repetido 
art.  4263,  es  un  hecho  frecuente  el  que  la  mujer  casada  otorgue  contratos 
aun  de  bienes  inmuebles  de  su  propiedad,  sin  la  concurrencia  del  marido  al 
acto  del  otorgamiento  de  la  escritura;  que  se  reputará  valido,  no  obstante  ese 
vicio  inductivo  de  nulidad,  si  en  tiempo  oportuno  no  ejercita  la  acción  corres- 
pondiente: sobre  cuyo  punto  la  Dirección  general  de  los  Registros  ha  resuelto 
más  de  una  vez  el  caso  en  el  sentido  de  que  los  Registradores  inscriban  los 


(1)     Véaose  los  artioalos  60,  815,  817  y  892. 
i%     R.  de  la  D.,  80  Agosto  98.—  G.  4  Nk>v. 
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doctrina  elevada,  como  hemos  visto,  á  precepto  de  ley  con  la  soU  excepción 
de  aquellos  contratos  cuyo  objeto  sea  practicar  entre  varios  la  división  de  un 
caudal  confurme  al  art.  4056,  y  lo  que  en  contrario  se  hiciera  no  obliga  á  los 
contratantes  ni  á  sus  herederos  por  ser  nulo. 

Esto  supuesto,  no  podrá  el  padre  ni  la  madre  renunciar  el  derecho  suceso- 
rio, ó  sea  la  legitima  que  les  corresponde  en  la  herencia  de  su  hijo,  si  éste 
falleciese  antes  que  aquéllos,  porque  la  jurisprodeneia  del  Tribunal  Supremo 
antes,  y  el  art.  816  y  el  repetido  4271,  se  oponen  á  su  validez  Ahora  bien: 
si  esto  DO  obstante,  se  hubiere  contratado  en  los  indicados  términos,  y  el 
hijo  sobreviviese  á  los  padres  renunciantes,  como  la  renuncia  no  produjo 
efecto  alguno,  porque  no  llegó  á  tener  lugar  la  sucesión  prevista,  la  desig- 
nación de  herederos  que  había  hecho  el  hijo,  subsistirá  válidamente. 

Cuando  se  efectúe  un  contrato  de  arrendamiento  sin  precisar  en  él  el 
tiempo  ni  la  renta,  caso  de  desahucio  con  relación  al  precio,  suponiendo  que 
las  partes  se  atengan  á  las  costumbres  de  la  localidad,  podrá  invocarse  el  ar- 
ticulo 4t73  del  Código. 

Finalmente,  serán  ilícitas  las  siguientes  relaciones  de  derecho  en  los  con* 
tratos  por  razón  del  objeto  que  los  motive: 

Los  esponsales  de  futuro,  salva  la  excepción  en  cuanto  al  resarcimiento 
de  gastos  en  su  caso:  artículos  43  y  44  del  Código. 

La  renuncia  ó  enajenación  del  derecho  de  alimentos  y  su  compensación, 
salvo  la  excepción  del  art.  454.  El  pacto  entre  los  copropietarios  de  conser- 
var proindiviso  por  más  de  diez  años  la  cosa  poseída  en  común,  sin  perjuicio 
de  las  renovaciones  que  periódicamente  puedan  pactar  en  lo  sucesivo  (ar- 
tículo 400). 

Las  donaciones  hechas  á  personas  inhábiles  (art.  628);  las  inoficiosa» 
(arts.  634  ai  636);  la  reversión  á  favor  de  tercero  de  las  donaciones,  á  oo  ser 
en  los  casos  en  que  son  válidas  las  sustituciones  testamentarias  (art.  641). 
La  renuncia  de  la  acción  de  revocación  de  las  donaciones  por  superveniencia 
de  hijos  legítimos,  legitimados  ó  naturales  reconocidos,  y  por  ingratitud, 
hecha  anticipadamente  (artículos  646  y  65S). 

Las  eníijenaciones  é  hipotecas  anteriores  á  la  anotación  en  el  Registro  de 
la  propiedad  de  la  demanda  de  revocación  de  las  donaciones  por  causa  de  in* 
gratitud  (art.  649). 

£1  testamento  colectivo  y  el  poder  para  testar  (artículos  669  y  670).  La 
renuncia  ó  transacción  sobre  la  legítima  futura,  según  qut^dó  arriba  expuesto;, 
los  gravámenes  impuestos  sobre  la  mejora,  á  no  estarlo  á  favor  de  los  legiti- 
marios ó  sus  descendientes  (art.  8) i);  la  disposición  del  testador  contraria  á^ 
la  promesa  de  mejorar  ó  no  mejorar  hecha  por  escritura  pública  en  capitula- 
ciones matrimoniales  (art.  8i6),  y  la  que  faculte  á  otro  para  mejorar  (arlícn- 
los  830  y  831). 
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La  aceptación,  repudiación  de  la  herencia  hecha  en  parte,  á  plazo  ó  con- 
diclonalmente  ó  sin  e»tar  cierto  de  la  maerte  del  testador,  y  la  revocación  de 
la  aceptación  ó  repudiación  (artículos  990,  991  y  997),  y  la  partición  hecha 
con  uno  á  quien  se  creyó  heredero  (art.  4081). 

La  renuncia  de  la  acción  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  procedente 
del  dolo  en  las  obligaciones  (art.  120S). 

La  obligación  que  contenga  condiciones  imposibles,  contrarias  i  las  bae- 
iias  costumbres  ó  prohibidas  por  la  ley  (art.  4116),  ó  pactos,  cláusulas  ó  con- 
diciones contrarías  á  las  leyes,  á  la  moral  ó  al  orden  público  (art.  1255). 

Los  contratos  cuya  valides  y  cumplimiento  se  deje  al  arbitrio  de  uno  de 
los  contratantes  (art.  4156),  y  los  hechos  á  nombre  de  otro  sin  estar  por  éste 
autorizado  ó  sin  tener  su  representación  legal  (art.  1259). 

Los  contratos  en  los  que  no  concurran  los  requisitos  dA  consentimiento, 
objeto  cierto  y  causa  (art.  i  26 1);  los  efectuados  con  consenlimitnto  prestado 
por  error,  violencia,  intimidación  ó  dolo  (art.  4265);  los  que  versen  sobre  ser- 
vicios imposibles  (art.  4272),  ó  contrarios  á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costum- 
bres (artículos  4271  y  4316);  á  los  hechos  sin  causa  ó  con  causa  ilícita  (ar- 
tículo 4275)  ó  falsa,  si  no  se  probare  que  estaban  fundados  en  otra  verdadera 
lícita  (art.  4276),  ó  que  versen  sobre  cosas  que  estén  fnnra  del  comercio  (ar- 
tículo 4274),  ó  sobre  la  herencia  futura  (art.  4271),  salvo  lo  dispuesto  en  el 
articulo  4056,  y  los  que  respecto  .de  su  objeto  principal  estén  redactados  con 
tal  oscuridad  ó  confusión,  que  no  pueda  venirse  en  conocimiento  de  la  inten- 
ción ó  voluntad  de  los  contratantes  (art.  4289). 

Las  capitulaciones  matrimoniales  en  las  que  se  pacte  algo  depresivo  de  la 
autoridad  que  respectivamente  corresponda  en  la  familia  á  los  futuros  cónyu- 
ges (art.  4316),  ó  la  sumisión  de  un  modo  general  á  los  fueros  y  costumbres 
de  las  regiones  forales  respecto  de  los  bienes  de  los  cónyuges  (art.  43 17);  las 
otorgadas  por  menores  sin  concurrencia  de  las  personas  llamadas  por  la  ley  á 
darles  el  consentimiento  para  el  matrimonio  (art.  4318). 

Las  alteraciones  introducidas  en  las  capitulaciones  matrimoniales  después 
de  celebrado  el  matrimonio  (art.  4320),  ó  antes  si  no  concurrieren  las  mismas 
personas  que  al  otorgamiento  de  aquéllas,  excepto  los  testigos,  ó  fuesen  sus- 
tituidos en  caso  necesario  (art.  4319). 

La  dote  constituida  por  el  esposo  después  del  matrimonio  (art.  4338). 

El'contrato  de  compraventa,  cuando  la  persona  designada  para  señalar  el 
precio  no  pudiere  ó  no  quisiere  señalarlo  (art.  4447),  ó  cuando  el  señalamien  - 
to  quedare  al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes  (art.  4449). 

£1  pacto  que  exime  al  vendedor  de  responder  de  la  evicción,  siempre  que 
hubiere  mala  fe  de  su  parte  (art.  4476). 
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El  contrato  de  eompravenU  de  gaiudot  j  ammale»  qne  padezcan  enfer- 
medades contagtoau  (art  4  494). 

El  contrato  de  arrendamieoco  de  bienes  fangibles  (art.  4545),  j  el  de  ser- 
vicio personal  vitalicio  (^rt.  45S3). 

El  contrato  de  censo  constitaído  á  tiempo  determinado  (art.  460S). 

La  división  de  las  fincas  censidas,  á  no  mediar  consentimiento  del  cen- 
aQatisto(art.  1618). 

£1  censo  enñlónlicu  establecido  sobre  bienes  mnebles  (art.  46S8). 

La  sob  enfitensis  (art.  4654). 

El  contrato  de  sociedad  que  no  esté  establecida  para  fines  kcitos,  ó  en  in- 
terés común  de  los  socios  (art.  4666),  ó  qne  comprenda  los  bienes  adquiridos 
posteriormente  por  herencia,  legado  ó  donación  (art.  4674),  ó  qne  excluya  i 
algún  socio  de  toda  participación  en  las  ganancias  ó  en  las  pérdidas  (ar- 
tículo 4691). 

La  snstitación  del  mandato,  cuando  esté  prohibida  por  el  mandante  (ar- 
tículo 4721). 

El  contrato  de  segnro,  en  la  parte  que  el  capital  asegurado  exceda  del 
▼alor  de  la  cosa  asegurada  (art.  4795),  ó  cuando  el  da&o  ó  peligro  no  fuera 
incierto  (art.  47^7). 

El  contrato  de  renta  vitalicia  constituida  en  favor  de  persona  muerta  (ar- 
tículo 4804). 

La  transacción  y  compromiso  sobre  el  estado  civil,  sobre  las  cuestiones 
matrimoniales  y  sobre  los  alimentos  futuros  (artfcalos  4844  y  4811). 

La  fianza  constituida  en  garantía  de  una  obligación  qne  no  sea  válida  (ar- 
tículo 4824),  y  en  la  parte  en  que  el  fiador  se  obligue  á  más  que  el  deudor 
principal  (art.  4826). 

El  pacto  por  el  cual  se  declare  que  no  puedan  ser  enajenadas  para  pagar 
al  acreedor  las  cosas  dadas  en  prenda  ó  hipoteca  (art.  4858),  ó  que  el  acree- 
dor pueda  apropiárselas  (art.  4859). 

£1  pacto  por  el  cual  el  acreedor  anticrético  adquiera  la  propiedad  del  in- 
mueble por  falla  de  pago  (art.  4884). 

Las  convenciones  ilícitas  aunque  recaigan  sobre  operaciones  de  conyenio 
(art.  53  del  Código  de  Comercio). 

Los  contratos  de  compraventa  celebrados  en  feria  si  pasaren  ▼einticuatro 
horas  sin  reclamar  su  camplimiento  (art.  81  del  Có  ligo  de  Comercio). 

La  transmisión  hecha  por  un  socio  á  una  persona  extraña  del  intelét  que 
aquél  tenga  en  la  Compañía,  y  la  sustitución  del  mismo,  á  no  ser  que  pre- 

■ 

ceda  el  consentimiento  de  los  socios  (art.  443  del  Coligo  de  Comercio). 

La  emisión  de  nuevas  acciones  sin  habene  hdcho  el  d^iseníbolso  total  de 
las  series  emitidas  anteriormente  (art.  465  del  Código  ád  Comercio). 
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Los  présUmos  hechos  por  Ins  Compañías  anónimas  con  garantía  de  sas 
vfropias  acciones  (art.  467  del  Código  de  Comercio). 

Las  operaciones  que  ios  Bancos  hicieren  á  más  de  noventa  días  (art.  47S 
4el  Código  do  Comercio). 

Las  emisiones  de  billetes  al  portador  hechas  por  los  Bancos  mientras  snb  • 
sista  el  privilegio  de  Banco  nacional  de  España. 

La  emisión  de  obligaciones  y  cédulas  al  portador  hechas  por  tos  Bancos 
de  crédito  territorial,  mientras  subsista  el  privilegio  del  Banco  Hipotecario  de 
España. 

Los  contratos  de  seguro  en  que  medie  mala  fe  de  algona  de  las  partes» 
inexacta  declaración  del  asegurado,  omisión  úocaltación  por  parle  del  mismo 
de  hechos  ó  circunstancias  que  hubieran  podido  Influir  en  la  celebración  del 
contrato  (art.  38 1  del  Código  de  Comercio). 

La  aceptación  condicional  de  la  letra  de  cambio  (art.  i79  del  Código  de 
Comercio). 

£1  préstamo  á  la  gruesa  sobre  el  cargamento  recibido  por  el  Capitán  del 
buque  (art.  617  del  Código  de  Comercio),  ó  el  hecho  sobre  los  salarios  de  la 
tripulación  ó  sobre  las  ganancias  que  se  expresan  (art.  723  del  Código  de 
Comercio). 

El  contrato  de  seguro  mercantil  que  no  conste  por  escrito  en  póliza  fir* 
mada  por  los  contratantes  (art.  737  del  Código  de  Comercio),  ó  el  que  reca- 
yere sobre  buques  ó  mercaderías  afectos  anteriormente  á  un  préstamo  á  la 
gruesa  por  todo  su  valor;  sobre  la  vida  de  tripulantes  y  pasajeros;  sobre  los 
sueldos  de  la  tripulación;  sobre  géneros  de  ilícito  comercio  en  el  país  del  pa- 
bellón del  buque;  sobre  el  buque  destinado  habltnalmenle  al  contrabando; 
sobre  el  buque  que,  sin  mediar  fuerza  mayor  que  lo  impida,  no  se  hiciese  á 
la  mar  en  los  seis  meses  siguientes  á  la  fecha  de  la  póliza,  ó  deje  de  empren- 
der el  viaje  contratado,  ó  se  dirija  á  punto  distinto  del  estipulado,  y  sobre  co- 
sas en  cuya  valoración  se  hubiese  cometido  falsedad  á  sabiendas  (art.  781  del 
Código  de  Comercio). 

£1  contrato  de  seguro,  hechr)  con  posterioridad,  avería  ó  feliz  arribo  del 
objeto  asegurado  al  puerto  de  destino,  si  racionalmente  pudiera  presumirse 
que  la  noticia  había  llegado  á  conocimiento  de  alguno  de  los  contratantes  (ar- 
tículo 78i  del  Código  de  Comercio). 

Todos  los  actos  de  administración  y  de  dominio  de  los  bienes  ejecutados 
por  el  quebrado  después  de  la  quiebra  y  algunos  anteriores  á  ella  (arls.  878  y 
siguientes  del  Código  de  Comercio)  (1). 

(1)     De  aoaerdo  con  la  enameraolóa  de  taleí  praoedentes,  en  cuanto  &  lo  qae 
mi  oíjttJ  de  los  contratos  se  reflare,  hemos  segaido  &  D.  Miguel  Fdrnández  Casada 
'  en  su  excelente  Tratado  de  Notoria,  ya  citado;  totto  1.".  Madrid,  18d5 . 

TOMO  n  U 
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SECCIÓN  TERCERA 

DS  LA  GÁUBA  DB  LOfi  CÓNTBAT08 

Api.  IW4I.    En  los  contratos  onerosos  se  entiende- 
por  causa,  para  cada  parte  contratante,  la  prestación  ó^ 
promesa  de  tina  cosa  ó  servicio  por  la  otra  parte;  en  los 
remuneratorios,  el  servicio  ó  beneficio  que  se  remunera^ 
7  en  los  de  pura  beneficencia,  la  mera  liberalidad  del 
bienhechor. 


594.  No  siendo  nulo  el  contrato  por  falta  de  objeto  ni  de  causa, 
la  sentencia  que  así  lo  estima  no  infringe  las  disposiciones  de  los 
articules  1274  y  1275  del  Código  civil.~5.  4  Nov.  Bl.—G.  8  Di- 

595.  El  núm.  4.^  del  art.  107  de  la  ley  Hipotecaria,  y  el  1884». 
en  relación  con  el  1859  y  1658  del  Código  civil,  se  limitan  ¿  de* 
clarar  la  ineficacia  ó  nulidad  de  los  pactos  de  no  volver  ¿  hipote- 
car ó  de  adquirir  ó  apropiarse  las  cosas  dadas  en  anticresis,  prenda 
ó  hipoteca,  pero  no  la  nulidad  de  la  obligación  principal  que  ga- 
rantizan, cuyo  cumplimiento  podrá  pedir  el  acreedor  en  la  forma 
que  previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  estimándolo  así  el 
Tribunal  sentenciador,  no  infringe  los  preceptos  de  este  artículo- 
del  Código.— /S.  19  Nov.  91.— G.  i.®  Enero  92. 


Art.  1975.  Los  contratos  sin  causa,  ó  con  causa. 
ilícita,  no  producen  efecto  alguno.  Es  ilícita  la  causa 
cuando  se  opone  á  las  leyes  ó  á  la  moral  (1). 


(1)    Yéanse,  en  el  artioolo  anterior,  las  sentenoias  de  4  y  11  de  NoTÍeabr» 
de  1801. 
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696.  No  puede  afirmarse  que  sea  indebida  la  aplicación  del  ar- 
ticulo 1275  del  Código  civil  para  declarar  la  nulidad  de  un  con- 
trato de  comprayenta  otorgado  en  Cataluña  por  atribuírsele  causa 
ilícita,  puesto  que  dicho  Código  es,  en  último  grado,  supletorio  de 
la  legislación  catalana,  y  no  se  cita  disposición  alguna  de  ésta  que 
le  contraríe.— iS.  20  Dic.  94.— G.  8  Marzo  96. 

697.  No  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  artículo  del  Código 
cuando  las  cuestiones  relacionadas  con  el  mismo  no  han  sido  opor- 
tunamente planteadas  en  el  juicio  en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  réplica  y  duplica. — S.  30  Marzo  94.— O.  13  y  21  Sep- 
tiembre. 


Api.  I9YS.  La  expresión  de  una  causa  falsa  en  los 
contratos  dará  lugar  á  la  nulidad,  si  no  se  probase  que 
estaban  fundados  en  otra  yerdadera  y  lícita. 


598.  Tratándose  de  una  demanda  sobre  cumplimiento  de  lo 
convenido  en  documento  privado  para  reintegro  de  la  cantidad  que 
en  aquél  se  dice  dada  á  préstamo  por  el  demandante  al  demanda- 
do, carecen  de  aplicación  laa  leyes  28,  tít.  9.^,  Partida  5.^;  1.*  y 
2.*,  tít.  83,  Partida  7.*  y  el  art.  1276  del  Código  civil,  si, cualesquie- 
ra que  sean  las  razones  expuestas  con  más  ó  menos  acierto  en  al- 
guno de  los  fundamentos  de  la  sentencia  acerca  de  la  capacidad 
del  demandante  para  contratar,  y  respecto  de  la  donsrción  que  pue- 
da entrañar  el  referido  documento,  la  eficacia  ó  ineficacia  de  esta 
liberalidad  es  una  cuestión  ajena  por  completo  á  la  demanda,  que 
tampoco  se  planteó  en  forma  por  el  demandado,  sobre  la  cual  no 
han  versado  las  pruebas,  que  no  se  han  discutido  bajo  sus  diver- 
sos aspectos  jurídicos,  y  que,  de  consiguiente,  no  está  resuelto  ni 
prejuzgado  en  sentido  alguno. —aS.  3  Julio  91.-0.  20  Agosto. 

^599.  Fundándose  principalmente  la  Sala,  al  establecer  que  el 
contrato  cuyo  cumplimiento  se  pide  en  la  demanda  no  es  de  prés- 
tamo en  el  contenido,  apreciado  en  conjunto,  del  documento,  pri- 


/" 
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vado  exhibido  por  el  demandante,  en  la  cofmbinación  de  sus  di0- 
tintas  cláusulas  y  en  el  resultado  de  las  pruebas  practicadas,  no  in- 
curre al  hacer  aquella  afirmación  en  error  de  derecho,  ni  infringe 
las  leyes  8.»,  tit.  3.<>;  1.»  y  2.S  tlt.  14;  114  y  119,  tít.  18,  Par- 
tida 3.^,  ni  las  doctrinas  relativas  ¿  la  obligación  de  probar,  á  la 
caliñcaeión  é  interpretación  de  los  contratos,  y  la  de  que  para  pres- 
cindir de  la  fuerza  en  que  se  funda  una  acción  y  cuya  autenticidad 
se  reconoce,  cualquiera  que  sea  la  causa  de  nulidad  que  se  atri- 
buya, hay  que  solicitarlo^  acreditar  la  causa  y  obtener  previamente 
la  declaración  de  nulidad. — S.  3  Julio  91. — G.  20  Agosto. 

600.  Al  negarse  en  un  recurso  que  la  causa  del  contrato  de 
compraventa,  cuya  roscisión  ó  nulidad  se  pide,  fuera  la  de  utili- 
dad y  necesidad  de  los  menores  consignada  en  el  mismo,  y  si  otra 
distinta,  aparte  de  que  contradice  lo  resuelto  en  el  expediente  de 
autorización  judicial,  de  cuya  legalidad  y  validez  no  se  trata,  con- 
tradice también  la  apreciación  hecha  por  el  Tribunal  sentenciador 
del  conjunto  de  las  pruebas  para  estimar  que  dicha  utilidad  y  ne- 
cesidad fué  realmente  la  causa  de  la  venta,  lo  cual  evidencia  la  no 
infracción  de  este  artículo  en  relación  con  el  1300  y  1261  del  Có- 
digo, que  no  ha  podido  ser  alegada  sin  invocar  el  párrafo  7.^  del 
1692  de  la  ley  procesal. — S.  5  Abril  95. — O.  5  Agosto. 


Art.  11979.  Aunque  la  causa  no  se  exprese  en  el 
contrato,  se  presume  que  existe  y  que  es  lícita  mientras 
el  deudor  no  pruebe  lo  contrario. 


601.  Apreciando  la  Sala  sentenciadora  por  el  resultado  do  las 
pruebas  la  simulación  de  ciertas  obligaciones,  y  por  tanto,  los  re- 
cibos y  entregas  que  mencionan,  no  es  lícito  hacer  supuesto  de  la 
cuestión  dando  por  verdaderas  y  eficaces  dichas  obligaciones  para 
deducir  en  consecuencia  la  infracción  del  artículo  preinserto. —  .; 

S.  23  Sept.  QS.—a.  10  Oct. 
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T: 


ERCERO  y  último  requisito  esencial  de  los  contratos,  es  la  cansa  de 
la  obligación  qae  se  establezca,  y  como  dijimos  qae  la  voluntad  de  los  con- 
tratantes concurriendo  en  una  prestación  engendraba  el  consentimiento,  ne- 
cesario en  todo  contrato,  aquellas  mismas  voluntades,  antes  de  encontrarse  y 
relacionarse  entre  «í,  han  tenido  que  buscarse^  digámoslo  asi^  estimuladas  ó 
impulsadas  por  el  agente  de  la  necesidad  ó  de  la  conveniencia  que  incesante- 
mente determinan  nuestros  movimientos  hacia  el  cumplimiento  de  nuestros 
deberes  personales,  familiares,  sociales,  etc.  Así  podría  definirse  la  causa  de 
las  obligaciones,  como  la  ratón  impulsiva  que  mueve  nuestra  voluntad  á 
ecncertarse  con  otra  para  conseguir  una  prestación,  que  recibe  el  nombre  de 
contrato.  No  hay  en  realidad  más  cansa  ó  principio  de  obligación  que  la  vo- 
luntad humana,  por  lo  que  muchos  expositores  del  derecho  rechazan  la  causa 
como  requisito  esencial  de  las  obligaciones,  por  estar  comprendida  en  el  pri- 
mero, ó  sea  en  el  consentimiento,  puesto  que  éste  no  se  puede  obtener  sin  6l 
concurso  de  la  voluntad,  cualquiera  que  sea  el  motivo  que  la  impulse,  al  cual 
conceptúan  en  tan  ínfimo  orden  jurídico,  que  votan  desde  luego  por  su  des- 
aparición. En  algún  Código,  como  el  portugués,  por  ejemplo,  no  se  admite  la 
causa  de  la  obligación  como  requisito  esencial  de  los  contratos,  á  los  qo6> 
apreciados  externamente,  no  asocian  la  función  psíquica  como  causa  genera- 
dora de  una  determinación  de  la  voluntad. 

Nuestro  Código,  en  el  deber  de  reflejar  el  sentido  y  capital  pensamiento 
de  las  instituciones  civiles  del  derecho  histórico  patrio,  según  la  primera  de 
sus  base»,  ha  conservado  este  requisito  como  esencial  de  los  contratos  desde 
nuestras  antiguas  leyes,  que  á  su  vez  lo  tomaron  del  derecho  romano.  Pero  en 
éste  tuvo  verdadera  importancia,  porque  en  la  relación  jurídica  apreciaban 
dos  aspectos  diferentes,  que  distinguieron  con  los  nombres  de  pacto  y  contrato^ 
atribuyéndole  á  cada  uno  su  razón  especial,  y  se  llamaba  causa  ordinaria  en 
el  primero,  y  causa  civil  de  obligar  en  el  segundo,  por  su  carácter  distintivo, 
que  consistía  en  la  reciprocidad,  que  hoy  no  es  de  apreciar,  teniendo  en 
Cuenta  que,  con  arreglo  al  art.  4S54,  el  contrato  existe  desde  que  una  ó  va- 
rias personas  consienten  en  obligarse,  sin  que  entre  para  nada  como  indispen- 
sable la  reciprocidad. 

Sin  embargo,  ^como  es  indudable  que  el  hombre  actúa  siempre  impul- 
sado de  una  razón,  que  es  la  cansa,  la  operación,  como  efecto  de  ella,  habrá 
que  presumirla.  Por  eso  el  precepto  del  art.  4277,  de  que,  aunque  la  cansa  no 
se  exprese  en  el  contrato,  se  presume  que  existe  y  que  es  lícita  mientras  el 
deudor  no  pruebe  lo  contrario;  pero  ésta  puede  considerarse  incluida  en  el 
consentimiento  como  factor  del  mismo. 
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La  Tagaed&d  de  limites  en  los  delineamientos  de  la  cansa  de  la  obligadón 
ha  motivado  además  eierta  confusión  entre  los  confínes  del  consentimiento  j 
del  objeto  de  los  contratos  con  la  cansa  de  los  mismos.  Obsérvese  el  conte- 
nido del  art.  4274,  y  se  verá  que  al  determinar  qné  se  entiende  [K>r  cansa  ea 
los  contratos  onerosos,  en  los  remuneratorios  y  en  los  de  pnra  beneficencia* 
se  incluye  el  okjeto  de  dichos  contratos  como  cauM  de  los  mismos.  En  efecto, 
el  objeto  de  los  contratos  onerosos  no  es  otra  cosa  que  la  prestación;  el  de  los 
remuneratorios  el  servicio  prestado,  y  en  los  d»  pura  beneñcencia  el  objeto 
consiste  en  la  satisfacción  de  nn  sentimiento  de  caridad,  etc.  En  comproba- 
ción de  esto,  se  observa  en  el  art.  4  275  que  los  contratos  con  causa  ilicita  no 
producen  efecto  alguno;  entendióndose  ilicita  la  causa  cuando  se  opone  á  las 
leyes  ó  á  la  moral;  pero  lo  ilicito  no  se  refiere  á  la  causa,  sino  al  objeto  del 
contrato,  según  hemos  tenido  ocasión  de  hacer  constar  en  el  comentario  que 
antecede  pacta  quem  íurpem  eausam  eontinent  non  nmt  servamda. 

Mas,  no  por  eso  dejará  de  prestarse  el  debido  cumplimiento  á  los  cuatro 
articulos  que  encabezan  este  comentario,  que  están  inspirados  en  prindpioa  de 
eterna  justicia,  aparte  de  la  mayor  ó  menor  propiedad  con  que  se  encuentran 
cientifícamente  clasificados.  La  utilidad  y  la  necesidad  de  U  enajenación  de 
bienes  de  los  menores  6  incapacitados,  deberá  ser  probada  debidamente  en  el 
expediente  judicial  como  causa  impulsiva  de  la  operación,  cual  se  desprende 
de  la  regla  de  jurisprudencia  adaptada  al  último  de  los  articulos  que  nos  oco- 
pan,  proferida  en  sentencia  de  5  de  Abril  del  95. 


CAPITULO  in 


IDe  la  eficacia  de  los  contratos. 


Art.  i^yS.  Los  contratos  serán  obligatorios,  cttsd- 
quiera  que  sea  la  forma  en  que  se  hayan  celebrado,  siem- 
pre que  en  ellos  concurran  las  condiciones  esenciales  para 
iu  validez. 


602.    Estimándose  en  una  sentencia  por  el  resultado  de  bm 
pruebas  que  hubo  novación  en  un  contrato  de  arrendamiento,  no 
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tienen  aplicación  las  disposiciones  de  este  artículo  del  Código  ci- 
Til,  caando  se  citan  como  infringidas  bajo  el  fundamento  de  sub- 
sistir en  todo  su  vigor  el  mencionado  contrato.— iS.  28  Féb.  94,— 
G.  7  Julio. 

608.  No  infringe  la  ley  del  contrato  la  sentencia  que  manda 
^ionvocar  ¿  las  partes  á  comparecencia  para  el  nombramiento  de 
tercer  perito,  porque  obligadas  aquéllas  á  someterse  á  amigables 
componedores,  el  nombramiento  de  éstos  ha  de  hacerse  en  los  tér- 
minos, modo  y  forma  que  establece  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
S.  21  Abnl  Bd.'-G.  7  Od. 

604.  Es  obligatorio  al  arrendatario  de  bienes  embargados  en 
juicio  ejecutivo  pagar  el  precio  del  arrendamiento  al  administrador 
judicial  de  aquéllos,  que  tiene  personalidad  para  percibirlo  y  para 
ejercitar  las  acciones  correspondientes  en  demanda  del  pago. — 
S.  27  Marzo  95.-0.  5  Agosto. 

605.  El  otorgamiento  de  escritura  pública  no  es  requisito  nece- 
sario, según  el  precepto  de  este  artículo  y  el  siguiente,  para  la  va- 
lidez del  contrato;  y  del  hecho  de  no  haberse  otorgado,  cuando  es 
necesaria,  sólo  se  deriva  una  acción  para  exigir  que  se  realice;  pero 
en  manera  alguna,  dada  la  perfección  del  contrato,  es  causa  para 
dejar  de  cumplir  las  obligaciones  dimanantes  del  mismo.— i9.  del 
Tribunal  de  lo  Contencioso  de  28  de  Dic.  94.— O.  14  Agosto  95. 

606.  El  contrato  de  compraventa  tiene  objeto  cierto,  y  tenién- 
dolo, no  es  nulo  por  falta  de  ese  requisito  esencial  cuando  la  cosa 
vendida  y  su  precio  estén  determinados  por  los  contrayentes  de 
tal  modo,  que,  sin  necesidad  de  nuevo  convenio,  pueda  saberse  con 
iiertidumbre  qué  sea  lo  vendido  y  cuál  la  cantidad  debida  por  pre- 
dO;  según  se  colige  de  los  artículos  1273  y  1445  del  Código;  y 
cuando  lo  vendido  y  el  precio  quedan  específicamente  determina- 
dos, al  decir  que  se  vendían  los  géneros  existentes  en  una  tienda, 
que  en  el  acto  mismo  de  la  venta  traspasó  el  comprador  al  vende- 
dor, y  que  el  precio  era  el  importe  de  la  valoración  de  los  mismos 
géneros;  la  sentencia  que  declara  válido  el  contrato,  no  infringe  la 


/ 


488  CÓDIGO  CIVIL 

dispuesto  en  loB  doe  citados  artículos,  ni  en  el  transcrito  1278  de 
dicho  Código.— 5.  8  Mayo  95.^G.  17  Agosto. 

607.  No  infringe  el  precepto  del  art.  1278  preinserto,  la  senten- 
cia que,  no  estimando  la  existencia  de  un  contrato  particular  entre 
demandante  y  demandado,  sino  el  de  sociedad,  absuelve  al  segunda 
de  la  demanda  por  no  haber  ejercitado  el  primero  laacciónjpro«o- 
cío,  7  si  la  personal,  procedente  de  un  contrato  no  reconocido. — 5. 
14  Oei.  95.— G.  4  Nov. 


Ari.  1979.  Si  la  ley  exigiere  el  otorgamiento  de- 
escritura ú  otra  forma  especial  para  hacer  efectivas  las 
obligaciones  propias  de  un  contrato,  los  contratantes  po- 
drán compelerse  reciprocamente  á  llenar  aquella  forma 
desde  que  hubiese  intervenido  el  consentimiento  y  demás 
requisitos  necesarios  para  su  validez  (1). 


608.  Al  estimar  el  Tribunal  sentenciador,  en  virtud  de  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  practicadas,  ineficaz  una  escritura,  y  en  con- 
secuencia de  ello,  absolver  al  demandado,  no  infringe  las  disposi- 
ciones de  este  articulo  del  Código.— 19.  11  Abril  94.— 0. 21y2S 
Septiembre. 

609.  Al  absolver  de  la  demanda  de  tercería  al  actor  y  al  ejecu- 
tado, se  resuelve  sobre  el  pretendido  dominio  que  se  deniega  al 
tercerista,  y  al  imponer  á  éste  la  sentencia  la  obligación  de  otorgar 
escritura  en  favor  del  ejecutado,  reconociéndole  su  derecho  sobre 
los  bienes  embargados,  según  lo  pedido  por  vía  de  reconvención 
por  el  ejecutante,  se  explica  debidamente  y  se  infringe  el  articulo 
transcrito,  que  impone  al  tercerista  tal  obligación  por  estar  ya  dia- 
outido  y  reconocido  el  dominio  de  tales  bienes.— iS.  B  Dic.  95. — 
a.  31  Enero  96. 


(1)    YéA&M,  como  «OBMrdftBtM,  los  artionlot  lAU,  1067,  1806  y  MSI. 
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^  Ari.   19SO.    Deberán  constar  en  documento  pú- 

\  blico: 

1.^  Los  actos  y  contratos  que  tengan  por  objeto  la 
creación,  transmisión,  modificación  ó  extinción  de  dere- 
chos reales  sobre  bienes  inmuables. 

2.^  Los  arrendamientos  de  estos  mismos  bienes  por 
seis  ó  más  años,  siempre  que  deban  perjudicar  á  tercero. 

3.^  Las  capitulaciones  matrimoniales  y  la  constitu- 
ción y  aumento  de  la  dote,  siempre  que  se  intente  ha- 
cerlos valer  contra  terceras  personas. 

4.^  La  cesión,  repudiación  y  renuncia  de  los  derechos 
hereditarios  ó  de  los  de  la  sociedad  conyugal. 

6.^  £1  poder  para  contraer  matrimonio,  el  general 
para  pleitos  y  los  especiales  que  deban  presentarse  en 
juicio;  el  poder  para  administrar  bienes,  y  cualquier  otro 
que  tenga  por  objeto  un  acto  redactado  ó  que  deba  redac- 
tarse en  escritura  pública,  ó  haya  de  perjudicar  á  tercero. 

6.^  La  cesión  de  acciones  ó  derechos  procedentes  de 
un  acto  consignado  en  escritura  pública. 

También  deberán  hacerse  constar  por  escrito,  aunque 
sea  privado,  los  demás  contratos  en  que  la  cuantía  de  las 
prestaciones  de  uno  ó  de  los  dos  contratantes  exceda  de 
1.600  pesetas  (1). 

610.  Estimándose  en  una  sentencia,  por  el  resultado  de  las 
pruebas,  que  hubo  novación  en  un  contrato,  no  tienen  aplicación 
las  disposiciones  de  este  articulo  del  Código  cuando  se  citan  como 
infringidas  bajo  el  fundamento  de  subsistir  el  arrendamiento  tal 

\  como  se  consignó  en  el  mencionado  contrato. — S.  28  Feb,  94. — O. 

7  Julio. 

611.  Siendo  una  excepción  de  lo  dispuesto  en  el  art.  604  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  lo  ordenado  en  el  1637,  la  sentencia 
que  confirma  el  auto  del  Juzgado  denegando  dar  curso  á  una  de- 

(1>    Véase,  oomo  oonoordante,  el  art.  ISSA. 
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manda  de  tercería  á  que  no  ee  acompañan  docamentoB  jnstifieaii- 
TOS  del  derecho  qne  en  ella  Be  ejercita,  no  comete  infracción  de  las 
dÍBpoBicionea  de  este  artículo  del  Código. — S.  13  Marzo  94.-^0,  9 
Septiembre. 

612.  Al  eetimar  el  Tribunal  sentenciador,  en  virtud  de  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  practicadas,  ineficaz  una  escritura,  y  en  con- 
secuencia de  ello  absolver  al  demandado,  no  infringe  las  dispoei- 
ciones  de  este  artículo  del  Código.— S^.  11  Abril  94.^Q.  21  y  26 
Septiembre, 

618.  Cuando  la  acción  ejercitada  no  es  la  que  se  origina  de  una 
liberalidad  ó  donación,  ni  el  contrato  que  le  da  margen  cuando  se 
celebró  sin  la  eventualidad  de  la  suerte  excedió  de  1.500  pesetas, 
no  tiene  aplicación  lo  dispuesto  en  el  art.  128  del  Código  civil. — 
S.  6  OcL  P5-.G.  7  Dic. 

614.  No  se  infringen  los  articuloifl261 ,  1280  y  1300  del  Código 
civil  por  la  sentencia  que  declara  la  nulidad  de  un  contrato  de  ce- 
sión, porque  dada  la  validez  de  una  escritura  anterior,  los  cedentea 
no  podrían  disponer  de  lo  que  en  aquél  cedieron,  y  no  son,  por  con- 
siguiente, aplicables  al  caso  las  disposiciones  legales  que  determi- 
nan la  nulidad  de  los  contratos  por  causas  ó  motivos  que  vician  el 
consentimiento  de  la  persona  que  en  ellas  intervienen.-^.  2á  No- 
viembre 94.-0.  27  Feh.  95. 


D: 


EPBNDE  únicamente  U  eficacia  de  los  contratos,  del  coosentimieato  qM 
on  ellof  se  haya  prestado  y  del  objeto  que  les  airva  de  materia;  puerto  qae, 
según  hemos  visto  en  el  comentario  precedente,  la  cansa  so  les  aamenta  va- 
lor algnno,  porque  se  presume  siempre.  Desde  qne  el  eonsentimienloieha 
prestado  en  condiciones  legales,  desde  qne  la  prestación  recae  sobre  casca  ec- 
merciales  y  ciertos,  ó  sobre  hechos  y  riesgos  ciertos  y  lícitos,  el  céntralo  es 
válido  y  produce  todos  los  efectos  qne  al  estipolar  se  propnsiereii  loa  eea- 
tratantes,  coya  idea  expresa  la  ley  misma  en  el  art.  4t78. 

La  forma  de  los  contratos  qneda  relegada  á  mero  accidente  de  loa  misBMa. 
Si  algunos  tienen  una  forma  legal  taxativa,  loa  contratantea  tendrin  qoe  aa- 
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bordinane  á  la  forma  prevenida,  podiendo  compelerse  á  llenarla  á  aquél  qno 
86  negare  á  ello.  Has,  ao  por  falta  de  forma  solemne  dejará  de  existir  el  con- 
trato desde  que  se  perfeccionó  por  el  consentimiento. 

La  eficacia  de  los  contratos  se  circunscribe  generalmente  á  los  contratan- 
tes y  á  los  qne  de  ellos  traen  cansa  á  titulo  de  herencia  nniversal  ó  particular 
—herederos  legatarios»— y  aun  á  los  que  proceden  de  otros  títulos;  como, 
por  ejemplo,  el  acreedor  del  difunto  que  acepte  la  herencia  repudiada  por  el 
heredero  instituido  ó  legítimo;  el  acreedor  que  después  de  perseguir  determi- 
nados bienes  de  que  esté  en  posesión  su  deudor,  tenga  que  acudir  á  los  dere- 
chos de  éste  para  que,  colocado  en  el  lugar  y  grado  suyo,  reclame  el  cumpli- 
miento de  dichos  derechos  pendientes  de  realización,  según  el  prectepo  del 
art.  4444  y  como  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  4442. 

Hay  casos  de  otras  terceras  personas  á  quienes  afecta  la  eficacia  de  los  con- 
tratos, y  es  el  comprendido  en  el  art.  4S57,  según  el  cual,  si  el  contrato  con- 
tuviese alguna  estipulación  en  favor  de  un  tercero,  éste  podrá  exigir  su  cum- 
plimiento siempre  que  hubiese  hecho  saber  su  aceptación  al  obligado  antes  de 
que  haya  sido  aquélla  revocada;  cuya  aceptación  puede  ser  implícita  en  algún 
caso,  como,  por  ejemplo,  cuando  se  constituye  una  obligación  á  favor  de  un 
tercero,  que  consista  en  la  donación  de  cosa  determinada  para  cuando  con- 
traiga matrimonio,  pues  la  celebración  de  éste  determinará  el  deber  de  cum- 
plir aquella  obligación  del  donante,  en  razón  á  que  el  art.  4330  establece 
que  no  será  necesaria  la  aceptación  para  la  validez  de  estas  donaciones. 

El  art.  4  sao,  copiado  arriba,  detalla  con  bastante  precisión  los  actos  y  con- 
tratos que  deben  hacerse  constar  en  forma  solemne  representada  por  el  docu- 
mento público,  y  vamos  con  este  motivo  á  hacer  constar  afirmaciones  dignas 
de  tenerse  en  euenta. 

Las  prescripciones  del  Código  civil  y  las  especiales  del  derecho  adminis- 
trativo, establecen  que  es  forzoso  consignar  en  escritura  pública  los  contratos 
que  tienen  por  objeto  la  transmisión  de  inmuebles  y  derechos  reales,  de  acuer- 
do con  cuyo  principio  se  otorgan  con  tal  solemnidad  las  enajenaciones  de 
bienes  nacionales  y  las  que  la  Administración  verifica  por  medio  de  sus  agen- 
tes de  las  fincas  que,  en  virtud  del  procedimiento  ejecutivo  de  apremio,  vende 
en  subasta  pública  para  hacer  efectivos  los  débitos  por  contribuciones  é  im- 
puestos; más  ese  principio  no  es  de  aplicación  tan  estrict^^  cuando  se  trata  del 
retracto  concedido  á  un  contribuyente  deudor  á  la  Hacienda  de  la  finca  adju- 
dicada á  ésta  en  pago  del  descubierto,  que  tiene  un  titulo  anterior  de  domi- 
nio de  la  finca,  cuya  virtualidad  y  eficacia  queda  subsistente  desde  el  mo- 
mento en  que  por  una  providencia  administrativa  se  otorga  el  retracto,  de- 
jando sin  efecto  la  incautación  y  adjudicación  del  inmueble  al  Estado;  provi- 
dencia que,  por  ser  dictada  por  autoridad  competente  en  uso  de  jurisdicción 
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propia,  debe  ser  y  es  bastante,  con  arreglo  á  los  preceptos  de  la  ley  Hipoteca- 
ría, para  producir  la  cancelación  de  la  inscripción  hecha  á  favor  del  Estado. 

Obedeciendo  todas  las  prescripciones  sobre  retractos  administrativos  en 
favor  de  los  contribuyentes,  al  propósito  de  hacer  menos  precaria  la  sitaación 
de  éstos,  evitando  al  propio  tiempo  la  acumnlación  de  la  propiedad  partico- 
lar  en  manos  del  Estado,  parece  natural,  en  consonancia  de  dicho  propósito, 
que  se  den  todas  las  posibles  facilidades  y  se  eviten  mayores  gastos  en  cuan- 
to al  modo  y  forma  de  solemnizar  dichos  retractos;  y  siendo  documento  pú* 
blico  bastante  para  inscribir  la  posesión  y  dominio  á  nombre  del  Estado,  con- 
forme á  la  Real  ordon  de  25  de  Junio  de  4889,  la  certificación  que  la  Admi- 
nistración expida  á  nombre  de  aquél,  no  hay  razón  para  que  deje  de  surtir 
idénticos  efectos  la  que  expida  del  acuerdo  ó  resolución  otorgando  el  retrac- 
to; tnas  esto  sólo  es  aplicable  cuando  el  que  lo  ejercite  sea  el  propio  deudor 
á  la  Hacienda  que  motivó  el  procedimiento  de  apremio  ó  sus  derechohabien- 
tes  por  título  hereditario,  puesto  que  no  concurren  las  mismas  circunstancias 
cuando  entre  el  deudor  y  el  que  ejercita  el  retracto  no  existe  relación  alguna 
jurídica,  como  sucede  en  el  que,  con  arreglo  i  las  disposiciones  administrati- 
vas, corresponde  en  su  caso  y  logar  á  los  parientes  colaterales,  condóminos 
ó  colindantes;  de  todo  lo  que  es  consecuencia  que  para  inscribir  el  contrato 
de  retracto,  cuando  éste  se  ejercita  por  el  contribuyente  deudor  ó  por  sus  de- 
rechohabientes,  no  es  preciso  el  otorgamiento  de  escritura  pública,  bastando 
certificación  librada  por  la  Administración  en  que  se  inserte  literal  el  acuerdo 
ó  resolución  administrativa  otorgándolo,  y  que  en  los  demás  casos  ha  de 
otorgarse  escritora  pública  por  los  Delegados  de  Hacienda  ó  funcionarios  ad- 
ministrativos en  quien  dicha  Autoridad  delegue  expresamente  (1). 

Si  bien  la  escritura  pública  es  la  forma  más  adecuada  á  la  naturaleza  jurí- 
dica de  las  concesiones,  y  aunque  no  hay  razón  para  que  sólo  las  de  ferroca- 
rñles  revistan  tal  forma,  es  lo  cierto  que  ni  la  ley  de  Puertos  de  7  de  Mayo 
de  4880,  ni  la  Instrucción  de  2  de  Septiembre  de  4883,  exigen  tal  requisito 
para  la  concesión  de  marismas,  y  ante  semejante  omisión  del  derecho  consti- 
tuido sobre  el  particular,  no  es  posible  rechazar  la  inscripción  de  los  doca- 
montos  en  que  se  otorgan,  porque  al  fin  tienen  en  su  abono  los  preceptos  del 
artículo  que  nos  ocupa  y  del  4247  del  Código,  del  3.^  de  la  ley  Hipotecaria 
y  del  8.''  de  su  Regimentó  (2). 

Cuando  el  contrato  qae  la  mujer  haya  de  otorgar,  sea  de  aquellos  que 
deben  redactarse  en  escritura  pública  ó  haya  de  perjudicar  á  tercero,  para  qae 
se  verifique  válidamente  por  mandatario,  es  requisito  indispensable»  á  tenor  da 


(1)  B.  o.,  19  Mayo  M.— ti'.  8  Junio. 

(2)  B.  de  U  D.  10  Abril  94.-6'.  18  Mayo. 
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este  artícnlo  del  Código,  qae  el  poder  qae  ostente  conste  en  docnmento  pú- 
blico (4). 

£1  art.  64  del  Código  dispone  qae  1%  mujer  no  paede,  sin  licencia  ó  po- 
úer  de  sn  maridOt  adquirir  por  título  oneroso  ni  lucrativo^  enajenar  sus  bie- 
nes, ni  obligarse,  sino  en  los  casos  y  con  las'limilaciones  establecidas  por  la 
ley,  cuya  licencia  ó  poder  debe  constar  de  modo  fehaciente,  bien  en  la  misma 
escritura  que  sea  objeto  del  contrato,  bien  por  mandato  expreso  en  documen- 
to notarial  para  que  el  acto  sea  válido,  y  con  mayor  razón  si  el  contrato  es  d^ 
los  que,  según  el  artículo  que  nos  ocupa,  ha  de  constar  en  documen'to  públi- 
co ó  perjudicar  á  tercero;  mas  como  el  art.  65  dispone  que  solamente  el  ma- 
rido y  sus  herederos  pueden  reclamar  la  nulidad  de  aquellos  actos  que  otor- 
gue la  mujer  sin  la  indicada  licencia  ó  poder,  y  según  el  4301  están  sujetos 
á  una  acción  de  nulidad  que  tiende  á  invalidarlos,  resulta  evidentemente  que 
los  actos  así  realizados,  y  que  declara  nulos  el  art.  62,  puedan  llegar  á  ser 
firmes  y  valederos  si  prescribe  la  acción  de  nulidad,  de  lo  cual  se  deduce  que 
el  caliBcalivo  que  en  rigor  merecen,  es  el  de  anulables  ó  rescindí  bles,  y 
como  tal  defecto  no  es  snbsanable  ni  insubsanable  bajo  el  punto  de  vista  hi- 
potecario, debe  realizarse  sn  inscripción,  si  bien  cnidando  de  que  en  el  asien- 
to aparezca  claramente  la  falta  de  la  licencia  marital  para  prevenir  á  tercero 
de  que  existe  pendiente  la  acción  de  nulidad  (t). 

Esto  no  obstante,  no  puede  aceptarse  la  idea  de  que  una  ley  puramente 
fiscal  llegue  con  sus  disposiciones,  encaminadas  simplemente  á  proporcionar 
rendimientos  al  Tesoro,  á  derogar  ó  modificar  nuestra  legislación  civil,  pre- 
cisamente en  un  punto  importante  que  representa  el  progreso  de  nuestro  de- 
recho con  relación  al  derecho  romano  en  la  materia  de  contratos,  ó  sea  en  el 
de  la  validez  de  las  obligaciones  y  de  los  contratos,  cualquiera  que  sea  la 
forma  en  que  se  hayan  celebrado.  Los  contratos  no  pueden  anularse  por  falta 
del  sello  ó  timbre  establecido,  ó  por  no  haberse  extendido  en  el  papel  especial 
que  para  mayor  garantía  del  cobro  del  impuesto  se  haya  creado,  pues  antes 
que  esos  preceptos  ó  disposiciones  fiscales  están  las  prescripciones  de  la  ley 
civil:  podrá  la  ley  especial  imponer  multa  á  los  infractores,  mas  el  contrato 
es  válido  y  obligatorio  con  arreglo  á  las  leyes  qae  lo  regulan.  Así  pues,  si 
el  contrato  de  arrendamiento  no  necesita,  según  el  Código,  constar  por  es- 
crito, habrá  contrato  y  será  válido  y  obligatorio  á  las  parles,  siempre  que,  ce- 
lebrado, puédanlos  interesados  justificarle  y  acreditarle  por  cualquiera  de  los 
medios  de  prueba  que  la  ley  establece,  sin  que  haya  razón  para  obligar  á  las 
partes  á  hacer  constar  por  escrito  ese  contrato,  para  el  que  la  ley  civil  na 

(1)  B.  de  la  D.,  83  Agosto  94.— 6^.  19  Sept. 

(2)  R.  de  la  D.,  9Ü  Agosto  9i.^e.  19  Sept. 
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exige  esa  formalidad.  Pero  aanqae  el  contrato  sea  válido  y  obligatorio,  con- 
forme al  Código  civil,  como  la  ley  del  Timbre  es  también  ley  del  Estado,  el 
que  la  infrinja  incurrirá  en  las  penalidades  qne  en  ella  se  establecen. 

£1  Código  no  da  motivo  ni  pretexto  en  que  fundar  distinción  entre  doea- 
mentó  privado  y  escrito  privado,  porque  además  de  qne  docomento,  para  loa 
efectos  del  Código  y  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  es  todo  escrito  en  que  se 
hace  constar  un  acto  ó  contrato  ó  un  hecho  cualquiera,  para  poderlo  acredi- 
tar cuando  convenga,  el  art.  4S80  del  Código  señala  los  actos  y  contratos  qne 
han  de  constar  en  documento  público,  y  en  su  último  párrafo  sólo  prescribe 
que  deberán  hacerse  constar  por  escrito,  aunque  sea  privado,  los  demás  con- 
tratos en  qne  la  cuantía  de  las  prestaciones  de  uno  de  los  dos  contratantes  ex- 
ceda de  4.500  pesetas.  Este  escrito  será  documento  privado,  y  cualquiera  que* 
sea  su  redacción  ó  forma,  constando  en  él  la  celebración  de  un  contrato,  llena 
el  requisito  exigido  por  el  Código,  y  servirá  para  pedir  en  juicio  la  ejeeadóii 
ó  cumplimiento  de  lo  convenido. 

Finalmente,  no  exigiéndose  sino  que  consten  en  documento  público  loa 
actos  y  contratos  expresados  en  el  art.  4280,  los  certificados  de  los  actos  con- 
ciliatorios llenan  estos  requisitos  y  deben  ser  inscribibles. 


CAPÍTULO  IV 

13e  la  interpretación  de  los  contratos, 


Ari.  t/9Si.  Si  los  términos  de  un  contrato  son  cla- 
ros y  no  dejan  duda  sobre  la  intención  de  los  contratan- 
tes, se  estará  al  sentido  literal  de  sos  cláusulas. 

Si  las  palabras  parecieren  contrarias  á  la  intención  evi- 
dente de  los  contratantes,  prevalecerá  ésta  sobre  aquéllas. 


615.  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  preinserto  art.  1281» 
cuando  las  palabras  ó  términos  de  un  contrato  parecieren  contra- 
rio6  á  la  intención  de  los  contratantes,  debe  prevalecer  ésta  sobre 
aquéllas.— iS.  21  Dic.  95.-^0.  19  Enero  96. 
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616.  No  infrÍDge  la  ley  del  contrato,  ni  lo  dispuesto  en  este  ar- 
ticulo, ni  en  el  1288  del  Código,  referentes  á  la  interpretación  de 
loe  contratos,  la  sentencia  que,  habiéndose  pactado  entre  una 
Ooinpañia  y  un  empleado  de  la  misma,  que  á  éste,  á  más  de  su 
sueldo,  se  le  retribuirían  los  trabajos  de  medición  y  liquidación  de 
obras,  según  los  valorase  un  Ingeniero,  condena  á  la  Compañía  al 
pago  de  los  que  tenía  hechos  al  cesar  en  su  cargo  y  que  fueron  ta> 
sados  por  el  Ingeniero.— iS.  25  Junio  d5.-— O.  18  Sep. 

617.  Si  ejercitada  la  acción  reiyindicatoria,  no  ha  justificado 
el  actor  como  debía  el  dominio  sobre  las  cosas  que  son  objeto  del 
pleito,  la  sentencia  absolutoria  que  así  lo  declara  no  infringe  las 
leyea  1.»  2.*,  6.»,  7.*,  10  y  17,  tít.  8.^  Partida  8.»;  %^  y  8.»,  ti- 
tulo 8.^  de  la  Novísima  Becopilación;  los  artículos  2.^,  núm.  6.^, 
28,  27,  84  y  896  de  la  ley  Hipotecaria,  y  14, 16  y  24  del  Real  de- 
creto de  11  de  Noviembre  del  64.-5.  lá  Die.  91.^0.  2  Marzo  92. 

618.  Haciendo  por  aquel  fundamento  tal  declaración  la  Sala 
sentenciadora,  en  cuanto  á  la  demanda  interpuesta  con  relación  á 
toda  la  extensión  de  un  canal,  por  quien  adquirió  de  la  Adminis- 
tración determinadas  porciones  del  mismo,  no  incurre  el  Tribunal 
en  error  de  hecho  ni  de  derecho  en  los  términos  que  prescribe  el 
núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  infrin- 
ge las  leyes  de  Partida,  ni  de  la  Novísima  Becopilación,  ni  los  ar- 
tículos 414, 1218, 1281, 1282,  1286,  1287, 1461  y  1467  del  Código 
civil,  596  y  597  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  127  de 
la  de  Aguas.— íS.  lá  Dic.  91.-^Q.  2  Marzo  92. 

619.  Limitada  la  obligación  de  un  mandante  en  él  contrato 
para  la  reivindicación  de  un  capital  á  ceder  en  beneficio  de  un 
gestor,  como  retribución  de  servicios  y  remuneración  de  gastos,  la 
mitad  de  los  intereses  que  el  capital  haya  devengado  y  se  acredi- 
ten en  liquidación,  la  sentencia  que  condena  al  primero  á  que  en 
un  cierto  plazo  pague  al  segundo  determinada  cantidad  con  el  ré- 
dito del  6  por  100  desde  la  contestación  á  la  demanda,  infringe  el 
mencionado  contrato  y  este  artículo  del  Código,  si  aparece  que  el 
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obligado  no  ha  recibido  todavía  los  intereses,  y  no  consta  que  sea 
por  su  culpa  ó  negligencia.— S.  29  Dic.  92.— G.  2i  Feb.  93. 

620.  Deduciéndose  de  una  escritura  por  modo  indudable  la 
existencia  de  un  verdadero  contrato  de  préstamo,  y  que  un  extrac- 
to de  cuenta  no  combatido  en  el  pleito  es  complemento  de  aqué- 
lla, cuyos  documentos,  directa  y  estrechamente  ligados  entre  sí, 
jufitiñcan  el  derecho  de  preferencia  de  un  crédito,  al  declararlo 
asi,  y  dar  lugar  en  su  virtud  á  una  tercería,  no  se  comete  infracción 
de  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código.— -5. 4  Ejmto  9á.—Q.  16 
Febrero, 

621.  No  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código 
cuándo  las  cuestiones  relacionadas  con  el  mismo  no  han  sido  opor- 
tunamente planteadas  en  el  juicio  en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  réplica  y  duplica.— 5.  80  Marzo  94.-0.  13  y  21  Sep- 
tiembre. 


'I  la  efectividad  del  derecho  reclarna  el  estadio  de  la  ley  escrita  que  le 
regala  para  penetrar  en  sa  eépírila  cnanto  sea  posible  y  amoldar  á  él  naestra 
conducta  y  nuestras  acciones,  y  son  poco  á  veces,  su  lectura  j  la  reflexión 
mayor  que  podamos  prestar,  ayudados  de  la  jurisprudencia  y  de  las  demás 
fnentes  de  inspiración,  con  macho  mayor  motivo  que  de  la  hermenéutica  ju- 
rídica, deberá  en  ocasiones  echarse  mano  de  reglas  de  interpretación,  coando 
«e  trate  de  interpretar,  de  aplicar  y  de  exigir  el  camptirntento  de  los  deberes 
qne  el  hombre,  convertido  en  legislador  de  sí  mismo,  estableció  contratando 
con  otro. 

Las  laces  de  nn  soto  entendimiento  y  la  faerza  de  reflexión  de  uno  ó  dos 
individuos  que  contratan,  no  garantizan  tanto  la  exteriorizicíón  déla  idea  ni 
sa  pulimento,  como  lo  garantiza  el  concurso  de  las  Corporaciones  qoe,  cons- 
titaíJas  en  Cuerpos  colegisladores^  ó  en  centros  administrativos  saperiores, 
dictan  leyes  y  decretos  de  carácter  general  y  de  indiscutible  camplimiento» 
y  sin  embargo,  iqué  pocas  leyes  contienen  preceptos  tan  claros  qoe  los  en- 
tiendan todos,  cual  fué  el  propósito  de  los  legísladoresl 

Pues  bien:  los  contratos  son  leyes  menos  solemnes  y  de  mucha  menor 
irradiación,  pero  de  tanta  eflcacia  y  tan  obligatorias  como  las  qao  emaaan 
•de  los  Poderes  públicos,  y  necesitan  por  consiguiente  las  obligadas  reglas  de 
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interpretación.  Los  artícnlos  preinsertos  llenan  en  lo  posible  tal  misión,  y  la 
jurisprodeneía  será  la  brújala  qae  paede  gaiarnos  en  las  inmensas  lagañas 
qne  la  práctica  dejará  ver  frecoen  temen  te. 

Esto  snpnesto,  establecido  por  el  art.  1714  del  Código,  qne  el  mandatario 
no  pnede  traspasar  los  límites  del  mandato,  los  qne  han  de  contratar  con  apo  - 
derado,  y  los  foncionarios  públicos  qjoe  en  ano  ó  en  otro  concepto  tengan  qae 
apreciar  la  validez  y  eficacia  de  tales  contratos,  atenderán  á  los  términos  li- 
terales del  mandato,  como  la  primera  faente  á  qne  hay  qne  acndir  para  juz- 
gar de  aquellos  límites,  siendo  lícito  é  imprescindible  invocar  la  evidente  in- 
tención del  mandante  coando  las  palabras  de  la  escritnra  parecieren  á  elia 
contrarias. 

Así,  pnes,  otorgado  por  nna  mnjer  poder  á  sa  marido  facaltándole  «para 
vender  todos  ó  parte  de  sos  bienes— excepción  hecha  de  nna  casa  y  anas  tie- 
rras  qne  expresamente  se  reserva, — ^así  como  para  cederlos,  permutarlos  ó  hi- 
potecarlos caando  tome  dinero  á  préstamo»,  se  demaestra  evidentemente  la 
intención  de  la  poderdante  de  reservar  esas  Ancas,  guardándolas  para  en  ade  - 
lahle  en  sn  excIaMvo  dominio,  ó  por  lo  menos  sustrayéndolas  á  la  acción  de 
sa  mandatario;  y  si  el  marido,  en  virtud  del  poder  expresado,  hipotecare  di- 
cha casa  y  tierras  en  garantía  de  un  préstamo,  no  sería  válido  ni  inscribible 
el  contrato,  pnes  tal  hipoteca  'pugna  con  la  evidente  intención  de  la  man- 
dante, que  aan  qne  contradicha  por  las  palabras  con  qne  está  conferido  ei  po- 
der^  merece  preferencia  sobre  éstas  (4). 


Art.  1949.  Para  juzgar  de  la  intención  de  los  con- 
tratantes; deberá  atenderBO  principalmente  á  los  actos  de 
éstos,  coetáneos  y  posteriores  al  contrato. 


622.  No  existe  infracción  de  los  artículos  1281, 1282  y  1289  del 
Código  civil  cuando  se  trata  de  una  escritura  redactada  en  ténni^ 
nos  tan  claros,  explícitos  y  categóricos  que  no  necesiten  interpre* 
tación  ni  se  presten  á  la  menor  duda. — S.  14  Od.  92.^0. 19  Dic. 

62S.  No  es  aplicable  el  art.  1282  del  Código  civil,  cuando  las 
cláusulas  de  un  contrato,  por  lo  explícitas  y  terminantes,  no  se 

<!)    B.  de  la  D.,  16  Dio.  91.-17.  11  Bnaro  92. 

TOKo  n  m 
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prestan  á  la  menor  duda,  ni  necesitan  interpretación.—  i9.  ílff  Ot* 
tuhre  dl.—G.  5  LHc. 

624.  El  contrato  de  cesión  de  muebles,  en  el  cual  la  cedente  se 
reservó  el  dominio  de  ellos  hasta  que  recibiese  el  precio,  es  per- 
fectamente lícito  y  obligatorio  entre  los  que  lo  celebraron,  y  en 
nada  se  opone  á  los  preceptos  legales  contenidos  en  este  artículo. 
—S.  16.  Feb.  U.—O.  BO  Marzo. 


Ari.  1983.  Cualquiera  que. sea  la  generalidad  de 
los  términos  de  un  contrato,  no  deberán  entenderse  com- 
prendidos en  él  cosas  di8tintas  y  casos  diferentes  de  aque- 
llos sobre  que  los  interesados  se  propusieron  contratar  (1). 


625.  Limitada  la  obligación  de  un  mandante,  en  el  contrato 
para  la  reivindicación  de  un  capital,  á  ceder  en  beneficio  de  un 
gestor,  como  retribución  de  servicios  y  remuneración  de  gastos,  la 
mitad  de  los  intereses  que  el  capital  haya  devengado  y  se  acredite 
en  la  liquidación,  la  sentencia  que  condena  al  primero  á  que  en 
un  cierto  plazo  pague  al  segundo  determinada  cantidad  con  el  réi* 
dito  del  6  por  100  desde  la  contestación  á  la  demanda,  infringe 
el  mencionado  contrato  y  este  artículo  del  Código,  si  aparece  que 
el  obligado  no  había  recibido  todavía  los  intereses,  ni  consta  que 
sea  por  su  culpa  ó  negligencia.— 5.  29  Die.  92.— Q.  2á  Féb.  98. 

626.  Al  establecerse  en  un  contrato  de  venta  de  maderas  que 
las  labradas  se  entregasen  en  punto  determinado  y  terrenos  que 
designase  el  comprador,  siendo  de  cuenta  de  éste  los  gastos  de 
conducción  y  custodia  por  el  río,  que  era  donde  habían  de  ponerse 
á  tumbo  de^gua  por  el  vendedor,  claramente  se  desprende,  aun- 
que no  lo  exprese  la  estipulación  terminantemente,  que  la  conduc- 
ción estaba  encargada  al  comprador  por  consentimiento  de  loe 
contratantes;  y  que  habiéndolo  entendido  así  el  Tribunal  a  quo,  in- 


(1)     VéM«,  «a  •!  art.  1981,  U  MUtonoU  de  25  Junio  1S06. 
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teipretando  rectamente  las  cláuealas  del  contrato,  no  bóIo  por  el 
sentido  que  entrañan,  sino  por  otras  pruebas,  y  entre  ellas  la  co- 
rrespondencia del  vendedor,  que  atribula  semejante  inteligencia  al 
contrato  al  atribuir  al  vendedor  el  retraso  ó  morosidad  en  el  embar- 
que, no  infringe  el  precepto  de  este  artículo.-— /S.  6  Mayo  QS.—G. 
16  Agosto. 


ilrt.  1981.  Si  alguna  cláusula  de  los  contratos  ad- 
mitiere diversos  sentidos,  deberá  entenderse  en  el  más 
adecuado  para  que  produzca  efecto. 

Ari.  1985.  Las  cláusulas  de  los  contratos  deberán 
interpretarse  las  unas  per  las  otras,  atribuyendo  á  las  du- 
dosas el  sentido  que  resulte  del  conjunto  de  todas  (1). 


627.  No  te  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código, 
cuando  las  cuestiones  relacionadas  con  el  mismo  no  han  sido 
oportunamente  planteadas  en  el  juicio  en  los  escritos  de  demanda 
y  contestación,  réplica  y  duplica. — S,  30  Marzo  94. — G.  13  y  21 
SepHembre. 

628.  Siendo  lícitas  y  legalmente  válidas  las  condiciones  esta- 
blecidas en  contrato  de  arrendamiento  de  una  mina,  relativas  á  que 
dentro  de  ios  tres  primeros  meses  de  la  fecha  de  la  escritura  ha- 
bían de  empezarse  los  trabajos  de  explotación,  y  que,  no  hacién- 
dolo así,  perderían  los  arrendatarios  el  derecho  al  contrato,  que 
quedaría  rescindido  y  sin  efecto  jurídico  alguno,  es  evidente  que 
al  no  comenzar  la  explotación  de  la  mina  dichos  arrendatarios  y 
renunciar  al  contrato,  se  ajustaron  á  lo  convenido,  quedando  extin- 
guidas sus  obligaciones,  y  como  consecuencia,  la  cláusula  penal, 
coya  aplicación  supone  la  existencia  del  contrato,  y  qoe  no  puede 
imponerle  á  lo  que,  sobre  llevar  su  sanción  expresa  en  el  mismo, 
implica  su  cumplimiento  y  el  ejercicio  de  un  derecho;  de  lo  cual  se 

(1)    TéMe,  OH  el  arfc.  1998,  la  sentanoi*  da  9  líayo  1866. 
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deduce  que»  al  estimarlo  asi  el  Tribunal  sentenciador,  no  infringe 
los  preceptos  de  los  artículos  1284  y  1285,  que  son  inaplicables  ai 
caso  mencionado. — S.  15  Marzo  95, — O.  27  Julio. 


Ari.  1980.  Las  palabras  que  puedan  tener  distin- 
tas acepciones  serán  entendidas  en  aquella  que  sea  más 
conforme  á  la  naturaleza  y  objeto  del  contrato. 

Art.  1987.  El  uso  ó  la  costumbre  del  país  se  ten- 
drán en  cuenta  para  interpretar  las  ambigüedades  de  los 
contratos,  supliendo  en  éstos  la  omisión  de  cláusulas  que 
de  ordinario  suelen  establecerse. 

Ari.  1988.  La  interpretación  de  las  cláusulas  oscu- 
ras de  un  contrato  no  deberá  favorecer  á  la  parte  que  hu- 
biese ocasionado  la  oscuridad. 


629.  Es  requisito  esencial  de  todo  contrato,  ya  sea  mercantil  ó 
puramente  civil,  que  recaiga  sobre  objeto  licito  no  contrario  á  las 
leyes,  á  la  moral  ni  al  orden  público,  y  no  pueden  estimarse  como 
tales  unos  pactos  reservades,  cuya  tendencia  es  alterar  el  precio  de 
las  cosas,  coartando  la  libertad  de  la  contratación  y  del  trabajo,  y 
regulando  sus  condiciones,  con  cuyas  bases  no  es  lícito  establecer 
vínculo  alguno  eficaz  de  derecho;  y  en  su  consecuencia,  la  senten- 
cia que  declara  la  nulidad  de  una  escritura  de  sociedad  cuyos  re- 
glamentos contienen  esos  pactos,  y  la  falta  de  derecho  para  recla- 
mar su  cumplimiento,  no  infringe  las  disposiciones  legales  referen- 
tes al  valor,  eficacia,  importancia  é  interpretación  de  los  contratos. 
—8,  15  Enero  94.-0.  7  Feb. 


Art.  1989.  Cuando  absolutamente  fuere  imposi- 
ble resolver  las  dudas  por  las  reglas  establecidas  en  los 
artículos  precedentes,  si  aquéllas  recaen  sobre  circunstan- 
cias  accidentales  del  contrato,  y  éste  fuere  gratuito,  se  re- 
solverán en  favor  de  la  menor  transmisión  de  derechos  é 


'libbo  cuarto.— título  il— abts.  1282  A  1289  801 

intereses.  Si  el  contrato  fuere  oneroso,  la  duda  Be  resolverá 
en  favor  de  la  mayor  reciprocidad  de  intereses. 

Si  las  dudas  de  cu3'a  resolución  se  trata  en  este  articulo 
recayesen  sobre  el  objeto  principal  del  contrato,  de  suerte 
que  no  pueda  venirse  en  conocimiento  de  cuál  fué  la  in- 
tención ó  voluntad  de  los  contratanteSi  el  contrato  será 
nulo. 

630.  No  existe  infracción  de  los  artículos  1281, 1282  y  1289  del 
Código  civil,  cuando  la  escritura  está  redactada  en  términos  tan 
claros,  explícitos  y  categóricos,  que  no  necesitan  interpretación  ni 
se  prestan  á  la  menor  duda. — S.  14  OcL  92. — O.  19  Dic, 

631.  Aun  en  el  caso  de  que  entre  los  diversos  pactos  de  una 
escritura  existiesen  contradicciones  y  confusión,  y  de  que  debieran 
interpretarse  en  el  sentido  más  favorable  al  obligado  las  palabras 
contenidas  en  una  de  las  cláusulas,  si  entendidas  lisa  y  llanamen- 
te no  permiten  abrigar  duda  alguna  respecto  de  la  obligación  con- 
traída de  realizar  la  venta  de  una  finca  en  día  determinado  ó  quin- 
ce después,  si  no  se  reintegraba  el  capital  prestado  ó  no  satisfacía 
los  intereses  del  segundo  semestre,  al  apreciarlo  así  la  Sala  senten- 

,  dadora  no  comete  infracción  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1289  del 
Código.— 5.  i.<>  Marzo  55.— O.  25  Julio. 


CAPITULO   V 

De  la  reBcisión  de  los  conti^tos. 


hTt.  1900.    Los 'contratos  válidamente  celebrados 
pueden  rescindirse  en  los  casos  establecidos  por  la  ley. 

Art.  ISOl .    Son  reecindibles: 

1.^    Los  contratos  que  pudieren  celebrar  los  tutores 
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sin  autorización  del  consejo  de  familia,  «empve  qae  laa 
personas  á  quienes  representan  hayan  sufrido  lesión  en 
más  de  la  cuarta  parte  del  valor  de  las  cosas  que  hubiesen 
sido  objeto  de  aquéllos. 

2.^  Los  celebrados  en  representación  de  los  ausentes, 
siempre  que  éstoé  hayan  sufrido  la  lesión  á  que  se  refiere 
el  número  anterior  (1). 

3.^  Los  celebrados  en  fraude  de  acreedores,  cuando 
éstos  no  puedan  de  otro  modo  cobrar  lo  que  se  les  deba. 

4.^  Los  contratos  que  se  refieran  á  cosas  litigíosast 
cuando  hubiesen  sido  celebrados  por  el  demandado,  sin 
conocimiento  y  aprobación  de  las  partes  litigantes  ó  de  la 
Autoridad  judicial  competente. 

5.^  Cualesquiera  otros  en  que  especialmente  lo  deter- 
mine la  ley. 

682.  Los  artículos  1291  y  1297  del  Código  no  son  aplicables  al 
caso  en  que  el  demandado  ejecutivamente  lo  fué  por  obligación 
que  contrajo  en  su  propia  y  natural  personalidad  independiente- 
mente de  la  participación  que  tenía  en  una  sociedad  en  cuya  re- 
presentación obró  al  otorgar  ciertas  escrituras;  y  siendo  dichas  per- 
sonalidades perfectamente  distintas,  no  es  posible  atribuir  á  actos 
realizados  por  la  sociedad  los  mismos  efectos  que  si  aquéllos  hu- 
biesen sido  ejecutados  por  un  partícipe  con  el  carácter  particular 
con  que  se  obligó.— iS.  16  Mayo  95,— G.  26  Agosto, 

""""•'-—  Art.  19Ü9.  Son  también  rescindibles  los  pagos  he- 
chos en  estado  de  insolvencia  por  cuenta  de  obligaciones 
á  cuyo  cumplimiento  no  podía  ser  compelido  el  deudor  al 
tiempo  de  hacerlos. 

,  Ari.  I^B03.    Ningún  contrato  se  rescindirá  por  le- 

sión, fuera  de  los  casos  mencionados  en  los  números  I.^ 
y  2.0  del  art.  1291  (2). 

(1)     Véanse,  como  oonoordantes,  loa  artioulos  1479  y  1488. 
(9)     Véase,  oomo  conoordante,  el  art.  1296. 


LIBRO  CUARTO.— TfTULO  n.r--ART8.  1290  A  1296  608 

633.  Lo  mismo  las  Decretales  en  los  capítulos  3.^  y  6.^,  tit.  17, 
De  escupiume  ei  venditione,  que  las  leyes  2.^  y  8.^,  Código  De  res- 
tindtnda  t;eiult<t<me—derecho  vigente  en  Cataluña,— establecen  que 
cuando  la  venta  es  rescindible  por  lesión,  procede  la  mutua  resti- 
tución de  la  cosa  y  del  precio  si  el  comprador  no  optare  por  com- 
pletar el  justo  precio,  y  por  lo  tanto,  infringe  dichas  disposiciones 
legales  la  sentencia  que  condena  al  demandado  á  la  restitución  de 
.la  finca  mediante  la  devolución  del  precio,  privándole  de  la  opción 
-que  la  ley  le  concede.— iS.  16  Enero  55.— (?.  15  Abril. 

"  '  ^-<  Art.  1994.  La  acción  de  rescisión  es  subsidiaria; 
no  podrá  ejercitarse  sino  cuando  el  perjudicado  careica 
de  todo  otro  recurso  legal  para  obtener  la  reparación  del 
perjuicio. 

Ari.  1905.  La  rescisión  obliga  á  la  devolución  de 
las  cosas  que  fueron  objeto  del  contrato  con  sus  frutos,  y 
del  precio  con  sus  intereses;  en  consecuencia,  sólo  podrá 
llevarse  á  efecto  cuando  el  que  la  haya  pretendido  pueda 
devolver  aquello  á  que  por  su  parte  estuviese  obligado. 
Tampoco  tendrá  lugar  la  rescisión  cuando  las  cosas 
objeto  del  contrato  se  hallaren  legalmente  en  poder  de 
terceras  personas  que  no  hubiesen  procedido  de  mala  fe. 
En  este  caso  podrá  reclamarse  la  indemnización  de 
perjuicios  al  causante  de  la  lesión. 


634.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  lo 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu- 
cir intereses  de  cantidades  ilíquidas;  y  lo  son  todas  aquellas  en 
que  precipa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto. — S,  10  Di- 
aembre  94, — O,  2  Marzo  95. 

A  ri .  t5BOO.  La  rescisión  de  que  trata  el  núm.  2.^ 
del  art.  1291  no  tendrá  lugar  respecto  de  los  contratos  ce- 
lebrados con  autorización  judicial. 


f- 
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„^  hrt.  1X97.  Se  preramen  celebrados  en  fraude  dih 
acreedores  todos  aquellos  costraios  por  yirtud  de  k»  cua- 
les el  deador  enajenare  bienes  á  titulo  gratuito. 

También  se  presumen  fraudulentas  las  enajenacioneB- 
á  titulo  oneroso»  hechas  por  aquellas  personas  contra  las 
cuales  se  hubiese  pronunciado  antes  sentencia  condena- 
toria en  cualquier  instancia  ó  expedido  mandamiento  de- 
embargo  de  bienes  (1). 


636.  Declarado  en  una  sentencia  como  fundamento  de  hecho», 
indiscutible  en  casación  cuando  no  se  invoca  el  núm.  7.^  del  ar- 
ticulo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  una  venta  ee 
fraudulenta  y  hasta  simulada,  que  por  ella  el  acreedor  no  puede 
cobrar  los  créditos  no  garantidos  con  hipoteca,  y  que  el  adquirente 
fué  participe  del  engaño,  y  siendo  rescindible  el  contrato  por  talea 
fundamentos,  conforme  al  nüm.  8.^  del  art.  1291  del  Código,  al  de- 
cidir  la  sentencia  en  conformidad  al  mismo,  no  infringe  el  art.  40* 
de  la  ley  Hipotecaria  ni  el  1297  del  Código,  que  sólo  establecen 
presunciones  de  fraude,  mediante  las  cuales  se  llega  al  mismo  re- 
sultado.—5.  26  Od.  95.^G.  17  Nov. 

686.  Si  bien  conforme  á  este  articulo  del  Código,  se  presumen 
fraudulentas  las  enajenaciones  hechas  por  aquellas  personas  con- 
tra las  cuales  se  hubiese  dictado  antes  sentencia  condenatoria  ó 
expedido  mandamiento  de  embargo,  dispone  el  84  de  la  ley  Hipo- 
tecaria que  los  contratos  que  se  otorguen  por  quien  aparezca  en  el 
Registro  con  derecho  para  ello,  una  vez  inscritos,  no  se  invalidan 
en  cuanto  á  los  que  con  aquél  hubieren  contratado  por  titulo  one- 
roso, aunque  deppués  se  resuelva  el  derecho  del  otorgante  en  vir» 
tud  de  causas  que  no  consten  claramente  del  mismo  Registro,  y 
deduciéndose  de  este  precepto,  que  ni  la  sentencia  condenatoria 
ni  el  mandamiento  de  embargo,  que  son  los  actos  en  que  dicha 
presunción  legal  se  funda,  producen  efecto  alguno  en  perjuicio  del 


(1)     V4afl«»  en  el  «rt.  1291»  U  Mnt.  16  Mayo  96«  y  eomo  eoüoordantM,  1m 

tíevios  eia  j  rm. 
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comprador  ctíando  no  resultan  anotados  sobre  la  finca  vendida,  es 
claro  qne  i^ubordinada  cual  lo  está  la  ley  común  á  la  especial,  no 
cabe  rescindir  como  fraudulenta  la  enajenación  si  no  se  acredita 
por  otros  medios  la  complicidad  del  adquirente  en  el  fraude  atri- 
buido al  Tendedor.— S^.  28  Dic.  92.— Q.  9  Enero  9B. 

6S7.  Al  desestimar  una  tercería  de  dominio  y  dar  lugar  á  la 
acción  rescisoria  opuesta  á  ella,  á  pesar  de  no  haberse  probado  la 
complicidad  del  comprador  del  inmueble  en  el  fraude  atribuido  al 
vendedor,  se  infringe  por  indebida  aplicación  el  art.  1297  del  Có- 
digo civil.— 5.  28  Lie.  92.— G.  9  Enero  98. 


k 


.A  oota  marginal  i  que  se  refieren  los  artfealos  38,  39  y  40  del  Regla- 
mento general  dictado  para  la  ejecnción  de  la  ley  Hipotecaria,  es  nn  adento 
del  Registro  qne  pertenece  al  número  de  los  qoe  dorante  la  tramitación  de 
un  jaicio  dan  pobtieidad  á  éste  con  respecto  de  tercero,  á  fin  de  qoe  el  de- 
mandado no  baga  imposible  con  actos  propios  la  ejecución  del  fallo  qne  en 
so  día  recaigs;  de  cuyo  concepto  general  es  consecnencia  lógica  igualar  los 
efectos  de  dicba  nota  á  los  que  producen  las  anotaciones  judiciales,  regidos 
por  el  art.  71  de  dicba  ley,  que  consiente  la  enajenación  y  gravamen  de  loa 
bienes  anotados  en  general,  y  por  ende,  de  los  qne  lo  fueron  para  dar  garantía 
á  la  ejecnción  de  las  sentencias;  á  más  de  que  el  Tribunal  Supremo,  en  sen- 
tencias de  SSde  Enero  de  4869,  S8  de  Mayo  de  4874  y  30  de  Diciembre  de 
4876,  tiene  sentada  la  doctrina  de  que  son  enajenables  los  bienes  embargado» 
y  anotados;  doctrina  que  obedece  al  principio  capital  de  que  no  es  justo  mer- 
mar el  dominio  despojándole  de  so  prerrogativa  más  preciada  por  el  mero 
faecho  de  la  incoación  de  una  demanda  qne  muy  bien  podieri  ser  temeraria  ó 
injosta. 

£a  esa  tendencia  se  inspira  el  Código  civil,  que  al  declarar  en  el  artículo 
qoe  nos  ocnpa  qoe  se  presumen  fraudulentas  las  enajenaciones  á  título  one- 
roao,  bechas  por  personas  contra  las  que  se  bnbiese  expedido  mandamiento, 
de  embargo,  establece  la  posible  rescisión  de  tales  ventas,  ó  lo  que  es  igual 
su  perfecta  valides,  dado  que,  septin  el  art.  4290,  sólo  pueden  rescindirse  Ios- 
contratos  válidamente  celebrados;  y  si  los  bienes  anotados  judicialmente  fue- 
sen inalienables,  carecería  de  objeto  la  anotación  de  la  prohibición  de  enaje- 
nar, especial  y  distintamente  establecida  por  el  nAm.  4.^  del  art.  4S  de  la  ley 
Hipotecaria. 
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Toda  eiU  doetrina,  aplicada  i  la  eficacia  jarídlea  de  la  nota  margintl, 
aoíoriza  A  cpnclair  que  ésta  és  sólo  nn  aviso  para  tereeros«  maa  no  una  in- 
terdicción para  el  interesado  en  el  asiento,  coya  validas  está  ea  litigio,  ^or- 
qne  participando  la  nota  de  la  índole  de  la  anotación  preventivaí  ea  Ibrsoso 
coinridan  también  en  sus  efectos;  porqne  faera  anómalo  atriboir  i  nna  nota 
mayor  alcance  y  virtualidad  qna  á  ana  anotación  preventiva:  y  porque  ante 
la  carencia  de  on  tetto  legal  qoe  saqne  de  la  eirenlación  inmnebtea  y  derechos 
inscritos  mediante  asientos  impognados  por  nalos,  lo  más  eonforme  A  los 
pridcipios  del  derecho  es  dejar  A  salvo  el  qoe  proclama  la  libertad  del  domi  - 
nio;  de  coya  manera  es  como  mejor  se  armonizan  los  intereses  del  iateráado 
en  el  asiento,  respetando  so  validez,  mientras  no  resuelva  lo  contrario  nn  Tri- 
bunal competente,  los  del  que  lo  impugna,  dándole  garantías  de  que  el  fallo 
que  persigue  obtendrá  el  debido  cumplimiento;  y  los  de  tercero,  previnién- 
dole de  un  peligro  que  envuelve  la  posible  resolución  de  so  derecho  (I). 


Art.  1998.  El  que  hubiese  adquirido  de  mala  H 
las  cosas  enajenadas  en  fraude  de  acreedoree,  deberá  in- 
demnizar á  éstos  de  los  daños  y  perjuicios  que  la  enaje- 
nación les  hubiese  ocasionado,  siempre  que  por  cualquier 
causa  le  fuere  imposible  devolverlas. 

638.  La  declaración  de  la  existencia  del  daño,  simulación  ó 
fraude  en  perjuicio  de  tercero,  que  imponen  al  que  los  causa  la 
obligación  de  indemnizar,  son  cuestiones  de  hecho  sujetas  ¿  la 
apreciación  del  Tribunal  sentenciador,  y  aun  éste,  en  uso  de  vqb 
facultades,  por  el  resultado  de  las  pruebas  puede  afirmar  la  no 
existencia  de  la  mala  fe  en  fraude  de  acreedores  que  pudiera  djur 
lugar  á  la  indemnización  de  perjuicios  á  que  se  refiere  el  ari.  1296 
del  Código,  y  tal  apreciación  reviste  el  carácter  de  firme  ó  irrevo- 
cable si  no  es  impugnada  en  forma  debida.— S".  IS  Féb.  95.^0. 
12  Junio. 


Art.  1909.    La  acción  para  pedir  la  rescisión  dura 
cuatro  años. 


(1)     B.  de  U  D.,  SB  JnUo  OS.— <7.  4  Oot. 
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Para  !a8  personas  aujeta^i  á  tutela  y  para  los  ausentes, 
los  cuatro  años  no  empezarán  hasta  que  haya  cesado  la 
incapacidad  de  loe  primeros,  ó  sea  conocido  el  domicilio 
de  los  segundos. 

689.  La  prescripción  por  un  año  de  la  acción  rescisoria,  á  con- 
tar desde  la  fecha  de  la  enajenación  fraudulenta,  ha  sido  estable- 
cida por  el  art.  37  de  la  ley  Hipotecaria  por  modo  cierto  y  expli- 
dto  en  favor  de  los  terceros,  ó  sea,  según  la  definición  que  de  este 
concepto  hace  el  27  en  favor  de  los  que  no  han  intervenido  en  el 
acto  ó  contrato  inscrito,  siendo  por  ello  incuestionable  qtie  aquel 
beneficio  no  alcanza  al  que  interviene  en  el  contrato  como  compra-  ^ 
dor,  por  lo  que  el  Tribunal  a  quo  no  incurre  en  error  de  derecho  al 
no  admitir  en  el  caso  expresado  la  prescripción  alegada  por  el  trans- 
curso de  un  año,  y  estimar  que  la  acción  ejercitada  no  prescribe 
hasta  los  cuatro,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1299  del  Código, 
aplicable  en  general  á  todas  las  acciones  rescisorias  con  la  excep- 
ción consignada  en  la  citada  ley  Hipotecaria  en  favor  de  los  terce- 
ros.—/?. 25  Oct,  95,-0.  ITNov. 


lESCINBIB  un  contrato  equivale  i  invalidirle  j  i  cortar  tas  efectos. 
Claro  es  qae  para  iovalidar  im  acto  cualquiera  hay  qne  suponer  su  existencia 
y  valides  anterior,  ponfue  lo  que  jamás  valió  no  poede  invalidarse  en  tiempo 
alguno.  Como  los  actos  humanos  conscientemente  realixados  tienen  un  fia 
^econcebido  y  á  ello  ttnieamente  se  encaminan,  suprimirles  el  fin  esquitarles 
su  eficacia,  su  efectividad «  su  ser. 

Y  esto  es  predsaaiente  á  lo  que  se  llama  rescisión. 

Por  eso  se  confnndia  en  lo  antiguo  con  la  nulidad;  porque  á  la  postre,  se 
asemejan  en  la  insttb>isteneia,  como  el  ciego  de  nación  y  el  ciego  por  lestón, 
que  ambos  carecen  del  beneficio  de  la  lúa  por  la  insubsistencia  y  privación  del 
sentido  de  la  vista;  pero,  asi  como  no  es  igual  para  ambos  el  no  haber  visto 
jamás,  y  el  haber  visto  y  no  ver,  tampoco  es  igual,  haciendo  aplicación  del 
símil,  el  haber  nacido  un  aeto  á  la  luz  de  la  existencia  juriilica,  y  el  no  haber 
respirado  siquiera  el  aliento  de  la  vida,  ni  afectar  más  condiciones  que  laa  de 
una  informe  fetación,  que  es  en  lo  que  eonsiste  I*  nulidad. 
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£1  Código  ba  tenido  buen  caidado  en  ao  eonfondír  la  nolidad  con  la  res- 
cu\6n,  como  vinieron  eonfandidat  en  el  Código  alfonainov  en  el  qae  indis- 
liotameute  se  eroplearoo  amboa  concepto»;  porqoe  la  rescisión  y  la  oalidadt 
á  pesar  de  la  semejanza  qne  hemos  apontado,  no  son  cosu  ¡goales  en  el  de- 
recho, por  mU  qae  algnnas  veces  se  confundan  sos  efectos,  lias  como  estos 
sólo  pueden  obtenerse  á  virtud  de  ona  resolación  definitiva,  tomada  por  pro- 
pio asentimiento  entre  todos  los  interesados  qae  en  ello  convengan,  ó,  re- 
suelta  por  la  A otorídad  judicial  competente  i  virtud  de  reclamación  concreta 
y  oportuna  de  parte  interesada  que  tenga  derecho  para  ello,  es  evidente,  que, 
en  ano  y  otro  caso,  tendrán  que  tenerse  en  cuenta  las  causas  ocasionales  de 
aquella  resolación,  porque,  sin  un  motivo  inductivo  de  la  rescisión  ó  de  la 
nulidad,  no  podrá  ser  una  ni  otra  reconocida  ni  alcanzada.  Ambas  son  efecto 
de  una  cau^a  preexistente,  que,  patentizada  en  forma  debida,  y  estimada 
como  vicio  ó  defecto  suficiente,  concluirá  por  invalidar  el  acto  en  que  concu- 
rrió. Por  eso,  y  porque  no  todas  las  faltas  que  se  echen  de  ver  en  los  actos 
jurídicos,  como  en  toda  obra  humana,  han  de  motivar  su  destrucción,  sino 
que  pueden  considerarse  como  veniales,  subsanables  é  inapreciables,  hay  que 
conocerlas  en  sí  mismas  para  cluifiearlas  cual  corresponde,  y  hacerlas  valer 

Para  conseguir  esto,  se  hace  indispensable  estudiar  la  naturaleza  de  la 
causa  ocasional  del  vicio  ó  defecto,  puesto  que  nadie  puede  conocer  bien 
aquello  cuya  generación  ignora,  y  en  ese  estadio,  la  primera  diatinción  con- 
sistirá en  el  carácter  originario  ó  derivativo,  agrupando  bajo  aquel  enunciado 
las  cauf>as  inductivas  de  nulidad,  y  bajo  éste  las  de  resciiiény  que  es  el  meto* 
do  seguido  por  el  Código,  cuya  enumeración  comienza  en  las  rescisorias. 

£1  medio  de  reclamar  la  rescisión  ó  la  nulidad  en  juicio,  se  llama  acción 
de  rescisión  y  acción  de  nulidad,  que  se  convierten  en  excepciones  cuando  no 
se  deducen  en  la  demanda  por  el  actor,  sino  en  la  contestación  por  el  deman- 
dado á  quien  se  redama  en  juicio  el  cumplimiento  de  ana  obligación  dimanada 
de  un  contrato  reseisorio  ó  nulo.  En  uno  d  otro  caso,  quien  alegue  de  tal 
suerte  contra  un  acto  jurídico  qae  trate  de  invalidar,  deberá  estar  asistido  de 
derecho  para  ello;  esto  es,  tener  interés  directo;  porqoe  de  otra  suerte,  eaales' 
quiera  que  sean  las  causas  de  rescisión  ó  los  vicios  de  nulidad  de  un  aoto  ó 
contrato,  no  podrán  causar  su  invalidación  porque  nadie  puede  ojerdtar  en 
juicio  una  acción  cuyo  oso  no  le  corresponda  (4),  y  podrá  exce] 
con  la  perentoria  tine  actiane  üffis. 


(1)  6«nt.  BA  lí*yo  CO.  Acción  M  el  medio  de  redamar  en  jnieio  nneetras 
y  ha  de  ejercitarse  oon  eigeción  á  las.  reglas  establecidas.  XI  mal  oso  qna  de  las 
aeeiones  se  baga,  eqniyale  k  no  ejercitarlas,  y  qnien  no  usa  de  ellos  oon  arreglo  4 
lo  dispuesto  en  las  leyes,  nada  hace,  según  el  principio:  «lo  que  es  contrario  k  la 
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A  nadie  le  es  lícito  volver  contra  sas  propios  actos,  j  habrá  ocasión  en 
^e,  concarriendo  algana  eaosa  rescisoría  en  an  acto  ó  contrato,  no  podrí 
tampoco  hacerse  valer  por  aqnel  qne  dio  lagar  ó  contribnyó  á  ella;  y  podría 
dar  también  ocasión  i  la  misma  excepción  perentoria  indicada. 

Estas  acciones  jndiciales,  lo  mismo  pneden  ser  ejercitadas  por  aquellos  á 
quienes  afecta  el  vició  ó  defacto  qne  las  motiva,  como  por  sos  sucesores  ó 
derechohabientes,  con  tal  que  no  hayan  prescrito;  poes  el  tiempo,  co- 
rriendo válidamente  de  momento  á  momento,  llegará  á  prescribirlos  sin  qne 
necesite  del  concurso  de  ningún  otro  factor,  como  coando  se  trata  de  la  pres- 
erípeión  adquisitiva. 

Los  artículos  preinsertos  determinan  con  bastante  precisión  los  casos  en 
4{ne  procede  la  rescisión,  comenzando  con  la  forma  genérica  del  1S90,  que 
dice:  «en  los  establecidos  por  la  ley».  Es  cierto  que  de  esta  abanera  no  se  ye* 
rra;  pero  casos  habrá  en  que  sin  la  disposición  legal  que  lo  prefije,  procederá 
también  la  rescisión:  por  ejemplo,  cuando  los  mismos  contratantes,  previendo 
circunstancias  interesantes,  hayan  prefljado  como  causa  de  rescisión  del  con- 
trato celebrado  un  acontecimiento  especial  ó  un  motivo  determinado. 

Los  demás  extremos  referentes  á  los  casos  legales  de  rescisión,  así  como 
el  plazo,  término  ó  tiempo  hábil  para  ejercitar  enjuicio  la  acción  de  rescisión, 
están  detallados  en  los  artículos  que  encabfzan  este  comentario,  sin  que  auto- 
ricen mayores  lucubraciones,  como  están  igualmente  marcados  los  efectos  que 
produce  la  rescisión  de  un  contrato  y  las  causas  por  las  coales  cesa  la  acción 
de  rescisión,  las  cuales  se  entenderán  con  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  36  y  37  de  ley  Hipotecaría,  según  los  cuales,  no  se  darán  las  ac- 
ciones rescisorías  y  resolutorias  contra  tercero  que  haya  inscrito  los  títulos 
de  sus  respectivos  derechos  coando  procedan  de  cansas  que  no  consten  explí» 
oitamente  en  el  Registro. 

Finalmente,  después  de  la  publicación  del  Código,  y  dado  el  precepto  de 
an  art.  It93,  ningún  contrato  se  rescinde  por  lesión,  por  lo  que,  ana  estando 
en  las  atríbuciones  de  los  Registradores--y  no  lo  está  por  ser  de  la  exclusiva 
eompetencia  de  los  Tribunales  de  jnsticia— el  recbszar  la  inscripción  de  aque- 
llos contratos  que  se  reputaron  rescindibles  por  tal  cansa,  sería  notoriamente 
improcedente  el  que  lo  realizaran  cuando  el  contrato  se  hubiere  celebrado  ha- 
llándose en  vfgor  el  citado  cuerpo  legal  (1) . 
■  ■'■■"'       I      II  .1  ■      I  .       I  II 

Uy  es  nulo,  careo*  de  ezUtenoia  joridioa». — Sents.  97  llano  del  B8,  91  Abril  del 
«I  y  7  A^brU  del  eS. 

(1)     E.  de  U  D.,  di  Dio.  98.-0.  ti  Feb.  98. 
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CAPITULO  VI 

I3e  la  nulidad  de  los  contratos. 


A  rt.  1300.  LoB  contratos  ea  que  concorraa  Iob  xe- 
quisitofi  que  expresa  en  el  art.  1261  pueden  ser  anulados» 
aunque  no  haya  lesión  para  los  contratantes,  siempre  que 
adolezcan  de  alguno  de  los  vicios  que  los  invalidan  con 
arreglo  á  la  ley. 


640.  No  se  infringen  los  artículos  1261, 1280  y  1300  del  Código 
civil  por  la  sentencia  que  declara  la  nulidad  de  un  contrato  de  ce- 
sión, porque  dada  la  validez  de  una  escritura  anterior,  los  cedentes 
no  podían  disponer  de  lo  que  en  aquel  cedieron,  y  no  son,  por  con- 
siguiente, aplicables  al  caso  las  disposiciones  legales  que  determi- 
nan la  nulidad  de  los  contratos  por  causas  ó  motivos  que  vician  el 
consentimiento  de  las  personas  que  en  ellos  intervienen. — S.  2é 
Nov.  9á.-^G.  S7  Feh.  95. 

641.  Corregido  el  error  de  suma  que  e/identemente  apareciera 
en  liquidaciones  practicadas  por  un  agente  recaudador  de  contribu- 
ciones y  el  Banco  de  España,  y  en  cuyas  cuentas  había  perfecta 
conformidad  en  el  concepto  y  cuantía  de  las  partidas  de  cargo  y 
data,  sin  que  el  primero  demuestre  que  aquellas  liquidaciones  ado- 
lezcan de  vicio  alguno  de.nulídad,  ni  que  en  su  contra  no  resulte 
el  saldo  para  cuyo  pago  fué  apremiado,  ni  que  por  el  Banco  dejaran 
de  pagársele  á  su  tiempo  los  premios  de  cobranza  que  reclama  en 
la  demanda,  es  visto  que  la  sentencia  absolutoria  no  infringe  las 
disposiciones  de  los  artículos  1300  y  1301  del  Código,  porque  no 
existiendo  error  alguno  en  las  partidas  comprendidas  en  la  liqui- 
dación, que  es  lo  esencial  del  objeto  del  contrato  y  el  punto  en  que 
debía  recaer  el  consentimiento,  no  existe  en  el  prestado  por  las 
partes  para-  aprobarla,  vicio  alguno  de  nulidad  que  pueda  invali- 
darlo.—5.  7  Feh.  95.-^0.  26  Abril. 


.-  j 
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642.  La  ley  22,  Cód.  Dé  adminisiraUione  iutorum  vel  curcUorum, 
prohibe  en  Cataluña  á  los  tutores  y  curadores  enajenar  y  empeñar 
loB  bienes  raices  de  los  huérfanos  sin  previo  consentimiento  y  au- 
torización judicial,  por  lo  que  les  está  permitido  no  solo  arrendar- 
loa,  sino  también  celebrar  por  medio  de  pactos  adjuntos  al  contrata 
de  arrendamiento,  cualquiera  otro  convenio  licito  que  no  afecte  á 
la  integridad  del  dominio  de  la  cosa  arrendada;  y  en  su  virtud,  in- 
fringe dicha  ley  la  sentencia  que  declara  la  nulidad  del  contrato 
celebrado  por  la  madre  como  tutora  de  sus  hijos  por  el  cual  dio  en 
arrendamiento  un  terreno  improductivo  de  los  menores,  pues  aun- 
que juntamente  con  el  arrendamiento  se  convino  por  las  partes 
contratantes  que  los  arrendatarios  edificaran  un  salón  de  baile,  y 
que  el  importe  de  esta  mejora  había  de  abonarse  previamente  al 
desahucio  del  arriendo,  ni  estos  pactos,  ni  el  de  que  el  coste  de  la 
edificación  seria  crédito  sobre  el  terreno  y  al  edificio,  implican 
transmisión  de  dominio  ni  restricción  del  mismo,  ni  siquiera  su 
empeño,  toda  vez  que  al  tenor  de  los  mismos  pactos  no  adquirieron 
los  arrendatarios  acción  real  ni  hipotecaria  sobre  la  cosa  arrendada^ 
—8.  31  Dic.  95.^G.  24  Emro  96. 


/ 

r 


/ 


"^  A  ri.  130  ■ .  La  acción  de  nulidad  sólo  durará  cuatro 
años. 

Este  tiempo  empezará  á  correr: 

En  los  casos  de  intimidación  ó  violencia,  desde  el  día 
•n  que  éstas  hubiesen  cesado; 

En  los  de  error,  ó  dolo,  ó  falsedad  de  la  causa,  desde 
la  consumación  del  contrato; 

Cuando  la  acción  se  dirija  á  invalidar  contratos  hechos 
por  mujer  casada  sin  licencia  ó  autorización  competente». 
desde  el  día  de  la  disolución  del  matrimonio, 

Y  cuando  se  refiera  á  los  contratos  celebrados  por  los 
menores  ó  incapacitados,  desde  que  salieren  de  tutela  (1). 


(1)    VéMd  en  el  artiettlo  anterior  1»  eentenoia  de  7  Feli.  «,  y  como  oonoor- 
daaiei  él  art.  61. 
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Art.  1S09.  Pueden  ejercitar  1a  acción  de  nulidad 
de  loB  contratos  loe  obligados  principal  ó  Bubaidiacia- 
mente  en  virtud  de  ellos.  Las  personas  capaces  no  po- 
drán, sin  embargo,  alagar  la  incapacidad  de  aquellos  con 
quienes  contrataron;  ni  los  que  causaron  la  intimidación 
ó  violencia,  ó  emplearon  el  dolo  ó  produjeron  el  enor, 
podrán  fundar  su  acción  en  estos  vicios  del  contrato. 

643.  No  se  infringe  el  articulo  preinserto  por  la  sentencia  que 
ireconoce  en  el  legatario  de  cosa  especifica  acción  para  pedir  la  nu- 
lidad de  contratos  en  que  no  intervino  como  obligado  principal  ni 
subsidiariamente,  porque  la  disposición  del  precepto  no  excluye  el 
derecho  de  terceros  perjudicados  por  la  obligación  contraída,  cuyo 
remedio  no  puede  menos  de  alcanzar  en  buena  lógica  al  legatario 
que  ve  burlado  su  derecho  por  medio  de  créditos  que  considera  y 
resultan  simulados.— &  83  Sept.  95.-^G.  10  Oct. 


.^  Art.  1303.  Declarada  la  nulidad  de  una  obliga- 
do, los  contratantes  deben  restituirse  recíprocamente  las 
cosas  que  hubiesen  sido  materia  del  contrato,  con  sus  fru- 
tos, y  el  precio  con  los  intereses,  salvo  lo  que  se  dispone 
en  los  artículos  siguientes. 


644.  Rigiéndose  como  se  rigen  por  la  antigua  legislación  los 
actos  celebrados  bajo  su  régimen,  no  hay  términos  hábiles  para 
suponer  infringidos  los  artículos  1803,  1309,  1311,  1812  y  1313  del 
Código  civil,  que  no  son  aplicables  á  la  solución  de  obligaciones 
nacidas  por  actos  ejecutados  bajo  el  imperio  de  la  antigua  legisla- 
ción.—/S.  6  Fd>,  98.^0.  26  Marzo. 

Art.  1304.  Cuando  la  nulidad  proceda  de  la  inca- 
pacidad de  uno  de  los  contratantes,  no  está  obligado  el 
incapaz  á  restituir,  sino  en  cuanto  se.  enriqueció  con  la 
cosa  ó  precio  que  recibiera. 
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645.  Bl  enriquecimiento  á  que  se  refiere  el  art.  1301  del  Có- 
digo oivii,  consiste»  no  en  la  mera  entrega  de  cierta  cantidad  eu 
préétamo  á  un  menor  sin  intervención  de  su  tutor  y  que  no  justi- 
fique su  inversión,  y  sí  en  acreditarse  cumplidamente  por  el  que 
afirma  el  enriquecimiento,  que  la  suma  recibida  por  el  menor  ha 
producido  aumento  ó  beneficio  en  su  patrimonio,  siendo  inaplica- 
bles los  artículos  1269  y  1102  de  dicho  Código;  porque,  exista  ó  no 
dolo,  el  referido  artículo  se  dirige  más  bien  al  dolo  que  tiende  á 
eludir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  es  origen  de  las 
mismas;  concepto  que  se  confirma  por  la^redacción  de  los  artículos 
que  le  subsiguen  y  del  que  le  antecede;  y  siendo  nulos  el  contrato 
y  la  hipoteca  en  él  constituida  y  su  inscripción,  y  no  existiendo 
enriquecimiento  del  menor,  ni,  por  consiguiente,  obligación  en 
éste  de  devolver  la  suma  recibida  á  préstamo,  no  cabe,  sea  cual- 
quiera el  sentido  que  se  dé  al  art.  1308,  que  se  suspenda  la  cance- 
lación de  inscripción  de  una  hipoteca,  cuya  nulidad  se  reconoce. 
— S.  22  OcL  94.— G.  30  Dic. 


Mtí.  1305.  Cuando  la  nulidad  provenga  de  ser  ilí- 
cita la  causa  ú  objeto  del  contrato,  si  el  hecho  constituye 
un  delito  ó  falta  común  á  ambos  contratantes,  carecerán 
de  toda  acción  entre  sí,  y  se  procederá  contra  ellos,  dán- 
dose, además,  á  las  cosas  ó  precio  que  hubiesen  sido  ma- 
teria del  contrato,  la  aplicación  prevenida  en  el  Código 
penal  respecto  á  los  efectos  ó  instrumentos  del  delito  ó 
falta. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  caso  en  que  sólo  hu- 
biere delito  ó  falta  de  parte  de  uno  de  los  contratantes; 
pero  el  no  culpado  podrá  reclamar  lo  que  hubiese  dado, 
y  no  estará  obligado  á  cumplir  lo  que  hubiera  prometido 

^-     Atí.  t30G.    Si  el  hecho  en  que  consiste  la  causa 
torpe  no  constituyere  delito  ni  falta,  se  observarán  las  re- 
glas siguientes: 

1.^  Cuando  la  culpa  esté  de  parte  de  ambos  contra- 
tantes, ninguno  de  ellos  podrá  repetir  lo  que  hubiera  dado 

TOMO    II  W 


514  CÓDIGO  CIVIL     . 

á  virtud  del  contrato,  ni  reclamar  el  cumplimiento  de  lo 
que  el  otro  hubiese  ofrecido. 

2.*  Cuando  esté  de  parte  de  un  solo  contratante,  no 
podrá  éste  repetir  lo  que  hubiese  dado  á  virtud  del  con- 
trato^ ni  pedir  el  cumplimiento  de  lo  que  se  le  hubiera 
ofrecido.  El  otro,  que  fuera  extraño  á  la  causa  torpe,  po- 
drá reclamar  lo  que  hubiera  dado,  sin  obligación  de  cum> 
plir  lo  que  hubiera  ofrecido. 


646.  No  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código 
cuando  las  cuestiones  relacionadas  con  el  mismo  no  han  sido  opor- 
tunamente planteadas  en  el  juicio,  en  los  escritos  de  demanda  y 
contestación,  réplica  y  duplica.— S.  SO  Marzo  94,-0.  13  y  21  Sep* 
iiembre, 

.   647.    Aun  cuando  el  art.  1302  del  Código  concede  la  acción  de 
nulidad  de  los  contratos  á  los  obligados  principal  ó  subsidiaria- 
mente en  virtud  de  ellos,  este  principio,  que  tiene  su  desenvolvi- 
miento en  los  artículos  siguientes,  se  halla  modificado  en  los  casoB 
de  que  la  nulidad  provenga  de  causa  torpe  ó  ilícita,  por  los  1305  y 
1306,  que  niegan  toda  acción  entre  sí  á  los  contratantes  culpables, 
sea  ó  no  el  hecho  constitutivo  de  delito  ó  falta,  por  cuya  razón,  la 
Sala  sentenciadora,  bajo  el  supuesto  establecido  en  la  demanda  de 
que  una  venta  se  simuló  para  asegurar  una  cantidad  en  perjuicio 
de  otro  acreedor,  no  infringe  el  citado  art.  1302,  ni  el  convenio  de 
acreedores  de  la  testamentaría  concursada,  al  negar  á  los  causaba- 
bientes  del  vendedor  la  acción  de  nulidad  del  contrato  simulado, 
declarando  que  ésta  en  todo  caso  correspondería  á  los  acreedores. — 
S.  11  Nov.  96.— G.  7  Dic. 

648.  Según  la  disposición  del  artículo  preinserto,  en  que  ha 
hido  transcrita  la  de  la  ley  3.^,  tít.  5.^,  libro  12  del  Digesto,  cuan- 
do medie  causa  torpe  por  culpa  de  ambos  contratantes^  ninguno 
de  ellos  puede  repetir  ó  reclamar  contra  el  otro;  y  por  lo  tanto,  no^ 
tienen  aplicación  las  leyes  y  preceptos  relativos  á  la  promesa  sin. 


j 


LIBRO  CU ABTO.— TÍTULO  H.— ARTS.   1300  Á  1309  515 

cauea  ó  pago  indebido»  ni  al  que  se  hace  por  error  ó  en  virtud  de 
documento  declarado  falso,  irrito  ó  roto. — S,  27  Dü,  95. — G.  10 
Enero  96. 

— --  Art.  1307.  Siempre  que  el  obligado  por  la  deela- 
ción de  nulidad  á  la  devolución  de  la  cosa,  no  pueda  de- 
volverla por  haberse  perdido,  deberá  restituir  los  frutos 
percibidos  y  el  valor  que  tenia  la  cosa  cuando  se  perdió, 
con  \ou  intereses  desde  la  misma  fecha. 

Apt.  i30S.   Jdientras  uno  de  los  contratantes  no 

realice  la  devolución  de  aquello  á  que  en  virtud  de  la  de- 
claración de  nulidad  esté  obligado,  no  puede  el  otro  ser 
compelido  á  cumplir  por  su  parte  lo  que  le  incumba. 

649.  El  enriquecimiento  á  que  se  refiere  el  art.  1804  del  C<'>digo 
civil,  consiste,  no  en  la  mera  entrega  de  una  cantidad  en  prés- 
tamo á  un  menor  sin  intervención  de  su  tutor,  y  que  no  justifique 
su  inversión,  y  si  en  acreditarse  cumplidamente  por  el  que  afirma 
el  enriquecimiento  que  la  suma  recibida  por  el  menor  ha  produ- 
cido aumento  ó  beneficio  en  su  patrimonio,  siendo  inaplicables 
los  artículos  1269  y  1102  de  dicho  Código,  porque,  exista  ó  no  dolo, 
el  referido  artículo  se  dirige  más  bien  al  dolo,  que  tiende  á  eludir 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones,  que  es  origen  de  las  mismas; 
concepto  que  se  confirma  por  la  redacción  de  los  artículos  que  le 
subsiguen  y  del  que  le  antecede,  y  siendo  nulos  el  contrato  y  la 
hipoteca  en  él  constituida  y  su  inscripción,  y  no  existiendo  enri- 
quecimiento del  menor,  ni,  por  consiguiente,  obligación  en  éste 
de  devolver  la  suma  recibida  á  préstamo,  no  cabe,  sea  cualquiera 
el  sentido  que  se  dé  al  art.  1308,  que  se  suspenda  la  cancelación 
de  inscripción  de  una  hipoteca,  cuya  nulidad  se  reconoce. — 8.  22 
Od.  94.^-0.  30  Dic. 


^   *A,       «4 


*  *'  Art.  ISOO.  La  acción  de  nulidad  queda  extinguida 
desde  el  momento  en  que  el  contrato  haya  sido  confir- 
mado válidamente. 
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650.  Rigiéndose,  como  se  rigen,  por  la  antigua  legislación  lo» 
actos  celebrados  bajo  su  régimen,  no.hay  términos  hábiles  para 
suponer  infringidos  los  artículos  1303,  1309,  1311,  1312  y  1313. 
que  no  son  aplicables  á  la  solución  de  obligaciones  nacidas  de  ac- 
tos ejecutados  bajo  el  régimen  de  la  antigua  le^lación. — 8.  $  Fe- 
brero 93.— G.  26  Marzo 


i%pt.  1 3 1 0.  Sólo  son  confirmables  los  contratos  que 
reúnan  los  requisitos  expresados  en  el  art.  1261. 

• 

Art.  1311.  La  confirmación  puede  hacerse  expresa 
ó  tácitamente.  Se  entenderá  que  hay  confirmación  tácita, 
cuando  con  conocimiento  de  la  causa  de  nulidad  y  habien- 
do ésta  cesado,  el  que  tuviese  derecho  á  invocarla  ejecu- 
tase un  acto  que  implique  necesariamente  la  voluntad  de 
renunciarlo. 


651.    La  ley  44,  tit.  2.^,  Partida  3.^,  se  refiere  al  dolo  causante 
del  contrato,  ó  sea  aquél  en  cuya  virtud  «con  palabras  engañosas 
face  un  orne  obligar  á  otro  por  más  de  lo  que  debe»,  lo  cual  no  es 
aplicable  al  caso  en  que  el  demandado  en  juicio,  sin  indicar  que 
mediase  engaño  al  contraer  la  obb'gación  y  sin  pedir  que  be  decla- 
re nula,  se  limita  á  sostener  equivocadamente  que  el  dolo  consiste 
en  que  el  acreedor  ha  retenido  en  su  poder  unos  pagarés  y  los  ^ 
presentado  en  juicio,  y  alegar  la  excepción  de  pago  que  pugna  con 
la  de  dolo,  como  pugna  también  el  proceder  del  mismo  demanda- 
do, que  al  hacer  abonos  parciales  por  cuenta  del  capital  é  intere- 
ses, reconoce  la  validez  del  préstamo. — S,  26  Dk.  94. — G,  10  Mar- 
so  95. 

652.  Aun  prescindiendo  de  lo  anteriormente  expuesto  acerca 
del  hecho  aducido  como  constitutivo  del  supuesto  dolo  y  respecto 
de  la  contradicción  que  existe  entre  dicha  excepción  y  la  de  pago, 
al  estimar  la  Sala  sentenciadora  en  parte  esta  última  excepción, 
resuelve  virtualmente  sóbrela  otra,  reconociendo  la  eficacia  del 
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<3ontrato  que  el  propio  deudor  soBÍiene  que  ha  cumplido  por  haber 
satisfecho  la  cantidad  total  á  que  se  habla  obligado.— iS^.  26  Dic.  94. 
— G.  10  Marzo  96. 


A  rt.  I  Si  9.  La  confirmación  no  necesita  el  concur- 
so de  aquel  de  los  contratantes  á  quien  no  correspondiese 
ejercitar  la  acción  de  nulidad  (1). 

Ajrt.  1313.  La  confirmación  purifica  al  contrato  de 
los  vicios  de  que  adoleciera  desde  el  momento  de  su  oele- 
bración  (2). 

Art.  f  31-i.  También  se  extinguirá  la  acción  de  nu- 
lidad de  los  contratos,  cuando  la  cosa,  objeto  de  éstos,  se 
hubiese  perdido  por  dolo  ó  culpa  del  que  pudiera  ejercitar 
aquélla. 

81  la  causa  de  la  acción  fuere  la  incapacidad  de  alguno 
de  los  contratantes,  la  pérdida  de  la  cosa  no  será  obstácu- 
lo para  que  la  acción  prevalezca,  á  menos  que  hubiese 
ocurrido  por  dolo  ó  culpa  del  reclamante  después  de  haber 
adquirido  la  capacidad. 


12, 


ULO  es  todo  cuanto  afecta  en  en  forma  mis  esterna  la  apariencia  de  un 
acto  Jurídico^  y  carece  en  el  fo^do  de  alguno  de  loe  elementos  esenciales  é  tu 
propia  naluraleta.  La  Doiidad  de  un  acto  coalqniera  equivale  á  su  io^caeia 
toial;  por  eso  hacíamos  notar  en  el  comentario  anterior,  la  facilidad  con  que 
suele  confundirse  con  la  rescisión,  y  marcábamos,  no  obstante,  las  diferen- 
cias originarías  que  separan  la  una  de  la  otra. 

Las  causas  inductíTas  de  la  nulidad  de  todo  acto  jurídico,  no  están  de- 
terminadas precisamente  en  los  artículos  preinsertos,  ni  sería  íácil  enumerar- 


(1>     Véaae  en  «1  artienlo  anterior  la  ■•ntenoia  d«  S  de  Febrero  de  1886. 
CÜ)     Véase  en  el  art.  18U  la  eentencia  de  6  de  Febrero  de  1868. 
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las  con  la  confianza  de  no  dejar  alguna  atrás;  estas  cansas,  los  motivos  que 
han  de  producirlas,  no  se  encierran  sólo  en  el  círculo  de  las  institociones  ci- 
riles,  sino  qne  pasan  indistintamente  de  nn  campo  á  otro,  recorriendo  todas 
las  esferas  del  derecho  sustantivo,  político,  administrativo,  eclesiástico,  mer- 
cantil, penal  y  aún  del  llamado  derecho  adjetivo  ó  procesal,  en  el  que  es  ya 
un  verdadero  abuso  el  que  se  comete  constantemente,  unas  veces  por  los  Jua- 
gados y  Tribunales,  anulando  de  oficio  actuaciones  que  sólo  á  instancia  de 
parte  podrían  hacerlo,  y  la  mayoría  de  las  ocasiones,  por  los  mismos  in* 
teresados  que  multiplican  los  incidentes  de  nulidad  de  tal  ó  cual  acto  judi- 
cial, providencias  y  actuaciones,  que  adolecen  de  algún  defecto  más  ó  menos 
esencial,  amparados  en  la  falta  de  determinación  qne  contienen  las  leyes  pro- 
cesales vigentes  respecto  á  los  que  son  ó  no  son  verdaderos  vicios  inductivos 
de  nulidad^  buscando  generalmente,  con  tal  motivo,  medios  dilatorios  que 
alejen  la  efectividad  de  una  resolución  definitiva  que  malogre  sus  aspiracio- 
nes, y  cansando  entre  tanto  las  energías  de  su  contrario  en  la  litis  eantesto- 
tio^  hasta  conseguir  lo  que  sin  tales  artificios  no  le  fuese  posible  en  ningún 
tiempo. 

Pero  si  bien  no  se  detallan  en  los  artículos  que  encabezan  este  comentario 
todas  las  causas  que  producen  la  nulidad  de  los  actos  jurídicos,  no  es  en  cam 
bio  difícil  apreciarlas  en  cada  caso  en  que  concurran;  pero  bueno  será  adver- 
tir que  habrá  ocasiones  en  que,  sin  entrar  en  el  fondo  ó  esencia  del  acto  ju- 
rídico aparente,  será  preciso  reconocer  su  nulidad,  aun  por  causas  extemas, 
como,  por  ejemplo,  cuando  resulte  de  un  escrito  ó  documento  cuya  lectura 
originase  dudas  sobre  el  objeto  principal  del  contrato,  tal  confusión,  qne  no 
pueda  venirse  en  conocimiento  de  cuál  fué  la  intención  ó  voluntad  de  los  con- 
tratantes (1). 

Las  cuestiones  sobre  nulidad  ocasionaron  teorías  que  se  fueron  poco  á 
poco  generalizando  y  llegaron  á  convertirse  en  principios  de  derecho,  que 
aplicados  en  absoluto^  ocasionaban  consecoencias  injustas.  Teniéndose  por 
nulo  todo  acto  contrario  á  la  ley,  y  por  lo  tanto,  sin  existencia  jurídica,  se 
deducía  como  consecuencia,  que  no  podría  convalecer  por  el  mutuo  siUneio  de 
las  partes,  ni  por  su  asentimiento,  ni  en  tiempo  alguno. 

El  Tribunal  Supremo  se  encargó  de  encauzar  tales  criterios;  pero  tenién- 
dose que  limitar  á  la  aplicación  de  la  ley  á  la  sazón  vigente,  no  llegó  á  cir- 
cunscribir de  todo  punto  aquellos  tres  factores.  Sin  embargo,  de  nn  modo  in- 
directo, y  barajándose  ciertas  doctrinas  legales,  podía  llegarse  á  la  necesaria 
determinación.  Con  efecto,  proclamada  por  dicho  Tribunal  la  de  qne:  nadie 
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j^sde  ^'ereiíar  enjuicio  una  acción  cuyo  uso  no  le  corresponda^  qoedaba  ce- 
rrada la  puerta  á  reclamaciones  de  nalidad  de  actos  sancioDados  por  el  sileu- 
cío  de  las  partes.  De  la  misma  manera,  establecida  la  doctrina  de  qae  á  na- 
DiK  es  licito  volver  sobre  sus  propios  ocios ^  qoedaba  cortado  el  paso  para  re* 
clamar  la  nolidad  á  aquel  qoe  había  contribuido  á  ocasionarla,  consintiendo 
una  vez  lo  qne  después  no  podía  desplacerle;  contra  este  consentimiento,  pro* 
coraron  levantarse  aquellos  que  no  le  prestaron  personalmente,  tácito  ni  ex> 
preso,  porque  vinieron  después  como  causahabientes  de  alguno  de  los  con- 
tratantes á  título  de  herencia — herederos  ó  legatarios;— más,  otra  doctrina, 
consistente  en  que:  se  estiman  actos  propios,  no  solo  los  realizados  personal - 
inente^  sino  los  que  efectuaron  los  causahabientes  de  los  causantes,  que  están 
en  la  obligación  de  respetarlos  en  representación  de  los  derechos  y  obligacio- 
nes del  finado^  circunscribió  el  ejercicio  de  las  reclamaciones  de  nulidad. 

Por  otra  parte,  la  necesidad  de  poner  nn  dique  á  esos  estados  neutros  man- 
tenidos por  la  amenaza  originada  de  un  vicio  inductivo  de  nulidad,  se  pro- 
curó ponerles  un  término  desprendido  de  fundamento  legal,  y,  analizando  la 
naturaleza  de  la  acción  de  nulidad  y  atribuyéndola  á  la  de  las  personales, 
prescribía  en  el  lapso  de  veinte  años,  como  todas  aquéllas,  según  ha  venido 
-sentando  acompasadamente  la  jurisprudencia. 

Mas,  el  legislador  moderno,  al  redactar  el  Código,  tenía  que  recoger  esas 
enseñanzas  tan  importantes,  y  así  lo  ha  hecho^  cual  demuestran  los  artículos 
A  que  este  comentario  se  refiere,  toda  vez  que  comprenden  separadamente,  si 
bien  no  en  un  orden  rigurosamente  científico,  los  priaeipales  factores  que  in- 
forman la  ineficacia  de  los  contratos,  cortándoles  el  fin  á  que  se  dirigían,  me- 
diante su  nulidad. 

Efectivamente;  partiendo  del  supuesto  de  que  toda  cenvención  en  que 
dejen  de  concurrir  los  requisitos  que  expresa  el  art.  4261  es  nula,  esto  es,  toda 
aquélla  en  qne  falte  el  consentimiento  de  los  contratantes,  el  objeto  cierto 
que  sea  materia  del  contrato,  ó  la  causa  de  la  obligación  que  se  establezca, 
todavía  va  más  allá  el  precepto  del  art.  4300,  disponiendo,  que,  á  pesar  de 
concurrir  aquellos  requisitos  y  aun  de  que  no  haya  lesión  para  los  contra- 
tantes, pueden  ser  anulados  aquellos  contratos  qne  adolezcan  de  algunos  de 
los  vicios  que  los  invalidan  con  arreglo  á  la  ley.  ^ 

Pasa  después  de  ésto  el  Código,  suponiendo  la  existencia  de  Ja  acción  de 
nulidad,  á  establecer  el  término  de  cuatro  años  para  su  prescripción,  y  á  fijar 
el  tiempo  en  que  deberá  empezar  á  correr  y  contarse  ese  período  cuadrienal, 
según  los  casos  que  enumera  el  art.  4304;  y  á  continuación  determina  las 
personas  que  pueden  ejercitar  la  acción  de  nulidad  atribuyéndola  general- 
mente, á  las  obligadas,  principal  ó  subsidiariamente  en  virtud  de  cada  con- 
trato, exceptuando  por  supuesto,  á  aquéllas  que  dieron  causa  y  lugar  al  vicio 
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inda  ctiro  de  nulidad,  bien  contraiindo  con  un  incapaz,  bien  cansando  intiiiii» 
dftció  n  ó  violencia,  f  mpteando  el  doto,  ó  produciendo  el  irror  qoe  loa  miara; 
porq  ne,  como  decía  moa  aniba,  á  nadie  ea  lícito  ir  contra  ras  propios  actoa. 
En  tal  fopoeMo,  habrá  que  convenir,  que  menos  razón  tendrá  aun  para  ejer- 
citar U  acción  de  nulidad  de  un  acto  ó  contrato,  qoien  no  resulte  de  él  obli- 
gs^úoy  prinripal  ni  subsidiariamente;  y  por  lo  tanto,  carece  de  personalidad  y 
de  acción  para  pedir  la  nulidad  de  actuacionea  de  no  juicio,  quien  no  ha  aMo 
parte  en  él  (t). 

Los  tfectoa  y  extensión  consígnientes  á  la  nulidad  declaraba  de  un  seto  ó 
contrato,  son  también  objeto  especial  de  los  artícnlos  á  qoe  yenin>os  refirién- 
donos, y  en  particular  los  que  llevan  los  números  4303  al  4308;  debiendo 
tener  en  cuenta  que,  no  obstante  lo  expueato,  la  acción  de  nulidad  queda  ex- 
tinguida de^de  el  momento  en  que  el  contrato  baya  sido  confirmado  válida- 
mente; confirmación  que  procederá  únicamente  respecto  de  aquellos  que 
reúnan  los  requisitos  antes  aludidos  de  consentimiento,  objeto  y  eauaa,  y 
cuando  se  b^ga  expreíamente,  ó  aunque  tácita,  si  llena  el  requisito  exigido 
para  elloeuelart.  4344. 

En  autbos  casos,  y  cuando  la  cosa  objeto  del  contrato  tenido  por  nulo  ae 
hubiese  perdido  por  dolo  ó  culpa  del  que  tuviese  derecho  á  ejercitar  la  aecióu 
de  nulidad,  quedará  purificado  el  contrato  de  los  vicios  de  que  adoAeeieni 
desde  el  momento  de  su  i*^lebrac¡ón,  á  menoa  que  la  causa  de  la  aeeión  de 
nulidad  provenga  de  la  incapacidad  de  alguno  de  los  contratantes,  porque 
entonces,  la  pérdida  de  la  cosa  no  será  obstáculo  para  que  la  acción  preva- 
lezca, á  menoa  que  hubiese  ocurrido  por  dolo  ó  culpa  del  reciamente  deapnés 
de  haber  adquirido  la  capacidad. 

Finalmente,  de  acuerdo  con  la  Dirección  general  de  los  Registros,  eonsig- 
remos: 

Que  el  art.  64  del  Código  dispone  que  la  mujer  no  puede,  sin  licencia  6^ 
poder  de  tu  marido,  adquirir  por  titulo  oneroso  ni  IncratÍTo,  enajenar  aus 
bienea,  ni  obligarse,  sino  en  los  casos  y  con  las  limitaciones  establecidas 
por  la  ley,  cuya  licencia  ó  poder  debe  constar  de  modo  fehaciente,  bien 
ju  la  misQja  escritura  que  sea  objeto  del  contrato,  bien  por  mandato  ex- 
preao  en  documento  notarial,  para  que  el  acto  sea  válido,  y  con  mayor 
razón  si  el  contrato  es  de  los  que,  según  el  artículo  4(80,  ha  de  oonstar 
en  documento  público  ó  perjudicar  á  tercero;  máa  como  el  art.  65  dispone 

(1)  Sent.  6  Abril  del  02.  Con  eite  motiyo  pa«de  congultarse  naestra  obra  tobr» 
La  un  y  la  jurisprudbxcia  dxl  Exjoxciamibxto  citil,  tomo  1.°,  |»ágf .  87S  y  il- 
9Yii«nt«a,  y  la  exienga  nota  que  ■•  refiero  al  epígrafe  ütmamda»  de  nmltdad,  oonte- 
bmU  en  dicha  página. 
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qa»  solamente  el  merído  y  sos  herederos  paeden  reclamar  la  nolídad  de  aque- 
llos aetos  qae  otorgoe  la  mujer  sin  la  indicada  licencia  ó  poder,  y  según  el 
f  06  nos  ooopa,  están  sujetos  á  ana  acción  de  nolídad  qoe  tiende  á  invalidar- 
los, resolta  evidentemente  qoe  los  actos  así  realizados  y  qoe  declara  nulos  el 
arL  6i,  poeden  llegar  á  ser  firmes  y  valederos  si  prescribe  la  acción  de  nuli- 
dad, de  lo  cual  se  dedoce  qoe  el  calificativo  que  en  rigor  merecen,  es  el  de 
anolables  ó  rescindibles,  y  como  tal  defecto  no  es  s«bsanablé  ni  insubsanable 
bajo  el  ponto  de  vista  hipotecario,  debe  realizarse  So  inscripción  en  el  Regis- 
tro, si  bien  cuidando  de  qoe  en  el  asiento  aparezca  claramente  la  falta  de  li- 
cencia marital  para  prevenir  á  tercero  de  qoe  existe  pendiente  la  acción  de 
DoUdad  (4). 

La  madre  qoe^  por  haber  prestado  fianza,  tenga  la  administración  de  los 
bienes  de  so  hijo,  no  está  facultada  para  verificar  por  sí  y  ante  sí,  con  res- 
pecto A  tales  bienes,  actos  de  riguroso  dominio,  como  lo  es  dar  una  finca  en 
arrendimiento  con  el  pacto  de  que  se  inscriba  en  el  Registro,  para  lo  cual  ne- 
cesita completar  su  capacidad  con  la  autorización  del  Juzgado,  porque  la  falta 
de  esta  Ucencia  vicia  esencialmente  el  contrato  como  constitutivo  de  un  dere- 
cho real  (S). 

(1)     B.  de  la  D.,  22  Agoito  94.  — <?.  19  Sept. 
<9)     n.  de  la  D.,  90  Agosto  96.—^.  4  Nov. 


TÍTULO  III 


T3el  contrato  sobre  bienes  con  ocasión 

del  matrimonio. 


CAPITULO  PRIMERO 


Disposiciones  greneralee. 


Art.  1815.  Lo6  que  se  unan  en  matrimonio  podían 
otorgar  sus  capitulacioneB  antes  de  celebrarlo,  estipulando 
las  condiciones  de  la  sociedad  conyugal  relativamente  á 
los  bienes  presentes  y  futuros,  sin  otras  limitaciones  que 
las  señaladas  en  este  Código. 

A  falta  de  contrato  sobre  los  bienes»  se  entenderá  el 
matrimonio  contraído  bajo  el  régimen  de  la  sociedad  le- 
gal de  gananciales  (1). 


653.  Este  articulo  no  exige  documento  público  para  la  prueba 
de  que  determinados  bienes  sean  parafernales. — S.  5  Mayo  94. — 
G.  9  Oct 

654.  La  sentencia  que  resuelve  que  ciertos  valores  públicos  fue  - 
ron  adquiridos  con  dinero  que  la  mujer  aportó  al  matrimonio  y  los 
declara  bienes  parafernales,  mandando  que  se  le  entreguen  los  res- 

(1)    Téase,  como  oonoordanto,  el  art.  1489. 


,J 
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guardoB  correspondientes  con  obligación  de  ingresar  en  la  sociedad 
conyugal  los  electos  ó  rentas  que  produzcan,  se  ajusta  alo  dis- 
puesto en  el  art.  1385  del  Código.— -S.  5  Mayo  94,  -G.  9  Od. 


k 


A  determinación  de  la  calidad  de  los  bienes  qoe  la  mojer  aporta  al  ma- 
trimonio para  disfrutar  de  los  privilegios  que  le  concede  la  ley,  según  sea  la 
naturaleza  de  los  bienes,  el  concepto  en  qne  se  entreguen  al  marido  y  las 
garantías  qoe  éste  viene  obligado  á  prestar  para  la  conservación  y  devolución 
de  los  mismos  en  su  caso,  es  un  acto  voluntario  que  puede  realizarse  ó  no 
por  las  personas  á  cuyo  favor  se  haya  establecido  tal  beneficio,  y  á  las  que,  en 
todo  caso,  han  de  afectar  las  consecuencias  de  su  omisión.  £sto  no  obstante, 
la  mujer  casada  puede  adquirir  bienes  durante  el  matrimonio,  bien  sea  á 
título  oneroso  ó  bien  á  título  lucrativo,  siempre  que  lo  haga  con  la  licencia  ó 
poder  de  su  marido,  sin  los  cuales  el  contrato  sería  nulo,  por  donde  se  ve 
que,  concedida  dicha  licencia,  la  adquisición  que  haga  de  inmuebles  ó  dere- 
chos reales  sobre  materia  lícita,  es  y  debe  reputarse  válida  y  surtir  todos  sus 
efectos  en  derecho;  y  por  tanto,  hecha  constar  en  escritura  la  licencia  otor- 
gada por  el  marido  á  la  mojer  para  aceptar  el  reconocimiento  de  crédito  rea- 
lizado á  su  favor,  y  siendo  inseparable  de  la  obligación  principal  la  accesoria 
de  garantía  ó  hipoteca,  una  y  otra  deben  reputarse  válidas  en  el  sentido  an- 
tedicho, sin  perjuicio  de  que  el  crédito  hipotecario  adquirido  tenga  la  condi- 
ción y  naturaleza  qoe  le  corresponda  dentro  de  la  sociedad  conyugal,  según 
los  pactos  libremente  establecidos  al  constituirla,  ó  se  subordine,  en  su  de- 
fecto, á  los  preceptos  que  el  Código  establece,  pero  sin  que  esto  pueda  ser 
obstáculo  á  la  validez  del  acto  y  á  la  consiguiente  inscripción  en  el  Registro, 
según  resulte  del  título  y  con  las  circunstancias  indispensables  para  que 
aquélla  pueda  verificarse;  inscripción  que  no  prejuzga  ni  resuelve  las  cues* 
tienes  que  pudieran  suscitarse  acerca  de  la  condición  jurídica  del  crédito  hi- 
potecario adquirido  como  aportación  á  la  sociedad  conyugal,  y  dentro  de 
ella,  ó  al  tiempo  de  disolverse,  limitándose  tan  solo  á  hacer  constar  en  el 
Registro  la  adquisición  en  la  forma  que  resulta  del  título  presentado,  ó  sea 
que  se  reconoce  el  crédito  á  favor  de  la  mujer,  previa  licencia  del  mando , 
«on  lo  cual  en  el  mismo  Regi^(h>  constará  siempre  lo  suficiente  para  qoe  esta 
inscripción,  ni  pueda  perjudicar  á  tercero  que  no  haya  intervenido  en  el  acto 
ó  contrato,  ni  favorecer  la  realización  de  actos  ilícitos  (4). 

(1)     B.  de  1a  D.  4  Mayo  eS».->¿7.  20  Sept. 
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jirt.  flSVO.  En  loe  eontratof  i  que  06  refiere  el  ar^ 
ticulo  anterior  no  podrán  loB  otorgantes  eatipular  nada 
que  fuere  contrario  á  laa  leyee  ó  á  laa  buenas  coetumbres, 
ni  deprei'ivo  de  la  autoridad  que  respectivamente  corres- 
ponda en  la  familia  á  los  futuros  cónyuges. 

Toda  efiitipulación  que  no  se  ajuste  á  lo  preceptuado  en 
este  artículo  se  tendrá  por  nula. 

Art.  fSIV.  Se  tendrán  también  por  nulas  y  no 
puestas  en  los  contratos  mencionados  en  los  dos  artículos 
anteriores,  las  cláusulas  por  las  que  los  contratantes,  de 
una  manera  general,  determinen  que  los  bienes  de  los 
cónyuges  ee  someterán  á  los  fueros  y  costumbres  de  las 
regiones  ferales  y  no  á  las  disposiciones  generales  de  este 
Código  (1). 

•  * 

A  rt.  1 3 1 S.  El  menor,  que  con  arreglo  á  la  ley  pue- 
da casarse,  podrá  también  otorgar  sus  capitulaciones  ma- 
trimoniales; pero  únicamente  serán  válidas,  si  á  su  otor- 
gamiento concurren  las  personas  designadas  en  la  mism» 
ley  para  dar  el  consentimiento  al  menor  á  fin  de  contraer 
.  matrimonio. 

En  el  caso  de  que  las  capitulaciones  fuesen  nulas  por 
carecer  del  concurso  y  firma  de  las  personas  referidas  y  de 
ser  válido  el  matrimonio  con  arreglo  á  la  ley,  se  entende- 
rá que  el  menor  lo  ha  contraído  bajo  el  régimen  de  la  so- 
ciedad de  gananciales  (2). 

Apí.  1319.  Para  que  sea  válida  cualquiera  altera» 
ción  que  se  haga  en  las  capitulaciones  matrimoniales, 
deberá  tener  lugar  antes  de  celebrarse  el  matrimonio  j 
con  la  asistencia  y  concurso  de  las  personas  que  en  aqué- 
lla» intervinieron  como  otorg^^ntes.  No  será  necesario  el 
concurso  de  los  mismos  testigos. 

<1)    Té&M,  como  concordante,  el  art.  19. 

i%i    TteDM,  ooBBO  ooaeordantos,  los  artioolos  45,  4S.  é7  jt  IMS. 
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Sólo  podrá  sustitairse  con  otra,  persona  alguna  de  las 
concurrentes  al  otorgamiento  del  primitivo  contrato,  ose 
podrá  preseindíx  de  su  concurso,  cuando  por  causa  de 
muerte  ú  otra  legal,  al  tiempo  de  otorgarse  la  nueva  es- 
tipulación ó  la  modificación  de  la  precedente,  sea  imposi- 
ble la  comparecencia,  ó  no  fuese  necesaria  conforme  á 
la  ley  (1). 

Art.  1390.  Después  de  celebrado  el  matrimonio 
no  se  podrán  alterar  las  capitulaciones  otorgadas  antes, 
ya  se  trate  de  bienes  presentes,  ya  de  bienes  futuros. 

Art.  1391.  Las  capitulaciones  matrimoniales  y  las 
modificaciones  que  se  hagan  en  ellas  habrán  de  constar 
por  escritura  pública,  otorgada  antes  de  la  celebración  del 
matrimonio. 

Be  exceptúan  de  esta  regla  los  bienes  que  se  hallen  en 
las  condiciones  á  que  se  refiere  el  art.  1824. 

Art*  1399.  Cualquiera  alteración  que  se  haga  en 
las  capitulaciones  matrimoniales  no  tendrá  efecto  legal 
en  cuanto  á  terceras  personas  si  no  reúne  las  condiciones 
siguientes:  1.*,  que  en  el  respectivo  protocolo,  por  nota 
marginal,  se  haga  indicación  del  acta  notarial  ó  escritura 
que  contenga  las  alteraciones  de  la  primera  estipulación; 
y  2.*,  que,  caso  de  ser  inscribible  el  primitivo  contrato 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  se  inscriba  también  el  do- 
cumento en  que  se  ha  modificado  a^iuél. 

£1  Notario  hará  constar  estas  alteraciones  en  las  co- 
pias que  expida  por  testimonio  de  las  capitulaciones  ó 
contrato  primitivo,  bajo  la  pena  de  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios  á  las  partes,  si  no  lo  hiciere  (2). 

Art.  1393.  Para  la  validez  de  las  capitulaciones 
otorgadas  por  aquel  contra  quien  se  haya  pronunciado 

(1)     Véase,  como  concordante,  el  art.  1489. 
(S)     Véase,  como  oon^orcUuilfe,  el  art.  1219. 
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Bentencia  ó  se  haya  promovido  juicio  de  interdicción  civil 
ó  inhabilitación,  será  indispensable  la  asistencia  y  con- 
curso del  tutor,  que  á  este  efecto  se  le  designará  por 
quien  corresponda  según  las  disposiciones  de  este  Código 
y  de  la  ley  de  Enjuicianüento  civil. 

Art.  13^4.  Siempre  que  los  bienes  aportados  por 
los  cónyuges  no  sean  inmuebles  y  asciendan  á  un  total, 
los  de  marido  y  mujer,  que  no  exceda  de  2.500  pesetas,  y 
en  el  pueblo  de  su  residencia  no  hubiese  Notario,  las  ca- 
pitulaciones se  podrán  otorgar  ante  el  Secretario  del 
Ayuntamiento  y  dos  testigos,  con  la  declaración,  bajo  su 
responsabilidad,  de  constarles  la  entrega,  ó  aportación 
en  BU  caso,  de  los  expresados  bienes. 

El  contrato  ó  contratos  originales  se  custodiarán,  bajo 
registro,  en  el  archivo  del  Municipio  correspondiente. 

Cuando  entre  las  aportaciones,  cualquiera  que  sea  su 
valor,  haya  alguna  ó  algunas  fincas,  ó  los  contratos  se  re- 
fieran á  inmuebles,  se  otorgarán  siempre  por  escritura 
pública  ante  Notario,  conforme  con  lo  prevenido  en  el 
art.  1321  (1). 

Apt.  1395.  Si  el  casamiento  se  contrajere  en  país 
extranjero,  entre  español  y  extranjera  ó  extranjero  y  es* 
pañola,  y  nada  declarasen  ó  estipulasen  los  contratantes 
relativamente  á  sus  bienes,  se  entenderá,  cuando  sea  es- 
pañol el  cónyuge  varón,  que  §e  casa  bajo  el  régimen  de  la 
sociedad  de  gananciales,  y,  cuando  fuere  española  la  es* 
posa,  que  se  casa  bajo  el  régimen  del  derecho  común  en 
el  país  del  varón;  todo  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en 
este  Código  respecto  de  los  bienes  inmuebles. 

Art.  13911.  Todo  lo  que  se  estipule  en  las  capitu- 
laciones ó  contratos  á  que  se  refieren  los  artículos  prece- 
dentes bajo  el  supuesto  de  futuro  matrimonio,  quedará 
nulo  y  sin  efecto  alguno  en  el  caso  de  no  contraerse  (2). 

(1)     Vóaseí  eomo  oonoordante,  él  art.  1821. 

(8)     Véanse,  como  oonoordantei,  los  aiticoloi  4S  y  44. 
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OASIONES  distintas  nos  ofreció  el  corso  de  noestros  trabajos,  en  don- 
de, muy  de  pasada,  por  snpaesto,  llegamos  á  herir  la  materia  que  ahora 
va  á  ser  objeto  de  este  comentario,  circnnscripto  á  las  capitulaciones  matrimo- 
niales, ó  sea:  2a  convención  de  los  futuros  cónyugei  acerca  de  los  bienes  pa- 
trimoniales de  uno  y  oíro^  de  los  gananciales  de  ambos^  de  su  administración 
respectiva,  y,  en  una  palabra^  de  sus  bienes  presentes  y  futuros. 

En  los  doce  artículos  arriba  insertos,  desenvuelve  el  Código  la  insti* 
tución'noeva  que  constituye  una  de  las  grandes  reformas  del  derecho  pa- 
trio, llamada  á  producir  importantísimos  efectos  en  el  régimen  patrimonial 
de  la  familia,  por  cuanto,  antes  que  el  principio  de  la  asociación  forzosa 
á  que  venian  sometidos  los  bienes  conyugales,  se  reconoce  el  principio 
de  libertad  de  los  contrayentes  para  convenir  acerca  de  aquéllos,  las  facul- 
tades sucesivas  y  dispositivas  de  cada  consorte  para  después  de  celebrado  su 
matrimonio. 

Claro  está,  que,  á  primera  vista  surgen  diferentes  supuestos  que  consisten 
en  otras  tantas  presunciones,  á  saber:  que  haya  concertada  la  celebración  del 
matrimonio;  que  los  futuros  consortes  tengan  capacidad  para  celebrarle;  que 
la  tengan  para  contratar,  ó  en  caso  contrario,  la  suplan  sus  representantes  le- 
gítimos, padre,  madre,  tutor;  'teniendo  en  cuenta,  en  lo  que  á  este  respecta, 
el  art.  43S3;  que  los  pactos  no  contradigan  las  disposiciones  legales  vigen- 
tes, ni  las  buenas  costumbres,  ni  sean  depresivos  de  la  autoridad  que  respec- 
tivamente corresponda  en  la  familia  á  los  cónyuges;  que  tengan  bienes  de 
presente,  ó  en  caso  contrario,  las  estipulaciones  se  contraigan  sólo  á  los  futu- 
ros; que  se  hagan  constar  en  documento  público  ó  sea  por  escritura  pública 
ante  Notario,  y  si  no  lo  hubiere  en  la  localidad,  ante  el  Secretario  del  Ayun- 
tamiento y  los  testigos  cuando  los  bienes  de  las  aportaciones  de  ambos  no 
sean  inmuebles,  ni  excedan  de  tMO  pesetas  y  se  declare  en  el  acta  constar- 
les la  entrégalo  aportación  en  su  caso  de  los  expresados  bienes;  y,  finalmente, 
que  llegue  á  contraerse  el  concertado  matrimonio,  pues  de  no  celebrarse,  se- 
rán nulas  las  capitulaciones  ó  contratos  por  tal  causa  otorgados. 

Celebrado  el  matrimonio,  no  se  pueden  alterar  las  capitulaciones  otorgadas 
antes,  ya  se  trate  de  bienes  presentes,  ya  de  bienes  futuros,  y  si  se  alterasen, 
no  producirán  efecto  legal  en  cuanto  á  terceras  personas,  si  tal  alteración  no 
reúne  las  condiciones  exigidas  por  el  art.  43SS. 

Esto  supuesto,  nada  más  Uc\\  que  agrupar  la  materia  desenvuelta  en  los 
artículos  preinsertos  bajo  los  enunciados  siguientes: 

Ü.    Naturaleía  de  las  capitulaciones  matrimoniales,  tomando  por  base  lo 
dispuesto  en  el  art  4346  en  cnanto  se  refieren  aquellos  al  régimen  económico 
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de  la  familia  y  aer  de  carácter  coaaensnaly  bilateral  y  eondietonal^paeito  q»e 
an  validez  depende  de  que  el  matrímooto  se  lleve  á  efecto. 

B.  Personas  qoe  paeden  celebrar  eapilolaciones  matrimoniales,  haciendo 
aplicación  de  los  preceptos  qve  contienen  losarticalos  1318, 4313  y  43S5,  se- 
gún antes  hemos  indicado,  <joe  se  refieren  á  la  capacidad  de  los  contrayentes 
para  contraur  con  relación  á  so  edad,  á  la  limitación  de  aqoella  por  inteidi- 
ción  civil  ó  inhabilitación,  y  al  fnero  de  extranjería. 

C.  Oltjeto  lícito  de  dichas  capitulaciones  en  armonía  con  lo  dispnesto  en 
los  ariícnlos  4316  y  4317,  en  razón  á  qne,  no  podrán  los  otorgantes  eatipolar 
cosa  contraria,  como  antes  dijimos,  á  (as  leyes,  A  las  boenas  costumbres  ni  á 
la  autoridad  que  en  la  familia  corresponde  á  los  esposos,  así  como  tampoco  el 
someterse  á  legislación  distinta  de  la  nacional;  en  términos,  qoe,  de  regirse 
las  capitulaciones  por  los  fueros  regionales,  deberán  atemperarse,  no  general, 
si  no  especialmente,  á  las  reglas  y  costumbres  vigentes  en  las  provincias  afo> 
radas. 

Ck,  Inalterabilidad  de  las  estipulaciones,  á  partir  de  los  preceptos  del  ar- 
tículo 4319  y  4310,  con  las  excepciones  del  4314  y  43lt,  coya  sustancia  he- 
mos hecho  constar  anteriormente. 

Z>.  Por  último;  forma  de  hacer  constar  las  capitulaciones,  partiendo  de  lo 
preceptuado  en  el  art.  4324,  en  cuanto  requiere  el  otorgamiento  de  escritura 
pública  en  general,  y  en  el  último  párrafo  del  art.  43t5,  que  exige  dicha 
clase  de  instrumentos  cuando  en  las  aportaciones  figuren  bienes  inmuebles 
cualquiera  que  sea  su  valor,  con  la  sola  excepción  de  ios  dos  primeros  pá- 
rrafos de  dicho  art.  43S4.  en  favor  de  aquellu  capitulaciones  en  qne  los  bie- 
nes aportados  por  uno  y  otro  cónyuge  no  excedan,  según  dijimos  arriba,  dn 
S.500  pesetas. 

E.  Efectos  de  las  capitulaciones,  partiendo  de  los  consiguientes  i  todo 
contrato  válidamente  celebrado  y  á  las  convenciones  ó  pactos  permitidos  por 
la  ley,  serán  rescindibles  y  annlables  por  las  cansaa  y  motivos  ocasionales 
de  nulidad  y  rescisión  qoe  hemos  tratado  en  so  lugar  oportuno;  siendo,  sis- 
mas, aplicables  los  efectos  de  toda  condición  suspensiva  pendiente  de  on  he- 
cho futuro  que,  en  este  caso,  será  el  desposorio,  debiendo  tenerse  en  coents 
que  si  las  capitulaciones  matrimoniales  otorgadas  quedasen  sin  efecto  por 
cualquiera  de  aquellas  causas  y  motivos,  ó  por  algana  de  las  qne  conlieDen 
ios  artículos  qoe  nos  ocupan,  se  entenderá  el  matrimonio  contraído  bajo  el 
régimen  de  la  sociedad  legal  de  gananciales,  á  que  se  contrae  el  cap.  5.* ,  tí- 
tulo 3.®  de  este  libro  4.®;  y,  si  otorgadas  debidamente  no  llegase  á  realizarse 
por  colpa  de  uno  de  los  contrayentes,  el  que  lo  estorbó  sin  justa  causa  estará 
obligado  á  resarcir  al  otro  los  gastos  qne  hubiere  hecho  por  razón  del  matri* 
monio  proyectado,  en  atención  á  qoe  las  capitulaciones  nupciales  llevan  im- 


LIBRO  OÜABTO. — TÍTULO  111.— ARTA.    1317   Á   1326  629 

plíciU  la  promesa  del  matrimoDio  hecha  constar  en  escritara  pública,  y  de- 
berá aplicarse  por  analogía  el  precepto  del  art.  44,  sobre  cuyo  comentario 
llamamos  la  atención  en  este  lugar. 

Lo  dispaesto  en  el  art.  13S5  sobre  el  casamiento  que  se  contrajere  en  país 
extranjero,  entre  español  y  extranjera,  ó  extranjero  y  española,  á  más  del  pre- 
cepto especial  qae  contiene,  nos  hará  reconocer  qae,  en  punto  al  derecho  m- 
TBaNACioNAL,  está  muy  generalizada  la  doctrina  de  qne  cnanto  se  refiera  al 
patrimonio  de  los  cónyuges,  bienes  muebles  é  inmuebles,  debe  regirse  por 
nna  ley  única,  no  siendo  lícito  admitir  qne  la  sociedad  conyugal  se  gobierne 
por  tantos  fneros  cuantos  sean  las  leyes  y  países  en  que  poseyeren  bienes  uno 
y  otro  consorte,  en  razón  á  qne  el  régimen  matrimonial  es  inmutable  en  lo 
qne  á  esta  materia  se  refiere,  y  no  debe  aplicarse  otro  alguno  aunque  se  trate 
de  inmuebles  adquiridos  posteriormente  en  otra  nación,  á  menos  que'tlen  oca- 
sión á  cuestiones  que  afecten  de  alguna  manera  al  interés  social  ó  al  orden 
público.  Doctrina  no  aceptada  por  la  jurisprudencia  ni  por  los  tratadistas 
norteamericanos;  pues  cuanto  se  relacione  con  los  bienes  inmuebles  quieren 
se  rija  por  la  lex  rei  sUa^  de  cuya  doctrina  son  partidarios  los  escritores  y 
Tribunales  franceses  cuando  se  trata  de  aplicar  leyes  que  contienen  disposicio- 
nes diversas  á  las  qne  allí  rigen. 

Admitiendo  el  principio  de  la  universalidad  del  estatuto  matrimonial,  pue- 
den surgir  conflictos  apreciados  por  Dudley  Field  en  su  proyecto  de  Código 
internacional,  cuando  se  trate  de  determinar  cuál  es  la  ley  matrimojiial,  h 
se  ha  contraído  el  vínculo  sin  capitulaciones,  y  de  apreciar  Ir.  validez  de  és- 
tas cuando  hubiesen  mediado;  decidiéndose,  en  el  primer  caso,  que  deberá 
regirse  por  la  ley  del  país  en  que  el  matrimonio  se  haya  celebrado  ó  la  del 
domicilio  que  tenga  el  marido  en  el  momento  del  matrimonio;  y  en  el  segun- 
do, el  domicilia  matrimonial  se  determinará  por  el  que  los  cónyuges  hayan 
fijado  en  sus  capitulaciones,  y  á  falta  de  tal  designación,  se  entenderá  ser  el 
que  tuviere  el  marido,  y  si  cambiaren  de  domicilio,  los  derechos  subsiguien- 
tes adquiridos  recíprocamente  sobre  los  bienes  mnebles  de  uno  y  otro,  á  falta 
de  estipulación  expresa,  se  regirán  por  la  ley  del  lugar  del  nuevo  domicilio, 
teniendo  en  cuenta  que  el  domicilio  social  no  cambia  por  el  abandono  que 
haga  un  cónyuge  del  otro. 


TOMO    XI  34 
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CAPÍTULO  II 


De  las  donaciones  por  razón  de  matrimonio. 


Ari.  13tS9.  Son  donaciones  por  razón  de  matrimo- 
nio  las  que  se  hacen  antes  de  celebrarse,  en  consideración 
al  mismo  y  en  favor  de  uno  ó  de  los  dos  esposos. 

Art.  l«l1Bft.  Estas  donaciones  se  rigen  por  las  re- 
glas establecidas  en  el  tit.  2.^  del  libro  3.®,  en  cuanto  no 
se  modiñquen  por  los  artículos  siguientes. 

Art.  13^0.  Los  menores  de  edad  pueden  hacer  y 
recibir  donaciones  en  su  contrato  antenupcial,  siempre 
que  las  autoricen  las  personas  que  han  de  dar  su  consen- 
timiento para  contraer  matrimonio  (1). 

A^t,  f  880«  No  ea  necesaria  la  aceptación  para  la 
validez  de  estas  donaciones  (2). 

irt.  1331.  Los  desposados  pueden  darse  en  las  ca- 
pitulaciones matrimoniales  hasta  la  décima  parte  de  stis 
bienes  presentes,  y  respecto  de  los  futuros,  sólo  para  el 
caso  de  muerte,  en  la  medida  marcada  por  las  disposicio- 
nes de  este  Código  referentes  á  la  sucesión  testada. 

/%rt.  i33tB.  El  donante  por  razón  de  matrimonio 
deberá  liberar  los  bienes  donados  de  las  hipotecas  y  cua- 
lesquiera otros  gravámenes  que  pesen  sobre  ellos,  con  ex* 

(1)     Véanse,  como  oonoordantes,  los  articalos  894  y  6SS. 
(^>     Véase,  oomo  oonoordante,  el  art.  8B0. 
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cepción  de  loe  censos  y  servidumbres,  á  menos  que  en  las 
capitulaciones  matrimoniales  ó  en  los  contratos  se  hu- 
biese expresado  lo  contrario. 

Art.  1333.  La  donación  hecha  por  razón  de  matri- 
monio no  es  revocable  sino  en  los  casos  siguientes: 

1.*  Si  fuere  condicional  y  la  condición  no  se  cum- 
pliere. 

2.^    Si  el  matrimonio  no  llegara  á  celebrarse. 

8.^  Si  se  casaren  sin  haber  obtenido  el  consentimiento 
conforme  á  la  regla  2.^  del  art.  50,  ó,  anulado  el  matri- 
monio, hubiese  mala  fe  por  parte  de  uno  de  los  cónyuges, 
conforme  al  núm.  3.^  del  art.  73  de  este  Código. 

AiFt.  1334.  Será  nula  toda  donación  entre  los  cón- 
yuges durante  el  matrimonio. 

No  se  incluyen  en  esta  regla  los  regalos  módicos  que 
los  cónyuges  se  hagan  en  ocasiones  de  regocijo  para  la 
familia. 

655.  La  validez  ó  nulidad  de  un  acto  celebrado  bajo  el  régimen 
de  la  legislación  anterior  al  Código  civil,  no  se  rige  con  fuerza  re- 
troactiva, que  afecte  á  los  derechos  á  que  dio  origen,  por  las  dis- 
posiciones de  éste. — S,  14  Nov.  92.— O.  7  Enero  93. 

\rt.  1335.  Será  nula  toda  donación  hecha  durante 
el  matrimonio  por  uno  de  los  cónyuges  á  los  hijos  que  el 
otro  cónyuge  tenga  de  diverso  matrimonio,  ó  á  las  perso- 
nas de  quienes  sea  heredero  presunto  al  tiempo  de  la  do- 
nación. 


P: 


BOPTEB  NUPCIAS,  decíase  á  las  donaciones  qae  tenían  por  objeto  la 
liberalidad  ejercida  en  favor  de  aquellos  futuros  cónyuges  que,  al  unirse  en 
el  indisoluble  vínculo  del  matrimonio,  echaban  sobre  si  la  carga  pesada  de  la 
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constitnción  y  formación  de  ona  oneva  familia,  símbolo  de  las  dos  de  que  de- 
jaban de  formar  parte.  Llamábanse  tales  actos  benéficos  arras^  donaciones  «r- 
pontalmas  j  propter  nupcias,  j  daba  lagar  á  grandes  discusiones  sn  concepto 
diverso,  y  á  no  pocas  cnestiones  en  la  práctica.  Hoy  han  venido  á  refundirse 
todas  aquellas  variedades  bajo  el  concepto  jurídico  de  «donaciones  por  razón 
de  matrimonio»,  que  es  el  epígrafe  bajo  el  coal  se  agropan  todas  aquellas  li- 
beralidades; y  así  resultan  definidas  en  el  art.  4317,  que  encabeza  este  comen- 
tario, diciendo  ser  donaciones  por  razón  de  matrimonio,  las  que  se  hacen  an~ 
tes  de  celebrarse^  en  consideración  al  mismo  y  en  favor  de  uno  ó  de  los  dos 
esposos. 

La  donación  tiene  como  fin  el  de  transmitir  la  propiedad  de  cosas  ó  dere- 
chos, y,  ni  los  tratadistas,  ni  aun  los  Códigos  de  diversas  naciones,  están 
unánimemente  conformes  en  sn  clasificación,  respecto  á  que  deban  concep- 
tuarse ó  no  como  verdaderos  contratos.  Nuestro  Código  las  considera  como 
medios  de  adquirir  la  propiedad,  y  así  las  incluye  en  el  tít.  S.^  del  libro  3.o; 
mas  la  triple  clasificación  de  las  mismas,  expresada  con  las  frases  inter  vivos^ 
mortis  causa  y  propter  nupcias^  marcan  diversidades  incohonestables  dentro 
y  fuera  de  la  acepción  contractual. 

Con  efecto,  las  primeras  deben  estimarse  sin  escrúpulo  alguno  como  un 
verdadero  contrato  consensual  y  gratuito,  porque  se  perfecciona  por  sólo  el 
consentimiento,  y  aunque  puede  imponerse  algún  gravamen  al  donatario, 
siempre  deberá  resultar  beneficiado,  pues,  de  lo  contrario,  faltaría  la  libe- 
ralidad, y  por  consiguiente,  la  causa  de  la  dooación,  que  se  reintegra  con  la 
transmisión,  tradición  ó  entrega  de  lo  donado.  En  cambio,  las  segandas,  otor- 
gadas por  causa  de  muerte,  no  pueden  considerarse  como  tales  contratos, 
sino  que,  asemejándose  á  los  legados,  son  una  especie  de  sucesión  al  título 
singular.  Y  finalmente,  las  terceras  y  últimas,  ó  prenupciales,  no  pertenecen  á 
ninguna  de  las  dos  clasiñcaciones  anteriores,  puesto  que  la  capacidad  de  do- 
nante y  donatario  no  es  la  exigida  para  contratar,  según  expresión  de  los  ar- 
tículos 624  y  625,  ni  se  requiere  en  éstas  la  aceptación  de  la  donación  por  el 
donatario,  según  preceptúa  el  art.  1330,  cuando,  por  el  contrario,  en  las  do- 
naciones de  carácter  contractual,  como  antes  decíamos,  es  indispensable,  no 
sólo  su  aceptación,  sino,  además,  que  el  donante  sepa  que  fué  aceptada. 

Estas  diferencias  excluyen  de  todo  carácter  contractual  á  las  donaciones 
por  razón  de  matrimonio,  y  para  los  demás  puntos  de  contacto  que  éstas  pue- 
dan tener  con  las  otras  dos  clases  similares,  remitimos  al  lector  á  los  extensos 
comentarios  que  ocapan  su  lugar  oportuno  en  nuestra  obra  (f  )•  Sin  embargo, 


(1;     Tomo  2.^  págs.  18,  2B,  98,  32,  dó,  42,  44  y  47,  en  caanto  k  las  donaoioDOc 
Ínter  viwtt,  y  pwgR.  904,  208,  211  y  218,  en  cuanto  á  U«  mortU  cctn^o. 
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nuestro  Código,  qoe  en  el  art.  648  emplea  la  palabra  ocio,  imitando  en  esto  al 
Código  francés,  en  el  624  dice  qoe  se  regirán  por  las  disposiciones  generales 
de  los  contratos  y  obligaciones  en  todo  lo  qne  no  se  haya  determinado  en  el 
til  2.^,  en  que  están  comprendidas;  y  cenclnye  por  colocar  en  el  libro  4.^, 
entre  los  contratos,  las  donaciones  por  razón  de  matrimonio. 

Los  nueve  artículos  qoe  desarrollan  la  materia,  después  de  establecer  que 
se  regirá  por  las  reglas  contenidas  en  el  tíL  2.^  libro  3.o,  puntualizan  las 
variantes  especiales  á  esta  clase,  cuyo  estudio  no  ofrecerá  seguramente  difi- 
cultad alguna,  puesto  que  regulan  la  capacidad  de  las  personas  del  donante  y 
donatario,  concediéndola  aun  dentro  de  la  menor  edad,  excluyen  la  aceptación 
como  requisito  esencial,  limitan  la  porción  cuantitativa  en  que  pueda  consis- 
tir la  donación,  fijan  el  deber  en  el  donante  de  liberar  los  bienes  donados  de 
las  hipotecas  y  gravámenes  que  les  afecten,  salvo  los  censos  y  servidumbres 
que  no  se  hubiesen  pactado,  declaran  la  irrevocabilidad  de  esta  clase  de  dona- 
ciones, excepto  en  los  tres  casos  que  enumera  el  art.  4233,  y  contienen  la  de- 
claración terminante  de  nulidad,  admisible  á  partir  de  las  donaciones  entre  los 
cónyuges  durante  el  matrimonio,  salvo  los  regalos  módicos  en  ocasiones  de 
regocijo  para  la  familia,  y,  siguiendo  á  la  qne  hiciere  el  binobo  á  los  hijos  de 
su  consorte,  y  viceversa,  sean  legítimos,  naturales  ó  ilegítimos,  concluyen 
con  las  donaciones  hechas  á  personas  de  quienes  el  donante  sea,  á  la  sazón, 
presunto  heredero,  que  serán  igualmente  nulas. 


CAPITULO   III 

IDe  la  dote. 


SECCIÓN   PRIMERA 

DE  LA  COM0TITTJCIÓN  Y  GARANTÍA  DE  LA  DOTE 

Art.  1336.  La  dote  Be  compone  de  los  bienes  y  de- 
rechos que  en  este  concepto  la  mujer  aporta  al  matrimo- 
nio al  tiempo  de  con  traerlo  y  de  los  que  durante  él  ad- 
quiera por  donación,  herencia  ó  legado  con  el  carácter 
dotal. 
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Art.  1389.  Tendrán  también  el  concepto  de  dó- 
tales loe  bienes  inmuebles  adquiridos  durante  el  matri- 
monio: 

1.®    Por  permuta  con  otros  bienes  dótales. 

2.^    Por  derecho  de  retracto  perteneciente  á  la  mujer. 

3.^    Por  dación  en  pago  de  la  dote. 

4.^    Por  compra  con  dinero  perteneciente  á  la  dote. 

656.  La  palabra  dinero  sólo  significa  moneda  corriente^  como  así 
lo  establece  el  Código  civil  en  éste  y  otros  de  sus  artículos;  y  esti- 
mándolo en  otra  forma,  se  comete  error  de  derecho. — S.  5  Julio  98, 
—O.  18  Nov. 


Art.  ISSft.  Pueden  constituir  dote  á  favor  de  la 
mujer,  antes  ó  después  de  contraer  el  matrimonio,  los 
padres  y  parientes  de  los  esposos  y  las  personas  extrañas 
á  la  familia. 

También  puede  constituirla  el  esposo  antes  del  matri- 
monio, pero  no  después. 

Ari.  1830.  La  dote  constituida  antes  ó  al  tiempo 
de  celebrarse  el  matrimonio  se  regirá,  en  todo  lo  que  no 
esté  determinado  en  este  capítulo,  por  las  reglas  de  las 
donaciones  hechas  en  consideración  al  mismo.  La  dote 
constituida  con  posterioridad  se  regirá  por  las  reglas  de 
las  donaciones  comunes. 

Ari.  134LO.  El  padre  ó  la  madre,  ó  el  que  de  ellos 
viviese,  están  obligados  á  dotar  á  sus  hijas  legítimas, 
fuera  del  caso  en  que,  necesitando  éstas  el  consentimiento 
de  aquéllos  para  contraer  matrimonio  con  arreglo  á  la 
ley,  se  casen  sin  obtenerlo. 

Art.  134LI.    La  dote  obligatoria  á  que  se  refiere 
el  artículo  anterior,  consistirá  en  la  mitad  de  la  legítima 


¡1 
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rigorosa  presunta.  Si  la  hija  tuviere  bienes  equivalentes 
á  la  mitad  de  su  legitima,  cesará  esta  obligación;  y  si  el 
valor  de  sus  bienes  no  llegare  á  la  mitad  de  la  legítima, 
suplirá  el  dotante  lo  que  falte  para  completarla. 

En  todo  caso  queda  prohibida  la  pesquisa  de  la  fortuna 
de  los  padres  para  determinar  la  cuantía  de  la  dote,  j  los 
Tribunales,  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  harán  la 
regulación  sin  más  investigación  que  las  declaraciones  de 
los  mismos  padres  dotantes  y  las  de  los  dos  parientes  más 
próximos  de  la  hija,  varones  y  mayores  de  edad,  uno  de 
la  línea  paterna  y  otro  de  la  materna,  residentes  en  la 
misma  localidad  ó  dentro  del  partido  judicial. 

A  falta  de  parientes  mayores  de  edad,  resolverán  los 
Tribunales,  á  su  prudente  arbitrio,  sólo  con  las  declara- 
ciones de  los  padres. 

Aw^t.  134^.  Los  padres  pueden  cumplir  la  obliga- 
ción de  dotar  á  sus  hijas,  bien  entregándoles  el  capital  de 
la  dote,  ó  bien  abonándoles  una  renta  anual  como  frutos 
ó  intereses  del  mismo. 

Art.  1343.  Cuando  el  marido  solo,  ó  ambos  cón- 
yuges juntamente,  constituyeren  dote  á  sus  hijas,  se  pa- 
gará con  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal;  si  no  los  hu- 
biere, se  pagará  por  mitad,  ó  en  la  proporción  en  que  los 
padres  se  hubieran  obligado  respectivamente,  con  los 
bienes  propios  de  cada  cónyuge.  Cuando  la  mujer  dotare 
por  sí  sola,  deberá  imputarse  lo  que  diere  ó  prometiere  á 
sus  bienes  propios. 

Art.  1344.  La  dote  confesada  por  el  marido,  cuya 
entrega  no  constare,  ó  constare  sólo  'por  documento  pri- 
vado, no  surtirá  más  efecto  que  el  de  las  obligaciones 
personales. 

Ari.  1845.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  la  mujer  que  tuviere  S  su  favor  dote  con- 
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íeeada  por  el  marido  antes  de  la  celebración  del  matrimo- 
nio ó  dentro  del  primer  año  de  él,  podrá  exigir  en  cual- 
quier tiempo  que  el  mismo  marido  se  la  asegure  con  hi- 
poteca, siempre  que  haga  constar  judicialmente  la  exis- 
'  tencia  de  loe  bienes  dótales,  ó  la  de  otros  semejantes  & 
equivalentes,  en  el  momento  de  deducir  su  reclamación. 


657.  La  disposición  contenida  en  el  art.  1345  del  Código  se  li- 
mita á  otorgar  á  la  mujer  que  tuviere  á  su  favor  dote  confesada 
por  el  marido  antes  de  la  celebración  del  matrimonio,  ó  en  el  pri- 
mer año  de  él,  la  facultad  de  exigir  en  cualquier  tiempo  que  el 
mismo  marido  se  la  asegure  con  hipoteca,  siempre  que  haga  cons- 
tar judicialmente  la  existencia  de  los  bienes  dótales  ó  la  de  otros 
semejantes  al  tiempo  de  deducir  su  reclamación,  y  no  hacienda 
uso  de  esa  facultad  y  teniendo  sólo  la  mujer  á  su  favor  un  docu- 
mento privado  en  que  consta  la  dote  que  su  marido  confesaba  ha- 
ber recibido  al  constituirse  el  matrimonio,  único  titulo  que  pre- 
sentó con  su  demanda  de  tercería,  que,  según  el  art.  1344,  no  surte 
más  efectos  que  el  de  una  simple  obligación  personal,  es  evidente 
que  la  primera  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código  no  altera 
ni  modifica  la  condición  esencial  de  la  dote,  ni  los  derechos  de  pre- 
lación  que  con  relación  á  otros  acreedores  pueda  ostentar  la  terce- 
rista, según  la  legislación  existente  al  tiempo  en  que  la  dote  fué 
4e  tal  manera  constituida.— á^.  12  Enero  95. — G.  14  Áhrü. 


Art.  f  34LS.  La  dote  puede  ser  estimada  ó  inesti- 
mada. 

Será  estimada,  si  los  bienes  en  que  consiste  se  evalua- 
ron al  tiempo  de  su  constitución,  transfiriendo  su  domi- 
nio al  marido  y  quedando  éste  obligado  á  restituir  su  im- 
porte. 

Será  inestimada,  si  la  mujer  conserva  el  dominio  de  loa 
bienes,  hayanse  ó  no  evaluado,  quedando  obligado  el  ma- 
rido á  restituir  los  mismos  bienes. 
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Si  las  capitulaciones  no  determinaran  la  calidad  de  la 
dote,  se  considerará  inestimada. 

* 

Art.  1349.  El  Incremento  ó  deterioro  de  la  dote 
estimada  es  de  cuenta  del  marido,  quedando  sólo  obli* 
gado  á  restituir  el  valor  por  que  la  recibió  y  á  garantizar 
los  derechos  de  la  mujer  en  la  forma  que  se  dispone  en 
los  artículos  siguientes. 

Art.  134S.  Si  el  marido  que  haya  recibido  la  dote 
estimada  se  cree  perjudicado  por  su  valuación,  puede  pe- 
dir que  se  deshaga  el  error  ó  agravio. 

Art.  13411.    £1  marido  está  obligado: 
1.^    A  inscribir  á  su  nombre  é  hipotecar  en  favor  de 
su  mujer  los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  que  re- 
ciba como  dote  estimada  ú  otros  bastantes  para  garantir 
la  estimación  de  aquéllos. 

2.^  A  asegurar  con  hipoteca  especial  suficiente  todos 
los  demás  bienes  que  como  dote  estimada  se  le  entre- 
guen. 

Art.  f  350.  La  cantidad  que  debe  asegurarse  por 
razón  de  dote  estimada  no  excederá  del  importe  de  la  es- 
timación, y,  si  se  redujere  el  de  la  misma  dote,  se  redu- 
cirá la  hipoteca  en  la  misma  proporción. 

Ari.  1351.  La  hipoteca  constituida  por  el  marido 
en  favor  de  la  mujer  garantizará  la  restitución  de  los  bie- 
nes,  ó  de  su  estimación,  en  los  casos  en  que  deba  verifi- 
carse conforme  á  las  leyes  y  con  las  limitaciones  que  és- 
tas determinen,  y  dejará  de  surtir  etfecto  y  podrá  cance- 
larse siempre  que  por  cualquiera  causa  legítima  quede 
dispensado  el  marido  de  la  obligación  de  restituir. 
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658.  Dejada  sin  efecto,  en  sentencia  de  divorcio  por  adulterio 
de  la  mujer,  y  al  tenor  del  núm.  3.^  del  art.  78  del  Código  civil,  la 
promesa  de  arras  constituida  por  el  marido,  queda  ipso  fado  sin 
valor,  por  virtud  del  art.  1351,  la  hipoteca  que  la  garantiza. — 8. 10 
Dic.  92.-— G.  28  Enero  93, 

659.  Infringe  los  mencionados  artículos  la  sentencia  que  en 
aquel  caso  desestima  la  demanda  del  marido  en  cuanto  reclama  la 
libertad  de  la  ñnca  hipotecada,  en  el  concepto  de  ser  del  patrimo- 
nio exclusivo  del  mismo  y  estar  libre  de  la  obligación  de  las  arras 
prometidas.— 5".  10  Dic,  92. —G,  28  Enero  93. 


Aw't.  4351B.  La  mujer  casada  mayor  de  edad  puede 
exigir  por  si  misma  la  constitución  deliipoteca  é  inscrip- 
ción de  bienes  de  que  trata  el  art.  1849. 

Si  no  hubiese  contraído  aún  matrimonio,  ó,  habiéndolo 
contraído,  fuese  menor,  deberán  ejercitar  aquel  derecho  en 
su  nombre  y  calificar  la  suficiencia  de  la  hipoteca  que  se 
constituya,  el  padre,  la  madre  ó  el  que  diere  la  dote  ó  loe 
bienes  que  se  deban  garantizar. 

A  falta  de  estas  personas^  y  siendo  menor  la  mujer,  esté 
ó  no  casada,  deberán  pedir  que  se  hagan  efectivos  los 
mismos  derechos,  el  tntor,  el  protutor,  el  consejo  de  fa- 
milia ó  cualquiera  de  sus  vocales. 


Art.  1353.  Si  el  tutor,  el  protutor  ó  el  consejo  de 
familia  no  pidieren  la  constitución  de  la  hipoteca,  el  Fis- 
cal  solicitará  de  oficio,  ó  á  instancia  de  cualquier  persona, 
que  se  compela  al  marido  al  otorgamiento  de  la  tnisma. 

Los  Jueces  municipales  tendrán  también  obligación  de 
excitar  el  celo  del  Ministerio  fiscal  á  fin  de  que  cumpla  lo 
preceptuado  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  185#«  Si  ei  nfkárido  careciese  de  bienes  propios 
con  que  constituir  la  hipoteca  de  que  trata  el  art.  1<H9, 


LIBBO  CUARTO. — TÍTULO  II. — ABT8.    1336  Á   1356  539 

quedará  obligado  á  coDStituirla  sobre  loe  primeros  inmue- 
bles ó  derechos  reales  que  adquiera. 

Art.  1355.  Biempre  que  el  todo  ó  una  parte  de  los 
bienes  que  constituyan  la  dote  estimada  consista  en  efec- 
tos públicos  ó  Talores  cotizables,  y  mientras  su  importe 
no  se  halle  garantizado  por  la  hipoteca  que  el  marido  está 
obligado  á  prestar,  los  títulos,  inscripciones  ó  documentos 
que  le  representan  se  depositarán  á  nombre  de  la  mujer, 
con  conocimiento  del  marido,  en  un  establecimiento  pú- 
blico de  los  destinados  al  efecto. 

ilrt.  1856.  En  los  casos  en  que  el  marido  esté  obli-. 
gado  á  asegurar  con  hipoteca  bienes  muebles  de  dote  in- 
estimada, serán  aplicables  las  disposiciones  contenidas  en 
los  artículos  1349  al  1355;  respecto  á  las  dotes  estimadas. 


n 


GTS  se  llama:  al  amíunto  de  Hena  ék  (oda  ch$e  que  la  mujer  lí  oirá 
persona,  en  consideración  á  aquélla,  pone  á  diepostciáñ  del  marido  para  con 
sus  producios  contribuir  á  las  carcas  del  matrimonio  couslUuido  en  familia, 
Ántigaamente  no  era  la  msyer  quisa  traía  dote  al  marido,  sino  que,  por  el 
eontrario,  el  marido  dotaba  á  la  mojer.  £ntre  los  cántabros  y  paebloa  seplen- 
tríonales  de  España  así  se  practicaba,  é  igualmente  en  los  pueblos  germáni- 
cos— dolé  non  uwor  marilo^  sed  uwori  marilus  qffertf'-^áe  allí  trajeron  los  go- 
dos esa  práclicA,  y  en  su  código  se  estableció  que,  para  la  solemnidad  y  valor 
de  los  esponsales  se  otorgasen  tablas  dótales,  esto  es,  escritura  becha  ante 
testigos  de  la  dote  que  ofrecía  el  esposo  á  la  esposa,  y  se  llamó  «precio  de  la 
doncella  desposada»,  con  que  el  varón  la  compraba  de  sus  padres  ó  parientes; 
bien  que  después  se  atribuvó  á  más  altas  consideraciones,  esto  es,  á  premiar 
la  integridad  virginal;  dar  valor  y  estima  al  mérito  y  honestidad  del  sexo; 
hacer  respetable  el  casamiento,  con  mayor  lustre  y  esplendor;  proporcionar 
á  las  casadas  subsistencia  segura  en  caso  de  viudez,  y  medios  de  continuar  los 
oficios  del  gobierno  doméstico,  sin  que  por  ello  se  despertase  el  interés  y  la 
avaricia.  En  los  reinos  de  León  y  Castilla,  Cataluña,  Aragón  y  Navarra,  ae 
«¡guió  la  ley  gótica  basta  la  publicación  de  las  Partidas,  y  aun  hasta  el  si- 
glo xv  en  aquellos  pueblos  donde  conservó  su  autoridad  el  Fuero  JuEgo;  ai 
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bieo  algo  influyó  Umbién  en  Castilla,  por  cnanto  se  permitia  qne  marido  j 
mnjer,  pasado  el  primer  año  de  matrimonio,  pudieran  hacerse  mntnamente 
algún  donadío  en  testimonio  de  sn  recíproco  amor  y  en  obsequio  del  matri* 
monio  contraído,  y  que  la  esposa  llevase  al  casamiento  algunos  bienes,  si  bien 
de  poca  consideración,  pues  consistían  regularmente  en  muebles,  alhajas,  ves- 
tidos, lechos  y  otros  de  la  misma  naturaleza,  qne  no  se  conocieron  con  el  nom- 
bre de  dote,  sino  con  el  de  ajovar,  assuíMtr  ó  ajuar.  Pero,  por  ley  gótica,  con- 
sistía la  dote  en  la  porción  de  bienes  muebles  y  raices  que  los  padres  ó  pa- 
rientes del  esposo  adjudicaban  por  escritura  solemne  á  la  esposa,  en  cantidad 
que  no  excediere  de  la  décima  parte  del  caudal  del  marido,  permitiéndose, 
no  obstante,  A  las  personas  de  más  alta  jerarquía  añadir  en  la  carta  dotal  un 
donadío  de  alhajas,  muebles,  etc.,  hasta  la  cantidad  de  mil  sueldos;  y  revali-» 
dada  la  ley  gótica  por  los  Fueros  municipales,  se  extendió  aquella  jurispru- 
dencia, con  el  nombre  de  dote  ó  de  arras  indistintamente,  hasta  que  las  leyes 
del  Fuero  Real  y  las  de  Toro  adoptaron  constantemente  el  nombre  de  arraa 
para  la  dote  ofrecida  por  el  varón  á  la  mujer,  y  en  adelante  ha  seguido  esa  de- 
nominación por  tal  concepto,  con  la  limitación  antes  dicha  de  la  décima  parte; 
arras,  que,  efectuado  el  matrimonio,  constituían  pleno  dominio  en  la  mujer» 
pasando  por  su  muerte,  testada  ó  intestada,  á  sus  herederos  y  no  al  marido  (4). 

Hoy,  el  Código  civil  estatuye  la  dote  con  cuantos  bienes  y  derechos  aporte 
la  mujer  al  matrimonio  al  tiempo  de  casarse,  y  cuanto  después  adquiera  por 
donación,  herencia  ó  legado  con  carácter  dotal;  y  puede  clasificarse  por  raxóa 
de  su  causa,  en  nec€$aria  y  w>lwiUaria\  según  su  origen,  en  pro/ectícia,  ad^ 
veuíieia  y  mtwta;  en  consideración  á  su  forma,  en  estimada  é  xneiHwiMda;  y 
en  atención  á  su  efectividad,  en  confesada^  promaHda  y  entregada. 

Necesaria  y  obligatoria  es  la  constitución  de  la  dote  cuando  la  ley  la  im- 
pone á  persona  determinada,  ó  sea  al  padre  ó  la  madre,  ó  al  que  de  ellos  vi- 
viese, según  el  art.  1340,  con  la  excepción  relativa  á  la  falta  de  consenti- 
miento que  deba  darse  por  ellos  para  la  celebración  del  matrimonio;  cuya 
dote  obligatoria  consistirá  en  la  legítima  rigorosa,  á  menos  que  la  contra- 
yente tuviere  bienes  propios  de  aquella  entidad  ó  cuantía;  pues  entonces  oe- 

(1)  Ley  61  de  Toro,  que  es  la  2.',  tit.  3.^,  libro  10  de  1a  Kov.  Becop.,  por  la  qu» 
quedó  corregida  la  Ley  l.\  tit.  2.^,  lib.  3.®  del  Fuero  Beal,  en  que  se  disponía  qu» 
muriendo  la  mujer  sin  hijos  del  matriiuouio  y  híu  haber  dispuesto  de  las  arras  en 
vida  ó  maerto,  volviesen  éstas  al  marido  que  laH  dio,  ó  á  su  heredero.  Puede,  no 
obstante,  el  marido,  al  tiempo  de  hacer  la  donación  de  las  arras,  poner  pactos  á% 
rarersión  que  impidan  la  transmisión  de  ellas  á  otros  herederos  de  la  mtu'er  4^* 
no  aean  los  hgos  que  tuviesen  en  el  matrimonio  qne  contraen;  pues  cualquiera  mm 
arbitro  de  imponer  en  sus  donaciones  las  eondioiones  qne  le  platean  eon  tal  qn« 
no  estén  prohibidas  por  dereoho. 
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«árá  aquella  obligación  de  dotar,  redaciéndose  ésta,  cuando  el  valor  de  los 
bienes  propios  no  Uegae  á  la  mitad  de  la  legítima  presunta,  á  la  cantidad  qae 
falte  para  completarla,  sin  qae  sea  lícito  pesquisar  la  fortuna  de  los  padres 
para  tales  determinaciones  cuantitativas,  y,  si  surgiere  desacuerdo,  el  Juez  de 
primera  instancia  del  domicilio  de  los  padres  hará  la  regulación,  oyendo  á 
^stos  y  á  los  dos  parientes  más  próximos  á  la  hya  si  existieren  en  la  localidad, 
mayores  de  edad,  varones  de  la  línea  paterna  y  materna,  en  comparecencia 
verbal,  por  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  que  tendrá  lugar,  aun  sin  la  con- 
currencia de  tales  parientes,  cuando  no  existan  de  edad  suficiente,  resolviendo 
el  Juez,  según  su  prudente  arbitrio,  cual  expresa  el  art.  4344  (4). 

Voluntaria^  será  la  dote  cuando  el  que  la  constituya  no  tenga  por  la  ley 
obligación  de  hacerlo,  pudiendo  llevarlo  á  cabo  en  favor  de  la  mojar,  antes  ó 
después  de  contraer  matrimonio,  los  padres  y  paríanles  de  los  esposos  y  las 
personas  extrañas  á  la  familia,  y  aun  el  contrayente,  con  tal  que  lo  verifique 
antes  de  la  celebración  del  matrimonio  y  no  después,  según  disposición  ex- 
presa del  art.  4338. 

Frofecticia,  adventicia  y  miata,  se  reputa  respectivamente  la  dote,  cuando 
se  constituye  con  bienes  del  padre  ó  ascendientes  paternos;  cuando  lo  sea  con 
bienes  de  la  madre  ó  ascendientes  maternos  ó  propios  de  la  contrayente,  ó  de 
otra  clase  de  parientes  y  extraños;  y  cuando,  por  último,  se  constituya  la  dote 
€0ü  bienes  de  la  sociedad  conyugal.  Confirma  esta  clasificación  el  art.  4343, 
cuyos  pormenores  son  de  suma  importancia,  teniendo  en  cuenta  la  forma  en 
que  pueden  los  padres  cumplir  la  obligación  de  dotar  á  sus  hijas,  bien  con 
entrega  de  capital  de  la  dote,  ó  bien  abonando  una  renta  anual  como  fruto  ó 
intereses  del  mismo,  cual  expresa  el  art.  4342. 

Estimada^  será  la  dote  cuando  los  bienes  en  que  consista  se  evaluaron  al 
tiempo  de  su  constitución,  transfiriendo  su  dominio  al  marido  y  quedando 
éste  obligado  á  restituir  su  importe. 

Inestimada^  será,  á  su  ves,  si  la  mujer  conserva  el  dominio  de  los  bienes, 
hayanse  ó  no  evaluado,  quedando  obligado  el  marido  á  restituir  los  bienes; 
debiendo  considerarse  inestimada,  si  en  las  capitulaciones  matrimoniales  no 
se  determinó  la  calidad  de  la  dote,  aunque  contenga  la  expresión  de  los  va- 
lores de  los  bienes  en  que  aquélla  consista. 

Confesada,  prometida  y  entregada^  es  la  triple  clasificación  que  permiten 
los  artículos  que  nos  ocupan,  en  último  estado,  dentro  de  la  constitución  de 

(1)  También  debe  oonaiderane  como  dote  necesaria  ú  obligatoria  la  qne  por 
vía  de  indeDinkaclón  ne  establece  por  el  núm.  1.**  del  art.  46i  del  Código  penal  en 
favor  de  la  ofendida,  soltara  ó  viuda,  por  delito  de  violación,  estupro  ó  rapto,  y  la 
del  art.  491  del  nplsmo  Código. 
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la  dote,  á  coyos  extremoft  se  refieren  los  &rtícalos  4348  al  4345  y  sos  concor- 
dantes de  la  sección  primera  qne  nos  viene  ocupando,  sobre  coyos  preceptos 
no  creemos  se  susciten  mayores  dudas;  y,  como  resolución  de  las  anteri  r- 
mente  ocurridas,  transcribiremos  á  continuación  las  publicadas  en  la  Gaceta 
por  la  Dirección  general  de  los  Registros. 

La  dote  confesada  no  reúne  una  de  las  condiciones  exigidas  por  el  art  47 1 
de  la  ley  Hipotecaria,  cuando  no  se  hace  constar  judicialmente  la  existencia 
de  ios  bienes  dótales  Ó  la  de  otros  semejantes  ó  equivalentes. 

Resuelto  por  la  Dirección  general  de  los  Registros  de  la  Propiedad  y  del 
Notariado,  en  47  de  Enero  de  i 876,  4i  de  Mayo  de  4879, 45  de  Enero  de  4884^ 
27  de  Enero  de  4882  y  4.°  de  Abril  de  4884,  que  es  improcedente  la  constiin- 
eión  de  hipoteca  voluntaria  en  garantía  de  la  dote  confesada  que  no  reúne  la» 
condiciones  establecidas  en  el  art.  474  de  la  ley  Hipotecaria,  hay  que  investi- 
gar si  el  Código  civil  ha  modificado  la  doctrina  legal  de  aquellas  resoluciones. 

Después  de  lo  ordenado  en  el  art.  4263  del  referido  Código,  puede  afir- 
marse que  el  criterio  de  éste  en  orden  á  los  contratos  de  mujeres  casadas,  ea 
estimarlos  válidos,  por  regla  general;  que  tiene,  sin  embargo,  algunas  excep* 
ciones. 

Aunque  no  hay  en  el  Código  artículo  alguno  que  prohiba  de  modo  ex- 
preso entre  marido  y  mujer  el  contrato  de  hipoteca,  existen  en  él  varios  pre* 
ceptos  de  que  se  colige  que  éste  no  es  válido,  tratándose  de  la  dote  confesada, 
que  no  reúne  las  condiciones  que  determina  el  segundo  de  los  artículos  que 
nos  ocupa;  cuyos  preceptos  son:  el  del  art.  4334,  que  declara  nula  toda  dona- 
ción entre  los  cónyuges  durante  el  matrimonio;  el  del  4338,  que  prohibe  al 
marido  constituir  dote  en  favor  de  su  mujer  después  del  consorcio;  y  el  del 
4334,  según  el  que,  la  dote  confesada  por  el  marido,  cuya  entrega  no  cons* 
tare,  ó  constare  sólo  por  documento  privado,  no  surtirá  más  efecto  que  el  de 
las  obligaciones  personales. 

De  tales  mandatos,  lógicamente  se  deduce  la  nulidad  de  la  hipoteca  en 
cuestión,  ya  que,  en  caso  contrario,  fuera  este  contrato  medio  fácil  y  expedito 
para  burlar  la  prohibición  de  donar  y  la  de  dotar,  y  para  asegurar  la  mujer 
una  acción  real,  por  razón  de  dote,  á  que  el  legislador  no  ha  querido  conce- 
der otra  eficacia  que  la  de  una  simple  obligación  personal;  doctrina  que  corro- 
bora el  segundo  de  los  artículos  que  nos  ocupa,  al  subordinar  á  determinada» 
condiciones  la  concesión  de  la  hipoteca  legal  por  dote  confesada,  lo  cual 
prueba  que  sólo  reuniendo  esos  requisitos  estima  justo  el  artículo  asegurar  los 
derechos  de  la  mujer  con  una  garantía  real  constituida  después  del  matrimo- 
nio, y  eso  descarta  la  posibilidad  de  constituirla  en  otro  caso  (4). 

^-«.■»^— ^»^.^™^— — ».— »^.— .— ^»— ^«^.i.— — ^»^— ^i»^— ..^— »»^.— ^».^— i— — «— i^"^""^".— ^— ^ 

(1)     a.  déla  D,  6  Abril  W.--6\  UMftyo.  • 
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El  art.  347  del  Código  establece  una  regla  general,  que  abarca  todos  los 
casoa  de  ernaacipación,  y  es  aplicable  á' todos  los  emancipados,  sean  hembras 
6  varones,  y  consiste  en  qne  el  menor  queda  habilitado  por  la  emancipación 
para  regir  sa  persona  y  bienes  como  si  fuera  mayor,  sin  más  limitaciones 
qoe  la  de  necesitar  el  consentimiento  de  su  padre,  madre  ó  el  del  tutor  para 
los  actos  que  el  mismo  articulo  determina,  y  entre  ellos,  el  de  vender  bienes^ 
inmuebles;  regla  qoe  tan  sólo  modifican  dos  artículos  del  mismo  Código:  el 
61,  qoe  obedeciendo  á  un  principio  de  orden  en  el  seno  de  la  familia,  no  con- 
siente que  la  mujer  contrate  sin  licencia  ó  poder  de  su  marido;  y  el  4364,  que^ 
en  consideración  á  la  índole  jurídica  de  los  bienes  dótales  inestimados,  pres- 
cribe que,  si  la  mujer  fuera  menor,  no  puedan  ser  enajenados,  gravados  ó  hi- 
potecados sino  con  licencia  judicial  ó  intervención  de  las  personas  señaladas 
en  el  artículo  que  nos  ocupa. 

De  esas  dos  restricciones,  únicamente  la  primera  es  por  su  naturaleza  per- 
manente, porque  obedece  á  la  situación  que  ocupa  la  mujer  dentro  de  la  fa- 
ritilia;  mas  la  otra,  circunscrita  por  el  mismo  texto  legal  á  determinados 
bienes,  no  puede  ni  debe  ser  extensiva  á  otros  distintos,  por  impedirlo  el  ar- 
tículo 347,  que,  dada  su  generalidad,  no  admite  mis  excepciones  que  las  qoe 
el  Código  clara  y  categóricamente  tiene  establecidas;  de  io  cual  »e  infiere  que 
para  la  enajenación  de  los  bienes  parafernales  propios  de  una  mujer  menor 
de  edad,  basta  la  licencia  ó  poder  de  su  marido  y  el  consentimiento  de  las 
personas  que  el  repetido  art.  347  enumera,  sin  que  sea  además  indispensable 
el  requisito  de  la  licencia  judicial,  no  exigido  en  cuanto  á  tales  bienes  por  pre- 
cepto alguno  del  Código. 

Otra  interpretación,  llevaría  á  la  consecuencia  de  que  una  mujer  soltera, 
menor  de  edad,  emancipada  por  concesión  paterna,  no  necesitarla  para  ven- 
der sus  bienes  inmuebles  más  que  el  consentimiento  de  so  padre,  y  si  contra- 
jere matrimonio,  necesitaría,  además  de  ese  consentimiento  y  la  licencia  ma- 
rital, autorización  del  Juzgado,  siendo  notorio  que  si  aquella  licencia  es  cosa 
inherenle  á  la  mudanza  de  estado  de  la  menor,  y  por  ende  lógica  y  natural^ 
no  se  concibe  que,  según  sea  la  causa  de  la  emancipación  de  la  menor,  así  sea 
ó  no  necesaria  la  autorización  judicial;  sin  que  desvirtúe  la  fuerza  de  lo  ante- 
riormente expuesto  el  precepto  del  art.  4880,  pues  bien  se  comprende,  dada  la 
letra  del  mismo,  del  espíritu  que  le  anima  y  el  lugar  que  ocupa  en  el  Código 
—capitulo  3.*,  tit.  45,  libro  4.°,— que  su  objeto  es  dejar  vigente  la  ley  Hipóte 
ciria  en  cuanto  á  la  forma,  extensión,  efectos,  modificación  y  extinción  de  la 
hipoteca,  mas  no  que  la  capacidad  jurídica  de  la  mujer  casada  se  rija  en  caso 
alguno  más  que  por  los  preceptos  de  nuestra  novísima  legislación  civil  (4). 

-1 1    -  r  ■■  ■  1  «    I      II        I  -     ■     -  ,  I  I  ,      ---,,-         . 

íl)     H.  de  2»  D.,  S  Junio  90.  -~6\  4  Of^t. 
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Finalmente,  respecto  á  Iob  bienes  dotaleí  adquiridos  dorante  el  matrinio- 

.  nio,  conceptaamos  tan  claros  los  extremos  qne  comprenden  los  eoatro  núroo- 

ros  del  art.  4337,  qne  sólo  nos  permitiremos  una  ligera  aclaración  con  referea- 

cia  al' derecho  de  retracto  comprendido  bajo  el  número  segando  de  aqnéllps, 

en  razón  i  cierto  caso  práctico. 

Los  bienes  adquiridos  por  virtod  del  derecho  de  retracto  pertenecen  á 
aqnel  de  los  cónyuges  á  qnien  correspondía  ese  derecho;  y  si  esos  bienes  se 
pagaron  con  dinero  de  la  sociedad  legal  ó  del  otro  cónyuge,  el  que  se  hace  con 
los  bienes,  será  deudor  á  la  sociedad  legal  de  la  mitad  de  ese  dinero,  ó  deodor 
de  todo  80  importe  al  otro  cónyuge;  pero  se  qoeda  con  la  propiedad  de  esos 
bienes.  Ahora,  si  el  retracto  ejercitado  fuera  un  derecho  de  la  sociedad  con- 
yugal, porque  la  sociedad  fuera  dueña  de  la  finca  colindante  ó  partícipe  en  el 
dominio  de  los  bienes  retraídos,  en  este  caso,  esos  bienes  serán  gananciales, 
como  adquiridos  por  la  sociedad  conyugal  j  en  virtud  de  un  derecho  que  á  U 
sociedad  correspondía. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

BE  LA  ADMINISTRACIÓN  Y  USUFRUCTO  DE  LA  DOTE 

Art.  1357.  El  marido  es  administrador  y  usufruc- 
tuario de  los  bienes  que  constituyan  la  dote  inestimada, 
con  los  derechos  y  obligaciones  anexos  á  la  administra- 
ción y  al  usufructo,  salvas  las  modificaciones  expresadas 
en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1359.  El  marido  no  está  obligado  á  prestar 
la  fianza  de  los  usufructuarios  comunes;  pero  si  á  inscribir 
en  el  Registro,  si  no  lo  estuvieren;  á  nombre  de  la  mujer 
y  en  calidad  de  dote  inestimada,  todos  los  bienes  inmue- 
bles y  derechos  reales  que  reciba  en  tal  concepto,  y  á 
constituir  hipoteca  especial  suficiente  para  responder  de 
la  gestión,  usufructo  y  restitución  de  los  bienes  muebles. 

Art.  1359.    No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos  ar> 

tículos  anteriores,  el  marido  que  reciba  en  dote  estimada 
ó  inestimada  efectos  públicos,  valores  cotizables  ó  bienes 
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íungibleB  y  no  los  hubiese  asegurado  con  hipoteca,  podrá , 
sin  embargo,  sustituirlos  con  otros  equivalentes,  con  con- 
sentimiento de  la  mujer  si  ésta  fuese  mayor,  y  con  el  de 
las  personas  á  que  se  refiere  el  art.  1352,  si  fuese  menor. 

También  podrá  enajenarlos  con  consentimiento  de  la 
mujer,  y  en  su  caso  de  las  personas  antes  enunciadas,  á 
condición  de  invertir  su  importe  en  otros  bienes,  valores 
ó  derechos  igualmente  seguros. 

iin>t.  f  860.  La  mujer  conserva  el  dominio  de  los 
bienes  que  constituyen  la  dote  inestimada  y,  por  lo  tanto, 
son  también  de  ella  el  incremento  ó  deterioro  que  tu- 
vieren (1). 

£1  marido  sólo  es  responsable  del  deterioro  que  por  su 
culpa  ó  negligencia  sufran  dichos  bienes. 

Art.  1861.  La  mujer  puede  enajenar,  gravar  é 
hipotetar  los  bienes  de  la  dote  inestimada,  si  fuese  mayor 
de  edad,  con  licencia  de  su  marido,  y,  si  fuese  menor, 
con  licencia  judicial  é  intervención  de  las  personas  seña- 
ladas en  el  art.  1852. 

Si  los  enajenare,  tendrá  el  marido  obligación  de  cons- 
tituir hipoteca,  del  propio  modo  y  con  iguales  condicio- 
nes que  respecto  á  los  bienes  de  la  dote  estimada  (2). 

Art.  1369.  Los  bienes  de  la  dote  inestimada  res- 
ponden de  los  gastos  diarios  usuales  de  la  familia,  causa- 
dos por  la  mujer  ó  de  su  orden  bajo  la  tolerancia  del  ma- 
rido; pero  en  este  caso  deberá  hacerse  previamente  excu- 
sión de  loa  bienes  gananciales  y  de  los  del  marido. 

Art.  1363.    El  marido  no  podrá  dar  en  arrenda- 


(1)     Véase,  como  concordante,  el  art.  1349. 
(3)     Yéase,  oozno  oonoordante,  el  art.  1425. 
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miento  por  más  de  seis  añoe»  sin  el  consentimiento  de  Is 
mujer,  bienes  inmuebles  de  la  dote  inestimada. 

En  todo  caso  se  tendrá  por  nula  la  anticipación  de  ren- 
tas ó  alquileres  hecha  al  marido  por  más  de  tref  años. 


A  vi.  1364.  Cuando  los  cónyuges,  en  virtud  délo 
establecido  en  el  art.  1315,  Jbubiesen  pactado  que  no  re- 
girá entre  ellos  la  sociedad  de  gananciales  sin  expresar 
las  reglas  por  que  hayan  de  regirse  sus  bienes,  ó  si  la  mu- 
jer ó  sus  herederos  renunciaren  á  dicha  sociedad,  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  el  presente  capitulo,  y  percibirá  el 
marido,  cumpliendo  las  obligaciones  que  en  él  se  deter- 
minan, todos  los  frutos  que  so  reputarían  gananciales  en 
el  caso  de  existir  aquella  sociedad. 


ñ 


POCO  qne  la  atención  se  fije  entre  la  significación  del  epígrafe  de  esta 
sección  y  la  de  los  ocho  artículos  que  contiene,  se  comprenderá  el  diferente 
alcance  y  la  gran  distancia  qae  existe  entre  el  enanciado  y  el  contenido,  en 
rasón  á  qne  dichos  artícalos  contienen  disposiciones  más  trascendentales  qae 
las  que  se  refieren  á  la  administración  y  usufructo  d^  la  dote.  El  afianza- 
miento de  los  bienes  dótales  y  la  enajenación  de  los  mismos,  son  objeto  pre- 
ferido del  art.  4359  y  del  4361. 

El  primero  de  los  qae  encabezan  este  comentario  confirma  el  principio 
tradicional  de  naestra  legislación  histórica,  que  atribuye  al  marido,  como 
jefe  de  la  familia,  el  derecho  de  administrar  los  bienes  dótales  y  percibir  sas 
frutos  en  la  dote  inestimada^  con  los  derechos  y  obligaciones  anexos  á  la  ad- 
ministración y  al  usufructo  (4),  con  las  modificaciones  consiguientes  á  la  dife- 
rencia que  existe  entre  la  importante  misión  que  cumple  dentro  de  la  familia 
y  la  correspondiente  á  los  administradores  y  usufructuarios  comunes.  Está 
relevado  de  prestar  la  fianza,  que  es  obligación  de  aquéllos;  pero,  en  cambio, 
está  obligado  á  inscribir  en  el  Registro  de  la  propiedad,  á  nombre  de  la  mu- 
jer, y  en  calidad  de  dote  inestimada,  todos  los  bienes  inmuebles  y  derechos 

(1)     Véanse,  en  esta  obra,  los  oomentarlos  respectivos  á  diohas  instünoSoBes. 
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• 

reales  que  reciba  en  ttl  concepto,  y  á  constitoir  hipoteca  especial  suficiente  para 
responder  de  la  gestión,  asofracto  y  restitnción  de  los  bienes  muebles,  efectos 
públicos,  valores  cotizables  ó  bienes  fangibles,  los  cuales,  en  otro  caso,  po- 
drá sustituirlos  con  otros  equivalentes  con  consentimiento  de  la  mujer,  si 
ésta  fuese  mayor,  y  si  fuese  menor,  con  el  del  padre,  la  madre  ó  de  quien 
diere  la  dote,  el  tutor,  el  protntor  y  el  consejo  de  familia,  y  aun  enajenarlos 
con  el  consentimiento  respectivo,  á  condición  de  invertir  su  importe  en  otros 
bienes,  valores  ó  derechos  igualmente  seguros. 

Respecto  á  la  garantía  hipotecaria  que  el  marido  deba  constituir  en  favor 
de  la  mujer,  la  ley  Hipotecaria  y  su  reglamento  contienen  disposiciones  termi- 
nantes, á  partir  del  art.  479  de  la  primera  y  4S0  del  segundo,  cuyo  conteniJo 
es  de  sumo  interés  para  la  aplicación  y  fiel  cumplimiento  de  las  prescripcio- 
nes que  nos  ocupan,  respecto  de  las  que  la  Dirección  general  de  los  Registros 
ha  sentado  importante  doctrina,  de  que  vamos  á  ocupamos  para  cerrar  este 
comentario. 

Los  contratos  sobre  establecimiento  de  servidumbres  voluntarias  sólo  pue- 
den celebrarlos  los  dueños  de  las  fincas,  á  las  que  afecte,  ó  los  que  tengan 
su  legal  representación  para  el  caso,  y  las  facultades  generales  de  administra- 
dor y  usufructuario  que  puedan  ostentar.  los  maridos  con  relación  á  los  bienes 
de  sus  mujeres,  y  la  misma  representación  legal  que  el  Código  les  otorga,  no 
son  suficientes  para  los  actos  que  sólo  el  que  tiene  el  dominio  de  las  cosas 
puede  ejecutar  con  arreglo  á  las  leyes,  pues  en  cuanto  haga  relación  con  tales 
actos  es  precisa  la  autorización  especial  del  dueho. 

Para  la  aplicación  de  esta  doctrina  legal  nada  significa  que  la  servidumbre 
se  constituya  á  favor  y  no  sobre  la  finca  de  la  mujer,  ni  que  las  condiciones 
sean  altamente  ventajosas  para  ésta,  porque  sólo  el  dueño  puede  hacer  este 
género  de  apreciaciones,  y  ninguno  está  autorizado  á  verificarlo  en  su  lugar; 
y  al  afirmar  que,  al  no  gravarse  la  finca,  siendo  la  dominante,  no  se  limitan 
los  derechos  dominicales  del  dueño  cuando  otra  persona  contrata  á  su  nom* 
bre  sin  su  autorización,  es  desconocer  que  el  ejercicio  de  esas  facultades  por 
persona  que  no  tenga  el  dominio,  implica  la  mayor  de  las  limitaciones  conce- 
bibles. 

Si  la  mujer  conserva  el  dominio  de  sus  bienes,  conforme  al  art.  4369  que 
nos  ocupa,  y  al  438t,  y  el  marido  no  puede  darlos  siquiera  en  arrendamiento 
por  más  de  seis  años  sin  el  consentimiento  de  aquélla,  con  arreglo  al  4363, 
menos  podrá  ejercer  otros  actos  que  son  de  mocha  más  trascendencia,  pues 
establecen  permanentes  relaciones  jurídicas  que  al  cabo  no  es  poaible  prever 
si  perjudicarán  ó  beneficiarán  al  dueño  (4). 


(1;     B.  de  la  D.  de  Ultramar,  18  Feb.  98.— (7.  U  Harzo. 
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El  art.  347  del  Código  establece  «na  regla  general  que  abarca  todos  los 
casos  de  emancipación,  y  es  aplicable  á  todos  los  emancipados,  sean  hembras 
ó  varones,  consistente  en  qae  el  menor  queda  habilitado  por  la  emancipación 
para  rogir  sn  persona  y  bienes  como  si  faera  mayor,  sin  más  limitaciones  que 
la  de  necesitar  el  consentimiento  de  su  padre,  madre  ó  el  del  tntor  para  los 
actos  qoe  el  mismo  artícalo  determina,  y  entre  ellos,  «1  de  vender  bienes  in- 
muebles; regla  qae  tan  sólo  modifican  dos  artícnlos  del  mismo  Código:  el  64, 
que,  obedeciendo  á  nn  principio  de  orden  en  el  seno  de  la  familia,  no  con- 
siente qoe  la  mujer  contrate  sin  licencia  ó  poder  de  sn  marido;  y  el  4364,  que, 
en  consideración  á  la  índole  jurídica  de  los  bienes  dótales  inestimados,  pres- 
cribe que  si  la  mujer  fuera  menor,  no  puedan  ser  enajenados,  gravados  ó  hi- 
potecados, sino  con  licencia  judicial  é  intervención  de  las  personas  señaladas 
en  el  art.  435t. 

De  esas  dos  restricciones,  únicamente  la  primera  es  por  su  naturaleza  per- 
manente, porque  obedece  á  la  situación  que  ocupa  la  mujer  dentro  de  la  fa- 
milia; mas  la  otra,  circunscrita  por  el  mismo  texto  legal  á  determinados  bie- 
nes, no  puede  ni  debe  ser  extensiva  á  otros  distintos,  por  impedirlo  el  ar- 
tículo 347,  que,  dada  su  generalidad,  no  admite  más  excepciones  que  las  que 
el  Código  clara  y  categóricamente  Mene  establecidas;  de  lo  cual  se  infiere 
que  para  la  enajenación  de  los  bienes  parafernales  propios  de  una  mujer  me- 
nor de  edad,  basta  la  licencia  ó  poder  de  su  marido  y  el  consentimiento  de 
las  personas  que  el  repetido  art.  347  enumera,  sin  que  sea  además  indispen- 
sable el  requisito  de  la  licencia  judicial,  no  exigido  en  cuanto  á  tales  bienes 
por  precepto  alguno  del  Código. 

Otra  interpretación  llevaría  á  la  consecuencia  de  que  una  mujer  soltera, 
menor  de  edad,  emancipada  por  concesión  paterna,  no  necesitaría  para  ven- 
der sus  bienes  iaipnebles  más  que  el  consentimiento  de  su  padre,  y  si  contra- 
jese matrimonio,  necesitaría  además  de  ese  consentimiento  y  la  licencia  ma- 
rital, autorización  del  Juzgado;  siendo  notorio  que  si  aquella  licencia  es  coca 
inherente  á  la  mudanza  de  estado  de  la  menor,  y  por  ende,  lógica  y  natural, 
no  se  concibe  que,  según  sea  la  causa  de  la  emancipación,  así  sea  ó  no  nece- 
saria la  autorización  judicial;  sin  que  desvirtúe  la  fuerza  de  lo  anteriormente 
expuesto  el  precepto  del  art.  4880,  pues  bien  se  comprende,  dada  la  letra  del 
mismo,  del  espíritu  que  le  anima  y  del  lugar  que  ocupa  en  el  Código— capí- 
tulo 3.°,  tit.  45,  libro  4.^ — que  su  objeto  es  dejar  vigente  la  ley  Hipotecaria, 
en  cuanto  á  la  forma,  extensión,  efectos,  modificación  y  extinción  de  la  hi- 
poteca, mas  no  que  la  capacidad  jurídica  de  la  mujer  casada  se  rija  en  caso 
alguno  más  que  por  los  preceptos  de  nuestra  novísima  legislación  civil  (4). 


(1)     E.  de  la  D.,  8  Junio  90.— (7.  4  Oct. 
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No  podiendo  el  marido,  segtln  el  precepto  del  art  4363  que  nos  ocopa, 
dar  en  arrendamiento  por  más  de  seis  años,  sm  el  consentimiento  de  la  majer» 
bienes  inmuebles  de  la  dote  inestimada,  es  indudable  qne  tampoco,  sin  ese 
consentimiento,  puede  celebrar,  con  relación  á  tales  bienes,  contratos  sobre 
establecimiento  de  sen^idombres  voluntarías  que  por  su  naturaleza  copstitu  • 
y  en  relaciones  jurídicas  permanentes  (4). 


SECCIÓN  TERCERA 

DE  LA  RXSTlTUaÓN  DE  LA  DOTE 

Art.  Í3G&.  La  dote  se  restitoirá  á  la  mujer  ó  á  büb 
herederoB  en  los  caeos  siguientes: 

1.^  Cuando  el  matrimonio  se  disuelva  ó  se  declare 
nulo. 

2.^  Cuando  se  transfiera  á  la  mujer  la  administración 
de  su  dote  en  el  caso  previsto  por  el  párrafo  segundo  del 
art.  225. 

8.^  Cuando  los  Tribunales  lo  ordenen  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  este  Código. 

Ari.  1366.  La  restitución  de  la  dote  estimada  se 
hará  entregando  el  marido  ó  sus  herederos  á  la  mujer  ó 
á  los  suyos  el  precio  en  que  hubiese  sido  estimada  al  re- 
cibirla el  marido. 

Del  precio  se  deducirá: 

1.^  La  dote  constituida  á  las  hijas,  en  cuanto  sea  im- 
putable á  los  bienes  propios  de  la  mujer,  conforme  al  ar- 
tículo 1843. 

2.^  Las  deudas  contraidas  por  la  mujer  antes  del  ma- 
trimonio y  que  hubiese  satisfecho  el  marido  (2). 


(1)     B.  de  lA  D.,  18  Feb.  93.— &.  11  Karso. 
CS)     YéftM,  oomo  oonoordante,  el  art.  1419. 
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Atí.  1361.  Lo6  bienes  ínmuebleB  de  la  dote  in- 
eBtimada  se  restituirán  en  el  estado  en  que  se  hallaren; 
y,  si  hubiesen  sido  enajenados,  se  entregará  el  precio  de 
la  venta,  menoid  lo  que  se  hubiese  invertido  en  cumplir 
las  obligaciones  exclusivas  de  la  mujer. 

Art.  1369.  £1  abono  de  las  expensas  y  mejoras  he- 
chas por  el  marido  en  las  cosas  dótales  inestimadas  se  re- 
girá por  lo  dispuesto  con  relación  al  poseedor  de  buena  fe. 

Art.  i  369.  Una  vez  disuelto  ó  declarado  nulo  el 
matrimonio,  podrá  compelerse  al  marido  ó  á  sus  herede- 
ros para  la  inmediata  restitución  de  los  bienes  muebles  ó 
inmuebles  de  la  dote  inestimada. 

Art.  1376.  No  podrá  exigirse  al  marido  ó  á  sus 
herederos,  hasta  que  haya  transcurrido  un  año,  oontado 
desde  la  disolución  del  matrimonio,  el  dinero,  los  bienes 
fungibles  y  los  valores  públicos  que  en  todo  ó  en  parte  no 
existan  al  disolverse  la  sociedad  con3nigal. 

Art.  1371.  El  marido  ó  sus  herederos  abonarán  á 
la  mujer  ó  á  los  suyos,  desde  la  disolución  del  matrimo- 
nio hasta  la  restitución  de  la  dote,  el  interés  legal  de  lo 
que  deban  pagar  en  dinero,  el  del  importe  de  los  bienes 
fungibles,  y  lo  que  loe  valores  públicos  ó  de  crédito  pro- 
duzcan  entretanto,  según  sus  condiciones  ó  naturaleza, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  1379. 


660.  La  palabra  dinero  sólo  significa  moneda  corriente,  como  asi 
lo  establece  el  Código  civil  en  éste  y  otros  de  sus  artículos;  y  esti- 
mándolo en  otra  forma,  se  comete  error  de  derecho. — 8,  5  Julio  93. 
—G.  18  Nov. 
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Api.  iSlfiS.  A  falta  de  convenio  entre  los  interesa- 
doB,  ó  de  estipulación  expresa  en  las  capitulaciones  ma- 
trimoniales, el  crédito  de  dote  inestimada  ó  la  parte  de 
él  que  no  se  restituya  en  los  mismos  bienes  que  hubiesen 
constituido  la  dote  ó  en  aquellos  que  los  hubiesen  susti- 
tuido» deberá  restituirse  y  pagarse  en  dinero. 

De  esta  regla  se  exceptúa  la  restitución  del  precio  de 
los  bienes  dótales  muebles  que  no  existan,  el  cual  se  po- 
drá pagar  con  otros  bienes  muebles  de  la  misma  clase,  si 
los  hubiese  en  el  matrimonio. 

La  restitución  de  los  bienes  fungibleí  no  tasados  se 
habrá  con  otro  tanto  de  las  mismas  especies. 

Atí.  1313.  £n  la  misma  forma  designada  por  el 
artículo  anterior  deberá  restituirse  la  parte  del  crédito  do- 
tal,  que  consista: 

1.^  En  las  donaciones  matrimoniales  hechas  legal- 
mente  para  después  de  su  muerte  por  el  esposo  á  la  espo- 
sa, salvo  lo  dispuesto  para  el  cónyuge  que  hubiese  obrado 
de  mala  fe,  en  el  caso  de  nulidad  del  matrimonio  y  en  el 
del  art.  1440. 

2.^  Las  indemnizaciones  que  el  marido  deba  á  la  mu- 
jer con  arreglo  á  este  Código  (1). 

Api.  1814.  Se  entregará  á  la  viuda,  sin  cargo  á  la 
dote,  el  lecho  cotidiano  con  todo  lo  que  lo  constituya,  y 
las  ropas  y  vestidos  del  uso  ordinario  de  la  misma  (2). 

Api.  1315.  Se  entregarán  los  créditos  ó  derechos 
aportados  en  dote  inestimada,  ó  cedidos  con  este  carácter, 
en  el  estado  en  que  se  hallen  al  disolverse  el  matrimonio, 
á  no  ser  que,  por  negligencia  del  marido,  se  hubieran  de- 
jado de  cobrar  ó  se  hubieran  hecho  incobrables,  en  cuyo 


(1)     Véanse,  como  conoordantes,  los  artionlos  1425  y  1429. 
(i)     Véanse,  oomo  ooneordantes,  los  artíenlos  1420  y  1440. 
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caeo  tendrá  la  mujer  y  8U8  herederoB  el  derecho  de  exigir 
su  importe. 

Api.  IS9II.  Cuando  baya  de  hacerse  la  restitución 
de  do8  ó  más  dotee  á  un  mismo  tiempor,  se  pagará  cada 
una  con  los  bienes  que  existan  de  su  respectiva  proceden* 
cia,  y,  en  su  defecto,  si  no  alcanzase  el  caudal  inyenta- 
riado  para  cubrir  las  dos,  se  atenderá  para  su  pago  á  la 
prioridad  de  tiempo. 

Atí.  ISy  y.  Para  la  liquidación  y  restitución  de  la 
dote  inestimada  se  deducirán,  si  hubiesen  sido  pagadaa 
por  el  marido: 

1.^  £1  importe  de  las  costas  y  gastos  sufragados  para 
su  cobranza  y  defensa. 

2.^  Las  deudas  y  obligaciones  inherentes  ó  afectas  á 
la  dote,  que,  con  arreglo  á  las  capitulaciones  matrimonia- 
les ó  á  lo  dispuesto  en  este  Código,  no  sean  del  cargo  de^ 
la  sociedad  de  gananciales. 

8.^  Las  cantidades  que  sean  de -la  responsabilidad 
peculiar  de  la  mujer,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  este 
Código  (1).  • 

An^t,  18 YS.  Al  restituir  la  dote  se  abonarán  al  ma*^ 
rido  las  donaciones  matrimoniales  que  legalmente  le  hu- 
biese hecho  su  mujer,  salvo  lo  dispuesto  por  este  Código 
para  el  caso  de  separación  de  bienes  ó  para  el  de  nulidad 
de  matrimonio  en  que  haya  habido  mala  fe  por  parte  de 
uno  de  los  cónyuges  (2). 

Apí.  M979,  Si  el  matrimonio  se  disuelve  por  el  far 
llecimiento  de  la  mujer,  los  intereses  ó  los  frutos  de  la 
dote  que  deba  restituirse  correrán  á  favor  de  sus  herede- 
ros desde  el  día  de  la  disolución  del  matrimonio. 

(1)     YéMe,  como  oonoordMite,  el  «rt.  Ui9. 
(fi)     Véase,  oomo  eoncordante,  el  art.  Ii90. 
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6i  el  matrimonio  se  disoelve  por  muerte  del  marido, 
podrá  la  mujer  optar  entre  exigir  durante  un  año  loe  in- 
tereeeB  ó  frutos  de  la  dote,  ó  que  se  le  den  alimentos  del 
caudal  que  constituya  la  herencia  del  marido.  En  todo 
caco  se  pagarán  á  la  viuda,  del  caudal  de  la  herencia,  lo& 
vestidos  de  luto  (1). 

Atí.  iSSO.  Disuelto  el  matrimonio,  se  prorratea- 
rán los  frutos  ó  rentas  pendientes  entre  el  cónyuge  su* 
pérstite  y  los  herederos  del  premuerto,  conforme  á  las  re* 
glas  establecidas  para  el  caso  de  cesar  el  usufructo. 


A: 


.PÓRTASE  la  dote  al  matrimonio,  únicamente  para  contribuir,  con  Jos 
productos  de  los  bienes  en  qne  consista,  á  levantar,  según  dijimos,  las  cargas 
y  á  acudir  á  las  necesidades  de  la  naeva  familia  creada  por  los  cónyuges.  Así, 
pues,  la  dote  deja  de  responder  á  sas  propios  fines  cuando  el  matrimonio  se 
ha  disoelto  ó  se  ha  annlado,  y  también  caando,  sin  disolverse  ni  anularsCt 
cesa,  en  virtud  de  justa  causa,  la  vida  común  de  los  esposos.  £s  más:  aun 
subsistiendo  los  cónyuges  en  la  vida  común,  casos  hay  en  que  el  marido  pierde 
el  derecho  á  la  administración  de  los  bienes  dótales  cuando  se  inhabilita  por 
incapacidad  mental,  por  prodigalidad  ó  por  sentencia  judicial  recaída  en  pleite 
ó  en  causa  que  lleve  consigo  la  pérdida  de  aquella  facultad  legal. 

Entonces,  la  mujer,  ó  sus  herederos,  recobrarán  los  bienes  dótales,  y  por 
eso  se  dice  que  se  restituye  la  dote,  que  es  á  lo  que  se  refiere  la  sección  3.* 
que  nos  ocupa,  con  los  46  artículos  qne  contiene,  en  donde  podrán  apreciarse 
los  casos  en  que  deba  tener  lugar,  que  son  los  comprendidos  en  los  tres  nú- 
meros del  art.  4365;  la  forma  en  que  han  de  restituirse  los  bienes  de  la  dote 
estimada  y  de  la  inestimada,  las  deducciones  que  de  una  y  otra  deberán 
hacerse  por  razón  de  las  obligaciones  que  sobre  ellos  pesen,  la  ocasión  en 
que  deberán  restituirse  y  el  plazo  dentro  del  cual  podrá  reclamarse  judicial- 
mente la  restitución,  y  el  interés  que  por  la  demora  deba  satisfacer  el  marido 
á  sos  herederos,  á  la  mnjer  ó  á  los  suyos,  á  partir  desde  la  fecha  de  la  diso- 
Inción  del  matrimonio;  intereses  que  podrá  la  viuda  sustituir  á  su  voluntad 
por  el  percibo  de  alimentos  prudentemente  calculados  según  el  caudal  á  que 

(1)     Véase,  como  eonoordante,  el  art.  14S9. 
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ascienda  la  herencia  del  marido  premnerto;  de  eaya  herencia  podrá  inleí 
el  abono  de  los  Testidoa  de  loto,  el  lecho  eaotidiano,  con  cnanto  á  él  eorres* 
ponda,  mis  las  ropas  de  sn  oso  y  vestido  ordinario. 

Guando  baya  de  hacerse  la  restitución  de  dos  ó  más  dotes  á  un  mismo 
tiempo,  dispone  el  art.  4376  que  se  pagará  cada  una  con  los  bienes  que  exis- 
tan de  su  respectiva  procedencia;  y  en  sn  defecto,  si  no  alcaniase  el  caudal 
inventariado  para  cubrir  á  las  dos  ó  más,  se  atenderá  para  su  pago  á  la  prio- 
ridad de  tiempo;  y  nosotros  añadimos,  que  deberá  también  tenerse  en  cuenta 
para  liquidar  la  concorrencia  dotal,  la  distinta  clase  á  que  cada  dote  corres- 
potida,  confesada,  prometida  ó  entregada;  pues  resultando  la  primera  de  sólo 
la  confesión  del  marido  hecha  por  testamento  ó  por  acto  intervivos,  la  segun- 
da de  una  obligación  contraída  en  documento  público,  y  la  tercera  del  aclo 
material  que  produce  tradición,  es  evidente  que,  como  indicábamos  en  eomen- 
tarios  anteriores,  deberán  liquidarse  según  sus  respectivos  efectos  jurídicos. 

La  restitución  de  la  dote  inestimada,  qae,  como  ya  dijimos,  es  la  que  tiene 
el  marido  obligación  de  devolver  entregando  los  mismos  bienes  que  recibió, 
«e  hará,  en  cuanto  á  los  bienes  inmuebles,  en  el  estado  en  que  se  hallaren;  j 
si  se  hubieren  enajenado,  deberá  entregarse  el  precio  de  la  venta,  descontando 
de  su  importe  las  cantidades  que  se  hnbieren  invertido  en  cumplir  obligacio- 
nes particulares  de  la  mujer.  Los  créditos  ó  derechos  aportados  en  concepto 
de  dote  inestimada  se  entregarán  en  el  estado  que  tengan  al  tiempo  que  deba 
hacerse  la  restitución;  y  si  los  que  faltaren  fuese  en  virtud  de  negligencia  ó 
por  colpa  del  marido,  haciéndose  incobrables,  la  mujer  ó  sus  herederos  podrán 
exigir  de  aquél  ó  los  suyos  el  importe  de  lo  perdido.  Al  restituir  la  dote  in- 
estimada deberá  tenerse  en  cuenta  si  se  han  ocasionado  gastos  para  el  cobro 
de  los  valores  en  que  consistía;  si  evisten  deudas  contra  la  dote  que  no  deban 
afectar  á  los  gananciales,  ú  otras  de  que  deba  responder  particularmente  la 
mujer;  pues  en  todos  estos  casos,  deberán  descontarse  las  cantidades  que  re- 
presenten del  total  valor  de  la  dote  inestimada. 

La  restitución  de  la  dote  estimada  se  llevará  á  cabo  entregando  el  marido 
ó  sus  herederos,  á  la  mujer  ó  á  los  suyos  respectivamente,  la  cantidad  á  qoo 
ascendiere  el  justiprecio  ó  avalúo  de  los  bienes  entregados  al  marido,  cuya 
entrega  en  tal  forma,  produce  venta,  á  diferencia  de  la  inestimada/sobre  la 
cual  el  mando  sólo  tiene  la  administración  y  el  usufructo ;  por  cuya  rasón 
habrá  siempre  que  distinguir  que,  mientras  en  la  dote  estimada  es  preciu  la 
evaluación,  y  el  marido  debe  devolver  el  importe  de  ésta,  porqoe  á  él  corres- 
ponde el  dominio  de  los  bienes  en  qoe  consista,  en  la  inestimada,  en  cambio, 
es  innecesario  el  avalúo,  puesto  que  han  de  restituirse  los  mismos  bienes  qo« 
constituyeron  la  dote,  sobre  los  que  corresponde  siempre  el  dominio  á  U 
mujer. 
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En  sa  conseeaencía,  habrá  de  restituirse  la  dote  estimada  en  efectivo  ó  so 
^aíYAlente^  descontando  de  sa  importe  la  cantidad  qae  se  hubiese  dado  en 
dote  á  alguna  de  sus  hijas,  cuando  á  ello  debieren  contribuir  los  bienes  de  la 
mujer,  y  las  deudas  contraídas  por  ésta  antes  del  matrimonio,  pagadas  por  el 
marido. 

Los  frutos  ó  rentas  pendientes  á  la  fecha  de  la  disolución  del  matrimonio 
se  prorratearán  entre  el  e/Snyuge  superviviente  y  los  herederos  del  premuerto, 
cofiforme  á  las  reglas  establecidas  para  el  caso  de  cesar  el  usufructo,  á  cuyo 
efecto  deberán  tenerse  en  cuenta  las  disposiciones  legales  por  que  se  rige,  y 
los  comentarios  que  en  esta  obra  ocupan  su  lugar  oportuno,  con  las  impor- 
tantes aclaraeiones  respecto  al  concepto  de  los  frutos  de  los  bosques  y  de  las 
minas  en  explotación. 


CAPÍTULO  IV 


X>e  los  bienes  parafernales. 


Apí.  1391.  Son  parafernales  los  bienes  que  la  mu- 
jer aporta  al  matrimonio  sin  incluirlos  en  la  dote,  y  los 
que  adquiere  después  de  constituida  ésta,  sin  agregarlos 
á  ella. 

Atí,  ISS9.  La  mujer  conserva  el  dominio  de  los 
bienes  parafernales. 

Apí.  i  393.  El  marido  no  podrá  ejercitar  acciones 
de  ninguna  clase  respecto  á  los  bienes  parafernales,  sin 
intervención  ó  consentimiento  de  la  mujer. 


661.  £1  marido  ee  representante  legal  de  su  mujer  para  compa- 
recer en  juicio,  salvo  cuando  ésta  pueda  hacerlo  por  si,  lo  mismo 
con  sujeción  á  la  legislación  anterior  al  Código  que  á  las  pres- 
cripeioneB  de  éste  en  su  art.  60;  y  la  restrioción  contenida  en 
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el  1383,  establecida  indudablemente  para  garantir  los  derechoe  de 
la  mujer  respecto  de  sus  bienes  parafernales,  no  es  sólo  determi- 
nante de  una  forma  de  ejercicio  de  la  acción,  sino  que  afecta  bus- 
tancialmente  ¿  loe  derechos  del  marido. — S.  20  Junio  94. — 0. 8  de 
Noviembre, 

662.  Ejercitándose  por  el  marido  una  acción  relativa  á  loe  bie- 
nes parafernales  de  su  mujer,  y  consignado  en  un  otrosi  de  la  de- 
manda, bajóla  firma  de  aquélla,  su  conformidad,  este  hecho  no* 
puede  menos  de  estimarse  como  la  intervención  ó  conocimiento 
exigido  por  este  artículo  del  Código. — S.  23  Nov.  94. — O,  26  Fe- 
brero 96. 

663.  La  falta  de  personalidad  comprendida  en  el  núm.  2.^  del 
articulo  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  refiere  á  la  in- 
capacidad personal  absoluta  ó  relativa  del  litigante  para  compare- 
cer en  juicio,  pero  no  á  la  virtualidad  y  eficacia  de  las  acciones  ó 
excepciones  ejercitadas;  y  por  tanto,  es  improcedente  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  que,  siendo  pa- 
rafernales los  bienes  objeto  de  un  desahucio,  el  actor  no  puede  ejer- 
citar la  acción  sin  la  asistencia  ó  consentimiento  de  la  mujer,  b^ 
gún  el  art.  1383  del  Código.— .S.  29.  SepL  94.— O.  11  Nov. 


Art.  18S<I.  La  mujer  tendrá  la  administración  de 
los  bienes  parafernales,  á  no  ser  que  los  hubiera  entregado 
al  marido  ante  Notario  con  intención  de  que  loe  admi- 
nistre. 

En  este  caso,  el  marido  está  obligado  á  constituir  hi- 
poteca por  el  valor  de  los  muebles  que  recibiere  ó  á  ase- 
gurarlos en  la  forma  establecida  para  los  bienes  dótales. 

Ari.  I8S&.    Los  frutos  de  loe  bienes  paiafemalee 
forman  parte  del  haber  de  la  sociedad  conyugal  y  están 
BQ jetoe  al  levantamiento  de  las  cargáis  del  matrimonio. 
También  lo  estarán  los  bienes  mismos  en  el  caso  del 
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articulo  1362,  siempre  que  loa  del  marido  y  los  dótales 
sean  insuficientes  para  cubrir  las  responsabilidades  de 
que  allí  se  trata. 


664.  La  sentencia  que  resuelve  que  ciertos  valores  públicos  fue- 
ron adquiridos  con  dinero  que  la  mujer  aportó  al  matrimonio,  y 
los  declara  bienes  parafernales,  mandando  que  se  le  entreguen  los 
resguardos  correspondiente,  con  obligación  de  ingresar  en  la  so- 
ciedad conyugal  los  efectos  y  réditos  que  produzcan,  se  ajusta  á  lo 
-dispuesto  en  este  artículo  del  Código.—^.  5  Mayo  94.-0.  9  Od. 


A  r  i.  i  3SO.  Las  obligaciones  personales  del  marido 
no  podrán  hacerse  efectivas  sobre  los  frutos  de  los  bienes 
parafernales,  á  menos  que  se  pruebe  que  redundaron  en 
provecho  de  la  familia. 

>irt.  i3^Y.  La  mujer  no  puede,  sin  licencia  de  su 
marido,  enajenar,  gravar  ni  hipotecar  los  bienes  parafer- 
nales, ni  comparecer  en  juicio  para  litigar  sobre  ellos,  á 
menos  que  sea  judicialmente  habilitada  al  efecto. 

Art.  i38S.  Cuando  los  parafernales  cuya  adminis- 
tración se  reserva  la  mujer  consistan  en  metálico  ó  efec- 
tos públicos  ó  muebles  preciosos,  el  marido  tendrá  dere- 
cho á  exigir  que  sean  depositados  ó  invertidos  en  térmi- 
nos que  hagan  imposible  la  enajenación  ó  pignoración  sin 
su  consentimiento. 


665.  Las  disposiciones  de  este  artículo  no  pueden  ser  infringi- 
das por  ser  inaplicables  cuando  el  matrimonio  se  hubiese  celebrado 
con  anterioridad  á  la  promulgación  del  Código  civil. — S.  5  Marzo 
94.— G.  9  OcL 
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A  rt.  ISS9.  El  marido  á  qaien  hubieran  BÍdo  entre- 
gadoB  los  bienes  parafernales,  estará  sometido  en  el  ejer- 
cicio de  su  administraciún  á  las  reglas  establecidas  res- 
pecto de  los  bienes  dótales  inestimados. 

Art.  I390.  La  enajenación  de  los  bienee  parafer* 
nales  da  derecho  á  la  mujer  para  exigir  la  constitución 
de  hipoteca  por  el  importe  del  precio  que  el  marido  ha- 
biese  recibido.  Tanto  el  marido.como  la  miger  podrán,  en 
su  caso,  ejercer  respecto  del  precio  de  la  venta  el  derecha 
que  les  otorgan  los  artículos  1384  y  1388. 

jtrt.  1391.  La  devolución  de  los  bienes  paraferna- 
les  cuya  administración  hubiese  sido  entregada  al  mari* 
do,  tendrá  lugar  en  los  mismos  casos  y  en  la  propia  íor» 
ma  que  la  de  los  bienes  dótales  inestimados. 


p 


X  AltAFEBNALBS  son:  «los  bienes  que  ]a  mujer  aporta  al  matrimonia 
sin  incluirlos  en  la  dote,  y  los  que  adquiere  después  de  constituida  esta 
sin  agregarlos  á  ella,  en  los  que  la  mujer  conservará  el  dominio  y  la  adminis- 
tración si  no  los  entrega  al  marido  ante  Notario  con  este  objeto,  respecto  de 
los  cuales  no  podrá  aquél  ejercitar  acción  alguna  sin  que  ella  intervenga  ó  lo 
consienta».  Los  frutos  de  dichos  bienes  forman  parte  del  haber  de  la  sociedad 
conyugal,  y  están  sujetos  al  levantamiento  de  las  cargas  del  matrimonio,  y 
aun  los  bienes  en  que  consistan  podrán  destinarse  á  dichos  fines,  siempre  que 
Jos  gastos  diarios  y  usuales  de  la  familia,  causados  por  la  mujer  ó  de  su  or- 
den bajo  la  tolerancia  del  marido,  excedan  del  valor  de  los  gananciales  y  do 
los  propios  del  marido,  y  cuando  los  dótales  sean  suficientes  para  cubrir  laa 
responsabilidades  domésticas  de  la  familia,  puesto  que  las  obligaciones  de 
otro  género,  que  sean  personales  del  marido,  no  podrán  hacerse  efectivas  ni 
del  importe  de  los  bienes  parafernales,  ni  de  sus  frutos  ó  rentas. 

Esta  institución  es  altamente  moral,  y  por  ello  aceptable  y  plausible,  por 
cnanto  tiende  á  evitar  el  triste  espectáculo  de  que  por  deudas  particulares  dei 
marido  que  no  tiene  bienes  ni  rentas,  deudas  contraidas  por  éste,  no  en  pro- 
vecho ó  en  beneficio  de  la  familia,  sino  para  atender  únicamente  á  sos  capri- 
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cbos  Ó  i  SUS  vicios,  se  haga  traba  ó  embargo  en  las  rentas  ó  frutos  de  ios  bie- 
nes parafernales  de  la  mojer,  privando  á  ésta  y  á  la  familia  de  lo  necesario 
para  vivir^  mientras  aquélla  se  consomé  en  pagar  créditos  usurarios  j  de  ori- 
gen tal  vez  ilícito. 

Tan  benéfica  institución  no  crea  seguramente  perturbaciones  dentro  del 
orden  económico,  psrque  los  productos  de  tales  bienes  son  considerados  como 
gananciales,  y  por  consiguiente,  divisibles  á  la  hora  de  la  liquidj^ción  de  la 
sociedad  legal,  y  distribuibles  con  arreglo  á  la  ley;  pero  terceras  personas, 
por  relaciones  extrañas  á  la  familia,  como  los  acreedores  particulares  del  ma- 
rido, sólo  podrán  exigir  de  éste  que  con  los  bienes  que  se  le  adjudiquen,  in- 
clnsa  la  participación  que  le  hubiere  correspondido,  procedente  de  paraferna- 
les, pague  sus  deudas;  pero  esto  será  después  de  disuelta  la  sociedad  conyugal 
y  cuando  ya  no  puedan  privar  por  causa  de  sus  reclamaciones  á  la  mujer  de 
sus  propios  recursos. 

Ahora  bien:  quizá  hubiera  sido  conveniente  que  el  legislador,  sin  volver 
la  vista  atrás,  hubiese  procurado  ganratizar  tan  nobles  fines  por  medios  dife- 
rentes á  los  que  comprende  la  institución  parafernal,  asegurando  su  eficacia 
de  modo  más  directo,  como  ha  venido  procurándolo  con  disposiciones  especia- 
les relacionadas  con  el  sueldo  ó  haber  de  los  empleados  públicos,  limitando  la 
retención  de  aquéllos  gradualmente,  á  fin  de  no  privarles  ni  quitar  á  sus  fami- 
lias los  medios  con  que  atender  decorosamente  á  su  subsistencia.  Los  artícu- 
los 4451  y  4451  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  están  inspirados  en  ese  mismo 
sentimiento,  y  al  establecer  la  escala  gradual  á  que  podrá  ascender  la  reten- 
ción de  sueldo  para  el  p&go  de  deudas,  impiden  que  pueda  rebasarse  por  con- 
venios particulares  entre  el  deudor  y  sus  acreedores  aquella  graduación,  de- 
clarando que,  descontada  la  participación  legal,  debe  quedar  al  deudor  siempre 
el  reeto  libre  de  toda  responsabilidad. 

En  confirmación  de  lo  expuesto,  la  ley  de  5  de  Junio  de  4895,  publicada 
en  la  Gacela  del  siguiente  día,  ha  sancionado  que  los  Tribunales  que  conoz- 
can en  demandas  por  deudas  contraídas  por  los  empleados  del  Estado,  de  la 
l^rovincia  ó  del  l^ínniripio,  y  por  los  cesantes  ó  jubilados,  solamente  podrán 
embargar  ó  retener  la  quinta  parte  del  sueldo  líquido  que  disfruten;  cuyo  be- 
neficio será  extensivo  á  los  pensionistas,  viudas,  huérfanos,  de  premios  de 
constancia,  de  enganche  y  reenganche  de  las  clases  é  individuos  de  tropa, 
con  los  efectos  retroactivos  que  concede  el  art.  3.^  de  dicha  ley,  y  su  similar 
de  S5  de  Abril  del  mismo  a&o. 

¿Qué  otros  fines  que  los  concedidos  á  los  bienes  parafernales  persiguen  las 
disposiciones  legales  referidas?  Pero,  en  realidad,  ni  los  preceptos  del  derecho 
histórico  con  la  salvaguardia  de  la  ley  Hipotecaria,  cuyos  artículos  y  los  del 
reglamento  general  para  su  aplicación  deben  ser  consultados  para  completar 
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el  estudio  de  esU  materia,  ni  los  del  Código  civil  qae  eocabeaao  este  eooiett^ 
tarío,  son,  en  nuestro  sentir,  bastante  garantía  á  mantener  íneólames  loa  sa- 
grados fines  que  la  ley  atribuye  al  oficio  de  los  parafernales. 

Por  eso  han  merecido  constantes  censuras  á  los  tratadistas  y  expositores 
de  Derecho,  ocasionando  frecuentes  contiendas  indicíales  y  no  pocas  resota - 
clones  á  la  Dirección  general  de  los  Registros;  pero  nosotros,  fijándonos  sólo 
en  el  actual  estado  de  cosas  creado  por  las  disposiciones  vigentes,  no  podemos 
menos  de  lamentar  que,  mientras  por  las  leyes  antes  citadas  se  limita  la  re  - 
tención  por  deudas,  cualquiera  que  fuese  el  origen  de  ellas,  y  aunque  provi  • 
nieren  de  responsabilidades  que  redundaren  en  beneficio  de  la  familia,  los  ar- 
tículos 4385  y  4386  del  Código  abren  ancha  brecha  contra  ios  bienes  parafer- 
nales siempre  que  se  justifique  aquel  provecho. 

Además,  cuando  dichos  bienes  son  entregados  por  la  mujer  al  marido^ 
cual  expresa  el  art  4384,  para  que  los  administre,  en  nada  se  distingaen  do 
los  dótales  inestimados;  pues,  como  ellos,  habrán  de  entregarse  por  escritura 
pública  y  bajo  fe  notarial;  como  ellos,  habrií  de  garantizar  el  marido  su  ad- 
ministración y  conservación,  en  cnanto  á  los  muebles,  por  medio  de  hipoteca, 
á  instancia  de  la  mujer  ó  de  quien  su  derecho  represente;  como  ellos,  seráa 
usufructuados  por  el  marido  y  estarán  los  frutos,  y  en  su  caso,  aun  los  mismos 
bienes,  destinados  al  levantamiento  de  las  cargas  del  matrimonió;  como  ellos, 
la  mujer  no  podrá  enajenarlos  ni  hipotecarlos  sin  licencia  del  marido,  y  si  ésto 
los  enajena,  habrá  de  asegurar  con  hipoteca  la  devolcción  del  precio;  y  como 
ellos,  el  marido  no  tendrá  que  rendir  cuenta  alguna  de  administración,  sino  úni- 
camente restituirlos  á  la  disolución  del  matrimonio,  según  observa  Falcóo. 

Cuando  la  mujer  se  reserva  la  administración  de  los  bienes  parafernales, 
toda  la  diferencia  con  los  dótales  inestimados  consistirá  en  los  actos  adminis* 
trativos,  y  en  que  no  necesita  para  ejercerlos  la  licencia  marital,  que  se  sobre- 
enliende  si  el  marido,  en  las  capitulaciones  matrimoniales,  ha  consentido  ea 
la  existencia  de  los  parafernales  y  en  la  administración  que  respecto  de  ellos 
se  reserva  la  mujer. 

En  cambio,  como  ésta  tiene  hoy  una  representación  social  distinta  á  la  que 
tuvo  en  Roma,  de  donde  procede  la  institución  parafemal,  establecida  como 
medio  de  que  pudiera  disponer  de  bienes  para  cuando  se  viera  abandonada  por 
su  esposo,  puede  obtener  la  garantía  de  sus  derechos  y  los  de  su  familia  de 
distinto  modo;  puesto  que,  si  bien  es  cierto  que  la  administración  de  tales 
bienes  corresponde  á  ella  exclusivamente,  en  vano  pretenderá  ejercer  actos 
que  tiendan  á  la  efectividad  de  aquellos  derechos,  cuando  no  puede,  sin  licen- 
cia de  su  marido  ó  sin  habilitación  judicial,  en  su  caso,  comparecer  ante  No- 
tario para  otorgar  contratos  de  venta,  de  préstamo  sobre  los  inmuebles,  y  los 
bienes  muebles  consistentes  en  metálico,  efdctos  públicos  y  olijetos  preciosos. 
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eayo  mando  podrá  exigir  sean  depositados  ó  invertidos,  para  qae  sin  sa  ii- 
eaneia  no  pneda  disponer  de  ellos. 

Esto,  aparte  de  qne,  desde  el  instante  mismo  en  qné  la  marcha  normal  de 
la  administración  se  interrumpa  por  incamplimiento  de  las  obligaciones  en 
favor  de  la  majer,  necesita  ésta  para  ejercitar  sas  derechos  licencia  marital, 
que  le  podrá  ó  no  ser  dada  oportanamente,  y  ann  esquivada  por  resistencia 
pasiva  del  marido  con  qnien  esté  ó  pneda  estar  en  discordancia,  y  ocasionarle 
tina  sitoación  neutra,  en  que  no  le  otorgue  la  autorización  ni  tampoco  la  niegue 
categóricamente  para  que  el  Juez  la  supla,  ocasionando  perjuicios  tal  vez  irre  - 
parables  por  escape  de  la  oportunidad,  y  tendremos  burlados  los  fines  bien  - 
hechores  de  aquella  institución. 

Terdad  es  que,  mientras  tanto,  seguirá  en  el  dominio  de  sus  bienes  para- 
fernales, y  que,  en  cuanto  á  ellos,  no  puede  el  marido  celebrar  contratos  so* 
-bre  establecimiento  de  servidumbres  voluntarias  que  por  su  naturaleza  esta- 
blecen relaciones  jurídicas  permanentes,  y  que  sólo  es  dado  realizar  á  los 
dueños  de  las  fincas  á  que  afecten  (4).  Por  el  contrario,  cuando  la  mujer,  con 
previa  lico.ncia  marital,  enajenare  un  inmueble  adquirido  por  título  oneroso, 
declarando  tener  recibido  con  anterioridad  el  precio,  sin  expresar  si  éste  fué  ó 
no  entregado  al  marido  para  su  administración,  no  puede  estimarse  como  de- 
fectuoso el  contrato  celebrado,  por  cuanto  el  art.  4384  establece  una  regla  ge- 
neral que  impera  en  todos  los  casos  en  que  la  mujer  no  consigna  expresa- 
mente  que  transfiere  al  marido  la  administración  de  los  bienes  parafernales, 
y  en  tal  supuesto,  el  texto  legal  suple  el  vacío,  definiendo  los  derechos  de  cada 
•^nynge  por  modo  indudable  (2). 


CAPÍTULO   V 
r>e  la  sociedad  de  g'ananciales. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DISPOSICIONES  QENEBALB8 

Api.  1398.  Mediante  la  sociedad  de  gananciales, 
el  marido  y  la  mujer  harán  suyos  por  mitad,  al  disolverse 
el  matrimonio,  las  ganancias  ó  beneficios  obtenidos  in- 

(1)  E.  de  la  D.,  18  Febrero  93. — G.  11  Marzo. 

(2)  B.  de  la  D.,  k?  Dic.  92— <?.  5  Feb.  98. 

TOMO  u  He 
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difitintamente  por  cualquiera  de  los  cónjoiges  durante  el 
mismo  matrimonio. 

Ai*t.  1 303.  La  sociedad  de  gananciales  empezará 
precisamente  en  el  día  de  la  celebración  del  matrímoniOi 
Cualquiera  estipulación  en  sentido  contrario  se  tendrá 
por  nula. 

Art.  1394.  La  renuncia  á  esta  sociedad  no  puede 
hacerse  durante  el  matrimonio  sino  en  el  caso  de  separa- 
ción judicial. 

Cuando  la  renuncia  tuviere  lugar  por  causa  de  separa- 
ción, ó  después  de  disuelto  ó  anulado  el  matrimonio,  se 
hará  constar  por  escritura  pública,  y  los  acreedores  ten- 
drán el  derecho  que  se  les  reconoce  en  el  art.  1001. 

>%rt.  i305.  La  sociedad  de  gananciales  se  regirá 
por  las  reglas  del  contrato  de  sociedad  en  todo  aquello  en 
que  no  se  opongan  á  lo  expresamente  determinado  por 
este  capitulo. 


'OCIEDAD  de  gananciales  es  «la  concnrrencia  de  los  derechos  patrimo» 
Diales  de  los  cónyuges  en  el  haber  común».  Tres  sistemas  se  reconocen  como 
fundamento  del  patrimonio  de  las  familias:  el  de  gananciales^  en  el  cnai  el 
marido  debe  dotar  i  la  mujer,  y  á  la  disolución  del  matrimonio  se  dividen 
entre  los  dos  cónyuges  los  bienes  que  hub^psen  adquirido;  el  dotal^  que  con- 
siste en  la  separación  de  los  bienes  de  uno  y  otro  cónyuge,  con  arreglo  al  que 
tiene  la  mujer  obligación  de  contribuir  con  sus  bienes  á  la  formación  del  pa- 
trimonio de  la  familia;  y  últimamente,  el  de  libtrtai^  que,  proviniendo  del 
oontrato  de  capitulaciones  matrimoniales,  cada  cual  establece  los  pactos  que 
después  han  de  regir  la  administración  de  los  intereses  de  uno  y  otro. 

De  estos  tres  sistemas,  el  Código  que  venimos  estudiando  ha  reconocido 
el  derecho  de  los  contrayentes  á  establecer,  en  cuanto  á  sus  bienes,  la  marcha 
más  conforme  á  sus  opiniones  ó  ideas,  y  obediente  á  la  base  %%  de  la  ley  de  4 1 
de  Mayo  del  88,  estableció  en  el  art.  4315,  que  los  que  se  unen  en  matrimo- 
nio podrán  otorgar  sus  capitulaciones  antes  de  celebrarlo,  estipnlando  las 


! 
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eoiidieíon«8  de  la  sociedad  cooyngal,  relativamente  á  los  bienes  presentes  y 
falaros,  sin  otras  limitaciones  que  las  señaladas  en  el  propio  Código.  Pero 
como  institación  de  tal  importancia  no  podía  quedar  sin  régimen  legal,  el 
Código,  después  de  proclamar  el  principio  de  libertad  de  contratar  sobeo  los 
bienes  con  ocasión  del  matrimonio,  añade  el  párrafo  aparte  d«l  mismo  artícu- 
lo, qae,  á  falta  de  contrato  sobre  los  bienes,  se  entenderá  el  matrimonio  con- 
traído bajo  el  régimen  de  la  sociedad  legal  de  gananciales;  presunción  de  las 
llamadas /nm  tantum^  qae,  como  todas  las  de  so  clase,  cederá  siempre  ante 
la  praeba  en  contrario  de  la  existencia  de  capitnlaciones  válidamente  cele- 
bcadas. 

Dedúcese  de  lo  expuesto  la  existencia  de  dos  sistemas,  llamados,  el  pri- 
mero, sociedad  conyugal;  y  el  segundo,  sociedad  legal.  Como  aquélla  se  re- 
gula segün  la  voluntad  de  los  contrayentes  con  su  representación  legítima, 
en  su  caso,  y  á  sus  pactos  habrá  de  atenderse  para  derivar  de  ellos  las  conse- 
cuencias efectivas  yue  deban  producir,  vamos  á  ocupamos  del  estadio  de  esta 
última,  ó  sea  de  la  sociedad  legal  de  gananciales  á  que  se  contraen  los  artícu- 
los que  encabezan  este  comentario. 

Con  efecto,  cuando  los  cónyuges  no  realizan  estipulación  expresa,  en 
cuanto  á  sus  bienes  presentes  y  futuros,  la  ley  cuida  de  establecer  las  regiüb 
porque  han  de  regirse,  y  en  primer  lugar,  la  que  asienta  que  la  sociedad  prin- 
cipia con  el  matrimonio  y  con  él  acaba,  contra  lo  que  no  prevalecerá  ningún 
pacto  ni  estipulación  contraria.  La  sociedad  no  puede  tampoco  renunciarse 
durante  el  matrimonio,  sino  en  el  caso  de  separación  judicial  ó  después  de 
disuelto  ó  anulado  aquél,  haciéndose  constar  dicha  renuncia  por  escritura  pú- 
blica y  quedando  á  salvo  el  derecho  que  á  los  acreedores  del  renunciante  con- 
cede el  art.  4394,  en  relación  con  el  4001,  en  previsión  de  qae  tal  renuncia 
pueda  redundar  en  perjuicio  de  sus  respectivos  créditos.  En  su  consecuencia, 
ia  mujer,  ni  aun  con  la  licencia  de  su  marido,  puede,  durante  el  matrimonio, 
renunciar  su  parte  de  gananciales;  por  el  contrario,  la  renuncia  consignada 
en  testamento  podrá  ser  eficaz,  en  razón  á  que  sólo  surte  efectos  después  de 
la  muerte  del  testador,  ó  sea  coando  ya  se  ha  disuelto  el  matrimonio;  y  m^is 
aún,  si  declarase  en  el  testamento  que  tal  renuncia  se  entendiese  como  legado 
de  su  parte  de  gananciales  á  favor  del  otro  cónyuge  ó  de  la  pei'sona  á  quien 
vaya  destinada. 

Como  el  referido  artículo  habla  de  renuncias  después  de  diiuelto  ó  anulado 
el  matrimonio,  podrá  entenderse  que  la  sociedad  patrimonial  subsiste  más  allá 
de  la  muerte  de  uno  de  los  cónyuges.,  de  la  separación  por  sentencia  judiciaj 
y  aun  de  la  nulidad  ejecutoriada  del  matrimonio;  mas  para  apartamos  de  tal 
etTor,  deberemos  tener  siempre  presente  que  dicha  sociedad  legal  comienza  y 
termina  siempre  con  el  matrimonio;  y  por  lo  tanto,  el  precepto  del  repetido 
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artícftlo  deberá  entenderse  referido  al  caso  en  que  eristan  capitalacionet  ex- 
preíaa  entre  loi  contrayentes,  qae  hagan  dorar  la  existencia  de  aqnélla,  á  pe- 
ur  de  la  disolución,  annlación  ó  divorcio.  A  estos  pactos,  á  estas  prórrogas 
de  asociación,  es  á  las  qae  se  refiere  la  lej,  según  afirma  un  ilastrado  coneA'- 
tarista  (4),  coando  habla  de  rennncia  de  la  sociedad  de  gananciales. 

En  cnanto  al  derecho  concedido  á  los  acreedores  del  cónyuge  rennncianle* 
remitimos  al  lector  4  naestro  comentario  sobre  el  art.  4001,  qae  comienza  en  la 
página  t76  de  este  tomo,  al  texto  del  art.  i.**  del  Código,  á  las  reglas  de  j«- 
rispradencia  á  ól  adaptadas,  y  finalmente,  al  comentario  del  mismo,  qae  co- 
mienza en  la  pág.  93  del  tomo  4.^ 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DB  LOS  BIBNS8  DE  LA  PBOPIBDAD  OB  CADA  UNO  DB  LOS  OÓKYUaBS 

Art.  1306.  Son  bienes  propíos  de  cada  ano  de  ios 
cónyuges: 

1.^  Los  que  aporte  al  matrimonio  como  de  su  perie^ 
nencia. 

2.^    Los  que  adquiera,  durante  él,  por  titulo  lucratÍTO. 

3.^  Los  adquiridos  por  derecho  de  retracto  ó  por  per- 
muta con  otros  bienes,  pertenecientes  á  uno  sólo  de  los 
cónyuges. 

4.^  Los  comprados  con  dinero  exclusivo  de  la  mujer  é 
del  marido. 


666.  La  palabra  dinero  sólo  significa  moneda  eorrientej  como  así 
lo  establece  el  Código  civil  en  éste  y  otros  de  sus  artículos,  y  esti- 
mándola en  otra  forma,  se  comete  error  de  derecho. — S.  5  Julio  93. 
—(7.  18Nov. 

667.  Al  declarar  el  Tribunal  sentenciador  que  tienen  el  carác- 
ter de  bienes  gananciales  el  total  valor  de  las  acciones  del  Banco 


fl)     D.  Modesto  Faloón,  CaUdríttioo  de  Derecho  cítíI  en  1»  Universidad  de  Bar- 
«•lona,  7a  citado. 
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d^  España  adquiridaB  por  la  mujer  durante  6u  matrimonio,  ja  en 
pago  de  dividendos  que  debían  ingresar  como  frutos  en  la  sociedad 
citmyugal,  ya  con  fondos  que  á  la  misma  sociedad  pertenecían,  no 
comete  infracción  legal,  porque  tales  adquisiciones  no  se  hicieron 
en  virtud  del  derecho  de  retracto,  ni  por  algún  otro  de  los  medios 
taxativamente  señalados  en  el  art.  1896  del  Código  civil,  que  de- 
clara los  bienes  que  deben  reputarse  como  privativos  de  cada  uno  de 
los  cónyuges;  y  los  sobreprecios  ó  primas  de  las  acciones  y  los  be- 
neficios por  ellas  obtenidos  son  productos  y  ganancias  realizados 
por  la  sociedad  conyugal  y  que  á  la  misma  corresponden,  los  cuales 
no  pueden  considerarse  como  incremento  ó  accesión  á  las  antiguas 
acciones,  sino  que  pertenecen  á  la  clase  de  gananciales. — S.  8 
Nwiembre  93.—  G.  6  Enero  94. 


Art.  1309.  El  que  diere  dinero  ó  prometiere  capi- 
tal para  el  marido,  no  quedará  sujeto  á  la  evicción  sino  en 
c«80  de  fraude. 

Ari.  139S.  Los  bienes  donados  ó  dejados  en  testa- 
mento á  los  esposos,  conjuntamente  y  con  designación  de 
partes  determinadas,  pertenecerán  como  dote  á  la  mujer 
y  al  marido  como  capital,  en  la  proporción  determinada 
por  el  donante  ó  testador;  y  á  falta  de  designación,  por 
mitad,  salvo  lo  dispuesto  por  el  art.  687. 

A  pi.  i390.  8i  las  donaciones  fueren  onerosas,  se 
deducirá  de  la  dote  ó  del  capital  del  esi)oso  donatario  el 
importe  de  las  cargas,  siempre  que  hayan  sido  soportadas 
por  la  sociedad  de  gananciales. 

Art.  1400.  En  el  caso  de  pertenecer  á  uno  de  los 
cónyuges  algún  crédito  pagadero  en  cierto  número  de 
años,  ó  una  pensión  vitalicia,  se  observará  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1402  y  1403  para  determinar  lo  que  cons- 
tituye la  dote  y  lo  que  forma  el  capital  del  marido. 
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CUPÁNDONOS  de  los  efectos  del  matrimonio,  con  relación  á  los  bienes 
patrimoniales,  tócanos  ahora  estudiar  los  correspondientes  á  la  propiedad  de 
cada  nno  de  los  cónyuges,  materia  qae  desarrollan  los  cinco  artícalos  qae  an- 
teceden, una  vez  que  por  adelantado  quedaron  determinados  en  su  lugar  opor- 
tuno los  esponsalicios  ó  donaciones  por  razón  de  matrimonio,  los  dótales  y  los 
parafernales.  Necesario  es,  pues,  para  continuar  el  desenvolvimiento  de  las 
vitisitttdes  de  tales  bienes  en  la  sociedad  de  gananciales,  los  capitales  apor- 
tados para  constituir  la  masa  social,  comenzando  por  clasificarlos  propios  de 
cada  consorte  á  fin  de  deducir  como  lógica  consecuencia,  lo  que  se  ha  de  es- 
timar como  bienes  gananciales  que,  en  definitiva,  el  marido  y  la  mujer  harán 
suyos  por  mitad  como  beneficios  obtenidos  indistintamente  por  cualquiera  de 
los  cónyuges  durante  el  mismo  matrimonio. 

El  primero  de  los  artículos  que  encabeza  este  comentario,  clasifica,  en  los 
cuatro  números  que  comprende,  qué  bienes  se  consideran  propios  de  cada  uno 
de  los  cónyuges,  á  cuyo  precepto  deben  servir  de  complemento  los  artículos 
4336  y  4337. en  cuanto  declaran  que  tendrán  el  concepto  de  dótales  todos  los 
bienes  que  con  tal  carácter  aporte  la  mujer  y  los  que  adquiera  durante  el  ma- 
trimonio por  donación»  herencia,  legado,  permuta,  retracto,  dación  en  pago 
ó  compra  con  dinero  propio.  Al  determinar  ahora  la  pertenencia  de  los  bie- 
nes de  uno  y  otro  cónyuge,  mantiene  el  Código  aquella  clasificación,  relacio- 
nándola á  los  que  son  propios  del  marido  que  no  tienen  en  la  técnica  jurídica 
nonü)re  sustancial  apelativo,  como  los  tienen  los  de  la  esposa  en  el  doble 
concepto  de  dótales  y  parafernales. 

Esto  supuesto,  serán  bienes  propios  del  mando  los  que  aporte  al  matri- 
monio como  de  su  pertenencia,  los  que  adquiera,  durante  él,  por  titulo  lucra- 
tivo ó  por  derecho  de  retracto,  si  le  correspondía  á  él  particularmente  ese  de- 
recho; pero  si  correspíondiéndole  el  derecho,  pagase  el  precio  con  dinero  de 
la  sociedad  conyugal,  no  adquirirá  ésta  los  bienes  retraídos,  sino  que  el  no 
retrayente  será  acreedor  de  la  mitad  de  aquella  suma;  y  si  el  precio  del  re- 
tracto procediendo  de  dinero  del  otro  consorte,  tampoco  adquirirá  éste  los  bie- 
nes retraídos,  sino  que  será  acreedor  del  otro  por  la  cantidad  invertida.  Por 
el  contrario,  si  el  retracto  ejercitado  fuere  en  virtud  de  derecho  de  la  socie- 
dad conyugal,  porque  á  ella  perteneciese  la  finca  colindante  ó  fuese  copartí- 
cipe en  el  dominio  de  los  bienes  retraídos,  entonces  esos  bienes  serían  ga- 
nanciales como  adquiridos  por  la  sociedad  conyugal  y  en  virlud  de  un  dere- 
cho que  ¿  dicha  sociedad  correspondía.  También  se  comprenden  entre  los 
bienes  propios  de  cada  cónyuge,  los  que  adquieran  en  virtud  de  permuta  con 
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'  otros  de  su  pertenencia,  y,  finalmente,  los  comprados  con  dinero  exclusivo 
del  marido  ó  de  la  mnjer. 

No  creemos  pueda  sorgir  diñen Itad  alguna  respecto  á  la  clasificación  de 
los  bienes  propios  de  cada  cónynge;  pero  el  precepto  contenido  en  el  artíenlo 
4400,  último  de  los  á  que  este  comentario  se  contrae,  referente  al  caso  de  per- 
tenecer i  uno  de  los  cónyuges  algún  crédito  pagadero  en  cierto  número  de 
anos,  ó  una  pensión  vitalicia,  nos  trae  á  la  memoria  con  vista  de  los  artícu- 
los 440S  y  4403  á  que  aquel  se  refiere,  nuestras  observaciones  sobre  el  con- 
cepto jurídico  en  que  deben  ser  considerados  el  premio  de  la  moneda  sobre 
los  valores  corrientes,  los  minerales  que  se  extraigan  de  sus  respectivos  yací 
mientos,  y  los  árboles  que  constituyen  bosques,  todo  lo  que  en  nuestro  senti- 
do y  mediante  las  razones  que  consignamos  en  nuestros  comentarios  que  co- 
mienzan respectivamente  en  las  páginas  45S  y  563  del  tomo  primero,  esti- 
mamos como  bienes  propios  del  consorte  á  quien  correspondan  en  propiedad 
el  dinero,  las  minas  y  los  bosques,  de  la  misma  manera  que  las  porciones  de 
crédito  cobradas  por  vencimiento  de  plazos  no  son  frutos  sino  capital,  y  como 
tal  deben  ir;  ó  con  la  dote  de  la  mujer  si  ella  es  la  acreedora,  ó  con  el  capi- 
tal del  marido,  si  éste  es  el  acreedor. 

Finalmente,  el  derecho  de  usufructo  ó  de  pensión  pertenecientes  á  uno  de 
los  cónyuges,  perpetuamente  ó  de  por  vida,  formará  también  parte  de  sus 
bienes  propios,  según  dispone  el  art.  4403;  pero  no  los  frutos,  pensiones  ó  in- 
tereses que  hubiere  devengado  por  aquel  derecho  durante  el  matrimonio,  pues 
tales  productos  se  reputarán  gananciales. 


SECCIÓN  TERCERA 

DE  LOS  BIENES  GANANCIALES 

Ap  i.  140I .    Son  bienes  gananciales: 

1.^  Los  adquiridos  por  titulo  oneroso  durante  el  ma- 
trimonio á  costa  del  caudal  común,  bien  se  haga  la  ad- 
quisición para  la  comunidad,  bien  para  uno  solo  de  los 
esposos. 

2.^  Los  obtenidos  por  la  industria,  sueldo  ó  trabajo 
de  los  cónyuges  ó  de  cualquiera  de  ellos. 

3.^  Ix)e  frutos,  rentas  ó  intereses  percibidos  6  deven- 
gados durante  el  matrimonio,  procedentes  de  los  bienes 
comunes  ó  de  los  peculiares  de  cada  uno  de  los  cónyuges. 
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Ari.  ilOC  Siempre  que  pertenezca  á  uno  de  los 
cónyuges  una  cantidad  ó  crédito  pagaderos  en  cierto  nú- 
mero de  años,  no  serán  gananciales  las  sumas  que  se  co- 
bren en  los  plazos  vencidos  durante  el  matrimonio,  sino 
que  se  estimarán  capital  del  marido  ó  de  la  mujer,  segúa 
á  quien  pertenezca  el  crédito. 

Ari.  140S.  El  derecho  de  usufructo  ó  de  penfiiÓQ^ 
perteneciente  á  uno  de  los  cónyuges  perpetuamente  ó  de 
por  vida,  formará  parte  de  sus  bienes  propios;  pero  los 
frutos,  pensiones  é  intereses  devengados  durante  el  ma- 
trimonio, serán  gananciales. 

Se  comprende  en  esta  disposición  el  usufructo  que  tie- 
nen los  cónyuges  en  los  bienes  de  sus  hijos,  aunque  sean 
de  otro  matrimonio. 

Apé.  i  404,  Las  expensas  útiles,  hechas  en  los  bie- 
nes peculiares  de  cualquiera  de  los  cónyuges  mediante 
anticipaciones  de  la  sociedad  ó  por  ia  industria  del  ma- 
rido ó  de  la  mujer,  son  gananciales. 

Lo  Bcrán  también  los  edificios  construidos  durante  el 
matrimonio  en  suelo  propio  de  uno  de  los  cónyuges,  abo- 
nándose el  valor  del  suelo  al  cónyuge  á  quien  pertenezca. 

Ari.  1 405.  Siempre  que  la  dote  ó  el  capital  de  1^ 
propiedad  del  marido  estén  constituidos,  en  todo  ó  en 
parte,  por  ganados  que  existan  al  disolverse  la  sociedad, 
se  reputarán  gananciales  las  cabezas  de  ganado  que  exce- 
dan de  las  que  fueron  aportadas  al  matrimonio. 

Art.  1400.  Las  ganancias  obtenidas  por  el  ma- 
rido ó  la  mujer  en  el  juego,  ó  las  procedentes  de  otras 
causas  que  eximan  de  la  restitución,  pertenecerán  á  la 
sociedad  de  gananciales,  sin  perjuicio,  en  su  caso,  de  lo 
dispuesto  en  el  Código  penal. 
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Api.  140Y.  Se  reputan  gananciales  todos  los  bie- 
nes del  matrimonio,  mientras  no  se  pruebe  que  pertene- 
cen privativamente  al  marido  ó  á  la  miyer. 


B, 


'EBNBS  gananciales  son,  porexclosión:  los  qne  forman  parle  del  patri- 
monio conyugal  y  no  provienen  de  la  propiedad  particular  de  ninguno  de 
los  cónyuges  que  representan,  según  expresión  textual  del  art.  430S,  las  ga« 
nandas  ó  beneficios  obtenidos  indistintamente  por  cualquiera  de  los  cónyu* 
ges  durante  su  matrimonio;  ó  como  concluye  el  art.  4047:  se  reputan  gañían' 
dales  todos  los  bienes  del  matrimonio^  mientras  no  se  pruebe  que  pertenecen 
jpripoüvamente  al  marido  déla  mujer. 

Los  siete  artículos  que  comprende  la  Sección  tercera  para  determinar  esta 
clase  de  bienes,  no  ofrecerán  probablemente  dudas  en  su  intelección,  por  cuya 
razón  comenzaremos  por  llamar  la  atención  respecto  á  las  prescripciones  del 
art.  4403,  sobre  lo  que  dejamos  dicbo  en  el  comentario  que  antecede,  relativo 
al  usufructo  del  dinero,  minas  y  bosques  que  conceptuamos  fuera  de  la  clasi- 
firación  de  gananciales,  mediante  las  razones  á  que  allí  hacemos  referencia. 
Añadiremos,  con  aotivo  de  cierto  caso  práctico,  que  los  bienes  qne  uno  de 
los  cónyuges  reciba  de  su  padre  como  anticipo  de  legítima,  aunque  con  la 
obligación  de  dar  cierta  pensión  alimenticia,  no  deben  reputarse  como  ga- 
nanciales del  matrimonio  á  qne  el  cónyuge  pertenece,  por  no  haberse  adqui- 
rido á  titulo  oneroso,  qne  el  anticipo  de  legítima  rechaza,  aun  cuando  se  ale- 
gue la  carga  de  la  pensión  y  que  dichos  bienes  no  dieron  producto. 

Y  concluiremos  con  las  importantes  declaraciones  que  sobre  el  particular 
de  este  comentario  han  surgido,  y  contienen  ios  siguientes  párrafos: 

La  determinación  de  la  calidad  de  los  bienes  que  la  mujer  aporta  al  ma- 
trimonio, para  disfrutar  de  los  privilegios  que  le  concede  la  ley,  según  sea  la 
satoraleza  de  los  bienes,  el  concepto  en  qne  se  entreguen  al  marido  y  las  ga- 
rantías que  éste  viene  obligado  á  prestar  para  la  conservación  y  devolución 
de  los  mismos  en  su  caso,  es  un  acto  voluntario  que  puede  realizarse  ó  no  por 
las  personas  á  cuyo  favor  se  halla  establecido  el  beneficio,  y  á  las  que,  en  todo 
caso,  han  de  afectar  las  consecuencias  de  su  omisión.  Esto  no  obstante,  la 
mujer  casada  puede  adquirir  bienes  durante  el  matrimonio,  bien  sea  á  título 
oneroso,  bien  á  título  lucrativo,  siempre  que  lo  haga  con  la  licencia  ó  poder 
de  su  marido,  sin  los  cuales  el  contrato  sería  nulo,  por  donde  se  ve  que,  con- 
cedida dicha  licencia,  la  adquisición  que  haga  de  inmuebles  ó  derechos  reales 
sobre  materia  lícita,  es  y  debe  reputarse  válida  y  surtir  todos  sus  efectos  ea 


I* 
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derecho,  siempre  que  el  eontrtto  no  adolezca  de  otros  defectos  qne  paedan 
impedir  ó  suspender  sn  insorípción  en  el  Registro;  j  por  tanto,  hecha  cons- 
tar en  escritora  la  licencia  otorgada  por  el  marido  á  la  majer  para  aceptar  el 
reconocimiento  de  on  crédito  realizado  á  sn  favor,  y  siendo  inseparable  de  la 
obligación  principal  la  accesoria  de  garantía  ó  hipoteca,  nna  y  otra  deben  re- 
potarse  válidas  en  el  sentido  antedicho,  sin  perjuicio  de  qae  el  crédito  hipo- 
tecario adquirido  tenga  la  condición  y  naturaleza  que  le  corresponda  dentro 
de  la  sociedad  conyugal,  según  los  pactos  libremente  establecidos  al  consti- 
tuirla, ó  se  subordine,  en  su  defecto,  á  los  preceptos  que  el  Código  establece; 
pero  sin  que  esto  pueda  ser  obstáculo  á  la  valides  del  acto  y  á  la  ooasiguienie 
inscripción  en  el  Registro,  según  resulte  del  título  y  con  las  circunaUBCías 
indispensables  para  que  squélla  pueda  verificarse;  inscripción  que  no  prejuzga 
ni  resuelve  las  cuestiones  que  puedan  suscitarse  acarea  de  la  condioiÓB  joridica 
del  crédito  hipotecario  adquirido  como  aportación  á  la  sociedad  conyugal  y 
dentro  de  ella,  ó  al  tiempo  de  disolverse,  limitándose  tan  sólo  á  haeer  cons- 
tar en  el  Registro  la  adquisición  en  la  forma  que  resulta  del  título  presentado, 
ó  sea  que  se  reconoce  el  crédito  á  favor  de  la  mujer,  previa  licencia  del  mari- 
do, con  lo  cual  en  el  mismo  Registro  constará  siempre  lo  suficiente  para  que 
tal  inscripción  no  pueda  perjudicar  á  tercero  que  no  haya  intervenido  en  el 
acto  ó  contrato,  ni  favorecer  la  realización  de  actos  ilícitos  (4). 


SECCIÓN  CUARTA 

DE  LAS  CARGAS  Y  OBLIGACIONES  DE  LA  SOCIEDAD 

DE  GANANCIALES 

Awt,  i409.  Serán  cargo  de  la  sociedad  de  ganan- 
ciales: 

1.^  Todas  las  deudas  y  obligaciones  contraídas  dt^- 
rante  el  matrimonio  por  el  marido,  y  también  las  que 
contrajere  la  mujer  en  los  casos  en  que  pueda  legalmente 
obligar  á  la  sociedad. 

2.^  Los  atrasos  ó  réditos  devengados,  durante  el  ma- 
trimonio, de  las  obligaciones  á  que  estuviesen  afectos  asi 
los  bienes  propios  de  loe  cónyuges  como  los  gananciales. 


a>     B.  de  la  D.,  4  M»yo  92.^(7.  20  Sept. 
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3.^  Las  reparacidBdB  menores  ó  de  mera  coneervacióii 
hechas  durante  el  matrimonio  en  los  bienes  pecnliaras 
del  marido  ó  de  la  mujer.  Las  reparaciones  mayores  no 
serán  de  cargo  de  la  sociedad. 

4.^  Las  reparaciones  mayores  ó  menores  de  los  bienes 
gananciales. 

5.^  El  sostenimiento  de  la  familia  y  la  educación  de 
los  hijos  comunes  y  de  los  legítimos  de  uno  solo  de  los 
cónyuges. 


668.  £1  núm.  5.^  de  este  articulo  del  Código,  si  bien  ordena 
que  serán  de  cargo  de  la  sociedad  de  gananciales  el  sostenimiento 
de  la  familia  y  la  educación  de  los  hijos  comunes  y  de  los  legíti- 
mos de  uno  solo  de  los  cónyuges,  no  impone  á  dicha  sociedad  la 
obligación  de  sufragar  los  gastos  de  los  litigios  que  se  sigan  por 
interés  del  hijo  ó  hijos  habidos  por  cualquiera  de  los  consortes  en 
su  anterior  matrimonio.— iS".  18  Abril  98. — G,  20  Sept, 

669.  El  art.  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  inaplicable 
al  caso  en  que  una  mujer  solicita  el  beneficio  de  pobreza,  no  para 
«lia,  sino  como  representante  y  en  interés  exclusivo  de  los  hijos 
de  su  primer  matrimonio,  y  cuando  ni  á  éstos  pertenecen  bienes 
ó  recursos  de  ninguna  especie,  ni  aquélla  disfruta  rentas  ó  produc- 
tos algunos  que  puedan  tenerse  en  cuenta. — S.  28  Abril  93. — O.  20 
Setiembre. 


Art.  14109.  Será  también  de  cargo  de~  la  sociedad 
de  gananciales  el  importe  de  lo  donado  ó  prometido  á  los 
hijos  comunes  por  el  marido  ^  solamente  para  su  coloca- 
ción ó  carrera,  ó  por  ambos  cónyuges  de  común  acuerdo, 
cuando  no  hubiesen  pactado  que  haya  de  satisfacerse  con 
los  bienes  de  la  propiedad  de  uno  de  ellos,  en  todo  ó  en 
parte. 
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Art.  1410.  El  pago  de  las  deudas  contraídas  por  d 
marido  ó  la  mujer  antes  del  matrimonio  no  estará  á  cargo* 
de  la  sociedad  de  gananciales. 

Tampoco  lo  estará  el  délas  multas  y  condenas  pecunia- 
rias que  se  les  impusieren. 

Sin  embargo,  el  pago  de  las  deudas  contraidas  por  el 
marido  ó  la  mujer  con  anterioridad  al  matrimonio,  y  el 
de  las  multas  y  condenas  que  se  le  impongan,  podrá  re- 
petirse contra  los  gananciales  después  de  cubiertas  las 
atenciones  que  enumera  el  art.  1408,  si  el  cónyuge  deu- 
dor no  tuviese  capital  propio  ó  fuera  insuficiente;  pero  al 
tiempo  de  liquidarse  la  sociedad  se  le  cargará  lo  satisfe- 
cho por  los  conceptos  expresados. 

Art.  1411.  Lo  perdido  y  pagado  durante  el  matri- 
monio por  alguno  de  loe  cónyuges  en  cualquier  clase  de 
juego,  no  disminuirá  su  parte  respectiva  de  los  ganan* 
oíales. 

Lo  perdido  y  no  pagado  por  alguno  de  loe  cónyuges  en 
juego  licito,  será  cargo  de  la  sociedad  de  gananciales. 


k 


^AS  necesidades  penonales  de  los  cónyuges,  las  obligaciones  que  pesan 
sobre  éstos  respecto  de  sus  hijos,  y  cnanto  hace  precisa  la  vida  común  de  la 
familia,  serán  la  carga  nataral  de  la  sociedad  de  gananciales,  hayan  6  no  me- 
diado capitulaciones.  Nada  importa  qae  sea  el  marido  ó  sea  la  mnjer  qoiea 
disponga,  administrando  en  su  esfera,  haciendo  aplicación  de  aquellos  medios  á 
estos  fines,  ó  que  ambos  atiendan  en  las  distiotas  lases  de  la  marcha  do- 
méstica á  la  obligada  consecución  del  fin.  El  mando,  no  obstante,  como  jefe 
de  la  familia  y  gestor  legal  de  sus  intereses,  proveyendo  á  todas  las  necesida- 
des, es  quien  debidamente  gira  contra  el  fondo  común.  Claro  está  que  cuando 
esas  jefatura  y  gerencia,  recaigan  en  la  mujer  por  viudes  ó  por  cualquiera 
causa  legítima,  ella  será  la  que,  atendiendo  á  aquellas  obligaciones,  disponga 
y  contrate  con  aquellos  fondos  comunes. 

Los  cuatro  artículos  que  anteceden  puntualizan  las  cargas  y  obligaciones 
de  la  sociedad  de  gananciales,  en  términos  de  resultar  sufidenU  nente  espect- 
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fieidu,  ai  bien  1a  aplicación  práctica  de  ana  preceptos  á  loa  diversos  caaos  de 
ia  vida,  enaeñará  ooan  dilatados  son  los  horizontes  de  toda  ínstitoción  en  que 
el  interés  de  laa  peraonas  joega  tan  importante  papel  como  juega  aquí,  por  ra- 
zón de  los  desequilibrios  j  oscilacionea  de  toda  cuenta  que  corre  á  impulsos 
de  la  necesidad  de  la  vida  común  de  una  familia,  de  que  son  factores  los  in- 
dividuos que  la  constituyen,  y  el  obligado  cortejo  de  atenciones  de  cada  uno 
dentro  del  hogar,  y  fuera  del  mismo,  como  miembro  de  la  sociedad  general. 

Que  es  altamente  difícil  separar  y  clasificar  cuáles  son  en  rigor  las  verda* 
deras  cargas  de  la  sociedad  de  gananciales,  lo  demuestra  perfectamente  el  ex* 
traordinario  número  de  resoluciones  que  desde  antiguo  han  ocasionado  al 
Tribunal  Supremo  otros  tantos  conflictos  judiciales  llegados  hasta  él,  como 
n?inima  parte  de  loa  que  se  produjeron  y  no  llegaron  á  aquella  altura;  por  lo 
cual,  nos  limitaremos  á  adicionar  algunos  conceptos  que  no  determinan  espe- 
cialmente los  artículos  que  nos  ocupan,  ó  no  se  desprenden  ¿  primera  vista  de 
sus  disposiciones. 

Las  obligaciones  que  el  marido  contrae  con  el  carácter  de  jefe  y  represen- 
tante de  la  familia  y  administrador  único  de  la  sociedad  conyugal,  deben  con- 
siderarse  como  hechaa  á  nombre,  en  beneficio  y  bajo  la  responsabilidad  de 
dicha  sociedad,  puesto  que  debe  sufragar  las  referidas  obligaciones  con  las 
rentas  y  productos  de  todos  los  bienes,  aunque  éstos  sean  del  caudal  de  la 
mujer;  sin  que  la  circunstancia  de  estar  la  mujer  apoderada  por  el  marido  para 
administrar  los  bienes  de  ambos,  sea  obstáculo  á  que  igualmente  se  satisfa- 
gan las  obligaciones  legalmente  contraídas  por  él  contra  los  haberes  sociales 
de  su  marido. 

El  sostenimiento  en  juicio  de  un  derecho  de  interés  de  la  sociedad  conyu- 
gal, debe  reputarse  como  carga  social,  y  los  gastos  ocasionados  por  el  litigio 
que  cualquiera  de  los  cónyuges  tuviera  necesidad  de  sostener,  afectarán  de 
igual  manera  á  aquellos  bienes;  y,  si  se  tratara  de  pleitos  entre  marido  y  mu- 
jer, tiene  ésta  derecho  á  que  se  le  abone  por  aquél  la  lüuexpensa$  ó  á  que 
en  caso  de  pobreza  de  aquél  se  le  otorguen  sus  beneficios;  porque  las  obliga- 
ción que  tiene  el  mando  de  facilitar  lo  necesario  para  dichas  lUis  empentas, 
nace  del  principio  de  que  los  productos  de  la  sociedad  conyugal  son  comunes 
durante  el  matrimonio,  y  con  ellos  debe  atender  aquél  á  todas  las  cargas  en 
las  que  se  comprenden  los  alimentos  de  la  mujer  y  los  gastos  del  pleito  que 
esté  precisada  á  sostener  mientras  los  cónyuges  no  estén  separados  por  sen- 
tencia ejecutoria. 

En  cambio,  no  serán  cargas  que  afectan  á  la  sociedad  de  gananciales,  las 
reparaciones  mayores  hechas  durante  el  matrimonio  en  los  bienes  peculiares 
del  marido  ó  de  la  mujer,  cuya  calificación,  por  el  grado  comparativo  á  que 
corresponde  la  palabra  «mayor»,  deberá  deducirse  teniendo  en  cuenta,  como 
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términos  de  comparación,  on  positivo  y  an  superlativo,  para  dedaeir  de  ellos 
el  grado  de  comparación.  Con  efecto,  podrán  entr&r  como  factores  para  tal 
género  de  apreciaciones,  la  soma  que  representan  los  rendimientos  ordinarios 
'  llamados  gananciales  con  relación  á  las  atenciones  primarías  que  les  afecten 
como  gastos  de  la  familia;  y  el  valor  en  renta  del  inmaeble  qae  ha  de  repa  • 
rarse,  ó  sea  de  lo  que  con  sus  rendimientos  contribuye  á  fomentar  los  mismos 
gananciales;  y  que,  por  último,  los  Irutos  y  rentas  de  los  bienes  conyugales, 
y  con  especialidad  los  procedentes  de  los  dótales  y  parafernales,  que  están  obli- 
gados preferentemente  á  las  cargas  del  matrimonio. 

■  Tampoco  afectarán  á  la  sociedad  de  gananciales  las  responsabilidades  pro* 
cedentes  de  multas  ó  condenas  pécuniarías  que  se  impusieren  separadamente 
á  uno  ü  otro  consorte.  £1  piirrafo  S.^  del  art.  4440  que  trata  del  concepto 
enunciado,  requiere-el  planteamiento  de  algunas  refiexiones  que  se  evitarfan 
si  resultare  mejor  redactado;  pues  si  la  imposición  de  la  multa  ó  pena  pecu- 
niaria fuese  contra  ambos  cónyuges,  como  parece  deducirse  de  su  contexto, 
no  encontramos  la  razón  de  excluir  su  importe  de  entre  las  cargas  que  afee- 
tan  á  los  bienes  gananciales.  El  precepto  debe  entenderse  referido  á  sólo  el 
caso  en  que  la  multa  ó  la  pena  sea  impuesta  á  uno  solo  de  los  cónyuges.  Pero 
esto  difícilmente  podrá  tampoco  llevarse  á  cabo  en  estricta  justicia;  porque 
cuanto  se  dispone  sobre  bienes  gananciales  se  refiere  al  tiempo  posterior  á  la 
existencia  de  dicha  sociedad,  ó  sea  al  en  que  pueda  válidamente  liquidarse 
todo  el  caudal  mediante  la  disolución  ó  nulidad  del  matrimonio,  divor- 
cio, etc,  puesto  que  la  cualidad  y  cuantía  de  los  bienes  gananciales  y  el  dere- 
cho que  en  su  mitad  corresponda  á  cada  ano  de  los  cónyuges,  se  determina 
por  el  sobrante  que  resulte  después  de  cubiertas  todas  las  obligaciones,  y  esto 
no  puede  verificarse  basta  la  disolución  legal  ó  natural  de  la  sociedad  con«> 
yugal. 

Las  acciones  á  omisiones  penadas  por  la  ley  de  que  deba  responder  cuaU 
quiera  de  los  cónyuges  como  actos  personalísímos  de  los  mismos,  deberán 
afectar  á  sus  bienes  particulares,  sin  hacer  subsidiariamente  responsables  á 
aquéllos  que,  no  sólo  no  son  privativos  suyos,  sino  que  están  destinados  por 
la  ley  á  sagradas  obligaciones  que  no  pueden  desatenderse  por  las  que  ^run- 
dariamente  resulten  de  actos  que  de  ningún  modo  deban  entenderse  coopera- 
tivos al  fomento  ó  administración  del  haber  social  de  la  familia,  circunstan- 
cia trascendentalísima  que  está  prevista  por  la  ley  para  las  demás  clases  de 
sociedades,  y  que,  respecto  de  la  conyugal,  no  lo  está  con  grave  daño  de 
aquellos  sagrados  intereses  y  altos  fines  que  le  correspondan  á  su  singular 
institución. 

Las  responsabilidades  pecuniarias  de  un  proceso. contra  el  marido  por  un 
hecho  personaiísimo  y  absolutamente  independiente  del  ejercicio  de  sus  fon- 
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eiones  de  jefe  de  la  familia  y  de  gerente  de  los  bienes  conyugales,  afectará,  en 
defecto  de  los  sayos  propios,  á  los  de  la  sociedad  de  gananciales  por  estar  en 
eila  confundidos  los  que  habriao  de  corresponderle  á  la  disolución  del  matri- 
monio, y  DO  deberse  liquidar  antes,  con  lo  cual  se  perjudican  otros.intereses, 
lo«  de  los  otros  partícipes  en  aquellos  bienes,  sin  que  veamos,  dentro  de  la- 
legislación  vigente,  medio  eficaz  de  que,  por  el  becho  ajeno,  sufran  perjuicio 
quienes  moralmente,  y  bajo  otro  punto  de  vista,  no  puede  evitarse  que  lo 
sufran. 

Guando  llegue  el  caso  de  la  liquidación  del  haber  común,  podrán  imputar- 
se al  delincuente,  como  baja  de  su  haber,  los  gastos  que  ocasionó  el  cumplí-  - 
miento  de  la  pena  pecuniaria;  pero,  ¿y  cuándo  no  haya  haber  á  que  imputarlaf 

No  se  pierda  de  vista  que  hablamos  de  las  penas  pecuniarias,  esto  es,  de 
gastos  por  créditos  ejecutoriados;  pues  cuando  no  procedan  de  sentencia  con- 
denatoria, esto  es,  tuando  se  trate  de  los  gastos  de  defensa,  estos  serán  siem- 
pre imputables  á  la  sociedad  de  gananciales. 

El  párrafo  3.**  del  art.  4410  que  nos  ha  sugerido  las  anteriores  reflexiones, 
es  an  verdadero  laberinto,  que,  si  revela  un  propósito  justo,  no  da  los  medios 
de  realizarlo  sin  que  se  suponga  una  intervención  extraña  en  la  liquidación^ 
de  los  gananciales  para  deducir  el  sobrante  que  se  deba  destinar  al  pago  de 
las  maltas  y  de  las  demás  penas  pecuniarias,  que  serán  las  que  procedan  de 
reparación  de  daños  ó  de  indemnización  de  perjuicios  impuestas  en  sentencia 
ejecutoria. 

Sin  embargo,  haremos  constar,  que  el  precepto  que  nos  ocupa  está  tomado 
'  de  la  ley  40,  tít.  4.®,  lib.  40  de  la  Novísima  Hecopulación,  que  establecía  el 
principio  de  que  la  condenación  pecuniaria  por  delito  impuesta  á  uno  de  los 
cónyuges  sea  de  su  exclusivo  cargo,  sin  que  la  responsabilidad  pueda  exten- 
derse á  los  bienes  propios  del  otro  ni  á  la  mitad  que  al  mismo  pertenezca  en 
los  gananciales,  ó  sea  en  los  adquiridos  por  la  sociedad  conyugal  hasta  el  mo- 
mento de  dictarse  la  sentencia  condenatoria. 

Mas  para  la  aplicación  práctica  del  indicado  principio,  relativamente  á  los^ 
Llenes  gananciales,  es  indispensable  que  se  demuestre  la  existencia  de  éstos,  lo 
cual,  según  la  doctrina  estableeida  por  el  Tribunal  Supremo,  no  puede  verifi- 
carse sino  por  medio  de  la  li  ]uidación  de  todo  el  caudal  de  la  sociedad  con- 
yugal cuando  ésta  cese,  ya  por  cansa  de  divorcio,  ya  por  muerte  de  alguno- 
de  los  cónyuges,  ya  por  interdicción  civil  del  marido,  puesto  que  hasta  en- 
tonces, éste  es  el  administrador  exclusivo  de  aquel  caudal  y  puede  satisfacer 
con  el  mismo  las  condenaciones  pecuniarias  que  se  le  impongan,  sin  perjuicio 
-  de  que  la  mojer  sea  oportuna  y  cumplidamente  indemnizada  para  sacar  á  sal- 
vo, eon  arreglo  á  la  mencionada  ley,  su  mitad  íntegra  de  los  gananciales  que 
realmente  existan  al  dictarse  la  sentencia  condenatoria  de  su  marido. 
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SECCIÓN  QUINTA 

DE  LA  ADMINISTRACIÓN  DX  LA  SOCIEDAD  DE  OANANCXALES 

Art.  1 4ilC  Bl  marido  es  el  administrador  de  la  so  - 
ciedad  de  gananciales,  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  59. 

Art  14113.  Además  de  las  facultades  que  tiene  el 
marido  como  administrador,  podrá  enajenar  y  obligar  á 
titulo  oneroso  los  bienes  de  la  sociedad  de  ganancialeB  sin 
el  consentimiento  de  la  mujer. 

Sin  embargo,  toda  enajenación  ó  convenio  que  sobrs 
dichoB  bienes  haga  el  marido,  en  contravención  á  este  G6- 
digo  ó  en  fraude  de  la  mujer,  no  perjudicará  á  ésta  ni  á 
sus  herederos  (1). 

Apt.  1411 4.  Bl  marido  no  podrá  disponer  por  testa- 
mento sino  de  su  mitad  de  gananciales. 

Art.  1415.  Bl  marido  podrá  disponer  de  los  bienes 
de  la  sociedad  de  gananciales  para  los  fines  expresados  en 
el  art.  1409. 

También  podrá  hacer  donaciones  moderadas  para  ob- 
jetos de  piedad  ó  beneficencia,  pero  sin  reservarse  el  usu- 
fructo. 

Art.  1410.  La  mujer  no  podrá  obligar  los  bienes 
de  la  sociedad  de  gananciales  sin  consentimiento  del 
marido. 

Se  exceptúan  de  esta  regla  los  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo 1362  y  en  los  artículos  1441  y  1442. 

<1)     Vóave,  como  conoordante,  el  art.  1419. 
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EPS  el  marido  de  la  familia,  y  gerente,  digámoslo  asi,  de  loa  bienea  de 
la  soeiedad  con)'aga1,  los  administra  todos  por  derecho  propio,  y  dispone 
además  de  aquellos  otros  bieaes  qae  adquiere  daraateel  matrimoaio,  sobre 
los  cuales,  aonqae  condomino  con  so  mujer,  ostenta  la  representación  de  los 
•derechos  reales  de  ella,  como  bajo  otro  punto  de  vista  tiene  también  la  re- 
presentación legal  de  su  persona  para  todos  los  actos  de  la  vida  social  enjui- 
cio y  fuera  do  él.  En  su  consecuencia,  puede  enajenar  los  referidos  bienes 
como  gananciales  por  actos  inUr  vivos  sin  necesidad  del  consentimiento  ni 
la  intervención  de  la  mujer,  venderlos,  hipotecarlos,  pignorarlos,  y  consti- 
tuir sobre  ellos  los  gravámenes  sin  excepción  que  estime  conveniente;  puede 
hácer  donaciones  moderadas  para  objetos  de  piedad  ó  beneíi:^ncia,  y  aun 
creemos  que  con  más  razón  podrá  hacer  las  remuneratorias  de  servicios  que 
refluyeren  en  el  bien  común  de  la  familia  ó  de  su  patrimonio,  aun  cuando  no 
lo  exprese  el  art.  4445  terminantemente,  y  deberá  hacerlos  á  los  hijos  cuando 
lomeo  estado. 

Esto  no  obstante,  podrá  desprenderse  en  parte  de  estos  derechos,  especial- 
mente en  cuanto  á  la  administración  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  se 
refiere,  si  así  se  estipuló  en  las  capitulaciones  matrimoniales  válidamente  cele- 
bradas; y  respecto  de  los  bienes  parafernales,  como  dijimos  en  su  lugar  opor- 
tuno, está  excluido  de  la  administración,  que  corresponde  por  ley  á  la  mu- 
jer, á  menos  que  ésta  los  hubiera  entregado  al  marido  ante  Notario  con  in- 
tención de  que  los  administre.  Y  podrá  también  quedar  privado  en  totalidad 
de  la  gerencia  patrimonial  en  los  casos  de  ausencia,  interdicción  civil,  etc.,  de 
que  nos  odbparemos  más  adelante  al  tratar  sobre  la  separación  de  los  bienes 
de  los  cónyuges  y  de  su  administración  por  la  mujer  durante  el  matrimonio. 

Entretanto,  el  marido,  que  deberá  vivir  reunido  con  su  mujer,  asistirla , 
socorrerla  y  administrarla  los  alimentos,  será  por  su  condición  y  estado  el 
jefe  de  la  familia,  el  representante  de  su  mujer  y  de  sus  menores  hijos,  el  ad- 
ministrador de  los  bienes  patrimoniales  de  aquélla  y  de  éstos,  y  el  gestor 
único,  á  más  de  condómino,  en  los  gananciales  y  de  cnanto  se  relacione  con 
la  sociedad  conyugal.  Representará  legalmente,  no  sólo  los  bienes  presentes, 
sino  los  derechos  ciertos  ó  eventuales;  y  aun  cuando  hubiese  dado  poder  á  sa 
mujer  para  administrar  los  bienes  de  ambos,  conservará  el  carácter  y  aatori  - 
dad  de  jefe  de  la  familia  y  los  derechos  y  deberes  qae  en  tal  concepto  le  co- 
rresponden; y  la  autorización  que  cumplidos  los  dieciocho  años  le  otorga  la 
ley  para  administrar  los  bienes  conyugales,  no  le  priva  de  los  demás  benefi  - 
cios  concedidos  á  los  menores  de  veintitrés  años,  hasta  caya  edad  no  podrá 
vcompareeer  en  juicio  sin  la  consiguiente  representación  legal,  alcanzando  la 
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sQjrn  después,  para  que  con  él  deban  entenderse  las  reclamaciones  qoe  se  ha— 
gan  contra  la  majer  6  sus  bienes,  y  para  que,  personándose  en  las  actnacio- 
das,  ratifíqoe  por  el  sólo  hecho  de  la  personación,  las  actnaciones  anteriores 
nes  por  ella  cansa  defectuosas  por  falta  de  personalidad  en  aquélla  (4). 

Bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  interregional,  se  ha  disentido  mucho 
las  facultades  que  por  el  Fuero  de  Návj^bea  tiene  el  marido  para  enajenar  los 
bienes  gananciales  con  ó  sin  consentimiento  de  su  esposa.  Efectivamente,  el 
capítulo  ii,  tít.  42,  libro  3.**  del  Fuero  general,  que  dice:  «Empero  si  fuese 
casado,  non  puede  vender  las  arras  de  su  muy  11er  á  menos  de  su  otoi^amien- 
to,  nin  lo  que  comprare  ó  ganare  con  eylla,  nin  lo  que  viene  de  parte  de 
eylla»,  ha  sido  entendido  de  tan  diversa  manera,  que  comentarista  de  tanta 
autoridad  como  el  Sr.  Alonso  opina  que  el  texto  entraña  la  prohibición  de 
enajenar  las  ganancias  sin  el  otorgamiento  de  la  mujer,  y  jurisconsulto  tan 
competente  como  D.  Antonio  Morales  estima  que  la  prescripción  del  fuero  se 
contrae  á  los  bienes  que  el  marido  adquiere  en  unión  de  su  mujer;  existiendo 
en  la  práctica  idéntica  disparidad  que  en  la  doctrina,  en  lo  que  atañe  á  la  ver- 
dadera inteligencia  de  la  disposición  foral,  pues  aquellas  dos  opuestas  ten- 
dencias han  imperado  en  la  vida  jurídica  del  pueblo  navarro. 

La  redacción  del  Fuero  es  tan  defectuosa,  que  gramatical  y  literalmente 
entendido,  lo  que  en  él  se  ordena  en  puridad  es  la  absoluta  inalienabilidad  de 
los  bienes  que  el  marido  «comprare  ó  ganare  con  eylla»:  y  descartada  esU 
solución  por  la  costumbre  tan  preponderante  en  Navarra,  que  ha  consagrado 
repetidamente  la  perfecta  alionabilidad  de  ios  bienes  gananciales,  hay  que  e^ 
tudiar  cuál  de  las  otras  dos  merece  la  preferencia. 

Decide  la  cuestión  el  art.  4S  del  Código  civil,  que  al  declarar  á  éste  suple-« 
torio  del  que  lo  sea  en  las  provincias  regidas  por  fueros  especiales,  permite  te 
invoquen  los  preceptos  de  aquél  para  dirimir  el  conflicto  nacido  de  un  texto 
foral  tan  oscuro,  que  á  su  amparo  se  han  sostenido  las  opiniones  más  anta- 
gónicas y  han  surgido  las  prácticas  más  opuestas;  sin  que  á  ello  sea  obstáculo 
la  legislación  romana  supletoria  del  derecho  civil  navarro,  por  ser  notorio 
que,  obedeciendo  los  gananciales  á  un  régimen  económico  familiar  totalmente 
desconocido  en  Roma,  no  pueden  invocarse  los  preceptos  de  aquel  derecho  ai 
dar  solución  á  un  problema  jurídico  extremadamente  enlazado  con  dieho  ré- 
gimen, cuya  doctrina  se  inspira  en  la  corriente  unitaria  á  que  obedece  el  Có- 
digo civil,  pues  nada  más  natural,  dada  esa  tendencia,  que  acudir  á.ésteea 
demanda  de  soluciones  cuando  se  trate  de  una  cuestión  qne  sea  impotente^  á 
resolver  el  Fuero  por  oscuro  ó  defectuoso,  y  el  derecho  supletorio  por  uot  ú 

(1)     Doctrina  sentad»  por  el  Tribunal  8npremo  de  Juisticia  en  gentencia  de  7  de 
Febrero  de  IflTO. 
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otra  causa;  y,  por  consigaieote»  está  fnera  de  toda  duda  qae  en  Navarra  tiene 
el  marido  capacidad  bastante  para  enajenar  y  obligar  á  (ítalo  oneroso  los  bie* 
nea  de  la  sociedad  de  gananciales  sin  el  consentimiento  de  la  mnjer,  según  el 
precepto  del  artículo  qae  nos  ocupa  {\). 

SECCIÓN  SEXTA 

DS  LA  DISOLUCIÓN   DE  LA  SOCIEDAD  DE  GANANCIALES 

A rt.  1419.    La  sociedad  de  gananciales  concluye  al 
disolverse  el  matrimonio  ó  al  ser  declarado  nulo. 

£1  cónyuge  que  por  su  mala  fe  hubiere  sido  causa  de 
la  nulidad,  no  tendrá  parte  en  los  bienes  gananciales. 

Concluirá  también  la  sociedad  en  los  casos  enuiperados 
en  el  art.  1433  (2). 


D, 


ISUIÍLVESE  la  sociedad  de  gananciales  de  los  cónyuges  cuando  el  ma- 
trímonio  celebrado  por  ellos  se  disuelve,  por  cuanto  siendo  éste  la  causa  de 
la  asociación  de  los  bienes  del  uno  y  del  otro,  y  por  consiguiente,  la  de  la 
existencia  de  la  sociedad  de  gananciales,  resuelto  lo  principal,  no  puede  sub- 
sistir lo  accesorio;  ó  suprimida  la  causa,  el  efecto  queda  resuelto.  Por  eso, 
cualquiera  que  sea  el  motiva  que  ocasione  la  disolución  del  matrimonio,  la 
muerte  de  uno  de  los  cónyuges,  la  nulidad  definitivamente  declaradaí  ó  la 
sentencia  firme  de  divorcio,  quoad  tkorum  et  mutuam  cohahitaeionem^  produ- 
cirá eomo  consecuencia  inmediata  la  disolución  de  la  sociedad  de  ganancia- 
les, y,  como  fundamento  de  ella,  su  liquidación  y  la  separación  de  los  bienes 
de  loa  cónyuges,  como  por  derecho  común  se  disuelven  toda  clase  de  socie-r 
dades,  por  la  muerte  de  uno  de  los  socios  y  por  la  nulidad  ó  re&cisión  de  la 
sociedad  que  constituyeron. 

Pero  hay  otros  casoa  en  que  sin  que  el  vinculo  matrimonial  se  disuelva  ni 
desaparezca,  se  disuelve  la  sociedad  patrimonial,  y  como  consecuencia,  la  de 
los  bienes  gananciales.  En  los  casos  no  previstos  en  las  capitulaciones  matri- 
ffiooialea  y  en  los  á  que  se  refiere  al  art.  60  del  Código  eomo  pena  á  la  contra- 


(1)     R  ae  la  D.,  W  Eueio  33.  ~G.  21  Abril. 
O)     Véa.se,  como  oonoordante,  el  «rt.  1429. 
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vención  del  precepto  eontenido  en  el  trt.  45,  la  sociedad  de  gananciales  queda 
disnelta  iptojhcto^  en  vlrtad  á  la  eficacia  de  la  ley  del  contrato  en  el  primer 
caso,  y  á  la  del  terminante  precepto  de  la  ley  en  el  segando,  sin  que  se  baga 
necesaria  la  intervención  de  la  autoridad  judicial,  ni  nna  resolución  especial 
de  ella  para  que  la  disolución  de  la  sociedad  de  gananciales  se  lleve  á  efecto  y 
produzca  sus  peculiares  consecuencias  jurídicas. 

Las  causas  productoras  de  la  separación  de  la  sociedad  de  gananciales  in- 
dependientes de  las  anteriormente  expuestas  á  las  que  aludíamos,  que  no  pro- 
venían de  la  disolución  del  matrimonio,  son  las  que  proceden  de  la  condena 
á  la  pena  que  lleve  consigo  la  interdicción  civil  de  uno  de  los  cónyuges,  la 
declaración  de  ausencia  hecha  judicialmente  respecto  de  cualquiera  de  ellos  ó 
la  separación  de  los  cónyuges  por  sentencia  firme  de  divorcio.  En  ninguno 
de  estos  tres  casos  se  disolverá  el  vínculo  matrimonial,  puesto  que  sus  efectos 
quedan  en  suspenso  mediante  la  concurrencia  de  causa  suficiente  para  ello, 
pero  no  perpstua,  sino  temporal,  en  razón  á  que  la  interdicción  civil  es  una 
pena  accesoria  de  la  aflictiva  á  que  fuese  condenado  como  principal,  y,  cum- 
plida ésta  ó  indultado  de  ella,  recobra  el  licenciado  sus  derechos,  y  por  con- 
siguiente,  el  estado  que  tenía.  De  la  misma  manera,  el  declarado  ausente  pue- 
de presentarse,  y  con  su  sola  presencia,  suspender  todos  los  efectos  jurídicos 
de  aquel  estado  en  que  se  le  declaró  por  resolución  judicial;  .y  de  igual  ma- 
nera, el  ósculo  de  paz,  la  reconciliación  de  los  esposos  divorciados,  concluirá 
con  la  separación  de  los  mismos,  y  por  consiguiente,  con  la  disolución  de  la 
sociedad  de  gananciales ,  que  por  razón  del  divorcio  hubiese  sobrevenido. 

Una  diferencia  importante  habrá  que  tener  en  cuenta  para  obtener  la  diso- 
lución de  la  sociedad  de  gananciales,  y  consiste  en  que,  así  como  por  las  cau- 
sas arriba  expuestas  se  entendía  ocurrida  ipto  faclo^  en  los  demás  casos  será 
siempre  precisa  la  instancia  de  parte  interesada,  producida  por  medio  de  es- 
crito ante  Juez  competente,  que  será  el  del  domicilio  del  marido,  que  es  al 
que  corresponde  la  mujer,  según  el  art.  64  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci 
vil,  si  ella,  después  de  separada  legal  mente,  no  hubiese  adquirido  otro  ndevo 
y  fuese  la  peticionaria  de  la  separación  de  bienes  de  la  sociedad  conyugal.  ' 

Por  lo  demás,  los  preceptos  del  art.  4417,  que  encabeza  este  comentario, 
incluso  el  de  la  privación  de  participar  de  los  bienes  gananciales  al  cóngaye 
que  por  su  mala  fe  hubiera  sido  causa  de  la  nulidad  del  matrimonio,  no  cree- 
mos exijan  ninguna  otra  aclaración. 

Sin  embargo,  bueno  será  hacer  constar  que  no  tendrá  validez  el  convenio 
celebrado  durante  el  matrimonio,  en  que  el  marido  y  la  mujer  se  adjudican 
en  dominio  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  (1),  y  que  aun  cuando  el  haber 


Cl)      Sent.  II  Knftro  del  5». 
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hereditario  esté  sujeto  al  juicio  de  testamentaría,  los  fratos  y  rentas  pertene- 
cen á  la  sociedad  eonyagal,  aonqoe  los  bienes  en  queaqnói  consistan  sean  de 
la  propiedad  de  la  mujer  (4). 

Por  derecho  interregional,  se  entiende  que  en  Araoón  continua  la  socie- 
dad conyugal,  muerto  uno  de  los  cónyuges,  entre  el  sobreviviente  y  los  he- 
rederos del  premuerto,  según  la  observancia  segunda  De  íure  doiium^  si  no 
hacen  descripción,  inventario,  embargo,  A  otra  diligencia  que  manifieste  Ja 
voluntad  de  separarse  de  la  misma  (S). 


SECCIÓN  SÉPTIMA 

BK  LA  LIQUIDACIÓN  DE  LA  SOCIEDAD  DE  GANANCIALES 

Art.  141S.  Disuelta  la  sociedad,  se  procederá  des- 
de luego  á  la  formación  del  inventario;  pero  no  tendrá 
éste  lugar  para  la  liquidación: 

1.^  Cuando,  disuelta  la  sociedad,  haya  renunciado  á 
sus  efectos  y  consecuencias  en  tiempo  hábil  uno  de  los 
cónyuges  ó  sus  causahabientes. 

2.^  Cuando  á  la  disolución  de  la  sociedad  haya  prece- 
dido la  separación  de  bienes. 

8.®  En  el  caso  á  que  se  refiere  el  párrafo  segundo  del 
articulo  anterior. 

En  el  caso  de  renuncia,  quedará  siempre  á  salvo  el  de- 
recho concedido  á  los  acreedores  por  el  art.  1001. 

670.  Dejada  sin  efecto,  en  sentencia  de  divorcio  por  adulterio  de 
la  mujer,  la  promesa  de  arras  constituida  por  el  marido  sobre  una 
finca  de  la  propiedad  de  éste,  queda  ipso  fació  sin  valor  la  hipoteca 
que  la  garantiza;  y  no  teniendo  dicha  finca  la  calidad  de  ganan- 
cial, ni  derechos  adquiridos  sobre  ella  el  procurador  que  pidió  su 
embargo  para  hacer  efectivo  el  pago  de  sus  derechos  y  suplemen- 
tos, defendiendo  á  la  mujer  en  la  querella  de  adulterio  y  otras 
cuestiones  entre  los  cónyuges,  carecen  de  aplicación  los  artículos 
Í418  y  1438  del  Código.— &  10  Dic.  92.-0. 28  Enero  98. 

(1)     8ent.  as  Marso  del  00. 
(S)     9«nt.  5  Diciembre  del  66. 
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671.  Son  aplicables  las  leyes  6.*,  tít.  6.«,  Partida  3.»;  1.»,  2.», 
3.*,  4.*  y  5.*,  tít.  4.^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el 
art.  1418  del  Código  civil  en  relación  con  los  siguientes  hasta  el 
1431  inclusive,  si  los  gananciales  que  pudiesen  corresponder  á  la 
testadora  eran  parte  de  la  totalidad  del  haber  en  que  constituyó 
por  único  y  universal  heredero  usufructuario  á  su  marido,  el  cual, 
en  virtud  de  las  amplias  facultades  otorgadas  por  aquélla,  estaba 
relevado  de  proceder  al  inventario  de  los  bienes  y  liquidación  de 
la  herencia,  pudiendo  señalar  lo  que  por  tal  concepto  debían  reci- 
bir los  herederos  propietarios. — S,  20  Féb.  90.— Q.  16  Julio. 


Apt.  14 IB.  £1  inventario  comprenderá  numérica- 
mente, para  colacionarlas,  las  cantidades  que,  habiendo 
sido  pagadas  por  la  sociedad  de  gananciales,  deban  reba- 
jarse de  la  dote  ó  del  capital  del  marido,  con  arreglo  á  loe 
artículos  1366,  1377  y  1427. 

También  se  traerá  á  colación  el  importe  de  las  dona- 
ciones y  enajenaciones  que  deban  considerarse  ilegales  ó 
fraudulentas,  con  sujeción  al  art.  1413. 

Art.  1490.  No  se  incluirán  en  el  inventario  loa 
efectos  que  constituyan  el  lecho  de  que  usaban  ordinaria- 
mente los  esposos.  Estos  efectos,  así  como  las  ropas  y  ves- 
tidos de  su  uso  ordinario,  se  entregarán  al  que  de  ellos  so- 
breviva (1). 

Art.  t^^t.  Terminado  el  inventarip,  en  primer 
lugar  se  liquidará  y  pagará  la  dote  de  la  mujer,  según  laa 
reglas  que  para  su  restitución  se  determinan  en  la  sección 
tercera,  capítulo  3.^  de  este  título,  y  con  sujeción  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  siguientes. 

»  ♦ 

Art.  14ISI9.  Después  de  pagar  la  dote  y  los  parafer- 
nales de  la  mujer,  se  pagarán  las  deudas  y  las  cargas  y 
obligácionéi^  de  la  sociedad. 

(\)     Véanse,  como  concordante»,  los  arti.  1874  y  1440. 
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Cuando  el  caudal  inventariado  no  alcanzare  para  cum- 
plir todo  lo  dispuesto  en  e3te  articulo  y  en  el  anterior,  se 
observará  lo  determinado  en  el  tít.  17  de  eate  libro. 

Apt.  1<ÍS3.  Pagadas  las  deudas  y  las  cargas  y  obli- 
gaciones de  la  sociedad,  se  liquidará  y  pagará  el  capital 
del  marido  hasta  donde  alcance  el  caudal  inventariado, 
haciendo  las  rebajas  que  correspondan  por  las  mismas  re- 
glas que,  respecto  de  la  dote,  determina  el  art.  1S66. 

Apt.  14S4.  Hechas  las  deducciones  en  el  caudal 
inventariado  que  prefijan  los  tres  artículos  anteriores,  eL 
remanente  del  mismo  caudal  constituirá  el  haber  de  la 
sociedad  de  gananciales. 

Apt.  14195 .  Las  pérdidas  ó  deterioro  que  hayan  su- 
frido los  bienes  muebles  de  la  propiedad  de  cualquiera  de 
los  cónyuges,  aunque  sea  por  caso  fortuito^  se  pagarán  de 
los  gananciales  cuando  los  hubiere. 

Los  sufridos  en  los  bienes  inmuebles  no  serán  abona- 
bles en  ningún  caso,  excepto  los  que  recaigan  en  bienes 
dótales  y  procedan  de  culpa  del  marido,  los  cuales  se  in- 
demnizarán según  lo  dispuesto  en  los  artículoB  1360 
y  1373. 

Apt.  14ISNB.  £1  remanente  líquido  de  los  bienes  ga- 
nanciales se  dividirá  por  mitad  entre  marido  y  mujer  ó 
sus  respectivos  herederos. 

Apt.  1497.  Del  caudal  de  la  herencia  del  marido 
se  costeará  el  vestido  de  luto  para  la  viuda,  según  lo  dis- 
puesto por  el  art.  1379.  Los  herederos  de  aquél  lo  aboba- 
rán con  arreglo  á  su  clase  y  fortuna. 

Art.  t498.  Eq  cuanto  á  la  formación  del  inventa- 
rio, reglas  sobre  ti^eación  y  venta  de  bienes  de  li^  sociedad 
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de  ganancialefl,  garantía  y  afianzamiento  délas  respeotir 
Tas  dotes  y  demás  que  no  ge  halle  expresamente  determi- 
nado por  el  presente  capitulo,  se  observará  lo  pre6<aito  en^ 
la  sección  quinta,  capitulo  5.^,  titulo  3.^  del  libro  tercero». 
y  en  la  segunda  y  tercera,  capitulo  3.^  de  este  titulo. 

itrt.  14ISB.  Cuando  la  sociedad  de  gananciales  se 
disuelva  por  anulación  del  matrimonio,  se  observará  la 
prevenido  en  los  artículos  1373, 1378, 1417  y  1440;  y  sise^ 
disuelve  por  causa  de  la  separación  de  los  bienes  de  lo» 
esposos,  se  cumplirá  lo  dispuesto  en  el  capitulo  6.^  de  este 
titulo. 

Api.  1430.  De  la  masa  común  de  bienes  se  darán 
alimentos  al  cónyuge  superviviente  y  á  sus  hijos  mientras 
se  haga  la  liquidación  del  caudal  inventariado  y  hasta 
que  se  les  entregue  su  haber;  pero  se  les  rebajarán  de  éste,, 
en  la  parte  en  que  excedan  de  lo  que  les  hubiese  corres- 
pondido por  razón  de  frutos  ó  rentas. 

Art,  1481.  Siempre  que  haya  de  ejecutarse  si- 
multáneamente la  liquidación  de  los  bienes  gananciales 
de  dos  ó  más  matrimonios  contraidos  por  una  misma  per- 
sona, para  determinar  el  capital  de  cada  sociedad  se  ad- 
mitirá toda  clase  de  pruebas  en  defecto  de  inírentarios;  y, 
en  caso  de  duda,  se  dividirán  los  gananciales  entre  las  di* 
ferentes  sociedades,  proporcionalmente  al  tiempo  de  sa 
duración  y  á  los  bienes  de  la  propiedad  de  los  respeetivoa 
cónyuges. 


672.  Son  aplicables  las  leyes  6.*,  tit.  6.^,  Partida  6.*,  1.*,  2\ 
3.*,  4.*  y  5.*,  tít.  4.^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el 
art.  1418  del  Código  civil  en  relación  con  los  siguientes  hasta  el 
1431  inclusive,  si  los  gananciales  que  pudiesen  corresponder  á  la 
testadora  eran  parte  de  la  totalidad  de  haber  en  que  instituyó  por 
único  y  universal  heredero  en  usufructo  á  su  mfiridp,  el  cual»  en 
virtud  de  las  amplias  facultades  otorgadas  por  aquélla,  estaba 
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leTsdo  de  proceder  al  inventario  de  los  bienes  y  liquidación  de  la 
herencia,  pudiendo  señalar  lo  que  por  tal  concepto  debían  recibir 
loB  herederos  propietarios.— <?,  20  Feb.  90.^— Q.  16  Julio,  • 

m 

X  BATÁBAMOS  en  so  lugar  respectWo  del  libro  3.^  del  Código,  sobre 
la  .ptrticíóD  de  bienes  como  consecuencia  de  la  sucesión  testada  é  intestada 
por  muerle  del  causante,  y  allí  tocamos,  como  era  consiguiente,  el  punto  que 
va  á  ser  abora  objeto  de  este  comentario,  comprensivo  de  la  liquidación  de  la 
sociedad  de  gananciales,  que,  como  hemos  visto  en  los  preceptos  del  Código, 
en  las  reglas  de  jurisprudencia  á  ellos  adaptadas  y  en  los  comentarios  que  an- 
teceden, no  podrá  tener  lugar  sino  en  los  casos  de  disolución  del  matrimonio,, 
y  en  aquellos  otros  en  que,  sin  disolverse  el  vínculo  conyugal,  se  suspende 
temporalmente  sus  efectos  por  disposición  de  la  ley — art.  50  con  relación 
al  45— ó  por  resolución  judicial  ejecutoriada;  puesto  que  no  es  lícito  á  los  es- 
posos que  no  están  legalmente  separados,  liquidar  los  bienes  gananciales  du«» 
rante  el  matrimonio,  sino  cuando  se  hubiere  válidamente  preestablecido  en 
las  capitulaciones  otorgadas  antes  de  celebrar  el  matrimonio. 

No  pueden  aplicarse  indistintamente  á  las  sociedades  de  gananciales  por 
razón  de  su  naturaleza  especial  las  mismas  reglas  que  el  derecho  común  tiene 
establecidas  para  tedas  las  demás  sociedades  en  general.  Contribuyen  á  for- 
mar los  bienes  gananciales  elementos  de  tan  distinta  procedencia  y  personas 
de  tan  diversa  consideración  dentro  del  núcleo  de  la  familia,  que  sería  incon- 
secuente  la  ley  que  prescindiera  de  tales  antecedentes  y  sometiese  á  las  mis- 
mas reglas  generales  estatuidas  para  los  socios  la  liquidación  de  los  produc- 
tos de  los  bienes  patrimoniales  de  los  cónyuges  y  peculiares  de  sus  hijos,  los 
los  obtenidos  por  la  industria  de  aquéllos,  etc. 

Por  otra  parte,  en  la  sociedad  de  gananciales  hay  un  socio  privilegiado^ 
que  es  la  mujer,  á  quien  no  alcanzan  las  responsabilidades  de  la  gestión  ad- 
ministrativa, por  lo  mismo  que  en  tal  gestión  no  tiene  participación  de  nin- 
guna especie,  y  que,  aun  cuando  intervenga  en  virtud  de  poder  que  el  marido 
le  otorgue  con  más  ó  menos  limitaciones,  ó  mayor  ó  menor  número  de  facul- 
tades, siempre  éstas  quedarán  subordinadas  á  la  responsabilidad  del  poder-  . 
dante.  Y  como  esta  razón  es  igualmente  aplicable  á  la  sociedad  conyugal  que 
á  la  sociedad  legal  de  gananciales,  porqué  en  la  primera  tampoco  puede  pactar 
por  sí  ni  practicar  gestión  alguna,  en  ambas  sociedades  tiene  que  someterse 
la  liquidación  á  las  reglas  especiales  que  establecen  en  esta  sección  séptima 
los  artículos  preinsertos. 

Estas  disposiciones  del  Código  no  tienen  precedentes  en  nuestro  antiguo 
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derecho,  pudiéndose  decir  qoe  como  preceptos  legales  son  reilments  nuevos « 
por  más  qae  confirman  la  doctrina  sentada  por  los  Tribonales  y  las  práetieas 
usadas  por  los  jorisconsoltos  en  las  operaciones  testamentarias,  con  las  euaiea 
gnarda  tan  perfecta  analogía  como  evidencia  el  art.  7t  del  Código,  pracep- 
tnando  que  la  ejecotoria  de  la  nnlidad  del  matrimonio  celebrado,  producirá^ 
respecto  de  los  bienes  conyugales,  los  mismos  efectos  qae  la  disolaeión  por 
muerte,  y  tanto  en  este  artículo,  como  en  el  segundo  párrafo  del  4447  se  iu- 
eluye  repetidamente  el  precepto  de  que  el  cónyuge  que  hubiere  dado  logar  á 
la  nulidad  de  mala  fe,  no  tendrá  parte  ai  derecho  en  los  bienes  gananciales,  á 
menos  que  la  mala  fe  se  expendiere  á  ambos,  pues  en  ese  caso  será  compen- 
sada, y,  como  consecuencia,  tendrá  en  los  gananciales  la  partieipacióa  que 
le  correspondería  sin  apreciar  aquella  circunstancia  y  cual  se  procedería  en 
el  caso  de  faüecimiento  de  uno  de  los  esposos. 

Los  preinsertos  artículos  completan  las  disposiciones  anteriores  de  qoe  nos 
hemos  ocupado  en  los  comentarios  que  anteceden,  en  cnanto  tienden  á  distin- 
guir y  separar  las  diferentes  clases  de  bienes  que  constituyen  el  acervo  común 
basta  obtener  la  cifra  liquida  que  forme  el  importe  total  de  los  bienes  ganan- 
ciales, los  cuales,  repetidamente  también,  se  dispone  en*el  art.  Ut6,  como  en 
el  4322,  harán  suyos,  dividiéndose  por  mitad  entre  marido  y  mujer  ó  toa  reo^ 
pectivos  heredero^  al  disolverse  el  matrimonio.  Además,  de  la  jurisprodenda 
eátablecida  con  anterioridad  á  la  promulgación  del  Código,  extractaremos  las 
reglas  en  que  puede  decirse  ha  inspirado  sos  preceptos. 

Los  bienes  gananciales,  como  sujetos  preferentemente  á  responder  de  las 
deudas  contraidas  durante  él  matrimonio,  no  pueden  formar  parte  del  eanial 
hereditario  líquido  partible  mientras  que  no  estén  aquéllas  satisfechas;  ni 
tampoco  estimarse  con  derecho  y  acción  á  los  herederos  para  reivinJioarlos 
de  poder  del  acredor  que  los  recibió  en  pago  de  su  erédito,  ó  de  aqoel  á  qnien 
él  mismo  los  transmitió  legítimamente,  sin  otras  diligenoias  previas  qoe  las  da 
haberse  pedido  y  otorgado  por  el  Juez  la  prevención  de  la  testamentaría. 

Para  que  la  mujer  sea  obligada  á  pagar  parte  de  alguna  de  las  deodas  qoe 
el  marido  hubiese  contraído  durante  él  matrimonio,  es  necesario  que  anticipa- 
damente haya  renunciado  los  bienes  gananciales. 

La  cantidad  entregada  á  una  mujer  casada,  no  en  concepto  de  donacióo, 
sino  como  sueldos  ó  retribución  del  servicio  personal  que  prestaba,  foram 
parte  de  los  bienes  gananciales  adquiridos  de  consuno  entre  marido  y  mujer, 
de  los  que  aquél  puede  disponer  libremente  para  levantar  las  cargas  de  la  sa- 
ciedad conyugal,  sin  que  ella  tenga  derecho  á  percibir  más  qoe  la  mitad  de  ki 
sobrante  después  de  cubiertas  aqoellas  atenciones  (4). 

(i)     Sent.  !.<"  Februro  96.— (?.  l.o  de  Marso. 
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La  separftcito  de  los  cónyages  por  la  sola  volantad  del  marido,  qoe  huyó 
de  la' compañía  de  la  miqar,  no  priva  á  ésta  del  derecho  qae  tiene  á  la  mitad 
de  los  gananciales  (I). 

La  doctrina  de  qae  la  mujer,  aun  en  el  caso  de  que  el  marido  sea  conde- 
nado á  pena  pecaniaria,  tiene  siempre  á  salvo  sn  mitad  ganancial  eompatada 
en  la  época  de  la  sentencia,  se  reñere  A  la  época  de  la  disolución  del  matrimo" 
nio  natural  ó  legaimente,  única  en  que  procede  hacer  liquidación  de  los  bie- 
nes gananciales  y  délos  peculiares  de  cada  uno  de  los  cónyuges,  pertene- 
ciendo entre  tanto  al  marido  el  dominio  pleno  de  los  primeros;  en  cayo  sen- 
tido procederá  la  tercería  entablada  por  la  mujer  {% 


CAPÍTULO  VI 

I3e  la  separacióii  de  los  bienes  de  los  cónyug'es  y  de 
sru  admlmstración  por  la  inujer  durante  el  matrimoriio 


Ai't.  téUlfí,  A  falttí  de  declaración  expresa  en  las 
capitulaciones  m^rimoniales,  la  separación  de  bienes  en» 
tre  los  cónyuges  durante  el  matrimonio  tío  tendrá  lugar 
sino  en  virtud  de  providencia  jtidiciál,  salvo  el  caso  pre- 
visto eü  el  art.  50. 

Art.  USS.  £1  marido  y  la  mujer  podrán  solicitar 
la  separación  de  bienes,  y  deberá  decretarse  cuando  el 
cónyuge  del  demandante  hubiera  sido  condenado  á  una 
pena  que  lleve  óonsigo  la  iijterdicción  civil,  ó  hubiera 
sido  declarado  ausente,  ó  hubiese  dado  causa  al  divorcio. 
Para  que  se  decrete  la  separación,  bastará  presentar 
la  sentencia  firme  que  haya  recaído  contra  el  cónyuge 
culpable  ó  ausente  en  cada  uno  de  los  tres  casos  expre- 
sados (3}. 

(1)     Stont.  26  Jnnio  76.  -  (7.  20  de  A^Btd. 

<2)     S«nt8.  2e  Junio  82.  {Q.  18  Agosto)  y  8  de  M»yo  del  78.— ¿7.  11  Jamo. 

'8)     Véajue,  oomo  oonoordantes,  loe  art.  78,  7i  7  180. 
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Ari.  1434.  Acordada  la  separación  de  bienes,  que- 
dará disuelta  la  sociedad  de  gananciales,  y  se  hará  sn 
liquidación  conforme  á  lo  establecido  por  este  Código. 

Sin  embargo,  el  marido  y  la  mujer  deberán  atender 
recíprocamente  á  su  sostenimiento  durante  la  separación, 
y  al  sostenimiento  de  los  hijos,  así  como  á  la  educación 
de  éstos;  todo  en  proporción  de  sus  respectivos  bienes  (1). 

/%ri.  f  435.  La  facultad  de  administrar  los  bienes 
del  matrimonio,  otorgada  por  este  Código  al  marido,  sub- 
sistirá cuando  la  separación  se  haya  acordado  á  su  instan- 
cia; pero  no  tendrá  la  mujer  en  este  caso  derecho  á  los  ga- 
nanciales ulteriores,  y  se  regularán  los  derechos  y  obliga* 
clones  del  marido  por  lo  dispuesto  en  las  secciones  se* 
gunda  y  tercera,  cap.  3.^  de  este  título. 

Ari.  f  43tt.  Si  la  separación  se  hubiera  acordado  á 
instancia  de  la  mujer  por  interdicción  civil  del  marido, 
se  transferirá  á  la  misma  administración  de  todos  los  bie- 
nes del  matrimonio  y  el  derecho  á  todos  los  gananciales 
ulteriores,  con  exclusión  del  marido. 

Si  la  separación  se  acordare  por  haber  sido  declarado 
ausente  el  marido  ó  por  haber  dado  motivo  para  el  divor- 
cio, la  mujer  entrará  en  la  administración  de  su  dote  y 
de  los  demás  bienes  que  por  resultado  de  la  liquidación 
le  hayan  correspondido. 

En  todos  los  casos  á  que  este  artículo  se  refiere  que- 
dará la  mujer  obligada  al  cumplimienrto  de  cuanto  dispo- 
ne el  párrafo  2.^  del  art.  1434  (2). 

Art.  f  439 .  Ija  demanda  de  separación  y  la  senten- 
cia firme  en  que  se  declare,  se  deberán  anotar  é  inscribir 
respectivamente  en  los  Registros  de  la  propiedad  que  co- 
rresponda, si  recayere  sobre  bienes  inmuebles. 


(i)     Véase,  como  eonoordante,  •!  art.  1489. 

01)     Yéanae,  como  ooneordantM,  lo«  arte.  186  7  S44U 
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Art.  i  43 1(.  La  separación  de  bienes  no  perjudicará 
á  los  derechos  adquiridos  con  anterioridad  por  los  acree- 
dores. 


673.  Declarada  sin  efecto,  por  sentencia  de  divorcio  por  adulte- 
rio de  la  mujer,  la  promesa  de  arras  constituida  por  el  marido  so- 
bre una  finca  de  la  propiedad  de  éste,  queda  ipso  fació  sin  valor  la 
hipoteca  que  la  garantiza;  y  no  teniendo  dicha  finca  la  calidad  de 
ganancial,  ni  derechos  adquiridos  sobre  ella  el  Procurador  que  pi- 
dió su  embargo  para  hacer  efectivo  el  pago  de  sus  derechos  y  su- 
plementos defendiendo  á  la  mujer  en  la  querella  de  adulterio  y 
otras  cuestiones  entre  los  cónyuges,  carecen  de  aplicación  los  ar- 
tículos 1418  y  l4íJ8  del  Código  civU.— 5.  10  Dic.  95.— ff.  28 
Enero  93. 


1439.  Cuando  cesare  la  separación  por  la  re- 
conciliación en  caso  de  divorcio,  ó  por  haber  desaparecido 
la  causa  en  los  demás  casos,  volverán  á  regirse  los  bienes 
del  matrimonio  por  las  mismas  reglas  que  antes  de  la  se- 
paración, sin  perjuicio  de  lo  que  durante  ésta  se  hubiese 
ejecutado  legalmente. 

Al  tiempo  de  reunirse  harán  constar  los  cónyuges  por 
escritura  pública,  los  bienes  que  nuevamente  aporten,  y 
éstos  serán  los  que  constituyan  respectivamente  el  capital 
propio  de  cada  uno. 

En  el  caso  de  este  artículo,  se  reputará  siempre  nueva 
aportación  la  de  todos  los  bienes,  aunque  en  parte  ó  en 
todo  sean  los  mismos  existentes  antes  de  la  liquidación 
practicada  por  causa  de  la  separación  (1). 

Atí.  1440.  La  separación  no  autorizará  á  los  cón- 
yuges para  ejercitar  los  derechos  •estipulados  en  el  su- 
puesto de  la  muerte  de  uno  de  ellos,  ni  los  que  se  les  con- 


(1)     Véase,  oomo  conoord«nta,  ti  art.  74. 
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ceden  en  los  artículos  1374  y  1420;  pero  tampoco  les  per- 
judicará  para  su  ejercicio  cuándo  llegue  aquel  caso,  salva 
lo  dispuesto  en  el  art.  73  (1). 

Art.  1411.  La  administración  de  los  bienes  del 
joaatrimonio  se  transferirá  á  la  mujer: 

1.^  Siempre  que  sea  tutora  de  su  marido,  con  arreglo 
al  art.  220. 

2.^  Cuando  pida  la  declaración  de  ausencia  del  mis- 
mo marido,  con  arreglo  á  los  artículos  183  y  185. 

3.^  En  el  caso  del  párrafo  primero  del  art.  1436. 
Los  Tribunales  conferirán  también  la  administradón 
á  la  mujer,  con  las  limitaciones  que  estimen  convenien- 
tes, si  el  marido  estuviere  prófugo  ó  declarado  rebelde  en 
causa  criminal,  ó  si,  hallándose  absolutamente  impedido 
para  la  administración,  no  hubiere  proveído  sobre  ella  (2). 

Art.  1149.  La  mujer  en  quien  recaiga  la  adminis- 
tración  de  todos  los  bienes  del  matrimonio  tendrá,  rea^ 
pecto  de  los  mismos,  idénticas  facultades  y  responsabili* 
dad  que  el  marido  cuando  la  ejerce,  pero  siempre  con  su- 
jeción á  lo  dispuesto  en  el  último  párrafo  del  articulo 
anterior  y  en  el  art.  1444. 

Art.  f  4  J3.  Se  transferirá  á  la  mujer  la  administra- 
ción de  su  dote  en  el  caso  previsto  por  el  art.  225  y  cuan- 
do los  Tribunales  lo  ordenaren  en  virtud  de  lo  dispuesta 
por  el  art.  1441;  pero  quedando  sujeta  á  lo  determinado 
en  el  párrafo  segundo  del  art.  1434. 

DISPOSICIÓN    GENERAL 

Art.  114S.  La  mujer  no  podrá  enajenar  ni  gravar^ 
durante  el  matrimonio,  sin  licencia  judicial,  los  bienes 

(1)     Véanse,  como  conoorilantef?,  lo9  arta.  78  y  U*¿d. 
(S)     Vó«««,  ooxBO  ooq<;or4aiitei  ol  art.  1443. 
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inmuebles  que  le  hayan  correspondido  en  caso  de  sepa- 
ración, ni  aquellos  cuya,  administración  se  le  haya  trans- 
ferido. 

La  licencia  se  otorgará  siempre  que  se  justifique  la 
conveniencia  ó  necesidad  de  la  enajenación. 

Cuando  ésta  se  refiera  á  valores  públicos,  ó  créditos  de 
Empresas  y  Compañías  mercantiles,  y  no  pueda  aplazarse 
sin  perjuicio  grave  ó  inminente  del  caudal  administrado, 
la  mujer,  con  intervención  de  agente  ó  corredor,  podrá 
venderlos,  consignando  en  depósito  judicial  el  producto 
hasta  que  recaiga  la  aprobación  del  Juez  ó  Tribunal  com- 
petente. 

SI  agente  ó  corredor  responderán  siempre  personal- 
mente de  que  se  haga  la  consignación  ó  depósito  á  que  se 
refiere  el  párrafo  anterior. 


K 


NTEBIOKMBNTJS  hemos  eonsignado  la  doctrina  de  no  ser  admisible 
en  nuestro  derecho  la  separación  extrajodicial  volantaría  convenida  ó  sin 
convenir  entre  los  cónyuges,  y  ano  con  motivo  de  las  demandas  de  nulidad 
y  de  las  de  divorcio,  hicimos  también  constaf  en  los  comentarios  respec- 
tivos^ que  ni  aun  el  allanamiento  en  acto  de  conciliación  ante  el  Jaez  muni- 
cipal competente  podrá  producir  el  efecto  que  produce  generalmente  la  ave- 
nencia del  actor  y  el  demandado  en  los  actos  conciliatorios,  puesto  que,  siendo 
tan  trascendental  dentro  y  fuera  del  orden  familiar  del  matrimonio,  no  puede 
ni  disolverse  ni  suspenderse  sus  efectos  jurídicos  sino  en  virtud  y  domó  conse- 
cuencia de  un  procedimiento  amplio  y  solemne  como  el  establecido  para  los 
juicios  declarativos  de  mayor  cuantía,  en  el  que,  después  de  las  alegaciones  y 
de  las  pruebas,  recaiga  resolución  definitiva  y  fundada,  y  por  consiguiente, 
que  la  situación  anómala  que  pueda  surgir  de  la  separación  de  hecho  reali- 
zada por  los  cónyuges,  no  puede  producir  efectos  legales  algunos  respecto  de 
sus  bienes,  siendo  indispensable  la  concurrencia  de  los  casos  y  la  forma  que^ 
establecen  los  artículos  preinsertos. 

Segin  ellos,  y  como  ya  tuvimos  ocasión  de  hacer  constar  en  otro  comen- 
tario anterior,  la  disolución  de  la  sociedad  de  gananciales  y  la  separación  de 
los  bienes  de  los  cónyuges  no  son  cosas  idénticu.  La  disolución  se  produce 
por  la  del  matrimonio  mediante  su  nulidad  ó  filleeimienta  de  uno  de  los  con- 
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sortes  ipio  fácto,  como  decíamos  arriba,  y  sia  necesidad,  por  consigiiiente,  de 
pronanciamieato  alguno.  En  cambio  la  separación  no  se  produce  sino  á  peU- 
eión  de  parte,  y  sin  necesidad  de  la  disolución  del  vínculo  conyugal,  ya  por 
cansa  de  divorcio  ó  de  interdicción  civil,  por  ausencia  legal  declarada  judi- 
cialmente ó  por  presunción  de  muerte  que  conste  de  sentencia  firme,  en  ar- 
monía con  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  494  al  494  que  com- 
prende  el  capítulo  4.®,  til.  8.o  del  libro  4.* 

Desde  que  la  separación  de  bienes  se  pide  en  la  forma  correspondiente 
por  parte  legítima,  y,  siendo  procedente,  se  decreta,  sus  efectos  serán  la  diso- 
lución también  de  la  sociedad  de  gananciales  y  la  liquidación,  partición  y  ad- 
judicación de  sus  bienes.  De  donde  se  deduce  que  los  preceptos  que  anteceden 
no  envuelven  aquella  disolución,  aunque  existan  las  causas  de  divorcio  sen- 
tenciado en  firme,  condena  á  uno  de  los  cónyuges  á  interdicción  civil,  etc., 
ni  por  ello  cesa  la  sociedad  patrimonial  entre  los  cónyuges;  sino  que  será 
precisa  la  adecuada  reclamación  de  la  persona  á  quien  corresponda  ejercitar 
ese  derecho;  lo  cual  evidencia  que  es  potestativo  en  el  cónyuge  inocente,  en 
caso  de  condena  á  la  interdicción  civil,  ó  en  el  de  sentencia  de  divorcio,  ó  en 
el  consorte  presente  cuando  se  ha  declarado  la  ausencia  del  o\xo,  el  pedir  U 
separación  de  bienes. 

Esta  separación  ó  cesación  de  la  sociedad  conyugal  es,  como  dijimos  eo 
comentarios  anteriores,  solamente  temporal,  puesto  que  se  suspenderán  sos 
efectos  desde  el  momento  en  que  cese  la  causa  que  los  produjo,  y  volverán  á 
quedar  sometidos  á  aquellas  mismas  reglas  con  la  ünici  salvedad  de  consi- 
derarse como  propios  de  cada  uno  de  los  cónyuges  los  bienes  que  nueva- 
mente aporten. 

Los  preceptos  arriba  transcritos,  relativos  á  la  administración  de  los  bie- 
nes, aunque  diferentes  y  de  distintos  efectos,  según  sea  el  marido  ó  la  mojer 
el  culpable  de  la  separación,  son  perfectamente  justos,  y  por  su  casnismo  mi- 
nucioso no  creemos  den  lugar  en  su  aplicación  á  cuestiones  trascendentales. 

Para  la  inteligencia  del  alcance  de  los  referidos  preceptos  deberán  tenerse 
en  cuenta  sus  concordantes,  relativos  á  la  nulidad  del  matrimonio  y  al  divor- 
cio, á  los  que  establecen  sus  efectos  jurídicos,  á  los  que  se  refieren  á  la  decla- 
ración de  ausencia,  á  la  presunción  de  muerte  y  á  la  tutela  por  razón  de  la 
pena  accesoria  de  interdicción  civil  comprendidos  en  el  libro  4.*  del  Código, 
y  á  los  que  se  relacionan  oon  aquéllas  en  el  libro  3.^  del  mismo,  como  con- 
secuencia de  la  sucesión  testada  ó  intestada. 


i 


TÍTULO  IV 


Del  contrato  de  compra  y  Tenta.  * 


OAPlTULO  PRIMERO 

I>e  la  naturaleza  j  forma  de  este  contrato. 


Ari.  f -145.  Por  el  contrato  de  compra  y  renU  uno 
de  los  con  tratan  tea  se  obliga  á  entregar  una  cosa  determi- 
nada y  el  otro  ¿  pagar  por  ella  un  precio  cierto,  en  dinero 
ó  Bigno  que  lo  represente. 


674.  La  palabra  dinero  sólo  signiBca  moneda  corrrewte^  como  así 
lo  establece  el  Código  civil  en  éste  y  otros  de  sus  artículos;  y  esti- 
mándolo en  otra  forma,  se  comete  error  de  derecho. — S.  5  Julio  93, 
—O.I8N0V. 

675.  El  contrato  de  cesión  de  muebles,  en  el  cual  la  cedente  se 
reservó  el  dominio  de  ellos  hasta  que  recibiese  el  precio,  es  perfec- 
tamente licito  y  obligatorio  entre  los  que  lo  celebraron,  y  en  nada 
se  opone  á  los  preceptos  legales  contenidos  en  este  artículo. — A  16 
Feh.  94.--0.  30  Marzo. 

676.  El  contrato  de  compraventa  tiene  objeto  cierto,  y  tenién- 
dolo, no  es  nulo  por  falta  de  ese  requisito  esencial  cuando  la  cosa 

voMo  n  US 
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Tendida  y  su  precio  estén  determinados  por  los  contrayentes,  de 
tal  modo,  que  sin  necesidad  de  nuevo  convenio  pueda  saberse  con 
certidumbre  qué  sea  lo  vendido  y  cuál  la  cantidad  debida  por  pre- 
cio, según  se  colige  de  los  artículos  1273  y  1445  del  Código;  y  cuan- 
do lo  convenido  y  el  precio  quedan  específicamente  determinados, 
al  decir  que  se  venden  los  géneros  existentes  en  una  tienda,  que  en 
el  acto  mismo  de  la  venta  traspasó  el  vendedor  al  comprador,  y 
que  el  precio  era  el  importe  de  la  valoración  de  los  mismos  géne- 
ros, la  sentencia  que  declara  válido  el  contrato  no  infringe  lo  dis- 
puesto en  los  dos  artículos  citados. — S.  8  Mayo  95, — G.  17  Agosto, 

677.  No  modificando  el  Código  civil  la  legislación  aplicable  al 
caso  de  que  se  trate,  anterior  á  la  publicación  de  aquél,  no  cabe 
coa  razón  afirmar  que  se  cometa  infracción  del  preinserto  artículo 
en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  cualquiera  que  sea  la  dis- 
posición que  se  invoque  en  los  fundamentos  del  fallo. — S.  25  Ju- 
nio 95.— G.  18  Sept. 

Ar  i.  I4K4IO.  Si  el  precio  de  la  venta  consistiera  par- 
te en  dinero  y  parte  en  otra  cosa,  se  calificará  el  contrato 
por  la  intención  manifiesta  de  los  contratantes.  No  cons- 
tando ésta,  se  tendrá  por  permuta,  si  el  valor  de  la  cosa 
dada  en  parte  del  precio  excede  al  del  dinero  ó  su  equiva* 
lente,  y  por  venta  en  el  caso  contrario  (1). 

jtri.  f  419.  Para  que  el  precio  se  tenga  por  ciettg^ 
bastará  que  lo  sea  con  referencia  á  otra  cosa  cierta,  ó  qoA 
se  deje  su  señalamiento  al  arbitrio  de  persona  deter- 
minada. 

8i  ésta  no  pudiere  ó  no  quisiere  señalarlo,  quedacA 
ineficaz  el  contrato. 

itrt.  f  449.  También  se  tendrá  por  cierto  el  predo 
en  la  venta  de  valores,  granos,  líquidos  y  demás  cosas 


il)     V¿»M  «D  el  ariionlo  anterior  U  eenteaoU  de  6  JuIío'SB. 
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fangibles  cuando  se  señale  el  que  la  cosa  vendida  tuviera 
en  determinado  día,  Bolsa  ó  mercado,  ó  se  fije  un  tanto 
mayor  ó  menor  que  el  precio  del  día,  Bolsa  ó  mercado, 
con  tal  que  sea  cierto. 

Art.  14I4IO.    El  señalamiento  del  precio  no  podrá 
nunca  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes. 


678.  £1  derecho  concedido  al  comprador  en  contrato  de  venta, 
de  hacer  el  pago  en  distintos  lugares  y  clases  de  moneda,  consti- 
tuye un  pacto  lícito  que  en  nada  afecta  á  la  certeza  del  precio 
cuando  éste  se  ha  fijado,  señalando  de  manera  que  no  deja  lugar  á 
duda  el  número  y  clase  de  las  especies  monetarias,  francos  ó  espa- 
ñolas»  en  que  debe  hacerse  el  pago,  ni  tampoco  puede  afectarle  el 
valor  mayor  ó  menor  que  dichas  especies  tengan  en  la  época  de  su 
entrega,  siquiera  esto  entrañe  un  riesgo,  porque  sobre  ser  conocido 
de  los  contratantes,  uno  y  otro  lo  corren  por  igual,  como  derivado 
de  las  oscilaciones  propias  del  mercado;  en  cuyo  concepto,  lá  sen- 
tencia que  concede  valor  y  eficacia  al  contrato,  no  infringe  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1445  y  1449,  en  relación  éste  con  el  1132  del 
Código  civil.— ^.  29  Octubre  95,-0.  17 Nov. 


A  rt.  f  4&0.  La  venta  se  perfeccionará  entre  compra- 
dor y  vendedor,  y  será  obligatoria  para  ambos,  si  hubie- 
ren convenido  en  la  cosa  objeto  del  contrato,  y  en  el  pre- 
cio, aunque  ni  la  una  ni  el  otro  se  hayan  entregado. 


679.  £1  contrato  de  cesión  de  muebles,  en  el  cual  la  cedente  se 
reservó  el  dominio  de  ellos  hasta  que  recibiese  el  precio,  es  perfec- 
tamente lícito  y  obligatorio  entre  los  que  lo  celebraron,  y  en  nada 
se  opone  á  los  preceptos  legales  contenidos  en  este  articulo. — S,  IS 
Feb.  94.— O.  30  Marzo. 
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Art.  f4l5l.  La  promesa  de  venderé  comprar,  ha- 
biendo conformidad  en  la  cosa  y  en  el  precio,  dará  dere- 
cho á  los  contratantes  para  reclamar  reciprocamente  el 
cumplimiento  del  contrato. 

Siempre  que  no  pueda  cumplirse  la  promesa  de  com* 
pray  venta,  regirá  para  vendedor  y  comprador,  según  los 
casos,  lo  dispuesto  acerca  de  las  obligaciones  y  contratos 
en  el  presente  libro. 

j%rt.  1459.  El  daño  ó  provecho  de  la  cosa  vendida, 
después  de  perfeccionado  el  contrato,  se  regulará  pot  l6 
dispuesto  en  los  artículos  1096  y  1182. 

Esta  regla  se  aplicará  á  la  venta  de  cosas  fungibles,  he- 
cha aisladamente  y  por  un  solo  precio,  ó  sin  consideración 
á  su  peso,  número  ó  medida. 

Si  las  cosas  fungibles  se  vendieren  por  un  precio  fijado 
con  relación  al  peso,  número  ó  medida,  no  se  imputará  el 
riesgo  al  comprador  hasta  que  se  hayan  pesado,  contado  ó 
medido,  á  no  ser  que  éste  se  haya  constituido  en  mora  (1). 

Art.  1453.  La  venta  hecha  á  calidad  de  ensayo  ó 
prueba  de  la  cosa  vendida,  y  la  venta  de  las  cosas  que  es 
costumbre  gustar  ó  probar  antes  de  recibirlas,  se  presuini- 
rán  hechas  siempre  bajo  condición  suspensiva. 

Art.  1454.  Si  hubiesen  mediado  arras  ó  señal  en 
el  contrato  de  compra  y  venta,  podrá  rescindirse  el  con- 
trato allanándose  el  comprador  á  perderlas,  ó  el  vendedor 
á  devolverlas  duplicadas. 

A  rt.  1 455.  Los  gastos  de  otorgamiento  dé  escritura 
serán  de  cuenta  del  vendedor,  y  los  de  la  primera  copia  y 
los  demás  posteriores  á  la  venta  serán  de  cuenta  del  eon»- 
prador,  salvo  pacto  en  contrario. 

4 

(1)     Véate,  como  conoordant«,  el  art.  8S7. 
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Art.  f  450.  La  enajenación  forzosa  por  cansa  d« 
utilidad  pública  se  regirá  por  lo  que  eetablezcan  las  leyes 
especiales. 


n 


EPINB  el  primero  de  los  artículos  transcritos  el  contrato  de  compra  y 
venta  de  forma  bastante  clara  y  precisa;  pero  qae  resintiéndose,  á  nuestro 
juicio,  de  la  influencia  del  derecho  romano,  creemos  más  científica  y  exacta 
la  definición  diciendo  qne  la  compraventa  es:  «Un  contrato  bilateral,  por  el 
cual  nna  de  las  partes  transfiere  á  otra  el  dominio  de  cosas  determinadas  por 
un  precio  ciertoje;  comprendiendo  así  la  indicación  de  los  requisitos  esencia- 
les de  la  venta  y  las  condiciones  de  los  mismos.  Así,  pues,  tendremos  qne 
lo»  requisitos  de  la  compra  y  venta  son  cosa  y  precio^  cosa  que,  además  de 
estar  en  el  comercio  de  los  hombres,  sea  determinada,  y  el  precio,  cierto  y 
verdadero. 

Es  eiencial  en  este  contrato  el  consentimiento,  qne  puede  tener  lugar  en 
el  acto^  por  carta  ó  por  intermediario;  en  el  primer  caso,  simultáneo  por  am- 
bos contratantes;  en  el  segundo,  perseverando  en  él  el  autor  de  la  carta  hasta 
recibir  la  conformidad;  y  en  el  último,  se  requiere  el  otorgamiento  de  poder 
especial,  recayendo  siempre  y  en  todo  caso  sobre  la  cosa,  el  precio  y  la  ven- 
ta, qne  son  los  tres  requisitos  constitutivos  del  mencionado  contrato,  sin  qne 
concurra  en  él  fuerza,  error  ó  dolo,  porque  de  existir  cualquiera  de  estos  vi- 
cios, llevaría  el  consentimiento  nna  cansa  de  invalidación  productora  de  la 
nulidad  del  acto. 

La  cosa,  es  también,  no  sólo  requisito  esencial,  sino  indispensable  del 
contrato  que  nos  ocnpa,  porque  sin  ella  es  inconcebible  lá  compraventa,  pu- 
diendo  ser  presente,  futura  ó  incierta,  ya  que  pueden  ser  materia  de  tal  con- 
trato tanto  los  inmuebles  y  los  muebles,  como  los  frutos,  las  cosas  corporales 
y  las  incorporales,  las  servidumbres  y  los  créditos,  etc.;  por  más  que,  tratán- 
dose, por  ejemplo,  de  frutos  pendientes,  la  venta  sería  nnla  si  no  se  produje- 
sen, á  no  haberse  hecho  el  contrato  á  todo  riesgo. 

No  pueden  ser  objeto  de  este  contrato:  4.^,  las  cosas  sagradas,  religiosas  y 
santas;  S.^,  las  cosas  ajenas,  debiendo  distinguirse  el  caso  de  que  el  compra- 
dor sepa  ó  no  que  la  cosa  es  ajena,  á  los  efectos  de  apreciar  su  buena  ó  mala 
fe  y  determinar  si  tiene  ó  no  derecho  á  la  devolución  del  precio;  3.o,  las  co- 
sas propias  del  comprador  por  faltar  la  materia  del  contrato,  salvo  siempre  en 
la  parte  que  por  cualquier  causa  aceptase  ó  disminuyese  el  dominio;  á.o,  la 
cosa  litigiosa,  con  la  salvedad  de  realizar  la  venta  condicionada,  ó  sea  estando 


B98  cxSdioo  civil 

6  dependiendo  U  efectividad  del  contrato  del  resaltido  del  lit^p  peBdienle; 
S.^  los  derechos  eventaalee,  como  el  de  suceder  á  noa  persona;  6.*,  la  cosa 
poseída  en  común,  á  no  ser  con  el  consentimiento  de  todos  los  consocios  (4). 

El  t)ree¡o,  requisito  también  esencial  en  la  compra  y  venta,  ha  de  consistir 
en  dinero  ó  signo  qne  lo  represent.e;  mas  en  caso  contrario,  ordena  el  ar- 
ticulo 4i46  que  se  califique  el  contrato  por  la  iotención  manifiesta  de  loa 
contratantes,  y  no  constando,  se  tendrá  por  permtita,  si  el  valor  de  la  cosa 
dada  en  parte  del  precio  excede  al  del  dinero  ó  su  equivalente,  y  por  venta 
en  el  caso  opuesto.  El  precio  será  cierto  siempre  que  se  halle  determinado  por 
una  cantidsd  que  se  designe,  bastando  para  tenerlo  por  tal,  que  lo  sea  con  ro^ 
Isrencia  á  otra  cosa  cierta  ó  que  se  deje  al  arbitrio  de  determinada  persona, 
pero  nunca  al  de  los  contratantes;  mas  si  aquélla  no  quisiere  ó  no  pudiere  de- 
terminarlo, será  nulo  el  contrato,  pues  no  puede  ésta  existir  con  precio  in- 
cierto; teniéndose  también  por  cierto  el  precio  de  la  venta  de  valores,  granos, 
liquido  y  demás  cosas  fungibles,  cuando  se  señale  el  que  la  cosa  vendida  tu- 
viera en  determinado  día.  Bolsa  ó  mercado,  ó  se  fije  un  tanto  mayor  6  menor 
que  el  precio  del  día,  Bolsa  ó  mercado,  con  tal  que  sea  cierto. 

Gomo  la  compraventa  se  perfecciona  por  el  mutuo  consentimiento  de  las 
partes  en  la  cosa  y  en  el  precio,  dispone  el  art.  4450  del  Código  que  es  obli- 
gstoría  para  ambos,  aunque  ni  la  una  ni  el  otro  se  hubieren  entregado,  y  de 
aquí  qne,  celebrado  un  contrato  de  venta  de  especies  determinadas  que  que- 
daren á  disposición  del  comprador  en  los  almacenes  del  vendedor  con  orden 
de  entregárselo  al  que  los  custodiaba,  conocida  por  aquél,  no  puede  eaber 
duda  de  que  el  contrato  quedó  perfecto  y  consumado  en  cuanto  á  la  entrega, 
y  por  tanto,  el  daño  ó  menoscabo  qne  pudieran  snfrir  aquellas  especies  ó  mer- 
cancías será  de  cuenta  del  comprador,  siempre  qne  no  proceda  de  dolo  ó  ne- 
gligencia del  vendedor. 

Los  derechos  que  el  art.  4454  da  al  comprador  y  vendedor  en  la  promesa 
de  venta  para  exigir  el  cumplimiento  del  contrato,  no  confieren  acción  real 
alguna  inscribible  en  favor  del  comprador,  y  menos  aún,  si  el  presunto  ven- 
dedor no  realiza  la  enajenación  definitiva  por  estar  por  promover  la  testamen- 
taría de  la  persona  de  quien  provendría,  en  sn  caso,  el  derecho  de  vender  (9), 
y  si  no  pudiere  cumplirse  aquella  promesa,  tendrá  aplicación  el  precepto  del 
párrafo  segundo  de  aquel  artículo;  mas  sí  la  promesa  de  venta  se  hubiere  he- 
cho por  el  marido  durante  la  sociedad  conyugal,  disuelta  ésta,  no  tendrá 

II      ■■  ■ 

(1)  El  derecho  de  usufructo,  por  su  cualidad  de  personal,  estaba  exceptuado  de 
la  compraventa;  pero  hoy,  dado  el  precepto  del  art.  480,  es  tan  enajenable  en  tal 
sentido  como  cualquier  otro  derecho. 

(9)     R.  de  la  D.  de  Ultramar,  8  Abril  06. --¿7.  29  Mayo. 
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aqtiél  por  si  personalidad  para  realizar  la  enajenación  sin  la  intervención  de 
los  herederos  del  cónyuge  premoertc  (4),  á  menos  qae  la  cosa  prometida  le 
ioere  á  ól  únicamente  adjudicada. 

La  compraventa  puede  ser  pnra^  condicional,  hasta  cierto  día,  etc.,  sin 
que  en  la  condicional  pueda  retractarse  ano  de  los  contratantes  sin  el  consen- 
timiento  del  otro,  y  mientras  la  condición  se  haUe  pendiente,  el  vendedor  coa* 
tinila  como  dneño  con  todos  los  derechos  y  obligaciones  qae  como  á  tal  le 
correspcinde,  y  en  el  caso  de  que  falle  la  condición,  la  venta  qaeda  anulada. 
Puede  hacerse  también  la  renta  en  conjunto  y  por  peso,  cuenta  y  medida, 
perfeccionándose  en  el  primer  caso  por  el  sólo  consentimiento  de  las  partes, 
y  en  el  segundo  por  la  práctica  de  la  operación.  En  la  de  cosas  fungíbles  y  en 
la  que  se  veriGea  á  ensayo,  no  existe  consentimiento  hasta  que  recae  aproba» 
cíón  ó  conformidad,  toda  vez  que  tienen  lugar  comunmente  bajo  condición 
suspensiva. 

SegAn  el  derecho  romano,  las  arras  ó  sehal  eran  consideradas  como  la 
perfección  del  contrato;  pero  hoy  tienen  diferente  consideración,  toda  vez  qae 
pueden  servir  de  comprobante  de  la  venta,  de  símbolo  de  contrato,  de  parte 
á"  precio,  si  consiste  en  el  dinero,  ó  de  pena  para  el  contratante  que  se  retrac- 
tare, como  lo  demuestra  el  precepto  del  art.  4454,  al  disponer  que  puede  res- 
cindirse el  contrato  allanándose  el  comprador  á  perderlas  ó  el  vendedor  á  de- 
volverlas duplicadas;  locución  confusa,  por  cuanto  la  duplicidad  consiste,  no 
en  devolver  el  duplo  de  las  arras,  sino  otro  tanto,  simplemente. 

£1  contrato  de  compraventa  se  formaliza  por  escritura. pública  necesaria- 
mente cuando  se  trata  de  bienes  inmuebles  y  derechos  reales,  y  debe  ser  ins- 
crita en  el  Registro  de  la  propiedad  para  que  surta  efectos  en  cuanto  á  ter- 
cero, sin  que  la  falta  de  este  requisito  afecte  á  la  validez  del  contrato,  ni  tam- 
poco el  qae  deje  de  consignarse  en  tal  clase  de  documento  es  obstáculo  para 
que  el  contrato  exista,  si  bien,  en  caso  de  haberse  pactado  que  deba  elevarse  á 
escritura  pública,  no  quedará  perfeccionado  hasta  tanto  que  tenga  lugar  el 
otorgamiento  de  aquólla.  Y  en  orden  á  los  gastos  que  tal  formalidad  ocasio- 
na, es  terminante  y  clara  la  disposición  del  art.  4455  transcrito,  estable- 
ciendo que  son  de  cuenta  del  vendedor  los  de  dicho  otorgamiento,  y  del  com- 
prador los  de  la  primera  y  posteriores  copias^  sairo  siempre  pacto  en  con- 
trario. 

Por  ultimo,  el  art.  4456,  con  que  termina  la  sección  que  estudiamos,  re- 
mite á  las  leyes  especiales  las  ventas  que  se  realicen  forzosamente  por  cansa 
de  utilidad  pública;  disposiciones  que,  por  lo  tanto,  regirán  la  materia  en  ta- 
les casos. 

(1)    B.  dé  la  D.,  Ifi  Ootnbre  88.— «.  10  8apt. 
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En  cnanto  al  derecho  internacional,  y  por  lo  qae  se  refiere  á  lodaa  laa  de- 
posiciones relativas  al  contrato  de  compra  y  venta  de  qoe  nos  venimos  oca- 
paodo,  diremos  qne  la  capacidad  para  enajenar  y  las  formalidades  babilitaiir 
tos  qoe  han  de  llenarse,  dependen  de  la  respectiva  ley  personal  de  cada  con- 
tratante, si  se  rigen  por  leyes  distintas.  Sin  embargo,  tratándose  de  íncapaci?* 
dtdes  espeeíales,  como  lu  qae  nuestro  Código  prescribe  en  los  artícalos  4459 
y  4459,  y  sobre  todo,  de  las  relativas  á  la  compraventa  entre  los  eónyogesv 
y  á  la  hecha  por  tutores,  administradores,  etc.,  hay  autores,  como  Brocher, 
qae  entienden  que  la  ley  qoe  establece  la  primera  de  dichas  incapaeidadea 
debería  considerarse  como  nna  disposición  qae  afecta  al  orden  público,  y  no 
debieran  considerarse  válidas  por  los  Tribunales  de  un  país  donde  estén  pro- 
hibidos por  la  ley,  ni  ann  los  contratos  de  esta  índole  eféctoados  por  eiadada- 
nos  de  otro  Estado  coya  ley  los  aatoriee;  y  qae  las  incapacidades  de  los  admi- 
nistradores, tutores,  etc.,  convendría  que  se  rigieran  por  la  ley  que  rige  el 
mandato  que  se  les  ha  conferido. 

No  debe  olvidarse  que  la  regla  general  es  la  de  que,  en  materia  de  con- 
tratos, rige  siempre  la  voluntad  expiesa  ó  presunta  de  las  partes,  coando  la 
ley  no  lo  prohibe,  ni  aquélla  se  opone  al  interés  ó  al  orden  público  do 
un  país. 

Además  de  estas  indicaciones,  son  útiles  respecto  á  la  materia  las  si- 
guientes: 4.*,  cuando  se  trata  de  bienes  situados  y  vendidos  en  el  extranjero, 
sólo  es  aplicable  la  lew  loci  respecto  á  las  formalidades  y  requisitos  necesarios 
para  so  venta  en  pública  subasta;  2.*,  la  prohibición  de  venta  de  sucesiones 
futuras,  como  disposición  de  orden  público,  no  puede  producir  efecto  alguno 
entre  las  partes,  por  más  que  no  lo  prohibe  la  ley  de  alguna  de  aquéllas;; 
3.*;  para  que  la  venia  sea  eficaz  erffo  ownes^  deben  observarse  las  prescrip- 
ciones que  la  Uw  rei  tifa  establezca  en  interés  de  terceros,  incluso  lo  que  de- 
termina respecto  de  la  tradición  ó  entrega  de  la  cosa;  4.*,  en  todo  lo  que  se 
refiere  á  las  seguridades  y  privilegios  del  vendedor,  á  las  cuestiones  relativas 
á  la  entrega^  medida,  pago  de  precio,  etc.,  debe  regir  la  lea  reistlm  euanda 
no  se  haya  consignado  nada  en  el  contrato. 

Respecto  á  la  ley  que  debe  regir  las  acciones  á  que  puede  dar  lugar  ei 
contrato  de  venta,  convendría  tener  en  cuenta  las  siguientes  reglas:  4.*,  las 
acciones  para  la  evicción  y  saneamiento  y  las  de  resolución  de  la  venta  por 
inejecución  de  las  condiciones  del  contrato,  deben  regirse  por  la  ley  de  éste; 
t.\  lo  que  se  refiere  al  plazo  para  ejercitar  la  acción  redhibitoria,  debe  re- 
girse por  la  lex  fori^  según  Laurent  y  otros  autores;  3/,  el  plazo  para  ejerci- 
tar la  acción  de  nulidad  de  la  venta  de  un  inmueble  correspondiente  á  un 
menor,  será  el  que  determine  la  Uw  rei  siia^  sobre  todo  cuando  la  personal 
del  menor  señale  un  térmmo  más  breve  que  el  de  la  referida  ley;  4.*,  en  ge- 
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mmk^  acerca  de  la  ley  qne  ba  de  regir  la  acción  de  onlidad  ó  de  rescisión  qne 
se  fonda  en  un  iricío  de  consentimiento,  están  divididas  las  opiniones  de  los 
aalores,  sosteniendo  nnos  qne  debe  ser  la  ley  del  contrato,  y  otros  qne  la  per- 
sonal del  contratante;  pero  cssi  todos  convienen  en  qne,  cuando  se  trata  de 
«n  menor,  debe  seguirse  la  ley  personal  de  éste;  6.*,  cnando  la  rescisión  es  por 
cansa  de  lesión,  se  sostiene  por  nnos  que  debe  aplicarse  la  lex  rei  W/«,  por 
oíros  qne  debe  serlo  la  ka  loci  conírúctuSy  y^por  otros  la  del  contratante  le- 
sionado; pero  entiende  qne  debe  aplicarse  la  Ua  loci  contraetus  siempre  qne 
te  trate  de  averignvr  si  la  rescisión  por  cansa  de  lesión  es  ó  no  admisible. 


CAPITULO  II 
T>e  la  capacidad  para  cop:iprar  ó  vender. 


Art.  1459.  Podrán  celebrar  el  contrato  de  compra 
y  venta  todas  las  personas  á  quienes  este  Código  autoría 
para  obligarse,  salvo  las  modificaciones  contenidas  en  los 
artículos  siguientes. 

Ari.  I4as.  El  marido  y  la  mujer  no  podrán  yen> 
dense  bienes  recíprocamente,  sino  cuando  se  hubiese  pac- 
tado la  separación  de  bienes,  ó  cuando  hubiera  separa- 
ción judicial  de  los  mismos  bienes,  autorizada  con  arre- 
glo al  capítulo  6.<^,  título  8.<>  de  este  libro. 

it  rt.  1 4I50.  No  podrán  adquirir  por  compra,  aunque 
sea  en  subasta  pública  ó  judicial,  por  sí  ni  por  persona 
alguna  intermedia: 

1.^  El  tutor  ó  protutor,  los  bienes  de  la  persona  ó  per- 
sonas que  estén  bajo  su  tutela. 

2.^  Los  mandatarios,  los  bienes  de  cuya  administra- 
eión  ó  enajenación  estuviesen  encargados. 

3.^    Los  albaceas,  los  bienes  confiados  á  su  cargo. 
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4.**    LoB  empleados  públicos,  los  bienes  del  Estado,  de 
los  Municipios,  de  los  pueblos  y  de  los  establecimientos 
*  también  públicos,  de  cuya  administración  estuviesen  en- 
cargados. 

Esta  disposición  regirá  para  los  Jueces  y  peritos  que 
de  cualquier  mod<^ intervinieren  en  la  venta. 

5.^  Los  Magistrados,  Jueces,  individuos  del  Ministe- 
rio fiscal,  Secretarios  de  Tribunales  y  Juagados  y  Oficia- 
les de  justicia,  los  bienes  y  derechos  que  estuviesen  en  li- 
tigio ante  el  Tribunal,  en  cu3ra  juriedicción  ó  territorio 
ejercieran  sus  respectivas  funciones,  extendiéndose  esta 
prohibición  al  acto  de  adquirir  por  cesión. 

Se  exceptuará  de  esta  regla  el  caso  en  que  se  trate  de 
acciones  hereditarias  entre  coherederos,  ó  de  cesión  en 
pago  de  créditos,  ó  de  garantia  de  los  bienes  que  posean. 

La  prohibición  contenida  en  este  núm.  5.^  comprende- 
rá á  los  Abogados  y  Procuradores  respecto  á  los  bienes  j 
derechos  que  fueren  objeto  de  un  litigio  en  que  inter- 
vengan por  su  profesión  y  oficio  (1). 


680.  No  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código, 
cuando  las  cuestiones  relacionadas  con  el  mismo  no  han  sido  opor- 
tunamente planteadas  en  el  juicio  en  los  escritos  de  demanda  j 
contestación,  réplica  y  duplica* — S»  30  Marzo  9á. — 0. 13  y  21  Sépt. 

681.  La  prohibición  impuesta  á  los  tutores  de  adquirir  por  si 
ó  por  medio  de  terceras  personas  bienes  de  los  menores  ó  incapa- 
citados sujetos  á  su  guarda,  no  les  inhabilita  para  el  ejercicio  de 
los  derechos  que  con  independencia  de  dicho  carácter  puedan  tener 
por  cualquier  título  contra  aquéllos,  ni  cont^iguientemente  para  la 
adquisición  de  bienes,  pues  no  hay  disposición  legal  ninguna  que 
semejante  prohibición  contenga,  ni  el  fundamento  ó  razón  da 
4tquélla  68  aplicable  á  ese  caso,  en  el  que  por  incompatibilidad  de 

O)     YéAiuie,  como  eonoord»ntef,  los  arüculot  109  y  90a. 
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iBterefiQS  procede  sólo  habilitar  al  menor  ó  incapacitado  de  otro 
repteeentante  ó  guardador. — S.  23  Sept,  95. — O,  10  Od, 

682.  No  se  infringe  este  articulo  del  Código^  cuando  en  los  fnn- 
daoQentos  de  la  sentenciia  se  cita,  no  para  servir  de  base  al  fallo, 
sino  para  deducir  de  su  relación  con  otros  hechos  la  presunción 
que  se  estima  progedente.— <S.  23  Sept.  95.— G.  10  Od. 


s 


iL  contrato  de  compra  y  venta  pueden  celebrarlo,  según  oí  primero  de 
los  artíenlos  transcritos,  todas  las  personas  á  quienes  el  Código  autoriza  para 
obligarse;  disposición  que,  si  bien  es  perfectamente  adecuada  y  exacta  en 
cuanto  al  que  internene  en  et  contrato  en  el  concepto  de  comprador,  no  lo  e» 
en  orden  al  vendedor,  una  vez  que  en  éste  es  necesario  que  concorra,  además 
de  la  capacidad  para  obligarse,  el  requisito  indispensable  de  tener  el  dominio 
y  la  libre  disposición  de  la  cosa  que  trate  de  enajenar,  pues  si  no  lo  tiene,  el 
acto  sería  perfectamente  nulo  aun  cuando  tuviera  el  vendedor  capacidad  para 
obligarse,  por  que  la  venta  no  es  otra  cosa  que  la  transmisión  del  dominio,  y 
no  puede  realizarla  quien  de  él  carezca. 

La  regla  general  que  el  mencionado  artículo  establece  contiene  una  ex- 
cepción en  cuanto  á  las  personas  que  pueden  vender,  excepción  que  pun- 
tualiza el  siguiente  art.  4458  prohibiendo  las  enajenaciones  entre  marido  y 
mujer,  salvo  el  caso  de  que  eií  las  capitulaciones  matrimoniales  se  hubiere 
pactado  la  separación  de  bienes,  y  el  en  que  por  disposición  juiicial  se  or- 
dene aquella  separación  en  la  forma  y  con  los  requisitos  á  que  se  refiere 
el  capítulo  6.°  del  título  3.®  de  este  libro,  á  cuyo  comentario  remitimos  al 
lector  en  evitación  de  repeticiones  innecesarias.  Mas  como  algunas  perso- 
nas, ya  naturales,  ya  jurídicas,  tienen  restringida  su  capacidad,  la  ley  ha  ve- 
nido á  determinar  las  modificaciones  necesarias  en  la  regla  general,  en  evi- 
tación de  toda  dnda  relativa  á  quién  puede  y  quién  no  realizar  el  contrato  de 
compra  y  venta,  estableciendo  en  el  art.  4i59  que  no  pueden  adquirir  por 
compra,  aunque  sea  en  subasta  pública  ó  judicial,  por  sí  ni  por  persona  alguna 
intermedia:  el  tutor  ó  protutor,  los  bienes  de  la  persona  ó  personas  que  estén 
bajo  su  tutela,  lo  cual  ha  de  entenderse  limitado  al  tiempo  en  que  la  tutela 
subsista,  pero  no  cuando  se  haya  terminado  y  cumplido  todos  los  requisitos 
hasta  la  aprobación  de  cuentas,  y  abono  de  saldo  en  su  caso,  al  que  fué  tutela- 
do; los  mandatarios,  los  bienes  de  cuya  administración  ó  enajenación  estuvie- 
ren encargados;  los  albaceu,  los  bienes  eoafiados  á  su  cargo;  los  empleactos 
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p  úblícoi,  lo8  bienes  del  Estado,  de  los  UQoieípios^  de  los^poeMos,  y  de  los 
estabieeiiDÍentos  también  públicos,  de  enya  administración  estoviereo  encar- 
gados, y  los  Jaeces  y  peritos  qne  por  cnalqoier  concepto  intervinieren  en  esas 
ventas;  los  Magistrados,  Jaeces,  individoos  del  Uinisterío  fiscal^  Secretario* 
de  Tribonales  y  Jozgados  y  Oficiales  de  jnsticia,  los  bienes  y  derechos  qoe 
to vieren  en  litigio  ante  el  Tribunal  en  caya  jarisdicción  ó  territorio  ejercie- 
ran tas  respectivas  fanciones,  extendiéndose  ésta  prohibición  al  acto  de  ad- 
qairir  por  cesión,  con  la  excepción  del  caso  en  qae  se  trate  de  acciones  heredi- 
tarias entre  coherederos,  ó  de  cesión  en  pago  de  créditos,  ó  de  garantía  de 
los  bienes  qoe  posean;  debiendo  advertir  qoe,  como  ni  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial,  ni  la  adicional  á  la  misma,  designan  á  ningún  foncionarío  con 
el  nombre  de  Oficial  de  justicia,  entendemos  qoe  el  precepto  se  refiere  á  loa 
Oficiales  de  Sala,  á  los  demás  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  y 
creemos  que  también  comprende  á  los  sustitutos  de  aquellos  funcionarios  que 
tienen  derecho  á  nombrarlos,  bien  por  disposiciones  particulares  á  cada  uno, 
bien  por  ministerio  de  la  ley;  y  siendo  extensiva  la  prohibición  últimamente 
indicada  á  los  Abogados  y  Procuradores  respecto  á  los  bienes  y  derechos  que 
fueren  objeto  de  un  litigio  en  que  intervengan  por  so  profesión  y  oficio» 
creemos,  aunque  el  precepto  no  lo  dice,  que  les  comprende  también  la  excep- 
ción indicada,  puesto  que  no  hay  razón  alguna  para  privarles  de  ella  caaodo 
se  concede  á  los  demás  funcionarios  judiciales  y  fiscales;  debiendo  tenerse 
presente  lo  resuelto  por  la  Dirección  general  de  los  Registros  (4),  en  orden  á 
que,  siendo  permitido  al  ejecutante,  según  el  art.  4504  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  tomar  parte  en  la  subasta  de  los  bienes  del  ejecutado  y  mejorar 
las  posturas  qoe  se  hicieren,  por  lo  tanto,  el  Procurador  de  aquél  á  sa  nom- 
bre puede  válidamente  adquirir  en  tal  concepto  las  fincas  subastadas,  puesto 
qa^  tal  adquisición  no  la  hace  para  sí,  que  es  lo  qoe  le  prohibe  el  artículo 
que  nos  ocupa;  y  constando  esta  circuntancia,  es  innecesaria  la  cesión  del 
remate  en  favor  de  la  parte  en  cuya  representación  obró  el  Procurador. 

Ninguna  otra  prohibición  de  adquirir  bienes  contiene  el  precepto  del  Có- 
digo que  nos  ocupa,  y  sin  embargo  de  ello,  noaotros  entendemos  que  hay 
otras  personas,  qoe  con  relación  á  determinados  bienes,  tienen  también  res- 
tringida su  capacidad  para  adquirirlos  por  compra,  pues  así  como  el  tutor  y 
el  protutor  no  pueden  adquirir  los  bienes  del  tutelado,  ni  el  administrador  los 
que  esUin  á  su  cargo,  en  tal  sentido  los  Concejales  elegidos  por  el  voto  popu- 
lar, que  son  otros  tantos  mandatarios  para  la  administración  de  los  bienes  de 
la  municipalidad,  no  están  autorizados  para  comprar  para  sí  aquellos  que  la 
corporación  de  que  forman  parte  esté  encargada  de  vender,  y,  menos  aán 

(1)     &.  d6  la  D.,  U  Sept.  99.— (7.  Ú  Díe. 
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eaindo  Ul  venU  se  realice  sin  formalidad  de  tubatta  y  sin  otra  garantía  pd- 
Mica  de  niogona  clase,  por  más  qua  la  prohibietóa  aladida  del  Código  se  ex- 
tiende aun  á  las  veatu  en  subasta  pública  6  jadicial,  porque  de  estimarse  lo 
eontrarío,  se  daría  el  caso  iocomprensible  de  que  el  comprador  j  el  Tendedor 
de  una  cosa  determinada  Inese  ona  misma  persona. 


CAPÍTULO   III 

r>e  los  efeotos  del  contrato  de  compra  y  venta 
cuando  se  lia  perdido  la  cosa  vendida. 


Apí.  14lttO.  Si  al  tiempo  de  celebrarse  la  venta 
86  hubiese  perdido  en  su  totalidad  la  cosa  objeto  de  la 
misma,  quedará  sin  efecto  el  contrato. 

Pero  si  se  hubiese  perdido  sólo  en  parte,  el  comprador 
podrá  optar  entre  desistir  del  contrato  ó  reclamar  la  parte 
existente,  abonando  su  precio  en  proporción  al  total  con- 
venido. 


S< 


'OLAMENTB  para  resolver  un  caso,  <pe  podo  muy  bien  comprender  el 
legislador  entre  los  efectos  del  contrato  de  compra  y  venta,  dedica  el  Código 
an  capítulo,  aunque  con  un  sólo  artículo:  para  determinar  que  cuando  al 
tiempo  de  celebrarse  la  venta  se  hubiere  perdido  la  cosa  vendida  en  su  totali- 
dad, será  nulo  el  contrato,  y  que  si  la  pécdida  consistiere  sólo  en  parte,  podrá 
el  comprador,  bien  desistir  del  contrato,  ó  reclamar  la  parte  existente,  abo- 
nando el  precio  en  relación  al  total  convenido;  pareciendo  que  este  precepto 
se  refiere  á  aquellos  casos  en  que  se  convenga  la  enajenación  previamente  y 
se  realice  después,  porque  claro  es  que  si  en  el  acto  de  celebrar  el  contrato  la 
cosa  no  existe,  no  será  nulo,  sino  que  no  podrá  realizarse,  pues  como  ya  te- 
nemos dicho  en  otro  lugar,  la  cosa  es  tan  esencial  en  este  contrato,  que,  fal 
tando,  es  imposible  que  pueda  tener  lugar;  y  entendemos  igualmente  que  el 
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precepto  por  lo  general  tendrá  aplicación,  más  qae  á  los  bienes  inmnebleí,  á 
t(<s  muebles,  á  frotos  y  cosechas,  á  boqnes  y  embarcaciones  de  todo  género^ 
i  manofaciuras  y  otros  elementos  de  riqueza.  La  primera  parta  del  artícqlo 
que  estodiamos  confirma  la  doctrina  ya  expoesta,  relativa  á  qie,  para  la  per- 
fección de  la  compra  y  venta,  se  exige,  entre  otros  requisitos,  la  existencia 
de  ana  cosa  determinada,  y  la  segunda  viene  i  establecer  la  limitación  de  la 
extensión  del  contrato  á  aquello  que  exista  ó  no  se  hubiere  perdido  cuanda 
tiene  logar  la  consumación  del  mismo. 

Así,  pues,  si  se  concertare  la  venta  de  un  inmueble,  y  antes  de  perfeccio- 
narse, aquél  pereciera  por  completo,  la  perfección  no  podría  tener  logar;  maa 
si  el  perecimiento  reconociese  por  causa,  culpa  ó  negligencia  del  vendedor, 
¿qué  derecho  corresponderá  y  podrá  hacer  efectivo  el  comprador?  Si  al  con- 
venir la  venta  se  hiciere  la  entrega  de  la  cosa  al  comprador,  y  antes  de  per- 
feccionarse el  contrato  pereciese  en  todo  ó  en  parte  aquélla  por  culpa  ó  negli- 
(¡oncia  del  mismo  comprador,  ¿qué  derechos  serán  los  que  á  su  vez  corres- 
pondan al  vendedor? 

Nada  absolutamente  dispone  ^1  precepto  para  la  resolución  de  esta  cues- 
tión, y  por  tanto,  creemos  que  tendrán  aplicación  Jas  disposiciones  que  con 
relación  á  laa  obligaciones  en  general  regulan  loa^  casos  eo  que  procede  «4 
abono  de  daños  y  perjuicios;  esto  es,  que  tanto  el  comprador  como  el  vende- 
dor tendrán  derecho  á  reclamarlos  en  ios  casos  indicados  del  causante  de  la 
culpa  ó  negligencia,  como  lo  tendrá  también  en  cualquiera  otro  el  que  resulte 
perjudicado  por  la  parle  que  en  el  contrato  obrare  de  mala  fe. 

Como  los  demás  efectos  jurídicos  del  contrato  de  compra  y  venta  se  tra- 
dpcen  en  obligaciones  para  el  comprador  y  vendedor,  que  el  Código  enu- 
mera en  los  siguientes  artículos,  dejamos  aquí  terminado  este  comentario 
para  ocuparnos  de  aquéllos  en  los  posteriores. 
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CAPITULO  ly 

X>e  las  obligaciones  del  vendedor. 


SECCIÓN    PRIMERA 

DI8P0BIGZÓK    QENEKAL 

Api.  1401.    El  vendedor  está  obligado  á  la  entrega 
y  Baneamiento  de  la  coea  objeto  de  la  venta  (1). 


683.  No  infringe  este  articulo  del  Código  civil  la  sentencia  que 
da  lugar  á  la  demanda  y  condena  al  pago  de  la  cantidad  reclamada, 
eoando,  requerido  el  demandado  por  su  mandatario  el  demandante 
para  que  le  abone  el  valor  de  las  acciones  compradas  á  su  nombre, 
no  sólo  dejó  de  hacerlo,  sino  que  negó  la  certeza  del  mandato,  lo 
fual  constituyó  al  mandatario  en  la  necesidad  de  disponer  de  las 
acciones  compradas  para  reintegrarse  del  valor  anticipado,  y  de- 
mandar después  la  diferencia  entre  el  precio  de  adquisición  y  el 
de  la  venta.— 5.  29  Mayo  94,— Q.  2  Nov. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DB  LA  SMTRSGA  DE  LA  COSA  VENDIDA 

Art.  f  4tt9.    Se  entenderá  entregada  la  cosa  vendida 
cuando  se  ponga  en  poder  y  posesión  del  comprador. 

Cuando  se  haga  la  venta  mediante  escritura  pública, 
el  otorgamiento  de  ésta  equivaldrá  á  la  entrega  de  la  cosa 
objeto  del  contrato,  si  de  la  misma  escritura  no  resultare 
ó  se  dedujere  claramente  lo  contrario  (2). 

(1)     Yétme,  oozno  ooneorJant«,  «I  art.  lili, 
(8)     VteM,  oomo  eeneordante,  «1  art.  1379. 
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684.  Siendo  un  hecho  reconocido  por  las  partes  qae  la  finca  011 
euestión  la  posee  y  disfruta  el  comprador,  la  sentencia  qae  con- 
dena á  éste  al  pago  del  precio,  sin  ordenar  á  la  vez  la  entrega  de  la 
cosa,  no  infringe  el  preinserto  articulo,  toda  yez  que  dicha  entrega 
material,  por  la  razón  expuesta,  es  innecesaria. — 8.  28  Die.  95. — 
O.  20  Enero  96, 


Art.  14IB3.  Fuera  de  los  casos  que  expresa  el  ar- 
ticulo precedente,  la  entrega  de  los  bienes  muebles  ae 
efectuará:  por  la  entrega  de  las  llaves  del  lugar  ó  sitio 
donde  se  hallan  almacenados  ó  guardados;  y  por  el  solo 
acuerdo  ó  conformidad  de  los  contratantes,  si  la  cosa  ven- 
dida no  puede  trasladarse  á  poder  del  comprador  en  el 
instante  de  la  venta,  ó  si  éste  la  tenia  ya  en  su  poder  por 
algún  otro  motivo  (1). 

itri.  1461.  Respecto  de  los  bienes  incorporales, 
regirá  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  art.  1462.  Bn 
cualquier  otro  caso  en  que  éste  no  tenga  aplicación,  se 
entenderá  por  entrega  el  hecho  de  poner  en  poder  del 
comprador  los  títulos  de  pertenencia,  ó  el  uso  que  haga 
de  su  derecho  el  mismo  comprador,  consintiéndolo  el 
vendedor. 

Api.  14162^.  Los  gastos  para  la  entrega  de  la  coea 
vendida  serán  de  cuenta  del  vendedor,  y  los  de  su  trans- 
porte ó  traslación,  de  cargo  del  comprador,  salvo  el  caso 
de  estipulación  especial. 

Api.  14ltt6.  El  vendedor  no  estará  obligado  á  en- 
tregar la  cosa  vendida,  si  el  comprador  no  le  ha  pagado  el 
precio  ó  no  se  ha  señalado  en  el  contrau)  un  plazo  para 
el  pago. 

(I)     VéM«,  eomo  oonoordante,  el  avt.  396. 
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683.  EBte  articalo  del  Código  no  dispone  la  rescieión  del  con- 
tittto  en  el  sentido  de  que  el  vendedor  no  está  obligado  á  entregar 
la  cosa,  ai  el  comprador  no  le  ha  pagado  el  precio  ó  )io  se  ha  seña- 
lado en  el  contrato  un  plazo  para  el  pago.— •/S'.  8  Abril  93,-0.  27 
SeptienAre. 

Art.  t4l69^.  Tampoco  tendrá  obligación  el  vendedor 
de  entregar  la  cosa  vendida  cuando  se  haya  convenido  en 
un  aplazamiento  ó  término  para  el  pagO;  si  después  de  la 
venta  se  descubre  que  el  comprador  es  insolvente,  de  tal 
suerte  que  el  vendedor  corre  inminente  riesgo  de  per- 
der el  precio. 

Se  exceptúa  de  esta  regla  el  caso  en  que  el  comprador 

afiance  pagar  en  el  plazo  convenido. 

• 
Art.  I^IOS.    El  vendedor  deberá  entregar  la  cosa 

vendida  en  el  estado  en  que  se  hallaba  al  perfeccionarse 

el  contrato. 

Todos  los  frutos  pertenecerán  al  comprador  desde  el  día 

en  que  se  perfeccionó  el  contrato. 

Api*  I^IOO.  La  obligación  de  entregar  la  cosa  ven- 
dida comprende  la  de  poner  en  poder  del  comprador  todo 
lo  que  exprese  el  contrato  mediante  las  reglas  siguientes: 

Si  la  venta  de  bienes  inmuebles  se  hubiese  hecho  con 
expresión  de  su  cabida,  á  razón  de  un  precio  por  unidad 
de  medida  ó  número,  tendrá  obligación  el  vendedor  de 
entregar  al  comprador,  si  éste  lo  exige,  todo  cuanto  se 
haya  expresado  en  el  contrato;  pero,  si  esto  no  fuere  po- 
sible, podrá  el  comprador  optar  entre  una  rebaja  propor- 
cional del  precio,  ó  la  rescisión  del  contrato,  siempre  que, 
en  este  último  caso,  no  baje  de  la  décima  parte  de  la  ca- 
bida la  disminución  de  la  que  se  le  atribuyera  al  in  - 
mueble. 

Lo  mismo  se  hará,  aunque  resulte  igual  cabida,  di  al- 
guna parte  de  ella  no  es  de  la  calidad  expresada  en  el 
contrato. 

VOMO    If  W 
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La  rescifiión,  en  este  caso,  sólo  tendrá  lugar  á  la  volan* 
tad  del  comprador,  cuando  el  menos  valor  de  la  cosa  ven- 
dida exceda  de  la  décima  parte  del  precio  convenido  (1)» 

Apt.  1490.  Si,  en  el  caso  del  articulo  precedente» 
resultare  maypr  cabida  ó  número  en  el  inmueble  que  loe 
expresados  en  el  contrato,  el  comprador  tendrá  la  obliga- 
ción de  pagar  el  exceso  de  precio  si  la  mayor  cabida  ó  nú- 
mero no  pasa  de  la  vigésima  parte  de  los  señalados  en  el 
mismo  contrato;  pero,  si  excedieren  de  dicha  vigésima 
parte,  el  comprador  podrá  optar  entre  satisfacer  el  mayor 
valor  del  inmueble,  ó  desistir  del  contrato  (2). 

Api.  141 VI.  En  la  venta  de  un  inmueble,  hecha  por 
precio  alzado  y  no  á  razón  de  un  tanto  por  unidad  de  me- 
dida ó  numero,  no  tendrá  lugar  el  aumento  ó  disminución 
del  mismo,  aunque  resulte  mayor  ó  menor  cabida  6  nú- 
mero de  los  expresados  en  el  contrato. 

Esto  mismo  tendrá  lugar  cuando  sean  dos  ó  más  fincas 
las  vendidas  por  un  solo  precio;  pero,  si,  además  de  expre- 
sarse los  linderos,  indispensables  en  toda  enajenación  de 
inmuebles,  se  designaren  en  el  contrato  su  cabida  ó  nú- 
mero, el  vendedor  estará  obligado  á  entregar  todo  lo  que 
se  comprenda  dentro  de  loe  mismos  linderos,  aun  cuando 
exceda  de  la  cabida  ó  número  expresados  en  el  contrato; 
y,  si  no  pudiere,  sufrirá  una  disminución  en  el  precio, 
proporcional  á  lo  que  falte  de  cabida  ó  número,  á  no  ser 
que  el  contrato  quede  anulado  por  no  conformarse  el  com- 
prador con  que  se  deje  de  entregar  lo  que  se  estipuló  (3). 

Art.  14  79.  Las  acciones  que  nacen  de  los  tres  ar* 
ticulos  anteriores  prescribirán  á  los  seis  meses,  contados 
desde  el  día  de  la  entrega. 


(1)     Véa«e,  oomo  oonconUnie,  el  art.  984. 

CD     Vé«0%  oomo  concordante,  el  art.  884. 

19)     Véanse,  oomo  concordantee,  loe  arfciouloe  384  y  1479. 
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Api.  1473.  Si  una  misma  cosa  se  habiese  vendido 
á  diferentes  compradores,  la  propiedad  se  transferirá  á  la 
persona  que  primero  haya  tomado  posesión  de  ella  con 
buena  fe,  si  fuere  mueble. 

Si  fuere  inmueble,  la  propiedad  pertenecerá  al  adqui- 
rente  que  antes  la  haya  inscrito  en  el  Registro. 

Cuando  no  haya  inscripción,  pertenecerá  la  propiedad  á 
quien  de  buena  fe  sea  primero  en  la  posesión;  y,  faltando 
ésta,  á  quien  presente  titulo  de  fecha  más  antigua,  siem- 
pre que  haya  buena  fe. 


686.  El  precepto  de  este  articulo  supone  la  facultad  del  vende- 
dor para  disponer  de  la  cosa  vendida,  y  no  limita  ni  altera  lo  pre- 
venido en  este  punto  en  la  ley  Hipotecaria  vigente,  que  consagra 
el  principio  de  que  la  inscripción  no  convalida  loe  actos  ó  contra- 
tos nulos,  y  si  bien  los  que  se  ejecutan  ú  otorgan  por  personan  que 
en  el  Registro  aparecen  con  derecho  para  ello,  no  se  invalidan  una 
vez  inscritos,  aunque  después  se  anule  ó  resuelva  el  derecho  del 
otorgante  en  virtud  de  titulo  anterior  no  inscrito,  esto  sólo  se  re- 
fiere en  cuanto  á  tercero,  y  no  lo  es  el  comprador  que  intervino  en 
el  contrato  inscrito  que  adolece  de  nulidad. — S.  24  Nav,  94. — O.  2? 
Feh.  95. 


%^ 


^lOVIBNDO  el  Código  el  sistema  qae  diferentes  veces  hemos  tenido  ocs- 
sidÁ  de  eeasorar,  en  orden  al  aumento  excesivo  de  so  artienlado,  al  tratar  de 
las  obligaciones  del  vendedor  ocnpa  pn  eapitnlo  y  ana  sección  con  nn  solo 
artícnlo  para  establecer  ona  disposición  qae,  formando  la  primera  parteó  pá- 
rrafo del  sigaiente,  hnbiera  evitado  aqnel  aumento  de  artículos,  y  aon  resol- 
taria  con  mayor  claridad  y  precisión  el  precepto  qae  en  ambos  se  contiene, 
toda  vez  qae  el  ano  establece  la  regla  general  de  la  obligación  de  la  entrega 
de  la  cosa  por  el  comprador  al  vendedor,  y  el  segando  la  forma  en  qae  esa 
misma  entrega  ha  de  tener  lagar;  razón  por  la  qae,^vamos  á  estudiar  jantaf*^ 
mente  las  secciones  primera  y  segunda  del  capítalo  i.*,  cayos  artieulosqve- 
dan  transcritos. 


612  CÓDIGO  CIVIL 

Los  Códigos  moderaos  no  están  conformes  en  el  particaiar  referente  al 
número  y  calidad  de  las  obligaciones  qae  la  venta  prodace  para  el  vendedor, 
y  el  nuestro,  sigaiendo  la  doctrina  romana  generalizada  por  las  Partidas,  Ias 
resame  en  dos,  ó  sea  la  entrega  de  la  cosa  y  sa  saneamiento.  Aquélla  perte- 
nece al  período  de  consomación  del  contrato.  KI  vendedor  debe  poner  las  oo- 
sas  á  disposición  del  comprador;  éste  debe  principiar  pagando  el  precio,  y  sólo 
después  de  pagado—salvo  qae  hubiere  plazo  estipulado— es  cuando  realmente 
debe  reclamar  las  cosas  al  vendedor. 

Las  disposiciones  poutenidas  en  los  artículos  4Í6S  al  4468  transeritos,  re- 
ferentes á  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  son  precisas  y  de  tal  claridad,  que  no 
ofrecerán  duda  alguna  en  la  practica,  salvo  la  que  se  contrae  á  que  dicha  en- 
trega ha  de  verificarse  en  el  estado  en  que  se  hallare  al  perfeccionarse  el  con- 
trato, porque  su  generalidad  no  resuelve  todas  las  dificultades  á  que  pnede 
dar  lugar,  y  ocasionará  el  tener  que  acudir  á  las  leyes  de  Partida  para  resol- 
verlas, debiendo  además  tenerse  presente  lo  que  hemos  expuesto  en  el  co* 
mentarío  á  los  artículos  4445  al  4456,  respecto  á  la  venta  de  especies  ó  mer- 
cancías que  se  hallaren  en  almacenes  del  vendedor  y  fueren  puestas  á  dispo- 
sición del  comprador,  y  que  como  los  frutos  civiles  se  entienden  percibidos 
día  por  día,  es  indudable  que  las  rentas  convenidas  por  años  de  la  finca  eoaje 
nada,  pertenecerán  al  comprador  y  al  vendedor  en  la  proporción  correspon- 
diente, según  el  día  del  perfeccionamiento  del  contrato. 

Por  lo  demás,  como  la  obligación  de  entregar  la  cosa  vendida  comprende 
la  de  entregar  al  comprador  todo  lo  que  exprese  el  contrato,  puede  resumirse 
cnanto  respecto  al  particular  disponen  los  artículos  preinsertos,  y  de  confor- 
midad con  ellos,  en  las  reglas  siguientes: 

4.*  Si  la  venta  de  bienes  inmuebles  se  hubiese  hecho  con  expresión  de  su 
cabida,  á  razón  de  un  precio  por  unidad  de  medida  ó  número,  tendrá  obliga- 
ción el  vendedor  de  entregar  al  comprador,  si  éste  lo  exige^  todo  enanto  se 
haya  expresado  en  el  contrato;  pero  si  esto  no  fuere  posible,  podrá  el  oom- 
prador  optar  entre  una  rebaja  proporcional  del  precio  ó  la  rescisión  del  ooo- 
trato^  siempre  que,  en  este  último  caso,  no  baje  de  la  décima  parte  de  la  ca- 
bida la  disminución  de  la  que  se  le  atribuyera  al  inmueble. 

S.^  Lo  mismo  se  hará  aunque  resulte  igual  cabida,  si  alguna  parte  de  ella 
no  es  de  la  calidad  expresada  en  el  contrato.  La  rescisión  en  este  eaao  sólo 
tendrá  lugar  á  voluntad  del  comprador,  cuando  el  menos  valor  de  la  eoaa 
vendida  no  exceda  de  la  décima  parte  del  precio  convenido. 

3.^  Si,  en  el  caso  indicado  auteriormente,  resultare  mayor  cabida  ó  nú- 
mero en  el  inmueble  que  los  expresados  en  el  contrato,  el  comprador  tendrá 
la  obligación  de  pagar  el  exceso  de  precio,  si  la  mayor  cabida  ó  número  no 
pasa  de  la  vigésima  parte  de  los  señalados  en  el  mismo  contrato;  pero  si  ex- 
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cedieren  de  dicha  vigésima  parte,  el  comprador  podrá  optar  entre  satisfacer  el 
mayor  vaJor  del  inmueble  6  desistir  del  contrato. 

4.*  En  la  venta  de  un  inmueble  hecha  por  precio  alzado  y  no  á  razón  de 
tanto  por  unidad  de  medida  ó  número,  no  tendrá  lugar  el  aumento  ó  dismi- 
nución del  mismo,  aunque  resulte  mayor  ó  menor  cabida  ó  número  de  los 
expresados  en  el  contrato.  Y  esto  mismo  tendrá  lugar  cuando  sean  dos  ó  más 
fincas  las  vendidas  por  un  solo  precio;  pero  si  además  de  expresarse  los  linde- 
ros indispensables  en  toda  enajenación  de  inmuebles,  se  designaren  en  el  con- 
trato su  cabida  ó  número,  el  vendedor  estará  obligado  á  entregar  lodo  lo  que 
se  comprenda  dentro  de  los  mismos  linderos^  aun  cuando  exceda  de  la  cabida 
ó  número  expresados  en  el  contrato;  y  si  no  pudiese,  sufrirá  una  disminnción 
en  el  precio,  proporcional  á  lo  que  falle  de  cabida  ó  número,  á  no  ser  que  el 
contrato  quede  sin  efecto  por  no  conformarse  el  comprador  con  que  se  deje 
de  entregar  lo  que  se  eslipuló. 

5.^  Las  acciones  que  nacen  para  reclamar  disminnción  de  precio  en  los 
casos  imiicados  anteriormente,  prescriben  á  los  seis  meses,  contados  desde  el 
día  de  la  entrega. 

6.^  Si  una  misma  cosa  se  hubiese  vendido  á  diferentes  compradores,  la 
propiedad  se  transferirá  á  la  persona  que  primero  haya  tomado  posesión  de 
ella  con  buena  fe,  si  fuere  mueble.  Si  fuere  inmueble,  la  propiedad  pertene- 
cerá al  adquirente  que  antes  la  haya  inscrito  en  el  Registro.  Cuando  no  haya 
inscripción,  pertenecerá  la  propiedad  á  quien  de  buena  fe  sea  el  primero  en  la 
posesión;  y  faltando  ésta,  á  quien  presente  el  título  de  fecha  más  antigua  y 
todo  lo  que  exprese  el  contrato. 

Finalmente,  la  entrega  de  la  cosa  vendida  ha  de  realizarse  con  lo  que  le 
sea  accesorio,  que  lo  son  todos  los  que  pertenecen  á  ella  ¿  le  son  ayuntadoi^ 
6  sea  todo  lo  que  le  es  necesario  para  su  uso  y  servicio,  como  pozos,  canales, 
eaños,  etc.;  en  la  venta  de  carruajes  ó  caballerías,  los  arreos  ó  aparejos,  si  se 
hallaban  puestos  con  este  objeto;  pero  no  si  fueron  colocados  en  disposición 
de  viajar  ó  para  oso  propio;  en  la  de  vino  en  botellas,  los  cascos,  así  como 
las  barricas  en  las  expodicionea  de  mercancías  al  por  mayor;  en  la  de  un  mo- 
lino de  aceite,  la  toma  de  aguas;  en  la  de  una  yegua,  la  cría  que  está  laetaa- 
do;  y  en  general,  los  títulos,  planos  y  cuantas  noticias  contribuyan  á  dar  idea 
de  la  naturaleza  de  la  cosa,  su  extensión  y  sus  vicisitudes. 
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SECCIÓN  TERCERA 

DEL  8ANEAMIBiriO 

Awt.  1494.  En  virtud  del  saneamieoto  á  que  0e  re- 
fiere el  art.  1461,  el  vendedor  responderá  al  comprador: 

1.^  De  la  posesión  legal  y  pacifica  de  la  cosa  Ten- 
dida. 

2.^    De  los  vicios  ó  defectos  ocultos  que  tuviere. 

§  1.^ 
Del  aaneamiefUo  en  caso  de  evicción. 

Art.  t47ft.  Tendrá  lugar  la  evicción  cuando  6e 
prive  al  comprador,  por  sentencia  firme  y  en  virtud  de 
ün  derecho  anterior  á  la  compra,  de  todo  ó  parte  de  la 
cosa  comprada. 

El  vendedor  responderá  de  la  evicción  aunque  nada  se 
haya  expresado  en  el  contrato. 

Los  contratantes,  sin  embargo,  podrán  aumentar,  dis- 
minuir ó  suprimir  esta  obligación  legal  del  vendedor.  (]). 

Apí.  1 49tt.  Será  nulo  todo  pacto  que  exima  al  ven- 
dedor de  responder  de  la  evicción,  siempre  que  hubiere 
mala  fe  de  su  parte. 

Art,  t4l99.  Cuando  el  comprador  hubiese  renun- 
ciado el  derecho  al  saneamiento  para  el  caso  de  evicción, 
llegado  que  sea  éste,  deberá  el  vendedor  entregar  única- 
mente el  precio  que  tuviere  la  cosa  vendida  al  tiempo  de 
la  evicción,  á  no  ser  que  el  comprador  hubiese  hecho  la 
renuncia  con  conocimiento  de  los  riesgos  de  la  evicción  y 
sometiéndose  á  sus  consecuencias. 

(1)     Véanse,  como  oonoordantes,  los  artículos  1592  y  1F>8. 
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Art.  t47S.  Cuando  se  haya  estipulado  el  sanea- 
miento ó  cuando  nada  se  haya  pactado  sobre  este  punto, 
si  la  evicción  se  ha  realizado  tendrá  el  comprador  derecho 
á  exigir  del  vendedor: 

1.^  La  restitución  del  precio  que  tuviere  la  cosa  ven- 
dida al  tiempo  de  la  evicción,  ya  sea  mayor  ó  menor  que 
el  de  la  venta. 

2.^  Los  frutos  ó  rendimientos,  si  se  le  hubiere  conde- 
nado á  entregarlos  al  que  le  haya  vencido  en  juicio. 

8.^  Las  costas  del  pleito  que  haya  motivado  la  evic- 
ción, y,  en  su  caso,  las  del  seguido  con  el  vendedor  para 
el  saneamiento. 

4.^  Los  gastos  del  contrato,  si  los  hubiese  pagado  el 
comprador. 

5.^  Los  daños  é  intereses  y  los  gastos  voluntarios  ó  de 
puro  recreo  ú  ornato,  si  se  vendió  de  mala  fe. 

Api.  1499.  Si  el  comprador  perdiere,  por  efecto  de 
la  evicción,  una  parte  de  la  cosa  vendida  de  tal  importan- 
cia con  relación  al  todo  que  sin  dicha  parte  no  la  hubiera 
comprado,  podrá  exigir  la  rescisión  del  contrato;  pero  con 
la  obligación  de  devolver  la  cosa  sin  más  gravámenes  que 
los  que  tuviese  al  adquirirla. 

Esto  mismo  se  observará  cuando  se  vendiesen  dos  ó  más 
cosas  conjuntamente  por  un  precio  alzado,  ó  particular 
para  cada  una  de  ellas,  si  constase  claramente  que  el  com- 
prador no  habría  comprado  la  una  sin  la  otra  (2). 

ilpt.  t4SO.  El  saneamiento  no  podrá  exigirse  hasta 
que  haya  recaído  sentencia  firme,  por  la  que  se  condene 
al  comprador  á  la  pérdida  de  la  cosa  adquirida  ó  de  parte 
de  la  misma. 

Api.  14111.  El  vendedor  estará  obligado  al  sanea- 
miento que  corresponda,  siempre  que  resulte  probado  que 


(1)     Vé«nse,  como  concordantes,  los  articnlos  1291  y  1471. 
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86  le  notificó  la  demanda  de  eviccíón  á  instancia  del  com* 
prador.  Faltando  la  notificación,  el  vendedor  no  estará 
obligado  al  saneamiento. 

j%pt.  1 4856.  £1  comprador  demandado  golicitará. 
dentro  del  término  qn€  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se- 
ñala para  contestar  á  la  demanda,  qne  ésta  se  notifique  al 
vendedor  ó  vendedores  en  el  plazo  más  breve  posible. 

La  notificación  se  hará  como  la  misma  ley  establece 
para  emplazará  los  demandados. 

El  término  de  contestación  para  el  comprador  quedará 
en  suspenso  ínterin  no  espiren  los  que  para  comparecer  y 
contestar  á  la  demanda  se  señalen  al  vendedor  ó  vendedo- 
res, que  serán  los  mismos  plazos  que  determina  para  todos 
los  demandados  la  expresada  ley  de  Enjuiciamiento  civil» 
contados  desde  la  notificación  establecida  por  el  párrafo 
primero  de  este  artículo. 

Si  los  citados  de  evicción  no  comparecieren  en  tiempo 
y  forma,  continuará^  respecto  del  comprador,  el  término 
para  contestar  á  la  demanda. 

ilpt.  i  4IS3.  Si  la  finca  vendida  estuviese  gravada» 
sin  mencionarlo  la  escritura,  con  alguna  carga  ó  servidum- 
bre no  aparente,  de  tal  naturaleza  que  deba  presumirse  no 
la  habría  adquirido  el  comprador  si  la  hubiera  conocido, 
podrá  pedir  la  rescisión  del  contrato,  á  no  ser  que  prefiera 
la  indemnización  correspondiente. 

Durante  un  año,  á  contar  desde  el  otorgamiento  de  la 
escritui'a,  podrá  el  comprador  ejercitar  la  acción  reBciao- 
ria,  ó  solicitar  la  indemnización. 

Transcurrido  el  año,  sólo  podrá  reclamar  la  indemniza- 
ción dentro  de  un  periodo  igual,  á  contar  desde  el  día  en 
que  baya  descubierto  la  carga  ó  servidumbre  (1). 

<1>     Véase,  como  eonoordaiit«,  «1  art.  1991 . 
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EKEBALHEKTE  se  dice  eviceián  y  süneamünto^  á  pesar  de  que  estas 
dos  palabras  no  soa  siuónimas,  una  Tez  que  la  evicción  es  la  obligación  á  de- 
fender y  asegurar  el  derecho  al  comprador,  y  el  saneamiento,  la  de  indemni- 
zar  lo  qoe  corresponda  si  la  cosa  se  perdiese;  y  ambas,  nna  consecuencia  nece- 
saria de  la  relación  jurídica  que  por  el  contrato  de  compra  y  venta  se  engen- 
dra, y  que  precisa  á  que  el  vendedor  entregue  al  comprador. la  cosa  libre  da 
todo  embargo,  le  defienda  en  su  posesión,  y,  en  su^caso,  le  indemnice  del  pre- 
cio, daños  y  perjuicios. 

La  evicción  es,  pues,  un  remedio  establecido  por  la  ley  en  favor  del  com- 
prador inquietado  en  su  posesión;  y  el  saneamiento,  que  algunos  Códigos  mo- 
dernos llaman  garantía,  la  obligación  del  vendedor  á  responder  del  dominio 
que  ha  transmitido  al  comprador,  y  del  buen  estado  de  las  cosas  que  le  ha 
enajenado,  cuyas  dos  responsabilidades  explica  el  Código  en  el  primero  de  los 
artículos  transcritos,  diciendo  que  el  vendedor  responde:  h.\  de  la  posesióa 
legal  y  pacifica  de  la  cosa  vendida,  y  2.^,  de  los  vicios  ó  defectos  ocultos  que 
tuviere. 

£1  Código,  en  la  sección  tercera  del  cap.  4.*  de  este  libro,  después  de  esta- 
blecer la  regla  general  que  contiene  el  art.  4474,  que  hemos  examinado,  com- 
prende en  dos  apartados  las  reglas  de  cuanto  es  relativo  á  la  evicción  y  sanea- 
miento en  el  contrato  de  compra  y  venta;  referentes  las  del  primero^  al  sanea- 
miento en  caso  de  evicción,  y  las  del  segundo,  ai  que  tiene  lugar  por  los 
defectos  ó  gravámenes  ocaltos  de  la  cosa  vendida.  Vamos  á  estudiar,  en  este 
lugar,  el  primer  grupo  de  esas  reglas,  comenzando  por  consignar  que  el  ven- 
dedor tiene  el  deber  de  sanear  el  dominio  que  ha  transmitido  por  la  venta,  y 
que  esto  supone  que  tal  dominio  ha  sido  por  alguien  perturbado  ó  disputado; 
hecho  qoe  necesariamente  ha  de  producirse,  porque  sin  él  no  tendría  lugar  la 
evicción.  Pero  es  insuficiente  qoe  la  perturbación  tenga  lugar;  se  requiere 
además  el  conocimiento  de  tal  hecho  por  el  vendedor»  pues»  si  lo  ignora»  no 
podrá  salir  á  U  defensa»  y  por  ello  establece  el  art.  4481  que  el  comprador 
demandado  solicite  dentro  del  término  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se- 
ñala para  contestar  á  la  demanda»  que  ésta  se  notifique  al  vendedor  ó  vende- 
dores en  el  plazo  más  breve  posible;  notificación  que  se  hará  en  la  forma  (jue 
los  emplazamientos  y  con  los  plazos  qoe  el  precepto  señala,  continuando,  si 
no  compareciere  el  citado  de  evicción,  el  de  contestación  á  la  demanda  (4). 

La  ley  sólo  habla  de  demandas  judiciales»  sin  mencionar  para  nada  los  ac- 
tos de  expoliación  ó  violencia  qoe  interron^pan  la  posesión  pacífica  del  com- 


(1)     ArtiouloH  1^  y  (Wl  de  la  ley  de  Enjnicinmietito  civil. 
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prador,  porqae  éste  para  repeler  tale»  actos  y  defender  sa  dereeho  no  necesita 
el  apoyo  del  vendedor  y  le  basta  sn  posesión,  con  la  qne,  alegada  en  jntcio 
Sumario  de  interdicto,  obtendrá  la  reparación  sin  entrar  para  nada  i  disentir 
la  propiedad,  qne  es  lo  qne  el  vendedor  tendría  en  sn  caso  qne  defender. 

La  obligación  de  evicciooar,  en  los  casos  de  demanda  judicial,  pesa  siem- 
pre sobre  el  vendedor;  es  nna  obligación  natural  del  contrato,  qne  no  nece- 
sita de  estipulación  alguna  para  existir.  En  términos  generales,  es  índiseatt- 
ble  que  puede  renunciarse  á  la  evieción,  porque  no  es  un  requisito  necesario 
de  la  compra  y  venta,  sino  un  requisito  natural  de  la  misma.  A  lo  esendal  de 
lo»  contratos  es  á  lo  único  que  no  puede  renunciarse.  El  Código  pone  una 
excepción  al  principio,  diciendo  que  será  nulo  el  pacto  si  hubiere  mala  fe  por 
parte  del  vendedor,  porque  el  pacto  sería  doloso.  Siendo  procedente  la  evie- 
ción, y  habiéndose  cumplido  con  la  obligación  de  notificar  la  demanda  al 
vendedor,  el  juicio  c^rre  ya  todo  entero  de  cuenta  de  éste;  y  de  lo  que  se  re- 
suelva en  la  sentencia  nacen  las  obligaciones  del  mismo  vendedor  para  el 
reintegro  que  corresponda  hacer  al  comprador  de  todo  ó  parte  del  precio*  de 
los  gastos  hechos,  intereses  ó  frutos  perdidos,  y  en  su  caso,  la  rescisión  del 
contrato. 

El  art.  4478  del  Código  expresa  de  una  manera  clara  y  concreta  lo  que 
tiene  derecho  á  exigir  el  comprador  del  vendedor  en  el  caso  de  qne  se  haya 
realizado  la  evieción,  bien  se  hubiera  estipulado  el  saneamiento,  ó  aonqoe 
nada  se  hubiere  pactado  sobre  este  punto,  porque  la  responsabilidad  de  la 
evieción  es  una  consecuencia  natural  del  contrato  de  compra  y  venta.  Segón 
dicho  artículo,  puede  exigir  el  comprador  la  restitución  del  precio  que  tu- 
viese la  cosa  vendida  al  tiempo  de  la  evieción,  ya  sea  mayor  ó  menor  qne  el 
de  la  venta;  los  frutos  ó  rendimientos  si  se  le  hubiese  condenado  é  entregar- 
los al  que  lo  haya  vencido  en  juicio;  las  costas  del  juicio  que  haya  motivado 
la  evieción,  y  en  sn  caso,  las  del  seguido  con  el  vendedor  part  el  saneamiento; 
los  gastos  del  contrato  si  los  hubiese  pagado  el  comprador;  y  los  daños  ó  in- 
tereses, y  los  gastos  voluntarios  ó  de  puro  recreo  ü  ornato  si  el  vendedor 
vendió  de  mala  fe.  El  Código  no  se  ha  ocupado  del  caso  en  que  el  vendedor 
volviera  á  adquirir  más  tarde  y  por  virtud  de  nuevos  contratos  la  finca  que 
fué  objeto  de  la  evieción;  pero  desde  luego  se  comprende  que  el  comprador 
en  esto  no  tiene  derecho  i  exigir  del  vendedor,  dueño  otra  vez  de  la  finca, 
qne  le  otorgue  nueva  escritora  de  venta  de  ésta,  porque  ni  la  ley  lo  prescribe 
y  determina,  ni  podía  determinarlo,  atendiendo  á  qne  el  derecho  últimamente 
adquirido  por  el  vendedor  procede  de  un  acto  distinto  del  que  causó  la  evie- 
ción y  con  el  cual  no  tiene  relación  alguna. 

Por  último,  en  cuanto  á  los  contratos  de  compra  y  venta  celebrados  bajo 
el  imperio  de  la  legislación  anterior  al  Código,  únicamente  podrá  haber  coas- 
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tíón  respecto  á  la  lej  aplicable  caaodo  el  valor  de  la  eosa  babíere  disminuida 
y  el  vendedor,  invocando  el  art.  4478,  sólo  quisiera  resiitair  el  valor  6  pre* 
do  de  la  cosa  al  tiempo  de  la  evicción,  pues  en  ese  caso,  atendiendo  á  los  pre- 
eptos  de  la  legislación  vigente  cuando  el  contrato  se  realizó,  habrá  qoe  re- 
solver por  sos  preceptos  el  conflicto,  toda  vez  qae  la  naeva  ley  reconoce  va 
üdez  á  aquellos  contratos  y  han  de  surtir  por  tanto  todos  sas  efectos. 

§  2.0 

Del  saneamiento  por  los  dtfectos  ó  graváMienes  ocultos 

de  la  cosa  vendida. 

Aré.  I41S4.  El  vendedor  estará  obligado  al  sanea- 
miento por  los  defectos  ocultos  que  tuviere  la  cosa  ven- 
dida, si  la  hacen  impropia  para  el  oso  á  que  se  la  desti- 
na, ó  sí  disminuyen  de  tal  modo  este  uso  que,  de  haber- 
los conocido  el  comprador,  no  la  habría  adquirido  ó  ha- 
bría dado  menos  precio  por  ella;  pero  no  será  responsa- 
ble de  los  defectos  manifiestos  ó  que  estuvieren  á  la  vista, 
ni  tampoco  de  los  que  no  lo  estén,  si  el  comprador  es  un 
perito  que,  por  razón  de  su  oficio  ó  profesión,  debía  fácil- 
mente conocerlos. 

A  rt.  i  4S5.  £1  vendedor  responde  al  comprador  del 
saneamiento  por  los  vicios  ó  defeotos  ocultos  de  la  cosa 
vendida,  aunque  los  ignorase. 

Bsta  disposición  no  regirá  cuando  se  haya  estipulado  lo 
contrario,  y  el  vendedor  ignorara  los  vicios  ó  defectos 
ocultos  de  lo  vendido. 

Art.  Í4SB.  En  ios  casos  de  los  dos  artículos  ante-^ 
rieres,  el  comprador  podrá  optar  entre  desistir  del  con- 
trato, abonándosele  los  gastos  que  pagó,  ó  rebajar  una 
cantidad  proporcional  del  precio,  á  juicio  de  peritos. 

Si  el  vendedor  conocía  los  vicios  ó  defectos  ocultos  de 
la  cosa  vendida  y  no  loe  manifestó  al  comprador,  tendrá 
éste  la.misma  opción  y  además  se  le  indemnizará  de  los 
dañoB  y  perjuicios,  si  optare  por  la  rescisión.' 


620  CéDIGO  CIVIL 

Art.  fl  497.  Si  la  cosa  vendida  se  perdi^e  por  efecto 
de  los  vicios  ocultos,  conociéndolo  el  vendedor,  sufrirá 
éste  la  pérdida,  y  deberá  restituir  el  precio  y  abonar  loa 
gastos  del  contrato,  con  los  daños  y  perjuicios.  Si  no  los 
conocía,  debe  sólo  restituir  el  precio  y  abonar  los  gaatoe 
del  contrato  que  hubiese  pagado  el  comprador. 

Art.  i4[S!í(.  Si  la  cosa  vendida  tenia  algiün  vicio 
oculto  al  tiempo  de  la  venta,  y  se  pierde  después  por  caso 
fortuito  ó  por  culpa  del  comprador,  podrá  éste  reclamar 
del  vendedor  el  precio  que  pagó,  con  la  rebaja  del  valor 
que  la  co^a  tenía  al  tiempo  de  perderse. 

Si  el  vendedor  obró  de  mala  fe,  deberá  abonar  al  com- 
prador los  daños  é  intereses. 

Art.  fl4Sfl.  En  las  ventas  judiciales  nunca  habrá  lu- 
gar á  la  responsabilidad  por  daños  y  perjuicios;  pero  si  á 
todo  lo  demás  dispuesto  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  i  ISO.  Las  acciones  que  emanan  de  lo  dispues- 
to en  los  cinco  artículos  precedentes  se  extinguirán  á  loe 
seis  meses,  contados  desde  la  entrega  de  la  <i06a  vendida. 

Ai*t.  1491.  Vendiéndose  dos  ó  más  animales  jun- 
tamente*  sea  en  un  precio  alzado,  sea  señalándolo  á  cada 
uno  de  ellos,  el  vicio  redhibitorio  de  cada  uno  dará  sola- 
mente lugar  á  su  redhibición,  y  no  á  la  de  los  otroa;  á  no 
ser  que  aparezca  que  el  comprador  no  habría  comprado  el 
sano  ó  sanos  sin  el  vicioso. 

Se  presume  esto  último  cuando  se  compra  un  tiro, 
yunta,  pareja  ó  juego,  aunque  se  haya  señalado  un  precio 
separado  á  cada  uno  de  los  animales  que  lo  componen. 

A  vi.  1499.  Ló  dispuesto  en  el  artículo  anterior 
respecto  de  la  venta  de  animales  se  entiende  igualmente 
aplicable  á  la  de  otras  cosas. 
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Ar(.  1-103.  El  Baaeamieato  por  los  vicios  ocultos 
de  los  animales  y  ganados  no  tendrá  lugar  en  laa  ventas 
hechas  en  feria  ó  en  pública  subasta,  ni  en  la  de  caballe- 
rías enajenadas  como  de  desecho,  salvo  el  caso  previsto 
en  el  artículo  siguiente. 

Ari.  1491.  No  serán  objeto  del  contrato  de  venta 
los  ganados  y  animales  que  padezcan  enfermedades  con- 
tagiosas. Cualquier  contrato  que  se  hiciere  respecto  de 
eQos  será  nulo. 

También  será  nulo  el  contrato  de  venta  de  los  gana- 
dos y  animales,  si,  expresándose  en  el  mismo  contrato  el 
servicio  ó  uso  para  que  se  adquieren,  resultaren  inútiles 
para  prestarlo. 

itrt.  1105.  Cuando  el  vicio  oculto  de  los  animales, 
aunque  se  haya  practicado  reconocimiento  facultativo,  sea 
de  tal  naturaleza  que  no  basten  los  conocimientos  pericia- 
les para  su  descubrimiento,  se  reputará  redhibitorio. 

Pero  si  el  Profesor,  por  ignorancia  ó  mala  fe,  dejara  de 
descubrirlo  ó  manifestarlo,  será  responsable  de  los  daños 
y  perjuicios. 

Art.  1498.  La  acción  redhibitoria  que  se  funde  en 
los  vicios  ó  defectos  de  los  animales,  deberá  interponerse 
dentro  de  cuarenta  días,  contados  desde  el  de  su  entrega 
al  comprador,  salvo  que,  por  el  uso  de  cada  localidad,  se 
hallen  establecidos  mayores  ó  menores  plazos. 

Esta  acción  en  las  ventas  de  animales  sólo  se  podrá 
ejercitar  respecto  de  los  vicios  y  defectos  de  los  mismos 
que  estén  determinados  por  la  ley  ó  por  los  usos  locales  (1). 

Art.  1 197.  Si  el  animal  muriese  á  los  tres  días  de 
comprado,  será  responsable  el  vendedor,  siempre  que  la 

(1)     V¿«s6,  oomo  oonoordAiite,  el  art.  1499. 
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enfermedad  que  ocaaionó  la  muerte  existiera  antes  de 
contrato,  á  juicio  de  loe  t^acaltativos. 

Art.  i  499.  Resuelta  la  venta,  el  animal  deberá  ser 
devuelto  en  el  estado  en  que  fué  vendido  y  entregado, 
siendo  responsable  el  comprador  de  cualquier  deterioro 
debido  á  su  negligencia,  y  que  no  proceda  del  vido  ó  de* 
fecto  redhibitorio. 

Art.  i  lOB.  Bn  las  ventas  de  animales  y  ganados 
con  vicios  redhibitorios,  gozará  también  el  comprador  de 
la  facultad  expresada  en  el  art.  1486;  pero  deberá  usar  de 
ella  dentro  del  mismo  término  que  para  el  ejercicio  de  la 
acción  redhibitoria  queda  respectivamente  señalado. 


0 


CÚFASB  el  Código  en  el  segando  grapo'de  reglas  referentes  al  sanea- 
miento en  el  contrato  de  compraventa,  del  qne  tiene  logar  por  defectos  ó  gra- 
vámenes oenitos  de  la  cosa  vendida,  estableciendo,  en  primer  término,  el  con- 
cepto general  de  la  obligación  en  que  está  el  vendedor  de  realiíárla,  si  la 
cosa  vendida  fuere  impropia  por  sns  defectos  ocultos  para  el  oso  á  qne  se  la 
destina,  ó  si  disminuyere  de  tal  modo  el  valor,  que,  de  haberlos  conocido  el 
comprador,  no  la  hubiera  adquirido  ó  habría  dado  menos  pceeto  por  ella,  con 
las  consiguientes  excepciones  de  no  ser  el  vendedor  responsable  de  tales  de- 
fectos cuando  sean  manifiestos  ó  estdn  á  la  vista,  ni  tampoco  en  el  caso  de 
que  el  comprador,  cuando  fueren  ocultos,  sea  un  perito  que  por  razón  de  su 
profesión  debiera  ficil mente  conocerlos. 

La  responsabilidad  quo  la  ley  impone  al  vendedor  para  esta  clase  de  sanea- 
miento procede  de  la  obligación  en  que  está  de  manifestar  al  comprador  los 
vicios  ó  gravámenes  que  no  se  hallan  á  la  vista,  y  que  no  pueden,  por  ló 
mismo,  ser  apreiiados  por  los  sentidos,  pues  la  bueiía  fe  que  debe  presidir  en 
el  acto  jurídico  ó  contrato,  requiere  que  no  medie  ocultación  alguna  en  cuanto 
á  la  cosa  y  sus  requisitos  ó  condiciones,  toda  vex  que  el  conocimiento  de  ellas 
en  cuantos  pormenores  les  son  propios,  es  ló  que  ha  de  decidir  al  comprador 
á  aceptar  la  convención. 

Para  los  efectos  legales,  cuando  se  trate  de  gravámenes,  se  consideraráa 
ocultos  los  que  no  consten  en  el  Registro  de  la  pr6|;líiedád,  ni  anuncié  su  exls-^ 
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lencia  señal  ó  signo  algano  aparente;  mas  la  responsabilidad  del  vendedor 
existirá  siempre,  aanqae  ól  ignore  los  vicios  ocultos,  no  obstante  lo  qoe,  poe- 
den  modificar  este  precepto  general  los  pactos  que  los  contratantes  establez- 
can mientras  no  estén  inspirados  en  la  raaUkfe,  porqne  todo  contrato  cele- 
brado de  cosa  lícita  y  con  baena  fe,  es  la  ley  qne  rige  su  materia  en  cnanto 
no  se  oponga  á  los  preceptos  legales  establecidos  con  relación  á  ellos. 

Gomo  á  los  vicios  ocultos  qne  dan  logar  al  saneamiento  se  les  ha  llamsdo 
siempre  vicios  redbibitorios,  el  saneamiento  por  esta  cansa  lleva  el  mismo 
nombre;  y  el  efecto  de  la  redhibición  consiste  en  qne  el  comprador  pnede 
optar,  ó  por  rescindir  el  contrato,  ó  por  reclamar  la  rebaja  de  la  parte  pro- 
porcional del  precio.  Si  se  praeba  qne  el  vendedor  conocía  los  defectos  y  los 
ocoltóy  tendrá  qne  abonar  los  daños  y  perjaicios  qne  con  sn  mala  fe  ocasionó 
al  comprador. 

Por  lo  demás,  las  reglas  qne  se  establecen  en  los  artícnlos  preinsertos  en 
orden  á  la  pérdida  de  la  cosa  por  caso  fortuito  ó  por  culpa  del  comprador 
cuando  tenia  vicio  oculto  al  tiempo  de  la  venta,  á  la  responsabilidad  de  daños 
y  peijuieios  en  las  ventas  judiciafes,  á  las  de  animales  cuando  uno  solo  de 
ellos  ó  los  dos  tuviesen  vicio  redhibitorío,  ó  las  realizadas  en  ferias  ó  subas- 
tas, á  la  de  ganados  y  animales  que  padecieren  enfermedades  contagiosas,  y 
término  para  interponer  las  acciones  á  que  los  mencionados  artículos  se  re- 
fieren, y  efectos  de  la  resolución  de  la  venta,  son  de  tal  claridad,  que  no  han 
de  dar  ocasión  á  dudas  en  la  práctica»  ni  por  tanto,  requieren  mayor  deteni- 
miento en  su  estudio. 


OAPlTULO  V 


I^e  las  oblig'aoioTies  del  comprador. 


.^vi.  Í&O0.  £1  comprador  está  obligado  á  pagar 
el  precio  de  la  cosa  vendida  en  el  tiempo  y  lagar  fijados 
por  el  contrato. 

Si  no  Be  hubieren  fijado,  deberá  hacerse  el  pago  en  el 
tiempo  y  lugar  en  que  se  haga  la  entrega  de  la  cosa 
Tendida. 


^ 
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687.  ReclamándoBe  por  acción  personal  el  pago  de  cantidades 
procedentes  de  compraventa  y  de  mandato,  es  Juez,  competente, 
respecto  de  la  compraventa,  con  arreglo  art.  1500  del  Código,  el 
del  lugar  en  que  se  entregó  la  cosa,  no  habiendo  estipulación  en 
contrario;  y  en  cuanto  al  mandato,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 
regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Bnjaiciamiento  civil,  el  del  lugar 
en  que  se  prestaron  los  servicios. — S,  23  Nov,  91.— G.  10  Dic. 

688.  Según  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  es  Juez  competente  paía  conocer  de  los  juicios  en  que  se 
ejercitan  acciones  personales,  cuando  no  existe  sumisión  expresa 
ó  tácita  á  determinado  Juez,  en  primer  término,  el  del  lugar  en 
que  deba  cumplirse  la  obligación,  siéndolo  en  los  contratos  de  com- 
praventa para  el  pago  del  precio,  aquél  en  que  se  hubiese  entre- 
gado la  cosa  vendida,  si  no  se  ha  Sjado  otro  por  las  partes,  como 
prescribe  el  art.  1500  del  Código  civil,  y  es  jurisprudencia  constante 
del  Tribunal  Supremo.—^.  2S  Agosto  92.  G.  26  Sept^-G.  10  Sq^ 
Hembre  94.— G.  9  Nov.- 

689.  En  el  contrato  de  compraventa  de  géneros  de  comercio  ai 
fiado,  allí  donde  se  recibe  la  mercancía  objeto  del  contrato  e^  el 
lugar  donde  ha  de  verificarse  el  pago,  salvo  pacto  en  contrario.— 
tS.  14  Marzo  94. — G.  4  Agosto. 

690.  El  lugar  en  que  se  verifica  el  contrato  de  compraventa 
es  el  en  que  debe  verificarse  el  pago  del  precio,  salvo  pacto' en  con- 
trario.—5.  5  Nov.  95.— G.  14  id. 


Art.  150I.  El  comprador  deberá  intereses  por  el 
tiempo  que  medie  entre  la  entrega  de  la  fiosa  y  el  pago 
del  precio,  en, los  tres  casos  siguientes: 

1.^    Si  así  se  hubiere  convenido. 

2.^  Si  la  cosa  vendida  y  entregada  produce  fruto  ó 
renta. 

3.^  Si  se  hubiere  constituido  en  mora,  con  arreglo  al 
art.  1100. 
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Art.  I503.  Si  el  comprador  faere  perturbado  en 
la  poseBióa  ó  dominio  de  la  cosa  adquirida,  ó  tuviere  fun- 
dado temor  de  serlo  por  una  acción  reiviudicatoriu  ó  hi- 
potecaria, podrá  suspender  el  pago  del  precio  hasta  que 
el  vendedor  haya  hecho  cesar  la  perturbación  ó  el  peligro, 
¿  no  ser  que  añance  la  devolución  del  precio  en  su  caso, 
ó  se  haya  estipulado  que,  no  obstante  cualquiera  contin- 
gencia de  aquella  clase,  el  comprador  estará  obligado  á 
verificar  el  pago. 

Art*  1503.  Si  el  vendedor  tuviere  fundado  motivo 
para  temer  la  pérdida  de  la  cosa  inmueble  vendida  y  el 
precio,  podrá  promover  inmediatamente  la  resolución  de 
la  venta. 

Si  no  existiere  este  motivo,  se  observará  lo  dispuesto  en 
«1  art.  1124. 

Art.  1504I.  En  la  venta  de  bienes  inmuebles,  aun 
cuando  se  hubiera  estipulado  que  por  falta  de  pago  del 
precio  en  el  tiempo  convenido  tendrá  lugar  de  pleno  de- 
recho la  rcBolucíón  del  contrato,  el  comprador  podrá  pa- 
gar, aun  después  de  espirado  el  término,  Ínterin  no  haya 
sido  requerido  judicialmente  ó  por  acta  notarial.  Hecho 
el  requerimiento,  el  Juez  no  podrá  concederle  nuevo  tér- 
mino. 

Art  1505.  Respecto  de  los  bienes  muebles,  la  re- 
solución de  la  venta  tendrá  lugar  de  pleno  derecho,  en 
interés  del  vendedor,  cuando  el  comprador,  antes  de  ven  - 
€er  el  término  fijado  para  la  entrega  de  la  cosa,  no  se 
haya  presentado  á  recibirla,  ó,  presentándose,  no  haya 
ofrecido  al  mismo  tiempo  el  precio,  salvo  que  para  el 
pago  de  éste  se  hubiese  pactado  mayor  dilación. 


11  M 
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I  LUs  Un  esencial  en  la  compra  y  venta  el  pago  del  precio  de  la  cosa  ven- 

'  dida,  qoe  sin  él  el  contrato,  annque  perfeccionado  por  el  consentiniienlo  j 

demás  requisitos  qne,  como  ya  hemos  visto  en  los  anteriores  comentaríos, 
han  de  ccncarrir  á  sa  celebración,  se  resuelve  y  qneda  sin  efecto.  Por  eso  el 
Código,  al  ocuparse  de  las  obligaciones  del  vendedor,  le  impone  como  única 
6  principal  la  del  pago,  que  ha  de  veriGcarse  en  el  tiempo  y  logar  Gjado  en 
el  contrato,  y,  en  su  defecto^  en  el  qne  se  hubiese  entregado  la  cosa  vendida, 
estableciendo  además  las  reglas  necesarias  para  resolver  las  ctiestiones  que  el 
pago  del  precio  ocasiona  sobre  el  tiempo,  modo  y  lugar  de  pagar,  efectos  ds 
la  no  paga,  y  casos  en  que  el  comprador  puede  resistir  el  pago. 

En  so  virtud,  entregada  la  cosa,  pero  sin  realizar  el  pago  del  precio,  de* 
vengará  intereses  cuando  así  se  hubiere  convenido,  cuando  aquélla  produzca 
frutos  y  coando  el  comprador  se  constituyere  en  mora,  cuya  última  circuns» 
tancia  tiene  logar  en  los  casos  y  con  arreglo  á  lo  qoe  dispone  el  art.  4  fOO  del 
Códig  •  (4),  no  obstante  lo  que,  el  comprador  podrá  suspender  el  pago  del 
precio  si  fuere  perturbado  en  la  posesión  ó  tuviere  motivos  fondados  para  su- 
poner que  lo  será  por  virtud  de  una  acción  reivindicatoría  ó  hipotecaria, 
salvo  pacto  en  contrario  ó  afianzamiento  del  vendedor,  y  promover  la  reso)n« 
eión  de  la  venta  en  el  caso  del  art.  1503  transcrito,  la  cual  podrá  tener  tam- 
Mén  logar  en  los  qoe  determinan  los  dos  siguientes  4504  y  4505. 

Como  el  comprador  puede  realizar  la  compra,  bien  para  otro  ó  bien  para 
si  con  dinero  ajeno,  habrá  «n  tal  caso  que  examinar  si  compró  á  nombré  pro- 
pío  ó  ajeno;  si  lo  hizo  á  nombre  propio,  hace  suya  la  cosa  comprada,  y  no 
es,  por  lo  tanto,  del  dueño  del  dinero,  salvo  las  excepciones  que  la  ley  esta- 
blece, eomo  las  referentes  á  que  el  dinero  sea  de  un  menor,  de  la  dote  ó  para- 
fernales de  la  mujer,  pues  entonces  ganará  el  dominio  el  dueíío  del  dinero, 
como  no  prefiera  otra  cosa.  Pero  si  la  compra  se  realiza  con  dinero -propio  á 
nombre  de  otro,  es  válido  el  contrato,  siempre  que  el  último  acepte,  y  de* 
berá  aboMar  al  comprador  el  precio,  juntamente  con  los  gastos  causados  en  el 
coutratOj  en  recoger  los  frutos  y  en  los  demás  servicios  que  se  hubieren  pres- 
tado, sin  que  para  ello  necesite  poder  el  comprador,  porque  obra  en  el  coa- 
ceplo  de  iM^0/ion»M  ^^«A»r,  adquiere  en  nombre  de  un  ausente,  y  esta  ad|- 
qoisición  en  tanto  vale  en  cuanto  es  ratificada  por  aquél.  ^. 

Según  la  doctrina  de  la  ley  de  Partida^  si  uno  vende  una  cosa.á  doa  cocp- 
pradores,  el  que  primero  tomó  posesión  de  la  cosa  se  hace  dueño  de  ella.  En 


(I)     Debe  tenerse  en  cuenta  la  ezoepoión  que  oonsi^a  el  art.  63  del  Códifo  de 
Ceméroio,  con  reepeoto  á  las  obliaaeionee  k  placo  fijo. 
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cuanto  al  segando,  el  vendedor  está  obligado  á  devolver  el  precio  si  lo  hn- 
biese  satisfecho,  y  á  indemnizarle  daños  y  perjuicios.  La  razón  de  establecerse 
así,  es  que  al  comprador  que  toma  la  posesión  de  la  cosa,  se  lé  transfiere  el 
dominio  de  ella,  mientras  que  al  otro  no.  Por  la  misma  razón^  si  el  segundo 
comprador  entrase  en  posesión  de  la  cosa  y  no  el  primero,  él  segundo  sería  el 
que  la  adquiriese.  Y  aun  más:  si  uno  vendiese  una  casa  ajena  á  dos  personas 
separadamente  y  se  promoviera  pleito  sobre  ella,  tendrá  mejor  derecho  á  la 
misma  el  que  primero  hubiere  adquirido  su  posesión. 

La  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  ha  proferido  multitud  de  reglas, 
que  creemos  deberán  tenerse  en  cuenta,  y  de  algunas  de  ellas  daremos,  aunquet 
ligeramente,  idea,  para  terminar  este  comentario. 

La  declaración  del  derecho  personal  que  el  comprador  tiene  contra  el  ven- 
dedor»  cuando  paga  el  precio  y  deja  de  entregársele  la  cosa,  no  da  preferen* 
cia  á  este  créditOy  y  mucho  menos  coa  daño  de  otro,  consignado  en  escritura 
pública  y  con  hipoteca  anterior  á  la  venta  de  la  misma  cosa  (4). 

Aunque  los  bienes  se  vendan  sin  mencionar  las  pensiones  constituidas  i 
favor  de  particulares  y  no  se  rebaje  su  capital  de  la  tasa  y  precio  en  que  se 
hayan  vendido,  esta  circunstancia  no  releva  al  comprador  de  la  obligación  de, 
pagar  al  censualista,  porque  va  inherente  á  la  fínca^  sea  quienquiera  el  posee- 
dor^ por  más  que  éste  pueda  ejercitar  á  la  vez  las  acciones  de  que  se  crea  asis* 
tido  contra  quien  viere  convenirle,  con  el  fin  de  obtener  la  indemnización  de 
perjuicios  (t). 

£1  comprador  de  un  campo  con  sus  entradas  y  salidas  no  puede  ser  obli- 
gado á  dárselas  por  otra  finca  suya  que  antes  no  tenia  tal  servidumbre  euando 
ésta  no  entró  en  el  convenio  (3). 

La  posesión  de  la  cosa  comprada  cuando  no  se  ha  satisfecho  el  precio  en 
los  plazos  convenidos,  ni  se  ha  elevado  el  contrato  á  escritura  pública,  no  es 
l»astaiite  por  si  sola  para  dar  preferencia  al  primer  comprador  respecto  del  se- 
gundo que  pagó  el  precio  y  tiene  á  su  favor  una  escritura  pública  de  compra, 
la  cual,  sirviéndole  de  titulo  y  de  posesión,  le  da  derecho  en  la  cosa  (i). 


(1)  Sont.  31Eaero  61. 

(9)  Sent.  10  Febrei'o  77. 

(8)  Sent.  7  Octabre  62. 

(4)  8ent.  U  Ootabre  61 


J 
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CAPÍTULO   VI 


"Do  Ir»  resolución  de  la  vent». 


Art.  1500.  La  venta  se  resuelve  por  las  mismas 
causas  que  todas  las  obligaciones»  y  además  por  las  ex> 
presadas  en  los  capítulos  anteriores,  y  por  el  retracto  con- 
vencional ó  por  el  legal. 


B] 


IL  Código,  en  el  articalo  preinserto,  llama  resolución  de  la  venia,  á  la  di- 
aolQción  del  vínculo  creado  porcia  convención  ó  invalidación  del  contrato  i 
virtud  de  una  causa  legal,  ó  sea  aquellas  por  que  se  resuelven  todas  las  obli- 
gaciones; las  expresadas  en  los  capítulos  precedentes,  como  el  saneamiento,  U 
pérdida  ó  perecimiento  de  las  cosas  y  la  falla  de  pago  del  precio,  y  además 
por  el  retracto  convencional  ó  el  legal;  pasando  por  alto  los  pactos  comisorios 
y  de  mejor  comprador,  como  quien  no  reconoce  su  existencia.  Pero  como 
esos  pactos  no  pueden  reputarse  ilícitos  ni  contra  la  moral  ni  contra  el  dere- 
cho y  el  orden  público,  nosotros  no  creemos  que  estén  prohibidos  por  la  omi- 
sión que  de  ellos  hace  el  Código. 

En  efecto,  el  pactp  de  la  ley  comisoria  es  aquel  por  el  cual  se  estipula  que 
si  el  comprador  no  paga  la  cosa  dentro  de  cierto  plazo  ó  en  día  señalado,  se 
deshaga  la  venta.  Pudiendo  optar  el  vendedor  entre  exigir  todo  el  precio  d 
rescindir  la  venia,  conservando  la  señal  que  se  le  diera;  pero  habiendo  elegido, 
no  puede  variar,  debiendo  el  comprador  devolver  ios  fmtoe  si  el  vendedor 
devuelve  la  señal  ó  parte  del  precio,  y  tendrá  además  derecho  á  que  se  la 
abonen  las  impensas;  y  el  pacto  de  adición  i»  diem^  es  aquel  por  ej  que  se  res- 
cinde la  venta  si  hasta  un  día  señalado  aparece  un  comprador  que  ofrezca  por 
la  cosa  más  que  el  primero,  en  precio  ó  condiciones;  mas  si  el  primer  compra- 
dor acepta  la  nneva  proposición,  será  preferido,  y  en  otro  caso  devolverá  los 
frutos  con  deducción  de  las  impensas;  y  para  que  sea  válido  este  pacto  es'ne- 
cosario  que  concurra-)  los  requisitos  ó  circunstancias  de  realidad  de  la  segunda 
oferta,  notificación  del  vendedor  al  primer  comprador,  y  que  la  co^a  no  haya 
tenido  mejoras  ni  aumentos. 


' ' 
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Desde  luego  te  observa  qne  lii  uno  úi  otro  de  los  dos  pactos  qoe  heóotos 
examinado  contienen  nada  qae  sea  contrario  á  la  moral,  á  la  ley  ni  al  orden 
publico;  y  de  aqaí  nuestra  creencia  de  qoe,  á  pesar  del  silencio  del  Código,  se- 
rán válidos  cuando  se  establezcan,  no  obstante  la  opinión  de  un  ilustrado  co- 
mentarista (Ot  qoo  entiende  han  desaparecido  de  la  vida  civil;  viniendo  á  jus- 
tificar la  nuestra^  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en 
diferentes  sentencias,  que,  aunque  anteriores  al  Código,  han  sido  por  éste  con- 
firmadas en  varios  de  sus  preceptos,  relativos  á  ser  ley  de  los  contratos  la  vo- 
luntad de  las  partes,  y  á  la  amplitud  qne  á  las  mismas  concede  para  convenir 
y  pactar  cuantas  condiciones  sean  lícitas  y  no  contrarias  á  derecho,  por  lo 
qué,  haremos  aquí  especial  mención  de  algunas  de  aquellas  reglas. 

El  contrato  válido  y  perfecto  es  ley  para  los  contrayentes,  y  cualquiera 
que  sea  la  manera  en  que  uno  manifieste  su  voluntad  de  obligarse  á  otro, 
queda  realmente  obligado  y  en  el  deber  de  cumplir  aquello  que  ha  prome- 
tido (2). 

Los  interesados  pueden  establecer  los  pactos  que  quieran,  no  siendo  con- 
traríos á  la  ley  y  buenas  costumbres  (3);  siendo  un  principio  de  derecho  ^que 
los  pactos  forman  ley  en  los  contratos  (4). 

Como  al  tratar  de  las  obligaciones  hemos  examinado  coa  la  extensión  su- 
ficiente las  cansas  por  qne  se  resuelven,  y  también  en  los  comentarios  prece- 
dentes las  particulares  de  la  resolución  de  la  venta,  dejamos  aquí  cortado 
este  trabajo,  para.ocupamos  después  de  las  que  el  artículo  preinserto  denomi- 
na retracto  convencional  y  legal. 


SECCIÓN  PRIMERA 


D£L    RETRACTO    CONVENCIONAL 


Art.  150V.  Tendrá  lugar  el  retracto  convencional 
cuando  el  vendedor  ae  reserve  el  derecho  de  recuperar  la 
cosa  vendida,  con  obligación  de  cumplir  lo  expresado  en 
el  art.  1518  y  lo  demás  que  se  hubiese  pactado. 


(1;  D.  Modesto  Faloón. 

nü,  8ent.,  21  Febrero  71. 

(8)  Bent,,  24  febrero  81. 

H)  Sent.,  26  Enero  69. 


# 
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Art.  i  50S.  El  derecho  de  que  trata  el  articulo  an- 
terior durará,  á  falta  de  pacto  expreso,  cuatro  años  conta- 
dos desde  la  fecha  del  contrato. 

En  caso  de  estipulación,  el  plazo  no  podrá  exceder  de 
diez  años. 

Art.  1509.  Si  el  vendedor  no  cumple,  lo  prescrito 
en  el  art.  1518,  el  comprador  adquirirá  irrevocablemente 
el  dominio  de  la  cosa  vendida. 

Art.  15iO.    El  vendedor  podrá  ejercitiu  su  acción 
'contra  todo  poseedor  que  traiga  su  derecho  del  comprador, 
aunque  en  el  segundo  contrato  no  se  haya  hecho  mención 
del  retracto  convencional;  salvo  lo  dispuesto  en  la  ley  Hi- 
potecaria respecto  de  terceros. 

Art.  1511.  El  comprador  sustituye  al  vendedor  en 
todos  sus  derechos  y  acciones. 

Art.  1519.  Loe  acreedores  del  vendedor  no  podrán 
hacer  uso  del  retracto  convencional  contra  el  copiprador, 
sino  después  de  haber  hecho  excusión  en  los  bienes  del 
vendedor. 

^  ^  Art.  1513.  13  comprador  con  pacto  de  retrovent» 
de  una  parte  de  finca  indivisa  que  adquiera  la  totalidad 
'^  de  la  misma  en  el  caso  del  art.  4D4,  podrá  obligar  al  ven- 
dedor á  redimir  el  todo,  si  éste  quiere  hacer  uso  del  re- 

.       tracto. 

Art.  15141.  Cuando  varios,  conjuntamente  y  en  un 
solo  contrato,  vendan  una  finca  indivisa  con  pacto  de  re- 
tro, ninguno  de  ellos  podrá  ejercitar  este  derecho  más  que 
por  su  parte  respectiva. 

Lo  mismo  se  observará  si  el  que  ha  vendido  por  si  solo 
una  finca  ha  dejado  varios  herederos,  en  cuyo  caso  cada 
uno  de  éstos  sólo  podrá  redimir  la  parte  que  hubiese  ad- 
.    qiiirido. 


I      ^         1 
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Art.  1515.  En  Iob  casoB  del  articulo  anterior,  el 
comprador  podrá  exigir  de  todoe  los  vendedores  ó  cohere- 
deros que  se  pongan  de  acuerdo  sobre  la  redención  de  la 
totalidad  de  la  cot^a  vendida;  y,  si  así  no  lo  hicieren,  no 
se  podrá  obligar  al  comprador  al  retracto  parcial. 

Art,  151 B.  Cada  uno  de  los  copropietarios  de  una 
finca  indivisa,  que  hubiese  vendido  sepflradamente  su 
parte,  podrá  ejercitar  con  la  misma  separación  el  derecho 
de  retracto  por  su  porción  respectiva,  y  el  comprador  no 
podrá  obligarle  á  redimir  la  totalidad  de  la  finca. 


f.  '-. 


Art.  1517.  Si  el  comprador  dejare  varios  herede- 
ros, la  acción  de  retracto  no  podrá  ejercitarse  contra  cada 
uno  sino  por  su  parte  respectiva,  ora  se  halle  indivisa,  ora 
se  haya  distribuido  entre  ellos. 

Pero,  si  se  ha  dividido  la  herencia,  y  la  cosa  vendida  se 
ha  adjudicado  á  uno  de  los  herederos,  la  acción  de  retrac- 
to podrá  intentarse  contra  él  por  el  todo. 

Art.  151 S.  El  vendedor  no  podrá  hacer  uso  del  de- 
recho de  retracto  sin  reembolsar  al  comprador  el  precio 
de  la  venta,  y  además: 

1,^  Los  gastos  del  contrato,  y  cualquier  otro  pago  le- 
gitimo hecho  para  la  venta. 

2.^  Los  gastos  necesarios  y  útiles  hechos  en  la  cosa 
vendida. 

Art.  151fl.  Cuando  al  celebrarse  la  venta  hubiese 
en  la  finca  frutos  manifiestos  ó  nacidos,  no  se  hará  abono 
ni  prorrateo  de  los  que  haya  al  tiempo  del  retracto. 

8i  no  los  hubo  al  tiempo  de  la  venta,  y  los  hay  al  del 
retracto,  se  prorratearán  entre  el  retrayente  y  el  compra- 
dor, dando  á  éste  la  parte  correspondiente  al  tiempo  que 
poseyó  la  finca  en  el  último  año,  á  contar  desde  la  venta. 

Ari.  15ieO.  El  vendedor  que  recobre  la  cosa  vendi- 
da, la  recibirá  libre  de  toda  carga  ó  hipoteca  impuesta 
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por  el  comprador,  pero  estará  obligado  á  pa^ar  por  IO0 
arriendos  que  é£te  haya  hecho  de  buena  fe,  y  eegÚD  cos- 
tumbre del  lugar  en  que  radique. 


(¿ 


UATKO  clases  ó  especies  de  retracto  reconocía  la  legíslacióo  anterior  á 
noestro  Código  civil;  mas  éste,  al  ocuparse  de  ese  extremo  del  derecho,  como 
eaosa  ó  medio  de  resolución  de  las  ventas,  ünicameiite  hace  mención  del  re- 
tracto convencional  y  del  legal,  sin  embargo  de  lo  que,  y  aun  caando  parece 
qne  suprime  en  absoluto  el  superGciario,  ó  sea  el  de  que  gozaban  los  duéñoa 
dil  dominio  directo  y  útil,  no  es  así,  porque  el  mismo  Código  reconoce  fo 
existencia  y  dicta  reglas  para  su  régimen ^  como  veremos  al  tratar  de  la  enfi- 
tensis.  £1  gentilicio  ó  de  abolengo  si  queda  suprimido,  porque  condenado  ya 
por  la  opinión,  la  ley  no  hace  mención  de  él. 

Al  retracto  de  comuneros  se  le  conoce  hoy  por  la  nueva  ley  con  el  nom» 
bre  de  retracto  legal,  que  adquiere  una  extensión  que  antes  no  tenía;  y  el  qne 
se  denomina  convencional,  y  de  que  vamos  á  ocuparnos,  no  es  en  realidad  otra 
cosa  que  una  condición  resolutoria  unida  á  un  contrato  de  compra  y  ventajen 
virtud  de  la  que,  llegado  el  caso  de  la  devolución  del  precio,  la  venta  se  res- 
cinde. 

Comunmente  la  venta  con  una  condición  de  la  clase  expresada,  es  conocida 
con  el  nombre  de  renta  ¿  carta  de  gracia,  y  el  retracto  que  produce,  con  el  de 
redención;  y  como  ese  pacto  es  lícito  y  conveniente,  la  ley  no  podía  menos  de 
apoyarlo,  porque  siendo  un  atributo  de  la  libertad  humana  el  concertar  y  coave- 
nir cuanto  no  se  oponga  al  derecho,  no  choca  con  ninguno  de  los  grandes  prín  - 
eipios  de  equidad  y  justicia,  que  son  la  razón  y  el  fundamento  de  la  ley  mibma« 
que  en  todo  aquello  que  el  indicado  pacto  pudiera  tener  contrario  á  la  conve- 
niencia general  le  sale  al  paso.  Así  sucede  con  el  tiempo  porque  se  puede  conve- 
nir el  retracto,  sobre  lo  que,  si  bien  son  arbitros  tos  contratantes  de  estipular 
lo  que  crean  oportuno,  su  derecL^o  está  limitado  al  término  de  diez  años,  por- 
que de  dar  mayor  extensión  al  término,  para  retraer,  se  contrariaría  el  princi- 
pio y  espíritu  legal  que  no  consiente  que  la  propiedad  quede  sujeta  á  pactos 
de  larga  ó  ilimitada  duración. 

No  se  limita  el  retracto  convencional  como  se  limitaba  el  geRlil¡cio,y  como 

se  limitan  el  comunero  y  el  superficiario,  á  los  bienes  inmuebles,  sino  que 

puede  tener  lugar,  y  lo  tiene  siempre  que  se  pacta,  k)  mismo  en  los  iomne* 

bles  que  en  los  muebles,  ni  se  contrae  sólo  al  vendedor  y  ana  herederoa,'  como 

se  contraía  el  gentilicio,  pues  puede  ejercitarse  por  un  tercero,  porque  ra  can* 


J 
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«a  es  OD  pacto,  cuya  existencia  consta  publicamente  por  haberse  inscrito  en 
.]€&  Re^stros  de  )a  propiedad  al  mismo  tiempo  que  la  transmisión  del  domi- 
nio. No  está  svjeto  en  su  ejercicio  á  formas  ni  condiciones  determinadas^ 
como  lo  estaba  el  gentilicio  y  como  lo  estaría  todavía  el  superfíciario  y  el  de 
comnneros,  puesto  que  el  retrayente  á  nada  se  obliga  al  redimir  las  cosas 
más  que  á  cumplir  las  obligaciones  generales  de  todo  retrayente,  y  desde  qne 
redime  puede  disponer  como  quiera  de  las  cosas  redimidas. 

Ya  hemos  indicad  qne  el  efecto  capital  del  retracto  que  nos  ocupa  es  el 
de  toda  condición  resolutoria  unida  i  un  contrato,  y  por  eso,  si  llegado  el 
caso  de  la  condición,  se  devuelve  el  precio,  la  venta  se  rescinde;  pero  si  aquél 
transcurre  y  no  se  realiza  la  devolución  del  precio,  la  venta  se  consolida,  de- 
biendo en  su  caso,  ya  tenga  lugar  el  retracto  por  el  vendedor,  ya  por  sus^ 
acreedores,  abonarse  al  comprador  el  precio,  el  valor  de  la  venta  y  el  valor  de 
las  mejoras;  y  en  cuanto  á  los  frutos,  si  los  hubiese,  tanto  al  tiempo  de  ia 
venta  como  al  de  la  retroacción,  no  se  hará  prorrateo  alguno,  pero  sí  cuan- 
do no  los  halía  al  tiempo  de  vender  y  existieran  al  de  redimir. 

Las  demás  reglas  que  el  Código  establece  en  los  artículos  transcritos  res- 
pecto al  retracto  convencional,  son  tan  claras,  qne  no  han  de  dar  ocasión  á 
dnda  alguna  práctica,  y  por  ello  concluiremos  diciendo,  con  arreglo  á  la  ju- 
risprodeuGia  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  (4),  qne  no  constituye  derecho 
de  retracto  la  obligación  que  contraiga  el  dueño  de  una  finca,  para  el  caso  de 
venderse^  de  dar  la  preferencia  á  determinada  persona;  que  (9)  el  contrato  de 
arrendamiento  nunca  da  derecho  de  retracto;  y  que  (3)  en  las  ventas  á  plazos 
eon  pacto  de  retraer,  no  es  posible  obligar  al  retrayente  á  la  consignación  de 
todo  el  precio,  sino  tan  sólo  el  de  los  plazos  vencidos,  porque  lo  contrario  se- 
ria imponerle  más  de  aquello  á  que  el  comprador  viene  obligado. 


SECaÓN  SEGUNDA 

DEL  RETRACTO  LEGAL 

Art.  1591.  El  retracto  legal  es  el  derecho  de  sub- 
rogarse,  con  las  mismas  condiciones  estipuladas  en  el  con- 
trato, en  lugar  del  qne  adquiere  una  coea  por  compra  ó 
dación  en  pago. 

{tí    Bent.  82  Dio.  SB. 
i2)     Seni.  6  Fob.  80. 
mH-  Ssnt.  la  JvniodS. 
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691.  Para  que  proceda  tisar  del  retracto  dé  una  coBa  común  el 
copropietario  de  la  miema,  es  condición  precisa  é  indispengable^ 
aparte  de  que  se  enajene  á  un  extraño  la  porción  perteneciente  á 
uno  de  los  condueños,  y  se  utilice  aquel  derecho  dentro  del  término 
legal,  que  el  retrayente  Ee  subrogue  en  lugar  del  que  adquiera  la 
cosa  por  compra  ó  dación  en  pago,  con  las  mismad  condiciones  es- 
tipuladas en  el  contrato,  según  asi  se  preceptúa  terminantemente 
en  el  art  1521  del  Código  civil.— 5.  26  Oct.  91.^6. 5  Dic. 

692.  Siendo  la  dación  á  censo  reservativo  una  enajenación  ó 
venta,  y  debiendo  calificarse  de  copropietarios  al  dueño  del  suelo 
y  al  dd  arbolado,  la  sentencia  que  declara  procedente  «1  retracto 
ejercitado  por  aquél  en  el  caso  de  haber  éste  dado  á  un  tero«co  á 
censo  reservativo  el  arbolado,  no  infringe  el  art.  1521  del  Código. 
—S.  9  Marzo  9B.—G.  5  SepU 

693.  No  pudiendd  considerarse  las  minas  como  cosa  poseída  en 
común  por  los  accionistas,  puesto  que  loe  derechos  en  las  mismas 
se  dividen  en  participaciones  determinadas  é  independientes  que 
se  adquieren  con  numeración  y  denominación  particular,  no  tie> 
nen  aplicación,  respecto  á  ellas,  ni  pueden  alegarse  como  infringi- 
das, por  no  darse  lugar  al  retracto,  loa  artículos  1521  y  1522  del 
Código.— 5.  Í6  Mayo  94.— O.  31  ÓcL 


Api.  159S.  El  copropietario  de  una  cosa  común 
podrá  u^ar  del  retracto  en  el  caso  de  enajenarse  i  un  ex- 
traño la  parte  de  todos  los  demás  condueños  ó  de  alguno 
de  ellos. 

.  Cuando  dos  ó  más  copropietarios  quierfn  usar  del  re- 
tracto, sólo  podrán  hacerlo  á  prorrata  de  la  porción  que 
tengan  ^n  la  cosa  común  (1). 

694.    Aunque  no  haya  comunidad  en  todos  los  disfrutes  y  apro- 
vechamientos de  una  flaca,  no. puede  xpenos  de  reputarse  como  co- 

.  ^_j_ ,  •  ' ' • 

(1)     Véftüe,  6ti  el  «rtimdo  anterior;  ik  senténdá  de  16  dé  lía  jo  délSDL 
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propietarios  de  cosa  común  al  que  tiene  el  derecho  de  siembra,  y  á 
aquel  á  quien  pertenece  el  arbolado^  ya  porque  éste  8e  halla  adhe. 
lído  al  terreno  y  no  pu^e  Bubfiistir  separado  de  él,  ya  ]:)0rqDe  Iob 
derechos  de  ambo8  dueños  están  relacionados  y  subordinados  de 
manera  que  el  uno  en  las  operaciones  de  cultivo  no  puede  hacer 
nada  que  redunde  en  menoscabo  ó  detrimento  de  los  árboles,  ni  es 
licito  al  orto,  al  utilizarse  de  ellos,  impedir,  entorpecer  ni  perjudi- 
car  la  explotación  agrícola  del  suelo;  y  por  tanto,  en  tales  circuns  . 
tancias,  existe  el  derecho  de  retracto,  y  al  otorgarlo^  no  se  infringe 
este  artículo  del  Código.— &  9  Marzo  93,-^0, 5  Sept. 

695  Debiendo  calificarse  de  copropietarios  de  cosa  común  al 
dueño  del  suelo  y  al  del  arbolado,  es  manifiesto  que,  con  arreglo 
«1  art.  1522  del  Código,  procede  el  retracto  intentado  por  el  pri- 
mero con  ocasión  de  la  venta  á  censo  reservativo  del  arbolado, 
cuyo  retracto,  según  otros  preceptos  del  Código,  tiene  lugar  en  cir- 
xsunstancias  iguales,  y  aun  menos  calificadas;  y  al  estimarlo  así  la 
Sala  sentenciadora,  aplica  rectamente  dicho  artículo. — S.  9  Marzo 
9S,^0.  5  Sept. 


í  1' . 


Api.  1 523.    También  tendrán  el  derecho  de  retrac- 
to los  propietarios  de  las  tierras  colindantes  cuando  se 
trate  de  la  venta  de  una  finca  rústica  cuya  cabida  no  ex 
ceda  de  una  hectárea. 

El  derecho  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior  no  es 
aplicable  á  las  tierras  colindantes  que  estuvieren  separa- 
das por  arroyos,  acequias,  barrancos,  caminos  y  ótrasser- 
vidumbres  aparentes  en  provecho  de  otras  fincas. 
.' '¡r  8i  dos  d  más  colindantes  usan  del  retracto  al  mismo 

tiempo,  será  preferido  el  que  de  ellos  «eá  dueño  de  la 
tierra  colindante  de  menor  cabida;  y  si  las  dos  la  tuvieran 
igual,  el  que  primero  lo  solicite. 

Ari.  15S41.    No  podrá  ejercitarse  el  derecho  de  re- 
tracto legal  Bino  dentro  de  nueve  días  contados  desde  la 
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inscripción  en  el  Registro,  y  en  su  defecto,  desde  que  el 
retrásente  hubiera  tenido  conocínoionto de  la  venta. 
El  retracto  de  comuneros  excluye  el  de  eolindantcB. 

il  pi.  1  A2&.    En  el  retracto  legal  tendrá  lugar  lo  día* 
puesto  en  los  artículos  1511  y  1518. 


696.  Discutiéndose  sustancia) mente  en  un  pleito  el  hecho  de  si 
el  demandado  debe  otorgar  la  escritura  de  retracto  que  el  deman- 
dante exija  á  titulo  de  colindante  después  de  haberse  obligado  en 
acto  de  conciliación  anterior,  instado  por  otros  también  colindan- 
tes, á  otorgarles  escrituras  en  igual  concepto  de  retrayentes,  previo 
el  pago  del  precio  y  abonos  legítimos;  como  el  acto  de  conciliación 
es  un  procedimiento  legal  apropiado  y  aun  necesario  para  el  ejer- 
cicio del  derecho  de  retracto,  no  es  posible  poner  en  duda  que  los 
que  lo  emplearon  con  anterioridad  á  la  demanda  y  en  él  recabaron 
del  comprador  demandado  el  reconocimiento  de  su  derecho  y  la 
obligación  de  otorgar  la  escritura  oportuna,  tienen  en  todo  caso 
el  de  ser  oidos  y  vencidos  en  juicio,  sin  lo  cual  no  cabe  reclamar 
que  dicho  comprador  otorgue  escritura  de  nueva  venta  en  favor 
del  demandante  y  en  perjuicio  del  derecho  que  aquéllos  tenían  á 
discutir  sobre  su  preferencia;  por  lo  que  la  sentencia  que  absuelve 
de  la  demanda  por  razón  tan  decisiva,  no  infringe  los  artículos  del 
Código  preinsertos,  y  antes  bien  mantiene  los  buenos  principios 
del  procedimiento.— <S^.  26  Oct.  9o. — G.  15  Kov. 

697.  El  derecho  de  retracto  de  la  parte  vendida  por  an  condueño 
á  un  extraño  sólo  puede  ejercitarse  por  quien  acredite  cumplida- 
mente que  es  copropietario  de  la  cosa  común,  siempre  que  concu- 
rran los  demás  requisitos  que  tanto  la  ley  de  Enjuiciamiento  como 
el  actual  Código  requieren;  por  lo  que  no  presentándose  con  la  de- 
manda los  necesarios  documentos  justificativos,  ni  existiendo  en 
las  actuaciones  que  se  designaron,  y  trayéndose  después,  con  opo- 
sición del  demandado,  en  el  periodo  de  prueba,  al  no  apreciarlos 
el  Tribunal  sentenciador,  declarando  que  no  pueden  hacer  proban- 
za por  el  tiempo  en  que  fueron  presentados,  y  absolver  de  la  de- 
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manda,  no  infringe  lo  dispuesto  en  elart.  1523  del  citado  Código . 
—5.  26  Ocl.  95. ---G.  17  Nov. 

698.  Al  establecer  el  Código  en  el  preinserto  art.  1523  el  re- 
tracto legal  de  colindantes,  lo  hace  derivar  por  modo  indudable 
de  la  relación  de  contigüidad  de  las  ñocas,  y  se  inspira  en  el  pro- 
pósito determinado  y  concreto  de  corregir  en  lo  posible  la  exage- 
rada división  de  la  propiedad,  por  lo  cual  no  cabe  interpretarlo  en 
el  sentido  de  extender  el  derecho  á  casos  y  cosas  que  estén  fuera 
del  espíritu  y  letra  de  la  ley,  ni  en  el  de  que  pueda  quedar  bu  vir> 
tualidad  á  discreción  y  arbitrio  de  los  demás;  y  por  tanto,  exis* 
tiendo  conformidad  en  que  sólo  algunas  de  varias  fincas  vendidas 
son  colindantes  con  las  de  los  retrayentes,  la  sentencia  que  declara 
el  derecho  á  retraer,  no  sólo  las  colindantes,  sino  todas  las  demás 
enajenadas,  infringe  lo  dispuesto  en  el  artículo  mencionado. — 
S.  26  Nov,  95,— G.  14  Die, 


EMOS  dicho  en  el  conientario  anterior,  qae  al  retracto  de  comuneros 
denomina  la  nneva  ley  retracto  convencional,  y  qae  adquiere  una  extensión 
que  antes  no  tenía;  pues,  en  efecto,  según  las  leyes  históricas,  de  él  .<ólo  po- 
dían hacer  uso  los  condueños  de  una  cosa  indivisa,  cuando  se  vendía  una 
parte  alícuota  de  ella,  y  con  arreglo  al  nuevo  Código,  tienen  derecho  á  ns^r  de 
este  retracto  los  dueños  de  tierras  coliodantes  á  las  vendidas  que  no  eicedan 
de  una  hectárea,  salvo  si  esas  tierras  estuviesen  separadas  por  arroyos,  ice- 
quias,  barrancos,  caminos  y  otras  servidumbres  aparentes.  Pero  este  derecho 
sólo  tendrá  lugar  en  su  ejercicio,  con  relación  á  los  contratos  que  se  celebren 
ó  hayan  celebrado  desde  que  el  nuevo  Código  está  en  vigor,  y  no  á  los  ante- 
riores, porque  de  estimarse  aplicable  á  éstos  se  daría  á  aquél  efecto  retroac- 
tivo perjudicando  al  comprador,  lo  cual  es  contrario  á  la  primera  disposición 
transitoria  de.  dicho  Código,  sin  que  las  épocas  ó  plazos  fijados  para  el  pago 
del  precio  ni  la  fecha  de  la  posesión  material  por  parte  del  comprador,  sean 
circunstancias  que  alteren  ni  modifiquen  el  carácter  del  contrato  de  compra  y 
venta,  porque  se  refieren,  no  á  la  perfección,  sino  á  la  consumación  del  mismo, 
y  para  los  efectos  del  contrato  debe  tenerse  siempre  en  cuenta  la  época  en  que 
el  mismo  se  celebró  y  quedó  perfeccionado. 

Ninguna  dada  ofrece  qué  en  la  palabra  tíerras  se  comprenden  las  fincas 
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rttsticat  7  heredades^  cuya  cabida  no  sea  de  ona  hectárea,  ya  se  dediqaen  al 
caUivo  de  cereales,  sean  prados,  jardines,  sotos,  eto.,  següü  lo  ha  dado  á  en- 
tender la  Cooiisidii  codiGcadora  en  la  exposición  de  motivos,  párrafo  23,  sin 
que  de  otro  modo  se  pneda  campür  el  objeto  principal  á  qae  se  aspira,  conce- 
diendo ese  derecho  de  retracto  en  favor  de  los  propietarios  de  las  tierras  ó  fin- 
cas rústicas  colindantes,  no  siendo  obstáculo  afgano  para  el  ejercicio  de  ese 
derecho  el  distinto  cultivo  y  producción  á  qae  las  fincas  se  destinen.  Por  eso»  si 
se  vendiere  una  fija  de  terreno  como  finca  rústica  por  no  ser  agregado  ó  depen- 
diente de  ninguna  casa  ó  finca  urbana,  concurriendo  las  circunstancias  expre*^, 
sadas  y  á  que  se  refiere  el  preinserto  árt.  4523,  podrán  los  dueños  de  las  haar- 
tas  colindantes  hacer  uso  válidamente  del  derecho  de  retracto. 

Expuesta  ya  la  mayor  extensión  que  la  nueva  ley  da  al  retracto  que  llamA 
legal,  diremos  ahora  que  éste«  según  el  art.  45) f,  es  el  derecho  de  subro- 
garse, con  las  mismas  condiciones  estipuladas  en  el  contrato,  en  lugar  del 
que  adquiere  una  cosa  por  compra  ó  dación  en  pago;  y  conforme  al  t5tl,  po- 
drá usar  de  él  el  copropietario  de  una  cosa  común  en  el  caso  de  enajenarse  á 
na  extraño  la  parte  de  todos  los  demás  condueño!  6  de  alguno  de  ellos;  y 
cuando  dos  ó  más  copropietarios  quieran  usar  del  retracto,  sólo  podrán  ha- 
cerlo á  prorrata  de  la  poroión  que  tengan  en  la  cosa  eornúBi^sieiiilo^' indife- 
rente que  la  venta  haya  sido  pública  ó  privada»  ya  en  remate  judicial  ó  admi- 
nistrativo. 

El  término  para  el  ejercicio  del  enunciado  derecho  es  el  de  nueve  días» 
contados  desde  la  inscripción  en  el  Registro,  y  en  su  defecto,  desde  que  el  re- 
trayente  hubiese  tenido  conocí  mienta  de  la  venta;  y  si  bien  en  las  ventas  pri- 
vadas puede  ser  difícil  el  adquirir  noticias  de  ellas  antea  de  los  Éiieve  díar 
contados  desde  Ja  inscripción,  siendo  este  acto  público,  como  lo  es  el  Regis- 
tro, la  persona  que  desee  ejercitar  el  derecho  de  retracto  puede;  sil  tiene  sos- 
pecha de  que  la  venta  se  ha  verificado,  enterarse  eo  ese  Registro  y  entablar 
la  acción  antes  de  que  hayan  transcurrido  los  nueve  días  que  Je  haii  señalado 
de  plazo.  Si  la  venta  no  llegara  á  inscribirse  y  el  retrayente  tuviese  conoci- 
miento cierto  de  que  se  ha  realizado,  podrá  desde  luego  entablar  la  demaada» 
siempre  que  lo  verifique  dentro  de  los  nueve  días  desde  que  tuvo  conocimien- 
to de  dicha  venta,  porque  pasado  dicho  plazo  ya  no  podrá  ejercitar  el  dere- 
cho. ^0  hay  medio  de  impedir  que  vendedor  y  comprador  señaleii  á  la  fincA 
objeto  del  retracto  el  precio  que  convengan,  aunque  éste  «ea  excesivo»  de  tal 
modo  que  imposibilite  el  ejercicio  de  ese  dereoho  ai  retrayente»  porque  siendo 
derecho  de  los  contratantes  cnanto  la  convención  contenga»' se  limitaría  su  li- 
bertad de  acción  si  se  estableciere  una  regla,  cualquiera  qiie.  ^\\%  ftiese,  enea- 
minada  á  determinar  la  extensión  que  debiera  tener  el  contrato  en  cuanto  tA 
requisito  esencial  del  precio. 
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Es  tan  terminante  y  clara  lá  disposición  del  art.  4524,  que  no  pnede  ofre- 
cer doda  alguna:  el  término  de  los  noeve  días  para  ejercitar  el  derecho  de  re- 
tracto se  cuenta  desde  la  inscripción  de  la  escritnra  de  venta  en  el  Registro, 
sin  que  tenga  aplicación  alguna  en  esta  materia  la  declaración  que  hace  el  ar- 
tículo 28  de  la  ley  Hipotecaría  para  los  efectos  de  diqha  ley,  que  ciertamente 
no  comprende  el  derecho  de  retracto;  y  habiéndose  prescindido  del  asiento  de 
presentación  y  sus  efectos,  como  esta  es  la  disposición  legal,  á  ella  hay  que 
atenerse. 

Por  último,  con  arreglo  al  precepto  del  último  de  los  artículos  transcritos  ^ 
el  retrayente  adquiere  todos  los  derechos  y  acciones  del  comprador;  y  aquel 
qae  haga  oso  del  retracto,  habrá  de  reembolsar  al  comprador  el  precio  de  la 
venta  y  adexás  los  gastos  que  determina  el  art.  4518  del  Código. 


CAPÍTULO   Vil 

X>e  la  transmisión  de  oréditoe  y  dem&s  dereclios 

incorporales. 


Api.  1599.  La  cesión  de  un  crédito,  derecho  ó  ac- 
ción no  surtirá  efecto  contra  tercero  sino  desde  que  su  fe- 
cha deba  tenerse  por  cierta  en  conformidad  á  los  artículos 
1218  y  1227. 

Si  se  refiriere  á  un  inmueble,  desde  la  fecha  de  su  ins- 
cripción en  el  Registro. 

Art.  1599.  £1  deudor,  que  antes  de  tener  conoci- 
miento de  la  cesión  satisiaga  al  acreedor,  quedará  libre  de 
la  obligación. 

Ari.  1599.  La  yenta  ó  cesión  de  un  crédito,  com- 
prende la  de  todos  los  derechos  accesorios,  como  la  fianza, 
hipoteca,  prenda  ó  privilegio. 
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6d9.  LoB  derechos  y  acciones  qae  á  un  indiy idao  correspondía  n 
en  virtud  de  un  contrato^  pudo  aportarlos  á  cierta  Sociedad  que 
constituyera,  y  ésta  demandar  su  efectividad;  y  al  darse  Isgar  i  la 
demanda  no  se  comete  infracnión  de  este  articulo  del  Código. — 
5.  29  Marzo  94.— G.  2  Nov. 


Art.  i590.    El  vendedor  de  buena  fe  responderá 

de  la  existencia  y  legitimidad  del  crédito  al  tiempo  de  la 
venta,  á  no  ser  que  se  haya  vendido  como  dudoso;  pero  no 
de  la  solvencia  del  deudor,  á  menos  de  haberse  estipulado 
expresamente,  ó  de  que  la  insolvencia  fuese  anterior  y 
pública. 

Aun  en  estos  casos  solo  responderá  del  precio  recibido 
y  de  los  gastos  expresados  en  el  núm.  1.^  del  art.  1518. 

El  vendedor  de  mala  fe  responderá  siempre  del  pago  de 
todos  los  gadtos  y  de  los  daños  y  perjuicios. 


700.  £1  hecho  de  haber  presentado  un  postor  en  el  acto  de  ana 
subasta  judicial  el  resguardo  del  depósito  constituido  á  nombre 
propio  por  un  tercero,  siquiera  manifestare  aquél  que  iba  á  hacer 
postura  para  ceder  á  éste  el  remate,  no  implica  que  se  hallara  au- 
torizado para  hacerlo  en  provecho  propio  ni  en,  perjuicio  del  depo- 
sitante, por  lo  cual  no  puede  declararse  sujeto  el  depósito  á  las  res- 
ponsabilidades contraidas  por  el  postor  sin  infringir  el  art.- 1500  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  así  como  también  el  1529  y  1776 
del  Código  civil.— 5.  7  Nov.  91.^0.  16  IHc. 


Art.  Í&30.  Cuando  el  cedente  de  buena  fe  se  hu- 
biese hecho  responsable  de  la  solvencia  del  deudor,  y  los 
contratantes  no  hubieran  estipulado  nada  sobre  la  dura- 
ción de  la  responsabilidad,  durará  ésta  sólo  un  año,  con- 
tado desde  la  cesión  del  crédito,  si  estaba  ya  vencido  el 
plazo. 

Si  el  crédito  fuere  pagadero  en  término  ó  plazo  toda- 
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Tía  DO  vencido,  la  responsabilidad  cesará  un  año  después 
delyencimiento. 

Si  el  crédito  consistiere  en  una  renta  perpetua,  la  res- 
ponsabilidad se  extinguirá  á  los  diez  años,  contados  desde 
la  fecha  de  la  cesión . 

Ari.  1531.  El  que  venda  una  herencia  sin  enume- 
rar las  cosas  de  que  se  compone,  sólo  estará  obligado  á 
responder  de  su  cualidad  de  heredero. 

Ari.  1539.  El  que  venda  alzadamente  ó  en  globo 
la  totalidad  de  ciertos  derechos,  rentas  ó  productos,  cum- 
plirá con  responder  de  la  legitimidad  del  todo  en  general ; 
pero  no  estará  obligado  al  saneamiento  de  cada  una  de 
las  partes  de  que  se  componga,  salvo  en  el  caso  de  evic- 
ción  del  todo  ó  de  la  mayor  parte. 

Api.  1533.    Si  el  vendedor  se  hubiese  aprovechado 
•  de  algunos  frutos  ó  hubiese  percibido  alguna  cosa  de  la 
herencia  que  vendiere,  deberá  abonarlos  al  comprador,  si 
no  se  hubiese  pactado  lo  contrario. 

Art.  1534.  El  comprador  deberá,  por  su  parte,  sa- 
tisfacer al  vendedor  todo  lo  que  éste  haya  pagado  por  las 
deudas  y  cargas  de  la  herencia  y  por  los  créditos  que 
tenga  contra  la  misma,  salvo  pacto  en  contrario. 

Ari.  1535.  Vendiéndose  un  crédito  litigioso,  el 
deudor  tendrá  derecho  á-extinguirlo,  reembolsando  al  ce- 
sionario el  precio  que  pagó,  las  costas  que  se  le  hubiesen 
ocasionado  y  los  intereses  del  precio  desde  el  día  en  que 
éste  fué  satisfecho. 

Se  tendrá  por  litigioso  un  crédito  desde  que  se  con 
teste  á  la  demanda  relativa  al  mismo. 

El  deudor  podrá  usar  de  su  derecho  dentro  de  nueve 
días,  contados  desde  que  el  cesionario  le  reclame  el  pago. 

TOMO    (I  41 
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Ari.  1530.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en,  el  ar- 
ticulo anterior,  la  cesión  ó  ventas  hechas: 

1.^    A  un  coheredero  ó  condueño  del  derecho  cedido. 

2.^    A  un  acreedor  en  pago  de  su  crédito. 

8.^  Al  poseedor  de  una  ñnca  sujeta  al  derecho  liti- 
gioso que  se  coda. 


k 


.03  créditos  y  otros  derechos  pueden  cederse  y  enajenarse  como  todas 
las  demás  cosas;  pero  la  cesión  de  an  crédito,  derecho  ó  acción  no  surte 
efecto  contra  tercero  sino  desde  qae  su  fecha  deba  tenerse  por  cierta;  y  si 
faere  inmueble,  desde  la  fecha  de  su  inscripción  en  el  Registro.  Así,  pues,  si 
la  enajenación  ó  cesión  se  ha  verificado  por  documento  público  inscrito,  esa 
inscripción  es  la  que  ha  de  tomarse  de  punto  de  partida  para  que  aquélla  pro- 
duzca todos  sus  efectos  en  cuanto  á  tercero;  y  si  fuere  por  documento  privado, 
la  fecha  se  tendrá  por  cierta  al  mismo  fin  desde  el  día  en  que  hubiere  sido 
incorporado  ó  inscrito  en  un  registro  público,  desde  la  muerte  de  cualquiera 
de  los  que  le  firmaron,  ó  desde  el  día  [en  que  se  entregase  á  un  funcionario 
público  por  razón  de  su  oficio;  pero  para  los  contratantes,  los  efectos  son  in— 
mediatos  y  se  producen  desde  la  perfección  del  contrato. 

Por  el  contrato  de  cesión  á  que  se  refieren  los  artículos  transcritos,  una 
persona  traspasa  á  otra  derechos,  créditos  ó  acciones  que  posee  contra  un  ter- 
cero, y  como  la  cesión  ó  traspaso  puede  hacerse  de  una  manera  gratuita  ú^ 
onerosa,  el  contrato  en  sí  no  es,  en  realidad,  donación,  venta,  ni  mandato,  por 
más  que  pueda  participar  de  la  naturaleza  de  estos  tres  contratos,  y  recaer  so- 
bre toda  clase  de  derechos  ó  créditos,  ya  sean  ciertos  ó  dudosqs,  ya  presentes  ó 
futuros,  con  tal  que  sean  lícitos  y  ejercitables  por  un  tercero,  y,  á  menos  que 
se  formalice  pacto  expreso  sobre  el  particular,  el  cedente  no  responderá  de  la 
solvencia  de  los  deudores,  pero  sí  de  la  legitimidad  de  los  créditos.  Por  eso, 
cuando  se  hiciere  cesión  de  un  crédito  no  existente,  ó  de  todo  punto  incobra- 
ble, el  cedente  obra  de  mala  fe,  y  la  ley  le  impone  la  obligación  de  restituir 
lo  cobrado,  y  abonar  además  los  perjuicios  que  su  mal  proceder  ocasionare  al 
cesionario,  y  como  la  ley  libra  de  toda  responsabilidad  al  deudor  que  pague 
á  su  acreedor  antes  de  tener  conocimiento  de  la  cesión,  si  ésta  se  hizo  de 
buena  fe,  el  cedente  sólo  tendrá,  en  tal  caso,  que  entregar  ó  devolver  al  ce- 
sionarío  lo  que  de  él  hubiere  recibido.  Claro  es  que  estas  reglas,  consignadas 
en  los  artículos  transcritos,  se  refieren  al  caso  de  cesión  onerosa,  pues  si  es 
gratuita,  en  cuanto  tenga  lugar  de  un  crédito  ó  derecho  incierto  ó  irrealizable. 
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el  eedente  sólo  tendrá  obligación  de  abonar  al  cesionario  lo  que  hnbieBe  pa- 
gado ó  gastado  para  la  efectividad  del  crédito  ó  derecho,  habiendo  mediado 
Liaena  fe;  y  si  no  la  hubo,  deberá  tambiéa  indemnizarle  de  los  perjaicios  sa- 
fridos,  pero  nunca  entregarle  la  cantidad  qae  el  crédito  ó  derecho  cedido  re- 
presente, como  lo  demaestra  el  art.  4529,  al  disponer  qae  el  eedente  pague  lo 
que  habiera  recibido,  pues  si  nada  recibió  por  la  cesión,  nada  por  ella  está 
obligado  á  pagar. 

Con  el  derecho  cedido  sé  transfieren  también  todas  las  garantías  persona- 
les, reales  é  hipotecarias  qae  lo  aseguraban,  pues  siendo  accesorios  de  aquél, 
siguen  su  misma  suerte,  y  la  responsabilidad  del  eedente,  cuando  no  sé  esti- 
pula tiempo  para  su  duración,  será  sólo  por  un  ano  desde  la  cesión,  ó  desde  el 
venciíAiento  de  la  obligación  cedida,  si  era  á  plazo;  pero  si  el  crédito  cousis- 
liereen  una  renta  perpetua,  no  se  extinguirá  dicha  responsabilidad  hasta  los 
diez  años. 

Por  último,  las  reglas  establecidas  por  el  Código,  con  respecto  á  la  venta 
ó  cesión  de  herencia  ó  derechos  litigiosos,  están  perfectamente  determinadas, 
por  lo  que,  y  como  aclaración,  haremos  mérito  aquí  de  algunas  proferidas  por 
la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  que,  á  nuestro  juicio,  deben  ser  te- 
nidas en  cuenta  en  la  materia  que  nos  ocupa. 

£s  ineficaz  la  cesión  de  derechos  y  acciones  hecha  por  el  que  ningún  de- 
rt^cho  tenía  á  la  cosa  cedida  al  tiempo  de  verificarla  (4). 

Ni  el  derecho  común  ni  las  leyes  prohiben  la  cesión  de  acciones  y  derechos 
litigiosos,  á  no  ser  que  se  haga  maliciosamente  ó  con  dolo  (2). 

Los  créditos  pueden  cederse  por  venta,  dación  en  pago,  ó  por  cualquiera 
de  los  demás  títulos  reconocidos  por  derecho  (3). 

Cuando  el  heredero  ha  renunciado  la  herencia,  no  puede  otorgar  válida- 
mente escritura  de  cesión  de  las  acciones  de  que  ya  carece,  ni  transmitir  el 
derecho  perdido,  que  tampoco  puede  recobrar,  si  al  hacer  la  renuncia  era  ma- 
yor de  veinticinco  años,  hoy  veintitrés  (4). 

Si  bien  es  un  principio  constante  de  derecho  establecido  expresamente  en 
nuestras  leyes  patrias,  que  los  créditos  pueden  cederse  y  transferirse  por  el 
acreedor  á  tercera  persona,  sin  intervención  alguna  del  deudor,  y  aun  contra 
su  voluntad,  puesto  que  al  contrato  sólo  concurren  el  eedente  y  cesionario,  es 
indispensable,  sin  embargo,  para  la  eficacia  de  la  cesión  y  transferencia,  que 


<1  i  Seut.  Yó  Mayo  63. 

f2.'  í:*ont.  14  Octubre  81. 

(3j  Sent.  23  Septiembre  (». 

(4) '  Sent.  13  Enero  65. 
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eutndo  ésta  se  verifique  el  crédito  sea  verdadero,  qoe  se  halle  snbsistealé  y 
ao  haya  sido  satisfecho  ni  extingaido  en  sa  totalidad  (4). 

Siempre  qoe  la  cesión  de  no  crédito  se  hace  sin  ningnna  responsabilidad 
por  parte  del  cedente,  no  qoeda  éste  obligado  por  evicción  ni  por  otro  medio, 
cnalqoiera  qoe  sea  el  resoltado  de  la  cobranza  (S). 

El  saneamiento  por  evicción  es  una  condición  natural  del  contrato  de  cesión 
de  crédito^  por  medio  de  la  qoe  el  cedente  promete  al  cesionario,  como  garan- 
ta de  la  cesión,  devolver  el  precio,  caso  de  insolvencia  ó. dé  ser  vencido  en 
juicio  (3). 


CAPITULO  Vil 
Oisposioióix  gr^^oz'al 


Atí.  I5S9.    Todo  lo  dispuesto  en  este  titulo  se  en 
tiende  con  sujeción  i  lo  que  respecto  de  bienes  inmueblea 
se  determina  en  la  ley  Hipotecaria. 


701.  Las  disposiciones  generales  del  Código  civil,  relativas  al 
contrato  de  compraventa,  y  por  lo  mismo  -las  que  se  refieren  á  su 
rescisión,  han  de  entenderse  cuando,  como  expresamente  lo  declara 
el  art.  1537,  con  sujeción  á  lo  que  respecto  de  bienes  inmuebles  se 
previene  en  la  ley  Hipotecaria,  y  según  el  art.  608,  hay  que  ate- 
nerse á  la  misma  ley  para  determinar,  asi  los  títulos  sujetos  á  ins- 
cripción ó  anotación,  como  la  fuerza  y  efectos  de  las  inscripciones 
y  anotaciones  hechas  en  el  Registro  de  la  propiedad.— S'.  28  Dic, 
92.— G  9  Enero  98. 

702.    Al  desestimar  una  tercería  de  dominio  y  dar  lugar  á  la 
acción  rescisoria  opuesta  á  ella,  á  pesar  de  no  haberse  probado  la 


(1)     Sents.  22  Noviembrft  69  y  23  Septiembre  68. 
v'S)     Sent.  U  Mayo  SO. 
(S)     Sent.  22  Abril  76. 
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complicidad  del  comprador  del  inmueble  en  el  fraude  atribuido  al 
Tendedor,  Be  infringe,  por  no  haberlo  aplicado,  el  art.  1537  del  Có- 
digo civil.— jS.  28  Die.  92.^G.  9  Enero  93. 

703.  No  existe  pugna  ni  contradicción  alguna  entre  la  ley  Hi* 
potécaria  y  el  Código  ciyil,  pues  antes  bien  loe  principios  que  in- 
forman los  textos,  así  de  la  una  cuanto  del  otro,  son  idénticos,  ra* 
tincando  el  Código  los  preceptos  sustanciales  de  la  ley,  que  es  com- 
plemento suyo,  y  á  la  que  el  mismo  se  refiere  en  sus  artículos  608 
y  1537;  por  cuya  razón^  no  pudiendo  existir  verdadero  conflicto 
entre  ambos  cuerpos  legales,  el  Tribunal  sentenciador  que  no  pres- 
cinde de  ninguno  de  ellos,  no  comete  error  de  derecho. — S.  25  Oc* 
tubre  95.— G.  17  Nav. 


p 


J.  ABA  hacer  constar  únicamente  la  declaración  de  que  cnanto  el  Código 
contiene  relativamente  á  la  compraventa  es  con  sujeción  A  lo  que  dispone 
la  ley  Hipotecaria,  ha  consignado  él  legislador  el  capítulo  qne  nos  ocupa,  y 
ciertamente  que  hubiera  sido  más  práctico  y  sencillo  que  en  este  logar  se 
hubiere  establecido  cuanto  aquella  ley  contiene  en  orden  á  la  materia  indica- 
da, descartando  todo  aquello  que  en  la  misma  es  reglamentario. 

Así,  pues,  y  como  explicación  del  preinserto  artículo,  consignaremos  nos- 
otros, con  vista  del  extremo  á  que  aquél  alude: 

4.®  Que  la  inscripción  en  el  Registro  de  los  títulos  traslativos  de  dominio, 
podrá  pedirse  indistintamente:  por  el  que  trasmite  el  derecho,  por  el  que  lo 
adquiera,  por  el  que  tenga  la  representación  legítima  de  cualquiera  de  ellos, 
y  por  quien  tenga  interés  en  asegurar  el  derecho  qne  haya  de  ser  inscrito. 

S.o  Que  cuando  en  los  actos  ó  contratos  no  sujetos  á  inscripción^  se  re- 
serve algún  derecho  real  sobre  bienes  inmuebles  á  personas  que  no  hubieren 
sido  parte  en  ellos,  el  Notario  que  autorice  el  título,  ó  la  Autoridad  que  lo 
expida,  deberá  exigir  la  inscripción  del  referido  derecho  real,  siempre  que  el 
interés  de  dichas  personas  resolte  del  título  mismo  ó  de  los  documentos  ó  di- 
ligencias qne  se  hayan  tenido  á  la  vista  para  su  expedición;  y  si  los  actos  ó 
contratos  estuvieren  sujetos  á  inscripción^  deberá  hacerse  en  ésta,  expresa 
mención  del  derecho  real  reservado,  y  de  las  personas  á  cuyo  favor  se  hubiere 
hecho  la  reserva. 

3.®    Que  cada  una  de  las  fincas  que  se  inscriban  por  prnnera  vez,  serán  se- 
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ñaiádas  con  numero  diferente  y  correlatiro,  y  ias  inscripciones  eorrespoa- 
dientes  á  cada  finca  se  señalarán  con  otra  nomeración  correlativa  y  especial; 
considerándose  como  nna  sola  finca  para  el  efecto  de  la  inscripción  bajo  oa 
solo  número:  el  territorio,  término  redondo  ó  Ingar  de  cada  foral  en  Galicia  6 
Astarias,  siempre  qne  reconozca  nn  solo  dueño  directo,  ó  varios  proindiviso, 
annqae  esté  dividido  en  suertes  ó  porciones,  dadas  en  dominio  ütil  ó  foro  á 
diferentes  colonos  si  su  conjunto  se  baila  comprendido  dentro  de  los  linderos 
de  dicho  término;  toda  finca  rural  dividida  y  dada  del  mismo  modo  en  enfi- 
tousis,  siempre  que  concurran  en  ella  las  demás  circunstancias  eipresadaü, 
estimándose  único  el  señorío  directo,  para  los  efectos  de  la  inscripción,  aunque 
sean  varios  los  qne,  á  título  de  señores  directos,  cobren  rentas  ó  pensiones  de 
un  foral  ó  lugar,  siempre  que  la  tierra  aforada  no  se  halle  dividida  entre 
ellos  por  el  mismo  concepto;  toda  finca  urbana  y  todo  edificio,  aunque  per- 
tenezca en  porciones  señaladas,  habitaciones  ó  pisos,  á  diferentes  dueños,  en 
dominio  pleno  ó  menos  pleno. 

4.*  Que  además  de  las  circunstancias  que  dan  á  conocer  la  naturaleza  y 
clase  del  inmueble  ó  derecho  qne  se  inscriba,  su  procedencia,  contratantes  y 
funcionarios  ante  quienes  se  celebre  el  contrato,  si  mediare  precio  ó  entre- 
ga de  dinero,  habrá  de  hacerse  constar  el  que  resulte  del  título,  así  como  la 
forma  ó  plazos  en  que  se  hubiere  concertado  el  pago;  y  si  la  inscripción  fuere 
de  traslación  de  dominio,  la  manera  de  realizarse  el  pago,  así  como  si  ha  te* 
nido  lugar  por  permuta,  en  cuyo  caso  se  anotará  también  si  existió  suple-r 
mentó  metálico,  entregado  ó  por  entregar,  ó  si  se  ha  efectuado  por  adjudica* 
ción  en  pago. 

5.*  Que  inscrito  ó  anotado  preventivamente  en  el  Registro  cualquier  ti- 
tulo traslativo  del  dominio  de  los  inmuebles,  no  podrá  inscribirse  ó  anotarse 
ningún  otro  de  fecha  anterior,  por  el  cual  se  transmita  la  propiedad  del  mismo 
inmueble,  y  si  se  hubiere  extendido  el  asiento  de  presentación  del  título  tras- 
lativo del  dominio,  no  podrá  tampoco  inscribirse  ó  anotarse  ningún  otro  tí- 
tulo de  la  clase  antes  expresada  durante  el  término  de  treinta  días,  contados 
desde  la  fecha  del  mismo  asiento. 

Por  último,  para  completar  la  materia  objeto  del  tít.  4.®  que  acabamos  de 
estudiar,  y  por  lo  que  se  refiere  al  derecho  foral,  diremos,  que  en  Aragór  ^e 
requiere  para  la  perfección  de  la  compraventa  de  inmuebles,  escritura  pública, 
entrega  de  la  cosa  y  del  precio,  ó  al  menos  de  una  señal,  y  en  defecto  de  esto, 
puede  arrepentirse  cualquiera  de  los  contrayentes  pagando  al  otro  cinco  suel- 
dos. La  denuncia  para  obtener  evicción  debe  hacerse  al  vendedor  á  los  veinte 
días  de  ser  el  comprador  demandado,  y  no  tiene  lugar  si  no  se  han  expresado 
las  confrontaciones  de  la  casa  ó  heredad;  pero  esto  no  es  extensivo  á  los  mo- 
linos, hornos  y  castillos.  En  dicha  región  no  se  conoce  la  acción  de  lesión. 
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pues  86  estima  que  unto  vale  la  cosa  cnanto  es  el  precio  en  que  se  ha  vendi- 
do; y  se  llama  al  derecho  de  tanteo  y  al  de  retracto,  derecho  de  la  sac^»  sin 
^ae  el  estar  confondidos  los  nombres  obste  para  qne  los  derechos  qae  com- 
prende estén  deslindados,  y  por  tanto,  el  dneño  de  nna  casa  de  abolengo  tie- 
ne obligación,  si  trata  de  venderla,  de  ofrecerla  á  los  parientes,  y  sólo  cuando 
no  la  quieran  podrá  venderla  libremente;  y  de  no  hacerlo  así,  aquéllos  tienen 
el  derecho  de  retraer.  La  ñnca  sujeta  á  la  saca  no  puede  enajenarse  mientras 
no  exprese  el  plazo  concedido  para  retraerse.  En  Navarra,  el  hidalgo  que 
quiera  vender  una  heredad,  lo  anunciará  á  campana  herida  tres  domingos, 
pregonándola,  para  que  los  parientes  puedan  ejercer  el  derecho  de  tanteo.  Si 
alguno  de  los  hermanos  que  hubieran  partido  bienes  de  aboiorio  ó  patrimonio 
quiere  venderlos,  deberá  avisar  á  los  otros,  que  serán  preferidos,  y  si  esto  no 
se  hiciere,  existe,  por  un  año  y  un  día,  derecho  á  Un  retracto  subsidiario.  Los 
bienes  de  los  abuelos  pueden  retraerlos  todos  los  parientes  del  vendedor;  los 
adquiridos  por  éste,  sólo  sus  hijos.  Podía  intentarse  el  gentilicio  dentro  del 
año  y  día;  hoy  parece  debe  estar  esto  derogado  por  lo  dispuesto  en  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  Si  el  retracto  versa  sobre  heredad  de  tierra  blanca  ó 
panificada,  antes  del  25  de  Marzo,  los  frutos  son  del  retrayente;  si  después, 
del  poseedor;  en  viñas  y  olivares,  de  éste  si  se  retrajo  después  del  24  de  Ju- 
nio, satisfaciendo  en  su  caso  el  retrayente  los  gastos.  Y  en  Catalüí^a,  la 
acción  por  lesión  dura  treinta  años.  No  se  conoce  el  retracto  gentilicio.  Las 
ventas  hechas  á  retroventa,  ó  con  pacto  de  gracia,  se  reputan  simuladas  y  en 
^fraude  de  los  acreedores  si  el  vendedor  se  queda  en  posesión  de  la  finca. 


TfrULO  V 


IDe  la  permuta. 


Art.  1A3S.  La  permuta  es  un  contrato  por  el  cual 
cada  uno  de  los  contratantes  se  obliga  á  dar  una  cosa  para 
recibir  otra. 

Ari.  1530.  Si  uno  de  los  contratantes  hubiese  xe* 
dbido  la  cosa  que  se  le  prometió  en  permuta,  y  acreditase 
que  no  era  propia  del  que  la  dio,  no  podrá  ser  obligado  é 
entregar  la  que  él  ofreció  en  cambio,  y  cumplirá  con  de- 
volver la  que  recibió. 

Ari.  15410.  El  que  pierda  por  evicción  la  cosa  ro-^ 
cibida  en  permuta,  podrá  optar  entre  recuperar  la  que  dio 
en  cambio,  ó  reclamar  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios; pero  sólo  podrá  usar  del  derecho  á  recuperar  la 
cosa  que  él  entregó  mientras  ésta  subsista  en  poder  del- 
otro  permutante,  y  sin  perjuicio  de  los  derechos  adquiri- 
dos entretanto  sobre  ella  con  buena  fe  por  un  terccfro. 

Ari.  15411.  En  todo  lo  que  no  se  halle  especial- 
mente determinado  en  este  título,  la  permuta  se  regirá 
por  las  disposiciones  concernientes  á  la  venta. 
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S  la  permoU  un  contrato  consensoal  bilateral,  por  el  qne  cada  uno  de 
los  contratantes  se  obliga  á  dar  una  cosa  para  recibir  otra.  Así  la  define  el 
Código,  dando  perfecta  idea  de  so  naturaleza,  haciendo  comprender  desde 
luego  qne  es  nn  contrato  de  los  qne  pueden  llamarse  primitivos,  que  perdid  su 
importancia  desde  el  momento  en  que^  adoptada  la  moneda  como  agente  uni- 
versal de  los  cambios,  surgió  la  compraventa. 

Como  la  permula  y  la  compraventa  tienen  mucha  semejanza,  es  esencial 
para  el  perfecto  conocimiento  de  la  institución  marcar  sus  diferencias,  en  or- 
den á  la  entrega  de  la  cosa,  razón  de  la  propiedad  y  la  de  su  origen,  consig- 
nando en  su  virtud:  4. o,  que  en  la  permuta,  la  entrega  de  la  cosa  da  origen 
á  la  obligación,  no  al  consentimiento,  y  en  la  compraventa,  el  consentimiento 
solamente  da  origen  á  la  obligación:  S.*,  que  en  la  permuta,  la  cosa  permu- 
tada se  bace  propia  de  cada  uno  de  los  contrayentes,  y  no  puede,  por  lo  tanto, 
t4^ner  lugar  la  permuta  de  cosa  ajena;  en  la  compraventa,  por  qI  contrarío» 
el  vendedor  no  se  obliga  á  hacer  al  comprador  dueño  de  la  cosa,  sino  que  se 
obliga  á  la  evicción;  y  3.^,  que  la  permuta,  como  hemos  dicho,  es  un  con- 
trato primitivo;  la  compraventa,  por  el  contrario,  es  propia  de  pueblos  ade- 
lantados y  cultos. 

La  permuta  se  divide  en  simple  y  estimatoria:  la  primera  viene  á  ser  se- 
mejante á  una  donación  recíproca,  que  no  necesita  igualdad  ni  da  acción  para 
reclamar  por  lesión,  y  la  segunda,  que  requiere  la  igualdad,  y  qne  puede  dar 
lagar  á  la  resolución  del  contrata.  Puede  participar  de  la  naturaleza  de  la 
venta,  y  así  sucederá  cuando  se  le  agregue  un  sobreprecio  para  compensar 
el  valor  de  las  cosas  cambiadas;  y  para  determinar  en  cada  caso  si  es  venta  ó 
permuta,  la  ley  establece,  como  ya  hemos  tenido  ocasión  de  ver  en  otro  lu- 
gar,  que  si  el  sobreprecio  excede  ó  iguala  al  valor  de  la  cosa  permutada,  será 
venta,  y  el  cambio  ó  la  permuta  un  accesorio.  Por  el  contrario,  sí  el  sobre- 
precio fuere  inferior  á  la  cosa,  la  permuta  ó  el  cambio  será  lo  principal,  y  el 
precio  lo  accesorio* 

Salvo  el  requisito  del  precio,  que  es  peculiar  de  la  venta,  todos  los  demás 
que  en  ella  se  requieren  tienen  aplicación  á  la  permuta,  porque  ui^o  y  otro 
contrato  llevan  en  si  la  transmisión  del  dominio  de  lo  que  ee  objeto  de  ellos, 
y  por  consiguiente,  los  contratantes  han  de  reunir  la  capacidad  para  contra- 
tar, han  de  tener  el  dominio  y  libre  disposición  de  las  cosas,  y  éstas  han  de 
esiár  ea  el  comercio  de  los  hombres  y  ser  de  aquellas  que  puedan  venderse^ 
si  bien  en  la  permuta,  las  cosas  espirituales,  que  no  se  pueden  vender,  serán^ 
además  objeto  de  ella,  puesto  que  pueden  cambiarse  con  permiso  de  la  Auto- 
ridad eclesiástica.  Con  respecto  á  los  bienes  raíces,  la  permuta  requiere  nece- 
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sariamente  el  otorgamiento  de  escritura  pública,  que  deberá  ser  inscrita  en  el 
Registro  de  la  propiedad. 

Tal  faerza  tiene  la  promesa  de  permuta,  que  si  alguna  de  las  partes  se  qui- 
siera arrepentir,  podrá  la  otra,  si  la  qniere  tener  por  firme,  exigir  jadieia  I- 
mente  el  cumplimiento  ó  el  abono  de  daños  y  perjuicios,  y  si  una  ves  empe- 
zado el  cambio  y  entregado  parte  de  la  cosa,  se  resistiere  una  de  las  parles  á 
entregar  lo  restante,  la  otra  parte  podrá  exigir  del  permutante  que  se  negare 
á  completar  la  entrega,  la  readquisición  de  lo  que  hubiere  entregado  ó  la  in- 
demnización correspondiente.  £1  permutante,  lo  mismo  que  en  la  compra  - 
venta,  tiene  obligación  de  descubrir  los  defectos  y  vicios  de  la  cosa,  y  si  no 
lo  hiciese,  la  otra  parte  tiene  acción  para  deshacer  el  contrato;  y  lo  mismo 
que  en  la  compraventa,  en  la  permuta  tiene  lugar  la  evicción  y  saneamiento. 

Si  uno  de  los  contratantes  hubiese  recibido  la  cosa  que  se  le  permitió  en 
perriiUta,  y  acreditase  que  no  era  propia  del  que  la  dio,  no  podrá  ser  obligado 
á  entregar  lo  que  él  ofreció  en  cambio,  y  cumplirá  con  devolver  lo  que  re- 
cibió. 

£1  que  pierda  por  evicción  la  cosa  recibida  en  permuta,  podrá  optar  entre 
recuperar  lo  que  dio  en  cambio,  ó  reclamar  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios; pero  sólo  podrá  usar  del  derecho  á  recuperar  la  cosa  que  él  entregó 
mientras  ésta  subsista  en  poder  del  otro  permutante,  y  sin  perjuicio  de  los 
derechos  adquiridos  entre  tanto  sobre  ella  con  buena  fe  por  un  tercero,  y  en 
todo  lo  demás  se  regirá  la  permuta  por  las  mismas  disposiciones  que  la  com- 
praventa. 


TÍTULO  VI 


Del  contrato  de  arrendamiento. 


CAPÍTULO  PRIMERO 


Disposiciones  grenerales. 


Art.  1549.    El  arrendamiento  puede  ser  de  oosas  ó 
de  obras  ó  servicios. 


704.  Bl  contrato  celebrado  por  escritura  pública  para  la  cons- 
thicción  de  cincuenta  casas,  siendo  de  cuenta  de  los  contratistas  el 
suministro  de  materiales  y  todos  los  gastos  que  la  construcción  exi- 
giera hasta  la  entrega  de  las  llaves  á  cada  uno  de  los  socios  á  quie- 
nes dichas  edificaciones  correspondieran,  y  mediante  el  precio  y 
demás  condiciones  que  en  dicho  documento  se  especifican,  con  arre- 
glo á  los  artículos  1542  y  1588  del  Código  civil,  no  puede  merecer 
otra  calificación  que  la  de  arrendamiento  de  servicios^  sin  que  pue- 
da desnaturalizar  ese  carácter  la  circunstancia  de  que  los  contra- 
tistas hubieran,  no  sólo  de  hacer  la  construcción,  sino  de  suminis- 
trar además  los  materiales^  pues  el  segundo  de  dichos  artículos,  que 
está  comprendido  en  el  Código  en  el  tít.  6.*^  del  libro  4.^,  que  trata 
del  contrato  de  arrendamiento,  y  en  el  capítulo  3.^  del  mismo,  que 
se  refiere  al  arrendamiento  de  obras  y  servicios,  expresa  de  un 
modo  terminante  que  puede  contratarse  la  ejecución  de  una  obra 
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coDTiniendo  en  que  el  que  la  ejecute  ponga  bóIo  su  trabajo  ó  indus- 
tria,  ó  que  también  Buministre  el  material.-— 5.  3  Marzo  94.-^0. 20- 
y23Sepi. 

Apt.  1&18.  En  el  arrendamiento  de  cosaa,  una  de 
las  partes  se  obliga  á  dar  á  la  otra  el  goce  ó  uso  áe  una 
cosa  por  tiempo  determinado  y  precio  cierto. 


705.  Si  bien  el  número  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  declara  procedente  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  cuando  en  la  apreciación  de  la  prueba  se  ha  cometido 
error  de  derecho  ó  de  hecho,  para  que  pueda  prosperar  sólo  es  per- 
tinente la  cita  de  las  leyes  ó  doctrina  encaminadas  á  fijar  el  valor 
é  importancia  de  la  prueba,  cuyo  carácter  no  tiene  el  art.  1543  del 
Código)  que  determina  lo  que  es  el  arrendamiento  de  cosas;  dispo- 
sición legal  completamente  ajena  al  valor  y  eficacia  de  los  elemen- 
tos probatorios  aducidos  en  el  juicio. — iS.  S  Abril  93, — ff.  15  Sep- 
Hembre, 

706.  .  Estimando  el  Tribunal  sentenciador  que  hubo  novación 
del  contrato  de  arrendamiento,  base  de  la  demanda,  y  no  justifica- 
dos por  el  demandante  los  perjuicios  .referentes  al  incumplimientQ 
del  mismo  contrato,  ni  la  obligación  del  demandado  de  pagar  los 
gastos  de  la  escritura,  no  tiene  aplicación  lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo del  Código  civil,  por  referirse  la  infracción  del  que  se  alega 
á  supuestos  de  hecho  desestimados  en  la  sentencia. — S,  26  Feh.  94. 
—  6.  7  Julio. 


JkTt.  1544.  En  el  arrendamiento  de  obras  ó  servi- 
cios, una  de  las  partes  se  obliga  á  ejecutar  una  obra  ó  á 
prestar  á  la  otra  un  servicio  por  precio  cierto. 

707^.    Tratándose  del  pago  del  iínporte  de  unas  olMs,  la  senten» 
€ia  que  teniendo  en  cuenta  que  el  contrato  celebrado  por  las  partes 
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no  66  ha  puesto  en  duda  por  ninguna  de  ellas,  y  que  el  actor  al  re- 
plicar redujo  á  menor  cantidad  la  que  fué  objeto  de  la  demanda, 
estima  como  bastante  para  pronunciar  bu  fallo  la  liquidación  prac- 
ticada por  el  Arquitecto  director  de  la  obra,  sin  que  contra  su  apre- 
ciación se  haya  alegado  infracción  de  ninguna  clase,  no  comete  la 
de  las  disposiciones  de  este  artículo  del  Código.— «S'.  16  Mayo  92. — 
G.  16  Agosto, 


Ari.  154a.    Los  bienes  fungibles  que  se  consumen 
con  el  uso  no  pueden  ser  materia  de  este  contrato  (1). 


s, 


IL  arrendamiento  es  un  contrato  bilateral  eonaenanal,  en  qne  por  el  aso 
de  nn&  cosa  ó  ejecución  de  ciertas  obras,  se  da  una  merced  determinada  en  di- 
nero ó  especie,  y  cayo  contrato  es  de  sama  importancia,  porque  permite  el 
movimiento  y  circolación  de  los  capitales  y  abre  anchas  vías  á  la  propiedad  y 
¿  la  industria.  Es,  respecto  del  arrendatario,  an  medio  de  obtener  el  aso  de 
la  propiedad  ajena  ó  los  servicios,  esfuerzos  ó  trabajos  de  otra  persona;  pero 
lo  que  en  el  arrendamiento  de  cosas  es  el  resaltado  ó  el  esfuerzo  cumplido,  lo 
que  el  arrendador  pone  al  servicio  del  arrendatario  en  el  de  servicios  es  el  es- 
íaerzo  futuro,  el  hecho  ó  el  trabajo  prometido. 

La  distinción  fundamental  de  este  contrato  oonsiste  en  que  su  objeto  tea  el 
arrendamiento  de  cosas  ó  el  de  servicios,  desarrollándose  después  en  otras 
qoe  reconocen  por  causa  la  naturaleza  de  las  cosas  ó  la  índole  de  los  servi- 
cios, y  que  pueden  clasificarse  en  la  forma  siguiente:  4  .o,  en  arrendamiento  de 
cosas  inmuebles  ó  muebles,  urbanas  ó  rústicas,  muebles  ó  semovientes;  y  S.o, 
arrendamiento  de  servicios,  de  criados,  obreros  ó  trabajadores;  de  contratistas 
de  obras  ó  empresas,  de  transporte  y  de  hospedaje,  del  ejercicio  de  profesio- 
nes y  artes  liberales.  El  arrendamiento  de  cosas  imnaebles  urbanas  se  llama 
también  inquilinato  ó  alquiler,  y  el  de  cosas  inmuebles  rústicas,  colonato; 
dándose  también  este  nombre,  ó  el  de  aparcería,  á  una  forma  especial  de  arren- 
damiento, que  consiste  en  una  participación  de  los  frutos  producidos  por  la 
finca,  y  del  que  en  su  lugar  oportuno  nos  ocuparemos  con  la  extensión  nece- 

■     !!■     ■■    ■         ■  .t     -     ■         I    I  I  ■  I ■    I       <  I  \f\  ■ 

(1)     VéAfle,  oomo  concordante,  el  art.  337. 


654  CÓDIGO  aviL 

saria.  El  de  minas  saele  llamarse  en  las  regiones  mineras  partido,  y  el' de  co- 
sas muebles,  alquiler.  £1  de  servicios  toma  esta  mismo  nombre  si  son  domes- 
ticos  los  qae  han  de  prestarse,  y  si  es  de  cobranza  de  rentas,  de  eonstrncción 
de  obras  ó  de  caalqaier  empresa  general,  se  denomina  ajoste  ó  contrato  de 

m 

obras,  asiento  ó  empresa.  Los  de  condación  terrestre  se  denominan  de  trans- 
porte; si  de  hospedaje,  toman  su  mismo  nombre;  y  si  de  índole  profesional  6 
de  artes  liberales,  locación  de  servicios  en  general;  y  si,  por  último,  de  tra- 
bajo corporal  el  ejercicio,  arrendamiento,  destajo,  obrada  ó  ajaste. 

£1  arrendamiento  tiene  analogía,  aanqae  aparente,  con  otros  contratos, 
como  la  compraventa,  el  comodato,  el  aso,  la  habitación  y  el  nsafracto; 
pero  comparado  con  éstos  se  observan  desde  luego  sos  diferencias,  porque 
mientras  por  la  compraventa  se  transfiere  el  dominio  de  la  cosa,  por  el  arren- 
damiento sólo  se  concede  su  uso  y  aprovechamiento  por  tiempo  determinado; 
sedisiiagoe  del  comodato,  en  que  si  bien  por  este  contrato,  como  por  el  de 
arrendamiento,  se  transfiere  el  uso  de  una  cosa,  el  qae  qne  otorga  el  como- 
dato suele  ser  más  limitado  y  concreto,  y  siempre  gratuito,  mientras  que  en 
el  arrendamiento  ha  de  ser  retribuido;  y,  por  último,  es  diferente  del  oso,  de 
la  habitación  y  del  usufructo,  porqoe  el  arrendamiento  da  lugar  á  derechos 
de  obligación  ó  personales,  mientras  que  aquellos  derechos  constituyen  evpe- 
cie^'  de  naturaleza  real;  del  de  servídombre,  porque  en  aquél  la  merced  ó  renta 
se  satisface  periódicamente  y  en  tanto  qoe  sobsiste  el  arrendamiento,  y  en  és- 
tos, ó  no  interviene  precio  alguno,  si  son  á  título  gratuito,  ó  caso  de  ser  á  tí- 
tulo oneroso,  dicho  precio  se  paga  de  una  sola  vez;  porque  la  duración  del 
pr¡!nero  es  esencialmente  variable  y  convencial,  y  la  de  los  segundos  es,  si 
otra  cosa  no  se  establece  en  la  constitución  de  ellos,  vitalicio  para  el  que  los 
dísfrnte,  y  porque  el  contenido  ó  efectos  de  una  y  otras  relaciones  jurídicas  es 
completamente  distinto. 

AI  estudiar  los  capítulos  sucesivos,  nos  ocuparemos  de  cada  una  de  las 
clases  de  arrendamientos  que  los  artículos  que  aquéllos  comprenden  regulan, 
limitándonos  ahora  á  consignar  que,  con  respecto  ¿  todos  ellos  y  en  orden  ai 
derecho  internacional,  pocos  serán  los  casos  en  qne  haya  necesidad  de  aplicar 
sos  reglas,  pues  lo  único  que  poede  ofrecer  interés  práctico  es  la  cuestión  de 
la  forma  y  prueba  del  contrato,  sus  efectos  respecto  de  tercero,  y  la  de  fondo 
propiamente  dicha.  En  cuanto  á  la  primera,  es  casi  unánime  la  opinión  de 
que  están  sometidas— la  forma  y  la  prueba— á  la  regla  general  loem  regit 
üctumi  si  bien  no  falta,  algún  autor  qoe  sostiene  qae  lo  qoe  respecta  á  la 
prueba  del  arrendamiento  tiene  cierto  carácter  de  interés  y  de  orden  públieo, 
qae  hacen  que  deba  regirse  por  la  le»  rei  $Ü4t\  pero  esta  opinión  tiene  pocos 
partidarios.  En  cuanto  á  los  efectos  del  contrato  respecto  á  tercero,  sólo  los 
producirá  cuando  se  llenen  todos  los  requisitos  de  la  le»  rei  sitm,  Y  en  cuanto 
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al  fondo  se  sigoen  las  reglas  generales,  esto  es,  las  de  qoe  todo  lo  relativo  á 
la  capacidad  de  las  parles  se  rige  por  la  ley  personal;  lo  relativo  á  las  obli- 
gaciones entre  las  mismas,  por  la  voluntad  expresa  ó  presunta,  entendiéndose 
que,  cuando  las  partes  no  han  expresado  su  voluntad,  se  presume  que  han 
querido  someterse  á  su  ley  nacional,  si  ambas  son  de  un  mismo  país,  y  á  la 
Ux  loci  contractus  cuando  pertenecen  á  países  regidos  por  leyes  diferentes; 
pero  si  se  trata  de  inmuebles,  sostienen  algunos  autores  que,  á  falta  de  volun- 
tad expresa,  debe  presumirse  que  se  someten  á  las  prescripciones  de  la  le» 


c:jai>Itulo  II 

.Oe  los  arreiidamientos  de  fincas  rústicas  y  urbanas. 


SECCIÓN  PRIMERA 


DI8P0BICI0NBS    G£N£  RALES. 


Art.  Í&44I.  Se  llama  arrendador  al  que  se  obliga  á 
ceder  el  aso  de  la  cosa,  ejecutar  la  obra  ó  prestar  el  servi- 
cio; y  arrendatario  al  que  adquiere  el  uso  de  la  cosa  ó  el 
derecho  á  la  obra  ó  servicio  que  se  obliga  á  pagar. 

Mvt.  I541V.  Cuando  hubiese  comenzado  la  ejecu- 
ción de  un  contrato  de  arrendamiento  verbal  y  faltare  la 
prueba  del  precio  convenido,  el  arrendatario  devolverá  al 
arrendador  la  cosa  arrendada,  abonándole,  por  el  tiempa 
que  la  haya  disfrutado^  el  precio  que  se  regule. 


708.  Si  bien  el  núm.  T.""  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  declara  procedente  el  recurso  de  casación  por  infrac* 
ción  de  ley,  ouando  en  la  apreciación  de  la  prueba  se  ha  cometido 
error  de  derecho  ó  de  hecho,  para  que  pueda  prosperar  sólo  es 
pertinente  la  cita  de  leyes  ó  doctrina  encaminadas  á  fijar  el  valor 
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é  importancia  de  las  pruebas,  cuyo  carácter  no  tiene  el  art.  1547 
del  Código  civil,  que  determina  la  obligación  del  arrendatario 
cuando  hubiese  comenzado  la  ejecución  de  un  arriendo  yerbal  y 
faltare  la  prueba  del  precio  convenido;  disposición  legal  completa- 
mente ajena  al  valor  y  eficacia  de  los  elementos  probatorios  adu- 
cidos en  el  juicio.— S.  S  Abril  93. — (?.  15  Sept. 

Ari.  1549.    Bl  marido  relativamente  á  los  bienes 
de  BU  mujer,  el  padre  y  tutor  respecto  á  los  del  hijo  ó  me- 
nor, y  el  administrador  de  bienes  que  no  tenga  poder  es- 
.    pecial,  no  podrán  dar  en  arrendamiento  las  cosas  por  tér- 
mino que  exceda  de  seis  años. 


709.  La  ley  22,  Cód.  De  adminisirati<me  tuiarum  vel  cumtorum, 
prohibe  en  Cataluña  á  los  tutores  y  curadores  enajenar  y  empeñar 
los  bienes  raíces  de  los  huérfanos  sin  previo  conocimiento  y  auto- 
rización judicial,  por  lo  que  les  está  permitido,  no  sólo  arrendar- 
los, sino  también  celebrar  por  medio  de  pactos  adjuntos  al  con- 
trato de  arrendamiento  cualquier  otro  convenio  lícito  que  no  afecte 
á  la  integridad  del  dominio  de  la  cosa  arrendada. — S.  31  Dic.  95, 
— (?.  24  Enero  96. 


Art.  15410.  Con  relación  á  terceros,  no  surtirán 
efecto  los  arrendamientos  de  bienes  raices  que  no  se  ha- 
llen debidamente  inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Art.  I550.  Cuando  en  el  contrato  de  arrendamiento 
de  cosas  no  se  prohiba  expresamente,  podrá  el  arrendata* 
rio  subarrendar  en  todo  ó  en  parte  la  cosa  arrendada,  sin 
perjuicio  de  su  responsabilidad  al  cumplimiento  del  con- 
trato  para  con  el  arrendador. 

Art.  1 551.  Sin  perjuicio  de  su  obligación  para  con 
el  subarrendador,  queda  el  subarrendatario  obligado  á  fa- 
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Yor  del  arrendador  por  todos  los  actos  que  se  refieran  al 
uso  y  conservación  de  la  cosa  arrendada  en  la  forma  pac- 
tada  entre  el  arrendador  y  el  arrendatario . 

Ari.  1 55!S.  El  subarrendatario  queda  también  obli- 
gado para  con  el  arrendador  por  el  importe  del  precio 
convenido  en  el  subarriendo  que  se  halle  debiendo  al 
tiempo  del  requerimiento,  considerando  no  hechos  los 
pi^os  adelantados,  á  no  haberlos  verificado  con  arreglo  á 
la  costumbre. 

Ari.  1553.    Son  aplicables  al  contrato  de  arrenda- 
miento las  disposiciones  sobre  saneamiento  contenidas  ' 
en  el  titulo  de  la  compraventa. 

En  los  casos  en  que  proceda  la  devolución  del  precio, 
se  hará  la  disminución  proporcional  al  tiempo  que  el 
arrendatario  haya  disfrutado  la  cosa  (1). 


%, 


'OHO  dejamos  expuesto  en  el  comentario  anterior,  los  arrendamientos 
por  razón  de  la  naturaleza  de  las  cosas,  objeto  á  qae  se  destinan  y  personas 
qae  en  ellos  intervienen,  reciben  distintos  nombres,  y  claro  es  qae  por  la 
misma  razón  qae  el  contrato  varía  de  denominación,  igaal  variación  ha  de 
resaltar  con  respecto  á  las  personas  de  ios  contratantes.  Por  eso,  y  contra- 
yéndonos  al  arrendamiento  de  fincas  rústicas  y  arbanas,  habremos  de  obser- 
var que  no  sólo,  como  dice  el  art.  4546,  se  llama  arrendador  al  qae  se  obliga 
á  ceder  el  aso  de  la  cosa,  ejecatar  la  obra  ó  prestar  el  servicio  y  arrendata- 
rio, al  qae  adqaiere  el  aso  de  la  cosa  ó  el  derecho  á  la  obra  ó  servicio  qoe  se 
obliga  á  pagar,  sino  que  denominándose  el  contrato,  caando  se  refiere  á  cosas 
inmuebles  arbanas,  además  de  arrendamiento,  inqailinato  ó  alquiler,  las  per- 
sonas de  los  contratantes  serán  respectivamente  arrendador  ó  casero,  y  arren  - 
datario  ó  inqnilino;  y  caando  se  contraiga  á  cosas  inmuebles  rústicas,  arren- 
damiento ó  colonato,  los  contratantes  se  denominarán  á  su  vez  arrendador  ó 
propietario,  y  arrendatario,  colono  ó  rentero.  Pero  el  Código  en  el  capítulo 


(1)     Véase,  como  concordante,  el  art.  U73. 

^K)MO  XI  tt 
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qae  estudiamos  dice  qae  vi  á  ocaparse  del  arrendamiento  de  fíncas  rústicas  j 
orbanas,  y,  sin  embargo,  en  el  primero  de  sus  artículos,  según  va  expaesto^ 
trata  también  de  la  denominación  qne  reciben  los  contratantes  en  el  de  obras 
y  servicios,  y  por  ello  consignaremos  únicamente,  en  cnanto  á  este  ponto, 
que  tal  denominación  varía  también  por  las  siusas  que  quedan  indicadas. 
Así,  pues,  en  los  de  servicios,  si  son  domésticos,  las  partes  se  nombrarán  sir* 
viente  ó  criado,  y  amo  y  señor;  si  de  trabajo  corporal,  arrendador,  obrero  ó 
jornalero,  bracero,  etc. 

Hechas  estas  ligeras  indicaciones  por  lo  que  respecta  al  art.  4546,  el  Có- 
digo en  el  siguiente  art.  4547  consigna  una  disposición  nueva  ea  nuestro  de» 
recho,  estableciendo  que,  cuando  hubiese  comenzado  la  ejecución  de  un  con- 
trato de  arrendamiento  verbal  y  faltare  la  prueba  del  precio  convenido,  el 
arrendatario  devolverá  al  arrendador  la  cosa  arrendada,  abonándole  por  el 
tiempo  que  la  haya  diífrotado  el  precio  qne  se  regule.  Del  contexto  de  esta 
disposición  se  desprende  que,  en  general,  la  forma  de  los  arrendamientos  es 
libr<).  Pueden  estipularse  de  palabra  ó  pactarse  por  escrito,  y  sólo  será  nece- 
sati.i  la  escritura  pública  cuando  haya  de  inscribirse  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad ó  sean  los  arrendamientos  de  predios  cuya  duración  exceda  de  seis 
años,  y,  por  tanto,  en  tal  caso  la  cuestión  que  se  suscite  no  versará  sobre  la 
existencia  del  contrato,  sino  sobre  el  precio.  Cierto  es  que  la  ley  del  Timbre 
tiene  establecido  que  los  contratos  de  arrendamiento  se  consignen  por  escrito 
y  en  el  papel  al  efecto  creado;  pero  esta  disposición  de  esa  ley  Gscal  no  im- 
plica ni  puede  nunca  tener  el  alcance  de  qne  su  infracción  anule  el  contrato» 
Este  subsistirá,  sin  embargo,  y  los  infractores  incurrirán  en  la  responsabili- 
dad que  la  misma  ley  señala. 

I^  ley  Hipotecaria,  en  el  núm.  5.o  de  su  art.  1!.®,  había  ya  establecido  qne 
los  arrendamientos  eran  inscribibles  en  el  Registro  de  la  propiedad  cuando  e) 
tiempo  de  su  duración  excediere  de  seis  años,  porque  constituyen  un  derecho 
real  y  como  tal,  sólo  pueden  establecerlo  aquellos  en  quienes  radica  el  domi- 
nio iie  los  bienes  que  son  objeto  del  contrato.  Por  eso,  y  sosteniendo  el  prin- 
cipiu,  el  Código,  en  su  art.  4548,  determina  que  el  marido,  relativamente  á 
los  bienes  de  su  mujer,  el  padre  y  tutor,  respecto  á  los  del  hijo  ó  menor,  y  e^ 
administrador  de  bienes,  qne  no  tenga  poder  especial,  no  podrán  dar  en  arren- 
damiento la  cosa  por  término  que  exceda  de  seis  años. 

Consecuencia  de  ello  es  qne  tales  arrendamientos,  para  llevarse  á  cabo  por 
medio  de  mandatario,  requieren  poder  especial,  sin  que  pueda  argumentarse 
con  lo  dispuesto  en  el  artículo  qne  nos  ocupa,  y  aGrmar  que  el  mandatario 
no  necesita  poder  especial  para  dar  en  arrendamiento  fíncas  de  su  principal 
por  un  término  que  no  exceda  de  seis  años  con  el  pacto  de  que  se  inscriba  en 
ei  Registro,  pues  rebate  la  objeción  el  art.  608,  que  al  dejar  vigente,  entre 
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olTDs,  el  art.  S.o  de  la  ley  Hipotecaría,  permite  constituir  arreodamientoa  íds* 
«ribibles  por  plazo  menor  del  indicado,  y  cuyos  arrendamientos,  en  el  mero 
hecho  de  ir  al  Registro,  son  verdaderos  derechos  reales  sometidos  al  precepto 
del  art.  4713  del  Código  (4). 

La  madre  que  por  haber  prestado  fianza  tenga  la  administración  de  los 
bienes  de  so  hijo,  no  está  facultada  para  verificar  por  sí  y  ante  sí,  con  res- 
pecto á  tales  bienes,  actos  de  riguroso  dominio,  como  lo  son,  según  qoeda 
dicho,  los  arrendamientos  inscribibles,  para  lo  cual  necesita  completar  so  ca- 
pacidad con  la  autorización  judicial,  porque  la  falta  de  esta  licencia  vicia 
esencialmente  el  contrato  como  constitutivo  de  un  derecho  real  (2). 

Por  la  misma  razón  de  que  el  arrendamiento  inscrito  constituye  un  dere- 
cho real  en  favor  del  arrendatario*  sólo  en  el  caso  de  que  se  haya  hecho  debi- 
damente la  inscripción,  surtirá  efectos  en  cuanto  á  tercero,  pues  li  no  se  hu- 
biese realizado,  éstos  no  tendrán  obligación  alguna  que  mantener  ó  respetar 
por  la  falta  del  tal  requisito. 

Puede  el  arrendatario,  á  quien  no  se  haya  prohibido  expresamente  eu  el 
contrato,  y  sin  perjuicio  de  su  responsabilidad  para  con  el  arrendador,  sub- 
arrendar la  oosa  objeto  del  arrendamiento,  y  de  aquí  que  semejante  contrato 
e»  perfectamente  válido,  tanto  en  aquel  caso  como  coando  se  le  aotorice  c)x- 
presamente  para  ello  (3),  y  el  subarrendatario  en  el  ejercicio  de  lo  convenido, 
tendrá,  además  de  las  obligaciones  pactadas,  las  qoe  en  el  contrato  de  arrien- 
do y  con  relación  al  arrendador  correspondan  al  arrendatario  por  todos  ios 
actos  qoe  se  refieran  al  uso  y  conservación  de  la  cosa  arrendada,  y  también 
por  el  importe  del  precio  convenido  en  el  subarriendo  que  se  halle  debiendo 
al  tiempo  del  requerimiento,  y  no  le  serán  imputables  los  pagos  adelantados 
si  no  los  hubiese  hecho  con  arreglo  á  la  costumbre  del  logar. 

Por  último,  el  art.  4553  ordena  que  son  aplicables  al  contrato  de  arrenda- 
miento las  disposiciones  sobre  saneamiento  contenidas  en  el  titulo  de  la  com- 
praventa, de  qoe  en  so  lugar  nos  hemos  ocopado;  y  adiciona  el  concepto  de 
qoe  en  los  casos  en  que  proceda  la  devolución  del  precio,  se  hará  la  disminu- 
ción proporcional  al  tiempo  que  el  arrendatario  haya  disfrutado  de  la  cosa, 
diapeaioiéD  qoe  únicamente  precisa  á  practicar  nna  operación  aritmética  de 
suma  sencillez  y  que  no  ofrece,  por  tanto,  dificultad  algona. 


(1)     B.  de  la  D.,  28  Dio.  í)2  -  O.  1."  Marzo  93. 
ÍS)     "R.  de  I»  D.,  ao  AgoHto  88.-6'.  i  3fov. 
O)     B.  de  la  D.,  Ü»  Marso  92    -O.  14  Julio. 
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SECCIÓN   SEGUNDA 

D8  LO0  DERECHOS  T  OBLIGACIONES  DEL   ARRENDADOR 

Y  DEL  ARRENDATARIO 

Art.  i  554.    El  arrendador  está  obligado: 

1.^  A  entregar  al  arrendatario  la  cosa  objeto  del  con- 
trato. 

*J,^  A  hacer  en  ella  durante  el  arrendamiento  todan 
las  reparaciones  necesarias  á  fin  de  conservarla  en  estado 
de  servir  para  el  uso  á  que  ha  sido  destinada. 

8.^  A  mantener  al  arrendatario  en  el  goce  pacifioo  del 
arrendamiento  por  todo  el  tiempo  del  contrato  (!)• 

710.  Estimando  el  Tribunal  sentenciador  que  hubo  noracióa 
en  el  contrato  de  arrendamiento,  base  de  la  demanda,  y  no  joBti- 
fícadospor  el  demandante  los  perjuicios  referentes  al  incumplí' 
miento  del  mismo  contrato,  ni  la  obligación  del  demandado  de  pa- 
gar los  gastos  de  la  escritura,  no  tiene  aplicación  lo  dispuesto  en 
este  artículo  del  Código  civil,  por  referirse  la  infracción  de  él  ale- 
gada á  supuestos  de  hecho  desestimados  en  la  sentencia. — S.  28 
Feh.  94.-9.  7  Julio. 


Art.  1555.    El  arrendatario  está  obligado: 

1.^  A  pagar  el  precio  del  arrendamiento  en  los  térmi- 
nos convenidos. 

2.^  A  usar  de  la  cosa  arrendada  como  un  diligente  pa- 
dre de  familia,  destinándola  al  uso  pactado;  y,  en  defecto 
de  pacto,  al  que  se  infiera  de  la  naturaleza  de  la  cosa 
arrendada,  según  la  costumbre  de  la  tierra. 

3.^  A  pagar  los  gastos  que  ocasione  la  escritura  del 
contrato  (2). 


(1)  Vé»8e,  oomo  conoordante,  el  art.  1669. 

(2)  VéíMB,  como  concordante,  el  art.  1669. 
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711.  Tratándose  del  pago  del  importe  de  unas  obras,  la  senten- 
tencia  que,  teniendo  en  cuenta  que  el  contrato  celebrado  por  las 
partee  no  se  ha  puesto  en  duda  por  ninguna  de  ellas,  y  que  el  ac- 
tor, al  replicar,  redujo  á  menor  cantidad  la  que  fué  objeto  de  la 
demanda,  estima  como  bastante  para  pronunciar  su  fallo  la  liqui- 
dación practicada  por  el  Arquitecto  director  de  la  obra,  sin  que 
contra  su  Apreciación  se  alegue  infracción  de  ninguna  clase,  no 
comete  la  de  las  disposiciones  de  este  articulo  del  Código. — S,  16 
Mayo  93.— Q.  16  Agosto. 

* 

712.  Al  establecer  las  partes  contratantes  en  una  cláusula  del 

contrato  de  arrendamiento  que  la  falta  de  pago  de  las  mensualida- 
des darla  lugar  á  la  rescisión,  se  entiende  que  no  reservaron  el 
desahucio  cumplido  un  mes,  porque  en  tal  caso  seria  superfina  la 
cláusula  indicada,  si  era  la  única  que  precisaba  el  término,  y  por 
consiguiente,  al  no  darse  lugar  á  la  demanda  de  desahucio,  funda- 
da en  la  falta  de  pago  de  una  mensualidad,  se  ajusta  la  sentencia  á 
lo  convenido  y  no  infringe  los  artículos  1655, 1556  y  1569  del  Có- 
digo.—5^.  12  Enero  91.— G.  16  Feh. 

718.  El  administrador  de  bienes  embargados  en  juicio  ejecu- 
tivo tiene  personalidad  para  hacer  efectivas  de  los  colonos,  enta- 
blando las  acciones  correspondientes,  las  rentan  vencidas  y  no  sa- 
tisfechas; y  estimándolo  asi  el  Tribunal  sentenciador,  no  incurre 
en  quebrantamiento  de  forma. — 8.  27  Margo  95. — O.  6  Agosto, 

Ari.  i55B.  Si  el  arrendador  ó  arrendatario  no  cum- 
plieren las  obligaciones  expresadas  en  los  artículos  ante- 
riores, podrán  pedir  la  rescisión  del  contrato  y  la  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios,  ó  sólo  esto  último,  dejando 
el  contrato  subsistente  (1). 

714.  Estimando  el  Tribunal  sentenciador  que  hubo  novación 
del  contrato  de  arrendamiento,  base  de  la  demanda,  y  no  justifi- 

U)     Véase»  en  el  ariionlo  anterior,  la  sentencia  de  12  de  Enero  de  ISOl. 
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cados  por  el  demandante  lo6  perjuicios  referentes  al  incumpli- 
miento del  mismo  contrato»  ni  la  obligación  del  demandado  de 
pagar  los  gastos  de  la  escritura,  no  tiene  aplicación  lo  dispuesto 
en  este  artículo  del  Código  civil,  por  referirse  la  infracción  de  él 
alegada  á  supuestos  de  hecho  desestimados  en  la  sentencia. — S.  28 
Féb.  94,— G.  7  Julio, 


hrt,  1^57.  El  arrendador  no  puede  variar  la  forma 
de  la  cosa  arrendada. 

\Tt,  155S.  Si  durante  el  arrendamiento  es  necesa- 
rio hacer  alguna  reparación  urgente  en  la  cosa  arrendada 
que  no'pueda  diferirse  hasta  la  conclusión  del  arriendo, 
tiene  el  arrendatario  obligación  de  tolerar  la  obra,  aunque 
le  sea  muy  molesta,  y  aunque  durante  ella  se  vea  privado 
de  una  parte  de  la  ñnca. 

Si  la  reparación  dura  más  de  cuarenta  días,  debe  dismi- 
nuirse el  precio  del  arriendo  á  proporción  del  tiempo  y  de 
la  parte  de  la  finca  de  que  el  arrendatario  se  vea  privado. 

Si  la  obra  es  de  tal  naturaleza  que  hace  inhabitable  la 
parte  que  el  arrendatario  y  su  familia  necesitan  para  su 
habitación,  puede  éste  rescindir  el  contrato. 

fkrt.  flft&d.  El  arrendatario  está  obligado  á  poner 
en  conocimiento  del  propietario,  en  el  más  breve  placo 
posible,  toda  usurpación  ó  novedad  dañosa  que  otro  ha}*a 
realizado  ó  abiertamente  prepare  en  la  cosa  arrendada. 

También  está  obligado  á  poner  en  conocimiento  del 
dueño,  con  la  misma  urgencia,  la  necesidad  de  todas  las 
reparaciones  comprendidas  en  el  núm.  2.^  del  art.  1564. 

En  ambos  casos  será  responsable  el  arrendatario  de  loa 
daños  y  perjuicios  que  por  su  negligencia  se  ocasionaren 
al  propietario. 

hTt,  Í&60.  El  arrendador  no  está  obligado  á  res- 
ponder de  la  perturbación  de  mero  hecho  que  un  tercero 
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causare  en  el  uso  de  la  finca  arrendada;  pero  el  arrenda* 
tario  tendrá  acción  directa  contra  el  perturbador. 

No  existe  perturbación  de  hecho  cuando  el  tercero,  ya 
sea  la  Administración,  ya  un  particular,  ha  obrado  en 
virtud  de  un  derecho  que  le  corresponde. 

A^t,  15BI.  £1  arrendatario  debe  devolver  la  finca , 
al  concluir  el  arriendo,  tal  como  la  recibió,  salvo  lo  que 
hubiese  perecido  ó  se  hubiera  menoscabado  por  el  tiempo 
ó  por  causa  inevitable. 

\rt,  15BS.  A  falta  de  expresión  del  estado  de  la 
finca  al  tiempo  de  arrendarla,  la  ley  presume  que  el 
arrendatario  la  recibió  en  buen  estado,  salvo  prueba  en 
contrario. 

Art.  15BS.  El  arrendatario  es  responsable  del  déte  - 
rioro  ó  pérdida  que  tuviere  la  cosa  arrendada,  á  no  ser  que 
pruebe  haberse  ocasionado  sin  culpa  suya. 

Art.  I5G  J.  El  arrendatario  ee  responsable  del  déte  - 
rioro  causado  por  las  personas  de  su  casa. 

A^t,  15Q5.  Si  el  arrendamiento  se  ha  hecho  por 
tiempo  determinado,  concluye  el  día  prefijado  sin  nece- 
sidad de  requerimiento. 

Art.  156B.  Si  al  terminar  el  contrato  permanece  el 
arrendatario  disfrutando  quince  días  de  la  cosa  arrendada 
con  aquiescencia  del  arrendador,  se  entiende  que  hay  tá- 
cita reconducción  por  el  tiempo  que  establecen  los  artícu- 
los 1577  y  1681,  á  menos  que  haya  precedido  requeri- 
miento. 


715.  Infringe  este  artículo  del  Código  la  sentencia  que  deniega 
el  desahucio  suponiendo  que  la  dueña  del  inmueble  embargado  no 
puede  ser  obligada  á  dejar  el  piso  que  de  aquél  habita,  aunque 
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haya  espirado  el  plazo  que  para  ello  Be  le  designase,  ó  aunque  na 
haya  satisfecho  al  administrador  judicial  los  alquileres.— iS.  9* 
Marzo  9á.^G.  7  Sepi. 

716.  La  tácita  reconducción  á  que  se  refiere  este  articulo,  sólo 
puede  tener  lugar  cuando  existe  contrato  de  arrendamiento,  y  no 
en  el  caso  de  que  se  trate  de  una  poseslbn  en  precario. — S»  30 
Marzo  95. — O.  5  Agosto. 


A^t.  i5By.  En  el  caso  de  la  tácita  reconducción, 
cesan  respecto  de  ellas  las  obligaciones  otorgadas  por  un 
tercero  para  la  seguridad  del  contrato  principal. 

A  rt.  fl5GS.  Si  se  pierde  la  cosa  arrendada  ó  alguno 
de  los  contratantes  falta  al  cumplimiento  de  lo  estipula- 
do, se  observará  respectivamente  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 1182  y  1183. 

Art.  i6GO.  El  arrendador  podrá  desahuciar  judi- 
cialmente al  arrendatario  por  alguna  de  las  causas  si- 
guientes:  , 

1.*  Haber  espirado  el  término  convencional  ó  el  que 
se  fija  para  la  duración  de  los  anendamientos  en  los  ar- 
tículos 1577  y  1581. 

2.^    Falta  de  pago  en  el  precio  convenido. 

3.^  Infracción  de  cualquiera  délas  condiciones  esti- 
puladas en  el  contrato. 

4.^  Destinar  la  cosa  arrendada  á  usos  ó  servicios  no 
pactados  que  la  hagan  desmerecer;  ó  no  sujetarse  en  su 
uso  á  lo  que  se  ordena  en  el  núm.  2.^  del  art.  1555. 


717.  Ál  establecer  las  partes  contratantes  en  una  cláusula  del 
contrato  de  arrendamiento  que  la  falta  de  pago  de  las  mensualida- 
des daría  lujijar  á  la  rescisión,  se  entiende  que  no  reservaron  el 
desahucio  cumplido  un  mes,  porque  en  tal  caso  seria  superfina  la 
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cláusula  indicada,  si  era  la  única  que  precisaba  el  término;  y  por 
consecuencia,  al  no  dar  lugar  la  sentencia  á  la  denaanda  de  des- 
ahucio fundada  en  falta  de  pago  de  una  mensualidad,  se  ajusta  á 
lo  convenido  y  no  infringe  este  artículo  del  Código. — S.  12  Ene- 
ro SL^-G.  16  Feb. 

718.  Cuando  la  interpretación  de  un  contrato  y  las  obligacio- 
nes que  nacen  del  mismo  están  previstas  y  rejguladas  de  igual 
modo  en  el  Código  civil  que  en  la  legislación  foral  de  Cataluña,  y 
en  la  supletoria  de  Castilla,  aplicables  al  caso,  aunque  en  la  sen- 
tencia se  cite  indebidamente  como  aplicable  el  núm.  4.^  de  este 
artículo  del  Código,  no  vigente  en  la  fecha  en  que  se  celebró  el 
aludido  contrato,  tal  cita  no  puede  surtir  efecto  jurídico  como  mo- 
tivo de  casación. — S.  ISNov.  98,— O.  17  Dic. 


Art.  fl&90.  Fuera  de  los  casos  mencionados  en  el 
articulo  anterior,  tendrá  el  arrendatario  derecho  á  apro- 
vechar los  términos  establecidos  en  loe  artículos  1577 
y  1681. 

Ik^t.  iftyi.  El  comprador  de  una  finca  arrendada 
tiene  derecho  á  que  termine  el  arriendo  vigente  al  verifi- 
carse la  venta,  salvo  pacto  en  contrario  y  lo  dispuesto  en 
la  ley  Hipotecaria. 

Si  el  comprador  usare  de  este  derecho,  el  arrendatario 
podrá  exigir  que  se  le  deje  recoger  los  frutos  de  la  cose- 
cha que  corresponda  al  año  agrícola  corriente  y  que 
el  vendedor  le  indemnice  los  daños  y  perjuicios  que  se  le 
causen. 


719»  Con  arreglo  al  espíritu  y  á  la  letra  del  art.  1571  del  Códi- 
go civil,  la  indemnización  que  el  arrendatario  puede  exigir  del  ven- 
dedor de  la  finca  cuando  el  comprador  da  por  terminado  el  arrien- 
do, es  la  de  daños  y  perjuicios  que  realmente  se  le  causen,  sin  que 
puedan  extenderse  á  más,  según  demuestran  otros  preceptos  del 
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Clódigo,  tales  como  el  contenido  en  el  art.  1107  que  al  hablar  de 
la  indemnización  establecida  en  el  que  precede,  dispone  terminan- 
temente que  los  daños  y  perjuicios  de  que  responde  el  deudor  de 
buena  fe  son  los  previstos  ó  que  se  hayan  podido  prever  al  tiempo 
de  constituirfe  la  obligación  y  que  sean  consecuencia  necesaria  de 
BU  falta  de  cumplimiento.— /S^.  3  Nov.  p2, — ff.  24  Dic. 

720.  Aplica  rectamente  el  expresado  art.  1571  y  no  prescinde 
de  lo  ordenado  en  el  1106,  la  sentencia  que,  al  desestimar  una  parte 
de  la  indemnización  pretendida  por  el  arrendatario,  se  funda  en 
que  los  demás  perjuicios  reclamados  son  dudosos,  contingentes  y 
no  probados;  cuya  apreciación,  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  en 
virtud  de  sus  peculiares  atribuciones,  sólo  puede  ser  impugnada 
en  casación  conforme  al  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil.— 5.  13  Nov.  92.— G.  24  Dic. 

■ 

721.  El  derecho  á  ^desahuciar  que  al  comprador  de  una  finca 
arrendada  concede  el  art.  1571  del  Código  civil,  no  es  causa  de  las 
que  la  ley  somete  á  los  Jueces  municipales  para  que  conozcan  d« 
«sa  clase  de  juicios.— S'.  13  Marzo  93,—G.  22  Abril. 


Art.  1  ft 79.  £1  comprador  con  pacto  de .  retraer  no 
puede  usar  de  la  facultad  de  desahuciar  al  arrendatario 
hasta  que  haya  concluido  el  placo  para  usar  del  retracto. 

ifiiiiiimiiiii  Art.  1593.  El  arrendatario  tendrá,  respecto  de  las 
mejoras  útiles  y  voluntarias,  el  mismo  derecho  que  ee 
concede  al  usufructuario. 

Art.  1594.  Si  nada  se  hubiere  pactado  sobre  el  lu- 
gar y  tiempo  del  pago  del  arrendamiento,  se  estará,  en 
cuanto  al  lugar,  á  lo  dispuesto  en  ejl  art.  1171;  y  en  cuan- 
to al  tiempo,  á  la  costumbre  de  la  tierra. 

722.    No  existiendo  pacto  alguno  respecto  del  sitio  en  que  deba 
pagarse  el  alquiler  de  una  casa,  debe  satis&icerse  en  el  mismo 
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punto  en  que  se  halle  situada,  tanto  por  ser  el  lugar  del  cumplí* 
miento  de  la  obligación,  y  por  lo  tanto,  aplicable  la  regla  1.*  del 
art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  como  por  razón  de  lo  es- 
tablecido en  el  art.  1574  en  relación  con  el  1171  del  Código. — S. 
SDic.  91.- Q.  12  id. 


k 


^OS  efectos  jorídieos  del  contrato  de  arrendamiento  se  traducen  en  obli- 
gaciones y  derechos  del  arrendador  y  del  arrendatario.  En  los  artículos  4554 
y  4555  transcritos,  están  resumidas  cuantas  obligaciones  les  afectan,  siendo  la 
fórmula  empleada  por  el  legislador  sencilla  y  exacta,  pues  contiene  la  doctrina 
jurídica  por  la  que  se  gobierna  el  contrato  de  arriendo,  y  hubiera  sido,  á  no 
dudarlo,  más  completa,  si  entre  las  obligaciones  del  arrendatario  se  compren- 
diera una  que  la  ley  ha  pasado  por  alto,  cual  es  la  de  restituir  en  buen  estado 
de  conservación  las  cosas  arrendadas,  cuando  el  contrato  termina  por  una 
causa  legal. 

Consisten  las  obligaciones  del  arrendador:  4.*,  entregar  al  arrendatario  la 
cosa  objeto  del  contrato,  cuya  entrega  es  extensiva  á  todas  las  cosas  acoe«o- 
rías  ó  indispensables  para  el  uso,  por  lo  que,  si  se  tratare  de  una  casa,  la  en- 
trega requiere  que  se  efectúe  con  todo  cuanto  es  indispensable  para  servirse 
de  ella,  como  llaves,  puertas,  ventanas,  etc.,  y  si  fuese  una  finca  rústica, 
cuantos  elementos  sean  necesarios  y  usuales  para  su  explotación.  Respecto  i 
la  forma,  tiempo  y  modo  de  entregarse  la  cosa,  habrá  que  atender  á  la  cos- 
tumbre del  país  y  á  lo  que  se  hubiere  estipulado  en  el  contrato;  y  la  tradición 
ó  entrega  se  realíEa  en  el  lugar  en  que  esté  la  cosa;  2.*,  hacer  en  ella,  durante 
el  arrendamiento,  todas  las  reparaciones  necesarias,  á  fin  de  conservarla  en 
estado  de  servir  para  el  uso  á  que  ha  sido  destinada;  y  así,  si  se  tratase  de 
una  finca  urbana,  si  se  derrumbase  una  pared,  hundiese  el  tejado  ó  sufriese 
menoscabo  por  consecuencia  del  que  resultare  inhabitable,  claro  está  que  el 
arrendador  estaría  en  el  deber  de  repararla  y  ponerla  en  condiciones  de  poder 
ser  habitada;  3.*,  mantener  al  arrendatario  en  el  goce  pacífico  del  arrenda  • 
miento  por  todo  el  tiempo  del  contrato,  garantizándole  el  aprovechamiento 
de  las  cosas  arrendadas,  porque,  pudiendo  impedírsele  el  uso  de  la  cosa,  no 
sería  justo  el  que  dejara  de  abonarle  el  arrendador,  si  á  ello  diere  lugar,  los 
daños  y  menoscabos  que  se  le  produjeren  por  tal  razón,  y  aun  las  ganancias 
que  pudiera  haber  hecho  si  hubiese  podido  disfrutar  las  cosas  que  tenía  arren- 
dadas. Pero  si  el  dueño  de  la  cosa  tratase  de  mantener  ¡ai  arrendatario  en  el 
goce  y  disfrute  de  la  misma,  y  no  pudiera,  sin  embargo,  destruir  ó  superar  el 
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o! estacólo,  por  oponerse  quien  to viere  derecho  para  ello,  deberá  pagar  el  precio 
y  laa  indemnizacionea  ai  al  hacer  el  contrato  era  desconocido  aquel  derecho^ 
mas,  si  lo  conocían  los  contratantes,  en  tal  caso,  se  limitará  la  obligación  á  la 
devolución  del  precio,  teniendo,  sin  embargo,  el  arrendatario,  si  obró  de  buena, 
fe  al  contratar,  derecho  á  las  mejoras,  pues  lo  contrario  sería  opuesto  ai  prin- 
cipio general  de  que  nadie  puede  enriquecerse  en  perjuicio  de  otro. 

La  ley  de  Partida  indicaba  algün  caso  en  que  no  hay  lugar  á  la  indemni- 
aación:  tales  son,  si  el  dueño  de  un  almacén  le  da  en  arriendo  sin  prometer  al 
arrendatario  conservarle  las  cosas  que  en  él  coloca;  en  cuyo  caso,  aunque  al- 
guna 86  pierda,  no  está  obligado  á  indemnizarle,  á  menos  que  se  probase  que 
fué  por  su  culpa  ó  engaño.  Si  se  dieren  en  arriendo  toneles  ó  vasijas,  y  fuesen 
malas  ó  quebradas,  siendo  esto  causado  que  se  perdiese  el  líquido  contenido 
en  ellas,  estará  también  obligado  á  indemnizarle  daños  y  perjuicios.  Si  laa 
cosas  arrendadas  fuesen  montes  ó  prados  para  pastar,  y  se  criasen  malas  yer- 
bas que  maten  ó  dañen  á  los  ganados,  si  el  dueño  lo  supiere,  está  obligado  á 
indemnizar  daños  y  perjuicios,  pero  no  si  lo  ignorase. 

A  su  vez  serán  obligaciones  del  arrendatario:  4.^,  pagar  ei  precio  del 
arrendamiento  en  los  términos  convenidos,  y  si  nada  se  hubiere  pactado  so- 
bre el  lugar  en  que  ha  de  efectuarse  el  pago,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 4474  del  Código,  á  cuyo  comentario  y  reglas  de  jurisprudencia  á  aquél 
adaptadas  remitimos  al  lector  en  evitación  de  repeticiones,  y  en  cuanto  al 
tiempo,  á  la  costumbre  del  lugar.  La  ley  de  Partida  indicaba  dos  casos  en  que 
no  tenía  que  entregar  el  precio,  y  eran:  el  uno,  si  una  heredad  se  perdiese  ó 
se  destruyesen  todos  los  frutos  de  la  misma  por  causa  no  acostumbrada;  pues 
entonces,  ya  que  el  arrendatario  pierde  la  simiente  y  el  trabajo,  es  justo  que 
el  dueño  pierda  también  la  renta  de  la  misma;  y  el  otro,  si  pierde  todos  ó  la 
mayor  parte  de  los  frutos  por  easo  fortuito,  está  también  exento  de  pagar  el 
precio,  ó  podrá  pedir  su  diwnuciéii. 

En  cuanto  al  caso  fortuito,  sabido  es  que  reconoce  por  causa  un  accidente 
de  la  naturaleza  ó  la  obra  de  los  hombres,  y  pueden  dividirse  en  casos  acos- 
tumbrados ó  no  acostumbrados,  ordinarios  y  extraordinarios.  Para  que  el 
caso  fortuito  dé  lugar  á  la  remisión  de  pago,  es  preciso  que  exceda  de  la  pre-* 
visión  humana,  porque  si  no  se  supone  que  los  interesados  lo  tuvieron  pre- 
sente al  hacer  el  contrato.  Cuando  la  pérdida  de  los  frutos  tenga  lugar  por 
culpa  6  mal  cultivo  del  labrador,  claro  está  que  no  queda  dispensado  de  pa- 
gar el  arriendo,  que  tendrá  que  satisfacer  integramente  y  sin  rebaja  alguna. 
Tampoco  estará  dispensado  de  satisfacer  el  precio  por  caso  fortuito,  euando 
hubiese  tomado  la  cosa  á  todo  riesgo,  es  dec>ir,  obligándose  á  pagar  el  arriendo 
aunque  ocurriese  la  pérdida  de  los  frutos;  t\  usar  de  la  cosa  arrendada  como 
un  diligente  padre  de  familia,  destinándola  al  uso  pactado,  y  en  defecto  del 
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pacto,  al  que  se  infiera  de  la  naturaleza  de  la  cosa  arrendada,  segün  la  eos* 
tombre  de  la  tierra.  En  la  ley  de  Partida  se  decía,  qne  debía  cnidar  de  la  cosa 
como  si  fnese  propia,  j  si  foeren  campos  ó.heredades,  coltivarlos  segdn  ex- 
presión genérica,  á  uso  j  costumbre  de  buen  labrador,  es  decir,  haciendo  las 
labores  en  la  estación  oportuna,  y  procurando  no  esquilmar  la  tierra,  para  que 
no  se  dé  el  caso  de  que,  habiéndola  agotado  en  un  par  de  años,  no  pueda  dar 
rendimientos  bastantes  en  los  siguientes.  £n  el  cuidado  de  la  cosa  está  com- 
prendido, según  decía  la  citada  ley,  el  impedir  qne  se  cometa  ninguna  usur- 
pación de  terreno.  Si  tal  eaio  llegare,  el  arrendatario  debe  advertirlo  al  pro 
pietarío;  3.*,  pagar  los  gastos  qne  ocasione  la  escritura  del  contrato,  porque 
el  otorgamiento  de  la  escritura  le  favorece  en  primer  término,  puesto  que, 
una  vez  inscrita  en  el  Registro,  tiene  derecho  á  ser  respetado  en  el  arrenda- 
miento por  todo  el  tiempo  qne  se  pactó  en  el  contrato. 

Pero  si  el  arrendador  ó  arrendatario  (altaren  al  cumplimiento  de  cual  - 
quiera  de  las  obligaciones  expuestas  y  que  le  son  respectivas,  tendrá  aplica- 
ción el  precepto  del  art.  4557,  pudiendo  pedir  el  perjudicado  la  rescisión  del 
contrato  y  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  ó  sólo  esto  último,  dejando 
el  contrato  subsistente. 

Además  de  las  obligaciones  generales  que  hemos  mencionado,  establece 
otras  el  Código  en  (os  artículos  preinsertos,  resolviendo  con  ellas  lo  que  pro- 
cede en  diferentes  casos,  que  son  comunes  ó  usuales  en  la  vida;  mas  como 
por  consecuencia  de  ellas,  puede  abusarse,  bien  en  el  sentido,  oponiéndose  á 
que  se  ejecuten  obras  á  pretexto  de  molestia,  ó  ejecutando  como  mejoras  otras 
sin  las  que  el  predio  puede  pasar,  se  establece  para  evitarlo  que  el  arrendata- 
rio habrá  de  sufrir  las  molestias  de  aquellas  obras  qne  son  de  perentoria  y 
precisa  necesidad,  si  bien  en  el  caso  de  que  duren  más  de  cuarenta  días  se 
concede  el  derecho  de  reducción  de  la  renta;  y  si  hacen  imposible  la  perma- 
nencia del  arrendatario  en  el  predio,  habrá  logar  á  la  rescisión  del  contrato. 

En  el  arrendamiento,  como  en  la  venta,  tiene  el  arrendador  la  obligación 
de  sanear  las  cosas  que  arrienda,  y  por  ello  debe  mostrar  al  arrendatario  los 
vicios  ocultos  de  la  cosa  y  defenderle  en  el  uso  pacífico  de  la  misma. 

Gomo  todas  las  reglas  que  se  establecen,  relacionadas  con  las  obligacio- 
nes que  regulan,  son  en  su  mayor  parte  preceptos  ya  conocidos,  no  nos  deten- 
dremos en  su  examen  minucioso,  limitándonos  á  dar  idea  de  las  resolucionts 
pertinentes  á  las  cuestiones  que  ya  en  la  práctica  se  han  suscitado. 
*>>i9»««En  efecto,  señalado  un  día  determinado  como  término  del  contrato  de 
arrendamiento  y  avisado  el  arrendatario  por  el  dueño  con  tiempo  para  que  deje 
la  finca  en  su  día,  podrá  el  arrendatario  reclamar  el  abono  de  siembras  que 
después  hiciere,  ai  él  realizó  igual  abono  al  recibir  la  finca,  invocando  el  ar- 
tículo 1561,  aunque  no  se  refiere  á  ese  caso;  pero  habiendo  recibido  la  finca. 
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no  del  doeño,  sino  por  subarriendo  del  arrendatario  anterior,  los  pactos  qué 
con  éste  hiciera  no  paeden  obligar  al  daeno,  á  no  aer  que  faeren  los  mismos 
qae  éste  hizo  con  el  arrendatario;  .no  constando  esto,  se  supone  que  la  finca 
se  entregó  sin  frutos,  y  así  debe  devolverse,  salvo  prueba  contraria.  Tampoco 
puede  hacerse  la  expresada  reclamación  en  concepto  de  mejoras  útiles,  porque 
según  el  art.  1 573,  el  arrendatario  tiene,  respecto  de  estas  mejoras,  el  mismo 
derecho  que  se  concede  al  usufructuario,  y  el  art.  487  niega  á  éste  derecho  á 
indemnización. 

£1  art.  4566  no  establece  aviso  previo  para  la  conclusión  de  los  contratos 
de  arrenda  aliento,  sino  que  se  refiere  al  período  de  su  duración;  pero  en  los 
celebrados  antes  del  Código,  por  tiempo  indeterminado,  debe  preceder  para  la 
conclusión  el  avisó  ó  requerimiento  previo  de  las  leyes  antiguas  que  las  par- 
te» tuvieron  presentes  al  hacer  el  contrato. 

Eé  perfectamente  clara  la  doctrina  del  art.  4574,  concediendo  al  compra- 
dor de  la  finca  arrendada  el  derecho  de  que  termine  el  arriendo,  pudiendo 
exigir  el  arrendatario  qae  se  le  deje  recoger  los  frutos  de  la  cosecha  que  co- 
rresponda al  año  agrícola  corriente,  y  que  el  vendedor  le  indemnice  los  daños 
y  perjuicios  que  se  le  causen  por  esa*  conclusión  anticipada  del  arriendo.  No 
puede  interpretarse  dicho  artículo  más  que  en  el  sentido  de  que  el  arriendo 
dure  todo  el  año  agrícola  en  que  se  hizo  la  venta,  ó  sea  hasta  el  tiempo  de  la 
recolección  de  los  frutos  de  ese  año  agrícola,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  qua  á 
contar  desde  el  día  de  la  venta,  el  colono  sólo  puede  recoger  una  cosecha, 
quo  es  la  de  aquel  año  agrícola,  y  nunca  dos  cosechas,  aunque  las  fincas 
arrendadas  sean  tierras  labrantías  divididas  en  dos  ó  más  hojas. 

Si  el  comprador  de  una  finca  tiene  derecho,  con  arreglo  al  art.  4574  del 
Código,  á  que  termine  el  arriendo  vigente  al  verificar  la  venta,  para  ejercitar 
es»)  derecho,  en  caso  de  negarse  el  arrendatario  á  dar  por  terminado  el  arriendo 
y  i,  dejar  la  finca,  puede  el  comprador  entablar  el  desahucio,  requiriendo  pre- 
vi<4mente  al  arrendatario  para  que  deje  la  finca  luego  que  recoja  los  frutos  de 
la  cosecha  del  año  agrícola  pendiente,  á  que  le  da  derecho  dicho  articule. 

SECCIÓN  TERCERA 

i>if« posiciones  especiales  para  los  arb£i9dami£^t0s  de  pbedios 

ri5bticos 

Art.  1575.  El  arrendatario  no  tendrá  derecho  A  re- 
baja de  la  renta  por  esterilidad  de  la  tierra  arrendada  ó 
por  pérdida  de  frutos  proveniente  de  casos  fortuitos  ordi- 
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nario8,  pero  si,  en  caso  de  pérdida  de  más  de  la  mitad  de 
frutos  por  casos  fortuito»  extraordinarios  é  imprevistos ^ 
salvo  siempre  el  pacto  especial  en  contrario. 

Entiéndese  por  casos  fortuitos  extraordinarios:  el  in- 
cendio, guerra,  peste,  inundación  insólita,  langosta,  te- 
rremoto ú  otro  igualmente  desacostumbrado,  y  que  lo» 
contratantes  no  hayan  podido  racionalmente  prever  (1). 

Art.  i59G.  Tampoco  tiene  el  arrendatario  derecha 
á  rebaja  de  la  renta  cuando  los  frutos  se  han  perdido  des* 
pues  de  estar  separados  de  su  raíz  ó  tronco. 

Art.  1 577.  El  arrendamiento  de  un  predio  rústico, 
cuando  no  se  fija  su  duración,  se  entiende  hecho  por  todo 
el  tiempo  necesario  para  la  recolección  de  los  frutos  que 
toda  la  fínca  arrendada  diere  en  un  año  ó  pueda  dar  por 
una  vez,  aunque  pasen  dos  ó  más  años  para  obtenerlos. 
El  de  tierras  labrantías,  divididas  en  dos  ó  más  hojas^ 
se  entiende  por  tantos  años  cuantas  sean  éstas  (2). 

Api.  157S.  El  arrendatario  saliente  debe  permitir 
al  entrante  el  uso  del  local  y  demás  medios  necesarios 
para  las  labores  preparatorias  del  año  siguiente;  y,  recí- 
procamente, el  entrante  tiene  obligación  de  permitir  al 
colono  saliente  lo  necesario  para  la  recolección  y  aprove- 
chamiento de  los  frutos,  todo  con  arreglo  á  la  costumbre 
del  pueblo. 


723.  El  arrendamiento  concluye,  como  consecuencia  necesaria 
y  forzosa  de  la  convención,  cuando  ha  terminado  el  plazo  estipu* 
lado  en  el  contrato;  y  estimándolo  así  la  Sala  respecto  de  una  ñnca 
rústica,  aplica  rectamente  este  principio,  consignado  como  precepto 
legal  en  el  art.  5.^  del  decreto  de  las  Cortes  de  S  de  Enero  de  ^1813^ 

(1)     Véase,  oomo  conoordante,  el  art.  16SK. 

02)     Vóaxuse,  oomo  conoordantes,  los  arte.  1306  y  1509. 
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restablecido  en  el  de  16  de  Septiembre  de  1836,  y  no  infringe  la 
-doctrina  de  que  los  años  en  los  arrendamientos  de  fincafl  rúatieas 
se  deben  entender  agrícolas,  no  naturales»  segán  lo  estableem  para 
Aragón  laí^  Decisiones  de  Justicia  1886  y  388,  y  lo  dispuesto  en  el 
art.  1578  del  Código  civil  vigente.— 5.  1.^  Julio  91.— a.  10  AgMkf. 

724.  Estimada  la  justicia  de  la  sentencia  que  declara  haber 
lugar  al  desahucio  por  haber  terminado  el  tiempo  estipulado  en  el 
contrato,  no  hay  necesidad  de  resolver  la  cuestión  legal  de  si  aqué- 
lla infringe  ó  no  la  ley  10,  tít.  1.®,  libro  10  de  la  Novísima  Beco- 
pilación,  al  desestimar  la  excepción  de  pago  y  declarar  nula  Ui 
^consignación  hecha  en  el  Juzgado. — S.  i.®  Julio  91. — 0. 10  Agosto. 

725.  Expresando  la  sentencia  de  una  manera  clara  y  termi- 
nante, que  los  aperos  de  la  labranza,  herramientas,  enseres  y  de- 
más utensilios  y  efectos  que  por  el  desahucio  ha  de  entregar  el 
arrendatario,  son  aquellos  con  los  cuales  se  arrendó  la  finca,  no 
incurre  en  el  error  de  hecho  de  ordenar  la  entrega  de  objetos  no 
comprendidos  en  la  escritura  de  arrendamiento. — S.  L^  JuUo  91. 
O.  10  Agosto. 


Art.  1579.  El  arrendamiento  por  aparcería  de 
tierras  de  labor,  ganados  de  cría  ó  establecimientos  fabri- 
les é  industriales,  se  regirá  por  las  disposiciones  relativas 
al  contrato  de  sociedad  y  por  las  estipulaciones  de  las 
partes,  y  en  su  defecto,  por  la  costumbre  de  la  tierra. 


D, 


ESPITAS  de  tratar  el  Código  de  las  disposiciones  co  manes  á  los  arren- 
damientos de  Gncas  rústicas  y  urbanas,  establece  disposiciones  legales  para 
cada  ano  de  ellos,  ocapándose  en  los  artículos  preinsertos  de  las  que  se  eoa- 
traen  á  los  predios  rústicos  en  orden  á  tres  puntos  de  grande  y  verdadero  inte- 
rés para  la  agricnltura:  el  primero  referente  á  la  rebaja  de  renta  por  pérdida  ó 
disminución  de  cosecha,  el  segundo  á  la  relación  de  los  contratos^  y  el  tercero 
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i  la  entrad»  dd  nuevos  colonos  en  los  predios;  y  aceptando  las  tradiciones  jo- 
rídieas  de  nnestro  país  y  las  distinciones  romanas,  se  prefija  qae  el  arrendatario 
no  tendrá  derecho  á  pedir  rebaja  de  la  renta  por  esterilidad  de  la  tierra  6  por 
pérdida  de  fnitos  provenientes  de  casos  fortuitos  ordinarios,  pero  sí  eaando  la 
pérdida  consistiere  en  más  de  la  mitad  de  tales  fmtos  y  reconociere  por  cansa 
el  caso  fortuito  extraordinario  é  imprevisto,  salvo  siempre  pacto  en  contrarío; 
y  para  que  no  se  dade  cuáles  son  los  casos  tenidos  por  fortuitos  extraordina- 
rios, los  enumera  el  art.  4575,  diciendo  que  lo  serán,  el  incendio,  guerra, 
peste,  inundación  insólita,  langosta,  terremotos  ú  otros  igualmente  desacos- 
tumbrados, y  que  los  contratantes  no  hayan  podido  racionalmente  prever; 
y  como  una  vez  separados  los  frutos  de  su  raíz  ó  tronco,  las  eventualidades  á 
que  puedan  estar  expuestos,  y  que  originen  su  pérdida  parcial  ó  total,  son  ya 
independientes  del  contrato  de  arrendamiento,  y  no  tienen  relación  alguna 
con  el  arrendador,  el  Código  no  podía  menos  de  establecer,  como  lo  ha  hecho, 
la  justa  regla  de  que  en  tal  caso  no  tiene  derecho  el  arrendatario  á  rebajar  !a 
renta. 

Ea  orden  al  segundo  de  los  tres  puntos  indicados,  el  Código  en  su  ar- 
ticulo 4577  completa  la  regla  ya  establecida  en  el  decreto  de  las  Cortes  de 
Cádiz  de  8  de  Junio  de  4813,  relativamente  á  la  duración  del  arriendo,  y  por 
Tiás  que  no  especifica  el  precepto  que  el  año  á  que  alude  es  el  agrícola,  no 
pnede  menos  de  entenderse  así,  porque  de  estimar  que  se  refiere  al  año  natu- 
ral, podría  ocurrir  que  el  arrendatario  de  un  predio  dividido  en  hojas  no  lle- 
gase á  recoger  los  frutos  de  una  de  ellas,  lo  cual  no  puede  aceptaise  en  modo 
alguno  como  contrario  al  objeto,  causa  y  fin  del  contrato  de  arrendamiento; 
todo  lo  cual  tendrá  lugar,  sin  embargo  de  que  sea  procedente  el  desahucio, 
cuaüdo  riO  se  precisa  el  término  del  arrendamiento,  sin  necesidad  de  previo 
«viso  lie  despedida,  porque  no  lo  establece  el  precepto,  salvo  en  aquellos  con- 
tratos que  se  hubieren  celebrado  con  anterioridad  al  Código  civil,  porque  en 
ellos  tal  requisito  que  se  exigía  por  la  legislación  anterior,  necesariamente 
hubieron  de  tenerlo  presente  las  partes  contratantes,  y  siéndoles  obligatorio, 
ai  nada  convinieron  en  contrario,  habrá  precisamente  de  ser  cumplido  como 
una  obligación  preestablecida;  y  de  aquí  que,  otorgado  un  contrato  de  arren- 
damiento á  favor  de  una  sociedad  comanditaria  con  la  condición  de  que  no 
mediando  previo  aviso  para  el  desahucio  en  el  término  que  se  marcó,  se  en- 
tenderá tácitamente  prorrogado  per  un  año  más,  prórroga  que  se  podría  re- 
novar indefinidamente,  é  inscrita  esa  condición  en  el  Registro,  es  obligatoría 
para  tercero,  y  eñ  la  posibilidad  de  que  esas  prórrogas  tácitas  hayan  venido 
renovando  el  contrato,  no  debe  cancelarse  la  inscripción  del  arrendamiento  á 
instancia  tan  sólo  del  dueño  de  la  finca,  sin  que  valga  alegar  que  la  Sociedad 
arrendauria  se  disolvió  años  ha,  porque  no  constando  ese  dato  del  Registro, 
sonó  n  áS 
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mientras  no  se  proebe  en  legal  forma  la  extinción  del  arrendamiento,  hay 
quK  respetar  la  inscripción  del  mismo  (1) . 

Respecto  al  último  panto,  es  bien  clara  y  justificada  la  prescrípeión  de?  ar- 
ticulo 4578,  y  annqoe  sa  cumplimiento  podrá  no  ser  siempre  fácil,  los  «oía- 
nos entrantes  y  salientes  ojbligados  á  la  realización  del  precepto,  eonfandriB 
particalarmente  la  manera  qne  para  realisarlo  les  sea  más  acomodada. 

Finalmente,  lo  explícito  y  terminante  del  art.  4579,  en  orden  á  foe  el 
arrendamiento  por  aparcería  de  tierras  de  labor,  ganados  de  cría  ó  ettald^ 
cimientos  fabriles  ó  industriales,  se  regirán  por  las  disposiciones  relativas  ai 
contrato  de  sociedad  y  por  las  estipulaciones  de  las  partes,  y  en  su  defecto, 
por  la  costumbre  de  la  tierra,  pudiera  dar  lugar  á  creer  que  su  precepto  y  las 
indicadas  disposiciones  se  reGeren  también  y  son  aplicables  al  caso  de  la  ler- 
minación  por  justa  causa  de  dicho  contrato  de  arrendamiento  por  apareerfa«  y 
sin  embargo,  no  es  así,  porque  el  mencionado  artículo*  como  todos  loe  de  U 
sección  que  nos  ocupa,  tienen  aplicación  á  ese  contrato,  sin  perjuicio  de  le 
que  prescribe  el  Código  en  las  dos  secciones  anteriores,  que  comprendao  las 
disposiciones  generales  y  los  derechos  y  obligaciones  del  arrendador  y  M 
arrendatario. 

SECCIÓN  CUARTA 

DISPOSICIONES    ESPECIALES    PARA.  EL    ARRENDAMIENTO 

DE     PREDIOS     URBANOS 

Art.  15SO.  En  defecto  de  pacto  especial,  se  estara 
á  la  costumbre  del  pueblo  para  las  reparaciones  de  ks 
predios  urbanos  que  deban  ser  de  cuenta  del  propietario. 
En  caso  de  duda  se  entenderán  de  cargo  de  éste. 

i%rá.  I5fi^i .  Si  no  se  hubiese  fijado  plazo  al  arren* 
damiento,  se  entiende  hecho  por  años  cuando  se  ha  fijarlo 
un  alquiler  anual,  por  meses  cuando  es  mensual,  pcnr  días 
cuando  es  diario. 

En  todo  caso  cesa  el  arrendamiento,  sin  necesidad  de 
requerimiento  especial,  cumplido  el  término  (2). 


(1)     B.  de  Is.D.,  9  Dio.  91. — Q.  15  Enero  92, 
<2/     Véase,  como  concordante,  oí  art.  156!. 
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726.  Infringe  este  artículo  del  Código  la  senteneia  que  deiiiega 
«1  desahucio  suponiendo  que  la  dueña  del  inmueble  embargado  im^ 
puede  eer  obligada  á  dejar  el  piso  que  de  aquél  habita,  aunque 
haya  espirado  el  término  que  para  ello  se  le  designase,  ó  aunque 
no  haya  satisfecho  al  administrador  judicial  los  alquileres. — jS*.  9 
Mmzo  94.— G.  7  Sepi, 


Art.  i  5S9.  Cuando  el  arrendador  de  una  casa,  ó  de 
parte  de  ella,  destinada  á  la  habitación  de  una  familia,  6 
de  una  tienda,  ó  almacén,  ó  establecimiento  industrial, 
arrienda  también  los  muebles,  el  arrendamiento  de  éstos 
se  entenderá  por  el  tiempo  que  dure  el  de  la  finca  arren- 
dada (1). 


D: 


E  gran  ntitidad  práctica  son  ]o«  tres  preceptos  únicos  qne  eootíene  fa 
.sección  de  que  vamos  á  ocuparnos  en  los  preinsertos  articalos,  que  vienen  á 
reformar  algunos  de  los  contenidos  en  la  ley  de  O  de  Abril  de  4842,  que  ya  lia- 
bía  condenado  ciertos  aboses,  no  obstante  la  indeterminación  qae  en  el  arttca- 
lo  4580  se  observa  en  orden  á  las  reparaciones  de  predios  urbanos,  al  dejar  i 
la  costumbre  del  país  la  fijación  de  cuáles  deban  ser  de  cuenta  del  propietario 
y  cuáles  del  arrendatario.  Cierto  es  que  generalmente  en  toda  localidad  hay 
establecidas  costumbres  que  regulan  la  materia,  decidiendo  que  sean  de  caenla 
del  propietario  las  obras  ó  reparaciones  mayores,  y  del  arrendatario  ó  inqui- 
lino  las  menores,  que  se  diferencian  de  aquéllas  en  no  exceder  comunmente 
su  coste  de  25  pesetas;  pero  también  lo  es  que  pueden  no  existir  esas  reglas 
de  la  costumbre,  y  entonces  el  caso  de  duda,  que  el  precepto  decide  á  cargo 
del  propietario,  existirá  con  relación  á  todas  las  reparaciones.  Por  eso  enten- 
demos que,  en  evitación  del  conflicto,  debería  pactarse  siempre  lo  concerniente 
á  la  materia  en  el  contrato,  y  que,  en  su  defecto,  habrá  que  atemperarse  á  lo 
dispuesto  en  la  legislación  anterior  en  el  punto  concreto  que  examinamos, 
como  fuente  originaria  de  la  regla  que  el  Código  establece. 

Con  respecto  al  plazo  del  arrendamiento,  si  no  se  hubiere  fijado  en  el  con- 
trato, dará  la  pauta  para  apreciar  su  extinción  la  forma  en  que  se  hubiere  con^ 

(1)     Véase,  como  concordante,  el  art.  346. 
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venido  el  pago  de  la  renta  ó  merced;  y  así,  si  el  alquiler  es  por  anos,  por 
anos  se  entenderá  concertado  el  arriendo;  por  meses,  si  la  renta  se  pagase  en 
tales  periodos,  y  por  días,  caando  es  diario;  y  en  todo  caso,  cesa  el  arrenda- 
tuíento  sin  necesidad  de  reqaerimiento  especial,  cnmplido  el  término;  y,  ana 
caando  por  ello  no  es  necesario  el  previo  aviso  de  despedida,  coii  lo  qne  los 
propietarios,  no  sabiendo  cuándo  van  á  qnedar  deaocnpadas  sns  fincas,  no  po- 
drán evitar  los  llamados  hnecos  de  inqnilinato,  tienen  en  cambio  el  derecho 
de  establecerlo  como  condición  en  el  contrato,  porque  si  bien  la  ley  no  esta- 
blece ese  previo  aviso,  tampoco  lo  condena,  y  deja  á  las  partes  en  libertad 
para  que  convengan  todo  aquello  que  sea  lícito.  Sin  embargo,  hay  que  tener 
«n  tuenta  que  en  los  contratos  de  arrendamiento  celebrados  bajo  el  imperio 
<le  la  legislación  anterior,  no  es  de  aplicación  lo  dispuesto  en  el  Código  res- 
pecto al  panto  que  examinamos,  porque  establecido  en  aquélla  el  aviso  de 
despedida,  las  partes  están  obligadas  á  respetarlo;  y  de  aquí  que,  celebrado 
un  contrato  de  arrendamiento  cuando  se  hallaba  en  vigor  la  citada  ley  de  484S, 
y  no  teniendo  marcado  tiempo  fijo  de  duración,  no  podrá  el  arrendador  dar 
por  terminado  el  contrato  sin  aquel  previo  aviso,  que  es  un  derecho  del 
arrendatario  que  no  perjudica  ni  anula  la  reforma  del  Código,  ni  puede  ar- 
gflirse  con  lo  establecido  en  la  primera  de  las  disposiciones  transitorias,  en 
raxón  á  que  el  nuevo  derecho,  que  aparece  por  primera  ves,  sólo  es  aplicable 
eaando  no  perjudique  otro  anterior. 

Por  último,  el  precepto  relativo  al  arrendamiento  que  se  verifique  con- 
juntamente de  un  inmueble  urbano  con  los  muebles  que  contenga,  respecto  á 
la  duración  del  mismo,  no  ofrece  dificultad  alguna  en  el  extremo  de  que  se 
extienda  por  igual  tiempo  el  de  uno  y  otros;  pero  esto  está  subordinado  al 
pacto  en  contrario  y  también  á  las  disposiciones  que  regulan  el  arrendamiento 
de  inmuebles. 


CAPfruLiO  iri 

Del  arrendamiento  de  obras  y  servicios. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DEL  6JSBVICI0  DE  CBIADOB  Y  TRABAJADORES  AfiALARIADOB 

Art,  ■  58?.  Puede  contrataree  esta  claae  de  Servicio 
sin  tiempo  fijo,  por  cierto  tiempo,  ó  para  nna  óbtá  d^ 
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terminada.  El  arrendamiento  hecho  por  toda  la  vida  es 
nulo, 

Avt.  M&H4Í.  £1  criado  doméstico  destinado  al  servi- 
cio personal  de  su  amo,  ó  de  la  familia  de  éste,  por  tiempo 
determinado,  puede  despedirse  y  ser  despedido  antes  de 
espirar  el  término;  pero,  si  el  amo  despide  al  criado  sin 
justa  causa,  debe  indemnizarla  pagándole  el  salario  de- 
vengado y  el  de  quince  días  más. 
,  El  amo  será  creído,  salvo  prueba  en  contrario: 

1.^    Sobre  el  tanto  del  salario  del  sirviente  doméstico. 

2.^  Sobre  el  pago  de  los  salarios  devengados  en  el  afio 
corriente. 

itrt.  1595.  Además  de  lo  prescrito  en  los  artícuIoB 
anteriores,  se  observará  acerca  de  los  amos  y  sirvientes  lo 
que  determinen  las  leyes  y  reglamentos  especiales. 

Ari.  i  58G.  Los  criados  de  labranza,  menestrales, 
artesanos  y  demás  trabajadores  asalariados  por  cierto  tér- 
mino para  cierta  obra,  no  pueden  despedirse  ni  ser  den- 
pedidos  antes  del  cumplimiento  del  contrato,  sin  jnsta 
causa. 

JÍTt,  15SV.  La  despedida  de  los  criados,  menestra- 
les, artesanos  y  demás  trabajadores  asalariados,  á  que  se 
refieren  los  artículos  anteriores,  da  derecho  para  despo- 
seerles de  la  herramienta  y  edificios  que  ocuparen  por  ra- 
zón de  su  cargo. 


'lENDO  complejos  y  moy  variados  los  hechos  objeto  de  prestación  en  el 
contrato  de  arrendamiento  de  obras  y  servicios,  el  legislador  al  dictar  las 
oportants  regla»  para  su  régimen  en  el  Código,  los  ha  dividido  en  tres  gra« 
pos,  comprendiendo  el  primero  el  de  servicios  de  criados  y  trabajadores  asa- 
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lanados,  del  qne,  sigoiendo  el  orden  estableeido,  vamos  á  ocaparnes  es  pr'^ 
mer  término. 

Los  contratos  por  virtud  de  los  qne  ciertas  personas,  en  calidad  de  criados 
ú  de  obreros  ó  trabajadores,  se  obligan  á  prestar  ciertos  servicios  d  trabajos 
domésticos  ó  materiales  por  retribución  ó  salario  determinado  con  relackte  i 
derta  anidad  de  tiempo,  como  el  día,  la  semana,  el  mes  ó  el  año^  son  lot 
que  han  de  entenderse  por  arrendamientos  de  servicios,  arrendamientos  que 
no  pueden  ser  concertados  á  perpetuidad,  pues  de  serlo,  vendrían  á  constituir 
la  servidumbre  ó  esclavitud,  puesto  que  en  tal  convención  se  contrataría  so* 
bra  la  libertad  humana,  lo  cual  es  contrario  al  espíritu  de  nuestra  sociedad  y  < 
da  nuestras  leyes  modernas.  Puede,  sin  embargo,  estipularse  un  servicio  de 
larga  ó  de  ilimitada  duración,  siempre  que  se  salve  el  principio  de  no  ser  per- 
petQo.  Los  pactos  en  primer  término,  y  en  su  defecto  la  costumbre  ó  la  índole 
del  aerviciOy  fijarán  la  extensión  del  trabajo  doméstico  ó  servicio  que  el  ar^n- 
damiento  tenga  por  obCeto,  y  respecto  á  la  retribución  cuando  el  que  preste  el 
servicio  lo  abandone  antes  de  terminar  el  tiempo  ó  el  trabajo  concertados,  no 
se  podrá  exigir  más  cantidad  que  la  correspondiente  al  espacio  en  qne  se  tra«^ 
bajó  ó  sirvió,  salvo  si  fuera  servicio  doméstico,  porque  entonces  no  hay  dere» 
dio  á  prorrateo;  pero  sí  en  el  de  ser  despedido  el  sirviente  ó  despedirse  por 
causa  involuntaria. 

El  trabajo  de  los  jornaleros,  cuando  lo  prestan  en  el  pueblo  de  su  domict* 
Jio,  es  de  sol  á  sol,  y  siendo  fuera,  se  descuenta  el  que  invierta  en  la  ida  al 
lugar  donde  ae  realice  y  en  la  vuelta  á  su  hogar,  debiendo  tenerse  en  cuenta 
en  todo  caso  que,  arrendado  el  servicio  para  un  trabajo  determinado  y  por 
tiempo  que  también  se  hubiese  prefijado  en  el  contrato,  no  obstará  el  que  se 
termine  en  tiempo  menor  para  que  se  deba  y  abone  todo  el  salario  que  se  es- 
tipuló. 

La  manera  de  prestar  el  servicio  ha  de  acomodarse  á  lo  estipulado,  á  la 
costumbre,  según  lo  que  la  naturaleza  del  mismo  requiera,  y,  en  general,  at' 
principio  de  la  mayor  buena  fe  en  el  trabajador  ó  sirviente;  siendo  éstos  resr 
ponsables  á  los  daños  y  perjuicios  que  causaren  por  su  negligencia  6  falta  dt 
idoneidad,  á  no  ser  que  constase  esta  circunstancia  á  los  que  tomaron  en 
arrendamiento  sus  servicios,  así  como  serán  aquéllos  también  responsables  de 
los  daños  que  por  iguales  cansas  ocasionaran  otros  obreros  ó  jornaleros  que 
lleven  á  sus  órdenes,  ó  por  su  designación,  para  prestar  el  servicio  contra^ 
lado.  El  criado  tendrá  derecho  á  los  alimentos,  habitación  y  demás  que  fueft 
costumbre. 

£1  trabajador  ó  criado  tendrá  acción  para  reclamar  su  salario  ó  jomat, 
tan  luego  como,  prestado  el  trabajo,  transcurra  la  unidad  de  tiempo  que  sirvió 
para  ISjar  la  retribución,  teniendo  además  derecho,  si  fueren  menestnües  ü 


,j 
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«•hreros,  al  ioterés  dei  seis  por  ciento,  y  ai  del  tres  si  fueren  criados,  á  confór 
desde  so  reclamación  judicial  á  ios  arrendatarios  ó  dueños;  siendo  prescrípti- 
hle  su  acción  á  los  tres  años  de  prestado  el  trabajo  y  no  pagado  (1). 

Si  contrato  de  servicios  domésticos  normales  ó  materiales  se  reputa  no* 
vailo  tácitamente  en  cada  unidad  de  tiempo  que  transcurre  de  la  que  sirve  de 
tipo  legulador  del  salario;  y  en  todos  los  casos  y  momentos  de  transcurrir 
aquélla,  puede  el  que  presta  el  servicio  ó  el  que  lo  recibe  dar  por  termina- 
dlo vi  contrato. 

El  arriendo  de  servicios  de  criados  no  se  limita  precisamente  i  los  que 
pfestan  el  servióio  doméstico  en  las  familias,,  sino  que  comprende  también  ¿ 
loa  dependientes  que  no  sean  de  comercio,  jornaleros,  oficiales  mecánicos, 
jacHoa  de  labor,  y  á  cuantos  prestan  un  servicio  mecánico  en  el  que  entra  por 
poco  la  inteligencia  ó  la  pericia^  siendo  rescindible  tal  contrato  á  voluntad  de 
las  partes;  y  si  bien  el  plazo  no  obliga,  produce  sus  consecuencias^  como  la 
de  quedar  el  amo  obligado,  si  despide  á  su  sirviente  sin  justa  cansa,  á  pagarle 
loa  salarios  devengados  y  quince  días  más,  debiendo  tenerse  presente  que  esa 
oUigación  que  impone  el  art.  1 58  i  no  es  aplicable  con  respecto  á  los  criados 
de  labranza,  menestrales,  artesanos  y  demás  trabajadores  asalariados,  porque 
éstos  ao  pueden  despedirse  ni  ser  despedidos,  cuandp  están  contratados  por 
cierto  tiempo  para  cierta  obra,  sin  que  medie  justa  causa,  y  cuando  no  lo  es* 
tea,  tomo  comunmente  prestan  sus  servicios  por  días  y  en  igual  forma  per- 
cibea  ra  salario  ó  jornal,  termina  el  arrendamiento  sin  más  consecuencias 
toando  dejan  de  prestar  el  servicio  ó  cuando  se  termina  el  trabajo  á  que  ve* 
nía»  dedicados. 

la  regla  que  se  consigna  en  el  art.  4587,  relativa  al  derecho  de  desposeer 
á  los  criados,  menestrales,  artesanos  y  demás  trabajadores  asalariados  de  las 
herramientas  y  edificios  que  ocuparen  por  razón  de  su  cargo,  tendrá  aplica- 
ción ea  muy  pocos  caaos,  especialmente  respecto  á  las  herramientas,  puesto 
i|iie  «ólo  habrá  logar  á  realizarlo  cuando  sean  de  la  propiedad  del  arrendador, 
pero  nunca  cuando  correspondan  al  que  presta  el  servicio,  que  es  lo  más  usual 
y  corriente. 

Por  último,  con  relación  al  derecho  interrregionaK  sólo  en  Navarba  se 
ocQpaa  las  disposiciones  especiales  de  aquél,  del  punto  que  nos  ocupa,  estable- 
ciendo (t)  que,  pactado  un  servicio  por  tiempo  determinado,  ni  el  criado  puede 
abaadonario,  ni  el  amo  dejar  al  criado;  si  el  criado  abandona  el  servicio  y 
tiene  fiador,  lo  compelerá  éste,  ó  servirá  en  su  lugar,  ó  pondrá  otro  sirviente; 
si  no  lo  tiene,  no  percibirá  salario,  y  abonará  al  amo  lo  gastado  en  comer,  be^ 

■W  '  * ..I   I..      I   ■   .1.1  I    I  .1  lili. 

'  é 

(1)    LeytB  del  tít.  11,  Ub.  10  de  U  NovíBÜna  BeoopUación,  art.  1967,  nvun.  8.* 
m    Ley  2.*,  tít.  20,  y  ley  7.*,  tit.  S2,  Ub.  6.S  Ko7Í«iina  Becopiladón  de  Navarra.' 
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ber  y  Testir.  Si  es  el  amo  el  que  despide,  deberá  pagar  todo  el  salario  íntegro, 
excepto  si  et  eriado  se  despide  por  colpa  del  amo,  ó  viceversa,  ó  si  se  casare 
aquél;  paes  es  libre  desde  et  día  de  las  bodas. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LAS  OBRAS  POR  AJtJSTE  Ó  PRECIO  ALZADO 

ilrt.  15(iS.  Puede  contratarse  la  ejecución  de  una 
obra  conviniendo  en  que  el  que  la  ejecute  ponga  sola- 
mente su  trabajo  ó  su  industria,  ó  que  también  suminis- 
tre el  material. 

727.  El  contrato  celebrado  por  escritura  pública  para  la  cons* 
tracción  de  50  casas,  siendo  de  cuenta  de  loe  contratistas  el  sumi- 
nistro de  materiales  y  todos  los  gastos  que  la  construcción  exigiera 
hasta  la  entrega  de  las  llaves  á  cada  uno  de  los  socios  á  quienes  di- 
chas edificaciones  correspondieran,  y  mediante  el  precio  y  demás 
condiciones  que  en  dicho  documento  se  estipularon,  con  arreglo  á 
los  artículos  1542  y  1588  del  Código  civil,  no  puede  merecer  otra 
caliñoadón  que  la.  de  arrendamiento  de  servicios,  sin  que  pueda 
desnaturalissar  ese  carácter  la  circunstancia  de  que  los  contratistas 
hubieran,  no  sólo  de  hacer  la  construcción,  sino  suministrar  ade- 
más los  materiales,  pues  el  segundo  de  dichos  artículos,  que  está 
comprendido  en  el  Código  en  el  tít.  6.^,  libro  4.^  que  trata  del 
contrato  de  arrendamiento,  y  en  el  capitulo  8.^  del  mismo,  que  se 
refiere  al  arrendamiento  de  obras  y  servicios,  expresa  de  un  modo 
terminante  que  puede  contratarse  la  ejecución  de  una  obra  convi- 
niendo en  que  el  que  la  ejecute  ponga  sólo  su  trabajo  ó  industria, 
ó  que  también  suministre  el  material.— 5.  8  Marzo  94.^G.  20  y 
2S  SepU 


Art.  15SO.  6i  el  que  contrató  la  obra  se  obligó  á 
poner  el  material,  debe  sufrir  la  pérdida  en  el  caso  de  des- 
truirse la  obra  antes  de  ser  entregada,  salvo  si  hubiese  ha- 
bido morosidad  en  recibirla. 
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/%rt.  1500.  El  que  se  ha  obligado  á  poner  (sólo  su 
trabajo  ó  industria,  no  puede  reclamar  ningún  estipendio 
si  se  destruye  la  obra  antes  de  haber  sido  entregada,  ¿no 
ser  que  haya  habido  morosidad  para  recibirla ,  ó  qne  la 
destrucción  haya  provenido  de  la  mala  calidad  de  IO0  ma- 
teriales, con  tal  que  haya  advertido  oportunamente  esta 
circunstancia  al  dneño. 

.•%rt.  1591.  El  contratista  de  un  edificio  que  m 
arruinase  por  vicios  de  la  construcción,  responde  do  lo» 
daños  y  perjuicios  si  la  ruina  tuviere  lugar  dentro  dedíes 
años,  contados  desde  que  concluyó  la  construcción ;  igoal 
responsabilidad,  y  por  el  mismo  tiempo,  tendrá  el  arqui 
tecto  que  la  dirigiere,  si  se  debe  la  ruina  á  vicio  del  saelo 
ó  de  la  dirección.       * 

Si  la  causa  fuere  la  falta  del  contratista  á  las  condicio- 
nes del  contrato,  la  acción  de  indemnización  durará  qnia- 
c^  años. 

JkTt.  15B^.  El  que  se  obliga  á  hacer  una  obra  por 
piezas  ó  por  medida,  puede  exigir  del  dueño  que  la  redba 
por  partee  y  que  la  pague  en  proporción.  Se  presume  apro- 
bada y  recibida  la  parte  satisfecha. 

Ari.  1598.  El  arquitecto  ó  contratista  que  oe  en- 
carga por  un  ajuste  alzado  de  la  construcción  de  nn  edifí- 
do  ú  otra  obra  en  vista  de  un  plano  convenido  con  el  pro^ 
pietario  del  suelo,  no  puede  pedir  aumento  de  precio  aun- 
que se  haya  aumentado  el  de  los  jornales  ó  materiales; 
pero  podrá  hacerlo  cuando  se  haya  hecho  algún  caotbío 
en  el  plano  que  produzca  aumento  de  obra,  siempre  que 
hubiese  dado  su  autorización  el  propietario. 

Art.  Í5fl4l.  £1  dueño  puede  desistir,  por  su  eola 
voluntad,  de  la  construcción  de  la  obra  aunque  se  haya 
empezado,  indemnizando  al  contratista  de  todos  sus  gas- 
tos, trabajo  y  utilidad  que  pudiera  obtener  de  ella. 
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728.  Declarado  en  una  sentencia  que,  teniéndose  en  cuenta  las 
rci^pectivaa  obligaciones  nacidas  de  un  contrato,  debian  fijarse  laa 
cumplidas  y  las  dejadas  de  cumplir  en  vista  del  resultado  de  la 
]Lfrueba  para  fas^er  la  correspqndiente  liquidación,  y  no  habiéndose 
)>actado  pago  alguno  respecto  á  una  parte  de  determinada  obra,  no 
tiene  aplicación  el  preinserto  artículo  del  Código  que  versa  sobre 
indemnización  que  en  aquel  caso  no  cabe  declarar. — S.  21  Die.  95. 
—(?.  19  Enero  96. 


Avi.  15B5.  Cuando  se  ha  encargado  cierta  obra  á 
una  persona  por  razón  de  sus  cualidades  personales,  el 
contrato  se  rescinde  por  la  muerte  de  esta  persona. 

£n  este  caso  el  propietario  debe  abonar  á  los  herederos 
del  constructor,  á  proporción  del  precio  convenido»  el  va- 
lor de  la  parte  de  obra  ejecutada  y  de  los  máterialee  pre- 
parados, siempre  que  de  estos  materiales  reporte  algún 
beneficio. 

Lo  mismo  se  entenderá  si  el  que  contrató  la  obra  uo 
puede  acabarla  por  alguna  causa  independiente  de  su  vo- 
luntad. 


729.  Lejos  de  contrariar  la  doctrina  de  este  articulo,  se  coníor- 
xML  con  ella  la  sentencia  que  dispone  que  una  Compañía  abone  le» 
trabajos  hechos  de  medición  y  liquidación  de  obras  que  contrató 
4t)n  un  empleado  suyo,  cuando  éste  por  haber  cesado  en  su  cargo 
}.«reseutó  los  que  á  la  sazón  tenía  practicados.— iS.  26  Junio  95.— (?. 
IS  Sfpti€mbre, 


t\vt.  V  &OB,  El  contratista  es  responsable  del  tra- 
bajo ejecutado  por  las  personas  que  ocupare  en  la  obra. 

.%pi.  fftOy.  Los  que  ponen  su  trabajo  y  materiales 
en  una  obra  ajustada  alzadamente  por  el  contratista,  no 
tienen  acción  contra  el  du^ño  de  ella  sino  hasta  la  canti- 


J 
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dad  que  éete  adeude  á  aquél  cuando  Be  hace  la  reclama- 
ción. 

j\rt.  fldBfl.  Cuando  se  conviniere  que  la  obra  se  ha 
de  hacer  á  satÍBÍacción  del  propietario,  se  entiende  reser- 
Yada  la  aprobación,  á  falta  de  conformidad,  al  juicio  pé- 
ricial  correspondiente. 

8i  la  persona  que  ha  de  aprobar  la  obra  es  un  tercero,, 
iBe  estará  á  lo  que  éste  decida. 


780.  Estimando  el  Tribunal  sentenciador  por  el  resultado  de 
laH  pruebas,  no  haberse  demostrado  que  el  contrato  de  obras  por 
ajuste  á  precio  alzado  se  haya  perfeccionado  por  el  consentimiento 
de  ios  interesados,  demostrado  por  el  concurso  de  la  oferta  y  acep- 
tación sobre  la  cosa  y  la  causa  que  habían  de  constituirlo,  es  im- 
procedente alegar  la  infracción  de  los  artículos  1258,  1262  y  1598^ 
del  Códigp  civil,  bajo  el  supuesto  de  haberse  demostrado  la  exis- 
tencia de  dicho  contrato. — S.  3  Marzo  94. —  ff.  10  Agosto. 


Art.  I500.  Si  no  hubiere  pacto  ó  costumbre  en  con- 
trario, el  precio  de  la  obra  deberá  pagarse  al  hacerse  la 
entrega. 

Ari.  1600.  El  que  ha  ejecutado  una  obra  en  cosa 
mueble,  tiene  el  derecho  de  retenerla  en  prenda  hasta  que 
se  le  pague  (1). 


ñ 

V^GÚPASS  el  Código  en  el  segando  grupo  de  lo8  tres  en  qne  ba  dividido 
el  arretidamiento  de  obras  y  servicios  de  las  obras  por  ajaste  á  precio  alzado 
7  que  requieren  cierta  pericia  para  su  ejecación  y  la  estipnlación  del  pjcecio, 
Eatoa  aJQstes  pueden  hacerse  de  dos  maneras,  y  la  ley,  ai  establecerlas  y  re- 

Ct)'  '  T-éftMi,  como  ooncordante,  el  art.  8S5. 
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ga)ar  loi  derechos  y  obligaciones  de  los  contraUntes,  trata  Mpeciatoíenle  de 
fijar  el  alcance  y  la  responsabilidad  qae  en  tales  contratos  afecta  al  eoDstr«c- 
tor;  y  como  entendemos  qne  las  disposiciones  del  Código  en  los  preinserUM 
artiealos  son  deficientes  para  la  completa  regimentación  de  la  materia,  T&moa 
á  consignar  cuantas  reglas,  á  nuestro  jnicio,  deben  tenerse  en  caenta,  com- 
prendiendo las  disposiciones  del  Código  y  snpliendo  lo  qne  omite  ó  no  ex- 
plica completamente,  teniendo  para  ello  en  cuenta  las  fuentes  en  qne  aquetas 
lia  inspirado,  empezando  por  consignar  qne,  se  entiende  por  arrendamiento  do 
obras  el  contrato  celebrado  para  la  constracción,  reedificación  ó  reparaeida 
de  un  edificio  por  determinada  retribución  ó  precio,  que  si  fuese  sólo  del  Ira- 
bajo  personal,  por  la  dirección  de  la  obra,  regulada  por  anidad  de  tiempo,  m 
entiende  qno  el  trabajo  es  á  sueldo  y  constituye  un  arrendamiento  de  serrt- 
cios  profesionales,  y  si  son  remunerados  con  una  cantidad  fija^  el  arrenda- 
miento será  de  obra  por  ajuste  ó  á  precio  alzado. 

En  el  último  caso,  distinguen  la  ley  y  los  escritores  tres  supuestos,  á  saber 
4.^,  que  el  arquitecto  ó  maestro  de  obras— arrendador— no  preste  más  que  sa 
trabajo;  2.^,  que  además  de  su  dirección  ó  trabajo,  facilite  los  materiales;  y  3.*. 
^ue  además  de  su  trabajo  facilite  el  terreno,  de  cuyos  tres  supuestos  vamos  á 
ocuparnos  con  la  debida  separación. 

£n  el  primer  supuesto,  ó  sea  cuando  se  arriende  sólo  el  trabajo  ó  direeeióii 
ae  observarán  las  reglas  siguientes:  4.*,  el  arquitecto  ó  arrendador  estará  obli- 
gado á  dirigir  personalmente  la  construcción  de  la  obra,  según  las  reglas  de 
su  arte  y  conforme  al  plano  y  condiciones  de  constracción  estipuladas;  2.*,  será 
responsable  de  la  ruina  total  ó  parcial  de  la  obra,  así  como  de  sa  imperfecciÓD, 
si  procediere  de  mala  constracción  de  la  misma  ó  falta  de  exactítad  en  el 
cumplimiento  de  las  condiciones  estipuladas,  entendiéndose  que  la  obra  tiene 
mala  constracción,  cuando  sin  la  influencia  de  caso  fortuito  ó  caasa  no  impo- 
table al  constructor,  se  arruina  antes  de  transcurrir  quince  años  de  so  termi- 
nación; y  3.*,  no  le  releva  de  esta  responsabilidad  el  que  la  causa  de  la  rmá 
•de  la  obra,  antes  de  ese  tiempo,  proceda  de  la  culpa  de  los  operarios  ó  de  la 
poca  firmeza  del  suelo,  ó  de  la  mala  calidad  de  los  materiales,  á  do  ser  qve 
en  tiempo  oportuno  anunciara  esos  defectos  y  peligros  al  arrendatario  qae  le 
encargó  la  constracción. 

En  el  segando  supuesto,  ó  sea  poniendo  el  arrendador  los  materiales  i  mis 
de  su  dirección,  el  contrato  tendrá,  por  lo  que  se  refiere  á  esta  última,  el  ca- 
rácter de  arrendamiento  de  industria,  y  por  lo  que  afecta  á  los  materiales,  el 
de  compraventa,  siéndole  de  aplicar  en  este  punto,  las  reglas  de  dicho  contra- 
to y  con  especialidad  la  doctrina  de  la  ley  Si,  tit.  5.®,  Partida  5.^,  relativa  i 
la  venta  de  las  cosas  á  experimentar. 

En  la  tercera  hipótesis,  ó  sea  cuando  el  arquitecto  ó  director  de  la 
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ti^ceí^n  preste  so  trabajo  y  facilite  el  terreno,  respecto  de  lo  primero,  el 
contrato  será  de  arrendamiento  de  indnstría,  y  en  cnanto  á  lo  segando,  regirá 
U  Uoctrina  de  las  ventas  condicionales  y  de  cosas  futuras  á  que  se  refieren 
las  leyes  14  y  26,  tit.  5.^  Partida  5.*,  según  las  cuales  el  peligro  de  la  per- 
diJa  de  las  cosas  no  es  impotable  al  comprador,  y  sí  al  vendedor,  hasta  que 
la  cosa  fotora  se  convierte  en  real  ó  se  cumpla  la  condición. 

Además,  y  como  reglas  generales  aplicables,  establecemos  las  siguientes: 
.1.*    En  todos  los  casos  en  que  sea  imputable  al  arquitecto  ó  arrendador 
d^  industria  la  ruina  del  edificio  ú  obra  encargada,  será  de  cuenta  de  aquél 
ú  reedificación  de  la  misma. 

S.^  Cuando  la  obra  construida  se  arruinase  sin  causa  imputable  al  arqui- 
tecto que  la  dirigió,  obligándose  á  poner  el  terreno,  hay  que  distinguir  si  la 
roiiia  sobrevino  antes  ó  después  de  constituido  en  mora,  para  recibir  la  obra 
el  que  la  encargó;  si  fué  antes,  la  pérdida  y  la  reedificación  serán  de  cuenta 
del  arquitecto,  vendedor  á  la  vez  áe\  terreno  en  que  la  obra  se  levantó;  si  fué 
después,  será  del  arrendatario,  ó  sea  de  aquel  para  quien  la  obra  fué  cons* 
Unida  (4). 

3.*^  La  construcción  de  la  obra,  principalmente  cuando  fuese  por  ajuste  6 
precio  alzado,  ha  de  ultimarse  en  el  plazo  que  se  fijará  al  efecto,  siendo  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios  que  la  demora  en  la  construcción  ocasio- 
aaní  á  no  ser  que  procediera  de  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito. 
,4/  £1  arquitecto  ó  maestro  de  obras  que  se  encargó  de  una  construcción 
por  precio  alzado,  ya  del  total  de  la  obra  en  conjunto,  ya  á  razón  de  un  tipo 
por  metros  cúbicos,  según  la  cantidad  que  la  cubicación  arroje  una  vez  ter- 
niiuda  la  obra,  que  es  la  forma  más  usual,  no  podrá  exigir  mayor  precia 
del  convenido  por  mejoras  hechas  en  la  misma  respecto  de  las  condiciones 
fijadas  en  el  plazo  y  contrato,  á  no  ser  que  éste  se  hubiese  novado  con  el  ne- 
cesario consentimiento  para  éste  sobreprecio  por  parte  del  arrendatario  que 
U, encargó.  Tampoco  podrá  otilizar  el  recurso  de  lesión  por  error  ó  engaño 
tu  menos  de  la  mitad  del  justo  precio^  atendida  la  condición  pericial  del  ar- 
goi^to  ó  constructor  (S).  En  cambio,  el  que  encargó  la  obra  podrá  ejercitar 
ü^  acción  rescisoria  de  lesión,  cuando  hubiese  engaño  en  más  de  la  mitad  del 
justo  pi'ecio,  precisamente  porque  en  él  no  concurre  la  condición  pericial  que,, 
respecto  de  la  otra  parte,  lo  impide.  La  justicia  de  este  criterio  se  funda  en  la 
conocida*  máxima:  9.netno  auditur  injuditio  allegam  twrpitudinemn, 
.  5.*.  £1  arquitecto  ó  constructor  está  obligado  á  la  custodia  de  los  roate- 
riajjes.  que  reciba  para  la  construcción,  siendo,  responsable  de  sus  pérdidas. 


(1)    Libro  17,  tit.  8.*,  Partida  6.' 

^    Le^  i.*i  tit,  1.°,  Ub.  10,  Nov.  B«o. 
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tlisperfeetos  ó  mal  empleo,  ya  sea  por  sa  culpa,  ya  por  la  de  sos  dependieote». 

<).*  Asimismo,  el  qae  encargó  la  constraecióQ  ó  arrendatario,  está  obli- 
f{;.tdo  á  facilitar  al  constractor  ó  arrendador  los  materiales  precisos  y  i  pagir 
(íi  precio  estipulado,  respondiendo  de  los  daños  y  perjnisios  por  incompli- 
miento  ó  retraso  de  la  primera  obligación,  y  de  los  intereses  legales  del  6  por 
100,  por  razón  de  mora,  en  la  segonda  (4). 

7.*  Terminada  la  constrncción,  el  arrendador  poede  pedir  al  qoe  se  la  ea- 
r.irgó  que  la  reciba  y  le  pague  el  precio  convenido  ó  el  resto  de  lo  qoe  fe 
aienda;  y  á  sn  vez,  el  segando  poede  reclamar  del  primero  qoe  la  obra  sea 
reconocida  pericialmente  y  negarse  á  recibirla  si  no  tuviese  las  eondieionea  es- 
tipuladas (2),  obligando  á  que  la  haga  de  nuevo  ó  la  modifique  eonforme  á 
dichas  condiciones,  y  á  la  correspondiente  indemnización  de  peijuieio^. 

8/  El  arrendador  no  podrá  dejar  en  suspenso  la  obra  por  so  voluntad, 
padiendo  ser  compelido  judicialmente  á  continuada  y  á  la  correspondiente 
indemnización  por  el  retraso  que  la  suspensión  originase;  pero  el  arrendata- 
rio puede  suspender  la  obra  abonando  al  constructor  los  danos  y  perjuicios, 
comprendiendo  en  éstos  las  ganancias  que  razonablemente  debiera  prooielerse 
el  mismo  de  su  ultimación. 

9.*  La  obligación  que  nace  de  un  contrato  de  obras  es  transmíMble  á  fot 
herederos  del  que  la  contrajo,  á  no  ser  que  la  pericia  personal  del  contra- 
yente hubiera  sido  la  causa  del  contrato;  y  en  tal  supuesto,  por  la  mneitedel 
perito,  cobrarán  sus  herederos  la  parte  de  obra  ejecutada;  y  en  el  rontrarío« 
si  se  ajustó  toda  la  obra  por  una  cantidad,  no  pueden  hacer  los  herederos 
ninguna  reclamación  mientras  no  la  entreguen  terminada. 

10.  No  es  preciso  que  el  perito  sea  el  mismo  arrendador:  puede  serlo  otra 
persona  imperita,  que  se  suele  llamar  contratista,  bajo  la  dirección  de  aqoél. 
En  esta  hipótesis  existirán  dos  contratos  de  obra:  el  del  perito  con  el  contra- 
tista, y  el  de  éste  con  quien  la  encargó. 

Y  41.  Por  último,  son  de  aplicar  á  este  contrato,  para  suplir  ó  acharar 
cualquiera  deficiencia  ú  oscuridad  de  las  especiales  antes  expresadaa,  las  lo- 
gias generales  de  las  obligaciones  de  kaeer  respecto  del  arrendador  ó  eona- 
troctor,  y  las  de  las  obligaciones  de  eftrr,  respecto  del  arrendatario. 


(1)     Ley  12,  tit.  11,  lib.  10,  Nov.  Reo. 
Ley  17,  tit.  S.**,  Part.  5.' 
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SECCIÓN  TERCERA 

T>E  LOS  TRANSPORTES  POR  AGUA  T  TIERRA,    TANTO  DR  PERüONAil 

COMO  DE  COSAS 

Ari.  IttOI.  Los  conductores  de  efectos  por  tierra  é 
por  agua  están  sujetos,  en  cuanto  á  la  guarda  y  conscarva- 
ción  de  las  cosas  que  se  les  confían,  á  las  miomas  obliga- 
ciones que  respecto  á  los  posaderos  se  determinan  en  k^ 
artículos  1783  y  1784. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende  sin  perjuicio 
de  lo  que  respecto  á  transportes  por  mar  y  tierra  et^tablece 
el  Código  de  Comercio. 

Avt.  i G09.    Responden  igualmente  los  conductofcs 
de  la  pérdida  y  de  las  averías  de  las  cosas  que  reciben,  á 
no  ser  que  prueben  que  la  pérdida  ó  la  avería  ha  prove* 
'  nido  de  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor. 

Ari.  1A03.  Lo  dispuesto  en  estos  artículos  se  en. 
tiende  sin  perjuicio  de  lo  que  prevengan  las,  leyes  y  iov 
reglamentos  especiales. 


B: 


IL  irrendamienlo  de  transportes  es  an  contrato  bilateral  qué  se  per- 
íeceíona  por  el  consentimiento,  podiendo  libremente  las  partes  ítjar  la^  condi- 
ciones qae  tengan  por  conveniente,  y  sa  objeto  consiste  en  la  aceptación  ^c 
ona  parte  de  la  obligación  de  trasladar  de  un  pnnto  á  otro  personas  6  cosas 
por  agua  ó  por  tierra,  y  por  la  otra  se  contrae  la  de  pagar  la  correspondienfia 
retribución  ó  porte. 

Eiijo  el  panto  de  vista  del  derecho  civil,  tiene  este  contrato  moy  esbasa 
importancia;  pero  no  sucede  así  en  cnanto  al  derecho  mercantil,  pues  eaésta 
es,  por  el  contrarío,  nna  necesidad,  y  así  no  sólo  por  oso,  sino  por  ley«  tíe- 
ne  ana  reglamentación  especial,  y  siempre  qoe  el  medio  de  transporte  se  ea- 
coentra  bien  organizado,  como  el  de  ferrocarriles  y  otros  análogos,  y  los  niür 
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ritimos^  es  reqoisito  esencial  consignar  el  contrato  en  doenmento,  llamada  ge- 
ocalmente  carta  de  porte,  qne  contiene  las  condiciones  del  contrato,  bien  es- 
^tHMl^s  para  cada  caso,  ó  las  generales  previamente  establecidas  para  todos. 

Asi,  pues,  el  Código  civil  se  limita  á  consignar  algunos  de  los  más  íonda-r 
mentales  preceptos  qne  la  ley  Mercantil  establece  para  el  régimen  de  este  con- 
trato, limitándose  á  dar  reglas  con  referencia  á  la  responsabilidad  de  los  por- 
it^adores  en  la  custodia  y  conservación  de  los  efectos  qne  se  les  confian» 
liaciéodoles  responsables  de  las  pérdidas  y  averías  mientras  no  praeben  qne 
f^roceden  de  casos  fortuitos  ó  fueria  mayor;  y  aun  cuando  nada  dice  del  caso 
en  que  las  pérdidas  ó  deterioros  procedan  del  mal  estado  ó  vicio  de  las  cosas» 
etaro  es  que,  cuando  asi  consta  y  la  pérdida  ó  avería  sea  una  consecuencia  na- 
tural de  ello,  no  existe  tal  responsabilidad. 

£a  orden  á  la  guarda  y  conservación  de  las  cosas,  el  Código  equipara  si 
porteador  con  los  posaderos;  y  de  aquí  que  responderán  como  depositarios  de 
les  efectos  que  se  les  confíen  para  su  transporte  y  del  daño  que  en  ellos  se  can- 
sare por  sus  dependientes  ó  por  personas  extrañas,  pero  no  de  los  que  proven- 
gan de  la  comisión  de  un  robo  á  mano  armada  ó  se  originen  por  otro  suceso  de 
fneraa  mayor;  debiendo  tenerse  en  cuenta  lo  que  dispone  el  Código  de  Comer- 
cio en  sus  artículos  349  á  379,  respecto  á  los  transportes  por  vías  terrestres  y 
Havialescomo  contrato  mercantil,  y  los  652  á  748,  en  cuanto  al  contrato  de 
iransporie  marítimo  ó  de  fletamento. 

Por  lüUimo,  las  disposiciones  de  carácter  civil  que  rigen  esta  forma  de! 
arrendamiento,  ó  son  de  índole  general  á  todos  los  contratos  civiles,  ó  se  en- 
tienden completadas  por  la  legislación  especial  de  ferrocarriles,  por  los  pre- 
ceptos  del  Código  de  Comercio  y  por  los  reglamentos  particulares  de  otras 
«m^presas  de  transportes;  pero  los  principios  cardinales  en  la  materia  son  la 
obligación  de  los  conductores  y  porteadores  á  entregar  las  cosas  que  se  les  en- 
cargaron en  el  logar  de  su  destino  con  la  responsabilidad  antes  expresada,  qoe 
comienza  desde  el  momento  en  que  el  porteador  se  bace  cargo  de  las  cosas  y 
leraina  con  la  entrega  de  las  mismas,  cesando  también  cuando  en  la  carta  de 
porte  se  hubiere  cometido  falsedad  en  la  calidad  genérica  de  los  efectos;  de» 
bieodo  en  todo  caso  tenerse  muy  en  cuenta  la  jurisprudencia  establecida  por 
el  Tribunal  Supremo  respecto  á  la  materia,  y  que,  para  terminar  este  comen- 
tario, vamos  á  dejar  consignadas  algunas  de  sus  reglas  á  continuación. 

Las  sociedades  y  empresas  de  transportes  están  obligadas  á  cumplir  exac- 
tamente lo  que  prometen  en  ios  anuncios  que  publican  y  en  que  fijan  las  con- 
diciones con  que  ofrecen  sus  servicios,  siempre  que  las  personas  que  quieran 
Dtilixarlos  llenen  por  su  parte  las  condiciones  exigidas  (4)» 

m    fito&t.  20  Febrtro  ISeO. 
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Las  empresas  deben  por  lo  mismo  responder  de  los  danos  ypeijaicíos 
cansados  por  su  negligencia  (I). 

Ajnstado  un  transporte  con  ana  empresa  de  ferrocarril  para  el  panto 
extremo  de  la  Hnea  de  otra,  por  estar  en  combinación  ambas  empresas,  y  no 
acreditándose  que  hubiese  error  en  los  precios  fijados  en  los  talones,  no  poede 
después  exigirse  por  la  empresa  que  no  contrató  directamente  ningún  sobre- 
precio al  ajustado  (2). 

El  resguardo  qae  libra  la  empresa  que  transporta  ana  mercancía,  expre- 
sando, entre  otras  circnnstancias,  el  nombre  y  apellido  del  remitente  y  del 
consignatario,  no  es  documento  al  portador,  sino  nominativo,  qae  lleva  con- 
sigo de  parte  de  la  empresa  conductora  la  obligación  de  entregar  á  dicho  con- 
signatario ó  á  so  representante  legítimo,  y  no  i  otra  persona,  U  mercancía 
transportada,  ó  en  su  defecto,  á  satisfacer  su  valor  (3). 

La  cuestión  que  tiene  por -objeto  determinar  la  responsabilidad  en  qae  in- 
carra  una  empresa  de  ferrocarril  por  el  extravío  de  ona  mercadería  qne  se  le 
entregase  para  sa  transporte,  debe  resolverse  por  las  prescripciones  conteni- 
das en  el  Reglamento  de  8  de  Julio  de  4859  (i). 

Segün  los  artículos  408  y  4 10  del  citado  Ueglamento,  la  entrega  qae  se 
verifica  á  los  encargados  de  la  empresa  en  el  local  designado  para  la  recep- 
ción de  los  efectos  que  deben  transportarse,  se  tiene  por  bien  hecha  y  legal- 
mente  realizada,  y  la  responsabilidad  de  las  empresas  respecto  á  las  entre- 
gas,'de  que  hace  mérito  el  artículo  anterior,  comienza  desde  el  momento  en 
que  se  ha  hecho  cargo  de  ellas  en  el  local  destinado  á  recibirlas,  aunque  el 
encargado  de  este  servicio  no  haya  tomado  la  correspondiente  razón  en  los 
libros  de  registro  (5). 

El  talón  á  que  se  refiere  el  art.  409  en  su  último  párrafo,  y  que  debe  en- 
tregar la  empresa  al  remitente,  y  en  su  defecto,  la  hoja  de  expediciones,  á 
que  alude  el  art.  421,  son  títulos  legales  en  que  el  remitente  funda  so  dere- 
cho para  exigir  de  la  empresa  encargada  de  la  remisión  de  las  mercaderías  U 
responsabilidad  que  por  los  artículos  108  y  4lO,  combinados  con  el  439,  U 
impone  en  caso  de  deterioro  ó  sustracción  de  las  mismas,  ya  provenga  el 
daño  de  sus  empleados  ó  de  extra&os  que  concurran  á  sus  oficinas  (6). 

El  art.  441  previene  qne,  en  caso  de  pérdida  ó  avería  de  los  efectos  trans- 


(IJ 

Sont.  20  Febrero  1860 

C2) 

Seat.  2»  Abril  1887. 

(3) 

Seat.  2B  J411Í0  1867. 

(4) 

Seat.  4  Abril  1S78. 

(5) 

Sent.  ídem  id. 

<6) 

Seat.  Ídem  id. 
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portados,  no  podrá  la  ampresa  primeramente  encargada  de  sa  eondacción  re- 
clamar contra  las  qne  le  sneedan  en  el  transporte,  si  no  pmeba  se  tos  entregó 
en  baen  estado  (1). 

El  recibo  de  los  objetos  transportados  y  el  pago  del  transporte  sin  pro- 
testa ni  reserva,  extingue  toda  acción  contra  la  empresa  conductora,  á  tenor 
del  art.  150  del  Reglamento  de  policía  de  ferrocarriles  de  8  de  Jnlio  de  4859, 
de  conformidad  con  el  art.  t07  del  Código  de  Comercio  de  4829,  y  al  absol- 
ver la  Sala  de  la  demanda  por  esta  razón  principal,  no  infringe  los  artícu- 
los 20,  caso  4.^,  y  32  de  la  ley  de  Ferrocarriles  de  3  de  Junio  de  4S55,  que 
expresan  que  los  transportes  deben  cobrarse  con  arreglo  á  las  tarifas  apro- 
badas; ni  la  ley  37,  tít.  44,  Partida  5.*,  qne  ordena  que  la  devolución  de  la 
cosa  pagada  indebidamente  debe  hacerse  con  los  frutos  que  baya  producido; 
ni  la  regla  47,  tít.  34,  Partida  7.\  que  prohibe  el  enriquecimiento  torti- 
cero (2). 

Los  derechos  y  obligaciones  que  nacen  de  los  contratos  de  transporte  qne 
se  celebren  con  las  Compañías  de  ferrocarriles  y  las  dudas  que  acerca  de  su 
cumplimiento  surgen  entre  las  partes,  se  regulan  y  resuelven  principalmente 
por  el  Real  decreto  reglamento  de  8  de  Julio  de  4859,  y  sólo  en  el  caso  de 
qne  en  éste  no  estuvieren  previstos,  podrá  aplicarse  la  legislación  mercantil, 
ó  la  común  en  su  defecto  (3). 

Facturadas  las  aves  vivas  que  se  consignaron  al  recurrente  en  la  Estación, 
con  sujeción  á  la  tarifa  especial  núm.  2,  es  esta  tarifa  la  ley  del  contrato  i 
qne  deben  sujetarse  las  partes  (4). 

Lo  que  constituye  principalmente  la  especialidad  de  la  tarifa  núm.  t,  es 
que  las  expediciones  tasadas  con  arreglo  á  ella  deban  salir  por  el  primer  tren 
de  viajeros  que  contenga  coches  de  las  tres  clases,  siempre  que  sean  presenta* 
das  con  ana  hora  de  anticipación  á  la  fijada  para  la  salida  del  mismo  tren; 
debiendo  hallarse  á  disposición  del  consignatario  una  hora  después  de  la  He* 
gada  de  los  géneros  al  punto  de  su  destino  (5). 

Si  bien  por  la  misma  tarifa  la  Compañía  se  reserva  el  derecho  de  exceder 
en  ocho  horas  los  plazos  de  expedición  y  transporte,  esta  reserva  se  refiere, 
como  la  misma  cláusula  lo  expresa,  á  los  plazos  reglamentarios,  esto  es,  á 
los  plazos  generales,  no  á  los  pactados  expresamente  en  la  tarifa,  y  que  son 
excepcionales  ó  especiales  (6). 

fl>  S«nt.  4  Abril  1878. 

(9)  SenU.  10  Abril  1875  y  81  Dioiembrt  («^. 

9)  Sents.  24  y  9B  Octubre  1876. 

(4)  Sent.  14  Bnero  18B7. 

(6)  Sent.  ídem  id. 

(«)  Sent.  Ídem  id. 
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Consignadas  las  aves  en  la  Estación  de  partida  á  las  seis  de  la  mañana  del 
24  de  Diciembre,  debieron  salir,  con  arreglo  á  lo  pactado,  en  el  tren  que  par- 
tía á  las  siete  y  media,  qoe  contenía  coches  de  las  tres  clases  y  qne  llegó  al  | 
punto  de  destino  el  St  á  las  seis  horas  y  cuarenta  minotos  de  la  mañana  (4). 

Por  no  haber  utilizado  la  Compañía  este  tren,  y  por  haber  remitido  las 
aves  en  el  que  salió  á  las  once  y  treinta,  con  evidente  infracción  de  lo  con- 
venido, aquéllas  llegaron  á  poder  del  consignatario  con  un  retraso  de  veinti- 
cuatro horas,  origen  de  los  perjuicios  qne  se  le  han  seguido,  que  deben  ser  de 
cuenta  de  la  Empresa  porteadora;  y  en  su  consecuencia,  el  fallo  recurrido,  al 
absolver  á  la  Compañía,  infringe  la  ley  del  contrato  (2). 

Si  bien  el  art.  437  del  Reglamento  de  8  de  Septiembre  de  487S  para  la 
ejecución  de  la  ley  de  Ferrocarriles,  establece  que  el  retardo  en  la  entrega  de 
la  mercancía  da  derecho  á  la  indeomización  de  daños  y  perjuicios,  en  éste 
únicamente  pueden  ser  comprendidos  los  que  sean  consecuencia  inmediata  y 
necesaria  del  incumplimiento  del  contrato  de  transporte,  como  lo  tiene  re. 
suelto  el  Tribunal  Supremo  en  S9  de  Abril  de  4876  (3). 


(1)     Sent.  U  Enero  1897. 

(9)     Sent.  Ídem  id. 

(8)     Bent.  82  Bnero  1887. 


TÍTULO  VII 


D  e   los  censos. 


CAPITULO    PRIMERO 

Dieposioionies    grenorales. 


Art.  1004.  Se  conetitüye  el  censo  cuando  se  suje- 
tan algunos  bienes  inmuebles  al  pago  de  un  canon  ó  ré- 
dito anual  en  retribución  de  un  capital  que  se  recibe  en 
dinero,  ó  del  dominio  pleno  ó  menos  pleno  que  se  trans- 
mite de  los  miemos  bienes. 

\tí.  I005.  Es  enfitéutico  el  censo  cuando  una  per- 
sona cede  á  otra  el  dominio  útil  de  una  finca,  reserván- 
dose el  directo  y  el  derecho  á  percibir  del  enfiteuta  una 
pensión  anual  en  reconocimiento  de  este  misDM)  dominio. 

Art.  lOOG.  Es  consignativo  el  censo,  cuando  el 
censatario  impone  sobre  un  inmueble  de  su  propiedad  el 
gravamen  del  canon  ó  pensión  que  se  obliga  ¿  pagar  al 
censualista  por  el  capital  que  de  éste  recibe  en  dinero. 

Art.  1009.  Es  reservativo  el  censo,  cuando  una 
persona  cede  ¿  otra  el  pleno  dominio  de  un  inmueble, 
reservándose  el  derecho  á  percibir  sobre  el  mismo  in- 
mueble una  pensión  anual  que  deba  pagar  el  censatario. 


LIBRO  CUARTO.— TlTÜLO  VU.— ABT8.  1604  Á   1612  698 

Art.  i009.  Es  déla  naturaleza  del  censo  que  la 
cesión  del  capital  ó  de  la  cosa  inmueble  sea  perpetua  ó 
por  tiempo  indefinido;  sin  embargo,  el  censatario  podrá 
redimir  el  censo  á  su  voluntad  aunque  se  pacte  lo  con- 
trario, siendo  esta  disposición  aplicable  á  los  censos  que 
hoy  existen. 

Puede,  no  obstante,  pactarse  que  la  redención  del  censo 
no  tenga  lugar  durante  la  vida  del  censualista  ó  de  una 
persona  determinada,  ó  que  no  pueda  redimirse  en  cierto 
número  de  años,  que  no  excederá  de  veinte  en  el  consig- 
nativo,  ni  de  sesenta  en  el  reservativo  y  enfítéutico. 

lApt.  tOOO.  Para  llevar  á  efecto  la  redención,  el 
censatario  deberá  avisarlo  al  censualista  con  un  año  de 
antelación,  ó  anticiparle  el  pago  de  una  pensión  anual. 

Art.  lOIO.  Los  censos  no  pueden  redimirse  par- 
cialmente sino  en  virtud  de  pacto  expreso. 

Tampoco  podrán  redimirse  contra  la  voluntad  del  cen- 
sualista, sin  estar  al  corriente  el  pago  de  las  pensiones. 

Art.  lOl  I .  Para  la  redención  de  los  censos  consti- 
tuidos antes  de  la  promulgación  de  este  Código,  si  no  fuere 
conocido  el  capital,  se  regulará  éste  por  la  cantidad  que 
resulte,  computada  la  pensión  al  3  por  100. 

Si  la  pensión  se  paga  en  frutos,  se  estimarán  éstos, 
para  determinar  el  capital,  por  el  precio  medio  que  hu- 
biesen tenido  en  el  último  quinquenio. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  no  será  aplicable  á  loe 
foros,  Bubforos,  derechos  de  superficie  y  cualesquiera  otros 
gravámenes  semejantes,  en  los  cuales  el  principio  de  la 
redención  de  los  dominios  será  regulado  por  una  ley  es- 
pecial. 

Art.  1019.  Los  gastos  que  se  ocasionen  para  la  re- 
dención y  liberación  del  censo  serán  de  cuenta  del  censa- 
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tario,  salvo  loe  que  se  causen  por  oposición  temeraria,  á 
}uicio  de  lofi  Tribunales. 

Ari.  iOlS.    La  pensión  ó  canon  de  los  censos  se  de- 
terminará por  las  partes  al  otorgar  el  contrato. 
Podrá  consistir  en  dinero  ó  frutos. 

Art.  MI 4.  Las  pensioneá  se  pagarán  en  los  plazos 
convenidos;  j,  á  &lta  de  convenio,  si  oonsisten  en  dinero, 
por  años  vencidos  á  contar  desde  la  fecha  del  contrato;  y, 
si  en  frutos,  al  fín  de  la  respetiva  recolección. 

Ari.  11115.  Si  no  se  hubiere  designado  en  el  con- 
trato el  lugar  en  que  hayan  de  pagarse  las  pensiones,  se 
cumplirá  esta  obligación  en  el  que  radique  la  finca  gra- 
vada con  el  censo,  siempre  que  el  censualista  ó  su  apode- 
rado tuvieren  su  domicilio  en  el  término  municipal  del 
mismo  pueblo.  No  teniéndolo,  y  si  el  censatario,  en  el 
domicilio  de  éste  se  hará  el  pago. 

Art.  lOIO.  El  censualista  al  tiempo  de  entregar  el 
recibo  de  cualquier  pensión,  puede  obligar  al  censatario 
á  que  le  dé  un  resguardo  en  que  conste  haberse  hecho  el 
pago. 

Ai*t.  IBI9.  Pueden  transmitirse  á  título  oneroso  ó 
lucrativo  las  fincas  gravadas  con  censos,  y  lo  mismo  el  de- 
recho á  percibir  la  pensión. 

Art.  IMS.  No  pueden  dividirse  entre  dos  ó  má« 
personas  las  fincas  gravadas  con  censo  sin  el  consenti- 
miento expreso  del  censualista,  aunque  se  adquieran  á  ti- 
tulo de  herencia. 

Cuando  el  censualista  permita  la  división,  se  designará 
con  su  consentimiento  la  parte  del  censo  con  que  quedari 
gravada  cada  porción,  constituyéndose  tantos  censos  dis- 
tintos cuantas  sean  las  porciones  en  que  se  divida  la  finca. 
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Art.  f  OI9.  Cuando  se  intente  adjudicar  la  finca 
grayada  con  censo  á  varios  herederos ,  y  el  censualista  no 
preste  su  consentimiento  para  la  división,  se  pondrá  á  li- 
citación entre  ellos. 

A  falta  de  conformidad,  ó  no  ofreciéndose  por  alguno 
de  los  interesados  el  precio  de  tasación,  se  venderá  la  finca 
conr  la  carga,  repartiéndose  el  precio  entre  los  herederos. 

Art.  lOliSO.  Son  prescriptibles  tanto  el  oapital  como 
las  pensiones  de  los  censos,  conforme  á  lo  que  se  dispone 
en  el  tít.  18  de  este  libro. 

Art.  I09I.  A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1110, 
será  necesario  el  pago  de  dos  pensiones  consecutivas  para 
suponer  satisfechas  todas  las  anteriores. 

Art.  tO^M.  El  censatario  está  obligado  á  pagar  las 
contribuciones  y  demás  impuestos  que  afecten  á  la  finca 
acensuada. 

Al  verificar  el  pago  de  la  pensión  podrá  descontar  de 
ella  la  parte  de  los  impuestos  que  corresponda  al  censua- 
lista. 

Art.  i093.  Los  censos  producen  acción  real  sobre 
la  finca  gravada.  Además  de  la  acción  real  podrá  el  censua- 
lista ejercitar  la  personal  para  el  pago  de  las  pensiones 
atrasadas,  y  de  los  daños  é  intereses  cuando  hubiere  lugar 
á  ello. 

Art.  1094.  El  censatario  no  podrá  pedir  el  perdón 
ó  reducción  de  la  pensión  por  esterilidad  accidental  de  la 
finca,  ni  por  la  pérdida  de  sus  frutos. 

Ai*t.  i095.    Si  por  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito  se 

pierde  ó  inutiliza  totalmente  la  finca  gravada  con  censo, 

quedará  éste  extinguido,  cesando  el  pago  de  la  pensión. 

Si  8^  pierde  sólo  en  parte,  no«8e  eximirá  el  censatario 
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de  pagar  la  pensión,  á  no  rer  que  prefiera  abandonar  la 
finca  ál  censualista. 

Interviniendo  culpa  del  censatario,  quedará  sujeto,  en 
ambos  casos,  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  (1). 

Art.  I090.  En  el  caso  del  párrafo  primero  del  ar- 
ticulo anterior,  si  estuviere  asegurada  la  finca,  el  valor  del 
seguro  quedará  afecto  al  pago  del  capital  del  censo  y  de 
las  pensiones  vencidas,  á  no  ser  que  el  censatario  prefiera 
invertirlo  en  reedificar  la  finca,  en  cuyo  caso  revivirá  el 
censo  con  todos  sus  efectos,  incluso  el  pago  de  las  pensio- 
nes no  satisfechas.  £1  censualista  podrá  exigir  del  censa- 
tario que  asegure  la  inversión  del  valor  del  seguro  en  la 
reedificación  de  la  finca. 

Art.  10^9.  Si  la  finca  gravada  con  censo  foere  ex- 
propiada por  causa  de  utilidad  pública,  su  precio  estará 
afecto  al  pago  del  capital  del  censo  y  de  las  pensiones  ven- 
cidas, quedando  éste  extinguido. 

La  precedente  disposición  es  también  aplicable  al  caso 
en  que  la  expropiación  forzosa  sea  solamente  de  parte  de  la 
finca,  cuando  su  precio  baste  para  cubrir  el  capital  del 
censo. 

Si  no  bastare,  continuará  gravando  el  censo  sobre  el 
resto  de  la  finca,  siempre  que  su  precio  sea  suficiente  para 
cubrir  el  capital  censual  y  un  25  por  100  más  del  mismo. 
En  otro  caso  estará  obligado  el  censatario  á  sustituir  con 
otra  garantía  la  parte  expropiada,  ó  á  redimir  el  censo,  á 
su  elección,  salvo  lo  dispuesto  para  el  enfitéutico  en  el  ar- 
tículo  1631. 


B 


S  el  censo  una  institución  vetnsta,  que  ha  pasado  del  derecho  bistórieoal 
moderno  on  toda  su  integridad,  y  aun  con  recargos  de  privilegios,  inopinados 


(1)     Véase,  como  concordante,  el  art.  1576. 
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afganos,  y  otros  altainente  irjastos,  sf  güo  demostraremos,  como  si  el  con- 
feccionador de  los  qne  habían  de  ser  (irecf  ptos  legales  se  hubiese  dejado 
sorprf'nder  por  la  colaboración  de  alpún  maleante  acaparador  de  saldos  dis- 
persos de  aquellas  reliquias  que  la  Hacienda  pública  vendió  en  insignificante 
precio,  y  otros  censoalis^tas  malbarataron,  consultando  sos  propios  intereses,  y 
tal  vez  la  nota  de  odiosidad  con  qne  suelen  ser  mirados  dentro  de  los  nuevoa 
horizontei  del  derecho  en  la  vida  actoal  del  progreso  social. 

Sólo  nuestra  legislación  civil  permanece  extraña  al  movimiento  general, 
y  como  si  nada  hubiera  pasado  en  el  mundo,  y  como  si  la  opinión  no  se  hu- 
biera claramente  pronunciado  contra  todos  los  gravámenes  de  la  propiedad 
inn>ueble  que  tan  agobiada  la  han  tenido  durante  siglos  enteros,  confirma  de 
nuevo  la  existencia  de  los  tres  antiguos  censos  enfitéutieo,  consígnatívo  y  re- 
servativo. Todo  lo  qne  en  obsequio  á  la  desaparición  de  estas  gabelas  ha  de- 
cretado, ó  por  mejor  decir,  confirmado,  es  la  redención  y  prescripción  de  laa 
mismas  (4). 

£1  juicio  que  los  censos  merecen,  en  el  orden  jurídico  y  económico,  es  va* 
rio.  En  el  primero,  su  justicia  es  indiscutible,  pues  son  una  manifestación  del 
poder  dominicai;  al  dueño,  por  virtud  del  poder  de  libre  disposición  de  sus 
cosas,  le  hade  ser  permitido  gravarlas  y  someterlas  á  toda  ciase  de  prestacio- 
nes lícitas,  ya  que  no  se  discute,  ni  la  facultad  de  abandonarlas,  ni  la  de  des- 
truirlas, siempre  que  no  perjudique  á  tercero  ó  al  interés  público.  Su  conve- 
niencia, dentro  del  mismo  orden  jurídico,  ya  es  más  discutible:  cierto  que  es- 
tán instituidos  para  fines  especiales  que,  en  el  comercio  de  derecho,  no  puede 
satisfacer  la  plena  propiedad;  pero  es  indudable  que  el  ideal  jurídico  es  la 
propiedad  libre,  pues  cu  mple  mejor  sus  fines  que  la  gravada;  por  eso  es 
aquélla  la  presunción  general  del  derecho,  y  ésta  muestra  un  estado  ex- 
cepcional qne  exige  acabadas  pruebas,  siendo  más  ocasionada  á  conflic- 
tos entre  les  participes  por  diversos  títulos  de  derecho,  sobre  unas  mismaa 
cosas. 

En  el  orden  económico,  los  censos  son  una  consecuencia  de  la  concentra- 
ción de  la  propiedad  en  escasas  y  privilegiadas  manos;  pertenecen  á  la  época 
de  los  grandes  propietarios,  y  si  históricamente  aliviaron  los  inconve- 
nientes de  la  propiedad  acumulada,  lo  cierto  es  que  esa  misma  bondad  relati- 
va, condicional  y  expresiva  de  una  imperfecta  situación  económica  de  la  pro* 

(1)  Falcón,  Comentarios  al  Código  civilt  tomo  IV.  En  igual  sentido  «e  ex^r^saba 
D.  Jnlíán  Arribas,  repntadíiimo  profesor  de  Derecho  civil  en  la  Universidad  de 
Valladolid,  y  lo  vemos  indicado  en  la  obra  de  fu  ditcipnlo  D.  Jnlio  Otero,  sobre  el 
Jhrecko  de  cbligaeionet,  Valladolid,  1866^  qne  apunta  la  consideración  de  lo8  censos 
•orno  Qsuraríos  y  odiosos,  pág.  216. 
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piedad,  hizo  sn  proceso  y  les  niega  bondad  intrínseca  y  absoluta.  La  forma 
censal  empeora,  por  lo  general,  el  cnltivo,  resiente  las  virtades  prodnetívas 
de  la  propiedad,  incita  al  abnso  en  la  producción  para  obtener  más  pingues 
rendimientos,  no  mantiene  tan  vivos  los  estímulos  de  cuidado  y  vigilancia  de 
la  propiedad  en  el  censualista  y  en  el  censatario,  como  si  fuesen  absolutos 
dueños;  divide  á  los  hombres  en  trabajadores  y  ociosos,  siendo  más  peculiar 
de  tiempos  feudales,  que,  pasaron  para  no  volver,  y  reemplaza,  en  fin,  el  esta- 
do normal  y  natural  de  la  propiedad  por  lo  excepcional  y  más  ó  menos  arti- 
ficioso de  una  organización  positiva  (4). 

En  vano  el  Código  ha  procurado  favorecer  en  general  el  principio  de  li- 
bertad en  el  derecho  sobre  los  bienes  patrimoniales,  facilitando  la  evaluación 
de  tos  mismos,  obediente  á  los  fines  que  están  llamados  á  llenar,  cuando  por 
otra  parte  robustece  particularmente  la  hinchazón  de  otros  derechos  qoe  son 
un  inequívoco  embarazo  para  que  aquellas  evoluciones  se  realicen  suavemente, 
sin  violenria  en  las  personas,  ni  fuerza  en  las  cosas.  En  buen  hora  que  la  ley 
del  contrato  pese  sobre  los  contratantes  con  toda  la  eficacia  que  ellos  preten- 
dieron al  concertarse  y  que  la  acción  ess  sHfmlato  les  lleva  al  obligado  cumpli- 
miento; pero  que  la  ley  con  preceptos  generales  se  encarne  en  el  tempera- 
mento de  más  rigor  rompiendo  la  anhelada  igualdad  y  desequilibrando  dere- 
chos recíprocos  que  deben  equitativamente  corresponderse,  en  térmiaos  de 
qoe  los  unos  sean  absorbidos  por  los  otros,  es  contravenir  al  principio  de  jus- 
ticia de  que  debe  ir  siempre  presidida  é  informada,  según  tuvimos  ocasión  de 
demostrar  en  el  comentario  al  art.  4.*  del  cuerpo  legal  á  que  venimos  dedi- 
cando estos  trabajos. 

Las  disposiciones  generales  que  ahora  nos  ocupan,  aplicadas  á  esas  cargas 
6  gravámenes  vivos  que  vienen  jugando  desde  épocas  remotas  tan  importante 
papel  en  el  historial  de  cada  inmueble,  no  pueden  ser  más  injustas,  según 
decíamos,  por  cuanto,  afectando  la  forma  de  un  derecho  real,  cual  es  por  na- 
turaleza propia,  y  constando  por  lo  tanto  relacionado  en  el  Registro  con  la 
sola  expresión  de  su  clase,  capital  y  canon  anual,  que  es  lo  que  por  regla 
general  sólo  enseñan  los  asientos  de  inscripción  ó  las  tomAs  de  roten  que  allí 
se  conservan,  porqud  de  las  imposiciones  antiguas  sólo  esos  extremos  resultan, 
el  Código  agrava  con  sus  condiciones  especiales  aquella  carga  que  do  podrá 
ser  allí  suficientemente  conocida  de  aquel  á  quien  interesa,  mientras  no  venga 
á  estos  artículos  á  completar  la  importancia  transcendental  del  gravamen. 

Después  de  la  definición  y  clasificaciones  de  que  más  adelante  trataremos, 
i-eitera  el  derecho  del  censatario  á  redimir  la  carga,  dando  á  este  precepto 

(i)     Sánchez    Románt   Fktndi'i»  de  ampliadán  del   Dtreiho  ótm'l,  tomo   ll,   pAgr 
•na  579. 
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«fecto  retroactivo  en  cuanto  á  los  censos  preexistentes;  efecto  qae  á  nada 
conduce,  porqne  asi  estaban  las  cosas  antes  de  la  promulgación,  y  grava  en 
cambio  al  censatario,  que  ha  de  devolver  el  capital  al  censualista  con  el  in- 
terés del  canon  de  un  ano  anticipado,  que  deberi  pagarle  además  de  las  pen- 
siones vencidas,  pues  habiendo  una  siquiera  pendiente,  no  podrá  el  ceouta- 
rio  redimir  la  carga  contra  la  voluntad  del  censualista.  De  manera  que,  següu 
el  precepto  del  Código— artículos  4609  y  4640,— el  censatario  no  soluciona 
sus  obligaciones  con  el  censualista  devolviéndole  el  capital  y  pagándole  las 
anualidades  pendientes  hasta  el  día  de  la  redención,  que  sería  lo  justo;  tieite 
que  darle  además  una  anualidad  anticipada...  cuando  terminan  sus  obliga- 
ciones. Estos  anticipos  se  conciben  y  llenan  su  indicación  como  primeras 
prestaciones  de  cualquier  obligación  que  comienza  á  regir;  pero  no  como 
consecuencia  postuma  de  su  extinción  ó  redención.  Igual  rigor  representa  el 
otro  término  disyuntivo  del  aviso  con  un  año  de  antelación,  pues  durante  él 
tendrá  que  conservar  disponible  y  amortizada  aquella  suma,  en  expectadón 
del  transcurso  de  los  trescientos  sesenta  y  cinco  días,  en  toda  su  integridad « 
puesto  que  los  censos  no  pueden  redimirse  pv^ialmente  sino  en  virtud  de 
pacto  expreso,  y  sin  estar  al  corriente  en  el  pago  de  las  pensiones  (4),  siendo 
de  cuenta  del  censatario^  además,  todos  los  gastos  que  ocasione  la  liberación 
del  gravamen,  salvo  los  que  se  causen  por  oposición  temeraria  del  censualis- 
ta, á  juicio  de  los  Tribunales;  de  modo,  que  si  la  oposición  es  injusta,  pero  sin 
llegar  á  la  temeridad  declarada,  los  gastos  imprudentes  ocasionados  por  el 
CAnsualista  son  también  del  censatario  (2). 

Todavía  va  más  allá  el  art.  4648,  al  prescribir  que  no  pueden  dividirse 
entre  dos  ó  más  personas  las  fincas  gravadas  con  censo  sin  el  consentimiento 
expreso  del  censualista,  aunque  se  adquieran  á  título  de  herencia.  Y  aunque 
el  censualista  no  sea  conocido  y  se  ignore  su  existencia  y  domicilio,  y  aun- 
que haya  abandonado  de  hecho  el  censo,  y  esté  corriendo  el  plazo  para  la 
prescripción,  ó  sea  éste  pasado,  no  una,  sino  dos  ó  más  veces,  siempre  el 
censo,  mientras  no  se  extinga  el  derecho  real  inscrito  y  se  justifique  la  extin- 
ción, impedirá  la  división  de  la  finca  gravada,  aun  cuando  sea  cómodamente 
divisible,  y  hasta  conveniente  bajo  otros  puntos  de  vista  si  el  censualista  no 
lo  consiente  expresamente;  para  lo  cual  supone  la  ley  el  absurdo  de  que  siem- 
pre ha  de  estar  presente  para  que  pueda  tener  lugar  la  solicitud  de  su  con- 
sentimiento. Y  cuando  no  aparezca  por  parte  alguna  del  globo  terráqueo, 
¿quién  habrá  de  otorgar  el  consentimiento  expreso?  Y  entre  tanto  la  indivi- 
sión será  perdurable  y  sempiterna,  ocasionando  una  constante  enajenación 

íl)     Art.  1610, 

(8)     VéAse  el  art.  1812. 
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forzosa  entre  los  herederos  del  propieUrio  ó  entre  los  extraños,  qne  acodirán 
ó  no,  en  el  primer  cato^  tras  Iss  ventajas  de  una  venta  forzada,  no  por  co- 
acción física,  pero  sí  por  coacción  legal;  y  en  el  segando,  para  forzar  más  la 
venta  del  iiimneble,  poesto  qoe  no  da  otra  solución  el  art.  4619  qoe  la  de 
desposeer  á  su  legítimo  dueño  de  sus  bienes  patrimoniales,  ys  que  no  por  causa 
de  utilidad  pública,  por  autoridad  particular  y  privativa  de  un  censualista 
preexistente,  aun  cuando  no  exista.  ¿Quién  dudará  deque  esas  enajenaciones 
forzosas  son  otros  tantos  ataques  contra  el  derecho  de  propiedad,  de  qne  na- 
die puede  ser  privado  sino  por  causa  de  utilidad  pública  y  previa  siempre  la 
correspondiente  indemnización  al  expropiado,  ni  qué  indemnización  establece 
la  ley  en  favor  del  derecho  do  propiedad  desposeído  por  impuestas  enajena- 
ciones? Esas  situaciones  tirantes  abrirán  (nás  de  una  vez  las  puertas  á  la  co- 
dicia contra  el  desposeído,  para  quien  la  causa  civil  del  contrato  no  puede  ser 
justa  mientras  sea  forzada  y  no  provenga  de  su  consentimiento  anterior  con- 
tractual, sino  de  un  precepto  de  ley  aclaratorio,  de  una  incompleta  referencia 
apreadida  en  los  asientos  del  Registro  de  la  propiedad  ó  de  una  simple  indi- 
cación en  el  título  instrumental  de  su  causante. 

Al  R)ismo  censualista  convida  el  artículo  que  nos  ocupa  á  maquinaciones 
contra  el  derecho  del  propietario,  utilizando  su  propio  privilegio  por  sí  mismo 
ó  por  persona  interpuesta. 

Trascendental ísimo  es  el  precepto  consignado  en  el  artículo  que  precede  y 
altamente  embarazoso  para  la  disposición  de  los  bienes  de  la  propiedad  in- 
mueble, si  se  tratase  de  darle  una  interpretación  retroactiva.  La  indivisión  de 
los  predios  censidos  ó  acensuados  no  permitirá  la  celebración  de  la  mayor 
parte  de  los  contratos,  ni  aun  la  adjudicación  de  algunos  legados  específicos, 
y  hasta  el  pago  del  haber  hereditario  se  hará  altamente  difícil  si  al  cen&na- 
lista  no  le  convenía  por  cualquier  motivo,  razón  ó  sinrazón,  autorizar  la  di- 
visión de  la  cosa  acensuada,  y  si  ha  de  llevarse  á  cumplido  efecto  lo  dispuesto 
en  el  art.  4618,  sin  distinguir  de  tiempos.  Pueblos  enteros  hay  gravados  con 
un  censo  solo,  llamado  de  población  ó  de  otro  n)odo>  y  la  prohibición  de  este 
artículo  llevada  á  rigor  no  podría  ser  más  tiránica  é  irritante  para  los  terra- 
tenientes del  lugar,  ni  más  perjudicial  á  sus  intereses,  cuando,  á  mayor  abun- 
damiento, se  trate  de  antiguos  censos,  en  cuya  constitución,  ni  era  general  la 
prohibición  de  dividir,  ni  los  propietarios  que  adquirían  las  fincas  acensuadas 
podían  nunca  contar  con  que  habría  de  surgir  un  embarazo  tal  contra  la  dis- 
posición de  los  bienes  que  adquirían  por  causa  de  la  indivisión  del  censo  per- 
mitida siempre. 

Natural  era,  pues,  que  la  aplicación  del  aludido  precepto  ocasionara  bien 
pronto  dudas  y  tropiezos,  y  ya  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil,  de 
la  Propiedad  y  del  Notariado  ha  tenido  que  resolver  conflictos  relacionados 
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en  otro8  Untos  hechos  dimanados  de  la  disposición  qna  de  bienes  aeensoados 
han  hecho  los  respectivos  propietarios,  armonizando  el  artículo  preinserto  con 
la  segunda  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código,  y  haciendo  la  debida 
distinción  de  tiempos. 

En  su  consecaencia,  aun  suponiendo  que  una  finca  esté  gravada  con  een-  ^ 
sos,  sería  improcedente  rechazar  la  inscripción  de  una  escritura  en  qne  aquélla 
se  dividiese  por  no  haberse  observado  el  precepto  del  art.  4618  preinserto, 
tratándose  de  un  contrato  celebrado  bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior, 
que  no  exigía  el  consentimiento  del  censualista  para  la  división  de  la  finca 
censida,  en  cuyo  caso  la  disposición  transitoria  del  Código  aplicable  es  la  se- 
gunda, y  no  la  cuarta,  por  tratarse  de  un  derecho  nacido  y  ejercitado,  esto  es, 
del  que  tenía,  conforme  á  la  antigua  legislación  civil,  el  dueño  de  una  finca 
acensuada  á  dividirla,  sin  contar  con  el  consentimiento  del  censualista;  no 
siendo  aplicable  el  repetido  art.  4618  á  los  censos  impuestos  bajo  el  régimen 
de  dicha  antigua  legislación  (4). 

Contra  la  máxim*a  de  ser  odioso  todo  privilegio,  el  art.  4624  establece  una 
excepción  á  la  regla  general  del  40tO,  y  por  consiguiente,  mientras  el  recibo 
del  úliimo  plazo  de  un  débito,  cuando  el  acreedor  no  hiciere  reserva  alguna, 
extinguirá  la  obligación  en  cnanto  á  los  plazos  anteriores,  tratándose  de  cen- 
sos será  necesario  el  pago  de  dos  pensiones  consecutivas  para  suponer  satis- 
f(.íchas  todas  las  anteriores,  lo  cual,  á  más  de  lo  irritante  de  la  excepción  tan 
injustificada,  se  prestará  á  injustas  reclamaciones,  fáciles  de  comprender  á  pri- 
mera vista  sin  necesidad  de  que  descendamos  á  su  demostración. 

£t  art.  4623  establece  dos  acciones  á  favor  del  censualista:  la  real  sobre  la 
finca  gravada,  y  además  la  personal,  para  el  pago  de  las  pensiones  atrasadas 
y  de  los  daños  é  intereses  qne  hubiere  lugar  á  ello,  y  el  siguiente  niega  al 
censatario  toda  petición  encaminada  á  reducir  la  pensión  por  esterilidad  acci- 
dental de  la  finca  ni  por  la  pérdida  de  sns  frutos,  á  pesar  de  que  la  pensión 
está  fundada  en  la  producción,  y  de  que  la  esterilidad,  aunque  accidental,  pue- 
de ser  tan  duradera  ó  má^  que  la  vida  del  propietario  de  la  finca  censida,  y 
de  que  la  pérdida  de  sus  frutos  se  extienda  á  un  número  considerable  de  años 
sin  colpa  del  censatario  de  predios  rústicos  ó  urbanos. 

Finalmente,  dos  casos  de  extinción  de  los  censos  contienen  los  artícu- 
los 46!5  y  los  dos  siguientes  con  que  terminan  las  disposiciones  generales;  y 
se  refieren,  el  primero,  á  la  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito  que  ocasionen  la 
pérdida  ó  inutilización  total  de  la  finca  grávala  con  censo;  y  el  segundo,  á  la 
expropiación  por  causa  de  utilidad  pública  de  la  finca  censida.  Y  en  ambos 

(1)     B.  de  la  D.,  7  Saero  93.  (^.  28  Mahio),  oonftrinada  por  la  de  U  Marzo  95.— 
0,  6  Agosto. 
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casos  serán  de  ver  Us  cnesliones  que  tendrán  qae  resolver  los  Tribunales  en 
la5  reclamaciones  á  qae  habrán  de  dar  lugar  los  aiaiJiJos  preceptos,  como 
deja  entrever  sn  simple  lectura. 

Por  otro  lado,  resallan  tan  iojustos  los  extremos  re^^aeltos  en  dichos  ar- 
tícfllos,  qae,  ya  que  el  plan  de  esta  obra  sintética  nos  impida  tratar  con 
totla  SQ  extensión  esta  materia,  aportaremos  sencillamente  algunas  ideas  en 
demostración  de  nuestro  aserto.  En  el  caso  de  pérdida  ó  inutilización  del  pre- 
dio, como  ésta  deberá  ser  total,  esa  totalidad  no  resultará  jamás,  porque  de 
loH  inmuebles  queda  siempre  el  suelo,  y  éste,  rústico  6  urbanizado,  se  opon- 
drá siempre  á  la  idea  del  perecimiento  ó  de  la  inutilización  mientras  sea  sus- 
ceptible de  algún  aprovechamiento.  Ahora  bien:  tratándose  de  un  edificio  ó 
construcción  que  se  destruya  ó  inutilice  sin  estar  asegurado  de  incendios, 
pues  no  sabemos  que  pueda  estarlo  contra  las  inundaciones,  terremotos,  etc., 
la  extinción  del  censo  de  las  pensiones  no  satisfechas  parece  indudable  (4) 
aunque  subsista  el  suelo,  cualquiera  qae  sea  la  causa  del  siniestro  inculpable; 
ma»  si  la  finca  fuese  destruida  por  un  incendio  totalmente'  y  estuviese  asegu- 
rada, el  valor  del  seguro  estará  afecto  al  pago  del  capital  del  censo  y  de  las 
pensiones  vencidas,  á  no  ser  que  el  censatario  prefiera  invertirlo  en  reedificar 
la  fínea,  en  cuyo  caso  revivirá  el  censo  con  todos  sus  efectos,  incluso  tlpago^ 
de  ¿apensiones  no  sati^échas,  pndiendo  el  censualista  exigir  que  asegure  la 
inversión  del  seguro  en  la  reedificación. 

Y  he  aquí  ei  motivo  de  nuestra  censura.  El  capital  del  censo  y  sus  pen- 
siones son  privilegiados  en  totalidad,  y,  sin  tener  en  cuenta  lo  que  en  la  fioc^ 
ha  perdido  el  propietario,  y  si  el  importe  del  seguro  indemniza  aquélla  total- 
mente, esto  es,  los  derechos  de  ambos,  el  censualista  recoge  íntegro  lo  que 
allí  tuviera,  y  el  censatario...  aventa  las  cenizas.  Si  el  censo  era  reservativo*— 
art.  1607,— el  valor  que  sirvió  de  tipo  para  la  imposición,  después  de  uno  ó 
dos  siglos  pasados  sobre  la  cosa,  no  ha  decrecido  para  ser  reintegrado;  el  que 
el  censatario  le  da,  reedificándola  con  incesantes  reparaciones^  estará  á  las  re- 
sultas, á  lo  que  sobre  después  de  reintegrarse  el  primero  de  aquel  precio  inal- 
terable que  un  día  se  le  diera.  Es  más:  el  artículo  no  distingue  si  el  censua- 
lista cobrará  del  importe  del  seguro,  cuando  sea  él  el  asegurador,  el  que  paga 
las  primas  ó  los  dividendos,  ó  cuando  sea  el  asegurador  el  censatario.  Si,  como 
parece,  no  debe  distingairse  cuando  la  ley  no  distingue,  y  el  censualista  co- 
bra ñemprB  del  importe  de  un  seguro  que  ni  hizo  ni  paga,  el  privilegio  se 

—  -    -     -  II      -     I-   —  -  -  —        ■  ■  . . 

ti)  Indudable,  por  faena  del  oo&sonante,  e«to  es,  de  la  redacción  del  art.  ICdS^ 
porque  lo  qne  se  refiere  k  las  pensiones  atrasadas  no  creemos  deje  de  ser  una  deada 
esigible  por  aodÓn  personal  al  siniestrado,  por  estar  devengadas  y  ser  reclama- 
bles  antes  del  siniestro. 


LIBRO  CUARTO.— -TÍTütO  VII  — ABTS.   1601  Á   1627  708^ 

convierte  entonces  en  ana  presa  leonina.  £i  censaalista  se  habrá  enriquecido 
á  expensas  de  la  ruina  del  censatario;  y  esto,  no  porque  así  se  concertara  con*- 
tractnalmente,  sino  en  virtud  de  nn  precepto  de  ley  que  practica  el  bien  in- 
dividual como  medio  de  llegar  al  bien  común. 

Si  la  finca  se  pierde  sólo  en  parte  por  caso  fortuito,  no  se  eximirá  el  cen- 
satario de  pagar  la  pensión,  á  no  ser  que  prefiera  abandonar  la  finca  al  cen- 
sualista,  conforme  al  art.  4625,  dando  nn  nuevo  ejemplo  de  la  gran  falta  de 
equidad  que  preside  de  las  disposiciones  generales  que  motivan  este  comenta- 
río.  Si  se  pierde  sólo  en  parte...,  esto  es,  en  casi  su  totalidad,  no  habrá  razón 
bastante  para  reducir  el  valor  de  la  carga,  sino  que  ésta  subsistirá  incólume 
é  íntegra  ia  pensión,  pechando  con  toda  la  pérdida  el  censatario,  sin  otra  com- 
pensación que  la  facultad  que  se  le  concede  para  abandonar  la  finca  en  favor 
del  censualista,  como  único  medio  de  evitar  que  le  siga  persiguiendo  la  gabela^ 

Pasemos,  pues,  al  caso  de  expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica, de  que  trata  el  art.  4627,  último  del  capítulo.  Cuando  fuere  la  totalidad 
de  la  finca  censida  ó  acensuada,  el  precio  estará  afecto  al  pago  del  capital  y  al 
de  las  pensiones  vencidas,  quedando  extinguido  el  censo.  Y  como  es  sabido 
que  el  precio  es  lo  más  relativo  de  cnanto  hay  que  considerar  en  las  cosas,  si 
aquél,  que  puede  no  ser  justo,  mediante  las  vicisitudes  de  toda  e^^propiación, 
sólo  alcanzare  para  cubrir  el  capital  primitivo  perteneciente  al  censualista,  el 
censatorio  habrá  visto  arruinarse  aquella  parte  de  su  patrimonio;  y  cuenta 
que,  si  en  alguna  clase  de  censos,  como  los  consigoativos,  por  ejemplo,  que 
tanto  se  asemejan  á  la  hipoteca,  será  corriente  esta  teoría,  en  el  reservativo, 
cuyo  capital  es  el  precio  que  la  'finca  tuvo  un  día,  esto  es,  la  finca  aquella  que 
hoy  ha  podido  multiplicar  su  valor  merced  al  censatario,  cederá  todo  este 
ante  el  privilegio  de  aquél,  para  el  cual  el  valor  primitivo  está  siempre  esta* 
cionarío,  sin  que  lleguen  á  hacerle  mella  el  tiempo  destructor  ni  las  pecualia- 
res  contingencias. 

Si  la  expropiación  fuere  sólo  de  parte  de  la  finca  censida  y  el  precio  de  la 
expropiación  cubro  él  capital  del  censo,  solamente  el  capital,  consigna  para^ 
este  caso  el  párrafo  segundo  del  artículo,  el  precio  será  para  el  censualista  y 
quedará  también  el  gravamen  extinguido;  mas  cuando  no  bastare,  continuará 
gravando  el  censo  sobre  el  resto  de  la  finca,  siempre  que  su  precio  sea  sufi- 
ciente—¿ajuicio  de  quién?  (4)  —para  cubrir  el  capital  censual  y  un  25  por  400 
— ■--...  .  -    -■  _ 

(1)  En  primer  término,  al  del  dneflo  y  al  del  acreedor  oensoalista;  y  si  entr» 
•llocí  no  hubiere  avenencia  acerca  del  partionlar,  á  los  Tribnnales  en  el  juicio  co- 
rreepondlente,  en  armonía  con  el  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria,  8.^,  4.**,  89,  40  y  79 
de  la  ley  do  10  de  Bnero  de  1879,  y  el  90  de  su  Reglamento.— i2e«o¿uc¿du  de  Ui  Di- 
rwc%4n  general  de  loe  RegieWoe  de  11  de  Diciembre  del  94  -  ¿7.  26  Enero  95. 
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más  del  mismo.  En  otro  euo«  eontinúa  el  precepto,  eettri  obfigAdo  el  oensa- 
tirio  ú.  tasiiluir  con  otra  garantía— si  ia  tavíere,  aftadimoc  nosotros,— á  satis- 
facción  dei  censoalista,  ó  i  redimir  e\  censo  -si  pudiere,  volvemos  á  objetar, 
—i  sn  elección.  Pero  el  precepto  no  soluciona  el  conflicto  caando  la  garantía 
falta  y  también  los  medios  para  redimir,  paesto  qae  no  admite  tampoco  la  re- 
dacción en  los  censos  consignativos  ni  en  los  reservativos. 
•  Tal  es  el  juicio  qae  nos  merecen  las  disposiciones  generales  qae  sobre  los 
censos  contienen  los  artículos  qae  anteceden;  y  aunque  no  se  nos  ocultan  los 
medios  de  corregir  tan  grandes  errores,  no  entra  en  nuestr  propósitoo  plan- 
tear su  fórmala.  Día  llegará,  seguramente,  en  que  la  revisión  del  Código  afiee- 
tará  de  una  manera  profunda  tales  disposiciones,  aun  cuando  las  deje  sobre- 
entendidamente  á  la  facultad  contractual  de  los  censualistas  y  eeoMlaríos  fu- 
turos. 

Por  fortuna,  tales  disposiciones  no  tienen  efecto  retroactivo,  salvo  única- 
mente en  lo  qae  respecta  á  la  redimibilidAd  proclamada  en  el  art.  1608;  asf, 
pues,  creemos  no  serán  aplicables  á  los  censos  impuestos -con  anterioridad  á 
la  promulgación  del  Código,  y  menos  aun  á  aquellos  cuyo  conocimiento  baya 
llegado  á  los  interesados  por  la  simple  referencia  de  unas  escrituras  de  trans- 
misión á  otros,  ó  del  dato  abreviado  de  los  asientos  del  Registro,  los  cuales 
serán  únicamente  los  qae  marquen  las  obligaciones  del  censatario  para  con  el 
censualista;  pues  á  nuestro  juicio,  las  condiciones  gravosas  de  una  imposición 
obligarán  á  tercero  en  cuanto  resalten  claramente  del  título  instrumental  del 
vendedor,  de  la  inscripción  del  censo  en  el  Registro  ó  del  título  del  actual  po- 
seedor, sin  que  puedan  perjudicar  ni  agravar  su  condición  lasque,  por  no  re- 
sultar tan  fehacientes,  no  pudo  tenerlas  en  cuenta  al  adquirir  el  ínmueLle 
censido. 

La  redimlbilidad  y  (a  prescripción  de  los  capitales  de  censos  de  todo  gé- 
nero, que  en  lo  antiguo  suscitaron  prof andas  discusiones  y  que  llegaron  á  s*r 
proclamadas  por  el  derecho  histórico,  y  especialmente  por  la  jnrispra Jencia 
del  Tribunal  Supremo,  han  venido  á  ocupar  como  pri'cepto  de  ley  sn  lugar 
oportuno  en  los  artiealos  correspondientes:  segán  hemos  tenido  ocasión  de 
ver,  el  46Í0  declara  que  son  prescriptibles,  tanto  el  capital,  como  las  pensio- 
nes de  los  censos,  conforme  lo  que  se  dispono  en  el  tít.  48  del  libro  4.^  ea  el 
que  está  comprendido  el  art.  496),  según  el  cual  las  acciones  reales  sobre  bie- 
nes inmueble  prescriben  á  los  treinta  años,  y  en  esta  prescripción  está  com- 
prendida también  la  de  dichos  capitales,  cuyo  plazo  empezará  á  correr  y  con- 
tarse desde  el  último  p9go  de  la  pensión,  si  pnJiera  comprobarse. 

La  prescripción  de  las  pensiones  es  distinta  é  independiente  de  lapfescrip  - 
ción  de  los  capitales;  pues  en  aquéllas,  si  bien  proJace  la  acción  psrsoni  i 
para  reclamar  el  pago,  esa  acción  no  será  la  ordinaria,  cuya  duración   es  de 
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•qoinM  aftos;  nao  qoe,  tratáiidMe  de  pagoi  qae  d^ben  haeene  per  anoali- 
dadeft  ó  plasos  más  cortos,  prescríbírá  por  el  traosearso  de  ciaeo  a&os  sia  ha- 
ber Biediado  reclamacióa  por  parte  del  cenanalista,  debieodo,  por  lo  Uaio* 
comprenderse  ea  la  prescripción  onanUs  aanalidades  concedan  y  sean  anierior 
rea  á  dichos  cinco  afios;  y  si  llegasen  ai  número  de  treinta,  entonces  tendrá 
Ingar  la  prescrpción  también  del  capital,  en  cuyo  Altimo  caso  arrastrará  con- 
sigo las  pensiones  del  último  qoinqoeaio,  ann  ciando  por  otro  lado  pu- 
dieran reclamarse,  en  consideración  á  qoe,  si  con  la  prescripción  se  conyierte 
el  capital  en  ona  cantidad  negativa,  ósta  no  puede  derivar  consecneneiaa  po- 
sitivas; poes  resuello  lo  principal,  que  es  la  cansa»  se  resuelve  tambión  k>  ac- 
cesorio, ó  sea  su  efecto. 

Esto,  aparte  de  que,  la  extinción  del  capital  del  censo  por  cansas  distin- 
tas á  la  prescripción,  pueda  dejar  en  vigor  la  acción  personal,  según  antes 
apuntamos,  contra  ios  deodores  ó  personas  obligadas  que  debieron  pagar  en 
so  tiempo  las  pensiones  y  se  constituyeron  en  mora  dejando  de  hacerlo. 

Terminaremos  estas  consideraciones  generales  sobre  el  derecho  real  de 
censo,  independientemente  de  su  aspecto  contractual,  que  trataremos  después, 
con  las  sigoieates  conclusiones. 

Si  bien  es  innegable  el  derecho  del  Estado  á  que  se  inscriban  á  su  favor 
los  bienes  que  posea,  con  sólo  presentar  el  certiGcado  á  que  se  refiere  el  Real 
decreto  de  U  de  Noviembre  de  4864,  esos  certificados  no  son  suficientes  para 
qoe  en  el  Registro  de  la  propiedad  se  haga  constar  Ja  transmisión  de  censos 
que  el  mismo  Estado  realice,  porque  para  ello  es  indispensable  el  otorgamien- 
to de  escritura  pública,  según  se  infiere  de  los  artículos  7  ®  y  9/*  de  la  ley  de 
44  de  Julio  de  4878,  puesto  que  el  titulo  verdadero  déla  adquisición  del 
censo  es  la  dicha  escritura,  y  los  certificados  que  libra  la  Administración  no 
tienen  otro  objeto  que  el  qoe  les  asigna  el  art.  7.*  de  la  ley  citada  y  el  10 
del  Reglamento  de  5  de  Junio  de  4886  (1). 

La  Autoridad  eclesiástica  puede  vender  á  censo  reservativo  fincas  perte- 
necientes á  capellanías  colativas,  sin  que  para  la  validez  de  tales  contratos  se 
requiera  la  declaración  ministerial  prevenida  en  el  Real  decreto  de  4S  de 
Agosto  de  4971;  y  mediante  t&les  ventas  dejan  de  ser  las  fincas  las  que  for- 
man la  dotación  de  la  capellanía,  pasando  á  subvenir  á  las  cargas  de  la  misma 
las  pensiones  del  censo,  lo  cual  prueba  que  éste  y  no  la  finca  viene  sujeto  en 
adelante  á  la  amort  zación.  Sí  en  esos  casos  se  eslima  legal  la  innovación  in- 
troducida sin  el  concurso  de  la  Autoridad  civil,  no  obstante  haberse  subro- 
gado un  derecho  en  el  lugar  de  una  finca,  no  hay  razón  que  abone  un  dife- 
.rente  criterio  para  juzgar  el  acto.en  cuya  virtud  se  libran  las  fincas  dadas  á 


(1>     B.  do  laD,  22  Nov.  SS— 6'.  aiDio. 
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eeoso  y  m  impone  éste  sobre  otro  inmaeble*  ya  qae  ea  semejMite  contrato  m 
hay  en  puridad  más  que  ana  tabrogaeióa  real^  que  no  reviste  la  graveiUd  é 
importaneía  de  ia  anterior;  sin  que  sea  obstáculo  á  esas  doctrinas  lo  dispues- 
to en  el  citado  Real  decreto  de  41  de  Agosto  de  4S74,  pues  aunque  éste  tcsu 
también  de  conmutación  de  bienes,  se  concreta  á  eligir  la  previa  declaneióo 
ministerial  cuando  aquélla  recae  sobre  bi^ies  inmuebles  y  títulos  de  la  Dends» 
y  su  precepto,  sobre  ser  taxativo,  no  puede  ser  aplicado  á  un  caso  en  que  ao 
se  tratado  desamortizar  un  inmueble,  sino  de  mantener  un  derecho  real  de 
carácter  eclesiástico,  cambiando  empero  la  finca  sobre  que  recae  (4). 

Para  la  cancelación  por  el  Estado  de  un  censo  inscrito  á  favor  de  las  me- 
morias de  la  Obra  pía,  es  indispensable  que  acredite  que  legalmente  repre- 
senta á  aquélla  (S>. 

Ni  por  el  derecho  civil  ni  por  el  vigente  hipotecario,  es  posible  conceder 
peisonalidaden  el  acto  de  la  redención  de  un  censo  más  que  al  que  ostente 
el  título  de  acreedor  censualista  ó  al  que  legítimamente  tenga  su  representa- 
ción ó  le  haya  sucedido  en  el  goce  del  derecho,  sin  lo  cual  estaría  á  merced 
del  dueño  del  inmueble  gravado  el  hacer  desaparecer  las  cargas  que  pesaros 
sobre  la  finca  sin  contar  con  la  aquiescencia  del  verdadero  censualista  (3>. 

•  • 

Más  que  en  ninguna  otra  institución  civil,  debe  distinguirse  en  los  ceesos 
su  constitución  y  su  supervivencia^  por  lo  perpetua  que  es  ó  ilimitada.  En  el 
primer  aspecto,  el  censo  será  un  contrato  consensnal,  bilateral,  oneroso  y 
conmutativo  (4);  y  en  el  segundo,  un  derecho  real  con  todas  las  condiciones 
y  caracteres  propios  de  su  naturaleza. 

Como  contrato,  justifica  la  intervención  de  los  tres  elementos  constitati- 
vos:  personal,  real  yibrmal,  representados  por  las  personas  del  censista  y  del 
censarío,  ó  como  se  llaman  generalmente,  censualista  y  censatario;  por  la  eoia 
inmueble  censida  ó  acensuada,  rústica  ó  urbana;  y  por  su  autenticación  en 
instrumento  publico,  escritura,  testamento,  actuación,  etc.  Por  razón  de  las 
personas  habrá  necesidad  de  recordar  la  capacidad  jurídica  de  las  mismas  en 


(1)  B.  de  la  D.,  9  Oot.  85—  G.  11  Dio. 

(2)  B.  de  la  D.,  13  Oot.  a5. — G.  11  Dio.— 19  Kov.  85.— (7.  88  Enero  88. 
(S)     B.  de  la  D.,  31  Marso  85.  — ^  13  Mayo. 

(4)  Bs  oonseiivaal,  porque  se  perfeooiona  por  el  oonsentimiento;  bilateral,  por* 
qae  prodnoe  obligaciones  reciprocas  de  esa  cualidad  entre  ambas  partes  ooAtra- 
tantes;  es  oneroso  y  conmutativo,  porque  la  prestación  tiene  por  causa  el  interés 
de  uno  y  otro. 
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sQS  dos  acepciones  de  dúposiHta  y  receptiva,  necesarias  en  todo  contrato.  En 
cnanto  á  la  cosa,  deberá  sobreentenderse  nn  inmnebte  cierto,  determinado  y 
fnietiíéro,  Anico  ó  múltiple.  Y  en  atención  á  so  atenticidad  formal,  la  impo- 
sición escritarada,  el  reconocimiento  espontáneo,  ó  impoesto  judicialmente 
en  virtud  de  los  medios  sapletorios  de  proeba. 

Defínelo  et  art.  4604  como  contrato  per  el  cual  ce  eyjetan  al^uMe  Henee 
inwtueblee^fructí/erce^al  pago  de  un  canon  ó  rédito  anual  en  retribución  de 
un  capital  que  ee  recibe  en  dinero^  ó  del  dominio  pleno  ó  menee  pleno  que  ee 
transmite  de  los  mismos  bienes^  Hay  qne  consideraran  sn  biología  jorídica  la 
perfección  del  contrato,  la  consomación  del  mismo,  el  derecho  real  que  oca- 
siona, so  efectividad  y  sti  extensión. 

La  perfección  consiste  en  el  consentimiento  de  los  qne  contratan  con  el 
eoncorso  del  elemento  real  y  el  formal,  sin  qne  sea  motivo  suficiente  para 
apartar  este  concepto  acerca  de  la  perfección,  el  indispensable  requisito  de  la 
escritura  pública  establecido  por  el  mismo  Código  y  la  ley  Hipotecaria,  pues, 
si  bien  se  observa,  no  encaman  en  la  perfección  del  contrato,  sino  en  sn  efec- 
tividad respecto  de  terceras  personas  Lo  cual  demuestra  Ja  conveniencia  de 
puntualitar  los  diferentes  períodos  biológicos  de  esta  clase  de  contratos,  que 
se  van  enlazando  entre  sí  presentando  el  todo  uniforme  de  su  institnción. 

La  perfección  es,  puede  decirse,  el  primer  período  de  su  vida  externa  y  le- 
gal, y  la  realiza  como  todos  los  demás  contratos  de  su  clase.  Recuérdese 
cuanto  bemos  expuesto  en  los  oportunos  lugares  de  esta  obra  acerca  de  la  ca- 
pacidad jurídica,  del  consentimiento,  de  la  cosa  como  objeto,  y  de  la  causa 
civil  como  requisitos  esenciales,  y  tendremos  completo  ese  primer  período  de 
la  biología  jurídica  del  contrato  de  censo. 

La  consumación  del  contrato  de  censo  tiene  lagar  después  de  perfeceio* 
nado,  cuando  se  hace  constar  en  el  documento  fehaciente  con  arreglo  á  su  clase 
y  se  inscribe  en  el  Registro  de  la  propiedad.  En  cuanto'  al  elemento  escritu- 
rado, podemos  decir  qne  puede  tanto  consistir  en  instrumento  contractual 
como  en  testamento,  en  transacción  para  facilitar  las  particiones  hereditarias, 
en  avenencia  ocurrida  en  acto  de  conciliación,  y  hasta  en  el  precepto  especial 
de  la  ley,  como  sucedió  por  razón  de  la  usurpación  y  roturaciones  de  predios 
rústicos  correspondientes  á  bienes  comunes  y  baldíos.  Y  referente  á  la  ins- 
cripción en  el  Registro,  sólo  habrá  que  recordar  la  misión  que  á  este  Centro 
está  reservada  con  respecto  á  la  propiedad  inmueble,  los  dos  polos  de  especia- 
lidad y  publicidad  sobre  los  cuales  gira,  y  la  garantía  que  de  todo  ello  re- 
solta en  favor  de  los  derechos  de  tercero,  para  comprender  que,  sólo  cuando 
ha  llegado  á  hacerse  constar  la  constitución  del  contrato  censal  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad,  es  cuando  deberá  conceptuarse  consumado  con  todas  las 
apariencias  y  condiciones  intrínsecas  de  un  verdadero  derecho  real. 
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Gomo  Ul  dereeho  roil«  irá  unido  i  U  miimi  oou  á  qne  afeeU,  por  htbeiM 
lobre  ellA  impoetlo;  sujeto  á  Us  vicíiitadef  de  U  mismt  á  través  de  Us  trtni- 
mbioiMs  de  unos  á  otros  contrataotes  y  de  las  saeesiones  qoe  por  eaosa  di  li 
finitod  de  la  existeneia  homana  se  realicen,  con  todos  los  efectos  contractaaleí 
y  legales  qae  hemos  tenido  ocasión  de  examinar  bajo  el  panto  de  vista  crítico 
en  la  primera  parte  de  este  comentario*  llegando  á  extingoírse,  á  pesar  de  k 
nota  de  perpetnidad  y  de  indeterminación  qae  es  oaraeteri^tica  de  todo  censó, 
por  los  medios  qae  la  misma  ley  establece  ó  qae  los  mismos  contratantes  que 
le  dieron  vida  llegaron  á  prever. 

La  efectividad  del  censo  consiste  en  sa  valor  jarídieo,  pesando  ineesanls- 
mente  sobre  la  cosa  qae  le  garantiza  é  íoflayendo  en  la  relación  jnrídica  da 
esta  misma  cosa  con  la  persona  á  qaien  pertenesea  para  precisarla  á  so  úonser- 
vación  y  reparaciones,  á  sa  froctificación,  á  sn  data  de  conocimiento  del  gra- 
vamen á  las  personas  á  qnienes  transfiera  el  dominio  ó  algana  de  sns  desmsm- 
braciones;  el  reconocimiento  de  la  carga  á  favor  del  eensaalistai  el  pago  del 
canon  annal,  etc.,  serán  otros  tantos  requisitos  integrales  de  la  efectiridsd 
del  derecho  real  de  censo. 

Y  como  ultimo  período  de  sn  biología  jorídica,  tendremos,  la  exlindón  ó 
agotamiento  de  sn  existencia,  determinada  por  la  consolidación,  remisióD, 
destrncción  ó  inutilización  total  de  la  finca,  resolación  del  derecho  del  cooi* 
titnyente  ó  imponente,  expropiación  forzosa  á  cansa  de  atilidad  pública,  trans* 
cario  del  plazo  condicional  convenido,  prescripción  del  capital  del  censo,  j 
por  redención. 

Por  consolidación  se  entiende  la  reanión  en  ana  misma  persoiia  de  las  dos 
cualidades  de  censualista  y  censatario.  Remisión  es  la  condonación  del  pii- 
inero  á  favor  del  segundo  del  derecho  real  de  censo,  ó  el  abandono  del  ss- 
gando  al  primero  del  predio  censido;  la  destrucción  de  la  cosa  consistirá  es 
sn  total  analación  ó  ruina  por  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito.  La  resolución  del 
derecho  del  constituyente  tendrá  lugar  cuando  el  censualista  perdiese  sns  de- 
rechos por  causa  anterior  á  su  constitución  ó  por  nulidad  del  contrato.  Por 
expropiación  forzosa  se  extinguirá  el  censo  cuando  aquélla  proceda  de  atili- 
dad publica  declarada  y  afecte  todo  el  inmueble.  El  transcnrso<del  tiempo  j 
plazo  determinado  como  pacto  escriturario,  según  determina  eá  art.  4608.  La 
prescripción  extinguirá  el  censo  con  sólo  el  transcurso  de  treinta  años,  con- 
tados en  la  forma  expuesta  en  la  primera  parte  de  este  comentario,  en  atencióa 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  46S0  y  4963.  Y  finalmente,  cuando  el  censata- 
rio devuelve  espontáneamente  al  censualista  el  capital  del  censo  y  los  réditos 
ó  pensiones  que  deba,  aun  cuando  resulte  pactado  lo  contrario,  quedará  el 
censo  extinguido  por  redención. 

De  la  misma  definición  que  hemos  dado  con  presencia  del  teitto  del  ar- 
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lleolo  4604  sobre  el  contrato  de  censo,  se  deducen  las  tres  espedes  distintM 
qiMft  el  Código  comprende  separadamente,  á  partir  de  la  cansa  ocasional  de  la 
pensión;  pues  si  proviene  de  haber  impuesto  nn  capital  sd>re  un  predio,  ten- 
dremos el  censo  cami^naiivo;  si  resolta  de  haber  transmitido  el  dominio  pleno 
y  reservado  el  comprador  el  precio,  el  censo  será  reservütivo,  y,  por  ultimo, 
si  la  pensión  se  debe  á  haber  transmitido  á  otro  el  dominio  útil  de  una  finca, 
tendremos  el  censo  tnfitéutíec.  De  cada  ona  de  estas  especies  trataremos  se- 
paradamente siguiendo  el  plan  mismo  del  Código. 


CAPÍTULO  II 

Del   ceneo  enfitéixtioo. 


BEGGIÓN  PRIMERA 

DIfiP06ICI0NE8  BELATIVA6  Á  LA  EIIFITJCU818 

Ari.  IttStt»  El  censo  enfitéutico  sólo  puede  estable- 
cerse sobre  bienes  inmuebles  y  en  escritura  pública  (1). 

Ar€.  1090.  Al  constituirse  el  censo  enfitéutico  se 
fijará  en  el  contrato,  bajo  pena  de  nulidad,  el  valor  de  la 
finca  y  la  pensión  anual  que  haya  de  satisfacerse. 

Ari.  IttSO.  Cuando  la  pensión  consista  en  una 
cantidad  determinada  de  frutos,  se  fijarán  en  el  contrato 
su  especie  y  calidad. 

Si  consiste  en  una  parte  alícuota  de  los  que  produzca 
la  finca,  á  falta  de  pacto  expreso  sobre  la  intervención 
que  haya  de  tener  el  dueño  directo,  deberá  el  enfiteuta 
darle  aviso  previo,  ó  á  su  representante,  del  dia  en  que  se 

0}    Ttonte,  como  eoneordaiitag,  lo«»rlf.  1279  y  384. 


■ 
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En  66te  caso  deberá  utilizarse  el  retraed  dentro  de  loe 
nueve  días  útiles  siguientes  al  del  otorgamiento  de  la  es- 
critura  de  venta.  Si  ésta  se  ocultare,  se  contará  dicho  tér- 
mino desde  la  inscripción  de  la  misma  en  el  Registro  de 
la  propiedad. 

Se  presume  la  ocultación  cuando  no  se  presenta  la  es- 
critura en  el  Registro  dentro  de  loe  nueve  dias  siguientes 
al  de  su  otorgamiento. 

Independientemente  de  la  presunción,  la  ocultación 
puede  probarse  por  los  demás  medios  legales  (1). 

Ari.  1030.  Si  se  hubiere  realizado  la  enajenación 
sin  el  previo  aviso  que  ordena  el  art.  1687,  el  dueño  di- 
recto, y  en  su  caso  el  útil,  podrán  ejercitar  la  acción  de 
retracto  en  todo  tiempo  hasta  que  transcurra  un  año,  con- 
tado desde  que  la  enajenación  se  inscriba  en  el  Registro 
de  la  propiedad  (2). 

« 
Art.  ltt4IO«    Kn  las  ventas  judiciales  de  ñncas  en- 

fitéuticas,  el  dueño  directo  y  el  útil,  en  rus  casos  respec- 
tivos, podrán  hacer  uso  del  derecho  de  tanteo  dentro  del 
término  fijado  en  los  edictos  para  el  rernate,  pagando  el 
precio  que  sirva  de  tipo  para  la  subasta,  y  del  dé  retracto 
dentro  de  los  nueve  días  útiles  siguientes  al  del  otorga- 
miento de  la  escritura. 

En  este  caso  no  será  necesario  el  aviso  previo  que  exige 
el  art.  1637. 

Até,  I4MI.  Cuando  sean  varias  laé  findeu^  enajena- 
das sujetas  á  un  mismo  censo,  no  podrá  utilizarse  el  dere- 
cho de  tanteo  ni  el  de  retracto  respecto  de  unas  con  ex- 
dusión  de  laa  otras. 

Art.  1649.  •  Guando  el  dominio  directo  ¡ó  el  útil 
pertenezca  pro  imdivité  á  varias  personas,  cadauíía  de  ellas 


■  ■  i  ■• 


fl)     ¥é«M,  wiBO  ooii«ordMi«*,  «1  «rt.  16St. 
(S)     UvKK  id. 
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podrá  hacer  übo  del  derecho  de  retracto  con  sujeción  á  las 
re  glas  establecidas  para  el  de  comuneros,  y  con  preferen- 
cia el  duefio  directo,  si  se  hubiese  enajenado  parte  del  do- 
minio útil;  ó  el  enfitetita,  si  la  enajenación  hubiese  sido 
del  dominio  directo. 

Awt.  ltt4IS.  Si  el  enfiteuta  fuere  perturbado  en  su 
derecho  por  un  tercero  que  dispute  el  dominio  directo  6 
la  validez  de  la  enfitensis,  no  podrá  redamar  la  corres- 
pondiente indemnización  del  dueño  directo,  si  no  le  cita 
de  evicción,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1481. 

.%i^i.  1 044.  Bn  las  enajenaciones  á  título  oneroso 
de  fincas  enfitéuticas  sólo  se  pagará  laudemio  al  duefio 
directo  cuando  se  haya  estipulado  expresamente  en  el 
contrato  de  enfíteusis. 

6i  al  pactarlo  no  se  hubiera  señalado  cantidad  fija» 
éfita  consistirá  en  el  2  por  100  del  precio  de  la  enaje* 
nación. 

En  las  enfiteusis  anteriores  á  la  promulgaciótn  de  este 
Código,  que  estén  sujetas  al  pago  de  laudemio,  aunque  no 
se  haya  pactado,  seguirá  esta  prestación  en  la  forma 
acostumbrada,  pero  no  excederá  del  2  por  100  del  precio 
de  la  enigenación  cuando  no  se  haya  contratado  expresa- 
mente otra  mayor. 

Awt.  fl4MA. ,  La  obligación  de  pagar  el  laudemio  co- 
rresponde al  adquirente,  salvo  pacto  en  contrario. 

A  rt.  Itt-IO.  Cuando  el  enfiteuta  hubiese  obtenido 
del  dueño  directo  licencia  para  la  enajenación  ó  lé  hu- 
biese dado  el  aviso  previo  que  previene  el  art.  1687,  no 
podrá  el  dneño  directo  reclamar»  en  su  caso»  el  pago  del 
laudemio  sino  dentro  del  año  siguiente  al  dia  .en  que  se 
i  naeriba  la  escritura  en  el  Registro  de  la  propiedad.  Fue^ 
la  de  dichos  casos,  esta  aceite  estaiá  sujeta  á  la  prescrip- 
ción ordinaria. 


714  OÓDIQO  CIVIL 

/%ri.  104  V.  Cada  veintinueve  afíoe  podrá  el  dueño 
directo  exigir  el  reconocimiento  de  su  dereobo  por  el  que 
se  encuentre  en  posesión  de  la  finca  enfitéutica. 

Los  gastos  del  reconocimiento  serán  de  cuenta  del  en- 
fiteuta,  sin  que  pueda  exiglrsele  ninguna  otra  prestacián 
por  este  concepto. 

Art,  W4kH,  Caerá  en  comiso  la  finca,  y  el  dueño 
directo  podrá  reclamar  su  devolución: 

1.^  Por  íalta  de  pago  de  la  pensión  durante  tres  años 
consecutivos. 

2.^  Si  el  enfiteuta  no  cumple  la  condición  estipulada 
en  el  contrato  ó  deteriora  gravemente  la  finca. 

Art.  IttAO.  En  el  caso  primero  del  artículo  ante- 
rior,  para  que  el  dueño  directo  pueda  pedir  el  comiso,  de- 
berá requerir  de  pago  al  enfiteuta  judicialmente  ó  por 
medio  de  Notario;  y,  si  no  paga  dentro  de  loe  treinta  dÍA8 
siguientes  al  requerimiento,  quedará  expedito  el  derecho 
de  aquél. 

Ari.  f  AftO.  Podrá  el  enfiteuta  librarse  del  comiso 
en  todo  caso,  redimiendo  el  censo  y  pagando  las  pensio- 
nes vencidas  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  re- 
querimiento de  pago  ó  al  emplazamivito  de  jUi  demanda. 
Del  mismo  derecho  podrán  hacer  uso  los  acreedores 
del  enfiteuta  hasta  los  treinta  días  siguientes  al  en  que  el 
dueño  directo  haya  recobrado  el  plena  d(»ninio. 

Ari.  lOAl .  La  redención  del  censo  enfitéutioo  con  - 
sistirá  en  la  entrega  en  metálico,  y  de  una  ves,,  al  dueño 
directo  del  capital  que  se  hubiese  fijado  como  valor  de  la 
finca  al  tiempo  de  constituirse  el  censo,  sin  qae  pueda 
exigirse  ninguna  otra  presiación,  á  menos  que  haya  aide 
estipulada. 


UBRO  CÜARTO.—TÍTÜLO  VH. — ^ARTB.    1628  Á   1654  715 

Atí,  lOftIS.  £n  el  caso' de  comiao,  ó  en  el  de  resci  - 
BÍón  por  cualquiera  causa  del  contrato  de  enñteusis,  el 
dueño  directo  deberá  abonar  las  mejoras  que  hayan 
aumentado  el  valor  de  la  finca,  siempre  que  este  aumento 
subsista  al  tiempo.de  devolverla. 

Si  ésta  tuviese  deterioros  por  culpa  ó  negligencia  del 
efiteuta,  serán  compensables  con  las  mejoras,  y  en  lo  que 
no  basten  quedará  el  enfiteuta  obligado  personalmente  á 
6u  pago,  y  lo  mismo  al  de  las  pensiones  vencidas  y  no 
prescritas. 

Api.  1653.  A  falta  de  herederos  testamentarios 
descendientes,  ascendientes,  cónyuge  supérstite  y  pa- 
rientes dentro  del  sexto  grado  del  último  enfiteuta,  vol> 
verá  la  finca  al  dueño  directo  en  el  estado  en  que  se  ha- 
lle, si  no  dispuso  de  ella  el  enfiteuta  en  otra  forma. 

Art.  1651.  Queda  suprimido  para  lo  sucesivo  el 
contrato  de  suhenfiteusis. 


JLj  NPITÉÜTICO  es  el  cénso  qut  se  eoHsHHiye  á  favor  de  una  persona  con 
derecho  á  ffotar  de  una  finca  frucHf era  haciendo  suyos  los  frutos  á  cambio  de 
ia  pensión  anual  que  reconozca  y  pague  al  propietario^  6  como  dice  el  ar- 
tícolo  4605,  cenando  nna  persona  cede  á  otra  el  dominio  ütil  de  una  finea,  re* 
servándose  el  directo  y  el  derecho  á  peroibírdel  enfi tenia  nna  pensión  ann&l 
én  reconocimieoio  de  este  mismo  dominio». 

No  están  mny  conformes  los  expositores  del  derecho  sobre  el  valor  jnri- 
dico  etimológico  de  las  frases  dominio  útil  y  dominio  directo  qne  el  legisla- 
dor emplea,  pnesto  qne  dominio  y  propiedad,  qne  son  realmente  sinónimos, 
según  tuvimos  ocasión  de  demostrar  en  sn  Ingar  oportuno,  comprenden  las 
facultades  de  gozar,  disponer,  reivindicar,  etc.,  los  bienes,  y,  en  el  censo  en- 
iltéatico  están  reducidas  á  la  de  goxar  del  predio  censido  con  la  limitación 
del  canon  á  cuyo  pago  están  afectos  los  productos  de  la  finca  fractífera,  puea 
en  la  infructífera  no  admiten  censo.  La  facultad  dispositiva  está  tathlñétt  cer- 
cenada por  el  tanteo,  el  retracto,  el  laudemío  y  la  reversión;  y  la  de  reivin- 
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dicar  no  et  atríboción  del  enfiteou.  Nosotros  no  vemos  oinguia  impropi^ad 
•D  esas  denominaciones,  puesto  qae  al  cualificar  y  fraccionar  el  dominio,  es 
evidente  que  fraccionan  sas  íaealtades  derivativas  sin  borrar  el  origen  do» 
miniral. 

Hoy,  la  enfiteosis,  como  todos  los  censos,  no  responde  á  los  fines  de  sa 
origen,  dado  el  cambio  en  nuestras  costumbres  y  las  bases  político  sociales 
sobre  que  se  asienta  el  organismo  nacional  y  las  relaciones  de  los  subditos 
entre  sí.  Por  eso  cuadran  también  al  censo  enfiténtico  las  reflexiones  críticas 
de  la  primera  parte  del  comentario  que  antecede,  no  obstante  nuestro  reco- 
nocimiento á  la  influencia  bienhechora  que  tuvo  en  la  cuna  de  las  sociedades 
y  en  épocas  calamitosas  de  la  historia. 

Con  efecto,  á  semejanza  de  la  esclavitud,  bienhechora  también  de  la  hu- 
manidad por  cuanto  sustituyó  al  asesinato  de  los  prisioneros  de  guerra  y  les 
otorgaba  el  derecho  á  la  vida,  aunque  vida  de  esclavos,  la  enfiteusis  fué  el 
derecho  que  los  conquistadores  reconocieron  sobre  los  terrenos  subyugados  i 
sus  duchos  primitivos  ó  á  nuevos  colonos  con  la  obligación  de  pagar  en  reco- 
nocimiento al  conquistador  una  gabela  ó  parte  de  los  frutos  que  recolectaban. 
Otros  períodos  económicos  de  la  historia  de  los  pueblos  contribuyeron  á  la 
constitución  de  censos  eofiténticos  para  estimular  el  cultivo  de  dilatados  te- 
rrenos pertenecientes  á  los  pueblos,  y  especialmente  los  grandes  propietarios 
como  la  Iglesia,  los  Reyes  y  magnates  abandonaron  sus  grandes  posesiones 
por  largo  tiempo  y  hasta  perpetuamente  en  favor  de  los  cultivadores  mediante 
una  renta  módica.  Así  conseguían  utilidades  mayores,  puesto  que  el  cultivo 
era  más  eficaz  y  fecundo,  y  por  otra  parte  la  población  esclava  comenió  su 
redención  mejorando  su  bienestar  con  mayores  medios  y  su  libertad  personal 
elevada  á  la  profesión  agricultora.  Estos  beneficios  positivos  y  la  influen- 
cia civilisadora  y  humanitaria  del  cristianismo,  geaeralixaron  laonfiteoais,  y 
en  Espalla  sofrió  las  vicisitudes  de  las  invasiones  de  los  bárbaros  y  sarraeenos 
que  contribuyeron  á  acumular  en  manos  de  la  nobleza,  el  clero  y  los  Conse- 
jos grandes  propiedades  en  premio  de  sos  auxilios  á  la  cansa  de  la  recon- 
quista, y  á  hacer  de  nuevo  conveniente  y  aun  precisa  la  data  á  censo  de  los 
grandes  predios  incultos  que,  yermos  y  baldíos,  á  nadie  servían  ni  estimula- 
ban para  las  transacciones;  pero  que,  dadas  en  enfiteusis  á  los  esclavos  sola- 
riegos, convertíanse  éstos  en  colonos  y  semipropieUríos,  se  reorganizaba  la 
sociedad  y  se  fomentaba  la  riqueza  privada  base  de  la  riqueza  pública. 

Hoy,  repetimos,  es  el  censo  enfiténtico  un  gravamen,  una  verdadera  traba 
de  la  propiedad  inmueble  como  todos  les  demás,  puesto  qoe  es  una  institocióa 
obediente  á  la  antigua  manera  de  ser  de  los  pueblos,  qoe  al  permanecer  inal- 
terable á  través  de  laa  evoluciones  que  nos  han  traído  el  estado  jurídico 
acloal,  representan  un  retrocesoi  ona  mortificaoióo,  un  embarazo  constante 
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l»ara  el  cambio  y  Us  transacciones  sobre  los  valores  qne  tanto  contríbnye  á 
la  efectividad  económica  de  la  ríqaexa  particolar,  qne,  como  hemos  dicho,  es 
la  base  fandamental  de  la  riqaeza  publica.  Tiene  grandes  semejanzas  con  el 
nsafrncto,  y  boy  más^  qne  el  Código  permite  la  enajenación  de  éste  como  está 
permitido  al  enStenta  la  de  sn  derecho,  qne  consiste  en  ambos,  en  el  disfrute 
de  la  cosa.  Habrá,  no  obstante,  como  notas  diferenciales,  que,  mientras  el 
i2sofracto  poede  recaer,  tanto  en  bienes  inmuebles  como  muebles  y  derechos, 
la  enfitensis  afecta  sólo  á  los  inmuebles;  el  usufructo  no  devenga  pensión  por 
^i  propio,  aun  cuando  sea  susceptible  de  gravamen;  en  cambio  la  enfitensis, 
si  la  devenga  en  reconocimiento  del  señorío  directo,  y,  finalmente,  la  enfiteu- 
sis  puede  constituirse  por  tiempo  indeterminado,  mientras  el  usufructo  deberá 
siempre  tener  un  término  preestablecido,  ya  á  día  fijo,  ya  subordinado  á  un 
acontecimiento  futuro. 

Los  artículos  que  encabezan  este  comentario  bajo  el  epígrafe  de  «disposi- 
ciones relativas  á  la  enfitensis»,  muestran  bien  claramente  que]el  Código,  tan 
innovador  en  otras  materias,  se  ha  estacionado  en  la  de  censos,  confirmando 
entre  ellos  la  enfitensis,  y  reglamentando  todas  las  cuestiones  que  se  agitaban 
con  motivo  de  ese  derecho  real,  comenzando  por  su  constitución  contractual 
y  siguiendo  paso  á  paso  su  desenvolvimiento  hasta  llegar  á  su  extinción  por 
el  comiso  ó  la  rescisión  y  aun  por  expropiación  forzosa,  estableciendo  en 
ésta,  art.  4631,  un  prorrateo  equitativo  entre  los  derechos  del  dueño  directo 
y  el  del  útil  á  partir  del  valor  total  que  tuviere  la  finca  expropiada  en  todo 
ó  en  parte,  lo  cual  envuelve  un  principio  de  justicia  olvidado  ó  desatendido 
respecto  de  las  otras  dos  clases  de  censo. 

Ha  establecido  el  comiso  en  los  casos  del  art.  4648,  que  es  aplicable  tam- 
bién á  los  foros  y  á  cualesquiera  otros  gravámenes-de  naturaleza  análoga  que 
se  constituyan  después  de  la  promulgación  del  Código  cuando  sean  por  tiem- 
po indefinido,  según  lo  determina  expresamente  el  art.  4655. 

En  cuanto  al  derecho  de  retracto  en  caso  de  enajenación,  la  ley  de  3  de 
Mayo  de  48S3  comprendía  en  la  reciprocidad  del  derecho  de  tanteo  entre  el 
dueño  del  dominio  útil  y  el  del  directo  de  una  finca  enfitéutica,  lo  mismo  tas 
enfitensis  señoriales  que  las  alodiales,  por  lo  qne,  con  arreglo  á  la  anterior 
legislación,  debía  consignarse  en  las  escrituras  de  venta  de  tales  fincas,  qne 
se  había  dado  aviso  al  dueño  útil,  ó  cuando  menos,  los  motivos  qne  hubiesen 
impedido  hacerlo  así;  mas  una  vez  publicado  el  Código  civil,  cuyo  art.  4639 
da  por  supuesta  la  procedencia  de  la  inscripción  de  las  escrituras  en  que  se 
realicen  las  aludidas  ventas,  aunque  no  se  hubiere  dado  e!  previo  aviso  que 
ordena  el  artícnlo  que  nos  ocupa,  es  indudable  que  tal  falta  no  es  de  la  qne 
pueden  motivar  la  suspensión  de  dicha  inscripción  (1). 

(1)     R.  de  la  D.,  6  Diciembre  89.  ~  Q.  27  líanso  90. 


7aü  OÓDIOO  OITIL 

qae  recoooeer1«  eo  U  grtn  raeoneentracióii  dé  la  propiedad  cAstiea  de  U 
Edad  Media,  le  bacen  derivar  da  las  oonstiiaeioDes  de  Zan^a  y  JostíDÍaDOjo* 
bre  el  ceneo  eofitéatico,  vieodo  en  aquéllos,  restos  ineqaWocoa  del  feíidalisme 
por  la  macha  analogía  qae  se  eocnentra  entre  los  contratos  Corales  oon  otros 
de  carácter  feadal. 

Sólo  Galicia  tenía,  según  expresión  de  ano  de  los  ipachos  aotores  regio- 
nales qoe  han  publicado  trabajos  sobre  la  materia»  3.4$S  seikoríos  á  favor  de 
seglares,  abadengoi  y  órdenes  militares,  bajo  el  principio  de  no  existir  tierra 
sin  señor,  ni  señor  sin  tierra:  cSi  alguna  tierra  yace  erial,  e  la  labra  algand 
labrador:  é  qaando  viene  el  tiempo  de  coger  el  pan  della,  debe  el  qoe  la  la- 
bró, levar  el  pan  della,  é  al  dnefko  darle  sa  derecho  de  tercio,  ó  de  qaarto, 
qaal  faer  la  tierra,  magü  3r  qoe  la  haya  labrado  sin  mandato  de  so  doeño»  (4). 

En  reconocimiento  al  señor  pagaban  los  vasallos  por  las  tierras  peeioi^ 
^amtarosy/ogai^t  ración^  fontadera^  iiiM(rUnÍ4ga^  aventaditoi  y  prestaciones 
personales  qae  desaparecieron  con  las  cartas-poeblas  qae  atanaaron  la  presta- 
ción, estableciendo  la  obligación  del  vasallaje  y  el  pago  del  foro,  á  cambie 
de  tres  privilegios  qae  consistían:  en  la  exención  de  ciertos  tribatoa,  el  no 
ser  visitados  por  ciertos  fancionaries,  y  en  constitair  coasejo  propio,  más  la 
facultad  de  admitir  en  su  compañía  á  otros  pobladores. 

Los  foros  subdividieroo  la  propiedad  hasta  lo  infinito,  consigníeodo  que 
el  colono,  asegurado  en  la  finca  como  patrimonio  sayo,  la  trabajase  con  ta| 
esmero,  que  la  agricultura  alcanzó  gran  preponderancia;  pero  excitada  la  co- 
dicia de  los  señores,  procuraron  la  reversión  de  las  enríqoecidaa  Uerras, 
creando  un  semillero  de  contiendas  judiciales  por  la  defensa  que  los  colonos 
oponían,  en  términos  de  llegarse  á  temer  conflictos  Je  orden  publico  como 
consecuencia  de  las  expoliaciones  que  alguna  vez  sufrieron  los  del  dominio 
útil,  y,  sargiendo  una  práctica  diversa  en  los  Tribaaales,  fué  preciso  ia  Real 
Provisión  de  40  de  Mayo  de  4763  en  qre  se  mandó  suspender  el  coreo  de  las 
demandas  pendientes  á  la  sazón,  dejando  en  aqael  estido  cuestióo  tan  tras- 
cendental. 

De  tan  encontradas  aspiraciones  proviene  la  decadencia  de  loa  foros, 
aumentada  con  la  imposición  de  los  prorrateos,  los  subíoros,  y  más  qoe  nada 
por  la  inflaencía  de  las  corrientes  y  progresos  modernos,  que,  garantizando  la 
propiedad  por  medio  del  Registro  y  facilitando  el  cultivo  de  las  fierras  coala 
maquinaria  y  artefactos  qae  tanto  simplifica  los  trabajos,  unido  á  la  desvio- 
colación  de  la  propiedad  y  á  la  división  y  fraccionamiento,  h.i  qaitado  la  im- 
portancia qae  en  otra  época  tuvieron  los  foros,  sin  perjuicio  de  reconocer  las 


<l)     Ley  3.*,  tít.  3.»,  libro  4.»  del  Foora  Viejo 
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ventajas  históricas  que  proporcionaron  levantando  al  forero  sobre  el  pavé$ 
del  simple  arrendatario  y  esttmalándote  al  esoaerado  cultivo  de  la  tierra,  como 
medio  de  conseguir  más  conñadamenle  el  logro  de  sus  respectivas  aspiracio- 
nes con  el  premio  de  un  trabajo  incesante. 

Los  preceptos  que  encabezan  este  comentario,  enseñan  que  los  foron  y  otros 
gravámenes  de  naturaleza  análoga  que  se  establezcan  en  lo  sucesivo  se  regi- 
rán por  las  disposiciones  del  censo  enfliéutico,  y  en  su  consecuencia,  si  se 
establecen  por  tiempo  indefinido,  serán  unas  enfiteusis  con  el  nombre  de  fo.- 
ros;  y  la  prohibición  de  subenfiteuticar  hará  imposible  los  subforos;  más  si 
fuesen  los  foros  temporales,  se  regirán  por  las  reglas  del  arrendamiento  de 
predios  rústicos  quedando  reducidos  á  tal  concepto.  Por  este  medio  indirecto 
se  procura  evitar  la  constitución  de  nuevos  foros,  entrando  unos  en  el  con- 
cepto eníitéutico  y  otros  en  el  de  la  ocasión  ó  arrendamiento. 

Los  términos  del  art.  4655  parecen  excluir  de  todas  sus  disposiciones  los 
foros  antiguos,  y  que  éstos  deben  regirse  por  la  legislación,  jurisprudencia, 
costumbre  ó  práctica  anteriores  ai  CóJigo;  pero  derogados  toJos  los  cuerpos 
legales,  usos  y  costumbres  que  constituían  el  derecho  civil,  no  habría  legis-- 
lación  que  aplicar  á  esos  foros  si  no  pudieran  serlo  las  disposiciones  generales 
sobre  los  censos,  y  las  referentes  al  enfiiéutico. 

Son,  pues,  aplicables  á  los  foros  antiguos  los  preceptos  del  Código;  pues 
en  caso  contrario,  á  nada  conduciría  consignar  la  excepción  que  en  cuanto  á 
á  la  redención  contiene  el  art.  161 1.  Ei  4655  sólo  hace  la  distinción  entre  tos 
foros  y  gravámenes  que  se  establezcan  por  tiempo  indeíinido  ó  limitado,  lo 
que  no  excluye  el  que  los  foros  antiguos  deban  regirse  por  !o  dispuesto  en 
el  Código,  salva  la  redención  que  ha  sido  expresamente  exceptuada  y  deberá 
regirse  por  una  ley  especial,  sin  que  se  arguya  de  contradicción  con  el  ar- 
tículo 46 16  y  la  base  26  de  la  ley  de  H  de  Mayo  de  4888  en  lo  tocante  á  foros, 
subforos,  etc.,  deelarando  que  una  ley  especial  dt^sarrollará  el  principio  de  la 
reunión  de  los  dominios,  y  menos  aún  lo  dispuesto  en  los  artículos  5.*  y  6.^  de 
dicha  ley,  pues  no  se  refieren  á  los  foros,  sino  á  las  legislaciones  forales,  ó 
sea  al  derecho  civil  especial  que  rige  en  algunas  provincias  y  territorio  de  la 
nación. 

El  epígrafe  de  la  sección  que  nos  ocupa  se  extiende  á  otros  contratos,  dis- 
tintos  del  de  foro,  análogo  al  de  enfiteusis,  aludiendo  seguramente  á  los  lia 
mados  derecho  de  superficie,  j aro ^  rabasa  moría  ^  de  los  cuales  se  ocupan  los 
artículos  transcritos.  Nos  limitaremos  á  dar  una  ligera  idea  del  concepto  de 
cada  uno  de  ellos. 

Hay  censo  de  población  cuando  el  dueño  de  terrenas  eriales  ó  incultos 
otorga  el  derecho  á  otro  ü  otros  para  que  establezcaa  sui  viviendas  y  colti- 
<ven  las  tierras  pagando  anualmente  un  tribalo  de  rdconocimiento  al  señorío 
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del  propietario,  á  cayo  contrato,  qae  tenia  general n^snte  lagar  en  favor  de 
loa  primeros  pobladores,  se  llama  también  derenko  dé  9uperfieie, 

Estas  concesiones  pneden  establecerse  por  tiempo  indefinido  ó  de  doraeióir, 
limitada  á  on  plazo  más  ó  menos  largo;  pero  se  conceploará  jnrídícamfnté 
eomo  censo  reservativo  ó  enfitóotíco  el  otorgamiento,  según  qae  se  transfiera 
ó  00  el  dominio  útil  solamente  al  censatario. 

El  juro  consiste  en  el  derecho  á  disf rotar  cierta  pensión  del  Estado  eon 
cargo  á  la  Hacienda  pública  en  reconocimiento  á  servicios  prestados  j  méri» 
tos  contraídos  por  actos  ó  hechos  especiales  en  favor  de  la  Nación.  El  censoa-^ 
lista  ó  pensionista  qne  cobra  dnrante  sa  vida,  agota  su  derecho  con  los  días 
de  el  a,  á  ipenos  qoe  foese  concedido  con  la  especial  condición  de  iransmisi- 
bilidad,  en  cuyo  raso  recibiría  el  nombre  de  juro  fie  heredad.  Los  monarcas 
concedían  estos  jaros  como  facultad  propia,  y  Eiiriqae  H,  llamado  el  deUt 
Mercedes^  no  ya  por  las  qae  otorgara,  sino  por  su  plan  de  regimenlacíón  so- 
bre las  existentes,  desenvolvió  la  institución  de  los  joros,  que  fué  más  tanfe 
ratificada  por  los  Reyes  Católicos,  D.  Fernando  y  Doña  Isabel,  despaés  de  h 
revisión  de  los  títulos  de  concesionarios,  que  dtó  por  resultado  la  extincióa 
de  machos  ilegítimos,  y  la  moderación  de  los  exagerados  qoe  venían  gravan* 
do  sobradamente  al  Erario. 

La  rabana  láoría  es  un  contrato  semejante  al  de  arrendamiento,  pero  ras 
peqoeñas  variantes  le  constituyen  en  on  concepto  especial  dentro  del  general 
enfltéatico,  y  le  definiremos  como  un  célebre  expositor  regionalisla:  ser  »» 
contrato  por  el  cual  el  dueño  de  una  tuerte  de  tierra  concede  á  un  hb'^aáor  él 
dominio  útil  del  mismo  para  que  lo  plante  de  viña  pagando  alcedenle  un  etn* 
iOf  con  la  condición  de  que  la  tierra  revierta  al  que  la  concedió^  concluido  el 
tiempo  de  la  concesián^  ó  bien^  siempre  que  quedaren  extinguidas  las  dos  ter- 
ceras partes  de  las  primeras  cepas.  El  art.  1656  del  Código  comprende  per- 
fectamente al  contrato  de  rabassa  morta  generalizado  en  Cataloña,  por  ser 
casi  ona  necesidad  de  la  naturaleza  de  su  suelo,  pero  á  propósito  para  cierta 
clase  de  cultivo,  qoe  á  poca  costa  diese  regulares  rendimientos,  y  exigir 
continuos  sacrificios  por  parte  del  que  se  dedique  á  su  explotación,  imposi- 
bles de  prestar  á  los  grandes  propietarios  por  falta  absoluta  de  medios  para 
llevarlos  á  cabo. 

Allí  se  han  hecho  muy  obstensibles  sus  ventajas,  porque  se  ha  acreeen- 
iado  de  un  modo  considerable  la  agricultura  con  las  roturaciones  de  terrenos, 
existiendo  más  abundancia  de  productos  en* el  mercado,  y  por  consiguiente, 
mayor  cantidad  de  riqueza.  Estas  circunstancias,  siempre  favorables  al 
aumento  de  la  población,  han  contribuido  á  que  ésta  se  desarrollara,  estable* 
eiéndoee  los  colonos  ea  los  mismos  terrenos  por  ellos  roturados,  aomea  lando 
el  censo  en  los  pantos  habitados  y  edificando  casas  de  campo  ó  wuatas  en  loa 
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despoblados,  eon  tanta  profusión  y  abundancia,  qae  segaramente  es  Cataluña 
el  país  en  el  que  más  casas  de  labor  babitadas  se  encuentran,  comparándolo 
con  el  restante  territorio  de  la  nación  española  (1). 

.En  otras  regiones,  por  ejemplo,  en  Andalucía,  el  contrato  de  rábano 
moría  no  llenaría  indicación  alguna;  pues  la  fertilidad  de  los  campos  y  la  fa« 
cilidad  de  su  labranza,  no  imponen  á  los  propietarios  de  extensos  terrenos 
más  necesidades  ni  mayor  empleo  de  capital  del  que  corresponde  á  una  indua- 
tría  prima,  particularmente  las  extensas  vegas  y  fecundos  secanos.  Por  eso 
hay  que  convenir  en  que  ciertas  instituciones,  indispensables  en  algunos  pai* 
scs  por  la  ley  de  la  necesidad,  no  son  igualmente  necesarias  en  otros,  por  más 
que  allí  se  reconozcan  palpablemente  sus  conveniencias. 

Esto  no  obstante,  en  las  provincias  en  que  abundan  terrenos  montuosos 
extensísimos  y  sierras  escarpadas,  darían  gran  cuenta  los  contratos  de  apar- 
cería semejantes  al  de  rabassa  morta^  solicitándose  de  consuno  el  propie- 
tario y  el  agricultor  como  un  paso  de  aproximación  entre  el  capital  y  el 
trabajo  humano.  La  historia  de  la  propiedad  y  las  grandes  crisis  político  80« 
cíales,  han  evidenciado  siempre  las  ventajas  conseguidas  en  ese  concurso  de 
elementos  de  la  riqueza  en  su  doble  aspecto.  Desde  el  antiguo  Egipto,  en 
donde  José  aprovechó  los  siete  años  de  esterilidad  de  los  campos,  y  de  ham- 
bre, según  el  QénesU  (2),  para  comprar  á  bajo  precio  los  terrenos  que  luego 
dio  en  participación  ó  aparcería  á  cultivadores,  concediéndoles  de  ese  modo 
el  patrimonio  de  ellos  mismos,  de  sus  familias  y  de  sus  hijos,  hasta  la  época 
presente  ea  que  la  Sociedad  Nacional  francesa  de  protección  á  la  agricultura, 
reunida  en  Asamblea  general  en  4886,  proclamó  las  conveniencias  del  con- 
trato de  mediería  (3),  sus  efectos  han  sido  reconocidos  aniversalmente. 


(1)  SI  contrato  de  aparcería  sobre  plantaciones  de  viñas,  según  el  art.  1056  del 
Código  civili  por  D.  Victorino  Santamaría,  segnnda  edición,  Vendrell  1804. 

(S)  Capitolo  47:  Emü  igitw  Jtm'ph  omncni  ierram  E^pti  vendentibu»  «ing^i  poMw 
«ÍMe9  «iMM  pro  magnitudine  famis,  «utijeeitque  eam  Piaraoñú.,  DixU  ergo  ad  popuhé: 
Aceepii9  wmina  et  »eite  agrot  ut  /ruge»  Kabere  pottUU,  Quintam  parttm  regi  dabUe»; 
^uaiuor  reltquat  permiUa  vobú  in  «tmeníem  et  %n  eibum,  famüii»  et  liberU  veatrU. 

(8)  Hiaose  contar  en  dicha  Asamblea  que  existían  k  la  saaón  en  Francia 
405  000  medierías  ó  aparcerías,  qae  ocupaban  la  octava  parte  de  las  explotaciones, 
7  que  existían  principalmente  en  la  Gayana,  en  Boarbonais,  Perigort^  Maine,  La 
Vendée,  Límonsin  y  Agenais,  eti  los  qae  se  habla  atenuado  la  intensidad  de  la 
erisis  agrícola,  dando  el  mas  perfecto  ejemplo  de  la  asociación  del  oapital  y  del 
tralMÚ<^*  Bn  la  obra  eitada  del  8r.  Santamaría  podrin  oonsultaree  laa  opinion#a  re- 
cogidas de  lapranaa  téenioa  que  dasoxibeii  en.  hermosos  p&rrafoB  la  ezoeleaoja-  del 
eontrato  de  aparcería. 
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Nuestro  Código,  rindiendo  nn  tnbato  de  reconocimiento  á  ana  institución 
^e  en  Catalana  se  halla  tan  arraigada,  la  ha  acabado  de  delinear,  recono- 
ciendo el  desahucio  como  medio  judicial  de  efectuar  los  derechos  de  los  pro- 
pietarios, en  vez  del  juicio  declarativo  que  tantos  perjuicios  ocasionó,  j 
brindando  á  las  demás  regiones  españolas  la  ocasión  de  aprovechar  ias  con- 
veniencias que  en  casos  especiales  puede  ofrecer,  mejor  que  ningún  otro,  el 
contrato  de  aparcería. 


CAPITULO   III 

JDel   ceriBo    eonsigruatÍTO. 


Art.  1G57.  Cuando  Be  pacte  el  pago  en  frutos  de 
la  pensión  del  censo  consignativo,  deberá  fijarse  la  espe- 
cie, cantidad  y  calidad  de  los  mismos,  sin  que  pueda  con- 
sistir en  una  parte  alícuota  de  los  que  produzca  la  finca 
acensuada  (1). 

Apt.  105S.  La  redención  del  censo  consignatiyo 
consistirá  en  la  devolución  al  censualista,  de  una  yez  y  «n 
metálico,  del  capital  que  hubiese  entregado  para  consti- 
tuir el  censo. 

¡ 

Api.  1059.  Cuando  se  proceda  por  acción  real  con- 
tra la  finca  acensuada  para  el  pago  de  pensiones,  si  lo  que 
reste  del  valor  de  la  misma  no  fuere  suficiente  para  cu- 
brir el  capital  del  censo  y  un  25  por  100  más  del  mismo, 
podrá  el  censualista  obligar  al  censatario  á  que,  á  su  elec- 
ción, redima  el  censo  ó  complete  la  garantía,  ó  abandone 
el  resto  de  la  finca  á  favor  de  aquél  (2). 

ri)     Véase,  como  eonoordante.  •!  art.  I^í63. 
(2)     Tóase,  como  ooneordante,  el  art.  t6^. 
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.4ri.  lOOO.  También  podrá  el  censualista  hacer 
uso  del  derecho  establecido  en  el  articulo  anterior  en  los 
demás  casos  en  que  el  valor  de  la  finca  sea  insuficiente 
para  cubrir  el  capital  del  censo  y  un  25  por  100  más,  si 
concurre  alguna  de  las  circunstancias  siguientes: 

1.^  Que  haya  disminuido  el  valor  de  la  finca  por  cul- 
pa ó  negligencia  del  censatario. 

En  tal  caso  éste  será  además  responsable  de  los  daños 
y  perjuicios. 

2.^  Que  haya  dejado  de  pagar  la  pensión  por  dos  años 
consecutivos. 

3.^  Que  el  censatario  haya  sido  declarado  en  quiebra, 
concurso  ó  insolvencia  (1). 


6, 


'ONSIGNATIYO  68  el  censo,  según  vimos  en  el  art.  4606,  cuando  el  cen- 
.saiario  impone  sobre  un  inmuebce  de  iu  propiedad  el  gratamen  del  canon  ó 
pensión  que  $e  obliga  á  pagar  al  censualista  por  el  capital  que  de  éste  recibe 
en  dinero,  Y  como  se  consUtaye  por  la  entrega  de  una  cantidad  efectiva  que 
devenga  una  pensión  periódica  de  caya  efectividad  responde  ana  finca  aje- 
na, indadablemente  el  contrato  de  censo  consignativo  goarda  mocha  ana- 
logía con  el  préstamo  hipotecario,  diferenciándose,  no  obstante,  en  qoe  el 
censo  no  consiente  el  derecho  á  reclamar  el  capital  consignado,  mientras  qae 
6D  di  préstamo  hipotecario  origina  dos  acciones  jarídicas  para  perseguir  del 
deador  ó  prestatario  el  reembolso  del  capital,  á  saber:  la  personal  certi  e» 
mutuo  contra  del  deador  y  sas  herederos,  y  la  real  hipotecaria  contra  coal- 
qoier  poseedor  el  inmueble  hipotecado;  y  también  se  diferencian,  en  qae  el 
censo  consignativo  es  an  acto  sastancial  principal  y  único,  mientras  el  prés- 
tamo bipoCecario  es  compuesto  del  mutao  como  principal,  y  de  la  hipoteca 
como  accesorio,  qae  representan  combinadamente,  el  matoo  y  la  garantía,  la 
misma  relación  del  sustantivo  y  del  adjetivo.  Y  últimamente,  se  diferencian 
también  el  censo  consignativo  del  préstamo  hipotecario,  en  que,  mientras 
éste  supone  la  existencia  de  on  plazo  más  ó  menos  largo  para  el  cumplimiento 
de  la  obligación  contraída  por  el  prestatario,  el  censo  en  cambio  es  perpetuo 
ó  por  tiempo  indefinido  para  el  censualista,  puesto  que  depende  exclnsivai- 

(1)     Véase,  como  concordante,  el  ai*t.  1664. 


726  oÓDiao  a  VIL 

mente  de  la  voluntad  del  censatario  la  redención  del  gravamen,  aon  cuando 
88  pactare  cosa  distinta  entre  los  contratantes. 

El  contrato  de  censo  consigna  ti  vo  se  conoció  eo  Roma,  dándonos  de  ello 
muestra  la  Novela  160,  y  es  común  opinión  haber  pasado  al  reino  de  Aragón 
mediante  sos  territorios  de  Italia,  j  de  Aragón  á  Castilla  después  de  la  onión 
do  ambos  reinos.  La  ley  68  de  Toro  dio  carta  de  nataraleza,  digámoslo  asi, 
al  censo  consignativo,  en  las  instituciones  jurídicas  de  España,  y  se  ha  veni- 
do practicando  y  celebrando  este  contrato  real  especial  con  más  ó  menos  fre- 
cuencia, hasta  que^  establecido  el  sistema  hipotecario  bajo  las  garantías  de  la 
publicidad  y  la  especialidad  que  tanto  le  acreditó,  dejó  de  tener  razón  de  ser 
el  censo  consignativo,  como  hoy  casi  no  la  tiene,  y,  seguramente,  raro  será 
el  caso  en  que  se  celebre.  Porque,  no  hay  que  dudarlo,  el  censualista  que 
consignaba  una  suma  efectiva  imponiéndola  sobre  una  finca  de  mayor  valor 
que  el  consignado,  con  el  pacto  de  la  pensión  ó  canon  anual,  se  proponía  ase- 
gurarse de  un  rendimiento  periódico  como  frutos  permanentes  que  consumir 
á  cambio  del  desposeimiento  del  capital  improductivo  en  sus  manos  y  sujeto 
á  los  riesgos  positivos  de  la  conservación  del  numerario.  Por  otro  lado,  la 
monomanía  vinculadora,  el  afán  de  perpetuar  nuestras  cosas  á  través  de  las 
edades,  formando  tan  risible  contraste  con  lo  efímero  de  nuestra  existencia  y 
lo  transitorio  de  nuestro  paso  por  la  tierra,  llegó  á  estimular  á  muchos  ilusos 
que  pretendían  pasar  á  la  posteridad  y  hacerse  inmortales,  ya  que  no  como 
figuras  gigantescas  de  la  historia,  por  las  grandezas  de  sus  méritos  persona- 
les, al  menos  por  la  del  oro  amonedado  que  llegaron  á  ver  en  sus  manos.  T  le 
consiguieron  en  cierto  modo;  pues  el  obstrucionismo  que  boy  representan  los 
antiguos  censos  en  las  transacciones  necesarias  á  la  vida  moderna,  suele  ha- 
cerles sonar,  y  atkn  balbuceamos  los  nombres  de  aquellos  imponedores  de 
gravámenes  hoy  vivos,  muertecinos  y  amortizados,  que,  asendereados  y  mal- 
trechos, claman  desde  los  empolvados  archivos  por  el  descanso  eterno. 

£1  Código  civil,  influido  del  deber  de  tomar  por  base  el  proyecto  de  4854, 
en  cuanto  se  haya  contenido  en  este  el  sentido  y  capital  pensamiento  de  las 
tiinstuciones  civiles  del  derecho  histórico  patrio  (4),  y  cumpliéndole  en  cuan- 
to ha  sido  posible,  ha  establecido  en  los  cuatro  artículos  preinsertos  la  insti- 
tución del  censo  consignativo,  á  partir  de  aquella  base  forzada,  y  recogien- 
do en  cierto  modo  las  lecciones  de  la  experiencia  contenidas  en  la  jurispru- 
dencia establecida  por  los  Tribunales. 

Serán,  pues,  de  estimar  como  reglas  especiales  á  su  clase,  las  referentes  á 
las  cosas  sobre  que  se  impone,  á  la  cantidad  efectiva  de  la  imposición,  á  la 
pensión,  á  la  redención  y  á  las  acciones  coercitivas  ó  judiciales. 

(1)     Base  1.*  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1886. 
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£n  consideración  al  primer  extremo,  las  cosas  deberán  consistir  en  bienes 
inmuebles,  fioctíferos  de  la  propiedad  del  censatario,  á  diferencia  de  las  otras 
clases  de  censos,  en  los  qae,  como  el  enfiténtico  y  el  reservativo,  el  predio 
acensuado,  proceden  del  censualista.  Con  relación  al  capital  impuesto,  según 
dispone  el  art.  4606,  deberá  consistir  en  dinero,  y  ya  liemos  visto  que  la  pa- 
labra dinero  sólo  significa  moneda  corriente,  cual  lo  establece  el  Código  civil, 
segrin  la  regla  de  jurisprudencia  de  5  de  Julio  del  93,  adaptada  oportunamente 
por  nosotros  á  diferentes  artículos,  como  puede  verse  en  el  4197  de  esta  obra, 
DO  obstante  haber  quien  sostenga,  que,  si  con  motivo  de  partición  de  una  he- 
rencia y  para  favorecer  la  división  y  reintegrar  las  hijuelas,  se  gravase  algu- 
na (inca  con  censo  consignativo  por  la  cantidad  diferencial,  no  se  faltaría  á  la 
ley,  aun  cuando  no  mediase[entrega  de  dinero,  puesto  que  el  valor  consignado 
lo  representaba;  lo  cual  no  es  de  nuestro  parecer,  pues  que  otros  medios  indo* 
pendientes  de  la  constitución  de  tal  censo  garantizarían  de  la  xisma  manera 
la  efectividad  en  su  día  de  aquella  cantidad,  sin  dar  tortura  á  la  ley  en  el  con- 
cepto del  dinero,  ni  corta  pisar  al  coheredero  su  derecho  á  reintegrarse  de  la 
diferencia  en  menos,  que  le  resulta  en  su  adjudicación.  La  pensión  que  había- 
mos indicado  como  tercer  requisito,  puede  consistir  en  dinero  ó  en  frutos;  y 
apegado  el  Código  á  recelos  y  preocupaciones  de  otras  épocas,  prohibe  en  su 
ar4.  4657  que  la  especie  que  se  fije  por  cantidad  y  calidad  pueda  consistir  en 
una  parte  alícuota  de  ios  frutos  que  produzca  la  finca  acensuada,  prohibición 
ineflexiva  é  injusta,  por  cnanto  la  parte  alícuota  haría  más  equitativo  ei 
cumplimiento  de  la  obligación,  coparticipando  ambos  interesados^  censua- 
lista y  censatario,  de  los  rendimientos  de  la  finca  censida,  y  mis  aún,  coando 
esa  circunstancia  exige  sea  fructífera.  El  penúltimo  extremo  que  hicimos  no  - 
tar,  referente  á  la  redención,  consiste  en  la  devolución  al  censualista,  de 
una  vez  y  en  metálico,  del  capital  que  hubiese  entregado  para  constituir  el 
censo,  debienJo  hacer  notar  que  los  preceptos  contenidos  en  los  artículos  1659 
y  4660  respecto  á  los  derechos  del  censualista  y  á  las  obligaciones  impuestas 
al  censatario,  agravan  la  odiosidad  que  comunmente  se  tiene  en  esta  ¿poca 
contra  esas  embarazosas  reliquias  de  tiempos  pasados,  que  aun  cuando  el  Có- 
digo ha  procurado  galvanizar,  los  Tribunales  encargados  de  hacer  cumplir 
sos  preceptos  atenuarán  su  rigor,  impidiendo  se  consumen  abusos  á  que  se 
presta  la  rigidez  de  dichos  artículos:  summum  Jus  iumma  wjuria  esU 

Finalmente,  el  último  extremo  que  indicábamos  arriba,  referíase  á  la 
acción  coercitiva  ó  judicial  para  la  efectividad  de  los  derechos  provenientes 
del  contrato  del  censo  consignativo.  Las  que  competen  al  censualista  se  cali- 
fican por  el  Código  de  reales  cuando  se  refieran  al  capital  del  censo,  y  perso- 
nales cuando  se  apliquen  al  pago  de  las  pensiones;  y  en  el  art.  4659  se  eon- 
tradice  este  eonceptOi  puntualizando  se  proceda  por  acción  real  contra  la  finca 
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pBfü  el poffo  de  lús pensiones.  Esta  antinomia  podrá  explirarae  diatingoieo- 
do  ?¡  €l  cen«atar¡o  deudor  ea  el  mismo  que  conlraló  la  imponeión  del  cedso- 
eon  el  censualista,  ó  un  heredero  del  censatario,  pues  en  este  caso,  Ul  «ccíóa 
aera  peracnal  gno  estipulaio^  que,  como  es  sabido,  procede  eontra  los  contra- 
tantes y  sus  derechobabientes,  á  diferencia  de  cuando  el  censatario  es  lu 
tercer  poseedor,  contra  el  cual,  que  nada  contrató  con  el  censualista,  proce- 
derá la  acción  real  por  la  cualidad  del  derecho  de  esa  clase  qoa  afecta  ai  in- 
ameLle,  cualquiera  que  sea  so  poseedor. 


CAPÍTULO  IV 
IDel  ceneo  reservativo 


Art.  IGOI.  No  puede  constituirse  válidamente  el 
censo  reservativo  sin  que  preceda  la  valoración  de  la  finca 
por  estimación  conforme  de  las  partes  ó  por  justiprecio  de 
peritos. 

itri.  lGtt9.  La  redención  de  este  censo  se  verificará 
entregando  el  censatario  al  censualista,  de  una  vez  y  en 
metálico,  el  capital  que  se  hubiese  fijado  conforme  al  ar- 
ticulo anterior. 

itrt.  IOG3.  La  disposición  del  art.  1657  es  aplica- 
ble al  censo  reservativo. 

Ari.  10G4.  En  los  casos  previstos  en  los  artículos 
1669  y  1660,  el  deudor  del  censo  reservativo  sólo  podiA 
ser  obligado  á  redimir  el  censo,  ó  á  que  abandone  la  finca 
A  favor  del  censualista. 
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SSKRVATIYO  es  el  censo  cuando  una  persona  cede  á  otra  el  pleno  do- 
minio  de  un  inmuelle^  reservándae  el  derecho  á  percibir  sobre  el  mismo  in- 
mueble una  pensión  anual  que  deba  pagar  el  censatario  en  consideración  al 
precio  no  entregado. 

Ed  esta  clare  de  imposición  de  censo  bay  que  considerar  siempre  la  venta 
del  predio,  de  coya  venta  resolta  el  derecho  real  de  censo,  representado  el 
predio  aqnél  por  el  capital  de  éste,  y  la  pensión  equivale  al  rédito  ó  gabela 
que  dicho  capital  devenga  durante  la  efectividad  del  censo  sobre  el  inmueble 
fructífero  para  el  censatario,  de  coya  cualidad  dependerá  la  froctlGcación  en 
&vor  del  censualista^  representada  por  la  pensión  ó  canon.  Claro  es  que  impo- 
niéndose  el  censo  á  perpetuidad  ó  indefinidamente,  para  el  censoalista  al  me- 
nos, las  eventualidades  temporales  de  la  improducción  no  deben  perjudicarle, 
á  menos  que  provenga  de  inutilización  total*de  la  Anca  gravada,  sin  culpa  del 
censatario,  pues  en  ese  caso,  no  será  eventual  ni  temporal  la  improducción, 
cualquiera  que  sea  su  causa  prodoctora,  y  quedará  ipso  jure  extinguido  el 
capital,  cesando  el  pago  de  la  pensión.  En  cambio,  si  la  inutilización  ó  pér- 
dida del  inmueble  censido  fuere  sólo  en  parte,  el  censatario  deberá  pagar  in- 
tegramente el  canon,  según  disposición  del  art.  1625,  comprendido  en  lasdis^ 
posiciones  generales  correspondientes  á  las  tres  clases  de  censos  que  venimos 
estudiando. 

El  que  ahora  nos  ocupa  difícilmente  será  objeto  de  co4)tratos  en  lo  succr 
alvo  por  no  encarnar  dentro  de  la  manera  de  ser  de  nuestra  época,  y  se  lle- 
vaba á  cabo  generalmente  por  los  dueños  de  extensas  propiedades  y  escasos 
rendimientos,  á  quienes  era  difícil  atender  á  la  conservación  y  reparaciones 
precisas,  á  las  labores  indispensables  para  que  fructificasen  aquéllas,  y  gano- 
sas de  aprovechar  un  producto  lijo,  al  par  que  huían  de  una  licitación  desas- 
trosa por  el  mal  estado  que  presentaban  para  la  venta,  estimulaban  el  anhelo 
de  personas  industriosas  pero  faltas  de  recursos  materiales,  que,  si  les  impedía 
adquirir  en  buenas  condiciones,  les  abría  las  puertas  al  ejercicio  de  sos  apti- 
tudes personales  para  hacer  producir  á  lo  que  sin  ellas  no  respondía  al  valor 
figurado,  y  con  todo  ello,  mejorando  su  condición  personal, .contribuían  á  lle- 
var al  antiguo  dueño  el  beneficio  que  por  sí  mismo  no  hubiese  podido  con-^ 
seguir. 

El  interés  de  los  que  contratan  suele  muchas  veces  torturar  la  conmutati- 
vidad  de  las  prestaciones  bilaterales  en  términos  de  desequilibrarlas  con  sus 
pactos  y  convertir  los  más  equitativos  y  justos,  en  injustos,  tirantes  y  aun 
leoninos.  En  el  censo  reservativo,  á  más  de  los  inconvenientes  comunes  á  to- 
dos ellos,  la  razón  capital  estará  en  el  precio  que  se  diere  á  la  finca,  puesto 
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que  el  acenfamiento  consiste  en  la  venta  real  de  la  misma;  y,  claro  está, 
como  no  se  entregaba  de  presente  por  el  comprador,  ni  el  vendedor  podía 
exigirlo  en  ningiün  tiempo  por  propia  voluntad,  en  la  fijación  del  precio  ca- 
bía todo  el  desarrollo  dé  apetitos  del  qoe  vendía  y  la  condescencia  á  eliot 
del  que  compraba.  A  evitar  abasos  tales  tendieron  los  preceptos  del  derecho 
histórico  qne  hoy  mantiene  el  art.  4664,  prescribiendo  qoé  sólo  puede  cons- 
titnirse  validamente  el  censo  reservativo  coando  preceda  la  valoración  de  la 
finca  por  estimación  conforme  de  las  partes  ó  por  jasliprecio  de  peritos.  Pero 
con  esto,  que  es  en  realidad  lo  único  qoe  pnede  precaver  la  ley,  no  ae  eviü^ 
la  posibilidad  del  abaso  por  exageración  del  precio,  puesto  que  la  cortapisa 
al  censualista  para  exigir  la  devolación  del  capital  al  censatario,  ó  lo  que  es 
lo  mi»mo,  el  pago  de  aquel  precio,  se  remueve  por  causa  tan  sencilla  como  la 
contenida  en  el  núm.  8.0  del  art.  4660,  en  relación  con  el  4664,  esto  es,  por 
adeudo  de  dos  anualidades,  cuando  además  sea  el  valor  de  la  íinéa  insuficiente 
para  cubrir  el  capital  del  censo,  ó  el  precio  en  que  se  vendió,  y  un  25  por  400 
más,  sin  que  en  ello  tenga  culpa  el  censatario. 

Y  he  aquí  por  donde  el  censualista  exigente  puede  hacer  altamente  injosto 
un  contrato  conmutativo  por  naturaleza,  á  saber:  pretextando  la  Insuficiencia 
del  valor  de  la  finca  en  una  época  dada  de  las  muchas  qae  abaten  transitoria- 
mente la  propiedad  inmueble,  en  términos  de  que  surja  el  caso  aludido, 
y  si,  én  definitiva,  no  sólo  vale  la  finca  á  la  sazón  el  precio  que  se  le  diera  en 
la  venta  á  censo,  que  es  cuanto  pudiera  desearse  en  justicia,  sino  que  exce- 
diera en  una  quinta  parte  más,  por  ejemplo,  todavía  el  censualista  podría  exi- 
gir la  devolación  de  aquel  precio  mediante  la  redención  forzada  al  censa- 
tario, sopeña  de  abandonar  la  finca  en  pago  del  precio  no  entregado  con  el 
incremento  de  un  quinto  más,  brindándole  la  ocasión  de  enriquecerse  eco  él, 
en  perjnicio  del  censatario. 

Tal  es  la  solución  que  origina  el  texto  deficiente  de  la  ley;  mas  como  no 
puede  suponerse  en  ella  el  patrocinio  de  un  enriquecimiento  torticero^  parece 
indudable  que  el  abandono  de  la  finca  censida,  hecho  por  el  censatario  en  fa- 
vor del  censualista,  obligará  á  éste  á  indemnizar  á  aquél  del  mayor  valor  qoe 
la  finca  abandonada  tenga  sobre  el  capital  del  censo;  pues  ese  sobreprecio, 
aunque  inferior  al  25  por  400,  será  siempre  del  censatario,  como  dueho  que  es 
de  la  finca  hasta  el  momento  de  abandonarla;  en  cuyo  sentido  jurídico  ven* 
drá  seguramente  la  jurisprudencia  á  suplir  la  omisión  del  precepto  legal. 

Conviene  advertir  qoe,  en  caso  de  expropiación  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica, sólo  en  el  censo  enfiténtico  permite  la  ley  la  redención  partrial— articu- 
lo 4631  y  párrafo  último  del  4627,-  por  cuya  razón,  tanto  en  el  reservativo 
que  ahora  nos  ocupa,  como  en  el  consignativo,  cuando  la  expropiación  forzo- 
sa no  sea  total  del  predio  censido,  ni  el  valor  de  la  parte  no  expropiada  cubra 


UBBO  CUARTO. — TÍTULO   Yin.— ART8.  1661   A  1664  7*1 

^1  capital  del  censo  y  el  25  per  100  más,  la  solución  esUrá  en  sustituir  coa 
otra  garantía  la  parte  expropiada  ó  en  redimir  el  censo,  á  elección  del  censa- 
tario, sin  que  el  censualista  poeda  participar  del  precio  de  la  expropiación  ni 
aan  en  el  concepto  de  reducción  del  gravamen,  que,  equivaliendo  á  una  re- 
ducción parcial,  no  puede  exigirla  del  censatario. 

Sin  embargo,  reconocemos  la  multitud  de  cuestiones  á  que  la  materia  ha 
de  prestarse  en  cada  caso  práctico,  dimanados  de  la  falta  de  medios  del  cen- 
satario para  garantizar  la  parte  expropiada,  de  la  improductibilidad  absoluta 
del  sobrante  no  expropiado,  de  la  disconformidad  de  los  copartícipes  en  el 
censo  ó  en  el  predio  acensuado,  cuando  sean  varios  unos  ü  otros,  tanto  en  el 
avalúo  que  las  circunstancias  aconsejen,  como  en  las  determinaciones  que  de- 
ban adoptarse  sobre  la  redención,  sobre  la  garantía,  etc. 

Finalmente,  como  decíamos  en  otro  lugar,  al  hacer  el  examen  crítico  de 
las  disposiciones  generales  sobre  los  censos,  estos  preceptos  del  Código  no 
tienen  efecto  retroactivo  y  no  pueden  ser  aplicables  1  los  impuestos  con  ante- 
rioridad á  su  vigencia,  y  mucho  menoR  al  tratarse  de  preceptos  que  agraven 
la  condición  do  los  contratantes  más  allá  de  aquello  á  que  lícitamente  se  obli- 
garon, como  el  del  injustificado  superávit  del  25  por  100,  por  cuya  razón,  y 
para  evitar  repeticiones  y  redundancias  en  el  desarrollo  de  nuestros  trabiyos, 
remitimos  al  lector  al  lugar  en  que  apropiadamente  nos  hicimos  cargo  de  este 
extremo  comentando  el  capítulo  4.^  del  título  7.%  cuyo  estudio  damos  aquí 
por  terminado. 


TÍTULO  VIH 


X>e   la  sociedad. 


CAPITULO   PRIMERO 


XDieposicioneB  greueralee. 


.%ri.  i605.  La  sociedad  es  un  contrato  por  el  cual 
dos  ó  más  personas  se  obligan  á  poner  en  común  dineio, 
bienes  ó  industria,  con  ánimo  de  partir  entre  si  las  ga- 
nancias. 


781.  Es  requisito  esencial  de  todo  contrato,  ya  sea  mercantü  ó 
puramente  civil,  que  recaiga  sobre  objeto  licito,  no  contrario  á  las 
leyes,  á  la  moral,  ni  al  orden  público,  y  no  pueden  estimarse  como 
tales  unos  pactos  reservados  cuya  tendencia  es  alterar  el  precio 
de  las  cosas,  coartando  la  libertad  de  Is.  contratación  y  del  trabajo 
y  regulando  sus  condiciones,  con  cuyas  bases  no  es  lícito  estable- 
eer  vinculo  alguno  eficaz  de  derecho;  y  en  su  consecuencia,  la 
sentencia  que  declara  la  nulidad  de  una  escritura  de  sociedad  ca- 
yos BeglamentOB  contienen  esos  pactos,  y  la  falta  de  derecho  para 
reclamar  su  cumplimiento,  no  infringe  las  disposiciones  legales 
referentes  al  valor,  eficacia  é  importancia  de  los  contratos. — S.  U 
Enero  Sá.-'Q.  7  F^ero, 
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Ari,  i  ABO.  La  sociedad  debe  tener  un  objeto  Ifci- 
to,  7  eetableceise  en  interés  común  de  los  socios. 

Cuando  se  declare  la  disolución  de  una  sociedad  ilícita , 
las  ganancias  se  destinarán  á  los  establecimientos  de  be- 
neficencia del  domicilio  de  la  sociedad,  y  en  su  defecto, 
á  los  de  la  provincia  (1). 

Ari.  1667.  La  sociedad  civil  se  podrá  constituir  en 
cualquiera  forma,  salvo  que  se  aportaren  á  ella  bienes  in- 
muebles ó  derechos  reales,  en  cuyo  caso  será  necesaria  la 
escritura  pública  (2). 


732.  Con  arreglo  á  lo  prescrito  en  este  artículo  del  Código,  la 
sociedad  civil  puede  constituirse  en  cualquier  forma,  salvo  que  se 
aporten  á  ella  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  en  cuyo  caso 
será  necesaria  la  escritura  pública. — S.  22  Mayo94.—G.  1.^  No- 
viembre. 

733.  Pedida  en  la  demanda  la  rescisión  de  un  contrato  sin  darle 
nombre,  pero  expresando  en  todos  sus  fundamentos  de  hecho  y  de 
derecho  que  se  trata  de  una  sociedad  civil  de  carácter  particular» 
cuya  forma  ó  manera  peculiar  de  concluir  es  la  disolución,  la  sen- 
tencia que  la  considera  virtualmente  pedida  y  la  acuerda,  por  es- 
timar demostrada  la  razón  de  pedir  que  se  invoca,  guarda  notoria 
congruencia  con  la  demanda. — aR  5  Enero  95. — O.  22  Mareo. 

Ari.  1609.  Es  nulo  el  contrato  de  sociedad,  siem- 
pre que  se  aporten  bienes  inmuebles,  si  no  se  hace  un  in- 
ventarlo  de  ellos,  firmado  por  la^  partes,  que  deberá  unir- 
se á  la  escritura. 

s%rt.  166Ü.  No  tendrán  personalidad  jurídica  las 
sociedades  cuyos  pactos  se  mantengan  secretos  entre  lós 

(];     Véase,  en  el  artionlo  anterior,  la  sentencia  de  15  Bnero,  del  9i. 
(8)     Véa«e,  como  concordante,  el  art.  1979. 
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socios,  y  en  que  cada  uno  de  éstos  contrate  en  su  propio 
nombre  con  los  terceros. 

Esta  clase  de  sociedades  se  regirá  por  las  disposiciones 
relativas  á  la  comunidad  de  bienes  (í). 


,  734.  Es  requisito  esencial  de  todo  contrato,  ya  sea  mercantil  6 
puramente  civil,  que  recaiga  sobre  objeto  lícito,  no  contrario  á  las 
leyes,  á  la  moral  ni  al  orden  público,  y  no  pueden  estimarse  como 
tales  unos  pactos  reservados  cuya  tendencia  es  alterar  el  precio  de 
las  cosas,  coartando  la  libertad  de  la  contratación  y  del  trabajo  y 
regulando  sus  condiciones,  con  cuyas  bases  no  es  lícito  establecer 
YÍnculo  alguno  eñcaz  de  derecho;  y  en  su  consecuencia,  la  senten- 
cia que  declara  la  nulidad  de  una  escritura  de  sociedad  cuyos  Re* 
glamentos  contienen  esos  pactos,  y  la  falta  de  derecho  para  recla- 
mar su  cumplimiento,  no  infringe  las  disposiciones  legales  refe- 
rentes al  valor,  eficacia  é  importancia  de  los  contratos. — S.  15 
Enero  9á.--G.  7  Féb. 


\Tt.  1690.  Las  sociedades  civiles,  por  el  objeto  á 
que  se  consagren,  pueden  revestir  todas  las  formas  reco* 
nocidas  por  el  Código  de  Comercio.  En  tal  caso,  les  aeran 
aplicables  sus  disposiciones  en  cuanto  no  se  opongan  ¿las 
del  presente  Código  (2). 

Art.  I071.    La  sociedad  es  universal  ó  particular. 

Ari.  IG7/S. '  La  sociedad  universal  puede  ser  de  to- 
dos los  bienes  presentes,  ó  de  todas  las  ganancias. 

Art.  1673.  La  sociedad  de  todos  los  bienes  presen- 
tes es  aquella  por  la  cual  las  partes  ponen  en  oopiún  to- 
dos los  que  actualmente  les  pertenecen  con  ánimo  de  par- 

(1)     Téa«6,  como  concordante,  el  art.  86. 
fd)     Yéaae,  como  concordantei  el  art.  ITOO. 
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tirios  entre  si,  como  igualmente  todas  las  ganancias  que 
adquieran  con  ellos. 

•trt.  1094.  £n  la  sociedad  universal  de  todos  los 
bienes  presentes,  pasan  á  ser  propiedad  común  de  los  so- 
cios los  bienes  que  pertenecían  á  cada  uno,  así  como  to- 
das las  ganancias  que  adquieran  con  ellos. 

Puede  también  pactarse  en  ella  la  comunicación  red* 
proca  de  cualesquiera  otras  ganancias;  pero  no  pueden 
comprenderse  los  bienes  que  los  socios  adquieran  poste- 
riormente por  herencia,  legado  ó  donación,  aunque  sí  sus 
frutos. 

Api,  1075.  La  sociedad  universal  de  ganancias 
comprende  todo  lo  que  adquieran  los  socios  por  su  indus- 
tria ó  trabajo  mientras  dure  la  sociedad. 

Los  bienes  muebles  ó  inmuebles  que  cada  socio  posee 
al  tiempo  de  la  celebración  del  contrato,  continúan  sien*- 
do  de  dominio  particular,  pasando  sólo  á  la  sociedad  el 
usufructo. 

ArA.  I  AYA.  El  contrato  de  sociedad  universal,  ce- 
lebrado sin  determinar  su  especia,  sólo  constituye  la  so- 
ciedad universal  de  ganancias. 

/IrA.  107V.  No  pueden  contraer  sociedad  universal 
entre  sí  las  personas  á  quienes  está  prohibido  otorgarse 
recíprocamente  alguna  donación  ó  ventaja. 

Ari.  I09^.  La  sociedad  particular  tiene  única- 
mente por  objeto  cosas  determinadas,  su  uso,  ó  sus  frutos,, 
ó  una  empresa  señalada,  ó  el  ejercicio  de  una  profesión 
ó  arte. 
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ñ 


EMOS  visto  en  el  tomo  primero  de  esU  obra,  al  ocaparnos  de  Us  perso- 
nas jandicas,  que  el  Código,  en  el  núm.  S.®  del  art.  35,  da  esta  denomioaciÓB 
á  las  asociaciones  de  interés  partícnlar,  sean  civiles,  mercantiles  ó  indostria- 
les,  á  las  qae  la  ley  concede  personalidad  propia  é  independiente  de  la  de  cada 
uno  de  los  asociados. 

En  aquel  lugar  se  trata  de  la  sociedad  ya  constitaída,  de  la  entidad  moral 
ó  persona  jurídica  que,  nacida  á  la  faz  de  la  ley,  es  susceptible  de  derechos  y 
obligaciones;  se  trata,  en  fin,  del  estado  ó  la  capacidad  jurídica  de  tales  perso- 
nalidades. 

En  el  titulo  que  ahora  ocupa  nuestra  atención  hemos  de  ver  cómo  se 
furma,  cómo  nace  esta  personalidad  pira  que  la  ley  la  tenga  por  existente, 
a-^í  como  también  los  elementos  que  la  componen  y  la  relación  que  natural - 
m'mte  ha  de  existir  entre  estos  mismos  elementos.  Podría  decirse  qae  en  este 
título  se  comprende  el  estudio  de  la  parte  fisiológica  de  las  personas  jurídicas 
en  sus  distintas  funciones  de  generación  ó  nacimiento,  de  nutrición  y  de  re- 
lación. Generación  ó  nacimiento,  por  la  constitución  del  contrato  de  sociedad, 
sus  cláusulas  y  requisitos;  funciones  de  nutrición,  por  los  elementos  materia- 
les que  han  de  venir  á  formar  el  capital  con  que  acudir  á  la  realiración  del 
ñn,  y  funciones  de  relación,  por  la  especial  dependencia  que  se  crea  entre  los 
mismos  socios  por  medio  de  sus  obligaciones  y  derechos  recíprocos,  así  como 
también  la  reciprocidad  de  derechos  y  deberes  de  la  entidad  social  para  con 
las  personas  extrañas,  así  naturales  como  jurídicas. 

Mas  nos  llama  la  atención  que,  tanto  el  Código  moderno,  como  la  legisla- 
ción anterior,  y,  sobre  todo,  los  autores,  al  tratar  del  contrato  de  sociedad  ci- 
vil, se  ocupen  tan  sólo  de  aquella  que  pueda  tener  por  objeto  el  ánimo  en  los 
asociado»  de  obtener  ganancia,  y  se  prescinda  de  otra  multitud  de  asociacio- 
nes privadas,  en  las  que,  sin  duda  alguna,  concurren  todas  las  condicioDes 
de  derecho  para  que  las  comprendiese  el  Código,  puesto  que  en  las  preteri- 
das se  han  de  tener  en  cuenta  las  condiciones  para  que  tenga  eficacia  el  con- 
trato que  las  constituye,  las  obligaciones  y  derechos  que  se  crean  tos  socios 
entre  sí,  y  las  relaciones  de  la  sociedad  para  con  otras  personas,  y  esto  sin 
hablar  de  las  causas  y  efectos  de  extinción  de  dichas  sociedades. 

Y  no  se  diga  que  el  derecho  civil  nada  tiene  que  ver  con  las  asociacio- 
nes que  no  tienen  por  objeto  exclusivo  el  aspirar  á  una  ganancia;  porqae 
si  bien  la  ley  de  Asociaciones  de  30  de  Junio  de  1887  parece  que  las  somete 
en  absoluto  á  su  jurisdicción  y  pretende  regularlas  por  completo,  vemos,  en 
cambio,  en  primer  lugar,  que  dicha  ley  sólo  tiene  el  carácter  de  política,  que 
está  formada  tan  sólo  para  desenvolver  los  preceptos  del  art.  43  de  la  Coas- 
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titoción  del  Estado,  y  qne  si  se  mezcla  en  esto  el  Poder  administrativo,  no  es 
por  la  índole  de  todas  las  Asociaciones  comprendidas  en  la  ley  citada,  sino 
para  evitar  que  por  medio  de  ellas  se  pneda  afectar  directa  ó  indirectamente 
al  orden  público;  y  en  segando  término,  que  si  bien  es  cierto  qae  machas  de 
las  expresadas  Asociaciones  pneden  tener  carácter  público,  también  lo  es  qae 
otras  no  pasan  de  an  orden  paramente  privado,  y  por  ello  entran  de  lleno 
en  la  esfera  del  derecho  civil. 

Entendemos,  por  tanto,  qae  machas  Sociedades  artísticas,  científicas  y  ann 
benéficas,  y  otras  machas  de  las  lícitas,  aanqae  no  tengan  por  objeto  prefe- 
rente la  intención  del  lacro  ó  la  ganancia,  no  obstante  hallarse  regidas  por  la 
ley  de  30  de  Janio  de  4887  antes  citada  en  lo  concerniente  á  la  formación  y 
presentación  de  reglamentos  y  demás  qae  en  la  misma  se  comprende,  tendrán 
qoe  acadir  en  machos  casos  á  los  preceptos  del  derecho  civil  para  resolver 
múltiples  cuestiones  referentes  á  las  aportaciones  del  haber  social,  administra- 
pión,  etc.,  y  sobre  todo,  á  las  relaciones  jurídicas  con  otras  entidades  6  per- 
sonas. 

Prescindiendo,  por  tanto,  del  exclusivismo  qae  encierra  el  concepto  que 
del  contrato  de  sociedad  nos  da  el  art.  4665,  podemos  definir  dicho  contrato 
diciendo  que  es  a  aquel  en  que  dos  ó  más  personas  se  obligan  á  poner  en  co- 
mún dinero,  bienes  ó  industria  con  objeto  de  realizar  un  fin  lícito  que  no 
tenga  carácter  público  ni  mercantil». 

Para  determinar  la  constitación  del  contrato  de  sociedad  habremos  de  te- 
ner en  cuenta  si  en  él  concurren  ó  no  los  elementos  personales,  reales  y  for- 
males propios  del  mismo. 

Como  elementos  personales  sólo  se  requiere  en  la  constitación  del  con- 
trato de  sociedad  la  capacidad  en  las  personas  para  obligarse. 

En  cnanto  á  los  elementos  reales  de  este  contrato,  puede  serlo  todo,  abso- 
lutamente todo  lo  que  es  objeto  del  comercio  humano.  Así,  lo  mismo  pueden 
serlo  las  cosas  materiales,  que  los  hechos  y  prestaciones  del  hombre;  así,  una 
universalidad  como  una  cosa  ó  hecho  determinado. 

Pueden  serlo,  tanto  las  cosas  que  existen  de  presente,  como  las  futuras; 
las  ciertas  como  las  inciertas. 

La  única  excepción  que  establece  el  párrafo  segundo  del  art.  4674  son  los 
bienes  que  adquieran  los  socios  por  herencia,  legado  ó  donación,  si  bien  per- 
mite que  sean  objeto  del  contrato  los  frutos  que  de  éstos  se  obtengan.  Excep- 
ción que  ha  ampliado  el  nuevo  Código  á  más  de  lo  que  establecía  nuestro  an- 
tigoo  derecho  (4),  que  sólo  excluía  de  este  contrato  la  herencia  que  en  lo  fa- 


(i;     Ley  9.».  tit.  10,  Partida  5.» 
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taro  se  hubiese  de  obtener  de  persona  cierta  y  determinada,  consintiendo  que- 
pudiera  pactarse  la  comanidad  en  los  bienes  obtenidos  por  herencia,  cosodo 
no  se  fíjase  la  persona  de  quien  se  podía  alcanzar. 

Otro  requisito  indispensable  es,  que  el  ofcgeto  qne  se  proponga  la  sociedad 
ea  lícito,  el  caal  se  exige  con  tanto  rigor  por  la  ley,  qne  ésta  declara  disoel- 
tas  las  sociedades  qne  se  propongan  an  objeto  inmoral  ó  prohibido,  man- 
dando qne  las  ganancias  que  hubiese  obtenido  se  apliquen  á  los  estableci- 
mientos de  beneficencia  del  domicilio  que  aquélla  hubiese  tenido. 

£n  cuanto  á  los  elementos  formales,  no  es  necesario  atenerse  á  niogQoa 
forma  determinada,  como  no  sea  que  se  aporten  á  la  sociedad  bienes  icmoe- 
bles  ó  derechos  reales,  en  cuyo  caso  establece  el  Código  que  se  consigne  en 
escritura  pública.  Excepción  que  tiene  por  fundamento  el  que  hay  un  cambio 
de  dominio,  despojándose  de  éste  el  socio  que  aporta  en  favor  de  la  entidad 
social,  que,  como  persona  jurídica,  es  susceptible  de  poseer  bicnet  y  dere- 
chos, y  corao  el  Código  somete  siempre  á  la  formalidad  de  escritura  pública 
los  actos  ó  contratos  sujetos  á  inscripción,  consecuente  con  este  principio  y 
para  no  dar  ocasión  á  malas  interpretaciones,  lo  reproduce  en  el  presente  caso. 

Por  lo  demás,  respeta  el  Código  la  libertad  de  contratación,  que  estableció 
la  ley  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  con  lo  que  considera  que  quedan  obliga- 
dos los  socios,  sea  cualquiera  la  manera  como  aparezca  que  quisieron  obli- 
garse. 

Ahora  bien;  no  obstante  esta  libertad  en  la  forma  de  la  contratación, 
como  la  sociedad  constituida  por  el  contrato  es  una  entidad  nueva  é  indepen- 
diente de  la  de  los  socios,  para  que  la  ley  reconozca  esta  personalidad  jurídi- 
ca, es  necesario  que  sea  conocido  su  nacimiento.  Pero  así  como  el  derecho 
mercantil  exige  á  las  sociedades  de  esta  índole  que  se  constituyan  mediante 
escritura  pública,  y  que  está  sea  inscrita  en  el  Registro  mercantil,  al  derecho 
civil  le  basta  para  reconocer  la  personalidad  independiente,  que  los  pactos  no 
se  mantengan  secretos  entre  los  socios,  ó  que  cada  uno  de  éstos  no  tontrate 
en  su  propio  nombre  con  los  terceros.  Los  requisitos  que  el  derecho  mercan- 
til exige  á  sus  compañías  no  son  necesarios  á  las  del  derecho  civil;  antes  al 
contrario,  la  concurrencia  ó  no  de  estos  requisitos  es,  en  muchos  casos,  ia 
única  nota  que  puede  hacer  distinguir  si  la  sociedad  es  mercantil  ó  es  jcivíl. 
En  efecto,  si  comparamos  los  conceptos  del  contrato  de  sociedad»  dados 
por  el  Código  civil  en  el  art.  4665,  y  de  compañía  el  Código  de  Comercio  en 
su  art.  446,  encontramos  que  no  hay  más  diferencia  sino  que  este  últinao  exi- 
ge que  dichas  compañías  se  acomoden  á  los  preceptos  que  él  establece.  Am- 
bos conceptos  hacen  consistir  el  contrato  en  que  dos  ó  más  personas  se  obli- 
guen á  poner  en  común  bienes  ó  industria  con  objeto  de  obtener  un  lacro  ó 
ganancia.  Y  como  Jos  requisitos  que  el  Código  de  Comercio  exige  á  sos  com- 
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pañias  son  los  del  art.  449,  qae  consisten  en  la  escritura  pública  é  inscripción 
€rt  el  Registro  antes  citado,  sólo  estas  son  las  diferencias  qae  existen  para  dis- 
tingair  cuándo  el  contrato  será  civil  ó  cnándo  mercantil. 

Asimismo  lo  tiene  confirmado  la  Dirección  general  de  los  Registros,  ex- 
presando: qae  según  el  art.  2.*  de  la  ley  de  49  de  Octubre  de  4869,  para  qae 
el  contrato  de  sociedad  tenga  carácter  de  mercantil,  es  necesario  qae  se  con- 
signe en  escritura  pública  en  ana  de  las  formas  qae  prescribe  el  libro  2.®,  tí- 
tulo %.^t  sección  4*  del  Código  de  Comercio,  debiendo,  además,  presentarse, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  3.*^  de  dicha  ley,  en  el  Registro  público  de 
comercio  el  testimonio  que  prescribe  el  art.  26  del  citado  Código,  con  las  cir- 
ecttstancias  comprendidas  en  el  290  del  mismo.  Al  no  cumplirse  con  dichos 
requisitos,  no  tiene  la  sociedad  el  carácter  de  mercantil,  y  se  disuelve  por 
maerte  de  ano  de  los  socios,  si  no  se  pactó  que  continuase  subsistiendo  entre 
los  socios  sobrevivientes. 

Todo  esto  es  en  cuanto  á  la  perfección  y  existencia  del  contrato.  En  cuanto 
á  las  formas  que  puede  revestir  la  sociedad  civil,  también  da  el  Código  am- 
püa  libertad  á  los  contratantes  al  expresar  que  por  el  objeto  á  que  se  consagra 
puede  revestir  todas  las  formas  reconocidas  por  el  Código  de  Comercio.  Asi 
podrán  ser  colectivas,  comanditarías  ó  anónimas.  En  cuanto  á  la  índole  de 
sus  operaciones^  es  infinitamente  más  extensa  que  las  del  derecho  mercantil, 
pues  además  de  poder  ocuparse  de  todas  las  operaciones  á  que  éstas  puede 
comprender  todos  los  actos  y  contratos  qae  el  derecho  abarca,  aun  cuando 
fuera  requisito  indispensable  el  ánimo  de  obtener  una  ganancia. 

En  lo  referente  á  la  clasificación  de  las  sociedades  civiles,  el  Código  las 
divide  en  universales  y  particulares,  dando  la  primera  denominación  á  la  que 
abarca  todos  los  bienes  presentes  de  cada  uno  de  los  socios,  ó  todas  las  ga- 
nancias que  puedan  obtener,  y  la  denominación  segunda  á  las  que  tienen  úni- 
camente por  objeto  cosas  determinadas,  su  uso  ó  sus  frutos,  ó  una  empresa 
señalada,  ó  el  ejercicio  de  una  profesión  ó  arte. 

Nuestros  tratadistas  denominaban  á  las  sociedades,  universales,  genera- 
les ó  particulares,  según  que  el  objeto  fuese  todos  los  bienes  presentes  y  ñi- 
turosde  los  socios,  todas  las  ganancias  que  por  cualquier  concepto  puedan 
obtener,  ó  una  parte  de  los  bienes,  ó  una  empresa  ó  industria  determinada; 
clasificación  que  parece  más  adecuada,  paeste  que  hay  gran  distancia  entre 
considerar  como  objeto  de  la  sociedad  todos  los  bienes  presentes  y  las  ganan- 
cias qoe  con  éstos  y  los  naevamente  adquiridos  se  obtengan,  ó  solamente  las 
ganancias,  aun  cuando  alcaneen  á  la  de  toda  clase  de  bienes  é  indastría. 

No  obstante  que  el  Código  comprende  bajo  una  misma  denominación  és- 
tas á  que  los  tratadistas  subdividen,  como  hace  Ja  distinción  de  unas  y  otras, 
no  pueden  ocasionarse  difíciles  interpretaciones,  pues  para  que,  bajo  la  de- 
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nominación  de  sociedad  nniversal,  se  eomprendan  en  la  comunidad  toáoslos 
bienes  presentes  de  los  asociados,  es  necesario  qae  así  se  exprese  claramente 
en  el  contrato,  pues  de  lo  contrario,  sólo  se  constituye  la  sociedad  onivenal 
de  ganancias  según  lo  expresa  el  art.  4676. 

En  cnanto  á  los  efectos  qne  producen  estas  distintas  clases  de  sociedades, 
no  se  nos  ocurre  nada  que  exponer,  por  parecemos  bien  clara  la  redacción  áñ 
los  artíenlos  preinsertos,  que  no  habrán  de  dar  ocasión  fundada  á  conflie- 
tos  judiciales. 


CAPÍTULO  II 

IDe  las  obligraciones  de  lod  Bocios. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DV  LAS  OBLIGACIONES  DE  LOS  SOCIOS  ENTRE  SÍ 

Art.  tWí9.  La  sociedad  comienza  desde  el  momen- 
to mismo  de  la  celebración  del  contrato,  si  no  se  ha  pac- 
tado otra  cosa. 

Art.  ittSO.  La  sociedad  dura  por  el  tiempo  conve- 
nido;  á  falta  de  convenio,  por  el  tiempo  que  dure  el  ne- 
gocio que  haya  servido  exclusivamente  de  objeto  á  la  so- 
ciedad, si  aquél  por  su  naturaleza  tiene  una  duración 
limitada;  y  en  cualquier  otro  caso,  por  toda  la  vida  de  los 
asociados,  salvo  la  facultad  que  se  les  reserva  en  el  ar- 
tículo 1700  y  lo  dispuesto  en  el  art.  1704. 

Art.  IOS  i .  Cada  uno  es  deudor  á  la  sociedad  de  lo 
que  ha  prometido  aportar  á  ella. 

Queda  también  sujeto  á  la  evicción  en  cuanto  á  las  co- 
sas ciertas  y  determinadas  que  haya  aportado  á  la  socie- 
dad, en  los  mismos  casos  y  de  igual  modo  que  lo  está  el 
vendedor  respecto  del  comprador. 


r 
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Art.  16i^9.  El  Bocio  que  se  ha  obligado  á  aportar 
una  suma  en  dinero  y  no  la  ha  aportado,  es  de  derecho 
deudor  de  los  intereses  desde  el  dia  en  que  debió  apor- 
tarla, sin  perjuicio  de  indemnizar  además  los  daños  que 
hubiese  causado. 

Lo  mismo  tiene  lugar  respecto  á  las  sumas  que  hubie- 
se tomado  de  la  caja  social,  principiando  á  contarse  los 
intereses  desde  el  dia  en  que  las  tomó  para  su  beneficio 
particular. 

Art.  1BS8.  El  socio  industrial  debe  á  la  sociedad 
las  ganancias  que  durante  ella  haya  obtenido  en  el  ramo 
de  industria  que  sirve  de  objeto  á  la  misma. 

Art.  1B84.  Cuando  un  socio  autorizado  para  admi- 
nistrar cobra  una  cantidad  exigible,  que  le  era  debida  en 
su  propio  nombre,  de  una  persona  que  debía  á  la  socie- 
dad otra  cantidad  también  exigible,  debe  imputarse  lo 
cobrado  en  los  dos  créditos  á  proporción  de  su  importe, 
aunque  hubiese  dado  el  recibo  por  cuenta  de  sólo  su  ha* 
ber;  pero,  si  lo  hubiere  dado  por  cuenta  del  haber  social, 
se  imputará  todo  en  éste. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin  perjuicio 
de  que  el  deudor  pueda  usar  de  la  facultad  que  se  le  con- 
cede en  el  art.  1172,  en  el  sólo  caso  de  que  el  crédito  per- 
sonal del  socio  le  sea  más  oneroso. 

Api.  flBS5.  El  socio  que  ha  recibido  por  entero  su 
parte  en  un  crédito  social  sin  que  hayan  cobrado  la  suya 
los  demás  socios,  queda  obligado,  si  el  deudor  cae  des- 
pués en  insolvencia,  á  traer  á  la  masa  social  lo  que  reci- 
bió, aunque  hubiera  dado  el  recibo  por  sola  su  parte. 

Art.  IBSB.  Todo  socio  debe  responder  á  la  socie- 
dad de  los  daños  y  perjuicios  que  ésta  haya  sufrido  por 
culpa  del  mismo  y  no  puede  compensarlos  con  los  bene- 
ficios que  por  su  industria  le  haya  proporcionado. 
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Art.  IBS  Y.  El  riesgo  de  las  coeas  ciertas  y  determi- 
nadas, no  íungibles,  que  se  aportan  á  la  sociedad  para  que 
sólo  eean  comunes  su  uso  y  sus  frutos,  es  del  socio  propie- 
tario. 

Si  las  cosas  aportadas  son  íungibles,  ó  no  pueden  guar- 
darse sin  que  se  deteiioren,  ó  si  se  aportaron  paxa  ser 
vendidas,  el  riesgo  es  de  la  sociedad.  También  lo  será,  á 
falta  de  pacto  especial,  el  de  las  cosas  aportadas  con  esti- 
mación hecha  en  el  inventario,  y  en  este  caso  la  reclama- 
ción se  limitará  al  precio  en  que  fueron  tasadas. 

Art.  IBSS.  La  sociedad  responde  á  todo  socio  de 
las  cantidades  que  haya  desembolsado  por  ella  y  del  inte- 
rés correspondiente;  también  le  responde  de  las  obligacio- 
nes que  con  buena  fe  haya  contraído  para  los  negocios  so- 
ciales y  de  los  riesgos  inseparables  de  su  dirección. 

Art.  flOS9.  Las  pérdidas  y  ganancias  se  repartirán 
en  conformidad  á  lo  pactado.  Si  sólo  se  hubiera  pactado 
la  parte  de  cada  uno  en  las  ganancias,  será  igual  su  parte 
en  las  pérdidas. 

A  falta  de  pacto,  la  parte  de  cada  socio  en  las  ganan- 
cias y  pérdidas  debe  ser  proporcionada  á  lo  que  haya 
aportado.  Eli  socio  que  lo  fuere  sólo  de  industria  tendrá 
una  parte  igual  á  la  del  que  menos  haya  aportado.  Si  ade- 
más de  su  industria  hubiere  aportado  capital,  recibiri 
también  la  parte  proporcional  que  por  él  le  corres- 
ponda (1). 

Art.  lOOO.  Si  los  socios  se  han  convenido  en  con- 
fiar á  un  tercero  la  designación  de  la  parte  de  cada  uno 
en  las  ganancias  y  pérdidas,  solamente  podrá  ser  impug- 
nada la  designación  hecha  por  él  cuando  evidentemente 
haya  faltado  á  la  equidad.  En  ningún  caso  podrá  recla- 
mar el  socio  que  haya  principiado  á  ejecutar  la  decisión 

(1)     Téas«,  como  oonoordaate,  el  art.  1706. 
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del  tercero,  ó  que  no  la  haya  impugDado  en  el  término  de 
tres  meses,  contados  desde  que  le  fué  conocida. 

La  designación  de  pérdidas  y  ganancias  no  puede  ser 
encomendada  á  uno  de  los  socios. 

Art.  1601 .  Es  nulo  el  pacto  que  excluye  á  uno  ó 
más  socios  dé  toda  parte  en  las  ganancias  ó  en  las  pér- 
didas. 

Sólo  el  socio  de  industria  puede  ser  eximido  de  toda 
responsabilidad  en  las  pérdidas. 

Art.  IBOüK.  El  socio,  nombrado  administrador  en 
el  contrato  social,  puede  ejercer  todos  los  actos  adminis- 
trativos sin  embargo  de  la  oposición  de  sus  compañeros, 
á  no  ser  que  proceda  de  mala  fe;  y  su  poder  es  irrevocable 
sin  c&usa  legitima. 

El  poder  otorgado  después  del  contrato,  sin  que  en  éste 
se  hubiera  acordado  conferirlo,  puede  revocarse  en  cual- 
quier tiempo. 


735.  No  infringe  el  precepto  del  preinserto  art.  1692  la  senten- 
cia que,  no  estimando  la  existencia  de  un  contrato  particular  en- 
tre demandante  y  demandado,  sino  el  de  sociedad,  absuelve  al  se- 
gundo de  la  demanda,  por  no  haber  el  primero  ejercitado  la  acción 
prosocio,  y  si  la  personal  procedente  de  un  contrato  no  reconocido. 
—.9.  14  Od.  95,— Q,  á  Nov, 


Arti  1B03.  Cuando  dos  ó  más  socios  han  sido  en- 
cargados de  la  administración  social  sin  determinarse  sus 
funciones,  ó  sin  haberse  expresado  que  no  podrán  obrar 
los  unos  sin  el  consentimiento  de  los  otros,  cada  uno 
puede  ejercer  todos  los  actos  de  administración  separada- 
mente; pero  cualquiera  de  ellos  puede  oponerse  á  las  ope- 
raciones del  otro  antes  de  que  éstas  hayan  producido 
efecto  legal. 
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736.  Eetimándose  en  una  sentencia,  por  el  conjunto  de  las 
pruebas  aportadas  al  juicio,  no  estar  justificado  el  incumplimiento 
de  ciertas  obligaciones  por  un  socio,  ni  su  renuncia  en  modo  al- 
guno á  formar  parte  de  la  sociedad,  ni,  por  tanto,  que  quedase 
fuera  de  ella,  no  afectan  á  su  participación  los  pactos  que  se  reali- 
zaran, prescindiendo  de  él,  por  otros  socios  para  transigir  sus  dife- 
rencias, y  es  evidente  que  falta  la  base  para  que  pueda  tener  apli- 
cación este  articulo  del  Código.— 5.  10  Mayo  95,-^0.  17  Agosto. 

Ari.  1094.  En  el  caso  de  haberse  estipulado  que 
los  socios  administradores  no  hayan  de  funcionar  los  unos 
sin  el  consentimiento  de  los  otros,  se  necesita  el  conourso 
de  todos  para  la  validez  de  los  actos,  sin  que  pueda  ale- 
garse la  ausencia  ó  imposibilidad  de  alguno  de  ellos,  sal?» 
si  hubiere  peligro  inminente  de  un  daño  grave  ó  irrepara- 
ble para  la  sociedad. 

Art.  I095.  Cuando  no  se  haya  estipulado  el  modo 
de  administrar,  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1.^  Todos  los  socios  se  considerarán  apoderados,  y  lo 
que  cualquiera  de  ellos  hiciere  por  si  solo  obligará  á  la 
sociedad;  pero  cada  uno  podrá  oponerse  á  las  operaciones 
de  los  demás  antes  que  hayan  producido  efecto  leg^. 

2.*^  Cada  socio  puede  servirse  de  las  cosas  que  compo- 
nen el  fondo  social  según  costumbre  de  la  tierra,  con  tal 
que  no  lo  haga  contra  el  interés  de  la  sociedad,  ó  de  tal 
modo  que  impida  el  uso  á  que  tienen  derecho  sus  compa- 
ñeros. 

3.^  Todo  socio  puede  obligar  á  los  demás  á  costear  con 
él  los  gastos  necesarios  para  la  conservación  de  las  cosas 
comunes. 

4.*  Ninguno  de  los  socios  puede,  sin  el  consentimiento 
de  los  otros,  hacer  novedad  en  los  bienes  inmuebles  so- 
ciales, aunque  alegue  que  es  útil  á  la  sociedad  (1). 

<1)     Yéase,  como  concordante,  el  »rt.  1688. 


J 
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Art.  fl60B.  Cada  socio  puede  poT  si  solo  asociarse 
un  tercero  en  su  parte;  pero  el  asociado  no  ingresará  en 
la  sociedad  sin  el  consentimiento  unánime  de  los  socios, 
aunque  aquél  sea  administrador. 


D, 


ESPÜÉS  de  haber  hablado  el  Código  de  )aa  disposiciones  generales  det 

contrato  de  sociedad,  pasa  á  ocnparse  de  las  obligaciones  de  los  socios,  co- 
menzando por  las  que  éstos  tienen  entre  sí,  para  tratar  despoés  de  las  qne  tie- 
nen con  relación  á  terceras  personas. 

Mas  para  que  siempre  resalte  marcada  la  falta  de  método  é  inexactitadea 
de  este  cuerpo  legal,  anancia  qne  esta  sección  va  á  tratar  de  las  obligaciones 
de  los  socios  antes  indicadas,  y  comienza  dando  reglas  para  conocer  desde 
cuándo  y  hasta  cuándo  se  entenderán  subsisten  las  sociedades. 

El  contenido  de  ios  artículos  4679  y  4680  no  es  otra  cosa  que  la  expresión 
del  nacimiento  y  duración  de  las  personas  sociales;  y  esto  no  lo  veríamos  con 
tanta  extrañeza  incluido  en  esta  sección,  si  no  existiese  la  anterior,  que  trata 
de  las  disposiciones  generales  de  que  antes  nos  hemos  ocupado,  y  en  la  que 
existen  preceptos  al  lado  de  los  cuales  no  desdeciría  el  fijar  el  momento  en 
que  se  considera  que  comienza  á  existir  una  sociedad ,  ni  existiese  la  sección 
última,  ó  sea  la  que  trata  de  los  modos  de  extinguirse  la  sociedad,  en  cuya 
sección  se  repiten  los  preceptos  del  art.  4680. 

Hemos  de  ocupamos  ahora,  no  obstante,  del  nacimiento  de  las  sociedades, 
por  no  existir  otro  sitio  adecuado,  y  prescindiremos  del  art.  4680  para  tratar 
de  hi  duración  de  aquéllas  cuando  estudiemos  la  uJtima  sección. 

Al  hablar  el  Código  en  su  libro  primero  del  nacimiento  de  las  personas, 
tratando  del  de  las  asociaciones  de  interés  particular,  civiles,  mercantiles,  etc., 
establece  que  se  regirán  por  las  disposiciones  relativas  al  contrato  de  socie- 
dad^ según  la  naturaleza  de  éste,  y  el  art.  4679  consigna  que  la  sociedad  co- 
mienza desde  el  momento  mismo  de  la  celebración  del  contrato,  si  no  se  ha 
pactado  otra  cosa,  y  aunque  el  precepto  es  bastante  corto,  lo  creemos  sufi- 
cientemente claró  para  evitar  dudas. 

£n  éste,  como  en  la  mayor  parte  de  los  contratos,  el  Código,  fuera  de  las 
disposiciones  que  tienden  á  impedir  todo  lo  que  es  contrario  á  la  moral  ó  al 
orden  público,  deja  á  los  contratantes  en  completa  libertad  para  estipular  lo 
que  sea  más  conforme  á  sus  intereses  ó  voluntad,  sentando  algunos  preceptos 
que  tienen  sólo  el  carácter  de  supletorios,  por  considerarse  como  presunción 
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de  la  voluntad  de  los  otorgantes  para  el  caso  en  qae  éstos  nada  habíesen  dis- 
puesto con  relación  al  objeto. 

Por  lo  tanto,  se  entenderá  qoe  la  sociedad  comiensa,  qae  la  persona  jurí- 
dica nace  ante  el  orden  civil,  en  primer  término^  desde  la  fecha  >m  qae  los 
contratantes  hubiesen  designado  en  el  pacto  ó  contrato  social.  Si  no  se  hu- 
biesen ocupado  de  esta  circunstancia  en  el  contrato,  la  fecha  de  la  celebración 
de  éste  es  la  del  nacimiento  de  la  sociedad. 

En  cuanto  á  los  elementos  de  vida,  á  las  aptitudes  y  capacidad  jurídica  de 
la  nueva  personalidad,  nada  añade  el  Código,  Todd  ello  depende  del  objeto 
de  la  sociedad.  Por  tanto,  será  mayor  ó  menor  la  capacidad  de  la  noeva  per- 
sona, según  la  mayor  ó  menor  extensión  de  los  asuntos  que  pueda;  alcanzar, 
y  por  lo  tanto,  mayor  será  la  capacidad  de  una  sociedad  universal  de  todos 
los  bienes  que  la  universal  de  ganancias,  y  mayor  la  de  ésta  que  la  de  la  par- 
ticular. 

De  la  forma  en  que  la  sociedad  se  haya  constituido  y  de  las  cláusulas  y 
condiciones  del  contrato,  dependen  las  obligaciones  de  los  socios  entre  sí,  ó, 
mejor  dicho,  de  los  socios  para  con  la  sociedad.  £1  Código,  como  vemos  en 
sus  preceptos,  po  establece  obligaciones  especiales;  no  hace  otra  cosa  que  <}ic- 
tar  algunas  reglas  para  obligar  á  ios  contratantes  al  cumplimiento  de  aquello 
á  que  se  han  comprometido.  A  este  efecto  conduce  la  declaración  de  que  cada 
socio  es  deudor  á  la  sociedad  de  lo  que  ha  prometido  aportar  á  ella,  y  de  los 
intereses  de  las  sumas  en  dinero  que  no  hubiese  aportado  oportunamente,  ó 
de  las  que  hubiese  retirado  de  la  caja  social,  como  asimismo  queda  sujeto  á 
la  evicción  en  cuanto  á  las*  cosas  ciertas  y  determinadas  en  la  misma  forma 
que  lo  está  el  comprador  para  con  el  vendedor. 

Es  natural  y  lógica  la  obligación  de  eviccionar  que  establece  la  ley,  pues 
no  solamente  no  es.  exclusiva  del  contrato  de  compraventa,  sino  que  además 
el  socio  que  aporta  á  la  sociedad  una  cosa  cierta  y  determinada,  transfiere  el 
dominio  que  sobre  ella  tenía  en  favor  de  la  persona  social,  por  virtud  de  ti- 
tulo oneroso,  teniendo  como  remuneración  la  parte  de  beneficios  que  han  de 
correspondeTle  de  los  que  se  obtengan  por  la  sociedad,  tanto  con  dichos  bie- 
nes, cuanto  con  los  otros  que  aporten  los  demás  socios,  ó  con  la  industria  de 
éstos.  Si  la  cosa  determinada  perece  por  vicios  ocultos  anterioras  al  con- 
trato, es  evidente  que  nada,  ó  esa  cosa  menos,  según  los  casos,  habría  apor- 
tado el  socio  si  respondiera  del  valor  por  la  evicción. 

Como  los  elementos  de  vida  para  la  persona  jurídica^  son  las  aportaciones 
de  oada  uno  de  los  asociados,  ya  sea  en  bienes,  ya  en  industria,  es  por  lo  que 
la  ley  impone  á  los  socios  la  obligación  de  pagar  intereses  por  las  sumas  qvs 
no  hayan  aportado  estando  obligados  á  hacerlo,  ó  por  las  que  hayan  retirado 
en  beneficio  propio  del  fondo  común,  asi  como  á  indemnizar  el  daño  que  coa 
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«lio  hubieren  ocasionado  á  la  sociedad.  De  igual  modo,  el  socio  indostrial 
debe  de  aportar  todas  las  ganancias  que  durante  la  sociedad  haya  obtenido 
en  el  ramo  de  industria  que  sirve  de  objeto  á  la  misma,  porque  esto  es  lo  que 
sirve  de  compensación  á  los  socios  capitalistas  por  las  aportaciones  que  hi- 
cieron. 

No  dice  la  ley  hasta  dónde  puede  exigirse  al  socio  industrial  que  dedi- 
que su  actividad  y  conocimientos  en  beneñcip  de  la  sociedad,  y  entendemos 
que  es  asunto  importante,  pues  no  basta  el  exigirle  jque  aporte  todas  las  ga- 
nancias que  obtenga  durante  la  sociedad  en  el  ramo  de  industria  que  sirve  de 
objeto  ú  la  misma,  porque  puede  ocurrir  fácilmente  que  se  dedique  en  abso- 
luto á  otro  ramo  distinto  de  aquel  que  es  objeto  de  la  sociedad,  abandonando 
por  completo  á  ésta  ó  prestando  en  favor  de  ella  menor  trabajo  del  que  sea 
necesario  para  el  desenvolvimiento  del  objeto  social.  Y  así  como  el  qué  se  ha 
obligado  á  aportar  bienes  es  responsable  por  su  morosidad,  no  sólo  de  los  in- 
tereses, sino  del  daño  que  por  su  retraso  se  haya  ocasionado,  entendemos  que 
deberá  asimismo  indemnizar  á  la  entidad  el  socio  industrial  de  las  pérdidas 
ocasionadas  por  su  inacción;  que  si  bien  los  preceptos  del  art.  4686  pudieran 
utilizarse  en  este  sentido,  no  los  creemos  de  una  rigorosa  aplicación. 

Por  ello,  no  existiendo  en  la  ley  la  regla  que  supla  la  falta  de  convenio 
para  este  caso^  debe  tenerse  gran  cuidado  en  el  contrato  social^  cuando  en 
él  figure  algún  socio  industrial,  de  establecer  cuáles  sean  las  obligaciones 
de  éste. 

Lo  anteriormente  expuesto  no  ofrece  novedad  en  cuanto  á  nuestro  dere- 
cho histórico,  pero  sí  existe  en  las  reglas  relativas  al  cobro  de  cantidades  de 
personas  que  á  la  vez  son  deudoras^  á  la  sociedad  y  privativamente  á  alguno 
de  sus  socios;  reglas  que,  si  bien  parecen  complejas  á  primera  vista,  son,  sin 
embargo,  sencillas  y  están  fundadas  en  la  equidad. 

Para  formar  perfecto  juicio  de  estas  regias^  basta  distinguir  si  el  socio  que 
es  acreedor  á  la  vez  de  la  sociedad  tiene  ó  no  autorización  paira  administrar. 
Si  la  tiene,  puede  cobrar  con  preferencia  el  crédito  social,  pero  no  el  suyo,  y 
si  esto  hiciere,  se  entenderá  que  la  cantidad  percibida  debe  prorratearse  entre 
ambos  créditos.  Ahora,  sí  el  crédito  privado  fuere  más  oneroso  para  el  deu- 
dor, puede  éste  expresar  que  el  pago  lo  hace  por  cuenta  de  dicho  crédito  y 
no  del  que  tiene  á  favor  de  la  sociedad. 

En  cambio,  un  socio  que  no  tenga  facultad  de  administrar,  puede  cobrar 
el  crédito  propio  sin  tener  que  hacer  el  prorrateo. 

Si  lo  cobrado  por  uno  de  los  socios  fuere  la  parte  proporcional  que  le  co- 
rresponda en  el  crédito  social,  no  tendrá  que  reintegrar  nada  á  los  socios,  á 
menos  que  el  deudor  caiga  con  posterioridad  en  la  insolvencia,  en  cuyo  caso 
debe  aquél  traer  á  la  razón  social  lo  que  recibió. 
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Este  mismo  espíritu  de  solidaridad  entre  los  socios,  y  ia  consideración  de 
qne  la  sociedad  toda  confía  en  la  buena  fe  y  probidad  do  los  socios,  son  la 
cansa  de  qne  no  sólo  se  imponga  la  obligación  de  resarcir  todos  los  daños  y 
perjuicios  qne  por  sn  culpa  cansen  á  la  sociedad,  sino  también  de  que  no 
puedan  compensar  tales  daños  con  los  beneficios  qne  le  hayan  proporcionado, 
porque  es  obligación  común  de  todos  los  socios  procurar  el  desarrollo  de  la 
entidad  social  y  toda  clase  de  beneficios. 

Esto  puede  conseguirse  sin  perjuicio  de  los  intereses  peculiares  de  cada 
uno  de  ellos,  pues  así  como  la  sociedad  tiene  derecho  á  los  intereses  cuando 
un  socio  no  aporta  la  cantidad  que  se  obligó  para  la  sociedad,  así  responde 
ésta  á  todo  socio  de  las  cantidades  que  hubiere  desembolsado  por  ella  y  de 
los  intereses. 

Las  reglas  que  dicta  el  art.  4687  rigen  en  defecto  de  pactos  expresos  so- 
bre el  particular,  y  sólo  para  este  caso  se  han  dictado.  Por  la  ley  del  pacto  se 
rigen  también  los  repartos  de  pérdidas  y  ganancias,  y  en  su  defecto  tienen 
aplicación  como  supletorias  las  reglas  del  Código;  reglas  bien  conocidas  en 
todas  las  legislaciones. 

Hay,  sin  embargo,  dos  disposiciones  que  no  tienen  este  carácter  súplete- 
rio,  sino  que  deben  considerarse  siempre  como  preceptivas.  Una  es  la  dispo- 
sición que  prohibe  que  la  designación  de  pérdidas  y  ganancias  pueda  ser  en- 
comendada á  uno  de  los  socios,  y  otra  la  que  establece  la  nulidad  del  pacto 
que  excluya  á  uno  ó  más  socios  de  toda  parte  en  las  pérdidas  6  ganancias; 
cuyos  preceptos  tienen  por  objeto  evitar  los  contratos  leoninos,  como  los  lla- 
maba una  ley  de  Partida. 

Sólo  el  socio  industrial  puede  ser  eximido  de  toda  responsabilidad  en  Iss 
pérdidas,  y  es,  porque,  si  los  socios  capitalistas  corren  el  riesgo  de  perder  el 
capital  acumulado,  el  socio  industrial  corre  ei.de  perder  el  trabajo,  la  activi- 
dad é  independencia  que  ha  dedicado  en  provecho  de  la  sociedad. 

Respecto  á  la  administración  de  la  sociedad  nada  hay  que  añadir.  Los  pre- 
ceptos del  Código  son,  como  en  lo  demás,  reglas  de  interpretación  de  los  con- 
tratos sociales,  presunciones  de  la  voluntad  de  los  socios,  y  por  ello  no  tie- 
nen más  fuerta  ni  n^  alcance  que  aquella  que  les  deje  expedita  el  contrato 
social.  Este  es  el  que  debe  dictar  las  reglas,  detallar  las  atribuciones  y  espe- 
cificar los  casos  en  que  cada  uno  de  los  socios  puede  representar  y  adminis- 
trar los  bienes  sociales,  ó  cuando  ha  de  ser  uno  ó  varios  socios  determinados 
los  que  tengan  tales  facultades,  y  siendo  varios,  si  podrán  realizar  los  actos 
administrativos  individual  ó  colectivamente. 

Esto  supuesto,  según  declara  el  art.  S99  (I)  del  Código  de  Comercio,  el 

(1)     Art.  117  del  Código  de  Coznereio  vigente. 
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régimen  de  las  sociedades  mercantiles  ha  de  ajnstarse  á  los  pactos  convenidos 
en  la  escritnra  de  contrato,  y  en  cnanto  por  ella  no  se  haya  prescrito  y  deter- 
minado, á  las  demás  disposiciones  de  dicho  Código;  y  por  tanto,  conferidos 
en  la  escritnra  poderes  ilimitados  á  nn  socio  para  representar  la  sociedad  en 
todas  circunstancias  tan  ampliamente  como  necesario  faere,  encargándole 
exclnsivamente  de  la  firma  social,  no  pnede  ponerse  en  doda  la  capacidad  de 
aqnól  para  representar  á  la  sociedad  en  cnalqnier  contrato  que  verse  sobre  sa 
objeto,  sin  que  los  demás  socios  poedan  contradecir  ni  entorpecer  sns  gestio- 
nes, ni  impedir  sos  efectos,  según  lo  que  de  nn  modo  terminante  declara  el 
art.  306  del  citado  Código  de  Comercio;  y  constando  en  la  escritnra  social 
qne  sn  objeto  era  la  minería,  metalurgia,  productos  químicos  y,  en  general , 
todo  lo  concerniente  á  minas,  metales,  etc.,  realizando  todas  las  operaciones 
industriales  y  mercantiles  referentes  á  los  ramos  indicados,  y  por  consiguien- 
te, la  compra  y  venta  de  minas,  al  realizarlas  el  socio  apoderado,  obra  dentro 
de  sus  faculudes,  pues  si  bien  por  regla  general,  y  conforme  al  art.  360  del 
repetido  Código,  no  se  considera  operación  mercantil  la  compra  y  venta  de 
inmuebles,  no  es  aplicable  ai  caso  en  que  precisamente  es  ese  uno  de  los  obje- 
tos de  la  sociedad  (4)- 

Es  bastante  á  acreditar  la  representación  de  los  administradores  del  Banco 
de  Castilla^  al  concurrir  á  nombre  de  dicha  sociedad  al  otorgamiento  de  una 
escritura  de  hipoteca  á  favor  de  aquélla,  el  testimonio,  expedido  por  Notario, 
comprensivo  del  nombramiento  de  tales  administradores  por  los  accionistas 
del  Banco  en  Junta  general,  por  ser  un  documento  auténtico  para  los  efectos 
de  la  ley  Hipotecaria,  no  teniendo  aplicación  al  caso  el  precepto  del  art.  %i 
de  dicha  ley,  porque  éste  se  refiere  á  la  forma  en  que  han  de  subsanarse  las 
omisiones  que  producen  la  nulidad  de  las  inscripciones,  y  la  de  no  expresarse 
«n  ella  el  título  en  que  se  fnntla  la  representación  de  los  otorgantes^  no  está 
comprendida  entre  las  causas  de  nulidad  de  dichos  asientos. 

La  falta  de  firma  social  ó  antefirma  de  los  expresados  administradores,  ex- 
presándose en  la  escritura  que  los  mismos  obran  en  representación  de  aquel 
Banco,  que,  como  sociedad- anónima,  carece  de  firma  social,  no  constituye  de- 
fecto ni  omisión  alguna,  porque  aquéllos,  al  estampar  la  suya,  no  cabe  duda 
lo  hacían  en  la  expresada  representación,  y  por  no  exigir  tal  antefirma  ef  ar- 
tículo 5.°  de  la  Instrucción  de  9  de  Noviembre  de  4874. 

Según  el  art.  438  de  la  ley  Hipotecaría,  no  es  necesario  qne  concurra  al 
otorgamiento  de  la  escritura  de  hipoteca  la  persona  á  cuyo  favor  se  constitu- 


<1)     R.  de  la  D.,  28  Oct.  í*4.—  G.  8  Díc. 
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ye,  y  por  tanto,  será  inscribible  aon  en  el  supuesto  de  qae  los  que  intervinie- 
ron  á  nombre  del  Banco  no  hubiesen  acreditado  en  forma  legal  su  persona- 
lidad (1). 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LAB  OBLIGACIONES  DE  LOS   SOCIOS  PARA  CON   UN   TERCERO 

Art.  flOOY.  Para  que  la  sociedad  quede  obligada 
con  un  tercero  por  los  actos  de  uno  de  los  socios,  se  re- 
quiere: N 

1.^  Que  el  socio  haya  obrado  en  su  carácter  de  tal,  por 
cuenta  de  la  sociedad. 

2.^  Que  tenga  poder  para  obligar  á  la  sociedad  en  vir- 
tud de  un  mandato  expreso  ó  tácito. 

3.^  Que  haya  obrado  dentro  de  los  límites  que  le  se- 
ñala BU  poder  ó  mandato. 

zlrt.  109S.  Los  socios  no  quedan  obligados  solida- 
riamente respecto  de  las  deudas  de  la  sociedad,  y  ninguno 
puede  obligar  á  los  otros  por  un  acto  personal,  si  no  le 
han  conferido  poder  para  ello. 

La  sociedad  no  queda  obligada  respecto  á  tercero  por 
actos  que  un  socio  haya  realizado  en  su  propio  nombre  ó 
sin  poder  de  la  sociedad  para  ejecutarlo;  pero  queda  obli- 
gada para  con  el  socio  en  cuanto  dichos  actos  hayan  re- 
dundado en  provecho  de  ella. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin  perjuicio 
de  lo  establecido  en  la  regla  1.*  del  art.  1695. 

Art.  IGIM.  Los  acreedores  de  la  sociedad  son  pre* 
ferentes  á  los  acreedores  de  cada  socio  sobre  los  bienes  bo> 
cíales.  Sin  perjuicio  de  este  derecho,  los  acreedores  parti- 
culares de  cada  socio  pueden  pedir  el  embargo  y  remate 
de  la  parte  de  éste  en  el  fondo  social  (2). 


(1)  B.  de  la  I).,  2d  Dic.  80.—^.  21  Enero  81. 

(2)  VóMO,  como  concordante,  el  art.  1700. 
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.AS  reglas  de  derecho  contenidas  en  esta  sección  son  tan  claras  y  ajasta- 
das  ajusticia,  qae  nada  tenemos  que  objetar  ni  que  añadir.  Y  prneba  de  ello^ 
qae  si  la  materia  que  comprende  ha  sido  objeto  de  alguna  contienda  judicial, 
no  ba  sido  tan  ardna  ni  porfiada  que  haya  tenido  que  acudir  al  Tribunal  Su- 
premo para  su  definitiva  decisión.  No  conocemos  jurisprudencia  aplicable  á 
estos  preceptos. 

Y  es  que  sólo  se  reducen  á  distinguir  la  eficacia  de  los  actos  realizados  por 
los  socios,  de  los  realizados  por  la  sociedad;  las  obligaciones  de  la  sociedad, 
de  las  obligaciones  de  los  socios.  En  suma/ no  hacen  más  que  diferenciar  las 
personas  individuales  de  las  personas  colectivas.  Distinciones  que  son  necesa- 
rias tan  sólo  porque  la  persona  jurídica  no  tiene  un  cuerpo  material,  una  en- 
tidad física  que  la  presente  y  represente  ante  la  vida,  sino  que,  como  entidad 
puramente  moral,  tiene  que  ser  representada  por  los  socios  que  á  su  vez  con- 
servan su  propia  personalidad  individual.  Así  hay  que  distinguir  en  los  actos 
de  los  socios,  si  los  realizan  por  si  ó  por  la  sociedad,  y  al  obrar  en  representa- 
ción de  ésta,  que  es  siempre  persona  independiente,  debemos  conocer  si  el  so- 
cio tiene  ó  no  la  legítima  representación  de  la  sociedad. 

Esta  representación  nace  del  contrato  social,  en  primer  término.  En  él  se 
han  de  consignar  cuál  ó  cuáles  de  los  socios  han  de  representar  la  sociedad  y 
administrar  sus  fondos;  si  los  actos  administrativos  alcanzan  á  los  de  toda 
clase,  ó  tiene  algunos  limitados;  la  forma  de  suplir  esta  limitación;  si  cada 
uño  délos  administradores  puede  obrar  por  sí  ó  ba  de  concurrir  la  voluntad 
de  todos;  y,  en  fin,  toda  la  infinita  serie  de  combinaciones  que  quieran  esta- 
blecer los  socios. 

Si  no  las  determinan,  se  estará  á  lo  que  preceptúa  el  art.  4695  del  Coligo,, 
en  la  inteligencia  que,  tanto  en  este  caso  como  en  el  de  que  el  contrato  es- 
tablezca las  bases  de  administración,  los  socios  gestores  no  tienen  otro  carác- 
ter que  el  de  mandatarios,  y  por  ello,  para  obligar  á  un  tercero  con  la  socie- 
dad ó  á  la  sociedad  con  un  tercero,  es  necesario  que  obren  siempre  dentro  de 
las  feícoltades  que  les  hayan  sido  conferidas.  Siendo  á  la  vez  requisito  para  que 
se. produzcan  estos  derechos  y  obligaciones  sociales,  que  el  socio  haya  obrado 
con  carActer  de  tal  y  no  en  su  propio  nombre,  porque  precisamente  esto  es  lo 
que  ha  de  distinguir  si  el  acto  ó  contrato  se  celebra  por  la  persona  individual, 
socio,  ó  por  la  colectiva,  sociedad. 

Sin  embargo,  con  objeto  de  dar  las  mayores  facilidades  de  actividad  á  la 
persona  jurídica,  concede  eficacia  á  los  actos  realizados  en  provecho  de  la  so- 
eie.hd  á  nombre  propio  de  uno  de  los  socios;  pero  la  entidad  no  queda  obli- 
gada para  con  los  terceros  con  quienes  se  haya  realizado  el  acto  ó  contrato^ 
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8ÍQ0  para  con  el  propio  socio  qoe  los  realizó,  ocasionando  á  aquélla  nn  beoe- 
íieio.  Este  es  el  espirita  del  párrafo  segando  del  art.  4698,  qoe  corrobora  á  la 
vez  lo  dispuesto  en  el  4688. 

La  preferencia  qae  establece  el  art.  4699  en  favor  de  los  acreedores  de  ia 
sociedad  sobre  los  acreedores  de  lo^  socios,  cuando  de  los  bienes  sociales  se 
trata,  es  natoral  y  lógica,  puesto  que  el  socio  no  tiene  parte  en  los  bienes  so- 
ciales sino  en  tanto  en  cuanto  éstos  existan;  y  como  el  verdadero  capital  ds 
ana  persona  no  es  otro  que  el  activo  que  quede  después  de  satisfacer  todos  los 
cargos  pasivos,  mientras  no  se  hallen  cubiertas  todas  las  obligaciones  socia- 
les la  entidad  no  tiene  realmente  bienes  propios.  Ahora  bien:  en  el  momento 
que  hay  algún  exceso,  ya  pueden  los  acreedores  del  socio  proceder  contra  la 
parte  que  á  éste  le  corresponda  en  el  fondo  social,  embargándola  y  aun  rema- 
tándola en  subasta,  si  bien  estos  hechos  podrán  ser  causa  de  la  disolución  so- 
cial, como  veremos  en  la  sección  siguiente. 


CAPÍTULO  in 

De  los  modos  de  extlug-uirse  la  sociedad. 


Ara.  1 700.    La  sociedad  se  extingue: 

1.^    Cuando  espira  el  término  por  que  fué  constituida. 

2.^  Cuando  se  pierde  la  cosa,  ó  se  termina  el  negocio 
que  le  sirve  de  objeto. 

3.^  Por  la  muerte  natural,  interdicción  civil  ó  insol- 
vencia de  cualquiera  de  los  socios,  y  en  el  caso  previsto 
en  el  art.  1699. 

4.^  Por  la  voluntad  de  cualquiera  de  los  socios,  con 
sujeción  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1705  y  1707. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  los  números  8.^  y  4.^ 
de  este  articulo,  las  sociedades  á  que  se  refiere  el  art.  1670 
en  los  caBOs  en  que  deban  subsistir  con  arreglo  al  Código 
de  Comercio  (1). 

^1)     Véanse»  oo'mo  oonoordaates,  los  arts.  16S  y  17S4. 
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737.  Ck>nBtítQida  entre  dos  personaB  sociedad  para  la  presta-^ 
<;ión  de  seryicios  páblicos,  fallecido  uno  de  los  socios»  y  nombrada 
su  viuda  administradora  del  abintestato  del  mismo  para  cobrar  los 
créditos  pendientes,  la  sentencia  que  se  limita  á  ordenar  que  se 
efectúe  dicho  cobro  con  intervención  del  otro  socio,  en  su  calidad 
de  capitalista,  otorga  á  éste  una  garantía  que  encuentra  apoyo  en 
la  equidad  y  en  el  espíritu  de  los  artículos  1121,  1700  y  1704  del 
Código  civil.— iS^.  J87  Abril  Oa.—G.  21  Sept. 


Ar4.  1901.  Cuando  la  cosa  especíñca,  que  un  socio 
había  prometido  aportar  á  la  sociedad,  perece  antes  de 
efectuada  la  entrega,  su  pérdida  produce  la  disolución  de 
la  sociedad. 

También  se  disuelve  la  sociedad  en  todo  caso  por  la 
pérdida  de  la  cosa,  cuando,  reservándose  su  propiedad  el 
socio  que  la  aporta,  sólo  ha  transferido  á  la  sociedad  el 
uso  ó  goce  de  la  misma. 

Pero  no  se  disuelve  la  sociedad  por  la  pérdida  de  la  cosa 
cuando  ésta  ocurre  después  que  la  sociedad  ha  adquirido 
la  propiedad  de  ella. 

Art.  1909.  La  sociedad  constituida  por  tiempo  de- 
terminado puede  prorrogarse  por  consentimiento  de  todos 
los  socios. 

£1  consentimiento  puede  ser  expreso  ó  tácito^  y  se  jus- 
tificará por  los  medios  ordinarios. 

Art.  I703.  Si  la  sociedad  se  prorroga  después  de 
espirado  el  término,  se  entiende  que  se  constituye  una 
nueva  sociedad.  Si  se  prorroga  antes  de  espirado  el  térmi- 
no, continúa  la  sociedad  primitiva. 

Art.  1704I.  Es  válido  el  pacto  de  que,  en  el  caso 
de  morir  uno  de  los  socios,  continúe  la  sociedad  entre  los 
que  sobrevivan.  En  este  caso  el  heredero  del  que  haya  .fa- 
llecido sólo  tendrá  derecho  á  que  se  haga  la  partición, 
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fijándola  en  el  día  de  la  muerte  de  su  causante,  y  do  pai^ 
ticipará  de  los  derechos  y  obligaciones  ulteriores,  sino  en 
cuanto  sean  una  consecuencia  necesaria  de  lo  hacho  antes 
de  aquel  día  (1). 

Si  el  pacto  fuere  que  la  sociedad  ha  de  continuar  con 
el  heredero,  será  guardado,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  de- 
termina en  el  núm.  4.^  del  art.  1700. 


738.  Constituida  entre  dos  personas  sociedad  para  la  prestación 
de  seryiciÓB  públicos,  fallecido  uno  de  los  socios  y  nombrada  su 
Tiuda  administradora  del  abintestato  del  mismo  para  cobrar  los 
créditos  pendientes,  la  sentencia  que  se  limita  á  ordenar  que  se 
efectúe  dicho  cobro  con  intervención  del  otro  socio,  en  su  calidad 
de  capitalista,  otorga  á  éste  una  garantía  que  encuentra  apoyo  en 
la  equidad  y  en  el  espíritu  de  los  artículos  1121, 1700  y  1704  del 
Código  civil.— 5.  í^  Áhrií  98,— G.  21  Sept. 


Ari.  1705.  La  disolución  de  la  sociedad  por  la  vo- 
luntad ó  renuncia  de  uno  de  los  socios  únicamente  tiene 
lugar  cuando  no  se  ha  señalado  término  para  su  duración, 
ó  no  resulta  éste  de  la  naturaleza  del  negocio. 

Para  que  la  renuncia  surta  efecto,  debe  ser  hecha  de 
buena  fe  en  tiempo  oportuno;  además  debe  ponerse  en 
conocimiento  de  los  otros  socios  (2). 

Art.  190G.  Es  de  mala  fe  la  renuncia  cuando  el 
que  la  hace  se  propone  apropiarse  para  sí  solo  el  prove- 
cho que  debía  ser  común.  En  este  caso  el  renunciante  no 
se  libra  para  con  sus  socios,  y  éstos  tienen  facultad  para 
excluirle  de  la  sociedad. 

Se  reputa  hecha  en  tiempo  inoportuno  la  renonda,. 


(1)     Viase,  como  concordante,  el  art.  leSO. 
i%)     Véase,  como  concordante,  el  art.  1700. 
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Cuando,  no  hallándoee  lae  cosas  integras,  la  sociedad  está 
interesada  en  que  se  dijate  su  disolución.  En  este  caso 
continuará  la  sociedad  hasta  la  terminación  de  los  nego- 
cios pendientes. 

Api.  1Y07.  No  puede  un  socio  reclamar  la  disolu- 
ción de  la  sociedad  que,  ya  sea  por  disposición  del  con- 
trato, ya  por  la  naturaleza  del  negocio,  ha  sido  constitui- 
da por  tiempo  determinado,  á  no  intervenir  justo  motivo, 
como  el  de  faltar  uno  de  los  compañeros  á  sus  obligacio- 
nes, el  de  inhabilitarse  para  loe  negocios  sociales,  ú  otro 
semejante,  á  juicio  de  los  Tribunales. 

Art.  19  OS.  La  partición  entre  socios  se  rige  por 
las  reglas  de  la  de  las  herencias,  asi  en  su  forma  como  en 
las  obligaciones  que  de  ella  resultan.  Al  socio  de  indus- 
tria no  puede  aplicarse  ninguna  parte  de  loe  bienes  apor^ 
tados,  sino  sólo  sus  frutos  y  los  beneficios,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  1689,  á  no  haberse  pactado  expresa- 
mente lo  contrario  (1). 


k 


^A  personalidad  civil  se  extingue  por  la  muerte  de  las  personas,  dice  el 
primer  párrafo  del  art.  3S,  refiriéndose  á  las  personas  natorales;  pero  esta 
declaración  debía  haberse  hecho  extensiva  á  toda  clase  de  personas;  porque 
las  personas  jnridlcas  tienen  también  su  término,  tienen  sn  fin,  mueren  para 
el  orden  civil.  Mas,  asi  como  los  individuos  mueren  á  consecuencia  de  enfer- 
medades de  distinta  índole  y  de  clases  diversas,  así  también  las  personas  ju* 
rídicak,  entre  las  que  figuran  las  asociaciones  de  todo  género,  perecen  ó  se  ex- 
tinguen por  distintas  causas,  preestablecidas  ó  previstas  unas,  y  eventuales 
otras. 

Los  modos  de  extinguirse  las  sociedades  los  determina  el  art.  1700  del 
Código,  cuyos  tres  primeros  números  reproducen  lo  dispuesto  en  el  art.  4680, 
que  habla  de  la  duración  de  aquéllas,  por  lo  que  expusimos  que  creíamos 

<1)    Véate,  eomo  eoncordanto,  el  art.  1061. 
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esto  redandanta  é  innecesario,  poes  decir  que  las  sociedades  subsisten  hasta 
que  se  extingoen,  es  verdad  tan  sabida  qne  no  tiene  necesidad  la  ley  de  de- 
clararla. 

£1  primero  de  los  modos  de  extinguirse  la  sociedad,  que  señala  el  art.  4700, 
es  por  espirar  ¡el  término  porque  fué  constituida,  pues  así  como  al  estable- 
cerse el  contrato  de  sociedad  se  puede  prefijar  por  los  socios  el  día  en  qne 
ha  de  comenzar  á  tener  vida  propia  esta  entidad  jurídica,  asimismo  pueden 
señalar  el  término  de  su  existencia  para  un  día  fijo  y  determinado,  llegado  el 
cual,  se  considerará  extinguida  dicha  personalidad  por  la  fuerza  y  eficacia  de 
ley  que  tiene  todo  contrato  válidamente  constituido. 

Pero  puede  suceder  que  el  día  señalado  para  la  conclusión  del  contrato 
encuentren  los  asociados  inoportuna  la  conclusión  de  la  sociedad,  bien  porque 
el  objeto  de  ella  pueda  producir  mayores  rendimientos,  ya  por  cualquier  otra 
consideración,  y  no  obstante  haber  llegado  el  tiempo  preestablecido,  pueden 
los  socios  de  común  acuerdo  prorrogar  la  vida  social.  Es  indispensable  que 
concnrra  la  voluntad  de  todos,  y  todos  ellos  continúen  en  la  sociedad,  porque 
si  hay  alguno  que  disiente  ó  se  aparta,  aunque  los  demás  continúen  reunidos, 
con  los  mismos  propósitos  y  para  realizar  los  mismos  fines,  habrán  consti- 
tuido otra  nueva  persona,  pero  no  subsiste  la  primera. 

Esto  mismo  acontece  cuando  se  acnerda  la  prórroga  después  de  espirado 
el  plazo  señalado  previamente,  aun  cuando  sean  todos  los  mismos  socios  y 
continúen  con  igual  objeto,  pues  para  que  se  entienda  prorrogada  la  primera 
sociedad  es  preciso  convenirlo  antes  de  espirar  el  término. 

No  requiere  la  ley  tampoco  que  el  consentimiento  para  la  prórroga  haya 
de  ser  expreso,  pues  del  mismo  modo  que  para  la  constitución  de  la  sociedad 
no  requiere  forma  jurídica  determinada  para  la  consignación  del  contrato,  le 
basta  el  consentimiento  tácito  para  que  sea  valedera  la  prórroga,  siempre  que 
pueda  justificarse  por  los  medios  ordinarios. 

Otro  de  los  modos  de  extinguirse  la  sociedad,  es  la  pérdida  de  la  cosa,  ó 
la  terminación  del  negocio  que  le  sirve  de  objeto,  porque  si  la  sociedad  no  se 
ha  reunido  sino  á  estímulos  de  lo  que  puede  producir  dicha  cosa  ó  el  negocio 
determinado,  inútil  sería  el  continuar  reunidos  los  socios  si  falta  el  alma,  di- 
gámoslo asi,  de  la  entidad. 

Parece  que  existe  contradicción  entre  las  disposiciones  del  núm.  S."  del  ar- 
tículo 4700  y  el  último  párrafo  del  art.  4704,  y  realmente  la  hay  en  la  letra 
de  ambos  preceptos;  porque  el  primero  dispone  claramente  que  la  sociedad  se 
extingue  por  la  pérdida  de  la  cosa  qne  le  sirve  de  objeto,  y  el  segundo  dice 
que  no  se  disuelve  la  sociedad  por  la  pérdida  de  la  cosa  cuando  ésta  ocurre 
después  que  la  sociedad  ha  adquirido  la  propiedad  de  ella.  Contradicción  que 
solóse  salva,  en  cuanto  al  espíritu  de  la  ley,  considerando  que  cuando  la  cosa 
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qoe  parece  ó  se  pierde  es  el  único  objeto  de  la  sociedad,  éeta  se  extingue  lo 
mismo  antes  qoe  después  de  adquirida  la  propiedad  de  la  cosa,  porque  uno  de 
los  requisitos  esenciales  de  todo  contrato  es  el  objeto,  fallando  éste,  tiene  ne- 
cesariamente que  invalidarse  aquél.  Ahora,  cuando  la  cosa  que  perece  no  es  el 
único  objeto  del  contrato,  entonces  pueden  hacerse  perfectamente  las  distin- 
ciones del  art.  4704,  pues  que  si  la  cosa  que  debe  aportar  uno  de  los  socios 
perece  en  poder  de  éste,  bien  porque  aun  no  la  baya  entregado,  bien  porque 
se  baya  reservado  el  dominio,  falta  la  causa  del  contrato.  Los  demás  socios 
aportaron  sus  capitales,  cosas  ó  industria  para  que,  unidas  á  la  del  otro  socio, 
se  obtuviese  un  fin  determinado;  si  esta  cosa  se  ha  perdido,  el  socio  á  quien 
pertenecía  deja  de  aportar  aquello  con  que  contaban  los  consocios,  y  por  tanto 
queda  insubsistente  el  contrato. 

Caso  muy  distinto  es  cuando  la  cosa  se  pierde  siendo  ya  propia  de  la  so- 
ciedad, puesto  que  el  socio  que  la  aportó  cumplió  el  compromiso  que  tema 
contraído,  y  al  perecer  la  cosa,  perece  para  su  dueño  que  es  la  sociedad,  que, 
como  todo  propietario,  tiene  que  sufrir  esta  eventualidad,  y  como  la  cosa 
perdida  hemos  dicho  que  no  ha  de  ser  el  único  objeto  social,  subsistirá  la 
sociedad  mediante  las  otras  cosas  ó  industrias  que  continuarán  sirviendq  de 
objeto. 

La  muerte  natural,  la  interdicción  civil,  ó  la  insolvencia  de  cualquiera  de 
los  socios,  así  como  el  embargo  y  remate  de  Ja  parte  que  alguno  de  ellos  tu- 
viera en  la  sociedad,  son  también  modos  por  los  que  ésta  se  termina. 

Parecerá  á  alguien  extraño  que  la  muerte  de  uno  de  los  socios  sea  causa 
de  la  extinción  de  la  sociedad,  cuando  son  reglas  de  derecho,  que  el  que  con-' 
irae,  contrae  para  si  y  para  ene  herederos,  y  que  el  que  se  obliga  por  un 
contrato,  lo  hace  por  sí  y  por  sus  herederos,  de  las  que  nace  la  trasmisibilidad 
de  los  derechos  y  obligaciones  contractuales;  pero  hay  que  tener  en  cuenta 
que  el  contrato  de  sociedad,  como  lleva  consigo  la  comunicación  constante 
de  unos  socios  con  otros,  es  una  de  las  causas  implícitas  de  este  contrato  el 
carácter  y  cualidades  personales  de  cada  uno  de  los  asociados,  y  como  el  he- 
redero del  socio,  ya  sea  ó  no  pariente,  no  es  probable  que  tenga  las  mismas 
cualidades  y  aptitudes  que  el  causante,  de  aquí  que  la  ley  considere  ésta  como 
causa  legítima  de  extinguir  la  sociedad. 

Sin  embargo,  como  este  precepto  no  tiene  otro  alcance  que  el  de  una  pre- 
sunción de  la  voluntad  de  los  contratantes,  tal  presunción  cede  ante  la  decla- 
ración en  contrarío,  y  por  ello  el  Código  admite  que  pueda  pactarse  cualquiera 
de  estas  dos  cosas:  ó  que  la  sociedad  continúe  entre  los  socios  que  sobrevivan, 
ó  que  continúe  con  el  heredero. 

£n  el  primer  caso,  el  heredero  del  socio  que  haya  fallecido  sólo  tendrá  de- 
recho á  que  se  haga  la  partición  fijándola  en  el  día  de  la  muerte  del  causante, 
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sin  participar  de  loa  derechos  y  obiigaciones  olteríores,  sino  eomo  eonaeenen- 
cia  de  lo  heeho  anteriormente.  En  el  segando  caso,  la  sociedad  debe  eoali- 
nuar;  pero  la  circunstancia  de  la  muerte  del  socio  pnede  ser  motivo  sofioieate 
para  qne  la  sociedad  se  disuelva  por  la  voluntad  de  cualquiera  de  lot  tocios 
como  si  no  se  hubiese  fijado  tiempo  ni  negocio  determinado  á  la  sociedad. 

Los  preceptos  del  Código  que  á  este  punto  se  refieren  son  claros  y  ao  de- 
jan lugar  á  duda;  pero  para  mayor  confirmación  de  ellos,  la  Dirección  gene- 
ral de  los  Registros  tiene  declarado  (4):  que  al  no  cumplirse  con  los  requin- 
tos de  consignación  en  documento  publico  ó  inscripción  en  el  Registro  público 
de  Comercio,  no  tiene  la  sociedad  el  carácter  de  mercantil  y  se  disuelve  per 
la  muerte  de  uno  de  los  socios,  si  no  se  pactó  que  continuase  subsiMiendo  en- 
tre los  socios  supervivientes. 

En  cuanto  á  la  interdicción  civil,  si  bien  no  es  tan  amplia,  en  efecto,  como 
los  qne  el  derecho  histórico  consideraba  inherentes  á  la  muerte  civil,  Ue?a 
consigo  tal  número  de  restricciones  á  la  capacidad  del  que  sufre  esta  pena, 
según  los  preceptos  del  Código  penal  (S),  que  pierde  el  penado  casi  todos  los 
derechos  familiares,  la  administración  de  sus  bienes  y  el  derecha  á  disponer 
dtpellos  para  actos  intervivos;  y  como  careciendo  el  socio  de  estas  facultades 
no  puede  cumplir  los  deberes  de  la  sociedad,  es  evidente  la  razón  por  la  qot 
el  Código  señala  esta  causa  de  extinguirse  las  sociedades. 

Sin  embargo,  cansas  análogas  serían  la  de  que  alguno  de  los  socios  viniete 
á  estado  de  imbecilidad  ó  locura,  que  también  producen  la  imposibilidad  de 
administrar  y  disponer  de  los  bienes,  no  obstante  lo  cual,  el  Código  ao  señala 
ésta  como  causa  de  extinción  de  las  sociedades.  Nosotros,  sin  embargo,  la 
creemos  ineludible,  siempre  que  por  el  contrato  de  sociedad  no  estuviese  pri- 
vado de  la  administración  el  socio  que  después  viene  al  estado  de  incapacidad, 
y  muy  particularmente  cuando  el  que  tuviese  esta  desgracia  lo  ñiera  un  socio 
industrial,  hasta  tal  punto,  que,  no  sólo  la  incapacidad  moral,  sino  hasta  la 
física,  la  creemos  en  este  caso  causa  de  disolución,  siempre  que  prooeda  de 
enfermedad  que  tenga  caracteres  de  perpetua  é  incurable.  Creencias  que  en- 
tendemos estar  confirmadas  desde  el  momento  que  la  ley  establece  eomo  cau- 
sas de  disolución  la  insolvencia  de  uno  de  los  socios  y  el  embargo  y  remate 
de  la  parte  que  alguno  de  ellos  tenga  en  el  fondo  social;  pero,  sia  embargo, 
el  art.  4707  sólo  considera  á  aquéllas  como  motivo  justo  para  que  los  otros 
socios  pidan  la  disolnción  social. 

Estas  últimas  causas  están  perfectamente  justificadas,  puesto  qae  si  cadi 
uno  de  los  socios  debe  tener  en  el  fondo  común  aquello  á  que.se  comproote- 

(1)     B.  de  la  D.,  80  Agosto  92.  — (?.  27  Sep. 
'á;     Art.  43. 
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4ió^  7  68  responsable  de  los  perjaicios  qae  se  ocasionen  á  la  sociedad  por  cansa 
del  mismo,  es  evidente  que  desde  el  momento  qne  viene  á  la  insolvencia  6  le 
es  rematada  la  parte  qne  le  correspondí^  en  la  sociedad,  no  puede  estar  á  cu- 
brir las  cargas  y  obligaciones  en  la  forma  qne  contrató,  y  como  el  contrato 
*de  sociedad  es  oneroso  y  lleva  consigo  reciprocidad  de  derecbos  y  deberes, 
no  podrá  disfrutar  de  aquéllos  el  que  no  puede  cumplir  éstos,  y  por  tanto,  al 
quedar  un  socio  desligado  de  los  efectos  de  la  sociedad,  concluye  ésta  en  la 
«misma  forma  que  si  el  socio  hubiese  muerto. 

La  ultima  de  las  causas  que  el  Código  establece  para  la  extinción  de  las 
sociedades,  es  la  voluntad  de  cualquiera  de  ios  socios.  Mas  para  que  esto  surta 
los  efectos  normales  de  disolución,  es  necesario  que  concurran  algunos  reqai- 
sitos  y  circunstancias. 

En  primer  lugar,  es  necesario  que  no  se  le  hubiese  señalado  término  á  la 
duración  ó  no  resulte  ésta  de  la  naturaleza  del  negocio;  en  segundo  lugar>  que 
se  haga  de  buena  fe  y  en  tiempo  oportuno;  y  por  último,  que  se  ponga  en  eo  - 
•nocimiento  de  los  otros  socios. 

Puede  también  pedirse  la  disolución  de  la  sociedad  aunque  esté  constitníJa 
por  tiempo  determinado,  ya  expresamente  en  el  contrato,  ó  bien  resulte  de-  la 
calidad  del  negocio  á  que  la  sociedad  se  dedique;  pero  para  obtenerlo  son  ne- 
cesarios mayores  requisitos,  pues  si  bien  en  el  caso  anterior  basta  con  hacerlo 
-oportunamente  y  no  obrar  de  mala  fe,  en  el  presente  caso  es  indispensable 
^ue  exista  justa  causa  y  que  los  Tribunales  la  declaren  expresamente. 

Creemos  inútil  advertir  que  los  casos  que  enumera  el  art.  4707  como  can- 
eas «para  pedir  la  disolución,  son  simples  ejemplos,  y  que  no  hay  que  limitarse 
á  ellos  taxativamente. 

No  expresa  el  Código  que  el  mutuo  disenso  sea  causa  de  disolución  de  las 
sociedades,  pero  innecesario  era  consignarlo  cuando  ya  lo  habia  expuesto 
<;omo  causa  general  de  la  extinción  de  toda  clase  de  obligaciones,  y  además, 
porque  si  la  voluntad  de  uno  de  los  socios  es  bastante  á  producir  tales  efectos, 
oon  más  motivo  se  producirán  cuando  es  unánime  entre  los  obligados  el  de- 
seo de  disolver  la  sociedad. 

£n  un  precepto  que  figura  formando  parte  del  núm.  4.°  del  art.  4700, 
cuando  debiera  formar  párrafo  aparte,  se  exceptúan  de  los  modos  de  disolver, 
se  las  sociedades,  los  contenidos  en  los  números  3.^  y  4.^,  ó  sean  la  muerte, 
interdicción,  etc.,  y  la  voluntad  de  uno  de  los  socios  en  los  casos  en  qne  de- 
ban subsistir  con  arreglo  al  Código  de  Comercio  las  sociedades  que  hayan  re- 
vestido formas  de  las  establecidas  en  dicho  Código. 

Era  necesaria  esta  excepción,  porque  como,  según  los  preceptos  del  ar- 
tículo 4670^  se  dispone  que  les  sean  aplicables  á  tales  sociedades  los  preceptos 
del  Código  mercantil,  en  cuanto  sus  preceptos  no  se  opongan  á  loa  del  eivil^ 
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podría  entenderse  que  las  ¿ansas  antes  mencionadas  disolvían  las  sociedades 
civiles  ann  coando  revistieran  formas  mercantiles,  por  oponerse  en  esta  ex- 
tremo el  Código  civil  al  mercantil.   . 

Tiene  perfecta  explicación  la  subsistencia  de  las  sociedades  que  revisten, 
por  ejemplo,  las  formas  comanditaria  ó  anónima,  cuando  la  comandita  en  la 
primera,  ó  la  sociedad  en  la  segunda,  están  constituidas  por  acciones,  puesta 
que  si  la  aeción  representa  la  cantidad  que  ha  entregado  cada  socio  j  el  má- 
ximum de  lo  que  se  le  puede  exigir,  si  tanto  el  poseedor,  como  la  persona  de 
quien  procede  ó  aquella  á  quien  se  le  transfiere  la  lámina  representativa  de  la 
acción^  son  responsables  para  con  la  sociedad  de  los  desembolsos  que  qued^i 
que  hacer,  y  si  la  cualidad  de  transferible  que  tienen  las  acciones  le  hace  sus- 
ceptible de  transferir  con  ella  los  derechos,  es  evidente  que  en  nada  poede 
afectar  á  la  sociedad  la  muerte,  interdicción,  insolvencia  ó  falta  de  volootad 
de  cualquiera  de  los  socios. 

Al  hablar  de  las  sociedades  por  acciones,  ocurre  la  idea  de  que  puede  dsr- 
se  el  caso  que  todas  las  acciones  se  refundan  en  un  solo  poseedor  ó  qne  se 
amorticen  por  la  sociedad,  casos  en  los  cuales  vendrá  necesariamente  la  diso- 
lución de  la  sociedad.  En  el  primero,  porque  no  es  dable  que  exista  la  asocíi- 
ción  con  una  sola  persona.  La  naturaleza  de  este  contrato  lleva  consigo  li 
idea  de  pluralidad  y  colectividad  de  miembros,  y  desde  el  momento  que  éstos 
desaparecen,  se  deshace  la  sociedad. 

En  el  segundo  caso,  porque  al  amortizarse  todas  las  acciones  que  no  sos 
otra  cosa  que  la  representación  del  objeto  de  la  sociedad,  siempre  que  esto  se 
haga  por  acuerdo  de  todos  ó  con  sujeción  á  los  estatutos,  habrá  desaparecido 
dicho  objeto  social,  y  con  él,  como  consecuencia,  la  sociedad.  Así  viene  i 
confirmarlo  la  Dirección  general  de  los  Registros  (4)  al  establecer:  qne  ano 
cuando  no  puede  desconocerse  que  el  resultado  definitivo  de  un  contrato  cele- 
brado á  nombre  de  una  sociedad  por  acuerdo  de  la  Junta  general,  puede  ser  el 
de  disolución  de  aquélla  si  llegan  á  amortizarse  todas  las  acciones  que  la  cons- 
tituyen, la  obligación  que  dicho  contrato  contiene  no  es  necesariamente  neis, 
porque  si  los  únicos  interesados,  que  son  los  accionistas,  no  reclaman  ooñtrs 
el  acuerdo  de  la  Junta  general,  ei  contrato  surtirá  todos  sus  efectos,  y  si  re- 
claman contra  él,  expedito  tienen  el  derecho  de  acudir  á  los  Tribunales,  úmeos 
competentes  en  tal  caso  para  decidir  si  puede  ó  no  realizarse  legalmenie  el 
acuerdo  de  la  Junta. 

Sólo  el  art.  4708  se  ocupa  de  los  efectos  de  la  disoluoión  de  la  sociedad,, 
estableciendo  que  la  partición  se  rige  por  las  reglas  de  las  herencias,  así  tt  la 


ii)     B.  de  la  D.,  25  Junio  84.~&.  27  Affoiito. 
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forma  cono  en  las  obligaciones  qae  de  ella  resulten;  y  annqae  nada  dice  de 
ese  estado  de  cosas  especial  que  se  crea  desde  la  disolución  de  la  sociedad 
hasta  que  se  procede  á  la  partición,  es  evidente  qae  tal  estado  ha  de  equipa* 
larse  al  de  la  herencia  yacente  en  qne  los  socios,  no  ya  como  tales,  sino  como 
partícipes  en  nna  comunidad,  tienen  ios  derechos  y  obligaciones  proporcio- 
nadas á  la  participación  que  en  su  día  le  habrá  de  corresponder.  £s  nna  copro- 
piedad ó  comunidad  de  bienes.  Así  lo  ha  declarado  la  Dirección  general  de 
los  Registros  (S)  estableciendo:  qne  la  disolución  de  toda  sociedad  común  6 
no  mercantil,  da  por  resultado  necesario  la  extinción  de  la  personalidad  jurí- 
dica y  la  cesación  de  todas  las  facultades  que  correspondían  á  los  socios  en 
virtud  del  contrato  de  sociedad,  convirtiéndose  los  sobrevivientes  y  los  here- 
deros del  difunto,  respecto  de  los  bienes  que  constituían  el  patrimonio  social, 
en  verdaderos  copropietarios  ó  condueños  de  dichos  bienes,  y  constituyendo 
una  verdadera  propiedad  proindivisa  ó  comunidad;  por  lo  que,  ninguno  de  los 
socios  sobrevivientes^  por  sí,  tienen  capacidad  legal  para  otorgar  ventas  de 
bienes  pertenecientes  á  la  sociedad,  ni  para  hipotecarlos  á  nombre  de  la  mis- 
ma, ya  disuelta. 

No  hemos  de  entrar  á  detallar  la  forma  y  efectos  de  la  partición  de  los 
bienes  sociales,  puesto  que,  como  el  Código,  tenemos  que  referirnos  á  la  par- 
tición de  herencia.  Repetiremos,  sin  embargo,  nna  vez  más,  que  la  sociedad 
constituye  una  entidad  jurídica  susceptible  de  adquirir  y  poseer  bienes,  de 
contraer  obligaciones  y  ejercitar  derechos,  por  lo  que  los  bienes  que  aporta- 
ron los  socios  á  la  sociedad,  cuando  aquéllos  no  se  reservaron  el  dominio,  pa- 
saron á  la  propiedad  de  la  persoga  jurídica,  y  que  esta  misma  propiedad,  al 
quedar  vacante  por  la  disolución  de  la  sociedad  tiene  que  adjudicarse  á  sus 
sucesores,  que  no  son  otros  que  los  socios. 

Para  ello  habrá,  pues,  que  hacer  una  liquidación  general  de  los  bienes  so- 
ciales: cumplir  en  primer  término  todas  las  obligaciones  que  hubiesen  que- 
dado pendientes,  y  realizar  en  lo  posible  los  derechos,  y  una  vez  practicado 
esto,  dividir  el  haber  social  entre  los  socios  ó  sus  herederos  en  la  proporción 
que  á  cada  uno  corresponda,  según  los  términos  del  contrato,  y  á  falta  de  éste, 
en  proporción  análoga  á  la  que  determina  el  art.  4689,  tratando  del  reparto 
de  ganancias,  y  teniendo  en  cuenta  también,  que  al  socio  de  industria  no 
puede  aplicarse  ninguna  parte  de  los  bienes  aportados,  á  no  haberse  pactado 
expresamente  lo  contrario. 

En  cuanto  á  las  formalidades  que  en  ello  han  de  concurrir,  entendemos, 
que  en  todo  caso  deberá  realizarse  la  liquidación,  partición  y  adjudicación 
por  documento  escrito,  aun  cuando  sea  privado,  á  fin  de  que  consten  los  tér- 

(S>     B.  dA  laD.,  30  Ago8to9a.— &.  27  Sept. 
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minos  qoe  le  sirvieron  de  fandamento;  no  ot)sUnte  lo  oaal,  si  no  medito  bie> 
nes  inmaebles  ó  derechos  reales  oonstitaidos  sobre  los  mismos,  podrá  -haeerM 
por  eaalqaier  medio  qoe  los  interesados  crean  oportuno,  y  con  la  mima  liber- 
tad qne  el  art.  4667  establece  para  la  constítoeión  de  la  sociedad.  En  cambio, 
cnando  á  la  persona  social  le  hayan  qnedado  bienes  inmeebles,  sea  enalqoiera 
su  procedencia,  no  sólo  hay  que  hacer  las  operaciones  parliciooales  por  es- 
crito, sino  qne  deben  consignarse  en  escritora  pública,  aon  cnando  sólo  sea 
porque  representa  una  transferencia  de  dominio  qne  debe  hacerte  costar  en 
el  Registro  de  la  propiedad.  . 


TÍTULO  IX 


Del  mandato. 


CAPÍTULO    PRIMERO 
IDe  la  naturaleza,  forma  y  esx>eciee  del  mandato. 


Art.  190fl.  Por  el  contrato  de  mandato  ee  obliga 
una  persona  á  prestar  algún  Beryioio  ó  hacer  alguna  cosa» 
por  cuenta  ó  encargo  de  otra. 

• 

739.  Son  inaplicables  las  disposicionee  de  este  articulo  del  Có- 
digo, cuando,  máe  que  del  desempeño  de  un  mandato,  se  trata  del 
cumplimiento  de  la  voluntad  del  testador,  ley  principal  en  lanoa- 
teria,  y  á  la  cual  se  atribuye  estrictamente  el  fallo  recurrido  inter- 
pretándola con  acierto. — S,  10  Mayo  9S.—0. 27  Sept, 


Art.  t9tO.    El  mandato  puede  ser  expreso  ó  tácito. 

£1  expreso  puede  darse  por  instrumento  público  ó  pri- 
mado y  aun  de  palabra. 

La  aceptación  puede  ser  también  expresa  ó  tácita,  de- 
ducida esta  última  de  los  actos  del  mandatario. 

Arl.  1911.    A  falta  de  pacto  en  contrario,  el  man- 
dato se  supone  gratuito. 
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Eeto  DO  obstante ,  si  el  mandatario  tiene  por  ocupa- 
ción el  desempeño  de  servicios  de  la  especie  á  que  se  re- 
fiera el  mandato,  se  presume  la  obligación  de  retri- 
buirlo (1). 


740.  Los  litigantes  que  se  defienden  en  concepto  de  rióos  es- 
tán obligados  por  ministerio  de  la  ley  al  pago  de  los  honorarios  y 
derechos  que  devenguen  su  Abogado  y  Procurador,  é  igualmente  lo 
están  los  que  defendiéndose  por  pobres  hubieren  pactado  expresa- 
mente con  aquéllos  el  pago,  cualquiera  que  fuese  el  resultado  del 
pleito,  y  es  en  ambos  casos  aplicable  el  procedimiento  especial  de 
apremio  que  establecen  los  artículos  8.^  y  12  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil.— 5'.  9  Enero  GS.—O.  24  Marzo. 

ArA.  1919.    El  mandato  es  general  ó  especial. 
El  primero  comprende  todos  los  negocios  del  man* 
danto. 
£1  segundo  uno  ó  más  negocios  determinados. 

Art.  1913.  El  mandato,  concebido  en  términos  ge> 
nerales,  no  comprende  más  que  los  actos  de  administia- 
cióa. 

Para  transigir,  enajenar,  hipotecar  ó  ejecutar  cualquier 
otro  acto  de  rigoroso  dominio,  se  necesita  mandato  ex- 
preso. 

La  facultad  de  transigir  no  autoriza  para  comprometer 
en  arbitros  ó  amigables  componedores. 


741.  Son  inaplicables  las  disposiciones  de  este  articulo  del  06- 
digo  dvil,  cuando,  más  que  del  desempeño  de  su  mandato,  se  trata 
del  cumplimiento  de  la  voluntad  del  testador,  ley  principal  en  la 
materia,  y  á  la  cual  se  atiene  estrictamente  el  fallo  recurrido,  in- 
terpretándole con  acierto.— A  10  Mayo  93.— O.  27  Sept. 

(1)     Véue,  o^mo  eonoordante,  el  art.  1260. 
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Art.  1914.    £1  mandatario  no  puede  traspasar  los 
limites  del  mandato. 


Art.  1715.  No  se  consideran  traspasados  los  lími- 
tes del  mandato  si  fuese  cumplido  de  una  manera  más 
ventajosa  para  el  mandante  que  la  señalada  por  éste. 

Art.  1710.  El  menor  emancipado  puede  ser  man- 
datario; pero  el  mandante  sólo  tendrá  acción  contra  él  en 
conformidad  á  lo  dispuesto  respecto  á  las  obligaciones  de 
los  menores. 

La  mujer  casada  sólo  puede  aceptar  el  mandato  con  au- 
torización de  su  marido  (1). 

ArA.  1919.  Cuando  el  mandatario  obra  en  su  pro- 
pio nombre,  el  mandante  no  tiene  acción  contra  lias  per- 
sonas con  quienes  el  mandatario  ha  contratado,  ni  estas 
tampoco  contra  el  mandante. 

En  este  caso  el  mandatario  es  el  obligado  directamente 
en  favor  de  la  persona  con  quien  ha  contratado,  como  si 
el  asunto  fuera  personal  suyo.  Exceptúase  el  caso  en  que 
se  trate  de  cosas  propias  del  mandante. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin  perjuicio 
de  las  acciones  entre  mandante  y  mandatario. 


742.  Apreciadas  en  conjunto  las  pruebas  compuestas  de  posi- 
ciones, testigos  y  documentos,  y  no  demostrándose  que  se  haya  co- 
metido error  de  hecho  al  apreciar  lo  declarado  por  el  demandante 
en  sus  posiciones  con  relación  á  lo  manifestado  en  la  demanda,  ni 
con  lo  sentado  en  los  fundamentos  legales  del  fallo,  conteniéndose 
en  todo  ello  el  sentido  de  haberse  contratado  por  mandatario  ó  co- 
misionista, no  se  comete  infracción  de  lo  dispuesto  en  este  articulo 
del  Código.—S.  23  Nov.  OB.^-G.  13  Enero  94, 

(1)     Véanse,  como  oonoordantea,  los  arta.  817  y  610. 


766  oóDioo  CIVIL 


ólb  AND  ATO  es  on  contrato  consensval,  unilateral  ó  bilateral,  por  ai  que 
ana  persona  confiere  sn  representación  á  otra,  qne  la  acepta  para  ano  ó  varios 
asnntos,  sin  retribución  ó  con  ella.  Tiene  sil  etimología  en  la  palabra  latina 
tnandaium,  y  bay  qoien  sostiene  qne  viene  de  manui  datio^  porqoe  siendo  ui 
contrato  de  amistad  y  confianza,  asido  de  la  mano  mandante  y  mandatario» 
prometía  el  ono  cuidar  de  los  intereses  del  otro  y  cumplir  su  encargo.  Deci- 
mos que  el  mandato  es  unilateral  ó  bilateral»  porqno  esCimamos  que  cuando  se 
estipula  retribución,  es  bilateral,  y  si  no  se  estipula,  unilateral,  sin  qne  en  ello 
influya  el  reintegro  de  gastos  á  que  el  mandato  dé  lugar,  porque  tal  reintegro 
no  es  el  producto  inmediato  del  contrato,  aunque  sí  su  ocasión. 

Constituye  el  fondo  esencial  del  mandato  el  principio  de  larepresenlaeióD, 
por  ser  un  medio  jurídico,  en  virtud  del  que  extiende  el  mandante  sn  perso- 
nalidad, llevando  su  acción  individual  más  allá  de  las  limitaciones  4el  orden 
físico,  convirtiendo  la  ausencia  real  en  presencia  jurídica,  sin  que  el  derecho 
del  mandatario  y  su  carácter  de  tal  tenga  otra  base  que  la  voluntad  del  man- 
dante y  mientras  ésta  subsista. 

Nota  esencial  del  mandato  es  sm  revocabilidad  á  voluntad  del  mandante, 
sin  qne  pueda  valer  condición  alguna  que  tienda  á  la  irrevoeabilidad  del  man- 
dato ó  renuncia  de  este  derechoi  porqoe  equivaldría  á  una  enajenacióo  defini- 
tiva de  derechos,  contrariando  el  principio  de  la  libre  posesión  de  la  propia 
personalidad,  siendo  axioma  en  este  punto  el  de  que:  Fmiía  voluntau/ím' 
ium  ett  wMndatum, 

La  cualidad  de  gratuito  que  la  ley  señala  al  mandato,  en  nada  influye  para 
variar  su  naturaleza,  pues  no  la  modifica  el  que  se  pacte  ó  señale  retribucióOt 
una  vez  qne  su  principal  elemento  es  contener  la  nota  característica  de  la  re- 
presentación del  mandante  por  el  mandatario,  sin  qne  nunca  pueda  confon- 
dirse  aunque  se  pacte  retribución  con  el  contrato  de  dojf  para  que  kagoi^  ú 
con  la  locación  de  servicios,  por  existir  diferencias  marcadísimas  entre  el  uno 
y  los  otros.  En  efecto;  el  mandato  retribuido,  como  el  que  no  lo  es,  tiene  por 
base  la  representación,  y  el  mandatario  no  obra  por  propio  derecho  ni  por  sa 
personalidad,  sino  por  la  del  mandante,  mientras  que  en  la  locación  de  senri- 
cios,  y  en  el  contrato  innominado,  ningún  contratante  obra  en  nombre  de  ia 
personalidad  del  otro,  sino  por  la  suya  propia;  el  mandato  retribuMo,  ó  se|  se 
revoca  por  la  sola  voluntad  del  mandante,  ó  por  la  renuncia  del  maBdilatio, 
y  en  la  locación  y  en  el  contrato  innominado  no  se  extingue  la  relaoióa  oWi* 
gatoria,  sino  por  el  mutuo  disenso,  salvo  enia  primera,  en  el  caso  de  pagaren 
locador  al  locatario  los  Orabajos  manuales  realizados,  cuando  por  sa  índole 
sean  divisibles  los  mismos  y  su  retribución;  y  por  último,  el. man4ato  con- 
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clnye  siempre  por  la  muerte  del  mandante  ó  mandatario,  y  en  los  contratos 
aludidos,  la  moer  te  de  ona  de  las  partes  tiene  distinta  inflaeincia,  sometiéndose 
á  las  reglas  establecidas  en  la  doctrina  general  de  los  contratos. 

Es  el  mandato  de  utilidad  evidente,  y  con  él  se  realiza  el  principio  de  re- 
presentación, mnltiplicando  la  personalidad  contra  los  obstáculos  y  limitacio- 
nes de  la  ansencia,  enfermedad,  impericia,  etc.  Las  especies  en  qae  general» 
mente  se  elasifiea  son  las  siguientes: 

4.*  Por  razón  del  consentimiento,  en  expreso  y  tácito,  siendo  expreso 
cnasdo  se  celebra  de  palabra  ó  por  escrito,  de  on  modo  explícito,  per  mani- 
fsstaeión  conforme  de  mandante  y  mandatario,  y  tácito,  cuando  se  entiende 
constituido  por  el  asentimiento  de  hecho,  pero  no  expresado  de  palabra  ó  por 
escrito^  distinguiéndose  del  cuasicontrato  ne^oitorum  geitorum  en  los  térmi- 
nos de  su  constitución,  porque  el  mandato  tácito  se  funda  en  un  consenti- 
miento de  esta  clase  ó  falta  de  contradicción  del  mandante,  y  en  el  cuasi  con- 
trato mencionado  sólo  interviene  una  ficción  del  consentimiento  que  se  ha 
prestado  por  aquél,  en  cuyo  beneficio  se  hace  la  gestión. 

S.*  Por  razón  de  su  naturaleza,  el  expreso,  en  extrajndicial  y  judicial,  sien- 
do el  primero  el  que  se  refiera  á  hechos  que  no  constituyan  contienda  ni  ges- 
tión alguna  ante  los  Tribunales,  y  el  segundo  en  el  caso  contrario: 

3.*  Por  razón  de  su  contenido  y  extensión,  en  general  y  especial,  y  será 
general  cuando  se  confiera  para  todos  los  negocios  del  mandante  sin  limita- 
ción que  lo  restrinja,  y  especial  cuando  se  otorgue  sólo  para  uno  ó  varios 
asoQlos  expresamente  determinados: 

4.»  Por  razón  de  la  utilidad  ó  beneficio  que  produce:  a.  En  utilidad  del 
mandante,  que  es  la  especie  más  común,  como  cuando  éste  encarga  al  man- 
datario que  administre  los  bienes  é  intereses  que  tenga  en  un  punto  determi- 
nado, h.  En  utilidad  del  mandante  y  mandatario,  que  será  siempre  que  se  en- 
cargue una  cosa  para  ambos,  c.  En  utilidad  de  un  tercero,  cuando  se  encargue 
á  otro  que  sea  fiador  de  una  tercera  persona,  ó  que  administre  sus  bienes,  en 
cuyo  caso,  sin  embargo  de  que  el  mandato  no  produce  estabilidad  para  el 
mandante,  éste  es  responsable  de  los  perjuicios  que  al  tercera  causare  el  man- 
datario.  d.  En  utilidad  del  mandante  y  de  un  tercero,  en  el  caso  de  que  el  en- 
cargo consista  en  la  administración  de  bienes  del  mandante  y  de  un  tercero. 
#.  En  utilidad  del  mandatario  y  un  tercero  como  si jilguno  encargase  qué  diese 
en  préstamo  con  interés  á  un  tercero,  su  propio  capital,  porque  asi  resultaba 
para  el  aundatario  el  beneficio  del  interés,  y  para  el  tercero,  la  satisfacción  de 
la  necesidad  de  tomar  el  préstamo.  /.  En  utilidad  del  mandatario,  como  si  uno 
encargase  á  otro  emplease  sus  fondos  en  adquisición  de  fincas: 

5.'  Por  razón  de  la  forma,  entre  presentes  y  entre  ausentes,  verbal  ó  por 
escrito,  por  carta  ó  mensajero,  bajo  condición  ó  á  plazo: 


768  CÓDIOO  OZVIL 

6.*  Por  razón  de  U  solemnidad,  en  privado  y  solemne,  consistiendo  el  ttl- 
timo  en  qne  se  otorga  en  escritura  pública  ó  con  intervención  de  antoridad  ó 
por  comparecencias  judiciales,  como  los  nombramientos  de  administradores 
de  esta  clase,  especialmente  en  ios  juicios  universales  y  los  llamados  nombra- 
mientos apudaeta  tan  frecuentes  en  la  práctica  para  la  designación  da  Proci- 
radores  y  defensores: 

7.*  Por  razón  de  su  carácter,  en  gratuitos  y  retribuidos,  y  cuya  distineióa 
hemos  ya  examinado  al  estudiar  las  diferencias  del  contrato  y  sentar  que 
puede  ser  unilateral  ó  bilateral,  según  se  estipule  ó  no  la  retribución,  consig- 
nando aquí  además,  que,  como  preceptúa  e\  art.  4744  transcrito,  aunque  el 
mandato  es  gratuito,  salvo  pacto  en  contrario,  existe  la  obligación  de  la  re- 
tribución cuando  el  mandatario  tenga  por  ocupación  el  desempeño  de  servi- 
cios de  la  especie  á  que  el  mandato  se  refiera. 

La  perfección  del  contrato  de  mandato,  se  determma,  como  en  los  demás, 
por  la  concurrencia  de  los  tres  elementos,  personales,  reales  y  formales,  qw 
vamos  á  examinar  separadamente. 

mementos  per4anales,--E\  contrato  de  mandato  pueden  celebrarlo  cono 
mandantes  todos  los  que  tengan  capacidad  civil  para  contratar  y  obligarte, 
completándose  en  su  caso  por  medio  de  la  representación  legal,  y  como  man- 
datarios, todos  aquéllos  á  quienes  no  esté  prohibido;  teniendo  prohibición  psrs 
hacerlo,  en  asuntos  extrajndiciales:  los  menores  de  diecisiete  altos,  los  inca- 
pacitados para  contratar  y  obligarse,  salvo  los  mayores  de  diecisiete  años  y 
menores  de  veintitrés,  qf>B  pueden  serlo  sin  embargo,  cumplida  aquella  edad; 
los  sordos  y  los  mudos,  los  religiosos  y  clérigos  ordenados  «is  sacrit^  salvo 
respecto  á  los  bienes  de  su  iglesia  y  con  licencia  del  Ordinario,  y  cuando  se 
limite  á  cosa  determinada  como  la  venta  de  una  finca.  Debemos  dejar  sqní 
manifestado  que  así  como  en  la  legislación  anterior  al  Código  civil,  el  poder, 
para  qne  fuera  sustituíble  había  de  contener  la  cláusula  terminante  de  serlo, 
hoy  todo  mandatario  puede  sustituir  el  poder  que  se  le  otorgue,  y  únicamente 
no  podrá  efectuarlo  cuando  expresamente  se  le  prohiba. 

Blementús  reales.—En  cuanto  á  este  extremo  tienen  aplicación  al  mandato 
las  reglas  generales  de  la  contratación,  y  por  consiguiente,  para  que  sea  vá- 
lido su  objeto,  ha  de  ser  necesariamente  posible  y  lícito. 

Blemenías  formales.— El  mandato  no  tiene  forma  especial  y  puede  cele- 
brarse eficazmente  bajo  cualquiera  de  ellas,  pública  ó  privada,  yerba)  ó  es- 
crita, solemne  ó  menos  solemne,  entre  presentes  ó  entre  ausentes,  fuera  de  los 
casos  en  que  se  exige  forma  especial,  como  la  escritura  pública  de  poder  espe- 
cial para  enajenar,  hipotecar,  gravar,  etc.,  bienes  inmuebles,  para  comparecer 
en  juicio  en  representación  de  otro,  y  demás  actos  análogos. 

Los  arts.  4744  y  4745,  declaran  que  el  mantatario  no  puede  traspasar  los 
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límites  del  contrato  y  que  no  ee  eoniiderán  traspasados  coando  se  evmple  el 
mandato  de  una  manera  más  ventajosa  para  el  mandante  qae  la  señalada  en 
el.mísmOy  j  por  ello  la  primera  faente  á  que  ha  de  atenerse  para  ealiílcar  aqoe* 
líos  límites  son  los  términos  literales  del  contrato,  sin  embargo  de  lo.qne,  es 
lícito  é  imprescindible  erocar  la  evidente  intención  del  mandante  cuando  las 
palabras  de  la  escritura  parecieren  á  ella  contrarias;  por  lo  qiie,  otorgado  por 
una  mujer  poder  á  su  marido  facultándole  «para  vender,  todos  6  parte  de  sus 
•bienes--exc6pción  hecha  de  una  casa  y  unas  tierras  que  expresamente  se  re- 
serVa--así  como  para  cederlos,  permutarlos  ó  hipotecarlos  cuando  tome  di- 
nero á  préstamo»  si  el  marido  hipotecare  dicha  casa  y  tierras  en  garantía  de 
un  préstamo,  no  puede  reputarse  válido  ni  inscribible  el  contrato,  por  que 
tal  hipoteca  pugna  evidentemente  con  la  intención  de  la  mandante  (4). 

No  puede  decirse  que  traspase  los  límites  del  mandato^  quien  facultado  por  ' 
su  poderdante  para  comprar  fincas,  celebrar  préstamos  y  cancelar  hipotecas, 
verifica  los  tres  contratos  en  un  sólo  acto,  recibiendo  en  pago  de  un  crédito 
de  su  principal  la  finca  hipotecada  en  garantía  del  mismo;  y  cuando,  á  mayor 
abundamiento,  el  mandatario  acepta  totalmente  lo  hecho  por  el  apoderado,  se 
prueba  que  no  incurrió  éste  en  extralimitación  alguna  (S)  y  cuando  un  man- 
datario ó  apoderado  obra  en  virtud  del  poder  conferido  sin  limitación  á  las 
•órdenes  é  instrucciones  del  poderdante,  y  si  así  no  lo  hiciere  el  mandatario, 
la  falta  de  esta  no  puede  trascender  á  tercero,  ni  serie  perjudicial  (3). 

Conferido  poder  con  facultad  de  vender  cualquiera  de  las  fincas  del 
mandante  con  la  condición  de  que  precediera  su  conformidad  expresada  por 
medio  de  csítitL  particular  ó  telegrama,  si  el  mandatario,  al  formalizar  el  con- 
trato por  medio  de  escritura  exhibe  al  Notario  una  carta  del  poderdante  con 
dicha  conformidad,  es  obvio  que  obra  dentro  de  las  facultades  conferidas,  sin 
que  puedan  exigírsele  otros  documentos  ó  solemnidades,  porque  el  hacerlo 
seria  contrario  al  mismo  poder  que  acredita  de  un  modo  fehaciente  la  perso- 
nalidad del  mandante  (4). 

Conferido  poder  para  la  venta  de  fincas  del  mandante,  no  cabe  poner  á 
ello  cortapisas  y  afirmar  que  el  apoderado  no  est¿  facultado  para  enajenar 
porciones  de  fincas.  Dar  otra  interpret  ición  al  poder  y  hacer  depender  la 
eapactdad  del  mandatario  de  qae  la  finca  que  enajena  esté  descrita,  limitada 
y  pertenezca  en  totalidad  al  mandante,  valdría  tanto  como  sosleuer  que  el 
acto  material.de  la  división  modifica  tan  esencialmente  los  derechos  del  apo- 


(1)  R.  do  la  D.  15  Dio.  91.  —ir*.  17  Enero  92. 

(2)  R.  de  la  D.  15  .Tanio  92.  — Í7.  23  Sep. 

(8;     R.  de  la  D.  I  'Dio,.  88.-^7.  15  Febrero  89. 
Í4)     B.  de  la  D.  10  Mayo  83.— (?.  dfd  27. 
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derado,  que  da  él  depende  la  legitimidad  de  la  representación,  de  suerte  que 
la  ?enta  por  él  otorgada  de  ana  parte  ideal  de  la  finca  «s  nnla,  y  la  venta  de 
esa  misma  parte,  deslindada  y  separada,  perfectamente  válida.  Si  la  intención 
de  los  contratantes  es  alma  de  los  contratos,  y  si  es  principio  de  razón  que  is 
parte  está  comprendida  en  el  todo,  y  además  de  racional  jurídico  que  quien 
confiere  facultades  para  lo  más,  ha  de  considerarse  que  asimismo  las  otorga 
para  lo  menos,  hay  que  concluir  que,  concedida  autorización  al  apoderad» 
para  vender  fincas  en  totalidad,  se  le  concede  imph'citamente  para  enajenar 
porciones  de  ellas,  dado  que  esto  equivale  á  usar  de  aquel  poder  en  mearar  ex- 
tensión  que  la  otorgada  (4). 

Y  finalmente,  en  orden  al  derecho  internacional,  y  por  lo  que  se  refiere  á 
toda  la  materia  del  mandato,  para  determinar  la  ley  porque  debe  regirse  bay 
qoe  distinguir  respecto  de  la  forma  y  del  fondo.  En  cuanto  á  la  forma  de  esta 
contrato,  admítese  en  general  la  regla  locus  regii  aclum^  advirtiendo  que  li 
por  el  mándalo  se  confiere  poder  para  hipotecar  un  inmueble,  dicha  regla  le 
referirá  meramente  á  la  forma  extrínseca  del  acto;  pero  no  en  modo  alguno  á 
la  clase  de  documento  en  que  el  poder  ha  de  conferirse,  que  será  siempre  li 
escritura  pública,  si  así  lo  exige  la  lew  rei  Htae^  aunque  según  la  iem  loa  €oih 
Iréctut  baste  el  documento  privado.  En  cuanto  al  fondo,  habrá  que  atenerse  á 
la  voluntad  expresa  ó  presunta  de  los  contratantes,  siempre  que  no  se  opongí 
al  interés  general,  ni  lleve  consigo  violación  alguna  de  las  leyes  de  orden  pú- 
blico. En  lo  que  á  la  interpretación  se  refiere,  proponen  la  mayoría  de  los  so- 
tores  que  debe  aplicarse  la  léof  loci  contracius^  si  los  contratantes  se  hallsa 
en  el  mismo  país;  pero  ei  se  hallan  en  países  diferentes,  sostienen  unos  que 
debe  estarse  á  la  ley  del  punto  en  que  se  haya  aceptado  el  mandato,  y  otros 
qoe  debe  regir  la  ley  del  lugar  donde  la  aceptación  haya  llegado  á  eonoei* 
miento  del  mandante.  No  obstante,  coando  el  mandante  y  mandatario  sett 
del  mismo  país,  se  entenderá  que  han  querido  someterse  al  común  ó  personal 
de  ambos.  Si  el  mandatario  sólo  tuviese  facultad  para  preparar  y  proponer  el 
contrato,  reservándose  tácita  ó  expresamente  el  mandante  la  facultad  de  ulti- 
marlo, se  regirá  por  la  ley  del  lugar  donde  la  aceptación  se  le  notifique. 


(1)     R.  de  U  D..  29  Mayo  90.— G.  19  Ooi. 
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CAPÍTULO  II 


De  las  obligraciones  del  mandatario. 


Apt.  191 S.  El  mandatario  queda  obligado  por  la 
aceptación  á  cumplir  el  mandato,  y  responde  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que,  de  no  ejecutarlo,  se  ocasionen  al 
mandante. 

Debe  también  acabar  el  negocio  que  ya  estuviese  co- 
menzado al  morir  el  mandante,  si  hubiere  peligro  en  la 
tardanza. 


743.  No  infringe  este  articulo  ni  el  siguiente  1719  del  Código, 
la  sentencia  que  condena  á  los  herederos  á  pagar  á  los  albaceas 
contadores  partidores  los  gastos  hechos  por  los  mismos  por  suple- 
mentos é  importe  del  proyecto  de  particiones,  no  obstante  la  opo* 
sición  de  aquéllos  á  los  actos  de  éstos,  porque  dichos  albaceas  tie- 
nen el  carácter  de  mandatarios  del  testador  y  no  de  los  herederos, 
y  la  indicada  oposición  ni  les  priva  de  las  facultades  recibidas  y 
aceptadas,  ni  del  derecho  á  ser  reintegrados  de  los  gastos  ocasiona- 
dos por  el  mandato  cuando  no  se  han  extralimitado  en  sus  faculta- 
des.—/». 4  Julio  95. --a.  21  Sept. 


Ai»t.  i9iB.  Sn  la  ejecución  del  mandato  ha  de 
arreglarse  el  mandatario  á  las  instrucciones  del  man- 
dante. 

A  falta  de  ellas,  hará  todo  lo  que,  según  la  naturaleza 
del  negocio,  haría  un  buen  padre  de  familia  (1). 


<1)     Véa9e,  en  el  artiotüo  anterior,  la  sentencia  de  4  de  Julio  del  96. 
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744.  Al  apreciar  la  Sala  Bentenciadora  que  el  mandatario  de 
una  Sociedad  de  Segaros,  conforme  á  la  práctica  y  como  lo  yenla 
haciendo  con  aprobación  de  la  Sociedad»  aceptó  el  pago  y  percibió 
la  sexta  caota  de  un  asegurado,  no  obstante  su  vencimiento  ante- 
rior, sin  que  faltase  á  instrucción  alguna  concreta  ni  á  obligación 
expresamente  impuesta  por  el  mandato,  demostrado  asi  por  el  pago 
del  seguro  á  la  viuda  del  asegurado,  sin  protesta  alguna  de  cadaci- 
dad  del  mismo,  no  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código 
civil.— á^.  20  AhHl  94.— a.  26  Sept.  y  7  OcL 


Ari.  IY90.  Todo  mandatario  está  obligado  á  dar 
cuenta  de  sus  operaciones  y  á  abonar  al  mandante  cuanto 
haya  recibido  en  virtud  del  mandato,  aun  cuando  lo  reci- 
bido no  se  debiera  al  segundo. 

Art.  1991.  El  mandatario  puede  nombrar  SQBti- 
tuto  si  el  mandante  no  se  lo  ha  prohibido;  pero  responde 
de  la  gestión  del  sustituto: 

1.^    Cuando  no  se  le  dio  facultad  para  nombrarlo. 

2.^  Cuando  se  le  dio  esta  facultad,  pero  sin  designar 
la  persona,  y  el  nombrado  era  notoriamente  incapaz  ó  in- 
solvente. 

Lo  hecho  por  el  sustituto  nombrado  contra  la  prohibi- 
ción del  mandante  será  nulo. 

Ari.  i  V91S.  En  los  casos  comprendidos  en  los  do0 
números  del  artículo  anterior  paede  además  el  mandante 
dirigir  su  acción  contra  el  sustituto. 

Art.  1793.  La  responsabilidad  de  dos  ó  más  man- 
datarios, aunque  hayan  sido  instituidos  simultáneamen- 
te, no  es  solidaria,  si  no  se  ha  expresado  asi. 

Apt.  IVS'i.  El  mandatario  debe  intereses  de  las 
cantidades  que  aplicó  á  usos  propios  desde  el  día  en  que 
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lo  hi£0^  y  de  las  que  quede  debiendo  después  de  fenecido 
el  mandato,  desde  que  se  haya  constituido  en  mora  (1). 

Art.  i  VfS5.  El  mandatario  que  obre  en  concepto  de 
tal  no  es  responsable  personalmente  á  la  parte  con  quien 
contrata  sino  cuando  se  obliga  á  ello  expresamente  ó 
traspasa  los  límites  del  mandato  sin  darle  conocimiento 
suficiente  de  ^us  poderes. 


745.  La  aceptación  ó  pago  de  una  letra  de  cambio  por  persona 
indicada  en  defecto  del  librado,  constituye  á  aquélla  en  la  misma 
situación  que  tendría  éste  si  hubiere  aceptado  ó  satisfecho  el  giro, 
la  cual  es  muy  distinta  de  la  de  un  simple  mandatario  civil;  y  al 
reconocerlo  así,  no  se  infringe  este  artículo  del  Código  civil. — 
8.  IS  Jufíio  H.—O.  9  Nav. 


Apt.  IV^ro.  £1  mandatario  es  responsable,  no  sola- 
mente del  dolo,  sino  también  de  la  culpa,  que  deberá  es- 
timarse con  más  ó  menos  rigor  por  los  Tribunales  según 
que  el  mandato  haya  sido  ó  no  retribuido. 


746.  Al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  que  el  mandatario  de 
una  Sociedad  de  Seguros,  conforme  á  la  práctica  y  como  lo  venía 
haciendo  con  aprobación  de  la  Sociedad,  aceptó  el  pago  y  percibió 
la  sexta  cuota  de  un  seguro,  no  obstante  su  vencimiento  anterior, 
sin  que  faltase  á  instrucción  alguna  concreta  ni  á  obligación  ex- 
presamente impuesta  por  el  mandato,  demostrado  así  por  el  pago 
del  seguro  á  la  viuda  del  asegurado^  sin  protesta  alguna  de  caduci- 
dad del  mismo,  no  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Có- 
digo.—&  ao  Abril  94.— O.  26  8epi.  y?  Od. 

(1)     YéMe,  oom«  eonQord«aW,  «1  «ri.  1770. 
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EMOS  visto,  al  examinar  el  capítulo  qae  antecede,  CQáles  son  loa  requi- 
sitos, circunstancias  y  base  fundamental  del  contrato  de  mandato,  y  ahora,  ti 
estudiar  el  capítulo  que  trata  de  las  obligaciones  del  mandatario,  observamos 
que  en  su  mayor  parte  las  disposiciones  de  los  preinsertos  artículos  son  las 
mismas,  ya  conocidas  en  el  derecho  histórico  con  alguna  novedad,  y  consig- 
nadas de  una  manera  clara  y  precisa.  Por  eso,  y  por  vía  de  comentario,  va- 
mos á  exponer  en  forma  de  resumeu  las  bases  que  regulan  las  obligaciones 
del  mandatario: 

4.'  Cumplir  exacta  y  lealmente  el  mandato  recibido,  para  que  éste  pro- 
duzca su  principal  efecto  en  el  comercio  jurídico,  de  que  las  gestiones  ó  he- 
chos realizados  se  consideren  como  si  lo  hubieran  sido  por  el  propio  mandante. 

2/  Ajustarse  en  el  desempeño  del  mandato  á  los  términos  ó  insiruectones 
fijados  para  la  ejecución  del  mismo.  Si  lo  evacuara  en  mejores  condiciones,  ó 
por  otros  medios,  con  tal  que  se  consiga  el  fin  que  el  mandante  se  propuso, 
sin  serle  por  esto  más  oneroso,  ó  si  se  ejecutare  en  parte,  cuando  la  índole 
del  mandato  lo  permita,  se  reputará  bien  cumplido  el  mandato.  Por  el  contra- 
rio,  se  reputará  que  el  mandatario  ha  excedido  los  límites  del  mandato :  a)  ú 
le  ha  ejecutado  con  condiciones  más  onerosas  que  las  prescritas,  pudiendo  en- 
tonces el  mandante  conformarse  ó  no  con  lo  hecho,  y  quedando,  en  este  Al- 
timo  supuesto,  relevado  de  toda  obligación  respecto  del  mandatario  y  de  sos 
compromisos;  b)  si  se  ha  extendido  á  hacer  algo  más  de  lo  mandado,  en  cayo 
exceso  claro  es  no  se  reputará  obligado  el  mandante;  c)  si  el  mandatario  hace 
otra  cosa  diversa  de  la  que  se  le  mandó,  en  cuyo  caso  tampoco  quedará  obli- 
gado el  mandante,  si  no  lo  ratifica,  aunque  fuese  más  ventajoso,  en  tanto  qae  j 
constituya  un  verdadero  cambio  del  objeto  y  fines  del  mandato;  y  d)  cuando 
el  mandato  conferido  al  mandatario  es  para  que  lo  ejecute  juntamente  coa  otra 
persona  y  lo  lleva  á  cabo  por  sí  solo,  en  cuyo  supuesto  tampoco  qaeda  obli- 
gado el  mandante,  porque  el  mandatario  que  así  obró,  no  sólo  se  apartó  de 
sus  instrucciones,  sino  que  falseó  el  principio  de  representación,  que  es  U 
esencia  del  mandato,  y  obró  en  su  gestión  sin  personalidad  completa. 

3.^  Ejecutar  por  sí  el  mandato,  toda  vez  que  éste  es  un  contrato  de  con- 
fianza, si  bien  puede,  como  hemos  indicado  en  el  comentario  anterior,  noni- 
brar  un  sustituto,  á  no  ser  que  haya  causa  prohibitiva  de  hacerlo.  En  este 
caso,  el  mandatario  responderá  de  lo  hecho  por  su  sustituto,  ya  en  el  snpae^to 
de  haberle  nombrado  sin  habérsele  concedido  expresamente  esta  facultad,  ano- 
que  sin  prohibírselo,  ó  ya  cuando  se  le  autorizó  designándole  persona,  y  eligió 
otra;  ya  cuando  no  estándole  prohibido  ni  tampoco  designado  por  el  m&ft* 
dante  el  sustituto  que  había  de  elegir,  sustituyó  el  mandato  en  persona  noto* 
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TÍamente  inhábil  ó  insolvente.  En  todo  caso  de  snstitación  del  mandato,  por 
el  mandatario,  en  un  tercero,  tendrá  acción  el  mandante  contra  dicho  tercero 
ó  SQstiinto,  pero  únicamente  por  loa  actos  que  el  mismo  haya  ejecotado  por 
consecuencia  de  la  sastilación  del  mandato  y  bajo  orden  del  mandatario  que 
ie  otorgó  la  sastitoción;  es  decir,  en  lo  qae  deba  repatarse  subrogado  en  la 
misma  persona  del  mandatario. 

4.*  Deberá  poner  éste  en  el  complimiento  del  mandato  todo  el  coidado  y 
diligencia  qne  so  gestión  exija,  prestando,  además  del  dolo,  la  calpa  leve. 
Conviene  advertir  qne  el  mandatario  no  podrá  pedir  se  le  compensen  las  per* 
didas,  daños  ó  perjuicios  que  por  so  culpa  haya  causado  al  mandante  con  loa 
provechos  ó  beneficios  que  su  gestión  le  baya  proporcionado . 

5.*  Rendir  cuentas  de  su  gestión,  terminado  qne  sea  el  mandato,  y  de- 
volver todas  las  sosas,  valores  y  documentos  que  tenga  en  so  poder  por  con- 
secuencia de  dicho  contrato,  ya  constituyan  créditos  ó  derechos  á  favor  del 
mandante,  ya  obligaciones  adquiridas  á  cargo  del  mismo  por  el  mandatario, 
ya  resguardos  de  otras  satisfechas. 

6.*  Abonar  al  mandante  los  intereses  de  las  cantidades  percibidas  por 
consecuencia  del  mandato,  si  en  vez  de  limitarse  á  conservarlas  y  entregarlas 
al  mismo  en  su  tiempo,  las  hubiera  aplicado  á  asuntos  propios,  desde  la  fecha 
«n  que  así  lo  hizo  y  siempre  desde  la  en  que  se  constituyó  en  mora  para  la 
restitución,  con  la  responsabilidad  consiguiente,  por  los  perjuicios  que  esa 
mala  aplicación  de  cantidades,  hecha  por  el  mandatario,  pudiera  haber  causado 
al  mandante. 

7.*  Queda  obligado  también  el  mandatario,  que  al  rendir  cuentas  las  hi* 
dere  engañosamente,  á  restituir  las  cantidades  que  fueren  objeto  de  una  ocnl  - 
tación  y  al  resarcimiento  de  daños  ó  indemnización  de  perjuicios  que  por  tal 
conducta  se  hubieren  causado  al  mandante,  sin  que  sea  obstáculo  á  esta  res- 
ponsabilidad el  hecho  de  haberse  aprobado  las  cuentas,  ni  aun  la  renuncia 
que  dicho  mandante  hiciera  de  toda  acción  para  reclamar  en  lo  sucesivo  con- 
tra el  mandatario. 

8.*  Se  ha  considerado  también  obligación  del  mandatario  la  de  abstenerse 
de  comprar  pública  ó  secretamente  alguna  cosa  de  la  propiedad  del  mandan* 
te,  objeto  del  mandato,  aunque  éste  haya  sido  conferido  para  el  efecto  de  la 
misma  enajenación. 

9.*  £n  el  caso  de  ser  mochos  los  mandatarios  nombrados  en  el  mismo  po- 
der, y  no  haberse  pactado  especialmente  la  solidaridad,  parece  justo  que  res- 
ponda cada  uno  de  sí  propio,  y  no  el  que  se  pueda  reconvenir  in  sólidum  á 
cualquiera  de  ellos  por  las  faltas  ó  responsabilidades  de  los  demás,  ya  por- 
que el  contrato  de  mandato  es  generalmente  gratuito,  aunque,  según  hemos 
dicho,  la  gratoidad  no  es  carácter  de  su  esencia;  ya  porque  su  índole  es  de 


i 
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•jeeocióa  penonal  del  maadaUrio  ó  del  snstiUiCo,  ptra  el  que  esUbafacnlUdo- 
á  desigDar,  ó  que  libremente  deúgnó  por  to  exclosíva  iniciativa;  ya,  per  últi- 
mo, p0i;qoe  la  solidaridad  no  se  presume  nnnca,  y  ha  de  pactarse  espeeiil- 
mente  6  estar  declarada  de  modo  expreso  por  la  ley. 

Consecaeneia  lógica  y  necessria  de  lo  expuesto  es  qae,  debiendo  ceñirse  el 
mandatario  en  la  ejecución  del  mandato  á  las  insicucciones  del  mandante,  es- 
indudable  que  al  dar  cumplimiento  á  ellas  no  obra  por  cuenta  propia,  ni  es 
más  que  un  mero  transmisor  de  la  voluntad  ajena,  sin  contraer,  por  ende,, 
obligación  alguna  ni  compromiso  de  ningún  género,  pues  otra  cosa  sería  sub- 
vertir la  noción  del  mandato,  relación  jurídica  en  la  que  una  persona  con- 
trata por  intermediario,  quien  al  mantenerse  dentro  de  los  límites  del  nao* 
dato,  subrógase  tan  por  completo  en  el  logar  de  su  principal,  que  desaparece 
su  personalidad  y  queda  reemplaxada  por  la  de  éste,  que  es  el  único  llamad<^ 
á  cumplir  las  obligaciones  contraídas  por  aquél. 

En  su  consecuencia,  si  el  Notario  autorizante  de  una  escritura  la  preseaU^ 
al  Registro  por  encargo  de  los  otorgantes,  y  después,  cumpliendo  lasinstnie- 
clones  de  éstos,  la  retira,  reconociendo  como  tal  mandatario  que  era  aquélla 
(tefectuosa,  es  indudable  que,  dadas  las  anteriores  premisas,  los  interesados 
en  el  documento  son  los  que  han  reconocido  los  defectos  qae  al  mismo  bo 
atribuyen,  mas  no  así  el  Notario  que  hubo  de  ajustarse  á  las  instrucciones  de 
aquéllos  y  que  en  su  cualidad  de  mandatario  no  pudo  ni  quiso  contraer  eoo- 
piomiso  alguno  por  un  acto  en  que  no  intervenía  por  propia  iniciativa,  ni  w^ 
diaote  el  que  se  proponía  otra  cosa  que  manifestar  la  voluntad  y  loa  prepéií^ 
tos  de  los  interesados  en  el  documento;  y  como  el  allanamiento  de  los  mis- 
mos á  la  calificación  del  Registrador  no  empece  i  que  el  Notarlo  la  impugne 
en  Via  gubernativa,  es  indudable  el  derecho  del  mismo  á  verificarlo  ea  el 
caso  expuesto  para  descartar  la  responsabilidad  con  que  le  amenaza  el  art  Ü 
de  la  ley  Hipotecaria  (4). 

Finalmente,  son  dignas  de  tenerse  en  cuenta  en  la  materia  que  nos  ocipa, 
las  reglas  de  jurisprudencia  dictadas  por  el  Tribunal  Supremo,  establecioDdo 
que  si  bien  es  cierto  que  el  mandatario  está  en  la  obligación  de  dar  eaeota  de 
la  inversión  de  lo  que  recaude  con  motivo  del  mandato,  esta  obligedón  e»^ 
desde  el  momento  en  que  el  mandante  le  releva  de  ella  (S);  y  qae  como  el 
mandatario  está  obligado  á  dar  cuenta  del  manejo  ó  administración  debieoee^ 
ajenos  que  ha  tenido  á  su  cargo,  en  su  caso  deberán  hacerlo  snBheiedaios> 
porque  á  ellos  se  transmite  aquella  obligación  (3). 


a)     B.  de  U  n.,  19  Sept.  9i.—  O.  10  Oot. 

<a;     fiesta,  as  lUye  1874  y  IB  Abril  1887. 

CB)     QwU,  a  KoYiexubre  1871  j  85  Junio  I8BA. 
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OAPlTÜIiO  UI 


IDe  las  oblicracionee  del  xnandante. 


Art.  1999.  Bl  mandante  debe  cumplir  todas  la» 
obligaciones  que  el  mandatario  haya  contraído  dentro  de 
los  límites  del  mandato. 

En  lo  que  el  mandatario  se  haya  excedido,  no  queda 
obligado  el  mandante,  sino  cuando  lo  ratifica  expresa  á 
tácitamente. 


747.  £1  mandante  está  obligado  al  pago  de  las  libranzas  expe- 
didas por  el  mandatario  en  uso  de  las  facultades  que  aquél  le  hu- 
biese conferido;  y  estimándolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  in«^ 
fringe  las  leyes  5.<^,  20  y  24,  tít.  12,  Partida  5.*,  ni  el  art.  1727  del 
Código  civil.— &  é  Enero  98. —Q.  10  Marzo. 

Apí.  íYSS.  El  mandante  debe  anticipar  al  manda- 
tario, si  éste  lo  pide,  las  cantidades  necesarias  para  la 
ejecución  del  mandato. 

Si  el  mandatario  las  hubiera  anticipado,  debe  reem- 
bolsarlas el  mandante,  aunque  el  negocio  no  haya  salido 
bien,  con  tal  que  esté  exento  de  culpa  el  mandatario. 

Bl  reembolso  comprenderá  los  intereses  de  la  cantidad 
anticipada,  á  contar  desde  el  día  en  que  se  hizo  la  antici- 
pación. 

Art.  i99B.  Debe  también  el  numdante  indemnizar 
al  mandatario  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  le  haya 
causado  el  cumplimiento  del  mandato,  sin  dulpa  ni  im- 
prudencia del  mismo  mandatario. 
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Apt.  1 7 SO.  El  mandatario  podrá  retener  en  prendt 
las  ooBae  que  son  objeto  del  mandato  hasta  que  el  man- 
dante realice  la  indemnización  y  reembolso  de  que  tratan 
los  dos  artículos  anteriores. 

Apt.  1781.  Si  dos  ó  más  personas  han  nombrad* 
un  mandatario  para  un  negocio  común » le  quedan  obliga- 
dos solidariamente  para  todos  los  efectos  del  mandato. 


748.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  del  Código  no  es  aplicable  i 
poderes  anteriores  á  la  publicación  de  aquél,  en  cuyo  caso,  y  en 
defecto  de  lo  que  resulte  de  los  poderes,  se  observará  la  ley  10,  tí- 
tulo 1.°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación. — S.  lOJuu^io  91.— 
O.  ^3  Sept. 


g, 


'OMO  los  derechos  del  mandante  y  mandatario  son  los  correlatÍToa  á  las 
obligaciones  de  cada  nno,  la  ley,  después  de  regular  las  del  mandatario,  se 
ocapa  en  los  artículos  preinsertos  de  las  del  mandante;  y  signíendo  nosotroi 
el  plan  trazado  al  examinar  aquéllas,  resumiremos  también  éstas,  dieieado 
que  son: 

4.^  Aceptar  y  cumplir  las  obligaciones  que  á  su  nombre  y  por  virtud  del 
mandato  hubiere  contraído  el  mandatario  dentro  de  los  límites  del  poder,  j 
aun  las  que,  rebasándolo,  ratificare  posteriormente,  y  lo  serán  siempre  lasque 
le  resulten  ventajosas;  y  aun  no  siéndolo,  se  entenderán  también  ratificadas 
cuando  el  mandante  se  aprovechare  de  alguna  de  las  eonsecuMidas  que,  ori- 
ginadas por  la  extralimitación,  le  sean  beneficiosas. 

8.*  Proveer  al  mandatario,  cuando  éste  lo  reclame,  de  las  eanlidades  ne- 
cesarias para  el  cumplimiento  del  mandato,  ó  reintegrarle  de  ellas  en  el  eaio 
de  haberlas  anticipado,  sin  que  pueda  relevarle  de  esta  obligación  por  el  iual 
éxito  que  el  mandato  tuviera,  siempre  que  no  fuera  imputable  al  mandatario. 

3.*  Indemnizar  al  mandatario  de  todas  las  pérdidas  ó  daños  que  le  haya 
ocasionado  la  ejecución  del  mandato,  sin  culpa  suya,  garantizándose  este  de- 
recho de  parte  del  mandatario  por  el  de  retención  en  prenda  de  las  coas  é 
cantidades  que  por  razón  del  mandato  deba  restituir  el  mandatario  al  naa- 
dante,  hasta  tanto  que  por  éste  se  le  indemnice. 
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4.^    Abonar  al  mandatario  la  retribución  debida,  si  se  estipuló. 

5.*  En  el  caso  de  haberse  nombrado  por  varias  personas,  como  mandantes, 
un  solo  y  único  mandatario  para  an  negocio  común,  quedarán  obligados  soli  - 
dariamente  todos  y  cada  uno  de  los  mandantes  respecto  del  mandatario  único, 
á  diferencia,  según  antes  notamos,  de  lo  que  sucede  en  el  supuesto  contrario 
de  ser  varios  los  mandatarios,  los  cuales  no  quedan  obligados  solidariamente 
81  asi  no  se  estipuló. 

Por  último,  deberá  tenerse  muy  presente  la  regla  de  jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo  (4),  que  establece  que  cuando  con  arreglo  al  contrato  de 
comisión  ó  mandato  una  cantidad  determinada  devenga  intereses,  es  igual- 
mente de  abono  el  importe  de  los  cambios,  recambios,  comisión  y  gastos  de 
letrss  no  satisfechas  por  el  mandante  y  pagadas  por  el  mandatario. 


CAPÍTULO  IV. 


X>e  los  modos  de  acabarse  el  mandato. 


Apt.  1939.    El  mandato  se  acaba: 
1.**    Por  BU  revocación. 
2.^    Por  la  renuncia  del  mandatario. 
3.^    Por  muerte,  interdicción,  quiebra  ó  insolrencia 
del  mandante  ó  del  mandatario. 


749.  La  aceptación  ó  el  pago  de  una  letra  de  cambio  por  perso- 
na indicada  en  defecto  del  librado,  constituye  á  aquélla  en  la  mia% 
ma  situación  que  tendría  éste  si  hubiese  aceptado  ó  satisfecho  el 
giro,  la  cual  es  muy  distinta  de  la  de  un  simple  mandatario  civil; 
y  al  reconocerlo  así,  no  se  infringe  este  artículo  del  Código. — S.  tí 
Junio  P4.— 6. 9  Nov, 

(1)     Sent.  18  Janio  57. 
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Apí.  1 Y3S.  Bl  mandante  puede  revocar  el  manda- 
to  á  su  voluntad,  y  compeler  al  mandatario  á  la  devolu- 
ción del  documento  en  que  conste  el  mandato. 

Ari.  19341.  Guando  el  mandato  se  haya  dado  para 
contratar  con  determinadas  personas,  su  revocación  no 
puede  perjudicar  á  éstas  si  no  se  les  ha  hecho  saber. 

Ari.  IVSft.  El  nombramiento  de  nuevo  mandata- 
rio para,  el  mismo  negocio  produce  la  revocación  del  man- 
dato anterior  desde  el  dia  en  que  se  hizo  saber  al  que  lo 
habla  recibido,  salvo  lo  dispuesto  en  el  articulo  que  pre- 
cede. 

Art.  19811.  El  mandatario  puede  renunciar  al  man- 
dato poniéndolo  en  conocimiento  del  mandante.  Si  éste 
sufriere  perjuicios  por  la  renuncia,  deberá  indemnizarle 
de  eUos  el  mandatario,  á  menos  qtie  funde  su  renuncia  en 
la  imposibilidad  de  continuar  desempeñando  el  mandato 
sin  grave  detrimento  suyo. 

Apé.  1939.  El  mandatario,  aunque  renuncie  al 
mandato  con  j\ista  causa,  debe  continuar  su  gestión  hasta 
que  el  mandante  haya  podido  tomar  las  disposiciones  ne- 
cesarias para  ocurrir  á  esta  falta. 

Ari.  1938.  Lo  hecho  por  el  mandatario,  ignoran- 
do la  muerte  del  mandante  ú  otra  cualquiera  de  las  cau- 
sas que  hacen  cesar  el  mandato,  es  válido  y  surtirá  todoa 
sus  efectos  respecto  á  los  terceros  que  hayan  contratado 
con  él  de  buena  fe; 

Ari.  193^.  En  el  caso  de  morir  el  mandatario,  de* 
berán  sus  herederos  ponerlo  en  conocimiento  del  mandan- 
te y  proveer  entretanto  á  lo  que  las  circunstancias  exijan 
en  interés  de  éste. 


LIBRO  CüABTO.— TÍTULO  IX.— ABT8.    1732  A  173.9  781 


P, 


OB  sa  íodole  espacial,  el  nundato  8e  resaelve  por  el  eimple  disenso  de 
una  de  las  partes,  sin  neeesidad  de  epnearso  de  la  otra,  y  también  por  las 
4emás  cansas  qne  el  Código  señala  en  los  arU'cnlos  Iranseritos  y  que  van  á  ser 
objeto  de  nuestro  estudio  en  este  lagar. 

RéDOcacióH.—NiAti  más  natural  que  esta  causa  ó  modo  de  terminar  el 
mandato,  porque  fundado  en  la  confianza  qne  el  mandatario  inspira  al  man- 
dante, si  desaparece,  falta  la  base  originaria  de  su  otorgamiento,  y  dado  el 
principio  de  la  revocabilidad  que  descansa  en  el  de  la  representación,  á  nadie 
puede  imponerse  que  tenga  y  eonsenre  aquello  que  no  le  satisface.  Puede  ser 
la  revocación  expresa  ó  licita:  lo  primero,  cuando  asf  se  haga  constar  deter- 
minadamente; y  lo  segundo,  cuando  se  confiera  na  nuevo  poder  para  el  mismo 
asunto  que  el  anteriormente  otorgado. 

jRenuHcia  d¿l  maniatert^.-^Consecuencia  natural  del  principio  de  que  no 
puede  obligarse  al  mandante  á  conservar  contra  su  voluntad  la  representa- 
ción confiada  á  un  mandatario,  es  la  de  no  poderse  imponer  á  éste  contra  su 
libre  arbitrio  la  de  seguir  forzosamente  tal  representación,  y  por  ello  la  facul- 
tad que  la  ley  le  otorga  para  renunciar  el  mandato  cuando  así  le  convenga  ó 
cuando  para  ello  tenga  justa  cansa. 

Muerte  del  mandante  ó  mandatario.  ^Ia  extinción  de  la  personalidad  del 
mandante  ó  mandatario  produce  necesariamente  la  terminación  del  mandato, 
porque  dada  su  índole  y  naturaleza  especial,  tal  causa  hace  que  no  exista  per- 
sona áquitín  representar,  y  que  desaparezca  aquella  á  quien  por  la  confianza, 
pericia  ú  otro  motivo  análogo  le  fué  conferido;  pero  en  el  caso  de  muerte  del 
mandante,  serán  válidos  los  actos  y  contratos  que  hubiere  celebrado  el  manda- 
tario con  buena  fe  antes  de  conocer  la  causa  de  extinción  del  mandato,  y  obli- 
garán á  su  cumplimiento  á  los  herederos  del  mandante;  y  si  el  fallecido  fuere 
el  mandatario,  sus  sucesores  estarán  en  la  obligación  de  participarlo  al  man- 
dante en  evitación  de  perjuicios. 

Interdicción,  quiebra,  incapacidad  ó  insolvencia.— Estsis  cansas  extinguen 
el  contrato,  cuando  concorre  ó  sobreviene,  ya  en  el  mandante,  ya  en  el  man- 
datario, porque  anula  la  capacidad  civil  del  uno  ó  del  otro  haciendo  imposi- 
ble la  continuación  del  mandato. 

Partiendo  de  lo  expuesto,  son  efectos  de  las  causas  consignadvis,  que  la 
revocación  del  mandato,  cuando  se  diere  para  contratar  con  terceras  personas, 
no  podrá  perjudicar  á  éstas  si  no  se  les  hiciere  saber:  que  la  revocación  tácita, 
á  sea  la  que  se  hace  otorgando  nuevo  poder,  se  refiere  y  es  válida  desde  el 
día  en  que  se  haga  saber  al  anterior  mandatario;  que  el  maniatario  que  re- 
nuncie, queda  obligado  á  indemnizar  al  mandante  los  perjuicios  que  sufriere 
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por  Ul  BiotLvo,  á  menos  qae  fande  la  renanei&  ea  la  imposibilidad  de  eonti» 
noar  desempeñando  el  mandato  sin  grave  detrimento  sayo;  no  obstante  lo 
qae,  aanque  la  rennncia  se  fondeen  cansa  jasta,  continuará  desempeñando  so 
encargo  hasta  qae  el  mandante  poeda  tomar  las  disposiciones  qae  le  conñ- 
nieren;  pero  caando  la  representación  se  contraiga  áasantosjadiciales,  cesará 
el  mandatario  en  la  representación  tan  laego  como  acredite  haber  notificado 
la  renuncia  al  mandante;  y  qae  es  válido  cnanto  el  mandatario  practique  deo- 
puéfl  de  la  maerte  del  mandante  mientras  de  ella  no  tenga  conocimiento. 

Tales  son  las  reglas  y  efectos  que  el  Código  establece  en  cuanto  al  modo 
de  acabarse  el  mandato,  qae  en  realidad  no  es  más  que  cuanto  venía  dispuesto 
en  la  legislación  histórica,  y  por  ello  será  aplicable  á  las  regiones  ferales,  do 
Jas  que,  únicamente  en  la  aragonesa  se  establece  que  el  mandato  ha  de  ro- 
dncirse  á  escritora  publica  y  que  para  que  se  entienda  revocado  ha  de  notift* 
carse  al  mandatario. 


TITULO  X 

Del  préstamo, 


DIflPOBiaÓN  OSNEBAL 

Ari*  iV40«  Por  el  contrato  de  préstamo,  una  de 
las  partes  entrega  á  la  otra,  ó  alguna  cosa  no  fungible 
para  que  ose  de  ella  por  cierto  tiempo  y  se  la  devuelva^ 
en  cuyo  caso  se  llama  comodato,  ó  dinero  ú  otra  cosa  fun- 
gible, con  condición  de  volver  otro  tanto  de  la  misma  es- 
pecie y  calidad,  en  cuyo  caso  conserva  simplemente  el 
nombre  de  préstamo. 

El  comodato  es  esencialmente  gratuito. 

El  simple  préstamo  puede  ser  gratuito  ó  con  pacto  de 
pagar  interés  (1). 


750.  La  palabra  dinero  sólo  significa  moneda  corriente,  como  asi 
lo  establece  el  Código  civil  en  éste  y  otros  de  sus  artículos;  y  esti- 
mándolo en  otra  forma,  se  comete  error  de  derecho. — S.  5  Julio  9S^ 
—0. 18  Noviembre. 

751.  Deduciéndose  de  una  escritura  por  modo  indudable  la 
existencia  de  un  verdadero  contrato  de  préstamo,  y  resultando  que 
un  extracto  de  cuenta,  no  combatido  en  el  juicio,  es  complementa 
de  aquélla,  cuyos  documentos  directa  y  estrechamente  ligados  en- 

U)     Téiifté,  eomo  concordante,  el  art.  987. 
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tre  BÍ  justifican  el  derecho  de  preferencia  de  un  crédito,  al  deóla* 
rarlo  así  y  dar  lugaf  en  en  Tirtud  á  una  tercería,  no  se  comete  in 
fracción  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  del  Código. — S.  4  Ene- 
ro 94.-^G.  16  Febrero. 


0, 


OÚPANSB  generalmente  los  aatores  para  fijar  el  cooceptodel  (MésUnAo» 
en  distinguir  entre  esa  palabra  y  la  eafóoisa  preetadón^  tan  freeoeala  ea  la 
tétnxtk  juriiiica^  la  verdadera  significación  de  aquélla.  Nosotros  no  damos 
gran  importancia  á  tales  disquisiciones,  porqae  son  dos  frases  tan  osnalet  en 
el  lenguaje  corriente,  que  constantemente  las  vemos  empleadas  y  las  oímos 
aplicar  cada  una  sin  excepción  en  su  verdadero  sentido  y  valor  simple* 
mente  gramatical  y  de  relación;  así,  pues,  entendemos,  como  lo  entieaden 
todos,  que  entre  prestación  y  préstamo  existe  la  relación  misma  de  géaero  i 
especie,  en  cuyo  sentido  hemos  empleado  frecuentemente  la  primera  con  mo* 
tivo  del  estudio  de  las  obligaciones,  y  ahora  vamos  á  emplear  la  segunda  en 
su  ünico  conct*pto  jQridico  que  esti  bastante  bien  delineado  en  li  redaeción 
del  primer  párrafo  del  art.  4740  que  encabeza  este  comentario,  y  debe  tenerse 
oomo  la  definición  más  adecuada  del  contrato  de  préstamo,  que,  si  se  perfec- 
ciona por  ei  consentimiento,  según  el  art.  4S58,  se  formaliaa  coa  la  entrega 
de  la  cosa,  que  es  consecuencia  natural  de  aquel  consentimiento,  puesto  que 
el  préstamo  no  se  concibe  sin  la  concurrencia  délas  dos  prestadones;  origina- 
das, la  prÍQ)era,  del  concurso  de  las  respectivas  voluntades;  la  segunda,  de  la 
entrega  de  la  cosa  prestada. 

Ahora  bien:  podrá  ocurrir  que  de  ambos  elementos  exista  sólo  nno,  y  el 
otro  falte.  £a  este  caso,  si  falta  el  consentimiento,  aunque  la  cosa  susceptible 
de^préstamo  n^sulte  en  poder  de  otra  persona  distinta  á  su  dueño,  nnncí  po- 
drá reputarse  prestada,  porque  los  actos  jurídicos  tienen  precisamente  que  es* 
tar  relacionados  con  la  idea  que  los  presida  como  fundamento  de  su  existen- 
cia, y  la  del  consentimiento  de  los  contratantes  es  la  idea  racional  que  debe 
presidir  al  contrato  de  préstamo.  Por  el  contrario,  si  el  elemento  que  íaitaen 
un  préstamo  presunto  es  la  entrega  de  la  cosa  sobre  que  versa,  entonces, 
coiuo  este  elemento  ialegral  es  de  paro  hecho«  y  está  subordinado  al  prime- 
ro, el  préstamo  dejará  de  ser  imposible  en  tanto  pueda  el  prestamista  entiegir 
la  cosa  al  prestatario,  siqaiera  sea  por  coacción  jadicial.  Por  eso  siii  dftda 
consideraron  los  romanos  el  contrato  de  préstamo  como  lino  Je  los  llamaJos 
reales,  que*  sólo  se  perfeccionaban  mediante  la  entrega  de  la  cosa  de  donde 
dependía  la  relación  civil  obligatoria. 
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.  Naestro  derecho  patrio  se  ha  dejado  inflatr  de  las  tendencias  hacia  la  ctasi . 
ficación  del  contrato  de  préstamo,  como  consensaal  6  como  real  simplemente» 
y  en  esa  inquietad  ha  venido  solacionando  el  concepto  jurídico  del  préstamo, 
iiasta  qae  la  redacción  especial  del  art.  4740  ha  resoelto,  en  naestro  sentir^ 
la  cuestión.  Con  efecto,  en  complimiento  á  lo  ordenado  en  la  base  primera  de 
la  ley  de  44  de  Mayo  de  4888,  tantas  veces  citada,  ha  tomado  los  términos 
de  sn  definición  del  Proyecto  de  4854,  en  el  qne  se  definía  diciendo  ser  prés- 
tamo, nn  contrato  por  el  qae  ana  de  las  personas  se  obU^a  á  entregar  á  la 
otra  ana  cosa,  etc.;  pero  cambiando  el  importante  término  de  la  obligación 
por  el  de  la  entrega,  por  cnanto  dice:  «por  el  contrato  de  préstamo  itna  de 
las  partes  entrega  á  la  otra,  ó  algana  cosa  no  fnngible...  ó  dinero  ú  otra  cosa 
fbngible...»,  con  condición  de  devolver  la  primera  ú  otro  tanto  de  laseganda. 

Esto  es,  qne  el  contrato  de  préstamo  consiste  en  la  entrega  de  la  cosa  con 
coalidad  de  devolnción  de  la  misma  ó  de  sn  equivalente,  y  no  en  la  obligación 
de  entregarla  el  prestamista  al  prestatario.  Lo  caal  no  obstará  á  que,  si  la  en  - 
trega  no  se  realiza,  estando  convenidos  en  ello,  como  la  obligación  sabsiste, 
mediante  el  consentimiento  de  ambos,  podrá  el  prestatario  exigir  del  prestamís  - 
ta  la  entrega  no  efectuada  de  la  cosa  para  llevar  á  cabo  el  contrato  de  présta- 
mo pendiente  de  dicha  entrega. 

Casos  habrá,  y  no  pocos,  en  que  se  concierte  un  préstamo  de  cantidad  de- 
terminada que  el  prestamista  deberá  entregar  al  prestatario  parcialmente,  esto 
es,  en  diferentes  cantidades  y  épocas,  haciéndolo  así  constar;  y  pregunt  amos: 
^el  contrato  será  el  de  préstamo  de  la  cantidad  convenida  en  toda  su  totalidad, 
ó  lo  será  sucesivamente  en  cuanto  á  las  que  se  acrediten  entregadas  en  un  mo 
mentó  dado?  Para  nosotros,  el  préstamo  consistirá  en  la  cantidad  recibida  por 
el  prestatario  ó  quien  legalmente  le  represente,  sin  perjaicio  del  derecho  que 
le  asiste  para  que  el  prestamista  complete  la  entrega  de  la  convenida.  Claro 
está  que,  si  no  lo  cumpliere,  sobrevendrá  el  conflicto  consiguiente  al  incnm  - 
plimiento  de  toda  obligación  válidamente  establecida,  de  que  nos  ocupamos 
•en  el  comentario  sobre  la  rescisión  como  medio  de  extinguir  las  obligaciones. 

Ha  concluido,  pues^  la  materia  de  discusión  entre  nuestros  junstas  para 
seguir  argumentando  sobre  si  el  préstamo  es  un  contrato  consensual  ó  un  con- 
trato real,  y  si  se  perfecciona  con  sólo  el  consentimiento  ó  con  la  entrega  de 
la  cosa  objeto  del  contrato.  Sin  la  entrega  de  la  cosa  no  hay  préstamo,  aun 
cuando  haya  obligación  mediante  el  consentimiento,  así  como  tampoco  le 
iiay  cuando  medie  una  cosa  entregada  y  no  exista  el  consentimiento  de  su 
dueño  en  el  préstamo  de  la  misma.  Uno  y  otro  estado  anormal  producirán  las 
respectivas  obligaciones  y  derechos,  pero  nunca  los  dimanados  del  contrato 
ile  préstamo  realizado. 

Hablábamos  en  los  lugares  respectivos  del  libro  t.*  del  Código  de  la  na- 

VOMO  II  60 


7M  CÓDIGO  caviL 

iiraleía  de  las  cosas  qoe  el  hombre  tiene  como  medio  de  realizar  su  finei,  j 
allí  se  consignó  la  división  de  ellos,  á  más  de  otras  agropaciones,  en  fuigibles 
6  no  fiingibles,  según  que  se  eonsnmieren  ó  no  al  usarlas,  y  ahora  conviens 
recordar  aquellas  observaciones,  porque  como  pueden  ser  objeto  de  pristamoi 
todos  los  casos  de  libre  disposición  del  hombre,  y  siendo  esencial  en  esta  claie 
de  contratos  la  temporalidad  y  la  reversión,  mientras  las  no  fongibles  podrán 
revestirse  fácilmente,  las  fnngibles  no  podrán  ser  devueltas  si  se  usó  de  elUs. 
De  aquí  la  diferente  estimación  en  el  contrato  de  préstamo  sobre  el  «lods 
los  primeros,  y  el  censimo  de  los  segundos;  y  las  locuciones  cpréstamo  de 
consumo»  y  cpréstamo  de  uso»,  que  el  Código  llama  eomoáMto  y  préstima 
simple,  bijo  cuya  denominación  estudiaremos  ambos  conceptos  en  loi  eo* 
mentarios  siguientes. 


OAPlTULO  PRIMERO 
13el  comodato. 


SECCIÓN  PBIMBRA 

DI  LA  NATURALEZA  DBL  COMODATO 


Ari.  1 941 .  Bl  comodante  conserva  la  propiedad  de 
la  cosa  prestada.  El  comodario  adquiere  el  uso  de  ella, 
peto  no  los  frutos;  si  interviene  algún  emolumento  que 
haya  de  pagar  el  que  adquiere  el  uso,  la  convención  deja 
de  ser  comodato. 

Jkrt.  1 94S.  Las  obligaciones  y  derechos  que  nacen 
del  comodato  pasan  á  los  herederos  de  ambos  contrayen» 
tes,  á  no  ser  que  el  préstamo  se  haya  hecho  en  contempla* 
ción  á  la  persona  del  comodatario,  en  cuyo  caso  los  here- 
deros de  éste  no  tienen  derecho  á  continuar  en  el  uso  de 
la  cosa  prestada. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LAB  0BUOACIONS8  DXL  COMODATARIO 

Art.  1948.  El  comodatario  está  obligado  á  satiafa- 
cer  los  gastos  ordinarios  que  sean  de  necesidad  para  el  uso 
y  oonseryación  de  la  cosa  prestada. 

Ari.  i  944l«  Si  el  comodatario  destina  la  cosa  á  un 
uso  distinto  de  aquel  para  que  se  prestó,  ó  la  conserva  en 
su  poder  por  más  tiempo  del  convenido,  será  responsable 
de  su  pérdida,  aunque  ésta  sobrevenga  por  caso  fortuito. 

Art.  i  94L5.  Si  la  cosa  prestada  se  entregó  con  tasa- 
ción y  se  pierde,  aunque  sea  por  caso  fortuito,  responderá 
el  comodatario  del  precio,  á  no  haber  pacto  en  que  expre- 
samente se  le  exima  de  responsabilidad  (1). 

Art.  19416.  El  comodatario  no  responde  de  los  de- 
terioros que  sobrevengan  á  la  cosa  prestada  por  el  solo 
efecto  del  uso  y  sin  culpa  suya. 

Art.  1949.  El  comodatario  no  puede  retener  la  cosa 
prestada  á  pretexto  de  lo  que  el  comodante  le  deba,  aun- 
que sea  por  razón  de  expensas. 

Art.  1949.  Todos  los  comodatarios  á  quienes  se 
presta  conjuntamente  una  cosa  responden  solidariamente 
de  ella,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  esta  sección. 


(IJ    VéAse,  como  oonoordante,  el  art.  1960. 


78S  cÓDiao  dViL 


g 


SECCIÓN  TERCERA 

DS  LAfi  OBLIOACIOITBB  DSL  COVODAjrTE 


Art.  i  949.  El  comodante  no  puede  reclamar  ia 
coBa  prestada  sino  después  de  concluido  el  uso  para  que 
la  prestó.  Sin  embargo,  si  antee  de  estos  plazos  tuviere  el 
comodante  urgente  necesidad  de  ella,  podrá  reclamar  la 
restitución. 

Art.  i  950.  Si  no  se  pactó  la  duración  del  como- 
dato ni  el  uso  á  que  habla  de  destinarse  la  cosa  prestada, 
y  éste  no  resulta  determinado  por  la  costumbre  de  la  tie- 
rra, puede  el  comodante  reclamarla  á  su  voluntad. 

En  caso  de  duda,  incumbe  la  prueba  al  comodatario. 

Art.  1951.  El  comodante  debe  abonar  los  gastos 
extraordinarios  causados  durante  el  contrato  para  la  ooa- 
servación  de  la  cosa  prestada,  siempre  que  el  comodatario 
lo  ponga  en  su  conocimiento  antes  de  hacerlos,  salvo 
cuando  fueren  tan  urgentes  que  no  pueda  esperarse  el  re* 
sultado  del  aviso  sin  peligro. 

Art.  fl  9&9.  El  comodante  que,  conociendo  IO0  vi- 
cios de  la  cosa  prestada,  no  los  hubiere  hecho  saber  al  co- 
modatario,  responderá  á  éste  de  los  daños  que  por  aquella 
causa  hubiese  sufrido. 


OMOBATO  es  el  préstamo  gratuito  de  eo$a  mueble  iafungibk  eoñ  lé 
ehliffaeión  de  devolverla  despuie  de  haberte  servido  de  ella.  El  servicio  de  U 
eoaa  prestada  eonaiite  en  el  oso  adecuado  á  sa  propia  naturalesa  y  desuno;  J 
se  llamará  uso  simplemente  caando  la  cosa  sea  inmueble,  y  kabitaeiáaf  tuü' 
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do,  además,  el  ¡Dmueble  sea  lugar  habitable.  Si  no  faese  gratuito,  el  como- 
dato se  convertiría  en  arrendamiento  ó  alquiler,  y  si  no  fuese  revertible,  en 
ve£  de  comodato,  tendríamos  donación,  y  si  las  cosas  fueran  fungibles,  sería 
mutuo  el  contrito. 

Por  el  que  nos  ocupa,  sólo  se  cede  el  uso  de  las  cosas  en  que  el  comodante 
tenga  el  dominio,  la  posesión  ó  el  usufructo;  y  el  comodatario  no  tendrá  de- 
recho á  ninguno  de  los  frutos  que  de  cualquier  género  pueda  producir  la  cosa 
prestada,  pues  ésta  produce  solamente  para  su  dueño,  que  eonserya  sobre  ella 
el  derecho  real  que  tuviese. 

El  comodato  es  un  contrato  real,  por  cuanto  no  existirá  sin  la  tradición  de 
la  cosa  que  ha  de  ser  su  objeto,  á  pesar  de  lo  cual,  es  lucrativo,  mediante  á  ser 
esencialmente  gratuito;  es  principal,  porque  al  relacionarse  con  otro,  degene- 
raría en  el  contrato  de  prenda;  y  es  unilateral,  pues  que  sólo  obliga  al  como- 
datario, pues  si  bien  el  comodante  tiene  deberes  que  cumplir  en  ese  contrato, 
no  son  inherentes  á  su  celebración,  perfección  y  consumación^  sino  que  surgen 
de  los  efectos  subsiguientes  al  mismo. 

£1  comodato  tiene  sus  precedentes  en  el  derecho  romano,  y  en  el  nuestro 
histórico  lo  comprenden  algunas  leyes  del  tít.  5.®,  libro  5.^  del  Fuero  Juzgo, 
así  como  también  contienen  el  mutuo  y  el  depósito.  El  Fuero  Real,  en  su  tít.  16, 
libro  3.®,  trata  también  del  comodato  bajo  el  epígrafe  de  lat  cosm  empresta- 
das; y  finalmente,  las  leyes  de  Partida,  tít.  S.®,  Partida  5.',  contienen  en  varias 
leyes  la  materia  propia  de  este  contrato,  en  cuya  perfección  entran,  como  en 
todos  los  de  su  clase,  los  elementos  constitutivos,  personales,  reales  y  forma- 
les, sin  ninguna  variante  especial,  puesto  que  la  capacidad  civil  será  requisito 
indispensable,  respecto  de  las  primeras;  las  cosas  serán  todas  aquellas  muebles 
propias  del  comercio  humano,  y  la  forma  de  autenticación,  no  estando  regla- 
mentada especialmente,  podrá  ser  cualquiera  que  los  contratantes  elijan,  con 
tal  que  pueda  deducirse  en  cualquier  tiempo  el  eansenHmiento  de  los  contra- 
tantes y  la  entrega  de  la  cosa  prestada  como  requisitos  esenciales  que  integran 
la  perfección  del  contrato,  puesto  que  la  causa  siempre  se  supone  que  existe, 
como  asimismo  su  licitud,  cual  quedó  consignado  en  su  lugar  oportuno  co- 
mentando la  sección  3.*,  cap.  2.^,  tít.  2.*  de  este  libro  4.® 

Los  artículos  transcritos  fijan  la  naturaleza  del  comodato,  las  obligaciones 
del  comodatario  y  las  del  comodante,  puntualizando  la  doctrina  que  como 
propia  de  dicho  contrato  venía  rigiendo  por  los  preceptos  del  derecho  histó- 
rico con  las  importantes  aclaraciones  establecidas  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales,  y  aun  cuando  en  el  uno  y  en  la  otra  se  apreciaba  una  variante  del 
contrato  de  comodato,  que,  menos  regular  que  éste,  aparenta  la  misma  forma 
con  iguales  efectos  en  el  Código,  no  resulta  comprendido  espeeialmente,  si 
bien  el  texto  literal  del  arU  4750  nos  afirma  en  la  idea  de  su  subsistencia  legal; 
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nos  referimos  ú  precario^  que  consiste  en  qo»  la  entrega  de  la  cosa  de  una 
persona  á  otra  para  sa  uso,  sea  paramente  cirennstaneial,  por  lo  qne,  el  como- 
datario no  responde  sino  del  dolo  ó  de  la  colpa  lata^.á  diferencia  del  comoda- 
to propiamente  tal,  en  qne  prestará  la  enlpa  Uvüima.  ^ 

El  precario  coincide  con  el  comodato  en  cnanto  se  transmite  también  el  oso 
de  ana  cosa  no  fiingible,  annqne  sin  expresión  ni  fijación  de  tiempo  ni  deter- 
minación concreta  de  oso,  siendo  constantemente  revocable  en  coalqaiera 
ocuión  al  exclnsivo  arbitrio  del  comodante;  por  lo  qne  se  dice  qne  participa 
de  la  condición  del  depósito,  cnya  característioa  es  la  ilimitación  del  tiempo 
para  devolaeión  de  la  cosa;  de  donde  procede  seguramente  la  denominación  de 
pneario  con  qne  viene  conceptoado  dicho  contrato  desde  las  leyes  romanas;  y 
aon  Goando  el  derecho  histórico  patrio  no  le  concedió  nn  logar  especial  en 
los  coerpos  legales  qne  han  venido  rigiendo,  la  práctica  lo  ha  evidenciado 
con  señales  ineqm'vocas  de  so  existencia,  á  partir  del  precepto  consignado  en 
el  núm.  3.*  del  art.  4503  de  la  ley|  de  EDJoiciamiento  civil,  qne,  con  ocasión 
del  desahncio  dispone  qoe  procede,  no  sólo  contra  los  inqoilinos,  administra- 
dores, porteros,  guardas,  etc.,  sino  contra  coalqaiera  otra  persona  qoe  dis- 
frote ó  tenga  en  precario  la  finca,  sea  rústica  ó  orbana,  sin  pagar  merced, 
siempre  qoe  faere  reqoerida  con  on  mes  de  anticipación  para  qoe  la  desocope, 
en  coyo  sentido  lo  ha  venido  acentuando  la  jorísprodencia  constante  del  Trí- 
bonal  Sopremo. 

Pero  nótese  qoe  eitepreeario  no  es  el  qoe  poeda  confondirse  con  el  como- 
dato, del  cual  le  separa  la  circunstancia  especial  de  la  clase  de  inmoeble  á 
qoe  se  refiere,  coando  en  el  comodato  el  objeto  del  mismo  recae  sobre  cosa 
moeble. 

Ko  se  extingoen  con  la  vida  de  las  personas  los  efectos  de  este  contrato; 
poes  pasan  á  los  herederos  de  las  mismas  como  todos  los  demás  derechos  y 
obligaciones  personales;  y  mientras  no  haya  terminado  ei  tiempo  convenido, 
las  cosas  caerán  en  poder  de  los  herederos  del  comodatario  para  qne  continúen 
osándolas  según  íoeron  concedidas  á  sn  cansante,  salvo  el  caso  en  qoe  el 
préstaoK)  se  hobiere  hecho  en  contemplación  á  la  persona  de  aqoél,  poes  en- 
tonces, cesará  con  so  moerte  el  comodato. 

La  determinación  y  precisión  con  qoe  están  redactados  los  artícolos  qoe 
motivan  este  comentario,  nos  relevan  de  mayores  locobraciones,  remitiendo 
al  lector  al  texto  expreso  de  la  ley. 
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CAPITULO  ri 

X>el  simple  préstamo 


Art.  fl  958.  El  que  recibe  en  préstamo  dinero  ú  otra 
000a  fnngible,  adquiere  su  propiedad,  y  está  obligado  i 
devolver  al  acreedor  otro  tanto  de  la  misma  especie  y  ca- 
lidad. 


752.  La  palabra  dinero  sólo  significa  moneda  corrienU^  como  asi 
lo  establece  el  Código  civil  en  éste  y  otros  de  sus  artículos;  y  esti- 
mándola en  otra  forma,  se  comete  error  de  derecho.— /S.  5  Julio  93. 
—O.  18  Nov. 


Art.  19541.  La  obligación  del  que  toma  dinero  á 
préstamo  se  regirá  por  lo  dispuesto  en  el  art.  1170  de  este 
Código. 

Si  lo  prestado  es  otra  cosa  fungible,  ó  una  cantidad  de 
metal  no  amonedado»  el  deudor  debe  una  cantidad  igual 
á  la  recibida,  y  de  la  misma  especie  y  calidad,  aunque  bu- 
fra  alteración  en  su  precio. 

Ajpí.  1955.  No  se  deberán  intereses  sino  cuando 
expresamente  se  hubiesen  pactado.- 


753.  Conforme  al  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  lo 
declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  no  cabe  dedu- 
cir intereses  de  cantidades  ilíquidas;  y  lo  son  todas  aquellas  en 
que  precisa  hacer  deducciones  por  cualquier  concepto. — S.  10 
eiembre  94.— G.  2  Marzo  95. 
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Aw^.  Í9ft6.  El  prestatario  que  ha  pagado  interoBee 
8in  estar  estipulados,  no  puede  reclamarlos  ni  imputarlos 
al  capital. 

A  rt.  i  959.  Los  establecimientos  de  préstamos  sobre 
prendas  quedan  además  sujetos  á  los  reglamentos  que  les 
conciemen. 


'IMPLE  préstamo  denomina  el  Código,  en  el  epígrafe  de  este  capitalo  se- 
gundo, al  contrato  conocido  hasta  ahora  con  el  nombre  de  mUuo^  ó  préstamo 
mutoo,  en  el  qne  puede  decirse  se  trata  sencillamente  de  prestaciones  efBcti- 
vas,  ó  sea  el  dinero  y  signo  qoe  le  represente.  Oro  es  lo  que  oro  vale;  y  en 
tal  sentidoi  cualquiera  qne  sea  la  forma  que  revista  externamente  el  valor  re- 
presentado por  el  objeto  de  la  contratación,  siempre  estará  líquida  y  eonodda 
por  su  equivalencia  con  el  dinero;  pues  las  especies  fungibles,  como  cereales  ó 
caldos,  cuya  devolución  debe  hacerse  en  cantidad  equivalente  de  igual  espe« 
cíe  y  calidad,  se  basan  siempre  en  la  estimación  relativa  con  el  numerario,  mis 
ó  menos  sobreen tendidamente;  pues  la  calidad  inferior,  superior,  extra,  etc.,ia 
aprecia  coa  rehición  al  valor  de  la  especie  en  el  mercado;  esto  es,  en  conside- 
ración al  precio  corriente  en  éste.  No  de  otro  modo  puede  entenderse  el  or 
plemento  á  metálico  por  deficiencia  de  la  calidad,  ó  por  déficit  de  la  cantidad, 
ó  por  sustitución  de  la  especie  por  otra,  cuando  ha  lugar  á  ello  convendooal 
ó  necesariamente. 

Defínese  el  simple  préstamo  como  c€/9Urato  #»  que  muí  ó  varias  feti(mu 
tníregan  á  oirá  ü  otra$  determinada  cantidad  de  una  eoaafnngikU^  con  U 
obligación  de  ser  devneUa  con  otro  tanto  de  la  mu  «a  eifocU  jr  calidad.  Los 
elementos  personales,  reales  y  formales  de  tal  contrato,  nos  harán  recordar, 
en  primer  término,  la  capacidad  de  las  personas,  y  dentro  de  ella,  su  diiliota 
consideración  áejnridicae  y  nalnrales^  legítima  ó  ilegítimamente  constitui- 
das aquéllas;  y  en  éstas,  la  edad,  el  estado,  el  sexo,  la  raxón  intelectual,  la 
libertad  civil...,  etc.,  del  hombre  y  de  la  mujer,  que  ya  han  sido  <^jeto  de  co- 
mentarios anteriores,  debiendo  sólo  recordar  ahora  lo  tantas  veces  repetido 
sobre  la  emancipación  de  los  menores  que  aun  con  ella  están  incapacitados 
dorante  sir  minoría  para  tomar  dinero  á  préstamo— art.  317  y  último  pimfo 
del  59,— ni  otra  alguna  cantidad  de  cosa  fnogible,  aua  cuando  ao  lo  expresa 
el  precepto;  pues  ya  hemos  dicho  que  oro  es  lo  que  oro  vale,  y  de  la  misn* 
manera  puede  el  menor  perjudicarse  con  el  préstamo  del  dinero  que  con  el  de 
trigo  ó  aceite,  etc.,  y  más  fácilmente  aun  en  estas  especies  que  en  aqoAUa. 
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Lo»  elementos  reales  del  simple  préstamo  serán  para  sa  eonstítarión,  la 
«trega  ó  tradición  de  la  cosa  íüngible  del  prestamista  al  prestatario,  pues  sin 
ella  DO  prodociria  efecto  alguno  el  contrato;  y  en  cnanto  á  so  consumación, 
la  vuelta  hecha  por  el  prestatario  al  prestamista  Je  la  equivalente  cantidad 
prestada,  cantidad  que  deberá  consistid  en  la  misma  especie  y  calidad  como 
base  de  la  equivalencia,  puesto  que  su  condición  de  fangibles  ó  consumibles 
al  primer  uso  implica  para  después  el  indispensable  término  de  comparación; 
y  más  aun  cuando  la  fungibilidad  no  depende  solamente  de  la  destrucción 
de  la  cosa  en  el  consumo,  sino  en  la  imposibilidad  de  readquirirla  después 
para  poderla  devolver  á  tiempo;  por  ejemplo,  la  moneda  acuñada,  los  billetes 
de  Banco,  no  se  destruyen  con  el  primer  uso,  como  se  destruye  el  trigo  que  sa 
siembra  ó  se  panea,  y,  sin  embargo,  se  estiman  íungibles  al  canybiar  el  valor 
representativo  de  la  especie  moneda. 

Los  elementos  formales  del  simple  préstamo  se  refieren  al  documento  en 
qoe  se  haga  constar  su  celebración,  sin  que  haya  precepto  especial  que  impon- 
ga una  forma  especial,  por  lo  que,  lo  mismo  podrá  acreditarse  su  existencia 
en  instrumento  público  que  en  documento  privado,  sin  perjuicio  de  aducir, 
á  poiieriari^  cualquiera  de  los  medios  de  prueba  reconocidos  por  derecho,  de 
los  que  nos  ocupamos  al  tratar  de  la  prueba  de  las  obligaciones.  Sin  embargo, 
conviene  recordar  el  precepto  del  art.  4180  en  lo  referente  á  las  obligaciones 
por  cantidad  superior  á  4.500  pesetas,  que  deberán  hacerse  constar  por  escri- 
to, aunque  sea  privado.  Cuando  el  simple  préstamo  esté  garantido  con  alguno 
de  los  otros  contratos  adjuntos  que  tiendan  á  asegurar  su  efectividad^  sujetan- 
do á  eiia  bienes  ó  derechos  reales  sujetos  á  inscripción  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  deberá  constar  precisamente  en  escritura  publica.  Las  letras  de 
cambio,  los  pagarés  á  la  orden,  las  libranzas  y  demás  formas  de  constituir 
obligaciones  procedentes  de  préstamo  de  dinero  ú  otras  especies  fungibles,  se 
regirán  por  los  preceptos  del  Código  de  Comercio  y  de  las  leyes  complemen- 
tarias de  la  materia. 

El  simple  préstamo  es  gratuito  por  naturaleza,  esto  es,  que  el  prestatario 
cumplirá  íntegramente  su  obligación  para  con  el  prestamista  devolviéndole 
la  cantidad  de  especie  y  calidad  que  de  él  recibiera;  pero  como  no  es  circuns- 
tancia esencial,  podrá  agregarse  el  pacto  expreso  de  la  devengación  de  inte- 
reses, y  serán  éstos  tan  exigibles  como  la  cantidad  prestada  mediante  el  ejer- 
deio  de  la  acción  personal  correspondiente,  que,  como  es  sabido,  asiste  al 
acreedor  y  á  sus  sucesores  contra  el  deudor  y  los  suyos  para  el  reintegro  del 
débito.  £1  pacto  de  intereses  es  una  convenció^  accesoria  del  simple  préstamo, 
y  deberá  hacerse  constar  tan  eficazmente  como  el  préstamo  misiho;  en  térmi- 
nos que,  si  no  llegare  á  justificarse  la  existencia  de  los  intereses  pactados  ex* 
presamente^  el  préstamo  se  entenderá  siempre  gratuito. 
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Ahora  bien:  desde  qae  U  ley  de  U  de  Mano  de  4856  antorísó  el  paeto  de 
intereses  en  el  simple  préstaou^  estableeiendo  se  hiciese  constar  pot  aerité^ 
bajo  pena  de  nulidad,  se  consideró  el  contrato  de  intereses  como  laAaica 
forma  qne  quedaba  vigente  de  los  contratos  literales  qoe  reconocía  el  deredio 
romano.  Hoy  nuestro  Código  no  exige  terminantemente  qne  deban  constar 
por  escrito  los  intereses  pactados^  por  lo  cnal  se  repotará  válido  y  efieaa  el 
pacto  de  intereses  siempre  qne  se  justifique  por  cualquiera  de  loa  medios  de 
probar  las  obligaciones  el  pacto  expreso  de  aquéllos,  según  determina  el  ar- 
tículo 4755;  pues  no  justificándose  debidamente,  el  préstaáoo,  como  deaamoi, 
se  reputará  gratuito.  Esto  no  obstante,  el  prestatario  que  hubiese  pagado  in- 
tereses sin  estar  estipulados,  no  podrá  reclamarlos  ni  imputarlos  al  capital, 
según  expresión  terminante  del  art.  4756,  así  como  tampoco  podrá  evitar  le 

I  sean  exigidos  y  condenado  judicialmente  á  su  pago,  cuando,  por  haberse 

constituido  en  mora,  haya  incurrido  en  la  responsabilidad  de  indemniíar  da- 
ños y  perjuicios  al  acreedor,  que,  según  el  art.  4408,  si  la  obligación  eonsis» 
tiera  en  el  pago  de  una  cantidad  de  dinero,  ó  sea  moineda  U9uél  y  comenU^ 
aquélla  consistirá  en  el  interés  legal,  ó  sea  el*del  6  por  400  al  año,  á  no  se 
hubiese  convenido  tipo  diferente. 

Los  intereses,  como  pacto  adjunto  al  simple  préstamo,  constituyen  un  na- 
dimiento  conceptuado  jurídicamente  como  frutos  civiles,  á  diferencia  de  k» 

^  frutos  naturales,  que  producen  para  su  dneiío  otras  clases  de  bienes  en  donde 

suelen  las  personas  fundar  su  estado  económico  social.  Pero  mientru  nadie 

'  ha  regateado  al  propietario  de  inmuebles  el  derecho  á  exigir  el  importe  del 

arrendamiento  convenido  con  el  arrendatario  ó  colono,  ha  sido,  es  y  será 

i  objeto  de  críticas  y  aun  de  censuras  el  de  los  intereses  que  cobra  el  presta- 

mista al  prestatario  en  consideración  á  U  cantidad  prestada. 

Esta  preocupación  va  seguramente  degenerando;  pero  es  tan  antigaa 
casi  como  lo  son  las  necesidades  humanas  y  el  afán  en  la  condición  del  bom- 
bre.  Hubo  una  época  en  que,  teniendo  en  cuenta  que  los  rendimientoe  paga- 
dos al  dueño  de  los  bienes  obedecían  á  la  productibilidad  de  dichos  bienes  tu 
favor  de  las  personas  que  de  ellos  se  servían,  y  en  consideración  á  sos  mismos 

,  productos,  por  ejemplo,  en  el  arrendamiento,  en  el  censo,  etc.,  se  repelió  la 

idea  del  interés  del  dinero  desde  el  momento  mismo  en  que  se  cayó  en  la  cuenta 

f  4e  qoe  ninguna  de  las  muchas  piezas  monetarias  que  entraban  en  el  bolsillo 

I  descubrió  órgano  alguno  particnlar  que  la  hiciere  propia  para  la  procreación, 

i  de  donde  partió  Aristóteles  para  aventurar  el  principio:  pecumU  noñptriip^ 

cuniam^  esto  es,  que  el  dinero  es  estéril;  lo  cual  fué  proclamado  por  los  filéso- 
fos  de  la  antigüedad,  concluyendo  por  resolver  en  sus  lucubraciones  coreadas 
por  la  muchednmbre,  que,  si  el  dinero  es  estéril,  era  una  gran  iiyasticia  exigir 
intereses  por  prestarlo.  Con  estas  creencias  tan  halagadoras  para  la  uuaM^ 


í 
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mayoría  de  la  humanidad,  á  qja»  pertenece  la  clase  necesitada  y  menesterosa* 
coincidió  la  predicación  de  Jesucristo  y  la  influencia  del  cristianismo»  coy* 
carácter  distintivo  es  el  amor  hacía  todos  los  hombres  y  la  conmiseración  por 
los  desgraciados,  y,  el  pi/i^mm  date  nikil  imde  speraníes^  que  dijo  Jesucristo,  —      ,  | 
'pin,    "^r***  S^°  Lucas  (4),  íuó  exageradamente  comentado  por  los  predicadores  I 

I  de  la  doctrina  cristiana,  contrastando  con  el  aián  de  los  hombres  adineradoa 

que,  más  ó  menos  hipócritamente,  anhelaban  por  la  usura,  enmascarando  unas 
veces  su  codicia  con  las  daciones  á  censo  y  otras  formas  diversas  para  no 
caer  en  las  censuras  de  la  Iglesia  ni  en  las  penas  de  excomunión»  iníamla  ó 
indignidad  para  el  Sacramento  de  la  Eucaristía  y  de  sepultura  eclesiástica  (2), 
y  otras,  con  el  cínico  descaro  que  representa  la  consabida  frase  de  «una  cosa 
es  predicar  y  otra  es  dar  trigo»,  que  le  oponían  los  Matatías  impenitentes. 

Hoy  es  una  necesidad  el  interés  del  dinero  y  lo  será  más  cada  día,  puesto 
que  se  va  generalizando  la  práctica  de  que  cierren  las  cuentas  siempre  con  dé- 
ficit ó  con  una  nivelación  oportuna,  cuando  no  con  un  cínico  y  falso  supe* 
rávit  Las  más  grandes  naciones,  viviendo  como  viven  de  la  trampa,  nos  dan 
el  mayor  ejemplo  con  el  inmenso  número  de  millones  que  constituyen  U 
deuda  pública,  repartida  en  láminas  que  poseen  propios  y  extrafios,  producién- 
doles un  interés  del  3  ó  el  4  por  400^  que  la  industria  del  hombre  procura  mul- 
tiplicar balanceando  la  estimación  nominal  en  mercados  y  Bolsas  con  el  cons* 
tante  flujo  y  reflojo  de  las  jugadas  al  alza  y  á  la  baja. 

La  deuda  pública  de  las  naciones  produce  desde  luego  sus  intereses  en  hr 
vor  de  los  acreedores,  que  son  los  que  poseen  aquellas  láminas  fraccionarias 
de  la  gigantesca  balumba  que  estremece  los  Estados,  y  esa  misma  deuda  fa- 
cilita otras  operaciones  trampísticas,  digámoslo  así,  que  consisten  en  levantar 
otros  créditos  con  dichas  láminas  debitorias,  empeñándolas  en  garantía  de 
otras  deudas  que  contraen  sus  particulares  poseedores  para  fianzas,  pignora- 
ciones, etc.,  que  á  su  vez  producen  mayor  ó  menor  interés. 

Los  Bancos,  los  Montes  de  Piedad  y  Cajas  de  Ahorros  reciben  imposietonea 
de  caudales  dando  interés,  y  las  prestan  también  del  mismo  modo;  el  comer- 
cio particular  hace  otro  tanto,  y...  muchas  personas  viven  del  interés  que  les 
produce  el  préstamo  de  su  dinero  á  quienes  lo  han  de  menester  para  fines  de 
todo  género.  Mas  he  aquí  por  dónde  surgen  otra  vez  las  protestas  contra  la 


I  ¿6 


L)     «Dad  prestado  sin  exig^ir  por  ello  nada.»  Bvaog^elio,  oapitalo  e.^  ver* 
aioulo  95. 

fS)    Decretales.  Greg.,   ttt.  19  de  wf«m,  libro  5.^  Clement,  capitulo  único, 
ptorafo  í.»,  tlt.  6.*,  Ubro  5.» 
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ii8ora  y  ei  clamoreo  general  de  la  machednmbre.  La  caaaa  civil  del  contrato 
de  préstamo  es  tan  varia  y  pnede  ser  tan  diversamente  apreciada,  qae  con  fa- 
cilidad sama  nos  hará  ver  en  ello,  en  vei  de  an  contrato  lícito,  nna  repug- 
nante expoliación,  enmascarada  con  el  semblante  de  un  simple  préstamo  /r«- 
(niío  que  lleva  acumulada  la  gabela  en  el  capital,  ó  con  las  aparíenciu  de  na 
depósito  voluntario  qae  hace  el  prestamista  para  defender  el  éxito  de  la  ope- 
ración, entrelazándola  con  las  mallas  aflictivas  del  Código  penal.  No  está  per- 
mitida en  nuestra  patria  la  prisión  por  deudas;  pero  (cuántos  habrán  expiado 
en  los  establecimientos  correccionales  las  consecuencias  del  no  pagar  un  sim- 
ple préstamo  llamado  depósito  en  un  momento  de  angustia  ó  de  apremiante 
necesidad  ó  de  irreflexiva  complacencia  á  la  insaciable  codicia  de  un  usu- 
rero! Los  Tribunales  de  justicia  criminal  miran  con  gran  cuidado  y  preocu- 
pación estas  operaciones  para  no  dejarse  sorprender  fácilmente  por  las  apa- 
riencias, y  constantemente  dan  pruebas  de  ello.  Las  apariencias  al  fio  enga- 
ñan, y  á  esos  casos  se  referían  nuestras  consideraciones. 

El  interés  del  dinero  del  prestamista  particular  y  oscurecido,  que  busca  el 
lucro  ocultando  su  persona  tras  otra  interpuesta,  llamada  agente  ó  corredor, 
y  reserva  su  nombre  con  la  acostumbrada  orden  en  blancOy  y  defrauda  al  Te- 
soro público  sin  agremiarse;  ese  interés  que  explota  la  jiiecesidad  del  prójimo 
con  más  ahinco  mientras  es  la  necesidad  mayor,  que  arranca  el  grito  herido 
de  los  damnificados  ante  el  rigor  de  sus  verdugos  opresores,  no  es  el  interés 
jurídico,  sancionado  por  el  derecho  y  por  la  ley;  es  la  cormpteU,  es  el  abuso 
de  una  facultad,  es  el  colmo  del  afán,  es  la  avaricia  qae  no  entra  para  nada 
dentro  del  concepto  general  del  interés  del  simple  préstamo,  por  más  que  no 
haya  en  la  ley  una  cortapisa  atemperadora,  ni  pueda  haberla,  segün  ens^  U 
historia,  maestra  de  la  vida.'  La  ley  de  Moisés  estableció  el  año  MMtc0,qoe 
de  siete  en  siete  años  abolía  todas  las  deudas,  y  el  año  defuhileo^  que,  de  cin- 
cuenta en  cincuenta,  traía  la  restitución  de  todos  los  bienes  enajenados,  según 
el  Deuteronomio,  que  perseguía  el  fin  de  que  todos  conservaran  sus  bienes  en 
cuanto  fuera  posible. 

El  interés  ha  recibido  distintos  nombres  según  su  causa  ocasional,  y  se 
llama  compensatorio  cuando  representa  ó  sustituye  al  daño  emergente  ó  al 
lucro  cesante  que  el  que  prestó  experimenta  en  sua  bienes  por  carecer  de  su 
dinero  para  una  necesidad  ó  para  un  negocio,  á  cuyo  interés  se  refiere  la  co- 
nocida locución  daños  y  perjuicios.  Se  llama  pmnitorio  cuando  el  interés  se 
establece  como  pena  para  el  prestatario  que  no  cumple  con  la  devolución  de 
la  cantidad  prestada  é  incurre  en  mora,  cuyo  precepto  puede  considerarse  in- 
cluido también  en  la  misma  locución  de  daños  jr  perjniciosy  como  ocasional 
del  daño  emergente  y  del  lucro  cesante.  Y,  últimamente,  se  dice  heratsrio  ó 
lucrativo  el  que  se  exige  de  la  persona  á  quien  se  presta  dinero  ú  otra  coa 
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íongible,  solamente  por  razón  del  préstamo—^  9i  mutui-^n  consideración 
al  beneficio  del  prestatario,  al  oficio  de  prestamista,  y  aun  al  riesgo  de  per- 
derse la  cantidad  prestada;  esta  especie  de  interés  es  el  más  general  y  co- 
rriente, y  equivale  á  los  fmtos  civiles  de  bienes,  cayo  valor  está  representado 
en  forma  fangible,  á  diferencia  de  la  no  fongible  qne  ostentan  los  inmuebles 
y  los  muebles  que  producen  frutos  naturales  y  frutos  industriales  y  civiles. 


TÍTULO  XI 

Del  depósito. 


CAPÍTULO   PRIMERO 
Del  depósito  exx  g^exieral  y  de  sue  diversas  especies» 


Ari.  1959.  Se  constituye  el  depósito  desde  qne  ano 
recibe  la  cosa  ajena  con  la  obligación  de  guardarla  y  de 
restituirla. 

Art.  1959.  El  depósito  puede  constituirse  judicial 
ó  eztrajudicialmente. 


s 


IL  Código,  para  dar  una  idea  del  contrato  de  depósito,  dice  en  el  prime- 
ro de  los  artícalos  transcritos,  qae  se  constituye  desde  qne  ano  recibe  la  cosa 
ajena  eon  obligación  de  goardarla  y  rettitoirla,  y  sin  embargo,  no  completa 
la  definición,  pnes  falta  la  expresión  de  las  condiciones  qne  complementan  el 
carácter  de  este  contrato,  tales  como  la  de  que  el  servicio  es  gratnito,  la  de 
qne  el  depositario  ha  de  devolver  las  cosas  caando  se  las  reclame  sn  dueño, 
y  la  de  qne  el  mismo  depositario  no  ha  de  poder  asar  por  sí  las  cosas  depo- 
sitadas; elementos  todos  de  qae  la  ley  se  ocnpa  más  adelante,  como  después 
▼eremos,  limitindose  en  el  segundo  de  los  preinsertos  articules  á  decir  que 
el  depósito  puede  constituirse  judicial  ó  extriyndicialmente,  como  aatídpaB- 
do  la  idea  general  del  depósito  y  del  secuestro. 
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Aparte  del  depósito  jodicial  llamado  secoestro,  y  del  depósito  miserable 
ó  neeeaarío,  no  es  frecaente  la  necesidad  del  depósito;  pero  el  volantarío  lleva 
en  si  una  gran  base  de  moralidad,  por  comprender  un  acto  de  confianza  de 
parte  del  deponente  y  una  prestación  amistosa  por  parte  del  deposita- 
río.  Por  eso  las  leyes  bistóricas  de  todos  los  pueblos  y  tiempos  reconocen- 
en  el  depósito  un  carácter  sagrado  y  es  apreciado  en  el  gmpo  de  los  con- 
tratos de  beneficencia,  que  pueden  realizarse,  bien  dando  una  cosa — dona- 
ettfii,-- bien  dando  el  nso  de  nna  cota— comodato  y  w«^im7,— bien  dando  los 
servicios  personales— «laikftiro  y  ^(ínVo.— Obsérvase  desde  Inego  qne  todos 
estos  contratos  tienen  nn  fondo  de  liberalidad  y  de  utilidad  manifiestos  en 
un  contratante  qne  no  corresponde  con  la  del  otro,  pnesto  qne  en  la  dona- 
eiá»t  Mf»/»o  y  comodato  es  referida  á  la  parte  qne  recibe  la  cosa,  y  en  el  man- 
dato y  depósito  al  mandante  y  al  deponente;  mas  como  en  todos  estos  con- 
tratos el  fin  propuesto  es  el  que  los  caracteriza,  allí  donde  el  fin  manifiesto 
sea  donar,  ó  entregar  en  mntno,  ó  conferir  mandato  ó  confiar  custodia,  allí 
existirán  tales  contratos,  aunque  en  la  especialidad  de  cada  caso  se  modifique 
la  naturaleza  del  contrato  con  el  pacto  no  usual  de  remuneraciones,  sin  que^ 
obste  el  que  por  la  dicha  remuneración  resulten  ciertas  analogías,  como  suce- 
dería, por  ejemplo,  respecto  del  mandato  y  del  depósito  retribuidos,  con  la 
locación  de  servicios,  y  por  ello  puede  ser  el  depósito  retribuido  sin  que 
pierda  su  esencialidad,  como  lo  prueba  la  moderna  institución  de  los  Docks  ^ 
que  no  es  otra  cosa  que  el  depósito  retribuido. 

La  ley  S.*,  tít.  S.*',  Partida  5.^,  dice:  «Otrosi  toma  ome  en  condessijo  las 
cosas,  quando  non  rescibe  precio  nin  galardón  por  guardarlas.  Ca  si  lo  resci- 
biese  ó  prometiesen  de  gelo  dar,  estonze  non  sería  condessijo,  mas  sería  lo- 
guero, pues  algo  señalado  toma  por  la  guarda»;  y  la  3.*  del  mismo  título  y 
Partida,  añade:  «El  tercero  caso  es,  quando  rescibe  precio  por  guardar  la  cosa 
que  le  dan  en  condessijo».  El  término  de  colocación  de  los  dos  preceptos  ci- 
tados impone  la  necesidad  de  estimar  que  el  segundo  es  de  fuerza  derogato- 
ria con  relación  al  primero,  porque  no  pndiendo  anularse  mutuamente,  asi  lo 
exige  la  naturaleza  más  teórica  del  primero  y  más  preceptiva  del  segundo. 

Cosa  distinta  es  la  de  que,  mientras  esas  retribuciones,  remuneraciones, 
compensaciones  ó  precios,  como  les  llama  dicba  ley  3.*,  no  resulten  estipula- 
das, los  contratos  antes  aludidos,  y  entre  ellos  el  de  depósito,  se  presumirán 
gratuitos  ó  dé  beneficencia. 

En  cuanto  á  la  cualidad  de  contrato  que  pueda  ó  no  corresponder  al  depó- 
sito y  á  su  naturaleza  jurídica,  nos  ocuparemos  ai  estudiar  los  capítulos  si- 
guientes del  título  que  examinamos,  consignando  aquí  como  pertinente  á  la 
materia  de  depósitos,  que  por  derecho  foral  en  Aiugón  sólo  puede  probarse 
el  depósito  con  documentos;  y  para  garantir  la  obligación  de  restituirlo  el  de- 
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posíurio,  no  poede  alegarse  la  aoieneia  por  cansa  pAbliea,  y  a  el  citado  para 
ello  no  comparece,  el  Jaez  debe  mandar  vender  sos  bienes  hasta  cnbrtr  la 
cnantia  del  depósito;  y  en  Navabea  no  puede  hacerse  prenda  en  la  cosa  de- 
positada, ni  oponerse  compensación  ni  retención  caando  se  reclama. 

Y  en  orden  al  derecho  internacional,  el  contrato  de  depósito  se  rige  por  la 
iea  ¡oci  contraetus.  Y  esto  en  general,  porqae  según  la  doctrina  de  algunos 
autores,  en  casos  análogos  á  los  previstos  por  nuestro  Código  en  el  art.  4766, 
en  relación  con  el  4 105, 4482  y  otros,  tiene  el  depósito  un  carácter  espeml, 
que  hace  que  pueda  aplicarse  lo  en  ellos  preceptuado  á  todos  los  depósitos, 
cualquiera  que  seael  país  donde  aquél  se  haya  constituido,  porque  la  irrea- 
poBsabilidad  de  la  persona  respecto  de  todo  hecho  que  le  ha  sido  imposible 
prever  y  evitar,  es  un  principio  de  derecho  y  de  moral  universal  que  debe 
estar  reconocido  en  todos  los  Códigos,  y  si  en  algunos  no  lo  esluvtwo,  dobe 
considerarse  en  los  demás  países  esta  cuestión  como  de  orden  público,  por  lo 
menos  cuando  se  trata  de  depósitos  necesarios,  pues  á  los  voluntarios  es  moy 
dudoso  que  tenga  aplicación  este  principio,  puesto  que  no  está  prohibido  pac  - 
lar  la  incondicional  responsabilidad  del  depositario,  si  bien  en  ciertos  casos 
variaría  ésta  la  naturaleza  del  contrato,  sobre  todo  si  el  depósito  no  era  gra- 
tuito. Las  demás  cuestiones  que  en  la  materia  pueden  surgir,  y  en  que  sea 
parte  algún  extratyero,  no  ocasionarán  dudas  ni  dificultades,  pudieudo  resol  - 
verse  con  arreglo  á  ios  preceptos  del  Código  civil,  del  de  comercio,  del  penal 
y  de  las  leyes  de  política. 


CAPITULO  II 
JDel  depósito  propiamente  diclio. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DI  LÁ  NATURALEZA  Y  BSCMCIA  DBL  CONTRATO  DS  DKPÓBITO 

Art.  iV60.    El  depósito  es  un  contrato  gratuito» 
Salvo  pacto  en  contrario  (i). 


(1^     V'^éase,  como  concordante,  el  art.  1ÍÍ50. 
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Apt.  1761 .    Sólo  pueden  ser  objeto  del  depósito  las 
cosas  muebles  (1). 

Avi,  1 709.    El  depósito  extrajudiclal  es  necesario 
ó  voluntario. 


H: 


EMOS  dicho  qoe  el  depósito  es  nn  acto  por  el  coal  se  reciben  cosas  aje- 
nas para  su  gaarda  con  la  obligación  de  devolverlas  oporto ñamante,  ó  sea 
cuando  su  dueño  las  reclame,  y  la  de  custodiarlas  sin  detrimento  ó  menoscabo; 
noción  general  que  se  completa  con  la  distinción  de  deposito  voluntario,  pro- 
piamente dicho,  y  judicial  ó  secuestro.  El  primero  es  un  contrato,  como  pro- 
ducto de  la  voluntad  de  las  parles,  y  el  segundo  un  acto,  porque  su  origen 
ordinariamente  es  un  acuerdo  judicial  sujeto  á  las  reglas  del  enjuiciamiento; 

< 

afirmación,  esta  ultima,  no  tan  cierta  como  á  primera  vista  parece, porque  tanto 
puede  ser  judicial  como  convencional,  y  aun  en  este  último  caso,  la  relación 
jurídica  no  se  crea  sólo  por  el  decreto  del  Juez,  sino  mediante  el  concurso  de 
la  voluntad  de  aceptar  del  depositario,  y  por  tanto,  sin  negar  la  especialidad 
del  origen  de  esta  clase  de  depósitos,  hay  que  convenir  en  que  su  constitución 
requiere  el  concurso  de  la  voluntad  del  deponente  y  del  depositario,  snnlida  ó 
presunta  la  del  primero  por  la  determinación  judicial,  y  real,  la  del  begundo 
por  !a  aceptación. 

Es,  pues,  el  contrato  de  depósito  en  su  naturaleza  jurídica  un  contrato  real, 
y  su  requisito  característico  la  entrega  de  la  cosa  al  depositario,  que  deter- 
mina una  de  sus  cansas  de  perfección;  pero  verificada  sólo  para  su  custodia, 
y  no  para  usarla,  como  en  el  comodato,  ni  para  consumirla,  como  en  el  mu- 
tuo; porque  la  simple  entrega  de  la  cosa  sin  aquella  intención  no  dará  logar 
al  depósito,  sino  á  cualquier  otro  contrato;  porque  si  se  realizara  la  entrega  de 
cantidad  á  una  persona  para  que  satisfaga  un  crédito  á  tercero,  aun  cuando 
haya  de  conservarla  desde  que  la  recibe  hasta  que  la  entrega,  no  existe  depó- 
sito, y  sí  mandato,  sucediendo  lo  mismo  con  la  entrega  de  títulos  y  documen- 
tos que  para  la  defensa  de  un  derecho  haga  el  mandante  á  su  Procurador; 
porque  el  fin  de  la  entrega  no  es  la  custodia  de  los  documentos,  y  sí  el  de  ale- 
garlos y  utilizarlos  en  la  defensa  encomendada. 

La  naturaleza  del  contrato  qoe  nos  ocupa  exige  también  la  determinación 
del  caso  en  que  ?<»».  nnih'flral  ó  bi-atcral,  lo  da  v^z  ^ae  rsf  como  su  carácter 

(1)     Véase,  oomo  concordante,  al  art.  335. 
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de  real  te  refiere  á  la  perfección,  el  qae  sea  aoilateral  6  bilateral  .se  refiere  á 
so  contenido  y  efectos,  y  así  qoe,  cuando  se  mantenga  en  sa  condición  gene- 
ral de  gralnito,  será  unilateral,  y  cuando  se  establezca  retribación  en  faver  del 
depositario,  su  naturaleza  será  bilateral. 

^Condessijo,  dice  la  ley  4.',  (ít.  3.®  de  la  Parlida  5.',  á  qoe  llaman  en  la- 
tín dipoMUum^  es  quando  un  orne  da  á  otro  su  cosa  en  guarda  fiándose  en  él. 
£  tomó  este  nome  de  peño,  que  quiere  tanto  decir,  como  poner  de  mano  en 
guarda  de  otro  lo  que  quiere  condesar.! 

El  depósito  se  clasiñca,  en  depósito  propiamente  dicho,  y  secuestro,  consti- 
loyóndose  aquél  tin  ocasión  de  litigio  y  ésle  con  motivo  de  cuestión  judicial, 
coincidiendo  ambos  en  el  fin  inmediato  y  común  de  custodia  de  las  cosas.  El 
depósito  propiamente  dicho  se  divide  en  voluntario  ó  simple,  necesario  ó  mi- 
serable, según  que  sea  producto  libre  de  la  voluntad  del  deponente  ó  conse- 
cuencia forzo;ia  de  alguna  desgracia  ó  accidente  que  motiva  la  necesidad  de 
sn  constitución,  como  inundación,  incendio,  etc.  El  depósito  voluntario  ó 
simple  se  subdivide  á  su  vez  en  regular  é  irregular,  según  que  se  constituya^ 
como  de  ordinario  ocurre,  en  cosas  no  fungibles,  ó  si  no  lo  fueran  coando  se 
entregan  cerradas,  selladas  ó  de  otro  modo  análogo  que  obliga  al  deposita- 
río  á  devolver  las  mismas  cosas  y  no  otras  de  igual  especie,  calidad  y  canti- 
dad, ó  según  que  el  depósito  verse  sobre  cosas  fungibles  sujetas  á  peso,  nú- 
mero ó  medida,  que  el  depositario  puede  consumir  y  devolver  otras  de  la 
mi^ma  especie,  calidad  y  cantidad.  En  el  primer  caso,  el  depósito  se  llama  re- 
gular, y  en  el  segundo  irregular,  y  aun  cuando  éste  por  sos  apariencias  po- 
diera  confundirse  con  el  mutuo,  se  diferencian  en  las  causas  que  motivan  ono 
y  otro,  en  la  prelación,  en  el  ejercicio  de  las  acciones  que  producen  y  en  el 
tiempo  en  que  pueden  ejercitarse,  puesto  que  la  causa  del  mutuo  es  la  necesi- 
dad del  mutuario  y  la  del  depósito  la  necesidad  del  deponente;  la  acción  de 
éste  es  preferente  á  todas  las  demás  personales,  y  en  el  mutuo  no  tiene  ningún 
privilegio  la  del  mutuante  contra  el  mutuario,  y  el  ejercicio  de  tales  accionea 
poede  realizarse  siempre  por  el  deponente,  y  en  el  mutuo  sólo  puede  pedirte 
por  el  mutuante  la  devolución  de  la  cosa  sino  en  el  tiempo  estipulado. 

El  depósito  irregular  será  expreso  cuando  haya  de  devolverte  otro  tanto 
ignal  en  especie  y  calidad  de  la  cosa  entregada;  y  tácito,  cuando  no  se  pacte 
la  forma  de  realizar  la  devolución,  podiendo  también  el  necesario  ser  expreso, 
tácito  y  presunto,  según  que  terminantemente  se  concierte  entre  las  partes, 
te  haga  sin  oposición  del  depositario  conociéndolo  éste,  ó  te  realice  tin  inter- 
vención del  depositario  cuando  éste  después  consienta  ó  acepte  ras  conté- 
coenciat. 

El  secuestro,  según  que  tenga  por  origen  el  acnerdo  de  los  litigantes  é  la 
sola  iniciativa  ó  determinación  del  Jaea,  terá  convencional  ó  jodicial. 
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^  por  último,  los  depósitos  pueden  tener  el  carácter  de  legales  coando  te 
bacen  por  consecaenda  de  an  precepto  de  la  ley,  y  de  especiales  siempre  que 
su  coDstitQción  4e  realice  en  establecimientos  públicos,  creados  al  efecto,  qoe 
se  rigen  por  leyes  especiales. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

JDBL    DfiPÓBIT9    VOLUMTABIO 


B, 


Ari.  I703.  DepÓBÍto  voluntario  es  aquel  en  que  se 
hace  la  entrega  por  la  voluntad  del  depositante.  También 
puede  realizarse  el  depósito  por  dos  ó  más  personas,  que 
se  crean  con  derecho  á  la  cosa  depositada,  en  un  tercero, 
que  hará  la  entrega  en  su  caso  á  la  que  corresponda. 

Art.  I VO JL.  Si  una  persona  capaz  de  contratar  ucep- 
ta  el  depósito  hecho  por  otra  incapaz,  queda  sujeta  á  to- 
das las  obligaciones  del  depositario,  y  pueide  ser  obligada 
á  la  devolución  por  el  tutor,  curador  ó  administrador  de 
la  persona  que  hizo  el  depósito,  ó  por  ésta  misma,  si  lle- 
ga á  tener  capacidad. 

Ari,  I705.  Si  el  depósito  ha  sido  hecho  por  una 
persona  capaz  en  otra  que  no  lo  es,  sólo  tendrá  el  deposi- 
tante acción  para  reivindicar  la  cosa  depositada  mientras 
exista  en  poder  del  depositario,  ó  á  que  éste  le  abone  la 
cantidad  en  que  se  hubiese  enriquecido  con  la  cosa  ó  con 
^1  precio. 


ÍL  depósito  es  Toloatario  caando  libremente  y  sin  obedecer  á  presión  al- 
gana  se  eonstitayen  las  cosas  en  guarda  de  ana  tercera  persona,  puesto  qne 
la  entrega  se  hace  por  la  propia  volnntad  del  depositante,  y  conforme  al  pre- 
cepto de  la  ley  también  podrá  hacerse  el  depósito  por  dos  ó  más  personas  qae 
se  crean  con  derecho  á  la  cosa  que  sea  objeto  del  mismo,  teniendo  entonces 
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U  particQltrídad  el  contrito  de  que  el  depositarío  hace  la  entrega  ó  devol«- 
ción  de  la  cosa  á  aqael  de  los  depositantes  i  cayo  favor  se  declare  el  derecho 
á  eUa. 

Los  requisitos  de  esta  clase  de  depósitos,  ó  sea  de  los  volantaríos,  pue- 
den referirse  á  las  personas  y  á  las  cosas.  En  cnanto  á  las  primeras  no  se 
exige  sino  que  tengan  capacidad  para  contratar  j  obligarse,  sin  considera- 
ción á  sa  estado,  ya  sean  clérigos,  religiosos  ó  seglares;  mas  como  la  capa- 
cidad, ha  de  apreciarse  con  relación  á  ambos  contrayentes,  establece  el  Có- 
digo en  los  artícnlos  qne  encabezan  este  comentario  las  reglas  que  han 
de  regir  la  materia,  y  tenerse  por  tanto  presentes.  Así,  si  ana  persona  ca- 
paz de  contratar  acepta  el  depósito  hecho  por  otra  incapaz,  qoeda  sujeta  á 
todas  las  obligaciones  del  depositario  y  pnede  ser  obligada  á  ladevolnción 
por  el  representante  legal  del  incapaz.  Pero  si  el  deposito  ha  sido  hecho  por 
ana  persona  con  capacidad  necesaria  para  ello  en  otra  qne  no  lo  sea,  sólo 
tendrá  acción  el  depositante  para  reivindicar  la  cosa  depositada  mientras 
exista  en  poder  del  depositario,  ó  á  qne  éste  le  abone  la  cantidad  en  qne  se 
hubiese  enriquecido  con  la  cosa  ó  con  su  precio;  y  aun  cuando  hay  quien  en- 
tiende que  tal  acción  reivindicatoría  se  da  también  en  favor  del  depositante 
cuando  la  cosa  ha  pasado  á  poder  de  un  tercero,  esto  no  puede  sostenerse, 
porque  el  art.  4765  transcrito  terminantemente  la  otorga  sólo  cuando  se  hall^ 
en  poder  del  depositario,  y  es  un  principio  de  derecho  que  no  pueden  hacerse 
distinciones  allí  donde  la  ley  no  distingue,  concediendo,  para  el  caso  en  que 
haya  pasado  á  un  tercero,  el  de  exigir  el  precio  de  la  cosa  misma,  ó  sea  la 
cantidad  en  que  se  hubiese  enriquerido  coa  la  una  ó  con  el  otro,  por  el  prin- 
cipio también  de  derecho  de  qne  nadie  puede  enriquecerse  con  perjuicio 
de  otro. 

En  cuanto  á  las  cosas,  es  característico  en  el  depósito  que  sean  muebles, 
pues  ya  hemos  visto  en  estndios  anteriores  y  en  el  precepto  legal,  que  no 
pueden  ser  objeto  de  depósito  los  inmuebles.  En  la  ley  de  Partida  se  dijo  que 
podían  ser  dadas  en  depósito  c.las  cosas  de  cualquier  manera  que  sean,  mas 
propiamente  usan  á  dar  más  las  cosas  muebles  que  las  otras»;  y  si  bien  esto 
pudo  dar  lugar  á  dudas,  el  Código  ha  establecido  terminantemente  la  doctripa 
de  que  sólo  pueden  ser  objeto  de  depósito  las  cosas  muebles. 

Finalmente,  en  orden  á  los  elementos  formales  del  depósito  voluntario, 
no  estando  vigentes  las  leyes  romanas  que  establecieron  la  forma  escrita  y  la 
intervención  de  tres  testigos,  no  hay  forma  alguna  especial  para  este  contrato; 
según  el  derecho  de  Castilla  anterior  al  Código  civil,  puede  celebrarse  por 
escrito  ó  de  palabra,  y  probarse  por  cualquiera  de  los  medios  establecidos  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en  el  Código  que  nos  ocupa. 
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DE  LAS  0BLIOACI0NB8  BEL  DEPOSITARIO 


Api.  I7GO.  El  depositario  está  obligado  á  guardar 
la  cosa  y  restituirla,  cuaudo  le  sea  pedida,  al  depositante, 
ó  á  sus  causahabientes ,  ó  á  la  persona  que  hubiese  sido 
designada  en  el  contrato.  Su  responsabilidad,  en  cuanto 
á  la  guarda  y  la  pérdida  de  la  cosa,  se  regirá  por  lo  dis- 
puesto en  el  tit.  1.^  de  este  libro. 

754.  El  hecho  de  presentar  un  individuo  en  el  acto  de  una  su- 
basta judicial  el  resguardo  del  depósito  constituido  á  nombre  pro- 
pio por  otro,  siquiera  manifestase  que  iba  á  hacer  postura  para  ce- 
der á  éste  el  remate,  no  implica  que  se  hallara  autorizado  para  uti- 
Mzarlo  ni  en  provecho  propio  ni  en  perjuicio  del  depositante,  por 
lo  cual  no  pudo  declararse  sujeto  el  depósito  á  las  responsabilida- 
des contraídas  por  el  primero  sin  infringir  los  artículos  1259  y  1766 
del  Código  civil.— iS.  7  Nav,  91.--Q.  16  Dic. 

755.  No  infringe,  ni  puede  infringir  el  Tribunal  sentenciador, 
el  preinserto  art.  1766,  cuando  en  el  pleito  no  se  trata  sobre  la  pér- 
dida ó  destrucción  de  valores  depositados  en  una  sociedad  de  cré- 
dito por  culpa  ó  sin  ella  de  ésta,  antes  ó  después  de  haberse  cons- 
tituido en  mora,  sino  simplemente  sobre  el  hecho  concreto  de  ha- 
ber devuelto  aquella  sociedad  los  valores  depositados  á  un  tercero 
que  no  era  quien  los  depositó.— &  6  JHc,  95. — 6.  2B  id. 


Art.  1767.    El  depositario  no  puede  servirse  de  la 
cosa  depositada  sin  permiso  expreso  del  depositante. 

En  caso  contrario,  responderá  de  los  daños  y  perjui- 
cios. 
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fiólo  está  obligado  á  restituir  el  preeio  qne  habieee  recibi- 
do ó  á  ceder  sus  acciones  contra  el  comprador  en  el  caBO 
de  que  el  precio  no  se  le  haya  pagado. 


k 


AS  obligaciones  á  qoe  «sta  lección  se  refiere,  mejor  que  cualquiera  defi- 
nición legal,  demnestrañ  lo  qoe  es  y  en  qué  consiste  la  naturaleza  del  depó- 
sito. El  depositario  se  constituye  en  guardián  de  las  cosas  del  depositante,  y 
de  aquí  el  que  le  afecten,  como  obligaciones  consiguientes  de  su  cargo,  la  de 
cuidar  de  la  cosa  y  de  sus  frutos,  dorante  el  tiempo  que  la  tenga  bajo  su  cus- 
todia, con  la  responsabilidad  del  dolo  y  de  la  culpa  lata,  con  las  excepciones: 
I.*,  cuando  así  se  hubiese  estipulado;  t.*«  cuando  se  oíreció.el  depositario  á 
serlo;  3.*,  cuando  el  depósito  fuere  retribuido.  Prestará  la  responsabilidad  de 
la  culpa  levísima  y  aun  la  del  caso  fortuito:  4.*,  si  se  hubiese  estipulado  asi; 
t/*,  si  el  depositario  hubiese  incurrido  en  mora  para  la  restitacién  de  la  cosa; 
3.<>,  si  la  cosa  depositada  se  hubiese  perdido  6  deteriorado  por  jculp#  del  depo- 
sitario; 4.®,  si  el  depósito  fué  hecho  principalmente  en  utilidad  del  que  te  re- 
cibe 

Complementa  la  obligación  antedicha  la  referente  á  que  el  depositario 
practique  todas  las  gestiones  necesarias  para  la  conserración  de  la  cosa  y  sns 
productos,  si  la  índole  de  ella  ne  limitara  su  cuidado  á  la  simple  custodia,  y 
lo  será  también  la  de  restituir  la  cosa  con  todos  sus  frutos  y  accesiones  siem- 
pre que  el  deponente  la  reclame  sin  derecho  de  retención,  prenda  ó  compensa- 
ción de  otros  créditos,  qne  deberá  reclamar  por  separado. 

La  forma  de  la  devolución  ha  de  ser  conforme  al  principio  de  que  la  cosa 
se  entregue  tal  y  como  se  recibió,  sin  más  excepción  qne  la  referente  á  lade^ 
votación  de  otra  de  igual  calidad  en  el  caso  del  depósito  irregular  á  que  nos 
hemos  referido  en  ot^o  lugar.  El  tiempo,  el  establecido  para  ello,  si  se  fijó  la 
época  de  la  devolución,  debiendo  distinguir  que  esto  será  si  se  fijó  en  hesefi* 
cío  dtt  depositario,  pues  si  lo  fué  en  el  del  depositante^  éste  puede  renuneiari» 
y  exigir  la  restitución  cuando  le  convenga,  salvo  si  hubiere  imposibilidad 
material  para  ello.  Y  el  lugar  de  la  restitución  será  el  qoe  se  hubiese  pactado, 
y  en  su  defecto,  el  en  que  se  hallase  la  cosa  depositada,  si  no  hubiere  mediado 
traslación  maliciosa,  siendo  siempre  los  gastos  que  se  originen  para  la  entrega 
de  cuenta  del  depositante,  cuando  no  medie  malicia  en  la  traslación  por  parle 
del  depositario. 

La  persona  á  quien  ha  de  realizarse  la  entrega  es  la  misma  del  deponente, 
su  representación  legal,  sus  herederos  ó  la  pactada  en  el  contrato. 
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£1  depoiiUrio  oo  poede  servirse  de  las  eosas,  por  ser  el  uso  contrario  á  la 
naturaleza  del  depósito,  y  porque,  de  eoncedértele,  el  depósito  caipbiaría  de 
naturaleza,  eonvirtiéndose  en  préstamo  ó  comodato;  y  de  aquí  qne,  si  las  cosas 
se  entregan  cerradas,  han  de  devolverse  en  la  misma  forma,  y  no  verificándolo 
así^  originará  la  presunción  de  fuerza  y  la  obligación  de  pasar,  en  cnanto  al 
contenido,  por  la  declaración  del  depositante. 

Los  demás  preceptos  de  los  artículos  tianseritos  son  de  claridad  y  preci- 
sión tales,  qoe  no  creemos  necesaria  mayor  explieacíón  al  contexto  de  los 

SEMMIOS. 


SECCIÓN  CUARTA 


BK  LAB  0BLIQACI0NB8  DEL  DEP06ITA19TE 


Art.  1999.  £1  depositante  está  obligado  á  reem- 
bolear  al  depositario  los  gastos  que  haya  hecho  para  la 
conservación  de  la  cosa  depositada  y  á  indemnizarle  de 
todos  los  perjuicios  que  se  le  hayan  seguido  del  de- 
pósito. 

Árt.  1 980.  El  depositario  puede  retener  en  prenda 
la  cosa  depositada  hasta  el  completo  pago  de  lo  que  se  le 
deba  por  razón  del  depósito. 


k 


^OS  dos  preceptos  contenidos  en  los  articules  que  forman  esta  sección  son 
de  todos  loa  tiempos  y  por  ello  han  figurado  en  la  legislación  histórica  y  en' 
los  Códigos  modernos,  y  aun  cuando  el  nuestro  se  limita  á  consignar  la  obli- 
gación del  depositante  á  la  satisfacción  del  gasto  é  indemnización  de  perjuicios 
causados  por  el  depósito,  y  el  derecho  det  depositario  á  la  retención  de  la  cosa 
ínterin  no  le  sean  satisfechos  aquéllos,  nosotros  en  este  lugar,  teniendo  en 
cuenta  la  reciprocidad  que  existe  entre  los  derechos  y  las  obligaciones  del  de^ 
poaitante  y  el  depositario,  vamos  á  consignar  tan  sólo  y  sumariamente  unas  y 
otros  por  vía  de  complemento  en  la  materia  que  nos  ocupa. 

Direchos  del  depcHtarto.^Son  éstos:  4.^  A  la  indemnización  de  los  gastos 
hechos  por  él,  para  la  custodia  y  conservación  de  la  cos.>:  S.o  A  la  de  los  per- 
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juicios  qve  se  le  hayan  seguido  por  consecoencia  del  depósito;  derecho  ^«e 
no  le  corresponderá,  en  nuestra  opinión,  cuando  recibiere  precio  ó  retríboeiÓD 
por  aqoél:  3.*  A  la  de  los  danos  cansados,  por  razón  de  los  vicios  de  la  cesa, 
cuando  mediase  cualquier  género  de  malicia  ó  culpa  por  parte  del  deponente: 
i.^  Al  pago  del  precio,  remuneración  ó  merced  estipulados  si  el  depósito  Ibere 
retribuido:  5.^  A  que  se  le  releve  del  depósito,  cuando  hubiere  concluido  el 
plazo  por  el  que  se  estableció. 

ObligaeUmet  del  deptmeníe.—Son:  4.*  Pagar  la  retribución  del  depósito, 
cuando  be  pactó  que  éste  foere  retribuido;  siendo  de  advertir  que  sólo  esta  obli- 
gación es  la  que  procede  directamente  del  contrato,  que  únicamente  en  el  caso 
de  haberse  pactado  ó  establecido  retribución,  es  cuando  tiene  el  carácter  de  bi- 
lateral, mientras  que  en  todos  los  demás  es  unilateral,  y  todas  laa  obligacio- 
nes, que  como  imputables  al  deponente  se  enumeran  á  continuación,  do  son 
producto  directo  de  la  naturaleza  del  contrato,  sino  sobrevenidas  con  la  oca- 
sión de  su  celebración,  y  á  virtud  de  hechos  posteriores,  ajenos  á  la  índole 
normal  del  contrato,  y  que  originan  obligaciones  para  el  deponente  por  razón 
d^  un  principio  de  justicia,  según  tenemos  repetidamente  dicho  acerca  de  to- 
dos los  contratos  y  circunstancias  de  idéntica  ó  análoga  condición:  9/  Decla- 
rar los  vicios  ó  defectos  de  la  cosa  depositada,  cuyo  desconocimiento  pueda 
ser  causa  de  perjuicio  para  el  depositario:  3.'  Reintegrar  al  depositario  de  to- 
dos los  gastos  que  le  haya  ocasionado  la  conservación  y  custodia  de  la  cosa 
depositada,  así  como  indemnizarle  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  el  mismo 
motivo  haya  experimentado,  no  siendo  de  abonar  estos  últimos,  cuando  el  de- 
pósito fuese  retribuido:  4.*  No  poder  exigir  del  depositario  la  prolongación 
del  depósito  más  allá  del  plazo  señalado. 

Derechos  del  deponente.-^Son:  4.^  £1  de  perseguir  criminalmente  al  mismo 
en  el  caso  del  núm.  5/,  art.  6i8  del  Código  penal,  por  el  delito  de  estafa:  S  * 
£1  del  privilegio  que  le  reconoce  la  ley  en  el  caso  de  depósito  de  cosas  fungi- 
bles,  en  concurrencia  con  otros  acreedores  del  depositario,  á  no  ser  contra  los 
acreedores  hipotecarios  por  gastos  de  la  última  enfermedad,  por  crédito  dota! 
ó  refaccionario,  por  deuda  en  favor  del  £8tado  ó  por  responsabilidades  civiles 
producto  de  otras  criminales,  siempre  que  todas  fueren  anteriores  á  la  cons- 
titución del  depósito,  y  también  si  hubiere  créditos  de  refacción  para  cons- 
truir casa  ó  reparar  nave  contra  el  depositario.  Pero  en  el  caso  en  que  las  co- 
sas dadas  en  depósito  no  fueren  fnngibles,  el  deponente  es  un  verdadero  acree- 
dor de  dominio,  y  halladas  que  fueren  entre  los  bienes  del  depositario,  deben 
ser  restituidas  á  aquél,  cualesquiera  que  sean  los  créditos  y  su  clase  qoe  exis- 
tan contra  éste. 
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SECCIÓN  QUINTA 

DBL     DEPÓSITO     NECESARIO 


Aírt,  1 9  81 .    Es  necesario  el  depósito: 
1.^    Cuando  se  hace  en  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción legal. 

2.^  Cuando  tiene  lugar  con  ocasión  de  alguna  calami- 
dad, como  incendio,  ruina,  saqueo,  naufragio  ú  otras  se- 
mejantes. 

Ari.  1789.  El  depósito  comprendido  en  el  nú- 
mero 1.^  del  articulo  anterior  se  regirá  por  las  disposicio- 
nes de  la  ley  que  lo  establezca,  y,  en  su  defecto,  por  las 
del  depósito  voluntario. 

El  comprendido  en  el  núm.  2.®  se  regirá  por  las  reglas 
del  depósito  voluntario. 

Art.  1983.  Se  reputa  también  depósito  necesario 
el  de  los  efectos  introducidos  por  los  viajeros  en  las  fon- 
das y  mesones.  Los  fondistas  ó  mesoneros  responden  de 
ellos  como  tales  depositarios,  con  tal  que  se  hubiese  dado 
conocimiento  á  los  mismos,  ó  á  sus  dependientes,  de  los 
efectos  introducidos  en  su  casa,  y  que  los  viajeros  por  su 
parte  observen  las  prevenciones  que  dichos  posaderos  ó 
sus  sustitutos  les  hubiesen  hecho  sobre  cuidado  y  vigilan- 
cia de  los  efectos  (1). 

Art.  1 98J»  La  responsabilidad  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior  comprende  los  daños  hechos  en  loa  efec- 
tos de  los  viajeros,  tanto  por  los  criados  ó  dependientes 
de  los  fondistas  ó  mesoneros,  como  por  los  extraños;  pero 
no  los  que  provengan  de  robo  á  mano  armada,  ó  sean  oca- 
sionados por  otro  suceso  de  fuerza  mayor. 

(1)     Vtese,  oomo  oonoordante,  el  art.  1601. 
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SCESARIO  llama  el  Código  al  depósito  qae  te  eonstitaye  en  virtad  de 
una  disposición  legal,  como  el  que  hacen  loa  contratistas  de  servicios  públicos; 
al  que  se  efectúa  con  motivo  de  una  calamidad  ó  siniestro,  como  incendio,  rui- 
na, saqueo,  naufragio  ú  otro  semejante,  y  al  que  se  realiza  por  los  viajeros 
con  sus  efectos  en  buques,  fondas,  posadas  y  demás  establecimientos  públicos, 
sin  mantener  ninguna  especialidad  respecto  á  ellos,  previniendo  que  el  segun- 
do se  rige  por  las  reglas  del  depósito  voluntario,  y  el  primero  con  arreglo  á 
las  leyps  que  disponen  su  constitución,  y  en  su  defecto,  por  las  reglas  comu- 
nes de  dicho  depósito  voluntario;  y  en  cnanto  al  último,  se  observa  nove- 
dad, si  bien  son  escasas  las  diferencias  que  se  introducen  en  lo  ya  establecido 
por  las  leyes  de  Partida;  pues  explicando  los  mismos  preceptos,  declara  el  Có- 
digo que  el  conocimiento  por  el  depositante  de  los  objetos  que  han  de  ser  de- 
positados, debe  darse  á  los  fondistas  ó  sus  dependientes,  y  que  aquéllos  son 
responsables  de  los  mismos  efectos,  siempre  que  los  viajeros  observen  las  pre- 

• 

venciones  que  los  posaderos  ó  sus  sustitutos  les  hicieren  respecto  al  cuidado 
y  vigilancia  de  las  cosas  depositadas;  y  de  aquí  que,  si  tales  depositarios  exi- 
git^ren  que  el  depositante  lleve  á  un  departamenU)  especial  del  establecimien- 
to los  objetos  que  son  depositados,  obrarán  dentro  de  su  perfecto  derecho. 

Siempre  que  por  el  depositante  y  depositario  se  hayan  cumplido  las  dispj- 
siciones  qn»^  regulan  esta  clase  de  depósitos,  el  segundo  contrae  la  responsa- 
bilidad consiguiente  respondiendo  del  valor  de  la  cosa  y  de  los  daños  que  en 
ella  se  causaren,  extendiéndose  la  que  afecta  á  los  fondistas  y  posaderos  á 
aquellos  daños  que  causaren  sus  dependientes  ó  criados;  pero  semejante  res- 
ponsabilidad dejará  de  efectuarse  en  ios  casoe  de  robo  á  mano  armada  ó  fuer- 
za mayor;  y  aun  cuando  la  ley  nada  dice  de  si  es  ó  no  responsable  también 
cuando  se  verifique  una  sustracción  no  violenta  de  las  cosas  depositadas,  en- 
tendemos que  si  á  ella  diere  lugar  el  descuido  ó  abandono  del  depositante,  no 
alcanzará  la  responsabilidad  al  depositario;  pero  si  aquél  hubiera  entregado 
á  é)ite  los  efectos  y  se  custodiaren  por  el  mismo  en  departamento  especial,  en- 
tonces, de  cualquier  modo  y  por  cualquier  persona  que  la  sustracción  se  rea- 
lizare, no  podrá  menos  de  estimarse  la  Responsabilidad  que  corresponde  in* 
dudablemente  al  depositario. 

En  nuestro  derecho  histórico  había  alguna  diferencia  en  las  reglas  por  que 
se  regían  el  depósito  voluntario  y  el  neeesario,  pacato  que  este  último  era  de 
naturaleza  distinta,  y  si  cabe,  más  sagrado  aún  qae  aquél,  como  impuesto 
por  la  necesidad  ó  la  desgracia.  Por  eso  le  castigaban  más  severamente,  obli- 
gando al  que  negaba  un  depósito  necesario  á  restituir  la  cosa  con  su  estima- 
ción y  las  costas,  daños  y  perjuicios,  y  además  á  ser  Infamado.  Hoy  el  Gódi- 
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go,  como  ya  hemos  dicho,  establece  qtie  se  rija  por  las  reglas  del  depósito 
volanUrío,  qoe  ya  hemos  examinado  en  otro  lagar,  al  que  remilimos  al 
lector. 


CAPÍTULO  III 
13el  secuestro. 


B, 


Art.  191^5.  El  depósito  judicial  ó  secaestro  tieno 
lugar  cuando  se  decreta  el  embargo  ó  el  aseguramiento  de 

bienes  litigiosos. 

» 

Art»  1 7SO.  El  secuestro  puede  tener  por  objeto  asi 
los  bienes  muebles  como  los  inmuebles. 

ArÉ.  1787.  El  depositario  de  los  bienes  ú  objetos 
secuestrados  no  puede  quedar  libre  de  su  encargo  hasta 
que  se  termine  la  contioyereia  que  lo  motivó,  á  no  ser  que 
el  Jues  lo  ordenare  por  consentir  en  ello  todos  ios  iniere 
sados  ó  por  otra  causa  legítima. 

Art.  1798.  £1  depositario  de  bienes  secuestrados 
está  obligado  á  cumplir  respecto  de  ellos  todas  las  obli- 
gaciones de  un  buen  padre  de  familia. 

ArÉ.  1799.  £n  lo  que  no  se  hallare  dispuesto  en 
este  Código,  el  secuestro  judicial  se  regirá  por  las  dispo- 
siciones de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


L  secaestro,  ultimo  de  los  depósitos  de  qae  se  ocapa  el  Código  en  el  lí^ 
tolo,  qae  venimos  estudiando,  a^  ha  tenido  siempre  como  depósito  jadieiaU 
cuyo  objeto  es  la  gnarda  de  ona  persona  ó  de  las  cosas  que  son  cansa  de  con- 
tienda judicial,  y  asi  se  mantiene  en  la  nueva  ley,  porque  el  llamado  secues- 
tro voluntario,  en  realidad,  es  un  depósito  de  esta  última  clase  eit  qoe  sólo  in*> 
terviene  la  volnnt'  1  de  las  partes  y  para  nada  entra  en  su  constilicióo  el 
decreto  judicial,  y  se  gobierna  por  las  disposiciones  de  la  sección  segunda  d«l 
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capítoto  precedente.  La  eonstitación  del  secnestro  paede  Mr  de  oficio,  por 
iDHiidamíento  jodicial  6  á  instancia  de  parle  interesada:  recae  sobre  cosas  que 
cst-lii  siendo  objeto  del  jolcio:  se  encomienda  á  personas  que  eliden  los  Trí- 
bacales:  se  formaliza  por  lo  general  bajo  determinadas  garantías;  y  está  ea 
lodo  sometido  á  la  acción  de  los  mismos  Tribaoales. 

Cierto  es  qoe  corresponde  i  las  leyes  procesales  determinar  caándo,  cómo 
y  en  qaé  forma  ha  de  constituirse  el  seeoeslro;  pero  no  lo  es  menos  qae  á  la 
ley  civil  compete  decidir  sas  principales  efectos,  y  por  eso  el  Código  en  los 
prelnserlos  artícoios  estatuye  que  puede  tener  por  objeto  así  los  bienes  mue- 
bles como  ios  inmuebles;  que  el  depositario  de  los  bienes  secaestrados  no 
queda  libre  de  su  encargo  hasta  que  se  termine  la  contienda  que  lo  motivó,  á 
no  ser  que  el  Juez  lo  ordenare,  por  consentir  en  ello  todos  los  interesados  ó 
por  cualquiera  otra  causa  legitima;  y  que  el  depositario  de  los  bienes  secoes- 
irados  está  en  la  obligación  de  cumplir  respecto  de  ellos,  todas  las  obligado* 
nes  de  un  buen  padre  de  familia. 

Remite  el  Código  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci?il  la  resoloción  de  todo 
aquello  que  con  referencia  al  secuestro  no  se  hallare  dispuesto  en  aquél,  y 
nosotros  indicaremos  aquí  como  consecuencia  de  tal  precepto,  que  entre  las 
causas  porque  puede  establecerse  el  secuestro  existen  las  siguientes:  4.*  Cuan- 
do tal  es  el  deseo  de  las  partes.  2/  Coando  la  cosa  es  mueble  y  el  demandado 
persona  sospechosa  de  que  la  empeore.  3.**  Cuando  obtenida  sentencia  favora- 
ble, se  apela  de  ella  por  una  de  las  partes  para  mientras  tanto  aprovecharse  de 
la  cosa.  4.*  Cuando  el  marido  malgaste  la  dote  ó  los  bienes  de  la  mujer.  6.* 
Cuando  un  hijo  fuere  preterido  ó  desheredado  injustamente,  pues  entonces 
puede  pedir  se  deposite  la  legítima;  y  6.*  Coando  hay  lagar  á  embargo  de 
los  bienes  del  deudor,  aunque  sea  preventivamente. 

Si  los  bienes  fueren  muebles,  se  depositan  en  poder  de  persona  abonada, 
sin  que  pueda  excusarse  de  este  cargo  sin  motivo  ó  cansa  legitima.  Sí  fueran 
inmuebles  y  estuvieren  arrendados,  se  notifica  á  los  inqnilinos  para  que  re- 
tengan las  rentas  á  disposición  del  Juez;  pero  si  estnviesen  en  poder  del  deu- 
dor, se  nombra  generalmente  no  administrador  qne  se  encarga  de  la  recau- 
dación y  cobro  de  las  rentas  y  frutos.  Tratándose  de  dinero  ó  alhajas,  se  de- 
positan en  la  Caja  de  Depósitos  ó  en  las  dependencias  destinadas  al  efecto. 
£1  depositado  de  un  embargo  judicial  debe  responder  de  sas  actos  como  tal 
depositario  á  la  aotoridad  que  le  conGó  el  depósito,  con  arreglo  á  las  leyes  ci- 
viles y  al  juicio  de  los  Tribunales  de  justicia  encargados  de  aplicarlas. 

Los  demás  detalles  y  disposiciones  relativos  a)  depósito  qne  nos  ocapa,se 
encuentran  especialmente  fijados  en  la  ley  da  Enjaiciamiento  civil,  y  á  e)i<M 
nos  referimos. 


TÍTULO  XII 


IDe  los  contratos  aleatox*ios  ó  de  suerte. 


CAPITULO  PRIMERO 


Diepoeicióix  general. 


Ai*t.  i990.  Por  el  contrato  aleatorio,  una  de  las 
partes,  ó  ambas  recíprocamente,  se  obligan  á  dar  ó  hacer 
alguna  cosa  en  equivalencia  de  lo  que  la  otra  parte  ha  de 
dar  ó  hacer  para  el  caso  de  un  acontecimiento  incierto  ó 
que  ha  de  ocurrir  en  tiempo  indeterminado. 

756.  Aplica  rectamente  los  artículos  1257,  en  su  párrafo  pri- 
mero, 1790  y  1801  del  Código  civil,  la  sentencia  que  dando  valor  y 
eficacia  á  una  apuesta  habida  entre  dos  personas,  obliga  á  que  se 
cumpla  la  promesa  y  estipulación  nacida  de  aquel  contrato,  y  que 
ftié  expresamente  aceptada. — S,  6  Oet.  93.-^G.  7  Dic, 


(5 


ONTKATO  aleatorio  es  aquel  en  coya  virtad  una  de  las  partes  ó  ambat 
•e  obligan,  según  el  preinserto  artícnlo,  A  dar  ó  hacer  alguna  cosa  en  equi- 
valencia de  lo  qae  la  otra  ha  de  dar  ó  hacer  en  el  caso  de  nn  acontecimiento 
incierto  y  fatuo;  y  en  realidad  la  esencia  de  estos  contratos  la  constituye  la 
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suerte  qae  en  sa  virtod  queda  sometida  en  sas  inlsteríosos  giros  i  h  Tolantad 
hamana  precaviendo  sas  caprichos  y  sacando  partido  de  sos  azares.  Así,  pues , 
la  convención  qoe  se  establece  por  el  contrato  aleatorio  es  recíproca  entre  las 
partes,  dependiendo  sos  efectos  de  na  acontecimiento  incierto,  satisfaciendo 
la  una  á  la  otra  el  precio  de  un  riesgo  de  qne  se  ha  encargado. 

El  riesgo  en  esta  clase  de  contratos  paede  correrse  por  ambas  partes  6  solo 
por  ana,  qae,  en  compensación,  recibe  ana  cantidad  cierta;  siendo  necesario 
qad  las  mismas  ignoren  la  certidumbre  del  hecho,  pues  si  ana  la  tiene  y  no 
la  otra,  el  contrato  no  puede  existir,  y  también  que  iaesperansa  de  la  ganan- 
cia y  el  riesgo  de  la  pérdida  sean  iguales  de  una  y  otra  parte. 

Diferentes  son  los  contratos  en  que  entra  por  algo  la  incertidambre  y  qae 
tienen  la  categoría  ó  condición  de  aleatorios;  pero  el  Código  eivil  no  eonsi- 
dera  incluidos  en  ellos  más  que  el  de  seguro,  el  de  juego  y  apuesta,  qae  com- 
prende  como  uno  solo,  y  que  en  otros  Códigos  figuran  separadamente,  y  el 
de  renta  vitalicia,  de  los  que  nos  ocuparemos  al  exauíinar  los  eapítolos  sub- 
siguientes,  consignando  aquí  por  anticipado  qne  en  la  materia  indicada  y  en 
orden  al  derecho  internacional,  aunque  los  contratos  llamados  aleatorios  es- 
tán sometidos  á  las  mismas  regUs  generales  establecidas  respecto  de  los  de- 
más, afectan  algunos  de  ellos  caracteres  especiales  que  deben  tenerse  moy  en 
cuenta.  £n  primer  lugar, -por  mis  que  el  contrato  de  seguro  sea  de  derecho 
de  gentes  y  deba  ser  válido,  sin  tener  pira  nada  en  cuenta  la  nacionalidad  del 
¿vsegurador  ó  del  asegurado,  habrán  de  someterse  tanto  las  Compa&ías  come 
los  particulares  á  las  reglas  y  disposiciones  gubernativas  y  fiscales  vigentes 
para  poder  llevar  á  cabo  estos  contratos;  y  hay  ocasiones  en  qoe  se  prohibe 
hacer  operaciones  á  Compañías  de  determinadas  naciones,  considerando  esto 
corno  una  cuestión  de  orden  público.  Por  lo  demás,  tanto  en  las  formas  coa>o 
en  el  fondo,  están  sometidos  los  de  seguros  á  las  mismas  condiciones  qae  lo- 
dos los  contratos,  esto  es,  en  cuanto  á  la  forma,  á  la  regla  locui  regU  actum; 
y  en  cuanto  al  fondo,  á  falta  de  convenciones,  á  la  ^  ioci  contraetui  hasta 
el  punto  de  qoe  algunos  Tribunales  extranjeros  han  decidido  que  debe  apli- 
carse la  primera  regla,  ann  tratándose  de  si  puede  eonsiderarse  válido  ei  eoB- 
trato  verbal  hecho  en  el  extranjero  donde  esté  aotorizada  esta  forma,  ea  aa 
país  donde  se  exija  como  indispensable  el  escrito,  como  sacederf^,  por  ejem- 
plo, en  España  respecto  de  un  seguro  hecho  en  Inglaterra.  Ea  cnaoto  ai 
juego,  es  casi  unánime  la  opinión  de  que  deben  considerarse  como  disposi- 
ciones de  orden  público  aquellas  que  prohiban  la  admisión  de  las  demandas 
que  tengan  por  objeto  reclamar  obligaciones  contraídas  por  este  medio,  lle- 
gando en  esta  materia  los  Tribunales  franceses  hasta  sentar  la  doctnaa  da 
que  es  admisible  la  acción  ó  demanda  de  pago  de  los  billetes  de  ona  loteria 
extranjera.  Lo  mismo  debe  suceder  en  España  si  la  lotería  no  está  autorizada 
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por  el  Gobierno.  No  «acode  lo  mismo  si  dos  fcancesas,  por  ejemplo,  cuya 
ley  personal  prohibe  este  jaego,  establecen  en  España  un  contrato  respecto 
de  esta  materia;  nuestros  Tribunales  no  debían  tener  para  nada  en  cuenta  la 
ley  personal  de  loa  contratantes.  En  la  que  respecta  al  contrato  de  renta  vita- 
licia, no  hay  observación  alguna  de  interés  que  merezca  consignarse. 


CAPITULO   11 
Del  contrato  <|^  segruro. 


Avi,  i  7SI .  Contrato  de  seguro  es  aquel  por  el  cual 
el  asegurador  responde  del  daño  fortuito  que  sobrevenga 
en  los  bienes  muebles  ó  inmuebles  asegurados,  mediante 
derto  precio,  el  cual  puede  ser  ñjado  libremente  por  las 
partes. 

Art.  1799.  También  pueden  asegurarse  mutua- 
mente dos  ó  más  propietarios  el  daño  fortuito  que  sobre- 
venga en  sus  bienes  respectivos.  Este  contrato  tiene  el 
nombre  de  seguros  mutuos,  y,  cuando  en  él  no  se  ha  pac- 
tado otra  cosa,  se  entiende  que  el  daño  debe  ser  indemni- 
zado por  todos  los  contratantes  en  proporción  al  valor  de 
los  bienes  que  cada  uno  tiene  asegurados. 

itrt.  1793.  El  contrato  de  seguro  deberá  consig- 
narse en  documento  público  ó  privado,  suscrito  por  los 
contratantes. 

Art.  1791.    £1  documento  deberá  expresar : 
1.^    La  designación  y  situación  de  los  objetos  asegura- 
dos y  su  valor. 
2.^    La  clase  de  riesgos  cuya  indemnización  se  estípula . 

rouo  u  ® 


SI  8  CÓDIGO  CIVIL 

3.^  El  día  y  la  hora  en  que  comienzan  y  terminan  lo» 
efectos  del  contrato. 

4.^  Las  demás  condiciones  en  que  hubieran  conve- 
nido los  contratantes. 


757.  Las  condiciones  que  contienen  las  pólissas  de  seguros  son 
otros  tantos  pactos  que  determinan  los  derechos  y  obligaciones  de 
las  respectivas  partes  contratantes,  y  por  tanto,  ley  que  se  ha  de 
guardar  y  cumplir  en  las  cuestiones  que  surjan  entre  el  asegurador 
y  el  asegurado.— iS.  ¿2  Dic.  94. — G.  9  Marzo  95. 

758.  Consignado  como  condición  en  una  póliza  que  toda  acción 
de  pago  de  perjuicios  prescribe  á  los  seis  meses  después  del  día  del 
incendio  ó  de  las  últimas  diligencias  judiciales  ó  autos  notificados 
en  pleitos  promovidos  por  los  interesados,  si  se  notificare  á  un  ase- 
gurado la  inhibición  del  Juzgado  que  entendía  del  pleito  en  favor 
de  otro  de  distinta  población,  y  emplazándole  para  personarse  en 
él  en  el  término  de  quince  días,  dejase  pa^ar  sin  verificarlo  más  de 
los  seis  meses,  es  evidente  que  caducó  su  derecho,  no  pudiendo 
ser  obligada  la  compañía  aseguradora  al  pago  de  indemnización 
alguna;  y  no  estimándolo  así,  se  infringe  la  ley  del  contrato.— 
S.  22  Dic.  94.— G.  9  Marzo  95, 


.%ri;.  1*795.  Es  ineficaz  el  contrato  en  la  parte  que 
la  cantidad  del  seguro  exceda  del  valor  de  la  cosa  asegu- 
rada,  y  tampoco  podrá  cobrarse  más  de  un  seguro  por  todo 
el  valor  de  la  misma. 

En  el  caso  de  existir  dos  ó  más  contratos  de  seguro 
para  el  mismo  objeto,  cada  asegurador  responderá  del 
daño  en  proporción  al  capital  que  haya  asegurado,  hasta 
completar  entre  todos  el  valor  total  del  objeto  del  seguro. 

\Tt.  1 99G.  Cuando  sobreviniere  el  daño,  debe  el 
asegurado  ponerlo  en  conocimiento  del  asegurador  y  de 
los  demás  interesados  en  el  plazo  que  se  hubiese  estipu- 
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lado;  y  en  su  defecto  en  el  de  veinticuatro  horas,  conta- 
das desde  que  el  asegurado  tuvo  conocimiento  del  sinies- 
tro. Si  no  lo  hiciere,  no  tendrá  acción  contra  ellos. 

.%pt.  1797.  Es  nulo  el  contrato  si,  al  celebrarlo, 
tenia  conocimiento  el  asegurado  de  haber  ocurrido  ya  el 
daño  objeto  del  mismo,  ó  el  asegurador  de  haberse  ya 
preservado  de  él  los  bienes  asegurados. 


s 


IL  contrato  de  segare  tiene  por  objeto  prevenir  y  garantizar  el  daño  ó 
perjaicio  qae  pueda  venir  á  la  cosa  mueble  ó  inmueble  asegurada,  mediante 
precio  cierto,  que  pueden  fijar  libremente  las  partes;  y  si  bien,  por  estar  fun- 
dado en  la  incertidumbre,  ha  sido  tachado  de  inmoral  como  los  juegos  prohi- 
bidos, hay  entre  unos  y  otros  notable  diferencia,  una  vez  que  la  eventualidad 
en  que  se  funda  significa  un  peligro  da  que  el  asegurado  trata  de  precaverse 
sacrificando  una  parte  de  sus  utilidades,  bajo  el  nombre  de  prima,  de  cuya 
uanera  obtiene  el  resarcimiento  del  perjaicio  que  se  le  cause,  lo  cual  no  ocu- 
rre en  los  juegos  prohibidos,  y  de  ahí  que  en  todo  tiempo  haya  sido  h'cito 
este  contrato. 

El  objeto  del  seguro  puede  ser  toda  clase  de  cosas  y  de  riesgos,  dentro  de 
los  límites  de  la  moral  y  del  derecho,  y  de  aquí  el  que  puedan  establecerse  de 
multitud  de  clases,  terrestres  y  marítimos,  de  quintas,  sobre  la  vida,  contra 
incendios,  temporales,  etc.  Fuera  del  tráfico  mercantil,  tiene  hoy  el  seguro 
un  uso  tan  frecuente,  que  debe  encontrar  en  la  ley  civil  las  reglas  necesarias 
para  su  régimen,  y  aunque  las  que  nuestro  Código  establece  son  harto  dimi- 
nutas en  relación  con  las  que  ofros  consignan,  es  porque  el  nuestro,  huyendo 
de  invadir  el  campo  del  derecho  mercantil,  al  nombrar  los  contratos  de  sega- 
ros mataos,  lo  hace  únicamente  caando  pactan  propietarios,  comprometién- 
dose reciprocamente  á  indemnizarse  el  daño  que  poedan  sufrir  en  sus  bienes- 

Cuando  dos  ó  más  propietarios  se  aaegaran  mutoamente  el  daño  fortuito 
que  sobrevenga  en  sus  bienes  respectivos,  el  contrato  recibe  el  nombre  de  se- 
guros mutuos,  y  el  daño  debe  ser  indemnizado  proporcionalmente  por  todo6 
los  contratantes  en  proporción  al  valor  que  cada  uno  tieae  asegurado,  salvo 
pacto  en  contrario. 

Para  celebrar  este  contrato  es  preciso  tener  capacidad  para  contratar  y 
obligarse:  que  el  asegurado  tenga  interés  ó  un  derecho  en  la  cosa  asegurada. 


r 
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porque  así  tiene  interés  en  la  conservación  de  la  cosa,  y  ai  no  lo  tnviera  se 
equipararía  á  un  juego  ó  una  apuesta,  en  que  el  asegurado  correría  la  contin^ 
gencia  de  ganar  6  de  perder  según  que  se  verifican  ó  no  el  accidente  que  se 
teme:  en  cuanto  á  la  cosa,  puede  ser  mueble  ó  inmueble;  pero  es  necesario 
que  tenga  existencia  positiva,  porque  si  no  el  seguro  carecería  de  objeto  y  no 
tendría  razón  de  ser;  y  de  aquí  que,  por  no  tener  existencia  real  y  positiva, 
no  pueden  ser  aseguradas  las  ganancias  que  se  calculan  ai  los  beneñcios  que 
se  esperan,  pues  si  pudieran  ser  objeto  del  seguro  estas  eventualidades,  &e 
correría  el  peligro  de  convertirlas  en  una  apuesta.  Además,  el  seguro  no  pueiSe 
ser  para  el  asegurado  un  medio  de  ganar,  sino  de  reparar  una  pérdida  posi- 
ble. Si  puede  asegurar  una  finca  contra  el  hielo  ó  granizo,  no  es  por  esto  que 
se  trate  de  asegurar  la  ganancia,  sino  de  reparar  los  dañoa  que  uno  de  aque- 
Uos  accidentes  pudiera  ocasionar:  es  preciso  también  que  el  riesgo  sea  incier- 
to. Si  hubiera  duda,  se  decidirá  por  las  pruebas  de  los  eontraUntes  y  segán 
las  disposiciones  del  Código  mercantil  que  ha  regulado  este  contrato. 

El  contrato  de  seguro  ha  de  consignarse  en  documento  público  ó  privado 
que  autoricen  los  contratantes,  expresando  la  designaeióa  y  situación  de  los 
objetos  que  se  aseguren  y  su  valor,  la  clase  de  riesgos  á  que  se  refiera,  y  el 
día  y  la  hora  en  que  deban  comenzar  y  terminar  los  efectos  del  contrato,  con 
las  demás  estipulaciones  ó  condiciones  que  hubieran  convenido  los  contratan  • 
tes;  debiendo  tenerse  en  cuenta  que,  en  cuanto  al  precio  ó  prima  del  seguro, 
tanto  puede  ser  concertado  en  dinero  como  en  géneros,  en  servicios,  etc.,  siit 
que  tenga  límite  señalado,  y  si  bien  generalmente  consiste  en  un  tanto  por 
ciento  del  valor  que  se  asegura,  no  puede  en  ningún  caso  exceder  del  valor 
de  la  cosa  asegurada,  pues  en  lo  que  excediere  seria  ineficaz  el  contrato,  no 
pudiéndose  cobrar  más  de  un  seguro  por  todo  el  valor  de  la  misma,  y  por 
tanto,  si  hubiese  dos  ó  más  seguros  para  un  sólo  objeto,  cada  asegurador  sa- 
tisfará la  parte  correspondiente  del  perjuicio  en  proporción  al  capital  que  baya 
sido  objeto  del  seguro. 

Los  efectos  jurídicos  del  seguro  son,  por  consecuencia,  la  nidemnización 
ó  percepción  del  valor  en  que  se  aprecie  el  daño  causado,  ai  se  trata  de  se- 
guro contra  incendios  ó  accidentes,  y  si  es  sobre  ta  vida,  en  sma  dos  casos  de 
muerte  y  de  supervivencia,  percibir  la  cantidad  estipulada.  Pero  para  que  pro- 
duzca sus  efectos  el  contrato,  es  necesario  que  al  sobrevenir  el  daño  se  ponga 
en  conocimiento  del  asegurador  por  el  asegurado  ó  sus  caosahabientes  en  el 
plazo  convenido,  y  en  su  defecto,  en  el  de  veinticuatro  horas  desde  que  el 
asegurado  tenga  conocimiento  del  siniestro,  y  que  haya  cumplido,  claro  está, 
las  obligaciones  que  por  su  parte  contrajo,  pues  de  no  haberlo  hecho,  y  de  omi 
tir  el  aviso,  perderá  su  derecho  á  la  indemnización  convenida. 

Será  nulo  el  contrato  de  seguro  cuando  al  celebrarlo  tuviere  conocimiento 
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el  asegQrado  de  haber  ocarrido  ya  el  daño,  y  también  coando  el  asegurador 
lo  tuviere  de  haber  sido  ya  preservados  del  riesgo  los  bienes  asegurados,  y  la 
praeba  de  lá  existencia  de  dicho  contrato,  si  bien  pnede  tener  lagar  en  la 
forma  que  eaaíqniera  otro,  ésta  debe  serlo  especialmente  por  la  póliza  que  es- 
tablece el  Código  mercantil,  hecha  en  la  forma  y  con  las  solemnidades  que  en 
él  se  determinan. 

Por  último,  debemos  consignar  en  este  logar  qoe  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  tiene  declarado'  que  la  póliza  de  un  seguro  es  la  ley  que  obliga  al 
asegurador  y  asegurado,  y  que  es  preciso  que  cada  uno  de  ellos  cumpla  fiel- 
mente  con  las  obligaciones  que  en  ella  se  le  imponen,  decidiéndose  cualquiera 
cuestión  que  ante  ellos  haya,  con  entera  sujeción  á  lo  estipulado  (4);  porque 
es  la  ley  del  contrato  y  por  ella  deben  resolverse  cuantas  cuestiones  ocurran 
entre  asegurado  y  asegurador  (2):  que  las  condiciones  consignadas  en  la  pó- 
liza deben  cumplirse  entre  sí,  á  fin  de  que  puedan  ser  aplicadas  con  acierto, 
conforme  á  sa  letra  y  eápiritu  (3);  y  que  las  pólizas  de  seguros  formalizadas 
y  reconocidas,  son  por  lo  menos  escrituras  privadas  que  obligan  á  los  intere- 
sados en  ellas  según  so  contexto  (4)« 


OAPlTUJLO  III 


Del  jue^o  y  de  la  apuesta. 


ilrt.  199S.  La  ley  no  concede  acción  para  reclamar 
lo  que  86  gana  en  un  juego  de  Buerte,  envite  ó  azar;  pero 
el  que  pierde  no  puede  repetir  lo  que  haya  pagado  volun- 
tariamente, á  no  ser  que  hubieae  mediado  dolo,  ó  que 
fuera  menor,  ó  estuviera  inhabilitado  para  administrar 
BUS  bienes. 


(1)  Sents.  23  Abrü  64,  27  Diciembre  71,  2i  Bnero  7SI,  Ifi  Noviembre  79  y  26  Sep- 
tiembre 83. 

(2)  Senté.  2B  Noviembre  84,  8  y  20  Diciembre  86. 
(8)     Sent.  24  Enero  72. 

(4)     Sent.  31  Octubre  08. 
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Art.  1999.  Lo  dispueBto  en  el  articulo  anterior  res- 
pecto del  juego  es  aplicable  á  las  apuestas. 

Se  consideran  prohibidas  las  apuestas  que  tienen  ana- 
logia  con  los  juegos  prohibidos. 

Art.  ISOO.  No  se  consideran  prohibidos  los  juegos 
que  contribuyen  al  ejercicio  del  cuerpo,  como  son  los  que 
tienen  por  objeto  adiestrarse  en  el  manejo  de  las  armas, 
las  carreras  á  pie  ó  á  caballo,  las  de  carros,  el  juego  de  pe- 
lota y  otros  de  análoga  naturaleza. 

Art.  tSOl.  £1  que  pierde  en  un  juego  ó  apuesta 
de  los  no  prohibidos  queda  obligado  civilmente. 

La  Autoridad  judicial  puede,  sin  embargo,  no  estimar 
la  demanda  cuando  la  cantidad  que  se  cruzó  en  el  juego 
ó  en  la  apuesta  sea  excesiva,  ó  reducir  la  obligación  en  lo 
que  excediere  de  los  usos  de  un  buen  padre  de  familia. 


769.  No  ee  infringen  los  artículos  1257,  en  sus  párrafos  !.•  y  2.*^, 
1790  y  1801  del  Código  civil,  porque  disponiendo  el  primero  que 
los  contratos  sólo  producen  efecto  entre  las  partes  que  los  otorgan, 
y  que  las  estipulaciones  que  se  hagan  en  favor  de  un  tercero  han 
de  cumplirse  siempre  que  éste  hubiese  hecho  saber  su  aceptación 
al  obligado,  y  ocupándose  los  dos  últimos  en  determinar  lo  que  son 
los  contratos  aleatorios  ó  de  suerte,  comprendiendo  entre  éstos  á 
la  apuesta  ó  juego  no  prohibido,  y  concediendo  acción  civil  para 
su  cumplimiento  cuando  la  cantidad  que  se  haya  cruzado  no  sea 
excesiva,  el  Tribunal  sentenciador  interpreta  y  aplica  rectamente 
los  mencionados  artículos  dando  valor  y  eficacia  á  una  apuesta  de 
50  pesetas  y  haciendo  que  se  cumpla  la  promesa  ó  estipulación 
que  nació  de  aquel  contrato,  y  fué  expresamente  aceptada  por  los 
demandantes,  de  emplear  la  suma  expresada,  no  en  una  cena  como 
se  había  proyectado,  sino  en  un  billete  de  lotería,  que  por  consi- 
guiente daba  opción  y  derecho  á  los  cinco  partícipes  por  igual  al 
premio  que  en  su  caso  obtuviese  dicho  billete. — S.  6  Octubre  93. — 
G.  7  Dic. 
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L  contrato  d«  juego  y  de  apuesta  es  conseosyal,  bilateral  y  aleatorio,  y 
por  él  se  obliga  el  qoe  pierde  á  dar  una  cosa  determinada  al  que  gane.  Jurídi- 
camente, y  en  la  esfera  del  derecho  de  contratación,  el  juego  responde  al  con- 
curso de  voluntades  concertadas,  teniendo  su  base,  más  lícita  en  lo  jurídico 
que  racional  en  lo  económico,  que  aceptable  en  lo  moral  y  que  plausible  en 
lo  social.  Por  eso  las  leyes,  tanto  del  Digesto  como  las  del  Código  de  Justi- 
niano,  las  de  Partida  y  las  de  la  Novísima,  y  las  posteriores  en  nuestro  de- 
recho histórico  hasta  la  actualidad,  han  consignado  reglas  de  restricción 
encaminadas  á  evitar  los  males  que  con  muchos  juegos  se  han  ocasionado 
y  ocasionan,  condenando  los  de  envite  y  azar  por  los  peligros  que  su  práctica 
indudablemente  lleva  consigo,  tanto  en  el  orden  moral  y  económico  de  la  fa- 
milia, como  en  el  publico  y  general  de  los  pueblos;  mas  no  pudiendo  prescin- 
dir en  absoluto  de  aquel  principio  del  concurso  de  voluntades  en  la  contrata- 
ción, han  sostenido  antes  y  mantienen  hoy  el  estado  de  permisión  de  determi- 
nados juegos  que  reglamentan  y  regulan  en  el  orden  civil  á  trueque  siempre 
de  que  no  sean  informados  por  el  envite  ó  el  azar,  clasificando  y  distinguiendo 
los  lícitos  de  los  prohibidos,  si  bien  con  la  dificultad  práctica  de  no  enume- 
rarlos, en  cuya  virtud  quedarán  sometidos  los  diversos  casos  que  pueden  ori- 
ginarse á  la  decisión  de  las  Autoridades  gubernativas  y  judiciales. 

La  apuesta,  como  contrato,  consiste  en  que  dos  ó  más  personas  de  opinión 
contraria,  sobre  un  hecho  ó  asunto  cualquiera,  se  comprometan  mutuamente 
á  entregarse  una  cantidad  ú  otro  objeto  á  la  que  de  ellas  resulte  triunfante  en 
su  opinión.  De  ello  se  dedace  que  es  una  nueva  variedad  de  juego  aplicada  i 
los  contratos,  puesto  que  apostar  tanto  es  como  pronosticar  la  realización  de 
un  hecho  enfrente  del  que  sostiene  la  teoría  contraria. 

La  ley  civil,  concordante  con  la  penal,  que  prohibe  los  juegos  de  envite  y 
azar,  no  concede  acción  para  reclamar  lo  que  se  gana  en  un  juego  de  esta 
clase,  6  lo  que  es  lo  mismo,  no  rnconoce  á  la  obligación  contraída  el  carácter 
de  civil  ni  de  mixta,  pero  sí  el  de  natural;  puesto  que  niega  la  condictio  inde- 
bili  á  todo  el  que,  habiendo  perdido  en  un  juego  de  suerte,  envite  ó  azar,  ha 
pagado  voluntariamente  lo  que  perdió,  lo  cual  no  podrá  repetir,  á  no  ser  que 
hubiese  mediado  dolo,  fuerza  menor,  ó  estuviese  inhabilitado  para  administrar 
sus  bienes;  siendo  aplicable  igual  criterio  legal,  en  cuanto  á  la  prohibición  y 
efectos  indicados  para  el  contrato  de  juego,  á  los  de  las  apuestas  que  tengan 
analogías  con  loa  juegos  prohibidos. 

El  Código  hace  objeto  de  precepto  expreso  la  declaración  de  que  no  se  con- 
aideran  prohibidos  los  juegos  que  tengan  por  objeto  un  fin  de  ejercicio  físico^ 
como  los  que  menciona  el  art.  4  $00  y  otros  de  análoga  naturaleza. 


824  CÓDIGO  CIVIL 

Lo  perdido  en  juegos  ó  apuestas  no  prohibidas  deja  obligado  cÍTilmente  al 
que  lo  perdió;  pero  el  Código  restringe  los  efectos  de  esta  declaración,  dispo- 
niendo qne  la  Autoridad  judicial  puede,  sin  embargo,  en  el  caso  de  los  juegos 
lícitos,  no  estimar  la  demanda  coando  la  cantidad  que  se  cruza  en  el  juego  ó 
en  la  apuesta  es  excesiva,  ó  reducir  la  obligación  en  lo  que  excediere  de  los 
usos  de  un  buen  padre  de  familia. 

Por  último,  aunque  el  Código  no  lo  menciona,  hay  otro  contrato  aleatorio, 
llamado  decisión  por  suerte,  que  tiene  lugar  cuando  dos  ó  más  personas  se 
convienen  en  que  un  negocio  quede  decidido  por  la  suerte. 

La  decisión  por  suerte  es  un  medio  á  que  muchas  veces  se  suele  acudir 
para  salir  de  diGcuItades  que  no  encuentra  á  veces  solución  posible  de  otro 
modo;  se  emplea,  por  ejemplo,  para  la  adjudicación  de  una  cosa  que  preten- 
den varias  personas  á  la  vez,  y  la  que  indica  la  suerte,  la  percibe,  para  el  se- 
fialamiento  de  lotes  á  varios  coherederos^  etc.  Hasta  en  las  leyes  está  indicado 
este  medio  en  algunas  ocasiones;  tal  sucede,  entre  otras,  por  ejemplo,  en  la 
designación  de  peritos,  caso  de  discordia. 


CAPÍTULO  IV 
X)e  la  renta  vitalicia. 


Ari.  ISOff.  £1  contrato  aleatorio  de  renta  vitalicia 
obliga  al  deudor  á  pagar  una  pensión  ó  rédito  anual  du- 
rante la  vida  de  una  ó  más  personas  determinadas  por  un 
capital  en  bienes  muebles  ó  inmuebles,  cuyo  dominio  se 
le  transfiere  desde  luego  con  la  carga  de  la  pensión. 

^1^.  I  SOS.  Puede  constituirse  la  renta  sobre  la 
vida  del  que  da  el  capital,  sobre  la  de  un  tercero  ó  sobre 
la  de  varias  personas. 

También  puede  constituirse  á  favor  de  aquella  ó  aque-, 
lias  personas  sobre  cuya  vida  se  otorga,  ó  á  favor  de  otr» 
ú  otras  personas  distintas. 


j 


g 
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Art.  IS04I.  Es  nula  la  renta  constiinida  sobre  la 
Tida  de  una  persona  muerta  á  la  fecha  del  otorgamiento, 
ó  que  en  el  mismo  tiempo  se  halle  padeciendo  una  enfer- 
medad que  llegue  á  causar  su  muerte  dentro  de  los  veinte 
días  siguientes  á  aquella  fecha. 

Aa»t.  t80ft.  La  falta  de  pago  de  las  pensiones  ven- 
cidas no  autoriza  al  perceptor  de  la  renta  vitalicia  á  exi- 
gir  el  reembolso  del  capital  ni  á  volver  á  entrar  en  la  po- 
sesión del  predio  enajenado;  sólo  tendrá  derecho  á  recla- 
mar judicialmente  el  pago  de  las  rentas  atrasadas  y  el 
aseguramiento  de  las  futuras. 

Ji  rt.  1 SOO.  La  renta  correspondiente  al  año  en  que 
muere  el  que  la  disfruta»  se  pagará  en  proporción  á  los 
dias  que  hubiese  vivido;  si  debía  satisfacerse  por  plazos 
anticipados,  se  pagará  el  importe  total  del  plazo  que  du- 
rante su  vida  hubiese  empezado  á  correr. 

Art.  tSOV.  El  que  constituye  á  título  gratuito  una 
renta  sobre  sus  bienes,  puede  disponer,  al  tiempo  del 
otorgamiento,  que  no  estará  sujeta  dicha  renta  á  embargo 
por  obligaciones  del  pensionista. 

Ari.  IfMIS.  No  puede  reclamarse  la  renta  sin  jus» 
tincar  la  existencia  de  la  persona  sobre  ouya  vida  esté 
constituida. 


vOMO  último  de  los  contratos  aleatorios  qae  expresamente  regula  el  Có^ 
digo,  se  encuentra  el  de  renta  vitalicia:  contrato  en  virtud  del  qoe  ano  ad« 
quiere  el  derecho  de  percibir  durante  su  vida,  ó  la  de  otro  que  se  designa,  una 
pensión  anual  por  haber  entregado  un  capital  en  bienes  muebles  ó  inmuebles, 
cuyo  dominio  transfiere  desde  luego  con  la  carga  de  la  pensión;  llamándose 
renta  vitalieia,  por  cobrarse  anualmente  la  penaión  de  una  ó  más  personas  de* 
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terminadas,  j  pnede  constituirae  sobre  la  vida  del  qoe  da  el  capilal,  sobre  la 
de  un  tercero  ó  sobre  la  de  varías  personas,  y  también  á  favor  de  aquella  6 
aqnellas  personas  sobre  cuya  vida  se  otorga  ó  á  favor  de  otra  t  otras  perso- 
nas distintas. 

De  esta  última  doctrina,  que  es  la  que  sienta  coms  precepto  el  art.  4S§S 
transcrito,  hay  quien  sostiene  que  si  bien  en  lo  antigao  no  podía  constitairse 
la  renta  vitalicia  más  que  sobre  ana  vida,  y  que  en  tiempo  de  Don  Felipe  III 
se  estableció  que  pudiera  constituirse  por  dos  vidas,  hoy^  coa  arreglo  al  Có- 
digo, puede  concertarse  ó  concederse  la  renta  vitalicia  por  ona  ó  más  vidas 
sucesivamente.  Nosotros  entendemos  que  el  precepto  del  Código  no  aatoríaa 
semejante  latitud,  que,  de  concederla,  resaltaría  ana  especie  de  vincalaelón  ana 
vez  que,  pesando  la  renta  como  gravamen  de  los  bienes  respectivos,  tal  grava- 
men podía  tener  nn  carácter  ilimitado  é  irredimible,  dada  la  oondición  de  ?i  - 
talicia  de  la  renta  que  se  creara  en  favor  de  diferentes  personas  saceaivas. 
Cierto  que  puede  convenirse  ú  otorgarse  la  renta  en  favor  de  ana  ó  varias 
personas;  pero  el  empleo  de  estas  palabras  demaestra  sa  alcance  y  limitadón, 
pues  que  no  siendo  persona,  según  derecho  y  en  cuanto  á  las  naturales,  más 
que  las  existentes,  con  la  salvedad  del  concebido  y  no  nacido,  elaro  es  qae  al 
«mplear  el  Código  la  palabra  personas ,  se  refiere  única  y  exehisivaiikeiita  á 
aquellas  qne  puedan  reputarse  tales  al  tiempo  de  la  eonstitación  de  la  roota 
vitalicia. 

Por  la  misma  razón  la  ley  reputa  nula  la  renta  vitalicia  en  favor  de  per- 
sona muerta,  y  también,  y  para  evitar  fraudes,  la  referída  á  aquella  qae  al 
tiempo  de  la  constitución  padeciere  de  una  enfermedad  qne  la  condajese  al 
sepulcro  dentro  de  los  veinte  días  siguientes  al  acto  jurídico. 

El  Código,  en  el  siguiente  art  1805,  se  ocupa  del  derecho  que  corresponde 
al  rentista  para  la  reclamación  de  las  rentas  atrasadas,  negándole  que  por  con  - 
secuencia  de  la  falta  de  pago  pueda  exigir  el  reembolso  del  capital,  ni  entrar 
de  nuevo  en  el  goce  de  los  bienes  enajenados;  y  por  ello  y  por  no  existir  «n 
nuestro  derecho  disposición  alguna  que  obligue  al  que  establece  ana  pensíóii 
periódica  sobre  finca  de  sa  propiedad,  á  determinar  el  capital  qae  tal  pensióii 
representa,  pues  basta  que  fije  de  un  modo  preciso  la  cuantía  de  la  renta,  el 
período  en  que  ha  de  ser  satisfecha  y  el  tiempo  que  la  pensión  ha  de  darar , 
toda  vez  que  la  fijación  del  capital  carece  de  interés  para  el  perceptor  de  la 
renta,  dado  que  la  falta  de  pago  de  las  pensiones  vencidas  nunca  le  aatorixa 
á  exigir  la  entrega  de  aquél,  según  el  artículo  que  nos  ocupa,  de  lo  caal  se 
deduce  qne,  en  lo  que  concierne  al  pensionista,  la  hipoteca  eonstitafda  ea  su 
garantía  sólo  le  asegura  el  pago  de  la  renta,  por  cuya  razón  tampoco  importa 
á  tercero  la  capitalización  de  la  pensión,  puesto  que  sólo  pueden  redaoiarae 
las  vencidas,  y  esto  con  la  limitación  que  señalan  los  artícalos  4.11  y  447  de 
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la  ley  Hipotecaria;  y,  por  lo  tanto,  es  válida  é  inscribible  la  escritora  de  a$e-> 
guramiento  de  renta  vitalicia  en  qae  no  se  capitaliza  la  pensión  (4). 

Dado  el  precepto  de  este  articulo,  según  el  qne,  ni  ann  la  falta  de  pago  de 
las  pensiones  de  una  renta  vitalicia  autorizan  á  su  perceptor  á  exigir  el  re- 
embolso del  capital,  se  dedace  con  mayor  razón  qne  ha  de  estar  también  pro- 
hibido al  pensionista  extinguir  la  renta  mediante  nna  capitalización  conve- 
nida con  el  dueño  de  la  finca  ó  fincas  gravadas  y  percibo  consigoientemente 
del  capital  estipulado  cuando  esa  renta  se  constituyó  sobre  determinados  bie- 
nes y  en  favor  de  personas  señaladas  y  de  los  descendientes  directos  de  ellas, 
porque  los  primeramente  designados  no  tienen  capacidad  para  disponer  de  tal 
pensión,  que  á  su  muerte  ha  de  pasar  á  otras  personas  por  virtud  de  expreso 
llamamiento  (2). 

Como  los  demás  preceptos  del  Código  son  de  claridad  evidente  y  no  han 
de  producir  dificultad  alguna  en  la  práctica,  terminaremos  este  comentario 
diciendo  que  la  pensión  termina  con  la  vida  de  la  persona  sobre  la  que  se 
constituyó,  y  el  último  pago  se  prorratea  con  el  tiempo  que  hubiera  vivido,  á 
menos  que  estuviera  convenido  que  los  plazos  se  paguen  anticipados,  en  cuyo 
caso  se  pagará  el  importe  total  del  plazo  que  hubiere  empezado  á  correr  en  la 
viviente  del  pensionista,  y  que  este  contrato  puede  ser  rescindido  por  falta  de 
cumplimiento  de  las  condiciones  qne  en  el  núsmo  se  hubieren  estipulado. 


(1)  B.  de  la  D.,  81  Hayo  98.— ¿7.  22  Sept. 

(2)  B.  de  la  D.,  S8  Hayo  96— ¿7.  51  Agosto. 


r 


TÍTULO  XIII 


De  las  transacciones  y  compromisos. 


CAPITULO  PRIMERO 
I>e  las  traiisaccionee. 


Art.  ISOO.  La  transacción  es  un  contrato  por  el 
cual  las  partes,  dando,  prometiendo  ó  reteniendo  cada 
una  alguna  cosa,  evitan  la  provocación  de  un  pleito  ó  po- 
nen término  al  que  habla  comenzado. 


760.  No  transigiéndoee  en  una  escritura  en  forma  alguna  las 
diferencias  surgidas  entre  los  interesados  respecto  á  la  inteligencia 
de  la  cláusula  de  un  testamento,  sino  que,  por  el  contrario,  se  de- 
jaron en  el  estado  en  que  se  hallaban,  reservándose  sus  derechos 
sobre  tal  cuestión,  que  después  se  suscita  por  medio  de  demanda, 
no  tienen  aplicación  al  caso  los  preceptos  de  los  artículos  1809, 
1815  y  1816  del  Código.— 5.  6  Nav.  95.— &.  del  21. 


A  r t.  1 S I  O.  El  tutor  no  puede  transigir  sobre  los  de- 
rechos de  la  persona  que  tiene  en  guarda  sino  en  la  forma 
prescrita  en  el  nüm.  12  del  art.  269  y  en  el  art.  274  del 
presente  Código. 

£1  padre,  y  en  su  caso  la  madre,  pueden  transigir  bo- 
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bre  los  bienes  y  derechos  del  hijo  que  tuvieren  bajo  bu 
potestad;  pero  si  el  valor  del  objeto  sobre  que  recaiga  la 
transacción  excediera  de  2.000  pesetas,  no  surtirá  ésta 
efecto  sin  la  aprobación  judicial  (1). 

Ari.  lüll.  Ni  el  marido  ni  la  mujer  pueden  tran- 
sigir sobre  los  bienes  y  derechos  dótales  sino  en  los  casos 
y  con  las  formalidades  establecidas  para  enajenarlos  ú 
obligarlos. 

Art.  1919.  Las  corporaciones  que  tengan  persona- 
lidad jurídica  sólo  podrán  transigir  en  la  forma  y  con  los 
requisitos  que  necesiten  para  enajenar  sus  bienes  (2). 

Ari.  MIS.  Se  puede  transigir  sobre  la  acción  civil 
proveniente  de  un  delito;  pero  no  por  eso  se  extinguirá  la 
acción  pública  para  la  imposición  de  la  pena  legal. 

Art.  1II14*  No  se  puede  transigir  sobre  el  estado 
civil  de  las  personas,  ni  sobre  las  cuestiones  matrimonia- 
les, ni  sobre  alimentos  futuros. 

Art*  tSl&.  La  transacción  no  comprende  sino  los 
objetos  expresados  determinadamente  en  ella,  ó  que,  por 
una  inducción  necesaria  de  sus  palabras,  deban  reputarse 
comprendidos  en  la  misma. 

La  renuncia  general  de  derechos  se  entiende  sólo  de 
los  que  tienen  relación  con  la  disputa  sobre  que  ha  recaí- 
do la  transacción. 

Ari.  ISIO.  La  transacción  tiene  para  las  partes  la 
autoridad  de  la  cosa  juzgada;  pero  no  procederá  la  vía  de 
apremio  sino  tratándose  del  cumplimiento  de  la  transac- 
ción judicial  (8). 

(1)     VéMe,  oomo  oonoordante,  «1  ari.  160. 

(3)     Véase,  oomo  concordante,  el  art.  96. 

(S)     Véase,  en  el  art.  1909,  la  eeat.  6  Nov.  96. 


rír$' 
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761.  Al  consignarse  en  una  escritura  que  la  cantidad  que  se  da 
l>or  entregada  es  en  concepto  de  pago  de  legítima,  y  que  si  ésta 
fuese  menor  que  aquélla,  la  diferencia  cederia  en  favor  del  padre 
del  heredero,  nada  se  contrata  ni  transige  oobre  la  sustancia  ni  so- 
bre la  cuantía  de  los  derechos  sucesorios;  y  por  consiguiente,  al  de- 
clarar nula  dicha  estipulación  y  condenar  á  la  entrega  de  la  canti- 
dad percibida  en  el  concepto  de  ser  una  transacción  sobre  legítima 
futura,  se  infringe  lo  dispuesto  en  este  articulo  del  Código  civil.— 
S.  6  Marzo  94.— G.  10  Agosto  y  4  Sept. 


jlrt.  iSI9.  La  transacción  en  que  intervenga  error, 
dolo,  violencia  ó  falsedad  de  documentos,  está  sujeta  á  lo 
dispuesto  en  e]  art.  1265  de  este  Código. 

Sin  embargo,  no  podrá  una  de  las  partes  oponer  el 
error  de  hecho  á  la  otra  siempre  que  ésta  se  haya  aparta- 
do por  la  transacción  de  un  pleito  comenzado. 

Ari.  M^AS.  £1  descubrimiento  de  nuevos  documen- 
tos no  es  causa  para  anular  ó  rescindir  la  transacción, 
si  no  ha  habido  mala  fe. 

Art.  1SI9.  Si  estando  decidido  un  pleito  por  ften- 
tencia  firme,  se  celebrare  transacción  sobre  él  por  ignorar 
la  existencia  de  la  sentencia  firme  alguna  de  las  partes 
interesadas,  podrá  ésta  pedir  que  se  rescinda  la  tran- 
sacción. 

La  ignorancia  de  una  sentencia  que  pueda  revocarse» 
no  es  causa  para  atacar  la  transacción. 


k 


.A  transacción  es  un  contrato  accesorio,  puesto  que  no  se  realiza  ni  puede 
tener  efecto  sino  cuando  haya  obligaciones  principales  anteTiores,  y  por  este 
contrato  las  partes,  dando,  prometiendo  ó  reteniendo  cada  una  alguna  cosa, 
evitan  la  provocación  de  un  pleiteó  ponen  término  al  ya  comenzado.  Su  fun- 
damento y  principal  objeto  es  el  establecimiento  de  reglas  para  resolver  las 
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caestiones  qoe  sarjan  en  virtud  de  encontrados  intereses,  evitando  contien- 
das judiciales  y  procurando  guardar  la  armonía  que  debe  reinar  entre  la  es- 
pecie  humana. 

Para  la  celebración  de  este  contrato  se  requiere  como  requisito  esencial  en 
cuanto  á  las  personas,  que  tengan  capacidad  para  enajenar,  puesto  que  la 
transacción  es  en  realidad  una  especie  de  enajenación.  Por  eso  el  menor,  el 
loco,  etc.,  que  no  tienen  capacidad  para  enajenar,  no  pueden  tampoco  transi- 
gir sin  la  concurrencia  ó  intervención  de  las  personas  llamadas  por  la  ley  para 
supHr  aquella  falta  de  capacidad,  y  de  aquí  que  la  ley,  para  salvar  el  inconve- 
niente, dispone  que  el  tutor  transija  á  nombre  del  pupilo,  previa  autorización 
del  consejo  de  familia:  el  padre,  y  en  su  defecto  la  madre,  lo  harán  en  repre- 
sentación del  menor  que  se  encuentre  bajo  su  potestad,  si  bien  cuando  la  cosa 
objeto  de  la  transacción  excediere  de  2.000  pesetas,  necesitarán  obtener  tam- 
bién la  correspondiente  y  previa  autorización  judicial:  el  marido  y  la  mujer, 
con  respecto  á  los  bienes  dótales,  en  los  casos  y  con  los  requisitos  estableci- 
dos para  enajenarlos  ú  obligarlos;  y  las  corporaciones  que  tengan  capacidad 
jurídica,  en  la  forma  y  con  los  requisitos  que  les  son  indispensables  para  la 
enajenación  de  sus  bienes. 

La  transacción  ha  de  recaer  siempre  sobre  cjsa  cierta,  y  por  tanto,  puede 
comprender  cuantos  bienes  y  derechos  puedan  ser  objeto  de  contratos,  siem- 
pre que  estén  en  el  comercio  de  los  hombres;  mas  respecto  al  estado  civil  de 
las  personas  y  á  las  cuestiones  matrimoniales,  la  ley  prohibe  la  transacción, 
así  como  también  en  cuanto  á  los  alimentos  futuros  y  respecto  á  la  acción 
penal  proveniente  de  delito,  porque  sobre  ninguno  de  esos  derechos  tienen  las 
personta  facultad  de  libre  disposición,  de  cuya  razón  se  deduce  la  causa  de  na 
haberse  excluido  de  la  transacción  la  parte  civil  ó  indemnización  de  perjui- 
cios que  proceda  de  delitos,  porque  sobre  ella  es  arbitro  el  perjudicado. 

Gomo  uno  de  sus  principales  efectos,  la  transacción  produce  la  termina- 
ción de  la  cuestión  pendiente,  é  impide  que  se  promueva  otra  vez,  y  obliga  á 
las  partes  á  estar  y  pasar  por  lo  convenido,  que  tiene  autoridad  y  fuerza  de 
cosa  juzgada;  debiendo  tenerse  en  cuenta  que,  aun  cuando  sólo  comprende  los 
objetos  expresados  determinadamente  en  ella,  lo  estarán  también  aquellos  que 
poruña  inducción  necesaria  de  sus  palabras  deban  reputarse  comprendidos  en 
la  misma;  y  que  la  renuncia  general  de  derechos  es  sólo  de  aquellos  á  que  la 
transacción  se  ha  referido. 

Únicamente  procederá  la  vía  de  apremio  para  el  cumplimiento  ó  ejecución 
de  la  transac(  ion,  cuando  ésta  haya  sido  judicialmente  aprobada;  y  no  pro- 
duce efectos,  haya  sido  ó  no  aprobada,  más  que  en  cuanto  á  las  personas  que 
la  celebran,  por  lo  que,  cuando  haya  fiador  en  las  obligaciones  sobre  que  se 
transija^  la  transacción  hecha  por  el  acreedor  no  surte  efecto  para  con  el 
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deador  principal,  ni  la  hecha  por  6»te  le  surte  para  coa  et  fiador  si  no  om- 
sintiere. 

La  transacción  se  rescinde  mediando  error  sustancial,  dolo,  Tíolencia  ó 
falsedad  de  documentos  y  demás  medios  que  anulan  ó  revocan  ios  contratos. 
Sin  embargo,  no  puede  una  de  lu  partes  oponer  el  error  de  hecho  á  la  otra, 
siempre  qae  ésta  se  haya  apartado  por  la  transacción  de  on  pleito  comenta- 
do. Si  el  error  fuese  de  cálculo,  puede  ser  reparado:  no  así  el  que  se  refiere  á 
)a  persona  que  revoca  la  transacción.  También  se  revoca  por  haberse  otor- 
gado con  vista  y  c^n  apoyo  de  falsos  instromentos.  Pero  el  descubrimiento  do 
nuevos  documentos  no  es  cansa  para  anular  ó  rescindir  la  transacción,  ú  no 
ha  habido  mala  fe. 

Por  último,  debe  tenerse  en  cuenta,  que  si  estando  decidido  un  pleito  por 
sentencia  firme,  se  celebrase  transacción  sobre  ^1  por  ignorar  la  existencia 
de  la  sentencia  firme  alguna  de  las  partes  interesadas,  podrá  ésta  pedir  que  se 
rescinda  la  transacción.  Pero  no  es  causa  par^Atacar  la  transaccióo,  la  igno- 
rancia de  una  sentencia  que  pueda  revocarse. 

Y  en  cuanto  al  derecho  internacional,  lo  mismo  en  lo  que  á  la  forma  se 
refiere  que  en  lo  tocante  al  fondo  y  á  la  capacidad  de  las  partes,  te  ngen  las 
transacciones  y  compromisos  por  las  reglas  generales  de  los  contratos.  Úni- 
camente ha  surgido  divergencia  entre  los  autores  respecto  de  lo  que  debe  en- 
tenderse en  estos  casos  por  lugar  del  contrato,  sosteniendo  anos  qoe  lo  es 
aquel  en  que  las  partes  han  otorgado  su  consentimiento,  y  otras,  que  debe 
serlo  aquel  en  que  se  han  llenado  las  formalidades  necesarias  para  que  la  tran- 
sacción quede  perfeccionada,  tales  como  la  aprobación  del  Tribunal  extran- 
jero—homologación, --si  la  exigen  las  leyes,  y  otras. 


OAPlTUJLO    U 


Z>e  los  coinpromisos 


/%ri.  tS90.  Las  miamas  personas  qae  pueden  tran- 
sigir pueden  comprometer  en  un  tercero  la  decisión  de 
«US  contiendas. 
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Art.  1S91.    Lodifspuesto  en  el  capítulo  anterior 
Bobre  tranBacciones  ee  aplicable  á  ios  compromisos. 

£d  cuanto  al  modo  de  proceder  en  los  compromisos  y 
á  la  extensión  y  efectos  de  éstos,  se  estará  á  lo  que  deter- 
mina la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


762.  Si  sometidas  las  partes  á  tres  amigables  componedores, 
concurrieran  éstos  á  la  votación  y  dos  de  ellos  solemnizaran  la  re- 
solución que  les  estaba  encomendada,  el  fallo  que  considera  ésta 
como  formal  sentencia,  dictada  en  tiempo  por  la  mayoría  absoluta 
de  los  designados  al  efecto,  no  intringe  los  artículos  791,  796,  797» 
829,  834  y  836  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  el  1821  de  este 
Código.— S.  3  Dic.  92.— G.  21  Febrero  93. 


B: 


L  compromiso  es  un  contrato  de  carácter  accesorio,  y  por  él  se  convie- 
nen las  partes  á  someter  sns  diferencias  ó  cuestiones  litigiosas  pendientes  al 
arbitrio  de  una  ó  varias  personas.  Pueden  celebrarlo  todos  los  que  se  bailen 
con  capacidad  para  obligarse  y  contratar,  y  su  objeto  puede  recaer  sobre  cual- 
quiera cuestión  dudosa  antes  ó  después  de  comenzado  un  litigio,  exceptuán- 
dose aquellas  cosas  que  no  pueden  ser  objeto  de  transacción  y  á  que  nos  he- 
mos referido  en  el  comentario  precedente. 

El  Código  en  los  artículos  transcritos,  después  de  sentar  el  principio  men- 
cionado de  que  las  mismas  personas  que  pueden  transigir  pueden  compróme* 
ter  á  un  tercero  la  decisión  de  sus  contiendas,  se  limita  á  consignar  que  son 
aplicables  á  este  contrato  los  preceptos  del  capítulo  anterior,  á  cuyo  comen- 
tario remitimos  al  lector,  y  á  establecer  que  en  cuanto  al  modo  de  proceder 
y  á  la  extensión  y  efectos  del  compromiso  se  estará  á  lo  que  determina  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  cuyos  artículos  790  al  839  se  ocupan  de  los  juicios 
de  arbitros  y  amigables  componedores,  puntualizando  las  reglas  á  que  están 
sometidos. 

Gomo  principales,  dispone  que  los  arbitros  para  decidir  cuestiones  litigio- 
sas han  de  ser  letrados  mayores  de  veinticinco  años  y  con  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  civiles:  que  el  compromiso  se  realizará  siempre  por  medio  de  escri- 
tura pública,  siendo  nulo  cuando  se  emplee  cualquiera  otra  forma:  que  los  ar- 
bitros han  de  aceptar  personalmente  el  encargo,  cumpliendo  su  cometido  bajo 
TOMO  n  6S 
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la  responsabilidad  de  daños  j  perjaicios:  qoe  ea  estos  jaicios  y  dorante  8V 
tninitacii^n  es  procedente  el  recibimiento  á  praeba,  admitiéndose  y  practi- 
cándose toda  la  establecida  por  derecho:  qne  la  sentencia  del  jnicio  arbitral 
ba  de  revestir  las  mismas  formalidades  qne  la  qne  recae  en  los  jaicios  decla- 
rativos, procediendo  contra  ella  recurso  de  alsada,  y  en  sn  caso,  ó  sea  caando 
resuelva  ana  cnestión  qoe  se  halle  pendiente  de  juicio  en  segunda  instancia,  el 
de  casación  para  ante  el  Tribunal  Supremo:  que  la  designación  de  amigables 
componedores  debe  recaer  en  aquellas  personas  en  quienes  concorran  las  eir- 
cnnstancias  que  expresa  el  art  8S7,  siendo  aplicables  á  estos  compromisos  lu 
disposiciones  relativas  á  los  Jueces  arbitros,  y  debiendo  consignarse  también 
en  escritura  pública:  que  la  sentencia  de  los  amigables  componedores  ba  de 
dictarse  precisamente  por  ante  Notario,  dándose  contra  ella  tan  sólo  el  re* 
curso  de  casación  por  loa  niolivos  y  en  el  tiempo  y  forúii  especialmente  de» 
terminados;  y  que  la  ejecución  de  la  sentencia  de  los  amigables  componedorea 
ha  de  pedirse,  t<jn  presentación  de  docamentos,  á  la  autoridad  Judicial  com- 
petente. 


í. 
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TITULO  XIV 


I>e   la   fianza. 


CAPlTUIX>  PRIMERO 
JJe  la  naturaleza  y  extensión  de  1^  fiax^xa* 


'  Ari.  1S99.    Por  la  fianza  se  obliga  nno  á  pagar  6 
cumplir  por  un  tercero,  en  el  caso  de  no  hacerlo  éste. 

Si  el  fiador  se  obligare  solidariamente  con  el  deudor 
principal,  se  observará  lo  dispuesto  en  la  sección  cuarta» 
capitulo  3.®,  tit.  1.^  de  este  libro. 

Ari.  1S%3.    La  fianza  puede  ser  conyencionali  legal 
ó  judicial,  gratuita  ó  á  titulo  oneroso. 

Puede  también  constituirse,  no  silo  á  iavor  del  deu- 
dor principal,  sino  al  del  otro  fiador,  oonsintiéndolo» 
ignorándolo  y  aun  contradiciéndolo  éste. 

A  Tt.  i SS4.    La  fianza  no  puede  existir  sin  una  obli- 
gación válida. 

Puede,  no  obstante,  recaer  sobre  una  obligación  cuya 
nulidad  pueda  ser  reclamada  á  virtud  de  una  excepción 
puramente  personal  del  obligado,  como  la  de  la  menor 
edad. 

Exceptúase  de  la  disposición  del  párrafo  anterior  el 
caso  de  préstamo  hecho  al  hijo  de  familia. 


/ 
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Ari.  1S^5.  Puede  también  prestarse  ñanza  en  ga- 
rantía de  deudas  futuras,  cuyo  importe  no  sea  aún  cono- 
cido; pero  no  se  podrá  reclamar  contra  el  fiador  hasta  qu  o 
la  deuda  sea  liquida. 

Art.  1S9S.  El  fiador  puede  obligarse  á  menos, 
pero  no  á  más  que  el  deudor  principal,  tanto  en  la  canti- 
dad como  en  lo  oneroso  de  las  condiciones. 

Si  se  hubiera  obligado  á  más,  se  reducirá  su  obliga- 
ción á  loe  limites  de  la  del  deudor. 

'^.  Art.  1SS9.  La  fianza  no  se  presume:  debe  ser  ex- 
presa y  no  puede  extenderse  á  más  de  lo  contenido 
en  ella. 

Si  fuere  simple  ó  indefinida,  comprenderá,  no  sólo  la 
obligación  principal^  sino  todos  sus  accesorios,  inclusos 
los  gastos  del  juicio,  entendiéndose,  respecto  de  éstos, 
que  no  responderá  sino  de  los  que  se  hayan  devengado 
después  que  haya  sido  requerido  el  fiador  para  el  pago. 

Art.  1S!9S.    El  obligado  á  dar  fiador  debe  presen- 
tar persona  que  tenga  capacidad  para  obligarse  y  bienes 
suficientes  para  responder  de  la  obligación  que  garantiza. 
'  El  fiador  se  entenderá  sometido  á  la  jurisdicción  del  Juez 
del  lugar  donde  esta  obligación  deba  cumplirse  (1). 

'  ^  Art.  IS^B.  Si  el  fiador  viniere  al  estado  de  insol- 
vencia, puede  el  acreedor  pedir  otro  que  reúna  las  cuali- 
dades exigidas  en  el  articulo  citerior.  Exceptúase  el  caso 
de  haber  exigido  y  pactado  el  acreedor  que  se  le  diera  por 
fiador  una  persona  determinada. 


Q 


KAN  número  de  convenios  dejarían  de  celebrarse  y  machas  obligaciones 
qnedarían  sin  ser  constituidas,  si  no  hobiera  en  el  derecho  algún  medio  por 


(U     YéSLñQ,  como  concordante,  el  art.  1864. 
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virtud  del  cnal  pueda  tenerle  seguridad  en  que  su  cumplimienfo  habrá  de  ser 
un  hecho  real  y  efectivo:  porque  son  múltiples  las  relaciones  jurídicas  que  se 
hallan  subordinadas  al  transcurso  de  un  período  de  tiempo  más  ó  menos  lar- 
go, ya  porque  la  naturaleza  de  la  obligación  así  lo  exige,  ya  por  obedecer  á 
conveniencias  de  las  personas  interesadas  en  ellas.  Y  como  muchas  de  estas 
obligaciones  á  plazo  pueden  crearse  entre  personas  desconocidas  entre  sí  ó 
que  por  su  estado  financiero  ó  circunstancias  especiales  no  ofrezcan  al  acree- 
dor la  confianza  y  seguridad  que  son  oportunas,  necesario  es  arbitrar  medios 
de  asegurar  el  cumplimiento  de  la  obligación  en  el  tiempo  y  forma  con- 
venidos. 

Esto  se  consigue  por  medio  de  ciertos  contratos  que  vienen  á  completar  á 
aquellos  en  que  la  obligación  principal  se  constituye,  llamados  por  algunos 
tratadistas  contratos  de  garantía,  porque  en  su  virtud  el  acreedor  puede 
aceptar  una  obligación  futura  en  la  confianza  y  segundad  de  qce  no  ha  de 
quedar  burlado. 

Mas  esta  garantía  puede  ser  personal  ó  real,  siendo  la  primera,  como  su 
propio  nombre  lo  dice,  aquella  en  que  obtenemos  la  seguridad  del  cumpli- 
miento de  una  obligación  por  el  crédito  que  nos  merece  una  porsona  distinta 
de  la  obligada^  teniendo  en  cuenta,  bien  sea  sólo  sus  cualidades  morales,  ya 
la  combinación  de  éstas  con  la  abundancia  de  medios  conocidos  para  poder 
atender  á  su  cumplimiento;  y  la  segunda  es  aquella  en  que  el  valor  efectivo 
de  una  cosa  nos  garantiza  el  cumplimiento  de  la  obligación. 

La  primera  de  estas  dos  formas  de  garantía  es  conocida  con  el  nombre  de 
fianza,  y  la  segunda  recibe  los  nombres  de  prenda,  hipoteca  ó  anticresis^  se- 
gún la  naturaleza  de  los  bienes  sobre  que  se  constituye,  y  muy  especialmente 
por  la  forma  de  constituirte. 

Podemos  definir  la  fianza  diciendo:  que  es  un  contrato  eonsensual  acceso- 
rio, por  virtud  del  que  una  ó  más  personas  toman  sobre  sí  de  una  manera 
subsidiaria  el  cumplimiento  de  una  obligación  contraída  por  un  tercero  para 
el  caso  que  éste  deje  de  cumplirla. 

La  fianza  es  contrato  eonsensual,  porque  queda  perfecto  por  sólo  el  coa- 
sentimiento de  los  contratantes,  sin  que  sea  requisito  someterlo  á  formalidad 
especial  alguna.  Es  accesorio,  porque  no  puede  subsistir  por  sí  solo  sin  que 
exista  una  obligación  principal  que  le  sirva  de  fundamento,  aun  cuando  sea 
futura,  y  al  mismo  tiempo  porque  el  fiador  no  puede  comprometerse  solidaria- 
mente  con  el  deudor,  porque  entonces  degenera  el  contrato  para  venir  á  cons- 
tituir una  obligación  de  distinto  orden,  según  vemos  del  segundo  párrafo  del 
art.  l8«Sdel  Código  civil. 

Algunos  tratadistas  califican  de  unilateral  el  contrato  de  fianza,  por  enten- 
der que  en  él  sólo  adquiere  obligaciones  el  fiador  en  el  momento  de  la  per- 
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feccíón;  mas  como  el  Código  determina  qae  se  paede  establecer  de  una  manen 
gratuita  ó  á  título  oneroso,  según  eaál  de  estas  dos  formas  revista,  así  será 
nailateral  ó  bilateral. 

En  éste,  como  en  los  demás  contratos,  debemos  estudiar  los  elementos 
personales,  reales  y  formales. 

Los  elementos  personales  no  ofrecen  hoy  grandes  distinciones,  pnes  así 
como  eu  casi  todo  lo  demás  ha  conservado  el  Código  los  antigaos  y  conocidos 
preceptos  legales  referentes  á  la  ñama  en  general,  ha  añadido  algunos  nae- 
Yos  de  verdadera  importancia  en  la  práctica.  No  estaba  determinado  en  el  de- 
recho las  condiciones  qne  debe  reunir  una  persona  para  ser  fiadora,  y  el  C^ 
digo  exige  la  capacidad  para  obligarse  y  bienes  suficientes  para  responder  de 
la  obligación  que  garantiza. 

A  primera  vista  parece  esta  disposición  de  menos  trascendencia  de  la  qne 
en  sí  tiene,  pues  sólo  resulta,  simplemente,  que  el  Código  exige  para  el  con- 
trato de  fianza  lo  que  se  exige  en  las  disposiciones  generales  para  cualquier 
clase  de  contratos,  es  decir,  que  los  que  contraen  obligación  tengan  capacidad 
para  obligarse;  mas  si  nos  detenemos  un  punto  en  considerar  que  esta  dispo- 
sición es  absoluta,  redactada  en  forma  abstracta,  y  que  á  la  regla  general  no 
se  han  añadido  excepciones,  encontraremos  que  han  sido  derogados  muchos 
preceptos  del  derecho  histórico  referentes  á  la  capacidad  para  ser  fiador. 

Es  bastante,  segán  el  art.  4828,  la  capacidad  ordinaria  sin  excepción  de 
ningún  género;  por  lo  tanto,  han  desaparecido  las  excepciones  que  nuestro 
antiguo  derecho  establecía,  prohibiendo  el  que  pudieran  ser  fiadores,  á  menos 
que  lo  fuesen  por  personas  de  su  propia  condición  ó  de  la  Hacienda  pública, 
los  eclesiásticos,  los  labradores  y  las  mujeres. 

La  limitación  de  estas  últimas  sólo  se  halla  afecta  al  estado  de  casadas 
mientras  no  obtengan  la  licencia  marital;  pero  con  ella^  entendemos  que  hasta 
pueden  constituirse  en  fiadoras  de  sus  propios  maridos,  á  pesar  de  la  prohibi- 
ción especial  que  para  este  caso  establecía  nuestro  antiguo  derecho. 

El  Código  no  prohibe  esta  obligación,  como  tampoco  prohibe  las  obliga- 
ciones mancomunadas  entre  marido  y  mujer,  y  como  el  Código  ha  venido  á 
derogar  los  preceptos  anteriores  á  él,  ai  no  señalar  tales  prohibiciones,  es 
prueba  que  las  suprime;  puesto  que  donde  la  ley  no  distingue,  no  debemos 
nosotros  distinguir. 

El  otro  requisito  que  hemos  visto  exige  el  Código  á  las  personas  para  ser 
fiadores,  es  el  que  tengan  bienes  suficientes  para  responder  de  la  obligacióa 
que  garantizan;  pero  esta  circunstancia  queda  subordinada  por  regla  general 
á  la  voluntad  del  acreedor,  puesto  que  el  hecho  de  venir  á  estado  de  ínsol- 
ven  :ia  el  fiador  no  es  razón  suficiente  por  sí  solo  para  que  quede  relevado 
del  cargo,  mientru  que  el  acreedor  no  lo  interese.  Éb,  pues,  ésta  sobment^ 
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nna  cansa  por  la  que  se  faculta  al  acreedor  para  que  pida  la  snstUación  del 
fiador;  facultad  que  queda  anulada  si  el  fiador  fuese  la  persona  determinada 
^ue  hubiese  exigido  j  aceptado  el  acreedor  para  garantizar  la  obligación. 

En  cnanto  á  los  elementos  reales  del  contrato  de  fianza,  no  son  otros  sino 
la  obligación  principal  para  la  seguridad  de  cuyo  cumplimiento  se  hubiere 
constituido.  Por  eso,  y  teniendo  en  cuenta  que  éste  no  es  sino  un  contrato 
accesorio,  establece  el  Código  que  la  fianza  no  puede  existir  sin  una  obliga- 
ción válida.  Por  tanto,  si  no  hay  una  obligación  principal  ó  ésta  no  es  válida 
con  arreglo  á  la  ley,  la  fianza  deja  de  existir;  no  ebstante  lo  cual,  el  Código, 
de  acuerdo  con  el  derecho  histórico,  establece  que  puede  recaer  la  fianza  so- 
bre una  obligación  cuya  nulidad  puede  ser  reclamada  á  virtud  de  una  excep- 
ción puramente  personal  del  obligado.  Tal  ocurriría  con  las  obligaciones  me- 
ramente naturales,  que  por  no  reconocerlas  el  derecho  fuerza  coercitiva,  no  se 
pueden  reclamar  del  deudor  principal. 

No  obstante,  el  ultimo  párrafo  del  art.  4824  excluye  de  la  anterior  autori- 
zación la  obligación  nacida  del  préstamo  hecho  á  un  hijo  de  familia  puesto 
que,  por  razones  atendibles  de  orden  interior  de  las  familias,  prohibe  la  ley 
esta  clase  de  préstamos:  á  tal  extremo,  que  viene  á  calificarlo  de  delito  en  de- 
terminadas circunstancias,  que  establece  el  art.  553  del  Código  penal. 

La  obligación  que  ha  de  servir  de  base  al  contrato  de  fianza  no  es  indis- 
pensable que  subsista  al  celebrarse  éste,  toda  vez  que  se  puede  establecer  tal 
contrato  para  garantizar  obligaciones  futuras  ó  cuyo  importe  no  esté  deter- 
minado ó  conocido.  Mas  como  la  obligación  de  fianza  es  subsidiaria,  no  podrá 
reclamarse  del  flador  mientras  no  exista  tal  obligación  y  haya  llegado  su 
cumplimiento,  exigiendo  el  Código,  como  no  podía  meaos  de  hacer,  que  sea 
líquida  la  deuda. 

No  es  tampoco  preciso  que  la  obligación  que  se  garantice  por  medio  de  la 
fianza  sea  absolutamente  principal,  sino  que  pueden  ser  aseguradas  obligacio- 
nes esencialmente  accesorias,  tal  como  la  misma  fianza,  pues  que  como  su 
misión  no  es  otra  que  la  de  dar  firmeza  y  seguridad  al  cumplimiento  de  otras 
obligaciones,  con  tal  que  éstas  sean  válidas,  poco  importa  que  sean  principales 
ó  accesorias:  lo  indispensable  es  que  existan  al  tiempo  de  exigir  el  cumpli- 
miento al  fiador. 

En  cnanto  á  los  elementos  fernales  del  contrato  de  fianza,  tampoco  son 
necesarios  ningunos  particulares,  y  puede  establecerse  sin  sujeción  á  formali-» 
dades  de  ninguna  clase.  Pero  asi  como  algunos  de  los  otros  contratos  quedan 
perfectos  por  la  r^alízación  de  actos  que  denotan  en  quien  los  realiza  la  vo- 
luntad de  contraer,  en  la  fianza  no  se  presume  el  consentimiento;  es  necesa- 
rio que  se  otorgue  de  una  manera  expresa  y  que  se  manifieste  hasta  dónde 
llega  la  voluntad  de  afianzar.  Porque  el  fiador  tiene  facultad  para  obligarse  á 
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menos  que  el  deador  principal,  y  mientras  esto  no  conste  de  na  modo  expr»* 
so,  se  entenderá  la  fianza  simple  ó  indefinida,  y  en  este  caso  el  fiador  responde,, 
no  sólo  de  la  deuda  principal,  sino  de  todos  sos  accesorios,  aun  de  las  eos* 
tas  judiciales  que  se  devenguen  después  que  haya  sido  él  requerido  para 
el  pago. 

Pero  si  bien  el  fiador  tiene  oportunidad  de  obligarse  á  menos  que  el  deu- 
dor principal,  no  le  es  permitido  obligarse  á  más  que  éste,  tanto  en  la  canti- 
dad como  en  lo  oneroso  de  las  condiciones;  y  la  razón  es  obvia.  Si  la  fianza 
68  una  obligación  esencialmente  accesoria,  tiene  que  hallarse  comprendida 
dentro  de  los  límites  de  la  obligación  principal:  en  todo  lo  que  excediera  de 
ésta  le  faltaría  la  base,  quedando  sin  efecto.  Por  ello  el  fiador  no  puede  ser 
obligado  á  pagar  en  lugar  distinto  que  el  deudor,  ni  en  plazo  más  breve,  ni 
puramente  si  la  obligación  principal  tuviese  condición. 

Creemos  que  las  prohibiciones  del  art.  4826  no  tienen  el  alcance  de  impe- 
dir que  el  fiador  se  obligue  más  intensamente  que  el  deudor  principal;  es  de- 
cir, de  modo  que  la  obligación  quede  más  eficazmente  asegurada,  tal  como  si. 
constituyese  prenda  ó  hipoteca  para  garantir  su  compromiso. 

£1  Código  establece  en  su  art.  4823  que  la  fianza  puede  ser  convencional, 
legal  ó  judicial;  clasificación  que,  aun  cuando  se  sobreentiende  el  espíritu  de 
la  ley  y  es  admitida  por  todos  los  tratadistas,  á  nuestro  juicio  merece  una  pe- 
queña aclaración,  porque  no  es,  como  de  tales  denominaciones  pudiera  dedu- 
cirse, que  la  fianza  legal  quede  constituida  por  ministerio  de  la  ley  desde  que 
en  un  sujeto  concurren  determinadas  circunstancias,  ni  la  judicial  la  que 
se  constituiría  por  la  designación  que  el  Juez  hiciese  del  fiador;  de  donde  re- 
saltaría que  una  persona  vendría  á  quedar  constituida  en  calidad  de  fiador 
aun  contra  su  voluntad,  á  la  manera  que  hay  servidumbres  llamadas  legales, 
como  la  de  recibir  el  predio  inferior  el  agua  que  naturalmente  discurre  del 
predio  superior,  ó  hipotecas  del  mismo  nombre,  como  las  establecidas  en  favor 
de  los  aseguradores  que  sin  la  voluntad  de  los  dueños  de  los  predios  quedan 
establecidas  por  el  solo  precepto  legal.  El  contrato  de  fianza,  es  decir,  aquel 
por  virtud  del  cual  una  persona  se  obliga  á  pagar  ó  cumplir  por  un  tercero 
en  el  caso  de  no  hacerlo  éste,  como  lo  define  el  art.  4822,  no  puede  ser  sino 
convencional  y  voluntario.  Ahora,  lo  que  el  art.  4823  quiere  decir  con  la  cla- 
sificación que  establece,  es  que  al  deudor  principal  se  le  puede  exigir  qae 
preste  fianza  por  virtud  de  convenio  que  él  hubiese  celebrado  obligándose  á 
ello,  por  disposición  de  la  ley  ó  por  deereto  judicial.  Ejemplo  de  estos  dos 
últimos,  la  fianza  que  se  exige  á  los  tutores,  ó  la  que  se  pide  por  el  Juez  para 
decretar  un  embargo  en  ciertos  casos. 

La  distinción  de  fianza  gratuita  ó  á  título  oneroso  no  era  indispensable 
q;ae  la  ley  la  estableciese,  puesto  que  no  pierde  su  carácter  la  fianza  porque 
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86  otorgoe  bajo  coalqniera  de  las  dos  formas.  La  transferencia  del  dominio  de 
ana  eosa  cuando  no  media  precio,  jamás  poede  ser  compraventa;  cnando  me- 
dia precio  BO  puede  ser  donación.  Sin  embargo,  es  oportuno  qne  je  baya  ex- 
presado para  evitar  falsas  interpretaciones. 


CAPITULO   II 

IDe  loe  efectos  de  la  ñanza; 


SECCIÓN  PRIMERA 

DE  LOfi  BFECT08  DE  LA  FIANZA  ENTRE  EL    FLADOR  Y  EL  ACREEDOR 

Y Art.  IS30.  El  fiador  no  puede  ser  compelido  á  pa- 
gar al  acreedor  sin  hacerse  antes  excusión  de  todos  los  bie- 
nes del  deudor. 


..   Ari.  iSSl.    La  excusión  no  tiene  lugar: 

1.^  Cuando  el  fiador  haya  renunciado  expresamente 
á  ella. 

2.^  Cuando  se  haya  obligado  solidariamente  con  el 
deudor. 

3.^    En  el  caso  de  quiebra  ó  concurso  del  deudor. 

4.^  Cuando  éste  no  pueda  ser  demandado  judicial- 
mente dentro  del  Reino. 

/Ir i.  iS39.  Para  que  el  fiador  pueda  aprovecharse 
del  beneficio  de  la  excusión,  debe  oponerlo  al  acreedor 
luego  que  éste  le  requiera  para  el  pago,  y  señalarle  bie- 
nes del  deudor  realizables  dentro  del  territorio  español, 
que  sean  suficientes  para  cubrir  el  importe  de  la  deuda. 

Ari.  1838.  Cumplidas  por  el  fiador  todas  las  con- 
diciones del  articulo  anterior,  el  acreedor  negligente  en  la 
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excuBÍón  de  los  bienes  señalados  es  lesponsable,  hasta 
donde  ellos  alcancen,  de  la  insolvencia  del  deudor  qne  por 
aquel  descuido  resulte. 


Art.  I  Sli4.  El  acreedor  podrá  citar  al  fiador  cuan- 
do demande  al  deudor  principal,  {iero  quedará  siempre  á 
salvo  el  beneficio  de  excusión,  aunque  se  dé  sentencia 
contra  los  dos. 

Art.  i  S35.    La  transacción  hecha  por  el  fiador  con 
el  acreedor  no  surte  efecto  para  con  el  deador  principal. 
La  hecha  por  éste  tampoco  surte  efecto  para  con  el 
fiador,  contra  su  voluntad. 

Art.  1§30.  El  fiador  de  un  fiador  goza  del  benefi- 
cio de  excusión,  tanto  respecto  del  fiador  como  del  dea- 
dor principal. 

Art.  MHtÍ7.  Siendo  varios  los  fiadores  de  un  mismo 
deudor  y  por  una  misma  deuda,  la  obligación  á  responder 
de  ella  se  divide  entre  todos.  El  acreedor  no  puede  recla- 
mar á  cada  fiador  sino  la  parte  que  le  corresponda  satis- 
facer, á  menos  que  se  haya  estipulado  expresamente  la 
solidaridad. 

El  beneficio  de  división  contra  los  cofiadores  cesa  en 
los  mismos  casos  y  por  las  mismas  causas  que  el  de  excu- 
sión contra  el  deudor  principal. 


11 


.NO  de  los  caracteres  principales  que  heoTiOs  señalado  al  contrato  de  fitina, 
es  la  cualidad  subsidiaria  de  la  obligación  que  en  él  se  contrae.  Por  lo  taoto, 
el  fiador  no  tiene  necesidad  de  cumplir  la  obligación  sino  en  defecto  del 
deodor  principal,  y  para  que  esto  tenga  verdadero  y  cumplido  efecto«  el  Có- 
digo ha  conservado,  aclarado  y  sintetizado  los  preceptos  del  derecbo  anti- 
guo por  los  que  se  conceden  al  fiador  ciertas  facultades  respecto  del  acreedor, 
per  virtud  de  las  cuales  puede  quedar  excusado  de  complir  por  sí  en  todo  é 


LIBRO  CUARTO.— TÍTULO  XTV.— ART8.  1830  A  1837  843 

«n  parte  de  ta  obligaoión.  Estas  íacaltades  son  de  ordinario  conocidas  con  los 
nombres  de  beneficio  de  eáBcuHán  y  beneficio  de  división. 

Por  virtud  del  prímero*  el  fiador  no  pnede  ser  compelido  á  pagar  al  acree- 
dor sin  antes  hacerse  excusión  de  todos  los  bienes  del  deudor.  Es  una  doc- 
trina inconcusa  que  el  fiador  tiene  deracbo'á  realizar  toda  acción  que  contra 
él  se  dirija,  mientras  que  el  deudor  principal  sea  solventf,  mientras  tenga 
bienes  bastantes  en  que  hacer  efectivo  el  crédito  y  en  condiciones  de  poderlos 
perseguir  sin  acudir  á  medios  sumamente  extraordinarios.  Por  eso  basta  fijarse 
en  la  condición  de  este  beneficio  para  comprender  que  hay  algunos  casos  en 
que  no  puede  utilizarse  sin  causar  perjuicios  inútiles  al  acreedor  ó  ver  que  por 
su  cualidad  de  beneficio  es  rennnciable. 

A  tales  razones  obedecen  los  preceptos  del  art.  1831,  puesto  que  si  el  fia- 
dor ha  renunciado  á  tal  beneficio,  lo  ha  perdido  por  su  libre  voluntad.  Si  se 
ha  obligado  solidariamente  con  el  deudor,  ha  perdido  la  cualidad  de  fiador  y 
pagador  subsidiario  para  venir  también  por  su  voluntad  propia  á  quedar  con- 
vertido en  deudor  principal.  En  el  caso  de  quiebra  ó  concurso  del  deudor,  in- 
útil sería  que  señalase  bienes  de  éste,  puesto  que  habrían  de  venir  primera- 
mente al  juicio  univer3al  á  aumentar  el  activo  del  deudor,  y  atender  al  pasivo 
en  general  y  no  á  la  deuda  particular  que  el  fiador  garantizase.  Y  en  el  caso 
de  que  el  deudor  no  pueda  ser  demandado  en  el  reino,  produciría  dilaciones  y 
molestias  sin  cuento  el  dirigir  el  procedimiento  contra  aquél,  y  aun  muchas 
veces  esto  se  haría  imposible,  con  lo  que  vendría  á  resultar  burlado  el  acree- 
dor, no  obstante  su  previsión  de  garantir  su  crédito  por  medio  del  fiador. 

A  éste,  en  cambio,  le  basta  oponer  este  beneficio  luego  qne  el  acreedor  le 
requiera  para  el  pago,  señalando  bienes  del  decidor,  realizables  dentro  del  te- 
rritorio español,  que  sean  suficientes  á  cubrir  el  importe  de  la  deuda.  Ckm  este 
solo  hecho  queda  relevado  el  fiador  del  pago  de  la  obligación  en  cuanto  al- 
cancen á  cubrirla  ios  bienes  señalados,  aun  cuando  no  la  haya  hecho  efectiva 
el  acreedor,  si  esta  circunstancia  es  debida  á  la  negligencia  ó  descuido  de 
éste  en  dirigir  la  acción  contra  los  bienes  del  deudor  que  el  fiador  le  señaló. 

Si  se  retrasare  en  utilizar  este  beneficio,  parece  que  es  que  renuncia  á  él; 
y  si  dejare  de  señalar  bienes,  deja  de  cumplir  los  requisitos  que  exige  el  ar- 
tículo 483S. 

No  es  obstáculo  el  qne  haya  sido  demandado  el  fiador  á  la  vez  qne  el  deu- 
dor, y  que  la  sentencia  se  haya  dictado  condenando  á  los  dos  al  pago,  para  que 
aquél  pueda  utilizar  el  beneficio,  puesto  que  la  sentencia  no  puede  cambiar  en 
Obligación  principal  la  que  sólo  tiene  carácter  subsidiario,  y  además,  porque 
hay  muchas  ocasiones  en  que  el  requisito  de  pago  no  puede  hacerse  sin  que 
antes  haya  recaído  sentencia  que  declare  la  eficacia  ó  ineficacia  de  la  obliga- 
ción, ó  que  determine  la  extensión  y  límites  de  ella. 
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Hemos  dicho  en  la  sección  anterior  qoe  la  fianza,  por  su  mismo  carácter 
de  contrato  de  garantía,  puede  asegurar,  no  sólo  la  obligación  principal,  sino 
también  las  accesorias,  y  que,  en  su  consecuencia,  es  posible  que  un  fiador 
constituya  la  ñanza,  no  á  favor  del  deudor  principal,  sino  de  otro  fiador.  En 
este  caso  le  corresponde  el  beneficio  de  excusión,  tanto  con  respecto  al  fiador 
por  quien  responde,  cuanto  con  referencia  al  mismo  primer  deudor  en  la  forma 
antes  indicada. 

£1  segundo  de  los  beneficios  que  gozan  los  fiadores,  es  el  de  división,  el 
cual  sólo  es  aplicable  cuando  fueren  más  de  uno  los  que  afianzan  una  misma 
deuda.  En  este  caso  el  acreedor  no  puede  reclamar  por  entero  á  uno  solé  de 
los  fiadores,  sino  que  tiene  que  dividirla  entre  todos  ellos  en  proporción  al 
número  de  fiadores  que  hubiere.  Cesa  dicho  beneficio  cuando  los  fiadores  ha- 
yan estipulado  expresamente  la  solidaridad,  pues  que  por  su  renuncia  expresa 
y  por  su  propia  voluntad  así  lo  han  querido;  y  cesa  asimismo  cuando  en  al- 
guno de  los  mismos  fiadores  concurran  las  causas  ú  ocurran  los  casos  en  qoe 
cesa  el  beneficio  de  excusión  contra  el  deudor  principal;  pero  se  entiende  qne 
esta  excepción  es  sólo  en  cuanto  al  que  se  encuentre  en  tales  casos. 

Aun  cuando  la  diferencia  está  bien  marcada,  no  nos  parece  ocioso  decir 
que  es  distinto  el  caso  de  que  una  persona  se  constituya  en  fiador  de  otro  fia- 
dor, á  aquel  en  que  dos  ó  más  individuos  se  constituyen  en  fiadores  del  deu- 
dor principal.  En  el  primer  caso  hay  una  subordinación  establecida  por  la 
obligación  principal,  la  del  primer  fiador,  la  del  8egundo,*tereero,  etc.,  mien- 
tras que  en  el  segundo  sólo  existen  dos  términos:  el  de  la  obligación  princi- 
pal y  el  que  representa  el  conjunto  de  fiadores. 

Como  consecuencia  de  la  cualidad  de  accesoria  que  caracteriza  á  la  fianza, 
no  puede  ésta  modificar  á  la  obligación  principal;  así  las  transacciones  que  hi- 
ciere el  fiador  con  el  acreedor  no  surten  efecto  para  con  el  deudor  principal,  se- 
gún determina  el  art.  1 835.  Este  precepto  no  está,  á  nuestro  juicio,  expresado 
con  la  suficiente  exactitud,  porque  de  admitirse  asi  en  ei  sentido  absoluto  en 
que  está  redactado,  pugnaría  abiertamente  con  el  párrafo  segundo  del  articulo 
4839,  en  que  se  establece  que  el  fiador  que  ha  transigido  con  el  acreedor  no 
puede  pedir  al  deudor  más  de  lo  que  realmente  haya  pagado.  O  surte  ó  no  surte 
efecto  la  transacción:  si  surte  el  efecto  de  no  poderse  exigir  al  deudor  más  de 
lo  pagado,  no  es  exacto  el  art.  4835;  si  no  surte  efecto  alguno  según  lo  que 
éste  dispone,  no  debe  privarse  al  fiador  del  derecho  de  reclamar  al  deudor 
toda  la  obligación,  aun  cuando  por  transacción  ó  convenios  particulares  con 
el  acreedor  haya  obtenido  algún  beneficio. 

Por  esta  contraposición  tan  marcada  de  ambos  artículos  parece  lógico  de- 
ducir, que  la  intención  del  legislador  al  redactar  el  art.  4S35,  en  su  primer 
párrafo,  fué  determinar  que  el  convenio  ó  la  transacción  del  fiador  con  el 
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acreedor  no  surtirá  el  efecto  de  agravar  en  nada  la  obligación  del  deador 
principal,  pneato  qne  el  otro  articulo  citado  admite  el  efecto  qoe  beneficia  al 
deador. 

Lo  mismo,  y  más  fondadamente,  hemos  de  decir  con  referencia  á  la  tran- 
sacción hecha  por  el  deador  con  el  acreedor,  paes  en  tanto  en  cnanto  por  esta 
transacción  disminuya  la  deuda  ó  ésta  sea  menos  onerosa,  tendrá  que  redundar 
á  la  vez  en  beneficio  del  fiador,  que  no  podrá  ser  obligado  á  pagar  más 
que  aquello  que  pueda  exigirse  al  deudor  principal.  Por  el  contrario,  si  de  la 
transacción  resultare  gravada  por  la  cantidad  ó  por  lo  oneroso  la  deuda  prín- 
cipaly  no  podrán  afectar  estas  variaciones  al  fiador  mientras  que  no  preste  su 
expreso  consentimiento. 


\ 


SECCIÓN  SEGUNDA 

DK  LOS  EFECTOS  DE  LA  FIANZA  ENTRE  EL  DEUDOR  Y   EL  FIADOR 


-^  Art.  i  S3S.  El  fiador  que  paga  por  el  deudor,  debe 
ser  iudemnizado  por  éste. 

La  indemnización  comprende: 

1.^    La  cantidad  total  de  la  deuda. 

2.^  Los  intereses  legales  de  ella  desde  que  se  haya  he- 
cho saber  el  pago  al  deudor,  aunque  no  los  produjese  para 
el  acreedor. 

3.^  Los  gastos  ocasionados  al  fiador  después  de  poner 
éste  en  conocimiento  del  deudor  que  ha  sido  requerido 
para  el  pago. 

4.^    Los  daños  y  perjuicios,  cuando  procedan. 
La  disposición  de  este  artículo  tiene  lugar  aunque  la 
fianza  se  haya  dado  ignorándolo  el  deudor. 

Art.  1S39.    El  fiador  se  subroga  por  el  pago  en  to- 
dos los  derechos  que  el  acreedor  tenía  contra  el  deudor. 
Si  ha  transigido  con  el  acreedor,  no  puede  pedir  al 
deudor  más  de  lo  que  realmente  haya  pagado. 

^  Art.  i  8411.  Si  el  fiador  paga  sin  ponerlo  en  noticia 
del  deudor,  podrá  éste  hacer  valer  contra  él  todas  las  ex- 
cepciones que  hubiera  podido  oponer  al  acreedor  al  tiem  - 
po  de  hacerse  el  pago. 
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Art.  iS4i.  Si  la  deuda  era  á  plazo  y  el  fiador  la 
pagó  antes  de  su  yencimiento,  no  podrá  exigir  reembolap 
del  deudor  hasta  que  el  plazo  venza. 

/IrC.  IfilS.  Si  el  fiador  ha  pagado  sin  ponerlo  en 
noticia  del  deudor,  y  éste,  ignorando  el  pago,  lo  repite 
por  su  parte,  no  queda  al  primero  recurso  alguno  contra 
el  segundo,  pero  sí  contra  el  acreedor. 

Art.  iS€3.  £1  fiador,  aun  antes  de  haber  pagado^ 
puede  proceder  contra  el  deudor  principal: 

J .°  Cuando  se  ve  demandado  judicialmente  paia  el 
pago. 

2.^    En  caso  de  quiebra,  concurso  ó  insolvencia. 

3.^  Cuando  el  deudor  se  ha  obligado  á  relevarle  de  la 
fianza  en  un  plazo  determinado,  y  este  plazo  ha  vencido. 

4.^  Cuando  la  deuda  ha  llegado  á  hacerse  exigible, 
por  haber  cumplido  el  plazo  en  que  debe  satisfacerse. 

5.^  Al  cabo  de  diez  años,  cuando  la  obligación  princi- 
pal no  tiene  término  fijo  para  su  vencimiento,  á  menos 
que  sea  de  tal  naturaleza  que  no  pueda  extinguirse 'sino 
en  un  plazo  mayor  de  los  diez  años. 

En  todos  estos  casos  la  acción  del  fiador  tiende  á  ob- 
tener  relevación  de  la  fianza  ó  una  garantía  que  lo  ponga 
á  cubierto  de  los  procedimientos  del  acreedor  y  del  peli- 
gro de  insolvencia  en  el  deudor. 


763.  Ejercitada  una  acción  para  la  relevación  de  fianza,  nacida 
al  amparo  de  las  antiguas  leyes,  que  puede  y  debe  resolverse  p<wr  la 
sola  virtud  de  sus  preceptos,  sin  necesidad  de  acudir  al  art.  184S 
del  Código  civil,  es  claro  á  todas  luces  que  aun  cuando  el  fallo  lo 
invoque,  en  cuanto  corrobora  el  derecho  del  demandante,  no  lo 
infringe  por  ser  aplicable  al  oaso.--A  2  Nov.  92.^G.  7  Enero  93. 
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NTSBIORMENTJS  hemos  manifestado  que  el  eontrato  de  fianza  es  ano 
de  los  llamados  de  garantía,  j  como  su  objeto  es  dar  seguridad  y  eonfíanz* 
al  acreedor  de  qae  la  obligación  se  habrá  de  camplir  en  el  modo  y  forma  es- 
tablecidos, desde  el  momento  en  qoe  ha  quedado  perfecto  poede  llenar  su-  fines 
sin  que  por  ello  sea  preciso  que  llegue  á  verificarse  su  consumación.  Si  el 
deudor  paga  la  deuda,  si  cumple  el  compromiso  contraído  en  el  tiempo  y  for- 
ma que  lo  concertó  al  establecerse  la  obligación,  sin  que  para  ello  haya  sido 
preciso  recurrir  al  fiador,  la  fianza  surtió  el  efecto  de  asegurar  la  obligación; 
pero  ao  so  consumó,  porque  el  fiador  no  tuvo  que  pagar;  mas  desde  el  mo- 
mento ^n  que  el  deudor  incurre  en  mork  y,  requerido  para  que  pague  no  lo 
verifica!  y  el  fiador  se  encuentra  en  el  caso  de  satis&cer  la  obligación,  queda 
consumada  la  fianza. 

Por  ambos  medios  queda  satisfecho  el  acreedor;  mas  así  como  en  el  pri- 
mer cas0|  ó  sea  cuando  paga  el  deudor  principal,  queda  extinguida  toda  rela- 
ción de  derecho,  en  el  segundo,  ó  sea  cuando  el  que  paga  es  el  fiador,  con- 
cluye esta  relación  jurídica  del  deudor  para  con  el  acreedor;  pero  en  cambio 
se  habrán  creado  nuevos  estados  de  derecho,  relaciones  jurídicas  nuevas  en- 
tre el  deudor  y  el  fiador,  estados  de  derecho  que  son  el  objeto  de  la  sección  que 
estudiamos. 

Los  efectos  que  el  pago  de  la  deuda  producen  entre  el  fiador  y  el  deudor, 
cuando  la  fianza  se  consuma,  están  determinados  en  el  Código  de  acuerdo  con 
la  legislación  histórica,  disintiendo  de  ella  sólo  en  algún  punto  do  escasa  im- 
portancia* 

Sabido  es  que  el  efecto  capital  del  pago  por  parte  del  fiador  es  el  de  que 
tenga  derecho  á  que  se  le  indemnice  por  el  deudor  de  lo  que  haya  pagado  y 
de  los  gastos  que  se  le  han  originado  con  el  cumplimiento  de  la  obligación  y 
de  los  perjuicios  que  haya  sufrido  por  esta  misma  causa.  Este  es  el  principio 
fbndamantal;  por  lo  tanto,  la  obligación  por  parte  del  deudor  subsiste,  aun 
cuando  con  diversidad  de  accidentes  y  cambiando  el  acreedor,  á  coya  condi- 
ción vieae  el  que  fué  fiador.  Y  como  esta  es  una  relación  de  derecho  nueva, 
debemos  examinar  qué  es  lo  que  el  fiador  puede  pedir  al  acreedor,  desde 
cuándo  empieza  su  acción  y  casos  en  que  pierde  el  derecho  á  reclamalr  de^ 
deudor. 

En  eiiaoto  á  lo  que  tiene  derecho  á  pedir  del  deudor  el  fiador  que  pagat, 
ya  lo  hemos  indicado  antes,  y  lo  preceptúan  terminantementa  Ips  i^rticiilea 
1838  y  4839.  Mas  se  ofrece  la  duda  con  respecto  á  los  intereses  que  pueda  co* 
brar  el  fiador,  si  habrán  de  ser  siempre  los  legales  que  consigna  el  art.  4t08, 
ó  habrá  casos  en  que  pueda  exigirlos  más  crecidos;  y  á  nuestro  juicio,  como 
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por  el  hecho  de  pagar  qaeda  el  fiador  subrogado  en  todos  los  derechos  que  el 
acreedor  tenía  con  el  deudor,  es  evidente  que  si  en  la  obligación  principal  se 
hubiesen  estipulado  intereses  más  altos  que  los  legales,  tiene  el  fiador  dececho 
á  percibirlos  por  consecuencia  de  esta  subrogación  en  lo  que  á  la  deada  prin- 
cipal se  refiere;  en  lo  que  hubiese  abonado  por  intereses  vencidoa  y  no  satis- 
fechos, sólo  cuando  estuviese  estipulado  el  interés  compuesto,  en  otro  caso, 
por  el  importe  de  los  referidos  intereses,  y  siempre  por  todos  los  demás  des* 
embolsos  que  el  fiador  hubiese  tenido  que  hacer  por  concepto  de  gastos  de 
juicio  ü  otros  análogos,  solamente  deberá  percibir  el  interés  legal  que  se  de- 
vengue desde  que  hizo  el  pago  hasta  que  cobre  del  deudor. 

En  cambio,  si  los  intereses  estipulados  en  la  obligación  principal  fueren 
inferiores  á  los  que  marca  el  art.  4408,Hendrá  el  fiador  derecho  á  percibir  as^ 
tos  últimos,  puesto  que  si  los  concede  el  Código,  aun  en  el  caso  da  que  na  se 
hayan  estipulado  ningunos  en  la  obligación  principal,  claro  es  que  no  hay  ra- 
zón para  que  el  fiador  perciba  menos  del  rédito  legal  porque  el  acreedor  lo 
aceptara  en  esta  forma. 

Como  la  fianza  es  solamente  una  obligación  de  garantía  que  siempre  re- 
dunda en  beneficio  del  deudor,  la  ley  se  propone  muy  acertadamente,  que  el 
que  ha  ocasionado  á  otro  una  ventaja,  garantizándolo,  y  por  consecuencia  de 
ello  ha  tenido  que  pagar,  no  sufra  perjuicio  en  sus  bienes,  y  para  ello  le  con- 
cede los  derechos  de  reintegro  en  la  forma  que  se  consigna  ea  los  articules 
4838  y  4839  antes  citados;  mas  tampoco  quiere  ni  que  el  fiador  se  eoriqoasca 
con  este  motivo,  ni  con  sus  actos  perjudique  al  deudor.  A  obtener  el  primero 
de  estos  últimos  extremos  se  encamina  el  precepto  del  segundo  párrafo  del 
art.  4839,  prohibiendo  que  el  fiador,  en  caso  de  transacción  con  el  acreedor, 
pueda  pedir  al  deudor  más  de  lo  que  realmente  haya  pagado;  lo  cual  enten- 
demos que  hace  referencia  tan  sólo  á  cantidad  objeto  de  la  deuda  á  que  alude 
el  núm.  4.®  del  art.  4838,  pues  además  le  compete  percibir  las  indemnisacio- 
nes  á  que  se  refieren  los  números  siguientes  de  dicho  articolo  en  la  propor- 
ción oportuna. 

£1  tiempo  en  que  el  fiador  puede  pedir  al  deudor  que  pagne,  es  por  regla 
general  desde  el  momento  en  que  satisfizo  al  acreedor;  pero  esta  regia  tiene 
e)Lcepciones  en  distinto  sentido,  pues  unas  veces  no  puede  reclamar  en  segui- 
da y  otras  puede  proceder  contra  el  deudor  antes  de  haber  pagado  el  fiador. 

No  puede  el  fiador  reclamar  del  deudor  lo  que  en  nombre  de  éste  ha  pa- 
gado, desde  el  momento  en  que  pagó,  cuando  hallándose  constituida  la  obli- 
gación á  plazo  determinado,  pagara  él  antes  del  vencimiento;  puesto  que  sa- 
bemos que  los  plazos  se  entienden  establecidos  en  favor  de  todos  los  interesa- 
dos en  la  obligación,  pero  muy  especialmente  en  beneficio  del  deador  que,  al 
fijar  dicho  plazo,  debe  haber  tenido  en  cuenta  el  tiempo  que  necesitaba  para 
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reanir  los  elementos  necesarios  para  pagar,  y  no  ha  de  ser  cotnpelido  á  cam- 
plir  sa  compromiso  antes  de  la  fecha  del  vencimiento,  porqu»  el  fiador  se 
haya  adelantado  innecesariamente;  por  ello  sa  derecho  á  reclamar  el  reem- 
bolso no  nace  hasta  qne  el  plazo  venza. 

Podrá,  por  el  contrario,  proceder  contra  el  deador  para  qa^  pagae  sin  ha- 
berlo hecho  el  fiador  en  los  casos  qne  establece  el.art.  4843,  que  por  hallarse 
bastante  claro  no  hay  necesidad  de  comentar.  Sólo  diremos  que  el  término  de 
diez  años  qae  marca  el  núm.  5.^  de  dicho  artícelo  para  el  caso  en  que  la  obli- 
gación no  taviese  plazo  fijo,  lo  dejaban  las  leyes  de  Partida  al  arbitrio  jadi> 
cial,  mientras  qoe  el  Fuero  Real  sólo  designaba  un  año,    * 

Por  último,  la  ley  impone  al  fiador  una  obligación  para  el  caso  en  que  pa> 
gara  por  el  deudor,  y  es  la  de  poner  el  pago  en  conocimiento  de  éste.  De  no 
camplir  con  este  precepto,  corre  dos  eventualidades  que  pueden  serle  alta- 
mente perjudiciales,  á  tal  extremo,  que  se  expone  á  perder  el  derecho  á  recla- 
mar la  indemnización,  porque  el  deudor  en  tal  caso  podrá  hacer  valer  contra 
él  todas  las  excepciones  que  hubiera  podido  oponer  al  acreedor  al  tiempo  de 
hacerle  el  pago;  lo  cual  está  justificado  con  advertir  que  después  de  consti- 
tuida la  obligación  han  podido  sobrevenir  accidentes  que  la  hayan  modificado 
ó  extinguido,  y  conviene  que  el  deudor  sepa  que  el  fiador  se  propone  pagar 
para  que  le  haga  conocer  dichas  modificación  ó  extinción.  Es  igualmente 
oportuno  que  el  deudor  tenga  noticia  del  pago  que  intenta  el  fiador  para  qoe 
aquél  no  lo  repita  por  desconocer  que  ya  estaba  hecho;  si  por  el  descuido  ó 
negligencia  del  fiador  se  pagara  segunda  vez  la  deuda,  no  habría  de  sufrir  las 
consecuencias  el  deudor  que  ninguna  culpa  tuvo  en  ello,  sino  el  mÍ5mo  fia- 
dor, qne  se  verá  en  la  necesidad  de  reclamar  del  acre^edor  lo  qoe  éste  perci- 
biera indebidamente. 

SECCIÓN  TERCERA 

DE  LOS  EFECTOS  DE    LA  FIANZA  EKTRB  COFIADORES 


Art.  itt'lJi.  Cuando  son  dos  ó  más  los  fiadores  de 
un  mismo  deudor  y  por  una  misma  deuda,  el  que  de  ellos 
la  haya  pagado  podrá  reclamar  de  cada  uno  de  los  otros  la 
parte  que  proporcionalmente  le  corresponda  satisfacer. 

Si  alguno  de  ellos  resultare  insolvente,  la  parte  de 
éste  recaerá  sobre  todos  en  la  midma  proporción. 

Para  que  pueda  tener  lugar  la  disposición  de  este  ar- 
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ticolo  es  preciso  que  se  haya  hecho  el  pago  en  yirtnd  de 
demanda  judicial,  ó  hallándose  el  deudor  principal  en  es- 
tado de  concurso  ó  quiebra. 

Art.  i H4k&.  En  el  caso  del  articulo  anterior  podrán 
los  cofiadores  oponer  al  que  pagó  las  mismas  excepciones 
que  habrían  correspondido  al  deudor  principal  contra  el 
acreedor  y  que  no  fueren  puramente  personales  del  mismo 
deudor. 

Ari«  ÍS4IO.  £1  subfíador»  en  caso  de  insolvencia 
del  fiador  por  quien  se  obligó,  queda  responsable  á  los  co- 
fiadores en  los  mismos  términos  que  lo  estaba  el  fiador. 


R 

±  \  EPBODÚCESE  en  esta  sección  algo  de  lo  qae  expresamos  al  tratar  del 
beneficio  de  división  de  qae  gozan  los  fladores;  poes  los  efectos  que  produce 
la  fianza  entre  los  cofiadores  no  son  otros  que  el  de  adquirir  el  fiador  qae  paga 
el  total  de  la  deuda,  el  derecho  de  reclamar  de  cada  uno  de  los  otros  fiadores 
la  parte  que  proporcionalmente  le  toca  satisfacer. 

Mas  no  por  la  semejanza  qae  existe  entre  los  dos  derechos  paede  confaR- 
dirse  el  qae  estudiamos  ahora  con  el  denominado  de  división.  Este  último  es 
anterior  al  hecho  de  pagar  la  deuda,  y  se  da  contra  el  acreedor  i  quien  puede 
obligársele  á  qae  haga  las  reclamaciones  oportunas  de  cada  ono  de  los  cofia- 
dores, y  el  derecho  que  ahora  estudiamos  nace  después  de  haber  pagado  la 
deuda  y  se  da  á  favor  del  fiador  qae  pagó  y  en  contra  de  sus  cofiadores. 

Para  que  se  dé  este  derecho  son  necesarias  varias  circunstancias,  que  con> 
sisten  la  primera  y  principal  en  lo  que  pudiéramos  llamar  conjunción  de  fian- 
za, es  decir,  que  todos  los  fiadores  aseguren  la  misma  deuda  y  p^r  el  mismo 
deqdor,  pues  que  si  sólo  concurren  á  ser  fiadores  por  el  mismo  deador,  pero 
cada  fiador  por  obligaciones  diversas,  asi  como  si  aseguran  una  misma  obli- 
gación, pero  cada  uno  por  distinto  deudor,  no  hay  cofianza. 

Otro  requisito  necesario  para  poder  exigir  de  los  cofiadores  que  contriba- 
yan  con  sa  parte  alícuota,  es  la  de  haber  pagado  el  fiador  por  virtud  de  de- 
manda judicial,  puesto  que  si  bien  en  todo  caso  tiene  expedito,  el  derecho  i 
pedir  la  división,  cuando  media  demanda*judicial,  es  conveniente,  tanto  para 
el  que  paga  como  para  sos  compañeros  en  la  fianza,  no  ocasionar  dilaciones 
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y  eoaUs  que  agravarían  más  los  gastos  qae  todos  tendrán  qae  abonar.  No 
mediando  la  demanda  judicial,  le  basta  al  fiador  á  qnien  se  le  exija  el  pago 
de  la  deuda,  utilizar  el  beneficio  de  división,  con  lo  caal  excusa  el  pagar  más 
de  la  parte  proporcional  que  á  él  le  competa. 

El  otro  requisito  que  puede  ocasionar  la  facultad  de  pedir  de  los  cofiadores 
la  parte  de  la  deuda  pagada,  es  el  que  el  deudor  principal  se  halle  en  estado  de 
troncurso  ó  quiebra.  Si  no  concurre  esta  circunstancia,  no  tiene  necesidad  el 
fiador  qu»)  pagó  de  acudir  á  sus  compañeros  para  que  le  abonen  la  deuda, 
sino  que,  utilizando  los  otros  derechos  que  hemos  estudiado  en  la  sección  an- 
terior, podrá  reclamar  del  mismo  deudor  que  le  reembolse  de  lo  adelantado: 
hallándose  en  estado  de  concurso  ó  quiebra  ó  en  insolvencia,  aunque  este  úl- 
timo extremo  no  lo  indica  la  ley,  puede  reclamar  de  los  cofiadores. 

Estos  deben  compartir  entre  sí  la  cantidad  pagada  por  partes  iguales  se- 
gún el  número  que  de  ellos  hubiera;  pero  si  alguno  resulta  insolvente,  la  parte 
que  éste  debió  pagar  se  distribuirá  entre  los  demás. 

El  precepto  del  art.  4845  no  precisa  cuáles  sean  las  excepciones  que  pue- 
dan oponer  los  cofiadores  al  fiador  que  hizo  el  pago,  pues  aun  cuando  expresa 
que  podrán  ser  todas  aquellas  que  habrían  correspondido  al  deudor  principal 
contra  el  acreedor,  hace  la  salvedad  de  los  juramentos  personales  del  mismo 
deudor,  lo  cual  envuelve  indeterminación,  que  podía,  en  nuestro  sentir,  acla- 
rarse, suponiendo  que  alude  á  las  relativas  á  la  capacidad  jurídica  del  mismo. 

En  su  consecuencia,  la  prescripción,  la  novación,  la  compensación, la  paga, 
y  en  geveral,  cuantos  modos  se  conocen  de  extinguir  las  obligaciones,  podrán 
ser  alegados  por  los  cofiadores  ó  cualquiera  de  ellos  contra  la  acción  dedu- 
cida en  juicio  por  el  fiador  que  pagó.  No  se  pierda  de  vista  que,  para  que  di- 
chas excepciones  produzcan  el  efecto  aludido,  será  preciso  que  no  provengan 
directamente  de  los  cofiadores,  sino  que  les  asistan  á  ellos  á  la  vez  que  al 
deudor  ó  representación  de  éste  sobreentendida. 

La  condición  del  subfiador  dentro  de  la  fianza  explica  perfectamente  el 
contenido  del  art.  4846,  con  que  termina  la  sección  tercera,  y  por  lo  tanto, 
el  subfiador,  en  caso  de  insolvencia  del  fiador  por  quien  se  obligó,  quedará 
responsable  á  los  cofiadores  en  los  mismos  términos  que  lo  estaba  el  fiador. 

Con  lo  expuesto  se  patentiza  la  variación  introducida  por  el  Código  en  el 
orden  del  estado  que  mantenía  el  derecho  histórico ,  por  cuanto  para  que  tu- 
viese  lugar  el  reintegro  del  fiador  que  pagó  sobre  los  demás  cofiadores,  era 
necesario  que  aquél  obtuviese  del  acreedor  la  carta  de  lasto  ó  cesión  de  accio- 
nes que  hoy  le  corresponde  legal  mente  en  todo  caso  por  el  terminante  pre- 
cepto del  art.  4839;  y  que  hubiese  hecho  el  pago  á  nombre  propio,  y  no  en 
nombre  del  deudor  ó  como  mandatario  de  éste,  de  cuyo  último  extremo  no 
se  ocupa  el  Código,  cual  lo  hacía  la  ley  44,  tít.  42,  Partida  5." 
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CAPÍTULO  iir 

De  la  extinción  de  la  fianza. 


Art.  M4Í7.  La  obligación  del  fiador  se  extingue  al 
mÍBino  tiempo  que  la  del  deudor,  y  por  las  mismas  causas 
que  las  demás  obligaciones. 

Art.  iS4S.  La  confusión  que  se  yerifíca  en  la  per- 
sona del  deudor  y  en  la  del  fiador  cuando  uno  de  ellos  he- 
reda al  otro,  no  extingue  la  obligación  del  subfiador. 

Ari.  1949.  Si  el  acre^or  acepta  yoluntariamente 
un  inmueble,  ú  otros  cualesquiera  efectos  en  pago  de  la 
deuda,  aunque  después  los  pierda  por  evicción,  queda 
libre  el  fiador. 

Api.  iS50.  La  liberación  hecha  por  el  acreedor  á 
uno  de  los  fiadores  sin  el  consentimiento  de  loe  otros, 
aprovecha  á  todos  hasta  donde  alcance  la  parte  del  fiador 
á  quien  se  ha  otorgado. 

-  Ari.  1951.  La  prórroga  concedida  al  deudor  por 
el  acreedor  sin  el  consentimiento  del  fiador  extingue  la 
fianza. 

Ari.  i9&9.  Los  fiadores,  aunque  sean  solidarios, 
quedan  libres  de  su  obligación  siempre  que  por  algún  he- 
cho del  acreedor  no  puedan  quedar  subrogados  en  los  de- 
rechos, hipotecas  y  privilegios  del  mismo. 

Art.  IS5S.    El  fiador  puede  oponer  al  acreedor  to- 
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das  las  excepcioües  que  competan  al  deudor  principal  y 
sean  inherentes  á  la  deuda;  mas  no  las  que  sean  pura- 
mente personales  del  deudor. 


%. 


OMO  deuda  sQb»idiaria>  la  fianza  te  extingue  con  la  denda  principal; 
principio  proclamado  por  el  derecho  romano,  qne  ha  sido  después  confirmado 
por  todas  las  legislaciones,  en  cuyo  sentido  los  artículos  que  encabezan  este 
comentario  son  otras  tantas  reglas  encaminadas  á  su  cumplimiento. 

En  este  supuesto,  cualquiera  de  las  causas  que  extinguen  las  obligaciones», 
extinguirán  con  ellas  la  fianza  ó  garantía  de  las  mismas.  La  confusión,  por 
ejemplo,  que  concurra  en  la  obligación  principal  entre  acreedor  y  deudor,  ó 
entre  acreedor  y  fiador,  extingue  la  fianza;  porque  para  el  fiador  ambas  cosas 
son  iguales;  pero  si  la  confusión  se  verifica  entre  el  fiador  y  el  deudor,  ha- 
biendo un  subfiador,  la  obligación  de  éste  no  se  extingue. 

Si  habiendo  varios  fiadores,  el  acreedor  libra  de  la  obligación  á  un  fiador, 
no  se  entiende  por  eso  liberados  los  demás;  pero  sí  tendrán  derecho  á  que  se 
les  rebaje  del  total  débito  la  parte  comprendiente  al  liberado.  Recordando  los 
casos  que  expusimos  al  tratar  de  las  obligaciones- mancomunadas,  se  com- 
prenderá fácilmente  esta  teoría  aplicada  al  contrato  de  fianza. 

Gomo  los  fiadores  se  subrogan  en  las  obligaciones,  se  subrogan  también 
en  sus  derechos;  y  de  ahí  el  que  todo  fiador  pueda  oponer  al  acreedor  las  mis- 
mas excepciones  que  asistirían  al  deudor,  salvo  las  inherentes  á  su  persona, 
así  como  el  que  siendo  varios  los  fiadores,  y  estando  solidariamente  obligados, 
se  libren  de  la  obligación  cuando  el  acreedor,  por  un  hecho  propio,  hace  im- 
posible el  que  puedan  utilizar  aquéllos  los  derechos  de  excepción  correspon- 
dientes al  deudor. 

Con  mérito  al  art.  4864,  debemos  reconocer  que  su  precepto  ha  sido  siem- 
pre doctrina  corriente  para  precaver  que  por  el  hecho  ajeno  pueda  seguirse 
perjuicio  á  otro,  cual  ocurriría  haciéndose  insolvente  el  deudor  principal  con 
peijuicio  del  fiador  en  una  época  dada  posterior  á  la  obligación  de  éste.  £n  su 
consecuencia,  prorrogando  el  acreedor  el  plazo  del  contrato  de  préstamo 
al  deudor  sin  intervención  ni  conocimiento  de  los  fiadores,  ea  indudable  que 
la  fianza  quedó  extinguida,  y  por  tanto,  el  acreedor  no  podrá  reclamar  al 
vencer  la  prórroga  contra  los  fiadores  ni  sus  herederos,  pues  asi  lo  determina 
el  referido  artículo,  sin  distinguir  que  el  plazo  de  la  prórroga  sea  corto  ó 
largo. 

Ahora  bien;  consignando  en  un  documento  que  el  fiador  se  obligaba,  no 
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soUmente  como  Ul  fiador,  sino  como  deudor  prínGip«i,  á  pag&mna  cantidad, 
renoneiando  expresamente  el  beneficio  de  exensión  de  bienes  qa»  concede  ta 
ley  al  fiador,  éste  pierde  tal  carácter,  j  qaeda  obligado  como  verdadero  deo- 
dor al  pago  de  la  somacnal  lo  está  el  principalmente  obligado,  sinqoepneda 
tener  respecto  de  él  aplicación  el  caso  del  art,  4854  del  Código. 

Esto  supuesto,  los  Ayuntamientos  tienen  perfecta  capacidad  de  derecho 
para  dar  por  extinguida  la  obligación  principal  constituida  por  el  administra- 
dor ó,;igente  de  determinado  servicio  municipal,  y  como  es  un  principio  de 
derecho,  de  que  son  otras  tantas  muestras  de  precepto  los  artículos  4490, 
4207  y  el  que  nos  ocupa,  que  en  toda  especie  de  liberación  de  la  obligarión 
principal  quedan  también  extinguidas  ó  liberadas  las  obligaciones  accesorias, 
no  es  posible  admitir  que,  Ubre  un  administrador  de  todo  compromiso  para 
con  la  Hacienda  municipal  por  la  gestión  que  le  fué  encomendada,  pueda  con- 
tinuar vigente  y  sometida  á  la  decisión  del  gobernador  la  hipoteca  que  aqoél 
constituyó  en  garantía  de  dicha  gestión. 

En  esta  misma  doctrina  está  inspirado  el  art.  4860,  que  declara  ser  and»- 
recho  del  deudor  la  extinción  de  la  hipoteca  ó  prenda,  una  vez  satisfecha  It 
obligación  principal  por  una  ü  otra  garantizada. 

V  si  este  razonamiento  autoriza  la  conclusión  de  que  procede  cancelar  la 
hipoteca  constituida  en  favor  de  un  Ayuntamiento  en  el  caso  mencionado,  á 
idéntico  fin  conduce  la  reflexión  de  que  el  art.  85  de  la  ley  Municipal  se  re- 
fiere, á  no  dudar,  á  los  bienes  que  forman  parte  del  caudal  ó  patrimonio  pe- 
culiar de  los  Municipios,  y  es  ot^vio  no  figuran  en  eee  numero  las  fianzas 
constituidas  por  los  delegados  y  agentes  municipales,  eñ  garantía  de  determi- 
nados servicios  (4). 


CAPITULO  IV 


De  la  fianza  legal  y  judicial. 


Art.  1S54.  El  fiadorque  haya  de  darse  por  dispo- 
sición de  la  ley  é  de  providencia  judicial,  debe  tener  las 
cualidades  prescritas  en  el  art.  1828. 

(l)    R.  da  U  D.,  19  Mayo  W.     O.  ^  J^anio. 
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Ari.  1  S&&.  Si  el  obligado  á  dar  fianza  «n  los  casos 
del  articulo  anterior  no  la  hallase,  se  le  admitirá  en  su 
lugar  una  prenda  ó  hipoteca  que  se  estime  bastante  para 
cubrir  su  obligación . 

Ari.  1  SftO.  Bl  fiador  judicial  no  puede  pedir  la  ex- 
cusión de  bienes  del  deudor  principal. 

El  subfiador,  en  el  mismo  caso,  no  puede  pedir  i^  la 
del  deudor  ni  la  del  fiador. 


Y. 


A  dijimos  anteriormente  que  lae  nansas  legal  y  jndieial  no  reciben  eate 
nombre  porqoe  á  la  manera  que  la  hipoteca  ó  la  eeryidambre  qnedan  cona- 
titoidae  por  ministerio  de  la  ley,  sino  qne  se  les  da  tal  denominación  por  ser 
exigidas  directamente  por  la  ley  ó  por  decreto  jndieial. 

Prolijo  sería  enumerar  cada  nno  de  los  casos  en  qne  la  ley  impone  la 
obligación  de  prestar  fianza;  pnes  qne  habrían  de  tenerse  presentes»  no  sólo 
los  preceptos  del  Código  civil,  sino  todas  las  ramas  del  derecho  positivo,  por 
encontrarse  en  todas  ellas  disposiciones  por  las  qne  se  exige  fianza:  razón  por 
la  qne,  el  Código  ha  sido  tan  conciso  al  ocaparse  de  esta  materia,  pnesto  qne^ 
siéndole  aplicables  por  regla  general  i  estas  clases  de  fíanaa  los  mismos  pre- 
ceptos establecidos  para  la  fianza  personal,  no  tenía  qne  hacer  más  qne  sena- 
lar  las  excepciones. 

Si  hnbiera  entrado  i  detallar  cada  nna  de  estas  especies  referentes  á  las 
distintas  ramas  del  derecho  ó  á  determinar  los  casos  en  qne  procede,  hubiese 
tenido  qne  descender  á  pormenores  impropios  de  nn  cuerpo  legal  de  esta  ín- 
dole. Es  más  adecuado  en  realidad,  que  en  cada  nno  de  los  casos  concretos 
vaya  marcando  la  ley  cuándo  compete  prestar  fianza,  así  como  también  cuándo 
se  trau  de  formas  determinadas  de  fianza,  como  con  frecuencia  ocnrre  en  al- 
gunos contratos  administrativos  que  la  Hacienda  pública  otorga,  se  consignen 
las  bases,  condiciones  ó  alteraciones  que  la  fianza  legal  deba  tener. 

La  fianza  judicial  pudiera  estar  comprendida  bajo  la  denominación  de  le- 
gal, pues  que  si  bien  los  Jueces  ó  Tribunales  la  decretan  en  los  procedimien- 
tos sometidos  á  sn  jurisdicción,  lo  hacen  siempre  en  virtud  de  preceptos  taxa- 
tivos de  la  ley,  qne  marca  la  obligación  de  prestarla,  salvo  casos  moy  excep- 
cionales, en  que  deja  al  Juez  la  facultad  de  ¡exigirla  ó  no,  en  atención  á  la 
mayor  ó  menor  responsabilidad  del  litigante;  tales  como  la  exigida  para  de- 
cretar el  embargo  preventivo  ú  otros  análogos;  pero  nunca  podrá  ser  decre- 
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tada  tal  garantía  por  la  ÁQtoridad  jadicJal,  mientras-  qae  en  la  ley  no  se  le- 
concede,  al  menos,  la  facultad  de  exigirla. 

Las  excepciones  qne  á  la  regla  general  establece  el  Código,  al  ocnparse 
de  las  fianzas  legal  ó  judicial,  son  muy  limitadas;  sólo  se  reducen  á  exigir 
que  en  todo  caso  tenga  el  fiador  capacidad  para  obligarse  y  bienes  suficientes 
para  responder  de  la  obligación  que  garantiza,  y  prohibir,  tanto  al  fiador 
como  al  subfiador,  que  utilicen  el  beneficio  de  excusión  que  pudiera  corres- 
ponderles.    » 

Lo  primero  confirma  nuestra  opinión,  de  que  en  la  fianza  convencional 
no  es  requisito  indispensable  que  el  fiador  tenga  bienes  suficientes  para  res- 
ponder de  la  obligación  cuando  el  acreedor  se  conforma  con  la  moralidad  j 
demás  condiciones  personales  del  fiador,  porque  con  éstas  cumple  su  misión 
de  confianza;  viniendo  en  este  sentido,  por  medio  del  art.  4854,  á  establecer 
la  afirmación  de  que  ni  la  ley  ni  el  Juez  podrán  nunca  aceptar  un  fiador  que 
no  reúna  los  requisitos  taxativamente  prevenidos  para  todo  fiador  en  el  ar- 
tículo 4828. 

£1  art.  4855  nádanos  dice  aplicable  á  la  fianza,  teniendo  sus  preceptos 
el  único  objeto  de  expresar  que  puede  prescindirse  de  la  garantía  personal,  en 
los  casos  que  la  ley  exija  la  fianza,  siempre  que  se  sustituya  con  la  garantía 
real  que  representan  la  prenda  ó  la  hipoteca. 

El  que  al  fiador  y  subfiador  judicial  se  les  prive  éd  derecho  de  pedir  la 
excusión  de  los  bienes  del  deudor  ó  del  fiador  garantizado,  no  quiere  decir 
que  estén  privados  de  la  facultad  de  aprovechar  las  excepciones  que  hubiera 
podido  oponer  el  deodor  principal,  siempre  que  no  sean  puramente  persona- 
les, ni  que  la  fianza  baya  de  ser  permanente  y  no  se  haya  de  extinguir  por 
las  mismas  causas  y  en  igualdad  de  circunstancias  que  cuando  se  trata  de 
fianza  convencional. 

£1  fiador  tiene  en  las  fianzas  legal  y  judicial  los  mismos  derechos,  excepto 
el  de  excusión^  y  las  mismas  obligaciones  que  tendría  ai  se  hubiese  compro- 
metido i  responder  de  cualquier  contrato  particular. 


TÍTULO  XV 

De  los  contratos  de  prenda,  hipoteca 

y  anticresis. 


CAPITULO  PRIMERO 


JDispoeiciones  comunee  Á  la  prenda  y  6,  la  Ixipoteca. 


Art.  lÉtftY.  Son  reqniBitos  esenciales  de  los  contra- 
tos de  prenda  é  hipoteca: 

1.^  Que  se  constituya  para  asegurar  el  cumplimiento 
de  una  obligación  principal. 

2.^  Que  la  cosa  pignorada  ó  hipotecada  pertenezca  en 
propiedad  al  que  la  empeña  ó  hipoteca. 

3.^  Que  las  personas  que  constituyan  la  prenda  ó  hi- 
poteca tengan  la  libre  disposición  de  sus  bienes  ó,  en  qaso 
de  no  tenerla,  se  hallen  legalmente  autorizadas  al  efecto* 

Las  terceras  personas  extrañas  á  la  obligación  princi- 
pal pueden  asegurar  ésta  pignorando  ó  hipotecando  sos 
propios  bienes  (1). 

Arl.  I S5I^.  Es  también  de  esencia  de  estos  contra- 
tos que,  vencida  la  obligación  principal,  puedan  ser  ena- 
jenadas las  cosas  en  que  consiste  la  prenda  ó  hipoteca 
para  pagar  al  acreedor. 

(S^     Yéwt;  eomo  ooneordanto^  el  art.  1866. 
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764.  £1  Dúm.  4.0  del  art.  107  de  la  ley  Hipotecaria  y  el  1884, 
en  relación  con  el  1858  y  1859  del  Código  civil,  ee  limitan  á  de- 
clarar la  ineficacia  ó  nulidad  de  los  i>actoe  de  no  volver  á  hipote- 
car, ó  de  adquirir  ó  apropiaree  las  cosas  dadas  en  anticresÍB,  pren- 
da ó  hipoteca;  pero  no  la  nulidad  de  la  obligación  principal  que 
garantizan,  cuyo  cumplimiento  podrá  pedir  el  acreedor  en  la  for- 
ma que  previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  estimándolo 
asi,  no  se  infringen  los  mencionados  preceptos,  ni  loe  de  los  artícu- 
los 1261,  1274  y  1275  de  dicho  Código.~6r.  19  Nov.  91.--G.  I."" 
Enero  92, 


Art.  1^59.  £1  acreedor  no  puede  apropiárselas 
cosas  dadas  en  prenda  ó  hipoteca,  ni  disponer  de  ellas. 

Art.  iSOO.  La  prenda  y  la  hipoteca  son  indivisi- 
bles, aunque  la  deuda  se  divida  entre  los  causahabientes 
del  deudor  ó  del  acreedor. 

No  podrá,  por  tanto,  el  heredero  del  deudor  que  haya 
pagado  parte  de  la  deuda  pedir  que  se  extinga  proporcio- 
nalmente  la  prenda  ó  la  hipoteca  mientraa  la  deada  no 
haya  sido  satisfecha  por  completo. 

Tampoco  podrá  el  heredero  del  acreedor  que  recibió  s  a 
parte  de  la  deuda  devolver  la  prenda  ni  cancelar  la  hipo- 
teca en  perjuicio  de  los  demás  herederos  que  nohayao 
sido  satisfechos. 

Be  exceptúa  de  estas  disposiciones  el  caso  en  que  siendo 
varias  las  cosas  dadas  en  hipoteca  ó  en  prenda,  cada  una 
de  ellas  garantice  solamente  una  porción  determinada 
del  crédito. 

£1  deudor,  en  este  caso,  tendrá  derecho  á  que  se  extin  - 
gan  la  prenda  ó  la  hipoteca  á  medida  que  satisfaga  la 
parte  de  deuda  de  que  cada  cosa  responda  especialmente. 

Art.  tSSi.  Los  contratos  de  prenda  é  hipoteca 
pueden  asegurar  toda  clase  de  obligaciones,  ya  sean  puras» 
ya  estén  sujetas  á  condición  suspensiva  ó  resoloioria. 
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Avt.  1969.  Ija  promesa  de  constituir  prenda  ó  hi- 
poteca sólo  produce  acción  personal  entre  los  contratan- 
tes, sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal  en  que 
incurriere  el  que  defraudase  á  otro  ofreciendo  en  prenda  ó 
hipoteca  como  libres  las  cosas  que  sabía  estaban  grava- 
das, ó  fingiéndose  dueño  de  las  que  no  le  pertenecen. 


k 


.A  prenda  y  la  hipoteca  en  el  derecho  moderno  tienen  aas  caracteres  es- 
peciales y  determinados,  qne  hacen  no  pnedan  confandirse  ana  y  otra;  pero 
á  la  vez  hay  también  principios  qne  les  son  comones,  y  por  eso  el  Códi- 
go en  los  artícolos  transcritos  y  antes  de  determinar  la  especialidad  de  cada 
ono  de  esos  contratos,  se  ocnpa  en  establecer  las  reglas  comnnes,  median- 
te á  qne  ambos  asocian  los  bienes  al  cnmpUmiento  de  las  obligaciones,  ase- 
gurando éstas  el  valor  de  aquéllos.  Ambos  contratos  constitayeH  fianzas,  y 
aunque  su  naturaleza  es  real,  son  conceptuados  como  accesorios;  de  donde  se 
desprende  la  teoría  general  de  tales  contratos^  y  de  aquí  el  precepto  del  ar- 
tículo 4857,  según  el  que,  es  necesario  que  la  prenda  ó  la  hipoteca  se  consti- 
tuya para  el  cumplimiento  de  una  obligación  principal:  que  la  cosa  pignorada 
ó  hipotecada  pertenezca  en  propiedad  al  que  la  empeña  ó  hipoteca,  y  que  las 
personas  que  las  constituyan  tengan  la  libre  disposición  de  sus  bienes,  ó  que, 
en  caso  de  no  tenerla,  se  hallen  legalmente  autorizadas  al  efecto;  pudiendo 
también  los  terceros  extraños  al  contrato  principal  constituir  el  accesorio  de 
prenda  ó  hipoteca  con  sus  propios  bienes,  toda  vez  que,  de  no  concurrir  tales 
requisitos,  carecería  el  contrato  del  principal  objeto  que  persigue,  ó  sea  el  ase- 
guramiento del  capital  ü  obligación  que  garantiza. 

Por  consiguiente,  el  marido,  por  más  que  sea  el  representante  y  adminis- 
trador legítimo  de  la  persona  y  bienes  de  su  mujer,  y  pueda  ejercer  tal  facul  - 
tad  sin  limitación  alguna  desde  que  es  mayor  de  dieciocho  años,  y  tenga, 
por  lo  que  respecta  á  la  dote  inestimada,  el  carácter  de  usufructuario,  ni  lo 
uno  ni  lo  otro  le  autorizan  á  ejercer  actos  de  dominio,  como  la  constitución  ó 
cancelación  de  una  hipoteca.  No  obsta  á  ello  el  que  el  interesado  solicite  y 
obtenga  autorización  judicial  al  otorgamiento,  pues  para  que  semejantes  actos 
sean  válidos,  es  indispensable  que  se  ciñan  á  lo  qne  las  leyes  prescriben.  T  no 
otorgándose  la  escritura  en  nombre  y  representación  y  con  consentimiento  ex- 
preso de  ambos  cónyuges,  es  improcedente  la  inscripción  mientras  tales  de- 
fectos no  se  subsanen  (4).  Pero  al  intervenir  una  mujer  casada  mayor  de 
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edad  en  uoa  escritim  de  obligaeióD  iiipotecArU  otorgada  por  so  marido  para 
manífeslar  qoe  posponía  á  la  obUgaeión  eontraida  en  aqoel  dooomoolo  la  hi- 
poteca tácita  qoe  pudiera  cocresponderle  por  sos  derechos  dótales,  ejecila  on 
acto  válido  y  eficaz,  cuyos  efectos  legales  aobústen  con  arreglo  á  la  ley  do  47 
de  jQlio  de  4877  (4). 

Sin  embargo  de  la  disposición  del  número  t.^  del  artículo  que  examina- 
mos, debe  tenerse  en  cuenta  qoe  el  núm.  9.^  del  art.  407  de  la  ley  Hipoteca- 
ria aetorisa  la  hipoteca  de  los  bienes  rendidos  con  pacto  de  retro,  con  tal  de 
qoe  el  vendedor  ó  el  comprador  limiten  el  gravamen  al  derecho  que  les  co- 
rresponda en  los  bienes;  cuyo  precepto  se  cumple  constituyendo  la  garantía 
sobre  lo  que  los  bienes  valen,  hecha  deducción  de  lo  que  deba  entregarse  al 
comprador  para  la  resolución  de  la  venta,  y  obligando  al  acreedor  á  no  re- 
petir contra  los  bienes  sin  retraerlos  previamente  en  el  plazo  esti)Hilado  para 
la  retroventa,  anticipando  la  cantidad  necesaria  (S). 

El  acreedor,  por  la  prenda  y  por  la  hipoteca,  adquiere  el  derecho  de  ena^ 
jenar  los  bienes  asociados  á  la  obligación  para  cobrarse  de  so  precio  el  cré- 
dito garantizado,  y  el  acreedor  no  podría  adquirir  este  derecho  p«ir  cesión  del 
\  j     deudor,  si  éste  no  fuera  dueño  de  los  bienes  acociados,  y  además  de  dueño, 
capas  para  enajenarlos;  pero  el  acreedor,  con  arreglo  al  precepto  del  art.  4859, 
no  adquiere  el  derecho  de  apropiarse  los  bienes,  porque  tal  derecho  sería  la 
ruina  de  los  deudores.  El  derecho  á  disponer  de  la  cosa  hipotecada,  á  fin  deob- 
I  \       tener  un  pago  que  el  deudor  demora  ó  resiste,  sólo  puede  ejercitarse  mediaste 
\  trámites  judiciales;  mas  el  que  así  acontezca  ordinariamente,  no  obsta  á  qae 

'^  los  contratantes  puedan  estipular  otra  cosa,  en  uso  de  la  libertad  que  el  dere- 

cho les  reconoce,  por  lo  cual,  lo  único  que  en  tal  caso  hay  que  averiguar  es  si 
la  convención  reúne  todas  las  condiciones  exigidas  por  la  moral  y  la  jQi- 
ticia. 

Lo  que  en  nombre  de  tan  supreúios  y  sagrados  intereses  hay  que  negar  al 
acreedor,  es  la  facultad  de  quedarse  con  la  cosa  hipotecada  si  dentro  de  cierto 
tiempo  no  paga  el  deudor  lo  que  tomó  sobre  ella,  y  esto  es  lo  que  en  realidad 
veda  el  artículo  que  nos  ocupa;  mas  ninguna  razón  moral  ni  jurídica  puede 
prohibir  que  si  el  deudor  no  paga  en  el  plazo  estipulado,  venda  el  acreedor  la 
cosa  por  su  verdadero  precio,  ó  se  la  adjudique  por  su  justa  estimación,  cual 
lo  establece  el  art.  487S  del  Código,  siendo,  por  tanto,  evidente  que  no  ei 
condición  indispensable  para  la  validez  de  la  venta  de  la  cosa  hipotecada  el 
que  ésta  tenga  lugar  por  los  trámites  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  piM 
pueden  también  los  otorgantes  estipular  la  enajenación  eitrajudicial,  quede- 

(1)     K.  de  la  D.,  7  Dio.  83— (7  si  Enero  84. 
<2j     B.  de  1»  D.,  5  Marzo  88.— ¿?.  12  Mayo. 
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berá  ajasta»e  al  precepto  del  ari.  487S  ya  mencionado,  pues  si  los  reqnisitos 
exigidos  por  óste  son  ante  la  lej  garantía  cierta  de  qne  no  será  expoliado  el 
deodor  con  inmoral  enriquecimiento  del  acreedor,  no  es  aventurado  afirmar 
qoe  en  el  contrato  de  hipoteca  puede  lícitamente  pactarse  la  venta  en  idénti- 
cas condiciones,  ya  que  lo  qne  es  jnsto  tratándose  de  la  venta  de  la  prenda, 
no  ha  de  reputarse  injusto  con  relación  á  la  de  la  cosa  hipotecada. 

Esta  doctrina,  perfectamente  legal,  aplicada  á  los  contratos  que  otorgan 
los  particulares,  tiene  en  su  abono,  tratándose  de  los  Montes  de  Fiedad,  la 
terminante  prescripción  del  art.  4873,  pudiendo,  por  tanto,  afirmarse  que  si 
los  primeros  pueden  practicar  la  venta  extrajudicial,  los  referidos  estableci- 
mientos tienen  que  ajustarse  en  el  particular  á  lo  que  determinen  sus  leyes  y 
reglamentos  especiales  (4). 

La  prenda  y  la  hipoteca,  como  derechos  reales,  son  indivisibles,  y  perma- 
necen íntegras  hasta  que  la  deuda  se  extingue  en  su  totalidad.  Tan  terminante 
es  la  disposición  de  los  dos  primeros  párrafos  del  art«  4860,  cuanto  qne  va 
encaminada  á  sancionar  el  valor  efectivo  del  pago,  como  el  modo  más  natu- 
ral y  conclnyente  de  resolver  las  obligaciones.  Evidente  resulta  qne  siendo  el 
pago  condición  esencial  de  resolución  extintiva,  hayan  de  acabar  con  él  cuan- 
tas adjetividades  le  calificaban  y  dsegnnroiísublato  principali^  tollitur  ac- 
ceforiusj — concluyendo  de  una  vez  con  los  pactos  adyuntos  á  la  obligación  del 
pago,  como  con  la  hipoteca,  la  prenda,  etc.,  cuya  cancelación  vendrá  im- 
puesta como  deber  ineludible  sobre  la  persona  natural  ó  jurídica  á  quien  se 
hace  el  pago  ó  á  quien  se  le  cumple  la  obligación  garantizada,  sin  que  sea 
obstáculo  áello  la  intervención  de  otra  gestión  extraña,  ni  la  influencia  dila- 
toria de  otra  representación  para  impedir  el  cumplimiento  de  ese  deber  cuando 
procede  en  correlación  con  el  que,  respecto  á  la  obligación  principal  y  sus- 
tantiva, resulta  realizado. 

En  su  consecuencia,  los  Ayuntamientos,  por  ejemplo,  como  se  ha  hecho 
constar  oportunamente  en  otro  lugar  de  esta  obra,  tienen  perfecta  capacidad 
de  derecho  para  dar  por  extinguida  la  obligación  principal  constituida  por  el 
administrador  ó  agente  de  determinado  servicio  municipal;  y  como  es  un 
principio  de  derecho^  de  que  son  otras  tantas  muestras  las  disposiciones  de  Iqs 
artículos  4490, 4207  y  4847  del  Código»  que  en  toda  especie  de  liberación  de 
la  obligación  principal  quedan  también  extinguidas  ó  liberadas  las  obligación 
nes  accesorias,  no  es  posible  admitir  que,  libre  un  administrador  de  todo  com- 
promiso para  con  la  Hacienda  municipal  por  la  gestión  qne  le  fué  encomen- 
dada, pueda  continuar  vigente  y  sometida  á  la  decisión  del  Gobernador  la  hi- 
poteca que  aquél  constituyó  en  garantía  de  dicha  gestión,  en  cuya  tendencia 

(1)     B.  delaD.,  28  Noy.  98.— 6rM8  Dio. 
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^sti  inspirado  también  el  artícolo  q«e  nos  ocapa,  que  (i«claFa  teroii  derecho 
del  deudor  la  extincióD  de  k  hipoteca  6  de  la  prenda,  ana  ves  salisfeeht  U 
obligación  principal  por  ona  ú  otra  garantizada  (4). 

A  la  regla  general  comprendida  en  los  dos  primeros  párrafos  del  artículo 
qae  eomentanios,  viene  como  obligada  excepción  la  establecida  en  (os  dos  Al- 
timos  párrafos  del  mismo,  cayo  sentido  no  ofrecerá  segaramente  doda  alguna 
en  la  práctica;  mas  la  necesidad  de  atemperar  todavía  lo  abeolsto  de  aqaells 
regla  general,  ha  dado  motivo  á  qoe  abra  nueva  brecha  la  equidad  en  deter- 
minados casos  para  impedir  males  mayores  qoe  el  bien  qoe  el  legislador  le 
propone  establecer,  y  en  este  sentido,  la  jorispradencia  qoe  llamamos  admi- 
nistrativa, ha  sentado  ya  sa  principio  altamente  joeto,  sin  deevirtaar  el  valor 
snsi&ncial  del  precepto  legal,  en  razón  á  qae  en  él  se  desenidó  tomar  acta  del 
caso  mny  general  á  qae  nos  referimos. 

fia  tal  sentido  «fcnando  existe  ana  obligación  hipotecaria  cayo  vendmieiito 
es  á  plazos,  consignados  los  vencidos,  tiene  el  deador  perfecto  derecho  i  la 
cancelación  parcial  del  gravamen  por  la  cantidad  entregada  (2). 

Por  lo  demás,  ona  prenda  ó  ana  hipoteca,  como  fianza  real,  pueden  aso- 
ciarse á  todo  género  de  obligaciones  siendo  lícitas;  y  lo  mismo  garantizan  el 
ctt.nplimiento  de  obligaciones  paras,  como  el  de  las  condicionales  ó  á  plazo 
y  hasta  la  promesa  de  constitair  prenda  ó  hipoteca  es  un  contrato  perfeeta- 
inonte  legal,  si  le  estipula  quien  tiene  condiciones  para  otorgarlo ;  pero  si  no 
las  tiene,  entonces  la  promesa  es  un  fraude,  y  su  autor  tiene  una  responsabi- 
lidad criminal,  que  la  ley  civil  se  limita  á  declararlo  así. 

Las  materias  de  que  el  tít.  46  de  este  libro  se  ocupa,  y  cuyo  cap.  4  *  aei- 
hamos  de  estudiar,  son  bastante  complicadas  é  interesantes  bajo  el  punto  de 
vista  del  derecho  intemacional.  Para  determinar  las  obligaciones  que  pueden 
ser  garantizadas  por  la  prenda,  convienen  la  mayor  parte  de  los  autores  en 
que  debe  aplicarse,  en  general,  la  lea  lod  coniraetus.  Respecto  á  las  co^asqne 
pueden  ser  objeto  de  la  prenda,  la  ¿ap  rei  siU».  En  cnanto  á  la  forma  de  la  sons- 
titueión  de  la  prenda  y  la  prueba  del  contrato,  se  atenderá  á  la  regla  general 
locMi  regit  acium.  La  actitud  de  los  contratantes  y  las  formalidades  habilitan- 
tes relativas  al  deudor,  deben  regirse  por  lá  ley  nacional  respectiva.  Y  res- 
pecto á  los  derechos  y  obligaciones  de  ios  contratantes,  y  la  extinción  y  al- 
cance de  estos  derechos  y  obligaciones,  habrá  de  estarse  á  la  ley  del  contrato^ 
á  no  tratarse  de  la  salvaguardia  de  los  derechos  de  terceros,  en  cuyo  caso 
mochos  Tribunales  aplican  la  lea  rei  eitm^  y  esta  misma  ley  rige  todo  lo  con- 
cerniente á  ias  acciones  que  deben  ejercitarse. 

(1)  R.  <lo  la  D  ,  19  Mayo  01  —(7.  8  Janlo. 

(2)  B.  de  la  D.  de  UltramAr,  27  Abril  95.  -  G.  28  Mayo. 
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Cau  ios  mismos  priaeipios  deben  aplicarse  á  la  antieresis.  Aeerca  de  si  ésta 
puede  e<msíderarse  ó  no  como  on  derecho  real,  sostienen  varios  autores  que 
debe  aplicarse  la  lea  rei  sitm. 

Aiinqoe  soa  deficientes  y  limitadísimos  los  preceptos  consignadoe  en  el 
Código  en  lo  relativo  á  las  hipotecas,  como  el  art.  4880  remite  á  la  ley  espe- 
cial qae  rige  en  Espai^a  aeerca  de  la  materia,  hay  qne  dar  algnna  extensión  á 
las  generalidades  que  han  de  consignarse.  En  primer  Ingar,  por  más  qne  na 
haya  diferencias  esenciales  entre  nnas  y  otras,  desde  el  punto  de  vista  qne  hay 
que  tratarlas,  deben  dividirse  las  hipotecas  en  convencionales  y  legales. 

Respecto  de  las  primeras,  deben  tenerse  presentes  las  siguientes  reglas: 
4>,  á  las  hipotecas  constituidas  por  contratos  hechos  en  el  extranjero,  debe 
aplicarse  la  ley  nacional  de  las  partes  en  lo  concerniente  á  su  capacidad  y  á 
las  formalidades  habilitantes;  8,^,  por  más  que  algunos  autores  sostienen  qne, 
en  cuanto  á  la  forma,  debe  estarse  á  la  máxima  ¿ocu¿  regit  aetítm,  y  esta  es  la 
regla  general ,  sin  embargo,  las  disposiciones  de  la  Ua  rei  eitm  que  exijan  la 
autenticidad  y  la  publicidad  del  acto,  como  tienden  á  garantizar  los  derechos 
de  tercero,  pueden  considerarse  como  de  interés  y  orden  público,  y  son  aplica- 
bles indistintamente  á  los  nacionales  y  extranjeros,  cualquiera  que  sea  el  lu- 
gar donde  se  haya  celebrado  el  contrato.  Por  lo  tanto,  con  tal  que  un  contrato 
reúna  los  requisitos  de  la  autenticidad  y  esté  comprobada  la  legitimidad  del 
documento  por  los  medios  qne  la  ley  exija,  y  cumplidas  los  demás  requisitos 
indispensables  en  estos  casos,  podrá  y  deberá  inscribirse  en  el  Registro  cual- 
quier documento  que  grave  con  hipoteca  una  finca  situada  en  nuestro  terri- 
torio. 

Más  compleja  es  la  cuestión  de  la  hipoteca  legal,  pues  sostienen  acerca  de 
ella  diverso  criterio  los  legisladores,  y  es  muy  varia  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales  y  la  doctrina  de  los  autores.  Entienden  unos  qne  la  hipoteca  legal 
depende  del  estatuto  real,  y  que  la  miger  extranjera  y  demás  individuos  que 
deben  disfrutar  de  aquélla  pueden  reclamar  este  beneficio  sobre  los  bienes  si- 
tuados en  un  país  exactamente  lo  mismo  que  los  ciudadanos.  Sostienen  otros 
que,  sólo  con  arreglo  á  la  ley  personal  del  individuo,  habrá  de  decidirse  si 
éste  disfruta  el  beneficio  de  la  hipoteca  legal  sobre  los  inmuebles  situados  en 
el  extranjero,  llegando  algunos,  como  Fiore,  Denangeat,  Savigny  y  otros, 
hasta  sostener  que  dicha  hipoteca  legal  debe  reconocerse  aunque  no  exista  en 
la  ley  del  país  donde  los  bienes  se  hallen  situados.  Finalmente,  se  mantiene  un 
tercer  criterio,  sobre  todo  por  la  jurisprudencia  francesa,  que  consiste  en  sos- 
tener que  la  hipoteca  legal  no  es  derecho  civil;  y,  por  consiguiente,  sólo  pue- 
den gozar  de  ella  los  ciudadanos  del  Estado  en  que  se  quiera  hacer  valer,  lle- 
gando hasta  negarla  á  la  mnjer  francesa  que  contraiga  matrimonio  con  un 
extranjero. 
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l^ú^^  líD  embargo,  tenene  en  eoaoU  que  loi  tratados  íatémadoiiales 
psadan  modifiear,  7  modifican  de  hecho,  esoí  rigores  de  la  letra  de  la  ley  7 
de  la  jnríspriideQcia,  paes  reeonociéndoes,  en  general,  por  eada  ona  de  Us 
partee  contratantes  á  los  cindadanos  de  la  otra  los  mismos  derechos  einles 
que  disfratan  los  del  Estado  respectivo,  claro  está  qne  ha  de  reoooocéneles 
también  este  i>eneficio,  qne  es  nno  de  los  mencionados  derechos.  Otra  excep* 
ción  á  la  regla  es  el  caso  de  la  mnjer  casada  con  extranjero  «pie  adquiera  do- 
micilio legal  en  el  país  de  qne  se  trate^  y  la  de  los  menores  de  edad,  hijos  do 
nna  mnjer  qne  cambió  de  nacionalidad  casándose  con  nn  extraiyeto,  7  qie  ha 
recobrado  la  primitiva  después  de  la  mnerte  de  su  marido,  si  bien  esta  doctn- 
■a  no  la  reconocen  todos  los  Tribunales. 


CAPÍTULO     II 
De  la  prenda. 


Art.  IS03.  Además  de  los  requisitos  exigidos  en 
el  art.  1857,  se  necesita,  para  constituir  el  contrato  de 
prenda,  que  se  ponga  en  posesión  de  ésta  al  acreedor,  ó  á 
un  tercero  de  común  acuerdo. 

/irt.  1S04I.  Pueden  darse  en  prenda  todas  las  oosas 
muebles  que  están  en  el  comercio,  con  tal  que  sean  sus- 
ceptibles de  posesión. 

\Tt,  iStt5.  No  surtirá  efecto  la  prenda  contra  ter- 
cero si  no  consta  por  instrumento  público  la  certeza  de  la 
fecha. 

.•Irt.  IS60.    £1  contrato  de  prenda  da  derecho  al 

acreedor  para  retener  la  cosa  en  su  poder  ó 'en  el  de  la 
tercera  persona  á  quien  hubiese  sido  entregada,  hasta  que 
se  le  pague  el  crédito. 
Si  mientras  el  acreedor  retiene  la  prenda,  el  deudor 
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contrajese  con  él  otra  deuda  exigible  antes  de  haberse  pa- 
gado la  primera,  podrá  aqnél  prorrogar  la  retención  hasta 
que  se  le  satisfagan  ambos  créditos,  aunqae  no  se  hubiese 
estipulado  la  sujeción  de  la  prendía  á  la  seguridad  de  la 
segunda  deuda. 

Api.  I Htt V.  £1  acreedor  debe  cuidar  de  la  cosa  dada 
en  prenda  con  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familia; 
tiene  derecho  al  abono  de  los  gastos  hechos  para  su  con- 
servación, y  responde  de  su  pérdida  ó  deterioro  conforme 
á  las  disposiciones  de  este  Código,  ^ 

Art.  tSSS.  Si  la  prenda  produce  intereses,  com- 
pensará el  acreedor  los  que  perciba  con  los  que  se  le  de. 
ben;  y,  si  no  se  le  deben,  ó  en  cuanto  excedan  de  los  legí- 
timamente debidos^  los  imputará  al  capital. 

Art.  ISOO.  Mientras  no  llegue  el  caso  de  ser  ex- 
propiado de  la  cosa  dada  en  prenda,  el  deudor  sigue  sien- 
do dueño  de  ella. 

Esto,  no  obstante,  el  acreedor  podrá  ejercitar  las  accio- 
nes que  competan  al  dueño  de  la  cosa  pignorada  para  re- 
clamarla ó  defenderla  contra  tercero. 

Art.  IS70.  £1  acreedor  no  podrá  usar  la  cosa  dada 
en  prenda  sin  autorización  del  dueño,  y  si  lo  hiciere  ó 
abusare  de  ella  en  otro  concepto,  puede  el  segundo  pedir 
que  se  la  constituya  en  depósito. 

Ari.  1 99 1 .  No  puede  el  deudor  pedir  la  restitución 
de  la  prenda  contra  la  voluntad  del  acreedor  mientras  no 
pague  la  deuda  y  sus  intereses,  con  las  expensas  en  su 
caso. 

Art.  1S99.  £1  acreedor  á  quien  oportunamente  no 
hubiese  sido  satisfecho  su  crédito,  podrá  proceder  por  ante 
Notario  á  la  enajenación  de  la  prenda.  Esta  enajenación 
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habrá  de  hacerse  precÍBamente  en  subasta  pública  y  coa 
citación  del  deador  y  del  dueño  de  la  prenda  en  so  caso. 
Si  en  la  primera  subasta  no  hubiese  sido  enajenada  la 
prenda,  podrá  celebrarse  una  segunda  con  iguales  ft>nna- 
lidades:  y,  si  tampoco  diere  resultado,  podrá  el  acreedor 
hacerse  dueño  de  la  prenda.  En  este  caso  estará  obligado 
á  dar  carta  de  pago  de  la  totalidad  de  su  crédito. 

Si  la  prenda  consistiere  en  valores  cotizables,  se  ven- 
derán  en  la  forma  prevenida  por  el  Código  de  Comercio, 

Ari.  1S93.  Respecto  á  los  Montes  de  Piedad  y  de- 
más establecimientos  públicos,  que  por  instituto  ó  prof«* 
sión  prestan  sobre  prendas,  se  observarán  las  leyes  y  re- 
glamentos especiales  que  les-  conciernan  y  subsidiaria- 
mente las  dipposiciones  de  este  titulo. 


E 


L  contato  de  prenda  es  accesorio,  real  y  anilateral,  que  se  celebra  ea 
garantía  de  ana  obligación  anterior  perfecta,  y  por  él  el  deador  hace  la  en* 
trega  de  ana  cosa  al  acreedor  ó  á  tercera  persona,  para  qoe,  camplida  la  obli- 
gación, sea  aqaélla  restituida  con  sas  fralos  y  accesiones  al  deador.  El  censen- 
timiento  y  la  entrega  de  la  cosa  son  las  dos  cansas  esenciales  qae  deU'rmi* 
naa  la  perfección  de  este  contrato,  y  á  la  vez  las  distinciones  entre  la  prooiesa 
de  prenda,  del  contrato  qoe  nos  ocnpa  y  del  derecho  real  de  prenda. 

Los  requisitos  particalares  del  contrato  de  prenda  se  refieren  á  las  perso- 
nas y  á  Jas  cosas.  Respecto  á  las  personu,  pueden  celebrarlo  todos  los  qos 
tengan  capacidad  para  contratar  y  obligarse,  y  el  dominio  6  algAn  derecho 
sobre  las  cosas  que  hallan  de  ser  prendadas;  pnes  si  bien  la  ley  de  Partida 
autorizó  á  prendar,  no  sólo  al  que  tenia  el  señorío  de  las  cosas,  sino  también 
al  que  esperaba  obtenerlo,  hoy  no  tiene  aplicación  esto  último,  por  ser  nece- 
sario con  arreglo  á  la  ley  vigente  tener  la  disposición  de  la  cosa  y  ponerla 
en  poder  del  acreedor  para  el  perfeccionamiento  del  contrato.  £n  cuanto  á  lu 
cosas,  han  de  e^tar  necesariamente  en  el  comercio  de  los  hombres,  y  qoe  sean 
susceptibles  de  propiedad  y  de  posesión,  podiendo  prendarse  los  créditos  y 
todos  sus  derechos;  pero  no  la  cosa  ajena,  salvo  si  su  dueño  lo  consintiere. 

Es  también  requisito  esencial  del  contrato  de  prenda,  qoe  conste  por  ios* 
trumento  público  la  certeza  de  su  fecho,  pues  de  lo  contrario  no  surtirá 
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éfeeto  contra  tercero,  padíendo  por  lo  demás  formalizarse  por  medio  de  escri* 
ton  pública  6  sin  ella,  y  estando  presentes  ó  aasentes,  debidamente  repre- 
sentados en  este  caso,  los  interesados. 

.  Los  efectos  jurídicos  de  este  contrato  dan  derecho  al  acreedor  para  rete- 
jer la  cosa  en  su  poder  ó  en  el  de  la  tercera  persona  á  quien  babíese  sido  en-  . 
tregada  hasta  qoe  se  pague  el  crédito.  Si  mientras  el  acreedor  retiene  la  preo- 
da,  el  deudor  contrajese  con  él  otra  deuda  exigible  antes  de  haberse  pagado 
la  primera,  podrá  aquél  prorrogar  la  retencidn  hasta  que  se  les  satisfaga  n  am» 
bos  créditos,  aunque  no  se  hubiese  estipulado  la  sujeción  de  la  pre  nda  ^  la 
seguridad  de  la  segunda  deuda. 

Los  derechos  y  obligaciones  del  deudor  y  acreedor  A  la  cosa  dada  ea 
prenda,  se  rigen  por  las  reglas  siguientes:  4.*,  el  acreedor  debe  cuidar  de  la 
rosa  dada  en  prenda  con  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familia,  procu- 
rando que  no  se  pierda  ó  empeore  por  su  culpa  ó  negligencia;  tiene  derecho 
al  abono  de  los  gastos  hechos  para  su  conservación,  y  responde  de  su  pérdida 
ó  deterioro,  conforme  á  las  disposiciones  del  Código  civil:  9.\  si  la  prenda 
produce  intereses,  compensará  el  acreedor  los  que  perciba  con  los  que  se  le 
deben,  y  si  no  se  le  deben  ó  en  cuanto  excedan  de  lo  legitímame  nte  debido, 
los  imputará  el  capital:  3.^,  el  deudor  sigue  siendo  dueño  de  la  cosa  dada  en 
prenda,  mientras  no  sea  expropiado  de  ella;  pero  no  obstante,  ei  acreedor 
puede  ejercitar  las  acciones  que  competan  al  dueño  de  la  cosa  pignorada  para 
reclamarla  ó  defenderla  contra  tercero:  4.*,  el  acreedor  no  puede  asar  de  la 
cosa  dada  en  prenda  sin  autorización  del  dueño,  y  si  lo  hiciera  ó  abusare  de 
ella  en  otro  concepto,  puede  el  segundo  pedir  que  se  la  constituya  en  depó- 
sito: 5.^,  no  puede  el  deudor  pedir  la  restitución  da  la  prenda  contra  la  vo* 
luntad  del  acreedor,  mientras  no  pague  la  deuda  y  sus  intereses,  con  las  ex-  ^ 

pensas  en  su  caso:  6.^,  el  acreedor  á  quien  oportunamente  no  hiü>iesesido'^**"iM«MM| 
satisfecho  su  crédito,  podrá  proceder  ante  Notarlo  á  la  enajenación  de  la 
prenda;  esta  enajenación  habrá  de  hacerse  precisamente  en  subasta  pública, 
y  con  citación  del  deudor  y  del  dueño  de  la  prenda  en  su  caso;  si  en  la  pri- 
mera subasta  no  hubiese  sido  enajenada  la  prenda,  podrá  celebrarse  una  se- 
¿cunda  con  iguales  formalidades,  y  si  tampoco  diere  resultado,  podrá  ei  acree- 
dor hacerse  dueño  de  la  prenda;  en  este  caso,  estará  obligado  á  dar  carta  de 
pago  de  la  totalidad  de  su  crédito,  y  si  la  prenda  consistiera  en  valores  cotiza- 
bies,  se  venderán  en  la  forma  prevenida  por  el  Código  de  Comercio;  7.*,  res-  -^■'^ 
{»ecto  á  los  Montes  de  Piedad  y  demás  Establecimientos  públicos,  que  por  íns-  ¡ 

ti  tuto  ó  profesión  prestan  sobre  prendas,  se  observarán  las  leyes  y  regí  amen* 
ios  especiales  que  les  conciernan,  y  subsidiariamente  las  vAÍsposicioaes  que  aca- 
bamos de  indicar. 

El  derecho  á  disponer  de  la  cosa  hipotecada,  como  hemos  dicho  en  el  eo  - 
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4  * 

mentarlo  al  irt.  4859,  á  fio  de  obtener  on  pago,  qae  el  deudor  demon  ó  re^ 
siste,  sólo  puede  ejercitarse  mediante  trámites  judiciales;  mas  el  que  asi  acon- 
tezca ordinariamente  no  ohsU  á  que  los  contratantes  puedan  estipular  oUa 
cosa,  en  uso  de  la  libertad  que  el  derecho  les  reconoce;  por  lo  cual,  lo  único 
que  en  tal  caso  hay  que  averiguar  es  si  la  convención  reúne  todas  las  con- 
diciones exigidas  por  la  moral  y  la  justicia. 

que  en  nombre  de  tan  supremos  y  sagrados  intereses  hay  que  negar  al 
acreedor,  es  la  facultad  de  quedarse  con  la  cosa  hipotecada  si  dentro  de  cierto 
tiempo  no  paga  el  deudor  lo  que  tomó  sobre  ella,  que  es  lo  que  en  realidad 
veda  el  citado  art.  4859;  mas  ninguna  razón  moral  ni  jurídica  puede  prohibir 
que,  si  el  deudor  no  paga  en  el  plazo  estipulado,  venda  el  acreedor  la  cosa 
por  iu  verdadero  precio  ó  se  la  adjudique  por  su  justa  estimación^  y  asi  loes: 
tablece  el  preinserto  487S. 

Por  lo  expuesto,  es  evidente  que  no  es  condición  indispensable  para  la 
validez  de  la  venta  de  la  cosa  hipotecada  el  que  ésu  tenga  lugar  por  los  trá- 
mites de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  pueden  también  los  otorgantes 
estipular  la  enajenación  extrajudicíal,  que  deberá  ajustarse  al  precepto  del  úl- 
timamente citado  articulo. 

Si  los  requisitos  exigidos  por  éste  son  ante  la  ley  garantía  cier^  de  que 
no  será  expoliado  el  deador  con  inmoral  enriquecimiento  del  acreedor,  no  es 
aventurado  afirmar  que  en  el  contrato  de  hipoteca  puede  lícitamente  pactarse 
la  venta  en  idénticas  condiciones,  ya  que  lo  que  es  justo  tratándose  de  U 
venta  de  la  prenda,  no  ha  de  reputarse  injusto  con  relación  á  la  de  la  cosa  hi- 
potecada: , 

Esta  doctrina,  perfectamente  legal,  aplicada  á  los  contratos  que  otorgan 
ios  particulares,  tiene  en  su  abono,  tratándose  de  los  Montes  de  Piedad,  la 
terminante  prescripción  del  art.  4873,  pudiendo,  por  tanto,  afirmarse  que  si 
los  primeros  pueden  practicar  la  venta  judicial,  los  referidos  establecimientos 
tienen  que  ajustarse  en  el  particular  á  lo  que  determinan  sus  leyes  y  regla- 
mentos especiales  (4).. 

Hemos  indicado  ^ue  el  acreedor  debe  cuidar  de  la  cosa  prendada  con  la 
diligencia  de  un  buen  padre  de  familia»  respondiendo  de  los  daños  ó  menoscabo 
que  por  su  colpa  ó  negligencia  se  ocasionaren,  mas  entendemos  que  no  puede 
alcanzarle  responsabilidad  alguna  cuando  tales  daños  ó  menoscabos  se  origi- 
nen por  accidente  fortuito  ó  fuerza  mayor,  sin  que  por  ello  pierda  su  dere- 
chp  á  la  reclamación  de  lo  que  se  le  adeudare. 

La  prenda  se  extingue:  4. o.  al  extinguirse  la  obligación  principal,  porque 
siendo  un  contrato  accesorio,  al  acabar  aquél,  acaba  éste.  Por  lo  tanto  el  me- 
cí)   U,  4%  Ih  D.¿  flS  KóV.  98.— <7.  18  I>i«l«mbr6. 
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dio  más  general  de  extingoirse  es  la  paga.  Pero  la  paga  ha  de  ser  comp  leta; 
91  fuese  sólo  parcial,  no  bastaría,  y  el  acreedor  podría  segair  reteniéndola: 
^.^  88  extingue  también  por  el  crédito  de  on  tercero,  cuando  al  poner  el  Jues 
en  ejecución  su  sentencia  no  hallase  otros  bienes  propios  del  deudor  que  la 
cosa  dada  en  prenda,  pues  en  este  caso  se  vende,  y  después  de  pagar  al 
acreedor  prendario,  si  algo  sobra,  se  aplica  en  beneficio  de  aquel  que  ha  ga* 
nado  el  pleito:  3.®,  igualmente  se  extingue  por  prescripción:  4.  o,  por  la  re* 
misión,  expresa  ó  tácita,  según  que  el  acreedor  dice  al  deudor  que  le  torna  la 
prenda  que  le  remite  el  derecho  que  tiene  en  ella,  ó  que  se  verifica  alguna  cir- 
cunstancia que  la  haga  presumir:  5.^,  por  la  venta  de  la  cosa,  para  hacer 
efectiva  la  obligación.  En  cuyo  caso,  antes  de  proceder  á  la  ven  ta,  hay  que  ha-  \ 
cerlo  saber  al  deudor:  6.^  por  confusión  ó  consolidación ,  es  decir,  por  la  } 
adquisición  del  dominio  de  la  cosa  por  el  acreedor,  ya  sea  po  r  contrato,  por 
sucesión  ó  de  otro  modo;  y  1.*^  por  la  pérdida  ó  extinción  de  los  derechos  del 
constituyente.  Por  ejemplo,  si  el  deudor  no  tuviese  derecho  pleno  y  perfecto 
á  la  cosa,  y  se  viese  obligado  á  devolverla. 

Finalmente,  en  orden  ál  derecho  foral,  en  Araoóv,  si  no  paga  el  deudor 
en  el  término  pactado,  el  acreedor  acudirá  al  Juez  pidiendo  se  venda  la  cosa, 
como  se  hará  á  los  diez  días,  si  es  mueble,  y  á  los  treinta,  si  raíz;  se  desconta- 
rán los  días  festivos  y  podrá  dentro  de  esos  plazos  redimirse  la  cosa.  Será 
declarado  contumaz  el  deudor  que  no  comparezca  y  se  pondrá  en  posesión  al 
acreedor.  Los  frutos  percibidos  se  computan  como  parte  del  capital;  y  en  Na- 
varra, no  pueden  darse  en  prenda  el  lecho  y  vestidos  cuotidianos  del  deudor, 
su  mujer  é  hijos,  ni  los  instrumentos  de  su  arte  ú  oficio,  ni  los  ganados  y 
aperos  de  labor. 


OAPlTÜLiO    III 

De  la  liipoteca. 


Art.  1 S  74.  Sólo  podrán  ser  objeto  del  contrat  o  de 
hipoteca: 

1  .^    Loe  bienes  inmuebles . 

2.^  LoB  derechos  reales  enajenables  con  arreglo  á  las 
leyes,  impuestos  sobre  bienes  de  aquella  clase. 


r 
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Ari.  1995.  Además  de  lo6  requisitos  exigidos  en  el 
art.  1857,  es  indispensable,  para  que  la  hipoteca  quede 
válidamente  constituida,  que  el  documento  en  que  se  cons- 
tituya sea  inscrito  en  el  Begistro  de  la  propiedad. 

Las  personas  á  cuyo  favor  establece  hipoteca  la  ley,  no 
tienen  otro  derecho  que  el  de  exigir  el  otorgamiento  é  ins- 
cripción del  documento  en  que  haya  de  formalizarse  la 
hipoteca,  salvo  lo  que  dispone  la  ley  Hipotecaría  en  &vor 
del  Betado,  las  provincias  y  los  pueblos,  i>or  el  importe 
de  la  última  anualidad  de  los  tributos,  asi  como  de  Iof 
aseguradores  por  el  premio  del  seguro. 

Art.  IS9S.  La  hipoteca  sujeta  directa  é  inmediata- 
mente los  bienes  sobre  que  se  impone,  cualquiera  que  sea 
BU  poseedor,  al  cumplimiento  de  la  obligación  para  cuya 
seguridad  fué  constituida. 


765.  Obligándose  el  comprador  de  una  finéa  á  retener  cierta 
suma,  y  con  ella  verificar  el  pago  de  los  acreedores  hipotecarios 
del  dueño,  si  llamados  éstos  por  edictos,  no  se  presentasen  al  co- 
bro, el  auto  en  que  se  ordena  al  primero  la  consignación  en  él 
Banco  de  España  de  dicha  suma  no  infringe  los  artículos  1160, 
1162,  1177  y  1876  del  Código  civil,  ni  los  82,  105  y  157  de  la  ley 
Hipotecaria,  por  que  no  puede  desconocerse  la  validez  de  la  .con* 
signación,  toda  vez  que  reúne  los  requisitos  de  derecho,  y  lleva  la 
condición  de  responder  y  de  extinguir  la  garantía  por  medio  de  la 
cancelación  de  la  hipoteca. — S.  8  Enero  92. — 6.  Febrero. 


Ari.  1997.  La  hipoteca  se  extiende  á  laa  accesioiies 
naturales,  á  las  mejoras,  á  los  frutos  pendientes  y  rentas 
no  percibidas  al  vencer  la  obligación,  y  al  importe  de  las 
indemnizaciones  concedidas  ó  debidas  al  propietario  pof 
los  aseguradores  de  los  bienes  hipotecados,  ó  en  virtud  de 
expropiación  por  causa  de  utilidad  pública,  con  las  de- 
claracionesy  ampliaciones  y  limitaciones  establecidas  por 
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la  ley,  asi  en  el  caso  de  pennaneéer  la  finca  en  poder  de) 
que  la  hipotecó,  como  en  el  de  pasar  á  manos  de  un 
tercero. 

JkTt,  1979.  El  crédito  hipotecario  puede  ser  enaje- 
nado ó  cedido  á  un  tercero  en  todo  ó  en  parte,  con  las  for- 
malidades exigidas  por  la  ley. 

jlrt.  I H9B.  £1  acreedor  podrá  reclamar  del  tercer 
poseedor  de  los  bienes  hipotecados  el  pago  de  la  parte  de 
crédito  asegurada  con  los  que  el  último  posee,  en  los  tér- 
minos y  con  las  formalidades  que  la  ley  establece. 

At*i.  tSSO.  La  forma,  extensión  y  efectos  de  la  hi- 
poteca, asi  como  lo  relativo  á  su  constitución,  modifica- 
ción y  extinción,  y  á  lo  demás  que  no  haya  sido  compren- 
dido  en  este  capítulo,  queda  sometido  á  las  prescripciones 
de  la  ley  Hipotecaria^  que  continúa  vigente. 


k 


A  hipoteca,  en  el  concepto  que  de  ella  se  ocapa  eo  este  lugar  el  Código, 
es  un  contrato  accesorio,  consensnal,  unilateral  y  oneroso,  por  virtud  del  cual 
se  garantiza  con  bienes  inmuebles  de  la  propiedad  del  hipotecante,  ó  de  un 
tercero  que  lo  consientn,  el  cumplimiento  de  una  obligación;  con  la  obliga- 
dófi,  respecto  al  acreedor,  de  liberar  del  gravamen  la  cosa  hipotecada,  cuando 
8^  cumple  et  íin  que  garantiza  y  el  derecho  recíproco  para  el  mismo  objeta  en 
favor  del  hipotecante.  Este  contrato  se  perfecciona,  como  todos  los  demás,  por 
la  concurrencia  de  los  tres  elementos;  personales:  reales  y  formales,  de  que  ya 
nos  hemos  ocupado  en  otros  lugares,  debiendo  advertir  que  en  todo  caso  er 
eoittrato  de  hipoteca  ha  de  constar  en  escritura  pública  que  ha  de  inscribirse 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  porque  son  objeto  de  él  tan  sólo  los  bienes  in- 
mneblea  y  los  derechos  reales  enajenables  impuestos  sobre  aquella  clase  de 
bienes. 

Una  vez  perfecto  el  contrato  de  hipoteca,  sus  efectos  deben  cu(Ltenderse  ii^ 
mitades  á  servir  de  titulo  para  dejar  constituida  la  relación  jurídica  de  carác- 
ter real  que  representa  el  derecho  real  de  hipoteca,  y  á  que,  luego  que  sea 
satisfecha  la  obligación  principal  garantizada,  tiene  el  hipotecante  derecho  á 
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reclamar  7  obtener  del  acreedor^  ya  pagado,  U  cancelación  j  eonaigoiettlc  U> 
beraciÓQ  de  la  finca  hipotecada. 

Los  articalos  que  forman  el  capítoio  qae  noa  ocupa  no  aon  ota  eo«t  q« 
aa  trasunto  con  iigerísimaa  variantes  de  palabras  de  otroede  la  ley  Ifipolec»- 
ria;  y  como  además  á  las  dísposicionea  de  éste  se  refiere  el  Código  en  lodo 
aqaello  que  pudiéramos  decir  ser  informativo  de  la  hipoteca,  no  sólo  en  se 
constitución,  sino  también  en  su  existencia,  formas  y  extinción,  siendo  ioipiH 
síLiie  que,  dentro  de  los  límites  de  este  trabajo,  hagamos  on  completo  eslodií 
de  (os  preceptos  de  aquella  ley  y  del  reglamento  para  su  ejocneión^  nos  im^ 
taremos  á  dar  sólo  algunas  ideas  capitales  en  la  materia,  prescindiendo  del 
análisis  de  dichos  cuerpos  legales. 

Las  obligaciones  que  garantizan  las  fincas  hipoteeadas  son  de  diversa  na- 
turaleza, pues  mientras  la  hipoteca  qne  asegnra  el  pago  del  prósiamo  ee  cierta 
y  efectiva,  la  que  tiene  por  objeto  garantir  el  pago  de  costas,  en  eaao  de  exi^ 
girse  judicialmente  la  devolución  dal  capital  prestado,  depende  de  im  hsd» 
futuro  é  incierto,  cuya  diferente  natoralesa  debe  hacerse  constar  también  ée 
un  modo  distinto  en  los  libros  del  Registro,  á  loe  efoctos  prevenidos  en  la  ley 
Hipotecaria. 

En  su  virtud,  U  distribución  de  la  cantidad  6  parle  de  gravamen  de  qae 
cada  finca  debe  responder,  debe  hacerse  con  separación  respecto  del  importe  ó 
cuantía  de  cada  una  de  aquellas  dos  obligaciones,  para  qne  poedan  tteaaiie 
los  fines  que  se  propuso  el  legislador  sobre  el  particular. 

Si  bien  la  omisión  de  dicha  formalidad  no  produce  la  nulidad  de  la  obliga^ 
ción  ni  la  del  instrumento,  impide  la  inscripción  de  óste  mientras  no  so  Mklh^ 
sane  tal  defecto  (4). 

Estando  prohibidos  por  derecho  los  convenios  entre  marido  y  msjer,  flMra 
dtí  los  casos  expresan^nte  exceptuados,  para^^alificar  si  la  hipoteca  otorgada 
por  el  marido  y  aceptada  por  la  mi^er  para  asegurar  la  dote  qne  aqoél  eoiAed^ 
haber  recibido  de  ésta^  es  ó  no  válida,  importa  examinar  si  ese  coatitio  se 
halla  comprendido  en  alguno  de  los  casos  de  excepcióD. 

Si  bien  el  art.  474  de  la  ley  Hipotecaria  antonxa  al  marido  paia  eonsttimif 
en  cualquier  tiempo  hipoteca  á  favor  de  su  miyer  por  la  dote  qne  el  uámam 
hubiere  coi^l^do  haber  recibido  antes  de  la  celebcación  del  niairlmoMo,  é* 
dentro  del  primer  año  de  él,  es  necesario,  sin  embargo,  qne  te  hi^  constar ' 
judicialmen^  I^  existencia  de  los  bienes  dótales  ó  la  de  otros  soawjantós  » 
equivalentes  en  el  momento  de  reclamarse  por  la  mojer  la  coastitociéB  dedi- 
cha  hipoteoa,  sin  cuyos  requisitos  no  puede  estimarse  como  vüido  ol 
trato  (f). 

(1)     B.  de  U  D.,  18  AI>rU  7».— (?.  9  Ago«l6/    ' 

(S)     B.  d«  la  D.,  U  Hayo  7d.— (7.97  8«Iit.''     '  ; 


LIBBO  CUARTO.— TÍTULO  XV.— ABT8.   1874  A  1880  873 

Ano  ei^ando  determinadas  fincas  aparezcan  gravadas  con  hipotecas  á  fií* 
vor  de  yarios  acreedores,  esta  eircnnstancia  no  constituye  nn  obstiealo  legal 
para  la  inscripción  det  acto  de  rectificación  ó  complemento  de  partición,  puea* 
to  qme  t\  bailarse  gravado  nn  inmueble  con  hipoteca  no  impide  al  daeiio  det 
mismo  ejercer  actos  de  enajenación,  paes  la  hipoteca  inscrita  es  on  der^eeha 
real  qne  signe  siempre  á  la  cosa  hipotecada,  cnalesqniera  qne  sean  las  manos 
á  que  pase,  y  á  pesar  de  los  cambios  qne  ocurran  en  la  propiedad  qne  grava; 
na  -perjudicando  tampoco  á  los  acreedores  no  hipotecarios,  siempre  qne  haya» 
hecho  uso  del  derecho  qne  its  concede  la  ley  para  anotar  en  ios  bienes  del 
datdor  la  providencia  judicial  qne  hubieren  obtenido  ordenando  el  embargo 
ó  el  secuestro,  y  á  reserva  de  ejercer  si  fuere  procedente  las  acciones  que  coa* 
pede  á  toda  clase  de  acreedores  en  general  el  art.  37  de  la  ley  Hipotecaria  (4). 

Constituida  nna  obligación  por  mujer  casada  con  licencia  de  su  «larido  y 
coa  autoruBaeión  judicial  por  ser  menor  de  edad,  siendo  válido  el  contrato 
coQK)  celebrado  con  todos  los  requisitos  de  la  ley,  hay  que  reputar  vááda 
tsAfaíán  la  hipoteca  agregada  al  contrato,  sin  qne  á  ello  sea  obstáculo  la  cir- 
cunstancia de  destinarse  el  capital  tomado  á  préstamo  á  satisfacer  las  necesi- 
dades de  la  familia,  porque  sobre  no  constituir  esto  la  fianza  condenada  pU: 
la  ley  64  de  Toro,  si  iior  aquel  motivo  se  anulasen  las  hipotecas  cohstituíéaa 
por  las  mujeres  casadas  sobre  sus  bienes  con  anuencia  de  sus  maridoa,  sena 
preciso  prohibir  en  absoluto  todas  estas  hipotecas,  pues  raro  será  el  caso  en 
que  el  préstamo  hecho  á  la  mujer  deje  de  redundar  en  beneficio  del  marido, 
ayudando  á  levantarlas  obligaciones  que  su  condición  de  jefe  de  la  familia 
Te  inpone  (S). 

£1  art.  4546  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  trata  detá-minadamenle  el 
caso  en  qne  la  ejecución  se  despache  á  instancia  de  un  segnndo  ó  tercer  acree- 
dor hipotecario,  ordenando  qne  el  importe  de  los  créditos  hipotecarios  prefs* 
rentes  de  que  responda  la  finca  vendida  se  consigne  en  el  establecnnienlo  des- 
tinado al  efecto;  en  consecuencia  con  cuyo  precepto,  otórgase  en  el  art.  1548^ 
al  comprador  de  los  bienes  alectos  á  la  ejecución  el  derecho  de  pedir  la  eair- 
cobieión  de  las  hipotecas  impuestas  sóbrelas  mismas;  ácuyo  intento  básu 
tan  sólo  expedir  un  mandamiento  en  que  se  exprese  quedar  consignado  el  im- 
porte del  crédito  del  primer  acreedor  á  disposición  de  éste,  cumplido  el  cual^ 
y  alando  la  consignación  de  lo  debido  una  manera  de  extinguirse  lofalaieiá« 
latobltgaeión  principal,  es  notorio  que  la  cancelación  de  la  hipoteca  en  iaí 
caso  es  una  consecuencia  lógica  de  que  no  puede  protestar  con  razón  el  ftcree^ 
dor  hipotecario  á  quien  se  paga  cuanto  se  le  debe;  siendo  infundados  loe  cJe- 
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(1)     B.  de  lA  D.,  S  Mano  BO.—G,  8  B«pt- 
(9)     B.  á^  la  D.,  17  Marzo  88  —O,  38  M«yo. 


S74  oÓDieo  OVIL 


1 1 


mv^Ttn  qod  puedan  abrigarse  de  qae  mediante  esta  doctrina  resalten  damnifi- 
cado*^ las  acreedores  preferentes  qne  no  gozan  según  la  ley  del  dereebo  dein- 
lerv<>!\ir  en  la  vía  de  apremio;  derecho  qae  les  está  reconocido,  en  cambio,  i 
los  »v pondos  ó  posteriores,  puesto  qae  al  abrigarlas  se  olvidaría  qae  estos  ul- 
times acreedores  tienen  qae  contentarse  con  percibir  tal  vez  sas  créditos  mer- 
mados, y,  por  el  contrario,  los  artícalos  4546y45t8  citados,  en  cuanto  se 
refieren  á  acreedores  preferentes,  parten  del  sapueato  de  que  su  crédito  bs 
sido  integramente  consignado;  y  si  el  objeto  de  toda  hipoteca  es  asegurar  al 
arrcedur  que  so  crédito  lia  de  ser  satisfecho,  si  mediante  la  doctrina  que  im* 
forma  los  dos  mencionados  artícalos  queda  ese  objeto  conseguido  y  la  canti- 
dad  debida  bajo  la  salvaguardia  de  un  Tribunal  y  á  disposición  de  su  legíti- 
mo dueño,  no  puede  decirse  con  razón  que  esos  artículos  desvirtúan  y  ano- 
hm  el  405  ni  otro  algano  de  la  ley  Hipotecaria  (4). 

Según  la  regla  2.*  del  art.  t.^  del  Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  4880,  las 
inscripciones  de  crédito  hipotecario  extendidas  á  favor  de  segundos  ó  poste- 
riores acreedores  se  cancelan  á  instancia  del  que  resulte  daeñodel  inmueble  ó 
derecho  gravado  con  sólo  presentar  mandamiento  en  que  la  cancelacióa  se 
«rdene,  en  el  cual  debe  expresarse  qae  el  importe  de  la  venta  realizada  en 
juicio  ejecoiivo,  instado  por  el  primer  hipotecario,  no  bastó  á  cubrir  el  cré- 
«tito  de  éste  ()). 

Consignindoie  en  ana  escritura  por  el  acreedor  hipotecario  que  su  crédito 
estaba  pagado  y  que  otorgaba  el  documento  para  que  sirviera  al  deudor  de 
caru  de  pago  y  mediante  él  se  entendiera  liberada  la  finca  gravada,  es  en 
esencia  lo  mismo  que  consentir  en  la  cancelación  de  la  hipote<;a|  dado  que.  ¿ 
los  efectos  de  la  ley  Hipotecaria,  no  queda  ana  finca  liberada  de  un  gravamen 
mientras  no  se  extingue  la  inscripción  que  éste  produjo  en  los  libros  del  Re- 
gistro t3). 

Según  los  párrafos  3.o  y  4.o  del  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria,  las  inscrip- 
ciones de  hipotecas  constituidas  con  el  objeto  de  garantizar  títulos  al  porta- 
dor, no  pueden  cancelarse  sino  presentando  testimonio  de  la  declaración  jndi- 
cial  de  quedar  extinguidas  todas  las  obligaciones  asegoradas,  previos  los  eo- 
rrespondientes  edictos  llamando  á  los  qoe  tuvieren  derecha  áioponerseá  la 
«an  colación. 

Tratándose  de  una  disposición  esencialmente  civil,  de  procedimiento  y  ca- 
rácter estrictamente  prohibitivo,  es  regla  de  interpretación  jurídica  qne  debe 
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(1)     K.  da  la  D.,  9  Jíayo  90.— ¿?.  19  Sept. 

<8)     H.  d«  la  D.,  IB  Nov.  80.— O.  de  W.  ,    •   -'   »'•     ' 

m    H.  de  laD.,  lODic.  89,— 6.  2dMara6«K). ^    << 
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entenderse  segtkn  su  letra,  y  que  á  ella  ha  de  ajustarse  su  eiiacto  complimiento 
si  se  na  da  lleaar  el  fin  qae  el  legislador  se  propaso. 

Si  bien  el  art.  72  del  Reglamento  declara  que  la  misma  escritura  en  virtud 
de  la  que  se  baya  hecho  una  inscripción  de  una  obligación,  s^rá  titulo  sufi- 
ciente pan  cancelarla  si  resultase  de  ella  ó  de  otro  documento  fehaciente  la 
caducidad  6  extinción  de  la  obligación,  no  es  legalmente  posible  estimar 
comprendido  en  esa  regla  general  el  caso  indicado,  porque  en  él  es  necesario 
q  ue  S6  pruebe  la  extinción  de  las  obligaciones  (4). 

JPor  último,  el  Código,  al  dfejar  vigente  la  ley  Hipotecaria,  en  cuanto  á  la 
forma,  extensión  y  extinción  de  la  hipoteca,  no  implica  que  la  capacidad  ju* 
ridica  de  la  mujer  casada  se  rija  en  caso  alguno  más  que  por  los  preceptos  de 
nuestra  novísima  legislación  civil  (t). 


CAPITULO    IV. 

IDe  la  anticresis. 


Aw^.  ISSI.  Por  la  anticresis  el  acreedor  adquiere 
el  derecho  de  percibir  los  frutos  de  un  inmueble  de  su 
deudor,  con  la  obligación  de  aplicarlos  al  pago  de  los  in- 
tereses, ei  se  debieren,  y  después  al  del  capital  de  su  eré- 
dito. 

Art.  I  »H9.  £1  acreedor,  salvo  pacto  en  contrario,, 
efitá  obligado  á  pagar  las  cointrlbucioneB  y  cargas  que  pe* 
sen  sobre  la  finca. 

Lo  está  asimismo  á  hacer  los  gastos  necesarios  para  su 
conservación  y  reparación. 

Se  deducirán  de  los  frutos  las  cantidades  que  empleé 

en  uno  y  otro  objeto. 


(1)     K.  da  U  D.,  80  S«pt.  90,— G.  15  Bnero  91. 
(ü)     R.delAD.,  8Jimio90.  — &.4  04)i. 
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Até,  iSMS.  El  deudor  no  puede  readquiíir  el  ^oeé 
del  inmueble  sin  haber  pagado  antes  enteramente  lo  que 
debe  á  su  acreedor. 

Pero  étite,  para  libraree  de  las  obligaciones  que  l^iiur 
pone  el  articulo  anteriox,  pue4e  siempre  obligar  al  deudor 
á  que  entre  de  nuevo  en  el  goce  de  la  finca,  BaLvo|wcto 
en  contrario. 

/kvt,  iSH'l.  El  acreedor  no  adquiere  la  propiedad 
del  inmueble  por  falta  de  pago  de  la  deuda  dentro  del 
plazo  convenido. 

Todo  pacto  en  contrario  será  nulo.  Pero  el  acreedor  en 
este  caso  podrá  pedir,  en  la  forma  que  previene  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  el  pago  de  la  deuda  6  la  venta  d4 
inmueble. 


766.  £1  núm.  4.^  del  art.  107  de  la  ley  Hipotecaria,  y  el  1484, 
en  relación  con  el  1858  y  1859  del  Código  civil,  se  limitan  á  docM* 
rar  la  ineficacia  ó  nulidad  de  loe  pactos  de  no  volver  ¿  hipotecar, 
ó  de  adquirir  ó  apropiarse  de  las  cosas  dadas  en  anticresiSv  prenda 
ó  hipoteca,  pero  no  la  nulidad  de  la  obligación  principal  que  ga- 
rantizan, cuyo  cumplimiento  podrá  pedir  el  acreedor  en  la  forma 
que  previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  estimándolo  asi,  no 
se  infringen  los  mencionados  artículos  ni  el  1261»  1274  y  1275  de 
dicho  Código.— 5.  19  Nav.  BL^-G.  1.^  Enero  92. 


Ari.  iSS5.  Los  contratantes  pueden  estipular  que 
se  compensen  los  intereses  de  la  deuda  con  los  frutos  de 
la  finca  dada  en  anticresis. 

Apí.  tSfW.  Son  aplicablee  á  este  contrato  el  último 
párrafo  del  art.  1857,  el  párrafo  segundo  de!  art.  1866,  f 
loe  artículos  1860  y  1861. 
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Ók  lá  aaticresis,  según  nuestro  Código,  el  acreedor  adquiere  el  derecho 
de  percibirlos  frutos  de  un  inmueble  de  su  deudor  con  la  obligación  de  apli* 
Carlos  al  pago  de  los  intereses,  si  se  debieren,  y  después  al  del  capital  de  su 
crédito:  La  anticresis  no  es  un  contrato  verdadero:  no  es  más  que  una  condi- 
ción patuda  en  un  contrato  accesorio;  es  nna  cosa  accesoria  y  accidental  de 
no  contrató  que  tampoco  es  principal.  El  Código,  sin  embargo,  lo  conceptúa 
como  un  contrato  aparte,  dictando  disposiciones  para  regularlo,  y  de  ellas  se 
dedoce  que  coincide  con  la  hipoteca  en  cuanto  á  que  los  bienes  que  pueden  ser 
sjQ,  objeto^  son  inmuebles,  á  diferencia  de  la  prenda^  qpie  se  refiere  á  muebleb» 
j)pr  cuyo  motivo  pierde  su  antigua  consideración  de  pacto  agregado  al  con« 
trato  de  prenda. 

Este  pacto  fué  prohibido  por  Justiniano,  por  espíritu  de  protección  á  los 
labradores  de  las  provincias  de  Tracia,  y  en  M  derecho  romano  se  consignaron 
también  otros  pt^ceptos  prohibitivos;  criterio  que  es  más  absoluto  en  el  dere* 
chó  canónico,  tendiendo  á  evitar  que  ese  pacto  resulte  usurario.  Escritores 
autorizados,  como  Sala  y  Viso,  consideran  lícito  el  pacto  anticretíco:  otros— 
La  Serna  y  Montalbán — sólo  lo  apreciaron  válido  cuando  se  mantuviese  den- 
tro de  la  lasa  del  interés;  pero  después  de  publicada  la  ley  de  1856,  que  esta- 
blemóiU  libertad  en  la  materia  de  intereses,  ya  todos  lo  estimaron  válido  siem> 
preí  qAie  ^  cantidad  en  qne  aquéllos  consistan  conste  por  escrito.  Hoy,  pues; 
es,  generalmente  aceptado  este  contrato,  regulándolo  Códigos  modernos,  comO' 
el  .de.  Portugal  en  su  art.  874,  si  bien  denominándole  consignación  de  rentas 

Este  contrato  requiere,  como  todos  los  demás,  su  celebración,  la  capacidad 
necesaria  en  los  contratantes,  la  existencia  real  de  la  cosa  inmueble  4  quesea 
referido  y  la  libre  disposición  de  ella  por  el  deudor,  pudiendo  establecerse  en 
cíocuinento  público  ó  privado;  pero  deberá  ser  consignado  en  el  de  la  primera 
dé  dichas  clases,  é  inscribirse  en  el  Registro  de  la  propiedad,  para  que  surta 
efecto  en  cnanto  á  tercero. 

Las  contribuciones  y  cargas  que  afecten  á  las  fincas  objeto  de  este  con- 
trato y  las  reparaciones  de  las  mismas  corren  á  cargo  del  acreedor,  descon- 
táiidb  lo  (Jue  gastare  en  éstas  y  el  importe  de  aquéllas  del  producto  de  los  fru- 
tos!, qtíe  ft^  dedtéaráú  en  cuánto  excedan  al  pago  de  los  intereses  convenidos^ 
si  los  hubiere,  y  el  resto  á  la  extinción  del  capital,  lo  cuál  obliga  á  dicho 
acreedor  á  llevar  una  cuenta  exacta,  detallada  y  justificada,  para  en  su  día 
p«aot|€)4ril|tli^dAeióadefinitiv««poi  cuyo  resultado  se  determina  la  total 
sqIvqi^I^;  c^o  en|qu9  únicamente  reádqniere  el  deudor  el  goce  y  disfrute  de 
sus  bienes  dados  en  anticresis,  teniendo^  Ap  obstante,  dereeho  elr^Oreedor^  si 
de  tales  obligaciones  quisiere  librarse,  de  compeler  al  deudor  á  que  entre  de 
nuevo  en  aquel  goce,  salvo  pacto  en  contrario. 
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A  difereDcia  de  lo  qae  sucede  ea  el  contrato  de  prenda^  en  el  qoe,  y  detpaéf 
de  la»  subastas  qae  la  ley  determina,  puede  el  acreedor  apropiarse  de  lo  pren- 
dado en  pago  de  su  crédito,  en  la  anticresis  se  halla  esto  expresamente  prohi- 
bido, siendo  nulo  todo  pacto  en  contrarío;  estando  limitado  el  dereciio  <lel 
acreedor  á  renunciar,  como  queda  indicado,  el  disfrute  de  la  finca  6  á  solicitar 
en  la  forma  que  previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  pago  de  la  deuda 
ó  la  venta  del  inmueble;  siendo  umbíén  pacto  lícito  en  la  anticresis  la  estipu- 
lación de  que  se  compensen,  sin  necesidad  de  liquidación  ni  fijaisi6o  de  canti- 
dades, los  frutos  de  la  cosa  con  los  intereses  de  la  deuda. 

Por  último,  como  el  art.  4886  dispone  que  son  aplicables  á  este  contrate 
los  preceptos  de  otres  del  mismo  Código,  á  los  comentarios  de  ellos  remitimos 
al  lector,  en  evitación  de  repeticiones. 


TÍTULO  X,VI 


De  las  obligaciones  que  se  contraen 

sin  convenio. 


CAPÍTULO  PRIMERO 
X>e  los  cuasicontratos . 


Art.  1997.  Son  cuasicontratos  loe  hechos  lícitos  j 
puramente  voluntarios,  de  los  que  resalta  obligado  su 
antor  para  con  un  tercero  y  á  yeces  una  obligación  reci- 
proca entre  los  interesados. 


767.  Los  cuasicontratos  no  son  objeto  de  estipulación,  porqiie 
nacen  de  hechos  independientes  de  la  voluntad  y  acn  del  coneen- 
tiniiento  del  obligado,  de  los  cuales  se  deriva  la  acción  del  mÍBmo 
cuasicontrato;  pero  no  es  aplicable  esta  teoría  al  caso  en  que,  lejos 
de  tratarse  de  un  cuasicontrato,  ni  de  la  acción  que  de  éste  nazca» 
existe  una  sociedad  de  familia  y  la  obligación  de  entregar  una  per- 
sona á  otra  la  mitad  de  los  bienes  que  poseía;  por  lo  cual  no  pue- 
de estimarse  infringido  este  artículo  del  Código,  ni  las  leyes  hl^té- 
ricas  que  le  precedieron,  ni  la  doctrina  á  su  tenor  establecidu  ^xir 
el  Tribunal  Supremo.— 5.  17  Nov.  9á.'-G.  20  Febrero  95. 

768.  Las  relaciones  existentes  entre  dos  individuos  durante  lo» 
años  que  vivieron  juntos,  no  sólo  no  se  originan  en  contrato  ai- 
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guDO  expreso,  sino  que  no  demuestran  que  loa  seryicios  que  el 
nno  prestara  ál  otro  hubieran  de  ser  remunerados  oon  tm  salario, 
pudiendo  ser  otro  el  ñn  qne  se  propusieran,  y  la  pérdida  de  las  es- 
peramas  alimentadas  para  el  porvenir,  lo  que  determinara  la  sepa- 
nción  de  los  mismos. — S.  18  Mayo  95, — G.  2  SepL 

769.  Alegando  el' recurrente  la  infracción  de  varias  leyes,  sos* 
tantlvas»  entre  ellas  el  art.  1887  del  Código,  en  el  supuesto  de  que 
ios  servicios  prestados  hubieran  de  ser  remunerados  con  un  sala- 
zio*  no  alegando  error  alguno  de  hecho  ó  de  derecho  cometido  por 
^  Tribunal  sentenciador,  ni  señalando  las  sentencias  de  que  pre^ 
tende  derivar  la  doctrina  infringida,  es  inadmisible  el  recurso.— 
S.  m  Mayo  95,—Q.  2  Sept 


J  7sTlXDIAND0  el  ÜQstre  escritor  italiauo  Giorgio  Giorgi  la  matem  de 
que  vamos  á  ocaparnos,  ha  dicho:  «Fandamento,  natnraleza,  requisitos^  difé'* 
lencia  entre  los  caasicon tratos  y  las  otras  foentes  de  las  obligaciones,  todo  es 
incertídambre,  todo  confusión,  todo  oscurídad:  todo  es  tema  de  estériles  dis- 
cusiones, consecuencia  de  errores  tradicionales,  fruto  de  sutileza  escolástica  ó 
de  estudiada  anfibología.»  Y  en  efecto,  exaaiinado  el  origen  del  cuasicontrato 
y  so  desarrollo  histórico,  se  deduce  que  siempre  la  presunción  de  la  voluntad 
ba  representado  en  él  el  factor  más  importante,  complementándolo  los  axio- 
mas joridlcos  de  que  se  presume  que  todos  consienten  en  aquello  qoe  les  trae 
utilidad:  que  nadie  debe  perjudicar  á  otro,  y,  por  consiguiente,  que  deba  pre- 
svflúna  qne  nadie  quiere  enriquecerse  con  perjuicio  de  otro:  que  el  que  quiere 
el  antecedente  ha  de  suponerse  que  quiere  el  consiguiente;  y  que  debemos 
iucer  á  otros  todo  lo  qne  quisiéramos  hicieran  por  nosotros  en  iguales  eir- 
coustaBcias;  y  de  todo  se  deduce,  que  el  cuasicontrato  es  el  resultado  de  la 
combinación  de  ciertos  hechos  singulares,  determinados  por  principios  de  jus- 
lieia,  y  el  ministerio  de  la  ley,  que  bajo  el  supuesto  de  tales  hechos  impone 
sa  aplicación,  que  origina  como  resultado  una  serie  de  relaciones  obliga- 
lonas. 

De  aquí  que  podamos  decir  qne  el  cuasicontrato  es  el  resultado  de  ciertos 
hechos  líeitot),  generalmente  voluntarios,  que  á  virtud  de  principios  de  justi- 
cia, y  por  ministerio  de  la  ley,  producen  relaciones  obligatorias  entre  dos  ó 
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Ofeáft  personas;  y  así  io  coosigna  él  Código  en  el  preüiBerto  artí^lOi  que  con* 
tiene  lo  fandamental  en  la  definición  qoe  da  de  é\. 
.:  El  número  de  los  cuasicontratos  es  indeterminado,  porque  lo  es  también 
el  de  los  hechos  lícitos  que  producen  obligaciones  no  coutraotuáles;  pero  el 
Código  sólo  hace  mérito  de  dos,  ó  sea  de  la  gestión  de  aegooios  ajenos  y  dei 
cobro  de  lo  indebido,  por  ser  los  que  más  frecuentemente  se  originan,  sin  em- 
bargo de  que  la  omisión  de  los  demás  no  implica  en  modo  alguno  su  inexis» 
tehda. 

De  las  dos  especies  de  cuasicontratos  indicadas  nos  ocuparemos  en  los  co- 
mentarios posteriores,  consignando  aquí  por  adelantado  coa  relación  á  ellos, 
que  en  orden  al  derecho  internacional  le  son  aplicables  las  reglas  pretéritas 
para  los  contratos  en  general,  debiendo,  por  tanto,  regirse,  en  lo  coneemieote 
á  la  formación,  interpretación  y  efectos  de  aquéllos,  por  la  ley  naekwl  de  las 
partes  si  son  ciudadanos  del  mismo  país,  ó  por  IílUoi  locicontraetuSf  esto  es, 
por  aquella  bajo  cuyo  imperio  se  contrae  el  compromiso  ó  la  obligación,  si  las 
partes  son  de  nacionalidad  diferente;  por  la  ley  personal,  en  cuanto  se  re- 
fiere á  la  capacidad  de  las  mismas,  y  por  la  kúí  loci  canlractus  en  todo  lo  con- 
cerniente á  la  ejecución  del  compromiso;  y  en  lo  que  al  cobro  indebido  se  re- 
fiere, opinan  algunos  autores  que  cuando  se  excepciona  el  cumplimiento  de 
una  obligación  natural,  si  aquélla  tuvo  origen  en  territorio  distinto  de  aquel 
en  que  se  ba  verificado  el  pago  de  lo  que  se  repite,  para  qtie  la  excepción 
prospere,  habrá  de  estar  consignada  dicha  obligación  por  las  leyes  de  ambos 
países. 

SECCIÓN  PMMERA 

DK  LA  GESTIÓN  DE  NEGOCIOB  AJBN08 


Ari.  1 9SS.  El  que  se  encarga  voluntariamente  de 
la  agencia  ó  administración  de  los  negocios  de  otro,  sin 
mandato  de  éste,  está  obligado  á  continuar  su  gestión 
hasta  el  término  del  asunto  y  sus  inddencias,  ó  á  reque* 
rir  al  interesado  para  que  le  sustituya  en  la  gestión,  si  se 
hallase  en  estado  de  poder  hacerlo  por  sí. 

AiPt.  1999.  El  gestor  oficioso  debe  desempeñar  su 
encargo  con  toda  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  f ami* 
lia,  é  indemnizar  los  perjuicios  que  por  su  culpa  ó  negli- 

veno  n  •     6e 
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gencia  se  irroguen  al  dueño  de  los  bienes  ó  oogocios  que 
gestione. 

Los  Tribunales,  sin  embargo,  podrán  moderar  la  im- 
portancia de  la  indemnización  según  las  circunstancias 
del  caso. 

Ari.  1990.  Si  el  gestor  delegare  en  otra  persona 
todos  ó  algunos  de  los  deberes  de  su  cargo,  responderá  de 
los  actos  del  delegado,  sin  perjuicio  de  la  obligación  di- 
recta de  éste  para  con  el  propietario  del  negocio. 

La  responsabilidad  de  los  gestores,  cuando  fueren  dos 
ó  más»  será  solidaria. 

Ari.  1991.    El  gestor  de  negocios  responderá  del 
caso  fortuito  cuando  acometa  operaciones  arriesgadas  que 
*   el  dueño  no  tuviese  costumbre  de  hacer,  ó  cuando  hubiese 
pospuesto  el  interés  de  éste  al  suyo  propio. 

Art.  1999.  La  ratificación  de  la  gestión  por  parte 
del  dueño  del  negocio  produce  los  efectos  del  mándalo 
expreso. 

Ari.  199S.  Aunque  no  hubiese  ratificado  expresa- 
mente la  gestión  ajena,  el  dueño  de  bienes  ó  negocios  que 
aproveche  las  ventajas  de  la  misma,  será  responsable  de 
las  obligaciones  contraidas  en  su  interés,  é  indemnizará 
al  gestor  los  gastos  necesarios  y  útiles  que  hubiese  hecho, 
y  los  perjuicios  que  hubiese  sufrido  en  el  desempeño  de 
su  cargo. 

La  misma  obligación  le  incumbirá  cuando  la  gestión 
hubiera  tenido  por  objeto  evitar  algún  perjuicio  inmi- 
nente y  manifiesto,  aunque  de  ella  no  resultase  provecho 
alguno. 

Ari»  1994.  Cuando,  sin  conocimiento  del  obligado 
á  prestar  alimentos,  los  diese  un  extraño,  éste  tendrá  de- 
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]í^ho  á  reclamarloB  de  aquél,  á  no  con&tar  qae  loe  di6 
por  oficio  de  piedad  y  sin  ánimo  de  redamarlos. 

IjOb  gastos  funerarios  proporcionados  á  la  calidad  de 
la  persona  y  á  los  usos  de  la  localidad  deberán  ser  satisfe- 
chos,  aunque  el  difunto  no  hubiese  dejado  bienes,  por 
aquellos  que  en  vida  habrían  tenido  la  obligación  de  ali- 
mentarle (1). 


p 


J.  ARTIENDO  de  lo  expaeslo  en  el  comentario  anterior,  diremos  aboca 
qne  la  gestión  de  negocios  consiste  en  administrad  una  persona  volnntaria- 
mente  los  asantes  é  intereses  ajenos,  sin  mandato  expreso  ni  tácito,  y  mnciíaa 
veces  hasta  sin  conocimiento  del  dnefto;  y  por  tanto,  qae  las  eiMonstaacias  es- 
peciales de  este  cuasicontrato,  son  qne  verse  sobre  asuntos  determinados,  pero 
que  se  hallen  abandonados  por  su  dueño  y  sin  administrador  ni  representante 
de  los  mismos;  que  la  gestión  sea  ajena  á  toda  idea  de  consentimiento  expreso 
ni  tácito  por  parte  del  dueño;  que  el  gestor  se  inspire  en  el  deseo  de  evitar 
los  perjuicios  que  al  dueño  pudiera  producir  el  estado  de  abandono  de 
sus  cosas,  y  que  no  lleve  á  cabo  esta  oficiosidad,  como  dice  la  ley  19,  tíL  49, 
Partida  5.*,  por  codicia  devanar.  No  cabe,  pues,  idea  de  gestión  sobre  eoeas 
ó  negocios  que  no  estén  abandonados  ó  tengan  representante,  á  no  ser  que 
éste  los  abandonara  también,  que  es  el  supuesto  de  la  ley  ti  del  mismo  título 
y  Partida,  al  considerar  caso  de  gestión  de  negocios  aquel  en  que  el  guarda- 
dor de  huérf.inos  ó  mandatario  de  otro  cualquiera  se  ausentase  ó  abandonase 
los  objetos  ó  negocios  confiados  á  su  guarda  y  administración,  dando  logará 
que  un  tercero  se  ocupe  de  ellos  por  el  cuasicontrato  de  gestión  de  negocios. 
Fuera  de  estos  casos,  cualquiera  gestión  en  asuntos  ó  intereses  ajenos,  que  no 
puedan  decirse  abandonados  ni  sin  representante,  constituye  una  invasión  in- 
debida y  un  hecho  abusivo,  que  produce  responsabilidades  para  su  autor  y 
nunca  derechos,  á  no  ser  los  de  mero  reintegro  de  gastos  de  carácter  necesa- 
rio, muy  justificado  y  evidente,  que  resultaran  en  beueficio  del  dueño,  por  un 
principio  de  notoria  equidad. 

Hecha  la  gestión  de  negocios  dentro  de  las  eondieiones  indicadas,  tiene 
este  cuasicontrato  la  misma  utilidad  que  el  de  mandato,  y  el  Código  en  los  ar- 
tículos precedentes  sienta  con  toda  claridad  los  preceptos  que  rigen  la  mate- 
ria, y  que  entendemos  no  darán  lugar  á  dudas  en  la  práctica,  por  lo  que  ter- 

(1)    YÓMe,  como  oonoordanU,  el  art.  144. 
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minaremos  este  ttub^o  coBsigiUDdoeomo  eomplemento,  por  Mtimar  qoede» 
berán  tenerie  on  caenU  en  so*  eisoe  respectivos  las  reglas  de  derecho,  qee 
dedneidas  de  lu  leyes  26  á  36  del  tít  4I«  Partida 5.*,  fijamos  i  continoaeión: 
4/  Todo  gestor  de  negocios  contrae  la  obligaeiéa  de  dar  cnentas  ai  dos- 
ño,  entregáSKlole  los  frates  ó  resoltados  positmsáe  sa  gestión,  j  adqoiere  el 
derecho  A  ser  reintegrado  de  los  gastos  y  mejoras  hechas  de  carácter  necesS' 

rio  y  útil. 

i.*  El  propio  criterio  de  doctriiui  tiene  la  ley,  cuando  la  gestión  se  rea* 
liza  en  bienes  del  menor  ó  incapacitado  qne  tiene  gnardador,  ó  de  cnalqúera 
otra  persona  qae  tiene  mandatario,  coando  estos  representantes  se  han  aiuea- 
tado  ó  producido  estado  de  verdadero  abandono,  por  negligencia  manifiesta  ea 
ios  bienes  confiados  A  su  administración. 

3.^  Son  gastos  qne  deben  reintegrarse  al  gestor,  los  de  carácter  necesaiio 
y  útil,  bastando,  respecto  de  estos  últimos,  qne  racionalmente  y  de  buena  fe 
se  juagaran  útiles  al  principio  de  hacerlos,  annque  en  definitiva  dejen  de  ser- 
lo siempre  qne  el  dueño  de  los  asuntos  ó  cosas  á  qne  la  gestión  se  refiera  na 
sea  menor  de  catorce  años.  Si  lo  fuere,  no  le  será  imputable  más  que  el  reís* 
tegro  de  los  gastos  necesarios,  y  de  los  perdadiramenU  útiles,  lo  mismo  es 
la  inteoetón  cen  que  se  hicieron,  que  en  su  resultado  definitivo. 

4.«  Lo  establecido  en  las  reglas  anteriores  es  únicamente  de  aplicar, 
toando  ia  gestión  hubiere  sido  inspirada  tan  sólo  en  la  idea  del  beneficie  del 
due&o  de  las  cosas  ó  asuntos  gestionados  y  ajeno  á  todo  móvil  de  Incro  ó  de 
dolo  en  el  gestor;  el  cual,  en  estos  últimos  supuestos,  no  teodrá'derecbo  al 
reint^ro  de  los  gastos  hechos  por  consecuencia  de  la  gestión,  á  no  ser  ^le 
produjeren  beneficio  para  el  dueño  después  de  pagado  so  importe,  en  cuyo 
caso  puede  hasta  retener  el  gestor  las  mejoras  que  aquéllos  prodojeron,  mieo- 
tru  no  sea  reintegrado  de  los  mismos,  así  como  estará  obligado  dicho  gestor 
á  indemnizar  al  dueño  de  los  daños,  pérdidas  ó  menoseabos  que  en  eualquera 
forma  experimentare  la  cosa  ó  asunto  administrados,  por  Ja  mala  fe  del 
S^eslor. 

5.*  El  gestor  está  obligado  á  proceder  en  su  gestión  con  el  mismo  inter^ 
y  celo  que  emplearía  en  los  asuntos  propios,  siendo  responsable  de  los  daños 
7  perjuicios  que  irrogue  por  so  negligencia,  bajo  las  r^las  de  la  cu^  Iívs, 
á  no  ser  que  le  decidiera  á  encargarse  de  la  gestión  el  completo  abandono  en 
que  las  cosas  se  hallaren  y  el  manifiesto  deseo  de  evitar  perjuicios  al  dueño 
de  ellas,  en  cuyo  supuesto  de  mayor  pureza  de  móviles,  responderá  única* 
tnente  de  las  consecuencias  de  la  culpa  lata  y  del  dolo. 

6.*  El  gestor  no  responderá  de  las  consecuencias  del  caso  fortuito,  siae 
cuando  se  enbargó  de  la  gestión  de  mala  fe  ó  miras  codiciosas,  ó  cuando  es- 
tendiese  su  gestión  á  negocios  y  apMn^aciones  que  evidentemente  el  dueño  no 
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hobiera  intentado,  y  sobrevengan  por  esta  razAn  resaltados  dañosos  ó  perjo- 
diciales,  por  consecnencia  del  caso  fortaito.  Sin  embargo,  si  esas  operaeionea 
produjeren  ganancias,  serán  para  el  doeño  de  las  cosas  ó  intereses  gestíoiu- 
dos,  con  el  correspondiente  reintegro  de  gastos  al  gestor. 

7.*  Si  el  gestor  se  decidió  á  la  gestión  por  error,  crey  endo  qae  los  asna- 
tos  ó  cosas  abandonadas  pertenecían  á  una  persona,  y  después  resultó  que 
eran  de  otra,  esto  no  será  obstáculo  para  qne  se  resuelvan  conforme  á  deror 
cfaOf  ó  sea  por  las  reglas  antes  establecidas,  las  eonseeuencias  d^  la  gestíóa 
entre  el  gestor  y  el  que  resultare  ser  el  verdadero  dueño. 

8.*  Si  el  gestor  de  negocios  se  encargó,  comprometiéndose  á  obrarcon  et 
mayor  esmero  en  su  gestión,  apartando  de  ella  á  otro  qne,  por  amistad  ó  pa* 
rentesco,  ó  por  decidida  voluntad  de  proceder  acuciofaminíe  en  la  gestión  de 
dichas  cosas  ó  intereses,  se  proponía  llevarle  á  cabo,  y  fué  reemplazado  por 
aquél,  ó  cedió  en  su  propósito,  por  empeño  del  otro,  éste  deberá  obrar  como 
proyectaba  el  gestor  acucioso  que  no  llegó  á  serlo,  respondiendo  de  cnaaloe 
peijuicios  ó  daños  procedan  de  su  culpa,  engaño  ó  negligencia. 

9.'  El  qne  por  caridad  recogiese  en  su  casa,  alimentase  y  educase  algto 
huérfano  desamparado,  no  se  entiende  que  realiza  un  cuasicontrato  de  gfitr 
tión  de  negocios,  y,  por  consiguiente,  carece  de  derecho  para  obtener  del 
huérfano  el  reintegro  de  los  gastos  invertidos  en  su  alimentación,  educación 
y  administración  de  sus  bienes.  Se  exceptúa  el  caso  de  que,  siendo  miyer  la 
persona  recogida,  quisiere  el  que  la  recogió  casarse  con  ella  ó  casarla  con  al- 
guno de  sus  hijos,  y  ella,  ó  su  padre,  se  negasen  á  ello;  pues  en  este  caso, 
cualquiera  de  los  dos  que  se  opusiese  al  matrimonio,  deberá  reintegrar  los 
gastos  de  alimentación  y  educación  de  la  misma;  si  bien  entendemos  qne  en 
este  caso  habrá  de  apreciarse,  para  resolver,  la  causa  origen  de  la  negativa»  j 
según  ella,  conceder  ó  denegar  aquel  reintegro. 

40.  También  carece  de  derecho  para  el  reintegro  de  gastos  la  abuela  que 
alimentase  y  educase  al  nieto,  ó  la  madre  que  lo  hiciere  respecto  del  hijo 
cuyo  padre  haya  muerto,  á  no  ser  que  tuviesen  aquéllas  en  su  poder  bienes 
del  hijo  ó  nieto  con  los  cuales  puedan  cubrirse  dichos  gastos,  ó  que  los  hi- 
cieren^ no  por  motivos  de  piedad  ó  de  cariño  y  con  la  protesta  de  reintegrarse 
iie  los  bienes  del  nieto  ó  hijo.  No  puede  decirse  toMmeiUe  derogada  esu  ley 
en  el  derecho  de  Castilla  anterior  al  Código  civil;  pero  si  pareialwunU^  por 
los  artículos  64  y  65  de  la  ley  de  Ifatrimonio  civil,  qne  otorgan  A  la  madre  U 
patria  potestad  en  defecto  del  padre,  en  los  dos  siguientes  supuestos  ó  aplica- 
ciones: 4.%  en  el  relativo  á  la  madre,  que  ya  no  puede  tener  aplicación;  y  9.<», 
aun  en  el  caso  de  la  abuela,  que  pudiendo  todavía  realizarse,  necesita  ampliar 
la  salvedad,  no  sólo  á  que  haya  muerto  el  padre,  sino  también  la  madre. 

II.    Se  entiende  que  realiza  gestión  de  negocios  el  padrastro  que  tiene  en 
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so  casa  al  hijastro,  siempre  qoe  baga  constar  que  Ibs  gastos  invertidos  en  fir 
aHmeataeión,  edoeseión  y  conservación  de  sus  bienes  los  verifica  con  propó- 
silo  de  reintegrarse,  á  no  ser  qne  el  hijastro,  por  so  edad  y  condiciones,  pres- 
Use  servicios  al  padrastro^  en  cnyo  sopaesto  sólo  tendrá  éste  derecho  al  rein- 
legro  de  los  gastos  provechosos  para  el  hijastro  qne  hiciere  aquél  en  la  con- 
aervación  y  administración  de  los  bienes  de  éste.  Ignal  criterio  de  doctrínase 
aplicará  entre  personas  conopletamente  extrañas. 

Por  últioDO,  del  cuasicontrato  de  gestión  de  negocios  nacen  las  acciones 
denominadas  nefUiorum  geitorum  directa  y  negotionm  gtitorum  contraría. 

La  primera  compete  ai  dueño  ó  persona  en  cuyo  beneficio  se  hizo  la  ges- 
tión ó  á  sus  herederos,  contra  el  gestor  ó  los  suyos,  para  la  efectividad  de 
todas  las  responsabilidades  que  le  sean  imputables  por  razón  de  la  gestíóe, 
aegiln  las  reglas  de  derecho  antes  consignadas. 

La  segunda  compete  al  gestor  y  á  sus  herederos  contra  el  dueño  de  lasco* 
saa  ó  asuntos,  ó  persona  en  cuyo  nombre  se  hizo  la  gestión  ó  sus  herederos, 
para  obtener  los  reintegros  y  responsabilidades  procedentes,  conforme  á  las 
reglas  de  derecho  antes  expuestas. 


SECaÓN  SEGUNDA 
rysh  COBRO  de  lo  indebido 

Ari.  1S9&.  Cuando  se  redbe  algana  ooea  que  no 
habla  derecho  á  cobrar,  y  que  por  error  ha  sido  indebida* 
mente  entregada,  Burge  la  obligación  de  restituirla. 

ATt.  1896.  El  que  acepta  un  pago  indebido,  si 
hubiera  procedido  de  mala  fe,  deberá  abonar  el  interés 
legal  cuando  se  trate  de  capitales,  ó  los  frutos  percibidos 
ó  debidos  percibir  cuando  la  cosa  recibida  los  produjere. 
Además  responderá  de  los  menoscabos  que  la  cosa 
haya  sufrido  por  cualquiera  causa,  y  de  los  perjuicios  que 
66  irrogaren  al  que  la  entregó,  hasta  que  la  recobre.  No  se 
prestará  el  caso  fortuito  cuando  hubiese  podido  afectar 
del  mismo  modo  á  las  cosas  hallándose  en  poder  del  que 
las  entregó. 
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Art»  tH97,  El  que  de  buena  fe  hubiera  aceptado 
un  pago  indebido  de  coea  cierta  y  determinada,  b61o  res- 
ponderá de  las  desmejoras  ó  pérdidas  de  ésta  y  de  sus 
accesiones,  en  cuanto  por  ellas  se  hubiese  enriquecido. 
Si  la  hubiese  enajenado,  restituirá  el  precio  ó  oedeiá  la 
acción  para  hacerlo  efectivo. 


770.  El  precepto  legal  absoluto  y  terminante  del  art,  1227  del 
Código  civil,  impide  que  un  documento  privado,  presentado  con  la 
demanda  de  tercería,  se  estime  como  prueba  suficiente  para  tener 
por  justificado  respecto  á  tercero  la  cesión  de  dominio  que  se  su- 
pone hecha  por  él,  sino  desde  la  fecha  de  su  presentación  al  Juzga- 
do, ó  sea  en  época  notoriamente  posterior  al  embargo  y  depósito  de 
las  alhajas  que  se  trata  de  reivindicar,  y  en  circunstancias,  por  coor 
siguiente,  que  invalidan  aquel  acto  por  la  presunción  fraudulenta 
que  para  los  de  este  género  determina  el  art.  1897  del  mismo  Có- 
digo.—/S.  26  Feh.  U.'-Q.  2  Ahnl. 


m 

Ari.  1899.  Bn  cuanto  al  abono  de  mejoras  y  gas- 
tos hechos  por  el  que  indebidamente  recibió  la  cosa,  se 
estará  á  lo  dispuesto  en  el  tit.  5.^  del  libro  a^gundo. 

Aré.  180S.  Queda  exento  de  la  obligación  de  resti- 
tuir el  que,  creyendo  de  buena  fe  que  se  hacia  el  pago  por 
cuenta  de  un  crédito  legítimo  y  subsistente,  hubiese  inuti- 
lizado el  título,  ó  dejado  prescribir  la  acción,  ó  abando- 
nado las  prendas,  ó  cancelado  las  garantías  de  su  derecho. 
£1  que  pagó,  indebidamente  sólo  podrá  dirigirse  contra  el 
verdadero  deudor  ó  los  fiadores  respecto  de  los  cuales  la 
acción  estuviese  viva. 

*    *    \ 

Art.  1900.  La  prueba  del  pago  incumbe  al  que  pre- 
tende haberlo  hecho.  También  corre  á  su  cargo  la  del  error 
con  que  lo  realizó,  á  menos  que  el  demandado,  negare  ha- 
ber recibido  la  cosa  que  se  le  reclame.  En  este  caso,  justi- 


cóDWo  onriL 

ficada  por  el  demandante  la  entrega,  queda  releyadb  dé 
toda  otra  prueba.- Esto  no  limita  el  derecho  del  deman- 
dado para  acreditar  que  le  era  debido  lo  que  se  supone 
que  recibió. 

Ari.  lOOt.  Se  presume  que  hubo  error  en  el  pago 
cuando  ae  entregó  cosa  que  nunca  se  debió  ó  que  ya  estáte 
pagada;  pero  aquel  á  quien  se  pida  la  devolución  poedb 
probar  que  la  entrega  se  hizo  á  titulo  de  liberalidad  6  por 
otra  causa  justa. 


g, 


^ONSIQNABON  las  leyes  romanas  y  han  repetído  todos  los  {¡ód^esd 
eoaeepto  y  principios  del  cuasicontrato  que  regala  d  nuestro  en  ios  artkaies 
preinsertos,  y  la  explicación  más  terminante  y  sendlla  de  sn  acepción  iegil 
figuró  en  la  ley  18,'tít.  44»  Partida  5.^,  en  los  dos  conceptos  qae  fórmala^  di- 
ciendo: «Sí  alguno  qae  ínesse  dcbdor  de  otro,  pagasse  aquella  debda  ao  perso- 
nerO|  ó  sn  mayordomo,  ó  despaes  de  eso,  61  non  lo  sabiendo,  pagase  otra  va 
aquella  debda  misma...»;  csi  acaesciesse  qae  seyendo  an  orne  debdor  de  otna, 
le  qaitasse  aquella  debda  en  sa  testamento  aquel  á  quien  la  deoia;  ó  él,  non 
sabiendo  qne  gela  ania  quita,  la  pagasse  á  sas  herederos...». 

En  sa  virtud,  tenemos,  que  el  pago  realiudo  sin  cansa  de  deber,  iicolu 
al  que  pagó  para  repetir  lo  pagado,  dando  logar  al  caasioontrato,  que  ahena 
nos  ocupa,  coyo  resoltado  es  la  aaulaeión  del  pago  Teríficade  sin  cansa.  Pero 
faay  qoa  advertir  qne  esto  ha  de  entenderse  coando  el  pago  se  hag^  con  cansa 
errónea  ó  equivocada;  equivocación  que  ha  de  consistir  en  error  de  beeho  y  oo 
de  derecho,  ana  vea  que.  el  de  esta  clase  ni  puede  prodncir  el  coasícontiato  da 
pago  de  lo  indebido,  ni  aprovecha  á  nadie;  y  de  aquí  los  preceptos  áú  Codita 
relativos  á  qoe,  cuando  se  recibe  ona  cosa  sin  derecho  á  cobrarla,  se  prodosca 
la  obligacióa  de  restituirla,  y  á  qoe  aquel  i  qoien  se  pida  la  devoiocíón  tenga 
el  derecho  de  probar  que  la  entrega  se  biso  por  mera  liberalidad  ó  por  otea 
cansa  josta. 

Con  arreglo,  poes,  á  los  preceptos  del  Código  y  á  la  doctrina  sancionada 
por  lu  leyes  de  Partida  y  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  en  cnanto  coafir- 
man y  en  nada  se  oponen  i  las  disposiciones  de  aquél,  serán  reglas  de  derecb^ 
pertinentes  al  cuasicontrato  de  pago  de  le  indebido,  las  siguieales: 

4.*    La  pmaba  del  error  de  hecho  en  el  qne  paga  indebidamente,  iocuAba 
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-A  éste,  sin  que  ttibsistt  la  exeepcióa  de  este  prioeipio  inlrodiieida  en  las  lejet 
de  Partida  á  ftyor  de  los  menores,  las  mujeres,  los  labradores  y  los  militares^ 
ponpie  dichas  leyes  fueron  derogadas  por  las  recopiladas  y  por  el  sentido  uA- 
oime  de  la  joríspradeneia. 

S.a  Es,  por  consecneneia,  indispensable  fundamento  de  este  enasteontial», 
el  indicado  error  de  hecho  en  el  que  paga;  pnes  si  pagó  indebidamente  i  sa- 
biendas lo  que  no  debía,  ó  pagó  con  certeza  en  el  hecho,  pero  error  en  el  de- 
ieebo,  por  no  ser  la  dendaVcivilmente  exigibte,  por  ejemplo,  lo  debido  en  nr> 
twl  de  ana  obligación  natnril,  no  existe  eoasieontrato  de  pago  de  lo  Indebido, 
ni  puede,  por  tanto,  reclamar  sn  devolución,  reputándose  que  ta?o  intendóa 
de  donar. 

3>  No  es  lo  mismo  el  caso  de  que  se  pague  con  dudas,  ó  sea  no  sabiendo 
si  se  debía  ó  no,  en  cuyo  supuesto,  probado  que  sea  que  no  se  debía,  surge  ^ 
ooasicontrato  que  hace  de  justicia  devolver  lo  cobrado  indebidamente. 

4.*  Si  bien  incumbe  la  prueba  del  error  de  hecho  al  que  ejereita  la  eomür 
tío  indeMi,  es  en  el  caso  en  que  el  pagado  confiesa  haber  recibido  él  pago, 
pero  contradice  el  error  de  hecho  en  que  se  supone  verificado;  pero  si  el  de^ 
mandado  niega  el  hecho  del  pago,  bastará,  para  que  éste  resalte  obligado  ft 
la  devolución,  que  el  demandante  justifique  el  pago,  aunque  no  praebe  el 
-ecror* 

S.*  En  general,  no  se  puede  pedir  la  devoloeióo  de  lo  pagado  tndebidt- 
mente:  si,  como  hemos  dicho,  se  pagó  sabiendo  que  no  se  debia,  á  no  ser  qué 
el  que  pagó  fuera  menor  de  edad,  el  caal  podría  rescindir  la  paga  por  rasón 
de  la  menor  edad,  dice  la  ley,  ó  tea,  no  por  la  acción  nacida  del  eaasieoolra' 
to,  sino  por  el  ejercicio  de  los  recnrsos  extraordinarios  emanados  de  su  eondi- 
eión  personal:  si  se  pagaron  mandas  dqadas  en  testamento  imperito,  iga¿* 
ftndo  el  derecho  que  se  tenia  á  no  pagarlas:  si  el  pago  se  hizo  por  razón  de 
dote  ó  arras  que  tuvieren  por  causa  la  idea  de  parentOBCO  con  el  donsltno  tt 
otra  eoalqniera,  aunque  después  resulte  no  ser  cierta:  si  el  pago  se  verffieó 
poroonseeuencia  de  transacción,  salvo  el  caso  de  que  aquel  con  qnien  ee 
ttansigió  y  á  qnien  se  pagó  hubiese  procedido  con  dolo  respecto  de  la  praebÉ 
testifical  ó  documental  de  las  cuestiones  transigidas:  si  el  pago  se  verificó 
asediando  por  parte  del  que  pagó  cansa  torpe  ó  ilícita,  pero  s^bstsúrá  el 
enasicontrato  y  procederá  la  restitución  cuando  ese  vkño  en  la  eansa  del 
pago  fuere  únicamente  de  parte  de  quien  le  recibe:  si  siendo  la  oliligaelótt 
mal  llamada  condicional,  porqneel  hecho  consütutivo  de  la  mkmá  hubieae 
de  cumplirse  necesariamente,  aunque  el  pago  se  haya  hecho  antea  de  eoni^ 
^rse  la  condición,  no  procederá  reclamar  sn  devolución  en  coneepto  de  in- 
debido: en  el  caso  de  haber  sido  condenado  al  pago  indebido  por  sentené^ 
•inne,  á  no  ser  que  so  entablara  eontra  ella  y  se  estimase  el*  focntso  de  revi-* 
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bí6d:  ra  el  de  qae  á  petar  de  haber  ádo  abtaelto  por  aentencit  de  la  obliga- 
cían  que  se  le  exigía^  el  que  fué  demaodado  la  paga  después:  en  el  que  uno 
^M  se  Te  demsndado,  aooque  sea  sin  derecho^  proroete  pag^r  y  paga  cierta 
cantidad,  por  librarse  de  las  molestias  y  gastos  del  pleito,  salvo  el  caso  de 
que  pn)ba8e  después  que  el  demandante  procedió  de  mala  fe  al  formular  su 
defoanda:  eo  el  de  que  á  sabiendas  hiciera  un  pago,  cuya  causa  es  torpe,  así 
ceiuo  en  el  que  se  paga  voluntariamente,  sin  embargo  de  haber  mediado 
antes  faena,  error  ó  engafio:  en  el  que  se  entregue  una  cantidad  como  precio^ 
de  un  delito  proyectado  ó  para  que  el  que  la  recibe  realice  un  hecho  torpe  6 
deshonesto,  aun  cuando  los  hechos  proyectados  que  motivaron  esta  entrega  no 
baysB  llegado  á  realixarse:  en  el  de  que  se  entregue  alguna  cantidad  parm  liber- 
tarse dttl  cautiverio  6  de  la  prisión,  ó  para  que  se  le  devuelvan  ¡as  oosas  que 
le  foeroa  robadas,  salvo  el  caso  de  complicidad  en  esos  hechos  de  aquel  ir 
quien  se  verificó  el  pago:  en  lo  pagado  por  alimentos,  A  no  ser  en  los  casos 
de  qae  los  que  lo  verifiquen  hayan  manifestado  su  propósito  de  reinte- 
grarse. 

6.*  Subsiste  ia  idea  del  cuasicontrato  de  pago  de  lo  indebido  y  procede 
la  devolvción  de  lo  pagado,  en  todo  caso,  de  haberlo  sido  una  obligación  coih 
dkiocijil,  ai  la  condición  no  se  cumple. 

7.*  Dan  lugar  también  á  este  cuasicontrato  los  pagos  hechos  por  el  que 
se  creyó  con  derecho  á  una  herencia  de  deudas  á  ella  correspondiente,  y  íoé 
después  sustituido  en  su  calidad  de  heredero  por  otro  que  la  tenia  preferente 
é  más  cierta  que  la  suya,  pero  ¿bn  la  diferencia  de  que  si  el  que  se  cr^^  he- 
redero pagó  en  su  propio  nombre  y  no  en  el  del  difunto,  podrá  redaioar  it 
üevoloeión  de  aquellos  á  quienes  pagó,  y,  en  su  defecto,  del  heredero  que 
resultó  serlo  en  definitiva;  pero  si  pagó  en  nombre  del  difunto,  sólo  podrá 
pedir  la  devolución  y  reintegrarse  de  los  pagos  hechos  de  la  misma  herenci» 
é  del  heredero,  mu  no  de  los  acreedores  á  quienes  pagó. 

g.*  Eo  el  caso  de  obligación  alternativa  de  entregar  una  de  dos  cosas  y 
entrega  por  error  de  ambas,  puede  pedirse  por  la  conditio  indebiíi  la  restitu- 
ción de  cualquiera  de  ellas,  á  no  ser  que  una  hubiere  perecido. 

9.*  Si  de.«(pués  de  pagados  los  legados  de  un  testamento,  se  declarase  nulo 
é  falso,  podrá  el  que  resulte  en  definitiva  heredero  de  aquel  caudal  reclamar 
la  devolución  de  los  legatarios  por  la  conditio  indchiti, 

40.  Lo  propio  sucederá  en  la  donación  i%b  «umío,  cuando  resulte  expreso- 
el  fin  con  que  se  donó  y  el  donatario  no  le  cumpliese. 

41.  También  procederá  la  devolución  de  lo  entregado  á  una  persona  por- 
^e  no  descubra  el  delito  cometido  por  quien  him  la  entrega. 

4S.  £1  mandatario  que  no  aplique  las  cantidades  recibidas  al  objeto  eoii 
^ue  le  iíieron  entregadas,  por  cualquiera  circunstancia  de  imposibilidad,  pero 
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Eoút  falla  de  voluntad,  deberá  devolver  lo  recibido  con  dicbo  objeto,  dedn* 
cien  do  los  gastos  justificados  que  acredite  haber  hecho;  deducción  que  le  será 
permitida  cuando  no  cumpliere  el  encargo  por  cansas  imputables  á  su  vo- 
hintad. 

43.  La  doctrina  del  cuasicontrato  de  pago  de  lo  indebido  tiene  aplica- 
ción á  las  obligaciones  de  hacer,  consistentes  en  obras  ó  servieíos;  puesto 
que  el  que  las  ejecuta  por  error,  creyéndose  obligado  á  ello  sin  estarlo,  tiene 
derecho  i  ser  reintegrado  de  su  importe;  así  como  el  que  recibid  cantidades 
para  la  realización  de  una  obra  ó  prestación  de  un  servicio  qne,  en  definitiva, 
no  llevó  á  cabo,  puede  ser  compelido  á  lá  devolución  de  lo  que  recibió,  por 
la  evndUioíndehíti. 

41.  Los  efectos  del  pago  de  lo  indebido,  una  vez  llegado  el  caso  de  la  de- 
voKieión,  son:  la  restitución  de  la  cosa  ó  cantidad  pagada  indebidamente-  la 
de  los  frutos  que  produjo  mientras  que  el  que  ha  de  devolverla  la  tuvo  en  su 
poder;  la  restitución  del  precio  que  obtuvo  por  la  cosa  que  se  le  entregó  íih 
debidamente,  pero  él  recibió  de  buena  fe  y  enajenó  después;  la  devolución 
del  valor  de  la  cosa  recibida  indebidamente,  si  la  recibió  de  mala  fe,  y  al 
tiempo  de  ia.devohición  se  había  perdido  ó  la  había  enajenado  de  modo  per 
leeto  é  irrevoeable  á  terceras  personas;  si  la  cosa  recibida  indebidamente,  pero 
coa  buena  fe,  pereció  por  muerte  ó  caso  fortuito,  quedará  el  que  la  recibió 
relevado  de  toda  responsabilidad. 

De  este  cuasicontrato  nace  la  acción  conocida  con  el  nombre  de  condüi4 
indfbiii^  que  tompete  al  que  pagó  por  error  de  hecho,  entregando  alguna 
cosa  ó  cantidad,  ó  prestando,  también  por  error  de  hecho,  algún  servicio  y  á 
sos  herederos  contra  aquel  'que  recibió  el  pago  ó  cumplimiento  de  dicha  obli- 
gación errónea  y  sus  herederos,  para  la  devolución  de  lo  así  pagado  ó  oom'- 
piído,  con  las  consecuencias  que  sean  de  aplicar,  segün  los  supuestos  y  reglas 
de  derecho  antes  expuestos. 

Finalmente,  como  hemos  indicado  en  otro  lugar,  los  cuasicontratos  son 
mAItíples  y  de  diversos  órdenes,  considerándose  principalmente  como  tales, 
además  de  los  dos  que  regula  el  Código,  el  de  administración  de  la  cosa  co* 
mún»  administración  de  tutela,  adición  de  la  herencia  y  el  de  litiscontesta- 
cióB. 
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CAPITULO  U 


I>e  la  obligación  que  nace  de  la  culpa  ó  negligrencia. 


Art.  1999.  EL  que  por  acción  ú  (hiiíbíód  cam 
daño  á  otro,  internniendo  culpa  ó  negligencia,  está  obli- 
gado á  reparar  el  daño  causado. 


771 .  La  reparación  de  daños  causados  supone  siempre  que  el 
que  los  produjo  obró  con  culpa  ó  negligencia,  y  el  que  ejercita  un 
derecho  está  fuera  de  las  condiciones  que  produce  la  obligacite 
que  impone  el  art.  1902  del  Código  civil. — 8.  10  Marzo  93,-— 
&.  27  Septiembre. 

772.  No  infringe  el  art.  1902  del  Código  civil  la  sentencia  que 
declara  que  una  empresa  de  ferrocarril  viene  obligada  á  reparar  el 
daño  causado  por  su  culpa  y  negligencia  en  no  haber  puesto  la  oo* 
rrespondiente  barrera  en  una  calle  por  donde  aquél  atraviesa,  toda 
vez  que  esa  falta  fué  la  causa  determinante  del  daño  producido. — 
S.  6  Mayo  93.^G.  2  Oct. 

778.  La  sentencia  que  niega  hayan  existido  perjuicios,  y  por 
tanto  no  condena  á  su  pago,  no  infringe  el  art.  1902  del  Códigt» 
civil.— S.  27  OcL  W.— G.  S  Enero  95. 

774.  La  indemnisación  correspondiente  al  daño  causado  por 
un  acto  ú  omisión  culpables  que  no  constituyen  delito,  debe  de- 
clararse como  todas  en  cada  pleito  en  relación  con  el  perjuicio 
particular  de  las  personas  que  reclaman;  y  haciéndolo  así  el  Tri- 
bunal  sentenciador  al  ñjar  la  cantidad  debida,  no  infringe  el  ar- 
tículo 1902  del  Código  civil.— iS.  lá  Dic.  94.— G.  3  Margo  95. 
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775.  Es  improcedente  alegar  la  infracción  de  este  articulo  del 
Código  civil  en  relación  con  el  850  del  de  Comercio,  cuando  cele- 
brado un  contrato  de  venta  de  maderas,  el  comprador  no  se  erige 
mudu  proprio  en  porteador  de  ellas,  sino  que  dispone  en  tiempo 
oportuno  su  flotación  hasta  su  desembarque  en  el  punto  convenido, 
por  cuenta  propia,  según  lo  pactado;  pues  aun  cuando  esta  cir- 
cunstancia le  erige  en  porteador  de  las  mismas,  semejante  cuali- 
dad no  le  imponía  la  obligación,  no  concertada,  de  que  la  mer- 
cancía se  midiese  y  contase  en  el  punto  de  embarque  con  los  ma-  * 
ytnres  gastos  tonsiguiehtes  á  esa  detenida  operación,  ni  el  preci- 
tado art.  360  exi^  cOmo  necesario  requisito  en  el  contrato  de  trans- 
porte la  entrega  de  la  carta  de  porte  al  cargador,  sino  que  faculta 
á  éste  y  al  porteador  para  que  mutuamente  puedan  exigirsela,  ni 
era  en  realidad  necesaria,  atendidas  las  condiciones  de  la  venta, 
dftl  transporte  y  de  la  ntetcancia,  que  habla  de  ser  recibida  en  el 
ponto  de  desembarque,  previo  su  examen  y  medición,  para  esta» 
bleoer  alU  la  liquidación  definitiva  entre  ambas  partes  contratan- 
tes, sin  que,  por  tanto,  pueda  apreciarse  que  el  comprador  haya 
ocasionado  con  sus  actos,  ni  por  omisión,  daño  alguno  al  vende- 
dor.—iS^.  6  Mayo  95.-0.  16  Agosto. 


776.  Las  omisiones  en  que  un  Ajruntamiento  pueda  incurrir  en 
sos  relaciooes  con  el  Depositario  de  fondos  municipales,  relativa- 
mente á  la  prestación  defianaa,  nada  tienen  que  ver  y  son  absolu- 
tamente indefl^dientes  del  derecho  de  un  tercero;  y  estimándolo 
asi  el  Tribunar  sentenciador,  no  infringe  el  art.  1902  del  Código 
ijivil.— 5.  30  Mayo  95.— Q.  10  Sept. 


Ari.  IBtlS.  La  obligación  que  impone  el  articulo 
anterior  es  exigible,  no  sólo  por  los  actos  ú  omisiones 
propios,  sino  por  los  de  aquellas  personas  de  quienes  se 
debe  responder. 

Eü  padre,  y  por  muerte  ó  iocapacidad  de  éste  la  ma- 
dre» son  responsables  de  los  perjuicios  causados  por  los 
Jbijps.  menores  de  edad  que  viven  en  su  compañía. 

Lps  tutores  lo  son  de  los  perjuicios  causados  por  los 
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menores  ó  incapacitados  que  están  bajo  sa  aatoridad  j 
habitan  en  su  compañia. 

Lo  son  igualmente  loe  dueños  ó  directores  de  un  estar 
bleoimiento  ó  empresa  respecto  de  loa  perjuicioe  causa- 
dos por  sus  dependientes  en  el  serricio  de  los  ramoa  ea 
que  los  tuvieran  empleados,  ó  con  ocasión,  de  sus  huk" 
clones. 

El  Estado  es  responsable  en  este  concepto  cuando  obra 
por  mediación  de  un  agente  especial,  pero  no  cuando  el 
daño  hubiese  sido  causado  por  el  funcionario  á  quien  pro- 
piamente corresponda  la  gestión  practicada,  en  cayo  caso 
será  aplicable  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior. 

Son,  por  último,  responsables,  los  maestros  ó  directo- 
res de  artes  y  oficios  respecto  á  los  perjuicios  causados 
por  sus  alumnos  ó  aprendices,  mientras  permanezcan  bajo 
su  custodia. 

La  responsabilidad  de  que  trata  este  artículo  cesará, 
cuando  las  personas  en  él  mencionadas  prueben  que  em- 
plearon toda  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familia 
para  prevenir  el  daño  (1). 


777.  Los  números  1.^  y  4.<>  del  art.  1903  del  Código  civil  san- 
cionan la  obligación  de  reparar  el  daño  que  se  causa  por  negligen- 
cia, no  sólo  cuando  es  propia,  sino  también  cuando  ea  de  lo»  de- 
pendientes ó  empleados  en  el  servicio  que  se  les  Hubiera  confiado, 
— S.  27  Julio  94.— G.  8  Nov. 

778.  Al  estimar  la  Sala  sentenciadora,  en  virtud  de  las  pruebas, 
que  la  muerte  de  un  individuo  ocurrió  por  omisión  por  parte  da 
los  dueños  y  empresarios  de  un  local  de  las  precauciones  oportanaa 
para  evitar  los  peligros  que  ofrecían  los  trabajos  que  aquél  ejecu- 
taba con  conocimiento,  aquiescencia  y  en  provecho  de  éstos ,  aplica 
rectamente  los  artículos  1098  y  1903,  y  no  infringe  el  1101,  1103 
y  1104  del  Código  civil,  porque  las  obligaciones  que  se  derivan  de 

(1)     Véans»,  oomo  conoordantos,  los  «ztioiilos  155  y  IBB. 
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^u^tos'ú  omÍBiones  en  que  interrenga  culpa  ó  negligencia  no  pena- 
das por  la  ley,  están  sometidas  á  aquellas  disposiciones,  y  la  in- 
demtiización  del  dafío  procede  siempre  qne  el  acto  ú  omisión  haya 
sido  la  causa  del  daño  y  no  se  haya  empleado  toda  la  diligencia 
de  un  buen  padre  de  familia,  tanto  cuando  el  acto  ú  omisión  boq 
propios,  como  cuando  son  de  personas  por  quienes  se  deba  respon* 
4et.—S.  14  Dic.  94.'-0.  5  Marzo  95. 

"  -  Art.  i904.  El  que  paga  el  daño  causado  por  bus  de- 
pendientes puede  repetir  de  éstos  lo  que  hubiese  satis- 
fecho. 

Art.  1905.  £1  poseedor  de  un  animal,  ó  el  que  ae 
sirve  de  él,  es  responsable  de  los  perjuicios  que  causare, 
aunque  se  le  escape  ó  extravie.  Sólo  cesará  esta  responsa- 
bilidad  en  el  caso  de  que  el  daño  proviniera  de  fuerza  ma- 
yor ó  de  culpa  del  que  lo  hubiese  sufrido. 

Ari.  190B.  El  propietario  de  una  heredad  de  .caza 
responderá  del  daño  causado  por  ésta  en  las  fincas  veci- 
nas, cuando  no  haya  hecho  lo  necesario  para  impedir  aa 
multiplicación  ó  cuando  haya  dificultado  la  aocióa  de  loa 
dueños  de  dichas  fincas  para  perseguirla. 


•«» 


Ari.  1907.  El  propietario  de  un  edificio  es  resiion- 
sable  de  los  daños  que  resulten  de  la  ruina  de  todo  ó  parte 
de  él,  si  ésta  sobreviniere  por  falta  de  las  reparacionea 
necesarias. 

->  Ari.  190S.    Igualmente  responderán  los  propieta* 
rios  de  los  daños  causados: 

1.^  Por  la  explosión  de  máquinas  que  no  hubieren  sida 
cuidadas  con  la  debida  diligencia,  y  la  inflamación  dfe 
fiustancias  explosivas  que  no  estuviesen  colocadas  ea  lu- 
gar seguro  y  adecuado. 
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2.^  Por  lo»  humoB  excesivos,  que  sean  nocivos  á  htm 
peleonas  ó  á  las  propiedades. 

3.^  Fox  la  caída  de  árboles  eolooados  en  sitios  de  tián- 
sito,  cuando  no  sea  ocasionflda  por  f aersa  mayor. 

4.^  Por  las  emanaciones  de  cloacas  ó  depósitos  de  ma- 
ierias  infectantes,  construido  sin  las  precaucicmes  adecua- 
das al  lugar  en  que  estuviesen. 

Art«  11M9.    Bi  el  daño  de  que  tratan  los  dos  artfcu* 

r 

loe  ant^iores  resultare  por  defecto  de  coustrucción,  el  t^- 
cero  qué  lo  sufra  sólo  podrá  repetir  contra  el  arquitecto.. 
ó,  en  su  caso,  contra  el  constructor,  dentro  del  tiempo 
legal. 

j 
Ari«  191 0»    £1  cabeza  de  familia  que  habita  una. 
casa  ó  parte  de  ella,  es  responsable  de  los  daños  causado» 
por  las  oosas  que  se  arrojaren  ó  cayeren  de  la  misma. 


T79.  No  modificando  el  Código  civil  la  legislación  aplicable  al 
caso  de  que  se  trate,  no  cabe  con  razón  afirmar  que  se  cometa  in- 
fracción de  este  artículo  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia^ 
gean  sus  disposiciones  ó  las  de  la  ley  anterior  las  que  se  invoquen 
en  los  fundamentos  de  la  misma. — S.  25  Junio  95. — Q.  18  SepL 


Tf 

lA  AS  obligaciones  procedentes  de  cnlpa  ó  negligencia,  son  sqnellas  qve 
«a  el  derecho  y  Códigos  antiguos  se  han  conocido  con  las  denoaúnaciones  de 
delitos  y  coasidelitos^  porque  además  de  los  hechos  castigados  por  la  ley 
penal  cocao  delitos  ó  faltas,  existen  otros  de  cnipa  civil,  propiamente  dieba^ 
^oe  coloca  á  sos  aa  teres  en  la  obligación  de  reparar  el  daño  que  con  ellos  han 
caasado  á  terceros. 

£1  principio  general  de  qne  quien  cansa  nn  daño  á  otra  persona,  se  cods- 
titaye  en  el  deber  de  repararlo,  lo  contiene  el  Código  diciendo:  el  que  por  ac- 
ción ú  oiTiistón  cansa  daño  á  otro,  interviniendo  culpa  ó  negligencia,  está 
obligado  á  reparar  el  daño  cansado.  Los  jHreceptos  de  las  leyes  de  Partida  n» 
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resolvían  todos  los  casos  de  la  vida  real:  quedaban  sin  determioar  responsa- 
bilidades muy  importantes  que  aloanza^n  y  deben  alcanzar  á  los  directores  de 
establedmientoB  y  empresas  públicas,  al  Estado  cuando  obra  poi'  medio  de  sos 
agentes,  á  los  dueños  de  predios  urbanos  que  se  arruinan,  i  los  eonstractores 
y  arquitectos  de  edificios,  i  los  qae  osan  en  sas  indostrias  calderas  de  vapor, 
sQstancias  explosivas,  chimeneas  ó  depósitos  de  materias  infectantes;  todo  en 
fin,  lo  que  constituye  el  movimiento  de  la  vida  moderna»  y  del  cual  surgen 
esas  mil  cuestiones  que  se  promueven  con  motivo  de  los  daños  que  i  las  per- 
sonas y  i  las  propiedades  se  causan  diariamente  por  imprudencia,  torpeza, 
mala  dirección  y  negligencia,  es  decir,  por  culpa  ti  omisión;  y  á  todo  ello 
acude  el  Código,  determinando  en  reglas  precisas  y  claras  lo  procedente  en 
cada  caso. 

Ciertamente  que  los  aludidos  preceptos  no  necesitan  de  explicación  alguna 
y  es  notoria  su  justificación,  y  como  si  algún  punto  de  ellos  pudiera  resultar 
dudoso,  ba  venido  á  dar  su  explicación  el  Tribunal  Supremo  en  las  reglas 
de  derecho  que  dejamos  adaptadas  á  los  artículos  490S,  4903  y  4940,  transcri- 
tos» nos  limitaremos  á  dar  idea  de  la  solución  de  algunos  casos  prácticos,  ó 
sea  de  los  que  estimamos  más  importantes. 

Ea  efecto,  siendo  atribución  y  al  mismo  tiempo  obligación  de  una  Junta 
de  Aguas  la  monda  y  limpia  del  cauce  de  una  acequia,  si  por  no  haberlo  rea- 
lizado, las  aguas  en  su  crecida  ordinaria  causan  daños  en  una  propiedad  co- 
lindante ó  limítrofe,  es  indudable  que  la  Junta  debe  indemnizar  esos  daños: 
es  verdaderamente  responsable  de  ellos,  con  arreglo  al  art.  490S,  puesto  que 
la  omisión  ó  negligencia  de  la  Junta  en  el  cumplimiento  de  su  deber  ha  ori- 
ginado los  daños  causados  en  dicha  propiedad. 

No  cesa  la  responsabilidad  que  impone  el  art.  4905,  mediante  la  entrega 
al  perjudicado  del  animal  que  causó  los  perjuicios,  salvo  que  las  partes  inte- 
resadas se  entendiesen  y  llegaran  á  convenir  en  este  punto. 

No  ofrece  gran  dificultad  la  inteligencia  é  interpretación  del  art.  4906, 
que  hace  responsable  al  poseedor  de  un  animal,  ó  al  qu)  se  sirva  de  él,  de  los 
perjuicios  que  el  animal  cause,  aun  en  el  caso  de  que  se  haya  escapado  ó  ex- 
traviado. El  fundamento  ó  razón  de  esa  responsabilidad,  es  la  negligencia* 
descuido  ó  abandono  que  supone  la  ley  ha  sido  necesario  por  parte  del  dueño 
del  animal  ó  del  que  se  sirvió  de  él  para  que  cause  ese  daño;  pues  si  hubiesL- 
tenido  el  cuidado  debido,  el  animal  no  habría  causado  mal  alguno,  ó  nolin- 
biese  podido  causarlo.  De  ahí  la  excepción  establecida  en  el  párrafo  S. ' 
Claro  es  que  todos  los  diversos  casos  que  puedan  ocurrir  se  resolverán  por 
los  Tribunales  con  vista  de  los  hechos. 

Finalmente,  por  lo  que  respecta  al  derecho  intebnacional  y  en  orden  á  la» 
obligaciones  que  proceden  de  culpa  ó  negligencia,  cuando  la  reparación  del 
90II*  n  S7 
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fN)iJDÍeio  se  pida  ante  los  Tribonales  ;del  territorio  donde  ha  tenido  lugar  t\ 
hecho,  debe  aplicarse  la  ley  territorial,  sea  cualquiera  la  nacionalidad  de  las 
partes;  pero  cuando  la  ley  del  lugar  en  donde  se  ha  consumado  el  hecho, 
en  el  extrni^ero,  ó  la  de  las  partes,  es  diferente  que  las  del  país  ante  coyes 
Tribunales  se  pide  la  reparación  de  daños  y  perjuicios,  están  muy  divididaí 
las  opiniones  de  los  autores  y  es  muy  diversa  la  doctrina,  sosteniendo  uoos 
que  debe  aplicarse  la  Ux/ori^  y  otros  la  del  lugar  en  donde  se  ha  ejecDlado 
el  acto  que  los  motiva. 


^ 


^  <  .  '  r 


TÍTULO.  XYII- 


t)e  la  concurrencia  y  prelaciOn  de  ci^éditos. 


CAPÍTULO  PRIMERO 


IDisposioiones  grenerales. 


Ari.  191 1 .  Del  cumplimiento  de  las  obligaciones 
responde  el  deador  con  todos  sus  biene^s  presentes  y  ía- 
turos. 

Art.  19IS.  El  deudor  puede  solicitar  judicialmen- 
te de  sus  acreedores  quita  y  espera  de  sus  deudas»  ó  cual- 
quiera de  las  dos  cosas;  pero  no  producirá  efectos  jurídi- 
cos el  ejercicio  de  este  derecho  sino  en  los  casos  y  en  la 
forma  previstos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  1 91 S.  El  deudor  cuyo  pasivo  fuese  mayor  que 
el  activo  y  hubiese  dejado  de  pagar  sus  obligaciones  co- 
rrientes, deberá  presentarse  en  concurso  ante  el  Tribunal 
competente  luego  que  aquella  situación  le  fuere  conocida. 

Art.  1 91  #.  La  declaración  de  concurso  incaiMicita 
al  concursado  para  la  administración  de  sus  bienes  y  para 
cualquiera  otra  que  por  la  ley  le  corresponda. 

Seiá  rehabilitado  en  sus  derechos  terminada  el  ooncur- 


900  CÓDIGO  CIVIL 

80,  8i  de  la  caliñcaciÓQ  de  éste  no  reBultase  causa  que  lo 
impida. 

Art.  1915.  Por  la  declaración  de  concurso  vencen 
todas  las  deudas  á  plazo  del  concursado. 

Si  llegaron  á  pagarse  antes  del  tiempo  prefijado  en  lá 
obligación,  sufrirán  el  descuento  correspondiente  al  inte- 
rés legal  del  dinero. 

Ari.  i  •!••  Desde  la  fecha  de  la  declatación  de 
concurso  dejarán  de  devengar  interés  todas. las  ctoadat 
del  concursado,  salvo  los  créditos  hipotecarios  y  pigDO> 
ratícios  hasta  donde  alcance  su  respectiva  garailtia.  I 

Si  resultare  remanente  después  de  pagado  el  capital  de  * 

deudas,  se  satisfarán  los  intereses,  reducidos  al  tipo  legal , 
salvo  si  el  pactado  fuere  menor. 

Ari.  1919.  Los  convenios  que  el  deudor  y  sus 
acreedores  celebraren  judicialmente,  coa  las  &>rmailidode9 
de  la  ley,  sobre  la  quita  y  espera,  ó  en  el  coneürso,  serán 
obligatorios  para  todos  los  concurrentes  y  para  los  qui^« 
eitados  y  notificados  en  forma,  no  hubieren  protestado  en 
tiempo.  Se  excepti^an  los  acreedores  que,  teniendo  der^ 
cho  de  abstenerse,  hubiesen  usado  de  él  debidamente*. 
Tienen  derecho  de  abstenerse  los  acreedores  comprendí « 
dos  en  los  artículos  1922, 1928  y  1924. 


780.  La  sentencia  de  remate  obtenida  por  el  actor  ejecutante» 
es  sentencia  firme  para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  art,  1917 
del  Código  civü.— 5.  11  Mayo  94,^G.  24  Od. 

7  81.  £1  derecho  de  abstenerse  que  el  art.  1917  del  Código  civil 
qoncede  á  los  acreedores  comprendidos  ep  el  1922,  1923  y  1924,. 
para  no  quedar  obligados  en  los  convenios  que  celebren  judicial- 
niei;ite  los  deudores  con  sus  acreedores  sobre  quita  y  espera,  cons- 
tituye un  privilegio  que,  como  todos  los  de  su  clase,  debeinterpre- 
tiiiEe  en  sentido  estricto.—iS,  18  Mayo  94.— (r,  81  Od, 
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782.  Según  el  art.  1917  del  Código  civil,  el  convenio  que  el 
deudor  celebrare  judicialmente  con  bus  acreedores  sobre  quita  ó 
espera  es  obligatorio  para  todos  los  concurrentes  y  para  los  que, 
citados  y  notificados  en  forma,  no  hubiesen  protestado  en  tiempo , 
exceptuándose  los  acreedores  que,  teniendo  derecho  de  abstenerse, 
lo  hubiesen  ejercitado  oportunamente;  cuyo  precepto  á  todas  luces 
se  refiere,  lo  mismo  al  convenio  celebrado  antes,  que  al  celebrada 
después  de  haberse  concursado  el  deudor,  porque  la  ley  no  distin- 
gue uno  de  otro  caso,  y  porque  existe  igual  razón  para  otorgar  en 
ambos  el  derecho  de  abstención. --nS.  18  Oct.  92,-^0,  21  IHc. 

783.  No  procediendo  contra  el  acuerdo  favorable  al  deudor  que 
I^ubiere  solicitado  quita  y  espera  otra  impugnación  que  la  funda- 
da en  las  causas  que  expresa  el  art.  1149  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  salvo  el  derecho  que  contra  el  deudor  conservan  ín- 
tegramente los  acreedores  exceptuados  de  someterse  al  convenio, 
si  promovido  incidente  previo  solicitando  en  primer  término  la 
nulidad  de  todo  lo  actuado  para  llegar  al  acuerdo  de  la  junta  de 
acreedores  por  no  haber  presentado  el  deudor  en  la  forma  debida 
las  relaciones  de  activo  y  de  pasivo;  en  segundo,  la  exclusión  de 
ciertos  créditos  por  razón  de  los  documentos  en  que  constan;  y  úl- 
timamente, la  declaración  de  ineficacia  del  convenio  por  defectos 
en  la  convocatoria,  celebración  y  deliberación  de  la  junta,  la  sen- 
tencia que  elimina  rectamente  de  su  resolución  las  dos  primeras 
cuestiones,  y  decide  en  el  fondo  sólo  la  última,  reservando  el  dere- 
cho de  reproducir  oportunamente  las  demás,  no  infringe  lo  dis- 
puesto en  este  articulo  y  en  el  1924,  núm.  3.^,  letras  Áy  B del 
Código,  porque  sus  preceptos  se  refieren  á  las  cuestiones  que  han 
sido  excluidas,  por  no  corresponder  al  incidente  de  impugnación 
del  convenio,— 5.  10  Julio  95,-0.  26  Sept. 


Atí.  19lfl.  Cuando  el  convenio  de  quita  y  espera 
se  celebre  con  acreedores  de  una  misma  clase,  será  obli-* 
ga torio  para  todos  el  acuerdo  legal  de  la  mayoría,  sin  per- 
juicio de  la  prelación  respectiva  de  los  créditos. 


/* 
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784.  Efite  articulo  del  Código  cítíI  se  refiere  á  la  eficacia  de  la- 
quita  y  eepera  couTenida  con  acreedores  deuua  misma  clase»  y  no 
tiene  aplicación  á  un  convenio  celebrado  con  acreedores  de  dis- 
tinta ciase.— 5.  9  Abril  94,-- G.  21  Septiembre. 

785.  La  disposición  de  este  articulo  del  Código  sólo  es  aplica- 
ble cuando  el  convenio  se  celebra  con  acreedores  de  una  sola  cíase 
y  DO  cuando  concurren  á  él  acreedores  de  diversas,  porque  en  este 
caeo  no  se  puede  decir  con  razón  y  fundamento  que  el  convenio  se 
haya  celebrado  entre  aquéllos,  como  exige  el  texto  del  articulOp  y 
poique  se  daría  el  casó  de  que  acreedores  menee  prívilegiadoa  6 
fiín  privilegio  alguno  impusieran  su  voluntad  á  los  más  privilegia- 
doe.— 5. 11  Mayo  94.-6?.  24  Octubre. 


itri.  1919.  Si  el  deudor  cumpliere  el  convenio, 
quedarán  extinguidas  sus  obligaciones  en  los  té^nino(^ 
estipulados  en  el  mismo;  pero,  si  dejare  de  cumplirlo  en 
todo  ó  en  parte;  renacerá  el  derecho  de  los  acreedores  por 
las  cantidades  que  no  hubiesen  percibido  de  au  crédito 
primitivo,  y  podrá  cualquiera  de  ellos  pedir  la  declara*- 
don  Ó  continuación  del  concurso. 

Art.  I990.  No  mediando  pacto  expreso  en  contra- 
rio entre  deudor  y  acreedores,  conservarán  éstos  su  dere- 
cho, terminado  el  concurso,  para  cobrar,  de  los  bienes 
que  el  deudor  pueda  ulteriormente  adquirir,  la  parte  de 
crédito  no  realizada» 


p 


OB  io  genera),  los  Códigos  moderaos  se  han  limitado,  en  la  materia  ob- 
jeto de  los  precedentes  artículos,  á  establecer  que  responden  de  ios  aédiu» 
existentes  contra  ana  persona  todos  sus  bienes,  tanto  presentes  como  fntoros, 
y  qae  el  valor  de  ellos  debe  repartirse  enue  los  acreedores,  salvo  lüs  casos  de 
preferencia  en  el  cobro;  pero  el  nuestro  se  extieilde  más,  porque  (íespaés^de  con- 
signar el  principio  general  como  les  otros,  dicta  reglas  piara  hacerlos  eüeícti- 
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vo^,  ealrando  en  el  campo  del  derecho  procesal,  y  de  ello  el  qoe  todos  los 
mencionados  artículos  son»  los  anos,  transcripción  exacta  de  otros  de  la  ley 
de  Enjuieiamiento  civil,  y  algunos,  reprodnceión  de  lo  fnndamental  de  pre- 
ceptos de  la  misma.  Por  eso,  y  siguiendo  el  plan  del  Código,  nos  obliga  á  exa- 
minar la  cuestión  en  aquel  doble  aspecto,  determinando  sus  efectos  en  cuanto 
i  hs  personas,  respecto  de  los  bienes  y  en  orden  á  los  créditos,  así  como  á  la 
forma  ritual  para  su  efectividad,  en  éste  y  en  los  comentarios  sucesivos  del 
tituló  47  de  este  libro  i.® 

'  Líos  indicados  efectos,  en  cuanto  á  Ib  persona  del  deudor  concursado,  son: 
4.*,  irritarle  de  la  capacidad  civil,  por  falta  de  la  de  obrar,  pero  nunca  de  la 
receptiva,  y,  por  consiguiente,  que  no  puede  administrar  sus  bienes  ni  con- 
tratar con  eficacia  legal  á  no  ser  el  convenio  .que  para  la  terminación  del  con- 
curso celebre  con  sus  acreedores,  llevando  la  representación  del  caudal  los 
síndicos  nombrados,  con  las  atribuciones  que  les  concede  la  ley,  y  hasta  que 
éstos  lo  6ein^  el  depositario  que  para  la  conservación  y  administración  de 
los  bienes  ocupados  al  deudor  se  nombrare  en  el  mismo  auto  en  que  se  haga 
ia  declaración  de  concurso  (4).  Es  tan  absoluta  y  terminante  la  disposición 
del  art.  49 U,  que  no  cabe  admitir  excepción  alguna;  la  declaración  de  con- 
curso incapacita  al  concursado  para  h  administración  de  sué  bienes  y  para 
cualquiera  otra  que  le  corresponda  por  la  ley,  y  en  este  caso  se  encuentra  la 
administración  de  los  bienes  de  los  hijos,  que  tiene  por  disposición  de  la  ley 
como  consecuencia  de  la  patria  potestad:  S.^,  la  responsabilidad  penal,  que  le 
será  exigida  en  el  juicio  criminal  correspondiente,  si  en  la  pieza  de  califica- 
ción del  concorso  recayera  sentencia  firme  declarando  la  culpabilidad  del  con- 
cursado, cuya  declaración,  sin  perjuicio  de  lo  que  resulte  del  procedimiento 
criminal,  se  entenderá  sólo  para  los  efectos  civiles  (f):  3.^  el  derecho  á  los 
alimentos  que  tendrá  el  concursado  y  podrá  reclamar  del  Juez,  el  cual  le  se- 
ñalará los  que,  atendidas  las  circunstancias,  considere  necesarios,  pero  sólo 
en  el  caso  de  que,  á  su  juicio,  asciendan  á  más  los  bienes  qué  las  deudas. 
Esta  decisión  del  Juez  tiene  carácter  de  interina  é  inapelable,  y  de  ella  se 
dará  cuenta  en  la  primera  junta  de  acreedores  que  se  célebre,  la  cual  podrá 
aprobar,  modificar  ó  suprimir  los  alimentos,  teniendo  en  consideración  las 
necesidades  y  circunstancias  del  concursado;  pero  no  dejará  de  concedérseloa 
cuando  no  aparezca  claramente  que  los  bienes  no  bastan  á  satisfacer  las  den- 
df8(3).  .i 


'  •  '  ■  ■ 

U}     Articiilos  liei  y  1306,  1218  y  1173  de  1»  Uy  de  Siijm«riamiento  oiril. 

<8)     Art.  IdOO  de  lAidem. 

(3^     Artt.  1314  y  ;idl6  de  la  ídem. 


• 
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Respecto  de  los  bienes  del  coDCorndo,  los  efectos  de  la  decUaetón  ¿el 
concurso,  son:  1.®  El  embargo  y  depósito  de  todoi  los  bieoes  del  deudor;  U 
ocapación  de  sos  libros  y  papeles,  y  la  retención  de  sn  correspoDdeneia^  t  *- 
El  nombramiento  de  depositario  que  se  encargue  de  la  conservación  y  admi- 
nistración de  los  bienes  ocupados  ai  deudor.  3/*  La  acumulación  al  juicio  da 
concurso  de  las  ejecuciones  que  haya  pendientes  contra  el  eoncnraado  (i). 

La  ocupación  y  embargo  de  los  bienes,  libros  y  papeles  del  deudor  se  lle- 
vará á  efecto  con  citación  del  mismo,  si  no  se  hubiere  ausentado,  en  la  fonna  .• 
más  adecuada  y  menos  dispendiosa.  Sólo  se  dejarán  á  diaposición  del  concur- 
sado los  bienes  exceptuados  de  embargo  (S). 

Para  el  depósito  de  los  bienes,  se  observarán  las  reglas  establecidas  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  (3). 

Respecto  de  los  créditos,  la  declaración  de  concurso  produce  los  efectos 
siguientes:  4.*^  Que  se  tengan  por  vencidas  todas  las  deudas  pendientes  del 
concursado;  y  si  llegara  á  verificarse  el  pago  antes  del  tiempo  prefijado  en  la 
obligación,  sufrirán  el  descuento  que  corresponda  al  interés  legal  del  dinero. 
t  ^  Que  desde  la  fecha  de  la  declaración  del  concurso  dejarán  de  devengar 
interés  todas  lu  deudas  que  lo  produzcan  antes,  á  excepción  de  los  créditos 
garantizados  con  hipoteca  hasta  donde  alcance  la  garantía,  y  salvo  también 
el  caso  respecto  de  los  qne  no  tengan  esta  calidad,  de  que  después  de  pagado 
el  pasivo  total  del  concurso,  quedará  algún  remanente  del  activo,  en  cujo 
puesto  se  satisfarán  los  intereses  á  prorrata  bajo  la  base  del  tipo  legal  ó  del 
estipulado  si  fuere  menor.  Este  es  un  efecto  jurídico  natural  de  la  doctrina, 
puesto  que  la  declaración  del  concurso  modifica  y  huta  se  puede  <lecir  que 
suspende,  desde  que  se  hizo,  los  naturales  efectos  de  las  relaciones  obligato- 
rias entre  el  deudor  y  sus  acreedores,  dejando  improductivos  tos  créditos  de 
éstos,  que  han  sido  objeto  de  un  precepto  expreso  y  terminante  en  el  Código 
civil.  3.*  Que  esta  declaración  de  concurso  es  la  que  da  carácter  á  esa  sitúa- 
ción  legal  del  deudor  y  lo  que  sirve  de  ingreso  al  juicio  uoiversal  de  concor- 
so, cuyos  principales  fines  están  en  la  clasificación  y  prelación  de  los  créditos 
qué  forman  el  pasivo  del  mismo  (i),  como  veremos  más  adelante. 

Hechas  las  precedentes  indicaciones,  y  no  conceptuando  necesarias  otras 
en  eslB  bagar;  concluiremos  diciendo  que»  en  derecho  hitbbiucionál,  es  prin- 
cipio umversalmente  admitido  que,  tanto  la  preferenctá^eomo  la  prelación  de 
los  créditos,  se  rigen  por  la  lex  rei  tita;  y,  por  consiguiente,  los  Tribunales 

■  Wii.IMiÍMUi      <■     <■»  iflinif    — ^1^— ■— *i^     i       ■  ■    ■■■   i    II ■     11  I  ■  ■■ 

(1)  Ai^  1113  A%  la  tey  dé  Snjaioi»tni«nto  oíyU. 

m  Art»  n74d«  Uidamid. 

(3)  Art.  U75  d?  1»  Wei»  id, 

il),  Arty.  1172,  y  1916  de  U  idem  id.     . 
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eéiMtñóIes  deben  apiiear  los  preceptos  del  lítalo  qoe  nos  oeapa  á  todo  litigio^ 
sea  enalqúiera  la  nacionalidad  de  las  partes,  con  tal  qoe  la  cosa  qae  se  recla- 
me, 6 'sobre  cayo  precio  se  litiga,  se  halle on  nnestro  territorio,  ünieamente 
Oliste  algona  divergencia  en  lo  que  se  refiere  á  baqaes  y  derecho  marítimo. 
'P6r  lo  demás,  signen  la  regla  general  tanto  en  lo  concerniente  á  la  apreciacíóft 
de  los  bienes  sobre  qae  pueden  ejecutarse  los  privilegios,  como  en  la  constitu- 
ción y  conservación  de  las  mismas,  la  clasificación  de  los  créditos  y  los  efee- 
toade  los  privilegios.  La  Anica  discordancia  de  todo,  es  la  qoe  s?  refiere  al 
derecho  marítimo;  pero  aun  en  esta  materia  signen  la  regla  general  la  mayor 
farte  de  los  Tribunales.  * 


CAPÍTULO  11 


OlaaiücacidxL  de  los  créditos. 


Ari.  1991.  Los  cróditofl  se  cla^idcaráOt  para  au 
graduación  y  pago,  por  el  orden  y  eix  loa  términoa  que  e  n 
est^  capUolo  se  estableisen. 

Aré.  IIKM.  Con  relación  á  determinados  bienes 
muebles  del  deudor,  gozan  de  preferencia: 

l.*^    Los  créditos  por  construcción,  reparación ,  conser- 
vación  ó  precio  de  venta  de  bienes  muebles  que  estén  en. 
poder  del  deudor,  hasta  donde  alcana  el  valor  de  toa  ■ 
mismos. 

2.^  Los  garantizados  con  prenda  que  se  halle  en  fáh 
der  del  acreedor,  sobre  la  cosa  empeñada  y  hasta  dond» 
alemce  su  valor. 

3.^  Loe  .garantizados  oon  fianza  de  efectos  6  valores, 
constituida  en  establecizpiento  público  ó  mereantiU  so- 
bre la  fianza  y  por  el  valor  de  los  efectos  de  la  tnisma. 

4.^  Loe  créditos  por  transporte,  sobre  los  efectos  trans- 
portados por  el  precio  del  mismo,  gastos  y  deredioa  de 


\ 
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condncción  y  coDBerración,  h«sta  la  entiega  y  dorante 
treinta  días  después,  de  ésta. 

5.^  Los  de  hospedaje,  sobre  loe  muebles  del  deudor 
existentes  en  la  posada. 

6.^  Los  créditos  por  semillas  y  gastos  decultÍTO  y  reeo- 
lección  anticipados  al  deudor,  sobre  los  frutos  de  la  cose- 
cha para  que  sirvieron. 

7.^  Los  créditos  por  alquileres  y  rentas  de  un  año,  so- 
bre los  bienes  muebles  del  arrendatario  existaites  en  la 
finca  arrendada  y  sobre  los  frutos  de  la  misma» 

Si  loe  birles  muebles  sobre  que  recae  la  preferencia 
hubieren  sido  sustraídos,  el  acreedor  podrá  seclamarlos  de 
quien  los  tuviere,  dentro  del  término  de  treinta  días  con- 
tados desde  que  ocurrió  la  sustracción  (1). : 


786.  Los  acreedores  privilegiados  son  los  únicos  que,  precisa* 
mente  por  serlo,  tienen  derecho  de  abstenerse  de  concurrir  al  con- 
venio,  sobre  lo  cual  no  cabe  duda  posible,  porque  eiart  1917  de- 
daia  ese  derecho  en  favor  de  los  comprendidos  en  el  1922, 1923  y 
1924  del  Código,  sin  establecer  diferencia  alguna  entre  ellos,  y  sin 
que,  por  tanto,  ni  la  cualidad  de  privilegiados,  ni  tampooo  la  ma> 
yor  ó  menor  extensión  del  privilegio  de  cadauno^  afecté  ai)  dere- 
cho de  abstención,  que  á  todos  alcanza  por  igual. — S.  18  Oct,  92. 
— G.  21  Dic. 


Art.  1 993.  Con  relaeión  á  determinados  bienes  in- 
muebles y  derechos  reales  del  deudor,  gozan  de  T»reíe- 
renda.  .    .   * . 

1.^  Los  créditos  á  favor  del  distado,  sobr»  ]¡os  bienes  de 
los  contribuyentes,  por  el  importe  de  la  tütima  anualidad^ 
vencida  y  no  pagada,  de  los  impuestos  que  graviten  sobre 
ellos. 

2.^    Loe  créditos  de  los  aseguradores,  sobre  los  bienes 

<1)     TáA««,  M>aao  concordAUta,  «I  art.  19X7. 
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fisegoiados,  por  los  premios  del  seguro  de  dos  años;  y  si 
fuere  el  eeguro  mutuo>  por  los  dos  últimos  dívideudos  que 
se  hubiesen  repartido. 

8.^  Los  créditos  hipotecarios  y  los  refacciónanos,  ano- 
tados é  inscritos  en  el  Begistro  de  la  {Mropiedad,  sobre  los 
bienes  hipotecados  ó  que  hubiesen  sido  objeto  de  la  re> 
facción.  ..  i . 

4.^  Los  créditos  preventivamente  anotados  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  en  virtud  de  mandamiento  judi- 
cial, por  embargos,  secuestro  ó  ejecución  de  sentencias» 
sobre  los  bienes  anotados,  y  sólo  en  cuánto  á  créditos  pos- 
teriores. 

64^  Los  refacdonarioe  no  anotados  ni  inseritos,  sobre 
los  inmuebles  á^  que  la  refacción  se  refiera»  y  s¿lo  respecto 
á  otros  créditos  distintos  de  los  expresados  en  los  cuatro 
números  anteriores  (1). 


i  >  t 


767.  Hallándose  el  crédito  de  un  acreedor  comprendido  en>el 
núlDí.  4.^  del  art.  1923  del  Código,  puede  aquél  abstenerle  de  cour 
currir  al  convenio  que  sobre  quita  y  espera  celebre  judioialúaente 
el. deudor  con  sus  acreedores,  y  habiéndose  abstenidono  le  e8;Qbli-' 
gatorio  dicho  convenio.— iS^  18  Oet  92,-^G.  21  JDie. 


r  t 


I      >       • 


ilri.  ■9$S4I.  Con  relación  á  los  demás  bienes  mué-- 
bles  é  inmuebles  del  deudor,  gozan  de  preferencia: 

1.^  Los  créditos  á  favor  de  la  provincia -6' del  munici- 
pio, por  los  impuestos  de  la  última  atiüalidad' vencida  y 
no  pagada,  no  comprendidos  en  el  art.  1929,'Bíúln.  1.^ 

2.^    Los  devengados;  ! 

A.  Por  gastos^  de  justicia  y  de  adtninistvación  del 
ooncurso  en  interés  común  de  los  acreedo»esv> 'hechos  con 
la  debida  autorización  ó  aprobación.  >> '  > 

B.  Por  loa  funerales  del  deudor,  según '  el  uso  del  lu- 


(1)    Yémao,  como  concordante,  el  art:  ieÍ7; 


1       I '  4;j!i  •  .  II  ,  ij   ..     1   .»>íi  '        f  ■.    .  .  .'  )  ; 
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gar,  y  también  los  de  su  mujer  y  los  de  sus  hijos,  oom- 
tituidos  bajo  su  patria  potestad,  si  no  tuviesen  bienes 
propios. 

C.  Por  gastos  de  la  última  enfermedad  de  las  mismas 
personas,  causados  en  el  último  año,  contado  hasta  el  día 
del  fallecimiento. 

D.  Por  jornales  y  salarios  de  dependientes  y  criado» 
domésticos,  correspondientes  al  último  año. 

J^.  Por  anticipaciones  hechas  al  deudor,  para  sí  y  su 
familia,  constituida  bajo  su  autoridad,  en  comestibles, 
vestido  ó  calzado,  en  el  mismo  periodo  de  tiempo. 

F,  Por  pensiones  alimenticias  durante  el  juicio  de 
concurso,  á  no  ser  que  se  funden  en  un  titulo  de  mera 
liberalidad. 

B.^    Los  créditos  que  sin  privilegio  especial  oonsten: 

A.  En  escritura  pública. 

B.  Por  sentencia  ñrme,  si  hubiesen  sido  objeto  de  li- 
tigio. 

Estos  créditos  tendrán  preferencia  entre  ai  por  el  or- 
den de  antigüedad  de  las  fechas  de  las  escrituras  y  da  las 
sentencias  (1). 

788.  Las  sentencias  dictadas  en  virtud  de  allanamiento  á  la 
demanda  en  un  solo  día  y  ante  un  mismo  Juzgado  municipal,  á 
excitación  de  acreedores  del  demandado,  no  tienen  en  el  concurso 
de  éste  el  carácter  de  verdaderas  sentencias  firmes  para  el  efecto 
de  perjudicar  á  otros  acreedores  y  disfrutar  con  las  escritoras  pú  - 
blicas  el  privilegio  de  este  articulo  del  Código  civil  en  relación 
con  el  1917  del  mismo.— aJ.  18  Mayo  94.— G.  31  Octudre. 

789.  La  prelación  que  establece  este  artículo  del  Código,  ee  t0* 
fíere  á  créditos  que  estén  ó  hayan  de  estar  en  litigio;  peto  no  son 
aplicables  sus  disposiciones  reGl)pecto  á  aquello  que  haya  sido  des- 
tinado definitivamente  á  pago. — S.  22  Sept.  92. — ff,  25^  Octubre, 

(1)     Véa«e,  en  el  art.  1917,  U  ••nUnom  ái&  10  d«  JnUo  d«l  ». 
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790.  Tanto  por  las  leyes  31,  tit.  13  de  la  Partida  5.*^,  y  6.*,  tí- 
tulo 24,  libro  10  de  la  Novísima  'Recopilación,  y  por  los  artículos 
126S  y  1290  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuyos  preceptos  so- 
bre  graduación  y  pago  de  créditos  en  los  juicios  de  concurso  son 
aplicables  á  los  de  tercería  de  mejor  derecho,  como  por  la  juris- 
prudencia  constante  del  Tribunal  Supremo,  los  créditos  consigna- 
dos en  escritura  pública  tienen  preferencia  sobré  los  extendidos  en 
documento  privado;  principio  que,  de  acuerdo  con  tales  preceden- 
tes, consigna  de  nuevo  el  Código  civil  en  el  preinserto  art«  1924, 
sin  otra  novedad  que  la  de  equiparar  los  que  constan  en  sentencia 
firme  por  haber  sido  objeto  de  litigio,  á  los  que  resultan  de  escri- 
tura pública.— iS.  23  Nov.  95.— (?.  12  Dk. 


)  i 


Art.  IOS5.  No  gozarán  de  preferencia  los  créditos 
<de  cualquiera  otra  clase,  ó  x)or  cualquiera  otro  título,  no 
comprendidos  en  los  artículos  anteriores. 


791 .  Deduciéndose  de  tina  escritura  por  modo  indudable  la  exis- 
tencia de  un  verdadero  contrato  de  préstamo,  y  que  un  extracto  de 
cuenta,  no  combatido  en  el  pleito,  es  complemento  de  aquélla^  cu- 
yos documentos  directa  y  estrechamente  ligados  entre  sí  justifican 
el  derecho  de  preferencia  de  un  crédito;  al  declararlo  así,  y  dar  lu- 
gar en  su  virtud  á  una  tercería,  no  se  comete  infracción  de  lo  dis- 
I  ••11.  _ 

puesto  en  este  artículo  del  Código.— 5^.  4  Enero  94,^0.  16  Fe- 
brero. 


g, 


ÍL  concurso  volantarío  ó  necesario  de  acreedores,  una  vez  iniciado,  pro- 
duce na  ealacb  ie  derecho*  por  cuya  virtud  loa  acreedores  del  concursado  «d- 
qijuejrea  el  áñ  apoderarse  de  loa  bienea  de  éste,  enajenarlos  y  aplicar  su  precio 
i  la.  efectividad  de  sos  créditos  en  la  forma  y  por  los  trámites  que  establece 
la  ley  de  E^gnípiamieñto  civil,  si  no  mediare  convenio;  y  por  ello  la  ley  sos- 
taativa  marca  en  primer  lagar  las  reglas  de  clasiGcación,  para  determinar  des- 
pués la  prelación  ó  preferencia  en  el  cobro.  La  operación  ofrecería  muy  esca- 
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Ms  difiealtadeB  si  todos  los  créditos  presentados  al  cobro  faenen  de  ta  misma 
nataraieza.  Poro  no  lodos  tienen  naturaleza  igaal.  Los  hay  privifegiadinoios 
en  razón  á  la  causa  de  que  proceden:  menos  privilegiados,  pero  preferentes, 
por  ia  procedencia  que  tienen;  y  de  preferencia  reconocida  en  cierta  clase  de 
bienes  y  ann  en  bienes  determinados,  por  haber  sido  expresa  6  ticitameote 
asociados  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas.  Las  reglas  estable- 
cidat  sobre  la  materia  estaban  esparcidas  por  diferentes  preceptos,  y  para  evitar 
los  inconvenientes  de  ello,  las  legislaciones  modernas  las  han  reanido  y  orde- 
nado. Nuestra  ley,  aunque  no  acepta  las  palabras  primleffio  y  primleptáii 
que  asan  otros  Códigos  para  designar  los  créditos  que  gozan  de  preferendaen 
el  cobro,  porque  no  es  privilegiado  lo  que  se  fiinda  en  razones  de  justicia,  re- 
conoce la  preferencia  eo  unos  créditos  por  raz6n  de  la  garantía  que  los  ase- 
gura;  y  en  otros  por  razón  de  la  naturaleza  de  los  mismos  créditos.  Este  sis- 
tema, qu6  es  justísimo  en  su  fondo,  ha  permitido  á  la  ley  simplificar  grande- 
mente la  elasiñcación  de  los  créditos;  al  tenor  del  criterio  adoptado,  sm  de 
tres  claseá:  los  garantizados  por  determinados  bienes  nkaebles  def  deodor^  los 
que  fo  están  con  determinados  inmuebles  y  derechos  reales,  y  toa  que  tienea 
ia  garantía  general  de  los  demás  bienes  muebles  é  inmuebles  del  deedtjr. 

I^  elasiñcación  que  vemos  en  los  artículos  preinsertos  es,  á  noesoro  jui- 
cio, de  todo  punto  ordenada  y  justa,  y  por  ello,  únicamente  por  vis  de  aehn^ 
ción  ó  explicación  de  alguno  de  sus  conceptos  que  pudieran  aparecer  dado- 
903,  haremos  constar: 

4.^  Que  la  palabra  sustraídos^  que  emplea  el  Código  en  el  ultimo  párraf<i 
del  art.  492^,  debe  entenderse  en  su  sentido  más  amplio,  4  sea  eomprea- 
diendo  toda  separación  ó  sustracción  de  los  inmuebles,  aunqoe  no  sea  ilegi- 
tima ni  eonstitntiva  de  robo  ó  de  hurto. 

S.®    Que  siendo  requisito  indispensable  que  la  prenda  se  ponga  en  poder 
del  acreedor,  cuando  así  no  sueeda  faltará  la  base  para  la  prefereacia  del  cré- 
dito sobre  los  bienes  de  la  misma  prenda,  y  en  tai  virtud  no  cabe  duda  aigaaa  ! 
que  los  créditos  escriturarios  la  tendrán  sobre  aquél,  con  mérito  á  loque  dis- 
ponen los  artículos  49S2,  49Si  y  4925. 

3.®  Que  no  hay  contradicción  real  ni  aparente  en  las  preseripcáoiies  del 
Código,  relativas  á  la  clasificación  y  prelación  de  los  créditos,  qoe  son  anta- 
ría  de  dos  capítulos  diferentes.  Según  las  disposiciones  del  primero,  los  cré- 
ditos son  preferentes  y  comunes;  en  éstos  no  hay  división  algooSt  y  en  aqeé 
líos  la^  marcadas  en  los  artículos  492S,  49S3  y  49S4.  Los  efectos  de  6iia«ia- 
sifícación,  ó  sea  la  preferencia  para  el  cobro,  es  objeto  del  capítolo  siguante, 
que  contiene  las  reglas  de  prelación.  No  hay  más  preferencias  que  las  esta- 
blecidas por  el  Código,  y  el  orden  és  el  que  determina  para  cada  crédito;  y  sí 
hay  preferencia  por  el  orden  de  numeración  entre  losdei  art.  4911, no  es  pe~ 
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qoe  ei^o  MÍ  Domerados,  aioo  porqae  ha  fijado  la  preferencia  ea  ese  ordes  la 
regU  4.^  del  ari.  i9S9,  dsea  por  ana  dispoeicíón  especial  que  n»  sirve fera 
4oa  deiD4i  créditos. 

4.**  Qae  es  indudable  la  prefereneia  del  crédito  por  la  reala  de  an  ano  so- 
bre los  fcatos  de  la  finca  arrendada,  segUn  lo  ba  declarado  y  establecido  el  nú- 
mero  7.o  del  art.  4022,  pnes  dicbos  fratos  qnedan  verdaderamente  afectoe  al 
pago  de  la  renta,  siendo  indiferente  qoe  esté  6  no  vencida  para  qae  goce  di- 
«ba  preferencia.  Además  de  qae  para  el  día  en  qae  los  fratos  puedan  recolec- 
tarse, es  seguro  el  vencimiento  de  la  renta,  y  no  deben  pagarse  eon  ellos  cré- 
ditos, excluyendo  ó  dejando  de  satisfacer  los  qae  realmente  están  garantiza* 
dos  por  la  ley  con  dicbos  fratos. 

5.^  Qoe  derogada  por  el  Código  la  ley  1.^,  tít.  SO,  libro  7.*  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  boy  los  débitos  á  an  pósito  deban  eoosiderarae  compren* 
didos  en  el  núm.  6.®  del  art.  49iS  del  Código,  y  gozan,  por  lo  tanto,  de  pre- 
ferencia sobre  los  fratos  de  la  cosecha  para  qae  sirvieron.  La  obligaeióii  ex- 
tendida en  el  libro-protocolo  á  favor  de  an  pósito  eon  los  requisitos  y  condi- 
ciones quo  se  previenen  en  las  Reales  órdenes  de  48  de  Marzo  de  4868  j  28 
<ie  Enero  de  4862«  debe  ser  considerada  como  extendida  en  escritara  pública, 
porque  realmente  consta  en  documento  público  y  tendrá  la  prefereneia  qoe  Is 
seftala  el  art.  4924  en  so  núm.  3.** 

6.^  Que  es  indiscutible  la  preferida  de  un  crédito  bipoteeario  inaccito  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  lo  mismo  según  el  art.  24  de  la  ley  Ulpot^.'^caría, 
qae  según  los  4923  y  4927  del  Código.  El  crédito  bipoteeario  excluye  á  todoe 
los  personales  y  á  los  procedentes  de  gastos  de  jaicio  ejecutivo  y  del  ooocorso 
por  su  parte  basta  donde  alcance  el  valor  de  la  finca  bipotecada,  y  si  no  co- 
brare ó  no  bastare  el  valor  de  ésta  para  pagar  aquel  crédito,  nada  pueden  es- 
perar los  demás  acreedores. 

7.®  Que  la  preferencia  ó  prelación  de  créditos  para  su  realización  eon  loa 
fmtofl  ó  rentas  embargadas  en  antos  ejecutivos,  existiendo  créditoe  penonir 
lea,  que  consten  en  documento  privado  y  otros  en  escritura  pública  garanti- 
dos con  hipoteca,  ba  de  subordinarse  á  lo  dispuesto  en  los  artícnloe  49tS 
y  4929  del  Código.  Pero  esta  prelación,  para  que  pueda  ser  efectiva,  deben 
reclamarla  los  interesados.  • 

Por  último,  el  Tribunal  Supremo  tiene  declarado  en  diferentes  sentenciaa: 
qae  es  refMcionarío  todo  crédito  por  materiales  sominislrados  para  la  cons- 
tmeeión  de  una  vía  férrea  (4):  que  las  leyes  26,  28  y  29,  tít.  43,  Partida  tL*« 
expresan  y  fijan  los  créditos  reftceionarios,  estableciendo  además  en  sn  favor 
el  derecho  de  hipoteca  tácita  y  el  de  prelación  sobre  la  finca  refaccionada  (t): 

(1)     Sent.  15  Dio.  68. 
<2)     Sont.  n  Coi.  77. 


/ 
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que  no  puede  declartna  á  un  acreedor  U  cualidad  de  serlo  de  dominio,  míen- 
ITAS  no  estóo  determinados  los  bienes  que  en  tal  concepto  puedan  correspon- 
derie  de  los  de  la  masa  general  (4):  que  las  leyes  tZ  j  33,  tít.  13,  Partida  5.*» 
se  reüeren  al  privilegio  de  los  bienes  dótales,  j  no  pueden  tener  aplicación  i 
los  parafernaltA  ó  extradotales  heredados  constante  matrimonio  (t);  y  que  no 
son  escriturarios  los  créditos  que  proceden  de  piares,  sin  que  haga  variar 
so  naturaleza  el  haber  sido  reconocidos  y  recaído  sentencia  de  remate  en  ^l 
juicio  ejecutivo  seguido  sobre  su  pago  (3). 


CAPITULO  III 
IDe  la  prelación  de  créditos. 


Art.  19fStt.  Los  créditos  que  gozan  de  preferenci» 
con  relación  á  determinados  bienes  muebles,  excluyen  á 
todos  los  demás  hasta  donde  alcance  el  valor  del  mueble 
á  que  la  preferencia  se  refiere. 

Si  concurren  dos  ó  más  respecto  á  determinados  mue- 
bles, se  observarán,  en  cuanto  á  la  prelación  para  su  pago^ 
las  reglas  siguientes: 

1.^  El  crédito  pignoraticio  excluye  ;á  los  demás  hasta 
donde  alc^mce  el  valor  de  la  cosa  dada  en  prenda. 

2.^  En  el  caso  de  fianza,  si  estuviere  ésta  legitima- 
mente  constituida  á  favor  de  más  de  un  acreed(Mr,  la  pre- 
lación entre  ellos  se  determinará  por  el  orden  de  fechas 
de  la  prestación  de  la  garantía. 

3.*  Los  créditos  por  anticipo  de  semillas,  gastos  de 
cultivo  y  recolección,  serán  preferidos  á  los  de  alquileres 
y  rentas  sobre  los  frutos  de  la  cosecha  para  que  aquéllos 
sirvieron. 

íl)     Sent.  1."  Oot.  72. 
2>     Sent.  8  Junio  73. 
I8j     Sont».  22  Sopt.  68  y  17  Feb.  7». 


[ 
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4.^  En  los  demás  casos  el  precio  de  los  muebles  se  dis- 
tribuirá á  prorrata  entre  los  créditos  que  gocen  de  especia) 
preferencia  con  relación  á  los  misinos. 

Ari.  1997.  Los  créditos  que  gozan  de  preferencia 
^n  relación  á  determinados  bienes  inmuebles  ó  derechos 
reales,  excluyen  á  todos  los  demás  por  su  importe  hasta 
donde  alcance  el  valor  del  inmueble  ó  derecho  real  á  que 
la  preferencia  se  refiera. 

Si  concurrieren  dos  ó  más  créditos  respecto  á  determi- 
nados inmuebles  ó  derechos  reales,  se  observarán,  en 
cuanto  á  su  respectiva  prelación,  lafi  re^as  siguientes: 

1.*    Serán  preferidos,  por  su  orden,  los  expresados  en 
los  números  1.^  y  2.^  del  art.  1923  á  los  comprendidos  en 
\  los  demás  números  del  mismo. 

2.^  Los  hipotecarios  y  refaccionarios,  anotados  ó  ins- 
critos, que  se  expresan  en  el  núm.  3.^  del  citado  art.  1923 
y  los  comprendidos  en  el  núm.  4.^  del  mismo,  gozarán  de 
prelación  entre  sí  por  el  orden  de  antigüedad  do  las  res- 
pectivas inscripciones  ó  anotaciones  en  el  Registro  de  la 
propiedad. 

3.*  Los  refaccionarios  tío  anotados  ni  inscritos  en  el 
Registro  á  que  se  refiere  el  núm.  5.^  del  art.  1923,  goza- 
rán de  prelación  entre  sí  por  el  orden  inverso  de  su  anti- 
güedad. 

Art.  1099.  El  remanente  del  caudal  del  deudor, 
después  de  pagados  los  créditos  que  gocen  de  preferencia 
con  relación  á  determinados  bienes,  muebles  ó  inmuebles, 
se  acumulará  á  los  bienes  libres  que  aquél  tuviere  para  el 
pago  de  los  demás  créditos. 

Los  que,  gozando  de  preferencia  con  relación  á  deter- 
minados bienes,  muebles  ó  inmuebles,  no  hubieren  sido 
totalmente  satisfechos  con  el  importe  de  éstos,  Ib  serán, 
en  cuanto  al  déficit,  por  el  orden  y  en  el  lugar  que  les  co- 
rresponda según  su  respectiva  naturaleza. 


CÓDIGO  ara. 

trt.  %9t9.  Lo«  crítiibo  quft  no  gocen  de  prefcno- 
rio  cui)  relacióu  á  deUirmíiutdoK  lñ«i«*,  y  Iw  quo  U  pt< 
uren,  por  t«  caiitidaij  uo  reaUíada,  é  cuando  bubú^w  pnt- 
etilo  1^1  derecho  á  Im  pTvfeiencEa,  m  itatUfaráii  conlurmeA 
1a4  r^xlu  uguicDtM: 

1.'    Por  Bi  orden  eeUiMecMn  en  el  art.  1934. 

'¿."  Los  pretcr«ntn  por  fKhas,  por  el  orden  de  éttaa, 
y  Ion  qne  la  tnricKcn  oomAn,  &  prurrata. 

8.^  l/M  j;rédIto6  comunes  A  ijne  eo  roBcre  b1  ut.  103$, 
ña  coasidcniclón  &  mu  fecha*. 


li. 


1\  prvlici'kn  'l«cr«(]Íli>seorfPipanil«il  períoda^fll  jnieíode  conrvrM,  n 
qnadeipOéídedictaJí  UcorresponJirntereíolodan  julirial  m  entre  en  b 
J«U'r(tit nación  <Ie  iijaDlb»  qae  kan  >iJo  ailiaiiidoi  pan  ontcnaf  <)c'!>i.t»nFB(* 
ui  pcrfcreacia.  Loi  craJilus  qa«  goiin  de  pnítunacia  con  rrlasiAo  i  drtenni- 
narluí  bienio  mnihle»,  e\  irloyen  1  hijos  loi  ileniib  baila  (tonda  ateanee  al  valor 
del  niaoble  1  r|a«  la  prrreMncia  ae  refiere.  Si  conromn  du«  A  «lá»  r^jp^dú  i 
d«l«rmÍnaJoi  ii'oeblut,  te  otuervarJa,  en  eiuato  i  la  pkImí4d  para  »  ptg» 
Ut  r^glaa  tif;ai«niei: 

I.*  El  Rrítliin  pignontiejo  excluye  iloademí»  hi>udo<id«  alcaixe  etv). 
lor  de  la  eai.1  daJa  en  prenda. 

1.*  Ln>  rrAdiiOK  por  anticipo  de  tetnilla*.  gaatot  de  caltiro  J  recoleecida, 
terio  fnfeñdost  los  de  alrjaileres  j  renlu  lobre  los  fnuoa  de  U  cOMcJia 
paraqne  aiiajltoi  sirvieron. 

3.*  En  lus  deinis  casoí,  el  precio  de  loa  mneblet  M  diuríbniri  eaini  bM 
crdjitos  qoe  gocen  de  eapecial  prer-irencia  con  relaciún  1  lúa  miamoa. 

Eslalitcce  el  Código,  que  loa  créJilos  qoe  goian  de  prefrnincia  ron  re>a- 
ct6n  1  deUrnii nados  bienes  ¡Hmaeblea6darecho«  reaJes,  exclujen  i  lodut  Ici 
derola  por  in  importe  hasta  donde  alcance  et  valor  del  lumueble  A  derccbc 
T«at  á  que  la  prcfürenria  se  rcflere. 

Si  concarri<?rsn  dos  ó  mis  eré.litos  reapeeio  i  detenniaadot  iomncbln  A 
derechos  realus,  «e  observarán,  en  ouanlo  á  sa  respectiva  prelaeida,  laa  reflat 
tigaíentes: 

<.*  S<:rán  preferidos  porta  orden,  loa  expresados  <tn  1o«  oAn».  l."yX.*— 
faienea  ¡nmu<^ble«  6  derecbos  reales— A  aean  lo»  erguios  í  r-ivnr  del  S>Uda,  j 
toi  créJiíoa  de  ios  asegoradoreí  sobre  los  comprendidoaea  loa  di 
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t>  Los  hipotecarios  y  refáceionarios,  anotados  ó  inicrStos,  qae  ae  expre- 
lani  eti  los  números  3.^  y  i.^  del  mismo,  gozarán  de  prelacíón  entre  sí  por 
orden  de  antigüddad  de  las  respeetitas  Inscripciones  ó  anotaciones  en  el  Ra- 
suro de  la  propledal.  ) 

3.*  Loa  refaccionarios  no  anotados  ni  inscritos  en  ei  Registro,  i  que  se  ra- 
fiere  el  nttm.  S.^'— bienes  inmoebles  y  derechos  reales, ^gozarán  de  prelaeidn 
entro  fí  por  el  orden  inverso  de  sa  antigOddad. 

£1  remanente  del  eandal  del  deudor^  después  de  pagados  los  créditos  que 
gocen  de  preferencia,  con  relación  á  determinados  bienes  muebles  ó  inmue- 
bles, se  acomnlará  á  ios  bienes  libres  qae  aquél  tuviere  para  el  pago  de  los 
demás  eré  J  i  toa. 

Los  que  gozando  de  preferencia,  con  relación  á  determinados  bienes  mue- 
bles ó  inmuebles,  no  hubiesen  sido  totalmente  satisfechos  con  el  importe  de 
éstos,  lo  serán  en  cuanto  al  déficit  por  el  orden  y  en  el  logar  que  le  corres^ 
ponde,  según  su  respectiva  naturaleza. 

Los  créditos  que  no  gocen  de  preffirencia  con  relación  á  determinados  bie- 
nes, y  los  que  la  gozaren  por  la  cantidad  no  realizada  ó  cuando  hubiese  pres- 
crito  el  derecho  á  la  preferencia,  se  satibfarán  conforme  á  las  reglas  si- 
guientes: 

4.*    Créditos  á  favor  déla  provincia  ó  del  municipio. 

S.*    Gastos  de  justicia  y  adiuiíiíslración  de  concurso. 

3.*    IJem  de  funerales  del  deudor,  su  mujer  y  sus  hijos. 

i.*    IJem  de  última  enfermedad. 

5.'    Jornales  y  salaries  de  dependientes  y  criados. 

6*    Anticipaciones  hechas  al  deudor  para  sí  y  su  familia. 

7.*    Pensiones  alimenticias  dorante  el  juicio  de  concurso. 

8.*  Los  créditos  que  por  privilegio  especial  consten  en  escritura  pública  y 
sentencia  firme. 

9.*  Los  preferentes  por  fechas,  por  el  orden  de  éstas,  y  los  que  la  tuvieren 
común  á  prorrata. 

'10.  Los  créditos  comunes  sin  consideración  á  sus  fechas. 
Tal  es  el  orden  que  debe  guardarse  en  la  prelación  de  créditos. 
En  razón  al  procedimiento  vigente,  con  aplicación  á  la  doctrina  de  la  gra- 
duación de  créditos,  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establece  que,  reconocidos 
que  sean  los  créditos  que  existan  en  un  concurso,  conforme  á  las  reglas  de  la 
misma,  y  luego  que  sea  firme  la  sentencia  que  recaiga  en  el  incidente  sobre 
nulidad  de  los  acuerdos  de  la  junta  del  reconocimiento,  ó  pasados  ocho  días 
sin  que  se  hayan  impugnado,  se  convocará  á  otra  junta  de  los  acreedores 
cuyos  créditos  hayan  sido  reconocidos  para  su  graduación,  debiendo  mediar 
«ntre  la  convocatoria  y  la  celebración  de  la  junta  de  quince  á  veinte  días,  en 
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cuyo  tiempo  intermedio,  los  síndicos  formarán  para  dar  eaenta  á  la  junta 
cuatro  estados,  que  comprenderán: 

£1  primero,  los  acreedores  por  trabajo  personal  y  alimentos.  Si  se  tratase 
de  un  abintestato  ó  testamentaría  concursada,  se  colocarán  en  este  lugar  los 
acreedores  por  los  gastos  de  funeral,  proporcionados  á  las  circunstancias  del 
finado,  y  por  los  ocasionados  con  motivo  de  la  ordenación  de  su  última  vo- 
luntad y  formación  de  inventario  y  diligencias  judiciales  á  que  haya  dado  la- 
gar el  abintestato  ó  testamentaría. 

El  segundo,  los  acreedores  hipotecarios,  por  el  orden  de  preferencia  que 
en  derecho  les  corresponda.  Se  comprenderán  en  este  estado,  tanto  los  acree- 
dores que  tengan  á  su  favor  hipoteca  legal,  si  se  hallase  subsistente,  como 
los  que  la  tengan  voluntaria,  con  la  advertencia,  respecto  de  éstos,  de  que  su 
preferencia  se  limitará  á  los  bienes  hipotecados  especialmente,  y  si  su  valor  no 
alcanzase  á  cubrir  el  importe  total  del  crédito  asegurado  con  la  hipoteca,  se- 
rán considerados  como  escriturarios  por  la  diferencia.  También  se  compren- 
derán en  este  estado  los  acreedores  con  prenda,  limitando  igualmente  sn  pre- 
ferencia al  valor  efectivo  de  la  misma,  la  que  devolverán  á  la  masa  del  con- 
curso. 

El  tercero,  los  acreedores  que  lo  sean  por  escritura  pública,  por  el  orden 
de  su  fecha. 

El  cuarto,  los  comunes,  comprendiendo  en  este  estado  todoa  los  créditos 
no  incluidos  en  los  tres  anteriores. 

Por  último,  el  convenio  entre  los  acreedores  y  el  concursado  es  uno  de 
los  modos  de  extinguirse  la  situación  legal  de  concurso,  qoe  puede  tener  lu- 
gar en  cualquier  estado  del  juicio^  siempre  que  sea  después  de  hecho  el  exa- 
men y  reconocimiento  de  los  créditos,  y  no  antes,  pudiendo  los  acreedores  j 
el  concursado  establecer  los  pactos  que  estimen  oportunos,  con  sujeción  á  las 
reglas  del  procedimiento  que  establece  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


TÍTULO  XVIII 


TJe  la  prescripción. 


CAPITULO    PRIMERO 

Üisposicioiies  g'eiierales. 


ATt.  1930.  Por  la  prescripción  se  adquieren,  de  la 
manera  y  con  las  condiciones  determinadas  en  la  ley,  el 
dominio  y  demás  derechos  reales. 

También  se  extinguen  del  propio  modo  por  la  pres- 
cripción los  derechos  y  las  acciones,  de  cualquier  clase 
que  sean. 

.-%rt.  1931.  Pueden  adquirir  bienes  ó  derechos  por 
medio  de  la  prescripción  las  personas  capaces  para  adqui- 
rirlos por  los  demás  modos  legítimos. 

Art.  1081B,  Los  derechos  y  acciones  se  extinguen 
por  la  prescripción  en  perjuicio*  de  toda  clase  de  perso- 
nas, inclusas  las  jurídicas,  en  los  términos  prevenidos  por 
la  ley. 

Queda  siempre  á  salvo  á  las  personas  impedidas  de 
administrar  sus  bienes  el  derecho  para  reclamar  contra 
sus  representantes  legítimos,  cuya  negligencia  hubiese 
sido  causa  de  la  prescripción. 
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Ari.  1933.  La  prescripción  ganada  por  un  copro- 
pietario ó  comunero  aprovecha  á  loe  demáa.  ;  < 

Art.  1934.  La  prescripción  produce  sub  efectos  ju- 
rídicos Á  favor  y  en  contra  de  la  herencia  antes  de  haber 
sido  aceptada  y  durante  el  tiempo  concedido  para  hacer 
inventario  y  para  deliberar. 

Art.  I1I3A.  Las  personas  con  capacidad  para  enaje- 
nar pueden  renunciar  la  prescripción  ganada;  pero  no  el 
derecho  de  prescribir  para  lo  sucesivo. 

Entiéndese  tácitamente  renunciada  la  presciipciÓD 
cuando  la  renuncia  resulta  de  actos  que  hacen  supone  «1 
abandono  del  derecho  adquirido. 

"^'  Art.  I930.    Son  susceptibles  de  prescripción  todas 
las  cosas  que  están  en  el  comercio  de  los  hombres. 

Ari.  1937.  Los  acreedores,  j  cualquiera  otra  per- 
sona interesada  en  hacer  valer  la  prescripción,  podrán 
utilizarla  á  pesar  de  la  renuncia  expresa  ó  tácita  del  deu- 
dor ó  propietario. 

Ari*  1 939.  Las  disposiciones  del  presente  titulo  m 
entienden  sin  perjuicio  de  lo  que  en  este  Código  ó  en  te- 
jes especiales  se  establezca  respecto  á  detenninadcB  casca 
de  prescripción. 

Ari.  1939.  La  prescripción  comenzada  antes  de  la 
publicación  de  este  Código  se  regirá  t>or  las  leyes  anterio- 
res al  mismo;  pero  si  desde  que  fuere  puesto  en  observan- 
cia transcurriese  todo  el  tiempo  en  él  exigido  para  la 
prescripción,  surtirá  ésta  su  efectd,  aunque  por  dichas  W- 
yes  anteriorea  se  requiriese  mayor  Lapsa  de  tiempo. 
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.A  preterípcióiif  inái  que  una  inititncíón  de  derecho  civil,  et  una  insli* 
toción  de  derecho  público.  Con  ese  carácter  apareció  primero  en  Roma.  Laa 
leyes  de  Justiniano  contienen  un  tratado  noagistral  de  la  prescripción,  y  soa 
máximas  han  pasado  fiempre  como  la  expresión  más  exarta  de  la  equidad. 
En  ellas  se  inspiró  el  redactor  de  las  leyes  de  Partida,  y  en  ellas  te  han  ins^ 
pirado  ios  redactores  del  Código  español.  Del  derecho  romano  procede  la  dia- 
tíneión  de  las  dos  especies  de  prescripción.  Máximas  romanas  son  las  relativat 
á  la  capacidad,  personas  y  Ciases  de  bienes.  Pura  ampliación  y  aclaración  de 
esas  doctrinas  son  los  pr^eptos  signientes  del  Código,  según  los  qoe  la  pres- 
cripción ganada  por  an  comunero  aprovecha  á  los  demás;  la  prescripción  se 
ejerce  en  pro  y  en  contra  de  la  herencia,  aonqoe  no  esté  aceptada,  y  la  pres- 
cripción nunca  puede  renunciarse;  lo  que  se  pnede  renunciar  úni  amento  et 
lo  ganado  por  prescripción.  \jl  justicia  de  estos  preceptos  es  tan  clara,  que  no 
necesita  demostrarse;  y  de  ellos  te  deduce,  entre  otras,  laa  solucionet  al- 
guien tes: 

4.*  Que  establecido  por  el  Código  el  plazo  especial  de  cuatro  añot  para  el 
retracto  convencional  á  falla  de  pacto  expreso,  transcurridos  desde  que  está 
vigente  aquél,  aplicando,  como  es  justo,  á  esa  prescripción  lo  dispuesto  en  el 
art.  4936,  resulta  que  ha  prescrito  aquel  derecho,  y  la  acción  ha  caducado. 
'  S.*  Que  el  derecho  de  ejecutar  por  virtud  de  una  acción,  dura  todo  el 
tiempo  que  la  acción  misma;  y,  por  tanto,  mientras  la  acción  no  haya  pres- 
crito, aunque  sea  treinta  años  el  término  de  ésta,  si  hay  título  ejecutivo,  pue- 
de reclamarse  en  vía  ejecutiva,  debiendo  advertirse  respecto  á  la  pretcrípeión 
^'coáienzada  antes  de  publicarse  el  Código,  que  es  aplicable  lo  dispuesto  en  el 
art.  4939  del  mismo. 

Y  en  orden  al  derecho  iiitebnacional,  por  lo  que  á  la  materia  de  prescrip- 
ción tanto  del  dominio  como  de  derechos  y  acciones  se  refiere,  convienen  loa 
autores  en  que  la  prescripción  es  de  derecho  natural,  y  pueden  invocarla  en 
un  Estado  lo  mi&mo  los  extranjeros  que  los  ciudadanos.  También  están  con- 
formes en  que  debe  regirse  por  la  Uaf  rei  Hte^  ya  se  trate  de  la  prescrípeíóD 
adquisitiva  de  muebles  ó  inmuebles,  ya  de  la  extintiva  de  las  acciones  y  de- 
cerhos  reales. 

Discútese,  sin  embargo,  con  gran  empeño,  y  es  una  de  las  cuestiones  so- 
bré  que  exiMe  mayor  divergencia,  la  de  la  ley  á  que  debe  estar  sometida  la 
prescripción  liberatbria  de  las  obligaciones.  Sin  contar  la  opinión,  casi  aisla- 
da, de  Pothier,  que  sostiene  que  la  prescripción  liberatoria  debe  regirse  por 
la  ley  del  domicilio  del  acreedor,  existen  cuatro  criterios  distintos  en  la  doc- 
trina de  los  autores  y  jurisprudencia  de  los  Tribunales:  4.*,  el  de  los  que  sot- 
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tieneR  que  debe  aplicarse  li  ley  del  domicilio  del  deudor»  fandáodose  en  que 
no  se  trata  de  la  ley  del  contrato  ni  de  los  efectos  de  la  obligación,  sino  del 
derecho  qoe  tiene  todo  hombre  á  utilizar  en  su  defensa  las  leyes  á  cuyo  am- 
paro tive,  la  ley  de  su  patria  ante  cuyos  Tribunales  se  le  persigne;  S.^,  el  de 
los  que  considerando  la  prescripción  como  una  cuestión  de  procedimiento^ 
sin  .r<ílación  esencial  con  la  obligación  misma,  y  hasta  como  una  cuestión  de 
interés  y  orden  público,  sostienen  que  debe  .egirse  por  la  lex  fori;  3.**,  el  de 
los  que  entienden  que,  siendo  la  prescripción  un  moelo  de  extinguirse  la  obli- 
gación, tiene  mucha  analogía  y  semejanza  con  la  ejecución  de  la  misma,  y 
debe  regirse  por  la  ley  del  lugar  en  donde  la  obligación  deba  cumplirse;  y 
k.^^  el  de  los  que  consideran  preferible  la  aplicación  de  la  ley  que  rige  la  ol>li- 
gacióu,  esto  es,  en  general  la  lex  loci  contrae iiis,  porque  es  lógico  pensar  que 
al  contraer  la  obligación  se  ha  convenido  tácitamente  en  que  ésta  durará 
cierto  tiempo,  que  debe  determinarse  por  la  ley  misma  que  rija  el  contrato 
que  ha  dado  origen  á  la  acción  de  que  se  trata. 

Análogo  á  este  último  criterio  es  el  sistema  de  Savigny,  sólo  que  éste  úni- 
camente habla  de  la  ley  local,  entendiendo  por  tal,  según  los  casos:  4.*,  la 
del  logar  del  cumplimiento  de  la  obligación  cuando  éste  se  haya  consignado 
en  el  contrato;  2.®,  si  se  trata  de  gestión  de  negocios,  la  del  lugar  donde  di- 
cha gestión  se  lleve  á  cabo;  3.^,  cuando  se  trate  de  un  acto  particular  del 
deudor  llevado  á  cabo  en  su  domicilio,  se  atenderá  á  la  ley  de  éste,  sin  que 
influya  para  nada  el  cambio  posterior;  i.o,  si  el  acto  particular  se  ha  reali- 
zado fuera  de  dicho  domicilio,  la  ley  del  lugar  donde  el  acto  se  haya  ejecu- 
tado; y  5.^,  fuera  de  estas  hipótesis,  por  derecho  local  le  entiende  el  del  do- 
micilio del  deudor. 


CAPlTUJLO   II 
De  la  prescripción  del  dominio  y  demés  dereclios  realee. 


ilrt.   1040.    Para  la  preBcripción  ordinaria  del  do- 
minio y  demás  derechos  reales  se  necesita  poseer  las  co- 
teas  con  buena  fe  y  justo  título  por  el  tiempo  determinado 
en  la  ley. 


r 
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Art.  1941.    La  posesión  ha  de  ser  en  concepto  de 
dueño,  pública,  pacifica  y  no  intemimpidap(l). 


792,  Ko  infringe  los  artioulos  1214  y  1941  del  Código  la  senten- 
cia que  apreciando,  no  sólo  las  escritoras  acompañadas  á  la  deman- 
da, sino  los  demás  documentos  y  pruebas  de  otra  espede  existen- 
tes en  el  pleito,  declara,  en  7ista  del  resultado  de  todas,  que  las 
fincas  en  cuestión  pertenecen  en  pleno  dominio  á  los  demandados 
y  no  se  han  poseído  como  propias  por  los  demandantes;  afirmacio* 
nes  de  hecho  á  las  cuales  no  es  licito  oponer  el  criterio  contrario 
de  los  interesados,  ni  pueden  impugnarse  con  éxito  por  lo  que 
aparezca  únicamente  de  algunas  de  las  pruebas.— iS.  7  Kcv.  95. — 
G.  de  a?  id. 


-»  Art.  fl049.  No  aprovechan  para  la  posesión  los 
actos  de  carácter  posesorio,  ejecutados  en  virtud  de  liceú- 
cia  ó  por  mera  tolerancia  del  dueño  (2). 

Art.  194IS.  La  posesión  se  interrumpe,  para  los 
efectos  de  la  prescripción,  natural  ó  civilmente. 

Art.  1 044.  Se  interrumpe  naturalmente  la  pose- 
sión cuando  por  cualquier  causa  se  cesa  en  ella  por  más 

■ 

de  un  año. 

Atí.  1045.  La  interrupción  civil  se  produce  por  la 
citación  judicial  hecha  al  poseedor,  aunque  seapormaur 
dato  de  Juez  incompetente. 

Art.  1O40.    Se  considerará  no  hecha  y.  dejará  de 
producir  interrupción  la  citación  judicial: 
1.^    Si  fuere  nula  por  falta  de  solemnidades  legales. 


(1)     Véase,  como  eoneordante,  el  art.  447. 
ti)     Véase,  como  o^aeordanta,  el  art.  444. 

\ 
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2  S  Si  el  actor  desistiere  de  la  demanda  ó  dejan  ca* 
ducar  la  instancia. 

3  .^    Si  el  poseedor  faere  absuelto  de  la  demanda. 

itri.  1949.  Taoibite  ee  prodaoe  interrapdón  cnril 
por  el  acto  de  conciliación ,  siempre  que  dentro  de  dos  me- 
eee  de  celebrado  se  presente  ante  el  Juet  la  demanda  sa- 
bré poBeeión  ó  dominio  de  la  oosa  cuestionada. 

Ari.  104S.  Cualquier  reconocimiento  ezpreea  é 
tácito  que  el  poseedor  biciere  del  derecho  áai  duefto  in- 
terrumpe a8Ímii»mo  la  posesión. 

A  rt.  1 0 lO.    Contra  un  titulo  inscrito  en  el  Reg^tvo 

de  la  propiedad  no  tendrá  lugar  la  prescripción  ordinaria 
del  dominio  ó  derechos  reales  en  perjuicio  de  tercero, 
sino  en  virtud  de  otro  titulo  igualmente  inscrito,  de- 
biendo empezar  á  correr  el  tiempo  dsade  la  inscripción 
del  segimdo  (1). 

> 

A  ^t.  1 050 .  La  buena  fe  del  poFeedor  consiatie  en  la 
creencia  de  que  la  persona  de  quien  lecihiá  1a  ooaa  eia 

dueño  de  ella,  y  podía  transmitir  su  dominio. 

Ari.  I05fl*  Las  condiciones  de  la  buena  fe  exigi- 
das para  la  posesión  en  los  artículos  433.  434,  435  y  436 
de  este  Código,  son  igualmente  necesarias  para  la  deter- 
minación de  aquel  requisito  en  la  prescripción  del  domi- 
nio y  demás  derechos  reales. 

Art.  I05^.  Entiéndese  por  justo  titulo  el  que  la- 
galmente  baste  para  transferir  el  dominio  ó  derecho  real 
de  cuya  prescripción  se  trate. 

A  rt.  1053.    £1  titulo  para  la  prescripción  ha  de 
yerdadero  y  Tálido. 

(1)     TiM«,  oomo  oonoord«at«,  mi  purt.  4fil. 


r;.. 
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;  Ari.  9054.    £1  justo  titulo  debe  probarse;  no  b« 
presume  nunca . 

Art.  I055.  El  dominio  de  los  bienes  muebles  se 
prescribe  poi:  la  posesión  no  interrumpida  de  tres  años 
con  buetia  fe. 

También  se  prescribe  el  dominio  de  las  cosas  muebles 
por  la  pofieslón  no  interrumpida  de  seis  años,  sin  necesi  • 
dad  de  ninguna  otra  condición. 

En  cuanto  al  derecho  del  dueño  para  reivindicar  la 
cosa  mueble  perdida  ó  de  que  hubiese  sido  privado  ilegal -r 
mente^  asi  como  respecto  á  las  adquiridas  en  venta  pú- 
blica, en  Bolsa,  feria  ó  mercado,  ó  de  comerciante  legal- 
mente  establecido  y  dedicado  habitualmeote  al  tráfico  de 
objetos  análogos,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  art.  464  de 
este  Código. 

Art.  f  050.  Las  cosas  muebles  hurtadas  ó  robadas  no 
podrán  ser  prescritas  por  los  que  las  hurtaron  ó  robaron, 
ni  por  los  cómplices  ó  encubridores,  á  no  haber  prescrito 
el  delito  ó  falta,  ó  su  pena  y  ta  acción  para  exigir  la  res- 
ponsabilidad civil,  nacida  del  delito  ó  falta. 

•  *  •  ■       ■  .  ' 

Art.  1 059.  El  dominio  y  demás  derechos  reales 
sobre  bienes  inmuebles  se  prescriben  por  la  posesión  du- 
rante diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre  ausentes, 
con  buena  fe  y  justo  titulo. 


-4. 


793.  No  infringe  el  preinserto  art.  1957  del  Código,  la  senten  - 
Ola  que  lió  estima  la  prescripción  alegada,  cuando  falta  la  base 
exigida  pam  la  ordinaria  ó  extraordinaria,  ó  sea  la  posesión  pú- 
blica, pacifica  y  no  interrumpida  que  se  haya  tenido  en  concepto 
de  dueñOp  puesto  que  tal,  requisito,  no  justificado  por  la  inscrip- 
ción  que  se  haya  hecho,  ya  de  escrituras  de  compra,  ya  de  infor- 
maciones posesorias^  en  atención,  entre  otras  razones,  á  que  el  úl- 
timo párrafo  del  art.  85  de  la^toy*  Hipoto(»ria  dispone  que,  «n 
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c  uanto  al  dueño  legitimo  del  inmQeble  ó  dereeho  que  se  eetá  pres- 
cribiendo, 6e  califica  el  titulo  y  se  cuenta  el  tiempo  oon  «arreglo  ú 
la  legislación  común.  -  S.  7  Nov,  95. — G.  Í€  27id. 

Ari.  i05lt.  Para  loe  efectos  de  la  preecripción  se 
considera  ausente  al  que  reside  en  el  extranjero  ó  en  U2* 
tramar. 

Si  parte  del  tiempo  estuvo  presente  y  parte  ausente» 
cada  dos  años  de  ausencia  se  reputarán  como  uno  para 
completar  los  diez  de  presente. 

La  ausencia  que  no  fuere  de  un  año  entero  y  continuo, 
no  se  tomará  en  cuenta  para  el  cómputo. 

"  Art.  1050.  Se  prescriben  también  el  dominio  y 
demás  derechos  reales  sobre  los  bienes  inmuebles  por  su 
posesión  no  interrumpida  durante  treinta  años,  sin  neoe> 
sidad  de  titulo  ni  de  buena  fe,  y  sin  distinción  entre  pre- 
sentes y  ausentes,  salvo  la  excepción  determinada  en  el 
art.  539. 

Art.  i900.  En  la  computación  del  tiempo  neoe> 
sario  para  la  prescripción  se  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 

1.*  El  poseedor  actual  puede  completar  el  tiempo  ne- 
cesario para  la  prescripción,  uniendo  al  suyo  el  de  su 
causante. 

2.^  Se  presume  que  el  poseedor  actual,  que  lo  hubiera 
sido  en  época  anterior,  ha  continuado  siéndolo  durante  el 
tiempo  intermedio,  salvo  prueba  en  contrario. 

3.^  El  dia  en  que  comienza  á  contaicse  el  ti^npo  se 
tiene  por  entero;  pero  el  último  debe  cumplirse  en  aa  to- 
talidad. 


H 


ABÍAN  dicho  Im  leyes  romuias  y  han  repelida  todas  las  del 
qaa  los  requisitos  de  la  prescripción  como  modo  de  adqairir  sea  Iros,  dasfté* 
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de  Is  cApacidad  ea  el  prescribente  y  la  capacidad  en  la  cosa  prescríbible,  ó 
lean,  justo  titolo,  baeoa  fe  y  poseaióa  constante  durante  el  tiempo  preftjado 
por  la  ley,  y  lo  mismo  repite  nuestro  Código  al  regalar  en  los  artícolos  que 
copiamos  por  cabeza  de  este  comentario  la  prescripción  del  dominio  y  demás 
derechos  reales. 

£8  insto  título,  aquel  que  legalmente  baste  para  transferir  el  dominio  de 
•las  cosas  ó  del  derecho  real  de  que  se  trate:  baena  fe,  la  creencia  de  que  la 
persona  de  quien  se  recibe  la  cosa  ó  derecho  era  dneña  de  la  una  ó  del  otro, 
y  podía  transmitirlo;  y  posesión,  la  qns  se  tenga  en  concepto  de  dueño  de  las 
mismas  cosas  ó  derechos  reales;  y  de  aquí  que,  concurriendo  tales  requisitos 
y  los  antes  mencionados  de  la  capacidad  en  el  prescribente  y  en  la  cosa,  ten- 
drá lugar  la  prescripción  tal  y  como  la  ley  la  regala. 

Contra  los  títulos  inscritos  no  tiene  lugar  la  prescripción  ordinaria  en 
perjuicio  de  tercero,  sino  en  virtud  de  otro  título  igualmente  inscrito  en  el 
Registro.  Pero  este  precepto  no  niega  que  con  títulos  no  inscritos  se  pueda 
prescribir,  pues  lo  qae  se  aflrma  únicamente  es  qae  contra  tercero  que  tenga 
inscrito  so  título  ó  derecho  no  se  puede  adquirir  por  prescripción  ordinaria. 
Podrá  adquirirse  en  prescripción  ordinaria  contra  quien  no  tenga  inscritos  sus 
títulos,  y  en  la  extraordinaria,  contra  los  que  tengan  inscrito  su  derecho, 
porqae  en  estas  prescripciones  se  prescinde  por  completo  del  titulo,  y  el  lap- 
so extraordinario  del  tiempo  suple  la  falta  de  aquél;  cuya  doctrina  está  con- 
firmada en  el  art.  4959,  diciendo  que  una  posesión  no  interrumpida  de  treinta 
años  hace  innecesarios  el  título,  la  buena  fe  y  la  distinción  de  presencia  ó 
aoaencia. 

Determinando  también  el  requisito  de  la  buena  fe,  dispone  el  Código  que 
ha  de  reunir  las  condiciones  que  para  la  posesión  legítima,  esto  es,  que  sea 
con  ignorancia  absoluta  de  que  el  título  adolezca  de  vicio  que  lo  invalide,  de 
donde  se  deduce  que  la  buena  fe  y  la  posesión  legítima  se  confunden,  porque 
sin  posesión  legítima  no  hay  prescripción. 

En  cuanto  al  requisito  más  importante  de  la  prescripción,  la  posesión,  re- 
quiere la  ley  que  sea  pacífica  y  pública,  porque  de  no  llevar  en  sí  el  primero 
de  dichos  requisitos,  faltaría  la  base  fundamental  al  lapso  de  tiempo  necesario 
para  adquirir  por  prescripción,  y  de  faltarle  la  publicidad,  carecería  de  otro 
elemento  esencial,  ñindamento  de  otros  de  los  requisitos  de  la  misma. 

Por  lo  demás,  no  existe  novedad  alguna  en  el  nuevo  derecho  con  respecto 
al  histórico  en  orden  á  lo  fundamental  de  esta  prescripción;  y  si  lo  hay  res- 
pecto á  la  manera  de  explicar  la  interrupción  de  la  posesión  y  respecto  á  los 
términos  legales  y  computación  del  tiempo,  todo  ello  ha  sido  detallado  en  ' 
los  preinsertos  artículos  de  tal  modo,  que,  á  nuestro  juicio,  no  pueden  dar  la- 
gar á  da  ia  ni  cuestión  alguna. 
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CAPÍTULO  nr 

De  la  prescripción  de  las  acciones. 


« 

itrt.  fOftl.  Las  acciones  prescriben  piir  el  mero 
lapso  del  tiempo  fijado  por  la  ley. 

Art,  10tt9.  Las  acciones  reales  sobre  bienes  mue- 
bles prescriben  á  los  seis  años  de  perdida  la  poseAÍón,  sal- 
vo que  el  poseedor  haya  ganado  por  menos  término  el  do- 
minio, conforme  al  art.  1955»  y  excepto  los  caaos  de  ex- 
travio y  venta  pública,  y  los  de  hurto  6  robo,  en  que  se 
estará  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del  mismo  ar- 
ticulo citado. 

'Art.  IOG3.  Las  acciones  reales  sobre  bienea  inmue- 
bles prescriben  á  los  treinta  años. 

Entiéndese  esta  dis^iosición  sin  perjuicio  de  lo  esta- 
blecido para  la  adqui6ici6n  del  dominio  ó  derechos  realeí^ 
por  prescripción. 


— ^Art.  1901.  La  acción  hipotecaria  prescribe  á  los 
veinte  años,  y  las  personales  que  no  tengan  señalado  tér- 
mino especial  de  prescripción  á  los  quince. 

i%pt.  1963.  No  prescribe  entre  coherederos,  con- 
dueños ó  propietarios  de  ñucas  colindantes  la  acción  para 
pedir  la  partición  de  la  herencia,  la  división  de  la  cousl  co- 
mún ó  el  deslinde  de  las  propiedades  contiguas. 

..    Api.  toso.    Por  el  transcurso  de  cinco  años  pros- 
criben las  acciones  para  exigir  el  cumplimiento  de  Is* 
obligaciones  siguientes:       ^ 
1.^    La  de  pagar  pensionea  alimentioias. 
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2.*  La  de  satisfacer  el  precio  de  los  arriendos,  sean 
éstos  de  fincas  n\¿ticas  ó  do  fincas  urbanas. 

8.*  La  de  coalesqoími  otros  pagos  que  deban  hacerse 
por  años  ó  en  plazos  más  breves. 

"  Art.  f  007.  Por  el  transcurso  de  tres  años  prescri- 
ben las  acciones  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
siguientes: 

1.*  La  de  pagar  á  los  Jueces,  Abogados,  Registradores, 
Notarios,  Escribanos,  peritos,  agentes  y  curiales  sus  ho- 
norarios y  derechos,  y  los  gastos  y  desembolsos  que  hu- 
biesen realizado  en  el  desempeño  de  sus  cargos  ú  oficios 
en  loa  asuntos  á  que  las  obligaciones  se  refí^erahl 

2.*  La  de  satisfacer  á  los  Farmacéuticos  las  medici- 
nas que  suministraron;  á  los  Profesores  y  Maestros  sus  ho- 
norarios y  estipendios  por  la  enseñanza  que  dieron,  ó  por 
el  ejercicio  de  su  profesión,  arte  ú  oficio. 

8.^  La  de  pagar  á  los  menestrales,  criados  y  jornale- 
ros el  importe  de  sus  servicios,  y  el  de  los  suministros  ó 
desembolsos  que  hubiesen  hecho,  concernientes  á  los 
mit^mos. 

4.^  La  de  abonar  á  los  posaderos  la  comida  y  habita- 
ción, y  á  los  mercaderes  el  precio  de  los  géneros  vendidos 
á  otros  que  no  lo  sean,  ó  que  siéndolo  se  dediquen  á  dis- 
tinto tráfico. 

El  tiempo  para  la  prescripción  de  las  acciones  á  que 
se  refieren  los  tres  párrafos  anteriores  se  contará  desde 
que  dejaron  de  prestarse  los  respectivos  servicios. 


794.  No  implica  infracción  de  este  artículo  del  Código  la  cita 
del  niismo  en  una  sentencia  dictada  en  pleito  anterior  á  la  publi- 
eación  de  aquél,  cuando  se  invoca  su  precepto,  no  como  derecho 
aplicable,  sino  como  argumento  y  apoyo  de  la  inteligencia  y  al- 
cance jurídico  que  la  Sala  sentenciadora  da  á  la  ley  10,^  tít.  11, 

libio  10  de  la  Novísima  Recopilación. S.  26  SepL  92.^-0-  2$ 

Ociubre. 
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Api.  lOIIS.    Preacribea  por  el  transcasao  de  un  año: 

1.^    La  acción  para  recobrar  ó  retener  la  posesión. 

2.^    La  acción  para  exigir  la  responsabilidad  civil  por 

injuria  ó  calumnia,  y  por  las  obligaciones  derivadas  de  La 

culpa  ó  negligencia  de  que  se  trata  en  el  art.  1902,  desde 

que  lo  supo  el  agraviado. 

Apt.  ittSO.  El  tiempo  para  la  prescripción  de  toda 
clase  de  acciones,  cuando  no  haya  disposición  especial 
que  otra  cosa  determine,  ee  contará  desde  el  día  en  qae 
pudieron  ejercitarse. 

Art.  i090.  El  tiempo  para  la  prescripción  de  las 
acciones  que  tienen  por  objeto  reclamar  el  cumplimiento 
de  obligaciones  de  capital  con  interés  ó  renta,  corre  desde 
el  último  pago  de  la  renta  ó  del  interés. 

Lo  mismo  se  entiende  respecto  al  capital  del  oeaoso 
consignativo. 

En  los  censos  enfítéutico  y  reservativo  se  cuenta  asi- 
mismo el  tiempo  de  la  prescripción  desde  el  último  pago 
/  de  la  pensión  ó  renta. 


>* Art.  iOV^.    £1  término  de  la  prescripción  de  las 

acciones  para  exigir  rendición  de  cuentas  corre  desde  el 
día  en  que  cesaron  en  sus  cargos  los  que  debían  rendirlas. 
El  correspondiente  á  la  acción  por  el  resultado  de  las 
cuentas,  desde  la  fecha  en  que  fué  éste  reconocido  por 
conformidad  de  las  partes  interesadas. 

Art.  t073.    La  prescripción  de  las  acciones  se  in- 
terrumpe por  su  ejercicio  ante  loe  Tribunales,  por  reda- 
mación extrajudicial  del  acreedor  y  por  cualquier  acto  de 
reconocimiento  de  la  deuda  por  el  deudor. 
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Art.  19941.  La  interrupción  de  la  prescripción  de 
acciones  en  las  obligaciones  solidarias  aprovecha  ó  perju- 
dica por  igual  á  todos  los  acreedores  y  deudores. 

Esta  disposición  rige  igualmente  respecto  á  los  here- 
deros del  deudor  en  toda  clase  de  obligaciones. 

En  las  obligaciones  mancomunadas,  cuando  el  acree- 
dor no  reclame  de  uno  de  ios  deudores  más  que  la  parte 
que  le  corresponda,  no  se  interrumpe  por  ello  la  prescrip- 
ción respecto  ¿  los  otros  codeadores. 

Art,  fWíÁ,  La  interrupción  de  la  prescripción  con- 
tra el  deudor  principal  por  reclamación  judicial  de  la 
deuda,  surte  efecto  también  contra  su  fiador,  pero  no  per- 
judicará á  éste  la  que  se  produzca  por  reclamaciones  ex- 
trajudiciales  del  acreedor  ó  reconocimientos  privados  del 
deudor. 


-J 


NDUDABLS  es  qae,  así  como  en  la  prescripción,  como  modo  de  adquirir 
el  domioio,  presume  la  ley  qae  quien  no  ejercita  los  derechos  dominicales  re- 
noncia  al  dominio,  con  mayor  motivo  pnede  hacer  la  misma  presunción  res- 
pecto de  los  demás  derechos  qae  nacen  de  las  conveniencias  humanas.  Todo 
derecho  tiene  una  acción  para  sa  ejerciciot  y  toda  acción  un  período  legal  de 
doración,  y  quien  lo  dpja  transcurrir  sin  ejercitar  so  derecho,  da  motivo  á 
presumir  que  lo  abandona,  que  renuncia  á  él.  Por  ello  la  ley  paede  racional- 
mente establecer  esta  presunción,  y  al  hacerlo,  satisface  una  necesidad  social 
tan  indispensable  y  precisa  como  la  de  dar  estabilidad  y  fírmeaa  al  dominio. 
Satisface  la  necesidad  social  de  llevar  la  tranquilidad  al  ánimo  de  los  ciuda- 
danos, asegurándoles  que  nadie  les  perturbará  con  reclamaciones  de  antigaos 
créditos  ó  con  el  ejercicio  de  derechos  más  antiguos  todavía. 

Transcorrido  determinado  periodo  de  tiempo,  todo  se  extingue,  y  en  este 
género  de  prescripción  nada  exige  la  ley  al  prescribente.  Aquí,  lo  contrario 
de  lo  que  sucede  en  las  prescripciones  como  modo  de  adquirir,  todo  lo  ha  he- 
cho la  ley:  nada  demanda  á  las  personas.  La  situación  del  deudor  es  ana  si- 
taación  meramente  p.isiva,  y  como  nada  tiene  que  hacer  por  su  par'e ,  no  ne- 
cesita reanir  ni  justo  título,  ni  buena  fe,  ni  posesión  continuada.  Basta  el 
transcorso  del  tiempo  para  qae  la  acción  del  acreedor  se  extinga  por  si  mis- 
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ma,  y  el  deador  se  encaeatre  libre  de  la  obligación.  Has,  por  lo  mismo  qnñ 
en  esU  pre&crípción  lo  es  todo,  son  de  excepcional  imporUncia  las  cuestiones 
diferentes  al  término  legal.  Así  lo  reconoce  el  Código,  prescribiendo  que  las 
acciones  prescriben  por  el  roero  lapso  de  tiempo  fíjado  por  la  ley.  Cada  acción 
tiene  nn  período  legal  de  dnración,  proporcionado  á  la  importancia  del  dere- 
cho qne  ampara,  y  cada  período  está  en  armonía  con  las  declaraciones  que 
anteriormente  tiene  hechas  la  ley  sobre  el  derecho  á  qne  se  refiere.  El  tér- 
mino de  duración  de  las  acciones,  es  de  un  año,  de  tres,  de  cinco,  de  seis,  de 
qoince,  de  veinte  y  de  treinta,  las  cuales,  y  la  forma  de  computar  el  tiempo, 
se  enumeran  en  estos  artículos. 

Si  nn  crédito  hipotecario  ha  prescrito  por  haber  transcurrido  los  veinte 
años  que  para  ejercitar  la  acción  hipotecaria  establece  el  art.  4964,  aunque  el 
crédito  se  haya  cedido  á  otra  persona  que  lo  haya  inscrito  á  su  nombre,  no 
por  esto  renace  la  acción  que  ha  caducado  por  el  tiempo. 

La  prescripción  de  acción  que  establece  el  art.  4966  es  Bueva  en  nuestro 
derecho,  que  no  se  puede  aplicar  invocando  plazos  transcurridos  eon  anterio- 
ridad al  Código  y  cuando  esa  prescripción  no  existia. 

Las  acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles  con  arreglo  al  art.  4963,  pres*- 
criben  á  los  treinta  años;  luego  sólo  por  el  transcurso  de  treinta  años  pres- 
cribe el  capital  de  los  censos.  Respecto  de  la  prescripción  de  las  pensiones^ es 
aplicable  la  disposición  del  núm.  3.®  del  art.  4966,  y  de  aquí  el  que  puedan 
haber  prescrito  cierto  número  de  pensiones  de  censo  por  haber  transcurrido 
cinco  años  desde  el  último  pago,  y  no  haber  prescrito  el  capital  de  censo  por 
no  haber  transcurrido  los  treinta  años  necesarios  para  su  prescripción;  y  si 
transcurrieren  los  treinta  años  desde  el  último  pago  de  las  pensiones  sin  que 
medie  reclamación  ó  reconocimiento^  prescriben  el  censo  y  las  pensiouet  eon 
arreglo  á  los  artículos  4963  y  4970,  porque  caducado  el  derecho  principal,  ó 
sea  el  censo,  se  extinguen  y  caducan  todos  los  derechos,  efectos  y  consecuen- 
cias que  de  él  eoQanan. 

Y  por  último,  aun  cuando  es  cierto  que  el  Código  no  ha  establecido  plazo 
especial  para  ejercitar  los  derechos  á  que  se  refieren  los  artículos  814  y  84$, 
desde  luego  se  ve  que  esos  derechos  son  distintos  de  la  partición  de  herencia, 
división  de  la  cosa  común  y  deslinde  de  las  propiedades  contiguas,  euyi 
acción  no  prescribe  nunca  según  el  art.  4965.  El  derecho  á  solieiiar  U  decla- 
ración de  herederos  t  pedir  el  cumplimiento  de  lalegítima>  es  en  último  tér- 
Uiino  el  derecho  de  petición  de  herencia,  y  esta  es  una  acción  real,  que  si  no 
tiene  un  plazo  especial  marcado  en  la  ley,  prescribirá  según  las  reglas  gene- 
rales establecidas  para  esa  clase  de  acciones.  Y  sobre  esto,  determioio  clan 
y  concretamente  los  artículos  49611  y  4963,  que  las  acetoaea  sobre  bienes 
m  nebíes  prescriben  á  los  seis  años,  y  las  reales  sobre  bienes  inmoeUfii  prsa* 
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criben  á  los  treinta.  Si  la  herencia  tiene  bienes  inmaebles,  debe  aplicarse  para 
la  prescripción  el  plazo  más  largo,  y  resultará  qae  el  término  para  ejercitar 
tas  acciones  que  nacen  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  814  y  845  prescribe  en 
los  treinta  años. 


DISPOSICIÓN   FINAL 

Ari.  1090.  Quedan  derogados  todos  los  cuerpos 
legales,  usos  y  costumbres  que  constituyen  el  Derecho  ci- 
TÜ  común  en  todas  las  materias  que  son  objeto  de  este 
Código,  y  quedarán  sin  fuerza  y  vigor,  así  en  su  concepto 
de  leyes  directamente  obligatorias,  como  en  el  de  derecho 
supletorio.  Beta  disposición  no  es  aplicable  á  tas  leyes 
que  en  este  Código  se  declaran  subsistentes. 


795.  No  puede  sentarse  que  la  invocación  en  los  consideran- 
dos de  una  sentencia  de  la  ley  2.^,  tít.  19,  libro  11  de  la  Novísi- 
ma Recopilación,  constituya  infracción  de  este  artículo  del  Código, 
sin  demostrar  por  los  medios  del  recurso  que  lo  resuelto  es  con- 
trario á  las  disposiciones  legales  vigentes.— S.  4  Junio  92,— G,  22 
Agosto.  * 

796.  Siendo  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil parte  del  derecho  general,  y  no  del  llamado  foral,  en  lo  que  es- 
tén en  contradicción  con  el  Código  civil,  ley  posterior,  han  sido 
derogadas  por  el  art.  1976,  y  no  puede  pretenderse  su  subsistencia 
por  consecuencia  de  lo  ordenado  en  el  art.  12  de  dicho  Código, 
pues  en  él  se  mantiene  sólo  enfrente  del  mismo  el  derecho  foral, 
68  decir,  el  excepcional,  pero  no  el  común,  que  antes  de  la  promul- 
gación de  aquél  regía  para  determinadas  materias  en  provincias  ó 
territorios  de  fuero. — 8.  12  Junio  94. — &.  5  Nov. 

797.  Las  leyes  2^  y  4.*,  tít.  13,  Partida  8.*,  y  la  doctrina  del 
Tribunal  Supremo  relativa  al  valor  de  la  confesión  judicial,  están 
derogadas  por  el  art.  1976  del  Código  civil.— ^S.  5  JuKo  d4.--Q.  2 
y  4  Nov, 


932  OÓDIQO  CIVIL 

798.  Habiendo  declarado  el  Tribunal  Supremo,  en  sentenda  dé 
16  de  Diciembre  de  1892,  que  las  leyes  2.*  y  3.*,  tít.  19,  libro  11 
de  la  NoYÍsima  Recopilación,  han  quedado  bíu  fuerza  y  vigor  por 
la  disposición  final  del  Código  civil,  ha  de  entenderse  igualmente 
sin  vigor  y  fuerza  la  doctrina  de  ellas  derivada. — S.  6  Jul^'o  94. — 
O.  11  Nov, 

799.  Las  leyes  de  Partida  y  de  la  Novísima,  referentes  á  costa8« 
y  la  jurisprudencia  de  su  tenor,  son  inaplicables  á  costas  causadas 
después  de  estar  en  vigor  el  Código  civil,  que  derogó  en  general 
por  su  art.  1979  todas  las  leyes  anteriores  en  materia  civil.— 5.  6 
Octubre  94.— G.  18  Dic. 


E, 


L  Código  civil  es  ia  ley  di  los  ciadadanos  entre  sí,  en  lo  qoe  se  refiere 
á  la  familia  y  á  la  propiedad  dentro  del  orden  privado,  y  sos  disposiciones  no 
pueden  tener  más  aplicación  que  en  lo  que  se  refiere  al  derecho  también  pri- 
vado, y  todo  lo  que  no  sa  baila  comprendido  en  esa  esfera  puede  ser  objeto 
de  otros  Códigos,  1e3'es  y  disposiciones  qne  no  han  sido  derogados  por  aqaó!, 
como  terminantemente  se  expresa  en  el  mismo  respecto  de  machos  pantos;  y 
en  sa  virtud,  la  mayor  edad,  qae,  tal  como  la  fija  el  Código,  se  refiere  dnica- 
mente  á  las  relaciones  de  índole  privada,  para  el  ejercicio  de  la  profesión  da 
Procurador  se  rige  por  la  legislación  especial  qae  la  fija,  qae  no  ha  sido  dero- 
gada por  el  Código  (4). 

La  cuestión  relativa  á  si  es  ó  no  preciso  someter  á  la  aprobación  jndieial 
la  partición  de  bienes  hereditarios  en  qae  hay  menores  interesados,  eoando  se 
ha  verificado  por  un  contador  nombrado  por  el  testador,  ha  de  ser  resuelta 
con  arreglo  al  Código  civil,  y  prescindiendo  de  lo  que  dispone  el  art.  1049  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento,  ya  qae,  por  tratarse  de  materia  que  ha  sido  objeto 
de  aqaél,  quedó  dicha  ley  respecto  de  ese  caso  sin  fuerza  y  vigor«  según  el  ar- 
tícnlo  que  nos  ocupa,  tanto  en  el  concepto  de  directamente  obligatoria,  como 
en  el  de  derecho  supletorio  (t). 

En  virtnd,  pues,  del  precepto  del  artículo  que  nos  ocupa,  y  de  otros  del 
mismo  Código  que  expresamente  lo  determinan,  están  vigentes,  en  cuanto  no 
se  opongan  á  aus  preceptos,  la  ley  Hipotecaria  y  el  Reglamento  para  su  eje- 

(1)     R.  O.  19  Septiombre  90.  — O.  2  Octubre. 

'2}     a.  de  la  D,  5  Ootnbvfl  9ñ.--  O.  17  Noviembre. 
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ciicióD,  las  leyes  de  Agaas,  Minas,  €aza  y  Pesca,  Expropiación  forzosa  y  su 
Reglamento,  y  las  demis  especiales,  asi  como  la  provisional  del  Registro  ci- 
vil de  47  de  Junio  de  4870  con  las  modiflcaciones  introducidas  en  la  misma 
por  el  tit.  4t  del  libro  4.^  (fel  Código,  y  la  Instracción  para  la  ejecución  de  ios 
artículos  77,  78,  79  y  82  de  dicho  Código  sobre  inscripción  de  los  matrimo- 
nios  catiónicos  en  el  Registro  civil,  y  sentencias  de  nulidad  y  divorcio  de  los 
mismos,  de  46  de  Abril  de  4889,  á  que  sirven  de  complemento  las  Resoluciones 
de  la  Dirección  general  de  los  Registros  de  8  y  44  de  Mayo  de  4889,  de  que 
hicimos  referencia  en  los  comentarios  relativos  al  matrimonio  canónico  y  su 
'inscripción  en  el  Registro  civik  f 

Por  ültimoy  aun  euanijlo  el  precepto  del  artCcuIo  que  nos  ocupa  dispone 
•queden  sin  fuerza  y  vigor,  tanto  en  el  concepto  de  leyes  directamente  obliga- 
torias como  en  el  de  derecho  supletorio,  todos  los  cuerpos  legales  que  consti- 
tuyen el  derecho  civil  común  y  los  usos  y  costumbres  complementarios  del 
mismo,  dispuesto  en  la  base  4.*  de  la  ley  de  44  de  Mayo  de  4888,  que  el  Có- 
digo tomaría  por  base  del  Proyecto  de  4854,  en  cuanto  el  mismo  contenía  en 
orden  al  sentido  y  capital  pensamiento  de  las  instituciones  civiles  del  derecho 
histórico  patrio,  es  indudable  que  dicho  Proyecto,  como  fuente  inmediata  del 
vigente  Código,  será  siempre  digno  de  tenerse  en  cuenta  para  la  interpreta- 
ción que  pudiera  ocasionar  cualquier  duda,  y  para  la  resolución  de  la  misma, 
por  más  que  nunca  sus  preceptos  deban  ser  invocados  como  base  fundamental 

'.de  recurso  alguno  judicial. 

Mas  bien  las  leyes  y  disposiciones  del  derecho  histórico  que  aquel  Pro- 
yecto recogió  en  su  seno,  podrán  ser  originariamente  estimadas  cuando  ha- 
yan tomado  forma  nueva  en  el  Código  el  espíritu  que  las  informaba  y  la  idea 
capital  que  las  presidia,  y  más  aun,  cuando,  por  el  casuismo  con  que  estaban 
redactadas,  envolvían  con  el  precepto  la  razón  filosófica  y  la  cansa  ocasional 

.  del  mismo. 

Claro  está  que,  cuando  un  precepto  dei  derecho  histórico  ha  venido  á  for- 

,  mar  parte  integrante  del  Código  civil,  éste  y  no  aquél  deberá  ser  invocado,  y 
cuando  se  trate  de  jurisprudencia  ocasionada  por  dicho  precepto  en  su  vigen- 
cia anterior  y  en  la  nueva,  á  ésta  deberá  darse  la  preferencia,  aun  cuando 
sean  en  igual  sentido,  evitando  con  esto  nueva  ocasión  al  Tribunal  Supremo 
de  declarar  que  ten  los  pleitos  que  deben  resolverse  por  las  disposiciones  del 
Código  civil,  es  inaplicable  y  no  ha  podido  infringirse  la  jurisprudencia  es- 
tablecida con  anterioridad  á  la  época  en  que  el  Código  comenzó  i  regir,  #t- 
q%iera  eslé  de  acuerdo  con  los  preceptos  del  mismo»  (4). 

Todo  esto,  por  supuesto,  cuando  no  se  trate  de  la  aplicación  de  leyes 


(ti     Sent.  li  Koviembro  92. —  O.  14  Diciembre. 
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del  daraeho  histórico  por  las  eualos  daba  regirse  el  etso  espeml  y  pcicUco 
de  que  se  trate,  mediante  la  no  retroactividad  de  los  qoe  el  Código  contiene, 
segdtQ  tendremos  ocasión  de  demostrar  en  el  estudio  sintético  de  las  disposi* 
ciones  transitorias  del  mismo  qae  vienen  á  contínaación. 

DISPOSICIONES   TRANSITORIAS 

Las  variacioneB  introducidas  por  eete  Código»  que  per- 
judiquen  derechos  adquiridos  según  la  legislación  civil 
anterior,  no  tendrán  efecto  retroactivo. 

Para  aplicar  la  legislación  que  corresponda,  en  Ins  ca- 
sos que  no  están  expresamente  determinados  en  el  Códi- 
go, se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1.*  Se  regirán  por  la  legislación  anterior  al  Código  los 
derechos  nacidos,  según  ella,  de  hechos  realizados  bajo  su 
régimen,  aunque  el  Código  los  regule  de  otro  modo  ó  no 
los  reconozca.  Pero  si  el  derecho  apareciere  declarado  por 
primera  vez  en  el  Código,  tendrá  efecto  desde  luego,  aun- 
que el  hecho  que  lo  origine  se  verificara  bajo  la  legisla- 
ción anterior,  siempre  que  no  perjudique  á  otro  derecho 
,  adquirido,  de  igual  origen. 

800.  Según  las  leyes  4.»  y  9.^  tít.  16,  Partida  4.»,  los  hijos  le- 
gitimados por  rescripto  real  adquieren  la  plenitud  de  loe  derechos 
de  la  legitimación,  y  entre  ellos,  el  de  gozar  en  la  sucesión  de  sus 
padree,  cuando  no  concurren  con  otros  descendientes  legítimos»  de 
los  mismos  derechos  de  éstos,  cual  si  hubiesen  sido  hiüi>idoe  de  In- 
timo matrimonio. — S.  8  Nov.  98, — 6?.  tf  y  iO  Enero  94. 

801.  Para  el  ejercicio  de  estos  derechos  no  obsta,  en  el  caao  d^ 
haberse  abierto  la  sucesión  bajo  el  régimen  legal  establecido  por  el 
Código  dvil,  lo  dispuesto  en  los  artículos  844  y  837  del  mismo,  se- 
gún los  que  están  equiparados  á  los  hijos  naturales,  en  cuanto  &«u 
legítima,  los  legitimados  por  concesión  real,  señalándose  al  con* 
yuge  viudo  en  concurrencia  con  eUos  una  cuota  usufructuaria  de 
la  mitad  de  la  herencia,  si  la  legitimación  se  llevó  á  efecto  antea 
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de  la  publicación  del  Código,  porque  la  aplicación  de  eBas  prescrip  - 
ciones,  derogatorias  de  la  antigua  legislación  respecto  al  derech  o 
hereditario  de  tales  hijos,  implicarla  el  desconocimiento  de  la  con  - 
dición  y  capacidad  jurídica  que  les  correspondía  con  arreglo  á  las 
leyes  de  Partida  antes  citadas^  y  no  pueden  tener  yirtualidad  y 
efecto  retroactivo,  copforme  á  las  reglas  1.*  y  4.*  de  las  disposicio- 
nes transitorias  del  Código,  toda  vez  que  el  hecho  generador  del  de- 
recho se  realizó  con  la  legitimación,  y  por  tanto,  su  derecho  á  la 
condición  de  hijos  legítimos  arranca  de  la  legislación  precedente 
al  Código,  y  los  que  éste  declara  por  primera  vez  á  favor. del  cón- 
yuge sobreviviente  en  concurrencia  con  los  hijos  naturales  legiti- 
mados ó  legítimos,  sólo  son  estimables  cuando  no  perjudiquen 
otros  derechos  legítimamente  adquiridos  por  leyes  anteriores . — 
S.  8  Nov.  Qd.—G.  6  y  10  Enero  94. 

802.    Las  viudas  coiaservan  íntegro  el  derecho  de  patria  potes- 
tad sobre  sus  hijos  mientras  no  pasen  á  segundas  nupcias,  y  por 
tanto,  lo  que  se  condiciona  por  el  art.  168  del  Código  es  ese  nuevo 
estado,  prescribiéndose  como  se  prescribe,  que  en  tal  caso  perderá 
la  madre  la  patria  potestad,  á  diferencia  de  lo  establecido  en  la  an  - 
terior  ley  sobre  Matrimonio  civil,  y  como  semejante  condición  de  - 
pende  completa  y  absolutamente  de  la  realización  voluntaria  de  un 
acto  posterior  á  la  publicación  del  Código,  es  evidente  que  al  con- 
tríEer  las  segundas  nupcias  la  viuda,  lo  hace  sometida  ya  ¿  las  pres- 
cripciones de  la  nueva  legislación,  pues  sólo  podria  constituir  dere- 
cho el  reconocido  por  la  ley  anterior  al  estado  civil  que  se  disfru- 
taba, no  aquel  con  que  se  condiciona  un  astado  diferente;  y  esti- 
mándolo así  el  Tribunal  sentenciador,  no  infrige  los  artíoulos  64  y 
65  de  la  ley  del  Matrimonio  civil,  ni  el  63  y  168,  la  disposición 
transitoria  1.*  y  párrafo  inicial  de  las  del  Código  civil. — S,  20  Di- 
cimbre  92.— G.  21  Fehrei'o  93. 

803.    Ál  estimarse  un  incidente  de  inconteetación  á  demanda 
de  reconocimiento  de  prole  adulterina  y  prestación  de  aumentos 
entablada  por  la  madre  de  los  menores  después  de  hallarse  en  vi  - 
gor  el  Código  y  dirigida  contra  el  supuesto  abuelo  de  aquéllos,,  no 
86  infringen  los  artículos  140  y  141  del  Código  ni  la  1.^  dispo- 
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BÍoión  trariBÍtoria,  puesto  que,  con  arreglo  á  la  4.*,  la  demmxdftfite 
habla  de  atemperar  su  derecho,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  duracidn  y 
I»roc  edimienlo,  á  Iob  preceptos  del  nuevo  Código,  que  no  permiten 
la  adm  ÍÉ^ión  de  demandas  que  directa  ó  indirectamente  se  dirijan 
á  inves  ligar  la  paternidad.— S.  20  Abril  92.'-G.  2  Agobio. 

8í)4.  Segi^n  loe  artículos  1.*^  y  *¿.^  del  Código  civil,  las  leyes  no 
rigen  hasta  los  veinte  días  de  su  promulgación,  y  no  tienen  efecto 
retroactivo  fí  no  disponen  lo  contrario,  y  conforme  al  párrafo  ini- 
cial de  las  dÍ8[)osicioneB  transitorias  dictadas  para  su  aplicación  y 
euB  reglas  1.*  y  4*,  las  variaciones  introducidas  por  dicho  Código 
que  perjudiquen  derechos  adquiridos  eegún  la  legislación  anterior, 
no  tendrán  efecto  retroactivo,  sino  que  se  regirán  por  ellas,  aunque 
la  nueva  las  regule  de  otro  modo  ó  no  las  reconoíca,  subsistiendo 
con  la  cxtcuísión  y  en  los  términos  que  les  reconocía  la  legislación 
precedente,  los  derechos  y  acciones  nacidos  durante  ella,  aunque 
no  se  hayan  ejercitado  antes  de  regir  el  repetido  Código,  sin  otra 
limitación  que  la  de  sujetarse  á  lo  por  él  dispuesto  en  cuanto  á  su 
ejercicio,  duración  y  procedimiento  para  hacerlos  valer. — S.  17 
Abril  94.— G.  30  Mayo. 

805.  Celebrado  con  anterioridad  al  mismo  Código  un  matrimO' 
nio,  del  que  nacen  los  derechos  y  acciones  ejercitados,  carecen  de 
oportunidad  los  motivos  que  se  fundan  en  disposiciones  de  la  nue- 
va legislación  civil,  todas  ellas  inaplicables,  como  posteriorea  á  di- 
cho matrimonio. — 5^.  17  Abril  94, — G.  30  Mayo. 

806.  Segón  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  la  ley  de  Ex- 
propiación forzosa  rige  natural  y  legalmente  eñ  loe  easoe  pMvlatot 
por  ella  que  ocurran  después  de  su  promulgación,  y  por  lo  tanto, 
los  de  desistimiento  de  ejecutar  una  obra  que  hubiese  motivado 
una  expropiación  anterior,  de  los  cuales  nace  el  derecho  de  revi- 
sión que  establece  el  art.  4S,  aun  cuando  la  expropiación  ae  hu- 
biere realizado  bajo  el  imperio  de  la  ley  de  1836,  lo  cual  está  con- 
forme con  la  disposición  1.^  de  las  transitorias  para  la  aplicación 
del  Código  civil,  en  cuanto  dispone  que  la  lej^slación  anterior  re- 
girá solamente  los  derechos  nacidoé,  según  ella,  de  Iieclios  reaUn- 
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doft  baje  fiu  régimeD;  pero  que  si  el  derecho  apareciese  declarado  por 
primera  Tez  en  el  C¿digo,  tendrá  efecto  deede  luego,  aunque  el  he- 
dió que  lo  origine  ee  aerificara  bajo  la  legislación  anterior,  siem- 
pie  que  no  perjudique  á  otro  derecho  adquirido  de  igual  origen. — 
8.  31  Mayo  92.— G.  13  Agosto. 

,  807.  No  se  infringe  la  baee  1.*  de  las  transitorias  para  la  apli- 
Oiclón  del  Código  civil,  cuando  antes  de  la  publicación  de  éste 
no  tenia  existencia  real  el  derecho  de  una  menor  á  que  su  tutela 
fuera  ejercida  por  determinada  persona  con  arreglo  á  la  legislación 
antigua,  fundada  en  haber  contraído  la  madre  su  segundo  matri> 
monio  antes  de  la  publicación  del  Código,  toda  vez  que  la  tutela 
de  dicha  menor  á  favor  de  la  expresada  persona  nació  del  nombra- 
miento hecho  en  testamento  de  20  de  Septiembre  de  1891,  cuyo 
hecho  generador  del  derecho  á  la  tutela  nació  después  de  la  publi- 
cación del  Código.— 5,  t^  Mayo  94.— G  9  Octubre. 

808.  No  se  atribuye  efecto  retroactivo  al  Código  civil  cuando  el 
derecho  que  ge  invoca,  Eegiün  sus  prescripciones,  se  origina  en  he- 
chos realizados  con  posterioridad  al  día  en  que  empezó  á  regir,  y 
como  el  de  abstenerse,  pretendido  por  un  acreedor  escriturario,  na- 
cía exclusivamente  en  el  momento  en  que  el  deudor  fué  declarado 
en  concurso  en  1891,  aun  cuando  el  título  del  acreedor  abstenido 
sea  de  fecha  anterior  al  Código,  puesto  que  tal  hecho  es  el  único 
origen  de  las  nuevas  relaciones  de  hecho  creadas  por  consecuencia 
de  dicho  estado  entre  los  acreedores  y  el  deudor,  distintas  de  las 
establecidas  por  la  escritura  de  préstamo;  y  al  reconocerlo  asi  el 
Tribunal  sentenciador,  no  infringe  las  disposiciones  transitorias  1.* 
y  4,*  del  Código  civiL— 5.  11  Mayo  9é.'-G.  24  Octubre. 


*.*  Los  actos  y  contratos  celebrados  bajo  el  régimen 
de  la  legislación  anterior,  y  que  sean  válidos  con  arregló 
á  ella,  surtirán  todos  sus  efectos  según  la  misma,  con  las 
limitaciones  establecidas  en  estas  reglas.  En  su  conse- 
cuencia, serán  válidos  los  testamentos  aunque  sean  man- 
Gomunados,  los  poderes  para  testar  y  las  memorias  testa- 
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mentariaB  que  ee  hubiesen  otorgado  ó  escrito  anteis  de  re- 
gir el  Código,  y  prodncir&n  su  efecto  las  elánsolas  ad  cok- 
telam,  los  fídeicomiBOS  para  aplicar  los  bienes  según  ins- 
tracciones  reservadas  del  testador  y  cualesquiera  otzos 
actos  permitidos  por  la  legislación  precedente;  pero  la 
revocación  ó  modificación  de  estos  actos  ó  de  cualquiera 
de  las  cláusulas  contenidas  en  ellos  no  podrá  verificarse, 
después  de  regir  el  Código,  sino  testando  con  arreglo  al 
mismo. 


809.  No  infringe  la  disposición  transitoria  preinserta  la  resolu- 
ción  judicial  que  ordena  la  prevención  de  un  juicio  voluntario  de 
testamentaria  á  instancia  de  los  hijos  y  nietos  del  testador»  no  obs- 
tante haberlo  prohibido  éste  en  testamento  anterior  al  Código,  por- 
que éste  en  nada  ha  alterado  ni  modificado  el  derecho  del  here- 
dero  legítimo  para  promover  el  expresado  juicio  en  tal  caso. — 
S,  S  Febrero  92.^G.  15  Marzo. 


8.^  Las  disposiciones  del  Código  que  sancionan  con 
penalidad  civil  ó  privación  de  derechos,  actos  ú  omiaíonee 
que  carecían  de  sanción  en  las  leyes  anteriores,  no  son 
aplicables  al  que  cuando  éstas  se  hallaban  vigentes  hu- 
biese incurrido  en  la  omisión  ó  ejecutando  el  acto  prohi- 
bido por  el  Código. 

Cuando  la  falta  esté  también  penada  por  la  legislación 
anterior,  se  aplicará  la  disposición  más  benigna. 

4.^  Las  acciones  y  los  derechos  nacidos  y  no  ejercita- 
dos antes  de  regir  el  Código  subsistirán  con  la  extensión 
y  en  los  términos  que  les  reconociera  la  legislación  pre- 
cedente; pero  sujetándose,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  du- 
ración y  procedimientos  para  hacerlos  valer,  á  lo  dispues- 
to en  el  Código.  Si  el  ejercicio  del  derecho  ó  de  la  accióa 
se  hallara  pendiente  de  procedimientos  oficiales  enopett- 
dos  bajo  la  legislación  anterior,  y  éstos  fuesen  diferenteB 
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de  los  establecidoa  por  el  Código,  podrán  optar  lo8  inte  - 
reeados  por  unos  ó  por  otros  (1). 


810.  Las  acciones  y  derechos  nacidos  !y  no  ejercitados  antes  de 
regir  el  Código  civil,  subsisten  con  la  extensión  y  en  los  términos 
que  los  reconociera  la  legislación  precedente,  según  lo  prevenido 
en  la  transcrita  disposición  transitoria ,  que  tan  sólo  concede 
efecto  retroactivo  á  los  preceptos  del  mismo  Código  relativos  al 
ejercicio,  duración  y  procedimientos  adecuados  para  hacer  valer 
esos  derechos  y  acciones. — S.  2Nov.  92, — G.  7  Enero  93. 


ft.^  Quedan  emancipados  y  fuera  de  la  patria  potestad 
los  hijos  que  hubiesen  cumplido  veintitrés  años  al  empe- 
zar á  regir  el  Código;  pero  si  continuaren  vivtendo  en  la 
casa  y  á  expensas  de  sus  padres,  podrán  éstos  conservar 
el  usufructo,  la  administración  y  los  demás  derechos  que 
estén  disfrutando  sobre  los  bienes  de  su  peculio,  hasta  el 
tiempo  en  que  los  hijos  deberían  salir  de  la  patria  potes- 
tad  según  la  legislación  anterior. 

G.^  £1  padre  que  voluntariamente  hubiese  emancipa- 
do á  un  hijo,  reservándose  algún  derecho  sobre  sus  bienes 
adventicios,  podrá  continuar  disfrutándolo  hasta  el  tiem- 
po en  que  el  hijo  debería  salir  de  la  patria  potestad  con 
arreglo  á  la  legislación  anterior.' 

V.^  Los  padres,  las  madres  y  los  abuelos  que  se  hallen 
ejerciendo  la  cúratela  de  sus  descendientes,  no  podrán  re- 
tirar las  ñanzas  que  tengan  constituidas,  ni  ser  obligados 
á  constituirlas  si  no  las  hubieran  prestado,  ni  á  comple- 
tarlas si  resultaren  insuficientes  las  prestadas . 

8.^    lioe  tutores  y  caradores  nombrados  bajo  el  régi  - 


(1)    VéanM  iM  fglM»  d«  jnríMpradencU  adaptActM  &  la  dispo8id6n  transí 
ton»  t* 


r 
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men  de  la  legisladón  anterior  y  con  sajeción  á  ella,  con- 
Bervarán  8n  cargo,  pero  eometiéndoBe,  en  cuanto  á  aa  ejer- 
cicio, á  las  dÍEposicionee  del  Código. 

Eeta  regla  es  también  aplicable  á  loe  poseedores  y  á 
los  administradores  interinos  de  bienes  ajenos,  en  los  ca- 
sos en  que  la  ley  los  establece. 


811.  Discernido  el  cargo  á  un  curador  ejemplar  con  arreglo  al 
art.  1868  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  consecuencia  inelu- 
dible, conforme  al  1860,  hacerle  la  entrega  de  los  bienes  del  pupi- 
lo; lo  cual  en  nada  se  opone  Á  que  en  el  ejercicio  de  la  cúratela  se 
sujete  el  curador  á  las  disposiciones  del  Código  y  á  las  de  la  regla 
transitoria  tranFcrita,  ni  tampoco  á  que  el  consejo  de  &milia 
pueda  hacer  uso  de  las  facultades,  derechos  y  funciones  que  le  es- 
tán atribuÉios.— 6'.  2  Dic.  93. ---G.  20  Enero  94. 

812.  La  indicada  disposición  transitoria  8.^  dispone  que  los 
tutores  y  curadores  nombrados  bajo  el  régimen  de  la  legisladÓD 
anterior  y  con  sujeción  á  ella,  conservarán  sus  cargos,  sometiéndo- 
se, en  cuanto  á  su  ejercicio,  á  las  disposiciones  del  Código,  y  no  ha- 
biendo el  curador  ad  litem  de  un  menor,  al  representarle  en  un  jui- 
cio ejecutivo,  practicado  ninguna  gestión  de  aquellas  á  que  daba 
lugar  dicho  Código,  no  existe  quebrantamiento  de  forma  por  taita 
de  personalidad.— iS.  23  Junio  91. — O.  7  Sepí. 

813.  No  tiene  aplicación  la  disposición  transitoria  preinserta 
al  caso  de  un  tutor  nombrado  en  testamento  otorgado  cuando  ya 
estaba  vigente  el  Código  civil.— 5.  1.^  Mayo  94. — O.  9  Odúhre. 

9.^  IjRB  tutelas  y  cúratelas,  cuya  constituci<ki  defini- 
tiva esté  pendiente  de  la  resolución  de  los  Tribunales  al 
empezar  á  regir  el  Código,  se  constituirán  con  arreglo  á 
la  legislación  anterior,  sin  peijuicio  de  lo  dispuesto  en  Ja 
regla  que  precede. 
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814.  Nombrando  curador  ejemplar  á  un  iücapacitado,  y  ha- 
llándose pendiente  de  constituirse  definitivamente  la  ciiratela  al 
publicarse  el  Código  civil,  es  notorio  que  aquella  constitución 
debe  verificarse  con  arreglo  á  la  legislación  anterior,  según  lo  pre- 
ceptuado en  la  disposición  transitoria  preinserta. — S.  2  Dic.  93. — 
O.  20  Enero  94. 

i  O.  Los  Jueces  y  los  Fiscales  municipales  no  procede- 
rán de  oficio  al  nombramiento  de  los  consejos  de  familia 
sino  respecto  á  los  menores  cuya  tutela  no  estuviere  aún 
definitivamente  constituida  ai  empezar  á  regir  el  Código. 
Cuando  el  tutor  ó  curador  hubiere  comenzado  ya  á  ejer- 
cer su  cargo,  no  se  procederá  al  nombramiento  del  con- 
sejo hasta  que  lo  solicite  alguna  de  las  personas  que  de- 
ban formar  parte  de  él,  ó  el  mismo  tutor  ó  curador  exis- 
tente; y  entretanto  quedará  en  suspenso  el  nombramiento 
del  protutor.  y 

II.  Los  expedientes  de  adopción,  los  de  emancipa- 
ción voluntaria  y  los  de  dispensa  de  ley  pendientes  ante 
el  Gobierno  ó  los  Tribunales,  seguirán  su  curso  con  arre- 
glo á  la  legislación  anterior,  á  menos  que  los  padres  ó  so- 
licitantes de  la  gracia  desistan  de  seguir  este  procedi- 
miento y  prefieran  el  establecido  en  el  Código. 

19.  Los  derechos  á  la  herencia  del  que  hubiese  falle- 
cido, con  testamento  ó  sin  él,  antes  de  hallarse  en  vigor 
el  Código,  se  regirán  por  la  legislación  anterior.  La  he- 
rencia de  los  fallecidos  después,  sea  ó  no  con  testamentó, 
se  adjudicará  y  repartirá  con  arreglo  al  Código;  pero  cum- 
pliendo, en  cuanto  éste  lo  permita,  las  disposiciones  tes- 
tamentarias. Se  respetarán,  por  lo  tanto,  las  legitimas, 
las  mejoras  y  los  legados;  pero  reduciendo  su  cuantía,  si 
de  otro  modo  no  se  pudiera  dar  á  cada  participe  en  la  he- 
rencia lo  que  le  corresponda  según  el  Código. . 

815.  La  preinserta  disposición  transitoria  en  nada  há  cambiado 
ni  modificado  las  disposiciones  de  la  ley  procesal  y  jurisprudencia 
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á  BU  tenor  recaída,  referentes  al.modo  y  forma  de  practicar  las  ope- 
raciones particionales,  puesto  que  aquélla  se  contrae  al  derecho  que 
en  la  partición  de  la  herencia  testamentaria  ó  intestada  de  los  ía- 
llecidoe  después  de  hallarse  en  vigor  el  nuevo  Código,  tengan  con 
arreglo  á  éste  los  interesadoB  en  la  misma. — S.  8  Febrero  92.— 
O.  IS  Marzo. 

13.  Los  casos  no  comprendidos  directamente  en  las 
disposiciones  anteriores,  se  resolverán  aplicando  los  prin- 
cipios que  les  sirven  de  fundamento. 

816.  Esta  disposición  transitoria  y.  la  anterior  establecen  que 
la  herencia  de  los  que  hubiesen  Mlecido  con  testamento  ó  sin  ¿1, 
después  de  hallarse  aquél  en  vigor,  se  adjudicará  y  repartirá  con- 
forme al  mismo,  cumpliéndose,  en  cuanto  lo  permitan  sus  precep- 
tos, lo  ordenado  por  el  testador,  respetándose  las  legitimas,  mejo- 
ras y  legados,  aunque  reduciéndolas,  si  fuere  necesario,  á  la  por- 
ción  señalada  en  dicho  cuerpo  legal,  y  por  último,  aplicando  los 
principios  que  informan  sus  disposiciones  transitorias  á  los  casoa 
no  comprendidos  directamente  en  ellas. — S.  16  Enero  95. — G,  15 
Marzo. 


JTZ 

X  KANSITORIAS  son  las  disposiciones  legales  qne  anteceden,  porqae 
están  llamadas  á  preparar  saavemente  la  transformaelód  del  derecho  antigoo 
en  el  nnevo,  evitando,  en  cnanto  sea  posible,  las  injusticias  ^e  toda  innova- 
ción pneda  prodacir  en  el  estado  de  derecho  qae  viene  manteniendo  el  equi- 
librio de  relaciones  de  las  personas  entre  sí  y  con  los  bienes  patrimoniales  de 
las  mismas,  y,  en  general,  lo  qne  se  llama  derechos  y  obligaciones,  dentro  de 
la  esfera  privativa  de  aqaéllos,  qne,  manteniendo  el  orden  individoal,  con- 
tribuyen al  colectivo  de  la  nación. 

La  teoría  de  la  irretroactividad  de  las  leyes  es  precisamente  la  base  sobre 
que  descansan  las  reglas  qne  constitnyen  el  sistema  transitorio  del  derecho 
civil  histórico  al  hoy  vigente,  y  en  realidad,  aun  cuando  vemos  muy  aplau- 
dida la  idea  del  legislador  al  establecerlas,  no  dejamos  de  comprender  que  s« 
omisión  no  hubiera  producido  nn  vacío  trascendental,  después  dé  harer 
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constar  eoooo  regla  general,  que  las  «variaciones  introdacidas  por  el  Código 
que  perjndiqaen  derechos  adquiridos,  según  la  legislación  civil  anterior,  no 
tendrán  efecto  retroactivo».  Con  esto,  y  con  el  precepto  del  art.  3.^,  sabría- 
mos fácilmente  á  qué  atenernos;  pero  el  legislador  ha  ¡do  más  allá,  ha  pun- 
tualizado algunas  reglas  desprendiéndolas  de  la  base  de  irretroaetividad,  y 
algo  indudablemente  facilita  la  intelección  de  la  legislación  aplicable  á  un 
caso  dado.  £1  Código  mismo,  en  muchos  de  sus  artículos,  establece  su  exten- 
sión retroactiva,  como  ocurre  con  el  4608,  por  ejemplo;  en  su  consecuencia* 
las  trece  reglas  de  tránsito  se  refieren  á  los  casos  en  que  el  Código  no  lo  haya 
previsto  expresamente  en  sus  disposiciones. 

Pero  no  es  sólo  el  tránsito  del  derecho  histórico  al  del  Código  vigente  el 
que  el  legislador  ha  debido  puntualizar,  ya  que  á  ello  quiso  dedicar  su  aten- 
ción; porque  derecho  histórico  llama  solamente  al  que  en  materia  civil  dejó 
de  regir  en  4.^  de  Mayo  de  4S89,  cuando,  en  realidad,  un  histórico  como 
aquél  es  el  que  comenzó  á  regir  en  dicho  día,  y  que  hoy  se  conoce  con  el  nom- 
bre de^ÍM^a  edición  del  Código,  que  estuvo  vigente  hasta  eN5  de  Agostp 
del  mismo  año,  ó  sea  desde  que  comenzó  á  regir  el  reformado  que  ahora  se 
aplica,  según  hicimos  constar  por  nota  en  la  página  438  de  este  tomo,  aun- 
que con  la  omisión  del  período  de  veinte  días  establecido  en  el  art.  4.*,  con- 
tados desde  la  promulgación,  ó  sea  desde  que  termina  la  inserción  en  la  Oa-^ 
ceta^  cuya  omisión  rectificamos  aquí,  para  demostrar  que,  en  vez  del  período 
de  dos  meses  y  veintitrés  días  ^que  allí  indicábamos,  se  trata  y  debe  enten- 
derse de  tret  meses  y  catorce  dios  el  derecho  transitorio,  entre-CédiffúSy  que 
igualmente  deberá  tenerse  en  cuenta  para  poder  aplicar  debidamente  la  legis- 
lación vigente  que  haya  de  regir  determinados  casos. 

Con  efecto,  tan  ley  del  reino  era  entonces  el  Código  primeramente  pro* 
mulgado,  como  ahora  lo  es  el  que  comentamos,  y  habiendo  éste  derogado 
á  aquél  sin  efectos  retroactivos,  es  indudable  que  las  variaciones  intrcdnei- 
das  por  éste  no  perjudicaran  derechos  adquiridos  bajo  el  régimen  de  la  legis- 
lación civil  anterior,  que  es,  en  primer  término,  el  anterior  Código  civil,  ó, 
como  suele  decirse,  la  primera  edición  del  actual. 

Y  no  se  atribuya  esta  teoría  nuestra  á  mera  satisfacción  de  levantar  de 
nuevo  la  atención.  Téngase  en  cuenta  que  la  segunda  edición  ha  introducido 
variaciones  trascendentales  en  muchos  preceptos  de  la  primera,  y  se  vendrá 
en  acuerdo  de  la  importancia  de  estas  observaciones  y  del  lamentable  olvido 
del  legislador  de  no  hacer  caso  para  nada,  cuando  trataba  del  derecho  transi- 
torio^ del  correspondiente  á  ese  período  que,  no  por  corto,  habrá  dejado  de 
producir  sus  efectos  jurídicos. 

Unas  cuantas  consideraciones  serán  bastantes  á  justificar  nuestro  aserto. 
En  cumplimiento  de  la  ley  de  26  de  Mayo  de  4889,  el  Gobierno  estaba  obli- 
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gado  á  hacer  la  segunda  edición  del  Código  civil  que  oomensó  i  regir  detAe 
el  día  4.*  de  dicho  mes,  en  la  que  se  introdajeran  las  enmieodaa  y  «dieioMs 
qoe  á  JQicio  de  la  sección  de  lo  civil  de  la  Comisióo  general  de  Godifieaícién 
fuesen  necesarias  ó  conveniente?,  según  el  resaludo  de  la  discttsióa  haJbMaM 
ambos  Cuerpos  Colegisladores;  caya  edición  se  publicaría  lo  más  pronto  po- 
sible dentro  del  plazo  de  dos  meses,  teniendo,  por  último,  lugar  en  U  QñeeU 
del  t5  de  Julio  del  mismo  año. 

Cotejado  el  texto  de  la  primera  y  la  segunda  edición,  resultan  181  artlMos 
alterados  con  correcciones,  enmiendas  y  adiciones,  mas  las  13  reglas  qse 
comprenden  las  di^^posiciones  transitorias.  La  raxón  de  todo  ello  eslá  jnslíA^ 
cada  en  la  Exposición  de  motivos  qao  con  fecha  30  de  Junio  del  niitaio  año 
elevó  la  referida  Comisión  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  tnaort*  m 
los  preliminares  de  esta  obra;  aun  cuando  su  propósito  fué  retocar  loa  ar- 
tículos qae  lo  necesitaban,  ya  para  mayor  claridad  del  concepto,  ya  pora  ^oe 
no  apareciesen  en  disonancia  con  otros  á  que  se  referían,  ya  para  prevenir  las 
dudas  á  que  pudiera  dar  lugar  la  suspicacia  ó  la  malicia  de  los  qoe  litigVMA— 
palabras  de  la  Comisión;— ya,  en  fin,  para  corregir  los  errores  de  imprentad 
de  copia  de  qne  adolecen,  creyó  preciso  ampliar  y  desarrollar  en  oierlot  ar- 
tículos los  principios  indiscutibles  de  justicia  ó  conveniencia  qoe  contieneA, 
á  fin  de  que  no  den  lugar  1  una  jurisprudencia  varia  y  aun  eontrailJelofia< 
aquel  retoque;  los  artículos  primeramente  aludidos  se  corrigieron,  j  oo 
ampliación  y  desarrollo  han  sido  los  últimos  reformados,  eoyo  nAoi'ifO  re- 
duce D.  Modesto  Falcón  á  37,  entre  los  cuatro  libros  de  qoe  eonatael  C6digO| 
á  saber: 

En  el  hbro  t.%  los  artículos  4.^  40,  44,  4t,  45,  49,  «9, 54,  S9,  «5, 141, 
443,  t16  y  347, 

En  el  libro  2  o,  ios  artículos  334.  339,  3i4,  570  y  594. 

En  el  libro  3/",  ios  artículos  663, 685,  695,  705, 707, 745,  74t.  74S  y  995. 

En  el  libro  i.^  los  artículos  4408,  4171,  4S80,  4196,  4ilO,  4577,  Hll, 
4887  y  1976. 

Nadie  pondrá  en  duda  que,  no  obstante  la  reforma  aofrída,  etoe  37 
tículos  estuvieron  rigiendo  los  tres  meses  y  medio  á  que  antes  hioimot 
rencia,  y  dada  la  diferente  significación  y  alcance  de  su  primera  redaeciáii  al 
que  tienen  en  la  última,  deberá  tomarse  en  cuenta  la  realiíacióo  del  liedio ori- 
ginario de  derechos  y  obligacionesf,  para  qne,  si  tuvo  lugar  bajo  el  r^gioien 
de  la  primera  edición,  por  ella  se  rija  y  se  resuelva  En  su  eonsecneneia,  la 
testamentifácción  activa  y  pasiva,  por  ejemplo,  que  á  los  religiosos  prole* 
sos  prohibían  los  artículos  663  y  7 i),  negándoles  capacidad  Jurídica  eo  ano 
y  otro  sentido,  ha  sido  reconocida  en  el  espíritu  dianaetralmimlfl  opaesto,  j 
habrá,  por  consigaienle,  que  tenerse  ea  cuenta  en  materia  de  sneesioaes,  la 
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,|Qt6rvencióo  de  tales  religiosos  para  aplicar  los  preceptos  del  Código  hoy  vi- 
gente ó  del  qae  dejó  de  regir  desde  el  45  de  Agosto  del  repelido  año  4889, 
puesto  qae,  las  variaciones  iotrodacidas  por  el  actual  qae  perjudíqaen  dere- 
chos adquiridos,  segáa  la  iegislacióa  civil  anterior^  no  tendrán  efecto  retro- 
activo. 

De  la  misma  manera  deberá  estimarse  el  alcance  obligatorio  de  los  otros 
artículos  que  hemos  enumerado,  en  cnanto  dispongan  sustancial  mente  cosa 
distinta  en  una  edición  á  la  otra,  cuyo  particular,  que  nos  sería  fácil  puntua- 
lizar, dejamos  de  hacerlo,  puesto  que,  con  un  poco  de  atención  y  de  cuidado, 
podrá  conseguirlo  cu/ilquiera  que  se  lo  proponga. 

En  cuanto  á  U  transición  del  derecho  antiguo  que  dejó  de  regir  en  4.^  de 
Mayo  de  4889  al  actualmente  vigente,  se  han  ocupado  diferentes  escritores, 
enderezando  sus  trabajos  á  comentar  las  43  reglas  que  constituyen  (as  dispo- 
sidones  transitorias,  reglas  que,  en  su  justificación  y  autorizada  exegesis, 
han  invertido  justamente  la  segunda  mitad  de  la  luminosa  Exposición  de  mo- 
tivos antes  referida,  cuyos  elocuentes  párrafos  entendemos  deben  ser  consul- 
tados con  preferencia  á  todo  otro  trabajo  sobre  la  materia,  cuando  de  estu- 
diar, interpretar  y  aplicar  se  trate  cualquiera  de  dichas  disposiciones  transi- 
torias, como  su  precedente  más  autorizado  y  cual  su  más  ineqniVoco  é  irre- 
futable comentario,  no  obstante  el  mérito  que  reconocemos  en  los  trabajos 
aludidos  (4). 

Por  nuestra  parte,  nos  limitamos  á  llamar  la  atención  sobre  las  reglas  de 
jurisprudencia  proferidas  por  el  Tribunal  Supremo  que,  siguiendo  nuestro 
plan,  hemos  adaptado  á  cada  una  de  las  transitorias  á  que  se  reíieren,  termi- 
nando, por  último,  este  comentario  con  las  resoluciones  de  la  Dirección  gene- 
ral de  los  Registros  civil,  de  la  Propiedad  y  del  Notariado,  á  que  fan  singular 
atención  hemos  venido  prestando,  que  contribuyen  á  establecer  el  criterio 
que  debe  presidir  la  aplicación  de  aquellas  reglas  en  las  conclusiones  si- 
guientes: 

Tratándose  de  un  contrato  celebrado  bajo  el  régimen  de  la  legislación  an- 
terior, qae  no  exigía  el  consentimiento  del  censualista  para  la  división  de  la 
finea  cenaida,  la  disposición  transitoria  aplicable  es  la  segunda  y  no  la 
cuarta,  por  ser  aquél  un  derecho  nacido  y  ejercitado  (S). 

La  tutela  de  un  menor  constituida  bajo  el  imperio  de  nuestra  legislación 


(1)  Con  ésto  motivo  recomendamos  los  de  Faloón  en  sus  Comentario*  al  Código 
eivü;  Alvarado,  ProbUma»  trantitorio»;  Homero  0-irón,  DUcwbo  en  la  Academia  de 
Juritprudeneia,  y  Felipe  Campos  de  los  Reyes^  Estudios  del  tiHtma  transitorio. 

(2)  R.  de  la  D.,  7  Enero  &Í.—G.  ÜS  Karso. 
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ci?il  aDtigoft,  debió  aer  ejercida,  después  de  publicado  y  vigente  el  Códifto, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  éste,  segúíi  la  8.*  de  las  transitorias  det 
mismo,  debiendo  abstenerse  de  intervenir  en  la  tutela  sin  qoe  se  hubiera 
constituido  ei  consejo  y  nombrado  el  protutor;  y  no  habiéndolo  así  hecho, 
debió  promoverse  la  formación  de  dicho  consejo  mediante  solicitud  de  cual- 
quiera de  los  llamados  á  formar  parte  de  él,  según  previene  la  40.^  disposición 
transitoria  para  formalizar  la  tutela  (1). 

Ocurrido  el  fallecimiento  del  testador  con  posterioridad  á  la  vigencia  del 
Código  civil,  los  albaceas  nombrados  por  aqnél  deben  someterse  en  el  ejerci- 
cio del  cargo  á  las  prescripciones  del  Código,  según  se  deduce  de  sus  disposi- 
ciones transitorias  (2). 

DISPOSiaONES  ADICIONALES 

I.*  El  Presidente  del  Tribunal  Supremo  y  loe  de  Ibb 
Audiencias  territoriales  elevarán  al  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia,  al  fin  de  cada  año,  una  Memoria,  en  la  que, 
refiriéndose  á  los  negocios  de  que  hayan  conocido  durante 
el  mismo  las  Salas  de  lo  civil,  señalen  las  deficiencias  y 
dudas  que  hayan  encontrado  al  aplicar  este  Código.  En 
ella  harán  constar  detalladamente  las  cuestiones  y  pun- 
tos de  derecho  controvertidos  y  los  artículos  ú  omisioneB 
del  Código  que  han  dado  ocasión  á  las  dudas  del  Tribunal. 

9.^  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  pesará  estas  Me- 
morías  y  un  ejemplar  de  la  Estadística  civil  del  mismo 
año  á  la  Comisión  general  de  Codificación. 

8.^  En  vista  de  estos  datos,  de  los  progresos  realiza- 
dos en  otros  países  que  sean  utilizables  en  el  nuestro,  y  de 
la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  la  Oomiaión  de 
Codificación  formulará  y  elevará  al  Gobierno  cada  dm 
años  las  reformas  que  convenga  introducir. 


(1)     K.  de  U  D.,  17  Mano  96.— ¿?.  15  Junio. 
01)     R.  da  U  D.,  10  l£»yo  90.  -  G.  18  Sept. 
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